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Como  lo  hemos  demostrado  anterior- 
mente (1),  hay  una  serie  de  casos  en  que 
los  diversos  elementos  de  los  actos  jurí- 
dicos, en  lugar  de  coexistir,  se  realizan 
sucesivamente:  habrá  en  un  momento 
dado  consentimiento  de  las  dos  partes, 
más  tarde  se  formará  el  objeto  del  acto 
jurídico,  en  otro  momento  se  concluirá 
el  contrato  principal  del  cual  podrá  no 
ser  más  que  un  accesorio  la  convención 
anterior;  en  otro  instante,  estando  el 
contrato  concluido,  una  de  las  partes, 
que  necesitaba  una  autorización  para 
adherirse  á  él,  en  razón  de  su  incapaci* 
dad,  llegará  á  obtenerla. 

Esta  constatación  general  nos  demues- 
tra el  abandono  del  sistema  romano  de 
la  unidad  de  tiempo.  Nos  encontramos, 
salvo  algunas  excepciones,  con  el  princi- 


pio de  la  sucesión  posible  en  los  elemen- 
tos del  contrato  (1).  Es  preciso  ahora 
estudiar  las  consecuencias  de  este  nuevo 
estado  de  derecho. 

¿Habrá  que  decir  que  hay  derecho  even- 
tual desde  el  día  en  que  existen  uno  ó  dos 
de  estos  elementos?  No  lo  creemos.  Hay 
que  hacer  una  distinción  entre  los  ele- 
mentos del  derecho:  el  artículo  1108  es 
una  disposición  engañadora:  al  damos 
una  lista  de  elementos  esenciales  para  la 
validez  de  las  convenciones,  haría  creer 
que  todos  tienen  la  misma  importancia 
para  el  nacimiento  de  un  derecho.  Sin 
embargo,  no  es  así. 

En  los  elementos  para  la  formación  del 
derecho  convencional,  ó  más  exactamen- 
te del  derecho  nacido  del  acuerdo  de  vo- 
luntades (lo  que  comprende  los  contra- 
tos v  el  testamento,  el  cual  en  el  fondo 


(l)  V.  artículo:  Des  droits  éventuels  et  des  hypo- 
théses  oú  ils  prennent  naissance.  (ReTue,  1905,  p. 
728). 


(1)  V.  Chausse,  De  la  rétroactíítiU  dans  ¡es  con- 
ditions,  (Eevue  critique,  1901,  p,,530). 


PRIMERA  PARTE 


no  es  quizás  sino  un  contrato  entre  un 
vivo  y  un  muerto,  siendo  el  testamento 
la  oferta,  y  la  acepta:i6n  del  legado  la 
adhesión  á  la  oferta),  uno  solo  es  esen- 
cial; una  voluntad.  Aun  una  sola  volun- 
tad basta  para  que  pueda  nacer  un  dere- 
cho eventual,  á  condición  de  que  la  ley  la 
considere  como  teniendo  ya  una  cierta 
fuerza,  una  cierta  estabilidad  por  sí  mis- 
ma, (como,  en  el  testamento,  la;estipu- 
lación  por  otro  á  favor  de  una  jíersona 
indeterminada).  Cuando  esta  voluntad 
existe,  hay  inmediatamente  un  derecho 
eventual. 

En  cuanto  á  los  demás  elementos:  ob- 
jeto,  contrato  principal,  si  se  trata  de 
un  contrato  accesorio,  no  tienen  por  sí 
mismos  ningún  valor.  Son  menos  elemen- 
tos necesarios  para  la  existencia  del  de- 
recho que  para  su  ejecución.  Si  estos  ele- 
mentos del  acto  existen  solos,  no  hay 
ningún  derecho,  es  la  nada  jurídica.  Por 
el  hecho  sólo  de  existir  el  objeto  de  un 
contrato,  no  hay  sobre  él  un  derecho 
eventual  para  nadie.  Nos  hallamos  pues, 
frente  ^  simples  materiales  del  derecho. 

Entre  estas  dos  categorías  extremas 
de  elementos  del  derecho,  hay  una  clase 
intermediaria:  la  capacidad  de  los  con- 
tratantes, indispensable  quizás  menos 
para  la  existencia  del  derecho  que  para 
su  validez.  El  derecho  eventual  podría  en 
rigor  nacer  sin  ella,  desde  que  hubiera 
consentimiento,  pues  su  rol  es  especial: 
no  hará  posible  la  ejecución  material, 
asegurará  simplemente  al  derecho  su 
fuerza  jurídica. 

Salgamos  del  dominio  de  las  conven- 
ciones. Examinemos  los  derechos  naci- 
dos de  la  ley:  derechos  nacidos  de  delitos 
ó  cuasi- delitos,  ó  derechos  de  sucesión. 
Aquí  se  presenta  una  situación  análoga 
á  la  anterior.  En  las  convenciones  hay 


un  elemento  capital  (una  voluntad)  y 
otros  de  menor  importancia.  Aquí  tene- 
mos también  elementos  del  derecho  que 
son  capitales:  en  casos  de  sucesión  ab-in- 
testatOf  será  el  hecho  de  que  se  tiene  un 
derecho  irrevocable;  desde  que  se  tiene 
esta  calidad,  se  tiene  un  derecho  eventual. 

La  misma  distinción  para  una  obliga- 
ción delictuosa.  El  elemento  culpable,  ó 
el  elemento  de  riesgo  creado,  es  el  elemen- 
to capital.  Cuando  él  existe  hay  yá  un 
derecho  eventual.  El  daño  no  es  sino  un 
elemento  para  ponerlo  en  ejecución. 

Esta  distinción,  es  clasificación  entre 
el  valor  relativo  de  los  diversos  elemen- 
tos de  un  derecho  considerados  aislada- 
mente, nos  parece  capital  en  nuestra  ma- 
teria. Ya  hemos  notado  ía  distinción  que 
existe  entre  el  derecho  eventual  y  el  dere- 
cho condicional,  y  demostrado  cuando 
un  derecho  nace  con  una  ú  otra  de  estas 
calidades. 

Acabamos  ahora  de  fijar  la  frontera 
que  separa  el  derecho  condicional  de  la 
simple  esperanza,  la  cual  no  es  nada  ju- 
rídicamente, y  de  mostrar  cuando,  exis- 
tiendo ciertos  elementos  de  un  derecho, 
hay  ya  derecho  eventual  ó  únicamente 
una  simple  esperanza. 

Lo  que  antecede  nos  coloca  al  mismo 
tiempo  en  el  camino  de  las  distinciones 
que  hemos  de  encontrar  entre  los  diver- 
sos derechos  eventuales. 

En  realidad  no  hay  una  categoría  de 
derechos  completamente  semejantes  que 
se  pueda  calificar  de  eventuales.  Los  de- 
rechos que  hemos  calificado  de  tales  son 
en  efecto,  de  muchas  clases,  y  los  princi- 
pales son  los  siguientes.  Hay,  por  de 
pronto,  ciertos  derechos  á  los  cuales  lo 
que  falta  para  llegar  á  ser  derechos  pu- 
ros y  simples  es  la  voluntad  de  uno  de 
los  contratantes.  Es  el  caso,  por  ejem- 
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pío,  de  una  promesa  de  venta  6  de  arren- 
damiento. 

Este  contrato  puede,  en  realidad, 
aproximarse  mucho  á  un  contrato  con- 
dicional. Nos  hallamos  en  presencia 
de  una  eventualidad  muy  semejante  á 
una  condición.  Por  de  pronto,  en  el 
hecho,  la  promesa  de  contrato  diferirá 
notablemente  de  una  oferta  que  se  haya 
prometido  mantener  por  cierto  plazo, 
en  que.  si  se  quiere  utilizar  la  promesa, 
se  la  utilizaré,  tal  como  es,. sin  exigir 
modiñcaciones.  Si  ha  habido  discusión, 
proposiciones  y  contra-proposiciones, 
será  en  el  momento  de  la  promesa  de 
contrato.  Antes  de  fijar  sus  términos, 
las  partes  los  habrán  pesado  y  discutido, 
la  utilización  de  la  promesa  producirá 
su  efecto  á  la  manera  de  una  condición: 
como  un  mazo  que  hará  salir  del  molde 
el  contrato  ya  formado  según  las  inten- 
ciones de  las  partes,  y  no  como  una  en- 
trada en  discusiones  susceptibles  de  pro- 
ducir la  aceptación  de  un  contrato  más 
6  menos  alterado;  pero  todo  esto  perte- 
nece al  hecho,  á  la  práctica,  no  al  dere- 
cho; no  insistamos. 

Desde  el  punto  de  vista  puramente  ju- 
rídico, la  parte  que  un  día  dado  obtuvo 
una  promesa  de  venta,  ha  prestado  ya, 
puede  decirse,  su  adhesión  al  contrato, 
sólo  que  el  contrato  está  sometido  á  la 
condición  de  una  segunda  adhesión  que 
podrá  producirse  en  seguida.  Y  las  dos 
cosas  son  diferentes:  la  voluntad  de  una 
persona  en  un  momento  dado,  el  de  la 
promesa,  no  se  confunde  con  la  volun- 
tad de  esta  misma  persona  en  un  mo- 
momento  posterior.  Pues  el  consenti- 
miento que  da  vida  á  un  contrato,  no  es 
sino  la  expresión  jurídica  de  un  estado 
psicológico  especial  de  la  persona,  y  no 
durando   este   estado   psicológico   más 


que  un  momento,  la  adhesión  pref 
en   seguida  á  la  promesa  de  con 
aparece  como  algo  exterior  á  esta  con- 
vención: dicho  de   otra  manera,  como 
una  condición. 

Sin  embargo,  este  carácter  condicio- 
nal que  se  quisiera  dar  así  á  la  promesa 
de  contrato  tendría  algo  exagerado, 
pues  el  consentimiento  y  la  adhesión  al 
contrato  emanan  de  la  misma  persona, 
hay  un  cierto  lazo  entre  los  estados  psi- 
cológicos de  im  mismo  individuo,  lazo 
tanto  más  fuerte  cuanto  el  carácter  sea 
más  consecuente,  menos  versátil,  menos 
expuesto  á  cambios  lentos  ó  súbitos. 
Hay  pues,  en  la  base  del  carácter  de  la 
promesa  de  contrato  un  problema  psi- 
cológico que  será  solucionado  de  distin- 
ta manera  según  los  casos;  pero  á  pesar 
de  todo,  como  hay  siempre  una  cierta 
unidad  en  los  estados  de  espíritu  sucesi- 
vos de  un  mismo  individuo,  se  puede 
decir  hasta  cierto  punto  que  el  consenti- 
miento no  hace  falta  del  todo. 

Y  se  va  á  llegar  al  punto  de  vista  de 
la  reglamentación  jurídica  que  trate  al 
derecho  sometido  á  la  eventualidad  de 
un  consentimiento  de  una  manera  no 
idéntica  sin  duda  á  un  derecho  condicio- 
nal, pero  de  una  manera  análoga.  Es 
natural,  en  efecto,  que  el  derecho  sea 
siempre  el  espejo  fiel  de  las  realidades, 
para  que  pueda  responder  á  las  necesi- 
dades prácticas. 

Tendremos,  por  el  contrario,  un  dere- 
cho más  diferente  del  derecho  condicio- 
nal en  los  otros  casos  en  que  un  consen- 
timiento sea  necesario  á  un  acto  jurídico. 
Por  ejemplo',  en  caso  de  legado  aun  no 
aceptado  ó  en  caso  que  una  persona  ha- 
ya dispuesto  á  favor  de  otra  que  no 
existe  todavía;  así,  cuando  se  hace  por 
testamento  una  fundación  á  favor  de  un 
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establecimiento  que  todavía  no  ha  sido 
creado^  porque  para  que  el  legado  pro- 
duzca efecto,  será  necesario  no  sólo  que 
exista  el  establecimiento,  sino  también 
que  quiera  aceptar  el  legado  (1  j,  y  nada 
indica  que  lo  ha  de  querer. 

Hay  todavía  eventualidades  de  otra 
clase,  las  relativas  á  las  autorizaciones 
que  necesita  una  persona  para  ejecutar 
un  acto  determinado,  ya  se  trate  de  un 
incapaz  6  de  un  administrador  de  bienes 
ajenos;  tenemos,  como  en  algunos  de  los 
casos  precedentes,  una  eventualidad  ne- 
tamente distinta  de  la  condición,  y  ten- 
dremos también  la  eventualidad  en  toda 
su  plenitud,  pues  será  una  eventualidad 
necesaria  no  sólo  para  la  ejecución,  sino 
aún  para  la  validez  misma  del  derecho. 

Hay  todavía  eventualidades  de  otra 
especie:  la  eventualidad  puede  consistir 
en  la  existencia  misma  del  objeto  de  la 
obligación,  ó  en  la  constitución  de  una 
obligación  principal  de  la  cual  no  es  más 
que  un  accesorio  la  obligación  eventual 
(caución,  hipoteca  por  deuda  futura). 
¿Cuál  es  aquí  la  situación?  ¿Habrá  que 
decir  que  la  obligación  está  todavía  in- 
completa, que  falta  un  elemento  esen- 
cial, que  se  trata  de  un  caso  análogo  á 
una  condición?  Nó.  Nos  hallamos  en  ca- 
sos en  que  lo  que  domina  en  el  hecho  es 
menos  la  incertidumbre  de  que  ocurra 
un  acontecimiento,  que  la  incertidumbre 
del  tiempo  en  que  habrá  de  ocurrir,  en  la 


(1)  Observemos,  sin  embargfo,  que  esto  no  puede 
aplicarse  á  las  estipulaciones  en  favor  de  terceros 
determinados,  ó  las  gestiones  de  negocios  de  per- 
sonas no  determinadas,  las  cuáles  producen  efecto 
en  favor  de  estas  personas  desde  que  son  conocidas; 
con  facultad,  sin  embargo,  para  el  beneficiario  de 
la  estipulación  por  otro  de  renunciar  al  beneficio. 
En  estos  dos  casos  la  eventualidad  sólo  está  en  la 
falta  de  existencia.  Dei*de  que  existe  el  beneficia- 
rio,  el  acto  puede  producir  efecto. 


medida  de  la  obligación.  Cuando  vendo 
mi  cosecha  futura,  cuento  con  que  habrá 
de  producirse;  cuando  cauciono  una  deu- 
da futura,  es  porque  su  nacimiento  me 
parece  muy  probable,  que  se  trata  de 
una  deuda  que  será  casi  seguramente 
contratada. 

No  se  tiene  una  certidumbre,  se  tiene 
sólo  probabilidades  muy  grandes,  pero 
como  no  se  puede  tener  más  en  la  vida, 
esto  es  de  primera  importancia. 

Además,  la  eventualidad  aparece  me- 
nos como  un  acontecimiento  que  suspen- 
de la  existencia  misma  de  la  obligación, 
que  como  un  acontecimiento  que  suspen- 
de su  ejecución.  Lo  veremos  después, 
cuando  examinemos  las  reglas  prácti- 
cas. 

Se  trata  aquí  el  derecho  eventual  como 
un  derecho  puro  y  simple,  salvo  que  su 
ejecución  sea  actualmente  imposible  y 
que  pueda  no  tener  lugar  nunca.  Pero, 
excepto  la  ejecución  principal  que  no  se 
concibe,  el  derecho  aparece  como  ya  for- 
mado. Cuando  constituyo  una  hipoteca 
para  una  deuda  futura,  se  llega  en  suma 
á  considerar  aquí  la  hipoteca  como  ac- 
tual, y  que  sólo  está  sometido  auna  even- 
tualidad su  ejercicio,  en  el  sentido  más 
estricto  de  la  palabra.  Y  lo  mismo  suce- 
de en  el  contrato  que  versa  sobre  una 
cosa  futura.  Es  que,  en  efecto,  mientras 
que  no  se  puede  concebir  una  obligación 
sin  consentimiento,  se  comprende  muy 
bien  una  obligación  que  nace  sin  objeto 
actual.  La  única  cosa  que  no  se  com- 
prende es  la  ejecución  de  una  obligación 
que  carece  todavía  de  objeto. 

Conviene  considerar  junto  con  este  caso 
la  hipótesis  de  los  derechos  sucesivos:  de- 
rechos que  nacen  de  un  arrendamiento 
de  cosas  ó  de  un  arrendamiento  de  servi- 
cios. El  derecho  del  arrendatario  al  goce 
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del  inmueble,  el  derecho. del  patrón  al 
trabajo  del  obrero,  es  un  derecho  sucesi- 
vo. Pero  puede  hacérsele  entrar  en  la  ca- 
tegoría de  los  derechos  eventuales,  pues 
la  oliligación  de  proporcionar  el  goce  fu- 
turo del  inmueble,  de  proporcionar  su 
actividad  por  un  período  determinado, 
depende  de  lá  existencia  futura  de  esta 
actividad,  de  este  goce  del  inmueble.  La 
casa  arrendada  puede  de  aquí  á  entonces 
desplomarse,  el  obrero  puede^morir  6  en- 
fermarse. El  derecho  prometido  es,  pues, 
un  derecho  eventual.  Y  la  prestación 
contraria,  salario  del  obrero,  canon  del 
arrendamiento  del  inmueble,  se  encuen- 
tra sometida  á  la  misma  eventualidad. 
No  hay,  pues,  como  se  podría  creer,  un 
simple  derecho  á  plazo. 

Pero,  en  casos  de  esta  especie  el  carác- 
ter eventual  de  las  obligaciones  se  refiere 
más  bien  á  la  ejecución  de  la  obligación 
que  á  la  obligación  misma.  Nada  impide 
considerar  esta  obligación  como  actual, 
y  afectada  de  una  eventualidad  sólo 
en  cuanto  á  la  ejecución.  Es,  por  lo  de* 
más,  lo  que  se  hace  en  la  práctica.  Cuan- 
do el  arrendador  cae  en  insolvencia  ¿ocu- 
rre decir  que  el  goce  se  debe  inmediata- 
mente y  nó  en  la  época  fijada?  Nadie 
piensa  en  aplicar  aquí  el  vencimiento  del 
término,  que  no  se  concibe.  Resulta,  pues, 
que  el  acreedor  no  es  un  acreedor  á 
plazo. 

Lo  mismo,  cuando  el  patrón  es  decla- 
rado en  quiebra  y  los  obreros  continúan 
trabajando  después  de  la  quiebra  en  vir- 
tud de  su  contrato  anterior,  no  se  piensa 
en  decir  que  son  acreedores  en  la  masa 
por  el  período  posterior  á  la  quiebra, 
sino  que  se  les  considera  como  acreedo- 
res de  la  masa.  Su  derecho  al  salario  ha 


nacido  solo  después  de  la  quiebra  pj 
trabajó  correspondiente  á  estaépoc< 

Y  así  podemos  explicarnos  cómo,  ha 
biéndose  extinguido  la  obligación  del 
acreedor  por  la  destrucción  fortuita  del 
inmueble  arrendado,  se  extingue  también 
la  del  arrendatario  de  pagar  el  precio. 
La  obligación  del  arrendador  nace  poco 
á  poco,  y  á  su  medida  nace  también  la 
obligación  de  pagar  el  arriendo  á  que 
sirve  de  causa.  No  naciendo  la  una,  tam- 
poco puede  nacer  la  otra. 

Saquemos  de  todo  esto  una  conclu- 
sión: que  en  los  casos  de  derechos  sucesi- 
vos, hallamos  todavía  derechos  eventua- 
les que  se  pueden  asemejar  en  muchos 
puntos  á  derechos  puros  y  simples  ó  á 
término;  en  todo  caso  su  ejecución  direc- 
ta no  puede  tener  lugar  antes  de  la  lle- 
gada de  la  eventualidad. 

Hay  todavía  otros  casos  en  que  hay 
derechos  eventuales,  pero  en  que  éstos 
aparecen  tan  débiles  que  no  dan,  por  de- 
cirlo así,  ninguna  ventaja  práctica  á  los 
que  los  poseen.  Es  lo  que  sucede  cuando 
el  derecho  eventual  es  un  derecho  de  su- 
cesión. Una  tradición  constante,  consi- 
deraciones de  conveniencia,  impiden  en 
principio  al  heredero  eventual  hacer  nada 
en  lo  concerniente  á  su  derecho.  Por  lo 
demás,  los  artículos  791  y  1130,  prohi- 
biendo los  pactos  sobre  sucesiones  futu- 
ras, han  previsto  en  esta  materia  los  ca- 
sos más  importantes. 

Dada  esta  gama  en  los  derechos  even- 
tuales, ¿podremos  estudiarlos  todos  si- 
multáneamente? Creemos  que  es  posible 
hacerlo,  pero  con  ciertas  breves  reservas 
sobre  algunos;  es  útil  coordinar  las  re- 

(1)  Ver  otra  aplicación  de  estas  idean  en  caso  de 
seguro  contra  incendios  respecto  á  las  primas  vencí 
das  después  de  la  quiebra:  Cas.,  16abr.  1904,  D. 
1905.  1.  105. 
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glas  aplicables  á  materias  tan  diversas, 
in^ic^ndo  las  excepciones  requeridas  por 
consideraciones  especiales. 

Las  dificnltades  que  .deberemos  exami- 
nar á  este  propósito  son  mjay  numerosas 
é  importantes.  Cuando  un  derecho  even- 
tual se  convierte  en  puro  y  simple  ¿desde 
qué  época  produce  sus  efectos?  Cuandq 
un  derecho  es  eventual  ¿se  le  puede  ena- 
jenar? ¿Se  puede  proceder  judicialmente 
contra  el  deudor  eventual?  ¿Puede  ya 
inscribirse  una  hipoteca  judicial?  Y  de 
una  manera  más  general  ¿pueden  ejecu- 
tarse actos  conservatorios?  ¿Puede  .el 
acreedor  eventual  oponerse  á  una  trans- 
formación del  objeto  prometido?  ¿Puede 
usar  de  la  acción  oblicua  y  de  la  acción 
pauliana? 

¿Tiene  ya  el  acreedor  eventual  un  dere- 
cho trasmisible  por  causa  de  muerte  ó 
entre  vivos?  ¿Cómo  se  aplican  á  este  de- 
recho las  diversas  causas  de  extinción  de 
las  obligaciones,  la  renuncia,  el  pago» 
la  compensación,  la  prescripción,  la  no- 
vación? 

El  examen  de  estas  diversas  cuestiones 
nos  hará  ver  que,  salvo  importantes  re- 
servas, el  derecho  eventual  tal  como  lo, 
hemos  definido,  aquel  cuyo  elemento  pri- 
mordial existe  ya,  se  asemeja  frecuente- 
mente al  derecho  condicional,  porque 
puede  ser  necesario  proteger  á  los  que 
tienen  derechos  todavía  inciertos. 

De  los  contratos  cuyo  objeto  es 
un  derecho  eventual 

Hay  que  averiguar  en  primer  término, 
cuando  un  acto  jurídico  llega  á  la  exis- 
tencia por  una  serie  de  etapas,  á  contar 
de  qué  momento  va  á  haber  en  favor  de 
uno  de  los  participantes  en  el  acto  un 
derecho  que  podrá  ser  el  objeto  de  otro 
contrato. 


Esta  cuestión  puede  ser  fácilmente  re- 
suelta con  las  indicaciones  que  hemos  he-» 
cho  anteriormente.  Hemos  dicho  que  una 
cosa  futura  puede  ser  objeto  de  un  con- 
trato, con  tal  que  esta  cosa  futura  sea 
determinable.  Si  se  puede  así  enajenar  el 
derecho  que  podrá  tenerse  sobre  una  co- 
sa que  no  existe  todavía,  con  mayor  ra- 
zón puede  enajenarse  el  derecho  eventual 
que  se  tiene  sobre  un  objeto  cualquiera. 
El  que  es  beneficiario  de  una  promesa  de 
venta  puede  desde  luego  enajenar  el  de? 
recho  que  resulta  para  él  de  esta  prome* 
sa.  Lo  mismo  el  que  tiene  un  derecho  que 
supone  para  su  perfección  una  aproba- 
ción cualquiera,  pueda  ya  enajenarlo.  Y 
lo  que  decimos  de  la  enajenación  hay  que 
decirlo  de  todo  contrato:  arrendamien- 
to, caución,  sociedad. 

No  hay  más  que  una  escepción  á  estos 
principios.  Los  derechos  eventuales  que 
se  pueden  tener  en  una  sucesión  no  abier- 
ta no  pueden  enajenarse.  El  artículo  791 
lo  dice  expresamente. 
"  No  hay  para. qué  insistir  más  en  este 
punto  que  no  ofrece  dificultades  y  sobre 
el  cual  hemos  dado  explicaciones  sufi- 
cientes hablando  del  objeto. 

De  la  fecha  en  que  produce  sus  efectos 
el  derecho  eventual 

Cuando  los  elementos  esenciales  pam  la 
validez  de  un  contrato  no  han  co-existi- 
do  desde  el  principio,  sino  que  han  veni- 
do á  agregarse  sucesivamente  uno  á  otro, 
no  hay  duda  que  cuando  todos  se  han 
reunido  el  contrato  podrá  producir  sus 
efectos  en  el  porvenir.  Pero  ¿los  produci- 
rá sólo  en  el  porvenir?  ¿no  los  producirá 
también  en  el  pasado?  ¿Va  atener  el  acto 
jurídico  un  efecto  retroactivo?  Es  esta 
la  cuestión  capital  que  se  presenta.  Tiene 
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tanta  mayor  importada  cuánto  que  se 
trata  de  algo  muy  próximo  á  la  condi- 
ción y  que,  una  vez  cumplida  la  condi- 
ción, el  acto  á  que  se  refería  va  á  produ- 
cir sus  efectos  desde  el  día  de  la  conven- 
ción y  no  desde  el  día  de  la  realización  de 
la  condición. 

Para  examinar  si  esta  proximidad  nos 
conduce  á  asemejar  el  derecho  condicio- 
nal y  el  derecho  eventual,  veamos  prime- 
ro cuál  es  la  base  en  que  descansa  la  idea 
de  la  retroactividad  de  la  condición. 

La  retroactividad  de  la  condición  es 
un  principio  del  cual  se  han  ocupado  los 
comentadores  del  Código  más  para  de- 
ducir las  consecuencias,  que  para  pro- 
fundizar su  razón  de  ser. 

Los  autores  califican  bien  como  ficción 
la  retroactividad  de  la  condición.  Pero 
no  es  una  explicación:  es  simplemente  la 
constatación  del  hecho  de  que  se  halla 
en  presencia  de  una  regla  en  desacuerdo 
con  la  aplicación  natural  de  los  princi- 
pios. £s  una  constatación  que,  desde  el 
principio,  estamos  tentados  á  revocarla 
en  duda.  Las  ficciones  jurídicas  son  más 
y  más  rechazadas  como  tales.  Se  da 
cuenta  poco  á  poco  de  que  estas  ficciones 
no  son  sino  la  expresión  de  una  regla 
racional,  cuya  razón  de  ser  y  cuya  expli- 
cación han  escapado  al  principio.  Las 
ficciones  no  son  sino  caminos  desviados 
para  llegar  á  un  resultado,  al  cual  se 
puede  llegar  más  tarde  directamente, 
Pero  pasemos  por  el  momento  sobre  este 
examen  á  priori. 

Se  encuentran  en  la  doctrina  dos  jus- 
tificaciones de  la  retroactividad. 

Según  ciertos  autores,  la  retroactivi- 
dad de  la  condición  se  justifica  porque 
**la  convención  de  las  partes,  aun  cuan- 
do sea  condicional,  es  perfecta  desde  el 
día  en  que  tiene  lugar**.    Por  lo  tanto. 


deben  remontar  expost  fado  al  di- 
que, la  convención  tiene  lugar,  una 
cumplida  la  condición,  los  derechos  y  las 
obligaciones  de  que  esta  misma  con  ven? 
ciAn  es  la  causa.  El  contrato  se  ha  forma- 
do en  el  momento  mismo  en  que  intervi- 
no, sólo  que  es  condicional.  Da  inmedia- 
tamente nacimiento  á  derechos;  sólo  que 
ellos  son  condicionales,  la  llegada  de  la 
condición  los  confirma  más  bien  que  los 
hace  nacer  (1).  Como  lo  ha  indicado  Un- 
ger,  cuando  hay  acto  condicional,  no  se 
quiere  querer  si  el  acontecimiento  llega, 
se  quiere  haber  querido.  La  condición  es 
una  simple  posibilidad  que  disfraza  el 
acto  ya  formado. 

Se  llega,  pues,  en  suma  á  decir. que  los 
efectos  del  acto  condicional  se  producen 
desde  que  este  acto  se  ejecutó,  pero  sólo 
se  producen  virtualmente.  Únicamente 
la  llegada  de  la  condición  les  per  -  tira 
producirse  en  realidad. 

Si  queremos  juzgar  esta  manera  de  ver, 
vemos  que  nos  hallamos  frente  á  una 
construcción  puramente  técnica,  en  que 
la  retroactividad  no  descansa  en  ninguna 
consideración  práctica.  Resulta  simple- 
mente de  una  concepción  abstracta  de 
la  idea  de  contrato,. que  puede  resumirse 
así:  Un  contrato  no  existe  sino  cuando 
sus  elementos  esenciales  se  hallan  reuni- 
dos, pero  á  partir  de  este  momeíito  debe 
lógicamente  empezar  á  producir  sus  con- 
secuencias. 

Antes  de  examinar  el  valor  de  esta 
concepción,  notemos  sus  principales  re. 
sultados.    Desde  el  momento  que  se  hace 


(1)  V.  Demolombe,  t.  XXV,  p.  B61,  núm.  377; 
Bafnoir,  De  la  condiiion^  p.  367;  Capitant,  Introduc- 
tion  á  Vétude  du  Droit  p.  285;  Baudry  Lacantinerie 
et  Barde,  Ohligatiom,  t.  II,  p.  36;  Laurent,  t.  XVII* 
núm.  78;  Larombiere,  t.  II,  art.  1179  núm  9. 
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descansar  la  retroactividad  ea  un  princi- 
pio técnico,  no  hay  razón  para  limitar 
sti  aplicación  siempre  que  «e  trate  de 
condición  propiamente  dicha.  Hay  que 
npíicar  la  retroactivídad  en  todo  su  rigor. 
Y  ías  soluciones  deLaürent  deducidas  de 
las  fórtnulaslegaled  son  las  más  exactas. 
Hay  que  aplicar  el  efecto  retroactivo  de 
)a  condición  á  los  actos  de  administra* 
ción  y  de  goce.  El  que  £^dquierei.una  cosa 
bajo  condición  suspensiva  no  está  obli* 
gado,  después  de  la  llegada  de  la  condi- 
ción, á  respetar  los  actos  de  administra- 
ción, los  arriendos  celebrados  por  el  que 
enajenó  bajo  condición  (1).  Y  no  puede 
objetarse  que  la  retroactividad  no  es 
más  que  tina  ficción,  porque  resulta  de^ 
principio  mismo  que  acabamos  de  expo- 
ner que  se  trata  nó  de  una  ficción,  sino 
de  una  verdad  jurídica.  Sin  embargo, 
dejemos  constancia  de  que  la  mayoría  de 
la  doctrina  rechaza  las  consecuencias  que 
se  acaban  de  indicar 

Habrá  que  decidir  también  que  los  fru- 
tos percibidos  deberán  restituirse  al  ad- 
quirente  bajo  condición  suspensiva.  El 
que  enajenó  no  tiene  ningún  título  para 
conservarlos,  no  es  un  poseedor  de  buena 
fe  en  el  sentido  del  articulo  549  del  Códi- 
go Givil.  Tampoco  puede  sostenerse  que  el 
que  enajenó  tiene  derecho  álos  frutos  co- 
mo compensación  de  los  gastos  que  ha 
podido  hacer,  pues  la  retroactividad  le 
da  en  sentido  inverso  el  derecho  de  recia" 
mar  los  gastos  que  ha  hecho.  Y  sin  em- 
bargo, también  en  esto  la  mayoría  de  la 


(1)  V.  Laorent,  t.  XVII,  núm.  82;  Huo,  t.  VII. 
núm.  '257.  Crmtrá,  Baudry  et  Barde,  Obligation» 
t.  II,  p.  44;  Anbry  et  Rau.  t.  IV.  p.  72;  Larombiére* 
t.  II.  p.  600;  Demolombe,  t.  XXV,  núm.  499. 


doctrina  se  aparta  de  la  consecuencia  ló- 
gica de  los. principios  que  ha  sentado  (1). 

Hay  que  decir  todavía. que  el  articulo 
1.179  se  aplica  á  todas  las  condiciones, 
aún  potestativas.  Hay  que  declarar  que 
no.  se  pueden  oponer  al  adquirente  baio 
condición  los  fallos  pronunciados  respec- 
,  to  al  enajenador.  La  misma  teoría  con- 
duce ai  mismo  tiempo  á  separar  comple- 
^tamente-e|  derecho  eventual  del  derecho 
condicionaj.  Si,  en  efecto,  la  retroactivi- 
dad no.es  más  que  una  consecuencia  de 
la  perfección  del^contrato,  no  sucede  lo 
mismo  cuando  se  trata  de  un  derecho  que 
resulta  de  un  acto  todavía  imperfecto,  de 
un  acto  al  cual  aún  faltan  condiciones 
esenciales. 

Sería  preciso,  pues,  aprobar  sin  reserva 
la  mayoría  de  la  doctrína  y  la.  jurispru- 
dencia que  admiten  que  una  promesa  uni- 
lateral de  ventano  produciría  sus  efectos 
sino  á  contar  del  día  en  que  el  beneficia- 
río  de  esta  prom^a  ha  declarado  querer 
comprar.  Hay  que  admitir,  por  consi* 
guiente,  que  el  comprador  carece  de  dere- 
cho contra  un  tercero  que  hubiere  adqui- 
rido del  promitente  el  inmueble  prometi- 
do, entre  el  momento  de  la  promesa  y  el 
de  la  adhesión  (2). 

Sólo  que  es  talvez  difícil  esplicar  con 
este  sistema  la  teoría  no  menos  cierta  se- 


(1)  V.  para  la  no  restitaoión  de  frutos,  Demolom- 
be <|.  XXY.  núm.  401;  Goment  de  Santerre,  t.  I, 
núm.  98  bis  II;  Baadry  et  Barde,  op.  cit.,  t.  II,  p. 
45;  Aabry  et  Raa,  t.  IV,  p.  1*28.  Contra^  Lanrent, 
t.  XVII,  p.  84;  Huc,  t.  VII,  núm.  258;  Marcadé,  t. 
IV,  p  468. 

(2)  V.  Aubry  et  Rau,  4.°  edic  ,  t.  IV,  p.  334;  Tool- 
lier,  t.  IV,  p.  92;  Troplong,  t.  I.,  p.  119;  Laurent,  t. 
XXIV,  p.  16:  Guillouard,  Vente,  t.  I,  núm.  84;  Cep., 
10  marzo  1886,  S.  87.  1.  83.  Nancy,  2  maraso  1889, 
8.  90.  2.  127;  Contfá,  Baudry  et  Saignat,  VenU,  p. 
42;Comentde  Santerre,  t.  VII,  núm.  lOhU;  Lia- 
rombiére,  1. 1,  núm.  1138,  p.  13;  Huc,  t.  X,  núm.  27. 
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gfiü  la'  cual  habiéndose  constituido  mu- 
chas hipotecas  sobre  los  bienes  futuros 
del  deudor,  los  acreedores  serán  pagados, 
nó  en  concurrencia  sobre  esos  bienes,  sino 
según  el  orden  en  que  $e  han  practicado 
tas  inscripciones.  En  efecto,  se  llega  en 
un  cierto  sentido  á  considerar  al  propie- 
tario como  que  tiene  yaun  cierto  derecho 
sobre  el  bien  futuro,  aún  antes  de  su  ad- 
quisición. 

Me  adhiero  por  el  tYiomento  á  esta  so- 
lución práctica,  cuyo  valor  examinare- 
mos más  adelante.  Bs  más  importante, 
dada  la  idea  de  las  consecuencias  á  que 
se  llega  con  esta  explicación  del  artículo 
1179,  ver  ahora  si  es  justa  esta  teoría. 

Esta  esplicación  puramente  técnica,  sin 
lazo  con  la  realidad,  con  las  necesidades 
prácticas,  es  evidentemente  muy  débil. 

Se  dice  que  estando  el  contrato'perfecto 
desde  el  principio,  debe  producir  sus  efec- 
tos en  este  momento.  ¿Pero  porqué?  ¿No 
sérfá  más  natural  decir  que,á  pesar  de  su 
perfecci6n/ho  producirá  sus  efectos  hasta 
más  tarde?  El  contrato  existe,  pero  pa- 
ralizado por  la  espera  de  un  aconteci- 
miento que  piiedé  no  llegar  ¿no  es  más 
sencillo  decir  que  sólo  después  de  este 
acontecimiento  podrá  producir  sus  efec- 
tos el  contrato?  ¿No  aparece  lá  idea  de  re- 
trpactividad  como  algo  alambicado  que 
no  aclara  de  ningún  modo  esta  pretendi- 
da explicación?  (1). 

También  puede  considerarse  está  justi- 
ficación de  la  retroáctividad  como  aban- 
donada por  los  autores  recientes. 


(1)  V.  en  eflte  sentido,  Huc,  t.  VII,  p.  341  y  Bau- 
dry  et  Barde,  OlUgatiann,  £.  ll,  p.  37,  que  hacen 
notar  ambos  que  no  hay*DÍngnna  relación  necesaria 
entre  la  fecha  de  la  perfección  de  un  contrato  y  la 
en  que  conviene  hacer  nacer  los  derechos  coudicio- 
nales.  • 


Hay  otra  que  ha  sidono.menos  utiliza- 
da por  los  comentadores;.  Se  ha  dipho  que 
la  retroáctividad  se  explicaba  por  Ja  co- 
mún intención  de  las.  partes  (1)..  M.  ^uc 
insiste  algo  en  esta  idea,  dici^ndp  que  las 
partes  han  querido  que  la  8Ítu¿^<H6n  fuera 
desde  el  df a  de  la  convención  ,1a  niisma 
que  si,  habiendo  podido  prever  el  futuro, 
hubieran  celebrado  en  e^e  mocnento  una 
convención  pura  y  simple,  Hay.  que  pre- 
cisar todavía  esta  explicación.  3e  puede 
comprenderlaretroactividad.de  la  con- 
dición como,  un  principio  que  descansa 
únicamente  en  la  voluntad  de  las  partes. 

La  retroáctividad  existiré  si  Iqs  contra- 
tantes lo  quieren  y  en  la  medida,  .en  que  lo 
quieran.  £1  artículo  .11 79  expresaría  en- 
tonces una  voluntad  de  las  partesque  sólo 
tendría  valor  cuando  no  hubiera  una  pre- 
-sunción* contraria.  Pero  no  parepe.que 
los  autores  hayan  jamás  entendido  .el 
artículo  1179  como  uqa  regla  puranuen- 
-te  interpretativa,  lo  que  hubiera  sido  sin 
embargo  por  lo  menos,  admisible.  El  ^r- 
,tículo  IJ 79  es consideradp  aún.  por  Jos 
que  hablan  de  intención  presunta  de  las 
partes,  como  una  regla,  imperativa. ,  Y 
los  autores  que* de  ella  han  hablado  po 
son^losque  con  menos  rigor  han  declu- 
-cido-consecuencias  prácticas  del  artículo 
- 1179.  Esta  disposición  ha.  sido  á  menu- 
do interpretada  por  ellos  con  una  lógica 
-  un  poco  exagerada.  Han  admitidp.espe- 
cialmenteque  la  retroactividadalcanza- 
ba  á  los  actos  de  administracióUf  que 
obligaba  á  la  restitución  de  los  frutos, 
que  se- aplicaba  aún  alas  condiciones 
simpllemente  potestativas  (2). 

En  todo  caso,  pos  hallamos  en  un  te- 


(I)  V.  Lnurent,  t.  XVII,  núm.  78;  Huc,t.VlI, 

p.  340.'  •  ■  .■ 

(J)  V.  Huc,  t.  VII,  p.  340  y  ^igt 
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rreno  limitado,  con  esta  interpretación 
del  artículo  1179  considerado  como  re- 
gla interpretativa,  en  armonía  con  la 
voluntad  de  las  partes.  El  artículo  1179 
sólo  conviene  á  la  condición,  no  ala  sim- 
ple eventualidad.  El  artículo  1179  apa- 
lee entonces  como  una  regla  especial  á 
ía  condición  que  deja  el  campo  abierto  á 
todos  los  sistemas  en  lo  concerniente  á 
los  efe<itos  de  los  derechos  eventuales.  Se 
puede,  en  efecto,  examinar  con  toda  li- 
bertad si  TÍO  conviene  señalar  al  derecho 
eventual  tal  ó  cual  punto  de  partida 
para  sus  efectos.  Se  llega  á  preguntar  si 
la  retroactividad  es  una  cosa  de  que  las 
partes  pueden  disponer  á  su  arbitrio,  si 
una  cláusula  accesoria  puede  agregarla 
á  voluntad  de  las  partes  á  toda  conven- 
ción. 

Antes  de  examinar  este  punto,  note- 
mos la  manera  defectuosa  como  se  en- 
cuentra hasta  aquí  establecida  la  teoría 
de  la  retroactividad.  Se  la  hace  descan- 
sar en  una  presunción  de  voluntad,  pre- 
sunción que  por  lo  demás  no  se  precisa, 
y  en  seguida  se  deduce  del  artículo  1179 
una  regla  neta,  dura,  que  no  se  trata  en 
absoluto  de  modelar  á  las  necesidades 
prácticas.  ¿Existen,  pues,  las  reglas  del 
derecho  por  sí  mismas  y  para  ellas  mis- 
mas? ¿Deben  hallarse  por  encima  de  las 
realidades  de  este  mundo? 

Hay  en  esto  algo  de  poco  satisfacto- 
rio. Los  unos  nos  han  hablado  de  una 
retroactividad  que  se  desprende  de  la  fe- 
cha de  la  perfección  del  contrato,  los 
otros  de  una  ficción,  sin  damos  su  razón 
de  ser;  otros,  en  fin,  de  una  intención  pre- 
sunta de  las  partes  que  no  se  precisa  y 
de  la  cual  parece  en  suma  que  poco  se 
ocupan. 

Esto  explica  porqué  en  ciertos  auto- 


res (1)  se  nota  un  sentimiento  de  des- 
confianza respecto  á  la  retroactividad 
de  la  condición.  Se  repite  hoy  que  los  có- 
digos más  recientes  ya  no  la  consagran,, 
ó  por  lo  menos  sólo  la  consagran  de  una 
manera  muy  restringida,.  El  Código  fe- 
•deral  suizo  de  las  obligaciones  y  el  Có- 
digo civil  alemán  ¿deberán  ser  conside- 
rados como  que  señalan  una  etapa  hacia 
la  abolición  de  la  retroactividad  de  las 
•condiciones,  ó  bien  habrá  que  sostener 
que  la  idea  de  retroactividad  tiene  un 
fundamento  real,  una  cierta  razón  de  ser 
que  debe  hacerla  mantener  en  una  cierta 
medida? 

Hay  una  reacción  segura  desde  el  pun- 
to de  vista  legislativo  contra  el  sistema 
de  la  retroactividad. 

.  El  artículo  171  del  Código  federal  de 
las  obligaciones  dispone  en  efecto:  **Ella 
(la  convención),  sólo  produce  sus  efectos  á 
partir  desde  el  momento  en  que  se  cum- 
ple la  condición,  á  menos  que  las  partes 
hayan  manifestado  una  intención  con- 
traria". Y  el  artículo  174  agrega,  á  pro- 
pósito de  la  condición  resolutoria:  **En 
principio  no  tiene  efecto  retroactivo''. 
El  Código  alemán  es  más  complejo.  Se- 
gún el  artículo  158,  "cuando  se  ha  eje- 
cutado un  acto  jurídico  bajo  una  condi- 
ción suspensiva,  la  eficacia  de  este  acto 
tal  como  ha  sido  subordinada  á  la  con- 
dición se  realiza  al  mismo  tiempo  que  se 
realiza  la'condición*'.  Y  según  el  artícu- 
lo 159,  que  se  refiere  á  la  condición  re- 
solutoria: **Cuando  se  ha  ejecutado  un 
acto  jurídico  bajo  una  condición  reso- 
lutoria, la  eficacia  del  acto  cesa  en  el  mo- 
mento en  que  se  realiza  la  condición.  A 
partir  de  este  momento,  se  restablece  el 
estado  de  derecho  anterior''. 


(1)  V.  Haudry  et  Barde,,  op,  cit ,  p.  34  y  sigt. 
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•  Pero  los  artículos  siguientes  entran 
por  la  vía  de  las  concesiones.  **Caando 
según  el  contexto  del  acto  jurídico,  dice 
el  artículo  159,  las  consecuencias  ^ue  se 
derivan  de  la  realización  de  la  condición 
deben  referirse  á  una  época  anterior,  las 
partes  interesadas  estarán  obligadas  en 
caso  de  realizarse  la  condición  á  la  pres- 
tación recíproca  de  lo  que  habrían  tenido 
si  estas  consecuencias  se  hubieran  reali- 
zado en  la  época  anterior  indicada."  El 
artículo  161  establece  una  excepción  aún 
más  grave.  "Si  alguien  ha  dispuesto  de 
un  objeto  bajo  una  condición  suspensiva, 
todo  otro  acto  posterior  de  disposición 
á  que  proceda  relativamente  al  objeto, 
mientras  está  en  suspenso  la  condición, 
es,  en  caso  de  realización  de  la  condición, 
ineficaz,  en  la  medida  en  que  este  acto 
anulara  ó  disminuyera  los  efectos  jurídi- 
cos cuyo  vigor  depende  de  la  condición. 
Se  asemeja  á  un  acto  de  disposición  de 
esta  naturaleza,  el  acto  de  disposición 
que,  mientras  está  en  suspenso  la  condi- 
ción, interviniera  bajo  forma  de  ejecución 
forzada  ó  de  procedimiento  de  embargo, 
ó  por  el  hecho  de  un  síndico  de  quiebra" . 

Sin  duda  estos  artículos  introducen 
muy  graves  excepciones,  y  se  ha  podido 
decir  en  cuanto  á  la  retroactividad  que 
en  Alemania  se  tenía  la  cosa  sin  el  nombre 
(1).  En  todo  caso  es  innegable  la  oposi- 
ción con  el  punto  de  vista  clásico. 

Por  otra  parte,  M.  Leloutre,  en  un 
trabajo  muy  original  (2),  ha  condenado 
por  completo  la  teoría  de  la  retroactivi- 
dad. 

Nos  hallaríamos  en  presencia  de  una 


(1)  V.  Trad.  fr.  impresa  por  orden  del  Gobierno, 
1. 1,  p.  195,  nota. 

(2)  De  la  retroactivité  de  ¡a  condition  dann  ráete 
ét  le  fait  juridique  (tesi»  Caen,  190*}.— Cf.  fíevue, 
1905.  i».  105. 


desgraciada  tradición  que  tiene  su  px 
de  partida  en  una  interpretación  ^..^ 
nea,  por  lo  menos  discutible,  del  derecho 
romano.  Sería  más  conforme  á  los  prin- 
cipios generales  del  derecho,  cuando  un 
hecho  ha  sido  erigido  en  condición  por 
el  autor  de  xm  acto,  considerar  que  ha 
llegado  á  ser  un  elemento  esencial  de  este 
acto,  y  decidir,  en-  consecuencia,  que  los 
efectos  no  comenzarán  á  producirse  sino 
en  el  momento  en  que  se  encuentren  reu- 
nidos todos  los  elementos  de  contrato, 
la  condición  como  los  demás. 

En  cuanto  á  los  inconvenientes  prác- 
ticos del  sistema  de  la  retroactividad, 
ellos  bastan  para  demostrar,  se  dice,  que 
el  sistema  es  condenable.  £1  sistema  de 
la  retroactividad  lleva  á  complicaciones 
desde  el  punto  de  vista  déla  administra- 
ción, de  los  procesos,  de  las  enajenacio- 
nes que  pueden  hacerse. 

¿Habrá  que  plegarse  á  esta  doctrina  y 
condenar,  desde  el  punto  de  vista  legisla- 
tivo, la  retroactividad  en  los  actos  jurí- 
dicos? 

No  lo  creemos.  Sería  erróneo  conside- 
rar que,  si  la  condición  ha  sido  separada 
de  los  elementos  esenciales  del  acto,  es 
simplemente  por  tradición  en  recuerdo 
de  una  época  en  que  la  unidad  de  tiempo 
parecía  imponerse  en  los  actos  jurídicos, 
y  en  que,  para  no  violar  esta  regla,  no 
se  ha  encontrado  otro  procedimiento 
que  considerar  la  condición  como  un  ele- 
mento facultativo,  lo  que  ha  permitido 
decidir  que  el  contrato  existía  ya  antes 
de  su  realización. 

La  retroactividad  de  la  condición  nos 
parece  descansar,  en  una  cierta  medida 
por  lo  menos,  en  un  fundamento  muy 
serio.  No  puede  bastar  prácticamente 
que  una  persona,  á  consecuencia  de  un 
acto  jurídico,  sea  legalmente  titular  de 
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un  derecho  personal.  Es  preciso  que  este 
derecho  pueda  alcanzar  su  plena  f  xpan- 
sión,  es  decir,  llegar  al  fin  práctico  á  que 
está  destinado.  Sólo  se  llega  á  ser  acree- 
dor para  ser  pagado. 

Cuando  adquiero  un  derecho  de  pro- 
piedad 6  un  derecho  real  cualquiera  so- 
bre una  cosa,  y  este  derecho  está  some- 
tido á  una  condición  suspensiva,  tengo 
prácticamente  el  deseo  de  que  esta  cosa 
rae  pertenezca  verdaderamente  el  día  en 
que  llegue  la  condición.  No  quiero  que, 
si  entretanto  ha  querido  mi  co-contrante 
vender  1^  cosa  pura  y  simplemente  á 
otra  persona,  ésta  me  scja  preferida  y  yo 
carezca  de  recurso  contra  mi  vendedor 
por  el  acto  de  que  se  ha  hecho  culpable. 
En  todo  caso,  que  yo  tenga  ó  nó  esta 
intención,  no  ,es  justo  que  me  vea  priva- 
do de  la  propiedad  que  había  adquirido 
bajo  condición.  Asi  lo  quiere  la  seguridad 
de  las  transacciones.  Así  es  como  se  jus- 
tifica en  el  hecho  la  doctrina  de  la  re- 
troactiyidad  aplicada  álosderechos  rea- 
les. Está  fundada  menos  en  la  intención 
de  las  partes,  en  una  aplicación  de  la  au- 
tonomía de  la  voluntad,  que  en  la  nece- 
sidad de  seguridad  en  los  negocios.  Pero 
insistamos  ahora  más  en  la  construcción 
jurídica  de  la  retroactividad. 

El  pago,  en  sentido  amplio,  está  prin- 
cipalmente asegurado  por  un  derecho 
real  que  viene  á  agregarse  al  derecho 
personal  creado  por  el  acto  jurídico, 
pues  por  este  medio  se  obtiene  itn  dere- 
cho de  preferencia  y  un  derecho  de  perse- 
cusión.  Por  esto  es  que  los  derechos  per- 
sonales se  fortifican  tan  á  menudo  infun- 
diéndoles .  un  carácter  de  realidad  por 
medio  de  una  hipoteca  En  este  caso  bas- 
ta que  se  dé  el  derecho  de  preferencia  en 
una  época  conveniente  para  que  obtenga 
normalmente  una  seguridad  completa. 


Cuando  el  acto  jurídico  está  destinado 
directamen tente  á  dar  un  derecho  real 
sobre  una  cosa,  si  es  la  venta  ó  la  d  ona. 
ción  de  un  inmueble,  el  derecho  de  prefe- 
rencia resulta  directamente  de  la  con- 
vención, puesto  que,  en  nuestro  derecho 
actual,  en  virtud  del  artículo  1138,  el 
derecho  real  nace  directamente  de  la 
obligación  de  crearlo. 

Pero  no  hay  que  olvidar  que  toda  pro- 
mesa de  derecho  real  no  es  más  que  la 
concesión  de  un  derecho  de  preferencia  y 
de  un  derecho  de  persecusión.  Y  la  idea 
de  preferenci'i  tiene  en  sí  algo  de  relati- 
vo: implica  una  lista  de  personas  á  que 
se  es  preferido,  pero  hay  otras  á  las  cua- 
les se  podría  no  serlo.  Y  todavía  es  una 
cuestión  de  fecha  la  que  vá  á  resolverlo 
todo.  Puede,  en  efecto,  haber  conflictos 
entre;  dos  personas  que  han  adquirido 
derechos  de  propiedad  sobre  la  misma 
cosa  comp  entre  dos  acreedores  hipote- 
carios, y  estos  conflictos  se  resolverán, 
sino  según  las  mismas  reglas  técnicas, 
por  lo  menos  según  los  mismos  princi- 
pios. 

El  que  adquiere  un  derecho  de  propie- 
dad necesita,  pues,  como  el  que  adquiere 
una  hipoteca,  un  buen  lugar.  ¿Cómo  se 
lo  vá  á  asegurar? 

Para  él,  como  para  el  acreedor  hipote- 
cario, el  todo  está  en  hacer  nacer  su  de- 
recho en  buena  fecha.  La  ley  debe  pues 
permitir  á  los  contratantes  dar  rango  al 
derecho  real  que  vá  á  constituirse  desde 
el  instante  en  que  se  celebra  el  contrato, 
y  no  sólo  desde  el  momento  en  que  el  de- 
recho ha  llegado  á  ser  puro  y  simple. 

Para  expresar  la  misma  idea  en  otra 
forma,  diremos  que  la  retroactividad  se 
justifica  como  una  seguridad  destinada 
aun  empleo  especial.  Las  hipotecas  cons- 
tituyen la  seguridad  destinada  á  fortifi- 
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car  las  promesas  de  sumas  de  dinero  por 
la  atribución  de  un  rango  sobre  los  bie- 
nes, rango  que  se  fija  por  una  cierta  fe- 
cha. La  retroactividad  está  destinada  á 
fortificar  una  obligación  de  constituir  6 
de  transferir  un  derecho  real  asignán- 
dole como  fecha  de  nacimiento  el  contra- 
to y  no  el  acaecimiento  de  la  condición. 

Pero,  ¿es  verdaderamente  necesario 
para  llegar  á  este  resultado  decir  que  la 
obligación  es  retroactiva,  lo  que  en  suma 
parece  ser  una  ficción?  No  lo  creemos. 
Por  de  pronto,  hemos  dicho  ya  que  las 
ficciones  en  general  no  son  sino  anda- 
mios  provisorios  creados  por  juriscon- 
sultos que  tenían  el  sentimiento  de  una 
solución  justa  y  conforme  á  los  intereses 
prácticos,  cuando  su  técnica  jurídica  era 
demasiado  imperfecta  para  llevarlos  á 
este  resultado. 

Creemos  que  es  inútil  hablar  de  ficción, 
y  que  se  puede  llegar  al  resultado  desea- 
do por  procedimientos  lógicos.  Tratare- 
mos de  demostrarlo. 

Cuando  una  persona  enajena  bajo  con- 
dición, crea  desde  entonces  un  derecho 
real  en  provecho  del  adquirente;  este 
derecho  real  nacido  inmediatamente  de- 
be tener  efecto  desde  el  día  de  la  realiza- 
ción de  la  condición,  si  llega.  Sólo  queda, 
pues,  al  enajenador  una  propiedad  tem- 
poral, y  además  la  probabilidad  de  con- 
servar la  propiedad  indefinidamente,  si 
la  condición  no  llega.  Si,  pues,  antes  de 
la  llegada  de  la  condición,  puede  vender 
todavía  su  cosa,  no  hará  adquirir  sino 
lo  que  le  queda  de  su  derecho.  Porque  su 
derecho  real,  que  es  por  su  naturaleza 
perpetuo,  está  ya  dividido  en  dos  y  sólo 
tiene  una  parte  de  él  (1).  Nuestro  dere- 


(1)  Cf  Ghaus^e.  De  la  retroc  ct'vité  dts  conditions, 
Eevue  critique,  1900,  p.  543. 
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cho,  á  diferencia  del  derecho  romano,  ad- 
mite que  la  propiedad  puede  constituirse 
ad  tempns.  Con  mayor  razón  se  puede 
tener  una  propiedad  que  puede  correr  el 
riesgo  de  ser  solo  temporal. 

Llegamos,  pues,  á  distinguir  comple- 
tamente el  momento  en  que  el  contra- 
tante adquiere  un  derecho  á  la  cosa  pro- 
metida y  el  momento  en  que  este  derecho 
vá  á  producir  sus  efectos.  Llegamos  á 
decir  que  desde  entonces  se  tiene  un  de- 
recho sobre  la  cosa,  pero  que  las  conse- 
cuencias prácticas  de  este  derecho  no  se 
realizarán  hasta  más  tarde.  Sólo  se  tie^ 
ne,  en  efecto,  el  derecho  real  para  el  tiem- 
po posterior  á  la  llegada  de  la  condición. 
Pero,  ¿no  viene  á  chocar  este  concepto 
con  los  artículos  1168  y  1185  del  Código 
Civil,  sobre  todo  con  este  último,  que 
opone  la  obligación  cuya  ejecución  está 
retardada  y  aquella  en  que  está  suspen< 
dida;  no  parece  suponer  que  el  derecho 
no  existe  todavía,  aún  incierto?  No  lo 
creo:  el  artículo  1185  no  indica  que  no 
exista  todavía,  dice  simplemente  que  es 
incierto  en  su  ejecución,  y  esto  es  eviden- 
te. ¿Pero  es  preciso  entender  que  el  dere- 
cho no  existe  todavía?  No  lo  parece,  pues 
el  texto  no  nos  obliga  á  ello,  y  sería  im- 
posible entonces  explicar  que  se  pudieran 
ejecutar  actos  conservatorios. 
.  Si  aplicamos  este  concepto  de  la  retro- 
actividad,  llegamos  á  decir  que  lo  que  se 
caliñca  así  no  debe  ser  aplicado  más  que 
en  casos  limitados  para  asegurar  al  pro- 
pietario bajo  condición  el  resultado 
práctico  á  que  tendía.  Por  lo  demás,  es 
contrario  á  la  intención  de  las  partes 
querer  aplicar  la  teoría  de  la  retroacti- 
vidad de  una  manera  absoluta,  pues  el 
que  contrata  bajo  condición,  contrata 
en  vista  de  una  situación  futura.  Basta, 
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pues,  que  el  goce  del  medio  de  hacerle  fren- 
te no  comience  para  él  sino  más  tarde. 

Si  compro  una  casa  para  el  caso  en 
que  sea  nombrado  en  tal  ciudad,  solo 
tengo  necesidad  de  esta  casa  á  partir  del 
momento  en  que  sea  nombrado.  Sería 
contrario  á  la  intención  de  las  partes 
tratar  de  colocarme,  una  vez  realizada 
la  condición,  en  la  misma  situación  que 
si  el  contrato  hubiera  sido  desde  su  ori- 
gen puro  y  simple;  no  era  éste  el  deseo 
de  los  contratantes. 

Rechazaremos,  pues,  sin  vacilar  las 
restituciones  de  frutos  al  adquirente  ba- 
jo condición.  Admitiremos  que  los  actos 
de  administración  hechos  por  el  que 
enajenó  son  válidos,  por  lo  menos  du- 
rante el  período  anterior  á  la  llegada  de 
la  condición ,  y  aún  que  son  válidos  duran  • 
te  el  tiempo  posterior  en  virtud  de  un 
mandato  tácito  del  adquirente,  ó  de  una 
gestión  de  negocios  de  parte  del  enajena- 
dor.  Admitiremos  igualmente  que  puede 
haber  mandato  tácito  del  adquirente 
para  encargar  al  enajenador  que  lo  re- 
presente ante  la  justicia,  si  el  proceso 
relativo  al  inmueble  era  ya  conocido  por 
el  adquirente,  quien  sabía  que  se  había 
entablado  ó  que  se  iba  á  entablar.  £1 
juicio  debe  reputarse  fallado  en  este  caso 
respecto  al  comprador,  algo  así  como  se 
resuelve  en  la  práctica  que  un  juicio  falla- 
do respecto  á  un  propietario  lo  es  tam- 
Vjién  respecto  á  un  acreedor  á  quien  se 
ha  hipotecado  este  inmueble. 

Llegamos  así  á  determinar  el  alcance 
de  la  **retroactividad  de  la  condición'*, 
para  sef  virnoe  de  la  expresión  corriente. 
Pues  ahora  no  podemos  dudar  de  la  legi- 
timidad de  esta  expresión.  Vemos  que  no 
hay  en  materia  condicional  ninguna  re- 
troactividad,como  tampoco  hay  ficción. 
El  que  enajena  bajo  condición  conserva 


para  sí  la  propiedad  hasta  el  advenimien- 
to de  la  condición,  y  conserva  también 
la  propiedad  para  el  tiempo  posterior  en 
caso  que  no  se  realice  la  condición.  Pero, 
de  su  derecho  perpetuo  de  propiedad 
que  se  extiende  desde  hoy  hasta  el  infini- 
to de  los  tiempos,  divide  una  parte:  la 
que  se  extiende  después  de  la  llegada  de 
la  condición,  y  la  da  desde  ahora  al 
adquirente.  £1  análisis  de  los  hechos  es 
sencillo.  £s  en  vano  buscar  una  retroac- 
tividad.  £n  vano  se  busca  también  una 
ficción.  Nada  más  sencillo  que  el  resulta- 
do á  que  llegamos  y  el  procedimiento 
para  llegar  á  él.  Desde  el  momento  que 
se  admite  esta  división  del  derecho  de 
propiedad  en  el  sentido  deladuración,  no 
se  encuentra  ningún  obstáculo.  Y  desde 
Justiniano  se  admite  que  se  puede  trans- 
ferir la  propiedad  ad  tempus.  La  juris- 
prudencia de  la  Corte  de  Casación  ha 
admitido  ya  esta  solución.  (Cas.  1*^  abril 
1884,  S.  85.  1.85). 

Debemos  indicar  ahora  la  solución 
de  dos  dificultades:  primeramente,  expli- 
car cómo  nuestra  teoría  puede  concor- 
dar con  el  artículo  1179  del  Código 
Civil,  y  en  seguida  cómo  consideramos 
la  famosa  distinción  de  la  jurisprudencia 
entre  la  sustitución  y  el  doble  legado 
condicional. 

¿£s  nuestra  tesis  incapaz  de  conciliar- 
se  con  los  textos  vigentes?  No  lo  cree- 
mos. El  artículo  1179  proclama  el  prin- 
cipio de  la  retroactividad  de  lacondición 
en  términos  muy  amplios.  Pero,  como 
todo  texto,  debe  ser  interpretado;  hay 
que  ver  cuál  puede  ser  su  razón  de  ser, 
si  es  igualmente  útil  en  la  práctica  seguir 
la  letra  en  todos  los  casos.  Por  otra 
parte,  desde  hace  tiempo  la  doctrina  ha 
dado  el  ejemplo  limitando  el  alcance  de 
este    artículo  y  adoptando    soluciones 
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idénticas  á  las  que  hemos  sostenido,  6, 
por  lo  menos,  muy  semejantes. 

Acabamos,  por  otra  parte,  de  chocar 
con  la  jurisprudencia  que  distingue  la 
sustitución  y  el  doble  legado  condicio- 
nal. Llegamos,  en  efecto,  á  analizar  el 
derecho  condicional  como  se  analiza  el 
derecho  de  un  sustituto.  Parece  así  que 
confundimos  el  doble  legado  condicional 
que  los  tribunales  declaran  válido,  y  la 
sustitución,  que  la  ley  anula.  Podríamos 
responder  á  esto  atacando  la  distinción 
de  la  jurisprudencia;  pero  lo  creemos  ab- 
solutamente inútil.  Nos  basta,  en  efecto, 
constatar  que  hay  entre  el  legado  condi- 
cional y  la  sustitución  una  diferencia 
característica.  En  el  doble  legado  condi- 
cional los  dos  legatarios  están  actual- 
mente vivos;  los  derechos  pueden  desde 
el  presente  descansar  en  sus  cabezas.  Al 
contrario,  en  la  sustitución  si  el  gravado 
existe  ya,  el  sustituto  puede  no  existir, 
lo  que  aumenta  la  incertidumbre,  lo  que 
hace  imposible  tratar  con  éste,  cuando 
esto  pudiera  ser  útil.  Se  concibe,  pues, 
muy  bien  una  distinción  entre  estos  dos 
casos  no  sólo  en  dererecho,  sino  en  legis- 
lación. 

Averigüemos  ahora  cual  puede  ser  el 
contragolpe  de  estas  ideas  en  materia  de 
derechos  eventuales. 

Hemos  tratado  de  esclarecer  la  teoría 
de  la  condición  demostrando  que  la 
transferencia  de  propiedad  se  hacía  de 
la  manera  siguiente.  El  que  enajena  ba- 
jo condición  transfiere  desde  entonces  su 
derecho  de  propiedad,  pero  su  derecho, 
que  es  una  facultad  de  goce  y  de  abusas 
sobre  el  inmueble,  no  lo  transfiere  todo 
entero;  se  divide  en  dos  partes  y  no  trans- 
fiere más  que  la  posesión  de  su  derecho 
correspondiente  á^  la  época  posterior  al 
advenimiento  de  la  condición. 


¿No  podría  transportarse  este  sistema 
al  caso  en  que  se  trate  de  promesa  de 
contrato,  de  promesa  de  compra  ó  de 
venta,  por  ejemplo?  Conviene  examinar 
primero  este  caso,  y  veremos  en  seguida 
las  otras  hipótesis  en  que  encontramos 
derechos  eventuales. 

La  cuestión  es  importante.  Es,  en  efec- 
to, útil  saber  si,  siendo  una  persona  be- 
neficiaria  de  una  promesa  de  venta,  pue- 
de ó  no  proceder  contra  el  que  adquirió 
el  bien  entre  la  fecha  de  la  promesa  de 
venta  y  la  en  que  se  realizó.  La  jurispru- 
dencia ha  tenido  ya  ocasión  de  pronun- 
ciarse varias  veces  sobre  este  caso. 

Creemos  por  nuestra  parte  que  debe 
adoptarse  la  solución  favorable  al  bene- 
ficiario de  la  promesa.  En  efecto,  puede 
suponerse  verosímilmente  el  siguiente  ca- 
so práctico.  Una  persona  necesita,  para 
crear  un  establecimiento  cualquiera,  una 
gran  extensión  de  terreno.  Busca  sucesi- 
vamente diversos  propietarios  y  obtiene 
de  ellos  promesas  de  ventas.  Está  ex- 
puesta á  que,  habiendo  todos  los  diver- 
sos propietarios  otorgado  estas  prome- 
sas, no  pueda  aprovecharlas,  por  haber 
vendido  alguno  de  ellos,  á  pesar  de  sus 
promesas,  á  un  nuevo  comprador,  qui- 
zás á  un  concurrente  del  primero  que 
quiere  estorbar  sus  empresas.  Podría 
contestarse  á  esto  que  el  que  estipuló  ha- 
bría podido  hacerse  otorgar  una  venta 
bajo  la  condición:  si  puedo  adquirir  los 
inmuebles  vecinos. 

Pero  no  siempre  será  así:  el  hecho  por 
que  no  se  quiere  hacer  una  compra  firme 
puede  ser  lo  suficientemente  poco  preciso 
para  que  no  sea  prácticamente  cómodo 
vaciarlo  en  el  molde  de  una  condición. 
Así,  yo  quisiera  poder  agrandar  mi  fá- 
brica si  mis  negocios  prosperan,  ó  si  ne- 
cesito agregar  á  mi  industria  un  trabajó 


20 


PRIMERA    PARTE 


accesorio,  ó  si  necesito  reemplazar  mi 
material  por  otro  mayor.  ¿Cómo  será 
prácticamente  posible  hacer  entrar  ideas 
tan  prácticas,  pero  al  mismo  tiempo  tan 
múltiples  en  el  cuadro  rígido  de  una  con- 
dición? ¿No  hay  en  todo  esto  algo  de 
subjetivo?  Y  la  condición  es  por  su  natu- 
raleza objetiva. 

La  seguridad  en  favor  del  beneficiario 
de  una  promesa  de  venta  responde,  pues, 
á  una  necesidad  real. 

Sin  embargo,  indiquemos  el  otro  as- 
pecto de  la  dificultad.  Si  se  protege  así  al 
beneficiario,  los  terceros  pueden  ser  lasti- 
mados. Pues  la  propiedad  va  á  encon- 
trarse en  un  estado  de  incertidumbre 
mientras  el  beneficiario  no  haya  hecho 
conocer  su  voluntad.  El  propietario  no 
podrá  disponer  de  ella.  Sé  bien  que  la 
inscripción  bastará  para  conocer  el  ver. 
dadero  estado  de  la  propiedad.  Pero  sólo 
revelará  una  incertidumbre.  Será  pues 
un  inmueble  que  correrá  el  riesgo  de  ser 
mal  explotado.  Pero,  después  de  todo, 
¿qué  concluir  de  esto  desde  el  punto  de 
vista  legislativo,  sino  que  no  debería 
subentenderse  una  transferencia  de  la 
propiedad  que  se  produzca  desde  el  mo- 
mento de  la  promesa?  Pero  no  es  esta 
una  razón  para  negar  á  la  promesa  de 
venta  lo  que  se  llama  ordinariamente  un 
efecto  retroactivo,  efecto  que  todas  las 
legislaciones  acuerdan,  por  lo  menos  en 
una  cierta  medida,  á  la  condición  (1). 
Sería  á  lo  más  una  razón  para  no  suben- 
tender esta  cláusula  de  retroactividad, 
que  en  suma  la  inspira  la  desconfianza 
en  el  promitente. 

Desde  el  punto  de  vista  del  derecho 


(1)  ¿No  es  esto  lo  que  hace  el  mismo  Código  Ci- 
vil alemán  que  prohibe  al  que  enajena  bajo  condi- 
ción disponer  de  su  cosa? 


positivo  ¿no  podríamos  en  grado  alguno 
satisfacer  el  deseo  que  podría  tener  un  con- 
tratante de  protegerse  contra  la  mala  fé 
de  su  promitente?  No  se  puede  hablar  de 
una  inhabilidad  convencional.  No  puede 
impedirse  enajenar  su  propia  cosa,  aún 
por  un  tiempo  limitado,  en  virtud  de 
una  obligación  que  pudiera  oponerse  á 
terceros. 

Se  llegaría  á  este  resultado  haciendo 
dar  un  viraje  á  toda  la  teoría  de  las  obli- 
gaciones, y  haciéndola  descansar  en  la 
idea  de  obligación  unilateral,  en  vez  del 
concurso  de  voluntades.  Hallándose  el 
promitente  obligado  ya  por  la  sola  pro- 
posición de  vender,  entonces  sería  fácil 
decir  que  la  aceptación  de  parte  del  que 
contrató  para  aprovecharse  de  la  prome- 
sa de  venta,  que  la  expresión  de  voluntad 
de  éste  de  tomar  la  cosa  por  el  precio 
fijado,  no  son  más  que  elementos  acceso- 
rios, necesarios  á  lo  más  para  hacer  na- 
cer la  obligación  de  éste  de  pagar  el  pre- 
cio. Entonces,  habiendo  nacido  la  obli- 
gación del  vendedor  desde  el  principio, 
es  decir  desde  el  instante  en  que  hizo  la 
promesa  de  vender,  ha  podido  desde  este 
momento  abdicar  su  propiedad  y  hacerlo 
bajo  una  condición  que  respecto  á  él  es 
puramente  casual,  puesto  que  depende 
de  la  voluntad  de  un  tercero.  Se  podría 
así  tener  desde  el  instante  en  que  se  acep- 
tó la  promesa  de  venta,  una  transferen- 
cia de  propiedad  que  tenga  lugar  del 
mismo  modo  que  en  caso  de  contrato 
condicional. 

Pero  la  teoría  de  la  obligación  unilate- 
ral es  muy  discutida.  Algunos  la  juzgan 
sin  porvenir,  y  no  tenemos  nosotros  que 
pronunciarnos  para  saber  si  ella  no  se 
halla  forzosamente  en  la  base  de  la  teo- 
ría del  contrato. 

Averigüemos,    pues,    simplemente   si. 
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admitiendo  las  teorías  tradicionales  so- 
bre las  fuentes  de  las  obligaciones,  hemos 
de  llegar  á  consecuencias  satisfactorias 
en  la  práctica  y  que  aproximen  la  teoría 
de  los  derechos  eventuales  á  la  de  los  de- 
rechos condicionales. 

¿Cómo  admitir  que  una  persona  que 
ha  prometido  vender  un  inmueble  no 
pueda  perjudicar  vendiéndolo  al  benefi- 
ciario de  la  promesa? 

Podemos  considerar  primero  el  caso 
en  que  el  promitente  haya  vendido  á  un 
tercero  que  estaba  al  corriente  de  la  si- 
tuación: á  un  tercero  que  conocía  la  pro- 
mesa de  venta  anterior.  Creemos  en  este 
caso  mostrarnos  respetuosos  de  la  juris- 
prudencia más  reciente  afirmando  que  el 
tercero  cómplice  voluntario  de  la  viola- 
ción de  una  obligación  debe  una  repara- 
ción al  acreedor  que  ha  lesionado  (1).  El 
tercero  que  compra  en  estas  condiciones, 
que  ayuda  á  cometer  un  acto  desleal,  co- 
mete él  mismo  un  acto  culpable  que  aca- 
rrea su  responsabilidad.  Las  consecuen- 
cias de  esta  responsabilidad  deben  estable- 
cerse conforme  al  principio,  que  nos  parece 
cierto,  de  que  los  jueces  deben  acordar  la 
reparación  de  todo  delito  civil  de  la  ma- 
nera más  adecuada,  más  apropiada  para 
borrar  todo  daño.  Por  lo  tanto,  en  este 
caso,  la  reparación  más  perfecta  será 
seguramente  obligar  al  tercero  á  restituir 
el  inmueble  que  adquirió  de  mala  fe- 
Creemos,  pues,  que  por  este  medio  se 
podrá  hacer  respetar  casi  siempre  la  pro- 
mesa de  venta  violada  en  connivencia 
con  un  tercero  de  mala  fe. 


(l)  Cas.  req.,  8  nov.  1904,  Pandjr..  1905,  1.17; 
Revue,  1905,  p.  3.30— París,  24  nov.  1904,  .^.  1905, 
2.-284;  Toulüuse,  15  n<:v.  1904,  D.  1905,  2.  394; 
Révaey  1906,  p.  158.  V.  sin  embargo,  Req.  6  marzo 
1905,  Goz  i!u  Pal.  de  25  de  marzo. 


La  teoría  del  delito  civil  satisfará  los 
intereses  prácticos  más  ó  menoscomo  lo 
hubiera   hecho  la  retroactividad.  Sólo 
no  servirá  en  dos  casos:  en  primer  lugar 
si  el  tercero  de  mala  fe  hubiera  revendi- 
do él  mismo  ó  constituido  un  derecho 
real  á  otra  persona  que  estuviera  de  bue- 
na fe.  Este  sub-adquirente  no  puede  ser 
inquietado;  no  ha  cometido  ningún  delito 
civil.  El  beneficiario  de  la  promesa  de 
venta  estaría  igualmente  en  peligro  si  el 
tercero  de  mala  fe  fuera  insolvente:  por- 
que no  veo  sobre  qué  base  podrían  los 
tribunales  acordarle  la  reparación  con 
preferencia  á  los  demás  acreedores  del 
tercero.  Me  parece  que  en  este  caso  el  es- 
píritu, sino  la  letra  del  artículo  2093 
nos  obliga  á  tratar  á  todos  los  acreedo- 
res bajo  un  mismo  pie  de  igualdad.  Y  un 
acreedor  cuyo  derecho  á  reparación  ha 
sido  regulado  en  esta  forma  por  el  tribu- 
nal, no  me  parece  que  pueda  pretender 
tomar  por  sí  solo'el  inmueble  adquirido 
y  dejar  impagos  á  los  demás. 

La  promesa  de  venta  hecha  pura  y 
simplemente  á  un  comprador  que  no  se 
compromete  á  nada,  ó  la  hecha  á  uno 
decidido  á  comprar  por  un  propietario, 
pero  para  el  caso  de  que  quiera  vender, 
pueden  haber  sido  violadas  en  provecho 
de  un  comprador  de  buena  fe.  En  seme- 
jante caso,  ¿está  éste  al  abrigo  de  toda 
acción  de  parte  del  contratante  más  an- 
tiguo que  había  figurado  en  la  promesa 
de  venta? 

El  que  enajenó  ha  violado  su  promesa. 
Pero  para  que  esta  violación  pudiera 
acarrear  algo  más  que  una  condenación 
á  daños  y  perjuicios,  sería  preciso  que 
desde  el  día  en  que  la  promesa  de  venta 
se  transforme  en  venta  por  la  voluntad 
del  contratante,  la  propiedad  viniera  á 
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descansar   sobre  la  cabeza  del  adqui- 
rente. 

¿No  es  posible  sostener  aqni,  como  lo 
hemos  hecho  al  tratar  de  la  condición 
propiamente  dicha,  que  el  adquirente  ad- 
quirió un  derecho  real  desde  la  fecha'^de 
la  promesa  de  venta,  pero  que  no  adqui- 
rió todo  el  derecho  de  propiedad  del  ven. 
dedor?  El  derecho  de  propiedad,  que  tie- 
ne una  duración  infinita,  se  encuentra 
dividido  en  dos  partes.  El  vendedorcon- 
serva  el  derecho  de  propiedad  por  todo 
el  tiempo  que  ha  de  correr  hasta  que  la 
promesa  pueda  transformarse  en  venta. 
Pero  durante  el  tiempo  correspondien- 
te al  plazo  en  que  se  puede  utilizar  la 
promesa,  sólo  tiene  una  propiedad  su- 
bordinada  á  la  condición  del  silencio  de 
su  comprador.  Por  otra  parte,  el  com- 
prador adquiere  un  derecho  real,  pero  si 
lo  adquiere  desde  ahora,  sólo  lo  adquie- 
re para  el  tiempo  que  ha  de  correr  des- 
pués de  su  adhesión  á  la  promesa  de  venta. 
Su  derecho  real  nació  inmediatamente, 
adquiere  fecha  en  seguida,  lo  que  es  capi- 
tal, siendo  de  primer  orden  la  cuestión 
de  fecha  tratándose  de  derechos  reales. 
Pero  el  derecho  real  sólo  comienza  á  correr 
desde  un  momento  posterior.  Por  lo  de- 
más nada  más  comprensible.  No  nos  ha- 
llamos hoy  como  en  Roma  en  presencia 
de  un  estado  de  derecho  en  que  no  pueda 
transferirse  la  propiedad  ad  tcmpus.  Ad- 
mitimos que  la  propiedad  puede  dividirse 
en  cuanto  al  tiempo  durante  el  cual  se 
ejerce. 

Por  otra  parte  hay  ya  un  acuerdo  de 
voluntades  suficiente  para  quepueda  ser- 
vir de  causa  á  un  i  transferencia  de  dere- 
cho real. 

Se  llega,  pues,  con  este  sistema  á  afec- 
tar aún  á  los  terceros  de  buena  fe.  Pero 
no  es  esto  más  chocante  que  afectar  al 


adquirente  de  buena  fe  de  un  bien  que 
había  sido  antes  vendido  bajo  condición 
á  otra  persona.  Además,  la  garantía  de 
los  terceros  en  un  caso  como  en  el  otro 
reside  en  la  publicidad.  El  tercero  sólo 
será  lesionado  si  antes  se  ha  inscrito  la 
promesa  de  venta,  tratándose  de  un  in- 
mueble. Si  se  trata  de  un  crédito,  será 
preciso  que  se  cumplan  las  medidas  de 
publicidad  de  la  cesión  eventual  previs- 
tas por  el  artículo  1690:  notificación  al 
deudor,  aceptación  del  deudor  cedido  por 
acto  auténtico.  Por  último,  si  se  trata 
de  un  mueble  corporal,  el  adquirente  de 
buena  fe  sólo  se  verá  amenazado  cuando 
se  pueda  invocar  contra  él  la  posesión 
que  en  la  especie  es  la  publicidad  especial 
requerida. 

La  solución  que  presentamos  se  halla 
sin  duda  en  oposición  con  la  admitida 
por  la  mayoría  de  la  doctrina. 

Los  autores  en  general  pretenden  que, 
llegando  á  realizarse  la  promesa  de  ven- 
ta, el  beneficiario  no  tiene  ningún  dere- 
cho contra  los  terceros  adquirentes  del 
inmueble  prometido  (1). 

Pero  nos  parece  más  natural  no  sepa- 
rar el  derecho  eventual  del  derecho  con- 
dicional. En  efecto,  examinándolo  bien, 
la  promesa  de  venta  no  nos  aparece  co- 
mo un  contrato  unilateral,  como  rna 
simple  promesa  de  querer,  como  se  la  en- 
tiende generalmente.  La  promesa  de  ven- 
ta ha  sido  considerada  á  veces  como  una 
promesa  de  adhesión  al  contrato,  cuando 
la  otra  parte  quiera  por  su  lado;  se  pro- 
metería su  voluntad  futura.  Y  si  no  se 
mantuviera  la  promesa,  si  la  parte  pro- 


(I)  V.  Bau(lry    Lacantinerie    et   Saignat,    De  la 
ventf,  p.  4;  Guillouard,  t.  I.  in'im.  84.  Cap.  20  enero 
ISGÍ,  S.  G  '.  1.  lOh.   Contra,  Hur..  t.  X.   p.  47;  Col- 
me t  de  Saiiterre,  t.  VII,  núm.  10  bi«.  V;  Laiombié 
re,  artículo  1 138,  núm.  3. 
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mitente  no  se  adhiriera  al  contrato,  el 
tribunal  proclamaría  entonces  su  adhe- 
sión, el  fallo  haría  las  veces  de  su  firma 
al  pie  del  contrato.  Esta  concepción  me 
parece  muy  alambicada,  y  se  le  puede 
sustituir  ,un  análisis  más  fino  y  más 
exacto.  Sin  duda  pueden  los  tribunales 
ordenar  que  se  ejecute  una  obligación  de 
hacer  contra  la  voluntad  del  promiten- 
te, pero  aquí  ¿qué  harían?  Declararían 
que  se  reputa  existir  la  voluntad  del  pro- 
mitente de  adherirse  al  contrato.  Harían 
ejecutar  una  promesa  de  voluntad.  Sin- 
gular contrato  en  verdad.  Además,  se 
complica  el  derecho  previendo  junto  á 
los  contratos  ordinarios  contratos  pre- 
paratorios como  serían  las  promesas  de 
contrato. 

Se  puede  concebir  las  cosas  de  una  ma- 
nera más  clara.  Se  puede  decir  que  la 
promesa  de  venta  es  simplemente  un 
contrato  de  venta.  Las  dos  partes  han 
consentido:  el  contrato  mismo  de  venta 
está  desde  ahora  concluido,  pero  depen- 
de todavía  de  un  acontecimiento:  éste 
hubiera  podido  ser  la  voluntad  de  un 
tercero;  en  vez  de  esto,  es  un  nuevo  acto 
de  voluntad  de  parte  de  uno  de  los  con- 
tratantes: nuevo  acto  de  voluntad  que 
será  motivado  por  los  acontecimientos 
que  han  podido  producirse  después  del 
acto  inicial.  No  nos  hallamos  en  presen- 
cia de  un  contrato  á  medio  construir, 
sino  de  un  contrato  sometido  en  cuanto 
á  su  perfección  á  elementos  tan  próxi- 
mos á  elementos  esenciales  que  casi  se  ve 
tentado  á  confundirlos,  que  aún  se  de- 
biera hacerlo  si  se  olvidara  que  la  volun- 
tad de  una  persona  no  es  más  que  una 
expresión  cómoda  para  traducir  la  serie 
de  sus  estados  psíquicos  diversos,  á  ve- 
ces opuestos. 

Supongamos  ahora  que  en  vez  de  una 


promesa  de  venta  se  trate  de  un  con- 
trato que  verse  sobre  un  objeto  futuro  6 
sobre  la  cosa  de  otro.  Y  examinemos 
primero  esta  segunda  hipótesis  porque 
vamos  á  encontrar  en  ella  una  cuestión 
ya  resuelta  por  la  jurisprudencia  y  la 
generalidad  de  la  doctrina. 

Los  bienes  presentes  y  futuros  de  una 
persona  se  encuentran  afectados  por  una 
hipoteca  general:  por  ejemplo,  una  hi- 
poteca judicial.  Se  ha  practicado  la  única 
inscripción  necesaria  en  semejante  caso, 
y  el  acreedor  se  ha  asegurado  así  un  de- 
recho de  preferencia  á  la  vez  sobretodos 
los  inmuebles  presentes  del  deudor  situa- 
dos en  el  departamento,  y  sobre  los  que 
adquirirá  después.  El  deudor  hace  una 
adquisición.  Se  encuentra  afectada  por 
la  hipoteca  sin  necesidad  de  nueva  ins- 
cripción. Esta  hipoteca  no  puede  perju- 
dicar á  los  que  han  practicado  ya  una 
inscripción  sobre  el  inmueble  relativa- 
mente al  anterior  propietario,  aún  en 
una  época  posterior  á  la  del  pronuncia- 
miento de  la  sentencia  contra  el  propie- 
tario anterior. 

Así,  se  ha  inscrito  una  hipoteca  ju- 
dicial contra  Primus  el  1^  de  enero.  Ad- 
quiere el  1^  de  julio  de  Secundus  un 
bien  que  había  sido  afectado  por  una 
inscripción  por  un  acreedor  de  Secundus 
el  15  de  junio.  Las  hipotecas  no  dejarán 
por  eso  de  reglarse  en  el  orden  siguien- 
te: se  pagará  primero  la  del  15  de  junio 
y  después  la  del  l'^  de  enero  (1). 

Pero  supongamos,  en  vez  de  un  solo 
acreedor  hipotecario  que  se  presente  so- 
bre los  bienes  futuros,  es  decir,  sobre  los 
bienes  adquiridos  después  de  la  inscrip- 
ción   de    su  hipoteca,  muchos  acreedo- 


(I)  V.  en  este  Hentido  Thez-^rd,  NantU^iernfnt  et 
hypothiquPüjBÚm.  130. 
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res.  ¿Cómo  se  clasificarán  los  unos  con 
relación  á  los  otros?  Se  admite  general- 
mente que  los  acreedores  no  se  pagarán 
en  concurrencia,  sino  según  el  orden  de 
sus  inscripciones  comenzando  por  las 
más  antiguas  (1). 

¿Cómo  pueden  explicarse  y  concillarse 
estas  soluciones?  Se  concibe  fácilmente 
que  todos  los  acreedores  hipotecarios 
del  propietario  anterior,  primen  sobre 
el  bien  posteriormente  adquirido  sobre 
el  acreedor  hipotecario  sobre  bienes  fu- 
turos, pues  el  comprador,  su  constitu- 
yente, adquirió  los  bienes  en  el  estado 
en  que  se  hallaban:  gravados  con  hipo- 
tecas ó  servidumbres.  El  día  en  que  en- 
tren en  el  patrimonio  del  a  jquirente,  le 
afectarán  las  hipotecas  sobre  los  bienes 
futuros  de  éste,  pero  no  podrán  alcanzar 
más  que  el  derecho  de  propiedad  ya  dis- 
minuido que  se  adquirió.  La  solución  es, 
pues,  cierta.  Pero  resulta  esto:  que  las 
hipotecas  sobre  bienes  futuros  no  han 
afectado  al  inmueble  adquirido  más  que 
en  una  sola  fecha:  la  fecha  de  la  adqui- 
sición. 

Sin  embargo,  cuando  hay  muchas  de 
estas  hipotecas,  se  pagan  según  el  orden 
de  inscripción  y  no  en  concurrencia.  ¿Có- 
mo explicar  este  resultado? 

Los  autores  nos  hacen  notar  ante  todo 
que  nos  hallamos  en  presencia  de  una 
tradición  de  nuestro  antiguo  derecho. 
Han  buscado,  además,  en  los  mismos  au- 
tores antiguos  la  justificación  de  esta  so- 
lución. Se  ha  citado  á  Pothier,  según  el 
cual  *ia  razón  es  que  el  deudor,  al  con- 


(l)  Aubty  et  Rail,  r>.»  edit,  t.  III,  p,  80^:  Bau- 
diy  et  de  ítoynt»,  //t/pothtfjaeSy  t.  II,  |».  51i;  (.'ol- 
m-jtd»  Sinterre.  t.  IX,  núm.  lOl  hÍH-lll;  Thezard, 
Ift/pothéfittfH,  núm.  l.HO.— Caen,  5  abr.  1856,  S.  57. 
2.  6:^.;  Req.  6  nov.  1873,  S.  74.  1.  81. 


tratar  con  el  primer  acreedor  bajo  la  hi- 
poteca de  sus  bienes  futuros,  se  ha  pri ira- 
do de  la  facultad  de  hipotecarlos  á  otros 
en  perjuicio  de  este  primer  acreedor.  Por 
consiguiente,  aunque  estos  acreedores  ad- 
quieran el  derecho  de  hipoteca'  en  el  mis- 
mo instante,  el  primero  es  sin  embargo 
preferido  al  segundo,  y  el  segundo  al  ter- 
cero, porque  el  deudor  no  ha  podido  otor- 
gar hipoteca  á  este  segundo  acreedor,  ni 
este  segundo  acreedor  adquirirla,  sino 
sobre  lo  que  quedara  después  de  cubierto 
el  crédito  del  primero  (1)". 

Nada  menos  perentorio  que  esta  de- 
mostración. ¿Depende  de  la  voluntad  del 
deudor  prohibirse  hipotecar  en  detrimen- 
to de  un  acreedor  más  antiguo?  Si  la  argu- 
mentación de^Pothier  fuera  verdadera,  yo 
podría,  contraN'cndo  un  préstamo  bajo 
mi  simple  firma,  prohibirme  constituir 
más  tarde  una  hipoteca  que  pueda  per- 
judicar á  un  acreedor  quirografario  de 
hoy,  ó  aún  prohibirme  contraer  en  ade- 
lante cualquier  préstamo.  Y  sobre  todo 
¿podría  hacer  que  esta  cláusula  de  mi 
contrato  se  impusiera  á  las  personas  con 
quienes  tratara  en  adelante?  Si  se  admi- 
tieran soluciones  de  esta  clase,  se  consa- 
graría una  verdadera  incapacidad  con- 
vencional. 

¿Debemos  decir,  como  se  ha  hecho,  que 
nos  hallamos  en  presencia  de  un  efecto 
retroactivo  de  la  condición?  (2).  Se  han 
constituido  las  hipotecas  bajo  la  condi- 
ción de  que  se  harían  adquisiciones  \', 
realizándosela  condición,  produciría  efec- 
to retroactivo,  á  contar  desde  el  día  de 
la  inscripción  practicada.  Pero  hay  un 
obstáculo  para  hablar  de  condición:  se 
trata  de  un  derecho  eventual  v  no  de  un 


(1)  Pothier,  De  Vhypothéque,  núm.  55. 

(2)  V.  PoDt,  Uypothequet.i.ll^vím^,  T¿2, 
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derecho  condicional,  pues  por  el  momen- 
to la  cosa  que  se  trata  de  hipotecar  per- 
tenece á  otro.  No  es  satisfactorio  tampo- 
co hablar  de  retroactividad,  pues  no  se 
puede  aplicar  esta  teoría  en  su  lógica 
completa.  No  se  puede  decir  que  se  repu- 
ta que  la  hipoteca  ha  existido  sobre  e* 
bien  desde  el  día  de  la  inscripción.  Basta 
en  efecto  recordar  que  el  acreedorhipote- 
cario  está  expuesto  á  que  primen  sobre 
él  todos  los  acreedores  hipotecarios  del 
vendedor  del  inmueble,  cualquiera  que 
sea  la  fecha  de  su  inscripción.  Es  lo  que 
hemos  explicado  más  arriba,  y  esta  solu- 
ción sería  talvez  rechazada  si  la  hipoteca 
sobre  bienes  futuros  produjera  efecto  des- 
de el  día  de  la  inscripción. 

Desechadas  estas  explicaciones,  no  po- 
demos satisfacernos  con  la  observación 
de  que  el  legislador  usando  de  su  poder 
ha  podido  decidir  que  las  hipotecas  que 
vienen  á  gravar  en  el  mismo  momento  el 
nuevo  inmueble  no  concurrirían  sin  em- 
bargo entre  ellos  (1).  Esto  equivale  á 
constatar  la  regla  y  á  confesarse  al  mis- 
mo tiempo  impotente  para  explicarla. 

Busquemos,  pues,  por  otro  lado.  Vea- 
mos primero  si  esta  voluntad  del  legisla- 
dor contenida,  según  se  nos  dice,  en  el 
artículo  2134,  y  que  en  todo  caso  se  pue- 
de deducir  sin  diñcultad  de  esta  disposi- 
ción, puesto  que  sienta  el  principio  de 
que  la  hipoteca  no  adquiere  rango  sino 
desde  el  día  de  la  inscripción,  descansa 
sobre  un  concepto  general,  y  si  importa 
una  explicación  jurídica  que  aclarará  la 
dificultad  presente.  Nos  parece  que  hay 
que  partir  de  nuevo  de  esta  idea  funda- 
mental: que  el  derecho  real  importa  un 
derecho  de  preferencia  y  un  derecho  de 


persecución;  y  cuando  una  persona  se 
hace  conceder  un  derecho  real,  entiende 
obtener  una  situación  sólida,  que  com- 
prende el  máximum  de  seguridad  que  se 
le  puede  dar.  Es  de  la  naturaleza  del  de. 
recho  real  conferir  un  derecho  tan  fuerte 
como  lo  pueda  proporcionar  la  situación 
actual  del  deudor.  No  debe  dar  solamen- 
te un  cierto  derecho  de  preferencia,  sino 
que  debe  conferir  el  derecho  de  ser  prefe- 
rido á  todos  los  que  no  tengan  derechos 
de  la  misma  naturaleza  que  obligue  á 
respetarla  seguridad  délas  transaccio- 
nes. Es  preciso  pues,  en  nuestro  caso, 
que  el  acreedor  que  tiene  hipoteca  sobre 
los  bienes  futuros  obtenga  el  pago  sobre 
estos  bienes  preferentemente  á  todos  los 
que  tengan  del  mismo  deudor  una  hipo- 
teca sobre  los  bienes  futuros. 

La  razón  práctica  de  la  regla  tradicio- 
nalmente  admitida  es,  pues,fácil  de  esta- 
blecer. 

Es  preciso  colocarla  en  el  primer  tér- 
mino de  las  explicaciones  que  hay  que 
dar.  Pero  esto  no  bastaría.  Es  necesa- 
rio todavía  conocer  su  análisis  jurídi- 
co (1).  No  deja  de  ser  desconcertante, 
si  se  adhiere  á  las  ideas  recibidas.  El 
acreedor  con  hipoteca  general  tiene  un 
derecho  de  preferencia  sobre  los  inmue- 
bles que  adquirirá  su  deudor  respecto  á 
los  acreedores  con  hipoteca  general  que 
inscriban  después  de  él.  Es  decir,  tiene 
un  derecho  real;  ¿sobre  qué  bien  se  ejer- 
cita, puesto  que  el  bien  que  afecta  no 
existe  todavía  en  poder  del  deudor,  y  no 
podría  afectarlo  de  antemano  en  poder 
de  un  tercero? 

Los  que  comprenden  todavía  el  dere- 
cho real    de  la  manera  tradicional,  los 


(1)  V.  Colmet  de  Santerre,  t.  IX,  núm.  XOibii  Til, 
p.  207. 


(1)    V.  sobre  este   punto,  Colmet   de   Santerre, 
Joc.  cit. 
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que  ven  en  él  un  derecho  que  versa  direc- 
tamente y  sin  intermediario  sobre  la 
cosa,  no  pueden  explicarse  el  fenómeno 
que  observamos,  que  M.  Colmet  de  San- 
terre  había  ya  hecho  notar:  este  derecho 
real  en  el  aire,  este  derecho  real  para  el 
cual  no  se  encuentra  ninguna  cosa  en 
que  pueda  descansar. 

Más  recientemente  M.  Planiol  (1)  ha 
demostrado  muy  bien  que  el  derecho 
real  no  debía  analizarse  como  un  derecho 
que  versa  directamente  sobre  la  cosa, 
sino  como  un  derecho  de  obligación  pa- 
siva que  existe  respecto  de  todos.  Toda 
persona  está  obligada  á  abstenerse  de 
todo  acto  que  pudiera  turbar  la  posesión 
pacífica  del  dueño  del  derecho  real.  Com- 
prendido así  el  derecho  real  como  un  de- 
recho personal,  cuyo  sujeto  activo  es 
único,  y  cuyos  sujetos  pasivos  son  en 
número  ilimitado,  este  concepto  nos  va 
á  conducir  á  consecuencias  prácticas  que 
nos  parece  que  no  ha  indicado  M.  Pla- 
niol. 

Si  se  analiza  el  derecho  real  como  un 
derecho  personal,  nada  nos  impide  decir 
que  este  derecho  real  puede  versar  sobre 
una  cosafutura.  En  efecto,  hay  que  apli- 
car aquí  el  gran  principio  de  que  las  co- 
sas futuras  pueden  ser  objeto  de  una 
obligación.  Llegamos  pues  á  reconocer 
que  puede  haber  un  derecho  real  sin  nin- 
guna cosa  existente  actualmente  sobre 
la  cual  verse. 

Desde  que  el  espíritu  se  ha  familia- 
rizado con  esta  idea,  se  ve  aclararse 
nuestro  problema;  desde  que  hay  inscrip- 
ción de  hipoteca  sobre  bienes  presentes 
y  futuros,  el  derecho  real  existe  á  favor 
del  acreedor;  sólo  que  este  derecho  real 
no  puede  ahora  producir  todas  sus  con- 

(I)   T.  í,núm.  763,  p.  298. 


secuencias.  Así  como  no  puede  ejecutar- 
se actualmente  una  obligación  sobre  cosa, 
futura,  como  no  puede  haber  entreg-a. 
de  la  cosa  ó  requerimiento  para  que  se 
entregue  sino  desde  el  día  en  que  esta 
cosa  exista,  lo  mismo  el  derecho  real  so- 
bre bienes  futuros  sólo  puede  prpducir 
por  el  momento  consecuencias  poco  nu- 
merosas. De  estas  es  el  derecho  de  pre- 
ferencia. El  acreedor  va,  pues,  á  adqui- 
rir inmediatamente  un  orden  de  prefe- 
rencia en  el  grupo  de  los  acreedores  de 
su  deudor.  Pero  sólo  en. este  grupo  ad- 
quirirá derecho  de  preferencia.   Lo  sabe- 
mos, en  efecto,  y  priman  sobre  él  todos 
los  acreedores  hipotecarios  de  los  pro- 
pietarios anteriores  del  bien  adquirido 
por  su  deudor,  cualquiera  que  sea  la  fe- 
cha de  inscripción  de  su  hipoteca. 

¿Cómo  explicarlo?  Se  puede  hacerlo 
sentando  y  justificando  este  principio: 
que  el  dueño  del  derecho  real  eventual 
sobre  una  cosa  no  puede  perjudicar  al 
dueño  del  derecho  real  actual  sobre  el 
mismo  objeto.  Esto  es  fácil:  el  dueño  del 
derecho  de  propiedad  eventual  se  encuen- 
tra comprendido  en  el. público  obligado 
á  respetar  el  derecho  del  propietario  ac- 
tual y  las  enajenaciones  parciales  que 
hace  de  su  derecho  por  constitución  de 
servidumbres  ó  hipotecas.  El  propieta- 
rio del  derecho  real  eventual  de  hipoteca 
faltaría  á  su  obligación,  si  pretendiera 
primar,  á  contar  desde  su  inscripción, 
sobre  todos  los  que  adquirieran  del  pro- 
pietario actual  derechos  reales  sobre  el 
inmueble  (1).  Su  derecho  real  eventual 
no  es,  pues,  como  la  palabra  lo  indica, 
más  que  un  derecho  real  de  valor  limita- 


(1)  Aiibry  et  Ríiu,  t.  IV,  p.  800,  nota  2,  dici  n 
ya  que  «la  hipoteca  sobre  biefies  futuros  confiere 
al  acreedor  un  derecho  eventual  al  cual  se  aplica 
li  iegla/?rior  tenipore  potior  jurej). 
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do,  una  especie  de  sustituto  que  no  pue- 
de impedir  al  propietario  ejercer  su  fun- 
ción, que  no  entra  en  liza  sino  á  falta  de 
él  y  no  contra  él. 

Todo  esto  lleva  prácticamente  á  decir 
que  el  principio  de  igualdad  entre  los 
acreedores  sentado  por  el  artículo  2093, 
se  halla  reemplazado  por  el  principio  de 
que  se  debe  satisfacer  sucesivamente  á 
los  acreedores  siguiendo  un  cierto  orden, 
desde  que  las  partes  lo  han  querido,  no 
sólo  haciendo  nacer  desde  luego  un  dere- 
real  puro  y  simple,  sino  queriendo  hacer- 
lo nacer,  creando  un  derecho  real  even- 
tual. 

Los  principios  utilizados  por  nosotros 
para  resolver  la  cuestión  de  las  hipote- 
cas generales  sobre  bienes  futuros  nos 
van  á  servir  ahora  para  resolver  otras 
cuestiones  más  sencillas  relativas  á  los 
bienes  futuros  y  que  hasta  ahora  han 
sido  poco  estudiadas. 

Una  persona,  pensando  comprar  un 
bien,  lo  revende  de  antemano  á  un  terce- 
ro, revelándole  que  el  bien  no  le  pertene- 
ce, pero  que  va  á  adquirirlo:  la  venta 
de  cosa  ajena  en  estas  condiciones  es  vá- 
lida. Si  esta  persona  no  es  honrada  y 
celebra  el  mismo  contrato  con  dos  com- 
pradores sucesivamente,  ¿cuál  será  su 
situación  si  tiene  lugar  la  adquisición? 
De  los  dos  sub  adquircntes,  ¿cuál  será  el 
preferido?  ¿ó  deberá  aún  uno  de  ellos  ser 
preferido  al  otro?  Si  se  admitiera  que  el 
derecho  real  supone  esencialmente  una 
cosa  sobre  que  ejercerse,  como  ninguno 
de  los  sub-adquirentes  habría  podido  ad- 
quirir derecho  preferente  al  otro,  habría 
que  decir  que  son  propietarios  indivisos, 
tal  vez  aún  más  lógicamente,  que  no  han 
llegado  á  ser  propietarios  y  que  corres- 
ponde al  tribunal  buscar  como  pueda 
una  solución  satisfactoria. 


Con  la  idea  del  derecho  real  eventual, 
todo  se  simplifica:  excepto  la  cuestión 
de  inscripción,  que  habrá  que  resolver 
según  las  reglas  ordinarias,  diremos  que 
será  preferido  el  subadquirente  más  an- 
tiguo: pues  desde  el  momento  de  la  sub- 
enajenación  que  se  le  ha  hecho  ha  adqui- 
rido ya  un  derecho  real  que  le  permite 
ser  preferido  á  todo  sub-adquirente  pos- 
terior. Lo  mismo  se  admitiría  que  una 
persona  que  espera  adquirir  un  inmue- 
ble pueda  de  antemano  constituir  sobre 
él  servidumbres,  las  cuales  podrán  opo- 
nerse á  sus  causa-habientes,  adquirentes 
posteriores  del  inmueble  (1). 

La  misma  solución  debería  darse  en 
el  caso  de  dos  ventas  sucesivas  de  una 
misma  cosa  futura.  Un  fabricante  vende 
á  dos  personas  diferentes  todos  los  teji- 
dos que  va  á  fabricar  con  un  lote  deter- 
minado de  hilos;  y  quizás  obtiene  de  am- 
bos pagos  á  cuenta.  Fabricados  los  teji- 
dos, se  presentan  los  dos  compradores 
á  pedir  su  entrega.  No  hallándose  toda- 
vía ninguno  de  ellos  en  posesión,  no  po- 
dría aplicarse  el  artículo  1141.  En  este 
conflicto,  en  virtud  del  derecho  real  even- 
tual adquirido  por  el  primer  sub-adqui- 
rente, éste  será  preferido.  El  otro  sólo 
podría  servirse  de  su  derecho  real  si  se 
anulara  la  primera  venta. 

Seguiremos  siempre  el  mismo  camino 
para  resolver  las  dificultades  que  se  pre- 
sentan á  propósito  de  lo  que  se  llama  á 
veces  muebles  por  anticipación  (2). 

A  propósito  de  estos  muebles  por 
anticipación,  hay  que  examinar  el  ca- 
so en  que  un  propietario  de  bosques, 
por  ejemplo,  vende  los  árboles  en  pie 
á  un  primer  comprador,  y   después   vcn- 


(1)  Cf.  Demolornbe,  t.  XIT,  p   VJO. 

(2)  V.  Des  meuhles  par  anUcipatton^  por  Chaveaa 
(Rer,cnt.,  1803,  p.  573). 
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de  á  un  segundo  los  mismos  árboles. 
¿Cuál  de   estos   dos   adquirentes   debe 
ser  preferido,  no  estando  ninguno  en  po- 
sesión? Se  admite  que  de  estos  dos  com- 
pradores será  preferido  el  más  antiguo, 
y  se  da  como  razón  que  los  contratos  ce- 
lebrados no  han  conferido  á  los  compra- 
dores un  derecho  puramente  personal,  si- 
no un  derecho  real  que  versa  sobre  objetos 
considerados  por  anticipación  como  mue- 
bles. Admitimos  esta  solución  favorable 
al  comprador  más  antiguo,  pero  sin  acep- 
tar por  esto  la  explicación.  Si  la  ley  ha 
establecido  una  distinción  entre  los  mue- 
bles y  los  inmuebles,  es  necesariamente 
tomando  por  base  la  naturaleza  actual 
de  estas  cosas.  Y  es  esta  naturaleza  sus- 
ceptible de   ser   constatada   fácilmente 
por  el  primer  venido  lo  que  determina 
de  una  manera  sencilla  las  reglas  de  de- 
recho á  quesera  sometido  el  objeto.  ¿Có- 
mo admitir  que  el  objeto  se  encuentra 
sometido  á  otras  reglas  por  la  voluntad 
de  las  partes,  porque  éstas  han  consi- 
derado un  mueble  como  inmueble  6  vice- 
versa? La  cualidad  de  mueble  ó  inmueble 
me  parece  esencialmente  una  cualidad 
objetiva,  y  decir  que  un  inmueble  puede 
ser  considerado  de  antemano  como  mue- 
ble por  la  voluntad  de  las  partes,  es  de- 
cir que  esta  cualidad  es  subjetiva,  que 
puede  atribuirse  arbitrariamente  á  una 
cosa  por  un  contratante,  y  esto  no  es 
aceptable.  Diremos  en  vez  de  esto  que,  si 
un  propietario  vende  los  árboles  de  sus 
bosques,  vende  muebles,  pero  muebles 
futuros;  vende  una  cosa  después  de  su 
transformación,  como  un  carpintero  que 
vende  las  piezas  de  madera  que  ha  de  sa- 
car de  los  árboles  que  compra.  Hay  pues 
una  venta  de  cosa  futura.  Aunque  parez- 
ca aquí  extraño  este  término  de  cosa  fu- 
tura, creemos  que  hay  que  emplearlo.  El 


que  compra  los  árboles  cortados  de  vtn 
bosque  en  el  momento  en  que  están  to- 
davía en  pie,  nos  parece  que  compra  una. 
cosa  de  esta  clase,  pues  hay  una  trans- 
formación material  y  un  cambio  de  des- 
tino en  el  hecho  de  cortar  el  árbol.  I>e 
objeto  de  gusto,  de  medio  de  utilizar  el 
suelo,  el  árbol  se  convierte  en  un  objeto 
de  uso  industrial. 

El  árbol  cortado  reviste,  pues,  cualida- 
des nuevas,  suficientes  para  calificarlo  de 
cosa  futura.  Se  olvida  que  este  término  de- 
signa no  sólo  las  cosas  que  han  de  nacer, 
como  la  cría  de  un  ganado,  los  frutos  de 
un  árbol,  sino  aun  las  cosas  transforma- 
das, como  los  hilos  cambiados  en  tegido, 
la  madera  cambiada  en  muebles. 

Si  hay  que  considerar  los  árboles  cor- 
tados como  una  cosa  futura,  cuando  es- 
tán todavía  en  pie  en  el  bosque,  aun 
cuando  por  otra  parte  el  comprador  se 
encar^,'ara  de  cortarlos,  podemos  decir 
que  el  comprador  adquiere  sobre  estas 
cosas  futuras  un  derecho  real  eventual  que 
le  confiere  inmediatamente  un  derecho 
de  preferencia  con  relación  á  los  adqui- 
rentes  posteriores  en  fecha.  Llegamos  así 
por  otro  camino  á  la  solución  aceptada. 

Pero  la  importancia  de  las  ideas  ante- 
riores se  manifiesta  sobre  todo  exami- 
nando la  hipótesis  en  que  un  propietario 
de  bosque,  depués  de  haber  vendido  los  ár- 
boles en  pie,  vende  en  seguida  el  bosque 
mismo,  terreno  y  árboles,  á  otra  persona. 
La  solución  que  daremos  no  va  á  ser 
simplemente  la  solución  corriente  moti- 
vada de  otra  manera;  será  una  solución 
distinta  de  la  aceptada  por  ciertos  au- 
tores. 

Parece  que  sólo  una  vez  ha  tenido  que 
examinar  la  jurisprudencia  el  conflicto 
entre  un  aquirente  de  árboles  y  el  adqui- 
rente  del  bosque,  por  pretender  el  uno 
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que  se  le  pusiera  en  posesiónele  los  árbo- 
les, y  el  otro  del  bosque  comprendiendo 
los  árboles.  En  semejante  caso  se  halla- 
ba fuera  del  litigio  el  derecho  de  los  liti- 
gantes fundado  en  la  posesión:  si  cada 
uuv^  pedía  precisamente  que  se  le  pusiera 
en  posesión,  carecía  de  aplicación  el  ar- 
tículo 2279. 

¿Cómo  resolver  entonces  el  conflicto? 
La  Corte  de  Dijón  (1),  en  una  sentencia 
cuya  solución  aceptamos,  aunque  no  las 
consideraciones,  ha  resuelto  que  debía 
ser  preferido  el  adquirente  del  bosque, 
pues  el  comprador  de  árboles  sólo  tenía 
un  derecho  personal,  mientras  que  su  ad- 
versario tenía  un  derecho  real  que  usaba 
sobre  el  todo.  Los  autores  han  criticado 
unánimemente  esta  solución  (2):  sostie- 
nen que  habiendo  adquirido  el  compra- 
dor de  los  árboles  un  derecho  real  sobre 
ellos,  debía  poder  entrar  en  posesión  con 
preferencia  al  comprador  del  bosque. 
Ha  llegado  á  ser,  se  dice,  propietario  de 
los  árboles  considerados  como  muebles 
de  un  modo  condicional:  se  llega  á  ser 
propietario  á  condición  de  que  se  ha- 
ga el  corte.  Creemos  que  este  argumento 
tendría  un  defecto:  podría  llevar  á  una 
solución  desfavorable  al  adquirente  de 
los  árboles  en  un  caso  muy  próximo: 
aquel  en  que  el  adquirente  del  bosque 
hubiera  entrado  en  posesión.  No  podría 
decirse:  usted  pretende  que  los  árboles  se 
han  convertido  en  muebles  á  condición 
de  que  sean  cortados.  ¿Qué  me  impide 
cortarlos  yo  mismo?  Llegarán  á  ser 
muebles,  pero  al  mismo  tiempo,  ¿no  po- 
dría yo  invocar  el  artículo  2279  por  po- 
seerlos y  por  haberlos  adquirido  de  bue- 
na fe?  Y  aun  admitiendo  que  no  se  to- 


(1)  28  muzo  1876,8,  77.  2.  10\ 
{2j  Lyou-Caen,  nota  sobre  Dijón  citada;  Chaveau, 
op,  cit. 


mará  en  cuenta  esta  buena   fe,  si  ella  es  . 
anterior  á  la  modificación  de  los  árboles 
¿es  por  esto  inatacable  esta  doctrina? 

El  adquirente  de  árboles  se  pretende 
propietario,  porque  dice  que  ha  llegado 
á  serlo  según  las  reglas  aplicables  á  los 
muebles.  Estas  reglas  no  pueden  aplicar- 
se sino  á  condición  de  que  los  árboles  lle- 
guen á  ser  muebles.  Se  pretende  invocar 
desde  ahora  un  modo  de  adquirir  que  no 
es  válido  sino  á  condición  de  que  la  cosa 
sufra  una  transformación  que  todavía  no 
ha  tenido  lugar. 

Otro  autor  que  sostiene  el  mismo  siste- 
ma parece  todavía  más  embarazado  pa- 
ra defender  el  derecho  del  adquirente  de 
árboles. 

Después  de  haber  demostrado  que  son 
inaplicables  diversos  artículos  del  Códi- 
go, cuando  el  comprador  de  los  muebles 
por  anticipación  no  está  en  posesión,  di- 
ce, no  hay  más  que  un  medio  para  solu- 
cionar el  conflicto,  que  consiste  en  conce- 
der la  preferencia  al  adquirente  de  fecha 
más  antigua.  En  efecto,  cuando  el  vende- 
dor se  ha  despojado  de  su  derecho  en  fa- 
vor de  un  primer  comprador,  no  puede 
jurídicamente  transferir  á  un  segundo 
comprador  lo  que  no  le  pertenece.  Pero 
esta  explicación  no  hace  más  que  enmas- 
carar la  dificultad,  pues  se  trata  precisa- 
mente de  saber  si  ha  llegado  adquirir  la 
propiedad  el  primer  comprador:  si  la  vo- 
luntad de  considerar  una  parte  del  in- 
mueble como  mueble  permite  aplicarle  los 
modos  de  adquirir  especiales  á  los  muebles 
¿No  se  va  así  en  contra  del  artículo  521? 

En  cuanto  á  nosotros,  rechazamos  en 
absoluto  estas  soluciones,  y  proclama- 
mos con  la  Corte  de  Dijón  que  el  segundo 
adquirente  debe  ser  preferido  al  primero. 
Por  lo  demás,  esta  solución  esconsidera- 
da como  la  mejor  desde  el  punto  de  vista 
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legislativo,  aún  por  los  partidarios  de  la 
opinión  contraria.  Es  preciso  que  el  ad- 
qtiirente  del  inmueble  no  sea  engañado 
por  la  presencia  de  un  comprador  de  ár- 
boles más  antiguo  que  él,  comprador  que 
no  conocíayque  no  podía  legalmente  co- 
nocer, pues  éste  no  estaba  obligado  á 
practicar  ninguna  inscripción.  Sin  duda. 
el  adquirente  de  los  cortes  va  á  ser  des- 
pojado, pero  puede  estar  advertido  por 
la  inscripción  y  sólo  pagará  á  medida 
que  se  corten  los  árboles.  En  todo  caso, 
es  esto  preferible  á  ver  al  comprador  de 
los  cortes,  diez  años,  quince  años,  des- 
pués, venir  á  llevarse  lo  que  á  menudo  da 
al  bosque  su  mayor  valor. 

Esta  solución,  deseable  desde  el  punto 
de  vista  legislativo,  nos  parece  también 
que  es  aceptable  en  derecho  positivo.  En 
efecto,  el  adquirente  del  corte  ha  adqui- 
rido una  cosa  futura:  no  ha  podido  tener 
sobre  ella  más  que  un  derecho  eventual,  un 
derecho  que  sólo  tendrá  su  completo  de- 
sarrollo el  día  en  que  exista  esta  cosa  fu- 
tura; este  derecho,  suficiente  para  primar 
sobre  otro  adquirente  del  corte,  no  lo  es 
])ara  primar  sobre  el  adquirente  del  bos- 
que, que  ha  adquirido  sobre  todas  las  par- 
tes que  lo  componen  un  derecho  de  pro- 
piedad actual.  Por  el  momento,  pues,  el 
adquirente  del  corte  se  verá  despojado. 

Es  cierto  que  podrá  pensar  en  tomar 
su  revancha  el  día  en  que  el  propietario 
corte  los  árboles.  Pero  ese  día  éste  será 
poseedor,  y  podrí  invocar  el  artículo 
2279,  ya  que  ha  adquirido  de  buena  fe. 
(1).  Con  mayor  razón  el  comprador  de 
los  árboles  fracasaría  contra  otro  que 
haya  adquirido  su  derecho  del  compra- 


dor del  bosque.  Este  podría  todavía  mu- 
cho mejor  defenderse  invocando  su  pose- 
sión de  buena  fe. 

Tomemos  ahora  un  caso  en  que  el  con- 
trato es  imperfecto  en  razón  de  la  inca- 
pacidad de  una  de  las  partes.  Supongo 
que  un  incapaz  se  ha  entendido  con  un 
tercero  para  ejecutar  un  acto.  Faltan 
ahora  para  que  el  contrato  esté  jurídica- 
mente perfecto,  las  formalidades  paralia- 
bilitarlo.  Se  cumplen  ellas  en  seguida. 
Hemos  demostrado  que  esta  manera  de 
proceder  consistente  en  autorizar  el  acto 
después  que  ha  sido  ejecutado  era  legal  en 
ciertos  casos.  ¿Desde  qué  fecha  produce 
sus  efectos  el  contrato  celebrado?  El  in- 
tereses el  siguiente:  que  entretanto  se 
puede  ejecutar  relativamente  á  la. cosa 
enajenadaun  acto  queproducirá  ó  no  efec- 
to respecto  aleo-contratante  del  incapaz 
según  que  su  fecha  sea  anterior  ó  poste- 
rior á  la  del  primero.  Se  puede  considerar 
el  caso  siguiente.  Una  mujer  dotal  por  un 
acto  dell^  de  enero  enajena  ó  permuta  un 
inmueble  dotal.  Este  acto  sólo  ha  sido 
ratificado  por  el  tribunal  el  1^  de  abril. 
Entretanto,  el  15  de  febrero  el  marido  ha 
arrendado  el  inmueble  enajenado  el  1*^  de 
de  enero  por  el  término  de  diez  años,  por 
ejemplo.  El  efecto  de  este  arrendamiento 
no  sería  dudoso  si  el  tribunal  rehusara 
su  aprobación;  pero  el  tribunal  la  otorga. 
¿Tendrá  efecto  el  contrato  desde  el  1^  de 
enero?  En  este  caso  el  arrendamiento  ha 
sido  celebrado  por  quien  no  era  ya  pro- 
pietario, y  no  se  le  puede  oponer  al  ad- 
quirente. ¿Se  le  considera,  por  el  contra- 
rio, anterior  á  la  enajenación?  El  adqui- 
rente está  entonces  obligado  á  respetarlo. 


(1)  Y  aún  creo  que  fiacasaría  hí  el  propietario 
del  terreno  cortara  los  árboles  teniendo  ya  conoci- 
miento (le  la  venta,  pues  efectuándose  este  corte 
años  después  de  la  venta,  las  cosas  creadas,  los  árbo- 


les coitados  no  son  la  misma  co.«a  que  los  árboles 
prometidos;  otan  máí  desarrollados,  tienen  más  va- 
lor; ya  no  hiy  identidad  entre  los  árboles  tales  co- 
mo se  les  vendió  y  lo  que  son. 
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Se  podría  concebir  la  habiHtacíón  de 
un  incapaz  olas  formalidades  impuestas 
para  un  acto  grave  á  un  administrador 
de  bienes  ajenos  como  simples  condicio- 
nes que  versan  sobre  hechos  extrínsecos. 
El  acto  habría  sido  válido  bajo  la  con- 
dición de  que  sea  aprobado  por  tal  6 
cual  autoridad. 

Pero  esta  solución,  por  feliz  que  hubie- 
ra sido,  no  parece  en  armonía  con  el  Có- 
digo Civil.  Este  coloca  en  efecto  (art. 
1108)  entre  las  condiciones  esenciales 
para  la  validez  de  una  convención  la  ca- 
pacidad de  contratar.  Pero,  podría  de- 
cirse, el  texto  del  artículo  1108  habla  de 
condiciones  esenciales  para  la  validez  y 
no  para  la  existencia  de  las  convenciones. 
Me  parece  más  justo  decir  que  el  artículo 
1108  se  ha  dictado  sin  relación  ninguna 
con  nuestra  cuestión,  que  ha  pasado  de- 
sapercibida. Pero  vamos  á  ver  que  se 
puede  dar,  sin  chocar  en  nada  con  los 
textos,  una  solución  que  protege  suficien- 
temente al  adquirente  del  inmueble. 

Si  se  admitiera  que  el  contrato  no  ad- 
quiere fecha  sino  desde  el  día  de  la  última 
formalidad  de  habilitación  ¿cuál  sería  la 
situación  del  adquirente?  Debería  respe- 
tar el  arrendamiento.  Sin  embargo,  ¿no 
tendría  medios  de  hacerlo  ineficaz?  Si  el 
tercero  arrendatario  está  de  mala  fe, 
podría  pensaren  usarla  acción  pauliana. 
Y  podría  entablarse  esta  acción  aún  cuan- 
do se  quisiera  atacar  un  acto  anterior  á 
la  adquisición.  En  efecto,  la  jurispruden- 
cia ha  admitido  con  razón  (1),  en  estos 
casos  excepcionales,  que  un  acreedor  pue- 
da atacar  un  acto  anterior  á  su  crédito 
que  había  sido  concertado  contra  él. 

El  arrendatario  puede  estar  de  buena 
fe:  como  se  trata  aquí  de  un  acto  á  título 
oneroso,  no  es  posible  intentar  contra  él 


(1)  Cas.,  5  enero  1891,  S-91.  1.  147. 


la  acción  del  artículo  1167.  El  adquiren- 
te sólo  podría  pedir  la  nulidad  de  la  venta 
por  causa  de  dolo.  Podría  decir  que  ha 
habido  maniobra  fraudulenta,  sin  la  cual 
él  no  habría  contratado.  Llegará  pues  á 
salir  de  la  dificultad  en  que  se  encuentra, 
por  haber  comprado,  creyéndola  actual- 
mente libre,  una  propiedad  que  estaba 
arrendada  por  muchos  años. 

Estas  garantías  pueden  parecer  sufi- 
cientes, y  en  suma  nada  nos  obliga  á  de- 
cidir que  el  contrato  producirá  sus  efec- 
tos en  otra  fecha  distinta  de  aquella  en 
que  se  perfeccionó.  Por  lo  demás,  en  el 
sistema  contrario  habría  estado  expuesto 
el  arrendatario.  Habría  podido  ser  víc- 
tima: como  no  tiene  derecho  real,  no  ha- 
bría podido  prevalerse  de  la  falta  de  ins. 
cripción.  No  habría  tenido,  pues,  otra 
protección  que  el  derecho  de  intervenir 
en  la  solicitud  de  autorización  para  ena- 
jenar si  hubiera  tenido  conocimiento  de 
ella,  lo  que  será  raro. 

Pasemos  ahora  á  los  actos  á  que  fal- 
ta todavía  en  el  momento  de  su  ejecu- 
ción alguno  de  los  elementos  esenciales 
para  que  produzca  sus  efectos,  pero  no 
un  elemento  común  á  todo  acto.  Supon- 
gamos que  un  acto  necesita  todavía  un 
elemento  esencial  especial  á  su  naturaleza. 
Por  ejemplo,  un  testamento  cuyo  autor 
vive  todavía.  Este  acto  no  puede  por  el 
momento  producir  ningún  efecto  actual. 

No  crea  más  que  una  expectativa,  pues 
es  un  derecho  siempre  revocable  y  que 
só!o  se  convierte  en  actual  después  de  la 
muerte  del  testador.  El  derecho  eventual 
nace  en  el  momento  de  la  muerte  y  se 
convierte  en  puro  y  simple  por  la  acep- 
tación del  legatario. 

El  derecho  de  todo  legatario  ó  heredero 
cualquiera  que  sea  su  situación  antes  de 
la  muerte  del  de  cujus^  es  eventual  des- 
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pues  de  esta  muerte  hasta  su  aceptación. 
Entonces  se  convierte  en  puro  y  simple. 
En  este  caso,  un  artículo  muy  importan- 
te, el  artículo  777  del  Código  Civil,  da 
efecto  retroactivo  á  la  aceptación.  Ella 
se  remonta  hasta  el  día  de  la  apertura 
de  la  sucesión.  Por  una  regla  curiosa,  no 
^  la  ha  hecho  remontar  hasta  el  día  en 
que  el  derecho  eventual  ha  nacido  á  con- 
secuencia de  la  formación  de  su  elemento 
principal;  por  ejemplo,  el  otorgamiento 
del  testamento;  se  ha  quedado  á  medio  ca- 
mino: la  retroactividad  no  va  sino  hasta 
la  muerte.  Hay  en  ello  un  efectoquese  pue- 
de creer  absoluto:  que  se  aplica  á  la  vez 
á  la  adquisición  del  derecho  y  á  todos 
sus  efectos,  como  actos  de  administra- 
ción. Sin  embargo,  las  disposiciones  sobre 
las  sucesiones  vacantes,  sobre  las  ventas 
sin  atribución  de  cualidad  y  otros  actos 
conservatorios,  abren  una  ligera  brecha. 
Pero,  se  presenta  una  cuestión  mucho 
más  difícil  á  propósito  de  los  contratos 
accesorios:  es  decir,  á  propósito  de  los 
que  no  pueden  concebirse  sin  que  exista 
ya  otro  contrato  ó  otra  obligación.  Así 
el  contrato  pecuniario  de  matrimonio, 
que  no  puede  concebirse  sin  que  haya 
matrimonio;  la  fianza,  la  prenda,  la  hi- 
poteca, que  suponen  una  obligación  prin- 
cipal; la  novación,  que  no  puede  tener 
lugar  sin  una  obligación  que  novar. 


¿Desde  qué  momento  producen  estos 
actos  sus  efectos? 

La  cuestión  ha  sido  muy  debatida  á 
propósito  del  contrato  de  matrimonio 
entre  la  doctrina  y  la  jurisprudencia' 
Las  sentencias  han  resuelto  que  el  matri- 
monio indispensable  para  que  el  contra- 
to pueda  producir  sus  efectos,  desempe- 
ña el  papel  de  una  simple  condición  y 
que  después  de  su  celebración  los  efectos 
del  contrato  de  matrimonio  iban  á  tener 
retroactividad  anterior  á  su  fecha  (V. 
Cas.,  7  febrero  1872.  D.  73.  1.  80  y  Cas- 
dic.  1878,  D.  79.  1.441). 

Por  el  contrario,  la  doctrina  admite 
una  solución  opuesta.  Se  ha  hecho  no- 
tar que  no  podía  haber  condición  cuando 
el  hecho  futuro  é  incierto  de  que  depende 
la  existencia  del  acto  jurídico,  no  es  un 
hecho  libremente  elejido  por  los  contra- 
tantes, en  cuya  ausencia  el  acto  se  con- 
cebiría perfectamente,  sino  una  condición 
necesaria.  Este  es  el  caso  en  la  especie. 
No  se  concibe  un  contrato  de  matrimo. 
nio  que  produzca  efectos  sin  matrimo- 
nio. El  matrimonio  es  uno  de  los  elemen- 
tos esenciales  del  contrato  de  matrimo- 
nio. El  contrato  de  matrimonio  no  tiene 
razón  de  ser  sino  á  causa  de  la  vida  con- 
yugal que  se  va  á  establecer.  No  debe 
comenzar  á  producir  sus  efectos  sino 
desde  el  momento  en  que  se  celebra  el 
matrimonio. 


(Continuará) 
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LA  TERCERA  CONFERENCIA  INTERNACIONAL  AMERICANA 


I.  El  Programa. — 11.  Los  Acuerdos. 
— IIL  Resultados 


I 


El  programa  de  la  Tercera  Conferen- 
cia Internacional  fué  preparado  por  la 
Junta  Directiva  de  la  Oficina  de  las  Re- 
pfiblicas  Americanas  en  Washington, 
formada  por  los  representantes  diplomá- 
ticos de  dichas  repúblicas,  acreditados 
cerca  del  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América,  y  presidida  por  el  Secre- 
tario de  Estado  de  la  rpisrna  nación. 

El  Consejo  Directivo,  en  sesión  ordina- 
ria de  6  de  diciembre  de  1905,  designó 
de  su  seno  una  comisión  encargada  de 
preparar  el  programa.  El  primer  acuer- 
do de  la  Comisión  fué  rogar  á  cada  uno 
de  los  miembros  del  Consejo  Directivo 
que  pidiera  por  telégrafo  á  su  Gobierno 
la  expresión  de  sus  ideas  acerca  del  pro- 
grama. Las  notas  de  contestación  con- 
signan .una  serie  de  cuestiones  de  interés 
general  para  el  continente,  muchas  de 
las  cuales,  aunque  no  fueron  incluidas  en 
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el  programa,  figurarán  probablemente 
en  el  de  las  futuras  conferencias. 

En  sesión  ordinaria  de  4  de  abril  de 
1906  el  Consejo  Directivo  aprobó  el  pro- 
grama elaborado  por  la  Comisión.  Se 
suscitó  entonces  una  discusión  sobre  el 
alcance  del  programa.  Los  Ministros  del 
Perú,  Bolivia,  Colombia  y  Argentina,  en 
vista  de  que  no  se  habían  incluido  temas 
patrocinados  por  ellos,  declararon  que 
sus  Gobiernos  se  reservaban  la  libertad 
de  ampliar  en  la  Conferencia  las  proposi- 
ciones del  programa  y  de  proponer  asun- 
tos no  com]}rendidoscn  él.  El  Embajador 
de  Méjico  fué  de  parecer  que  si  la  confe- 
rencia de  Río  tenía  el  derecho  de  incor- 
porar nuevas  materias  ó  de  apreciar 
otras  con  un  criterio  distinto,  la  redac- 
ción del  programa  había  sido  inútil.  El 
Ministro  de  Chile  expuso  que  la  tradi- 
ción diplomática  señalaba  perfectamen- 
te el  alcance  de  los  programas  de  las 
Conferencias  Internacionales,  los  cuales 
una  vez  aceptados,  se  respetaban  fiel  y 
estrictamente.  Mr.  Root,  adhiriéndose 
al  parecer  del  P^mbajadorde  Méjico  y  del 
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Ministro  de  Chile,  dijo  al  terminar  la  se- 
sión: **Claro  es  que  si  la  Conferencia  se  ha 
de  celebrar  y  el  programa  que  ha  sido 
aprobado  sin  reservas  ha  de  regir,  el  re- 
presentante 6  delegado  de  cualquiera  de 
los  países  tiene  la  facultad  de  no  aceptar 
la  invitación  ^  la  Conferencia.  Convengo 
en  que  cada  uno  tiene  el  derecho  de  ha- 
cerlo así  si  le  place.  I'ero  después  de 
haber  dado  todos  los  pasos  necesarios 
para  preparar  el  programa,  que  ha  sido 
redactado  de  buena  fe  por  una  comisión 
que  vosotros  mismos  habéis  elegido, 
creo  que  la  Conferencia  está  obligada  á 
aceptar  dicho  programa.  Naturalmente, 
cualquiera  de  los  Gobiernos  puede  dejar 
de  asistir  á  última  hora**  (1). 

El  arbitraje  fué  propuesto  para  nueva 
discusión  por  los  representantes  del  Perú 
y  de  la  Argentina. 

Las  ideas  sustentadas  con  relación  al 
arbitraje  fueron  las  siguientes: 

[/ra^tiav.— **Que  el  arbitraje  figure  en 
primer  término  en  el  programa". 

Bolivia.  —  **Una  declaración  explícita 
sobre  la  conveniencia  de  someter  á  arbi- 
traje las  cuestiones  que  se.  susciten  y 
existan  entre  las  diversas  Repúblicas 
americanas**. 

Estados  Unidos  de  América.  —  **Un 
acuerdo  afirmando  la  adhesión  de  las 
Repúblicas  americanas  al  principio  del 
arbitraje  para  el  arreglo  de  las  cuestio- 
nes que  entre  ellas  puedan  suscitarse,  ex- 
presando la  esperanza  que  abrigan  las 
Repúblicas  que  toman  parte  en  la  Con- 
ferencia, de  que  la  próxima  conferencia, 
que  se  ha  de  reunir  en  La  Haya,  celebra- 
rá una  Convención  General  de  Arbitraje 

(1)  Acta  de  la  senión  ordinaria  de  4  de  abril  de 
1906  celebrada  por  el  Consejo  Directivo  de  la 
Unión  Internacional  de  las  Repúblicas  americanas. 


que  puede  ser  aprobada   y    puesta    en 
vigor  por  todos  los  países**. 

Panamá. — **Mi  Gobierno  vería  con 
agrado  que  el  tema  del  arbitraje  figura- 
ra en  el  programa  de  la  próxima  Confe- 
rencia Pan-Americana'*. 

Peni.— ** El  tema  del  arbitraje,  sin  res- 
tricción ni  limitación,  para  que  sea  dis- 
cutido con  toda  libertad  en  la  Tercera 
Conferencia,  como  lo  fué  en  la  de  Was- 
hington y  Méjico.** 

**Entre  todos  estos  temas  el  que  más 
interesa  á  mi  Gobierno  es  el  relativo    al 
arbitraje,  porque  de  su  aplicación  en  Amé- 
rica depende  la  paz  de  las  repúblicas  que 
es  la  necesidad  suprema,  la  condición  in- 
dispensable de  su  bienestar  y  de  su  pros- 
peridad; y  tan  es  así  que  en  todos  los 
Congresos  Americanos  y  en  especial  en 
los  de  Washington  y  Méjico  se  ha  dado 
al  estudio  de  la  aplicación  del  arbitraje 
importancia  capital.  Sólo  con  la  adop- 
ción del  arbitraje  podrá  consolidarse  el 
mutuo  respeto,   la  concordia  y  la  unión 
á  que  aspiran  las  repúblicas  americanas, 
para  poder  dedicarse,  al  amparo  de  esos 
grandes  bienes,  á  conseguir  su  estabili- 
dad definitiva  y  su  engrandecimiento.  Mi 
Gobierno  espera  que  el  Programa  de  la 
Tercera  Conferencia  Internacional  Pan- 
Americana  confirmará  los  elevados  pro- 
pósitos de  los  Congresos  de  Washington 
y  de  Méjico  y  llevará  á  la  resolución  del 
Congreso  de  Rio  Janeiro  el  tema  del  ar. 
bitraje  que  es  el  punto  que  más  interesa 
la  opinión  pública  de  este    Continente 
porque  es  la  única  base  sólida  sobre  la 
cual  podrán  descansar  todos  los  acuer- 
dos y  tratados  que  tengan  por  objeto  es- 
trechar las  relaciones  políticas  y  comer- 
ciales de  las  repúblicas  americanas**. 

Argentina,^''Sohve  todo,  fiel  á  la  tra- 
dición de  su  política  exterior,  verá  con 
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gran  satisfacción  que  el  principio  de  ar- 
bitraje obligatorio  sea  incorporado  al 
programa  de  la  Tercera  Conferencia,  en 
la  esperanza  de  que  ésta  le  erigirá  en  la 
suprema  regla  del  Derecho  Público  Ame. 
ricano.  Con  esto  cree  honrar  también  la 
digna  tradición  délos  Congresos  de  Mon- 
tevideo, Washington  y  Méjico. 

**No  se  concibe  que  se  procure  estable- 
cer entre  las  naciones  del  Continente  re. 
glas  comunes  de  Derecho  Privado  sobre 
todo  orden  de  relaciones  jurídicas  y  nor- 
ma á  sobre  determinados  puntos  de  Dere-. 
cho  Público  y  se  deje  libradas  á  todo 
azar,  las  disputas  que  puedan  originarse 
de  la  inteligencia  y  aplicación  de  esas  re- 
glas y  normas  y  en  general,  la  múltiple 
red  de  sus  relaciones  jurídico-políticas. 
Si  no  se  ha  mostrado  empeño  por  los 
países  de  América  en  aprobar  los  Trata- 
dos y  Convenciones  délos  Congresos  an- 
teriores, posiblemente  se  habrá  debido  a 
que,  por  faltar  la  garantía  fundamental 
de  éxito,  no  se  habrá  tenido  fe  en  los  re- 
sultados. Tampoco  se  concibe  que  un 
temperamento  llamado  á  implantar  en- 
tre las  naciones  el  imperio  de  la  justicia 
y  el  derecho  y  á  destruir  inquinas  y  á  su- 
primir enemistades,  puede  tener  la  anó- 
mala virtud  de  suscitarlas;  que  lo  que 
por  su  esencia  debe  unir,  desuna.  Si  los 
países  que  firmaron  el  tratado  de  Arbi- 
traje Obligatorio,  no  le  han  prestado  la 
sanción  de  sus  respectivos  Congresos, 
será,  sin  duda,  porque  no  han  juzgado 
conducente  un  compromiso  de  esa  natu- 
raleza, sin  el  asentimiento  unánime  de 
todas  las  naciones  de  América.  De  que 
en  éstas,  el  sentimiento  general  se  halla 
preparado  para  propiciar  el  principio  del 
arbitraje  en  su  forma  más  avanzada,  de- 
muéstralo el  hecho,  bien  elocuente,  de 
hallarse  parcialmente  ligadas  muchas  de 


ellas  entre  sí  y  hasta  con  naciones  de  Eu- 
ropa por  Tratados  de  Arbitraje  Obliga- 
torio*'. 

CÍ7/7e.-**De  igual  manera  puede  estimar- 
se que  quedaron  eliminadas  en  Méjico  lag 
cuestiones  referentes  al  arbitraje,  que  tan- 
to nos  habían  dividido  antes  y  á  las  cua- 
les se  dio  allí  dos  soluciones  que  satisfi- 
cieron las  aspiraciones  mas  opuestas. 

"Hubo  en  la  Segunda  Conferencia  Pan- 
Americana  acuerdo  unánime  para  enco- 
mendar á  los  Gobiernos  de  Estados  Uni- 
dos y  de  Méjico  las  gestiones  necesarias 
para  que  todas  nuestras  repúblicas  fue- 
ran admitidas  al  Tribunal  de  Paz  de  la 
Haya,  y  hoy  todas  ellas  han  sido  invita- 
das á  participar  en  el  nuevo  Congreso 
que  se  proyecta  para  extender  los  frutos 
de  aquel  concierto  universal.  En  la  ciudad 
de  Méjico  se  pactó  además,  el  29  de  enero 
de  1902,  un  tratado  de  Arbitraje  Obliga* 
torio,  sin  limitaciones  ni  restricciones» 
para  las  dificultades  que  se  susciten  ó  que 
existan  entre  los  estados  signatarios. 
Firmado  fuera  de  la  Conferencia  por  re- 
presentantes de  nueve  naciones,  contiene 
aquel  pacto  una  cláusula  mediante  la 
cual  quedó  abierta  la  puerta  á  posterio- 
res adhesiones.  ¿Qué  necesidad  aconseja- 
ría entonces  el  provocar  en  la  Tercera 
Conferencia  discusiones  enojosas  que  se 
evitaron  en  la  Segunda  mediante  aquel 
sencillo  procedimiento?  De  la  misma  ma- 
nera que  los  i)artidarios  del  arbitraje  sin 
restricciones  reunieron  las  nueve  primeras 
adhesiones,  pueden  buscar  otras,  sin  ne- 
cesidad de  distraer  el  tiempo  que  la  Con- 
ferencia de  Río  Janeiro  podrá  consagrar 
al  estudio  de  materias  en  que  los  intere. 
ses  sean  más  generales  y  las  opiniones 
estén  más  concordes.  Elloserá tanto  más 
ustificado  cuanto  que  de  las  naciones 
cuyos  representantes  ya  suscribieron  el 
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mencionado  Tratado  de  Arbitraje  Obli- 
gatorio, no  todas  le  han  prestado  su  san- 
ción constitucional,  lo  que  parece  mani- 
íestar  que  aún  los  Congresos  y  la  opinión 
pública  de  algunos  de  los  paises  signata- 
rios resisten  una  fórmula  de  arbitraje  que 
todavía  no  se  ha  abierto  camino  en  el 
mundo". 

Ecuador, — **Se  adhiere  al  programa  de 
Chile". 

Méjico.— ''Qxt^y  pues,  mi  Gobierno,  que 
uno  de  los  objetos  primordiales  de  la 
próxima  Conferencia  es  proclamar,  una 
vez  más,  que  el  arbitraje  es  el  mejor  me- 
dio para  dar  solución  á  los  conflictos  in- 
ternacionales. 

**No  quisiera  Méjico,  sin  embargo,  que 
se  discutiera  un  nuevo  proyecto  de  arbi- 
traje obligatorio,  que,  cualesquiera  que 
fueran  sus  preceptos,  no  pudiera  merecer 
la  aprobación  unánime  de  todas  las  na- 
ciones de  la  América;  porqueconfía  en  que 
mayores  beneficios  han  de  obtenerse  de 
la  sola  eficacia  de  los  principios,  por  to- 
dos sin  discrepancia  proclamados,  y  de 
la  sumisión  constante  á  arbitraje  de  to- 
das aquellas  cuestiones  que  es  posible 
hoy  dirimir  por  acjuel  medio,  que  de  los 
intentos  estériles  por  alcanzar  fines  que 
por  nobles  que  sean  y  aunque  signifiquen 
un  avance  en  la  esfera  de  los  principios 
no  están  llamados  á  producir  resultados 
prácticos".  (1) 

Conocidos  son  los  velados  fines  políti- 
cos que  perseguía  el  Perú  al  querer  reno- 
var la  discusión  sobre  arbitraje. 

En  Méjico  sostuvo  el  arbitraje  con  ca- 
rácter obligatorio  y  retroactivo,  con  el 

(l)  «Extracto  de  las  Ideas  de  los  Distintos  países 
de  América  con  relación  al  programa  dd  la  Tercera 
conferencia  Pan  Americana  de  Rio  de  Janeiro» 
1906.  Por  el  Secretario  de  la  Comisión  de  Progra- 
me, defior  Gonzalo  de  Quezada. 


intento  de  recuperar  de  Chile  lo  que  por 
la  suerte  de  las  armas  había  perdido.  La 
mayoría  de  los  Estados  americanos  no 
accedió  á  los  deseos  del  Perú  y  aceptando 
la  fórmula  dejos  Estados  Unidos  de 
América,  que  descartaba  una  nueva  dis- 
cusión sobre  arbitraje  obligatorio  ó  facul- 
tativo, dejó  reducida  la  tarea  de  la  Con- 
ferencia á  manifestar  el  deseo  de  que 
en  la  Haya  se  celebre  una  Convención 
General  de  Arbitraje  que  llegue  á  ser 
aprobada  y  puesta  en  vigor  por  todos 
los  países,  deseo  que  emana  de  la  adhe- 
sión de  las  Repúblicas  americanas  al . 
principio  del  arbitraje  para  el.  arreglo 
de  las  cuestiones  que  entre  ellas  puedan 
suscitarse. 

Argentina  solicitó  la  inclusión  en  el 
programa  de  la  doctrina  Drago  sobre 
cobro  compulsivo  de  las  deudas  públicas; 
hizo  presente  que  había  sancionado  por 
ley  los  tratados  del  Congreso  de  Monte- 
video, razón  por  la  cual  había  dejado  de 
dar  su  aprobación  legislativa  á  las  con- 
venciones de  igual  índole  suscritas  en 
Méjico  y  Washington;  pero  que  vería  con 
placer  la  inclusión  en  el  programa  de 
toda  proposición  encaminada  á  asegu- 
rar la  aceptación,  por  parte-de  todas  las 
repúblicas  americanas,  de  los  principios 
de  derecho  ])rivado  y  público  aprobados 
en  los  Congresos  de  Montevideo,  Was- 
hington y  Méjico. 

El  Representante  de  Chile  en  Washing- 
ton, don  Joaquín  Walker  Martínez,  indi- 
ca en  su  memorándum  sobre  el  programa 
los  siguientes  temas  de  interés  general 
para  la  América,  no  tratados  en  las  con- 
ferencias anteriores: 

H)  Modos  de  adquirir  la  nacionalidad 
y  naturalización,  y  efectos  internaciona- 
les de  las  mismas. 
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h)  Reglamentación  de  la  inmigración 
extranjera,  especialmente  en  lo  relativo 
á  la  condición  internacional  del  inmi- 
grante. 

c.  Irresponsabilidad  de  los  Gobiernos 
por  perjuicios  provenientes  de  huelgas  ó 
conmociones  internas,  salvo  el  caso  de 
culpa  de  las  autoridades  constituidas  ca- 
lificadas por  los  Tribunales  del  país  en 
que  el  daño  haya  tenido  lugar. 

d)  Unidad  de  medidas  legislativas  ten- 
dentes á  resguardar  el  orden  social. 

e)  Determinación  de  las  reglas  de  neu- 
tralidad que  han  de  observar  las  repú- 
blicas americanas  en  casos  de  guerra  ci- 
vil en  algunas  de  ellas. 

Mr.  Root,  en  una  nota  á  la  Junta 
Directiva,  en  que  hace  la  historia  de  los 
pasos  dados  por  Estados  Unidos  de 
América  para  obtener  la  invitación  de 
las  repúblicas  sud  americanas  á  la  Con- 
ferencia de  la  Haya,  propone  discutir  en 
Río  las  instrucciones  que  convendría 
dar  á  los  representantes  americanos  que 
concurrieran  A  dicha  Conferencia,  de 
modo  que  no  hubiera  divergencias  entre 
los  países  del  Continente,  y  tuvieran  las 
opiniones  sustentadas  por  éstos  la  fuer- 
za que  les  prestaríasu  aceptación  unáni- 
me por  todo  el  Nuevo  Mundo. 

Especificó,  con  ese  objeto  los  siguien- 
tes asuntos: 

a»  Instrucciones  relativas  á  los  de- 
beres de  los  neutrales  en  tiempo  de 
guerra; 

b)  Instrucciones  relativas  á  la  inmu- 
nidad de  que  la  propiedad  privada  goza 
en  el  mar  en  tiempo  de  guerra; 

c)  Instrucciones  relativas  á  las  medi- 
das tendentes  á  reducir  las  probabili- 
dades de  guerra. 

En  este  último  número,  dice   la  nota, 


cabría  la  discusión  de  la  doctrina  sus- 
tentada por  el  doctor  Drago,  sobre  co- 
bro compulsivo  de  obligaciones  con- 
traídas entre  una  nación  y  un  individuo, 
cuya  aceptación  por  la  Conferencia  de  la 
Haya,  significaría  un  progreso  impor- 
tante en  el  sentido  de  hacer  desaparecer 
una  de  las  causas  de  la  guerra. 

Perú,  Colombia  y  Bolivia  demostra- 
ron mucho  interés  en  que  se  discutiera 
en  la  Tercera  Conferencia  el  problema 
de  la  libre  navegación  de  los  ríos,  y  que 
se  estableciera  por  ella  el  principio  de 
que  los  ribereños  de  los  ríos  que  recorren 
varios  países  pueden  navegado  libre- 
mente hasta  el  mar,  sin  sujeción  á  otras 
trabas  que  las  aconsejadas  por  razones 
de  policía,  ni  otros  gravámenes  que  los 
indispensables  para  atender  el  arreglo  y 
mantenimiento  de  la  vía  fluvial.  Aunque 
el  tema  no  fué  incluido  en  el  programa, 
la  Quinta  Comisión  de  la  Conferencia, 
encargada  de  fomentar  las  relaciones 
entre  los  países  de  América,  discutió  el 
asunto,  considerándolo  probablemen- 
te uno  de  esos  medios  y  propuso  la 
Conferencia  que  lo  aceptó,  el  siguiente 
acuerdo: 

'*La  Tercera  Conferencia  Internacio- 
nal Americana  resuelve: 

Art.  5.°  Recomendar  que  las  mercan- 
cías en  tránsito  por  las  vías  de  comuni- 
cación de  un  país  cualquiera  sean  libres 
de  impuestos,  debiendo  pagar  única- 
mente los  servicios  prestados  por  las 
instalaciones  adecuadas  de  los  puertos 
ó  de  los  caminos  recorridos,  en  la  misma 
escala  en  que  pagan  dichos  servicios  las 
mercancías  destinadas  al  consumo  del 
país  por  cuyo  suelo  se  verifica  el  trán- 
sito'*. 
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Muchos  temas  de  Derecho  Internacio- 
nal Privado  no  fueron  incluidos  en  el 
programa,  por  considerarse  probable- 
mente más  conveniente  encomendar  su 
estudio  y  resolución  á  una  Conferencia 
especial,  como  la  de  Montevideo,  que 
concretara  á  ellos  sus  trabajos.  La 
creación  de  una  Comisión  de  Juriscon- 
sultos que  prepare  un  proyecto  de  Có- 
digo de  Derecho  Internacional,  consulta- 
da en  el  programa,  obedece  á  ese  fin. 

Las  deliberaciones  de  la  Conferencia 
debían  mantenerse  dentro  del  programa, 
salvo  que  por  el  voto  de  los  dos  tercios 
de  las  delegaciones  se  acordara  tomar  en 
consideración,  algún  nuevo  asunto,  que 
propuesto  por  una  delegación  fuera  apo- 
yado por  otra.  Así  se  evitaban  sorpresas 
y  se  alejaba  el  peligro  de  que  se  promo- 
vieran discusiones,  que  pudieran  apasio- 
nar los  ánimos  y  perturbar  la  buena  ar- 
monía necesaria  para  una  labor  fructífe- 
ra. Las  conferencias  de  Washington  y 
Méjico  habían  puesto  en  evidencia  este 
peligro. 

Del  programa  dependían  en  parte  prin- 
cipal los  resultados  de  la  Tercera  Confe- 
rencia. No  fué  ésta  invitada  á  pronun- 
ciarse sobre  la  cuestión  de  arbitraje  ni 
sobre  la  doctrina  Drago,  á  lo  menos  so- 
bre su  fondo.  Y  ala  prudenteeliminacíón 
de  los  asuntos  que  habrían  provocado 
dificultades  se  debe  en  mucho  el  espíritu 
de  cordialidad  y  buena  armonía  que  rei- 
nó durante  la  Conferencia.  No  es  objeto 
de  éstas  dirimir  los  conflictos  existentes 
entre  estados  de  América;  no  pueden  las 
Conferencias  arrogarse  el  conocimiento 
de  dificultades  cuyas  solución  es  de  la  es- 
clusiva  incumbencia  de  los  países  inte- 
resados: la  atmósfera  de  odios  y  recelos 
que  producen  los  debates  encaminados  á 
arrancar  de  estas  asambleas  decisiones  de 


hostilidad  contra  un  país  determinado, 
no  favorece  la  obra  de  acercamiento  y 
conc»)rdia  que  las  conferencias  están  lla- 
madas á  realizar. 


II 


En  el  primer  número  del  programa 
figura  la  reorganización  de  la  O  Boina  In- 
ternacional de  las  Repúblicas  Americanas 
en  Washington, 

En  la  primera  conferencia  acordaron 
los  países  que  á  ella  concurrieron  consti- 
tuir una  Unión  internacional  de  las  repú- 
blicas americanas  para  la  pronta  compi- 
lación y  distribución  de  datos  sobre  d 
comercio,  cuyo  fin  es  el  de  difundir  ó 
generalizar  el  conocimiento  de  las  condi- 
ciones económicas,  sociales  y  políticas  de 
los  países  de  América. 

Órgano  de  esta  Unión  es  la  Oficina  In- 
ternacional de  las  Repúblicas  America- 
nas, establecida  en  Washington. 

Esta  Oficina  tiene  por  objeto  publicar 
informaciones  sobre  el  comercio,  los  re- 
cursos, aráñeles  y  reglamentos  de  adua- 
na de  los  países  de  América,  y  sumi- 
nistrar datos  sobre  el  comercio,  y  nave- 
gación de  cualesquiera  de  estos  países  á 
las  personas  que  lo  soliciten. 

Como  centro  de  informaciones  la  Ofici- 
na ha  prestado  importantes  servicios. 
Publica  en  inglés,  francés,  castellano  y 
portugués  un  boletín  mensual  cuj^a  co- 
lección llena  veintidós  volúmenes  y  que 
circula  en  una  edición  de  doce  mil  ejem- 
plares por  la  América  latina  y  los  Esta- 
dos Unidos. 

La  Oficina  ha  publicado  mapas  de  Boli- 
via,  Costa  Rica,  Guatemala,  Méjico,  Ni- 
caragua y  Brasil,  y  tiene  otros  en  prepa- 
ración. Estos  mapas  motivaron  en  la 
conferencia  de  Río  una  observación  de 
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tmo  de  los  delegados  del  Perú.  Existiendo 
entre  muchas  repúblicas  americanas  cues- 
tiones de  límites,  el  trazado  de  las  fronte- 
ras en  los  mapas  de  la  Oficina  podría  lle- 
gar á  citarse  como  antecedente  en  el  liti- 
gas dado  el  carácter  semi-oficial  de  las  pu- 
blicaciones. El  artículo  12,  inciso  2^  de  la 
resolución  que  reorganiza  la  Oficina  dis- 
])one:  **Toda  carta  jeográfica  que  publi- 
que la  Oficina,  llevará  constancia  de  que 
no  constituye  documento  aprobado  por 
el  Gobierno  del  país  á  que  se  refiere,  ni  por 
los  gobiernos  de  los  países  cuyos  límites 
aparezcan  en  la  misma  carta,  á  no  ser 
que  aquél  y  éstos  hayan  manifestado  ex- 
presamente su  aprobación,  la  cual  en  su 
caso  se  hará  constar  también  en  la  mis- 
ma carta*'. 

Con  datos  suministrados  por  los  res- 
pectivos gobiernos,  la  Oficina  ha  publica- 
do manuales  sobre  Costa  Rica,  Guate- 
mala, Colombia,  Venezuela,  Paraguay, 
Bolivia,  Perú,  Argentina,  etc,  revisados 
de  ordinario  por  Jos  representantes  di- 
plomáticos de  esos  países  antes  de  su  pu- 
blicación; ha  dado  á  luz  asimismo  una 
colección  de  las  Constituciones  america- 
nas y  de  las  leyes  sobre  patentes  y  mar- 
cas de  fábricas. 

En  cumplimiento  de  un  acuerdo  de  la 
Conferencia  de  Washington,  la  Oficina 
publicó  una  Nomenclatura  Comercial,  es- 
to es,  una  lista  de  los  artículos  que  están 
en  el  comercio,  con  sus  equivalentes  en 
inglés,  español  y  portugués,  que  debía 
servir  al  intento  de  uniformar  la  desig- 
nación de  las  mercaderías  en  toda  la 
América,  con  ventaja  manifiesta  para  el 
comercio  y  la  legislación  aduanera  del 
nuevo  Continente.  Nada  hicieron  los  go- 
biernos por  aceptar  esta  nomenclatura. 

La  Conferencia  de  Méjico  recomendó 
al  Congreso  Aduanero  de  América,  que 


debía  reunirse  en  Nueva  York,  el  estudio 
de  los  medios  conducentes  á  la  adopción 
de  una  nomenclatura  común  de  las  mer- 
caderías en  América,  para  su  empleo  en 
el  cobro  de  los  impuestos  de  aduana, 
en  los  manifiestos  de  embarque,  facturas 
consulares,  entradas,  peticiones  de  des- 
pacho y  demás  documentos  de  aduana 

El  Congreso  Aduanero  de  Nueva  York 
CFtimó  incompleta  la  recopilación  de  la 
Oficina  y  volvió  á  encargarle  una  nueva 
nomenclatura. 

La  Conferencia  de  Méjico  perfeccionó 
la  organización  de  la  Oficina  de  las  Re- 
públicas sin  alterar  su  carácter  mera- 
mente informativo; le  encomendólos  pre- 
parativos del  Congreso  Cafetero  que  se 
reunió  en  Nueva  York  en  octubre  de 
1902,  del  Congreso  Aduanero  convocado 
en  la  misma  ciudad  en  enero  de  1903,  y 
de  las  Conferencias  Sanitarias  que  se  ce- 
lebraron en  Washington  en  diciembre  de 
1902  y  octubre  de  1905. 

La  Tercera  Conferencia  modificó  com- 
pletamente las  bases  orgánicas  de  la  Ofi- 
cina, ampliando  sus  funciones.  De  simple 
centro  de  informacionesencargado  de  re. 
coger  y^  diseminar  datos  comerciales,  fué 
transformada,  sin  dejar  de  servir  á  su 
primer  propósito,  en  Comisión  Perma- 
nente de  las  Conferencias  Americanas.  A 
su  cargo  estarán  los  trabajos  preparato- 
rios de  las  futuras  conferencias;  presen- 
tará proyectos  á  éstas,  que  «e  deberán 
poner  en  conocimiento  de  los  gobiernos 
que  forman  la  unión,  seis  meses  por  lo 
menos  antes  de  la  fecha  en  que  deban 
reunirse,  á  fin  de  que  los  gobiernos  ten- 
gan tiempo  de  estudiarlos  y  de  instruir 
sobre  ellos  á  sus  delegados;  informará, 
con  la  misma  anticipación,  sobre  cada 
uno  de  los  asuntos  cuyo  estu  lio  se  le 
hubiera  encomendado;  contribuirá,  ade- 
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más,  á  obtener  la  ratificación  de  las  re- 
soluciones y  con  venciones  adoptadas  por 
las  diferentes  conferencias. 

El  Consejo  Directivo  lo  sigue  formando 
la  reunión  de  los  representantes  diplo- 
máticos acreditados  en  Washington,  á 
quienes  preside  el  secretario  de  Relacio- 
nes Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de 
América. 

Las  dificultades  en  que  se  vio  la  Confe- 
rencia por  falta  de  materiales  y  antece- 
dentes que  sirvieran  de  base  a  la  discu- 
sión de  algunos  temas,  hizo  sentir  la 
necesidad  de  crear  una  organización  que 
tuviera  por  objeto  preparar  los  trabajos 
de  las  futuras  conferencias.  A  esta  nece- 
sidad respondió  la  reorganización  de  la 
Oficina.  Muchos  temas  jurídicos  ó  eco- 
nómicos exigían  paiasu  acertada  solu- 
ción, estudios  previos  de  legislación  com- 
parada, acopio  de  datosestadísticos,  esto 
es,  trabajo  científico  de  largo  aliento, 
que  requiere  años  de  labor  metódica, 
llevada  á  cabo  por  una  oficina  constitui- 
da á  propósito. 

La  Delegación  Chilena  y  Norte  Ameri- 
cana presentaron  cadacual  un  proyecto  y 
exposición  de  motivos  sobre  reorganiza- 
ción de  la  Oficina;  el  delegado  cubano  se- 
ñor Quezada  elaboró  un  proyecto  de  ba- 
ses y  reglamentos. 

Parte  de  las  ideas  de  la  exposición  chi- 
lena están  in:orporadas  en  las  nuevas 
bases  déla  Oficina  y  parte  deellas  fueron 
consultadas  en  un  acuerdo  separado  que 
crea  en  cada  una  de  las  repúblicas  ame- 
ricanas una  comisión  encargada  de  su- 
ministrar á  la  Oficina  los  antecedentes 
que  necesite  para  el  desempeño  de  su  co- 
metido. 

La  Conferencia  encomendó  á  la  Oficina 
los  siguientes  trabajos  y  estudios: 

Compilar  y  clasificar  los  tratados  y 


convenciones  celebradas  entre  repúbli- 
cas americanas  y  entre  éstas  y  otros 
paises. 

Hacer  por  medio  de  una  sección,  qae  se 
denominará  de  Comercio,  Aduanas  y  Es- 
tadística Comercial,  un  estudio  de  la  Le- 
gislación Aduanera,  reglamentos  consu- 
lares y  estadísticas  comerciales  de  las  re- 
públicas de  América  para  informar  so- 
bre las  medidas  que  se  deben  adoptar  á 
fin  de  obtener: 

a)  La  simplificación  y  uniformidad,  en 
lo  posible,  de  las  leyes  aduaneras  y  con- 
sulares que  se  refieren  á  la  entrada  y  des- 
pacho de  los  buques  y  mercancías; 

b)  Uniformidad  de  las  bases  de  las  es- 
tadísticas oficiales  de  los  países  ameri- 
canos; 

c)  La  mayor  circulación  posible  de 
datos  estadísticos  y  comerciales  y  el  ma- 
yor desarrollo  y  ampliación  de  las  rela- 
ciones comerciales  entre  las  repúblicas 
americanas; 

d)  Que  las  aduanas  de  1 '>s  países  ame- 
ricanos indiquen  los  derechos  que  deb'an 
pagarlos  artículos  de  importación,  cuan- 
do se  les  envíe  una  muestra  de  dichos 
artículos; 

La  Oficina  de  las  Repúblicas  Americanas 
quedó  encargada  de  elaborar  un  proyecto 
que  contenga  las  bases  del  contrato  que 
fuere  convenientecelebrar  con  una  ó  más 
compañías  de  vapores  para  el  estableci- 
miento de  líneas  de  navegación  que  unan 
los  principales  puertos  de  los  países  ame- 
ricanos; 

Hacer  un  resumen  de  los  estudios  que 
le  envíen  los  gobiernos  americanos  sobre 
el  sistema  monetario  vigente  en  cada 
uno  de  esos  países; 

Crear  un  servicio  especial  destinado  á 
facilitar  el  desenvolvimiento  de  los  re- 
cursos naturales,  y  recoger  y  analizar. 
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con  este  fin,  permanentemente  las  infor- 
maciones que  pueda  obtener  sobre  los  re- 
cursos naturales»,  las  obras  públicas  pro- 
yectadas, y  las  condiciones  legales  en 
f|ue  pueden  obtenerse  de  los  gobiernos 
americanos  las  concesiones  de  tierras, 
minas  y  bosques.  Estos  informes  que- 
darán á  disposición  de  los  gobiernos  y  dv» 
la?  personas  interesadas  y  se  publicarán 
en  los  boletines  de  la  Oficina. 

La  Conferencia  expresó  el  deseo  dj  que 
la  Oficina  se  instale  pronto  en  un  edificio 
propio,  que  le  permita  llenar  sus  impor- 
tantes funciones. 

Antes  que  se  reuniera  la  Conferencia  ya 
se  habían  declarado  dispuestas  diezisícte 
Repúblicas  á  pagar  la  cuota  que  les  co- 
rrespondería en  la  construcción  del  nue- 
vo edificio,  cuvo  costo  fué  avaluado  por 
el  Consejo  Directivo  en  $  125.000. 

Para  hacer  más  expedito  el  acopio  de 
informaciones,  el  proyecto  de  acuerdo  de 
la  Delegación  Chilena  propuso  la  crea- 
ción en  cada  una  de  las  Repúblicas  ame- 
ricanas de  una  comisión  encargada  de 
enviar  á  la  Oficina  los  datos  quenecesite. 
*Xas  comisiones  tendrían  también  por 
objeto,  dice  la  exposición  que  precede  al 
proyecto,  ilustrar  á  los  respectivos  ago- 
biemos sobre  las  tendencias  que  hubie- 
ren dominado  en  las  conferencias  inter- 
nacionales americanas  y  gestionar  la 
aprobación  de  las  resoluciones  que  en 
ellas  se  hubieren  adoptado.  Estarían  in- 
dicadas de  preferencia  para  figurar  en 
est  is  comisiones  las  personas  que  hu- 
bieren sido  delegados  á  algunas  confe- 
rencias, porque  su  participación  en  las 
tareas  de  esos  Congresos  sería  una  ga- 
rantía del  interés  con  que  desempeñarían 
su  cometido  y  de  su  competencia  para 
ilustrar  á   los   gobiernos  acerca  de  los 


propósitos  y  espíritu  que  inspiraron  sus 
resoluciones". 

La  Conferencia  acogió  las  ideas  ante- 
riores y  les  dio  cuerpo  en  una  recomen- 
dación que  provee  á  su  establecimiento. 


La  discusión  sobre  arbitraje  había 
puesto  en  peligro  de  fracasar  la  Confe- 
rencia de  Méjico,  á  la  cual  el  Perfi  y  la 
Argentina  quisieron  arrancar  un  acuer- 
do que  envolviera  una  condenación  im- 
plícita de  la  política  chilena  en  Tacna  y 
Arica. 

Eii  la  Conferencia  de  Río  el  alcance  y 
carácter  del  arbitrajehabíau  quedado  fue- 
ra de  discusión  reducida  la  dificultad  á 
expresar  un  anhelo  universal,  que  ningu- 
na resistencia  podía  encontrar,  á  saber, 
que  en  la  próxima  Conferencia  de  La  Ha- 
ya se  celebre  una  Convención  General  de 
Arbitraje  que  llegue  á  ser  aprobada  y 
puesta  en  vigor  por  todos  los  países. 

No  fué  fácil,  sin  embargo,  encontrar 
una  fórmula  que  expresara  esta  reco- 
mendación. Algunas  delegaciones  quisie- 
ron introducir  en  ella  la  idea  de  que 
dicho  tratado  general  de  arbitraje  deter- 
minara los  casos  que  obligadamente  de- 
bían ser  sometidos  á  ese  recurso,  una 
aceptación  velada  de  la  doctrina  del  ar- 
bitraje obligatorio.  Este  intento  fué  re- 
chazado por  la  mayoría,  y  al  fin,  después 
de  muchas  reuniones  de  la  Comisión  de 
Arbitraje,  en  que  se  discutió  la  redacción 
de  un  acuerdo  que  satisficiera  á  todas 
las  delegaciones,  se  encontró  una  fórmu- 
la inofensiva,  que  al  mismo  tiempo  de 
manifestar  el  interés  de  América  por  la 
aplicación  de  este  recurso,  no  contenía 
ninguna  expresión  susceptible  de  inter- 
pretarse en  favor  de  una  de  his  contra- 
rias opiniones. 
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La  Tercera  Conferencia  Internacional 
Americana  resolvió: 

"Ratificar  la  adhesión  al  principio  del 
arbitraje:  y  á  fin  de  hacer  práctico  tan 
elevado  propósito,  recomienda  á  las  na- 
ciones representadas  en  ella  que  den  ins- 
trucciones á  sus  delegados  á  la  Segunda 
Conferencia  de  La  Haya  para  que  pro- 
curen que  en  esa  Asamblea,  de  carácter 
mundial,  se  celebre  una  Convención  Ge- 
neral de  Arbitraje,  tan  eficaz  y  definida, 
que,  por  merecer  la  aprobación  del  mun- 
do civilizado  sea  aceptada  y  puesta  en 
vigor  por  todas  las  naciones". 

**La  Delegación  Chilena  contribuyó, 
dice  la  Memoria  de  esta  Delegación  á  su 
Gobierno,  en  cuanto  estuvo  de  su  parte 
para  que  se  llegara  á  esta  solución  ente- 
ramente conforme  con  los  principios  an- 
teriormente sustentados  en  repetidas 
ocasiones  por  nuestra  Cancillería  y  que 
resguarda  los  intereses  legítimos  de 
nuestro  país.  En  una  Convención  Gene- 
ral de  Arbitraje  que,  mereciendo  la  apro- 
bación del  mundo  civilizado,  sea  acepta- 
da y  puesta  en  vigor  por  todas  las  na- 
ciones, no  hay  ni  podrá  haber  hostilidad 
6  preconcebido  propósito  contra  ningún 
estado". 

Idéntica  limitación  á  la  del  arbitraje 
se  había  establecido  para  la  doctrina  co- 
nocida con  el  nombre  del  doctor  Drago, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Ar" 
gentina,  que  la  había  puesto  de  actuali- 
dad en  una  nota  al  Ministro  argentino 
en  Washington,  con  motivo  de  las  recla- 
maciones pecuniarias  de  las  potencias 
europeas  en  Venezuela. 

No  se  llamaba  á  la  Conferencia  á  pro- 
nunciarse sobre  la  doctrina  misma;  se  le 
pedía  únicamente  un  acuerdo  recomen- 
dando ¿i  los  Gobiernos  americanos  á  invi- 


tará la  Conferencia  de  La  Haya  á  con- 
siderar  si  el  uso  de  la  fuerza  es  admis^ible 
paraelcobiX>  de  las  deudas  públicas;  y 
en  caso  deseradmisible,  hasta  qué  punto. 

Era  lógico  que  una  cuestión  que  intere- 
saba en  igual  grado  á  las  naciones  euro- 
peas y  americanas,  no  fuera  resuelta  solo 
poruña  reunión  de  las  últimas,  cuyos 
acuerdos  de  ningún  modo  podían  compro  - 
meter  á  los  países  acreedores  de  Europ:i. 
La  breve  exposición  que  precede  al  acuer- 
do de  la  Comisión  que  informó  el  temíi, 
así  lo  expresa,  al  decir  que  sólo  á  una  asan^  - 
blea  mundial  corresponde  consagrar  los 
verdaderos  principios  sobre  la  materia. 

La  resolución^  de  la  Conferencia  es  la 
siguiente: 

•*La  Tercera  Conferencia  Internacio- 
nal de  las  Repúblicas  Americanas,  reuni- 
das en  Río  de  Janeiro,  resuelve  recomen- 
dar á  los  Gobiernos  representados  en 
ella,  que  consideren  el  punto  de  invitar  á 
la  Segunda  Conferencia  de  la  Pa«  de  La 
Haya,  para  que  examine  el  caso  del  co- 
bro compulsivo  de  las  deudas  públicas 
y,  en  general,  los  medios  tendentes  á  dis- 
minuir entre  las  naciones  los  conflictos 
de  origen  exclusivamente  pecuniario". 

Mientras  el  programa  sólo  habla  de  la 
procedencia  del  empleo  de  la  fuerza  para 
el  cobro  de  las  deudas  ])úblicas,  el  acuer- 
do transcrito  extiende  la  recomendación 
al  examen  de  todos  los  medios  tendentes 
á  disminuir  entre  las  naciones  los  con- 
flictos de  origen  exclusivamente  pecu- 
niario. 

La  mayoría  de  los  Ministros  en 
Washington  propuso  la  codificación  del 
Derecho  Internacional  como  tema  que 
merecía  la  atención  de  la  Tercera  Con- 
ferencia, y  esta,  aceptando  la  indica- 
ción del  programa,  recomendó  á  los  Go- 
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bíernos  americanos  la  constitución  de 
un  Cuerpo  Internacional  de  Jurisconsul- 
tos, compuesto  de  un  representante  de 
cada  uno  de  los  países  signatarios,  á 
cuyo  cargo  estaría  la  preparación  de  un 
proyecto  de  Derecho  Internacional  Pri- 
vado y  otro  de  Derecho  Internacional 
Público,  que  reglen  las  relaciones  entre 
las  naciones  de  América. 

La  primera  reunión  de  la  Junta  tendrá 
lugar  en  Río  Janeiro  durante  el  año  1907; 
se  considerará  constituida  cuando  se.  ha- 
llen reunidos  los  representantes  de  doce, 
por  lo  menos,  de  los  estados  signatarios. 

El  nombramiento  de  los  miembros  de 
la  Junta  debe  ser  comunicado  al  Gobier- 
no de  los  Estados  Unidos  del  Brasil 
xintes  del  1^  de  abril  de  1907. 

La  Junta,  con  el  objeto  de  distribuir  ej 
trabajo  entre  sus  miembros,  podrá  divi- 
dirse en  dos  comisiones  distintas,  que  se 
ocupen,  la  una,  de  preparar  el  Código  de 
Derecho  Internacional  Privado;  la  otra, 
el  de  Derecho  Internacional  Público.  Las 
Comisiones  pueden  pedir  á  sus  Gobier- 
nos el  nombramiento  de  peritos  especia- 
les para  determinados  estudios  á  fin  de 
dar  así  más  pronta  terminación  á  los 
proyectos. 

Aventurado  parece  abrigar  la  esperan- 
za de  que  los  Códigos  preparados  por  la 
Junta  de  Jurisconsultos  alcancen  á  ser 
aprobados  en  todas  sus  partes  por  las  fu- 
turas conferencias  americanas,  cuando  en 
las  anteriores  sólo  ha  sido  posible  arribar 
á  acuerdos  sobre  reducido  número  de  ma- 
terias del  Derecho  Internacional,  acuer- 
dos consignados  en  los  Tratados  y  Con- 
venciones que  allí  se  firmaron. 

El  artículo  7*^  de  la  Con  vención  que  crea 
la  Junta  de  Jurisconsultos,  al  decir  que 
se  harán  constar  en  uno  ó  más  Tratados 
parciales  los  principios  sobre  los  cuales 


se  obtuviere  acuerdo,  deja  entender  que 
la  Conferencia  de  Río  no  se  hizo  ilusio- 
nes al  respecto. 

Pero  el  trabajo  de  codificación  impor- 
ta, sin  duda,  una  contribución  importan- 
te al  progreso  dé  las  ciencias  jurídicas. 
Presupone  un  estudio  completo,  sistemá- 
tico, concordado  del  Derecho,  de  la  doc- 
trina y  de  sus  antecedentes  históricos,  é 
irá  revelando  las  materias  en  que  la  uni- 
formidad de  pareceres  y  prácticas  permi- 
ta sentar  un  principio  de  Derecho  Públi- 
co Americano. 

El  Embajador  de  Méjico  al  indicar  la 
codificación  del  Derecho  Internacional 
para  su  estudio  en  la  próxima  confeVen- 
cia,  añade  que  de  este  modo  **se  podría 
contribuir  al  adelanto  de  la  ciencia  y  á 
facilitar,  favoreciendo  la  interpretación 
de  puntos  dudosos,  el  arreglo  y  solución 
de  muchos  casos  que  no  tienen  más  ori- 
gen que  la  opinión  distinta  y  á  veces  en- 
contrada de  los  tratadistas". 

La  Conferencia  de  Rio  no  traza  un  pro- 
grama á  la  Junta  de  Jurisconsultos,  le 
recomienda  únicamente,  y  en  general, 
ciertas  materias  más  apropiadas  que 
otras  para  su  codificación,  á  saber  aque- 
llas respecto  de  las  cuales  existe  cierta 
conformidad  en  las  legislaciones  nacio- 
nales de  los  países  de  América,  ó  que  han 
sido  objeto  de  acuerdos  uniformes  en  los 
tratados  y  convenciones,  así  como  los 
tratados  de  Montevideo  de  1889,  los 
proyectos  adoptados  en  la  Conferencia 
de  Méjico  y  los  debates  á  que  unos  y 
otros  dieron  lugar. 

La  codificación  del  Derecho  Internacio- 
nal Privado  presenta  menores  dificulta- 
des que  la  del  público,  que  se  complica 
con  problemas  políticos.  El  primero  ofre- 
ce á  las  Conferencias  Americanas  un  ex- 
tenso campo  de  acción,  en  que  cabe  obra 
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fecunda  de  acereaniiento,  eliminando  las 
diversiílades  existentes  entre  las  legisla' 
cioncs  de  los  países  de  América,  que 
pueden  dar  lugar  á  enojosas  diferencias' 
Esta  tarea,  responde,  además,  á  una  ten- 
dencia universal:  '*La  3e  armonizar  los 
principios  que  reglan  la  condición  civil  del 
hombre  libre  y  el  régimen  de  sus  actos 
privados  como  fuentes  de  derechos  ú  obli- 
gaciones, en  el  ejercicio  de  su  actividad 
social,  comercial  ó  industrial"  (1). 

En  esta  tarea  la  América  Latina  lleva 
mucho  camino  recorrido,  y  un  camino 
propio,  que  le  señalan  sus  condiciones  pe- 
culiares, su  comunidad  de  origen,  de 
idiomas,  de  instituciones.  En  este  orden 
la  obra  de  las  Conferencias  Americanas, 
sobre  todo  la  del  Congreso  de  Monte  vi- 
íleo,  pueden  considerarse  un  timbre  de 
honor  para  el  Continente,  una  respuesta 
á  los  que  ponen  en  duda  la  utilidad  de 
las  Conferencias  Americanas. 

La  Comisión  encargada  de  informar  el 
tema  se  limitó  á  estudiar  el  mejor  modo 
de  constituir  la  Junta  de  Jurisconsultos; 
en  el  extenso  informe  que  presentó  hace 
la  historia  de  los  esfuerzos  realizados  por 
codificar  el  Derecho  Internacional,  las 
dificultades  que  ofrece  esta  tarea  y  las 
expectativas  que  promete. 


La  Naturalización  figura  por  primera 
vez  en  el  programa  de  las  Conferencias 
Americanas,  pero  figura  limitada  á  una 
de  las  numerosas  cuestiones  á  que  ha 
dado  lugar. 

Invita  el  programa  á  celebrar  **un  con- 
venio (jue  comprenda  el  principio  de  que 
el  ciudadano  naturalizado  en  uno  de  los 
paises  contratantes  y  que  se  radique  nue- 

(I)  Informe  de  la  Comisión  de.CoiüficHción. 


vamente  en  su  país  de  origen,  sin  la.  in- 
tención de  regresar  á  aquél  donde  se  na- 
turalizó, sea  considerado  como  renun- 
ciado á  su  naturalización  en  dicho  pnís, 
presumiéndose  que  existe  el  intento  de  no 
regresar  cuando  la  persona  naturali^cada 
resida  más  de  dos  años  en  su  país  de  orí- 
gen". 

Recomienda  el  tratamiento  de  esta. 
materia  la  circunstancia  de  que  la  natu- 
ralización de  los  extranjeros,  y  sobre  todo 
la  situación  de  éstos  cuando  han  reo^rc- 
sado  á  su  primitiva  patria,  ha  orijinado 
muchas  dificultades. 

Cada  país  determina  con  enteni  liber- 
tad las  condiciones*  en  C|ue  se  pierde  ó 
adquiere  su  nacionalidad;  nacen  conflic- 
tos cuando  una  persona  cambia  de  nacio- 
nalidad y  al  adquirir  otra  nueva  por  na- 
turalización, no  pierde  la  de  origen;  ha 
sucedido  con  frecuencia  que  la  primera 
patria  ha  reclamado  del  naturalizado  el 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  cívicas, 
á  las  cuales  se  había  sustraído  por  me- 
dio de  la  emigración. 

Los  Estados  Unidos,  interesados  en 
definir  la  situación  de  los  extranjeros 
radicados  en  su  suelo  y  en  asimilarlos 
políticamente  han  mantenido  largas  dis- 
cusiones durante  el  siglo  XIX  con  las 
Naciones  del  Viejo  Mundo,  que  con  difi- 
cultad se  han  allanado  á  aceptar  el  de- 
recho de  expatriación.  Estas  dificulta- 
des jeneraron  algunas  convenciones  entre 
los  Estados  Unidos  y  países  de  Europa 
y  de  América.  Un  acuerdo  de  la  Tercera 
Conferencia,  en  la  forma  solicitada  por 
el  programa,  á  la  vez  que  tendía  á  remo- 
ver una  causa  de  diferencias  entre  países 
americanos,  abría  paso  á  la  aceptación 
universal  de  la  norma  que  envuelve  la 
recomendación  del  programa. 

El    Gobierno    de    los  Estados  Unidos 
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prcí>páso  este  número;  SU  delegado  Mr. 
Rowe  presentó  á  la  Comisión  un  estudio 
sobre  la  conveniencia  de  aceptar  dicho 
principio.  La  Comisión  y  la  Conferencia 
así  lo  hicieron,  estableciendo  que  el  ani- 
mus  manendi  se  presumía  por  la  resi- 
dencia de  dos  años  en  el  país  de  origen, 
presunción  que  cede  á  la  prueba  en  con- 
trario. 


La  Conferencia  de  Méjico  aprobó  una 
convención  sobre  propiedad  'industrial 
(patentes  de  invención,  dibujos,  modelos 
y  marcas  de  fábrica  y  de  comercio)  y]otra 
sobre  propiedad  literaria  y  artística,  que 
no  fueron  ratificadas  sino  por  unas  cuan- 
tas repúblicas  americanas. 

La  Conferencia  de  Río  no  modificó  la 
doctrina  de  ninguna  de  las  dos  conven- 
ciones; recomendó  á  los  países  de  Améri- 
ca su  aceptación,  proponiéndoles,  ade- 
mas, formar  La  Union  Internacional 
Americana  para  la  protección  de  la  pro- 
piedad intelectual  é  industrial^  á  seme- 
janza de  las  uniones  constituidas  por  los 
países  adherentes  á  las  convenciones  de 
París  de  1883  y  de  Madrid  de  1891. 

Nuestra  época  tiende  sin  duda  al  reco- 
nocimiento universal  de  ambas  clases  de 
propiedad  y  esta  tendencia   se  traduce . 
en  la  creación  de  las  uniones  citadas,  de 
las  cuales  forman  parte  muchos  países 
de  América,  uniones  que  aseguran  á  una 
Y  otra  propiedad  una  protección    que 
no  reconoce  fronteras. 

La  Delegación  de  Méjico  propuso  á  la 
Conferencia  de  Río  recomendará  las  repú- 
blicas de  América  no  sujetas  al  Tratado 
(le  París  de  1883  sobre  patentes  y  mar- 
cas de  comercio  y  á  los  Protocolos  Adi- 
cionales firmados  en  Madrid  en  1891, 
su  adhesión  á  dichos  tratados  y  proto- 


colos, con  lo  cual,  empleando  las  expre- 
siones del  proyecto,  se  daba  un  paso 
muy  significativo  en  el  sentido  de  unifi- 
car las  reglas  que  norman  las  rclrciones 
internacionales. 

La  Sexta  Comisión  no  fué  favorable  al 
proyecto  mejicano,  porque  estimó  que 
estaba  llamada  á  considerar  únicamen- 
te las  relaciones  entre  los  estados  ame- 
ricanos, y  porque  quiso  respetar  las  razo- 
nes especiales  que  los  países  no  adheridos 
pudieran  tener  para  abstenerse  de  entrar 
en  la  unión.  Suponiendo  que  estos  mo- 
tivos no  obstaban  auna  asociación  de  los 
países  americanos  para  los  mismos  fi- 
nes, la  Sexta  Comisión,  sin  desconocer 
el  laudable  móvil  de  la  Delegación  de 
Méjico,  propuso  la  unión  de  los  países 
de  América  para  la  protección  de  la  pro  • 
piedad  intelectual  é  industrial. 

La  Unión  ofrece  la  novedad  de  reunir 
en  un  cuerpo  las  dos  propiedades,  áepa- 
radas  hasta  ahora  y  protegidas  por  unio- 
nes distintas,  aunque  una  y  otra  son 
manifestaciones  de  un  mismo  derecho: 
el  del  autor  ó  inventor  á  la  producción 
de  su  talento  ó  ingenio.  La  naturaleza 
de  ambos  derechos,  la  semejanza  en  el 
modo  de  constituirse,  á  saber  por  el  re- 
gistro de  depósito  de  la  obra  ó  invento 
en  una  oficina  pública,  autorizaba  reu- 
nidos en  una  organización,  con  venta- 
jas para  su  funcionamiento  y  realizando 
un  progreso  sobre  el  derecho  creado  por 
las  Convenciones  de  Paris  y  de  Madrid. 

La  Conferencia  aprobó  el  proyecto  de 
la  Sexta  Comisión,  que  para  llevarlo  á  la 
práctica,  proponía  por  razones  jeográfi- 
cas,  la  fundación  de  dos  oficinas,  de  idén- 
ticas atribuciones  y  funcionamiento,  una 
con  se  ie  en  Habana,  la  otra  en  Río  de 
Janeiro,  destinadas  á  centralizar  el  re- 
gistro de  las  obras  literarias  y  artísti- 
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cas,  patentes,  marcas,  dibujos  y  mode- 
los que  se  registren  en  cada  una  de  las 
naciones  americanas,  para  asegurarles 
así  su  reconocimiento  y  validez  en  todo 
el  Continente. 

El  derecho  á  la  propiedad  intelectual 
é  industrial  se  adquiere  en  conformidad 
á  la  ley  del  país  de  origen;  la  Unión  en 
virtud  del  registro  en  una  de  sus  ofici- 


cinas,  comunica  el  invento  ó  la  obra  A 
los  demás  países,  asegurando  el  recono- 
cimiento de  su  propiedad  en  todos  ellos, 
y  convierte  en  una  operación  única,  cen- 
tral, los  múltiples,  difíciles  y  .engorrosos 
trámites  necesarios  hasta  la  fecha  para 
conseguir  la  protección  de  la  propiedad 
industrial  é  intelectual  en  todo  el  Conti- 
nente. 


{Continuará) 


Julio  Philipj  i. 


"^fUfí 


DE  LA  NATURALEZA  Y  DE  LOS  EFECTOS  DEL  DERECHO  EVENTUAL 

POR  M.  R.  Demogue 

Prrfe9or  ac^regado  á  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  de  Lille 
( Continuación ) 


Este  razonamiento  ha  sido  muy  bien  ex- 
puesto por  diferentes  autores,  por  lo  que 
creemos  innecesario  volver  sobre  él  (1). 

Y  admitimos  en  principio  que  el  contra- 
to de  matrimonio  no  produce  algunos  de 
sus  efectos  sino  desde  la  fecha  del  matri. 
nio;  insistiremos  en  esto  más  adelante 
para  fijar  el  alcance  de  esta  idea. 

Coloquemos  junto  á  este  contrato  ac- 
cesorio de  matrimonio,  los  demás  con- 
tratos accesorios;  constitución  de  hipo- 
teca, fianza,  prenda.  Estos  contratos  ac- 
cesorios pueden  llevarse  á  cabo  para 
garantizar  no  sólo  una  obligación  con. 
dicional,  sino  también  una  obligación 
eventual  ó  futura  (2j. 

(1)  V.  Planiol,  t.  IIT,  núm.  83Í:  Guillouard,  t.  I, 
núiii.  276  y  B30;  Vidal,  Recaed  de  VAnndemie  de 
Tuuhse,  t.  XXXII,  p.  187;  B-mdry-Lacantinerie, 
l*e  Courtois  et  Sarville,  Contrat  de  manage^  t.  I, 
num«.  193  y  sigt.;  Liicointi,  nota  en  Sir.  81.  1.  553; 
Timbal,  Potnt  de  départ  des  éf/eta  da  régime  matri- 
iiionial  (th^^e)  p.  50  y  sigc;  Aubry  et  Rau,  t.  VI, 
/i.*ed,p.  60. 

(2)  V.  not.  Auhry  et  Rao,  5.»  ed.,  t.  TV,  p.  476; 
Laurent,  t.  XXX,  núm.  528;  Baudry-Lacantinerie 

V  dtí  Loynes,  Hypoihéquee^  t.  II,  núm.  1280;  Guillo- 
oard,  t.  II.  núm.  1030. 


Se  afirma  tradicionalmente  que  se  pue- 
de constituir  una  hipoteca  para  garan- 
tir la  obligación  del  que  obtiene  un  prés- 
tamo cuando  se  abf-e  crédito,  y  es  este  el 
ejemplo  clásico.  Pero  puede  decirse  con 
la  misma  certidumbre  qtie  una  persona 
puede  afianzar  ó  dar  hipoteca  de  ante- 
mano por  las  deudas  que  su  hijo,  un  pa- 
riente ó  un  amigo  pueda  contraer  para 
con  otra  persona.  Así  también  una  ciu- 
dad podrá  hacerse  dar  una  prenda  ó 
una  fianza  por  un  empresario  de  traba- 
jos para  garantizar  las  indemnizaciones 
por  los  daños  que  pueda  causar  á  las 
propiedades  privadas. 

Pero  si  aplicamos  aquí  los  principios 
que  expone  la  doctrina  á  propósito  del 
contrato  de  matrimonio  deberemos  de- 
cir: estos  contratos  accesorios  no  están 
subordinados  á  una  simple  condición. 
Falta  todavía  uno  de  sus  elementos  esen- 
ciales: el  contrato  principal.  No  se  con- 
cibe el  contrato  de  fianza,  el  contrato  de 
hipoteca,  como  produciendo  sus  efectos, 
sin  que  exicta  el  contrato  principal.  No 
se  podría  hablar  de  retroactividad  una 
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vez  que  existiera  el  contrato  principal. 
Los  electos  del  contrato  accesorio  de  hi- 
poteca, de  prenda,  no  se  producen  sino 
desde  que  existe  el  contrato  de  préstamo 
ó  de  venta  que  da  nacimiento  al  crédito 
garantido.  Deberíamos,  pues,  decir,  s¡ 
hay  hipoteca  constituida  para  garantir 
una  apertura  de  crédito,  ó  obligaciones 
que  una  persona  pueda  con  traer  para  con 
otra:  esta  hipoteca  no  producirá  efecto 
sino  desde  el  día  en  que  se  hayarealizado 
la  apertura  de  crédito,  y  se  haya  entre- 
gado el  dinero  al  que  obtuvo  el  prés' 
tamo. 

Sin  embargo,  en  la  doctrina  y  en  la  ju- 
risprudencia triunfa  la  solución  contra^ 
ría.  Se  admite,  por  ejemplo,  que  en  caso 
de  apertura  de  crédito,,  la  hipoteca  ad- 
quiere rango  desde  el  día  de  su  inscrip- 
ción y  no  sólp  desde  el  día  de  las  entre- 
gas hechas  al  que  obtuvo  el  crédito  (1). 

¿Cómo  justificaresta  derogación  al  de- 
recho común?  Los  autores  nos  dan  razo- 
nes insuficientes  y  embarazosas.  Invocan 
en  primer  lugar  consideraciones  prácti 
cas.  ¿Qué  sería  la  garantida  dada  si, 
hasta  el  momento  en  que  nace  la  deuda, 
el  deudor  puede  contraer  hipotecas  pre- 
ferentes á  las  del  que  abre  el  crédito?  Se^ 
ría  incierta  ó  ilusoria,  se  entorpecería  ei 
movimiento  de  los  negocios.  El  argumen- 
to es  exacto,  seguramente.  Hay  que  to- 
marlo  en  cuenta.  Pero  ¿es  posible  conten- 
tarse con  él,  y  no  hay  que  buscar  justifi- 
caciones de  otra  naturaleza? 

Se  ha  dicho  que  esa  era  la  intención  de 
las  partes:  como  si  ella  pudiera  desem. 
penar  un   papel  cuando  se  trata,  no  de 

(1)  Aubry  et  Rau,  t.  IIT,  p.  479;  Baudry  et  de 
í.oyneB,  fíyjwfhctjufis,  f.U,  núm.VIHi];  Guillouard 
llypothéqn^s,  i.  II,  niinís.  1032  y  pigt.;  Demolomhe, 
t.  XXV,  m'im.  302;  Lyon-Caeo  et  Renante,  t  IV, 
11  úm.  729. 


fijar  la  extensión  de  los  efectos  del  con- 
trato, sino  de  aplicar  un  principio  muy 
cierto:  á  saber,  que  el  contrato  no  puede 
|)roducir  efectos  sino  después  que  existen 
sus  cementos. 

Se  agrega  que  los  terceros  están  adver- 
tidos por  la  inscripción.  Esta  es  también 
una  consideración  práctica  y  no  una  jus- 
tificación teórica. 

¿Podremos  tomar  en  cuenta  las  consi- 
deraciones que  se  hacen  sobre  la  apertu- 
ra de  crédito,  "que  participa  de  la  natu- 
raleza de  los  contratos  sinalagmáticos", 
lo  que  equivale  nada  menos  que  á  decir 
que  la  obligación  del  que  obtiene  el  crédi 
to  existe  ya  y  á  excluir  este  ejemplo  del 
campo  de  nuestra  dificultad? 

Se  dan  argumentos  más  probatorios 
cuando  se  hace  notar  que  la  hipoteca  por 
una  deuda  futura  adquiere  rango  inme- 
diatamente, y  que  así  sucede  con  la  hipo- 
teca del  menor  sobre  los  bienes  de  su  tu- 
tor, la  cual  garantiza  deudas  que  pueden 
no  nactr  nunca  y  adquiere  rango  al  co- 
menzar la  tutela.  Se  cita  también  la  ley 
(le  1^  dé  junio  de  1853  (art.  4^),  según  la 
cual  la  hipoteca  otorgada  á  favor  de  una 
sociedad  de  crédito  sobre  inmuebles  ad- 
quiere rango  desde  el  día  de  la  inscrip 
ción,  aunque  los  valores  se  entreguen 
posteriormente.  Pero  sería  preciso  llegar 
á  justificar  estos  textos  especiales,  de 
mostrar  que  no  son  derogaciones  al  dere- 
cho común. 

¿Cómo  podríamos,  por  otra  parte,  evi. 
tar  la  contradicción  que  resulta  de  las 
soluciones  admitidas  en  materia  de  con- 
trato de  matrimonio  \'  en  materia  de  hi- 
poteca por  deuda  futura? 

Es  necesario  para  esto  damos  cuenta 
exacta  del  lazo  que  une  el  contrato  acce- 
sorio y  el  contrato  principal.  El  contra- 
to accesorio  no  nos  parece  en  realidad 
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depender  en  su  existencia  del  contrato 
principal.  Nos  parece  únicamente  que  de- 
fiende de  él  en  cuanto  no  puede  ejecutar- 
se, y  esto  en  el  sentido  más  estricto  de  la 
palabra,  sino  en  cuanto  existe  el  contra- 
to principal.  El  contrato  accesorio  tiene 
una  vida  independiente,  sólo  que  no  se 
puede  hacer  uso  de  él  para  hacer  pagar 
la  deuda  cuando  ella  no  existe  todavía. 

El  contrato  accesorio  es  pues  un  con 
trato  cuya  ejecución  supone  la  existencia 
de  una  obligación  principal.  Si  se  ha  dado 
una  fianza,  una  hipoteca  para  una  deuda 
futura,  puedo  desde  el  presente  hacer  ins- 
cribir la  hipoteca,  lo  que  nadie  niega,  pue- 
do presentarme  en  el  orden  abierto,  pue- 
do presentarme  en  la  quijebra  de  la  cau- 
ción y  hacer  verificar  mi  crédito.  Lo  úni- 
co que  se  me  prohibe  es  tocar  el  monto 
de  las  cantidades  que  deben  corfespon- 
derme:  se  depositarán  en  la  Caja  de  de- 
pósitos y  consignaciones  hasta  el  venci- 
miento de  la  deuda  principal. 

Este  concepto  es  aceptable  no  sólo  des- 
de el  punto  de  vista  teórico,  sino  que  se 
halla  también  en  armonía  con  las  nece- 
sidades prácticas  que  los  autores  han  he- 
che  valer  á  propósito  del  rango  de  la  hi- 
poteca para  una  apertura  de  crédito. 

Tratemos  con  estas  ideas  de  esclarecer 
la  cuestión  de  los  efectos  del  contrato  de 
matrimonio.  Este  contrato  tiene  un  do- 
ble objeto.  Se  ocupa  de  determinar  cuáles 
son  los  bienes  de  los  dos  esposos  que  es- 
tarán afectos  á  las  necesidades  de  la  fa- 
milia. Se  ocupa  al  mismo  tiempo  de  deter- 
minar cuáles  son  los  valores  que  admi- 
nistrará el  marido,  cuáles  son  por  el  con- 
trario los  que  quedarán  sometidos  á  la 
administración  de  la  mujer.  Creemos 
que  en  general  los  efectos  diversos  del 
contrato  de  matrimonio  deben  produ- 
cirse en  la  misma  fecha  de  este  contrato. 


Sólo  se  trata  de  consecuencias  puramen- 
te jurídicas  que  deducir  del  contrato  de 
matrimonio;  se  trata  de  saber  si  la  sub- 
rogación real  vá  á  funcionar  inmediata- 
mente ó  sólo  después  de  la  celebración 
del  matrimonio.  Se  trata  especialmente 
de  determinar  lo  que  sucederá  si  se  pres- 
enta un  caso  inverso  del  previsto  por  el 
artículo  1404,  §  2;  si  uno  de  los  esposos, 
en  e!  tiempo  entre  la  firma  del  contrato 
y  la  celebración  del  matrimonio,  enajena 
un  inmueble  que  debería  permanecer  de 
su  propiedad,  el  crédito  adquirido  en 
cambio  ¿será  común  ó  propio?  Nos  parece 
conforme  á  la  lógica,  conforme  á  los  in- 
tereses prácticos,  decir  que  tendrá  lugar 
la  subrogación  real,  y  que  el  crédito  del 
precio  del  inmueble  será  propio  como 
éste.  El  artículo  1404  no  ha  querido  que 
un  esposo  pudiera  ejecutar  un  acto  que 
destruyera  los  cálculos  del  otro.  No  hay 
que  aceptar  tampoco  que  un  esposo  que 
ha  ejecutado  un  acto  quizá  ventajoso 
resulte habersecausado  daño  asimismo. 

Diremos  aún,  como  lo  ha  hecho  la  ju- 
risprudencia, que  los  bienes  adquiridos 
entre  el  contrato  de  matrimonio  y  el 
matrimonio  en  sustitución  de  bienes  do- 
tales  quesehabía  enajenado,  son  dótales 
como  ellos  (1). 

Sin  embargo,  no  deduciremos  del  prin- 
cipio sentado  por  nosotros  todas  las 
consecuencias  que  importa.  Nos  nega- 
mos, á  admitir  la  fórmula  de  la  Corte  de 
Casación:  **cuando  la  celebración  del 
matrimonio  ha  tenido  lugar,  el  cumpli- 
miento de  la  condición  tiene,  según  los 
términos  del  artículo  1179,  efecto  retro- 
activo desde  el  día  en  que  se  contrajo  la 
obligación." 


(1)V.   Ca8.    18   marzo  187.9,  D.  79. 1,  441,  S.  81. 
1.35H. 
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No  es  necesario  que  el  contrato  de  ma- 
trimonio produzca  todas  sus  consecuen- 
cias desde  antes  del  matrimonio.  Cuan- 
do un  acto  como  éste  está  sometido  á 
una  eventualidad,  hay  algunos  de  sus 
efectos  que  no  tienen  razón  de  ser  sino  á 
partir  desde  el  momento  en  que  se  pro- 
duce la  eventualidad. 

El  derecho  de  administración  del  ma- 
rido, su  derecho  de  usufructo  eobre  los 
bienes  de  la  mujer  no  tienen  razón  de  ser 
sino  desde  que  existe  la  vida  común.  Se- 
ría incomprensible  querer  darles  un  pun- 
to de  partida  anterior,  querer  negar  la 
validez  de  un  acto  de  administración  de 
la  mujer  sobre  sus  bienes  antes  del  día  del 
matrimonio.  La  ejecución  misma  del  con- 
trato de  matrimonio:  el  poner  al  marido 
en  posesión  de  los  bienes  de  la  mujer,  no 
debe  tener  lugar  sino  desde  que  existe  el 
contrato  principal.  Aquí,  como  en  mate- 
ria de  condición,  hay  que  decir  que  en  pre- 
sencia de  un  acto  que  depende  en  su  exis- 
tencia de  un  acontecimiento  futuro  é  in- 
cierto, es  conforme  á  las  necesidades  prác- 
ticas, á  la  voluntad  de  las  partes,  que  se 
retarden  los  efectos  directos  y  materiales 
del  acto  hasta  este  acontecimiento.  Di- 
cho de  otra  manera,  la  idea  de  condición 
ó  de  eventualidad  implica  la  idea  de  un 
retardo  en  la  ejecución,  la  idea  de  un  tér- 


mmo. 


Diremos  pues  que  en  parte  el  contra- 
to de  matrimonio  producirá  inmediata- 
mente sus  efectos,  y  en  lo  demás  los 
producirá  sólo  acontar  desde  el  matri- 
monio mismo. 

Y  partiendo  de  estas  ideas,  aprobare- 
mos no  los  fundamentos  de  las  senten- 
cias que  nos  parecen  demasiado  genera- 
les é  inexactas,  sin  las  resoluciones  que 
se  han  dado. 

No  creemos  que  haya  errado  la  Corte 


de  Casación  al  declarar  como  no  cele- 
brada la  venta  consentida  por  el  donan- 
te, entre  la  fecha  del  contrato  de  matri- 
monio y  la  del  matrimonio,  de  un  bien 
donado  á  los  esposos  en  el  contrato  de 
matrimonio.  (V.  Cas.,  26  enero  1847, 
D.  47.  1.  63),  6  al  negar  el  ejercicio  de  la 
acción   pauliana  contra   una  donación 
contenida  en  el  contrato  de  matrimonio, 
á  un  acreedor  cuyo  derecho  ha  nacido 
después  de  esta  época,  pero  antes   del 
matrimonio.  Aprobamos  igualmente  la 
sentencia  de  18  de  diciembre  1878  (S.  81. 
1.  353),  que  ha  declarado  dótales  bienes 
adquiridos  entre  el  contrato  de  matri- 
monio y  el  matrimonio  en  cambio  de  bie- 
nes declarados  dótales  por  las  conven- 
ciones matrimoniales;  y  la  sentencia  de 
Nimes  de  26  de  marzo  1889  {Le  Droit, 
16  septiembre),  que  anula  la  venta  he- 
cha por  la  mujer  de  un  bien  que  se  cons- 
tituyó en  dote,  cuando  el  acto  ha  tenido 
lugar  entre  el  contrato  de  matrimonio  y 
la  celebración  del  matrimonio. 

Se  puede  preguntar  á  este  propósito 
en  qué  fecha  adquirirá  rango  la  hipoteca 
legal.  Haremos  notar  previamente  á  es- 
te respecto  que  habría  que  referirse  ante 
todo  á  los  textos:  esta  hipoteca  nace  por 
voluntad  de  la  ley  y  no  por  una  volun- 
tad tácita  de  las  partes.  Pero  los  textos 
son  contradictorios:  el  artículo  2135  ha- 
bla de  la  fecha  del  matrimonio,  los  ar- 
tículos 2194  y  2195  de  la  fecha  del  con- 
trato de  matrimonio.  Por  la  fuerza  de 
las  cosas  hay  que  fijar  la  fecha  de  la  hi- 
poteca en  consideración  á  las  necesida- 
des prácticas.  Creemos  que,  si  se  inspira 
en  las  ideas  que  hemos  desarrollado  so- 
bre los  derechos  eventuales,  no  hay  nin- 
gún obstáculo  en  teoría  para  que  la  hi- 
poteca adquiera  rango  desde  el  día  del 
contrato.  Además,  estando  interesadas 
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las  partes  en  tener  una  hipoteca  tan  an- 
tigua en  fecha  como  sea  posible,  es  razo- 
nable hacerla  adquirir  rango  desde  que 
se  encuentra  un  acto  en  cuya  fecha  se 
pueda  fijar  el  rango  de  la  hipoteca.  Ha- 
bía pues  razón  para  fijar  la  fecha  de  la 
hipoteca  en  la  del  contrato  pecuniario 
de  matrimonio,  si  no  hubiera  que  tomar 
en  cuenta  los  intereses  de  los  terceros, 
del  crédito  público,  que  tiene  una  tan 
grande  importancia  en  materia  de  segu- 
ridades reales.  Ahora  bien,  el  contrato 
de  matrimonio  es  un  contrato  secreto, 
su  existencia  sólo  es  conocida  por  el  acto 
del  matrimonio.  Sólo  este  último  acto 
tiene  una  cierta  publicidad  y  puede  en  el 
hecho  ser  conocido  por  los  terceros.  Por 
esta  razón,  y  por  esta  única  razón  admi- 
tiremos que  la  hipoteca  legal  no  adquie- 
re rango  sino  á  contar  desde  la  celebra- 
ción del  matrimonio,  de  acuerdo  por  lo 
demás  con  la  jurisprudencia  (1)  y  la  doc- 
trina. 

Pero,  si  tal  es  el  principio,  nada  impide 
á  los  esposos  constituir  desde  luego  por 
el  contrato  de  matrimonio  una  hipoteca 
convencional  sobre  los  bienes  del  marido 
como  garantía  de  la  restitución  de  la  do- 
te. Esto  ha  sido  reconocido  por  la  Corte 
de  Casación  en  una  antigua  sentencia  ( 2 ) . 

Y  talvez  podría  aún  decirse  que  la  hipo- 
teca legal  podría  adquirir  rango  antes 
del  matrimonio,  si  se  practicara  una  ins- 
cripción antes  de  la  celebración.  Pues  la 
única  razón  para  retardar  la  fecha  en  que 
adquiere  rango  es  la  falta  de  publicidad. 

Y  sería  interpretar  muy  estrictamente  la 


(1)  Cas.  22  enero  1878,  D.  78.  l.I64.-Cf.  Pía- 
n  ol,  t.  II,  núm.  .SI  16:  Baudry  et  de  Loynes,  t.  II, 
II úm.  1.478;  Huc,  t.  XIII,  núm.  360;  Guillouard, 
J/ypothéqueSf  t.  II,  núm.  835. 

(2)  26  febrero  de  \^2^,T).,Y*  Priviléges  et  hy- 
potheqttes,  núm.  925. 


ley  decir  que  ha  establecido  un  rango 
para  la  hipoteca  legal  que  no  se  lo  pudie- 
ra derogar,  aun  cuando  hubiera  para  ello 
plena  razón. 

A  propósito  de  lo  anterior  y  de  la  fecha 
de  los  efectos  de  un  contrato  accesorio, 
hay  que  destruir  una  objeción  que  se  pre- 
senta al  espíritu;  admitimos  en  una  am- 
plia medida  que   el  contrato  de  matri- 
monio produce  sus  efectos  en  su  fecha. 
Ahora  bien,  es  cierto  que  si  no  hubiera 
matrimonio  el  contrato  no  produciría 
ningún  efecto.    Llegamos  pues  á  tratar 
el  contrato  de  matrimonio  que  depende 
de  un  acontecimiento  incierto  más  favo- 
rablemente que  si  dependiera  de  una  con- 
dición propiamente  dicha,  por  lo  menos 
si  se  acepta  el  efecto  limitado  que  damos 
á  la  condición  una  vez  cumplida.  En  rea- 
lidad no  es  así:  los  efectos  que  hacemos 
producir  al  contrato   de  matrimonio  á 
contar  desde  su  fecha  ó  á  un  acto  acce- 
sorio desde  antes  del  nacimiento  del  acto 
principal,  no  son  más  considerables  que 
los  que  hacemos  producir  á  la  condición 
suspensiva  cumplida,  á  lo  menos  en  los 
casos  más  prácticos,  por  ejemplo  cuando 
se   trata  de  la  enajenación  de  un  bien 
dotal  entre  el  contrato  de  matrimonio  y 
el  matrimonio.  Sin  duda  en  otras  hipó- 
tesis será  distinto,  pero  los  actos  podrían 
fácilmente  entraren  la  clase  de  actos  con- 
servatorios permitidos,  como   lo    vere- 
mos, á  un  simple  acreedor  eventual:  por 
ejemplo,  el  derecho  del  acreedor  eventual 
para  hacer  inscribir  la  hipoteca  que  se  le 
ha  otorgado. 

Llegamos,  en  resumen,  á  establecer  en 
materia  de  derecho  eventual  el  sistema 
siguiente.  Cuando  un  derecho  eventual 
se  transforma  en  un  derecho  puro  y  sim- 
ple, en  principio  sólo  produce  sus  efectos 
á  contar  desde  esta  transformación.  Sin 
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embarpfo,  sea  que  se  trate  de  promesa  de 
contrato,  de  promesa  de  cosa  futura  6 
de  cosa  ajena,  6  todavía  de  contrato 
accesorio  (contrato  de  matrimonio,  con- 
trato de  hipoteca)  en  la  medida  en  que 
es  necesario  para  dar  fuerza  al  derecho 
respecto  de  terceros,  el  dueño  del  dere- 
cho eventual  tendrá  un  derecho  que  adr 
quiere  rango  inmediatamente,  aunque 
este  derecho  no  se  vaya  á  ejecutar  sino 
más  tarde.  Se  puede  decir,  pues,  que  en 
el  dominio  de  los  derechos  reales  el  dere- 
cho eventual  asegura  un  rango  desde  su 
primera  fecha.  Al  contrario,  en  el  domi- 
nio de  los  derechos  personales,  el  derecho 
eventual  no  adquiere  rango  sino  á  con- 
tar desde  su  transformación  en  derecho 
actual  (1). 

Nos  parece  que  sólo  existen  dos  excep- 
ciones: primeramente,  cuando  se  trata 
de  la  capacidad.  Consideraciones  obje- 
tivas hacen  conveniente  admitir  una  so- 
lución excepcional.  Y  en  seguida  en  ma-, 
teria  de  sucesión  testamentaria  ó  ab  in- 
testaty  en  que  una  disposición  del  artí-. 
culo  777  acentúa  el  efecto  de  la  muerte 
haciendo  remontar  á  esta  fecha  todas 
las  consecuencias  de  la  aceptación,  con-, 
trariamente  por  lo  demás  á  la  natura-, 
leza  de  las  cosas,  lo  que  explica  las  cxcep 
ciones  que  importa  esta  disposición. 

Pero,  dejando  aparte  estos  casos,  te- 
nemos en  suma  una  solución  semejante 
á  la  que  proponemos  admitir  para  la 
condición.  Sobre  esta  cuestión  capital 
se  halla,  pues,  establecida  la  unidad  en- 
tre la  teoría  del  derecho  condicional  y  la 
del  derecho  eventual.  Y  esta  unidad  no 


(1)  Y  habría  que  adm  tir  todavía  esta  soliicióo  en 
el  caso'qiie  se  hubiera  hecho  una  fundación  dir^-o- 
tamente  á  favor  de  un  establecimiento  por.  crearse, 
6  en  el  caso  de  estipulación  á  favor  de  un  tercero 
indeterminado.  Nadio  podría  entretanto  adquirir 
derecho  real  en  detrimento  de  estos   benefícíario». 


debe  extrañarnos,  siendo  en  suma  con- 
forme á  las  necesidades  prácticas  este  re- 
sultado negativo  de  la  distinción  entre 
el  derecho  condicional  y  el  derecho  even- 
tual.  Cuando  alguien  ejecuta   un  acto 
condicional  6eventual,entiendedominar 
el  porvenir.   Es  necesario  que  adquiera, 
un  derecho  que,  si  serealizan  las  previsio- 
nes, prevalezca  sobre  los  derechos  reales 
adquiridos  en  la  época  intermedia.   Su 
derecho  va,  pues,  en  ambos  casos  atener 
una  fecha  anterior  ala  perfección  técnica- 
Adquirirá  fecha  el  día  en  que  lo  hayan 
querido  las  partes  ó  una  de  ellas.  Sólo 
que  sus  efectos  no  comenzarán  propia- 
mente hablando  sino  en  el  día  en  que  se 
realicen  la  condición  ó  la  eventualidad, 
es  decir,  en  el  instante  en  que,  producién- 
dose la  situación  prevista,  ^e  va  á  que- 
rer poner  en  obra  los  preparativos  que 
se  había  hecho  para  hacerle  frente. 

De  los  derechos  del  acreedor  eventual 
mientras  no  se  realiza  la  eventua- 
lidad. 

¿Qué  puede  hacer  el  acreedor  eventual 
mientras  no  se  realiza  la  eventualidad? 
Es  preciso  evidentemente,  para  resolver 
este  punto,  tomar  como  base  las  solu- 
ciones admitidas  á  propósito  de  los 
acreedores  bajo  condición,  en  el  sentido 
dé  que  los  actos  prohibidos  al  acreedor 
bajo  condición  lo  son  con  mayor  razón 
al  acreedor  eventual.  No  puede  decirse 
en  sentido  inverso  que  los  acreedores 
eventuales  tengan  todos  los  derechos  re- 
conocidos al  acreedor  condicional,  pues 
su  situación  no  es  la  misma,  aunque 
existe  una  incertidumbre  sobre  los  dere- 
chos de  ambos. 

El  que  tiene  un  derecho  condicional 
puede  ejecutar  actos  conservatorios; 
¿puede  reconocerse  el  mismo  derecho  al 
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que  no  tiene  más  que  un  derecho  even- 
tual? Nos  parece  que  es  imposible  en 
principio  rehusar  al  acreedor  eventual 
la  facultad  de  ejecutar  actos  conserva- 
torios. Pues  desde  el  momento  que  una 
persona  tiene  un  cierto  derecho,  aunque 
sea  eventual,  debe  serle  permitido  hacer 
los  actos  necesarios  para  impedirle  que 
perezca,  porque  de  otro  modo  sería  lo 
mismo  que  decir  que  no  se  tiene  ningún 
derecho.  Y  hemos  demostrado  suficien- 
temente que  no  es  ésta  la  situación  del 
acreedor  eventual. 

¿Cuáles  son  los  actos  que  puede  ejecu- 
tar con  el  nombre  de  actos  conservato- 
rios? Se  puede  comprender  en  estos  tér- 
minos, como  por  lo  demás  se  hace  siem- 
pre, algo  más  que  los  actos  con  que  se 
impide  extinguirse  el  derecho;  sólo  entra- 
rían, en  efecto,  en  esta  clase,  los  actos 
que  interrumpen  la  prescripción;  se  puede 
comprender  todos  los  actos  que  fortifican 
el  derecho,  asegurando  su  prueba,  que 
hacen  que  pueda  oponérsele  á  los  terce- 
ros. Hay  que  decir,  pues,  como  lo  recono- 
ce una  doctrina  unánime,  que  el  acreedor 
eventual  puede  inscribir  la  hipoteca  que 
se  le  ha  otorgado.  Habrá  que  decir  tam- 
bién que  podrá  hacer  notificar  al  deudor 
de  un  crédito  que  se  le  ha  cedido  even- 
tualmente  el  contrato  celebrado  en  su 
favor.  Podrá  del  mismo  modo  obtener 
que  se  le  ponga  en  posesión  de  la  cosa 
dada  en  prenda,  aún  para  un  crédito  fu- 
turo. Se  podrá  hacer  inscribir  una  prome- 
sa de  venta  de  que  se  ha  beneficiado,  ó 
cualquiera  otro  acto  que  otorgue  un  de- 
recho real  eventual. 

¿Se  podría  también  proceder  judicial- 
mente para  hacer  reconocer  su  título, 
para  hacer  establecer  la  existencia  de  la 
deuda?  Se  reconoce  este  derecho  al 
acreedor  condicional.  Y  creemos  que  se  le 


debe  extender  al  acreedor  simplemente 
eventual;  pues  el  derecho  de  proceder  ju- 
dicialmente nos  parece  absoluto  desde 
que  se  tiene  un  título  que  no  se  ha  verifi- 
cado ante  los  tribunales,  y  más  general- 
mente desde  que  se  ha  ejecutado  un  acto 
susceptible  de  engendrar  un  derecho,  con 
tal  que  este  acto  no  haya  sido  todavía 
constatado  por  la  justicia.  En  efecto, 
hay  siempre  interés  en  presentar  desde 
luego  su  prueba  ante  la  justicia,  en  vez 
de  esperar  que  el  derecho  eventual  se  ha- 
ya convertido  en  puro  y  simple.  Si  se  me 
firma  hoy  la  cesión  de  un  crédito  futuro, 
puedo  tener  interés  en  establecer  desde 
ahora  que  el  acto  ha  sido  bien  firmado 
por  aquel  cuyo  nombre  lleva,  pues  puede 
suceder  que  esta  prueba,  fácil  al  princi- 
pio, llegue  á  ser  más  aleatoria,  si  muere 
el  firmante  (1).  En  todo  caso,  si  ha  de 
realizarse  la  eventualidad,  es  mucho  más 
ventajoso  para  mí  que  el  contrato  de 
que  nace  el  derecho  eventual  esté  recono- 
cido desde  luego  ante  la  justicia,  pues  de 
otro  modo,  si  no  puedo  entablar  un 
proceso  hasta  el  día  en  que  mi  derecho 
se  convierta  en  puro  y  simple,  sólo  podré 
tener  un  título  ejecutivo  meses  ó  quizás 
años  después. 

Concluiremos,  pues,  que  el  acreedor 
eventual  tiene  el  derecho  de  obrar  ante 
la  justicia.  Es  cierto  que  podría  objetar- 
se que  la  jurisprudencia  prohibe  hoy  el 
peritaje  para  lo  futuro  (2),  y  está  muy 
vacilante  en  admitir  la  información  para 
lo  futuro  (3).  Pero  sin  entrar  en    discu- 

(1)  Larombiére,  t.  II,  p.  479. 

(2)  V.  Cas.  req.,  25  oct.  1^6,  S.  87.  1.  1G4.— Trib. 
de  Saint-Cnlai-,  25  marzo  1887,  D.  87.  3.  111.— Cas. 
6feb.  1900,  D.  1900  1  167.-1^.  Coutrá,  Glasbon, 
Prooéduve,  \.  I.,  p.  616;  Garaonnet,  1.  II,  p.  5f:4. 

(3)  V.  8ÍQ  embargo,  BesaD90D,  31  agosto  1844,  D. 
46.  2.  28.  V.  Glasson,  t.  I.,  p.  570;  Giraounet,  t.  II 
p.  552. 
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síón  sobre  este  punto,  haré  notar  que  la 
cuestión  que  examinamos  es  distinta  de 
la  información  ó  del  peritaje  para  lo 
futuro.  En  efecto,  la  información  ó  el  pe- 
ritaje para  lo  futuro  propiamente  dicho, 
es  aquel  en  que  una  persona,  sin  más,  pi- 
de al  tribunal  que  constate  tal  ó  cual 
hecho,  sin  indicar  en  nada  lo  que  quiere 
deducir  de  esta  constatación. 

Nos  hallamos  en  presencia  de  una  de- 
manda de  otra  naturaleza.  Una  persona 
tiene  un  derecho  simplemente  eventual  y 
solicita  un  peritaje  ó  una  información 
ó  cualquiera  otra  medida  de  procedi- 
miento para  probar  su  derecho  eventual. 
La  persona  que  obra  así  coloca  al  tri- 
bunal en  situación  de  conocer  la  utilidad 
del  acto  que  ordena,  y  aún  de  apreciar  si 
los  hechos  son  pertinentes.  Por  esto  hay 
que  aprobar  que  la  Corté  de  Besangon, 
por  sentencia  de  31  de  Agosto  de  1844 
(S.  45.  2.  625,  D.  46.  2.  28),  haya  auto- 
rizado á  un  propietario,  á  quien  podían 
privar  de  los  beneficios  de  una  fuente  de 
que  gozaba  los  trabajos  que  ejecutaba 
un  vecino,  para  establecer  cual  era  la  si- 
tuación de  quegozaba  actualmente,  para 
el  caso  en  que  le  causaran  perjuicio  los 
trabajos.  El  tribunal  se  encuentra,  en 
efecto,  en  situación  de  ver  ya  si  los  hechos 
que  se  trata  de  probar  presentan  alguna 
utilidad,  si  el  vecino  no  ha  hecho  más 
que  usar  de  un  derecho  (1). 

Y  al  mismo  tiempo  que  permitimos  al 
dueño  de  un  derecho  eventual  estable- 
cer por  información  ó  por  peritaje  el  de- 
recho que  posee,  concedemos  con  mayor 
razón  que  se  puede  establecer  por  verifi- 
cación de  escritura  que  tal  acto  celebra- 
do en  instrumento  privado  emana  en 
realidad  de  tal  ó  cual  persona.   Porque 

(1)  V.  en  este  sentido  Aubry  et   Rau,   4.»  ed.    t. 

vm,p.  118. 


aquí  no  podemos  chocar  con  níngün 
principio  de  procedimiento,  ya  que  la  le_\' 
misma  prevé  la  verificación  de  escritura 
como  demanda  principal  (1). 

Resulta,  pues,  de  todo  esto  un  princi- 
pio general.  Toda  persona  que  tiene  lan 
simple  derecho  eventual  puede  proceder 
judicialmente parahacer  constatar  legal- 
mente  su  derecho  tal  como  existe  actual- 
mente;   puede  á  este  efecto  pedir     una 
verificación    de    escritura,    un    peritaje, 
una  información,   y  en   caso  necesario, 
cualquiera  otra  medida:  un  interrogato- 
rio,  delación  de  juramento  decisorio  ó 
supletorio.  El  tribunal,  en  virtud  de  es- 
ta demanda,  está  obligado  á  constatar 
lo  que  se  le  pide,  después  de  haber  visto 
si  tiene  alguna  utilidad  para   el  proceso 
que  se  propone  entablar. 

Pudiendo  el  dueño  de  un  derecho  even- 
tual proceder  desde  luego  judicialmente, 
puede  preguntarse  á  este  propósito  si  va 
á  beneficiarse  actualmente  con  una  hipo- 
teca judicial.  ¿Podrá  en  virtud  del  fallo 
pronunciado  á  su  favor  inscribir  una  hi- 
poteca sobre  los  bienes  del  deudor  even- 
tual? 

La  cuestión  es  doble:  se  trata  no  sólo 
de  saber  si  resulta  del  fallo  una  hipoteca 
judicial,  sino  aún  de  saber  cuando  puede 
inscribirse  esta  hipoteca. 

Por  de  pronto  ¿hay  hipoteca  judicial? 
La  cuestión  de  saber  á  que  fallos  va 
anexa  esta  garantía,  es  muy  obscura. 

Sin  embargo,  se  reconoce  que  no  es  ne- 
cesario para  ello  que  las  sentencias  im- 
porten una  condenación  actual  y  deter- 
minada (2). 

¿Pero  se  puede  llegar  hasta  permitir 

(i)  Proc.  193  y  194.  Cf.  üonnier,  Den  Preuvfn, 
p.  5'.>il;  Garsonnet,  t.  III. 

(2)  V.  Aubry  et  Rau,  t.  III,  p.  429;  Baudry  et  de 
Loynes,  t  11,  p.  290;  Huc  t.  XIII,  p.  244. 
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qtie  se  dé  hipoteca  judicial  al  que  no  tie- 
ne más  que  un  derecho  eventual? 

Los  autores  nos  hablan  de  derechos 
condicionales,  eventuales  ó  indetermina- 
dos, garantizados  por  hipoteca  judicial. 
Pero  se  nos  cita  frecuentemente  como 
ejemplos  la  condenación  á  daños  y  per- 
juicios que  se  deben  fijar,  lo  que  no  es 
una  condenación  indeterminada,  las  sen- 
tencias que  obligan  á  un  mandatario,  á 
un  gerente,  á  rendir  cuenta,  lo  que  es 
también  una  condenación  actual,  pero 
cuya  cifra  no  se  ha  determinado.  Sería 
preciso pri^sentarmásclaramente  la  cues- 
tión y  preguntarse  si  una  resolución  que 
constata  una  obligación  de  dar  una  cosa 
futura,  ó  una  promesa  de  venta,  sería 
capaz  de  producir  una  hipoteca  judi- 
cial. La  doctrina  no  ha  resuelto  esta 
cuestión. 

Creemos  que,  habiendo  dado  lugar  á 
una  condenación  la  obligación  eventual, 
habiendo  sido  condenado  el  deudor  para* 
el  caso  en  que  se  formara  completamente 
la  obligación  y  de  eventual seconvirtiera 
en  pura  y  simple,  hay  hipoteca.  En  efec- 
to, hay  hipoteca  según  la  teoría  más  res- 
trictiva siempre  que,  por  las  dificultades 
que  ha  promovido,  el  deudor  ha  sido 
causa  de  un  proceso  y  de  este  proceso  ha 
resultado  la  prueba  del  derecho  de  su  ad- 
versario: y  por  consiguiente,  una  conde- 
nación. 

La  hipoteca  judicial  aparece  en  efecto 
como  una  sanción  de  la  resistencia  de 
una  persona  al  derecho  de  otra. 

Creemos  que  en  jurisprudencia  se  vaci- 
laría todavía  menos  en  reconocer  aquí 
la  hipoteca.  En  efecto,  los  tribunales  tie- 
nen una  tendencia  á  ensanchar  el  domi- 
nio de  la  hipoteca  judicial,  y  por  el  he- 
cho solo  de  que  la  justicia  haya  tenido 
que  constatar  una  obligación,  deciden 


que  esta  obligación  se  sanciona  con  la 
hipoteca.  La  intervención  de  la  justicia 
será,  pues,  siempre  un  medio  de  fortificar 
las  obligaciones. 

El  dueño  de  un  derecho  eventual  pro- 
visto de  un  instrumento  privado  que 
constata  su  derecho  puede  haber  citado 
simplemente  á  su  adversario  para  que 
reconozca  la  escritura.  En  semejante  ca- 
so, se  admite  generalmente  que  se  halla 
en  presencia  de  una  resolución  que  cons- 
tituye un  acco  judicial.  Aunque  este  con- 
cepto nos  parezca  criticable  y  que  per- 
turba nociones  que  habrían  podido  ser 
más  sencillas,  tengámoslo  por  admitido. 
En  este  caso,  no  vacilo  en  decir  que,  co- 
mo en  el  caso  precedente,  debe  haber  hi- 
poteca judicial;  el  artículo  2123  confiere 
en  efecto  la  hipoteca  á  los  reconocimien- 
tos ó  verificaciones  hechas  en  juicio  de 
firmas  puestas  en  un  acto  obligatorio 
privado.  Y  nos  parece  que  el  derecho 
eventual  corresponde  á  algo  suficiente- 
mente real  para  que  el  instrumento  pri- 
vado que  lo  constata  pueda  calificarse 
de  obligatorio. 

Resuelto  este  primer  punto,  averigüe- 
mos en  qué  fecha  podrá  inscribirse  la  hi- 
poteca. 

Creemos  que  hay  que  tener  en  cuenta 
el  principio  tan  importante  consagrado 
por  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1807. 
Nos  parece  que  hay  que  decir  que  la  hi- 
poteca judicial  anexa  á  un  derecho  even- 
tual no  podrí  inscribirse  hasta  el  día  en 
que  el  derecho  sea  puro  y  simple.  No  de- 
jará de  objetarse  que  extendemos  aquí 
este  texto,  que  deroga  el  derecho  común; 
que  esta  disposición  no  considera  más 
que  los  reconocimientos  de  obligación  en 
instrumento  privado.  Pero  sin  hablar  de 
esta  distinción  entre  el  juicio  de  recono- 
cimiento y  el  de  condenación,  que  nos 
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parece  criticable,  estimamos  que  no  se 
puede,  sin  ser  ilógicos,  aplicar  la  ley  de 
1807  sólo  al  reconocimiento  de  escritura 
privada.  En  efecto,  un  deudor  perseguido 
antes  de  término  vería  á  su  acreedor  ins- 
cribir una  hipoteca  judicial  inmediata- 
mente si  este  acreedor  fundaba  su  derecho 
en  una  obligación  verbal,  y  no  tenía á  su 
favor  un  instrumento  privado.  Querer  li- 
mitar la  ley  de  1807  al  único  caso  preciso 
que  contempla,  me  parece  por  lo  demás 
un  desconocimiento  completo  de  la  volunr 
tad  de  las  partes,  que  debe  desempeñar 
aquí  un  cierto  papel.  Cuando  los  con- 
tratantes, al  ejecutar  un  acto  que  no 
prevé  ninguna  hipoteca,  han  entendido 
por  eso  rehusar  al  acreedor  toda  seguri- 
dad inmediata,  no  se  puede  aceptar  que 
éste  pueda  hacerse  conferir  por  la  justicia 
una  hipoteca  general  que  inscribirá  al 
punto. 

La  hipoteca  no  puede  adquirir  rango 
razonablemente  sino  desde  el  día  en  que 
vence  la  deuda  y  en  que  el  deudor  se  en- 
cuentra ya  en  mora  para  pagar. 

¿Puede  el  acreedor  eventual  desempe- 
ñar un  papel  en  las  distribuciones  por 
vía  de  orden  ó  de  contribución  que  se 
abran  sobre  los  bienes  del  deudor,  antes 
del  vencimiento  de  su  derecho?  Nos  pa- 
rece que  debe  hacerse  una  distribución 
entre  el  caso  en  que  el  acreedor  eventual 
se  presenta  como  acreedor  privilegiado  ó 
hipotecario,  y  aquel  en  que  piJe  un  sim- 
ple dividendo  como  acreedor  quirogra- 
fario. 

En  el  primer  caso,  cuando  un  acreedor 
se  presenta  como  un  acreedor  eventual 
que  tiene  un  privilegio  ó  una  hipoteca, 
no  nos  parece  dudoso  su  derecho  para 
obtener  una  graduación.  Podrá,  sin  du- 
da, haber  lugar  á  una  estimación  del 
crédito  si  su  monto  es  incierto,  pero  esta 


no  es  más  que  una  dificultad  de  hecho 
que  no  afecta  al  alcance  del  principio. 

Sin  duda,  no  podrá  obtener  su  monto 
actualmente.  Se  deposita^-á  provisoria- 
mente en  la  Caja  de  Depósitos  y  Coasig- 
naciones, ó  bien  se  pagará  inmediata- 
mente á  los  acreedores  de  orden  posterior 
exigiéndoles  promesa  bajo  caución  de 
pagar  al  acreedor  eventual  si  su  derecho 
se  convierte  en  puro  y  simple. 

Queda  por  demostrar  que  es  aceptable 
esta  solución.  Haremos  notar  primera- 
mente que  es  admitida  por  toda  la  doc- 
trina para  el  acreedor  condicional  que 
tiene  hipoteca.  Todos  admiten  que  puede 
obtener  graduación  en  el  orden  abier- 
to (1). 

No  sobrepasamos,  pues,  el  máximum 
que  hemos  indicado  para  los  derechos 
del  acreedor   eventual.  Pero   probemos 
más  directamente  nuestra  solución.'  Ella 
se  nos  presenta  como  una  necesidad.  Des- 
de el  momento  que  se  ha  admitido  que 
un  acreedor  eventual   podía  tener  una 
hipoteca,  una  prenda,  una  gnrantía  real 
cualquiera,  forzosamente  hay  que  permi- 
tirle hacer  valer  este  derecho  en  la  distri- 
bución que  se  ha  de  abrir  del  precio  del 
inmueble.  Porque  si  se  rechazara   esta 
solución,  ó  se  admitiría  que  la  hipoteca 
del  acreedor  eventual  subsiste  todavía, 
y  habría,  por  lo  tanto,  ciertas  hipotecas 
que  resistirían  á  la  purga,  lo  que  es  inad- 
misible; ó  bien  se  diría  que  se  ha  extin- 
guido la  hipoteca,  y  el  acreedor  eventual 
podría  decir:  me  he  hecho  otorgar  por 
un  vendedor,  para  mejor  garantizar  mi 
acción  en  caso  de  evicción,  una  hipoteca 
sobre  sus  bienes,  y  sólo  se  me  ha  dado 
un  fantasma  de  hipoteca;  no  he  podido 


(l)  V.  Larombiere,  t.  II,  p.  479;  Aubry  et  Rau, 
.V  edit.  t.  IV,  p.  114;  Demolombe,  t.  XXXV,  nú- 
mero 370:  Colmet  de  Santerre,  t.  V,  núm.  99  bis-l. 
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ni  hacer  actos  de  ejecución  ni  presentar- 
ine  en  el  orden  abierto.  Creemos,  pues,  ine- 
vitable la  solución  que  proponemos.  Es, 
por  otra  parte,  comunmente  admitida 
cuando  se  trata  de  créditos  del  menor 
contra  su  tutor  y  debe  generalizarse  esta 
solución  (1). 

Pero  supongamos,  al  contrario,  un 
acreedor  eventual  que  se  presenta  en  una 
contribución  ó  en  el  orden  abierto  como 
simple  acreedor  quirografario.  En  este 
caso,  también,  si  el  acreedor  fuera  un 
acreedor  condicional,  se  diría  que  puede 
obtener  una  graduación,  pero  sin  poder 
recibir  el  monto  del  crédito  por  el  mo- 
mento. Esta  es,  en  efecto,  la  doctrina 
más  general  (2). 

Pero  nos  parece  que  en  este  caso  el  de- 
recho del  acreedor  eventual  no  es  sufi- 
ciente para  asemejarlo  aun  acreedor  con- 
dicional. En  efecto,  no  olvidemos  una 
cosa:  no  es  acreedor  todavía,  llegará  á 
serlo  el  día  en-  que  se  realice  la  eventuali- 
dad. 

Por  otra  parte,  admitiendo  la  solu- 
ción contraria,  se  llegaría  á  abusos.  Aún 
dando  á  las  palabras  acreedor  eventual 
el  sentido  preciso  y  técnico  que  les  hemos 
dado,  se  llegaría  á  permitir  á  muchas 
personas,  por  razones  talvez  muy  incier- 
tas, venir  á  disminuir  el  dividendo  de  los 
acreedores  actuales.  Un  comprador  de 
inmueble  acreedor  eventual  de  garantía, 
podría  hacerse  graduar  por  una  suma 
que  habría  que  estimar,  lo  que  sería  ina- 
ceptable en  la  práctica.  Por  lo  demás,  los 
acreedores  eventuales  no  podrían  que- 
jarse razonablemente.  Si  querían  poder 


presentarse  en  caso  de  quiebra,  no  tenían 
más  que  hacerse  conceder  una  hipoteca. 
No  tendrían  más  que  mostrarse  pruden- 
tes: jara  vigilantibus  ptosunt  podría  de- 
cirse aquí  sin  ninguna  exageración,  por- 
que se  trata  no  de  acreedores  actuales 
sino  de  acreedores  futuros. 

Creo  por  lo  demás  que  bastaría  que  el 
derecho  eventual  se  convirtiera  en  ac- 
tual antes  de  la  clausura  de  la  quiebra, 
y  que  se  presentara  inmediatamente, 
para  que  pudiera  pretender  una  gradua- 
ción. Aquí  el  retardo  no  sería  imputable 
á  la  negligencia  del  acreedor.  Sólo  sería 
imputable  á  las  circunstancias.  Habría 
fuerza  mayor  que  pone  al  abrigo  de  toda 
demanda  de  exclusión.  Esta  nueva  ate- 
nuación permitiría  establecer,  sin  ningu- 
na injusticia,  el  principio  que  hemos  ad- 
mitido, y,  es  una  materia  toda  de  análi- 
sis como  ésta,  sentar  una  regla  que  sa- 
tisfaciera á  la  vez  todos  los  intereses. 

¿Tiene  el  acreedor  eventual  el  derecho 
de  obtener  una  retención  en  manos  del 
deudor  de  su  deudor? 

Se  admite  ya  tanto  en  doctrina  como 
en  jurisprudencia  que  un  crédito  even- 
tual puede  ser  objeto  de  una  retención, 
que  un  simple  deudor  eventual  puede  ver 
á  un  acreedor  de  su  acreedor  hacer  opo- 
sición entre  sus  manos.  Puede  conside- 
rarse este  punto  como  establecido  (1), 
aunque  no  siempre  puedan  invocarse  á 
su  favor  las  sentencias.  A  veces  se  ve,  en 
efecto,  la  fórmula  de  que  un  crédito  inde- 
terminado ó  eventual  puede  ser  objeto 
de  una  retención,  aplicada  á  créditos  cu- 
ya existencia  es  simplemente  dudosa  (2). 
Sin  embargo,  hay  sentencias  en  núme- 


(1)  V.  Garsonnet,  Procédure,  t.  IV,  p.  562;  Aubry 
et  llau,  t.  IIT,  p.  544. 

(2)  V.  los  autores  citaílos  en  la  penúltima  nota, 
excepto  Larombiére,  que  sostiene  una  opinión  con- 
traria. 


(1)  V.  Cas.,  29  oct.  1890,  S.  91.1.440,  con  la  nota 
de  M.  Balleydier.  (\as.,  27  nov.  1894,  S.  96  1.  489 
GarHonnet,  t.  III,  núm.  600. 
'     (2)  V.  Cas.,  5  junio  1896,  S.  1901-1.  314. 
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ro  suficiente  sobre  retención  de  verdade- 
ros derechos  eventuales.  Cuando  este  ca- 
so se  produce,  la  retención  no  puede  evi- 
dentemente perjudicar  en  nada  al  dere- 
cho del  deudor  eventual.  No  puede  obli- 
garlo á  pagar  inmediatamente.  El  tribu- 
nal debe  esperar  para  resolver  hasta  que 
el  derecho  se  convierta  en  definitivo,  co- 
mo lo  ha  reconocido,  por  lo  demás,  la 
Corte  de  Casación  en  diversas  senten- 
cias (1). 

La  cuestión  que  queremos  examinar  es 
diferente.  Queremos  averiguar  si  el  acree- 
dor eventual  puede,  desde  luego,  obtener 
una  retención  en  resguardo  de  su  de- 
recho. 

La  jurisprudencia  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  se  ha  negado  á  admitirlo 
para  los  acreedores  á  término  ó  condi- 
cionales (2).  Parecería  resultar  de  esto 
a  fortion  que  el  acreedor  eventual  no 
puede  obtener  una  retención. 

Pero  la  jurisprudencia  de  la  Corte  de 
Casación  admite  que  la  oposición  es  un 
acto  de  conservación  y  que  sólo  el  fallo 
de  validez  es  un  acto  de  ejecución.  Esto 
nos  parece  que  lleva  á  la  solución  lógica 
de  que  el  acreedor  eventual  podrá  hacer 
notificar  su  oposición,  pero  que  deberá 
esperarse  para  validarla  hasta  que  el  de- 
recho se  convierta  en  puro  y  simple.  Y 
nada  parece  oponerse  á  ello  en  las  sen- 
tencias de  la  Corte  Suprema.  Ha  admiti- 
do que  no  se  podía  obtener  una  retención 
por  un  crédito  ilíquido  (3),  pero  un  crédito 
eventual  puede  ser  líquido,  su  cantidad 
puede  ser  cierta.  Hay  error  en  confundir 
el  carácter  de  ilíquido,  estado  de  hecho. 


(1)  Y.  Cas.,  29  oct.  1890  y  5  junio  1896,  antes  ci- 
tadas. 

(2)  V.  Poitiers,  12  dic.  1876.  S.  78.  2.  39. 

(.^0  V.  Ca?.,  22  junio  1870,  S.  71. 1. 196;22  agosto 
1871,  S.  71.1.  197. 


y  la  eventualidad,  estado  de  derecho  del 
crédito. 

Después  de  haber  expuesto  el  derecho 
común  respecto  á  los  actos  conservato- 
rios y  á  la  facultad  de  proceder  judicial- 
mente del  que  tiene  un  derecho  eventual, 
veamos  las  excepciones. 

Las  reglas  que  hemos  establecido  an- 
teriormente no  se  aplican  en  todos  los 
casos. 

La  teoría  de  los  derechos  eventuales, 
que  se  le  creería  fácilmente  una,  idéntica 
á  sí  misma  en  todas  partes,  tiene  muchas 
diferencias,  muchos  matices.  Y  vamos  á 
ver,  en  efecto,  que  en  materia  de  sucesión 
se  aplica  un  sistema  especial. 

Cuando  una  persona  parece  por  el  mo- 
mento llamada  á  recoger  la  herencia  ab- 
intestato  de  otra  si  ésta  muriera  en  ese 
momento,  se  la  califica  á  menudo  en  el 
lenguaje  vulgar  de  heredero.  Los  hom- 
bres de  ley  dirán  en  todo  caso  que  está 
llamada  eventualmente  á  recoger  tal  su- 
cesión, y  se  vería  tentado  á  decir  que  hay 
en  favor  del  futuro  heredero  un  derecho 
eventual  sobre  la  sucesión.  El  artículo 
791  parece  por  lo  demás  favorable  á  esta 
manera  de  ver,  al  hablar  de  los  derechos 
eventuales  que  se  puede  tener  á  una  su- 
cesión. ¿Puede  hablarse  así  correctamen- 
te, por  lo  menos  cuando  se  trata  de  un 
heredero  no  legitimario?  ¿No  tiene  este 
pariente  más  ó  menos  lejano  sino  una 
simple  esperanza,  es  decir,  algo  puramen- 
te extrajurídico?  No  tiene  más  derechos 
sobre  la  sucesión  que  los  que  yo  tengo 
sobre  una  casa  que  deseo  comprar  cuan- 
do todavía  no  he  comunicado  á  nadie 
mis  intenciones;  pues  aquel  de  quien  se 
llama  heredero  puede  disipar  sus  bienes, 
perder  su  fortuna,  desheredar  á  su  fami- 
lia instituyendo  legatario  universal  á  un 
extraño.  Aún  más,  puede  suceder  que  á 
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causa  de  las  muertes  que  ocurran,  haya 
en  adelante  herederos  más  lejanos  que 
los  que  antes  habían  sido  designados. 
Estos  no  tienen  ningún  derecho  trasmi- 
sible.  El  mismo  futuro  heredero,  viendo 
que  es  muy  i'educida  la  herencia  ó  muy 
complicada  su  liquidación,  puede  renun- 
ciar á  ella.  Sin  embargo,  el  elemento  pri- 
mordial del  derecho,  el  lazo  de  la  sangre 
existe  ya,  se  puede  hablar  aquí  de  dere- 
cho eventual. 

En  todo  caso,  se  puede  hablar  cierta- 
mente de  derecho  eventual,  atribuyéndo- 
le el  sentido  preciso  que  damos  á  estas 
palabras,  cuando  se  trata  de  un  heredero 
legitimario,  al  abrigo,  en  parte  al  menos, 
de  las  donaciones  6  legados  que  podría 
hacer  él  de  cujas.  El  derecho  puede  toda- 
vía desaparecer  por  voluntad  del  herede- 
ro, pero  existe  á  pesar  de  cualquiera  vo- 
luntad contraria  del  futuro  difunto. 

Es  igualmente  permitido  hablar  de  de- 
recho eventual  cuando  se  trata  del  benefi- 
ciario de  una  institución  contractual,  de 
un  donatario  de  bienes  futuros,  ó  con 
mayor  razón  de  un  donatario  de  bienes 
presentes  y  futuros;  el  donatario  de  bie- 
nes futuros  se  encuentra  ya  por  contrato 
en  la  situación  de  un  heredero  lejitima- 
rio. 

El  donatario  de  bienes  presentes  y  fu- 
turos tiene  á  más  la  ventaja  de  ser,  si  lo 
prefiere,  á  la  muerte  del  ríe  cujasy  el  be- 
neficiario de  una  promesa  de  donación 
que  producirá  (sin  controversia  posible, 
puesto  que  el  Código  lo  dice  en  el  ar- 
tículo 1084)  los  efectos  que  hemos  reco- 
nocido anteriormente  á  las  otras  prome- 
sas de  contrato;  promesa  de  venta  espe- 
cialmente. La  única  diferencia,  que  por 
lo  demás  no  tiene  nada  de  esencial,  es  que 
la  aceptación  de  esta  promesa  no  podrá 


tener  lugar  sino  después  de  una  fecha 
fija:  la  muerte  del  donante. 

¿Tienen  estos  dueños  de  derechos  even- 
tuales, mientras  vive  la  persona  de  que 
son  herederos  legitimarios  ó  donatarios, 
la  facultad  de  obrar  en  resguardo  de  sus 
derechos,  de  ejecutar  actos  conservato- 
rios? 

Si  nos  contentáramos  con  aplicar  aquí 
as  reglas  que  hemos  establecido  anterior- 
mente, no  podríamos  decir  sin  duda  que 
un  heredero  puede,  durante  la  vida  del 
de  cujus,  reclamar  su  reserva,  lo  que  es 
un  derecho  de  ejecución,  pero  podríamos 
por  lo  menos  permitirle  ciertos  actos 
conservatorios,  podríamos  también,  en 
caso  de  fraude,  permitir  al  heredero  legi- 
timario proceder  desde  luego  para  ata- 
car el  acto  fraudulento  dirigido  contra 
él,  la  donación  disimulada  bajo  forma  de 
venta  que  el  padre  puede  hacer  para  pri- 
var á  un  heredero  de  su  reserva.  Estas 
diversas  medidas  nos  parecerían  admisi- 
bles, aunque  no  esté  plenamente  deter- 
minado el  derecho  del  heredero,  que  varía 
en  su  cifra  según  el  enriquecimiento  ó 
empobrecimiento  de  aquel  de  quien  es 
heredero. 

Pero  el  derecho  de  sucesión  tiene  reglas 
particulares:  hay  un  sentimiento  de  con- 
veniencia que  nos  impide  ver  con  mirada 
favorable  que  un  heredero  ejecute  actos 
conservatorios,  cuando  vive  todavía 
aquel  á  quien  váá  heredar.  Hay  también 
una  intrusión  en  los  asuntos  de  un  pa- 
riente incompatible  con  el  secreto  de  los 
negocios,  el  secreto  del  patrimonio,  al 
cual  se  dá  tanta  importancia  en  nuestro 
mundo  tan  individualista,  y  no  puede 
aceptarse  fácilmente  esta  intrusión. 

Son  estos  verdaderos  argumentos  con- 
tra las  medidas  conservatorias,  porque 
considero  en  poco  aquí  los  artículos  920 
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y  1090,  que  dicen  que  la  reduccióa  se 
opera  al  abrirse  la  sucesión.  No  tratan 
de  medidas  conservatorias. 

En  todo  caso  no  puede  hablarse  de  ellas 
para  los  herederos  no  legitimarios,  por- 
que puede  privárseles  por  testamento  de 
sus  derechos. 

A  pesar  de  estas  graves  razones  funda- 
das en  consideraciones  sociales,  se  puede 
imaginar  fácil  mente  casos  en  que  la  legíti- 
ma se  hallara  en  peligro  por  actos  cuyos 
efectos  podrían  atenuarlas  medidas  con- 
servatorias. La  doctrina  moderna  apli- 
ca rigurosamente  principios  de  lógica 
estrecha,  y  decide  unánimemente  que 
nada  puede  hacerse  por  el  momento.  El 
tercero  donatario  que  se  beneficia  en  de- 
trimento de  la  legítima  disipa  sus  bienes, 
los  transforma  en  título  al  portador  fá- 
ciles de  disimular,  poco  importa.  El  pa- 
dre ó  el  descendiente  que  quiere  afectar 
la  legítima  ejecuta  actos  simulados  cuyo 
carácter,  fácil  hoj'-  de  probar,  lo  será 
mucho  menos  más  tarde.  También  poco 
importa.  **La  legítima  es  un  derecho  de 
sucesión,  la  acción  de  reducción  no  pue- 
de abrirse  sino  con  la  misma  sucesión, 
las  personas á  quienes  la  ley  acuerda  una 
Icjítima  no  estarían  autorizadas,  por 
serios  que  fueran  sus  temores  de  verla 
convertirse  en  ilusoria,  para  tomar  ó 
provocar  medidas  conservatorias  (1)". 

Sólo  Demolombe,  con  una  gran  pru- 
dencia, ha  reconocido  que  podría  á  veces 
en  casos  extremos,  tomar  medidas  con- 
servatorias, especialmente  una  hipoteca 
sobre  los  bienes  del  difunto  (2).  La  juris- 
prudencia no  ha  tenido  ocasión  de  pro- 

(1)  Anbry  et  Rau,  t.  VII,  p.  184;  Baudry  et  Co- 
lín, DoHiÜom,  t.  I,  p.  3  ;G;  Huc,  t,  VI,  p.  213,  Va- 
lette,  Cours,  t.  f,  p.  237. — Cf .  Larombiere,  t.  II,  p. 
4H3. 

(2)  T.  XIX,  niims.  lO'J  á  204. 


nunciarse  sobre  esta  medida;  por  lo  me- 
nos la  Corte  de  Casación,  en  el  íinico  fa- 
llo que  se  encuentra  sóbrela  cuestión  (fa- 
llo muy  antiguo,  es  cierto)  ha  autoriza  - 
do,  medida  aún  más  tímida,  al  hijo  de 
una  mujer  que  se  volvió  á  casar  para  in- 
tervenir en  una  instancia  promovida  por 
ella  para  hacer  reducir  las  ventajas  indi- 
rectas que  había  concedido  á  su  segundo 
esposo  (1). 

¿Abandonaría  la  Corte  Suprema  este 
precedente,  si  se  presentara  la  ocasión,  y 
se  plegaría  á  la  estricta  lógica  de  la  doc- 
trina, ó  preferiría  seguir  el  camino  ya  in- 
dicado por  ella,  guardándose  de  la  exa- 
geración aún  de  los  mejores  principios, 
de  los  que  están  más  en  armonía  con  las 
conveniencias  y  el  estado  social?  Es  im- 
posible pronunciarse  sobre  este  punto. 

En  todo  caso,  el  heredero  legitimario 
tendría  á  veces  el  recurso  de  la  demanda 
de  interdicción  contra  el  padre  disipador 
que  amenaza  afectar  su  reserva.  Quizás 
también  se  podría,  sin  chocar  con  los 
principios  admitidos,  darle  actualmente 
una  acción  contra  los  terceros.  En  cuan* 
to  á  los  que  se  hacen  cómplices,  con  ple- 
no conocimiento,  por  medio  de  la  acep- 
tación de  una  donación,  simulada  ó  nó, 
de  un  acto  que  afecte  á  la  legítima,  come- 
ten un  delito  civil.  Este  delito  no  produ- 
cirá inmediatamente  sus  consecuencias 
dañosas  para  el  heredero:  ellas  sólo  se 
realizarán  al  abrirse  la  sucesión.  Sin  em- 
bargo, hay  ya  eventualmente  contra  el 
tercero  un  derecho  á  reparación,  y  ¿no 
podría  este  derecho,  extraño  en  su  funda- 
mento á  las  ideas  que  prohiben  al  herede- 
ro el  ejercicio  anticipado  de  la  legítima, 
dar  lugar  á  medidas  conservatorias? 

Las  soluciones  admitidas  deben  exten- 


(1)  Cas.  cv.,   27  marzo  1^.H2,   S.  chr.,  t.  VII,  p 
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derse  del  caso  de  un  heredero  legitimario 
al  del  que  ha  sido  instituido  por  contra- 
to. El  uno  y  el  otro  tienen  los  mismos 
derechos:  su  situación  es  idéntica  (1). 

La  doctrina  ha  estudiado  en  general 
muy  poco  la  donación  acumulativa  de 
bienes  presentes  y  futuros  para  haberse 
preocupado  de  saber  si  deberían  existir 
ciertas  diferencias  entre  este  caso  y  el  an- 
terior. Nos  parece  que  en  razón  del  dere- 
cho conferido  sobrQ  los  bienes  presentes 
al  donatario,  puede  ya  éste  ejecutar  ac- 
tos conservatorios. 

Sin  duda,  como  se  lo  reconoce,  el  dona- 
tario no  podría  oponerse  á  una  enajena- 
ción gratuita  ú  onerosa  de  los  bienes  do- 
nados: el  donante  permanece  siendo  pro- 
pietario hasta  su  muerte.  El  donatario 
podía  simplemente  en  esta  época  recobrar 
los  bienes  enajenados  en  manos  de  los 
terceros. 

Pero  lo  que  puede  sostenerse  es  que  el 
donatario  tendrá  el  derecho  de  ejecutar 
actos  simplemente  conservatorios:  podrá 
intervenir  en  un  juicio  de  reivindicación 
que  sostenga  el  donante  respecto  de  los 
bienes  donados,  porque  es  más  ventajoso 
para  él  que  quede  el  bien  en  la  sucesión 
del  donante.  Podrá  también,  si  se  ha  eje- 
cutado un  acto  en  fraude  de  sus  derechos, 
hacer  establecer  desde  luego  el  fraude: 
demostrar  ante  el  tribunal  que  se  habían 
enajenados  bienes  furtivamente  para  que 
no  pudiera  saber  quien  los  había  adqui- 
rido. Esta  prueba  fácil  al  principio,  pue- 
de en  efecto  ser  muy  difícil  más  tarde,  á 
causa  de  la  desaparición  de  indicios  y  de 
testigos. 

Creemos,  pues,  en  una  palabra,  que  los 
actos    puramente    conservatorios    son 


(l)  V.  Aubry  et.  Rau,  t.  VIII,  p.  80;  Demolombe, 
.  XXUr,  p.  Í553. 


permitidos  al  donatario  de  bienes  pre- 
sentes y  futuros.  (1) 

De  que  los  actos  conservatorios  son 
en  principio  prohibidos  al  instituido  con- 
tractual menté,  no  resulta  que  éste  no 
pueda  tener  los  demás  derechos  que  se 
confieren  á  cualquier  otro  acreedor  even- 
tual: especialmente  creemos  que  puede 
en  el  acto  de  donación  hacerse  otorgar 
una  hipoteca  sobre  los  bienes  donados  ó 
sobre  otros,  hipoteca  que  fortificará  la 
acci.in  que  podría  tener  que  ejercitar  si 
se  enajenan  á  título  gratuito  muebles 
que  le  han  sido  donados  y  no  puede  rei- 
vindicarlos en  razón  del  artículo  2279. 
En  este  caso  el  donatario  de  bienes  futu- 
ros tiene  derecho  á  una  indemnización. 
La  reclamación  que  formulará  se  encon- 
trará fortificada  por  una  hipoteca.  No 
creemos  que  pueda  razonablemente  ne- 
garse su  validez.  (2) 

El  donatario  de  bienes  futuros  ó  de 
bienes  presentes  y  futuros,  podría  duran- 
te la  vida  de  donante  querer  ceder  su  de- 
recho ó  renunciar  á  él.  Este  acto  sería 
prohibido  ciertamente  á  un  heredero  le- 
gitimario como  pacto  sobre  sucesión  fu- 
tura ó  como  renuncia  anticipada  á  una 
sucesión.  Pero  no  creemos  que  haya  que 
llevar  la  semejanza  con  el  heredero  legi- 
timario hasia  el  punto  de  extender  esta 
prohibición.  No  podemos  admitir  esta 
extensión  sin  razón  del  artículo  791  y 
del  artículo  1130.  Habiendo  autorizado 
el  Código  el  pacto  sobre  sucesión  futura 
llamado  institución  contractual,  nos  pa- 
rece más  razonable  admitir  que  la  renun- 
cia á  este  mismo  pacto  puede  conside- 
rarse como  prohibida.    Permitiendo  lo 


(1)  Contra  Aubry  et  Rau,  t.  VIT,  4.*  ed.,  p.  328. 
(>)  V.  Demolombe,  t.  XXIII,  p.  360  y  s\g.— Con- 
tra, París,  9  feb.  1875,  S.  75.2:129. 
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uno,  se  ha  autorizado  por  lo  mismo  lo 

otro. 
Sin  embargo,  admitido  este  principio, 

agregaremos  que  tiene  necesariamente 
ciertas  restricciones.  Por  de  pronto,  si  el 
donatario  de  bienes  futuros  puede  dispo- 
ner de  su  derecho  propio,  no  puede  dis- 
[Doner  del  de  los  demás.  Y  la  donación  se 
hace  también,  hay  que  recordarlo,  en 
provecho  de  los  hijos  nacidos  6  por  na- 
cer del  matrimonio.  El  instituido  nomi- 
nalmente  no  podría  disponer  del  derecho 
de  estos  últimos. 

Además,  durante  el  matrimonio,  no 
podría  considerarse  válida  una  renuncia 
de  i)arte  del  instituido,  porque  importa- 
ría una  violación  de  la  inmutabilidad  de 
las  convenciones  matrimoniales.  Sólo, 
pues,  en  muy  raros  casos  serán  válidos 
los  actos  en  cuestión.  Sin  embargo,  es 
útil  sentar  el  principio  de  la  validez,  por- 
que, disuelto  el  matrimonio,  permiti- 
rá al  mismo  instituido  ó  á  él  y  á  sus 
hijos  nacidos  del  matrimonio,  ceder  sus 
derechos  ó  renunciarlos.  Pero  estas  de- 
rogaciones al  derecho  común  cesarían 
después  de  la  muerte  del  de  cujus:  entre 
este  momento  y  el  de  la  aceptación  del 
derecho  ofrecido,  el  heredero,  el  donata- 
rio de  bienes  futuros,  sería  un  acreedor 
eventual  ordinario,  que  tiene  el  derecho 
de  ejecutar  actos  conservatorios.  (1) 

Hemos  visto  las  ventajas  que  confiere 
normalmente  el  derecho  eventual.  Aca- 
bamos de  ver  también  como  se  debilita 
en  su  alcance  este  derecho  cuando  versa 
sobre  una  sucesión  no  abierta.  Hay  ca- 
sos en  que,  en  sentido  inverso,  el  derecho 
eventual  aparece  tan  semejante  á  un  de- 
recho á  término,  que  es  difícil  notar  la 
diferencia,  y  entonces  el  derecho  eventual 

(1)  V.  Aubry  et  Rau. 


se  encuentra  tratado  prácticamente  co- 
mo un  derecho  actual. 

Es  lo  que  sucede  en  el  caso  en  que  se 
haya  causado  un  daño,  cuando  el  daño, 
en  vez  de  realizarse  instantáneamente, 
se  realiza  poco  á  poco. 

Cuando  se  ha  cometido  un  acto  ilícito 
que  acarrea  responsabilidad,  se  com- 
prende fácilmente  que  mientras  no  se  ha 
realizado  el  daño  aún  en  parte,  el  dere- 
cho á  indemnización  no  es  más  que  un 
derecho  eventual.  Así  ocurre  cuando  se 
ejecuta  un  acto  que  ha  disminuido  la  so- 
lidez de  un  edificio,  que,  sin  dañarlo  ac- 
tualmente, abreviará  su  duración. 

Pero  un  daño  puede  haberse  realizado 
sólo  en  parte  y  ser  eventual  en  lo  demás. 
Para  no  citar  más  que  el  ejemplo  más 
práctico,  cuando  una  persona  ha  sido 
víctima  de  un  accidente,  y  ha  recibido 
lesiones  internas  ó  el  accidente  le  ha  cau- 
sado una  enfermedad,  á  menudo  el  daño 
sólo  se  ha  realizado  parcialmente  el  día 
en  que  se  inicia  el  proceso  de  reparación. 
En  cuanto  al  daño  pasado,  el  crédito 
por  una  indemnización  es  actual.  Pero 
en  cuanto  al  daño  futuro,  el  crédito  es 
todavía  eventual.  Está  subordinado  al 
perjuicio  que  se  realizará  en  un  año,  en 
dos,  ó  todavía  más  tarde.  Sin  duda  se 
puede  prever  en  cierta  medida  cual  será 
el  daño,  y  cual  debe  ser  para  el  porvenir 
la  importancia  del  crédito  de  indemniza- 
ción. Pero  esto  no  es  más  que  una  previ- 
sión incierta,  tan  incierta  que  la  ley  de  9 
de  abril  de  1898  ha  debido  prever  la  po- 
bibilidad  durante  tres  años  de  revisar  el 
monto  de  la  indemnización  á  los  obreros 
heridos. 

En  caso  de  daño  producido  por  heri- 
das ó  accidentes,  hay  pues  frecuentemente 
en  el  momento  en  que  se  inicia  el  juicio,  á 
menos  que  ya  el  herido  haya  sanado,  un 
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doble  crédito;  crédito  actual  por  el  daño 
pasado,  crédito  eventual  por  el  daño  fu- 
turo. En  este  caso  el  derecho  eventual  es 
tratado  siempre  en  la  práctica  como  si 
fuera  actual,  y  nadie  ha  pensado  en  dis- 
cutir esta  manera  de  proce,der.  Se  ha  ad- 
mitido  sin  la  menor  vacilación  que  el  tri- 
bunal podía  pronunciarse  sobre  las  conse- 
cuencias del  daño  futuro.  Se  ha  admitido 
también  sin  dificultad  que  este  derecho  po- 
día ser  objeto  de  una  cesión,  de  una  renun- 
cia, que  podía  garantizarse.  Y  se  admite 
todavía,  lo  cual  es  una  diferenciacon  el  de- 
recho eventual  ordinario,  que  el  derecho 
á  indemnización  está  garantido  en  el  to- 
do por  una  hipoteca  que  adquieren  ran- 
go inmediatamente.  Es  esta  manera  de 
tratar  este  derecho  eventual  lo  que  hace 
que  la  justicia  acuerde  á  menudo  indem- 
nizaciones muy  pequeñas  ó  muy  subidas. 
Se  establece  el  daño  futuro  sobre  previ- 
siones que  pueden  ser  erróneas:  se  cuenta 
con  que  resultará  del  accidente  tal  ó  cual 
incapacidad  para  el  trabajo.  El  herido  sa- 
na, se  mejora  su  situación  sin  que  lo  ha- 
yan previsto  los  médicos,  ó  por  el  contra- 
rio su  estado  sufre  una  agravación  inespe- 
rada. Esos  son  los  resultados  inevitables 
de  una  apreciación  hecha  de  antemano.  A 
pesar  de  este  error  evidente  en  juzgar  de 
este  modo  un  derecho  eventual  incierto 
en  su  duración,  hay  ventaja  en  proceder 
así,  en  simplificar  los  procesos  en  vez  de 
multiplicarlos,  en  no  retardar  el  pago  de 
indemnizaciones  que  se  han  de  deber,  en 
autorizar  el  proceso  antes  de  que  sean  de- 
bidas. Se  puede  desear,  sin  embargo,  que 
los  tribunales,  fuera  de  los  casos  previs- 
tos por  la  ley  de  1898,  que  limita  á  tres 
años  el  tiempo  para  hacer  revisar  la  in- 
demnización, procedan  de  la  manera  si- 
guiente. Se  puede  desear  que  en  vez  de 
hacer  una  aplicación  no  susceptible  de 


rcvisien,  declaren  que  en  ciertos  interva- 
los se  podrá,  si  hay  cambios  graves  en  el 
estado  del  herido,  modificar  más  ó  menos 
el  monto  de  la  indemnización  acordada. 
Sería  justo  dejar  abierta  la  puerta  á  mo- 
dificaciones, como  ocurre  cuando  se  con- 
cede una  pensión  alimenticia  en  virtud 
del  artículo  205  del  Código  Civil. 

Pero,  fuera  de  esta  diferencia  que  es 
justo  introducir  en  la  práctica,  no  vemos 
inconveniente  en  tratar,  como  se  ha  he- 
cho, al  derecho  eventual  como  un  derecho 
actual. 

El  carácter  especial  de  estos  derechos 
eventuales  que  así  se  los  asemeja  á  dere- 
chos actuales,  no  debe  por  lo  demás  ex- 
trañarnos. Porque  nos  hallamos  en  pre- 
sencia de  una  eventualidad  que  se  refiere 
á  la  ejecución  del  derecho  más  bien  que  á 
su  existencia.  El  derecho  á  indemnización 
existe,  y  el  daño  que  se  realizará  poco  á 
poco  no  hará  sino  fijar  su  extensión. 

Prosigamos  el  examen  de  los  derechos 
del  acreedor  eventual  y  averigüemos  si 
puede  exigir  que  el  deudor  ejecute  el  acto 
que  transformará  la  obligación  en  obli- 
gación pura  y  simple.  No  nos  parece  que 
se  pueda  responder  á  esta  pregunta  de 
una  manera  absoluta.  Nos  parece  que  de- 
be resolverse  en  cada  caso  según  la  vo- 
luntad de  las  partes.  Si  una  persona  me 
ha  prometido  venderme  su  casa  á  tal 
precio  si  ella  quiere  vender,  no  puedo  in- 
fluenciar su  voluntad  y  obligarla  á  que- 
rer vender.  Al  contrario,  si  una  persona 
me  ha  prometido  tma  cosa  futura,  está 
obligada  á  hacer  lo  posible  para  que  esta 
cosa  futura  llegue  á  existir,  por  lo  menos 
está  obligada  á  no  impedir  que  nazca 
esta  cosa  futura.  Si  he  comprado  á  una 
perdona  su  próxima  cosecha,  no  tiene  el 
derecho  de  abstenerse  de  los  cuidados  ne- 
cesarios para  que  esta  cosecha  sea  buena , 
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con  mayor  razón  no  tendrá  el  derecho  de 
cortar  los  árboles  frutales.  En  efecto,  al 
mismo  tiempo  que  se  me  ha  conferido  un 
derecho  eventual  sobre  los  frutos,  se  me 
ha  conferido  tácitamente  el  derecho  ac- 
tual de  exigir  los  cuidados  necesarios  para 
que  sea  creada  la  cosa  futura  y  llegue  á 
su  madurez.  Esto  se  esplica  por  lo  demás 
fácilmente:  en  este  último  caso,  nos  ha- 
llamos en  presencia  de  una  eventualidad 
que  sólo  impide  la  ejecución.  La  obliga- 
ción existe,  pues.  Sin  embarco,  notemos 
que  no  será  lo  mismo  tratándose  de  la 
eventualidad  que  se  refiera  á  la  falta  de 
existencia  de  un  contrato  principal,  pues 
aquí  es  diferente  la  intención  de  las  partes. 
Supongamos  que  el  deudor  haya  ejecu- 
tado alguno  de  estos  actos  que  le  son 
prohibidos,  que  hava  impedido  que  lle- 
gue á  existir  la  cosa  futura  prometida. 
¿Se  le  aplicará  la  regla  de  que  *Ma  condi- 
ción se  reputa  cumplida  cuando  es  el 
deudor  impedido  bajo  esta  condición  el 
que  ha  impedido  su  cumplimiento?'*  El 
artículo  1178,  que  contiene  esta  disposi- 
ción, establece  contra  el  deudor  condi- 
cional una  verdadera  pena  privada, 
puesto  que  á  pesar  de  todo  se  encontra- 
rá obligado;  sin  su  intervención,  había 
pocas  probabilidades  de  que  se  cumpliera 
la  condición.  Nos  parece  por  este  motivo 
más  prudente  decidir  que  el  artículo 
1178  no  puede  extenderse  al  caso  en  que 


se  trata  de  derecho  eventual.  El  tribu- 
nal tendrá,  pues,  que  preguntarse  si,  sin 
la  intervención  del  deudor,  habría  podi- 
do existir  la  cosa  futura,  y  según  su 
examen,  condenar  ó  no  al  deudor  A  una 
indemnización. 

Se  puede  examinar  todavía  desde  otro 
punto  de  vista  los  derechf)S  del  acreedor 
eventual  en  caso  de  mala  fe  ó    de  negli- 
gencia del  deudor  eventual.   Puede    pre- 
guntarse  si    puede,  como    un  acreedor 
condicional,  oponerse  á  los    deterioros 
que  cometiera  el  propietario  en    la    cosa 
prometida    eventualmente.  Así,  un  pro- 
pietario   ha   firmado    una  promesa    de 
venta  de  su  inmueble.    ¿Podría  el  que  es- 
tipuló, antes  de  haber  hecho  uso  de  la 
promesa  de  venta,  impedir  aí  propietario 
demoler  las  construcciones,  transformar 
la  cosa  de  modo  que  disminuya  su    va- 
lor? Creemos  que  sí.  Sería  en  efecto,  abu- 
sivo que  debiera  dejar  que  la  cosa  per- 
diera todo  su  valor,  corriendo  el  riesgo 
de  tener  un  derecho  inútil.  Se  dirá,    sin 
duda,    que  no  tiene  más  que  usar  de  la 
promesa  y  manifestíir  su  voluntad.  Pero 
el  pacto  ha  podido  prohibirle  esta  mani- 
festación antes  de  un  plazo  dado;  puede 
tener  necesidad   de  reflexión,  de  esperar 
los  acontecimientos  que  han  de  dictarle 
su  conducta.  Puede  suceder  que  sólo  más 
tarde  tenga  los  capitales  con  qué  pagar. 
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Pero  ¿podría  aceptarse  la  misma  solu- 
ción en  el  caso  inverso,  en  el  caso  de  pro- 
mesa de  comprar?  El  propietario  que  se 
ha  adherido  á  la  promesa  ¿queda  dueño 
absoluto  de  su  cosa?  También  aquí,  aun- 
que se  pueda  vacilar  más,  creemos  que 
puede  admitirse  la  solución  desfavorable 
al  propietario,  porque  habría  también 
inconveniente  práctico  en  dejarle  depre- 
ciar su  cosa,  y  ofrecer  al  adquirente  un 
objeto  sin  valor.  Vale  más  prevenir  que 
curar.  El  propietario  que  ha  aceptado  la 
promesa  de  compra  debe  culparse  á  sí 
mismo  de  haberla  aceptado  ó  de  no  ha- 
berse reservado  el  derecho  de  transformar 
la  cosa.  Si  no  lo  ha  hecho,  que  obten- 
ga entonces  el  consentimiento  del  promi- 
tente. 

Y  debe  generalizarse  la  solución  dada 
en  estos  dos  casos  especiales.  Se  aplica- 
rá siempre  el  principio  de  que  el  que  está 
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obligado  eventualmente  á  una  cosa,  no 
puede  deteriorar  esta  cosa,  y  el  acreedor 
eventual  puede  impedirlo  judicialmente. 
Y  habrá  ocasión  de  poner  en  práctica  es- 
ta regla,  sea  en  el  caso  de  hipoteca  por 
deuda  futura,  sea  en  el  de  promesa  de 
una  cosa  bajo  condición  de  obtener  au- 
torización para  enajenarla. 

Los  deterioros  que  puede  sufrir  la  cosa 
prometida,  sobre  la  que  no  se  tiene  más 
que  un  derecho  eventual,  presentan  una 
última  dificultad:  la  de  los  riesgos.  El 
propietario  á  quién  se  ha  hecho  una 
promesa  de  compra,  no  puede  obligar  á 
tomar  los  restos  de  la  cosa  si  esta  pere- 
ce; á  tomar  lo  que  queda  de  una  nave  si 
ha  habido  naufragio,  porque,  formándo- 
se el  contrato  sólo  en  el  instante  en  que 
viene  á  unirse  el  último  de  suselementos^ 
sólo  entonces  se  puede  examinar  si  á 
más  del  consentimiento  existen  los  otros 
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elementos.  Esto  está  conforme  por  lo  de- 
más con  la  intención  de  las  partes. 

Pero  puede  haber  mayor  vacilación 
cuando  se  trata  de  simples  deterioros 
parciales. 

Se  trata  de  ana  casa.  El  día  en  que 
el  promitente  quiere  comprar,  el  día  en 
que  el  propietario  anuncia  al  que  había 
hecho  la  promesa  de  compra  que  quiere 
vender,  el  techo  ha  sido  volado  por  nn 
huracán,  ó  una  inundación  ha  destruido 
uno  de  los  departamentos. 

¿Puede  el  comprador  valerse  de  la  dis- 
posición del  artículo  1182  y  pedir,  si  hay 
deterioro  sin  culpa  del  deudor,  la  reso- 
lución de  la  obligación?  Y  si  hay  culpa 
¿puede  todavía  pedir  la  resolución  ó  una 
indemnización  por  el  perjuicio  sufrido,  á 
su  elección? 

No  creemos  que  sea  posible  extender 
aquí  las  reglas  del  artículo  1182.  Sin  du- 
da, si  hay  deterioro  por  culpa  del  deu- 
dor, el  promitente  podrá  pedir  una  in- 
demnización ó  podrá  obtener  que  se  re- 
suelva la  convención  en  virtud  del  ar- 
tículo 1184:  el  deudor  ha  faltado  á  su 
obligación  de  abstenerse  de  culpa,  y  cae 
bajo  la  disposición  de  este  artículo. 

El  punto  verdaderamente  difícil  es, 
pues,  el  caso  de  deterioro  fortuito.  No 
hemos  vacilado,  en  muchos  casos,  en  ha- 
cer extensivos  al  acreedor  eventual  cier- 
tos derechos  del  acreedor  condicional, 
cuando  nos  ha  parecido  que  así  lo  re- 
querían las  necesidades  prácticas.  Pero 
tememos  que  sea  exagerado  hacer  aquí 
lo  mismo.  La  ley  ha  hecho  una  especie 
de  cálculo  en  globo  para  repartir  las  ma- 
las consecuencias  en  caso  de  deterioro 
fortuito.  Es  una  especie  de  principio  de 
tran.sacción  del  cual  habría  podido  pres- 
cindir la  legislación,  y  que  únicamente 


podemos  aplicar   al   caso  especial    que 
considera. 

¿Puede  el  acreedor  eventual  prevalerse 
de  los  dos  beneficios  que  acuerdan  á  todo 
acreedor  los  artículos  1166  y  1167  del 
Código  Civil?  Veamos  primero  si  puede 
entablar  la  acción  oblicua  del  artículo 
1166. 

La  respuesta  es  fácil.  La  doctrina,  á 
falta  de  jurisprudencia,  ha  admitido  de 
una  manera  casi  unánime  que  la  accción 
indirecta  constituía  más  bien  que  un 
acto  conservatorio^  casi  un  acto  de  eje- 
cución, y  eo  consecuencia  h«  rehusado  al 
acreedor  á  termino  ó  condicional  el  dere- 
cho de  prevalerse  de  este  beneficio.  Se  ha 
temido  con  razón  una  intrusión  excesiva 
de  los  acreedores  en  los  asuntos  de  su 
deudor  (1). 

Con  mayor  razón  el  acreedor  eventual 
no  podría,  con  el  débil  derecho  que  tiene, 
pretender  usar  de  la  acción  oblicua.  El 
punto  es  tan  evidente  que  no  hay  para 
qué  insistir  (2). 

De  la  misma  manera  conviene  resol- 
ver también  la  cuestión  de  si  puede  en- 
tablar la  acción  pauliana  el  acreedor 
eventual.  La  doctrina  más  general  ense- 
ña hoy  que  los  acreedores  bajo  condición 
suspensiva  no  pueden  usar  del  beneficio 
de  la  acción  pauliana  (3),  porque  esta 
acción  está  fuera  del  círculo  de  los  ac- 


(1)  Demolombe,  t.  XXV,  p.  100;  Baudry  et  Bar- 
de, Obligations,  t.  I,  p  540;  Aobry  et  Raa,  t.  IV,  6.* 
ed.,  p.  200;  Hnc,  t.  VII,  p.  257;  Laurent,  t.  XVI, 
p.  531. 

(2y  V.  Baudry  et  Barde,  p.  541,  nota.— Lyon,  22 
mayo  1885,  Pand.Jr.,  86.  2.  362,  en  un  oaao  en  qoe 
se  ha  calificado  de  derecho  eventaal  nn  simple  cré- 
dito de  indemnización  por  accidente  todavía  no  por- 
bado. 

(3)  V.  Aubry  et  Biu,  t.  IV,  p.  216,  nota  1  bi$; 
Lanrent,  t,  XVI,  p.  533;  Baadry  et  Barde,  1. 1,  p. 
601;Huc,  t.  Vn,  p.  294. 
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tos  conservatorios.  No  habiendo  duda  á 
propósito  de  la  acción  del  artículo  1167 
cuando  se  trata  de  un  acreedor  condi- 
cional,  no  podría  haberla  respecto  á  un 
acreedor  eventual.  Tanto  más  cuanto 
que  en  ambos  casos  se  hallaría  en  presen- 
cia de  la  misma  dificultad.  Kl  acto  ha  sido 
anulado,  vuelve  el  bien  enajenado  á  ma- 
nos del  deudor  culpable.  Pero  entonces 
¿qué  hacer?  No  se  le  puede  tomar,  por- 
que no  ha  llegado  el  vencimiento  del  cré- 
dito, puesto  que  éste  está  todavía  en 
suspenso. 

Habría  que  dejar,  pues,  en  manos  del 
deudor  el  bien  que  se  ha  hecho  volver  á 
su  patrimonio,  y  serta  entonces  bien  inú- 
til haber  intentado  la  acción.  O  habría 
que  admitir  que  la  justicia  tendría  el  de- 
recho de  poner  en  secuestro  el  bien  ena- 
genado  fraudulentamente.  Y  esta  medi- 
da,  aunque  prudente,  no  parece  posible 
en  el  estado  actual  délos  textos.  Nuestro 
derecho  civil  está  todavía  muy  penetra- 
do de  individualismo  para  ello. 

De  la  trasmisióa  de  los  derechos 
eventuales 

¿Cómo  puede  dejar  de  pertenecer  al 
acreedor  el  derecho  eventual?  Según  no- 
sotros, el  derecho  eventual  como  cual- 
quier otro  derecho,  es  trasmisible  por 
causa  de  muerte  ó  entre  vivos. 

Es  trasmisible  por  causa  de  muerte, 
pues  me  parecería  difícil  admitir  que  ha- 
beindo  obtenido  una  persona  una  pro- 
mesa de  venta,  su  heredero  no  podrá 
aprovecharla,  que  teniendo  una  persona 
un  crédito  de  cosa  futura,  su  heredero  na 
le  sucederá  en  este  derecho. 

Haremos  notar  solamente  que  podría 
ser  de  otro  modo  por  excepción,  si  hu- 
biera estado  en  la  intención  de  las  par- 


tes, ó  si  parecía  de  la  naturaleza  del  de- 
recho prometido  eventualmente  que  el 
derecho  sólo  pudiera  nacer  entre  los  que 
han  participado  originariamente  en  la 
convención;  si,  por*  ejemplo,  se  tratara 
de  una  promesa  unilateral  de  usufructo 
ó  de  renta  vitalicia. 

Agregaremos  también  que  la  situación 
de  uno  de  los  con  tratantes*  no  podrá  en- 
contrarse modificada  por  la  muerte  del 
otro  de  la  manera  siguiente. 

Si  muere  el  beneficiario  de  una  prome- 
sa de  venta,  dejando  muchos  herederos, 
éstos  deberán  acordar  la  resolución  que 
han  de  tomar,  y  en  su  defecto  deberia  re- 
sol ver  el  tribunal,  pues  no  sería  confor- 
me á  la  intención  de  las  partes  que  cada 
heredero  pudiera  por  su  parte  transfor- 
mar la  promesa  de  contrato  en  un  con- 
trato. 

Los  derechos  eventuales,  como  por  lo 
demás  los  derecho  futuros,  son  suscepti- 
bles de  cesióa.  Es  este  un  punto  que  ha 
sido  puesto  en  evidencia  por  M.  Huc  (1). 
Así  por  ej.:  se  puede  ceder  la  renta  de  un 
empleo  antes  del  nombramiento,  ó  una 
simple  promesa  de  venta  antes  de  su 
realización.  Así  también  en  las  pólizas 
de  seguros  las  compañías  estipulan  ordi- 
nariamente que  el  asegurado  cede  á  la 
compañía  todos  sus  derechos  futuros 
que  puedan  resultar  del  siniestro  contra 
los  terceros  responsables.  A  menudo,  es 
cierto,  estas  cesiones  están  disimuladas 
en  la  forma  de  una  subrogación  de  la 
compañía  en  los  derechos  del  asegurado 
(2).  Se  lee  textualmente  en  las  pólizas 
que  el  asegurado  subroga  al  asegurador 
en  sus  derechos  contra  los  terceros  sin 


(1)  Cession  de  créances,  1. 1,  p.  247  y  í-ig. 

(2)  V.  Ca«.  31  enero  1866,  D.  66.  I    69;  Laurent, 
t.  XXIV,  p.  16. 
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necesidad  de  cesión  6  traspaso.  Pero  los 
términos  que  emplean  las  partes  no  pue- 
den destruir  la  verdad  jurídica.  Las  com- 
pañías no  pueden  decir  que  han  sido  su- 
brogadas, cuando  se  trata  en  realidad  de 
pagar  sus  propias  deudas  y  no  las  de  otro, 
cuando  pagan  una  suma  que  puede  ser 
mucho  mayor  que  la  debida  por  el  terce- 
ro responsable.  Hay,  pues,  una  verdade- 
ra cesión  de  crédito  futuro,  con  los  incon- 
venientes que  pueden  resultar  para  las 
compañías.  Exigiendo  la  cesión  para  po- 
der oponerse  á  terceros  una  notificación, 
las  compañías  no  tendrán  un  derecho 
que  puedan  oponer  á  cualquiera  sino  des- 
de el  día  en  que,  conociendo  ya  á  los  ter- 
ceros responsables  del  siniestro,  les  hayan 
hecho  notificar  la  cesión.  Pero  antes  el 
asegurado  poco  honrado  habrá  podido 
ceder  este  mismo  crédito  de  indemniza- 
ción á  un  nuevo  cesionario,  y  bastará 
que  éste  haga  notificar  primero  su  ce- 
sión para  que  sea  preferido,  salvo  el  re- 
curso de  la  compañía  contra  él  si  está  de 
mala  fe.  Será,  pues,  para  la  compañía 
una  situacién  que  exige  alguna  pruden- 
cia, pero  podría,  por  lo  menos  en  el  se- 
guro contra  incendio,  resguardarse  en 
parte  haciendo  notificar  la  cesión  á  los 
arrendatarios  y  á  los  vecinos,  pues  nada 
impide  prevenir  á  los  deudores  posibles 
que  si  llegan  á  ser  deudores  lo  serán,  no 
del  propietario,  sino  del  asegurador. 

A  primera  vista  pueden  parecer  extra- 
ñas estas  notificaciones  anticipadas  á 
deudores  inciertos.  Pero  la  jurispruden- 
cia nos  ofrece  ejemplos.  La  Corte  de  Ca- 
sación (26  mayo  1886,  S.  86.  1.  256)  ha 
tenido  que  resolver  el  caso  en  que  el  ce- 
sionario de  un  precio  de  licitación  había 
notificado  su  compra  antes  de  esta  lici- 
tación á  diversas  personas  susceptibles 
de  llegar  á  ser  adjudicatarias.  Lo  que  se 


ha  hecho  en  una  cesión  de  precio  de  ad- 
judicación puede  hacerse  también  en  una 
cesión  de  crédito  de  indemnización;  estos 
ejemplos  de  cesiones  de  derechos  futuros 
permiten  a  fortiori  considerar  como  vá- 
lidas las  cesiones  de  derechoseventuales; 
sería  el  caso  del  cesionario  de  un  crédito 
futuro  que  vendiera  el  derecho  eventual 
que  tiene  sobre  este  crédito  futuro   ( Ij. 

De  los  modos  de  extinción  del 
dereolio  eventual 

Hay  modos  de  extinción  de  los   dere- 
chos cuya  aplicación  á  los  derechos  even- 
tuales no  ofrece  ninguna  observación. 
Así,  basta  decir  que  un  derecho  eventual 
puede  extinf^uirse  por  confusión,  ó   por 
haber  sobrevenido  un  impedimento   que 
haga  imposible  el  cumplimiento  de   la 
obligación.  Y  aquí  no  sólo  no  puede  po- 
nerse en  duda  el  principio,  sino  que  las 
aplicaciones  que  pueden  hacerse  no  pa- 
recen dar  lugar  á  otras  dificultades  que 
las  aplicaciones  ordinarias. 

Otros  modos  de  extinción,  por  el  con- 
trario provocan  algunas  observaciones: 
por  de  pronto  la  renuncia.  Se  puede  re- 
nunciar á  un  derecho  eventual  como  á 
cualquier  otro  derecho.  Por  lo  demás,  el 
Código  Civil  mismo  prevé  en  muchos  ar- 
tículos las  renuncias  de  garantías,  que 
no  son  más  que  renuncias  de  un  derecho 
todavía  eventual  (art.  884,-2,  art.  1627, 
art.  1634).  ¿Es  éste  un  rasgo  distintivo 
entre  el  derecho  eventual  y  la  mera  ex- 
pectativa, yaque  ésta  no  nuede  ser  obje- 


(1)  Sin  embargo,  la  práctica  tiende  á  admitir  lan 
cesiones  accesorias  de  derechos  eventaales  sin  noti- 
ficación (V.  Cas.  12  nov.  1884,  S.  86. 1. 149.  Naacy, 
U  nov.  1905.  Gaz,  FaL,  19  dic,  v.  Rev,  1905,  p. 
168.) 
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to  de  una  renuncia  válida,  como  se  ha 
pretendido?  (1)  Así  se  ha  dicho  argumen- 
tando que,  según  los  textos  mismos  del 
Código,  no  se  puede  renunciar  de  ante- 
mano ala  prescripción,  ni  auna  sucesión 
no  abierta,  ni  á  una  comunidad  no  di- 
suelta (arts.  2220,  791  y  1453). 

Se  puede  aún  agregar  en  este  sentido 
que  no  se  puede,  por  lo  menos  según  una 
opinión  muy  generalizada,  renunciar  de 
antemano  al  beneficio  del  término  de  gra- 
cia: lo  que  se  concibe,  pues  el  término  de 
graciahasido  establecido  para  evitar  en 
la  ejecución  de  las  obligaciones  medidas 
draconianas  contrarias  á  los  sentimien- 
tos de  humanidad  (2). 

Sólo  hay  que  reconocer  que  las  renun- 
cias á  verdaderas  expectativas  se  admi- 
ten en  otros  casos.  La  opinión  más  ge- 
neral cree  que  se  puede  renunciar  de  ante- 
mano á  la  compensación  (3).  Y  nospa- 
rece  que  también  se  podría,  en  procedi- 
miento, renunciar  de  antemano  á  oponer 
una  incompetencia  relativa,  ó  renunciar 
al  derecho  de  apelar. 

En  realidad  si  se  examinan  estos  diver- 
sos casos  y  la  manera  como  los  tratan 
los  autores,  se  ve  que  siempre  se  presen- 
ta la  cuestión  de  saber  si  el  derecho  á 
que  se  trata  de  renunciar  es  de  orden  pú- 
blico. Se  podría  pues  considerar  que  en 
realidad  se  puede  renunciar  á  todos  los 
derechos  eventuales  ó  futuros  que  no  son 
de  orden  público  y  únicamente  á  éstos. 

Por  lo  demás,  la  renuncia  á  un  derecho 
no   es  en  suma   más  que  una   contra- 


(1)  V.  Aubry  et  Rao,  t.  IV,  p.  332. 

('¿)  V.  Laurent,  t.  XVIT,  núm.  671 ;  Demolombe, 
i.  XXV,  p.  664  y  aig.;  Planiol,  t.  U,  p.  125:  Colmar, 
26  de  julio  de  1860,8.61.  2,  227.  Paría,  16  sept. 
1869. 

CX)  V.  Aubry  et  Rau,  t.  V,  p.  394;  Colmet  de 
Santerre,  t.  V,  oám.  24  bis  III. 


obligación.  No  es  más  que  una  conven- 
ción extintiva  de  un  derecho.  Ahora 
bien,  el  artículo  1130,  al  establecer  que 
las  obligaciones  pueden  tener  un  objeto 
futuro,  implica  que  las  renuncias  pueden 
versar  no  sólo  sobre  un  derecho  eventual, 
sino  sobre  un  objeto  futuro,  una  mera 
expectativa. 

Por  otro  lado,  sise  examinan  los  casos 
prácticos  en  que  pueden  producirse  las  re- 
nuncias de  que  hablamos,  nos  parecejus- 
to  reconocer  que  casi  siempre  se  tratará 
de  derechos  eventuales  ¿Acaso  una  per- 
sona dirá  de  antemano  á  otra  con  la  cual 
no  la  liga  ningún  lazo  jurídico:  renuncio  á 
invocar  en  contra  suya  la  compensación, 
la  incompetencia  relativa?  De  ningún 
modo.  Siempre  y  en  todas  partes,  esta 
cláusula  se  insertará  á  propósito  de  un 
contrato  determinado,  de  las  dificulta- 
des de  ejecución  que  podrá  suscitar.  Y 
entonces  el  derecho  á  que  se  habrá  re- 
nunciado aparecerá  ya  como  eventual. 
Será  quizás  una  eventualidad  de  clase 
inferior,  pues  la  eventualidad  no  es  una 
cosa  parecida  siempre  á  sí  misma.  Se  de- 
bilita á  medida  que  necesita  más  elemen- 
tos para  que  esté  completo  el  derecho; 
pero  desde  que  hay  ciertos  elementos 
reunidos,  hay  eventualidad. 

¿Habrá  que  decir  que  es  válida  la  re- 
nuncia á  invocar  tal  derecho  en  todos  los 
negocios  que  se  tengan  con  tal  persona? 
No  creemos  que  ello  se  pueda  sostener,  y 
su  objeto  nos  parece  insuficientemente 
determinado.  La  cuestión  es  muy  poco 
práctica  para  que  sea  de  importancia  su 
discusión.  Basta  referirnos  á  lo  que  he- 
mos dicho  sobre  la  determinación  del 
objeto. 

Sin  embargo,  observemos  que  resulta 
de  toda  esta  discusión  una  cosa,  y  es  que 
no  se  puede  encontrar  en  nuestra  mate- 
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ría  un  criterio  que  se  base  en  la  distin- 
ción del  derecho  eventual  y  de  la  expec- 
tativa 6  mera  esperanza. 

¿Es  susceptible  actualmepte  de  pago 
el  derecho  eventual?  En  principiólo  mis- 
mo que  en  una  deuda  condicional,  no  hay 
actualmente  pago  válido.  Todo  pago  su- 
pone una  deuda,  y  como  actualmente  no 
se  debe  nada  todavía,  habría  lugar  á  re- 
petición, como  si  se  hubiera  pagado  an- 
ticipadamente una  deuda  condicional. 
Bastará,  como  en  este  caso,  que  haya  un 
pago  hecho  por  error. 

Pero  el  deudor  eventual  puede  haber 
pagado  con  conocimiento  de  causa,  para 
que  la  deuda  estuviera  ya  pagada  el  día 
mismo  en  que  la  obligación  llegara  á  ser 
pura  y  simple.  En  este  caso,  como  no  hay 
ningún  error,  no  puede  haber  lugar  á  re- 
petición, sino  el  día  en  que  sea  cierto  que 
no  se  ha  de  realizar  la  eventualidad.  En 
consecuencia,  la  situación  será  la  siguien- 
te: el  pago  será  considerado  desde  luego 
como  válido,  porque  no  hay  error;  y  por 
otra  parte,  hay  actualmente  una  causa, 
una  explicación  jurídica  suficiente.  Los 
otros  acreedores  no  podrán  pues  reclamar 
las  sumas  dadas  si  los  negocios  del  deu- 
dor se  encuentran  en  mal  estado,  y  quie- 
ren recuperar  el  dinero  pagado  en  virtud 
de  la  acción  oblicua.  El  acreedor  even- 
tual tendrá  pues  una  situación  favorable 
respecto  á  los  demás.  No  será  considera- 
do como  simple  ilepositario  ó  prendario, 
lo  que  en  el  primer  caso  sólo  le  hubiera 
dado  una  situación  precaria,  y  en  el  se- 
gundo habría  exigido  las  formalidades 
constitutivas  de  la  prenda.  Se  puede  de- 
cir, pues,  en  este  sentido,  que  puede  ha- 
ber verdaderos  pagos  eventuales  (1).  Sin 


duda  el  pagoes actual,  considerailo  como 
hecho  natural;  pero  su  efecto  extintivo 
sólo  podrá  producirse  eveptualmente,  el 
día  en  que  nazca  el  crédito.  Si  el  crédito 
no  se  realiza,  si  llega  á  ser  cierto  que  no 
podrá  existir  el  objeto  futuro,  entonces  el 
pago  carece  de  causa,  no  tiene  explica- 
ción jurídica,  debe  repetirse. 

Por  lo  demás,  las  soluciones  que  pro- 
ponemos podrían  aplicarse,  mutatis  mu- 
inndís,  al  pago  anticipado  de  una  deuda 
condicional. 

La  compensación  legal  no  puede  tener 
lugar  en  las  deudas  eventuales,  ni    a.ún 
entre  dos  deudas  eventuales;  pues  no  son 
exigibles.    Pero    podría   tener  efecto    la 
compensación  facultativa.  El  que  tiene 
un  crédito  actual  y  una  deuda  eventual 
podrá  convenir  con  su  deudor  en  que  se 
compensen  las  dos  deudas.  Por  el   mo- 
mento no  se  considerarán  todavía  como 
extinguidas  las  dos  deudas:  subsistirán 
las  garantías  que  tengan.  Habrá  simple- 
mente un  término  incierto  que  podrá  opo- 
nerse á  la  exigibilidad.  Después 6 la  even- 
tualidad esperada  no  se  realizará,  y  en- 
tonces el  acreedor  podrá  ejercitar  su  dere- 
cho; ó  se  realiza  la  eventualidad,  y  que- 
darán extinguidas  las  dos  deudas.  Se  lle- 
gará de  este  modo  á  cumplirla  intención 
probable  de  las  partes,  que  no  parece  que 
hayan  querido  que  se  extinga  en  todo 
caso  el  crédito  actual.  El  acreedor  actual 
se  encontraría  garantido  contra  la  insol- 
vencia del  deudor  si  éste  cayera  en  falen- 
cia y  no  se  realizare  la  eventualidad;  ten* 
dría  siempre  el  beneficio  de  las  cauciones 
y  podría  por  el  momento  presentarse, 
si  no  en  las  contribuciones,  por  lo  menos 
en  el  orden  abierto,  porque  ha  llegado  á 


(1)  Y  la  ley  d«  1898  ofrece  ua  ejemplo  cuando 
admite  que  las  indemnizacioDeB  por  accidentes  del 


trabajo  pueden  reemplazarse  en  ciertos  casos  por  el 
pago  de  un  capital. 
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ser  acreedor  bajo  una  eventualidad  inver- 
sa de  aquella  bajo  la  cubile  debía  la  otra 
parte. 

Un  acto  eventual  puede  hallarse  expues- 
to á  una  acción  de  nulidad  ó  de  rescisión. 
En  semejante  caso  se  presenta  una  cues- 
tión, cuando  esta  acción  se  funda  en  la 
lesión:  ¿desde  qué  momento  empezará  á 
prescribir?  Un  propietario  de  inmuebles 
ha  firmado  una  promesa  de  venta.  Se 
hace  uso  de  esta  promesa.  ¿A  contardes- 
de  qué  época  corre  el  plazo  de  dos  años 
para  establecer  que  hay  lesión?  El  ar- 
tículo 1676  dice  que  es  desde  el  día  de  la 
venta.  Habrá  pues  que  concluir  que  el 
plazo  no  correrá  antes  de  la  aceptación 
de  la  promesa,  y  aun  que  antes  de  esta 
época  no  se  podrá  entablar  acción  de  nu- 
lidad, porque,  calculándose  la  lesión  de 
los  siete  doceavos  en  el  momento  de  la 
venta,  no  se  sabe  todavía  si  hay  lesión. 
Y  así  el  firmante  de  la  promesa  de  venta 
se  aprovechará  de  las  probabilidades  de 
mayor  valor  (1). 

Y  estas  soluciones  deberían  aplicarse  al 
caso  en  que  hubiera  promesa  de  parti- 
ción, cuando  un  heredero  ha  prometido 
á  otro  su  adhesión  aun  proyecto  de  par- 
tición si  los  demás  se  adhieren  igualmen- 
te. Hay  una  promesa  de  partición  que  no 
es  más  que  un  contrato  eventual,  y  que 
no  podrá  atacarse  en  caso  de  lesión  sino 
después  q  ue  se  haya  transformado  en  par- 
tición. 

¿Afectaría  una  ley  nueva  el  derecho  de 
un  acuerdo  eventual?  Se  presenta  ordi- 
nariamente como  un  rasgo  característico 
del  derecho  condicional  que  subsiste  aún 
cuando  se  promulgue  una  ley  nueva  que 
habría  impedido  celebrar  la  convención 


(1)  V.  Parííi,  26  agosto  1847,  8.  48.2.  161.— Cf; 
Chausse,  Rev,  ciU.,  1900,  p.  531. 


sometida  á  una  condición.  No  creemos 
que  bajo  este  punto  de  vista  difiera  por 
completo  el  derecho  condicional  del  dere- 
cho eventual.  El  derecho  eventual  naci- 
do de  un  contrato  nos  parece  ya  suficien- 
temente fuerte  para  poder  resistir  al  efec- 
to de  una  nueva  ley.  El  beneficiario  de 
una  promesa  de  con  trato  debería,  á  pesar 
de  todo,  obtener  las  ventajas  queconfiere 
el  contrato  según  la  ley  antigua  sin  que 
esta  ley  se  las  restringiera  ó  extendiera, 
pues  las  partes  han  entendido  dará  su 
convención  el  alcance  que  tenía  según  la 
ley  antigua.  Pero  podría  impedirse  que 
el  contrato  produjera  efectos  que  la  ley 
nueva  declara  contrarios  al  orden  pú- 
blico. 

Otra  cosa  seiía  tratándose  de  un  dere- 
cho eventual  puramente  legal;  sería  nece- 
sariamente anulado  por  una  nueva  ley: 
como  el  derecho  á  la  legítima,  si  una  nue- 
va ley  aboliera  las  legítimas. 

¿Cuál  sería  la  solución  para  un  derecho 
eventual  nacido  de  un  acto  unilateral: 
por  eieraplo,  una  renuncia  á  un  derecho 
futuro?  Creemos  que  la  renuncia,  no  te- 
niendo aún  una  existencia  actual,  sería 
anulada  por  una  ley  que  impidiera  estas 
renuncias,  pero  que  si  la  nueva  ley  se  li- 
mita á  interpretar  el  alcance  de  la  renun- 
cia no  produciría  efecto  en  el  acto  ejecu- 
tado. 

¿Cuál  es  el  papel  de  la  prescripción  en 
los  derechos  eventuales?  El  derecho  con- 
dicional, según  el  artículo  2257,  no  se 
prescribe  mientras  no  llega  la  condición. 
Por  consiguiente,  poco  importa  que  la 
condición  no  se  realice  hasta  después  de 
treinta  años,  puede  todavía  realizarse 
válidamente  para  el  acreedor.  Cuando  la 
convención  establece  expresa  ó  tácita- 
mente que  la  condición  sólo  podrá  reali- 
zarse válidamente  dentro  de  un  cierto 
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plazo,  el  derecho  condicional  existe  siem- 
pre, puede  siempre  convertirse  en  un  de- 
recho puro  y  simple. 

¿Sucederá  lo  mismo  con  el  derecho 
eventual?  Podría  decirse  desde  luego  que 
ninguna  regla  nos  autoriza  para  decir 
que  el  derecho  sometido  á  una  eventuali- 
dad escapa  porel  momento  á  la  prescrip- 
ción. El  derecho  eventual  comienza,  pues^ 
á  prescribirse,  y  si,  en  los  treinta  años 
siguientes  á  su  aparición,  no  se  ha  con- 
vertido en  puroy  simple,  queda  extingui- 
do. Pero  si  en  e^te  plazo  llega  á  transfor- 
marse en  derecho  actual,  entonces  empe- 
zará una  nueva  prescripción,  pues  nos 
hallamos  en  presencia  de  un  nuevo  dere- 
cho. Se  habrá  visto,  pues,  correr  sucesi- 
vamente una  prescripción  contra  el  dere- 
cho eventual  y  otra  contra  el  derecho 
actual . 

Esta  solución  ha  sido  aceptada  unáni- 
memente por  la  doctrina  y  la  jurispru- 
dencia, cuando  han  reconocido  que  no  se 
podía  crear  por  una  convención  faculta- 
des imprescriptibles  (1).  En  efecto,  nos 
hallamos  fuera  de  las  facultades  que  el 
artículo  2232  declara  imprescriptibles, 
porque  la  ley  las  hace  renacer  á  cada  mo- 
mento. Se  trata  aquí  de  una  facultad  es- 
pecial á  uno  solo,  es  decir,  en  realidad  de 
un  derecho  que  el  acreedor  tiene  la  posi- 
bilidad de  no  ejercitar.  El  derecho  ordi- 
nario es  por  su  naturaleza  bilateral  en 
el  sentido  de  que,  para  el  deudor  mismo, 
hay  un  derecho:  el  de  ejecutar  la  obliga- 
ción, de  imponer  la  ejecución  por  ofertas 
reales  si  así  le  place.  La  facultad  conven- 
cional, ya  se  trate  de  un  derecho  even- 


tual ó  de   otra   facultad   convencional, 
como  la  que  se  haría  conceder    por  su 
vecino  un  hacendado  para  pla.nt:a,r  un 
árbol  á  menos  de  cincuenta  centímetros 
del  límite,  no  es  más  que  un  derecho  fa- 
cultativo, un  derecho  que  no  tiene  más 
que  una  faz.  El  acreedor  puede  us£Lr  de  él, 
el  deudor  no  puede  obligar  á  que  se  acep- 
te la  ejecución.  Si  ha  firmado  una    pro- 
mesa de  venta,  no  puedo  obligar  al   que 
la  estipuló  á  usar  de  la  promesa  qne  se 
le  hizo.  En  esto  está  toda  la  diferencia 
entre  la  facultad  convencional  y  el  dere- 
cho ordinario.  Es  insuficiente  para  impe- 
dir la  prescripción. 

La  jurisprudencia  ha  aplicado   estas 
ideas  á  propósito  de  derechos  eventua- 
les. Así  es  como  ha  reconocido  que    es 
prescriptible  el  derecho  de  rescatar  un 
arriendo  á  censo,  derecho  que  se  había 
insertado  en  el  arrendamiento  (Cas. ,  24 
abril  1860,  D.  61.1.179)  (2).  Ha  recono- 
cido  el  mismo  principio  respecto  al  pro- 
pietario de  un  terreno  no  edificado  que  se 
había  hecho  conceder  una  servidumbre 
eventual  para  establecer  vistas  más  cerca 
que  la  distancia  legal,  servidumbre  que 
no  podía  convertirse  en  actual  sino  desde 
el  día  en  que  se  hubiera  construido  el  edi- 
ficio. No  habiéndose  transformado  este 
derecho  eventual  en  puro  y  simple  en  un 
plazo  de  treinta  años,  se  le  declaró  pres- 
crito (3).  Con  el  mismo  espíritu  cita- 
ría la  solución,  ambigua  sin  embargo, 
del  artículo  789,  que  declara  prescrito 
por  treinta  años  el  derecho  de  heredero  á 
la  sucesión.  Prescribe,  pues,  su  derecho 
eventual  de  aceptar  ó  de  renunciar. 


(1)  Laurent,  t.  XXXII,  p,  242;  Aubry  et  Rau, 
t.  VIII,  p.  428;  Guillouard,  Prescription,  t.  II,  p.  63. 
Baudry- LacantÍDerie  et  Tissier,  Prescriptíon  p. 
104. 


(2)  Cas.,  14  dic.  1863,  D.  64.  1.  126. 

(3)  Esta  decisión  nos  parece  criticable,  por  una 
razón  especial:  pues  la  cláusula  iba  anexa  á  ana 
obligación  actual  no  prescrita. — Y.  más  adelante. 


DERECHO 


73 


Tenemos,  pues,  siempre  una  misma 
solución  en  todos  los  casos  en  que  la 
eventualidad,  que  impide  al  derecho  for- 
marse, es  la  voluntad  del  beneficiario  dej 
derecho. 

¿Debe  extenderse  esta  solución,  ó  por 
el  contrario  se  la  debe  limitar  al  único 
caso  que  contempla:  al  derecho  eventual 
cuya  transformación  en  derecho  actual 
dependía  de  una  de  las  partes,  como  su- 
cede en  una  promesa  de  venta?  Hay  ante 
todo  una  razón  para  tomar  el  segundo 
partido:  el  acreedor  en  caso  de  promesa 
de  contrato  puede  reprocharse  su  negli- 
gencia en  usar  del  derecho  eventual.  No 
sucede  lo  mismo  en  los  otros  casos  que 
se  puede  considerar;  así  una  prpmesa  de 
cosa  futura,  si  la  cosa  no  ha  nacido  en 
los  treinta  años  que  siguen  á  la  prome- 
sa, una  estipulación  á  favor  de  un  ter- 
cero indeterminado,  si  éste  nace  después 
de  treinta  años,  un  contrato  accesorio, 
como  el  celebrado  por  la  caución  real. 

Además  la  ley  misma  en  un  caso  muy 
importante  de  derecho  eventual  establece 
que  es  imprescriptible  este  derecho.  Según 
el  artículo  2257,  la  prescripción  no  corre 
respecto  de  una  acción  de  garantía  sino 
hasta  que  tenga  lugar  la  evicción.  Y  nos 
hallamos  aquí  con  un  verdadero  derecho 
eventual,  pues  al  derecho  á  garantía 
falta  uno  de  sus  elementos  eventuales 
mientras  no  se  ha  producido  la  evicción. 

No  es  un  derecho  condicional,  pues  no 
se  comprende  que  se  ejercite  la  acción  de 
garantía  sin  evicción.  Si  se  interpreta  así 
este  texto, y  si  se  tieneencuenta  la  máxi- 
ma siempre  aceptada  por  la  jurispru- 
dencia: contra  non  valentem  agere  non 
currit  prescríptio,  se  debe  ampliar  la  dis- 
posición del  artículo  2257  y  rechazar  la 
prescripción  para  todo  derecho  eventual. 
Y  habrá  que   decir  que  la  notificación 


hecha  para  la  cesión  de  un  crédito  futuro 
producirá  sus  efectos  á  perpetuidad. 

La  solución  admitida  para  las  faculta- 
des convencionales  nos  aparece,  pues, 
como  una  excepción  que  tiene  su  justifi- 
cación especial,  y  vemos  así  desvanecer- 
se una  vez  más  la  unidad  en  la  regla- 
mentación de  los  derechos  eventuales. 

No  nos  hallamos,  pues,  en  presencia  de 
una  distinción  entre  el  derecho  condicio- 
nal y  el  derecho  eventual:  por  lo  demás 
no  habría  sido  posible  dar  á  esta  distin- 
ción más  que  una  justificación  parcial. 
Si  se  comprende  que  no  se  favorezcan 
exageradamente  los  contratos  que  con- 
fieren facultades  convencionales,  cuando 
una  de  las  partes  podía  fácilmente  hacer 
actual  este  derecho,  hacer  cesar  una  in- 
certidumbre  molesta,  no  puede  aplicarse 
este  razonamiento  á  la  eventualidad  re- 
lativa al  objeto;  aquí  falta  la  base  racio- 
nal de  una  distinción. 

Queda  por  precisar  un  caso  en  que  una 
facultad  convencional  es,  sin  embargo, 
imprescriptible.  Se  admite,  y  la  jurispru- 
dencia ha  establecido  que  habiéndose  he- 
cho prometer  un  arrendatario  en  el  con- 
trato que  podría  comprar  la  casa  arren- 
dada, no  se  extingue  esta  facultad  al 
cabo  de  treinta  años  (1).  ¿Cómo  explicar 
este  derecho?  Desde  el  punto  de  vista 
práctico,  es  fácil  decir  que  esto  es  lo  con- 
forme á  la  intención  de  las  partes.  Se  ha 
querido  que  mientras  dure  el  arrenda- 
miento se  puede  transformar  el  derecho 
de  goce  en  propiedad.  Pero  ¿cómo  justi- 
ficar en  teoría  esta  solución?  No  hay  que 
olvidar  que  las  partes  no  pueden  prolon- 
gar á  su  arbitrio  los  plazos  de  prescrip- 
ción, porque  esto  sería  contrario  al  or- 
den público. 

(I)  Cas.  9  iulio  1883,  8.  8.1  1.  4i3. 
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Lo9  autores  dicen  que,  no  siendo  la 
facultad  otorgada  más  que  una  modali- 
dad de  la  obligación  del  deudor,  no  pue- 
de extinguirse  mientras  subsiste  la  obli- 
gación. Creemos  que  es  necesario  dar 
una  fórmula  un  poco  más  general.  Cuan- 
do se  ha  otorgado  por  contrato  un 
simple  derecho  eventual  al  mismo  tiem- 
po que  un  derecho  puro  y  simple,  cree- 
mos que  el  deudor  no  puede  invoc^ír  la 
prescripción  para  uno  sólo  de  esos  dere- 
chos, pues  entonces  las  obligaciones  de 
la  otra  parte  carecerían  parcialmente  de 
causa:  el  contrato  quedaría  cojo. 

Por  tanto,  toda  cláusula  ligada  á  las 
obligaciones  de  la  otra  parte,  que  con- 
tiene creación  de  una  facultad  no  pres- 
cribirá sino  junto  con  los  otros  derechos 
de  la  misma  parte,  sin  que  por  lo  demás 
sea  necesario  constatar  que  es  el  acceso- 
rio de  otras  promesas  ó  que  se  refiere  á 
la  naturaleza,  á  la  esencia  del  contrato. 
Y,  en  efecto,  en  los  ejemplos  que  ofrece 
la  práctica,  en  el  arrendamiento  con  pro- 
mesa de  venta  ¿acaso  esta  promesa  es 
de  la  naturaleza  del  contrato  de  arren- 
damiento? 

Hay  que  reconocer,  sin  embargo,  que 
nuestra  explicación  lleva  á  hacer  consi- 
derar como  una  excepción  el  artículo 
2277,  que  permite  que  prescriban  en  cin- 
co años  los  cánones  y  los  intereses  de 
las  sumas  prestadas.  Pero  puede  decirse 
todavía  que  en  estos  casos  se  trata  de 
prestaciones  sucesivas;  por  razones  prác- 
ticas ha  podido  admitirse  la  prescripción 
separada. 

Si  resumimos  nuestra  opinión,  llega- 
mos, pues,  á  la  conclusión  final  de  que 
los  derechos  eventuales  son  imprescripti- 
bles como  tales,  salvo  aquellos  á  que  fal- 
ta un  consentimiento  para  ser  puros  y 
simples.  La  solución  es  clara,  pero  la  ex- 


cepción al  principio  nos  parece  muy  frá- 
gil; ¿por  qué  ha  de  prescribir  la  promesa 
de  contrato  que  se  remonta  á  más  de 
treinta  años?  No  hay  para  esto  razón 
decisiva.  La  que  se  deduce  de  la  negli- 
gencia parece  débil. 

Por  lo  demás,  acabamos  de  constatar 
que  las  facultades  accesorias  á  un  con- 
trato no  se  prescriben  antes  que    él:  lo 
que  es  una  brecha  importante  á    la  ex- 
cepción estudiada.  Así  limitada,  ataca- 
da, aparece  como  desprovista  de  senti- 
do. Algún  día  se  la  hará  desaparecer,  y  se 
llevará  así  más  luz  á  una  cuestión  muy 
obscura.  A  pesar  de  la  unanimidad    ac- 
tual, hay  aquí  una  regla  virtualmente 
condenada,  tanto  más  cuanto  que  hemos 
hecho  ya  resaltar  la  escasa  distancia  que 
separa  una  promesa  de  contrato  de  un 
derecho  condicional. 

El  último  modo  de   extinción  de    las 
obligaciones   eventuales   en  que   pueda 
pensarse  es  la  novación.  ¿Se  puede  no- 
var un  crédito  eventual?  La  afirmativa 
nos  parece  cierta.  Se  puede  novar  una 
obligación  eventual  reemplazándola  por 
otra  que  se  encuentre  sometida  á  la  mis- 
ma eventualidad,  como  se  puede  novar 
una  obligación  condicional,  como  se  pue- 
de novar  una  obligación  natural.  Y  áisí 
como  se  puede  reemplazar  una  obliga- 
ción condicional  poruña  obligación  pura 
y  simple,  puede  reemplazarse  una  obli- 
gación eventual  poruña  obligación  pura 
y  simple.  Este  acto  es  lícito,  aunque  se 
pueda  decir  aquí  como  en  el  caso  de  deu- 
da condicional  reemplazada  por  una  obli- 
gación sin  condición,  que  hay  menos  una 
novación  que  una  convención  aleatoria 
de  una  especie  particular  (1).  Porlode- 


(1)  V.    Aobry  et  Rau,  6.*  ed.,  t.  IV,  p.  350;  cf  • 
Demolombe,  t.  XXVIII,  p.  281,  núm.  260. 
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más  la  Corte  de  Casación  ha  reconocido 
la  validez  de  este  contrato  á  propósito 
de  una  cesión  de  acciones  antes  de  la  emi- 
sión, acto  que  tenía,  como  lo  dice  la  sen- 
tencia, el  carácter  de  un  contrato  even- 
tual (22  dic.  1885,  S.  87.  1.  163). 

Creemos  que  estas  novaciones  de  de- 
rechos eventuales  permiten  explicar  la 
teoría  tan  importante  del  efecto  novato- 
rio  de  la  cuenta  corriente.  Los  autores 
han  hecho  siempre  notar  el  carácter  es- 
pecial que  reviste  aquí  la  novación.  Han 
observado  que  esta  novación  no  engen- 
dra un  segundo  crédito  instantáneamen- 
te, en  el  momento  en  que  desaparece  el 
antiguo.  Desata  provisoriamente  el  lazo 
de  obligación  que  une  á  las  partes.  Mo- 
mentáneamente no  hay  deuda.  Es  sólo 
un  artículo  de  crédito  lo  que  viene  á 
reemplazar  al  crédito  del  remitente  co- 
rrespondiente á  la  remesa  hecha  al  re- 
ceptor (1). 

Nos  parece  que  este  efecto  novatorio 
de  la  cuenta  corriente  puede  sin  embargo 
comprenderse  en  la  novación  ordinaria, 
por  lo  menos  en  una  de  las  clases  espe- 
ciales de  novación  que  acabamos  de  es- 
tudiar. No  hay  novación  de  un  crédito  ac- 
tual por  la  creación  de  otro  crédito  ac- 
tual. Hay  novación  de  un  crédito  eventual 
por  la  creación  de  otro  crédito  eventual. 

En  efecto,  puede  analizarse  la  cuenta 
corriente  de  la  manera  siguiente  con  re- 
lación á  cada  una  de  las  partes  que  acep- 
ta su  apertura.  Una  de  las  partes  tiene  el 
derecho  de  llevar  á  la  cuenta  créditos  ó 
dinero.  El  resultado  ordinario  de  estacón- 
vención  debería  ser  el  de  restituir  al  remi- 
tente eventualmente  acreedor  de  su  res- 
titución. Sólo  puede  hablarse  por  el  rao- 


(1)  V.  Lyon  Caen  et  Renault,  t.  IV,  nuna.  S23' 
Thaller,  núm.  1664. 


mentó,  á  la  apertura  de  la  cuenta,  de  un 
crédito  eventual  para  la  fecha  de  clausu- 
ra, porque  falta  á  estecrédito  un  elemento 
esencial,  su  objeto,  y  puede  ser  de  cero. 

Pero  todos  estos  créditos  eventuales  de 
restitución  quedan  desde  luego  novados. 
El  receptor  promete  no  el  monto  de  estos 
diversos  créditos,  no  lo  que  ha  recibido  ó 
recibirá,  sino  una  suma  igual  al  monto 
de  las  sumas  entregadas  ó  por  entregar. 
Ahora  bien,  esta  nueva  promesa  depende 
siempre  en  su  alcance  de  la  voluntad  del 
remitente,  que  es  Ubre  de  llevar  mucho  ó 
poco  á  la  cuenta  corriente.  Por  otra  par- 
te, no  puede  convertirse  de  eventual  en 
pura  y  simple  sino  el  día  en  que  se  cierre 
la  cuenta.  Hasta  la  clausura,  en  efecto, 
el  remitente  puede  hacer  nuevas  remesas 
destinadas  á  ser  novadas. 

El  día  de  laclausura,  las  dos  partes  que 
son  mutuamente  acreedoras  la  una  de  la 
otra  van  á  ver  transformarse  sus  dos 
créditos  de  eventuales  en  puros  y  simples. 

Estos  dos  créditos  van  naturalmente  á 
compensarse  hasta  concurrencia  del  me- 
nor. La  compensación,  de  eventual  que 
era  hasta  entonces,  va  á  convertirse  en 
pura  y  simple,  en  inmediata.  Sólo  queda- 
rá por  pagar  un  saldo,  el  cual  habrá  po- 
dido ser  garantizado  de  antemano  por 
una  hipoteca  ó  por  cualquiera  otra  cau- 
ción. 

Estas  ideas  nos  explican  las  principales 
reglas  seguidas  en  materia  de  cuenta  co- 
rriente. Primero  cómo  las  garantías  de 
los  diferentes  créditos  introducidos  á  la 
cuenta  corriente  se  extinguen  desde  el 
momento  de  la  entrada  en  cuenta.  Los 
créditos  en  efecto,  quedan  inmediatamen- 
te extinguidos  por  novación. 

Explica  igualmente  cómo  las  prescrip- 
ciones diversas  que  podían  correr  contra 
los  créditos  llevados  á  la  cuenta,  son  re- 
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emplazadas  por  una  prescripción  de  trein- 
ta años  que  empezará  el  día  de  la  clausu- 
ra de  la  cuenta. 

Es  igualmente  fácil  ver  cómo  la  inscrip- 
ción de  un  crédito  en  cuenta  corriente 
tiene  por  efecto  hacer  juzgar  las  dificul" 
tades  que  puede  suscitar  por  la  jurisdic" 
ción  competente  para  juzgar  la  cuenta 
corriente. 

Vemos  igualmente  porqué  la  cuenta 
corriente  es  considerada  como  indivisible » 
porqué  no  se  puede  hacer  salir  de  lacuen" 
ta  un  crédito  cualquiera,  sea  para  exigir 
su  pago  inmediato,  sea  para  permitir  su 
embargo  á  los  acreedores  de  una  de  las 
partes.  A  lo  más  se  podría  proponer  la 
cuestión  de  saber  si  los  acreedores  no  po- 
drían de  antemano  hacer  retener  el  crédi- 
to eventual  del  saldo  (1).  Llegamos  tam- 
bién con  el  principio  indicado  á  resolver 
el  punto  de  saber  si  una  cuenta  corrien- 
te no  cerrada  puede  servir  de  provisión 
á  una  letra  de  cambio.  No  hay  por  el 
momento  más  que  un  crédito  eventual 
del  saldo.  Este  crédito  no  puede  corres- 
ponder á  la  definición  que  da  el  artículo 
116  de  la  provisión.  No  es  un  crédito  que 
pertenezca  al  librador  contra  el  librado, 
ó  aun  que  debapertenecerle  al  vencimien- 
to de  la  letra.  Es  un  crédito  que  puede 
existir  á  favor  del  librador.  Pero  su  exis- 
tencia es  todavía  muy  incierta  para  que 
pueda  servir  de  base  al  giro  de  una  letra 
de  cambio. 

Las  principales  consecuencias  que  se 
desprenden  del  efecto  novatorio  de  la 
cuenta  corrientey  de  la  indivisibilidad  de 
la  cuenta  pueden,  pues,  aparecer  como 
consecuencias  lógicas  de  la  novación  tal 
como  la  hemos  comprendido.   Nos  apa- 


(I)  V.  en  este  sentido  Lyon— Caen  et  Renault,  t. 
IV,  número  828. 


rece  la  cuenta  corriente  produciendo  una 
verdadera  novación,  una  novación  even- 
tual, pero  una  novación  verdacSera.  No 
es  un  acto  híbrido  que  pueda  considerar- 
se como  válido  sólo  en  virtud  del  dere- 
cho de  las  partes  para  celebrar  Isls  con- 
venciones que  quieran,  con  tal  que  no 
violen  el  orden  público. 

Conolusión 

Hemos  tenido  ocasión  en  este  estudio 
de  agrupar  reglas  de  derecho  muy  diver- 
sas inspirándonos  en  la  gran  idea  de  que 
importa  hacer  más  flexible  la  técnica  ju- 
rídica para  no  entrabar  la  adaptación 
del  derecho  á  las  necesidades  prácticas. 
Y  así  resulta  que  nuestro  trabajo  de  le- 
gista tiene  un  alcance  social  y  sus  conse- 
cuencias descienden  de  las  sutilezas  de  la 
teoría  á  lo  vivo  de  los  hechos.  Porque  á 
menudo,  cuando  uno  se  halla  en  presen- 
cia de  un  derecho  condicional,  se  dice  que 
no  hay  nada,  que  es  la  nada  jurídica. 
Hemos  tratado  de  demostrar  que    no 
siempre  era  así,  que  podía  haber  ya  un 
derecho  que  ofrecía  múltiples  ventajas, 
con  tal  que  haya  una  voluntad.  Llega- 
mos así  á  aumentar  el  poder  creador  de 
la  voluntad,  la  fuerza  jurídica  del  solo 
querer.  No  nos  negamos  por  esto  á  to- 
mar en  cuenta  la  importancia  de  la  vo- 
luntad declarada,  sabemos  que  la  volun- 
tad no  lo  es  todo,  que  no  debe  ser  la  base 
única  del  derecho,  que  el  individuo  tiene 
sus  defectos.  Pero  es  necesario  que,  en  la 
medida  en  que  es  buena  y  legítima,  la  vo- 
luntad no  encuentre  contrariada  su  ac- 
ción por  reglas    admitidas  sin    motivos 
precisos.  Toda]regIaque  no  es  la  cristali- 
zación de  una  necesidad  social,  está  vir- 
tual mente  condenada.    Desaparecerá  un 
día  ú  otro.  Habrá,  sin  duda,  siempre  una 
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técnica,  principios  délas  reglas  jurídicas. 
El  derecho  no  siempre  ha  de  poder  des- 
cansar únicamente  en  la  equidad  natu- 
ral. Es  una  balanza  demasiado  grosera 
para  casos  en  que  se  necesitan  balanzas 
de  precisión.  Pero  es  preciso  que  se  haga 
más  flexible  la  técnica  para  admitir  con- 
cepciones diferentes  de  los  derechos  co- 
nocidos hastahoy,  salvo  las  limitaciones 
necesarias  en  la  aplicación  de  estas  con- 
cepciones. Es  preciso  que  no  se  pierdan 
los  espíritus,  como  ha  sucedido  á  menu- 
do á  propósito  de   fundaciones,   de  esti- 


pulaciones por  otro  y  de  muchas  otras 
cuestiones,  de  ordinario  las  más  vivas, 
en  una  especie  de  álgebra  que  lleva  á  so- 
luciones que  se  declaran  malas  y  que  á 
pesar  de  todo  se  aceptan.  Es  preciso  pa- 
ra esto  revisar  ciertas  nociones  técnicas, 
aún  las  más  seguras  en  apariencia.  Lo 
que  menos  se  conoce  son  siempre  los 
principios  generales.  Examinándolos  pa- 
ra afinarlos  cada  vez  más  es  como  pue- 
de evitarse  al  mismo  tiempo  una  equi- 
dad sin  consistencia  y  un  derecho  sin  jus- 
ticia. 

R.  Demogüe. 
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LA  TERCERA  COxNFERENClA  INTERNACIONAL  AMERICANA 


Los  niimeros  VII  y  VIII  del  programa 
son  relativos  al  fomento  de  las  relacio- 
nes comerciales  entre  los  países  de  Amé- 
rica y  á  la  unificación  de  sus  leyes  adua- 
neras y  consulares. 

El  comercio  entre  las  naciones  de  la 
América  latina  es  reducido,  aunque  exis- 
ten las  condiciones  económicas  para  un 
próspero  intercambio  comercial.  La  di- 
versidad de  climas  del  extenso  Continen- 
te hace  que  sean  variados  los  productos 
de  sus  diferentes  regiones:  los  de  la  zona 
templada  encuentran  su  mercado  natu- 
ral en  los  países  tropicales  cuyo  clima 
no  favorece  el  cultivo  de  esas  produccio- 
nes, y  los  frutos  que  á  su  vez  madura  la 
zona  tórrida  no  se  producen  en  la  tem- 
plada, á  donde  muchos  de  ellos  consti- 
tuyen artículos  de  cuantioso  consumo. 

La  celebración  de  tratados  comerciales 
entre  los  países  de  América  sería  sin  du" 
da  el  medio  más  eficaz  de  fomentar  su 
comercio  vinculando  los  países  contra- 
tantes con  los  poderosos  lazos  del  inte- 
rés recíproco.  Es  necesario  contemplar 
muy  cuidadosamente  los  intereses  pre- 
sentes y  venideros  de  los  estados  ligados 


por  tratados  de  comercio  si  se  quiere 
conseguir  el  resultado  anterior;  de  otro 
modo  los  tratados  lejos  de  producir  un 
acercamiento  son  un  fecundo  motivo  de 
desconfianza  y  hostilidad. 

El  examen  de  las  condiciones  económi- 
cas, necesario  para  preparar  los  tratados 
de  comercio,  así  como  la  ponderación  de 
los  intereses  de  los  países  que  tienen   in- 
tención de  celebrarlos,  á  fin  de  llegar  á 
un  equivalente  en  los  beneficios,  son  una 
tarea  delicada  y  difícil,  que  sólo  puede 
hacerse  directamente    por  las  Cancille- 
rías interesadas  y  que  está  fuera  de  la  ór- 
bita de  acción  de  asambleas  que  revisten 
el  carácter  de  las  Conferencias   ameri- 
canas. 

La  opinión  de  losmiembrosjde  la  Quin- 
ta Comisión,  á  la  cual  correspondía  el 
estudio  de  estos  temas,  fué  uniforme  en 
el  sentido  de  que  dada  la  organización 
productora  actual  de  América,  era  impo- 
sible sentar  bases  generales  para  la  cele- 
bración de  tratados  de  comercio  entre 
los  países  del  Continente.  Se  abstuvo  por 
esta  razón  de  presentar  á  la  Conferencia 
conclusiones  al  respecto,  que  por  la  fuer- 
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za  de  las  cosas  tenían  que  ser  vagas  y 
generales,  como  lo  críin  las  que  en  un 
memorándum  presentó  el  Delegado  ar- 
gentino señor  Terry. 

Por  lo  tnismo  que  la  Comisión  se  abs- 
tuvo de  hacer  recomendaciones  sobre 
tratados  de  comercio,  eatadíó  detenida- 
mente loa  denrás  medios  conducentes  á 
fomentar  las  relaciones  comerciales  en- 
tre los  países  de  América,  débiles  toda- 
vía, pero  que  la  acción  oportuna  de  los 
Gobiernos  puede  incrementar  y  fortale- 
cer. Entre  éstas'figura  en  primer  lugar  el 
mejoramiento  de  los  servicios  de  comu- 
nicación por  vías  férreas,  líneas  de  vapo- 
res y  redes  telegráficas. 

Una  de  las  causas  que  más  retardan  el 
desarrollo  del  comercio  entre  las  repú- 
blicas de  América,  es  la  escasez  de  comu- 
nicaciones marítimas  entre  los  puertos 
del  Continente.  Sin  comunicaciones  fáci- 
les, económicas  y  regulares,  los  tratados 
de  comercio,  apesar  de  las  franquicias 
comerciales  que  acuerden,  no  pasarán  de 
ser  convenciones  abstractas  sin  resulta- 
dos positivos. 

Las  comunicaciones  entre  el  Viejo  y  el 
Nuevo  Mundo  son  servidas  por  numero- 
sas compañías  de  navegación,  para  las 
cuales  los  puertos  de  América  no  pasan 
de  ser  sino  puertos  intermedios,  ligados 
por  muy  pocas  líneas  directas.  Por  esto 
los  fletes  de  un  Continente  al  otro  son 
tan  altos  cuando  no  más  subidos  que 
los  fletes  a  Europa,  en  todo  caso  despro- 
porcionados, porque  no  faltando  nunca 
carga  abundante  á  los  puertos  finales 
del  Viejo  Mundo,  sólo  conviene  á  las  lí- 
neas de  navegación  llevar  mercaderías 
de  un  país  de  América  ^L  otro,  si  se  les 
paga  fletes  iguales  ó  más  subidos  que 
por  todo  el  viaje.  Los  fletes  entre  los 


puertos  de  América  resultan,  en  el  hecho, 
prohibitivos,  y  estériles  los  esfuerzos  que 
se  hagan  en  favor  del  comercio  entre  las 
repúblicas  de  kméae^mmmkntB  mr  se 
pravcET  Ski  cBtzibleeínitento  de  comunica- 
ciones económicas  y  regulares,  que  sólo 
se  conseguirían  por  medio  de  líneas  di- 
rectas, con  intervención  de  los  gobier 
nos  en  las  tarifas  de  fletes  é  itinerarios, 

Lh  Delegación  chilena  desarrolló  estas 
ideas  en  una  exposición  en  que  indica  las 
franquicias  y  favores  que  en  cambio  de 
dicho  servicio  podrían  conceder  los  go- 
biernos americanos,  como  ser,  conce- 
sión de  paquetes,  subvenciones  directas, 
exención  de  las  cargas  ó  contribuciones 
que  rijan  ó  se  establezcan  en  lo  sucesivo 
entre  los  puertos  de  América. 

La  Quinta  Comisión  y  la  Conferencia 
aceptaron  estas  ideas  y  se  encomendó  á 
la  Oficina  de  las  Repúblicas  Americanas 
el  estudio  de  un  proyecto  que  contuviera 
las  bases  sobre  las  cuales  pudiera  cele^ 
brarse  un  contrato  para  el  establecimien- 
to de  líneas  de  vapores  **de  carrera  regu- 
lar y  rápida,  que  cruzando  los  dos  Océa- 
nos, el  Atlántico  y  el  Pacífico,  y  atrave- 
sando el  Estrecho  de  Magallanes,  una 
los  principales  puertos  de  los  países  ame- 
ricanos desde  el  puerto  más  septentrio- 
nal de  la  América  del  Norte  en  el  Atlán- 
tico hasta  el  más  septentrional  del  mismo 
en  el  Pacífico"  (1). 

Las  formalidades  y  tramitaciones  á 
que  está  sometido  el  movimiento  de  bu- 
ques y  el  despacho  de  las  mercaderías  en 
las  aduanas,  cambian  de  un  país  á  otro, 
y  estas  diferencias  entorpecen  el  comer- 
cio internacional. 

Por  esto  todas  las  Conferencias  Inter- 

(1)  Exposición  de  la  Delegación  Chilena  8obro 
oomanicacionee  marítimaii.r 
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nacionales  Americanas  han  manifestado 
el  deseo  de  simplificar  y  unificar  las  leyes 
y  reglamentos  que  se  refieren  á  la  entra- 
da y  despacho  de  buques  y  al  procedi- 
miento aduanero,  sin  afectar  en  lo  me- 
nor la  libertad  de  imponer  6  suprimir  de- 
rechos de  aduana. 

La  Conferencia  de  Méjico  recomendó 
la  celebración  de  un  Congreso  Aduanero 
compuesto  de  personas  con  conocimien- 
tos técnicos  ó  periciales  (directores  6  je- 
fes de  aduana,  cónsules,  presidentes  ó 
miembros  de  cámaras  de  comercio,  etc.) 
para  estudiar  los  medios  de  arribar  á  la 
deseada  unificación. 

El  Congreso  Aduanero  se  reunió  en 
Nueva  York  en  1903.  Sus  resultados  fue- 
ron muy  escasos;  apesar  de  ser  un  con- 
greso de  peritos,  careció  de  material  y 
antecedentes  para  llegar  á  la  adopción 
de  acuerdos  que  importaran  la  realiza- 
ción de  su  objeto:  la  simplificación  de  la 
legislación  aduanera  de  América. 

En  la  cuarta  de  sus  resoluciones,  el 
Congreso  Aduanero  recomienda  á  la  Ofi- 
cina Internacional  el  nombramiento  de 
una  comisión  encargada  de  preparar  y 
hacer  imprimir  en  inglés,  castellano  y 
portugués,  una  compilación  de  las  leyes 
y  prácticas  aduaneras  de  los  países  ame- 
ricanos. 

Esta  compilación  no  se  hizo,  y  la  Con- 
ferencia de  Río,  por  lo  que  respecta  al 
número  8  del  programa,  se  halló  en  idén- 
tica situación  que  las  conferencias  an- 
teriores. Las  Delegaciones  de  Estados 
Unidos  y  de  Chile  creyendo  que  se  discuti- 
rían materias  aduaneras  en  Río,  se  ha- 
bían asesorado  con  peritos  especiales. 

Como  la  Conferencia  de  Méjico  y  el 
Congreso  Aduanero,  la  Tercera  Confe- 
rencia Internacional  estimó  que  la  reco- 
pilación de  las  leyes  aduaneras  era  un 


trabajo  preliminar  ind¡spensa.l>Ie  para 
formular  proposiciones  de  reforma  de  las 
leyes  aduaneras  y  consulares  de  los  paí- 
ses americanos. 

El  informe  de  la  Quinta  Comisión  pro- 
pone la  creación  de  una  sección    especial 
en  la  Oficina  de  las  Repúblicas  America- 
nas, denominada  de  Comercio,  Aduanas 
y  Estadística  Comercial,  á  cargo  de  una 
persona  especialista  en  estas  materias, 
que,  entre  otras  atribuciones,  tendría  Ja 
de  estudiar  la  legislación  aduanera  y  re- 
glamentos consulares  de  los  países    de 
América.  Es  obligación  de  esta  Oficina 
presentar  á  la   próxima  conferencia  un 
informe  en  que  proponga  las  medidas 
conducentes  á  obtener  la  aspirada    uni- 
formidad. 

A  indicación  de  uno  de  los  delegados 
norte  -  americanos,  la  oficina  estudiará 
una  medida  existente  en  algunas  adua- 
nas europeas  y  consagrada  aun  por  con- 
venciones internacionales.  Se  trata   del 
examen  y  estimación  oficial  que  las  au- 
toridades aduaneras  hacen  de  las  mues- 
tras que  se  les  envían  para  saber  los 
derechos  que  un  artículo  debe  pagar  al 
importarse. 

El  importador  ignora  muchas  veces  la 
clasificación  ó  avalúo  que  las  autorida- 
des aduaneras  harán  de  los  artículos 
que  quiere  importar.  Para  evitar  esta 
incertidumbre,  se  ha  establecido  el  exa- 
men oficial  de  las  muestras  que  el  comer- 
ciante envíe  á  la  aduana  con  el  objeto  de 
conocer  los  derechos  que  esas  mercade- 
rías deban  pagar.  En  el  caso  de  error  de 
las  autoridades,  si  los  derechos  debidos 
son  más  subidos  que  los  indicados  en  la 
respuesta  á  la  consulta,  el  comerciante 
paga  únicamente  los  indicados.  La  adop- 
ción de  un  acuerdo  que  estableciera  esta 
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medida  en  todos  los  países  de  América 
daría  facilidades  al  comercio. 


La  Tercera  Conferencia  recomendó  á 

los  gobiernos  americanos  celebrar  con- 
venciones para  el  transporte  de  enco- 
miendas. 

Los  países  de  América,  y  en  general 
todos  los  Estados  que  forman  el  con- 
cierto de  las  naciones  civilizadas,  perte- 
necen á  la  Unión  Postal  Universal,  que 
extiende  sus  servicios  á  las  más  aparta- 
das regiones  del  globo,  y  hace  de  éste, 
para  los  efectos  de  la  circulación  de  la 
correspondencia,  un  solo  territorio. 

La  Unión  Postal  reconoció  el  principio 
de  la  libertad  de  correspondencia,  redujo 
y  imificó  hasta  donde  fué  posible  el  porte 
de  los  franqueos,  simplificó  la  liquidación 
de  cuentas  entre  las  oficinas  postales  de 
los  diferentes  Estados,  pero  limitó  sus 
acuerdos  generales  á  la  circulación  de 
cartas,  impresos,  papeles  de  negocios, 
tarjetas  y  muestras  sin  valor,  sin  exten- 
derse á  otros  servicios  encomendados  á 
la  administración  de  coi;reos. 

Estoá  servicios,  que  no  consisten  pro- 
piamente en  el  trasporte  de  correspon- 
dencia, como  ser  el  de  encomiendas  y 
giros  postales,  remisión  de  valores  de- 
clarados, abonos  á  diarios  y  periódicos, 
cobranzas  y  reembolsos,  fueron  reglados 
por  convenciones  particulares  suscritas 
solo  por  un  número  limitado  de  los  paí- 
ses adheridos  á  la  Unión  Postal. 

La  libertad  de  celebrar  convenciones 
particulares  sobre  estos  servicios,  siem- 
pre que  dichas  convenciones  no  deroguen 
los  acuerdos  de  la  convención  principal, 
y  de  establecer  uniones  más  restringidas, 
está  reconocida  expresamente  en  el  ar- 
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tículo  15  de  la  Convención  de  París  del 
l*?dejuliodel878. 

Inconvenientes  de  diverso  orden  han 
impedido  que  estas  convenciones  acceso- 
rias tuvieran  una  aceptación  universal. 
La  creciente  importancia  de  los  intereses 
comerciales  y  de  las  instituciones  desti- 
nadas á  servirlos,  harán  desaparecer  con 
el  transcurso  del  tiempo  estas  dificultades 
y  extenderán  los  beneficios  de  la  comuni- 
dad universal  á  todos  los  servicios  de 
correos. 

Los  congresos  postales  revelan  las  fa- 
ses de  esta  gran  obra,  cuya  realización, 
á  juzgar  por  el  camino  recorrido,  es  úni- 
camente cuestión  de  tiempo. 

La  celebración  de  acuerdos  postales 
entre  las  repúblicas  de  América,  que  es- 
tablezcan en  el  Continente  los  servicios 
no  comprendidos  en  la  Unión  Postal  Uni- 
versal, principalmente  los  de  encomien- 
das y  giros  postales,  prestaría  importan- 
tes servicios  al  comercio,  porque  éste, 
buscando  las  vías  más  fáciles  y  expedí- 
tas,  se  sirve  cada  día  más  de  las  ventajas 
que  ofrece  el  correo.  Existen  numerosas 
convenciones  postales  entre  países  de 
América  ó  entre  éstos  y  Europa,  que  ma- 
nifiestan la  conveniencia  y  practicabi- 
lidad  de  acuerdos  de  este  género  entre  las 
Repúblicas  de  América. 

La  Conferencia  encomendó  á  la  Oficina 
Internacional  el  estudio  de  las  bases  y 
métodos  de  las  estadísticas  comerciales 
de  América,  con  la  mira  de  uniformar  al- 
gunos de  los  conceptos  fundamentales  en 
que  descansan. 

En  primer  lugar  se  trata  de  establecer 
las  ramas  del  comercio  que  entran  en  la 
estadística  comercial  y  en  sus  divisiones, 
si  se  hace  entrar  ó  nó  en  el  comercio  es- 
pecial la  exportación  de  mercaderías  na- 
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cionalizadas,  el  comercio  de  rancho,  las 
mercaderías  extranjeras  reembarcadas 
de  almacenes,  etc. 

Los  artículos  de  comercio  se  agrupan 
en  las  estadísticas  comerciales  atendien- 
do á  su  destino,  6  á  su  naturaleza,  6  á 
razones  especiales  de  conveniencia  co- 
mercial ó  administrativa.  La  adopción 
de  una  clasificación  común  de  las  merca- 
derías haría  más  fácil  la  consulta  j  com- 
paración de  las  cifras  estadísticas. 

No  existe  uniformidad  en  las  estadísti- 
cas en  cuanto  á  la  manera  de  fijar  los 
valores  de  importación  y  exportación. 
Cuando  las  mercaderías  se  avalúan  al 
internarse  para  el  pago  de  derechos  de 
aduana,  esta  operación  se  hace  con  cui- 
dado, lo  que  no  sucede  con  la  determi- 
nación de  los  valores  de  mercaderías 
que  se  exportan  ó  que  son  de  importa- 
ción libre  ó  que  pajgan  derechos  especí- 
ficos. En  estos  casos  las  estadísticas  se 
contentan  con  la  declaración  del  comer- 
ciante ó  fijan  el  valor  de  las  mercaderías 
con  arreglo  ala  misma  tarifa  de  avalúos 
para  los  derechos  de  aduana,  ó  á  tarifas 
especiales  que  se  preparan  con  ese  ob- 
jeto. 

Existe  también  diversidad  respecto  del 
tiempo  en  que  se  aprecia  el  valor  de  las 
mercaderías;  ya  se  les  da  el  que  tuvieron 
en  aduana,  ya  el  del  mercado  de  venta, 
según  lo  cual  se  aumenta  ó  no  el  valor 
de  las  importaciones  con  el  flete  maríti- 
mo, seguro,  costo  de  embarque  y  desem- 
barque, intereses  y  derechos  de  aduana. 

El  tipo  de  moneda  en  que  se  espresa  el 
valor  de  las  mercaderías  también  tiene 
importancia;  si  es  en  monedas  que  cam- 
bian constantemente  de  valor,  los  datos 
estadísticos  fácilmente  inducen  en  erro- 
res. 

Las  estadísticas  no  aprecian,  además. 


con  el  mismo  criterio  lo  que  debe  enten- 
derse por  procedencia  y  destioo  de  las 
mercaderías.  Algunas  califican  esta  pro- 
cedencia ó  destino  atendiendo  al  país 
que  produce  ó  consume  el  artículo,  otras 
toman  en  cuenta  el  nombre  del  país  de 
cuyo  comercio  sale  ó  á  cuyo  comercio  en- 
tra la  mercadería  y  no  faltan  por  último 
estadísticas  que  hacen  la  designación  se- 
gún los  puertos  de  embarque  ó  descarga. 

No  existe  correspondencia  entre  las  es- 
tadísticas comerciales  de  los  diferentes 
países  cuando  no  descansan  sobre  idén- 
ticas unidades,  y  en  la  mayorpartede  los 
casos  hay  que  hacer  cálculos  para  com- 
probar los  resultados  que  arrojan. 

La  Delegación  Chilena  presentó  una 
exposición  sobre  la  conveniencia  de  arre- 
glar las  estadísticas  comerciales  de  Amé- 
rica conforme  á  un  mismo  plan  y  méto- 
do, y  la  Oficina  de  las  Repúblicas  Ameri- 
canas quedó  encargada  de  hacer  los  es- 
tudios correspondientes. 

Un  acuerdo  de  la  Conferencia  crea  en 
la  Oficina  de  las  Repúblicas  Americanas 
una  sección  encargada  de  recoger  infor- 
maciones sobre  las  obras  públicas  pro- 
yectadas en  los  países  de  América  y  só- 
brelas bases  ó  condiciones  con  arreglo  á 
las  cuales  se  otorguen  las  concesiones 
fiscales  de  tierras,  bosques  6  minas  y  las 
facilidades  y  garantías  que  se  den  para 
su  explotación. 

Estos  datos  quedarán  en  la  Oficina  á 
disposición  de  las  personas  interesadas 
y  de  los  gobiernos. 

La  publicación  de  estas  informaciones 
tiende  al  desenvolvimiento  de  los  recur- 
sos naturales  de  América,  cuy  as  riquezas 
yacen  inexplotadas  por  falta  de  capita- 
les, que  ignoran  las  oportunidades  de  in- 
versión que  les  ofrece  este  Continente. 


DERECHO 


83 


La  difusión  de  los  datos  que  reuniría 
la  Oficina  está  destinada  á  atraer  la  co- 
locación de  capitales  en  los  países  ameri- 
canos y  á  estimular  la  formación  de  em- 
presas industriales  para  la  explotación 
de  las  riquezas  de  América  ó  la  construc- 
ción de  sus  obras  públicas. 

Dice  un  acuerdo  de  la  Conferencia: 

**La  próxima  Conferencia  de  los  Esta- 
dos Americanos  prestará  toda  atención 
al  siguiente  asunto: 

'*E1  estudio  de  las  leyes  que  rigen  las 
concesiones  públicas  en  los  diversos  paí- 
ses de  América,  para  recomendar  á  la 
consideración  de  los  gobiernos  america- 
nos los  acuerdos  ó  disposiciones  que  me- 
jor contribuyan  al  desarrollo  industrial 
y  al  de  los  recursos  naturales  de  las  re- 
públicas del  Continente". 

La  Oficina  quedó  encargada  de  presen- 
tar á  la  próxima  Conferencia  una  memo- 
ria especial  sobre  las  leyes  relativas  á  los 
asuntos  antes  mencionados,  que  rijan 
hoy  en  las  diversas  repúblicas  del  Conti- 
nente. 

Resolvió  la  Conferencia  recomendar  á 
los  Gobiernos  representados  hacer  un  es- 
tudio detallado  sobre  el  sistema  mone- 
tario vigente  en  cada  uno  de  esos  países, 
su  historia,  las  fluctuaciones  del  tipo  de 
cambio  que  han  tenido  lugar  en  los  últi- 
mos veinte  años,  confección  de  tablas 
que  demuestren  la  influencia  de  las  refe- 
ridas fluctuaciones  sobre  el  comercio  y  el 
desarrollo  industrial. 

Estos  estudios  deberán  pasar  á  la  Ofi- 
cina Internacional  que  hará  un  resumen 
de  ellos. 

La  Conferencia  recomienda  la  celebra- 
ción de  un  Congreso  cafetero  que  estu- 
die las  medidas  que  puedan  tomarse  en 


beneficio  de  los  productores  de  café,  y 
combata  la  crisis  que  desde  hace  años 
viene  haciéndose  sentir  en  esta  industria. 
El  Congreso  tendrá  lugar  en  San  Pa- 
blo. 

En  materias  sanitarias  la  Conferencia 
de  Río  recomendó  á  las  repúblicas  ame- 
ricanas la  adopción  de  la  convención 
Sanitaria  Internacional  de  Washington, 
celebrada  en  1905,  que  se  inspira  en  las 
resoluciones  de  la  Convención  Sanitaria 
de  Paris  de  1903,  vigente  en  casi  todos  los 
países  de  Europa,  cuyos  preceptos  adqui- 
rirían por  esta  aceptación  un  carácter 
de  universalidad  que  aumentaria  su  al- 
cance y  eficacia. 

Hace  asimismo  presente  la  convenien- 
cia de  que  los  gobiernos  americanos 
manden  delegados  á  la  Conferencia  Sani- 
taria Internacional  que  debe  celebrarse 
en  Méjico  en  1907,  con  instrucciones  so- 
bre los  puntos  siguientes: 

'*a)  Medios  prácticos  de  hacer  efecti- 
va la  segunda  de  las  presentes  recomen- 
daciones (adopción  de  medidas  encami- 
nadas á  obtener  el  saneamiento  de  las 
ciudades  y,  especialmente,  de  los  puer- 
tos); 

b)  Establecimiento  y  reglamentación 
en  cada  uno  de  los  países  americanos  de 
una  comisión  compuesta  de  tres  autori- 
dades médicas  ó  sanitarias,  para  cons- 
tituir, bajo  la  dirección  de  la  Oficina 
Sanitaria  Internacional  establecida  en 
Washington ,  una  Comisión  Sanitaria  In- 
ternacional informadora  de  las  Repúbli- 
cas Americanas,  con  atribuciones  para 
reunir  y  comunicarse  datos  referentes  á 
la  sanidad  pública  y  para  lo  demás  que 
la  Con  vención  juzgare  conveniente. 

c)  Establecimiento  y  reglamentación, 
en  el  lugar  de  la  América  del  Sur  que  \a 
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Convención  designe,  de  un  Centro  de  In- 
formación Sanitaria  que  proporcione  á 
la  Oficina  Sanitaria  Internacional  ya 
existente,  los  elementos  necesarios  para 
cumplir  las  recomendaciones  5*,  6*  y  7* 
sobre  Policía  Sanitaria,  hechas  por  la 
segunda  Conferencia  Internacional  Ame- 
ricana; 

d)  Establecimiento  de  relaciones  entre 
la  Oficina  Sanitaria  Internacional  esta- 
blecida en  Washington  y  el  Burean  Sani- 
taire  International  de  París,  á  fin  de  ob- 
tener la  mejor  información  en  materias 
sanitarias,  y  de  tomar  acuerdos  que  tien- 
dan al  objeto  encomendado  á  una  y  otra 
oficina. 

Las  conferencias  americanas  siempre 
han  tratado  con  gran  interés  el  proyec- 
to de  unir  por  riel  á  los  Estados  Unidos 
con  las  repúblicas  más  australes  de  la 
América  del  Sur. 

La  Conferencia  de  Washington  dispuso 
que  un  cuerpo  de  ingenieros  estudiara  los 
diferentes  trazados  que  podría  seguir  el 
Ferrocarril  Pan-Americano.  Los  ingenie- 
ros estuvieron  empeñados  en  su  tarea 
desde  1892  hasta  1898;  publicaron  los 
resultados  de  sus  exploraciones  en  una 
obra  de  siete  volúmenes,  de  los  cuales 
cuatro  son  de  texto  y  tres  de  mapas  y 
perfiles. 

Dice  de  estos  trabajos  Mr.  Pepper: 

"En  ellos  se  describe  el  territorio  que 
el  gran  camino  deberá  recorrer,  y  se  ex- 
plican los  problemas  de  ingeniería  y  de 
otras  clases  que  habrá  que  resolver  para 
construirlo,  dándose  al  mismo  tiempo 
una  noticia  tan  completa  como  era  posi- 
ble de  los  recursos  respectivos  de  las  lo- 
calidades por  donde  tiene  que  pasar  la 
vía,  y  del  volumen  del  tráfico  que  proba- 
blemente se  desenvolverá,  por  consecuen- 


cia de  ésta,  en  las  mismas  regiones.  Co 
mo  complemento  de  estos  informes  se 
agregó  á  ellos  un  presupuesto  á  grandes 
rasgos  del  costo  aproximado  de  la  cons- 
trucción de  la  línea  troncal  y  sus  ra- 
males. 

Puede  decirse  de  un  modo  general  que 
las  conclusiones  á  que  llegaron  los  inge- 
nieros han  sido  aceptadas  sin  dificultad. 
Sus  trabajos,  los  primeros  de  su  género 
á  este  respecto,  habrán  de  ser  en  todo 
tiempo  la  base  en  que  descanse  todo  es- 
tudio comprensivo  de  un  ferrocarril  que 
reúna  la  América  Central  con  la  del  Sur. 

"Una  demostración  del  valor  práctico 
inmediato  de  los  informes  de  la  Comisión 
Exploradora,  de  que  aquí  se  está  tratan- 
do, se  encuentra  en  el  uso  que  de  ellos  se 
ha  hecho  para  la  construcción  de  algu- 
nos trozos  ó  trayectos  parciales,  que  for- 
marán como  eslabones  de  la  g^an  cade- 
na del  Ferrocarril  Pan- Americano.  Esto 
se  ha  visto  prácticamente  en  la  línea  re- 
cientemente concluida  entre  Oroya  y  el 
cerro  de  Pasco,  en  el  Perú,  cuya  línea  es 
una  sección  directa  del  Ferrocarril  Inter- 
continental, y  en  la  prolongación,  que 
quedó  concluida  en  Guatemala  en  no- 
viembre de  1903,  del  Ferrocarril  Central 
de  aquella  República,  que  forma  parte 
integrante  del  mismo  sistema.  Es  proba- 
ble que  dentro  de  poco  tiempo  se  efectua- 
rá una  nueva  prolongación  de  esta  últi- 
ma línea  hasta  llegar  á  Ayutla,  en  la 
frontera  mejicana". 

Después  nada  se  hizo  por  adelantar  los 
trabajos  del  Ferrocarril  Pan-Americano 
hasta  que  se  reunióla  Segunda  Conferen- 
cia, que  deseando  continuar  de  una  ma- 
nera permanente  los  trabajos,  dispuso 
que  el  Presidente  de  la  Conferencia  nom- 
brase una  comisión  de  cinco  miembros 
residentes  en  Estados  Unidos,  que  diera 
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principio  á  sus  funciones  una  vez  clausu- 
rada la  Conferencia.  La  Comisión  Per- 
manente del  Ferrocarril  Pan -Americano 
tiene  su  asiento  en  Washington;  su  pre- 
sidente, Mr.  Davis,  presentó  á  la  Confe- 
rencia de  Río  un  informe  sobre  Vos  traba- 
jos de  la  Comisión. 

La  Conferencia  de  Méjico  recomendó  el 
envío  **dentro  de  un  año,  de  personas 
caracterizadas  y  competentes  á  los  di- 
versos países  de  América,  que  fijen  con 
certeza  los  recursos  de  cada  país,  la  si- 
tuación y  condición  de  los  ferrocarriles 
hoy  en  explotación,  el  estado  actual  del 
comercio  y  las  expectativas  de  tráfico 
para  una  línea  ínter-Continental,  en  ca- 
so de  que  llegue  á  terminarse,  y  qué  con- 
cesiones haría  cada  uno  de  los  respecti- 
vos gobiernos  á  la  empresa". 

En  cumplimiento  de  esta  recomenda- 
ción Mr.  Charles  Pepper,  delegado  norte- 
americano á  la  Conferencia  de  Méjico,  re- 
corrió la  América  del  Centro  y  del  Sur  y 
presentó  á  su  regreso  un  extenso  informe 
sobre  el  viaje. 

En  un  banquete  que  Mr.  Davis,  Presi- 
dente de  la  Comisión  del  Ferrocarril,  dio 
en  Washington,  en  mayo  de  1905,  los  re- 
presentantes diplomáticos  de  varias  re- 
públicas hablaron  sobre  los  ferrocarri- 
les construidos  o  proyectados  por  sus 
gobiernos.  En  el  banquete  se  leyó  una 
carta  de  Mr.  Carnegie,  miembro  de  la 
Comisión  en  la  cual  propone  la  idea 
de  que  los  Estados  Unidos  contribuirán 
con  $  100.000.000  á  la  construcción  del 
ferrocarril  si  las  repúblicas  hispano  ame- 
ricanas concurren  con  otro  tanto.  Mr. 
Elkins,  presidente  de  la  Comisión  de  Co- 
mercio del  Senado  norte-americano,  pro- 
metió su  apoyo  á  la  idea,  por  el  gran  de- 
sarrollo que  el  comercio    internacional 


tomaría  con  el  Ferrocarril  Pan-Ameri- 
cano. 

La  Comisión  hace  una  activa  propa- 
ganda en  favor  del  proyecto,  publica  ar- 
tículos en  los  diarios,  revistas  y  enciclo- 
pedias con  la  mira  de  despertar  el  interés 
de  la  opinión  pública  por  el  Gran  Ferro- 
carril. 

Entre  otras  delegaciones,  la  de  Chile 
presentó  una  exposición  sobre  sus  ferro- 
carriles de  importancia  internacional. 

Las  resoluciones  de  la  Tercera  Confe- 
rencia sobre  el  Ferrocarril  Pan- America- 
no son  las  siguientes: 

-a 

**1*^  Confirmar  la  existencia  de  la  Co- 
misión Permanente  del  Ferrocarril  Con- 
tinental; 

2^  El  Consejo  Directivo  de  la  Oficina 
Internacional  de  las  Repúblicas  Ameri- 
canas podrá  aumentar  el  número  de  los 
miembros  de  la  Comisión,  ó  reemplazar- 
los en  caso  necesario,  en  vista  de  los  in- 
formes de  su  Presidente. 
b 

**1^  Que  con  el  objeto  de  contribuir, 
dentro  del  menor  plazo  posible,  á  la  ter- 
minación del  Ferrocarril  Pan-Americano, 
cada  república,  al  fomentar  la  construc- 
ción de  trazos,  que  sirvan  intereses  lo- 
cales, disponga  seguir,  hasta  donde  sea 
factible,  el  trazo  intercontinental; 

2^  Que  cada  Estado  en  que  haya  tra- 
mos por  construir,  procure  organizar 
cuerpos  de  ingenieros  destinados  á  com- 
pletar los  planos,  especificaciones,  plie- 
gos de  condiciones  y  presupuestos,  que 
sirvan  como  base  para  fijar  el  capital 
necesario  á  la  construcción; 

3^  Que  los  gobiernos  de  los  diferentes 
Estados  determinen  cuanto  antes  las 
concesiones  de  terreno,  subvenciones,  ga- 
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rantías  de  interés  sobre  el  capital  inver- 
tido, exención  de  derechos  aduaneros 
para  el  material  de  construcción  y  ex- 
ploración y  cualesquiera  otros  auxilios 
que  estimen  conveniente  otorgar; 

4*^  Que  los  gobiernos  designen  una  per- 
sona 6  centro  que  se  mantenga  en  comu- 
nicación constante  con  la  Comisión  Per- 
manente del  Feírocarril  Continental,  á 
fin  de  suministrarle  y  obtener  de  ella  in- 
formes y  datos  relativos  á  la  Empresa. 
c 
** Expresar  su  reconocimiento  hacia 
aquella  corporación  por  el  celo,  inteligen- 
cia y  perseverancia  que  ha  puesto  al  ser- 
vicio de  una  obra  que  contribuirá  á  for- 
talecer y  consumará  prácticamente  la  uni- 
dad de  América." 


III 


En  un  espacio  de  tiempo  relativamente 
corto  la  Conferencia  de  Río  despachó  to- 
dos los  asuntos  encomendados  ásu  estu- 
dio; en  el  período  comprendido  entre  el 
23  de  julio,  en  que  celebró  su  primera  se- 
sión, y  el  27  de  agosto,  fecha  de  !a  sesión 
de  clausura,  celebró  catorce  sesiones  ordi- 
narias y  dos  extraordinarias:  una  dedi- 
cada á  la  recepción  de  Aír.  Root,  y  otra 
destinada  á  manifestar  el  sentimiento  de 
las  repúblicas  hermanas  por  el  terremoto 
que  ocurrió  en  Chile  el  16  de  agosto. 

Puede  decirse  que  la  Conferencia  no  se 
reunió  sino  para  sancionar  los  acuerdos 
de  las  comisiones,  en  cuyo  seno,  sin  des- 
pliegue oratorio,  se  hizo  labor  tranquila 
y  eficaz.  En  las  comisiones  encargadas 
de  informar  los  temas  más  importantes 
figuraba  un  delegado  de  cada  pais  repre- 
sentado en  Río,  de  manera  que  las  reco- 
mendaciones y  proyectos  llegaban  á  la 
Conferencia  seguros  de  su  aprobación. 


La  expedición  con  que  trabajó  la  Con- 
ferencia se  debe,  en  primer  lugar,  á  que 
pudo  entrar  en  materia  desde  el  primer 
día,  sin  perder  tiempo  discutiendo  la  pre- 
paración del  programa  y  reglamento, 
que  habían  sido  elaborados  cuidadosa- 
mente por  el  Consejo  Directivo  délas  Re- 
públicas Americanas  en  Washington. 

La  experiencia  de  las  conferencias  an- 
teriores ha  sido  aprovechada,  sin  duda, 
para  redactar  e»  reglamento  de  la  Confe- 
rencia de  Río,  cuya  organización  prácti- 
ca y  eficiente  permitió  el  despacho  rápi- 
do y  expedito  de  los  asuntos.  El  uso  de 
la  palabra  estaba  limitado  en  la  primera 
discusión  á  media  hora,  y  á  cinco  minu- 
tos en  los  debates. 

La  Conferencia  de  Río  ha  sido  la  prime- 
ra de  las  Conferencias  americanas  en  que 
ha  reinado  la  armonía  y  un  sincero  an- 
helo de  trabajar  en  pro  de  las  aspiracio- 
nes comunes  del  Continente;  ningún  país 
procuró    obtener   ventajas   á  costa   de 
otro,  ni  alterar  su  situación  política  res- 
pecto de  los  demás.  La  Conferencia  res- 
petó el  programa,  que  escluía  los  asun- 
tos que  habrían  podido  despertar  resis- 
tencias, y  una  sabia  disposición  del  re- 
glamento prevenía  las  sorpresas  desa- 
gradables y  perturbaciones  consiguien- 
tes. 

No  hubo  en  Río  como  en  Méjico  discu- 
siones violentas  y  acaloradas,  ni  acuer- 
dos políticos  de  resonancia.  Talvez  por 
esto  no  alcanzaron  sus  labores  la  reper- 
cusión de  los  debates  de  la  Conferencia 
de  Méjico.  En  cambio,  la  Conferencia  de 
Río  ha  sido  la  primera  que  respondió  ne- 
tamente á  los  ideales  y  propósitos  que 
inspiran  la  reunión  de  estas  asambleas. 
**No  es  la  misión  de  las  conferencias,  dijo 
don  Joaquin  Nabuco  en  su  discurso  de  sa- 
ludo á  Mr.  Root,  obligar  á  ninguno  de 
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JOS  Estados  que  las  componen  á  aceptar 
nada  que  no  estuvieran  dispuestos  á  ha- 
cerpor  su  propia  iniciativa; ella  reconoce 
que  su  función  es  solamente  dar  su  san- 
ción colectiva  á  lo  que  ya  se  haya  torna- 
do unánime  en  la  opinión  de  todo  el  Con- 
tinente". Es  de  esperar  que  las  futuras 
conferencias  continúen  por  este  camino, 
y  que  hayan  cesado  una  vez  por  todas 
las  tentativas  de  convertirlas  en  congre- 
sos llamados  á  resolver  los  problemas 
políticos  pendientes  en  América. 

Si  bien  la  Conferencia  de  Río  no  ha  da- 
do solución  definitiva  á  todos  los  temas 
que  figuran  en  el  programa,  por  escasez 
de  tiempo  6  falta  de  elementos,  ella  ha 
organizado  los  trabajos  que  harán  fruc- 
tíferas las  futuras  conferencias. 

Muchos  de  esos  asuntos  han  sido  tra 
tados  en  congresos  especiales  en  el  Viejo 
Mundo.  Característica  de  nuestro  tiem- 
po es  la  formación  de  las  uniones  inter- 
nacionales para  proteger  los  intereses 
económicos  generados  por  la  creciente 
solidaridad  universal.  A  esta  tendencia 
deben  su  nacimiento  la  Unión  Postal,  la 
Unión  para  la  Protección  de  la  Propie- 
dad Literaria  y  Artística,  la  Unión  Mo- 
netaria y  Telegráfica,  la  Unión  para 
transportes  de  mercaderías  por  ferroca- 
rriles, para  la  publicación  de  derechos 
aduaneros,  las  convenciones  sanitarias, 
de  tráfico  marítimo,  etc.,  etc.  Los  intere- 
ses á  cuya  protección  obedece  la  forma- 
ción de  estas  uniones  están  consultados 
en  los  programas  de  las  conferencias 
americanas.  Ellas  han  arribado  á  algu- 
nas convenciones  sobre  esas  materias,  ó 
han  encomendado  su  estudio  á  congresos 
especiales  (sanitarios,  aduaneros,  de  co- 
dificación del  Derecho  Internacional  Pú- 
blico y  Privado),  cuyos  trabajos  com- 


pletan la  obra  de  las  conferencias  inter- 
nacionales americanas. 

Las  convenciones  y  acuerdos  de  las 
conferencias  van  creando  un  derecho  pú- 
blico americano. 

No  sen  inmediatos  los  frutos  de  las 
conferencias.  El  trabajo  que  ellas  hacen 
beneficiará  á  las  generaciones  venideras. 
Los  principios  que  ellas  proclamen  tie- 
nen que  seguir  su  gestación  lenta  hasta 
que  se  incorporen  en  la  práctica  del  dere- 
cho, hasta  que  sea  tan  general  su  acep- 
tación que,  llegado  el  caso  de  aplicarse, 
ningún  país  se  atreva  á  desconocerlos. 
Es  la  historia  de  todos  los  progresos  que 
en  el  orden  jurídico  internacional  ha  rea- 
lizado el  siglo  XIX. 

Con  admirable  precisión  y  sentido 
práctico  caracterizó  Mr.  Root  las  confe- 
rencias en  el  discurso  que  pronunció  en 
la  sesión  que  en  su  honor  celebró  la  ter-* 
cera  Conferencia  Internacional  Ameri- 
cana. 

'*No  es  por  medio  del  aislamiento,  dijo 
Mr.  Root,  que  se  ha  llegado  á  este  resul- 
tado, ni  por  él  ha  de  continuarse  en  el 
progreso.  Ninguna  nacionalidad  puede 
vivir  aislada  en  si  propia,  y  sin  embar- 
go, continuar  viviendo-.  El  desarrollo  de 
toda  nación  es  una  parte  del  desarrollo 
de  los  pueblos  de  su  raza.  Podrá  haber 
quienes  vayan  al  fíente  y  quienes  queden 
rezagados,  pero  ningún  pueblo  puede  por 
mucho  tiempo  seguir  al  frente  del  pro- 
greso humano,  y  ningún  pueblo  que  esté 
destinado  á  desaparecer,  puede  tampoco 
quedar  muy  rezagado.  Sucede  con  los 
pueblos  lo  que  con  los  individuos;  el  mu- 
tuo cambio,  la  asociación,  el  mejora- 
miento del  egoismo  por  la  influencia  del 
juicio  de  los  demás,  ensanchando  los 
puntos  de  vista  por  medio  de  la  expe- 
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rienda  y  las  ideas  de  sus  semejantes,  la 
aceptación  del  nivel  moral  de  una  socie- 
dad cuyas  reglas  de  conducta  son  de  de- 
sear, tales  son  las  condiciones  para  el 
progreso  de  una  civilización.  Todo  pueblo 
cuya  mente  no  se  abre  al  progreso  del 
mundo,  cuyo  espíritu  no  se  siente  movi- 
do por  las  aspiraciones  y  los  éxitos  de  la 
humanidad,  que  lucha  en  todo  el  mundo 
por  la  libertad  y  la  justicia,  ha  de  quedar 
postergado  por  la  civilización  en  su  be- 
néfica y  segura  marcha. 

"El  promover  este  cambio  y  auxilios 
mutuos  entre  las  repúblicas  americanas, 
empeñadas  en  la  misma  grande  labor, 
Inspiradas  por  el  mismo  ideal,  y  profe- 
sando los  mismos  principios,  entiendo 
ser  la  obra  de  la  presente  Conferencia 
Americana.  No  hay  uno  solo  de  nuestros 
países  que  no  pueda  prestar  algún  bene- 
ficio á  los  demás;  no  hay  uno  sólo  que 
no  haya  de  recibir  algún  beneficio  de 
ellos;  no  hay  uno  solo  que  no  haya  de 
ganar  con  la  prosperidad,  la  paz  y  la  fe- 
licidad de  todos. 

**Según  vuestro  programa,  no  ha  de 
realizarse  cosa  alguna  de  grande  efecto; 
no  han  de  discutirse  cuestiones  políticas; 
no  ha  de  ajustarse  controversia  algu- 
nas; no  ha  de  decidirse  punto  alguno  so- 
bre la  conducta  de  los  Estados;  pero  sí 
han  de  considerarse  muchos  temas  que 
han  de  suministrar  los  medios  de  remo- 
ver obstáculos  al  mutuo  intercambio, 
establecer  para  beneficio  común  los  ade- 
lantos que  se  han  llevado  á  cabo  por  ca- 


da una  de  las  naciones,  en  sa,Í3er,  expe- 
riencia y  empresas,  en  la  solución  de  di- 
fíciles cuestiones  de  gobierno,  en  los  cri- 
terios de  ética,  en  el  perfeccionamiento 
de  conocernos  unos  á  otros,  y  en  la  re- 
moción de  las  falsas  apreciaciones,  de  las 
malas  inteligencias  y  de  los  prejuicios 
que  de  ellos  se  derivan,  que  son  tan  fe- 
cundos origenes  de^  controversia.. 

**Y  hay  algunos  puntos  del  prog^rama 
que  invitan  á  una  discusión  qtxe    puede 
llevar  á  las  repúblicas  americana^s  á  con- 
venir sobre  principios,  cuya  general  apli- 
cación en  la  práctica  sólo  puede  r"ealizar- 
se  en  el  porvenir  por  medio  de  un  largo  y 
paciente  esfuerzo.  Algún  adelanto  puede 
llevarse  á  cabo  ahora,  para  alcanzar  el 
imperio  de  la  justicia  y  de  la  paz  éntrelas 
naciones,  en  sustitución  de  la  fuerza  y  de 
la  guerra. 

**No  en  una  sola  conferencia,  ni  por  un 
sólo  esfuerzo,  puede   realizarse  mucho. 
Trabajáis,  vosotros,  más  para  el  porve- 
nir que  para  el  presente;  pero  si  se  da  eJ 
impulso  debido,  si  se  establece  la  debida 
tendencia,  los  resultados  de  la  labor  de 
vosotros  aquí  continuará  entre  los  mi- 
llones de  habitantes  del  Continente  ame- 
ricano, por  largo  tiempo  después  que  ha- 
yáis terminado,  largo  tiempo  después  de 
vuestras  vidas,  con  incalculables  benefi- 
cios para  todos  nuestros  queridos  paí- 
ses, quienes  quiera  Dios,  continúen  libres, 
independientes  y  felices,  por  los  siglos." 

Julio  Philippi 
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JURISPRUDENCIA  CIVIL  LEY  DE  ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 


Ley  de  30  de  enero  de  1900  (artículos 
1*^  y  2"^).— Entiéndese  por  accidente  del 
trabajo  toda  lesión  corporal  que  el  ope- 
rario sufra  con  ocasión  ó  por  consecuen- 
cia del  trabajo  que  ejecuta  de  cuenta  aje- 
na; por  patrono,  el  particular  ó  compa- 
ñía, propietario  de  la  obra,  explotación 
6  industria  donde  el  trabajo  se  preste;  y 
finalmente,  por  operarioy  todo  el  que  de 
modo  habitual  ejecute  un  trabajo  ma- 
nual fuera  de  su  domicilio  por  cuenta 
ajena. 

Como  se  ve,  el  artículo  1^  de  la  ley  de- 
termina, definiéndolos,  los  9onceptos  de 
accidente,  patrono  y  obrero,  que  son  fun- 
damentales para  la  adecuada  interpreta- 
ción de  la  especialidad  de  sus  preceptos. 
En  lo  que  hace  al  accidente,  limitado  en 
la  letra  del  texto  legal  á  toda  lesión  cor- 
poral sufrida  por  el  operario  con  ocasión 
ó  por  consecuencia  del  trabajo,  la  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo  y  la  doc- 
trina de  las  Audiencias  territoriales  ha 

(1)  De  la  «Revista  General  de  Legislación  y  Ju- 
rispruSdncia»  de    Madrid  tiúm.  enero- febrero  1907. 


cuidado  de  establecer  la  diferencia  entre 
el  accidente  causado  por  un  acto  mate- 
rial en  la  integridad  física  de  quien  lo  su- 
fre, y  la  enfermedad  que  puede  constituir 
ó  no  un  accidente  por  su  relación  directa  6 
indirecta  con  el  trabajo  que  la  ocasiona- 
ra; estudiando  también  aquel  concepto, 
en  armonía  con  los  principios  jurídicos 
que  informan  la  teoría  sobre  la  culpa  en 
los  hechos  realizados  mediante  negligen- 
cia excusable  ó  inexcusable.  La  doctrina 
establecida  acerca  del  particular  por  el 
Tribunal  Supremo  y  por  los  tribunales  in- 
feriores ssrá  indudablemente  de  impor- 
tancia trascendental,  como  orientación 
segura  en  las  dudas  surgidas  sobre  esa 
ley  especialísima,  que  como  recuerda  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  27  de 
febrero  de  1903,  no  tiene  el  carácter  de 
meramente  benéfica,  y  sí  el  de  asegura- 
dora de  los  accidentes  ó  siniestros  á  que 
están  expuestos  por  la  índole  de  sus  tra- 
bajos los  que  se  hallan  al  servicio  de  las 
empresas  ó  industrias  á  que  aquella  se 
refiere. 


90 


PRIMERA    PARTB 


La  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
17  de  junio  de  1903  determina  con  toda 
precisión  la  diferencia  entre  lo  que  pudié- 
ramos decir  accidente  constituido  por 
enfermedad  y  dolencia,  que  á  los  efectos 
de  la  ley,  no  es  constitutiva  de  acciden- 
te. De  modo  sustancial  pueden  conden- 
sarse los  hechos,  base  de  la  doctrina 
jurídica  proclamada  en  la  expresadasen- 
tencia  en  los  siguientes: 

Admitido  un  operario  en  los  talleres 
de  una  fábrica  destinada  á  la  construc- 
ción de  acumuladores,  y  asignado  al 
departamento  dje  fundición  de  plomos  y 
empastes,  en  la  cual  se  empleaban  sus- 
tancias tóxicas  como  el  óxido  de  plomo 
y  el  ácido  sulfúrico,  fué  aquél  acometido 
á  los  nueve  meses  de  su  admisión  de  ima 
enfermedad  que  le  tuvo  imposibilitado 
para  sus  trabajos  durante  veintinueve 
días,  diagnosticándose  la  dolencia  de 
congestión  cerebral.  Restablecido  com- 
pletamente y  vuelto  á  la  fábrica,  quedó 
asignado  durante  la  primera  quincena  á 
labores  distintas,  ingresando  pasado  ese 
plazo  en  los  talleres  donde  antes  traba- 
jaba, sintiéndose  nuevamente  indispues- 
to y  quedando  después  de  catorce  meses 
de  enfermedad  en  estado  de  completa 
ceguera. 

El  Tribunal  Supremo,  partiendo  de 
tales  supuestos,  estableció  en  la  indicada 
sentencia  de  17  de  junio  de  1903,  como 
adecuada  interpretación  del  artículo  1^ 
de  la  ley  sobre  accidentes  del  trabajo,  la 
siguiente  importantísima  doctrina: 

"Que  si  bien  no  es  posible  confundir  en 
modo  alguno  lo  que  es  un  accidente  del 
trabajo  con  lo  que  constituye  una  enfer- 
medad contraída  en  el  ejercicio  de  una 
profesión  ú  oficio  determinados,  cuando 
esa  enfermedad  no  tiene  una  relación  ab- 
soluta é  inmediata   con   aquéllos,  sino 


que  depende  del  agotamiento  6  desgaste 
natural  de  fuerzas  empleadas  en    los  tra- 
bajos á  que  el  individuo    se  dedique,   es, 
por  el  contrario,    evidente  que    siempre 
que  la  lesión  á  que  se  refiere  el    artículo 
I''  de  la  ley  de  30  de  enero   de    1900,  so- 
brevenga de  una  manera  directa  é    inme- 
diata  por   consecuencia   indudable    del 
manejo  de  sustancias  tóxicas,  se  encuen- 
tra de  lleno  comprendida  en    dicho     pre- 
cepto legal,  ya  porque  la  ley  no  define  el 
accidente  con  referencia  á  un  suceso  re- 
pentino más  ó  menos  imprevisto,    sino 
relacionándolo  con  el  hecho  mismo  cons- 
titutivo de  la  lesión,  ya  porque  dada,   la 
naturaleza  de  esa  clase  de  accidentes  en 
los  establecimientos  en   que  se  emplean 
sustancias  insalubres,  sería   por  demás 
insólito  que  acaecieran  inopinadamente, 
como  acontece  en  otros  trabajos  en  que 
los  operarios  trabajan  manualmente  por 
cuenta  del  patrono. 

*'Que  en  su  consecuencia,  la  lesión  con- 
sistente en  la  pérdida  de  la  vista  sufrida 
por  un  operario  á  consecuencia  de  la 
intoxicación  llamada  saturnina,  con- 
traída con  motivo  de  los  trabajos  que 
aquél  ejecutaba  en  la  fábrica,  no  puede 
menos  de  estimarse  como  un  accidente 
del  trabajo,  porque  afectando  á  su  inte- 
gridad orgánica  le  causó  un  daño  cor- 
poral inherente  á  la  explotación  indus- 
trial, en  la  que  se  empleaban  sustancias 
tóxicas." 

No  obstante  la  claridad  de  la  doctrina 
expuesta  en  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  que  dejamos  transcrita,  resul- 
tará confusa  en  la  práctica  de  los  Tri- 
bunales la  precisa  distinción  entre  el 
acídente  propiamente  tal,  y  la  enferme- 
dad constitutiva  del  mismo.  Una  senten- 
cia de  la  Audiencia  Territorial  de  Ma- 
drid de  11   de   enero   de   este   año,  al 
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establecer  la  línea  divisoria  entre  la  en- 
fermedad constitutiva  del  accidente  y  la 
enfermedad  profesional  contraída  en  el 
trabajo,  hace  radicar  su  diferenciación 
en  que  la  enfermedad-accidente  sobrevie- 
ne de  una  manera  directa  é  inmediata 
por  consecuencia  indudable  del  manejo 
de  sustancias  6  efectos  nocivos  al  orga- 
nismo, mientras  la  enfermedad  profesio- 
nal evolucionando  lentamente  por  la 
naturaleza  especial  de  los  trabajos  á  que 
el  obrero  se  dedica,  llega  á  producir  una 
alteración  en  la  salud,  pudiendo  asegu- 
rarse que  en  ella  el  trastorno  patológico, 
más  bien  se  debe  á  predisposición  orgá- 
nica del  individuo  y  á  omisiones  higiéni- 
cas á  él  imputables,  que  al  manejo  de 
objetos  ó  sustancias  tóxicas.  Y  c  )nse- 
cuente  con  esta  doctrina,  la  Sala  senten- 
ciadora no  estimaba  accidente  del  tra- 
bajo la  afección  saturnina  producida  en 
un  obrero  tipógrafo  por  manejo  de  los 
tipos  de  imprenta,  según  afirmaba  un 
extremo  de  la  prueba  pericial,  pues 
otros  peritos  no  reconocían  como  indu- 
dable que  tal  dolencia  fuese  efecto  del 
saturnismo  ó  intoxicación  por  el  plomo. 
El  ilustre  Médico,  doctor  San  Martín, 
en  una  conferencia  dada  en  la  Academia 
de  Jurisprudencia,  23  de  mayo  de  1903. 
entendía,  acertad  aíslente  demasiado  ge- 
neralizado el  concepto  del  accidente,  y 
al  ampliar  la  vigente  ley  la  definición 
del  proyecto,  que  entendía  tan  sólo  por 
accidente  **toda  lesión  corporal  produ- 
cida por  la  acción  súbita  y  violenta  de 
una  fuerza  exterior",  ha  motivado  las 
innegables  vacilaciones  en  la  jurispru- 
dencia sobre  la  enfermedad  accidente  y 
la  dolencia  profesional  mente  contraída 
en  el  trabajo  por  intoxicaciones  lentas, 
focos  infecciosos,  envenenamientos  debi- 
dos á  falta  de  aejreación  en  los  locales  ó 


lugar  del  trabajo,  etc.,  que  otiginados 
en  las  labores  del  operario,  destruyen 
lentamente  su  organismo  y  producen  el 
agotamiento  de  su  integridad  fisioló- 
gica. 

No  es  menos  interesante  la  teoría  ju- 
rídica del  accidente  en  relación  con  los 
principios  del  perecho  sobre  la  culpa  y 
la  negligencia  excusable  é  inexcusable 
del  obrero.  De  conformidad  á  los  pre- 
ceptos y  al  espíritu  de  la  ley  de  30  de 
enero  de  1900,  ha  dicho  á  este  respecto 
el  Tribunal  Supremo,  la  responsabilidad 
de  los  patronos  por  los  accidentes  que 
sufran  los  obreros  en  el  ejercicio  de  su 
trabajo  se  halla  limitada  á  los  actos  que 
éstos  realizan  naturalmente  para  ejecu- 
tados, sin  exceptuarse  aquellos  actos  di- 
manados del  riesgo  profesional,  ó  sea 
inherente  á  cada  clase  de  trabajo;  pero 
dicha  responsabilidad  no  puede  alcan- 
zar á  los  que  ocurran  por  virtud  de  fuer- 
za mayor,  extraña  al  mismo  y  no  suje- 
tos por  ello  á  las  medidas  de  precaución 
que  debe  adoptar  el  patrono,  ó  de  los 
que  sobrevengan  merced  á  culpa  del  ope- 
rario, constitutiva  de  una  verdadera 
imprudencia  de  su  parte  (sentencia  de  7 
de  noviembre  de  1905). 

Con  mayor  precisión  aún  resulta  de- 
terminado el  concepto  del  accidente  des- 
de el  aspecto  de  su  relación  con  la  res- 
ponsabilidad del  patrono  en  la  impor- 
tante sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  21  de  octubre  de  1903, 

El  principio  de  la  responsabilidad  de 
los  patronos,  en  cuanto  á  la  indemni- 
zación de  perjuicios  al  operario,  por  los 
accidentes  ocurrridos  con  motivo  y  en  el 
ejercicio  de  la  profesión  ó  trabajo  que 
realicen,  resulta  excepcionado  tan  sólo 
por  la  concurrencia  de  fuerza  mayor,  ex- 
traña al  trabajo  en  que  se  produzca  d 
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accidente.  Pues  bien:  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  21  de  octubre  de 
1903,  ha  establecido,  interpretando  los 
artículos  1^  y  2"  de  la  ley  de  30  de  enero 
de  1900,  una  doctrina  digna  del  más  de- 
tenido estudio.  Aún  cuando  el  artículo 
2*^,  recuerda  expresada  sentencia,  esta- 
blece de  modo  general  la  responsabili- 
dad de  los  patronos  por  todos  los  acci- 
dentes qué  ocurran  á  los  obreros  én  el 
ejercicio  6  con  ocasión  de  los  trabajos  á 
ellos  encomendados,  con  la  excepción  de 
los  producidos  por  fuerza  mayor  y  ex- 
traña, esto  no  quiere  decir  que  aquéllos 
deben  responder  de  otros  accidentes  que 
los  que  se  produzcan  con  ocasión  de  los 
actos  que  los  obreros  ejecutaran  natu- 
ralmente para  los  servicios  que  prestan, 
incluso  los  que  revistan  algún  carácter 
de  imprudencia,  si  ésta  deriva  de  la  con- 
fianza que  la  práctica  y  habitualidad  del 
trabajo  inspira,  y  para  cuya  evitación 
impone  la  ley  á  los  patronos  el  deber  de 
adoptar  especiales  medidas  de  seguri- 
dad, pero  nunca  de  los  que  exclusiva- 
mente sobrevienen  por  culpa  notoria  del 
obrero. 

En  los  fundamentos  jurídicos  de  la 
mencionada  sentencia  se  reconoce,  ade- 
más, que  la  ley  de  accidentes  del  trabajo 
no  puede  barrenar  los  principios  funda- 
mentales sobre  las  obligaciones  nacidas 
de  culpa  ó  negligencia  establecidos  en  el 
capítulo  2*^,  libro  4*^,  título  16  del  Código 
Civil,  haciendo  de  tal  suerte  responsable 
al  patrono  del  daño  causado  por  acción 
ú  omisión,  comprendiendo  entre  las  me- 
didas precautorias  que  el  patrono  debe 
adoptar  en  evitación  del  accidente,  actos 
realmente  inecésarios  del  obrero  á  fin  de 
llevar  á  cabo  sus  trabajos,  y  que  extra- 
ños, por  tanto  á  sus  labores,  no  dan  lu- 
gar á  responsabilidad  de  los  patronos. 


En  consecuencia  de  esta  doctrina,  re- 
producida en  la  sentencia  de  7  de  noviem- 
bre de  1905,  si  bien  la  imprudencia  misma 
del  obrero,  cuando  es  excusable,  no  quita 
al  daño  causado  el  carácter  de  accidente, 
ocurrido  con  ocasión  del  trabajo,  y  por 
ello  viene  comprendido  én  la  definición 
del  artículo  l^de  la  ley  de  30  de  enero  de 
1900,  este  precepto  legal  no  es  extensivo 
á  los  actos  innecesarios  realizados  por  el 
operario  con  conocimiento  evidente  de  su 
peligro,  los  cuales  integran  una  tan  no- 
toria imprudencia,  que  lejosde  estarcom- 
prendida  en  el  artículo  57  del  reglamento 
de  28  de  julio  de  1900,  presenta  el  aspec- 
to de  la  culpa  ó  falta  inexcusable  del 
obrero  que  abandona,  rehusa  ó  no  apli- 
ca  los   medios    precautorios   que    debe 
adoptar  para  prevenir  el  accidente,  pues- 
tos á  su  disposición  por  el  patrono. 

La  jurisprudencia  de  los  Tribunales  ex- 
tranjeros ha  definido  con  perfecta  clari- 
dad la  fuerza  mayor  extraña  al  trabajo 
productora  del  accidente,  relacionándola 
con  la  teoría  de  las  obligaciones  nacidas 
de  culpa  ó  negligencia  por  falta  de  previ- 
sión en  el  patrono  de  aquello  que  le  era 
perfectamente  previsible.  Una  exhalación 
que  mata  en  actos  del  trabajo  al  opera- 
rio, es  considerado  como  un  acto  de  fuer- 
za mayor  sin  relación  alguna  con  las  res- 
ponsabilidades impuestas  por  la  ley  al 
patrono  (Sentencia  de  30  de  enero  de 
1900,  Tribunal  civil  de  Bourg);  pero  es 
verdadero  accidente  la  insolación  sufrida 
por  el  operario,  si  recibió  del  patrono  la 
orden  de  continuar  trabajando  en  horas 
de  calor  excesivo  (Sentencia  de  5  de  julio 
de  1901,  Cour  d'Appel  de  París).  El  Tri- 
bunal Supremo,  finalmente,  en  sentencia 
de  12  de  diciembre  de  1905,  al  resolver 
sobre  los  accidentes  ocurridos  con  oca- 
sión de  las  faenas  agrícolas  y  foréstales 
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ha.  establecido  que  la  responsabilidad  de 
los  patronos  sóloes  exigible  con  respecto 
a.1  daño  sufrido  por  el  personal  expuesto 
al  peligro  de  las  máquinas  que  accionen 
por  medio  de  una  fuerza  distinta  á  la  del 
hombre. 

La  doctrina  relativa  al  concepto  de 
operario  en  relación  con  el  derecho  á  la 
indemnización  por  accidentes  del  trabajo, 
es  muy  digna  de  estudio  para  la  interpre- 
tación realmente  extensiva  del  expresado 
concepto. 

Nuestro  Tribunal  Supremo  ha  definido 
el  carácter  de  operario,  interpretando  el 
artículo   1*^  de  la  ley  de  30  de  enero  de 
1900,  en  orden  al  salario,  ó  sueldo  asig- 
nado al  obrero,  á  sus  conocimientos  téc- 
nicos, y  por  último,  en  su  aspecto  de  me- 
ro contratista  de  la  obra.  La  sentencia 
de  27  de  febrero  de  1903, establece  á  este 
propósito:  que  aun  cuando  la  le}'  sobre 
accidentes  del  trabajo  cuida  de  alcanzar 
en  sus  beneficios  más  general  y  principal- 
mente á  los  obreros  y  dependientes  suje- 
tos al  simple  jornaló  salario  con  que  son 
remunerados  por  el  patrono,  en  ninguno 
de  sus  preceptos  existe  base  cierta  para 
establecer  entre  los  operarios  distinción 
alguna  en  razón  al  sueldo  ó  salario  que 
disfruten,  pues  la  ley  que  comprende  en- 
tre sus  disposiciones,  á  personas  que  tie- 
nen asignados  por  sus  funciones  verda- 
deros sueldos,  cuales  son  los  dependien- 
tes de  comercio,  así  como  á  los  que  no 
tienen  ninguna  clase  de  emolumentos;  y 
como  la  razón  legal  es  semejante  en  uno 
y  otro  caso,  nada  sería  más  fácil  que  bur- 
lar los  principios  generales  de  la  ley  dán- 
dola otra  interpretación  respecto  de  ese 
importante  extremo. 

La  jurisprudencia  al  definir  la  respon- 
sabilidad del  patrono  en  cuanto  á  su 
obligación  de  indemnizar  al  operario  por 


los  accidentes  ocasionados  á.éste  con 
ocasión  del  trabajo,  comprendeen  el  con- 
cepto de  obrero,  no  sólo  al  que  cobra  por 
sus  labores  un  jornal  ó  salario,  sino  al 
que  disfruta  un  verdadero  sueldo,  así.co- 
mo  al  que  sin  remuneración  fija  tuviese 
una  participación  en  las  utilidades  en  el 
trabajo  ejecutado. por  cuenta  del  patro- 
no. Basta  para  reputarse  legalmente  co- 
mo operario,  según  la  doctrina  de  la  ex- 
presada sentencia  de  27  de  febrero  de 
1903,  aquel  que  desempeña  las  funciones 
que  le  están  asignadas,  ejecutando  habi- 
tualmente  un  trabajo  manual  fuera  de 
su  domicilio  y  por  cuenta  ajena,  sin  con- 
sideración á  la  remuneración  que  el  obre- 
ro perciba,  pues  la  tendencia  de  la  ley  no 
es  meramente  benéfica  para  los  más  me- 
nesterosos y  sí  el  de  aseguradora  de  los 
siniestro»  que  pueden  sobrevenir  á  cuan- 
tos emplean  su  actividad  al  servicio  de 
los  patronos. 

El  artículo  1.*^  de  la  ley  de  30  de  enero 
de  1900,  al  definir  el  concepto  de  opera- 
rio relacionándolo  con  la  clase  de  traba- 
jos que  pueden  motivar  el  accidente  in- 
demnizable  por  el  patrono,  circunscribe 
el  derecho  á  la  indemnización  á  aquellos 
siniestros  acaecidos  á  los  obreros,  que 
de  modo  habitual  ejecutan  por  cuenta 
ajena  y  fuera  de  su  domicilio  trabajos 
manuales  al  servicio  y  por  orden  del  pa- 
trono, líl  Tribunal  Supremo  (Sentencia 
de  27  de  febrero  de  1903),  considera,  in- 
terpretando extensivamente  la  definición 
legal,  como  operario  al  que  lo  sea  con 
carácter  técnico,  aún  cuando  concurran 
en  él  estudios  ó  título  profesional;  y  por 
ello  declaró  indemnizable  el  accidente 
que  produjo  la  muerte  de  un  maquinista 
de  buque  mercante,  debido  ala  explosión 
de  una  caldera  de  vapor,  sin  que  obstase 
á  despojarle  de  su  carácter  de  operario, 
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el  que  el  damnificado  tuviese  la  catego- 
ría de  oficial,  con  personal  á  sus  órdenes, 
conocimientos  científicos  3'  sueldo  deter- 
minado, porque  ello  no  desvirtuaba  el 
hecho  culminante  de  tener  que  interve- 
nir, dirigir  y  manejar  material  y  ma- 
nualmente la  máquina  del  vapor  donde 
la  explosión  se  produjo  desempeñando 
tales  funciones  de  modo  habitual,  fuera 
de  su  domicilio  y  de  cuenta  ajena. 

La  diferenciación,  por  último,  entre  el 
operario  y  el  contratista  ha  sido  clara  y 
expresamente  establecida  por  la  doctri- 
na del  Tribunal  Supremo,  consignada 
en  sus  sentencias  de  20  de  octubre  de 
1093  y  21  de  septiembre  de  1904,  así 
como  en  otra  de  la  Audiencia  de  Madrid 
de  13  de  enero  de  1G02.  En  la  primera 
de  las  expresadas  sentencias  se  reputa 
contratista  y  no  operario,  á  quien  cele- 
bra un  contrato  con  el  representante  de 
un  Ayuntamiento,  obligándose  á  entre- 
gar á  éste  materiales  que  podía  labrar 
por  sí  o  por  otras  personas  mediante 
una  cantidad  determinada,  puesto  que 
el  contratante  no  entró  al  servicio  del 
Ayuntamiento  para  trabajar  fuera  de  su 
domicilio  á  jornal  ó  á  destajo,  sino  que 
se  constituyó  en  situación  de  contratista 
para  verificar  de  su  cuenta  y  riesgo  las 
obras  concertadas  en  la  laboración  3'  en- 
trega de  determinado  número  de  made- 
ras; doctrina  reproducida  en  la  senten- 
cia de  21  de  septiembre  de  1904.  La  Au- 
diencia de  Madrid,  en  su  sentencia  de  13 
de  enero  de  1902,  entendió,  asimismo, 
que  habiéndose  limitado  el  demandado 
en  concepto  de  patrono,  á  comprar  al 
demandante  la" piedra  que  éste  extraía 
de  una  cantera  que  luego  labraba  por  su 
cuenta,  no  podía  ser  considerado  como 
operario,  ni  aquél  como  patrono,  ni  por 
tanto,  que  por  tal  concepto  viniese  en  la 


obligación  de  indemnizar  el  accidente 
sufrido  por  el  actoi^  con  ocasión  de  su 
trabajo. 

D^l   meditado  estrdio  sobre   la    iuris- 
prudencia  encargada  de  dar  realidad  de 
sustancia  á  la  ley  sobre  accidentes   del 
trabajo,    bien    puede    deducirse,    como 
oportunamente  consigna  la  interesante 
Memoria  publicada  en  1906  por  el  Ins- 
tituto de  reformas  sociales:  que  el  Tribu- 
nal Supremo  ha  interpretado  extensiva- 
mente el  espíritu  general  de  la  le3'  en 
cuanto  al  sujeto  por  ella  beneficiado,  y 
de  modo  más  restrictivo  respecto   á  la 
definición  concreta  del  accidente.   Es  de 
creer,  dada  la  autoridad  en  materia  de 
interpretación  quejustamente  viene  atri- 
buida al  Tribunal  de  Casación,  que   su 
doctrina  tienda  á  concrecionar,  definien- 
do los  conceptos  del  accidente,  las  dife- 
rencias innegables  entre  la  enfermedad 
contraída  en  el  trabajo  y  la  lesión  cor- 
poral sufrida  por  el  obrero  con  ocasión 
ó  motivo  de  sus  labores.  Esas  diferen- 
cias, no  obstante  la  doctrina  acertada- 
mente establecida  hasta  la  actualidad, 
resultan  confusas  é  indeterminadas,   y 
ciertamente    requieren    la   desaparición 
de  las  sombras  que  permiten  la  duda  en 
materia  de  tanta  significación  é  impor- 
tancia como  la  relativa  á  las  relaciones 
jurídicas  entre  el  patrono  y  el   obrero, 
determinantes  de  la  procedencia  ó  impro- 
cedencia de  una  indemnización  por  los 
siniestros  ó  accidentes  de  quien,  en  la 
habitualidad   del   rudo  y  constante  tra- 
bajo, arriesga  su  salud  y  compromete  la 
vida,   que  es  fuente  de  bienestar  y  de 
riqueza. 

P.  González  del  Alba, 

Presidente  de  Sala 
(le  la  Aaiüenc  a  de  Madrid. 


LA  APLICACIÓN  DEL  DERECHO  EXTRANJERO  SEGÚN  EL  CÓDIGO  CIVIL  ALEMÁN 

POR    LUDWIG    ElXD 


En  virtud  del  artículo  661,  inciso  2"^ 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  ale- 
máp,  redacción  antigua,  debía  rehusarse 
el  exequátur  si  el  cumplimiento  del  fallo 
extranjero  tenía  por  efecto  un  acto  pro- 
hibido por  la  ley  alemana.  El  Código  de 
Procedimiento  Civil  en  la  redacción  ac- 
tual ha  reglamentado  de  otra  manera  la 
cuestión  de  reconocimiento  de  un  fallo 
pronunciado  en  el  extranjero.  Se  exclu- 
ye el  reconocimiento  de  un  fallo,  según  el 
artículo  328,  número  4^,  cuando  este 
fallo  por  su  naturaleza  viola  las  buenas 
costumbres  ó  el  efecto  de  una  ley  alema- 
na, cualquiera  que  sea. 

Es  evidente  que  esta  fórmula  vá  mu- 
cho más  allá  que  la  ley  antigua,  está  re- 
lacionada con  el  artículo  30  de  la  ley  de 
introducción  del  Código  Civil,  que  pro- 
hibe la  aplicación  de  una  ley  extranjera 
cuando  viola  las  buenas  costumbres  ó 
está  en  contradicción  con  el  efecto  de 
una  ley  alemana. 

Para  precisar  exactamente  los  casos 
en  que  no  es  permitido  al  juez  alemán 
reconocer  efecto  á  un  fallo  extranjero, 
debemos  examinar  si  la  ley   extranjera 


es  contraria  á  las  buenas  costumbres  ó 
al  efecto  de  una  ley  nacional.  Con  esta 
fórmula  la  ley  ha  otorgado  al  juez  un 
derecho  muy  amplio.  Durante  la  prepa- 
ración del  Código  Civil,  y  en  el  curso  de 
los  debates  parlamentarios,  se  observó, 
y  no  sin  razón,  que  era  quizás  peligroso 
dar  al  juez  un  poder  tan  vasto.  Es  posi- 
ble, hablando  en  abstracto,  y  no  puede 
negarse,  que  se  rehuse  la  aplicación  de 
una  ley  extranjera  en  Alemania  por  una 
interpretación  errónea  y  aún  sin  razón 
suficiente.  La  consecuencia  de  una  sen- 
tencia semejante  podría  ser  muy  desa- 
gradable, porque  el  Estado  cuya  ley  no 
se  reconoce  en  Alemania  se  vería  tenta- 
do á  usar  represalias. 

El  concepto  jurídico  en  que  se  basa  el 
artículo  30  es  bastante  claro  y  está  re- 
conocido en  todas  partes  'en  derecho 
internacional.  El  derecho  nacional  debe 
ser  respetado  en  todo  caso  y  á  cualquier 
precio.  No  puede  permitirse  que  se  apli- 
quen leyes  incompatibles  con  sus  princi- 
pios. Pero,  ¿cuándo  existe  una  incom- 
patibilidad completa?  El  artículo  30  nos 
responde   con   una  fórmula  que  contiene 


96 


PRIMERA.  PARTE 


el  germen  de  las  dudas.  Así  vemos  en  la 
literatura  relativa  á  la  interpretación  de 
este  artículo,  que  las  opiniones  se  en- 
cuentran muy  divididas  sobre  lo  que  en- 
tiende la  ley  bajo  la  fórmula  de  este  ar- 
tículo 30,  que  es  incontestablemente  muy 
elástica. 

Es  por  esto  muy  difícil  precisar  los 
puntos  de  vista  de  una  manera  abstrac- 
ta y  sin  embargo  suficiente  para  las  ne- 
cesidades inmediatas  de  la  práctica. 

Las  explicaciones  detalladas  que  se  en- 
cuentran en  el  tratado  de  Zitelmánn, 
Droit  International  privé ^  t.  I,  p.  334- 
368,  hacen  ver  muj'  claramente  estas  di- 
ficultades. Aunque  estas  explicaciones  son 
sin  duda  la  más  importante  publicación 
relativa  á  esta  materia  en  la  literatura 
alemana,  sin  embargo  no  dan  más  que 
una  indicación  para  resolver  cada  caso. 

Sería  injusto  pedir  más.  La  discusión 
jurídica  abstracta  no  puede  dar  más  que 
indicaciones  más  ó  menos  exactas;  pero 
no  podrá  jamás  establecer  reglas  abs- 
tractas y  obligatorias  una  \tt  por  to- 
das, teniendo  en  cuenta  las  formas  múl- 
tiples de  la  vida.  El  concepto  de  las 
"buenas  costumbres**  es  como  el  de  la 
**buena  fe",  se  trata  también  para  la  úl- 
tima esencialmente  de  consideraciones 
de  hecho  que  varían  con  cada  caso.  La 
historia  del  artículo  30  demuestra  que  el 
legislador  ha  evitado  deliberadamente 
establecer  reglas  generales  sobre  la  cues- 
tión, y  precisar  qué  disposiciones  tienen 
un  carácter  exclusivo  y  donde  termina 
la  exclusividad  en  cada  paso. 

Había  el  convencimiento  de  que  no 
existe  regla  general  para  juzgar  todos 
los  casos.  Naturalmente,  se  ha  reconoci- 
do perfectamente  que  una  regla  de  dere- 
cho puede  basarse  en  motivos  morales, 
políticos  ó  económicos,  de  manera  que 


debe  excluirse  la  aplicación  de  una  ley 
contraria. 

Pero  había  acuerdo,  y  con  razón,  en 
que  no  se  podía  resolver  expresamente 
para  cada  caso  particular  si  una  dispo- 
sición presenta  6  nó  este  carácter. 

Hay  que  considerar,  pues,  ante  todo, 
que  debe  tratarse  de  leyes  extranjeras 
cuya  aplicación  ofende  la  ley  nacional. 
Poco  importa  que  la  ley  extranjera  sea 
ó  no  ya  por  sí  misma  incompatible  con 
el  efecto  de  una  ley  alemana:  sólo  impor- 
ta el  que  su  aplicación  haga  nacer  una 
situación  incompatible  con  el  derecho 
nacional.  No  es  necesario  que  la  ley  ale- 
mana, cuyo  efecto  es  incompatible  con  la 
ley  extranjera  tenga  el  carácter  de  una 
lex  cogens;  puede  excluirse  la  aplicación 
de  una  ley  extranjera  aún  tratándose 
de  una  ley  caracterizada  como  lex  dispo- 
sitiva. 

Así  sucede,  sobre  todo  si,  por  razones 
morales,  económicas  ó  de  interés  público, 
debe  atribuirse  á  la  ley  alemíina  una  im- 
portancia considerable. 

En  el  artículo  30  la  ley  habla  de  la 
violación  de  las  buenas  costumbres.  La 
ciencia  y  la  jurisprudencia  están  de  acuer- 
do en  Alemania  sobre  la  extensión  de  la 
noción  de  **buenas  costumbres*'.  Una 
ley  extranjera  viola  las  buenas  costum- 
bres cuando  está  en  contradición  con  las 
ideas  que  dominan  en  Alemania  en  lo 
que  concierne  á  las  prescripciones  déla 
moral. 

Si  una  ley  extranjera  reconoce  como 
legal  la  obligación  de  cometer  una  acción 
estigmatizada  como  inmoral  por  la  opi- 
nión pública  en  Alemania,  el  juez  alemán 
debe  rechazar  la  aplicación  de  esta  ley. 
Por  ejemplo,  la  poligamia  no  está  de 
acuerdo  con  las  Vjuenas  costumbres  en 
Alemania:  la  ley  turca  que  sanciona  esta 
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forma  de  matriraonio,  no  puede,  pues, 
producir  efectos  jurídicos  en  Alemania. 
La  mujer  de  un  turco,  casada  como  se- 
gunda 6  tercera  mujer,  no  puede  exigir 
a^limentos  á  su  marido  domiciliado  en 
Alemania;  el  juez  no  accederá  á  la  deman- 
da, porque  el  segundo  6  tercer  matrimo- 
nio es  nulo  en  Alemania.  Lo  mismo  su- 
cedería con  una  ley  extranjera  que  auto- 
rizara al  padre  para  desheredar  á  los 
hijos  en  caso  de  que  cambien  de  religión. 
Es  contra  las  buenas  costumbres,  y  por 
lo  tanto  absolutamente  nulo,  el  contra- 
to en  que  una  persona  se  obliga,  bajo 
una  cláusula  penal,  á  no  ejercer  su  oficio 
durante  toda  su  vida;  y  es  asimismo 
nulo  el  contrato  en  virtud  del  cual  una 
persona  renuncia  al  derecho  de  natura- 
lización por  cierta  suma.  Pero  la  regla, 
como  acabamos  de  explicarla,  está  so- 
metida á  una  restricción.  Los  efectos  ju- 
rídicos de  un  hecho  que  ha  tenido  origen 
en  país  extranjero  y  en  virtud  de  una  ley 
extranjera,  pueden  ser  reconocidos  en 
Alemania. 

Acabamos  de  constatar  que  la  poliga- 
mia es  mirada  en  Alemania  como  una 
institución  contraria  á  las  buenas  cos- 
tumbres; supongamos  el  caso  siguiente. 
Un  sujeto  turco,  muerto  en  el  territorio 
otomano,  ha  dejado  hijos  de  sus  diferen- 
tes mujeres;  una  parte  de  sus  valores  se 
encuentra  depositado  en  Berlin,  en  el 
Banco  Imperial.  Los  herederos  cobran 
sus  partes;  el  juez  no  puede  negarse  á 
reconocer  que  los  hijos  nacidos  de  estas 
mujeres  tienen  los  mismos  .derechos  que 
7os  hijos  legítimos,  suponiendo  que  ten- 
gan este  derecho  según  su  ley  nacional. 
Pero  el  juez  deberá  negarse  á  reconocer 
derecho  á  los  hijos  del  segundo  matrimo- 
nio, en  caso  que  el  nacimiento  haya  teni- 
do lugar  en  Alemania.   Así  pues,  las  con- 


secuencias jurídicas  de  un  hecho  que  ha 
tenido  origen  en  el  extranjero  pueden 
reconocerse  bajo  ciertas  condiciones, 
aunque  la  ley  extranjera  se  encuentre  en 
desacuerdo  con  las  buenas  costumbres, 
tal  como  se  las  entiende  en  Alemania. 

Se- ha  presentado  la  cuestión  de  saber 
si  puede  aplicarse  una  ley  extranjera  que 
se  halla  en  contradicción  con  el  derecho 
internacional,  ó  si  se  le  debe  excluir  por 
ser  contra  las  buenas  costumbres.  Las 
opiniones  están  divididas.  Zitelmánn 
expone  en  su  Traite  sur  le  droit  Interna- 
tional privé,  tomo  I  página  368,  que  el 
artículo  30  no  estatuye  sobre  esta  cues- 
tión; sin  embargo,  el  eminente  sabio  pre- 
tende que  una  ley  semejante  no  existe  en 
derecho  y  que  por  lo  tanto  es  imposible 
aplicarla. 

Otros  autores  han  pretendido  que  la 
solución  de  esta  cuestión  la  da  el  artícu- 
lo 31  de  la  ley  de  introducción  del  Códi- 
go Civil  alemán,  y  no  el  artículo  30  El 
artículo  31  da  al  canciller  imperial  el  de- 
recho de  ordenar,  con  el  consentimiento 
del  consejo  federal,  medidas  de  retorsión 
contra  un  estado,  sus  subditos  y  sus 
causa-habientes.  Pero  no  puede  apro- 
barse esta  opinión.  Una  ley  contraria  á 
los  principios  reconocidos  en  el  derecho 
de  gentes  actual  se  encuentra  al  mismo 
tiempo  y  en  todo  caso  en  contradicción 
con  las  buenas  costumbres-  Es  cierto 
que  hay  principios  reconocidos  por  el 
derecho  de  gentes  actual  que  no  están 
de  acuerdo  con  las  buenas  costumbres. 
Por  ejemplo,  el  derecho  de  confiscación 
de  las  naves  mercantes  bajo  pabellón 
enemigo,  sancionado  por  el  derecho  de 
guerra  actual,  no  está  de  acuerdo  con 
las  buenas  costumbres.  Pero  no  se  trata 
de  esto.  Una  ley  que  ataque  los  princi- 
pios reconocidos  por  el  derecho  de  gentes 
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es  siempre  una  ley  contra  las  buenas 
costumbres  y  ncxexiste  en  derecho. 

El  derecho  de  gentes  prohibe,  por  ejem- 
plo, el  pillaje;  nadie  puede,  pues,  adqui- 
rir la  propiedad  por  este  medio;  una  per- 
sona que  reivindicara  en  Alemania  una 
casa  adquirida  por  pillaje,  basando  su 
demanda  en  que  su  ley  nacional  no  pro- 
hibe el  pillaje,  fracasaría  siempre.  La 
cuestión  se  halla  sometida,  pues,  al  ar- 
tículo 30,  y  no  al  artículo  31  de  la  ley 
de  introducción. 

No  menos  difícil  que  la  respuesta  á  la 
primera  parte  de  la  cuestión  es  la  solu- 
ción del  punto  de  saber  cuándo  una  ley 
extranjera  está  en  desacuerdo  con  el  efec- 
to de  una  ley  alemana. 

El  legislador  alemán  ha  pensado  en  los 
casos  en  que  la  aplicación  de  una  ley  ex- 
tranjera está  en  contradicción  con  las 
ideas  que  dominan  la  organización  eco- 
nómica, política  y  social  de  la  sociedad 
alemana,  aunque  no  pueda  pretenderse 
que  esta  ley  sea  contraria  á  las  buenas 
costumbres.  El  alcance  de  esta  disposi- 
ción es  mucho  más  considerable  que  el 
de  las  disposiciones  de  los  otros  Códigos 
que  prohiben  la  aplicación  de  una  ley  ex- 
tranjera incompatible  con  el  orden  pú- 
blico. 

El  Reichsgericbt  se  ha  esforzado  en  la 
sentencia  de  23  de  enero  de  1905  (V.  Re- 
vue  de  droit  international  privé  et  de 
droit  penal  international,  t.  I,  1905,  p. 
752,  y  la  nota  de  M.  Trigaut  Geneste), 
en  interpretar  el  artículo  30  de  manera 
que,  por  una  parte,  esté  protegido  el  or- 
den legal  nacional  contra  las  usurpacio- 
nes, pero  que,  por  otra  parte,  sea  posi- 
ble la  aplicación  del  derecho  extranjero. 
Es  claro  que  no  es  obstáculo  parala 
aplicación  de  una  ley  extranjera  el  hecho 
de  que  esta  ley  esté  en  contradicción  con 


una  ley  alemana:  si  tal  hubiera  sido  la 
voluntad  del  legislador,  el  derecho  ex- 
tranjero no  habría  sido  jamás  aplicado. 
Además,  el  mismo  legislador  ordena  en 
muchos  casos  al  juez  la  aplicación  obli- 
gatoria del  derecho  extranjero;  debe, 
pues,  interpretarse  el  artículo  en  un  sen- 
tido más  restringido.  Queda  excluida  la 
aplicación  cuando  la  diferencia  entre  la 
ley  extranjera  y  la  ley  alemana  toca  á 
los  principios  fundamentales  en  que  está 
basada  la  sociedad  alemana  en  lo  que 
concierne  á  la  organización  política,  so- 
cial y  económica.  Es  preciso,  pues,  exa- 
minar en  todos  los  casos  si  la  aplicación 
del  derecho  extranjero  tendría  por  efecto 
el  quebrantamiento  de  estos  principios. 

Se  ha  citado  con  motivo  de  la  discu- 
sión de  la  sentencia  del  Reichsgericbt,  co- 
mo ejemplo  de  un  caso  de  no  aplicación 
de  una  ley  extranjera,  los  antiguos  esta- 
tutos del  derecho  matrimonial  japonés, 
en  virtud  de  los  cuales  la  demanda  de  di- 
vorcio ha  sido  admitida  por  exceso  de 
charlatanería.  Lo  mismo,  no  sería  apli- 
cable la  ley  extranjera  que  admite  la  de- 
manda judicial  de  pago  de  deudas  resul- 
tantes de  ventas  á  término;  el  juez  alemán 
debería  todavía  negarse  á  aplicar  la  dis- 
posición de  una  le\  extranjera  que  prohi- 
ba al  obrero  que  se  retira  exigir  á  su  pa- 
trón un  certificado,  lo  mismo  que  una  ley 
que  impida  á  la  mujer  casada  parecer  en 
juicio  y  litigar  sin  autorización  del  ma- 
rido. 

No  debería  admitirse  ni  el  reconoci- 
miento del  artículo  340  del  Código  Civil 
francés,  ni  una  disposición  que  prohiba 
al  juez  reducir  las  cláusulas  penales.  Có- 
digo Civil  alemán,  artículo  343  (Neu- 
mann,  Anuario,  t.  2,  p.  762).  Se  ha  reco- 
cido como  válido  un  contrato  celebrado 
en  el  extranjero  relativo  á  la   importa- 
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ción  en  Alemania  de  carne  extranjera, 
aunque  la  ley  alemana  prohiba  la  im- 
portación de  carne  (Neumann,  Anuario, 
t.  2.  p.  762).  Pero  no  debe  aprobarse 
esta  sentencia;  por  el  contrario,  un  con- 
trato semejante  es  nulo,  porque  la  pro- 
hibición de  la  importación  de  carne  es 
una  medida  inspirada  por  consideracio- 
nes de  política,  y  en  razón  de  las  medi- 
das necesarias  para  la  crianza  de  gana- 
dos. La  ley  extranjera  que  permita  la  se- 
paración de  cuerpos  por  toda  la  vida 
está  en  contradicción  con  los  principios 
del  derecho  internacional  alemán,  y  no 
puede  aplicarse,  etc. 

Puede  constatarse  que  los  tribunales 
han  interpretado  en  general  el  artículo 
30,  de  acuerdo  con  las  intenciones  del  le- 
gislador. Cuando  se  preparaba  el  Códi- 
go Civil,  se  había  temido  que  la  apli- 
cación de  este  artículo  hiciera  nacer  con- 
flictos de  carácter  internacional.  Feliz- 
mente este  temor  ha  sido  vano,  y  ha^' 
que  convencerse  de  que  la  práctica  no  ha 
de  producir  consecuencias  enojosas  para 
las  relaciones  jurídicas  entre  el  Imperio 
y  las  otras  naciones. 

Se  ha  preguntado  si  la  aplicación  de 
una  ley  extranjera  está  prohibida  cuan- 
do lesiona  los  derechos  de  los  extranje- 
ros, por  ejemplo,  cuando  hace  más  difícil 
la  adquisición  de  tierras  para  los  extran- 
jeros. Los  autores,  que  se  ocupan  de  esta 
cuestión,  dan  en  general  una  respuesta 
afirmativa.  En  realidad,  esta  opinión  es 


preferible  á  cualquiera  otra.  El  segundo 
proyecto  de  Código  Civil  proponía  que 
la  aplicación  de  una  ley  extranjera  que- 
dara excluida  también  cuando  lesionara 
los  derechos  de  los  extranjeros  de  una 
manera  inicua.   Esta  disposición  no  se 
encuentra  en  el  proyecto  presentado  á  la 
Dieta.  Sin  duda,  los  gobiernos  confede- 
rados juzgaron  útil  suprimirlo  por  razo- 
nes de  política  exterior;  probablemente 
los  gobiernos  han  considerado  que  era 
preferible  hacer  uso  del  derecho  de  retor- 
sión contra  un  Estado  cuya  legislación 
lesionara  á  los  extranjeros;  y  el  derecho 
de  dictar  ordenanzas  relativas  á  las  me- 
didas de  retorsión  corresponde  al  canci- 
ller del  Imperio  con  acuerdo  del  consejo 
federal.  A  pesar  de  esto,  el  juez  debe  re- 
chazar la  aplicación  de  una  ley  extranje- 
ra que  es  contraria  al  derecho  alemán, 
basándose  en  el  principio  de  que  el  ex- 
tranjero goza  de  los  mismos  derechos 
que  el  ciudadano  alemán.  Si  el  derecho 
alemán  no  distingue  entre  los  derechos 
de  los  extranjeros  y  los  derechos  de  los 
nacionales,  una  ley  extranjera  que  hace 
una  diferencia  entre  los  derechos  de  los 
unos  y  los  de  los  otros  en  detrimento  de 
los  extranjeros,  está   en  contradicción 
con  el  efecto  de  una  ley  alemana.  La 
igualdad  del  derecho  entre  el  extranjero 
y  el  nacional  es  también  un  principio  so- 
bre que  descansa  la  organización  de  la 
sociedad  actual  en  Alemania. 


LA  CONVENIENCIA  DE  UNA  MAYOR  DIFUSIÓN  DE  LOS  PRECEPTOS  DEL 

DEHECHO  INTERNACIONAL  d) 


El  crecimiento  de  la  influencia  que  la 
opinión  pública  ejerce  sobre  la  política  de 
la  nación,  signo  característico  del  pro- 
greso político  de  nuestra  época,  hace 
cada  día  más  necesario  que  la  gran  masa 
de  habitantes  de  un  país  abrigue  una 
justa  concepción  de  sus  derechos  y  debe- 
res internacionales. 

Los  gobiernos  hoy  día  no  declaran  la 
guerra  sino  cuando  cuentan  con  el  apoyo 
general  y  decidido  del  país;  y  ocurre  á 
veces  que  se  ven  arrastrados  contra  su 
voluntad  á  la  guerra  por  la  presión  de 
un  impetuoso  sentimiento  popular.  No 
es  raro  ver  dos  gobiernos  buscando  con 
paciencia  medios  conciliatorios  para  so- 
lucionar pacíficamente  alguna  dificultad, 
mientras  gran  parte  del  pueblo  de  ambos 
países  observa  una  actitud  compromete- 
dora y  belicosa,  é  insiste  en  una  aprecia- 
ción exagerada  de  sus  propios  derechos, 
que  haríaimposible  una  solución  pacífica 
si  por  ella  se  determinara  la  acción  del  go- 
bierno. 

(I)  Traducido  de  tThe  American  Journal  of  In- 
ternational Law»  Volum  I  First  Quarter — Janua- 
ry  1907. 


Uno  de  los  principales  obstáculos  para 
la  solución  pacífica  de  las  controversias 
internacionales  consiste  en  el  hecho  de 
que  el  negociador  ó  mediador  que  cede 
en  alguna  parte  de  las  pretensiones  ex- 
tremas sostenidas  por  su  país  y  que  re- 
conoce la  justicia  de  cualquier  argumen- 
to del  contendor,  tendrá  que  sufrir  la  re- 
probación   violenta   de  muchos  de  sus 
compatriotas  que  nunca  se  han  tomado 
el  trabajo  de  estudiar  afondo  la  materia 
de  la  controversia  ó  sólo  han  considera- 
do los  argumentos  favorables  á  su  parte. 
Han  pasado  sesenta  y  cuatro  años  desde 
que  se  fijó  la  frontera  Norte  entre  Estados 
Unidos  y  Canadá  porel  Tratado  de  Webs- 
ter-Ashburton  de  1842;  y  aun  hoy  día  hay 
mucha  gente  de  este  lado  de  la  frontera 
que  culpa á  Mr.  Webster  de  habef  sacrifi- 
cado nuestros  derechos  y  mucha  gente  del 
la  do  del  Canadá  increpa  á  Lord-Ashbur- 
ton  el  haber  sacrificado  sus  derechos  en  ese 
tratado.  Ambos  grupos  de  descontentos 
no  pueden  tener  la  razón;  y  no  es  aven- 
turado suponer  que  ninguno  de  los  dos 
la  tenga;  y  sin  embargo  Mr.   Webster  y 
Lord  Ashburton  han  tenido  que  sopor- 
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tar  reproches  y  ataques  por  haber  llega- 
do á  un  arreglo  que  ha  valido  mil  veces 
más,  para  la  paz  y  prosperidad  de  cada 
país,  que  todo  el  territorio  disputado. 

Bn  la  gran  tarea  de  solucionar  sin  gue- 
rra las  controversias  internacionales,  sea 
por  medio  de  negociaciones  6  arbitraje, 
son  condiciones  esenciales  el  buen  sentido 
y  la  buena  voluntad  para  reconocer  los 
argumentos  contrarios  á  nuestras  pre- 
tensiones, como  los  que  se  hacen  á  su  fa- 
vor; y  es  muy  importante  que.  en  cada 
país,  el  pueblo  á  quien  los  negociadores 
representan  y  A  quien  deben  dar  cuenta 
de  su  cometido  esté  en  aptitud  de  apre- 
ciar la  controversia  y  de  juzgir  la  acción 
de  sus  representantes  con  un  criterio  ilus- 
trado y  equitativo. 

Un  medio  de  llegará  esta  condición  tan 
deseable  es  el  de  generalizar  en  el  público 
el  conocimiento  de  los  derechos  y  debe- 
res internacionales  y  formar  en  el  pueblo 
el  hábito  de  imponerse  y  juzgar  los  asun- 
tos internacionales. 

Cuanto  mejor  conoce  el  pueblo  de  un 
país  sus  derechosr  internacionales  tanto 
menos  probable  es  que  llegue  á  formarse 
un  concepto  exagerado  y  extravagrnte 
de  sus  derechos  y  á  sostener  por  las  ar- 
mas pretensiones  injustas;  cuanto  más 
jeneral  y  claro  sea  el  concepto  que  se  han 
formado  de  las  obligaciones  y  deberes 
que  impone  el  derecho  de  gentes,  tanto 
menos  probable  que  resista  las  justas  de- 
mandas de  otros  países  que  exigen  de 
ellos  el  cumplimiento  de  esas  obligacio- 
nes y  deberes;  mientras  más  Tamiliariza- 
do  esté  con  los  preceptos  y  hábitos  de 
nuestro  respeto  y  cortesíainternacional, 
que  según  lo  manifiesta  la  experiencia  son 
indispensables  para  mantener  la  paz  en 
el  mundo,  más  fuerte  será  la  tendencia  á 
llevar  las  discusiones  por  la  prensa  en 


una  forma  que  no  impida  arreglos  pací- 
ficos por  herir  el  sentimiento  público, 
despertar  rencores  y  prejuiciois  de  la  otra 
parte. 

En  toda  comunidad  civil  es  necesario 
tener  tribunales  para  definirlos  derechos 
ó  funcionarios  para  obtener  el  cumpli- 
miento de  la  ley;  y  sin  embargo  la  verda- 
dera base  de  la  paz  6  del  orden  en  que 
vivimos  no  es  el  temor  á  la  fuerza  públi- 
ca, es  la  moderación  (self  restraint)  de 
millares  de  individuos  que  forman  la  co- 
munidad y  su  voluntad  para  obedecer  la 
ley  y  respetar  los  derechos  de  los  demás. 
La  verdadera  base  de  los  negocios  no 
debe  buscarse  en  el  ministro  de  fé  y  en  el 
mandamiento  de  embargo  sino  en  la  ob- 
servancia voluntaria  de  las  normas  de 
conducta  y  obligaciones  que  impone  la 
vida  de  los  negocios,  umversalmente  re- 
conocidas como  esenciales  para  el  éxito 
en  el  comercio.  Es  precisamcate  por  eso 
de  gran  importancia  que  las  contraver- 
sias  entre  naciones  sean  resueltas  por  ar- 
bitraje más  bien  que  por  la  guerra,  y  el 
desarrollo  del  sentimiento  en  favor  de 
estas  soluciones  pacíficas,  es  una  de  las 
cosas  que  más  hablan  en  favor  de  los 
progresos  de  nuestra  jeneración.  Sin  em- 
bargo los  verdaderos  fundamentos  de  la 
paz  entre  los  pueblos  se  hallan  en  el  espí- 
ritu de  justicia  y  equidad  délos  hombres 
que  gobiernan  nuestras  modernas  demoi- 
cracias,  en  su  respeto  por  los  derechos  de 
los  demás  países  y  en  su  deseo  de  solucio- 
nar con  deferencia  é  hidalguía  los  asun- 
tos que  dan  origen  á  conflictos  interna- 
cionales. 

Naturalmente  no  se  puede  esperar  que 
el  pueblo  entero  de  un  país  estudie  dere- 
cho internacional;  pero  un  número  con- 
siderable de  personas  fácilmente  puede 
familiarizarse  lo  bastante  con  esa  ciencia 
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para  conducir  6  formar  la  opinión  públi- 
ca de  cada  comunidad  de  nuestro  país 
en  lo  referente  á  las  cuestiones  interna- 
cionales de  importancia  que  puedan  sus- 
citarse. 

Me  parece  por  estas  razones  que  la  in- 
fl,uencia  de  la  nueva  **Sociedad  America- 
na de  Derecho  Internacionar*  y  la  publi- 
cación de  su  revista  trimestral  será  un 


berie6c¡o  práctico  para  el  pueblo  de  los 
Estados  Unidos  y  recomiendo  la  Asoci  a- 
ción  y  la  Revista  á  la  ayuda  de  las  per- 
sonas estudiosas  que  quieran  contribuir 
al  éxito  de  la  causa  de  la  justicia  y  de  la 
paz  internacionales. 
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HISTORIA  DE  LA  PROPIEDAD  TERRITORIAL  EN  BOLIVIA 


(Sine  amo  re  et  odio). 

TÁCITO. 

Sumario.  —  La  propiedad  territori»!  en  el  régimen 
incásico  y  durante  la  Colonia.— El  tributo  indí- 
gena.— Legislación  en  estas  materias  desde  la  In- 
dependencia hasta  la  época  actual.— Las  comuni- 
dades.— Las  fincas. — El  pongueaje. 

Bajo  el  régimen  incásico,  la  tierra  era 
común  y  repartida  paternalmente  por 
los  incas.  Los  indios  tenian  su  mitíi  6 
prestación  personal  que  efectuaban  por 
turno  en  la  apertura  y  reparación  de  ca- 
minos, en  la  labranza  de  las  tierras  del 
inca  y  de  las  consagradas  al  culto,  en  la 
explotación  de  las  minas  de  oro  y  plata 
y  en  el  ejercicio  de  diversas  industrias 
rurales  y  fabriles.  Esta  especie  de  corvée 
se  distribuía  con  equidad  entre  los  indí- 
genas tomando  en  cuenta  su  situación, 
aptitudes,  tradiciones  y  otras  circuns- 
tancias (1). 

(1)  Para  el  estudio  del  régimen  tribiitario  y  de 
propiedad  tenitoriul  dunmte  el  coloniaje,  hemoe  te- 
nido á  la  vi^ta  el  «Estudio  Histórico  de  Bolivia  l>:ijo 
la  administración  del  general  dcu  José  María  de 
Acb;b),  obra  de  don  llamón  Sotomayor  Yaldó^,  pu- 
blicada por  la  Imprenta  Andrés  Bello,  en  Santiaíjo^ 
el  año  1874. 

DERIfcCHO 


Cuando  la  corona  de  España  extendió 
su  dominación  al  Alto  y  Bajo  Perú,  in- 
tentó mantener  el  régimen  comunario 
establecido  por  los  incas.  Mas,  como  al 
mismo  tiempo  donó  vastas  porciones  de 
tierra  á  los  conquistadores,  sobrevinie- 
ron luego  ventas,  divisiones  y  adjudica- 
ciones del  suelo  que  obligaron  á  introdu- 
cir una  legislación  nueva  en  esta  parte 
del  continente:  la  del  régimen  de  propie- 
dad individual.  Así  nacieron  dos  siste- 
Uias  de  dominio  rural  inmueble:  el  de  co- 
munidad para  la  raza  sometida;  el  de 
propiedad  privada  ¡jara  la  raza  domina- 
dora. 

I*or  cédula  de  1551,  Carlos  V  ordenó 
reducir  á  lo.s  indio  .i  vivir  en  poblacio- 
nes y,  como  señal  (L'  vasallaje,  les  impu- 
so un  tributo  moderado  que  debían  pa- 
gar en  especie  con  ti  producto  de  sus  co- 
sechas. Felipe  II  precisó  más  la  manera 
de  reducción  de  los  indios  y  sus  derechos 
(reconocidos  por  Carlo'^  \  )  á  la  posesión 
de  la  tierra,  pues  í)r(lrn  >  que  los  indíge- 
nas reducidos  conserv.ii  iii  el  goce  de  los 
terrenos  que  antes  huí»*  ran  usufructua- 
do,  sin  más  obligaeitni  (jue  el  pago  del 
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tributo.  Otorgóles  además  el  privilegio 
de  continuar  sometidos  á  la  inmediata 
autoridad  de  sus  antiguos  caciques  6  de 
sus  herederos. 

Urgidos  por  guerras  desastrosas,  Felipe 
II  y  sus  sucesores  dictaron  medidas  para 
hacer  más  productivo  el  tributo  indíge- 
na, al  cual  quedaron  ya  sujetos,  no  sólo 
los  usufructuarios  de  tierras,  sino  todos 
ios  indios,  estableciéndose  una  verdadera 
•capitación  con- empadronamientos  quin- 
quenales efectuados  por  visitadores,  con 
vejatorios  reglamentos  y  requisiciones. 

Pronto  se  impuso  á  los  pobres  aborí- 
genes una  tnitaf  no  suave  y  equitativa 
como  en  tiempos  incásicos,  sino  arbitra- 
ria y  mata4orapara  los  indios  á  quienes 
se  obligó  á  trabajar  en  las  minas,  en  los 
caminos,  en  la  agricultura,  etc. 

Felipe  III,  por  cédula  de  14  de  noviem- 
bre de  1601,  trató  de  atajar  tamaña  ex- 
plotación con  medidas  salvadoras,  que 
fueron  prácticamente  anuladas  por  la 
nueva  cédula  de  16  de  mayq  de  1609. 

"Cuando  el  tributo  se  hizo  extensivo  á 
todos  los  indios,  fué  necesario  dictar  nue- 
vas reglas  y  tomar  en  consideración  sus 
diversas  condiciones  industriales.  Se  lia 
marón  comunarios  de  origen  6  simple, 
mente  originarios  los  indios  que  habían 
reasumido  la  posesión  de  las  tierras  de 
que  habían  disfrutado  ellos  ó  sus  fami. 
lias  antes  de  la  conquista.  Agregados 
con  tierra  fueron  llamados  los  indios  fo- 
rasteros incorporados  en  los  aillos  (co. 
munidades),  donde  por  concesión  de  los 
comunarios  de  origen  trabajaban  un  lote 
de  tierra.  A  los  que  vivían  fuera  de  las 
reducciones,  sin  ocupación  conocida,  se 
les  llamó  en  general  forasteros  sin  tie- 
rras 6  vagos,  y  más  tarde  yanaconas, 
corrupción  de  yanacuna,  que  significa 
hombres  neo:ros,  nombre  que  los  indios 


poseedores  de  tierras  aplicaron  á.  los  que 
no  las  tenían,  considerándolos  de  la  con- 
dición servil  de  los  negros. 

**Pero  como  muchos  de  estos  yanaco- 
nas se  hiciesen  colonos  ó  arrenderos  de 
los  propietarios  particulares,  fueron  de- 
signados en  los  empadronamientos  su- 
cesivos con  el  nombre  de  yanaconas  de 
cAacras,  designándose  á  los  demás  en  los 
mismos  empadronamientos  con  el  nom- 
bre genérico  de  yanaconas  de  la,  rcstl  co- 
rona^ sin  duda  para  evitar  más  prolija 
clasificación. 

"Otra  especie  de  aillos  análoga  á  la  de 
los  originarios  fué  clasificada  apa.  r te  con 
el  nombre  de  comunidades  de  mitnyos. 
Formadas  éstas  en  los  asientos  de^minas 
por  los  indios  que,  forzados  á  explotar- 
las, iban  allí  con  sus  esposas  é  hijos,  fue- 
ron sometidas  también  al  tributo,  aun- 
que por  consideración  á  la  inferior  cali- 
dad de  las  tierras  y  al  mismo  servicio  de 
las  minas,  fué  mucho  menor  que  el  que 
pesaba  sobre  los  originarios. 

'*Cobrada   al    principio  en  especie   la 
contribución  de  los  originarios,  se  fijó 
después  en  dinero.  El  tributo  de  los  ya- 
naconas se  estableció  desde  su  origen  en 
numerario,  y  según  la  localidad,  las  cir- 
cunstancias de  cada  departamento,   las 
incidencias  que  podían  influir  en  la  co- 
modidad ó  penuria  de  las  poblaciones 
indias  y  según  la  calidad  de  las  autori- 
dades y  de  los  tasadores,   han  variado 
mucho   las  cuotas  de  la  capitación  de 
tiempo  á  tiempo".   (Sotomayor  Valdés. 
— Obra  citada). 

De  este  modo,  el  tributo  de  los  origina- 
rios oscilaba  entre  $  16  5  reales  y  $  3. 
Los  mitayos  pagaban  $  3  por  cabeza;  y 
$  7,  5  ó  3  los  forasteros  con  tierra,  los 
yanaconas  de  chacras  y  los  yanaconas 
de  la  corona. 
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La  Independencia  no  puso  término  á 
las  revisitas  destinadas  á  empadronar  á 
los  contribuyentes  segón  su  categoría. 
Tampoco  suprimió  la  mita,  porque  la 
costumbre  se  sobrepuso  á  las  leyes  que 
la  declararon  abolida. 

Una  de  las  primeras  medidas  de  Bolí- 
var fué  poner  término  á  la  autoridad  de 
los  antiguos  caciques  de  sangre  y  de  sus 
descendientes  (4  de  julio  de  1825).  Para 
levantar  el  nivel  moral  de  los  indios  con 
el  derecho  de  propiedad  territorial,  dictó 
tres  decretos,  que  no  fueron  llevados  á 
la  práctica,  como  luego  veremos. 

El  primero,  dado  en  Tnajillo  el  8  de 
abril  de  1824,  ordenó  la  venta  de  las  tie- 
rras del  Estado,  en  los  dos  tercios  de  su 
valor  de  tasación;  declaró  á  los  indios 
propietarios  del  suelo  que  poseían  y  dis- 
puso la  repartición  de  los  terrenos  de  co- 
munidad entre  los  indígenas  que  no  go- 
zaran de  otra  suerte  de  tierras. 

Vino  ef\  seguida  el  decreto  de  4  de  julio 
de  1825,  expedido  en  el  Cuzco,  que  man- 
dó dar  cumplimiento  al  anterior,  especi- 
ficando la  forma  de  repartición  de  los 
terrenos  de  comunidad.  A  éste,  siguió  el 
dictado  en  Chuquisaca,  en  14  de  diciem- 
bre del  mismo  año,  el  cual  dispuso  que 
las  tierras  de  Santa  Cruz  fueran  reparti- 
das y  adjudicadas  á  los  que  las  trabaja- 
ran, dejando  comunes  los  terrenos  de 
pastoreo;  la  propiedad  no  podía  ser  ena- 
jenada hasta  cinco  años  después  de  su 
adjudicación  y,  en  ningún  caso,á  manos 
muertas. 

El  22  de  igual  mes  y  año,  Sucre  supri- 
mió el  antiguo  tributo  que  pagaban  los 
indígenas  al  Gobierno  español  y  lo  reem- 
plazó por  una  contribución  personal  so- 
bre las  propiedades  y  sus  rentas.  La  an- 
terior disposición  fué  complementada 
por  la  de  27  de  enero  de  1826. 


Por  no  chocar  con  los  intereses  parti- 
culares ó  por  dificultades  para  su  ejecu- 
ción, los  decretos  de  Tnijillo  y  del  Cuzco 
fueron  indefinidamente  aplazados,  en  20 
de  septiembre  de  1826. 

No  obstante  la  suspensión  indicada,  se 
dictó,  en  el  mismo  año,  la  ley  de  27  de 
diciembre  prohibiendo  á  los  indígenas 
vender  las  tierras  que  se  les  adjudicaran 
ó  reconocieran  en  propiedad,  hasta  pa- 
sados diez  años,  y  declarando  que  los 
indios  no  estaban  obligados  á  más  con- 
.  tribución  que  la  que  antes  pagaban. 
Para  hacer  efectiva  la  contribución  in- 
digenal,  Santa  Cruz  expidió,  el  28  de  fe- 
brero de  1831,  el  Reglamento  de  Revisi- 
tas, detallando  el  modo  de  efectuar  el 
empadronamiento  de  los  indios  contri- 
buyentes. Por  ley  de  28  de  septiembre  de 
ese  año,  mandada  cumplir  por  decreto 
de  7  de  abril  de  1836,  declaró  propieta- 
rios de  los  terrenos  que  poseían  á  los  ex- 
tinguidos caciques  de  sangre  y  á  sus  des- 
cendientes. Igual  declaración  hizo  á  favor 
de  los  indígenas  que  estuvieran  por  más 
de  diez  años  en  posesión  pacífica  de  «us 
tierras.  El  decreto  de  26  de  enero  de  1838 
prohibió  vender  los  terrenos  concedidos 
en  propiedad  por  la  le}'   anterior,  hasta 
que  no  fuera  reglamentada,  anulando 
las  ventas  hechas. 

En  6  de  abril  de  1837,  Santa  Cruz  ha- 
bía decretado  el  restablecimiento  de  los 
antiguos  protectores  de  indígenas,  con- 
siderando como  tales  únicamente  á  los 
que  pagaran  tributo,  á  sus  padres,  mu- 
jeres é  hijos;  mas  esta  disposición  fué  de- 
rogada el  7  de  julio  del  año  siguiente  y 
sus  fondos  pasaron  al  ramo  de  Instruc- 
ción Publica. 

Con  respecto  á  la  sucesión  en  los  terre- 
nos de  repartimiento  poseídos  por  indí- 
genas, se  estableció  el  22  de  noviembre 
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de  1838,  que  ella  debía  tener  lugar  por 
el  orden  de  primogenitura,  prefiriendo  el 
varón  á  la  hembra  y  el  mayor  al  menor 
entre  los  herederos  forzosos  del  último 
poseedor.  Tales  reglas  no  han  sido  pos- 
teriormente derogadas. 

Las  alternativas  de  concesiones  cuya 
ejecución  era  luego  suspendida  ó  de  re- 
particiones  que  quedaban  en  el  papel, 
continuó  con  Ballivian,  quien,  en  26  de 
abril  de  1844,  acordó  repartir  los  terre- 
nos baldíos  del  Estado  entre  los  indíge- 
nas sin  tierras  y  aquellos  cuyos  repar-. 
timicntos  no  guardaran  proporción  con 
la  cuota  que  satisfacían. 

Posteriormente,  el  general  Achá,  por 
decreto  de  28  de  febrero  de  1863,  ordenó 
poner  en  vigencia  el  decreto  dictatorial 
expedido  por  Bolívar  el  4de  julio  de  1825 
y  la  ley  de  28  de  septiembre  de  1831  pro- 
mulgada por  Santa  Cruz,  fijando  al  efec- 
to la  forma  en  que  debía  hajerseel  repar- 
timiento. Dispuso  también  que  las  pro- 
piedades se  adjudicaran  bajo  condición 
de  no  poder  ser  enajenadas  mientras  sus 
dueños  no  supieran  leer  y  escribir. 

Una  vez  más,  Melgarejo,  por  decreto 
de  20  de  marzo  de  1866,  declaró  propie- 
tarios con  dominio  pleno  á  los  indios  que 
poseyeran  los  terrenos  del  Estado,  de- 
biendo obtener  cada  uno  del  Supremo 
Gobierno  su  título  de  propiedad,  dentro 
del  plazo  de  sesenta  días  después  de  noti- 
ficado y  previo  el  abono  de  una  suma  que 
no  excediera  de  cien  bolivianos  ni  bajara 
de  veinticinco  (1).  En  caso  de  no  hacerlo 


r¡  La  ley  <le  2'.)  de  junio  de;  1803,  dictada  bajo 
líi  admiuistración  del  general  Achá,  había  estable- 
cí lo  romo  moneda  i.acional  el  boliviano,  dividido 
en  vun  rontavos  y  con  quinientos  «rraníís  del  marco 
ra^L.  iiaiiu.  Kl  li  de  octubre  de  1861»,  Melgarejo  de- 
cretó que  el  boliviano  tuviera  cien  centavos,  nueve 


así,  perderían  sus  derechos  y  serían  pri- 
vados de  sus  tierras  para  venderlas  en 
pública  subasta.  De  una  manera  expresa 
el  decreto  dejó  subsistentes  las  le\-es  y 
disposiciones  relativas  á  sucesión  y  co- 
bro del  tributo. 

Dos  años  después,  el  28  de  septiembre 
de  1868,  Melgarejo  dio  un  golpe  de  muer- 
te á  las  comunidades  indígenas  decla- 
rando del  dominio  del  Estado  las  tierras 
de  todos  los  que  no  se  hubieran  acog^ido 
á  las  prescripciones  del  decreto  de  1866. 
Con  la  gravedad  cómica  que  caracteriza 
á  este  sangriento  tirano  de  opereta,  la 
ley  de  1868  eximió  á  los  indios  de  la  con- 
tribución á  que  los  obligaba  el  goce  del 
suelo  de  que  eran  despojados! 

Hasta  aquí,  á  pesar  de  las  tentativas 
de  Sucre,  el  tributo  indígena  había  con- 
tinuado pagándose  como  en  la  época  del 
coloniaje.  El  8  de  octubre  de  1868,  Alel- 
garejo  reformó  todo  el  sistema  de  con- 
tribuciones. Según  la  nueva  ley,  los  indí- 
genas debían  satisfacer  una  contribución 
personal  de  cuatro  bolivianos  anuales  y 
los  demás  habitantes  la  mitad.   Como 
compensación  por  esta  diferencia,  los  in- 
dios quedíil)an  exentos  del  uso  de  pa]>el 
sellado,    timbres    y    estampillas.     Para 
reemplazar    la  suprimida    contribución 
territorial  indígena,  se  establecía  el  im- 
puesto  predial  del  tres  por  mil  sobre  el 
valor  de  las  propiedades  rústicas  y  del 
uno   por  mil  solare   las  urbanas,  previa 

di'cinios  de  fiuo,  25  ^' ramos  de  peso  y  35  milímetros 
de  diámetro. 

Tal  es  la  uni.lad  moiutaria  que  hoy  existe  en 
Bolivia,  (jue  no  ha  sido  -ilteradapor  la  ley  de  24 do 
riovieinhre  í\ú  187.2  ni  por  las  de  *2G  de  octubre  de 
IHÍM),  5  de  diciembre  de  18'.)1,  2^5  de  noviembre  de 
181(5,  'in  de  septiembre  de  1901  y  'M)  de  noviembre 
de  11HJ4,  relativas  á  la  moneda  divisionaria  ó  al  va> 
h)r  cancelatoiio  de  la  libra  esterlina. 
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deducción  del  monto  de  los  capitales  de 
censos  6  capellanías  afectos  á  ellas. 

Pero  estaba  escrito  que  el  dominio  de 
los  indios  á  la  tierra  había  de  conti- 
nuar siguiendo  los  vaivenes  del  poder 
escalado  en  interminable  sucesión  por 
ambiciosos  caudillos.  El  15  de  enero  de 
1871,  Melgarejo  era  derrotado  en  las 
barricadas  de  La  Paz  y,  cuatro  días  des- 
pués, el  vencedor  Morales  dictaba  una 
orden  suprema  haciendo  saber  á  los  co- 
munarios  que  se  hallaban  de  nuevo  en 
plena  posesión  de  sus  antiguos  derechos 
sobre  las  tierras  que  antes  poseían. 

A  esta  orden  siguió  luego  la  ley  de  31 
de  juHo,en  la  cual  se  expresó  que  **losco- 
munarios  han  sido  y  son  propietarios  de 
los  terreno  de  origen  y  de  comunidades*'. 
Dicha  ley  anuló  las  ventas  y  adjudica- 
ciones efectuadas  por  Melgarejo  é  inclu- 
yó en  sus  disposiciones  los  terrenos  so- 
brantes de  comunidades. 

Con  la  mira  de  fomentar  la  instrucción 
de  los  indios,  la  ley  de  15  de  noviembre 
de  1872,  eximió  de  contribución  á  los 
indígenas  sin  tierras  y  á  los  que  pagaran 
tributo  por  capitación,  siempre  que  su- 
pieran leer  y  escribir  y  la  doctrina  cris- 
tiana (1). 

Siendo  Presidente  don  Tomás  Frías, 
vino  por  fin  la  ley  de  5  de  octubre  de 
1874  (llamada  de  Revisitas),  á  disipar 
el  caos  existente  en  la  materia  de  que 
nos  ocupamos.  Por  ella  se  concede  el 
derecho  de  propiedad  absoluta  á  los  in- 
dígenas que  posean   tierras  como  origi- 

(1)  Conviene  tener  presente,  para  la  mejor  in- 
teligencia de  las  disposiciones  del  Presidente  do- 
rales y  sus  sucesores,  que  el  odio  á  Melgarejo  llevó 
hasta  borrar  prácticamente  cuanto  había  ordenado 
y  decretado  dicho  tirano,  con  lo  cual  se  derogaron 
machas  medidas  de  buena  administración  que  hubo 
qae  restablecer  más  tarde. 


narios,  forasteros,  agregados  6  cual- 
quiera otra  denominación.  Los  pastales, 
abrevaderos,  bosques,  etc.,  poseídos  en 
común  pertenecerán  á  todos  los  posee- 
dores 6  á  sus  herederos  mientras  no  se 
verifique  !a  partición.  Las  comunidades 
dejarán  de  existirá  medida  que  se  vayan 
confiriendo  títulos  de  propiedad  indivi- 
dual. Se  harán  revisitas  para  deslindar 
y  amojonar  el  terreno,  otorgar  los  tí- 
tulos de  propiedad  y  conferir  la  pose- 
sión del  suelo.  La  contribución  será  te- 
rritorial, descansará  sobre  el  terreno, 
pasará  á  quien  lo  adquiera  y  se  dividirá 
siguiendo  las  divisiones  de  aquél.  El  im- 
puesto será  de  un  boliviano  por  cada 
peso  de  antes  (el  antiguo  peso  represen- 
ta ochenta  centavos  de  boliviano).  Las 
ventas  de  los  terrenos  de  indígenas  se 
harán  por  escritura  pública,  en  las  capi- 
tales de  los  respectivos  departamentos, 
con  intervención  del  ministerio  público 
y  ante  el  notario  de  hacienda. 

Complementan  la  referida  ley  otras 
dos  dictadas  durante  las  administra- 
ciones de  Campero  y  Pacheco,  respecti- 
vamente. 

La  de  1^  de  octubre  de  1880,  regla- 
mentada el  I''  de  diciembre  siguiente, 
establece  que  la  propiedad  reconocida  á 
los  indígenas  por  la  de  1874  debe  enten- 
derse que  comprende  todo  el  terreno  que 
ocupaban  en  la  fecha  de  su  promulga- 
ción, aun  cuando  la  primitiva  reparti- 
ción hubiera  sido  menos  extensa.  Los 
indios  sólo  quedan  obligados  á  pagar  el 
valor  del  papel  en  que  se  extiendan  los 
títulos  de  propiedad  que  seles  otorguen. 
Se  exime  además  á  los  indígenas  sin 
tierras  del  tributo  y  de  los  servicios 
oficiales  al  Estado  ,quedando  sujetos  á 
los  impuestos  generales. 

La  lev  de  26  de  noviembre  de  J886 
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ordena  contii^uar  las  revisitas  y  que, 
en  caso  de  adjudicación  proindiviso  de 
una  comunidad,  pague  cada  indio  tres 
bolivianos.  Sólo  en  los  casos  de  adjudi- 
cación individual  serán  obligatorios  el 
alinderamiento  y  mensura  del  terreno; 
en  las  adjudicaciones  proindiviso,  bas- 
tará la  formación  de  un  croquis  y  la 
designación  de  las  circunstancias  que  de- 
ben inscribirse.  Mientras  se  terminan 
las  revisitas,  las  tierras  de  origen  ya  re- 
visitadas  pagarán  el  actual  impuesto  á 
razón  de  ochenta  centavos  por  cada  bo- 
liviano (ó  sean,  tres  bolivianos  veinte 
centavos  en  lugar  de  los  cuatro  bolivia- 
nos que  antes  debían  pagar). 

Respecto  á  la  propiedad  rural  priva- 
da, la  ley  de  15  de  agosto  de  1880,  re- 
glamentada el  26  de  octubre  siguiente, 
sustituyó  los  antiguos  impuestos  de 
diezmos  y  primicias,  veintenas  y  de  pre- 
dios rústicos  y  urbanos  por  el  impuesto 
predial  del  8%  sobre  la  renta  líquida  de 
los  fundos  rústicos,  la  cual  ha  de  fijarse 
por  el  canon  de  arriendo  ó  por  el  canon 
que  se  calcule,  debiendo  establecer  un 
jurado  la  referida  renta  líquida.  El  ca- 
tastro de  las  propiedades  debe  rectifi- 
carse cada  cinco  años  ó  antes  si  fuere 
necesario. 

La  tasa  del  8%  sobre  la  renta  líquida, 
fué  elevada  el  2  de  enero  de  1894  al  107r 
para  todos  los  departamentos  con  ex- 
cepción de  los  de  Santa  Cruz  y  La 
Paz(l). 

(1)  A  pesar  del  cuidado  que  hemos  puesto  en  la 
consulta  de  los  volúmenes  del  «Anuario  de  las  le- 
yes y  supremas  resoluciones  expedidas  por  el  Go- 
bierno de  Bolivia»,  siempre  nos  asalta  el  temor  de 
haber  omitido  alguna  disposición*  de 'importancia, 
relativas  a  terrenos  de  comunidad.  La  Biblioteca 
Municipal  de  La  Paz,  no  posee  la  colección  com- 
pleta de  Jos  Anuarios,  por  lo  que  hemos  tenido  que 


Tras  esta  marcha  fatigosa  á  través  de 
una  legislación  vacilante,  contradicto- 
ria ó  dejada  en  suspenso,  podemos  afir- 
mar los  hechos  siguientes: 

1°  Que  aún  existe  en  Bolivia,  al  menos 
en  el  altiplano,  el  régimen  de  comunidad 
junto  con  el  de  propiedad  individual; 

2^  Que  las  comunidades  pueden  des- 
aparecer cuando  los  comuneros  solici- 
ten su  partición; 

3^  Que  el  espíritu  de  los  legisladores 
ha  sido  el  de  tender  á  convertir  en  pri- 
vadas todas  las  propiedades  comuna- 
rías;  y 

4*^  Que  uno  y  otro  sistema  de  propie- 
dad están  sujetos  á  impuestos  diferentes. 

Esta  desigual  repartición  de  las  cargas 
públicas  hacía  decir  al  Presidente  en  su 
último  Mensaje  al  Congreso: 

"En  este  ramo  de  hacienda  cumple  ámí 
deber  llamar  la  atención  del  H.  Congreso 
sobre  la  necesidad  de  dar  una  expresión 
más  científica  al  régimen  de  los  impues- 
tosgenerales  de  la  Nación,  haciendo  prác- 
tica á  la  vez  la  igualdad  que  nuestra 
Carta  política  prescribe  como  base  de  las 
cargas  públicas.  La  falta  de  una  noción 
clara  respecto  de  este  importante  asun- 
to, en  su  doble  aspecto  económico  y  cons- 
titucional, es  quizá  la  causa  de  que  no 

consultarlos  además  en  la  de  la  Universidad  y  en 
el  bufete  de  un  abogado.  Como  ha  habido  varios 
compiladores,  los  cuales  no  han  hecho  sus  obras 
]>or  años  completos  sino  desde  y  hasta  fechas  to- 
madas al  azar,  las  tres  colecciones  que  nos  han  ser- 
vido para  nuestro  estudio  no  se  correspondían  á 
veces  ni  en  sus  períodos,  ni  en  el  número  de  orden 
de  sus  volúmenes,  ni  en  la  forma  de  recopilar  las 
materias  en  ellos  insertadas.  Todavía  existen  dis- 
posiciones que,  omitidas  en  el  Anuario  que  les  co* 
rreHpfmde  por  su  fecha,  han  sido  incluidas  en  algu- 
no posterior.  Todo  esto  ha  difícultado  este  estudio 
y  ha  dado  origen  al  temor  que  hemos  manifestado 
más  arriba. 
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tengamos  un  plan  con  orientación  defini- 
da, que,  armonizando  los  intereses  públi- 
cos y  particulares,  haga  desaparecer,  en- 
tre otros  defectos,  las  odiosas  diferencias 
que  hoy  existen  con  desdoro  de  los  prin- 
cipios de  equidad  y  de  justicia,  al  punto 
de  que.  mientras  los  más  infelices  pagan 
mucho,  los  que  verdaderamente  pueden 
hacerlo,  no  pagan  nada;  me  refiero  en  es- 
te orden  especialmente,  al  propietario 
indígena  y  al  propietario  blanco,  entre 
los  cuales,  no  obstante  la  igualdad  de  su 
derecho,  hay  una  completa  desigualdad 
en  la  forma  y  en  la  tasa  délos  impuestos. 
El  blanco  debe  impuesto  nominal  sobre 
la  renta,  el  indígena  paga  una  cuota  fija 
sobre  la  propiedad;  aquél  alega  siempre 
la  mala  producción  para  eximirse  del  pa- 
go, éste  paga  siempre  aun  cuando  la 
hambruna  desolé  su  miserable  hogar." 

Dicho  se  está  que  el  terreno  de  las  co- 
munidades constituye  una  sola  entidad 
legal.  Pero  ello  no  impide  que,  para  su 
régimen  interno,  los  comunarios  se  re- 
partan el  suelo  en  lotes  denominados 
saynñas.  La  contribución  territorial  de 
3  bolivianos  20  centavos  se  paga  por 
sayaña.  Quien  representa  á  los  comune- 
ros y  paga  el  impuesto  es  el  ilacata  ó  al- 
calde indígena.  La  representación  y  ad- 
ministración de  la  sayaña  la  hereda  el 
primogénito,  en  conformidad  á  las  reglas 
del  decreto  de  22  de  noviembre  de  1838. 
Los  demás  miembros  déla  familia  tienen 
derecho  á  la  producción,  siempre  por 
cierto,  que  contribuyan  á  ella  ó  con  su 
trabajo  personal,  ó  con  semillas,  ó  ani- 
males, etc. 

En  los  terrenos  incultos  de  la  comuni- 
dad, cada  comunero  puede  proveerse  de 
leña  ó  enviar  á  pastar  sus  animales. 

Las  cuestiones  entre  comuneros  las  re- 
suelve el  Uacata  ó  mandón. Si  su  fallo  no 


es  aceptado  se  recurre  á  las  autoridade® 
de  la  República. 

Los  ilacatas  usan  un  bastón  negro  con 
adoraos  de  plata.  En  días  festivos,  deben 
ir  al  pueblo  vecino;  allí,  con  sus  bastones 
en  alto  escoltan  al  Correjidor cuando  sa- 
le de  misa;  pasan  luego  lista  y  deben  pa- 
gar una  multa  los  inasistentes. 

En  las  fincas,  los  indios  siembran,  cul- 
tivan y  cosechan  para  el  patrón  las  se- 
millas que  éste  les  entrega.  Las  labores 
agrícolas  las  efectúan  los  indíjenas  en  la 
ainoka  que  corresponde  á  escaño  y  como 
mejor  les  place.  Ainoka  llaman  el  terreno 
destinado  alas  siembras,  el  cual  varía  de 
año  en  año  para  que  descanse  el  suelo. 
El  amo  no  hace  más  que  dar  la  simiente 
y  presenciar,  en  ocasiones,  la  siembra,  ó 
la  cosecha  ó  ambas.  Los  indios  prestan 
sus  servicios  sin  otra  remuneración  que 
el  pedazo  de  tierra  que  el  patrón  les  re- 
conoce para  sus  siembras  personales:  no 
reciben,  pues,  salario  alguno. 

Además  de  los  expresados  trabajos, 
los  indios  deben  prestar  gratuitamente, 
en  la  casa  del  patrón,  sus  servicios  como 
pongos  (domésticos).  Esta  prestación 
varía  según  las  costumbres  de  las  fincas; 
en  unas,  se  exigen  ocho  días  cada  mes; 
en  otras,  ocho  á  quince  por  año;  en  otras, 
por  distinto  tiempo  ó  distintos  períodos. 
Hay  también  fincas  en  que  la  prestación 
indicada  sólo  puede  exigirse  cuando  el 
número  de  sus  indios  pasa  de  una  canti- 
dad fija;  en  otras,  se  exige  cualquiera  que 
sea  el  número  de  ellos.  Tal  es  el  origen  de 
los  pongos  afincados. 

Sucede,  á  veces,  que  una  finca  cuenta 
con  muchos  indios,  ó,  lo  que  es  más  fre- 
cuente, que  el  dueño  vive  en  la  población 
á  gran  distancia  de  ella.  En  tales  casos, 
los  indígenas  suelen  convenir  con  uno  ó 
más  de  entre  ellos  para  que  vayan  á  ser- 
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vir  durante  un  año  á  la  casa  del  amo  y 
liberten  de  este  modo  á  los  demás  de  la 
prestación  personal  á  que  están  obliga- 
dos. Pero  no  es  esto  lo  común;  ordina- 
riamente cada  indio  presta  sus  servicios 
por  el  tiempo  que  le  corresponde,  lo  cual 
ocurre  siempre  que  la  finca  proporciona 
pongos  con  combustibles.  Hay  propieda- 
des en  las  que  el  pongo  debe  llegar  á  la 
casa  del  patrón  llevando  gratis  una  can- 
tidad de  combustible  que  baste  para  el 
tiempo  en  que  debe  prestar  sus  servicios, 
de  manera  que,  ceida  ocho  ó  quince  el 
días,  el  pongo  se  traslada  al  domicilio 
del  amo  con  su  carga  de  leña  ó  taquia 
(guano  de  llamas). 

En  consecuencia,  aun  cuando  el  pon- 
gueaje se  presta  día  por  día,  la  persona 
del  pongo  se  muda  cada  ocho  6  quin^^e. 
En  el  carácter  del  indio,  ello  no  ofrece  di- 
ficultades. Si  á  un  indígena  se  entregan 
objetos  ó  dinero  contados  y  especifica- 
dos, hay  certidumbre  de  que  restituirá 
religiosamente  lo  que  se  le  ha  confiado; 
si  así  no  se  hace,  es  también  seguro  que 
robará  lo  que  pueda.  Por  consiguiente, 
á  cada  pongo  se  entregan  las  cosas  del 
servicio  bajo  inventario  y  el  pongo  sa- 
liente las  traspasa  al  entrante  sin  que 
falte  un  alfiler. 


Hay  fincas  que,  por  el  número  de  sa 
indiada,  proporcionan  más  de  un  pang^a 
diario.  Entonces  los  patrones  arriendan 
los  servicios  de  stt»  ponaos  por  una  suma 
que  generalmente  es  de  100  bolivianos 
anuales.  Estos  ponaos  se  remudan  en  la 
forma  ya  indicada. 

Basta,  á  nuestro  juicio,  enunciar  lo  que 
precede  para  comprender  que  la  agricul- 
tura,de  la  Conquista  á  la  época  actual, 
no  ha  progresado  en  Solivia  en  forma 
apreciable,  puesto  que  los  indios  se  con- 
sideran dueños  del  pedazo  de  tierra  que 
en  la  finca  ocupan  desde  tiempo  inmemo- 
rial y  no  permiten  innovaciones  como  no 
aceptarían  la  concurrencia  de  colonos 
extranjeros  (1) 

Arturo  Fernández  P. 

Adicto    de    la  Legación  de  Chile 
en  Bolivia. 

La  Paz,  15  de  enero  de  1907. 

(1)  No  ha  mucho,  compró  un  caballero  nna  finca 
en  los  alrededores  de  Hnaicho,  puerto  sobre  el  lago 
Titicaca,  y  trató  de  introducir  algunas  mejoras  en 
sn  nueva  propiedad.  Los  indios  se  opusieron  y^álos 
derechos  de  dueño  que  alegaba  el  adquirente,  con. 
testaron:  «Tú  serás  dueño  de  ayer;  nosotros  hemos 
nacido  aquí.  Aquí  vivieron  nuestros  padres  y  abue- 
los, de  manera  que  somos  más  dueños  que  tú». 
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MATERIAS  DE  DERECHO 

TRATADAS  EN  LA  TERCERA  COSFERENCIA  INTERNACIONAL  AMERICANA 


INFORME  SOBRE  CODIFICACIÓN  DEL  DKRE- 
CHO  INTERNACIONAL  PRIVADO  Y  PÚBLI- 
CO PRESENTADO  A  LA  TERCERA  CONFE- 
RENCIA INTERNACIONAL  AMERICANA  POR 
LA  IV  COMISIÓN. 


Señor  Presidente: 

Tenemos  el  honor  de  presentar  á  la 
consideración  de  la  Honorable  Conferen- 
cia, el  adjunto  proyecto  de  Convenio, 
por  el  cual,  de  acuerdo  con  el  texto  de  la 
proposición  V  del  Programa,  se  estable- 
ce *'la  creación  de  una  Junta  Internacio- 
nal de  Jurisconsultos  que  prepare,  para 
someterlo  á  la  siguiente  Conferencia,  un 
proyecto  de  Código  de  Derecho  Interna" 
cional  Público  y  Privado,  y  que  asimis- 
mo determine  la  manera  de  pagar  los 
gastos  que  exija  la  obra/' 

Desde  luego,  como  ha  ocurrido  con  al- 
gunos otros  asuntos  de  los  que  forman 
el  objeto  de  la  Tercera  Conferencia,  ha 
debido  tomarse  en  cuenta  el  que  definen 
las  anteriores  palabras  de  las  bases,  y 
ver  si  podía  ir  más  allá  del  límite  que 
ellas  fijaban  á  su  acción.  Alrededor  de 
esta  idea  se  ha  desenvuelto  el  trabajo  de 
la  Comisión  IV,  cuyos  miembros  han  si- 
do de  unánime  parecer  en  definitiva  de 


no  apartarse  del  espíritu  del  Programa 
de  manera  á  desvirtuarlo  en  ninguno  de 
los  temas  sometidos  al  estudio  de  la  Con- 
ferencia. Luego,  pues,  el  plan  adoptado 
por  ella  se  redujo  á  arbitrar  el  mejor  mé- 
todo que  á  su  juicio  condujese  á  dar  cima 
á  la  preparación  de  los  códigos  que  se 
desea  formular. 

Hemos  tenido  como  material  de  estu- 
dio los  proyectos  é  indicaciones  de  dis- 
tinto orden  presentados,  ya  á  la  Confe- 
rencia, ya  en  el  seno  de  la  Comisión,  y 
son  los  sip^uientes: 

I''  El  de  la  Delegación  de  los  Estados 
Unidos  de  Méjico,  fundado  sobre  la  idea 
del  nombramiento  de  una  Comisión  re- 
ducida de  jurisconsultos,  hecho  por  los 
representantes  diplomáticos  americanos 
en  Washington  y  por  el  Secretario  de  Es- 
tado de  la  Unión,  sin  indicación  enume- 
rativa de  temas  para  la  comisión  codi- 
ficadora, pero  sí  con  una  recomendación 
general  para  que  ella  dedique  **su  aten- 
ción preferente  á  determinar  los  princi- 
pios generales  que  rijan  en  aquellas  ma- 
terias que  hayan  sido  objeto  de  acuerdos 
uniformes  en  los  tratados  y  en  las  con- 
venciones celebradas  por  los  Estados  de 
América,  y  en  aquellos  puntos  relativos 
al  Derecho  Internacional  Publico  y  al 
Derecho  Internacional   Privado,  en  que 
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exista  conformidad  entre  las  leyes  nacio- 
nales de  dichos  Estados". 

2^  El  del  Delegado  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América  Dr.  L.  S.  Rowe,  según  el 
cual  la  Comisión  se  formaría  de  un  miem- 
bro por  cada  una  de  las  naciones  que  ' 
forman  la  Union  Internacional  de  las  Re- 
públicas Americanas,  designado  por  su 
respectivo  Presidente,  y  con  indicación 
de  alguna  de  las  materias,  especialmente 
en  Derecho  Público,  que  el  código  debia 
comprender,  relativos:  l'^  al  derecho  de 
la  guerra,  sobre  inviolabilidad  de  la  pro- 
piedad privada  y  el  bombardeo  de  puer- 
tos, ciudades  y  aldeas,  por  una  fuerza 
naval;  2^  al  régimen  de  la  neutralidad, 
para  definir  con  más  claridad  el  deber  de 
los  gobiernos,  de  impedir  el  equipo  de 
buques  destinados  á  hacer  la  guerra  á 
una  potencia  con  la  cual  se  halla  en  paz, 
de  impedir  ó  permitir  á  cualquiera  de  los 
beligerantes  que  tome  sus  puertos  ó  aguas 
como  base  de  operaciones  navales,  au- 
mentar ó  renovar  en  ellos  sus  provisio- 
nes ó  reclutar  hombres,  é  impedir  con  la 
debida  diligencia  á  los  habitantes  de  su 
territorio  el  comercio  de  contrabando,  ó 
cualesquiera  otros  actos  que  favorezcan 
los  fines  de  la  guerra. 

3^^  El  de  la  Delegación  de  la  República 
Argentina,  cuyas  bases  principales  son: 
organizar  una  Junta  de  Jurisconsultos 
de  uno  por  cada  nación  de  América, 
nombrado  por  su  Gobierno,  para  consti- 
tuir una  corporación  jurídica  provista 
de  poderes  suficientes  para  conducir  sus 
propios  trabajos,  y  resolver  sobre  su 
concepto  y  método  de  ejecución,  sin  otras 
indicaciones  que  las  contenidas  en  el  Pro- 
grama, y  las  que  surgiesen  de  las  ins- 
trucciones que  cada  Gobierno  daría  á  su 
representante  y  de  las  propias  iniciativas 
de  la  Junta. 


4*^  Proposición  del  señor  Deleg^ado  de 
la  República  del  Perú,  doctor   Mariano 
H.  Cornejo,  según  la  cual  se  recomendé  ría 
á  la  Comisión  de  jurisconsultos  el  estu- 
dio de  las  siguientes  cuestiones:  sobre  el 
arbitraje  internacional;  sobre  el  empleo 
de  la  fuerza  en  el  cobro  de  las  deudas;  re- 
glas especiales  para  la  delimitación  de 
fronteras  entre  las  naciones  americanas; 
y  que  cada  Gobierno  pueda  indicar  ma- 
terias ó  dar  su  opinión  sobre  los   puntos 
de  Derecho  Internacional  Público  y  Pri- 
vado  que  le  interesasen. 

5^  Nota  de  la  Delegación  de  Guatema- 
la, representada  por  el  Excmo.  señor  Mi- 
nistro de  esa  República  ante  el  Gobierno 
de  los  Estados  Unidos  del   Brasil,   don 
Antonio  Batres  Jáuregui,  en  la  cual,  al 
propio  tiempo  que  expresa  la  adhesión 
de  su  Gobierno  al  propósito  de  consti- 
tuir la  Comisión  de  Jurisconsultos,  indi- 
ca á  la  consideración  de  ésta  los  siguien- 
tes puntos  de  Derecho  Público  y  Privado 
para  ser  incluidos  en  los  respectivos  pro- 
yectos: definir  claramente  la  condición, 
derechos  y  obligaciones  de  los  extranje- 
ros, y  fijar  los  requisitos  que  deben  lle- 
nar las  reclamaciones  de  éstos,  para  ser 
admisibles,  ya  procedan  de  contratos, 
ya  de  daños  y  perjuicios  causados  por 
disturbios  interiores;  establecer  los  ca- 
sos, modo  y  forma  en  que  deben  tener 
lugar  la  intervención  diplomática  y  el 
ofrecimiento  de  buenos  oficios;  puntuali- 
zar en  qué  circunstancias  y  hasta  donde 
los  agentes  ó  empleados  de  los  Gobiernos 
pueden  comprometer  la  responsabilidad 
de  éstos  en  sus  actos,  determinar  el  va- 
lor y  eficacia  de  la  cláusula  que  comun- 
mente se  incorpora  en  los  contrates  con 
extranjeros,  en  virtud  de  la  cual  éstos  se 
comprometen  á  renunciar  á  la  acción  di- 
plomática; á  establecer  que  los  países 
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limítrofes  no  permitan  sus  fronteras  A 
las  facciones  enemigas  de  los  respectivos 
Gobiernos. 

6*-*  Una  exposición  del  señor  Delegado 
^e  los  Estados  Unidos  del  Brasil,  Dr, 
Amaro  Cavalcanti,  en  la  cual- manifiesta 
á.  la.  Comisión  su  parecer  particular  res- 
pecto al  método  de  codificación  parcial 
y  progresiva  del  Derecho  Internacional, 
en  vez  de  la  elaboración  desde  luego  to- 
tal y  definitiva  de  un  código. 

1^    La  indicación  del  Delegado  de  la 
República  Oriental  del  Uruguay,  doctor 
Gonzalo  Ramírez,  uno  de  los  juriscon- 
sultos que  fueron  el  ahna  del  Congreso 
de  Montevideo  de  1889,  para  constituir 
una  Junta  Internacional  de  jurisconsul- 
tos que  se  consagrase  preferentem^ente  á 
estudiar  y  proyectar  un  código  de  Dere- 
cho Internacional  Privado,  sobre  la  ba- 
se de  los  tratados  suscritos  en  el  referido 
Congreso  y  para  que  se  designase  la  ciu- 
dad de  Río  de  Janeiro  como  sitio  de  la 
primera  reunión  de  la  Junta,  y  el  Gobier- 
no de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  para 
promoverla. 

S''  Por  último,  la  Comisión  tuvo  muy 
en  cuenta  el  proyecto  que  presentó  en  la 
segunda  Conferencia  Internacional  Ame- 
ricana de  Méjico,  con  fecha  4  de  Noviem- 
bre de  1901,  el  malogrado  representante 
de  los  Estados  Unidos  del  Brasil,  don 
José  Higinio  Duarte  Pereira,  segün  el 
cual  la  Comisión  Ejecutiva  de  la  Oficina 
Internacional  de  las  Repúblicas  America- 
nas, de  Washinton,  nombraría  una  co. 
misión  de  tres  jurisconsultos,  encargada 
de  organizar,  en  el  intervalo  de  la  actual 
ala  futura  Conferencia,  un  Código  de 
Derecho  Internacional  Público  y  un  Có- 
digo de  Derecho  Internacional  Privado, 
que  regirán  las  relaciones  entre  las  na- 
ciones de  América;  ninguna  indicación 


particular  se  haría  á  esta  Comisión,  sal- 
vo el  recurso  final  de  la  revisión  por  par- 
te de  los  Gobiernos,  antes  de  la  presen- 
tación de  los  proyectos  á  la  Conferencia. 
En  presencia  de  esta  variedad  de  for- 
mulas ó  métodos,  se  comprende  que  la 
Comisión  debiese  meditar  lo  bastante 
para  no  apartarse  del  plan  trazado  por 
el  programa,  y  para  no  privar  al  proyec- 
to deconvenio  que  redactase,  del  valioso 
concurso  (le  indicaciones  que  los  diversos 
proyectoscontienen,y  que,  en  suma,  tra- 
zan ya  á  grandes  rasgos  el  contenido  de 
los  futuros  códigos.   Y  si  bien  es  cierto 
que  las  consideraciones  de  un  informe, 
tratándose  de  leyes,  no  tienen  fuerza  ¡de- 
cisiva sino  interpretativa,  en  materia  de 
convenios  internacionales,  esa  fuerza  es 
mayor,  desde  que  dicho  documento  ex- 
presa, además,  propósitos  sustentados 
por  I  representaciones  nominativamente 
autorizadas  para  ello,  y  que  pueden  tener 
realización  parcial  dentro  del  territorio 
de  uno  ó  más  Estados.  Y  además  de  es- 
to, la  Comisión  piensa  que,  á  manera  de 
complemento  del  convenio,  la  Conferen- 
cia debe  mantener  la  enumeración  que 
cada  proyecto  hace,  de  las  materias  sus- 
ceptibles de  ser  incluidas  ó  tratadas  por 
la  Junta  de  Jurisconsultos,  en  sus  pro- 
yectos, si  bien  en  caso  alguno  tales  pro- 
posiciones pueden  considerarse  con  ca- 
rácter imperativo. 

Esto  concuerda  con  otro  de  los  pun- 
tos de  vista  en  que  la  Comisión  ha  estu- 
diado los  varios  proyectos,  el  del  alcance 
que  debía  concederse  en  ellos  á  la  pura 
doctrina.  Sin  vacilación  se  ha  optado 
por  un  criterio  diverso,  esto  es,  por  im- 
primir á  los  códigos*  un  valor  práctico  ó 
positivo,  que  responda  á  necesidades 
reales  de  las  Naciones  de  América  en  sus 
relaciones  recíprocas  de  orden  político  y 
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civil.  Para  lo  primero  habría  bastado 
un  encargo  á  profesores  de  Derecho  In- 
ternacional, 6  á  institutos  académicos, 
de  la  redacción  en  forma  codificada,  de 
los  principios  de  la  ciencia,  más  6  menos 
conexionados  con  las  peculiaridades  so- 
ciales, históricas  y  geográficas  de  la 
América;  para  lo  segundo  se  necesita  más 
que  eso,  y  es  una  reunión  de  hombres 
versados  en  la  ciencia  pero  penetrados 
de  los  antecedentes,  tendencia  y  estado 
actual  de  »as  cuestiones  de  interés  para 
los  Estados,  cu}- os  gobiernos  deposita- 
rán en  ellos  su  confianza  y  sus  instruc- 
ciones, para  llevar  á  la  obra  de  la  codifi- 
cación, que  deberá  adoptar  la  forma  de 
los  tratados  obligatorios,  todo  cuanto 
aquellos  están  dispuestos  á  ceder  en  ob- 
sequio de  la  armonía  ó  concierto  de  re- 
glas jurídico-prácticas  á  que  hayan  de 
aj listar  todos  ellos  su  conducta  respecto 
de  las  cuestiones  resueltas. 

Igual  atención  hemos  prestado  á  la 
cuestión  de  si  había  de  preferirse  un  solo 
código,  comprensivo  de  las  dos  grandes 
particiones  de  la  materia,  en  Derecho 
Público  y  Privado,  ó  si  se  imponía  una 
división  de  la  obra  en  dos  partes  distin- 
tas y  separadas,  capaces  de  tener  cada 
una  vida  y  sanción  independientes.  A 
este  respecto,  en  el  seno  de  la  Comisión 
hubo  también  casi  unanimidad  por  el 
segundo  sistema,  por  que  considera  que 
los  asuntos  de  una  y  otra  denominación 
tienen  en  la  práctica  existencia  y  desa- 
rrollo diferentes,  aunque  haya  entre  ellas 
como  en  todos  los  actos  de  índole  jurídi- 
ca, una  v¡siblecorrelación,yporqueIa  ta- 
rca consagrada  al  Derecho  Público  podrá 
entorpecer  la  del  Privado,  y  viceversa^ 
siendo  así  que,  del  otro  modo,  podrá 
adelantarse,  y  aun  terminarse  y  ponerse 
en  ejecución,  una  sola  de  las  partes  con- 


cluidas, mientras  se  llegase  al  término 
de  la  otra  ú  otras  de  especie  y  aplicación 
distintas. 

Se  ha  considerado  también  que,  dentro 
de  una  sola  materia,  podía  estudiarse  y 
aun  suscribirse  convenios  relativos  auna 
ó  más  cuestiones  ó  asuntos  especiales, 
de  fines  restringidos  ó  limitados,  sin 
perjuicio  de  continuar  la  labor  respecto 
de  los  demás  que  constituyesen  el  plan 
general  de  la  obra,  ya  que  el  Derecho, 
Privado  ó  Público,  tiene  una  vida  y  un 
crecimiento  propios  en  las  sociedades 
jurídicamente  organizadas,  y  las  conven- 
ciones y  las  leyes  "solo  recogen  las  con- 
clusiones de  la  experiencia,  para  mode- 
larlas en  forma  doctrinales  ó  postulados 
científicos. 

Las  naciones  constituyen  entre  sí  una 
forma  de  sociedad,  en  la  cual  no  existe 
un  poder  legislativo  común  y  soberano, 
y  así,  el  principio  regulador  de  la  legis- 
lación interna  no  es  aplicable  á  leyes- 
tratados,  cuya  validez  }'  eficacia  depen- 
de de  la  concurrencia  individual  déla  vo- 
luntad soberana  de  cada  una.  Luego, 
las  convenciones  entre  ellas,  como  su 
nombre  lo  indica,  no  pueden  ser  idea- 
das ni  combinadas  a  prioriy  si  no  existe 
un  hecho  real,  social  ó  político,  una  re- 
lación efectiva  de  actos  jurídicos  que 
reglar  ó  conflictos  existentes  ó  posibles 
que  resolver  ó  impedir.  Por  eso,  la  Co- 
misión se  ha  decidido,  como  lo  formula 
su  proyecto,  por  estas  dos  bases  princi- 
pales: 

1*  Preparación  de  dos  códigos  distin- 
tos, mediante  una  labor  separada,  si 
bien  deberá  y  podrá  correlacionarse  en 
su  oportunidad; 

2*  Abstenerse  de  indicar  en  el  texto 
del  convenio  proposiciones,  asuntos,  ma- 
terias ó  crestiones  específicamente  deter- 
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Tninados,  y  de  inclusión  obligatoria  por 
los  jurisconsultos  llamados  á  preparar 
los  códigos,  y  limitarse  á  recomendar 
algunos,  ó  á  indicar  otros  con  simple 
valor  enunciativo  en  el  presente  in- 
forme. 

n 

En  el  terreno  de  la  doctrina,  no  puede 
dudarse  de  la  posibilidad  de  la  codifica- 
ción del  Derecho  Internacional  Privado. 
Refiriéndose  ella  á  reglar  la  condición  ci- 
vil del  hombre  libre  y  el  régimen  de  sus 
actos  privados  como  fuentes  de  derechos 
ú  obligaciones,  en  el  ejercicio  de  su  acti- 
vidad social,  comercial  ó  industrial,  la 
legislación  interna  de  todos  los  países 
civilizados  avanza  con  rapidez  hacia  una 
completa  armonía  de  principios.  Las  re- 
laciones cada  día  mas  frecuentes  y  rápi- 
das, aún  entre  los  pueblos  más  lejanos, 
por  intermedio  de  sus  ciudadanos  emi- 
grantes ó  residentes  en  países  distintos 
de  los  propios,  ha  impuesto  á  las  le\'es 
más  extrictas  y  conservadoras  del  dere- 
cho tradicional,  la  idea  igualitaria  y  li- 
beral, que  se  esfuerza  por  convertir  la 
tierra  entera,  ocupada  por  sociedades 
cultas,  en  un  sólo  medio  jurídico  para  el 
desarrollo  y  aplicación  de  la  vida  civil 
en  condiciones  iguales  ó  semejantes. 

Bien  se  dan  cuenta  los  internacionalis- 
tas más  partidarios  de  la  unidad  legisla- 
tiva, de  las  resistencias  que  aún  trabajan 
contra  la  realización  de  aquel  ideal,  pero 
n*o  desconocen  que  cada  día  ^e  abre  más 
rápido  paso  en  la  conciencia  jurídica  de 
las  naciones,  la  necesidad  de  la  uniformi- 
dad de  las  reglas  de  derecho  común.  Se 
limitan  en  sus  obras  ó  en  las  convencio- 
nes y  conferencias,  á  expresar  votos  ó 
aspiraciones,  los  cuales  **podrán  ser  rea- 
lizados más  tarde,  cuando  por  la  expe- 


riencia se  haya  verificado  los  efectos  bien- 
liechores  de  la  codificación  del  Derecho. 
Internacional  Privado  sobre  las  diferen- 
tes instituciones;  cuando  el  tiempo  haya 
desvanecido  algunas  dudas  que  sjún  sub- 
sisten sobre  los  resultados  prácticos  de 
estos  acuerdos;  cuando,  en  fin,  los  Esta- 
dos contratantes  hayan  encontrado  el 
límite  entre  la  competencia  legislativa 
nacional  y  la  competencia  colectiva  in- 
ternacional, respecto  de  las  diversas  ins- 
tituciones reglamentadas  en  aquellos 
acuerdos'*. 

Son  diversos,  pues,  los  elementos  de 
oposición  contra  una  unificación  general 
del  derecho  común,  á  pesar  de  que  ella  se 
manifiesta  parcialmente  en  las  conven- 
ciones, uniones  y  tratados  bilaterales  en 
vigencia,  ó  que  han  sido  subscritos,  en 
particular,  durante  el  siglo  XIX,  á  pun- 
to de  que  se  pueda  decir  que  el  siglo  an- 
terior fué  él  de  la  preparación  de  los  ele- 
mentos fragmentarios  del  códfgo  que  el 
sia:lo  XX  se  encariñaría  de  coordinar  v 
sancionar,  en  una  vasta  extensión  de  la 
tierra:  aquellos  elementos  de  resistencia 
son: 

1"^  La  diversa  concepción  inicial  de  los 
actos  jurídicos  para  la  solución  de  los 
conflictos  extraterritoriales,  como,  por 
ejem])lo,  la  antigua  y  debatida  divergen- 
cia entre  las  legislaciones  que  tienen  por 
base  !a  aplicación  del  principio  de  la  na- 
cionalidad, y  las  (pie  se  fundan  sobre  el 
principio  de  la  ley  del  domicilio,  cuestión 
que  tuvo  amplio  debate  durante  las  se- 
siones del  Congreso  de  Montevideo; 

2'-  La  dificultad  de  separar  en  líneas 
netas  la  esfera  de  la  legislación  interna 
de  la  externa,  ó  en  sentido  contrario,  la 
de  armonizar  una  y  (. ira,  cuando  de  su 
divergencia  nace  el  Loutlicto  de  las  leyes; 

3"^    La  tradición  ce  las  sociedades  ape- 
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gadas'á  determinados siste  mas  ó  moldes 
legislativos,  en  los  cuales  han  encauzado 
su  vida  y  sus  relaciones  con  otras,  hasta 
constituir  con  ellas  alimento  para  su» 
prejuicios  y  sus  sentimientos  nacionales. 

4^  Y  por  último,  la  adherencia  sucesi- 
va de  los  intereses  materiales  alrededor 
de  uno  de  esos  sistemas,  lo  que  hace  que 
el  legislador  local  no  conciba  como  obra 
política  la  reforma  de  dicha  base. 

¿Pero  existen,  acaso,  en  América  tales 
conflictos  y  en  toda  su  extensión  aquellas 
causas  contrarias  á  la  obra  codificadora? 
A  primera  vista  parece  que  surge  la  res- 
puesta negativa,  por  lo  menos  en  lo  rela- 
tivo á  las  nacionalidades  de  origen  lati. 
no,  las  cuales,  desde  su  fundación,  tuvic- 
lon  un  régimen  jurídico  común  en  una 
vasta  extensión,  y  muy  semejante  en  el 
resto,  como  sucede  en  las  de  origen  espa. 
ñol,  portugués  ó  francés,  excepción  hecha 
de  muy  pocas  naciones  cuyos  sistemas 
jurídicos  sobre  los  actos  internacionales 
difieren  esencialmente  de  los  demás.  Lue- 
go, las  únicas  dificultades  que  pueden 
oponerse  á  la  obra  de  codificación  del  de- 
recho común  en  América  provendrían  de 
otro  género  de  causas,  y  se  referirían  á 
las  distancias  geográficas,  á  veces  enor- 
mes entre  algunas  regiones  del  continen- 
te, ó  que  trae  consigo  la  falta  de  inter. 
cambio  de  hombres  ó  de  transacciones,  y 
ausencia,  por  tanto,  délos  conflictos  que 
la  ley  internacional  tiene  en  vista  para 
ser  eficaz  y  práctica,  y  respecto  de  algu- 
nos de  los  Estados  de  tradición  legislati- 
va diversa,  como  los  de  origen  anglo- 
sajón, las  convenciones  por  ellos  suscri- 
tas tendrían  al  valor  de  un  propósito  d^ 
concurrir  á  la  uniformidad,  acercando  e] 
tipo  de  su  ley  interior  al  de  los  demás,  lo 
í|ue  es  cuestión  de  régimen  y  de  política 
nacional;  y  en  todo  caso,  un  tratado  co- 


lectivo suscrito  en  tales  condiciones,  ten- 
dría, además,  gran  peso  en  favor  del  re- 
conocimiento universal  del  derecho    cí> 
mún  internacional,  hacia  lo  que  se  mani- 
fiesta con  tanta  elocuencia  la   vocación 
jurídica  de  la  Europa  como  de  América. 
Si  es  verdad  que  algunas  de  las  naciones 
de  nuestro  continente,  situadas   en  sus 
extremos,    no  tendrían  sino  en   mucho 
tiempo  más  ocasión  de  aplicar  una  con- 
vención general,  no  puede  dudarse  que 
esta  se  aplicaría,  apoyada  por  la  adhe- 
sión de  todas,  sucesivamente  entre  aque- 
llas que,  por  ser  limítrofes  entre  sí,  man- 
tienen más  frecuentes  é  íntimas  relacio- 
nes. 

Para  el  caso  de  incompatibilidades  in- 
salvables sin  la  reforma  previa  de   las 
cartas  políticas,  existe  el  sistema  de  co- 
dificación por  medio  de  tratados  parcia- 
les sobre  las  diversas  materias  de   las 
que  constituyen  el  dominio  del  derecho 
internacional  privado,  y  así  pueden  to- 
das ellas  firmar  la  mayor  parte  de  las 
convenciones  en  que  sus  leyes  internas 
coincidan  ó  puedan  armonizarse;  y  en 
caso  contrario,  aquellas  que  se  hallen  en 
tal    situación,    pueden    individualmente 
abstenerse  de  subscribir  el  tratado,  sin 
que  este  se  considere  anulado  ó  insubsis. 
tente  por  la  abstensión   voluntaria  de 
uno   ó  más    de  los    Estados  del  conti- 
nente. 

No  carece,  por  otra  parte,  de  antece- 
dentes de  orden  legislativo  esta  obra  de 
la  codificación  del  Derecho  Internacional 
Privado  en  América,  aún  respecto  de 
aquellas  naciones  más  desemejan  tes  en  su 
sistema  jurídico  común.  Multitud  de  tra- 
tados parciales  han  reglado  en  todo 
tiempo  entre  ellas  sus  relaciones  de  orden 
comercial,  respecto  de  los  derechos  y 
condición  personal  de  sus  ciudadanos  en 
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territorios  diferentes,  referente  al  ejercicio 
de  los  derechos  civiles,  de  industrias  6  de 
^eotu:iencia,  que  todas  las  constituciones 
.amerícanas  reconocen  como  base  de  su 
Derecho  Público  interno,  y  por  fin,  las* 
.convenciones  sobre  estradición  de  delin- 
cuentes han  sido  suscritas  por  la  mayo- 
ría délos  Estados  de  América,  sobre  la  ba- 
se de  los  principios  más  adelantados  del 
derecho  universal. 

El  contenido  del  Código  de  Derecho  In- 
ternacional Privado  de  América,  6  si  se 
quiere,  la  contribución  que  esta  obra 
aportaría  al  Derecho  universal,  se  halla 
trazado  por  la  labor  sucesiva  de  algu- 
nos congresos  y  convenciones  regiona- 
les ó  parciales  de  distintas  épocas,  y  en 
un  sentido  más  amplio,  por  la  misma 
serie  de  conferencias  á  que  pertenece  la 
actual: 

I*'  De  un  carácter  sistemático  en  el  or- 
den del  Derecho  Privado,  debe  mencio- 
narse el  Congreso  de  Jurisconsultos  de 
Lima,  inaugurado  el  9  de  Diciembre 
de  1877,  y  al  cual  concurrieran  y  subs- 
cribieran sólo  las  Repúblicas  del  Perú, 
Chile,  Argentina,  BoHvia,  Venezuela, 
Ecuador,  Uruguay,  Costa  Rica  y  Guate- 
mala y  cuya  definición  se  halla  en  el  pro- 
pio título  del  acto,  que  dice:  **Tratado 
para  establecer  reglas  uniformes  en  ma- 
teria de  Derecho  Internacional  Privado". 
Los  ocho  títulos  de  ese  instrumento  in- 
ternacional contienen  en  síntesis  casi  to- 
da la  materia  científica  de  un  Código  de 
esa  rama:  la  ley  de  la  capacidad  perso- 
nal y  el  régimen  de  los  bienes  del  matri- 
monio, sucesiones,  competencia  judicial- 
jurisdicción  en  materia  penal,  cumpli- 
miento de  sentencias  extranjeras  y  lega- 
lizaciones; y  en  muchos  de  los  tratados 
incluidos  por  los  Estados  signatarios 
entre  sí,  ó  con  otros  de  Europa,  los  prin- 


cipios allí  acordados  han  tenido  acepta- 
ción y  sanción. 

2^  El  ya  citado  Congreso  de  Montevi- 
deo de  1888-1889  adoptó  el  mismo  títu- 
lo y  siguió  la  tradición  del  de  Lima,  si 
bien  se  limitó  á  aquellas  cuestiones  que 
revestían  interés  efectivo  para  las  nacio- 
nes contrayentes,  y  se  preocupó  de  defi- 
nir con  más  método  las  materias  legis- 
ladas: así  puede  decirse  que  comprende 
dos  divisiones  bien  señaladas:  1^,  la  que 
regla  el  derecho  común  propiamente  di- 
cho bajo  los  títulos  de  civil,  comercial, 
penal  v  procesal;  2*,  la  que  regla  el  ejer- 
cicio del  derecho  de  esa  propiedad  espe- 
cial definida  genéricamente  con  los  nom- 
bres de  propiedad  intelectual  é  industrial 
y  que  hasta  entonces'  carecía  de  un  de- 
partamento propio  en  los  Códigos  de 
derecho  común,  y  son  la  propiedad  lite- 
raria y  artística,  las  patentes  de  inven- 
ción, las  marcas  de  fábrica  3' de  comercio 
y  el  ejercicio  de  las  profesiones  liberales. 

^^  La  Segunda  de  las  Conferencias  In- 
ternacionales Americanas,  celebrada  en 
Méjico  en  1902,  se  limitó  en  materia  de 
codificación  del  Derecho  Internacional 
Privado  y  Público,  á  sancionar  la  Con- 
vención de  27  de  Enero,  por  la  cual  se 
resuelve  instituir  una  comisión  de  cinco 
jurisconsultos  americanos  y  europeos 
para  que  organicen  los  referidos  Códigos, 
por  lo^  cuales  se  regirían  las  relaciones 
entre  laá  naciones  de  América.  Nada  se 
hizo  en  el  sentido  de  dar  ejecución  á  este 
convenio,  que  tampoco  fué  ratificado. 
Además  de  los  asuntos  de  carácter  polí- 
tico ó  económico,  la  Conferencia  de  Mé- 
jico revisó  con  visible  progreso  la  obra 
del  Congreso  de  Montevideo  en  lo  rela- 
tivo á,  las  propiedades  intelectual  é  in- 
dustrial y  profesiones  liberales;  y  unos  y 
otros  de  estos  instrumentos  legislativos 
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deberán  servir  de  antecedentes  ala  Junta 
de  Jurisconsultos  que  se  constituyese,  se- 
gún nuestro  proyecto,  para  metodizar 
mejor  su  trabajo,  determinar  sus  alcan- 
cen y  aumentar  sus  informaciones.  Do- 
cumento de  indudable  imjportancia,  en 
este  sentido,  es  el  tratado  sobre  extra- 
dición suscripto  por  diezisiete  de  las  na- 
ciones americanas  el  28  de  Enero  de 
1902. 

4^  Por  fin,  aunque  no  pretendemos 
enumerarlos  en  detalle,— por  ser  tarea 
innecesaria  como  difícil  de  cumplir  con 
exactitud, — existen  numerables  tratados 
parciales  concluidos  entre  casi  todas  las 
naciones  del  continente  y  entre  éstas  y 
las  de  Europa,  en  los  cuales  las  materias 
aisladas  de  la  comprensión  del  Derecho 
Internacional  Privado  han  sido  estipu- 
ladas y  puestas  en  vigencia  en  diversas 
épocas;  de  manera  que  el  nuevo  codifica- 
dor podría  seguir  la  filiación  de  los  prin- 
cipios, y  determinar  aquellos  en  que  el 
acuerdo  ha  existido  ó  existe  aún,  ya  en 
el  sólo  campo  de  los  tratados,  ya  en  la 
legislación  interna,  con  la  cual  rara  vez 
podrán  hallarse  en  pugna. 

Así  como  el  Congreso  Jurídico  de  Lima 
y  de  Montevideo  y  en  su  caso,  el  de  Mé- 
jico, ninguno  que  se  celebre  en  América 
podrá  prescindir  de  la  fuente  de  ciencia, 
experiencia  y  doctrina  que  ofrecen  las 
convenciones,  uniones  y  tratados  cele- 
brados por  las  naciones  de  Europa  entre 
sí,  y  á  los  cuales  concurren  los  maestros 
más  eminentes  del  Derecho  universal  y 
los  diplomáticos  más  expertos.  Allí  la 
historia  de  la  codificación  del  Derecho 
Internacional  Privíido  ocupa  ya  una 
vasta  sección  de  la  gcncrnl  del  derecho 
europeo,  y  d  número  de  institutos,  ¡)u- 
blicaciones  permanentes,  congresos,  ne- 
gociaciones dij)lomáticas  y  uniones  con- 


sagradas á  esta  labor,  es  ya  considera- 
ble y  tan  conocido,  que  no  nos  detendre- 
mos á  enumerarlos,   sino  en  las  líneas  y 
caracteres  más  generales  y  demostrati- 
vos, no  sólo  del  vastísimo  material  que 
aportarían  á  la  obra  de  la  codificación 
en   América,  sino  para  establecer  las  di- 
ferencias de  fondos  ó  de  forma  que  la  pe- 
culiaridad de  la  historia,  la  sociabilidad 
ó  la   geografía    de    nuestro  continente» 
impondrían  en  el  Derecho  europeo  ó  uni- 
versal. 

El  hecho  jurídico  más  marcado  á  este 
respecto  es  el  de  la  forma  en  que  se  ma- 
nifiesta la  vocación  déla  época,  según  la 
exposición  de  un  jurisconsulto,  y  es  la  que 
se  caracteriza  por  la  tendencia  de  todos 
los  países    civilizados  á  constituirse   y 
mantenerse  en  estado  de  uniones  inter- 
nacionales,  de  manera  que  los  contra- 
tantes  **se  someten  á  un   régimen  uni- 
forme,  del  punto  de  vista  que  debe  apli- 
carse á  ciertas  materias,  6  bien,  del  pun- 
to de  vista   de  la  organización  y  funcio- 
namiento de  ciertos  servicios  públicos*'. 
Si  es  verdad  que  se  ha  conseguido  cons- 
tituir grandes  uniones  en   favor  de  la 
protección  de  ciertos  derechos  especiales, 
como  la  propiedad  industrial  ó  de  autor, 
ó  de   servicios  como  los  de  ferrocarriles, 
correos  y    telégrafos,   lo  es  también  que 
en  nititeria  de  derecho  internacional  pri- 
vado tales  uniones  generales  han  sido  en 
Euroj)a,  y  siguen  siendo  de  una  lenta  y 
penosa   gestación.  La  historia  de  los  es- 
fuerzos de  Italia  para  convocar  un  Con- 
greso general  con  ese   objeto  desde  1861 
á  1883,  hasta  para  medir  hasta  qué  gra- 
do son  una  fuerza  de  resistencia  las  tra- 
diciones y  los  intereses  acumulados  por 
los   siglos  en   las   sociedades   antiguas, 
contra   las  corrientes  del  nuevo  espíritu 
ó  las  nuevas  formas  del  derecho  conn'in, 
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en  su  tendencia  actual  á  la  uniformidad 
en  el  mayor  espacio  posible. 

Aparte  délos  trabajos  permanentes  de 
los  institutos,  corporaciones  y  publicis- 
t:a9,  en  el  sentido  de  armonizar  las  ideas 
sobre  una  codificación  general,  como  la 
noble  tarea  que  desde  1873  realiza  el 
* 'Instituto  de  Derecho  Internacional"  de 
Gante,  por  sus  iniciativas  de  conferen- 
cias y  tratados  y  por  sus  valiosos  estu- 
dios científicos  é  históricos,  y  la  no  me- 
nos importante  déla ''Asociación  para  la 
reforma  del  derecho  de  gen  tes",  de  Ingla- 
terra, la  fuente  de  estudio  más  metódica 
y  definida  en  tales  materias,  es  la  que 
ofrecen  las  Conferencias  de  la  Haya,  des- 
de 1893  á  1904  y  cuyos  objetos  se  con- 
densan como  sigue: 

1*  De  12  a  27  de  septiembre  de  1893. 
Después  de  diversas  ideas  respecto  á  los 
alcances  del  programa,  se  resuelve  tra- 
tar puntos  especiales,  y  comprendió:  1', 
el  matrimonio;  2^,  la  forma  délos  actos; 
3^,  las  sucesiones  ab  intestato  y  por  tes- 
tamento; 4^,  la  competencia  judicial  y 
otras  cuestiones  de  procedimiento. 

2»  De  25  de  junio  á  13  de  julio  de 
1894.  líl  programa  comunicado  por  el 
Gobierno  de  los  Países  Bajos  á  los  de- 
más Estados  comprendía:  1^,  los  efectos 
del  matrimonio  con  relación  á  las  per- 
sonas y  á  los  bienes  de  los  esposos,  di- 
solución y  nulidad  y  separación  perso- 
nal; 2^,  tutela  é  interdicción;  3*^,  asimi- 
lación de  los  extranjeros  á  los  naciona- 
les, caución  judicatum  solvi  y  asistencia 
gratuita;  4^,  tutela;  5^,  sucesión  y  tes- 
tamentos. Distribuido  el  trabajo  en  cin- 
co comisiones,  una  por  cada  número  del 
programa,  se  redactaron  los  proyectos 
correspondientes.  Quince  Estados  con- 
currieron á  esta  Conferencia. 
3*  De  12  de  mayo  á  18  de  junio  de 


1900.  Continuación  déla  de  1893,1a 
Tercera  Conferencia  se  propuso  revisarla 
y  confirmarla  en  cuanto  fuese  posible,  y 
así  quedaron  estipuladas  convenciones 
sóbrelos  siguientes  puntos:  1^,  para  re- 
gir los  conflictos  de  las  leyes  sobre  ma- 
trimonio; 2^,  sobre  sepa  ración  y  divorcio; 
3^,  sobre  tutela  de  menores;  las  cuales 
fueron  suscritas  por  los  Gobiernos  délos 
trece  Estados  concurrentes,  el  12  de  ju- 
nio de  1902. 

4*  De  16  de  mayo  á7de  junio  de  1904. 
Los  representantes  de  los  Gobiernos 
de  Alemania,  Austria-Hungría,  Bélgica, 
Dinamarca,  España,  Francia,  Italia, 
Japón,  Luxemburgo,  Noruega,  Países 
Bajos,  Portugal,  Rumania,  Rusia,  Gre- 
cia y  Suiza,  convinieron  en  llevar  á  la 
aprobación  de  sus  Gobiernos  proyectos; 
de  convenciones  sobre  los  siguientes  pun- 
tos: I.*',  procedimiento  civil;  2^ conflictos 
de  leyes  en  materia  de  sucesiones  y  tes- 
tamentos; 3^,  cbnflictos  de  leyes  sobre 
los  efectos  del  matrimonio,  sobre  los  de- 
rechos y  deberes  de  los  esposos  con  rela- 
ción á  las  personas  y  bienes;  4*^,  inter- 
dicción y  medidas  protectoras;  y  S*'» 
quiebra. 

Hemos  expuesto  con  cierta  proligidad 
estos  antecedentes,  con  el  foIo  objeto  de 
presentar  en  síntesis  el  desarrollo  que  ha 
adquirido  hasta  ahora  la  obra  de  la  co- 
dificación, no  sólo  en  el  sentido  de  las 
sanciones  y  la  autoridad  creciente  que 
adquieren  las  Conferencias  europeas  so- 
bre tales  materias,  sino  también  para 
que  pueda  compararse  la  obra  de  aque- 
llas con  las  de  América,  respecto  al  con- 
cepto jurídico,  al  contenido  y  alcances 
que  los  jurisconsultos  y  los  Gobiernos 
atribuyen  al  anhelado  Código  de  Dere- 
cho Internacional  Privado.  La  Comisión 
que  hubiera  de  constituirse,  según  nues- 
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tro  proyecto,  tendrá  así  material  j' fuen- 
te doctrinal  copiosa  para  la  tarea  pro- 
pia, y  para  definir  con  mayor  exactitud 
el  contenido  y  las  divisiones  metódicas 
de  su  trabajo. 

III 

La  mayor  parte  de  los  proyectos  pre- 
sentados sobre  esta  proposición  del  pro- 
grama, en  cuanto  se  refieren  al  Código 
de  Derecho  Internacional  Público,  reco- 
nocen la  conveniencia  de  eliminar  una 
tarea  de  carácter  puramente  teórico,  y 
por  tanto  la  de  contraerse  al  estudio  de 
cuestiones  de  interés  real  de  las  nacio- 
nes que  hayan  de  subscribir  los  res- 
pectivos convenios.  Si  la  Comisión  que 
trazó  el  programa  de  la  Conferencia 
hubiese  tenido  en  vista  la  primera  idea, 
habría  sin  duda  recomendado  alguno  de 
los  proyectos  de  código  existentes,  los 
cuales  sistematizan  la  ciencia  en  forma 
dispositiva  é  imperativa,  adelantándose 
idealmente  al  que  será  acaso  en  un  por- 
venir remoto,  el  término  de  las  relacio- 
nes entre  los  Estados  soberanos. 

Parece  racional  pensar  que  el  **  Derecho 
Público  europeo*',  del  que  participa  la 
América  toda,  como  parte  integrante  de 
la  civilización  occidental,  y  de  cuyas 
doctrinas  y  normas  jurídicas  ha  alimen- 
tado su  propio  derecho  positivo,  han  de 
experimentar  transformaciones  de  índole 
geográfica,  territorial,  étnica,  histórica, 
que,  sin  desvirtuar  la  naturaleza  y  espí- 
ritu del  derecho  de  la  Europa,  vienen  á 
imponer  en  éste  cierta  variante,  limita- 
da sólo  á  satisfacer  aquellas  condiciones 
que  ningún  legislador  puede  alterar  ni 
menos  suprimir:  no  puede  acortar  ó  em- 
pobrecer, ni  ensanchar  ó  estrechar  el 
cauce  de  los  grandes  ríos  navegables,  ni 
distribuir  ó  configurar  los  territorios  de 


manera  diversa  á  lo  que  lo  fueron  por  la 
naturaleza,  ni  suprimir  las  altas  \'  rami- 
ficadas montañas  que 'surcan   el  conti- 
nente, ni  transformar  en  un   día  el   sedi- 
mento histórico    secular  dejado  por   la 
civilización,  las  costumbres  y  las    tradi- 
ciones   legislativas,  entre  las  cuales   se 
educaron  todas  las  generaciones   a.nte- 
riores  de  los  pueblos  de  América.  Y    así, 
el  derecho  de  gentes  positivo,  que  segrún 
lo  expresan  Holtzendorff  y  Bonfíls,    "se 
halla  en  estado  de  permanenteevolución, 
de  transformación  constante,  y  no  llega 
jamás  á  una  conclusión  dogmática  com- 
pleta, capaz  de  seguir  en  vigencia   en  el 
presente  y  el  porvenir'',  es  una  serie   de 
luchas  constitutivas   de  la  vida  común 
de  las  naciones,  en  sus  conflictos  y  armo- 
nías incesantes,  y  ellas  van,  como    en  el 
proceso  de  la   ley  común  interna,  cons- 
tituyendo leyes  históricas  ó  sociales,  que 
el  Estado  ó    la  conciencia  jurídica  del 
medio  que  lo  rodea,  convierten  en  man- 
datos. 

No  obstante,  la  continua  labor  de  or- 
ganización de  esta  ciencia,  formada  de 
influencias  recíprocas  de  los  tratados  y 
de  las  doctrinas,  va  por  grados  acercan- 
do la  conclusión  del  cuerpo  completo  de 
prescripciones  que  llevan  una  fuerza  obli- 
gatoria, la  délas  convenciones  que  las 
originaron,  los  usos  y  costumbres,  y  la 
sanción  de  la  conciencia  civilizada,  y  de 
las  grandes  potencias,  ó  núcleos  transi- 
torios de  ellas.  **Supuesto,  como  dice  un 
jurisconsulto  brasileño,  que  en  su  estado 
presente  el  derecho  internacional  forma 
un  todo  vivo  y  orgánico,  dominado  por 
un  espíritu  común,  y  bajo  la  acción  de 
afinidades  íntimas,  todavía  es  cierto  que 
él  se  compone  de  asuntos  que  ofrecen  una 
grande  variedad  de  caracteres,  los  cua- 
les difícilmente  se  prestan  á  ser   distri- 
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buidos  en  clases  diversas,  constituida 
cada  una  por  atributos  ó  notfís  especí- 
ficas, ligadas  por  principios  superiores"; 
pero  los  Códigos  ya  formulados  no  son 
en  su  totalidad  puras  teorías,  porque 
tienen  el  mismo  carácter  positivo  de  las 
obras  doctrinales,  desde  que  también 
estas  riflqan  los  resultados  dé  la  expe- 
riencia Y  de  la  historia,  y  ya  que  no  sé 
puede  esperar  sino  como  desiderata  fu- 
turos una  sanción  total,  pueden  grupos 
numerosos  de  Estados,  por  el  sistema 
de  las  uniones  más  ó  menos  extensas, 
acercarse  al  final  de  aquel  propósito,  ó 
constituir  núcleos  de  materias  de  interés 
palpitante  para  aquellas,  que,  sanciona- 
das á  la  vez,  ó  sucesivamente,  llegasen 
á  formar  un  verdadero  Código,  ó  labase 
angular  de  un  futuro  Código  más  am- 
plio. 

Entretanto,  como  modelos  sistemáti- 
cos de  obras  de  esta  clase,  no  siendo 
abundantes,  y  por  tanto  fáciles  de  enu- 
merar, son  conocidos  los  siguientes  pro- 
yectos,  algunos  de  los  cuales  gozan  de 
merecida  y  universal  autoridad: 

a)  **Saggio  di  codificazlone  del  diritto 
internationale"  de  A.  Paroldo,  Genova, 
1851; 

b)  **Préc¡s  d*un  code  de  droit  interna- 
tionale'*,  de  Danim  Petrushevecz,  Leip. 
zig,  1861; 

c)  **Outlines  of  an  International  Co- 
de'', de  David  Dudley-Field,  New  York, 
1876; 

d)  "Le  Droit  International  Codifié*', 
(le  Bluntschli,  1863; 

e)  **I1  diritto  internationale  codificato 
é  la  sua  sancione  gluridica'*,  de  Pascual 
Fiore,  1898; 

f)  Y  pueden  agregarse  las  célebres 
Instrucciones  de  Lieher,  de  1863,  para 
los  ejércitos  en  campaña  de  los  Estados 


Unidos,  y  la  serie  de  los  tratados  histó- 
ricos que  desde  viena  hasta  La  Haya, 
vienen  elaborando  el  Derecho  Publico  de 
las  naciones  moderniís. 

La  obra  de  la  codificación  del  Derecho 
Internacional  Público  no  es,  pues,  una 
utopía,  por  más  distante  quepudiera  ha- 
llarse el  término  de  su  realización  defini- 
tiva é  integral,  y  bastaría  para  demos- 
trarlo, el  hecho  de  existir  la  coincidencia 
de  intereses  políticos  de  un  grupo  de  Es- 
tados sobre  un  determinado  grupo  de 
cuestiones,  y  que  esta  armonía  se  tra- 
duzca en  una  convención  práctica.  El  de- 
seo común  de  las  naciones  de  América  se 
ha  manifestado  ya  en  dos  Conferencias 
generales,  en  la  de  Méjico  por  el  citado 
acuerdo  de  27  de  enero  de  1902  sobre 
nombramiento  de  la  Comisión  de  Juris- 
consultos, y  la  actual,  en  cuyo  progra- 
ma figura  el  mismo  tema  que  tratamos 
de  resolver  por  medio  del  adjunto  pro- 
yecto. 

Ni  puede  limitarse  el  precedente  á  estas 
solas  reuniones,  pues  es  familiar  la  histo- 
ria de  los  Congresos  políticos  america- 
nos, proyectados  ó  realizados  en  1822, 
1826,  1847,  1880  y  el  que  dispuso  con- 
vocar el  Gobierno  de  Colombia  por  ley 
de  19  de  noviembre  de  1898,  es  decir, 
'*de  un  Congreso  Internacional  formado 
de  plenipotenciarios  de  las    Repúblicas 
latino-americanas,  con  el  objeto  de  defi- 
nir la  condición  de  los  extranjeros  en 
América,  y  los  otros  principios  de  dere- 
cho público  americano  o^ne  el  mismo  Con- 
greso halle  conveniente  fijar'*.  Entre  las 
cuestiones  que  se  proponía  someter  al  es-  * 
tudio  de  este  Congreso  se  mencionaban 
el  arbitraje,  la  colonización  extraña  á 
la  América,  la  integridad  territorial,  ei 
tránsito  interoceánico  y  fluvial,  el  corso, 
la  extranjería,  la  extradición  y  la  excep- 


122 


PRIMERA    PARTB 


ción  de  los  reos  políticos  y  definición  del 
bloqueo. 

Entre  los  últimos  problemas  discuti- 
dos 6  resueltos  por  los  congresos  é  insti- 
tutos, 6  por  los  hechos  mismos  durante 
las  últimas  guerras,  la  Conferencia  de 
La  Haya,  en  su  noble  labor  de  suprimir 
gradualmente  las  causas  de  los  conflic- 
tos armados,  por  la  constitución  cada 
vez  más  perfecta  de  los  medios  jurídicos, 
ha  estipulado  en  29  de  julio  de  1899,  ba- 
ses para  resolver,  aclarar  ó  definir  con 
mayor  precisión  y  espíritu  de  justicia, 
los  actos  comprendidos  en  estos  tópicos: 

1^  Leyes  y  costumbres  de  la  guerra  te- 
rrestre; 

2^  Adaptación  á  la  guerra  marítima, 
de  los  principios  de  la  Convención  de  Gi- 
nebra, de  22  de  agosto  de  1864; 

3^  Prohibición,  por  cinco  años,  de  lan- 
zar proyectiles  ó  explosivos  desde  los 
globos  ú  otros  medios  de  naturaleza  se- 
mejante; 

4^  Prohibición  del  empleo  de  proyecti- 
les que  diseminan  gases  nocivos,  y  el  uso 
de  balas  explosivas; 

5^  Proposición  para  discutir  en  la 
próxima  Conferencia  las  cuestiones  rela- 
tivas á  los  derechos  y  deberes  de  los  neu- 
trales, la  inviolabilidad  de  la  propiedad 
privada  en  la  guerra  marítima  y  el  bom- 
bardeo de  puertos,  ciudades  y  aldeas  por 
fuerzas  navales. 

No  son  estas  solas  las  cuestiones  que 
las  guerras  últimas,  en  territorios  del 
nuevo  como  del  viejo  continente,  han 
puesto  en  tela  de  juicio  ante  el  criterio 
•  jurídico,  sino  las  que  se  derivan  de  los  úl- 
timos inventos  en  la  aplicación  de  la  elec- 
tricidad á  las  comunicaciones,  en  parti- 
cular, ál  empleo  de  la  telegrafía  sin  hilos 
en  la  guerra,  en  conflicto  con  los  dere- 
chos de  soberanía  de  Jos  Estados  inter- 


medios, lo  que  indujo  el  Gobierno  de 
S.  M.  Británica  á  adoptar  reglamentos 
que  entran  en  el  dominio  del  Derecho  In- 
ternacional, y  la  clasificación  de  una  can- 
tidad de  artículos,  del  punto  de  vista  del 
contrabando  de  guerra. 

Estas  materias,  aunque  surjan  de  la 
experiencia  ó  la  iniciativa  europea,  deben 
interesar  á  la  América,  empeñada  en 
aportar  al  progreso  del  Derecho  de  Gen- 
tes, el  contingente  de  su  propia  observa- 
ción ó  de  sus  caracteres  físicos  y  sociales 
exclusivos. 

Era,  pues,  imposible  para  la  Comisión, 
sin  verse  obligada  4  entrar  en  un  orden 
de  estudios  que  habría  sido  contrario  al 
límite  fijado  4  la  Tercera  Conferencia, 
detenerse  á  formular  la  nómina  de  los 
tópicos  que  habrán  de  ocupar  la  aten- 
ción de  las  comisiones  codificadoras:  és- 
to habría  valido  acaso  tanto  como  tra- 
zar los  proyectos  de  códigos  directamen- 
te, y  entonces  buscó  la  fórmula  consig- 
nada en  su  artículo  5*^  que  se  limita  á  re- 
comendar: 

1^  A  la  comisión  que  deba  redactar  el 
proyecto  del  Código  de  Derecho  Interna- 
cional Privado,  que  tenga  en  cuenta  las 
convenciones  y  tratados  existentes  entre 
las  naciones  de  América  y  especialmente 
los  tratados  de  Montevideo  de  1889  y 
de  Méjico  de  1902; 

2^  A  la  que  se  encargarse  del  proyecto 
de  Código  de  Derecho  Internacional  Pú- 
blico, además  de  las  cuestiones  que  los 
reí-pectivos  Gol/iernos  indicasen  por  co- 
municaciones especiales,  ó  por  intermedio 
desús  representantes  en  la  Junta  de  Ju- 
risconsultos, aquellas  materias  6  puntos 
sobre  los  cuales  existiese  acuerdo  entre 
los  tratados  y  leyes  de  los  respectivos 
Estados  de  América,  los  que  signifiquen 
un  progreso  jurídico  efectivo,  ó  que  tien- 
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dan  á  eliminar  causas  de  desinteligencias 
ó  conflictos  entre  ellos. 

Por  tal  método  se  conseguía  un  triple 
objeto  de  indudable  conveniencia  y  nece- 
sidad: no  limitar  ni  obstruir  la  acción  de 
los  gobiernos  para  pedir  la  inclusión  de 
asuntos  de  verdadero  interés  político, 
social  6  jurídico  de  sus  Estados,  y  que 
no  hubieran  sido  previstos  por  la  Confe- 
rencia; no  coartar  la  libertad  de  iniciati- 
va ó  de  ciencia  de  los  jurisconsultos, 
quienes  al  mismo  tiempo  llevarán  las 
instrucciones  de  los  mandantes  para  in- 
cluir temas  de  índole  práctica,  nacidos 
del  estudio  previo  que  ellos  realizarán 
por  sí  6  con  el  auxilio  de  especialistas, 
en  caso  necesario,  de  los  antecedentes  de 
cada  país,  de  los  documentos  legislativos 
pre-existentes,  6  de  los  adelantos  irrecu- 
sables del  Derecho  de  Gentes  universal. 

En  cuanto  al  argumento  que  pudiera 
formularse  contra  el  proyecto, — pues  es 
corriente  en  toda  empresa  de  este  género, 
sobre  su  carácter  utópico,  sobre  la  difi- 
cultad de  realización,  sobre  el   prejuicio 
de  la  inacción  de  todos  los  gobiernos  lla- 
mados á  darle  cumplimiento, — todo  el 
texto  del  convenio  se  halla  combinado 
para  hacer  posible  y  fácil  su  ejecución, 
desde  que  ella  estriba  en  la  voluntad  de 
los  propios  Estados,  los  que  con  ello  ma- 
nifestarán á  la  vez  decisión  de  ratificar 
la  obra  de  las  delegaciones,  y  su  propó- 
sito de  dar  á  las  Conferencias  america- 
nas un  carácter  de  seriedad  que  nadie 
estaría  autorizado  para  poner  en  duda. 
De  tal  manera,  no  solamente  llegarán 
á  desvanecer  todo  motivo  de  conflictos 
de  leyes  privadas  sobre  personas  y  cosas 
relaciones  de  familia  ó  de  negocios,  for- 
mas procesales  y  otras,  sino  que,  al  preo- 
cuparse de  resolver  por  reglas  permanen- 
tes las  posibles  causas  de  desinteligenc  ias 


políticas,  habrán  contribuido  á  la  tarea 
en  que  las  más  sabias  instituciones  jurí- 
dicas del  mundo  se  hallan  empeñadas,  en 
favor  de  la  formación  de  un  código  de 
derecho  privado,  y  al  mismo  tiempo,  á 
consolidar  más  hondamente  la  paz  inter- 
nacional en  América. 

Se  ha  preocupado  la  Comisión  de  esta- 
blecer algunas  reglas  de  procedimiento 
para  la  Junta  de  Jurisconsultos,  en  aten- 
ción á  salvar  los  primeros  pasos  de  su 
organización  y  primer  impulso  en  la  ta- 
rea, siguiendo  en  esto  el  ejemplo  de  las 
últimas  convenciones  de  La  Haya,  en  las 
cuales  la  división  del  trabajo,  fundada 
sobre  la  división  metódica  de  la  materia, 
ha  quedado  ya  consagrada  como  un  me- 
dio, acaso  único,  de  afrontar  tareas  como 
esta.  Ha  atribuido  á  la  Junta  facultades 
suficientes  para  que  pueda  desenvolverse 
con  amplitud  y  soltura,  sin  reatos  regla- 
mentarios, siempre  incómodos,  y  sin  res- 
tricciones de  procedimiento  que  embara- 
zan las  mejores  iniciativas. 

Cree  la  Comisión  que  estas  considera- 
ciones bastan  para  dar  una  idea  del  es- 
píritu y  ventajas  del  proyecto  que  tiene 
el  honor  de  someter  á  la  aprobación  de 
la  Conferencia,  y  se  permite  afirmar  que 
si  se  logra  dar  cima  al  propósito  de  cons- 
tituir la  Junta  de  Jurisconsultos  y  favo- 
recer sus  tareas  con  providencias  necesa- 
rias y  oportunas,  que  ninguna  dificultad 
pueden  ocasionarles,  la  Tercera  Confe- 
rencia será  una  de  las  más  fecundas  y 
meritorias,  porque  habrá  realizado  una 
obra  vivamente  anhelada  por  los  repre- 
sentantes más  altos  del  pensamiento  ju- 
rídico de  la  época. 

Saludamos  al  señor  Presidente  con 
nuestra  más  distinguida  consideración. 

Río  de  Janeiro,  22  de  agosto  de  1906. 
Señor  Presidente  de  la  Tercera  Confe- 
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renda  Internacional  Americana,  doctor 
d:>n  Joaquín  Nabuco. 


ACUERDO 

La  Comisión  presentó  el  siguiente  pro- 
yecto que  fué  aprobado  sin  modiñca- 
ción  alguna  en  sesión  de  23  de  Agosto 
de  1906, 

Artículo  Primero.  Una  Junta  Inter- 
nacional de  Jurisconsultos,  que  se  com- 
pondrá de  un  representante  porcada  uno 
de  los  Estados  signatarios,  nombrado  por 
su  respectivo  gobierno,  se  constituirá  pa- 
ra tomar  á  su  cargo  la  preparación  de  un 
proyecto  de  Código  de  Derecho  Interna- 
cional Privado  y  otro  de  Derecho  Interna- 
cional Público,  que  reglen  las  relaciones 
entre  las  naciones  de  América.  Dos  ó 
más  gobiernos  pueden  nombrar  de  acuer- 
do un  solo  Representante,  el  cual  en  este 
caso  tendrá  un  voto. 

Art.  2^  Las  comunicaciones  de  los 
nombramientos  de  los  miembros  de  la 
Junta  serán  dirigidas  por  los  Gobiernos 
que  se  adhieran  á  la  presente  Conven- 
ción» al  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil, 
el  que  podrá  disponer  lo  conveniente  pa- 
ra hacer  efectiva  la  primera  sesión. 

Estos  nombramientos  serán  comunica- 
dos al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
del  Brasil  antes  del  1^  de  abril  de  1907. 

Art.  3^  La  primera  reunión  de  la  Jun- 
ta se  realizará  en  la  ciudad  de  Río  de  Ja- 
neiro en  el  trascurso  del  año  1907,  y  se 
considerará  constituida  cuando  se  hallen 
reunidos  los  Representantes  de  doce,  por 
lo  menos,  de  los  Estados  signatarios. 

La  misma  Junta  designará  las  fechas  y 
lugares  de  sus  reuniones  posteriores, 
siempre  que  el  plazo  de  la  última  permi- 
ta comunicar  á  los  Gobiernos  alguno  de 


los  proyectos  concluidos,  ó  partes  impor- 
tantes de  los  mismos,  un  año,  por  lo  me- 
nos, antes  de  la  fecha  que  se  designará, 
para  la  Cuarta  Conferencia  Internacio- 
nal Americana. 

Art.  4"^  Reunida  la  Junta  con  el  obje- 
to de  organizarse  y  distribuir  el  trabajo 
entre  sus  niiembros,  podrá  dividirse  en 
dos  comisiones  distintas  que  se  ocupen, 
la  una  depreparar<*l  proyecto  de  Código 
de  Derecho  Internacional  Privado,  y  la 
otra  el  de  Derecho  Internacional  Públi- 
co, debiendo  en  este  caso  proceder  sepa- 
radamente hasta  la  terminación  de  su 
mandato,  ó  en  la  forma  de  la  cláusula  fi- 
nal del  artículo  3^. 

Una  y  otra  comisión  pueden  recabar 
de  los  Gobiernos  la  adscripción  de  peri- 
tos especiales  para  determinados  estu- 
dios, en  vista  de  la  más  pronta  y  eficaz 
terminación  de  sus  proyectos,  pudiendo 
fijar  plazos  razonables  para  su  presenta- 
ción. 

Art.  5*^  Con  el  objeto  de  determinar 
las  materias  que  deben  comprender  los 
proyectos,  la  Tercera  Conferencia  ínter 
nacional  Americana  recomienda  alas  co- 
misiones que  presten  atención  preferente 
á  los  principios  y  puntos  que  hayan  sido 
objeto  de  acuerdos  uniformes  en  los  tra- 
tados y  convenciones,  y  en   qi:e  existn 
conformidad  entre  las  leyes  nacionales 
de  los  Estados  de   América,  y  especial- 
mente tener  en  cuenta  los  tratados  de 
Montevideo  de  1889,  los  proyectos  adop 
tados  en  la  Segunda  Conferencia  Inter- 
nacional celebrada  en  Méjico  en  1902,  y 
los  debates  á  que  unos  y  otros  dieron 
lugar  y  demás  cuestiones  que  importen 
un  progreso  jurídico  efectivo,  ó  que  tien- 
dan á  la  eliminación  de  causas  de  desin- 
teligencias ó  conñic  tos  entre  aquellos  mis- 
mos Estados. 
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Art.  6*^  Los  gastos   que  demande  la 
preparación  de  los  provectos,  inclusos 
los  de  los  estudios  técnicos  que  se  requi- 
riesen, de  acuerdo  con  el  artículo  4^,  se- 
rán abonados  por  todos  los  Estados  sig- 
natarios en  la  misma  proporción  y  for- 
ma establecidas  para  el  sostenimiento  de 
la  Oficina  Internacional  de  las  Repúbli- 
cas Americanas,  de  Washington,  con  ex- 
cepción de  honorarios  de  los  miembros 
de  la  Junta,  que  serán  pagados  por  cada 
Gobierno  á  los  que  hubiese  nombrado. 

Art.  7^  La  Cuarta  Conferencia  Inter- 
nacional Americana  hará  constar  en  uno 
ó  más  tratados  los  principios  sobre  los 
cuales  se  obtuviere  acuerdo,  procurando 
su  adopción  y  ratificación  por  las  Nacio- 
nes de  América. 

Art.  8^  Los  Gobiernos  que  tengan  á 
bien  ratificar  la  presente  Convención,  lo 
harán  saber  al  de  los  Estados  Unidos  del 
Brasil,  á  fin  de  que  dicho  Gobierno  lo  co- 
munique á  los  demás  por  la  vía  diplomá- 
tica, haciendo  este  trámite  las  veces  de 
canje. 
Río  de  Janeiro,  21  de  Agosto  de  1906. 


PROYECTO  DE  CONVENCIÓN  QUE  **F1JA  LA 
CONDICIÓN  DE  LOS  CIUDADANOS  NATURA- 
LIZADOS QUE  RENUEVAN  SU  RESIDENCIA 
EN  EL  PAÍS  DE  ORIGEN*'  CON  UN  INFOR- 
ME EXPOSITIVO  SOMETIDO  POR  EL  DOC- 
TOR L.  S.  ROWE,  EN  NOMBRE  DE  LA  DE- 
LEGACIÓN DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  DE 
AMÉRICA. 

Na  tura  lización 

"La  conveniencia  de  celebrar  un  Con- 
venio que  compicnda  el  principio  de  que 
el  ciudadano  naturalizado  en  uno  de  los 


países  contratantes  y  que  se  radique  nue- 
vamente en  su  país  de  origen,  sin  la  in- 
tención de  regresar  á  aquel  donde  se 
naturalizó,  sea  considerado  como  que  ha 
renunciado  á  su  naturalización  en  dicho 
país,  presumiéndose  que  existe  el  intento 
de  no  regresar  cuando  la  persona  natu- 
ralizada resida  más  de  dos  años  en  su 
país  de  origen.** 

La  condición  de  los  ciudadanos  natu- 
ralizados  en  el  extranjero  y  que  regresan 
á  su  país  natal,  ha  sido  una  de  las  cues- 
tiones más  enojosas  é  irritantes  que  se 
han  presentado  á  las  Repúblicas  del  Con- 
tinente Americano.  Fué  necesario  una 
lucha  prolongada  y  persistente  para  ob- 
tener de  los  Gobiernos  europeos  el  reco- 
nocimiento del  derecho  de  expatriación, 
y  una  vez  reconocido,  quedó  aún  por  re- 
solver lo  que  se  refiere  á  la  condición  de 
un  ciudadano  que,  naturalizado  en  país 
extraño,  renueva  su  residencia  en  el  de 
su  origen. 

La  cuestión  es  de  vital  importancia 
para  los  Estados  del  Continente  Ameri- 
cano, debido  al  contraste  que  ofrecen  sus 
leyes  y  las  de  los  países  de  Europa.  En 
general,  se  puede  decir  que  la  política  de 
los  referidos  Estados,  ha  sido  la  de  no 
hacer  distinción  alguna  entre  los  nacio- 
nales y  aquellos  ciudadanos  naturaliza- 
dos que  al  viajar  ó  mientras  residen  en 
países  extraños  llegan  á  necesitar  pro- 
tección, al  paso  que  las  leyes  délos  países 
europeos,  y  en  especial  las  de  Gran  Bre- 
taña, no  dan  por  efectiva  "la  naturaliza- 
ción de  un  extranjero  en  el  evento  de  su 
regreso  al  país  natal,  á  menos  que  ella 
sea  reconocida  por  las  leyes  de  éste  ó  hu- 
biere sido  objeto  de  estipulaciones  en  al- 
gún tratado  firmado  con  el  país  que  con- 
cede la  naturalización.*' 
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El  derecho  de  expatriación  nsí  como  la 
doctrina  de  que  la  natuniHzacíón  exone- 
ra al  ciudadano  de  las  obligaciones  pro- 
venientes de  su  anterior  condición,  fueron 
formulados  definitivamente  en  las  ins- 
trucciones del  18  de  diciembre  de  1848, 
enviadas  por  el  señor  Buchanan,  enton- 
ces Secretario  de  Estado,  al  Ministro 
Americano  en  Londres. 

**No  podemos  reconocer  diferencia  al- 
guna—decía— entre  unos  y  otros  (natu- 
rales y  naturalizados)  ni  tampoco  pode" 
mos  permitir  que  esto  se  desconozca  por 
cualquier  gobierno  extranjero,  sin  pro- 
testar y  oponernos  contra  ello  de  la  ma- 
nera más  enérgica.  Los  subditos  de  otros 
países  que  por  su  voluntad  han  abando- 
nado el  país  natal  y  han  aceptado  los 
favores  que  le  conceden  nuestras  leyes,  al 
emigrar  á  los  Estados  Unidos,  se  hicie- 
ron ciudadanos  americanos  y  son  acree- 
dores al  beneficio  de  los  mismos  derechos 
y  privilegios  que  tendrían  si  hubiesen  na- 
cido en  dicho  país.  Tratarlos  de  otra 
manera,  sería  violar  nuestra  buena  fe 
así  como  el  más  solemne  de  nuestros  de- 
beres.'* 

Esta  enunciación  prematura  de  la  doc- 
trina no  fué  aceptada  por  los  sucesores 
inmediatos  del  Secretario  Buchanan,  has- 
ta que  por  fin  en  1859,  después  que 
Mr.  Buchanan  había  subido  á  la  Presi- 
dencia, se  proclamó  de  nuevo  y  amplia- 
mente, el  principio  de  que  desde  el  mo- 
mento que  un  extranjero  se  naturaliza 
*  experimenta  un  renacimiento  político. 
Una  barrera  infranqueable  lo  separa  de 
su  país  natal.  Por  cualquiera  cosa  que 
diga  ó  haga  ú  omita  hacer  ó  decir  no 
será  él,  en  su  nuevo  carácter,  más  res- 
ponsable que  si  hubiera  nacido  en  los  Es- 
tados Unidos.  Si  regresare  por  acaso  al 
])aís  de  su  origen,  regresaría  como  ciuda- 


dano americano  y  en  ningún  otro  carác- 
ter... Para  que  un  Gobierno  tcng'a  dere- 
cho de  castigarle  por  algún  delito,  éste 
debe  hal>er  sido  cometido  en  la  época  en 
que  el  naturalizado  era  subdito  y  debía 
obediencia  á  ese  Gobierno  3'  ha  de  ser  de 
tal  naturaleza  que  hubiere  permitido 
procesarlo  y  castigarlo  al  tiempo  de  su 
partida''  ( I ). 

El  no  reconocimiento  por  parte  del  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos  de  diferen- 
cia entre  la  condición  de  ciudadanos  na- 
tos y  naturalizados,  en  cuanto  se  refiere 
al  derecho  que  tienen  á  ser  protegidos, 
ha  dado  lugar  continuamente  á  compli- 
caciones internacionales.  En  los  Estados 
Unidos  de  América  las  dificultades    con 
los  países  europeos  provenientes  de  esta 
cuestión,  dieron  por  resultado  finalmente 
la  celebración  de  una  serie  de  convencio- 
nes, siendo  l.M  primera  de  éstas  la  que  se 
celebró  con  la  Confederación  de  Alema- 
nia del  Norte,  que  fué  ratificada  el  9  de 
mayo  de  18G8  y  proclamada  por  el  Pre- 
sidente el  27  de  mayo.  El  artículo  4'  de 
este  Convenio  establece: 

*'Si  un  alemán  naturalizado  en  Améri- 
ca renueva  su  residencia  en  el  Norte  de 
Alemania,  sin  la  intención  de  regresar  á 
la  América,  se  le  considerará  como  ha- 
biendo renunciado  á  su  naturalización  en 
los  Estados  Unidos. 

^'Recíprocamente,  si  un  americano  na- 
turalizado en  el  Norte  de  Alemania,  re- 
nueva su  residencia  en  los  Estados  Uni- 
dos, sin  intención  de  volver  á  la  Alema- 
nia del  Norte,  se  considerará  que  renunció 
á  su  naturalización  en  este  último  país. 

(1)  Mr.  Cass  Secretario  de   Estado  á  Mr.  Wrigh, 
.Mini-tro  en  Prusia,  8  de  julio  de  1859.  Documento 
Ejecutivo  del  Señad  >  XXX  VIH.  Congreso  36, 132. 
Estas  instrucciones  ponían  de   manifie-ito  las  ide 
del  Pi  tsi  lente. 
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Se  puede  suponer  que  existe  la  inten- 
ción de  no  volver  al  país  de-  naturaliza- 
ción cuando  la  persona  naturalizada  en 
uno  de  los  países  reside  más  de  dos  año^ 
en  el  otro  país." 

Tratados  que  contienen  disposiciones 
idénticas  fueron  celebrados:  con  el  Reino 
de  Ba viera  el  26  de  jnayo  de  1868  y  pro- 
clamado el  8  de  octubre  del  mismo  año; 
con  Dinamarca  por  el  tratado  firmado 
en  28  de  julio  de  1872  y  proclamado  el 
15  de  abril  de  1875;  con  el  Gran  Ducado 
de  Hesse  por  convenio  firmado  el  I*'  de 
agosto  de  1868  y  proclamado  el  31  de 
agosto  de  1869;  con  Suecia  y  Noruega 
por  el  protocolo  de  26  de  mayo  de  1869; 
con  el  Reino  de  Wurtemberg  por  el  tra- 
tado firmado  el  26  de  julio  de  1868  y 
])roclamado  el  7  de  marzo  de  1870. 

La  posición  asumida  por  los  Estados 
Unidos  fué  aún  más  fortalecida  por  la 
Ley  del  Congreso  de  27  de  julio  de  1868, 
en  la  cual  se  declara  que  la  expatriación 
es  un  derecho  natural  é  inherente  á  las 
personas  y  en  la  cual  se  establece  el  prin- 
cipio de  quc.Ia  naturalización  exime  á  las 
personas  que  de  ella  gozan  de  sus  debe" 
res  para  con  el  país  natnl.   Dispone,  ade- 
más, dicha  ley  que:   "Todo  ciudadano 
naturalizado   en    los    Estados   Unidos, 
cuando  viaja  en  países  extranjeros  tiene 
derecho  á  recibir,  como  en  efecto  recibirá 
de  este  Gobierno,  con  relación  á  su  per- 
sona y  propiedades,  la  misma  protección 
queseotorga  á  los  ciudadanos  nativos''. 
Los  adversarios  de  la  doctrina  formu' 
lada  en  dicha  Ley,  mantienen  que  la  na- 
turalización crea  un  nuevo  deber  de  obe- 
diencia que  viene  á  agregarse  al  que  ya 
existía  para  el  ciudadano  naturalizado, 
y  no  lo  exonera  de  las  obligaciones  inhe- 
rentes á  su  carácter  de  ciudadano  del 


país  natal  y  que,  por  consiguiente,  no 
existiendo  tratado  que  contradiga  esa 
doctrina,  dichas  obligaciones  se  imponen 
tan  luego  como  la  persona  regresa  á  su 
país  de  origen. 

Estas  irreconciliables  opiniones  han 
dado  lugar  á  muchas  é  irritantes  contro- 
versias, por  lo  que  es  de  extremada  con- 
veniencia que  se  llegue  á  adoptar  una 
norma  definitiva  que  evite  mayores  ma- 
las inteligencias.  Verdad  es  que  las  con- 
troversias de  mayor  importancia  que  se 
han  suscitado  sobre  la  materia,  origina- 
ron entre  gobiernos  americanos  y  euro- 
peos, pero  no  es  menos  cierto  que  un 
acuerdo  entre  las  Repúblicas  Americanas 
contribuirá  en  grado  no  pequeño  á  ga- 
rantir un  reconocimiento  más  general  de 
un  principio  definitivo  por  parte  de  los 
gobiernos  europeos. 

A  este  respecto  es  conveniente  llamar 
la  atención  sobre  un  punto  de  redacción. 
En  todos  los  tratados  que  más  arriba  se 
han  citado  se  dice  que:  se  puede  suponer 
que  exist?  el  propósito  de  no  volver 
cuando  la  persona  naturalizada  en  uno 
de  los  países  reside  por  más  de  dos  años 
en  otro  país.  Bajo  tal  concepto  el  Minis- 
terio de  Relaciones  Exteriores  sostiene 
que  dos  años  de  residencia  constituyen 
apenas  mera  probabilidad,  prima  facie 
del  abandono  de  la  nacionalidad.  La  fór- 
mula qué  se  propone,  encierra  una  regla 
más  definida  al  decir  que  la  intención  de 
no  regresar,  se  presumirá  que  existe  des- 
de que  la  persona  naturalizada  reside 
por  más  de  dos  años  en  el  país  de  origen. 
Esta  suposición  puede,  naturalmente, 
ser  refutada  por  medio  de  pruebas  en 
contrario.  Se  adoptó  un  plan  semejante 
en  el  tratado  de  naturalización  del  6  de 
mavo  de  1872  entre  los  Estados  Unidos 
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y  la  República  del  Ecuador.  Las  dispo- 
siciones de  este  tratado  son  las  siguien- 
tes: (1) 

*'Art.  2"^  Si  un  ciudadano  naturalizado 
en  cualquiera  de  dos  países  renueva  su 
residencia  en  aquel  en  que  nació,  sin  la 
intención  de  regresar  á  aquel  en  que  fué 
naturalizado,  será  considerado  como  ha- 
biendo readquirido  las  obligaciones  de 
ciudadanía  original  y  haber  renunciado 
á  la  que  obtuvo  por  naturalización. 

**Art.  3^  Una  residencia  de  más  de  dos 
años  en  el  país  natal  de  un  ciudadano 
naturalizado,  será  interpretada  como 
una  intención  de  su  parte  de  establecerse 
allí  sin  propósito  de  volver  á  aquel  en 
que  fué  naturalizado.  Esta  suposición, 
sin  embargo,  puede  ser  refutada  por  me- 
dio de  prueba  en  contrario.'* 

La  aceptación  común  de  la  fórmula 
propuesta  que  establece  el  modo  de  con- 
siderar la  condición  de  ciudadanía  de  los 
naturalizados  que  vuelvan  á  residir  en 
sus  países  de  origen,  hará  desaparecer 
uno  de  los  principales  factores  que  más 
han  contribuido  á  originar  rozamientos 
internacionales  y  evitará,  al  mismo  tiem- 

(1)  Íi08  efectos  de  eras  cláusulas  raotiviruii  la 
discusión  habida  en  el  caso  de  Julio  RomaDa  San- 
tos, de  origen  ecuatoriano  y  naturalizado  en  los  Fs- 
tados  UüidoH,  el  cual  fué  preso  y  encarcelado  en  el 
Ecuador  en  1884,  por  estar  acusado  de  haber  parti- 
cipado, bajo  el  mando  del  General  Alfaro,  en  un 
movimieuto  revolucionario.  El  Ecuador  alegó  que 
el  acusado  había  renovado  su  ciudadanía  original, 
al  paso  que  los*  Estados  Unidos  sostenían  lo  con, 
trario. 

En  el  curso  de  U  discusión,  el  señor  Bayard  de- 
cía, en  l.°  de  mayo  do  18-^5: 

«Forma  parte  integrante  de  l:i  soberanía  de  toda 
nación  el  fijar  los  términos  en  que  la  obediencia  de 
sus  propios  nacionales  se  obtiene  y  se  conserva.  En 
el  tratado  del  Ecuador  con  los  Estados  Unidos,  estos 
abren  mano  de  una  part^  del  tal  derecho  al  admitir 
que  dos  años  de  residencia  en  el  Ecuador  pueden 


po,  la  repetición,  entre  los  gobiernos  de 
de  las  Repúblicas  Americanas,  de  cues- 
tiones que  tan  importante  papel  h£Lii  re- 
presentado en  las  relaciones  diplomáti- 
cas en  los  Estados  americanos  y  en  los 
europeos. 

ACUERDO 

PROYECTO  DE  CONVENCIÓN,  QUE  FIJA  LA 
CONDICIÓN  DE  LOS  CIUDADANOS  NATURA- 
LIZADOS QUE  RENUEVAN  SU  RESIDKXCIA 
EN  EL  PAÍS  DE  ORIGEN,  APROBADO  POR 
LA  CONFERENCIA,  EL  13  DE  AGOSTO 
DE  1906. 

Las  Repúblicas  de: 

(El  orden  en  que  los  varios  países  re- 
presentados en  la  Conferencia  se  colo- 
quen aquí,  será  el  que  la  Conferencia 
haj^a  adoptado  para  tales  Convencio- 
nes). 

Representadas  en  la  Tercera  Confe- 
rencia Internacional  Americana,  por  sus 
respectivos  delegados,  los  setíores; 

crear  el  indicio  de  que  el  ciudadano  en  cue^tión  abri- 
ga el  propósito  de  establece  «e  allí.  Al  estipular  tam- 
bién el  derecho  de  poderse  refutar  esa  prueba  en  lo 
que  se  refiero  a  dicha  intención,  los  Estados  Unidos 
recaban  para  sí  el  derecho  pleno  y  absoluto  cual  esta 
condición  de  sus  ciudadanos  en  un  caso  determinado. 
Ese  derecho  no  puede  en  parte  ser  coartado  por  el 
Ecuador:  debe  ser  ejercitado  exclusivamente  por 
los  Estados  Unidos,  como  un  atributo  de  su  sobeía 
nia.  T\  Ecuador  no  puede  oponer  á  ese  derecho  pri- 
vativo una  mera  negativa  que  contradiíoi  pruebas 
que  sean  satisfactorias  para  los  Estados  Unidos.  £1 
único  dtsrecho  que   podría  asistir  al   Ecuador,  para 
contradecir  tales  pruebas,   sería  demostrar  que  el 
intenísado  había  llevado  á  cabo  algún  acto  que  sig 
niñease  una  renuncia  manifiesta,  voluntaria  y  posi- 
tiva de  ciudadanía  en   los  Estados  Unidos.  Es  este 
un  acto  que,  Fegún  las  leyes  del   Ecuador,  debería 
haber  sido  llevado  á  cabo   para  que  el  interesado 
recobrase  su  ciudadanía  ecuatoriana.  En  otros  tér- 
minos, no  se  puede  admitir  con  relación  al  propósito 
aludido,  otra  refutación  que  no  sea   la  que  tenga 
por  base  una  amplia  información  sobro  el  panto 
legal.» 
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(El  orden  en  que  los  varios  países  re- 
presentados en  la  Conferencia  se  coló- 
cjuen  aquí,  será  el  que  la  Conferencia  ha- 
va.  adoptado  para  tales  Convenciones). 

Los  cuales,  deseando  celebrar  una  Con- 
vención para  dar  cumplimiento  á  la  pro- 
posición VI  del  programa  de  dicha  Con- 
ferencia, han  acordado  las  siguientes  dis- 
posiciones: 

Artículo  primero.  Si  un  ciudadano 
nativo  de  cualquiera  de  los  países  fir- 
mantes de  la  presente  Convención  y  na- 
turalizado en  otro  de  estos,  renovase  su 
residencia  en  el  país  de  su  origen,  sin  in- 
tención de  regresar  á  aquel  en  el  cual  se 
hubiere  naturalizado,  se  considerará  que 
reasume  su  ciudcidanía  originaria  y  que 
renuncia  á  la  ciudadanía  adquirida  por 
dicha  naturalización. 

Art.  2"  La  intención  de  no  regresar  se 
presumirá  cuando  la  persona  naturali. 
zada  resida  en  el  país  de  su  origen  por 
más  de  dos  años.  Pero  esta  presunción 
podrá  ser  destruida  por  pruebas  en  con- 
trario. 

Art.  3*^  Esta  Convención  se  pondrá  en 
vigencia  entre  los  países  que  la  ratifi- 
quen, tres  meses  después  de  la  fecha  en 
que  comuniquen  dicha  ratificación  al  Go- 
bierno  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil; 
y  quedará  en  vigencia  entre  dichos  Esta- 
dos por  un  año  más  á  partir  de  la  fecha 
en  que  fuere  denunciada  por  cualquiera 
de  ellos.  La  denuncia  de  esta  Convención 
por  parte  de  cualquier  Estado  signata- 
rio se  dirigirá  al  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  del  Brasil,  y  sólo  surtirá  efecto 
en  cuanto  al  país  que  hiciese  la  denun- 
cia." 

( Las  firmas  de  los  varios  Estados  segui- 
rán on  el  orden  adoptado  por  la  Confe- 
rencia para  tales  documentos.) 


Informe  de  la  comisión  sobre  paten- 
tes  de  invención  y  marcas  de  fábri-- 
CA  Y  COMERCIO.— Propiedad  litera- 
ria Y  artística. 


Señor  Presidente:  La  Sexta  Comisión 
tiene  á  su  estudio  las  dos  proposiciones, 
la  IX  y  XII  del  Programa  de  la  Tercera 
Conferencia,  y  por  razones,  á  su  juicio 
evidentes,  ha  resuelto  reunirías  en  un  so- 
lo despacho,  como  lo  hace  en  el  proyecto 
adjunto.  La  primera  de  ellas  indica  el  es- 
tudio de  los  tratados  de  Montevideo  y 
de  Méjico  que  se  refieren  á  la  propiedad 
industrial  (patentes  de  invención,  dibu- 
jos, modelos  y  marcas  de  fábrica  y  de 
comercio),  y  además,  recomendaciones 
que  tiendan  á  la  uniformidad  de  las  leyes 
de  la  materia  y  de  los  procedimientos  á 
que  den  lugar,  y  creación  de  una  Oficina 
Internacional  para  el  Registro  de  las 
marcas  de  comercio;  la  segundase  refiere 
exclusivamente  á  la  propiedad  literaria 
y  artística,  y  como  la  anterior,  sobre  la 
base  de  los  tratados  de  Montevideo  y 
de  Méjico. 

No  ha  podido  menos  la  Comisión,  al 
afrontar  el  estudio  de  estos  dos  temas, 
que  procurar  darse  cuenta  del  problema 
en  sí  mismo  en  toda  su  amplitud,  en  sus 
antecedentes  y  actualidad,  para  ver  si 
podía  decidirse  á  aconsejar  á  la  Honora- 
ble Conferencia  la  adopción  de  los  tem- 
peramentos sugeridos  por  el  texto  de] 
Programa.  A  este  respecto  no  ha  dejado 
de  notar  la  tendencia  manifestada  por 
la  gran  mayoría  délos  Estados  ameri- 
canos hacia  la  extensión  de  la  protección 
de  sus  leyes  internas  en  favor  de  la  pro 
piedad  extranjera,  tendencia  que  consta 
en  la  diversidad  de  los  tratados  y  con- 
venciones que  casi  todas  ellas   han  sus 
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cripto  con  otros  del  continente  6  de  Eu- 
ropa, 6  á  las  cuales  han  adlierido  poste- 
riormente. 

Desde  luego,  si  se  examina   la   vieja 
cuestión  sobre  conveniencia  6  inconve- 
nienciencia  de  dar  pleno  reconocimiento 
y  garantía  dentro  del  territorio  á  la  pa 
tente,   marca  ú  obra  extranjera,  ella  no 
puede  ofrecer  dificultad  cuando  se  refiere 
á  una  acción  del  principio  limitado  á  las 
naciones  de  América,  á  las  de  origen  la- 
tino, por  la  situación  de  desarrollo  más 
6  menos  igual  en  que  se  hallan  las  que 
pueden  competir  ó  considerarse  perjudi- 
cadas, y  en  cuanto  á  las  demás,  por  la 
razón  innegable  de  la  comunidad  de  orí- 
genes y  destinos,  y  el  deber  de  recíproca 
ayuda  y  concurrencia  de  las  más  adelan- 
tadas, sobre  las  que  lo  están   menos,  en 
punto  á  desenvolvimiento  comercial,  in- 
dustrial ó  intelectual.  Y  por  lo  que  se  re- 
fiere á  los  Estados  Unidos,  cuya  política 
á  este  respecto  presenta  los  mismos  ca- 
racteres de  extender  su  protección,   por 
su  adhesión  á  la  Convencién  Internacio- 
nal de  París  en  materia  de  propiedad  in- 
dustrial, y  en  cuanto  á  la  literaria  y  ar- 
tística,  la  evolución   realizada  en  sus  úl- 
timas leyes  es   visiblemente    dirigida    á 
instituir,  al  amparo  de  la  Ley  Chase,  de 
de  3  de  marzo  de  1891,  una  unión  espe- 
cial fundada  sobre  la  base  de  la  recipro- 
cidad de  otras  leyes  ó  convenciones,  y  á 
la  cual  han   sido  ya  incorporadas  Ingla- 
terra (el  Reino  Unido),  Francia,  Bélgica, 
Suiza,  Dinamarca,  Itaha,  Alemania,  Por- 
tugal, España,   Méjico  y  Chile,  y  no  pa- 
rece improbable  que,   dadas  las  declara- 
ciones de  la  Convención  de  Berna,  á  su 
vez,   los  Estados  Unidos  se  adhieran  á 
ella  (Th.  E.  Scrutton,  Tbc  law  ofCop- 
pynghtj  ch,  IX)  por  la  inclusión   délas 


naciones  que  la  subscriben,  en   la.  unión 
de  la  ley  americana. 

Por  último,  cuando  se  trata  de  Iíi  con- 
veniencia de  una  Unión  en  que  los  Esta- 
dos más  prósperos  entren  sobre  la  misma 
base  que  los  menos  desarrollados,  deí>e 
recordarse  que  el  progreso  económico  de 
las  naciones  más  grandes  se  debe  A  la  li- 
beralidad con  que  han  reconocido  y  pro- 
tegido la  obra,   invento  6  idea  extranje- 
ra; y  á  este  respecto,  un  autor  moderno 
hace  notar  que  la  Europa  acaso  no  ha- 
bría avanzado  mucho  sobre  su  situación 
del  siglo  XVII,  si  Jacob  I  no  hubiese  de- 
clarado, en   1623.  que  los  inventores,  de 
cualquier  país  que  llegasen,  serían  pro- 
pietarios (le  sus  invenciones  durante  ca- 
torce años,    en    Inglaterra.    Y    agrega: 
**se  concibe  cómo  á  este  llamamiento  diri- 
gido á  todos  los  inventores  del  continen- 
te, se  apresuraran   á  pasar  el  estrecho 
con  sus  descubrimientos,  y  cómo   la  In- 
glaterra se  adelantó  sobre  el  resto  del 
mundo  en  materia  de  fabricación  y  co- 
mercio'*.  (H.  Raclau,  Brevets  d inven- 
tion,  1905). 

Traemos  este  ejemplo,  en  este  punto, 
sólo  para  responder  de  antemano  al  pro- 
bable argumento  de  la  desigualdad  de 
posición  en  que  se  hallan  todas  las  nacio- 
des  de  América,  de  origen  latino,  con  re- 
lación á  los  Estados  Unidos,  y  paraacen 
tuar  nuestro  aserto  de  que,  de  tal  unión 
aquellas  solo  tienen  que  esperar  benefi- 
cios, pues  que  por  todos  los  medios  de- 
ben impulsar  el  desarrollo  de  sus  indus- 
trias propias;  y  este  resultado  no  se  ob- 
tendrá si  cierran  las  puertas  al  genio  uni 
versal,  como  ocurrirá   por  fuerza  si  los 
frutos  de  su  invención  no  son  protegidos 
ni  reconocidos  legalmente  en  su  suelo. 
Por  otra  parte   loque  podríamos  lia- 
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mar  el  derecho  general  americano  sobre 
propiedad  industrial  é  intelectual,  está  ya 
formulado  en  los  textos  parciales  de  los 
tratados  y  convenciones  vigentes  entre 
algunas  naciones  de  la  América  latina,  y 
y  con  otras  de  Buropa,  como  ocurre  con 
las  que  han  adherido  á  las  Convenciones 
de  París  y  de  Berna,  con  las  que  han  sus- 
crito y  puesto  en  vigencia  las  del  Congre- 
so de  Montevideo,  de  1889,  y  con  lasque 
se  han  incorporado  á  la  unión  de  la  Ley 
Chase,  de  los  Bstados  Unidos,  ya  citada; 
siendo  aquí  de  advertir  que  cuatro  na- 
ciones europeas,  Italia,  Francia,  Bélgica 
y  España  han  adherido  y  han  sido  admi- 
tidas á  las  ventajas  que  ofrece  el  penúlti- 
mo de  los  congresos  mencionados.  Exis 
te,  pues,  la  base  de  un  derecho  general, 
reconocido  separadamente  por  diversas 
naciones  de  América,  y  así,  la  idea  de  una 
unión  expresa  de  todas  ellas  no  puede 
parecer  aventurada,  tanto  más  cuanto 
que  sus  representantes  en  la  Oficina  In- 
ternacional de  Washington  han  creido 
ya  oportuno  indicarla,  aunque  restringi. 
da,  al  estudio  de  la  Tercera  Conferencia. 
Los  antecedentes  de  los  tratados  sobre 
los  tres  tópicos,  de  las  marcas  de  fábrica 
y  comercio,  patentes  de  invencióa  y  pro- 
piedad literaria  y  artística  con  relación 
á  los  Congresos  en  que  fueron  discutidos, 
el  de  Montevideo,  Washington  y  Méjico, 
son  mui  conocidos,  y  no  requieren  sino 
breves  palabras  en  consonancia  con  el 
espíritu  de  este  informe.   La  diferencia 
más  visible,  respecto  délos  dos  primeros, 
es  que,  mientras  en  Montevideo  se  hicie 
ron  dos  convenciones  distintas  sobre  pa- 
tentes y  marcas,  en  Méjico  se  reunieron 
en  una  sola,  después  de  una  discusión  en 
que  se  tocaron  varios  puntos  de  impor- 
tancia como  la  eficacia  y  utilidad  de  un 
tratado  sobre  esas  materias  v  la  conve- 


niencia de  la  creación  de  una  Oficina  In- 
ternacional. El  resultado  de  ese  debate 
fué  el  reconocimiento  de  la  necesidad  de 
un  tratado  internacional  sobre  esos  asun- 
tos, y  la  refundición  en  un  sólo  texto  de 
los  siguientes:  a)  tratados  de  Montevi- 
deo, reunidos  los  dos  tópicos  en  un  solo 
cuerpo;  b)  algunos  de  los  principios  de 
la  Convención  de  París  de  1883;  c)  algu- 
nas de  las  bases  del  Convenio  de  Madrid 
de  1891,  si  bien  nada  se  formuló  respec- 
to á  la  creación  de  la  Oficina  Internacio- 
nal. 

Sobre  propiedad  literaria  y  artística, 
el  Congreso  de  Méjico  tuvo  que  estudiar 
tres  textos  distintos,  el  del  tratado  de 
Montevideo,  el  del  proyecto  de  la  Dele- 
gación de  Haití  y  el  de  la  Delegación  de 
Chile.  Concebidos  los  dos  últimos  sobre 
el  mismo  modelo  del  primero,  adiciona- 
do con  algunas  cláusulas  inspiradas  en 
la  Convención  de  Berna  de  1886,  su  con- 
tenido final,  suscripto  por  casi  todos  los 
representantes  allí  reunidos,  sólo  intro- 
duce, respecto  del  de  Montevideo,  las  en- 
miendas contenidas  en  los  artículos  4^, 
5^,  6*^,  8*^  y  11,  que  sin  duda  alguna  lo 
completan  y  mejoran,  sin  que  hasta  este 
momento  se  hubiese  iniciado,  en  otros 
documentos  legislativos  de  esta  índole, 
principios  que  puedan  ser  incorporados 
por  la  presente  Conferencia,  y  de  tal  im- 
portancia que  puedan  motivar  una  mo- 
dificación al  texto  suscripto  en  Méjico  el 
27  de  enero  de  1902,  sino  es  la  amplia- 
ción que  resulta  del  proyecto  de  la  actual 
comisión  y  en  la  forma  que  ella  la  pre- 
senta. 

Esta  ha  sido  también  la  causa  por  la 
cual  la  Cotníst6ntioV\a  subsistido  su  dic- 
tamen et\  1  t'e^atWo  á  las  patentes  y 
marcas,  *^^  otov^cto  de  la  ilustrada 

Delegao;   ^^      .    «  Estados VSmdosdeMé 
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jico,  según  el  cual,  la  Gonferencia  reco- 
mendaría á  las  naciones  de  América  la 
adhesión  á  la  Convención  de  París  de 
1886,  pues  su  adopción  en  tal  forma  ha- 
bría significado  la  anulación  de  lo  con- 
-venido  en  el  Cangreso  de  1902  y  acaso 
la  salida  de  loa  términos  de  la  proposi- 
ción. IX  del  Programa,  que  da  su  norma 
de  procedimiento  ala  presente  Conferen- 
cia. 

Por  lo  que  respecta  al  fondo  del  asun- 
to, hemos  entendido  que  esta  no  había 
sido  llamada  á  ocuparse  de  estudiar  el 
problema  de  las  relaciones  de  esta  espe- 
cie entre  los  Bstadoá  americanos  y  eu- 
ropeos, sino  de  los  de  América  entre  sí, 
sin  que  esto  importe  en  modo  alguno 
desconocer,  ni  los  grandes  y  sabios  mo- 
delos legislativos  que  la  Europa  nos  ofre- 
ce, ni  la  más  absoluta  libertad  que  cada 
nación  americana  tiene  para  orientar  su 
política  en  estas  materias,  respecto  de 
las  del  antiguo  continente,  en  el  sentido 
que  sus  intereses  ó  sus  ideas  dominan- 
tes le  aconsejan. 

A  pesar  de  esto,  la  Comisión  encuentra 
altamente  laudable  el  móvil  que  ha  guia- 
do á  la  Delegación  Mejicana  al  presentar 
6U  proyecto,  y  cree  que  la  tendencia  ca- 


da día  más  acentuada  de  la  políticíi  de 
los  Estados  americanos  es  hacia  el  reco- 
cimiento universal  del  derecho  de  propie- 
dad industrial  é  intelectual,. en  tendiendo 
por  tal  reconocimiento,  la  protección 
efectiva,  dentro  del  territorio  nacional, 
de  todo  derecho  concedido  en  el  de  otro 
país. 

Por  los  fundamentos  expuestos  y  otros 
que  á  continuación  se  expresan,  la  Co- 
misión ha  optado  por  este  triple  tempe- 
ramento: 

I''  Conservar  el  texto  íntegro  de  lo  s 
tratados  de  Méjico,  sobre  patentes  y 
marcas  y  propiedad  literaria  y  artístic  a; 

2^  Proyectar  la  constitución  de  la 
unión  americana  para  la  protección  de 
la  propiedad  intelectual  é  industrial,  reu- 
niendo ambos  aspectos  del  derecho  en 
un  solo  cuerpo  legal; 

3^  Creación  de  la  Oficina  Internacio- 
nal encargada  de  realizar  en  la  práctica 
la  referida  Unión,  incorporando,  en  cuan- 
do sean  aplicables  á  las  condiciones  pe- 
tculiares  de  las  naciones  de  América,  las 
disposiciones  de  las  últimas  convencio- 
nes y  en  particularla  de  Madrid  de  1891, 

(Continuará) 
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II 


Es  muy  común  entre  los  pueblos  nue- 
vos, el  sentimiento  proteccionista,  en  or- 
den á  estas  materias,  y  entendemos  por 
tal  el  que  desea  poner  á  contribución  de 
su  propio  engrandecimiento  el  fruto  de 
la  labor  extraña,  sin  sujeción  á  las  res- 
ponsabilidades del  reconocimiento  res- 
pectivo del  derecho  que  la  invención  téc- 
nica 6  la  producción  intelectual  traen 
consigo;  y  también  es  frecuente,  y  casi 
una  ley  inevitable,  que  la  falta  de  san- 
ción del  derecho  del  extranjero  da  lugar  á 
una  invasión  incalificada  de  obras  ó  pro- 
ductos sin  valor  real  ni  selección  conve- 
niente, pues  que,  tratándose  de  trabajos 
de  la  inteligencia,  sólo  se  introducen  en 
grandes  cantidades  aquellos  que  más  ha- 
lagan las  pasiones,  las  debilidades,  los 
vicios  ó  las  tendencias  inmorales  de  las 
multitudes,  que  las  cualidades  superio- 
res 6  las  inclinaciones  más  nobles,  las 
que  se  manifiestan  sólo  con  un  cultivo 
más  intenso  de  la  mente  colectiva. 

DERROHO 


Por  lo  que  respecta  á  las  invenciones 
de  la  ciencia,  la  industria  ó  las  artes  úti- 
les, ellas  acuden  allí  donde  encuentran 
ambiente  3»^  recompensa,  y  donde  su  apli- 
cación puede  ser  fecunda  en  beneficios; 
pero  no  necesitan  ir  donde  no  hallan 
aquellas  condiciones;  y  por  eso  los  pue- 
blos que  cierran  sus  puertas  á  la  produc- 
ción extraña,  se  deparan  á  si  mismos  el 
aislamiento  y  la  dependencia  de  otros, 
pues  que,  no  siendo  la  era  de  los  inventos 
espontánea,  sino  fruto  de  una  prolonga- 
da área  educativa,  el  desarrollo  y  ex- 
pansión de  las  industrias  y  las  artes  pro- 
pias tardarán  mucho  más  en  aparecer 
allí,  que  si  se  anticipasen  á  abrir  el  terri- 
torio á  las  influencias  naturales  del  ge- 
nio y  de  la  labor  extraños.  La  precisión 
y  eficacia  de  las  leyes  y  de  las  fórmulas 
que  aseguran  el  derecho  del  inventor  es 
un  cuidado  que  corresponde  á  todo  go- 
bierno solícito  por  los  intereses  más  pri- 
mordiales de  su  industria  ó  de  su  vida 
económica,  pues,  como  dice  un  autoriza- 
do especialista  alemán,  **el  inventor  que 
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desea  hacer  valer  su  obra  6  su  marea  de 
fábrica  en  las  mejores  condiciones  posi- 
bles, no  ha  de  perder  de  vista  que  le  im- 
porta mucho  poseer  un  título  que  le  ase- 
gure fórmale  integramente  sus  derechos. 
El  que  se  proponga  comprarlos  se  infor- 
mará siempre,  con  el  mayor  cuidado,  de 
la  extensión  de  la  protección  legal  con 
que  puede  contar,  así  como  de  la  correc- 
ción del  título  y  la  claridad  y  precisión 
de  los  textos  que  forman  la  base  de  los 
derechos  que  pretende  adquirir".  De  la 
eficacia  práctica  de  la  ley,  ó  de  la  garan- 
tía que  el  Estado  ofrece,  depende,  pues, 
la  corriente  del  espíritu  de  industria  y  de 
trabajo  que  estimula  la  investigación  de 
problemas,  traducidos  después  en  inven- 
tos, descubrimientos  ó  creaciones  que 
aceleran  el  progreso  y  bienestar  de  las 
sociedades. 

La  emigración  de  un  invento,  ó  de  una 
marca,  ó  de  un  producto  útil  hacia  otro 
país  distinto  del  de  su  origen,  es,  además, 
un  hecho  dependiente,  en  primer  término, 
de  la  ley  económica,  y  en  segundo,  de 
los  alicientes  que  una  buena  legislación  le 
ofrece;  y  fenómeno  semejante  ocurre  en 
el  orden  intelectual.  La  circulación  de 
unos  y  otros,  en  mayor  ó  menor  espacio 
del  mundo,  será  una  consecuencia  de  la 
liberalidad  con  que  la  conciencia  social 
y  las  formas  legislativas  de  todos  los 
países  acogen  los  productos  nuevos  de  la 
industria,  del  comercio  ó  de  la  inteli- 
gencia. Y  es  natural  que  esas  emigra- 
ciones ó  corrientes  se  establezcan  con 
más  regularidad  allí  donde  existe  un  me- 
dio económico  ó  moral  semejante,  y  no 
restringido  por  obstáculos,  derivados  de 
la  protección  excesiva  al  producto  pro- 
pio, ó  la  falta  de  garantías  suficientes 
para  la  subsistencia  ó  circulación  del 
producto  extraño.  Ninguna  barrera  de 


esta  especie  es  concebible  entre  las  na- 
ciones de  la  América,  y  todo  el  problema 
se  reduce,  entonces,  á  encontrar  los  me- 
dios prácticos  de  hacer  efectiva  la  pro- 
tección internacional,  y  estos  medios  no 
son  ya  un  secreto  desde  que  existen  en 
Europa  las  Uniones,  cuyos  esfuerzos  aun- 
que graduales,  van  abriéndose  camino 
para  la  unificación  del  derecho  en  más 
vasta  porción  de  la  tierra. 

Estas  uniones  han  procurado  desde  su 
establecimiento  obtener  la  incorporación 
de  los  Estados  de  América,  los  cuales 
han  optado  por  una  prudente  reserva,  ó 
cuando  menos,  [jor  una  conducta  expec- 
tante sobre  los  resultados  que  aquella 
adhesión  pudiera  producir.  Entretanto, 
una  unión  franca  y  abierta  entre  los  Es- 
tados del  continente  americano  será  el 
mejor  ensayo  que  pudieran  realizar  de 
este  régimen,  para  decidirse  más  tarde 
por  extenderla  ó  conexionarla  con  las 
que  en  Europci  sr  linllan  ya  cimentadas 
en  la  letra  de  las  convenciones,  y  en  las 
costumbres  de  la  industria,  el  comercio 
ó  de  la  vida  intelectual.  Al  mismo  tiem- 
po, cuando  en  una  vasta  porción  del 
mundo  civilizado  los  derechos  de  la  inte- 
ligencia, ya  se  apliquen  á  la  industria, 
ya  á  la  ciencia,  la  literatura  ó  el  arte,  se 
hallan  protegidos  en  la  forma  eficaz  y 
amplia  de  las  uniones  internacionales, 
no  es  posible  que  en  el  continente  que 
ocupa  la  raza  latinase  mantenga  aún, — 
excepción  hecha  del  Congreso  de  Mon- 
tevideo,— el  sistema  del  aislamiento  en 
unos,  ó  de  los  pactos  bilaterales  en  otros, 
sin  procurar  formarles  un  ambiente  más 
vasto  y  propicio  á  la  mayor  producti- 
vidad. Esas  uniones  reales,  en  forma- 
ción, disr-Uas  ó  no  continuadas,  y  cuya 
enumer.i.iúu  en  este  informe  completa 
nuestro  raciocinio,  son  las  siguientes: 
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1*  Convención  de  Berna,  de  9  de  sep- 
tiembre de  1886,  con  sus  dos  anexos,  el 
protocolo  de  clausura  de  la  misma  fecha 
Y  el  acta  adicional  de  París  de  1896:  es 
la  más  vasta,  autorizada,  fecunda  y  prác- 
tica de  las  uniones  sancionadas  hasta 
ahora,  y  sirve  de  modelo  6  de  iniciación 
á  codo  acto  de  esta  naturaleza; 

2*  El  Congreso  de  Dresde  de  1895,  el 
cual  llevó  más  adelante  las  conclusiones 
del  acta  adicional  á  la  Convención  de 
Berna,  que  creó  la  Oficina  Internacional 
para  la  protección  de  la  propiedad  lite- 
raria y  artística,  pues,  en  sus  declaracio- 
nes 1*,  3*  y  4*  da  á  la  Oficina  Central 
todo  el  carácter  de  un  organismo  jurídi- 
co, dotado  dejurisdicción  suficiente  para 
intervenir  entre  los  Estados,  los  Tribu- 
nales y  los  particulares  parala  constitu- 
ción del  derecho  ó  del  registro  origina- 
rio, y  para  la  solución  directa  de  los  con- 
flictos.que  la  propiedad  intelectual  origi- 
nase, y  en  calidad  de  tribunal  técnico  pe- 
ricial y  de  interpretación  délos  tratados 
y  convenciones; 

3*  La  declaración  cambiada  entre  Di- 
namarca y  los  reinos  entonces  unidos  de 

uecia  y  Noruega,  que  constituyen  una 
unión  interescandinava; 

4*  La  ley  imperial  británica  de  25  de 
unió  de  1886,  llamada  **Ley  Internacio- 
nal de  la  propiedad  literaria  y  artísti- 
cas*', qué  dispone  que  toda  ley  de  esta 
materia  dictada  en  el  Reino  Unido,  se 
aplicará  á  las  obras  literarias  y  artísti- 
cas producidas  en  cualquiera  de  las  po- 
sesiones coloniales,  del  mismo  modo  que 
se  tratase  de  una  obra  producida  en  In- 
glaterra (49  y  50  Vict.  c.  33,  t.  8);  y  de 
ella  dice  un  autor  reciente  que  tiene  el 
valor  de  una  constitución  colonial  del 
vasto  imperio  británico,  en  materia  de 
propiedad  intelectual; 


5^  La  Convención  constituida  por  la 
ya  citada  Ley  Chase,  de  los  Estados 
Unidos  de  América,  de  3  de  marzo  de 
1891,  sobre  la  base  de  la  protección  acor- 
dada á  las  obras  extranjeras  con  cargo 
de  reciprocidad  y  á  la  cual  se  han  incor- 
porado once  Estados  del  antiguo  conti- 
nente y  cuatro  del  nuevo,  esto  es,  Cuba, 
Chile,  Costa  Rica  y  Méjico; 

6*  La  Convención  suscripta  en  el  Con 
greso  de  Montevideo,  varias  veces  cita 
da,  entre  las  Repúblicas  Argentina,  Bo 
livia,  Paraguay,  Perú  y  Oriental  del  Uru 
guay  y  á  la  cual  se  han  adherido  Bélgica 
España,  Francia  é  Italia; 

7'  El  tratado  relativo  ala  propiedad 
literaria,  artística  é  industrial,  suscripto 
en  Guatemala  el  17  de  junio  de  1897,  en- 
tre las  cinco  Repúblicas  de  la  América 
Central  y  no  ratificada  aún  por  todas 
ellas  y  que  constituye  una  verdadera 
Unión  Centro-Americana; 

8*  Por  último,  la  Convención  firmada 
en  la  Segunda  Conferencia  Internacional 
Americana  de  Méjico,  el  27  de  enero  de 
1902,  ratificada  solamente  por  seis  de 
las  naciones  signatarias,  la  misma  que 
esta  Comisión  aconseja  confirmar  y  ra- 
tificar. 

Cuando  se  tiene  presente  esta  ya  larga 
serie  de  actos  legislativos  de  carácter  in- 
ternacional, y  que  en  su  conjunto  abar- 
can casi  todo  el  mundo  civilizado,  no  se 
puede  vacilar  en  la  adopción  para  las 
naciones  americanas  de  una  unión  más 
extensa,  por  medio  de  la  cual  ellas  con- 
curran á  ensanchar  los  límites  de  la  pro- 
tección acordada  al  derecho  intelectual 
y  ni  desconocer  la  posibilidad  de  que  las 
diversas  zonas  de  protección  que  cada 
uno  de  esos  acuerdos,  tratados  ó  con- 
venciones constituye,  lleguen  á  confun- 
dirse en  día  no  lejano  y  dar  existencia  al 
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derecho  universal  de  la  propiedad  inte- 
lectual, pudiendo  decirse  igual  cosa  de  la 
relativa  á  la  industria.  Es  que  **el  con- 
cepto del  derecho  de  gentes  se  ha  exten- 
dido al  mismo  tiempo  que  la  actividad 
de  las  relaciones  entre  pueblo  y  pueblo; 
éstas  se  han  vuelto  más  incesantes  y 
múltiples;  el  derecho  interno  ha  evolu- 
cionado en  todas  partes  en  un  sentido  á 
la  vez  más  lato  y  más  humano  y  por  un 
lenómeno  natural  é  inevitable,  el  derecho 
internacional  ha  seguido  la  misma  pen- 
diente''. 

Las  nociones  relativas  á  la  universa- 
lidad de  los  derechos  civiles  van  exten- 
diéndose en  general,  cada  día,  y  el  dere- 
cho de  la  propiedad  es,  quizás,  el  que 
menos  diversidades  presenta  en  las  legis- 
laciones, en  cuanto  á  su  reconocimiento 
y  garantía,  hasta  el  punto  de  servir  de 
piedra  angular  para  la  constitución  de 
toda  sociedad  política  libre;  y  aunque 
las  peculiaridades  que  en  relación  á  su 
naturaleza  y  destino  en  el  bienestar  de 
aquella  tienen  los  derechos  de  propiedad 
intelectual  é  industrial  en  la  ciencia  po- 
lítica, en  cuanto  subsisten  en  poder  de 
los  inventores  ó  autores,  ellas  son  sin 
duda  verdaderos  derechos  privados,  y 
en  este  sentido,  tienen  igual  concepto  y 
alcances  que  el  común. 

Tal  es,  además,  la  razón  por  la  cual  la 
Comisión  los  ha  reunido  en  un  mismo 
cuerpo  de  doctrina  legal,  y  los  ha  colo- 
cado bajo  el  mismo  sistema  de  protec- 
ción extraterritorial,  siendo  semejantes 
sus  orígenes,  su  modo  de  exteriorización 
y  desarrollo,  y  las  formas  que  exigen  y 
han  impuesto  á  la  ley  para  su  constitu- 
ción, ejercicio  y  defensa.  Esta  reunión  se 
traducirá  inevitablemente  en  mayor  sen- 
cillez y  eficacia,  en  cuanto  á  los  medios 
de   tutelarlos  en  la  esfera  internacional, 


y  no  es  aventurado  afirmar  que  ellos 
marcarán  un  paso  adelante  con  relación 
á  las  uniones  antes  firmadas,  restringi- 
das á  un  sólo  aspecto  de  la  cuestión.  He- 
mos abordado,  pues,  la  reforma,  en  este 
sentido,  de  la  Convección  de  Berna,  con- 
vencidos de  que  su  sistema  no  obedece 
sino  al  deseo  de  no  confundir  en  un  solo 
acto  derechos  que  se  han  juzgado  tradi- 
cionalmente  como  de  diferente  alcurnia 
intelectual.  Entretanto,  el  fenómeno  in- 
telectual que  les  da  origen,  nacimiento 
y  vida  externa,  es  el  mismo,  y  una  sola 
nobleza  los  iguala,  y  es  la  nobleza  sin 
igual  del  trabajo,  en  cualquiera  de  sus 
formas  creadoras. 

III 

Partiendo  de  este  concepto  inicial,  la 
Comisión  no  ha  encontrado  el  menor  in- 
conveniente para  reunir  bajo  una  sola 
dirección  lo  que  las  convenciones  de  Pa- 
rís de  1886  y  de  Madrid  de  1891  han  co- 
locado bajo  dos  diferentes,  y  es  de  notar 
que,  si  se  comparan  los  textos  del  pro- 
tocolo final  de  París,  que  establece  la 
oficina  para  )a  protección  de  las  obras 
literarias  y  artísticas,  y  del  arreglo  rela- 
tivo á  la  centralización  del  Registro  de 
Patentes  y  Marcas,  se  ve  que  hay  entre 
ellas  tal  semejanza,  que  no  justificaría 
en  América  la  creación  de  un  doble  juego 
de  empleados,  cuando  de  una  buena  elec- 
ción dependería  una  gran  disminución 
de  gastos,  aparte  de  la  lógica  y  natural 
coordinación  de  los  servicios.  Luego,  la 
tarea  de  esta  reunión  en  un  solo  instru- 
mento legal,  era  no  sólo  facilísima  en  la 
forma,  sino  que  resultaba  de  inmensos 
beneficios  en  cuanto  á  la  protección  del 
derecho  mismo,  ya  que  la  unificación  del 
Registro  en  materia  de  propiedad  indus- 
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trial,  y  la  uniformidad  del  reconocimien- 
to del  derecho  de  autor,  constituyen  una 
<\e  las  más  vivas  propagandas  de  los  pu- 
blicistas contemporáneos.  Para  hacer 
efectiva  este  último,  las  legislaciones  na- 
cionales requieren  como  condición  el  de- 
])ósito  de  la  obra  literaria  6  artística  en 
una  oficina  pública  que  registra  el  hecho 
con  todas  las  circunstancias  que  dan 
existencia  á  la  propiedad:  una  y  otra, 
entonces,  se  forman  por  el  mismo  proce- 
dimiento y  producen  los  mismos  efectos 
jurídicos. 

El  proyecto  que  la  Comisión  presenta 
se  funda  en  estos  principios,  y  se  propo- 
ne realizar  la  unidad  de  la  proteccióti  in- 
ternacional tan  deseada,  y  desde  luego 
realizable  en  una  Unión  de  Estados,  que 
en  grado  más  ó  menos  amplio  de  desa- 
rrollo, poseen  las  condiciones  necesarias 
para  realizar  aquelle  aspiración.  Refirién- 
dose en   particular  á  las  marcas  de  co- 
mercio, dice  uno  de  los  principales  miem- 
bros de  las  oficinas  de  Berna:  **tal  como 
una  persona,  la  marca  tiene  una  situa- 
ción de  derecho  y  de  hecho.   En  derecho, 
está  dotada  de  un    estatuto    personal 
fundado  sobre  la  ley  nacional;   además, 
ella  goza  de  un  derecho  á  la  protección 
resultante  de  las  estipulaciones  del  arre- 
glo de  1891.   Un  el  hecho,  el  registro  in- 
ternacional constituye  el  punto  de  par- 
tida del  derecho  á   la  protección.  Pero, 
como  lo  hicimos  ya  constar,  este  registro 
debe  apoyarse  sobre  un  depósito  nacio- 
nal anterior,  en  cu3"a  virtud  la  marca 
está  ya  protegida  en  su  país  de  origen. 
Así  el  registro  internacional  es  una  con- 
secuencia del  registro  nacional,  como  la 
protección  internacional  es  una  exten- 
sión de  la  nacional...   Por  otra  parte,  es 
necesario  tener  en  cuenta  que  para  todo 
lo  relativo  al  ejercicio    del  derecho  á  la 


protección,  la  marca  queda  sometida  en 
cada  país  á  la  lex  loci\  lo  que  es  natural 
é  inevitable.  Ocurre  esto  principalmente 
en  cuanto  á  la  competencia  administra- 
tiva ó  judicial,  en  caso  de  oposición,  co- 
lisión ó  falsificación''.  Este  principio, 
además,  se  halla  expecificado  en  el  tra- 
tado de  Méjico,  al  declarar  que  la  ley 
aplicable  en  materia  penal  es  la  del  lu- 
gar en  que  el  delito  se  ha  cometido. 
(Art.  13  del  Tratado  sobre  Patentes 
y  Marcas,  y  13  de!  de  Prop.  Lit.  y 
Art.) 

Una  ligera  reseña  del  proyecto  bastará 
para  dar  una  idea  de  su  fácil  y  sencillo 
mecanismo.  La  distribución  geográfica 
de  los  países  de  América  hacía  necesario 
considerar  el  problema  de  las  comunica- 
ciones recíprocas  en  que  se  funda  la 
Unión,  y  desde  luego,  el  establecimiento 
de  una  sola  oficina  en  tan  vasto  conti- 
nente, ofrecía  dificultades  insuperables. 
Luego,  una  división  de  los  países  en  dos 
grupos  se  imponía,  sobre  la  base  de  su 
mayor  proximidad,  y  al  efecto  de  centra- 
lizar sus  registros  en  dos  oficinas  idén- 
ticas y  simultáneas,  que  respondiesen  á 
aquella  circunstancia,  de  manera  que 
todo  registro  comunicado  á  la  una  sería 
transmitido  por  esta  á  la  otra,  realizán- 
dose así  la  uniformidad  con  menos  pér- 
dida de  tiempo  y  de  gastos.  Así,  han 
quedado  distribuidas  las  naciones  de 
América  en  los  dos  núcleos  que  siguen; 

1^  Estados  Unidos  de  América,  Esta- 
dos Unidos  de  Méjico,  Colombia,  Vene- 
zuela, Salvador,  Costa  Rica,  Nicaragua, 
Guatemala,  Honduras,  Panamá,  Cuba, 
Haití  y  Santo  Domingo:  sede  de  la  Ofici- 
na, la  Habana. 

2"^  Estados  Unidos  del  Brasil,  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay,  República 
Argentina,    Paraguay,    BoHvia,    Chile, 


138 


PRIMERA    PART£ 


Perü  y  Ecuador:   asiento  de  la  Oficina, 
Río  de  Janeiro. 

Para    la    organización,    reglamento, 
control,  gastos  y  demás  actos  de  vigi- 
lancia sobre   el    funcionamiento  de  las 
dos  oficinas,  el  proyecto   adopta  el  mis- 
mo sistema  que  rige  para    las  oficinas 
de  Berna  y  la  de  Washington,  modelos 
que  han  permitido  resolver  sin  la  menor 
dificultad  toda  cuestión  que  pudiera  pre- 
sentarse al   respecto.  Así,  los  gobiernos 
de  Cuba  y  del   Brasil  quedarían  encar- 
gados por  hi  Conferencia,  de  las  funcio- 
nes que  la  de   Berna  cvj   !'^?ndó  al  de 
Suiza,  y  que  los  convenios  de   1890  y 
1902  sobre  la  Oficina  Internacional  délas 
Repúblicas   Americanas  pusieron  bajo  el 
control  del  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América.  En  caso  de  constituirse, 
por  la  adhesión  suficiente    al   tratado 
adjunto,  las  **Oficinas  para  la  Protec- 
ción Internacional  de  la  Propiedad  Inte- 
lectual é  Industriar*,  sus  recursos  serían 
los  que  resultasen  de  la  concurrencia  es- 
tablecida por  el   acuerdo    de  1890,   en 
Washington,  con  más  un  emolumento 
fijo  de  $  5  oro  americano,  que  cada  inte- 
resado abonará  en  el  acto  de  constituir 
su  derecho,  y  destinado  á   aumentar  el 
fondo  de  mantenimiento  del  servicio  in- 
ternacional. 

•  Se  ha  colocado  la  Comisión  en  el  caso 
de  que  no  llegasen  á  reunirse  las  condi- 
ciones necesarias  para  el  establecimiento 
de  aquellas  oficinas,  y  entonces  se  ha 
preocupado  de  resolver  la  duda  que  que- 
daría respecto  de  la  efectividad  de  los 
tratados  de  Méjico,  que  por  el  proyecto 
se  confirman.  El  artículo  10  resuelve  el 
caso  en  la  siguiente  proposición  alterna- 
tiva: 

1*^  Si  coYicurren  á  la  creación  de  la  Ofi- 
cina las  dos  terceras  partes  de  los  Esta- 


dos que  se  requieren  para  ella,  las  dispo- 
siciones de  los  tratados  relativos  al  re- 
gistro en  cada  uno  de  los  signatarios, 
quedarían  de  hecho  substituidas  por  las 
del  proyecto  en  cuanto  establece  un  re- 
gistro central; 

2^  Si  no  concurre  el  número  suficiente 
de  Estados  para  ese  objeto,  los  tratados 
de  Méjico  quedan  en  vigencia  en  su  to- 
talidad y  en  su  actual  sentido,  esto  es, 
que  para  aquellos  Estados  no  regiría  la 
Unión,  ni  lo  prescripto  para  la  centrali- 
zación del  Registro  se  aplicaría  á  ellos  y 
seguirían  rigiéndose  á  ese  respecto  por  el 
sistema  del  registro  múltiple. 

Así  los  Gobiernos  americanos  en  reali- 
dad pueden  todavía  optar,  en  virtud  de 
los  artículos  10  y  11,  por  uno  ú  otro  sis- 
tema, si  bien  no  creemos  que,  una  vez 
admitido  el  reconocimiento  del  derecho 
constituido  en  país  extranjero,  pudiera 
existir  una  razón  atendible  para  preferir 
el  oneroso  registro  múltiple,  al  sencillo, 
protector  y  expeditivo  registro  único, 
que  allana  todas  las  dificultades  con  que 
hasta  ahora  ha  tropezado  la  efectividad 
de  aquel  derecho,  y  cuyos  fundamentos 
amplios  y  sin  réplica  doctrinal  posible, 
se  hallan  en  los  ya  citados  convenios  de 
París  y  de  Madrid. 

La  razón  de  soberanía  queda  elimina- 
da por  las  disposiciones  del  proyecto  que 
se  fundan  en  el  principio  inicial  de  la  ley 
del  país  de  origen,  y  en  el  predominio  de 
la  ley  nacional,  para  todo  cuanto  afecta 
á  la  Constitución,  término,  mutación, 
caducidad  y  pérdida  del  derecho;  y  en 
cuanto  á  la  razón  económica,  la  hemos 
analizado  al  comienzo  de  este  informe,  y 
si  ella  hubiera  de  tomarse  en  cuenta  para 
no  establecer  la  Unión,  existiría  también 
para  no  suscribirse  I03  tratados,  pues 
estos  se  fundan  en  el  mismo    reconocí 
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miento  de  la  propiedad  internacional.  En 
cuanto  á  la  renta  de  que  pudieran  pri- 
varse los  Estados  por  renunciar  al  nue- 
vo registro  de  toda  marca,  patente  ú 
obra  que  ya  lo  fueran  en  el  país  de  origen, 
su  valor  no  compensa  la  pérdida  mayor, 
que  resulta  del  retraimiento  impuesto 
por  el  recargo  de  gravámenes  en  cada 
uno  de  los  demás  donde  haya  que  hacer- 
los valer.  Esta  situación  ha  sido  des- 
crita por  el  autor  de  un  reciente  estudio 
sobre  el  registro  internacional,  diciendo: 

''Para  hacer  proteger  una  marca  en  di- 
ferentes países  es  necesario  proceder  á 
otros  tantos  registros,  teniendo  en  cuen- 
ta las  condiciones  particulares  de  cada 
administración,  su  lengua,  sus  exigencias 
fiscales.  De  ello  resulta  que  un  fabricante 
ó  comerciante  sólo  rara  vez  pueden  hacer 
por  sí  mismos  el  depósito  en  varios  paí- 
ses: se  ven  obligados  á  emplear  interme- 
diarios,—y  la  ley  á  veces  hace  de  esto  una 
obligación, — y  cuj^os  honorarios  deben 
agregarse  á  las  tasas  administrativas. 
Resulta  de  esto,  para  todo  depósito,  una 
serie  de  molestias  y  gastos  múltiples,  que 
se  procuran  evitar  en  lo  posible,  y  enton- 
ces, ó  no  se  hacen  depósitos  de  marcas 
en  el  extranjero,  ó  sólo  se  depositan  en  el 
país  donde  hay  un  interés  muy  especial 
en  hacerlo".  Estas  y  otras  consideracio- 
nes relativas  á  la  diferencias  de  legisla- 
ción, procedimientos,  plazos,  etc., bastan 
para  explicar,  según  el  mismo  autor,  la 
escasa  proporción  de  los  depósitos  inter- 
nacionales, con  relación  al  número  con- 
siderable de  marcas  depositadas  cada 
año  en  los  países  industriales  (Poinsard, 
Venregistrement  inL,  Abril,  1905). 

Un  punto  importante  resuelto  por  el 
proyecto,  es  también  el  de  la  duración  de 
la  protección  internacional,  que  el  Con- 
venio de  Madrid  fija  en  veinte  años  para 


las  marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  pero 
que  cada  legislación  nacional  determina 
de  modo  distinto  para  cada  materia.  Un 
plazo  único  no  era  posible,  dado,  1'-*  la 
diversidad  de  leyes  entre  los  países  de  la 
Unión,  en  cuanto  á  duración  de  los  dere- 
chos de  propiedad  intelectual  é  indus- 
trial; 2^  la  diversidad  de  plazos,  ya  se 
trate  de  patentes  de  invención,  ya  de 
marcas,  ya  de  obras  literarias  ó  artísti- 
cas; luego,  lo  más  natural  era  buscar  un 
término  común  razonable,  conciliatorio 
entre  la  naturaleza  del  derecho  en  sí  mis- 
mo, y  el  interés  de  los  Estados  y  de  la  in- 
dustria y  el  comercio. 

En  cuanto  al  derecho  de  autor,  si  bien 
la  variedad  de  legislaciones  ha  oscilado 
y  oscila  constantemente,  dado  su  carác- 
ter especial,  el  inmediato  interés  que  la 
sociedad  tiene  en  apropiarse  cuanto  antes 
de  las  obras  de  la  inteligencia,  la  tran- 
sacción que  desde  luego  significa,  entre 
el  interés  privado  y  el  público,  la  fijación 
de  un  tiempo  de  goce  exclusivo  del  autor 
y  de  sus  sucesores,  la  Comisión  hacreido 
optar  por  un  sistema  favorable  al  más 
rápido  desarrollo  de  la  cultura  pública, 
limitando  la  duración  del  derecho  á  25 
años  después  de  la  muerte  del  autor;  to- 
do esto,  se  entiende,  el  proyecto  de  con- 
venio lo  establece  sólo  en  ausencia  de  ley 
nacional  que  fije  el  tiempo  de  duración 
del  derecho  que  ella  concede,  pues,  en  to- 
do caso,  como  ya  se  dijo,  se  parte  de  la 
base  de  la  ley  del  país  en  que  fué  consti- 
tuido. 

Excusamos  mayores  fundamentos  y 
referencias  sobre  el  contenido  del  proyec- 
to, porque  entendemos  que  su  texto  es 
bastante  claro  respecto  de  las  funciones 
generales  que  se  atribuyen  á  las  Oficinas 
Internacionales.  Estas  no  son,  por  lo  de- 
más, una  novedad  sino  en  cuanto  al  te- 
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rritorio  de  su  aplicación,  pues  se  hallan 
legisladas  de  manera  semejante  en  otros 
países  correspondientes  á  diversas  unio- 
nes de  esta  y  otra  naturaleza. 

Pero  antes  de  concluir  este  informe,  es 
menester  expresar  nuestra  creencia  de  que 
este  convenio  significa  un  adelanto  con- 
siderable en  una  rama  de  la  legislación 
tan  llena  de  vicisitudes  y  cambios,  y  en 
que  tantos  prejuicios  han  contribuido  á 
cerrar  el  paso  al  progreso  de  las  ideas. 
Si  el  Congreso  de  Montevideo  fué  una  in- 
dicación feliz  V  avanzada,  confirmada  en 
su  doctrina  por  los  de  Washington  y 
Méjico,  la  resolución  de  la  Tercera  Con- 
ferencia, que  adoptase  decididamente  el 
régimen  de  la  Unión  sobre  la  base  del  re- 
gistro ó  depósito  único  para  la  protec- 
ción internacional,  habrá  despejado  en 
primer  lugar,  un  camino  hasta  ahora 
lleno  de  obstáculos  y  de  vacilaciones,  fi- 
jando ya  el  principio  de  justicia  interna- 
cional ya  por  nadie  desconocido,  y  en  se- 
gundo, habrá  hecho  posible  la  recíproca 
influencia  de  la  labor  intelectual  de  los 
pueblos  de  América,  ya  sea  en  el  campo 
de  las  invenciones  de  la  industria  y  segu- 
ridad del  comercio,  ya  en  el  más  amplio 
de  las  producciones  de  la  ciencia,  la  lite- 
ratura y  el  arte,  que  llevan  en  sí  la  fuerza 
más  efectiva  que  acerca  á  las  naciones, 
las  obliga  á  comprenderse  mejor,  á  estre- 
char sus  vínculos  de  raza  ó  de  un  interés 
superior,  y  á  eliminar  las  causas  dedesa- 
veniencias,  recelos,  y  aún  conflictos,  que 
sólo  tienen  por  origen  el  aislamiento,  y 
la  ausencia  de  intercambio  de  sus  pro- 
ducciones ó  de  sus  ideas. 

Saludamos  al  señor  Presidente  con  la 
más  distinguida  consideración. 

Río  de  Janeiro,  agosto  14  de  de  1906. 

(Firmado)  J.  V.  Gon'::.vlez.— Amaro 
Cavalcanti,— Luis  Milian    Lafixur.— 


A.  Y.  MoNTAGUE.— Adolfo  Guerrero. 
-— J.  A.  González  Lanuza.— G.  Cardus 
Huerta. 

Al  señor  Presidente  de  la  Tercera  Con- 
ferencia Internacional  Americana,  Dr. 
Joaquín  Nabuco. 

Proyecto  de  la  Delegación  de  Mé- 
jico Á  LA  Tercera  Conferencia  In- 
ternacional Americana. 

En  materia  de  Patentes  y  Marcas  de 
Comercio,  los  principios  adoptados  en 
las  Convenciones  de  Montevideo  y  de 
Méjico  guardan  estrecha  concordancia 
con  los  que  inspiran  el  tratado  concluido 
en  París  el  20  de  marzo  de  1883,  y  adi- 
cionado por  los  protocolos  firmados  en 
Madrid  en  abril  de  1891;  pero  es  de  ob- 
servarse ((ue  en  tanto  que  las  convencio- 
nes de  Montevideo  y  de  Méjico  no  han 
surtido  efectos  prácticos  en  lo  general, 
el  tratado  de  París  ha  logrado  la  adhe- 
sión de  buen  nvímero  de  naciones  euro- 
peas y  americanas,  en  virtud,  segura- 
mente, de  los  resultados  positivos  y 
benéficos  que  produce  en  servicio  de  la 
protección  á  la  propiedad  industrial,  por 
medio  de  la  Oficina  Internacional  que 
según  el  mismo  tratado  existe  en  la  ciu- 
dad de  Berna. 

Estas  consideraciones  nos  mueven  á 
pensar  que  para  conseguir  la  aplicación 
práctica  de  los  principios  que  en  las  Con- 
venciones de  Montevideo  y  de  Méjico  se 
han  reconocido  como  de  utilidad  á  los 
países  americanos,  sería  medida  adecua- 
da la  de  adherirse  estos  países  altratíido 
de  París  que,  como  antes  dijimos,  está  ba- 
sado en  las  mismas  tendencias  que  aque- 
llas con  venciones;y  es  de  tenerse  en  cuenta 
que  con  la  adopción  de  esta  medida,  gran 
número  de  naciones  europeas  y  todas  las 
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a.inericanas,  es  decir,  la  inmensa  mayo- 
ría del  orbe  civilizado,  quedarían  sujetas 
al  mismo  derecho  convencional,  dando 
así  un  paso  muy  significativo  hacia  el 
ideal  de  unificar  las  reglas  que  norman 
las  relaciones  internacionales.  Por  otra 
parte,  son  de  inmensa  ventaja  las  conse- 
cuencias que  para  las  repúbh'cas  ameri- 
canas se  seguirían  de  poder  inscribir  sus 
marcas  de  comercio  en  una  oficina  como 
la  de   Berna,  cuyos  títulos  de  registro 
constituyen    la   más  poderosa   defensa 
contra  la  falsificación,  y  á  la  que  concu- 
rren los  productores  europeos  á  regis- 
trar  sus    marcas,    favoreciendo    así   el 
conocimiento  de  nuestros  productos  en 
Europa  y  estimulándose  una  corriente 
de   intercambio  en  los  dos  continentes, 
que  alentará  el   desarrollo  industrial  y 
económico  de  los  pueblos  americanos  y 
ofrecerá  grandes  ventajas  á  los  consumi- 
dores. 

Por  estas  razones,  la  Delegación  de 
Méjico  tiene  el  honor  de  presentar  á  la 
Conferencia  el  siguiente  proyecto: 

**  La  Tercera  Conferencia  Internacional 
Americana  recomienda  á  las  repúblicas 
de  América  que  no  estén  sujetas  al  trata- 
do celebrado  en  París  en  1883  sobre  Pa- 
tentes y  Marcas  de  Comercio  y  á  los 
Protocolos  Adicionales  al  mismo,  firma- 
dos en  Madrid  en  1891,  que  se  adhieran 
á  dichos  tratados  y  protocolos. 

Convención, 

privilegios  y  marcas   de  fábricas   y 
propiedad  literaria  y  artística 

Artículo  primero.  Las  Naciones  si- 
gnatarias adoptan  en  materia  de  paten- 
tes de  invención,  dibujos  y  modelos  in- 
dustriales, marcas  de  fábrica  y  comer- 


cio, y  propiedad  literaria  y  artística, 
los  tratados  subscriptos  en  la  Segunda 
Conferencia  Internacional  Americana  de 
Méjico,  el  27  de  enero  de  1902,  con  las 
modificaciones  que  en  la  presente  Con- 
vención se  expresan. 

Art.  2.^  Se  constituye  una  Unión  de 
las  Naciones  de  América,  que  se  hará 
efectiva  por  medio  de  dos  Oficinas  que, 
bajo  la  denominación  de  Oñcinas  de  la 
Unión  Internacional  Americana  para  ¡a 
Protección  de  la  Propiedad  Intelectual  é 
Industrial^  funcionarán,  una  en  la  ciudad 
de  la  Habana,  y  otra  en  la  de  Río  Janei- 
ro, en  completa  correlación  entre  sí,  y 
tendrán  por  objeto  centralizar  el  regis- 
tro de  obras  literarias  y  artísticas,  pa- 
tentes, marcas,  dibujos  y  modelos,  etc., 
que  se  registraren  en  cada  una  de  las 
Naciones  signatarias,  de  acuerdo  con  los 
tratados  respectivos,  y  á  los  efectos  de 
su  validez  y  reconocimiento  en  las  de- 
más. 

Este  registro  internacional  es  pura- 
mente f¿icultativo  para  el  interesado, 
quien  queda  en  libertad  de  solicitar,  por 
sí  mismo  ó  por  medio  de  apoderado,  el 
registro  de  cada  uno  de  los  Estados  en 
que  pida  protección. 

Art.  3.^  La  Oficina  establecida  en  la 
ciudad  de  la  Habana  atenderá  los  regis- 
tros procedentes  de  los  Estados  Unidos 
de  América,  de  Méjico,  de  Venezuela, 
Cuba,  Haití,  Santo  Domingo,  San  Sal- 
vador, Honduras,  Nicaragua,  Costa 
Rica,  Guatemala,  Panamá  y  Colombia. 

La  Oficina  establecida  en  la  ciudad  de 
Río  Janeiro  atenderá  los  registros  que 
procedan  de  las  Repúblicas  de  los  Esta- 
dos Unidos  del  Brasil,  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay,  República  Argen- 
tina, Paraguay,  Bolivia,  Chile,  Perú  y 
Ecuador. 
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Art.  4.**  A  los  efectos  de  la  unificación 
legal  del  Registro,  las  dos  Oficinas  Inter- 
nacionales, que  solo  se  dividen  en  aten- 
ción á  la  mayor  facilidad  de  las  comuni- 
caciones, se  consideran  como  una  sola,  v 
á  este  fin  se  dispone:  a)  que  ambas  lleven 
los  mismos  libros  y  la  misma  contabili- 
dad, bajo  un  idéntico  sistema;  h)  que 
mcnsualmente  se  trasmitan  entre  sí  co- 
pias autenticadas  por  los  Gobiernos  en 
cuyos  territorios  tienen  su  asiento,  de 
todo  registro,  comunicación  ú  otros  do- 
cumentos que  afecten  al  reconocimiento 
del  derecho  délos  propietarios  ó aiítores. 

Art.  5.^  Cada  uno  de  los  Gobiernos 
adherentes  á  la  Unión  remitirá  al  fin  de 
cada  mes,  á  la  Oficina  que  le  corresponda 
según  el  artículo  3.^,  copias  autentica- 
das de  todo  registro  de  marcas,  paten- 
tes, dibujos,  modelos,  etc.,  y  ejemplares 
de  las  obras  literarias  y  artísticas  que  se 
hubieren  registrado  en  ellas,  así  como  de 
toda  caducidad,  renuncia,  trasmisión  y 
otras  mutaciones  que  se  produjeren  en 
los  derechos,  de  acuerdo  con  los  trata- 
dos y  leyes  respectivas,  á  fin  de  que  sean 
comunicados  ó  distribuidos,  y  notifica- 
dos, según  los  casos,  por  la  Oficina  In- 
ternacional que  corresponda,  á  las  Nacio- 
nes que  se  hallan  en  relación  directa  con 
ella. 

Art.  6.*^  El  registro  ó  depósito  hechos 
en  el  país  de  origen,  de  conformidad  con 
la  ley  nacional  de  éste  y  transmitido  por 
la  respectiva  administración  á  la  Oficina 
Internacional,  será  notificado  por  ésta 
á  los  demás  de  la  Unión,  los  que  le  darán 
entera  fe  y  crédito,  salvo  cuando  se  ha- 
llase en  el  caso  previsto  por  el  artículo 
9."^  del  Tratado  sobre  Patentes,  Marcas, 
etc.,  de  Méjico,  y  en  el  de  falta  de  los  re- 
quisitos esenciales  al  reconocimiento  de 
la  propiedad  internacional,  si  se  trata  de 


obras  literarias  ó  artísticas,  de  acuerdo 
con  el  tratado  de  esta  materia  subscrip- 
to en  Méjico. 

A  fin  de  que  los  Estados  que  forman  la 
Unión  puedan  aceptar  6  rehusar  el  reco- 
nocimiento de  los  derechos  conced¡d<>s 
en  el  país  de  origen,  y  para  los  demás 
efectos  legales  de  dicho  reconocimiento, 
aquellos  Estados  tendrán  un  año  de  pla- 
zo desde  la  fecha  de  la  notificación  por 
la  Oficina  correspondiente. 

En  caso  de  negativa  del  reconocimien- 
to de  una  patente,  marca,  dibujo,  modelo, 
etc.,  ó  del  derecho  sobre  una  obra  litera- 
ria ó  artística,  por  alguna  de  las  admi- 
nistraciones de  los  Estados  que  forman 
la  Unión,  la  harán  saber  á  la  Oficina  In- 
ternacional con  la  relación  y  motivos 
del  caso,  para  que  ésta  la  trasmita,  á  su 
vez,  á  aquella  de  donde  procede  y  á  la 
parte  interesada,  á  los  efectos  que  co- 
rresponda según  las  leyes  internas. 

Art.  7,^  Todo  registro  ó  reconoci- 
miento del  derecho  intelectual  é  indus- 
trial, hecho  en  uno  de  los  países  de  la 
Unión,  y  comunicado  á  los  demás  en  la 
forma  prescripta  en  los  artículos  ante- 
riores, surtirá  los  mismos  efectos  que  si 
hubiese  sido  registrado  ó  reconocido  en 
todos  ellos,  y  toda  nulidad  ó  caducidad 
del  derecho,  producida  en  el  país  de  ori- 
gen, comunicada  en  la  misma  forma  á 
los  demás,  tienen  en  éstos  los  mismos 
efectos  que  en  aquél. 

La  duración  de  la  protección  interna- 
cional derivada  del  Registro  será  la  de 
las  leves  del  país  que  hubiese  otorgado  ó 
reconocido  el  derecho;  y  si  ellas  no  con- 
tuviesen esta  disposición,  6  no  señalasen 
tiempo,  será:  para  las  patentes,  de  15 
años;  para  las  marcas  de  fábrica  ó  de 
comercio,  modelos  y  dibujos  industria- 
les, de  10;  y  para  las  obras  literarias  y 
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íirtísticas,  de  25  años  después  de  la 
muerte  del  autor:  los  dos  primeros  pla- 
zos pueden  renovarse  ilimitadamente 
j)(>r  los  mismos  trámites  del  primer  rc- 
«íistro. 

Art.  8.^  Las  Oficinas  Internacionales 
para   la  Protección   de  la  Propiedad  In- 
telectual é  Industrial  serán   regidas  por 
un    mismo   Reglamento,   proyectado  de 
acuerdo   por  los  Gobiernos  de  las  Repú- 
blicas de  Cuba  y  de   los  Estados  Unidos 
del  Brasil,  y  aprobado  por  todas  las  de- 
más de  la  Unión.  Su  presupuesto  de  gas- 
tos, sancionado  por  estos  mismos  Go- 
biernos,  será    costeado  por   todos    los 
signatarios  en  la  misma  proporción  es- 
tablecida   para    la   Oficina    Internacio- 
nal de  las  Repúblicas   Americanas,   de 
Washington,  y  se  hallará  á  este  respecto 
bajo  el  control  de  los  Gobiernos  en  cuyo 
territorio  tengan  su  asiento. 

A  la  tasa  délos  derechos  que  el  país  de 
origen  exija  por  los  registros  ó  depósi- 
tos y  demás  actos  que  se  derivan  del  re- 
conocimiento ó  garantía  de  la  propiedad 
intelectual  é  industrial,  se  agregará  un 
emolumento  de  cinco  pesos  oro  america- 
no, ó  su  equivalente  en  la  moneda  del 
país  donde  se  verifique  el  pago,  cuyo 
producto  se  distribuirá  por  partes  igua- 
les entre  los  Gobiernos  en  cuyo  territo- 
rio funcionen  las  Oficinas  Internaciona- 
les y  al  solo  objeto  de  contribuir  al  sos- 
tenimiento de  éstas. 

Art.  9.°  Además  de  las  funciones  pres- 
criptas  en  los  artículos  precedentes,  las 
Oficinas  Internacionales  tendrán  las  que 
siguen: 

1."^  Reunir  las  informaciones  de  toda 
naturaleza  que  se  refieran  á  la  protec- 
ción de  la  propiedad  intelectual  é  indus- 
trial, publicarlas  y  circularlas  entre  los 


países  de  América,  con  la  periodicidad 
conveniente; 

2.*  Fomentar  e,l  estudio  de  las  cuestio- 
nes relativas  á  dichas  materias,  á  cuyo 
efecto  podrán  publicar  una  ó  más  revis- 
tas oficiales,  con  inserción  de  todos  los 
docmncntos  que  les  remitan  las  adminis- 
traciones de  los  países  signatarios; 

3.^  Hacer  presente  á  los  Gobiernos  de 
la  Unión  las  dificultades  que  se  opongan 
á  la  más  fácil  y  eficaz  aplicación  del  pre- 
sente convenio,  indicando  los  medios  de 
subsanarlos  ó  allanarlos; 

4.*  Concurrir  con  los  Gobiernos  de  la 
Unión  á  preparar  conferencias  interna- 
cionales para  el  estudio  y  progreso  de 
las  legislaciones  sobre  propiedad  intelec- 
tual é  industrial,  para  las  reformas  que 
conviniera  introducir  en  el  régimen  de  la 
Unión  ó  en  los  tratados  vigentes  sobre 
la  misma  materia,  y  en  caso  de  que  tales 
conferencias  se  realicen,  los  directores  de 
las  Oficinas,  que  no  hubieran  sido  nom- 
brados para  representar  á  algún  país, 
tendrán  derecho  de  asistir  á  sus  sesiones, 
emitir  sus  opiniones  en  ellas,  pero  no  de 
votar; 

5r  Presentar  al  Gobierno  del  país 
donde  funcionen  una  memoria  anual  de 
sus  trabajos,  la  que  será. comunicada  á 
todos  los  Estados  de  la  Unión; 

6.*  Entablar  relaciones  de  canje  de  pu- 
blicaciones, informes  y  datos  concurren- 
tes al  progreso  de  la  institución,  con  las 
oficinas  é  institutos  similares,  y  con  cor- 
poraciones científicas,  literarias,  artísti- 
cas é  industriales  de  Europa  y  Amé- 
rica; 

7.''  Cooperar  como  agente  de  cada 
uno  de  los  Gobiernos  de  la  Unión,  para 
el  desempeño  de  cualquier  gestión,  ini- 
ciativa ú  oficios  concurrentes  á  los  fines 
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de  la  presente  Convención,  ante  las  ad- 
ministraciones de  las  demás. 

Art.  10.  Las  disposiciones  contenidas 
en  los  Tratados  de  Méjico,  de  27  de 
enero  de  1902,  sobre  patentes  de  inven- 
ción, dibujos  y  modelos  industriales  y 
marcas  de  fábrica  y  comercio,  y  sobre 
propiedad  literariay  artística, en  cuanto 
á  las  formalidades  del  registro  6  recono- 
cimiento del  derecho  en  los  demás  países 
que  no  sean  el  de  origen,  se  consideran 
sul)stituivlas  por  las  prescripciones  de  la 
presente  Convención,  desde  que  quede 
establecida  una  de  las  Oficinas  Interna- 
cionales, y  solo  con  relación  á  los  Esta- 
dos que  concurran  á  su  constitución;  en 
todo  lo  demás,  dichos  Tratados  queda- 
rán en  , vigencia,  y  la  presente  Conven- 
ción será  considerada  como  adicional  de 
las  mismas. 

Art.  11.  Los  Gobiernos  de  las  Repú- 
blicas de  Cuba  y  de  los  Estados  Unidos 
del  Brasil  procederán  á  la  organización 
de  las  Oficinas  Internacionales,  cuando 
hayan  ratificado  la  presente  Convención 
por  lo  menos  las  dos  terceras  partes  de 
las  Naciones  que  corresponden  á  cada 
grupo  de  las  enunciadas  en  el  artículo 
3.°  No  será  necesario  el  establecimiento 
simultáneo  de  las  dos  Oficinas,  pues,  ha- 
biendo el  número  antes  establecido  de 
Gobiernos  adherentes,  podrá  instalarse 
una  sola,  quedando  á  cargo  del  Gobier- 


no en  cuya  sede  corresponda  la.  Oñcicc. 
tomar  las  medidas  que  conduawran  á  d: 
cho  resultado,  haciendo  uso  de  las  facu! 
tades  que  contiene  el  artículo  8.^ 

En  el  caso  de  que  se  haya  establecida 
una  de  las  dos  Oficinas  á  las  que  la  pre 
senté  Convención  se  refiere,  podrán  acu 
dir  á  ella,  para  todos  los  efectos  en  la 
misma  Convención  previstos,  los  paÍ5c5 
que  pertenezcan  á  grupo  distinto  de 
aquel  al  que  la  Oficina  establecida  corres- 
ponde, hasta  tanto  quede  constituida  !:. 
segunda.  Cuando  esta  se  constituya,  h 
primera  le  remitirá  todos  los  informes  á 
que  el  segundo  párrafo  del  artículo  12  se 
refiere. 

Art.  12.  Por  lo  que  respecta  á  la 
adhesión  de  las  Naciones  de  b  'bou;»uiy 
la  presente  Convención,  ella  será,  comu- 
nicada al  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos del  Brasil, el  que  la  dará  á  conocerá 
los  demás,  haciendo  esta  comunicación 
las  veces  de  canje. 

El  Gobierno  del  BraF  i  I,  notificará,  ade- 
más, esta  adhesión  á  las  Oficinas  Inter- 
nacionales, y  éstas  remitirán  al  nuevu 
Gobierno  adherente  un  estado  completa 
de  todas  las  marcas,  patentes,  modelos, 
dibujos,  y  obras  literarias  y  artísticas 
registradas  y  que  á  esa  fecha  se  hallasen 
bajo  la  protección  internacional. 

(23  de  Agosto  de  1906). 
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L\  VOLUNTAD  DE  POSEER 


I  LA  DISTINCIÓxX  ENTRE  Ik  POSKSIÓN  I  LA  DETENTACIÓN  EN  DERECHO  ALEMÁN 


POR  M.   Georges  Cornil 


El   profesor  Raymond  Saleilles  se  ha 
dedicado  especialmente,  como  se  sabe, 
al  estudio  del  Bürgerlicbcs  Gesetzbucb 
de  18  de  agosto  de  1896.  Son  conocidos 
especialmente  sus  notables  trabajos  so- 
bre la  materia  de  las  obligaciones  en  de- 
recho alemán  y  su  importante  colabora- 
ción en  la  traducción  anotada  del  Código 
de  1896,  que  publica  actualmente  el  Co- 
mité  de  legislación  extranjera.    Ahora 
nos  da  un  nuevo  volumen  consagrado  á 
la  materia  de  la  posesión  (1).  Ya  el  estu- 
dio  particularmente  interesante   de  la 
teoría  posesoria  había  atraído  antes  la 
atención  de  M.  Saleilles.  La  crítica  pene- 
trante á  que  sometió  en  1893,  en  la  Re- 
vue  bourguignone  de  renseignement  su- 
périeur^    la   doctrina  posesoria    de   los 
romanistas,  fué  muy  nombrada.  Más  re- 
cientemente, en  1903  y  1904,  pubHcó,  en 

(I)  De  la  possession  des  meuhles.  Estudios  de  dere- 
cho alemán  y  de  derecho  francóf»,  por  Raymond 
Saleilles,  profesor  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la 
Universidad  de  PanV.  In.  8.°  de  III  y  351  páfifs.  Pa- 
rís, Pichón  et  Durand-Auzias,  1907. 


la  Revue  critique  de  législation  et  de  ju- 
rispradence,  un  extracto  sucinto  del  sis- 
tema posesorio  consagrado  por  el  dere- 
cho alemán.  Ahora  reúne  en  un  volumen 
tres  importantes  monografías,  que  se  re- 
lacionan con  el  mismo  asunto,  y  en  las 
cuales  se  considera  al  derecho  alemán 
paralelamente  con  el  derecho  francés, 
con  el  objeto  de  demostrar  la  utilidad 
inmediata  de  semejantes  investigaciones 
para  el  trabajo  de  revisión  del  derecho 
civil  que  se  lleva  á  cabo  actualmente  en 
Francia. 

La  monografía  más  extensa  se  refiere 
á  la  máxima:  en  materia  de  mueble,  la 
posesión  es  título.  Se  analizan  prolija- 
mente el  sentido  y  el  alcance  de  esta  re- 
gla en  el  derecho  francés;  después  se 
ponen  en  claro  los  principios  correspon- 
dientes que  se  desprenden  de  las  disposi- 
ciones del  Código  Alemán;  por  último, 
como  conclusión,  la  crítica  del  sistema 
francés  y  del  sistema  alemán  nos  pone 
en  situación  de  apreciar  el  valor  respec- 
tivo de  cada  uno. 
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Otra  monografía,  menos  extensa  pero 
no  menos  interesante,  está  consagrada 
á  la  acción  reinvindicatoria  de  posesión 
del  Código  Alemán,  es  decir  á  la  acción 
instituida  por  el  artículo  1007  del  Búr- 
gerliches  Gesetzbuch  para  la  posesión  de 
muebles,  que  es  una  acción  intermedia 
entre  las  acciones  posesorias  y  la  reivin- 
dicación de  propiedad  y  que  procede,  en 
parte  al  menos,  de  la  acción  publicana 
de  los  romanos. 

Estas  dos  monografías,  en  que  M.  Sa- 
leilles  analiza  ciertos  efectos  particulares, 
por  cierto  importantes  de  la  posesión 
mobiliaria,  están  precedidas  de  un  ex- 
tracto general  de  la  doctrina  posesoria, 
en  sesenta  y  seis  páginas,  titulado:  La 
teoría  posesoria  objetiva.  La  lectura  de 
esta  parte  general  me  ha  sugerido  las 
observaciones  que  siguen.  Si  he  creído 
deber  publicar  estas  notas,  es  porque  no 
participo  en  todos  los  puntos  de  la  ma- 
nera de  ver  de  M.  Saleilles,  y  porque  los 
puntos  de  vista  de  éste  no  son  de  los  que 
pueden  dejar  indiferente  al  mundo  de  los 
jurisconsultos.  ¿No  es,  por  otra  parte, 
rendir  homenaje  á  sus  concepciones,  dis- 
cutir sus  resultados? 

El  artículo  854  del  Código  Civil  ale- 
mán (1)  proclama  que  la  **posesión  de 
una  cosa  se  adquiere  por  la  obtención 
del  poder  de  hecho  (thatsáchliche  Ge- 
walt)  sobre  esta  cosa*'. 

Deliberadamente  omite  aquí  el  legisla- 
dor alemán  toda  alusión  á  un  elemento 
intencional  ó  voluntario  de  la  posesión, 
animus  possidendi  6  affectio  tenendi. 
Guardando  así  silencio  sobre  el  elemento 
intencional  ú  objetivo  de  la  posesión,  el 

(1)  La  mejor  fuente  de  consulta  para  el  lector 
francés  es  la  traducción  anotada  del  Código  Civil 
alemán  publicada  por  el  Comité  de  legislación  ex- 
tranjera. 


Bürgerliches  Gesetzbuch  ha  objetiva/i- 
la  noción  de  la  posesión,  se  dico  eii  Aicr- 
mania. 

¿Qué  significa  objetivar?  Este  veri." 
tan  grato á  los  pensadores  del  otro  lat:" 
del  Rhin  (1)  ¿responde  á  una  iden  hmi 
precisa? 

La  tesis  desarrollada  por  M.  Saleííleií 
me  llevaría  casi  á  dudarlo;  porque  en  mi 
concepto,  AI.  Raymond  Saleilles,  aunque 
se  declara  enérgicamente  partidario  átl 
objetivismo,  me  parece  muy  sospechoso 
de  subjetivismo,  y  tengo  á  la  teoría  po- 
sesoria del  Código  Alemán  por  infinita- 
mente más  objetiva  que  lo  que  la  cree 
M.  Saleilles. 

De  que  la  definición  de  la  posesión  no 
contenga  ninguna  alusión  á  la  existencia 
de  un  elemento  subjetivo,  cualquiera  que 
sea,  ¿habrá  que  deducir  que  el   Código 
alemán  haría    abstracción  completa  de 
todo  elemento  intencional  ó  voluiitario 
en  la  posesión?  Tvst^í   sería  seguramente     I 
la  teoría  más  objetiva  que  sea  posible 
imaginar,  pues  llevaría  el  objetivismo 
hasta  absorber  en  la  posesión  aquella 
especie  de  relación  exterior  que  Jhering 
ha  llamado  tan  justamente  la  relación 
de  simpl  eyuxtaposición  [local  (2).  Se 
reconocerá  sin  dificultad  que  habría  en 
esto  una  exageración  manifiesta:  sería 
evidentemente   chocar  de  frente  con  las 
ideas  corrientes  dar  el  nombre  de  pose- 
sión á  una  relación  exterior  establecida 
en  una  persona  fuera  de  toda  voluntad. 
Toda  relación  posesoria,  posesión  ó  de- 
tentación, constituye  una  afirmación  de 

(1)  í(¿Cómo  poíiría  un  alemán  sostener  una  disca-  i 
sión,  bi  se  suprimiera  de  su  vocabulario  el  verbo  | 
objelicarf))  dice  muy  justamente  Marcel  Prevost  en 
Mousieur  et  vr^'l-nne  Moloch. 

(2)  Jherii'      / ^n  role  de  la  volenU  damlapoimmn, 
traducido  por  De  Meulenaere,  p  17  y  F¡g. 
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la  personalidad  \^  por  consiguiente  de  la 
voluntad.  Esta  verdad  no  es  desconoci- 
da  en  manera  alguna  por  la  definición 
de    la  posesión  como  simple    poder  de 
hecho;   pues,  en  el  ánimo  de  todos,  un 
poder  de  hecho  implica  una  voluntad, 
xin    poder  de  hecho  no  es  otra  cosa  que 
la  realización  material  de  una  voluntad. 
Sería  pues  un  error  provocado  por  pun- 
tos de  vista  demasiado  superficiales,  de- 
cir que  el  Código  alemán  había  hecho  ta- 
bla rasa  de  la  voluntad  en  la  posesión. 
La  fórmula  del  artículo  854  no  ha  supri- 
mido la  cuestión  del  rol  de  la  voluntad 
en  la  posesión,   sino  que  ha  modificado 
únicamente  la  solución. 

Todos  reconocerán  sin  duda  con  M. 
Saleilles,  que  el  sistema  del  Bargerlicbes 
Gesetzbuch  no  considera  en  la  posesión 
el  animas  como  condición  independiente 
y  distinta  del  corpas.  La  doctrina  tradi- 
cional del  derecho  romano  descomponía 
como  se  sabe  la  posesión  en  dos  elemen- 
tos distintos,  el  corpas  possessionis  y  el 
animas  possidendi.  Este  procedimiento 
que  no  respetaba  aun  el  sentido  literal 
de  los  términos  corpas  y  animas  emplea- 
dos por  las  fuentes  romanas  de  la  teoría 
posesoria  (1),  desconocía  la  relación  exis" 
tente  realmente  entre  el  elemento  mate, 
rial  ú  objetivo  y  el  elemento  intencional 
ó  subjetivo,  que  se  encuentran  reunidos 
en  la  posesión.    Jhering  ha  tenido  el  lüé- 
rito  de  demostrar  que  **colocando  así  el 
corpas  y  el  animas  en  una  sola  y  misma 
línea,  como  dos  elementos  completamen- 
te independientes  se  corre  el  riesgo  de  caer 
en  el  mismo  error  de  creer  que  el  corpas 
sería  posible  sin  el  animas,  6  que  el  ani- 
mas sería  posible  sin  el  corpas^'.    Ahora 
bien,  en  la  realidad,  el  corpas  y  el  animas 

(1)  Cornil,  Traite  déla  possession,  1005,  p.  21-22 
y¡29  nota  1. 


guardan  entre  sí  una  relación  tal  que  el 
uno  no  podría  existir  sin  el  otro:  el  cor- 
pas es  el  hecho  de  la  voluntad,  y  el  ani- 
mas  no  existe  sino  en  cuanto  se  realiza 
en  el  corpas  (1). 

Si,  pues,  los  redactores  del  Código  ale- 
mán han  organizado  la  conspiración  del 
silencio  alrededor  del  animas  possidendi, 
es  seguramente  porque  han  querido  por 
lo  menos  colocarse  en  el  terreno  de  Jhe- 
ring, y  considerar  la  voluntad  del  po- 
seedor, no  como  un  elemento  constituti- 
vo de  la  posesión  que  tendría  por  sí  mis- 
mo una  existencia  propia  y  autónoma, 
sino  solamente  como  un  elemento  pura- 
mente implícito  que  se  desprende  de  la 
relación  exterior  ó  poder  de  hecho  en  que 
se  encuentra  realizado. 

La  teoría  posesoria  del  Código  alemán 
es  indudablemente  tan  realista  ú  objeti- 
va como  la  doctrina  de  Jhering.  Pero  ¿no 
lo  es  más  todavía?  M.  Saleilles  piensa 
con  razón  que  ha  dado  un  paso  más  en 
la  vía  del  objetivismo.  Ha  innovado  en 
esto,  pero  la  innovación  tiene,  en  mi  con- 
cepto, un  alcance  diferente  del  que  le  atri- 
buye M.  Saleilles. 

Según  M.  Saleilles,  la  reticencia  delibe- 
rada del  legislador  alemán  respecto  al 
animas  possideadi  trae  la  consecuencia 
de  que  se  adquiérela  posesión,  aunen  los 
casos  en  que  las  ideas  corrientes  y  los 
usos  admitidos  aceptan  que  puede  haber 
poder  de  hecho  establecido  sin  la  volun- 
tad y  sin  conocimiento  del  poseedor.  La 
fórmula  legislativa  alemana  tendría  pues, 
por  resultado  elevar  la  relación  de  simple 
yuxtaposición  local  al  rango  de  relación 
posesoria  siempre  que  ésta  no  chocara 
con  las  ideas  corrientes  y  los  usos  admi- 
tidos. 

(1)  Jhering,  op.  cit.,  p.  3  j  sigtes. 
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Formulando  así  la  innovación  del  Bur- 
gerlicbes  Gesetzbuch.sQ  queda  aprisiona- 
do, á  mi  juicio,  en  los  conceptos  demasia- 
do subjetivos  que  consideran  en  la  pose- 
sión la  voluntad  personal  y  subjetiva 
del  poseedor,  y  no  la  voluntad  objetiva 
que  se  desprende  exclusivamente  déla  re- 
lación exterior  establecida. 

Expliquemos  nuestro  pensamiento. 

El  derecho  romano  requería  para  esta- 
blecer la  posesión  que  procediera  de  la 
voluntad  subjetiva  del  poseedor:  no  se 
podía  adquirir  la  posesión  sino  en  cuan- 
to se  la  había  querido  personalmente 
{ignorunti  possessio  non  adquirítur). 
Jhering  mismo  —  con  mucha  razón  por 
lo  demás — interpreta  en  este  sentido  el 
derecho  romano;  y  en  prueba  de  ello,  da 
el  ejemplo  siguiente,  en  que  niega  la  exis- 
tencia de  toda  relación  posesoria,  por 
falta  de  voluntad  subjetiva:  **Yo  he  com- 
prado, dice  (1),  unos  árboles  que  deben 
plantarse  en  el  otoíio  en  el  jardín  que  he 
dado  en  arrendamiento,  y  he  ordenado 
al  vendedor  que  los  envíe  allí,  pero  no  he 
advertido  previamente  al  arrendatario; 
el  vendedor  lleva  los  árboles  cuando  este 
último  se  encuentra  ausente.  ¿Quid  de  la 
posesión?  Los  dos  elementos  de  la  pose- 
sión existen:  el  aninius  en  mi  persona,  el 
Corpus  en  la  del  arrendatario,  que  tiene, 
en  efecto,  la  custodia  del  terreno.  Debe- 
ría, en  consecuencia,  admitirse  la  pose- 
sión. En  mi  concepto,  ella  no  existe,  por- 
que al  pretendido  corpas  en  el  arrendata- 
rio falta  el  aninius;  no  existe,  entonces, 
ninguna  relación  de  detentación,  sino 
una  simple  relación  de  yuxtaposición  lo- 
cslV\ 

Seguramente  la  doctrina  de  Jhering  es 
más  objetiva  que  la  doctrina  tradicio- 
nal de  los  romanistas,  puesto  que  Jhering 

O  Jhering,  op.  cit.,  p.  32. 


rechaza  buscar  el  criterio  de  la  distin- 
ción entre  posesión  y  detentación  en  la 
dirección  especial  impresa  á  la  voluntad 
subjetiva  del  que  se  encuentra  colocado 
en  una  relación  posesoria.  Pero,  no  es 
menos  cierto,  p6r  lo  demás,  que  Jhering, 
fiel  intérprete  de  las  fuentes  román  as,  re- 
conocía que  en  toda  relación  posesoria 
el  Corpus  debía  tener  necesariamente 
tras  él  el  animuSy  es  decir,  una  voluntad 
subjetiva. 

Es  esta    última  exigencia  lo   que    ha 
abandonado  el  nuevo  Código    alemán. 
Este  ha  dado  un  paso  más  en  la  víi  del 
objetivismo,  en  el  sentido    de    qiic    no 
se  preocupa  de  averiguar  si  el  poder  de 
hecho  corresponde  ó  no  á  una  voluntad 
subjetiva;  basta  que  las  circunstancias 
en  que  se  ha  establecido  el  poder  de  he- 
cho le  den  el  aspecto  de  un  poder  esta- 
blecido voluntariamente:  basta  que   la 
voluntad  se  deduzca  objetivamente  de  la 
situación  de  hecho  establecida,  sin  que 
haya  que  averiguar  si  esta  voluntad  de- 
ducida objetivamente  coincide  ó  no  con 
una  voluntad  subjetiva. 

Para  hacer  comprender  mejor  el  al- 
cance exacto  que  atribuyo  á  la  innova- 
ción  alemana,  consideremos  la  hipóte- 
sis en  que  el  interés  práctico  de  esta  in- 
novación aparezca  con  más  claridad,  á 
saber:  la  hipótesis  en  que  una  cosa  entra 
enla  esfera  de  nuestra  vigilancia  ócusto^ 
dia.  Este  contracto  con  nuestra  esfera  de 
vigilancia  puede  producirse  en  circustan- 
cias  de  hecho  muy  diferentes:  1^  ó  bien 
las  circunstancias  en  que  este  fenómeno  se 
produce  demuestran  objetivamente  que 
se  ha  producido  fuera  de  toda  voluntad; 
entonces  hay  simple  relación  de  yusta- 
posisión  local,  tanto  en  el  derecho  ale- 
mán como  en  el  derecho  romano;  es  el 
caso    del    sombrero    de  un  transeúnte, 
arrebatado  por  el  viento  y  que  cae  en. 
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mis  terrenos;  2.^  6  bien  las  circunstan- 
cias en  que  la  cosa  ha  llegado  á  quedar 
bajo  nuestra  custodin  demuestran  obje- 
tivamente que  esta  situación  de  hecho 
se  ha  establecido  voluntariamente;  es  el 
caso,  por  ejemplo,  de  las  mercaderías  en- 
viadas ámis  almacenes;  aquí  el  contacto 
aparece  objetivamente  como  querido.  En 
derecho  alemán,  esta  circunstancia  de 
hecho  basta  para  adquirir  la  posesión; 
mientras  que  en  derecho  romano  la  si- 
tuación de  hecho,  que  presenta  la  apa- 
riencia ó  el  aspecto  exterior  de  una  si- 
tuación establecida  voluntariamente,  no 
podrá  constituir  una  relación  posesoria 
sino  cuando  esta   apariencia  correspon- 
da realmente  á  la  voluntad  subjetiva  de 
aquel  bajo  cuya  custodia  ha  entrado  la 
cosa.  Sin  duda  el  derecho  romano  no  to- 
maiba  en  cuenta  una  voluntad  subjetiva, 
que  se  hallara  en  contradicción  con  la 
voluntad  que  se  deduce  objetivamente 
de  los  hechos  exteriores  ó  de  la  actitud 
tomada  por  el  poseedor;  pero  todavía 
era  preciso  que,  tras  una  situación  de 
hecho  que  apareciera  objetivamente  co- 
mo querida,  hubiera  realmente  una  vo- 
luntad  subjetiva;  si  una  cosa  había  en- 
trado bajo  mi  custodia,  yo  no  podía,  al 
mismo  tiempo  que  reconocía  haber  que- 
rido esta  situación  de  hecho,  desconocer 
que  yo  hubiera  querido  poseer,  porque 
esta  última  voluntad  subjetiva,  en  opo- 
sición con  la  que  se  deducía  objetiva- 
mente de  los  hechos,  y  cuya  existencia 
reconocía,  se  hallaba  desprovista  de  to- 
da influencia:  la  situación  de  hecho  se 
había  establecido  conforme  á  mi  volun- 
tad subjetiva  y  esto  bastaba  para  que 
hubiera  relación   posesoria;  pero  si  una 
cosa   había  entrado  bajo  nr   custodia 
con  la  apariencia  de  ha'  ^.  entrado  con- 
forme á  mi  voluntad,  podía  siempre  ale- 


garse que  esta  apariencia  no  correspon- 
día á  la  realidad,  y  que  personalmente 
no  había  querido  esta  situación  de  he- 
cho, que,  por  ejemplo,  no  había  querido 
que  se  remitieran  á  mis  almacenes  las 
mercaderías;  entonces,  á  falta  de  volun- 
tad subjetiva,  no  se  adquiría  la  posesión: 
ignoranti possesbio  non  adquiritur. 

Es  esta  última  influencia  de  la  volun- 
tad subjetiva  lo  que  ha  eliminado  el  Có- 
digo alemán:  para  él,  desde  el  momento 
en  que  una  situación  de  hecho  tiene  la 
apariencia  exterior  ú  objetiva  de  una 
situación  querida,  hay  posesión,  sin  que 
pueda  todavía  alegarse  que  esta  situa- 
ción no  procedería,  en  la  especie,  de  la 
voluntad  subjetiva  del  que  se  encuentra 
colocado  en  ella.  Se  podría  decir  del  le- 
gisiador  alemán  lo  que  Pablo  dice  de 
Gabinus  en  la  ley  2  §  2  D.  pro  empto- 
re,  41,  4.^  potius  subtantiam  intructur 
quam  opinionem. 

No  pensamos — nótese  bien — en  atri' 
buir  al  poseedor,  gracias  á  presunciones 
ó  ficciones  más  ó  menos  sutiles,  una  vo- 
luntad que  no  tiene  en  realidad.  Éstos 
expedientes  solo  pueden  servir  á  los  que 
persisten  en  dar  una  influencia  decisiva 
á  la  voluntad  subjetiva  del  poseedor. 
Ahora  bien,  el  Código  alemán  ha  aban- 
donado precisamente  el  terreno  de  la  vo- 
luntad subjetiva:  no  ha  hecho  tabla  rasa 
del  elemento  intencional  ó  voluntario  de 
la  posesión;  pero  en  vez  de  considerar 
este  elemeucvy  ¡intencional  á  la  vez  subje- 
tivamente en  la  persona  del  poseedor  y 
objetivamente  en  la  relación  de  hecho 
establecida,  se  limita  á  considerarlo  ob- 
jetivamente en  las  circunstancias  exte- 
riores que  han  dado  origen  á  la  j)osesión. 
Es  en  esto  en  lo  que  ha  innovado. 

Así,  en  derecho  alemán,  cuando  se  lle- 
van árboles  á  mi  jardín,  ose  envían  mer- 
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cadenas  á  mi  almacén,  ó  se  echan  car- 
tas en  mi  buzón,  adquiero  la  posesión, 
aún  cuando  todas  estas  cosas  hayan  lle- 
gado á  quedar  bajo  mi  guarda  sin  mi 
conocimiento,  ó  aún  contra  mi  voluntad, 
pues  la  voluntad  subjetiva  del  poseedor 
es  indiferente:  basta  que  las  circunstan- 
cias exteriores  hagan  aparecer  el  poder 
de  hecho  como  voluntariamente  esta- 
blecido. 

Por  el  contrario,  si  el  sombrero  de  un 
transeúnte  es  arrebatado  por  el  viento  y 
cae  en  mis  terrenos  (para  tomar  un  ejem- 
plo icW'uritode  M.  Saleil'es),  noadquiero 
la  posesión,  aunque  el  sombrero  haya 
llegado  así  á  quedar  bajo  mi  guarda, 
como  los  árboles  llevados  á  mi  jardín  ó 
las  mercaderías  enviadas  á  mi  almacén  ó 
las  cartas  echadas  en  mi  buzón.  La  ra 
zón  por  que  no  debe  reconocerse  la  pose 
sión  al  poseedor  del  terreno,  no  es  la  fal 
ta  de  voluntad  subjetiva  del  poseedor 
porque,  aún  cuando  existiera  esta  volun 
tad,  no  poseería  sin  embargo  el  sombre 
ro  mientras  lo  dejara  abandonado  en  el 
sitio  á  donde  lo  llevó  el  viento.  Si  no 
debe  reconocérsele  la  posesión  del  som- 
brero, es  únicamente  porque  las  circuns- 
tancias exteriores  en  que  se  ha  estableci- 
do la  relación  de  hecho  no  le  dan  el  as- 
pecto de  una  relación  establecida  volun- 
tariamente. 

Esta  especie  de  hipótesis  son  las  que 
ha  tenido  en  vista  el  artículo  867  del  Có- 
digo alemán,  cuando  supone  que  una 
cosa  que  ha  pasado  al  terreno  poseído 
por  otro,  no  ha  quedado  por  ese  solo 
hecho  bajo  su  posesión.  En  la  realidad, 
no  es  difícil  discernir  esta  clase  de  hipó- 
tesis; pues  cuando  se  establece  una  rela- 
ción exterior  de  persona  á  cosa,  basta 
remitirse  á  la  experiencia  de  la  vida  dia- 
ria, á  los  conceptos  corrientes  y  usos  ad- 


mitidos, para  determinar  si  las  condi- 
ciones de  hecho  en  que  se  ha  establecido 
esta  relación,  implican  objetivamente  y 
á  los  ojos  de  todos  que  es  querida  ó  que 
se  ha  establecido  fuera  de  toda  voluntad. 

Que  se  encuentre  en  los  terrenos  de  mi 
posesión  un  sombrero,  un  porta  mone- 
das, una  cigarrera  6  una  alhaja:  nadie 
pretenderá  que  semejante  situación  de 
hecho  revelaría  objetivamente  que  la 
colocación  de  estos  objetos  bajo  mi  cus- 
todia habría  sido  voluntaria;  por  el  con- 
trario, todos  pensarán  de  diversa  mane- 
ra, en  el  caso  en  que  se  hayan  llevado 
árboles  á  mis  terrenos,  ó  que  se  haya  he- 
cho allí  un  montón  de  heno  ó  de  paja. 

Es  cierto  que  nuestra  fórmula,  que  con- 
siste en  hacer  abstracción  completa   de 
toda  voluntad  subjetiva  y  atenernos  ex. 
elusivamente  á  la  voluntad  que  se  des- 
prende objetivamente  de  las  condiciones 
de  hecho  de  la  toma  de    posesión,   nos 
conducirá  á  menudo  á  las  mismas  solu- 
ciones prácticas  que  la  fórmula  adopta- 
da por  M.  Saleilles.  Pero  no  por  eso  hay 
menos  interés,  á  mi  juicio,  en  rechazar  la 
fórmula  de  M.  Saleilles,  pues  mantenién- 
dose en  el  terreno  de  la  voluntad   subje- 
tiva, contribuye  á  obscurecer  la  evolu- 
ción normal  y  regular  del  concepto  de  la 
posesión,   sin  contar  con  que  suscita  al 
mismo  tiempo  mil  diñcultades  que  sólo 
pueden  evitarse  por  medio  de  sutiles  in- 
terpretaciones. 

Precisemos  nuestras  observaciones  vol- 
viendo á  la  fórmula  de  M.'  Saleilles.  Esta 
fórmula  puede  resumirse  en  estos  térmi- 
nos; la  adquisición  de  la  posesión  resulta 
del  establecimiento  de  un  poder  de  hecho 
( thatsachliche  Gewalt);  los  conceptos 
corrientes  nos  permitirán  discernir  sin 
dificultad  los  casos  en  que  existe  este 
poder  de  hecho;  sin  duda   los  conceptos 
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corrientes  reconocerá  a  raramente  la  exis- 
tencia (le  un  poder  de  hecho  fuera  de 
toda  voluntad;  pero  si  se  encuentran  hi- 
pótesis en  que  los  conceptos  corrientes 
admiten  la  existencia  de  un  poder  de  he- 
cho sin  voluntad,  no  hay  que  vacilar  en 
estos  ca«os  en  reconocer  la  existencia  de 
una  posesión  sin  voluntad  de  parte  del 
poseedor. 

Se  nota  inmediatamente  en  esta  fór- 
mula la  influencia  decisiva  de  la  volun- 
tad en  la  determinación  del  punto  de 
saber  si  hay  ó  no  poder  de  hecho  según 
los  conceptos  corrientes.  Ahora  bien,  la 
voluntad  que  siempre  tiene  en  vista  M. 
Saleilles,  en  el  análisis  del  poder  de  he- 
cho, es  únicamente  la  voluntad  personal 
y  subjetiva  del  poseedor. 

Es  precisamente  porque  se  atiene  á  la 
voluntad  puramente  subjetiva  del  posee- 
dor, por  lo  que  M.  Saleilles  puede  hablar 
de  la  admisibilidad  de  un  poder  de  hecho, 
aceptado  por  las  ideas  corrientes,  fue- 
ra de  toda  voluntad  en  el  poseedor.  En 
efecto,  considera  el  poder  adquirido  sin 
conocimiento  del  que  va  á  ejercerlo,  las 
mercaderías  remitidas  á  mis  almacenes 
sin  mi  noticia;  ahora  bien,  en  semejante 
caso,  lo  que  falta  es  la  voluntad  pura- 
mente subjetiva  del  poseedor;  pero  obje- 
tivamente la  situación  de  hecho  que  se 
ha  establecido  aparece  claramente  como 
una  situación  querida,  y  por  consiguien- 
te, si  se  coloca  en  el  terreno  de  la  volun- 
tad puramente  objetiva  que  se  desprende 
de  la  situación  de  hecho,  no  puede  decir- 
se que  haya  aquí,  según  los  conceptos 
corrientes,  poder  de  hecho  sin  ninguna 
voluntad. 

El  defecto  de  la  fórmula  de  M.  Salei- 
lles es  más  notable  todavía,  cuando  este 
autor  considera  el  caso  en  que,  según  él, 
los  conceptos  corrientes  no  aceptan  la 


idea  de  un  poder  de  hecho  sino  como  la 
realización  ó  la  encarnación  de  la  volun 
tad  del  poseedor.    Aquí  también  la  vo 
luntad  que  considera  para  determinar  s 
los  conceptos  corrientes  aceptan  ó  recha 
zan  la  idea  de  un  poder  de  hecho,  essiem 
pre    la  voluntad   puramente  subjetiva 
En  esta  investigación  de  la  intención  per 
sonal  del  poseedor,  es  imposible  no  caer 
en  todas  las  extravagancias  de  las  anti- 
guas doctrinas  tradicionales  ó    teorías 
posesorias  subjetiva. 

Y  en  prueba  de  ello,  esta  afirmación 
de  M.  Saleilles  (pág.  30)  que,  para  deter- 
minar si  hay  poder  de  hecho,  **hay  que 
llegar  en  ciertos  casos  hasta  tomar  en 
cuenta,  fuera  de  toda  situación  jurídica 
objetiva,  la  voluntad  real  del  poseedor: 
cuando  un  individuo  se  apodera  de  una 
cosa,  para  saber  si  ha  adquirido  el  poder, 
hay  que  examinar  con  qué  intención,  con 
qué  fin  se  apodera  de  ella*'.  Y  para  pre- 
cisar el  alcance  de  esta  afirmación,  nos 
propone  un  ejemplo  tomado  á  Stroal. 
**Sea,  escribe,  un  leñador  que,  después  de 
una  cacería,  encuentra  una  pieza  de  caza 
olvidada  por  uno  de  los  cazadores;  el 
leñador  la  recoje  y  la  oculta  en  el  bosque 
para  impedir  que  otros  se  apoderen  de 
ella.  ¿Ha  llegado  á  ser  poseedor?  Esto 
dependería  de  la  intención  que  hubiera 
manifestado.  Si  ha  querido  apoderarse 
de  esta  pieza  de  caza  para  volver  por 
ella  más  tarde  y  llevársela  dé  su  cuenta, 
no  es  más  que  un  ladrón.  Pero  un  ladrón 
es  un  poseedor;  porque  se  considera  due- 
ño. Si,  por  el  contrario,  como  debe  pre- 
sumirse, solo  ha  ocultado  la  pieza  para 
permitir  al  cazador  que  la  mató  encon- 
trarla y  recuperarla,  él  no  se  considera 
dueño;  únicamente  ha  querido  conservar 
á  otro  la  posesión  que  éste  había  adqui- 
rido. No  se  convierte  en  poseedor.   E» 
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pues  el  elemento  intencional  lo  que  da 
todo  su  valor  y  significado  al  poder  de 
hecho  y  al  elemento  corporal  manifes- 
tado*'. 

He  reproduido  textualmente  el  razo- 
namiento de  M.  Saleilles,  y  pregunto  á 
cualquier  lector  no  prevenido  si  no  cree- 
ría tener  ante  su  vista  una  página  ex- 
tractada del  tratado  de  la  posesión  de 
Savigny  6  de  cualquier  otro  adepto  de 
las  antiguas  teorías  subjetivas.  De  un 
extremo  al  otro  solo  se  trata  de  la  vo- 
luntad puramente  subjetiva  v  personal; 
más  aún,  el  animas  dominio  que  se  lo  po- 
día creer  definitivamente  enterrado  por 
el  Bügerliches  Gesetzbuch,  se  encuentra 
resucitado  en  toda  su  pureza.  El  ejemplo 
del  leñador  recuerda  el  ejemplo  caracte- 
rístico elegido  por  [liering  para  comba- 
tir las  antiguas  doctrinas  subjetivas  y 
para  demostrar  que  la  posesión  no  pue- 
de dejarse  entregada  á  la  voluntad  indi- 
vidual ó  al  puro  capricho  de  una  parte, 
pues  esto  equivaldría  á  crear  la  inccrti- 
dumbre,  y  aún  la  anarquía  en  el  derecho. 
^'Encuentro  una  cosa,  escribe  (1)  que 
creo  poder  considerar  como  abandonada; 
me  acuesto  en  la  noche  con  e\  animas  do- 
minio En  la  mañana  siguiente,  llego  á 
saber  que  el  propietario  la  ha  perdido;  y 
me  resuelvo  á  devolvérsela;  me  acuesto 
con  el  animas  alieno  nomine  detinendi. 
El  día  subsiguiente  voy  á  su  casa  á  de- 
volvérsela; me  dice  que  la  había  perdido, 
pero  que  no  quiere  recobrarla  porque 
está  sucia,  y  que  puedo  conservarla;  ter- 
cera noche:  animas  domini.  El  cuarto 
día,  el  padre  ó  el  tutor  del  que  ha  perdi- 
do la  cosa,  me  hace  saber  que  no  aprue- 
ba esta  donación;  cuarta  noche:  animas 
detinendi,   ¥A  día  siguiente,  un  jurista 

(1)     Jherii  g  0/K  cit  pág.  lí)3. 


me  da  el  consejo  de  que  espere  hasta  que 
se  me  demande  judicialmente;  quinta  no- 
che, animas  dominiV^ 

La  recaída  de  M.  Saleilles  en  los  erro- 
res de  las  teorías  posesorias  subjetivas 
son  tanto  más  extrañas  cuanto  que  este 
autor  rechaza  enérgicamente  y  en  exce- 
lentes términos  toda  influencia  de  la  vo- 
luntad ó  animas  en  la  distinción  entre 
la  posesión  y  la  detentación  (pág.  2  0 
á23). 

Esta  distinción,  como  se  sabe,  ha  sido 
conservada  por  el  derecho  alemán,  gra- 
cias á  la  disposición  del  artículo  855  del 
Bürgerliches  Gesetzbach y  que  niega  la  ca- 
lidad de  poseedor  al  que  ejerce  el  poder  de 
hecho  sobre  una  cosa,  en  ciertas  condi- 
ciones determinadas  de  una  manera  algo 
vaga.  Estas  condiciones  exclusivas  de 
posesión  pueden  resumirse  en  estos  tér- 
minos: 1*^  el  que  ejerce  el  poder  de  hecho 
debe  hacerlo  en  favor  de  otro  y  someter- 
se á  las  instrucciones  de  otro  y  2°  ade- 
más In  obligación  de  someterse  á  las  ins- 
trucciones de  otro  debe  resultar  de  una 
situación  jurídica  análoga  á  la  de  los 
empleados  en  la  casa  ó  industria  de  otro. 

Cuando  el  poder  de  hecho  sobre  una 
cosa  se  ejercita  en  estas  condiciones,  el 
único  poseedor  es  aquel  en  cuyo  favor  se 
ejerce  este  poder,  y  el  que  ejercita  este 
poder  es  un  simple  detentador. 

M.  Saleilles  da  al  último  la  calificación 
de  detentador  dependiente  ó  subordina- 
do, para  distinguirlo  del  que  llama  de- 
tentador puro  y  simple.  Pero  no  me  pa- 
recen muy  felices  los  términos  de  esta 
distinción,  pues  M.  Saleilles  emjJea  la 
expresió:!  detentación  pura  y  simple  para 
designar  la  relación  de  hecho  que  se  es- 
tablece por  ejemplo  cuando  el  viento  arre- 
bata el  sombrero  de  un  transeúnte  y  lo 
deja  en  mis  terrenos  (pág.  27^\  Ahora 
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bien,  semejante  relación  ex ter¡or,quc  apa- 
rece objetivamente  establecida  sin  mi  vo- 
luntad, no  es  una  relación  posesoria,  ni 
tampoco  una  detentación;  mientras  las 
cosas  permanezcan  en  ese  mismo  esta- 
do, sólo  hay  una  simple  relación  de  yux- 
til  posición  local;  pero  desde  el  momen- 
to en  que  el  poseedor  del  terreno  cambia 
de  actitud  respecto  al  sombrero  ó  para- 
guaque  se  encontraban  abandonados  en 
SU5  terrenos,  desde  el  momento  en  queco- 
loca  esos  objetos  en  lugar  seguro  ó  en  que 
impide  que  los  tome  un  tercero,  se  trans- 
forma el  aspecto  exterior  de  la  relación 
de  hecho:  la  situación  de  hecho  aparece 
en  adelante  como  una  situación  querida 
y  desde  entonces  hay  posesión. 

No  compliquemos,  pues,  inútilmente 
distinguiendo  una  detentación  pura  y 
simple  de  una  detentación  dependiente  ó 
subordinada.  La  detentación  llamada 
pura  y  simple  no  es  una  detentación,  no 
es  una  relación  posesoria,  es  una  simple 
relación  de  yustaposición  local.  El  dere- 
cho alemán  no  conoce  más  que  una  sola 
especie  de  detentación,  la  del  artículo 
855,  que  M.  Saleilles  califica  de  depen- 
diente ó  subordinada. 


¿Cuál  es,  en  el  sistema  del  BurgerU- 
chcs  Gesetzbuch,  el  criterio  de  la  distin- 
ción entre  posesión  y  detentación? 

M.  Saleilles  parece  expresar  fielmente 
el  pensamiento  de  los  redactores  del  Có- 
digo alemán  diciendo  que  el  criterio  de 
la  distinción  entre  posesión  y  detenta- 
ción debe  buscarse  en  el  grado  de  inde- 
pendencia ó  de  iniciativa  personal  que  el 
concepto  popular  ó  social  atribuye  al  po- 
der de  hecho  en  cada  caso  particular. 
Será  detentador,  dice,  aquel  que,  según 
los  usos  corrientes,  no  es  más  que  un 


instrumento  de  posesión  por  otro,  sin  la 
menor  iniciativa  personal  ni  el  menor  in- 
terés que  le  sea  propio.  Cuando  el  poder 
de  hecho  se  ha  establecido  á  consecuen- 
cia de  un  contrato,  no  dependerá  de  la 
naturaleza  jurídica  de  este  contrato  el 

s. 

punto  de  saber  si  hay  posesión  ó  deten- 
tación; pues  algunos  contratos,  como  el 
depósito  ó  el  mandato,  por  ejemplo,  que 
generalmente  confieren  la  calidad  de  po- 
seedor, pueden  conferir  sólo  la  de  deten- 
tador en  circunstancias  determinadas. 
.  No  es  tampoco  una  situación  social  per- 
sonalmente dependiente  lo  que  nos  per- 
mitirá de  una  manera  uniforme  recono- 
cer los  casos  de  detentación.  Pero  en  ca- 
da caso  particular  hay  que  considerar 
las  circunstancias  en  que  se  ha  estable- 
cido el  poder  de  hecho  y  averiguar  si,  se- 
gún la  opinión  corriente  y  usos  admiti- 
dos, este  poder  es  un  poder  efectivo  sufi- 
cientemente independiente  para  caer  ba- 
jo la  definición  del  podw-r  de  hecho  ó  tbat- 
sachliche  Gewalt  del  artículo  854:  si  la 
vox popuU  responde  sí,  hay  posesión;  si 
responde  nó,  hay  detentación. 

Aplicando  este  procedimiento,  M.  Sa- 
leilles propone  agregar  al  ejemplo  de  la 
gente  de  servicio  y  empleados  de  comer- 
cio é  industria  que  nos  proporciona  di- 
rectamente el  artículo  855  del  Código 
alemán,  los  siguientes  ejemplos  de  de- 
tentación: 1"^  la  detentación  por  los 
amigos  y  huéspedes  que  recibimos  á  nues- 
tra mesa,  de  los  objetos  puestos  á  su 
disposición;  2^  la  detentación  que  tene- 
mos de  los  vestidos  y  paquetes  que  los 
amigos  de  visita  en  nuestra  casa  dejan 
en  nuestro  vestíbulo  ó  antesala.  Por  el 
contrario,  ajuicio  de  M.  Saleilles, el  con- 
cepto popular  verá  un  poder  efectivo 
que  implica  un  grado  de  independencia 
suficiente  para  que  haya  posesión,  en  los 
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casos  siguientes:  1*^  el  caso  del  paquete 
confiado  á  una  compañía  de  ferrocarril 
(aun  cuando  este  paquete  viaje  al  mismo 
tiempo  que  su  propietario);  2*^  el  caso  de 
un  objeto  confiado  á  un  sirviente  para 
llavarlo  á  otra  ciudad;  3"^  el  caso  de  los 
objetos  y  utensilios  puestos  á  disposi- 
ción de  los  viajeros  que  llegan  á  un  ho- 
tel ó  restaurant. 

Estos  ejemplos  demuestran  sin  duda 
que,  en  la  realidad,  el  juez  podrá  encon- 
trarse á  menudo  muy  embarazado  pa- 
ra distinguir  la  detentación  de  la  pose- 
sión, inspirándose  en  los  conceptos  co- 
rrientes y  usos  recibidos;  porque  hay 
siempre  alguna  imprecisión,  algo  flotan- 
te, en  los  conceptos  populares,  que  deja- 
rán al  juez  singularmente  perplejo  en 
muchos  casos  particulares.  Por  eso  sería 
para  él  una  gran  ayuda  poder  determi- 
nar de  una  manera  precisa  la  relación 
que  existe  á  los  ojos  del  legislador  entre 
estas  dos  instituciones:  la  posesión  y  la 
detentación.  En  este  punto  también  creo 
deber  sej>ararme  de  M.  Saleilles. 

Según  M.  Saleilles,  el  artículo  855,  que 
determina  la  noción  de  la  detentación, 
no  restringe  ó  deroga  la  disposición  del 
artículo  854,  que  da  la  definición  gene- 
ral déla  posesión;  por  el  contrario,  exclu- 
yendo toda  posesión,  en  las  condiciones 
fijadas  por  el  artículo  855,  el  legislador 
alemán  no  hace  más  que  aplicar  el  prin- 
cipio general  del  artículo  854-,  que  define 
la  posesión.  En  otros  términos,  habien- 
do definido  la  posesión  el  artículo  854, 
el  poder  de  hecho  sobre  una  cosa,  el  ar- 
tículo 855  no  hace  más  que  aplicar  esta 
definición,  negando  la  posesión  al  que  se 
encuentra,  con  respecto  á  una  cosa,  en 
ima  relación  exterior  que  no  es  lo  bas- 
tante independiente  para  constituir,  en 


el  concepto  popular,  un  verdadero  poder 
de  hecho. 

La  mejor  razón  para  no  creer  que  el 
legislador  alemán  haya  considerado  de 
esta  manera  la  relación  que  existe  entre 
la  institución  de  la  posesión  y  la  institu- 
ción de  la  detentación,  se  deduce  talvez 
de  la  presencia  misma  del  artículo  855 
en  el  Burgerliches  Gesetzbuch,  Pues  si  la 
exclusión  de  la  posesión  en  las  condi- 
ciones determinadas  por  este  artículo,  se 
deduce  ya  de  la  definición  general  del  ar- 
tículo 854,  el  artículo  855  es  del  todo 
inútil. 

A  mi  juicio,  la  presencia  misma  del  ar- 
tículo 855  en  el  Código  alemán  demues- 
tra que  hay  que  considerar  de  diversa 
manera  la  relación  queexiste  entre  pose- 
sión y  detentación.  No  se  hallan  éstas 
colocadas  en  la  misma  línea,  como  dos 
instituciones  paralelas,  procediendo  am- 
bas de  la  aplicación  de  un  sólo  y  mismo 
principio  general;  sino  que  se  encuentran 
entre  sí  en  la  relación  de  regla  á  excep- 
ción, siendo  la  posesión  la  regla  y  la  de- 
tentación la  excepción.  En  efecto,  el  ar- 
tículo 854  proclama  de- una  manera  ge- 
neral que  el  poder  de  hecho  {thatsachli- 
che  Gewalt)  sobre  una  cosa  constituj-c 
la  posesión  y  el  artículo  855  restringe 
esta  afirmación  general,  declarando  que 
el  poder  de  hecho  (íAatsácMcAe  Gewalt) 
no  será  una  posesión,  cuando  sea  ejerci- 
tado en  ciertas  condiciones  determina- 
das. No  es  sindudainútil  llamar  la  aten- 
ción al  hecho  de  que,  para  designar  la 
detentación,  el  artículo  855  emplea  la 
misma  expresión  ( thatsachliche  Ge\v¿ilt) 
que  emplea  el  artículo  854  para  definir 
la  posesión.  ¿Es  posible  entonces  decir, 
con  M.  Saleilles,  que  el  empleo  de  esta 
expresión  {thatsiichliche  Gewalt)^  en  su 
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sit^nificado  corriente  y  popular,  excluye 
por  sí  mismo  de  nuestro  pensamiento 
todos  los  casos  de  detentación  determi- 
nados por  el  artículo  855? 

Lo  que  me  lleva  á  insistir  sobre  la  re- 
lación que  existe  entre  la  posesión  y  la 
detentación,  es  el  interés  práctico  muy 
considerable  de  esta  cuestión.  Este  inte- 
rés se  reduce,  es  cierto,  auna  cuestión  de 
l)rueba;  pero  no  nos  hallamos  en  los 
tiempos  en  que  era  permitido  entregar- 
se á  especulaciones  puramente  teóricas 
sin  inquietarse  por  su  realización  prácti- 
ca: .  nuestros  días,  el  teórico  deja  su 
obra  inconclusa  si  prescinde  sistemática- 
mente de  la  cuestión  de  prueba. 

He  aquí  como  se  presenta  esta  cuestión 
de  prueba  en  la  materia  de  la  posesión: 
si  la  posesión  y  la  detentación  son  dos 
instituciones  hermanas,  colocadas  en  un 
pie  de  perfecta  igualdad,  cualquiera  que 
se  pretenda  poseedor  tendrá  que  probar 
no  solamente  su  poder  de  hecho  (that- 
sacbliche  GewnlV  sino  también  la  exis- 
tencia del  grado  de  independencia  reque- 
rido para  que  este  poder  caiga  bajo  la 
definición  del  artículo  854;  por  el  contra- 
rio, si  la  detentación  tiene  un  carácter 
excepcional,  el  que  se  pretende  poseedor 
no  tendrá  que  justificar  más  que  el  esta- 
blecimiento del  poder  de  hecho  y  corres- 
ponderá al  que  U'cga  la  existencia  de  la 
posesión  establecer  que,  en  la  especie,  el 
poder  de  hecho  no  es  suficientemente  in- 
dependiente para  constituir  una  pose- 
sión. 

Como  sostengo  que,  en  el  derecho  ale- 
mán, el  dominio  de  la  detentación  es  un 
dominio  de  excepción,  hay  que  dar,  á  mi 
juicio,  esta  última  solución  al  problema 
de  la  prueba  de  la  posesión.  Volvemos 
así  á  la  fórmula  tan  justa  y  tan  práctica 


de  Pablo  (1):  prohatio  traditos  vel  non 
traditoe  possessionis  non  tan  ¡n  iure 
quam  in  fucto  consístit,  ideoque  sufñcit, 
si  rem  corporaliter  tenca m. 


No  carecerá  de  interés  una  corta  ex- 
cursión al  derecho  romano,  pues  demos- 
trará mejor  por  la  evolución  histórica 
de  la  posesión  y  de  la  detentación,  que 
la  detentación  es  una  institución  de  ex- 
cepción, cuyo  dominio  se  va  estrechando 
progresivamente  y  por  consiguiente  cu- 
yo carácter  excepcional  se  acentúa  cada 
vez  más. 

En  el  derecho  romano,  Savigny  coloca- 
ba la  posesión  3' la  detentación  en  la  mis- 
ma línea;  eran  para  él  dos  instituciones 
jemelas  que  se  diferenciaban  únicamente 
por  la  dualidad  del  animas,  Jhering 
combatió  este  criterio  de  la  distinción 
entre  posesión  y  detentación  y  demostró 
que  ese  criterio  debía  buscarse,  no  en  el 
animus,  sino  en  la  causa  de  la  relación 
posesoria.  Pero  no  tardó  en  darse  cuen- 
ta de  que,  si  persistía  en  considerar  la 
posesión  y  la  detentación  como  dos  ins- 
tituciones colocadas  en  un  pie  de  perfecta 
igualdad,  í^u  descubrimiento  de  la  in- 
fluencia decisiva  de  la  caus¿i  sobre  la  na- 
turaleza de  la  relación  posesoria  lo  lle- 
vaba á  un  resultado  muy  poco  satisfac- 
torio. En  efecto,  si  la  existencia  de  la  po- 
sesión depende  de  una  cíí usa  possess/o- 
nis,  como  la  existencia  de  la  detentación 
depende  de  una  causa  detentionis,  el  po- 
seedor que  pretenda  la  protección  pose- 
soria tendrá  que  establecer  no  sólo  la 
toma  de  posesión  sino  también  la  exis 
tencia  de  una  causa  possessionis.  Ahora 
bien,    el    que   puede  justificar  una  /usta 


(1)  ¿<tnl,  lec,  V..  11,  2. 
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cíiasa  possessionis  dispone  de  una  acción 
infinitamente  más  eficaz  que  las  acciones 
posesoriasja  acción  publicana;  de  suerte 
que  el  sistema  que  refiérela  posesión  á  la 
c¿iusaác  la  relación  posesoria  haría  apa- 
recer la  protección  posesoria  como  cjue  no 
ofrecía  interés  más  que  para  el  poseedor 
ex  injusta  causa;  debería  ser  admitido 
á  probar  una  causa  possessionis  aiín  in- 
justa, y  aun  en  el  único  caso  en  que  pen- 
sara intentar  una  acción  posesoria,  pues 
en  el  caso  en  que  pudiera  probar  una 
Justa  causa  possess/oms,  dispon  iría  de 
la  acción  publicana.  La  institución  de 
las  acciones  posesorias  no  habría  tenido 
pues  otro  resultado  práctico  que  asegu- 
rar una  protección  especial  á  los  posee- 
dores ex /nyusía  causa!  Esta  consecuen- 
cia inadmisible  del  sistema  que  refiere  la 
posesión  á  la  causa  desaparece  cuando 
se  da  una  cuenta  exacta  de  la  relación 
que  existe  éntrela  posesión  y  la  detenta- 
ción, cuando  se  observa  que  estas  dos 
instituciones  no  se  encuentran  colocadíís 
en  la  misma  línea  por  los  romanos,  sino 
que  la  posesión  es  la  regla,  mientras  que 
la  detentación  es  la  excepción.  Entonces 
el  que  pretenda  valerse  de  la  ])rotección 
posesoria  no  tendrá  que  probar  sncausa 
possessionis— lo  cine  habría  llevado  á  au- 
torizar aun  poseedor  ilegítimo  para  pro- 
bar su  injusta  causa  possessionis  {robo 
ó  violencia,  por  ejemplo)  para  beneficiar 
de  la  protección  posesoria, — sino  que  se 
acordará  el  beneficio  de  la  posesión  con 
abstracción  de  toda  prueba  óeunRcausa 
■  possessionis,  y  asi  no  será  csclusivamen- 
te  el  poseedor  ex  injusta  causa  el  que 
aprovechará  prácticamente  de  la  pro- 
tección posesoria  (lo  que  sería  absurdo), 
sino  también  la  categoría  mucho  más 
numerosa  y  más  interésame  de  los  po- 
seedores que  no  se  encuentran  en   situa- 


ción de  demostrar  la  causa  real  de  su 
posesión.  ¿No  es  esta  la  verdad  que  Pa- 
blo proclama  al  decir:  sufficit  aá probn- 
tionem  si  rem  corporah'ter  teneam?  (1) 


El  Bürgerliches  Gesetzbuch  ha  roto 
con  el  sistema  romano  de  la  distinción 
entre  posesión  y  detentación,  ó  bien  no 
ha  desarrollado  más  bien  este  sistema 
permaneciendo  en  el  mismo  terreno  y 
acentuando  más  el  carácter  excepcional 
de  la  detentación?  Que  se  juzgue. 

En  derecho  romano,  el  criterio  de  la 
distinción  entre  posesión  y  detentación 
se  encuentra  en  la  causa  de  la  relación 
posesoria,  en  el  sentido  de  que  toda  re- 
lación posesoria  constituye  una  posesión 
propiamente  dicha,  á  menos  que  no  se 
establezca  la  existencia  de  una  causa 
dctcntionis.  {.^■^  romanos  tenían  por 
causa  detentionis  las  relaciones  jurídicas 
que  implicaban  una  dependencia  incon- 
ciliable con  la  autonomía  del  poseedor 
protegido  por  los  interdictos.  El  legisla- 
dor alemán  deslindando  en  el  artículo 
el  dominio  de  la  detentación,  ha  obede- 
cido al  mismo  impulso  quehabía  guiado 
á  los  jurisconsultos  romanos:  para  ha- 
cer inclinar  la  balanza  del  lado  de  la  po- 
sesión ó  de  la  detentación,  toma  en  cuen- 
ta también  el  grado  de  independencia  ó 
de  iniciativa  personal  del  que  se  encuen- 
tra colocado  en  una  religión  posesoria. 
Pero  este  procedimiento  lo  aplica  el  legis- 
latlor  alemán  de  un  modo  que  reduce 
considerablemente  el  campo  de  aplic¿i- 
ción  de  la  detentación.  Pues  los  roma- 
nos deducían  la  causa  (htentionis  de  la 
natura'eza  misma  de  la  relación  jurídica 


(i)    Jhtriiig,  0¿).c(/.,  p.  8,   14  y  9.,  133  y   sgtes. 
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á  consecuencia  de  la  cual  se  establecía  la 
relación  posesoria;  así,  por  ejemplo,  la 
relación  posesoria  establecida  á  conse- 
cuencia de  un  depósito  ó  de  un  arrenda- 
miento ó  de  un  comodato  era  siempre 
ima  detentación,  únicamente  en  razón 
de  los  caracteres  jurídicos  de  estos  dife- 
rentes contratos.  Bn  el  derecho  alemán 
no  pasa  lo  mismo,  y  los  contratos  que 
por  sí  solos  constituían  causa,  detcntio- 
ni's  en  Roma  han  llegado  á  ser  causa  pos- 
^essioniSy  así  se  ha  ensanchado  singular- 
mente el  campo  de  aplicación  de  la  pose- 
sión. El  dominio  de  la  detentación  se  en- 
cuentra reducido  en  adelante  únicamen- 
te a  las  relaciones  posesorias  en  que  las 
condiciones  de  hecho  que  han  presidido 
á  su  establecimiento  implican  dependen- 
cia y  subordinación  hasta  el  punto  de 
excluir,  según  los  conceptos  corrientes, 
toda  idea  de  poder  efectivo  ó  thatsá- 
cbliche  Gewait.  ¿No  es  éste,  más  todavía 
que  en  derecho  romano,  un  dominio  de 
excepción? 

La  reducción  progresiva  y  rápida  del 
dominio  de  la  detentación  es  por  otra 
])arte  un  fenómeno  que  nadie  piensa 
negar.  La  explicación  de  este  fenómeno 
reside,  á  mi  juicio,  en  la  circunstancia  de 
que  el  interés  práctico  de  la  distinción 
entre  posesión  y  detentación  se  va  des* 
vaneciendo.  Por  eso  es  permitido  profe- 
tizar, sin  gran  temeridad,  la  próxima 
desaparición  completa  de  la  detenta- 
ción. 

Desde  el  punto  de  vista  de  sus  efectos 
respectivos,  la  diferencia  entre  la  pose- 
sión y  la  detentación  estaba  claramente 
marcada  en  derecho  romano;  la  pose- 
sión, protegida  por  sí  misma,  confería  al 
poseedor  una  situación  independiente  y 
autónoma,  que  faltaba  en   absoluto  al 


detentador;  el  poseedor  gozaba  del  be- 
neficio de  una  protección  especial  por  el 
hecho  sólo  de  poseer  y  abstracción  hecha 
de  cualquiera  otra  circunstancia,  mien- 
tras que  el  detentador  sólo  disponía  de 
los  medios  generales  de  protección  con- 
tra los  ataques  á  la  personalidad,  en  ra- 
zón de  que  la  detentación  es  una  afirma- 
ción de  la  personalidad  del  detentador 
(1 ).  Pero  ya  en  el  período  del  Bajo  Im- 
perio, no  está  tan  claramente  marcada 
la  diferencia  entre  defecto  de  la  posesión 
y  el  efecto  de  la  detentación.  Desde  esta 
época  se  esboza  una  tendencia  á  exten- 
der al  detentador  el  beneficio  de  la  pro- 
tección posesoria.  Esto  se  comprueba 
especialmente  en  las  constituciones  im- 
periales, que  confieren  de  una  manera 
general  al  detentador  alieno  nomine 
calidad  para  entablar  la  actio  momen- 
taripe  possessionis  á  nombre  del  posee- 
dor (2).  Este  movimiento  no  ha  cesado 
de  acentuarse,  creando  á  menudo  una 
verdadera  confusión  entre  la  posesión  y 
la  detentación  (3).  En  el  derecho  francés 
se  llega  al  resultado  bastardo  de  que,  de 
dos  acciones  posesorias,  la  una  (la  com- 
plainte)  está  reservada  únicamente  al 
poseedor,  y  la  otra  Ha  reintegrante)  se 
concede  tanto  al  detentador  como  al 
poseedor. 


Lo  que  hacía  vacilar  en  extender  el  be- 
neficio de  la  protección  posesoria  al  de- 
tentador alieno  nomine,  era    que    esta 


(1)  Cornil,  Tra'tié  flr  la  pon^tcnMon,  p.  47  .')!. 

(2)  IhiiJ.,  p.  4.^0-432. 

(\\)  Sur  íc'rolul'í'm  de  In  pi-otectiOii  pnxs  •xMoii-f  uprh 
JitHtinit^n,  v.?r  Ibifl^  .'50,  p.  4()0-t'J8.  y  las  refereu- 
ciiis. 
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protección  aseguraba  al  detentador  una 
situación  autónoma  é independiente  aún 
respecto  á  aquel  en  cuyo  nombre  deten- 
taba. Pues  bien,  el  Código  prusiano  de  5 
de  febrero  de  1794  ha  adoptado  una  fór- 
mula que  evita  felizmente  toda  obje- 
ción seria  á  la  extensión  de  la  protección 

posesoria  al  detentador  alieno  nomine. 
Esta  fórmula  consistía  en  dar  al  deten- 
tador la  protección  posesoria  contra  los 
terceros,  sin  dársela  contra  aquel  por 
Cjuien  detentaba.  Este  último  podía 
siempre,  por  su  propia  autoridad,  despo- 
jar al  detentador,  y  así  los  intereses  de 
aquel  en  cuyo  nombre  ejercía  la  posesión 
se  encontraban  plenamente  resguarda- 
dos, á  pesar  de  concederse  al  detenta- 
dor el  beneficio  de  las  acciones  poseso- 
rias (1). 

El  Código  alemán  de  1896  no  se  ha 
apropiado  desgraciadamente  la  distin- 
ción perfectamente  sana  realizada  por  el 
Código  prusiano  de  1794.  En  el  sistema 
del  Código  alemán,  cualquiera  que  ejerza 
el  poder  de  hecho  (thatsachlicht  Gewalt) 
tiene  la  posesión  y  por  lo  tanto  las  ac- 
ciones posesorias  (art.  854);  pero  si  el 
poseedor  ejerce  el  poder  de  hecho  en  nom- 
bre de  otro,  este  último  tiene  igualmente 
la  posesión  (art.  868);  se  llama  poseedor 
indirecto  ó  mediato,  por  oposición  al 
que  ejerce  el  poder  efectivoy  que  se  llama 
poseedor  directo  ó  inmediato.  Para  paHar 
los  inconvenientes  de  la  extensión  de  las 
acciones  posesorias  á  los  que  ejercen  la 
posesión  por  otro,  el  BürgerlichesGesetz- 
hach,  en  vez  de  adoptar  la  fórmula  del 
Código  prusiano,  da  la  preferencia  á 
otro  correctivo  que  consiste  en  atribuir 
las  acciones  posesorias  acumulativa- 
mente al  poseedor  directo  ó  inmediato  y 


(1)  Cf.:  /W.,  p.  82  83- 


al    poseedor  indirecto  ó  mediato    (art. 
869).  Así,  este  último  se  halla  en  situa- 
ción de  evitar  las  consecuencias  de  una 
negligencia  del  poseedor  directo  ó  inme- 
diato; puede  siempre  obrar  por  sí  mis- 
mo, si  no  lo  hace  el  que  ejerce  por  él  la 
posesión.  Pero  parece  resultar  de  los  tér- 
minos mismos  del   artículo  869  que  las 
acciones  posesorias  sólo  seconceden  sub- 
sidiariamente al    poseedor  mediato.  El 
sistema    del  Código   alemán   sobre   este 
punto  aparece  bajo  el  aspecto  siguiente: 
desde  el   punto  de  vista  de  la  defensa 
posesoria,  es  el  poseedor  directo  ó  inme- 
diato el  que  se  encuentra  en  primer  tér- 
mino; sólo  él  dispone  del  derecho  de  de- 
fensa privadaconsagrado  por  el  artículo 
859,  y,  además,  tiene  el  beneficio  de  la 
protección  posesoria  délos  artículos 861 
y  862,  tanto  contra  el  poseedor  media- 
to como  contra  los  terceros;  en  cuanto 
al   poseedor  mediato,  está  colocado  en 
segundo  término,  pues  no  tiene  el  dere- 
cho de  defensa  privada  del  artículo  859, 
y  sólo  tiene  las  accciones  posesorias  de 
los  artículos  861  y  862  en  contra  de  los 
terceros,  no  contra  el  poseedor  inmedia- 
to, y  únicamente  en  los  casos  en  que  este 
último  sea  negligente. 

Puede  reprocharse  á  este  sistema  el  ser 
demasiado  contrario  al  sistema  roma- 
no. Desde  el  punto  de  vista  de  la  protec- 
ción posesoria,  en  Roma,  el  dominus 
possessionis  es  todo,  mientras  que  el  de- 
tentador  alieno  nomine  no  es  nada;  en  el 
Bürgerliches  Gesetzbiich,  e\  poseedor  in- 
mediato (ó  detentador  romano)  es  de- 
masiado, mientras  que  el  poseedor  me- 
diato (ó  dominas  possessionis)  es  dema- 
siado poco.  Este  escollo  podía  evitarse 
inspirándose  en  la  distinción  hecha  por 
el  Código  prusiano  de  1794.  Combinan- 
do el  sistema  del  artículo  869  del  Código 
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alemán  con  la  fórmula  prusiana,  se  hu- 
biera obtenido  el  resultado  siguiente:  se 
habría  acordado  la  protección  posesoria 
tanto  al  poseedor  mediato  como  al  po- 
seedor inmediato,  pero  con  la  reserva  de 
que  todo  conflicto  que  surgiera  entre  los 
dos  poseedores  debería  resolverse  no  por 
medio  de  una  acción  posesoria,  sino  por 
medio  de  la  acción  que  procediera  de  la 
relación  jurídica  que  existía  entre  estos 
dos  poseedores. 

Es  extraño  que  el  legislador  alemán  no 
ha\'a  pensado  en  aplicar  á  las  relaciones 
entre  el  poseedor  mediato  y  el  poseedor 
inmediato  la  distinción  formulada  por  el 
Código  prusiano;  pues,  por  lo  menos  im- 
plícitamente, esta  distinción  se  encuentra 
aplicada  por  el  artículo  860  del  Código 
alemán,  á  las  relaciones  entre  poseedor 
y  detentador,  y  en  cuanto  se  trata  no  de 
las  acciones  posesorias  de  los  artículos 
861  y  862,  sino  del  derecho  de  defensa 
privada  del  artículo  859.  La  situación 
posesoria  del  simple  detentador  (el  que 
M.  Saleilles  llama  detentador  dependien- 
te ó  subordinado)  es  la  siguiente:  se  le 
niegan  las  acciones  posesorias  de  los  ar- 
tículos 861  y  862,  pero  el  artículo  860  le 
acuerda  el  derecho  de  defensa  privada 
del  artículo  859;  solo  que,  como  lo  de- 
muestra muy  justamente  M.  Saleilles 
(p.  9-13),  este  derecho  de  defensa  privada 
no  seda  al  detentador  más  que  para  de- 
fender la  posesión  del  patrón  y  no  le  co- 
rresponde por  consiguiente  contra  el  pa- 
trón mismo.  De  suerte  que,  en  la  medida 
en  que  se  concede  al  simple  detentador  la 
defensa  posesoria,  puede  decirse  que  este 
detentador  está  armado  contra  los  terce- 
ros y  desarmado  contra  aquel  por  quien 
ejerce  la  posesión. 

Conservando  esta  distinción  ¿habría 
habido  el  menor  peligro  en  completar  los 


medios  de  defensa  posesoria  del  simple 
detentador  y  en  reconocerle,  á  más  del 
derecho  de  defensa  privada  del  artículo 
859,  las  acciones  posesorias  de  los  ar- 
tículos 861  y  862?  Lo  creo  tanto  menos 
cuanto  que,  en  la  realidad,  el  detentador, 
que  se  encuentra  en  las  condiciones  de 
dependencia  del  artículo  855,  no  tendrá 
ocasión  de  intervenir  personalmente  sino 
en  las  circunstancias  particularmente  ur- 
gentes que  implican  siempre  las  medidas 
de  defensa  privadíi.  Raras  veces  la  situa- 
ción de  hecho  del  detentador,  dependien- 
te ó  subordinado  (para  emplear  les  cali- 
ficativos de  M.  Saleilles)  le  proporciona- 
rá la  ocasión  de  intentar  una  acción  po- 
sesoria; pero  no  es  sin  embargo  imposi- 
ble imaginar  circunstancias  en  que  po- 
dría ser  útil  y  oportuno  que  el  detenta- 
dor dispusiera  de  acciones  posesorias 
que  se  piense,  por  ejemplo,  en  el  chauffer) 
que  maneja  el  automóvil  de  su  patrón 
ausente).  No  hai  entonces  porqué  obsti- 
narse en  negar  las  acciones  posesorias  al 
detentador,  desde  el  momento  en  que  se- 
ría  bien  entendido  que,  por  una  parte,  el 
detentador  no  tendría  nunca  estas  accio- 
nes contra  su  patrón,  y  que,  por  otra 
parte,  el  patrón  dispondría  de  las  mis- 
mas acciones  posesorias. 

Reconozcamos  más  bien  que,  en  las 
condiciones  actuales  y  con  los  diferentes 
correctivos  sugeridos  por  la  experiencia, 
no  hay  verdaderamente  lugar  á  conser- 
var la  noción  de  una  detentación  pura 
desprovista  de  la  protección  posesoria  y 
que  más  valdría  excluir  esta  noción,  aun 
del  dominio  tan  restringido  en  que  la 
confiere  el  artículo  855  del  Burgerliche^ 
Gesetzbuch. 

Este  término  fatal,  á  mi  juicio,  de  la 
evolución  histórica,  se  muestra  desde 
ahora  en  el  proyecto  de  Código  civil  sui' 
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zo,  que  adopta  de  una  manera  general  la  ga  nota,  que,  si  M.  Salcilles  se  erige  en 

teoría  posesoria  del  Código  alemán,  pe-  defensor  de  la  noción  de  la  detentación, 

ro  que  parece  sacrificar  el  último  residuo  tal  como  la  comprende  el  artículo  855 

de  detentación  omitiendo  toda  disposi-  del  Código  alemán,  no  vacila  por  otr^ 

ción  análoga  á  la  del  artículo  855  del  parteen  confesar  (p.  27-28)  que  no   se 

Burgerliches  Gesetzbuch,  hace  ilusiones  sobre  la  suerte  reservada. 

Constatemos,  para  terminar  esta  lar-  al  concepto  de  la  detentación  pura. 


Afio  lY 


Junio  de  1907 


Nlim.  7 
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INFORME  SOBRE  EL  PROYECTO  DE  LEY 
RELATIVO    AL    CONTRATO  DE    TRABAJO 

PRESENTADO  AL  CONGRESO  DE  LA  FEDERACIÓN  DE  LOS  INDUSTRIALES  Y  DE  LOS  COMERCIANTES  FRANCESES,  POR  M 
CAMILLE    PERRAU.  ANTIGUO  DIPUTADO,  PROFESOR  EN  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  DE  PARÍS  U) 


El  objeto  del  presente  informe  es  anali- 
zar brevemente,  en  vista  de  una  discu- 
sión próxima,  las  principales  disposicio- 
nes del  proyecto  de  ley  relativo  á  las 
relaciones  contractuales  de  los  patrones 
y  de  los  empleados. 

Más  de  una  vez  se  ha  hecho  notar,  so- 
bre todo  en  los  últimos  treinta  años,  la 
insuficiencia  de  nuestra  legislación  en 
materia  de  contrato  de  trabajo.  El  Có- 
digo Civil,  en  el  capítulo  del  arrenda- 
miento de  obra  y  de  industria,  sólo  con- 
tiene dos  disposiciones  que  se  refieren  á 
este  contrato;  y  todavía  fué  necesario 
derogar  en  1868  una  de  estas  disposi- 
ciones, el  artículo  1781,  porque  consa- 
graba, en  materia  de  prueba,  una  óf^"'^- 
gualdad  chocante  é  injusta  entre  \^o  dos 
partes. 

Recientemente,  cuando  se   elaboraba 

(l)De  la   Rerue  Critique  (h  Légidatión  et  de  Ju- 
rtppitidfnce,  de  Mayo  de  1907. 
Dkkecho 


por  la  Comisión  de  codificación  de  las 
leyes  obreras  un  Código  del  trabajo  y 
de  la  previsión  social,  mi  excelente  co- 
lega y  amigo,  M.  Raoul  Jay,  hacía  no- 
tar, en  su  informe  sobre  el  libro  I  con- 
sagrado á  las  '^Convenciones  relativas 
al  trabajo'*,  las  numerosas  lagunas  de 
nuestro  derecho  industrial.  Ninguna  ley 
se  ha  votado  sobre  **la  forma  de  pago 
de  los  salarios'*;  ni  sobre  los  reglamen- 
tos de  taller,  ni  para  las  convenciones 
cfílectivas,  ni  para  la  participación  en 
los  beneficios.  A  cada  página  del  nuevo 
Código  se  deja  constancia  de  esta  falta 
de  disposiciones. 

¿A  qué  atribuir  este  laconismo  del  le- 
gislador en  materia  de  contrato  de  tra- 
bajo, laconismo  tanto  más  sorprenden- 
te cuanto  que  se  encuentra  en  nuestras 
leyes,  y  particularmente  en  nuestro  Có- 
digo Civil,  tantas  disposiciones  relati- 
vas á  contratos  de  mucha  menor  im- 
portancia? ''^ 
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Se  han  propuesto  un  cierto  número  de 
explicaciones  de  este  hecho.  El  legislador 
de  1804,  se  ha  dicho,  podía  temer  que 
renaciera,  á  consecuencia  de  una  regla- 
mentación del  contrato  del  trabajo,  to- 
do el  régimen  económico  de  las  corpora- 
ciones qtie  acababa  de  abolir  la  Consti- 
tuyente. No  hay  que  olvidar,  por  otra 
parte,  que  existía,  en  la  época  del  Con- 
sulado, toda  una  legislación  de  policía 
industrial,  toda  una  legislación  regla- 
mentaria. Esta  legislación,  contenida  en 
la  ley  de  22  germinal  año  XI  y  en  el  de- 
creto de  9  frimario  año  XII,  bastaba, 
en  un  gran  número  de  puntos,  para  pre- 
cisar las  relaciones  contractuales  de  las 
dos  partes;  y  es  su  abrogación,  en  1890, 
lo  que  ha  hecho  aparecer  de  una  manera 
más  notable  las  lagunas  de  nuestra  le- 
gislación civil  en  materia  de  contrato 
de  trabajo. 

Pueden  proponerse  todavía  otras  ex- 
plicaciones; especialmente  la  falta  de 
concentración  industrial  y  el  escaso  de- 
sarrollo de  la  gran  industria  en  la  época 
de  la  redacción  del  Código  Civil,  ó  la  su- 
pervivencia, á  título  de  usos  industriales 
y  comerciales,  de  un  cierto  número  de 
reglas  dictadas  en  otro  tiempo  por  los 
estatutos  y  reglamentos  de  las  corpora- 
ciones. 

Todo  esto  permite  comprender  que, 
hasta  el  comienzo  del  siglo  XX,  haya 
podido  el  legislador,  sin  estar  animado 
de  ningún  espíritu  de  hostilidad,  ni  aún 
de  indiferencia,  para  con  la  clase  obrera, 
desconocer  la  necesidad  de  disposiciones 
especialmente  aplicables  á  las  relaciones 
contractuales  de  patrones  y  emplea- 
dos. 

Pero  la  cuestión  se  presenta  hoj',  y  pa- 
rece llegada  la  hora  de  legislar  sobre  esta 
materia.  Se  vulgarizan  nuevas  formas 


de  contratar  -me  refiero  al  contrato  co- 
lectivo— cuya  existencia  legal  y  cuya  va- 
lidez hay  que  consagrar,  y  cuyos  efectos  y 
sanciones  es  preciso  también  determinar. 
El  poder  del  patrón  en  la  fábrica  tiende 
á  transformarse  y  á  revestir  una  especie 
de  carácter  constitucional.  La  frecuencia 
de  los  conflictos  entre  el  capital  y  el  tra- 
bajo, el    desarrollo  alcanzado  por    las 
asociaciones  profesionales,  y  otras  cau- 
sas todavía  tienelí  por  resultado  hacer 
más  y  más  complejas  las  relaciones  que 
nacen  del  contrato  del  trabajo..  De  tal 
suerte  que  parece  que  hoy  no  es  ya  posible 
contentarse,  para  reglar  estas  relaciones, 
como    ha   sucedido    anteriormente,  con 
una    jurisprudencia   flotante,    incierta, 
siempre  vacilante  entre  el  respeto  de  las 
soluciones    tradicionales  y  el    presenti- 
miento de  las  soluciones  nuevas,  que  ha- 
cen necesarias  las  mismas  transforma- 
ciones de  la  industria. 

El  contrato  de  trabajo  ha  sido  objeto 
ya,  en  un  cierto  número  de  países,  de  dis- 
posiciones legislativas  numerosas  é  im- 
portantes. En  Bélgica  se  le  ha  consa- 
grado una  ley  especial,  que  data  de 
1900.  El  nuevo  Código  Civil  alemán  lo 
reglamenta  en  unos  veinte  artículos.  En 
Suiza,  el  proyecto  del  Código  Civil,  ac- 
tualmente sometido  á  las  deliberacio- 
nes de  la  asamblea  federal,  contiene 
todo  un  título  consagrado  al  arrenda- 
miento de  servicios. 

En  Francia  se  ha  presentado  un  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  contrato  de  trabajo 
en  el  mes  de  Julio  de  1906,  y  ha  sido  so- 
metido por  la  Cámara  de  Diputados  al 
examen  de  su  Comisión  del  trabajo. 
Las  disposiciones  de  este  proyecto  son 
relativas  al  contrato  individual  de  tra- 
bajo, al  reglamento  de  taller,  y  á  las 
convenciones  colectivas.  Consideraré  su- 
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ccsivanicnte   estos    diversos  órdenes  de 
disposiciones. 


I 


Y  ante  todo  ¿qué  debe  entenderse  exac- 
tamente por  contrato  de  trabajo?  Cues- 
tión primordial,  pues  de  su  solución  de- 
pende el  alcance  de  aplicación  de  los 
nuevos  textos. 

A  esta  cuestión  responde  así  el  proyec- 
to (1):  hay  contrato  de  trabajo  siempre 
que  se  encuentra,  por  una  parte,  una 
])restac¡6n  de  trabajo;  y  por  otra  parte, 
la  obligación  de  pagar  un  salario.  Poco 
importa  la, naturaleza  del  trabajo,  físi- 
co, intelectual,  industrial,  comercial, 
íigrícola,  y  aún  cuando  entre  en  el  cua- 
dro de  los  trabajos  que  forman  el  objeto 
de  las  profesiones  llamadas  liberales.  Si 
hay  convención  que  se  dirige  á  obtener, 
por  una  pártela  prestación  de  un  traba- 
jo, y  por  otra  paite  el  pago  de  un  sala- 
rio, hay  contrato  de  trabajo. 

Xo  hay  (jue  preocuparse  tampoco  de 
las  condiciones  de[pago  del  salario  ni  de 
las  condiciones  de  ejecución  del  trabajo 
en  cuanto  al  lugar.  Habrá  contrato  de 
trabajo  tanto  si  el  salario  se  paga  según 
los  resultados  del  trabajo,  por  tarea  ó 
por  piezas,  como  si  se  paga  según  la  du- 
ración del  trabajo,  por  día  ó  por  hora; 

(I)  Artículo  primero.  «El  contrato  de  trabajo 
en  el  contrato  por  el  que  una  persona  se  compro- 
mete á  trabajar  para  otro  qne  se  obliga  á  pagarle 
un  salario  calculado,  ó  en  razón  de  la  duración  del 
trabajo,  ó  en  proporción  de  la  calidad  ó  de  la  can- 
tidad de  la  obra  ejecuta'ia,  ó  sobre  cualquiera  otra 
baee  convenida  entre  el  empleado  y  el  que  lo  em- 
plea. 

«No  se  encuentran  sometidos  á  las  disposiciones 
del  presente  título  los  contra ios  celebrados  por  las 
personas  que  ofrecen  su  trabajo  no  á  una  ó  muchas 
personas  determinadas,  sino  al  público». 


tanto  si  el  trabajo  se  ejecuta  en  el  domi- 
cilio del  obrero,  como  si  se  ejecuta  en  la 
fábrica,  en  el  taller  del  patrón.  En  todos 
estos  casos,  cualquiera  que  sea  la  natu- 
raleza del  trabajo,  cualquiera  que  sea  su 
modo  de  ejecución,  ó  la  forma  de  pago 
del  salario,  habrá  contrato  de  trabajo, 
porque,  en  todos  los  casos,  las  obliga- 
ciones que  nacen  á  cargo  de  las  dos  par- 
tes tendrán  el  mismo  objeto:  una  presta- 
ción de  trabajo  por  un  lado;  el  pago  de 
un  salario  por  el  otro. 

Es  particularmente  interesante  hacer 
notar  este  concepto  muy  amplio  del  con- 
trato de  trabíijo,  porque  rompe  de  una 
manera  completa  con  la  terminología 
del  Código  Civil,  con  la  distinción  tradi- 
cional, que  se  remonta  al  derecho  roma- 
no, del  arrendamiento  de  servicios  y  del 
arrendamiento  de  obra.  En  la  definición 
del  contrato  de  trabajo,  tal  como  la  for- 
mula el  artículo  1"^  del  proyecto,  entrará 
no  sólo  el  arrendamiento  de  servicios, 
sino,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  el 
arrendamiento  de  obra.  Y  creo  que,  á 
pesar  de  su  audacia,  debe  aprobarse  esta 
innovación,  porque  tiene  sobre  la  termi- 
nología antigua  la  ventaja  de  someter  á 
reglas  jurídicas,  idénticas  situaciones 
económicas  que  son  sensiblemente  las 
mismas,  por  ejemplo,  las  de  dos  obreros 
que,  en  el  mismo  establecimiento  indus- 
trial trabajan,  el  uno  por  jornales  y  el 
otro  por  piezas.  Entre  estas  dos  catego- 
rías de  empleados,  como,  por  otra  parte, 
entre  el  obrero  que  trabaja  en  la  fábrica 
y  el  que  trabaja  á  domicilio,  existe  una 
analogía  esencial;  y  es  que  el  uno  y  el 
otro  reciben  salario,  que  el  uno  y  el  otro 
cuentan  para  vivir  con  una  remunera- 
ción que  no  depende  de  beneficios  comer- 
ciales, sino  de  la  convención  celebrada 
con  el  patrón.  Y  esta  analogía  basta  pa- 
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ra  que  el  contrato  que  los  une  al  patrón 
s^a,  en  todos  los  casos,  un  contrato  de 
la  misma  naturaleza,  un  contrato  de  tra- 
bajo. 

Esto  no  quitrc  decir,   por  lo  demás, 
que,  para  determinar  el  modo  de  ejecu- 
ción de  las  obligaciones  que  nacen  del 
contrato  y  la  extensión  de  las  responsa- 
bilidades que  de  él  se  desprenden,  no  ha- 
ya que  tomar  en  cuenta  situaciones  es- 
peciales y  distinguir,  por  ejemplo,  entre 
el  caso  en  que  el  salario  se  paga  por  día 
y  el  caso  en  que  se  paga  por  tarea;  pero 
la  existencia  de  ciertas  reglas  exclusiva- 
mente aplicables  á  tal  ó  cual  variedad 
de  convención,  á  talócual  hipótesis  par- 
ticular, no  impide  á  todas  estas  conven- 
ciones entrar  en  ^a  categoría  general  del 
contrato  de  trabajo  y  á  todas  estas  hi- 
pótesis caer  bajo  la  aplicación  del  texto 
que  hemos  analizado.  Lo  mismo  que  las 
reglas  del  Código  Civil  especiales  para 
los  arrendamientos  de  casas,  ó  para  los 
arrendamientos  de  predios  rústicos,  no 
impiden   que  ambos  arrendamientos  en- 
tren en   la    categoría  más    amplia  del 
arrendamiento  de  cosas. 

Después  de  haber  determinado  la  natu- 
raleza y  el  objeto  preciso  del  contrato  de 
trabajo,  importa  distinguir  este  contra- 
to de  otro  con  que  se  le  confunde  á  veces 
y  que  los  jurisconsultos  designan  con  di- 
ferentes nombres:  empresa,  arrendamien- 
tos de  industria,  contrato  de  obra.  El 
proyecto  encuentra  el  criterium  de  la  dis- 
tinción que  hay  que  establecer  en  la  cir- 
cunstancia de  que  la  oferta  de  trabajo 
puede  ser  hecha,  ó  á  una  ó  más  personas 
determinadas,  ó  al  público.  P^n  el  primer 
caso,  hay  contrato  de  trabajo  sometido 
á  líi-  (l¡s¡)os¡cioncs  de  la  nueva  ley.  En  la 
segunda  hipótesis,  cuando  la  oferta  de 
trabajo  se  dirige  al  público,  la  conven- 


ción podrá  ser  un  contrato  de  empresa 
ó  un  contrato  de  cualquiera  otra  natu- 
raleza: pero  no  será  un  contrato  de  tríi- 
bajo.  En  otros  términos,  para  que  ha^-a 
contrato  de  trabajo,  se  requiere  que  exis- 
ta entre  las  partes,  sino  una  relación  de 
dependencia  y  de  autoridad,  por  lo  me- 
nos una  cierta  continuidad  de  relaciones, 
de  donde  resulte  que  uno  de  los  contra- 
tantes esté  al  servicio  del  otro. 

En  la  mayor  parte  de  los  casos  será 
fácil,  con    este  criterium,   distinguir   el 
contrato  de  trabajo  del  contrato  de  em- 
presa;  aún  en  la  hipótesis  del  obrero  á 
domicilio,  bastará  averiguar  si  el  traba- 
jo suministrado  es  un  trabajo  acciden- 
tal, cuya  ejecución  no  supone  anterior- 
mente y  no  deja  subsistir  para  el  porve- 
nir ninguna  relación  contractual  entre 
las  partes,   ó  si,   por  el  contrario,  este 
trabajo  forma  parte  de  un  conjunto,  si 
debe  seguir,  si  implica  relaciones  conti- 
nuas, frecuentes,  entre  el   obrero  y  tal 
persona    determinada,    que    desempeñe 
respecto  á  él  la  función  del  que  lo  emplea. 
Sin  duda  podrán  presentarse  ciertas  hi- 
pótesis en  que  la  naturaleza  del  contrato 
parecerá  más  dudosa;   si  se  trata,   por 
ejemplo,  de  una  persona  que  produce  de 
ordinario  para  un   fabricante,  para  un 
gran  almacén,  pero  sin  prohibirse  el  ven- 
der á  la  clientela,  al  público,  cuando  se 
le  presenta  la  ocasión.  En  semejante  ca- 
so, podrá  distinguirse  dos  contratos,  un 
contrato  de  trabajo  en  las  relaciones  del 
obrero  con  el  que  lo  emplea  habitualmen- 
te,  y  un  contrato  de  empresa  en  sus  rela- 
ciones con  el   público.   Pero  si   se  deja 
aparte  un  pequeño   niimero  de  situacio- 
nes complejas,  en  que  podrá  encontrar 
todavía  cómo  ejercitarse   la  sagacidad 
de  los  jueces,  parece  que  el  criterium  pro- 
puesto permite  distinguir  fácilmente  el 
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contrato  de  trabajo  de  los  otros  contra- 
tos con  que  podría  sentirse  llevado  á 
confundirlo. 

Con  la  formación  del  contrato  de  tra- 
bajo se  relacionan  las  cuestiones  de  prue- 
ba V  de  validez. 

En  lo  relativo  á  la  prueba,  encontra- 
mos en  el  proyecto  una  disposición  que 
admite  la  pruebn  de  testigos,  en  materia 
de  contrato  de  trabajo,  sin  límite  de  can- 
tidad. Es  una  derogación  al  derecho  co- 
mún de  los  contratos,  que  no  admite  la 
pruebatestimonial,  no  habiendo  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito,  sino  hasta 
concurrencia  del  valor  de  150  francos. 
Pero  esta  derogación  se  justifica  si  se 
piensa  que  casi  nunca  se  extiende  un  es- 
crito para  constatar  las  condiciones  del 
contrato  de  trabajo.  Si  en  ciertas  hipó- 
tesis, por  ejemplo,  cuando  se  trata  de  un 
contrato  teatral,  ó  de  la  convención  ce- 
lebrada entre  una  gran  sociedad  y  su  di- 
rector, la  admisión  sin  restricciones  de 
la  prueba  de  testigos  parecería  presentar 
ciertos  inconvenientes,  á  causa  de  la  ele- 
vada cifra  de  los  salarios,  honorarios  ó 
remuneración  convenidos,  bastaría  ob- 
servar que  ya  en  la  actualidad,  en  estas 
mismas  hipótesis,  la  prueba  testimonial 
es  admisible  la  mayor  parte  délas  veces, 
en  razón  de  la  existencia  de  un  principio 
de  prueba  por  escrito  que  resulta  ó  de 
la  correspondencia  cambiada  ó  de  las 
menciones  que  figuran  en  los  libros  de  la 
sociedad.  Esta  observación  permite,  pa- 
rece, rechazar  la  única  objeción  grave 
que  puede  hacerse  á  la  admisión  de  la 
prueba  de  testigos  en  materia  de  con- 
trato de  trabajo. 

Respecto  á  la  validez  del  contrato,  el 
proyecto  contiene  una  disposición  parti- 
cularmente interesante,  y  cuya  interpre- 
tación  ofrece   grandes  dificultades.  Es 


una  disposición  tomada  al  derecho  ale- 
mán. Reconoce  á  los  tribunales  el  dere- 
cho de  anular  el  contrato  de  trabajo 
cuando  resulta  de  sus  cláusulas  que  una 
de  las  partes  híi  abusado  de  la  necesi- 
dad, de  la  ligereza  ó  de  la  inexperiencia 
de  la  otra  para  imponerle  condiciones 
perjudiciales,  por  ejemplo,  una  duración 
excesiva  del  trabajo,  ó  un  salario  muy 
reducido. 

¿Cuál  será  en  esta  hipótesis  la  natura- 
leza de  la  nulidad?  Nulidad  relativa  por 
vicio  del  consentimiento,  por  extensión 
al  contrato  de  trabajo  de  las  reglas  con- 
sagradas por  el  Código  Civil  para  otros 
contratos  viciados  por  lesión?  O  nulidad 
abscluta,  como  en  derecho  alemán,  re- 
sultante de  que  la  lesión  abusiva  impri- 
miría al  contrato  un  carácter  de  inmo- 
ralidad? Me  limito  á  presentar  la  cues- 
tión, que  no  parece  haber  preocupado  á 
los  redactores  del  proyecto;  cualquiera 
que  sea,  por  otra  parte,  el  carácter  ab- 
soluto ó  relativo  de  la  nulidad,  no  hay 
duda  de  que  la  parte  víctima  de  la  lesión 
abusiva  puede  cobrar  á  la  otra  parte 
daños  y  perjuicios. 

No  parece  que  puedan  promoverse  con- 
tradicciones muy  vivas  sobre  el  princi- 
pio.   Podría  pensarse  sin  duda  en  hacer 
entrar  este  principio  en  el  derecho  común 
de  los  contratos,  y  extender  su  aplica- 
ción á  las  covenciones  más  diversas;  pero 
si  hay  un  contrato  para  el  cual  se  com- 
prenda que  el  legislador  consagre  una  se- 
mejante  disposición   protectora,    es   el 
contrato  de  trabajo,  en  razón  de  la  dife- 
rencia de  situación  económica  que  existe 
á  veces  entre  las  partes.  Por  lo  demás, 
podrá  invocarse  el  texto,  no  sólo  por  el 
obrero  que  sea  víctima  de  los  abusos  del 
sweagting  system,  sino  que  el  patrón 
mismo,  en  los  casos  en  que  los  emplea- 
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dos,  sabiendo  que  está  ligado  por  con- 
tratos acorto  plazo  con  terceros,  hayan 
abusado  de  su  situación  para  imponerle 
condiciones  excepcionalmente  onerosas 
de  salario  6  de  duración  de  trabajo. 

Parece,  pues,  que  puede  justificarse  fá- 
cilmente el  nuevo  principio;  pero  su  apli- 
cación ofrece  dificultades  considerables. 
La  más  grave  resulta  de  una  especie  de 
contradicción  que  puede  notarse  entre 
las  diversas  partes  del  texto. 

Para  que  el  contrato  viciado  de  lesión 
se  considere  como  ilícito,  es  preciso  no 
sólo  que  haya  abuso,  es  decir  que  las 
condiciones  reputadas  perjudiciales  no 
puedan  justificarse  por  el  estado  de  la 
industria  ó  por  la  mediocridad  del  obre- 
ro, sino  además  que  el  abuso  se  revele 
por  un  desacuerdo  flagrante  entre  las 
condiciones  atacadas  y  las  condiciones 
habituales  de  otros  contratos  de  la  mis- 
ma naturaleza  en  la  profesión  y  en  la  re- 
gión. Si  no  se  constata  este  desacuerdo, 
no  se  reputa  abusiva  la  lesión.  Es  de 
presumir  en  efecto  que  la  cláusula  per- 
judicial, usada  de  una  manera  corriente 
en  la  profesión  y  la  región,  encuentra  su 
razón  de  ser  en  ciertas  circunstancias 
industriales  ó  locales,  tales  como  la  gran 
concurrencia  y  la  situación  precaria  de 
tal  ó  cual  categoría  de  establecimientos. 

La  arbitrariedad  del  juez  se  encuentra 
así  limitada  de  una  manera  bastante 
estricta,  puesto  que  sólo  tendrá  que  ve- 
rificar la  conformidad  ó  disconformidad 
de  las  cláusulas  sospechosas  con  las 
cláusulas  que  ordinariamente  se  contie- 
nen en  los  contratos. 

Desgraciadamente  el  carácter  pruden- 
te y  ponderado  de  esta  solución  se  en- 
cuentra inmediatamente  comprometido 
por  otra  disposición  contenida  al  final 
del  texto  é  inspirada  directamente  en  el 


derecho  alemán.  Según  los  términos  de 
esta  disposición,  el  abuso  podrá  resultar 
no  sólo  de  la  disconformidad  del  contra- 
to con  los  contratos  habituales  de  la 
profesión  y  la  región,  sino  del  desacuer- 
do existente  entre  las  condiciones  conve- 
nidas y  el  valor  y  la  importancia  de  los 
servicios  á  que  se  ha  obligado.  El  juez 
tendrá  e!  derecho  y  el  del3er  de  apreciar 
en  cada  especie  que  se  le  someta  si  hay 
equilibrio  suficiente  entre  los  valores  de 
las  prestaciones  cambiadas.  Habrá  que 
averiguar  en  cada  caso,  si  el  salario  pro- 
metido es  adecuado  al  servicio  que  se 
presta. 

Independientemente  de  las  dificultades 
que  presentará  sin  dudn,  desde  el  punto 
de  vista  de  la  prueba,  el  ejercicio  por  el 
juez  de  semejante  facultad  de  aprecia- 
ción, la  solución  propuesta  provoca  una 
objeción  muy  grave.  Se  llega  á  la  con- 
secuencia de  que  podrá  anularse  el  con- 
trato de  trabajo  por  causa  de  desigual- 
dad de  los  valores  cambiados,  aún  cuan- 
do las  cláusulas  de  este  contrato  fueran 
conformes  con  las  cláusulas  habituales 
de  los  contratos  de  la  misma  naturaleza 
celebrados  en  la  profesión  y  en  la  región. 
Se  hace  así  del  juez— erróneamente  á  mi 
juicio— una  especie  de  reformador  social 
encargado  menos  de  interpretar  la  ley  y 
la  convención  de  las  partes  que  de  corre- 
gir los  abusos  que  puedan  resultar  de  la 
organización  industrial.  Se  le  confiere  el 
poder  de  arrojar  la  perturbación  por 
una  solución  de  especie  quizás  intempes- 
tiva ó  imprudente,  en  toda  una  rama  de 
la  producción  nacional.  Es  permitido 
pensar  que  el  deseo,  de  seguro  mui  lau- 
dable, de  reglar  equitativamente  las  re- 
laciones que  nacen  del  contrato  de  tra- 
bajo no  podría  ser  una  justificación  su- 
ficiente de  una  disposición  cuya  aplica- 
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ción  puede  acarrear  tales  consecuencias, 
y  que  hubiera  estado  mejor  inspirado  el 
proyecto,  limitando  de  una  manera  bás- 
tanla estricta  el  poder  de  apreciación 
reconocido  al  juez  en  caso  de  lesión  abu- 
siva. 

II 

En  lo  concerniente  á  los  efectos  del 
contrato  de  trabajo,  las  disposiciones 
del  proyecto  se  refieren  á  las  obligacio- 
nes de  las  partes,  fi  la  remuneración  del 
trabajo,  á  sus  condiciones.  Contiene  una 
reglamentación  relativa  á  las  retencio- 
nes hechas  sobre  el  salario  á  título  de 
caución  ó  de  garantía,  á  la  verificación 
de  los  resultados  del  trabajo  cuando  el 
salario  se  fija  por  piezas,  á  la  capacidad 
requerida  para  poder  percibirlo  perso- 
nalmente, si  se  trata  de  un  menor.  Una 
disposición  especial  impone  al  patrón  la 
obligación  de  asegurar  á  sus  expensas 
los  primeros  cuidados  médicos  en  caso 
de  herida  ó  de  enfermedad  del  empleado. 

El  proyecto  parece  incompleto  en  di- 
versos puntos.  Su  laconismo  se  explica 
sin  duda  porque  se  remite  á  las  disposi- 
ciones de  las  leyes  existentes,  como  la 
ley  de  12  de  enero  de  1895  sobre  inem- 
bargabilidad  del  salario,  y  por  el  he- 
cho de  encontrarse  sometidas  desde  hace 
tiempo  al  Parlamento  diversas  proposi- 
ciones relativas  especialmente  á  la  cues- 
tión de  los  economatos  y  á  la  cuestión 
de  las  multas.  Parece,  sin  embargo,  que 
el  objeto  de  estas  proposiciones  entraría 
naturalmente  en  el  cuadro  de  un  proyec- 
to de  ley  relativo  al  contrato  de  trabajo, 
y  que  el  estudio  de  este  proyecto  sería 
una  ocasión  favorable  para  volver  á 
discutir  disposiciones  ya  votadas,  pero 
cuyas  lagunas  é  imperfecciones  ha  podi- 
do ya  revelar  la  experiencia. 


Para  terminar  con  los  efectos  del  con- 
trato de  trabajo,  señalaré  una  intere- 
sante disposición  relativa  á  la  partici- 
pación en  los  beneficios.  Ella  tiende  á 
asegurar  el  control  del  empleado  sobre 
el  cálculo  de  la  parte  de  beneficios  á  que 
tiene  derecho,  obligando  al  patrón  á  po- 
ner á  su  disposición,  ó  á  la  disposición 
de  su  representante,  los  datos  que  per- 
mitan este  control.  Esta  disposición 
nueva  no  hará  sin  duda  más  frecuente 
la  participación  en  los  beneficios,  cuyo 
desarrollo  encuentra  ya  tantos  obstácu- 
los. Por  lo  menos  tiene  la  ventaja  de 
darle  un  carácter  verdaderamente  con- 
tractual, que  no  presentará  sin  ella  la 
participación. 

III 

Llego  al  estudio  de  las  disposiciones 
relativas  á  la  ruptura  del  contrato  de 
trabajo.  Esta  materia  promueve  un 
cierto  niimero  de  cuestiones  importan- 
tes: por  de  pronto,  la  del  plazo  de  desa- 
hucio. 

Actualmente  cada  una  de  las  partes 
puede,  en  virtud  del  artículo  1780  del 
Código  Civil,  romper  el  contrato  por  un 
acto  unilateral  de  voluntad,  sin  otra 
obligación,  en  principio  al  menos,  que 
la  de  observar  un  cierto  plazo  fijado  por 
los  usos,  y  que  se  llama  plazo  de  desahu- 
cio. En  las  profesiones  en  que  los  usos 
establecidos  no  imponen  ningún  plazo 
de  deshaucio,  el  patrón  tiene  aún  la  fa- 
cultad de  despedir  inmediatamente  al 
empleado,  como  éste  tiene  la  facultad 
de  abandonar  inmediatamente  el  tra- 
bajo, dejando  en  dificultades  á  la  otra 
parte. 

El  proyecto  sienta  al  principio  de  la 
obligación   del  plazo  de  desahucio.   El 
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contrato  de  trabajo  no  podrá  nunca — 
salvo  en  un  período  muy  corto  de  ensa- 
yo— romperse  por  la  voluntad  unilate- 
ral de  una  de  las  partes  sin  que  la  otra 
haya  sido  prevenida  con  una  semana  de 
anticipación,  si  se  trata  de  un  criado 
doméstico  ó  de  un  obrero,  y  un  mes 
si  se  trata  de  un  empleado,  ó  de  un  obre- 
ro que  se  asemeje  á  un  empleado. 

La  obligación  del  plazo  de  desahucio 
está  sancionada  con  la  responsabilidad 
pecuniaria  del  que  rompa  el  contrato. 
En  caso  de  inobservancia  de  este  plazo 
por  una  de  las  partes,  ésta  puede  ser 
condenada  á  pagar  á  la  otra  daños  y 
perjuicios,  determinados  por  la  misma 
ley,  sin  que  sea  necesario  probar  ningún 
perjuicio,  y  que  consisten  en  el  monto  de 
los  salarios  que  habrían  debido  pagarse 
durante  el  plazo  del  desahucio.  Estas 
diversas  soluciones  parecen  razonables, 
y  Q^o  que  no  han  de  promover  muy 
grandes  dificultades. 

Otra  disposición  muy  importante  es 
relativa  al  caso  de  ruptura  abusiva  del 
contrato  de  trabajo.  Aludo  á  la  célebre 
controversia  jurídica  que  promueve  la 
interpretación  del  artículo  1780  del  Có- 
digo Civil,  completado  por  la  ley  de  27 
de  Diciembre  de  1890.  Kesulta  de  este 
texto  que  la  ruptura  del  contrato  de 
trabajo  por  la  voluntad  unilateral  de 
una  de  las  partes,  del  patrón,  por  ejem- 
plo, aún  cuando  sea  conforme  á  los  usos 
y  aún  cuando  se  haya  observado  el 
plazo  de  desahucio,  puede  exi)oner  á  su 
autora  indemnizar  daños  y  perjuicios, 
SI  resulta  de  las  circunstancias  que  pre- 
senta un  carácter  abusivo.  Así  sucedería, 
por  ejemplo,  en  el  caso  en  que  el  obrero 
fuera  despedido  en  una  época  en  que  le 
fuera  imposible  encontrar  trabajo,  ó  si 
para  contratarlo  el  patrón  que  lo  despi- 


de sin  motivos  plausibles  le  hubiera  he- 
cho abandonar  un  anterior  empleo.  Pue- 
den preverse  muchas  otras  hipótesis  en 
que  la  jurisprudencia  ha  tenido  ya  oca- 
sión de  apreciar  nuestro  artículo. 

No  hay  duda  sobre  el  principio  del  de- 
recho á  indemnización  en  caso  de  ruptu- 
ra abusiva,  pero  las  dificultades  apare- 
cen á  propósito  de  la  prueba.  ¿  A  quién 
corresponde  probar  el  carácter  abusivo 
de  la  ruptura  que  pueda  justificar  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  ?  ¿  Co- 
rresponde la  carga  de  la  prueba  al  em- 
pleado que  alega  el  abuso  en  apoyo  de 
su  demanda  de  indemnización  ?  ¿  O  bien 
corresponde  al  patrón  demandado  esta- 
blecer, para  sustraerse  á  toda  responsa- 
bilidad, que  tenía  justos  motivos  para 
despedir  al  empleado  ? 

Se  con  prende  todo  el  interés  práctico 
de  la  controversia.  La  jurisprudencia  la 
resuelve  más  comunmente  como  lo  hacííi 
ya  antes  de  la  ley  de  1890,  en  'conformi- 
dad á  los  principios  generales  del  dere- 
cho, es  decir,  que  la  carga  de  la  prueba 
corresponde  al  empleado  demandante. 
Puede  resultar  de  esta  jurisprudencia,  á 
pesar  de  su  mérito  jurídico,  una  situa- 
ción á  veces  mu\'  difícil  y  aún  injusta 
para  el  empleado,  en  el  caso,  bastante 
raro,  por  lo  demás,  en  la  práctica,  en 
que  la  otra  parte,  manteniéndose  en  si- 
tuación de  expectativa  que  le  permite  su 
calidad  de  demandado,  no  creyera  deber 
dar  ninguna  esplicación  sobre  los  moti- 
vos de  la  despedida,  y  se  limitara  á  in- 
vocar la  facultad  de  resolución  unilate- 
ral que  le  reconoce  el  mismo  artículo 
1780. 

El  pro\'ecto  consagra  una  solución 
más  equitativa  confiriendo  al  juez  la  fa- 
cultad de  averiguar  los  motivos  de  la 
ruptura,  é    imponiendo  al   demandado, 
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como  al  demandante  mismo,  la  obliga- 
ción de  explicarse  sobre  este  punto.  Es 
esto  seguramente  una  derogación  á  los 
principios  actualmente  admitidos  en  ma- 
teria de  prueba,  y  cuya  aplicación  exi- 
giría talvez,  desde  el  punto  de  vista  del 
procedimiento,  ciertos  desarrollos  que 
no  se  encuentran  en  el  texto.  Pero  con- 
siderada con  relación  al  fin  que  se  persi- 
gue, esta  solución  no  parece  por  eso  me- 
nos racional  y  se  justifica  fácilmente. 

Entro  ahora  á  tratar  de  otra  cuestión 
más  difícil  quizás  y  más  importante  to- 
davía, en  razón  de  las  repercusiones  que 
]3uede  acarrear  su  solución:  me  refiero  á 
la  naturaleza  jurídica  de  la  huel¿;:i. 

¿Puede  relacionarse  la  huelga  con  la 
ruptura  del  contrato  de  trabajo?  Según 
una  primera  opinión,  que  puede  invocar 
laautoridad  de  sentencias  muy  recientes» 
la  huelga  constituiría  la  ruptura  colecti- 
va, por  el  hecho  de  los  huelguistas,  de 
los  contratos  individuales  de  trabajo» 
celebrados  por  ellos.  Lo  mismo  importa- 
ría la  huelga  de  los  patrones  ó  lock-out f 
la  clausura  de  la  fábrica  por  el  patrón  ó 
por  una  conlición  de  patrones.  En  uno  y 

otro  caso,  la  cesación   brusca  y  simultá" 

e 
nea  del  trab  ijo,  implicaría,  de  parte  d 

aquél  de  los  contratantes  que  hubiera 
tomado   la  iniciativa,  sino  la  intención» 
por  lo  menos  el  hecho  de  romper  los  con 
tratos    individuales    anteriormente  cele_ 
brados. 

Hay  que  reconocer  que  esta  interpreta- 
ción de  la  huelga,  desde  el  punto  de  vista 
jurídico,  viene  naturalmente  al  espíri- 
tu. Sin  embargo,  ha  suscitado  graves 
contradicciones.  Se  ha  observado  que  no 
podría  haber  ruptura  del  contrato  de 
trabajo,  sin  una  intención  de  romperlo 
claramente  manifestada  por  uno  de  los 
contratantes.    Asimilar  la  huelga  á  la 


ruptura  del  contrato  de  trabajo,  es,  en 
realidad,  aplicarle  el  derecho  de  resolu- 
ción unilateral  consagrado  por  el  artícu- 
lo 1780  del  Código  Civil.  Es  muy  dudoso 
que  el  hecho  de  los  huelguistas  de  cesar 
colectivamente  el  trabajo,  ó  de  la  coali- 
ción de  los  patrones  de  cerrar  simultá- 
neamente las  fábricas,  pueda  considerar- 
se, en  la  mayor  parte  de  los  casos,  que 
implique  de  su  parte  la  intención  de  rom- 
per los  contratos  individuales  de  traba- 
jo celebrados  antes  de  la  huelga  ó  del 
lock  out.  Los  huelguistas  no  han  renun- 
ciado á  trabajaren  la  fábrica.  Si  se  de- 
claran en  huelga,  es  en  la  esperanza  de 
apresurar  el  éxito  de  sus  reclamaciones 
y  de  reanudar  en  masa  el  trabajo.  Del 
mismo  modo,  los  patrones  que, para  evi- 
tar el  peligro  de  una  huelga  escalonada, 
se  han  decidido  á  proclamar  el  lock-out, 
no  han  renunciado  por  eso  á  volver  á 
tomar  su  personal,  una  vez  terminado  el 
conflicto. 

No  podría  siquiera  decirse  que  en  este 
momento  no  se  aplicará  el  contrato  de 
trabajo  primitivo, sino  un  nuevo  contra- 
to, transformado  por  un  cambio  de  sus 
condiciones,  porque  puede  mu}^  bien  su- 
ceder que  la  huelga  tenga  un  motivo  que 
no  afecte  en  nada  al  contrato  de  traba- 
jo, por  ejemplo,  el  deseo  de  obtener  la 
despedida  de  un  jefe  6  que  se  vuelva  á 
admitir  á  un  obrero  despedido.  En  seme- 
jante caso,  continuará  aplicándose,  des- 
pués como  antes,  el  mismo  contrato  de 
trabajo,  y  no  habrá  podido,  en  ningún 
momento,  interpretarse  la  huelga  en  el 
sentido  de  una  ruptura  voluntaria,  in- 
tencional de  este  contrato. 

Esta  argumentación  tiene  de  seguro 
valor.  Si  se  considera  la  intención  de  las 
partes  como  el  elemento  esencial,  deter- 
minante de  la  ruptura,  parece,  en  efecto. 
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que  hay  casos  en  que  la  huelga  no  puede 
considerarse  como  que  equivalj^a  á  una 
ruptura  voluntaria  del  contrato,  por  el 
hecho  de  los  huelguistas.  Aludo  al  caso 
en  que  los  huelguistas  hayan  tomado  me- 
didas precautorias,  si,  por  ejemplo,  nom- 
bran delegados  entre  ellos  para  asegurar 
el  mantenimiento  de  los  hornos  ó  el  servi- 
cio de  las  bombas  en  las  galenas  subte- 
rráneas. Este  mismo  hecho  indica  líi  in- 
tención de  reanudar  el  trabajo,  una  vez 
que  haya  triunfado  la  huelga,  y  excluye 
el  pensamiento  de  una  ruptura  intencio- 
nal de  los  contratos  individuales  de  tra- 
bajo. 

A  la  inversa,  la  voluntad  de  romper 
aparecerá  claramente  en  ciertas  hipóte- 
sis, cuando,  por  ejemplo,  los  huelguistas 
hayan  hecho  gestiones  para  encontrar 
trabajo  en  otra  parte,  ó  cuando  el  pa- 
trón, después  de  haber  cerrado  la  fábri- 
ca, haya  hecho  llamados  á  un  nuevo 
personal. 

Podrá  ocurrir  todavía,  y  será  lo  más 
frecuente,  que  la  huelga  no  tenga  el  mis- 
mo carácter  para  todos  los  que  toman 
parte  en  ella.  Equivaldría  á  una  ruptura 
del  contrato  para  ciertos  cabecillas  que 
hayan  abandonado  al  patrón  sin  inten- 
ción de  volver,  pero  no  implicará  inten- 
ción de  romper  para  la  masa  de  los  huel- 
guistas que  se  han  asbcíado  á  la  huelga 
por  espíritu  de  solidaridad,  y  á  veces  aún 
bajo  el  imperio  de  una  presión  moral 
provocada  por  hechos  de  intimidación. 

No  es  imposible,  por  último,  que  la 
huelga  cambie  de  carácter,  para  la  mis- 
ma persona,  en  el  curso  de  su  duración. 
Tal  huelguista,- que  al  comienzo  de  la 
huelga,  tendrá  la  intención  de  volver  al 
trabajo,  por  poco  que  la  huelga  se  pro- 
longue se  decidirá  tal  vez  á  buscar  ocu- 
pación en  otra  parte.  Con  sus  intencio- 


nes primitivas,  habrá  cambiado  para  él 
el  carácter  jurídico  de  la  huelga. 

Si  esto  ocurre,  ¿no  parece  contrario  á 
la  verdad  jurídica  interpretar  la  huelga, 
desde  el  punto  de  vista  doctrinal,  como 
que  constituye  en  todo  los  casos  ó  una 
ruptura  de  contrato  de  trabajo,  ó  una 
simple  suspensión  de  la  ejecución  de  este 
contrato?  ¿Y  no  sería  preferible  recono- 
cer que  la  cuestión  de  la  naturaleza  jurí- 
dica de  la  huelga  no  tiene  una  solución 
absoluta? 

Si  esta  cuestión  no  ofreciera  más  que 
un  interés  de  un  orden  puramente  inte- 
lectual, podría  parecer  superfino,  con  ra- 
zón, el  largo  desarrollo  que  le  he  dado; 
pero  afecta  á  intereses  de  orden  esencial- 
mente práctico,  y  que  debían  atraer  so- 
bre ella  la  atención  del  legislador. 

Se  trata,  en  efecto,  de  saber:  por  una 
parte  si,  en  caso  de  huelga  declarada  por 
los  empleados,  el  patrón  puede  exijir  la 
observación  del  plazo  de  desahucio,  y, 
en  caso  de  inobservancia,  cobrar  daños 
y  perjuicios;  por  otra  parte,  si  puede,  sin 
observar  él  mismo  el  plazo  de  desahucio, 
remplazar  inmediatamente  á  los  huel- 
guistas. 

La  solución  será  diversa  según  que  se 
considere  la  huelga  como  que  constituya 
ó  nó  una  ruptura  de  los  contratos  indi- 
viduales de  trabajo  celebrados  por  los 
huelguistas. 

Si  la  huelga  equivale  á  una  ruptura, 
implica  por  lo  mismo  la  obligación  de 
observar  el  plazo  de  desahucio,  so  pena 
de  daños  y  perjuicios;  y,  por  otra  parte 
— lo  que  es  particularmente  importante 
para  el  patrón— permite  á  este  rempla- 
zar inmediatamente  á  los  huelguistas  y 
ase^^urarse  el  trabajo  que  bruscamente 
le  falta. 

No  serían  admisibles,  por  el  contrario, 
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estas  soluciones,  si  la  huelga  no  implica 
ruptura  del  contrato  de  trabajo;  á  me- 
nos, sin  embargo, — y  me  limito  á  pre- 
sentar la  cuestión  sin  discutirla — que  se 
considere  la  cesación  colectiva  y  brusca 
del  trabajo,  no  precedida  de  un  plazo  de 
desahucio,  como  que  constituye  en  favor 
del  patrón  una  causa  legítima  de  ruptura 
de  que  pueda  prevalerse,  y  que  lo  dispen- 
se á  él  mismo  de  observar  el  plazo  de 
desahucio.  Es  este,  por  lo  demás  un  pun- 
to que  parece  que  ha  de  promover  con- 
troversia. 

Sea  lo  que  sea,  el  proyecto  toma  clara- 
mente un  partido  sobre  el  carácter  jurí- 
dico de  la  huelga.  El  «artículo  56  (1)  deci- 
de que,  salvo  manifestación  contraria  de 
la  intención  de  una  délas  partes,  la  huel- 
ga se  considerará,  no  como  ruptura,  sino 
como  simple  suspensión  del  contrato  de 
trabajo.  De  donde  resulta,  aunque  no  lo 
indique  formalmente  el  texto  del  proyec- 
to: por  una  parte,  que  en  caso  de  huelga, 
el  patrón  no  podrá  cobrar  daños  y  per- 
juicios á  los  huelguistas  porinobser\an- 
ciadel  pl  azo  de  desahucio;  por  otra  par- 
te que  no  podrá  remplazados  inmedia- 
tamente, puesto  que  se  reputa  que  se 
mantiene  el  contrato  de  trabajo. 

Por  motivos  de  interés  general,  sobre 


(1)  cArt.  56.  La  huelga,  es,  salvo  manifestación 
contraria  de  la  voluntad  de  una  ú  otra  parte,  una 
8U8pen!«ión  del  contrato  de  trabajo. 

«La  negativa  de  una  de  las  parte»  para  recurrir 
al  procedimiento  de  conciliación  ó  al  arbitra jt^  en 
las  íorroab  instituidas  por  las  leyes  especiales,  será 
considerada  como  iiua  ruptura  del  contrato,  respec- 
to á  esa  parte. 

«En  los  servicios  públicos  y  en  los  entablecimien- 
tos  industríales  del  Estado  cuyo  funcionamiento  no 
podría  interrumpirse  sin  comprometer  los  intereses 
de  defensa  nacional,  la  huelga,  ó  cesación  concerta- 
da del  trabajo,  es  ipso  fado  una  ruptura  del  con- 
trato de  trabajo.» 


los  cuales- no  hay  necesidad  de  insistir,  y 
que,  por  lo  demás,  me  parecen  determi- 
nantes, el  texto  admite,  sin  embargo,  la 
solución  contraria  en  caso  de  huelga  que 
ocurra  en  un  servicio  público  ó  en  una 
empresa  del  Estado  cuyo  funcionamien- 
to no  podría*  interrumpirse  sin  compro- 
meter los  intereses  de  la  defensa  nacio- 
nal. En  semejante  caso,  la  huelga  equi- 
vale á  una  ruptura,  por  el  hecho  de  los 
huelguistas,  de  los  contratos  individua- 
les de  trabajo  celebrados  por  ellos. 

Fuera  de  esta  hipótesis,  el  patrón  que- 
da desarmado  frente  á  los  huelguistas,  á 
los  cuales  no  sólo  no  podrá  cobrar  daños 
y  perjuicios  por  brusca  ruptura,  sino  que 
tampoco  tendrá  el  derecho  de remplazar- 
los  para  asegurar  el  funcionamiento  de 
su  establecimiento  y  la  ejecución  de  sus 
contratos.  Es  esta  una  solución  que  pa- 
rece poco  equitativa  y  poco  conforme  al 
interés  general. 

El  artículo  56,  en  su  segundo  inciso 
consagra,  es  cierto,  un  correctivo,  al  de- 
cidir que  la  huelga  cambiará  de  carácter 
en  caso  de  negativa  de  una  de  las  partes 
para  recurrir  al  procedimiento  de  conci- 
liación ó  al  arbitraje.  Esta  circunstancia 
tendrá  por  resultado  transformar  la  huel- 
ga en  ruptura  del  contrato  de  trabajo  de 
parte  del  que  no  acepte  los  procedimientos 
de  conciliación.  La  intención  de  los  auto- 
res del  proyecto  es  seguramente  muy  lau- 
dable; tiende  á  favorecerla  solución  ami- 
gable de  los  conflictos  industriales.  Pero 
no  se  ve  bien  cómo  lógicamente,  la  negati- 
va de  los  huelguistas  para  recurrir  á  los 
buenos  oficios  deljuezdepaz  ó  de  un  arbi- 
tro, pudiera  tener  por  consecuencia  cam- 
biar el  carácter  jurídico  de  la  huelga.  Es- 
ta negativa  no  implica  en  manera  algu- 
na, en  efecto,  que  se  hayan  modificado 
las  intenciones  primitivas  de  los  huel- 
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guistas,  y  que  hayan  renunciado  á  vol- 
verá la  fábricacuando  termine  lahuclga; 
significa  simplemente  que  desean  que  la 
huelga  siga  su  curso,  y  que  termine  por 
sisóla  porla  falta  de  resistencia  de  uno  de 
los  adversarios.  La  solución  propuesta 
llevaría,  en  suma,  á  dar  á  la  ley  de  1892 
sobre  la  conciliiición,  una  sanción  nueva, 
una  sanción  pecuniaria  en  forma  de  da- 
ños y  perjuicios  pronunciada  contra 
aquella  (le  las  partes  en  el  contrato  de 
trabajo  que  se  negara  á  aceptar  proce- 
dimientos conciliatorios.  Esto  sería,  por 
otra  parte  mi  medio  indirecto  de  hacer 
obligatorio  el  arbitraje  industrial.  No 
desconozco  el  valor  de  las  razones  que 
pueden  invocarse  en  favor  de  un  sistema 
de  arbitraje  obligatorio,  pero  pienso  que 
no  puede  introducirse  en  nuestras  leycsel 
principio  de  semejante  institución  acce- 
soriamente aun  texto  relativo  al  contra- 
to de  trabajo  y  bajo  una  forma  tan  poco 
aparente.  Parece  quesería  preferible,  si  se 
quiere  hacer  entrar  la  huelga  en  el  cuadro 
de  la  legislación  aplicable  al  contrato  de 
trabajo,  atenerse  directamente  á  los  in- 
tereses prácticos  que  he  señalado  ante- 
riormente, más  bien  que  legislar  sobre  la 
cuestión  doctrinal  de  !a  naturaleza  jurí- 
dica de  la  huelga.  Las  disposiciones  que 
habría  que  redactar  decidirían,  por  ejem- 
plo, si  la  huelga  implica  ó  nó  obligación  de 
aceptar  el  plazo  de  desahucio;  si  expone  ó 
nóá  los  huelguistas  á  ser  remplazad  os  in- 
mediatamente y  sin  indemnización  de 
ninguna  clase  por  la  otra  parte.  Pero  con- 
viene observar  que  toda  soluriónpor  vía 
legislativa  de  estas  cuestiones  prácticas 
parece  subordinada  á  la  existencia  de 
una  reglamentación  legal  que  contem- 
ple el  ejercicio  mismo  del  derecho  de 
huelga.  Mientras  sea  la  huelga  lo  que  eá 
hoy  frecuentemente,  un  estado  inorgáni- 


co, un  movimiento  irreflexivo,  inspirado 
por  la  cólera,  y  á  veces  violento  en  sus 
manifestaciones,  es  de  prever  que  ningu- 
na disposición  legal  podrá  obtener  de 
los  huelguistas  la  observancia  de  un  pla- 
zo de  desahucio.  Si  se  quiere  que  la  huel- 
ga pueda  entrar  efectivamente  en  el  cua- 
dro de  nuestra  legislación  contractual, 
es  preciso  que,  bajo  una  forma  apropia- 
da á  su  naturaleza  y  al  fin  perseguido,  el 
legislador  se  decida  á  reglamentar  ]K>r 
disposiciones  especiales  el  ejercicio  de 
este  derecho. 


IV 


Independientemente  de  las  disposicio- 
nes relativas  á  la  formación  del  contrato 
de  trabajo,  á  sus  efectos  y  á  su  ruptura, 
el  proyecto  contiene  un  gran  número  de 
disposiciones  sobre  las  instituciones  que 
se  relacionan  con  el  contrato  de  trabajo 
por  un  lazo  muy  estrecho.  Hablo  del  re- 
glamento de  taller  y  de  las  convenciones 
colectivas  relativas  á  las  condiciones  del 
trabajo. 

El  reglamento  de  taller,  aunque  desti- 
nado principalmente  á  contener  disposi- 
ciones de  policía  interior  y  de  orden  dis- 
ciplinario, comprende  á  veces  también 
disposiciones  relativas  á  la  ejecución  del 
trabajo,  á  la  forma  de  pago  de  los  sa- 
larios, al  plazo  de  desahucio,  en  una  pa- 
labra, á  los  efectos  del  contrato  de  tra- 
bajo. Era  pues  natural  ocuparse  de  él 
con  ocasión  de  este  contrato. 

Las  disposiciones  del  proyecto  relati- 
vas al  reglamento  de  taller  se  inspiran 
en  una  medida  muy  amplia,  en  una  ley 
belga  de  15  de  junio  de  1896.  Tienen  por 
objeto  principalmente  dar  un  carácter 
verdaderamente  contractual  á  las  pres- 
cripciones del  reglamento  de  taller  que 
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tengan  un  lazo  evidente  con  el  contrato 
(le  trabajo. 

Actualmente,  en  (fecto,  el  reglamento 
de  taller  debido  á  la  iniciativa  exclusiva 
del  patrón,  no  sólo  se  impone  á  la  adhe- 
sión de  losempleados  sin  que  éstos  hayan 
podido  discutir  su  contenido,  sino  que 
aún  esta  adhesión  misma  es  puramente 
tácita.  Resulta  del  simple  hecho  del  em- 
pleado de  trabajar  sin  protesta  en  la  fá- 
brica. Podría  suceder  que  el  empleado  ig- 
norara el  reglamento  que  lo  liga,  ó  por  lo 
menos  que  lo  conociera  solo  imperfecta- 
mente, pues  por  lo  común  no  sólo  no  se  le 
dá  á  conocer  individualmente,  sino  que 
aún,  en  el  estado  actual  de  nuestra  legisla" 
ción,  el  patrón  no  está  obligado  ádar  a^ 
reglamento  una  publicidad  efectiva,  en 
forma  de  avisos,  por  ejemplo.  De  tal  suer_ 
te  que  en  Francia,  todavía  hoy,  eiregla_ 
mentó  de  taller  no  tiene  más  que  la  apa. 
riencia  de  un  contrato,  aún  respecto  de 
aquellas  disposiciones  que  no  tienen  un 
carácter  puramente  disciplinario. 

El  proyecto  de  ley  pone  remedio  á  este 
estado  de  cosas.  Precisa  las  indicaciones 
que,  por  obligación  debe  contener  el  regla- 
mento, y  prescribe  su  publicación.  Ade- 
más, decide  que  antes  de  que  se  ponga  en 
vigor,  deberá  someterse  á  la  apreciación 
de  los  empleados,  que  podrán  presentar 
sus  observaciones  directamente  ó  por  me- 
dio de  sus  intermediarios  oficiales,  en 
caso  que  no  quieran  darse  á  conocer 
personalmente. 

Es  esta  ciertamente  una  de  las  inno- 
vaciones más  interesantes  del  proy<  to. 
Consagra  á  favor  de  los  empleados  una 
especie  de  derecho  de  representación, 
una  facultad  de  apelación  del  patrón 
inconsiderado  al  patrón  más  prudente. 
Este  conserva  el  derecho  de  no  tomar  en 
cuenta  las  observaciones;  puede,  á  pesar 


de  las  <>]3scrvacicnes  que  provoca  su  pro- 
yecto de  reglamento,  persistir  en  sus  pri- 
meras intenciones;  sin  embargo,  el  regla- 
mento, modificado  6  nó  después  de   la 
consulta  á  los  empleados,  no  entrará  en 
vigencia  todavía.   Se  reserva  un   cierto 
plazo,  ocho  días  por  lo  menos,  á  los  em- 
pleados, para  que   puedan  sustraerse  á 
su  aplicación,  usando  del  derecho  de  de- 
sahucio.  Gracias  á  estas  prescripciones, 
la  adhesión   real  de  los  empleados  á  las 
disposiciones  del  reglamento  no  es  ya 
dudosa,  y  éste  reviste,  por  consiguiente, 
un  carácter  efectivamente  contractual. 

Entre  las  disposiciones  del  proyecto  y 
las  de  la  mayor  parte  de  las  legislaciones 
extranjeras  en  que  .«se  inspira  relativa- 
menteaireglamentódetaller,hay  ciertas  ' 
diferencias.  Así  el  proyecto  no  ha  creído 
deber,  y  sin  duda  con  razón,  someter  á 
la  aprobación  de  la  autoridad  adminis- 
trativa ó  judicial  las  disposiciones  del  re- 
glamento de  taller,  ni  imponerlo  como 
obligatorio  á  los  establecimientos  indus- 
triales que  ocupan  un  cierto  número  de 
obreros. 

Con  el  reglamento  de  taller,  aún  cuan- 
do, á  consecuencia  de  la  consulta  á  los 
obreros,  implica  su  adhesión  efectiva  aun- 
que tácita,  las  condiciones  de  contrato 
de  trabajo  se  determinan  por  la  iniciati- 
va exclusiva  del  patrón.  Con  el  contra- 
to colectivo,  por  el  contrario,  estás  con- 
diciones son  el  resultado  de  una  discusión, 
ue  un  debate  previo  entre  las  dos  partes# 
ó  sus  representantes.  Las  cláusulas  del 
contrato  de  trabajo,  en  vez  de  discutirse 
individualmente  entre  el  patrón  y  el  em- 
pleado, como  sucede  en  la  pequeña  in- 
dustria, ó  de  imponerse  por  el  patrón  á 
la  adhesión  tácita  del  obrero,  en  forma 
de  reglamento  de  taller,  se  fijan  de  co- 
mún acuerdo  v  antes  de  la  conclusión  de 
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todo  contrato  individual  de  trabajo,  en- 
tre la  colectividad  obrera,  el  sindicato, y 
el  patrón  6  la  colectividad  de  patrones. 
Parece  que  no  podría  negarse  el  carácter 
contractual  de  las  condiciones  de  salario 
y  de  duración  del  trabajo  así  determi- 
nadas. 

El  contrato  colectivo  tienen  un  lazo  evi- 
dente con  el  contrato  de  trabajo;  pero  no 
es  en  sí  mismo  un  contrato  de  trabajo, 
puesto  que,  en  virtud  de  sus  disposicio- 
nes, ningún  empleado  está  obligado  á 
trabajar  y  ningún  patrón  á  pagarun  sa- 
lario. Su  verdadero  objeto  consiste  en 
determinar,  bajo  unaforma  ccmtractual, 
colectivamente  y  de  antemano,  las  con- 
diciones á  que  deberán  conformarse  pa- 
^  trones  y  empleados,  cuando  hayan  de  ce- 
lebrar posteriormente  contratos  indivi- 
duales detral)ajo. 

Estas  convenciones  colectivas  relati- 
vas á  las  condiciones  del  trabajo  son  muy 
frecuentes  en  ciertos  paises.  En  Inglate- 
rra, en  las  industrias  metalúijicas  y  mi- 
neras, su  funcionamiento  se  facilita  por 
la  existencia  de  comitées  mixtos  perma- 
nentes, que  comprenden  un  número  igual 
de  delegados  de  los  obreros  y  de  delega- 
dos de  los  patrones. 

Se  establecen  de  común  acuerdo  tari- 
fas de  salarios  y  duraciones  uniformes 
de  trabajo,  y  las  convenciones  colectivas 
así  cobradas  sirven  de  tipo,  de  bases  á 
los  contratos  individuales  de  trabajo  en 
la  profesión  y  en  la  región. 

El  contrato  colectivo  se  ha  extendido 
igualmente  en  Dinamarca,  y  en  Estados 
Unidos.  En  Francia  sin  ser  desconocido, 
se  j)one  poco  en  práctica  todavía,  pero  pa- 
rece que  tiende  á  generalizarse.  En  la  ma- 
yor parte  de  los  casos  en  que  se  le  encuen- 
tra actualmente,  ha  sido  celebrado  por  in  - 
termedio  y  por  iniciativa  de  un  arbitro,  á 


consecuencia  de  una  huelga  y  con  el  ob- 
jeto de  prevenir  una  repetición. 

En  los  países  en  que  se  ha  vulgarizado 
el  contrato  colectivo,  hay  acuerdo   en 
atribuirle,  desde  el  punto  de  vista  econó- 
mico, resultados  beneficiosos.  Limitando 
la  concurrencia  entre  los  obreros,  impide 
la  bai'a  de  los  salarios,  y  hace  más'  pací- 
ficas las  relaciones  del  capital  y  el  traba- 
jo.  Gracias  á  él  ha  podido  darse  á  la  in- 
dustria minera  de  Escocia  y  del  país  de 
Gales  el  hermoso  nombre  de  ''industria 
sin  huelgas'*.   Asegura   á  los  patrones, 
por  otra  parte,  la  igualdad  en  la  concu- 
rrencia, por  lo  menos  desde  el  punto  de 
vista  de  las  condiciones  de  fabricación, 
haciendo  imposible  de  parte  de  cualquie- 
ra de  ellos  la  especulación  dirigida  a  re- 
ducir el  precio  de  costo  por  la  baja  exce- 
siva de  los  salarios.  El  contrato  colecti- 
vo presta  servicios  á  los  mismos  consu- 
midores, en  cuanto,  por  la  garantía  sin- 
dical que  implica,  es  favorable  no  sólo  á 
la  regularidad  de  la  producción,  sino  á 
la  buena  ejecución  del   trabajo  y   á   la 
buena  calidad  de  los  productos.  Excluye 
la  mala  obra  como  excluye  la  huelga. 

Desde  el  punto  de  vista  jurídico,  el  con- 
trato colectivo  es  una  institución  de  cu- 
ya validez  no  puede  hoy  dudarse.  Un 
cierto  número  de  sentencias  la  consagra 
formalmente,  proclamando  que  el  dere. 
cho  de  celebrar  semejantes  convenciones 
resulta  naturalmente,  para  los  sindicatos 
de  la  naturaleza  misma  de  la  misión  que 
les  ha  confiado  el  legislador  de  21  de 
Marzo  de  1884,  y  del  fin  que  les  ha  se- 
ñalado. 

En  cuanto  á  la  naturaleza  jurídica  del 
contrato  colectivo,  se  promueve  en  la 
doctrina  una  controversia  importante. 
Ciertos  jurisconsultos  desearían  relacio- 
nar el  contrato  colectivo  con  la  noción 
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del  mandato,  otros  con  la  noción  de  la  es- 
tipulación por  otro,  Y  aplicarle  en  cuanto 
á  sus  efectos  y  sanciones,  las  mi  jmas  re- 
glas que  se  aplican  actualmente  á  estas 
instituciones. 

En  verdad,  me  parece  que  ninguna  de 
las  teorías  jurídicas  actualmente  consa- 
gradas, se  adapta  de  una  manera  satis- 
factoria al  contrato  colectivo,  y  creo  que 
el  legislador  hará  una  obra  útil  regla 
mentando  esta  institución  nueva  y  pre. 
conizando  sus  efectos. 

Es  éste  precisamente  el  objeto  de  un 
cierto  número  de  las  disposiciones  de 
provecto.  Una  de  estas  disposiciones  e 
relativa  á  las  sanciones  del  contrato  co 
lectivo.  Es  una  de  las  mayores  dificulta 
des  de  la  materia.  Ciertos  autores  nie 
gan  la  ])osibiHdad   de   sancionar  legal 
mente  el    contrato  colectivo.    Por  una 
parte,  en  efecto  ,  el  patrón   tendrá  siem 
pre  el  medio,  cualquiera  que  sea  la  deci- 
sión  del   legislador,   de  sustraerse  á  la 
aplicación  del  contrato  colectivo,  cerran- 
do la  fábrica.  Por  su  parte,  el  empleado 
tiene  el  recurso  de  cambiar  de  taller,  sin 
que  pueda  prácticamente  perseguírsele  y 
obligársele,  con   sanciones  eficaces,  á  so- 
meterse, en  un  nuevo  establecimiento,  á 
las  condiciones  fijadas  colectivamente. 

La  objeción  tiene  valor;  pero,  sin  em 
bargo,  me  parece  que  hay  que  reconocer 
que  la  clausura  de  la  fábrica,  el  ejercicio 
por  parte  del  empleado  del  derecho  de 
desahucio,  son  soluciones  extremas,  á 
que  sólo  han  de  recurrir  los  interesados 
en  último  caso.  El  hecho  de  que  no  sean 
imposibles  no  es  de  ningún  modo  un  obs. 
táculo  para  que  el  legislador  sancione 
eficazmente  el  contrato  de  trabajo.  El 
examen  de  la  jurisprudencia  permite 
constatar,  en  la  actualidad,  la  existencia 
de  semejantes  sanciones  bajo  la  forma 


del  derecho  reconocido  por  los  tribunales 
á  ciertas  persona?  para  proceder  judi- 
cialmente con  el  objeto  de  asegurar  la 
ejecución  del  contrato  colectivo  y,  en 
caso  de  violación  de  este  contrato,  obte- 
ner indemnización  de  daños  y  perjuicios. 
La  eficacia  de  semejante  acción,  como 
sanción  del  contrato  colectivo,  no  es  du- 
dosa cuando  se  dirige  contra  el  patrón 
que  es  parteen  el  contrato.  La  misma 
sanción  dejaría  de  ser  ilusoria  respecto 
de  los  empleados  el  día  que,  á  consecuen- 
cia del  reconocimiento  de  la  capacidad 
civil  de  los  sindicatos,  la  acción  de  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  por 
inejecución  del  contrato  colectivo  pudie- 
ra hacerse  efectiva  en  el  patrimonio  del 
sindicato. 

Importa,  pues,  saber  á  quién  corres- 
ponde la  acción  dirigida  á  obtener  la  eje- 
cución del  contrato  colectivo  ó  de  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios  en  caso  de 
inejecución  de  este  contrato. 

¿  Debe  reconocerse  este  derecho  al  sin- 
dicato  mismo  que  hubiere  sido  parte  en 
el  contrato?  Sobre  este  punto,  la  juris- 
prudencia ha  sido  muy  incierta  hasta  es- 
tos últimos  años,  y  parece  difícil  deducir 
de  sus  conclusiones  un  sistema  cohe- 
rente. 

Ciertos  fallos  acuerdan  á  los  emplea- 
dos sindicados  la  acción conti  a  el  patrón 
que  hubiere  violado  la  convención  colec- 
tiva, con  el  objeto  de  obtener  la  repara- 
ción del  perjuicio  que  esta  violación  haya 
Causado  á  cada  uno  de  ellos  individual- 
mente. Pero  un  fallo  célebre  de  la  Corte 
de  Casación,  de  1893,  niega  al  sindicato 
el  derecho  de  obrar  por  sí  mismo  para 
obtener  la  ejecución  de  la  convención  co- 
lectiva, con  el  pretexto  de  que  los  intere- 
ses en  juego  son  intereses  individuales, 
los  intereses  de  los  sindicados,  y  nó  un 
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interés  colectivo,  el  interés  del  sindicato, 
persona  moral. 

Puede  observarse,  es  cierto,  después  de 
1893,  un  cambio  bastante  notable  en  la 
orientación  de  la  jurisprudencia  sobre 
este  puntó.  Los  tribunales  parecen  más 
Y  más  dispuestos  á  admitir  la  legalidad 
de  la  intervención  del  sindicato,  por  poco 
que  pueda  justificarse  esta  intervención 
por  el  interés  del  mismo  sindicato,  aun- 
que sea  un  interés  moral.  A  pesar  de 
todo,  sin  embargo,  se  discute  siempre  la 
cuestión  de  la  acción  del  sindicato.  Ella 
debía,  pues,  atraer  la  atención  del  legis- 
lador. 

Él  artículo  20(1)  que,  en  el  pro3'ecto,es 
relativo  á  las  sanciones  del  contrato  co. 
lectivo,  atribuye  de  la  manera  más  am- 
plia la  acción  dirigida  á  obtener  la  eje- 
cución de  este  contrato.  Corresponderá, 
según  parece,  á  cualquiera  persona,  físi- 
ca ó  moral,  que  tenga  interés  en  ejerci- 
tarla. El  texto  la  confiere,  no  sólo  á  los 
patrones  ó  empleados  individualmente, 

(I)  Art.  '10.  «Los  »indicato<i  que  han  intervenido 
como  parte  en  la  convención  colectiva  relativa  á  las 
condicione»  del  trabajo  pueden  ejercitar  todaa  las 
accionoM  qne  nazcan  de  esta  convención  colectiva 
en  sn  favor  ó  en  favor  de  sus  miembros,  con  su 
conüentiniieuto. 

((Tienen  acción  especialmente  para  obtener  la 
ejecución  de  la  convenci<5n  ó  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  en  oís'»  de  inejecución,  kcí  con- 
tra las  partes,  individuos  ó  sindicatos,  con  que  hayan 
cfhfbrado  la  convención  colectiva,  sua  contra  aque- 
Iio<f  de  sus  miembros  que  no  huyan  aceptado  las 
re:;].i8  establecida^*  ]>or  la  convención  colectiva. 

«Cuando  la  convención  colectiva  ha  intervenido 
ent'-e  an  sindicato  ó  una  coleclividr4d  de  empleados 
y  muchos  patrones,  cada  uno  de  los  patrones  y  cada 
nno  de  los  miembros  de  este  sindicato  y  de  la  co. 
lectividad  obrera,  tendrá  acción  i'^ual mente,  para 
ob  iier  á  su  favor  la  ejecución  ó  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  contra  los  que,  habiendo  con- 
tratado con  él,  no  respeten  las  obligaciones  resul- 
tantes para  ellos  de  la  convención  colectiva)). 


para  obtener  la  reparación  del  perjuicio 
sufrido,  sino  al  sindicato  mismo  que  es 
parte  en  el  contrato.  La  acción  del  sindi- 
cato se  dirigirá,  según  los  casos,  ó  con- 
tra la  otra  parte,  ó  contra  cualquiera  de 
los  miembros  del  sindicato  que,  descono- 
ciendo las  condiciones  convenidas,  hnya 
comprometido  la  responsabilidad  del  sin- 
dicato ó  causado  un  perjuicio  á  los  otros 
miembros. 

Me  parece  que  pueden  defenderse  to- 
das estas  soluciones.  El  texto   va  más 
lejos:  confiere  al  sindicato  el  der  *cho  de 
ejercitar,  no    sólo    la    acción  colectivcn. 
sino  aún  las  acciones  individuales  que 
correspondan  á  sus  miembros,  pero  con 
el  consentimiento  de  éstos.  Desde  el  pun- 
to de  vista  puramente  jurídico,  es  esta 
una  solución  atrevida,  porque  consagra 
en  favor  del    sindicato,  en   materia  de 
contrato  colectivo,  la  existencia  de  un 
verdadero  mandato  a c/  litem  y  establece 
una  derogación  á  la  regla  tradicional 
"nadie  litiga  en   Francia  por  procura- 
dor''. 

Después  de  haber  determinado  las  per- 
sonas á  quienes  corresponde  la  acción  diri- 
gida á  obtener  la  ejecución  del  contrato 
colectivo,  veamos  qué  personas  estáií 
ligadas  efectivamente  por  las  cláusulas 
de  este  contrato. 

La  cuestión  se  encuentra  reglamenta- 
da de  una  manera  muy  clara  por  el  ar- 
tículo 15  (1)  del  proyecto.  El  contrato 
colectivo  será  aplicable  á  todos  los  indi- 

(I)  Art.  15.  uA  f  .Ita  de  estipulación  contraria 
expresamente  enunciada  en  los  estatutos  de  los  sin- 
dicatos ó  en  la  mi-Nma  convención  colectiva,  se  con 
sideran  sometidos  á  I.i^  obligaciones  resultantes  óe 
esta  convención  colectiva,  los  empleados  y  patron^"^ 
que,  en  el  momento  en  que  se  celebra  la  conveuci  'c 
son  miembros  del  sindicato  ó  de  la  colectividad  que 
es  parte  en  la  convención,  ó  que  se  adhieran  después 
al  sindicato  ó  n  la  cí)n vención». 
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viduos  que  forman  parte  del  sindicato 
en  el  momento  de  la  celebración  del  con- 
trato, y  á  todos  los  que  ce  adhieran  pos- 
teriormente, sea  al  sindicato,  sea  á  la 
convención  colectiva. 

No  creo  que  la  solución  pueda  ofrecer 
dificultades  respecto  á  los  que  se  adhie- 
ran después  al  sindicato:  á  su  entrada 
en  el  sindicato,  han  sido  evidentemente 
advertidos  de  la  existencia  de  la  conven- 
ción colectiva;  han  debido  conocer  sus 
cláusulas  y  las  han  aceptado  tácitamen- 
te al  adherirse  al  sindicato.  Pero  la  cues- 
tión parece  más  delicada  cuando  se  tra- 
ta de  considerar  como  ligados  por  la 
convención  colectiva  los  miembros  ante- 
riores, los  que  formaban  ya  parte  del 
sindicato  en  el  momento  que  éste  celebró 
el  contrato. 

El  texto  del  artículo  14  (1)  confiere,  en 
efecto,  á  los  administradores  del  sindica- 
to, el  derecho  de  celebrar  convenciones 
colectivas  válidas  durante  el  plazo  de 
cinco  años.  Los  miembros  del  sindicato, 
patrones  ó  empleados,  podrán,  sin  haber 
sido  consultados,  encontrarse  ligados, 
por  cinco  años,  por  una  convención  cu- 
yas condiciones  les  serán  muy  desfavora- 
bles, y  á  cuya  aplicación  no  tendrán,  sin 
embargo,  medio  alguno  de  sustraerse. 
Respecto  á  los  empleados,  la  objección 
no  es  talvez  insuperable,  en  razón  de  la 
insuficiencia  de  las  sanciones  que  pueden 
actualmente  afectarles  en  caso  de  viola- 


(1)  Art.  14  cLa  convenciÓD  colectiva  no  podrá 
celebrarse  por  un  plazo  saperior  á  cinco  afios. 

cA  falta  de  estipulación  qae  determine  la  dura- 
ción de  la  validez  de  la  convención  colectiva,  se 
considerará  qne  esta  convención  liga  á  las  partes  por 
un  período  de  un  afio. 

tLa  convención  colectiva  que  no  ha  sido  denun- 
ciada en  los  plazos  previstos  por  las  partes,  ó  á  falta 
de  estos  plazos,  antes  de  su  expiración,  será  prorro- 
gada por  un  nuevo  período  igual  al  precedente.» 
Derecho 


ción  por  parte  ás  ellos  del  contrato  co- 
lectivo. Todavía  podría  suceder  que  la 
tarifa  establecida  por  la  convención  co- 
lectiva fuera  realmente  perjudicial  á  los 
obreros  mejores. 

Pero,  en  todos  los  casos,  la  solución 
propuesta  parece  en  extremo  grave  cuan- 
do se  trata  de  los  patrones.  Un  contrato 
colectivo  celebrado  por  el  presidente  de 
un  sindicato  de  patrones  podría  tener 
por  consecuencia  colocar  á  a1;^unos  de 
los  miembros  de  este  sindicato  en  una  si- 
tuación tal,  que  el  único  medio  para  ellus 
de  evitar  la  ruina  sería  la  clausura  de 
sus  establecimientos. 

Debo  reconocer  que  pueden  darse  á  es- 
tas objeciones  ciertas  respuestas  que  no 
carecen  de  valor.  Se  dirá,  por  ejemplo, 
que  si  no  se  admite  la  solución  propues- 
ta, se  compromete  el  porvenir  del  con- 
trato colectivo.  Cuando  un  sindicato  de 
patrones,  á  consecuencia  de  una  huelga 
está  dispuesto  á  tratar  con  una  colecti- 
vidad obrera,  es  preciso,  si  se  quiere 
que  pueda  celebrarse  el  contrato  útil- 
mente, que,  por  una  y  otra  parte,  se  im- 
ponga á  todos  los  miembros  del  sin- 
dicato. No  es  admisible  que  algunos  de 
entre  ellos  puedan,  sustrayéndose  á  la 
aplicación  de  la  convención  legalmente 
celebrada  en  virtud  de  un  mandato  re- 
gular, aprovechar  de  que  los  demás  per- 
manezcan ligados  por  esta  convención 
para  hacerles  una  concurrencia  desleal. 
Admitir  una  solución  semejante  sería 
comprometer  el  porvenir,  el  desarrroUo, 
y  talvez  la  posibilidad  del  contrato  co- 
lectivo. 

El  argumento  parece  tener  una  gran 
fuerza.  No  basta,  sin  embargo,  á  mi  jui- 
cio, para  justificar  la  disposición  del  ar- 
tículo 15.  Si  puede  alentarse  el  fraude 
reconociendo  á  los  miembros  del  sindi- 
ca 
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cato  el  derecho  de  retirarse  de  éste  des- 
pués de  la  convención  colectiva,  lo  mis- 
mo puede  suceder  reconociendo  al  sindi- 
cato el  poder  de  comprometer  á  sus 
miembros  sin  su  adhesión  efectiva.  Se- 
mejante carta  en  blanco  dada  por  los 
estatutos  al  presidente  de  un  sindicato 
de  patrones  ú  obreros,  abre  la  puerta  á 
todos  los  abusos. 

Se  invoca  el  porvenir  del  contrato  co- 
lectivo. Pero  ¿  no  es  comprometer  este 
porvenir,  y  talvez  el  porvenir  de  las  mis- 
mas organizaciones  de  los  sindicatos, 
imponer  á  los  miembros  del  sindicato, 
contra  su  voluntad,  un  contrato  colecti- 
vo, en  que  no  han  sido  partes  efectiva  y 
personalmente,  y  que  puede  ser  el  resul- 
tado del  error  6  del  fraude  ?  ¿  No  habría 
una  prenda  de  paz  industrial  más  sería 
en  la  adhesión  libremente  consentida  de 
los  interesados  al  contrato  colectivo 
que  pone  fin  á  la  huelga  ?  ¿  Y  noes  intro- 
ducir en  el  contrato  colectivo  una  causa 
de  discordia  y  de  nueva  huelga  declarar- 
lo aplicable  de  pleno  derecho  y  sin  ne- 
cesidad de  ninguna  ratificación,  como 
sin  posibilidad  de  sustraerse  á  él  á  indi- 
viduos que  han  ignorado  las  condicio- 
nes, y  para  cuj'os  intereses  pueden  ser 
estas  condiciones  muy  perjudiciales  ? 

Parece  que  el  porvenir  del  contrato  co- 
lectivo no  se  vería  en  nada  comprometi- 
do si  el  proyecto,  en  vez  de  contentarse 
con  un  mandato  general  resultante  de  la 
ley  de  1884,  6  inscrito  en  los  estatutos 
del  sindicato,  exigiera,  para  que  pudiera 
considerarse  comprometidos  á  sus  miem- 
bros, que  el  contrato  hubiera  sido  cele- 
brado en  virtud  de  un  mandato  especial, 
mandato  que  podría  darse  en  una  forma 
colectiva,  por  medio  de  votación,  por 
ejemplo.  En  semejante  caso  los  miem- 
bros del  sindicato  no  estarían  expuestos 


á  quedar  ligados,  por  un  plazo  de  cinco 
años,  por  una  convención  celebrada  sin 
su  consentimiento;  y  tendrían  siempre  el 
recurso  para  sustraerse  al  contrato  co- 
lectivo, de  salir  del  sindicato  antes  de  la 
conclusión  de  este  contrato.  No  habría, 
pues,  que  temer,  por  una  ú  otra  parte, 
sorpresa  ó  mala  fe. 

Todavía  merece  llamar  la  atención 
otra  disposición  del  proyecto,  la  del  ar- 
tículo 18,  según  el  cual,  cuando  en  una 
región  ó  para  una  profesión  determina- 
da, se  ha  celebrado  un  contrato  colecti- 
vo, este  contrato  deberá  considerarse 
como  aplicable,  bajo  reserva  de  la  prue- 
ba de  una  intención  contraria,  á  las  rela- 
ciones de  todos  los  patrones  y  emplea- 
dos d^  la  profesión  y  de  la  región. 

El  contrato  colectivo,  en  una  palabra, 
no  ligará  sólo  á  los  que  efectivamente 
lo  han  celebrado;  valdrá   como  una  cos- 
.tumbre  local  y  profesional  respecto  á  un 
gran   número  de  personas,  patrones  y 
empleados,  que  no  habrían  sido  partes 
en  el  contrato.  El  origen  del  artículo  18 
(1)  puede  encontrarse  en  las  disposicio- 
nes de  ciertas  legislaciones  extranjeras 
recientes,  especialmente  en  una  disposi- 
ción del  proyecto  del  Código  Civil  suizo; 
la  solución  que  consagra  tiene  por   ob- 
jeto evidente  y    tendría  sin  duda  por 
efecto  generalizar  rápidamente  la  apli- 
cación del  contrato  colectivo.    Sinem- 


(1)  Art.  18.=((Guando  no  existe  más  que  una 
convención  colectiva  relativa  á  las  condiciones  del 
trabajo  para  la  profesión  ó  la  región  y  se  ha  depo- 
sitado esta  convención  colectiva  en  la  secretaría 
del  Consejo  de  Hombres  Bnenos,  ó  en  la  secretaría 
del  Juzgado  de  Paz,  en  conformidad  al  artículo  l*^. 
se  presumirá,  hasta  prueba  contraría,  y  durante  el 
plazo  de  la  convención  colectiva,  que  los  patrones 
y  empleados  han  aceptado,  para  reglar  las  relacio- 
nes nacidas  de  los  contratos  de  trabajo  celebrados 
entre  ellos,  las  reglas  establecidas  en  la  convención 
colectiva». 
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bargo,  promueve  numerosas  y  muy  gra- 
ves objeciones. 

Puede  parecer  chocante,  por  de  pron- 
to, que  una  sola  convención  colectiva 
celebrada  talvez  entre  un  patrón  único 
y  un  sindicato  de  empleados  de  escasa 
importancia  por  el  número  de  sus  adhe- 
rentes,  se  convierta  en  costumbre  local 
y  profesional,  y  se  sustituya,  á  este  títu- 
lo, á  las  costumbres  anteriormente  reco- 
nocidas por  los  Tribunales.  Nada  se 
opone  seguramente,  y  esto  sería  sin  du- 
da excelente,  á  que  por  una  serie  de  ad- 
hesiones sucesivas  de  los  patrones  y  de 
los  empleados  de  la  profesión  y  de  la  re- 
gión, las  cláusulas  del  contrato  colecti- 
vo puedan  reconocerse  un  día  como  una 
costumbre  local  y  profesional,  aplicable 
para  interpretar  las  convenciones  indivi- 
duales en  caso  de  insuficiencia  de  éstas; 
pero  considerar  como  costumbre  las 
cláusulas  de  un  contrato  colectivo  úni- 
co, al  cual  pueden  no  haberse  adherido 
ni  la  mayoría  de  los  patrones,  ni  la  de 
los  empleados  de  la  región,  no  es  cons- 
tatar la  costumbre;  es,  en  realidad, 
crearla,  y  crearla  en  condiciones  tales 
que,  la  mayor  parte  de  las  veces,  será 
contraria  á  las  intenciones  de  los  intere- 
sados. 

Puede  observarse,  es  cierto,  que  la  con- 
vención colectiva  sólo  se  -aplicará  como 
costumbre  á  falta  de  convención  contra- 
ria. Pero  el  hecho  de  que  deba  probarse 
una  intención  contraria,  deque,  por  con- 
siguiente, deberá  haberse  expresado,  no 
es  el  inconveniente  menor  de  la  disposi- 
ción propuesta.  Los  empleados  no  ha- 
brían pensado  sin  duda  en  reclamar  un 
cambio  en  las  condiciones  de  sus  contra- 
tos individuales  que  se  encuentran  regla- 
mentadas simplemente  por  la  costum- 
bre, aún  cuando  se  haya  celebrado  en  la 


región  un  contrato  colectivo  en  condi- 
ciones, diferentes  por  otro  patrón.  Por 
el  contrario,  protestarán  naturalmente 
si,  para  evitar  las  condiciones  nuevas 
que,  en  el  silencio  de  los  contratos  indi- 
viduales, les  serían  aplicables  de  pleno 
derecho  á  título  de  costumbre,  el  patrón 
quiere  insertar  en  el  reglamento  de  taller 
uña  cláusula  formal  que  mantenga  los 
usos  anteriores.  Parece  pues  que,  en  las 
relaciones  de  patrones  y  de  empleados, 
el  artículo  18  puede  llegar  á  ser  una 
fuente  de  conflictos  y  de  huelgas.       j 

Sin  contar  con  que  la  aplicación  de 
esta  disposición  sería  de  las  más  frágiles, 
pues  la  presunción  que  consagra  implica 
la^uBtencia  de  una  sola  convención  co- 
lectiva, bastaría  que  se  celebrara  una 
segunda  convención  de  esta  naturaleza, 
aunque  fuera  entre  un  sólo  patrón  y  un 
pequeño  número  de  empleados,  para  que 
la  primera  dejara  de  valer  como  costum- 
bre profesional  y  local,  sin  que,  por  lo 
tanto,  se  le  sustituya  la  segunda  desde 
este  punto  de  vista. 

La  aplicación  del  artículo  18  encontra- 
ría por  último  una  temible  dificultad  de 
hecho,  que  ninguna  disposición  legal 
permite  actualmente  determinar  con  pre- 
sición  los  límites  dé  las  diversas  regiones 
industriales,  y  que,  por  consiguiente,  el 
dominio  de  un  contrato  colectivo  consi- 
derado como  costumbre  regional,  que- 
daría abandonado  forzosomente  á  la 
arbitrariedad  de  los  tribunales,  á  menos 
que — lo  que  sería  peor  todavía— se  con- 
fiara al  contrato  colectivo  mismo,  el  cui- 
dado de  determinar  su  campo  de  aplica- 
ción. 

¿No  sería  mejor,  en  presencia  de  las 
objeciones  que  promueve  la  disposición 
del  artículo  18,  dejar  al  tiempo  el  cuida- 
do de  probar  el  valor  práctico  de  las  di- 
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versas  convenciones  que  podrían  cele- 
brarse para  cada  profesión  v  en  cada 
región,  ya  que  no  debe  reconocerse  el  ca- 
rácter de  costumbre  á  una  cualquiera  de 
estas  convenciones  sino' cuando  se  gene- 
ralice su  aplicación? 

Tal  es,  en  su  conjunto,  la  economía  del 
proyecto  de  lej'  relativo  al  contrato  de 
trabajo.  Parece  que  no  se  podría,  sin 
injusticia,  negar  á  est^  proyecto  el  méri- 
to de  llenar  una  laguna  de  nuestra  legis- 
lación civil  y  fijar  con  precisión  un  cierto 
número  de  puntos  que  se  debaten  toda- 
vía en  jurisprudencia  y  en  doctrina.  Al- 


gunas de  sus  disposiciones  promueven, 
es  cierto,  objeciones  graves,  y  deberían 
enmendarse  por  la  Comisión  parlamen- 
taría á  cuyo  examen  se  encuentra  someti- 
do. Sólo  con  esta  condición  podría  llegar 
á  ser  una  ley  de  progreso  y  de  garantía 
para  todos  los  intereses,  un  medio  eficaz 
de  mejorar  y  de  hacer  más  pacíficas  las 
relaciones  de  los  patrones  y  de  los  em- 
pleados, en  una  palabra,  la  Carta  del 
trabajo  y  de  la  industria  en  nuestro 
país. 

Camillb  Perreau 
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DISPOSICIONES  LEGALES  VIGENTES  SOBRE 
SOCIEDADES  ANÓNIMAS  EN  SOLIVIA 


ADVERTENCIA 

La  inversión  de  capitales  chilenos  en 
sociedades  anónimas  para  explotar  las 
riquezas  del  suelo  boliviano  ha  adquiri- 
do en  los  últimos  tiempos  un  desarrollo 
considerable.  Por  eso  hemos  creido  de 
interés  para  nuestros  compatriotas  la 
reunión  en  un  sólo  cuerpo  de  todas  las 
leyes  y  decretos  supremos  que  reglamen- 
tan la  organización  y  funcionamiento 
de  tales  sociedades. 

Las  indicadas  disposiciones  legales 
son  numerosas,  se  repiten,  se  contradi- 
cen, quedando  en  la  mayoría  de  los  ca- 
sos, entregado  al  criterio  individual  el 
discernir  lo  que  está  vigente  de  loque  ha 
sido  abrogado. 

Por  otra  parte,  hay  que  tener  presen- 
te que  el  Código  Mercantil  está  en  desu- 
so, aún  cuando  no  ha  sido  expresamente 
declarado  sin  vigor  ó  derogado  por  le- 
yes posteriores.  De  manera  que,  atenién- 
donos al  principio  de  que  la  ley  sólo 
puede  ser  abrogada  por  otra  ley,  hemos 
incluido  en  esta  recopilación  todas  sus 


disposiciones  que  no  se  hallan  en  con- 
tradición con  las  leyes  más  recientes. 

Sin  pertenecer  al  foro  cualquiera  com- 
prenderá que,  en  un  caso  dado,  nadie 
podría  alegar  la  tácita  derogación  del 
Código  Mercantil,  como  no  habría  juez 
que  no  procediera  y  fallara  con  arreglo 
á  sus  disposiciones. 

Para  facilitar  la  agrupación  de  las 
materias  y  evitar  repeticiones,  hemos 
dado  á  nuestro  trabajo  la  forma  de  Có- 
digo, dividiéndolo  en  títulos  y  artículos. 
Estos  últimos  conservan  su  redacción 
original,  salvo  cuando,  para  el  mejor 
método,  ha  sido  necesario  dividirlos  ó 
modificarlos  parcialmente,  á  fin  de  que 
la  recopilación  conserve  la  debida  uni- 
dad de  plan. 

La  jurisprudencia  en  la  materia  que 
nos  ocupa,  aunque  escasa  y  de  poca  im- 
portancia, ha  sido  también  incluida  al 
pié  de  los  respectivos  artículos. 

Tomando  en  cuenta  que  el  trabajo 
ha  sido  hecho  principalmente  para  ex- 
tranjeros, hemos  procurado  evitar  toda 
referencia  sea  á  otros  Códigos,  leyes  ó 
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decretos,  sea  á  otras  prescripciones  del 
Código  Mercantil,  prefiriendo  insertar 
esos  preceptos  junto  con  varios  otros 
que,  en  realidad,  no  deberían  formar 
parte  dSe  una  ley  sobre  sociedades  anó- 
nimas. 

Vaya  con  las  precedentes  explicacio- 
nes nuestro  sincero  deseo  de  que  esta  re- 
copilación pueda  ser  de  alguna  utilidad 
á  los  hombres  de  negocios  y  á  los  abo- 
gados chilenos. 

LEYES  Y  DECRETOS  QUE  EN  TODO  6  EN 
PARTE  HAN  SIDO  INCLUIDOS  EN  LA  PRE- 
SENTE RECOPILACIÓN. 

Código  Mercantil. 

Decreto  de  8  de  marzo  de  1860.  (So- 
ciedades anónimas). 

Ley  de  11  de  noviembre  de  1873.  (Im- 
puesto sobre  utilidades  de  sociedades 
anónimas). 

Decreto  de  26  de  diciembre  de  1873. 
(Sociedades  anónimas). 

Ley  de  13  de  octubre  de  1880.  (Mi- 
nería). 

Decreto  de  28  de  octubre  de  1882. 
(Reglamento  de  la  ley  anterior). 

Ley  de  13  de  noviembre  de  1886.  (So- 
ciedades anónimas). 

Decreto  de  25  de  marzo  de  1887.  (Re- 
glamento de  la  ley  anterior). 

Ley  de  28  de  octubre  de  1890.  (Im- 
puesto de  timbres). 

Decreto  de  1.^  de  enero  de  1891 .  (Re- 
glamento de  la  ley  anterior). 

Ley  de  13  de  octubre  de  1892.  (So- 
ciedades anónimas). 

Ley  de  12  de  noviembre  de  1894.  (Im- 
puesto sobre  utilidades  de  empresas  mi- 
nera y  sobre  pastas  de  plata). 

Decreto  de  21  de  febrero  de  1895 
(Reglamento  de  la  ley  anterior). 


Ley  de  20  de  noviembre  de  1895.  (So- 
ciedades anónimas). 

Ley  de  19  de  noviembre  de  1898.  (So- 
ciedades anónimas). 

Decreto  de  8  de  mayo  de  1900.  (Mi- 
nería). 

Decreto  de  31  de  julio  de  1902.  (So- 
ciedades anónimas  y  empresas  mineras.). 

Ley  de  27  de  septiembre   de  1904 
(Sociedades  de  seguros). 

Ley  de  21  de  diciembre  de  1904.  (Va- 
rios impuestos). 

Ley  de  27  de  diciembre  de  1904.  (Im- 
puesto de  timbres  y  papel  sellado). 

Decreto  de  11  de  febrero  de  1905. 
(Impuesto  de  timbres  y  papel  sellado). 

Abreviaturas  usadas  en  este  trabajo 

A año. 

Art artículo. 

C.  M Código  Mercantil. 

D Decreto. 

G.  J Gaceta  Judicial. 

L Ley. 

N^ número. 

Pág página. 

R  S Resolución  Suprema. 

TÍTULO  PRIMERO 

DB  LA  SOCIEDAD  ANÓNIMA 

Articulo  primero.  La  sociedad  anó- 
nima es  una  persona  jurídica  formada 
por  la  creación  de  un  fondo  común  que  su- 
ministran accionistas  responsables  sólo 
hasta  el  monto  de  sus  acciones,  adminis- 
trada por  mandatarios  revocables  y  co- 
nocida por  la  denominación  del  objeto 
que  se  propone.  (Art.  1^  N^  1171,  D.  8 
de  marzo  de  1860). 

Art.  2"^  Estas  sociedades  no  tienen  fir- 
ma comercial.  (Art.  248  C.  M.) 
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Art.  3^  Toda  sociedad  organizada  6 
que  se  organizare  en  la  República  6  en  el 
eictranjero  con  los  caracteres  sustancia- 
les de  las  sociedades  anónimas,  aun  cuan- 
do sus  fundadores  la  hubiesen  dado  ex- 
presamente otra  denominación,  queda 
sujeta,  en  tratándose  de  sus  derechos  y 
obligaciones,  á  las  leyes  que  rigen  las  so- 
ciedades anónimas.  (Art.  2*^,  L.  13  de 
noviembre  de  1886). 

Art.  4'  Toda  sociedad  anónima  que 
gire  en  la  República  debe  constituir  su 
domicilio  civil  en  ella  para  habilitarse  én 
el  ejercicio  de  los  derechos  civiles.  (Art.  1^, 
D.  26  de  diciembre  de  1873). 

Art.  5^  Las  sociedades  anónimas,  an- 
tes de  empezar  sus  operaciones,  forma- 
rán los  reglamentos  conducentes  á  su 
manejo  directivo  i  económico.  (Art.  247 

C.  M.). 

Los  estatutos  especiales  de  las  compa- 
ñías no  pueden  modificar  ni  destruir  los 
derechos  de  personas  extrañas  ala  socie. 
dad.  (G.  J.,  A.  31,  N^  646  de  20  de  febre- 
ro de  1894,  pág.  32). 

Art  6^  Las  sociedades  anónimas  están 
obligadas  á  llevar  cuatro  libros  mercan, 
tiles: 

1^  Diario; 

2"^  Mayor  ó  de  Cuentas  Corrientes; 

3^  De  Inventarios;  y 

4^  Copiador.  (Art.  32  C.  M.  y  art.  1^, 

D.  31  de  julio  de  1902. 

Art.  7^  La  falta  de  cumplimiento  de 
las  disposiciones  del  artículo  anterior  se- 
rá penada  con  una  multa  de  quinientos 
á  mil  bolivianos,  impuesta  á  las  socieda- 
des omisas  por  el  Prefecto  del  respectivo 
departamento  ó  por  el  Inspector  que 
nombrare  el  Gobierno.  (Art.  8^,  D.  31  de 
julio  de  1902). 

Art.  8^  Las  sociedades  anónimas  mi- 
neras están  sujetas  á  las  prescripciones 


generales  sobre  sociedades  anónimas,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  las  leyes  es- 
peciales del  ramo.  (Art.  31,  L.  13  de  oc- 
tubre de  1880;  art.  74,  D.  28  de  octubre 
de  1882  y  art.  11,  D.  8  de  mayo  de  1900)- 
G.  J.,  A.  31,  N^  646  de  20  de  febrero  de 
1894,  pág.  32;  A.  36,  N^  707  de  31  de 
marzo  de  1899,  pág.  2;  A.  38,  N^  730  de 
30  de  abril  de  1901.  pág.  19. 

TÍTULO  II 

DE  LA  CONSTITUCIÓN  DE  LA  SOCIEDAD 
ANÓNIMA 

Art.  9^  Esta  sociedad  se  constituye  en 
escritura  pública,  que  deberá  expresar: 

1^  El  nombre,  apellido,  profesión  y  ve- 
cindad ó  residencia  de  los  socios  fonda- 
dores; 

2^  La  residencia  de  la  sociedad; 

3^  La  designación  clara  y  completa  de 
la  empresa  ó  negocio  que  la  sociedad  se 
propone  por  objeto  y  del  que  toma  sn  de- 
nominación. 

4^  El  fondo  social  con  el  número  y  la 
cuota  de  las  acciones  en  que  se  divide  y 
la  forma  y  plazos  en  que  debe  consignar- 
se su  importe; 

5"^  La  época  en  que  deben  formarse  los 
inventarios  y  balances,  y  fijarse  los  divi- 
dendos; 

6^  La  duraciófrde  la  sociedad; 

7*^  Las  atribuciones  de  los  administra- 
dores y  su  responsabilidad,  así  como  las 
facultades  reservadas  á  la  junta  general 
de  accionistas; 

8"^  La  parte  o  cuota  de  las  ganancias 
que  debe  asignarse  para  fondos  de  re- 
serva; 

9"^  El  monto  al  que  la  disminución  del 
fondo  social  debe  causar  la  disolución  de 
la  sociedad; 
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10.  Las  reglas  de  liquidación  y  parti- 
ción del  haber  social,  y  los  demás  pactos 
especiales  que  acordaren  los  interesados. 
rArt.  I'',  N^  1172.  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  10.  También  se  hará  constar  en 
escritura  pública  cualquiera  reforma  ó 
ampHación  del  contrato  y  estatutos  so- 
ciales, aun  después  de  establecida  la  so- 
ciedad. (Alt.  232  C.  M.  y  art.  1^  N^ 
1173,  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  11  No  podrán  admitirse  instru- 
mentos privados  ni  la  prueba  testimonial 
contra  el  tenor  de  la  escritura  de  socie- 
dad, siendo  inválidos  cualesquier  pactos 
que  los  asociados  hicieren  fuera  de  ellas. 
(Art.  235C.  M.). 

Art.  12.  Si  tales  pactos  se  hubiesen 
consignado  en  instrumento  privado,  éste 
no  surtirá  más  efecto  que  el  dd  poderse 
compeler  á  los  asociados  para  el  otorga- 
miento de  la  escritura,  sin  serles  lícito 
entre  tanto  dar  principio  á  operación  al- 
guna social.  (Art.  236  C.  M.). 

Art.  13.  En  el  registro  público  y  gene- 
ral de  comercio  que  debe  existir  (1)  en 
cada  capital  de  departamento,  se  inscri- 
birán dentro  de  los  quince  días  siguien- 
tes á  su  otorgamiento,  tanto  la  escritura 
de  sociedad,  como  su  reforma  ó  amplia- 
ción, insertándose  en  la  toma  de  razón 
los  reglamentos  que  le  conciernan  y  ha- 
yan sido  aprobados.  (Arts.  20,  21,  24?  y 
28  C.  M.). 

.\kt.  14.  La  falta  de  toma  de  razón  en 
el  expresado  registro  traerá  como  conse- 
cuencia qne  los  socios  puedan  demandar 
sus  derechos  reconocidos  por  la  escritura 
de  sociedad;  salvo  el  de  los  terceros  que 
hubiesen  contratado  con  ella.  (Art.  29 
C.  M.). 

Art.  15.  Serán  publicados  por  la  so- 

(1)  Este  registro  no  existe. 


ciedad,  en  tiempo  3'  forma  prescritos  por 
los  reglamentos  de  Gobierno  (1),  tanto 
la  escritura  y  estatutos  de  la  sociedad, 
como  su  ref'^rma  ó  ampliación,  con  las 
autorizaciones  con  que  éstos  deben  ser 
legalizíidos  por  el  Gobierno.  (Art.  1*^,  N^ 
1179,  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  16.  No  será  válida  la  sociedad  en 
que  no  se  haya  cumplido  con  las  solem- 
nidades de  los  artículos  9^  y  15.  (Art.  1^, 
N^  1180,  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  17.  La  sociedad  que  no  hubiere 
designado  su  domicilio  en  la  escritura 
constitutiva  ó  en  sus  estatutos  se  consi- 
derará, para  los  efectos  legales,  como  do- 
miciliaria del  lugar  donde  se  encuentre 
su  principal  establecimiento,  según  las 
reglas  del  Código  Civil  (2).  (Art.  2^.  D. 
26  de  diciembre  de  1873). 

Art.  1^.  Las  sociedades  anónimas  re- 
ciben su  existencia  legal  del  decreto  del 
Gobierno,  qué  las  autorizará  conforme  á 
la  Constitución,  cuando  constare  haber- 
se llenado  los  requisitos  que  más  adelan- 
te se  expresan. 

Esta  autorización  será  igualmente  ne- 
cesaria en  el  caso  de  reforma  ó  amplia- 
ción del  contrato  y  estatutos  sociales. 
(Art.  1^,  N*=*  1174,  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  19.  Toda  sociedad  que  gire  den- 
tro del  territorio  de  la  República,  sea  que 
su  Directorio  esté  en  el  país  ó  en  el  ex- 
tranjero, solicitará  del  Ministerio  de  In- 
dustria su  constitución  legal,  presentan- 
do para  el  efecto  los  documentos  siguien- 
tes: 

Copia  legalizada  de  su  escritura  social; 
copia  de  sus  estatutos;  copia  autorizada 


(1)  Reglamentos  que  aun  no  han  sido  dictado!*. 

(2)  cEl  domicilio  de  todo  boliviano  en  cuanto  al 
ejercicio  de  bus  derechos  civiles,  está  en  el  lugar 
donde  tiene  su  principal  establecimiento».  (Art  47 
del  Código  Civil). 
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del  acta  de  instalación,  la  que  contendrá 
la  designación  del  personal  del  Directorio 
y  certificado  de  las  cuotas  pagadas  sobre 
las  acciones.  (Art.  5^,  D.  25  de  marzo  de 
1887). 

Art.  20.  El  Gobierno,  en  vista  de  estos 
documentos  y  previo  el  dictamen  del  Mi- 
nisterio Público,  declarará  á  la  sociedad 
legalmente  constituida,  procediendo  en 
seguida  á  la  inscripción  de  aquélla  en  la 
matrícula  correspondiente  y  depositán- 
dose estos  documentos  en  la  notaría  de 
hacienda  del  departamento  respectivo* 
(Art.  6^,  D.  25  de  marzo  de  1887). 

Art.  21.  No  podrá  expedirse  la  autori- 
zación del  Gobierno  sin  que  conste,  pre- 
vio examen  de  la  escritura  de  sociedad  y 
estatutos  aprobados  por  los  accionistas: 

1*^  Que  el  fondo  social  será  efectivo  y 
nó  nominal, 

2^  Que  el  fondo  será  proporcionado  á 
la  empresa  ú  objeto  de  la  sociedad; 

3"=^  Que  las  operaciones  de  la  adminis- 
tración serán  suficientemente  examina- 
das y  vigiladas  por  los  socios;  y 

4*^  Que  el  número  de  suscriptores  ó  ac- 
cionistas que  hagan  la  demanda  de  auto- 
rización represente  la  tercera  parte  á  lo 
menos  del  fondo  social  que  se  hubiere  es- 
tipulado. (Art.  1^,  N^  1175,  D.  8  de  mar- 
zo de  1860). 

Art.  22.  La  autorización  designará 
siempre  la  cuota  del  fondo  social  que 
debe  realizarse  en  el  plazo  que  se  estime 
conveniente  antes  de  entrar  en  giro  la 
sociedad.  Esta  cuota  podrá  llegar,  se- 
gún los  casos  y  circunstancias,  hasta  un 
veinticinco  por  ciento  de  las  acciones, 
sin  tomar  en  cuenta  las  de  industria  ó 
privilegio.-(Art.  1.^,  N^  1,176.  D.  8  de 
marzo  de  1860). 

Art.  23.  Hasta  que  se  justifique  la 
existencia  de  la  cuota  designada  con  su- 


jeción al  artículo  anterior,  no  se  decla- 
rará por  el  Gobierno  que  la  sociedad 
queda  legalmente  instalada,  ni  se  seña* 
lará  el  término  en  que  debe  entrar  en 
ejercicio. 

Al  efecto,  una  vez  obtenida  la  auto- 
rización, se  justificará  ante  el  Ministerio 
de  Industria  la  recaudación  en  la  caja 
social  de  la  cuota  designada  en  aquélla, 
á  fin  de  que,  dándosecuenta  al  Gobierno, 
se  declare  constituida  la  sociedad.— -(Art. 
1.^  N.°  1.177  y  6.^  D.  8  de  marzo  de 
1860). 

Art.  24.  En  seguida  se  convocará,  á 
junta  general  de  accionistas,  presidida 
por  el  empleado  público  (1)  delegado 
para  el  efecto,  y  dándose  lectura  del  de- 
creto de  autorización  y  de  la  declaración 
á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se 
procederá  al  nombramiento  de  la  admi- 
nistración y  de  los  inspectores  que  deba 
tener  la  compañía,  conforme  á  sus  esta- 
tutos, para  que  proceda  á  la  emisión  de 
los  títulos  de  acciones,  con  sujeción  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  29.— Art.  7.^,  D. 
8  de  marzo  de  1860). 

Vistos  y  considerando  que  por  el  ar- 
tículo 12  de  la  ley  de  13  de  noviembre 
último,  se  estatuye  de  una  manera  ex- 
presa y  terminante  la  vigencia  de  las 
disposiciones  y  reglamentos  publicados 
antes  del  18  de  noviembre  de  1884:  que 
el  decreto  reglamentario  de  25  de  marzo 
pasado,  al  detaminar  las  formalidades 
de  inscripción  de  las  sociedades  anóni- 


(1)  El  texto  orijinal  dice:  cpor  el  jefe  político  6 
empleado  público...»  Mas,  como  el  decreto  de  25 
de  marso  de  1887,  dispaso  que  la  autorización  se 
solicitara  por  intermedio  del  Ministerio  de  Indus- 
tria y  nó  del  jefe  político  del  departamento  res- 
pectivo, como  lo  preceptuabíi  el  decreto  de  1860, 
es  lógico  que  ya  no  tenga  intervención  alguna  en  la 
constitución  de  las  sociedades  anónimas  el  citado 
jefe  político  ó  prefecto . 


186 


PRIMERA    PARTE 


mas  en  la  mattícuia  respectiva  de  cada 
uno  de  los  departamentos  mineros  (?)' 
de  la  República,  no  altera  los  proceda 
mtentos  que  deben  observarse  para  la 
expedición  de  títulos  de  acciones  confor- 
me al  artículo  7."^  del  decreto  dictatorial 
de  8  de  marzo  de  1860;  se  declara  no 
haber  lugar  á  la  anterior  consulta  de  la 
Prefectura  de  este  departamento  sobre 
la  vigencia  del  artículo  7.^  del  enunciado 
decreto  de  8  de  marzo  de  1860.— Tóme- 
se razón,  etc.  (R.  S.  de  17  de  agosto  de 
1887), 

"Art.  25.  Ninguna  sociedad  anónima 
que  carezca  de  autorización  será  admi- 
tida á  gestionar  como  persona  jurídica 
ante  los  tribunales  ni  ante  los  demás 
funcionarios  públicos;  los  estatutos  y 
reglamentos  de  tales  sociedades  para  su 
administración  y  manejo  directivo  y  eco- 
nómico sólo  surtirán  efecto  para  con 
las  personas  que  se  hubieren  ligado  á 
ellos  por  pacto  expreso.  (Art.  5.^  D. 
26  de  diciembre  de  1873). 

Art.  26.  Las  sociedades  anónimas  no 
autorizadas  tampoco  podrán  invocar  la 
observancia  de  las  demás  disposiciones 
legales  y  quedarán  sujetas  en  todo  á 
las  prescripciones  del  derecho  común.— 
(Art.  6.«  D.    26  de  diciembre  de  1873). 


TITULO  III 

% 

DEL  FONDO  SOCIAL  I  DE  LAS  ACCIONES 

Art.  27.  El  fondo  social  se  dividirá  en 
acciones  y  éstas  podrán  sub-divtdirse  en 
cupones.— (Art.  250.  C.  M.  y  art.  1.^, 
N^  1,182.  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  28.  Las  acciones  definitivas  pue- 
den ser  al  portador  ó  nominales.  Las 
acciones  nominales  son  transferibles  por 


inscripción  ó  endoso   sin    responsabili- 
dad. 

Las  acciones  al  portador  se  transfie- 
ren por  la  mera  tradición  de   los  títulos. 

ÍArt.  1.^  N^  1,187.  D.  8  de  marzo  de 
1860). 

Art.  29.  Queda  prohibida  la  emisión 
deaccíoTiesal  portador  antes  de  haber- 
se cubierto  la  totalidad  de  su  valor  á  la 
sociedad.  (Art.  1.^  N^  1,188.  D.  8  de 
marzo  de  1860). 

Art.  30.  Cuando  el  fondo  social  se 
componga  de  acciones  de  capital  v  de 
industria,  estas  segundas  permanecerán 
en  depósito,  sin  poder  enajenarse  hasta 
que  el  socio  ó  socios  portadores  hayan 
cumplido  lo  que  estipularon  con  la  so- 
ciedad. (Art.  1.^,  N^  1,182.  D.  8  de  mar- 
zo de  1860). 

Art.  31.  Las  acciones  industriales  só- 
lo dan  derecho  á  la  parte  correspondien- 
te en  las  ganancias  de  cada  año,  sin  par- 
ticipación alguna  en  el  fondo  social,  sal- 
vo que  se  estipulare  lo  contrario  en  la 
escritura  de  sociedad.  (Art.  1."=^,  núni. 
1.183.  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  32.  Los  accionistas  pueden  trans- 
ferir ó  enajenar  sus  promesas  de  acción 
antes  de  estar  legalmente  autorizada  la 
sociedad,  y  esta  enagenación  será  váli- 
da, aunque  la  sociedad  no  llegue  á  esta- 
blecerse por  falta  de  autorización  legal. 
-(Art.  1.^  N^  1,184.  D.  8  de  marzo  de 
1860). 

Art.  33.  La  transferencia  de  una  ac- 
ción cuyo  valor  se  haya  cubierto  en  par- 
te solamente  á  la  sociedad,  no  extingue 
la  obligación  del  cedente  para  con  ésta, 
salvo  que  los  administradores  la  den 
por  cancelada  en  la  misma  transferencia» 
con  sujeción  á  lo  estipulado  por  la  so- 
ciedad.—(Art.  252.  C.M.  y  art.  1.0,  N^ 
1,185.  D.  8  de  marzo  de  1860). 
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Art.  34.7Queda  prohibida  laenagena- 
ción  de  acciones  difiriendo  hasta  cierto 
día  la  entrega  de  los  títulos,  6  haxrién- 
dola  bajo  condición.— (Art.  I.'',  N.° 
1,189.  D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  35.  Los  iniciadores  de  socieda- 
des anónimas  no  podrán  transferir  una 
mitad  de  sus  acciones  primitivas  du- 
rante los  dos  primeros  años  de  la  cons- 
titución dé  la  sociedad. 

Al  cumplimiento  de  la  prescripción 
anterior,  está  afecta  directamente  la  res- 
ponsabilidad del  directorio  ó  apodera- 
do de  dichas  sociedades.— (Art.  C.®  L. 
13  de  noviembre  de  1886  y  8.^  D.  25 
25  de  marzo  de  1887). 

Art.  36.  Nadie  tendrá  acción  ó  derecho 
para  reclamar  la  devolución  de  acciones 
que  hubiere  transferido  simuladamente 
con  objeto  de  extender  su  representación 
en  junta  general  (1)  ó  de  dar  acceso  en  el 
directorio  á  individuos  que  no  sea  pro- 
pietarios del  número  de  acciones  pres- 
crito por  los  estatutos.— (Art.  2.^  L.  20 
de  noviembre  de  1895). 

Art.  37.  Cualquier  accionista  podrá 
pedir  que  el  tenedor  sospechoso  sea  in- 
terrogado sobre  la  legalidad  de  la  trans- 
ferencia del  título  ó  títulos  que  este 
presente,  debiendo  ser,  para  el  efecto» 
examinado  por  el  presidente  en  junta 
general  y  bajo  de  juramento.— (Art.  3.^ 
L.  20  de  noviembre  de  1895). 

Art.  38.  Cuando  algún  accionista  no 


(1)  El  art.  1.®  de  la  ley  de  20  de  noviembre  de 
1895  reglamentaba  la  representación  ó  número  de 
votos  que  debía  tener  cada  accionista  en  las  jnntas 
generales,  según  las  acciones  qne  poseyera.  El  art* 
1.°  de  la  ley  de  19  de  noviembre  de  1898  derogó 
dicha  disposición,  estableciendo  que  rejirían  sobre 
la  materia  los  preceptos  vi  jen  tes  con  anterioridad 
á  la  prescripoión  qne  quedaba  derogada.  Gomo  so« 
bre  este  particalar  nada  estatuyen  las  demás  leyes 
ó  decretos  del  ramo,  debe  estarse  á  lo  que  se  con- 
signe en  los  estatutos  sociales. 


cubriere  en  las  épocas  convenidas  las 
cuotas  de  su  acción^  la  sociedad  podrá 
venderla  de  cuenta  y  riesgo  del  socio 
moroso,  ó  proceder  ejecutivameate  con- 
tra sus  bienes  ó  emplear  cualquier  otro 
arbitrio  que  se  hubiere  estipulado  por 
la  sociedad,  para  subsanar  los  daños 
y  perjuicios  de  la  mará,  sin  perjuicio  de 
exigirle  el  interés  legal  que  correspon- 
da.-(Arts.  256.  C.  M.  y  1.^  N^  1,186. 
D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  39.  En  caso  de  insolvencia  de 
la  sociedad,  los  terceros  tendrán  dere- 
cho para  perseguir  directamente  el  pa- 
go del  valor  de  las  acciones  que  se  adeu- 
dare por  los  accionistas.— (Art.  1.°,  ü"^ 
1,192.  de  8  de  marzo  de  1860), 

Art.  40.  Justificado  el  extravío  ó  pér- 
dida de  una  acción  (1)  se  expedirá  un 
nuevo  título  al  propietario,  previo  afian- 
zamiento á  satisfacción  de  la  sociedad. 
—(Art.  1.^,  N^  1,190.  D.  8  de  marzo 
de  1860). 

TITULO  IV 

DE    LOS   SOCIOS   ó    ACCIONISTAS    DE     LAS 
SOCIEDADES  ANÓNIMAS 

Art.  41.  Los  accionistas  no  son  res- 
ponsables sino  hasta  concurrencia  de 
los  derechos  ó  del  interés  que  tengan 
en  el  haber  social,  sin  que  pueda  exi- 
gírseles  la  restitución  de  las  cantida- 
des que  hubieren  percibido  en  los  divi- 
dendos por  ganancias. — (Arts.  249.  C. 
M.  y  1.^,  N.°  1,191  y  1,192.  D.  8  mar- 
zo  de  1860). 


(1)  El  texto  original  habla  sólo  «de  ana  acción 
al  portador»:  pero  como  no  existe  dispoMción  se- 
mejante, diversa  ó  contraria  referente  á  las  otras 
especies  de  acciones,  creemos  que,  por  analogía, 
debe  aplicarse  á  ellas  la  prescripción  que  dejamos 
trascrita. 
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Art.  42.  Sin  embargo,  cuando  la  so- 
ciedad fuere  disuelta  por  inobservancia 
ó  violación  de  los  estatutos,  los  socios 
y  los  administradores  que  hayan  acor- 
dado la  transgresión  serán  mancomu- 
nad amenté  responsables  por  los  per- 
juicios causados  con  ella  sea  á  los  ac- 
cionistas ó  á  terceros. 

La  ejecutoria  del  tribunal  que,  en  es- 
te caso,  declare  la  disolución  de  la  so- 
ciedad, declarará  también  la  responsa- 
bilidad mancomunada  de  unos  y  otros. 
—(Art.  1.°,  N^  1,178.  D.  8  de  marzo 
de  1860). 

Art.  43.  Los  socios  deberán  cumplir 
religiosamente  todos  los  pactos  lícitos 
que  se  hubiesen  consignado  en  la  escri- 
tura del  contrato.  En  cuanto  no  haya 
sido  previsto  en  ella,  tendrán  lugar  las 
reglas  siguientes:  (Art.  253  C.  M.) 

G.  J.,  Art.  36.  N^  707  de  31  de  mar- 
zo de  1899,  pág.  2. 

Art.  44.  Si  el  capital  puesto  por  un 
socio  consistiere  en  créditos,  sólo  se  le 
abonarán  en  cuanto  se  hayan  hecho  efec- 
tivos. No  consiguiéndose  esto  después 
de  ejecutado  el  deudor,  estará  obligado 
el  socio  á  cubrir  sin  demora  el  importe 
de  ellos.-(Art.  254.  C.  M.) 
-  Art.  45.  Es  prohibido  á  los  socios 
no  administradores  contradecir  ó  en- 
torpecer las  operaciones  de  estos  últi- 
mos (1)  ó  impedir  los  efectos  de  ellas. 
— íArt.  257.  C.  M.) 

La  apreciación  de  los  actos  que  pue- 
dan contradecir  ó  entorpecer  las  opera- 
ciones de  una  sociedad  ó  impedir  sus 
efectos,  se   halla  librada  al  criterio    de 


(\)  Tomando  en  cuenta  que  loa  admiDÍstradores 
de  aociedadea  anónimas  pueden  ser  perdonas  ex- 
trafias  á  la  sociedad,  hemos  cambiado  la  redacción 
del  artículo, en  estaparte,  cuya  frase  es:  cde  los 
que  lo  sean». 


los  jueces;  por  consiguiente,  la  califica- 
ción que  ellos  hagan  no  está  sug^eta 
á  censura  en  casación.  —  (G.  J.,  Art. 
36.  N^  707  de  31  de  marzo  de  1899» 
páj.  2). 

Art.  46. — La  sociedad  abonará  á  sus 
individuos  los  gastos  que  expendieren 
en  evacuar  los  negocios  de  ella.  Tam- 
bién deberá  indemnizarles  los  perjui- 
cios que  experimentaren  por  efecto  in- 
mediato y  directo  del  desempeño  de  ta- 
les negocios;  más  nó  si  ellos  hubieren 
provenido  de  otra  causa  independiente, 
ó  bien  por  su  culpa  ó  por  caso  fortui- 
to.—(Art.  297.  C.  M.) 

Art.  47.  La  sociedad  no  adquirirá 
derecho  alguno  ni  será  responsable  á 
las  negociaciones  que  hicieren  sus  miem- 
bros en  nombre  y  con  fondos  propios, 
siempre  que  ellas  fueren  de  las  que  no 
les  estén  prohibidas.— ( Art.  298.  C.  M.) 

Art.  48.  Se  prohibe  á  todo  socio  ha- 
cer uso  del  fondo  común  y  del  nombre  de 
la  sociedad  (1)  en  negocios  particulares, 
bajo  la  pena  de  reintegro  de  la  cantidad 
tomada  con  el  cuatro  tanto,  de  la  pér- 
dida de  las  ganancias  á  beneficio  de  la 
sociedad  y  de  indemnización  de  todos  los 
perjuicios.  (Art.  260  C.  M.). 

Art.  49.  Ningún  socio  industrial  podrá 
ocuparse  en  negociación  de  especie  algu- 
na, fuera  de  la  sociedad,  sin  permiso  ex- 
preso de  ésta.  Si  alguno  lo  hiciere  sin  re- 
cabarlo, podrán  los  capitalistas,  ó  apro- 
vecharse de  lo  que  hubiere  ganado  ó 
excluirle  de  la  asociación,  privándole  de 
las  utilidades  que  pueda  tener  en  ella. 
(Art.  261C.  M.). 

Art.  50.  Los  accionistas  no  podrán 
hacer  investigación  ni  examen  de  la  ad- 


(IV  «De  la  firma  oomerciab,  según  el  texto  ori- 
ginal 
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ministración  social,  fuera  de  las  épocas 
y  forma  prescritas  en  los  estatutos.  ( Arts. 
295  y  296  C.  M.  y  1^,  N^  1197,  D.  8  de 
marzo  de  1860). 

Art.  51.  Los  jueces  que  sean  accionis- 
tas en  sociedades  anónimas  6  que  lo  sean 
sus  parientes  consanguíneos  hasta  el 
cuarto  grado  inclusive  6  afines  hasta  el  se- 
gundo, no  tendrán  impedimento  para  co- 
nocer de  los  astmtos  de  aquéllas,  salvo  el 
caso  de  que  fuesen  miembros  de  los  direc- 
torios (1)  que  las  representan.  (Arts.  5^, 
L.  20  de  noviembre  de  1895  y  2^\  L.  19 
de  noviembre  de  1898). 

Art.  52.  Toda  diferencia  entre  los  so- 
cios se  decidirá  por  arbitros,  hayase  es- 
tipulado 6  nó  así  en  el  contrato.  Los 
arbitros  se  nombrarán  por  las  partes  en 
el  término  señalado  en  la  escritura  y,  en 
su  defecto,  en  el  que  designare  el  juzgado. 
(Art.  306  C.  M.). 

TITULO  Y 

DE    LA    ADMINISTRACIÓN 
DE     LA    SOCIEDAD     ANÓNIMA 

Art.  5.').  La  sociedad  anónima  es  ad- 
ministrada por  mandatarios  temporales 
y  revocables,  asociados  ó  no  asociados, 
asalariados  ó  gratuitos,  elegibles  en  la 
forma  que  prevengan  los  estatutos  de  la 
sociedad. 

Las  cláusulas  de  los  estatutos  que  esta- 
blezcan la  irrevocabilidad  de  los  admi- 
nistradores se  tendrán  por  no  puestas. 
(Arts.  248  y  258  C.  M.  y  1^  N^  1193, 
D.  8  de  marzo  de  1860). 

Art.  54.  las   operaciones  de  los  admi- 

(1)  E9  decir,  si  lo  f  uerea  los  pirientes  dentro  de 
de  los  grados  indio  idon,  pues  los  enipl*'ado8  de  la 
lista  judicial  no  ]meden  formar  parte  de  los  direc- 
torios de  sociedades  anónimas,  según  el  artículo 
único  de  la  ley  de  13  de  octubre  de  1892. 


nistradorcs  producirán  responsabilidad 
s  )bre  la  masa  social,  compuesta  de  los 
capitales  y  de  las  utilidades  que  fuesen 
acumulándose;  pero  los  actos  de  la  ad- 
ministración ejecutados  antes  de  la  auto- 
rización legal  de  la  sociedad,  sólo  com- 
prometerán á  ésta  en  cuanto  sean  enca- 
minados al  planteamiento  de  la  misma. 
(Arts.  249  C.  M.  y  I'?,  N^  1195,  [D.  8 
de  marzo  de  1860). 

Art.  55.  Los  administradores  no  res- 
ponden sino  de  la  ejecución  de  su  man- 
dato, salvo  los  casos  siguientes: 

1^  Cuando  se  declare  la  nulidad  de  la 
sociedad  ó  de  algunas  de  sus  operaciones, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  16; 
En  este  caso,  la  ejecutoria  del  tribunal 
'  que  declare  la  nulidad  declarará  también 
la  responsabilidad  mancomunada  de  los 
administradores,  en  cuanto  á  las  opera- 
ciones atacadas  de  nulidad,  por  los  per- 
juicios causados  sea  á  los  accionistas  ó 
á  terceros.  Además,  el  tribunal  impon- 
drá á  la  administración  una  multa  que 
no  pase  de  1.000  bolivianos  (1)  ,  aplica- 
ble á  los  establecimientos  de  caridad; 

Los  socios  que  no  se  hubieren  mezclado 
en  la  administración  sólo  responderán 
con  la  suma  entregada  por  ellos  á  cuenta 
de  sus  acciones; 

2^  En  el  caso  del  artículo  35,  conforme 
á  lo  preceptuado  en  el  segundo  inciso  del 
mismo  artículo; 

3^  Cuando  tuviere  lugar  lo  previsto  en 
el  artículo  42; 

4*^  En  los  casos  de  emisión  ó  renova- 
ción de  títulos  de  acciones  sin  pagar  los 
correspondientes  derechos  de  timbre,  co- 
mo se  dirá  en  el  artículo  64; 

5"^  Con  ocasión  de  lo  establecido  por  el 
artículo  78; 

(i;  El  artícalo  dice  «pesos». 
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6^  Si  omitieron  hacer  el  balance  que 
prescribe  el  artículo  83,  en  cuyo  caso  lo 
harán  los  interventores  á  su  costa,  con- 
forme al  citado  artículo; 

7^  En  el  caso  que  contempla  el  artícu- 
lo 86; 

8^  Por  la  violación  de  las  formalida- 
des á  que  debe  sujetarse  la  constitución 
en  el  país,  de  las  sociedades  anónimas 
extranjeras,  en  conformidad  al  artícu- 
lo 97;  y 

9^  Finalmente,  cuando  se  constituyere 
en  la  República  una  sociedad  de  seguros 
en  contravención  á  las  prescripciones  le- 
gales, según  lo  dispone  el  artículo  103. 
(Arts.  275  y  278  C.  M.;  1^  núms.  1178, 
1180  y  1199,  D.  8  de  marzo  de  1860;  6^ 
y  9^  L.  13  de  noviembre  de  1886;  8^  D. 
25  de  marzo  de  1887;  6^  L.  27  de  sep- 
tiembre de  1904  y  42,  D.  11  de  febrero 
de  1905). 

Art.  56.  No  podrán  hacer  parte  de  los 
directorios  los  gerentes  de  bancos,  los 
administradores  de  sucursales,  ni  los  em- 
pleados de  las  listas  judicial,  política  y 
administrativa.  (Art.  único,  L.  13  de 
octubre  de  1892). 

Art.  57.  No  podrán  ser  miembros  de 
un  mismo  directorio  los  que  tengan  entre 
sí  parentesco  de  consaguinidad  hasta  el 
cuarto  grado  inclusive,  ó  de  afinidad 
hasta  el  segundo.  (Arts.  4"=^  L.  20  de  no- 
viembre de  1895  y  2*^,  L.  19  de  noviem- 
bre de  1898). 

TITULO    VI 

DEL  FONDO  DE  RESERVA,  DIVIDENDOS,  BA- 
LANCES Y  PUBLICACIÓN  DE  ESTOS  ÚL- 
TIMOS. 

Art.  58.  Habrá  en  las  sociedades  anó- 


nimas un  fondo  de  reserva  formado  con 
la  cuota  de  ganancias  de  cada  año  que 
se  designare  en  la  autorización  del  Go- 
bierno. 

Ni  esta  reserva  ni  el  fondo  social  po- 
drán retirarse  en  todo  ó  parte  durante 
la  compañía.  (Art.  1^,  N^  1181.  D.  8. 
de  marzo  de  1860). 

Art.  59.  Los  dividendos  se  deducirán 
en  todo  caso  de  las  ganancias  líquidas, 
justificadas  por  los  inventarios  y  balances 
aprobados  en  junta  general  de  accionis- 
tas. (Art.  1^,  N^  1198,  D.  8  de  marzo 
de  1860). 

Art.  60.  La  sociedad  publicará  anual- 
mente (1)  un  balance  general  de  su  situa- 
ción, autorizado  por  sus  administrado- 
res, y  la  lista  de  accionistas.  La  publica* 
ción  se  mandará  hacer  en  la  respectiva 
memoria,  por  los  directorios  ó  apodera- 
dos dentro  de  los  noventa  días  siguien- 
tes á  la  terminación  del  año. 

Dos  ejemplares  de  aquella  memoria  de- 
berán ser  remitidos  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda é  Industria.  (Arts.  1^  N^  1196, 
D.  8  de  marzo  de  1860;  11,  L.  13  de  no- 
viembre de  1886  y  9^,  D.  25  de  marzo 
de  1887). 


(1)  El  decreto  dictatorial  de  8  de  marso  de  1860 , 
prescribe  la  publicación  semetttral  de  los  balances; 
el  art.  II  de  la  ley  de  13  de  noviembre  de  1886 
dice  que  alas  sociedades  anónimas  mineras  están 
obligadas  á  publicar  anualmente  sus  balances  gene» 
ralesY,  j  el  art.  9.°  del  decreto  de  25  de  marzo  de 
1387  estatuye  que  la  c publicación  de  los  balances 
generales  y  de  la  libta  de  accionistas  (que  |N>r  pri- 
mera vez  se  nombra  en  las  leyes  del  ramo),  se  man- 
dará hacer  anualmente  en  la  reBpeotiva  memoria», 
y  á  esta  publicación  anual  se  refiere  el  art.  2.^  del 
decreto  de  31  de  julio  do  1902. 

Nosotros  hemos  puesto  «anualmente»,  como  el 
único  medio  de  armonizar  las  contradictorias  dis- 
posiciones que  dejamos  anotadas:  pero  estimamos, 
sin  embargo,  que  el  decreto  reglamentario  de  1887 
no  ha  podido  derogar  la  prescripción  del  decreto 
dictatorial  de  1 860,  por  tener  éste  f ueria  de  ley. 
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TITULO  VII 

D£  LAS  CONTRIBUCIONES  É  IMPUESTOS  Á 
QUE  ESTÁN  SUJETAS  LAS  SOCIEDADES  ANÓ- 
NIMAS Y  DE  LA  MATRÍCULA  DE  LAS  MIS- 
MAS. 

Art.  61.  Se  usará  el  timbre  de  cuarta 
clase  del  valor  de  veinte  centavos  sobre 
cada  cien  bolivianos  y  sobre  las  fracciones 
que  no  lleguen  á  formar  una  centena,  sin 
perjuicio  del  papel  sellado  que  correspon- 
da, en  las  escrituras  de  sociedad,  en  ge- 
neral, aobre  cada  cien  bpli  víalos  de  capi- 
tal nominal,  siempre  que  sea  distinto  del 
capital  pagado.  (Arts  4^,L.  27  de  diciem- 
bre de  1904  y  32  y  40,  D.  11  de  febrero 
de  1905). 

Art.  62.  Llevarán  el  timbre  de  quinta 
clase  del  valor  de  cuarenta  centavos: 

I*'  Cada  acción  que  emitan  las  socie- 
dades anónimas.  No  quedan  exceptuadas 
de  este  impuesto  las  nuevas  acciones  que 
emitieren,  sea  para  aumentar  el  capital 
6  para  reemplazar  las  inutilizadas  ó  per- 
didas, ó  para  renovar  las  anteriores.  Es- 
te impuesto  se  pagará  por  cada  acción 
colocando  el  timbre  en  el  título  é  inuti- 
lizándolo con  la  firma  del  Presidente  del 
Directorio; 

Para  el  debido  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  el  anterior  inciso,  los  Directo- 
rios de  las  sociedades  anónimas  presen- 
tarán los  títulos  emitidos  en  la  oficina 
del  Tesoro  Público  del  domicilio  legal  de 
la  compañía,  con  una  relación  de  los  in- 
dividuos á  cuyo  favor  se  emiten,  en  la 
que  el  Administrador  del  expresado  Teso- 
ro Público  dejará  constancia  de  haberse 
satisfecho  el  impuesto.  Esta  relación  se 
remitirá  al  Tesoro  Nacional. 

2®  Las  transferencias  de  acciones  de 
toda  sociedad  anónima.  Este  impuesto 


se  pagará  colocando  el  timbre  en  el  lugar 
del  título  en  que  se  escribe  la  transferen- 
cia, inutilizándolo  con  la  firma  del  que  la 
hace  y  siendo  su  valor  de  cargo  al  adqui- 
quirente.  Además,  el  timbre  se  colocará 
con  previa  relación  que  exprese  el  núme- 
ro, nombre  del  propietario  anterior  y  del 
nuevo  adqüirente.  (Arts.  2"*  y  5^,  L.  28 
de  octubre  de  1890;  I''  y  2°  del  Capítulo 
II  y  1^  del  Capítulo  VII,  D.  1^  de  enero 
de  1891;  4^  L.  27  de  diciembre  de  1904, 
y  29  y  37,  D.  11  de  febrero  de  1905). 

Art.  63.  En  los  cupones  de  dividendos 
de  sociedades  anónimas,  9e  usará  el  tim- 
bre de  tercera  clase  del  valor  de  diez  cen- 
tavos por  cada  cien  bolivianos,  y  el  de 
primera  clase  del  valor  de  dos  centavos 
por  cada  veinte  bolivianos  ó  fracción  de 
esta  última  cantidad.  (Arts.  4^',  L.  27 
de  diciembre  de  1904  y  33.  D.  11  de  fe- 
brero de  1905). 

Art.  64.  Las  sociedades  que  tengan 
en  su  poder,  por  su  cuenta  ó  por  la  aje- 
na, documentos  que  no  lleven  el  timbre 
respectivo  ó  presenten  solicitudes  ó  con- 
tratos en  papel  que  no  corresponda, 
además  de  la  reposición,  serán  penadas 
con  una  multa  equivalente  al  cuadruplo 
del  valor  del  papel  sellado  y  timbres  omi- 
tidos. La  misma  responsabilidad  pesará 
contra  los  directores  de  las  sociedades, 
por  falta  de  timbres  en  las  acciones  que 
se  emitieren  ó  renovaren  (1).  (Arts.  42, 
D.  11  de  febrero  de  1905). 

Art.  65  Toda  sociedad  anónima  con 
giro   establecido  en  la  República  pagará 

(1)  El  artículo  contiene  todavía  la  frase:  «y  en  las 
actas  correspondientes».  Nosotros  hemos  saprímido 
esta  fiarte,  porque  ni  el  decreto  de  11  de  febrero 
de  1905  (del  que  ha  sido  tomado  el  artículo  á  que 
nos  referimos),  ni  las  demás  prescripciones  sobre  la 
materia,  fijan  timbre  alguno  á  las  actas  de  las  jun- 
tas generales  ¿  las  reuniones  del  directorio  de  las 
sociedades  anónimas. 
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a  Estado  el  2°|o  anual  de  sus  utilidades 
líquidas  (1). 

Dicho  impuesto  es  nacional  (2yy  será 
recaudado  por  los  administradores  de- 
partamentales, sin  perjuicio  de  las  pa- 
tentes que  las  municipalidades  cobren  (3) 
conforme  á  sus  ordenanzas.  (Arts.  1*^,  L. 
11  de  noviembre  de  1873;  8^  y  9^  D.  26 
de  diciembre  de  1873;  3^  L.  13  de  noviem- 
bre de  1886;  4^  L.  12  de  noviembre  de 
1894;  4^  L.  27  de  septiembre  de  1904,  y 
1^  L.  21  de  diciembre  de  1904). 

Art.  66.  Las  sociedades  anónimas  for- 
marán su  balance  anual  respectivo  y  re- 
mitirán dos  copias  del  mismo  al  Ministe- 
rio de  Hacienda  é  Industria,  6  á  la  ofici- 
na de  la  Inspección  Fiscal,  dentro  de  los 
cuarenta  días  siguientes  á  la  termina- 
ción del  año;  sin  perjuicio  de  la  publica- 
ción y  envío  que  deben  hacer  según  el 
inciso  segundo  del  artíjulo  69.  (.Art.  2^, 
D.31  de  julio  de  1902). 

(I)  Este  impuesto  do  »e  cobra  con  la  regularidad 
debida,  á  pesar  de  las  numerosas  disposiciones  que 
existen  al  respecto. 

(i)  Téngase  presente  que,  en  BoHvin,  los  i m pues- 
tos    son  nacionales,  departamentales  ó  municipales. 

(<)  La  salvedad  que  anotamn»  está  contenida  en 
la  ley  de  27  de  septiembre  de  1904  que  reglamenta 
las  compañías  de  seguros  nacionales  6  extranjeras. 
Sin  embargo,  la  hemos  consignado  aquí  porque  es 
lo  que  sucede,  en  el  hecho,  á  todas  las  sociedades 
anónimas. 


Art.  67.  Dentro  del  mismo  término  de 
cuarenta  días,  se  efectuará  en  <  1  Tesoro 
Departamental  correspondiente  y  á  or- 
den en  el  Tesoro  Nacional  el  pago  del  im- 
puesto fiscal  establecido  por  el  artículo 
65.  (Art.  3^  D.  31  de  julio  de  1902). 

Art.  68.  Los  administradores  depar- 
tamentales recaudarán  el  impuesto,  de- 
duciéndolo del  monto  de  las  utilidades 
liquidas. 

Seentendenránporutilidadnetalacam 
tidad  destinada  á  dividendos  en  los  ba- 
lances (1)  aprobados  con  sujeción  a  los 
respectivos  estatutos. 

Dichos  funcionarios  otorgarán  al  ge- 
rente la  constancia  del  pago.  (Arts.  15, 
D.  26  de  diciembre  de  1873;  4^,  L.  12  de 
noviembre  de  1894;  2^?,  D.  21  de  febrero 
de  1895  y  4',  D.  31  de  julio  de  1902). 

Art.  69.  La  falta  de  cumplimiento  de 
las  disposiciones  contenidas  en  el  artícu- 
lo 66  será  penada  con  la  multa  que  fija 
el  artículo  7^,  á  las  sociedades  que  no 
llevaren  los  libros  que  prescribe  el  ar- 
tículo; 6^  sin  perjuicio  de  que  se  pro- 
ceda á  la  fijación  de  las  utilidades  me- 
diante comisionados  especiales,  á  costa 
de  la  sociedad  que  diere  lugar  á  ello. 
(Art.  8^,  D.  31  de  julio  de  1902). 

(1)  £1  artículo  original  dice  cliqaidaciones». 
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DISPOSKIONES  LEGALES  VIGENTES  SOBRE 
SOCIEDADES  ANÓNIMAS  EN  BOLIVIA 


(Conclusión) 


Art.  70.  La  falta  de  pago  del  impues- 
to en  el  término  prescrito  por  el  artículo 
67,  dará  lugar  al  correspondiente  juicio 
coactivo,  que  se  iniciará  en  mérito  del 
pliego  de  cargo  y  receta  (1)  que  girase  el 
Director  del  Tesoro  Nacional.  (Art.  10, 
D.  31  de  julio  de  1902). 

Art.  71.  Los  Prefectos  deben  llevar 
matrículas  exactas  de  todas  las  soLMcda* 
des  anónimas  que  giren  en  sus  respectivos 
departamentos.  (Arts.  10  y  14,  I).  26  de 
diciembre  de  1873). 

Art.  72.  Las  matrículas  contendrán: 
la  denominación  (2)  de  la  sociedad  anó- 
nima; su  objeto,  el  capital  efectivo  y  no- 
minal con  que  giray  el  nombre  del  geren- 
te ó  administrador  responsable  del  pago 
del  impuesto. 
Estos  datos  pasarán  en  copia  al  ad- 

(1)  Minuta  dtí  lo  adeudado  que  titíiieiiuTito  eje- 
cutivo. 

(J)  Por  8er  in:iplical»le  á  las  sociediidLS  an.Miiiruis, 
hemos  cambiado  hi  exprüsiíSn  de  <irazó:i  ^oi.ili»  que 
contiene  el  original  por  la  ]ialabra  udeiiorninu(!Íún]í». 

Dkkecho 


ministrador  del  Tesoro  Departamental 
respectivo  y  al  Ministerio  de  Industria. 
(Art.. 3^,  D.  25  de  marzo  de  1887). 

Akt.  73.  Las  inscripciones  de  las  so- 
ciedades en  la  matrícula  se  harán  cf»n 
conocimiento  de  los  gerentes  ó  represen- 
tantes y  serán  suscritas  por  ellos.  (Art. 
12,  D.  26  de  diciembre  de  1873). 

Art.  74.  Las  sociedades  que  giran  en 
dos  6  más  departamentos  serán  inscritas 
en  la  matrícula  de  su  principal  domicilio. 
Las  que  no  hubieren  señalado  domicilio 
en  sus  estatutos  se  inscribirán  en  la  ma- 
trícula de  su  domicilio  presunto,  con  arre- 
glo al  artículo  17.  (Art.  13,  D.  26  de  di- 
ciembre de  1873). 

TITULO  VIII 

DE    LA  PRÓRROGA,   DISOLUCIÓN  Y  LIQUIDA- 
CIÓN DE  LAS  SOCIEDADES  ANÓNIMAS 

Art.  75.  Fenecido  el  término  por  el 
cual  se  hubiese  constituido  alguna  socie- 
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dad  anónima  6  acabada  la  empresa  que 
haya  sido  objeto  de  ella,  no  podrá  pro- 
rrogarse sino  mediante  nuevo  contrato, 
que  deberá  ser  autorizado  por  el  Gobier- 
no, inscrito  en  el  registro  general  de  co- 
mercio y  publicado  en  la  forma  prescrita 
por  el  artículo  15.  ( Arts.  21  y  233  C.  M. 
y  1^  nóms.  1174  y  1179,  D.  8  de  marzo 
de  1860). 

Art.  76.  Las  sociedades  anónimas  se 
disuelven: 

1^  Cumplido  el  término  señalado  en  la 
escritura  ó  acabada  la  empresa  objeto 
de  su  erección;  y 

2^  Por  la  pérdida  ó  disminución  del 
fondo  social  al  mínimum  que  los  estatu- 
tos fijen  como  causa  de  disolución  de  la 
sociedad. 

Además,  toda  inobservancia  ó  viola- 
ción de  los  estatutos  dará  mérito  á  di- 
solver la  sociedad;  teniendo  lugar  en  este 
caso  lo  previsto  en  el  artículo  42.  (Arts. 
266  y  267  C.  M.  y  l^nám.  1178,  D.  8  de 
marzo  de  1860). 

Art.  77.  Toda  vez  que,  en  distinto  ca- 
so de  los  enunciados  en  el  número  1^  del 
artículo  anterior,  hubiere  de  disolverse 
la  sociedad,  se  celebrará  este  acto  por 
escritura;  y  no  producirá  efecto  en  per^ 
juicio  de  terceros  hasta  que  no  se  haya 
tomado  razón  de  ella  en  el  Registro  Ge- 
neral de  Comercio,  y  no  haya  sido 
autorizada  por  el  Gobierno  y  publica- 
da en  la  forma  prescrita  por  el  artícu- 
lo 15,  salvo  el  caso  de  los  artículos  42  y 
55,  número  3*?  (Arts.  21.  234  y  271  C. 
M.  y  1^  núms.  1174  y  1179,  D.  8  de 
marzo  de  1860). 

La  disolución  de  la  sociedad  no  puede 
perjudicar  el  derecho  del  acreedor  para 
perseguir  el  pago  de  su  crédito  contra 
el  representante  legal  de  la  entidad  jurí- 
dica que  contrajo  la  obligación  por  me- 


dio de  su  administrador  general  (G.  J., 
A.  31,  núm.  646  de  20  de  febrero  de 
1894,  pág.  32). 

No  acreditándose  que  la  sociedad  ha 
sido  disuelta  por  alguno  de  los  motivos 
legales  y  con  las  formalidades  estableci- 
das por  ley,  subsiste  como  persona  jurí- 
dica. (G.  J.,  A.  36,  núm.  707  de  31  de 
marzo  de  1899,  pág.  2). 

Art.  78.  En  caso  de  pérdida  ó  dismi- 
nución del  fondo  social  al  mínimo  que  los 
estatutos  fijen  como  causa  de  disolución 
de  la  sociedad,  los  administradores  con- 
signarán desde  luego  este  hecho  bajo  su 
firma,  y  lo  publicarán  inmediatamente 
en  la  forma  y  bajo  la  pena  señaladas  en 
los  artículos  15,  42  y  55,  incisos  tercero 
y  sexto. 

Seguidamente  procederán  á  la  liquida- 
ción de  la  sociedad,  quedando  personal  y 
mancomunadamente  responsables  por 
las  operaciones  ulteriores  que  practica- 
ren. (Art.  1^,  núm.  1199,  D.  8  de  marzo 
de  1860). 

Art.  79.  Cuando  por  la  mancomuni- 
dad de  las  obligaciones  sociales,  persi- 
guieren los  acreedores  de  la  quiebra  los 
bienes  del  deudor  (1),  y  los  particulares 
tuviesen  contra  éstos  un  derecho  privile- 
giado, podrán  entrar  en  concurso  con 
ellos  y  obtener  la  preferencia  que  les  co- 
rresponda. (Art.  304  C.  M.). 

Art.  80.  Cuando  en  la  escritura  del 
contrato  no  se  haya  determinado  el  mo- 
do de  practicarse  la  liquidación  y  divi- 
sión del  haber  social,  se  observará  lo  si- 
guiente: (Art.  272  C.  M.). 

Art.  81.  Disuelta  legalmente  la  socie- 
dad, los  administradores  no  tendrán  per- 
sonería más  que  para  percibirlos  créditos 

(I)  Para  la  mejor  inteligencia  de  eüte  artículo, 
conviene  tener  presente  lo  dÍRpueato  en  los  ártico- 
los  42  y  55. 
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de  ella,  extinguir  las  obligaciones  con- 
traídas hasta  entonces  y  concluir  las 
operaciones  pendientes. (Art.  273  C.M... 

Siendo  las  funciones  de  los  liquidadores 
transitorias  y  limitadas  á  los  fines  ex- 
presados en  los  estatutos,  y  no  habién- 
doseles trasmitido  la  representación  jurí- 
dica de  la  sociedad,  no  puede  estimarse 
modificado  el  artículo  273  del  C.  M.  La 
liquidación  de  las  sociedades  anónimas 
no  basta  por  sí  sola  para  anular  las  obli- 
gaciones contraídas  á  nombre  de  éstas, 
hallándose  sujetos  los  directores  y  admi- 
nistradores á  las  responsabilidades  esta- 
blecidas por  los  artículos  273,  274  y  si- 
guientes del  C.  M.  (G.  J.,  A.  31,  núm. 
646  de  20  de  febrero  de  1894,  pág.  32). 

Art.  82.  Fuera  del  caso  contemplado 
en  el  artículo  78  (1),  quedarán  también 
los  administradores  en  calidad  de  liqui- 
dadores, si  no  lo  contradijesen  los  socios; 
pero  de  exigirlo  alguno  de  ellos,  se  nom- 
brarán á  pluralidad  de  éstos  (2)  dos  ó 
más  liquidadores,  de  dentro  ó  fuera  de 
la  sociedad.  A  este  efecto  se  celebrará 
junta  de  todos  sus  individuos,  para  lo 
que  se  convocará  á  los  ausentes,  dándo- 
les el  tiempo  necesario  á  fin  de  que  pueda 
concurrir  á  ella.  (Art.  274  C.  M.). 

Art.  83.  Los  administradores,  que- 
den ó  nó  de  liquidadores,  formarán  en 
los  quince  días  siguientes  á  la  disolución 
de  la  sociedad,  el  inventario  y  balance 
del  caudal  común  y  pondrán  su  resulta- 
do en  conocimiento  de  los  socios.  Por  su 
omisión,  podrá  establecerse,  á  solicitud 
de  cualquiera  de  éstos,  una  intervención 
sobre  el  manejo  de  los  administradores, 
á  cuya  costa  harán  los  interventores  el 
balance.  (Art.  275  C.  M). 

(1)  Frase  que  no  contiene  el  originHl. 

(2)  La  ley  no  ha  previsto  el  caso  de  empate  en  la 
votación. 


Art.  84.  Siendo  los  liquidadores  dife* 
rentes  de  los  administradores,  se  recibi- 
rán (1)  del  haber  social  por  el  inventario 
y  balance  que  se  hubiere  formado,  previa 
fianza  que  deberán  otorgar  en  cantida:! 
equivalente.  (Art.  276  C.  M.). 

Art.  85.  Cualesquiera  que  fueren  los 
liquidadores,  comunicarán  á  los  socios 
(2)  mensualmente  un  estado  de  la  liqui- 
dación, so  pena  de  ser  destituidos  si  no 
lo  hicieren.  (Art.  277  C.  M.). 

Art.  86.  No  podrán  los  liquidadores, 
sin  autorización  especial  de  los  asocia- 
dos, hacer  transacciones  ni  compromisos 
sobre  los  intereses  sociales;  y  cualesquier 
perjuicio  que  experimentaren  éstos  por 
dolo  ó  culpa  de  los  liquidadores,  serán 
de  su  responsabilidad.  (Art.  278  C.  M.). 

Art.  87.  Hecha  la  liquidación  y  califi- 
cada en  junta  de  socios  que  se  reunirá  á 
petición  de  cualquiera  de  ellos,  procede- 
rán los  liquidadores  á  la  división  del  ha- 
ber común  dentro  del  término  que  la 
junta  designare.  (Art.  279  C.  M.). 

Art.  88.  Resultando  por  el  balance 
caudal  suficiente  de  utilidades  para  sa- 
tisfacer las  obligaciones  de  la  sociedad, 
podrán  los  accionistas  (3)  retirar  el  ca- 
pital que  hubiesen  puesto,  tan  luego 
como  se  practique  la  liquidación.  (Art. 
280  C.  M.). 

Art.  89.  Practicada  la  división  se  co- 
municará á  los  socios  para  que,  en  el 
término  de  quince  días,  exponga  cada 
uno  si  se  conforma  ó  nó  con  ella.  Toda 
reclamación  en  el  particular  se  decidirá 
por  arbitros  que  nombrarán  las  partes 


(1)  «Entregarán»,  según  el  artículo. 

(2)  cA  cada  rocío»,  prescribe  el  texto  original; 
pero  á  la  yinta  está  que  esto  puede  ser,  no  sólo  difi- 
cilísimo, sino  hasta  imposible,  tratándose  por  ejem- 
plo de  una  sociedad  cuyas  acciones  son  al  portador 

(3)  cGomanditarios»,  según  el  artículo. 
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dentro  de  los  ocho  días  siguientes.  (Art. 

281  C.  M. .. 

Art.  00.  En  las  liquidaciones  y  divi- 
siones en  que  tuvieren  interés  los  meno- 
res, además  ie  sus  tutores  6  curadores, 
se  oirá  al   Ministerio  Público  (1).  (Art. 

282  C.  M.). 

Art.  91 .  A  ningún  socio  podrá  entre- 
garse el  haber  que  le  corresponda  en  la 
división,  mientras  no  queden  extingui- 
dos los  créditos  de  la  masa,  6  que  á  lo 
menos  se  haya  depositado  su  importe. 
(Art.  283C.  M.). 

Art.  92.  Los  socios  que  hubieren  he- 
cho préstamos  al  fondo  común,  serán 
reintegrados  de  ellos  antes  que  se  veri- 
fique la  distribución  del  haber  líquido  di- 
visible. íArt.  284C.  M.).| 

Art.  93.  Llegado  el  caso  (2),  todo  so- 
cio tendrá  el  derecho  de  promover  la  li- 
quidación y  división  del  haber  común,  y 
de  exigir  de  los  liquidadores  cuantas  no- 
ticias le  convengan  sobre  el  estado  de 
tales  operaciones.  (Art.  286  C.  M.). 

Art.  94.  Los  liquidadores  conserva- 
rán, bajo  su  responsabilidad,  los  libros 
y  papeles  de  la  sociedad,  hasta  que  se 
haya  verificado  el  pago  de  todos  los  que 
tuviesen  derecho  en  su  haber.— í  Art.  287 
C.M.). 

(1)  Kl  :irtícnlo  dice:  iíal  A<,'ente  í'iscalx,  ol  nual 
es  sólo  uno  d*-  los  fuiíoionario.s  que  componen  el 
Ministerio  PúMico.  No  existe  eri  BoHvia  el  Minis- 
terio de  los  Dffen8"re.s  Públicos  como  iustitnuiún 
independiente  del  Mini>terio  Públic>>. 

(2)  Fraile  qi.e  no  contiene  el  original,  y  sin  la 
cual  el  artículo  queda  en  contradicción  con  las  de- 
más disposiciones  que  se  refieren  á  la  disolución  y 
liquidación  de  lan  bocie  lades  anónimas. 


TITULO  IX 

DISPOSICIONES  ESPECIALES  RELAT1VA<  \ 
LAS  SOCIEDADES  ANÓNIMAS  CONSTITUI- 
DAS EN  EL  EXTRANJERO. 

Art.  95.  Toda  sociedad  anónima  con 
domiciho  principal  en  el  extranjero,  para 
establecer  giro  en  la  República,  está  obli- 
gada: 

1.°  A  constituir  representación  legal 
en  el  país,  bien  sea  por  medio  de  un  Di- 
rectorio ó  de  un  apoderado  con  poder 
bastante  para  representarla  y  responsa- 
bles de  los  actos  y  obligaciones  de  la 
compañía  ante  el  Gobierno  y  ante  terce- 
ras personas. 

2.^  A  solicitar  del  Ministerio  de  In- 
dustria su  constitución  legal  en  la  forma 
prescrita  por  los  artículos  19  y  20, 
acompañando  al  efecto  los  documentos 
que  prescribe  el  primero  de  dichos  ar- 
tículos, debidamente  legalizados  por  los 
agentes  diplomáticos  y  consulares  de  la 
República  y,  á  falta  de  éstos,  por  los  de 
una  nación  amiga  (1 ). 

(Arts.  4.*?  y  8.9  Ley    13  de  noviembre 

(1)  El  artí(Milü  >^.°  <le  la  \vy  de  V)  de  noviembre 
de  \>H6  ili^pone  que:  «To-la  sociedad  anónima  ex- 
tranjera, con  ó  sin  personería  jurídica,  está  en  I» 
obliííaci<Wi  de  dL'j>o^itar  .  n  una  de  las  notArías  de  1» 
capitii  dtd  cU:[)ai  timent"»  n  spectivo,  copia  lei,'aliza- 
da  di-  sus  I  sc.iituias  co  istiiuliv.is  y  estatutos,  «««n/- 
mfut>\  df  la  list.i  de  accionistas,  con  indicación  de 
las  cuotas  pai^alis  sobre  sus  acciones.  Antfii  de  hacer 
cousl-ir  (I  rninpliinintto  df  Cfita  fornuilidaái^  con  un 
certiricido  (h'l  X itirio,  no  podrá  comenzar  con  ms 
opf'r(icf(i7i-s.t< 

A  su  vt'/,  f.l  ducroto  <ie  2.')  de  marzo  do  18R7,  re- 
glamentario de  la  W  anterior,  dispone  lo  siguiente: 
«Artículo  5."(1!)  y  í)5,  uiim.  2.*>de  esta  recopilación). 
-Tola  socielad  que  i^ire  dentro  del  territorio  de  la 
República,  sea  que  su  Directorio  esté  en  el  país  6 
en  el  extranjero,  solicitará  del  Ministerio  de  In- 
dustria su  constitución  legal  presentando  para  el 
efecto  los  documentos  siguientes: 

Copia  legalizada  de  su  escritura  social,   copia  de 
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de  1886  y  2.°  y  5.°  D.  25    de    marzo    de 
1887j. 

Art.  9().    Las   agencias  sucursales    de 
las  sociedades  anóninms  extranjeras,  es- 


sns  estatutos,  couii  üutorizi'ia  «leí  acta  tío  instula- 
ción,  la  quH  conten»1á  l;i  dcsiu' ilición  liel  pfMsonul 
del  Directorio,  y  ceitiíí-u  lo  de  las  ciiotns  priu'adas 
sobre  las  acciones. 

Si  la  socieda  1  está  oiMranizad.i  en  el  extranji^ro, 
los  onunL*i:»d  )S  doouuienti.s  r^  piesenlanin  debida- 
mente legalizulos  p»r  l.>s  a!;'tíiites  diplo.nátic  )S  y 
consulares  de  la  Repábü-ja,  y  á  fídta  de  éstos,  por 
los  de  una  nación  aruign.» 

Y  «í^reifa  el  sii^uieiibe  artículo  (21)  de  t'sta  recopi- 
lación): «Kl  Gobierno,  en  vista  de  estos  documen- 
tos y  previo  el  dictamen  del  Miuiste'io  Públiíio,  de 
clarará  á  la  Bociedad  le^nlmentc  constituida,  pjoce- 
diendo  en  segu  da  á  la  ir:scripción  de  a<|uella  en  la 
matricula  corre»pondiento  y  depositándose  estos 
documentos  en  la  Notaría  de  Hacienda  del  Depar- 
tamento respectivo.» 


Tratando  de  armonizar  estas  disposiciones,  re- 
salta evidente,  á  nutstro  juicio,  que,  en  la  mente 
del  lef^islador.  el  decreto  de  1887  vino  hólo  á  repe- 
tir lo  estatuido  en  el  artículo  8  °  de  la  ley  de  1886, 
O'tpecifícando  la  forma  de  darlecumplimiento.  Pero 
el  decreto  se  olvidó  de  consignar  la  lista  de  accio- 
nistas, con  determinación  de  la  cuota  pagada  sobre 
1«8  acciones,  entre  los  documentos  que  debían  pre- 
sentarse al  Ministerio  de  industria  para  la  autori- 
zación legal  de  la  sociedad.  Con  lo  cual  resulta  que 
tal  lista  no  es  necrisario  presentarla  al  Ministerio, 
pero  sí  debe  depositarse  en  la  notaría  de  Hacienda 
del  departamento  respectivo;  ya  que,  en  estricto 
derecho,  el  reglamento  de  1887  no  puede  modificar 
ni  derogar  la  ley  de  1886. 

Mas,  la  dificultad  sube  de  panto  si  tratamos  de 
explicarnos^  ol  sentido  del  citado  artículo  8.°  de  la 
ley  de  1886.  En  efecto^  ¿á  que  se  refiere  el  adverbio 
anualmente  puesto  entre  comas?  No  es  do  concebir 
que  tenga  relación  con  la  escritura  constitutiva  6 
con  los  estatutos,  porque,  si  ni  una  ni  otros  sufren 
modificación  durante  el  año,  no  se  divisa  razón  para 
protocolizarlos  nuevamente;  y  sisón  modificados  en 
ese  tiempo,  deben  ser  presentados  á  la  autorización 
del  Gobierno,  quedando  así  sometidos  á  um  trámite 
especial. 

Tenemos,  pues,  qu  ^  el  adverbio  anualmente  sólo 
puede,  en  buena  lógica,  referirso  á  la  li>ta  de  ac» 
cionistas  y  á  la  indicación  de  las  cuotas  pagadas  por 
ellos  sobre  sus  acciones.  Y  nos  encontramos  enton- 
ces con  qie  la  disposición  dM  este  modo  concordada 
se  contndice  con  el  final  del  artículo,  porque  no  M 


tablecídas  ó  que  se  establecieren  en  el 
territorio  déla  República  sin  las  íbrma- 
lidíides  precedentes,  no  gozarán  del  de- 
recho de  personalidad  (1)  jurídica.  (Art. 
5.^  L.  13  de  noviembre  de  188G). 

Art.  97.  En  este  caso,  los  actos  y  con- 
tratos de  esas  sociedades  se  reputarán 
como  personales  de  los  mismos  agentes 
6  ejecutados  bajo  la  garantía  de  su  res- 
ponsabilidad solidaria.  Esta  responsabi- 
lidad no  obsta  á  la  que  puede  también 
hacerse  valer  contra  la  sociedad,  hasta 
la  concurrencia  del  monto  de  la  obliga- 
ción. (Art.  6."  L.  13  de  noviembre  de 
1886). 

G.  J.,  A.  38,  número  730  de  30  de  abril 
de  1901,  pág.  19. 

TITULO  X 

DISPOSICIONES  ESPECIALES    k  QUE    ESTÁN 
SUJETAS  LAS  COMPAÑÍAS  DE  SEGUROS 

Art.  98.  Toda  compañía  nacional  de 
seguros,  ya  sea  sobre  la  vida,  contra 
incendios  ú  otros  riesgos,  que  se  consti- 
tuya, y  toda  sucursal,  agencia  ú  oficina 


concilla  tal  precepto  con  la  sanción  de  no  poder 
comenzar  sus  operaciones  la  sociedad  antes  de  hacer 
constar  el  cumplimiento  de  la  formalidad  preci- 
tada. 

En  resumen, cualquiera  quesea  la  interpretación 
que  se  dé  al  articulo  y  el  papel  que  se  atribuya  al 
adverbio  anualmente^  es  imposible  que  un  hecho 
que  debe  efeotoaree  afio  á  año  pueda  impedir  que 
ana  sociedad  di  comienzo  á  sus  operaciones. 

En  la  práctica,  las  sociedades  croen  ajustarse  á  la 
ley  dando  cumplimiento  á  lo  que  dispone  el  decreto 
de  1887,  sin  tomar  en  cuenta  lo  preceptiíado  eu  el 
artículo  8. o  de  la  ley  de  1886. 

(1)  Hemos  sustituido  la  palabra  p^raonería  que 
emplea  el  original  por  la  de  per.'<onaJi'f(id,  por  ser  la 
que  se  refiere  Apersona,  ya  qn^pcruoneria  sólo  tiene 
relación  con  personero.  La  sociedad  es  jyersona  y 
tiene  por  tanto  personalidad  jurídica ;  sus  adminis- 
tradores son  ñns  persona  ros  y  tienen,  en  consecuen- 
cia,/?«r«on«rfa  para  representarla. 
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de  compañía  extranjera  que  se  establez- 
ca, no  podrá  funcionar  legítimamente 
sin  probar  que  está  legalmente  consti- 
tuida con  un  capital  no  menor  de  cien 
mil  bolivianos,  y  que  se  obliga  á  inver- 
tir en  el  país  el  cuarenta  por  ciento  de 
todas  las  primas  que  cobre  6  perciba  so- 
bre las  pólizas  vigentes  dentro  del  terri- 
torio nacional.  (Art.  1.^  L.  27  de  sep- 
tiembre de  1904). 

Art.  99.  Esta  inversión  podrá  hacerse 
á  juicio  de  la  compañía,  sucursal  ó  agen- 
cia, en  bienes  inmuebles,  en  títulos  ó  ac- 
ciones de  crédito  público  ó  de  institucio- 
nes privadas,  así  como  podrá  también 
conservarse  el  todo  ó  parte  del  cuarenta 
por  ciento  en  efectivo,  siendo  esta  canti- 
dad, en  uno  y  otro  caso,  inmediatamen- 
te aplicable  al  cumplimiento  de  sus  com- 
promisos y  obligaciones. 

Los  valores  que  constituyan  ó  formen 
parte  de  este  cuarenta  por  ciento  en  efec- 
tivo, serán  puestos  en  depósito  en  uno 
de  los  bancos  legalmente  constituidos 
en  el  país.  (Art.  2,"^  L.  de  27  de  septiem- 
bre de  1904). 

Art.  100.  El  Gobierno  designará  al 
funcionario  respectivo  que  fiscalice  á 
las  compañías  de  seguros,  en  orden  á  la 
exactitud  de  la  inversión  del  cuarenta 
por  ciento  de  las  primas.  El  comproban- 
te de  esta  inversión,  será  el  balance  debi- 
damente autorizado  de  las  operaciones 
efectuadas  en  el  país,  en  que  conste  la 
efectividad  de  aquella.  (Art.  3.^  L.  27 
de  septiembre  de  1904). 

Art.  101.  El  certificado  del  Tesoro  en 
que  se  acredite  el  pago  del  impuesto  esta- 
blecido por  el  artículo  65,  facultará  á  las 


expresadas  compañías  de  seguros,  á  sus 
agencias  ó  sucursales  para  continuar  (1) 
sus  negocios  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica. ( Art.  4"^  L.  27  de  septiembre  de 
1904). 

Art.  102.  Las  compañías  extranje- 
ras de  seguros  que  funcionen  ó  hayan  de 
funcionar  en  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca, están  obligadas,  además  de  las  pres- 
cripciones que  rigen  para  las  otras  socie- 
dades anónimas  extranjeras,  á  consig- 
nar, en  las  pólizas  ó  contratos  efectua- 
dos en  Bolivia,  una  cláusula  por  la  cual 
se  obliguen  á  someter  única  y  exclusiva- 
mente al  fallo  de  los  tribunales  bolivia- 
nos, toda  cuestión  que  con  dichos  con- 
tratos se  relacione.  ( Art.  5^,  L.  27  de 
septiembre  de  1904). 

Art.  103.  Los  contratos  de  segaros 
efectuados  en  lo  sucesivo  en  la  República 
de  Bolivia  por  compañías  extranjeras 
que  no  hayan  dado  cumplimiento  á  las 
anteriores  prescripciones,  no  se  conside- 
rarán con  valor  legal  y  los  que  las  repre- 
senten incurrirán  á  la  multa  de  un  mil 
bolivianos.  Esta  multa  será  dividida  por 
partes  iguales  entre  el  Fisco  y  la  persona 
que  denuncie  el  contrato  clandestino. 
(Art.  6^  L.  27  de  septiembre  de  1904.) 

Arturo  Fernández  P. 

Abogado 
Adicto  de  la  Legación  de  Chile  en  Bolivia. 

La  Paz,  20  de  junio  de  1907. 

(1). — El  artículo  dice:  cpara  implantar  y  conti- 
nuar...»— Siendo  el  impuesto  Bobre  las  utilidades  li- 
quidas^ mal  podría  cobrarse  á  una  sociedad  que  aún 
no  está  implantada  y  que  no  tiene,  por  tanto,  utili- 
dades de  ningún  género. 


CRÓNICA  DE  LEGISLACIÓN  OBRERA 


por  M.  Jules  Cabouat 

(Profesor  en  la  Facultad  de  Derecho  en  la  Universidad  de  (Jaén) 


I.  DeROftDBo  semanal. — Ley  de  13  de  julio  de 
1906. — II.  Contrato  de  traba  jo. —Proyecto  pre- 
sentado por  el  Gobierno  el  2  de  julio  de  1906. 


El  establecimiento  del  descanso  sema- 
nal ha  encontrado  las  resistencias  que 
levanta  la  acción  legislativa,  cuando  tien- 
de á  reglamentar  las  condiciones  del  tra- 
bajo (1). 

(1)  La  ley  de  13  de  julio  de  1906  ha  sido  el  resul- 
tado: 1/*  De  las  deliberaciones  del  Consejo  supe- 
rior del  trabajo  (sesión  de  noviembre  de  1904)  so- 
bre un  proyecto  elaborado  por  la  comisión  perma- 
nente, según  un  informe  de  M.  Bloudolu.  2.**  De 
una  proposición  de  M.  Zevaes,  adoptada  después 
de  una  corta  discusión  por  la  Cámara  de  Diputados 
el  27  de  marzo  de  1902. — Pasado  al  Senado,  el  pro- 
yecto adoptado  por  la  Cámara  fué  objeto  de  un 
primer  informe  presentado  por  M.  Poirrier,  el  24 
do  febrero  de  1905.  Después  de  una  primera  deli- 
beración (25  y  26  de  mayo  de  1906),  fué  devuelto  á 
comisión  para  examinar  un  contra-proyecto  que  fi- 
jaba el  domingo  como  día  de  descanso,  en  confor- 
midad á  los  deseos  del  Consejo  superior  del  trabajo. 
Objeto  de  un  informe  suplementario  presentado 
por  M.  Prevet  el  20  de  marzo  de  190o,  este  nuevo 
proyecto  fuá  sometido  á  dos  deliberaciones  sucesi- 
vas (abril,  junio,  julio  de  1906),  y  adoptado  después 
de  ana  declaración  do  urgencia  hecha  por  la  Cáma- 
ra de  Diputados  el  10  de  julio  de  1906. 


¿No  es  usurpar  los  derechos  del  indi- 
viduo, suspender  periódicamente  el  cur- 
so de  su  actividad?  Y  por  otra  parte  ¿era 
justificada  la  intervención  del  legislador 
cuando  las  costumbres,  cada  vez  mejor 
observadas  y  concordantes,  estaban  en 
vísperas  de  introducir  este  principio,  sin 
sacudidas,  en  nuestras  costumbres  in- 
dustriales y  comerciales?  En  estas  con- 
diciones ¿no  era  más  seguro  resistirse  á 
las  libres  iniciativas  de  los  interesados 
más  bien  que  imponerles  la  fórmula  nece- 
sariamente rígida  de  una  prescripción 
legal? 

Ninguna  de  estas  objeciones  debía  pre- 
valecer, sin  embargo,  sobre  el  deseo  ge- 
neral de  los  trabajadores,  al  que  declara- 
ban asociarse  la  mayor  parte  de  los  jefes 
de  empresa,  bajo  la  doble  reserva  de  que 
la  reglamentación  legal  del  descanso  fue- 
ra igual  para  todos,  no  falseara  desde 
ningún  punto  de  vista  las  condiciones 
de  la  concurrencia,  y  presentara  por  úl- 
timo bastante  elasticidad  para  adaptar- 
se á  las  necesidades  particulares  á  cier- 
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tas  categorías  de  establecimientos  como 
á  las  conveniencias  del  público  (1). 

Se  reconoce  hoy  unánimemente  que  el 
descanso  semanal  es  de  estricta  necesi- 
dad biológica  y  moral,  que  es  la  condi- 
ción del  equilibrio  de  las  fuerzas  físicas  del 
trabajador,  de  su  desarrollo  intelectual 
como  de  las  relaciones  de  familia  y  so- 
ciales sin  las  cuales  el  hombre  no  puede 
verdaderamente  tener  conciencia  de  su 
personalidad. 

¿  Debería  esperarse  de  un  progreso  le- 
jano la  realización  de  los  deseos  renova- 
dos con  una  insistencia  particular?  El 
peligro  de  esta  inercia  legislativa  habría 
sido  mantener,  tal  vez  indefinidamen- 
te, para  ciertas  profesiones,  una  situa- 
ción que  habrían  si  lo  incapaces  de  hacer- 
la cesar  las  convenciones  individuales. 

Colocados  en  la  alternativa  de  entre- 
garse á  un  trabajo  no  interrumpido  6  de 
perder  su  empleo,  muchos  obreros  se 
veían  obligados,  en  el  hecho,  por  la  nece- 
sidad de  vivir,  á  aceptar  las  condiciones 
del  patrón.  Además,  la  voluntad  de  uno 
solo  de  mantener  de  una  manera  abso- 
luta en  su  establecimiento  la  continui- 
dad del  trabajo,  habría  bastado  para 
hacer  fracasarla  aceptación  dada  por  la 
mayoría  de  los  patrones  de  una  ciudad 
ó  de  una  región  á  las  reclamaciones  obre- 
ras. Necesariamente,  pues,  debía  hacerse 
sentir  la  acción  legislativa,  para  dar  una 
base  legal  al  derecho  de  los  trabajadores 
cuidando  de  mantener  entre  los  esta- 
blecimientos sujetos  á  este  régimen  una 
igualdad  que  reclamaban  imperiosa- 
mente las  condiciones  de  la  concurrencia 
comercial  é  industrial  (2). 

(1)  Conf.  Informe  Poirrier,  p.  7  y  ggt. 

(2)  Para  Balvaguardiar  esta  igualdad  indispensa- 
ble entre  establecimientos  concarrente<«,  la  autori- 
zación acx>rdada  á  cualquiera  de  ellos  para  aprove- 


Porf)  si  poílerosas  razones  exi^a.n  que 
el  descíiiiso  semíinal  rigiera — como  lo  de- 
cide el  artículo  1*^  de  la  ley  de  13  de  ju- 
lio de  1900,— la  universalidad  de]  las  ma 
nifcstacioncs  déla  vida  económica  (1), 
por  lo  menos,  ciertas  ccmsi deraciones  in- 
tervenían también  para  determinar  de 
una  míinera  muy  precisa  el  carácter  y 
los  límites  de  esta  innovación  legislativa. 
Por  de  pronto,  el  descanso  semanal,  en 
sí,  no  podía  ser  una  negación  de  la  liber- 
tad del  trabajo;  en  su  aplicación  y  regla- 
mentación legal,  debía  también  conciliar- 
se  con  ciertas  necesidades  superiores, — 
intereses  generales  del  público  ó  condi- 
ciones de  funcionamiento  normal  de  la 
industria  ó  del  comercio — para  las  cua- 
les era  difícil  hacer  una  excepción  legí- 
tima. 

A  pesar  de  las  críticas  que  ha  levanta- 
do por  todas  partes,  puede  afirmarse  en 
voz  muy  alta  que  la  ley  de  13  de  julio  de 
1906  se  ha  inspirado  muy  amplia  y  leal- 
mente  en  estas  ideas  generales. 

Y  ante  todo,  respetuosa  del  principio 
de  la  libertad  del  trabajo,  esta  ley  más 
bien  que  imponer  una  obligación  abso- 
luta de  descanso,  que  hubiera  sido,  en 
efecto,  una  intolerable  violación  de  la  au- 
tonomía de  la  persona  humana,  arma 
al  tral)ajador  del  derecho  de  obtener  este 
descanso  si  lo  cree  necesario  á  la  repara- 
ción de  sus  fuerzas  (2).  Lejos  de  ordenar 

charse  «le  una  de  la«  derogaciones  admitidas  por 
el  artííiilos  '2  §  2,  se  extiende  virtualmen  te  á  lt>8  es- 
tablecí ¡ni.Ti  tos  de  la  misma  ciudad  y  de  la  miMm» 
clase  qu«  temían  la  misma  clientela.  (A.rtículo  8  §  4) 

(1)  Ijoa  términos  de  la  ley  de  13  de  ju  io  de  11)06 
son  muy  comprensivos.  Todo  establecimiento  co- 
mercial ó  industrial  ó  sus  dependencias,  de  cual- 
quiera naturaleza  que  sea,  público  6  privado,  laico 
ó  reli  JÍofo,  aun  cuando  tenga  el  carácter  de  en^- 
fianza  profe-^ional  ó  de  beanficeucia,  está  sajetOt 
soírún  el  artícilo  1.°,  al  descanso  semanal. 

(O  Kn  vez  do  imponer  á  nadie  la  obligación   del 


DERECHO 


201 


lina  suspensión  absoluta  de  la  activi- 
dad comercial  é  industrial,  como  lo  ha- 
bía hecho — bajo  el  imperio  de  las  preo- 
cupaciones puramente  confesionales — la 
ley  de  18  de  noviembre  de  1814 — el  legis- 
lador moderno  deja,  al  contrario,  á  los 
obreros,  lo  mismo  i|ue  á  los  patrones 
una  entera  libertad  de  emplear,  aún  en 
trabajos  industriales  y  comerciales,  el 
tiempo  de  descanso  que  se  les  conce- 
de(l). 


descanso,  el  artí^.ulo  1  .**  establece  simplememte  que 
«se  prohibe  ocupar  más  de  seis  días  por  semana  á 

a n  mismo  empleado   ú  obrero »   Esta   prohibi 

ción  bastaba  para  apaitar  toda  convención  contra- 
ria y  reservar  á  los  trabajadores  nn  derecho  que  no 
siempre  se  hallaban  en  estado  de  hacer  valer. 

(1)  Este  carácter  de  la  ley  de  13  de  julio  de  1906 
ha  sido  indicado  de  una  manera  muy  precisa  por 
M.  Poirrier,  "  -  .os  adversarios  de  toda  loy  sobre  el 
descanso  .seminal  sientan  en  principio,  escrilie,  que 
.cada  cual  es  lil)re  de  tomar  descvi'-so  c  nn  lo  lo  quie- 
re y  lo  puede.  Nadie  lo  niega.  N<>  p  »dría  hriber  cuf-s- 
tióo,  en  efecto,  en  cuanto  á  im{>oner  como  obli- 
gatorio el  descanso  á  cuUquiera  persona;  á  im- 
pedir á  los  que  tienen  la  libre  disposición  de  su 
tiempo  emplearlo  como  les  parezca:  &.  impedir  al 
pequeño  patrón,  como  al  j^fe  de  un  gran  estableci- 
miento, al  artesano,  al  pequeño  comerciante  que 
trabaja  solo,  sin  obrero  ni  empleado,  pjercer  su  co- 
mercio ó  sn  industria  toí^os  Ion  díns  de  !•;  st-mana 
(l('C  cit.  p.  12  y  lH).)í 

Así  es  como  el  obrero  ó  empleado  puede  ocupar 
su  domingo  en  trabajar  como  ertra  para  lo*<  comer- 
ciantes é  industriales  admitidos  al  beneficio  del 
turno  (art.  2  §  2,  r  y  el).  Lo  mismo,  el  patrón  está 
autorizado  para  abrir  snTe«ítableciniionto,  y  si  se  le 
prohibe  hacer  trabajar  4  ningún  empleaou  \,  obre- 
ro asaUriado,  por  lo  naenos  ^e  le  permita  nM'izarla 
colaboración  de  ciertos  miembios  do  su  familia. 
Desp  les  de  haber  declarado  formalmente  que  hay 
lugar  <iá  exigir  la  aplicación  de  la  ley  á  los  miem- 
bros de  la  familia  del  patrón  cuando  son  verdade- 
ros empleados  ú  obreros,  ó  reemplazan  efectiva- 
mente á  los  empleados  ü  obreros  del  estableci- 
miento durante  su  descansos,  (Ci  rcular  de  6  de 
noviembre  de  1906,  BuHetin  de  V  O  fice  du  travaih 
100o,  1261),  el  señor  Ministro  del  trabajo  volvió 
sobre  esta  interpretación  rigurosa  en  una  nueva 
circular  de  BO  de  noviembre  de  1906,  según  la  cuali 
los  miembros  de  la  familia  (que  no  sean  la*  mujer' 
los  hijos,  los  socios),   si  son  empleados  ú  obreros, 


Sólo  desde  un  punto  de  vista  se  aseme- 
ja la  ley  de  1906  á  la  de  1814,  en  cuanto 
fija  el  domingo  como  día  del  descanso 
legal,  pero  por  motivos  muy  diferentes 
(|ue  importa  esclarecer.  A  diferencia  de 
la  Retauración,  cuyo  pensamiento  do- 
minante era  imponer  á  todos, — por  una 
violación  flagrante  de  la  libertad  de  con- 
ciencia— la  santificación  del  domingo,  el 
Parlamento  republicano  no  ha  tenido 
otro  objeto  que  asegurar,  con  la  designa- 
ción de  un  día  determinado,  el  mismo 
para  todos,  la  simultaneidad  del  descan- 
so de  los  trabajadores.  Por  lo  demás, 
habiendo  entrado  en  las  costumbres  el 
descanso  dominical  y  habiendo  fijado  ya 
la  ley  de  18  germinal,  año  X  (art.  57) 
el  domingo  como  el  día  de  descanso  de 
los  funcionarios  públicos,  el  legislador 
ha  pensado,  no  sin  haber  vacilado  largo 
tiempo,  que  debía  extenderse  este  régi- 
men al  comercio  y  á  la  industria,  sin  que 
hubiera  en  esta  medida  nada  de  inconci- 
liable con  el  espíritu  de  la  ley  de  12  de 
julio  de  1880  que  deroga  la  ley  de  18  de 
noviembre  de  1814  (1). 


tienen  derecho  al  dt scinso  semanal.  Rximiendo  á 
1 1  mujo-,  k  los  hijos  y  á  lo**  pirientes  a-ociados  de 
la  aí)lic;u;¡ón  ríe  la  ley,  se  h  i  querido  permitir  al 
patrón  b  «scar  entre  ellos  la  colaboración  que  le  es 
nece-ara:  manteniend'i  los  demis  miembros  de  la 
familia  no  a-ociados,  V):ijo  el  r(^gimen  del  derecho 
común,  se  ha  querii^  evitar  que  ciertos  jefes  de 
establecimientos  pnedíin  «aumentar  bajo  una  forma 
iletíítima  la  nctividad  de  su  establecimiento  el  do- 
minico, en  detrimento  de  loa  comerciantes  leales 
que  aceptan  la  ley».  íhiH  de  VOfc.  du  Trav.  loe, 
cit ,  126'.. 

(1)  La  adopción  del  domingo  crmo  día  de  des 
canso  había  sido  propuesta  por  el  Consejo  supe 
rior  del  trabajo  (voto  emitirlo  en  19(14);  abandonada 
primero  ]íor  la  Comisión  del  Senado,  se  renovó  esta 
proposición,  después  de  haberla  enviado  á  oomi- 
-  sióo,  y  por  último  se  adoptó. — El  le^slador  moder- 
no no  se  había  mostrado  hasta  ahora  mjiy  favorable 
{\  esta  solución»  (Conf.  especialmente  el  art.  5  de  la 
ley  de  2  de  noviembre  de  1902,  que  se  limita  á 
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Para  alcanzar  plenamente  su  objeto, 
qae  es  no  sólo  economizar  las  fuerzas  del 
trabajador,  sino  también  estrechar  los 
lazos  de  la  familia  obrera  proporcionan* 
dolé  frecuentes  ocasiones  de  reunirse,  el 
descanso  semanal  debía  ser  colectivo. 
Un  descanso  individual,  concedido  por 
tumo  á  los  obreros  6  empleados  de  un 
mismo  establecimiento,  hubiera  estado 
lejos  de  ofrecer  las  mismas  ventajas,  ade- 
más de  que  la  aplicación  de  este  sistema 
habría  presentado  inextricables  diñculta- 
des  de  control,  y  comprometido  la  efica- 
cia misma  de  la  ley  7  su  función  mora- 
lizadora.  Hay  que  aprobar  por  eso  al 
legislador  de  1906  el  que  haya  hecho  del 
descanso  individual  una  derogación  al 
principio  del  artículo  2,  §  1,  estrecha- 
mente limitado  en  su  aplicación  prác- 
tica. 

Dada  esta  regla  general,  el  legislador 
debía  preocuparse  de  reglar  su  funciona- 
miento según  las  exigencias  de  la  vida 
social  y  económica.  A  este  objeto  res- 
ponden dos  disposiciones  particulares, 
cuya  aplicación  .ha  promovido  ardientes 
polémicas  y  provocado  una  viva  agita- 
ción que  está  lejos  de  haber  tocado  á 
su  fin. 

Según  los  términos  de  estas  disposicio- 
nes (art.  2,  §  2  y  3),  los  establecimientos 
designados  en  el  artículo  1^  se  reparten 
en  dos  categorías  muy  distintas:  la  pri- 


conceder  nn  día  de  descanso  de  cada  siete  á  las 
personas  protegidas,  mientras  que  la  disposición 
correspondiente  de  la  ley  de  19  de  marco  de  1874 
prohibía  á  los  patrones  hacer  trabajar  á  los  niños 
el  domingo).  No  es  inútil  recordar  que  los  repre- 
sentantes de  Francia  en  la  Conferencia  reunida  en 
Berlín  en  1890,  para  la  reglamentación  internacio- 
nal del  trabajo,  al  mismo  tiempo  que  se  mostraron 
favorables  al  principio  del  .descanso  semanal,  de- 
clararon abstenerse  sobre  la  parte  del  yoto  relativa 
á  que  ese  fije  el  domingo  como  día  de  descanso 
para  todos  los.  obreros  de  la  industria». 


mera,  admitida  de  pleno  derecho  á  dar 
el  descanso  semanal  por  tumo;  la,  segun- 
da, autorizada  para  aprovecharse  de 
ciertas  derogaciones  determinadas  por 
la  ley,  en  las  condiciones  fijadas  por  lo^ 
artículos  8  y  9. 

Sin  insistir  sobre  el  artículo  3^  cut¿ 
extensión  de  aplicación  no  ser&  cono- 
cida, en  toda  su  amplitud  y  con  -toda  h 
precisión  deseable,  sino  cuando  se  pubH- 
quen  los  reglamentos  de  administración 
pública  que  enumeren  las  industrias 
comprendidas  en  los  números  lO  y  11 
de  esta  disposición,  nos  limitaremos  á 
prestar  nuestra  atención  á  las  condicio- 
nes para  obtener  las  derogaciones  pres- 
critas por  el  artículo  2,  §  2. 

Después  de  ciertas  vacilaciones  sobre 
la  designación  de  la  autoridad  encarga- 
da de  conceder  el  beneficio  de  estas  de- 
rogaciones, le  ley  de  13  de  julio  de  1906 
inviste  con  esta  atribución  á  la  autori- 
dad prefectoral,  obligándola  á  dictar 
resolución  motivada,  previo  informe  del 
Consejo  municipal,  de  la  Cámara  de  Co- 
mercio de  la  región,  y  de  los  sindicatos 
de  patrones  y  obreros  de  la  comuna  in- 
teresada (art.  8,  §  2  y  3). 

Sobre  esta  disposición  han  caído  las 
críticas  más  violentas  á  que  haya  dado 
lugar  la  aplicación  de  la  ley  de  13  de  ju- 
lio de  1906. 

Extrema  diversidad  é  incoherencia  de 
las  decisiones  administrativas,  debidas, 
es  justo  observarlo,  á  las  apreciaciones 
muy  variables  de  las  municipalidades. 
Controversias  relativas  á  las  condi- 
ciones de  admisibilidad  y  efectos  de  los 
recursos  ante  el  Consejo  de  Estado  con- 
tra las  resoluciones  prefectorales  que 
rechazaban  las  solicitudes  de  deroga- 
ción presentadas  en  virtud  de  la  aplica- 
ción del  artículo  2^,  estos  dos  puntos, 
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uno  de  hecho  y  el  otro  de  derecho,  cuya 
solución  comprometía  igualmente  nu- 
merosos intereses,  han  suscitado  las 
más  vivas  discusiones. 

Respecto  á  calidad  que  se  exige  á  los 
sindicatos  para  atacar  ante  el  Consejo 
de  Estado  una  resolución  prefectoral  que 
acuerde  ó  niegue  alguna  de  las  deroga- 
ciones comprendidas  en  la  enumeración 
del  artículo  2  §  2,  el  Consejo  de  Estado 
ha  establecido  implícitamente  una  dis- 
tinción importante  entre  sindicatos  de 
obreros  y  de  patrones. 

Con  motivo  de  un  recurso  interpuesto 
por  los  patrones  peluqueros  de  Limoges 
contra  una  resolución  del  prefecto  de 
Haute  Vienne  que  rechaza  una  solicitud 
de  derogación  presentada  por  uno  de  sus 
miembros,  el  Consejo  de  Estado  ha  de- 
clarado inaceptable  este  recurso,  fun- 
dándose en  que  un  sindicato  no  tiene  fa- 
cultades para  proceder  judicialmente  en 
defensa  de  los  intereses  particulares  de 
uno  de  sus  adherentes,  sino  cuando  está 
habilitado  para  ello  por  un  mandato  es- 
pecial (1). 

En  cuanto  á  los  sindicatos  obreros, 
todo  recurso  interpuesto  por  ellos  con- 
tra una  resolución  que  concede  á  uno  ó 
muchos  establecimientos  alguna  de  las 
derogaciones  previstas  por  el  artículo  2 
§  2,  debe  considerarse  de p/a/io  como  jus- 
tificado por  la  defensa  de  un  interés  pro- 
fesional, y  como  tal  plenamente  confor- 
me á  las  condiciones  implícitamente  re- 
queridas por  el  artículo  6  §  1  de  la  ley  de 


(1)  Podría  objetarse,  sin  embargo,  que  la  accióo 
del  sindicato  se  justificaba  por  el  interés  general 
de  la  profesión,  en  el  sentido  de  que  el  beneficio 
de  laderogación  cuyo  reconocimiento  solicitaba  en 
favor  de  uno  de  sus  adherentes,  debía  extenderse, 
según  los  términos  del  artículo  8  §  4,  á  los  estable- 
cimientos semejantes. 


21  de  marzo  de  1884  para  la  admisibi- 
lidad de  la  acción  sindical. 

M.  Romieu  justificaba  así  esta  diferen- 
cia en  sus  conclusiones  sobre  la  resolu- 
ción del  Consejo  de  Estado  de  28  de  di- 
ciembre de  1906:  "Bstos  recursos  cuan- 
do se  entablan  por  un  sindicato  obrero, 
¿tendrán  el  carácter  de  una  acción  sindi- 
cal ó  de  una  acción  individual?  Nos  pa- 
rece que  en  este  caso  la  situación  jurídi- 
ca es  muy  diferente  de  la  que  corres- 
ponde al  caso  en  que  el  recurso  se  inter- 
ponga por  el  comerciante  que  solicita  la 
derogación:  los  obreros  no  tienen  que 
presentar  ninguna  solicitud  individual, 
no  tienen  que  obtener  ning^  título  no- 
minativo; el  sindicato  recurre  contra  un 
acto  positivo  del  prefecto  que  en  razón 
de  la  misma  generalización  de  que  puede 
ser  objeto,  puede  lesionar  los  intereses 
colectivos  de  la  prefectura:  él  no  recla- 
ma en  nombre  de  tal  ó  cu  al  perscma  que, 
llegado  el  caso,  debería  presentarse  ^mte 
el  prefecto;  reclama  en  nombre  del  con- 
junto de  los  obreros  que  se  prevalen  del 
principio  dictado  en  su  favor  por  la  ley 
y  piden,  no  que  se  le  otorgue  un  título 
individual,  sino  la  anulación  de  un  tfiulo 
individual  que  daña  los  derechos  de  la 
corporación.  Este  parece  ser  el  caso  de 
la  acción  sindical:  la  solución  podría, 
pues,  y  debería,  en  nuestro  concepto,  ser 
muy  diversa  en  la  hipótesis  que  nos  ocu- 
pa, y  es  por  esto  por  lo  que  la  hemos  re- 
servado'* (1). 

Con  motivo  del  control  que  el  artículo 
9  §  1  le  autoriza  ejercer— como  juez  de 
apelación— sobre  las  resoluciones  prefec- 
torales relativas  á  la  aplicación  del  ar- 
tículo 2  §  2,  lajurisprudencia  del  Conse- 
jo de  Estado  se  ha  fijado  muy  claramen- 


(1)  Conclusión  sobre  el  fallo  antes  citado,  loe.  cit. 
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te  en  el  sentido  de  que,  desde  el  punto  de 
vista  de  la  forma,  estas  resoluciones  só- 
lo son  válidas  en  cuanto  sean  motiva- 
das en  conformidad  al  artículo  8  §  3,  y 
que  en  el  fondo  sólo  valen  en  cuanto  se 
apoyen  en  motivos  de  hecho  y  de  dere- 
cho suficientes  para  justificar  su  solu- 
ción, ya  sea  que  acuerden  ó  nieguen  una 
de  las  derogaciones  enumeradas  por  la 
ley.  No  hay  en  efecto  ninguna  de  estas 
derogaciones  que  no  constituya  la  con- 
cesión de  un  derecho,  desde  que  se  en- 
cuentran reunidas  las  condiciones  enun- 
ciadas porel  artículo  2.  Sería,  pues,  des- 
conocer el  espíritu  de  esta  disposición 
reconocer  á  los  prefectos  un  poder  dis- 
crecional. 

Por  eso  nos  parece  que  el  Consejo  de 
Estado  se  ha  formado  un  concepto  muy 
justo  de  su  poder  de  control  decidiendo 
que  le  corresponde  '* verificar  en  el  fondo 
si  se  cumplen  las  condiciones  de  los  ar- 
tículos 2  y  8,  si  las  condiciones  de  hecho 
son  tales  que  exista  el  derecho  á  deroga- 
ción'* (1). 

Queda,  por  último,  que  determinar- 
punto  de  importancia  capital  para  los 
comerciantes  é  industriales  cuyas  solici- 
tudes de  derogación  habían  sido  recha- 
zadas— el  alcance  práctico— del  efecto 
suspensivo  atribuido  á  los  recursos  in- 
terpuestos ante  el  Consejo  de  Estado, 
enl  os  términos  del  artículo  9. 

Si  se  admite  que  la  existencia  de  un 
recurso  autoriza  provisoriamente  al  so- 
licitante para  sustituir  el  régimen  dero- 
gatorio, que,  en  el  hecho  le  ha  sido  ne- 
gado, al  descanso  colectivo  del  domin- 
go, se  expone  al  peligro  muy  grave  de 
dejar  á  los  industriales  y  comerciantes 
un  medio  muy  sencillo  de  eludir  casi  in- 

(1)  Consejo  de  Estado,  30  de  noviembre  de  1906, 
Gax.  Pal.,  7  diciembre  1906. 


definitivamente  la  aplicación  de  la  lej. 
13  de  julio  de  1906. 

Para  alcanzar  plenamente  este  fin.  \ 
bastaría,  en  efecto,  solicitar  suces:.i 
mente  las  diversas  derogaciones  enur.! 
radas  por  el  artículo  2  §  2  y  recurr 
ante  el  Consejo  de  Estado  contra  c. ; 
resolución  prefectoral  que  les  niegue  \ 
beneficio.  Automáticamente,  y  por  ¡ 
solo  efecto  del  carácter  suspensivo  ; 
este  recurso,  el  solicitante  tendrá  el  - 
neficio  de  un  régimen  excefxrional,  mk 
tras  no  se  hubieren  dictado  otras  tu 
tas  resoluciones  rechazando  estas  ir: 
tiples  demandas. 

Más  seguro  nos  parece  ser  la  soluci  . 
formulada  desde  el  principio  de  la  a| 
cación  de  la  ley  de  13  de  julio  de  19' 
por  el  señor  Ministro  del  trabajo  ( 1 . 
confirmada  después  por  la  Corte  de  L- 
sación.  Según  esta  segunda  interpret 
ción  del  artículo  9,  §  9,  así  formulada  p' 
M.  Viviani:  "El  recurso  es  suspensivo  ' 
la  resolución  prefectoral,  es  decir  que  j. 
comerciante,  que  solicito  una  deroga 
ción,  si  el  prefecto  me  la  niega,  suspen 
do  su  resolución  por  un  recurso  y  espe- 
ro que  delibere  el  Consejo  de  Estado, 
dando  ó  negando  razón  al  prefecto,  pe 
ro  entretanto  me  conformo  á  la  ley"  (2i 
En  otros  términos,  el  efecto  suspensivo 
del  recurso  interpuesto  contra  una  rt 
solución  prefectoral  no  tendría  otro  re- 
sultado que  discutir  su  valor  legal  v 
retardar  el  momento  en  que  sea  plena- 
mente obligatorio  y  adquiera,  en  cierta 
manera,  autoridad  de  cosa  juzgada.  Pe- 
ro en  manera  alguna  resultaría  que  se 
suspendía  la  aplicación  de  la  ley  misma 


(1)  Circular  de  3  de  Heptiembre  de  1906.  Bi''. 
Off.  Trad.  1906.  952. 

(2)  Cámara  de  Diputados,  sesión  de  2B  de  man. 
de  1907.  J.  Off.,  p.  801  y  802. 
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por  otra  parte,  sería  ir  más  allá  del  • 
ns amiento  del  legislador,  conceder  al 
le  solicita  una  derogación  la  facultad 
:  gozar  provisoriamente  del  régimen 
í  favor  que  se  le  ha  negado,  cuando 
artículo  2  in  fine  subordina  expresa- 
lente  la  aplicación  práctica  de  cual- 
uiera  de  sus  combinaciones,  á  la  con- 
icíón  de  que  las  autorizaciones  nece- 
arías hayan  sido  ''solicitadas  y  obte- 
idas  en  conformidad  á  las  prescripcio- 
es  de  los  artículos  8  y  9  de  la  presente 

No   disimularemos  las  críticas  á  que 
la  lugar  esta  interpretación  jurídica  de 
a  ley  de  13  de  julio  de  1906.  Yante  todo 
nanifiestamente  priva  de  toda  ventaja 
práctica  al  efecto   suspensivo  que  el  ar- 
tículo 9§  2  atribuye  en  términos  formales 
a,l  recurso  de  que  es  susceptible  toda  re- 
solución que  rechace  una  solicitud  de  de- 
rogación.   Por  otra  parte,  el  resultado 
directo  de  esta  interpretación  es  autori- 
zar mientras  esté  pendiente  la  instancia 
ante  el  Consejo  de  Estado,   los  procedi- 
mientos en  contra  del  industrial  ó  co- 
merciante que,  obligado  tal  vez  por  una 
necesidad  imperiosa,   pone  en   práctica 
provisoriamente  el  régimen  particular  cu- 
ya concesión  ha  reclamado.  Finalmente 
este  sistema  expone  á  una  ó  muchas  con- 
denaciones por  contravención  á  las  dis- 
posiciones legales  á  solicitantes  cuyo  de- 
recho, después  de  haber  sido  negado  por 
una  resolución  prefectoral,  puede  des- 
pués ser  reconocido  plenamente  por  el 
Consejo  de  Estado  {2). 

(1)  La  Corte  de  Casación  se  ha  pronuDciado  ea 
este  sentido.  Cas.  Crim.,  18  enero  1907,  Gaz.  Trih,, 
22  enero  1907.— Cbníra,  Trib.  de  Pol.  de  Bergerao, 
19 noviembre  1906,  Gaz,  Trib,  21  noviembre  1906 
y  de  Roñen  11  j  29  diciembre  1906,  Ibid ,  12  y  30 
diciembre  1906. 

(2)  Apoyándose  on  las  divergencias  de  interpre* 


I^a  aplicación  del  descanso  semanal, 
lo  mismo  que  toda  ley  que  importe  una  • 
limitación  legal  de   la  duración  del  tra- 
bajo, debe  ejercer  una  cierta  repercusión 
sobre  los  salarios. 

No  hay  duda  de  que  en  lo  porvenir  las 
partes  contratantes  son  dueñas  de  fijar 
soberanamente  la  remuneración  del  tra- 
bajo, ya  que  no  fija  ningún  mínimum  de 
salarióla  ley  de  13  de  julio  de  1906,  como 
tampoco  las  de  2  de  noviembre  de  1892 
y  de  30  de  marzo  de  1900.  En  el  hecho, 
la  influencia  del  descanso  semanal  sobre 
el  monto  de  los  salarios  escapa  á  toda 
previsión:  ella  debe  ser  infinitamente  va- 
riable, según  la  profesión,  y  hacerse  sen- 
tir de  una  manera  muy  diferente,  según 
la  relación  de  las  fuerzas  de  patrones  y 
de  obreros. 

En  cuanto  á  los  contratos  anteriores 
á  la  promulgación  de  la  ley,  la  cuestión 
de  saber  si  el  descanso  semanal  debe  aca- 
rrear una  reducción  proporcional  del  sa- 
lario previamente  fijado  se  presta  á  un 
examen  jurídico,  debiendo  variar  su  solu- 
ción según  la  unidad  de  tiempo  adopta- 
da para  la  determinación  del  salario. 

No  reputándose  adquirido  el  salario 
por  hora  ó  por  día  sino  en  proporción 
del  tiempo  del  trabajo  efectivamente  eje- 
cutado durante  un  día  civil,  no  hay  du- 
da de  que  el  día  de  descanso  no  podría 
dar  lugar  á  una  remuneración,  sin  impo- 
ner al  patrón  una  obligación  sin  causa. 

¿Sucede  lo  mismo  cuando  el  salario  se 
fija  por  un  cierto  período  de  tiempo  más 
extenso,  semana,   mes  ó    año?  Nos  in- 

tación  á  qae  da  Iu((ar  el  artículo  9,  §  3,  M  Beaa- 
regard  ha  solicitado  la  suspensión  de  la  ejecución 
de  las  condenaciones  pronunciadas  {Ch,  de  dép.  28 
de  marzo  de  1897,  p.  877).  Una  declaración  en 
OHte  sentido,  seguida  de  uua  circalar  de  BO  de  mar- 
lo  de  M.  Guyot— Dessaigne,  Ministro  de  Justicia, 
ha  acogido  esta  reclamación. 
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dinamos  á  creer  con  la  Corte  de  Casa- 
ción, que  las  partes  quedan  ligadas  por 
los  términos  de  la  convención,  debiendo 
subsistir  el  monto  del  salario  sin  ningu- 
na modificación,  mientras  no  haya  resuel- 
to esta  convención.  Pero  estimamos  tam- 
bién que  la  intercalación  en  el  período 
considerado  por  los  contratantes,  de 
días  de  descanso  no  previstos,  constitu- 
ye un  hecho  nuevo  que  autoriza  al  patrón 
para  demandar  la  resolución  del  contra- 
to, por  cuanto  acarrea  una  reducción  no- 
table de  la  cantidad  de  trabajo  en  consi- 
deración á  la  cual  se  fijó  el  salario  (1). 

Después  de  esta  exposición  somera  de 
la  ley  de  13  de  julio  de  1906  y  de  las  prin- 
cipales dificultades  á  que  da  lugar  su  apli- 
cación, debemos  agregar  que  esta  ley  acá. 
ba  de  ser  materia  de  un  gran  debate  en 
la  Cámara  de  Diputados.  De  esta  discu- 
sión, en  que  se  han  dirigido  las  críticas 
más  vivas  contra  ciertas  disposiciones  de 
la  ley  de  13  de  julio  de  1906  y  su  cumpli- 
miento por  la  autoridad  administrativa, 
se  deduce  la  voluntad  muy  firme  del  Par- 
lamento de  mantener  intactos  los  princi- 
pios esenciales  de  la  ley  del  descanso  se- 
manal.  Pero  al  mismo  tiempo  que  afirma- 
ba esta  voluntad,  la  Cámara  terminaba 
este  debate  por  una  orden  del  día  en  que 
reclamaba  una  aplicación  ampliamente 
liberal  de  la  ley,  y  el  estudio  de  las  modi- 
fícaciones  exigidas  por  la  experiencia  (2). 


(1)  Conf.  Cae.,  7  enero  1907,  Gaz,  Tr/J.— Ésta 
sentencia  declara  mantener  hasta  la  resolución,  cu- 
ya» oondiciones  de  ejercicio  no  tenía  por  otra  parte 
qne  precisar,  las  condiciones  fijadas  por  la  conven- 
ción. Pero  al  declarar  que  las  prestaciones  necesarias 
de  k»  días  de  trabajo  efectivo  dejan  de  deberse  los 
días  de  descanso,  la  Corte  de  Casación  da  una 
solución  idéntica  á  la  que  hemos  propuesto  para  el 
caso  en  que  el  salario  se  fije  por  hora  ó  por  día. 

(2)  Cámara  de  Diputados,  sesiones  del  I.»,  8  y  23 
de  marzo  de  1907. 


El  proyecto  II  del  Gobierno  sobre  el  con 
trato  de  trabajo  tiende  á  colmar  una  la- 
guna muchas  veces  señalada  de  nuestra 
legislación  industrial  (1).  Preparado  por 
los  notables  trabajos  de  la  Sociedad  de 
estudios  legislativos  (2),  y  por  las  delibe- 
raciones  del  Consejo  superior  del  traba- 
jo (3);  modelado  sobre  las  legislaciones 
extranjeras  más  recientes  (4),   este  pro- 
yecto ofrece  al  Parlamento  una   base  de 
discusión  de  las  más  sélidas  al   mismo 
tiempo  que  contiene  un  principio   de  or- 
den más  que  nunca  necesario  para  el  man- 
tenimiento de  la  paz  social. 
^  Entregado  por  entero,  como  ha  suce- 
dido hasta  hoy,  al  libre  juego  de  las  vo- 
luntades individuales,  el  reglamento  con- 
vencional de  las  relaciones  entre   patro- 
nes y  empleados  es  manifiestamente  im- 
potente para  realizarlas  condiciones  esen- 
ciales de  precisión  jurídica  y  de  igualdad 
verdadera  que  el  legislador  debe  asegurar 
á  los  contratantes. 

La  experiencia  demuestra,  en  efecto, 
que  un  gran  número  de  conflictos  indivi- 
duales  ó  colectivos  no  tiene  otra  causa 
que  la  incertidumbre  y  la  oscuridad  de 
las  condiciones  del  trabajo,  tanto  más 
peligrosas,  cuanto  que  ni  el  juez  ni  las 
partes  pueden  disiparlas  refiriéndose, 
como  en  la  mayor  parte  de  los  contra- 
tos, á  un  conjunto  de  disposiciones  inter- 
pretativas. 

Por  otra  parte,  el  régimen  de  la  gran 


(1)  Este  proyecto  se  presentó  el  2  de  julio  de 
1906.  C.  de  Dip.,  Sos.  ord.  1906.  An.  mini.  168. 

(2)  Ver  Bol.  de  esta  Sociedad,  años  1906  y  J  907. 

(3)  Cons.  sup.  del  Trabajo,  XIV  sesión,  junio  y 
noviembre  1905. — Ad.  sobre  el  plazo  de  deBahueio: 
1.»  investigación  y  documentos  1903;  2.'»  Informe 
deM.  Manoury  1904. 

(4(  Conf.  especialmente  leyes  belga  de  15  junio 
de  1896,  sobre  los  reglamentos  de  taller,  y  de  10  de 
marzo  de  1900,  sobre  el  contrato  de  trabajo. 
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ndustria  crea  entre  patrones  y  obreros 
in&,  desigualdad  económica  que  sólo  pue- 
ie  compensar  una  reglamentación  legal 
:jiie  asegure  al  conjunto  délos  trabajado- 
res una  independencia  efectiva  sin  la  cual 
no  hay  convenciones  verdaderamente  li- 
bres. 

Este  proyecto,  muy  estudiado  y  muy 
completo,  y  del  cual  sólo  podemos  hacer 
aquf  un  breve  resumen,  tiende  pues,  á  ha- 
cer de  la  igualdad  de  las  partes  contra- 
tantes una  realidad  práctica. 

En  el  proyecto  sometido  á  la  Cámara 
de  Diputados,  no  hay  en  efecto  ningún 
elemento  del  contrato  de  trabajo— forma 
ción,  efectos,  resolución— que  no  reciba 
una  resolución  jurídica.  No  se  trata,  pues 
únicamente  como  en  1890,  de  un  regla- 
mento legal  limitado  á  un  punto  particu- 
lar, sino,  lo  que  es  diferente,  de  una  orga- 
nización general  de  las  relaciones  entre 
patrones  y  empleados. 

La  preocupación  de  asegurar  la  plena 
y  entera  libertad  del  consentimiento  en 
materia  de  contrato  de  trabajo,  se  ha 
traducido,  después  de  las  más  vivas  dis- 
cusiones, en  la  disposición  siguiente: ''De- 
be considerarse  como  ilícita,  dice  el  art. 
1 1  del  proyecto,  toda  cláusula  del  con- 
trato de  trabajo  en  que  una  délas  partes 
ha  abusado  de  la  necesidad,  de  la  ligere- 
za 6  de  la  inexperiencia  de  la  otra,  para 
imponerle  condiciones  en  desacuerdo  fla- 
grante con  las  condiciones  habituales  de 
la  profesión  ó  la  región,  ó  con  el  valor  ó 
importancia  de  los  servicios  convenidos. 

(D- 

Considerándola  bien,  esta  innovación 
es,  según  la  definición  quede  ella  hadado 
M.  Perreau  (2;,  *' la  ampliación  de  la  teo- 

(1)  Gonf.  Código  Civil  alemán,  art.  132. 

(2)  Informe  oral  sobre  el  contrato  de  trabajo. 
Bal].delaSooiétéd''étade8légtBlatÍTe8,  1906.  p.  84. 


ría  de  la  lesión  considerada  como  vicio 
del  consentimiento'*.  Limitada  por  el  Có- 
digo Civil  á  ciertas  personas  y  á  ciertas 
materias  (C.  Civ.  art.  1118),  la  influen- 
cia de  la  lesión  se  extendería  así  al  con- 
trato de  trabajo,  para  prevenir  la  explo- 
tación injufeta  y  abusiva  de  una  de  las 
partes  por  la  otra.  Pero  hay  que  obser- 
var que  esta  disposición  no  contiene  ni 
de  cerca  ni  de  lejos  el  establecimiento  de 
un  mínimum  de  salario.  Por  bajo  que 
sea  el  monto  de  la  remuneración  del 
trabajo,  debe  ser  aceptado,  con  tal  que 
sea  el  producto  de  contingencias  econó- 
micas sobre  las  cuales  no  tiene  ningu- 
na influencia  la  acción  de  las  partes. 

Plenamente  justificada  en  materia  de 
salario,  esta  garantía  legal  dada  á  la 
libertad  de  los  contratantes,  no  lo  es 
menos  en  lo  que  concierne  á  las  condi- 
ciones de  ejecución  del  trabajo,  fijadas 
con  demasiada  frecuencia  por  reglamen- 
tos de  taller,  á  los  cuales  sólo  prestan 
los  trabajadores  una  adhesión  de  pura 
forma. 

El  proyecto  no  va  hasta  quitar  al 
jefe  de  la  empresa  la  iniciativa  de  las 
reglas  exigidas  por  la  higiene  y  la  disci- 
plina del  trabajo,  no  menos  que  por  la 
ejecución  exacta  y  fiel  de  las  obligacio- 
nes. Pero  después  de  haber  prescrito 
como  condición  para  que  puedan  entrar 
en  vigor  estos  reglamentos  una  amplia 
publicidad,  el  título  III establece  un  pro- 
cedimiento particular,  cuyo  objeto  pre- 
ciso es  asociar  á  los  obreros  y  emplea- 
dos á  la  confección  de  los  reglamentos 
de  taller  (1).  Así  las  condiciones  del  tra- 
bajo no  se  fijan  soberanamente  por  la 
voluntad  del  patrón,no  son  ya  un  resul- 
tado de  ella  unilateral,  sino  la  resultan^ 


(l)  Art.  -26. 
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te  de  una  consulta  en  que  los  interesa- 
dos toman  parte  directamente  ó  por  in- 
termedio de!  presidente  del  consejo  de 
hombres  buenos,  ó  en  su  defecto,  del 
juez  de  paz.  Además,  el  reglamento  de 
taller  sólo  puede  publicarse  cuando  el 
patrón  ha  tomado  conocimiento  de  la» 
observaciones;  y  no  es  aplicable  sino  des- 
pués de  expirado  un  plazo  igual,  por  lo 
menos,  al  plazo  de  desahucio  usual  en  la 
profesión,  y  que  no  puede  ser  inferior  á 
ocho  días.  Igualmente,  por  una  última 
disposición,  que  demuestra  la  voluntad 
sincera  de  evitar  que  en  ningún  caso  pue- 
dan imponerse  á  la  voluntad  de  los  obre- 
ros ó  empleados  cualesquiera  disposi- 
ciones de  un  reglamento  no  aprobadas 
por  eílos,  un  artículo  especial  establece 
que  toda  modificación  del  contrato  in- 
dividual de  trabajo  durante  su  ejecución, 
por  medio  de  un  reglamento  de  taller  que 
no  haya  sido  expresamente  aceptado 
por  los  empleados,  ó  ajjlicado  sin  pro- 
testa de  su  parte  durante  un  plazo 
igual  al  desahucio,  es  para  los  emplea- 
dos una  causa  legítima  de  ruptura  (1). 

Determinadas  Ihs  condiciones  de  for- 
mación y  de  prueba  del  contrato  de  tra- 
bajo (2),  y  definidos  claramente  sus  efec- 
tos y  la  forma  de  ejecución  de  las  obliga- 
ciones contractuales  i3<,  el  proyecto  re- 
glamenta, en  un  título  especial  (4-),  las 
convenciones  colectivas  relativas  á  las 
condiciones  del  trabajo. 

Muy  diferentes  de  los  acuerdos  indi- 
viduales que  se  forman  entre  patrones  y 
empleados  y  dan  nac  miento  inmediata- 
mente á  obligaciones  recíprocas,  las  con- 
venciones  colectivas — discutidas    entre 

(1)  Art.  61. 

(2)  Art.  1  áll. 

(3)  Título  IV,  art.  32  á  43. 
^4;  Título  II,  art».  12  á  21. 


uno  ó  muchos  patrones  y  un  sindicato  ó 
agrupación  de  empleados, — no  en^ren- 
dran  ellas  mismas  ninguna  obligación 
individua!,  se  limitan  á  fijar  las  condi 
ciones  principales, — salario  y  duración 
del  trabajo, — de  prestación  del  trabajo; 
preparan  el  cuadro  á  que  deberán  con- 
formarse las  convenciones  individuales. 
Aún  así  reducido  el  rol  de  las  conven- 
ciones colectivas  es  todavía  de  gran  im- 
portancia, pues  sólo  ellas  permiten  sus- 
tituir á  las  relaciones  directas  é  indivi- 
duales en  que  se  afirma  la  preponderan- 
cia de  los  patrones,  un  régimen  de  igual 
y  libre  discusión  que  asegura  á  los  tra- 
bajadores una  eficaz  garantía  de  sus  de- 
rechos. 

Producto  espontáneo  del  medio  in- 
dustrial moderno,  estas  convenciones 
colectivas  están  lejos  de  encontrar  en  la 
legislación  actual  el  medio  jurídico  indis- 
pensa!)le  á  su  plena  expansión.  De  una 
naturaleza  jurídica  mal  definida  y,  por 
otra  parte,  insuficientemente  sanciona- 
das por  la  jurisprudencia  (1),  estas  ma- 
nifestaciones de  la  acción  colectiva  no 
han  podido  hasta  ahora,  faltas  de  uu 
reconocimiento  legal,  penetrar  como  ha- 
bría sido  de  desearlo,  en  las  costumbres 
industriales. 

Después  de  haber  afirmado  en  térmi- 
nos exentos  de  toda  ambigüedad,  la  ap- 
titud de  los  sindicatos  para  exigir  judi- 
cialmente el  cumplimiento  de  las  con- 
venciones colectivas,  el  pro3'ecto  impo- 
ne a  los  miembros  del  sindicato,  ó  más 
generalmente   á    la   colectividad  repre- 


(1)  ('onf.  Trib.  »le  Comercio  del  Sena.  4  febrero 
181)2  Caz.  Pal.  92.  1.  ül,  y  anunto  del  siiidic4to 
de  Chaiiff.iillus  Charolles,  IS  febrero  1890;  Dijon, 
•23  julio  1^'.M).  ('as.  l.«  febrero,  1893,  Sir.  96.  I.  32Í); 
Cliolet,  12  febrero  IS97.  Recae  d'H  SocUtés,  181*7. 
p.  303. 
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sentada,  la  obligación  rigurosa  de  con 
formarse  en  sus  convenciones  individua- 
les á  las  reglas  generales  aceptadas  por 
ellos.  Aún  más,  si  dicha  convención  se 
declarara  aplicable  por  las  partes  contra- 
tantes  á  otras  personas   que    las  que 
han  tomado  parte  en  la  convención  ó 
han  estado  representadas,  por  ejemplo 
á  los  patrones  ó  empleados  de  una  re- 
gión determinada,  es  claro  que  éstos  no 
están  en    manera   alguna   obligados  á 
conformarse  á  ella,  pero  importa  obser- 
var, por  el  contrario,  que  aquella  de  las 
partes  que,  ligada  por  la  convención  co- 
lectiva,   tratara  con  estos  terceros  en 
otras  condiciones  que  las  previstas  por 
dicha   convención,  se   expondría  á  ser 
demandada  civilmente  en  razón  de  la  in- 
je^ución  de  las  obligaciones    asumidas 
por  ella  (1).  "Esta   disposición,  dice  la 
exposición  de  motivos,  es  la  garantía  de 
la  observancia  de  las  condiciones  gene- 
rales de  la  convención.    Ella  se  opone, 
por  la  posibilidad  de  una  acción,  á  que 
los  obreros  ligados  por  la  convención  se 
comprometan  á  prestar  sus  servicios  en 
condiciones  contrarias  á  las  reglas  gene- 
rales de  esta  convención,  con  un  patrón 
no  sometido  á  estas  obligaciones,  y  re- 
cíprocamente, á  que  un  patrón  someti- 
do á  estas  obligaciones  escape  á  ellas  re- 
clutando  obreros  no  sometidos  á  la  con- 
vención/' 

Secundado  por  este  conjunto  de  san- 
ciones tan  precisas  y  concordantes,  el 
éxito  de  las  convenciones  colectivas  no 
tardar!  sin  duda  en  manifestarse  con 
una  amplitud  que  no  podía  adquirir  en 
medio  de  las  controversias  é  incertidum- 
bres  de  toda  clase  que  autorizaba  el 
silencio  de  la  ley  actual. 

(1)  Art.  17§2y  12,  §3y4. 
Dbkecho 


El  título  V,  relativo  ala  cesación  y  ala 
ruptura  del  contrato  de  trabajo,  debe 
combinarse  con  el  artículo  1780  del  Códi- 
go Civil  modificado  por  la  ley  de  27  de 
diciembre  de  1890.  La  innovación  conte- 
nida en  esta  parte  del  proyecto  consiste 
en  imponer  á  la  parte  que  toma  la  inicia- 
tiva de  la  resolución,  la  obligación  de 
prevenir  á  la  otra  parte,  con  una  sema- 
na de  anticipación,  si  se  trata  de  un 
obrero  ó  criado,  ó  un  mes  á  lo  menos  si 
se  trata  de  un  empleado  propiamente 
dicho  ó  de  un  obrero  que  se  asemeje  á  un 
empleado  (1).  Suprimido  con  demasiada 
frecuencia  por  los  reglamentos  de  taller, 
el  plazo  de  desahucio  tomaría  así  un 
carácter  legal  cuya  ventaja  práctica  con- 
sistiría en  evitar  por  una  y  otra  parte 
las  sorpresas  y  los  embarazos  resultan- 
tes de  una  brusca é  inmediata  resolución 
del  contrato. 

Terminaremos  este  breve  resumen  se- 
ñalando una  disposición  que  exigiría 
una  larga  demostración,  á  saber,  que 
**la  huelga  es,  salvo  manifestación  con- 
traria de  la  voluntad  de  una  ú  otra 
parte,  una  suspensrón  del 'contrato  de 
trabajo'\  con  el  correctivo  sin  embargo 
de  que  *  la  negativa  de  una  de  las  par- 
tes para  recurrir  al  procedimiento  de 
conciliación  ó  al  arbitraje  en  las  formas 
instituidas  por  las  leyes  especiales,  será 
considerada  como  una  ruptura  de  hecho 
de  esta  parte".  Sin  embargo,  agrega  esta 
misma  disposición,  **en  los  servicios  pii- 
blicoa  y  en  los  establecimientos  indus- 
triales del  Estado  cuyo  funcionamiento 
no  podría  interrumpirse  sin  comprome- 
ter los  intereses  de  la  defensa  nacional, 
la  huelga  ó  cesación  concertada  del  tra- 


(l)  Art.  46. 


íS 


210                                                              PRIMERA  PARTE 

bajo  es,  ipsofacto,  una  ruptura  del  con-  de  una  jnrisprudencia  ooogUnte  de  los  Consejos  de 

trato  de  trabajo".  (2)  Hombi^s  buenos,  oonfirmada  recientemeote  por  U 

p  Corte  de  Cssaci^n.—V.  Cas.  Req.,  18  marso    1902. 
J^^^®  CABOUAT.  j^^jj  j^^2. 1  323  y  Civ.,  4  mayo  1904,  ihid.  1.  283. 


(2)  Respecto  al  efecto  de  la  huelga  sobre  el  con-      ^*>»^  P»^'-  ^«^  trin^rielU,  1906,  p.  39  y  sig. 
trato  de  trabajo,  el  proyecto  se  separa  claramente 


PROCEDIMIENTO  CRIMINAL 


LA   CONDENA   CONDICIONAL   (1) 


I.  La  condena  condicionada  requiere  ana  concep- 
ción más  elevada  que  la  que  ha  venido  informan- 
do al  Derecho  ¡lenal  sobre  el  delito,  el  delincuente 
y  la  pena. — ÍI.  Orígenes  de  la  condena  condicio- 
nal y  BU  incorporación  á  las  leyes  de  los  pueblos 
de  Europa  y  América. — III.  Juicio  crítico  de  la 
Institución. 

I 

1.  La  condena  condicional,  como  la 
libertad  condicionada  y  la  indetermina- 
ción de  la  pena,  son  instituciones  que 
responden  á  una  concepción  más  perfec- 
ta, y  desde  luego  más  elevada,  acerca 
del  delincuente,  del  delito  y  de  la  pena- 
lidad. 

Saludable  reacción  contra  las  teorías 
absolutas  sobre  la  incorregibilidad  del 
criminal  nato,  ó  inadaptable,  la  fatali- 
dad en  la  producción  del  delito,  y  la  pena 
como  sanción  esencialmente  retributiva 
y  eliminatoria  del  morbo  social  que  la 
acción  malvada  representa,  parécennos 
ser,  las  actuales  enseñanzas  del  Dereclu) 


(1)  De  la  tRevista  General  de  í legislación  y  Ju 
rísprndencia»  de  Madrid.  Año  55.  Tumo  \\0,jmHT 
ío-abril  1907, 


penal,  influenciadas  ciertamente  por  un 
eclecticismo  innegable,  pero  muy  huma- 
no y  beneficioso,  no  ya  en  orden  á  la 
reintegración  moral  del  caído  en  la  cul- 
pa, sino  al  interés  común  de  la  defensa 
social  contra  el  delito  y  su  alarmante 
reproducción  á  causa  de  la  reincidencia. 
El  delito,  verdadero  fenómeno  de  psico- 
patía, generado  por  hecho  de  causali- 
dad, es  considerado  hoy  como  el  resul- 
tado de  una  fuerza  activa  que,  solicita- 
da por  otras  fuerzas  divergentes,  aparta 
la  voluntad  culpable  del  recto  camino 
del  obrar  jurídico;  el  delincuente,  un  ser 
que  es  regenerable  si  el  hábito  moral  lo- 
gra sobreponerse  ala  habitualidad  vicio- 
sa y  criminal;  y  finalmente,  la  pena,  deja 
de  ser  castigo  fiero  y  deprimente  que, 
hiriendo  al  cuerpo,  desnutre  y  mata  el 
alma  de  quien  la  sufre,  sublevando  la 
dignidad  humana  y  cerrando  el  corazón 
á  la  esperanza  de  toda  posible  miseri- 
cordia, para  transformarse  en  coacción 
psíquica  que  aspira  al  restablecimiento 
del  sentido  de  la  justicia  en  el  espíritu 
del  culpable,  previniendo  así  nuevas  re- 
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caídas  y  evitando  la  morbosidad  social 
que  la  reincidencia  significa. 

La  nueva  ciencia  penal  ha  penetrado 
resueltamente,  por  tanto,  en  el  campo 
de  las  ciencias  sociológicas,  y  reconsti- 
tuyendo por  medio  de  la  ciencia  peniten- 
ciaria las  especulaciones  sentimentales 
del  filantropismo  de  las  postrimerías  del 
siglo  XVIII,  el  Derecho  represivo  ha  con- 
vertido las  cárceles,  de  plantel  de  delin- 
cuentes profesionales,  en  reformatorios 
de  la  conducta  viciosa  y  criminal;  los 
condenados  sin  posible  redención  ulte- 
rior, en  protegidos  por  el  patronato  y 
la  tutela  del  Estado;  y  finalmente,  la 
pena,  en  corrección  racional  redimible 
mediante  una  posible  evolución  poste- 
rior de  la  conciencia  y  de  la  voluntad 
culpables.  Y  como  la  causa  del  Derecho 
es  empresa  de  la  solidaridad  entre  los 
hombres,  la  Unión  internacional  de  los 
jurisconsultos  dignos  de  este  nombre 
cuidó  de  difundir  en  los  Congresos  y  en 
los  Boletines  de  la  Unión  las  nuevas  teo- 
rías, que  bien  pronto  fueron  traducidas 
por  mandatos  legislativos  en  los  pue- 
blos de  superior  cultura  jurídica. 

La  infancia  abandonada,  germen  de 
la  habitualidad  delictuosa  y  coeficiente 
del  crecimiento  alarmante  de  la  crimi- 
nalidad, hizo  pensar  á  los  criminólogos 
en  la  necesidad  de  un  Derecho  penal  pri- 
vativo de  los  menores  delincuentes,  para 
quienes,  más  que  un  sistema  represivo 
de  sus  primeras  faltas,  era  necesaria  una 
terapéutica  social,  en  la  cual  la  labor 
del  patronato  y  de  la  consiguiente  pro- 
tección sobre  su  persona,  realizase  la 
obra  salvadora  de  corregir  las  viciosas 
inclinaciones,  que  bien  pronto  habrían 
de  traducirse  en  habitualidad  del  delito. 
Recordar  aquí  el  desenvolvimiento  ad- 
mirable de  las  instituciones  protectoras 


de  la  infancia,  fuera  innecesario;  pero 
consuela  el  alma  observar  que  el  movi- 
miento tutelar  de  la  juventud,  no  ya  cri- 
minal, sino  viciosa  y  abandonada,  es 
realmente  portentoso  é  incesante  la  per- 
severancia de  los  Congresos  penitencia- 
rios, traducida  en  Asociaciones  patrona- 
les y  de  asistencia,  instituyéndose  además 
en  algunos  Estados  del  Norte  de  América 
Tribunales  para  niños,  cuyas  notas  ca- 
racterísticas son  la  inaplicación  de  una 
ley  escrita,  que  no  existe,  y  la  supresión 
de  la  encarcelación  para  los  menores  de 
dieciséis  años,  sustituida  por  el  reforma- 
torio, la  escuela  especial  y  un  sistema 
educativo  correccionalizador  por  exce- 
lencia (1). 

Y  como  los  progresos  en  el  sistema  ]ie- 
nitenciario  han  sido  logrados,  según 
oportunamente  recuerda  Mr.  Charlton, 
por  la  extensión  al  derecho  penal  de  los 
adultos  de  instituciones  propias  para  la 
corrección  de  los  menores  delincuentes, 
y  ante  la  observación  recogida  por  la 
estadística  sobre  que  el  delito  no  espera 
los  años,  antes  bien  explota  en  las  pri- 
meras edades  de  la  vida,  y  la  criminali- 
dad declina  en  la  época  de  la  madurez, 
se  hizo  necesario  someter  á  discusión  si 
la  protección  tutelar  de  los  condenados 

(I)  De  la  juventud  deliacaente,  disonrs)  del 
PreBÍdente  de  la  Lieal  Anade^nia  de  Jurispruden- 
cia, don  Eduardo  Dato,  en  la  sesión  inaugural  del 
curso  de  1906-907. 

Irrealidad  ó  no  del  discernimiento  en  los  me- 
noreri  delincuentes  á  que  en  nuestro  derecho  se  sQ 
bordiiiii  la  responsabilidad  del  acto  criminoso,  pare- 
ce fórmula  llamada  á  desaparecer,  segñn  acertada 
mtínte  entendía  el  Congreso  de  Bruselas  —(Actas 
de  188'\  cuestión  2.*) —sustituyéndola  por  los  Co- 
mités protectores,  que  en  Francia  funcionan  desde 
1801,  y  la  sumisión  á  la  tutela  páblica  de  l^s  meno- 
res de  dieciséis  anos,  para  los  cuales  la  condena 
deberá  ser  condicional,  por  ministerio  de  la  Íey>  - 
f  y. del. A.)       • 
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debiera  extenderse  también  á  toda  clase 
de  delincuentes,  modificando  substancial- 
mente  el  funcionamiento  de  la  justicia 
penal. 

Á  este  propósito,  la  Unión  Internacio- 
nal de  Derecho  Penal  proclamaba  resuel- 
tamente en  1889  **que  los  Tribunales  re- 
presivos y  la  administración  penitencia- 
ria concurrirían  al  mismo  fin,  porque  la 
condena  no  tenía  otro  valor  que  el  que 
le  da  el  modo  cómo  se  ejecuta,  por  la 
cual  resultaba  anticientífica  la  separa- 
ción entre  la  función  represiva  y  la  acción 
fienitenciaria". 

De  suerte,  que  ampliar  el  tratamiento 
protector  recomendado  por  la  ciencia 
para  el  cumplimiento  de  las  condenas 
impuestas  á  los  menores,  extendiéndole 
á  los  adultos,  -era  una  labor  de  superior 
justicia,  ya  que  nunca  resulta  esta  virtud 
más  esclarecida  que  cuando  aparece  ilu- 
minada por  los  destellos  de  la  miseri- 
cordia y  el  perdón  de  las  primeras  fal- 
tas (1). 

Era  preciso,  para  avaluar  esa  nueva 
orientación  del  derecho  de  castigar,  disi- 
par las  nubes  que  ensombrecían  la  con- 
cepción científica  sobre  la  imposibilidad 
de  la  corrección,  sostenida  resueltamen- 
te, entre  otros  mcritísimos  intelectuales, 
por  Manduca — **La  condamma  condi- 
ciónale in  Italia,  1898",--al  afirmar 
*'que  siendo  todo  criminal  nato  é  inco- 
rregible, no  era  posible  que  en  ninguno 
se  verificase  una  reorganización  psíquica 
bastante  á  producir  la  enmienda'*. 

Parécenos,  ante  la  desconsoladora  teo- 
ría de  quienes  niegan  al  delincuente  la 
posibilidad  de  regenerarse,  y  estiman  en  el 
delito  un  fenómeno  de  fatalidad  y  de  in- 


(1)  «Estatutos  de  la  Unión  IiiternacioDal  del  De- 
recho Penal,  párrafo  ó.»  (1889). 


conciencia,  considerando  á  la  pena  como 
mero  procedimiento  eliminatorio  del  cri- 
minal por  la  deportación  ó  la  muerte,  que 
el  criminal  debe  ser  estudiado,  no  con  la 
frialdad  del  anatómico  que  opera  sobre 
un  cadáver,  sino  con  la  fe  del  sociólogo 
que  actúa  sobre  un  ser  destinado  á  vivir 
en  la  colectividad  social.  Y  es  un  hecho 
de  evidencia  notoria,  que  fuera  de  aque- 
llos que,  enfermos  del  espíritu  por  lesio- 
nes orgánicas  del  cuerpo  — verdaderos 
tipos  de  neurosis  criminal— .delinquen 
cuando  los  motivos  circunstanciales  ex- 
plota el  oculto  virus  de  la  delincuencia, 
los  cuales  difícilmente  eliminan  por  com- 
pleto el  morbo  delictivo,  los  criminales, 
de  modo  general,  no  llegan  á  la  habi- 
tualidad  delincuente  sino  por  virtud  de 
la  ley  que  Tarde  llama  de  repetición,  co- 
mo verdaderos  vencidos  en  lucha  con 
las  flaquezas  de  su  voluntad  y  merced  á 
concausas  sociales,  que  ofrecen  á  la  ac- 
tividad viciosas  ocasiones  adecuadas  al 
delito. 

Joven  ó  adulto,  el  delincuente  no  pue- 
de sustrarse  el  medio  ambiente  social 
que  le  rodea,  como  en  el  orden  fisioló- 
gico tonifica  ó  destruye  los  gérmenes  de 
la  salud  y  de  la  vida,  el  aire  puro  ó  im- 
puro que  oxigena  ó  carboniza  nuestros 
órganos  respiratorios,  poniendo  en  mo- 
vimiento los  latidos  de  nuestro  corazón. 

Llevar,  por  lo  expuesto,  al  Derecho  pe- 
nal de  modo  general  instituciones  jurídi- 
co sociales  de  protección  y  amparo  al 
que  cayó  en  el  abismo  de  la  culpa,  reque- 
rir en  esa  obra  de  salvamento  el  concurso 
del  coeficiente  individual,  la  intervención 
del  Estado  y  la  obra  de  la  ley,  no  menos 
que  la  labor  de  los  Tribunales  de  justicia, 
es  la  más  noble  empresa  del  Derecho  pe- 
nal moderno.  En  sus  principios  acerca 
de  la  pena,  una  transformación  esencial 
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impone  nuevas  concepciones  sobre  su 
esencia  y  finalidad,  y  á  la  integración  de 
ese  superior  concepto  habrán  de  contri- 
buir las  enseñanzas  de  la  Ciencia  peni- 
tenciaria, de  la  Pedagogía  y  de  la  Bene- 
ficencia; ramas  que  brotan  de  un  tronco 
común;  la  Ciencia  de  la  Sociología,  que 
habrá  de  ser  substancia  y  vida  del  Dere- 
cho penal  en  la  actualidad. 

II.  La  condena  condicional,  hija  pre- 
dilecta, como  la  denomina  Listz,  de  la 
Unión  internacional  del  Derecho,  é  insti- 
tución tan  recomendable,  según  dicho  ju- 
risconsulto, que  no  es  posible  compren- 
der no  figure  en  todos  los  Códigos  de  los 
pueblos  cultos,  es  en  sus  orígenes  una 
manifestación  de  la  justicia  familiar,  am- 
pliada más  tarde  á  la  función  social  de 
la  represión.  Perdonar  la  primera  falta 
bajo  la  formal  promesa  de  la  no  reinci- 
dencia, es  el  procedimiento  educativo  del 
padre  que  antes  del  castigo,  amonesta 
ai  hijo  culpable  y  le  aparta  del  precipicio 
del  crimen,  más  por  la  dulzura  del  per- 
dón, que  por  la  crueldad  del  maltrato 
corporal  y  la  aflicción  sobre  su  espíritu. 
Aplicado  ese  principio  á  la  infancia  cri- 
minal, antes  que  arrancar  del  corazón 
los  delicados  sentimientos  de  ternura 
propios  del  adolescente,  por  la  conviven- 
cia carcelaria  y  el  humillante  casillero 
del  penado,  en  los  Estados  Unidos  del 
Norte  de  América  se  introdujo  por  vía  de 
ensayo  (1878)  el  sistema  de  someter  al 
joven  que  había  de  comparecer  ante  los 
los  Tribunalrs  á  una  prueba  (probation 
system)  que  como  recuerda  Bernaldo  de 
Quiróz— Teorías  de  la  crítninalidad— -re- 
ducida, á  su  más  simple  expresión,  con- 
sistía en  la  caución  que  un  funcionario 
de  Policía  ofrece  de  la  conducta  del  so- 
metido á  la  acción  de  la  justicia,  y  que  le 
hacía  merecedor  de  ser  relevado  del  cum- 


plimiento de  la  pena  que  por  el  delito 
debiera  serle  impuesta. 

Rodeada  de  tales  medidas  precautorias, 
la  condena  condicional,  pensóse  en  exten- 
der la  nueva  institución  á  los  adultos,  y 
fué  tan  satisfactorio  el  resultado,  que 
hoy  existe  en  todos  los  Esta.dos  de  la 
gran  República  Americana,  pero  someti- 
da á  las  indagaciones  probatorias  del 
Probation  o/Scer^  que  una  vez  pronun- 
ciada la  sentencia  condicionada  ejerce 
durante  dos  años  tan  directa  inspección 
sobre  el  condenado  condicional,  que  tie- 
ne autoridad  para  acordar  su  arresto  y 
hasta  demandar  del  Tribunal  sentencia- 
dor prorrogue  el  plazo  de  la  prueba  sin 
cancelar  la  sentencia  suspendida. 

La  incorporación  de  la  condena  condi- 
cional á  los  Códigos  de  Buropa,   fué  in- 
dudablemente debida  a  la  propaganda 
incansable  de  los  Congresos  internacio- 
nales y  al  ejemplo  de  Bélgica  con  la  pu- 
blicación de  la  ley  de  31  de  Mayo  de 
1888,  sobre  condena  condicional  y  libe- 
ración de  la  pena,  reformada  por  la  de  2 
de  Maj'^o  de  1894.  La  interesante  discu- 
sión en  el  Congreso  de  Bniselas  (1889), 
sobre  los  meritísimos  informes  de  Prins 
y  Lammasch,  se  tradujo  en  un  formal  re- 
querimiento   á    los  Gobiernos   para   la 
adopción  de  la  condena  condicional,  si 
bien  conteniendo  tan  transcendental  re- 
forma dentro  de  los  límites  impuestos 
por  el  estado  de  cultura  general  y  jurídi- 
ca de  cada  pueblo,  sus  costumbres  y  tra- 
diciones (Actas  del  Congreso  de  Bruse- 
las, Sesión  1*).  Cumpliendo  este  requeri- 
miento,  Francia   publicó  la  ley  de  31  de 
mayo  de  1891 ,   Portugal  la  de  6  de  julio 
de  1893,  Noruega  la  de  2  de  mayo  de 
1894,  España  presentó  á  las  Cortes  un 
Proyecto  en  8  de  enero  de  1900,   cal" 
cado  sobre  la  ley  francesa  de  1891,  y  íl- 
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-timamente  el  Japón  se  apresta  á  apor- 
ta, ría  á  sus  Códigos,  según  un  informe  de 
M!.  Tomü  publicado  en  esta  Revista  en 
1898  (1). 

Pero  se  hace  preciso  recordar  que  la 
condena  condicional  fué  implantada  en 
Hu  ropa  despojándola  del  sistema  de  la 
prueba  encomendada  á  un  funcionario 
de  Policía  extraño  á  los  Tribunales,  que 
era,  la  característica   de   la   institución 
en  el  Norte  de  América.  Ni  aún  Inglate- 
rra— Ley  de  8  de  agosto  de  1877— acep- 
tó tales  precedentes,  diferenciándose  tan 
sólo  de  los  demás  pueblos  europeos  que 
admiten  la  condicionalidad  de  las  sen- 
tencias, en  que  allí  queda  reducida  la  mi- 
sión del  Tribunal  á  perdonar  los  delitos 
leves  cometidos  por  acusados  de  buena 
conducta  y  sin  antecedentes  judiciales, 
pronunciándose  cuando  en  un  plazo  de 
dos  años  aquéllos  reinciden  y  sin  forma 
nueva  de  juicio,  la  sentencia  condenato- 
ria que  no  llegó  á  dictarse  en  su  oportu- 
nidad. En  las  restantes  legislaciones,  una 
vez    pronunciada  la  sentencia  y  concu- 
rriendo los  requisitos  que  la  ley,  más  ó 
menos  concretamente  establece,  la  ejecu- 
ción queda  en  suspenso  durante  un  plazo 
que  oscila  entre  tres  y  cinco  años  ó  diez 
que  establecía  nuestro  Proyecto  de  1900, 
reservándose  á  la  discreción  de  los  Tri- 
bunales la  aplicación  de  la  condición  sus- 
pensiva, sin  ulterior  recurso  contra  su 
resolución  sobre  est^unto. 

Como  regla  general  de  la  institución 
en  Europa,  puede  establecerse  que  la  sus- 
pensión es  aplicada  á  los  acusados  sin 
antecedentes  judiciales,  por  delitos  que 
no  lleven  pena  mayor  de  seis  meses  de 


(1)  «Revista  general  de  Legislación  y  Jurispru- 
dencia», tomo  92,  pág.  367,  (Bstudio  sobre  el  estado 
de   la  codificación    en  el  Japón,  por  M.  Toniii.) 


prisión  ó  multa  de  carácter  correccional, 
exceptuándose  del  beneficio  la  responsabi- 
lidad civil  por  indemnización  al  ofendido. 
También  es  principio  admitido,  que  co- 
metido otro  delito  sin  extinguirse  el  pla- 
zo de  la  suspensión,  la  pena  no  cumplida 
deberá  serlo  de  modo  inmediato  á  la 
nuevamente  impuesta  por  la  ulterior 
reincidencia. 

La  ley  de  Noruega,    2  de   mayo   de 
1894,  merece  en  cuanto  á  estos  particu- 
lares una  especial    mención,   porque  si 
bien  atribuye  al  Tribunal  del  juicio  la 
facultad  de  otorgar  la  suspensión  de  la 
sentencia  en  delitos  de  poca  importancia, 
castigados  con  la  pena  de  prisión  ó  mul- 
ta, exige  como  requisitos  para  tal  conce- 
sión que  el  reo  sea  menor  de  dieciocho 
años,  que  anteriormente  haya  observado 
buena  conducta,  que  concurran  circuns* 
tancias  atenuantes,  tales  como  la  confe- 
sión sincera  por  el  culpable  del  delito  co- 
metido, y  que  aquel  haya  dado  satisfac- 
ción á  la  parte  ofendida  indemnizándole 
del  perjuicio  sufrido.  En  esto  de  la  indem- 
nización, el  Tribunal  está  facultado  para 
establecer  un  plazo  que  puede  ser  prorro- 
gado al  vencimiento,  y  caso  de  no  ser 
cumplida  la  condición,  produce  tal  in- 
cumplimiento la  ejecución  de  la  sentencia 
en  este  extremo.  Pero  lo  que  aparta  la 
ley  Noruega  del  criterio  adoptado  en  las 
demás  leyes  sobre  condena  condicionada, 
es  lo  en  aquella  dispuesto  sobre  las  rein. 
cidencias,  puesto  que  no  en  todos  los 
casos  deja  sin  efecto  la  suspensión  conce- 
dida. El  Tribunal  en  Noruega  al  acordar 
la  no  ejecución  de  la  pena,  bajo  la  condi- 
ción de  no  volver  el  condenado  á  delin- 
quir en  el  plazo  de  tres  años,  puede,  no 
obstante,  ordenar  continúe  suspendido 
el  fallo,  si  el  delito  posterior  no  fuere  pre- 
meditado, ó  no  resulte  castigado  con  una 
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pena  de  mayor  gravedad  que  la  que 
resulta  aplazada  por  la  condena  condi- 
cional (1). 

Sintetizando  lo  expuesto  en  cuanto  á 
la  manera  de  ser  aplicada  la  condena 
condicional,  pueden  establecerse  las  si- 
guientes conclusiones:  1*  En  la  América 
del  Norte,  donde  la  condena  condicional 
tuvo  su  origen,  el  Tribunal  la  concede  á 
solicitud  del  Oficial  de  Policía  encargado 
de  someter  al  culpable  á  un  período  de 
prueba  que  durará  dos  años,  discrecio- 
nalmente  prorrogables,  cancelándose  la 
sentencia  cuando  el  Inspector  de  la  prue- 
ba [Probation  Oñcet)  comparece  ante  el 
Juez  demandando  que  el  sentenciado  sea 
descargado  de  la  pena.  2*  En  Inglaterra, 
el  Juez  no  dicta  sentencia,  pero  termina- 
do el  juicio  criminal,  perdona  incondicio- 
nalmente,  aunque  reconociendo  la  culpa- 
bilidad del  acusado,  si  éste  carece  de  an- 
tecedentes judiciales  y  el  delito  es  leve. 
Transcurrido  dos  años,  si  el  perdonado 
vuelve  á  recaer,  6  no  es  de  buena  conduc- 
ta, el  Tribunal,  sin  otro  procedimiento, 
dicta  la  sentencia  condenatoria,  que  es 
desde  luego  ejecutada.  3*  En  la  genera- 
lidad de  las  legislaciones  de  Europa,  se 
defiere  á  los  Tribunales  la  facultad  de 
suspender  la  sentencia  condenatoria,  con 
subordinación  á  las  circunstancias  per- 
sonales del  acusado  y  á  la  pena  que  de- 
berá imponerse,  la  cual  no  deberá  exce- 
der de  seis  meses  de  prisión;  no  se  some' 
te  á  aquél  á  vigilancia  ni  tutela  especial, 
y  se  establece  como  plazo  el  de  tres  á 
cinco  años,  durante  el  cual,  si  el  conde- 


(1)  Como  conforme  al  artícalo  50  de  nuestro 
Código  Penal,  la  insolvencia  por  la  responsabilidad 
civil,  lleva  de  modo  inexcusable  la  prisión,  entende- 
mos que  la  condena  condicional  debe  extenderse  á 
dicha  prisión,  con  los  reservas  establecidas  en  el 
artículo  62.-f^'  del  AJ 


nado  no  recae  en  nuevos  delitos,  queda 
anulada  la  sentencia;  pero  si  reincide,  la 
pena  es  cumplida  conjuntamente   con  la 
aplicable  á  la  posterior  recaída.   Sola- 
mente en  Noruega,  la  culpa  ulterior,  á  no 
ser  por  delito  premeditado  ó  de  mayor 
entidad,  permite  un  nuevo  aplazamiento 
en  la  ejecución  de  la  sentencia  condicio- 
nada. 4*  En  el  proyecto  de  ley  español 
de  8  de  enero  de  1900,  la  suspensión  se 
aplica  á  las  penas  de  multa  y  privación 
de  libertad;  pero  no  comprende  la  prisión 
sustitutoria   por  las   responsabilidades 
pecuniarias  á  que  se  refieren  los  números 
1^  y  3^  del  artículo  49  del  Código  penal; 
exceptúa  determinados  delitos,  sea  cual- 
quiera su  pena,  y  finalmente,  extiende  á 
la  prisión  ó  presidio  correccional  en  su 
grado  mínimo  los  beneficios  del  aplaza- 
miento, elevando  éste  á  diez  años. 

III.  Significa  en  substancia  la  condena 
condicional  la  suspensión  de  la  efectivi- 
dad de  la  pena  impuesta  por  los  tribuna- 
les del  orden  peiial  al  declarado  culpable 
de  un  delito,  subordinando  tal  aplaza- 
miento á  la  condición  de  la  no  reinciden- 
cia; condición  que  de  quedar  incumplida, 
lleva  aparejada  laejectición  de  la  senten- 
cia aplazada. 

Como  ya  se  ha  indicado  anteriormen- 
te, esa  institución,  lo  mismo  que  la  de  li 
beración  de  la  pena  después  de  cierto 
tiempo  de  sufrida,  son  fiel  reflejo  en  las 
leyes  procesales  de  lasque  vas  orientacio- 
nes del  derecho  criminal  acerca  del  fin 
ético  de  la  represión  tan  discutido  por  el 
clasicismo,  las  teorías  antropológicas  y 
las  escuelas  correccionalistas  de  los  pro- 
medios del  pasado  siglo. 

Bélgica,  que  es,  sin  duda  alguna,  uno 
de  los  pueblos  de  mayor  cultura  jurídica, 
al  publicar  en  1888,  la  ley  sobre  conde- 
na condicional  y  liberación  de  penas, 
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cuidaba  de  consignar  en  la  exposición 
de  motivos  de  la  misma:  "que  no  era  la 
intimación— que  por  la  efectividad  del 
castigo  contribuía  al  mantenimiento  del 
orden  del  derecho — ,el  fin  único  de  la  fun- 
ción represiva;  porque  la  expiación  á 
que  son  sometidos  los  culpables  debe 
servirles  de  enmienda,  fortaleciendo  su 
voluntad  y  regenerando  su  conciencia, 
evitando  nuevas  y  más  dolorosas  recaí- 
das. Así  la  pena,  despojada  de  su  aspec- 
to esencialmente  retributivo,  se  convier- 
te en  actuación  psíquica  y  moralizadora 
del  propio  delincuente  y  por  irradiación 
de  todo  el  cuerpo  social"  (1). 

Á  la  benéfica  idea  del  perdón  de  la  pri- 
mera delincuencia,  que  de  'ordinario  re- 
dime la  conciencia  del  pesar  de  la  culpa, 
de  modo  más  eficaz  que  el  castigo  inexo- 
rable y  la  perdida  esperanza  de  toda  re- 
generación posible,  y  á  la  práctica,  ense- 
ñanza de  que  la  convivencia  endurece  el 
corazón,  relaja  los  hábitos  familiares  y 
disloca  las  más  dulces  afecciones,  debió 
su  implantación  en'Jas  instituciones  ju- 
rídicas la  condena  condicional,  y  su  di- 
fusión fué  tan  rápida,  su  aceptación  en 
la  ley  tan  unánime,  que  sólo  España  pa- 
rece ser  dolorosa  excepción  en  este  mo- 
vimiento de  la  justicia  sustentada  sobre 
el  amor  y  la  misericordia  al  caído  en  las 
desventuras  del  delito. 

Pero  la  condena  condicional  como  la 
liberación  de  la  pena,  sí  han  de  producir 
sus  consiguientes  benéficos  resultados, 
necesitan  del  concurso  de  otras  institu- 
ciones penitenciarias  y  de  beneficencia,  y 
sobre  todo  de  un  estado  de  opinión  fa- 
vorable al  desarrollo  de  la  acción  indi- 


(1)  Expi  sición  de  motivos  de  la  ley  sobre  la  con- 
dena condicional  y  liberación  de  la  pena,  de  81  ^e 
mayo  de  1888 


vidual  en  pro  deF  patronato,  que  coad- 
yuve á  la  obra  de  protección  del  Estado 
cerca  de  la  persona  dtl  culpable  á  fin  de 
redimirle  de  la  pasada  culpa.  Ello  satis- 
factoriamente explica  como  en  Inglate- 
rra, planteada  la  condena  condicional 
por  la  ley  de  8  de  agosto  de  1887  ("Act. 
to  permit  theconditional  reléase  of  firtes 
offenders  in  certain  cases**)  ofreció  en  sus 
principios  resultados  poco  favorables, 
porque  completamente  abandonados  á  sí 
mismos  los  liberados,  sobre  todo  los 
menores  delincuentes,  la  inminencia  de 
nuevas  recaídas  era  inevitable.  Organi- 
zado el  patronato,  se  hicieron  notorias 
sus  ventajas,  y  así  se  evidenció  en  el  Con- 
greso Penitenciario  de  Stockolmo. 

En  cuanto  á  Bélgica  donde  las  insti- 
tuciones patronales  se  multiplicaron  de 
modo  asombroso  después  de  la  publi- 
cación de  la  ley  de  31  de  mayo  de  1888, 
dio  ésta  tan  benéficos  resultados  que 
como  cuida  de  hacer  constar  G.  Tar- 
de—La Criminalidad  comparada — la  es- 
tadística delincuente  ha  descendido  en 
su  curva  antes  progresiva,  como  si  partí 
detener  el  avance  de  la  ola  criminal,  se 
hiciese  inexcusable  un  enérgico  desplie- 
gue de  la  beneficencia  individual  y  colec- 
tiva. ¿Es,  pudiéramos  preguntar  con  el 
ilustre  magistrado  Gabriel  Tarde,  que 
la  caridad  para  los  semejantes  pasó  ya, 
y  que  la  obra  de  la  abnegación,  del  des- 
interés y  del  propio  sacrificio,  ha  termi- 
nado en  lascivilizaciones superiores?  (1). 

La  condena  condicional,  es  como  la 
iniciación  de  otra  más  transcendente 
institución  penitenciaria,  la  liberación 
de  la  pena;  pero,  ¿qué  hacer  con  los  libe- 
rados en  una  y  otra  forma,  y  cómo  evi- 
tarles nuevas  y  más  dolorosas  recaídas, 


(1)  a  La  Criminalidad  comparada»,  G.  Tarde. 
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á  no  someterles  á  un  tratamiento  edu- 
cativo reformador  de  sus  viciosos  ins- 
tintos? Y  en  la  trasplantación  de  esas 
reformas  propias  del  derecho  penal  de 
la  infancia,  al  derecho  penal  de  los  adul- 
tos, ¿no  es  verdad  que  se  hace  necesa- 
ria  la  protección    patronal    lo    mismo 
para   los  condicionalmente  condenados 
que  para  los  libertos  de   las  prisiones? 
El  instante    más  crítico  de  la  pena,  ha 
dicho  un  ilustre   criminólogo,  es  aquel 
en  que    aquella    se   extingue  ó  se  sus- 
pende, y  la  convalecencia  del  delito,  el 
estado  psicológico  que  más  debe  procu- 
par  á  la  acción  social,  como  que  es  un 
hecho  comprobado  que  á  semejanza  de 
las  recaídas  en  las  dolencias  del  cuerpo, 
las  reincidencias  ocurren  de  modo  gene- 
ral en  los  primeros  tiempos  que  subsi- 
guen al  cumplimiento  déla  condena.  Por 
eso  la  idea  iniciada  en  el  Congreso  de 
Roma,  de  un  estado  intermedio  de  liber- 
tad condicionada  entre  la  prisión  y  el 
otorgamiento  de  la  libertad   definitiva, 
sometiendo  al  libertado  á  una  disciplina 
adecuada  de  vigilacia  y  corrección   dis- 
tintas del  régimen  carcelario,  es  una  idea 
digna  de  la  mayor  meditación. 

Aun  cuando  sea  preciso  reconocer  la 
realidad  de  la  afirmación  de  Mr.  Ri viere, 
sobre  el  estado  inicial  del  sistema  peni- 
tenciario en  España,  por  lo  cual  no  se 
han  implantado  todavía  la  condena  y 
libertad  provisionales,  no  cabe  dudar 
que  aunque  lentamente,  las  nuevas  ense- 
ñanzas de  la  ciencia  penitenciaria  van 
haciendo  su  labor  hacia  la  obra  salva- 
dora de  la  tutela  para  los  reclusos  y  li- 
bertos de  la  pena,  mediante  la  organiza- 
ción del  patronato  y  la  reforma  de  la 
disciplina  carcelaria.  No  hemos  llegado, 
es  cierto,  ni  aún  á  una  ley  sobre  reinci- 
dencias, libertad  condicional,  patronato 


y  rehabilitación  del  penado,  como  la  pu- 
blicada en  Francia  el  14  de  Agosto  de 
1885,  y  arribaremos  tarde  á  refrigerar 
con  la  acción  del  individuo,  la  fría  rigi- 
dez de  los  patronatos  de  carácter  oficial; 
pero  en  el  esfuerzo  particular  de  la  lucha 
de  la  caridad  con  el  egoísmo  general  de 
la  sociedad  de  nuestros  tiempos,  el  amor 
humano  que  es  ley  de  vida  social,  reali- 
zará seguramente  la  obra  de  verdadero 
salvamento  colectivo  (1). 

La  condena  condicional,  negación  co- 
mo la  libertad  después  de  cumplido  cierto 
período  de  la  pena,  de  la  incorregibilidad 
del  delincuente,  serán  un  hecho  en  nues- 
tras instituciones  jurídicas,  como  ya  lo 
ha  sido  la  redención  á  cierto  tiempo  de 
las  penas  perpetuas.  Lo  que  importa  al 
plantearlas  en  nuestros  Códigos,  es  no 
dar  al  olvido  la  advertencia  de  los  con- 
gresistas de  Bruselas,  acerca  de  la  nece- 
sidad de  tener  muy  en  cuenta  en  este 
asunto  el  estado  de  cultura  general  y 
jurídica  de  nuestro  país  y  sus  costum- 
bres y  tradiciones,  porque  toda  reforma 
transcendente  lleva  como  condición  de 
viabilidad  la  abonada  preparación  y  el 
meditado  pensar  de  los  legisladores  que 


(1)  La  creación  de  las  Juntas  de  prisiones  (Rea- 
les decretos  de  21   de  septiembre  de   1H88,  22  de 
mayo  de   1899  y  24  de  junio  do   1890)»  el  sistema 
penitenciario  progresivo  (Real  decreto  de  3  de  ju- 
nio de  1901),  la   tutela    penal  (Real   decreto  de  18 
á*i  mayo  de  11^03),  las  acertadas  disposiciones  sobre 
cumplimiento   de   condenas  y  reformatorio   de  lo» 
menores   de   veinte   años  (Real   decreto   de  2.1  de 
marzo    do    1907),   significan    el   desenvolvimiento 
práctico  de  las  nuevas  teorías  penitenciarias. 

No  es  de  menor  transcendencia  la  creacióu  del 
«  Patronato  de  jóvenes  presos  de  Madrid»,  del  qu<' 
s.m  Preíiidentes  honorarios  los  señores  Dato,  Azcá- 
rate  y  Salillas,  verdaderos  apóstoles  de  la  buena 
cau«a,  debido  á  la  inciativa  individual  y  cuyo  re- 
glamento acaba  de  publicarse  en  los  momentos  de 
ser  redactadas  estas  notas.— ("iT.  del  A.) 
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habrán  de  traducirla  en  realidad.  Así,  y 
recordando  que  hoy  la  ciencia  penal  re- 
sulta más  bien  influenciada  por  la  con- 
soladora esperanza  de  atajar  la  reinci- 
dencia con  los  requerimientos  á  la  co- 
rrección del  culpable,  que  con  el  aban- 
dono de  éste  á  las  tristezas  de  una 
imposible  regeneración,  será  una  labor 
legislativa  inmediata  y  afortunada  la 


instauración  de  la  condena  condicional 
precursora  de  la  liberación  condicionada 
de  la  pena,  y  más  tarde  acaso  de  la  in- 
determinación de  la  condena,  aspiración 
ideal  de  las  escuelas  correccionalistas  en 
la  actualidad. 

P.  González  del  Alba, 

Presidente  de  Sala 
de  la  Audiencia  de  Madrid. 


Año  17 


Agosto  de  1907 


Núm.  g 
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DE  LAS  MODIFICACIONES  DE  LOS  CONTRATOS  POR  VOLUNTAD  UNILATERAL 

Por 

M.  RENE  DEMOGUE 

Profesor  ufjrfiffmlj  de  Ja  Facultad  de  Dertcho  dr  la  ünivfrsidnd  de  Lille 


Scgiui  el  arlÍLulo  1134  del  Códií^o 
Civil,  "las  convenciones  legalnientc  for- 
madas son  ley  para  los  que  las  han  cele- 
brado. No  pueden  revocarse  sino  por  su 
consentimiento  mutuo  ó  por  las  causas 
que  autoriza  la  ley." 

Al  leer  este  artículo,  parcjc  cjue  una 
vez  celebrado  el  contrato,  se  deducirán 
sus  consecuencias  lógiccimcntc,  mecáni- 
camente en  cierta  manera,  que  llegará 
siempre,  salvo  imposibilidad,  á  ejecutar- 
se en  especie  6  á  ejecutar^se  ])or  ec{uiva- 
lencia.  La  convención  debe  desarrollar 
todas  sus  consecuencias,  sólo  se  ataja- 
rán por  las  revocaciones  que  autoriza  la 
ley.  El  sistema  es  claro,  preciso:  el  acto 
])roducirá  todas  las  consecucncins  (|ue 
debe  engendrar,  no  se  detendrá  sino 
ante  la  imposibilidad,  ó  dejará  de  exis- 
tirá consecuencia  de  revocación  ó  de  re- 
solución i'art.  IIS^).  Los  autores  co- 
.mentan  muy  brevemente  una  disposición 
tan  sencilla  y  tan  clara;  algunas  líneas, 
cuando  más  algunas  páginas  en  los  más 
extensos. 

Sin  embargo,  nos  parece  que  la  regla 
de  derecho  convencional  lo  mismo  que 
Derecho 


la  regla  legal  está  destinada  á  modifi- 
carse en  ciertos  casos,  en  presencia  de 
circunstancias  imprevistas,  sin  el  con- 
sentimiento de  todos  los  firmantes.  Sin 
duda  esto  no  siempre  aparece  porque 
los  contratos  están  destinados  á  menu- 
do á  ejecutarse  en  un  plazo  breve,  y  sin 
que  en  el  intervalo  se  produzca  ning-una 
nueva  situación.  No  por  eso  la  cuestión 
deja  de  tener  una  gran  importancia: 
hace  comj)rendcr  nu jor  lo  f|ue  debe  ser 
una  convención. 

El  contrato  no  es  algo  respetable  en 
sí  mismo,  porque  es  un  acuerdo  de  vo- 
luntades. Se  volvería  al  feticjuiímo  de 
la  voluntad  individual  que  ha  o1)struid(3 
el  derecho  civil  del  siglo  XIX.  El  con- 
trato es  respetable  como  función  de  la 
solidaridad  humana.  Una  convenci;ui 
que  sólo  puede  llegar  á  consecuencias 
en  contradicción  cierta  con  el  interés 
general,  ya  no  merece  una  fuerza  obliga- 
toria. Sin  duda,  no  todo  desacuerdo 
entre  una  convención  y  las  nuevas  cir- 
cunstancias hace  digno  al  contrato  de 
ima  suerte  semejante.  Pues  por  el  hecho 
sólo    de  que    algunas    personas    hayan 
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contado  con  un  cierto  estado  de  hecho 
que  debía  resultar  de  un  contrato  cele- 
brado, hay  ventaja  para  todos  en  que 
se  realice  este  estado.  Pero  el  interés 
general  en  la  ejecución  de  un  contra- 
to puede  ser  excepcionalmente  más  dé- 
bil que  el  interés  general  que  no  quiere 
que  se  ejecute  un  contrato  mal  adapta- 
do á  las  nuevas  circunstancias.  Todo  es- 
to exige  un  amoldamiento  de  los  contra- 
tos á  las  circunstancias,  pero  un  amol- 
damiento relativo,  pues  de  otro  modo  se 
llegaría  á  la  destrucción  de  la  noción 
misma  del  contrato,  que  implica  la  de  se- 
guridad. 

Antes  de  anotar  los  casos  en  que  es 
posible  la  modificación  del  contrato  por 
una  voluntad  unilateral,  notemos  cuan 
singular  es  á  primera  vista  que  pueda 
presentarse  la  cuestión.  Se  habla  de 
ruptura  unilateral  de  los  contratos,  y  el 
artículo  1780  es  el  ejemplo  más  nota- 
ble. ¿Pero  no  es  destruir  la  seguridad 
social  que  crea  el  contrato,  admitir  la 
modificación  de  ima  convención  sin  el 
consentimiento  de  todos?  Sin  embargo, 
á  pesar  del  daño  real  de  esta  modifica- 
ción, existe  ya  en  nuestro  derecho,  como 
esperamos  demostrarlo,  y  tal  vez  está 
destinada  á  acentuarse.  Se  comprende 
por  otra  parte,  en  pura  lógica,  porque 
desde  el  momento  que  se  admite  que  uno 
de  los  contratantes  puede  desligarse  del 
contrato  sin  la  voluntad  del  otro,  ¿por 
qué  no  admitir  que  el  contrato  puede 
aligerarse  ó  modificarse  en  favor  de  una 
parte  á  pesar  de  la  otra? 

Pero,  no  menos  que  la  voluntad  des- 
tructiva del  contrato,  la  voluntad  mo- 
dificativa es  grave.  Admitirla,  es  derri- 
bar una  de  las  columnas  del  templo. 
Sólo  hay  que  hacerlo,  por  lo  tanto,  en 
una  justa  medida  que  trataremos  de  de- 


terminar, porque  de  otro  modo  se  llega- 
ría á  la  anarquía  pura. 

Importa  también  examinar  si  los  ca- 
sos en  que  encontramos  esta  modifica- 
ción, este  amoldamiento  del  contrato  á 
las  circunstancias,  están  dominados  por 
ciertos  principios  generales  que  puedan 
favorecer  su  existencia  y  asegurar  su 
limitación. 

Evidentemente,  á  medida  que  los  efec- 
tos de  un  contrato  deben  desarrollarse 
en  mayor  tiempo,  éste  corre  el  riesgo 
de  llegar  á  ser  por  su  aplicación  estric- 
tamente lógica  un  anacronismo,  de  en- 
gendrar anomalías,  situaciones  chocan- 
tes que  hay  que  reducir  al  mínimum. 

Pero  casi  todo  contrato  puede  encon- 
trarse modificado  en  su  aplicación:  ante 
todo,  por  consideraciones  de  orden  pú- 
blico, consideraciones  humanitarias  á 
que  no  se  ha  dado  lugar  en  nuestro  de- 
recho, pero  sí  en  las  legislaciones  extran- 
jeras. 

Después,  porconsideraciones  de  orden 
privado:  tomando  en  cuenta  la  volun- 
tad presunta  de  las  partes,  no  la  volun- 
tad que  puede  creerse  que  han  tenido, 
sino  la  voluntad  que  habrían  podido 
tener  en  presencia  de  las  circunstancias 
nuevas  que  tal  vez  habrían  podido  pre- 
ver, pero  que,  en  ciertos  casos,  se  encuen- 
tran en  absoluto  fuera  del  radio  visual 
de  la  inteligencia  humana.  Es,  pues,  una 
interpretación  de  voluntad  más  bien  ob- 
jetiva que  subjetiva.  No  es  una  verdade- 
ra interpretación  sino  un  arreglo  equita- 
tivo de  situaciones  nuevas.  Encontrare- 
mos estos  casos  cuando  una  parte  se 
mantenga  á  la  defensiva  en  caso  de  ineje- 
cución de  un  contrato  por  la  otra,  ó 
cuando  nos  hallemos  en  presencia  de  un 
contrato  que  ha  creado  un  verdadero 
organismo  de  vida  autónoma  como  una 
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fundación,  6  cuando  la  urgencia  auto- 
rice para  ejecutar  un  contrato  de  un  mo- 
do especial. 

Tendremos  todavía  un  amoldamiento 
del  contrato  en  un  último  caso,  cuando 
estando  ligada  una  parte  á  varias  otras 
por  contratos  separados,  éstas,  aunque 
jurídicamente  extrañas  la  una  á  la 
otra,  hayan  adquirido  una  conciencia 
mutua  de  su  identidad  de  situación  que 
les  haya  hecho  solidarizarse,  como  son 
los  acreedores  de  una  misma  quiebra. 

Estas  hipótesis  pueden  reducirse  en 
realidad  á  dos  ideas:  la  soberanía  del 
fin  y  la  noción  de  organismo.  Lo  que  es 
esencial  en  un  contrato  es  un  fin  que  al- 
canzar: la  teoría  de  la  jurisprudencia 
sobre  la  causa  tan  verdadera,  tan  útil, 
descansa  sobre  esta  idea:  es  permitido 
entonces  á  un  contratante,  para  llegar 
al  resultado  deseado,  modificar  por  sí 
solo  el  contrato  en  caso  de  urgencia, 
como  recurrir  á  la  inejecución  del  contra- 
to ó  á  garantías  suplementarias;  hipo- 
teca judicial,  caducidad  del  término,  para 
asegurar  la  ejecución  del  contrato. 

Fxiste,  por  otra  parte,  la  idea  de  or- 
ganismo. En  ciertas  condiciones  de  ana- 
logía de  situación,  de  solidaridad  por 
identidad  ó  por  división  del  trabajo,  se 
forma  un  verdadero  organismo,  con  ó 
sin  personalidad,  poco  importa,  pero 
que  obra  como  una  persona,  es  decir, 
con  unidad,  en  otros  términos,  (|ue  la 
voluntad  de  los  recalcitrantes  se  encuen- 
tra sacrificada,  no  se  toma  en  cuenta. 

Pasemos  ahora  en  revista  las  hipóte- 
sis indicadas,  ocupándonos  primero  de 
las  modificaciones  á  consecuencia  de 
una  situación  nueva  relativa  á  una  de 
las  partes,  y  después  de  las  situaciones 
nuevas  debidas  á  acontecimientos  exte- 
riores. 


SECCIÓN   I 

SITUACIÓN    NUEVA   DEBIDA   Á  UNO    DE   I,OS 
CONTRATANTES 

Tomemos,  ante  todo,  el  caso  en  que 
la  nueva  circunstancia  que  se  produce, 
se  refiere  á  una  de  las  mismas  partes  y  á 
que  ésta  no  cumpla.  ¿Puede  la  otra  dar- 
se una  garantía,  ponerse  en  cierta  ma- 
nera á  la  defensiva  hasta  que  cumpla  la 
primera? 

La  cuestión  no  se  presenta  sino  en  el 
caso  en  que  se  trate  de  una  inejecución 
culpable.  En  efecto,  cuando  el  que  tiene 
un  plazo  para  cumplir  no  lo  hace  inme- 
diatamente, la  otra  parte  está  obligada 
á  cumplir  desde  luego.  Esta  ha  acepta- 
do correr  un  riesgo.  Ha  consentido  en 
cumplir  aún  cuando  no  tenga  una  pres- 
tación de  la  parte  contraria.  Debe  so- 
portar las  consecuencias,  tfde/7J  dchitoris 
secutus  est. 

Y  lo  mismo  sucede  en  el  caso  de  ineje- 
cución no  culpable  de  una  promesa  he- 
cha sin  término,  debido  á  un  caso  for- 
tuito: también  aquí  no  produce  efecto;  el 
otro  contratante  no  debe  menos  por  eso 
cumplir  inmediatamente. 

Pero  una  prestación  se  debe  inmedia- 
tamente y  no  se  cumple.  ¿Puede  el  acree- 
dor negarse  por  su  parte  á  cumplir  su 
obligación?  (V.  mi  nota  en  Sirev,  1906. 
2,134?,  sobre  las  indemnizaciones  de  se- 
guro). 

La  cuestión  se  ha  examinado  á  menu- 
do sólo  bajo  un  aspecto  limitado:  á  pro- 
pósito del  derecho  de  retención.  Una 
persona  detenta  una  cosa  que  debe  en- 
tregar á  otra,  y  ésta  le  debe  una  cierta 
suma  con  motivo  de  esta  cosa,  si  no  la 
paga;  ¿puede  el  detentador  de  la  cosa 
debida  negarse  á  entregarla?  Se  ha  con- 
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tentado  con  extender  la  solución  afir-  negativa    para    ejecutar   la     obli<raci('a 

mativa  dada  por  algunos  textos,  siem-  misma. 

pre  que  hay   dehitum  cum  re  junctum.  El  derecho  de  retención    no  se  aplica 

Pero  conviene  presentar  el  problema  de  únicamente  á  las  cosas  íl;. 
una  manera  más  general,  y  creemos  que  Puede  decirse  en  sentido   inverso  (lue 

es  preciso,  como  lo  ha  dicho  M.  Planio-,  el  acreedor  de  una  cosa   puede  i:c¿7ar>c  á 

establecer  el  principio  de  que  toda  reía-  pagarla  si  no  se  le  entrega  ó  sí  el  deudor 

ción  de  derecho  de  que  se  derivan  obli-  falta  en  algún  modo  á  sus  obligaciones, 

gaciones  recíprocas  para  las  dos  partes,  El  comprador  al  contado  puede  negarse 

debe,  en  general,  ejecutarse  simultánea-  á  pagar  el  precio  mientras  no    se  le  en- 

mente  por  los  desobligados   1  .   Cada  trega  la  cosa.  El  arrendatario  puede  nc- 

una  de  las  partes  tiene  el  derecho  de  ne-  garse  á  pagar  el  precio  del  arrendamien- 

garsc  jirovisoriamente  á  cumpliren  caso  to  cuando  el  arrendador  no   lo  ])one  en 

de  incumplimiento  de  la  otra.  posesión  de  la  cosa  (2). 

Los  ejemplos  en   que  desde  luego  se  Si  la  cuestión  es  sencilla  cuando  una 

])iensa,  sólo  se  refieren  al   deudor  de  una  de  las   partes  no  cumjile  en   absoluto, 

cí'Sa,  acreedor  de  una  suma  de  dinero,  á  hay,  por  el  contrario,   más  dificultades 

(juicn  se  niega  el   pago  de  esta  suma,  cuando  una  de  las  partes  ha   cumpl:í!o 

I  <.ro  hay  (¡ue  generalizar  esta  regla  des-  ya  una  de  sus  obligaciones,  sea  ó  no  en 

de  diversos  puntos  de  vista.    May  que  el  hecho  la  principal.   Así  un   arrendata- 

admitir  que  el  acreedor  de  dinero,  deu-  rio  ha  entrado  en  posesión  del   inmueble 

dor  de  una  cosa,  puede  retenerla  cuando  arrendado,  pero  el   arrendador  no  eje.  ii- 

no  se  le  (juiere  pagar  sino  con  reservas  ta  las  reparaciones  á  que  está  obligado, 

inaceptables.  Es  así  como  se  ha  resuelto  ¿puede  negarse  el    arrendatario  A  pagar 

con  razón,  antes  de  la  ley  de  13  de  febre-  los  cíinone^? 

ro  de  188S,  que  un  porteador  ])uede  ne-  Para  resolver  esta  cuestión,  veamos 
garse  á  entregar  los  objetos  transporta-  los  distintos  aspectos  en  que  puede  pre- 
dos  (pie  el  destinatario  no  quiere  admi-  sentarse.  Se  ha  arrendado  un  inmiie))le 
tir  sino  con  reservas,  cuando  no  se  pres-  v  el  arrendador  no  lo  entrega  ó  lo  oírece 
ta  á  la  veriíieaeión  inmediata  de  los  bul-  en  un  estado  inservible.  El  arrendatario 
tos,  pudiéndose  encontrar  asila  Com-  á  (piien*  no  se  entrega  el  inmueble  arren- 
]).'íñía  exj)uesta  eventualmente  á  difieul-  dado,  podría  ciertamente  negarse  á  ['mi- 
tades V  á  [)roeesos.— Cas.,  26  febr.  1872 

/c    70' I    oír  i.-  r  (1)   V.  el  artíoiilo    224  del   Código   federal  íKii^ 

íS.  72.  1.  »i4".   La  negativa  para  firmar       x,  ,     ,  j       1.4,      •-    .  w. 

^  ^  oblifzaciones,  que  da  el   derecho  de  retención  so' re 

un   reeii)o   puro   y   simple    equivale  á  la  todas  las  co.as  y  títulos.  El  artículo -27;^  del  C-óJií^) 

Civil  alemán   dice,  de  nn    modernas   general,  q-'e 

(1)  V.  Planiol,  II,  nurn.    988,  2."  y  1,36'),  y  nota  bí  en  virtud  del  heclu'  jurídico   sobre  fjue  desc.uisa 

en  DuIIoz,  98.1.289;  Cliarniont, /?'r'i/íM'r///7</^,  ISOO,  su    oblii:aciün,    el    deu  lor     tiene    un    derecho  t^e 

|>.    07;    Ilaynaud,     JiifírécuHon  (¡ca     contrntx,    tesis,  acreencia    vencido    contra     su    acreedor,    puede,  ;» 

París,  19()Ik—CVí//y),   (ías.    I.''   dio.    1897  (D.  98.1.  m»MH»a  que  resulte   lo  contrario    de   su    obligiici-'H. 

289j.   Kl  artículo   3JU  tiel    Ci'dií^o    Civil  alemán  ha  negarle  á  cumplir  su  prestación  mientras  su  adver- 

consai,'rado    en   términos  rorniale.s    el  derecho  para  sario  no  cumple  la  suya. 

una  í»nrt'»  do  nt-L'.irse    provisoriamente  á  cumplir  si  (2)  V.  en  e<te  sentido    Rossel,    Code  federal  th> 

nu  c  .iiipic  !a  íJiia,  á  nieiuis  que   se  haya  estipulado  ohUfjafiouH,  p.  329.    Cf.    Baudry  et  AVhal.  Lov  vj^, 

un  téiniino.  niim.  310. 
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gar  el  canon  previsto  para  un  arrenda- 
miento que  no  cumple  en  manera  alguna 
el  propietario. 

Pero  se  ha  entregado  el  inmueble,  sólo 
<jue  se  encuentra  en  un  mu}^  mal  estado: 
lii  obligación  de  entregar  en  buen  estado 
ha  sido  cumplida  ])arcialmente;  ó  el   in- 
mueble sufre  deterioros  y  exige  repara- 
ciones.  El  arrendatario,   instalado  en  el 
inmueble  puede  decir:  no  pago  el  canon 
mientras  no  se  efectúen  las  reparaciones 
necesarias?  Laurent  (XXV,   núm.   109. 
Cf.  Douai,  7  mayr>1856,  S.  57.2.200.)  lo 
niega  y  pretende  c|ue  el  único  camino  re- 
gular f|ue  puede   tomar  el  arrendatario 
€S  entablar  una  acción  contra  el  arren- 
dador y  obligarlo  á  hacer  las  reparacio- 
nes   1).  Reconocerle  otro  derecho,  sería, 
dice,    permitirle  hacerse  justicia    por  sí 
mismo.  Pero  la  opinión  contraria  es  ad- 
mitida por  autores  más  modernos.  FA  ar- 
rendatario, según  ellos,  no  está  obligado 
á  pagar  el  arriendo,  por  lo  menos  en  la 
medida  en  que  no  lo  goza  (2).   Esta  opi- 
nión nos  parece  la  más  justa.   No  se  tra- 
ta [/ara  el  arrendatario  de  hacerse  justi- 
cia á  sí  mismo   puesto  que  se  contenta 
con  mantenerse  á   la  defensiva.   No  se 
trata  tampoco  para  él  de  fijar  el  valor 
de  las  reparaciones,  corresponderá   ha- 
cerlo á  la  justicia  encaso  de  discusión, 
sino  de  asegurarse  un  arma  contra  su 
arrendador.  Yo  íigregaría   aún  que  no 
sólo  seiía  permitido  al  arrendatario  re- 
tener una  cantidad  correspondiente  á  la 
privación  parcial  de  goce.   Porque  sos- 
tenerlo es,  ante  todo,   admitir    que    la 
deuda  del  canon  se  compensará  de  pleno 
derecho  con  la  deuda  no  líquida  de  da- 


(P  V.  Guillouard,  Lottage,  I.  núm.  101.  p.  115; 
Aíibry  et  Rau,  4.*  ed  ,  IV,  p.  474. 

(2)  V.  Bandry  et  Wha),  Louaye,  I,  núm.  245,  p. 
121.  Cowíra,  3.*ed.,  p.  175. 


ños  y  perjuicios  compensatorios  por  ine- 
jecución parcial,  lo  que  es  contrario  al 
artículo  1291.  Después,  desde  el  punto 
de  vista  práctico,  se  encuentra  con  una 
dificultad.  ¿Cómo  el  arrendatario  á 
quien  se  ha  entregado  el  inmueble  en  mal 
estado  podría  decir:  he  sido  privado  de 
una  parte  de  aquello  á  que  tenía  dere- 
cho, lo  que  representa  un  cuarto,  ó  la 
mitad?  ¿No  supone  esto  un  peritage 
previo? 

Nos  encontramos  a(|uí,  á  mi  juicio, 
con  un  caso  de  aplicación  del  derecho  de 
retención.  Ahora  bien,  en  el  derecho  de 
retención,  sucede  á  menudo  que  una  per- 
sona tiene  el  derecho  de  negarse  á  entre- 
gar una  cosíi  de  gran  valor  para  asegu- 
rarse el  pago  de  una  cantidad  relativa- 
mente mínima.  ¿No  se  puede  negar  la 
restitución  de  un  inmueble  de  gran  pre- 
cio al  que  le  reivindica  para  obtener  el 
pago  de  mejoras  mínimas?  No  debe, 
pues  extrañar  que  el  arrendatario  pueda 
negarse  a  pagar  el  arriendo  si  no  se  eje- 
cuta una  reparación  que  costaría  una 
suma  inferior  á  uno  de  los  cánones. 

Puede  apoyarse  esta  teoría  en  consi- 
deraciones prácticas  y  en  ideas  gene- 
rales. 

Prácticamente,  el  sistema  que  indica- 
mos será  de  aplicación  sencilla.  El  arren- 
datario rehusará  el  pago  y  el  juez,  á  pe- 
tición del  arrendador,  determinará  en 
seguida,  después  de  haber  liquidado  la 
obligación  de  éste  y  compensado  las  dos 
deudas  hasta  conjurrencia  de  la  más 
débil,  lo  que  el  arrendatario  debe  toda- 
vía. Por  otra  parte,  no  se  puede  temer 
que  el  arrendatario  rehuse  el  pagí^  sin  un 
motivo  serio.  Porque  si  sus  pretensiones 
fueran  rechazadas,  sería  condenado  á 
pagar  el  total  y  el  arrendador  lo  notifi- 
caría para  hacer  correr  los  intereses  del 
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canon  no  pagarlo,  notificación  que,  sin 
efecto,  si  se  encontraba  con  un  derecho 
legítimo  de  retención,  producirá  en  nues- 
tro caso  las  consecuencias  del  artículo 
1153  del  Código  Civil.  Agreguemos, 
además,  que  el  juez  podría  evitar  los 
abusos  aplicando  la  máxima:  de  minimis 
non  cura  f  prastor.  El  peligro  de  ver  multi- 
plicarse las'  negativas  de  pago  con  fúti- 
les pretextos,  que  se  vería  tentado  á  ob- 
jetársenos, es,  pues,  del  todo  vano. 

Puede  invocarse  todavía  una  conside- 
ración general.  El  derecho  civil,  en  nues- 
tra época  tiende  á  no  ser  más  que  una 
simple  apreciación  de  los  derechos  de 
cada  uno,  del  daño  sufrido.  Se  va  ha- 
ciendo, para  emplear  una  expresión  un 
poco  sabia,  teleológico.  El  derecho  crimi- 
nal tiene  ya  este  carácter,  al  tratar  sobre 
todo  de  dar  seguridad  á  la  sociedad, 
más  bien  que  pronunciar  una  pena  equi- 
valente al  mal  cometido  ó  á  la  perversi- 
dad mostrada.  El  derecho  civil  tiende 
á  adquirirlo.  Citemos  la  ley  de  1898 
sobre  los  accidentes  del  trabajo  que  da 
al  obrero  un  derecho  suficiente  para  no 
quedar  en  la  miseria,  y  no  un  derecho 
adecuado  al  daño  sufrido;  citemos  la 
ideade  pena  privada  que  renace  hoy  (1), 
la  jurisprudencia  en  materia  de  apremios 
cuyo  carácter  de  finalidad  es  cierto. 

Estas  consideraciones  de  un  fin  que 
alcanzar  determinan  á  los  jueces  todavía 
más  que  á  los  autores;  por  eso  no  hay 
que  extrañarse  de  ver  á  la  jurispruden- 
cia aceptar  nuestra  teoría  de  una  manera 
casi  general.  Hay  que  citar  primero  di- 
versas sentencias  de  apelación,  una  de  las 
cuales  ha  sido  aun  aprobada  por  la  Cor- 
te Suprema,  que  reconocen  que   en  un 


(1)  y.  sobre  et^to  punto  los  trabajos  át  M.   fiu- 
gueney.  Rer,  criL  1906. 


arrendamiento  en  que  se  extipula  la  re- 
solución de  pleno  derecho  á  falta  del  pago 
de  la  renta,  no  se  aplica  esta  cláusula  si 
se  reclama  el  pago  porque  no  ejecuta  el 
arrendador  las  reparaciones  á  que  está 
obligado  (1). 

Otras   sentencias   han    reconocido  al 
arrendatario  el  derecho  de  retener  sobre 
los  cánones  el  valor  de  las  reparaciones  y 
han  validado  al  mismo  tiempo    la  nega- 
tiva para  pagar  mientras  tanto  ningiín 
canon.  (V.  Donari,  24  marzo  1847,  S.  48. 
2,189,  y  Amiens,  22  dic.  1887  y    Cas.  4 
febrero  1889,  D,  90.1.121).  Es  lo  que  ha 
hecho  una  sentencia  de  París  de   4  de 
julio  de  1868,  citada  á  veces  en    sentido 
contrario  (S.  68.2.304),  que.  declarando 
que  se  debían  los^ cánones,  ha  agregado 
que   era  preciso    acordar   un    plazo  al 
arrendatario  para  pagar  cuando    éste 
había  entablada  separadamente  una  ac- 
ción por  daños  y  perjuicios.   Sólo  una 
sentencia  de  Alger  de  7  de  nov.  de   1892 
(D.  93.2.286)  ha  declarado  que  el  arren- 
datario cuyas  reclamaciones  eran  disti- 
cntidas  debía  pagar  el  canon.   Pero  ad- 
mite al  mismo  tiempo  que  si  se  aceptaba 
su  monto  podrá  invocar  la  compensa- 
ción y  **la  ley  general  de  reciprocidad''. 
Sólo  se  ha  aceptado  la  solución  con  reti- 
cencias. 

Estando  así  reconocido  el  derecho  para 
no  cumplir  á  propósito  de  sumas  de  di- 
nero, diremos  también  que  una  sociedad 
podrá  negarse  á  pagar  su  parte  de  be- 
neficios á  un  socio  que  no  ha  entregado 
todavía  sino  una  parte  de  su  a  porte  en 
especie. 

Lo  mismo  reconocemos,  con  los  auto- 
res y  la  jurisprudencia,  que  el  mandata- 

(1)  V.  Dijon,  28  dic.  1857.  S.  58.2.4 11. -Caen.  17 
mayo  1882  y  Cas.  3  enero  1883,  S  84.1.432.— Or 
leans,  20  abril  y  8  agosto  1888,  D.  89  '3.247. 
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río  puede  negarse  legítimamente  á  eje- 
cutar el  mandato,  sí  el  mandante  no  le 
entrega  las  cantidades  necesarias  á  este 
efecto  (1). 

Vemos  otra  aplicación  de  esta  ex- 
cepción non  adimpleti  contractus  y  de 
este  derecho  de  mantenerse  á  la  defensi- 
va, en  derecho  comercial:  es  la  negativa 
de  parte  del  destinatario  para  recibir  las 
mercaderías  trasportadas.  Aquí  hay  al- 
go como  un  defecho  de  retención  en  sen- 
tido inverso.  En  todo  caso  es  siempre  la 
misma  idea.  Una  persona  seniega  por  su 
parte  á  la  ejecución  del  contrato:  poco 
importa  que  sea  negándose  á  entregar 
una  cosa  ó  á  recibir  la  cosa  que  se  le 
quiere  entregar.  El  destinatario  sostiene 
que  no  se  ha  cumplido  por  completo  pa- 
ra con  él,  que  las  mercaderías  no  son  del 
tipo  convenido,  ó  que  están  averiadas, 
ó  que  ha  habido  retardo.  Prácticamente 
se  niega  á  recibir,  porque  tomando  esta 
actitud  enérgica,  dejando  al  porteador 
las  mercaderías  que  le  estorbarán,  lo 
forzará  á  cumplir:  pagar  una  indemni- 
zación ó  hacer  reparar  los  objetos.  Su 
situación  es  análoga  á  la  del  vendedor 
al  contado  ó  de  toda  persona  que  ejerce 
un  derecho  de  retención  que  dice:  mien- 
tras no  fe  me  pague,  no  cumpliré  mis 
obligaciones. 

El  artículo  106  del  Código  de  Comer- 
cio sólo  trata  muy  brevemente,  por  alu- 

(1)  V.  Guillüuard,  A/andat,  n.'>  10^;  Baudry  tt 
Wahl,  Du  mandat  n.«  898,  p.  316.— Trib.  com. 
Sena,  2  oct.  1906,  La  Loi,  28  nov.;  Rev.  de  dr.  civil, 
1907,  p.  105. 

£1  derecho  para  negarse  á  cumplir  el  contrato 
existe  aun  de  parte  del  deudor  de  una  cosa  respecto 
al  deudor  de  otra  cosa  que  no  cumpla.  El  permu- 
tante, el  que  ha  celebrado  unr«  transacción,  un 
asociado,  no  está  obligado  á  entregar  la  cosa  pro- 
metida en  cambio,  lo  que  debe  entregar  á  conse- 
cuencia de  la  transacción,  á  entregar  su  aporte  á  la 
sociedad,  ti  el  otro  contratante  se  niega  á  entregar 
las  cosas  que  debe. 


sión  en  cierta  manera,  del  derecho  para 
esta  negativa.  **En  caso  de  negativa  ó 
diferencias  en  cuanto  á  la  recepción  de 
los  objetos  trasportados,  se  verificará  y 
constatará  su  estado  por  peritos,  nom- 
brados por  c!  presidenta  del  Tribunal  de 
Comercio'*.  Este  artículo  puede  utilizar- 
se primero  en  el  caso  en  que  el  compra- 
dor tiene  alguna  diferencia  con  el  vende- 
dor, encuentra  que  no  es  la  calidad  ó  la 
cantidad  convenida.  Se  aplica  entonces 
perfectamente  (1).  El  porteador  debe  en 
este  caso  avisar  al  vendedor  la  negativa 
del  destinatario.  (V.  en  este  sentido  Bé- 
darride,  Des  cbemins  de  íer,  II,  p.  33, 
que  se  funda  en  una  resolución  ministe- 
rial de  30  de  abril  de  1862  que  permite 
percibir  un  derecho  de  almacenaje  **á 
condición  de  que  las  compañías  pongan 
inmediatamente  en  conocimiento  del  car- 
gador estas  circunstancias*').  (V.  Trib. 
de  Villefranche,  19  mayo  1862,  P.  69. 
210).  Pero  advertido  el  cargador,  á  con- 
secuencia  de  la  venta  de  las  mercaderías, 
si  ella  tiene  lugar,  como  lo  autoriza  el 
artículo  106-3,  se  verá  en  el  juicio  entre 
el  cargador  \^  el  destinatario  quién  debe 
soportar  las  pérdidas  de  las  mercaderías, 
los  gastos  de  almacenaje,  el  trasporte. 
Todo  será  de  cargo  del  comprador  si  no 
era  motivada  su  negativa,  y  en  caso 
contrario  del  vendedor.  Este  riesgo  obli- 
gará al  comprador  á  no  negarse  á  reci- 
bir sino  con  plena  conciencia. 

El  destinatario  puede  tener  motivos 
de  queja  sólocontrael  porteador,  porque 
las  mercaderías  están  averiadas,  ha  ha- 
bido retardo,  ó  porque  el  flete  es  muy 
elevado. 


(1)  V.  Contra  Lyon  Caen  et  Renault,  t.  III  n.» 
590.— Dalí,  a  Comm.  annoté,  sup.,  art.  106,  n.®  563, 
en  nuestro  sentido.  Cas  ,  26  nov.  1889,  BulL,  n.° 
244. 
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Nos  hallamos  en  tni  caso  de  aplicación 
innegable  del  artículo  106  (1).  El  portea- 
dor puede  pedir  un  peritaje,  después  ven- 
der las  mercaderías  y  pagarse,  6  guar- 
darlas, ó  liacerlas  colocar  en  depósito. 
Pero  el  destinatario  pwc  \:  ])rocedcr  con- 
tra la  Compañía.  Si  ésta  es  culpable,  re- 
cibirá los  objetos,  si  se  venden,  cobrará 
sn  valor,  y  en  todo  caso  no  pngará  nin- 
gún derecho  de  almacenaje,  y  podrá  obte- 
ner una  indemnización. 

Si  la  negativa  no  se  funda  en  motivos 
justos,  recibirá  las  mercaderías  pcigando 
el  transporte  y  el  almacenaje,  ó  si  se  ven- 
den sólo  cobrará  el  resto  del  i)recio  ó  la 
porción  de  his  mercaderías  que  ha  con- 
servado el  porteador,  si  ha  sido  pagado 
ya  con  la  venta  del  resto. 

Estas  soluciones,  sobre  las  cuales  no 
encontramos  documentos  de  jurispru- 
dencia, nos  permiten  caracteri;:ar  este 
derecho  de  rehusar  la  recepción.  Es  un 
arma  como  el  derecho  de  retención,  pero 
como  éste,  es  un  arma  peligrosa  pnra  el 
que  se  vale  de  ella  sin  necesidad.  Un  ven- 
dedor al  contado  que  usara  del  derecho 
de  retención  habiéndosele  ya  pagado, 
se  expondría  á  ser  condenado  á  indem- 
nizar daños  y  perjuicios.  Lo  mismo  el 
destinatario  cpie  se  niega  á  recibir  las 
mercaderías  sin  motivos  que  se  reconoz 
can  más  tarde  fundados.  Peí  o  la  Com- 
])añía  (|ue  se  prevale  sin  razón  de  las  dis- 
posiciones del  artículo  106  haciendo 
vender  las  mercaderías  deterioradas  por 
su  culpa  ú  ofrecidas  con  retardo,  ó  no 
haciendo  practicar  un  peritaje,  se  expo- 
ne también  á  una  indemnización  Í2'.  Esta 
es  también  desde  este  punto  de  vista  im 

(1)  V.  Lyon  Caen  et  Renault,  llí,  n.°  587. 

(2)  Lame  Fleury,  CotJe  des  chemins  de  fer^  p. 
850,  y  Alger,  27  abrÜ  187!,  y  1 1^  lemas  resoluciones 
citadas. 


arma  útil  para  el  destinatario    contra  el 
porteador  cuando  éste  rio  tiene  razón. 

Este  derecho  de  mantenerse  á,  la  defen- 
siva frente  al  contratante  que  falta  á 
una  de  sus  obligaciones,  tiene  una  apli- 
caciún  ni's  general  y  qn?  el  Códig'O  suh- 
eniicnde  á  propósito  del  rechazo  del  pago 
C|ue  sigue  á  las  ofertas  reales.  Leyendo  el 
texto  del  artículo  1237  del  Códijjo  Civií. 
no  se  ve  cómo  puede  funcionar  el  rechazo 
del  pago. 

En  el   hecho  este  rechazo  casi  s¡emj)re 
es  motivado  {)or  pie  el  pago  ofrecitlo  no 
era  de  lo  que  se  debía,  era  muy  pequeño 
ó  era  otra  cosa,  y  se  quiere  obtener  ínte- 
gramente el   objeto  de  la  obligación.   El 
rec!iazo  es  todavía  un  medio  de   influir 
sobre  el  deudor,  embarazándolo  con  la 
mercadería  que  debe  entregar,    ó   si  se 
trata  (!  •  una  suma  de  dinero  haciendo  co- 
rrer los  intereses  contra  el  acreedor  me- 
diante una  no lificación.  El  deudor  que  se 
da  cuenta  de  jue  no  se  ha  de  recurrir  á  un 
proceso,   que  no  se  incurrirá  en  gastos  si 
paga  su  deuda  con  deducción  de  una  por- 
ción mínima,   ve  por  el  contrario  que  el 
acreedor  que  ha  rechazado  el  pago  de  la 
mayor  parte  no  vacilará  en  proceder  ju- 
dicialmente para  hacerse  pagar  el  todo, 
ó  dejará  correr  los  intereses  del  total,  lo 
que  aumentará  su  deuda,   l^a  teoría  de 
las  ofertas  reales  supone  pues  el  dereclio 
de  no  cumplir  su  obligación  cuando  la 
otra  parte  no  cumple  de  una  manera 
completa. 

El  derecho  de  no  cumplir  respecto  á 
una  persona  que  culpablemente  no  cum- 
ple sus  obligaciones,  tiene  el  alcance  más 
amplio.  Podría  relacionarse  con  él  líi 
disposición  del  artículo  2037  del  Código 
Civil,  según  el  cual  queda  exonerada  la 
caución  cuando  no  puede  tener  lugar  en 
su  favor  la  subrogación  en  los  derechos, 
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hipotecas  y  privilegios  del  acreedor  por 
culpa  de  éste.  Encontrándose  en  adelan- 
te el  acreedor  en  la  imposibilidad  de  cum- 
plir, la  caución  tendrá  un  dercclio  de  re- 
tención de  duración  ilimitada.  Podrá 
permanecer  i)erpetuamente  en  stntuquOy 
es  decir  que  prácticamente  su  obligación 
cjueda  extinguida. 

Y  de  todo  esto  se  desprende  la  conclu- 
sión más  general  de  que  en  un  contrato 
las  obligaciones  no  son  independientes 
las  unas  de  las  otras.  Están  relaciona- 
flas  no  sólo  en  el  sentido  de  cpie  en  gene- 
ral se  encuentran  sometidas  á  la  misma 
prescripción,  de  que  el  no  cumplimiento 
de  la  una  permite  al  acreedor  ]xrjudica- 
(U)  entablar  la  acción  resolutoria  del  ar- 
tículo 1184,  sino  también  en  cuanto 
cada  parte  puede  exigir  la  ejecución  si- 
multánea de  las  obligaciones  de  la  otra 
y  en  caso  de  negativa,  está  dispensado 
temporalmente  de  colaborar  á  la  ejecu- 
ción de  la  obligación. 

Esta  teoría  puede  aplicarse  á  propó- 
sito del  derecho  de  huelga.  Todo  obrero 
cuyo  patrón  falta  á  ciertas  obligaciones, 
todo  patrón  cuyos  obreros  violan  com- 
promisos libremente  contraídos,  puede 
suspender  el  cumplimiento  del  contrato 
hasta  que  haya  obtenido  satisfacción: 
el  obrero  puede  abandonar  el  taller;  el 
patrón  puede  cerrar  la  fábrica. 

Si  los  obreros  han  contratado  indivi- 
dualmente, sólo  podrán  naturalmente 
suspender  el  tral)ajo  ó  verse  cerrar  la  fá- 
brica aquellos  que  hayan  sido  perjudica- 
dos ó  que  hayan  faltado  á  sus  obligacio- 
nes. Fijándose  sólo  en  este  punto,  la  con- 
secuencia deducida  es  importante  desde 
un  doble  punto  de  vista:  la  huelga,  en 
semejante  caso,  podrá  declararse  ins- 
tantáneamente, sin  desahucio,  por  todos 
los  obreros  afectados.  Todos  los  que  no 


procedan  únicamente  por  espíritu  de 
solidaridad,  podrán  declararse  en  huel- 
ga sin  exponerse  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  porque  es  un  acto  de- 
fensivo. 

Después,  la  huelga  no  podría  conside- 
rarse en  este  caso  como  una  ruptura  del 
contrato,  porque  sólo  es  un  medio  para 
asegurar  la  ejecución  del  contrato,  una 
presión  ejercida  legítimamente  por  una 
de  las  partes  sobre  la  otra  para  forzar- 
la á  ejecutar  aquello  á  que  está  obliga- 
da (1). 

¿Sería  lo  mismo  si  los  obreros  estu- 
vieran ligados  ¿il  patrón  por  un  contra- 
to colectivo?  Esta  cuestión  no  puede  re- 
solverse separadamente.  La  solución 
depende  de  saber  si,  en  caso  de  violación 
de  un  contrato  colectivo,  corresponde  á 
cada  uno  el  derecho  de  obrar.  Si  se  ad- 
mite esta  teoría,  si  se  considera  que  los 
obreros  han  estipulado  los  unos  por  los 
otros,  entonces  hay  que  decir  que,  pu- 
diendo  cada  cual  obrar  en  caso  de  ineje- 
cución respecto  de  uno  solo,  en  razón 
del  interci  moral  que  tiene  en  el  cumpli- 
miento del  contrato,  cada  cual  puede 
también  ejercer  presión  sobre  el  patrón 
declarándose  en  huelga  sin  desahucio. 
Desde  el  momento  que  se  admite,  lo  que 
no  podríamos  aquí  discutir,  que  en  caso 
de  contrato  colectivo,  cada  cual  puede 
obrar,  resulta  necesariamente  que  cada 
uno  puede  por  una  retención  de  trabajo, 
asegurar  un  cumplimiento  más  exacto 
del  contrato  á  su  respecto  ó  respecto  á 
los  demás. 

La  inejecución  puede  aún  asegurar  á 
la  parte  que  no  es  culpable  un  derecho 
más  fuerte  que  una  simple  facultad  de 


(1)  V.  ea  este   sentido  la   nota  de   M.  Wahl  (S. 
1903.  1.  405),  que  va  mucho  más  lejos. 
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retención.  Puede  darle  el  derecho  de  pro- 
ceder de  un  modo  especial.  No  tiene  sólo 
el  derecho  de  entablar  la  acción  resolu- 
toria del  artículo  1184,  ó  de  declarar 
resuelta  la  venta  en  el  caso  previsto  por 
el  artículo  1657,  que  no  es  más  que  una 
aplicación  bajo  otra  forma  del  derecho 
del  artículo  1184.  El  artículo  106  del 
Código  de  Comercio  permite  al  por- 
teador hacer  vender  las  mercaderías  re- 
chazadas por  el  destinatario.  No  es  éste 
im  embargo  ordinario,  sino  un  embargo 
particularmente  rápido,  que  asegura 
toda  satisfacción  al  porteador  conti'a  un 
rechazo  sin  motivo. 

Pero,  en  resumen,  podría  concebirse 
que,  por  medio  de  disposiciones  especia- 
les,  un    contratante    pudiera  tomar  la 
ofensiva  contra  el  otro  en  caso  de  no 
cumplimiento.  Así,  el  Código  de  Comercio 
alemán,  cuando  el  comitente  no  da  ins- 
trucciones, otorga  al  comisionista  la  fa- 
cultad de  vender  con  ciertas  formalidades 
los  objetos  consignados  fart.  389).  ¿Por 
qué  no  proclamar  en  general  que  el  man- 
datario, el  obrero  encargado  de  un  tra- 
bajo tiene  el  derecho  de  obrar  en  la  for- 
ma más  conveniente  segón  las  circuns- 
tancias? ¿Porqué  no  decir  que  no  ejecu- 
tándose el  contrato  por  una  de  las  par- 
tes, y    teniendo    la    otra   en    ?u  poder 
objetos  que  le  embarazan  y  cu^a  guarda 
es  un  estorbo,   podrá  venderlos  después 
de  un  cierto  plazo,   previniendo  al   otro 
contratante  si   son  de  gran   valor?  ¿No 
es  esto,  por  lo  demás,  lo  que  ha  hecho  la 
ley  de  31  de  marzo  de  1896  sobre  la  ven- 
ta de  los  objetos  abandonados  en  los 
hoteles?  Pero  una  ley  especial  es  insufi- 
ciente. Pueden  presentarse  muchas  hipó- 
tesis   de   la    misma    naturaleza:    útiles 
abandonados  por  un  obrero  en  el  esta- 
blecimiento del  patrón,  mercaderías  de- 


jadas en  depósito  temporal  que  no  se 
reclaman,  etc.  Se  impondría  legislativa- 
mente la  misma  solución. 

La  situación  respectiva  de  las  partes 
contratantes  puede  todavía  modificarse 
por  medio  de  la  hipoteca  judicial,  porque 
cuando  ésta  se  concede  á  una  persona, 
se  encuentra  con  una  garantía  que  no  le 
había  conferido  la  convención. 

No  tenemos  para  qué  precisar  aquí' 
las  condiciones  con  que  se  concede  la  hi- 
poteca judicial,  que  han  sido  muy  estu- 
diadas. Podemos,  sin  embargo,  consta- 
tar este  punto  importante:  cuando  una 
persona,  por  su  mala  voluntad,  ha  obli- 
gado á  otra  á  adquirir  un  título  eiecuti  vo, 
ve  afectados  sus  bienes  por  una  hipoteca 
judicial. 

Hay  que  ir  aun  más  lejos:  una  perso- 
na tiene  hipoteca  contra  su  deudor,  no 
sólo  cuando  es  acreedora  de  una  suma 
fija  que  no  ha  sido  pagada,  sino  aún 
cuando  su  crédito  es  el  objeto  principal 
de  una  sentencia  condenatoria  pronun- 
ciada contra  el  que  no  opone  resistencia 
ninguna  al  pago  mismo:  así  el  tercero 
embargado  ve  afectados  sus  bienes  por 
una  hipoteca,  á  consecuencia  de  un  fallo 
que  valida  la  retención  (V.  Baudry  et  De 
Loynes,  Hvpothéques,  lí,  núm.  1,231); 
lo  mismo  la  hipoteca  afecta  al  deudor 
embargado  aún  cuando  el  fallo  de  vali- 
dez se  pronuncie  antes  del  vencimiento 
de  su  deuda  (Rennes,  12  enero  1891,  D. 
92.2.24). 

O  todavía  condenado  un  mandatario 
á  rendir  cuentas,  esta  sentencia  entraña 
una  hipoteca  judicial  en  favor  del  saldo 
que  resulte  de  la  cuenta.  (Req.,  19  agos- 
to 1878.  S.  79.1.29). 

Podría  deducirse  de  lo  anterior  esta 
fórmula  general:  siempre  que,  á  propósi- 
to de  una  obligación,  una  persona  ha 
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promovido  un  juicio,  nacerá  de  la  sen- 
tencia una  hipoteca  judicial.  Sería,  pues, 
una  especie  de  pena  impuesta  al  que  ha 
dado  causa  al  juicio,  en  cuanto  sus  bie- 
nes se  verían  afectados  por  una  hipote- 
ca, lo  que  es  una  traba  para  su  enajena- 
ción. Serííi,  al  mismo  tiempo,  un  favor 
acordado  al  acreedor  que  ha  litigado, 
porque  tendría  entonces  un  derecho  de 
preferencia. 

La  jurisprudencia  ha  aplicado  lógica- 
mente esta  idea  negando  el  beneficio  de 
l:i  hipoteca  judicial  á  las  sentencias  que 
nombran  administradores  6  consejos  ju- 
diciales, ó  á  las  resoluciones  dictadas 
sobre  expropiación  forzada  (1).  Porque 
no  se  trata  de  una  persona  que  por  ma- 
la voluntad  ha  obligado á  litigar  á  otra, 
sino  de  un  acto  administrativo  ó  de  un 
contrato  en  la  forma  judicial. 

Pero,  por  el  contrario,  la  jurispruden- 
cia niega  también  la  hipoteca  judicial  á 
la  sentencia  que  en  una  partición  remite 
á  las  partes  ante  un  notario  para  la 
liquidación,  ó  á  la  sentencia  que  somete 
á  las  partes  á  un  arbitro  (V.  Cas.,  18 
abril  1855,  S.  55.1.361.— París,  4  enero 
1868,  D.  62.2.136),  lo  que  es  ilógico, 
porqué  estas  sentencias  tienen  también 
por  punto  de  partida  la  mala  voluntad 
del  deudor,  ó,  por  lo  menos,  pueden  te- 
nerlo. Otra  cosa  sería  si  tuviera  inte- 
rés en  la  comunidad  un  menor  ó  un  in- 
terdicto. 

Si  hacemos  abstracción  de  las  dificul- 
tades de  detalle,  podemos  constatar  que 
un  contrato  se  encuentra  modificado  y 
justificado  en  la  ejecución  á  consecuencia 
de  la  hipoteca  judicial,  siempre  que  una 
délas  partes,  por  mala  voluntad  ó  ne- 


gligencia, ha  forzado  á  la  otra  á  enta- 
blar un  juicio.  Así,  el  no  cumplimiento 
del  contrato  no  permite  únicamente 
guardar  una  actitud  defensiva.  Puede 
dar  una  ventaja  á  la  otra  parte  bajo  la 
forma  de  una  hipoteca  judicial. 

Otra  ventaja puedeconferirse  al  acree- 
dor á  pesar  de  las  estipulaciones  del  con- 
trato: el  poder  exigir  el  pago  antes  del 
vencimiento  del  plazo  no  sólo  cuando  es 
seguro,  sino  cuando  puede  presumirse 
que  la  otra  parte  no  podrá  cumplir  á 
consecuencia  de  su  quiebra  ó  insolvencia, 
ó  por  la  disminución  voluntaria  de  las 
garantías  dadas  (art.  1188).  Es  bien  co- 
nocido el  alcance  de  este  artículo.  Esta- 
blece una  exigibilidad  de  pleno  derecho  en 
caso  de  quiebra.  En  caso  de  insolven- 
cia (1),  ó  de  disminución  de  las  concesio- 
nes (2),  implica  la  necesidad  de  una  de- 
manda judicial.  Lo  que  hay  que  consta- 
tar es  que  aquí  todavía  una  de  las  par- 
tes va  por  sí  sola  á  hacer  modificar  el 
contrato  en  su  favor,  para  precaverse  de 
un  riesgo  mayor  que  el  previsto,  es  cier- 
to. Pero  siempre  resulta  que  introduce 
un  cambio  en  el  contrato  á  pesar  de  la 
otra.  Es  el  único  punto  que  queríamos 
hacer  notar  en  una  teoría  bien  conocida 
que  ha  sido  expuesta  detalladamente  por 
todos  los  autores. 

SECCIÓN  II 

SITUACIÓ.N  NUEVA  PROVENIENTE  ÜE  CIR- 
CUNSTANCIAS EXTRAÑAS  A  LOS  CON- 
TRATANTES. 

Cuando  un  contrato  no  responde  exac- 


(1)   V.  sobre  este  punto   Aubry  et   Rau,  IV,  5.» 
i;dic.,  p.  424,  notas  l.S  y  14. 


(1)  Cas.  30  marzo  1892  (D.  92.  1  281);Grenoble, 
16  diciembre  1904  (D.  1906.  2.  401).—  Cas.  6  fe- 
brero  1907,  Gaz.  Pal,  25  febrero. 

(2;  V.  Baudry  et  Barde.  II,  núm.  1030;  Aubryet 
Rau,  IV,  p.228;  Demolombe,XXV,  núm.  701 ;  Lau- 
rent,  XVIIÍ,  núm.  415. 
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tamente  al  fin  que  las  partes  se  han  pro 
puesto,  á  consecuencia  de  circunstancias 
ajenas  á  ellas,  ¿puede  legítimamente  mo- 
dificarse el  contrato  por  la  voluntad  de 
una  de  las  partes? 

La  pregunta  es  algo  extraña  á  prime- 
ra vista,  y  parece  que  un  contrato  una 
vez  celebrado  no  puede  modificarse  por- 
que cambien  las  circunstancias,  lo  que 
era  ca«i  fatal,  que  la  unanimidad  de  los 
contratantes  es  tan  necesaria  como  para 
la  celebración  misma  del  contrato,  que 
la  nueva  cláusula  que  va  á  insertarse  en 
una  convención  anterior  no  puerle  tener 
valor  si  no  es  aceptada  por  todos. 

Sin  embargo,  esta  cuestión  es  de  ac- 
tualidad.—¿Es  verdad  que  los  aconteci- 
mientos marchan  más  ligero  en  nuestra 
época,  que  las  circunstancias  se  modifi- 
can con  más  rapidez?  ¿O  bien  los  hom- 
bres del  día  soportan  con  más  dificultad 
el  peso  de  una  obligación  de  largo  alien- 
to? Poco  importa,  lo  cierto  es  que  son 
hoy  más  frecuentes  los  contratos  de  cor- 
ta duración..  Kn  el  momento  en  que  se 
queda  ligado,  se  entiende  poder  recobrar 
]7ronto  su  libertad.  Los  mismos  trata- 
dos internacionales,  sobre  los  puntos  en 
que  parecía  que  podían  reglamentar  las 
dificultades  de  una  manera  perpetua,  se 
celebran  sólo  por  un  término  muy  breve. 
Las  convenciones  de  La  Haya  sobre  el 
derecho  internacional  privado,  sólo  se 
han  celebrado  por  el  plazo  de  cinco  años, 
prorrogable  por  lo  demás  por  tácita  re- 
conducción (V.  especialmente  la  conven- 
ción de  14  de  noviembre  de  1890).  Es- 
tos ejemplos  venidos  de  alto  correspon- 
den á  un  nuevo  estado  de  los  espíritus: 
se  quiere  poder  hacer  frente  á  las  nuevas 
circunstancias.  Se  reserva,  es  el  reinado 
de  lo  provisorio  y  de  lo  inestable,  reina- 
do también  á  veces  de  mayor  bien  y  jus- 


ticia. Si  se  examina  los  contratos  moder- 
nos, aquellos  en  que  más  se  manifiesta  el 
espíritu  de  nuestra  época,  el  seguro  sobre 
la  vida  por  ejemplo,  llama  la  atención  el 
margen  que  dejan  á  los  interesados  para 
plegarse  á  nuevas  circunstancias,  resca- 
tando su  póliza,  obteniendo  préstamos 
sobre  ella,  cambiándola  por  otra  de  me- 
nor valor.  La  misma  observación  se 
aplicaría  á  las  operaciones  de  bolsa,  es- 
pecialmente á  las  ventas  á  prima. 

Si  no  se  plegara  el  derecho  en  una  cier- 
ta medida  á  está  nueva  situación  de  he- 
cho, faltaría  á  su  misión.  Sin  duda,  la 
modificación  de  los  contratos  se  presta 
á  objeciones.  Corresponde  principalmen- 
te á  las  partes  preverla  en  unacierta me- 
dida, reflexionar  sobre  las  situaciones 
que  puedan  presentarse.  Tero  no  tomar 
en  cuenta  más  que  la  voluntad  de  las 
partes,  no  dejar  nada  en  el  dominio  de 
la  ley,  es  aplicar  muy  duramente  la 
máxima :yí/ra  v¡gil¿intihus  prosunt.  Es 
una  regla  muy  conocióla  de  la  evolución 
del  derecho  que  las  cláusulas  que  res- 
ponden á  necesidades  prácticas  se  intro- 
ducen primero  en  los  contratos  por  la 
feliz  iniciativa  de  prácticas  prudentes  de 
contratantes  previsores,  después  el  legis- 
lador subentiende  esta  cláusula,  sea  por* 
queha  llegado  á  ser  frecuente,  sea  porque 
sin  ser  muy  usada  (no  todos  son  pruden- 
tes y  reflexivos),  se  encuentra  en  armonía 
con  la  equidad. 

¿Porqué  no  podría  entonces  admitir- 
se en  ciertos  casos  que  se  modificara  **la 
ley  de  las  [)artes'\  que  sj  pusiera  en  ar- 
monía con  el  medio  transformado  en  qne 
debe  aplicarse?  Los  textos  legislativos 
mismos  no  son  perpetuos.  Es  raro  cele- 
brar el  centenario  de  un  código.  Algu- 
nos piden  aún,  y  España  lo  ha  intenta- 
do, que  los  Códigos  sean  objeto  de  revi- 
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clones  periódicas.  Si  se  impone  una  cons-  de  las  prestaciones  del)idas.  Porque  des- 

tante  adaptación  para  las  leves  votadas  pues  el  contrato  está  extinguido,  es  in- 

por  el  Parlamento,  con  cuanta   mayor  tangible. 

razón  es  á  menudo  necesaria  cuando  se  Si  tiene  lugar  un  cambio,  el  que  es  víc- 
trata  de  los  contratos,  esas  pequeñas  ¡e-  tima  de  él  puede  reprocharse  el  no  ha- 
yes  frecuentemente  tan  obscuras,  adop-  berlo  pensado  y  no  haberlo  considerado 
tadas  con  más  apresuramiento  (jue  las  por  medio  de  una  condición  resolutoria, 
otras.  No  puede  reprocharse  á  una  persona  que 

Esto  no  es  decir,  sin  eml)argo,  (pie  to-  no  sea  astrólogo,   que  no  pueda  leer  el 

dos  los  contratos  puedan  modificarse  en  porvenir,  pero  es  demasiado  imprudente 

un  momento  dado  bajo  la  presión  de  los  si  no  miríi  á  sus  pies.   Y  si  el  cambio  es 

acontecimientos  exteriores  sin  el  consen-  imprevisto,   es,   en  suma,  el  riesgo  inhe- 

timiento  unánime  de  las  partes.   Se  im-  rente  á  la  vida,  que  no  puede  suprimir- 

ponen  distincionesen que  hay  que  tomar  se  completamente.    Si  las    mercaderías 

en  cuenta  la  naturaleza  de  cada  contra-  (|ue  ha  comprado  sufren   una  deprecia- 

tc>,  el  fin  que  persigue,  su  duración.  ción  por  una  baja  repentina,  no  puedo 

Los  contratos  pueden,  en  primer  lugar,  pedir    la    devolución    de    parte    alguna 

ser  traslativos  de  derechos  preexistentes  del  [)recio.  Aíjuí,  pues,  no  calje  modifica- 

en  el  sentido  de  que  una  de  las  partes,  ción  del  contrato. 

por  el  contrato,  abdica  inmediatamente  Si   una  de  las  [)artes  está  protegida 

en  favor  de  la  otra  todos    los  derechos  contra  las  consecuencias  desastrosas  que 

que  tenía  anteriormente:  es  lo  que  sucede  puede  producir,  será  porque  tiene  un  vi- 

en  el  contrato  de  venta,  en  la  permuta,y  ció  desde  su  origen:  error,  dolo,  lesión, 

más  á  menudo  en  la  donación  ó  la  tran-  ó  que  la  otra    parte  ha  faltado  á  una 

sacción.   Siempre  que  en  estos  contratos  de  sus  obligaciones,   lo  (pie  la  obligará 

se  trata  de  una  dación, ya  verse  sol)re  la  á   pagar  una    indemnización,  en  virtud 

propiedad,  sobre  un  derecho  real  ó  sobre  del  ejercicio  de  la  acción  de  cuniplimien- 

un  crédito  preexistente,  el  contrato  hace  to   del   contrato  ó  de  la  acción  de  ga- 

adquirir  derechos  inmediatamente  (")  en  rantía. 

un  plazo  breve,  según  que  se  trate  de  un  Cuando    el  contrato  no  es  traslativo 

cuerpo  cierto  ó  de  una  cosa  genérica.   El  de  derechos,  cuando  es  creador  de  dere- 

que  adquiere  estos  derechos  puede  en-  chos  que  no  existen  ni  aiui  virtualmeii- 

contrarse  afectado,  lesionado  mejor  di-  te,  el  contrato  dura  todavía,   tiene  una 

cho,  á  condición  de  no  tomar  este  térmi-  vida,  deberá  adaptarse  á  las  nuevas  cir- 

no  en  su  sentido  técnico.   Pero  no  será  cunstancias  que  se  produzcan,    seguir, 

protegido  por  una  modificación  del  con-  en  una  palabra,  la  ley  de  la  vida.  ¿Será 

trato.   En  efecto,  ejecutado  este  ultimo  esto  posible  siempre  sin  el  consentimiento 

en  un  breve  i)lazo,  no  se  concibe  un  cam-  de  los  contratantes?  No.  Hay  que  hacer 

bio  de  circunstancias  que  exija  para  el  distinciones, 
futuro  una  modificación  de  laconven- 

ci()n,  tanto  más  cuanto  (|ue  hay  que  su-  I 
poner,   para  tenerlo  en  cuenta,  que  se 

produce  antes  de  la  completa  ejecución  Entre  los  contratos  hay,  en  primer  lu- 
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gar,  algunos  que  se  podría  designar  con 
el  término  general  contratos  de  ayuda  ó 
de  encargo.  Son  aquellos  por  los  que 
una  persona  contrata  con  otra  para  la 
ejecución  de  un  trabajo  que  requiere  cier- 
tas condiciones,  de  que  ella  carece,  de  ca- 
pacidad técnica,  de  competencia  comer- 
cial, 6  aún  simplemente  de  residencia.  Es 
la  hipótesis  del  comerciante  que  hace 
tratar  un  negocio  por  intermedio  de  un 
comisionista,  de  una  persona  que  tenía 
un  mandatario,  de  una  persona  que  bus- 
ca un  arquitecto  para  encargarle  la  cons- 
trucción de  una  casa,  de  un  patrón  que 
contrata  un  empleado  ó  un  obrero;  de 
un  cargador  que  hace  transportar  mer- 
caderías. 

En  estos  diversos  contratos:  comisión, 
mandato,  arrendamiento  de  servicios, 
etc.,  el  que  encarga  á  otro  la  ejecución 
de  un  trabajo  en  su  propio  interés,  tiene 
el  derecho  de  modificar  por  su  sola  vo- 
luntad las  condiciones  en  que  debe  ejecu- 
tarse el  trabajo.  Ciertamente,  no  puede 
modificar  el  precio,  disminuirlo,  cuando 
ha  prometido  expresa  ó  tácitamente  una 
remuneración  determinada.  No  podría 
tampoco  hacer  ejecutar  á  su  auxiliar, 
cualquiera  que  sea  el  nombre  que  se  le 
dé,  un  contrato  diferente,  una  obliga- 
ción totalmente  distinta  de  la  conve- 
nida. 

Pero  encontramos  aquí  la  especialidad 
de  que  uno  de  los  contratantes  puede  mo- 
dificar en  una  cierta  medida  los  actos  de 
que  se  ha  encargado  el  otro.  Esto  se  ex- 
plica fácilmente. 

En  el  hecho,  cuando  una  persona  co- 
mienza ella  misma  un  trabajo,  la  concep- 
ción justa  de  la  manera  de  ejecutarse  no 
sale  súbitamente  y  de  una  manera  com- 
pleta de  su  cerebro,  como  salió  armada 
Minerva  del  cerebro  de  Júpiter.  El  pin- 


tor busca  frecuentemente  sobre  la  tela 
el  efecto  que  ha  de  dar,  los  colores  que  se 
armonizan  entre  sí.  Lo  mismo  sucede 
con  todos  los  trabajos.  El  que  cncarg«i 
la  construcción  de  un  edificio,  no  puede 
formar  un  plan  ne  varietur:  nuevos  arre- 
glos, modificaciones  diversas  le  vendrán 
al  espíritu  mientras  el  trabajo  esté  en 
vías  de  ejecución,  y  tendrá  el  derecho  de 
pedir  que  se  tengan  en  cuenta  sus  deseos. 
Sin  duda,  no  podría  imponer  un  cambio 
total:  habiendo  convenido  en  la  cons- 
trucción de  un  granero,  querer  que  se 
edifique  una  casa  habitación.  Pero  po- 
drá en  el  interior  de  un  edificio  hacer 
cambiar  una  puerta,  modificar  las  di- 
mensiones de  una  abertura,  etc. 

Esta  posibilidad  de  modificar,  de  tener 
ideas  nuevas  durante  la  ejecución  de  los 
trabajos  es  tan  verdadera,  que  la  presu- 
ponen dos  artículos  del  Código.  Prime- 
ro, el  artículo  1794,  según  el  cual  el  inte- 
resado puede  resolver  por  su  sola  volun- 
ta del  contrato  á  precio  alzado,  aunque  la 
obra  esté  ya  comenzada,  indemnizando 
al  empresario  todos  sus  gastos  y  traba- 
jos y  lo  qui  habría  podidp  ganar  en  esta 
empresa  (1).  Es  principalmente  el  artícu- 
lo 1793  el  que  prevé  los  cambios  y  au- 
mentos hechos  en  el  plan  y  no  permite  al 
empresario  á  precio  alzado,  pedir  un  su- 
plemento, salvo  si  los  cambios  ó  aumen- 
tos han  sido  autorizados  por  escrito  y 
se  ha  convenido  el  precio  con  el  propie- 
tario (2).   Estas  disposiciones  demues- 


(1)  El  Código  Civil  alemán  (art.  649)  contiene  U 
misma  refala.  Lo  mismo  el  Código  fedonl  de  las 
obligaciones  (art.  360). 

(¿)  Se  puede  recordar  el  articulo  369  del  Código 
federal  de  las  obligaciones,  qne  habla  de  «  las 
órdenes  dadas  contrariamente  k  los  avisos  formales 
del  empresario».  El  propietario  puede,  por  lo  Unto, 
dar  órdenes,  aunque  parezcan  no  rasonables,  al  que 
las  ejecuta. 
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tran  claramente  que  el  que  encarga  los 
trabajos  duede  hacerlos  modificar  por 
su  sola  voluntad,  sin  que  los  aumentos 
V  su  precio  hayan  sido  objeto  de  unacon- 
vención.  Este  derecho,  que  se  admite  en 
la  práctica  corriente,  los  términos  mis- 
mos de  la  ley  y  del  lenguaje  ordinario, 
fortifican  esta  idea.  En  la  mayor  parte 
de  los  contratos  que  he  considerado,  el 
que  puede  modificar  por  sí  sólo  los  tér- 
minos del  contrato,  lleva  un  nombre  ex- 
presivo: maitre;  lo  emplea  el  artículo 
1481  para  el  arrendamiento  de  criadosy 
obreros,  y  lo  emplea  también  el  artículo 
1788.  ¿Y  no  despierta  este  término  la 
idea  de  que  en  la  convención  una  de  las 
partes,  sin  ser  hoy  (1)  jurídicamente  me- 
jor tratada  que  la  otra,  desempeña,  sin 
embargo,  un  papel  de  jefe,  que  tiene  el 
derecho  de  prever  las  eventualidades  y 
de  proveer  á  ellas,  conservando,  en  una 
palabra,  el  derecho  de  administrar  su 
cosa? 

Hay  que  deducir  ahora  de  estas  cons- 
tataciones, consecuencias  prácticas.  Co- 
mo en  todas  partes,  las  reglas  de  derecho 
se  deducen  de  los  hechos.  Puede  decirse 
que  no  son  sino  su  trasposición. 

En  los  diversos  contratos  que  exami- 
namos, habrá  posibilidad  para  aquella 
de  las  partes  que  encarga  á  otro  un  tra- 
bajo, de  modificar  sus  órdenes  primitivas 
en  cuanto  á  la  ejecución  del  trabajo. 

Desde  luego,  podremos  aplicar  de  una 


(1)  Nu  daremos  como  razón,  como  M.  Colmet  de 
Santerre  (VII,  núm  247  bis  I),  que  el  artículo  17í)4 
es  la  aplicación  de  na  principio  general,  el  del 
artículo  1 184.  Porqoe  esta  dÍHposicióa  no  acuerdi 
el  derecho  de  re<^olaci6n  sino  al  acreedor  cuyo 
deud  >r  no  cumple,  y  no  al  que  no  quiere  cumplir. 
El  artículo  1794  no  se  relaciona  con  el  artículo 
1 185  sino  en  cuanto  da  k  aquél  para  con  quien  no 
96  cumple  un  derecho  á  indemnización  de  da*los  y 
perjuicios. 


manera  general  el  artículo  1704  (1). 
Porque  existe  en  todos  los  casos  la  mis- 
ma razón  queindicaba  Pothier  (Du  loua- 
ge,  núm.  440),  puesto  que  puede  cambiar 
la  situación  del  patrón.  Aplicaremos, 
pues,  este  artículo  al  que  ha  celebrado 
un  contrato  que  no  sea  por  un  precio  al- 
zado, como  lo  admitía  ya  Pothier  (2). 

Habrá  que  extender  la  misma  solución 
al  caso  en  que  una  persona  ha  encarga- 
do á  otra  un  trabajo  y  en  que  el  obrero 
debe  proporcionar  al  mismo  tiempo  el 
servicio  y  la  materia.  Se  ha  discutido 
mucho,  sin  duda,  en  semejante  caso  para 
saber  si  no  se  trataba  de  una  venta  de 
cosa  futura.  Pero  esta  cuestión  nos  pa- 
rece mal  presentada,  por  lo  menos  aquí. 
No  nos  hallamos,  como  en  derecho  ro- 
mano, en  presencia  de  diversos  contra- 
tos que  constituyan  como  una  serie  de 
casos  separados,  de  tal  suerte  que  la 
convención,  para  ser  válida,  debe  nece- 
sariamente entrar  en  una  de  ellas.  Una 
convención  puede  participar  á  la  vez  de 
la  venta  y  del  arrendamiento.  Hay  que 
ver  en  cada  caso,  según  las  consideracio- 
nes prácticas,  la  regla  que  más  conviene. 
La  misma  razón  para  solucionar  la  difi- 
cultad en  un  sentido  favorable  al  patrón 
existe,  cuando  se  celebra  un  contrato  de 
arrendamiento  ordinario,  ó  un  contrato 
en  que  se  encarga  una  obra  ó  trabajo; 
ya  se  califique  nuestra  convención  de 
arrendamiento  ó  venta,  hay  que  conce- 
der al  patrón  un  derecho  que,  por  otra 
parte,  no  perjudica  al  empresario  (3). 

(1}  No  sucedía  lo  mismo  antes  de  la  ley  de  2  de 
agosto  de  1868,  que  ha  derogado  el  artículo  1781 
del  Código  Civil. 

(2)  V.  Dalowige,  núm.  540;  Guillouar.i,  Louage^ 
II,  núm.  804;  Huc,  X,  núm.  430.— Co»^'«,  Laurent, 
XXVI,  núm.  18;  Baudry  et  Wahl  II,  2.'»  parte, 
p.  1,175. 

(3)  V.   Cas.,  27  abril    1870,   S.  72.1.81.,  tol. 
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El  artíciilt)  1793,   menos  claro,  es  cier-  trón:  después  de  haber  reflexionado  Vd, 

to,  que  el  artíeulo  171)4,  completa  los  de-  renuncia  al  trabajo  para  que  me  ha  con- 

rechos  del   propietario.   Hace  alusión  á  trado,  pero  yo  tengo  el  derecho  de  ejccu- 

modiilcaciones  ó  aumentos  de  plan  que  "tarlo,   de  continuar  haciéndolo,  aunque 

no    hubiese    aceptado  ])or  escrito.    Sin  á   Ud.    no  le  convenga?   Presentar  esta 

duda,  no  dice  directamente  cpie  pueda  cuestión,  es  resolverla.   Nadie    ¡^Misaría 

obligar  á  hacerlos  al  empresario;   pero  en  objetar  que  nos  hallamos  fueni  de  los 

esto  se  considera    como  práctica  cons-  casos  en  que  la  obligación  se  resuelve  en 

tante.   ¿Qué  empresario  ])retendería  que  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 

no  pueden   introducirse  cambios  en   su  en  conformidad  ni  artículo  1142,  puesto 

plano?  Ace])to  que  sobre  este  punto  ha-  C|uc  no  hay  ningún  ata(|ue  á  la  libertad 

ya  una  especie  de  consentimiento  tácito  del  patrón. 

dado    de    antemano;    pLMO    también    es  La   solución   que  proponemos  no  prc- 

cierto  que  este  contrato  es  de  una  natu-  senta,    por  lo   demás,   ningún    inconve- 

raleza  diferente  de  los  demás  y  que  su  na-  niente  para  el  obrero,  puesto  (jue  tendrá 

turaleza  engendra  consecuencias  esj)ccia-  derecho  entonces  á   una  indemnización 

les.   Y  este  derecho  de  modificar  los  pía-  que  represente  **todo  lo  que  habría  j)0- 

nos  debe,  como  el  anterior,   recibir  una  dido  ganar  en  la  empresa".   Podrá  í)bte- 

aplicación  extensiva.    Existirá    no  sólo  ner  no  sólo  la  indemnización   que  repre- 

en  el  caso  de  contrato  por  un  precio  al-  senté  el  i,laz(.   de  desahucio.   Tendrá  el 

zado,  sino  en  todos  los  otros  casos  y  aún  derecho  de  hacerse  i)agar  una  suma  en 

en  el  caso  de  encargo  dj  un  trabajo  á  un  mucho  superior. 

obrero  que  debe  suministrar  el  trabajo  y  Por  otra  parte,   llegamos  á   una  solu- 

la  materia.  ción  más   lógica.    VA  obrero  contratrido 

Una  vez  salidos  de  los   términos  estrié-  por  cierto  tiempo   jiuede  negarse  á  cuni- 

tos  del  texto,  nada  nos  impide  ir  más  le-  plir  su  compromiso,  y  no  se  le  puede  lor- 

jos  y  generalizar.   ¿Pí)r(iué  no  extender  zfir  á  ello  (art.    1142  ;  por  el   c<  iitraiio, 

la  facultad  del  artículo  171)  i-  á  todos  es-  si  el  ])atrón  declara  que  no  quiere  emi>lcar 

tos  contratos  (pie  he  llamado  de  avuda?  ^  tal  obrero,  se  le   podría   obligar  á  rcci- 

Las  razones  ])rácticas  sími   las  mismas,  birlo,  pí^npie  no  hay  en  ello  ningún  ata- 

¿Por  qué  no  osar  afirmar  S(;bre  un  pan-  qiJ^*  ''»•  s"  libertad  personal. 

to  nuevo    no   reglado   por    la   lev    sino  ¿En   cpié  se  afecta   la   libertad   de  mi 

cuando  existe  una  disi)osición  (pie  se  le  patrón  si  entre  cien  obreros  (pie  emplea, 

acerca?  hay  algunos  (pie  no   quisiera    admitir? 

En  el  contrato  de  arrendamiento  de  Esto  explica  ])or(|ué  los  autores  no  se 
duraciíni  determinada,  el  patrón  podrá  atreven  á  afirmar  francamente  (jue  el 
])ues  des¡)edir  á  su  (d)rero  cuando  le  j)laz-  patrón  no  puede  pí)ner  término  al  arreii- 
ca:  si  renuncia,  ])or  ejemplo,  al  trabaio  damiento  de  duración  determinada,  sino 
para  (jue  lo  ha  contratado.  ¿Se  concebi-  qne  dicen  simplemente  que  no  puede  ha- 
ría, en  efecto,  (pie  el  obrero  dijera  al  pa-  eerlo  sin  pagar  daños  y  perjuicios  (1 ). 

( I)  V.  r>aii(lry  et  W;ihl,  Loaage,  II,  núm.  MiVi. 

implic— Gilloiiard,  IJ,    8U5;    Aulny   et   Raii,   IV,  V.  en  nurstro  hoiitido,  Rennes,  14  cuero  I8y.'s  S. 

I>- •'^28.  96.'-M'). 
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En  cuanto  al  arrendamiento  sin  durar 
ción  determinada,  no  tenemos  necesidad 
de  insistir  en  él,  pues  la  ley  ha  declarado 
expresamente  (art.  1780,  nuevo)  que  "el 
arrendamiento  deservicios  celebrado  sin 
determinación  de  plazo  puede  siempre 
cesar  por  la  voluntad  de  una  de  las  par- 
tes contratantes". 

Aquí  se  va  aún  más  lejos,  y  la  volun- 
tad de  cesar  en  el  trabajo  sería  conside- 
rada por  la  jurisprudencia  como  un  mo- 
tivo legítimo  de  despedida  que  no  da  lu- 
gar á  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios y  obliga  solamente  á  observar  el 
plazo  de  desahucio. 

Pero  ya  sea  el  arrendamiento  de  dura- 
ción determinada  ó  indeterminada,  ade- 
más del  derecho  de  ponerle  fin,  el  patrón 
tiene  siempre  el  derecho  de  modificar  el 
trabajo  en  que  emplea  al  obrero,  á  con- 
dición de  no  emplearlo  en  un  trabajo  to- 
talmente distinto.  Si  una  persona  con- 
trata con  unos  obreros  la  construcción 
de  una  muralla,  puede  obligarlos  á  que 
la  hagan  más  alta  ó  más  ancha,  si  esto 
le  conviene.  Hay  aquí  para  el  patrón  un 
derecho  análogo  á  que  alude  el  artícu- 
lo 1793,  cuando  se  trata  de  una  empresa 
de  construcción  por  un  precio  alzado. 

Las  ideas  que  aplicamos  al  arrenda- 
miento de  duración  determinada  deben 
aplicarse  también  al  contrato  de  tras- 
porte. 

Bl  que  remite  una  mercadería  es  tam- 
bién una  persona  que  hace  ejecutar  un 
trabajo  por  otro.  Puede  hacerlo  conti- 
nuar en  forma  diversa  que  la  convenida 
al  principio.  Puede,  pues,  cuando  una 
mercadería  se  encuentra  en  camino  cam- 
biar el  destino  indicado  primitivamente, 
designar  otro  destinatario,  transformar 
en  expedición  de  gran  velocidad  una  ex- 

DgRECUO 


pedición  de  pequeña  velocidad  (1);  hacer 
volverlas  mercaderías  al  lugar  de  la  par- 
tida. Pero  en  estos  casos  deberá  pagar  el 
precio  íntegro  del  trasporte  encomendado 
( 2).  Usando  de  esta  facultad  de  cambiar  el 
destino  de  las  mercaderías  y  el  destina- 
tario, es  como  puede  prácticamente  el 
vendedor  de  mercaderías  usar  del  dere- 
cho de  recobrar  las  mercaderías  en  viaje 
que  le  reconoce  el  artículo  576  del  Códi- 
go de  Comercio. 

Desde  el  punto  de  vista  internacional, 
este  derecho  del  remitente  ha  sido  con- 
sagrado por  la  convención  de  Berna  de 
14 de  octubre  del890(arts.  15  y  24)  (3). 

Agreguemos  que  desde  el  punto  de  vis- 
ta de  la  práctica  francesa,  no  se  pone  en 
duda  el  derecho  del  remitente  de  modifi- 
car el  contrato.  **La  Compañía  manda- 
taria  del  remitente  debe  conformarse  á 
las  órdenes  de  éste,  y  especialmente  no 
puede  entregar  las  mercaderías  al  desti- 
natario cuando  consta  que  sé  lo  ha  pro- 
hibido el  remitente".  (Cas.,  15  nov. 
1893,  D.  94,  1.273).  Bl  único  punto  con- 
trovertido es  el  de  saber  si  este  derecho 
no  pasa  del  remitente  al  destinatario, 
por  lo  menos  á  partir  del  momento  en 
que  éste  tiene  el  recibo  en  sus  manos  (4). 
Pero,  ya  sea  lo  uno  ó  lo  otro,  siempre 
se  aplica  la^idea  que  indicamos. 

También  se  aplica  en  el  extranjero.  El 
artículo  453  del  Código  suizo  dice  que 
el  remitente  tiene  el  derecho  de  retirar  la 


(l)V.  Lyon— Caen  et  Renault,  III.  núm.  584, 
paflT.  463. 

(2)  V  Ca«.,  16  junio  1879,  S.  79.  1.  378. 

(3)  V.  Lyon— Caen  et  Renault,  III,  nüm.  862  bÍR 
y  Trib.  Com.  Sena,  17  junio  1897,  Clunet  1898,  p. 
770. 

(4)y.  Sarrnt,  nota  sobre  el  fallo  antes  citado; 
Lyon— Caen  et  Renault,  III,  núm.  584;  Thaller, 
niim.  974.— Of.  Ow.,  9  dic.  1873,8.74.1.35.— 
Roueu,  9  dic.  1847,  8.  48.  2.  204. 
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mercadería  mientras  está  en  manos  del 
porteador,  indemnizándolo  de  los  desem- 
bolsos y  del  perjuicio  que  le  causa  este 
retiro.  Es  cierto  que  se  le  priva  de  este 
derecho  en  ciertos  casos.  Pero,  entonces 
el  porteador  debe  seguir  las  instrucciones 
del  destinatario.  El  Código  de  Comercio 
alemán  dice  también,  artículo  433  (anti- 
guo art.  402)  **que  el  remitente  puede 
ordenar  que  se  guarde  la  mercadería 
que  se  la  devuelva,  6  que  se  la  entregue 
á  otra  persona  que  al  destinatario'*.  El 
artículo  434  indica  que  á  partir  de  un 
cierto  momento  el  porteador  debe  seguir 
las  instrucciones  del  destinatario.  Las 
mismas  soluciones  se  reproducen  casi 
textualmente  en  el  Código  de  Comercio 
húngaro  (arts.  401?  y  406). 

Las  mismas  ideas  deben  extenderse  al 
contrato  de  mandato,  ó  al  contrato  de 
comisión,  que  no  es  más  que  una  variedad 
del  mandato.  El  que  hace  tratar  un  ne- 
gocio por  un  mandatario  ó  un  comisio- 
nista debe  permanecer  dueño  del  negocio. 
Puede,  pues,  en  cualquier  momento  modi- 
ficar el  mandato  dando  nuevas  instruc- 
ciones, con  tal  que  no  llegue,  con  el  pre- 
texto de  las  modificaciones,  á  imponer 
un  nuevo  mandato  totalmente  distinto. 
Así,  el  mandante  podrá  dar  al  mandata- 
rio la  orden  de  vender  más  caro  ó  en 
mejores  condiciones  que  las  convenidas 
anteriormente,  ó  la  orden  de  vender  al 
contado,  ó  de  exigir  garantías. 

En  virtud  de  estas  mismas  ideas  los 
artículos  2003  y  2004  indican  y  preci- 
san el  derecho  del  mandante  para  revo- 
car el  mandato  cuando  le  parezca:  la 
revocación  y  la  modificación  del  manda- 
to son  cosas  muy  análogas  para  que  se  las 
pueda  separar  por  completo  al  estudiar- 
las.  Y  los  trabajos  preparatorios  nos 


demuestran  que  se  aplica  siempre  la  mis- 
ma idea:  "cuando  un  hombre  coníia  á 
otro  sus  intereses,  dice  la  exposición  de 
motivos,  se  subentiende  siempre  que  éste 
durará  en  el  encargo  mientras  continúe 
la  confianza  que  se  le  ha  concedido,  por- 
que el  mandante  no  enagena  ni  á  perpe- 
tuidad ni  aún  temporalmente  el  pleno 
ejercicio  de  sus  derechos**. 

Si  este  artículo  2004  no  es  una  regla 
excepcional,  sino  que  es  aplicación  de  un 
concepto  general  de  ciertos  contratos 
impuesto  por  los  hechos  mismos,  nos 
explicamos  mucho  más  fácilmente  que  el 
mandatario  despedido  pueda  en  ciertos 
casos  tener  derecho  á  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  (Ij.  Hemos  visto  que 
en  el  contrato  de  arrendamiento,  en  el 
trasporte,  el  que  pone  fin  al  contrato  por 
su  sola  voluntad  está  obligado  á  pagar 
una  indemnización.  ¿Por  qué  no  sería  lo 
mismo  en  el  mandato?  Sin  duda  no  pue- 
de pretenderse  derecho  á  una  indemniza- 
ción cuando  el  mandato  se  da  sólo  en 
interés  del  mandante.  El  mandatario 
libertado  de  la  carga  que  había  acepta- 
do gratuitamente  no  sufre  ningún  per- 
juicio. No  hay  que  pagarle  lo  que  habría 
podido  ganar,  puesto  que  prestaba  un 
serv^icio  gratuito. 

Tampoco  podría  haber  cuestión  cuan- 
do el  mandatario  no  ha  querido  ejecutar 
su  mandato  y  cuando  se  ha  cometido 
faltas,  porque  el  mandante  podría  pre- 
valerse contra  él  del  artículo  1184,  y 
haciendo  declarar  resuelto  el  mandato, 
obtener  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios. Pero,  en  todos  los  otros  casos 
llegaremos  á  una  condenación  á  indem- 
nización. Aún  cuando  el  mandante  ten- 
ga justas  razones  para  revocar  el  man- 


(1)  V.  Co/i¿ríi,Baudry  et  Wahl,  ^fandat,  núm.  SU- 
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dato:  disminución  de  sus  ocupaciones, 
deseo  de  intervenir  personalmente,  esta- 
rá obligado  á  la  indemnización. 

Nos  separamos  aquí  de  la  teoría,  enun- 
ciada á  menudo  por  la  jurisprudencia  (1) 
y  reproducida  por  diversos  autores  (2), 
según  la  cual  el  mandato  dado  á  la  vez 
en  interés  del  mandante  y  del  mandata- 
rio, no  puede  revocarse  sino  por  su  mu- 
tuo consentimiento.  Esta  solución  es 
falsa.  Es  contraria  al  artículo  2004,  que 
da  al  mandante  un  derecho  absoluto. 
Además,  es  contraria  á  las  necesidades 
prácticas.  Confiero  un  mandato  en  mi 
interés  y  al  mismo  tiempo  en  el  de  mi 
mandatario.  Yo  no  podría  revocarlo, 
aunque  no  quisiera  ejecutar  acto  alguno! 
He  dado  poder  para  vender  mi  casa, 
después  no  quiero  venderla,  y  sin  em- 
bargo, debería  venderla  si  mi  mandata- 
rio encuentra  un  comprador!  ¿En  qué 
queda  la  idea  de  los  redactores  del  Có- 
digo: **el  mandante  no  enajena  ni  á 
perpetuidad,  ni  temporalmente  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos",  si  puede  de- 
clararse imposible  una  revocación? 

La  solución  admitida  por  los  autores 
es  en  sí  misma  tan  poco  satisfactoria, 
que  después  de  haberla  enunciado,  agre- 
gan que  se  puede  revocar  libremente  el 
mandato  remunerado. 

Así,  pues,  el  contrato  de  mandato  re- 
munerado es  en  el  exclusivo  interés  del 
mandante.  ¿Cómo  defender  semejante 
apreciación?  Un  individuo  es  mandata- 
rio, los  emolumentos  que  á  este  título 
recibe  son  su  única  ganancia  ó  sólo  son 
un  suplemento  de  sus  recursos,  y  se  dice 


que  este  mandato  no  se  da  también  en 
su  interés. 

Puede  comprenderse,  es  cierto,  de  otra 
manera  el  interés  en  materia  de  manda- 
to. Puede  tomarse  en  cuenta  no  el  inte- 
rés en  el  mantenimiento  del  contrato  de 
mandato,  sino  el  interés  en  la  operación 
para  que  se  ha  dado  el  mandato:  como 
en  el  mandato  dado  por  un  copropieta- 
rio á  su  copropietario  para  vender  el 
inmueble  común.  Pero  en  semejante  caso, 
¿no  se  trata  de  un  acto  que  se  acerca  más 
á  la  sociedad  que  al  mandato?  ¿No  hay 
un  contrato  muy  diferente  del  mandato 
ordinario? 

Llegamos,  pues,  á  una  teoría  mucho 
más  sencilla:  en  vez  de  tener  mandatos 
á  veces  irrevocables,  á  veces  revocables 
con  ó  sin  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, admitimos  que  todo  mandato  es 
revocable,  mediante  indemnización  de 
daños  y  perjuicioscuando  haya  lugar  (1). 

En  cuanto  al  punto  de  saber  si  el 
mandante  puede  establecer  en  la  conven- 
ción que  podrá  siempre  revocar  sin  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios,  esta 
cláusula  será  válidaen  la  medida  en  que 
se  admite  que  se  puede  por  convención 
exonerarse  de  las  consecuencias  de  su 
culpa.  Es  decir  que  será  válida,  salvo  si 
se  probare  que  el  mandante  ha  procedi- 
do con  dolo. 

Las  soluciones  que  aquí  damos  deben 
todavía  aplicarse  á  un  contrato  que  no 
ha  reglamentado  la  legislación  francesa, 
pero  que  no  es  menos  importante:  el  con- 
trato de  edición.  Cuando  el  autor  de  una 
obra  artística  y  literaria  se  obliga  á  en- 


(1)  Cas.  6  enero  1873,  S  73.  1.  24.— Cas..  13  ma- 
yo 1885.  S.  87.  1.  220;  11  febrero  1891.  S.  91.  121. 

(2)  V.  Planiol.  t.  II,nám.  2257;Gaillousra,  3ian- 
dat,  DÚm.  216. 


(1)  Véase  el  artículo  1G7  del  Código  Civil  alemán, 
según  el  cual  el  mandato  es  siempre  revocable,  aún 
cuando  continúen  relaciones  jurídicas  entre  las  dos 
partes,  á  menos  que  del  poder  resulte  lo  contrario. 
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tregarla  á  un  editor  que  la  hará  publi- 
car, el  autor  debe  tener  el  derecho  de 
modificar  su  obra,  de  introducir  en  ella 
todos  los  perfeccionamientos  deseables 
para  que  el  publico  tenga  ante  él  la  ex- 
presión de  su  íílflmo  pensamiento.  Aeste 
respecto  el  Código  federal  suizo  de  las 
obligaciones  dice  en  el  artículo  379: 
"Mientras  sus  facultades  se  lo  permitan, 
el  autor  conserva  el  derecho  de  introdu- 
cir en  su  obra  las  correcciones  y  mejoras 
que  juzgue  necesaria.  Si  impone  con  ello 
al  editor  gastos  imprevistos,  debe  cu- 
brírselos" (1).  Esta  solución  equitativa 
nos  parece  que  también  se  impone  en  de- 
recho francés  (2). 

Iremos  aún  más  lejos  en  este  orden  de 
ideas.  El  autor  tiene  siempre  sobre  su 
obra  un  derecho  tal,  que  podría  antes 
de  que  se  ponga  en  venta  la  edición,  ata- 
jar su  publicación  si  está  descontento 
de  su  obra  y  no  quiere  entregarla  al  pú- 
blico (3).  Pero  en  este  caso  todavía  el 
derecho  del  autor  se  verá  prácticamente 
limitado  por  el  derecho  del  editor  para 
ser  indemnizado  del  perjuicio  que  sufre  y 
del  beneficio  de  que  se  le  priva. 

Tales  son  las  reglas  particulares  que 
nos  parece  que  se  imponen  en  lo  que  he 
llamado  contratos  de  ayuda,  nos  pare- 
ce que  corresponden  á  la  realidad.  Hay 
personas  que  en  la  vida  moderna,  á  pe- 


(1)  V.  en  este  sentido  Trib-Sena,  15  julio  1874, 
Ann,  propr,  ind.,  76.184. 

(2)  Cf.  Pouillet,  i'ropiété  lUtéraire,  núm.  297, 
p.  251. 

(3)  En  este  sentido  el  Tribunal  del  Sena  ha  re- 
suelto el  28  de  agosto  de  186S  {Ann.  propr,  ind,, 
70.306) ,  que  los  herederos  de  un  compositor  que 
había  prometido  escribir  la  música  de  ciertas  esce- 
nis,  pueden  negatse  á  entregarla  si  el  músico  ha 
muerto  sin  haber  terminado  su  trabajo  y  si  ha 
qu  crido  que  no  se  publique. 


sar  de  nuestro  sistema  de  igualdad  jurí- 
dica, son  jefes,  ejercen  una  influencia,  son 
como  el  centro  nervioso  de  una  activi- 
dad potente:  que  estén  á  la  cabeza  de  tal 
ó  cual  clase  de  establecimientos,  que  ten- 
gan 6  no  las  cualidades  para  dirigir, 
poco  importa,  habrá  siempre  dirigentes. 
El  molde  jurídico  de  las  convenciones 
debe  ser  suficientemente  plástico  por 
ciertos  lados  para  permitirles  en  los 
contratos  que  celebran  para  hacerse  ayu- 
dar, asegurar  una  dirección  bastante 
precisa  á  las  diversas  ramas  de  activi- 
dad á  que  se  entregan,  para  que  les  sea 
posible  abarcar  un  conjunto  de  negocios 
y  hacer  sentir  en  ellos  continuamente  su 
voluntad.  Así  debe  ser,  salvo  la  limita- 
ción de  esta  facultad  de  ordenar  paraevi- 
tar  los  abusos,  y  el  establecimiento  de 
una  responsabilidad  correlativa.  ¿No  es 
inútil,  con  el  pretexto  de  asegurar  una 
igualdad  que  no  existe,  querer  establecer 
reglas  de  derecho  sin  relación  con  las 
necesidades  prácticas  y  que  hay  que  des- 
conocer cada  día? 

Hemos  hablado  de  la  responsabilidad 
correlativa  al  derecho  de  ordenar  encaso 
de  ruptura  del  contrato;  digamos  una 
palabra  del  límite  de  este  derecho  encaso 
de  simple  modificación. 

El  derecho  de  modificar  el  contrato 
nos  parece  encerrado  en  ciertos  límites, 
no  puede  imponerse  al  contratante  un 
suplemento  de  trabajo  fuera  de  todas 
sus  previsiones  posibles,  para  el  que  no 
está  preparado.  No  puede  imponerse  á 
un  acarreador  por  agua  que  traspoitc 
mercaderías  á  una  localidad  á  donde 
nunca  envía  barcos,  á  un  mensajero  que 
envíe  á  Marsella  un  paquete  dirigido  á 
Lyon.  A  lo  más  se  le  puede  pedir  que  ha- 
ga lo  posible:  que  se  convierta  en  comí- 
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sionista  de  trasporte.  Lo  mismo  sería 
imponer  á  un  arrendatario  nuevas  dili- 
gencias, á  un  editor  agregar  al  texto 
grabados  para  cuya  confección  no  está 
preparado. 

Queda  por  resolver  un  último  punto. 
Cuando  una  persona  hace  uso  del  dere- 
cho de  modificar  el  contrato  que  le  he 
mos  reconocido,  sin  resolver  sin  embar- 
go la  convención,  ¿puede  la  otra  parte  por 
este  hecho  reclamar  un  suplemento  de 
remuneración?  El  artículo  1793  da  al 
empresario  derecho  al  precio  convenido 
como  suplemento,  cuando  éste  ha  sido 
convenido  por  escrito.  Pero  esta  regla 
de  forma  nos  parece  excepcional.  No  pue- 
de admitirse  que  una  de  las  partes  esté 
obligada  á  someterse  á  condiciones  di- 
ferentes, ó  á  un  suplemento  de  trabajo, 
sin  poder  reclamar  un  suplemento  de 
precio,  por  falta  de  una  convención  es- 
crita á  este  respecto.  Creemos  que  ten- 
drá derecho  á  una  suma  fijada  según  la 
equidad  y  los  usos. 

El  comisionista  que  venda  más  caro 
tendrá  dereclio  á  su  comisión  por  el  au- 
mento, el  portador  á  quien  se  exija  que 
cambie  el  destino  de  las  mercaderías  ten- 
drá derecho  á  un  aumento  por  el  recorri- 
do suplementario  (l),el  editor  á  quien  se 
impongan  modificaciones  del  texto,  se  ha- 
rá pagar  en  proporción  dí  la  importan- 
cia del  trabajo  suplementario  así  ejecu- 
tado. 

Naturalmente  este  derecho  á  remune- 
ración no  existiría  si  la  modificación  im- 
puesta al  otro  contratante,  lejos  de  serle 
onerosa,  le  fuera  por  el  contrario  venta- 
josa, si  se  modificara  el  trabajo  á  precio 


(1)  En  eBte  sentido  el  Código  de  Comercio  ale- 
mán de  1806,  artículo  433.  establece  que  si  el  re- 
mitente cambia  el  destino  de  las  mercaderías,  abo- 
nará los  gastos  al  porteador. 


alzado  para  disminuirlo,  el  trasporte 
para  acortarle;  todavía  sería  necesario 
que  no  resultara  un  perjuicio  indirecto 
para  el  contratante  que  recibe  la  orden, 
si  por  ejemplo  la  modificación  fuera  de 
tal  naturaleza  que  hiciera  creer  en  su  in- 
capacidad profesional. 

Pero  el  que  modifica  sus  órdenes  ¿es  res- 
ponsable de  todo  el  perjuicio?  Si  habien- 
do contratado  un  obrero  por  diez  horas 
de  trabajo  no  lo  emplea  sino  nueve,  ¿de- 
be el  tiempo  suplementario?  Lo  mismo 
si,  habiendo  ocupado  un  mandatario 
para  un  negocio  que  demoraría  un  mes, 
lo  empleó  menor  tiempo? 

Parece  imponerse  una  distinción.  Si  el 
empleado  tiene  la  posibilidad  de  encon- 
trar un  empleo  en  otríi  parte:  si  por 
ejemplo  un  empresario  que  ha  tomado 
un  trabajo  que  debía  durar  seis  meses  no 
trabaja  sino  cinco,  á  consecuencia  de 
una  reducción  del  plano,  no  podrá  ha- 
cerse remunerar  por  el  tiempo  durante 
el  cual  pretenda  que  su  personal  y  él  han 
permanecido  inactivos,  porque  en  gene- 
ral ha  podido  encontrar  otra  ocupación. 
Si  por  el  contrario  un  patrón  da  á  sus 
obreros  horas  de  descanso  no  previstas 
porque  ha  calculado  mal  la  organización 
de  su  trabajo,  y  éste  no  puede  hacerse 
con  regularidad,  el  patrón  es  responsa- 
ble de  la  pérdida  de  salario  que  sufren 
así  los  obreros,  pues  el  obrero  contrata- 
do para  trabajar  diez  horas  que  no  tra- 
baja más  que  nueve,  no  puede  irá  ganar 
en  otra  parte  un  suplemento  de  salario, 
por  lo  menos  en  general, 

Habrá  que  dar  soluciones  análogas  en 
los  otros  contratos.  Si  el  mandatario  ha 
hecho  ya  desembolsos  para  la  ejecución 
del  mandato,  ó  el  empresario  para  la 
ejecución  de  la  obra,  tendrá  derecho  á 
ser  indemnizado,  al  mismo  tiempo  que 
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estará  obligado  á  sufrir  «na  reducción 
en  la  remuneración  por  el  trabajo  revo- 
cado. 

Pero  se  limitará  á  estos  contratos  la 
posibilidad  de  modificar  fácilmente  la 
forma  de  ejecución  del  contrato  por  vo- 
luntad unilateral.  Sin  duda  puede  decir- 
se que  todo  contrato  no  es  más  que  un 
medio  para  llegar  á  un  fin  más  lejano, 
que  puede  abandonarse  ó  concebirse  de 
una  manera  diferente.  Si  compro  una 
casa  en  tal  ciudad,  es  porque  quiero  ha- 
bitar en  ella.  Yo  puedo  renunciar  á  ello, 
ó  desear  habitar  un  inmueble  distribuí- 
do  en  forma  distinta.  Pero  aquí  la  situa- 
ción es  diferente:  yo  no  puedo  devolver 
la  casa  á  mi  vendedor,  porque  la  obli- 
gación ha  sido  ejecutada  por  su  parte 
instantáneamente,  y  aún  cuando  no  lo 
fuera  (si  se  tratara  por  ejemplo  de  una 
cosa  genérica  cuya  propiedad  no  se  tras- 
fiere  inmediatamente)  siempre  sería  lo 
mismo.  ¿Porqué?  Es  que  no  parece  en 
general  posible  hacer  aquí  lo  que  acaba- 
mos de  ver  que  ocurría:  modificar  el  con- 
trato sin  afectar  lo  principal.  Además, 
socialmente  la  situación  no  es  la  misma; 
el  comprador  no  pretende  estar  ligado 
al  vendedor  por  un  lazo  que  cree  una 
verdadera  subordinación  de  éste.  El  de- 
recho debe  ante  todo  tomar  en  cuenta 
los  hechos,  de  los  cuales  no  es  más  que 
la  transposición. 


II 


Otra  serie  de  contratos  que  pueden 
modificarse  sin  el  consentimiento  unáni- 
me de  todos  los  contratantes,  son  los 
que  han  tenido  por  resultado  la  creación 
de  un  organismo  especial,  personificado 
ó  no,  poco  importa.  Este  organismo 
para  vivir  debe  adaptarse  al  medio.  No 


puede  funcionar  sino  plegándose  á  las 
circunstancias  nuevas  que  pueden  pre- 
sentarse. 

Esta  evolución  necesaria  que  imponen 
las  leyes  de  la  lucha  por  la  vida  aplica- 
bles á  los  organismos  jurídicos  como  á 
los  seres  vivientes,  viene  á  chocar  con  el 
viejo  principió  individualista  y  á  veces 
muy  sabio  del  artículo  1135:  las  conven- 
ciones son  ley  para  las  partes. 

Entre  estas  dos  ideas,  la  una  progre- 
sista, la  otra  conservadora,  la  lucha  no 
sigue  de  la  misma  manera  en  todos  los 
terrenos.  Hay  que  distinguir  en  efecto 
por  una  parte  los  contratosen  que  todos 
los  interesados  tienen  derechos  de  la  mis- 
ma naturaleza,  y  por  otra  parte  aquellas 
en  que  algunos  de  los  interesados  tienen 
derechos  diferentes  de  los  demás. 

La  primera  hipótesis  se  encuentra  en 
el  contrato  de  sociedad  ó  el  contrato  de 
asociación.  La  segunda  se  ve  cuando  hay 
donación  con  carga  ó  concordato. 

Cuando  se  trata  de  un  organismo  re- 
sultante de  un  contrato  en  que  todos  tie- 
nen derechos  de  la  misma  naturaleza,  lo 
que  yo  llamaría  un  contrato  de  colabo- 
ración igualitaria,  la  modificación  de 
este  contrato  aparece  como  más  fácil 
desde  que  la  quiera  una  mayoría  que  se 
imponga. 

Si  importa  que  un  contratante  no  se 
halle  sometido  á  la  voluntad  de  una  ma- 
yoría que  puede  estar  mal  inspirada,  es 
preciso  á  la  inversa  que  la  obstinación 
de  uno  solo  no  sea  obstáculo  á  una 
transformación  indispensable,  á  una 
adaptación  á  una  situación  nueva.  Así 
se  ven  ya  algunos  puntos  de  emergencia 
de  una  teoría  nueva. 

Si  tomamos  por  de  pronto  la  sociedad 
tal  como  la  reglamenta  el  derecho  fran- 
cés, encontramos  el  artículo  1871  que 
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establece  un  remedio  radical  cuando  su 
constitución  no  responde  á  las  circuns- 
tancias. Es  éste  un  caso  de  disolución 
cuya  legitimidad  y  gravedad  se  dejan  al 
arbitrio  de  los  jueces.  Pero  es  la  muerte 
de  la  socie<^ad  y  no  su  curación  (1). 

De  los  poderes  de  la  mayoría,  no  dice 
nada.  Según  el  artículo  1859  un  asociado 
puede  ver  impedido  el  acto  que  quería  eje- 
cutar por  la  oposición  de  otro,  no  puede 
hacer  innovaciones  en  los  inmuebles  que 
dependen  de  la  sociedad,  aun  cuando  sos- 
tenga que  son  ventajosas,  si  los  demás 
asociados  no  consienten  en  ellas. 

Sólo  el  artículo  1856  da  una  nota  un 
poco  diferente;  el  asociado  nombrado 
gerente  por  los  estatutos  puede  ser  re- 
vocado por  causa  legítima  mientras  dura 
la  sociedad.  Hay  en  este  una  modifica- 
ción de  los  estatutos  que  tendrá  lugar 
sin  el  consentimiento  de  todos,  porque 
es  probable  que  se  oponga  el  gerente.  Por 
otra  parte,  el  artículo  indica  que  el  ge- 
rente nombrado  por  acto  posterior  al 
contrato  de  sociedad  puede  ser  revocado 
como  un  simple  mandatario.  No  es  sin 
duda  esta  inovación  una  verdadera  mo- 
dificación del  pacto  social,  pero  es  sin 
embargo  un  acto  capital  para  el  funcio- 
namiento de  la  sociedad  para  el  cual  la 
ley  no  exige  la  unanimidad.  Habría  en 
esto  tal  vez  una  nota  discordante,  si  no 
fuera  la  aplicación  de  la  regla  de  que  el 
mandato  puede  revocarse  como  se  ha 
dado.  Hay  sin  embargo  una  diferencia; 
que  el  socio  gerente  es  á  la  vez  mandata 


(1)  El  mismo  espirita  individualista  se  enoaentra 
en  los  códigos  (extranjeros  recieotes:  el  Código  de 
Comercio  alemán,  el  Código  Federal  suizo  de  las 
obligaciones.  El  primero  especifica  aún  que  para  los 
actos  graves  se  exige  el  consentimiento  de  la'  una- 
nimidad de  los  asociados  (art.  103). 


rio  y  mandante,  lo  que  no  impide  que  no 
tenga  efecto  su  oposición  ala  revocación 
del  mandato.  Hay  pues  un  mandato  que 
no  es  i-evocado  por  la  unanimidad  de  los 
mandantes.  Y  esto  está  de  acuerdo  con  la 
teoría  que  hemos  expuesto,  á  saber,  que 
el  mandato  dado  en  un  interés  coman 
puede  revocarse  como  los  otros. 

Encontramos  en  la  interpretación  del 
Código  Civil  otra  tendencia.  Cuando  el 
gerente  no*es  designado  por  el  acto  de 
sociedad  y  como  tal  es  revocable  como 
un  mandatario,  la  doctrina  admite  que 
bastará  para  revocarlo  la  voluntad  de 
la  mayoría  (1)  y  aún  algunos  dicen  que 
uno  solo  de  los  asociados.  La  mayoría 
va  pues  á  suprimir  lo  que  necesariamente 
ha  debido  ser  decidido  por  unanimidad, 
puesto  que  todos  eran  antes  geren- 
tes (2). 

Se  va  más  lejos.  Se  admite,  á  pesar  de 
los  disentimientos,  que  nombrado  geren- 
te un  extraño  por  los  estatutos,  su  nom- 
bramiento no  participa  de  la  irrevocabi- 
Hdad  de  los  estatutos,  que  puede  ser  re- 
vocado por  la  mayoría.  En  esto  hay  in- 
contestablemente una  modifícación  del 
pacto  social  (3). 

Así  pues  los  civilistas  mismos  recono- 
cen un  cierto  derecho  á  la  mayoría  para 
modificar  un  artículo  de  los  estatutos,  el 
relativo  á  la  gerencia  confiada  á  un  ex- 
traño. 

Hay  que  relacionar  con  esta  idea  el 
artículo  539  del  Código  suizo,  según  el 
cual  el  poder  de  administrar  conferido  á 
uno  de  los  socios  por  el  contrato  de  so- 
ciedad, no  puede  revocarse  ni  restringir- 


( 1 )  V.  Aubry  et  Rau,  IV,  p.  562 ;  Laurent  XXVI, 
n.o  306;  Guilloaard,  n.»  i:J6. 

(2)  Pont,  Societé  n.o,511;"Planiol,  II,  n.<»  2006. 
_(3)  ,V.   Guillouardj'ln.o   136;  Pont,  n.»  498.— 
Contra,  Laurent,  XXVII,  n.»  304. 
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se  sin  justos  motivos.  Si  hay  justos  mo- 
tivos, la  revocación  puede  hacerse  por  ca- 
da uno  de  los  otros  socios  no  obstante  las 
disposiciones  contrarias  del  acto  de  so- 
ciedad. 

Puede  pues  modificarse  la  organiza- 
ción de  una  sociedad  en  ciertos  puntos 
sin  el  consentimiento  de  todos. 

En  un  segundo  caso  tiende  á  aparecer 
como  permitidos  los  cambios  en  las  ba- 
ses de  las  pequeñas  sociedades  como 
cuando  se  trata  de  mantener  el  agru- 
pa miento  entre  los  asociados;  que  que- 
dan, habiendo  dejado  uno  de  ellos  la  so- 
ciedad, voluntaría  ó  involuntariamen- 
te. Evidentemente  una  cláusula  de  los 
estatutos  podría  haber  contemplado  este 
caso,  y  sería  entonces  observada  (V. 
Thaller,  p.  240,  n^  436).  Pero  suponga- 
mos que  no  sea  así.  Se  manifestará  sin 
duda  la  tendencia  de  permitir  á  los  que 
quedan,  si  todos  lo  quieren,  escapar  á 
una  liquidación  pagando  al  dimisionario 
el  valor  de  su  parte,  lo  que  evita  la  ven- 
ta, la  dispersión  de  los  bienes  sociales 
indispensables  para  continuar  la  socie- 
dad. Pero,  hay  que  notarlo,  es  una  ver- 
dadera modificación  á  los  estatutos  que 
va  á  producirse  sin  el  consentimiento  de 
todos. 

La  jurisprudencia  francesa,  teniendo 
poco  en  cuenta  los  términos  del  artículo 
1869,  ha  admitido  ya  esta  teoría  cuan- 
do un  asociado  sale  de  una  sociedad  de 
duración  ilimitada.  Considera  que  basta 
que  pueda  ceder  su  derecho  (V.  Cham- 
bery,  20  febrero  1903,  LeDroit,  20  abril). 
Pero  esta  solución  que  se  ha  encontrado 
justa  para  las  sociedades  de  duración  ili- 
mitada, lo  sería  también  para  otras 
cuando  un  gerente,  por  ejemplo,  debe  re- 
tirarse de  la  sociedad  si  una  falta  ó  su 
enfermedad  justifican  esta  medida. 


Pero  poniendo  aparte  estos  dos  casos, 
las  modificaciones  de  los  estatutos  de  las 
sociedades  de  personas  no  se  imponen  á 
los  que  no  las  quieren.  Los  comercialis- 
tas  no  han  acentuado  estas  tendencias 
en  las  sociedades  comerciales  de  per- 
sonas. 

Admiten  que  todo  gerente  nombrado 
por  los  estatutos,  aunque  no  sea  socio, 
es  irrevocable  ó  no  puede  ser  revocado 
sino  por  todos  los  asociados  (1). 

En  el  extranjero*  la  ley  prevé  á  este 
respecto  que  los  estatutos  pueden  dar  á 
la  mayoría  poderes  especiales  (Código 
Civil  alemán,  art.  712.  Cf.  C.  com.  art. 
119,  Código  suizo  art.  532).  Por  otra 
parte  si  la  mayoría  puede  á  veces  revo- 
car al  gerente,  es  justo  que  el  gerente 
pueda  renunciar.  Esta  contra-parte  ha 
sido  considerada  por  el  Código  Civil  ale- 
mán (art.  712).  **E1  asociado  puede  re- 
nunciar la  gestión  de  que  está  ejncargado 
cuando  tiene  un  motivo  serio". 

Si  llegamos  á  las  sociedades  por  accio- 
nes, se  presenta  un  cuadro  enteramente 
nuevo;  la  opinión  según  la  cual,  salvo 
cláusula  especial  de  los  estatutos,  la 
asamblea  extraordinaria  de  accionistas 
no  puede  modificar  el  pacto  social,  aun- 
que defendida  por  eminentes  autores  (2), 
está  hoy  generalmente  abandonada  (3). 
La  doctrina  y  los  tribunales  admiten  que 
la  asamblea  general  extraordinaria  pue- 
de modificar  los  estatutos.  La  célebre 
sentencia  de  la  Corte  de  Casación  de  30 
de  mayo  de  1892  ha  afirmado  que  corres- 
ponde á  las  asambleas  generales  delilje- 


(1)  Lyon-Caen  et  RenauH,  II,  n.«  254;  Thaller, 
11.0399. 

(2)  Lyon-Caen  et  Renault,  t.  II,  núm.  864. 

(3)  V.  Thaller,  núm.  690;  Appleton,  Asmmhlfi^ 
extraordinairté  des  sociétés  jpar  actiom,  y  Cas.i  30 
mayo  1892.  D.  93.1.105. 
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rar   soberanamente  sobre  las  modifica- 
ciones de  los  estatutos. 

Las  disposiciones  sobre  las  sociedades 
por  acciones  no  se  encuentran  en  oposi- 
ción con  esta  solución.  JL^a  favorecen 
más  bien:  especialmente  el  artículo  37  de 
la  ley  de  1867  que  ordena  convocar  la 
asamblea  general  en  caso  de  pérdida  de 
las  tres  cuartas  partes  del  capital  socia* 
para  deliberar  sobre  la  disolución  antici' 
pada.  Pero  lo  que  ha  determinado  á  la 
mayoría  de  los  que  han  examinado  la 
caestión,  son  las  necesidades  prácticas. 
Hay  casos  en  que  negar  á  una  socieda  d 
el  poder  de  modificar  sus  estatutos  sin 
la  unanimidad  de  los  accionistas,  es  con- 
denarla á  la  ruina.  Por  eso  se  ha  admi- 
tido sin  vacilar  para  las  comanditas  por 
acciones,  el  sistema  admitido  para  las 
sociedades  anónimas,  aunque  no  exista 
una  disposición  (1). 

Hoy  día,  prácticamente,  el  problema 
está,  pues,  resuelto  en  el  sentido  de  la 
posibilidad  de  modificar  el  contrato. 
Aquí  tenemos  la  brecha  más  aparente 
hecha  al  artículo  1134  del  Código  Civil. 
Sin  duda,  se  reprocha  á  la  jurispruden- 
cia la  falta  de  claridad,  á  veces,  al  auto- 
rizar las  modificaciones  sobre  puntos 
secundarios,  cuando  no  permite  modifi- 
car, sin  la  unanimidad  de'  los  accionis 
tas,  las  cláusulas  esenciales  de  los  esta- 
tutos. Se  le  ha  reprochado  haber  esta- 
blecido una  doctrina  demasiado  fugaz 


(I)  Siu  embargo,  hay  razones  para  vacilar:  cuan- 
do lio  se  obtiene  el  consentimiento  de  todos  los 
gestores,  éstos  se  encuentran,  en  efecto,  obligados 
in  injinitum  y  M  los  coloca  en  una  situación  mny 
dura  si  se  modifican  los  estatutos  sin  su  voluntad. 
El  Código  de  Comercio  alemán  toma  en  cuenta 
esta  circunstancia:  según  el  artículo  322,  la  coman- 
dita por  acciones  no  puede  transformarse  en  socie- 
dad anónima,  sino  con  el  consentimiento  unánime 
de  los  gestores  y  de  la  mayoría  de  los  accionistas. 


en  sus  aplicaciones  y  hay  autores  que 
pretenden  que  los  estatutos  pueden,  en 
principio,  modificarse  en  todos  los  pun- 
tos, salvo  las  limitaciones  resultantes 
de  la  ley,  de  la  voluntad  de  las  partes  6 
de  los  principios  generales  del  dere- 
cho (1). 

En  todo  caso,  está  establecido  el  dere- 
cho de  modificar  el  pacto  social  menos 
sobre  ciertos  puntos  esenciales.  Y  ha  re- 
cibido hoy  una  verdadera  consagración 
legislativa  por  la  ley  de  9  de  julio  de 
1902,  que  ha  autorizado  á  la  asamblea 
general  para  crear  acciones  de  prioridad 
y  modificar  así  los  estatutos  (2). 

En  las  legislaciones  extranjeras  se  re- 
conoce el  derecho  de  la  asamblea  para 
modificar  los  estatutos  con  una  fuerte 
mayoría.  Así  sucede  en  Inglaterra,  Es- 
tados Unidos,  Bélgica,  Alemania,  Suiza, 
Italia,  Austria,  etc.  (3J. 

En  Francia,  la  doctrina  ha  tenido  un 
cambio  importante  desde  1893.  Las  so- 
ciedades civiles,  que  tienen  la  forma  de 
sociedades  por  acciones,  están  sometidas 
á  las  leyes  y  á  los  usos  del  comercio,  y 
sus  estatutos  pueden  modificarse  en 
asamblea  general. 

(1)  V.  App'eton,  p.  195  y  sg. 

(2)  V.  Appleton,  op.  cit.  p.  80  y  sg.  V.  Cód.  Com. 
alemán,  arts.  274  y  sgs.:  Código  suiso  de  las  obli- 
gaciones, arts.  6*26  y  627. 

(8)  Se  objetará  tal  vez  que  en  las  sociedades  por 
acciones,  como  siempre  que  hay  una  persona  moral 
que  se  transforma  (asociación,  masa  de  acreedores 
que  vota  un  concordato,  etc.),  es  la  persona  moral 
quien  quiere,  por  el  órgano  de  la  mayoría,  y  que 
así  no  hay  un  cambio  verdadero  de  un  contrato. 
Pero  sin  contar  con  que  es  creer  demasiado  en  la 
realidad  de  la  persona  moral)  hay  que  observar  que 
no  por  eso  dejan  de  haber  relaciones  entre  la  per- 
sona moral  y  sus  miembros.  (Y.  sobre  este  punto 
la  nota  de  M.*  LyonOaen,  S.  1882.2.25)  y  estas  re- 
laciones contractuales  van  á  encontrarse  modifica- 
das sin  la  voluntad  de  todos  loa  asociados,  ó  acree- 
dores que  han  figurado.  La  objeción  sólo  cambia 
de  lugar  el  examen  de  la  dificultad,  y  nada  más. 
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Y  hoy  se  desprende  mejor  el  principio 
que,  sin  duda,  guiará  todavía  largo 
tiempo  en  lo  concerniente  á  las  modifi- 
caciones de  los  estatutos  por  una  mayo- 
ría cualquiera. 

En  las  grandes  sociedades,  como  lo  son 
prácticamente  las  sociedades  por  accio- 
nes, las  modificaciones  de  los  estatutos 
entran  generalmente  en  los  poderes  de 
la  asamblea  general.  Como  no  podría 
obtenerse  una  voluntad  concordante  de 
todos  los  miembros  sino  en  casos  excesi- 
vamente raros,  se  llega  á  contentarse 
^  con  una  fuerte  mayoría. 

En  las  sociedades  que  comprenden  po- 
cos miembros,  como  lo  son  en  el  hecho 
las  sociedades  de  personas,  no  se  impo- 
nen las  mismas  reglas,  porque  es  más 
fácil  obtener  el  consentimiento  de  todos, 
y  puede  producirse  más  fácilmente  la 
opresión  de  un  asociado  por  los  de- 
más. 

Todo  esto  se  explica.  Sin  duda,  toda 
sociedad  es  un  organismo  que  tiene  su 
vida  propia.  Pero  una  sociedad  no  tiene 
vida  verdaderamente  distinta  de  sus 
miembros,  sino  en  cuanto  ella  compren- 
de personas  numerosas.  En  este  caso, 
también  la  unanimidad  es  una  quimera 
y  hay  que  contentarse  con  una  mayoría 
más  ó  menos  fuerte.  Al  contrario,  en  una 
pequeña  sociedad,  como  lo  son  las  socie- 
dades de  personas,  las  negativas  obsti- 
nadas serán  más  raras,  y  será  posible, 
eh  ciertos  casos,  disolver  el  agrupamien- 
to  y  reconstituirlo  sobre  nuevas  bases, 
dejando  fuera  al  recalcitrante.  Puede 
suceder,  es  cierto,  que  sin  éste  la  sociedad 
no  pueda  marchar,  pero  el  caso  será  ex- 
cepcional. La  necesidad  de  modificar  el 
sistema  indi  vidualista  del  consentimiento 
unánime,  es  menos  aguda  y  no  se  han 
preocupado  de  ello.  Sólo  el  porvenir  po- 


drá talvez  hacer  madurar  un  problema, 
que  únicamente  acaba  de  apuntar  (1). 

Siendo  ordinariamente  las  asocíacio* 
nes^  organismos  destinados  á  agrup£ir 
un  gran  número  de  personas,  es  difícil 
para  ellas  como  para  las  sociedades  por 
acciones,  en  presencia  de  una  situación . 
nueva,  exigir  la  unanimidad  de  los  aso- 
ciados para  modificar  los  estatutos. 

Las  mismas  razones  de  hecho  son  deci- 
sivas en  uno  y  otro  caso.  Y  en  ambos  los 
textos  son  igualmente  insuficientes. 

La  le}''  de  2  de  marzo  de  1884,  sobre 
los  sindicatos  profesionales,  guarda  un 
silencio  absoluto.  La  ley  de  1^  de  julio 
de  1901,  que  forma  la  carta  de  las  aso- 
ciaciones ordinarias,  no  habla  de  modifi- 
caciones de  los  estatutos  sino  por  vía  de 
alusión.  El  artículo  5^,  que  no  considera 
más  que  las  asociaciones  declaradas,  las 
obliga  á  poner  en  conocimiento  de  la  pre- 
fectura *Uas  modificaciones  introducidas 
en  sus  estatutos".  Un  poco  más  previsor 
el  reglamento  de  administración  pública 
de  3  de  agosto  de  1901,  artículo  11,  dice 
que  los  estatutos  de  la  asociación  que 
solicite  el  reconocimiento  de  utilidad  pú- 
blica, deben  contener 3^ las  con- 
diciones de  la  modificación  de  los  estatu- 
tos y  de  la  disolución  de  la  asociación. 

Este  silencio,  sobre  un  punto  impor- 
tante, es  lamentable,  ya  que  las  asocia- 


(1)  Yo  colocaría  janto  á  la  sociedad  orgaDismo 
contractual,  la  iadivisión  organismo  creado  á  mé- 
nade fortuitamente,  en  que,  cuando  versa  sobre  una 
nave,  se  tiene  también  una  mayoría  que  da  la  ley 
k  la  minoría  (art.  22  G.  Com.)  A  pesar  de  las  dife- 
rencias entre  estos  dos  casos,  hay  que  señalar  la 
feliz  tendencia  del  derecho  marítimo  á  tomar  muy 
en  cuenta  el  interés  general  representado  por  la 
mayoría.  Y.  en  el  mismo  sentido  el  artículo  745  del 
Código  Civil  alemán,  que  contempla  todas  las  indi- 
visiones  y  permite  á  la  mayoría  resolver  sobre  el 
modo  de  administración  y  de  goce  regalar  del  obje- 
to común. 
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ciones  se  fundan  generalmente  por  un 
tiempo  indefinido  (aunque  el  art.  4*=*  de 
la  ley  teñera  previsto  también  lo  con- 
trario), y  ya  que  sus  estatutos  pueden 
no  hallarse  en  armonía  con  las  necesida- 
des nuevas.  A  pesar  de  esta  laguna,  no 
vacilamos  en  decir  que  una  asamblea  ge- 
neral tendrá  el  derecho  de  modificar  los 
estatutos  de  la  asociación. 

Ante  todo,  nos  parece  que  se  puede 
fundar  en  una  razón  de  analogía:  en  los 
agrupamientos  en  que  uno  de  los  contra- 
tantes puede  fácilmente  salir  del  giupo, 
se  admite  que  la  mayoría  puede  formar 
la  ley:  és  el  caso  de  las  sociedades  por 
acciones.  Lo  que  por  lo  demás  no  tiene 
graves  inconvenientes,  porque  los  des- 
contentos pueden  retirarse.  En  las  aso- 
ciaciones, la  ley  de  21  de  marzo  de  1884, 
artículo  7^,  y  la  ley  de  I*'  de  julio  de 
1901,  artículo  4*=*,  reservan  á  los  miem- 
bros del  sindicato  ó  de  la  asociación,  la 
posibilidad  de  retirarse  en  todos  los  ca- 
sos. ¿No  es  natural  deducir  de  esto  que, 
sin  grave  inconveniente,  podrán  modifi- 
carse los  estatutos  por  mayoría? 

Desde  el  punto  de  vista  de  los  textos 
apoyaremos  esta  solución,  en  primer  lu- 
gar, en  el  artículo  9^  de  la  ley,  según  el 
cual  "en  caso  de  disolución  volunta- 
ria... se  dispondrá  de  los  bienes  de  la 
asociación  en  conformidad  á  los  estatu- 
tos, ó  á  falta  de  disposición  de  los  estatu- 
tos, según  las  reglas  determinadas  en 
asamblea  general".  De  aquí  puede  sa- 
carse un  doble  argumento:  puede  haber 
disoluciones  voluntarias,  puesto  que  la 
ley  lo  dice.  Ahora  bien,  serían  práctica- 
mente imposibles  si  se  exigiera  la  unani- 
midad de  los  miembros.  Y  lo  precisa  el 
artículo  14  del  decreto  al  hablar  de  la 
asamblea  que  ha  pronunciado  la  disolu- 
ción voluntaria  (art.  14). 


En  segundo  lugar,  el  artículo  9^  per- 
mite á  la  asamblea  completar  los  esta- 
tutos, en  un  punto  en  que  habrían  podi- 
do y  tal  vez  debido  expresarse:  la  dispo- 
sición de  los  bienes.  En  efecto,  el  artícu- 
lo 14  del  decreto,  dice  que  la  asamblea, 
si  nada  resuelven  los  estatutos  sobre  la 
disposición,  será  convoicada  por  el  cura- 
dor nombrado  á  la  asociación  disuelta, 
á  fin  "únicamente  de  estatuir  sobre  la 
disposición  de  los  bienes".  La  ley  supo- 
ne, pues,  y  el  decreto  indica  que  en  cier- 
tos casos  la  asamblea  puede  modificar 
los  estatutos.  ¿Cómo  ver  en  esto  una 
disposición  excepcional?  ¿Cómo,  por  el 
contrario,  no  generalizar  una  solución 
tan  razonable?  No  repetiremos  aquí  las 
razones  imperiosas  que  pueden  imponer 
la  modificación  de  los  estatutos.  Son  las 
mismas  que  para  las  sociedades  por  ac- 
ciones. No  puede  colocarse  á  un  agrupa- 
miento  en  la  obligación  de  desaparecer, 
por  falta  de  poder  para  poner  los  esta- 
tutos, un  poco  antiguos,  al  nivel  de  las 
necesidades  del  día. 

Pero  ¿qué  deberá  ser  esta  asamblea? 
Nada  lo  dice.  ¿Será  una  asamblea  extra- 
ordinaria convocada  únicamente  á  este 
efecto?  ¿Se  necesitará  un  cierto  quorum? 
¿Se  requerirá  una  cierta  mayoría?  No 
puede  responderse  de  una  manera  precisa. 
El  decreto  habla  de  asamblea  general. 
Es  todo  y  es  muy  poco.  Habría  que  ha- 
cer aquí  extensivas  las  reglas  admitidas 
para  las  sociedades  por  acciones.  Sería 
prudente.  Pero,  ¿se  atreverían  a  hacerlo 
los  tribunales?  En  todo  caso,  podrían 
no  admitir  una  asamblea  en  que  no  se 
hubiera  cuidado  de  convocar  á  todos,  ó 
en  que  pareciera  que  sólo  habían  toma- 
do parte  algunos  que  se  entendían  en- 
tre sí. 

Puede  decirse,  además,  que  es  más  pru- 
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dente  para  los  administradores,  seguir 
las  formalidades  establecidas  para  las 
sociedades  por  acciones.  Pero  nos  pare- 
ce que  estando  sentada  judicialmente  la 
regularidad  de  la  asamblea,  habrá  que 
exigir  sólo  que  la  convocatoria  haya 
sido  general,  hecha  sin  fraude,  que  haya 
habido  una  mayoría,  que  la  modificación 
de  los  estatutos  haya  estado  en  la  orden 
del  día.  Además,  en  cuanto  á  los  pode- 
res de  la  asamblea,  habrá  que  admitir, 
como  para  las  sociedades  por  acciones, 
que  podrá  modificar  un  punto  secunda- 
rio 6  importante  de  los  estatutos,  pero 
no  un  punto  esencial,  como  su  objeto. 
Podrá  ampliarlo  ó  restringirlo,  pero  no 
reemplazarlo  por  otro  diferente. 

Las  otras  leyes  sobre  ciertos  agrupa- 
mientos  especiales,  son  todavía  más  im- 
completas que  la  de  1901.  La  ley  de  1^ 
de  abril  de  1898,  sobre  las  sociedades  de 
socorros  mutuos  (art.  5^),  obMga  á  de- 
terminar en  los  estatutos  de  estas  socie- 
dades  **6^  las  condiciones  de  la  diso- 
lución voluntaria  de  la  sociedad'',  y  al 
mismo  tiempo  dice  (art.  11)  que  ** la  di- 
solución voluntaria  no  puede  pronun- 
ciarse sino  en  una  asamblea  convocada 
á  este  efecto  por  un  aviso  que  indique  el 
objeto  de  la  reunión  y  á  condición  de  ob- 
tener, á  la  vez,  una  mayoría  de  los  dos 
tercios  de  los  miembros  presentes  y  la 
mayoría  de  los  miembros  inscriptos*'.  A 
pesar  de  esta  laguna,  admitimos  toda- 
vía, como  la  práctica  lo  exige,  la  posibi- 
lidad de  modificar  los  estatutos.  ¿Qué 
condiciones  deberá  llenar  la  asamblea? 
¿Se  aplicará  por  analogía  el  artículo  11? 
Sería  muy  concebible,  aunque  el  caso  de 
disolución  sea  más  grave  que  cualquiera 
otro.  Podría  también  referirse  pura  y 
simplemente  al  derecho  común  que  hemos 
tratado  de  establecer. 


Silencio  absoluto  en  la  ley  de  21  de  ju- 
nio de  1865,  completada  por  la  de  22  de 
diciembre  de  1888,  sobre  las  asociaciones 
sindicales.  Admitiremos  soluciones  aná- 
logas á  las  propuestas  para  las  asocia- 
ciones ordinarias,  cuando  se  trata  de  aso- 
ciaciones sindicales  libres.  Para  las  aso- 
ciaciones autorizadas,  debemos  exigir 
que  el  voto  de  la  asamblea  se  complete 
con  las  formalidades  exigidas  por  la  au- 
torización y  que  son  la  garantía  de  los 
oponentes. 

Admitiremos  el  sistema  adoptado  para 
las  asociaciones  ordinarias  cuando  se 
trate  de  sindicatos  profesionales  ó  de  ca- 
jas de  seguro  mutuo  agrícola,  que  la  ley 
de  4  de  julio  de  1900  autoriza  para  cons- 
tituirse como  los  sindicatos:  á  falta  de 
disposiciones  especiales,  debemos  aplicar 
el  derecho  común. 

Por  último,  es  también  el  que  seguire- 
mos á  propósito  de  las  asociaciones  de 
culto  previstas  por  la  ley  de  9  de  diciem- 
bre de  1905:  ésta,  en  efecto,  no  ha  consi- 
derado nuestra  cuestión  y,  por  otra  par- 
te, el  reglamento  de  administración  pú- 
blica de  16  de  marzo  de  1906,  habla 
simplemente  de  las  ^'modificaciones  que 
la  asociación  puede introduciren  los  lími- 
tes territoriales  de  su  circunscripción" 
(art.  32),  ó  de  la  disolución  voluntaría 
de  la  asociación  (art.  47),  sin  indicar 
como  han  de  ser  decididas.  Pero,  por 
otra  parte,  el  artículo  18  de  la  ley  de 
1905,  se  refiere  para  la  constitución  de 
las  asociaciones  de  culto  á  la  ley  de  1901, 
lo  que  parece  indicar  que  esta  ley  regla- 
mentará también  su  disolución  ó  su  ad- 
ministración ó  las  modificaciones  de  los 
estatutos. 

Los  Códigos  extranjeros  modernos 
son  á  veces  más  precisos.  El  artículo  33 
del  Código  Civil  alemán  exige  para  las 
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modificaciones  de  los  estatutos  una  ma- 
yoría de  los  tres  cuartos;  pero  cuando 
se  trata  de  modificar  el  fin  de  la  asocia- 
ción, se  requiere  el  consentimiento  de  to- 
dos los  miembros. 

Nuestra  jurisprudencia  tendrá  que 
resolver  estas  cuestiones,  que  se  presen- 
tarán necesariamente  en  una  fecha  poco 
lejana:  habiendo  permitido  la  ley  de 
1901  un  amplio  desarrollo  de  las  aso- 
ciaciones, las  dificultades  jurídicas  co- 
mienzan ya  á  aparecer  á  su  respecto  y 
han  de  mostrarse  mejor  en  el  por- 
venir. 

Examinemos  la  dificultad  que  se  pre- 
senta, cuando  se  ha  creado  un  organismo 
por  un  contrato,  en  que  las  diversas  par- 
tes no  tienen  un  rol  idéntico,  lo  que  ocu- 
rre, ante  todo,  en  las  fundaciones. 

Se  ha  hecho  una  fundación  creando  una 
persona  moral,  ó  donando  á  una  perso- 
na moral  preexistente.  Las  tres  catego- 
rías de  personas  en  causa:  el  donante,  el 
establecimiento  gratificado,  los  benefi- 
ciarios de  la  fundación,  tienen  roles  del 
todo  diferentes.  ¿Cuál  será  su  situación 
cuando  la  fundación  no  pueda  funcio- 
nar según  las  previsiones  que  se  habían 
hecho? 

Esto  puede  suceder  de  diversas  mane- 
ras. La  persona  moral  puede  dejar  de 
existir,  como  ha  ocurrido  con  la  ley  de  9 
de  diciembre  de  1905,  cuando  se  supri- 
mieron los  establecimientos  públicos  del 
culto,  ó  con  la  ley  de  1.°  de  julio  de  1904 
que  disolvió  las  congregaciones  educa- 
cionistas? 

O  bien,  subsistiendo  la  persona  moral, 
puede  colocarla  la  ley  en  la  imposibili- 
dad de  cumplir  la  funiación.  Así  ha  su- 
cedido con  la  ley  de  30  de  octubre  de  1886, 
que  dio  carácter  laico  á  la  enseñanza 
primaría.  Las  comunas  beneficiarias  de 


fundaciones,  á  cargo  de  mantener  una 
escuela  dirigida  por  congregacionistas, 
se  han  encontrado  en  la  imposibilidad  de 
respetar  la  fundación. 

Es  posible,  por  otra  parte,  que  el  esta- 
do de  hecho  que  se  ha  tenido  en  cuenta 
al  crearse  la  fundación,  se  modifique  com- 
pletamente y  no  tenga  ya  objeto  la  fun- 
dación. Así  sucede  con  las  antiguas  fun- 
daciones que  habían  podido  hacerse  para 
los  leprosos  ó  para  los  prisioneros  de  los 
piratas. 

Hay,  á  propósito  de  las  fundaciones, 
un  tercer  caso,  aquél  en  que  ésta  puede 
subsistir  legalmente  y  de  hecho;  pero  en 
que  parece  que  se  impondrían  ciertas  re- 
formas de  sus  estatutos;  que  prestaría 
mejores  servicios  á  la  misma  causa  con 
una  organización  un  poco  diferente;  que 
favorecería  más  los  estudios  de  un  género 
dado,  creando  establecimientos  de  estu- 
dio que  otorgando  los  premios  determi- 
dos  por  el  fundador. 

Por  último,  se  presenta  la  hipótesis  en 
que  las  rentas  de  los  bienes  dados  para 
la  fundación,  no  bastan  para  asegu- 
rar su  servicio.  Se  trata,  entonces,  de 
saber  si  se  puede  reducir  su  funciona- 
miento. 

Si  examinamos  estas  dificultades  de 
una  manera  general,  y  sobre  todo  las 
primeras,  vemos  que  parece  vacilarse  en 
semejante  caso,  entre  dos  soluciones  ex- 
tremas é  igualmente  poco  satisfactorias. 
Los  unos  quieren  que  los  bienes  queden 
sin  cargo  de  ninguna  clase  á  la  persona 
moral  preexistente  ó  al  Estado  que  los 
tomará  como  bienes  sin  dueño.  Es  prác- 
ticamente modificar  el  contrato,  la  do- 
nación con  cargo,  contrariamente  no 
sólo  á  la  voluntad  precisa  del  donante, 
que  es  ya  inaplicable,  sino  aún  á  su  espe- 
cie de  intención  liberal,  que  era  gratificar 
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á  tal  clase  de  personas:  los  pobres,  los 
niños  que  necesitan  instrucción,  las  per- 
sonas que  hacen  investigaciones  científi- 
cas y  no  sólo  un  establecimiento  pú- 
blico, voluntad  que  hoy  todavía  puede 
ser  respetada,  por  lo  menos  de  una  ma- 
nera aproximativa.  Esta  solución  estre- 
cha es  la  que  ha  triunfado  en  la  Revolu- 
ción. 

Los  otros  qnieren  que,  no  pudiendo 
emplearse  los  bienes  donados  en  su  des- 
tinación precisa,  el  donante  ó  sus  here- 
deros pueden  recobrarlos  para  disponer 
libremente  de  ellos,  en  virtud  de  una  con- 
dición resolutoria  tácita  ó  déla  jurispru- 
dencia que  se  ha  formado  sobre  el  artícu- 
lo 900.  Este  sistema  evita  un  empleo  de 
los  bienes  contrario  ala  voluntad  del  tes- 
tador. Pero  por  temor  de  falsear  la  fun- 
dación, se  la  anula. 

Esta  solución  tiene  á  su  favor  impor- 
tantes precedentes. 

Ante  todo,  la  jurisprudencia  que  se  ha 
formado  después  de  la  ley  de  30  de  octu- 
bre de  1886  (1).  Antes,  la  ley  de  24  de 
mayo  de  1875,  artículo  7^  y  la  ley  de  12 
de  julio  de  1875  sóbrela  enseñanza  supe- 
rior, artículo  12,  que  han  establecido  á 
favor  de  los  herederos  de  los  donantes  ó 
testadores  un  derecho  para  recobrar  los 
bienes.  Más  recientemente,  el  artículo  18 
de  la  ley  de  1^  de  julio  de  1901,  que  ha 
abierto  en  caso  de  liquidación  de  congre- 
gación no  autorizada  un  derecho  de 
reivindicación  á  favor  de  los  donantes  y 
herederos,  sobre  los  bienes  y  valores  que 
no  estuvieren  afectos  por  el  acto  de  libe- 
ralidad á  una  obra  de  asistencia.  Por  úl- 
timo, la  ley  de  9  de  diciembre  de  1905, 
artículo  9"^,  que  establece  una  acción  de 


(I)  V.  Cap.  29  nov.  1892,  S.  93.1.32;  29  enero 

1896,  S.  97.1.136;  19  oct.  1896,  S.  98.1.360;  13  dic. 

1897,  S.  08.1.436. 


reivindicación  á  favor  de  los  herederos 
de  los  donantes,  en  caso  de  disolución  de 
una  asociación  de  culto,  y  el  artículo  7^. 
que  reglamenta  la  acción  de  los  herede- 
ros de  los  donantes  y  testadores  para 
recobrar  las  liberalidades  eclesiásticas. 

Entre  estas  dos  tendencias,  se  mani- 
fiesta hoy  una  tercera:  el  adaptamiento 
de  la  fundación  á  una  situación  nueva. 
La  encontramos,  ante  todo,  en  el  artícu- 
lo 18  de  la  ley  de  1901.  "Los  bienes  y 
valores  donados  con  el  objeto  de  proveer 
á  una  obra  de  asistencia,  no  podrán  rei- 
vindicarse sino  á  cargo  de  proveer  al 
cumplimiento  del  fin  asignado  á  la  libe- 
ralidad". Después,  el  artículo  5^  de  la 
ley  de  7  de  julio  de  1904  sobre  la  supre- 
sión de  la  enseñanza  congregacionista, 
dice  que  el  precio  de  los  bienes  (que  pro- 
vienen á  menudo  de  donaciones),  servirá 
para  aumentar  las  subvenciones  del  Es- 
tado para  subvenciones  y  ensanchamien- 
tos de  casas  y  escuelas  y  para  acordar 
subsidios  para  arrendamientos.  Los  bie- 
nes afectos  á  los  servicios  escolares  de 
los  congregacionistas  que  enseñan  en  el 
extranjero,  quedarán  afectos  á  otros  ser- 
vicios de  la  congregación. 

Y,  sobre  todo,  la  ley  de  9  de  diciembre 
de  1905,  cuyo  artículo  4'  atribuye  los 
bienes  inmuebles  3'  mu. 'bles  de  los  esta- 
blecimientos públicos  del  culto,  con  todas 
las  cargas  y  afectaciones  que  los  graven 
y  con  su  afectación  especial  á  las  asocia- 
ciones de  culto.  Con  el  mismo  espíritu, 
el  artículo  7^  decide  que  los  bienes  gra- 
vados con  una  afectación  caritativa  6 
con  cualquiera  otra  afectación  extraña 
al  ejercicio  del  culto,  se  atribuirán  á  los 
servicios  ó  establecimientos  públicos  ó 
de  utilidad  pública  cuya  destinación  sea 
conforme  á  la  de  dichos  bienes. 

Por  último,  el  artículo  9,  que  para  los 
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casos  de  disolución  de  las  asociaciones 
de  culto,  ordena  que  pasen  los  bienes  á 
asociaciones  análogas,  6  á  establecimien- 
tos de  beneficencia  (1). 

Se  forma  en  virtud  de  estos  textos, 
recientes  en  su  mayor  parte,  una  espe- 
cie de  costumbre  legislativa,  según  la 
cual,  cuando  no  se  revoca  la  fundación 
en  virtud  de  la  jurisprudencia  que  se  ha 
formado  sobre  el  articulo  900,  la  funda- 
ción debe  continuar  viviendo,  adaptán- 
doseálas  circunstancias.  Un  nuevo  esta- 
blecimiento tendrá  la  carga,  pero  ésta 
subsistirá.  La  ideaes  justa  y  corresponde 
á  los  deseos  de  la  práctica.  Lá  lej'  de  9 
de  diciembre  de  1905  ha  tenido  el  mérito 
de  precisarla  indicando  (art.  477)  que 
las  fundaciones  deben  pasar  á  lo9  esta- 
blecimientos que  designen  los  represen- 
tantes de  los  establecimientos  suprimi- 
dos. Es  la  equidad  misma.  Si  el  funda- 
dor se  ha  dirigido  á  tal  persona  mo- 
ral, es  porque  le  parece  que  es  laque  más 
procede  según  sus  miras.  Procederá  to- 
davía de  esta  manera,  si  su  último  acto 
consiste  en  designar  otra  persona  para 
el  cumplimiento  de  la  carga. 

Pero  este  perfeccionamiento  no  es'más 
que  el  último  estudio  todavía  incierto  de 
una  evolución  que  se  va  esbozando.  Las 
leyes  anteriores  no  la  han  conocido.  Es 
extraño  que  el  artículo  9  parezca  igno- 
rarlo para  el  caso  de  disolución  de  una 
asociación  de  culto. 


(l)  Aparecen  ideas  de  la  misma  clase  en  cuanto 
áloR  bienes  qae  ana  persona  moral  ha  adquiíido  á 
título  oneroso  y  cuyo  origen  no  está  precisado.  La 
ley  de  12  de  julio  de  1875  atribuye  al  Estado  los 
bienes  de  las  asociaciones  de  enseñanza  superior 
disueltas,  á  cargo  de  emplearlos  en  la  enseñanza  su- 
pen<»r.  La  ley  de  7  de  julio  de  1904,  artículo  5,  atri- 
buye los  bienes  de  las  congregaciones  de  enseñan- 
za disueltas  al  Estado  para  que  l.is  emplee  en  couh- 
trucciones  de  escuelas. 


¿Hemos  llegado  con  esto  á  los  últimos 
progresos  posibles?  No  lo  creo,  hay  dos 
que  todavía  parecen  necesarios.  El  pri- 
mero es  autorizar  á  los  mismos  intere- 
sados para  oponerse  á  la  disposición  de 
los  bienes  en  un  cierto  plazo,  que  yo  de- 
searía muy  amplio:  un  año  por  lo  menos. 
Si  se  supone  un  hospital,  un  sanatorio, 
si  6US  bienes  pasan  á  otro  establecimien- 
to, porqué  no  podrían  los  interesados  re- 
clamar de  su  destinación?  Las  personas 
susceptibles  de  ser  admitidas  en  el  esta- 
blecimiento, deberían  poder  solicitar  su 
rectificación,  si  está  mal  hecha.  Esto  les 
afecta  más  que  á  nadie.  Y  en  un  Estado 
democrático  ¿puede  el  pueblo  estar  me- 
jor representado  y  obedecido  que  por  él 
mismo,  cuando  se  trata,  no  de  hacer 
reconocer  un  derecho  nuevo,  sino  única- 
mente de  pedir  á  la  justicia  la  aplicación 
de  reglas  de  equidad?  ¿No  debe  abrirse 
una  muy  amplia  acción  popular  en  toda 
materia  para  luchar  contra  el  espíritu  de 
oligarquía,  resto  imponente  de  la  mo- 
narquía abolida? 

El  último  término  de  estos  progresos, 
de  esta  colaboración  de  los  representan- 
tes de  la  persona  moral,  de  la  adminis- 
tración, de  los  interesados  y  del  juez  re- 
solviendo sobre  sus  pretensiones  y  sobre 
la  repartición  de  los  bienes  entre  los  di- 
versos fines,  caritativos  religiosos,  de 
instrucción  ú  otros  (1),  sería  en  mi  con- 
cepto la  aplicación  literal  del  artículo 
900.  Ya  la  ley  de  9  de  diciembre  de  1905, 
mucho  más  progresista  que  las  demás, 


(t)  En  efecto,  las  antiguas  fundaciones  tienen 
fines  múltiples,  son  A  la  vez  cari^«tiyas,  religio«a«, 
pedagógicas,  etc.  El  principio  de  la  división  di  1 
trabajo  lleva  hoy  día  á  crear  establecimientos  que 
sólo  tienen  funciones  limitadas  entre  las  cuales  me 
parece  justo  repartir  los  bienes  d  estinados  para  la 
fundación  originaria  con  el  objeto  de  alcanzar  mu- 
chos fines  á  la  vez. 
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limita  el  derecho  de  revocación  á  los  au- 
tores y  herederos  en  línea  directa  farts. 
7  y  9).  El  día  en  que  una  legislación 
autorice  la  transferencia  de  los  bienes 
en  condiciones  que  presenten  garantías 
de  respeto  de  las  voluntades,  y  no  falta 
más  que  un  paso  para  esto,  la  acción 
de  revocación  no  tendrá  razón  de  ser  en 
las  fundaciones.  En  suma,  cuando  el  tes- 
tador ha  afectado  sus  bienes  á  una  obra 
de  interés  general,  es  preciso  que  esta 
obra  viva.  El  testador  ha  ejecutado  un 
acto  que  interesa  á  la  sociedad,  revocar 
este  acto  porque  no  puede  tener  lugar  la 
ejecución  directa  y  literal,  es  hacer  un 
acto  de  resultados  individualistas,  en- 
riquecer á  un  pariente,  tal  vez  de  fortu- 
na, del  difunto;  en  vez  de  enriquecer  el 
patrimonio  de  los  desheredados.  Es  una 
medida  que  no  es  admisible  sino  en  últi- 
mo caso,  y  cuya  importancia  debe  de- 
saparecer á  medida  que  se  desarrolle  el 
cuidado  de  hacer  ejecutar  la  voluntad 
principal  del  testador,  la  esencia  de  su 
decisión. 
Sin  duda  la  ley  de  1901  había  encon- 


trado un  medio  intermediario  ingenioso, 
el  heredero  no  podría  reivindicar  sino  á 
cargo  de  emplear  los  bienes  en  fines  de 
la  misma  naturaleza  (art.  18).  Es  decir 
que  la  devolución  se  haría  en  conformi- 
dad á  la  voluntad  del  heredero  del  testa- 
dor, que  se  reharía  una  fundación,  pero 
es  preciso  encontrar  herederos,  lo  cual 
será  imposible  al  cabo  de  siglos. 

En  todo  caso,  solo  en  estos  términos 
es  aceptable  la  acción  de  revocación. 

Si  se  tiene  la  audacia  fácil  de  genera- 
lizar no  el  sistema  hacia  el  que  marcha- 
mos á  grandes  pasos,  sino  sólo  el  siste- 
ma que  reina  hoy  en  el  último  estado  de 
los  textos,  y  que  impone  la  carga  al  que 
conserva  los  bienes  en  caso  de  supresión 
de  una  persona  moral,  se  habrá  hecho 
ya  mucho  para  hacer  adaptables  las  fun- 
daciones. 

Nada  es  más  útil,  debe  respetarse  la 
voluntad  denlos  muertos.  ¿Y  cómo  puede 
serlo  con  el  derecho  del  Estado  para 
tomarlo  todo,  ó  con  el  sistema  de  todo 
ó  nada,  como  es  el  de  la  revocación? 

(Continuará) 
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(Conclusión) 


En  todo  caso,  ros  parece  que  existe 
una  costumbre  legislativa  suñciente  para 
poder  decir  que  á  la  desaparición  de  una 
persona  moral  no  desaparecen  las  fun- 
daciones de  que  estaba  encargada,  sino 
que  pueden  reivindicarse  los  bienes  por 
establecimientos  semejantes  á  cargo  de 
ejecutar  ellos  la  fundación  (1). 

He  discurrido  hasta  aquí  sobre  la  base 
de  una  disolución  de  la  obra  que  había 
recibido  la  donación.  Sería  más  ó  menos 
lo  mismo  en  cualquier  otro  caso  en  que 


(1)  Se  observará  que  empleo  indiferentemente 
los  términos  donantes  y  testadores,  confundiendo 
así  deliberadamente  la  fundación  por  testamento  ó 
por  acto  entre  vivos.  Es  que  no  hay  interés  en  dis- 
tinguirlas. Estimamos  por*  otra  parte  que  el  testa- 
mento cuyos  legados  han  sido  aceptados  puede  ase- 
mejarse en  cuanto  á  los  efectos  á  un  contrato  de 
una  naturaleza  especial.  Indicamos  e8ta  idea  sin 
poder  insistir  en  ella. 

Derecho 


**se  ha  hecho  imposible  el  cumplimiento 
del  fin  de  la  fundación  ó  pone  en  peligro 
el  orden  público''. 

Sin  embargo,  esta  hipótesis  merece 
algunas  explicaciones  separadas. 

La  ley  puede,  en  vez  de  suprimir  una 
persona  moral,  caso  principalmente  con- 
siderado por  nosotros  hasta  ahora,  po* 
nerla  en  la  imposibilidad  de  ejecutar  la 
fundación.  Ejemplo  de  ello  es  la  ley  de 
30  de  octubre  de  1886.  El  sistema  del 
todo  ó  nada  ha  triunfado  aquí,  y  según 
la  manera  como  han  aplicado  los  tribu- 
nales el  artículo  980.  las  comunas  han 
conservado  los  bienes  sin  la  carga  ó  han 
debido  restituirlos  pura  y  simplemente. 

Pero  aparecen  dos  procedimientos  nue- 
vos en  las  leyes  recientes;  según  el  ar- 
tículo 5  de  la  ley  de  7  de  julio  de  1904., 
los    bienes  y  valores  efectos  al  servicio 
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escolar  de  las  congregaciones  de  ense- 
ñanza y  hospitalarias  quedarán  afectos 
A  otros  servicios  de  la  congregación.  Se 
estima,  pues,  que  el  fin  principal  del  tes- 
tador 6  del  donante  había  sido  gratificar 
á  la  congregación,  se  prescinde  del  fin  es- 
colar que  había  perseguido.  Se  podría 
igualmente  aplicar  el  procedimiento,  de 
que  ya  he  hablado,  de  la  ]ey  de  1901, 
que  concede  la  acción  revocatoria  á  car- 
go de  mantener  la  obra  hospitalaria  u 
otra  que  se  había  creado.  Estas  dos  so- 
luciones tienen  evidentemente  cierta  cuen- 
ta del  fin  que  se  ha  propuesto  el  autor  de 
la  liberalidad.  Pero  ¡cuan  preferible  se- 
ría considerar  la  dificultad  de  un  modo 
general  y  resolverla  en  conformidad  á 
las  intenciones  esenciales  del  difunto!  Es 
lo  que  vamos  á  tratar  de  hacer. 

Bs  posible  que  el  fin  de  la  fundación 
llegue  á  ser  en  sí  mismo  ilícito  de  una 
manera  absoluta.  El  caso  sería  muy 
raro. 

Solo  pueden  imaginarse  hipótesis.  Se- 
ría el  caso  en  que  el  Estado  prohibiera 
en  absoluto  el  ejercido  de  una  religión 
en  su  territorio.  La  cantidad  dada  auna 
comuna  para  mantener  los  ministros  de 
este  culto  no  podría  ya  recibir  su  afecta- 
tación.  Sería  necesario  entonces  que  el 
legislador  reemplazara  la  carga  por  una 
carga  análoga;  subvención  á  un  culto 
diferente  ó  á  obras  de  beneficencia.  Se 
violaría  necesariamente  la  voluntad  del 
difunto.  Lo  mejor  sería  restringir  esta 
violación  al  mínimum. 

El  caso  más  frecuente  es  aquel  en  que 
el  fin  que  se  persigue  llega  á  ser  ilícito 
sólo  de  una  manera  relativa.  Así  la  ley 
de  30  de  octubre  de  1886,  que  imprimió 
carácter  laico  á  la  enseñanza  pública,  no 
prohibió  la  enseñanza  congregación ista, 
La  ley  de  1904,  que  prohibió  esta  ense- 


ñanza, no  prohibió  por  eso  la  enseñanza 
que  presenta  un  carácter  confesional. 

En  semejante  caso  está  asegurado  el  I 
respeto  á  la  voluntad  del  difunto  con  só-  ! 
lo  dar  á  los  bienes  el  destino  fijado  por 
él,  cambiando  el  beneficiario,  y  desde  es- 
te punto  de  vista  la  regla  dada  por  la 
W  de  1901:  la  revocación  con  cargo  que 
ha  imaginado  parece  ofrecer  una  solu- 
ción satisfactoria,  tanto  más  cuanto 
que  el  donatario  no  restituirá  natural- 
mente los  bienes  mientras  el  heredero 
del  donante  no  precisa  qué  empleo  dará 
á  los  bienes  que  va  á  recobrar. 

Este  sistema  es  en  todo  caso  superior 
al  de  la  ley  de  1904,  que  afectando  á 
otros  servicios  de  la  congregación  los 
bienes  sin  empleo,  no  toma  en  cuenta  si- 
no una  parte  de  la  voluntad  del  difunto. 

El  procedimiento  mejor  es  evidente- 
mente un  procedimiento  análogo  al  pre- 
visto por  la  ley  de  1905;  la  devolución 
de  los  bienes  á  una  persona  que  ejecute 
el  cargo  y  que  será  designada  por  el  es- 
tablecimiento que  no  puede  ejecutarlo. 
Este,  en  suma,  se  encuentra  disuelto  en 
cuanto  á  la  posibilidad  de  ejecutar  tal 
cargo.  Sufre  una  verdadera  distinción 
parcial. 

Es  natural  que  cuide  que  se  ejecute  por 
otro:  por  ejemplo,  la  congregación  mix- 
ta dejará  sus  establecimientos  de  ense- 
ñanza á  establecimientos  confesionales 
de  instrucción.  Podría  admitirse,  sin  em- 
bargo, que,  si  el  donante  ha  deseado 
gratificar  á  la  congregación  misma  en 
una  cierta  medida,  facilitar  su  desarro- 
llo, conservará  el  establecimiento  con- 
gregacionista  una  parte  de  los  bienes. 
El  difunto  ha  perseguido  simultánea- 
mente un  fin  educativo  y  un  fin  religioso. 
No  pudiendo  alcanzarse  ambos  sino  se- 
paradamente, se  repartirán  los  bienes.  Se- 
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rá  un  partido  mixto  para  la  situación 
compleja  que'se  presenta,  que  haría  muy 
bien  la  ley  en  adoptar,  y  que  el  juez  mis- 
mo podría  aceptar. 

Pero  no  podemos  proponer  esta  solu- 
ción sino  de  una  manera  condicional.  La 
costumbre,  en  efecto,  falta  por  completo. 
No  podemos  invocar  en  este  sentido  nin- 
guna disposición.  Las  soluciones  de  las 
leyes  especiales  nos  son  aun  desfavora- 
bles. El  derecho  se  encuentra  aquí  menos 
avanzado  que  en  el  caso  anterior. 

A  más  de  los  obstáculos  legales  al  fun- 
cionamiento de  la  fundación,  hay  obs- 
tacólos  de  hecho.  Una  fundación  puede 
responder  á  una  utilidad  que  ha  desapa- 
recido por  completo  ó  que  se  ha  hecho  tan 
rara  que  no  es  posible  inmovilizar  con 
ese  ün  bienes  importantes.  Una  objeción 
que  se  hace  á  menudo  á  las  fundaciones 
es  que  pueden  constituir  así  verdaderos 
anacronismos.  ¿Se  ven  hoy  fundaciones 
en  favor  de  los  descendientes  de  los  caba- 
lleros de  San  Luis?  ¿Se  ven  sumas  consi- 
4ierables  inmovilizadas  para  numerosos 
hospitales  de  leprosos?  Pero  si  el  silencio 
completo  de  la  ley  hace  que  la  fundación 
una  vez  creada  vaya  como  un  cuerpo  lan- 
zado á  través  del  espacio  que  nada  podrá 
detener,  escapmido alas  leyes  de  la  atrac- 
ción universal,  á  las  afinidades  que  toda 
institución  debe  tener  con  la  época  en 
que  funciona,  la  culpa  es  del  legislador 
que  nada  ha  previsto  3-^  que  no  legisla 
desde  hace  cien  años  á  propósito  de  las 
fundaciones  sino  en  medio  del  humo  que 
producen  en  los  espíritus  las  cuestiones 
políticas  que  promueven  las  fundaciones. 
La  ley  debería  prever  este  renacimien- 
to de  fundaciones  respetables;  pero  hoy 
día  muertas.  Bastaría  decir  que  toda 
persona  interesada  en  que  se  emplearan 
en  un  nuevo  objeto  los  bienes  de  la  fun- 


dación podrá  pedirlo  á  la  justicia,  y  que 
tendrá  el  mismo  derecho  el  ministerio  pú- 
blico. Eíl  juez  podría  entonces  dar  una  nue- 
va afectación  á  la  totalidad  ó  ala  mayor 
parte  de  los  bienes,  en  armonía  con  la 
época  actual,  citando  á  los  herederos  de 
los  donantes,  si  todavía  existen  algunos 
conocidos,  y  oyendo  su  parecer.  ¿Qué 
impediría  decir  que  una  fundación  para 
leprosos  recibirá  hoy  otros  enfermos, 
tuberculosos,  por  ejemplo;  que  una  casa 
para  las  hijas  de  los  caballeros  de  San 
Luis  recibirá  hijas  de  los  miembros  de  la 
legión  de  honor,  etc.? 

Pero  rara  vez   las  fundaciones  caen 
tan  en  desuso.  Frecuentemente  son  per- 
sonas viejas  que  quieren  mantener  toda- 
vía la  ilusión  sobre  su  edad,  pero  que  se 
adaptan  mal  á  circunstancias  nuevas. 
Su  organización  puede  funcionar  de  he- 
cho, pero  la  vida  las  abandona  poco  á 
poco.  Se  impondría  una  simple  modifi- 
cación  de   los   estatutos.   Actualmente 
no  se  ve  cómo  podría  ella  tener  lugar, 
cómo  podría  satisfacer  la  necesidad  de 
un  consejo  de  administración  más  nu- 
meroso, ó  elegido  en  otra  forma.  No  se 
ve  aón  la  posibidad  de  trasportar  aquí, 
como  se  ha  hecho  para  las  asociaciones, 
las  reglas  de  las  sociedades  por  acciones. 
Pero  es  innegable  la  necesidad  de  una 
forma  legal  de  adaptación.  La  ley  debe- 
ría intervenir,  organizando  un  procedi- 
miento judicial  con  citación  de  los  here- 
deros delfundador.  Talvez  lajuris  pruden- 
cia podría  aquí  por  su  parte  hacer  una 
obra  útil.  Habiendo  creado  la  teoría  de 
los    administradores  judiciales,    ¿quién 
le   impediría  proveer  desde  ahora  por 
medio  de  los  administradores  proviso- 
rios que  juzgara  útiles,  con  los  poderes 
que  fuesen  convenientes,  á  la  gestión  de 
una  fundación  cuyo  funcionamiento  pe- 
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ligrara  y  que  se  viera  abandonada  por 
sus  administradores?  Pero  no  sería  más 
que  provisorio,  que,  por  lo  demás,   po- 
dría durar  tanto  cuanto  se  quisiera. 

El  caso  en  que  el  funcionamiento  de  la 
fundación  exige  modificaciones  nos  con- 
duce á  examinar  una  hipótesis  muy 
frecuente.  Aquella  en  que  los  recursos  de 
la  fundación  son  insuficientes  para  ejecu- 
tar los  cargos  tales  como  los  ha  fijado 
el  donante.  Así  el  donante  ha  fundado 
un  hospital  de  veinte  camas,  pero  las 
rentas  no  permiten  mantener  más  que 
quince;  ó  bien,  caso  más  difícil,  se  ha  fun- 
dado una  sola  cama  en  un  hospicio  y  las 
rentas  no  bastan  para  el  gasto.  La  cues- 
tión de  saber  si  la  administración  del 
hospicio  puede  reducir  el  funcionamiento 
de  la  fundación  es  en  realidad  una  cues- 
tión de  obligación  á  las  deudas  del  dona- 
tario ó  del  legatario  particular.  El  do- 
natario con  carga  ¿está  obligada  á  ésta 
ultra-vires?  ¿Ocurre  lo  mismo  con  el  le- 
gatario particular?  Evidentemente  la  so- 
lución de  esta  cuestión  está  influenciada 
por  la  jurisprudencia  que  se  ha  formado 
sobre  la  obligación  á  los  legados  de  los 
herederos,  de  los  legatarios  universales, 
influenciada  también  por  la  idea  de  que 
la  donación  con  carga  es  un  acto  á  tí- 
tulo oneroso  en  la  medida  de  la  carga,  y 
que  sólo  consiste  en  ésta  si  la  carga  pri- 
va al  donatario  de  todo  provecho  per- 
sonal (Y.  en  este  sentido  Aubry  et  Rau, 
VII,  p.  378)  (1)  y  podría  sostenerse  que 
el  donatario  ó  legatario  sin  carga,  ha- 
biéndola aceptado,  se  encuentra  en  ade- 
lante obligado  á  ejecutarla,  aunque  le 
sea  onerosa  (2).  En  este  sentido,  se  ha 
resucito  antiguamente  que  el  donatario 


con  carga  debía  cumplirla,  aun  cuando 
la  cosa  donada  hubiera  sido  destruida 
por  caso  fortuito.— -V.  Merlin,  Rép,  v"^ 
Fondation. 

Pero  es  cierto  que  la  teoría  de  la  fun- 
dación tiende  á  distinguirse  del  legado 
con  carga  ordinario  en  razón  precisa- 
mente de  las  miras  lejanas  que  la  carac- 
terizan. Entonces  ¿qué  más  que  declarar 
á  la  persona  que  administra  la  funda- 
ción obligada  sólo  ala  carga  yníra-F//ie.s? 
Esto  concuerda  con  la  idea  de  patrimo- 
nio de  afectación  hoy  muy  en  boga.  Con- 
cuerda también  con  la  situación  que  se 
presentaría  si  se  hubiera  erigido  la  fun- 
dación en  establecimiento  autónomo  re- 
vestido de  la  personalidad  moral.  Desde 
el  punto  de  vista  práctico,  hay  que  agre- 
gar que  sería  muy  difícil  admitir  que  una 
persona  moral  que  se  obliga  para  siem- 
pre, ha  entendido  obligarse  á  ejecutar 
completamente  la  fundación,  cualquier 
cosa  que  suceda,  porque,  ¿quién  puede 
prever  cuál  será  el  interés  del  dinero  en 
muchos  siglos?  (1).  Y  decidir  que  esta 
obligación  existirá  íntegramente,  cual- 
quiera que  sea  la  disminución  que  pue* 
dan  sufrir  las  rentas,  sería  á  menudo 
poner  un  obstáculo  á  la  aceptación  de 
la  fundación.  Muchos  administradores 
prudentes  no  se  prestarían  á  ello,  y  se 
perjudicaría  el  desarrollo  de  esta  útil 
institución. 

Puede  por  fin  agregarse  que  el  fin  del 
fundador,  donante  ó  testador,  ha  sido 


0)  V.  Cas.,  1.»  agosto  1904,  S.  1905.  1.  13. 
(2)  V.  en  este  sentido  Trib.  de  Charolles,  1.°  fe- 
brero 1894.  Gaz  des  Trib.  de  8  junio  1894.— Deci- 


sión min.,  Bull.  du  min.  de  Vlnt.,  1858,  n.**  38.— 
Bourges,  4  dio.  1905,  S.  1906.  2.  281,  i?ér.  dtdr. 
c/f.,  1906,  p.  430. 

(1)  Pero  la  idea  de  que  el  beneficiado  no  debe 
ejecutar  la  fundación  sino  en  el  límite  de  las  ren- 
tas de  los  bienes  donados,  implica  en  sentido  in- 
verso que  deberá  ejecutarla  en  todo  el  límite  de 
estas  rentas,  si  ellas  aumentan,  á  menos  que  el  so- 
brante de  las  rentas  se  reserve  para  el  porvenir. 
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afectar  las  rentas  de  ciertos  bienes  á  un 
fin  dado,  y  no  más,  que  su  intención  co- 
rresponde con  la  de  los  administrado- 
res del  establecimiento  gratificado,  que 
unos  y  otros  han  entendido  establecer 
una  verdadera  obligación  intra  vires, 
que  nada  prohibe. 

Si  se  admite  por  estas  razones  tanto 
teóricas  como  prácticas,  que  el  estable- 
cimiento encargado  de  la  fundación,  do" 
natario  ó  legatario  directo,  no  está  obli- 
gado á  ejecutarla  sino  en  la  medida  de 
las  rentas  que  percibe  de  los  bienes  do- 
nados, debe  admitirse  que  este  estable- 
cimiento puede  reducir  por  sí  mismo  los 
gastos  para  no  exceder  las  rentas.  No 
tendrá  necesidad  para  esto  ni  de  autori- 
zación judicial,  ni  de  falta  de  oposición 
de  los  herederos  del  donante  regular- 
mente advertidos. 

A  lo  sumo  una  regla  administrativa 
puede  exigir  de  él  que  no  reduzca  la  fun- 
dación para  equilibrar  el  presupuesto 
sino  después  de  ciertas  autorizaciones. 

En  este  sentido  entendemos  el  articu- 
lo 9  de  un  decreto  particular  de  2  nivo- 
so año  XIV  (citado  en  un  fallo  de  Nan- 
cy  de  24defebrerodel877,  S.  77.  2.214j 
que  dice  **que  en  el  caso  de  que  las  ren- 
tas de  la  fundación  llegaran  á  disminuir 
de  valor  ó  á  perecer,  podría  reducirla 
en  la  misma  proporción  el  prefecto  del 
departamento  con  aprobación  del  Go- 
bierno", ó  el  artículo  29  del  decreto  de 
30  de  diciembre  de  1809  sobre  las  fábri- 
cas, hoy  sin  objeto,  según  el  cual  **el  cura 
se  conformará  á  los  reglamentos  del 
obispo  en  todo  lo  concerniente  al  pago 
de  las  cargas  piadosas  impuestas  por  los 
bienhechores,  salvo  las  reducciones  que 
haga  el  obispo  en  conformidad  á  las  re- 
glas canónicas,  cuando  lo  exija  la  falta 
de  proporción  de  las  liberalidades  y  de 


las  cargas  que  son  su  condición'',  y  un 
dictamen  en  el  mismo  sentido  dado  por 
el  Consejo  de  Estado  el  22  de  julio  de 
1840. 

Fuera  de  estos  casos  ó  de  reglas  ad- 
ministrativas generales,  creemos  que  el 
establecimiento  gratifi.*ado  sólo  puede 
reducir  la  importancia  de  sus  servicios 
para  no  sobrepasar  sus  rentas,  y  que 
debe  rechazarse  la  acción  de  revocación 
por  inejecución  de  las  cargas. 

La  única  dificultad  que  yo  sepa  que  se 
ha  sometido  á  los  tribunales  era  un  po- 
co más  compleja:  se  trata  de  una  peque- 
ña fundación:  se  ha  fundado  una  cama 
en  un  hospicio,  un  puesto  de  institutriz 
en  una  aldea.  Las  rentas  llegan  á  ser  in- 
suficientes para  pagar  los  gastos.  La  re- 
ducción es  imposible.  No  puede  fraccio- 
narse una  institutriz  ó  una  cama.  En 
nuestro  concepto,  la  fundación  debe  en- 
tonces modificarse  de  manera  que  sirva 
para  un  fin  tan  análogo  como  sea  posi- 
ble al  de  la  fundación.  Podrá  decidirse 
que  no  se  concederá  la  cama  sino  dejan- 
do entre  las  designaciones  del  hospitali- 
zado el  tiempo  necesario  para  reconsti- 
tuir el  capital,  ó  que  se  empleará  la  ren- 
ta en  socorrer  á  domicilio  aun  individuo 
designado  (1).  Podría  decirse,  como  lo 
ha  hecho  la  Corte  de  Nancy  el  24  de 
febrero  de  1877  (S.  77.  2.  214)  que  la 
institutriz  designada  prestará  sus  ser- 
vicios en  una  comuna  vecina  dispuesta 
á  completarle  su  remuneración.  Hay, 
pues,  siempre  un  medio  equitativo,  gra- 
cias al  cual  el  gratificado  podrá  evitar 
la  revocación. 

Esta  solución  será  adoptada  \)or  el 
establecimiento  gratificado  con  ó  sin  au- 


(1)  Gf.  sobre  este   punto  Trib.  de   Chateau-Chi- 
uon,  G  mayo  1904,  S.  190r>,  2.  11 
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toriz  ación  según  los  casos,  y  correspon- 
derá á  los  interesados  quejarse  6  á  los 
herederos  pedir  la  revocación  y  hacerla 
pronunciar  por  la  autoridad  judicial  (2). 

Este  sistema  de  adaptación  de  la  fun- 
dación á  las  dificultades  del  presupues- 
to, existe  pues.  Resulta  de  la  acción  com- 
binada de  la  autoridad  administrativa 
y  judicial.  La  combinación,  sin  embargo, 
no  es  muy  feliz.  Habiendo  autorizado 
la  administración  ó  hal)¡endo  decidido 
el  establecimiento  una  reducción  ó  una 
modificación  de  los  servicios,  se  está  en 
una  situación  de  expectativa.  No  se  sa- 
be si  un  día  dado,  en  diez  años,  en  vein- 
te tal  vez,  han  de  reclamar  los  interesa- 
dos ó  los  herederos  del  donante,  para 
obtener  los  unos  el  restablecimiento  del 
estado  de  cosas  antiguo,  los  otros  la  re- 
vocación. ¿Y  quién  sabe  si  un  tribunal  no 
les  dará  razón?  Lo  mejorsería  acordará 
los  representantes  del  establecimiento 
una  acción  judicial  ala  que  serían  llama- 
dos los  herederos  y  los  representantes  de 
los  interesados  para  hacer  declarar  que 
se  imponía  realmente  la  transformación 
y  que  corresponde  aprobarla.  Entonces 
de  dos  cosas  una:  ó  la  administración 
de  la  fundación  se  entenderá  amigable- 
mente con  los  represen  tan  tesde  los  inte- 
resados }"  del  difunto.  Su  aprobación  im- 
portaría renuncia  del  derecho  de  oponer- 
se á  loque  se  ha  hecho.  Obiense  negarían: 
un  fallo  daría  en  este  caso  al  estableci- 
miento plena  seguridad  para  el  porvenir. 

Se  tendría  así  el  órgano  plenamente 
adaptado  á  la  función  y  no,  en  esta  par- 
te del  derecho  en  estado  deformarse,  una 
aplicación  poco  cómoda  de  un  derecho 
común  todavía  incierto. 

El  Código  Civil  alemán   ha  tenido  la 

(2)  V.  uDa  aplicación  de  esta  competencia    de  la 
autoridad  judicial.  Cas  19  marzo  1855,  S.  55.  1  648 


idea  de  esta  necesidad  de  adaptar  am- 
pliamente la  fundación  á  las  circunstan- 
cias nuevas.  Pero  el  procedimiento  de 
ejecución  es  inferior  al  que  encontramos 
en  la  costumbre  legislativa  francesa,  en 
el  sentido  de  que  la  autoridad  judicial  y 
los  herederos  é  interesados  no  desempe- 
ñan ningún  papel.  *'La  autoridad  com- 
petente, dice  el  artículo  87,  puede  dar 
otro  fin  á  la  fundación  ó  suprimirla. 
Cuando  se  modifica  así  el  fin,  hay  que 
respetar  en  lo  posible  las  intenciones  del 
fundador,  especialmente  cuidar  de  que 
las  rentas  de  la  fundación  se  apliquen  á 
la  categoría  de  personas  á  que  debían 
corresponder  según  las  intenciones  de  és- 
te. Las  autoridades  pueden  modificar 
los  estatutos  de  la  fundación,  cuando  la 
modificación  del  fin  autoriza  este  cam- 
bio. Antes  de  cambiar  el  fin  ó  la  consti- 
tución debe  oirse  previamente  al  consejo 
de  la  fundación". 

Dejemos  ahora  á  un  lado  este  punto. 
Hemos  demostrado  que  cuando  un  con- 
trato ha  puesto  en  presencia  intereses 
de  diversa  naturaleza,  puede  modificar- 
se, lo  que  por  otra  parte  es  conforme  á 
la  intención  del  difunto,  que  prevé  á  me- 
nudo á  qué  personas  pasarán  sus  bienes 
en  caso  de  disolución  de  la  fundación. 

El  derecho  comercial  nos  ofrece  otro 
ejemplo  importante  de  modificación  de 
im  contrato  en  que  los  dos  contratantes 
tienen  intereses  opuestos:  en  el  convenio 
en  caso  de  quiebra.  En  el  convenio  sim- 
ple ó  por  abandono  del  activo,  tenemos, 
en  efecto,  á  un  acreedor  que  se  ve  impo- 
nerse por  su  deudor  una  reducción  de  su 
crédito  ó  un  término,  cuando  esta  medi- 
da ha  sido  votada  por  la  mayoría  de  los 
demás  acreedores  y  aprobada  por  el  tri- 
bunal de  comercio.  No  precisaremos  las 
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condiciones  del  convenio  que  son  bien 
conocidas  (V.  art.  307  y  sig.  del  C6d.  de 
Com.)  Constatemos  solamente  que  apa- 
rece más  fácil  iraponerá  una  persona  dis- 
minuciones de  derecho  en  un  contrato  en 
que  todos  no  tienen  la  misma  situación 
(  puesto  que  por  una  parte  está  el  fallido 
y  por  otra  los  acreedores),  cuando  esta 
disminución  se  juzga  necesaria  por  otros 
colocados  en  la  misma  situación." 

Esta  solución  del  convenio  acordado 
por  la  mayoría  es  especial  al  derecho  co- 
mercial, pero  nada  se  opondría  á  que  la 
ley  lo  extendiera  al  derecho  civil.  Sería 
ciertamente  una  de  las  consecuencias,  y 
una  de  las  consecuencias  felices,  de  la 
quiebra  civil. 

Por  lo  demás,  en  el  hecho  ella  tiende 
ya  á  extenderse.  Se  ha  visto,  en  efecto, 
Estados  endeudados  tratar  de  la  reduc- 
ción de  su  deuda  con  portadores  de  títu- 
los é  imponer  el  acuerdo  celebrado  con 
un  grupo  al  conjunto  de  los  portadores. 
Por  otra  parte,  esta  solución  no  siempre 
ha  tenido  lugar  con  suficientes  garantías 
desde  el  punto  de  vista  del  número  de  los 
que  la  aceptaban.  Sin  embargo,  es  siem- 
pre la  aplicación  de  la  idea  de  que  nada 
consigue  un  acreedor  con  mostrarse  más 
intransigente  que  los  otros. 

Debe  relacionarse  con  esta  hipótesis 
del  convenio,  aquella  en  que  una  asam- 
blea de  accionistas  aprueba  las  cuentas 
que  presenta  un  administrador,  ó  los  ac- 
tos contrarios  á  los  estatutos  que  ha  po- 
dido ejecutar.  El  contrato  celebrado  por 
el  accionista  con  los  demás,  que  le  daba 
el  derecho  de  perseguir  la  responsabili- 
dad por  un  acto  considerado  irregular, 
se  encuentra  modificado  en  el  sentido  de 


(1)  V   Thaller,  Droit  comniercial,  número  26'2, 
pá,'ina  .S54. 


que  no  puede  rebelarse  contra  la  decisión 
contraria  de  la  mayoría  (1). 

Puede  indicarse  todavía  un  caso  en 
que  la  mayoría  es  llamada á  dar  la  ley  á 
la  minoría,  el  de  las  asambleas  de  tene- 
dores de  obligaciones.  El  día  en  que  seha- 
3'an  establecido  legalmente  estas  asam- 
bleas y  tengan  un  rol,  es  casi  seguro  que 
el  consentimiento  de  la  raa\^oría  produ- 
cirá los  mismos  efectos  que  el  de  la  una- 
nimidad. (V.  el  proyecto  del  Gobierno  de 
de  1903,  y  Prestat,  Les  assawblées 
d obligatoireSy  tesis,  París,  1906). 

El  derecho  civil  nos  ofrece  todavía  dos 
ejemplos  de  contratos  que  pueden  modi- 
ficarse sin  la  voluntad  de  todos. 

En  la  sustitución,  se  admite  que  el  gra- 
vado puede  ser  autorizado  por  la  justi- 
cia para  enajenar  ciertos  bienes  en  intCT 
res  de  la  sustitución  (V.  Demolombe, 
t.  XXII,  núms.  561  \  579). 

En  el  caso  de  matrimonio,  la  ley  auto- 
riza á  la  mujer  para  modificar  el  contra- 
to por  la  separación  de  bienes,  y  en  el  ré- 
gimen dotal  le  permite  enajenar  su  dote 
con  autorización  de  la  justicia. 

Estas  hipótesis,  menos  claras  que  las 
precedentes,  demuestran  sin  embargo  que 
la  tendencia  á  autorizar  la  modificación 
de  los  contratos  obedece  á  un  principio. 
Se  ve  que  en  el  caso  de  sustitución,  de 
matrimonio,  hay  un  patrimonio  espe- 
cialmente afecto  á  las  necesidades  del 
sustituido  ó  del  matrimonio;  este  orga- 
nismo que  tiene  una  vida  propia,  una  ra- 
zón de  ser  especial,  debe,  como  todo  or- 
ganismo, adaptarse  al  medio. 

¿Hemos  llegado  al  téimico  de  la  apli- 
cación de  estas  ideas?  No,  el  porvenir 
puede  reservar  otras.  Una  se  divisa  ya 
en  el  horizonte,  en  el  contrato  de  traba- 
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jo  que  liga  á  los  obreros  de  una  fábrica 
con  un  patrón.  Se  forma  un  organismo 
obrero  cuya  existencia  en  el  hecho  se  tra- 
duce por  la  tendencia  al  contrato  colec- 
tivo. 

Este  organismo  no  es  por  lo  demás 
muy  diferente  del  que  se  encuentra  en  la 
quiebra  con  el  nombre  de  masa  de  los 
acreedores,  6  en  las  asambleas  de  accio- 
nistas de  las  sociedades  por  acciones. 

Se  concibe  perfectamente  que  resulte  de 
la  existencia  de  este  organismo  que  un 
día  la  mayoría  imponga  la  ley  á  la  mi- 
noría. Esto  se  concibe  en  el  sentido  de 
que  un  acuerdo  de  la  mayoría  con  el  pa- 
trón sobre  un  salario  más  equitativo  se 
imponga  á  todos,  sea  que  este  acuerdo 
disminuya  el  salario,  por  las  malas  cir- 
cunstancias, sea  que  lo  aumente.  Es  cier- 
to que  en  este  último  caso  se  obtendrá 
en  el  hecho  más  fácilmente  el  resultado, 
y  que  jurídicamente  se  lo  puede  explicar 
como  una  estipulación  por  otro. 

Pero  hay  una  laguna.  En  el  convenio 
la  minoría  tiene  una  garantía  contra  la 
mayoría  en  la  aprobación  del  tribunal. 
¿Dónde  encontraría  aquí?  ¿Cómo  defen- 
der á  la  minoría  fuera  del  caso  de  arbi- 
traje, en  que  la  intervención  de  un  juez 
es  una  seguridad  de  que  no  quedará  en- 
tregado al  capricho  de  una  mayoría  poco 
razonable? 

Este  principio  de  la  solidaridad  obrera 
conduce  lógicamente  áotra  idea:  la  huel- 
ga obligatoria.  Si  los  obreros  pueden 
por  mayoría  y  mediante  uña  aprobación 
judicial,  garantía  de  la  minoría,  imponer 
á  sus  camaradas  una  modificación  del 
contrato,  ¿porqué  no  podrían  imponer- 
les también  la  huelga  que  se  juzga  nece- 
saria para  la  protección  desús  derechos? 
Teóricamente  no  hay  razón  para  dete- 
nerse en  el  camino,   tanto  más  cuanto 


que  en  este  caso  se  daría  á  la  minoría 
una  garantía  judicial.  Pero  en  el  hecho 
hay  algo  grave  que  no  se  exige  del  obre- 
ro únicamente  el  que  deje  hacer,  se  le  im- 
pone un  acto  más  grave:  privarse  tempo- 
ralmente de  sus  ganancias.  ¿No  se  sobre- 
pasa la  medida  que  debe  satisfacer  al 
mismo  tiempo  el  interés  general  y  respe- 
tar hasta  un  cierto  grado  el  derecho  in- 
dividual? Al  porvenir  y  á  I  ds  hechos  toca 
responder.  No  encerremos  nada  en  fór-. 
muías  muertas.  El  derecho  debe  presen- 
tarse con  más  vida,  con  ideas  en  germen 
que  lo  hacen  adivinar  en  una  perpetua 
trasformación. 

En  todo  caso,  es  palpable  el  derecho 
que  se  forma.  Yo  hallaría  indicios  de  él  á 
la  vez  en  el  proyecto  Millerand  presenta- 
do en  1900  sobre  la  huelga  obligatoria  y 
en  la  ing(  niosa  teoría  de  M.  Wahl,  según 
la  cual  la  huelga  no  rompe  el  contrato 
de  trabajo.  Todo  esto  deja,  sin  embargo, 
una  laguna  que  nuestra  teoría  no  puede 
colmar. 

Es  de  desear  que  el  contrato  varíe  con 
las  ganancias  que  obtiene  el  patrón,  con 
el  precio  de  las  mercaderías,  que  sin  rom- 
perse se  amolde  á  las  circunstancias,  y  la 
huelga  es  un  medio,  un  arma  si  se  quie- 
re, para  asegurar  esta  adaptación.  Por 
consiguiente,  no  es  de  desear  que  se  diga 
que  ella  rompe  el  contrato.  Pero  cuando 
es  ofensiva,  cuando  el  obrero  la  emplea 
para  obtener  un  alza  del  salario,  ¿cómo 
decir  que  no  produce  una  ruptura  del 
contrato,  mientras  no  tengamos  la  regla 
legal,  instrumento  indispensable  para 
hacer  amoldable  el  contrato  de  trabajo? 
Entonces  solamente  podremos  afirmar, 
lo  que  sería  deseable,  que  la  huelga  no 
rompe  el  contrato  si  persigue  una  modi- 
ficación equitativa. 

Ultima  hipótesis  posible  de  contrato 
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modifícado  sin  el  consentimiento  de  todos: 
hay  urgencia.  Esta  hipótesis  ha  sido  pre- 
vista por  el  Código  Civil  alemán  en  tres 
casos:  en  caso  de  mandato,  el  mandata- 
rio puede  separarse  de  las  instrucciones 
dadas,  si  puede  inducirse  de  las  circuns- 
tancias la  aprobación  del  mandante  si 
las  hubiera  conocido.  Pero  antes  de  hacer- 
lo debe  avisar  al  mandante  y  esperar  sus 
insttucciones,  si  no  hay  peligro  en  la 
demora  (art.  665).  Una  regla  análoga 
existe  en  el  artículo  388  del  Código  de 
Comercio  alemán  y  en  el  artículo  372  de* 
Código  de  Comercio  húngaro.  La  misma 
solución  á  propósito  del  depósito  (art. 
692-,  si  se  trata  de  cambiar  la  forma  de 
la  guarda,  y  si  puede  suponerse  que  el 
depositante  a  probaría  esta  modificación. 
El  artículo  681,  relativo  á  la  gestión  de 
negocios,  establece  que  el  gestor  debe 
advertir  de  su  gestión  al  dueño  del  nego- 
cio y  esperar  sus  instrucciones,  si  no  hay 
peligro  en  la  demora. 

Las  mismas  ideas  se  encuentran  en  e] 
Código  federal  de  las  obligaciones.  Según 
el  artículo  395,  el  mandatario  puede 
apartarse  de  las  instrucciones,  cuando 
las  circunstancias  no  le  permitan  pedir 
órdenes  al  mandante,  si  se  presume  que 
éste  lo  habría  autorizado  si  hubiera  cono- 
cido el  estado  del  negocio  y  el  artículo435, 
aplica  esta  idea  al  comisionista  encarga- 
do de  vender.  Según  el  artículo  396,  el 
mandatario  puede  delegar  si  se  ve  obli- 
gado á  ello  por  las  circunstancias. 

El  artículo  535,  por  último,  establece 
que  en  la  sociedad  es  necesario  el  consen- 
timiento de  todos  para  ejecutarlos  actos 
extraordinarios,  á  menos  que  haya  peli- 
gro en  la  demora. 

Lo  mismo  el  Código  Civil  italiano  (ar- 
tículo 722)  permite  á  un  asociado  que  no 


está  facultado  para  usar  la  razón  social, 
hacerlo  cuando  hay  urgencia. 

Pero  éstas  sólo  son  disposiciones  dis- 
persas. En  el  Código  francés  la  laguna 
es  todavía  más  sensible.  Prevea  veces  la 
urgencia  como  causa  de  ruptura  del  con- 
trato de  mandato  (art.  2007 j  (1)  ó  como 
causa  de  caducidad  del  término  á  favor 
del  prestador  en  el  préstamo  de  uso  (art. 
1889)  cuando  sobreviene  á  éste  una  ne- 
cesidad apremiante  é  imprevista  de  su 
cosa.  Pero  el  artículo  1724-,  es  el  único 
en  prever  que  la  urgencia  permite  faltar 
á  un  contrato  diciendo  que  el  propieta- 
rio puede  perturbar  al  arrendatario  con 
las  reparaciones  urgentes.  Todavía  con- 
cede derecho  á  indemnización  si  duran 
más  de  cuarenta  días. 

¿Qué  decidir  en  los  otros  casos?  Bien 
osado  sería  el  que  pretendiera  dar  efecto 
al  peligro  en  la  demora.  Y  sin  embargo 
¿no  es  bien  duro  negarse  á  darle  efecto? 
Hay  tendencia  á  reconocer  que  el  arren- 
datario puede  hacer  las  reparaciones  ur- 
gentes ii  otras  que  el  arrendador  no  hace, 
pero  la  doctrina  es  todavía  incierta.  (2). 

En  cuanto  al  mandatario,  hay  tenden- 
cia á  permitirle  cambiar  la  forma  de  eje- 
cución del  mandato  si  el  cambio  es  indis- 
pensable y  si  debe  suponerse  que  el  man- 
dante lo  hubiera  permitido  (3).  En  la 
sociedad,  la  doctrina  admite  que  si  hay 
dos  asociados  que  deben  administrar 
conjuntamente,  uno  de  ellos  podrá  obrar 
sólo  en  caso  de  urgencia  (4). 


(1)  V.  el  Código  huizü,  artículo  471*. 
(J)  V.  Baudry  et   Wahl,  Louage^  I,  niím.  243,  p 
120,  Contra:  Laurent,  XXV,  nutn.  12. 

(3)  Baudry  et  Wahl,  Mandat,  p.  299,  núm.  617; 
Guillouard,  núm.  202. 

(4)  V.  Guillouar',  p.  190,  núm.  131;  Aubiy  et 
Rau,  IV  p,  362.  Contra:  Pont,  núm.  359;  I^aurent, 
XXVr,  núm.  312. 
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Pero  ¿puede  el  empresario  de  una  obra 
modificar  el  trabajo  si  hay  urgencia,  ó 
en  la  sociedad  puede  el  gerente  único  eje- 
cutar un  acto  que  exceda  sus  poderes,  si 
hay  peligro  en  la  demora?  ¿O  puede  el 
depositario  en  el  mismo  caso  confiar  el 
objeto  recibido  á  un  tercero  sin  estar  au- 
torizado para  ello?  ¿O  aquél  á  quien  se 
ha  prestado  una  cosa  puede  emplearla 
en  un  uso  no  previsto,  y  derogar  así  al 
artículo  1881  del  Código  Civil,  6  con- 
servarla  por  más  tiempo  que  el  conve- 
nido si  tiene  una  necesidad  inmediata? 
Silencio  completo  de  los  autores  sobre 
este  punto.  La  cuestión,  sin  embargo, 
debe  a  nuestro  juicio  resolverse. 

La  urgencia  autoriza  é  impone  aún  el 
separarse  de  las  instrucciones  recibidas, 
de  los  derechos  que  se  tiene  normalmen- 
te, cuando  hay  en  esto  una  ventaja  evi- 
dente. Y  esta  urgencia  no  entrará  única- 
mente en  el  cuadro  de  la  gestión  de  nego- 
cios, sino  en  el  cuadro  de  la  ejecución 
misma  del  contrato,  y  si  se  ha  estipulado 
una  garantía  para  asegurar  esta  ejecu- 
ción, servirá  para  los  anticipos  hechos 
en  caso  de  urgencia.  En  efecto,  el  que  ha 
celebrado  un  contrato  no  debe  hallarse 
en  la  situación  absurda  de  tener  que 
obrar  en  conformidad  al  contrato,  aún 
cuando  este  sea  contrario  á  un  interés 
evidente,  como  un  soldado  que  no  cono- 
ce más  que  su  consigna.  El  derecho  debe 
mirar  por  el  interés  general,  y  no  exigir 
una  aplicación,  por  decirlo  así,  rectilínea 
de  los  contratos.  Esta  debe  adaptarse  á 
los  acontecimientos  que  se  presenten.  Y 
en  particular  la  urgencia  debe  constituir 
excepción  á  todas  las  reglas  ó  por  lo 
menos  á  muchas  de  ellas. 

Por  último,  hay  consideraciones  hu- 
manitarias que  pueden  permitir  al  juez 
modificar  la  convención.  No  se  aplican 


en  favor  de  una  parte  cualquiera,  sino 
de  laque  es  socialmente  más  interesante. 

En  el  Código  suizo  encontramos  en 
este  sentido  el  artículo  364,  que  á  propó- 
sito de  las  empresas  se  expresa  así:  **Si 
la  ejecución  de  la  obra  se  detiene  6  se  ha- 
ce excesivamente  difícil  por  circunstan- 
cias extraordinarias  imposibles  de  pre- 
ver, y  el  empresario  no  ha  tomado  á  su 
cargo  expresamente  esta  eventualidad, 
el  juez  tiene  la  facultad  de  acordar  un 
aumento  del  precio  estipulado,  ó  resol- 
ver el  contrato.''  Por  el  contrario,  '^el 
dueño  está  siempre  obligado  á  pagar  el 
precio  íntegro,  aunque  la  obra  haya  exi- 
gido menos  trabajo  que  el  que  se  pre- 
veía." 

En  el  Código  Civil  alemán,  el  artículo 
519  establece  un  verdadero  beneficio  de 
competencia  para  el  donante.  Tiene  de- 
recho para  negarse  á  ejecutar  una  dona- 
ción, cuando,  tomando  en  cuenta  sus  de- 
más obhgaciones,  no  se  halla  en  estado 
de  cumplir  su  promesa  sin  poner  en  peli- 
gro su  propio  mantenimiento  en  confor- 
midad á  su  situación,  ó  el  pago  de  las 
deudas  alimenticias  que  le  impone  la  lev. 

Con  el  mismo  espíritu,  el  Código  Civil 
francés  establece  el  término  de  gracia 
íart.  1244). 

Hay  que  relacionar  con  este  el  derecho 
que  la  jurisprudenHa  ha  reconocido  al 
juez  para  reducir  la  remuneración  del 
mandatario  que  se  considera  excesiva, 
derecho  de  control  que  permite  á  la  ju- 
risprudencia modificar  una  promesa  ex- 
cesiva desde  el  principio  ó  una  promesa 
que  ha  llegado  á  ser  excesiva  á  conse- 
cuencia de  la  facilidad  del  mandatario 
para  ejecutar  su  mandato  (V.  especial- 
mente, Cas.  13  mayo  1884,  S.85. 1. 345  . 

Se  lia  querido  en  gran  parte  paliar  los 
abusos  \'  la  situación  enojosa  del  man- 


DERECHO 


2G3 


fiante  que  no  puede  discutir  de  antemano 
la  remuneración  del  mandatario. 

Pero  cuan  poco  es  todo  esto.  El  ar- 
tículo 1790  hace  soportar  al  obrero  la 
pérdida  de  su  trabajo  si  la  materiíi  en 
(jue  trabajaba  perece  fortuitamente.  Se- 
ría conveniente  que  la  ley  por  una  serie 
de  disposiciones  especiales  estableciera 
hasta  qué  punto  y  en  qué  contratos  haj' 
que  tomar  en  cuenta  las  consideraciones 
(le  humanidad,  por  ejemplo  respecto  á 
un  obrero,  á  un  empresario.  El  juez  des- 
graciadamente no  lo  puede. 

CONCLUSIÓN 

Tratemos  ahora  de  deducir  una  con- 
clusión de  esta  serie  de  comprobaciones 
tomadas  de  materias  muy  diversas.  Ella 
no  debe  ser  la  de  una  perpetua  evolución 
de  nuestra  teoría  sobre  la  modificación 
íle  los  contratos.  Sin  duda  todo  se  modi- 
fica á  la  larga.  Hay,  sin  embargo,  en  la 
marcha  de  las  cosas  mesetas  hacia  las 
cuales  avanzan  las  instituciones,  de  suer- 
te que  nuestro  corto  rayo  visual  debe 
creer  que  es  ese  el  término  definitivo. 

En  materia  de  modificación  de  los  con- 
tratos, se  nos  presenta  una  idea:  que  la 
voluntad  humana  no  es  y  no  debe  ser  so- 
berana sino  en  la  dirección  general  que 
da  á  los  negocios  en  que  interviene.  Un 
individuo  hace  una  fundación,  otro  acep- 
ta un  mandato,  presta  un  objeto.  Es  una 
iniciativa.  Una  vez  vaciada  en  el  molde 
de  un  contrato,  debe  ser  respetada.  Pero 
pueden  cambiarse  sus  modalidades,  como 
deben  enderezarse  las  ramas  de  un  árbol 
(jue  crecen  en  malas  direcciones.  La  mo- 
dificación sólo  puede  versar  sobre  un 
punto  no  esencial.  El  derecho  llegará 
poco  á  poco  á  prever,  por  lo  menos  hay 
que  esperarlo,  los  puntos    secundarios 


susceptibles  de  una  transformación  por 
voluntad  unilateral. 

Aunque  colocados  en  un  plano  algo  se- 
cundario, no  deben  por  eso  llamar  menos 
la  atención.  En  primer  lugar,  porque  la 
vista  de  sus  cambios  nos  lleva  á  un  con- 
cepto menos  rígido  del  efecto  de  los  con- 
tratos que  el  que  se  tiene  comunmente. 
Después,  porque  estas  partes  comple- 
mentarias de  la  convención  tienen  á  me- 
nudo más  importancia  que  la  que  se  cree 
para  la  ejecución  misma  del  contrato. 
Ellas  pueden  facilitarla  ó  ser  un  obstácu- 
lo. No  es  indiferente  poder  ejercitar  pro- 
visoriamente un  derecho  de  retención  ó 
poder  dar  nuevas  instrucciones  á  un 
mandatario  ó  á  un  empresario,  y  esto 
para  la  realización  misma  del  objeto 
principal  que  se  ha  propuesto.  Las  cláu- 
sulas accesorias  de  un  contrato  son  como 
las  obras  avanzadas  de  una  plaza  fuerte. 
Pero,  es  preciso  también  poder  modificar- 
las ó  completarlas  en  el  curso  de  la  lucha 
que  se  sostiene. 

No  hay,  pues,  a  priori  contrato  que  no 
pueda  modificarse  útilmente  por  volun- 
tad unilateral.  Pero,  el  perjuicio  que  pue- 
da resultar  para  aquel  contra  quien  se 
invoca  esta  modificación  hace  inmedia- 
tamente limitar  esta  idea.  Y  entonces 
pueden  presentarse  diversos  sistemas: 

O  el  perjuicio  que  proviene  de  la  modi- 
ficación no  será  en  general  muy  grave. 
Esta  será  posible  desde  que  se  presentan 
ciertas  circunstancias.  La  ley,  razonando 
como  habrían  podido  hacerlo  las  partes, 
si  hubieran  sido  ó  podido  ser  más  pers- 
picaces, permite  un  cambio  en  la  redac- 
ción del  contrato.  Coloca  las  cosas  en  el 
punto  necesario  para  permitir  llegar  más 
pronto  al  resultado. 

O  por  el  contrario,  puede  producirse 
un  perjuicio  serio:    entonces  pueden  exi- 
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girse  diversas  garantías.  Pueden  consis- 
tir en  la  aprobación  del  acto  por  el  voto 
de  una  mayoría  imponente,  como  cuan- 
do se  trata  de  revisar  los  estatutos  de 
una  sociedad  por  acciones,  6  en  una  in- 
tervención de  la  justicia,  como  en  el  caso 
de  caducidad  del  término,  6  en  las  dos 
cosas  simultáneamente.  Puede  aún  in- 
tervenir la  misma  \ty,  6  la  autoridad 
administrativa,  como  cuando  se  trata  de 
trasformar  el  funcionamiento  de  una 
fundación. 

Este  margen  en  que  se  mueven  las  mo- 
dificaciones unilaterales  de  los  contratos, 
se  encuentra  estrechado  por  otras  partes. 
El  contrato  no  puede  nunca  modificarse 
de  suerte  que  haga  correr  un  riesgo  ma- 
yor de  inejecución  á  la  otra  parte,  por  lo 
menos  si  no  es  culpable.  No  se  puede  su- 
primir una  garantía  dada,  no  se  puede 
tampoco  hacer  pesar  sobre  otro  una 
obligación,  sino  cuando  esto  es  indispen- 
sable: un  establecimiento  que  ha  recibido 
una  fundación  y  no  puede  ejecutarla.  Y 
todavía  en  este  caso  sería  necesario  decir 
que  el  establecimiento  nuevo  que  va  á 
suceder  en  la  carga  deberá  ofrecer  garan- 
tías de  solvencia,  lo  que  siempre  se  ha 
observado  en  la  práctica. 


Por  último,  y  esta  observación  tiene 
un  alcance  menos  preciso  que  las  ante- 
riores, á  medida  que  la  modificación  sea 
en  sí  misma  más  importante,  será  más 
frecuente  que  cree  ó*  modifique  no  una 
obligación  de  hacer,  sino  una  simple 
obligación  de  no  hacer  ó  de  dejar  hacer. 

En  este  espacio  ancho  todavía  ea  que 
hemos  tratado  de  encerrar  nuestra  teo- 
ría, hay  lugar  para  una  serie  de  innova- 
ciones á  que  el  juez  ó  el  legislador  podrán 
dar  nacimiento  en  su  hora.  Nos  parece 
que  ésta  está  próxima  en  muchos  pun- 
tos, exigida  por  una  necesidad  de  más 
justicia  y  humanidad.  La  visión  de  teo- 
rías xie  una  lógica  bella,  de  principios  do- 
minadores, no  debe  ocultarnos  la  vista 
real  de  las  cosas,  y  debemos  tratar  de 
buscar  el  medio  de  amoldarlas  sin  vio- 
lencia en  las  formas  jurídicas,  ni  la  nece- 
sidad de  plegar  éstas  á  los  aspectos  mu- 
dables de  la  vida,  y  en  particular  parael 
derecho  contractual  de  no  obrar  sobre 
las  energías  buenas  como  un  peso  quelas 
aplaste,  sino  como  un  tutor  que  las  man- 
tiene dejándolas  desarrollarse. 

R.  Demoíue 
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EXTRATERRITORIALIDAD 


Uno  de  los  puntos  más  interesantes,  v 
en  que  discrepa  la  opinión  de  los  trata- 
distas de  Derecho  Internacional,  es  el  re- 
lativo á  la  extraterritorialidad  y  6  sea  la 
ficción  de  suponer  fuera  del  país  en  que 
residen  y  dentro  del  propio  país  que  re- 
presentan, á  los  agentes  diplomáticos. 

Las  cuestiones  que  con  este  motivo 
pueden  suscitarse  son  muchas  y  de  grave 
importancia. 

Recientemen  te  nuestros  Tribunales  han 
conocido  de  un  negocio  de  esta  especie, 
en  que  el  infrascrito,  á  quién  cupo  defen- 
der á  una  casa  comercial  contra  un  Go- 
bierno extranjero,  (1)  disiente  completa- 
mente de  la  opinión  sustentada  por  una 
Sala  de  la  lltma.  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago. 

La  cuestión  propuesta  es  la  siguiente: 
Una  nave  extranjera,  que  ha  comprado 
víveres  en  la  plaza  de  Valparaíso  ¿puede 
ser  citada  á  juicio,  por  intermedio  del  re.- 


(1)  Carlos   Oswald  y  C.»  contra  el  MÍLÍ¿«tro  del 
Ecuador. 


presentante  del  Gobierno  extranjero  en 
Chile? 

La  lltma.  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago ha  contestado  negativamente. 

Sin  embargo,  si  bien  se  puede  alegaren 
favor  de  esta  doctrina,  la  rutina  tradi- 
cional; el  espíritu  moderno,  representado 
por  conspicuos  y  respetados  autores, 
abandona  el  antiguo  sistema,  para  adop- 
tar el  nuevo,  que  acepta  la  responsabili- 
dad civil  de  los  Gobiernos  extranjeros; 
lo  que  se  conforma  con  la  índole  actual 
del  progreso  humano,  en  que  la  facilidad 
y  rapidez  de  las  comunicaciones,  y  la  so- 
lidaridad universal,  que  es  su  consecuen- 
cia, han  modificado  pro  fundamente  la  ge- 
neralidad de  las  nociones  del  Derecho  In- 
ternacional antiguo. 

Se  puede  decir  que  acerca  del  punto  en 
estudio  el  Derecho  Internacional  se  divi- 
de en  dos  grandes  escuelas. 

Pertenecen  á  la  primera  Grocio,  Wattel, 
Phillimore,  Ncwman,  Ortolan,  Travers 
Twiss  V  varios  otros. 
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La  segunda  tiene  su  más  ilustre  repre- 
sentante en  Pascual  Fiore,  autor  del  tra- 
tado más  completo  y  magistral  que  se 
haya  escrito  sobre  el  Derecho  Interna- 
cional. 

La  primera  de  las  escuelas  mencionadas 
reconoce  en  la  extraterritorialidad  una 
ficción  necesaria  para  el  mantenimiento 
de  los  preceptos  del  Derecho  de  Gentes,  y 
formula  como  sigue  las  responsabilida- 
des de  una  nave  extranjera,  ante  la  juris- 
dicción ter  r  i  t  o  ri  al : 

**Si  no  hay  prohibición— dice  Travers 
Twiss  (1)— -los  puertos  de  una  nación 
amiga  se  consideran  abiertos  á  los  buques 
de  guerra  de  todos  los  poderes  con  quie- 
nes está  en  paz,  con  fines  de  hospitalidad 
y  se  supone  que  entran  á  tales  puertos 
con  el  beneplácito  del  poder  soberano  de 
la  plaza.  Se  supone  que  esta  implícita 
licencia  lleva  consigo  la  total  exención 
de  la  jurisdicción  territorial.  Un  navio 
de  guerra  representa  el  poder  soberano 
de  la  nación,  bajo  cuya  bandera  nave- 
ga... A  este  respecto,  un  buque  de  guerra 
se  asemeja  á  un  ejército  que  marcha  con 
consentimiento  del  soberano  á  través  de 
un  territorio  neutral.  Ni  el  buque  de  gue- 
rra ni  el  ejército  autorizado  para  atra- 
vesar el  país  neutral  caen  bajo  la  juris- 
dicción del  Estado  extranjero ^ 

Para  la  segunda  escuela,  la  ficción  de 
extraterritorialidadnoexistc,  y  las  inmu- 
nidades que  ella  genera,  son  estimadas 
sólo  como  actos  de  cortesía  ó  medios  de 
conservar  la  independencia  de  las  funcio- 
nes del  agente  diplomático. 

Así  ha  podido  decir  Bourdon-Viane: 
**No  se  admite  ya  que  la  casa  de  la  era- 
bajada  sea  una  porción  ficticia  del  terri- 
torio extranjero,  ficción  á  la  cual  se  da 


el  nombre  de  extraterritorialidad.''  (1). 

A  este  respecto  el  Tribunal  de  Ginebra 
declaró  **que  el  privilegio  de  extraterri- 
torialidad acordado  á  los  buques  de  gue- 
rra ha  sido  admitido  en  el  Derecho  Inter- 
nacional, no  como  un  derecho  absoluto, 
sino  solamente  como  un  principio  de  cor- 
tesía y  mutua  deferencia  entre  diferentes 
naciones' \ 

Comentando  Wharton  (2)  esta  decla- 
ración dice:  *'Esto  está  de  acuerdo  con  la 
práctica  de  los  Estados  Unidos,  y  en  los 
primeros  tiempos  de  la  República  el  Pro- 
curador General  {Attorney -General)  Lee 
sostuvo  la  opinión  de  que  podía  ser  cita- 
do á  juicio  civil  ó  criminal  cualquiera 
persona  que  se  hallase  á  bordo  de  un  bu- 
que británico  que  se  encontrase  en  aguas 
territoriales*'. 

Sobre  este  mismo  punto,  el  mismo  au- 
tor cita  (§  3ft)  la  resolución  del  Secreta- 
rio de  Estado  Mr.  Randolf  (julio  23  de 
1794)  que  dice:  *Tero  los  empleados  de 
un  buque  de  guerra  perteneciente  á  una 
nación  extranjera  no  pueden  invocar  la 
extraterritorialidad  cuando  desembar- 
can desprovistos  de  carácter  oficial,  en 
un  puerto  en  que  se  halle  un  buque  fon- 
deado temporalmente". 

Es  natural  creer  que  la  cortesía  y  res- 
peto debidos  al  Estado  extranjero  no 
llegan  á  sustraer  de  la  jurisdicción  terri- 
torial los  actos  puramente  civiles  6  ejecu- 
tados dentro  de  la  esfera  comercial,  por 
los  empleados  ó  representantes  de  la  po- 
tencia extranjera. 

Sobre  ésta  materia  es  digna  de  toda 
atención,  puesto  que  emana  de  una  ele- 
vada autoridad  política  y  exprésala  opi- 


{!)  Travers  Twiss,  The  Laír  of  Nationa. 


(1)  Bourdon-Viane,   Compendio    de    Derecha  /•* 
ternacional  Fúhlicn,  trad.  de  E.  Phillips. 

(2)  Wharton,  Digest  o/the  International  Laf. 
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nión  del  Gobierno  norte-americano,  la 
nota  dirigida  por  Mr.  Fish,  Secretario  de 
Estado  de  la  Unión,  á  Mr.  Jay  en  1874 
(Wharton,  §  92): 

**Se  puede  creer,  dice,  que  la  tendencia 
de  la  opinión  respecto  á  las  inmunidades 
diplomáticas  se  inclina  decididamente  á 
restringirlas  á  lo  que  pareciere  indispen- 
sable para  habilitar  á  los  agentes  diplo- 
máticos para  el  cumplimiento  de  sus  fun- 
ciones de  un  modo  seguro  y  conveniente. 
La  doctrina  extrema  de  las  inmunidades, 
que  fué  necesaria  en  épocas  de  barbarie, 
6  de  relaciones  entre  pueblos  incultos, 
ha  cedido  felizmente  ante  el  progreso  del 

cristianismo  y  de  la  cultura  moderna 

Un  enviado  diplomático  no  está  ampa- 
rado con  la  inmunidad  para  favorecerlo 
en  las  controversias  personales,  ó  para 
escapar  á  las  responsabilidades  á  que  de 
otro  modo  puede  estar  sujeto.  La  aplica- 
ción de  estas  inmunidades  debe  ser  reser- 
vada para  ocasiones  más  importantes  y 
delicadas,  y  nunca  debe  usarse  de  ellas 
cuando  los  antecedentes  del  caso  parti- 
cular exponen  al  enviado  á  la  sospecha 
deque  los  alega  por  interés  privado  ó  pa- 
ra escapar  á  obligaciones  personales  ó 
pecuniarias". 

Con  tales  precedentes  no  puede  decirse 
que  la  doctrina  de  Fiore  sea  una  nove- 
dad en  el  Derecho,  cuando  establece  las 
reglas  siguientes: 

a)  **Todo  Estado  tiene  derecho  á  que 
las  personas  que  lo  representan  en  país 
extranjero  estén  exentas  de  la  jurisdic- 
ción de  la  Soberanía  territorial,  hasta 
donde  sea  necesario  para  la  completa 
salvaguaidia  de  la  independencia  y  dig- 
nidad del  Estado  representado; 

b)  Para  proteger  los  derechos  y  digni- 
dad del  Estado  representado,  es  necesa- 
rio que  las  personas  encargadas  de  re- 


presentarlo estén  exentas  de  las  juris- 
dicciones territoriales  en  todos  los  actos 
por  ellas  realizados  en  su  calidad  de  fun- 
cionarios públicos  ó  agentes  diplomáti- 

.  COS. 

c)  Las  personas  que  representan  al  Es- 
tado pueden  ser  sometidas  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria  en  los  actos  que  realicen 
como  particulares  y  en  la  esfera  del  de- 
recho privado*'  (1). 

Y  hablando  de  la  responsabilidad  de 
las  naves  de  guerra,  dice: 

"N'^'Sél.  a)  La  soberanía  territorial 
no  tiene  derecho  á  ingerirse  en  lo  que 
ocurra  á  bordo  de  un  buque  de  gue- 
rra, etc  ,  etc: 

b)  La  soberanía  territorial  tiene  com- 
pleta facultad  de  hacer  cuanto  juzgue 
conveniente  á  la  defensa  del  Estado  y  á 
la  tutela  de  los  derechos  y  del  orden  pú- 
blico.'' 

Esta  doctrinase  mantiene  sin  quebran- 
tos ni  vacilaciones,  en  todo  el  Tratado 
de  Fiore,  y  copiando  sus  propias  pala- 
bras se  puede  sentar  del  modo  siguiente! 

**E1  Estado  tiene,  en  efecto,  una  doble 
personalidad,  la  política  y  la  civil,  y  por 
consiguiente  una  doble  capacidad.  Cuan- 
do posee  y  administra  su  patrimonio,  y 
realiza  los  actos  propios  de  la  gestión 
respectiva;  cuando  contrata,  enajena, 
provee  á  la  administración  y  realiza  los 
actos  de  la  vida  civil  que  son  compatibles 
con  su  naturaleza  uti  universitas,  en- 
trando así  en  las  relaciones  de  la  vida 
privada,  debe  ser  objeto  de  las  mismas 
reglas  de  derecho  privado  que  rigen  las 
relaciones  de  las  personas." 

En  Francia  la  extraterritorialidad  se 
funda  en  un  decreto  déla  Revolución  (13 

(1)  P.  Fiore  Tratado  de  Deré>c?io  Internaciomd 
Público, 
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ventoso,  año  II)  que  ha  sido  respetado 
en  absoluto  por  los  Tribunales  franceses. 
Dicho  decreto  dispone  que  sólo  el  Poder 
Ejecutivo  es  competente  para  conocer  en 
las  reclamaciones  presentadas  contra  los 
agentes  diplomáticos. 

En  Inglaterra  é  Italia,  los  Tribunales 
ordinarios  son  competentes  para  cono- 
cer en  los  juicios  entablados  contra  los 
diplomáticos,  si  bien  aplicando  las  reglas 
del  Derecho  Internacional. 

Se  pueden  citar  varios  casos  históricos 
en  Europa,  en  que  las  naves  de  un  Go- 
bierno extranjero,  y  aún  los  muebles  de 
un  Ministro  diplomático,  han  sido  em- 
bargados por  los  Tribunales  del  país, 
pararesponder  á  deudas  contraídas. 

Si  nos  aproximamos  al  derecho  patrio 
encontramos  que  la  doctrina  de  Fiore  ha 
allegado  generalmente  lafe  opiniones  más 
ilustradas. 

**Este  autor  (Fiore)— dice  don  Ma- 
nuel E.  Ballesteros  en  sus  comentarios 
sobre  la  Ley  de  Organización  y  Atribu- 
ciones de  los  Tribunales— propone  reem- 
plazar la  doctrina  tradicional  con  otra, 
según  la  cual,  nadie  puede  prevalerse 
de  su  calidad  de  agente  diplomático  para 
declinar  la  jurisdicción  del  Estado  ante 
quien  está  acreditado,  para  todos  los 
actos  ^de  la  vida  civil  respecto  de  los 
cuales  está  admitida  la  competencia  de 
los  tribunales  territoriales  según  los 
principios  del  derecho  común,  salvo  que 
estos  actos  hayan  sido  ejecutados  por  él 
en  la  calidad  de  representante  del  Esta- 
do extranjero  y  por  cuenta  de  ese  Esta- 
do, pues  entonces  sería  menester  ajílicar 
las  reglas  establecidas  para  el  ejercicio 
de  la  jurisdicción  civil  relativamente  á 
los  actos  délos  Gobiernos  extranjeros. 

Tal  parece  ser  la  tendencia  de  la  doc- 
trina que  ha  prevalecido  en  Chile  desde 


su  emancipación  política,  y  que  ha  ser- 
vido de  base  á  diversas  le^'es." 

Por  otra  parte,  don  Miguel  Cruchaga 
T.  en  su  obra  sobre  Derecho  Internacio- 
.  nal,  adoptado  como  testo  de  estudio  en 
la  Universidad  del  Estado,  acepta  sin 
contrapeso  la  misma  doctrina  y  conclu- 
ye, después  de  exponer  las  opiniones  de 
los  tratadistas  sobreesté  punto:  **La  re- 
gla debe  ser,  pues,  la  misma  respecto  á 
uno  y  á  otro  Gobierno;  es  decir,  que 
cuando  el  Estado,  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  entre  en  el  dominio  de  las  re- 
laciones privadas  y  asuma  obligaciones 
para  con  los  particulares,  las  cuales  por 
su  propia  naturaleza  se  hallen  bajo  el 
imperio  del  derecho  privado,  está  obli- 
gado á  cumplirlas  y  puede  ser  obligado 
á  ello  por  los  tribunales  ordinarios. 

Creo  que  ésta  es  también  la  doctrina 
de  nuestra  legislación;  doctrina  que  si  se 
ha  abandonado  en  uno  que  otro  caso, 
ha  sido  reconocida  también  por  nuestros 
tribunales  y  por  el  Gobierno  de  la  Repú- 
blica no  hace  muchos  años. 

El  artículo  67,  núm.  3^,  de  la  Ley  de 
Organización  y  Atribuciones  de  los  Tri- 
bunales somete  á  los  agentes  diplomáti- 
cos ala  jurisdicción  de  nuestros  Tribuna-       , 
les  de  Justicia,  reconociéndoles  el  fuero       i 
especial  de  ser  juzgados  por  la  Corte  de       , 
Apelaciones  respectiva  en  **aquellas  cau-      | 
sas  civiles  ó  criminales  en  que  sean  parte       | 
ó  tengan  interés.*' 

La  ley  establece  con  toda  claridad  que 
se  trata  de  causas  civiles,  de  derecho  co- 
mún, y  no  de  asuntos  afectos  al  carácter 
diplomático  de  un  Ministro  extranjero, 
de  lo  que  resulta  con  toda  evidencia  que 
si  el  diplomático  no  paga,  por  ejemplo, 
sus  deudas,  puede  ser  demandado  para 
obtener  su  cancelación,  del  mismo  modo 
que  el  personal  de  un  buque  de  guerra 
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puede  serlo  ante  nuestros  Tribunales, 
para  que  satisfaga  el  precio  de  los  víve- 
res que  ha  podido  pedir  á  una  casa  co- 
mercial. 

Se  dirá,  tal  vez,  que  el  Ministro  no  es 
responsable  de  estos  hechos,  6  que  no  es 
representante  del  buque  extranjero;  pero 
en  el  caso  mencionado  noseha  discutido 
la  personería  del  Ministro,  sino  la  com- 
petencia de  nuestros  Tribunales  para  ci- 
tarlo á  juicio. 

Sería  ingrato  é  injusto  pensar  que  esta 
competencia  de  la  justicia  territorial 
fuese  sólo  para  aquellos  casos  en  que  el 
Ministro  diplomático  figure  como  de- 
mandante y  no  como  demandado,  colo- 
cándose en  una  situación  de  preferencia 
que  no  tiene  ningún  Gobierno  de  un  país 
civilizado. 

Por  lo  demás,  la  ley  no  hace  tal  distin- 
ción, y  es  conocido  el  axioma  de  derecho 
que  dice  que  * 'donde  la  ley  no  distingue 
no  es  dado  al  hombre  distinguir*',  axio- 
ma que  guarda  conformidad  con  la  sana 
hermenéutica  establecida  en  el  artículo 
19  del  Código  Civil  patrio. 

"En  Chile— dice  el  señor  Cruchaga,  en 
su  obra  citada— se  han  tramitado  ante 
los  jueces  ordinarios  dos  causas  seguidas 
entre  una  institución  de  crédito  y  un 
Gobierno  extranjero.  Aquélla  y  éste  han 
sido  respectivamente  demandante  y  de- 
mandado, con  motivo  de  una  comisión 
por  un  em  prestito,  reconociéndose  de  esta 
manera  la  jurisdicción  de  nuestros  tribu- 
nales por  el  precitado  Gobierno  y  aca- 
tando sus  rcsoluc¡ones'\ 

En  losjuicíos  aludidos  (seguidos  entre 
el  Gobierno  de  Bolivia  y  el  Banco  Ga- 
rantizador  de  Valores)  no  se  discutió  la 
competencia;  fueron  tramitados  ante  el 
Juez  de  Comercio  señor  Henríquez  y  ob- 
tuvieron sentencia  de  término  el  14  de 
Derecho 


abril  de  1893  y  el  23  de  marzo  de  1901. 

Debemos  citar  también  una  interesan- 
te incidencia  de  nuestra  historia  diplo- 
mática, en  que  el  Gobierno  de  Chile  reco- 
noció expresamente  la  jurisdicción  de  un 
tribunal  extranjero,  ante  el  cual  fué  de- 
mandado. 

Con  motivo  de  la  revolución  de  1891, 
la  Junta  de  Gobierno  ocupó  el  vapor 
Arequipa  para  trasladarse  al  sur.  La 
Compañía  de  Vapores  demandó  al  Go- 
bierno de  Chile  ante  los  Tribunales  de 
Lima,  los  cuales  lo  condenaron  á  pagar 
la  cantidad  de  $31.000. 

El  Gobierno  de  la  República  presentó 
poco  después  un  Mensaje  al  Congreso 
Nacional  pidiendo  fondos  para  cumplir 
esta  sentencia. 

Si  el  contrato  se  hubiera  celebrado  en 
el  Perú,  la  correcta  actitud  de  nuestro 
Gobierno  en  esa  ocasión,  vendría  á  corro- 
borar en  todas  sus  partes  la  doctrina  que 
hemos  expuesto  en  las  páginas  anterio- 
res. Si  se  hubiera  celebrado  en  Chile, sólo 
á  nuestros  Tribunales  habría  correspon- 
dido el  conocimiento  de  aquel  litigio. 

La  descarnada  exposición  de  principios 
y  doctrinas  que  precede,  pueden  manifes- 
tar al  lector  la  grande  importancia  que 
reviste  el  problema  que  se  ha  propuesto 
ala  resolución  de  los  Tribunales  (1  j. 


(1)  Las  resoluciones  á  qae  se  refiere  este  ai  tíou- 
!:>  son  del  ten*  r  siguiente: 

Santiago,  once  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
siete. — Vistos:  con  lo  expuesto  por  el  señor  Minis- 
tro del  Ecuador  en  la  nota  precedente,  se  declara 
que  este  Tribunal  es  incompetente  para  intervenir 
en  el  conocimiento  de  la  demanda  deducida  contra 
ól  por  Carlos  Osvald  y  C,*— Agregúese  el  papel  sa- 
llado.— A.  Bezanilla  Silva. 

Apelada  esta  re«olucióa,  la  Corte  de  Apelacii)- 
nes  resolvió: — Sautiag'>,  cinco  de  noviembre  de  mil 
novecientos  siete. —  Vistos:  Se  confirma  la  reEolu- 
ción  ipelada  de  once  de  septiebre  último,  con  cos- 
tas del  recurso.  —  Felipe  I/errefa. —  Elittft  de  la 
Cruz. — J.  A:fiort¿ui'.(t  L. 
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Los  intereses  particulares  por  mas  res- 
petables y  sap^radosque  sean  casi  se  des- 
vanecen ante  los  altos  intereses  de  la  so- 
beranía nacional. 

Xo  nos  parece  atinada  la  recomenda- 
ción de  Bourdon-Viane  de  tramitar  estos 
cobros  por  la  vííi  diplomática,  pujs  no 
es  posible  cerrar  las  puertas  de  la  justi- 
cia, que  deben  estar  siempre  abiertas,  á 
los  intereses  conculcados,  bajo  un  vano 
pretexto  de  extraterritonalidady  noción 
que  ha  desaparecido  ya  del  Derecho  mo- 
derno, como  tantas  otras  ficciones. 

Podemos,  pues,  concluir  que  el  inter- 


cambio comercial  y  la  vida  más  intensa, 
que,  con  motivo  de  los  adelantos  indus- 
triales aportadosen  los  últimos  períodos 
por  la  ciencia,  viven  los  pueblos  civiliza- 
dos, permiten  esperar  que  la  jurisdicción 
territorial  sea  reconocida  para  los  actos 
puramente  civiles  que  ejecuten  los  gobier- 
nos extranjeros  ó  sus  representantes  y 
que  á  este  fin  tiendan  los  actos  de  los  IV 
deres  Públicos,  si  quieren  tutelar  y  s«nl- 
vaguardiar  los  intereses  privados  que  se 
han  creado  á  la  sombra  y  al  amparo  íle 
nuestras  leyes. 

Ramón  Brio.nes  Luco. 


mu^^Bmm^mwmBwmmm^B^M 


EXAMEN  DE  ALGUNAS  CUESTIONES 

RELATIVAS  A   LA  DONACIÓN  CONTENIDA  EN  UN  SEGURO  EN  CASO   DE  MUERTE 
EN  FAVOR  DE  UN  TERCERO  DETERMINADO 

Por 
M.   P.  Lacoste 

Profe^fjr  df  la  Facultad  d-e  Derecho  de  Air. 


1.  El  seguro  en  caso  de  muerte  ^  favor 
de  un  tercero  determinado  encierra  ordi- 
nariamente una  liberalidad;  á  menudo  el 
tercero  para  quien  estipula  la  persona 
asegurada  el  pago  de  un  capital  recibe 
de  ella  una  donación.  Pero  se  ha  pregun- 
tado mucho,  y  se  pregunta  todavía,  cuál 
es  precisamente  la  cosa  donada. 

2.  M.  Wahl  ha  trazado  en  la  Rcvuetri- 
mestrietle  de  Droit  civil  (1  j  la  evolución 
de  la  jurisprudencia  sobre  el  punto  de 
(pie  hablamos.  La  Corte  de  Casación  ha 
hecho  versar  primeramente  la  donación 
sobre  el  capital  del  seguro;  des|)ués  ha 
abandonado  bajo  ciertos  respectos  su 
opinión,  pero  la  ha  mantenido  desde  el 
punto   de  vista  de  la  acumulación  en  las 

(1)/-*  AnHuratice  eneas  de  dé.cén  au  ^int  de  vue 
¡n  rapport  ¡tuceexoraU  de  Ui  qaol'üe  dixpoaible  el  den 
ri^coinpeunejs^  Rer,  I,  inientrielle,  1902,  p  24  y  s. 


sucesiones  y  desde  el  punto  de  vista  de 
la  cuota  disponible;  por  fin  la  ha  realiza- 
do también  desde  estos  dos  puntos  de 
vista  y  ha  sustraido  el  capí  tala  la  acción 
de  los  coherederos  y  de  los  herederos  le- 
gitimarios. 

Al  principio  la  Corte  Suprema  admitía 
que  el  derecho  al  capital  correspondía  en 
primer  lugar  al  asegurado  mismo,  }'  era 
cedido  |)or  él  al  tercero  beneficiario  del 
seguro;  el  crédito  contra  la  Compañía 
de  seguros  salía  del  patrimonio  del  pri- 
mero para  entrar  en  el  patrimonio  del  se- 
gundo ( Ij. — Tal  era  el  sistema  que,  ajui- 
cio de  la  Corte  Suprema,  se  desprendía 
del  artículo  1121  del  Código  Civil,  reía- 


(1)  Cas,.  15  dic.  1873  (S.  74.  1.  IDO,  D.  74.  1. 
113);— 2  marzo  Í881  (S.  81-1-145,  D.81  1  401).— V 
también  oí  informe  dol  consejero  M.  Diimon  en 
Cas.,  10  de  nov.  1874  (^.  75-1-107). 
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tivo  á  la  estipulación  por  otro.  Con  este 
sistema,  la  donación  hecha  al  beneficia- 
rio del  seguro  tenía  naturalmente  por 
objeto  el  capital  estipulado  á  su  favor. 

Después  la  Corte  de  Casación,  por  una 
nueva  interpretación  del  artículo  1121, 
resolvió  que  el  derecho  al  capital  nacía 
en  la  cabeza  del  beneficiario  y  no  había 
formado  nunca  parte  del  patrimonio  del 
suscritor  de  la  póliza.  Entonces  se  pre- 
sentó Ja  cuestión  de  saber  si  la  donación 
contenida  en  el  contrato  de  seguro  tenía 
por  objeto  el  capital  que  entraba  direc. 
tamente  al  patrimonio  del  tercero,  ó  las 
primas  salidas  del  patrimonio  del  ase- 
gurado. 

En  tina  serie  de  sentencias  expedidas 
en  1888  (1)  la  Corte  reguladora  respon- 
dió con  la  distinción  siguiente.  Para  la 
aplicación  de  los  artículos  446,  559  y 
564  del  Código  de  Comercio,  la  donación 
tiene  por  objeto  las  primas  (2);  porque 
esos  artículo  5  tienen  simplemente  por  ob- 
jeto hacer  volver  á  la  masa  de  la  quiebra 
los  valores  que  habían  salido  de  ella  en 
detrimento  de  los  acreedores.  Para  la  apli- 
cación de  las  reglas  de  la  acumulación  y 
de  las  legítimas,  la  donación  tiene  por 
objeto  el  capital:  hay  que  hacer  entraren 
cuenta,  y  considerar  como  donado  indi- 
rectamente todo  aquello  en  que  ha  enri- 
quecido al  donatario  el  contrato  de  se- 
guro. 

La  distinción  fué  vivamente  criticada; 
la  Corte  Suprema  fué  acusada  de  contra- 
dicción. Era  preciso,  se  decí^,  hacer  ver- 
sar la  donación  bajo  todos  respectos  so- 


C^)  V.  S,  88-1-121,  D.  88  1-77  y  193. 

(4)  La  Corte  de  Casación  no  lo  dice  expresamen- 
te, pero  he  la  idea  qne  se  desprende  de  sus  senten- 
cias. V.  Cap.,  22  febrero  y  27  maizo  1888  (S.  88  1- 
130,  D.  88-1- 198),  y  la  nota  de  M.  Crepon  en  8.  88- 
1  lió. 


bre  el  capital  ó  hacerla  versar  bajo  todos 
respectos  sobre  las  primas.  Y  los  parti. 
darios  de  la  segunda  solución  invocaban 
en  apoyo  de  su  sistema  la  manera  como 
se  forma  el  capital  del  seguro.  Este  ca- 
pital no  resulta  de  simples  desembolsa' )S 
del  contratante;  se  forma  con  la  acumu- 
lación de  las  primas  pagadas  á  la  Com- 
pañía por  el  conjunto  de  los  asegurados. 
y  con  las  combinaciones  que  permite  es- 
ta acumulación.  Es  un  valor  creado  por 
las  combinaciones  del  seguro;  es,  según 
la  expresión  usada,  un  valor  creado  por 
el  seguro.  Se  deducía  de  esto  que  ese  va- 
lor no  era  de  parte  del  que  contrataba 
objeto  de  una  donación  ni  aún  indirecta. 
Por  consiguiente,  no  debía  someterse  en 
manera  alguna  a  las  reglas  de  las  dona- 
ciones; debía  escapar  á  la  acumulación  y 
á  la  reducción,  como  á  las  disposiciones 
restrictivas  de  la  legislación  de  las  quie- 
bras. 

En  1896  la  Corte  de  Casación  aceptó 
esta  solución.  Declaró  que  el  capital  del 
seguro  no  se  tomaba  en  cuenta  para  el 
cálculo  de  las  legítimas.  (1)  Su  decisión 
no  excluye  expresamente  más  que  la  re- 
ducción, pero  el  fallo  está  motivarlo  de 
tal  suerte  que  contiene  también,  implíci- 
tamente, la  exclusión  de  la  acumulación. 
Según  la  jurisprudencia  actual  de  la 
Corte  Suprema,  la  donación  hecha  al  ter- 
cero beneficiario  del  seguro  no  versa, 
pues,  sobre  el  capital,  sino  sobre  las 
primas.  (2) 

3.   Si  el  capital  es  inferior  al  total  de 
las  primas  pagadas,  ¿versa  la  donación 
por  lo  menos  sobre  este  total?  ¿No  del»e^ 
decirse  que  en  esta  hipótesis  no  hay  do- 
nación de  las  primas  sino  hasta  conju- 


(1)  Cas.,  29  judío  189C  (S.  96-1-361,  D.  07  1  7.^ 

(2)  (Jas  ,29  ue  junio  1896  (S.  96  1  361,  1).  l»7-l-' >• 
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rrencia  del  monto  del  capital?  La  Corte 
de  Casación  no  se  hu  pronunciado  toda- 
vía sobre  este  punto,  que  promueve  una 
viva  controversia.  (1) 

Hay  otro  punto  sobre  el  cual  sería  de 
desear  c|ue  se  le  presentara  la  ocasión  de 
explicarse.  Ha  declarado  que  la  liberali- 
datl  cpie  importan  las  priman  no  caía  bajo 
los  artículos  559  y  564  del  Código  de  Co- 
mercio sino  **según  las  circunstan- 
cias.'* 1.2)  ¿Qué  sigaifican  exactamente 
estas  palabras?  Además,  ¿debe  admitirse 
un  teni[>eramento  análogo  en  materia 
de  cesación  de  pagos,  de  acumulación 
y  de  reducción? 

Pero  si  hay  respecto  alas  primas  cues- 
tiones sobre  las  cuales  permanece  toda- 
vía en  la  sombra  el  pensamiento  de  la 
Corte  Suprema,  hay,  desde  la  sentencia 
de  29  (le  junio  de  1896,  un  punto  cierto, 
y  es  que  para  la  Corte  de  Casación,  la 
donación  comprendida  en  el  seguro  no 
versa  sobreel  capital  (3),  y  tiene  por  ob- 
ieto  las  primas. 

l;  La  sentencia  de  *29  de  junio  de  1896  es  muy 
clara  en  lo  que  concierne  al  capitil.  En  cuaato  á  las 
prima"»,  no  dice  formalmente  qae  ellas  son  el  objeto 
de  la  di)nición,  pero,  si  li:iy  una  donación  no  puede 
evi'lentemente  versar  niño  sobre  el  capital  ó  sobre 
las  primas. 

{•>)  V.  Pavíh,  10  enero  liíOO  (S  1904  2-105,  nota 
de  M.  Wahl.  D.  1900.2-489,  nota  de  M.  Dnpuich:) 
V.  también  Wahl,  nota  en  S.  1900  2-3,  y  el  artícu- 
lo ant-s  citado  sobre  el  ^e^iiro  en  caso  de  muerte, 
Jlr.  trint^AtrieUe,  1902,  p.  ó4  y  h.  62  y  s. 

:H  Así  sucede,  por  lo  meno«,8Í  el  tercero  en  desitf- 
na»l«)  par  la  póliza  de  seguro  ó  por  un  ac^^^o  posterior 
que  se  repita  formir  parte  integrante  de  la  pó- 
liza: Cis  ,  7  agosto  1888  (S.  89  1  97,  D.  89-1  US); 
•24  Muero  190¿  (S.  1902  1-165,  D.  1003  1433). 
Después  de  un  fallo  reciente  puede  decirse  que  suce- 
de 1)  mismo  cuando  el  tercero  es  designado  por  un 
en<lo<o  do  la  pó'iza  á  su  favor.  Hay  que  observar 
que  cu  indo  el  tercero  está  denignado  por  el  asegu- 
rado en  un  testamento,  la  Corte  de  Casación  ha  de- 
clanii)  qué  había  entonces  una  liberalidad  cuyo  ob- 
jeto era  el  capital.  El  derech.-»  al  capital,  leemos  en 
los  cousiderandos  del  fallo  antes  citado  de  24  de  fe- 


4.  La  solucióa  consagrada  en  este  fa- 
llo ha  encontrado  por  otra  parte  resis- 
tencias en  una  parte  de  la  doctrina  (1 ), 
y  en  ciertos  tribunales  (2).  PjrocrjemDS 
que  pueJejustifijarse(,'r>.y  vam  )s  ácom- 


brero  de  19ü'.  forma  parte  del  patrimonio  del  testa- 
dor h  ista  su  muerte,  y  en  v  rtnd  del  testamento  pasa 
del  patrimonio  del  tO'^tfidor  al  del  legatario:  se  trata, 
pues,de  una  liberalidad  que  versa  sobre  el  capital.  Po- 
dría preguntarse  si  en  casode  endoso,  la  Corte  de  Ca- 
sación haría  también  entrar  primero  el  capital  en  el 
liatrimonio  del  asegurado,  lo  que  habría  hecho  de  él  el 
objeto  de  la  liberalidad,  como  en  casode  testamento. 
Pero  ha  declarado  que,  cuando  el  tercero  os  designa» 
do  por  vía  de  endoso,  el  derecho  al  capital  nace  en  su 
cabeza,  como  cuando  es  designadopor  lapólizide  se- 
guro. Se  objetaba  que  un  endoso  sirve  para  efectuar 
la  cesión  ó  la  trasmisión  de  un  derecho,  y  que,  por 
consiguiente,  el.endo  o  de  una  póliza  de  seguro  im- 
plica la  existencia  del  crédito  del  capital  en  el  pa- 
trimonio del  endosante  y  su  trasmisión  al  tercero 
beneficiario  del  seguro.  La  ('orte  Suprema  ha  pen- 
sado que,  si  el  objeto  ordinario  de  un  en  loso  es 
efectuar  uua  cesión,  no  es  su  objeto  necenario,  y 
que  el  6<idoio  de  la  pólizi  de  seguro  á  favor  de  un 
tercero  no  es  más  que  un  modo  de  ejecución  de  la 
cláusula  de  la  póliza  que  permite  al  asegurado  de- 
signar al  beneficiario  á  su  arbitrio:  Cas.  4  de  m.iyo 
de  1904  (S.  1904.  1-385). 

Como  puede  hacerle  un  razonamiento  análogo 
para  el  caso  de  desi^^rnación  del  beneficiario  por  tes- 
tamento (  V.  Lyon.  Caen,  nota  en  S.  en  Cas  ,  4  ma- 
yo de  1904,  antes  citada;  Et.  Perreau,  Rer.  cnt., 
1905,  p.  129),  no  no^  sorprenderíamoi  de  que  la 
Corte  de  C  isación  abaridou.ir<i,  cumia  se  presen- 
tara la  ocasión,  la  minera  de  ver  que  ha  adoptado 
en  miteria  do  testamento  en  el  fallo  de  190*.  Por 
el  mismo  m  )tivo,  puede  esperarse  ver  á  la  Corte 
Suprema  abmdonar  (como  lo  hace  el  proyecto  de 
ley  sobre  el  contrato  de  seguro  presentado  á  la  Cá- 
mara el  12  de  julio  de  1904),  la  idea  d3  cesión,  de 
trasmisión  cuando  el  tercero  ha  nido  designado  p.»r 
medio  de  las  formalidades  del  artículo  1,690  del 
Código  Civil.  De  suerte  que,«n  djfiuitiva,  la  Corte 
de  Casación  hirá  ve»sir  la  "ibírilidad  sobre  las  pri- 
mas, y  nó  sobre  el  capital,  de  cualquiera  manera 
que  haya  sido  designado  al  tercero  beneficiario. 

(1)  V.  Charmont,  Rn\  cntique  18J7.  p.  334  y  s; 
Vigié,  Rec.  critique,  IJOl,  p.  211  y  s. 

(2)  V.  Douai,  Ití  enero  1S97^S.  1901.  1-9):  Rouen, 
29  mayo  1897  ^S.  1900.  2-1). 

(3)  Sin  duda  el  capital  del  seguro  p3Íii  ser  el 
objeto  de  la  donación,  no  hibiendo  formido  nunca 
parte  del   patrim  )iiio   del  ase'^urad  >   uní  cosa  do- 
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binarla  con  algunas  reglas  del  derecho 
matrimonial  y  una  disposición  relativa 
á  la  legislación  fiscal. 

DERECHO  MATRIMONIAL 

5.  X.—Comunidtíd  legal:  seguro  con- 
tvatfido  por  el  marido  á  favor  de  la  mu- 
jer,— Una  persona  estipula  que á  su  muer- 
te una  compañía  de  segu  ros  pagará  un  ca- 
pital  ásumujerylos  dos  cónyuges  están 
casados  bajo  el  régimen  de  la  comunidad 
legal:  cl  capital  ¿es  un  bien  propio  de  la 
mujer  ó  un  bien  común? 

6.  Si  el  marido  sacara  de  su  patrimo- 
nio uno  de  sus  bienes  propios  y  lo  dona- 
ra á  la  mujer,  el  bien  donado  no  entraría 


nadji,  pnede  no  haber  formado  nunca  parte  del 
|iutrímonío  del  donante.  Ahí,  tomemos  precisa- 
mente el  caso  de  una  estipulación  por  otro:  el 
f-stipulante  puede  donar  aun  tercero  w\  inmue- 
ble perteneciente  al  promitente  sin  que  sea  necesa- 
rio que  la  propiedad  de  este  inmueble  se  trasfíera 
previamente  por  el  piomitenteal  estipulante;  el  do- 
natario no  adquiere,  entonces,  sino  indirectamente 
el  inmueble  del  donante,  pero,  esto  no  impide  de 
ninguna  manera  que  sea  el  inmueble  la  cosa  donada. 
Además,  la  idea  de  que  el  capital  de  un  seguro  so- 
bre la  vida  es  un  valor  creado  por  el  seguro,  no  es 
un  obstáculo  para  que  él  sea  el  objeto  de  la  libera- 
lidad del  contratante;  porque  este  capital  es  por  lo 
menos,  la  representación  de  las  primas  que  el  asegu. 
rado  debe  pagar  (V.  tnfm,  núm  I  ).  Si  en  la  esti- 
pulacióu  por  otro  que  se  encuentra  en  el  seguro  en 
caso  de  muerte  á  favor  de  un  tercero  dttermiuod'^ 
no  consideramos  como  el  objeto  de  la  donación  el 
capital  que  el  asegurado  se  ha  comprometido  á  pa  - 
gar  al  tercero,  es  simplemente  por  interpretación  de 
la  voluntad  presunta  del  asegurado.  No  es  proba- 
ble que  el  asegurado  haya  querido  donar  al  tercero 
el  capital,  tan  :-uperior  »1  monto  de  las  primas  como 
se  le  suponga,  cuando  el  tercero  podía  procurarse 
enta  misma  suma  con  la  simple  donación  de  las  pri- 
maf.  Si  el  tercero  hubiera  contratado  un  seguro  á 
Ru  favor  sobie  la  cabeza  del  donante,  si  se  hubiera 
hecho  prometer  por  la  compañía  esta  misma  suma 
]>agadera  á  la  muerte  del  donante,  ¿que  habría  te- 
nido que  pagar?  El  monto  de  las  primas.  Habiía 
tenido  que  pagar  precisamente  las  primjis  que  ten- 
drá que  pagar  al  asegurado  por  quien  es  gratificado. 


en  la  comunidad,  aun  en  el  caso  deque 
fuera  un  bien  mueble;  sería  un  bien  pro- 
pio de  la  mujer.  No  se  aplicaiía  aquí  la 
regla  según  la  cual,  en  el  régimen  de  la 
comunidad  legal,  los  muebles  adquiridos 
á  título  gratuito  durante  el  matrimonio 
pertenecen  á  la  comunidad,  lo  niismoque 
los  muebles  adquiridos  á  título  oneroso. 
Los  esposos  pueden  hacerse  donaciones 
(art.  1906  C.  Civ.):  pueden  por  una  do- 
nación hacer  pasar  un  bien,  hacerlo  pa- 
sar en  su  totalidad,  del  patrimonio  del 
uno  al  del  otro;  y  es  de  presumir  que  el 
esposo  donante,  cuando  hay  comunidad 
de  bienes  y  dona  uno  de  sus  muebles 
propios,  no  ha  entendido  hacera  su  cón- 
yuge simplemente  copropietario;  hn  (jiie- 


Entonces  ¿porqué  el  ase&^urado  donaría  al  terctrn 
el  capital  del  soguro?  Sería  una  libemlidad  super 
flua.  En  consecuencia,  cnando  el  asegurado  no  se 
lia  explicado,  como  sucede  ordinariamente,  sobrtel 
objeto  de  la  donación,  debe  presumir-e  que  versa 
sobre  las  primas. 

Acabamos  de  suponer  un  capital  superiot  al  ni'"- 
to  de  las  primas;  es  la  hipótesis  de  (jue  se  preocnjum 
habitualmente  los  adversarios  de  la  s<»luc¡ún  :n3nf>- 
tada  por  la  sentencia  de  18ür>.  Consideremos  la  hi 
pótesis  inversa,  y  supongamos  el  capital  inferior»! 
monto  de  las  primas.  En  este  caso,  si  se  aduiitt  q^^ 
la  donación  hecha  al  tercero  beneficiario  de  un  se 
giiro,  teniendo  por  objeto  las  primas,  no  excí'leel 
monto  del  c?ipital,  es  indiferente  saber  si  en  nues- 
tra especie  la  liberalidad  versa  sobre  el  capital  u  ^>- 
bre  Ir. 8  primas.  Si  se  decide  que  la  di)nación  hecha 
al  tercero  beneficiario  de  un  seíjuro  versa  s(»i're  la 
totalidad  del  monto  de  las  primas,  aún  cnarulo  e^ttj 
monto  sea  nuís  elevado  que  el  del  capitií,  observa- 
remos que  á  menudo  el  tercero  á  cuyo  favor  se  con- 
trata un  seguro,  no  acepta  la  estipulación  si  n»  (íes- 
])ués  de  la  muerte  del  aseguiado:  y  natunilm-n^*- 
8Í  estima  que  la  liberalidad  que  se  le  hace  ha  óeini 
portarle  una  pérdida,  no  la  aceptará.  Lo  niáf»  á  ni<J 
nudo  el  asegurado  no  tendrá,  pues,  que  temer  q"*' 
al  donar  las  primas  imponga  una  pérdida  al  tercer» 
beneficiario  del  sejruro.  Por  consiguiente,  es  vero- 
símil que  la  considerición  de  la  eventualidad  de  p'i 
mas  que  excedan  al  capital,  sí  fe  presentara  al  t^- 
píritu  del  asegurado,  no  influiíía  ordinanameiifef' 
su  voluntad,  y  no  tendría  por  efecto  hacer  qne  h  - 
ciera  veraar  la  liberalidad  sobre  el  capí  tul. 
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rido  conferirle  la  propiedad  exclusiva,  y 
[)or  consiguiente,  el  bien  mueble  no  entra 
á  formarparte  de  la  comunidad  y  será  un 
bien  propio  del  cónyuge. 

No  podría  objetarse  (|uc,  permitirá  un 
esposo  hacer  un  bien  propio  de  un  bien 
(|ue,  según  la  composición  del  activo 
asignado  por  el  Código  Civil  á  la  comu- 
nidad legal,  debería  ser  un  bien  común, 
es  violar  el  principio  de  la  inmutabili- 
dad de  las  convenciones  matrimoniales. 
Admitimos  perfectamente  que  este  prin- 
cipio, que  no  liga,  en  un  cierto  sentido  á 
los  terceros  donan  tes,  rige  por  el  contra- 
rio las  donaciones  entre  esposos.  Así, 
cuando  dos  esposos  están  casados  bajo 
el  régimen  dotal,  y  en  el  contrato  de  ma- 
trimonio se  han  declarado  dótales  todos 
los  bienes  futuros,  el  marido,  á  diferencia 
de  un  tercero  donante,  no  podría  donar 
uninmuebleá  la  mujer  ácondicionde  que 
quedara  sustraído  á  la  inalienabilidad. 
Pero,  el  principio  de  la  inmutabilidad  de 
las  convenciones  matrimoniales  debe  con- 
cÜiarse  con  el  artículo  que  autoriza  á  los 
esposos  para  hacerse  donaciones  entre 
vivos.  Por  medio  de  estas  donaciones 
puede  hacer  pasar  totahnente  un  hiende 
su  patrimonio  al  de  su  cónyuge;  por  con- 
siguiente, debe  averiguarse  qué  extensión 
ha  querido  dar  á  la  hberalidad;  y  bajo  el 
régimen  de  la  comunidad  la  interpreta- 
ción de  su  voluntad  conduce á  decidir  que 
al  donar  uno  de  sus  bienes  propios  tiene 
la  intención  de  hacer  de  él,  nó  un  bien 
común,  sino  un  bien  propio  de  su  cón- 
yuge. 

Un  mueble  propio  donado  por  el  ma- 
rido á  su  mujer  escapa,  pues,  á  la  regla 
que  hace  entrar  en  la  comunidad  legal 
los  muebles  adquiridos  durante  el  matri- 
monio, y  pasa  a  ser  un  bien  propio  de  la 
mujer. 


7.  Si  el  marido,  en  vez  de  donar  un 
mueble  comprendido  en  sus  bienes  pro- 
pios, hiciera  á  su  mujer,  por  medio  de  una 
estipulación  por  otro  de  que  ella  fuera  la 
benehciaria,  la  donación  indirecta  de  un 
mueble  perteneciente  al  promitente,  con- 
vendría adoptar  en  esta  hipótesis,  por 
identidad  de  motivos,  la  misma  S'  lución 
que  en  la  hipótesis  precedente.  Los  cón- 
yuges, en  virtud  de  su  derecho  de  hacerse 
donaciones  tanto  directas  como  indi- 
rectas, pueden  hacer  pasar  totalmente  al 
patrimonio  de  su  cónyuge,  un  mueble  de 
la  persona  que  en  una  estipulación  por 
otro,  desempeña  el  papel  de  promitente; 
y  por  interpretación  de  la  voluntad  del 
cónyuge  donante,  debe  dcv^idirse  que  es- 
te mueble  no  entra  en  lacomunidad  exis- 
tente entre  él  y  el  cónyuge  donatario,  y 
pasa  á  ser  propiedad  de  este  último. 

8.  Llegamos  ahora  á  la  hipótesis  de 
un  seguro  sobre  la  vida.  Se  sabe  que 
cuando,  con  la  intención  de  hacer  una  li- 
beralidad, un  individuo  ha  estipulado 
que  á  su  muerte  una  compañía  de  segu- 
ros pagaríaun  capital  á  un  tercero  deter- 
minado, el  crédito  que,  en  virtud  de  esta 
estipulación,,  nace  en  la  cabeza  del  terce- 
ro ,no  es  de  parte  del  estipulante,  según 
la  teoría  déla  Corte  de  Casación,  objeto 
de  una  donación  ni  directa  ni  indirecta; 
el  estipulante  dona  al  tercero  las  primas. 
En  cuanto  al  crédito  contra  la  compa- 
ñía de  seguros,  el  tercero  lo  adquiere  á 
título  gratuito,  pero  no  es  el  objeto  de  la 
donación.  ¿No  debe  resultar  deestoque, 
cuando  un  marido,  bajo  el  régimen  de  la 
comunidad  legal,estipula  que  á  su  muer- 
te, una  compañía  de  seguros  pagará  un 
capital  á  su  mujer,  este  crédito  será  un 
bien  común?  El  marido  tiene,  á  nuestro 
juicio,  la  intención  de  hacer  una  liberali- 
dad;  hace  donación  á   su   mujer  de  las 
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primas  que  serán  pagadas  por  la  comu- 
ridad  (1);  pero,  ¿no  será  un  bien  común 
el  crédito  que  nace  en  la  calveza  de  la 
mujer? 

Creemos  que  será  un  bien  propio;  pero 
se  trata  de  saber  por  qué  razonamiento 
le  reconocemos  esta  calidad. 

9.  Parece,  á  primera  vista,  que  debe- 
ría decirse:  el  crédito  comienza  por  ser 
un  valor  común,  después  se  convierte  en 
un  bien  propio.  Comienza  por  ser  un  va- 
lor común;  porque,  en  el  momento  mismo 
que  nace  en  la  cabeza  de  la  mujer,  no  es 
un  valor  donado  por  el  marido,  cuya  do- 
nación versa  sobre  las  primas;  la  volun- 
tad del  marido  no  podría,  pues,  impedir 
que  el  crédito  contra  la  compañía  de  se- 
guros entrase  en  la  comunidad;  su  volun- 
tad no  podría  apartarla  regla,  según  la 
cual  los  muebles  adquiridos  durante  el 
matrimonio  son  bienes  comunes.  Sólo 
que  el  crédito  no  peimanece  común 
más  que  un  instante  de  razón;  una 
vez  que  entra  á  la  comunidad,  el  marido 
puede  donarlo  á  su  mujer,  ya  que  puede 
donar  á  esta  última  un  bien  de  la  comu- 
nidad, como  á  cualquiera  otra  persona; 
y  por  esta  donación,  que  no  exige,  por 
otra  parte,  un  acto  nuevo,  que  está  im- 
plícitamente comprendida  en  la  estipu- 


(!)  < Contrariamente  á  la  opinión  que  acabamos  de 
formular,  se  rechaza  aquí  geueralmente  la  idea  de 
una  donación  de  las  prim-is,  y  se  decide  que  en 
principio  la  mujer  común  de  bienes  que  es  benefi- 
ciaría de  un  seguro,debe  recompensa  por  las  primas 
á  la  comunidad  exintente  entre  ella  y  el  asegurado- 
Entre  los  partidarios  de  esta  segunda  opinión,  algu- 
nos no  conNÍdcran  como  donataria  a  la  mujer  (V. 
Amien-,  18  mayo  1897,  S.  1901.  2.12);  otros  ven  en 
'a  operación  una  donación,  pero  que  tiene  por  ob- 
jeto el  capital  y  no  versa  sobre  las  primas  (V.  Nan- 
cy.  16  marzo  1901  S.  1902.  2.7.)  A  nueUro  juicio, 
la  mujer  recibe  una  donación,  y  en  conformidad  á 
la  regla  que  hemos  admitido  páralos  demás  bene 
fíciarios  determinados,  ella  es  donataria  de  las  pri- 
mas; V.  Wiihl    Jhi\  ir'nuesíñelle  1900,  j).  07  y  s. 


ción  por  otro,  el  crédito  pasa  á  ser  un 
bien  propio  de  la  mujer.  Sí  el  marido  no 
ha  podido  impedir  que  entre  á  la  comu- 
nidad, ha  podido,  por  lo  menos,  hacerlo 
salir  de  ella  inmediatamente. 

Pero,  con  este  razonamiento,  como  se 
vé,  la  donación  del  marido  versa  simple- 
mente sobre  las  primas  sólo  un  instante 
de  razón,  y  en  seguida  versa  sobre  el  cré- 
dito contra  la  compañía  de  seguros.  Sin 
duda,  siendo  la  mujer  copropietaria  en 
la  comunidad,  la  donación  no  tiene  por 
objeto  la  totalidad  del  crédito;  tiene  por 
objeto,  por  lo  menos,  la  mitad ;  esta  mitad 
se  toma  en  cuenta  para  el  cálculo  de  las 
lejítimas  y  de  la  parte  disponible;  está 
sometida  á  la  acumulación  y  á  las  dis- 
posiciones restrictivas  de  los  artículos 
446,559  y  564  del  Código  de  Comercio. 
Y  de  esta  manera  la  mujer  no  goza  de  la 
protección  que  la  nueva  jurisprudencia 
de  la  Corte  de  Casación  ha  tenido  por 
objeto  procurar  al  tercero  beneficiario 
de  un  seguro  sobre  la  vida. 

1 0.  Para  que  goce  de  esta  protección, 
es  preciso  que  el  crédito  no  entre  á  for- 
mar parte  de  la  comunidad  (1);  puede 
obtenerse  este  resultado  de  dos  maneras; 
hay  dos  maneras  de  combatir  el  razona- 
miento que  acabamos  de  presentar. 


(1)  Cuando  en  vez  do  este  crédito  se  trata  de  un 
bien  que  es  objeto  de  una  donoción  de  parte  del 
marido,  será  á  menudo  in  iiferente  decidir  que  el 
bien  entra  directamente  en  e)  patrimonio  propio  de 
la  mujer.  Porque,  sea  que  entre  directamente,  sea 
que  antes  de  llegar  á  ót  pase  por  la  comunidad,  <ie 
todas  maneras  es  el  valor  de  este  bien  lo  que  se  to- 
mará en  cuenta  para  la  acumulación  y  la  reducción, 
y  para  la  aplicación  de  los  artículos  4iB,  559  y  5G4 
del  Código  de  Comercio.  Sin  embargo,  las  dos  so- 
luciones no  producen  en  todo  las  mismas  consecuen- 
cias prácticas:  supongamos  que  el  marido  haya  do- 
nado, por  una  institución  contractual,  á  ua  hijo 
nacido  del  matrimonio  la  universalidad  de  lo:«  mue- 
bles de  la  comunidad,  y  que  en  seguida  dona  á  su 
mujer  veinte  obligaciones  de  ferrocarriles  compren > 
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11.  En    primer   lugar,    observaremos 
que,  si  el  tercero  beneficiario  de  un  segu- 
ro, en  caso  de  muerte,  recibe  donación  de 
las  primas,  y  no  del  capital,  adquiere  sin 
embargo  el  capital  por  voluntad  del  es- 
tipulante. Esta  voluntad  que  le  hace  ad- 
quirirlo puede  determinar,  también,  la 
extensión  de  la  adquisición;  el  estipulan- 
te puede,  por  ejemplo,  designar  simultá- 
neamente muchos  beneficiarios  entre  los 
cuales  se  divida  el  crédito  contra  la  com- 
pañía de  seguros,  ó  por  el  contrario,  de- 
signar  uno   solo  que  será  titular  de  la 
totalidad  del  derecho.  Por  consiguiente, 
depende  de  un  marido  común   de  bienes 
hacer  entrar  el  crédito  en  lacomunidad,  ó 
reservarlo  exclusivamente  para  su   mu- 
jer. Su  voluntad  tiene,  en  suma,  relati- 
niente  á  la  adquisición   de  este  crédito, 
que  procura  á  la  mujer  sin  recibir  nada 
de  ella,  im  poder  tan  grande  como  si  se 
tratara  de  la  adcpiisición  de  un  bien  do- 
nado í  1).  Sentado  esto,  es  manifiesto  que 
el  marido,  al  estipular  á  favor  de  su  mu- 
jer, ha  querido  hacerh  adquirir  el  crédi- 
to totalmente,  y  no  hacerla  sólo  copro- 
pietaria; el  crédito  entra  pues  directa- 
mente   en   el    patrimonio    propio  de  la 
mujer. 

12.  Para  demostrar  que  el  crédito  no 
atraviesa  la  comunidad,  puede  todavía 
hacerse  valer  el  argumento  siguiente.  Si 
el  marido  dona  á  la  mujer  las  primas  (ó 
más  exactamente  la  mitad  de  las  primas. 


diJaá  en  SUH  bienes  propios:  si  las  obüsíaciones  en- 
t':i!Au  en  la  comunidad,  como  el  marido,  en  razón 
d?  la  institucirtn  contractual,  no  tiene  el  derecho 
de  donará  su  mn.er,  a  menos  que  ^e  trate  de  una 
suma  módiia,  objetos  muebles  de  la  comunidad,  las 
(>i)l:ijaciotie8  que  hubieran  entrado  k  la  comunidad, 
no  pisirían  en  seguida  á  ser  un  bien  propio  de 
la  mujer  y  permaneceríjín  comunes. 

,'l)  Balíeydier  et  Capitant,  L'uhh  ti  ranee  sur  hi  ríe 
OH  itmfitíV  un  OerA  et  lajuriftprufíence,  Le  Code  Ci- 
vil, Livrc  da  Centenaire,  t.  I,  pág.  TíGó. 


puesto  que  la  mujer  es  copropietaria  de 
los  dineros  comunes  que  sirven  para  pa- 
gadas), se  deduce  de  esto  que  las  primas 
son  un  bien  propio  de  la  mujer.  Ahora 
bien,  el  crédito  contra  la  Compañía  de 
seguros  se  adquiere  mediante  el  pago  de 
estas  primas.  Este  crédito  es,  pues,  un 
mueble  sustituido  á  un  bien  propio  (1 ) 
y  siendo  bienes  propios  los  muebles  sus- 
tituidos á  un  bien  propio  (Pothier,  De  la 
communauté,  n^  99;  C.  Civil,  art.  1433) 
(2»,  el  crédito  contra  la  compañía  de  se- 
gurosesunbien  propio  de  la  mujer  como 
las  primas  cuyo  lugar  ocupan. 

Hasta  concurrencia  de  la  suma  á  que 
se  ha  elevado  el  conjunto  de  las  primas 
pagadas  por  el  marido  (3),  nos  parece 
difícil  rechazar  la  idea  que  emitimos.  En 
cuanto  á  la  porción  del  crédito  que  ex- 
cede lo  que  ha  sido  necesario  pagar  á  la 
compañía,  en  una  palabra,  en  cuanto  á 
la  porción  del  crédito  que  excede  el  mon- 
to de  las  primas,  se  presenta  al  espíritu 
una  objeción:  ¿puede  decirse  que  esta 
porción  ocupe  el  lugar  de  las  primas?  El 
capital  que  promete  la  compañía  es  un 


(l)  Sin  duda  es  el  marido,  y  no  la  mujer,  el  que 
ha  suscrito  el  seguro.  Pero  el  marido  ha  estipula- 
do el  capital  para  la  mujer,  y  paga  las  primas  con 
dinero  que  dona  á  la  mujer,  que,  por  consiguiente, 
corresponde  en  propiedad  á  esta  última.  El  capital 
adquirido  por  ella  es,  ]mes,  la  contra-parte  de  dine- 
ros propios. 

(•2)  Aubiy  et  Rau,  Cours  de  dr.  civil,  4.*  edic, 
t  V.  p.  2-7,  §  hOl-  Guillüuard  Contrat  de  mar,,  t. 
I,  ii.®  395;  Baudry-Lacantincrie,  Le  Courtois  et 
Surville,  Contrat  de  mar.,  2.»  edic,  t.  I,n.°  474. 

(3)  Si  admitiéramos  el  sistema  según  el  cual  la 
prima  correspondiente  al  año  de  la  muerte  del  ase- 
gurado es  la  única  que  contribuye  á  la  formación 
del  capital  estipulado  por  él,  diríiimos:  hasta  la  con- 
currencia de  la  última  prima  anua'.  Peí  o,  en  nues- 
tro concepto,  este  sistema  es  combatido  con  razón: 
V.  Wahl  Rer  tritneíttrieUe,  1902.  p,  41  y  s.;  Balley- 
dier  et  Capitant,  L'  UARurance  mtr  la  vie  et  la  ju- 
rÍHprudence.  Le  Code  Civil,  Libre  du  Centeiiai»e, 
t.  I,  p.  5^8  y  559. 
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valor  creado  por  el  seguro;  que,  no  ha- 
biendo sido  formado  únicamente  por  las 
primas  pagadas  en  interés  de  la  mujer, 
sea  considerado  como  la  representación 
de  estas  primas  hasta  la  concurrencia  de 
su  monto,  está  muy  bien;  ¿pero  hay  de- 
recho ])ara  decir  que  las  representa  íiiín 
más  allá  de  esta  cifra? 

Estimamos,  sin  embargo,  que  el  crédito 
contra  la  compañía  de  seguros  se  susti- 
tuye alas  primas  pngadaspor  el  marido, 
á  las  primas  donadas  por  él  á  la  mujer, 
aunen  lo  que  que  excede  al  monto  de  es- 
tas primas.  El  excedente  no  es  puramen- 
te undón  de  fortun?i,  alcualpudieraapli- 
carsela  regla  que  haceentrar  losmuebles 
en  la  comunidad  legal;  es  un  beneficio  que 
se  desprende  de  una  convención  á  título 
oneroso  celebrada  por  el  marido  con  la 
compañía  de  seguros,  y  que  es  un  ele- 
mento de  esta  convención,  ün  contrato 
aleatorio  ha  sido  celebrado  con  la  com- 
pañía, y  puesto  que  en  cambio  del  ci  edi- 
to que  obtiene  la  mujer  se  ha  dado  uno 
de  sus  bienes  propios,  el  crédito  forma 
parte  de  sus  bienes  personales.  Poco  im- 
porta por  qué  combinaciones  la  compa- 
ñía llegará  á  procurar  á  la  mujer  el  capi- 
tal prometido;  poco  importa  que  en  sus 
cálculos  forme  una  masa  de  los  contra- 
tos celebrados  con  los  diversos  asegura- 
dos, y  cuente  con  la  ganancia  que  ob- 
tendrá de  los  unos  para  soportar  las 
pérdidas  que  le  hagan  sufrir  los  otros. 
Ni)  por  eso  cada  contrato  deja  de  ser,  en 
cuanto  á  la  totalidad  del  capital  debido 
á  cada  interesado,  un  contrato  á  título 
oneroso  '  1),  y,  no  preocupándonos  más 
que  del  que  ha  sido  celebrado  con  el  ma- 


(1 )  La  concentraciÓQ  do  numerosos  contratos  de 
sej^uro  en  la»  manos  de  un  mismo  aHei^iirado'*,  per- 
mite á  este  contentarse  con  primas  de  un  monto 
mucho  uiás  moderado  que  si  estuviera  reducido  á 


rido,  no  tenemos  que  averiguar  más  (jue 
si  es  ó  nó  un  bien  propio  de  la  mujer  lo 
que  se  da  en  cambio  del  capital  que  ha 
de  recibir.  El  derecho  al  capital  del  segu- 
ro se  sustituye  en  el  todo  á  las  presta- 
ciones del  marido,  y  entra  totalmente 
en  el  patrimonio  que  ha  suministrado 
esas  prestaciones;  entra,  pues,  en  su  to- 
talidad en  el  patrimonio  propio  de  la 
mujer  (1).  Si  dos  cónyujes  estuvieran  ca- 
sados bajo  el  régimen  de  la  comunidad 
reducida  á  las  ganancias,  3'  el  marido 
contratara  á  su  favor  un  seguro  solne 
la  vida  y  pagara  las  primas  con  dineros 
comunes,  el  crédito  contra  la  compañía 
de  seguros  sería  común  no  sólo  hasta  la 
concurrencia  de  las  primas  pagadas  sino 
en  el  todo.  Lo  mismo,  baja  el  régimen  de 
la  comunidad  legal,  cuando  las  primas 
de  un  seguro  sobre  la  vida  se  pagan  con 
un  valor  propio  del  cónyuge  á  cuyo  fa- 
vor se  contrata  el  seguro,  el  crédito  coti- 
tra  la  compañía  de  seguros  es  en  su  to- 
talidad un  bien  propio  (2). 

un  sülo  asegurado,  y  puede  darle  una  gran  sfi;uri 
dad:  pero  no  quita  á  cada  contrato  su  airácter  alta- 
t»rio,  no  in»pide  que  cada  contrato  se  funde  en  una 
reciprocidad  de  probabilidades  entre  el  asegurador 
y  el  asetrurado. 

(1)  Conviene  observar  á  este  propósito  que,  s^giiu 
el  puDt<;  de  vií-ta  en  que  se  coloque,  !a  mujer  ad- 
quiere el  capital  A  título  gratuito  ó  4  título  oliendo. 
La  mujer  no  da  nada  al  contratante,  que  le  |nocu- 
ra  el  capital  y  le  doni  las  primas  que  siiven  í^ara 
obtenerlo;  a  e^te  respeiUo  adquií-re  á  títul»>  gratui- 
to. Por  otra  parte,  el  capital  sa  yuntituye  á  priman 
que,  por  efecto  de  la  donación  dt-l  marido,  han  pa- 
8ido  á  ser  un  bien  propio  de  la  mujer:  de^le  este 
punto  de  vista  adquiere  á  título  oneros<»,  Pero,  l>ajo 
cualquier  aspecto  que  se  lo  considere,  ti  cnpiíid 
entra  en  la  comunidad. 

(i)  Dos  cónyuges  están  casados  bajoe!  réaimen  do- 
tal;  todos  los  bienesfuturos  han  sido  declaradi»s  do- 
tales,  y  la  mujtr  c(ntr;ta  á  su  favor  uo  seL'uro 
sobre  la  vida  cuy^s  prin.HS«  se  pagan  con  su5  dine- 
ros parafernales.  El  crédito  contra  la  conipaní^  de 
stíguros  no  debe  ser  Ci  nsiderado  como  pai-^fernal 
sólo  hnsta  concuireicia  de   las  pjimas   f  aj;ada«,  J 
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13.  Hemos  indicado  dos  maneras  de 
razonar  ])ara  impedir  que  el  capital  de 
tm  seguro  en  caso  de  muerte  contratado 
por  un  marido  ^omún  de  bienes  á  favor 
de  su  mujer  entre  en  la  comunidad  legal. 
Se  ha  preguntado  si,  en  vez  de  invocar, 
para  alcanzar  este  fin,  como  lo  hemos 
hecho  más  arriba  (núm.  11),  la  voluntad 
del  marido  de  no  dejar  entrar  el  capital 
en  la  comunidad  y  dtí  hacerlo  llegar  di- 
rectamente al  patrimonio  propio  de  la 
mujer  (voluntad  cuyo  poder  p^r  otra 
parte  no  se  desconoce),  se  podría  llegar 
al  mismo  resultado  invocauílo  simple- 
mente la  voluntad  de  la  mujer  de  hacer 
de  él  un  bien  propio.  El  activo  de  la  co- 
munidad legal,  se  dice,  no  comprende  los 
muebles  que,  por  su  naturaleza  rigorosa- 
mente personarse  reputa  que  no  ha  (jue- 
rido  hacer  comunes  el  cónyuge  á  quien 
pertenecen.  El  capital  del  vSeguro  en  caso 
de  muerte  contratado  á  favor  de  la  mu- 
jer es  uno  de  estos  muebles; el  capital  pa- 
gadero a  la  muerte  del  asegurado  salva- 
guardia, en  la  persona  del  beneficiario, 
un  interés  de  porvenir,  un  interés  de  exis- 
tencia, que  le  da  una  naturaleza  |)crso- 
nal  y  hace  de  él  un  bien  propio  de  la  mu- 
jer(l). 

Este  argumento  descansa  en  una  base 
que  creemos  inexacta.  A  nuestro  juicio, 
un  cónyuge  no  puede,  sino  en  virtud  de 
una  disposición  expresa,  excluir  por  su 
sola  voluntad  de  la  masa  común  un 
mueble,  cualquiera  que  sea,  para  colo- 
carlo en  el  número  de  sus  bienes  propios. 
Los  muebles  entran  en  la  comunidad  le- 
gal: tal  es  la  regla.  Los  cónyuges  tienen, 

dotal  eu  el  resto.  Ee  un  crédito  obteDido  á  título 
oneroso  por  medio  de  valores  exclusivamente  pariii- 
fernale.4;  es,  pues,  parafernal  en  el  todo. 

(1)  Dupuicb,  nota  en  Amiens,  18  mayo  1807  (D. 
0-\  2.  369).  Cf.  Dupuicli,  Traite  prat.  de  ia^Hitr.  sur 
hi  cié,  p.  47.S, 


en  el  momento  en  que  adoptan  este  régi* 
men,  la  facultad.de  excluir  de  él  los  mue- 
bles actuales  ó  futuros  que  prefieren  re- 
servar para  su  patrimonio  propio,  y  al- 
gunos son  excluidos  tácitamente;  j}ero 
la  exclusión  tácita  sólo  tiene  lugar,  como 
la  exclusión  expresa,  por  consentimiento 
de  ambos  cónyuges.  Todo  lo  que  pode- 
mos admitir  es  que,  cuando  un  cónyuge, 
en  razón  de  la  naturaleza  personal  de  un 
mueble,  lo  reserva  tácitamente  para  su 
patrimonio  propio,  debe  presumirse  la 
adhesión  del  otro  cónyuge,  si  este  último 
no  tiene  ningún  motivo  legítimo  para  no 
darla.  Pero  es  preciso  sentar  el  principio 
de  que  es  necesario  el  consentimiento  del 
cónyuge,  y  que  la  voluntad  del  que  quie- 
re contar  el  mueble  entre  sus  bienes  pro- 
pios no  basta  paní  excluirlo  de  la  comu- 
nidad. 

La  proposición  que  acabamos  d.  enun- 
ciar carece  naturalmente  de  interés  en 
caso  de  un  seguro  suscripto  por  el  mari- 
do á  favor  de  su  mujer,  porque  hemos 
constatado  la  voluntad  del  marido  de 
no  dejar  entrar  el  capital  en  la  comuni- 
dad, y  (jue  por  consiguiente,  la  voluntad 
de  la  mujer  no  chocará  con  una  volun- 
tad contraria  del  marido.  Pero,  nuestra 
doctrina  encuentra  aplicación  en  caso  de 
seguro  contratado  á  favor  de  la  mujer 
por  una  persona  diversa  que  su  marido, 
por  ejemplo  por  su  padre.  Un  padre  esti- 
pula cjue  á  su  muerte  se  pagará  tal  can- 
tidad por  unfi  compañía  de  seguros  á  su 
hija;  después  ésta  se  casa  bajo  el  régimen 
de  la  comunidad  legal  cuando  el  capital 
prometido  no  es  todavía  cxigible  ó  no 
ha  sido  aún  pagado.  El  crédito  contra  la 
compañía  de  seguros  es  común  (1);  y  lo 


(  1)  HiiC.  Cnmment.  théor.  et  prat.  dü  Code  Civil,  t. 
IX.  núm  7;  Lefurt,  'frailé  théor.  et  ¡irat.  du  ci.ntr. 
da^Hur.  Hur  la  rie,  t.  IF,  p.  'ÁíXy. 
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es  sin  que  haya  que  preocuparse  de  saber 
cuál  es  la  voluntad  de  la  mujer. 

Aun  cuando  este  crédito  tiene  un  ca- 
rácter alimenticio  (1)  (lo  que  importa 
para  la  mujer,  desde  el  punto  de  vista 
que  nos  ocupa,  la  situación  más  favora- 
ble), entra,  á  nuestro  juicio,  en  la  comu- 
nidad. Poco  importa  que  la  mujer  tenga 
la  voluntad  de  excluirlo.  La  exclusión 
exige  el  consentimiento  del  marido.  Aho- 
ra bien  ¿puede  suponerse  que  el  marido 
hn ya  aceptado  que  el  capital  del  seguro 
sea  un  valor  propio?  El  hombre  que  se 
casa  bajo  el  régimen  de  la  comunidad  le- 
gal, no  tiene  generalmente  otro  recurso 
que  su  trabajo,  cuyos  productos  entran 
en  la  comunidad;  comunes  serán  también 
las  economías  realizadas  sobre  los  pro- 
ductos del  trabajo;  ¿puede  suponerse  que 
el  marido,  i\uc  ci>mpartirá  con  la  mujer 
estas  economías,  haya  consentido  en  de- 
jar á  su  mujer  el  provecho  exclusivo  del 
capital  de  seguro?  Este  capital,  tiene,  en 
hipótesis,  un  carácter  alimenticio;  ¿pero 
no  lo  tienen  también  Iris  economías  rea- 
lizadas sobre  h)S  productos  del  trabajo? 
¿No  cuenta  el  marido  con  ellas  para  sub- 
sistir, cuando  la  edad  ó  las  enfermedades 
lo  hayan  reducido  á  la  inacción? 

Por  otra  i)arte,  el  crédito  contra  la 
compañía  fie  seguros  es  plenamente  cesi- 
ble. No  vemos,  pues,  ninguna  razón  para 
declarar  que  es  bien  propio  de  la  mu- 
jer (2). 

14.  Hemos  rechazado  la  opinión  según 
la  cual,  para  impedir  que  el  capital  de  un 


seguro  suscrito  por  el  marido  á  favor  de 
su  mujer  entre  en  la  comunidad,  basta 
invocar  la  voluntad  de  la  mujer  para  ex- 
cluido. ¿Qué  pensar  de  un  argumento 
que  también  se  ha  hecho  valer  y  que  con- 
siste en  decir  que  el  capital  no  entra  en 
la  comunidnd  porque  la  mujer  no  lo  ad- 
quiere sino  á  la  muerte  del  marido,  es  de- 
cir en  un  momento  en  que  está  disuelta 
la  comunidad?  (1). 

Rechazamos  el  socorro  de  este  argu- 
mento. El  capital  sólo  es  ex igi ble  después 
de  la  muerte  del  marido,  pero  el  derecho 
al  capital  existe  desde  el  día  del  contrato 
de  seguro.  No  averiguaremos  si  el  crédi- 
to contra  la  compañía  de  seguros  es  con- 
dicional ó  á  término.  Con  6  sin  retroac- 
tividad,  de  todas  maneras  la  mujer  del)e 
considerarse  como  acreedora  antes  de  la 
muerte  del  suscritor  de  la  póliza  (2). 

15.  B, — Comunidad  legal:  seguro  con- 
tratado por  la  mujer  á  favor  del  marido, 
—Después  de  haber  examinado  la  suerte 
del  capital  de  un  seguro  sobre  la  vida  es- 
tipuladg  por  el  marido  á  favor  de  su  mu- 
jer, coloquémonos  en  la  hipótesis  de  un 
seguro  suscrito  por  la  mujer  á  favor  le 
su  marido;  ¿el  capital  que  debe  pagar 
al  marido  la  compañía  de  seguros  á  la 
muerte  de  la  mujer,  es  en  el  régimen  de  la 
comunidad  un  bien  propio  ó  un  bien  co- 
mún? 

El  no  entra  en  la  comunidad,  lo  mismo 
que  el  capital  estipulado  por  el  marido  á 
favor  de  su  mujer,  y  por  las  mismas  ra- 


(1;  No  siempre  tiene  este  carácter;  lo  tendrá  á 
menudo;  pero  el  gej^uro  contratado  puede  tener  por 
fin  procurar  á  la  hija  más  que  alimentos;  puede  te- 
ner porobjuto  permitirle  vivir  con  la  misma  como* 
didad,  en  las  mismas  condiciones  de  confort  que 
antes  de  la  muerte  de  su  padre. 

(2)  Lo  que  decimos  del  capital  del  seguro  suscrito 
por  un  ])adre  en  favor  de  su  hija  que  se  casa  más 


tarde  bajo  el  ré]k¿imen  dt»  la  comunida*!  legal,  lo  de- 
cimos también  por  lo<  mismos  motivos,  del  ciipitul 
del  seguro  suscrito  por  un  padre  á  favor  de  su  hija 
que  eMtá  ya  casada  bajo  este  régimen. 

(1)  (íaen,  U  marzo  1«76  (S.  77.  2  .^3¿,  D.  77.  i. 
131);  Baudry-Lacantinerie,  Le  Courtois  et  Survillf, 
Du  contrat  de  mariage;  t.  1,  niim.  28.Í. 

(2)  Planiol,  nota  en  D.  93.  1.  401:  Dapaich,  nota 
antes  citadi,  D.  98.  2.  360. 
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zones:  voluntad  del  cónyuge  contratan- 
te, sustitución  del  crédito  contra  la  com- 
pañía de  seguros  á  las  primas  de  que  es 
donatario  el  cónyuge  beneficiario  del  se- 
guro, y  que  por  efecto  de  la  donación  pa- 
san á  ser  un  bien  propio  (1). 

Lo  mismo  que  en  la  hipótesis  de  un 
seguro  suscrito  á  favor  de  la  mujer,  no 
nos  apoyamos  en  la  voluntad  del  cón- 
yuge beneficiario  del  seguro  de  no  dejar 
que  el  capital  entre  en  la  comunidad.  Ya 
lo  hemos  dicho,  un  cónyuge  no  |)uede, 
si  no  en  virtud  de  una  disposición  ex- 
presa, excluir,  por  su  sola  voluntad,  de 
la  masa  común  im  mueble,  cualquiera 
que  sea,  para  colocarlo  en  el  número  de 
sus  bienes  propios:  v.  supra,  núm.  13. 

Esta  proposición  carece  por  lo  demás 
de  interés  en  caso  de  seguro  suscrito  por 
la  mujer  á  favor  del  marido,  como  en 
caso  de  seguro  suscrito  por  el  marido  á 
favor  de  la  mujer;  pues  la  voluntad  del 
cónyuge  beneficiario  de  hacer  del  capital 
un  bien  propio,  no  choca  con  la  volun- 
tad contraria  del  otro  cónyuge.  Pero  es 
bueno  constatar  la  imposibilidad  para 
el  marido  de  hacer  un  bien  propio  por 
su  sola  voluntad  del  capital  de  un  se- 
guro que  se  ha  contratado  en  su  fa- 
vor, porque  hay  casos  en  que  no  se  en- 
cuentra el  acuerdo  de  las  voluntades 
de  los  cónyuges.  Es  lo  que  ocurre  cuan- 
do otra  persona  diversa  de  la  mujer  con- 
trata un  seguro  á  favor  del  marido.  Así 
se  contrata  un  seguro  en  caso  de  muerte 
por  un  padre  en  favor  de  su  hijo  que  se 


(I)  Se  ba  Degado  á  la  mujer  la  facultad  de  donar 
entre  vivos  bienes  comunes.  Pero  ¿porqué  la  mujer, 
que  es  copropietaria  de  bienes  comunes,  no  tendría 
el  derecho  dd  donarlos  con  autorización  del  marido 
que  es  el  jefe  de  la  comunidad?  Y  ella  puede  do. 
narlos  n1  marido  como  á  cualquiera  otra  persona.— 
V.  Lefort,  ap. nt,,  t  lí.  p.  360,  nota  4;  Planiol,  Trai- 
te ilém,  de  dr,  ctv.  3.'  edic,  t.  II,  núm.  2:201. 


casa  en  seguida,  6  que  está  ya  casado, 
bajo  el  régimen  de  la  comunidad  legal, 
el  crédito  contra  la  compañía  de  seguros 
será  común.  Es  poco  probable,  en  efecto, 
que  la  mujer,  aún  cuando  el  seguro  con- 
tratado por  su  suegro  á  favor  de  su  ma- 
rido tenga  un  carácter  alimenticio,  haya 
consentido  en  ver  en  este  capital  un  va- 
lor propio  de  este  último.  La  mujer  que 
se  casa  bajo  el  régimen  de  la  comunidad 
legal,  no  poseerá  á  menudo,  después  de 
la  muerte  de  su  marido,  más  que  un  ha- 
ber compuesto  únicamente  de  su  parte 
en  un  activo  común  muy  módico;  es  po- 
co probable  que  haya  admitido  (|ue  de 
este  activo  se  excluj'^era  un  crédito  cuya 
mitad  constituiría  un  precioso  aumen- 
to de  su  pequeño  presupuesto.  El  con- 
sentimiento de  la  mujer  es  poco  verosí- 
mil aún  cuando  no  aporte  nada  ó  casi 
nada  á  la  comunidad;  lo  es  todavía  me- 
nos cuando  ejerce  una  profesión;  por- 
que los  productos  de  su  trabajo  vienen 
entonces  á  alimentar,  en  una  medida 
menos  importante,  es  cierto,  que  los 
del  trabajo  del  marido,  pero  en  una  me- 
dida sin  embargo  apreciable,  esta  comu- 
nidad, que,  por  otra  parte,  restringiría 
en  perjuicio  suyo  la  exclusión  del  capital 
del  seguro. 

16.  Comunidad  legal:  seguro  contra- 
tado por  los  dos  cónyuges  á  favor  del 
sobreviviente. — Hemos  averiguado  suce- 
sivamente la  suerte  del  capital  de  un  se- 
guro sobre  la  vida  estipulado  por  el  ma- 
rido á  favor  de  su  mujer  y  la  suerte  del 
capital  de  un  seguro  sobre  la  vida  esti- 
pulado por  la  mujer  á  favor  de  su  mari- 
do; supongamos,  en  tercer  lugar,  que  se 
estipule  el  capital  conjuntamente  por 
ambos  cónyuges  á  favor  del  que  sobre- 
viva de  entre  ellos. 

La  operación   se  descompone,  á  núes- 
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tro  juicio,  en  (los  liberalidades  condicio- 
nales: V.  Cas.,  28  marzo  1877,  S.  77, 
1.393  (y  la  nota  de  M.  Labbé),  D.  77, 
1.241.  En  conformidad  ala  tesis  con- 
sagrada por  la  jurisprudencia  actual  de 
la  Corte  de  Casación  '  v.  supra^  nüm.  2), 
estas  dos  liberalidades  versan  sóbrelas 
primas.  Cada  uno  de  los  cónyuges  dona 
las  primas  (ó  más  exactamente  la  mitad 
de  las  primas)  al  otro  cónyuge  á  condi- 
ción de  que  le  sobreviva;  y  por  las  razo- 
nes que  hemos  indicado  en  las  dos  hipó- 
tesis precedentes  (v.  supra,  núms.  11, 
1 2  Y  15)  el  capital  que  la  compañía  debe 
pagar  á  la  muerte  del  que  primero  fallez- 
ca, no  entra  en  la  comunidad  legal  exis- 
tente entre  los  dos  cónyuges  contratan- 
tes. No  entra  en  ella  porque  tal  es  la 
voluntad  del  que  muere  primero.  No  en- 
tra en  ella,  porque  el  crédito  contraía 
compañía  de  seguros  se  sustituye  á  las 
jírimas  de  que  es  definitivamente  dona- 
tario el  sobreviviente. 

M.  Planiol  hace  entrar  primero  el  ca- 
pital en  la  comunidad,  después  lo  hace 
salir  de  él  por  una  donación  del  que 
muere  primero  á  favor  del  sobreviviente. 
Es  el  capital  (ó  más  exactamente  la  mi- 
tad del  capital)  lo  que,  á  sus  ojos,  es  ob- 
jeto de  la  donación,  y  no  las  primas: 
Traite  elem.  de  dr.  c/V.,  3.*  edic,  t.  II, 
núm.  2202.  Pero  nosotros  hemos  esta- 
blecido que  en  caso  de  estipulación  ais- 
lada de  un  cónyuge  á  favor  del  otro  el 
capital  entra  en  el  patrimonio  del  bene- 
ficiario del  seguro,  sin  atravesar  el  pa- 
trimonio común:  no  vemos  ningún  mo- 
tivo para  dar  una  solución  diferente  en 
caso  de  estipulación  recíproca.  El  capi- 
tal, dice  M.  Planiol,  se  adquiere  á  título 
oneroso  durante  el  matrimonio:  y  los 
bicn**s  adquiridos  á  título  oneroso  du- 
rante el    matrimonio    son  comunes.   A 


nuestro  juicio,  no  hay  para  que  hacer 
intervenir  aquí  este  principio.  M.  Pla- 
niol ve  en  nuestra  hipótesis  dos  adquisi- 
ciones sucesivas  del  derecho  al  capital, 
una  á  favor  de  los  cónyuges  conjunta- 
mente, la  segunda  á  favor  del  sobrevi- 
viente; y  en  razón  de  la  primera  el  dei*e- 
cho  entra  en  la  comunidad,  porque  los 
cónyuges  lo  adquieren  á  título  oneroso 
con  dineros  comunes.  Pero,  á  nuestro 
juicio,  el  crédito  es  objeto  de  una  sola 
adquisición.  La  suerte  del  capital  se  re- 
gla como  si  hubiera  simplemente  un  se- 
guro suscrito  por  el  cónyuge  que  muere 
primero  á  favor  del  que  sobrevive.  El 
crédito  entra  directamente  en  el  patri- 
monio del  sobreviente;  y  éste  lo  adquie- 
re &  título  gratuito,  porque  lo  obtiene 
sin  desembolsos  por  voluntad  de  su  cóii- 
3'uge  que  le  ha  donado  al  mismo  tiempo 
las  primas.  En  un  sentido,  es  cierto,  la 
adquisición  es  á  título  oneroso,  porque 
el  capital  ocupa  el  lugar  de  las  primas 
donadas  por  el  que  muere  primero  al  so- 
breviviente (v.  supra,  núm.  12);  pero  es 
una  adquisición  á  título  oneroso  de  la 
que  resulta  un  bien  propio,  y  no  un  bien 
común,  porque  el  capital  del  seguro  es 
un  mueble  que  se  sustituye  á  un  bien 
propio. 

1 7.  D.— Comunidad  reducida  á  las  ga- 
nancias: seguro  contratado  por  uno  de 
¡os  cónyuges  á  favor  del  otro,  ó  por  los 
dos  con  ruges  A  fa  vordel  sobreviviente  .— 
En  vez  de  un  seguro  concerniente  áperso- 
lias  casadas  bajo  el  régimen  de  la  comu- 
nidad legal,  consideremos  un  seguro  con- 
cerniente á  personas  casadas  bajo  el  ré 
gimen  de  la  comunidad  reducida  á  las 
ganancias. 

Hemos  visto  que,  bajo  el  régimen  de 
la  comunidad  legal,  el  capital  de  un  se- 
guro en  caso  de  muerte  estipulado  por 
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el  marido  á  favor  de  la  mujer,  6  por  la 
mujer  á  favor  del  marido,  6  por  los  dos 
cónyuges  conjuntamente  á  favor  del  so- 
breviviente, no  entra  en  la  comunidad. 
Evidentemente  no  entra  tampoco  en  ella 
bajo  el  régimen  de  la  comunidad  reduci- 
da á  las  ganancias. 

Como  en  materia  de  comunidad  legal, 
podemos  invocar  en  apo^^o  de  esta  solu- 
ción la  voluntad  del  cónyuge  del  benefi- 
ciario del  seguro,  y  la  sustitución  del  ca- 
pital á  las  primas  donadas  al  beneficiario. 

Podemos,  además,  invocar  un  argu- 
mento ts|)ecial  á  la  comunidad  reducida 
á  las  gí-nancias.  Los  muebles  adquiridos 
á  título  gratuito  durante  el  matrimonio, 
no  entran  en  esta  comunidad  ( C.  Civ. 
{\rt.  14-98);  ahora  bien,  el  crédito  que, 
en  virtud  de  la  estipulación  hecha  por  el 
marido  ó  la  mujer,  ó  por  ambos,  nace  en 
la  cabeza  del  cónyuge  beneficiario  del  se- 
guro es  adquirido  por  éste  á  título  gra- 
tuito; aunque  no  fuera  más  que  por  este 
motivo,  no  entra  en  la  comunidad  redu- 
cida á  las  ganancias.  Es  cierto  que  en  un 
sentido  se  adcjuiere  á  título  oneroso  (v. 
siipra,  núm.  12);  pero  los  muebles  adqui- 
ridos á  título  oneroso  no  entran  en  la 
comunidad  de  ganancias,  como  tampo- 
co en  la  comunidad  legal,  cuando  se  sus- 
tituyen á  bienes  propios  (1). 

Y  se  observará  que  hay  que  excluir 
también  de  la  comunidad  de  ganancias 
el  capital  del  seguro  suscrito  durante  el 
curso  de  la  comunidad  por  un  tercero  á 


•)  M.  PlanioJ,  en  caso  de  estipulación  rpcíf.roch 
liace  entrar  el  ciédito  un  instante  de  razónenla 
comunidad  de  ganancias,  como  eu  la  comunidad  le 
gil,  apoyándose  tn  la  regla  según  la  cual  los  bienes 
ad  |uirid4^8  á  título  oneroso  durante  el  matrimonio 
snncomuneH  (op.ét  loe.  ctt.J  Pero  hemos  demos- 
trado que  esta  regla  no  tienf)  aquí  aplicación,  y  que 
.V.  Planiol  la  ha  :e  intervenir  errad  amenté  (v.  snjírOy 
Dúm.  Iti). 


favor  de  uno  de  los  cónyuges.  El  cónyu- 
ge que  por  esta  estipulación  llega  á  ser 
acreedor  de  la  compañía  de  seguros  ad- 
quiere el  crédito  á  título  gratuito;  \'  aca- 
bamos de  observar  que  los  muebles  ad- 
quiridos á  título  gratuito  durante  el  ma- 
trimonio no  entran  en  la  comunidad  re- 
ducida á  las  ganancias.  Puede  decirse  sin 
duda  que  el  beneficiario  del  seguro,  como 
en  el  caso  en  que  es  el  cónyuge  del  asegu- 
rado, es,  desde  un  cierto  punto  de  vista, 
un  adquirente  á  título  oneroso  (v.si//>r/?, 
nüni.  12):  porque  el  Cíipital  del  seguro 
ocupa  el  lugar  de  las  primas  que  se  le 
han  donado  por  el  tercero.  Pero  las  pri- 
mas no  entran  en  la  comunidad,  porque 
los  muebles  donados  á  uno  de  los  cónyu- 
ges durante  el  matrimonio  se  encuentran 
en  el  numero  de  sus  bienes  propios  (C. 
Civ.,  art.  14-98);  el  capital  que  se  susti- 
tuye á  las  primas  tampoco  debe  entrar. 

Hay  que  excluir  todavía  (es  un  punto 
que  no  podría  dar  lugar  á  dudas)  de  la 
comunidad  de  ganancias  el  capital  del 
seguro  suscrito  por  un  tercero  á  favor  de 
una  persona  que  se  casa  en  seguida  bajo 
este  régimen;  en  efecto,  los  muebles  que 
poseen  los  cónyuges  el  día  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio  no  entran  en  la  co- 
munidad reducida  á  las  ganancias  (C. 
Civ.,  art.  1498). 

18.  E.— Comunidad  legal:  seguro  con- 
tratado por  un  tercero  á  favor  de  uno  de 
los  cónyuges  á  condición  de  que  el  capi- 
tal sea  r>rop/o.— Cuando  un  seguro  en 
caso  de  muerte  se  suscribe  por  un  tercero 
á  favor  de  una  persona  casada  bajo  el 
régimen  de  la  comunidad  legal,  ó  que  re 
casa  después  bajo  este  régimen,  el  capi- 
tal del  seguro  es  un  valor  común:  (v.  su- 
pra,  núms.  13  y  15)   (1). 


(1)  Parala  comunidad  leducida  á  las  ganancias, 
(v.  Hupra,  ni'im.  1"  \ 
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Pero  el  tercero  tiene  el  derecho  de  su- 
bordinar la  adquisición  del  capital  á  la 
condición  de  que  no  entre  en  la  comuni- 
dad, actual  ó  futura,  del  beneficiario  del 
seguro.  Esta  condición  será  válida  (1); 
porque,  si  la  donación  hecha  al  beneficia- 
rio del  seguro  no  versa  sobre  el  capital, 
si  versa  sobre  las  primas,  el  capital  se 
adquiere  sin  embargo  por  voluntad  del 
tercero;  y  su  voluntad  debe  tener,  relati- 
vamente á  este  bien,  que  él  procura  al 
cónyuge  ó  al  futuro  cónyuge  sin  recibir 
nada  en  cambio,  el  mismo  poder  que  si  se 
tratara  de  un  bien  donado  (2):  (v.siipra, 
núm.  11). 

La  condición  de  que  acabamos  de  ha- 
blar no  necesita  enunciarse  expresamen- 
te; podría  ser  tácita  y  resultar  de  las  cir- 
cunstancias (3).  El  donante  de  un  mue- 
ble puede  excluir  tácitamente  este  mueble 
de  la  comunidad  legal  (4);  sólo  por  una 
interpretación  demasiado  estrecha  del 
artículo  1401  del  Código  Civil  muchos 
autores  (5)  han  sostenido  lo  contrario. 
Loque  admitimos  para  el  donante  de  un 
mueble  debe  admitirse  también  para  el 
tercero  que  estipula  á  favor  de  un  con- 


(1)  Dupuicb,  Traite 2>r(tt¿qtie  <1k  rufHurance  ttvr  Ut 
r/>,  núms.  240  y  241;  Balleydier  et  Capitant,  V 
aBHunince  mv  la  rie  au  prqfit  (Vun  tiers  et  la  jurifpru  ■ 
dence,  he  Code  Civil,  Livre  du  centenaire.  t.  I^ 
p  565. 

(2)  Por  lo  demás  el  tercero  puede  donar  l.is  pri- 
man á  condición  de  que  ^ean  propias  del  donatario 
(O.  Civ,  art.  1401);  y  el  capital  se  hustitaye  á  las 
primas,  y  permanece  como  ellas,  fuera  de  la  comu- 
nidad. 

(/i)  Dupuich,  op.  H  l(H'.  cit.;  Balleydier  et  (^Mpi 
tant,  op  et  loe,  cit. 

:4)  Csis.  10  nov.  187.»  (S.  80. 1.  .^37,  D.  H).  1.  17;Vi; 
O uillouard,  oy;.  (vV.  t  I,  uúm.  401;  Baudry  Lucan- 
tiueri»,  L-i  Courtois  et  Hurville,  op.  cit.,  t.  I> 
núm.  4()6. 

(  »)  Marc  dp,  Kleni,  du  dr.  cié.  fr.,  en  el  artículo 
1*0H.  núm.  8  bis.  Laurent,  Princ.  du  dr.  rir., 
t  XXI,  núm.  270;  Labhé,  nota  en  S.  en.  Cas.,  10 
ttov.  I  «70,  á  ti  tes  citada. 


yuge  el  capital  de  un  seguro  en  caso  de 
muerte. 

Pero  no  podría  llegarse  hasta  decir 
que  el  sólo  hecho  de  que  se  trate  de  este 
seguro  revele  la  in  tención  del  tercero  de 
imprimir  al  capital  el  carácter  de  un  hien 
propio.  Sería  una  presunción  que  sería 
más  de  una  vez  contraría  á  la  rejilidad. 
La  estipulación  á  favor  del  beneficiario 
no  tiene  siempre  por  único  objeto  procu- 
rarle alimentos;  y  aún  cuando  hubiera 
sido  hecha  únicamente  con  este  fin,  á  me- 
nudo el  tercero  no  habrá  querido  por  es- 
to modificar  las  convenciones  matrimo- 
niales del  beneficiario  del  seguro,  y  des- 
pojar al  cónyuge  actual  ó  futuro  de  este 
de  la  porción  del  crédito  que  le  corres- 
ponde según  el  régimen  adoptado  ó  que 
se  adoptará. 

19.  F.—Comiwidud  legal:  seguro  con- 
tratado por  un  esposo  á  favor  de  la  fu- 
tura esposa.— Sucede  á  veces  qué  un  es- 
poso contrata  un  seguro  en  caso  de 
muerte  á  favor  de  su  futura:  si  los  espo- 
sos se  casan  después  bajo  el  régimen  de 
la  comunidad  legal,  ¿entrará  el  capital 
del  seguro  en  la  comunidad? 

Hay  en  esto  una  interpretación  de  la 
voluntad  del  contratante  (1). 

Nosotros  propondríamos  la  distinción 
siguiente: 

Si  en  el  momento  en  que  se  suscribió  el 
seguro,  los  esposos  tenían  la  intención  de 
adoptar  hi  comunidad  legal,  el  capital 
estipulado  no  entrará  en  la  comunidad 
legal,  lo  mismo  que  el  que  estipula  el  ma- 
rido, durante  el  curso  del  matrimonio,  á 
favor  de  la  mujer  (v.  supra,  núms.  5 
y  s).  El  esposo,  como  el  marido,  quiere 
evidentemente  hacer  adquirir  á  la  benefi- 


(1)  V.  Cas.,  10  nov.  l«7í),  antea  citaila;  Dnpnicb. 
Tniité  prnt.  (U*  VitAanr.  gur  ¡ti  rie  núm.  241. 
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ciaría  del  seguro  la  totalidad,  y  no  sólo 
la  mitad  del  capital.  Si  hubiera  querido 
que  el  crédito  contra  la  compañía  de  se- 
guros entrara  en  la  comunidad,  le  basta- 
ba con  estipular  para  sí  mismo  ó  para 
sus  herederos;  la  estipulación  á  favor  de 
su  futura  era  perfectamente  superfina. 

Si  los  esposos  no  sabían,  en  el  momen- 
to de  suscribirse  el  seguro,  qué  régimen 
iban  á  adoptar,  ó  tenían  el  propósito  de 
adoptar  un  régimen  distinto  del  de  la 
comunidad  legal,  el  tribunal  verá,  según 
las  circunstancias,  si  el  capital  debe  en- 
trar en  la  comunidad  ó  ser  un  bien  pro- 
pio de  la  mujer;  en  la  duda,  aplicará  la 
regla  que  hace  entrar  los  muebles  en  la 
comunidad  legal  (1). 

20.  Revocación  de  la  donación:  cadu- 
cidad.— Se  pregunta  si  el  capital  de  un 
seguro  en  caso  de  muerte  cae  bajo  el  ar- 
tículo 1096  del  Código  Civil  y  si  está  so- 
metido á  la  caducidad  contenida  en  el 
artículo  299. 

Una  persona  ha  suscrito  durante  su 
matrimonio  un  seguro  á  favor  de  su  cón- 
yuge, que  ha  aceptado  la  estipulación; 
¿puede,  después  deesta  aceptación,  revo- 
car la  atribución  del  capital,  fundándose 
en  el  artículo  1096? 

La  jurisprudencia  se  lo  permite  (2). 

Pensamos,  por  el  contrario,  que  no 
puede  revocarse  la  atribución  del  capi- 
tal (3).  El  artículo  1096 autoriza á  cada 


Cl)  Cf.  Lefort,  op.  eit ,  t.  II,  p.  353  y  s. 

(2)  Amiens,  4  agosto  1898  (S.  1901.  2.  11,  D., 
1902.2.24);  Bennes,  5  dic.  1899  (S.  1902.  1.  165, 
D.  1903.  2.  377).— V.  también  Cas.,  22  feb.  1893 
(S.  94.  1.  65,  D.  93.  1.  401);— París,  10  marzo  18'JG 
(D.  9o.  2.  465);  Bandry-Lacantinerie  et  Barde,  Den 
ohlig  y  t.  T,  n.  209,  Dnpuícb,  Traite  prat,  de  Vassur- 
tur  la  r<>,  núm.  46,  y  nota  en  Tribunal  Toulouse, 
21  feb.  1902  (D.  1902.  2.  329). 

(?>)  Balleydier  et  Capitant,  UassumnM  sur  la  vie 
av  prqfit  d'un  tiers  et  la  jurittp^^ence.  Le  Onde  Civil, 
Lívre  du  Cenienaire,  T.  I,  p.  547 

Derecho 


cónyuge  para  revocar  á  su  voluntad  las 
donaciones  que  ha  hecho  al  otro  cónyuge 
durante  el  matrimonio:  admitimos  que 
el  texto  comprende  todas  estas  donacio- 
nes, pero  la  ley  no  declara  revocables 
más  que  las  donaciones.  Ahora  bien,  la 
donación  comprendida  en  el  seguro  no 
versa  sobre  el  capital,  sino  sobre  las  pri- 
mas. La  revocación  no  puede,  pues,  ver- 
sar sino  sobre  las  primas  (1).  El  cónyu- 
ge beneficiario  del  seguro  conservará  el 
derecho  al  capital.  Sólo  que,  no  siendo 
ya  donatario  de  las  primas,  deberá  reem- 
bolsarlas al  patrimonio  del  cónyuge  que 
ha  suscrito  la  póliza,  ó  si  hay  comunidad 
de  bienes,  á  la  masa  común  (2). 

Mientras  que  la  revocación  autorizada 
por  el  artículo  1096  versa  sobre  las  pri- 
mas, es  sobre  el  capital  mismo,  sobre  lo 
que  versa  la  caducidad  de  que  trata  el 
artículo  299,  es  decir  la  que  sufre  el  cón- 
yuge contra  quien  se  pronuncia  un  divor- 


{V,  La  misma  solución  cuando  habiendo  aceptado 
un  cónyuge  la  estipnlación  del  capital  de  un  seguro 
contratado  ásu  favor  por  el  otro  coijyiii^e,  haya  re 
vocación    por   causa  de  ingratitud. —  Contra    Du- 
puich,  Traite  prat,  de  V ánsar,  sur  la  rie^  núra.  46. 

También  versará  sobre  las  primas,  en  la  estipu- 
Imcíóii  hecha  por  una  persona  diversa  del  cónyuge 
del  beneficiario  del  sfguro,  la  revocación  por  cansa 
de  nacimiento  de  un  hijo. — Balleydier  et  Capitant, 
oj)  et  loe.  cit.  —  \.  también  Tribnnal  Touloust),  21 
feb.  19()i  í).  1902.  2.  ^'29),— Contra  Dupuich,  op. 
el  !oc.  cií. 

(2)  Hay  que  observar  qne,  á  consecuencia  de  la 
revocación  «le  la  donación  de  las  primas  y  del  reem- 
i)oIso  que  se  impone  al  benefíriario  del  seguro,  este 
no  adquiere  ya  el  capital  á  título  gratuito;  como 
en  definitiva,  el  capital  adquirido  por  él  no  repre- 
senta ya  primas  provecientes  del  ase.;uraio,  sólo  es 
un  adquirente  á  título  oneroso.  La  desaparición  del 
carácter  á  título  gratuito  de  la  operación  no  tiene, 
por  lo  demás,  por  resultado  hacer  del  c>tpítal,  bajo 
el  régimen  de  la  comunidad,  un  bien  común;  pues 
las  primas  se  encuentran  finalmente  pagadas  coa 
dinero  salido  del  patrimonio  personal  del  beneficia- 
rio del  seguro  Pero  esta  desaparición  tiune  interés 
deí-de  el  punto  de  vista  fiscal :  v.  in/ra^  num  24. 

2o 
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CÍO  Ó  una  separación  de  cuerpos.  El  legis- 
lador no  priva  al  cónyuge  culpable  úni- 
camente del  beneficio  de  las  donaciones 
que  le  ha  hecho  el  otro  cónyuge;  la  expre- 
sión ventajas  del  artículo  299  tiene  un 
sentido  muy  amplio,  pues  comprende  aún 
como  lo  demuestra  el  artículo  1518  del 
Código  Civil,  el  provecho  de  ciertos  ac- 
tos á  título  oneroso;  y  nos  parece  que 
puede  hacerse  entrar  en  esa  expresión  el 
capital  de  un  seguro  sobre  la  vida  á  que 
tiene  derecho  el  cónyuge  culpable,  A  tí- 
tulo gratuito,  por  la  voluntad  del  otro 
cónyuge  (1). 

LEGISLACIÓN    FISCAL 

21  H,— Legítimas  y  parte  disponible. 
—La  ley  de  21  de  junio  de  1875  decide 
que  las  sumas  debidas  por  un  asegura- 
dor al  tercero  beneficiario  á  título  gra- 
tuito de  un  seguro  en  caso  de  muerte,  se 
consideran,  para  la  percepción  del  dere- 
cho de  mutación,  como  que  forman  parte 
de  la  sucesión  del  asegurado,  y  están  su- 
jetas á  este  título,  al  abrirse  esta  suce- 
sión, al  derecho  de  mutación  por  muerte 
(art.  6).  Colocando  así  el  capitalen  la  su- 
cesión del  asegurado,  el  legislador,  como 
lo  indica  la  disposición,  sólo  ha  conside- 
rado el  punto  de  vista  fiscal  de  la  mate- 
ria; no  ha  entendido  de  ningún  modo  pro- 
nunciarse sobre  la  condición  jurídica  del 
capital  desde  el  punto  de  vista  civil.  ¿Ha 
querido  aún  determinar  ampliamente 
esta  condición  desde  el  punto  de  vista 
fiscal?  Las  reglas  del  derecho  de  muta- 
ción á  que  está  sujeto  el  capital  del  se- 
guro ¿son  enteramente  independientes 
de  la  doctrina  adoptada  en  derecho  civil? 


(1)  Cf.  sobre  estas  diversos  puntos,  Lefort,  op, 
riL,  t.  II,  p.  379  y  s. 


La  administración  no  lo  cree  así,  y  tam- 
poco lo  creemos  nosotros  (v.  iníra.  nú- 
mero 30). 

22.  Sentado  esto,  he  aquí  una  conse- 
cuencia que  ha  deducido  la  administra- 
ción de  esta  idea.  La  jurisprudencia  civil, 
como  se  sabe,  ve  en  el  capital  del  seguro 
en  caso  de  muerte  á  favor  de  un  tercero 
determinado  un  valor  que  no  ha  figurado 
nunca  en  el  patrimonio  del  asegurado, 
que  no  es  el  objeto  de  su  liberalidad,  j 
sobre  el  cual  sus  herederos,  aún  legitima- 
rios, no  tienen  ningún  derecho.  La  admi- 
nistración, combinando  la  disposición  de 
la  ley  de  1875  con  esta  jurisprudencia, 
determina  el  monto  del  derecho  de  mu- 
tación por  muerte,  sobre  la  totalidad  del 
capital,  preocupándose  sólo  de  la  perso- 
na del  tercero  beneficiario  del  seguro,  y 
no  tomando  en  cuenta  la  existencia  de 
herederos  legitimarios  del  asegurado. 

Así,  en  un  caso  en  que  el  tercero  bene- 
ficiario del  seguro  era  la  mujer  del  ase- 
gurado, la  administración,  por  una  so- 
lución de  llde  octubrede  1900(8.1901. 
2.  288),  exigió  por  la  totalidad  del  capí, 
tal  el  pago  del  derecho  de  mutación  de 
37r,  aunque  la  viuda  en  una  doble  detla- 
raciónde  sucesión  operadaen  su  nombre 
personal  y  como  tutora,  hubiera  heclio 
abandono  de  una  porción  de  este  capital 
á  sus  hijos  en  virtud  de  su  derecho  de  re- 
serva. Los  hijos,  ha  dicho  la  administra- 
ción, no  podían  obtener  ninguna  porción 
del  capital  del  seguro  á  título  de  hercite- 
ros  legitimarios  de  su  padre,  puesto  que, 
según  la  jurisprudencia  civil,  el  capital 
se  halla  en  absoluto  fuera  de  la  sucesión 
de  éste.  Era  la  viuda  y  no  sus  hijos, 
quien  debía  el  derecho  de  mutación  por 
muerte  por  la  porción  abandonada  por  ' 
ella  como  por  el  resto  del  capital;  sólo 
había  que  preocuparse  de  la  persona  de 
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la  viuda  para  determinar  el  monto  del 
derecho  de  mutación. 

23.   Convenimos  en  que,  dada  la  ma- 
nera como  se  presentaba  la  cuestión  del 
derecho  de  mutación  en  el  caso  reglado 
por  la   solución    de    11  de  octubre  de 
1900,  la  administración  debía  hacer  abs- 
tracción de  los  herederos  legitimarios* 
Pero,  á  nuestro  juicio,  la  solución  debie- 
ra ser  diversa,  si  en  vez  de  tratarse  de 
legítimas  que  deducir  del  capital,  se  hu- 
biera tratado  de  legítimas  que  deducir 
de  las  primas.  El  tercero  beneficiario  del 
seguro  es  donatario  de  las  primas;  los 
herederos    legitimarios   del   asegurado 
pueden,  en  nuestro  concepto,  pedir  la  re- 
ducción de  esta  donación  (1);  sobre  la 
suma  obtenida  por  la  reducción,  tienen 
que  pagar,  naturalmente,  el  derecho  de 
mutación  por  muerte  según  la  tasa  fija- 
da para  los  herederos  en  línea  diíccta;  y 
si  el  tercero  beneficiario  del  seguro,  en  el 
momento  en  que  sufre  la  reducción,  no 
ha  hecho  todavía  la  declaración  de  su- 
cesión relativa  al  capital,  creemos  que 
no  deberá  el  derecho  de  mutación  so- 
bre la  totalidad  de  éste  capital.  A  conse- 
cuencia de  la  reducción  que  se  opera,  se 
convierte,  en  cuanto  á  una  fracción  del 
capital,  en  un  simple  beneficiario  á  títu- 
lo oneroso.  El  capital  del  seguro  es  la 
contraparte  de  primas  de  las  cuales  una 
porción  ha  sido  pagada  por  él  á  conse- 
cuencia de  la  reducción.  Deja,  pues,  de 
ser  un  beneficiario  á  título  gratuito    en 
cuanto  A  una  cuota  del  capital  propor- 
cional á  la  cuota  de  las  primas  que  está 
obligado  á  restituir  á  los  herederos  legi- 
timarios. Si,  por  ejemplo,  les  restituye 


una  suma  que  es  la  sexta  parte  de  las  pri- 
mas, deja  de  ser  un  beneficiario  á  títulq 
gratuito  eu  cuanto  á  la  sexta  parte  del 
capital.  En  consecuencia,  esta  cuota  del 
capital  está  exenta  del  derecho  de  muta- 
ción por  muerte  (1  j. 

Se  objetará  que  el  tercero,  en  el  mo- 
mento en  que  el  crédito  contra  la  com- 
pañía entra  en  su  patrimonio,  era  un 
beneficiario  á  título  gratuito  en  cuanto 
á  la  totalidad  del  capital,  y  que,  siendo 
plenamente  válida  la  liberalidad  que  re- 
cibe, no  hay  que  tomar  en  cuenta  cir- 
cunstancias accidentales  que  han  modi- 
ficado ulteriormente  el  carácter  de  la 
operación.  Es  fácil  responder  que  la  re- 
ducción produce  una  resolución  parcial 
de  la  donación  de  las  primas,  y  que,  has- 
ta concurrencia  de  la  suma  restituida, 
esta  donación  desaparece  retroactiva- 
mente. 

24.  Revocación  de  la  donación. —  Aca- 
bamos de  ver  que  la  reducción  transfor- 
ma, por  lo  menos  respecto  á  una  cierta 


(I)  V.  en  el  artículo  notes  citado  de  M.  Wahl 
la8  diverna  opinioDes  emitidas  sobre  e^te  punto: 
Rer.  trímentrieUe  1902,  p.  56  y  b. 


(1)  Si  las  primas  pagadas  exceden  el  capital  del 
seguro,  y  si  se  acepta  la  opiíión  según  la  cual  hay 
en  este  caso  donación  á  favor  del  tercero  beneficia- 
rio, no  de  la  totalidad  de  las  primas,  sino  solo  hasta 
concurrencia  del  monto  del  capital  (v.  supra 
núm.  3),  no  se  tomará  en  cuenta  el  exceso  de  las 
primas.  El  crédito  contra  la  compañía  de  seguros 
no  será  considerado  como  la  contraparte  de  las  pri- 
mas sino  hasta  el  monto  de  las  primas  donadas,  es 
decir  hasta  la  suma  exacta  del  capital  prometido. 
Por  otra  parte,  la  red«icoi<)n  por  afectar  á  las  legí- 
timas voisará  sólo  sobre  el  monto  de  las  primas  do- 
nadas, y  no  sobre  la  totalidad  de  las  primas.  Por 
consiguieutn,  la  porci<^n  del  capital  respecto  á  la 
que  el  tercero  dejará  de  ser  un  beneficiario  á  título 
gratuito  será  una  suma  de  dinero  exactamente 
igual  á  la  suma  en  que  resulte  disminuida  la  dona- 
ción de  las  primas  por  eftcto  de  la  reducción.  Si 
la  donación  de  lis  primas  se  disminuye,  por  ejem- 
plo, en  dos  mil  francos,  el  tercero  será  beneficia- 
rio á  título  oneroso  de  la  suma  do  dos  mil  francos 
que  quedará  exenta  del  derecho  de  mutación  por 
muerte. 
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porción  del  capital,  al  tercero  beneficia- 
rio á  título  gratuito  de  un  seguro  en  un 
simple  beneficiario  á  título  oneroso.  Una 
transformación  análoga  resulta  de  la 
revocación  de  la  donación  de  las  primas 
por  causa  de  nacimiento  de  un  hijo  ó 
por  causa  de  ingratitud,  y  de  la  revoca- 
ción fundada  en  el  artículo  1096  del  Có- 
digo Civil.  El  tercero,  obligado  á  resti- 
tuir las  primas  pagadas  por  el  asegura- 
do hasta  la  revocación,  y  manteniendo 
después  el  seguro  con  su  propio  dinero, 
no  es  ya  un  beneficiario  á  título  gratui- 
to, y  por  ninguna  porción.  No  debe, 
pues,  el  derecho  de  mutación  por  muerte 
sobre  ninguna  fracción  del  capital. 

25.  F.—Comunidad.-La  ley  de  1875 
ha  previsto  el  caso  en  que  el  asegurado 
y  el  tercero  beneficiario  del  seguro  sean 
dos  cónyuges  comunes  de  bienes,  y  no 
impone  el  derecho  de  mutación  por  muer- 
te sobre  el  capital  sino  **bajo  la  reserva 
de  los  derechos  de  la  comunidad"  (art. 
^^)'  ¿Q"^  significan  exactamente  estas 
palabras? 

26.  Se  sostiene,  según  una  opinión, 
que  el  legislador,  al  establecer  la  reserva 
relativa  al  régimen  de  la  comunidad,  no 
se  ha  preocupado  de  la  suerte  del  capi- 
tal del  seguro  bajo  este  régimen  según  el 
derecho  civil.  La  reserva  del  artículo  6 
significa  que  desde  el  punto  de  vista  fis- 
cal el  capital  del  seguro  sobre  la  vida 
suscrito  por  un  cónyuge  á  favor  del  otro 
cónyuge  se  acumula  ficticiamente  al  ac- 
ti\ro  de  la  comunidad  que  hay  que  par- 
tir á  la  muerte  del  asegurado.  En  virtud 
de  una  primera  ficción,  la  ley  fiscal  ha 
sometido,  á  la  muerte  del  asegurado,  el 
capital  del  seguro  sobre  la  vida  al  dere- 
cho de  mutuación  por  muerte,  aun  cuan- 
do, segCín  los  principios  del  derecho  civil, 


debiera  quedar  exento;  una  segunda  fic- 
ción que  viene  á  temperar  el  efecto  de  la 
primera,  ha  hecho  de  este  capital,  cual- 
quiera que  sea  su  suerte  según  el  derecho 
civil  un  bien  de  comunidad,  un  bien  que, 
á  la  disolución  de  la  comunidad,  se  en- 
cuentra comprendido  en  la  masa  parti- 
1:)le,  y  ha  obligado  á  la  administración 
á  calcular  el  derecho  de  mutación  por 
muerte  como  si  el  cónyuge  beneficiario 
del  seguro  tuviera  realmente  la  copro- 
piedad. El  beneficiario  no  deberá  el  dere- 
cho de  mutuación  sobre  la  porción  del 
capital  que  en  la  comunidad  disuelta  se 
repute  recibir  á  título  de  común  de 
bienes. 

Por  lo  demás,  para  determinar  el  mon- 
to del  capital  sobre  que  se  percibirá  el 
derecho  de  mutación,  habrá  que  tener 
en  cuenta  el  retiro  de  los  bienes  propios 
de  los  cónyuges  si  el  activo  común,  no 
comprendido  el  capital  asegurado,  no 
basta  para  el  pago  de  las  recompensas 
que  se  le  deben  por  la  comunidad,  el  ex- 
cedente se  imputará  ficticiamente  al  ca- 
pital del  seguro.  La  imputación  será  á 
veces  perjudicial  al  cónyuge  beneficiario 
del  seguro,  á  veces  le  será  ventajosa. 
Le  será  perjudicial  si  no  son  sus  bienes 
os  que  no  han  alcanzado  á  pagarse; 
porque  tendrá  por  efecto  disminuit*  la 
porción  del  capital  que  se  repute  to- 
mar á  título  de  común  de  bienes  en  la 
comunidad  disuelta;  tendrá,  pues,  por 
resultado  disminuir  la  porción  del  ca- 
pital sustraída  al  derecho  de  mutación 
por  muerte.  I^a  imputación  será  por  el 
c<)ntrario  ventajosa  para  el  cónyuge  be- 
neficiario del  seguro  si  son  sus  bienes 
propios  los  que  no  alcanza  á  pagar  la 
comunidad;  porque  el  capital  del  seguro 
quedará  exento  del  derecho  de  mutación 
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por  muerte  en  la  parte  que  se  repute  to- 
mar como  comüin  de  bienes  y  en  el  exce- 
dente de  sus  bienes  propios. 

Esta  interpretación  del  artículo  6  de 
la  ley  de  1875  es  la  adoptada  por  la  ad- 
ministración (1). 

27.  Ella  nos  parece  contradicha  por 
los  trabajos  preparatorios.  E\  informan- 
te de  la  ley  de  1875,  M.  Bertauld,  dijo  en 
la  sesión  de  21  de  junio  de  1875  que  la 
reserva  relativa  á  la  comunidad  se  había 
insertado  en  el  artículo  6  á  pedido  de  un 
miembro  de  la  asamblea,  pero  que,  &  su 
juicio,  la  adición  «ra  superflua.  ¿Se  ha- 
bría expresado  de  la  misma  manera  si 
con  esta  reserva  se  hubiera  creado  una 
ficción?  ¿Podría  haberse  establecido  la 
ficción  sin  una  manifestación  de  la  volun- 
tad del  legislador?  Si  M.  Bertauld  juz- 
gaba iníitil  la  adición,  es  porque  en  vez 
de  contener  una  ficción,  constituía  una 
simple  referencia  A  los  principios  del  de- 
recho civil. 

Los  derechos  de  la  comunidad  que  re- 
serva el  artículo  6  son,  pues,  derechos 
verdaderos  y  nó  derechos  ficticios  (2). 

Ahora  bien,  según  el  derecho  civil,  el 
capital  del  seguro  sobre  la  vida  estipula- 
do por  un  cényuge  á  favor  del  otro  cón- 
yuge, está  fuera  del  activo  de  la  comuni- 
dad que  hay  que  dividir  á  la  muerte  del 
que  lo  estipuló.  O  se  estima  que  no  ha 
entrado  en  la  comunidad,  ó,  si  se  admite 
que  ha  entrado,  se  agrega  que,  á  conse- 
cuencia de  la  donación    hecha  al  cónyu- 


(1)  Instrac.  de  la  adm.  de  27  de  janio  1875  (S. 
Lohannotées,  1875,  p.713,  D.  P.  75.  4-  112):  Soluc. 
ad.,  4  abril  1878  (Rec.  períod.  de  Venreg.  5,018);  So- 
luc. ad.  5  junio  1H97  (Journal  de  r<rnr€r.,  25.  265). 
V.  también  Trib.  Nancy,  20  mayo  1891  (Joarn.  de 
Venreg.  23661);  Qariiier,A¿;>.  de  Venreg,  y."*  Siicce- 
»»ion,  núms.  723  y  730;  Lefort,  op.  cit  t.  Til  p. 
264,  Dota  3;  p.  270,  nota  1;  p.  274  y  '¿75.- 

(2)  Wahl,  Traite  de  droit  fiscal,  t.  II,  niim.  82. 


ge,  no  ha  permanecido  en  ella;  de  todas 
maneras  no  figura  en  la  masa  coman 
que  hay  que  partir  después  de  la  muerte 
del  asegurado.  El  artículo  6,  cuando  ha- 
bla de  los  derechos  de  la  comunidad  so- 
bre el  capital,  considera,  pues,  no  dere- 
chos existentes  actualmente,  existentes 
en  el  momento  de  la  partición  de  los  bie- 
nes comunes,  sino  derechos  anteriores  á 
la  muerte  del  asegurado.  La  reserva  de 
este  artículo  significa  que,  si,  según  la 
teoría  del  seguro  que  dominara  desde  el 
punto  de  vista  civil,  el  capital,  antes  de 
entrar  enel  patrimonio  personal  del  cón- 
yuge beneficiario  del  seguro,  pasara  por 
la  comunidad,  esta  copropiedad,  aunque 
cese  antes  de  la  muerte  del  asegurado, 
obligaría  á  la  administración  á  deducir, 
para  el  cálculo  del  derecho  de  mutación 
por  muerte,  la  porción  del  capital  adqui- 
rida por  el  cónyuge  del  asegurado,  en  vir- 
tud del  paso  del  crédito  contra  la  compa- 
ñía á  través  de  la  masa  común,  y  no  en 
virtud  de  una  liberalidad. 

Y  precisamente  en  la  época  en  que  se 
promulgó  la  ley  de  1875,  la  teoría  del 
seguro  admitida  en  derecho  civil  por. la 
Corte  de  Casación,  admitía  el  paso  del 
crédito  contra  la  compañía  á  través  de 
la  comunidad.  En  efecto,  en  esa  época,  la 
Corte  de  Casación  decidía  que  el  capital 
del  seguro  era  cedido  por  el  asegurado 
al  tercero  determinado  que  era  el  benefi- 
ciario {y.supra,  núm.  2).  Entraba,  pues, 
en  la  comunidad  existente  entre  el  ase- 
gurado y  el  cónyuge  beneficiario  del  se- 
guro, y  después  salía  de  ella  por  efecto 
de  una  cesión.  Por  consiguiente,  había 
una  parte  del  capital  que  el  beneficiario 
había  adquirido  en  su  calidad  de  cónyu- 
ge común  de  bienes;  y  en  virtud  de  la  re- 
serva del  artículo  G,  que  hallaba  aquí  su 
aplicación,  esta  porción  no  estaba  some- 
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tida  al  derecho  de  mutación  por  muerte. 

Más  tarde  (y  es  la  teoría  que  prevale- 
ce todavía  hoy)  la  jurisprudencia  de  la 
Corte  de  Casación,  ha  hecho  entrar  direc- 
tamente el  capital  en  el  patrimonio  del 
tercero  determinado  (v.  sapra,  n^  2). 
Por  lo  tanto  no  ha  atravesado  la  comu- 
nidad existente  entre  él  y  el  asegurado.  Y 
entonces,  con  la  interpretación  del  artícu- 
lo 6^  que  hemos  adoptado,  el  cónyuge 
beneficiario  del  seguro  no  tiene  para  qué 
invocar  la  reserva  de  este  artículo. 

¿Quiere  decir  esto  que  el  régimen  de  co- 
munidad no  influj^e  en  el  derecho  de  mu- 
tación por  muerte  que  le  impone  la  ley 
de  1875?  Tal  es  nuestro  pensamiento. 
El  cónyuge  no  puede  prevalerse  de  la 
reserva  del  artículo  6^^  pero  la  existen- 
cia del  régimen  de  comunidad  le  permite 
pretender  que,  respecto  á  una  porción 
del  capital  del  seguro,  no  es  un  benefi- 
ciario á  título  gratuito.  Este  capital  es 
la  contraparte  de  primas  que  han  salido 
de  la  comunidad,  y  de  las  cuales,  por 
consiguiente,  era  copropietario  el  cón- 
yuge beneficiario  del  seguro.  Hay,  pues, 
derecho  para  decir  que,  en  cuanto  á  una 
cuota  del  capital  igual  á  la  cuota  do  las 
primas  correspondientes  al  cónyuge  en 
su  calidad  de  común  de  bienes,  este  es  un 
simple  beneficiario  á  título  oneroso,  Y 
así  sucede,  sea  que  la  donación  qucle 
hace  el  asegurado  tenga  por  objeto  al 
capital,  sea  que  tenga  por  objeto  las  pri- 
mas, por  medio  de  las  cuales  se  obtiene 
el  capital.  (1) 


En  definitiva,  el  sistema  que  sostene- 
mos llegará  á  menudo  al  mismo  resulta- 
do que  el  de  la  administración.  Como 
ella,  llegamos  á  la  conclusión  de  que, 
cuando  los  cónyuges  están  casadas  bajo 
el  régimen  de  la  comunidad,  el  derecho 
de  mutación  por  muerte  no  se  cobrará 
sobre  la  totalidad  del  capital  del  seguro. 
Pero  la  administración,  comprendiendo 
ficticiamente  el  capital  en  la  liquidación 
que  sigue  á  la  disolución  de  la  comuni- 
dad,  imputa  sobre  él  el  excedente  de  los 
bienes  que  retiran  los  cónyuges;  en  el 
sistema  que  sostenemos,  no  debe  operar- 
se esta  imputación.  Se  considerará  sim- 
plemente en  qué  medida  el  cónyuge  bene- 
ficiario del  seguro  es  propietario  de  los 
bienes  comunes;  así,  en  el  régimen  de  la 
comunidad  legal,  es  propietario  por  mi- 
tad; correspondiéndole  la  mitad  de  las 
primas  en  virtud  de  su  calidad  de  cónyu- 
ge común  de  bienes,  deberá  el  derecho  de 
mutación  por  muerte  sobre  la  mitad  del 
capital.  No  habrá  que  preocuparse  del 
punto  de  saber  si  la  comunidad,  según 
su  estado  en  el  momento  en  que  se  di- 
suelve, puede  ó  no  devolver  á  los  cónyu- 
ges sus  bienes.  El  excedente  de  los  del 
asegurado  no  aumentará  la  porción  del 
capital  sometida  al  derecho  de  mutación 
por  muerte.  El  excedente  de  los  del  cón- 
yuge beneficiario  del  seguro  no  la  dismi- 
nuirá. En  derecho  civil,  el  capital  del  sc- 


(1)  Si  96  adopta  una  opinión  de  que  bablábanioH 
roán  ai  riba,  la  que  obliga  al  cónyuge  beneficiario  de 
un  aeg uro  á  reembolsar  las  primaR  ala  comunidad 
existente  entre  él  y  el  asegurado  (v.  sttpra,  n.*>  8, 
nota)  el  cónyuge  no  es  un  beneficiario  á  título  gra- 
tuito, tío  sólo  respecto  á  una  cuota  del  capital,  sino 
respecto  á  la  totalidad;  pues  la  totalidad  de  la»  pri- 


mas ha  sido  finalmente  pagada  con  su  dinero  per- 
sonal.   Cf.  Wahl,  Traite  de  dr.fvtcnl,  t.  lí,  n  •  82. 

¿Puede  decirse,  como  lo  hace  la  Corte  de  Nancy 
(1^)  marzo  lí)Ül,  8.  1902,  2,  1\  que  ha  recibido  una 
liberalidad  con  carga,  con  la  car^'a  de  restituir  las 
primas?  Nu  lo  creemos.  No  podría  cousiderarse  co 
niM  que  ha  recibido  una  liberaii  iad  cuaado  está 
obligado  á  reenibobar  k  la  comunidad  precisamen- 
te la  suma  que  había  tenido  que  pagar  á  la  Com« 
pafiía  si  hubiera  contratado  el  mismo  seguro  sobre 
la  cabezal  de  su  cónyuge. 
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guro  no  se  acumula  á  la  comunidad  pa- 
ra su  liquidación;  la  misma  regla  debe 
observarse  en  derecho  fiscal. 

28.  K. — Usufructo  del  cónyuge  sobre- 
viviente,— Según  el  sistema  que  hemos 
adoptado,  hay  que  referirse,  como  se  vé, 
al  derecho  civil  para  determinar  el  efecto 
que  el  régimen  de  comunidad  produce  en 
la   liquidación  del  derecho  de  mutación 
por  muerte  que  afecta  al  capital  del  se- 
guro en  virtud  de  la  ley  de  1875.  ¿Es 
también  el  derecho  civil  el  que  rige  la  si- 
tuación fiscal  del  beneficiario  de  un  segu- 
ro, cuando  es  el  cónyuge  del  asegurado, 
en  lo  que  concierne  al  usufructo  que  se 
desprende  para  él  de  la  ley  de  9  de  marzo 
de  1891?  El  nuevo  artículo  767  del  Códi- 
go  Civil   ordena  imputar  sobre  el  usu- 
fructo  del  cónyuge  sobreviviente  todas 
las  liberalidades  que  ha  recibido  del  di- 
funto;  se  presenta  entonces  la  cuestión 
de  saber  si  desde  el  punto  de  vista  fiscal, 
del)e  imputarse  sobre  este  usufructo  el 
capital  del  seguro  de  que  es  beneficiario 
el  cónyuge  del  asegurado  (bien  entendi- 
do, el  beneficiario  á  título  gratuito)  ¿De- 
pende la  solución  de  esta  cuestión  de  las 
teorías  civiles  que  se  sostienen  en  mate- 
ria de  seguro?  ¿O  bien  el  derecho  fiscal 
es,  en  este  punto,  independiente  de  esas 
teorías? 

29.  Podría  concebirse  una  opinión  aná- 
loga á  la  que  se  sigue  por  la  Administra-* 
ción  para  lacomunidad,es  decir  una  opi- 
nión que  rechíice  aquí  también  la  aplica- 
ción del  derecho  civil.  Se  razonaría  de  la 
manera  siguiente.  La  ley  de  1875  consi- 
dera, para  la  percepción  del  derecho  de 
mutación  por  muerte,  que  el  capital  del 
seguro  suscrito  á  favor  de  un  tercero  de- 
termina lo  forma  parte  de  la  sucesión  del 
asegurado.  Por  consiguiente,  desde  el 
punto  de  vista  fiscal,  el  capital  estipula- 


do por  un  asegurado  á  favor  de  su  cón- 
yuge es  una  fracción  del  patrimonio  del 
asegurado.  Es  un  bien  desprendido  de 
este  patrimonio, y  que seconsidera  como 
objeto  de  una  liberalidad  subordinada, 
según  la  fórmula  de  la  ley  de  22  frim. 
año  VII  (art.  68,  §  3,  núm.  5^),  al  acon- 
tecimiento de  la  muerte.  El  valor  de  este 
bien  disminuye,  puede  aún  reducir  á 
cero  el  usufructo  del  cónyuge  sobrevi- 
viente, y  por  consiguiente,  el  monto  del 
derecho  de  mutación  por  muerte  en  ra- 
zón de  este  usufructo. 

30.   Este  razonamiento  tendría  el  de- 
fecto de  exagerar  el  alcance  del  artícu- 
lo 6*?  de  la  ley  de  1875.  El  artículo  ha  he- 
cho  simplemente  abstracción  del  derecho 
civil  para  decidir  que  el  tercero  beneficia- 
rio de  un  seguro  sobre  la  vida  debe,  á  la 
muerte  del  asegurado,  el  derecho  de  mu- 
tación sobre  el  capital  del  seguro.  Fuera 
de  este  punto,  el  derecho   civil,    cuyos 
principios,  á  falta  de  decisión  particular 
del  legislador,  sirven  de  base  al  derecho 
fiscal,  recobra  su  imperio.   Por  ejemplo, 
según  el  derecho  civil  debe  resolverse   la 
cuestión  de  saber  si  para  el  derecho  de 
mutación  por  muerte  hay  que  tomar  en 
cuenta  la  existencia  de  herederos  legiti- 
marios (v.  suprn,  núms.  21  y  s).  Según  él 
también  debe   resolverse  la  cuestión  de 
saber  si  hay  que  imputar  el  capital  del 
seguro  al  usufructo  del  cónyuge  sobrevi- 
viente. Para  el  régimen  fiscal  del  seguro 
sobre   la  vida  en  caso  de  comunidad,  se 
encuentra  una  disposición  especial  sobre 
cuyo   sentido  puede  discutirse;  pero  so- 
bre su  régimen  en  lo  que  se  refiere  al  usu- 
fructo del  cónyuge  sobreviviente,  las  leyes 
fiscales  posteriores  á  la  ley  de  1891  que 
ha  establecido  este  usufructo  guardan 
silencio.  Se  queda,  pues,  en  presencia  del 
derecho  común,es  decir,  d:?l  derecho  civil. 
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31.  Y  en  derecho  civil,  según  la  juris- 
prudencia actual  de  la  Corte  de  Casación 
sobre  el  objeto  de  la  liberalidad  hecha  al 
tercero  determinado  que  es  beneficiario 
de  un  seguro  en  caso  de  muerte  (y.  sapra, 
núm.  2),  el  capital  deK  seguro  suscrito 
por  un  cónyuge  á  favor  del  otro,  no  debe, 
en  nuestro  concepto,  imputarse  al  usu- 
fructo que  la  ley  de  1891  acuerda  al  cón- 
yuge sobreviviente.  Lo  que  hay  que  im- 
putar son  las  primas,  porque  son  ellas  lo 
que  se  ha  donado. 

32.  Una  solución  de  la  administración 
de  5  de  junio  de  1897  (Journal  de  Fenr, 
25265)  establece  que  hay  que  imputar 


el  capital  (1).  Esta  solución  no  nos  pare- 
ce en  armonía  con  la  jurisprudencia  nue- 
va de  la  Corte  Suprema.  El  artículo  767 
del  Código  Civil  sólo  obliga  á  imputar 
las  liberalidades;  y  el  capital  del  seguro 
no  es  objeto  de  una  liberalidad  ni  directa 
ni  indirecta.  Es  preciso,  pues,  para  el 
cálculo  del  derecho  de  mutación  por 
muerte  debido  en  razón  del  usufructo  del 
cónyuge  sobreviviente,  deducir  de  este 
usufructo,  no  el  capital  del  seg^uro,  sino 

las  primas. 

P.  Lacoste. 


(1)  y.   también  Biadry-Lacantineríe  et   Wahl 
D/«  gucceaahniif  2/  edic ,  t.  I,  núm.  580. 
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Cas,  Civ — Santia^t  5  de  jallo  de  1906 
Alvarez  Hermanos,  con  Coo  Tagle 

Prenda;  determlnaolón  de  la  oosa;  en- 
tregra.— Ley  Infringida;  oltaoión  de- 
terminada de  ella— OausalQS  no  in- 

,  vocadas  al  formalizar  el  recurso. 

Doctrina:— iVbcompA-c^ojn  laexigancia 
de  Ja  ley  la  cita  general  de  un  título  del 
Código  Civil;  debe  citarse  determinnda- 
hien  te  el  artículo  ó  lev  i n  frígida,  ' 

No  puede  invoco rse  al  fundar  eT recurso 
vicips  que  no  se  indicaron  al  formali- 
zarlq,'  '  ,  .     ,        . 

.  Para,  que  el  contratotk  prenda  sea  vel- 
lido es  neces'ario  que'se  deisigñe  determi- 
nadamente' la  COSA  e^pecíñca  dada  dii 
garantía.  , 

^  El  contrato  de  prenda  no  se  perfeccio- 
Jiíí.  .^q  por^  Ja  entrega  c/a  la  cosa  al 

>UPREMA 


acreedor;  y  no  puede  estimarse  como 
entrega  ñcticia  ó  simbólica  aquella  cti  qué 
se  deja  en  poder  del  deudor  ¡a  cosa  ó  co- 
sas que  étíte  da  en  prenda,  cuando  ellas 
no  pueden  determinarse. 


Por  escritura  pública  de  cancelación  y  mu- 
tuo, celebrada  en.  enero  de  1904  entre  Alva- 
rez Hermanos  y  C*  por  una  parte  y  don  Al- 
berto Coo  por  la  otra,  don  David  Alvarez 
en  representación  de  la  Compañía  mencionaw 
da,  dio  .por  cancelado,  un  crédito. hipotecario 
que  Coo  había  con  traído  y  reconocía  en  favor 
de  aquélla  y  que  en  cambio  el  mismo  Coo  se 
constituyó  á  su. vez, en  deudor  de  la  citada 
Compañía  por  Ja  suma  deSS.l^O,^  que  con- 
fesaba haber  recibicjp  á  su  entera  satisfacción 
cncalidad  de  préstamo,  ti  cual.se  comprome- 
tió á  pagar,  con  los  intereses  del  1%  estipular 
dos,:el31demar350  de  1904.;,..   '.•    .>. 
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Eo  la  misma  escritura  se  registra  la  siguien- 
te estipulación:  '*£n  garantía  de  esta  deuda, 
el  señor  Coo  constituye  prenda  en  cuarenta  y 
cinco  animales  vacunos  de  su  propiedad,  con 
un  peso  de  400  quintales  españoles  como  mí- 
nimun,  los  cuales  serán  vendidos  al  precio  co- 
rriente de  plaza  por  el  señor  Alvarez,  si  no  se 
cancelara  la  deuda  á  su  vencimiento'.  Los 
animales  quedarán  en  poder  del  señor  Coo; 
pero  afectos  al  pago,  y  sin  que  el  señor  Coo 
pueda  enajenarlos  6  gravarlos  en  modo  al- 
guno." 

No  habiendo  el  deudor  verificado  el  pago 
en  la  época  convenida,  la  Sociedad  acreedora 
inició  ante  el  juzgado  de  Vallenaruna  gestión 
en  la  cual  solicitó  que,  en  cumplimiento  de  lo 
pactado,  se  notificara  á  Coo  para  que  dentro 
de  veinticuatro  horas  le  hiciera  entrega  de 
los  cuarenta  y  cinco  animales  vacunos,  con 
peso  mínimo  de  400  quintales  españoles,  para 
venderlos  y  con  su  valor  cancelar  la  obliga- 
ción pendiente. 

En  subsidio,  solicitó  que,  de  acuerdo  con  lo 
prescrito  en  el  artículo  2397  del  Código  Civil, 
se  sacaran  á  remate  los  animales  dados  en 
prenda,  fijándose  día  para  la  subasta  y  orde- 
nándose en  todo  caso  la  entrega  de  la  prenda, 
sin  perjuicio  de  los  demás  derechos  que  le 
otorga  la  ley. 

El  Juzgado  falló: 
Vallenar,  agosto  16  de  1904 — En  lo  prin- 
cipal, como  se  pide  en  lo  que  respecta  á  la  su- ' 
basta,  con  citación  de  don  Alberto  Coo;  y  se 
designa  para  que  tenga  lugar  el  31  del  presen- 
te, á  las  3  P.  M.  Al  otrosí  nómbrase  al  Se- 
cretario Judicial FUiáor  Rodríguez  B. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Tacna,  28  de  octubre  de  1904.— Vistos:  Se 
confirma  el  auto  apelado  de  16  de  agosto  úl* 
timo  y  scdec]ara'que,en  vista  de  la  resolución 
anterior,  es  inoficioso  pronunciarse  sobre  el 
auto  de  18  del  mismo  mes. 

El  señor  Ministro  A valos  «stuvo  por  la  sus- 
pensión  de  efectos  del  auto,  debiendo  trami- 
tarle en  forma  la  solicitud. — Eduardo  GomeM 
HeiTtros.-^Max,  Awalos.^FeHpc  Herrera — 
Daniel  CadiM, 

Contrfi  este  último  Fallo  dedujo  la  parte  de 


don  Alberto  Coo  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  y  formalizándolo  dice: 

Que  la  sentencia  recurrida  ponía  término  al 
juicio  y  hacía  imposible  su  continuación;  por 
lo  que  debió  dictarse  en  forma  de  sentencia 
definitiva,  con  todos  los  requisitos  y  trámites 
de  tal,  y  no  como  se  ha  hecho  por  los  jueces 
del  fondo  en  la  resolución  de  que  se  reclama; 
de  donde  se  sigue  que  procedería  también  en 
su  contra  el  recurso  de  casación  en  la  forma, 
que  no  interpone,  sin  embargo,  por  no  haber 
reclamado  en  tiempo  de  los  vicios  ó  defectos 
en  que  habría  podido  fundarlo. 

En  cuanto  al  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, manifestó  el  recurente  que  la  sentencia  de 
la  Corte  de  La  Serena  adoleda  de  las  siguien- 
tes infracciones  de  la  ley,  que  habían  influido 
sustancialmente  en  su  parte  dispositiva: 

1^  La  del  artículo  10,  número  5*  de  la 
Constitución  Política,  privando  á  don  Alber- 
to Coo  de  los  animales  de  su  dominio,  sin  que 
así  lo  ordenara  una  sentencia  judicial  dicta- 
da con  las  formalidades  exigidas  por  derecho: 
2^  La  de  los  artículos  1681  y  1682  del  Có- 
digo Civil,  al  conceder  valor  legal  de  contrato 
de  prenda  á  la  estipulación  tercera  de  la  es- 
critura, á  pesar  de  faltarle  los  requisitos  que 
la  ley  prescribe  para  el  valor  de  dicho  contra- 
to en  consideración  á  su  naturaleza; 

3^  La  de  los  artículos  2384,  2386  y  2397 
del  mismo  Código,  al  reconocer  como  prenda 
una  cosa  indeterminada,  ó  una  cantidad  de- 
terminada de  un  género,  que  no  ha  sido  en- 
tregada al  acreedor,  atribuyendo  de  ese  modo 
á  éste  el  carácter  de  acreedor  prendario,  sio 
ser  tenedor  de  prenda  alguna. 

Las  disposiciones  legales  citadas  también 
se  han  infringido  al  reputar  perfecto  nn  coO'» 
trato  de  prenda  eq  que  no  ha  habido  entrega 
de  la  cosa  empeñada;  y  al  conceder  á  Alva- 
rez  Hermanos  y  C*  los  derechos  que  la  ley 
otorga  exclusivamente  al  acreedor  prendario; 
4^  La  del  inciso  2^  del  artículo  2397  del 
Código  Civil,  en  relación-  con  el  artículo  10, 
considsrc^ndo  con  valor  \egal  l|t  dánanla  3* 
de  la  escritura,  en  qnf  se  estipula  lo  que  pro- 
hibe aquel  inciso; 

5^  Finalmente  la  del  artfcnlo  3^  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  gA  resolver  suma- 
riamente y  sin  forma  de  juicio  el  caso  eq  caer 
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tíón,  que  debió  ventilarse  en  juicio  de  lato 
conocimiento. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  se  in- 
sistió en  que  el  contrato  no  importaba  un 
verdadero  contrato  de  prenda»  por  cuanto  le 
faltaba  el  requisito  esencial  de  la  entrega  de 
la  cosa,  y  como  la  lej  había  establecido  ese 
requisito  en  consideración  á  la  naturaleza 
real  de  ese  contrato,  éste  no  producía  efecto 
alguno  y  el  Tribunal  debía  declararlo  así  de 
oficio,  por  aparecer  de  manifiesto  su  inefica- 
cia y  nulidad.  Por  lo  que,  al  darle  la  Corte 
sentenciadora  el  carácter  de  un  contrato  de 
prenda,  había  infringido  la  ley  en  los  artícu- 
los 1443,  1444, 1682, 1683  y  los  correspon- 
dientes del  título  XXXVII  del  libro  IV  del 
Código  Civil. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  infracción  de  los  artículos  1443 
j  1444  del  Código  Civil  ha  sido  invQcada 
por  la  parte  de  Coo  sólo  en  el  escrito  en  que 
fundó  el  recurso,  ó  sea  después  de  su  interpo* 
sición  legal^  circunstancia  esta  última  que 
basta  para  desestimarla,  en  obedecimiento  á 
lo  que  sobre  el  particular  prescribe  el  artículo 
948  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  como 
debe  ser  también  desestimada  la  que  se  fund^ 
en  la  infracción  de  los  artículos  correspon- 
dientes del  título  37  librq  4^  del  Código  Ci- 
vil, tanto  por  la  razón  ya  dichu,  como  por 
que,  dada  la  generalidad  de  sus  términos,  no 
satisface  la  obligación  que  el  recurrente  tiene 
de  hacer  mención  expresa  y  determinada  del 
vicio  ó  defecto  en  qne  se  funda  el  recurso  y  de 
la  ley  ó  ley^s  jnfringiíjfts; 

2^  Que  la  infracción  del  artículo  3^  del  Códi- 
go de  Procedimi^to  Civil,  invocada  en  el  ca- 
pítulo final  del  escrito,  se  refiere  únicamente 
ala  forma,  del, procedimiento. y  no  al  fondo 
de  la  cuestión  debAtidA;  por  lo  que,  en  el  su- 
puesto de  existir,  ella  podría  sólo  dar  base 
para  un  recurso  también  de  forma,  distinto 
del  que  ahora  se  trata; 

3^  Que,  según  la  defioidóp  del  articulo  2384 
del  Código  Civil,  el  contrato  de  prenda  con^^ 
siste  en  la  entrega  de  tina  coea  mueble  deter- 
minada á  un  acreedor  para  la  seguridad  de  su 


crédito,  definición  que  no  seavienecon  los  tér- 
minos de  la  garantía  estipulada  por  don  Al- 
berto Coo  en  favor  de  Alvarez,  Hermanos 
y  C*  en  el  contrato;  por  cuanto  lo  que  se 
constituye  allí  en  prenda  consiste  en  cuarenta 
y  cinco  animales  vacunos  con  un  peso  total, 
como  mínimum,  de  400  quintales  españoles, 
da^os  que  por  sí  solos  no  bastan  para  deter- 
minar y  singularizar  la  cosa  ó  cuerpo  cierto 
dado  en  prenda,  ya  que  por  convenir  ellos  á 
cualesquiera  animales  vacunos  de  propiedad 
del  deudor  que  alcanzaran  á.dar  el  peso  total 
estipulado,  no  podría  señalarlos  individual- 
mente el  acreedor  para  hacer  efectivo  en  ellos 
el  pago  de  su  crédito; 

4^  Que  á  más  de  esta  falta  de  determinación 
déla  cosa  mueble  empeñada,  déla  misma  cláu- 
sula 3*  del  contrato  aparece  también  que  los 
aptmales  no  se  entregaron  al  acreedor;  y  por 
el  contrario  se  convino  expresamente  entre  los 
c(Hitratantes  que  quedaran  ellos  en  poder  del 
deudor,  faltando  así  un  requisito  esencial,  exi- 
gido por  la  ley  para  el  perfeccionamiento  y 
validez  del  contrato  de  prenda; 

5^  Que  si  bien  el  consentimiento  de  las  par- 
tes acerca  de  la  permanencia  de  la  cosa  em- 
peñada en  poder  del  deudor,  puede  importar 
en  algunos  casos,  distintos  del  actual,  el  cum- 
plimiento del  requisito  de  la  entrega,  en  la 
presente  litis  no  sucede  así;  porque  la  misma 
indeterminación  de  la  cosa  empeñada  excluye 
toda  idea  de  entrega,  ya  sea  esta  real,  ya  sólo 
ficticia  ó  simbólica; 

6^  Que  de  consiguiente,  el  pacto  ó  garantía 
adicional  de  la  escritura,  tanto  por  la  indeter- 
minación de  la  cosa  empeñada,  como  por  no 
haberse  entregado  ésta  al  acreedor,  es  nulo  y 
carece  de  mérito  legal  como  contrato  de  pren- 
da; y  los  jueces  del  fondo  han  infringido  loe 
artículos  2384, 2386  y  2397  del  Código  Civil, 
al  hácér  extensivos  sus  preceptos  á  una  litna'' 
eióff  jurídica  distinta  de  la  contemplada  por 
aqnellos; 

7^  Que  las  infracciones  apuntadas  han  in- 
fluido sustanetalmente  en  la  parte  repolutivA 
del  fallo  mcurrido;  porque  si  bien  es  verdad 
qne,  por  regla  general  todo  acreedor  poedc 
ejercitar  «us  derechos  de  tal  sobre  todos  loa 
bienes  así  presentes  como  futuros  del  devdoff 
eon  excepción  únicamente  de  loe  no  embarga* 
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.bles,  sin  que  para  el 'o  necesite  ser  ajcrecdor 
prívilegiado,  si  terceras  personas  no  deducen 
4)referencia  de  derechos,  también  lo  es  que  en 
.el  presente  caso  la  sociedad  Alv^rez,  Her ma- 
gnos y  C*  no  ha  ejercido  aqción  alguna  de  .em- 
bargo sobre  determinados  Jbienes  de  don  Al- 
berto Coo,  sino  que  se  ha  limitado: en  la  peti. 
.ción  subsidiaria  de  la  gestión,  á  invocaran  de- 
,rccho  de  acreedqr  prendario  para  los  efeqtos 
,de  que  el  deudor  presente  la  prenda  que  se  .dice 
f^mpeñada,  á  fin  de  proceder  á  su  enajenación 
en  la  forma  particular  establecida  por  el  ar- 
tículo 2397, del  Código  más  arriba  citado;  y 
:  8^  Que  lo  dicho  basta  para  hacer  }ug^r  al 
recurso  interpuesto,  sin  que  sea  necesario  pro- 
anunciarse  sobre  las  otras  infracciones  también 
invocadas,  que  aun  cuando  sean  efectivas  sjó- 
Iq  son  la  consecuencia  <le  la  aplicación  inco- 
•rrecta  de  los  preceptos  legales  mencionados 
en  el  capítulo  3^  de  dicho  recurso. 
;  Ppr  estos  fundamentos  y  j uzgando  pon  arre- 
glo á  lo  prevenido  en  los  artículos  939,  940.  y 
S45  dd  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en 
.el  fondo  á.  que  estos  autQS  se.  refieren. 
.  jSe  invalida^  en  .co.nsecue^ncia,  la  sentencia 
pronunciadapor  la.  porte  de  Apelaciones  de  La 
Sqrppa  el  28  de  octubre  de  1904, 
^  Dl^vuélvase  á  la  parte  recurrente  , Ja  canti- 
dad-consignada. .  . 
,  Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
fcábarren.— Leo/»o/í/o .  Urnttia.—^Lepncio   Jio- 

dríi^uez K  Aguirre   V,—Abc¡,  Sfíavedra.—E, 

pó&tier  RecaJbarrep.r-A,.  Vergara  Albano^-rJ. 
Alejo  Fernández.  . 

\     Y'fallandxj  Incauta:  «  .. 

-'Santiago^  o  de  julio  de  1906.— Vistos:  Pro- 
tiiincí  inedia' sent^noiá  queáeste  Tribunal  co- 
irespOflde-expéíliríén  la  presente  cansa,  á.  vir- 
tud de  lo  presen  to>©n  el  artícula»^5S  del  Cor 
digp'de  Pr>ooedin2Íentó  Civil;  réproducieiiudo  la 
relación  de  antecedentes  que  se  contiene* en' el 
faí1a*'<3éica«ác¡óny  y  ooosiderando  que'¿|  con- 
«l-ártf^ió  gflraiit4a  adicional  á  que  se  reñcre'úh 
¿\áirsv}a3^  de  la  escritura,  no  reúne  loa  reqin- 
t«i»¥i^cC«iír4t)8  para  que  pueda/  estiroáreele  cq- 
1ú¿  (WnhPáto  (le¡«prenda.  Visto.  l«f  dispufstoen 
kl»fe»rfcilk)s¿á84.y  '2386  del*  Código  da-  Fro-' 
cedÍtiiic¿tDuCivír,  sib  revoca.cn  lafrpeitte. apela-. 


.da  la  resolución,  de  16  de  agosto  de  1904,  y  se 
declara  que  no  ha  lugar  tampoco  á  la. petición 
subsidiaria  de  la  gestión,  sin  perjuicio  d«  otros 
derechos  que  en  tiempo  y  forma  pneda  hacer 
valer  el  interesados 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Ke- 

cabarren.— Lcopa/í/o   JJrmtia Leoncio  Ro- 

dnj^aez,—V.  Aguirre  V.-^Abei  Saavedra.—E. 
Fóster  Recabarrcn — A.  Vergara  A¡bano,-J. 
Alejo  Fernández,  . 


Cas,  civ,— Santiago  13  de  octubre  de  1906. 
Silva  Rengifo  con  García  de  la  Huerta 

Juicio  ejeoutivQ.—Obllgraolón  de  ha- 
'    oer— Promesa  de  contrato.  -Perjui- 
cios; indeterminación. 

bocTRi  NA :  — La  promesa  de  ex-  vincular 
y  vender  en  seguida  una  propiedad  raíz 
por  un  precio  y  dentro  de  un  plazo  que 
Se  fija  en  el  contrato  otorgado  porescrí 
tura  pública,  reúne  iodos  los  requisitos 
legales  para  su  validez. 

El  cumplimiento  de  ambas  ohligacio 
nes  puede  ejcigirse  ejecutivamente. 

No  procede-;  sin  embargo,  eLcobro  ye- 
cu  tJvo  de  los  perjuicios  que  pueda  oca- 
sionar la  falta  de  cumplimiento  de  ésta 
obligación  sí  ño  están  determinados  esos 
perjuicios^ por  sentencia  ejecutoria. 


'<'  ■  * 


Por  escritura  estén  djdack  26  dejuliüdc 
lSO^,áoíi.l\omiigó  §»ilv^  R«ngifo,5eí;<níip'<> 
metiáá.desyiucujar  ep.íjl  plaapo,dii  tr?s  JPtje^c?* 
y.  á  veaderi  en  el.misjnp  pjta^o^  jr,yor,el;pr?¿o 
de  $j4SiS.0Qb^^dQ'i\  ^edr<);;Giarc|p,  ^Jeja  .Hucr- 
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ta,  una  propiedad  que  posee  el  primero  á 
título  de  ma^'orazgo,  en  la  calle  de  la  Domi- 
nica de  esta  ciudad.  ' 

Antes  de  vencerse  el  plazo,  que  fué  prorro-* 
gado  por  veinte  días,  pidió  judicialmente  don 
Pedro  García  de  la  Huerta  que  se  notificara 
á  don  Domingo  Silva  Rengifo,  á  fin  de  que  se 
impusiera  de  que  el  recurrente  estaba  listo  á 
cumplir  el  contrato  de  promesa  de  venta  y  de 
que  desearía  de  queel  señorSilva  Rengifo  pro- 
curara estarlo  en  el  plazo  estipulado,  y  ven- 
cido el  término,  el  señor  García  de  la  Huerta 
ocurrió  ante  uno  de  los  juzgados  de  Santiago 
solicitando  textualmente,  que  "en  conformi- 
dad á  lo  dispuesto  en  los  artículos  556,  557  y 
558  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
sirva  despachar  mandamiento  de  ejecución 
contra  don  Domingo  Silva  Rengifo,  requirién- 
dolo  á  fin  de  que  en  el  plazo  de  diez  días  ter* 
mine  la  jestión  de  ex-vinculación  y  me  venda 
la  propiedad  referida  bajo  apercibimiento  de 
hacerlo  V.  S.  en  subsidio  y  á  su  nombre,  como 
lo  dispone  el  citado  artículo  558  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  y  condenándolo,  ade* 
más,  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  que 
me  ha  irrogado  y  al  pago  de  las  costas." 

Requerido  Silva  Rengifo,  opuso  excepciones, 
que  falló  el  Juzgado  en  la  forma  siguiente: 

Vistos:  en  el  presente  juicio  ejecutivo  que 
don  Pedro  García  de  la  Huerta,  abogado, 
domiciliado  en  esta  ciudad,  calle  de  Cate, 
dral  1125,  sigue  con  don  Domingo  Silva  Ren- 
gifo, abogado,  domiciliado  en  calle  de  Ban* 
dera287,por  obligación  de  hacer,  el  ejecutado 
se  ha  opuesto  á  la  ejecución,  haciendo  valer 
las  siguientes  excepciones: 

1*  El  título  no  tiene  fuerza  ejecutiva  á  vir- 
tud de  lo  prescrito  por  el  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  artítulo  485  número  7  y  558. 
En  efecto,  por  las  escrituras  públicas  acom- 
pañadas á  la  demanda,  se  ve  que  el  eieponente 
no  ha  contraído  la  obligación  de  suscribir 
escritura  alguna  determinada. 

La  declaración  deque  alguien  está  obliga- 
do á  cumplir  una  promesa  de  compra  venta, 
es  objeto  de  un  juicio  ordinario. 

En  el  presente  caso  no  se  trata  de  la  consti- 
tución de  un  contrato  unilateral,  de  ahí  que 
tío  sea  aplicable  el  artículo  558,  que  se  invoca 
por  el  ejecutante. 


2*  La  obligación  contraída  es  nula  é  énefí- 
caz,  porque  no  reuDe  las  Condiciones  exigidas' 
por  el  articuló  1,554  del  Código  Civil. 

Eli  primer  terminó,  la  prottiesa  de. venta  se' 
refiereá  un  fundo  que  se  halla  fuera  del  co-- 
mercio  humano  por  hallarse  actualmente  vin- 
culado á  un  mayorazgo. 

En  segundo  término,  no  se  han  precisado - 
los  deslindes  del  fundo;  de  tal  modo  que  hu" 
bicra  quedado  identificado  mediante  las  in- 
dicaciones del  contrato. 

Por  último,  el  contrato  no  se  ha  especifica- 
do de  modo  que  sólo  falten  para  que  sea  per- 
fecto, la  tradición  con  las  solemnidades  espe- 
ciales de  dicho  contrato.  No  se  fijó,  en  efecto, 
el  día  en  que  debía  suscribirse  la  escritura,  nt 
se  determinó  el  notario  ante  quien  debería  ser 
otorgada. 

Evacuando  el  traslado.de  las  excepciones,  el 
procurador  del  ejecutante  pide  que  se  las  det 
seche,  fundándose  en  que  la  obligación  de  ha- 
cer que  Se  demanda  es  determinada  y  exigible 
y,  al  hacerla  valer,  se  invoca  la  primera  copia 
de  una  escritura  pública. 

Es  efectivo  que  antes  de  ahora  se  discutía 
én  juicios  ordinarios  el  cumplimiento  de  los 
contratos  de  promesa;  y  no  podía  ser  de  otro 
modo,  pues  el  procedimiento  ejecutivo  en  las 
obligaciones  de  hacer  es  una  creación  del  nue- 
vo Código. 

La  segunda  excepción  no  es  menos  desti- 
tuida de  base  legal. 

Olvida  el  ejecutado  que  según  el  contrato, 
éste  se  obligó  á  ex-vincular  la  propiedad  y,  al 
mismo  tiempo,  á  venderla  al  ejecutante.  Es  <l 
cumplimiento  de  ambas  obligaciones  sucesi- 
vas el  que  se  exige  en  este  juicio. 

El  contrato  de  promesa  no  importa  una 
enajenación  del  fundo  y  la  ex-vinculaciótt  era 
una  condición  previa  al  otorgamietito  de  ln 
escritura  de  venta. 

Por  otra  parte,  la  ley  exige  para  la  vali- 
dez del  contrato  de  promesa,  queseespecifique 
fel  corttrato  prometido,  y  éste  en  el  caso  actual 
se  halla  perfectamente  especificado:  se  trata 
de  la  compra- venta  de  un  cuerpo  cierto. 

Considerando  que  no  aparece  que  el  título 
en  que  se  funda  la  ejecución  carezca  de  algu- 
no dé  los  requisitos  ó  condiciones  estableci- 
das por  las  leyes  para  que  tldnga  fuerza  ejeci}- 
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ti  va,  ni  tampoco  que  sea  nula  la  obligación 
por  que  se  ejecuta  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  artícu- 
los 487  y  492,  se  desechan  las  excepciones 
alegadas  y,  en  consecuencia,  sígase  la  ejecu- 
ción adelante  hasta  hacer  prestación  al  ejecu- 
tante de  la  obligación  que  se  demanda,  con 
indemnización  de  perjuicios  y  pago  de  costas. 
— Moisés  Lazo  de  la  Vega. 

La  Corte  de  A  pelaciones: 

Santiago,  20  de  diciembre  de  1905 Vis- 
tos: Teniendo  además  presente: 

1^  Que  la  promesa  de  celebrar  un  contrato 
produce  obligación  siempre  que  conste  por 
escrito,  que  no  sea  de  los  que  las  leyes  de- 
claran ineficaces,  con  tal  que  contenga  un  pla- 
zo ó  condición  que  fije  la  época  de  la  celebra- 
ción del  contrato  y  que  en  la  promesa  se  es- 
pecifique de  tal  manera  lo  prometido  que  sólo 
falten  para  la  perfección  del  contrato  la  tradi- 
ción de  la  cosa  ó  las  solemnidades  que  las  le- 
yes prescriban; 

2^  Que  concurriendo  las  circunstancias  que 
se  dejan  enunciadas,  se  establece  una  obliga- 
ción de  hacer,  por  lo  cual,  constituido  el  deu- 
dor en  mora,  puede  ser  apremiado  para  la 
ejecución  de  lo  convenido  ó  que  se  autorice  al 
acreedor  para  hacerlo  ejecutar  por  un  tercero 
á  expensas  del  deudor  y  que  éste  le  indemn*ce 
los  perjuicios  resultantes  de  la  infracción  del 
contrato; 

3^  Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
en  el  título  respectivo  ha  fijado  los  diversos 
procedimientos  que  deben  seguirse  para  obte- 
ner el  cumplimiento  de  las  obligaciones  de 
hacer  según  sean  éstas,  dictando  reglas  para 
cada  uno  de  los  casos  propuestos  y  tomando 
en  cuenta  en  sus  diversas  disposiciones  el  ca- 
rácter peculiar  de  la  obligación  de  que  se 
trata; 

4^  Que  las  promesas  contenidas  en  la  es- 
critura contienen  todos  los  requisitos  exigi- 
dos por  el  artículo  1554  del  Código  Civil  para 
constituir  una  obligación  de  hacer,  ya  que  en 
la  referida  escritura  se  ofrece  ejecutar  un  acto 
que  la  ley  no  prohibe  como  es  laex-vinculación 
de  un  bien  raiz  y  celebrar  en  seguida  un  con- 
trato qac,  ejecutado  el  acto  previamente 
prometido,  no  podrá  ser  declarado  ineficaz 


por  motivos  legales,  como  la  compra-venta 
del  mismo  bien; 

5'  Que  aun  cuando  la  promesa  de  ex-vincn- 
lar  un  bien  raiz  no  sea  de  aquellas  queptie- 
dan  ser  ejecutadas  por  el  juez  de  la  causa,  ja 
que  no  se  trata  de  suscribir  un  instrumento 
público,  sino  de  seguir  gestión  administrati- 
va ó  judicial;  ni  por  un  tercero  por  cuenta  del 
acreedor,  por  no  tratar  de  una  obra  material, 
sin  embargo  el  referido  Código  de  Procedi- 
miento Civil  ea  el  artículo  569,  en  concordan- 
cia con  lo  dispuesto  en  el  número  1^  del  artículo 
1553  del  Código  Civil,  ha  establecido  la  for 
ma  y  medios  en  que  puede  ser  compelido  d 
deudor  para  que  cumpla  la  promesa  de  que  se 
trata,  que,  como  antes  se  ha  dicho,  constitave 
una  obligación  de  hacer; 

6^  Que  la  obligación  de  hacer  que  importa 
la  promesa  de  celebrar  un  contrato  de  com- 
pra-venta á  que  se  refiere  la  escritura,  estan- 
do llana,  como  lo  está  la  persona  en  cuyo 
favor  se  hizo  la  promesa  á  llevarla  á  efecto, 
se  encuentra  entre  los  hechos  comprendidos 
en  el  artículo  558  del  citado  Código  de  Pro- 
cedimiento. 

Se  confirma  con  costas  del  recurso  la  reso- 
lución apelada  de  8  de  julio  último. 

Redacción  del  señor  Ministro  de  la  Cruz. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
don  Felipe  Herrera  quien  estuvo  por  revocar 
la  resolución  de  primera  instancia  y  no  dar 
lugar  á  la  ejecución,  por  estimar  que  la  ría 
ejecutiva,  que  es  un  procedimiento  excepcional 
ó  de  privilegio,  establecido  para  hacer  ejecu- 
tivas las  obligaciones  de  hacer  sencillamente, 
no  puede  extenderse  por  esa  razón  y  además 
por  los  términos  del  artículo  556  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  y  demás  disposiciones 
legales  citadas  por  la  mayoría  del  Tribunal,  á 
una  mera  promesa  de  celebrar  un  contrato, 
que  es  de  lo  que  en  estos  autos  se  trata.- F^ 
Upe  Herrera.  —  Bitas  de  la  Cruz.— Horacio 
Pinto  Agüero. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Silva  Ren- 
jifo  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  y  forma- 
lizándolo dice  textualmente  que  "al  rechazar 
la  sentencia  definitiva  de  20  del  corréentelas 
dos  excepciones  puestas  por  raí,  ha  infringido 
tanto  los  artículos  556  y  558  del  Código  de 
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Procedimiento  Civil,  como  el  artículo  1554 
del  Código  Civil  y  el  1464 ^c  este  último." 

"Se  ha  declarado  por  esa  sentencia  que  la 
vía  ejecutiva  se  encuentra  establecida  por  la 
ley  para  obligarme  á  ejecutar  un  acto,  la  ex- 
vinculación; se  ha  declarado  como  se  acostum- 
bra en  juicio  ordinario,  que  estoy  obligado  á 
ejecutar  la  ex- vinculación  con  indemnización 
de  perjuicios;  y  por  último,  se  ha  declarado, 
como  también  se  acostumbra  en  juicio  ordi- 
nario, que  el  contrato  de  promesa  de  venta 
de  bienes  vinculados  á  que  se  refiere  este  jui- 
cio, es  eficaz  por  ajustarse  al  artículo  1554 
ya  citado." 

En  el  escrito  de  fundación  de  recurso  se  dan 
esplicaciones  y  alegaciones  que  se  omitieron 
al  formalizarlo. 

Ahí  se  alega  que  los  artículos  556  y  558  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  han  sido  apli- 
cados de  un  modo  que  repugna  á  su  letra  y  á 
su  espíritu;  que  los  contratos  que  imponen, 
como  el  de  promesa  de  compra— venta,  obliga- 
ciones bilaterales,  no  pueden  dar  origen  á  la 
vía  ejecutiva,  sin  que  una  de  las  partes  haya 
cumplido  oportunamente  su  obligación;  que 
don  Pedro  García  de  la  Huerta  no  cumplió 
por  su  parte,  pues  deíó  transcurrir  el  plazo 
dentro  del  cual  debió  celebrarse  el  contrato 
prometido,  sin  suscribirlo. 

Se  agrega  que  la  declaración  de  pagar  per- 
juicios pugna  también  con  los  artículos  556 
y  558,  pues  ello  es  materia  de  juicio  ordina- 
rio, en  el  cual  debe  establecerse  previamente 
la  infracción  del  contrato  y  la  clase  y  monto 
de  los  perjuicios. 

Tampoco  pudo  obligarse  al  recurrente,  sin 
contrariar  esos  artículos,  á  cumplir  lo  prome- 
tido y  á  indemnizar  los  perjuicios,  sino  á  una 
ú  otra  de  esas  dos  cosas.  £1  artículo  558  solo 
ordena  la  medida  de  apremio  para  cumplir 
el  hecho  debido  (art.  1553  núm.  1^  del  Códi- 
go Civil);  y  de  ningún  modo  el  pago  de  los 
perjuicios  resultantes  de  la  infracción  de  la 
obligación  de  hacer  (art.  1553  núm.  3^  del 
mismo  Código). 

Por  otra  parte,  el  artículo  558  autoriza 
únicamente  al  juez  para  suscribir  un  docu- 
mento determinado»  conocido  ya  de  las  par- 
tes, y  sobre  el  cual  no  hay  controversia;  y  ese 
documento  debió  constar  literalmente  en  el 


título  ejecutivo  para  que  de  esa  manera  pu-' 
diera  ser  firmado,  tanto  por  el  deudor  comd 
por  el  juez. 

La  constitución  de  una  obligación  por 
parte  del  deudor  se  refiere  á  un  acto,  no  á 
un  contrato  y  por  consiguiente  sólo  la  obli- 
gación unilateral  puede  dar  origen  á  la  vía 
ejecutiva  conforme  al  artículo  558,  que  por  lo 
mismo  habla  de  deudor,  y  no  de  contratante. 

El  considerando  5^  de  la  sentencia  invoca 
erróneamente  el  artículo  569,  pues  este  artícu- 
lo se  aplica  á  casos  ú  oíiligaciones  distintas 
de  las  que  contempla  el  558.  Este  último  es- 
tablece el  procedimiento  ejecutivo  para  que  el 
juez  cumpla  la  obligación  de  hacer  que  se  nie- 
ga á  desempeñar  el  deudor;  el  artículo  569  se 
refiere  á  obligaciones  que  el  juez  no  puede 
cumplir,  porque  han  menester  de  las  aptitu- 
des especiales  del  ejecutado,  como  una  opera- 
ción quirúrjica,  una  obra  de  arte,  etc. 

No  vale  la  promesa  de  vender  un  bien  que 
no  es  comerciable,  como  lo  es  una  propiedad 
raiz  vinculada;  y  no  puede  decirse,  que,  á 
fin  de  hacer  comerciable  ese  bien,  se  ha  con- 
traído la  obligación  de  ex  vincularlo,  porque 
eso  sería  obligarse  á ejecutar  un  acto,  y  la  ley 
sólo  da  valor  á  la  promesa  de  celebrar  un  con- 
trato. Resolviendo  la  sentencia  lo  contrario, 
ha  infringido  los  artículos  1464  i  1554  del  Có- 
digo Civil. 

La  promesa  de  compra- venta  no  produce 
tampoco  obligación  alguna,  porque  pomo 
haberse  indicado  los  deslindes,  no  se  han  es- 
pecificado ó  individualizado  ni  la  cosa  que  se 
vende  ni  la  cosa  que  se  hipoteca.  La  hipoteca 
es  aquí  una  de  las  condiciones  esenciales  del 
contrato  prometido. 

Por  último,  el  contrato  debió  celebrarse 
dentro  de  cierto  plazo,  pasado  el  cual  ja  no' 
puede  llevarse  á  efecto;  sólo  habría  lugar  á  lá 
indemnización  de  los  perjuicios. 

Bn  su  escrito  de  respuesta,  la  parte  de  don 
Pedro  García  de  la  Huerta  solicita  que  se  de- 
seche el  recurso,  con  costas. 

El  título  que  ha  invocado,  dice,  es  la  prime- 
ra copia  de  una  escritura  pública,  en  que  se 
estipula  una  obligación  de  hacer  determina- 
da y  exigible  actualmente.  Es  por  consiguien- 
te un  título  ejecutivo,  y  la  sentenda  que  así 
la  declara  ha  hecho  correcta  aplicación  del 
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artículo  556  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil. 

La  sentencia  no  ha  ordenado  pagar  los 
perjuicios  resultantes  de  la  infracción  del  con- 
trato, como  aparenta  creerlo  el  recurrente, 
si'! o  que  se  ha  limitado  á  declarar  que  el  eje- 
cutado debe  indemnizarlo,  procediendo  así  de 
acuerdo  cqn  lo  dispuesto  en  el  artículo  1553 
del  Código  Civil, _  que  autoriza  para  pedir, 
junto  con  la  indemnización  de  la  mora,  entre 
otras  cosas,  '*que  se  apremie  al  deudor  para 
la  ejecución  del  hecho  convenido".  Los  perjui- 
cios ordenados  son  los  de  la  mora,  y  para  co- 
brarlos se  seguirá  nuevo  juicio  en  el  cual  se 
establecerá  su  monto. 

El  Código  de  Procedimiento,  salvando  un 
vacío  de  la  antigua  ley,  estableció  un  proce- 
dimiento ejecutivo  especial  para  las  obliga- 
ciones de  hacer  y  de  no  hacer,  contemplando, 
de  acuerdo  con  los  principios  sentados  por  el 
Código  Civil,  los  casos  diversos  que  podían 
producirse. 

.  El  artículo  558  previo  el  caso  de  que  el  he- 
cho debido  consistiera  en  la  suscripción  de  un 
instrumento  ó  en  la  constitución  de  una  obli- 
gación; el  559  indicó  el  modo  de  obtener  la 
ejecución  de  una  obra  material;  el  562  la  ma- 
nera de  llevar  á  cabo  el  hecho  debido  por  me- 
dio de  un  tercero  á  expensas  del  deudor;  y, 
por  fin,  el  569  señaló  las  medidas  de  apremio 
de  que  puede  hacer  uso  el  acreedor  (conforme 
al  nüm.  1^  del  artículo  1553  del  Código  Ci- 
vil) para  obtener  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación dé  hacer  cuándo  no  es  posible  obtener- 
lo de  otro  modo  ó  prefiere  el  acreedor  seguir 
este  camino. 

Si  se  trata  de  la  ejecución  de  una  obra  ma- 
terial de  que  el  acreedor  no  pudiese  ó  no  qui- 
siese encargarse,  puede  en  conformidad  al. 
artículo  568  apremiar  al  deudor  de  la  mane- 
ra prevista  en  el  artículo  569  para  obtener  su 
cumplimiento.  Tiene  derecho  también  para 
ejecutar  ese  apremio  siempre  que  se  trate  de 
una  obligación  de  hacer  que,  no  pudiendo  ser 
cumplida  sino  por  el  deudor,  es  resistida  por 
éste.  Por  la  escritura,  el  señor  Silva  Rengifo 
se  impuso  dos  obligaciones  de  hacer,  sucesi- 
vas, pero  de  diversa  naturaleza,  la  de  ex-vin- 
cular  su  propiedad  i  la  de  venderla. 


La  Corte  de  Apelaciones  ha  hecho  tma;  dis- 
tinción perfecta  de  ambas  obligaciones. 

En  el  considerando*  5^  se  ocupa  de  la  obli- 
gación de  ex-vincular,  y  establece  que,  no 
siendo  esta  obligación  de  aquellas  que  pueda 
ser  ejecutada  por  el  juez  ó  por  un  tercero  por 
cuenta  del  acreedor,  debe  seguirse  el  procedi- 
miento de  apremio  que  dispone  el  artículo 
569  del  Código  de  Procedimiento  Civil  para 
compeler  al  deudor  á  su  cumplimiento,  de 
acuerdo  con  el  derecho  que  reconoce  al  acree- 
dor el  número  l^del  artículo  1553  del  Código 
Civil. 

El  considerando  6^  contempla  la  otra  obli« 
gación,  la  de  vender,  ó  sea  la  de  otorgar  el 
contrato  de  compra- venta  y  dice  que  esa  obli- 
gación, estando  llana  la  persona  en  cuyo 
favor  se  hizo  la  promesa  á  llevarla  á  efecto, 
entra  en  los  hechos  de  que  habla  el  artículo 
558  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

No  se  han  violado  los  artículos  1554  y  1464 
del  Código  Civil,  como  sostiene  también  el 
recurrente. 

Ya  se  ha  dicho  que  el  señor  Silva  Rengifo 
contrajo  dos  obligaciones  de  hacer,  la  de  cx- 
vincular  y  la  de  otorgar  un  contrato  de  venta 
de  la  propiedad  ex-vinculada.  Lo  que  se  pro- 
metió vender  fué  una  propiedad  ex-vinculada. 

El  recurrente  se  obligó  á  ejecutar  un  acto, 
el  de  ex-vinculación,  y  este  acto  tiene  por  cau- 
sa el  deseo  de  vender  el  señor  Silva  su  pro- 
piedad. 

No  es  exacto,  por  lo  demás,  que  una  propie- 
dad vinculada  no  sea  un  bien  comerciable.  El 
artículo  153  de  la  Constitución  Política  de-, 
clara  lo  contrario. 

De  ahí  es  que  las  leyes  especiales  y  el  Códi- 
go Civil  ordenen  .que  se  proceda  á  la  ex-vin- 
culación de  las  propiedades  vinculadas. 

No  hay  objeto  ilícito  en  lo  que  la  ley  espre- 
samente  autoriza  y  aún  ordena. 

En  la  hipótesis  de  que  existiera  la  nulidad 
absoluta,  por  ser  el  bien  incomerciable,  no  po- 
día alegarla  el  señor  -Silva  Rengifo,  que  cele- 
bró el  contrato  sabiendo  ó  debiendo  saber  el 
vicio  que  lo  invalidaba  (art.  1603  del  Código 
Civil). 

El  Tribunal  de  Alzada,,  apreciando  los  he^ 
chos,  estimó  que  están  suficientemente  identi- 
ficadas la  cosa  vendida  y  la  cosa  hipotecada, 
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caando  dijo:  "que  Ifis  promesas  contenidas 
en  la  escritura  cuentan  con  todos  los  requisi- 
tos exigidos  pdr  el  artículo  1554  del  Código 
Civil  para  constituir  una  obligación  de  ha* 
ccr".  Está  apreciación  es  inamovible. ' 

Prescindiendo  de  ello,  la  ley  sólo  exige  que 
se  especifique  de  tal  manera  el  contrato  pro- 
metido que  no  falte  para  que  sea  perfecto  sino 
la  tradición  de  la  cosa,  ó  las  solemnidades 
que  las  leyes  prescriban. 

El  contrato  ha.  sido  perfectamente  especifi- 
cado y  la  propiedad  perfectamente  individua- 
lizada. Aún  en  la  hipótesis  inaceptable  de  que 
fuera  necesario  expresar  deslindes,  la  propie- 
dad del  señor  Silva  Rengifo,  materia  de  lá 
promesa,  estaría  completamente  deslindada, 
como  puede  verse  en  la  escritura. 

En  cuanto  á  la  falta  de  identificación  y  des- 
linde de  la  cosa  hipotecada,  la  observación 
carece  de  valor: 

1^  Porque  el  contrato  de  promesa  cuyo 
cumplimiento  se  exige  es  de  venta  y  no  de  hi- 
poteca; 

2^  Porque  la  hipoteca  es  una  obligación 
accesoria  al  contrato  pr  ometido  que  no  pue' 
de  viciarlo; 

3^  Porque  por  lo  demás,  está  individuali' 
zada  la  propiedad  y  perfectamente  determi- 
nada: ''Casas  Viejas  de  Chena  en  San  Ber- 
nardo"; 

4^  Porque  es  ésta  una  apreciación  de  hecho 
que  no  puede  ser  materia  del  recurso  de  casa- 
ción. 

La  alegación  de  que,  transcurrido  el  plazo 
fijado  en  el  contrato  de  promesa,  ya  no  pudo 
celebrarse  el  pacto  convenido,  es  contraria  á 
lo  que  dispone  el  número  1**  del  artículo  1553 
del  Código  Civil,  que  permite  expresamente 
exigir  del  deudor  moroso,  por  la  vía  de  apre' 
mió,  el  'cumplimiento  de  la  obligación  extipu. 
lada,  cualquiera  que  ésta  sea. 

El  recurrente  no  invoca  .tampoco  ningún 
precepto  legal  para  fundar  su  alegación. 

La  Corte: 

Considerando: 
1'  Que  el  presente  juicio  tiene  por  objeto 
hacercumplir  ejecutivamente  las  dos  obliga- 
piones  de  hacer  á  que  se  refieren  las  eiscríturas 
públicas  testimoniadas; 


2^'  Que  en  orden  á  las  obligaciones  de  esta 
clase,  prescri^be  el  artículo  556  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  que  tienen  mérito  ejecu- 
tivo cuando  son  determinadas  y  actualmente 
exigibles,  y  se  hace  valer  para  acreditarlas  al- 
gún título  que  traiga .  aparejada  ejecución;  >  i 

3^  Que  la  sentencia  de  que- sé  reclama,  con- 
firmando la  de  primera  instancia,  manda  se- 
guir la  ejecución,  según  sus  términos  literales, 
'hasta  hacer  prestación  al  ejecntante  de  lá 
obligación  de  que  se  demanda,  con  indemni- 
zación de  perjuicios,  y  pago  de  costas"; 

4^  Que  los  perjuicios  que  se  mandan  indenv 
nizar,  aunque  fueran,  como  se  sostiene,  de 
aquellos  que  van  envueltos  en  la  obligación 
de  hacer  del  deudor  constituido  en  mora,  no 
se  hal'aban,  sin  embargo,  determinados  en 
su  naturaleza  y  monto  en  el  título  que  apare- 
ja la  ejecución,  y  ni  siquiera  se  sabe  si  real^ 
mente  los  ha  sufrido  el  ejecutante;  por  lo  cual 
no  ha  podido  proceder  respecto  de  dicha  in- 
demnización, el  juicio  de  que  aquí  se  trata, 
conforme  al  recordado  articulo  556  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil; 

5**  Qíie  de  lo  expuesto  resulta  que  en.  la  refe- 
rida sentencia  se  ha  infringido  dicho  artículo, 
que  el  reclamante  cita  entre  otros,  al  formali- 
zar el  recurso  de  casación,  para  pedir  que  se 
invalide  ese  fallo;  y  . 

6^  Que  siendo  por  este  motivo  invalidada 
la  mencionada  sentencia,  es  inoficioso  pronun* 
ciarse  acerca  de  las  otras  causales  en  que 
también  se  apoya  el  recurso. 

Vistos  los  artículos  940  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  senten- 
cia recurrida  que  se  cita  al  principio,  por  in- 
fracción del  artículo  556  del  indicado  Código. 
Devuélvase  al  recurreiite  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo    JJrrutia, -^Galvarino   Gallardo.^ 
Gabriel Gaete.^V,  Aguirre  V.—A.  VergaraAU 
hano.—J,  Alejo  Fernández,— J.  Bernales, 
.    Y  fallando  la  causa: 

.    Santiago,  13  de  Octubre  de  1906 Vistos: 

Teniendo  presente  á  más  de  lo  expuesto  en  la 
sentencia  apelada: 

1^  Que  las  escrituras  públicas  testimonia- 
les que  aparejan  la  ejecución,  dan  cuenta  de 
dos  obligaciones  de  hacer  contraídas  por  el 
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ejecutado,  á  saber,  la  de  ex-vincular  una  finca 
determinada  en  su  ubicación  }•  deslinden,  y  la 
promesa  de  venderla  al  ejecutante  después  de 
hecha  comerciable  en  derecho; 

2^  Que  ambas  obligaciones  son  perfecta- 
mente lícitas  antes  las  prescripciones  legales, 
y,  por  consiguiente,  han  podido  servir  de  ma- 
teria válida  de  cualquierconvención;  pues  una 
de  ellas,  6  sea  la  de  ex-vincular  un  inmueble  su* 
jeto  á  mayorazgo  6  vinculación,  no  sólo  se 
halla  autorizada  sino  impuesta  en  términos 
generales  por  el  artículo  747  del  Código  Civil 
con  arreglo  á  las  leyes  dictadas  al  efecto,  y  la 
otra,  la  de  vender  bienes  después  de  incorpo- 
rados en  el  comercio,  también  pudo  ser  obje- 
to de  contrato;  puesto  que  precisamente  para 
la  movilización  comercial  de  los  inmuebles 
gravados  es  para  lo  que  se  prescribe  su  ex-vin* 
culación; 

3^  Que  además  en  ambas  o  bligaciones  ta— 
les  como,  fueron  contraídas,  concurren  to- 
dos los  requisitos  prescritos  en  la  ley  para  su 
validez,  especialmente  los  que  señala  el  ar- 
tículo 1554  del  Código  Ctvtl;  y  en  los  contra- 
tos en  referencia,  aunque  bilaterales,  las  obli- 
gaciones del  ejecutado  son  determinadas  y 
actualmente  exigibles,  y  la  del  ejecutante  de 
pagar  el  precio  prometido,  se  ofrece  cumplirla 
en  la  forma  y  tiempo  debido; 

4'  Que  por  lo  que  respecta  á  la  indemniza- 
ción de  perjuicios  que  manda  pagar  la  senten- 
cia apelada,  aunque  impuesta  dicha  indemni- 
zación por  la  ley  al  deudor  moroso,  no  está 
ella  de  ningún  modo  determinada  en  su  na- 
turaleza y  monto;  por  lo  cual  este  punto  del 
juicio  no  pudo  ser  materia  de  ejecución  con- 
forme al  precepto  del  artículo  556  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

Vistos  también  los  artículos  1464,  1545  del 
Código  Civil  y  455  y  556  del  de  Procedimien- 
to Civil  que  se  cita,  se  confirma  la  indicada 
sentencia  de  8  de  julio  de  1905,  con  decla^-a- 
ción  de  que  no  ha  lugar  á  la  ejecución  por  los 
perjuicios  á  que  se  refiere  su  parte  resolutiva, 
la  cual  sentencia  queda  por  tanto  revocada 
en  este  punto. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 

l^opoldo  Urrutia,  —  Galvariao  Gallardo 

Gabriel Gaete V,  Af^uirrc  V,—A.  Vergara  Al- 

baño — ./,  A  hjo  Fernández, --J,  Bernales. 


Cas  CÍY,—8  de  noviembre  de  1906 

Moráu  con  Moran 

Testamento;  reforma.  —  Prescripoión. 
Legitimarlo 

Doctrisa:— La  prescripción  de  cuatro 
años  que  fija  el  artículo  1216  del  Códi- 
go Civil  para  pedir  la  reforma  de  un  tes- 
tamento, se  refiere  únicamente  á  *^Ios  le- 
gitimarios á  quienes  el  testador  no  haya 
dejado  lo  que  por  ley  les  corresponde'',  ó 
sea  á  aquellos  á  quienes  el  testador 
menciona  como  tales  legitimarios  y  ks 
asigna  una  porción  de  bienes  inferiora 
la  que  debe  tocarles. 

Esta  prescripción  no  es  aplicable  ai 
caso  del  legitimario  que,  por  haber  sido 
pasado  en  silencio  en  el  testamento,  se 
entiende  instituido  heredero  en  su  legí- 
tima. 


Ernesto  Coke  por  su  mujer  doña  Aurora 
Moran,  Carolina  Rivera  v.  de  Moran  i  Ame- 
lia Moran  t.  de  Preller,  dicen:  que  se  está 
procediendo  por  el  compromisario  señor  Va* 
lencia  á  la  partición  de  los  .hknes  dejados 
á  su  muerte  por  doña  Manuela  Henríquez  v. 
de  Moran,  alas  que  son  accionistas  la  pri- 
mera y  última  como  nietas  legítimas  de  esta 
señora  y  doña  Carolina  como  cónyuge  sobr^ 
viviente  de  don  Daniel  Moran;  que  en  la  par- 
tición expresada  han  figurado  hasta  ahora 
como  accionistas  las  niñas  María  Jesús  y 
Juana  Evangelista,  hijos  naturales  de  don 
Domingo  Moran,  quien  á  su  vez  era  hijo  legí- 
timo de  la  señora  Henríquez  y  murió  antes 
que  ésta;  que  por  una  errada  concepción  ó 
apreciación  de  la  ley  se  habrá  permitido  y 
aceptado  que  los  niños  en  referencia  tuvieran 
intervención  en  el  juicio  de  compromiso  qae 
se  ha  indicado;  pero  que  impuestos  en  la  ac- 
tualidad de  que  esa  intervención  es  irregular^ 
vienen  en  reclamar  de  ella  y  pedir: 
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1^  Que  dcl^c  de  reformarse  el  testametito 
de  don  Domingo  Moran  por  disponer  de  la 
totalidad  de  sus  bienes  en  favor  de  sus  hijos 
naturales  María  Jesús  y  Juana  Evangelista, 
reconocidas  por  testamento  de  20  de  Ma3'o 
de  1886,  teniendo  madre  legítima  á  quién  le 
corresponde  la  mitad  de  sus  bienes; 

2'  Que  debe  declararse  que  los  hijos  na- 
turales de  don  Domingo  Moran  no  son  here- 
deros de  doña  Manuela  Henríquez;  y 

3'  Que  deben  de  pagar  las  costas  de  este 
juicio  y  las  que  se  originen  en  el  de  la  parti- 
ción de  la  señora  Henríquez. 

Los  demandados  Manuela  y  Juana  Evan- 
gelista Moran,  contestando  la  demanda,  ex- 
ponen: que  no  debe  darse  lugar  á  lo  que  en 
ésta  se  pide,  porque  ellas  han  concurrido  á  la 
partición  de  los  bienes  de  su  abuela  doña  Ma- 
nuela Henríquez,  en  virtud  del  derecho  de  re- 
presentación que  les  otorga  el  artículo  984 
del  Código  Civil,  ya  que  ocupan  el  lugar  y, 
por  consiguiente,  el  grado  de  parentezco  y 
los  derechos  hereditarios  que  tenía  el  padre 
de  los  ocurrentes  en  la  sucesión  de  su  madre 
legítima.  Agregan  que  tienen  personería  legí- 
tima para  esta  representación,  porque  el  re- 
conocimiento de  hijas  naturales  que  les  hizo 
su  padre  fué  aceptado  en  la  forma  prescrita 
por  nuestras  leyes. 

Replicando  á  nombre  de  los  demandantes, 
dice  don  Matías  Henríquez:  que  la  calidad 
que  dicen  tenerlas  demandadas  y  que  derivan 
del  artículo  984  no  es  tal,  porque  para  que 
esto  ocurra  es  necesario  que  no  tenga  descen- 
dientes legítimos,  los  que  según  el  artículo  983 
excluyen  la  representación  de  cualquier  otro 
heredero. 

En  la  duplica  se  expresa  que  aquí  no  tiene 
lugar  la  exclusión  á  que  hacen  referencia  los 
demandantes,  por  cuanto  las  demandadas, 
hijos  naturales  de  don  Domingo  Moran,  ocu- 
pan el  grado  i  lugar  de  éste,  que  era  descen- 
diente legítimo  de  doña  Manuela  Henríquez  v. 
de  Moran,  á  quien  sucede  hoy  en  virtud  del 
derecho  de  representación  que  les  acuerda  la 
ley.  Se  expresa,  además,  que  los  herederos  le- 
gítimos no  suceden  por  dorecho  de  represen- 
tación como  lo  cree  la  contraria,  sino  por  de- 
recho propio* 
A  petición  de  la  parte  demandante  y  en  re- 


beldía de  la  demandada,  no  se  recibió  la  cau* 
s  a  á  prueba  y  se  citó  para  sentencia. 

El  juzgado  de  Talcahuano  falló  el  18  de 
mayo  de  1904: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

•  Que,  no  habiéndose  rendido  prueba  en  es- 
tos autos,  hay  que  tomar  en  consideración 
los  hechos  en  los  cuales  estuvieren  de  acuerdo 
las  partes,  siendo  estos: 

1^  Que  las  demandadas  Manuela  y  Juana 
Evangelista  son  hijas  naturales  de  don  Do- 
mingo Moran; 

2^  Que  éste  fué  hijo  legítimo  de  doña  Ma- 
nuela Henríquez  y  falleció  antes  que  ella; 

Que  en  el  presente  caso  se  trata  de  excluir  á 
las  demandadas  de  la  herencia  de  la  señora 
Henríquez,  así  como  de  reformar  el  testamento 
de  don  Domingo  Moran  por  haber  este  señor 
dispuesto  de  todos  sus  bienes  á  favor  de  sus 
hijas  naturales  dejando  madre  viva; 

Que  estando  de  acuerdo  las  partes  en  que 
éste  murió  antes  que  su  madre  legítima,  no 
puede  legalmente  disponer  de  la  totalidad  de 
sus  bienes,  por  tener  herederos  forzosos; 

Que  los  hijos  naturales  no  tienen  el  derecho 
de  representación  á  que  se  refiere  el  artículo  983 
en  casos  análogos  con  el  actual,  de  manera  que 
aunque  ellos  fueren  hijos  naturales  de  don 
Domingo  Moran  no  pueden  representar  á  és- 
te en  la  partición  de  la  señora  Henríquez,  ya 
que,  habiendo  muerto  éste  prímero  que  su 
madre,  sin  dejar  sucesión  legítima,  ninguna 
persona  puede  representar  en  la  sucesión  de 
la  señora  Henríquez  los  derechos  que  hubiera 
tenido  al  haber  dejado  esta  clase  de  sucesión. 

En  vista  de  estas  consideraciones  y  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1167,  1181,  1182, 
1183, 1184,983,988,989,1216,  1217  y  1218 
del  Código  Civil,  se  declara: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto 
por  ella  se  pide  la  reforma  del  testamento  de 
don  Domingo  Moran; 

2^  Que  doña  Manuela  Henríquez  como  he- 
redera forzoza  de  su  hijo  legítimo  don  Domin- 
go Moran,  tiene  en  la  sucesión  de  este  por  sí 
y  por  sus  legítimos  herederos,  los  derechos 
que  por  ley  le  corresponden; 

3^  Que  ha  lugar  también  á  la  solicitado 
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en  el  nfimefo  2^  de  la  demanda  6  sea  que  ías 
hijas  naturales  de  don  Domingo  Mofan  no 
son  herederos  de  doña  Manuela  Henríquez. 

Y  no  ha  lugar  á  las  demás  peticiones  dé  las 
partes Francisco  Bastos, 

A|)elada  dicha  resolución  en  cuanto  al  se- 
gundo punto,  el  relativo  á  la  distribución  de 
la  herencia  de  don  Domingo  Moran,  los  ape- 
lantes, en  el  escrito  de  expresión  de  agravios; 
alegaron  la  prescripción  de  cuatro  años  que 
establece  el  artículo  1216  del  Código  Civil, 
contra  la  acción  deducida  en  la  demanda,  y  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Concepción  falló  el 
27  de  abril  de  1905: 

Aceptando  la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia  y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  demanda  tiende,  entre  otras  co- 
sas, á  obtener  que  se  declare  que  debe  refor- 
marse el  testamento  de  don  Domingo  Moráñ, 
por  cuanto  dispone  de  la  totalidad  de  sus 
bienes  en  favor  de  sus  hijos  naturales,  tenien- 
do madre  viva,  ó  sea  legítima,  á  quien,  según 
los  artículos  1182,  983,  1184  y  1217  del  Có- 
digo Civil,  le  corresponde  la  mitad  de  la  he- 
rencia; 

2^  Que  habiendo  sido  pasada  en  silencio 
doña  Manuela  Henriquez  en  el  testamento  de 
su  hijo  don  Domingo  Moran,  deberá  enten- 
derse que  fué  instituida  heredera  en  la  legíti- 
ma que  la  ley  le  acuerda;  y 

3^  Que  dado  lo  expuesto  en  el  anterior 
considerando,  la  prescripción  de  cuatro  años 
alegada  en  segunda  instancia  por  los  deman" 
dados  no. es  procedente. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  el  artículo  1218  del  Códi- 
go Civil,  Rc  confirma  en  la  parte  apelada, 
con  costas,  la  sentencia  de  18  de  marzo  de 
.1894,  en  cuanto  por  ella  se  declara  que  doña 
Manuela  Henríquez,  como  heredera  forzosa 
de  su  hijo  legítimo  don  Domingo  Moran,  tie- 
ne en  la  sucesión  de  éste,  por  sí  y  por  sus  legí- 
timos herederos,  los  derechos  que  por  la  ley 
le  corresponden. 

No  ha  lugar  á  la  prescripción  alegada  por 
los  demandados. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Mackay. 
—Juan  N.  Parga.  —  Bxeqviel  Figueroa.—J, 
Guillermo  Mackay, 


Contra  esté  falló  se  há  deducido  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  en  los  términos  que  en 
seguida  se  éopia:n  del  escrito  en  que  se  forma- 
lizó dicho  recursót  - 

"Como  se  sabe,  el  présente  juicio  fué  promo- 
vido por  los  demandantes  don  Ernesto  Coke, 
en  representación  de  su  esposa  doña  Aurora 
Moran,  doña  Amelia  Moran  v.  de  Preller  y 
doña  Carolina  Riveros  v.  de  Moran,  ejerci- 
tando la  acción  de  reforma  de  que  habla  el 
párrafo  2^,  título  6'  del  libro  3^  del  Código 
Civil  á  objeto  de  modificar  la  cláusula  5*  del 
testamento  otorgado  por  nuestro  padre  na 
tural  don  Domingo  Moran,  cláusula  por  la 
que  se  nos  instituyó  sus  únicos  y  universales 
herederos, 

"Pues  bien,  hemos  sostenido  en  la  defensa  de 
nuestros  derechos  que  siendo  la  acción  ejercí" 
tada  la  de  reforma  del  testamento,  está  ella 
prescrita  en  virtud  de  la  disposición  conteni- 
da eri  el  inciso  l^del  artículo  1216  del  Código 
Civil,  prescripción  que  hemos  alegado  en  for- 
ma correcta  en  esta  causa. 

"Mas,  el  Iltmo.  Tribunal,  desestimando  el 
precepto  legal  indicado  y  conceptuando  que 
en  este  caso  se  trata  de  uní  légitimario^como 
es  la  madre  legítima  del  testador,  doña  Ma- 
nuela Henríquez — que  ha  sido  pasada  en  ^- 
lencio,  debe  por  ese  mismo  hecho  entenderse 
que  ha  sido  instituida  heredera  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1218  del  Código 
nombrado,  en  su  legítima,  razón  que  ha  ser- 
vido á  US.  Iltma.  como  fundamento  para 
confirmar  con  costas  la  sentencia  apelada. 

"Ahora  bien:  debe  dejarse  establecido  que  la 
declaración  hecha  por  el  señor  juez  de  prime- 
ra instancia  y  aceptada  por  el  Iltmo.  Tribu- 
nal en  su  sentencia  confirmatoria,  tendente  á 
reconocer  como  heredera  legítima  de  la  suce- 
sión de  don  Domingo  Moran  á  su  madre  doña 
Manuela  Henríquez  v.  de  Moran,  se  ha  perse- 
guido ejercitando  la  acción  de  reforma  del 
testamento  del  primero,  acción  que  ha  sido 
prescrita  en  virtud  de  la  disposición  termi- 
nante contenida  en  el  inciso  1^  del  articulo 
1216  del  Código  Civil  ya  citado,  circunstan- 
cias que  legitiman,  en  mi  sentir,  la  revocatoria 
de  la  sentencia  apelada  en  la  parte  que  mo- 
difica la  cláusula  5^  del  testamento  de  nues- 
tro padre. 
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,  "De  aquí  entonces  la  razón  del  recurso  de 
casación  en  el  fondo  y  que  contempla  el  artí- 
culo 940  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  hemos  anunciado,  por  cuanto  al  confir- 
marse por  US.  Utmá.  la  sentencia  apelada,  se 
ba  ido  contra  una  disposición  expresa  de 
nuestro  Código  Civil,  qije  determina  el  plazo 
de  cuatro  años  contados  desde  el  día  en  que 
tuvieron  conocimiento  del  testamento  Ir 8 
legitimarios,  para  la  extinción  de  la  acción 
de  reforma  que  se  ha  ejercitado  en  este  juicio.** 
En  el  escrito  de  fundación  del  recurso,  el 
procurador  de  los  recurrentes  se  limita  á  pe- 
rfir  q,ue  se  tengan  por  reproducidas  las  alega- 
cipnes  hechas  en  el  de  formalización. 
.  Respondiendo  la  parte  recurrida,  se  remite 
Á  su^vez  al  mérito  de  aqtps  y  en  especial  á  lo 
expuesto  por  ella  en  &u  demanda. 

La  Corte: 

Considerando: 

,1^  Que  los  recurrentes,  sin  poner.en  duda  el 
carácter  de  legitimaria  de  don  Domingo  Mo- 
ran, que  correspondía  4  su  madre  legítima^ 
doña  Manuela  Henríquez,  conforme  al  artículo 
1182  del  Código  Civil,  y  por  lo  tanto,  sin  des- 
conocer el  derecho  que  esta  señora,  personal- 
mente ó  representada  por  su  descendencia  le- 
gítima, tepía  á  la  asignación  forzosa  que  le 
ficucrda  el  artículo  989  del  mi^mo  Código, 
en,  cpncurrencia  con  los  hyos  naturales  del 
testador,  se  han  concretado  á  fundar  el  pre- 
sente recurso  en  1^  circunstancia  de  no  haber- 
se declarado  pres^rripta  por  el  lapso  de  cuatro 
año^  la  acción  jje  Jos  here(Jeros  de  la  señora 
Henríquez  po,rarcclamí^r  dicha  .c.uota; 
,,2',Qu^eJ  plazo  de  cu^trp  ,apps  que  fija  el 
artículo  ^^^6  para  pedir  la  reforma  de. ui?  tes- 
tamento 9e  refiere  únicamente  **á  los  legitiraa- 
rios,4  quienes  ^1  ^testador .  no  haya  dejíidg  jo 
que  por  lej  les  corresponde*',  est.o  e§,  ^á  aque- 
llos á  quienes  ei  testador  m^ncjojja  como  ta- 
les Ifgitiraarip&y  les  asigna  sip  embí^rgo  u;pa 
p^or^ón.dc  bienes  inferió/ 4  la  que  cle^^^ríato-, 
c^rles^  por  ley;   ,.     >,,..  ....       ,      .. 

í,3^^Que  el.fuij/íanpjento ^le  este;  precepto  con-, 
siste  en  que  el  legitimario  cvyai  asig;)íició?^  h^a 
^d.9  .fijáici^  p^^  e}^./;esía(jQr,¿ deriva,  ^w  derecho 


en  ta.l  caso  el  legislador  supqne  que  aquel  js/t 
conforma  con  la  cuota  que  se  le  ha  as.ig^iado, 
si  no  reclama  de  la  respectiva  disposición  tes- 
tamentaria en  el  plazo  que  al  efecto  le  con- 
cede; 

4^  Que  esta  suposición  no  puede  hacerse 
extensiva  al  legitimario  qxxc  ha  sido  silencia- 
do, porque  el  derecho  de  éste  no  emana  d.el 
testamento  sino  de  ley,,queei?  tal  caso  le  otor- 
ga, ipsojare,  la  legítima,  en  los  términos  im- 
perativos del  artículo  1218  del  Código  cita- 
do, según  el  cual  **el  haber  ^idp  pasado  en 
silencio  un  legitimario  deberá  entenderse  como 
una  institución  de  heredero  en  su  legítima"; 

5^  Que  contra  un  derecho  así  reconocido 
por  la  ley  no  cabe  la  prescripcción  de  corto 
tiempo  que  para  un  caso  diverso  establece  el 
artículo  1216,  y  por  lo  tanto  la  sentencia  re- 
currida ha  interpretado  correctamente  este 
precepto,  no  aplicándolo  a  la  demanda  de  loa 
herederos  de  doña  Manuela  Henríquez  para 
que  se  les  entregara  la  legítima  que  por  ley 
correspondía  á  su  causantey  que  ninguna  dÍ6- 
pQsición  testamentaria  había  pretendido  me- 
nQscabar; 

6^  Que  tampoco  es  atendible  la  observación 
que  los  recurrentes  formulan  contra  la  sen- 
tencia, diciendo  que  en  ésta  se  ha  de^na^^irali- 
zado  la  acción  deduqida  en  la  dem|inda,  que 
es  la  de  reforma,  establecida  en  el  artículo 
1216  del  Código  Civil,  y  nó  la  que  emana  del 
artículo  1218  y  que  considera  la  sentencia; 
porque  tié  los  términos  de  Ta  demanda  y  de  la 
respuesta  á  la  expresión  de- agravios,- apai^ce- 
que  lo  que  sustancialmentehan  pedido  ios  de- 
mandantes y  lo  que  se  ha  ventilado  en  el  jui- 
cio, es  el  derecho  que  por  ley  corresponde  á 
doña  Manuela  Henríquez  en  la  herencia  de  su 
hijo  legítimo  don  Domingo' Moran,'  de  inodo' 
que  aihi  cuando  las  partes  hayárt  hatíládbidé 
la  acción  de  reforma,  esta  circunstancia; no. 
ha  podido  alterar .  el  fondo  ó  m^t^ü^  tíe  «la, 
Hti^,  la  cual  h^  debid<)  resol versf,  corneo  lo  ha 
hecho  el  tribunal  de  la  causa,  aplicando  la  se- 
gunda  de  las  disposiciones  citadas; . 

7^  Que  el  vicio  indicado,  en  él  supuesto' dé 
haberse^cómétidó-  sotó  hábría'podidó  autori- 
zar, conforme  álnrémeit)  4^^  del.  artículo. 94 1- 
del  Código  deíPro€«dimieñto  Civil,  ;ua  í.ec;ur§U 
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de  casación  en  la  forma,  que  en  el  presente 
caso  no  se  ha  deducido. 

Visto  además  io  dispuesto  en  el  artículo  134 
del  mismo  Código  de  Procedimiento,  se  decla- 
ra sin  lugar  el  recurso  de  casación  ec  el  fondo 
deducido  contra  la  sentencia  de  27  de  abril  del 
año  último,  sin  costas,  por  gozar  los  recurren- 
tes del  privilegio  de  pobreza. 

Red  actada  por  el  Fiscal  señor  Valdés.  -León- 
do  Rodríguez, — Galvaríno  Gallardo, — Gabriel 
Gaete.—  V,  A^uirre  Vargas.-^ Carlos  Varas. — 
B,  Fóster  Reca barren, -^Migael  L,  Valdés, 


Cas.  €¡¥,—30  de  Octubre  de  1906 
Sáenz  con  Monasterio 

Compra- venta;  pago  de  preoio;  reso 
luclón.— Novación.    Ediflolo  en  te- 
rreno  ajeno.— Apreciación  de  los  he- 
chos. 

Doctrina: — Estableciéndose  en  un  con- 
tiMo  de  compra-yenta  que  el  precio  se 
ba  pagado  parte  en  dinero  y  el  resto  sus- 
tituyéndose el  comprador  en  una  deuda 
del  vendedor  para  con  otra  persona,  esta 
sustitución  importa  una  novación^  y  el 
precio  debe  considerarse  totalmente  pa- 
gado. 

Aunque  el  vendedor  adquiera  poste- 
riormente el  crédito  que  se  obligó  A  so- 
lucionar el  comprador^  no  puede  pedir  la 
resolución  de  la  compra-venta  fundado 
en  el  no  pago  del  precio,  ya  que  la  cesión 
no  altera  la  naturaleta  deh  crédito  ni 
convierte  al  cesionario  en  acreedor  de 
parte  del  precio. 

El  dueño  del  terreno  en  que  otra  per- 
sona ha  ediñcado  á  ciencia  y  paciencia 
de  él,  está  obligado,  para  recobrarlo,  A 
pagar  el  valor  delediñcio. 


Es  materia  de  hecho  que  corresponde 
apreciar  al  Tribunal  sentenciador,  esta- 
blecer si  se  ha  pagado  en  su  totalidaa 
el  precio  de  la  cosa  vendida,  cualesquiera 
que  sean  los  antecedentes  de  que  lo  de- 
duzca, siempre  que  no  se  altere  la  natu- 
raleza jurídica  del  contrato. 


En  procesos  acumulados  se  han  deducido 
las  acciones  que  se  pasan  á  espresar  con  res- 
pecto al  sitio  número  4  de  la  manzana  nume- 
ro 37  del  plano  de  esta  población  y  las  cons- 
trucciones que  en  él  existen: 

En  su  demanda  de  fs.  4  don  Ángel  Sáenz 
por»!  y  como  representante  legal  de  su  esposa 
doña  Aurora  Fernández,  expone:  que  á  virtud 
del  contrato  de  compra- ven  taque  acompaña, 
quedó  por  el  término  de  cinco  años  como 
usrfructuario  del  predio;  que  en  él  había  al 
otorgarse  el  contrato  unas  medias  aguas  de 
madera  de  un  valor  inferior  á  $  50;  que  con 
la  autorización  de  su  dueño  don  Francisco 
Monasterio  y  con  dinero  de  su  esposaban  año 
después  de  celebrado  el  contrato  edificó  en  el 
predio  una  buena  casa  de  madera  con  comizas, 
empapelados,  pintados,  cíelos  rasos  y  techo 
de  zing  y  una  bodega  para  mercaderías  en 
$  4.000,  que  terraplenó  también  el  sitio  qne 
era  una  laguna  con  más  de  3.000  carretadas 
de  tierra  á  $  0.20  cada  una,  demandándole 
un  gasto  de  $  600;  que  los  edificios  y  traba- 
jos se  hicieron  por  que  era  necesario  sacar  las 
medias  aguas  que  estaban  en  el  otro  predio 
y  para  gozar  del  usufructo,  y  qne  como  el 
dueño  del  predio  debe  abonarle  esas  mejoras, 
pide  se  declare,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  797  i  798  del  Código  Civil,  qne 
don  Francisco  Monasterio  está  obligado  á 
reembolsarle  la  cantidad  de  $  4.600  ó  subsi- 
diariamente, que  tiene  derecho  á  retirar  todos 
los  materiales  empleados  en  la  obra,  segán 
lo  dispuesto  por  el  artículo  801  d<l  Código 
citado,  con  costas. 

Don  Santiago  Herrera  por  clon  Francisco 
Monasterio,  contestando  y  reconviniendo,  pi 
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de  se  deseche  la  demanda  con  costas  y  sedé  lu- 
gar á  la  reconvención,  en  mérito  de  las  siguien- 
tes consideraciones:  que  los  demandantes  ven- 
dieron á  su  representado  el  sitio  con  sus  edifi- 
cios en  los  términosy  condiciones  que  expresa 
la  escritura  de  compra-venta;  que  poco  tiem- 
po después  los  demandantes  pidieron  la  nuli* 
dad  dé  dicha  escritura  y  su  parte,  reconvi- 
niendo, la  del  usufructo  estipulado  por  una 
cláusula  de  la  misma,  desechándose  la  deman- 
da y  aceptándose  la  reconvención,  según  cons- 
ta del  espediente  que  se  encuentra  en  secreta- 
ria; que  esto  basta  para  ver  que  no  son  usu- 
fiuctuaríos;que  las  obras  á  que  el  demandan- 
te se  reñere  no  se  hici«ron|con  el  consentimien- 
to de  su  representado  y  que  si  es  verdad  qu# 
ellas  se  han  hecho,  no  valen  la  suma  de  $4.600 
que  se  les  asigna;  que  cualquiera  que  sea^l 
valor  de  esas  obras,  su  representado  no  pue- 
de estar  obligado  á  pagarlas,  1^  porque  se 
cobran  á  título  de  usufructuario,  derecho  que 
expresamente  niega  el  articulo  801  del  Códi- 
go Civil  y  2^  porque  el  demandante  no  se 
halla  en  posesión  del  derecho  de  usufructua- 
rio á  cuyo  titulo  los  cobra. 

Funda  la  reconvención  en  que  no  teniendo 
los  demandantes  el  iisufmcto  de  la  propiedad 
y  estando  gozando  t]e  ella  desde  el  7  de  junio 
de  1897,  deben  pagar  $  60  mensuales  ó  la 
suma  que  regule  el  Juzgado  hasta  el  día  que 
la  desalojen. 

En  la  réplica  se  agrega  que  para  exigir  el 
pago  de  las  mejoras,  se  funda  en  el  inciso  2^ 
del  articulo  669  del  Código  Civil,  pues  ha- 
hiendo  edificado  á  ciencia  y  paciencia  del  due- 
ño será  é  ^te  obligado  para  recobrar  el  pre- 
dio á  pagar  el  valor  del  edificio;  y  que  aun- 
que el  usufructo  no  haya  sido  válido  por  ao 
haberse  inscrito  la  escrítural  por  ésta  el  de- 
mandado se  compromete  á  no  exigirle  remu- 
neración alguna  por  el  goce  del  sitio  y  no 
debe  darse  lugar  á  la  reconvención. 

En  la  duplica  se  refuerzan  las  alegaciones 
del  escrito  de  eohtestacióh,  se  dice  que  el  'dé- 
mandante  en  el  escrito  d#  demanda  ha  pre- 
tendido obrar  como  usufructuario  y  en  ta  ré- 
plica cambia  la  Acción  y  cobra  como  símplf 
ocupante  de  lc|  propiedad;  que  los  edificios  tm 
hicieron  lin  consentimiento  ni  conocimiento 
de  tu  mandante,  qnien,  en  último  caso,  ten* 


dría  la  obligación  alternativa  de  pagar  la 
obra  ó  que  se  retire  sin  detrimento  de  la  pro- 
piedad. 

En  la  demanda  de  fs.  16  el  señor  Sáenz  dice 
que  con  su  mujer  vendieron  el  7  de  junio  de 
1897  al  señor  Monasterio  un  retazo  de  sitio  de 
14  metros  50  centímetros  de  frente  por  50  me- 
tros de  fondo  del  sitio  número  4  de  la  manza- 
za  número  37  del  plano  de  esta  ciudad,  según 
los  deslindes  que  expresa;  que  la  venta  se 
hizo  por  el  precio  de  $  2.500,  de  los  que  el 
comprador  pagó  al  contado  $  750,  compro- 
metiéndose á  pagar  el  resto' de  $  1,750  á  don 
Ciríaco  Sáenz  en  el  plazo  de  cinco  años,  venci* 
do  el  7  de  julio  del  año  último;  que  Ciríaco 
Sáenz  cedió  á  su  mujer  el  crédito  con  acepta- 
ción de  Monasterio;  que  como  éste  no  ha  pa- 
gado y  se  encuentra  en  mora,  según  lo  dis- 
puesto en  el  número  1^  del  articulo  1551  del 
Código  Civil,  pues  no  ha  necesitado  ser  re- 
convenida, viene  haciendo  uso  del  derecho 
que  le  conceden  los  artículos  1489  y  1873  del 
Código  citado,  á  pedir  se  declare  resuelto  el 
contrato  de  venta  con  indemnización  de  per- 
juicios y  las  costas. 

Don  Santiago  Herrera  Ibieta,  por  el  geñor 
Monasterio,  según  el  poder  que  corre  en  au- 
tos, contestando  y  reconviniendo  expone:  que 
el  demandante  carece  de  la  acción  ó  derecho 
deducido  por  no  haber  hecho  entrega  déla  po- 
sesión del  bien  vendido  alegando  tener  sobre 
él  el  derecho  de  usufructo  por  cláusula  interca- 
lada en  la  respectiva  escritura,  la  que  se  decla- 
ró nula  por  sentencia  de  término  en  juicio  so- 
bre nulidad  de  la  misma,  lo  que  él  mismo  reco- 
noce en  otra  demanda  pendiente  sobre  cobro 
de  mejoras;  porque  se  pagó  el  precio  de  la 
propiedad  con  $  750  al  contado  y  $  1.750 
que  se  obligó  su 'mandante  á  pagar  á  un  ter- 
cero que  concurrió  al  acto,  quedando  el  ven- 
dedor cubierto  en  su  totalidad  del  precio  de 
venta;  y  porque  la  deuda  contraída  por  su 
mandante  con  el  señor  Sáenz  es  de  mutuo 
ajeno  al  contrato  de  compra-venta,  y  la  ce- 
sión que  ha  hecho  á  U  señora  Fernández  no 
puede  quitarle  tal  carácter  y  el  crédito  quedó 
sujeto  á  otros  derechos  y  obligaciones  entre 
acreedor  y  deudor  y  la  oesion^ria  uo  h^  po^ 
dido  adquirir  más  derecho^  que  los  que  teni« 
el  cemente. 
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-  Con  resjjecto  á  la  reconvención  la  funda  en 
que  habiendo  permanecido  el  demandante  en 
la  habitación  y  goce  de  la  propiedad  desde  el 
'7  de  junio  de  1897,  debe  ser  condenado  á  res- 
tituírsela dentro  de  tercero  día  á  su  mandan- 
te cdn  indemnización  de  perjuicios  hasta  su 
entregn,  que  los  estima  en  $  60  mensuales  ó 
en  la  tasaci^^ín  que  haga  el  Juzgado  oyendo  el 
informe  de  un  perito. 

En  la  réplica  se  refuerzan  por  el  demandan- 
te las  razones  alegadas  en  la  demanda  y  se 
dice' que  al  demandado  se  hizo  entrega  déla 
propiedad,  en  laque  vivió  hasta  terminar  la  so. 
ctedad  de  hecho  en  que  giraban;  que  si  el  de- 
mandante permaneció  en  la  propiedad  fué  á 
vírtfid  de  un  arreglo  por  el  cual  se  comprome- 
tía á  pagar  el  1%  mensual  sobre  el  dinero  pa- 
gado á  cuenta  del  sitio;  que  si  no  ha  tenido 
valor  como  usufructo  por  no  haberse  inscrito, 
debe  estimarse  el  con  trato  de  comodato^  pues, 
otro  habría  sido  el  precio  de  no  seguir  habi- 
tándolo y  que  no  ha '  existido  el  contrato  de 
mátuo  porque  no  se  ha  hecho  entrega.de  co- 
sas fungibbs  como  lo  disponed  artículo 2196 
del  Código  Civil. 

En  1» duplica  se  dice  queno  se  haconvenido 
en  mantener  el  goce  del  bien  raíz  ni  pudo  con- 
'venirse,  porque  habría  sido  ajeno  al  contrato; 
que  el  demandante  ha  confesado  no  haber  he- 
cho entrega  de  la  cosa  vendida;  que  no  puede 
aceptarse  aquello  de  que  por  el  contrato  se 
dejó  al 'demandante  continuara  en  posesión 
del  bien  vendido;  que  la  deuda  contraída  á 
favor  de. don  Ciríaco  Sáenz  debe  regirse  por  el 
-artículo  2196  del  Código  Civil.  ,.  .:  . 
<  Don  Ramón  Salazarse  hace  •  parte  en  el 
juicio  como,  dueño  del  predio'  en  litigio  según 
la  escritura  pública  acompañada.  ^  t 
*«Se  rindió  la  prueba^que  corre  en  autos  y  se 
c^it-ó  para  sentencia.  '      *  • 

'  Elforzgado  de  TenHico  falló  el'21  de  abril 
del904;>  -  -     /     .. 

f  ,....■  ^ .     .  ".'..•'..,- 

'      Teniendo  presente:       •    •       ./ 

*  1^  Qtie  de  In^  ^os  acciones  ejercitadas  por 
éfldé-ftiáridmile,  sé  reveré  la  p4'imefa>4  lareso- 
klclón  del  contritto  de c?ímprá-v>entapbr. falta 
de.pajjo  del  preció  y 4a  otra  al» abono  deledi&p 
éSa  y  Mtjforsis  introducidas  ew.el  predio  ó- subp 
sidiariamente  al  retiro  de  los  materiales;.  ,  v 


2^  Que  ambas  acciones  son  incompatibles 
y,  siende^  más  comprensible  la  primera,  debe 
tomarse  como  (.rincipal  y  como  subsidiaria 
la  otra; 

3^^  Que  de  la  escritura  pública  consta  que 
se  hizo  el  pago  total  del  precio  del  predio  con 
$  750  que  recibió  el  vendedor  al  contado  y 
con  $  1.750  en  que  sustituyó  el  comprador 
como  deudor  de  don  Ciríaco  Sáenz,  por  igual 
cantidad  que  el  vendedor  adeudaba  é  este, 
quedando,  en  consecuencia,  libre  de  su  ante- 
rior obligación; 

4^  Que  sustituido  el  comprador  al  vende- 
dor en  la  obligación  de  pagar  la  suma  que  és- 
te adeudaba  á  don  Ciríaco  Séenz,  el  contrato 
^s  de  mutuo,  naturaleza  que  no  ha  podido 
cambiar  por  la  cesión  que  éste  ha  hecho  á  la 
señora  Fernández  de  Sáenz,  de  su  crédito; 

5^  Que  de  lo  expuesto  en  los  dos  consideran- 
dos anteriores  se  ve  que  el  demandante  no  es 
acreedor  del  demandado  por  una  parte  del 
precio  y  ha  carecido  de  consiguiente  de  .dere- 
cho para  pedir  la  resolución  del  contrato  fun- 
dado en  esa  circunstancia; 

6^  Que  por  el  demandado  se  reconoce  que 
el  demandante  edificó  en  el  predio; 

7^  Que  se  encuentra  plenamente  establecido 
en  autod  que  esos  edificios  fueron  hechos  á 
vista  y  paciencia  del- demandado; 

8?  Que  por  estoen  su  reconyenció.n  se  solici- 
ta la  entrega  del  predio,  dentro  de  tercero  día: 

9^  Que.el.dueño  de)  terreno  en  que  cjtra  per- 
sona ha  edificado  á  ciencia  y  paciencia  de  él, 
será  obligado,  para  recobrarlo,  ó  pngar  el 
valor  dd  edificio;  ,    ,    .   .  .  .  ,.    . 

-  10.  Que,  si  bien  por  I9.  escritura  de  campra- 
-venta  se  otorgó  un  derecho  de  usufcucto  so- 
bre el  predio,  no.  se  inscribió  el  instrumento 
público  que  lo  contiene  como  era,  necesario 
-para  que  íaviera  valor;  '  ,   ,* 

11.  Que  de  lo  expuej3to/e;n  el  anterior  consi- 
derando se  desluce  que  no  son  aplicables  .al 
demandante  las  disposiciones  .relativas  »\ 
-usufructo,  .desde  que  no  sejia  ^ercido  £se,  de- 
recjio  sobre  el  predio;  .  .•    ,,  .  ./.  ^ 

12.  Que  dada  la  situación  jurídica  jde  las 
partes  no.  es  procedente  el  oohrq  de  preci,Q$.dc 
arrendamientos. que  se.  hace,  por  el. ^mafl/ 
dado;  y    t'        -  .    .         .  ,      .  ^  -    ,    ,. 

-. .  13/  QiienO'Se  JiaestaUkcid.o.-ea^ii  tos  «I  va- 
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lor  actual  de  los  edificios  construidos  en  el 
predio,  sino  que  la  prueba  ha  versado  sobfe 
el  gasto  que  demandaría  su  construcción. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  394  del 
Código  de  Procedimiento,  en  los  artículos 
1698, 1700. 1631,  2196,  669  y  767  del  Có- 
digo Civil,  se  declara  que  sólo  ha  lugar  á  lo 
pedido  por  las  partes  en  cuanto  el  deman- 
dante debe  hacer  entrega  del  predio,  previo 
pago  por  el  demandado  del  valor  de  los  edifi- 
cios que  serán  tasados  por  peritos  nombra- 
dos en  la  forma  ordinaria. 

No  ha  lugar  á  las  demás  peticiones  de  las 
partes,  y  se  reservan  el  demandante  su  dere- 
cho por  lo  que  respecta  al  crédito  de  que  es 
cesionario. 

Apelada  esta  resolución, 

Concepción,  6  de  julio  de  1905.  —  Se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  21  de  abril  de 
1904,  entendiéndose  que  la  estimación  del  va- 
lor de  los  edificios  debe  ser  hecha  por  el  juez 
previo  informes  de  peritos  nombrados  en  la 
forma  ordinaria. 

Y  con  el  mérito  de  lo  resuelto  accédese  á  la 
medida  precautoria  decretada  pecuniaria- 
mente  Juan  N.  Parga Exequiel  Fig ueroa, 

—J.  Guillermo  Mackajr, 

Contra  esta  últim^i  sentencia  se  dedujo  por 
don  Anjel  Sá'enz,  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  y  al  formalizarlo,  dicerque  el  primero 
de  los  fundamentos  de  la  sentencia  de  primera 
instancia  que  confirmó  la  recurrida,  desnatu- 
raliza por  completo  la  esencia  del  contrato 
de  compra-venta,  supone  una  novación  é  in- 
fringe las  disposiciones  de  los  artículos  1793, 
1808,  1809,  1439.  1489, 1871,  1873,  1628, 
1631,1632,1634, 1608, 1610  inciso  5^  1612, 
2196,  y  2197  del  Código  Civil. 

Por  el  contrato,  doña  Aurora  Fernández  y 
su  marido  se  obligaron  á  dar  en  venta  á  don 
Francisco  Monasterio  una  propiedad  raíz  y 
este  último  á  pagar  su  precio,  parte  al  conta- 
do y  el  resto  á  un  tercero  designado  en  la 
convención,  en  el  plazo  de  cinco  años,  sin  in- 
terés. Este  tercero,  don  Ciriaco  Sáenz,  era 
acreedor  de  la  señora  Fernández  por  una  su- 
ma igual  al  precio  insoluto  que  quedaba  adeu- 
dando Monasterio. 

Las  estipulaciones  entre  doña  Aurora  Fer- 
nández y  don  Ciriaco  Sñenz  en  nada  podían 
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cambiar  la  naturaleza  del  contrato,  como  no 
lo  cambiaron  en  realidad  y  la  manera  como 
se  le  ha  interpretado  en  el  considerando  pri- 
mero de  los  trascritos  en  esta  sentencia,  in- 
fringe lo  dispuesto  en  el  artículo  1793  del  Có- 
digo Civil.  La  intención  de  los  contratantes 
fué  dejar  establecido  que  el  precio  no  quedaba 
totalmente  pagado  y  que  el  saldo  insoluto  era 
precio  insoluto. 

La  interpretación  que  se  ha  dado  al  contra- 
to hace  desaparecer  las  obligaciones  recípro- 
cas; queda  el  vendedor  sujeto  á  todas  las 
obligaciones  que  le  imponen  los  artículos 
1824  y  siguientes;  el  comprador  en  una  situa- 
ción privilejiada,  excepto  de  la  obligación 
principal  cual  es  la  de  pagar  el  precio  conve- 
nido, no  incurre  en  la  mora  ni  tampoco  pue- 
de pedirse  por  tal  motivo  la  resolución  del 
contrato  en  conformidad  álos  artículos  1489 
y  1873  del  citado  Código. 

La  sentencia  de  primera  instancia,  que  aco- 
je  la  recurrida,  cita  el  artículo  1631  que  trata 
de  la  novación,  siendo'  que  aun  suponiendo 
que  intervienen  tres  personas  en  el  otorga- 
miento de  la  escritura,  no  se  contrae  nueva 
obligación  respecto  de  un  tercero  ni  mucho 
menos  piensa  el  vendedor  en  declarar  libre  de 
la  obligación  primitiva  al  deudor,  faltando  por 
lo  tanto  dos  de  los  requisitos  esenciales  de  es- 
te artículo  que  aparece  infringido  como  igual-, 
mente  el  1634,  porque  para  que  exista  la  no- 
.  vación  es  necesario  que  así .  lo  declaren  las 
partes  ó  que  aparezca  claramente  la  intención 
de  novar. 

No  ha  existido  novación,  porque  conforme 
al  inciso  2^  del  artículo  1632  no  la  hai  cuan- 
do un  tercero,  como  lo  es  don  Ciriaco  Sáenz^ 
es  subrogado  en  los  derechos  del  acreedor.  • 

Lo  que  hubo  en  dicho  contrato  fué  subroga- 
ción conforme  á  lo  preceptuado  en  el  artículo 
610  inciso  5^  del  Código  Civil  y  la  subroga- 
ción traspasa  al  nuevo  acreedor  todos  los  de- 
rechos, acciones  y  privilegios  del  antiguo.  Bn 
este  sentido  la  sentencia  recurrida  ha  violado 
también  ese  precepto  legal,  ya  que  los  dere- 
chos del  vendedor  se  traspasan  primeramente 
á  don  Ciriaco  Sáenz,  y  por  éste,  después,  á 
doña  Aurora  Fernández. 

Don  Ciriaco  Sáenz  no  ha  entregado  á  don 
Francisco  Monasterio  cantidad  alguna  de  co- 
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sas  funjibles  con  cargo  de  restituir  otras  tan- 
tas del  mismo  género  y  calidad.  Paítala  esen- 
cia del  contrato  de  mutuo  y  se  han  infringido 
los  artículos  2196  y  2197  del  ya  citado  Códi- 
go Civil. 

Respondiendo  la  parte  recurrida  pide  se  de- 
seche el  recurso  y  expone:  la  sentencia  ha  apli- 
cado estrictaraennte  la  ley,  pues  para  que 
exista  venta  sólo  se  exige,  conforme  el  artícu- 
lo 1793  del  Código  Civil,  que  una  persona  se 
pbligue  á  dará  otra  una  cosa  y  ésta  á  pagarla 
en  dinero. 

En  el  caso  actual,  el  comprador  pagó  una 
parte  del  precio  al  contado  y  en  dinero  y  se 
obligó  á  pagar  el  resto  igualmente  en  dinero 
y  en  la  forma  que  se  expresa  en  la  escritura. 

Si  la  antigua  deuda  de  doña  Aurora  Fer- 
nández á  don  Ciriaco  Sáenz  por  valor  de 
$  1.750  se  extinguió  y  con  esa  suma  se  com- 
pletaba la  totalidad  del  precio  de  la  cosa  ven- 
dida, no  puede  sostenerse  que  quedó  debién. 
dose  aún  por  el  comprador  parte  de  ese  precio. 

En  la  escritura  existen  dos  obligaciones,  la 
del  comprador  de  pagar  el  precio  estipulado 
y  la  de  mutuo  de  la  señora  Fernández  á  don 
Ciríaco  Sáenz.  La  prímera  se  extinguió,  pues 
el  comprador  se  sustituyó  á  esta  señora  en  la 
obligación  de  pagará  don  Ciriaco  Sáenz  el  va- 
lor de  la  obligación  mutuaria  de  que  éste  era 
acreedor  y  la  segunda,  ó  sea  el  mutuo  á  favor 
de  Sáenz  subsiste  porque  no  ha  sido  solucio- 
nada aún.  En  ei^  mutuo  varían  los  términos, 
pues  el  deudor  fué  primero  la  señora  Fernán- 
dez y  después  fué  sustituida  por  el  comprador 
Monasterioy  aquella  quedó  libre  y  pagada  del 
precio  de  venta. 

Se  emitió  el  dictamen  del  Ministro  á  quien 
correspondió  informar. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  la  sentencia  recurrida  al  confirmar 
la  de  primera  instancia,  aceptando  sus  funda- 
mentos, establece  el  hecho  de  que  el  precio  de 
la  propiedad  vendida,  según  aparece  de  la  es- 
critura pública,  fué  totalmente  pagada,  con 
$  750  que  recibió  el  vendedor  al  contado,  y 
con  $  1.750  en  que  se  sustituyó  al  comprador 


como  deudor  de  don  Ciriaco  Sáenz  por  igual 
cantidad  que  el  mencionado  vendedor  adeu- 
daba á  éste,  quedando  en  consecuencia  libre 
de  su  anterior  obligación; 

2^  Que  del  pago  total  del  precio  de  la  cosa 
vendida  no  sólo  aparece  de  una  manera  indu- 
bitable de  los  términos  claros  y  precisos  del 
contratomismo,  sino  que  cualquiera  que  fuese 
la  fuerza  de  los  antecedentes  de  que  lo  hubiese 
deducido  el  Tribunal  sentenciador  para  con- 
signarlo como  un  hecho  de  la  causa,  según  se 
ha  expuesto  en  el  considerando  anterior,  tal 
deducción  no  podna  en  este  caso,  servir  de  fun- 
damento legal  para  la  aceptación  del  recurso 
de  que  se  trata,  toda  vez  que  con  ella  ni  &e 
cambia  la  naturaleza  jurídica  del  contrato  de 
compraventa  celebrado  entre  las  partes,  ni  se 
infringe  disposición  legal  alguna; 

3*^  (Jue  establecido  el  hecho  del  pago  total 
del  precio  de  la  venta  en  la  forma  establecida 
en  los  considerandos  precedentes,  la  sentencia 
que  rechaza  la  demanda  de  resolución  del 
contrato  de  compra -venta  por  falta  de  pago 
de  ese  precio  no  ha  podido  infringir  las  dis 
posiciones  legales  en  que  se  funda  el  recurso, 
pues  falta  la  base  en  que  dicha  demanda  se 
apoya  y  desaparece  el  caso  á  que  serían  apli- 
cables esas  disposiciones; 

4^  Que  la  circunstancia  de  que  el  tercero, 
don  Ciriaco  Sáenz  á  quien  el  comprador  se 
comprometió  á  pagar  la  cantidad  de  $  1.750 
que  le  adeudaba  el  vendedor,  quedando  éste 
libre  de  esa  deuda,  hubiese  con  posteríorídad 
cedido  dicho  crédito  al  mismo  vendedor  no 
hace  cambiar  la  índole  deeste  crédito  ni  puede 
convertirlo  en  parte  del  precio  de  venta  que, 
como  se  ha  dicho,  estaba  cubierto  en  su  tota- 
lidad; 

5°  Que  cualquiera  que  sea  la  calificación 
legal  que  en  la  sentencia  recurrida  se  haya 
dado  á  ese  crédito  y  cualquiera  las  citas  lega- 
les que  se  hayan  hecho,  atendido  lo  expuesto 
en  los  considerandos  anteriores  de  esta  sen- 
tencia no  influiría  ello  en  manera  alguna  y 
menos  sustancialmente  en  lo  dispositivo  de  la 
sentencia  recurrida. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
940,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  deducido  por 
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don  Ángel  Sáenz  contra  la  sentencia  de  una 
de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Concepción,  fecha  6  de  julio  de  1905. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gabriel 
Gaete. — Leoncio  Rodríguez. — Leopoldo  Urra- 
tia,—J.  Gabriel  Palma  Gvzmán.—Gaívaríno 
Gallardo,— Gabríel  Gaete.— V.  Aguirre  V.— 
Abel  Saavedra—E.  Fóster  Recabarren.—A. 
Versara  Albano. 


Cas.  cÍY.^1^  de  septiembre  de  1906. 

Kejes  con  Solar 

Casaolón  en  el  fondo.— Petioión  de  he- 
re  aola  —Cesión  de  derechos  heredi- 
tarios; rescisión;  prescripción. 

Doctrina: — /-a  acción  de  petición  de 
berencin  sólo  se  concede,  según  el  artícu- 
lo 1264  del  Código  CiVil,  al  que  pruebe 
su  derecho  á  una  herencia  y  contra  la 
persona  que  la  ocupe  "e/i  calidad  de  he- 
redero^ \ 

Por  consiguiente,  debe  anularse  la  sen- 
tencia  que  da  lugar  á  dicha  acción  sin 
haber  establecido  el  hecho  de  que  el  de- 
mandado ocupe  en  calidad  de  heredero 
la  herencia  que  se  reclama,  fundándose 
en  que  era  comunero  á  título  de  sociedad 
conyugal  en  una  masa  de  bienes  en  que 
debían  considerarse  existentes  los  de  di- 
cha herencia,  y  aplicando  así  la  citada 
disposición  á  un  caso  que  está  fuera  deh 
único  determinado  por  ella . 

La  acción  para  pedir  la  rescisión  de 
una  compra- venta  de  derechos  heredita- 
rios prescribe  en  el  plazo  de  cuatro  años. 


Don  Samuel  E.  Illanes  como  apoderado  de 
don  Simón  Antonio  y  de  don  Miguel  Revés, 
de  doña  Mercedes  Reyes  v.  de  Silva  y  de  don 
Maximiliano  López  como  e<sposo  ó  represen- 
tante legal  de  doña  Angela  Reyes  expone:  que 
por  solici^-ud  separada  había  aceptado  á 
nombre  de  sus  mandantes  las  herencias  de 
sus  legítimos  padres  don  Antonio  Reyes  y 
doña  Carmen  Figueroa,  casada  ésta  en  se- 
gunda nupcias  con  don  José  Mercedes  Solar; 
que.dichas  herencias  estaban  indivisas  y  con- 
fundidas con  los  bienes  adquiridos  por  la 
sociedad  conyugal  de  don  José  Mercedes  So- 
lar y  doña  Carmen  Figueroa,  y  que  no  con- 
viniendo á  los, intereses  de  sus  mandantes 
permanecer  en  la  indivisión,  venía  en  pedir  se 
les  citara  á  comparendo  con  el  expresado  So- 
lar y  con  doña  Carmen  Reyes  de  Solar  casa- 
da con  don  Francisco  Solar  y  que  es  otra  de 
las  herederas,  con  el  fín  de  nombrar  arbitro 
que  dividiera  los  bienes  de  ambas  herencias  y 
liquidara  las  sociedades  conyugales  habidas 
entre  dori  Antonio  Reyes  y  doña  Carmen  Fi- 
gueroa y  entre  ésta  última  y  su  segundo  ma- 
rido don  José  Mercedes  Solar. 

Don  José  Mercedes  Solar  se  opuso  al  com- 
parendo en  referencia  y  á  las  particiones  y 
liquidaciones  de  las  sociedades  conyugales 
mencionadas, formulando  artículo  previofun- 
dado  en  lo  siguiente:  que  después  del  falle- 
cimiento de  su  esposa,  Carmen  Figueroa,  él 
había  comprado  á  todos  sus  herederos  los 
derechos  que  por  cualquier  título  les  corres- 
pondía en  esa  herencia,  cuyas  compras  hizo 
por  escritura  pública  y  en  forma  legal  y  que 
por  lo  tanto  no  tenía  comunidad  alguna  con 
los  solicitantes  del  comparendo  que  autoriza- 
ra el  nombramiento  de  juez  partidor;  y  que 
en  cuanto  á  los  bien»  s  de  don  Antonio  Reyes 
no  los  conocía  ni  había  tenido  jamás  partici- 
pación en  ellos,  ni  tenía  por  tanto  porqué  figu- 
rar como  parte  ó  intervenir  en  comparendos 
y  partición  de  esos  bienes. 

Del  artículo  ú  oposición  del  señor  Solar  se 
comunicó  traslado;  y  don  Samuel  E.  Illanes 
contestando  por  sus  representados  ya  nom- 
brados, expone:  que  el  señor  Solar  se  había 
opuesto  al  nombramiento  de  arbitro  alegan- 
do que  había  comprado  á  los  herederos  de 
doña  Carmen  Figueroa  todos  sus  derechos  á 
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la  herencia  y  que  en  cuanto  á  la  herencia  de 
don  Antonio  Reyes  no  tenía  noticias  de  ella 
ni  sabía  donde  estaba;  que,  sin  embargo,  el 
señor  Solar  bien  sabía  que  la  herencia  del  pa- 
dre de  sus  mandantes  estaba  confundida  con 
los  bienes  de  doña  Carmen  Figueroa  v.  de 
Reyes,  con  quien  el  señor  Solar  se  había  ¡casa- 
do sin  hacer  inventario  de  ellos,  ni  menos  en- 
tregar á  sus  hijos  la  legítima  que  les  corres- 
pondía ni  parte  alguna  de  dichos  bienes;  que 
el  expresado  Solar  tomó  todos  los  bienes  de 
la  sociedad  conyugal  indicada  y  trató  á  los 
hijos  de  don  Antonio  Reyes,  todos  menores  de 
edad,  como  á  personas  indignas  de  derechos, 
siendo  su  mayor  empeño  privarlos  de  educa- 
ción y  persuadirlos  de  que  nada  tenían,  y  ha- 
biendo observado  respecto  de  ellos  una  con- 
ducta en  extremo  inmoral;  que  á  su  muerte 
don  Antonio  Reyes  dejó  seis  carretas  apera- 
das con  más  de  cuarenta  bueyes,  una  casa  y 
sitio  que  vendió  después  don  José  Mercedes 
Solar,  con  nueve  piezas,  galpones,  cocina  y 
un  gran  corralillo  que  habita  ahora  el  admi- 
nistrador del  ferrocarril  á  la  Paloma,  ubicada 
en  Sotaquí  en  este  departamento  con  los  des- 
lindes que  expresa,  varios  caballos,  muías, 
burros,  herramientas  de  labranzas  de  todas 
clases,  dos  sementeras  de  hortalizas  en  dos 
potreros  que  arrendaba  á  don  Pascual  Vá- 
rela en  su  fundo  del  mismo  pueblo,  dinero  y 
algunos  créditos;  que  Solar  era  un  pobre 
mayordomo  del  señor  Ariztía  que  sólo  tenía 
su  caballo  y  su  montura;  que  durante  la  viu- 
dez de  la  señora  Figueroa  todos  sus  hijos 
trabajaron  en  las  faenas  de  campo  y  ayuda- 
ron á  aumentar  los  bienes,  pudiendo  estimar- 
se en  más  de  $  20,000  á  la  fecha  del  matri- 
monio del  señor  Solar  con  doña  Carmen  Fi- 
gueroa; que  aunque  es  verdad  que  el  referido 
Solar  por  engaño  y  violencia  y  haciéndoles 
crc-er  que  nada  tenían,  á  pesar  de  que  aquella 
hacienda  durante  el  segundo  matrimonio  de 
la  madre  de  sus  representados  vale  más  de 
$  60,000,  compró  á  precio  insignificante  la 
cuota  en  la  herencia  de  la  madre  común  per- 
teneciente á  sus  mandantes,  tales  compras, 
arrancadas  con  intimidaciones  y  engaños, 
nada  valen  y  deben  declararse  nulas,  y  que 
en  consecuencia,  entabla  demanda  de  petición 
de  la  herencia  de  don  Antonio  Reyes,  consis- 


tentes en  los  bienes  indicados,  que  existe  con- 
fundida con  la  de  doña  Carmen  Figueroa  de 
Solar,  y  acción  de  nulidad  por  fraude  y  vio- 
lencia, de  las  diversas  compra- ven  tas,  fechas 
25  de  Octubre  de  1892  la  que  se  refiere  á  doña 
Mercedes  Reyes  v.  de  Silva,  de  4  de  Diciem- 
bre de  1891  las  de  don  Simón  Antonio  y  An- 
gela Reyes  y  de  11  de  Febrero  de  1901  la  de 
don  Miguel  Reyes,  todas  otorgadas  en  esta 
ciudad,  siendo  además  nulas  absolutamente 
estas  tres  últimas  compras  por  haber  com- 
prado antes  de  concederse  á  los  vendedores 
la  posesión  efectiva  de  la  herencia  de  su  ma- 
dre doña  Carmen  Figueroa  de  Reyes.  Termi- 
na pidiendo  que,  dando  por  evacuado  el  tras- 
lado pendiente  y  teniendo  por  deducida  la 
demanda,  se  declare,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  688,  1264,  1456  v 
1458  del  Código  Civil,  que  don  José  Mercc 
des  Solar  debe  hacer  á  sus  mandan  tes  entrega 
de  la  herencia  de  su  padre  don  Antonio  Revés 
y  que  son  nulas  las  compra-ventas  citadas. 

Por  auto  de  26  de  julio  del  año  pasado,  en 
atención  á  la  demanda  que  queda  expresada, 
se  dio  lugar  al  artículo  previo  sobre  oposición 
al  comparendo  formulado  por  don  José  Mer- 
cedes Solar,  sin  perjuicio  de  lo  (|ue  se  resuelva 
en  definitiva  con  motivo  de  la  demanda  enta- 
blada por  los  mismos  que  habían  sohcitado 
el  comparendo  mencionado  al  principio. 

Don  José  Mercedes  Solar  contestando  la  de- 
manda pide  se  niegue  lugar  á  ella,  con  costas, 
en  virtud  de  las  siguientes  razones  que  expo- 
ne: que  siendo  dos  las  acciones  deducidas  en 
la  demanda  se  ocupará  de  ellas  separada- 
mente; que  se  deduce  por  los  demandantes  la 
acción  de  petición  de  la  herencia  de  don  Anto- 
nio Reyes,  fallecido  en  octubre  de  1872,  fun- 
dándose para  ello  en  la  disposición  del  ar- 
tículo 1264  del  Código  Civil,  pero  que  dicha 
acción  es  improcedente  en  su  contra  porque  él 
jamás  se  ha  atribuido  el  carácter  de  heredero 
del  citado  Reyes  y  lo  que  ha  dicho  y  sostiene 
es  que  no  tiene  en  su  poder  bienes  que  hayan 
pertenecido  á  don  Antonio  Reyes,  agregando 
además  que  este  señor  cuando  murió  no  dejó 
bienes  de  ninguna  clase;  que  el  expresado  Re- 
yes, antes  de  morir,  era  mediero  en  el  fundo 
que  poseía  don  Pascual  Várela  en  la  subdcle- 
gación  de  Sotaquí;  mediero  que  sembraba  una 
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cuadra  de  tierra  y  su  producido  le  daba  esca- 
samente lo  necesario  para  el  sustento  de  su 
familia,  siendo  completamente  falso  que  tu- 
viera seis  carretas  y   los  bueyes  necesarios 
para  movilizarlas,  porque  mal  podía  el  medie- 
ro  de  una  cuadra  de  tierra  tener  el  número  de 
carretas  y  bueyes  que  se  dice,  cuando  en  el 
fundo  del  señor  Várela  sólo  ha  habido  siem- 
pre dos  carretas  para  su  explotación;  que  por 
otra  parte  no  se  explica  que  los  herederos  de 
don  Antonio  Reyes  reclamen  la  hereneía  de- 
jada por  éste,  después  de  treinta  años  de  ha- 
ber fallecido  y  después  de  veintidós  años  de 
haber  sido  casado  él  (Solar)    con  la  viuda 
de  dicho  señor,  y  sobre  todo  si  se  toma  en 
cuenta  que  en  este  lapso  de  tiempo  los  de- 
mandantes le  vendieron   por  escrituras   pú- 
blicas, los  derechos  hereditarios  que  le  corres- 
pondían en  la  herencia  de  su  madre  doña  Car- 
men Figueroa,  sin  que  hasta  ese  tiempo  hu- 
bieran descubierto  que  su  padre  don  Antonio 
Reyes  había  dejado  bienes  que  ellos  podían 
heredar;   que  hay  que  dejar  constancia  que 
cuando  él  se  casó  con  doña  Carmen  Figueroa, 
en  agosto  de  1880,  los  demandantes,  con  ex- 
cepción de  don  Miguel  Reyes,  eran  todos  ma- 
yores de  edad,  y  que  es  natural  suponer  que 
si  ellos  creían  que  su  padre  dejó  algunos  bie- 
nes al  fallecimiento  los  habrían  reclamado  en 
ese  tiempo;  que  es  falso  que  don  Antonio  Re- 
yes á  su  fallecimiento  tuviera  una  casa  en  el 
pueblo  de  Sotaquí,  y  que  lo  que  hay  de  cierto 
á  este  respecto  es  que  cuatro  años  después  del 
allecimiento  del  expresado  Reyes,  doña  Car- 
men Figueroa  con  dinero  por  ella  adquirido, 
compró  un  sitio  en  el  pueblo  de  Sotaquí  y  á 
costa  de  sacrificios  consiguió  edificar  una  ca- 
sita que  perteneció  en  exclusivo  dominio    á 
dicha  señora;  que  corrobora  su  afirmación  de 
que  el  señor  Reyes  no  tenía  bienes  de  ninguna 
clase  al  tiempo  de  su  muerte,  la  declaración 
que  se  consigna  en  la  partida  de  defunción  de 
que  no  testó  porque  era  pobre;  que  cuanto  á 
la  acción  de  nulidad  de  las  escrituras  de  com- 
pra-venta de  los  derechos  déla  herencia  ma- 
terna, que  también  se  deduce  en  la  demanda, 
ella  no  tiene  ni  apariencias  de  verosimilitud 
ni  es  legal;  que  es  absurdo  sostener  que  tres 
escrituras  otorgadas   en  distintas  fechas  y 
por  personas  mayores  de  edad  adolezcan  del 


vicio  ó  defecto  de  haber  sido  otorgadas  con 
fraude  y  violencia  y  que  no  se  expresa  en  que 
consiste  ésta  ni  donde  está  el  fraude,  absurdo 
que  resalta  más  tomando  en  consideración 
que  una  de  dichas  escrituras  (la  de  25  de  oc- 
tubre de  1892),  fué  otorgada  previos  los  trá- 
mites judiciales  para  obtener  el  correspon- 
diente permiso  para  otorgarla;  que  finalmen- 
te no  son  legales  las  causales  en  que  se  funda 
la  acción  de  nulidad  y  que  el  fraude  y  la  vio- 
lencia son  actos  punibles  que  tienen  sn  san- 
ción en  la  ley  penal,  pero  que  no  son  base  de 
una  acción  civil  de  nulidad;  y  por  úUimo  ter- 
mina pidiendo  que,  en  mérito  dé  lo  expuesto, 
se  deseche  la  demanda,  con  costas,  por  ser 
falsos  los  hechos  en  que  se  la  funda  é  improce- 
dente la  acción  de  petición  de  herencia  dedu- 
cida en  su  contra  y  también  improcedente  la 
acción  de  nulidad,  y  que  respecto  de  esta  últi- 
ma acción  alega  contra  todos  los  demandan- 
tes, con  excepción  de  don  Miguel  Reyes,  la  ex- 
cepción de  prescripción  de  cuatro  años  que 
establece  el  artículo  1691  del  Código  Civil. 

En  rebeldía  de  los  demandantes  se  dio  por 
evacuada  la  réplica  y  se  recibió  la  causa  á 
prueba,  habiéndose  rendido  la  que  consta  de 
autos. 

Se  oyó  al  señor  Defensor  de  Menores,  quien 
ha  opinado  porque  se  acepte  la  prescripción 
alegada  por  el  demandado  y  se  deseche  la 
demanda  en  vista  de  las  consideraciones  que 
aduce  en  su  respectivo  dictamen. 

£1  juzgado  falló: 
Considerando: 

1  .^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1264 
del  Código  Civil,  el  que  probare  su  derecho  á 
una  herencia  ocupada  por  otra  persona  en 
calidad  de  heredero,  tiene  acción  para  que  se 
le  adjudique  la  herencia  y  se  le  restituyan  las 
cosas  hereditarias,  tanto  corporales  como 
incorporales; 

2.^  Que  el  demandado  don  José  Mercedes 
Solar  ha  sostenido  en  este  juicio  que  él  no  es 
heredero  de  don  Antonio  Reyes  ni  tiene  en  su 
poder  bienes  que  le  hayan  pertenecido  á  este 
señor;  y  los  demandantes  no  han  probado  lo 
contrario; 

3.^  Que  aunque  los  demandantes  han  tra- 
tado de  probar,  y  en  parte  lo  han  probado, 
que   don  Antonio  Reyes  á  su  fallecimiento 
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ocurrido  el  15  de  octubre  de  1872  según  el 
documento,  había  dejado  los  bienes  que  se 
expresan  en  las  preguntas  2.*,  3.*,  4.*  5.*  y 
6.*  de  la  minuta,  también  es  cierto  que  ni  si- 
quiera han  intentado  acreditar  que  esos  mis- 
mos bienes  6  algunos  otros  que  hubiera  deja- 
do el  citado  Reyes  se  encuentren  en  poder  del 
demandado  don  José  Mercedes  Solar  y  que 
éste  los  ten^a  llamándose  heredero  del  expre- 
sado señor  Reyes; 

4.^  Que  por  otra  parte,  y  aun  en  el  supues- 
to de  que  don  Antonio  Reyes  á  su  fallecimien- 
to hubiera  dejado  todos  los  bienes  que  los  de- 
mandantes sostienen  que  dejó,  tampoco  se  ha 
probado  que  su  cónyuge  sobreviviente  doña 
Carmen  Figueroa  al  contraer  segundas  nup- 
cias con  don  José  Mercedes  Solar,  con  fecha 
15  de  agosto  de  1 880,  ó  sea  cerca  de  ocho  años 
después  de  viuda  de  aquél,  hubiera  aportado 
á  éste  último  matrimonio  alguna  clase  de  bie- 
nes que  hubiesen  pertenecido  á  la  anterior  so- 
ciedad conyugal  que  tuvo  con  el  mencionado 
Reyes;  pues  en  autos  sólo  aparece  probado 
que  aportó  al  matrimonio  con  el  expresado 
señor  Solar  un  sitio  que  según  consta  del  cer- 
tificado, adquirió  por  compra  hecha  con  fe- 
cha 7  de  agosto  de  1874,  ó  sea  después  de  la 
muerte  de  su  anterior  marido  el  citado  Reyes; 

5.^  Que  de  la  prueba  rendida  por  el  de- 
mandado al  tenor  de  la  minuta,  de  la  fe  de 
defunción  en  la  cual  se  expresa  que  don  Anto- 
nio Reyes  no  testó  por  ser  pobre,  y  del  expe- 
diente sobre  cesión  de  bienes  hecha  por  el  cita- 
do Reyes  con  fecha  26  de  Junio  de  1868  que 
corre  agregado  en  parte  de  prueba  y  del  que 
consta  que  en  esa  fecha  don  Antonio  Reyes  no 
tenía  más  bienes  que  una  carreta  con  dos  yu- 
gos avaluada  en  $  130  y  un  papal  estimado 
en  $  45  y  que  sus  deudas  ascendían  á$  2,116, 
aparece  mérito  probatorio  bastante  para 
creer  ó  presumir  que  dicho  señor  Reyes  ásufa- 
Uecimiento  no  dejó  los  bienes  que  se  mencionan 
en  la  demanda  ó  á  que  se  refiere  la  minuta; 

6^  Que  no  aparece  legalmente  justificado  el 
fraude,  engaño  y  violencia  que  se  afirma  en  la 
demanda  haber  empleado  don  José  Mercedes 
Solar  para  obligar  á  los  actuades  demandan- 
tes á  que  le  vendieran  sus  derechos  á  la  heren- 
cia de  doña  Ctñrmen  Figueroa,  pues  la  prueba 
rendida  sobre  el  particular  es  demasiado  defi- 


ciente, sobre  todo  tomando  en  cuenta  que  sólo 
debe  tomarse  en  consideración  los  seis  prime- 
ros testigos  que  han  declarado  por  parte  de 
los  demandantes  por  ser  éste  máximum  de  los 
testigos  que  puede  presentar  cada  parte,  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  artículo  361  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil; 

7^  Que  tampoco  se  ha  probado  que  no  se 
hubiera  pedido  y  obtenido  la  posesión  efecti- 
va de  la  herencia  de  doña  Carmen  Figueroa 
antes  que  los  demandantes  vendieran  sus  de- 
rechos á  la  herencia  de  dicha  señora  al  de- 
mandado señor  Solar;  y  que  aún  cuando  no 
se  hubiere  obtenido  esa  posesión,  la  falta  de 
ese  requisito  no  está  penada  con  la  nulidad 
del  acto  como  lo  prescribe  el  artículo  696  del 
Código  CÍ7Í1; 

8^  Que  el  plazo  para  pedir  la  rescisión  de 
los  contratos  de  venta  de  los  derechos  á  la 
herencia  de  doña  Carmen  Figueroa  que  los 
actuales  demandantes  hicieron  á  don  José 
Mercedes  Solar,  estaba  prescrito  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1691  del  Código 
Civil,  respecto  délas  escrituras  de  25  de  octu- 
bre de  1892  y  4  de  diciembre  de  1891,  por  las 
cuales  vendieron  doña  Mercedes,  don  Simón 
Antonio  y  doña  Angela  Reyes,  por  haber 
transcurrido  más  de  cuatro  años  entre  el  otor- 
gamiento deesas  escrituras  y  la  fecha  de  la 
presente  demanda  (26  de  julio  de  1902);  }•' 

9^  Que  aunque  á  última  hora  se  sostiene 
por  los  demandantes,  en  el  alegato  de  bien 
probado,  que  la  prescripción  alegada  de  con- 
trario á  que  se  alude  en  el  considerando  pre- 
cedente se  suspendió  respecto  de  doña  Angela 
Reyes  por  el  hecho  de  haberse  casado  ésta 
con  don  Maximiliano  López  el  26  dema^'^o  de 
1893,  según  consta  de  la  partida  de  matrimo- 
nio que  corre  en  el  expediente  agregado  sobre 
aceptación  de  herencia,  tal  hecho  no  aparece  de- 
bidamente comprobado  por  cuanto  de  la  parti- 
da de  matrimonio  citada  consta  que  la  Angela 
Reyes  que  aparece  casada  con  el  expresado 
López  no  es  la  hija  de  Carmen  Figueroa  de 
que  se  trata  en  el  presente  juicio,  sino  hija  de 
Carmen  Quiroga,  no  guardando  tampoco  re- 
lación ó  conformidad  con  esto  la  partida  de 
nacimiento  acompañada  por  los  demandan- 
tes, al  alegar  de  bien  probado,  como  corres- 
pondiente á  Angela  Reyes  Figueroa,  pues  di- 
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cha  partida  se  refiere  á  Angela  del  Rosario 
Reyes,  hija  nó  de  Carmen  Figueroa  sino  de 
Carmen  Cataldo. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  1696,  1264, 
1454,  1682, 1691  y  1698  del  Código  Civil  y 
361,  374  y  428  del  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara:  1^  que  ha  lugar  ala  prescripción  ale- 
gada por  el  demandado  don  José  Mercedes 
Solar;  y  2^  que  no  ha  lugar  á  la  demanda,  sin 
costas  por  estimar  que  los  demandantes  han 
podido  creer  que  tenían  motivos  atendibles 
para  litigar.— fí.  González  A. 
Apelada  esta  resolución, 
Serena,  4  de  enero  de  1904. — Vistos:  Repro- 
duciendo la  parte  expositiva  y  los  conside- 
randos 1^  y  6^  de  la  sentencia  apelada  de  29 
de  agosto  último,  y  teniendo  presente: 

1^  Que  los  demandantes  han  acreditado 
con  los  documentos  del  cuaderno  agregado, 
que  son  hijos  legítimos  de  don  José  Antonio 
Reyes  y  de  doña  Carmen  Figueroa  y  herede- 
ros del  primero,  hechos  aceptados  por  el  de* 
mandado; 

2^  Que  doña  Carmen  Figueroa  contrajo 
segundas  nupcias  con  don  José  Mercedes  So- 
lar, el  demandado,  sin  que  procediera  á  hacer 
inventario  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyu* 
gal  anterior  ni  de  la  comunidad  que  subsiguió 
á  ésta,  y  sin  que  se  liquidase  esta  comunidad; 
3.^  Que  consta  de  autos  que  Reyes  dejó  al- 
gunos bienes  y  que  su  viuda  durante  la  comu- 
nidad adquirió  otros,  como  los  que  se  enume- 
raq  en  los  puntos  2^,  3^  4»,  5*?  y  6^  de  la  mi- 
nuta, y  el  sitio  y  casa  á  que  se  refiere  la  ins- 
cripción; 

4'  Que  por  el  testimonio  de  los  cinco  testi- 
gos que  afirman  el  hecho  consignado  en  el 
punto  7^  de  la  misma  minuta,  consta  que  la 
Tiuda  de  Reyes  continuó  los  negocios  de  su 
marido  y  se  casó  después  con  el  demandado 
que  era  hombre  pobre; 

5°  Que  los  mismos  testigos  afirman  respon- 
diendo al  punto  8^  de  la  misma  minuta  que 
los  hijos  de  Reyes  trak-ajaron  en  las  faenas  de 
campo  á  que  se  dedicaba  su  madre  y  el  de- 
mandado; 

6^  Que,  en  consecuencia,  está  subsistente 
en  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  del  de- 
mandado con  doña  Carmen  Figueroa,  la  co- 


munidad que  precedió  á  su  matrimonio,  for- 
mado por  los  bienes  de  la  herencia  de  don 
Antonio  Reyes  y  de  los  de  doña  Carmen  Fi- 
gueroa. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  con- 
forme á  los  dispuesto  en  los  artículos  1264  y 
1698  del  Código  Civil  se  declara,  queha  lugar 
á  la  demanda  sólo  en  cuanto  don  José  Mer- 
cedes Solar  debe  hacer  entrega  á  los  deman- 
dantes de  la  herencia  de  don  Antonio  Reyes. 
Se  revoca  la  sentencia  apelada  en  lo  que  fue- 
re contraria  á  la  presente,  y  se  confirma  en  lo 
demás. 

El  señor  Ministro  Herrera  confirma  en  to- 
das sus  partes  la  sentencia  apelada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Eduar- 
do Gómez  Herrera.— /Tí/uarc^o  Gómez  Herre- 
ros- Felipe  M.  Herrera,— 'M,  Carvallo, 

Contra  este  fallo  la  parte  de  Solar  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  en  el  fondo,  y  for- 
malizándole dice: 

El  vicio  de  la  sentencia  consiste  en  haber 
sido  dictada  con  infracción  de  lo  prevenido  en 
los  artículos  1264,  1265  y  1698  del  Código 
Civil. 

Se  ha  infringido  el  primero,  porque  se  ha 
dictado  la  sentencia  contra  Solar,  que  no  se 
ha  atribuido  jamás  la  calidad  de  heredero  de 
don  Antonio  Reyes,  y  constan  de  autos  decla- 
raciones expresas  del  mismo  Solar  que  así  lo 
manifiestan.  Mientras  tanto  el  artículo  1264 
citado  solo  dá  cabida  á  la  acción  de  petición 
de  herencia  contra  el  que  ocupa  la  herencia 
con  pretensiones  de  heredero. 

Se  ha  infringido  el  mismo  artículo  en  la  de- 
claración de  que  debe  hacerse  á  los  deman- 
dantes entrega  de  la  herencia  de  don  Antonio 
Reyes,  sin  que  en  la  sentencia  ni  en  la  deman- 
da se  hayan  determinado  ó  precisado  en  que 
consiste  esa  herencia  y  qué  es  lo  que  el  deman- 
dado debe  entregar.  El  artículo  1264  citado 
dispone  que  se  indique  lo  que  debe  restituirse 
al  que  ejercita  la  acción  de  petición  de  heren- 
cia. 

Se  ha  infringido  el  artículo  1265  del  Código 
Civil  porque  en  el  considerando  6^  de  la  sen- 
tencia recurrida  se  aplican  las  reglas  del  cua- 
si contrato  de  comunidad  á  lo  que  se  rige  por 
el  artículo  citado. 
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Se  ha  infringido,  por  último,  el  artículo 
1698  del  Código  Civil  dándose  por  probado 
el  hecho  de  que  don  José  Mercedes  Solar  ocu- 
pa en  calidad  de  heredero  bienes  dejados  por 
don  Antonio  Reyes,  hecho  que  no  se  ha  pro- 
bado en  manera  alguna  y  que  incumbía  jus- 
tificar á  los  demandantes. 

En  la  fundación  del  recurso,  el  representan- 
te de  Solar  da  más  desenvolvimiento  á  estas 
observaciones,  y  alega  que  la  sentencia  care- 
ce de  toda  lógica  y  su  parte  dispositiva  no 
tiene  relación  con  los  considerandos  que  la 
preceden,  desde  que  ni  siquiera  ha  podido  de- 
clarar que  Solar  recibiera  bienes  de  su  mujer 
doña  Carmen  Pigueroa. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  según  los  términos  del  artículo  1264 
del  Código  Civil  la  acción  de  petición  de  he- 
rencia solo  se  concede  al  que  pruebe  su  dere- 
cho á  una  herencia  y  contra  la  persona  que  la 
ocupe  "en  calidad  de  heredero"; 

2^  Que  la  sentencia  recurrida  acepta  dicha 
acción  sin  haber  establecido  el  hecho  de  que 
el  demandado  ocupe  en  calidad  de  heredero 
la  herencia  del  padre  de  los  demandantes,  y 
al  contrario,  el  mismo  fallo  declara  por  vía 
de  consecuencia  deducida  de  otros  hechos  que 
"está  subsistente  en  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal  del  demandado  con  doña  Carmen 
Fjgueroa  la  comunidad  que  precedió  ásu  ma- 
trimonio, formada  por  los  bienes  de  la  heren- 
cia de  don  Antonio  Reyes  y  de  los  de  doña 
Carmen  Figueroa";  lo  que  se  reduce  á  mani- 
festar que,  ajuicio  del  Tribunal  sentenciador, 
el  demandado  en  calidad  de  marido  de  la 
comunera  viuda  de  Reyes,  se  incorporó  á  la 
comunidad  en  que,  con  la  herencia  del  primer 
marido,  se  hallaban  los  bienes  de  la  misma 
viuda;  ó 'en  otros  términos,  que  el  demanda- 
do era  simple  comunero  á  título  de  sociedad 
conyugal  en  una  masa  de  bienes  en  que  de- 
bían considerarse  existentes  los  del  padre  de 
los  demandantes. 

3^  Que  en  consecuencia  de  lo  dicho  el  fallo 
recurrido  ha  aplicado  el  artículo  1264  del  Có- 
digo Civil  á  un  caso  que  está  fuera  del  único 
determinado  por  la  misma  disposición,    la 


cual  ha  sido,  por  tanto,  infringida  de  un 
modo  que  influye  sustancialmente  en  la  parte 
dispositiva  de  la  sentencia. 

Visto,  además,  lo  prescrito  en  los  artículos 
940,  958  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara:  que  ha  Ingar  al  recurso  de 
casación  en  el  fondo  contra  la  sentencia  de 
fecha  4  de  enero  de  1904;  la  cual  se  invalida, 
y  será  reemplazada  por  la  que  este  Tribunal 
dictará  á  continuación  de  la  presente.  Devuél- 
vase á  la  parte  de  don  José  Mercedes  Solar  la 
cantidad  depositada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguim 

Vargas.— r.  Aguirre  V.— Carlos  VarRS.^Abe! 

Saavedra.—E,  Fóster Recabarrea. — A,  VergR- 

ra  Albano.— Alejo   Fernández,  -/.  Bemaks. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  l^de  septiembre  de  1906 Vistos: 

Con  el  mérito  de  los  hechos  establecidos  por 
la  sentencia  invalidada  de  4  de  enero  de  1904, 
y  visto  lo  prevenido  en  los  artículos  1264  y 
1265  del  Código  Civil  y  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  29  de  agosto  de  1903,  sin  perjui- 
cio de  que  los  demandantes  puedan  hacer  va- 
ler las  otras  acciones,  distintas  de  la  de  peti- 
ción de  herencia  y  que  resultaren  corrcspon- 
derles  sobre  los  bienes  de  don  Antonio  Reyes 
á  que  se  refieren  los  considerandos  de  la  sen- 
tencia invalidada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirrc 
Vargas.  -V,  Aguirre  V. ^Carlos  Varas.— Abel 
Saavedra E,  Fóster  Recabarren — A.  Versa- 
ra Albano.-^J.  Bernales J.  Alejo  Fernández, 


Cas.  en  la  forma.^S  de  noviembre  de  1906 
Olguín  con  Ruiz 

Venta  en  remate.— Obllgaolón  de  en- 
tregar.-  Restitución  del  preolo.— 
Emplazamiento. 

Doctrina.:— JS7  subastador  de  una  pro- 
piedad en  remate  reríñcado  en  una  par- 
tición, tiene  derecho  para  que  los  bere* 
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deros  le  restituyan  lo  que  pagó  por  ella, 
y  que  ingresó  á  la  masa  partible,  si  no 
ba  podido  entrar  en  posesión  por  haber- 
se declarado  por  sentencia  ejecutoriada 
que  dicha  propiedad  no  pertenecía  á  la 
sucesión;  y  le  asiste  este  derecho  aun 
cuando  los  demandados  se  hayan  opues- 
to en  el  Juicio  de  partición  á  que  se  inclu- 
yera esa  propiedad  en  el  inventario  y  se 
sacara  á  remate,  y  aun  cuando  el  parti- 
dor haya  declarado  que  el  remate  se  ve- 
riñcaba  bajo  la  responsabilidad  del  he- 
redero que  lo  solicitó. 

Es  nula  la  sentencia  pronunciada  con 
omisión  del  emplazamiento  de  una  de  las 
partes  para  contestar  la  demanda,  por 
no  haberle  sido  notiñcadaésta  personal- 
mente ni  haber  comparecido  por  sí  en  la 
secuela  del  juicio. 


Don  Toribio  de  la  Vega,  por  don  Fernando 
Olguín  cura-párroco  de  Empedrado,  departa- 
mento de  Constitución,  expone: 

Que  en  9  de  junio  de  1899  ante  el  juez  par- 
tidor don  Juan  Francisco  Tapia  que  conocía 
de  la  partición  de  los  bienes  quedados  por 
fallecimiento  de  don  Vicente  Ruiz  y  de  doña 
Felisa  Ormazabal,  su  representado  remató 
por  el  precio  de  $  2.506  que  pagó  al  contado, 
la  parte  del  fundo  Villabosa  á  que  se  refiere  la 
escritura  pública  de  9  de  junio  de  1899. 

Que  cuando  se  trataba  de  inscribir  la  aludi- 
da escritura  pública  se  presentó  don  Isaías 
Bravo  oponiéndose  á  la  inscripción  de  ella 
alegando  dominio  exclusivo  sobre  todo  el 
fundo  Villabosa,  con  cuyo  motivo  su  repre- 
sentado y  don  Manuel  Jesús  Olguín  'marido 
de  doña  Mercedes  Ruiz  siguieron  un  largo 
juicio  con  el  mencionado  don  Isaías  Bravo, 
que  en  definitiva  fué  resuelto  en  favor  de  éste 
por  sentencia  de  28  de  agosto  y  27  de  diciem- 
bre de  1901,  habiéndose  aceptado  la  prescrip- 
ción que  alegaba  el  señor  Bravo. 


Que  habiéndose  comunicado  al  arbitro  las 
sentencias  indicadas,  el  señor  Tapia  mandó 
eliminar  de  la  partición  el  fundo  Villabosa, 
declaró  sin  efecto  el  remate  y  dispuso  que  se 
devolviera  el  precio  al  señor  Olguín,  lo  que 
aun  no  se  ha  obtenido. 

Que  como  la  sucesión  vendedora  se  ha  pues- 
ta en  la  imposibilidad  absoluta  de  cumplir 
la  obligación  de  entrega  ó  tradición  que  le 
impone  el  artículo  1824  del  Código  Civil,  su 
mandante,  haciendo  uso  del  derecho  que  le 
confiere  el  artículo  1826  del  mismo  Código,  se 
desiste  del  contrato  y  demanda  á  la  vez  que 
la  restitución  del  precio  con  los  intereses  co- 
rrientes, la  indemnización  de  perjuicios  según 
las  reglas  jenerales,  entre  los  cuales  deben  con- 
tarse las  costas  causadas  en  el  juicio  con  el 
señor  Bravo,  A  cuyo  efecto  debe  hacer  presen- 
te que  sabedores  los  herederos  Ruiz  Ormaza- 
bal de  que  su  representado  había  obtenido 
que  se  les  notificara  para  que,  conforme  al 
artículo  1843  del  citado  Código,  comparecie- 
ran á  la  defensa  del  juicio  se  anticiparon  á  esa 
notificación  declarando  por  medio  de  una  so- 
licitud suscrita  por  todos  ellos  con  excepción 
del  representante  de  doña  Mercedes  Ruiz,  que 
no  comparecían  á  esa  defensa,  como  en  efecto 
no  comparecielron,  salvo  don  Manuel  Jesús 
Olguín  que  fué  comprendido  en  la  demanda 
del  señor  Bravo. 

Que,  en  consecuencia,  entabla  demanda  con- 
tra los  herederos  de  don  Vicente  Ruiz  y  de 
doña  Felisa  Ormazabal  que  lo  son:  don  Bal- 
domcro, don  Rudecindo,  doña  Fernanda, 
doña  Juana  del  Carmen  y  doña  Mercedes 
Ruiz  para  que  en  definitiva  se  declare  que,  el 
tercer  día  de  ejecutoriada  la  sentencia  que 
se  pronuncie  deben  restituir  á  su  mandante  el 
precio  de  $  2.506  que  dio  como  valor  de  la 
venta,  con  los  intereses  corrientes,  por  vía  de 
indemnización  de  perjuicios,  conforme  al  ar 
tículo  1559  del  Código  Civil  y  á  más  todas 
las  costas,  á  justa  tasación,  causadas  en  el 
juicio  seguido  con  don  Isaías  Bravo,  también 
con  los  intereses  corrientes,  con  costas. 

Don  Anjel  C.  Arias,  agente  judicial,  por  don 
Baldomcro,  don  Rudecindo,  doña  Fernanda 
y  doña  Juana  del  Carmen  Ruiz,  todos  domi- 
ciliados en  la  subdelcgación  de  Huerta  de 
Maule  y  agricultores,  contestando  la  anterior 
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demanda,  pide  que  en  deñnitiva  se  la  deseche 
con  costas  y  dice: 

Que  cuando  se  practicaba  la  partición  de 
los  bienes  quedados  por  fallecimiento  de  don 
Vicente  Ruiz  3'  de  doña  Felisa  Ormazábal  sus 
mandantes  declararon  en  repetidas  ocasiones 
que  el  tundo  Villabosa  pertenecía  ádon  Isaías 
Bravo,  y  en  consecuencia  solicitaron  en  dicha 
partición  que  se  eliminase  esa  propiedad  de 
los  inventarios,  en  que  se  la  había  hecho  figu- 
ran sorpresivamente  á  instancia  de  don  Ma- 
nuel Jesús  Olguín  marido  de  doña  Mercedes, 
hermana  de  don  Fernando,  con  quien  proce- 
día de  acuerdo  en  todas  aquellas  jestiones; 
pero  no  se  obtuvo  la  eliminación  del  expresa- 
do fundo. 

Que  don  Manuel  Jesús  Olguín  pidió  que  se 
sacara  á  remate  la  porción  de  terreno  del  fun- 
do Villabosa  á  que  se  refiere  el  escrito  de  de- 
manda, á  lo  que  se  opusieron  sus  mandantes; 
pero  el  juez  compromisario  señor  Tapia,  re- 
solviendo el  incidente,  declaró  que  debía  lle- 
varse adelante  el  remate  solicitado  por  don 
Manuel  Jesús  Olguín  bajo  la  responsabilidad 
de  éste. 

Que  el  remate  aludido  dio  lugar  á  una  serie 
de  gestiones  ante  este  Juzgado,  en  las  cuales 
sus  mandantes  declararon  que  el  fundo  Villa- 
bosa no  era  de  propiedad  de  las  sucesiones  de 
don  Vicente  Ruiz  y^  de  doña  Felisa  Ormazábal 
y  que,  por  lo  tanto,  no  debía  figurar  en  la 
partición  de  los  bienes  de  éstos,  y  todavía  en 
uno  de  los  juicios  este  Juzgado  declaró  que 
debía  suspenderse  el  remate  de  Villabosa,  re- 
solución que  se  notificó  oportunamente  al 
compromisario  señor  Tapia. 

Que,  desde  antes  que  se  verificara  el  remate, 
el  demandante  don  Fernando  Olguín  conocía 
los  antecedentes  relacionados,  sabía  que  el  fun- 
do Villabosa  había  sido  vendido  por  los  here- 
deros de  don  Vicente  Ruiz  i  de  doña  Felisa 
Ormazábal  á  don  José  Tomás  y  á  don  Da- 
niel Argomedo,  que  éste  adquirió  posterior- 
mente los  derechos  que  en  dicha  propiedad 
correspondían  á  su  hermano  don  José  Tomás 
y  que  don  Daniel  Argomedo  había  vendido 
dicho  fundo  á  don  Isaías  Bravo,  quien  se  en- 
contraba en  posesión  de  dicho  fundo  cuando  se 
verificó  dicho  remate.  Además,  conocía  perfec- 
tamente la  petición  deducida  por  sus  man- 


dantes en  el  juicio  de  partición  para  qne  no  se 
llevase á electo  el  remate  de  una  parte  del  fun- 
do Villabosa,  así  como  también  se  impaso  de 
que  ese  remate  se  verificaba  bajo  la  sola  res- 
ponsabilidad de  don  Manuel  Jesús  Olguín;  y 

Que  el  inciso  3»  del  artículo  1852  del  Códi- 
go  Civil  que  dispone  que  cesará  la  obligación 
de  restituir  el  precio  si  el  que  compró  lo  hizo 
á  sabiendas  de  ser  ajena  la  cosa,  resuelve  la 
cuestión  en  una  forma  que  no  deja  lugar  á 
duda,  y  en  el  mejor  de  los  casos,  el  deman- 
dante ha  podido  dirigir  su  acción  contra  don 
Manuel  Jesús  Olguín  bajo  cuya  responsabili- 
dad, como  se  ha  dicho,  se  verificó  el  remate. 

En  rebeldía  de  doña  Mercedes  Ruiz  se  dio 
por  contestada  á  su  respecto  la  demanda. 

•En  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  las  par- 
tes insisten  en  sus  alegaciones. 

Se  citó  para  sentencia. 

Considerando: 

1^  Que  por  sentencia  de  28  de  agosto  de 
1901  y  de  27  de  diciembre  del  mismo,  se  de- 
claró que  el  fundo  Villabosa  rematado  por 
don  Fernando  Olguín  ante  el  compromisario 
don  Juan  Francisco  Tapíp  que  conocía  de  la 
partición  de  los  bienes  quedados  por  falleci- 
miento de  don  Vicente  Ruiz  y  de  doña  Felisa 
Ormazábal  según  lo  acredita  la  escritura  pú- 
blica de  9  de  junio  de  1899  pertenecía  á  don 
Isaías  Bravo: 

2^  Que  como  consecuencia  de  lo  ordenado 
por  las  sentencias  aludidas  no  pudo  hacerse 
entrega  á  don  Fernando  Olguín  del  fundo  ya 
expresado;  pero  en  esta  falta  de  entrega  no 
tienen  culpa  alguna  los  herederos  de  la  suce- 
sión indicada,  por  lo  menos  los  actuales  de- 
mandados representados  por  don  Ángel  C. 
Arias,  quienes  reconocieron  que  el  fundo  Vi- 
llabosa (|ue  se  hacía  figurar  en  el  inventario 
de  los  bienes  de  la  sucesión  Ruiz  Ormazábal 
pertenecía  al  señor  Bravo,  pidieron  que  se 
eliminara  de  dicho  inventario  y  se  opusieroa 
á  que  se  sacara  á  remate  como  bien  de  la  su- 
cesión, remate  que  se  llevó  á  cabo  bajo  la 
responsabilidad  de  don  Manuel  J.  Olguín  úni- 
camente. 

3^  Que  la  acción  deducida  en  la  demanda 
tiene  lugar  cuando  se  ha  retardado  la  entre- 
ga de  la  cosa  vendida  por  hecho  ó  culpa  del 
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vendedor,  lo  que  no  sucede   en  el  presente 
caso;  y 

4.*^  Que  por  otra  parte,  de  la  copia  aparece 
que  en  el  juicio  de  partición  de  los  bienes  de 
don  Vicente  Ruizy  de  doña  Felisa  Ormazábal, 
el  compromisario  señor  Tapia  al  pronunciar 
el  laudo,  resolvió  dejar  sin  efecto  el  remate 
del  fundo  Villabosa,  debiendo  la  parte  de  don 
Manuel  J.  Olguín  ser  responsable  de  los  per- 
juicios é  indemnización  que  haj'a  que  hacer 
provenientes  de  hal)erse llevado  á  efecto  el  ex- 
presado remate,  restituirse  al  rematante  el 
dinero  que  pagó  por  el  retazo  de  terreno  su- 
bastado y  eliminarse  de  los  bienes  partibles 
el  fundo  Villabosa. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del 
Código  Civil  y  en  el  artículo  159  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar 
la  demanda,  sin  costas,  por  haber  tenido  la 
parte  demandante  fundamento  plausible  para 
litigar,  y  sin  perjuicio  de  los  demás  derechos 

que  pueda  hacer  valer  en  vía    ordinaria 

Salvador  Ramírez  L. 

Apelada  esta  resolución, 

Talca,  2  de  mayo  de  1906 Vistos:  acep- 
tando la  parte  expositiva  y  los  consideran- 
dos 1^  y  4*^  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia y  teniendo  además  presente: 

1'  Que  del  mérito  general  del  expediente 
consta  que  el  demandante  no  ha  podido  en- 
trar en  posesión  del  terreno  á  que  se  refiere 
la  escritura,  por  lo  que  se  ha  visto  en  la  ne- 
cesidad de  entablar  la  acción  que  le  acuerda 
el  artículo  1826  del  Código  Civil,  para  recla- 
mar el  precio  que  pagó  por  el  terreno  subas- 
tado; y 

2'  Que  de  la  dicha  escritura  consta  que  el 
terreno  en  cuestión  fué  rematado  á  nombre 
de  la  sucesión  de  don  Vicente  Ruiz  y  doña 
Felisa  Ormazábal  y  el  precio  entregado  al 
compromisario  don  Juan  Francisco  Tapia, 
por  lo  que  debe  entenderse  ingresado  á  la 
masa  partible. 

De  acuerdo  con  estas  consideraciones,  dis- 
posiones  legales  citadas  y  lo  prescrito  en  el 
artículo  1698  del  citado  Código,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  28  de  octubre  de  1904, 
y  se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda,  en 
cuanto  en  ella  solicita  don  Fernando  Olguín 
que  las  personas  demandadas  le  restituyan 


dentro  de  tercero  día  los  $  2.506  que  entregó 
como  valor  del  terreno  rematado,  con  sus  in- 
tereses legales  desde  la  contestación  de  la  de- 
manda en  15  de  junio  de  1903,  hasta  el  día  de 
la  restitución. 

Se  reserva  á  dichos  herederos  las  acciones 
que  pudieren  ejercitar  contra  don  Manuel  Je- 
sús Olguín. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. 
— F.  Letelien— Montero,— T.  Urrutia. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  procura- 
dor de  turno  don  Andrés  2^  Morales  por  doña 
Fernanda  Ruíz,  los  recursos  de  casación  en  el 
fondo  y  en  la  forma  y  formalizando  el  último 
dice: 

Consta  de  autos  que  la  demandada  doña 
Fernanda  Ruíz,  lo  mismo  que  los  co-deman- 
dados  que  figuran  en  la  escritura  de  mandato 
no  ha  sido  emplazada  para  contestar  la  de- 
manda en  la  forma  prescrita  por  la  ley,  pues- 
to que  ni  dicha  señora  ni  sus  co-demandados, 
han  sido  notificados  personalmente  de  la  in- 
dicada demanda,  faltando  así  á  lo  que  sobre 
el  particular  prescribe  el  artículo  43  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  incurriendo  en 
la  omisión  de  uno  de  los  trámites  ó  diligen- 
cias que  la  ley  califica  de  esenciales  y  que  en 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  número 
1^  del  artículo  941  del  expresado  Código, 
acarrea  la  nulidad  del  fallo. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que,  según  disposición  terminante  del  ar- 
tículo 43  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
en  todagestión  judicial  la  primera  notificación 
á  las  partes  ó  personas  á  quienes  hayan  de 
afectar  sus  resultados,  deberá  hacérseles  per- 
sonalmente, entregándoles  copia  íntegra  de 
la  resolución  y  de  la  solicitud  en  que  hubiere 
recaído,  cuando  fuere  escrita; 

2^  Que  con  arreglo  al  artículo  41  del  mismo 
Código,  las  resoluciones  judiciales  sólo  produ- 
cen efecto  en  virtud  de  notificación  hecha  con 
arreglo  á  la  ley,  salvo  los  casos  expresamente 
exceptuadas  por  ella; 

3*^  Que  de  autos  consta  que  l«'i  recurrente 
doña  Fernanda  Ruíz  no  fué  notificada  perso- 
nalmente de  la  demanda,  ni  de  ninguno  de 
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los  trámites  posteriores  del  juicio,  así  en  pri- 
mera como  en  segunda  instancia,  recibiendo 
por  ella  todas  las  notiñcaciones  los  procura- 
dores don  Ángel  C.  Arias  y  don  Andrés  2^ 
Morales,  quienes  siguieron  la  causa  hasta 
su  conclusión,  sin  que  durante  su  secuela  com- 
pareciera personalmente  la  demandada  de  que 
aquí  se  trata  6 ejecutara  acto  alguno  que  con 
arreglo  á  la  ley  pudiera  reemplazar  6  hiciera 
innecesaria  dicha  comparecencia;  y 

4^  Quelafaltade  notificación  personal á  que 
se  alude  en  el  anterior  considerando,  impor- 
ta la  omisión  del  emplazamiento  para  contes- 
tar la  demanda,  j  consecuencialmente,  la  de 
la  notificación  délos  demás  trámites  del  juicio 
declarados  esenciales  por  la  ley  para  la  vali- 
dez del  fallo  que  en  él  recaiga. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
939,  941,  959  y  973  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  se  declara  que  ha  lugar  al  recur- 
so de  forma  interpuesto. 

Invalídase  por  tanto  la  sentencia  dictada 
por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Talca  y  se  sus- 
penden los  efectos  de  todo  lo  obrado  en  el  jui- 
cio, el  cual  se  repone  al  estado  de  notificar  con 
arreglo  á  derecho  la  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren.  —Leoncio  Rodríguez.  — /.    Gabríel 

P&lma  Guzmán. — E.  Fóster  Recaharrcn A, 

Vergara  Albano. 


Cas,  en  la  forma 27  de  noviembre  de  1905 

Nieto  con  Picard 

Casaoión  de  oflolo. —Poder;  delegra- 
oión.  —Expresión  de  agravios;  cita- 
ción para  sentencia.— Omisión  de 
trámites  esenciales. 

Doctrina:— iVo  representa  válidamen- 
te al  mandapte  el  procurador  en  quien 
se  delegó  el  mandato  por  el  que  á  su  vez 
era  delegado  del  mandatario  directo. 


Es  nula  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia pronunciada  sin  que  una  de  las  par- 
tes baya  expresado  agravios  ni  haya 
sido  citada  para  sentencia ^  debido  á  que 
el  procurador  obraba  sin  poder  suñ- 
dente. 


Pronunciada  la  sentencia  de  fecha  16  de 
mayo  de  este  año,  por  una  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  se  dedujo 
contra  ella  por  don  Enrique  Nieto  recurso  de 
casación  en  la  forma  fundado  en  la  causal  se- 
ñalada en  el  número  4°  del  artículo  941,  ó 
sea  la  de  haberse  fallado  ultra  petita,  por  ha- 
ber el  tribunal  extendido  su  sentencia  á  una 
excepción  que  no  fué  opuesta  por  el  deman- 
dado, como  es  la  nulidad  de  la  fíanza  á  que  se 
refiere  la  demanda  para  garantir  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  cuyo  pago  se  persigne 
en  este  juicio. 

Después  de  interpuesto  el  recurso,  se  pre- 
senta don  Osvaldo  Hevia  por  la  misma  parte 
recurrente,  exponiendo  que  don  Enrique  Nieto 
le  había  conferido  poder  para  representar  en 
la  causa,  el  cual  lo  había  delegado  en  don 
Juan  López  R, 

Pues  bien,  este  delegatario  es  el  que  hacién- 
dose parte  en  la  instancia  seguida  ante  la 
Corte  de  Apelaciones,  subdelegó  su  represen- 
tación en  el  procurador  don  Francisco  Jara- 
millo,  con  quien  se  tramitó  el  recurso  de  al- 
zada. 

Aparece,  pues,  que  don  Enrique  Nieto  no  ha 
estado  debidamente  representado  y  la  senten- 
cia de  fecha  16  de  mayo  último  es  nula,  ya 
que  el  expresado  Nieto  no  ha  sido  emplazado 
en  segunda  instancia  ni  citado  para  oir  dicha 
sentencia. 

Pide,  en  consecuencia,  que  el  Tribunal  haga 
uso  en  este  caso  de  la  atribución  que  le  con- 
fiere el  artículo  949  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 


La  Corte: 
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Teniendo  presente: 

1^  Que  el  poder  con  que  representaba  el 
procuradcir  don  Francisco  Jaramillo  á  la  par- 
te de  don  Enrique  Nieto  en  virtud  del  cual 
contestó  la  expresión  de  agravios  de  la  parte 
apelante  y  concurrió  á  los  trámites  posterio- 
res del  juicio,  fue  conferido  por  el  delegatario 
don  Juan  López,  á  quien  á  su  turno  se  lo  ha- 
bía delegado  don  Osvaldo  Hevia. 

2'  Atendido  lo  expuesto,  y  no  siendo  sufi- 
ciente el  poder  mediante  el  cual  obraba  el  pro- 
curador Jaramillo  á  nombre  de  Nieto,  éste  no 
ha  estado  debidamente  representado  en  la 
nstancia  en  que*  se  pronunció  fa  sentencia, 
por  consiguiente  habiéndose  faltado  á  los  trá- 
mites esenciales  del  juicio  designados  en  los 
números  2°  y  5^  del  artículo  970  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  ha  incurrido  en  el 
vicio  de  casación  previsto  en  el  número  9^  del 
artículo  941  del  citado  Código. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  artículo 
949  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ha- 
ciendo uso  el  Tribunal  de  la  facultad  que  di- 
^ho  artículo  le  otorga,  se  invalida  la  sentencia 
de  fecha  16  de  mayo  de  este  año  y  se  repone 
el  proceso  en  el  estado  de  contestar  la  expre- 
sión de  agravios  del  apelante,  devolviéndosele 
al  efecto  al  Tribunal  respectivo  para  que 
oportunamente  se  dicte  la  sentencia  que  fuere 
de  derecho.  Devuélvase  á  la  parte  la  cantidad 
consignada. 

Acordada  por  unanimidad,  después  de  de- 
secharse la  indicación  previa  del  Ministro  se- 
ñor Fóster  para  que  se  recibiera  á  prueba  el 
hecho  de  haber  tenido  conocimiento  personal 
don  Enrique  Nieto  de  las  actuaciones  produ- 
cidas con  intervención  del  procurador  Jara- 
millo  como  afirmó  en  estrados  el  abogado  de 
la  parte  recurrida,  y  en  virtud  de  lo  prescrito 
por  los  artículos  969  y  977  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Bemales. 
—Leoncio  Rodríguet.-^J.  Gabriel  Palma  Gvz. 
mán.-'E,  Fóster  Recabarren.  — /.  Bemales, 


Guzmán  con  Compañía  de  Seguros 
"La  Francesa" 

Segruro.— Acreedor  hipotecario;  inte- 
rés real  en  la  contratación  del  segru- 
ro.— Cesión  de  crédito. 

Doctrixa:— Para  celebrar  un  contrato 
de  seguro  se  requiere  de  parte  del  asegu- 
rado, además  de  la  capacidad  legal,  que 
tenga  al  tiempo  del  contrato  un  interés 
real  en  evitar  los  riesgos,  sea  en  calidad 
de  propietario,  copartícipe,  fideicomisa- 
rio, usufructuario,  arrendatario,  acree- 
dor ó  administrador  de  bienes  ajenos, 
sea  en  cualquiera  otra  que  lo  constituya 
interesado  en  la  conservación  del  objeto 
asegurado. 

Existe  el  interés  exigido  por  /a  lejr  de 
parte  dtl  cesionario  de  un  crédito  hipo- 
tecario, aun  cuando  no  se  haya  practica- 
do con  anterioridad  al  seguro  la  inscrip- 
ción del  traspaso  del  crédito  en  el  respec- 
tivo Rejistro. 

El  asegurador  no  es  parte  en  las  cues' 
tiones  que  pudieran  ocurrir  entre  el  ce- 
dente  y  el  cesionario  sobre  quien  es  el 
dueño  del  derecho  real  de  hipoteca,  en 
caso  de  producirse  por  omisión  ó  retardo 
de  la  inscripción  correspondiente. 


Don  Alfredo  Guzmán  demandando,  expone 
que  con  fecha  3  de  septiembre  de  1902,  asegu- 
ró en  la  Compañía  de  Seguros  La  Francesa 
una  casa  de  don  Galvarino  Kiquelme,  ubica- 
da en  Santiago,  Avenida  Huelen,  antes  Res- 
balón, por  la  suma  de  $  4.000  como  acreedor 
hipotecario  del  expresado  señor  Riquelme; 
que  esa  propiedad  fué  destruida  por  el  fuego 
y  que  á  pesar  de  haber  presentado  el  estado 
detallado  de  las  pérdidas  que  con  ese  incen* 
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dio  sufrió  y  de  haber  cumplido  con  todos  los 
requisitos  exigidos  en  la  póliza,  no  ha  podido 
obtener  el  pago  de  aquella  suma.  Concluye 
pidiendo  se  declare  que  La  Francesa  debe  pa- 
garle la  suma  de  $  4.000,  importe  de  la  póli- 
za, dentro  de  tercero  dia  con  costas. 

Contestando  la  Compañía  demandada,  di- 
ce: que  no  tiene  inconveniente  alguno  para 
cubrir  el  importe  del  seguro,  pero  en  la  forma 
contratada,  esto  es,  en  cuanto  él  sirva  para 
cubrir  el  crédito  hipotecario  de  Guzmán,  tal 
como  lo  establece  la  escritura  de  cesión,  fecha 
2  de  septiembre  de  1902,  celebrada  entre  doña 
Berta  Lapaille  v.  de  Guevara  y  don  Alfredo 
Guzmán  Hermosilla,  y  siempre  que  exhiba  el 
certificado  de  inscripción  de  la  hipoteca. 
Agrega  que,  por  lo  que  hace  á  la  escritura 
de  mutuo,  no  tiene  porqué  tomarla  en  cuen- 
ta La  Francesa,  pues  en  ella  aparece  como 
acreedor  hipotecario  doña  María  Elisa  He- 
rrera á  quién  además  y  para  asegurar  el  pa- 
go de  su  crédito,  se  cedió  una  póliza  de  La 
Royal.  Pide  que  se  acepte  la  demanda  solo 
en  cuanto  sea  necesario  para  cubrir  el  crédito 
de  Guzmán,  ya  que  para  éste  el  seguro  no  es 
sino  un  contrato  de  indemnización. 

En  el  escrito  de  réplica,  el  demandante  ale- 
ga: que  aparte  del  mutuo  á  su  favor,  en  su 
calidad  de  agente  de  negocios  obtuvo  para 
don  Galvarino  Riquelme  un  préstamo  por 
$1,000  con  garantía  hipotecaria  de  la  misma 
propiedad;  que  por  la  escritura  de  mutuo  se 
cedió  á  doña  María  Herrera  la  póliza  de  La 
Royal  y  que,  pesando  sobre  el  deudor  la  obli- 
gación de  renovarla,  se  hizo  un  solo  seguro 
por  $  4,000  en  La  Francesa  para  responder 
al  pago  de  esos  dos  créditos. 

Don  Galvarino  Riquelme,  comerciante,  do- 
miciliado en  Maipú  590,  se  adhirió  á  la 
demanda  de  Gnzmán  y  pidió  se  diera  lugar  á 
ella. 

La  Compañía  La  Francesa  hizo  presente 
que  no  la  ligaba  relación  alguna  con  Riquel- 
me y  que  con  éste  no  tenía  contrato  alguno. 
Duplicando  el  demandado  alega:  que  mien- 
tras no  se  presente  el  certificado  de  haberse 
inscrito  en  Santiago  el  título  hipotecario  no 
está  obligado  á  efectuar  el  pago;  que  el  silen- 
cio á  este  respecto  le  hace  presumir  que  él  no 
existe,  por  lo  que  no  habría  hipoteca  ni  acree- 


dor hipotecario  y  el  seguro  en  estas  condi 
ciones,  seria  nulo  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  articulo  518  del  Código  de  Comercio  y 
en  los  artículos  1681  y  1682  del  Código  Civil; 
y  que  don  Alfredo  Guzmán  al  contratar  el  se^ 
guro  sorprendió  la  buena  fe  de  la  Compañía  j 
él  consecuencia,  adolece  de  dolo.  Pide  se  de- 
clare rescindido  el  contrato  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1443,  1451,  1458  in- 
ciso 1.^  y  1682  del  Código  Civil  y  557  inci- 
so 1.°  del  Código  de  Comercio  y  además  qnc 
se  le  abonen  las  indemnizaciones  á  que  tiene 
derecho  conforme  con  los  artículos  558  y  564 
del  mismo  Código,  las  que  serán  avaluadas 
prudencialnicnte.  Reitera  y  refuerza  las  alega- 
ciones hechas  en  el  escrito  de  contestación. 

Pecibida  la  causa  íx  prueba  se  rindió  la  que 
corre  en  autos. 

Se  citó  para  sentencia  y  el  Juagado  falló  d 
3  de  febrero  de  1904: 
Considerando: 
1.^  Que  para  la  validez  del  contrato  de  se- 
guro, es  menester  que  concurra  en  el  asegura- 
do la  circunstancia  de  tener  un  interés  real  en 
la  conservación  del  bien  asegurado; 

2.^  Que,  si  bien  consta  en  autos  que  don 
Alfredo  Guzmán  es  acreedor  del  dueño  de  1& 
propiedad  incendiada,  este  hecho  por  si  solo 
no  basta  para  constituir  ese  interés  real, 
pues  de  la  misma  escritura  de  cesión  apa- 
rece que  para  garantir  el  pago  de  ese  crédito 
hay  constituido  un  gravamen  hipotecario; 
3.^  Que  el  demandante  no  ha  comprobado 
que  sea  acreedor  hipotecario  de  la  propiedad 
incendiada,  calidad  que  se  atribuyó  al  con- 
tratar el  seguro; 

4.^  Que  éste  fué  constituido  por  cuenta  y 
en  beneficio  propios  del  demandante,  por  lo 
que  otra  persona  no  puede  reclamar  su  cum- 
plimiento. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  518  y  519  del  Código 
de  Comercio  y  1698, 1683  y  11  del  Código 
Civil,  se  declara:  1»^  que  no  ha  lugar  á  lad^ 
manda  con  costas;  2.^  que  queda  rescindido 
el  contrato  de  seguro  á  que  se  refiere  esta  sen- 
tencia, con  indemnizacion.de  perjuicios.— i?. 
Ahumada, 

Apelada  esta  resolución, 

Santiago,  29  de  Noviembre  de  1904.-VÍS- 
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tos:  Reproduciendo  la  relación  de  los  hechos 
contenidos  en  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, el  considerando  1.^  y  teniendo  además 
presente: 

1.*'  Que  don  Alfredo  Guzmán  ha  acreditado 
por  medio  de  la  escritura  de  cesión  ser  acree- 
dor de  don  Galvarino  Kiquelme,  dueño  de  la 
propiedad  hipotecada,  y  que  basta  este  título 
para  considerársele  interesado  en  evitar  los 
riesgos  y  con  facultad  suficiente  para  contra- 
tar el  seguro; 

2.^  Que  á  mayor  abundamiento,  el  certifi- 
cado del  cuaderno  agregado  manifiesta  que  á 
lafecha  en  que  se  ccntrató  el  seguro  por  el 
demandante  se  encontraba  inscrito  no  sólo  el 
mutuo  hipotecario  del  deudor  Riquelme  a  fa- 
vor de  doña  Berta  Lapaille  v.  de  G.  si  no  tam- 
bién la  cesión  que  este  hizo  de  su  crédito  á  fa- 
vor de  Guzmán  y  por  tanto,  que  éste  en  aque- 
lla fecha  tenía  la  calidad  de  acreedor  hipote- 
cario con  que  figuró  al  contratar  el  seguro; 

3.®  Que  de  autos  no  consta  cual  sea  el  inte- 
rés que  tenga  el  mismo  por  efecto  de  la  escri- 
tura de  mótuo  en  la  cual  él  no  interviene,  y 
de  consiguiente  carece  de  la  calidad  que  lo 
habilita  para  contratar  el  seguro  por  la  can- 
tidad á  que  ella  se  refiere; 

4-.®  Que  la  acción  de  rescisión  del  seguro  só- 
lo se  interpuso  por  el  demandado  en  su  escri- 
to de  duplica,  y  no  habiéndose  oído  sobre  ella 
en  debida  forma  al  demandante,  no  puede 
ser  materia  del  fallo  y  debe  ser  reservada 
para  otro  juicio; 

5^  Que  el  demandante  ha  justificado  por 
medio  de  declaraciones  de  los  testigos  que 
deponen  que  el  valor  de  la  propiedad  hipote- 
cada supera  al  de  la  suma  asegurada,  no  ha- 
biéndose producido  prueba  alguna  al  respecto 
por  el  demandado  que  destruya  aquella  ase- 
veración. 

En  virtud  de  estos  fundamentos  y  visto  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1698  del  Código 
Civil.  512.  518.  532,  559  y  565  del  Código  de 
Comercio  y  939  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  revoca  la  resolución  apelada  de  fecha 
3  de  febrero  de  1904,  y  se  declara:  1^  que  ha  lu- 
gar á  la  demanda  en  cuanto  la  Compañía  de- 
mandada debe  satisfacer  al  demandante  como 
indemnización  por  valor  del  siniestro  la  suma 
de  $  2,700  á  que  asciende  el  interés  que  tenía 


éste  en  el  valor  del  seguro  conforme  á  la  escri- 
tura de  cesión  de  2  de  setiembre  de  1902, 
y  2^ que  no  ha  lugar  al  cobro  de  lo  demás  que 
en  ella  se  pide.  Se  suspenden  los  efectos  de  la 
misma  sentencia  en  cuanto  declara  que  ha  lu- 
gar á  la  rescisión  del  seguro,  reservándose  al 
demandado  sus  derechos,  si  los  tuviere  para 
que  los  haga  valer  en  la  forma  que  viere  con- 
venirle. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Larrain 

Zañartu — J.  Alejo  Fernández f.  Bernales 

/.  Ignacto  Larrain  Z, 

A  solicitud  de  don  Alfredo  Guzmán,  se  dictó 
la  siguiente  sentencia  aclaratoria: 

Santiago,  diciembre  17  de  1904.  —  Vistos: 
Teniendo  presente  que  en  la  resolución  se  de- 
claró  que  el  demandante  debía  satisfacer  a- 
demandado  la  suma  de  $  2.700  á  que  ascien- 
de el  interés  que  tiene  este  último  en  el  valor 
del  seguro  conforme  á  la  escritura  de  cesión 
de  2  de  setiembre  de  1902;  que  al  enunciar 
esta  cantidad  se  padeció  evidentemente  un 
error,  pues  la  escritura  de  cesión  expresa  cla- 
ramente que  el  precio  de  ésta  es  de  $  2,750  é 
intereses  y  costas;  y  en  consecuencia  ordenán- 
dose el  pago  de  lo  que  rezaba  la  predicha  es- 
critura debió  determinarse  como  su  monto  lo 
que  ésta  expresaba. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  205  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  ha  lugar  á  lo  pe- 
dido por  don  Alfredo  Guzmán  H.  y  en  conse- 
cuencia que  debe  entenderse  que  lo  mandado 
pagar  por  la  sentencia  de  29  de  noviembre  de 
1904  es  la  suma  de  $  2.350  é  intereses  y  cos- 
tas conforme  á  lo  establecido  en  la  escritura 
de  2  de  setiembre  de  1902 í.  Alejo  Fernán- 
dez  /.  Bernales.  -^J*  Ignacio  Larrain  Z. 

El  representante  de  la  Sociedad  de  Seguros 
"La  Francesa"  se  presentó  solicitando  se  rec- 
tificara un  error  de  referencia  y  expone  que  el 
considerando  segundo  dice  literalmente:  *'qae 
á  mayor  abundamiento  el  certificado  del  cua- 
derno agregado  manifiesta  que  á  la  fecha  en 
que  se  contrató  el  seguro  por  el  demandante 
se  encontraba  inscrito  no  sólo  el  mutuo  hipo- 
tecario del  deudor  Riquelme  á  favor  de  doña 
Berta  Lapaille  v.  de  G.,sino  también  la  cesión 
que  ésta  hizo  de  su  crédito  á  favor  de  Guz- 
mán, y,  por  tanto,  que  éste   en  aquella  fecha 
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tenía  la  calidad  de  acreedor   hipotecario  con 
que  figuró  al  contratar  el  seguro". 

£1  certificado  que  se  cita,  6  sea  el  acompa- 
ñado al  escrito  del  cuaderno  agregado,  es  de 
fecha  23  de  mayo  de  1903,  y  en  su  parte  final 
se  inserta  íntegra  la  anotación  de  la  cesión 
hecha  por  doña  Berta  Lapaille  á  don  Alfredo 
Guznián,  y  esa  anotación  tiene  fecha  11  de 
mayo  de  1903,  como  aparece  en  el  mismo  cer- 
tificado aludido. 

Por  consiguiente,  la  fecha  de  esta  inscrip- 
ción ó  anotación  no  es  anterior  al  3  de  sep- 
tiembre de  1902,  fecha  del  contrato  de  seguro 
celebrado  entre  Guzmán  y  **La  Francesa", 
sino  cerca  de  ocho  meses  posterior  á  ese  con- 
trato. 

La  escritura  de  cesión,  tiene  también  el  cer- 
tificado de  haberse  anotado  en  el  registro 
sólo  el  11  de  mayo  de  1903. 

Por  esto  pedía  se  rectificara  el  error  de  re- 
ferencia mencionado,  declarando  que  la  ver- 
dadera fecha,  según  el  mérito  de  autos  de  la 
anotación  en  el  registro  de  hipotecas  de  la 
cesión  hecha  por  la  señora  Lapaille  á  Guz- 
mán es  la  de  11  de  mayo  de  1903  posterior 
al  contrato  de  seguro  de  Guzmán  con  'Xa 
Francesa". 

La  Corte  resolvió: 

Santiago,  22  de  mayo  de  1905.— Vistos:  Re- 
solviendo el  incidente  introducido  y  teniendo 
presente  que  según  consta  de  autos,  la  fecha 
de  la  inscripción  de  la  escritura  de  cesión  es 
posterior  á  la  de  la  contratación  del  seguro, 
y  que  de  consiguiente  se  incurrió  en  error  al 
afirmar  lo  contrario  en  el  considerando  2^  de 
la  sentencia,  el  cual,  por  lo  demás,  no  altera 
los  efectos  de  esa  resolución,  se  declara  que 
ha  lugar  á  lo  pedido,  y  en  consecuencia,  que 
debe  entenderse  que  al  contratarse  el  seguro 
no  existía  inscrita  la  escritura  de  cesión  del 
crédito  hecha  por  doña  Berta  Lapaille  v.  de 
Guevara  á  favor  de  don  Alfredo  Guzmán  H. 

Proveyendo  el  escrito,  concédese  el  recurso 
'  interpuesto  en  dicho  escrito  y  elévense  los  au 
tos.-^J.  Alejo  Fernández,'-],  Bernales.^J,  Ig- 
nacio Larraín. 

La  Compañía  demandada  ha  interpuesto 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  en  contrtí 
de  las  referidas  sentencias  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, expresando  que  han  infringido  el  ar- 


ticulo 518  del  Código  de  Comercio:  1'  al  dar 
lugar  á  la  demanda  de  don  Alfredo  Guzíoán, 
á  oesar  de  que  este  señor  no  era  acreedor  hi- 
potecario de  don  Galvarino  Riquelme  á  la 
fecha  del  seguro  contratado  por  el  demandan- 
te; y  2?  al  declarar  expresam<^nte  que  basta 
el  títtilo  de  simple  acreedor  de  don  Galvarino 
Riquelme  para  considerar  que  don  Alfredo 
Guzmán  tiene  el  "interés  en  la  conservación 
del  objeto  asegurado"  exigido  por  la  ley  para 
la  validez  del  contrato  de  seguro. 

£n  el  escrito  de  fundación  del  recurso  agre- 
ga la  parte  recurrente  que  don  Alfredo 
Guzmán  no  ha  comprobado  su  calidad  de 
acreedor  hipotecario,. y  que  sólo  tiene  el  ca- 
rácter de  simple  acreedor  personal  del  dueño 
del  predio  asegurado. 

El  demandante  al  contestar  el  escrito,  afir- 
ma que  ha  establecido  en  primera  instancia 
que  su  crédito  contra  don  Galvarino  Riquel- 
me era  hipotecario,  y  que  la  Corte  ha  dado 
al  artículo  518  del  Código  de  Comercio  su 
correcta  aplicación. 

Se  ha  oído  el  dictamen  de  un  señor  Ministro 
del  Tribunal. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que,  por  escritura  de  2  de  septiembre 
de  1902  doña  Berta  Lapaille  v.  de  Guevara 
cedió  á  don  Alfredo  Guzmán  H.  el  crédito  hi- 
potecario que  tenía  contra  don  Galvarino 
Riquelme,  por  el  precio  de  $  2.750  cantidad 
que  el  deudor  aceptó  como  valor  de  la  liqui- 
dación practicada  entre  las  partes  extrajo- 
dicialmente,  de  común  acuerdo; 

2°  Que  de  la  póliza  aparece  que  don  Alfredo 
Guzmán,  como  cesionario  del  referido  crédito 
hipotecario,  aseguró  por  su  cuenta  é  interés 
propio  lá  casa  hipotecada  en  la  Compañía 
de  Seguros  **La  Francesa"; 

3^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
518  del  Código  de  Comercio,  pueden  celebrar 
un  seguro  todas  las  personas  hábiles  para 
obligarse,  y  de  parte  del  asegurado  se  requie- 
re, además  de  la  capacidad  legal,  que  tenga, 
al  tiempo  del  contrato,  un  interés  real  en  evi- 
tar los  riesgos,  sea  en  calidad  de  propietario, 
copartícipe,    fideicomisario,    usufructuario, 
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arrendatario,  acreedor  6  administrador  de 
bienes  ajenos,  sea  en  cualquiera  otra  que  lo 
constituya  interesado  en  la  conservación  del 
objeto  asegurado; 

4'  Que  atendidos  los  términos  del  precepto 
anteriormente  citado,  y  la  calidad  de  acree- 
dor de  Riquelme  que  tenía  Guzmán,  á  virtud 
de  la  cesión  hecha  por  la  escritura  de  2  de  sep- 
tiembre de  1902,  no  puede  negarse  que  este 
último  tuvo  al  tiempo  de  pactar  el  seguro  ün 
interés  real  y  efectivo  en  la  conservación  del 
objeto  asegurado,  en  los  términos  exigidos 
por  la  ley; 

5*^  Que  no  extinguiendo  ese  interés  del  acree- 
dor la  circunstancia  de  no  haberse  efectuado 
con  anterioridad  al  seguro  lá  inscripción  del 
traspaso  del  crédito  hipotecario  en  el  respec- 
tivo Registro,  ese  hecho  no  ha  podido  viciar 
de  nulidad  al  contrato  celebrado  con  "La 
Francesa",  pues  la  omisión  de  tal  inscripción 
no  quita  al  cesionario  Guzmán  su  calidad  de 
acreedor  del  dueño  de  la  propiedad  asegura- 
da, y^  en  consecuencia,  de  interesado  en  la 
conservación  de  aquel  predio; 

6^  Que,  á  mayor  abundamiento,  el  asegu- 
rador no  es  parte  en  las  cuestiones  que  pudie- 
ran ocurrir  entre  el  cedente  y  el  cesionario 
sobre  quien  es  el  dueño  del  derecho  real  de  hi- 
poteca, en  caso  de  producirse  por  omisión  ó 
retardo  de  la  inscripción  correspondiente;  y 

7'  Que,  en  consecuencia,  la  sentencia  recu- 
rrida ha  aplicado  correctamente  la  disposi- 
ción del  artículo  518  del  Código  de  Comercio, 
que  se  dice  infringida. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940 
948,  979  y  249  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar,  con  costas» 
al  recurso  de  casación  deducido  contra  la  sen- 
tencia de  29  de  noviembre  de  1^0^, 

Aplícase  á  favor  del  Fisco  la  cantidad  con- 
,  signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
Leoncio  Rodríguez,  —  Galvarino  Gallardo. — 
Gabriel  Gaete. — V,  Ag uirre  V, —A  beiSaa  vedra, 
E.  Fóster  Recabarren A,  Ver  gara  A  ¡baño. 


Cas.  cÍY.^4  de  agoste  de  1906 

Delgado  con   Hernández 

Testamento;  nulidad.-  Nombramien- 
to de  notario  ad  hoc— Autorización 
de  testamento. 

Doctrina:  —  Establecida  la  imposibU- 
dad  déi  notario  titular  para  desempeñar 
sus  funciones  en  su  oñcina  6  fuera  de 
ella,  puede  el  juez  de  letras  respectivo 
nombrar  un  reemplazante  para  mientras 
dure  el  impedimento. 

El  secretario  judicial  nombrado  reem- 
plazante del  notario  titular  puede  auto- 
rizar válif lamente  un  testamento  como 
funcionario  competente;  y  en  consecuen- 
cia, debe  rechazarse  la  acción  de  nulidad 
de  testamento  que  se  fiínda  en  esta  cir- 
cunstancia. 


bUPRBMA 


Don  Pedro  María  y  don  Patricio  Delgado^ 
agricultores,  residentes  en  la  ciudad  de  La 
Unión,  se  presentan  diciendo: 

{¿ue  conforme  á  lo  que  anteriormente  ha- 
bían pedido  se  ha  exhibido  ya  el  testamento 
solemne  cerrado  que  otorgó  doña  Angela 
Delgado  ante  el  secretario  judicial  don  Rafael 
Montecinos  con  fecha  6  de  noviembre  de  1901 
y  el  decreto  judicial  con  fecha  4  de  octubre 
del  año  próximo  pasado  que  lo  nombró  no- 
tario ad-hoCf  notándose  que  el  testamento 
fué  otorgado  muchos  días  después  del  nom-^ 
bramiento  del  notario  y  cuando  no  existían 
ya  las  causas  que  dieron  origen  á  aquel  nom- 
bramiento; que  este  testamento  es  nulo  de 
nulidad  absoluta;  que,  en  consecuencia,  enta- 
blan demandan  para  que,  con  audiencia  del 
señor  Promotor  Fiscal  y  de  los  que  se  presu- 
man herederos  como  ser  doña  Elisa  Delgado,, 
única  hermana  de  la  testadora,  como  lo  son 
los  demandantes,  se  declara  que  no  debe 
abrirse  el  pliego  cerrado  que  se  ha  presentado- 
impropiamente  como  testamento  y  que  es  nu- 
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la  la  autorización  contenida  en  la  cubierta, 
nulo  su  contenido  y  que  debe  procederse  á  la 
partición  de  la  sucesión  de  doña  Angela  üel- 
gado  conforme  á  las  reglas  de  la  sucesión  in- 
testada. 

Fundando  su  demanda  dicen:  que  el  secre- 
tario judicial  á  pesar  del  nombramiento  de 
notario  ad  hoc  contenido  en  aquel  decreto  no 
ha  sido  funcionario  competente  para  autori- 
zar dicho  testamento,  porque  el  articulo  1021 
del  Código  Civil  dispone  que  el  testamento 
cerrado  debe  celebrarse  ante  escribano  ó  en  su 
defecto,  ante  el  juez  de  primera  instancia;  que 
el  secretario  Montecinos  no  tenía  el  cargo  de 
escribano  ni  el  de  juez,  por  consiguiente,  su 
autorización  ha  sido  nula;  que  no  hay  ley  al- 
guna que  autorice  el  nombramiento  de  nota- 
rio ad  hoc,  por  los  jueces;  que  el  notario  del 
pueblo  estaba  sano  el  día  en  que  se  otorgó 
el  testamento;  que  dicho  notario  aunque  es- 
tuvo enfermo  en  los  días  anteriores  al  otor- 
gamiento del  testamento,  esta  enfermedad  no 
le  hizo  desatender  el  servicio  público,  pues 
siguió  actuando  en  su  oficina;  que,  por  con  - 
siguiente,  no  es  el  caso  contemplado  en  el  ar- 
tículo 365  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales; 
que  aun  en  el  caso  en  que  el  notario  hubiera 
estado,  imposibilitado  para  desempeñar  su 
cargo  debió  reemplazarlo  el  juez  de  primera 
instancia,  el  cual  no  tenía  imposibilidad  algu- 
na para  hacerlo;  que  la  testadora  fué  A  la 
secretaría  del  juzgado  á  entregar  el  escrito, 
así  es  que  muy  bien  pudo  ir  á  la  notaría 
para  hacer  su  testamento;  que  el  testamento 
no  ha  podido  ser  firmado  por  la  testadora 
porque  estaba  enferma  y  porque  estaba  físi- 
camente impedida  de  hacer  uso  de  sus  ma- 
nos; que  en  virtud  de  las  razones  anteriores 
debe  declararse  que  el  testamento  de  doña 
Angela  Delgado  es  nulo  y  que  debe  proceder- 
se á  la  repartición  de  los  bienes  según  las 
reglas  de  la  sucesión  intestada. 

Doña  Elisa  Delgado  viuda  de  Rodas,  sin 
profesión  ni  oficio  y  domiciliada  en  la  ciudad 
de  La  Unión,  se  hace  parte  y  dice  que  se  ad- 
hiere en  todas  sus  partes  al  escrito  de  deman- 
da que  han  presentado  sus  hermanos  pidien- 
do la  declaración  de  nulidad  del  testamento 
que  se  dice  otorgado  por  su  hermana  doña 
Angela  Delgado, 


Contestando  la  demanda  don  Juan  Bautis- 
ta Hernández,  agricultor,  por  su  mujer  doña 
Elisa  Montecinos,  sin  profesión  ni  oficio,  am- 
bos residentes  en  la  subdelegación  de  San  Ja- 
vier del  departamento  de  La  Unión,  dice:  que 
los  fundamentos  en  que  se  basa  la  demanda 
son  dos:  1^  que  el  testamento  ha  sido  otorga- 
do por  un  notario  ad  hoc,  y  2^  que  la  testa- 
dora no  podía  firmar  por  tener  imposibilidad 
física;  que  estando  mal  de  salud  la  señora 
Delgado  mandó  varias  veces  á  buscar  al  no* 
tario  para  otorgar  su  testamento  y  éste  oo 
quiso  ir;  que  entonces  la  señora  Delgado  pidió 
al  Juzgado  que  se  nombrara  un  notario  ad 
hoc  para  que  autorizara  su  testamento;  que  el 
escrito  en  que  se  hizoestapetición  fué  firmado 
ante  el  secretario  del  Juzgado  llamado  al  efec- 
to á  casa  de  la  señora  Delgado;  que  el  Juzga- 
do  en  vista  del  informe  del  notario  en  propie- 
dad, en  el  cual  dice  éste  que  está  enfermo  en 
cama  y  que  no  puede  salir  á  actuar  fuera  de 
su  oficina  sin  saber  cuando  podía  sanar,  por 
auto  de  4  de  noviembre  nombró  notario  &á 
hoc  al  secretario  judicial  señor  Rafael  Monte- 
cinos; que  este  auto  fué  protocolizado  en  la 
notaría  al  siguiente  día;  que  el  día  6  el  testa- 
mento se  otorgó  con  todas  las  formalidades 
legales. 

Entrando  á  rebatir  los  fundamentos  de  la 
demanda,  dice:  que  el  Juez  de  primera  instan- 
cía  no  puede  autorizar  un  testamento  en  vir- 
tud de  lo  que  dispone  el  artículo  1021  del  Có- 
digo Civil,  pues  este  artículo  en  esa  parte  está 
derogado  por  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales, 
que  señaló  expresamente  las  atribuciones  de 
los  jueces  y  en  su  artículo  final  deroga  todas 
las  leyes  anteriores  que  se  refieren  al  mismo 
asunto  que  ella,  aun  las  que  tratan  de  la  con- 
fección de  instrumentos  públicos  y  deberes  de 
los  ministros  de  fe  en  todo  lo  que  le  sean  con- 
trarios; que  la  Ley  Orgánica  en  su  artículo 
366  impone  á  los  notarios  la  obligación  de 
extender  los  instrumentos  públicos  con  arre- 
glo á  las  leyes  conforme  á  las  instrucciones 
que  les  dieren  las  partes;  que  esta  obligación 
rige  tanto  para  los  instrumentos  que  se  otor- 
gan en  la  oficina  de  la  notaría  como  en  los 
que  se  otorgan  fuera;  que  está  obligado  el  no- 
tario, según  los  jurisconsultos  que  han  co- 
mentado el  artículo  antes  citado,  á  prestar 
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SUS  servicios  fuera  de  su  oficina  cuando  estos 
se  soliciten  con  urgencia,  salvo  el  caso  que  se 
encuentre  imposibilitado  físicamente  6  se  tra- 
te de  actos  ilícitos  6  de  otorgantes  incapaces; 
que  cuando  se  le  llamó  para  otorgar  el  testa- 
mento de  que  se  trata,  el  notario  alegó  impo- 
sibilidad ñsica  para  salir  de  su  casa  y  así  lo 
informó  al  Juzgado;  que^ según  el  artículo  365 
de  la  Ley  Orgánica,  el  Jnez  de  Letras  debe 
nombrar  reemplazante  al  notario  cuando  éste 
se  encuentre  imposibilitado  para  ejercer  sus 
funciones;  que  en  el  caso  de  que  se  trata  se  de- 
satendía el  servicio  público;  ya  que  el  notario 
se  declaraba  imposibilitado  para  ir  á  casa  de 
la  señora  Delgado  á  autorizar  el  testamento; 
que  por  consiguiente,  el  Juez  ha  podido  legal- 
mente  nombrar  un  notario  adboc  para  auto- 
rizar dicho  testamento,  nombramiento  que  re- 
cayó en  el  secretario  del  Juzgado  que  es  mi- 
nistro de  fe.  Rebatiendo  el  segundo  funda- 
mento de  la  demanda  dice:  que  es  verdad  que 
la  señora  Delgado  no  podía  escribir  de  corrido 
por  estar  enferma;  pero  que  podía  perfecta- 
mente firmar  y  leer  con  perfecta  corrección^ 
hecho  que  probará  suficientemente  en  el  curso 
del  juicio. 

En  consecuencia  pide  que  no  se  dé  lugar  á 
la  demanda,  con  costas  y  que  se  declare  que 
debe  precederse  á  la  apertura  y  publicación 
del  testamento  de  doña  Angela  Delgado. 

En  el  escrito  de  réplica  dicen  los  demandan- 
tes que  el  notario  en  propiedad  estuvo  impo- 
sibilitado para  salir  de  su  casa  el  día  4  de  no- 
viembre, pero  que  al  día  siguiente  había  cesa- 
do la  imposibilidad;  que  no  hay  ninguna  ley 
que  autorice  al  juez  para  nombrar  notarios 
ad  boc  para  un  asunto  determinado,  sino 
solo  reemplazante  del  notario  propietario 
cuando  éste  estuviere  imposibilitado  para 
ejercer  sus  funciones;  que  el  notario  propieta- 
rio no  estaba  ya  imposibilitado  para  salir  de 
su  oficina  cuando  se  autorizó  el  testamento 
por  el  notario  ad  hoc;  que  los  notarios  pro- 
pietarios no  están  por  ninguna  ley  obligados 
á  actuar  fuera  de  sus  oficinas;  que  además  el 
testamento  es  nulo  porque  carece  de  signo 
en  virtud  de  lo  que  dispone  el  número  6  del 

artículo  1022  del  Código  Civil;  que  en  caso 
que  el  notario  hubiera  estado  imposibilitado 

para  autorizar  el  testamento  de  que  se  trata 


debió  haberlo  autorizado  el  juez  y  no  un  no- 
tario aJlioc;  que  el  precepto  del  Código  Ci- 
vil que  esto  dispone  no  está  derogado  por  la ' 
Ley  Orgánica. 

En  la  duplica,  don  Juan  Bautista  Hernán- 
dez dice:  que  no  «s  efectivo  que  el  notario  pro- 
pietario estuviera  ya  en  estado  de  salir  á  Ja 
calle  el  día  en  que  se  autorizó  el  testamento 
de  la  señora  Delgado;  pues  el  día  5  de  noviem- 
bre entre  cuatro  y  cinco  de  la  tarde  fué  el  se- 
ñor secretario  del  Juzgado  á  la  notaría  y  el 
notario  protocolizó  el  decreto  en  que  se  nom- 
braba notario  ad  boc  sin  hacer  objeción  al- 
guna; que  el  hecho  de  que  el  testamento  no 
lleve  el  signo  del  not«'irio  propietario  no  es  de 
ningún  modo  causal  de  nulidad  como  lo  sos- 
tienen los  demandantes. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  se  rindió  la 
documental  y  testimonial  que  corre  en  autos. 

Con  los  alegatos  de  las  partes  se  citó  para 
sentencia. 

El  Juzgado  de  Valdivia  falló  el  3  de  setiem- 
bre de  1903: 

Considerando: 

1^  Que  según  consta  del  informe  dado  por 
el  notario  de  la  Unión  den  Pedro  J.  Díaz  Al- 
varez  con  fecha  4  de  noviembre  de  1901,  éste 
se  hallaba  imposibilitado  para  desempeñar 
sus  funciones  fuera  de  su  oficina,  imposibili- 
dad que  subsistía  el  día  6  del  mismo  mes  de 
noviembre  según  lo  que  certifica  el  señor  se- 
cretario del  Juzgado; 

2^  Que  consta  además  esta  imposibilidad 
por  las  declaraciones  de  los  testigos; 

3**  Que  esta  imposibilidad  es  causa  bastan- 
te para  considerar  desatendido  el  servicio  pú- 
blico, pues  los  notarios  están  obligados  á 
prestar  sus  servicios  fuera  de  su  oficina  cuan- 
do ellos  sean  reclamados  con  urgencia; 

4^  Que,  por  consiguiente,  el  juez  obraba 
dentro  de  sus  atribuciones  al  nombrar  un 
reemplazante  para  este  caso; 

5'  Que  el  hecho  de  que  el  notario  propie- 
tario haya  desempeñado  sus  funciones  de  tal 
en  su  oficina  otorgando  escrituras  el  día  6  de 
noviembre  no  significa  que  hubiera  cesado  la 
imposibilidad  para  actuar  fuera  de  su  oficina, 
pues  ese  mismo  día  según  las  declaraciones 
citadas  en  el  considerando  segundo,  expresó 
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hallarse  imposibilitado  para  hacer  tales  ac- 
tuaciones; 

6^  Que  el  hecho  de  que  el  notario  al  autori- 
zar el  testamento  nó  empleara  el  signo  que 
usa  el  notario  en  propiedad,  no  puede  ser  cau- 
sal de  nulidad,  puesto  que  dicho  signo  es  para 
el  uso  personal  de  dicho  notario; 

7^  Que  consta  de  autos  que  el  notario  espe- 
cialmente nombrado  para  el  caso  usó  un  sig- 
no, qué  es  el  que  acostumbra  usar  actuando 
en  su  carácter  de  secretario  del  juzgado; 

8^  Que  aun  cuando  aparece  en  autos  que 
en  varias  ocasiones  doña  Angela  Delgado  v. 
deCorvalán  no  ñrmó  por  imposibilidad  física 
instrumentos  públicos  otorgados  con  ante- 
rioridad al  testamento,  no  está  comprobado 
que  está  imposibilidad  fuera  permanente; 

9'  Que  por  el  contrario,  con  la  prueba  tes- 
timonial rendida  por  el  demandado  se  com- 
prueba que  ordinariamente  doña  Angela  Del- 
gado firmaba  de  su  puño  y  letra  aunque  con 
alguna  dificultad; 

10.  Que  la  solicitud  se  halla  firmada  por 
doña  Angela  Delgado  ante  el  secretario  del 
Juzgado,  lo  que  prueba  que  ha  podido  tam- 
bién estampar  su  firma  en  la  cubierta  del  tes- 
tamento. 

En  virtud  de  estas  consideraciones  y  tenien- 
do presente  lo  que  disponen  los  artículos  1021 
del  Código  Civil,  365,  366  número  1*?  de  la 
Ley  de  Organización  y  Atribuciones  de  los 
Tribunales  y  151  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la  de- 
manda, con  costas,  en  que  se  condena  á  los 
demandantes,  y  que,  en  consecuencia,  debe 
procederse  á  la  apertura  y  publicación  del  tes- 
tamento de  doña  Angela  Delgado  v.  de  Cor- 
valíin  en  la  forma  legal. 

Apelada  esta  resolución: 

Concepción,  17  de  junio  de  1905. — Se  con- 
firma, con  costas  del  recurso,  la  sentencia  de 

3  de  septiembre  de  1903,— Juan  N.  Parga 

Exequit'l  Figueroa.—R,  Navarro  Ocampo. — 
Alfredo  Novoa, 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  los  de- 
mandantes el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
y  en  el  escrito  de  fundación  del  recurso  ex- 
ponen: en  4  de  noviembre  de  1901,  doña  An- 
gela Delgado  solicitó  y  obtuvodel  Juzgado  de 


la  Unión  se  nombrase  un  notario  ad  hoc  para 
otorgar  el  testamento  que  no  podía  autori- 
zar el  notario  don  Pedro  J.  Díaz  Alvarez, 
quien  estaba  enfermo;  *el  día  6  del  mismo 
mes  se  otorgó  el  testamento  de  doña  An- 
gela Delgado,  el  cual  fué  autorizado  por  el 
notario  ad  hoc  señor  Montecinos;  tratán- 
dose de  la  apertura  del  testamento,  los  de- 
mandantes han  pedido  se  declare  nulo,  sos- 
teniendo entre  otras  causales  de  hecho: 

Que  no  son  válidos  ni  en  el  nombramiento 
de  notario  ad  hoc  hecho  por  el  Juez  letrado 
de  Unión,  ni  los  actos  en  que  dicho  funciona- 
rio haya  intervenido; 

^ue  la  sentencia  recurrida,  confirmatoria 
de  la  de  primera  instancia,  ha  infringido  los 
artículos  1021,  1023  y  1026  del  Código  Ci- 
vil,  y  los  artículos  365  y  366  de  la  Ley  de  Or- 
ganización y  Atribuciones  de  los  Tribunales. 
.  Según  esas  disposiciones,  en  el  otorgamiento 
de  un  testamento  cerrado  debe,  precisa  y  ne- 
cesariamente intervenir,  un  escribano  y  termi- 
na el  acto  por  la  firma  del  testador  y  de  los 
testigos  3'  por  la  del  escribano  sobre  la  cu- 
bierta. En  el  presente  caso  no  ha  intervenido 
notario  alguno,  pues  no  puede  darse  carácter 
de  tal  á  don  Rafael  Montecinos,  nombrado  al 
efecto  por  el  Juez,  por  cuanto  esle  nombra- 
miento adolece  de  un  vicio  de  nulidad  que  lo 
hace  absolutamente  ineficaz; 

Que,  como  no  había  llegado  el  caso  de  dar 
cumplimiento á  lodispuestoen  el  artículo  365 
de  la  Le}'  Orgánica  de  Tribunales,  por  no  es- 
tar inhabilitado  el  notario  titular  señor  Díaz 
Alvarez  para  el  ejercicio  de  sus  funciones,  es 
clara  la  nulidad  del  nombramiento  del  señor 
Montecinos  y  son  nulos  los  actos  en  que  éste 
ha  intervenido; 

Que  aun  suponiendo  la  concurencia  de  las 
dos  circunstancias  requeridas  por  la  citada 
disposición  legal  para  autorizar  el  reempla- 
zo de  un  notario,  el  nombramiento  hecho  por 
el.  Juez  de  La  Unión  es  abiertamente  ilegal, 
porque  ni  aquella  regla  ni  ninguna  otra  au- 
torizan el  nombramiento  de  notario  ad  hoc, 
sino  el  de  un  reemplazante,  es  decir,  de  una 
persona  llamada  á  relevar  de  sus  funciones  al 
propietario,  desempeñándolas  mientras  dure 
el  impedimento;  y 
Que  en  cuanto  al  uso  del  signo  previsto  por 
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la  ley,  el  señor  Montecinos  en  ningún  caso 
ha  podido  usar  el  sello  de  la  secretaría  del 
Juzgado,  sello  que  no  corresponde  á  las  fun* 
ciones  que  se  hallaba  desempeñando;  y  si  su- 
brogaba al  notatio  titular  ha  debido  usar  el 
sello  de  dicho  notario,  el  único  cuyo  uso  está 
autorizado  en  los  actos  de  l.'i  notaría  de  La 
Unión. 

La  parte  recurricfa,  contestando  el  escrito 
de  fundación  del  recurso,  expresa:  el  juicio  se 
reduce  á  determinar  si  el  Juez  Letrado  de  la 
Unión,  estuvo  6  nó  facultado  para  nombrar 
un  notirio  ad  hoc  á  fin  de  autorizar  el  testa- 
mento de  la  señora  Delgado;  ese  nombramien- 
to fué  hecho  legalmente  y  por  causas  justifi- 
cadas, según  consta  de  antecedentes  acredi- 
tados en  autos,  relativos  de  un  modo  especial, 
á  la  imposibilidad  física  de  la  testadora  para 
concurrir  á  la  oficina  del  notario  titular,  y  á 
la  enfermedad  de  éste  que  no  le  permitía  com- 
parecer al  domicilio  de  la  señora  Delgado  el 
día  del  otorgamiento  del  testamento. 


4P  Que,  en  consecuencia,  el  fallo  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Concepción  no  ha  sido  pro- 
nunciado con  infracción  de  los  preceptos  le- 
gales citados  por  los  recurrentes. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940, 
960  y  971  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo  interpuesto  contra  la  referida  sen- 
tencia de  17  de  junio  de  1905. 

Por  gozar  la  parte  recurrente  del  privilegio 
de  pobreza,  queda  exenta  del  pago  de  la  mul- 
ta y  de  las  costas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
— Leoncio  Rodríguez. — Leopoldo  Urrutia.^ 
Galvarino  Gallardos—Carlos  Varas. — B,  Fós' 
ter  Recabarren.—J.  Alejo  Fernández.— J,  Ber* 
nales. 


La  Corte: 

Considerando: 

1^  (jue  la  acción  de  nulidad  del  testamento 
de  doña  Angela  Delgado  se  tunda  en  no  haber 
sido  autorizado  por  el  notario  de  Unión  don 
Pedro  J.  Díaz  Alvarez,  sino  por  el  secretario 
judicial  don  Rafael  Montecinos,  nombrado 
notario  ad  hoc  por  el  Juzgado,  á  solicitud 
de  la  testadora; 

2^  Que  hallándose  establecida  en  autos  la 
circunstancia  de  estar  imposibilitado,  por  en- 
fermedad, el  notario  titular  don  Pedro  J. 
Díaz  Alvarez  para  comparecer  á  su  oficina  ó 
al  domicilio  de  la  señora  Delgado  en  los  días 
anteriores  al  otorgamiento  del  testamento  y 
en  los  siguientes,  el  Juez  de  Letras  respectivo 
procedió  legalmente  á  designar  reemplazante 
al  notario  mientras  duró  el  impedimento,  con 
arreglo  al  artículo  365  de  la  Ley  de  Organi- 
zación y  Atribuciones  de  los  Tribunales: 

3^  Que  el  secretario  del  Juzgado  de  Unión 
don  Rafael  Montecinos,  nombrado  reempla- 
zante del  notario  titular,  pudo  autorizar, 
como  competente  funcionario,  el  testamento 
otorgado  por  doña  Angela  Delgado,  carecien- 
do así  de  base  legal  la  demanda  de  nulidad; 


Cas.  en  ¡a  forma.— 9  de  noviembre  de  1906 
Lazo  con  Vila 

Casación  en  la  forma. —Comunidad; 
liquidación. —Nombramiento  de  ar- 
bitros.—Defectos  de  tramitación. 

Doctrina: — Resultando  acreditado  en 
los  autos  que  lo  cedido  por  un  comunero 
á  otra  persona  fueron  sus  derechos  berC' 
ditarios  y  no  los  bienes  raíces  que  eran 
materia  de  la  comunidad^  debe  entender' 
se  ésta  subsistente;  y  en  consecuencia, 
no  procede  la  oposición  al  nombramien- 
to de  arbitro  para  liquidarla. 

Para  proceder  al  nombramiento  de 
partidor  que  liquide  una  comunidad  se 
requiere  como  requisito  indispensable  la 
conformidad,  voluntaria  ú  obligada,  de 
los  presuntos  comuneros  en  la  existencia 
de  la  comunidad,  debiendo  resolverse 
previamente,  y  con  los  trámites  del  jui- 
cio civil  ordinario,  la  cuestión  suscitada 
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por  ano  de  los  pretendidos  comuneros 
que  alega  su  dominio  exclusivo  sobre  los 
bienes;  y  es  nula  la  sentencia  que  falla 
dicha  cuestión  sin  sujetarse  á  esa  tra- 
mitación. 


Doña  Domitila  Lazo,  rentista,  domiciliada 
en  la  calle  Maturana  número  491  de  esta  ciu- 
dad, dice  que  es  cesionaria  de  los  derechos 
que  correspondian  á  doña  Petronila  Moya  en 
las  sucesiones  de  los  padres  ésta,  don  Juan 
Moya  y  doña  Cayetana  Peña,  según  consta 
en  la  escritura  pública.  Entre  los  bienes  que 
comprende  esa  sucesión  se  cuentan  tres  sitios 
ubicados  en  San  Bernardo,  bajo  los  deslin- 
des que  se  detallan  en  el  citado  escrito,  que 
en  una  partición  veríñcada  en  el  año  de 
1881  entre  los  hijos  del  primero  y  segundo 
matrimonio  de  don  Juan  Moya,  se  adjudica- 
ron en  común  á  los  Moya  Peña,  á  cuyo  nú- 
mero pertenece  también  su  cedente  dojía  Pe- 
tronila Moya. 

Sin  embargo  en  el  protocolo  del  notario  de 
San  Bernardo  correspondiente  al  año  1885 
aparece  una  escritura  en  virtud  de  la  cual 
don  Lorenzo  Moya  vendió  á  don  Bernardino 
Víla,  como  representante  de  sus  menores  hi- 
jos don  Cirilo  y  don  Ángel  Yila,  los  derechos 
que  le  corresponden  en  la  sucesión  de  don 
Juan  Moya,  y  los  compradores  han  hecho  la 
inscripción,  no  sólo  de  esos  derechos,  sino 
también  de  los  tres  sitios  que  se  habían  adju- 
dicado en  la  partición  ya  mencionada  á  los 
Moya  Peña.  Los  mismos  Vila  han  vendido 
posteriormente  una  parte  de  esos  sitios  á  don 
Arturo  Rojas  Triarte. 

En  esa  virtud  pide  comparendo  á  fin  de 
nombrar  partidor  que  liquide  la  comunidad 
que  según  la  escritura  de  1881  quedó  forma- 
da entre  los  Moya  Peña  en  las  propiedades 
que  ahí  mismo  se  indican. 

Don  Cirilo  Vila  Magallanes  agente  de  co- 
mercio domiciliado  en  Santiago,  calle  de  San- 
to Domingo  número  1120,  se  opone  al  com- 
parendo pedido  por  la  señora  Lazo  y  dice: 
que  hace  ya  más  de  veinte  años  que  está  en 


posesión,  en  unión  con  su  hermano  Ángel 
Vila,  de  los  sitios  á  qué  se  refiérela  señora  La- 
zo, con  título  inscrito  desde  el  año  1885.  Hl 
que  presenta  doña  Domitila  Lazo  es  ineficaz 
pues  su  cedente  jamás  ha  estado  en  posesión 
de  parte  alguna  de  esos  sitios,  i.i  á  la  fecha 
en  que  se  verificó  esa  cesión  era  la  señora  Mo- 
ya  dueña  de  aquel  terreno,  razón  por  la  cual 
la  cesionaria  Lazo  no  puede  inscribir  el  con- 
trato en  el  Conservador  de  Bienes  Raices. 

Por  el  contrario,  el  título  del  pareciente  fué 
inscrito  con  deslindes  determinados  en  el  año 
de  1885,  sin  oposición  de  ningún  copartí- 
cipe. 

Por  su  parte  don  Ángel  Vila  Magallanes, 
emplead ojpúblicp,  domiciliado  en  esta  ciudad, 
calle  del  Cerro  nfimero  334,  sostiene  quede 
conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  177 
de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  debe  dese- 
charse la  petición  de  doña  Domitila  Lazo, 
porque  el  carácter  de  comunera  que  se  atri- 
buj'e  la  peticionaria  no  está  reconocido  por 
antecedente  alguno;  sólo  después  de  ventilada 
enjuicio  ordinario  la  acción  que  se  ha  deduci- 
do y  establecido  el  derecho  de  aquella,  sería 
procedente  el  nombramiento  de  compromi- 
sario. 

Rntre  tanto  no  se  le  podría  obligar  á  dis- 
cutir su  derecho  ante  un  arbitro,  suprimiendo 
la  garantía  que  le  otorga  el  artículo  177  de 
la  ley  ya  citada,  ya  que  no  está  dispuesta  á 
someter  á  arbitraje  el  dominio  que  tiene  so- 
bre la  propiedad  de  que  se  trata. 

Notifícaclo  don  Arturo  Rojas  Iriartc  de  la 
providencia  recaída  en  la  solicitud  de  dona 
Domicila  Lazo,  no  ha  comparecido. 

Por  la  providencia  se  nombró  procurador 
común  de  todos  los  demandados  á  don  Cirilo 
Vila. 

El  Juzgado  de  San  Bernardo,  el  20  de  di- 
ciembre de  1905,  en  rebeldía  del  demandante, 
y  teniendo  presente  que  las  partes  no  estaban 
de  acuerdo  en  cuanto  á  la  existencia  de  la  co- 
munidad para  cuya  división  se  trataba  de 
nombrar  compromisario,  negó  lugar  á  lo  so- 
licitado por  doña  Domitila  Lazo,  reservando 
los  derechos  que  cada  cual  tenga  para  enta- 
blar las  acciones  correspondientes  ante  la 
justicia  ordinaria. 
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Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló  el  18  de  julio  de  1906: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  según  consta  en  la  escritura  pública 
lo  adquirido  por  don  Bemardino  Vila  para 
sus  menores  Krjos  don  Ángel  y  don  Cirilo  Vila 
Magallanes  fto  fué  el  dominio  de  los  sitios 
que  son  objeto  de  la  cuestión,  sino  los  dere- 
chos hereditarios  que  correspondían  á  don 
Lorenzo  Moya  en  las  sucesiones  délos  padres 
de  éste  por  derecho  propio  ó  por  compra  ó 
cesión  de  sus  co-herederos  ó  por  transacciones, 
circunstancia  de  que  da  testimonio  la  m'sma 
inscripción  de  dicha  escritura  verificada  en  el 
año  1885  en  el  Registro  del  Conservador  de 
San  Bernardo,  invocada  por  los  demandados, 
en  la  cual  se  expresa  que  los  derechos  vendi- 
dos son  los  que  corresponden  á  Mo^'aenunos 
sitios  ubicados  en  la  calle  de  Arturo  Prat  i 
calle  de^Pérez  de  esa  ciudad  bajo  los  deslindes 
que  en  dicha  inscripción  se  detallaron; 

2'  Que  como  lo  manifiestan  los  certificados 
y  escrituras  públicas,  estas  últimas  exhibidas 
por  los  mismos  Vila  Magallanes,  los  derechos 
enajenados  por  don  Lorenzo  Moya  proceden 
de  la  adjudicación  que  de  los  sitios  de  que 
se  trata  se.  le  hizo  al  mencionado  Moya  en 
común  con  sus  coherederos  Moya  Peña  en  una 
partición  verificada  en  el  año  1881,  para  di- 
vidir las  sucesiones  de  don  Juan  Moya, 
quien  fué  casado  en  primeras  nupcias  con  do- 
ña Cayetana  Peña  y  en  segunda  con  doña 
Trinidad  Saavedra; 

3'  Que  según  lo  acreditan  los  dos  certifica- 
dos de  que  se  ha  hecho  referencia,  en  la  parti- 
ción  practicada  en  el  año  de  1881  figuró 
t  amblen  doña  Petronila  Moya  como  adjudi- 
cataria  de  los  tres  sitios  de  que  ya  se  ha  he- 
cho mención  en  comunidad  con  sus  coherede- 
ros Moya  y  Peña; 

4^  Que  los  recibos  presentados  en  esta 
i  nstancia,  firmado  el  primero  por  dqn  Loren- 
zo Mo3'a  y  el  segundo  por  Marcelo  Zinali  á 
ruego  de  doña  Petronila  Moya,  no  han  sido 
reconocidos  por  las  personas  que  aparecen 
suscribiéndolos  y  además  son  de  fecha  ante- 
rior á  la  partición  verificada  en  1881,  por  lo 
que  carecen  de  todo  mérito  legal  para  com- 
probar que  la  espresada  doña  Petronila  Mo- 
ya recibió  en  dinero  su  cuota  hereditaria; 


5^  Que  de  los  antecedco!»  relacionados 
en  los  considerandos  anteriores  resulta  clara- 
mente establecido  que  aun  sobmste  la  comu- 
nidad procedente  de  la  adjudicación  que  de 
los  sitios  en  cuestión  se  hizo  en  1881  á  los 
hijos  de  don  Juan  Moya  y  de  doña  Cayetana 
Peña,  entre  doña  Domitila  Lazo  como  cesio- 
naria  de  los  derechos  de  doña  Petronila  Mo- 
ya por  una  parte,  y  por  la  otra  las  personas 
á  quienes  don  Lorenzo  Moya  vendió  sus  de- 
rechos y  los  que  había  adquirido  de  sus  cohe- 
rederos, en  virtud  de  la  escritura  de  7  de 
marzo  de  1885. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1371  del  Código  Ci- 
vil y  176  de  la  ley  de  15  deoctubre  de  1875  se 
revócala  resolución  apelada  de  fecha  20  de 
diciembre  del  año  último  y  se  declara  en  conse- 
cuencia que  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  doña 
Domitila  Lazo  en  lo  principal  del  escrito. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 
y.  Bernales.  —  Darío  Beaavente,  —José  T. 
Marín. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  don  Anjel  Vi» 
la  Magallanes  los  recursos  de  casación  en  el 
fondo  y  en  la  forma,  aduciendo  para  la  acep- 
tación de  este  último  las  siguientes  causales: 

1.'  Que  el  tribunal  sentenciador  con  sólo 
las  peticiones  de  comparendo  y  sus  impugna- 
ciones, sin  la  discusión  amplia  del  juicio  ordi- 
nario, faltando  á  todos  sus  trámites  ó  mejor 
dicho  omitiéndolos  en  absoluto,  examinó  los 
títulos,  discurrió  sobre  la  validez  de  estos,  re- 
solvió que  no  eran  eficaces  los  títulos  de  mi 
parte  y  sí  los  de  la  contraria,  que  esta  era  con- 
dueña con  aquella,  que  había,  por  tanto,  co- 
munidad, y  que  por  lo  mismo  se  debía  proce- 
der á  la  constitución  del  juicio  arbitral. 

De  esta  manera,  agrega  el  recurrente,  la 
Corte  de  Apelaciones  ha  fallado  con  manifies- 
ta incompetencia,  causal  de  casación  en  la 
forma  establecida  en  el  número  1.°  del  artícu- 
lo  491  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
pues  ha  resuelto  en  una  sola  instancia  sobre 
el  dominio  de  los  terrenos  de  la  litis,  cuestión 
de  juicio  ordinario  que  ha  debido  ser  fallada 
en  dos  instancias; 

2."  Que  la  sentencia  recurrida  ha  sido  dada 
ultra  petita  por  el  hecho  de  haberse  pronun- 
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dado  sobre  el  dominio,  no  obstante  de  que 
dicha  cuestión  no  le  había  sido  legal  mente  so- 
metida, causal  <le  casación  prevista  en  el  nú- 
mero 4.^  del  artículo  más  arriba  citado;  y 

3.^  Que  la  prcdicha  sentencia  se  dictó  fal- 
tando á  todos  los  trámites  del  juicio  civil  or- 
dinario y  sin  haber  oído  á  la  parte  recurren- 
te; pues  se  ha  omitido  en  la  secuela  del  asunto 
el  traslado  de  la  demanda,  el  emplazamiento 
de  las  partes,  el  recibimiento  de  la  causa  á 
prueba,  la  citación  para  sentencia  definitiva 
y.  la  expresión  de  agravios  y  su  respuesta,  cau- 
sales de  casación  en  la  forma  establecida  en 
los  números  1.',  2.'?  y  6.' del  artículo  966  y 
números  I.*?,  2.'?,  5.o  y  6.*»  del  artículo  970  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte: 

Considerando: 

1.^  Que  la  gestión  iniciada  en  estos  autos 
por  doña  Domitila  Lazo  no  ha  tenido  otro 
objeto  que  el  de  procetler  al  nombramiento  de 
un  compromisario  partidor  que  liquidara  la 
comunidad  que  en  los  terrenos  materia  de  la 
controversia  había  quedado  formada  entre  la 
causante  de  la  peticionaria  y  el  de  don  Cirilo 
y  don  Ángel  Yila,  ó  sea  entre  los  hermanos 
Moya  y  Peña;  petición  que  para  ser  aceptada 
por  la  justicia  ordinaria  exigía  como  requisito 
previo  indispensable  la  conformidad,  volun- 
taria ú  obligada,  de  los  presuntos  comuneros 
en  la  existencia  actual  y  efectiva  de  la  predi- 
cha  comunidad; 

2.^  Que  lejos  de  estar  de  acuerdo  los  inte- 
resados sobre  ese  punto  sustancial  de  la  litis, 
aparece  de  los  antecedentes  que  los  hermanos 
Yila  pretendían  ser  los  dueños  efectivos  del 
sitio  ó  sitios  de  cuya  partición  se  trata,  y 
niegan  por  tanto  á  la  solicitante  la  condición 
de  comunera  que  se  atribuye; 

3.*^  Que  la  pretensión  de  los  hermanos  Yila 
al  dominio  exclusivo  de  los  bienes  sobre  los 
cuales  alega  derechos  de  comunera  doña  Do- 
mitila Lazo  importa  una  cuestión  de  lato  co- 
nocimiento que  debe  debatirse  con  todos  los 
trámites  del  juicio,  civil  ordinario,  sin  que 
mientras  tanto  pueda  constituirse  el  juicio  di- 
visorio de  los  mismos  bienes;  y 

4.^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santia- 


go en  la  sentencia  de  que  se  recurre,  ha  decla- 
rado sin  forma  de  juicio  ó  sea  sin  sugetarse  á 
la  tramitación  común  ordinaria  señalada  por 
la  ley  para  esta  clase  de  asuntos,  el  derecho  de 
doña  Domitila  Lazo  á  una  parte  de  los  bienes 
antes  mencionados,  incurriendo  así  en  los 
vicios  que  se  enumeran  en  el  tercer  capí- 
tulo del  recurso  y  virtualmente  también  en  los 
que  se  alegan  en  los  capítulos  1.^  y  2.**  del  mis- 
mo recurso. 

Yisto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1339  del  Código  Civil,  artículos  939,  941 
número  9,  966,  970.  979  y  978  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que  ha  lu- 
gar al  recurso  de  forma  interpuesto,  y  en 
consecuencia  se  invalida  la  resolución  pro- 
nunciada por  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago el  18  de  julio  último  y  se  repone  el  pro- 
ceso al  estado  de  dictar  el  fallo  que  en  derecho 
procede  por  el  tribunal  competente.  Devuél- 
vase á  la  parte  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren.  -Leoncio  Rodríguez.  —  /.  Gabriel 
Palma  Gazmán.—E,  Fóster  Recabarren.—L. 
Vial  Uj^arte, 


Cas.  en  la  forma.r-15  de  septiembre  de  1906 
Municipalidad  de  Lolol  con  Mujica 

Querella.— Ultra-petlta 

Doctrina:— iVo  falla  '^ultra  petita''  la 
sentencia  dictada  en  una  querella,  que  se 
limita  en  su  parte  resolutiva  á  no  dar 
lugar  lisa  y  llanamente  ^'al  interdicto 
promovido'\ 
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En  el  interdicto  promovido  por  la  Munici- 
palidad de  Loiol  y  otros  contra  don  Gríspulo 
Mujica,  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago,  revocando  el  fallo  de 
primera  instancia,  declaró,  en  sentencia  de 
17  de  julio  de  1906,  sin  lugar-  la  acción  pose- 
soria instaurada. 

La  parte  querellante  ha  interpuesto  contra 
dicha  sentencia  los  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo,  y  formalizando  el  prime- 
ro sostiene  que,  según  se  desprende  de  los  con- 
siderandos de  la  sentencia,  especialmente  de 
los  signados  con  los  números  7*^  y  8^,  la  Corte 
ba  fallado  una  acción  distinta  de  la  deducida 
en  la  querella  y  se  ha  pronunciado  sobre  una 
cuestión  no  sometida  á  la  decisión  del  Tribu- 
nal. La  acción  entablada  es  la  que  contem- 
plan los  arts.  944.  del  Código  Civil  y  736  del  de 
Procedimiento  Civil  y  la  Corte  falla  la  que  con- 
cede los  artículos  936  del  Código  Civil  y  733 
del  de  Procedimiento  citado.  El  Tribunal  sen- 
tenciador, al  afirmar  que  el  querellado  Muji" 
ca,  en  su  calidad  de  riberano  del  cauce  por 
donde  corren  las  aguas  á  que  se  refiere  el  plei- 
to, tiene  derecho  para  usar  de  ellas,  ha  acogi- 
do una  excepción  no  alegada  por  aquel,  que 
sólo  funda  su  defensa  en  la  merced  de  dichas 
aguas,  concedida  en  agosto  de  1888  por  el 
gobernador  de  Yichuquén.  En  concepto  del 
recurrente,  la  sentencia  adolece  de  los  vicios 
señalados  en  los  números  "4^  y  5*^  del  artículo 
941  y  193  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte: 

Considerando  que  la  Corte,  al  resolver  la 
querella,  se  ha  limitado  en  la  parte  resolutiva 
de  la  sentencia  de  que  se  recurre  á  no  dar  lu 
gar,  lisa  y  llanamente,  **nl  interdicto  pronio^ 
vido  en  lo  principal  del  escrito",  y  por  lo  tan- 
to, no  ha  otorgado  otra  cosa  que  lo  que  fué 
materia  de  la  litis  ó  extendido  el  fa'lo  á  pun- 
tos no  sometidos  á  la  decis  ón  del  Tri  bunal- 
Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  193,  941, 
números  4^  y  5°,  960  y  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  desidia  el  |)íesente 
recurso  de  casación,  con  costas.  Aplííjuese  á 
beneficio  fiscal  la  cantidad  consignada.  Pá- 
sense los  autos  al  Tribunal  Pleno.  Redactada 
por  el  señor    Ministro  Gallardo.— Z,eo/>o/c/o 


ürrutia.—GaívBiiño  GaílardoJ— Gabriel  Gáe- 
te.— K   Agvirre.—J,  Bernales, 


Cas.  en  Id  forma 10  de  noiJembre  de  1906 

Saavedra  Bénard  y  C*  con  Compañía 
del'  Ferrocarril  urbano   de  Valparaíso 

Admisibilidad  del  recurso  de  casa* 
ción;  sentencia  interlooutori?i;  sen- 
tencia definitiva.  -  Nombramiento 
de  arbitros;  oposición;  tramitación. 
—Casación  de  oficio- 

Doctrina:— T/ene  el  carácter  de  deñni- 
tiva  la  sentencia  que  resuelve  sobre  el  so- 
metimiento á  compromiso  de  lascuestio- 
nes  suscitadas  con  motivo  del  cumpli- 
miento de  un  contrato,  habiéndose  im- 
pugnado por  una  de  las  partes  el  valor 
de  la  cláusula  en  que  se  establecía  el  ar- 
bitraje; y  en  consecuencia,  procede  en  su 
contra  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

La  cuestión  promovida  con  motivo  de 
la  oposición  al  nombramiento  de  los  ar- 
bitros á  que  se  refíere  el  contrato  para 
que  resuelvan  las  difícultades  produci- 
das, es  una  cuestión  de  lato  conocimien- 
to que  debe  tramitarse  en  la  forma  ordi- 
naria y  con  audiencia  de  todas  las  perso- 
nas que  son  partes  directas. 


En  cumplimiento  de  una  de  las  cláusulas  del 
contrato  celebrado  el  27  de  ma3^o  de  1882  en- 
tre la  Municipalidad  de  Valparaíso  y  la  Com- 
pañía del  Ferrocarril  Urbano  de  la  misma 
ciudad,  esta  última  vendió  á  la  primera  por 
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escritura  pública  de  1'  de  mayó  de  1903  cele- 
brada ante  el  no.tario  don  Tomás  Ríos  Gon- 
zález, la  empresa  de  acarreo  6  transporte  de- 
nominada "Empresa  del  Ferrocarril  Urbano 
de  Valparaíso",  por  el  precio  y  condiciones 
que  en  la  misma  escritura  se  especifican. 

En  una  de  las  cláusulas  de  la  citada  escritu- 
ra se  dejó  testimonio  de  que  la  Compañía  ven- 
dedora había  hecho  entrega  á  la  Municipali- 
dad, en  conformidad  á  un  inventario  suscrito 
por  las  partes,  de  la  Empresa  de  que  había  si- 
do objeto  de  la  compra- venta,  poniéndola  á 
su  disposición  por  medio  del  referido  inven- 
tario. 

Acto  seguido  y  mediante  la  misma  escritura 
de  l^de  Mayo  de  1903,  la  Municipalidad 
vendió  á  su  vez  á  la  Casa  de  Saavedra  Bé- 
nard  i  C^la  tmpresa  que  acababa  de  adquirir, 
y  don  Luis  Bénard,  que  concurrió  á  la  cele- 
bración de  este  contrató  en  representación  de 
dicha  casa,  dejó  estampada  en  la  escritura  la 
protesta  de  hacer  valer  oportunamente  en 
contra  de  la  Municipalidad  ó  de  quienes  co- 
rresponda, las  acciones  que  competan  á  Saa- 
vedra Bénard  y  C*  por  cualquier  omisión  que 
notaren  en  el  cumplimiento  extricto  de  las  es- 
tipulaciones contenidas  en  el  contrato  de  27 
de  mayo  de  1882,  á  que  antes  se  ha  hecho  re- 
ferencia, particularmente  en  lo  referente  á  la 
entrega  total  y  completa  del  activo  y  existen- 
cia de  4a  empresa  vendida. 

Con  esta  protesta  que  la  Municipalidad  ó 
sea  su  representan  te,  declaró  reproducir  en  to- 
das sus  partes  para  los  efectos  legales,  Saave- 
dra, Bénard  y  C*  se  dieron  por  recibidos  de  la 
Empresa,  agregándose  al  contrato  la  siguien- 
te cláusula: 

**Para  la  resolución  de  los  reclamos  de  cual- 
quiera especie  que  tengan  que  formular  la 
Ilustre  Municipalidad  }'  los  señores  Saavedra 
Bénard  y  C^se  nombrarán  arbitros  en  confor- 
midad al  contrato  vigente;  y  quince  días  fata- 
les después  de  adoptado  el  cargo  por  los  ar- 
bitros la  Ilustre  Municipalidad  ó  los  señores 
Saavedra,  Bénard  y  C*  presentarán  sus  recla- 
maciones, que  en  el  mismo  término  contestará 
la  Compañía  del  Ferrocarril  Urbano.  El  acuer- 
do relativo  á  la  constitución  del  arbitraje  y 
los  plazos,  deberá  ser  sometido  á  la  aproba- 
ción de  la  Ilustre  Municipalidad". 


Meses  más  tarde  de  celebrado  el  contrato 
que  antecede,  don  Luis  Bénard  por  Sa- 
avedra Bénard  y  C*  se  pre  sentó  ante  uno 
de  los  juzgados  de  letras  de  Valparaíso,  y 
después  de  manifestar  que  en  la  entrega  del 
activo  de  la  empresa  del  Ferrocarril  Urbano 
de  Valparaíso  no  se  habían  comprendido  to- 
dos los  bienes  que  le  pertenecían,  pidió  qae 
de  acuerdo  con  lo  estipulado  en  la  escritora 
de  1^  de  mayo,  se  le  citara  á  comparendo  en 
imión  con  la  Municipalidad  y  el  directorio 
de  la  empresa  arriba  mencionada,  para  qae 
todos  juntos  procedieran  á  nombrar  los  arbi- 
tros que  debían  resolver  las  reclamaciones 
que  oportunamente  deduciría. 

El  Juzgado  resolvió: 
Valparaíso,  17  de'octubre  de  1903.-^En  lo 
príncip^il  como  se  pide,  y  se  designa  para  d 
comparendo  el  2  del  entrante  alas  2  de  la  tar- 
de. En  el  primer  otrosí,  traslado  y  autos,  v 
hágase  entre  tanto  como  se  solicita.  En  el  se- 
gundo téngase  presente". 

Notificadas  de  esa  providencia  las  partes, 
los  directores  de  la  compañía  del  Ferrocarril 
Urbano  de  Valparaíso  que  suscriben  el  escrito 
no  aceptaron  la  citación  á  comparendo  j  pi- 
dieron que  se  dejara  sin  efecto  el  decreto  que 
tal  cosa  disponía,  por  considerar  que  con  él  se 
lesionaban  los  legítimos  derechos  de  la  com- 
pañía que  representaban. 
Al  efecto  sostuvieron: 
1^  Que  la  escritura  de  1'  de  Mayo  de  19('3 
contenía  dos  contratos  distintos  é  indepen* 
dientes,  celebrado  el  uno  entre  la  Compañía 
del  Ferrocarril  Urbano  y  la  Municipalidad  de 
Valparaíso,  y  entre  la  misma  Municipalidad 
y  la  casa  de  Saavedra  Bénard  y  C*  el  otro: 
sin  que  la  circunstancia  de  simple  economía  v 
de  simultaneidad  de  tiempo  que  tal  hecho  sig- 
nificaba pudiera  en  ningún  modo  establecer 
una  trinidad  de  contratantes,  que  en  realidad 
no  había  existido;  que  la  Compañía  del  Fe- 
rrocarril Urbano  había  contratado  sólo  con 
la  Municipalidad  y  ningún  lazo  jurídico  la  li- 
gaba con  Saavedra  Bénard  y  C*; 

2^  Que,  siendo  ello  así,  no  podía  la  casa  de 
Saavedra  Bénard  y  C*,  ejercitar  por  sí  misma 
ninguno  de  los  derechos  que  pudiera  competir 
á  los  otros  contratantes  en  el  respectivo  pac- 
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to,  ya  que  era  y  había  sido  una  entidad  es- 
traña  en  dicho  convenio; 

3^  Que  el  arbitraje  á  que  se  alude  en  la  es- 
critura de  1^  de  mayo  de  1903  es  el  estable- 
cido en  el  contrato  de  27  de  mayo  de  1882  en 
el  cual  ninguna  intervención  le  cupo  á  Saave- 
dra  Bénard  y  C*,  los  que  tampoco  podrían 
intervenir  ahora,  no  sólo  por  la  circunstancia 
dicha,  sino  porque  según  ese  convenio,  el  nú- 
mero de  arbitros  debe  ser  de  dos,  nombrados 
uno  por  cada  parte,  lo  que  excluye  la  concu- 
rrencia de  una  tercera  entidad; 

4r'  Que,  éntrela  Municipalidad  ylaCompa- 
ñta  no  se  han  suscitado  ni  existen  cuestiones 
de  ningún  género  que  puedan  ser  sometidas  á 
arbitraje,  á  loque  seagregaque  faltaría  toda- 
vía la  aprobación  que  á  la  constitución  de 
esa  jurisdicción  especial  debía  prestar  la  mis- 
ma Municipalidad  cuando  el  evento  se  produ- 
jera; y 

5^  Que,  los  hechos  que  invoca  Saavedra 
Bénard  y  C*  para  justificar  su  petición  de 
comparendo,  sólo  afectan  ó  pueden  decir  rela- 
ción con  la  Municipalidad;  pero  no  con  la 
Compañía,  la  que  no  puede  ser  citada  ajuicio 
sino  por  legítimo  contradictor. 

Provocada  en  los  términos  relacionados  una 
disidencia  jurídica  que  miraba  al  fondo  de 
algunas  de  las  cláusulas  del  contrato,  acerca 
de  cuya  interpretación  las  partes  estaban  en 
absoluta  disconformidad,  continuó  no  obstan- 
te, tramitándose  la  gestión  pendiente  en  forma 
meramente  incidental  y  sin  oirá  la  Municipa- 
lidad de  Valparaíso,  parte  principal  en  el 
asunto,  hasta  que  por  resolución  de  12  de  No- 
viembre de  1903  se  desechó  la  oposición  y  se 
concedió  la  apelación  subsidiariamente  inter- 
puesta por  la  Compañía. 

La  Corte  de  Apelaciones  falló: 

Valparaíso,  marzo  24  de  1904— Se  confirma 
la  resolución  apelada  de  ITdeoctubre  último, 
con  declaración  de  que  deberá  hacerse  constar 
la  aprobación  por  parte  de  la  Municipalidad 
del  acuerdo  relativo  á  arbitraje  y  plazos  de 
que  se  trata  al  final  de  la  escritura,  antes 
de  la  celebración  del  comparendo  decretado. 

Y  teniendo  en  cuenta  el  mérito  de  los  antece- 
dentes se  revoca  el  auto  apelado  de  12  de  no- 
viembre próximo  pasado,  y  se  declara  que  ha 


lugar  á  la  petición  formulada  en  ti  primer 
otrosí  del  escrito. 

Acordadas  estas  resoluciones  contra  el  voto 
del  señor  Bezanilla  Silva,  quién  estuvo  porque 
se  revocara  la  de  17  de  octubre,  dándose  lu- 
gar á  lo  pedido  en  el  escrito  por  parte  de  la 
Compañía  del  Ferrocarril  Urbano  de  Valpa- 
raíso, y  se  confirmara  la  de  12  de  noviembre, 
todo  á  virtud  de  lo  que  consignen  en  el  libro 

respectivo — Pedro  N,  Pineda fírauUo  Mo' 

reno — Luia  Ignacio  Silva.—A.Bezantlla, 

Contra  esta  sentencia  dedujo  la  Compañía 
del  Ferrocarril  Urbano  de  Valparaíso  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  pero  el  Tribunal  sen- 
tenciador lo  declaró  inadmisible  por  la  siguien- 
te resolución: 

Valparaíso,  22  de  abril  de  1904.— Vistos: 
Teniendo  presente: 

1^  Que  la  resolución  contra  la  cual  se  ha 
formalizado  el  recurso  de  casación  es  de  carác- 
ter interlocutorio  por  su  naturaleza  y 

2^  Que  la  indicada  resolución  no  pone  tér- 
mino al  juicio  que  debe  ser  materia  del  arbi- 
traje ni  hace  imposible  su  continuación. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
953  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara inadmisible  el  recurso.  Acordada  por 
unanimidad  en  cuanto  el  recurso  se  refiere  á 
la  segunda  parte  de  la  resolución  de  este  Tri- 
bunal y  en  cuanto  á  la  primera  parte  de  la 
misma,  contra  el  voto  del  señor  Ministro  Be- 
zanilla  Silva,  quien  estimando  que  dicha  reso- 
lución pone  término  á  la  instancia  promovida 
por  parte  de  la  Compañía  del  Ferrocarril 
Urbano  de  Valparaíso,  resolviendo  la  cuestión 
ó  asunto  que  ha  sido  objeto  de  ella,  cualquie- 
ra que,  por  lo  demás,  sea  la  ritualidad  obser- 
vada en  su  tramitación,  estuvo  porque  se 
concediera  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
deducido  y  se  ordenara  elevar  los  autos  con 
emplazamiento  de  las  partes.— Peí/ro  N.  Pi- 
neda.-^Braulio  Morenos—Luis  Ignacio  Silva. 

La  Compañía  recurrió  entonces  ante  la 
Corte  Suprema,  apelando  de  ese  fallo,  y  con 
tal  motivóse  dictó  por  este  Tribunal  la  si- 
guiente resolución: 

Santiago,  16  de  junio  de  1905 Vistos:  Te- 
niendo presente  que  la  resolución  de  24  de 
marzo    de  1904  tiene  carácter  de  definitiva 
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en  cuanto  resuelve  sobre  el  sometimiento  á 
compromiso  de  las  cuestiones  provocadas  por 
Saavedra  Bénard  y  C*,  pues  se  pronuncia 
acerca  de  una  de  las  estipulaciones  del  con- 
trato impugnada  en  su  validez  por  la  Compa- 
ñía del  Ferrocarril  Urbano  de  Valparaíso; 
visto  lo  prevenido  en  el  artículo  939  del  C6- 
íligo  de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  reso- 
lución apelada  de  22  de  abril  del  año  último, 
y  se  declara  admisible  el  recurso  de  casación 

en  el  fondo  formalizado V.  Aj^virrc  r Leo' 

polao  Un  atia,—/,  Gabriel  Palma  Guzmán,^ 
Galvaríno  Gallardo.  —  Leoncio  Rodrí<^ez.~- 

Carlos  Varas E.  Fóster  Recaba rren, 

Y  conociendo  del  recurso, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  convertida  en  cuestión  de  lato  cono- 
cimiento la  cuestión  iniciada  por  Saavedra 
Bénard  y  C*  en  virtud  de  la  naturaleza  y  del 
alcance  de  la  oposición  formulada  por  la  Com- 
pañía del  Ferrocarril  Urbano  de  Valparaíso, 
ha  debido  sometérsela  en  su  juzgamiento  á  la 
tramitación  que  para  tales  asuntos  consulta 
el  Código  de  Procedimiento  Civil; 

2'  Que  siendo  parte  directa  en  este  negocio 
la  Municipalidad  de  Valparaíso  ha  debido  ser 
oida  en  todas  las  instancias  del  juicio,  forma- 
lidad que  tampoco  se  ha  cumplido;  y 

3'  Que  las  omisiones  ó  defectos  apuntados 
en  los  considerandos  anteriores  vician  de  nuli- 
dad el  procedimiento,  nulidad  que  esta  Corte 
puede  declarar  de  oficio,  aún  cuando  no  haya 
sido  reclamada  por  las  partes,  en  virtud  de  la 
atribución  que  para  ello  confiere  el  artículo 
949  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
966,  970,  941  número  9'  y  979  del  citado  Có- 
digo  se  invalida  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  de  24  de 
marzo  de  1904,  y  se  suspenden  los  efectos  de 
todo  'o  obrado  en  el  juicio,  el  cual  se  repondrá 
al  estado  de  fs.  12,  áfin  de  que  sea  tramitado 
y  fallado  con  arreglo  á  derecho  por  los  tii- 
I  tunales  correspondientes. 

Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la  can  ti- 
llad consignada. 


Redactada  por  el  señor  M  inistro  Fóster  Rc- 
cabarren.  —  Leoncio  Rodrif^uez.  —  Galvarítio 
Gallardo.  — Gabriel  Gaete.— V.  Aj^aitre  K- 
Cárlos  Varas. — E.  Fóster  Recabarren.—f.  Ale- 
jo Fernánüez. 


Can.  en  la  forma. — 2  de  noviembre  de  lUOC 

Montes  de  Oca  con  Echenevucia 

Casación  de  oficio.  —  Ultra-petita.  - 
Oonfesión;  indivisibilidad.  —Mutuo. 
—Novación. 

Doctrina: — El  mérito  de  unaconfesión 
no  puede  dividirse  en  perjuicio  del  confe- 
sante. 

Debe  aceptarse  en  todas  sus  partes  la 
declaración  del  ejecutante  por  una  can- 
tidad dada  en  mutuo,  que  confiesa  no 
haber  entregado  esa  cantidad  alejecu- 
tadOy  pero  agrega  que  éste  se  sustituyó 
en  la  deuda  de  otra  persona. 

Esta  sustitución  importa  una  nova- 
ción, sin  que  se  desvirtúe  la  obligación 
del  ejecutado  por  el  hecho  de  que  se  dije- 
ra en  el  contrato  que  era  de  mutuo\y 
sin  que  pueda,  en  consecuencia,  declarar- 
se nulo  este  contrato  por  no  haberse  en- 
tregado la  cantidad. 

Falla  ultra-petita  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  que  da  lugar  á  dicha 
ejecución,  fundándose,  no  en  la  circuns- 
tancia de  haber  contraído  el  ejecutado 
una  obligación  mutuaria,  sino  en  la  no- 
vación que  importa  la  referida  sustitu- 
ción y  que  deduce  sólo  de  la  conksión 
del  ejecutante,  siendo  que  ni  en  la  escri- 
tura de  mutuo  ni  en  la  demanda  se  bace 
mención  de  ella,  por  lo  cual  no  pudo  set 
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matería  de  juicio  ni  se  tomó  en  cuenta 
en  el  fallo  de  primera  instancia. 


Por  la  escritura  pública  de  fecha  9  de  febre- 
ro de  1905,  doña  Elvira  Echenevucia  se  cons- 
tituyó deudora  de  don  Benjamín  Montes  de 
Oca  por  la  suma  de  $  600  que  de  éste  había 
recibido  á  mutuo  en  dinero  efectivo  á  su  ente- 
ra satisfacción,  por  el  plazo  de  cuatro  meses 
y  el  interés  del  10%  anual. 

En  virtud  de  ese  documento  y  habiendo 
trascurrido  el  plazo  en  él  estipulado,  presen- 
tó don  Benjamín  Montes  de  Oca  demanda  eje- 
cutiva para  que  la  señora  Echenevucia  le  pa- 
gue la  suma  recibida  por  ella  en  mutuo,  con 
intereses  y  costas.  Requerida  la  deudora  de 
pago,  opuso  las  excepciones  6*,  14  y  4*  del 
artículo  485  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Funda  las  dos  primeras  en  que  es  absoluta- 
mente falso  que  doa  Benjamín  Montes  de  Oca 
le  haya  dado  en  mutuo  la  cantidad  $  600  ni 
otra  alguna.  Luego  el  título  no  sólo  es  falso 
sino  también  nulo,  por  falta  de  causa,  ya  que 
de  ella  carece  la  obligación  de  pagarle  la  can- 
tidad que  indica  el  contrato,  con  arreglo  al 
artículo  1445  y  siguientes  del  Código  Civil. 

En  cuapto  A  la  otra  excepción  opuesta,  el 
libelo  de  demanda  es  inepto  porque  le  falta  el 
requisito  que  indica  el  número  4'  del  artículo 
251  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pues 
aun  cuando  en  él  se  hace  la  exposición  de  los 
hechos,  no  sucede  lo  mismo  con  los  fundamen- 
tos de  derecho  en  que  debe  apoyarse;  no  se 
cita  disposición  legal  alguna  que  le  sirva  de 
base. 

l*ara  comprobar  sus  excepciones,  presentó 
la  ejecutada  en  la  misma  fecha  en  que  las 
opuso  el  pliego  de  posiciones  para  que  fueran 
absueltas  por  el  ejecutante,  en  la  primera  de 
las  cuales  se  le  pregunta  á  éste:  **Diga  como 
es  cierto  que  jamAs  el  absolvente  me  entregó 
la  cantidad  de  $  600  que  expresa  la  escritura 
de  mutuo  con  que  apareja  su  demanda  ejecu- 
tiva y  que  no  me  ha  entregado  ni  siquiera  un 
solo  centavo".  El  ejecutante  contesta  á  esta 
pregunta:  "Que  no  le  ha  entregado  dinero  á  la 


señora  Echenevucia;  que  nada  debía  al  absol- 
vente; pero  ella  le  hizo  el  |)ago  de  cierta  canti- 
dad que  á  él  le  adeudaba  un  sobrino  del  ab- 
solvente, y  al  tffecto  se  otorgó  la  escritura  de 
mutuo  título  (le  la  presente  ejecución'*. 

Con  posterioridad  n  la  absolución  de  posi- 
ciones indicadas,  piilió  el  ejecutante  que  se 
desecharan  las  excepciones  opuestas,  porque 
la  de  falsedad  del  título  no  es  legal  y  está 
contradicha  con  el  documento  mismo  que  sir- 
ve de  base  á  laejecución,  suscrito  por  la  ejecu- 
tada y  cuya  autenticidad  no  puede  neniar. 
Por  lo  demíls,  la  fasedad  fundada  en  haberse 
infringido  el  título  2^  del  libro  lY  del  Código 
Civil  es  oscura,  vaga  é  inaceptable  por  indc- 
termiifada. 

Es  inexacto  que  la  obligación  carezca  de 
causa,  pues  ella  está  expresada  en  el  mismo 
documento,  cuyo  mérito  legal  no  puede  ser 
destruido  por  prueba  alguna. 

Por  último,  la  excepción  de  ineptitud  del  li- 
belo es  inadmisible,  puesto  que  para  soHcitar 
el  mandamiento  de  embargo  no  ha  necesita- 
do citar  disposición  alguna  fundamental  de 
derecho,  sino  presentar  el  título  que  debía  ser- 
vir de  base  á  la  ejecución. 

El  Juzgado  falló: 
Considerando: 

1^  Que,  como  como  aparece  de  la  escritura 
de  mutuo  otorgada  en  esta  ciudad  el  3  de  fe- 
brero de  este  año,  ante  el  notario  don  Carlos 
R.  Abalos,  doña  Elvira  Echenevucia  se  cons- 
tituyó deudora  de  don  Benjamín  Montes  de 
Oca  por  la  suma  de  $  600  que  de  este  señor 
ha  recibido  á  mutuo  en  dinero  efectivo,  á  su 
entera  satisfacción,  por  el  plazo  de  cuatro 
meses  al  interés  de*10%  anual; 

2^  Que  la  mencionada  señora  Echenevucia 
sostiene  no  haber  recibido  del  señor  Montes  de 
Oca  la  suma  indicada,  y  éste  ha  confesado 
que  no  la  ha  entregado; 

3'  Que  si  bien  el  señor  Montes  de  Oca  agre- 
ga entonces  que  la  obligación  de  la  señora 
Echenevucia  fué  originada  por  haber  tomado 
ella  á  su  cargo  el  pago  de  una  deuda  ajena, 
esta  circunstancia  no  está  acreditada,  y  se 
halla  también  contradicho  con  lo  relacionado 
en  la  citada  escritura; 

4^  Que  esta  escritura  no  puede  ser  atacada 
de  falsedad,  ya  que  su  autenticidad  no  se  des- 
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conoce  por  la  ejecutada,  ni  ha  determinado 
ni  mucho  menos  establecido  vicios  que  la  pro- 
duzcan; 

5^  Que,  siendo  obligación  del  mutuante  en- 
tregar al  mutuario  la  cantidad  de  cosas  fun- 
gibles,  objeto  del  contrato,  y  no  perfeccionán- 
dose éste  sino  por  la  tradición,  la  falta  de 
entrega  acarrea  su  nulidad;  y 

6^  Que  en  la  demanda  se  expresan  suficien- 
temente los  fundamentos  de  derecho,  porque 
no  es  indispensable  al  efecto  las  citas  legales. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 167.  485.  486,  487  y  492  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  y  1445,  1467,  1698» 
2196  y  2197  del  Código  Civil,  se  declara  sin 
lugar  las  excepciones  de  falsedad  del  título  y 
falta  de  ciertos  requisitos  ó  ineptitud  del  libe- 
lo, y  que  ha  lugar  á  la  de  nulidad  de  la  obli- 
gación. 

En  consecuencia,  se  revoca  la  ejecución, 
con  costas,  en  que  se  condena  al  ejecutante. — 
Arturo  Ayala, 

Apelada  esta  resolución, 

Santiago,  19  de  mayo  de  1906.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  y 
Considerando; 

1^  Que  según  la  confesiónprestada  por  don 
Benjamín  Montes  de  Oca  al  tenor  de  las  posi- 
ciones, un  sobrino  suyo  le  debía  por  docu- 
mento privado  la  suma  de  $  920,  la  cual 
hasta  concurrencia  de  $  900  le  fué  pagada  por 
doña  Elvira  Echenevucia  con  $  300  que  ésta 
depositó  á  la  orden  de  Montes  de  Oca  en  el 
Banco  Alemán  Trasatlántico  y  con  los  $  600 
á  que  se  refiere  la  escritura  con  que  se  ha  pro- 
movido el  presente  juicio; 

2'  Que  estando  á  esa  confesión,  la  referida 
deuda  de  $  900  se  extinguió  en  $  300  por 
pago  en  dinero  efectivo  v  los  $  600  restantes 
por  novación,  que  consistió  en  sustituirse  al 
sobrino  de  Montes  de  Oca  doña  Elvira  Eche- 
nevucia como  deudora  de  esta  suma  por  la 
escritura  de  9  de  febrero  de  1905,  quedando 
por  este  medio  el  primero  Hbre  de  esta  parte 
de  la  deuda; 

3^  Que  el  mérito  de  la  confesión,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  391  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  no  puede  dividirse 
en  perjuicio  del  confesante;  y  que   ninguno  de 


los  casos  de  excepción  consignados  en  el  mis- 
mo artículo  es  aplicable  al  actual; 

4°  Que  la  circunstancia  de  que  en  la  escri- 
tura se  dijo  que  el  contrato  es  de  mutuo  no 
desvirtúa  la  obligación  que  como  deudora 
^ustituta  contrajo  la  ejecutada  á  favor  del 
ejecutante,  ni  priva  al  título  del  mérito  rjecu- 
tivo  que  legalmente  le  corresponde;  y 

5^  Que  la  excepción  alegada  de  que  el  con- 
trato carece  de  causa,  es  completamente  des- 
tituida de  fundamento,  ya  que  no  es  presumi- 
ble que  doña  Elvira  Echenevucia  sin  motivo 
alguno  firmara  la  recordada  escritura  y  de- 
positara en  un  Banco  á  la  orden  de  Montes  de 
Oca  la  cantidad  de  que  antes  se  ha  hecho 
mención,  mientras  que  la  explicación  dada 
por  éste  al  respecto  es  natural  y  verosímil. 

Eliminando  la  cita  de  los  artícidos  2196  r 
2197  del  Código  Civil  de  la  sentencia  de  7  de 
julio  de  1905,  y  teniendo  además  presente  el 
artículo  citado  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  el  1631  del  Código  Civil,  se  revoca  en 
la  parte  apelada  dicha  sentencia,  y  se  declara 
que  no  ha  lugar  tampoco  á  la  excepción  de 
nulidad  de  la  obligación,  y  que  debe  seguirse 
adelante  en  la  ejecución  y  que  se  condena  en 
costas  á  la  ejecutada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Donoso 

Vildósola.— L.  2?.  Mnra E.  Donoso   V.—Da- 

río  Benavente, 

Contra  esta]sentencia  ha  deducido  la  ejecu- 
tada doña  Elvira  Echenevucia  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  y  formalizándolo  dice:  e 
fallo  de  que  se  trata  ha  infringido  el  artículo 
1628  del  Código  Civil,  según  el  que  *ia  nova- 
ción es  la  sustitución  de  una  nueva  obliga- 
ción á  otra  anterior  la  cual  queda  extingui- 
da'*; luego  para  que  pueda  establecerse  la 
novación  es  necesario  que  á  lo  menos  cons- 
te en  el  proceso  la  obligación  anterior  qocsc 
dice  novada.  No  existe  aquí  título  alguno 
que  acredite  esa  obligación  anterior  y  el  Tri- 
bunal no  ha  podido  declarar  que  el  mutuo 
que  firmó  la  recurrente  novaba  una  obliga- 
ción anterior,  sin  conocerla.  Corrobora  lo 
expuesto  la  disposición  del  artículo  1630  del 
mismo  Código,  que  también  se  ha  infringido, 
según  el  cual  para  que  Ja  novación  exista  es 
necesario  que  la  obligación  primitiva  sea  vá- 
lida, naturalmente  á  lo  menos,  lo  que  el  Tri- 
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bunal  no  ha  podido  saber,  porque  en  autos 
no  corre  el  instrumento  de  la  primitiva  obli- 
gación; y  aun  suponiendo  que  tal  instrumen- 
to existiera,  se  ignora  si  el  que  contrajo  la 
obligación  era  capaz  de  contratar,  si  había 
objeto  ó  causa  ilícita  en  esa  obligación  y  has- 
ta si  ésta  tenía  una  causa  real,  en  una  pala- 
bra, si  la  obligación  era  válida  naturalmente 
á  lo  menos. 

Se  han  violado  asimismo  los  artículos  1631 
y  1633  del  Código  Civil,  porque  no  ha  sido 
oido  ni  se  sabe  si  existe  el  deudor  primitivo  y 
porque  seignora  si  la  obligación  anterior  pen- 
de 6  no  de  una  condición  suspensiva,  ya  que 
no  »e  conocen  sus  términos  y  su  tenor  literal. 
El  fallo  de  que  se  recurre  infringe  también 
el  artículo  1634  del  Código  citado.  Según  este 
precepto,  para  que  haya  novación  es  indispen- 
sables que  las  partes  lo  declaren  expresamen- 
te ó  que  aparezca  indudablemente  la  inten- 
ción de  novar,  lo  que  no  se  manifiesta  de 
modo  alguno  en  la  escritura  que  ha  servido 
de  base  á  la  ejecución.  En  ese  instrumento 
^ólo  aparece  que  la  recurrente  se  constituyó 
deudora  por  causa  de  mutuo;  y  ni  se  habla 
siquiera  del. sobrino  de  su  acreedor  ni  de  nin- 
guna otra  persona. 

Tampoco  se  expresó  en  la  escritura  que  que- 
daba libre  el  deudor  primitivo,  por  lo  cual, 
al  establecer  el  Tribunal  la  novación,  ha  in- 
fringido el  artículo  1635  del  Código  Civil. 

Establece  la  sentencia  de  la  Corte  que  la 
confesión  calificada  que  hizo  el  ejecutante  ab- 
solviendo posiciones  no  puede  dividirse  en  per- 
juicio del  confesante,  porque  no  es  aplicable  á 
ella  ninguna  de  las  excepciones  del  artículo 
391  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y  al 
aliar  así  se  ha  violado  dicha  disposición,  por- 
que la  confesión  del  ejecutante  cae  bajo  la 
excepción  del  número  1^,  j-aque  ella  compren- 
de hechos  enteramente  desligados  entre  sí, 
como  son,  que  el  sobrino  se  hubiera  constitui- 
do deudor  del  tío  y  que  la  recurrente  se  cons- 
tituyera  con  posterioridad  deudora  de  ese  tío, 
actos  enteramente  desligados  y  que  pueden 
subsistir  independiente  uno  de  otro. 

Se  han  violado  asimismo  las  disposiciones 
délos  artículos  2196,  2197,  2199,  2303  y 
2206  del  Código  Civil  relativas  al  mutuo,  co- 
mo también  la  del  artículo  167  del  Código  de 


Procedimiento  Civil,  extendiendo  la  sentencia 
á  puntos  que  no  han  sido  sometidos  expresa- 
mente ajuicio  por  los  litigantes. 

Respondiendo  la  parte  recurrida  al  escrito 
de  fundación  del  recurso,  sostiene  que  la  no- 
vación no  es  un  contrato  como  el  de  mutuo 
que  pueda  hacer  variar  la  naturaleza  de  la 
obligación  principal  y  cambiar  la  causa  de  pe- 
dir, lo  que  se  deduce  claramente  del  artículo 
1629  del  Código  Civil  en  relación  para  el 
caso  de  que  se  trata  con  el  1635  del  mismo 
Código.  De  estas  disposiciones  se  desprende 
que  existe  causa  de  pedir,  que  no  puede  ser 
otra  que  la  obligación  misma  que  motiva  el 
contrato,  ó  sea  el  mutuo. 

Al  sostener  el  Tribunal  de  Alzada  que  el  con- 
trato de  mutuo  no  desvirtúa  la  obligación, 
está  en  la  verdad,  y  aún  en  la  suposición  de 
que  se  hubiera  equivocado  en  los  razonamien- 
tos que  sirven  de  base  al  fallo,  la  resolución 
misma  está  ajustada  $.  derecho,  que  es  á  lo 
que  debe  atenerse  el  Tribunal  de  Casación 
para  apreciar  la  sentencia  recurrida.  La  Cor- 
te de  Apelaciones  ha  resuelto,  pues,  en  confor- 
midad á  lo  discutido  por  las  partes  en  el  jui- 
cio, fundándose  en  consideraciones  diversas 
de  las  que  sirvieron  al  juez  de  primera  instan- 
cia, pero  que  no  cambian  la  razón  del  pleito, 
ya  que  el  fallo  mantiene  las  peticiones  que 
motivaron  el  mandamiento  de  embargo,  sin 
declarar  que  el  juicio  debía  continuarse  por 
una  razón  distinta  de  la  de  mutuo.  No  existe, 
por  consiguiente,  fallo  ultra  petiza.  La  Corte 
no  ha  dado  más  de  lo  pedido,  se  ha  concreta- 
do á  reconocer  los  derechos  del  ejecutante, 
conforme  á  lo  estipulado  en  el  mutuo. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que  la  sentencia  del  tribunal  de  primera 
instancia  acojió  la  excepción  de  nulidad  de  la 
obligación  mutuaria  contenida  en  la  escritu- 
ra pública  que  ha  servido  de  título  á  la  ejecu- 
ción mandando  en  consecuencia  alzar  el  em- 
bargo, por  haber  confesado  el  ejecutante,  al 
absolver  las  posiciones,  la  efectividad  del  he- 
cho aseverado  por  la  ejecutada,  de  no  haberle 
entregado  aquél  la  suma  de  $600  áque  se  refie- 
re la  escritura  expresada,  lo  que,  según  el  fa- 
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lio  de  que  se  trata,  basta  para  establecer  la 
ineficacia  de  la  obligación  atendida  la  natu. 
raleza  del  contrato,  el  que  se  perfecciona  sólo 
por  la  tradición  de  la  cosa  que  es  objeto  de' 
mutuo; 

2^  Que  el  Tribunal  de  Alzada  revocó  la  sen- 
tencia que  acaba  de  indicarse,  fund¿indose  no 
en  la  circunstancia  de  haber  contraído  la  tje- 
cutada  una  obligación  mutuaria,  sino  en  el 
licícho  de  haberse  sustituido  un  tercero  en  el 
pago  de  lo  que  éste  debía  al  ejecutante,  ope- 
rándose así  una  novación  de  la  obh'gación 
primitiva  de  ese  tercero  por  la  que  contrajo  la 
señora  Echenevucia  según  la  escritura,  nova- 
ción que  deduce  y  establece  el  Tribunal  de  Al- 
zada de  los  términos  de  la  confesión  prestada 
por  Montes  de  Oca,  la  cual  debe  calificarse 
como  indivisible  en  concepto  de  ese  tribunal; 

3'  Que  ni  en  la  escritura  pública  que  sirvió 
de  título  á  la  ejecución  ni  en  la  demanda  de  iMon- 
tes  de  Oca  se  hace  siquiera  alusión  al  hecho 
de  que  procede  la  deuda  de  la  señora  Echene- 
vucia, de  haberse  sustituido  en  el  pago  de  una 
deuda  ajena,  pues  la  escritura  sólo  da  testi- 
monio de  haber  recibido  aquélla  la  suma  de 
$  600  en  mutuo  que  se  obliga  á  devolver  á  su 
acreedor  dentro  de  cierto  plazo,  y  en  la  de- 
manda se  persigue  determinadamente  el  pago 
de  esa  obligación  mutuaria  sin  hacer  mención 
del  hecho  expresado;  y  por  consiguiente,  la 
novación  que  da  por  establecida  el  Tribunal 
con  la  confesión  del  ejecutante  no  ha  podido 
ser  discutidaenel  juicio  y  la  ejecutada  no  se  ha 
hallado  en  situación  legal  de  hacer  valer  áo- 
|>re  el  la  sus  excepciones  ó  medios  de  defensa  ni, 
pudo  tampoco  tomarse  en  consideración  por 


la  misma  razón  en  el  fallo  de  primera  ins- 
tancia; 

4^  Que  el  único  motivo  determinante  del 
fnllo  de  segunda  instancia  es  la  novación,  cu- 
ya existencia  establece  y  decide  el  Tribunal  al 
fundar  el  fallo  aludido,  de  modo  que  en  fu 
concepto  la  ejecutada  debe  la  suma  que  se  le 
cobra  por  haberse  sustituido  en  el  pago  de 
una  deuda  ajena,  y  en  consecuencia  la  decla- 
ración de  existir  la  novación  forma  un  ele- 
mento integrante  de  la  parte  resolutiva,  déla 
cual  la  declaración  expresada  no  podría  des- 
ligarse sin  alterar  sustancialmente  el  sentido 
del  fallo; 

5^  Que  atendido  lo  expuesto  en  los  anterio- 
res considerandos,  la  sentencia  recurrida  se 
ha  extendido  á  puntos  no  sometidos  á  la  de- 
cisión del  Tribunal  y  ha  incurrido  por  consi- 
guiente en  el  vicio  de  casación  previsto  en  el 
número  4^  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

Por  estos  fundamentos,  ejerciendo  de  oficio 
el  Tribunal  la  facultad  que  le  otorga  el  ar- 
tículo 949  del  Código  de  Procecl  i  miento  Civil 
y  visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
959  y  979  del  mismo  Código,  se  invalida  la 
sentencia  de  fecha  19  de  marzo  de  1905,  vse 
repone  el  proceso  en  el  estado  de  pronuiicinrse 
por  el  Tribunal  que  corresponda  nuevo  fallo. 

Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 
— ../.  Gabriel  Palma  Guzmán.— Gabriel  GaeU- 

—  F.  A^uirre  V.— Carlos  Varas E.FósterRe- 

cabarren Miguel  L.  Valdés /.  Bernales, 


ilfio  lY 
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Cas.  en  la  forma 31  de  diciembre  de  1906 

Victoria  Agiiirre  v.  de  Bascuñán  y  otros 
con  Fisco 

Salitreras;  número  de  pertenenolas; 
estacamentos.— Bienes  de  la  socie- 
dad conyugal.— Ultra-petlta. 

Doctrina:— Las  concesiones  salitreras 
hechas  á  uno  de  los  cónyvges  entran  á 
formar  parte  del  haber  de  la  sociedad 
conyugal  y  no  del  patrimonio  del  cón- 
yuge denunciante. 

En  consecuencia,  reconociéndose  á  un 
peticionario  derecho  á  dos  pertenencias, 
ea  conformidad  al  artículo  26  del  Códi- 
go de  Minería  de  1874,  no  puede  con- 
cederse á  su  cónyuge  una  tercera. 

El  inciso  2^  del  artículo  6^  del  Regla- 
mento de  28  de  julio  de  1877,  que  es- 
tablece que  cada  estacatnento  no  pue- 

aUPREMA 


de  tener  sino  una  pertenencia,  no  debe 
prevalecer  sobre  la  disposición  del  inciso 
2^  del  artículo  26  del  Código  de  Minería 
de  1874. 

No  habiéndose  negado  por  el  Fisco 
en  el  juicio  sobre  mensura  de  salitreras 
el  derecho  para  hacer  peticiones  ni  la  le- 
gciíidad y  efectividad  de  los  títulos,  falla 
ultra-petita  la  sentencia  que  no  da  lu- 
gar á  la  mensura  de  una  jjertenencia 
fundada  en  haberse  concedido  ya  otras 
dos  al  cónyuge  del  peticionario. 


Doña  Victoria  Aguirre  v.  de  Bascuñán  por 
sí  y  por  su  pupila  doña  Julia  Bascuñ$n  Agui- 
rre, doña  Virginia,  doña  Rosa  y  doña  Victo- 
ria Bascuñán  Aguirre,  en  el  libelo  de  deman- 
da dicen  que  componen  las  sucesiones  de  don 
Francisco  Bascuñán  Alvarez. 

Según  documentos  que   acompañan,  el  ci- 
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tado  don  Francisco  Bascuñán  Alvarez  obtu- 
vo una  pertenencia  descubridora  sobre  ya- 
cimiento de  salitre  en  la  provincia  de  Antofa- 
gasta,  territorio  de  Aguas  Blancas,  bajo  el 
nombre  de  Unión,  y  otra  descubridora  bajo 
el  nombre  de  Carmela. 

Además,  una  de  las  exponentes,  doña  Vic- 
toria Aguirre  v.  de  Bascuñán  obtuvo  una  es- 
taca en  el  mismo  territorio. 

Acompañan  al  propio  tiempo  los  títulos  de 
estacas  obtenidos  por  don  Manuel  2^  Jofré, 
don  Moisés  Velasco  j  don  Rodolfo  Soria  Gal- 
varro,  quiénes  cedieron  sus  derechos  á  don 
Francisco  Bascuñán  Alvarez. 

En  conclusión,  solicitan  se  proceda  á  la 
mensura  de  lap  pertenencias  mencionadas  que 
hacen  un  total  de  catorce,  por  el  ingeniero 
físcal  de  salitreras.  Por  decreto  de  13  de  agos- 
to de  1902,  se  dispuso  tener  esta  solicitud 
por  demanda  ordinaria  contra  el  Fisco. 

£1  Director  del  Tesoro  contesta  á  la  de- 
manda y  reconviene  á  su  tumo. 

Hace  notar  que  la  parte  demandante  se  ha 
desistido  de  la  demanda  en  lo  relativo  á  los 
pedimentos  de  don  Manuel  2^  Jofré,  don  Moi- 
sés Velasco  y  don  Rodolfo  Soria;  de  manera 
que  la  petición  de  la  demanda  queda  circuns- 
crita á  los  pedimentos  de  Bascuñán  Alvarez, 
á  razón  de  tres  pertenencias  por  cada  uno. 

En  el  supuesto  que  debiera  darse  lugar  á  la 
mensura  no  podría  mandarse  mensurar  sino 
cuatro  pertenencias,  pues  los  denuncios  de 
Bascuñán  no  deben  considerarse  como  descu- 
brimientos. 

En  efecto.  Aguas  Blancas  fué  descubierto  en 
1872,  y  en  esa  fecha  se  mensuraron  las  perte- 
nencias de  los  descubridores. 

Además,  los  pedimentos  de  que  se  trata  im- 
portan solo  una  concesión  de  esploración  por 
un  término  de  seis  meses.  Dentro  de  este  tér- 
mino debieron  practicarse  los  trabajos  deter- 
minados por  el  Reglamento,  y  en  seguida  de- 
bió pedirse  un  nuevo  término  de  otros  seis 
meses  para  practicar  la  mensura.  Nada  de 
esto  se  hizo. 

La  prescripción  de  la  acción  es  otra  de  las 
excepciones  que  opone  el  exponente,  fundado 
en  el  plizo  transcurrido  desde  el  día  en  que 
del)ió  solicitarse  la  mensura. 

Por  fin,  para  el  caso  de  desecharse  estas 


excepciones,  reconviene  á  ñn  de  que  se  decía* 
ren  despobladas  las  pertenencias. 

Concluye  pidiendo  se  deseche  la  demanda  j 
se  acepte  la  reconvención. 

En  el  escrito  de  réplica,  el  procurador  de  la 
parte  demandante  observa  que  al  minero  qne 
no  cumple  con  los  requisitos  exigidos  por  la 
ley,  se  le  puede  denunciar  su  pertenencia  por 
un  tercero,  pero  no  da  mérito  para  que  el 
Fisco  recupere  lo  que  ha  cedido  por  una  lev. 

En  el  escrito  de  duplica  el  representante 
fiscal,  entre  otras  observaciones,  hace  presen- 
te que  el  Reglamento  de  1877  hizo  obligato- 
ria la  exploración  previa  de  las  pertenencias 
en  forma  sería  y  eficaz,  y  pena  la  omisión  con 
la  pérdida  de  la  concesión  de  exploración  si 
los  trabajos  efectuados  para  poner  de  mani- 
fiesto la  potencia  é  importancia  del  criadero 
no  daban  idea  del  depósito  á  juicio  del  inge- 
niero, y  no  obtenía  el  descubrídor  un  plazo  de 
tres  meses  para  ejecutar  los  trabajos  exigidos 
por  el  ingeniero. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  se  oyó  al  9^ 
ñor  Promotor  Fiscal. 

Uno  de  los  juzgados  de  Santiago  falló  el  20 
de  septiembre  de  1905. 

Considerando: 

1^  Que  los  pedimentos  de  pertenencias  sali- 
treras á  que  se  refiere  la  demanda,  fueron  con- 
cedidos y  registrados  hallándose  vigentes  el 
Código  de  Minería  de  18  de  noviembre  de 
1874  y  el  Supremo  Decreto  de  28  de  julio  de 
1877; 

2^  Que  el  Código  de  Minería  vigente  en  la 
actualidad  reserva  al  Estado  la  explotación 
de  nitratos  y  sales  amoniacales  análogas  qoe 
se  encuentran  en  terrenos  del  Estado  ó  de  las 
municipalidades,  con  excepción  de  los  depósi- 
tos sobre  los  cuales  se  hubiere  constituido 
propiedad  minera  con  anteríorídad; 

3^  Que  en  este  caso  de  excepción  se  encnen* 
tran  los  pedimentos  de  que  se  trata,  como 
quiera  que  se  registraron  de  conformidad  con 
las  disposiciones  del  Código  de  Minería  de 
1874  y  las  del  Reglamento  de  1877  ya  ci- 
tados; 

4^  Que  dicho  Código  disponía,  en  efecto, 
que  las  sustancias  de  que  se  trata  serían  de 
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explotación  común  para  los  particulare?,  sin 
perjuicio  del  derecho  del  Estado  ó  de  las  mu- 
oidpalidades  para  concederlas  á  los  particu- 
lares de  conformidad  con  los  reglamentos  que 
se  dictaren; 

5'  Que  el  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877 
ya  referido  dispuso  que  el  registro,  posesión  y 
propiedad  de  los  depósitos  de  salitre  se  regi- 
rían por  el  Código  de  Minas  en  cuanto  no 
fuere  modificado  por  dicho  Reglamento; 

6^  Que  habiendo  sido  registrados  los  pedi- 
mentos á  que  hace  referencia  la  demanda,  los 
concesionarios  adquirieron  la  posesión  origi- 
naria de'  las  pertenencias,  quedando  desde  el 
registro  sugetas  á  las  prescripciones  que  rigen 
la  propiedad  inscrita; 

7*^  Que  si  bien  el  Reglamento  citado,  artícu- 
lo 4^  inciso  2^,  tenía  prescrito  un  plazo  para 
proceder  á  la  mensura  de  la  pertenencia  re* 
gistrada,  esta  prescripción  no  estaba  sancio- 
rada  con  la  caducidad  de  la  concesión  de  la 
misma,  la  cual  se  perdía  por  medio  del  des- 
pueble; 

8^  Que  hoy  día  el  sistema  del  despueble  ha 
sido  reemplazado  por  la  declaración  de  terre- 
no franco;  y  no  consta  de  autos  que  tal  de- 
claración hubiera  sido  pronunciada; 

9'  Que  habiendo  sido  registrados  con  cali- 
dad de  descubrimiento  los  pedimentos  hechos 
por  don  Francisco  Bascuñán  Alvarez  con  el 
nombre  de  Unión  y  Carmela,  corresponden  á 
los  demandantes  tres  pertenencias  por  cada 
uno  de  dichos  pedimentos,  sin  perjuicio  del 
derecho  de  los  particulares  á  quienes  pudiera 
perjudicar  la  concesión  para  pedir  que  se  la 
deje  sin  efecto  en  todo  ó  en  parte; 

10.  Que  la  reconvención  por  la  cual  se  pide 
se  declare  en  despueble  las  pertenencias  en  fa- 
vor del  Fisco,  no  es  procedente,  como  quiera 
que  no  es  un  medio  de  perder  la  propiedad 
minera  reconocido  por  la  ley  vigente; 

11.  Que  tampoco  es  precedente  la  excepción 
(le  prescripción  alegada  por  el  demandado,  co- 
mo quiera  que  la  acción  que  se  dice  prescrita 
no  es  correlativa  de  alguna  de  las  obligacio- 
nes que  se  rigen  por  el  Código  Civil,  para  ex- 
tinguir las  cuales  tiene  este  Código  instituida 
la  prescripción;  y 

12.  Que  según  aparece  del  libelo,  los  deman- 
dantes se  desistieron  de  la  demanda  en  cuanto 


á  los  pedimentos  de  don  Manuel  Jofré,  don 
Moisés  Velasco  y  don  Rodolfo  Soria,  de  quic* 
nes  se  decían  cesionarios. 

Con  arreglo  á  lo  prescrito  por  el  Código  Ci^ 
vil,  artículos  4^  y  1698;  por  el  Código  de  Mi» 
nería  de  1874  artículos  3,  35,  38  y  149;  por  el 
de  1888,  artículos  81,  «3  y  134;  y  por  el  Có' 
digo  de  Procedimiento  Civil,  artículo  167,  se 
declara  que  ha  lugar  A  la  demanda  en  cuanto 
por  ella  se  pide  la  mensura  de  tres  pertenen- 
cias por  cada  uno  de  los  pedimentos  de  descu- 
brimiento Union  y  Carmela  concedidos  á  don 
Francisco  Bascuñán  Alvarez  y  á  la  de  una 
pertenencia  por  cada  uno  de  los  dos  pedimen- 
tos de  estacados  concedidos  á  doña  Victoria 
Aguirre,  v.  de  Bascuñán,  pedimentos  todos 
á  que  se  refieren  los  documentos  de  estos  au- 
tos. 

No  ha  lugar  á  la  reconvención,  ni  á  la  excep- 
ción de  prescripción,  ni  á  las  demás  peticiones 
de  las  partes — Moisés  Laxo  áe  la  Vega. 

Apelada  esta  resolución, 
Santiago,  26  de  octubre  de  1906.— Vistos: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  de  lo  informado  en  esta  instancia 
por  el  Delegado  Fiscal  de  Salitreras  aparece 
que  la  pertenencia  número  253  ha  sido  ya 
mensurada  como  estaca  de  la  descubridora 
Florencia; 

2^  Que  el  mismo  informe  da  testimonio  de 
que  la  pertenencia  número  261  se  encontraba 
á  menos  de  5  kilómetros  de  otras  concedidas 
con  anterioridad,  y  que  en  consecuencia  no 
puede  considerarse  como  descubridora,  á  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  artículo  26  del  Códi- 
go de  Minería  de  1874; 

3^  Que  cualquiera  que  sea  la  condición  legal 
que  se  atribuj'a  á  las  pertenencias  salitreras, 
es  de  toda  evidencia  que  las  concesiones  he- 
chas A  uno  de  los  cónyuges  entran  á  formar 
parte  del  haber  de  la  sociedad  con^'ugal  y  no 
del  patrimonio  del  cónyuge  denunciante,  á 
virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  1725 
número  5^  y  1730  del  Código  Civil; 

4^  Que,  dados  los  términos  del  artículo  26 
del  Código  de  Minería  citado,  habiéndose  ya 
mensurado  como  simple  estaca  la  pertenen- 
cia número  253,  según  queda  dicho  en  el  cop* 
siderando  I'',  ha  podido  concederse  á  doña 
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Victo.ria  Aguirre  V.  de  Bascuñán  la  pertenen- 
cia número  257; 

5^  Qu,e  con  el  mérito  de  lo  expuesto  en  el 
considerando  2'  de  este  fallo,  don  Francisco 
Agúirre  sójo  tendría  derecho  á  dos  pertenen- 
cias á  virtud  del  pedimento  número  261,  no 
procediendo  en  consecuencia  conceder  á  su 
mujer  doña  Victoria  Aguirre  de  Bascuñán 
una  tercera,  en  vista  de  lo  preceptuado  en  la 
disposición  legal  citada  en  el  considerando 
que  precede; 

6^  Que  aunque  el  inciso  2^  del  artículo  6*^ 
del  reglamento  de  28  de  julio  de  1877  expresa 
que  en  el  caso  del  inciso  1'  del  mismo  artícu- 
lo cada  uno  de  los  estacamentos  no  puede 
tener  sino  una  pertenencia,  cualquiera  que 
sea  el  alcance  que  quiera  darse  á  tal  disposi- 
ción, tendría  que  estar  subordinada  al  pre- 
cepto expreso  y  terminante  del  inciso  2^  del 
artículo  26  ya  citado  del  Código  de  Minería 
de  1874,  ya  que  en  esa  parte  el  precepto  de  la 
ley  debe  prevalecer  sobre  el  reglamento,  por 
cuanto  éste,  atendidos  los  términos  del  ar- 
ticuló 3^  de  aquél,  no  habría  podido  innovar 
en  orden  al  número  de  pertenencias  de  que 
era  materia  cada  concesión. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones,  se 
conñrma  la  sentencia  apelada  de  20  de  sep- 
tiembre del  año  pasado,  con  declaración: 

1^  De  que  no  ha  lugar  á  la  mensura  de  las 
pertenencias  números  253  y  266;  y 

2^  Que  sólo  ha  lugar  á  la  mensura  de  dos 
pertenencias  á  virtud  ,del  pedimento  número 
261. 

El  señor  Ministro  Barriga,  aceptando  los 
considerandos  1*^  y  3*^  y  la  primera  declara- 
ción de  esta  sentencia,  fué  de  opinión  que  se 
diera  lugar  á  la  mensura  de  una  sola  perte- 
nencia respecto  del  pedimento  número  261  y 
que  se  desechase  también  la  demanda  en 
cuanto  á  la  pertenencia  número  252. 

Consigna  los  fundamentos  de  su  opinión  en 
elLibro.de  votos.— Lu/s  Barriga.— J,  A,  Ro- 
jas.—R,  Reyes  Solar. 

Contra  esta  sentencia  la  parte  demandante 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo,  y  formalizando  el  primero 
ale^íi  que  aquella  adolece  de  los  defectos 
apt^ntados  én  los -números  4'  y  7*^  del  artícu- 
lo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 


La  sentencia  ha  sido  dada  altra-petita, 
porque  se  ha  extendido  á  puntos  no  someti- 
dos á  la  decisión  del  tribunal. 

Doña  Victoria  Aguirre  v.  de  Bascuñán  y  los 
hijos  de  don  Francisco  Bascuñán  y  Alvarez 
solicitaron  la  mensura  y  demarcación  de  las 
pertenencias  salitreras  cuyos  títulos  de  domi- 
nio se  acompañan,  demanda  que  fué  resistida 
por  el  Fisco  con  las  excepciones  contenidas 
en  el  escrito  de  contestación  y  reforzadas  en 
la  duplica. 

En  ninguna  part»*  el  demandado  negó  á 
doña  Victoria  Aguirre  de  Bascuñán  el  dere- 
cho de  hacer  peticiones  salitreras,  ó  descono- 
ció la  legalidad  y  efectividad  de  los  títulos 
que,  tanto  ella  como  los  hijos  del  indicado 
Bascuñán  y  Alvarez,  presentaron  en  el  juicio. 

La  sentencia  asienta  en  el  considerando  3^ 
que,  cualquiera  que  sea  la  condición  legal  que 
se  atribuya  a  las  pertenencias  salitreras,  es 
de  toda  evidencia  que  las  concesiones  hechas 
á  uno  de  los  cónyuges  entran  á  formar  parte 
del  haber  de  la  sociedad  conyugal  y  no  del  pa- 
trimonio del  cónyuge  denunciante  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  Iqs  articulos  1725  número 
5*?  i  1730  del  Código  Civil,  y  en  la  parte  dis- 
positiva fundándose  en  esa  consideración, 
niega  lugar  á  la  mensura  de  la  pertenencia 
número  266  y  sólo  concede  mensurar  dos  per- 
tenencias con  el  título  número  261. 

Esta  resolución  importa  negar  el  dominio 
que  á  la  parte  recurrente  otorgan  los  títulos 
con  que  aparejó  su  demanda  de  mensura,  lo 
cual  se  ha  declarado  por  la  Corte  sin  haber 
sido  alegado  por  las  partes  ni  sometido  al 
conocimiento  del  Tribunal,  incurriendo  así  en 
el  vicio  de  ultra-petha. 

La  sentencia  además  contiene  decisiones 
contradictorias  é  imposibles  de  cumplir  en  la 
práctica. 

Según  la  le}',  las  pertenencias  salitreras  son 
consideradas  ya  como  descubridora  ó  ya  como 
estacas. 

Las  estacas  exceden  á  la  descubridora,  y  la 
Corte  manda  mensurar  una  descubridora  co- 
mo dos  pertenencias  ó  sea  como  dos  estacas, 
mensura  que  no  puede  llevarse  á  efecto  si  no 
existe  ninguna  descubridora  á  que  accedan. 

La  sentencia  también  se  ocupa  de  la  perte- 
nencia número  252  que  no  es  materia  del  plci* 
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to,  y  en  el  considerando  5^  se  refiere  á  don 
Francisco  Aguirre,  que  no  es  parte,  ni  tiene 
representación  alguna  en  el  proceso  ni  se  ha 
litigado  con  éL 

Observa,  por  ultimo,  el  recurrente  que  la 
Corte  ha  aceptado  como  parte  en  la  causa  al 
Delegado  Fiscal  de  Salitreras  pidiéndole  di- 
versas informaciones  y  producido  alegaciones 
inconducentes. 

La  Corte: 

Considerando:     . 

1^  Que  la  causal  de  ultra-petita  se  hace 
consistir  en  el  hecho  de  que  en  ninguna  parte 
del  juicio  se  ha  negado  por  el  Fisco  á  la  seño- 
ra Aguirre  V.  de  Bascuñán  el  derecho  para  ha- 
cer peticiones  salitreras,  ni  se  le  ha  desconocido 
la  legalidad  y  efectividad  de  los  títulos  que 
han  presentado  en  este  juicio  tanto  ella  como 
los  hijos  del  señor  Bascuñán  Alvarez,  pues  en 
la  contestación  á  la  demanda  y  en  la  duplica 
se  han  alegado  otras  excepciones  que  no  tie- 
nen ninguna  relación  con  el  derecho  de  dicha 
señora  para  adquirir  minas  durante  la  exis- 
tencia del  matrimonio;  y 

Que  esto  no  obstante,  la  Corte  de  Apelacio- 
nes ha  fallado  este  punto  en  el  sentido  de  ne- 
gar el  derecho  de  que  se  trata,  como  aparece 
de  la  parte  resolutiva  de  la  sentencia  recurri- 
da y  del  considerando  3^,  que  textualmente 
dice:  **que  cualquiera  que  sea  la  condición  le- 
gal que  se  atribuya  á  las  pertenencias  salitre- 
ras, es  de  toda  evidencia  que  las  concesiones 
hechas  á  uno  de  los  cónyuges  entran  á  formar 
parte  del  haber  de  la  sociedad  conyugal  y  no 
del  patrimonio  del  cónjuge  denunciante,  A 
virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  1725 
número  5^  y  1730  del  Código  Civil"; 

2^  Que,  efectivamente,  en  orden  á  esta  cau- 
sal, la  Corte  ha  resuelto  un  punto  que  no  ha 
sido  debatido  ni  siquiera  insinuado  por  las 
partes  en  el  curso  de  la  causa,  siendo  que  no 
se  trata  de  una  cuestión  que  haya  podido  ser 
fallada  de  oficio  por  disposición  expresa  de  la 
ley,  lo  que  constituye  la  causal  de  casación 
en  la  forma  mencionada  en  el  número  4^  del 
artículo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil;  y 

3'  Que  invalidada   la   sentencia  por  esta 


causal,  es  inoficioso  pronunciarse  acerca  de 
las  otras  que  también  se  alegan. 

Vistos  además  los  artículos  941,  959  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  invali- 
da la  expresada  sentencia  de  26  de  octubre 
último  y  se  repone  el  proceso  en  el  estado  de 
pronunciarse  sentencia  de  segunda  instancia 
por  el  Tribunal  que  corresponda.  Devuélvase 
al  recurrente  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. — 

Leopoldo    Urrutia Galvaríno   Gallardo 

Gabriel  Gaete—V,  Aguirre  V, ^Carlos  Varas. 


Cas,  en  la  forma,  31    de  agosto  1904  y  CaÉ. 
civ,  26  de  noviembre  de  1906 

Mery  con  Miranda 

Suspensión  del  procedimiento;  falleoi- 
miento  de  una  de  las  partes.— Parte 
agrraviada— Asigrnaoión  testamenta- 
ria.-Usufructo.— Institución  de  he- 
redero del  remanente. 

Doctrina: — El  procedimiento  sólo  se 
suspende  por  el  fallecimiento  de  una  de 
las  partes  que  obre  por  sí  misma  en  el 
juicio,  y  no  por  el  de  la  que  está  repre- 
sentada  por  un  procurador,  cuyo  mjan- 
dato  subsiste  después  de  la  muerte  del 
mandante. 

^ólo  la  parte  agraviada  puede  recla- 
mar de  los  vicios  en  que  ba  incurrido  la 
sentencia. 

Son  herederos  del  remanente  aquellos 
á  quienes  el  tratador  deja  bienes  deter- 
minados y  además  todo  lo  que  se  reco- 
nozca por  suyo;  y  por  consiguiente  tie- 
nen acción  para  reclamar  la  entrega  de 
bienes  pertenecientes  al  testador  y  de 
que  éste  no  dispuso  espresamente. . 

La  asignación  testamentaria  por  la 
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vida  del  asignatarío,  ó  sea  basta  un  día 
cierto  é  indeterminado^  como  es  el  de 
la  muerte  de  una  persona^  importa  la 
constitución  de  un  usufructo. 


Se  presentó  don  José  Víctor  Mery  conel  tes- 
tamento de  don  Feliciano  del  Portillo  y  con 
la  partida  de  defunción  del  testador,  deman« 
dando  á  don  Juan  y  á  don  Pedro  Pablo  Mi- 
randaí,  como  herederos  de  don  Lorenzo  Mi- 
randa, para  que  le  devuelvan  un  terreno  que 
el  ñnado  don  Lorenzo  tenía  en  usufructo  por 
vida,  y  del  cval  son  nudos  propietarios  el  de- 
mandante y  los  demás  coherederos  de  don 
Feliciano  del  Portillo. 

Dice  que  por  la  clausula  13  del  testamento 
acompañado  dicho  señor  instituyó  por  sus 
herederos  al  compareciente,  á  su  madre  doña 
Mercedes  del  Portillo  y  sus  hermanos  don 
Calletano  y  don  José  del  Rosario  Mery.  Que 
por  la  clausula  octava  de  su  testamento,  Por- 
tillo legó  á  Lorenzo  Miranda  un  terreno,  par- 
te en  dominio  y  parte  en  usufructo,  como  se 
desprende  del  tenor  de  esa  cláusula  que  dice 
que  deja  á  Miranda  una  parte  del  terreno,  de- 
limitándolo, para  que  goce  perpetuamente,  y 
continúa:  para  abajo  hasta  su  posesión,  para 
qne  viva  nhasta  después  de  sus  días»,  lo  que 
manifiesta  claramente  que  desde  el  límite  que 
indica  para  arriba,  lega  el  dominio,  y  para 
abajo  hasta  la  posesión  de  Miranda,  el 
usufructo,  por  cuya  razón  los  herederos 
del  usufructario  que  actualmente  poseen  el 
predio  fructuario  están  obligados  á  entregar- 
lo á  él  y  sus  coherederos.  Pide  que  se  ordene 
á  Juan  y  Pedro  Pablo  Miranda,  herederos  de 
Lorenzo,  que  hagan  la  entrega  inmediata  del 
terreno  y  que  devuelvan  los  frutos  producidos 
desde  la  terminación  del  usufructo,  con  los 
perjuicios  causados,  y  costas. 

Los  demás  coherederos  Mery  aceptaron 
lo  obrado  adhiriéndose  ala  demanda. 

La  cláusula  del  testamento  de  Feliciano  del 
Portillo  á  que  se  refiere  la  demanda  dice:  ítem 
declaro  que  "de  dichos  terrenos  le  dejo  una 
parte  de  tierra  á  Lorenzo  Miranda,  es  decir, 
del  camino  que  baja  del   cerro  para  el   río 


donde  tiene  el  dicho  una  puerta  de  golpe  has- 
ta un  pedazo  de  pirca  que  hay  donde  estrecha 
la  barranca,  desde  la  orilla  del  río  hasta  la 
cima  del  cerro,  para  que  goce  perpetuamente, 
para  bajo  hasta  su  posesión  qne  sir7a  hasta 
después  de  sus  días,  lo  que  le  dejo  para  él  es 
para  que  viva  y  goce  como  legítimo  dueño 
con  la  precisa  condición  de  que  me  mande  de- 
cir dos  misas,  etc." 

Contestan  los  demandados,  diciendo:  que  el 
legado  deferido  á  su  padre  fué,  según  las  tex- 
tuales palabras  del  testador:  *'para  que  vira 
y  goce  como  legítimo  dueño".  Que  esta  frase 
es  tan  clara  que  no  caben  para  ella  comenta- 
rios. Lo  que  el  testador  dejó  hié  la  propiedad 
y  no  el  usufructo. 

Por  otra  parte,  según  el  artículo  766  dtl 
Código  Civil,  para  que  el  usufructo  exista  es 
indispensable  que  en  la  asignación  testamen- 
taría se  exprese  esta  calidad,  y  que  se  designe 
la  persona  del  nudo  propietarío,  lo  que  no  ha 
sucedido  en  el  caso  sub  judice.  Piden,  adt- 
más,  que  se  tome  en  cuenta  la  posesión  por 
más  de  cuarenta  años  que  alegan,  y  solicitan 
que  se  niegue  lugar  á  la  demanda,  con  costa?. 

Replicando,  dicen  los  demandantes  que  la 
disposición  testamentaría  de  Portillo  es  clara: 
desde  la  pirca  vieja  para  arríba  se  lega  el  do- 
minio á  Lorenzo  Miranda,  para  abajo  sim- 
plemente el  usufructo.  Terminado  el  usufructo, 
la  cosa  fructuaria  debe  volver  á  falta  del  due- 
ño á  sus  sucesores  que  son  los  demandantes. 

En  rebeldía  délos  demandados  se  recibió  la 
causa  á  prueba,  ríndiéndose  la  que  corre  en 
autos. 

Los  demandados  tacharon  á  todos  los 
testigos  de  los  demandantes  por  ser  inquili- 
nos  suyos,  y  por  tener  interés  en  el  pleito,  pues 
les  han  ofrecido  arrendarle  á  bajo  precio  el 
terreno  en  cuestión. 

Se  citó  para  sentencia. 

El  Juzgado  de  la  Serena  falló  el  15  de  fe- 
brero de  1904. 

Considerando  respecto  de  las  tachas,  que 
no  han  sido  comprobadas,  se  las  desepha. 

Considerando  respecto  de  la  cuestión  prin- 
.  cipal: 

1^  Que  por  la  cláusula  8*  de  su  testamento 
don  Feliciano  del  Portillo  deja  un  terreno  á 
Lorenzo  Miranda,  dividiéndolo  en  dos  por 
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ciones,  una  para  que  lo  goce  perpetuamente, 
Y  otra  para  que  lo  tenga  durante  sus  días. 

2?  Que  aunque  para  la  segunda  parte  del 
terreno  el  testador  no  dice  que  el  legado  es 
de  usufructo,  siendo  hecha  la  asignación  á 
día,  j  siendo  el  dia  el  cierto^é  indetermidado 
de  la  muerte  del  asignatario,  debe  estimarse 
que  el  legado  es  de  usufructo,  conforme  con 
la  disposición  del  artículo  1087  del  Código 
Civil; 

3^  Que  es  indudable  que  al  decir  el  testador 
"lo  que  dejo  para  él  es  para  que  viva  y  goce 
como  legítimo  dueño",  no  se  refiere  al  legado 
de  usufructo  sino  al  de  dominio  de  la  prime- 
ra parte  del  predio; 

4^  Que  no  puede  agregarse  á  la  posesión  de 
los  demandados,  para  los  efectos  de  la  pres- 
cripción, el  tiempo  que  tuvo  en  su  poder  la 
segunda  parte  del  predio  don  Lorenzo  Mi- 
randa, porque  siendo  mero  usufructuario  no 
tenía  ánimo  de  señor  y  dueño  al  tenerlo  y  por 
consiguiente,  no  lo  poseía; 

5^  Que  habiendo  muerto  el  nudo  propieta- 
rio de  la  cosa  fructuaria  la  nuda  posesión  se 
trasmite  á  sus  herederos;  y 

6'  Que  con  la  muerte  del  usufructuario  ha 
terminado  el  usufructo. 

Y  visto  lo  dispuesto  por  los  artículos  1087, 
1081  inciso  2^  764,  773.  80  inciso  2^  700, 
714  y  1069  del  Código  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demanda,  con  costas.  Para  la 
avaluación  de  los  frutos  se  nombrará  un 
perito  en  comparendo  que  tendrá  lugar  el 
tercer  día  hábil  después  de  ejecutoriada  esta 
sentencia  á  las  cuatro  de  la  tarde. 

Habilítase  el  feriado  para  dictar  y  cumplir 
esta  resolución— F.  de  ¡a  Barra. 
Apelada  esta  resolución: 
Serena,  marzo  31  de  1904 Vistos:  Se  con- 
firma, con  costas  sólo  del  recurso,  la  senten- 
cia apelada  de  15  de  febrero  último.—Eíyiiarc/o 

GóirczHerrera M.  E,  Abalos— Daniel  Cádiz. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  manda- 
tario de  los  demandados  recursos  de  casación 
en  la  forma  y  el  fondo;  y  formalizado  el  pri- 
mero de  ellos,  respecto  del  cual  se  han  manda- 
do traer  los  autos  en  relación,  expone  que  al 
expresar  agravio  acompañó  fe  de  muerte  de 
de  don  Juan  Miranda,  á  fin  de  que  conforme  al 
artículo  6'  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 


vil, que  ordena  poner  el  juicio  en  noticia  de 
los  herederos  del  litigante  que  fallece  durante 
el  curso  de  él,  se  notificara  á  los  herederos  de 
don  Juan  Miranda,  que  son  su  viuda  doña 
Brígida  Aguirre  y  sus  hijos,  para  que  compa- 
recieran dentro  del  término  del  emplazamien- 
to, quedando  entre  tanto  en  suspenso  la*  cau- 
sa. No  habiéndolo  ordenado  así  el  Tribunal, 
se  ha  incurrido  en  el  vicio  previsto  en  el  núme- 
ro 9^  del  artículo  941  del  referido  Código.— 
Además  de  esto  se  ha  incurrido  en  otro  vicio, 
que  da  lugar  á  la  casación  en  la  forma.  En 
efecto,  la  demanda  fué  interpuesta  por  don 
José  Víctor  Mery,  pero  después  se  apersona- 
ron al  juicio  don  José  del  Rosario  Mery,  do- 
ña Mercedes  del  Portillo  y  don  Cayetano  Me- 
ry. Los  agravios  contra  la  sentencia  de  pri  • 
mera  instancia  fueron  expresados  sólo  por 
don  Víctor  Mery  y  sin  que  las  tres  últimas 
mencionadas  personas  los  hubieran  contesta- 
do ó  se  le  hubieran  acusado  rebeldía,  se  dictó 
la  sentencia  de  segunda  instancia.  Faltó  en- 
tonces un  trámite  esencial  para  que  pudiera 
expedirse  esta  sentencia,  cuya  omisión  produ- 
ce la  nulidad  de  ella  conforme  al  número  9^ 
del  artículo  941  citado  y  á  los  artículos  225  y 
440  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  artículo  6^  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  se  refiere  sólo  al  caso  de  que 
falleciese  durante  el  juicio  alguna  de  las 
partes  que  obre  por  sí  misma  en  él;  y  en  el 
juicio  actual  don  Juan  Miranda  estaba  re- 
presentado por  el  procurador  don  Alejandro 
González  C.  de  manera  que  conforme  al  artí- 
culo 397  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales 
subsiste  el  mandato  judicial  con  que  obraba 
González  en  representación  de  Miranda;  y 

2^  Que,  aun  en  el  supuesto  de  que  se  hubie- 
ra incurrido  en  el  vicio  que  se  apunta  como 
causal  segunda  del  recurso,  él  habría  inferido 
agravio  á  la  parte  recurrida  y  no  á  la  recu- 
rrente. 

Visto  además  lo  prevenido  en  el  artículo  944 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  decla- 
ra sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma interpuesto  contra  la  sentencia  de  21  de 
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mayo  último,  sin  costas  por  lítigarcon  privi- 
legio de  pobreza  la  parte  recurrente. 

Pase  al  Tribunal  Pleno  para  que  provea  lo 
que  corresponda  respecto  del  recurso  de. casa- 
ción en  el  fondo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
— Leopoldo  Urratia.—Qalvanno  Gallardo, — 
V,  Aguirre  V.— Abel  Saavedra,— E.  Fóster  Re- 
c  abarren, 

£1  recurso  de  casación  en  el  fondo  se  funda 
en  los  motivos  siguientes: 

1^  Los  demandantes  han  carecido  de  acción 
para  dirigir  su  demanda  contra  los  recurren- 
tes, porque  no  fueron  instituidos  herederos 
universales  de  don  Feliciano  del  Ptirtillo,  sino 
asignatarios  á  título  singular;  y  al  acogerse  la 
demanda,  reconociéndoles  la  calidad  de  here- 
deros, se  ha  infringido  los  artículos  951,  954, 
1097  y  1104  del  Código  Civil; 

2^  Al  reconocer  la  existencia  de  un  usufructo, 
la  sentencia  ha  hecho  una  declaración  contra 
derecho,  desde  que  el  testador  no  ha  constitui- 
do tal  usufructo,  no  habla  de  él  en  ninguna  de 
las  cláusulas  del  testamento,  ni  determina  el 
nudo  propietario  á  quien  deba  entregarse  la 
propiedad  extinguido  el  usufructo,  y  porque 
su  intención  ha  sido  instituir  un  legado  á  fa- 
vor de  don  Lorenzo  Miranda,  y  así  lo  han  re- 
conocido los  demandantes  que  jamás  ejercita- 
ron los  derechos  que  confieren  al  nudo  propie- 
tario los  artículos  775,  776  y  768  del  Código 
Civil.  Declarando  usufructo  lo  que  es  un  lega- 
do, la  sentencia  ha  infringido  los  artículos 
951,  952,  953,  954,  1069,764,  765  y  768  del 
mismo  Código; 

3^  Que  está  probado  en  autos  que  uniendo  la 
posesión  tranquila,  pacífica  y  no  interrumpida 
de  los  demandados  á  la  de  su  antecesor  don 
Lorenzo  Miranda,  han  estado  en  posesión  del 
predio  que  se  trata  cuarenta  y  tres  años;  y  al 
declararse  sin  lugar  la  prescripción  alegada  se 
han  infringido  los  artículos  2492.2498,  2508, 
2510,  2514  y  2515  del  citado  Código.  Se  ha 
oído  el  dictamen  de  uno  de  los  Ministros  del 
Tribunal. 

La  Corte: 

Considerando: 
I*'  Que  don  Lorenzo  del  Portillo  asignó  en 


su  testamento  á  «us  sobrinos  doña  Mercedes 
del  Portillo,  don  José  Víctor,  don  Cayetano  y 
don  José  del  Rosario  Mcry  ciertos  bienes  deter- 
minados y  además  todo  lo  que  se  reconozca 
por  suyo;  lo  que  importa  instituirlos  también 
herederos  del  rellánente; 

2^  Que  los  demandantes,  al  reclamar  la  en- 
trega (le  bienes  que  dicen  pertenecen  al  testa- 
dor y  de  que  éste  no  dispuso  expresamente, 
han  ejercitado  la  acción  que  como  á  tales  he- 
rederos les  corresponde;  por  lo  cual  no  es 
aceptable  la  primera  de  las  causales  de  casa- 
ción en  que  se  dice  ha  incurrido  la  sentencia 
reclamada  que  tiene  por  fundamento  la  falta 
de  acción  de  los  demandantes  por  no  ser  here- 
deros universales  del  testador; 

3^  Que  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  la  Serena,  confirmándola  resolución 
de  primera  instancia,  establece  que  la  parte 
segunda  de  la  cláusula  8^  del  testamento  de 
don  Lorenzo  del  Portillo  contiene  una  asig- 
nación por  la  vida  del  asignatarif,  ó  sea  has- 
ta un  día  cierto  é  indeterminado  como  es  el 
de  la  muerte  de  una  persona,  y  al  declarar 
caracterizando  jurídicamente  esa  disposición 
testamentaria,  que  ella  constituye  un  usufruc- 
to, se  conforma  con  el  precepto  del  artículo 
1087  del  Código  Civil  y  no  infrinje  ninguna 
de  las  disposiciones  legales  indicadas  en  la  se- 
gunda causal  de  casación; 

4^  Que  habiendo  sido  don  Lorenzo  del  Por- 
tillo asignatario  de  un  usufructo,  fue  mero 
tenedor  de  la  cosa  fructuaria;  y  no  ha  podido 
trasmitir  á  sus  herederos  derecho  de  dominio 
sobre  ella; 

5^  Que  los  demandados,  come  sus  suceso- 
res que  también  invocan  la  posesión  del  ant^ 
cesor,  han  continuado  en  la  mera  tenencia  de 
los  terrenos  legados  en  usufructo,  puesto  que 
á  este  título  los  tenía  el  antecesor;  y  no  pur 
den  invocar  una  prescripción  fundada  en  ana 
posesión  de  que  uno  y  otro  han  carecido; 

6^  Que  en  el  supuesto  deque  de  buena  fe 
hubiesen  creído  adquirir  los  terrenos  referidos 
por  el  título  de  sucesión  por  causa  de  muerte, 
la  posesión  personal  que  en  tal  carácter  tu- 
vieran no  habría  durado  el  tiempo  suficiente 
para  prescribir; 

7'  Que  á  virtud  de  lo  expuesto  en  los  ante- 
riores considerandos,  la  sentencia  recurrida 
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al  rechazar  la  prescripción,  no  ha  infringido 
los  artículos  2492.  2498,  2508,  2570,  2514  y 
2515  del  Código  Civil. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940,  973 
y  134  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
íleclara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  deducido  en  contra  de  la  sentencia  de 
31  de  maj'o  de  1904,  sin  costas  por  litigar  los 
recurrentes  con  privilegio  de  pobreza.  Redac- 
tada por  el  señor  Ministro  Yaras.— Leopoldo 

Vrrutia Galvarwo  Gallardo — Gabriel  Gac- 

te,— Leoncio  Rodrífiaez, — Carlos  Varas. —Akel 
Saavedra.—J.  A.  Rojas. 


Cas.  en  la  forma.— 16  octubre  1906 

Compañía  minera  de  Santa  Rosa 
con  Guinberg. 

Sentencia  aprobatoria  de  mensura — 
Procedencia  del  recurso  de  casación 
—Vicios  del  fallo  de  primera  instan- 
cia; reclamación.  —  Admisibilidad. 

Doctrina:— JSs  procedente  el  recurso 
de  casación  en  la  forma  contra  la  senten- 
cia aprobatoria  de  la  mensura  de  una 
mina. 

No  es  admisible  el  recurso  de  casación 
en  la  forma  contra  la  sentencia  confir- 
matoria de  la  de  primera  instancia,  por 
vicios  quCy  en  caso  de  existir ^  se  habrían 
cometido  en  ésta,  y  de  que  no  se  reclamó 
oportunamente  por  la  vía  de  la  casa- 
ción. 


En  un  juicio  sobre  oposición  á  mensura  se- 
guido entre  la  Compañía  Minera  de  Santa 
Rosa  y  don  Adolfo  Guinberg,  se  dictó  el  12  de 
septiembre  de  1903  por  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Tacna,  la  sentencia  conñrmatoria  de 


la  de  primera  instancia,  que  declaró,  entre 
otras  cosáis,  que  había  lugar  á  la  mensura  de 
la  mina  Buena  Esperanza,  pedida  por  Guin- 
berg, con  ciertas  limitaciones  que  en  el  mismo 
fallo  se  indican. 

Con  tal  motivo  se  practicó  por  el  ingeniero 
don  Eloi  Solar  Cortés  la  mensura  de  la  referi- 
da mina,  en  la  forma  que  se  expresa  en  el  in- 
forme. 

El  informe  fué  objetado  por  la  Compañía 
minera  Santa  Rosa;  pero  se  desecharon  las 
objeciones  formuladas  y  se  aprobó  en  todas 
sus  partes  el  recordado  informe,  por  la  si- 
guiente resolución: 

Iquíque,  agosto  3  de  1905.— Vistos:  con  lo 
expuesto  por  las  partes  y  no  importando  las 
objeciones  deducidas  en  lo  principal  del  escri- 
to, la  divirgencia  á  que  se  refiere  el  artículo  57 
del  Código  de  Minería,  por  lo  que  no  procede 
el  nombramiento  de  un  nuevo  perito,  se  aprue- 
ba el  informé  y  se  desechan,  en  consecuencia, 
con  costas,  las  referidas  objeciones  y  se  dá 
lugar  á  lo  que  se  pide  en  el  escrito. 

Para  resolver  respecto  al  honorario  del  pe- 
rito espérese  que  éste  evacué  por  su  parte  el 
traslado  conferido.— Fe//pe  S.  Urzúa, 

Apelado  este  fallo  por  la  Compañía  Minera 
Santa  Rosa: 

Tacna,  6  de  septiembre  de  1905. — Vistos: 
Teniendo  además  presente  lo  resuelto  por  au- 
to de  28  de  noviembre  último,  que  se  encuen- 
tra ejecutoriado,  se  confirma  en  la  parte  ape- 
lada el  auto  de  3  de  agosto  último,  con 
costas  del  recurso.— C/síer/ias  Peña.—E.  Ba- 
rros—V.  R.  Vega. 

Contra  este  fallo  interpuso  la  Compañía 
minera  de  Santa  Rosa  recurso  de  casación  en 
la  forma  y  proveyéndolo  la  Corte  de  Tacna 
resolvió: 

Tacna,  23  de  septiembre  de  1905.— Vistor: 
Tratándose  de  una  sentencia  interlocutoria 
destinada  á  dar  cumplimiento  á  una  senten- 
cia definitiva,  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  y  que  no  figura  en  la  excepción  con- 
templada en  el  artículo  939  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  no  ha  lugar  al  recurso. 
—Cisternas  Peña.—E.  Barros.— V.  B,  Vega. 
Apelada  esta  resolución: 
Santiago,  16  de  abril  de  1906— Vistos  y  te- 
niendd  presente:  que  la  resolución  de  6  de  sep- 
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tiembre  de  1905,  importa  la  aprobación  de  la 
mensura  de  las  minas  materia  del  juicio,  ope« 
ración  que  fija  deünítivamente  los  derechos  de 
las  partes;  visto  lo  dispuesto  en  el  inciso  2^ 
del  articulo  939  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  revoca  la  resolución  apelada  de  23  de 
dicho  mes  y  año,  y  tráiganse  los  autos  en  re- 
lación para  conocer  del  recurso  de  casación  en 

la  forma  interpuesto /.  Gabriel  Palma  Gaz- 

man. — Abel  Saavedra. — A,  Vergara  Albano. — 
y.  Bernales, 

La  Compañía  Minera  de  Santa  Rosa  funda 
el  recurso  de  casación  en  que  la  sentencia  se 
había  dictado  contra  otra  pasada  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  según  detalladamente 
lo  explicó  en  el  escrito 

La  Corte: 

Teniendo  presente  1^  que  el  vicio  en  que  se 
funda  el  recurso,  en  caso  de  existir,  se  habría 
cometido  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
ya  que  la  de  segunda  se  ha  limitado  á  confir- 
marla sin  limitación  alguna;  y  2^  que  del  pri- 
mero de  esos  fallos  no  se  reclamó  oportuna- 
mente por  la  vía  de  la  casación,  ó  sea  no  se 
preparó  el  recurso  en  la  forma  dispuesta  por 
el  articulo  945  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  circunstancia  que  lo  hace  legalmente 
inaceptable. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  más  arriba  citado,  se 
declara  sin  lugar, con  costas, el  recurso  deque 
se  trata. 

Queda  aplicado  al  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro.— Fóster 

Recabarren Leoncio  Rodríguez /.  Gabríel 

Palma  Guzmán.—E,  Fóster  Recabarren.— 
L.  Vial  Ughrte, 


Cas,  civ 6  de  noviembre  de  1906 

Sepúlveda  con  Fisco 

I  zcepción  di3  a torla ;  excepción  peren- 
toria. -  Recompensas  militares;  ley 
de  21  de  diciembre  de  1888;  feelii 
inicial  del  pago  —Competencia. 

Doctrina:— La  excepción  de  falta  de  jv- 
rlsdicción  de  la  justicia  ordinaria  opues- 
ta por  el  Fisco  en  ana  demanda  sobre 
cobro  de  pensiones  militares^  por  tratar- 
se en  ésta  de  obtener  la  modiñcación  de 
una  resolución  dictada  por  otra  autori- 
dad pública  en  ejercicio  de  sus  atribucio- 
ues,  no  es  una  excepción  dilatoria  de  in- 
competencia o  simple  declinatoria  de  ju- 
risdicción^ sino  una  excepción  perentoria 
que  debe  ser  resuelta  en  la  sentencia  de- 
ñnitiva. 

Es  competente  la  justicia  ordinaria 
para  conocer  de  la  demanda  sobrepago 
de  las  recompensas  militares  concedidas 
por  las  leyes  de  21  de  diciembre  de  18SS 
y  de  7  de  febrero  de  1895  á  los  que  hi- 
cieron la  campaña  del  Perú  de  1838  y 
1839. 

Los  agraciados  por  la  ley  de  21  de  di- 
ciembre de  1888  tienen  derecho  al  pago 
de  la  pensión  á  contar  desde  la  fecha  de 
dicha  ley,  y  no  sólo  desde  la  fecha  del 
decreto  supremo  que  los  declara  com- 
prendidos en  sus  disposiciones. 


£1  Presidente  de  la  República  con  fecha  25 
de  majo  de  1904  expidió  el  siguiente  d^ 
creto: 

•«Vistos  estos  antecedentes,  con  lo  infonsa* 
do  por  el  Tribunal  de  Cuentas,  por  el  Director 
del  Tesoro,  y  con  lo  dictaminado  por  el  Con- 
sejo de  Defensa  Fiscal,  decreto: 

Se  declara  que  el  ex-soldado  del  extiognído 
regimiento  Colchagua,  Juan  Sepúlveda,  que 
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hizo  la  campaña  restauradora  al  Perú  en  los 
años  1838-1839,  es  acreedor  á  los  beneficios 
otorgados  por  las  leyes  de  21  de  diciembre 
de  1888  y  7  de  febrero  de  1895.  En  cons'e- 
caencia,  tiene  derecho  á  la  pensión  de  $  300 
anuales,  en  conformidad  á  las  últimas  de  las 
leyes  citadas.  La  Tesorería  Fiscal  de  San  Ber- 
nardo le  abonará  la  indicada  pensión,  por 
mensualidades  vencidas»  á  contar  desde  1a  fle- 
cha del  presente  decreto.  Impútese  el  gasto  co- 
rrespondiente hasta  fines  del  año  en  curso,  al 
ítem  289  de  la  partida  26  del  presupuesto  de 
Guerra  vigente. 
Refréndese,  regístrese  y  comuniqúese". 
El  19  de  octubre  del  mismo  año  ocurrió  Se- 
pálveda  ante  uno  de  los  Juzgados  de  Santia- 
go interponiendo  demanda  contra  el  Pisco,  á 
fin  de  que  se  declarara  que  éste  debía  pagarle 
las  pensiones  que  le  acuerdan  las  leyes  citadas 
en  el  referido  decreto  supremo,  á  contar  desde 
el  21  de  diciembre  de  1888,  y  no  desde  la  fe- 
cha de  la  mencionada  resolución,  como  ésta 
lo  ordena.  Fundando  su  demanda,  dice  que 
el  expresado  decreto  declara  que  el  exponente 
es  veterano  de  la  campaña  restauradora  de 
1838  y  1839  y  que  tiene  derecho  á  los  benefi- 
cios que  le  acuerdan  las  leyes  de  21  de  diciem- 
bre de  1888  y  7  de  febrero  de  1895;  pero  con 
una  falta  de  lógica  incomprensible,  se  desen- 
tiende en  seguida  del  mandato  expreso  de  las 
mismas,  para  ordenar  el  pago  de  la  pensión 
desde  una  fecha  muy  posterior  á  las  que  ellas 
determinan. 

Así  la  primera  de  dichas  leyes  dispone 
textualmente  que  "los  jefes,  oficiales  é  indivi- 
duos de  tropa,  tanto  del  Ejército  como  de  la 
Armada  Nacional,  que  hicieron  la  campaña 
del  Perú  el  año  1838  y  1839  tienen  derecho  á 
gozar  del  sueldo  mayor  que  disfruta  hoyt^ 
Ejército";  y  la  segunda  prescribe  en  su  artícu- 
lo transitorio  que  "sus  beneficios  se  contarán 
desde  el  1^  de  enero  de  1895,  con  excepción  de 
los  que  hicieron  la  campaña  de  la  Indepen- 
dencia y  la  del  Perú  en  1838  y  1839,  á  quie- 
nes se  les  contará  desde  el  1^  de  febrero  de 
1893,  y  se  aplicarán  á  los  oficiales,  generales, 
jefes  y  oficiales  del  Ejército  y  Armada,  y  asi- 
mismo á  los  individuos  de  tropa  del  Ejército 
y  á  la  marinería,  aun  cuando  estén  ausentes 
del  pais". 


Según  esto  el  decreto  supremo  de  que  se  tra- 
ta ha  privada  al  exponente  de  la  pensión  que 
tenía  derecho  á  percibir  desde  el  21  de  diciem- 
bre de  1888  hasta  el  24  de  mayo  de  1904  y 
cuyo  pago  reclama  por  la  vía  judicial. 

Notificado  de  la  demanda  el  Director  del 
Tesoro,  se  presentó  este  funcionario  oponien- 
do la  excepción  dilatoria  de  incompetencia 
áeX  Juzgado,  excepción  que  funda  en  el  pre- 
cepto de  número  11  del  artículo 73  déla  Cons- 
titución, que  atribuye  al  Presidente  de  la  Re- 
pública la  facultad  privativa  de  "conceder  ju- 
bilaciones, retiros,  licencias  y  goce  de  monte- 
píos con  arreglo  á  las  leyes".  Sin  expresar 
en  cual  de  estas  atribuciones  está  compren- 
dido el  caso  de  Sepúlveda,  se  limita  á  sostener 
que  la  citada  disposición  constitucional  obs- 
ta á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  para 
conocer  en  la  demanda,  y  pide  en  consecuen- 
cia se  declare  que  el  Fisco  no  está  obligado 
á   contestarla. 

Con  la  respuesta  del  demandante,  en  la 
cual  éste  sostiene  que  la  atribución  consti- 
tucional del  Presidente  de  la  República  invo- 
cada de  contrario,  no  priva  al  poder  judicial 
de  la  facultad  que  también  le  corresponde 
para  conocer  de  las  contiendas  que  se  pro- 
muevan sobre  derechos,  afectados  por  las  re- 
soluciones de  aquel  magistrado,  el  Juez  de 
primera  instancia  falló  el  incidente  en  estos 
términos:  "Vistos:  con  lo  expuesto  por  las 
partes  y  mérito  de  autos,  se  declara  sin  lugar 
el  artículo  interpuesto  por  el  Director  de] 
Tesoro  y  contéstese  la  demanda  en  el  piafó 
legar'. 

Aunque  esta  resolución  fué  apelada  por  el 
Director  del  Tesoro,  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago  no  consideró  el  recurso  y  dictó 
el  fallo  aprobatorio  dando  por  consultada 
la  sentencia  de  primera  instancia.  Este  fallo 
de  la  Corte  no  fué  reclamado  en  forma  alguna. 

Contestando  la  demanda  el  Director  del 
Tesoro,  pide  se  declare  sin  lugar.  Al  efecto 
opone  como  excepción  de  fondo  la  falta  de 
jurisdicción  de  los  Tribunales,  en  los  mismos 
términos  y  por  los  mismog  fundamentos  invo- 
cados por  él  al  formular  el  in  cidente  dilatorio 
desechado  anteriormente. 

Agrega  que  en  todo  caso  la  reclamación  de 
Sepúlveda  es  infundada,  porque  ni  la  ley  de 
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188&  ni  la  del  1895,  en  que  se  apo7a,.penniten 
suponer  que  el  legislador  haya  querido  otorgar 
sus  beneficios  á  contar  desde  una  feclia  ante- 
rior al  decretó  que  en  cada  caso  reconozca  el. 
derecho  del  agraciado;  la  primera  de  dichas  le- 
yes nada  dice  al  respecto,  y  la  segunda  en  su 
artículo  transitorio,  se  limita  á  expresar  que 
el  aumento  de  sueldos  del  Ejército  establecido 
por  la  ley  de  1°  de  febrero  de  1893  beneficiará 
desde  esta  fecha  á  los  servidores  de  la  campa- 
ña restauradora  del  Perú,  refiriéndose  sin  du- 
da á  los  individuos  que  entonces  tenían  ya 
declarado  este  carácter. 

En  los  escritos  de  réplica  y  duplica  no  se 
aducen  nuevos  argumentos  ni  excepciones. 

El  Juzgado  falló  el  23  de  mayo  de  1905. 
Considerando: 

1'  Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil  en 
sus  artículos  293  y  siguientes,  no  permiten  al* 
demandado  poner  como  excepción  perentoria 
ó  de  fondo  una  que  ya  se  haya  opuesto  como 
dilatoria  y  que  en  ese  carácter  se  haya  recha- 
zado, pues,  el  artículo  295  lo  que  establece  es 
que  las  excepciones  dilatorias  que  no  se  opii- 
sieren  en  el  término  de  emplazamiento  desig- 
nado en  el  inciso  1^  solo  podrán  oponerse  en 
el  progreso  del  juicio  por  vía  de  algación  ó 
defensa; 

2^  Que  por  consiguiente,  la  excepción  pe- 
rentoria de  incompetencia  del  Juzgado  que  el 
Fisco  ha  opuesto  á  la  demanda  de  Juan  Se- 
púlveda  no  puede  admitirse  porque  j'a  se  re- 
chazó cuando  se  opuso  como  dilatoria; 

3^  Que  está  aceptado  por  el  Fisco  que  el 
demandan  te  Sepúl  veda,  en  calidad  de  soldado, 
hizo  la  campaña  restauradora  al  Perú  en  los 
años  1838  y  1839; 

49  Que  la  ley  de  21  de  diciembre  de  1888 
asignó,  entre  otros,  á  los  individuos  de  tropas 
que  hubieren  hecho  esa  campaña,  un  sueldo 
igual  al  sueldo  mayor  de  que  en  esa  época  go- 
zaba el  Ejército; 

5*=*  Que  la  ley  de  7  de  febrero  de  1895,  au- 
mentó ese  sueldo  declarando  en  el  número  1*^ 
del  artículo  1^  que  el  sueldo  ó  pensión  de  esos 
servidores  será  igual  al  sueldo  de  actividad 
señalado  por  la  ley  del  1^  de  febrero  de  1893, 
el  cual  es  de  $  300  anuales  según  el  artículo 
12  de  esta  última  ley; 

G'  Que  el  artículo  transitorio  de  la  indica- 


da ley  de  7  de  febrero  de  1895  establece  que 
los  beneficios  en  ella  otorgados  á  los  indivi- 
duos que  hicieron  la  campaña  del  Perú  de 
1838  y  1839  se  aplicarán  desde  el  1'  de  febre 
rodé  1893; 

7^  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  donjuán 
Sepúlveda  tiene  derecho  para  que  desde  la  vi- 
gencia de  la  ley  de  21  de  diciembre  de  ISSS 
y  hasta  el  31  de  enero  de  1893  se  le  pague  el 
sueldo  que  esa  ley  indica,  y  desde  el  1^  de  fe- 
brero de  1893  hasta  el  25  de  mayo  de  19<4 
se  le  pague  la  pensión  de  $  300  anuales;  y 

8'  Que,  como  enel  supremo  decreto  de  2,'» 
de  mayo  de  1904  no  se  ordenó  pagar  sus  pen- 
siones á  Sepúlveda  sino  desde  esa  fecha,  resul- 
ta que  la  demanda  debe  aceptarse. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  y  sin 
aceptar  la  excepción  de  incompetencia  inter- 
puesta por  el  Fisco,  se  declara  que  ha  lugar  á 
la  demanda  y  al  efecto,  una  vez  ejecutoriada 
esta  sentencia,  se  liquidará  lo  que  se  adeude 
á  Sepúlveda  en  la  forma  expresada  en  el  sép- 
timo considerando J,  Bianchi  7\ 

El  Director  del  Tesoro  apeló  de  esta  sentet- 
cia,  3'  una  de  las  salas  de  la  Corte  de  A|)ela- 
ciones  de  Santiago  la  confirmó  sin  modifica- 
ción alguna,  por  la  de  30  de  octubre  de  1903. 

Contra  este  fallo  éi  representante  del  Fisco 
ha  deducido  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
que  formaliza  como  sigue: 

La  sentencia  recurrida  contiene  los  siguien- 
tes vicios: 

1'  Consigna  el  principio  de  que  rechazada 
por  un  auto  una  alegación  opuesta  como  ex- 
cepción dilatoria,  no  procede  oponerla  de?- 
pues  por  vía  de  alegación  ó  defensa,  para  que 
sea  resuelta  en  sentencia  definitiva. 

Esta  doctrina  consignada  en  los  conside- 
randos 1^  y  2^  de  la  sentencia  recurrida,  in 
fringe  las  disposiciones  consignadas  en  los  ar- 
tículos 295,  165,  198  y  204  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

2^  La  sentencia  reconoce  competencia  á  )a 
justicia  ordinaria  para  conocer  en  este  nego- 
cio de  pensiones  militares.  Con  esta  doctrina 
se  infringen  los  artículos  73  y  99  de  la  Cons- 
titución Política  del  Estado. 

3^  Al  declarar  la  sentencia  que  Ibs  benefi- 
cios de  la  ley  de  7  de  febrero  de  1895  favore- 
cen al  demandante  á  contar  desde  el  21  de 
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diciembre  de  1888,  infringe  el  inciso  1^  del  ar- 
tículo 19  de  la  ley  de  7  de  febrero  de  1895  y  el 
artículo  4^  y  5^  de  la  ley  de  22  de  diciembre 
de  1881  y  artículo  único  de  la  lei  del  21  de 
diciembre  de  1888. 

Como  estos  vicios  han  influido  en  lo  dispo- 
sitivo de  la  sentencia,  procede  el  recurso  en  el 
fondo,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 940  del  Código  de  Procedimiento,  que 
ha  formalizado  en  cumplimiento  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  943  del  mismo  Código. 

Fundando  el  recurso  el. Director  del  Tesoro, 
dice  que  la  doctrina  que  sienta  la  sentencia  re- 
currida al  establecer  que  no  puede  oponerse 
como  excepción  de  fondo  una  excepción  dila- 
toria ya  rechazada  en  el  juicio,  es  contraria 
al  artículo  295  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  que  dispone  que  las  excepciones  dilato- 
rias no  propuestas  en  el  término  de  emplaza- 
miento para  contestar  la  demanda  **se  po- 
dr«4n  oponer  en  el  progreso  del  juicio  sólo  por 
vía  de  alegación  ó  delensa". 

Este  precepto  es  terminante  en  cuanto  au- 
toriza para  hacer  valer  una  excepción  dilato- 
ria como  alegación  de  fondo. 

La  cuestión,  agrega^  queda  reducida  á  ave- 
riguar si  la  resolución  judicial  que  rechaza 
una  excepción  dilatoria  es  inamovible.  Según 
la  clasiñcación  que  el  artículo  165  del  Código 
de  Procedimiento  citado  hace  de  las  resolu. 
ciones  judiciales,  la  de  que  aquí  se  trata  es  un 
auto;  y  como  según  los  artículos  198  y  204 
del  mismo  Código  sólo  las  sentencias  definiti- 
vas y  las  interlocutorias  firmes  producen  cosa 
juzgada,  y  los  autos  pueden  ser  modificados 
y  dejados  sin  efecto  por  el  juez  que  los  hubie. 
re  dictado,  es  obvio  que  ninguna  disposición 
legal  se  opone  á  que  pueda  ser  aceptada  en  la 
sentencia  definitiva  una  excepción  dilatoria 
rechazada  en  un  incidente  previo. 

En  cuanto  al  vicio  que  se  hace  consistir  en 
haberse  atribuido  el  tribunal  sentenciador  la 
facultad  de  rever  y  modificar  una  decisión 
dictada  por  el  Presidente  de  la  República  en 
ejercicio  de  sus  atribuciones  constitucionales, 
reproduce  lo  que  había  expuesto  en  el  escri- 
to de  formalización  del  recurso,  refiriéndose 
al  número  17  del  artículo  73  de  la  Constitu- 
ción ^el  Estado. 

y,  finalmente,  por  lo  que  hace  á  la  tercera 


causal  (le  casación,  dice  que  la  sentencia  recu- 
rrida ha  interpretado  erróneamente  las  leyes 
de  21  de  diciembre  de  1888  y  de  7  de  febrero 
de  1895,  porque  ninguna  de  ellas  dispone  que 
las  pensiones  que  otorgan  se  paguen  desde 
una  fecha  anterior  á  aquella  en  que  el  Gobier- 
no declare  el  derecho  de  los  agraciados  ó,  en 
el  mejor  de  los  casos  para  estos,  desde  la  vi- 
gencia de  la  segunda  de  dichas  leyes,  ya  que 
la  primera  nada  prescribe  sobre  pensiones, 
sino  sobre  los  sueldos  de  los  militares  que  sir- 
vieron en  las  campañas  á  que  se  refiere,  lo 
que  es  mu>'  distinto. 

Respondiendo  la  parte  recurrida,  pide  que 
se  declare  sin  lugar  el  recurso.  En  orden  á  la 
primera  causal,  sostiene  que  el  artículo  295 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  no  permite 
oponer  como  de  fondo  una  excepción  dilato- 
ria ya  propuesta  y  desechada  por  el  Tribunal. 
Fallada,  como  lo  fué  en  este  caso  por  la  re- 
solución, la  cuestión  de  competencia,  quedó 
establecida  en  forma  incontrovertible  lafac- 
cuitad  de  los  Tribunales  para  juzgar  la  acción 
deducida  en  la^demanda.  No  es  posible,  por 
lo  tanto,  renovar  esa  misma  cuestión  para 
fundar  en  ella  un  recurso  de  casación. 

En  cuanto  al  carácter  de  las  resoluciones 
que  desecharon  la  excepción  dilatoria  de  in- 
competencia, dice  que  ellas  deben  calificarse 
como  sentencia  interlocutoria,  conforme  al 
número  3^  del  artículo  163  del  mismo  Código, 
porque  fallan  un  incidente  del  juicio,  estable- 
ciendo derechos  permanentes  á  favor  de  las 
partes,  y  en  consecuencia,  producen  acción  y 
excepción  de  cosa  juzgada  con  arreglo  al  ar- 
tículo 198  del  mismo  Código.  No  son  simples 
autos,  como  sostiene  la  parte  del  Fisco,  por 
que  si  lo  fueran,  ni  el  representante  fisc;il 
habría  podido  apelar  de  la  primera  instancia, 
en  vista  de  lo  que  dispone  el  artículo  210,  ni 
el  Tribimal  Superior  conocer  en  el  recurso,  á 
no  ser  que  se  hubiera  tratado  de  un  auto  que 
alterara  la  sustanciación  regular  del  juicio  ó 
dispusiera  sobre  trámites  no  ordenados  ex- 
presamente por  la  ley,  lo  que  no  ocurría  en 
este  caso.  Pero  aún  siendo  meros  autos,  di- 
chas resoluciones  tampoco  podrían  ser  modi- 
ficadas por  esta  Corte,  porque  los  autos  tam- 
bién quedan  firmes  según  la  regla  del  artículo 
204,  y  sólo  pueden   ser  alterados   ó  dejados 
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sin  eíecto  por  el  mismo  Tribunal  que  los  hu- 
biere pronunciado,  ynó  por  otro  alguno.  Este 
es  un  obstáculo  insuperable  para  que  el  Tri- 
bunal de  Casación  pueda  acoger  el  presente 
recurso  por  la  causal  de  incompetencia  en  que 
se  funda. 

Agrega  que  no  ha  infringido  las  leyes  de  21 
de  diciembre  de  1888  y  de  7  de  febrero  de 
1895,  pues,  la  sentencia  recurrida  se  limita  á 
mandar  pagar  las  pensiones  que  ellas  esta- 
blecen, de  acuerdo  con  su  tenor  literal.  Y 
tampoco  se  ha  incurrido  en  la  infracción  de 
la  de  22  de  diciembre  de  1881,  porque  esta  ley 
se  refiere  iínicamente  á  los  que  militaron  en 
la  última  guerra  con  el  Perú  y  Bolivia  y  no 
tienen  relación  alguna  con  los  servidores  de 
la  campaña  restauradora  de  1838  y  1839. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  excepción  fundada  en.  la  falta  de 
jurisdicción  de  los  Tribunales  para  conocer  en 
la  demanda  de  Sepúlveda,  por  tratarse  en 
ésta  de  obtener  la  modificación  ó  enmienda 
de  una  resolución  dictada  por  otra  autoridad 
pública  en  ejercicio  de  sus  atribuciones  priva- 
tivas, es  una  excepción  perentoria,  puesto  que 
incide  al  rechazo  absoluto  y  definitivo  de  la 
demanda  por  falta  de  acción  en  el  demandan- 
te para  ocurrir  á  los  Tribunales  de  Justicia; 

2^  Que,  en  consecuencia,  es  errada  la  califi- 
cación de  dilatoria  que  tanto  en  la  sentencia 
recurrida  como  en  las  alegaciones  de  las  par- 
tes, se  hace  de  la  referida  excepción,  estimán- 
dola como  de  incompetencia  ó  simple  decli* 
natoria  de  jurisdicción,  puesto  que  ella  no  ha 
tenido  por  objeto  desconocer  la  facultad  de 
un  determinado  tribunal  para  intervenir  en 
A  asunto  de  que  se  trata  (art.  192  de  la  ley 
del  15  de  octubre  de  1875)  ni  el  demandado 
h«i  pretendido  llevar  por  este  medio  el  conoci- 
miento de  la  causa  á  otro  tribunal  que  esti- 
m  ara  competente  (art.  116  del  Código  de 
Procedimiento  Civil),  sino  que,  como  ya  se 
ha  dicho,  ha  dirigido  su  defensa  á  negar  en 
absoluto  al  actor  el  derecho  de  demandar; 

3^  Que,  á  virtud  de  lo  expuesto  anterior- 
mente, es  asimismo  errada  la  aplicación  que 
la  sentencia  recurrida  hace  en  este  caso  de  la 


regla  del  articulo  295  del  Código  citado,  para 
desestimar  dicha  excepción,  por  haber  sido 
desechada  en  un  incidente  previo;  pues  la  sen- 
tencia definitiva  era  precisamente  la  oporta- 
nidad  de  resolver  acerca  de  esa  alegación  de 
fondo  que  sólo  pudo  tener  cabida  dentro  de 
la  litis,  conforme  á  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 193  y  299  del  mismo  Código. 

4^  Que  esta  infracción  legal  no  puede,  sin 
embargo,  dar  lugar  al  recurso  de  casación  en 
el  fondo  que  en  ella  se  basa,  porque  no  ha  íq 
fluido  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia,  y  á 
que,  como  se  establecerá  más  adelante,  la  ex* 
ceprión  de  que  se  trata  ha  debido  ser  rechasi- 
da  en  todo  caso,  aunque  por  otros  motiros. 

5^  Que  los  preceptos  de  la  Constitución  q« 
el  recurrente  supone  ÍQfriQ¿i|lp;$  sop.los.de  1« 
artículos  73  parte  11  y  99,  el  primero  de  los 
cuales  enumera  entre  las  atribuciones  csp^ 
ciales  del  Presidente  de  la  República  la  de 
"conceder  jubilaciones,  retiros,  licencias  y 
goce  de  montepíos  con  arreglo  á  las  leyrs",  y 
el  segundo  prescribe  que  "la  facultad  de  juz- 
gar las  causas  civiles  y  criminales  pertenece 
exclusivamente  á  los  tribunales  establecidos 
por  la  ley  ti,  y  que  II  ni  el  Congreso,  ni  el  Presi- 
dente de  la  República  pueden  en  ningún  caso 
ejercer  funciones  judiciales  ó  avocarse  causas 
pendientes  ó  hacer  revivir  procesos  fenecidos; ' 

6^  Que  para  establecer  si  ha  sido  infringida 
la  primera  de  las  disposiciones  citadas,  es  me- 
nester averiguar  ante  todo  si  el  caso  del  de- 
mandante Sepúlveda  se  encuentra  compren- 
dido en  alguna  áe  las  atribuciones  que  aquella 
menciona,  punto  que  no  se  ha  concretado  en 
el  recurso; 

7^  Que  entre  las  referidas  facultades  bar 
que  eliminar  desde  luego  de  este  examen  las 
relativas  á  jubilaciones,  licencias  y  raont^ 
píos,  materias  que  manifiestamente  no  tienen 
rjlación  alguna  con  el  derecho  que  hace  valer 
Sepúlveda  de  conformidad  con  las  leyes  de 
21  de  diciembre  de  1888  y  de  7  de  febrero  de 
1895,  que  se  limita  á  otorgar  una  recompen- 
sa pecuniaria  á  los  jefes,  oficiales  é  individuos 
de  tropa  del  Ejército  y  Armada  que  militaron 
en  la  campaña  del  Perú  en  1838  y  1839; 

8^  Que  esta  recompensa  tampoco  pnede 
confundirse  con  el  retiro  militar,  de  que  trata 
el  título  84  de  la  Ordenanza  General  del  Ejér 
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cito,  j  que  favorece  á  los  oñciales  que  conta- 
ren con  los  años  deservicio  y  demás  condicio- 
nes requeridas  en  dicho  título,  habilitándolos 
para  obtener  una  cédala  que  los  permita 
abandonar  sus  funciones,  temporal  6  absolu- 
tamente, con  goce  de  una  pensión  proporcio- 
nada al  tiempo  servido  y  con  determinados 
honores,  exenciones  v  privilegios;  ni  tampo- 
co es  dable  equipararla  al  retiro  á  invalidez 
que  los  artículos  22  y  23  del  título  49  de  la 
misma  Ordenanza  otorgan  á  los  individuos 
de  tropa  que,  habiendo  permanecido  en  las 
filas  durante  cierto  tiempo,  se  inutilizaren 
para  el  servicio  por  las  causas  que  las  mis- 
mas disposiciones  enumeran; 

9.'  Que,  de  acuerdo  con  estas  disposiciones, 
numerosas  leyes  posteriores  que  se  han  pro- 
puesto recompensar  servicios  de  especial  im- 
portancia prestad  os  por  el  personal  del  Ejérci- 
to y  Armada,  se  han  limitado  á  ampliar  los 
beneficios  del  retiro,  pero  conservando  siem- 
pre á  esta  institución  su  propio  carácter.  Asi 
la  ley  de  22  de  diciembre  de  1881,  en  el  artí- 
culo 2'  concede  el  derecho  de  obtener  "retiro 
absoluto"  con  sueldo  íntegro,  á  los  jefes  y  ofi- 
ciales  que  hubieren  quedado  absolutamente 
inválidos  por  consecuencia  de  heridas  recibi- 
das ó  accidentes  sufridos  en  la  guerra  contra 
el  Perú  y  Solivia;  en  el  artículo  3^  otorga  un 
abono  de  diez  años  de  servicio  que  sólo  puede 
aprovechar  para  los  efectos  del  retiro   á  los 
mismos  jefes  y  oñciales  que  hubieren  quedado 
relativamente  inválidos;  y  por  ñltimo,  los  ar- 
tículos 5^  y  siguientes  favorecen  con  **la  gra- 
cia de  invalidez"  á  todo  individuo  de  tropa 
que  se  hubiere  inutilizado  en  la  campaña  otor- 
gándoles una  pensión  proporcionada  al  suel- 
do y  más  ó  menos  subida  según  fuere  la  inva- 
lidez absoluta  ó  relativa;  la  de  9  de  enero  de 
1892,  que  recompensó  á  los  servidores  de  la 
campaña  contra  la  dictadura,  se  concretó  á 
hacer  aplicables  á  éstos  ias  disposiciones  de 
la  ley  de  22  de  diciembre  del  81  anteriormente 
citada;  la  de  2  de  febrero  del  mismo  año  dis« 
puso  que  los  agraciados  por  la  ley  precedente 
se  considerarían  ''para  los  efectos  de  su  reti- 
ro" en   posesión  del  grado  inmediatamente 
superior  aloque  tenían  en  el  momento  de  recibir 
"la  cédula  de  invalidez  absoluta";  la  ley  de 
anmistía  de  4  de  febrero  de  1893  autorizó  al 


Presidente  de  la  República  para  llamar  á  "ca- 
liñcar  servidos"  á  los  militares  anmistiados 
que  hubieren  combatido  en  la  guerra  del  79, 
y  estableció  reglas  para  computarles  su  "pen- 
sión de  retiro";  por  fin,  hi  de  2  de  enero  de 
1895  abrió  un  nuevo  plazo  para  que  el  Presi- 
dente de  la  República  ejerciera  la  facultad 
concedida  por  la  ley  anterior,  extendiendo  al 
mismo  tiempo  sus  beneficios  á  todos  los  mili- 
tares comprendidos  en  la  anmistía; 

10.  Que,  apartándose  del  sistema  de  las  le« 
yes  que  acaban  de  citarse,  sin  duda  porque  se 
trataba  de  recompensará  los  escasos  sobrevi- 
vientes de  campañas  ya  remotas  que  por  dife- 
rentes causas  habrían  dejado  mucho  ha  de  per- 
tenecer al  Ejército,  las  leyes  de  26  de  noviem- 
bre de  1873,  de  21  de  diciembre  de  1888,  y  de 
7  de  febrero  de  1895  adoptaron  otro  proce- 
dimiento. En  efecto,  la  primera  de  ellas  dispuso 
simplemente:  "los  militares  que  sirvieron  en 
el  Ejército  ó  en  la  Armada  de  la  República  du- 
rante la  Independencia,  gozarán  de  los  siguien* 
tes  sueldos  vitalicios  con  arreglo  á  la  pre- 
sente ley";  la  segunda  dijo  á  su  vez:  "Los  jefes, 
oficiales  é  individuos  de  tropa  tanto  del  Ejér- 
cito como  de  la  Armada  Nacional,  que  hicie- 
ron la  campaña  del  Perú  el  año  1838  y  1839, 
tienen  derecho  á  gozar  del  sueldo  mayor  que 
disfruta  hoy  el  Ejército";  y  finalmente  la  terce- 
ra consignó  el  siguiente  precepto:  "Tendrán 
derecho  á^una  [)ensión  igual  al  sueldo  de  acti 
vidad  señalado  á  los  respectivos  empleados 
por  la  ley  general  de  sueldos  del  Ejército  y 
Armada  del^  de  lebrero  de  1893: 1^  los  servi- 
dores de  la  Independencia  y  los  que  tomaron 
parteen  la  campaña  del  Perú  en  1838  y  1839; 

11.  Que,'del  propio  tenor  át  las  disposicio- 
nes trascritas  aparece  que  los  beneficios  que 
ellas  conceden  nada  tiene  de  común  con  una 
pensión  de  invalidez  ó  retiro,  pues  el  legislador 
no  toma  en  cuenta  para  otorgarlos  ni  la  du- 
ración de  los  'servicios  prestados  por  las  per- 
sonas á  quienes  favorece,  ni  su  aptitud  ó  in- 
capacidad para  el  trabajo,  ni  siquiera  su  se- 
paración anterior  del  servicio  por  cualesquiera 
causa  ó  circunstancia;  pues  basta  solamente 
el  hecho  de  haber  actuado  en  aquellas  campa- 
ñas para  tener  derecho  á  la  recompensa  acor- 
dada; 

12.  Que  ésta  es  asimismo  la  inteligencia  que 
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el  Supremo  Gobierno  ha  dado  á  las  disposi- 
Clores  legales  de  que  se  trata  en  el  caso  del 
soldado  Juan  Sepúlveda,  pues  el  decreto  se 
limita  á  declarar  que  Sepúlveda  hizo  la  cam- 
paña restauradora  al  Perú,  para  reconocerle 
en  consecuencia,  su  derecho  á  los  beneficios 
que  conceden  las  referidas  leyes;  sin  entrar 
dicho  decreto  á  calificar  los  servicios  del  agra- 
ciado, como  en  todo  caso  de  retiro;  ni  á  otor- 
garle ninguna  cédula^  ni  á  reformar  otra  an- 
terior; 

13.  Que,  siendo  la  resolución  contenida  en 
el  decreto  de  naturaleza  diversa  de  aquellas 
á  que  se  refiere  la  parte  11  del  artículo  73  de 
la  Constitución,  es  inoficioso  entrar  á  exami- 
nar la  extensión  de  las  facultades  de  los  Tri- 
bunales en  relación  con  las  que  otorga  al  Prc- 
sidentede  la  República  el  referido  precepto, 
para  deducir  de  este  estudio  si  existe  ó  nó  la 
infracción  de  dicho  artículo  en  que  se  funda 
el  actual  recurso,  ya  que  tal  infracción  no 
ha  podido  tener  lugar  en  este  caso; 

14.  Que  la  situación  creada  á  Sepúlveda 
por  el  mencionado  decreto  es  la  de  cualquier 
acreedor  del  £stado  que,  no  habiendo  obteni- 
do, pide  por  la  vía  judicial  el  reconocimiento 
de  su  derecho; 

15.  Que,  la  intervención  del  poder  judicial 
en  una  demanda  de  esta  naturaleza,  lejos  de 
infringir  el  artículo  99  de  l^a  Constitución, 
como  se  supone  en  el  recurso,  constituye  su 
más  correcta  aplicación,  puesto  que  dicho  pre- 
cepto establece  la  facultad  privada  y  la  inde- 
pendencia absoluta  délos  tribunales  para  juz- 
gar las  causas  civiles  y  criminales,  principio 
que  reproduce  el  artículo  1*^  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875,  y  que  corrobora  y  amplía 
el  artículo  5^  de  la  misma,  diciendo  que  á  los 
Tribunales  que  ella  establece  "estará  sugeto 
el  conocimiento  de  todos  los  asuntos  judicia- 
les que  se  promuevan  en  el  orden  temporal 
dentro  del  territorio  de  la  República,  cual- 
quiera que  sea  su  naturaleza  ó  la  calidad  de 
las  personas  que  en  ellos  intervengan;" 

16.  Que  la  ley  de  21  ele  diciembre  de  1888 
declara  comprendidos  en  sus  beneficios  á  to- 
dos los  militares  que  hicieron  la  campaña  del 
Perú  en  1838  y  1839,  y  por  lo  tanto,  ha  ñi- 
vorecidü  desde  el  momento  de  entrar  en  vi- 
gor á  todos  los  individuos  que  se  encontra- 


ban en  el  caso  contemplado  por  ella,  sin  que 
necesitaran  llenar  ninguna  otra  condición  6 
requisito  posterior  fuera  de  la  simple  compro- 
bación de  aquel  hecho  para  los  efectos  de^eii- 
gir  el  pago  de  la  recompensa; 

17.  Que  emanando  el  derecho  de  los  agra- 
ciados directamente  de  la  ley,  y  no  del  decrr 
to  supremo  que  los  declara  comprendidos  en 
sus  disposiciones,  la  fecha  de  esta  resolución 
gubernativa  no  debe  tomarse  en  cuenta  como 
punto  de  partida  para  el  abono  de  la  respec- 
tiva pensión; 

18.  Que,  dado  lo  expuesto  anteriormente, 
la  sentencia  recurrida  ha  aplicado  correcta- 
mente la  le}'  citada,  disponiendo  que  se  pa- 
gue al  demandante  Sepúlveda  su  pensión  á 
contar  desde  que  aquella  entró  en  vigor,  v  n.» 
desde  la  fecha  del  decreto  supremo,  como  éste 
lo  ordenaba; 

19.  Que  la  resolución  de  la  misma  senten- 
cia que  manda  pagar  la  referida  pensión  con 
el  aumento  correspondiente  al  nuevo  plan  <!e 
sueldos  del  Ejército,  establecido  en  la  ley  (x 
1^  de  febrero  de  1893,  á  contar  desde  la  mis 
ma  fecha,  se  ha  limitado  también  á  aplicar 
estrictamente  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 1^  y  transitorio  de  la  ley  de  7  de  febrero 
1895  que  así  lo  ordenan  en  términos  claros  v 
precisos;  y 

20.  Que  los  artículos  4^  y  5^  de  la  lev  de 
22  de  diciembre  de  1881,  que  también  supere 
infringidos  el  recurrente,  no  tienen  relación 
alguna  con  la  cuestión  ventilada  en  este  jui- 
cio, pues  dichas  disposiciones,  como  todns 
las  de  esa  ley,  se  refieren  á  los  que  mili  tan  «n 
en  la  última  guerra  contra  el  Perú  y  Bolivi.i, 
y  no  á  los  servidores  de  la  campaña  de  1S3> 
y  1839. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
940  y  960  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
se  desecha  el  recurso  de  casación  en  el  fondv> 
interpuesto. 

Redactada  por  el  Fiscal  señor  Valdés.- 
Leoncio  Rodríguez,  —  Galvaritio  Gallardo.- 
Ga  bríel  Gaete.  -  V,  Aguirre  V.—Cárhs  Vara<. 
— B,  Fós  ter  Recaba  tren Mij^  uel  L.  Valdés. 
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Cas,  cív,—22  de  septiembre  de  1906 

Dueñas  con  Valdivieso  Araos 

Constitución  de  oenso.— Insoripción. 
Caducidad;  citación  del  censualista 
para  el  remate  de  la  finca  acensua- 
da.—Cosa  juzgada;  antecedentes  an- 
teriores al  fallo.- Juicio  ejecutivo; 
excepciones. 

Doctrina: — La  existencia  de  anteceden- 
tes y  documentos  correspondientes á  una 
situación  Jurídica  anterior  ala  sentencia^ 
no  es  bastante  para  suspender  los  efectos 
de  ese  fallo  definitivo  en  que  no  se  toma- 
ron en  cuenta,  enervando  su  mérito  eje- 
cutivo y  los  efectos  de  la  cosa  juzgada. 
El  mérito  y  alcance  de  tales  antecedentes 
y  documentos  solo  pueden  ser  apreciados 
en  un  juicio  ordinario. 

La  si t ación  del  censualista,  así  hecha 
para  llevar  á  efecto  la  subasta  de  la  pro- 
piedad gravada  con  el  censo,  no  basta 
para  producir  la  caducidad  de  éste,  por- 
que  el  censo  es  perpetuo  y  de  trasmisión 
forzada  y  la  obligación  censuaría  sigue 
siempre  al  dominiodela  finca  acensuada. 
La  disposición  del  artículo  2428  del  Có- 
digo Civil  relativa  á  la  caducidad  de  las 
hipotecas  de  la  finca  rematada  con  cita- 
ción previa  de  los  acreedores  hipotecarios 
no  es  aplicable  al  censo,  ya  que  la  cons- 
titución del  censo  de  que  trata  el  título 
XXV 11,  libro  IV  del  Código  Civil  es  dife- 
rente del  contrato  de  hipoteca  contem- 
plado en  el  título  XXXVIII  del  mismo 
libro.  La  inscripción  de  la  constitución 
del  censo  ordenado  por  la  ley,  no  tiene 
tampoco  el  mismo  alcance  que  la  inscrip- 
ción de  la  hipoteca, puesto  que  en  ésta  se 
inscribe  una  obligación  accesoria  encami- 
nada ¿garantir  una  obligación  principal, 
sin  la  cual  no  podría  existir,  mientras 
que  en  la  inscripción  del  censo  se  inserí- 

SUPRBMA 


be  la  constitución  del  censo  mismo,  ó  sea 
el  acto  ó  contrato  único  que  subsiste  por 
si  sólo  y  que  no  puede  caducar  sino  por 
las  causas  expresamente  determinadas 
por  la  ley. 


Por  sentencia  de  7  de  diciembre  de  188G,  se 
declaró  á  don  Alberto  Valdivieso,  sin  perjuicio 
de  otro  de  mejor  derecho,  patrono  y  capellán 
de  la  capellanía  de  $  3.000  mandada  fundar 
por  don  Manuel  Vargas,  vacante  por  falleci- 
miento de  don  Francisco  Valdivieso  Gormaz, 
padre  del  denunciante,  y  se  ordenó  que  se  no- 
tificara á  los  poseedores  de  la  propiedad  gra- 
vada con  el  expresado  aniversario,  para  que 
le  acudieran  con  los  réditos  vencidos  desde  la 
muerte  del  último  patrono  y  los  que  en  ade- 
lante se  vencieran. 

A  petición  del  mismo  denunciante,  don  Al- 
berto Valdivieso,  se  notificó  á  don  Luis  Alber- 
to Dueñas  para  que  en  su  calidad  de  poseedor 
de  la  finca  acensuada  diese  cumplimiento  á  la 
sentencia  reftrida  pagando  los  réditos  venci- 
dos y  por  vencer,  y  como  éste  solicitase  que 
se  dejara  sin  efecto  la  orden  de  pago  librada 
en  su  contra,  en  el  carácter  de  dueño  del  fun- 
do que  se  supone  gravado  con  el  censo  en  cues- 
tión, pues  niega  que  su  fundo  tenga  tal  grava- 
men sin  que  este  antecedente  aparezca  tampo- 
co acreditado  en  autos,  y  en  el  caso  de  que 
llegase  á  establecerse  la  existencia  del  grava- 
men real  de  que  se  trata,  el  censo  mismo  ha- 
bría prescrito  por  no  haberse  pagado  los  ré- 
ditos durante  los  treinta  últimos  años,  por 
cuyos  motivos  los  títulos  de  dominio  no  men- 
cionan ese  censo  de  valor  de  $  3.000  al  paso 
que  hicieroii  referencia  á  otro  de  $  700  de  ca- 
pital á  favor  del  convento  de  San  Francisco, 
se  ordenó  así  por  resolución  de  22  de  junio  de 
1901,  sin  perjuicio  de  que  el  patrono  y  cape- 
llán pudiera  ejercitar  las  acciones  que  tuviere 
á  bien. 

Con  este  motivo,  el  expresado  don  Alberto 
Valdivieso  dedujo  demanda  contra  don  Luis 
Alberto  Dueñas,  para  que,  como  dueño  del  fun- 
do acensuado,  le  pagase  los  réditos  vencidos 
desde  el  fallecimiento  del  último  patrono  y 
los  que  en  adelante  se  devengasen. 
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Para  fundar  su  demanda  expone  que  don 
Francisco  Valdivieso  3'  Gormaz,  según  las  es- 
crituras, impuso  el  capital  de  $  3,000  al  5% 
anual,  en  su  fundo  ubicado  en  la  subdelega- 
ción  de  Quilicura  de  este  departamento,  po- 
seído por  Dueñas  actualmente. 

El  referido  señor  Valdivieso  padre  del  de- 
mandante, fué  el  primer  patrono  de  la  cape- 
llanía fundada  j»or  él,  según  todo  consta  de 
la  escritura  de  fundación  y  falleció  en  17  de 
agosto  de  1879,  habiendo  sido  declarado  pa- 
trono de  la  capellanía  el  demandante  por  sen- 
tencia á  que  se  ha  hecho  referencia. 

De  nada  sirve  alegar,  como  lo  ha  hecho  el 
señor  Dueñas,  que  el  fundo  que  el  posee  no  es 
el  fundo  gravado,  por  la  circunstancia  de  que, 
en  los  títulos  de  sus  antecesores,  no  aparece 
mencionado  el  referido  gravamen. 

Esta  circunstancia  no  dice  relación  alguna 
con  la  existencia  del  censo  que  está  vigente  y 
debe  considerarse  vigente,  hayan  ó  no  consig- 
nado los  dueños  de  la  propiedad  gravada, 
con  la  escritura  de  transferencia,  la  existencia 
de  dicho  gravamen. 

El  censo  se  encuentra  inscrito  y  fundado  so- 
bre la  propiedad  que  el  señor  Francisco  Val- 
divieso poseía,  de  su  dominio,  en  Quilicura;  y 
que  esta  propiedad  es  exactamente  la  misma 
que  posee  el  señor  Dueñas,  es  fuera  de  toda 
duda.  Los  certificados  de  transferencia  acre- 
ditan este  hecho  de  un  modo  irrefragable. 

En  efecto,  la  inscripción  se  hizo  sobre  la  sex- 
ta hijuela  de  **San  Pablo"  en  Quilicura,  de 
pro[)ie(lad  de  don  Francisco  Valdivieso.  Cons- 
ta también  que  Valdivieso  fué  concursado  y 
que  don  Agustín  Mourgues  compró  el  fundo 
acensuado,  y  que  este  señor  lo  transfirió  á 
don  Juan  Nc[)omuceno  Esp  jo  en  3  de  mayo 
de  ISíiS,  quien  á  su  vez  lo  vendió  á  don  San- 
tiago Montt  Albano  en  octubre  de  1877. 

Don  Santiago  Montt  Albano  vendió  la  mis- 
ma propiedad  á  don  José  Manuel  Infante,  de 
quien  la  obtuvo  el  último  poseedor,  don  Luis 
Alberto  Dueñas. 

De  nada  sirve  tampoco  alegar  la  prescrip- 
ción í\  consecuencia  de  que  no  se  han  pagado 
los  réditos  desde  hace  más  de  treinta  años: 

"ue  ésta  no  es  una  razón  aún  siendo 
echo,  para  que  prescriba  el  censo 


2^  Porque  el  hecho  es  inexacto. 

Contestando  don  Luis  Alberto  Dueñas  pide 
se  deseche  la  demanda  y  dice: 

"Opongo  la  excepción  de  prescripción  dd 
artículo  2422  del  Código  Civil,  porque  ni  yo 
ni  mis  antecesores  en  el  dominio  del  fundo  á 
que  se  refiere  la  imposición,  hemos  pagado 
los  réditos  del  censo  desde  hace  más  de  trein- 
ta años.  Ello  se  comprueba  con  la  exposi- 
ción que  el  contendor  hizo  y  con  la  que  boy 
hace  con  el  certificado. 

"Esos  documentos  comprueban  que  el  pa- 
dre del  contendor  no  fué  simultáneamente 
censualista  y  censuario,  hasta  su  fallecimien- 
to acaecido  en  agosto  1879.  El  certificad») 
manifiesta  que  al  principio  de  ISGS  dejóde 
ser  dueño  del  fundo  gravado  con  el  censo  de 
$  3,000  al  5^' ^  y  desde  entonces  no  fué  pa- 
gado el  censualista  por  el  censuario  de  los 
réditos  de  ese  censo.  Este  abandono  de  los 
derechos  del  censualista  para  exigir  el  pn<:o 
de  los  réditos,  se  corrobora  además  con  las 
escrituras  citadas  en  el  certificado,  que  nin- 
guna mención  hacen  de  ese  censo.  Así  se  ex- 
plica porqué  los  censuarios  desde  18^)8,  no 
pagaron  réditos  y  el  padre  del  contendor  sa- 
brá porqué  él  no  exigió  su  pago." 

De  consentimiento  de  las  partes  y  después 
de  oído  el  defensor  de  Obras  Pías,  se  citó  juv 
ra  sentencia  y  se  pronunció  ésta  en  24-  ce 
marzo  de  1902,  en  la  cual,  por  los  fundamen- 
tos que  allí  se  consignan,  se  deshecho  la  ex- 
cepción de  prescnp:ión  y  se  aceptó  la  deman- 
da de  don  Alberto  Valdivieso. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  demandado, 
quien  en  segunda  instancia  presentó  compul- 
sa de  todas  las  escrituras  de  transferencia  dd 
dominio  de  la  propiedad  acensuada  á  que  se 
refiere  el  certificado  de  inscripción,  compulsa 
que  se  mandó  agregar  á  los  autos  con  cita- 
ción contraria  y  después  de  los  trámites  le^^a- 
les  y  de  haberse  oído  al  señor  Fiscal,  se  con- 
firmó la  mencionada  sentencia  por  la  de  Ó  de 
julio  de  1902. 

Como  don  Luis  Alberto  Dueñas  no  se  alla- 
nase á  dar  cumplimiento  á  las  sentencias  re- 
feridas, don  Alberto  Valdivieso  Araos  solicitó 
mandamiento  de  embargo  por  la  suma  de 
$  3.343,4.0,  cantidad  á  que  según  él,  ascen- 
día el  valor  de  los  réditos  vencidos  del  censo 


i 


lüRlSPRUDENCIA 


67 


en  cueslíón,  contra  don  Luis  Alberto  Dueñas, 
y,  requerido  éste  de  pago,  opuso  la  excepción 
de  caducidad  del  título  hipotecario  fundada 
en  que  el  gravamen  del  censo  se  extinguió  en 
virtud  de  la  citación  prescrita  en  el  artículo 
24-28  del  Código  Civil,  según  aparece  de  los 
documentos  que  presenta  y  que  son:  Razón 
del  activo  3'  pasivo  que  el  fallido  don  Fran- 
cisco Valdivieso  Gormaz,  presentó  á  sus  acree- 
dores en  1858,  en  la  cual  aparece  el  censo 
por  $  3.000  de  que  aquí  se  trata  y  el  fundo 
que  estaba  gravado  con  ese  censo;  la  sen- 
tencia de  grados  pronunciada  en  el  juicio  de 
concurso,  en  la  cual,  bajo  el  número  6.^,  se 
manda  pagar  entre  otros  réditos,  el  que  cons- 
ta de  la  escritura  de  constitución  del  censo 
aludido;  y  las  bases  del  remate  del  fundo  San 
Pal)]o  gravado  con  ese  censo  y  perteneciente 
a!  concursado  don  Francisco  Valdivieso  Gor- 
maz. 

Aunque  la  sentencia  de  primera  instancia, 
de  23  de  marzo  de  1903,  acogió  la  excepción 
opuesta  en  esta  ejecución,  apelada  dicha  sen- 
tencia por  el  ejecutante,  fué  revocada  por  la 
ue  -4?  de  julio  de  ese  mismo  ario,  que  está  fun- 
dada en  las  consideraciones  siguientes: 

1/'  (Jue  en  la  demanda  ejecutiva  iniciada 
se  trata  de  hacer  efectivo  el  cobro  de  los  ré- 
ditos del  censo  con  que  se  mandó  acudir  al 
( jcciitante,  porla  sentencia  ejecutoriada  de  11 
de  marzo  de  1902,  de  este  mismo  proceso, 
sentencia  que,  con  arreglo  á  derecho,  trae 
cipa  rejada  ejecución; 

2.^  Oue  la  excepción  de  caducidad  del  títu- 
lo opuesto  por  el  deudor  en  el  libelo,  se  apo- 
ya en  antecedentes  y  documentos  correspon- 
dientes á  una  situación  jurídica  anterior  al 
juicio  afinado  por  la  sentencia  recordada  en 
el  considerando  precedente,  los  que  no  se  to- 
maron en  cuenta  en  su  secuela  ni  fueron  tam- 
poco considerados  en  el  fallo; 

o'^  Que  la  existencia  de  tales  antecedentes 
producidos  en  esta  causa,  en  que  sólo  se  trata 
(le  llevar  á  debido  efecto  lo  y.i  fallado  definiti- 
vamente entre  las  mismas  partes,  en  otro  jui- 
cio ordinario  de  lato  conocimiento,  no  puede 
suspender  los  efectos  de  la  sentencia  expedida, 
ni  enervar,  por  tanto,  su  mérito  ejecutivo; 
4-^  Que  la  anterior  no  obsta  al  derecho  que 

puede  tener  el  ejecutado  para  hacer  valer  en 


juicio  de  lato  ccnocimiento  las  acciones  6  ex- 
cepciones que  procediesen  con  respecto  al  cen- 
so de  que  es  patrono  el  ejecutante. 

Esta  misma  sentencia  reservó  al  ejecutado 
los  derechos  á  que  se  refiere  el  consideran- 
do 4^ 

En  virtud  de  esta  reserva,  don  Luis  Alberto 
Dueñas,  en  10  de  julio  de  1903,  dedujo  contra 
don  Alberto  Valdivieso  Araos  demanda  para 
que  se  declarase  que  el  censo  constituido  por 
escritura  pública  de  7  de  diciembre  de  1852  é 
inscrito  en  14  de  ese  mismo  mes  y  año,  cadu- 
có ó  se  extinguió  en  virtud  de  la  citación  pres- 
crita en  el  artículo  2428  del  Código  Civil  y 
del  pago  del  precio  del  remate;  que  debe  can- 
celarse aquella  inscripción  hipotecaria;  y  que 
el  demandado  debe  devolverle  los  réditos  y 
las  costas  que  perciba  en  el  juicio  ejecutivo  de 
que  ya  se  ha  hecho  mérito,  como  los  intereses 
corrientes  de  esos  capitales. 

Agrega  que  si  se  acoge  la  primera  de  estas 
peticiones,  las  otras  dos  son  su  consecuencia, 
y  que  funda  la  demanda  en  los  documentos  en 
que  apoyó  la  excepción  de  caducidad  del  títu- 
lo en  el  ya  mencionado  juicio  ejecutivo. 

Contesta  el  demandado  pidiendo  el  rechazo 
de  la  demanda  y  dice: 

Que  este  es  el  cuarto  juicio  imaginado  por  el 
demandante  para  no  pagar  los  réditos  que  re- 
petidas resoluciones  judiciales  le  han  ordena- 
do solucionar. 

Las  mismas  razones  desechadas  en  juicios 
anteriores  y  opuestas  como  excepciones  ordi- 
narias ó  en  el  juicio  ejecutivo,  se  hacen  valer 
para  dejar  sin  efecto  lo  juzgado. 

Délos  atitos  acompañados  aparece  que  el 
censo  en  cuestión  fué  declarado  existente  por 
resoluciones  de  término  y  que  don  Alberto 
Dueñas  fué  condenado  al  pago  de  los  réditos 
respectivos. 

Y  si  por  sentencia  ejecutiva  se  desechóla  ex- 
cepción de  caducidad  del  título  para  cobrar 
los  réditos  del  expresado  censo,  es  evidente 
que  debe  nuevamente  desecharse  esa  misma 
excepción,  ya  que  no  se  alega  una  razón  nue- 
va al  respecto. 

No  aparece,  j)or  lo  demás  que  la  citación  se 
hiciera  en  forma  corriente  ni  tampoco  que  se 
conviniera  el  precio  del  remate  de  la  propie- 
dad acensuada,  en  el  pago  de  réditos  que  fue 
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ran  preferentes  al  capital  de  dicho  censo.  Y 
todavía  esa  misma  citación  no  bastaba  ha- 
cerla á  un  patrono  sin  conocimiento  de  los  de- 
más llamados  por  el  instrumento  de  funda- 
ción. 

Se  estimó  la  cuestión  como  de  derecho  y  ci- 
tadas las  partes  para  sentencia  uno  de  los 
Juzgados  de  letras  de  Santiago,  falló  el  30  de 
abril  de  1904: 

Considerando: 

1*^  Que  lo  pedido  por  don  Luis  Alberto  Due- 
ñas en  su  demanda,  es  que  se  declare  que  el 
censo  constituido  por  escritura  pública  de  7 
de  diciembre  de  1852  é  inscrito  en  14  del  mis- 
mo mes  y  año,  caducó  ó  se  extinguió  en  vir- 
tud de  la  citación  prescrita  en  el  artículo  2428 
del  Código  Civil  y  del  pago  del  precio  de  re- 
mate que  consta  de  la  escritura  pública  de  31 
de  julio  de  1867,  otorgada  por  don  Agustín 
Mourgues  ante  ti  Notario  Alvarez  de  esta 
ciudad; 

2^  Que,  según  aparece  de  las  posiciones  de 
de  fs.  14  se  trata  en  el  presente  caso  de  un 
censo  que  perteneció  á  don  Francisco  Valdi- 
vieso Gormaz,  padre  del  demandado,  don  Al- 
Ijerto  Valdivieso  Araos,  cenro  que  aquel  ¿id- 
quirió  con  cargo  de  trasmisión; 

3^  Que  siendo  d  demandado  patrono  ac- 
tual censualista  y  por  consiguiente,  acreedor 
para  cobrar  el  censo,  materia  de  este  juicio, 
como  sucesor  de  su  citado  señor  padre,  tiene 
perfecto  derecho  para  oponerse  á  lo  pedido  en 
la  demanda  por  las  razones  siguientes: 

a)  Porque  de  todo  censo  que  pertenezca  á 
una  persona  natural  ó  jurídica,  con  cargo  de 
restitución  ó  trasmisión,  no  puede  disponer  el 
censualista;  (art.  2043  del  Código  Civil); 

b)  Porque  la  obligación  de  pagar  el  censo 
sigue  siempre  al  dominio  de  la  finca  acensua- 
da; (art.  2033,  inc.  I*?  del  citado  Código); 

c)  Porque  si  el  ex-censualista  ó  patrono  don 
Francisco  Valdivieso  Gormaz  hipotecó  el  fun- 
do acensuado  sólo  pudo  hacerlo  con  las  limi- 
taciones á  que  estaba  sujeto  su  derecho;  (art. 
2416  del  mismo  Código); 

d)  Porque  en  el  presente  caso  se  trata  de  un 
censo  debidamente  inscrito  con  fecha  anterior 
á  la  de  las  hipotecas  en  virtud  de  las  cuales 
fué  rematado  el  fundo  acensuado; 


e)  Porque  atendida  la  naturaleza  jurídica 
del  censo  aludido,  ó  sea  un  censo  de  trasmi- 
sión forzosa,  la  citación  del  censualista  que  lo 
hubiese  hipotecado  no  podría  legalmcnte  pro- 
ducir contra  sus  sucesores  los  efectos  de  que 
tratan  los  incisos  2^  y  3"?  del  artículo  242S 
del  Código  Civil,  por  las  razones  anterior- 
mente expuestas,  y 

/)  Finalmente,  porque  tratándose  de  im  in- 
mueble inscrito  en  el  Registro  del  Conserva- 
dor, los  rematantes  pudieron  imponerse  de  los 
gravámenes  que  lo  afectaban  antes  de  hacerse 
la  subasta,  y  si  no  lo  hicieron,  su  omisión  ai 
respecto  no  puede  facultarles  para  no  pagar 
los  réditos  y  menos  aún  para  pedir  la  cance- 
lación de  la  inscripción  y  demás  peticiones  he- 
chas por  el  demandante  en  su  escrito  de  de- 
manda. 

4^  Que  si  bien  es  verdad  que  para  los  efec- 
tos de  la  pi-elación  de  que  trata  el  artículo 
2428  ya  citado,  los  censos  debidamente  ins- 
critos serán  considerados  como  hipotecas  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  artículo  2480  del  Códi. 
go  citado  y  concurrirán  en  la  forma  ordenada 
en  el  inciso  3^  de  dicho  artículo,  no  lo  es  me- 
nos que  el  presente  juicio  no  se  sigue  entre 
acreedores  hipotecarios  y  censualistas  sobre 
prelación  de  créditos,  único  caso  en  que  es 
aplicable  este  artículo,  sino  entre  el  actual  cen- 
sualista don  Alberto  Valdivieso  Araos  y  don 
Luis  Alberto  Dueñas  como  poseedor  del  fundo 
acensuado,  quien  pide  se  declare  extinguido  el 
censo,  en  cuyo  caso  no  puede  este  último  fun- 
dar legal  mente  su  demanda  en  la  disposición 
de  los  artículos  2428  y  2480  del  referido  Có- 
digo,  y  por  consiguiente  no  se  ha  extinguido 
ó  caducado  dicho  censo,  en  virtud  de  la  cita- 
ción indicada  en  su  escrito. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
151,  167  y  331  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  1698  y  ya  citados  del  Código  Civil,  se 
declara  sin  lugar  con  costas,  la  demanda.— 
Arturo  Aya  la. 

Apelada  esta  resolución: 

Sanuago,  2  de  septiembre  de  1905.— Vistos: 
se  confirma  la  sentencia  apelada  de  30  de 
abril  de  1904. 

El  señor  Ministro  LarraínZ.  estuvo  por  con- 
firmar la  referida  sentencia,  con  declaración 
de  que  debía  eliminarse  la  condenación  en  eos- 
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tas  que  por  ella  se  impone  al  demandante, 
por  cuanto,  á  su  juicio,  éste  ha  tenido  motivo 
plausible  para  litigar.— L.  /?.  Mora»—J,  Igna- 
cio LarrGÍn,—R.  Reyes  Solar. 

Don  Luis  Alberto  Dueñas,  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  en  el  fondo  contra  esta  úl- 
tima sentencia,  y  en  el  escrito  en  que  lo  for- 
maliza dice: 

**Fundo  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
que  tengo  anunciado,  en  la  infracción  del  ar- 
tículo 2428  del  Código  Civil  invocado  como 
fundamento  de  mi  demanda,  infracción  que 
dejé  demostrada  en  el  escrito  en  que  expresé 
agravios.  A  pesar  de  haberse  comprobado 
con  las  copias  del  cuaderno  agregado  que  la 
citación  de  aquel  artículo  se  hizo,  se  declaró 
vigente  la  hipoteca  á  que  se  refiere  la  inscrip. 
ción  de  14  de  diciembre  de  1852,  porque  esa 
citación  no  fué  suficiente  para  producir  la  ca- 
ducidad de  esa  hipoteca,  desde  que  ella  no  se 
hizo  al  actual  demandado/' 

Al  fundarlo,  hace  una  relación,  prolija  y  de- 
tallada, de  todo  los  antecedentes  que  quedan 
ya  expuestos,  rebate  las  observaciones  del  se. 
ñor  Fiscal  de  la  Corte  de  Apelaciones  á  quien 
se  oyó  antes  de  que  se  pronunciara  la  senten- 
cia recuri  ida,  é  insiste  en  que  esta  sentencia 
ha  infringido  la  disposición  del  artículo  2428 
del  Código  Civil. 

La  parte  contraria,  en  el  escrito  en  que  res- 
ponde á  las  observaciones  hechas  al  fundarlo, 
pide  se  deseche  dicho  recurso  3'  agrega: 

La  sentencia  reclamada  no  ha  infringido  ni 
podido  infringir  ley  alguna,  nada  tiene  que 
ver  con  la  litis  pendiente  el  artículo  2428  ci- 
tado por  el  recurrente,  y,  si  es  verdad  que  el 
síndico  del  concurso  formado  á  los  bienes  de 
don  Francisco  Valdivieso  Gormaz,  pidió  que 
se  citara  á  los  herederos  hipotecarios,  no  lo  es 
menos  que  el  representante  del  censo  no  fué  ci. 
tado,  ya  que  no  aparece  ninguna  notificación 
al  Ministerio  Público  ni  á  los  patronos  que 
debían  suceder  en  el  goce  de  ese  censo. 

Por  otra  parte,  el  censo  era  de  grado  prefe- 
rente á  los  demás  gravámenes  hipotecarios 
que  pesaban  sobre  el  fundo  acensuado,  de 
modo  que  ni  siquiera  hubo  necesidad  de  citar 
al  censualista,  por  cuanto  en  la  suma  fijada 
como  mínimun  á  la  subasta,  cabía  de  sobra 
el  reconocimiento  del  capital  acensuado. 


Es  inusitado  pretender  que,  tratándose  de 
un  gravamen  perpetuo,  como  es  el  censo,  que 
sigue  siempre  al  dominio  de  la  finca  acensua- 
da, salvo  la  redención,  se  dé  por  extinguido. 

Lo  que  pasó  fué  que  hubo  olvido  de  este 
censo  y  por  eso  no  se  mencionó  siquiera  en 
las  bases  del  remate,  ni  se  citó  á  nadie  que  lo 
representase,  y  por  lo  mismo,  se  repartió  su 
producido  en  la  forma  que  se  hizo. 

El  censo,  según  la  ley,  no  caduca  ni  se  extin- 
gue sino  por  los  medios  que  ella  taxativa- 
mente señala,  como  la  prescripción  que  ya 
fué  desechada  por  sentencia  de  término,  la 
destrucción  de  la  cosa  acensuada  que  no  ha 
ocurrido,  ó  la  redención  que  no  se  verificó. 

Se  expidió  el  informe  por  el  señor  Ministro 
á  quien  correspondió  el  tumo. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  el  recurso  se  ha  formalizado  sobre  la 
base  de  la  infracción  del  artículo  2428  del  Có^ 
digo  Civil,  único  citado  por  el  recurrente  en  el 
escrito  respectivo,  etj  que  dice:  que  en  este  ar- 
tículo fundó  su  demanda,  y  que,  **á  pesar  de 
haberse  comprobado  que  la  citación  de  aquel 
artículo  se  hizo,  se  declaró  vigente  la  hipoteca 
á  que  se  refiere  la  inscripción  de  14  de  diciem- 
bre de  1852,  porque  esa  citación  no  fué  sufi- 
ciente para  producir  la  caducidad  de  la  hipo- 
teca, desde  que  ella  no  se  hizo  al  actual  de- 
mandado'*; 

2^  Que  la  inscripción  á  que  se  refiere  el  con- 
siderando anterior  es  la  correspondiente  al 
censo  que,  por  la  cantidad  de  $  3,000  y  al 
interés  de  5 /í  anual  constitu3'ó  don  Francis- 
co Valdivieso  Gormaz  en  escritura  pública  de 
7  de  diciembre  de  1852,  censo  cuya  declara- 
ción de  caducidad  ó  estinción  se  pide  en  la 
demanda,  por  haberse  verificado  la  citación 
prescrita  en  el  citado  artículo  2428  del  Có- 
digo Civil; 

3*^  Que  la  constitución  del  censo,  de  que  tra- 
ta el  título  XXVII,  libro  IV  del  Código  Civil, 
es  diferente  del  contrato  de  hipoteca  contem- 
plada en  el  título  XXXVIII  del  mismo  libro, 
V  que,  por  consiguiente, las  disposiciones  rela- 
tivas á  la  hipoteca,  entre  las  cuales  se  encuen- 
tran la  del  artículo  2428,  no  son  aplicable  al 
censo; 
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4^  Que  si  bien  la  escritura  de  constitución 
del  censo  debe  inscribirse  también  como  la  hi- 
poteca, los  derechos  de  usufructo,  uso,  habi- 
tación, las  servidumbre}' otros  gravámenes 
semejantes,  en  el  Registro  especial  de  hipote- 
cas y  gravámenes,  esta  circunstancia  no  im- 
porta que  las  disposiciones  legales  referentes 
á  estas  últimas  instituciones  sean  aplicables 
á  aquella; 

5^  Que  las  consideraciones  establecidas  en 
los  dos  números  que  preceden,  toman  todavía 
mayor  fuerza  si  se  atiende  á  que  lo  que  se  ins- 
cribe en  una  escritura  de  constitución  del  cen- 
so mismo,  ó  sea  el  acto  único  que  subsiste  por 
sí  solo,  y  nó  una  hipoteca,  obligación  acceso. 
ria  para  garantizar  el  cumplimiento  de  una 
principa]  y  que  no  podría  tener  existencia  le- 
gal sin  é«tíí.  pues  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  artícu'o2()  del  Código  Civil:  **Las  palabras 
de  la  ley  se  entenderán  en  su  sentido  natural 
y  obvio,  según  el  uso  general  de  las  mismas 
palabras;  pero  cuando  el  legislador  las  haj'a 
definido  expresamente  para  ciertas  materias 
se  les  dará  en  estas  su  significado  legal". 

6*^  Que,  por  otra  parte,  la  índole  propia  del 
censo  que,  atendidas  las  disposiciones  que  á 
su  respecto  se  han  consignado  en  título  espe- 
cial, no  admite  su  extinción  ó  caducidad  sino 
en  los  casos  allí  mismo  establecidos,  en  nir.- 
guno  de  los  cualeíí  se  encuentra  el  actu<il,  no 
permite  la  aplicación  del  ya  citado  artículo 
24-28  prescrito  exclusivamente  para  las  hipo- 
tecas; 

7^  Que,  aunque  tratándose  de  la  prelación 
de  créditos  el  artículo  2480,  artículo  que  no 
se  ha  citado  como  infringido  y  en  (jue  no  se 
apoya,  por  consiguiente,  el  recurso,  ordena 
que,  parii  los  efectos  de  laprchición,  los  censos 
debidamente  inscritos  serán  considerados 
como  bi)  o  tecas,  esta  prescripción  no  tendría 
para  qué  tomarse  en  cuenta  en  el  presente 
caso,  en  (pie  no  se  trata  de  prelación  entre 
diversos  acreedores,  sino  de  una  cuestión  so- 
bre vigencia  ó  caducidad  de  un  censo  entre 
censualistas  y  censuarios; 

8"  Que  prescindiendo  aún  de  todas  las  con- 
sideraciones cjue  preceden,  su¡)oniendo  todavía 
aplicable  á  los  censos  la  ya  aludida  disposi- 
ción del  artículo  2428  del  Código  Civil,  Ja 
sentencia  recurrida  al  confirmar  sin  modifi- 


cación alguna  la  de  primera  instancia  hact 
suyo  el  hecho  establecido  en  ésta  en  el  inciso 
d  del  considerando  3^  de  que  **en  el  presecte 
caso  se  trata  de  un  censo  debidamente  inscri- 
to con  fecha  anterior  á  las  de  las  hipotecas 
en  virtud  de  las  cuales  fué  rematado  el  fundo 
acensuado",  y,  por  consiguiente  no  sería  po- 
sibh  aceptar  en  derecho  que  ese  censo  pudiera 
sufrir  menoscabo  alguno  por  gravámenes  que 
con  posterioridad  se  le  hubiesen  impuesto  al 
mismo  predio  acensuado; 

9^  Que  todavía  y  bajo  la  misma  suposi- 
ción á  que  se  refiere  el  considerando  anterior. 
la  notificación  de  que  trata  el  ya  aludido  ar- 
tículo 2428  del  Código  Civil,  no  se  habríi 
verificado  con  relación  á  las  personas  que  le- 
galmente  debieron  tomar  conocimiento  decs.i 
situación  jurídica,  pues  si  bien  aparece  prac 
ticada  una  diligencia  de  notificación  al  con- 
cursado mismo,  que  á  la  vez  era  el  censuaiiv 
ta,  tratándose  de  un  censo  de  trasmisión  for- 
zosa 3'  con  cargos  á  favor  de  una  obra  \  í  i 
debió  notificarse  también  al   Ministerio  Tú- 
blico  y  al  defensor  público  respectivo,  en  c(  ti- 
formidad  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  2n;ir> 
y  2037  del  citado  Código  y  296  y  297  de  ia 
ley  de  15  de  octubre  de  1875,  yaque  si  el  ca>(> 
no  está  especialmente  considerado  en  el  título 
que  trata  de  la  constitución  del  censo,  jior  la 
razón  antedicha  de  que  esta  forma  de  cadr- 
cidad  no  es  legal,  habría  por  lo  menos  pertcv 
ta  analogía  con   los  casos  contemplados  en 
aquellos  artículos;  y 

10.  Que  atendido  lo  expuesto  en  los  consi- 
derandos anteriores  no  aparece  la  infracción 
legal  en  ()ue  se  funda  el  recurso. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
900  y'979  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
se  declara  sin  lugar  el  recurso  con  costas. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Fedactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 
Kl  Ministro  señor  Saavcdra  desecha  el  recur- 
so fundándose  solo  en  los  tres  últimos  consi- 
derandos de  esta  sentencia.  Y  el  Ministro  se- 
ñor Varas,  en  los  siete  primeros.— Leo/JoAi" 
Urrutin.—J.  Gabriel  Palma  GuzmAn. ^Gabriel 
Gíwte.—  Carlos  Varas,  —  Abel  Saaredra  — 
A.  Verf^nra  Albano.—J.  Bernales, 
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C/i>'.  en  la  forma.— 10  de  julio  de  1906  y  cas, 
en  el  fondo,— 1^  de  diciembre  de  1906 

Banco  Santiago  con  Banco  de  Concepción 

Improcedencia.— Vicios  no  reclama- 
dos. -Causales  de  casación;  cuestio- 
nes no  discutidas.  — Apreciación.— 
Mandato. 

Doctrina:— A^o  procede  el  recurso  de 
casación  en  hi  forma  contra  la  sentencia 
de  segunda  instancia  conñrmatotia  de  ¡a 
de  primera^  por  vicios  que,  en  el  supuesto 
de  existir,  se  habrían  cometido  en  ésta,  y 
de  que  no  se  reclamó  oportunamente,  no 
pudiendo  estimarse  como  reclamación 
suficiente  el  hecho  de  que  el  abogado  los 
hiciera  preserte  en  el  alegato  de  la  cau- 
sa. 

No  pueden  dar  fundamento  á  causales 
de  casación  las  cuestiones  que  no  han  si- 
do discutidas  en  el  curso  del  juicio,  y  que 
por  este  motivo  no  han  podido  ser  to- 
madas en  cuenta  en  el  fallo  recurrido. 

Es  soberana  la  apreciación  del  tribu- 
nal sentenciador  que  establece  que  el 
mandatario  ha  extralimitado  sus  funcio- 
nes, y  aunque  se  ia  suponga  errada  no 
puede  dar  margen  al  recurso  de  casación 
si  no  altera  la  naturaleza  jurídica  del 
contrato. 


En  la  ejecución  seguida  por  el  Banco  Santia- 
go contra  la  sucesión  de  don  Roberto  Angui- 
ta,  por  la  cantidad  de  $  30.857,80,  iiroccden- 
te  de  un  contrato  de  cuenta  corriente  que  el 
expresado  Anguita  había  celebrado  con  el 
Banco  ejecutante,  se  hizo  la  traba  en  las  hi- 
juelas de  terreno  del  fundo  denominado  Chuf- 
quén  nimieros  1040, 1042,  1043,  1056  y  G87, 
ubicadas  en  el  departamento  de  Traiguén  é 
hipotecadas  al  acreedor  en  garantía  del  con- 
trato que  ha  servido  de  título  íi  la  ejecución. 

Seguido  el  juicio  por  sus  trámites  legales,  se 


procedió  á  la  subasta  de  las  hijuelas  embar- 
gadas, las  que  fueron  adquiridas  en  26  de  sep- 
tiembre de  1900  por  don  Federico  Várela  en 
la  cantidad  de  $82.000. 

En  28  de  noviembre  del  año  que  acaba  de 
indicarse,  se  presentó  don  Benjamín  Errázu- 
riz,  Director  Jeren  te  del  Banco  de  Concepción, 
exponiendo:  que  se  había  rematado  el  fundo 
Chufquén,  el  que  según  la  escritura  pública 
que  exhibía,  estaba  hipotecado  a  favor  del 
Banco  su  representadoen  garantía  de  una  deu- 
da de  $  60.000  y  sus  intereses. 

Aunque  la  hipoteca  á  favor  del  Banco  San- 
tiago es  anterior  á  la  constituida  á  favor  del 
Banco  de  Concepción,  aquella  no  podía  tener 
efecto  sino  hasta  la  cantidad  de  $  20.000  que 
importaba  el  crédito  que  según  contrato  de 
cuenta  corriente  tenía  el  Banco  Santiago  con 
don  Roberto  Anguita  y  los  intereses  corres- 
pondientes á  dicha  cantidad  desde  la  conclu- 
sión de  esa  cuenta,  pues  si  bien  don  Lisandro 
Anguita,  mandatario  de  don  Roberto,  hipo- 
tecó esefundo  á  favor  del  Banco  Santiago, 
también  en  garantía  de  cualquiera  otra  obli- 
gación que  contrajese  su  mandante,  tal  hipo- 
teca carecía  de  eficacia,  porque  don  Lisandro 
no  tenía  facultad  para  otorgarla. 

Kn  consecuencia,  cubierto  el  valor  de  la 
cuenta  corriente  en  la  forma  (pie  ha  indicado, 
el  Banco  de  Concepción  tenía  derecho  prefe- 
rente para  pagarse  de  su  crédito  con  el  saldo 
del  precio  del  fundo  Chufquén,  y  para  que  así 
se  declarase  entablaba  tercería  de  prelación, 
y  i)edía  se  diera  lugar  á  ella. 

La  tercería  del  Banco  de  Concepción  siguió 
el  curso  (pie  señalaba  la  legislación  procesal 
vigente  a  la  fecha  en  que  fué  enlabiada,  y  en 
el  comparendo  á  que  fueron  citadas  las  partes 
concurrió  solo  cl  representante  del  Banco  San- 
tiago, (piien  se  limitó  á  expresar  que  se  la  de- 
sechara, con  costas,  por  ser  anterior  la  hipo- 
teca á  favor  de  su  mandante  y  jjorcpie  garan- 
tizaba toda  la  deuda. 

Sin  embargo,  en  el  escrito  presentado  i)or  el 
representante  del  Banco  Santiago dcs[)ués  del 
comparendo  ya  referido,  adujo  dieli(>  procu- 
rador las  siguiente  observaciones  para  (pie  se 
las  considerara  al  tiempo  de  fallar  la  causa. 

Don  Rol)erto  Anguita  confirió  poder  espe- 
cial á  su  hijo  don  Lisandro  para  que  a  sunom- 
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bre  contratara  un  empréstito  en  el  Banco  de 
Concepción  por  la  suma  que  creyera  conve- 
niente y  con  la  garantía  de  las  hijuelas  nti- 
meros  1040,  1041,  1042,  1043  y  1056. 

El  mandatario  don  Lisandro  en  vez  de  se- 
ñirse  á  las  instrucciones  determinadas  en  el 
poder  que  se  había  conferido,  celebró  el  con- 
trato que  difiere  esencialmente  de  aquel.  En 
efecto,  no  contrajo  el  préstamo  para  su  man- 
dante, sino  para  él  personalmente  y  para  don 
Roberto  por  la  cantidad  de  $  60.000,^agre. 
gando  en  garantía  de  la  deuda  otras  hijuelas 
y  además  el  fundo  Trigal. 

Por  consiguiente,  el  Banco  de  Concepción  no 
tiene  crédito  líquido  y  exigible  contra  la  su. 
cesión  Anguita,  pues  aún  en  el  supuesto  de 
que  la  escritura  de  mutuo  fuera  válida  respec- 
to de  esa  sucesión,  debería  previamente  esta- 
blecer si  las  propiedades  dadas  en  garantía 
por  don  Lisandro  Anguita,  en  lo  que  exceden 
del  mandante  alcanzan  ó  no  á  cubrir  la  deu- 
da, como  también  habría  que  establecer  pre- 
viamente la  división  déla  deuda,  entre  don 
Roberto  y  don  Lisandro  Anguita,  si  es  divisi- 
ble ó  no  y  su  proporción  para  el  pago. 

Carece  de  base  la  observación  del  tercerista 
relativa  á  que  don  Lisandro  no  tenía  poder 
de  don  Roberto  para  obligar  á  este  en  la  for- 
ma en  que  lo  hizo  á  favor  d¿l  Banco  Santiago, 
ya  que  estaba  facultado  expresamente  para 
fijar  el  monto  de  la  cuenta  corriente  y  obli- 
garlo en  la  forma  que  estimara  conveniente; 
lo  que  hizo  fijándola  en  la  cantidad  de 
$20.000,  y  agregó  que  para  garantir  también 
el  pago  de  cualquiera  suma  que  deba  al  Ban- 
co en  exceso  de  aquella,  sea  como  ampliación 
del  crédito  ó  en  documento  separado,  cons- 
tituye hipoteca,  etc.,  etc. 

El  representante  del  Banco  de  Concepción 
insiste  en  que  don  Lisandro  Anguita  extrali- 
mitó el  poder  que  recibiera  de  don  Roberto 
íil  hacer  extensiva  la  hipoteca  á  favor  del 
Banco  Santiago  á  otras  obligaciones  de  éste, 
ya  fuesen  por  exceso  de  la  cuenta  corriente, 
pagarccs  ú  otros  créditos,  sin  sujetarse  así  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  2131  del  Código 
Civil.  En  consecuencia, todo  lo  hecho  por  don 
Lisandro  fuera  de  los  límites  del  mandato  es 
nulo  y  de  ningi^n  valor. 

Además  una  vez  suscrito  por  don  Lisandro 


Anguita  el  contrato  de  cuenta  corriente,  ter- 
minaba su  mandato  por  el  desempeño  de  la 
comisión  que  le  fué  conferida,  con  arreglo  al 
número  1.^  del  artículo  2163  del  Código  Civil, 
y  no  pudo  después  ejercitar  acto  alguno  que 
comprometiera  á  don  Roberto,  hipotecando 
como  lo  hizo  las  propiedades  de  éste  para  ga- 
rantir el  exceso  de  cuenta  ú  otras  obligaciones. 

En  cuanto  á  que  don  Lisandro  extralimita- 
ra facultades  respecto  del  poder  que  recibiera 
de  don  Roberto  para  contratar  con  el  Banco 
de  Concepción,  le  bastará  observar  que  aquel 
no  necesitaba  autorización  de  nadie  para  obli- 
garse personalmente  al  mismo  tiempo  que  su 
padre  don  Roberto,  ni  para  hipotecar  bienes 
de  su  exclusivo  dominio  al  propfo  tiempo  que 
hipotecaba  los  que  se  le  habían  designado. 

Al  comparendo  para  la  vista  de  la  causa 
sólo  asistió  el  procurador  del  Banco  Santiago 
quien  sé  concretó  a  pedir  que  se  negara  lugar 
á  la  cuenta. 

El  Juzgado  de  Concepción  falló  el  20  de  ju- 
lio de  1900. 

Por  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

Que  don  Lisandro  Anguita  estaba  faculta- 
do por  don  Roberto  del  mismo  apellido,  se- 
gún los  términos  del  mandato,  para  quefir- 
mará  un  contrato  de  cuenta  corriente  que  te- 
nía celebrado  con  el  Banco  de  Santiago, 
ejecutante;  para  que  hipotecara  entre  otras, 
las  hijuelas  números  1040,  1042,  1043,  y 
1056  que  determina;  para  que  fijara  la  cuan- 
tía de  dicha  cuenta  corriente  y  para  que  se 
obligara  en  la  mejor  forma  que  lo  creyera  con- 
veniente; 

Que  en  ejercicio  de  ese  mandato  don  Lisan- 
dro Anguita  firmó  el  contrato  de  cuenta  co- 
rriente, fijando  su  cuantía  en  $  20.000,  obli- 
gándose á  pagar  la  deuda,  intereses  y  comi- 
siones en  la  forma  que  en  él  se  establece,  y  al 
otorgar  la  hipoteca  sobre  las  hijuelas  mencio- 
nadas en  el  considerando  anterior  la  hizo 
extensiva  en  conformidad  al  poder  aludido, 
dice,  á  la  garantía  del  pago  de  cualquiera  su- 
ma que  su  mandante  deba  al  Banco  de  San- 
tiago en  exceso  de  aquella,  sea  como  amplia- 
ción del  crédito  en  cuenta  corriente  ó  en  do- 
cumentos separados; 

Que  en  mérito  de  lo  expuesto  en  los  consi- 
derandos anteriores,  don  Lisandro  Anguita 
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excedió  manifiestamente  los  términos  de  su 
mandato,  al  hacer  extensiva  la  hipoteca  á 
otras  obligaciones  que  no  fueron  las  con- 
traídas en  la  cuenta  corriente  que  estaba  en- 
cargado de  firmar,  fijar  su  monto  y  obligarse 
á  pagar,  en  la  mejor  forma  que  creyere  con- 
veniente según  el  texto  de  dicho  mandato; 

Que  el  tercerista  ha  justificado  con  la  escri- 
tura pública  inscrita,  que  el  mismo  don  Li- 
sandro  Anguita  con  poder  bastante  de  don 
Rolierto  Anguita,  hipotecó  á  su  favor,  entre 
otras  hijuelas,  las  indicadas  en  el  consideran- 
do 1.°,  en  garantía  del  mutuo  hipotecario 
de  que  da  constancia  la  escritura  aludida. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  2131,  1448  y  2477 
del  Código  Civil,  se  declara  que.ha  lugar  á  la 
tercería  en  cuanto  el  Banco  de  Concepción 
tiene  derecho  preferente  para  cubrirse  del  cré- 
dito á  que  se  refiere  el  último  considerando, 
respecto  del  Banco  de  Santiago,  y  sobre  el 
saldo  que  resulte  del  precio  de  venta  de  las 
hijuelas  designadas  en  el  considerando  1.^, 
después  de  pagado  el  crédito,  intereses  y  co- 
misiones constantes  del  contrato  de  cuenta 
corriente  mencionado.  No  ha  lugar  á  lo  de- 
más pedido.— Sa/as. 
Apelada  esta  resolución: 
Concepción,  29  de  julio  de  1904.--Se  confir- 
ma la  sentencia  apelada  de  20  de  julio  de 

1001,  con  costas  del  recurso.— £.  Bgaña 

Juan  N,  Parga, — Exequieí  Figueroa. 

Contra  esta  última  sentencia  se  dedujeron 
por  el  mismo  Banco  ejecutante  los  recursos 
de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo  y  forma- 
lizando el  primero,  pidió  que  se  invalidara  la 
sentencia  reclamada,  en  virtud  de  las  causales 
invocadas  que  en  síntesis  se  reducen: 

1'  A  que  el  Tribunal  de  Alzada  infringió  el 
número  8^  del  artículo  2^  de  la  ley  de  1*?  de 
marzo  de  1837,  los  números  4^  i  6^  desar- 
ticulo 193  i  el  número  4*?  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  ó  sea  había 
fallado  ultra-petita,  por  haber  hecho  extensi- 
va la  tercería  á  una  hijuela  de  terrenos  que 
no  estaba  hipotecada  al  Banco  de  Concep- 
ción; 

2^  A  que  se  incurrió  por  los  jueces  del  fon- 
<íoen  el  mismo  vicio  indicado  en  la  causal 
anterior,  concediendo  al  tercerista  más  de  lo 


pedido,  por  el  hecho  de  reconocerle  preferen- 
cia para  pagarse  con  el  producto  del  remate 
de  la  hijuela  número  687,  que  no  le  estaba  hi- 
potecada; 

3^  A  que  se  omitió  la  decisión  del  punto 
controvertido,  por  no  haberse  pronunciado 
la  Corte  de  Concepción  en  modo  alguno  acer- 
ca  de  la  eficacia  del  contrato  de  mutuo  cele- 
brado por  don  Lisandro  Anguita  con  el  Ban- 
co de  Concepción,  atendidos  los  términos  del 
poder  de  don  Roberto  Anguita  con  que  actuó 
en  ese  contrato  su  hijo  don  Lisandro  Angui- 
ta. Con  esto  se  han  infringido,  á  juicio  del 
recurrente,  el  artículo  3^  de  la  ley  de  12  de 
septiembre  de  1851,  los  números  4^,  5^  y  6' 
del  articulo  193  y  el  número  5°  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  ar- 
tículo 5*^  de  la  citada  ley  de  12  de  septiembre 
de  1851,  y  los  artículos  I''  y  15  de  la  ley  de 
19  de  marzo  de  1837; 

4^  A  que  la  sentencia  impugnada  es  con- 
tradictoria, por  no  haber  congruencia  entre 
su  parte  dispositiva  y  algunos  de  sus  conside- 
randos, incurriéndoseasí  en  los  mismos  vicios 
que  se  han  indicado  en  el  párrafo  anterior. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  la  sentencia  recurrida  confirmó  en 
todas  sus  partes  la  que  se  había  dictado  en  la 
primera  instancia  del  juicio,  aceptando  así  no 
sólo  sus  considerandos  sino  también  su  parte 
resolutiva;  por  lo  que  todos  los  vicios  o  de- 
fectos que  el  recurrente  atribuye  al  primero 
de  esos  fallos,  se  habrían  cometido  en  el  últi- 
mo, en  el  supuesto  de  que  existan; 

2^  Que  tanto  con  arreglo  á  la  ley  de  1*^  de 
marzo  de  1837,  en  su  artículo  15,  como  con 
sujeción  al  artículo  946  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  para  que  pueda  ser  admitido 
el  recurso  de  nulidad,  ó  sea  actualmente  el  de 
casación  en  la  forma,  es  indispensable  que  el 
que  lo  entabla  haya  reclamado  de  la  falta, 
ejerciendo  oportunamente  y  en  todos  sus  gra- 
dos los  recursos  establecidos  por  la  ley;  y 

3^  Que  el  Banco  de  Santiago  no  reclamó  en 
tiempo  oportuno  y  en  forma  legal  de  los  vi- 
cios ó  defectos  de  que  pudiera  adolecer  la  sen- 
tencia de   primera  instancia,   sin  que  baste 
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para  subsanar  esa  omisión  la  circunstancia 
consignada  con  posterioridad  en  el  escrito  de 
formalización  del  recurso  de  que  el  abogado 
lo  hubiera  hecho  presente  en  estrados,  du- 
rante los  alegatos  de  la  causa. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
937,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  á  que  esta  sen- 
tencia se  refiere. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
caba rren.—Ga/rar/no  Gallardo.—  V.  Aguirrc 
V.—E,  Fóster  Rccaharren A.  Vergara  Al- 
tano. 

Formalizando  la  parte  recurrente  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  dice:  las  hijuelas  em- 
bargadas en  el  juicio  ejecutivo  y  sobre  las 
cuales  se  ha  interpuesto  tercería  pertenecían 
al  Fisco  y  fueron  subastadas  por  don  Rober- 
to Anguita  pagando  la  tercera  parte  al  con- 
tado, y  quedaron  gravadas  con  primera  hi- 
poteca á  favor  del  vendedor  por  el  resto  del 
precio  insoluto,  gravamen  que  estaba  inscri- 
to, según  el  certificado,  dos  años  antes  que  se 
constituyera  la  hipoteca  á  favor  del  Banco  de 
Concepción. 

Esta  institución  tenía  conocimiento  de  que 
sobre  esas  hijuelas  pesaban  dos  gravámenes 
anteriores,  el  del  Fisco  y  el  del  Banco  Santia- 
go, y,  por  consiguiente,  según  los  artículos 
1491  y  2416  del  Código  Civil,  la  hipoteca  cons- 
tituid a  á  favor  del  Banco  de  Concepción  esta- 
ba sujeta  á  resolución,  ya  que  el  gravamen  á 
favor  del  Fisco  constaba  del  mismo  título  de 
dominio  de  don  Roberto  Anguila  y  el  expre- 
sado Banco  está,  pues  obligado  por  lo  mismo 
á  permitir  que  se  pague  con  preferencia  la  hi- 
poteca ya  referida,  que  garantiza  el  crédito 
del  Fisco. 

Ahora  bien,  el  Banco  recurrente  ha  pagado 
ese  crédito  del  Fisco,  según  consta  de  las  es- 
criturasp'iblicas  de  cancelación  teniendo  para 
ello  presente  á  más  de  las  dis[)osicioncs  lega- 
les ya  citadas  lo  preceptuado  en  los  artículos 
1871  y  1873  del  Código  Civil.  Fl  Banco  de 
Concepción  pretende  ai)rovecharse  de  este 
pago  hecho  al  primer  acreedor  hipotecario 
por   medio  de  la  tercería  interpuesta,  de  tal 


modo  que  dándose  lugar  á  ella  el  Banco  recu- 
trente,  no  obstante  su  calidad  de  acreedor  hi- 
potecario  preferente,  no  obtendría  ni  aún  el 
pago  hecho  al  Fisco  como  primer  hipotecano 
cu3'Osderechos  representa  por  subrogación.  Ha 
infringido  por  eso  la  sentencia  los  artículos 
1491,  2410,  2428,  2477  del  Código  Civil  y 
513  y  948  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
Por  otra  parte,  el  mandatario  don  Lisandro 
.\nguita  obró  dentro  de  su  poder  al  celebrar 
el  contrato  de  cuenta  corriente  con  el  Banco 
Santiago  por  cuanto  estaba  facultado  para  li- 
jar el  monto  de  dicha  cuenta  y  para  obligar  .1 
su  mandante  en  la  mejor  forma  que  lo  creyera 
conveniente,  como  también  para  garantir  con 
la  hipoteca  el  pago  de  cualquiera  canil. ]:i! 
como  ampliación  ó  sobre-giros  de  esa  cuenta 
corriente.  De  modo  que  al  limitar  la  sentenv^ia 
la  preferencia  del  Banco  Santiago  sólo  á  l-is 
$  20.000  intereses  y  comisiones  sean  violaílos 
los  artículos  1448,  2116,  2428,  2477  del  Có- 
digo Civil,  940  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  infracción  que  como  las  anteriores  ha 
influido  sustancialmente  en  lo  dispositivo  iju 
fallo,  .'\demas  es  evidente  que  don  Lisanlr* 
Anguita  al  celebrar  el  contrato  de  préstamo 
con  el  Banco  de  Conce[)ción  estraliniitó  si 
mand.ito,  porque  est «iba  facultado  para  con- 
tratar á  nombre  de  su  mandan  te  hipotecan,]-! 
las  hijuelas  que  se  mencionan  en  dicho  poLr 
que  son  las  mismas  hipotecadas  antenonr.cn- 
te  al  Fisco  y  al  Banco  Santiago;  pero  nulo 
estaba  para  beneficiarse  personalmente  comn 
lo  hizo,  obteniendo  un  préstamo  de  $  t)().0<'i. 
constituyéndose  él  también  deudor  y  danli» 
en  garantía  otras  propiedades  suyas.  E>t.i 
deuda  no  está  liquidada,  se  ignora  (¡ue  abo- 
nos se  han  hecho  por  los  deudores  ó  por  cni.i 
uno  deellos  y  si  la  obligación  y  garantías  s- :. 
solidarias  ó  divisibles.  Se  ignora  que  sumí 
recibió  don  Roberto  Anguita  de  esos  $r)O.OiM' 
y  por  cuantos  responden  las  garantías  hipo- 
tecarias que  por  él  dio  su  mandatario.  Coin» 
quiera  que  se  examine  esta  cuestión,  que  n<> 
ha  sido  tocada  en  la  sentencia  ni  en  la  de  I.i 
Corte  de  Apelaciones,  resultará  que  se  han  in- 
fringido i)or  este  cafutulo  los  artículos  2131. 
2132  y  2133  del  Código  Civil  y  en  general  to- 
dos los  de  ese  título  concernientes  á  las  olu- 
gacioncs  y  deberes  del  mandatario  respecto 
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de  su  mandante  y  de  terceros  y  especialmente 
los  artículos  2145,  2146  del  mismo  Código, 
infracción  que  ha  influido  en  los  fallos  pro. 
nunciados  en  esta  causa  al  reconocer  prefe- 
rencia para  el  pago  de  este  crédito. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  se  han 
reproducido  fielmente  el  de  formalización  agre- 
gándose sólo  que  también  se  han  infringido 
los  artículos  1545  y  1546  del  Código  Civil. 

Respondiendo  la  parte  recurrida  al  escrito 
de  fundación,   pide  que  se  niegue  lugar  al  re- 
curso en  virtud  de  las  siguientes  observacio- 
r.es.  Se  citan  como  infringidos  los  artículos 
1491,  2413  y  2428  del  Código  Civil  y  513  y 
940  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pero 
ninguna  de  estas  disposiciones  legales  ha  ser- 
vido de  fundamento  al  fallo  recurrido.  La  cita 
de  tales  artículos  es  impertinente,  no  guarda 
congruencia  con  la  materia  debatida  y  estaría 
bien  para  escribirlas  en  una  instancia  de  ape- 
lación mas  no  de  casación.  Ha  pasado  la  opor- 
tunidad legal  de  entrar  á  discutir  aspectos  de 
la  cuestión  que  no  se  plantearon  ni  debatieron 
en  la  época  debida.  El  Banco  recurrente  sos- 
tiene que  don  Lisandro  Anguita  estralimitó 
el  mandato  queteníadedon  Roberto  Anguita 
para  contratar  con  el  Banco  de  Concepción  y 
que  al  aceptar  la  sentencia  la  preferencia  del 
crédito  <lerivado  de  ese  contrato,    ha  infrin- 
gido los  artículos  2131,2132,    2133  y  2148 
dci  Código  Civil.  Desde  luego  la  cuestión  de  si 
el  mandatario  extralimitó  sus  poderes  es  de 
mera  apreciación  y  el  fallo  que  declare  una  ú 
otra  cosa  no  admite  casación.  Por  lo  dem¿ís, 
don  Lisandro  Anguita  no  necesitaba  autori- 
zación de  nadie  para  obHgarse  personalmente 
al  mismo  tiempo  que  su  padre   don    Roberto, 
ni  para  hipotecar  bienes  de  su  exclusivo  domi- 
nio, al  mismo  tiempo  que  hipotecaba  los  que 
L*  habían  designado.  La  deuda  fué  contraída 
por  don  Roberto  y  don   Lisandro   Anguita  y 
este  tenía  poder  bastante   para  ello,  puesto 
que  no  se  excedió  de  los  límites  de  su  mandato, 
tenía  poder  para  contratar  un  préstamo  y 
fijar  la  suma  y  esa  suma  es  la  mitad   de  la 
deuda  contraída  en  común  ya  que  no  se  ex- 
presó la  cuota  de  cada  deuda.   La  sentencia 
no  ha  infringido   pues  el  artículo   2131   del 
Código  Civil  y  respecto  de  las  demás  disposi- 
ciones que  se  citan  como  violadas  en  cuanto 


el  fallo  comprende  también  el  poder  para 
contratar  con  el  Banco  de  Concepción,  ni  si- 
quiera se  han  invocado  en  el  fallo  expresado. 
En  lo  concerniente  al  préstamo  del  Banco  San- 
tiago, la  sentencia  ha  resuelto  que  el  manda- 
tario extralimitó  sus  facultades  y  ésta  es  una 
cuestión  de  hecho  que  está  sujeta  á  la  apre- 
ciación del  tribunal  sobre  lo  cual  no  cabe  ca- 
sación; por  lo  demás  es  evidente  que  habién- 
dose conferido  el  poder  sólo  para  suscribir  un 
contrato  privado  de  cuenta  corriente  el  man- 
datario no  estaba  facultado  para  reconocer 
otras  obligaciones  diversas  y  obligar  á  man- 
dantes con  hipoteca  para  responder  del  cum- 
plimiento de  tales  obligaciones.  Tampoco  ha 
existido  la  infracción  que  se  supone  del  ar- 
tículo 2477 del  Código  Civil  en  cuanto  se  atri- 
buye el  Banco  recurrente  el  carácter  de  subro- 
gatario  del  crédito  del  Fisco  por  el  valor  de 
las  hijuelas  subastadas;  porque  no  habiéndose 
invocado  tal  derecho  durante  el  juicio  la  sen- 
tencia no  ha  podido  tocar  esta  materia.  Aún 
más,  no  se  sabe  con  exactitud  si  está  inscrita 
la  hipoteca  a  favor  del  Fisco,  pues  los  certifi- 
cados que  se  registran  en  autos  sobre  el  par- 
ticular son  contradictorios.  Se  da  también 
como  infrinjido  el  artículo  1448  del  Código 
Civil  s-n  expresarse  el  motivo  fundamental  de 
esta  infracción. 

La  Corte: 

Teniendo   presente: 

1^  Que  la  alegación  de  existir  un  crédito  hi- 
potecario de  primer  grado  á  favor  del  Fisco 
procedente  del  precio  del  primitivo  remate  de 
las  hijuelas  de  terreno  números  1040,  1042, 
1043  y  1046  del  fundo  denominado  Chuf- 
quén  y  de  hallarse  subrogado  el  Banco  San- 
tiago al  Fisco  en  ese  crédito  por  haberlo  can- 
celado según  consta  en  las  escrituras  públicas 
del  expediente  ejecutivo,  fué  traída  por  pri- 
mera vez  al  debate  en  este  juicio  sólo  en  el  es- 
crito de  formalización  del  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  sin  que  tal  alegación  se  haya  si- 
quiera ins  inuado  en  las  diversas  solicitudes 
del  expresado  Banco  que  se  han  presentado 
en  el  curso  de  la  causa,  siendo  de  notar  ade- 
más que  la  cancelación  del  crédito  del  Fisco 
por  el  Banco   Santiago  tuvo   lugar  aún  con 
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posterioridad  á  la  sentencia  de  primera  inp- 
tancia,  cómelo  manifiestan  las  fechas  de  esas 
escrituras  y  la  del  fallo  indicado; 

2^  Que  por  consiguiente  no  habiendo  podi- 
do ser  materia  de  las  sentencias  dictadas  en 
el  juicio  lo  relacionado  con  el  crédito  fiscal  y 
con  la  cancelación  por  el  Banco  Santiago,  y  ya 
que  aquellas  han  debido  pronunciarse  confor- 
me al  mérito  del  proceso,  según  el  precepto 
del  artículo  167  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  carece  de  todo  fundamento  legal  el  moti- 
vo de  casación  que  se  invoca  de  haber  infrin- 
gido el  Tribunal  de  Alzada,  por  no  haber  acep- 
tado la  preferencia  deese  crédito, los  artículos 
1491,  2416,  2428,2497  del  Código  Civil  y 
513  del  Código  de  Procedimiento  Civil  que 
acaba  de  citarse,  disposiciones  legales  todas 
que  aún  en  la  hipótesis  de  que  tuvieran  algu- 
na conexión  con  el  asunto  de  que  se  trata  y 
con  las  consecuencias  jurídicas  que  de  ellas 
pretende  derivar  el  recurrente,  no  se  han  in- 
fringido por  el  Tribunal  porque  éste  nos  las 
ha  aplicado  en  su  fallo  ni  ha  podido  tampoco 
aplicarlas,  dadas  las  condiciones  en  que  se  ha 
desarrollado  la  litis; 

3^  Que  en  cuanto  al  préstamo  que  contrató 
don  Lisandro  Anguita  en  el  Banco  de  Con- 
cepción, objetado  por  el  Banco  de  Santiago 
por  haber  don  Lisandro  extralimitado  las  fa- 
cultades que  le  otorga  su  mandante  don  Ro- 
berto Anguita,  pactándolo  también  á  su  pro- 
pio nombre  y  ofreciendo  al  prestamista  en  ga- 
rantía del  crédito  propiedades  del  mismo 
mandatario,  este  punto  como  lo  declara  el  re- 
currente en  el  escrito  de  formalización  no  fué 
tocado  en  la  sentencia  de  primera  instancia 
ni  en  la  de  segunda  que  se  limitó  á  confirmar 
el  fallo  apelado,  circunstancia  que  dio  margen 
al  recurso  de  casación  en  la  forma  por  haber- 
se omitido  la  decisión  en  estapa«*té  del  asunto 
controvertido,  recurso  que  ya  fué  desechado 
por  la  resolución;  en  consecuencia  no  habién- 
dose pronunciado  el  Tribunal  de  Alzada  acer- 
ca de  la  materia  de  que  se  trata  no  cabe  tam- 
poco la  infracción  délos  artículos  2131,2132, 
2133,  2134  y  2147  del  Código  Civil  relativos 
al  mandato  que  se  citan  por  el  recurrente  co- 
*  liados  por  las  sentencias  de  que  se  re- 

e  el  Tribunal  de  Alzada,  ejercitando 


una  facultad  que  le  es  privativa,  ha  estimado 
en  vista  de  los  antecedentes  de  la  causa  y  de 
los  documentos  exhibidos  por  las  partes  qce 
el  mandatario  don  Lisandro  Anguita  extrali- 
mitó el  poder  que  recibiera  de  don  Roberto 
Anguita,  al  hacer  extensiva  la  hipoteca  de  las 
hijuelas  de  terrenos  pertenecientes  á  su  poder- 
dante también  para  garantir  á  favor  del  Ban- 
co Santiago  el  exceso  sobre  la  cantidad  de 
$  20.000  de  la  cuenta  corriente  pactada  por 
el  documento  de  fecha  15  de  junio  de  18S8, 
y  aún  cuando  se  suponga  errada  acerca  de  es- 
te hecho  la  apreciación  del  Tribunal  que  con- 
firmó  la  sentencia  de  primera  instancia  aco- 
giendo sus  fundamentos,  este  error  que  no  al- 
tera la  naturaleza  jurídica  del  contrato  oi 
viola  disposición  legal  alguna,  no  podría  dar 
origen  á  un  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
según  el  artículo  940  del  Código  citado. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo  interpuesto  á  nombre  del 
Banco  Santiago  en  este  juicio,  debiendo  apli- 
carse á  favor  del  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernalcs. 

/.  Gabriel  Palma  Guzmáa Gabriel  Gaete.- 

V,  A,^uirre  V.—E.  Fóster  Recabarreo.^J.  Ber- 
nales E.  Donoso  V.-^Oarío  Benavente. 


Cas.  en  la  forma. —11  de  marzo  de  1907 
Prado  V.  de  Rivera  con  Villalón  v.  de  Rivera 

Sentencia  oonfirinatoria  —  Enuncia- 
clones.— Modifloaolón  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia.  —  Reduc- 
ción de  pensión  alimenticia. 

Doctrina:— Curap/e  con  las  enuncia- 
ciones legales  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia que,  al  confirmar  la  de  primera 
instancia  que  manda  pagar  una  pea- 
sión  alimenticia,  se  refíere  explícitamen- 
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te  á  ella;  y  no  necesita  agregar  nuevas 
consideraciones  para  el  sólo  efecto  de  re- 
ducir el  monto  de  la  pensión. 

El  24  de  diciembre  de  1904,  doña  Juana 
Hmilia  Prado  v.  de  Rivera,  como  guardadora 
de  sus  hijos  impúberes  Héctor,  Marta  Elba, 
Luisa,  Ángel  Domingo,  Vital  Alberto  y  Luis 
Ernesto  Rivera  Prado,  se  presentó  deman- 
dando á  doña  Concepción  Villalón  v.  de  Ri- 
vera, para  que  en  definitiva  se  declare  que  esta 
señora  debe  entregarle  por  mesadas  anticipa- 
das para  atender  á  la  congrua  sustentación, 
instrucción  primaria  y  aprendizaje  de  una 
profesión  ú  oficio  de  los  mencionados  pupi- 
los, una  suma  que  no  baje  de  $  200  mensuales, 
consignándose  al  efecto  el  capital  que  al  tipo 
del  interés  corriente  sea  bastante,  á  juicio  del 
Juzgado,  para  producir  mensualraente  la 
referida  suma,  ú  otorgando  caución  hipoteca- 
ria debidamente  calificada. 

Expone  que  carece  en  absoluto  de  recursos 
para  la  mantención  de  sus  hijos,  quienes  na- 
da han  heredado  de  la  cuantiosa  fortuna  de 
su  abuelo  don  Domingo  de  la  Rosa  Rivera, 
porque  el  padre  de  ellos  y  marido  de  la  expo- 
nente, don  Misael  Rivera  Villalón,  firmó  poco 
antes  de  morir  una  escritura  de  venta  de  su 
cuota  hereditaria  á  favor  de  la  señora  Villa- 
lón demandada;  y  que  ésta  posee  bienes  por 
valor  de  $  50.000  más  ó  menos,  no  teniendo 
más  gastos  que  los  concernientes  á  su  per- 
sona. 

Cita  los  artículos  321  número  2"?,  323 
inciso  4^,  324,  341  y  332  del  Código  Civil. 

Advierte  que  uno  de  sus  pupilos,  Ángel  Do- 
mingo, está  al  lado  de  la  señora  Villalón,  y 
no  ha  querido  reclamarlo  por  no  tener  como 
alimentarlo. 

Contestando  la  señora  Villalón  acepta  la 
demanda;  pero  únicamente  en  cuanto  á  que 
debe  suministrar  para  sus  seis  nietos  la  pen- 
sión alimenticia  de  $  30  mensuales  pagaderos 
por  mensualidades  anticipadas. 

Dice  que  siempre  ha  socorrido  á  sus  nietos 
con  dinero  y  especies,  en  conformidad  á  la  po- 
sición social  de  ellos  y  á  las  entradas  de  ella, 
que  no  alcanzan  á  $  150  mensuales,  pues  sus 
bienes  están  gravados  con  una  hipoteca  de 
$  9.000,  y  además  mantiene  á  su  lado  á  uno 


de  dichos  nietos,  por  lo  cual,  no  debe  exigír- 
sele  mayor  pensión  que  la  indicada. 

En  la  réplica  nada  conducente  se  agrega,  y 
en  la  duplica  sólo  se  hace  presente  que  al  fijar 
la  cuota  alimenticia  debe  tomarse  en  cuen- 
ta las  necesidades  y  circunstancias  domésti- 
cas de  la  alimentante;  que  el  valor  de  sus  bie- 
nes propios  no  exceden  de  $  30.000;  que  los 
posee  en  común  con  dos  de  sus  hijos;  que  son 
raíces  y  no  renta  lo  mismo  que  el  dinero,  sino 
mucho  menos,  pues  requieren  gastos  de  admi- 
nistración y  pagos  de  impuestos. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  rindiéndose  la 
que  obra  en  autos,  y  previos  los  alegatos,  se 
citó  para  la  sentencia. 

El  Juzgado  de  La  Serena  falló  el  10  de  abril 
de  1906: 

Considerando: 

1^  Que  la  demandada  reconoce  como  sus 
nietos  legítimos  á  los  seis  hijos  y  pupilos  de 
la  demandante,  lo  que  consta  además  de  los 
certificados  corrientes; 

2'  Que  no  se  ha  comprobado  ni  alegádose 
siquiera  que  la  demandante  ó  sus  pupilos  po- 
sean bienes  de  alguna  clase; 

3^  Que  de  la  escritura  de  partición  co- 
rriente aparece  que,  deducidas  las  deudas,  el 
haber  líquido  que  correspondió  á  la  señora 
Villalón  fué  de  $  34.104,  que  se  le  adjudicó 
casi  totalmente  en  bienes  raíces  y  animales  y 
enseres  para  explotarlos; 

4^  Que  la  demandada  confiesa  en  la  res- 
puesta al  alerato  de  bien  probado,  que  posee 
además  una  media  hijuela  que  heredó  poste- 
riormente de  su  hijo  Neftalí,  estimada  en 
$  5.860; 

5^  Que  la  demandante  no  ha  acreditado 
qué  renta  produzcan  esos  bienes; 

6*?  Que  tampoco  lo  ha  acreditado  la  de- 
mandada, pues  los  testigos  que  con  este  obje- 
to presentó,  sólo  revelan  conocer  dos  ó  tres 
de  sus  predios,  siendo  que  en  la  partición  se 
le  adjudicaron  total  ó  parcialmente  más  de 
quince; 

1^  Que  es  equitativo  estimar  en  $  225  men- 
suales la  renta  líquida  que  producen  esos  bie- 
nes, esto  es  aproximadamente  e\  7  %  anual 
del  valor  de  ellos; 

8*^  Que  la  demandada  no  ha  probado  tener 
cargas  de  familia,  pues  aunque  varios  de  sus 
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testigas  dicen  que  mantiene  á  una  hija  solte- 
ra, de  la  partición  aparece  que  dicha  hija  he- 
redó mas  de  $  15.000,  teniendo  por  consi- 
guiente, como  subsistir  cómodamente  con  sus 
propios  recursos,  y  aunque  está  reconocido 
por  la  demandante  que  mantiene  también  á 
uno  de  los  nietos,  esto  no  es  una  carga  per- 
manente, sino  que  durará  sólo  hasta  que  di- 
cho niño  vuelva  al  lado  de  su  madre; 

9^  Que  si  bien  la  instrucción  puede  obtener- 
se gratuitamente  en  los  establecimientos  del 
Estado,  por  muy  económica  y  modestamente 
que  viva  una  familia  compuesta  de  seis  perso- 
nas no  puede  gastar  mensualmente  menos  de 
$  25  en  habitación  y  de  $  15  en  la  comida  y 
vestidos  de  cada  una  de  ellos; 

10.  Que  está  acreditado  con  varios  testigos 
que  la  señora  Villalón   es  anciana  y  enferma 

11.  Que  dicha  señora  ha  estado  pagando 
por  decreto  judicial  la  pensión  provisoria  de 
$  80  mensuales  para  los  cinco  nietos  que  es 
tan  al  lado  de  la  demandante. 

12.  Que  la  demandante  no  ha  aducido  y 
menos  comprobado  fundamento  que  hagan 
necesarias  la  consignación  ó  caución  que  tam- 
bién solicita  en  la  deni.anda. 

Por  tanto,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1698,  321,  número  2'\  322,  323 
inciso  1^  y  333  del  Código  Civil,  se  declara: 

1^  Que  doña  Concepción  Villalón  v.  de  Ri- 
vera debe  suministrar  á  la  demandante  la 
pensión  alimenticia  de  $  105  mensuales  pa- 
gaderos por  mensualidades  anticipadas  desde 
el  24  de  diciembre  de  1904",  siéndc)le  de  abono 
$  15  mensuales  desde  la  misma  fecha  hasta 
que  el  impúber  Ángel  Domingo  Rivera  vuelva 
al  lado  de  la  demandante  y  las  cantidades  que 
haya  pagado  por  alimentos  provisorios;  y 

2*^  Que  no  ha  lugar  á  lo  demás  pedido  en 
la  demanda. 

Apelada  esta  resolución: 

Serena,  10  de  agosto  de  1906.  —  Vistos: 
Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  10  de 
abril  último,  con  declaración  de  que  se  reduce 
á  $  90  la  pensión  alimenticia  que  doña  Con- 
cepción Villalón  de  Rivera  debe  suministrar  á 
los  hijos  de  doña  Emilia  Prado  de  Rivera, 
siéndole  de  abono  los  $  15  que  mensualmente 
gasta  en  la  alimentación  del  impúber  Ángel 
Domingo  Rivera,  desde  la  fecha  indicada  en 


la  referida  sentencia  y  mientras  el  menciona- 
do impúber  permanezca  á  su  lado. 

El  señor  Ministro  Cádiz  estuvo  porque  se 
redujera  á$  80  la  pensión  en  referencia.— A/«íj. 
E.  A  halos— Eduardo  Gómez  Herrera. — Daniel 
Cádiz D,  Navarro  Ocampo, 

Contra  esta  última  sentencia  ha  interpues 
to,  con  arreglo  á  la  ley  doña  Emilia  Prado 
v.  de  Rivera  los  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo. 

Formalizando  el  primero  de  dichos  recursos 
dice  lo  siguiente: 

El  artículo  941  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  establece  como  causal  de  casación 
en  la  forma  respecto  de  una  sentencia  la  de 
haber  sido  pronunciada  con  omisión  de  cual- 
quiera de  los  requisitos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 193  del  mismo  Código.  Según  este  ar- 
tículo las  sentencias  que  modifican  las  de  pri- 
mera instancia  deben  referirse  á  éstas  respecto 
á  las  enunciaciones  de  los  tres  primeros  nú- 
meros y  mencionar  expresamente,  como  h 
disponen  los  números  4  y  5  los  fundamení^^ 
de  hecho  ó  de  derecho  en  que  se  apoyan,  y  Irs 
leyes  ó  principios  de  equidad  con  arreglo  á 
las  cuales  han  sido  pronunciadas. 

La  sentencia  recurrida  ni  se  refiere  á  las 
enunciaciones  de  la  de  primera  instancia  ni 
contiene  fundamento  alguno  de  hecho  ó  de 
derecho,  ni  ley  ni  principios  de  equidad  de  los 
que  hayan  determinado  al  Tribunal  senteo- 
ciador  á  modificar  el  fallo  del  juez  a  quo. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  la  sentencia  recurrida  se  refiere  de 
un  modo  explícito  á  la  de  primera  instancia, 
pues,  no  sólo  la  confirma  sino  que  la  señala 
en  su  fecha  y  íoja  y  por  consiguiente  cumple 
en  este  punto  con  la  formalidad  prescrita  j)or 
el  inciso  final  del  artículo  193  del  Código  de 
Procedimiento  Civil;  y 

2^  Que  siendo  de  la  mera  apreciación  délos 
jueces  del  pleito  la  regulación  de  las  pensio- 
nes alimenticias  mandadas  pagar  en  el  fallo 
recurrido,  no  era  necesario  agregar  nuevas 
consideraciones  á  las  ya  aceptadas  del  fallo 
de  primera  instancia  para  el  solo  efecto  de  re- 
ducir el  monto  de  dichas  pensión 
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Visto  además  los  artículos  937  y  973  del 
mencionado  Código  se  declara  sin  lugar  el 
presente  recurso  de  casación  en  la  forma  sin 
costas,  por  haber  litigado  el  recurrente  con 
privilejio  de  pobreza.  Pásense  los  antecedentes 
al  Tribunal  pleno. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  Urrutia.  —  Gal  va  riño  Gallardo,  — 
G ni t riel  Gaet€,—E.  Fóster  Recabarrcn. 


fiador  y  codeudor  de  don  Pedro  N.  Letelier 
debe  entregarle  los  bienes  que  le  correspon- 
den; y  3^  que  el  mismo  don  Romilio  debe  pa- 
gar las  costas. 

Don  Pedro  N.  Letelier  rindió  su  cuenta  ad- 
ministratoria.  Según  esa  cuenta  ascienden  las 
salidas  á  la  suma  de  $  15.780  y  las  entradas 
á  $  15  323,85,  quedando  en  consecuencia,  un 
saldo  de  $  456,20  á  favor  del  ex-curador. 

Esta  cuenta  fué  objetada  por  don  Roberto 
Urzúa  en  la  forma  siguiente: 


ENTRADAS 


Cas  .  en  la  forma. -^13  ác  marzo  de  1907 
Urzúa  con  Letelier 

Casación  en  la  forma— Incompeten- 
cia.—TJltra-petita.—  Condenación  en 
costas. 

Doctrina: — Procede  sin  competencia  y 
íhlla  iiltm- petita  el  Tribunal  de  Alzada 
(¡lie  condena  á  una  de  las  paites  en  las 
costas  causadas  en  primera  instancia, 
revocando  en  este  punto  el  fallo  apelado, 
¿>/n  que  el  apelante  haya  formulado  á 
este  respecto  petición  alguna  en  la  ex- 
presión  de  agravios. 


Don  Roberto  Urzúa,  hace  presente:  que  se- 
^'ún  consta  del  discernimiento  acompañado, 
don  Pedro  Nolasco  Letelier  fué  nombrado  su 
curador  general  con  la  fianza  solidaria  de  don 
Romilio  Letelier. 

Que  según  consta  del  testamento  signado 
con  la  letra  C,  don  Baltazar  Urzúa  le  dejó  un 
kgado  de  $  15.000  que  su  curador  don  Pedro 
N.  Letelier  recibió,  según  aparece  del  recibo 
si;^'nado  con  la  letra  E. 

Que  cumplió  su  mayor  edad  el  año  1902  y 
que  no  habiéndole  rendido  cuenta  de  esos 
bienes,  lo  demanda  para  que  se  declare:  1^ 
que  don  Pedro  N.  Letelier  debe  rendirle  cuen- 
ta dentro  de  quinto  día,  bajo  apercibimiento 
de  derecho;  2^  que  don  Romilio  Letelier  como 


El  señor  Pedro  Nolasco  Letelier, en  su  cuen- 
ta, ha  omitido  computar  los  intereses  deven- 
gados del  capital  de  $  15.323  que  recibió 
cuando  se  hizo  cargo  de  la  cúratela  durante 
el  tiempo  que  ejerció  este  cargo. 

SALIDAS 

Que  acepta  las  cuentas  documentadas  sig- 
nadas con   los  números  1,  2,  3,   4. 

Que  respecto  de  la  cuenta  número  5  por 
$  58,60  l.'i  acepta  hasta  por  $  53,60  porque 
no  ha  recibido  en  dinero  la  suma  de  $  5. 

Respecto  de  los  recibos  números  6  y  7  por 
$  100  y  200  que  en  la  cuenta  se  dicen  paga- 
dos á  don  Eduardo  Letelier,  hace  presente 
que  todos  los  gastos  causados  en  el  proceso 
que  se  le  siguió  con  motivo  de  la  muerte  de 
Camilo  Franzoy,  incluyendo  los  honorarios- 
de  los  abogados  Bustos  y  Palomino  ascien- 
den sólo  á  la  suma  de  $  1.019,45,  según  cons- 
ta de  la  planilla  que  acompaña;  que  en  esta 
suma  se  incluyen  también  los  gastos  que  se 
causaron  con  motivo  de  las  diligencias  en 
Constitución  y  en  Santiago  de  que  se  habla 
en  la  cuenta. 

Del  recibo  número  8  sólo  acéptala  cantidad 
de  $  300  ijue  aparecen  recibidos  por  doña 
Antonia  Montecinos,  pero  no  acepta  los  $200 
que  aparecen  en  el  mismo  recibo  con  letra 
roja  y  después  de  la  firma  de  la  señora  men- 
cionada. 

Que  el  recibo  número  9  por  $  66,15  no  lo 
acepta,  porque  su  ex-curador  debió  pagar  el 
honorario  de  su  abogado  con  oportunidad, 
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sin  necesidad  que  éste  lo  demandase  con  el  fin 
de  pagarse. 

Que  no  acepta  el  recibo  número  10  por 
$  112,35,  porque  esta  cantidad  procede  de 
costas  ocasionadas  en  una  causa  criminal  se- 
guida personalmente  en  contra  de  su  ex-cu- 
rador  y  además  porque  esta  cuenta  aparece 
repetida,  aunque  con  la  cantidad  de  $  135,35 
en  el  acápite  de  salidas  de  la  cuenta.  Que  no 
acepta  la  cuenta  número  11  por  $  130,50, 
porque  según  consta  de  la  cartn.  y  cuenta 
que  acompaña  no  ha  sido  cancelada  hasta 
la  fecha  y  además  en  ningún  caso  estaría  obli- 
gado á  pagarla  por  estar  prescrita. 

La  cuenta  número  12  por  $  114,40  no  tie- 
ne respecto  de  ella  que  hacerle  observación. 

La  cuenta  número  13  por  $  143,95  la  acep- 
ta con  deducción  de  $  10  que  se  han  pagado 
por  intereses. 

El  recibo  número  14  por  $  100  pagados  al 
doctor  Fernández  en  abril  de  1905,  no  lo 
acepta  porque  en  esa  fecha  ya  era  mayor  de 
edad  y  el  curador  no  tenía  facultad  para  ha- 
cer este  pago  en  todo  caso,  esa  cuenta  estaría 
prescrita. 

El  recibo  número  15  por  $  250  no  lo  acepta, 
porque  ese  gasto  procede  de  honorario  paga- 
do al  abogado  don  Nibaldo  Armas,  en  el  jui- 
cio seguido  por  doña  Domitila  Ramírez  en 
contra  del  curador  para  que  éste  le  pagara  la 
mesada  de  $  25  mensuales  que  el  demandan- 
te debía  pagarle  conforme  á  lo  resuelto  por 
sentencia  ejecutoriada;  que  por  consiguiente 
no  está  obligado  á  reconocer  estos  gastos, 
por  cuanto  el  curador  debió  haber  pagado 
oportunamente  la  mesada  y  sin  necesidad  de 
juicio. 

Que  no  acepta  el  recibo  número  16  por 
$  200  pagados  á  don  Constantino  Letelier 
por  las  mismas  consideraciones  que  expresa 
con  motivo  del  recibo  número  9  y  además 
porque  en  aquel  recibo  se  habla  de  otros  tra- 
bajos profesionales  que  no  especifican  y  que 
desconoce. 

Que  acepta  la  cuenta  número  17  por  $35,70 
por  pagos  á  la  botica  del  señor  Castro. 

Que  no  acepta  la  cuenta  número  18  por 
$  16,65  por  estar  incluida  esta  cantidad  en 
la  cuenta  anterior. 

Que  no  acepta  la  cuenta  número  19  por 


$  39,70,  por  referirse  á  gastos  jxrscr.aUs  u- 
chos  por  don  Pedro  N.  Letelier  como  apanu 
de  la  misma  cuenta;  que  además  figura  f 
ella  una  partida  de  $  20  en  dinero  tfeciix  . 
que  no  ha  pedido  nunca  al  señor  Castro. 

Que  no  acepta  la  cuenta  número  20  |Hr 
36,70  á  favor  del  señor  Castro  y  C*  pir- 
que no  se  refiere  sino  á  gastos  ocasión a«l  < 
por  el  piopio  señor  Letelier,  como  se  dv^- 
prende  de  la  misma  cuenta. 

Que  no  acepta  tampoco  la  cuenta  núnuro 
21  por  $  55,85  pagados  al  proí^uradorstñi  r 
Mátus  porque  no  puede  responder  de  gast(.> 
causados  por  su  curador,  por  no  haber  cuut- 
plido  oportunamente  con  la  sentencia  que  le 
ordenó  que  debía  pagar  una  mesada  á  (lofiri 
Domitila  Ramírez  v.  de  Franzoy. 

Que  acepta  la  cuenta  número  22  por  $  ÍÍ?»M 
pagados  á  don  Vicente  Garcés. 

Cuentas  sin  documentación. 

Que  no  acepta  la  cuenta  de  $  613,61  proce- 
dentes de  gastos  causados  en  el  expedieriie 
tramitado  por  don  Valeriano  Rojas,  ponjie 
ese  expediente  lo  siguió  el  señor  Rojas  tn 
contra  de  Letelier  por  no  haber  pagado  é^tt 
con  oportunidad  el  precio  de  ropa  hecha  para 
él  y  su  pupilo;  que  no  está  obligado  á  cardar 
con  gastos  debidos  únicamente  á  la  desiii.i 
del  curador,  desde  que  tenía  dinero  para  pa- 
gar esos  gastos. 

Que  la  suma  de  $  3.565,14  que  el  señor 
Letelier  afirma  pagó  á  doña  Domitila  Ra- 
mírez v.  de  Franzoy  en  razón  de  mesada^ 
alimenticias  que  debía  entregar  á  virtud  de 
sentencia  ejecutoriada,  no  la  acepta,  ponjut 
las  pensiones  según  la  sentencia  eran  de  $  -'> 
mensuales  y  ascienden  por  consiguiente  á  ia 
cantidad  de  $  2.415,17,  puesto  que  dichas 
pensiones  fueron  devengadas  entre  el  6  df 
noviembre  de  1893  y  el  25  de  de  noviembre 
de  1901,  fecha  en  que  falleció  la  señora  Ra- 
mírez, según  consta  de  la  partida  de  defiínción 
que  acompaño. 

Que  respecto  á  la  cuenta  por  $  796,10  que 
se  dicen  gastados  en  el  juicio  que  se  le  siguif» 
por  homicidio  están  incluidos  en  la  cuenta 
de  gastos  causados  en  el  mismo  proceso  que 
acompaña,  y  que  asciende  á  la  suma  de 
$  1.019,45; 
Que  no  acepta   la  cuenta  por  $  134,35  que 
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se  dicen  gastados  en  el  juicio  seguido  en  con 
Ira  del  señor  Letelier  por  atentado  en  contra 
de  agentes  de  la  autoridad,  porque  nada  tie- 
ne que  ver  con  estos  gastos; 

Que  no  acepta  la  cuenta  por  $  801,10  que 
se  dicen  gastados  en  el  juicio  seguido  por 
don  Pedro  Bustos  por  cobro  de  honorario  por 
los  mismos  motivos  que  expresó  al  objetar  el 
recibo  número  9;  que  respecto  á  los  $  700  que 
se  pagaron  de  honorarios  al  señor  Bastos, 
los  aceptó  y  de  ellos  $  150  los  ha  tomado  en 
la  cuenta  que  acompaña  con  el  nombre  de 
gastos  causados  en  el  proceso  criminal  por 
homicidio  y  el  resto  de  $  550  los  ha  conside- 
rado en  la  otra  cuenta  que  también  acompaña 
porque  ambas  tatitidádes  se  pagaron  con 
fechas  distintas; 

Que  la  cuenta  por  $  38,35  procedentes  de 
gastos  en  el  juicio  de  tercería  de  dominio  no 
la  acepta,  por  no  haber  litigado  en  este  juicio; 

Que  la  partida  de  $  300  referente  á  gastos 
causados  en  el  viaje  á  Santiago  con  estadía 
de  dos  meses,  no  la  acepta  sino  por  $  20,  por 
que  en  su  estadía  en  Santiago  estuvieron  alo- 
lojadcis  en  casa  de  don  Antonio  Venegas  y 
después  en  casa  de  don  Clodomiro  Letelier, 
hermano  de  su  curador. 

Que  respecto  de  la  partida  de  $  100  que  se 
dicen  gastados  en  Constitución,  afirma  que 
sólo  se  gastaron  la  cantidad  de  $  11,45,  se- 
gún consta  del  expediente  respectivo. 

Que  en  cuanto  á  la  partida  de  $  200  que  se 
dicen  gastados  en  su  viaje  á  Santiago  para 
bascar  testigos,  la  acepta  sólo  hasta  la  suma 
de  $  11,04,  que  es  lo  que  aparece  en  el  espe- 
diente respectivo. 

Que  respecto  de  los  $  250  gastados  tam- 
bién en  Santiago  por  las  gestiones  de  indulto, 
no  los  acepta  sino  hasta  la  cantidad  de  $  60, 
que  serían  los  gastos  hechos  desde  que  el  cu- 
rador alojó  en  casa  particular; 

Que  no  acepta  tampoco  la  partida  de  $  1.200 
que  se  dicen  gastados  en  un  viaje  al  Norte 
cuando  fué  rebgado  á  Tarapacá,  porque  los 
gastos  que  se  causaron  por  este  motivo  ascen- 
dieron sólo  á  $  260.5; 

Que  respecto  de  la  cuenta  por  $  5.400  que 
8e  dicen  gastados  en  pensión,  casa,  comida, 
vestuario,  lavado,  etc  ,  hace  presente  que  es 

SUPREMA 


muy  exajerado,  porque  los  gastos  razonables 
que  pudo  haber  hecho  no  pueden  haber  sido 
sino  los  expresados  en  su  cuenta  de  entradas 
y  salidas  que  acompaña; 

Que  por  lo  expuesto  pide  se  acepten 'los  re- 
paros que  ha  formulado  en  contra  de  la  cuen^ 
ta  presentada  por  su  cx-curador  y  aceptar  á 
título  de  gastos  las  cantidades  expresadas  en 
las  dos  cuentas  que  acompaña  con  los  nom- 
bres de  gastos  causados  en  el  proceso  crimi- 
nal y  cuenta  de  entradas  y  salidas  que  debió 
presentar  su  ex  curador,  como  también  acep- 
tar las  cantidades  que  en  esta  última  cuenta 
expresa  á  título  de  intereses  que  han  sido 
omitidos  en  la  cuenta  de  su  ex -curador,  para 
que  en  definitiva  se  declare  que  don  Pedro  N. 
y  don  Ramidio  Letelier  debe  restituirle  la  can- 
tidad de  $  31.257,67,  con  más  los  intereses 
que  corresponda. 

En  la  réplica  don  Pedro  N.  letelier  sostie- 
ne que  las  objeciones  formuladas  á  esa  cuen- 
ta, son  infundadas  y  erróneas. 

En  efecto,  el  señor  Urzúa  observa  que  el  ca- 
pital que  recibió  el  curador  debe  imputarse 
el  interés  de  8%  anual  siendo  que  según  la 
cláusula  del  testamento  de  don  Baltasar  Ur- 
zúa es  el  del  6%. 

Agrega  que  si  el  capital  de  su  pupilo  ha 
disminuido  no  ha  sido  por  su  culpa,  sino  por 
los  fallos  judiciales  que  le  han  ordenado  hacer 
diversos  pagos  imputables  al  capital  en  bene- 
ficio del  mismo  pupilo.  De  manera  que  los-  * 
gastos  que  tienen  relación  con  los  juicios  son 
debidos  á  que  en  su  carácter  de  curador  nece- 
sitaba una  resolución  judicial  para  pagarlas. 

Que  en  cuanto  á  la  prescripción  que  se  ale- 
ga respecto  del  pago  al  doctor  Fernández  y 
á  los  abogados  Nibaldo  Arenas  y  Constanti- 
no Letelier  y  á  otras  partidas  más,  el  señor 
Urzúa  ha  reconocido  el  hecho  y  se  ha  asilado 
en  la  prescripción,  la  que  en  este  caso  no- 
tiene  cabida  porque  los  pagos  se  hicieron 
oportunamente  y  si  los  recibos  aparecen  con 
fecha  posterior,  ello  no  influye  para  apreciar 
este  hecho. 

Que  la  suma  de  $  3.565,14,  es  la  que  se 
pagó  á  la  señora  Domitila  Ramírez  v.  de 
Franzoy  según  consta  del  respectivo  espe- 
diente, y  los  gastos  causados  en  este  juicio, 
son  de  cuenta  exclusiva  del  señor  Urzúa  por 
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cuanto  él  ponía  toda  clase  de  inconvenien- 
tes para  eludir  el  pago  de  las  pensiones. 

Que  la  partida  de  $  796.10  que  aparecen 
gastados  en  el  expediente  que  por  doble  ho- 
micidio se  siguió  á  su  pupilo,  se  pagaron  $700 
al  abogado  señor  Palominos  y  $  96,10  por 
cartas  procesales  y  representación; 

Que  por  lo  expuesto  debe  aceptarse  su 
cuenta  y  negar  lugar  á  los  reparos  y  objecio- 
nes hechas  por  el  señor  Urzúa. 

Don  Roberto  Urzuaensu  escrito  de  duplica, 
hace  presente  que  los  intereses  que  ha  produ- 
cido su  capital  administrado  por  el  señor  Le- 
telier,  han  sido  siempre  superiores  á  los  gas- 
tos anuales  necesarios  y  legítimos  que  haya 
podido  ocasionar,  de  modo  que  al  fin  de  cada 
año  3'  deducidos  los  gastos  ocasionados  tam. 
bien  en  cada  año,  ha  debido  quedar  un  exceso 
de  dinero  á  su  favor;  que  según  el  artículo 
406  del  Código  Civil,  este  exceso  de  dinero 
que  al  fin  de  cada  año  testaba  á  su  favor,  ha 
debido  ser  colocado  con  las  mejores  segurida- 
des al  interés  corriente  de  plaza,  ó  sea  al  8%, 
según  aparece  del  documento  que  para  com- 
putar los  gastos  legítimos  necesarios  que  ha-' 
ya  podido  originar  debe  considerarse  esta 
computación  en  las  respectivas  fechas  en  que 
esos  gastos  se  hicieron,  y  no  en  globo  y  en 
una  sola  partida,  como  lo  ha  hecho  el  señor 
Letelier  como  si  esos  gastos  se  hubieran  he- 
cho totalmente  de  una  sola  vez. 

Sostiene,  además,  que  el  testamento  de 
don  Bal  tazar  Urzúa  no  dice  nada  respecto 
de  que  su  dinero  debía  ganar  el  6  ^  y  al  con- 
trario de  la  cláusula  8^  de  ese  testamento, 
se  dispone  que  á  fin  de  no  aminorar  en  nada 
el  capital  que  se  le  dejó,  la  remuneración  del 
curador  se  imputaría  á  la  masa  común  de 
bienes. 

Concluye  reiterando  todas  las  objeciones 
que  tiene  formuladas  contra  la  cuenta  pre- 
sentada por  don  Pedro  N.  Letelier. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  no  se  ha 
rendido  testimonial  por  ninguna  de  las  par- 
tes. 

En  el  alegato  de  bien  probado  de  don  Pe- 
dro N.  Letelier  alega  prescripción  á  la  accióo 
deducida  por  su  pupilo,  fundándose  en  que  el 
artículo  425  del  Código  Civil,  sólo  concede 


el  plazo  de  cuatro  años  á  toda  acción  que  el 
cx-pupilo  quiera  intentar  contra  su  curador 
por  motive  de  la  cúratela. 

La  parte  demandante  sostiene  que  aun  su- 
poniendo que  fuera  procedente  la  prescrip- 
ción alegada,  habría  sido  renunciada  con  el 
hecho  de  haber  rendido  su  cuenta  el  curador 
y  de  haber  reconocido  la  existencia  de  un 
sal. le  en  su  contra,  por  unos  $  5.000,  en  las 
posiciones. 

Se  citó  para  sentancia. 

£1  Juzgado  de  Talca  falló  el  11  de  marzo 
de  1906: 

Considerando  en  cuanto  á  las  cuentas  con 
documentación: 

1^  Que  la  acción  deducida  por  don  Roberto 
Urzúa  en  su  escrito  tiene  por  objeto  que  don 
Pedro  Nolasco  Letelier  rinda  la  cuenta  de  su 
cargo  en  lo  relativo  á  los$  15.000  é  intereses 
que  recibió  de  don  Pedro  Letelier  Silva  como 
pertenecientes  á  su  pupilo,  según  consta  del 
recibo; 

2'  Que  consta  de  autos  y  las  partes  están 
de  acuerdo  respecto  al  hecho  de  que  el  expre- 
sado señor  Letelier  ejerció  el  cargo  de  curador 
del  señor  Roberto  Urzúa  y  que  siendo  esto  así 
está  en  la  obligación  de  rendir  la  cuenta  que 
se  le  pide; 

3^  Que  no  se  ha  justificado  en  forma  legal 
los  cargos  formados  á  las  cuentas  signadas 
con  los  núm.  5,  6  i  7; 

4'  Que  el  cargo  al  recibo  núm.  8  es  atendi- 
ble, por  cuanto  consta  de  ese  documento  que 
doña  Antonia  Montecinos  sólo  dio  recibo  por 
$  300  y  el  señor  Letelier  no  ha  justificado  que 
además  le  hubiese  entregado  los  $  200  que 
aparecen  anotados  en  el  misqio  documento, 
después  de  la  firma  de  la  señora  mencionada; 

5*^  Que  la  objeción  del  recibo  número  9  por 
$  66.15,  es  aceptable  porque  según  consta  de 
las  compulsas,  don  Anibal  Letelier  fué  nom- 
brado arbitro  por  las  partes  para  que  fijara 
el  honorario  del  abogado  don  Pedro  J.  Bus- 
tos, el  que  reguló  en  la  suma  de  $  700; 

6*^  Que  el  curador  apesar  de  esta  resolu- 
ción no  pagó  como  era  su  deber  el  honorario 
indicado  y  dio  lugar  al  juicio  á  que  se  refiere 
la  sentencia  compulsada  que  reguló  el  hono- 
rario en  la  misma  suma  fijada  por  el  arbitro; 
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7^  Que  el  cargo  referente  al  recibo  número 
10  por  $  112,35,  y  en  el  cual  aparece  que  esta 
suma  fué  pagada  por  multa  impuesta  al 
mismo,  curador  señor  Letelíer,  no  obliga  á 
los  bienes  del  pupilo  y  en  consecuencia  es  atep- 
table  la  objeción; 

8°  Que  de  la  cuenta  y  carta  aparece  que  la 
cuenta  número  11  por  $  130,55  no  ha  sido 
aun  pagada  por  el  ex-curador  señor  Letelier 
y  siendo  esto  asi,  es  aceptable  la  objeción 
formulada  á  este  respecto; 

O*?  Que  la  cuenta  número  12,  por  $  114,40, 
pagados cn'la  botica  del  señor  Castro  ha  sido 
aceptada  por  el  señor  Urzúa; 

10.  Que  no  se  ha  justificado  la  objeción  á  ía 
cuenta  número  13,  por  $  143,95,  pagados  al 
señor  José  M.  Vi  déla; 

11.  Que  la  objeción  al  recibo  número  14  por 
$  100  pagados  al  doctor  Fernández  no  se  ha 
establecido  y  además  la  prescripción  alegada 
al  respecto  es  inadmisible  por  constar  de  au- 
tos que  el  señor  Urzúa  ha  reconocido  los  ser- 
vicios profesionales  que  le  ha  prestado  el  se- 
ñor Fernández  y  nocíais  te  antecedente  alguno 
para  deducir  que  la  acción  esté  prescrita; 

12^  Que  las  objeciones  á  las  cuentas  ó  recibos 
números  15  y  16  por  $  250  y  200  pagados 
respectivamente  á  los  abogados  don  Nibaldo 
Armas  y  don  Constantino  Letelier  en  los  jui- 
cios á  que  dichos  documentos  se  refieren,  son 
aceptables  por  las  siguientes  consideracio- 
nes: 

a)  Que  según  resolución  ejecutoriada  de  7 
<le diciembre  de  1893  compulsada,  se  ordenó 
ádon  Pedro  N.  Letelier  en  su  carácter  de  cu- 
rador del  menor  don  Roberto  Urzúa  que  debía 
pagar  á  doña  Domitila  Ramírez  la  cantidad 
de  $  25  mensuales  por  via  de  alimentos  pro- 
visorios, por  bimestres  anticipados; 

h)  Que  el  curador  en  vista  de  esta  resolución 
ba  estado  obligado  á  cumplir  estrictamente 
con  lo  ordenado  desde  que  por  razón  de  su 
cargo  ha  debido  administrar  los  bienes  de  su 
pupilo  con  el  cuidado  y  precisión  que  toda 
persona  negligente  usa  en  sus  negocios  pro- 
pios, por  lo  que  en  el  caso  en  cuestión,  el  cu- 
rador se  ha  hecho  responsable  á  su  pupilo  de 
los  gastos  que  hizo  el  señor  Letelier  por  no 


haber  pagado  oportunamente  las  mesadas  á 
la  señora  Ramírez; 

c)  Que  el  juicio  seguido  por  el  abogado  don 
Pedro  J.  Bustos,  según  consta  de  autos,  fué 
iniciado  porque  el  curador  se  negó  á  pagar 
8U*  honorario  que  ya  había  sido  fijado  por  un 
arbitro,  por  lo  que  el  curador  debe  responder 
de  este  gasto  innecesario; 

13.  Que  se  acepta  la  cuenta  número  17  por 
$  í5,70,  y  se  desecha  la  objeción  á  la  cuenta 
número  18  por  $  16,65  por  no  haberse  justi- 
ficado; 

14.  Que  se  aceptan  las  objeciones  á  las 
cuentas  números  19  y  20  por  aparecer  com- 
probado el  cargo  con  el  mérito  de  los  mismos 
documentos  referidos; 

15.  Que  se  acepta  la  objeción  á  la  cuenta 
número  21  por  $  55,85  por  las  mismas  causas 
indicadas  en  el  considerando  12; 

16.  Que  se  acepta  la  cuenta  número  22  por 
$  113,40,  pagados  á  don  Vicente  Garcés; 

Considerando  respecto  á  las  cuentas  sin  do- 
cumentación: 

17.  Que  la  objeción  ala  cuenta  por  $613,61 
de  la  planilla  presentada  por  el  señor  Letelier 
referente  á  gastos  causados  en  el  espediente 
que  tramitó  don  Valeriano  Rojas  sobre  cobro 
de  pesos,  se  ha  establecido  con  el  expediente 
indicado  y  que  se  ha  tenido  á  la  vista,  que 
don  Pedro  N.  I^etelier  como  curador  de  don 
Roberto  Urzúa  adeudaba  al  señor  Rojas  el 
valor  de  la  cuenta  que  según  la  liquidación 
ascendía  á  la  suma  de  $  492; 

18.  Que  según  aparece  de  la  misma  cuenta, 
ésta  fué  aceptada  por  el  señor  Letelier  y  sin 
embargo,  no  verificó  el  pago  sino  después  de 
sostener  una  ejecución  innecesaria  y  por  esta 
causa  el  pupilo  no  es  responsable  de  estos  gas- 
tos sino  su  curador,  y  en  consecuencia  de  la 
cuenta  objetada  debe  rebajar  la  suma  de 
$  121,60; 

19.  Que  la  partida  de  la  cuenta  por  $  3.565,14 
pagados  á  doña  Domitila  Ramírez  por  pen- 
siones alimenticias  se  ha  establecido  con  los 
expedientes  tenidos  á  la  vista,  que  según  sen- 
tencia ejecutoriada  la  pensión  era  de  $  25 
mensuales  y  cuyas  pensiones  principiaron  á 
devengarse  desde  el  mes  de  noviembre  de 
1893  hasta  el  25  de  noviembre  de  1901,  fecha 
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en  que  falleció  la  señora  Ramírez,  segün  cons- 
ta de  la  partida  de  defu.ición; 

20.  Que  siendo  esto  así  resulta  que  son  de 
cargo  al  pupilo  la  cantidad  de  $2.415,17  y  no 
la  de  $  3.565, 14que  se  Imputan  al  pupilo  en 
la  cuenta  de  su  curador,  desde  que  aquel  no 
está  obligado  á  cargar  con  los  gastos  judicia- 
les producidos  por  culpa  de  su  curador,  por 
cuanto  éste  tenía  la  obligación  de  ejercer  su 
cargo  como  buen  padre  de  familia,  ó  sea  con 
la  negligencia  que  se  usa  en  los  negocios  pro« 
pios; 

21.  ^ue  en  cuanto  á  la  partida  de  $  796,10 
gastados  en  el  expediéntese  que  siguió  en  con- 
tra de  Urzúa  por  homicidio  v  que  se  detalla  en 
la  cuenta,  no  aparece  de  autos  ningún  antece- 
dente que  la  justifique; 

22.  Que  la  ley  ba  impuesto  al  curador  la 
oblih^ación  de  llevar  cuenta  exacta  y  docu- 
mentada de  todos  SU0  actos  administratoríos 
y  á  presentarla  luego  que  termine  esa  admi^ 
nistración  debiendo  abonar  el  interés  corrien- 
te sobre  el  saldo  que  resulte  en  su  eontra; 

23.  Que  el  pupilo  don  Roberto  ürzúa  con- 
fiesa que  todos  los  gastos  ocurridos  en  el  pro- 
ceso que  se  le  siguió  por  homicidio  ascendie- 
ron á  la  suma  de  $  1.019,45,  incluso  honora- 
rio de  abogados; 

24.  Que  respecto  á  la  objeción  de  la  cuenta 
por  $  134,35  referente  á  gastos  causados  en 
el  expediente  seguido  en  contra  del  curador 
señor  JLetelier  por  atentado  á  los  agentes  de 
la  autoridad  se  ha  justificado  dicha  objeción 
con  el  expediente  tenido  á  la  vista  y  en  el  cual 
consta  que  el  pupilo  no  tuvo  participación  di- 
recta en  ese  delito,  sino  su  curador,  que  fué 
condenado  por  sentencia  de  término; 

25.  Que  la  cuenta  por  $  801,10,  referente  á 
gastos  causados  en  el  expediente  seguido  por 
don  Pedro  J.  Bustos  por  cobro  de  honorario, 
no  aparece  justificada; 

26.  Que  asimismo  no  aparece  comprobado 
la  partida  de  $  38,35  referente  á  gastos  cau- 
sados en  una  tercería  dominio,  que  no  se  de- 
termina de  modo  alguno; 

27.  Que  las  objeciones  á  las  partidas  por 
$300,  100,  200  y  $250  referente  á  gastos  oca- 
sionados en  viajes  á  Santiago  y  Constitución, 
no  se  han  justificado  en  forma  legal; 

28.  Que  las  partidas  de$1.200  y$5.400  que 


aparecen  en  la  cuenta  referente  á  gastos  oca- 
sionados en  su  viaje  al  Norte  cuando  fué  re- 
legado el  pupilo  á  Tarapacá  y  los  gastos  en 
pensión,  casa,  comida,  vestuario,  lavado,  etc.* 
no  se  han  justificado  en  forma  legal  y  por  con- 
siguiente es  aceptable  la  objeción  formulada 
al  respecto  siendo  por  esto  de  cargo  al  pupilo 
las  sumas  que  éste  indica  en  su  objeción  as- 
cendente á  la  suma  de  $  2.712,50. 

Considerando  en  cuanto  á  la  prescripción 
alegada  por  el  curador  y  su  fiador; 

29.  Que  el  ex-curador  dedujo  la  excepción 
de  prescripción  contra  la  rendición  de  cuenta 
de  la  cúratela  exigida  por  el  pupilo,  por  el  he- 
cho de  haberse  demandado  la  rendición  de 
cuentas  después  de  cuatro  años  de  haber  al- 
canzado el  pupilo  su  mayor  edad; 

30.  Que  aún  cuando  fuera  procedente  la 
prescripción  por  la  causa  indicada,  ella  apa- 
rece que  ha  sido  renunciada  tanto  por  el  ex- 
curador como  su  fiador,  que  según  consta  de 
autos  han  reconocido  el  derecho  del  señor 
Urzúa  para  ejercitar  la  acción  á  que  se  refiere 
la  demanda; 

31.  Que  en  cuanto  al  honorario  del  cura- 
dor, don  Baltazar  Urzúa  en  la  cláusula  8^  de 
su  testamento  indica  la  perjona  que  debe  fijar 
la  remuneración  que  se  reclama. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  391, 406, 
415,  417,  422,  424  y  2494  del  Código  Civil, 
se  declara:  aprobada  la  cuenta  rendida  por 
don  Pedro  N.  Letelier  con  las  siguientes  de- 
claraciones: 

1^  Que  ha  lugar  á  las  objeciones  á  que  se 
refieren  los  considerandos  4',  5"^,  7^  8'.  12, 
14  y  15; 

2^  Que  ha  lugar  también  á  las  objeciones  á 
las  cuentas  sin  documentación  indicadas  en 
los  considerandos  17, 19,  21, 24, 25. 26y  28;  v 
3'  Que  no  ha  lugar  á  la  prescripción  alega- 
da, sin  costas.—/?.  Dueñas. 
Apelada  esta  resolución: 
Talca.  3  de  octubre  de   1906.— Vistos:  re- 
produciendo  la  relación  de  la  sentencia  de 
primera  instancia,  dejando  constancia  que  el 
fiador  don  Romilio  Letelier,  agricultor,  resi- 
dente en   Queri  de  este  departamento,  alegó 
también  prescripción  en  su  escrito,  eliminan- 
do los  considerandos  1^  3^  10,  17,  18,  21, 
23,  25,  27,  28  y  segunda  parte  del  13,  agre- 
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gando  la  frase  "respecto  de"  en  el  consideran- 
do 19  después  de  la  palabra  "que"  y  cam- 
biando las  palabras  "negligente"  por  "dili- 
gente" en  el  considerando  12  (b)  y  "negligen- 
cia" por  "diligencia"  en  el  considerando  20, 
y  teniendo  además  presente: 

1*^  Que  en  el  presente  juicio  no  se  trata  de 
saber  si  don  Pedro  Nolasco'I^etelier  está  ó  no 
obligado  á  rendir  cuenta  como  ex-curador  de 
don  Roberto  Urzúa,  porque  esa  obligación  ha 
sido  reconocida  por  el  mismo  al  aceptar  el 
decreto  del  Juzgado  que  le  ordenó  rendir  la 
cuenta  en  el  plazo  que  le  fijó  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  850  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  plazo  que  fué  prorro- 
gado dos  veces  á  petición  del  mismo  señor 
Letelier; 

2^  Que  rendida  la  cuetlta,  sólo  se  trata  de 
las  observaciones  á  ella,  juicio  que  se  ha  se- 
guido en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 851  del  mismo  Código  y  no  es  por  tan- 
to procedente  alegar  la  prescripción  para  ex- 
cusarse de  rendir  una  cuenta  ya  rendida  ó  sea 
de  cumplir  una  obligación  que  ya  se  ha  cum- 
plido; 

3°  Que  por  otra  parte  el  ex-curador  ha 
cumplido  su  obligación  de  rendir  cuenta  no 
sólo  en  sus  escritos  por  el  hecho  mismo  de 
rendirla,  sino  también  en  las  cartas  escritas 
durante  el  cuadrienio  de  la  prescripción  ale- 
gada; 

4^  Que  también  ha  reconocido  don  Pedro 
Xolasco  Letelier  su  obligación  á  favor  de  su 
ex-pupilo  al  absolver  posiciones  y  expone  que 
quedaran  en  su  poder  $  4.000  á  5.000  de  su 
pupilo  y  esto  á  pesar  de  que  según  la  cuenta 
que  rindió  su  pupilo  le  quedaba  adeudando 
un  saldo  de$  456,25,  que  el  fiador  del  curador 
don  Romelio  Letelier,  también  ha  reconocido 
su  obligación  de  responder  al  pupilo,  absol- 
viendo posiciones  y  además  es  fiador  en  ca- 
rácter de  deudor  solidario,  como,  consta  de 
la  escritura  compulsada  y  le  afecta  la  inte- 
rrupción de  la  prescripción  del  mismo  modo 
que  al  deudor  principal; 

5*^  Que  el  reclamo  respecto  de  las  entradas 
por  intereses  es  fundado  porque  el  ex-curador 
sólo  da  cuenta  de  haber  recibido  de  don  Pe- 
dro Letelier  Silva  $  15.325,85,  y  la  verdad  es 
que  recibió  de   don  Francisco  Borja  Matura- 


na  (primer  curador  del  señor  ürzúa)  la  can- 
tidad de  $  325,85  el  9  de  noviembre  de  1891, 
como  lo  expone  el  mismo  curador  y  consta 
del  recibo  compulsado;  ya  que  de  la  escri- 
tura compulsada  de  I''  de  abril  de  1892 
consta  que  el  ex-curador  recibió  de  don  Pedro 
Letelier  Silva  los  $15.000  y  sus  intereses  que 
adeudaba  á  su  pupilo  y  que  había  recibido 
del  primer  curador  señor  Maturana  en  prés- 
tamo con  garantía  hipotecaria; 

6*  Que  según  consta  de  los  certificados  apa- 
rece del  expediente  de  rendición  de  cuentas 
del  primer  curador  señor  Maturana  que  éste 
recibió  de  don  Pedro  Letelier  Silva  los  intere- 
ses de  los  $  15.000  hasta  el  10  de  marzo  de 
1891,  y  por  lo  tanto  los  intereses  que  recibió 
don  Pedro  Nolasco  Letelier  según  la  escritura 
compulsada  fueron  los  devengados  desde  esa 
fecha  hasta  el  1*^  de  abril  de  1892,  á  razón 
del  8%  al  año,  ó  sea  durante  un  año  y  vein- 
tiún días  lo  que  hace  un  total  de  $  1.269,93; 

7^  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  es 
exacta  lo  cantidad  16,393,68,  que  fijael  pupi- 
lo como  recibida  por  su  curador  según  la 
cuenta  que  forma; 

8*^  Que  el  plazo  de  mutuo  de  los  $  15.000 
que  adeudaba  don  Pedro  Letelier  Silva  no 
vencía  hasta  el  10  de  septiembre  de  1892  y  no 
ha  explicado  el  ex-curador  porqué  cobró  el 
dinero  más  de  cinco  meses  antes  del  plazo, 
siendo  el  deudor  de  reconocida  solvencia  y 
estando  la  deuda  garantida  con  hipoteca,  ni 
ha  explicado  tampoco  qué  hizo  con  el  dinero 
que  recibió,  donde  lo  colocó,  ni  á  que  interés 
ni  con  que  garantías; 

9^  Que  aunque  el  curador  señor  Letelier 
no  ha  dado  cuenta  de  los  intereses  producidos 
reconoce  que  el  capital  del  pupilo  producía 
anualmente  $  90  de  intereses; 

10.  Que  el  mismo  expone  también  que  no 
ha  rendido  cuenta  de  los  intereses  porque  es- 
pera hacer  una  liquidación  exacta  del  capital 
lo  que  es  inaceptable  por  cuanto  de  sus  libros 
ó  cuentas  que  debe  llevar  día  á  día,  con  fide- 
lidad y  exactitud  debe  constar  el  total  de  lo 
que  ha  percibido  por  intereses  siendo  de  ad- 
vertir que  apesar  de  lo  que  el  mismo  ex-cu- 
dor  ha  expuesto  no  ha  rendido  cuenta  de  los 
intereses  hasta  la  fecha; 
11.  Que  el  pupilo  acepta  en  su  contra  cuen- 
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ta  que  el  curador  abone  por  su  capital  como 
interés  corriente  sólo  el  interés  de  8%  al  año: 

12.  Que  además  de  las  partidas  de  la  cuen- 
ta de  salidas  aceptadas  por  el  pupilo  y  á  que 
se  refieren  los  considerandos  9,  13  y  16  de  la 
sentencia  de  primera  instancia,  ha  aceptado 
aquellas  partidas  1*,  2*,  3*  y  4*  de  la  cuenta 
y  no  son  por  lo  tanto  materia  de  este  juicio; 

13.  Que  respecto  de  la  objeción  á  la  partida 
5*  no  apeló  el  señor  Urzúa  déla  resolución  que 
la  desecha  y  debe  tenerse  por  esto  como  no 
hecha  la  objeción. 

14.  Que  es  aceptable  la  objeción  á  la  parti- 
da y  recibo  número  13,  por  $  10  que  pide  el 
señor  Urzúa  se  rebajen  en  esa  partida,  redu- 
ciendo el  gasto  á  $  133,95  porque  la  objeción 
ha  sido  aceptada  por  el  señor  Letelier; 

15.  Que  la  objeción  á  la  cuenta  número  18 
por  $  16,65  está  justificada  porque  aparece 
de  manifiesto  que  esa  cuenta  está  incluida  en 
la  defs.  17  y  no  está  firmada  ni  cancelada  por 
el  acreedor  no  ha  sido  reconocida  en  la  dili- 
gencia; 

16.  Que  el  señor  Urzúa  no  ha  apelado  del 
rechazo  á  la  objeción  relativa  á  los  $  300 
gastados  en  Santiago  durante  dos  meses, 
consignados  en  la  cuenta  y  á  los  cuales  se 
refiere  el  considerando  27  y  debe  tenerse  como 
aceptada  esa  partida; 

17.  Que  don  Roberto  Urzúa  acepta  que  se 
carguen  en  la  cuenta  de  'salida  $  300,  que 
gastó  en  su  estadía  en  Santiago  en  1891,  cuya 
inversión  aparece  en  parte  comprobada  con 
las  cartas; 

18.  Que  debe  entenderse  que  los  $  300  á  que 
se  refiere  el  considerando  anterior  son  los  mis- 
mos á  que  se  refiere  el  considerando  18  y  por 
eso  se  explica  que  no  apelara  el  señor  Urzúa 
de  la  sentencia  en  cuanto  á  los  $  300  á  que 
se  refiere  el  considerando  27  de  la  sentencia 
de  primera  instancia  siendo  de  notar  que  en  la 
cuenta  del  ex-curador  no  se  da  ningún  dato 
respecto  á  la  inversión  de  esos  $  300  ni  aún 
la  fecha  de  gasto; 

19.  Que,  según  consta  del  expediente  que  se 
ha  tenido  á  la  vista  don  Valeriano  Rojas  To- 
ledo ejecutó  á  don  P.  N.  Letelier  por  la  cuenta 
proveniente  de  ropa  mandada  á  hacer  á  su 
pupilo  señor  Urzúa  en  los  años  1895  \'  1896; 


20.  Que  esa  cuenta  de  ropa  sumaba  $  53o 
y  quedó  reducida  con  los  abonos  de  $  lOUcn 
dos  partidas,  á  $  430,  cantidad  que  el  señor 
Letelier  se  comprometió  á  pagar  en  cuatro 
meses  plazo  al  interés  de  10%; 

21.  Que,  apesar  de  ese  compromiso,  el  se- 
ñor Letelier  no  pagó  y  se  dejó  ejecutar  pa- 
gando por  fin  por  capital,  intereses  y  costas 
$  613,61  en  lugar  de  $  430  que  adeudaba; 

22.  Que  tal  proceder  es  incorrecto,  por 
cuanto  teniendo  el  curador  en  su  poder  dine- 
ro del  pupilo  no  debió  pagar  intereses,  ni  per 
mitir  se  le  ejecutara  para  el  pago  de  la  demia 
por  lo  cual  el  pupilo  no  debe  responder  ni  de 
los  intereses  ni  de  las  costas,  sino  de  la  canii 
dad  adeudada  por  la  ropa  ó  sea  por  $  c^.* 
que  es  el  valor  asignado  por  el  pupilo  á  este 
gasto  en  su  contra- cuenta; 

23.  Que  para  estimar  innecesario  el  gasto 
del  juicio  con  Pedro  J.  Bustos  á  que  se  refic 
ren  los  considerandos  12  (letra  c)  y  13  de  la 
sentencia  apelada,  debe  tenerse  presente  tam 
bien  que  consta  del  expediente  respectivo,;. 
lo  dice  el  señor  Letelier  que  se  pago  al  señor 
Palomino  por  su  honorario  como  abogado 
en  segunda  instancia  encargado  de  defender 
al  pupilo  en  el  proceso  por  homicidio,  la  can- 
tidad de  $  700,  y  por  lo  tanto  no  podía  esti- 
mar excesiva  la  regulacióm  del  perito  qoe 
avaluó  en  otros  $  700  el  honorario  del  ala- 
gado de  primera  instancia,  señor  Bustos,  que 
patrocinó  al  señor  Urzúa  con  empeño,  según 
lo  expone  este  en  la  carta  y  atendió  al  juicio 
hasta  que  se  dictó  sentencia  definitiva  con  un 
trabajo  muy  superior  al  del  abogado  de  se- 
gunda instancia; 

24.  Que  debe  también  tenerse  presente  que 
tanto  en  primera  como  en  segunda  instancia 
se  reguló  el  honorario  del  señor  Bustos  en  los 
mismos  $  700  en  que  los  había  regalado  el 
arbitro  don  Aníbal  Letelier; 

25.  Que  respecto  de  los  gastos  con  motivo 
del  proceso  por  homicidio,  seguido  contra  el 
señor  Urzúa,  debe  tenerse  presente  que  el  ex- 
curador carga  en  su  cuenta  la?  siguientes 
partidas:  a)  $  796,  de  los  cuales  700  corres- 
ponden al  honorario  del  señor  Palomino  J 
$  96  á  gastos  del  proceso;  b)  $  801,10  gas- 
tados en  el  juicio  con  el  señor  P.  J.  Bustos,  de 
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los  cuales  deben  corresponder  $  700  por  ho- 
norario aunque  la  cuenta  no  lo  expresa;  c) 
$  100  por  un  viaje  á  Constitución;  d)  $  200 
por  un  viaje  á  Santiago  á  solicitar  indulto 
para  el  pupilo;  e)  $  100  dados  á  cuenta  á 
don  Eduardo  Letelier,  apoderado  del  pupilo; 
f}$  200  dados  al  mismo  apoderado;  ^)$66,15 
cuenta  del  procurador  Letelier,  á  que  se  re- 
fiere el  considerando  5^  de  la  8entcnci;^  de  pri- 
mera instancia;  h)  y  $  200  pagados  al  abo- 
gado don  C.  Letelier,  y  á  los  cuales  se  refiíren 
los  considerandos  26  y  27  de  esa  sentencia 
todo  lo  cual  suman  $  2.647.20; 

26.  Que  varios  de  estos  gastos  no  han  sido 
justificados  y  aún  respecto  del  dinero  entre- 
gado al  procurador  don  Eduardo  Letelier 
expone  éste  que  los  $  100  del  recibo  están  in- 
cluidos en  la  cuenta  número  7; 

27.  Que  el  señor  Urzúa  en  su  cuenta,  acepta 
coa  motivo  del  proceso  gastos  por  la  suma 
de  $  1.019,45,  pero  á  esta  cantidad  debe 
agregarse  las  siguientes:  a)  $  550  pagados  al 
abogado  señor  Bustos  para  completarle  su 
hoaorario  (aceptado  por  el  ex-pupilo);  b) 
$  60  gastados  en  el  viaje  á  Santiago  A  pedir 
indulto,  cantidad  aceptada  por  el  ex-pupilo; 
c)  $  78,  valor  de  lo  pagado  al  secretario  se- 
ñor Munita,  según  el  recibo;  J)  y  $  40  que 
prudencial  mente  se  estiman  gastados  en  pa- 
gar á  los  encargados  de  practicar  en  Consti- 
tución y  en  Santiago  las  diligencias  probato- 
rias á  que  se  refiere  la  cuenta. 

28.  Que  en  mérito  de  lo  expuesto  en  los 
tres  considerandos  anteriores  deben  aceptar- 
se como  gasto  hecho  con  motivo  del  proceso 
seguido  contra  el  ex-pupilo  solo  la  cantidad 
de  $  1.747,45  ya  que  deben  quedar  reducidas 
todas  las  partidas  enumeradas  en  el  conside- 
rando 27; 

29.  Que  no  se  ha  justificado  el  gasto  de 
$  1.200  invertido  en  el  viaje  á  Iquique,  y  el 
pupilo  sólo  acepta  la  cantidad  de  $  260,5,  in- 
cluyendo en  esta  cantidad  $  110  en  dinero 
como  lo  expone; 

30.  Que  el  ex-pupilo  acepta  también  que  re- 
cibió en  dinero  mientras  estuvo  relegado  en 
Iquique  $  450,  lo  que  unidos  á  los  $  260,5  á 
que  se  refiere  el  considerando  anterior  suman 
$  710,05,  cantidad  á  que  debe  quedar  reducida 
la  de  $  1.200  que  se  carga  en  la  cuenta; 


31.  Que  entre  los  expedientes  á  que  se  refie- 
ren los  considerandos  19  y  20  de  la  sentencia 
apelada,  figura  uno  seguido  por  doña  Domi ti- 
la Ramírez  contra  el  ex  curador  cuyos  gastos 
deben  ser  de  cuenta  del  señor  Urzúa  porque  en 
ese  juicio  no  se  trata  del  cobro  de  los  pensio- 
nes alimenticias  sino  de  una  demanda  inicia- 
da por  la  señora  Ramírez  el  6  de  mayo  de 
1897  y  en  la  cual  se  pedía  que  el  curador  de- 
positara $  5.000  para  responder  por  las  pen- 
siones que  en  lo  sucesivo  se  devengaran; 

32.  Que  por  lo  tanto  al  valor  de  las  mesa- 
das pagadas  á  la  señora  Ramírez,  que  suma 
$  2  415,82,  debe  agregarse  el  valor  de  los  gas- 
tos de  ese  juicio; 

33.  Que  el  señor  Urzúa  en  su  contra-cuenta 
reconoce  que  ha  invertido  su  curador  $  20  en 
viaje  en  ferrocarril  y  $  200  en  ropa  interior  y 
calzado  ó  sea  en  todo  $  220; 

34.  Que  es  inadmisible  la  partida  de  $5.400 
que  el  ex-curador  carga  en  su  cuenta  como  in- 
vertidas en  comida,  vestuario,  lavado,  etc., 
porque  no  se  ha  probado  el  gasto,  ni  se  ha 
especificado  la  inversión  á  que  la  partida  se 
refiere,  espresando  al  menos  el  gasto  mensual» 
contra  lo  dispuesto  por  la  ley  que  ordena  al 
curador  llevar  cuenta  fiel,  exacta  y  en  cuan- 
to fuera  posible  documentada  de  sus  actos  ad- 
ministrativos y  á  exhibirla  luego  que  termine 
su  administración; 

35.  Que  de  las  posiciones  absueltas  por  el 
señor  Letelier  y  de  los  demás  antecedentes  del 
juicio  aparece  que  es  efectivo  lo  que  expone  el 
ex-pupilo  en  su  contra  cuenta  respecto  al  tiem- 
po que  en  cada  año  suministró  su  curador,  co- 
mida, pieza  y  lavado,  ó  sea  desde  el  1^  de  ju- 
nio de  1891  (dos  meses  antes  de  ser  nombra- 
do curador  interino)  hasta  mayo  de  1897  en 
que  el  señor  Urzúa  fué  relegado  á  Iquique,  y 
que  es  efectivo  que  estuvo  detenido  en  la  poli- 
cía y  en  la  cárcel  y  estudiando  en  Santiago  el 
tiempo  que  el  pupilo  designa  en  su  cuenta; 

36.  Que  las  partes  no  están  de  acuerdo  en  la 
cantidad  que  debe  cargarse  al  pupilo  por  los 
gastos  de  comida,  pieza  y  lavado,  gastos  que 
son  necesarios  y  no  requieren,  por  lo  tanto, 
comprobación  sino  en  cuanto  á  su  monto; 

37.  Que  el  Tribunal  estima  prudencialmen- 
te  en  $  30  mensuales  los  de  comida,  en  $  8  los 
de  pieza  y  en  $  4  los  de  lavado. 
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38.  Que  en  consecuencia  la  cantidad  de 
$  5.400  que  carga  el  ex-curador  en  su  cuenta 
debe  quedar  reducida  á  lo  que  resulte  del  ava- 
lúo á  que  se  refiere  el  considerando  anterior, 
además  de  los  $  220  á  que  se  refiere  el  consi- 
derando 85; 

39.  Que  aparece  de  manifiesto  en  vista  de 
las  cuentas  rendidas  por  el  ex-curador,  de  la 
contra-cuenta  del  señor  Urzúay  de  las  obje- 
ciones aceptadas,  que  aquel  ha  tenido  dinero 
bastante  en  su  poder  para  atender  á  los  gas. 
tos  de  su  pupilo  sólo  con  los  $  1.593,68  de  in- 
tereses que  recibió  de  los  señores  Maturana  y 
Pedro  Letelier  Silva  y  los  que  produjo  año  á 
año  el  capital,  sin  necesidad  de  recurrir  á  éste; 

40.  Que  el  curador  debe  proceder  según  la 
ley  á  devolver  sus  bienes  al  pupilo,  una  vez 
expirado  el  cargo,  tan  pronto  como  fuere  po- 
sible; y 

41.  Que  el  ex-curador  ha  rendido  una  cuen* 
ta  inexacta,  por  lo  cual  fué  objetada  tanto  en 
las  entradas  como  en  las  salidas,  y  se  ha  dado 
lugar  á  casi  la  totalidad  de  las  objeciones,  por 
lo  cual  el  señor  Letelier  es  responsable  de  las 
costas  causadas. 

Teniendo  también  presente  lo  dispuesto  en 
los  artículos  414,  1713,  2518,  2519  del  Códi- 
go Civil,  151,  330,  850  y  851  del  de  Procedi- 
miento Civil,  se  confirma  la  sentencia  apela- 
da de  11  de  marzo  del  presente  año  en  cuanto 
niega  lugar  á  la  prescripción  alegada  por  el 
curador,  en  cuanto  acepta  las  objeciones  á 
que  se  refieren  los  considerandos  4',  5*^,  T*',  8^, 
12,  14,  15, 19,  24  y  26  y  en  lo  demás  con  las 
siguientes  declaraciones: 

1^  Que  por  las  mesadas  pagadas  á  la  seño- 
ra Ramírez  á  que  se  refieren  los  considerandos 
19  y  20  debe  cargarse  al  señor  Urzúa  lo  que 
expresa  en  el  considerando  34  de  esta  sen- 
tencia; 

•  2^  Que  ha  lugar  al  reclamo  respecto  de  las 
entradas  por  intereses  y  que  en  consecuencia 
debe  tenerse  como  recibida  por  don  Pedro  No- 
Jasco  Letelier  la  cantidad  de  $  16.593,68; 

3*?  Que  el  señor  Letelier  debe  abonar  el  8% 
al  año  de  interés  por  el  capital  del  pupilo,  de- 
biendo devolver  desde  luego  los  $  15.000  y  li- 
quidarse su  cuenta  para  saber  el  saldo  de  in- 
tereses que  queda  en  su  poder; 

4^  Que  ha  lugar  á  las  objeciones  á  que  se  re- 


fieren los  considerandos  16, 17,  24,  30,  32  y 
40  de  esta  Sentencia  en  la  forma  en  que  en 
ellos  mismos  se  expresa;  y 

5^  Que  debe  pagar  las  costas  de  primera  ins- 
tancia el  ex-curador  señor  Letelier. 

Se  previene  que  no  debe  admitirse,  sin  pa- 
gar la  multa,  documentos  como  los  acompa* 
nados  á  la  cuenta  en  los  que  no  aparece  inuti- 
lizada la  estampilla  agregadaen  la  forma  que 
ordena  la  ley  de  15  de  enero  de  1878. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Maldona- 
do.— i4.  Maldouado.—D,  M  Lois.—José  Agus- 
tín Barros  M, 

Contra  esta  sentencia  el  ex--curador  y  su 
fiador  han  deducido  recursos  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo  y  formalizando  el  pri. 
mero  de  éstos  se  alegan  las  siguientes  cau- 
sales: 

1^  Las  indicadas  en  los  números  I*'  y  4'  del 
artículo  941  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, acerca  del  cargo  por  intereses  del  capital 
pupilar,  punto  que,  por  no  haber  sido  com- 
prendido en  la  cuenta  ni  fallado  en  primera 
instancia  ha  carecido  la  Corte  de  competencia 
para  pronunciarse  al  respecto  en  única  ins- 
tancia, é  incurrido  en  el  vicio  de  ultra  petka. 

2'  La  señaladaen  el  número  9'  del  artículo 
941  del  Código  citado  en  lo  relativo  también 
al  punto  anterior  sobre  intereses  del  haber 
pupilar,  pues  no  habiendo  habido  debate  en 
primera  instancia  acerca  deeste  particular,  no 
se  expresaron  los  agravios  en  cuanto  á  dicho 
punto,  ni  se  contestó  á  ellos  por  la  parte  con- 
traria, infringiéndose  las  disposiciones  de  los 
números  1^,  2^  y  6^  del  artículo  966  y  1^  2' 
y  5*?  del  artículo  970  del  mismo  Código. 

3'  La  prescrita  en  el  número  4^  del  ar- 
tículo 941,  porque  la  Corte,  al  ordenar  la  en- 
trega inmediata  del  capital  del  pupilo  sin 
aguardar  el  resultado  de  la  liquidación  déla 
cuenta,  ha  fallado  akra  petita,  punto  que  por 
no  haber  sido  apelado  no  quedó  sometido  al 
Tribunal  superior. 

4*?  La  contemplada  en  el  número  5^  del  ar- 
ticulo 941,  pues  la  Corte,  al  regular  los  gas- 
tos de  mantención,  pieza  y  lavado,  omitcel 
requisito  exigido  por  el  número  5*  del  artículo 
193,  ya  que  la  sentencia  avalúa  esos  gastos 
de  un  modo  prudencial  sin  consideraciones  de 
hecho  ó  de  derecho; 
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5*^  Las  estatuidas  en  los  números  1^  y  4^ 
del  artículo  941,  porque  la  Corte  al  imponer 
á  los  recurrentes  la  condenación  en  las  costas 
de  primera  instancia  no  pedida  por  el  conten* 
dor,  quien-,  al  contraria,  soKcitó  la  confirma- 
ción del  fallo  apelado  en  este  punto,  ha  proce- 
dido con  infracción  del  artículo  151  de  la 
Constitución  Política  \'  del  artículo  9^  de  la 
Ley  Orgánica  de  Tribunales,  á  modificar  de 
oficio  dicho  fallo,  que  no  contenía  tal  conde- 
nación y  que  en  esto  se  ajustaba  á  la  ley. 

La  Cort^: 

Considerando  respecto  á  la  última  causal: 

1*^  Que  aunque  el  ex-pupilo  ürzúa  al  apelar 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  lo  hizo 
en  términos  generales,  no  obstante,  al  expre- 
sar agravios,  pidió  confirmación  de  ella  con 
las  declaraciones  indicadas  en  ese  escrito,  en- 
tre las  cuales  no  figura  taxativamente  la  de 
que  el  ex-curador  Letelier  fuera  condenado  en 
las  costas  de  primera  instancia,  de  que  había 
sido  absuelto  de  un  modo  expreso  en  el  fallo 
apelado; 

2^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
439  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  es- 
crito de  expresión  de  agravios  debe  contener 
las  peticiones  concretas  que  formule  el  apelan- 
te respecto  de  la  sentencia  apelada;  así  que 
no  estando  incluida  en  este  escrito  la  petición 
para  que  se  revocase  la  sentencia  apelada  á 
fin  de  que  se  condenara  en  costas  al  ex-cura- 
dor, debe  entenderse  con  arreglo  á  la  ley  que 
esta  cuestión  quedaba  excluida  de  la  compe- 
tencia del  tribunal  de  segunda  instancia; 

3'  Que  los  Tribunales  de  Alzada,  salvo  los 
casos  en  que  están  facultados  por  la  ley  para 
proceder  de  oficio,  entre  los  cuales  no  se  en- 
cuentra el  de  que  se  trata,  no  tienen  mas  juri- 
dicción  que  aquella  que  se  les  ha  conferido  por 
las  partes  en  las  cuestiones  que  se  someten  á 
su  fallo  en  los  escritos  de  expresión  de  agra- 
vios y  su  respuesta; 

4*?  Que  habiendo  condenado  al  ex  curador 
Letelier  la  sentencia  recurrida  en  las  costas 
de  primera  instancia,  punto  que  no  fué  some- 
tido de  una  manera  concreta,  el  fallo  de  se- 
gunda instancia  ha  incurrido  en  el  vicio  de 
ultra  petíta,  extendiéndose  á  puntos  no  so- 
metidos á  la  decisión  del  tribunal  é  incurrien- 


do así  en  la  causal  de  casación  en  la  forma 
establecida  por  el  número  4^  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y 

5^  Que  aceptada  esta  causal  de  casación, 
es  ocioso  profluüdarse  sobre  las  demás  que 
también  se  formulan. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  dispo- 
siciones legales  citadas  y  visto  además  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  959  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  senten- 
cia de  3  de  octubre  de  1906,  y  se  repone  la 
causa  al  estado  de  pronunciarse  sentencia  por 
el  tribunal  que  corresponda,  al  cual  se  remiti- 
rán los  autos.  Devuélvase  á  la  parte  recurren- 
te la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Palma 
Guzmán.  — /.  Gabriel  Pníma  Guzmáa,^  V, 
Aguirre   V. — Leoncio  Rodríguez.— J,  Bernales. 


Cas.  civ, — i  de  agosto  de  1906 
Canto  del  con  González  viuda  de  Castro 

Testamento.  —  Legado.— Oondonadión 
de  deuda.  —  Novación;  diputación 
para  el  pago— Confusión. 

Doctrina:  —  Aunque  la  condonación 
testamentaria  de  una  deuda  importa 
también  un  verdadero  legado  de  la  can- 
tidad condonada^  dicha  condonación  no 
establece  vínculos  de  acreedor  y  deudor 
entre  el  legatario  agraciado  y  los  here- 
deros del  testador  condonante,  sino  que 
importa  una  mera  remisión  en  virtud  de 
la  cual  no  pueden  ya  los  herederos  del 
condonante  exigir  de  los  deudores  el 
pago  de  lo  que  adeudaban  y  que  les  ha 
sido  condonado;  pero  sin  dar  á  éstos 
tampoco  el  derecho  de  exigir  una  caníi" 


90 


SEGUNDA    PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


dad  igual  á  la  que  se  les  remite  y  que  no 
están  ya  obligados  á  pagar.  Por  consi- 
guíente,  aunque  los  primitivos  deudores 
tengan  el  doble  carácter  de  legatarios  y 
herederos  del  testador  no  concurren  en 
ellos  las  calidades  de  deudores  y  acreedo- 
res que  simultáneamenteexige  el  artículo 
1665  del  Código  Civil,  para  que  se  veri' 
ñque  la  confusión  y  se  extinga  por  este 
medio  la  obligación. 


Don  Daniel  W.  del  Canto  en  la  demanda  in- 
terpuesta ante  uno  de  los  Juzgados  de  Letras 
de  Valparaíso  contra  doña  Flora  González  v. 
de  Castro,  expone:  que  según  escritura  públi- 
ca de  1^  de  julio  de  1902,  don  Eleodoro  Cas- 
tro le  cedió,  en  pago,  la  cuota  que  le  corres- 
pondía en  una  escritura  pública  en  que  la  de- 
mandada se  constituyó  deudora  por  cierta 
cantidad  de  pesos  de  don  Pablo  José  Castro, 
quien  en  la  cláusula  tercera  de  su  testamen- 
to, legó  ese  crédito  á  sus  sobrinos:  su  cedente 
el  mencionado  don  Eleodoro  y  don  Benjamín 
2',  don  Emilio  y  don  Pedro  Antonio  Castro, 
hijos  de  don  Benjamín  Castro. 

Que  por  escritura  de  12  de  julio  de  1902, 
don  Benjamín  2^  Castro,  otro  de  los  sobrinos 
de  don  Pablo  José  Castro,  le  cedió  también 
los  derechos  que  le  correspondían  ó  pudieran 
corresponderle  en  la  herencia  de  su  menciona- 
do tío,  derechos  éntrelos  cuales  se  encuentran 
igualmente  los  que  tenía  en  el  legado  aludido, 
como  hijo  de  don  Benjamín  Castro  y  sobrino 
del  ya  nombrado  don  Pablo  José  Castro. 

Que  los  derechos  cedidos  tienen  su  origen  en 
el  legado  que  en  la  cláusula  tercera  de  su  tes- 
tamento* hizo  don  Pablo  José  Castro  á  favor 
de  los  hijos  de  don  Benjamín  Castro,  padre  de 
los  cedentes,  cláusula  que  textualmente  dice 
así: 

"Tercero De  mis  bienes  se  sacarán  ante  to- 
do los  siguientes  legados:  á  los  hijos  de  mi 
hermano  don  Benjamín  Castro  que  falleció 
hace  algún  tiempo,  les  dejo  la  sumade  $  4.000 
y  además  les  condono  el  crédito  que  tengo  eii 


contra  de  la  sacesióa  de  mi  nombrado  her 
mano  por  las  cantidades  que  él  adeudaba  al 
Banco  de  Chile  y  que  ya  cancelé." 

Que  para  atender  al  pago  de  este  crédito,  se 
reservó  en  la  partición  de  los  bienes  de  don 
Benjamín  Castro  la  suma  correspondiente. 
$3.203  y  se  encargó  de  esté  pago  á  doña  Flo- 
ra González  v.  de  Castro  á  quien  se  le  asignó 
un  exceso  en  su  hijuela  siendo,  por  consiguien- 
te esta  señora  responsable  de  dicho  crédito  y 
sus  intereses. 

Que,  cumpliendo  con  dicho  compromiso  la 
demandada  firmó  un  reconocimiento  de  la 
deuda  á  favor  de  don  Pablo  José  Castro  com- 
prometiéndose á  pagarlas  con  sus  intereses, 
según  aparece  de  la  escritura  de  1^  de  mayo 
de  1896;  y 

Que  no  habiendo  podido  obtenerse  que  do- 
ña Flora  González  v.  de  Castro,  no  obstante 
de  estar  notificada  de  la  cesión,  le  cubra  las 
cuotas  que  le  corresponden,  entabla  demanda 
en  su  contra  para  que  se  declare  que  debe  pa- 
garle las  cuotas  é  intereses  á  que  tiene  dere- 
cho, como  cesionario  de  don  Eleodoro  y  don 
Benjamín  2^  Castro  en  el  crédito  que  la  de- 
nandada  se  obligó  á  pagar  por  la  sucesión 
á  don  Benjamín  Castro  á  don  Pablo  José  Cas- 
tro quien  á  su  vez  era  cesionario  del  Banco  de 

Chile. 

La  demandada,  al  contestar  la  demanda 

expone:  que  don  Daniel  W.  del  Canto  no  es 
cesionario  de  los  derechos  de  don  Benjamín  y 
Castro,  porque  según  los  términos  de  la  mis- 
ma escritura  en  que  se  funda  el  demandante, 
aquél  sólo  cedió  á  éste  los  derechos  que  le  co- 
rrespondían ó  pudieran  corresponderle  en  la 
herencia  de  don  Pablo  Castro,  entre  los  cua- 
les no  está  comprendido  el  derecho  ó  ac- 
ción  al  legado  de  que  trata  la  clausula 
tercera  del  testamento  respectivo,  pues  si  ese 
derecho  existe  en  favor  de  don  Benjamín  2' 
Castro  es  en  el  carácter  de  hijo  y  como  ac- 
cionista de  la  sucesión  de  su  padre  don  Benja- 
mín Castro  y  no  como  heredero  de  den  Pablo 
J.  Castro,  derecho  que  por  otra  parte,  ha  si- 
do cedido  por  el  mismo  don  Benjamín  2^  Cas 
tro  á  otro  de  sus  hermanos. 

Que  el  demandante  es  sólo  cesionario  de 
don  Eleodoro  Castro  y  no  tiene  deretho  algu- 
no al  crédito  condonado  por  don  Pablo  j. 
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Castro;  pues  en  la  cláusula  tercera  de  su  tes- 
tamento hay  dos  disposiciones  distintas:  un 
legado  de  $  4,000  y  la  condonación  de  una 
deuda,  condonación  que  sólo  aprovecha  al 
deudor. 

Que  el  crédito  que  tenfa  don  Pablo  J.  Cas- 
tro contra  su  hermano  don  Benjamín,  pasó 
por  la  muerte  de  éste  á  ser  deuda  de  la  suce- 
sión, que  la  componían,  según  el  testamento, 
sus  cuatro  hijos:  don  Eleodoro,  don  Benja- 
mín 2^,  don  Pedro  Antonio  y  don  Emilio 
Castro  y  su  viuda  la  exponente,  quien  fué  ins* 
tituida  como  quinto  heredero,  además  de  la 
mitad  de  gananciales  que  le  correspondía; 

Que.  los  $  3.203,55  adeudados  al  Banco  de 
Chile  y  que  pagó  don  Pablo  José  Castro  for- 
man sólo  una  parte  del  entero  del  exceso  que 
resultó  en  contra  de  la  demandada  en  su 
hijuela  respectiva,  fondos  que  aparecen  figu- 
rando entre  las  bajas  generales  en  la  herencia 
de  don  Benjamín  Castro,  como  consta  del  lau- 
do y  ordenata  respectivo.  De  manera  que  la 
mitad  de  esa  cantidad  era  propiedad  exclusi- 
va de  la  demandada;  pues  si  no  se  hubiese  re- 
servado para  el  pago  de  la  deuda  habría  au- 
mentado en  ese  mismo  valor  su  mitad  de 
gananciales. 

Que  con  posterioridad  á  la  obligación  que 
se  le  impuso  de  pagar  esta  deuda  de  la  suce- 
sión, la  misma  exponente  demandada  en  este 
juicio  por  escritura  pública  de  1^  de  mayo  de 
1896  reconoció  esta  deuda  y  se  comprometió 
al  pago  de  ella  personalmente,  hipotecando  en 
garantía  una  propiedad  suya;  y  que  es  acree- 
dor don  Pablo  José  Castro  que  compareció  al 
acto  y  lo  aceptó  en  todas  sus  partes,  quedan- 
do así  de  derecho  novada  la  obligación  á 
virtud  de  lo  que  dispone  el  número  3^  del  ar- 
tículo 1631  del  Código  Civil. 

Que  la  exponente  cumplió  así  la  obligación 
que  se  le  impuso  de  pagar  esa  deuda  porque 
por  medio  de  la  novación  la  hizo  su\'a  perso- 
nalmente, libertando  á  la  sucesión  deudora  de 
toda  responsabilidad  con  el  consentimiento 
del  acreedor. 

Que  el  18  de  octubre  de  1897,  más  de  un 
año  después  de  la  novación  de  la  deuda,  viene 
el  otorgamiento  del  testamento  del  acreedor 
don  Pablo  José  Castro,  quien  condonó  expre- 
samente dicha^deuda,  condonación  que  apro- 


vecha al  deudor  que  era  la  exponente,  quedan- 
do libre  de  esta  obligación  sin  deber  nada  á 
don  Pablo  José  Castro  ni  menos  á  los  hijos 
de  don  Benjamín  Castro,  á  quienes  les  había 
ar  rovechado  en  el  caso  de  que  esa  deuda  hu- 
biera pasado  sobre  hi  sucesió'i. 

Que  en  las  -asignaciones  testamentarias 
prima  sobre  toda  consideración  la  voluntad 
del  testador  y  en  este  caso  está  claramente 
manifestada  en  el  sentido  de  que  sus  herede- 
ros no  cobraran  esta  deuda;  y  la  circunstancia 
de  referirse  al  crédito  que  tenía  en  contra  de 
la  sucesión  de  su  hermano  Benjamín  Castro 
cuando  en  realidad  ese  crédito  había  pasado 
á  ser  en  contra  de  la  exponente,  heredera 
también  de  la  sucesión  del  citado  don  Benja- 
mín, no  altera  ni  puede  alterar  la  voluntad 
del  testador  de  no  cobrarlo  á  su  familia. 

Termina  pidiendo  se  deseche  la  demanda,  y 
en  subsidio  si  el  pago  de  ese  crédito  se  declara- 
se, solicita  por  vía  de  reconvención  en  forma  que 
se  ordene  devolverle  la  cantidad  de  $1.922,12 
mitad  de  la  cantidad  que  se  demanda  que  á 
ella  le  corresponde  por  su  mitad  de  ganan- 
ciales y  como  heredera. 

El  demandante  en  el  escrito  de  réplica  soli- 
cita que  no  se  dé  lugar  á  la  reconvención  por 
cuanto  la  condonación  de  la  deuda  fué  hecha 
á  favor  de  los  hijos  de  don  Benjamín  Castro 
y  no  de  la  sociedad  conyugal  habida  entre 
éste  y  la  demandada. 

Después  de  la  duplica,  en  la  cual  se  amplían 
las  alegaciones  de  la  contestación,  se  citó 
para  sentencia,  y  el  Juzgado  de  Valparaíso 
falló  el  1^  de  marzo  de  1904: 

Considerando: 

1^  Que  don  Daniel  W.  del  Canto  es  cesiona- 
rio de  los  derechos  de  don  Eleodoro  Castro  á 
que  se  refiere  la  demanda,  según  aparece  de 
laescritura  de  f.  1  y  también  lo  es  según  la  es- 
critura de  fs.  12  de  todos  los  derechos  y  accio- 
nes que  correspondan  ó  puedan  corresponder 
á  don  Benjamín  2^  Castro  en  la  herencia  de 
don  Pablo  José  Castro,  entre  los  cuales  debe 
naturalmente  contarse  el  de  que  se  trata  en 
este  juicio,  por  formar  parte  de  dicha  heren- 
cia y  por  no  haber  sido  limitada  la  cesión  á 
sólo  la  cuota  hereditaria; 

2^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
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el  crédito  en  cuestión  es  el  á  que  se  refiere  la 
cláusula  3*  del  testamento  de  don  Pablo  José 
Castro; 

3^  Que  por  esta  cláusula  se  legó  á  los  hijos 
de  don  Benjamín  Castro  la  suma  de  $  4.000 
y  además  "les  condono  el  crédito  que  tengo 
en  contra  de  la  sucesión  de  mi  nombrado  her- 
mano por  las  cantidades  que  él  adeudaba  al 
Banco  de  Chile  y  que  yo  cancelé",  con  lo  cual 
debe  entenderse  que  la  voluntad  del  testador 
claramente  manifestada  fué  legar  el  valor 
de  ese  crédito  á  sus  sobrinos,  hijos  de  su  her- 
mano don  Benjamín; 

4f^  Que  esta  interpretación  es  tanto  mas  ra- 
cional cuanto  que  si  no  se  le  da  esa  interpre- 
tación á  la  cláusula  testamentaria  citada,  no 
se  le  puede  dar  otra,  y  debería  considerarse 
como  no  escrita,  por  cuanto  á  la  fecha  del 
otorgamiento  del  testamento  de  don  Pablo  J. 
Castro  el  18  de  octubre  del897,  éste  no  tenía 
crédito  alguno  contra  la  sucesión  de  don  Ben- 
jamín Castro  porque  esta  sucesión  deudora 
había  sido  sustituida  por  doña  Flora  Gonzá- 
lez V.  de  Castro,  según  aparece  de  la  escritu- 
ra (art.  1631,  inciso  3^  del  Código  Civil). 

5^  Que  no  es  aceptable  la  reconvención  de- 
ducida por  doña  Flora  González  v.  de  Castro, 
por  cuanto  la  condonación  ó  legado  no  ha 
sido  establecida  en  beneficio  de  la  menciona- 
da señora  ni  de  la  sociedad  conyugal  que 
existió  entre  ella  y  su  marido,  sino  á  favor  de 
los  hijos  de  don  Benjamín  Castro  y  el  crédito 
de  que  se  trata  era  de  propiedad  de  don  Pa- 
blo J  Castro  y  no  de  la  sociedad  conyugal 
nombrada. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  y  1069  del  Código  Civil  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demanda  con  costas  y  que  no 
ha  lugar  á  la  reconvención  deducida Ger- 
mán Alcérreca. 

Apelada  esta  sentencia  por  la  parte  deman- 
dada, la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso 
resolvió  el  18  de  noviembre  de  1904: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
y  los  fundamentos  primero,  segundo  y  terce- 
ro de  la  sentencia  de  primera  instancia  y  te- 
niendo además  en  consideración: 

1*?  Que,  estando  al  mérito  de  autos,  deben 
darse  por  establecidos  los  siguientes  hechos: 

a)  Que  don  Benjamín  Castro  adeudaba  á 


su  hermano  don  Pablo  Jo&é  Castro  la  suma 
de  $  3.203,55  que  éste  pagó  por  aquél  al  Ban- 
co Nacional,  hoy  Banco  de  Chile; 

b)  Que  en  el  juicio  de  partición  que  los  bie- 
nes de  don  Benjamín  Castro  se  reconoció  la 
efectividad  de  esa  deuda  y  se  convino  en  que 
fuera  satisfecha  por  su  viuda,  doña  Flora 
González  á  quien  se  suministraron  los  fondos 
para  ello  necesario; 

c)  Que  en  tal  virtud,  la  señora  González  otor- 
gó á  favor  de  don  Pablo  José  Castro  el  1^  de 
mayo  de  1896,  la  escritura  por  la  cual  se 
obligó  á  pagarle  la  cantidad  de  $  3.102,59  á 
que  en  esa  fecha  ascendía  el  crédito  en  cues- 
tión, según  se  expresa  en  la  escritura»  la  que 
en  el  mismo  acto  fué  aceptada  en  todas  sus 
partes  por  el  acreedor. 

d)  Que  en  el  testamento  hecho  en  esta  ciu- 
dad en  octubre  de  1897  don  Pablo  José  Cas 
tro  por  la  cláusula  3*  transcrita  en  la  deman- 
da condonó  á  los  hijos  de  su  hermano  don 
Benjamín  el  crédito  que  tenía  en  contra  de  su 
sucesión  y  á  que  se  reñeren  las  letras  prece 
den  tes,  y  por  la  cláusula  7^  después  de  varias 
otras  disposiciones  instituyó  heredero  del  re- 
manente á  sus  hermanos,  nombrando  entre 
ellos  á  don  Benjamín  y  determinando  que  en 
la  institución  del  heredero  fuera  éste  represen- 
por  sus  hijos. 

e)  Que  más  tarde  en  el  año  1902  don  Eko- 
doro  y  don  Benjamin  2^  Castro,  dos  de  los 
hijos  de  don  Benjamín,  hermano  de  don  Pa- 
blo José,  cedieron  ó  vendieron  á  don  Daniel 
\V.  del  Canto  el  primero  la  cuota  que  le  co- 
rrespondía en  el  crédito  que  se  comprometió 
á  pagar  doña  Flora  González  v.  de  Castro» 
por  el  instrumento  de  fs.  13  y  á  que  alude  la 
cláusula  3^  del  testamento,  y  el  segundo  todos 
los  derechos  y  acciones  que  le  pertenecían  ó 
pudieran  perteuecerle  en  la  herencia  de  don 
Pablo  José  por  el  mismo  testamento.  De  ello 
dan  testimonio  las  escrituras  que  se  regis- 
tran á  f.  1  y  fs.  12. 

2^  Que  el  reconocimiento  de  la  deuda  y  acep- 
tación consignada  en  la  escritura  no  produ- 
jeron novación,  y  doña  Flora  González  v.  de 
Castro  no  quedó  sustituida  al  primitivo  deu- 
dor ó  sea  á  la  sucesión  de  don  Benjamín  Cas- 
tro en  orden  al  crédito  de  don  Pablo  José;  por 
cuanto,  para  que  esta  especie  de  novación  sub- 
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jetiva  se  opere,  es  necesario  que  el  acreedor 
exprese  su  voluntad  de  dar  por  libre  al  pri- 
mitivo deudor,  lo  que  el  referido  don  Pablo 
José  no  hizo  de  modo  alguno  al  aceptar  como 
deudora  á  la  viuda  de  su  hermano; 

3^  Que  á  falta  de  dicha  expresión  que  for- 
ma un  requisito  peculiar  del  caso  de  novación 
del  artículo  1631  número  3*  del  Código  Civil» 
y  que  tiene  por  objeto  evitar  toda  duda  en  la 
materia,  debe  entenderse  que  el  tercero  es  so. 
lamente  disfrutado  por  el  deudor  para  el  pago 
ó  que  se  obliga  con  él  solidaria  ó  subsidiaria- 
mente según  parezca  deducirse  del  tenor  ó  es- 
píritu del  acto; 

4'  Que  lejos  de  expresar  que  daba  por  libre 
al  primitivo  deudor  don  Pablo  José  Castro 
al  condonar  á  la  sucesión  de  su  hermano  Ben- 
jamín en  la  cláusula  3*  del  testamento,  pos 
tenor  á  la  escritura,  el  crédito  que  contra 
ella  poseía,  manifestó  claramente  que  no  ha. 
bía  tenido  siquiera  la  intención  de  novar^ 
desde  que  la  remisión  de  la  deuda  suponía  en 
los  beneficiados  con  ella  la  calidad  de  deudo- 
res, y  Castro  no  habria  hecho  esa  disposición 
testamentaria  si,  aceptando  la  obligación  con** 
traída  por  la  señora  González  v.  de  Castro, 
hubiera  querido  exonerar  de  responsabilidad 
á  sus  sobrinos; 

5^  Que  así  el  año  1897  en  que  don  Pablo 
José  Cí^stro  ordei^^su^cs^^^c^^o  conservaba 
aún  con  respecto  á  la  sucesión  de  su  hermano 
Benjamín,  el  carácter  de  acreedor  que  investía 
al  tiempo  de  extenderse  la  escritura  de  reco. 
nocimiento; 

6^  Que  le  condonación  de  esta  deuda  es  un 
verdadero  legado  como  se  inñere  del  tenor 
mismo  de  la  cláusula  que  la  contiene  y  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1129  del  Código  Civil; 

7^  Que  tanto  por  este  motivo  como  por  la 
institución  de  heredero  de  la  cláusula  7*  in. 
indicada  bajo  la  letra  d  del  primer  conside« 
rando,  llegaron  á  concurrir  en  la  sucesión  de 
don  Benjamín  Castro  relativamente  á  la 
acreencia  legada,  las  calidades  de  acreedor  y 
deudor  de  le  sucesión  de  don  Pablo  José  Cas- 
tro y  se  verificó  de  derecho  una  confusión  que 
extinguió  la  deuda  y  produjo  iguales  efectos 
que  el  pago; 

S^  Que,  si  la  obligación  reconocida  á  favor 


de  don  Pablo  José  Castro  no  pasó  por  nova- 
ción de  don  Benjamín  á  la  viuda  de  éste,  y 
aquél  continuó  siendo  acreedor  de  los  prime. 
ros  no  obstante  la  escritura,  el  crédito  se  ex- 
tinguió después  por  confusión  y  en  consecuen- 
cia, no  existía  ya  legalmente  el  año  1902  en 
que  don  Bleodoro  y  don  Benjamín  2^  Castro 
cedieron  ó  vendieron  al  demandante  por  las 
escrituras  de  fs.  17  y  fs,  12  la  cuota  que,  su- 
poniéndola subsitente,  entendieron  que  aun 
tenían  en  él; 

9^  Que,  por  lo  misnso,  don  Daniel  W.  del 
Canto  ningún  derecho  adquirió  ni  pudo  ad- 
quirir al  crédito  cedido  por  ese  instrumento,  y 
la  acción  que  de  ellos  deriva  carece  de  funda- 
mento legal; 

10.  Que,  en  la  demanda,  como  sus  propios 
términos  lo  demuestran,  solamente  pide  del 
Canto  se  declare  que  doña  Plora  González 
V.  de  Castro  debe  pagar  las  cuotas  é  intere- 
ses que  estima  le  corresponden  como  cesiona- 
rio de  don  Bleodoro  y  don  Benjamín  2^  Cas- 
tro, en  el  crédito  que  se  obligó  á  pagar  por  la 
sucesión  de  don  Benjamín  Castro,  á  don  Pa- 
blo José  Castro  por  la  escritura  de  fs.  13; 

11.  Que  siendo  así,  y  debiendo  el  fallo  guar- 
dar conformidad  con  la  demanda,  no  cabe 
pronunciarse  en  el  presente  juicio  ni  sobre  los 
demás  derechos  hereditarios  cedidos  al  de- 
mandante por  don  Benjamín  2^  Castro  ni  so- 
bre las  otras  acciones  que  pudieran  proceder 
contra  doña  Flora  González  v.  de  Castro; 

12.  Que  la  reconvención  ha  sido  propuesta 
sólo  su bsid ariamente  para  el  caso  de  d<íirse 
lugar  á  la  demanda. 

Con  arreglo  á  las  disposiciones  legales  cita- 
das y  á  lo  prescrito  en  los  artículos  1698, 
1634,  1635  y  1665  del  Código  Civil,  se  revo- 
ca la  sentencia  apelada  de  10  de  marzo  último 
y  se  declara:  1^  que  no  ha  lugar  á  la  de- 
manda y  2^  que  dada  la  declaración  anterior 
no  procede  pronunciarse  sobre  la  reconven- 
ción. 

Acordada  por  unanimidad  después  de  ha- 
ber desaparecido  la  discordia  que  se  produjo 
en  la  primera  vista  de  la  causa,  previniéndose 
que  los  señores  Ministros  Moreno  y  Silva  solo 
tuvieron  presente  para  revocar  la  sentencia 
apelada:  I''  que  por  la  escritura  de  1^  de  mayo 
de  1896,  en  virtud  de  la  cual  doña  Flora  Gon- 
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zález  V.  de  Castro  pa^ó  la  deuda  que  los  hi- 
jos de  don  Benjamín  Castro  tenían  á  favor  de 
don  Pablo  José  Castro,  se  produjo  novación 
respecto  de  dicha  deuda  por  haberse  sustitui- 
do un  nuevo  deudor  al  antiguo,  que  en  con- 
secuencia quedó  libre:  situación  jurídica  esta- 
blecida por  el  hecho  de  haber  concurrido  el 
acreedor  al  acto  de  la  escritura  y  haber  ma- 
nifestado su  aceptación  á  lo  en  ella  estipula- 
do; y  2'  que  en  mérito  de  lo  expuesto  en  el 
fundamento  anterior,  la  deuda  condonada 
por  don  Pablo  José  Castro  en  la  clásula  3^  de 
su  testamento  á  favor  de  sus  sobrinos  los  hi- 
jos de  don  Benjamín  Castro,  no  existía  á 
la  fecha  del  fallecimiento  de  aquel  y,  por  tan- 
to, los  derechos  que  se  hacen  valer  por  el  de- 
mandante como  derivados  de  esa  condona- 
ción carecen  de  base  legal. 

Redactada  por  el  señor  presidente  Pineda. 
—Pedro  N.  Pineda.— -Braulio  Moreno, — Luis 
I^acio   Silva B.  Alamos  Gonzñlez. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  deman- 
dante en  tiempo  y  forma*  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  exponiendo  al  formalizarlo;  que 
la  Corte  óe  Apelaciones,  al  dictar  esa  senten- 
cia ha  considerado  que  siéndola  condonación 
de  la  deuda  de  que  se  trata  un  legado  y  ha- 
biendo llegado  á  concurrir  en  la  sucesión  de 
don  Benjamín  Castro,  relativamente  á  la 
acreencia  legada,  las  calidades  de  acreedora  y 
deudora  de  la  sucesión  de  don  Pablo  José 
Castro,  se  verificó  de  derecho  una  confusión 
que  extinguió  la  deuda  y  produjo  iguales 
efectos  que  el  pago,  por  lo  cual  el  recurrente 
ningún  derecho  adquirió.        ^ 

Que  el  error  de  esta  conclusión  nace  de  la 
indebida  aplicación  del  art.  1,665  del  C. C, 
pues  según  éste  para  que  se  realice  la  confu- 
sión, se  requiere  como  requisito  indispensable 
que  se  reúnan  en  una  misma  persona  la  calida- 
des de  acreedor  y  deudor,  lo  que  no  ha  suce- 
dido en  el  presente  caso;  porque  si  bien  la  con- 
denación déla  deuda  fuéhechaá  favor  de  los 
hijos  de  don  Benjamín  Castro,  el  crédito 
C3ndonado  no  era  contra  dichos  hijos  sino 
contra  la  sucesión  del  mismo  don  Benjamín, 
y  no  puede  decirse  que  ésto^  constituyan  la 
sucesión,  siendo  dos  entidades  distintas. 

Que  la  sucesión  de  una  persona  difunta  se- 
gún se  desprende  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 


tículos 955  y  959  del  Código  Civil,  es  uaa 
entidad  genérica  que  comprende  los  derechos 
no  sólo  de  los  herederos,  como  parece  esta- 
blecerlo la  sentencia,  sino  también  de  todas 
aquellas  otras  entidades  que  pueden  tener 
derecho  en  ella  como  son:  las  deudas  heredi- 
tarias, I9S  impuestos  fiscales,  las  asignacio- 
nes por  alimentos  forzosos,  el  cónyuge  por  su 
porción  conyugal,  etc. 

Que  las  circunstancias,  invocada  en  el  con- 
siderando 7.',  de  haber  sido  instituido  he- 
redero don  Benjamín  Castro  por  don  Pablo 
José  Castro,  no  presta  fuerza  alguna  a  la 
aplicación  que  se  ha  hecho  del  citado  artícu- 
lo 1,665  del  Código  Civil,  porque  la  cláusula 
7*.  del  testamento  de  este  último  determi- 
na que,  en  la  institución  de  heredero,  sea  re- 
presentado don  Benjamín  por  sus  hijos,  lo 
que  importa  decir  que  éstos  son  los  herederos 
mientras  que  la  verdadera  deudora  es  la  su- 
cesión del  mismo  don  Benjamín  Castro  y  no 
se  han  confundido  en  consecuencia  los  carac- 
teres de  deudor  y  acredor  en  una  misma  per- 
sona. 

Que  en  la  partición  de  los  bienes  de  don 
Benjamín  Castro,  se  separó  de  la  masa  la 
cantidad  necesaria  para  catícelar  la  deuda  de 
que  se  trata  á  favor  de  don  Pablo  José  Castro 
y  se  la  entregó  á  doña  Flora  González  v.  de 
Castro,  cónyuge  sobreviviente,  para  que  can- 
celara esa  obligación,  y  que,  condonada  la 
deuda,  esa  cantidad  de  dinero  debería  consi- 
derarse sin  dueño  si  se  aceptara  la  teoría  es- 
tablecida en  la  sentencia,  porque  habiendo 
salido  de  poder  de  la  sucesión  de  don  Benja- 
mín Castro,  sus  herederos  no  tenían  títulos 
para  reclamarla  como  tales  herederos,  mien- 
tras que  si  se  considera  en  el  orden  natural, 
este  derecho  nace  correcto  de  la  institución 
del  legado  constituido  por  don  Pablo  J.  Cas- 
tro á  favor  de  los  hijos  de  don  Benjamín 
Castro. 

Que  la  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1665  del  Código  Civil  es  menos  acepta- 
ble todavía  si  se  toma  en  cuenta  el  derecho 
que  ejercita  el  recurrente  como  cesionario  de 
don'Eleodoro  Castro,  pues,  según  la  escritura 
respectiva  le  dio  en  pago  y  le  cedió  entre  otros 
derechos  la  cuota  que  corresponde  ádoh  Eleo- 
doro  Castro  en  una  escritura  pública  otorga- 
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da  á  don  Pablo  J.  Castro  por  doña  Flora 
González  v.  de  Castro  á  que  alude  el  testa- 
mento de  don  Pablo  J.  Castro; 

Que  podrán  haberse  confundido  los  dere- 
chos de  acreedor  y  deudor  en  la  deuda  de  la 
sucesión  de  don  Benjamín  Castro  á  favor  de 
don  Pablo  J.  Castro;  pero  de  ninguna  mane- 
ra  los  derechos  que  á  cualquier  título  que  sea, 
tienen  los  copartícipes  de  la  herencia  de  don 
Benjamín  Castro  para  recuperar  la  suma  que 
se  entregó  á  doña  P'lora  González  á  fin  de  que 
cancelara  la  deuda  de  don  Pablo  J.  Castro, 
que  es  el  derecho  que  ejercita  el  recurrente; 

En  el  escrito  en  que  se  fundó  el  recurso  se 
repite  lo  ya  expuesto  al  formalizarlo  y  al  res- 
ponder la  parte  contraria  y  solicitar  que  ce 
deseche,  dice:  que  don  Daniel  W.  del  Canto  in- 
curre en  un  error  de  derecho  confundiendo  las 
personas  que  son  las  íj nicas  que  pueden  ser 
herederas  con  los  cargos  ó  deducciones  á  que 
está  sujeto  el  acervo  ó  masa  de  bienes  y  á  los 
cuales  se  refiere  el  artículo  959  del  Código 
Civil; 

Que  sólo  los  herederos  componen  la  suce- 
sión de  una  persona  y  de  ninguna  manera  las 
deudas  hereditarias,  los  impuestos  fiscales,  ni 
demás  cargos  á  que  alude  el  recurrente; 

Que  la  interpretación  que  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Valparaíso  ha  dado  á  las  disposicio- 
nes testamentarias  de  don  Pablo  José  Castro 
se  apoya  en  la  apreciación  de  los  hechos  de  la 
causa  tales  como  los  ha  dado  porestablecidos 
en  los  considerandos  de  la  misma  sentencia 
recurrida  y  como  en  la  fijación  de  esos  hechos 
el  Tribunal  sentenciador  ejerce  una  atribución 
privativa,  no  es  procedente  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto;  y 

Que  en  atención  á  esos  hechos  la  aplicación 
del  derecho  que  hace  la  misma  sentencia  es 
perfectamente  correcta,  pues  en  los  conside- 
randos séptimoy  octavo  se  establecen  los  mis- 
mos antecedentes  exigidos  en  el  artículo  1665 
del  Código  Civil  para  que  se  verifique  la  con- 
fusión. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  la  sentencia  recurrida  establece  co- 
mo antecedentes  del  fallo  los  siguientes  he- 


chos que  constan  de  autos:  1°  que  don  Benja- 
mín Castro  adeudaba  á  su  hermano  don  Pa- 
blo José  Castro  la  suma  de  $3.203,55  que  éste 
pagó  por  aquél  al  Banco  Nacional,  hoy  Banco 
de  Chile;  2^,  que  en  el  juicio  de  partición  de 
los  bienes  de  don  Benjamín  Castro  se  reco- 
noció la  efectividad  de  esa  deuda  y  se  convi- 
no en  que  fuera  satisfecha  por  su  viuda  doña 
Flora  González,  á  quien  se  suministraron  los 
fondos  para  ello  necesario;  3',  que  en  tal  vir- 
tud la  señora  González,  otorgó  á  favor  de  don 
Pablo  José  Castro  el  1^  de  mayo  de  1896,  la 
escritura  por  la  cual  se  obligó  á  pagarle  la 
cantidad  de  $3.102,59  á  que  «n  esa  fecha 
ascendía  el  crédito  en  cuestión,  según  se  ex- 
presa en  la  escritura,  la  que  en  el  mismo  acto 
fué  aceptada  en  todas  sus  partes  por  el  acree- 
dor; 4.°,  que  en  el  testamento  hecho  en 
Valparaíso  en  octubre  de  1897,  don  Pablo 
José  Castro  por  la  cláusula  3.*  transcrita  en 
la  demanda  condonó  á  los  hijos  de  su  herma- 
no don  Benjamín  el  crédito  que  tenía  en  con- 
tra de  su  sucesión  y  á  que  se  refieren  los  nú- 
meros anteriores  y  por  la  cláusula  7^,  después 
de  varias  otras  disposiciones,  instituyó  here- 
deros del  remanente  á  sus  hermanos,  nom- 
brando, entre  ellos,  á  don  Benjamín,  y  determi- 
nando que  en  la  institución  de  herederos  fue- 
ra éste  representado  por  sus  hijos; 

2.®  Que  á  más  de  los  hechos  precedentes  la 
Corte  sentenciadora  agregó  el  concepto  jurí- 
dico de  que  el  reconocimiento  de  deuda  y 
aceptación  consignados  en  la  antedicha  es- 
critura no  produjeron  novación  y  que  doña 
Flora  González  debía  entenderse  sólo  diputa- 
da por  el  deudor  para  el  pago  ó  que  se  obli" 
gaba  con  él  solidaria  ó  subsidiariamente, 
como  debía  también  entenderse  que  la  con- 
donación de  la  deuda  hecha  posteriormente 
por  el  acreedor  á  sus  sobrinos  en  la  cláusula 
3^  de  su  testamento  importaba  un  verdadero 
legado  instituido  en  favor  de  estos  últimos; 

3^  Que  la  fisonomía  natural  jurídica  de  la 
condonación  de  una  deuda  por  disposición 
testamentaria  lo  mismo  que  por  acto  entre 
vivos  es  la  de  una  verdadera  remisión  y  pro- 
duce en  derecho  sus  mismos  efectos,  puesto 
que  mediante  la  voluntad  del  testador  clara- 
mente manifestada  cesa  para  el  deudor  con- 
doüatario  la  obligación  de  cubrir  dicha  deuda 
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zález  V.  de  Castro  pa^ó  la  deuda  que  los  hi- 
jos de  don  Benjamín  Castro  tenían  á  favor  de 
don  Pablo  José  Castro,  se  produjo  novación 
respecto  de  dicha  deuda  por  haberse  sustitui  • 
do  un  nuevo  deudor  al  antiguo,  que  en  con- 
secuencia quedó  libre:  situación  jurídica  esta- 
blecida por  el  hecho  de  haber  concurrido  el 
acreedor  al  acto  de  la  escritura  y  haber  ma- 
nifestado su  aceptación  á  lo  en  ella  estipula- 
do; y  2^  que  en  mérito  de  lo  expuesto  en  el 
fundamento  anterior,  la  deuda  condonada 
por  don  Pablo  José  Castro  en  la  clásula  3"  de 
su  testamento  á  favor  de  sus  sobrinos  los  hi- 
jos de  don  Benjamín  Castro,  no  existía  á 
la  fecha  del  fallecimiento  de  aquel  y,  por  tan- 
to, los  derechos  que  se  hacen  valer  por  el  de- 
mandante como  derivados  de  esa  condona- 
ción carecen  de  base  legal. 

Redactada  por  el  señor  presidente  Pineda. 
—Pedro  N.  Pineda,— Braulio  Moreno. — Lais 
Ignacio   Silva B.  Alamos  González. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  deman- 
dante en  tiempo  y  forma"  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  exponiendo  al  formalizarlo;  que 
la  Corte  de  Apelaciones,  al  diotar  esa  senten- 
cia ha  considerado  que  siéndola  condonación 
de  la  deuda  de  que  se  trata  un  legado  y  ha- 
biendo llegado  á  concurrir  en  la  sucesión  de 
don  Benjamín  Castro,  relativamente  á  la 
acreencia  legada,  las  calidades  de  acreedora  y 
deudora  de  la  sucesión  de  don  Pablo  José 
Castro,  se  verificó  de  derecho  una  confusión 
que  extinguió  la  deuda  y  produjo  iguales 
efectos  que  el  pago,  por  lo  cual  el  recurrente 
ningún  derecho  adquirió.        ^ 

Que  el  error  de  estíl  conclusión  nace  de  la 
indebida  aplicación  del  art.  1,665  del  C.  C, 
pues  según  éste  para  que  se  realice  la  confu- 
sión, se  requiere  como  requisito  indispensable 
quesereunanen  una  misma  persona  la  calida- 
des de  acreedor  y  deudor,  lo  que  no  ha  suce- 
dido en  el  presente  caso;  porque  si  bien  la  con- 
denación déla  deuda  fué  hecha  á  favor  de  los 
hijos  de  don  Benjamín  Castro,  el  crédito 
C3ndonado  no  era  contra  dichos  hijos  sino 
contra  la  sucesión  del  mismo  don  Benjamín, 
y  no  puede  decirse  que  éstoá  constituyan  la 
sucesión,  siendo  dos  entidades  distintas. 

Que  la  sucesión  de  tina  persona  difunta  se- 
gún se  desprende  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 


tículos 955  y  959  del  Código  Civil,  es  usa 
entidad  genérica  que  comprende  los  derechos 
no  sólo  de  los  herederos,  como  parece  esta- 
blecerlo la  sentencia,  sino  también  de  todas 
aquellas  otras  entidades  que  pueden  tener 
derecho  en  ella  como  son:  las  deudas  heredi- 
tarias, I9S  impuestos  fiscales,  las  asignacio- 
nes por  alimentos  forzosos,  el  cónyuge  por  su 
porción  conyugal,  etc. 

Que  las  circunstancias,  invocada  en  el  con- 
siderando 7.',  de  haber  sido  instituido  he- 
redero don  Benjamín  Castro  por  don  Pablo 
José  Castro,  no  presta  fuerza  alguna  a  la 
aplicación  que  se  ha  hecho  del  citado  artícu- 
lo 1,665  del  Código  Civil,  porque  la  cláusula 
7\  del  testamento  de  este  último  determi- 
na que,  en  la  institución  de  heredero,  sea  re- 
presentado don  Benjamín  por  sus  hijos,  lo 
que  importa  decir  que  éstos  son  los  herederos 
mientras  que  la  verdadera  deudora  es  la  su- 
cesión del  mismo  don  Benjamín  Castro  y  no 
se  han  confundido  en  consecuencia  los  carac- 
teres de  deudor  y  acredor  en  una  misma  per- 
sona. 

Que  en  la  partición  de  los  bienes  de  don 
Benjamín  Castro,  se  separó  de  la  masa  la 
cantidad  necesaria  para  cailcelar  la  deuda  de 
que  se  trata  á  favor  de  don  Pablo  José  Castro 
y  se  la  entregó  á  doña  Flora  González  v.  de 
Castro,  cónyuge  sobreviviente,  para  que  can- 
celara esa  obligación,  y  que,  condonada  la 
deuda,  esa  cantidad  de  dinero  debería  consi- 
derarse sin  dueño  si  se  aceptara  la  teoría  es- 
tablecida en  la  sentencia,  porque  habiendo 
salido  de  poder  de  la  sucesión  de  don  Benja- 
mín Castro,  sus  herederos  no  tenían  títulos 
para  reclamarla  como  tales  herederos,  mien- 
tras que  si  se  considera  en  el  orden  natural, 
este  derecho  nace  correcto  de  la  institudón 
del  legado  constituido  por  don  Pablo  J.  Cas- 
tro á  favor  de  los  hijos  de  don  Benjamín 
Castro. 

Que  la  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1665  del  Código  Civil  es  menos  acepta- 
ble todavía  si  se  toma  en  cuenta  el  derecho 
que  ejercita  el  recurrente  como  cesionario  de 
don^Eleodoro  Castro,  pues,  según  la  escritura 
respectiva  le  dio  en  pago  y  le  cedió  entre  otros 
derechos  la  cuota  que  corresponde  á  don  Eleo- 
doro  Castro  en  una  escritura  pública  otorga- 
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da  á  don  Pablo  J.  Castro  por  doña  Flora 
González  v.  de  Castro  á  que  alude  el  testa- 
mento de  don  Pablo  J.  Castro; 

Que  podrán  haberse  confundido  los  dere- 
chos de  acreedor  y  deudor  en  la  deuda  de  la 
sucesión  de  don  Benjamín  Castro  á  favor  de 
(Ion  Pablo  J.  Castro;  pero  de  ninguna  mane- 
ra los  derechos  que  á  cualquier  título  que  sea, 
tienen  los  copartícipes  de  la  herencia  de  don 
Benjamín  Castro  para  recuperar  la  suma  que 
se  entregó  á  doña  Flora  González  á  fin  de  que 
cancelara  la  deuda  de  don  Pablo  J.  Castro, 
que  es  el  derecho  que  ejercita  el  recurrente; 

En  el  escrito  en  que  se  fundó  el  recurso  se 
repite  lo  ya  expuesto  al  formalizarlo  y  al  res- 
ponder la  parte  contraria  y  solicitar  que  ce 
deseche,  dice:  que  don  Daniel  W.  del  Canto  in- 
curre en  un  error  de  derecho  confundiendo  las 
personas  que  son  las  únicas  que  pueden  ser 
herederas  con  los  cargos  6  deducciones  á  que 
está  sujeto  el  acervo  ó  masa  de  bienes  y  á  los 
cuales  se  refiere  el  artículo  959  del  Código 
Civil; 

Que  sólo  los  herederos  componen  la  suce- 
sión de  una  persona  y  de  ninguna  manera  las 
deudas  hereditarias,  los  impuestos  fiscales,  ni 
demás  cargos  á  que  alude  el  recurrente; 

Que  la  interpretación  que  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Valparaíso  ha  dado  á  las  disposicio- 
nes testamentarias  de  don  Pablo  José  Castro 
se  apoya  en  la  apreciación  de  los  hechos  de  la 
causa  tales  como  los  ha  dado  por  establecidos 
en  los  considerandos  dé  la  misma  sentencia 
recurrida  y  como  en  la  fijación  de  esos  hechos 
el  Tribunal  sentenciador  ejerce  una  atribución 
privativa, no  es  procedente  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto;  y 

Que  en  atención  á  esos  hechos  la  aplicación 
ílel  derecho  que  hace  la  misma  sentencia  es 
perfectamente  correcta,  pues  en  los  conside- 
randos séptimo  y  octavóse  establecen  los  mis- 
mos antecedentes  exigidos  en  el  artículo  1665 
fiel  Código  Civil  para  que  se  verifique  la  con- 
fusión. 

La  Corte: 

Considerando: 

I*'  Que  la  sentencia  recurrida  establece  co- 
mo antecedentes  del  fallo  los  siguientes  he- 


chos que  constan  de  autos:  1°  que  don  Benja- 
mín Castro  adeudaba  á  su  hermano  don  Pa- 
blo José  Castro  la  suma  de  $3.203,55  que  éste 
pagó  por  aquél  al  Banco  Nacional,  hoy  Banco 
de  Chile;  2^,  que  en  el  juicio  de  partición  de 
los  bienes  de  don  Benjamín  Castro  se  reco- 
noció la  efectividad  de  esa  deuda  y  se  convi- 
no en  que  fuera  satisfecha  por  su  viuda  doña 
Flora  González,  á  quien  se  suministraron  los 
fondos  para  ello  necesario;  3',  que  en  tal  vir- 
tud la  señora  González,  otorgó  á  favor  de  don 
Pablo  José  Castro  el  1^  de  mayo  de  1896,  la 
escritura  por  la  cual  se  obligó  á  pagarle  la 
cantidad  de  $3.102,59  á  que  en  esa  fecha 
ascendía  el  crédito  en  cuestión,  según  se  ex- 
presa en  la  escritura,  la  que  en  el  mismo  acto 
fué  aceptada  en  todas  sus  partes  por  el  acree- 
dor; 4.°,  que  en  el  testamento  hecho  en 
Valparaíso  en  octubre  de  1897,  don  Pablo 
José  Castro  por  la  cláusula  3.*  transcrita  en 
la  demanda  condonó  á  los  hijos  de  su  herma- 
no don  Benjamín  el  crédito  que  tenía  en  con- 
tra de  su  sucesión  y  á  que  se  refieren  los  nú- 
meros anteriores  y  por  la  cláusula  7^,  después 
de  varias  otras  disposiciones,  instituyó  here- 
deros del  remanente  á  sus  hermanos,  nom- 
brando, entre  ellos,  á  don  Benjamín,  y  determi- 
nando que  en  la  institución  de  herederos  fue- 
ra éste  representado  por  sus  hijos; 

2.^  Que  á  más  de  los  hechos  precedentes  la 
Corte  sentenciadora  agregó  el  concepto  jurí- 
dico de  que  el  reconocimiento  de  deuda  y 
aceptación  consignados  en  la  antedicha  es- 
critura no  produjeron  novación  y  que  doña 
Flora  González  debía  entenderse  sólo  diputa- 
da por  el  deudor  para  el  pago  ó  que  se  obli* 
gaba  con  él  solidaria  ó  subsidiariamente, 
como  debía  también  entenderse  que  la  con- 
donación de  la  deuda  hecha  posteriormente 
por  el  acreedor  á  sus  sobrinos  en  la  cláusula 
3*  de  su  testamento  importaba  un  verdadero 
legado  instituido  en  favor  de  estos  últimos; 

3*^*  Que  la  fisonomía  natural  jurídica  de  la 
condonación  de  una  deuda  por  disposición 
testamentaria  lo  mismo  que  por  acto  entre 
vivos  es  la  de  una  verdadera  remisión  y  pro- 
duce en  derecho  sus  mismos  efectos,  puesto 
que  mediante  la  voluntad  del  testador  clara- 
mente manifestada  cesa  para  el  deudor  con- 
donatario la  obligación  de  cubrir  dicha  deuda 
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Ó  sea,  sea  s:  extingue  la  obligación  misma  en 
TÍrtud  de  la  condonación  o  remisión  testa- 
mentaría, que  es  uno  de  los  medios  señalados 
"por  la  ley  para  obtener  el  evento  indicado. 

4^  que  si  bien  es  cierto  que  la  condonación 
testamentaria  de  una  deuda  importa  también 
un  verdadero  legado  de  la  cantidad  condonada 
que  se  deja  al  deudor  ya  que  el  testador  dis- 
pone, á  título  singular,  de  una  parte  de  sos 
bienes  en  favor  de  otra  persona  cuyo  patri- 
monio se  aum«nta  con  el  legado,  también  lo 
es  que  esa  condonación  no  establece  vínculos 
de  acreedor  y  deudor  entre  el  legatario  ó  le- 
gatarios agraciados  y  los  herederos  del  testa- 
dor condonante,  puesto  que  éstos  últimos  na- 
da deben  ni  tienen  que  pagar  á  los  primeros 
en  razón  del  legado  de  una  especie  ó  cantidad 
determinada  que  ellos  tienen  ya  en  su  poder; 
y  puesto  que  los  condonatarios  tampoco  con- 
servan la  calidad  de  deudores  en  razón  de  un 
crédito  que  ha  dejado  de  ser  tal,  y  por  el  con- 
trario en  virtud  del  mismo  legado  se  desató 
el  vínculo  que  anteriormente  existía  entre  uno 
y  otro,  sin  que  sea  jurídicamente  posible  á  los 
herederos  del  condonante  exigir  ya  de  los 
deudores  legatarios  el  pago  de  un  crédito  que 
les  ha  sido  remitido  por  disposición  expresa 
del  testador; 

5^  Que  en  consecuencia,  aun  cuando  los  hi- 
jos de  don  Benjamín  Castro  en  su  caHdad  de 
heredero  instituido  de  don  Pablo  José  Castro 
y  de  sucesores  suyos  hayan  adquirido,  junto 
con  la  obligaciónde  cubrir  las  cargas  testamen- 
tarias, derechos  de  acreedor  sobre  los  crédi- 
tos existentes  en  favor  de  su  causante,  tal  cir- 
cunstancia no  desnaturaliza  ni  desvirtúa  el 
efcwto  jurídico  de  la  condonación  de  la  deu- 
da dispuesta  en  favor  de  aquellos  en  el  pro- 
pio testamento  en  que  se  les  instituyó  de  here- 
deros, puesto  que  según  se  ha  manifestado 
más  arriba  los  deudores  favorecidos  con  el 
legado  remisorio  no  han  podido  convertirse 
mediante  la  cláusula  testamentaria  que  tal 
cosa  dispone,  ni  en  deudores  ni  en  acreedores 
de  los  herederos  del  testador  ó  sea  en  este  ca- 
so ni  en  deudores  ni  acreedores  de  sí  mismos; 

6*^  Que  siendo  ello  así,  no  concurren  en  los 
hijos  de  don  Benjamín  Castro,  á  pesar  de  su 
doble  carácter  de  legatarios  y  herederos  de 
don  Pablo  José  Castro,  las  calidades  de  deu- 


dores y  acreedores  simultáneos  que  exige  el 
artículo  1665  del  Código  Civil  para  que  se 
verifique  la  confusión  y  se  extinga  por  este 
meílio  la  deuda  ú  obligación  existente;  y  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  ha  in- 
fringido por  tanto  ese  precepto  legal  al  apli- 
carlo en  un  caso  que  no  cuadra  con  lo  que  en 
él  se  establece; 

7^  Que  por  otra  parte,  haciendo  abstrac- 
ción de  todo  lo  dicho  y  aún  suponiendo  que 
no  existiera  el  legado  remisorio  ante,  aludido 
ó  que  no  produjera  los  efectos  legales  que  fe 
propuso  el  testador  al  instituirlo,  de  todos 
modos  la  mera  condición  de  herederos  testa- 
mentarios de  don  Pablo  José  Castro  que  en 
unión  de  otroá  parientes  suyos  corresponded 
los  hijos  de  don  Benjamín  Castro  no  les  ha* 
bría conferido  tampoco  la  calidad  de  acreedo- 
res directos  y  singulares  de  la  sucesión  desa 
padre  difunto,  por  los  tres  mil  y  más  pesos 
que  dicha  sucesión  reconoció  deber  al  mencio- 
nado don  Pablo  José  y  sólo  les  habría  otorga- 
do un  derecho  intelectual  ó  de  cuotas  iobrc 
todos  los  bienes  que  componen  la  herencia  in- 
distintamente, sin  que  pudieran  por  tanto 
alegar,  mientras  ésta  permaneciera  indivisa, 
derechos  especiales  ó  privativos  sobre  deter- 
minados bienes  ó  cosa  de  la  misma  herencia. 
De  ahí  es  que  si  en  la  partición  respectiva  no 
se  hubiera  llegado  á  adjudicar  á  los  herederos 
antes  nombrado  la  deuda  de  su  padre,  jamás 
se  habría  verificado  la  confusión  estatuida  per 
el  artículo  1665  del  Código  Civil,  por  cuanto 
no  habrían  concurrido  en  dichos  herederos  las 
calidades  de  acreedor  y  de  deudor  que  la  lej 
requiere.  Y  como  ese  evento  de  la  partición 
y  adjudicación  dichas  no  aparece  que  haja 
tenido  lugar,  es  necesario  concluir  con  que  los 
jueces  del  fondo,  aun  contemplada  la  cuestión 
bajo  este  nuevo  aspecto,  no  habrían  podido 
declarar  extinguido  el  crédito  á  que  se  refiere 
la  demanda  en  virtud  de  una  confusión  que 
en  realidad  no  habría  llegado  á  produdrse; 

8^  Que  á  más  de  lo  expuesto  milita  toda- 
vía el  antecedente  de  que  el  legado  que  don 
Pablo  José  Castro  dejó  á  sus  sobrinos  condo- 
nándoles la  deuda  que  la  sucesión  de  su  padre 
reconocía  en  su  favor,  sólo  puede  favorecer  á 
los>  deudores  agraciados  ya  que  no  ác  trata 
aquí  de  la  condonación  de  una  obligación  in* 
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divisible,  y  por  lo  mismo  sus  beneficies  no  alr 
canzan  á  doña  Flora  González,  á  la  cual  nada 
dejó  el  testador  y  sobre  quien  pesa  intacta  la 
obligación  contraída  por  ella  en  la  escritura, 
de  pagar  á  don  Pablo  José  Castro  ó  quiene 
sas  derechos  representen,  la  cantidad  d 
$  3.102,59,  suma  que  oportunamente  recibió 
de  la  sucesión  deudora  para  que  en  su  nom- 
bre verificara  el  pago;  sin  que  pueda  excusar 
este  pago  y  mucho  menos  pretender  hacer 
suyos  aquel  los  fondos  mediante  un  legado  ins- 
tituido en  favor  de  otras  personas  y  en  el 
cual  no  tiene  ella  parte  alguna; 

9^  Que  la  infracción  del  artículo  1665  del 
Código  Civil  ha  influido  sustancialmente  en 
lo  dispositivo  de  la  sentencia  recurrida;  pues- 
to que  los  jueces  del  fondo  han  rechazado  la 
demanda  de  don  Daniel  W.  del  Canto  cesio- 
nario de  don  Eleodoro  y  deMon  Benjamín  2^ 
Castro  únicamente  en  atención  á  que  el  crédi- 
to cedido  en  virtud  de  la  coníusión  operada 
no  existía  ya  á  la  fecha  en  que  aquellos,  supo- 
niéndolo existente,  cedieron  sus  cuotas  al  de- 
mandante por  las  escrituras,  error  jurídico 
que  indujo  al  tribunal  sentenciador  á  acordar 
romo  fundamento  decisivo  del  fallo  recurrido 
el  considerando  9*!^  que  á  la  letra  dice:  que  por 
lo  mismo  don  Daniel  W.  del  Canto  ningún 
derecho  adquirió  ni  pudo  adquirir  al  crédito 
cedido  por  esos  instrumentos  y  la  acción  que 
de  ellos  deriva  carece  de  mérito  legal: 

Por  estos  fundamentos  y  juzgando  con  arre- 
glo á  lo  prevenido  en  los  artículos  937,  940  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  há  lugar  al  recurso  de  casación  en 
el  fondo  interpuesto  por  don  Daniel  W.  del 
Canto  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso.  Se  inva- 
lida, en  consecuencia,  dicha  sentencia. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren.  —  Leoncio  Rodríguez.  —  Leopoldo 
Urrutia. — Galvaríno  Gallardo.— V.  .A^uirre  V. 
—Abel  Saavedra.— Carlos  Varas.—E.  Fóster 
Recabarren A,  Vergara  Albano. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  4  de  agosto  de  1906.— Vistos: 
aceptando  la  parte  expositiva  y  los  conside- 


randos 2^,  3*^^  y  5^  de  la  resolución  de  primera 
instancia  y  teniendo  además  presente: 

1^  Que  la  condonación  á  los  hijos  de  don 
Benjamín  Castro  de  la  deuda  que  su  sucesión 
reconocía  á  favor  de  don  Pablo  José  Castro  y 
ordenada  por  éste  en  la  cláusula  3^  de  su 
testamento,  importa  un  verdadero  legado  de 
especie  determinada,  singular  y  divisible  que 
aumenta  proporcionalmente  el  patrimonio  de 
los  legatarios  agraciados  y  que  extinguió 
para  ello  por  el  medio  legal  de  la  remisión  la 
obligación  hereditaria  que  como  sucesores  de 
su  padre  habían  tomado  sobre  sí; 

2^  Que  instituido  el  legado  de  que  se  trata 
únicamente  en  favor  de  los  hijos  de  don  Ben- 
jamín, sobrino  de  don  Pablo  José  Castro, 
ellos  solos  pueden  gozar  de  sus  beneficios  y 
sus  efectos  remisorios  no  alcanzan  á  doña 
Flora  González,  á  la  cual  nada  dejó  el  testa- 
dor y  sobre  quien  pesa  por  lo  mismo,  intacta, 
la  obligación  contraída  por  ella  en  la  escritu- 
ra, de  pagar  al  referido  don  Pablo  José  Cas- 
tro ó  á  quienes  sus  derechos  representen,  con 
los  fondos  de  que  oportunamente  fué  provis- 
ta por  la  sucesión  deudora,  la  suma  de 
$  3.102,59  que  reza  la  citada  escritura; 

3'  Que  de  las  escrituras  consta  que  el  de- 
mandante don  Daniel  W.  del  Canto  adquirió 
por  cesión  y  compra  respectivamente  de  don 
Eleodoro  y  de  don  Benjamín  2^  Castro,  la 
cuota  que  al  primero  correspondía  sobre  los 
fondos  de  la  escritura  y  los  derechos  heredi- 
tarios del  segundo  en  la  herencia  de  su  tío 
don  Pablo  José  Castro; 

4?*^  Que  estando  actualmente  confundidos 
tanto  la  cuota  ó  parte  que  á  don  Eleodoro 
corresponde  en  el  legado  remisorio  como  los 
derechos  hereditarios  de  don  Benjamín  2*^ 
Castro,  con  los  correspondientes  en  esos  mis- 
mos cuerpos  de  bienes  á  otros  legatarios  y^ 
herederos  que  son  comuneros  entre  sí  en  dis- 
tintas comunidades,  el  demandante  don  Da- 
niel W.  del  Canto  si  bien  tiene  título  suficien- 
te para  intervenir  en  calidad  de  cesionario  de 
aquellos  en  los  respectivos  actos  de  partición 
y  liquidación  de  cada  comunidad  y  para  de- 
mandar también  á  nombre  de  y  para  la 
comunidad  legataria  el  pago  total  del  legado, 
carece  sin  embargo  del  derecho  de  cobrar  en 
solo  su  nombre  y  sin  que  se  haya  verificado 
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la  partición  correspondiente,  la  cuota  toda- 
vía indivisa  que  á  sus  cedentes  puede  corres- 
ponder en  la  cantidad  que  adeuda  doña  Flora 
González. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  artículos  2304,  2305  y  2313  del  Códi- 
go Civil  y  artículo  958  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  confirma  la  sentencia  ape- 
lada de  10  de  marzo  de  1904,  en  cuanto  de- 
secha la  reconvención  y  en  lo  demás  sólo  en 
cuanto  declara  la  obligación  que  doña  Flora 
González  tiene  de  pagar  á  don  Eleodoro  y  á 
don  Benjamín  Castro  la  cantidad  de  que  se 
reconoció  deudora  en  la  escritura,  cantidad 


que  se  determinará  previa  la  liquidación  co- 
rrespondiente, y  sin  perjuicio  de  que  don  Da- 
niel W.  del  Canto  ejercite  en  la  forma  indica- 
da en  el  considerando  4^  de  este  fallo,  los 
derechos  particulares  que  como  cesionario  de 
sus  mismos  legatarios  pueden  corresponder- 
le.  Se  revoca  la  mencionada  sentencia  en  todo 
lo  que  no  estuviere  conforme  con  la  presente. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren.  —  Leoncio  Rodríguez.  —  Leopoldo 
üíTütia.—Galtarítto  Gallardo. ^V.  Ágoim  V. 
— Carlos  Varas. — Abel  Saavedra.—E.  Fóster 
Recabarrea. — A.  Vergara  Albaao. 
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CORTE    SUPREMA 


Cas.  Civ.—SO  de  diciembre  de  1006 
Vallebona  y  otros  con  Fisco 

Consulta— Citación  para  sentencia 
en  segrunda  instancia  — Cuestiones 
no  debatidas  en  el  juicio.  ~  Casación 
en  el  fondo;  causales 

Doctrina:— -B/evacfos  en  consulta  los 
autos  al  Tribunal  de  Alzada  por  no  ha- 
ber apelado  de  la  sentencia  de  primera 
instancia  la  parte  agraviada,  el  único 
trámite  procedente  es  el  de  traer  los  au- 
tos en  relación,  citándose  á  las  partes 
con  el  objeto  indicado  en  el  articulo  924 
del  Código  de  Procedimiento  Civil.  El 
hecho  de  haber  proveído  el  Tribunal  de 
Alzada  ''traslado  y  enmiéndese  la  su- 
ma*^ en  una  presentación  hecha  por  una 
de  las  partes  no  importa  la  suspensión 
del  decreto  de  ''autos  en  relación'*,  pues 
este  proveído  no  puede  suspenderse  sino 

SUPREMA 


para  Henar  el  trámite  necesario  y  sus- 
tancial para  el  pronunciamiento  de  la 
sentencia  y  de  un  modo  expreso. 

No  puede  fundarse  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  en  la  infi  acción  de  dis- 
posiciones legales  que  se  reñeren  á  una 
cuestión  que  no  fué  materia  del  litigio 
en  primera  instancia  y  sobre  la  cual  no 
se  pronunciaron  por  consiguiente  la  sen- 
tencia del  juez  ni  la  sentencia  recurrida. 

Don  Alfonso  Valltbona  por  don  Gastón 
Pascal  con  los  poderes  y  títulos  aconi[)aña- 
dos  demandando  dice:  que  es  dueño  en  unión 
con  su  mandante  del  76%^^  de  la  estaca  sali- 
trera perteneciente  á  Domingo  Lecaro?,  ubi- 
cada en  Cachinal,  departamento  de  Taltal, 
registrada  en  1879  con  el  número  100  ante 
el  notario  de  Copiapó  don  Agapito  Vallejos 
donde  tienen  sus  terrenos  Ossa  Hermanos; 
que  según  las  leyes  y  decretos  vigentes  sobre 
derechos  de  los  peticionarios  de  salitreras 
antes  de  la  vigencia  del  actual  Código  de  Mi- 
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nería,  tiene  derecho  para  que  se  mensure  la 
pertenencia  indicada  y  que  por  lo  tanto  pide 
que  se  declare  que  debe  precederse  á  la  men- 
sura de  los  terrenos  salitrales  á  que  refiere 
el  título  Y  cuyos  límites  son:  al  Norte  el  ce- 
rro llamado  de  la  Goma,  al  Sur  las  j.ei  te- 
nencias descubridoras  mensuradas  de  Ossa 
Hermanos  al  Naciente-Este  la  pampa  de  Ca- 
china! y  al  Poniente,  Oeste  las  salitreras 
mensuradas  de  Bacarante  Calleje  y  Com- 
pañía. 

El  señor  Promotor  Fiscal  contestó  la  de- 
manda y  dijo  que  las  pertenencias  materia 
de  la  demanda  no  han  estado  amparadas  en 
la  forma  dispuesta  en  el  decreto  supremo  de 
28  de  junio  de  1877,  que  el  decreto  de  28  de. 
mayo  de  1888  que  suspendió  Jos  efectos  de 
los  artículos  10  y  12  del  decreto  del  17  y  de- 
claró que  esos  artículos  no  tendrían  aplica- 
ción sino  después  de  el  día  en  que  quedaran 
terminados  los  ferrocarriles  de  Taltal  á  Ca- 
chinal  y  de  Antofagasta  á  Aguas  Blancas, 
fué  derogado  por  el  decreto  de  22  de  diciem- 
bre de  1896  en  la  parte  que  se  refiere  á  las 
salitreras  de  Taltal;  que  si  algún  derecho  tu- 
viera el  demandante  ese  derecho  estaría  pres- 
crito por  las  prescripciones  ordinaria  y  ex- 
traordinari«a,  sea  civil  ó  minera,  porque  el 
Fisco  ha  estado  en  posesión  constante  de  los 
terrenos  cuya  mensura  se  solicita  y  por  lo 
tanto  alega  esas  prescripciones  á  favor  del 
Fisco;  que  el  derecho  que  pudiera  hacer  valer 
el  demandante  sobre  las  propiedades  de  que 
es  objeto  la  demanda  estaría  perdido  por 
despueble  por  no  haber  sido  amparadas  con 
arreglo  al  decreto  supremo  de  28  de  julio  de 
1877  y  deduce  excepción  de  despueble  déla 
pertenencia  salitrera  que  se  trata  de  mensu- 
rar y  que  por  lo  tanto  se  deseche  la  demanda 
y  el  Juzgado  se  pronuncie  en  la  sentencia  so- 
bre la  acción  de  despueble  y  excepción  de 
prescripción  deducida. 

Don  José  Manuel  Pinera  por  don  Gastón 
Pascal  replicó  y  sostuvo:que  debía  darse  lu- 
gar á  la  demanda  porque  no  fué  necesario 
hacer  trabajos  para  amparar  las  pertenen- 
cias salitreras  de  Taltal  porque  se  las  ampa- 
ró durante  todo  el  tiempo  que  demoró  la 
construcción  del   íerrocarril   de    Cachinal  á 


Taltal;  que  la  acción  de  despueble  no  es  pro- 
cedente porque  no  hay  ley  que  la  autorice; 
que  ya  se  ha  resuelto  en  repetidas  ocasiones 
que  deben  ser  mensuradas  las  pertenencias 
salitreras  constituidas  antes  de  ia  vigencia 
del  actual  Código  de  Minería  y  que  la  excep- 
ción de  prescripción  no  es  procedente  porque 
el  único  poseedor  con  títulos  registrados  ha 
sido  el  concesionario  de  sus  mandantes  y  no 
cabe  alegar  prescripción  cuando  ha  existido 
amparo  legal  de  las  pertenencias. 

El  señor  Promotor  Fiscal  duplicando,  sos- 
tiene: que  los  demandantes  tuvieron  ampara- 
das  sus  pertenencias  durante  la  vigencia  del 
decreto  de  26  de  mayo  de  1881  pero  nocon- 
taron  con  ese  amparo  antes  de  ese  decreto  ni 
con  posterioridad  al  de  22  de  diciembre  de 
1896,  que  es  procedente  la  acción  de  despue- 
ble pues  las  pertenencias  de  los  demandantes 
cayeron  en  despueble  durante  la  vigencia  del 
Código  de  Minería  de  18  de  noviembre  de 
1874  y  que  en  los  fallos  á  que  alude  el  de- 
mandante los  Tribunales  no  se  han  prenun- 
ciado sobre  las  excepciones  de  prescripción 
y  despueble. 

No  habiendo  rendido  prueba  testimonial, 
las  partes  fueron  citadas  para  sentencia. 

El  Juzgado  falló: 

Considerando: 

Que  según  el  título  que  en  copia  autorizada 
se  acompaña,  Ismael  Cordero  por  Dominiro 
Lecaros  solicitó  una  pertenencia  de  salitre  en 
el  desierto  en  17  de  mavo  de  1879  3'  ese  pedi- 
mento concedido  y  registrado  en  ese  mismo 
día  fué  hecho  bajo  la  vigencia  del  Código  de 
Minería  de  1874  y  en  conformidad  á  los  de- 
cretos supremos  de  27  de  junio  y  11  y  13  de 
septiembre  de  1876  y  28  de  julio  de  1877  y 
según  estas  disposiciones  el  que  había  obte- 
nido una  estaca  ó  merced  salitrera  tenía  de- 
recho á  la  mensura  y  posesión  material  res- 
pectivas, que  en  virtud  del  título  el  concesio- 
nario y  cedente  del  demandante  obtuvo  su 
derecho  sobre  la  estaca  salitrera  que  ha  de 
completarse  y  convertirse  en  título  definitivo 
por  la  diligencia  de  mensura  que  debe  efectuar» 
se  en  conformidad  á  los  decretos  citados; 

Que  la  acción  de  despueble  no  es  procedente 
porque  no  se  la  ha  consagrado  ó  establecido 
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en  d  Código  de  Miacría  vigen  te  y  porque  tam- 
poco Fe  ha  probado  que  el  demanúante  haya 
perdido  su  derecho  por  abandono  ó  despueble 
lc<ííti  mamen  te  declarado; 

Que  el  Fisco  no  ha  acreditado  estar  en  po- 
sesión de  la  pertenencia  salitrera  cuya  mensura 
se  solicita  y  el  demandante  tiene  inscrita  y  re 
gistrada  su  ¡losesión  hace  más  de  un  año;  y 

Que  en  ül  artículo  2^  inciso  ultimo  del  Có- 
digo de  Minería  (|ue  nos  rige  se  reconoce  ex- 
presamente el  derecho  de  los  particulares  que 
hubieren  constituido  propiedad  minera  con 
anterioridad  y  conforme  Á  las  leyes. 

Que  ya  se  ha  dejado  establecido  que  en  vir- 
tud del  título  se  había  constituido  un  dere- 
cho perfecto  de  propiedad  sobre  los  terrenos 
en  él  especificados. 

Visto  lo  dispuesto  en  las  disposiciones  ci- 
tadas y  artículos  700,  128,  924  y  1698  del 
Código  Civil  y  303  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la  demanda 
y  que  no  ha  lugar  á  la  acción  de  despueble  y 
excepción  de  prescripción  alegadas  por  el 
Fisco. — Roberto  AUmso, 

De  esta  sentencia  no  se  dedujo  recurso  algu- 
no por  parte  del  Fisco,  y  elevados  los  autos 
en  consulta  á  la  Corte  de  Apelaciones,  se  or- 
denó traerlos  en  relación  con  fecha  5  de  marzo 
de  1903,  decreto  que  se  notificó  á  cada  una  de 
las  partes  respectivamente,  en  los  días  17  y  18 
de  marzo  del  mismo  año. 

En  22  de  agosto  de  1905  se  presentó  á  la 
Corte  de  Apelaciones  el  Director  del  Tesoro 
por  el  Fisco,  exponiendo:  que  á  las  razones 
manifestadas  en  primera  instancia  debía  agre- 
garse otra  de  una  importancia  decisiva  y  que 
hacía  valer  ante  la  Corte. 

Ivn  la  cesión  hecha  por  Lecaros  á  Vallebona 
y  Pascal  no  se  ha  llenado  el  rerpiisito  del  ar- 
tículo 151  del  Cód'gode  Minería  de  1874  para 
la  tradición  de  las  minas  respecto  de  las  cua- 
les no  se  hayan  constituido  títulos  definitivos 
y  el  del  artículo  83  del  Código  de  1888. 

Bu  vista  de  estas  disposiciones  legales,  es 
indudable  que  los  cesionarios  de  Lecaros  no 
son  dueños  de  la  pertenencia  cuyo  título  defi- 
nitivo tratan  de  obtener  y  en  estas  condicio- 
nes no  pueden  dirigir  acción  alguna  contra  el 
Fisco,  ya  que  solo  en  virtud  de  un  derecho 
real  procedería  acción  contra  un  tercero  como 


es  el  demandado.  Pide,  en  conáecuencia,  se 
falle  la  causa  absolviendo  al  Fisco  de  la  de- 
manda y  revocando  la  sentencia  de  primera 
instancia. 

Este  escrito  fué  proveído:  "Traslado  y  en- 
miéndese la  suma". 

La  suma  A  que  se  refiere  el  decreto  anterior 
era:  **Pide  que  se  tenga  presente"  estas  pala- 
bras aparecen  borradas  j'enla  parte  superior 
de  esa  frase  se  ha  escrito  ''Expresa  agravios." 

Con  fecha  1*^  de  septiembre  de  1905  una  de 
las  salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago pronunció  el  siguiente  fallo: 

Vistos:  se  aprueba  la  sentencia  consultada 
de  29  de  septiembre  último.  Devuélvase. — 
E.  Donoso  V.— y.  Agustín  Rojas.— José  T, 
Marín. 

Contra  esta  sentencia  se  ha  deducido  recur- 
so de  casación  en  el  fondo,  á  nombre  del  Fis- 
co, por  el  Director  del  Tesoro,  quien  formali- 
zándolo, dice:  **E1  fallo  de  que  se  trata  es  nu- 
lo, porque  se  dictó  sin  estar  citadas  las  partes 
para  sentencia,  trámite  esencial  del  juicio, 
cuya  omisión  pioduce  nulidad,  según  el  núme- 
ro 9^' del  artículo  941  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil." 

Enmendada  la  providencia  del  escrito,  se 
mandó  expresar  agravios,  y  esta  providen- 
cia suspendió  el  decreto  que  ordenaba  traer 
los  autos  en  relación.  Se  ha  fallado,  per  con- 
siguiente, la  causa  sin  haberse  llenado  el  trá- 
mite de  citación  para  sentencia.  Además  ha- 
biéndose ordenado  expresar  agravios,  debió 
esperarse  la  contestación  del  apelado,  que  es 
otro  trámite  esencial  de  la  apelación. 

En  vista  de  estas  omisiones,  pide  que  el 
Tribunal  haga  uso  de  la  atribución  que  le  con- 
fiere el  artículo  949  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 

En  cuanto  al  fondo  del  recurso,  se  ha  orde- 
nado mensurar  un  pedimento  cuya  cesión  á 
favor  de  don  AUonso  Vallebona  y  á  otro  no 
ha  sido  inscrita  en  el  Conservador  de  Bienes 
Raices  respectivo,  reconociéndoles,  por  tan- 
to, dominio  sin  tenerlo. 

Por  esta  causa  se  han  infringido  los  ar- 
tículos 149,  150  y  151  del  Código  de   Mine- 
ría de  1874  y  artículos  81,  82  y  83  del  Códi- 
go de  Minería  de  1888.  Se  han  infringido 
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también  los  artículos  577,  578,  582,  588, 
670  Y  686  del  Código  Civil. 

Concluye  pidiendo  que  se  dé  lugar  al  re- 
curso. 

Don  Jorge  García  Huidobro  por  don  Al- 
fonso Vallebona  y  don  Gastón  Pascal,  pide  no 
se  dé  lugar  al  recurso. 

Dice  que  no  puede  sostenerse  que  ha  falta- 
do la  citación  para  sentencia,  porque  la  ex- 
presión de  agravios  no  es  un  trámite  de  la 
consulta,  desde  que  no  ha  habido  apelación 
por  parte  del  Fisco. 

En  lo  relativo  al  fondo  del  recurso,  acom- 
paña desde  luego  la  escritura  de  la  cual  cons- 
ta que  se  ha  llenado  el  requisito  de  la  ins- 
cripción en  el  Conservador  de  Minas,  en 
cuanto  á  la  transferencia  que  hizo  á  sus  po- 
derdantes don  Domingo  Lecaros. 

Por  lo  demás,  una  pertenencia  minera  no 
mensurada  no  es  un  bien  raiz,  porque  no  la 
comprende  la  designación  que  hace  el  artícu- 
lo 568  del  Código  Civil,  no  es  un  título  defi- 
nitivo de  propiedad,  y  no  se  inscribe  en  el 
registro  de  propiedades,  sino  en  el  de  descu- 
brimiento de  minas,  requisito  que  se  ha  lle- 
nado. 

Se  oyó  el  dictamen  de  uno  de  los  Ministros 
de  la  Corte. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  elevados  en  consulta  los  autos  al 
Tribunal  de  Alzada,  por  no  haber  apelado  de 
la  sentencia  de  1*  instancia,  el  Fisco,  á  quien 
le  lué  adversa,  el  único  trámite  procedente 
era  el  de  traer  los  autos  en  relación  citándose 
á  las  partes  con  el  objeto  indicado  en  el  ar- 
tículo 924  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, lo  que  tuvo  efecto,  como  así  consta  de  la 
providencia  y  notificaciones; 

2^  Que  con  arreglo  á  la  ley,  el  decreto  de 
"autos  en  relación"  no  ha  podido  suspender- 
se sino  con  el  fin  de  llenar  un  trámite  ó  actua- 
ción que  se  hubiera  estimado  necesaria  y  sus- 
tancial para  el  pronunciamiento  de  la  resolu- 
ción que  debía  dictar  el  Tribunal  de  Alzada 
en  caso  de  haber  existido  alguna  omisión  á 
este  respecto,  circunstancias  que  no  reúne  la 
providencia,  en  la  cual  no  se  expresó  tampo- 


co que  se  dejaba  sin  efecto  la  citación  decreta- 
da anteriormente  para  verla  causa  en  con- 
sulta; 

3*^  Que  la  cuestión  propuesta  en  el  mencio- 
nado escrito  por  el  Director  del  Tesoro  acerca 
de  que  los  demandantes  Vallebona  y  Pascal 
no  tienen  el  dominio  de  la  pertenencia  salitre- 
ra, cuya  mensura  han  solicitado,  por  no  ha- 
llarse inscrita  la  transferencia  á  que  se  refiere 
la  escritura  en  el  Registro  del  Conservador, 
no  fué  materia  del  litigio  en  1*  instancia,  no 
se  pronunció  sobre  ella,  por  con.sigu¡ente,  el 
juez,  ni  por  lo  mismo,  ha  podido  ser  conside- 
rada en  la  resolución  que  es  objeto  del  recur- 
so, 3'a  que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
167  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  las 
sentencias  deben  pronunciarse  conforme  al 
mérito  del  proceso,  y  no  podrán  extenderse  á 
puntos  que  no  hayan  sido  expresamente  so- 
metidos ajuicio  por  las  partes; 

4^  Que  no  habiéndose  pronunciado  el  tri- 
bunal sobre  la  materia  á  que  se  refiere  el  re- 
curso, no  existe  tampoco  la  infracción  de  las 
diversas  disposiciones  legales  que  se  citan 
como  violadas  por  la  sentencia  de  que  se  re- 
clama; 

5^  Que,  por  otra  parte,  la  objeción  que  se 
hace  por  el  Director  del  Tesoro  al  título  de 
los  demandantes,  se  reduce  sustancialmente 
á  negarle  la  personería  para  pedir  la  mensu- 
ra, por  no  haberse  verificado  la  tradición  en 
forma  legal  y,  entre  tanto,  consta  de  la  cláu- 
sula de  la  escritura  pública  que  no  ha  sido 
impugnada  por  el  Fisco,  que  Vallebona  y 
Pascal  se  obligaron  á  gestionar  la  mensura 
de  la  pertenencia  salitrera  objeto  de  la  cesión 
contenida  en  dicha  escritura  ante  las  autori- 
dades judiciales,  defendiendo  por  su  cuenta 
en  1^  y  2^  instancia  lo  juicios  que  fueren  ne- 
cesarios iniciar  sin  que  Lecaros  resultase  gra- 
vado en  ningún  caso  con  gasto  alguno  por 
tal  motivo,  estipulación  que  constituye  un 
verdadero  mandato  de  parte  también  de  Le- 
caros, cuyo  dominio  sobre  la  pertenencia  de 
que  se  trata  no  se  ha  puesto  en  duda  por  el 
Fisco. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  sin  lu 
gar  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto en  esta  causa. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Beroalcs- 
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—Leoncio  Rnáríguez.—José  Gabriel  Palma 
Guznián.  —  Gfdvarino  Gallardo.  —  Vicente 
Aguirre  Vargas.- Carlos  Varas,— Abel  Saave- 
dra José  Bernah-s. 


Cas.  Ln\—30  de  noviembre  de  1906 

Ríveros  con  Fisco 

Salitreras.— Demaroaoión;  prueba  del 
dominio  ó  posesión.  -  Ocupación  bé- 
lica; derechos  del  Pisco  chileno  so- 
bre las  salitreras  de  Tarapacá;  cua- 
dro de  la  propiedad  salitrera  de  esta 
provincia. 

Doctrina: — La  acción  que  concede  el 
artículo  842  del  Código  Civil  correspon- 
de al  dueño  de  un  predio  y  quien  la  de- 
duce tiene  que  acreditar  que  verdadera- 
mente es  propietario  ó  á  lo  menos  que  es 
poseedor  del  que  trata  de  deslindar. 

Xo  tienen  dominio  verdadero  ó  apa- 
rente de  los  terrenos  salitrales  de  Tara- 
pacá los  denunciantes  que  no  tenían  la 
posesión  real  de  sus  estacamentos  ú  oñ- 
cinas  á  la  época  de  la  ocupación  de  esa 
'provincia  por  las  armas  de  la  República, 
y  la  sentencia  que  les  reconoce  dominio 
infringe  los  artículos  2  y  8  del  tratado 
de  paz  coa  el  Perúy  promulgado  como 
ley  nacional  el  20  de  mayo  de  1884,  en 
el  cual  se  consideró  el  decreto  de  28  de 
marzo  de  1882  que  había  reglamentado 
la  propiedad  salitrera  privada  de  Tara- 
pacá sobre  la  base  del  régimen  legal  an- 
tes establecido  '^no  reconociendo  otros  tí- 
tulos y  derechos,  á  este  respecto  que  ¡os 
resultantes  de  los  contratos  reales  ema- 
nados del  Gobierno  del  Perú,  ni  otra  po- 
sesión y  tenencia  que  los  que  se  despren- 
den de  esos  títulos  ó  de  su  dominio  in- 
contestable acompañado  de  una  explo- 
tación actual  V  efectiva  *' 


Las  disposiciones  dictadas  por  el  Go- 
bierno del  Perú  en  ejercicio  de  la  ley  de 
18  de  mayo  de  1875  y  según  las  cuales 
debían  considerarse  propiedad  del  Esta- 
do las  oñcinas  ó  estacamentos  salitrales 
abandonados  ó  no  trabajados  por  sus 
dueños,  razón  por  la  cual  no  figuraron 
en  los  cuadros  formados  por  la  comisión 
de  ingenieros  designada  para  llevar  á 
efecto  aquella  misma  ley,  fijaron  la  condi- 
ción de  las  propiedades  salitreras  en  Ta- 
rapacá, condición  en  que  las  adquirió  el 
Gobierno  de  Chile;  y  cualquiera,  que  sea 
la  legalidad  de  estos  actos  administrati- 
vos, emanados  del  Gobierno  del  Perú  y 
que  fueron  cumplidos  por  las  autorida- 
des de  esa  Nación,  no  pueden  ellos  ser  des- 
conocidos en  sus  efectos  jurídicos  por  las 
autoridades  del  país  cesionario  del  terri- 
torio donde  esos  actos  produjeran  sus 
efectos. 

Don  Carlos  Larraín  Claro,  abogado,  domí- 
ciliado  en  la  Avenida  Pedro  Valdivia  número 
49,  por  don  Manuel  Ri veros  y  otros  propie- 
tarios, domiciliado  en  la  calle  de  Ramírez,  de 
Iquiqíie  número  202,  por  don  Mariano  Mal- 
donado  y  don  Ricardo  Maldonado,  propieta- 
rios domiciliados  en  la  misma  ciudad  de  Iqui- 
que,  calle  de  Thompson  número  285,  por  don 
Juan  Maldonado,  don  Eulogio  Maldonado  y 
doña  María  Maldonado,  empleados  los  dos 
primeros,  domiciliados  en  la  calle  Sotomayor 
número  218  y  calle  de  Bolívar  número  115, 
propietaria  la  tercera  y  con  domicilio  en  la 
calle  de  Aníbal  Pinto  número  12  de  Iquique; 
por  doña  Bernarda  Ríos,  sin  profesión  y  con 
residencia  en  la  misma  ciudad;  por*  don  Bal- 
tasar Olivares,  industrial  de  la  misma  ciudad, 
calle  de  Arturo  Fernán«lez  número   214;   por 
don   Mariano  Guevara,  empleado  en  la  sali- 
trera **Camiña'*;  por  don  Ildefonso  García  de 
Iquique,  mueblista  que  vive  en  la  calle  de  So- 
tomayor número   9;   por  don  Mariano  Río, 
empleado  en  la  oficina  de  la  salitrera  **Pro- 
greso";  por  doña  Clara  González,  propietaria 
en  Iquique,  domiciliada  en  la  calle  de  Bolívar 
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número  216;  por  doña  Eduvigis  Soto,  propie- 
taria ausente;  por  doña  Marcelina  Alcedón 
de  Méndez  y  don  Moisés  Méndez,  aquella  sin 
profesión,  empleados  en  la  oñcina  salitrera 
**Progreso";  por  doña  Carolina  Alcedón,  pro- 
pietaria, calle  de  Barros  Arana,  número  221, 
Iquique;  por  don  Pedro  J.  Ramírez  y  doña 
Mercedes  Barbosa  v.  de  Rejes,  aquel  sastre, 
domiciliado  frente  á  la  estación  de  Huara,  y 
la  última  propietaria  domiciliada  en  Cancho 
nes:  según  aparece  de  la  delegación  que  pre- 
senta, solicita  comparendo  con  el  represen- 
tante legal  del  Fisco  para  nombrar  perito  que 
proceda  á  verificar  los  límites  que  separan  á 
la  salitrera  *'SoIedad'*  que  han  poseído  y  ex- 
plotan sus  mandantes  y  de  la  que  son  dueños 
exclusivos,  según  los  títulos  que  presenta,  de 
los  terrenos  colindantes  con  dicha  pertenen- 
cia en  sus  puntos  de  contacto,  y  á  fijar  los  hi- 
tos correspondientes  en  el  terreno,  bajo  aper- 
cibimiento de  hacerse  la  designación  por  el 
juzgado. 

El  Director  del  Tesoro,  empleado  con  resi- 
dencia en  el  Palacio  de  la  Moneda,  en  repre- 
sentación del  Fisco,  se  opuso  al  comparendo 
y  pidió  que  se  mandara  deducir  acción  en  for- 
ma en  un  plazo  dado,  bajo  apercibimiento  de 
no  ser  oídos  después. 

El  señor  Larraín  Claro  expone  en  orden  á 
la  oposición:  que  en  definitiva  se  dé  lugar  á  la 
demanda,  negándose  lugar  á  la  reconvención 
en  cuanto  se  niega  el  hecho  de  la  posesión  y 
dominio  de  los  demandantes  á  la  pertenencia 
"Soledad",  y  se  sostiene  ser  del  Fisco,  por  no 
figurar  en  el  cuadro  hecho  por  ingenieros  del 
Perú  y  haber  caído  en  despueble  bajo  el  do- 
minio de  esta  Nación,  no  existiendo,  por  tan- 
to, al  presente.  Sostiene  que  las  alegaciones 
anteriores  no  se  concilian:  la  salitrera  existe, 
como  lo  acreditan  los  títulos  acompañados, 
y  su  existencia  no  se  armoniza  con  el  despue- 
ble, y  esta  excepción  rechaza  la  de  que  no  figu- 
ró en  los  cuadros  formados  por  los  ingenieros 
del  Gobierno  del  Perú  para  expropiar  todas 
las  salitreras. 

De  los  títulos  acompañados  consta  además 
que  la  salitrera  se  mensuró  en  julio  de  1855  y 
se  demarcó;  que  los  demandantes  entraron  en 
posesión  de  ella;  que  en  18  de  Octubre  de  1878 
se  hizo  la  tasación  de  la  misma  por  d  inge- 


niero del  Gobierno,  y  á  la  fecha  de  la  ocupa- 
ción de  Tarapacá  por  el  ejército  de  Chile  se 
tramitaba  aún  el  expediente  de  su  expropia- 
ción y  por  esta  razón  no  figuró  en  el  cuadro 
de  las  salitreras  expropiadas  por  el  Gobierno 
del  Perú  en  agosto  de  1877.  Se  ve,  pues,  que 
los  demandantes  son  dueños  de  quinientas  es- 
tacas salitreras. 

Consta  además  de  ellos  que  don  Raimundo 
Soto  denunció  como  descubridor  para  sí  v 
para  las  diez  familias  que  enumera,  ima  pam- 
pa extensa  de  salitre  con  límites  determina- 
dos y  pidió  la  adjudicación  de  quinientas  es- 
tacas que  le  fueron  adjudicadas,  y  su  mensura 
y  alinderamiento  se  llevó  á  efecto  el  20  de 
julio  de  1855,  quedando  en  posesión  y  propie- 
dad del  estacamento.  Consta  de  las  escritura 
de  compra  que  don  Manuel  Ri veros  compró 
sus  estacas  á  doscientos  treinta  y  tres  de  los 
primitivos  denunciantes,  3'  esos  títulos  de  do- 
minio fueron  los  presentados  al  (yobierno  del 
Perú  con  motivo  de  la  ley  de  expropiación  de 
salitreras  de  28  de  mayo  de  1875,  según  cons- 
ta del  cuadro  que  el  Prefecto  de  Tarapacñ 
don  Bruno  Bueno  pasó  á  su  Gobierno  en  24 
de  julio  de  1876.  títulos  aprobados  por  la 
comisión  de  abogados  que  se  nombró  para 
estudiar  los  de  las  salitreras  ofrecidas  en  ven- 
ta, y  que  en  virtud  de  tal  informe  los  ingenie- 
ros procedieron  á  tasar  la  denominada  * 'Sole- 
dad". Como  no  llegó  á  efectuarse  la  ventn, 
la  propiedad  no  pasó  á  manos  del  Gobierno 
del  Perú,  hecho  reconocido  por  decreto  de  17 
de  marzo  de  1879,  trascrito  al  Prefecto  de 
Tarapacá  y  f)or  el  cual  se  le  ordenaba  que  por 
medio  del  agente  fiscal  solicitara  judicialmen- 
te el  despueble  de  la  salitrera  "Soledad  de 
Soto",  entre  otras,  orden  que  no  pudo  cum- 
plirse por  haber  ocupado  ese  territorio  el  ejer- 
cito chileno. 

El  Gobierno  de  Chile,  como  sucesor  del  t'O- 
bierno  <lel  Perú  en  el  dominio  de  esos  territo- 
rios, pasó  á  gozar  de  todos  los  derechos  y  a 
sufrir  todas  las  obligaciones  que  el  del  Perú 
tenía  contraídas  en  conformiflad  A  las  leyes 
que  habían  regido  en  Tarapacá  y  debe  respe- 
tar el  dominio  que  los  demandantes  tienen  en 
la  referida  salitrera.  Y  ese  reconocimiento  ha 
sido  legalmente  declarado  por  el  artículo  '2^ 
del  Código  de  Minería.  Y  constando  que  los 
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demandantes  6  sus  antecesores  han  constitui- 
do propiedad  minera  conforme  á  las  Oalenan- 
zas  de  Nueva  España,  el  Estado  de  Chile 
de  líe  respetar  esa  propiedad  y  permitir  la 
libre  explotación. 

La  adquisición  se  efectuó  con  arreglo  á  las 
leyes  vigentes  en  el  Perú  en  1855,  como  cons- 
ta de  los  títulos;  y  en  virtud  del  artículo  9*^ 
título  6^  de  la  Ordenanza  de  Nueva  España, 
debe  reconocerse  el  derecho  de  no  ser  privado 
de  la  tenencia  de  la  salitrera  sino  después  de 
ser  vencido  en  juicio  de  propiedad,  hecho  que 
no  ha  ocurrido. 

Además^  extraviados  los  títulos,  don  Rai- 
mundo Soto  obtuvo  copia  autorizada  de 
ellos;  ejecutó  cáteos,  construyó  edificios,  ex- 
plotó salitre  y  con  ello  amparóla  salitrera,  sin 
que  ello  caducara  por  la  paralización  de  tra- 
bajos que  le  dejaban  pérdi<las  por  la  distan- 
cia y  derechos  de  Aduana. 

Por  decreto  de  30  de  noviembre  de  1868» 
confirmado  por  el  de  12  de  julio  de  1872,  el 
Gobierno  del  Perú  dispuso,  artículo  5^,  del  úl- 
timo decreto,  que  los  depósitos  de  salitre  no 
eran  denunciables,  porque  todos  los  terrenos 
existentes  en  la  República  que  no  están  en  el 
dominio  de  los  particulares  son  de  propiedad 
nacional.  Igual  respecto  de  la  propiedad  par- 
ticular se  consignó  en  la  ley  de  Estanco  de  18 
de  enero  de  1873  y  en  la  expropiación  de  28 
de  mayo  de  1875,  con  relación  a  los  terrenos 
adquiridos  en  conformidad  á  las  leyes  ante- 
riores al  año  1868. 

Los  decretos  del  Gobierno  del  Perú  que 
pretendieron  declarar  administrativamente 
el  despueble  de  estacamentos  salitreros,  se  re- 
firieron siempre  a  los  que  carecían  de  oficina 
y  maquinarias  que  suponían  la  no  existen- 
cia verdadera;  pero  la  propiedad  *'Soledad" 
no  se  encontraba  en  esta  situación.  Pero  aun 
despoblada,  no  pudo  declararse  administrati- 
vamente ti  despueble,  porque  á  ello  se  opone 
la  ley,  artículos  8*?  y  9^  del  título  2^  del  Códi- 
go  de  Minería,  que  manda  que  el  des[)ueble 
sea  declarado  por  el  Juzgado  de  Minas  y  en 
juicio  contradictorio.  Queda,  pues,  demostra- 
do que  la  salitrera  "'Soledad"  no  fue  declara- 
da en  despueble  y  no  llegó  á  pertenecer  al  Go- 
bierno del  Perú,  y  no  se  ve  como  pudo  ad- 


quirirla por  despueble  ó  de  otra  manera  el 
Gobierno  de  Chile  su  sucesor. 

Con  arreglo  á  las  leyes  chilenas,  debe  tam- 
bién desecharse  el  despueble  deducido  por  el 
Fisco,  puesto  que  el  artíailo  2^  del  Código  de 
Minería  vigente  reconoce  la  propiedad  parti- 
cular adquirida  en  conformid¿id  a  las  leyes 
anteriores,  y  las  que  en  Tarapacá  han  auto- 
rizado la  constitución  de  la  propiedad  sali- 
trera son  las  Ordenanzas  de  Nueva  España. 

Por  auto  de  fs.  93  se  mandó  tener  por  de- 
manda los  escritos  de  fs.  66  y  f.  76. 

El  Director  del  Tesoro  contesta  y  pide  se 
deseche  la  demanda. 

Los  antecedentes  expuestos  en  la  demanda, 
dice  el  representante  del  Fisco,  manifiestan 
que  los  vendedores  al  otorgar  las  escrituras 
de  compraventa,  no  estaban  en  posesión  ni 
tenían  en  su  poder  los  terrenos  á  que  se  refe- 
rían los  flerechos  y  acciones  que  vendían.  Y 
si  hubieran  tenido  anteriormente  esa  pose- 
sión, la  habrían  perdido  desde  que  el  Gobier- 
no de  Chile,  A  virtud  del  tratado  que  celebró 
con  el  i*erú  el  11  de  octubre  de  1884-,  como 
dueño  entró  tranquila,  ostensiblemente  y  %in 
contradicción  alguna,  en  posesión  de  los  te- 
rrenos indicados  en  la  demanda,  terrenos  que 
mantiene  constantemente  en  su  poder  y  cu^'a 
conservación  vigila  por  medio  de  empleados 
especiales.  La  le}"  de  28  de  mayo  de  1875,  re- 
produciendo una  disposición  de  la  ríe  1873, 
que  ¡se  hallaba  ya  consignada  en  el  decreto 
de  30  de  noviembre  de  1868.  prescribió  en  el 
artículo  2^  que  quedaba  prohibida  l*x  adjudi- 
ca», ion  de  terrenos  salitrales.  Prohibida  la 
adquisición  por  particulares  y  desinteresados 
éstos  para  pedir  la  declaraciSn  de  despueble, 
desde  que  no  podían  adquirir  el  terreno  que 
denunciasen  y  autorizando  el  Estado  para 
adquirirlos  terrenos  y  establecimientos  sali- 
trales de  Tarapacá;  como  la  ley  nada  dispo- 
nía de  un  modo  expreso  acerca  de  la  condi- 
ción legal  respecto  del  Estado,  de  los  terre- 
nos que  por  estar  abandonados  ó  paraliza- 
dos, podían  ser  declarados  en  despueble  á  pe- 
tición (le  un  particular,  se  dictó  el  decreto  de 
13  de  julio  de  1876,  según  el  cual,  entre  otras^ 
cosas,  contiene  la  disposición  general  del  ar- 
tículo 3^  que  los  estacamentos  que  no  hayan 
sido  explotados  ó  ha^'an  sido  abandonado-- 
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por  el  tiempo  fijado  por  las  Ordenanzas  de 
Minería,  serán  considerados  con  arreglo  á 
éstas,  como  propiedad  nacional  y  no  podrán 
ser  objeto  de  nuevas  demandas  ni  adjudica- 
ciones por  autoridad  al^juna,  con  arreglo  al 
artículo  2*?  de  la  ley  de  18  de  mayo  de  1875. 

El  Gobierno  del  Perú  consideró  comprendi- 
dos en  el  decreto  de  1876  todos  los  estableci- 
mientos que  no  figuraban  en  los  cuadros  for- 
mados por  la  comisión  de  ingenieros  encar- 
gada de  hacer  el  avalúo  de  los  establecimien- 
tos que  elaboraban  salitre  en  Tarnpacá,  y 
por  ello  no  compró  los  que  se  ofrecieron  en 
venta  y  que  no  aparecían  en  los  cuadros,  que 
se  consideraban  del  Estado,  y  en  tal  sentido 
se  dictaron  sentencias  y  se  hicieron  diligen- 
cias judiciales  para  dar  cumplimiento  á  los 
decretos  del  caso. 

Además,  los  documentos  acompañados  de 
contrario  no  tienen  mérito  legal,  porque  no 
se  confirió  la  posesión  de  las  estacas  de  sali- 
tre conforme  á  la  ley  vigente  que  obligaba  á 
explotarlas  y  labrarlas  durante  cierto  tiem- 
po, bajo  pena  de  volver  al  dominio  del  Esta- 
do, quien  conservaba  el  derecho  de  adjudicar- 
las al  primero  que  las  denunciara.  Hubo, 
pues,  declaración  de  despueble  por  el  hecho 
de  no  figurar  las  pertenencias  de  los  deman- 
dantes en  los  cuadros  de  que  se  ha  hecho 
mención,  y  el  decreto  de  15  de  marzo  de  1879 
no  importa  la  derogación  de  los  anteriores, 
ni  la  abrogación  del  orden  de  cosas  estable- 
cido. 

Y  si  lo  anterior  no  bastara  para  desechar 
la  demanda,  pide  se  declare  el  despueble  de  la 
**Soledad"porno  haberse  amparado  con  arre- 
glo á  la  ley,  formulando  reconvención  al  res- 
pecto. 

Se  oponen  en  la  réplica  al  despueble  como 
excepción  y  como  reconvención  las  siguientes 
razones:  que  pedida,  concedida  y  registrada 
con  arreglo  á  las  Ordenanzas  de  Nueva  España 
vigentes  en  esa  época  en  el  Perú,  la  pertenen- 
cia ''Soledad'*  la  posesión  originaria  se  adqui- 
rió por  el  registro  legalraente  verificado,  cons- 
tituyendo im  derecho  perfecto  de  propiedad 
reconocido  especialmente  por  los  artícul'^s  9^, 
10,  11  y  22  del  título  6^  de  laOrdenanza, mu- 
cho tnás  tratándose  de  una  pertenencia  que 
fué  mensurada  y  de  laque  el  descubridor  tomó 


posesión  en  conformidad  á  dicha  Ordenanza, 
como  consta  de  autos;  que  tal  derecho  s(Mo 
se  perdía  por  abandono  judicial  ó  despueble 
Ifgalmente  declarado,  que  no  ha  existido  en 
el  presente  caso,  y,  por  fin,  que  la  reconven- 
ción no  es  legal  porque  no  existe  en  la  legisla- 
cióu  vigciUc  el  abandono  6  despueble  de  las 
minas.  Pide  se  acceda  á  la  demanda  y  se  de- 
seche la  reconvención. 

En  la  duplica  se  sostiene  que  la  jurispruden- 
cia citada  en  la  réplica  no  tiene  aplicación  en 
este  caso;  que  los  títulos  de  don  Romualdo 
Soto  sobre  la  salitrera  **Soledad"  fueron  pre- 
sentados dos  veces  á  la  Delegación  Fiscal  de 
Salitreras  y  se  les  rechazó,  entre  otras  razo- 
nes, por  no  figurar  en  los  cuadros  de  los  in- 
genieros del  Perú;  que  durante  la  ocupación 
chilena  jamás  han  estado  los  demandantes 
en  posesión  de  los  terrenos  que  pretenden 
reivindicar,  y  procede  al  despueble  porque  fe 
demanda  la  restitución  de  un  estacamento 
salitrero  de  que  el  Gobierno  chileno  se  consi- 
dera dueño,  como  cesionario  del  Gobienio 
del  Perú,  estando  á  la  época  de  la  cesión 
comprendida  en  la  situación  creada  por  el  de- 
creto de  1879  y  puede  el  Fisco  hacer  valer 
en  la  actualidad  el  derecho  que,  con  arreglo 
á  ese  decreto,  podía  hacer  valer  el  del  Perú 
como  ceden  te,  no  siendo  aplicables  las  dispo- 
siciones del  Código  Nacional  de  Minería. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  sin  rendirse 
ninguna  testimonial,  y  con  lo  alegado  por  las 
partes  y  dictamen  del  señor  Promotor  Fiscal, 
se  citó  para  sentencia.  Uno  délos  juzgados  de 
Santiago  falló  el  28  de  noviembre  de  1903: 
Considerando: 

1^  Que  de  las  escrituras  consta  la  compra 
hecha  por  don  Manuel  Ri veros,  por  un  precio 
dado,  de  los  estacamentos  salitreros  que  se 
trata  de  delimitar;  del  poder  dado  por  don 
Mariano  Maldonado  y  otros  al  mismo  señor 
Riveros,  y  de  los  demás  que  se  agrega  á  la  de- 
raand?^.  las  delegaciones  hechas,  sin  haberse 
negado  la  personería  del  comprador,  vende 
dores  y  demandantes; 

2*^  Que  de  los  títulos  compulsados  aparecequc 

solicitada  la  merced,  se  mandaron  dar  avisos 
para  ver  si  se  deducía  oposición,  y  pasado  el 
término  se  mensuró  la  pertenencia  con  linde- 
ros y  extensión  determinados  y  se  puso  en  po- 


JURISPKUÜIiNCI-V 


107 


sesión  al  solicitante  ejecutando  este  acto  sig- 
nificativo de  dominio,  de  todo  lo  cual  se  dejó 
constancia; 

3*^  Que  tales  mercedes  se  concedieron  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  la  Ordenanza 
de  Nueva  España,  vigentes  á  la  fecha  de  los 
pedimentos  en  el  Perú,  hecho  que  no  se  ha  ne- 
gado por  la  parte  demandada,  y  antes  de  dic- 
tarse por  aquella  nación  la  ley  de  1875  que 
prohibía  la  adjudicación  de  terrenos  salitra- 
les: y  que  la  propiedad  *'La  Soledad"  fué  ofre- 
cida en  venta  real  al  Gobierno  del  Perú  con 
sus  respectivos  títulos,  y  constando  que  fué 
tasada  por  el  ingeniero  señor  Arancibia  en 
una  suma  pequeña  en  atención  á  la  distancia 
y  otros  motivos,  y  examinados  los  títulos. 

4^  Que,  dados  estos  antecedentes,  don  Ro- 
mualdo Soto,  antecesor  de  los  demandantes, 
era  considerado  dueño  y  poseedor  de  la  sali- 
trera "Soledad",  y  tales  antecedentes,  no  ha- 
biendo prueba  en  contrario,  ni  objetándose 
legalmente  su  validez,  deben  tenerse  como  bas- 
tantes para  acreditar  el  dominio; 

ó^  Que  no  habiendo  constancia  en  autos  del 
despueble  de  aquella  propiedad  antes  de  la  fe- 
cha del  decreto  del  Gobierno  del  Perú  de  15  de 
marzo  de  1877,  que  dispuso  que  el  ájente  fiscal 
de  Iquique  solicitase  judicialmente  la  declara- 
ción de  despueble  de  las  oficinas  y  estacamen- 
tos  que  conforme  A  las  Ordenanzas  de  Minería 
no  hubieran  sido  trabajadas  durante  ocho 
meses,  debe  justificarse  que  se  pronunció  sen- 
tencia en  tal  sentido,  ya  que  aquel  mismo  go- 
bierno reconoció  al  poder  judicial  la  facultad 
de  resolver  al  respecto,  y  nada  de  ello  se  ha 
probado; 

6*^  Que  en  nada  se  desvirtúa  el   valor  legal 
de  los  títulos  presentados  por  los  demandan - 
dantes  por  el  hecho  de  no  figurarla  propiedad 
la  "Soledad"  en  el  cuadro  de  los  ingenieros 
del  Perú,  ya  que  sería  dar  á  este  cuadro  más 
fuerza  legal  que  á  los  títulos  con  que  se  acre- 
dita la  merced,  mensura  y  posesión,  expedidos 
por  autoridad  competente  y  con  arreglo  a  las 
Ordenanzas  de  Minería,   ley  sustantiva  que 
prima  sobre  decretos  y  cuadros  de  ingenieros; 
7^  Que  no  constando  la  existencia  de  la  sen- 
tencia de  despueble  de  la  citada  propiedad  an- 
tes de  pasar  al  dominio  pleno  y  soberano  de 
Chile,  el  territorio  de  Tarapácá,  que  lo  adqui- 


rió con  el  mismo  estado  que  tenían  las  cosas 
en  el  momento  de  la  adquisición  ú  ocupación, 
ya  que  no  consta  lo  contrario,  hay  que  averi- 
guar si  tal  despueble  se  efectuó  con  arreglo  á 
ley  chilena  vigente,  ya  que  esta  no  puede  dejar 
de  aplicarse,  y  de  autos  no  aparece  tal  resolu- 
ción durante  la  vigencia  del  Código  de  Mine- 
ría de  1874; 

8^  Que  desde  antes  de  la  fecha  de  la  deman- 
da no  rige  disposición  alguna  que  permita  en- 
tablar acción  de  despueble,  y  por  tanto  no 
precede  la  reconvención  deducida,  ni  aun  á 
pretexto  de  haber  adquirido  Chile  por  la  ce- 
sión de  Tarapácá  el  derecho  de  interponerla 
en  virtud  de  la  facultad  que  el  cedente  de 
aquella  provincia  ó  territorio  tenía  al  respec- 
to, aparte  de  los  fundamentos  aducidos,  por- 
que aquella  ley  es  obligatoria  no  sólo  para 
los  chilenos,  sino  para  los  extranjeros  resi- 
dentes en  el  territorio,  y  no  puede,  en  conse- 
cuencia, dejarse  de  aplicar  la  chilena,  que  re- 
conoce derechos  y  obligaciones,  prefiriendo  la 
peruana  que  lesionaesos  derechos  y  obligacio- 
nes recíprocos  y^pugna  con  aquella; 

9*^  Que  adquirida  la  pertenencia  salitrera 
i'La  Soledad"  con  arreglo  á  la  Ordenanza  de 
Minería  que  reconoce  el  dominio  mediante  la 
inscripción,  pasó  A  regirse  por  las  prescripcio- 
nes que  le  corresponden,  y  para  que  cese  la 
posesión  inscrita  es  necesario  que  la  inscrip- 
ción se  cancele  por  los  medios  indicados  en  el 
Código  Civil,  nada  de  lo  cual  consta  de  au- 
tos; y 

10.  Que,  probado  el  dominio,  tiene  derecho 
el  propietario  de  la  salitrera  "La  Soledad"  de 
pedir  el  nombramiento  de  perito  que  la  deli- 
mite de  los  demás  terrenos  que  la  rodean, 
según  los  límites  de  la  merced  y  mensura  res- 
pectivas. 

Por  estas  consideraciones  y  lo  que  también 
disponen  los  artículos  9,  14,  1698  del  Código 
Civil,  9,  10,  11  y  12,  título  6^  de  la  Ordenan- 
za de  Nueva  España,  2,  81,  134  del  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara: 

1*^  Que  ha  lugar  á  la  deman  la;  y  2^  Que  no 
ha  lugar  á  la  reconvención. —y ose  T.   Marín. 

Apelada  esta  resolución: 

Santiago,  mayo  26  de  1905.  —Vistos:  Con- 
siderando en  lugar  de  los  fundamentos  7  y  8 
de  la  sentencia  de  primera  instancia. 
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1^  Que  el  decreto  dictado  por  el  Gobierno 
del  Perú  el  13  de  Julio  de  1876  se  limitó  á  dis- 
poner que  pasarían  á  ser  propiedad  nacional 
los  estacanientos  no  explotados  ó  abandona- 
dos por  el  tiempo  fijado  en  las  Ordenanzas  de 
Minería,  pero  no  contiene  disposición  alguna 
que  declare  incorporados  al  patrimonio  del 
Estado  determinadas  pertenencias  s:alitreras; 
ni  se  han  invocado  tampoco  otras  resolucio- 
nes emanadas  del  mismo  Gobierno  que  hicie- 
ran tal  declaración  respecto  de  la  oficina  .«So- 
ledad"; 

2*^  Que,  cualquiera  que  sea  el  mérito  legal 
que  se  atribuya  al  mencionado  decreto,  él  no 
modificó  el  procedimiento  establecido  para 
obtener  la  declaración  de  despueble,  que  se- 
gún las  Ordenanzas  de  Minería  debía  solitar- 
se  judicialmente;  y  por  el  contrario,  el  decreto 
del  mismo  Gobierno  de  15  de  marzo  de  1879 
dispuso  qne  se  ocurriera  á  los  Tribunales  pi- 
diendo el  despueble  de  las  oficinas  ó  estaca- 
mentos  que  no  hubiesen  sido  trabajados  du- 
rante ocho  meses; 

3^  Que  no  se  ha  comprobado  ni  alegado 
que  antes  de  la  ocupación  chilena  se  hubier^i 
solicitado  judicialmente  por  el  Gobierno  del 
Perú  el  despueble  de  las  pertenencias  materia 
del  actual  litigio;  y 

4^^  Que  el  Estado  de  Chile  no  ha  ejercitado 
tampoco  este  derecho  con  anterioridad  al 
presente  juicio;  y,  por  el  contrario,  ha  dicta- 
do le^'es  de  carácter  general  sin  excepción  al- 
guna, como  el  Código  de  Minería  de  20  de  di- 
ciembre de  1888,  que  suprime  el  despueble  y 
ampara  los  derechos  emanados  de  la  conce- 
sión en  que  los  demandantes  fundan  su  dere- 
cho. 

Y  teniendo  presente  en  cuanto  á  la  inciden- 
cia formulada  en  el  escrito. 

1^  Que  los  documentos  redargüidos  de  fal- 
sos en  dicho  escrito  son  las  escrituras  de  com- 
praventa con  que  justifican  su  personeiía  al- 
gunos de  los  actuales  demandantes  y  no  los 
instrumentos  que  acreditan  la  concesión  y 
mensura  de  las  pertenencias  materia  del  pre- 
sente juicio,  que  son  los  títulos  que  le  sirven 
de  fundamento; 

2^  Que  entre  los  demandantes  figuran  algu- 
nos de  los  primitivos  concesionarios  y  que, 
atendida  la  naturaleza  de  la  acción  d»:ducida. 


ellos  habrían  podido  interponerla  porsí  solos 
en  su  carácter  de  comuneros; 

3^  Que  en  consecuencia  no  es  indispensa- 
ble para  el  fallo  de  la  causa  la  prueba  ofreci- 
da en  los  autos  mencionados  y  no  podríar, 
por  lo  tanto  admitirse  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  «irtículo  230  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo 
segundo  del  Código  de  Minería  se  conlirma 
la  referida  sentencia  de  28  de  Noviembre  de 
1903.  y  se  declara  sin  lugar  la  petición  for- 
mulada en  lo  principal  del  escrito  para  que 
se  reciba  á  prueba  el  incidente  á  que  ella  se 
refiere. 

La  primera  de  estas  resoluciones  ha  sido 
acordada  por  los  señores  Ministros  Fernián- 
dez.  Barriga  y  Reyes  Solar,  llamado  el  pri- 
mero  á  dirimir  el  empate  que  se  produjo  tn 
la  primera  vista  de  la  causa  contra  la  opi- 
nión de  los  señores  Mora  y  Rojas,  quienes 
opinaron  por  revocar  la  sentencia  de  primera 
instancia  y  declarar  sin  lugar  la  demanda 
por  las  razones  que  consignan  en  el  libro  «le 
votos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luis 
Barriga—/  Atejo  Fernández,— L,  R.  Mora.- 
L.  Barriga.— .J .  A.  Rojas.— R.  Reyes  SoJnr. 

Contra  esta  sentencia  ha  entablado  el  Direc- 
tor del  Tesoro  el  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do y,  formalizándolo,  expone  que  el  Tribuna', 
al  confirnmr  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia ha  declarado  que  ha  *'lugar  á  la  deman- 
da" ó  sea  que  debe  procederse  á  verificar  los 
límites  qut'jSe[)aran  á  la  salitrera  "Soledad". 
de  que  los  demandantes  son  dueños  exclu- 
sivos, de  l.^s  terrenos  colindantes. 

Añatlc:  US.  Iltma.  ha  declarado  que  los  de- 
mandantes son  dueños  exclusivos  de  lacxpre 
sada  salitrera  y  que  lo  son  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  las  Ordenanzas  de  Minería  de 
Nueva  España  y  en  las  leyes  y  decretos  del 
Gobierno  del  Perú  que  se  invocan  en  los 
considerandos  de  la  sentencia  de  primera 
instancia  que  el  Tribunal  ha  mantenido  y  en 
los  fundamentos  de  la  sentencia  de  US.  I  tina. 
que  reconocen  el  dominio  de  los  demandantes 
por  haberse  adquirido  en  conformidad  A 
aquellas  leyes  y  decretos." 

*'Esta  declaración  viola  en  sus  mismos  fun- 
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damentos  los  artículos  segundo  \'  o  tavo 
del  tratado  celebrado  con  el  Perú,  firmado 
en  Lima  el  20  de  octubre  de  1883  y  que  son 
le}'  de  la  República. 

**Por  el  artículo  segundo  el  Perú  cedió  á 
Chile  perpetua  é  incondicionalniente  el  terri- 
torio de  la  provincia  litoral  de  Tarapacá. 
Esta  cesión  comprende  todos  los  bienes  que 
el  Perú  tenía  en  el  territorio  cedido  entre  los 
cuales  se  encontraban  las  salitreras  que,  co- 
mo líi  **Soledad",  habían  sido  declaradas  en 
general  propieilad  del  Estado,  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  decreto  de  15  de  marzo  de 
1S71).  La  cesión,  por  lo  demás,  no  quedó  su- 
geta  á  con  Jición   alguna. 

*'E1  artículo  8^  declaró  que  el  Gobierno 
de  Chile  no  reconocía  fuera  délas  obligacio- 
nes que  espontáneamente  aceptó  en  el  decreto 
de  28  de  marzo  de  1882,  que  reglamentó  la 
propiedad  salitreríi  de  Tarapacá,  otra  alguna 
que  afectase  á  los  nuevos  territorios  adquiri- 
dos, cualquiera  que  fuera  su  naturaleza  y 
procedencia. 

**HI  decreto  citado  de 28  de  marzo  de  1882, 
(liie  formaba  parle  integrante  de  este  tratado 
ha  sido  también  violado  en  el  fallo  recurri- 
do, así  como  los  de  11  de  junio  y  6  de  se- 
tiembre de  1881,  dictados  para  iniciar  la  cons- 
titución de  la  propiedad  salitrera  de  Tarapacá 
y  la  liquidación  de  las  obligaciones  que  la  ley 
tle  28  de  mayo  de  1875  impuso  al  Gobierno 
del  Perú,  y  que  determinaron,  como  lo  dijo  el 
abogado  fiscal  en  su  alegato,  cuales  eran  los 
únicos  derechos  que  Chile  reconocía  á  los  par- 
ticulares sobre  las  salitreras. 

"Sobre  la  **Soledad"  no  se  habían  emitido 
certificados  s¿ilitreros  porque  esa  salitrera 
no  llegi  nunca,  como  está  confesado  por  los 
demandantes,  á  ser  objeto  de  una  promesa 
<le  venta  ni  de  contrato  real  alguno  con  el 
(iobierno  del  Perú. 

*  De  manera  que  el  fallo  de  US.  Iltmn.  hiere 
<le  trente  todas  estas  disposiciones  arrebatan- 
do al  Estado  un  bien  que  así  el  Gobierno  del 
Perú  habría  declarado  propiedad  nacional 
como  las  leyes  chilenas  habían  declarado 
también  incorporado  al  patrimonio  de  la  na- 
ción. 

"Es  ocioso,  porque  es  evidente,  demostrar 
que  las  leyes  y  decretos  peruanos  relativos  6 


la  constitución  de  li  pro|iii(l.id  salitrera  se 
consideran  incorpt>railos  en  nuestra  legisla- 
ción según  los  principios  más  elementales  del 
Derecho  Internacional. 

*'No  podía,  en  efecto,  llegar  á  establecer  qué 
propiedad  salitrera  pertenece  á  parti  ulares 
en  Tarapacá  si  no  se  estudia  la  legislación  pe- 
ruana, a  fin  de  establecer  con  arreglo  á  sus 
disposiciones  si  se  había  o  nó  constituido  pro- 
piedad minera  particular  que  quedara  sus- 
traída á  la  reserva  que,  en  favor  del  Estado, 
hace  el  inciso  final  del  artículo  2^  del  Código 
de  Minería. 

"Declarando  US.  Iltma.  que  la  "Soledad** 
pertenece  á  los  demandantes,  pues  ha  decla- 
rado que  ha  lugar  á  una  acción  que  sólo  co- 
rresponde al  dueño  de  una  cosa,  ha  fallado 
que  los  demandantes  han  constituido  propie- 
dad minera  con  arreglo  á  las  Ordenanzas  de 
Minería  de  Nueva  España  y  leyes  y  decretos 
peruanos. 

•*El  fallo  ha  infringido  en  este  sentido  el  in- 
ciso final  del  artículo  2^  del  Código  de  Mine- 
ría, el  artículo  3^  del  título  5*?  y  artículo  13  y 
14 del  título  9^  de  las  referidas  Ordenanzas,  el 
artículo  3*^  del  decreto  peruano  de  13  de  julio 
de  1876,  el  artículo  2^  de  la  ley  de  expropia- 
ciones de  28  de  mayo  de  1875  y  el  ya  mencio- 
nado decreto'peruano  de  15  de  marzo  de  1879. 
Todas  estas  leyes  y  decretos  establecen  que 
una  salitrera  en  las  condiciones  déla  "Sole- 
dad" pertenece  al  Estado  y  US.  Iltma.  ha  de- 
clarado el  dominio  de  particulares  sobre  ella. 
"Se  ha  infringido,  asimismo,  en  este  fallo  lo 
que  dispone  el  artículo  640  del  Código  Civil, 
pues  se  ha  establecido  dándose  lugar  á  la  de- 
manda, que  los  demandantes  son  dueños  de 
la  "Soledad",  ó  sea,  se  ha  declarado  que  el 
Estado  no  se  ha  hecho  dueño  por  la  ocupa- 
ción bélica  de  las  propiedades  que  tomó  en  la 
guerra  contra  el  Perú  y  Bolivia. 

"Finalmente,  se  ha  infringido  lo  que  dispo 
nen  los  artículos  12,  22  y  23  de  la  ley  de  7  de 
octubre  de  1861,  porque  ni  los  demandantes 
adquirieron  en  conformidad  á  las  leyes  invo- 
cadas por  US.  Iltma.  un  derecho  real  que 
haya  podido  subsistir  bajo  el  imperio  di  nues- 
tras leves,  ni  han  sido  válidamente  celebrarlos 
los  actos  que  sirven  de  fundamento  á  la  de- 
manda. 
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**Las  causales  de  este  recurso  están  fijadas 
en  el  artículo  940  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil." 

En  la  fundación  del  recurso,  el  Director  del 
Tesoro  insiste  en  estas  alegaciones  que  desen" 
vuelve  y  refuerza  con  mayor  extensión,  termi- 
nando con  pedir  se  le  dé  lugar  y  se  invalide  la 
sentencia  impugnada. 

La  parte  recurrida  ha  solicitado,  á  su  vez, 
se  rechace  el  recurso  por  las  razones  que  lata- 
mente hace  valer  en  su  respuesta. 

Se  ha  oído  A  uno  de  los  señores  Ministros 
de  esta  Corte. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  acción  deducida  por  los  deman- 
dantes contra  el  Fisco,  es  la  demarcación  que 
reconoce  el  artículo  8t2  del  Código  Civil,  al 
dueño  de  un  predio  para  que  se  fijen  los  lími- 
tes que  lo  separen  de  los  predios  colindantes. 

2^  Que,  como  lo  expresa  dicho  artículo,  esta 
acción  corresponde  al  dueño  de  un  predio;  de 
lo  que  se  infiere  que  el  que  la  deduce  tiene  que 
acreditar  que  verdaderamente  es  propietario 
del  que  trata  de  deslindar,  ó.á  lo  menos  que 
es  su  poseedor,  á  quien  por  tanto  debe  repu- 
tarse dueño  mientras  no  se  justifique  lo  con- 
trario, conforme  á  la  presunción  que  establece 
el  artículo  700  de  ese  Código; 

3^  Que,  acerca  de  tal  posesión,  consta  de 
todos  los  antecedentes  del  proceso  que  la  sa- 
litrera denominada  **SoIedad  de  Soto**  no  se 
encuentra  poseída  por  los  demandantes,  quie- 
nes, por  este  motivo  no  pueden  invocar  á  su 
favor  la  presunción  de  dominio  á  que  se  refie- 
re el  citado  artículo  700;  ya  que  por  el  con- 
trario consta  que  los  terrenos  donde  existió 
ese  estacamento  en  época  remota,  pasaron  á 
poder  del  Estado  peruano,  por  abandono  y 
falta  de  trabajo  de  sus  antiguos  dueños,  según 
lo  expresa  especialmente  el  informe  suscrito 
de  orden  del  Gobierno  de  esa  nación  por  uno 
de  los  ingenieros  de  la  comisión  encargada  de 
tasar  los  estacamentos  de  propiedad  particu- 
lar para  los  efectos  de  la  ley  de  expropiación 
del  salitre  de  18  de  mayo  de  1875; 

\^  Que  respecto  al  dominio  del  estado  pe- 
ruano sobre  los  estacamentos  abandonados 
y  no  trabajados  por  sus  dueños  con  arreglo  á 


la  ley  minera,  el  Gobierno  del  Perú,  á  fin  de 
cumplir  la  citada  ley  de  expropiación  del^ 
de  mayo  de  Í875,  que  autorizó  al  Ejecutivo  i 
para  adquirir  los  terrenos  y  establecimientos 
salitreros  de  esa  región  adoptando  las  medi- 
das que  estimaran  necesarias  á  este  oí>ieto, 
expidió  entre  otros,  los  decretos  de  13  de 
julio  y  16  de  diciembre  de  1876  y  16  de  agos- 
to de  1879,  en  los  cuales  resolvió  que  sólo 
debían  considerarse  de  propiedad  particular 
los  establecimientos  ó  terrenos  salitrales  com- 
prendidos en  los  cuadros  de  la  comisión  de  in- 
genieros que  acaba  de  mencionarse,  estiman- 
do que  eran  del  dominio  del  Estado  todos  los 
demás,  porque  á  su  juicio  se  había  extingui- 
do el  derecho  de  sus  dueños  por  abandono  ó 
despueble  tfectuado,  ipso  {acto  según  la  ley  ! 
minera; 

5^  Que  sobre  este  particular  ."ice  el  decreto 
de  10  de  agosto  de  1874:  Y  por  ouanto  es  ne- 
cesario se  dé  cumplimiento  á  lo  resuelto  por 
el  Gobierno  en  las  resoluciones  dé  13  de  julio 
y  16  de  diciembre  de  1876,  respecto  á  la  pro- 
hibición de  trabajar  construcciones  de  ofici- 
nas de  paradas  en  estacamentos  abandona- 
dos, que  son  propiedad  del  Estado,  conforme 
á  las  leyes  de  minería,  se  dispone  que  la  Direc 
ción  de  Rentas  remita  al  Prefecto  de  Tarapa- 
cá  una  razón  de  todas  las  oficinas  y  todas  las 
paradas  que  fueron  tasadas  por  la  comisión 
de  ingenieros  por  ser  las  únicas  que  existían, 
y  estar  abandonados  \'  no  trabajados  los  de- 
más estacamentos  y  perdido  conforme  alas 
leyes.  Sobre  la  misma  materia,  el  decreto  de 
13  de  julio  de  1876,  contiene  la  disposición 
general  del  artículo  3*^,  según  la  cual,  los  es- 
tacamentos que  no  hayan  sido  explotados  ó 
hayan  sido  abandonados  por  el  tiempo  que 
fijan  las  Ordenanzas  de  Minería,  serán  consi- 
derados, dice,  con  arreglo  á  éstas,  como  de 
propiedad  nacional,  y  no  podrán,  agrega,  ser 
objeto  de  nuevas  demandas  ni  adjudicaciones 
por  autoridad  algún  a  con  arreglo  al  artículo  2* 
de  la  ley  de  18  de  mayo  de  1875; 

6*^  Que  este  decreto  así  como  el  de  16  de  di- 
ciembre, que  sancionó  y  mandó  cumpliré!  an- 
terior, fueron  expedidos  en  concepto  del  Go- 
bierno peruano,  no  sólo  á  virtud  de  la  autori- 
zación que  confirió  al  Ejecutivo  de  la  ley  de 
expropiación  de  1875,  sino  en  mérito  de  que, 
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prescribiendo  esta  ley  que  continuaba  prohi- 
bida la  adjudicación  de  la  propiedad  salitral 
sin  determinar  cuál  era  la  condición  de  los  sa- 
litrales abandonados  y  no  trabajados,  decla- 
ró vigente  el  despueble  administrativo  que 
regía  desde  1868  porque,  lo  mismo  que  acon- 
tecía desde  esa  fecha,  los  particulares  no  te- 
nían interés  alguno  en  solicitar  ellos  este  des- 
pueble que  subsistía  como  sanción  legal  por 
la  falta  de  trabajo; 

7*^  Que  los  a-itos  acreditan  que  esta  era 
condición  legal  que  regíala  propiedad  salitral 
en  Tarapacá  á  la  fecha  que  esa  región  fué 
ocupada  marcialniente  por  el  Gobierno  de 
Chile  y  cuando  se  verificóla  cesión  territorial, 
según  el  Tratado  de  Paz  de  21  de  mayo  de 
1884; 

8*^  Que  la  salitrera  **SoIedad"  de  que  se 
trata,  se  halla  comprendida  entre  aquellas 
que  fueron  declaradas  en  despueble  por  las 
disposiciones  transcritas,  porque  es  un  hecho 
indiscutible  que  no  ñguró  en  los  cuadros  de  la 
Comisión  de  Ingenieros  nombrados  por  el 
Gobierno  del  Perú  para  llevar  adelante  la  ci- 
tada ley  de  expropiación,  adquiriendo  la  pro- 
piedad sólo  de  aquellas  oficinas  ó  paradas 
que  no  habían  revertido  al  dominio  del  Esta- 
do por  abandono  ó  despueble;  y  no  Hguró, 
según  la  posesión  textual  del  informe  oficial  á 
que  se  alude  más  atrás,  porque  la  "Soledad" 
de  Romualdo  Soto  era  una  oficinita  de  para- 
da completamente  abandonada  desde  tres  ó 
cuatro  años  antes  de  1875,  en  la  cual  fecha  la 
casa  no  tenía  techumbre,  ni  había  herramien- 
ta de  ninguna  clase,  y  según  las  demostracio- 
nes existentes,  el  salitre  que  se  había  explota- 
do lo  había  sido  á  tajo  abierto,  pues  se  halla- 
ba ni  sol,  según  la  expresión  vulgar; 

9^  Que  con  relación  al  decreto  del  Gobierno 
del  Perú  de  18  de  marzo  de  1879,  por  el  cual 
se  encargó  al  Ministerio  Público  solicitar  en 
lo  sucesivo  judicialmente  ese  despueble,  para 
evitar  conflictos  de  competencia,  hay  que  con- 
siderar que  este  decreto  no  obró  retroactiva- 
mente y,  por  tanto,  no  se  refirió  de  ningún 
modo  á  los  salitrales  ya  poseíd  ds  por  el  Fisco 
en  cumplimiento  del  decreto  de  1876,  sino  á 
aquellos  que  aún  estaban  en  poder  de  parti- 
culares, desde  que  sólo  sobre  estos  últimos  se 
podía  demandar  amparo  contra  las  medidas 


administrativas  que  pudiese  dictar  el  Inspec- 
tor de  Salitreras,  como  lo  dice  el  mencionado 
decreto  de  1879; 

10.  Que,  por  otra  parte,  cualquiera  que  sea 
la  legalidad  de  los  actos  administrativos  de 
que  se  trata,  emanados  del  Gobierno  del  Perú 
y  que  fueren  cumplidos  por  las  autoridades 
de  esa  nación,  no  pueden  ellos  ser  desconoci- 
dos en  sus  efectos  jurídicos  por  las  autorida- 
des del  país  cesionario  del  territorio  donde 
esos  actos  produjeron  sus  efectos; 

11.  Que  sobre  lo  anterior  hay  que  agregar 
que  el  Gobierno  de  Chile  por  diversos  actos 
oficiales  y  por  decretos  de  16  de  junio  y  6  de 
septiembre  de  1881,  y  de  28  de  mayo  de  1882 
durante  la  ocupación  bélica  de  Tarapacá,  de 
claró  *'no  reconocer  otros  títulos  y  derechos, 
á  este  respecto,  que  los  resultantes  de  los  con 
tratos  reales  emanados  del  Gobierno  del  Perú 
ni  otra  posesión  y  tenencia  que  las  que  se  des 
prenden  de  esos  títulos  ó  de  su  dominio  in 
contestable  acompañado  de  una  explotación 
actual  y  efectiva'*,  y  es  notorio  que  al  citado 
decreto  de  marzo  de  1882  hizo  referencia  el 
pacto  de  paz  de  1884?; 

12.  Que  lo  expuesto  resulta  que  los  deman- 
dantes no  han  comprobado  dominio  verdade- 
ro ó  aparente  respecto  de  la  salitrera  "Sole- 
dad" de  Romualdo  Soto  de  que  se  trata; 
apareciendo,  por  el  contrario,  que  estos  dere- 
chos corresponden  al  Fisco  chileno  como  su- 
cesor del  Fisco  peruano,  á  virtud  del  Tratado 
de  Paz  quG  se  promulgó  como  ley  de  la  Repú- 
blica en  21  de  mayo  de  1884;  y  por  tanto, 
resulta  también  que  dichos  demandantes  han 
carecido  de  acción  para  pedir  la  demarcación 
que  pretenden  por  medio  de  su  demanda; 

13.  Y  que  las  consideraciones  expuestas  re- 
velan que  la  Corte  sentenciadora  de  la  causa 
al  desconocer  en  el  fallo  recurrido  como  ilegal 
el  régimen  á  que  estaba  sometida  la  propie- 
dad salitrera  de  Tarapacá  á  la  fecha  en  que 
tuvo  lugar  la  cesión  de  ese  territorio  á  la  Re- 
pública de  Chile,  ha  infringido  los  artículos 
2^  y  8°  del  Tratado  de  Paz  con  el  Perú,  pro- 
mulgado como  ley  nacional  en  21  de  mayo  de 
1884-,  en  el  cual  pacto  se  consideró  el  decreto 
del  Gobierno  chileno  de  28  de  marzo  de  1882, 
que  había  reglamentado  anteriormente  la 
propiedad  salitral  privada  de  Tarapacá  so- 
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brc  la  base  del  mismo  régimen  legal  antes  es- 
tablecido. 

Vistos  los  artículo»  94  j  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  sentencia 
reirurrida  de  26  de  mayo  de  1905. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrntia — 
Leopoldo  Urrutia,—l.  Gabriel  Palma  Guz- 
mán,—Galvarino  Gallardo,— Abel  Saavedra, 
—A.  Versara  Albano.—B,  Fóster Rec abarren. 
J,  Bernales. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  30  de  noviembre  de  1903. — Vis- 
tos: Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  apelada  de  28  de  noviembre  de 
1903,  y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  acción  deducida  por  los  deman- 
dantes contra  el  Fisco,  es  la  de  demarcación 
que  reconoce  el  artículo  842  del  Código  Civil, 
al  dueño  de  un  predio  para  que  se  fijen  los  lí- 
mites que  lo  separen  de  los  predios  colin- 
dantes; 

2*  Que,  como  lo  expresa  dicho  artículo, 
esta  acción  corresponde  al  dueño  de  un  predio; 
áf  lo  que  se  infiere  que  el  que  la  deduce  tiene 
que  acreditar  que  verdaderamente  es  propie- 
tario del  que  trata  de  deslindar,  ó  á  lo  menos 
que  es  su  poseedor,  ú  quién  por  tanto  debe 
repujarse  dueño  mientras  ilo  se  justifique  lo 
contrario,  conforme  A  la  presunción  que  esia- 
blece  el  artículo  700  de  ese  Código; 

3^  Que,  acerca  de  tal  posesión,  consta  de 
todos  los  antecedentes  del  proceso  que  la  sa- 
litrerajdenominada  **Soledad  de  Soto"  no  se 
encuentra  poseída  por  los  demandantes,  quie- 
nes, por  este  motivo  no  pueden  invocar  á  su 
favor  la  presunción  de  dominio  á  que  se  refie- 
re el  citado  artículo  700;  ya  que  por  el  con- 
trario consta  que  los  terrenos  donde  existió 
ese  estaca  mentó  en  época  remota,  pasaron  á 
poder  del  Estado  peruano,  por  abandono  y 
falta  fie  trabajo  de  sus  antiguos  dueños,  se- 
gún lo  expresa  especialmente  el  informe,  sus- 
crito de  orden  del  Gobierno  de  esa  nación  por 
imo  de  los  ingenieros  de  la  comisión  encarga- 
da de  tasar  los  estacamentos  ds  propiedad 
particular  para  los  efectos  de  la  ley  de  expro- 
piación del  salitre  de  18  de  mayo  de  1875; 

4^  Que  respecto  al  dominio  del  Estado  pe- 
ruano sobre  los  estacamentos  abandonados 
y  no  trabajados  por  sus  dueños  con  arreglo 


á  la  ley  minera,  el  Gobierno  del  Perú,  á  fin  de 
cumplir  la  citada  ley  de  expropiación  de  18 
de  mayo  de  1875,  que  autorizó  al  ejecutivo 
para  adquirir  los  terrenos  y  cstableciinienií»* 
salitreros  de  esa  región  adoptando  las  medi- 
das  que  estimaran  necesarias  á  éste  objeto, 
"expidió  entre  otros,  los  decretos  de  ISdeju 
lio  y  16  de  diciembre  ile  1876  y  16  de  agosto 
de  1879,  en  los  cuales  resolvió  que  solo  de- 
bían considerarse  de  propiedad  particular  los 
establecimientos  ó  terrenos  salitrales  com- 
prendidos en  los  cuadros  de  hí  comisión  de 
ingenieros  que  acaba  de  mencionarse,  esti-. 
mando  que  eran  del  dominio  del  Estado  to- 
dos los  demás,  porque  a  su  juicio  se  haljíaex 
tinguido  el  derecho  de  sus  dueños  por  aban- 
dono ó  despueble  efectuado,  ipso  faeto  se^'ún 
la  ley  minera; 

5*^  Que  sobre  este  particular  dice  el  decreto 
de  16  de  agosto  de  1874:  **Y  ¡)or  cuanto  es 
necesario  se  dé  cumplimiento á  lo  resuelto  |>nr 
el  Gobierno  de  las  resoluciones  de  13  de  julio 
y  16  de  diciembre  de  1876  respecto  ala  prohi- 
bición de  trabajar  construcciones  de  oficina? 
de  paradas  en  estacamentos  abandonado\ 
que  son  propiedad  del  Estado,  conforme  á  las 
leyes  de  minería,  se  dispone:  que  la  Dirección 
de  Rentas  remita  al  prefecto  de  Tarapacá 
una  razón  de  todas  las  oficinas  y  todas  las 
paradas  que  fueron  tasadas  por  la  comisi'^n 
de  ingenieros  por  ser  las  únicas  que  existían, 
y  estar  abandonados  y  no  trabajados  losdr 
más  estacamentos  y  perdido  conforme  á  las 
leyes.  **Sobre  la  misma  materia,  el  decreto 
de  13  de  julio  de  1876,  contiene  la  disposición 
general  del  artículo  3*^  según  la  cual,  los  esta- 
camentos que  no  lia^^an  sido  explotados  ó 
hayan  sido  abandonados  por  el  tiempo  que 
fijan  las  Ordenanzas  de  Minería,  serán  consi- 
derados, dice,  con  arreglo  á  éstas,  como  de 
propiedad  nacional,  y  no  podrán,  agrega,  ser 
objeto  de  nuevas  demandas  ni  adjudicaciones 
por  autoridad  alguna  con  arreglo  al  artículo 
2^  de  la  ley  de  18  de  mayo  de  1875; 

6*^  Que  este  decreto  así  como  el  de  16  (le 
diciembre,  que  sancionó,  y  mandó  cumpliré! 
anterior,  fueron  expedidos  en  concepto  dn 
Gobierno  peruano,  no  sólo  á  virtud  de  laíiu- 
torización  que  confirió  al  ejecutivo  de  la  kj 
de  expropiación  de  1875,  sino  en  mérito  de 
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que,  prescríbien'lo  esta  ley  que  continuaba 
prohibida  la  adjudicación  de  la  propiedad  sa- 
litral sin  determinar  cuál  era  la  condición  de 
los  salitrales  abandonados  y  no  trabajados, 
declaró  vigente  el  despueble  administrativo 
que  rcjía  desde  1868  porque,  lo  mismo  que 
acontecía  desde  esa  fecha,  los  particulares  no 
teiiinn  interés  als:uno  en  solicitar  ellos  este 
despueble  que  subsistía  como  sanción  legal 
por  la  falta  de  trabajo; 

7^  Que  los  autos  acreditan  que  esta  era 
condición  legal  que  regía  la  ¡iropiedad  sali- 
tral en  Tara  paca  á  la  fecha  que  esa  región 
fué  ocupada  marcíalmente  por  el  Gobierno  de 
Chile  y  cuando  se  verificó  !a  cesión  territo- 
rial, según  el  tratado  de  Paz  de  21  de  mayo 
de  1884. 

S*'  Que  la  salitrera  Soledad  de  que  se  trata, 
se  halla  comprendiíK  entre  aquellas  que  fue- 
ron declaradas  en  despueble  por  las  disposi- 
siones  trascritas,  porque  es  un  hecho  indis- 
cutible que  no  figuró  en  los  cuadros  de  Ui 
Comisión  de  Ingenieros  nombrados  por  el 
Gobierno  del  Perú  para  Uevcir  adelante  la  ci- 
tada ley  de  expropiación,  adquiriendo  la  pro- 
piedad sólo  de  aquellas  oficinas  ó  paradas  que 
no  habían  revertido  al  dominio  del  hvstado 
por  abandono  ó  despueble;  y  no  figuro,  según 
la  posesión  textual  del  informe  oficial  á  que  se 
alude  más  atrás,  porque  la  Soledad  de  Ro- 
mualdo Soto  era  una  oficinitade  parada  com- 
pletamente abandonada  desde  tres  ó  cuatro 
años  antes  de  1875  en  la  cual  fecha  la  casa  no 
tenía  techumbre,  ni  había  herramienta  de  nin- 
guna clase,  y  según  Ifis  demostraciones  exis- 
tentes, el  salitre  que  se  había  explotado,  lo 
había  sido  á  tajo  abierto,  pues  se  hallaba  al 
so/,  según  la  espresión  vulgar; 

9*^  Que  con  relación  al  decreto  del  Gobierno 
del  Perú  de  18  de  Marzo  de  1879,  por  el  cual 
se  encargó  al  Ministerio  Público  solicitaren 
lo  sucesivo  judicialmente  ese  despueble,  para 
evitar  conñictos  de  competencia,  hay  que  con" 
siderar  que  este  decreto  no  obró  retroactiva, 
mente  y,  por  tanto,  no  se  refirió  de  ningún 
modo  á  los  salitrales  ya  poseídos  por  el  Fisco 
en  cumplimiento  del  decreto  de  1876,  sino  á 
a(picllos  que  aun  estaban  en  poder  de  particu- 
lares, desde  que  sólo  sobre  estos  últimos  se 
podía  demandar¡amparo  contra  las  medidas 


administrativas  que  pudiese  dictar  el  Inspec- 
tor de  Salitreras,  como  lo  dice  el  mencionado 
decreto  de  1879; 

10.  Que,  ])or  otra  parte,  cualquiera  que  sea 
la  legalidad  de  los  actos  administrativos  de 
que  se  trata,  emanados  del  Gobierno  del  Perú 
y  que  fueron  cumplidos  por  las  autoridades 
de  esa  nación,  no  pueden  ellos  ser  desconoci- 
dos en  sus  efectos  jurídicos  porlas.iutoridades 
del  país  cesionario  del  territorio  donde  esos 
actos  produjeron  sus  efectos; 

11.  Que  sobre  lo  anterior  hay  que  agregar 
que  el  Gobierno  de  Chile  por  diversos  actos 
oficiales  3'  por  decretos  de  16  de  junio  y  6  de 
Setiembre  de  1881,  y  de  28  de  mayo  de  1882, 
durante  la  ocupación  bélica  de  Tara  paca,  de- 
claró no  reconocer  otros  títulos  y  derechos, 
á  este  respecto,  que  los  rer^ultantes  de  los 
contratos  reales  emanados  del  Gobierno  del 
Perú,  m  otra  posesión  y  tenencia  que  las  que 
se  desprenden  de  esos  títulos,  ó  de  su  dominio 
incontestable  acompañado  deunaexplotación 
nctual  \'  efectiva,  }'  es  notorio  que  al  citado 
decreto  de  marzo  de  1882  hizo  referencia  el 
pacto  de  paz  de  1884; 

12.  Quédelo  expuesto  resulta  ([ue  los  de- 
mandantes no  han  comprobado  dominio  ver- 
dadero ó  aparente  respecto  de  la  salitrera  So- 
ledad de  Romualdo  Soto  de  que  se  trata; 
apareciendo  por  el  contrario,  que  estos  de- 
rechos corresponden  al  Fisco  chileno  como 
sucesor  del  Fisco  peruano  á  virtud  del  trata- 
do de  paz  que  se  promulgó  como  ley  de  la  Re- 
pública el  21  de  mayo  de  1884;  y  por  tanto, 
resulta  también  que  dichos  demandantes  han 
carecido  de  acción  para  pedir  la  demarcación 
que  pretenden  por  medio  de  su  demanda; 

Vistas  las  disposiciones  citadas,  se  desecha 
la  demanda;  de  la  cual  queda  absuelto  el  Pris- 
co. En  consecuencia,  se  revoca  la  sentencia 
apelada,  que  se  menciona  al  principio,  en 
cuanto  da  lugar  á  dicha  demanda  y  se  confir- 
ma en  la  parte  que  rechaza  la  reconvención 
deducida  por  el  Fisco. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia — 
Leopoldo  Urrutia,—/,  Gabriel  Palma  Guzmán 
—  Gal  va  riño  GallaicJo,  —  Abel  Saavedrn.  — 
A,  Versara  Albano.—B.  Fóster  Recabar rcn.-^ 
/.  Ber nales. 
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Cas.  en  la  forma.— 21  de  noviembre  de  1906 

Banco  Comercial  de  Chile  y  Errázuriz 
con  Solari 

Cesión  de  derechos.— Nulidad  absolu- 
ta.—Embargo.  —  Venta  de  derechos 
emb.irgrados.  —  Objeto  Ilícito.  —  Re- 
clamación oportuna. 

Doctrina:— Cuanc/o  los  vicios  ó  defec- 
tos en  que  se  funda  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma,  en  caso  de  existir,  ha- 
brían tenido  lugar  en  la  sentencia  de 
primera  instancia  y  de  estos  vicios  ó 
defectos  no  se  reclamó  ejerciendo  opor- 
tunamente y  en  todos  sus  grados  los  re- 
cursos establecidos  por  la  ley,  es  impro- 
cedente el  recurso  de  casación  interpues- 
to contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, 

No  es  causal  bastante  de  casación  en 
la  forma  una  omisión  de  referencia  en  la 
cita  de  una  disposición  legal  invocada 
por  la  sentencia  recurrida,  ya  que  esta 
clase  de  defectos  pueden  salvarse  por  el 
tribunal  sentenciador  con  arreglo  al  ar- 
tículo 203  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

El  Banco  Comercial  de  Chile  siguió  un  jui- 
cio ejecutivo  contra  don  Benjamín  Sotoma- 
yor,  y  encontrándose  el  juicio  en  estado  de 
rematarse  la  especie  embargada,  6  sea  los  de- 
rechos que  el  ejecutado  tenía  en  la  partición 
de  los  bienes  de  doña  María  Josefa  Molina,  se 
presentó  don  Rodolfo  Errázuriz  haciéndose 
parte  en  el  juicio  en  virtud  de  la  escritura  pú- 
blica de  5  de  agosto  Je  1903,  en  la  cual  el  re- 
presentante del  Banco  cedió  al  señor  Errázu- 
riz, por  igual  valor  recibiiH  en  dinero  y  sin 
responsabilidad  para  el  Banco,  el  crédito  que 
éste  tenía  contra  don  Benjamín  Sotoniayor. 

En  el  curso  del  juicio  don  Rodolfo  Errázuriz 
solicitó  que,  no  habiéndose  verificado  por  fal- 
ta de  postores  el  remate  á  que  ¡)or  tercera  vez 
se  había  sacado  el  derecho  hereditario  embar- 
gado, pedía  que  ese  derecho  se  le  adjudicase 


en  pago  por  la  cantidad  de  $2,000.  y  se  le 
extendiese  escritura  pública  de  adjudicación. 
El  Juzgndo  accedió  á  lo  solicitado  por  el  señor 
Errázuriz,  y  con  fecha  5  de  septiembre  de 
1901  se  extendió  la  escritura  de  adjudicación 
indicada. 

Entre  tanto,   don  Octavio  Solari  se  presen- 
tó  al  juez  arbitro  que  efectúa  la  partición  de 
los  bienes  dejados  por  doña  María  Josefa  Mo- 
lina, diciendo  que  don  Rodolfo  Errázuriz  ha- 
bía pedido  se  le  tuviese  por  parte  en  ese  juicio 
de  partición  como  exclusivo  dueño  de  los  de- 
rechos de  don  Benjamín  Sotomayor;  que  él  se 
oponía  á  esa  pretensión  de   Errázuriz,  pue^ 
solamente  á  él  le  pertenecían  esos  derechos, 
desde  que  el  señor  Sotomayor  se  los  cedió  por 
escritura  pública  y  con  la  copia  de  ésta  á  é!  se 
le  ha  tenido  por  parte  en  los  autos  de  la  par- 
tición;  que  hay   muchas    observaciones  que 
hacer  á  la  adjudicación   hecha  á  don  Rodolfo 
Errázuriz,  pero  por  ahora  no  las  hará;  que 
basta  tener  presente^  para  desechar   lo  q:ie 
Errázuriz  pretende,  que  Solari  compró  prime- 
ramente los  derechos  hereditarios  de  don  Ben- 
jamín Sotomayor  y  se  le  hizo  entrega  de  ellos; 
que  si  alguien  vende  separadamente  una  mis- 
ma cosa  á  dos  personas,  el  comprador  que 
haya  entrado  en  posesión  será  el  preferido  a; 
otro,  y  si  se  ha  hecho  entrega  á  los  dos  «era 
preferido  aquel  á  quien  la  entrega  se  haya  he- 
cho primero,  y  si  no  se  ha  entregado  á  ningu- 
no, ^cl  título   más  antiguo  prevalecerá:  y  que 
por  esos  motivos  pedía  se  desechase  lo  c.ue 
Errázuriz  solicita. 

H.ibiéndose  comunicado  traslado  á  don  Ko 
dolfo  Errázuriz  de  la  solicitud  de  don  Octa- 
vio Solari,  el  señor  Errázuriz  evacuándolo  >o- 
licitó  que  no  se  diese  lugar  á  la  oposición  de 
Solari  y  que  áél  se  le  declarara  por  parte  en  la 
sucesión  Molina  como  único  dueño  de  los  de- 
rechos que  ahí  tenía  don  Benjamín  Sotoma- 
yor, y  fundando  su  argumentación  dijo:  que 
el  29  de  abril  de  1897  se.  había  trabado  em- 
bargo en  los  derechos  de  Sotomayor;  qucá 
esto  se  le  notificó  de  remate  el  8  de  marzo  drl 
mismo  año;  que  el  21  de  febrero  de  1900  So 
tomayor  otorgó  dolosamente  la  escriturado 
cesión  que  sirve  de  único  título  á  las  preten- 
siones que  á  última  hora  hace  valer  Solar:: 
que  esa  venta  hecha  á  Solari  fué  nula,  por  ha- 
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bcr  en  ella  objeto  ilícito  á  causa  de  haberse 
vendido  una  cosa  embargada;  y  que  el  título 
de  Errázuriz  no  estaba  invalidado  por  moti- 
vo alguno.  . 

I*or  auto  de  12  de  enero  de  1904,  el  señor 
juez  arbitro  al  cual  se  presentaron  los  ante- 
riores escritos,  declaró  que  él  era  incompeten- 
te para  resolver  si  la  cuota  que  don  Benjamín 
Sotomayor  tenía  en  los  bienes  de  doña  María 
Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina  perte- 
necía al  adjudicatario  de  ella  don  Rodolfo 
Errázuriz  6  al  cesionario  don  Octavio  Solari 
T  en  consecuencia,  remitió  los  antecedentes  aj 
Juzgado  de  Letras  de  Santiago  que  había  or. 
denado  la  adjudicación. 

Con  este  motivo  don  Rodolfo  Errázuriz  pre- 
sentó  ante  dicho  Juzgado  un  escrito  que  se 
ordenó  tener  como  demanda  y  en  é!,  fundán- 
dose en  los  mismos  razonamientos  hechos 
ante  el  señor  juez  arbitro,  pidió  se  declarase 
sin  lugar  la  oposición  deducida  por  don  Octa- 
vio Solari  para  que  á  Errázuriz  se  le  tuviese 
por^parte  en  el  ya  recordado  juicio  de  par- 
tición. 

En  el  escrito  que  se  ordenó  tener  como  con- 
testación á  la  demanda,  don  Octavio  Solari 
solicitó  que  la  demanda  fuese  rechazada,  con 
costas,  declarándose  que  los  derechos  de  él 
eran  preferentes  á  los  de  Errázuriz,  y  al  efecto 
se  refirió  á  los  antecedentes. 

Con  lo  que  expusieron  las  partes  en  los  escri- 
tos de  réplica  y  duplica  se  recibió  la  causa  á 
prueba  y  ambas  partes  rindieron  la  que  apa- 
rece de  autos. 

Por  decreto  de  11  de  noviembre  de  1904  el 
juzgado  reservó  para  definitiva  la  resolución 
de  un  incidente  suscitado  por  el  demandante 
señor  Errázuriz  solicitando  que  se  cancele  la 
inscripción  de  la  escritura  de  cesión  hecha  por 
don  Benjamín  Sotomayor  á  favor  de  don  Oc- 
tavio Solari. 

Con  fecha  4  de  diciembre  de  1905  el  Juzgado 
resolvió: 

Considerando: 
1°  Que  aunque  la  petición  concreta  hecha 
por  don  Rodolfo  Errázuriz  en  el  escrito  que 
se  ha  ordenado  tener  como  demanda,  fué  que 
se  declarase  sin  lugar  la  oposición  deducida 
por  don  Octavio  Solari  para  que  á  Errázuriz 
se  le  tuviese  por  parte  en  el  juicio  de  partición 

SUPREMA 


de  los  bienes  dejados  por  doña  María  Josefa 
Molina,  y  aunque  la  petición  concreta  de  So- 
lari y  deducida  en  el  escrito  dé  contestación 
á  esa  demanda  fué  que  la  demanda  se  recha- 
zase y  que  se  declarase  que  los  derechos  de  él 
eran  preferentes  á  los  de  Errázuriz,  en  realidad 
lo  que  se  ha  discutido  es  si  es  válida  ó  nula 
la  cesión  hecha  por  don  Benjamín  Sotomayor 
á  favor  de  don  Octavio  Solari  el  21  de  febrero 
de  1900,  pues  si  esa  cesión  ó  venta  es  válida 
no  hay  duda  en  que  debe  aceptarse  lo  que  So- 
lari ha  pedido  en  el  juicio,  y  si  es  nula  debe 
declararse  que  don  Rodolfo  Errázuriz  tiene 
derecho  para  figurar  en  la  partición  de  los 
bienes  de  la  señora  Molina  como  único  dueño 
de  los  derechos  que  en  esa  partición  tenía  don 
Benjamín  Sotomayor; 

2^  Que  el  número  3*?  del  artículo  1464  del 
Código  Civil  dice  que  hai  objeto  ilícito  en  la 
enajenación  de  las  cosas  embargadas  por  de- 
creto judicial,  á  menos  que  el  juez  lo  autorige 
ó  el  acreedor  consienta  en  ello; 

3"?  Que  según  aparece  el  29  de  abril  de  1897 
se  embargaron  los  derechos  de  don  Benjamín 
Sotomayor  tenía  en  la  partición  de  los  bienes 
dejados  por  doña  María  Josefa  Molina; 

4^  Que  ese  embargo  estuvo  vigente  por  lo 
menos  hasta  el  o  de  septiembre  de  1903  fecha 
en  que,  por  no  haber  concurrido  postores  al 
remate  de  los  derechos  embargados,  estos  se 
adjudicaron  á  don  Rodolfo  Errázuriz; 

5*^  Que,  según  se  ve,  el  21  de  febrero  de  1900 
don  Benjamín  Sotomayor  enajenó  á  favor  de 
don  Octavio  Solari  los  mismos  derechos  em- 
bargados produciéndose  así  la  nulidad  abso- 
luta indicada  en  el  artículo  1682  del  Código 
Civil,  el  cual  establece  que  es  nulidad  absoluta 
la  producida  por  un  objeto  ilícito  y  desde  que 
la  enajenación  se  hizo  en  el  tiempo  en  que  el 
embargo  estaba  vigente,  y  esa  nulidad  según 
el  artículo  1683,  puede  alegarse  por  todo  el 
.  que  tenga  interés  en  ello,  lo  cual  se  verifica  en 
el  caso  actual  con  don  Rodolfo  Errázuriz; 

6°  Que  nada  importa  que  don  Octavio  So- 
lari, en  febrero  de  1900  no  tuviese  conocimien- 
to del  3' arecordado  embargo,  desde  que  el  ob- 
jeto ilícito  fe  produce  en  todo  caso  cuando  se 
enajena,  sin  autorización  del  juez  ó  del  acree- 
dor, una  cosa  embargada  por  decreto  judi- 
cial; 
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7'  Que  tampoco  tiene  importancia  la  cir- 
cunstancia de  que  en  el  juicio  de  la  partición 
de  la  sucesión  Molina  don  Rodolfo  Brrázuriz 
no  objetase  el  derecho  con  el  cual  don  Octavio 
Solarí  figuraba  en  esa  partición,  pues  antes 
del  otorgamiento  de  la  escritura  de  5  de  agos- 
to de  1903,  Brrázuriz  carecía  de  interés  en 
este  asunto  y  por  consiguiente  no  tenía  por 
qué  hacer  objeciones  al  derecho  de  Solari,  y 
además  haj  que  tener  presente  que  la  nulidad 
absoluta  no  se  sanea  por  la  ratificación  de 
las  partes,  según  el  artículo  1611; 

8^  Que  la  inscripción  de  la  escritura  en  la 
cual  don  Benjamín  Sotomayor  enajenó  á  fa- 
vor de  don  OctaTÍo  Solarí  los  ya  recordados 
derechos,  inscripción  hecha  en  septiembre  de 
1904,  es  decir,  cuando  este  juicio  ya  estaba 
tramitándose,  no  ha  conferido  más  derechos 
á  don  Octavio  Solarí  que  los  que  hubiera  te- 
tenido  sin  esa  inscrípción,  pues  la  inscrípción 
no  da  valor  á  un  contrato  absolutamente 
nulo; 

9^  Que  en  este  caso  no  tiene  aplicación  la 
disposición  del  artículo  1817  del  Código  Civil 
citado  en  su  apoyo  por  Solarí  desde  que  esa 
disposición  se  refiere  al  que  válidamente  vende 
una  misma  cosa  á  dos  personas,  y  ya  ha  que- 
dado establecido  que  la  venta  hecha  á  Solarí 
no  fué  válida  sino  nula;  y 

10.  Que  la  cuestión  cuya  resolución  se  dejó 
para  definitiva  por  la  providencia,  debe  resol- 
verse ordenando  cancelar  la  inscrípción  de 
que  en  esa  cuestión  se  trata,  y  ello  por  ser 
nula  la  escrítura  á  que  la  inscrípción  se  refiere; 

En  virtud  de  estas  consideraciones  y  artícu- 
lo 151  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  que  por  ser  nula  la  enajenación  hecha 
por  don  Benjamín  Sotomayor  á  favor  de  don 
Octavio  Solarí  el  21  de  febrero  de  1900  según 
escrítura  otorgada  ante  el  notarío  don  Isaac 
Ortiz,  don  Rodolfo  Errázuriz  es  el  único  que 
.  tiene  derecho  para  figurar  en  la  partición  de. 
los  bienes  dejados  por  doña  María  Josefa  Mo- 
lina Petronila  de  Alcántara  Molina  como 
dueño  exclusivo  de  los  derechos  que  don  Ben- 
jamín Sotomayor  tuvo  en  esa  partición. 

Se  condena  en  las  costas  de  todo  el  juicio  á 
don  Octavio  Solari.— y.  Bianchi  T, 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 


Santiago,  3  de  agosto  de  1906.— Vistos: 
Teniendo  además  presente  que  tanto  el  em- 
bargo de  los  derechos  adquirídos  por  don  Ro- 
dolfo Errázuríz,  como  la  cesión  que  de  ellos 
hizo  don  Benjamín  Sotomayor  ádon  Octavio 
Solarí  se  verificaron  con  anteríorídad  á  la  vi- 
gencia del  Código  Civil,  se  confirma  con  costas 
del  recurso,  la  sentencia  apelada  de  4  de  di- 
ciembre de  1905 LuU  Barriga,—],  Agmtin 

Rojas R.  Rejres  Soiar. 

Contra  esta  sentencia  don  Octavio  Solarí 
interpuso  recurso  de  casación  en  la  forma  t 
en  el  fondo  y  formalizando  el  prímero,  sos- 
tiene que  aquella  adolece  de  los  siguientes 
vicios: 

1^  La  falta  de  enunciación  prevenidas  en 
los  números  2^  y  5^  del  artículo  193  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

2'  No  contener  la  decisión  del  asunto 
controvertido,  porque  la  sentencia  de  primera 
instancia  no  resolvió  la  incidencia  suscitada 
que  dejó  para  el  fallo  definitivo,  ni  la  promo- 
vida á  fs.  137  contraviniéndose  con  ello  alo 
mandado  en  los  números  5'  y  9^  del  artícnlo 
941  del  Código; 

3^  Contener  decisiones  contradictorias,  por- 
que se  condena  al  recurrente  en  las  costas  de 
todo  el  juicio,  apesar  de  que  obtuvo  favora- 
ble resolución  en  algunas  incidencias  y  qa^ 
dan  otras  sin  resolución,  violándose  lo  pres- 
crípto  en  el  número  7*^  del  referido  artículo 
941; 

4^  La  falta  de  citación  para  sentencia,  pacs 
con  la  cuestión  promovida  á  fs.  131  j  el 
decreto  de  autos  quedaron  suspendidos  los 
efectos  de  la  citación,  que  no  se  mandó  regir 
con  posterioridad,  causal  de  casación  previs- 
ta en  el  número  9.®  del  mismo  artículo  941; 
5'  El  fundamento  referente  al  Código  Cinl 
en  que  se  apoya  en  general  la  sentencia  reco- 
rrida pugna  con  lo  dispuesto  en  los  números 
5^  y  9^  del  dicho  artículo  941  y  193  del  Có- 
digo citado. 

la  Oorte: 

Teniendo  presente: 
1'  Que  las  cuatro  prímeras  causales  de  ca- 
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sación  que  se  dejan  indicadas  se  refieren  á 
vicios  que,  de  ser  efectiyos,  se  habrían  come- 
tido en  la  sentencia  de  primera  instancia  y 
no  aparece  que  el  recurrente  haya  reclamado 
de  ellos,como  lo  exige  el  artículo  946  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  para  que  sea  ad- 
misible el  recurso  de  casación  en  la  forma;  y 
2^  Que  la  ultima  causal  alegada  consiste 
en  una  omisión  de  referencia  á  la  cita  de  la 
disposición  legal  que  invoca  la  sentencia,  y 
esta  clase  de  defectos  puede  salvarse  por  el 
tribunal  sentenciador  con  arreglo  al  artículo 
205  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  no 
da,  por  lo  mismo,  fundamento  para  un  re- 
curso de  casación.  Visto  además  lo  prevenido 
en  los  artículos  160  y  979  del  dicho  Código, 
se  declara  sin  lugar  con  costas,  el  presente 
recurso  de  casación  en  la  forma.  Aplícase  á 
beneñcio  fiscal  la  cantidad  consignada. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 

Vargas  -  Leopoldo  ürrutia GabiielGaete,— 

V,  Aguirre  Vargas.—L.  Romilio  Mora, 


so  de  casación  interpuesto  contra  la  sen» 
tencia  de  la  Corte  de  Apelaciones, 


Cas.  en  Ja  forma 8  de  marzo  de  1907 

Hidalgo  con  Solís 

Mandato.  — Revocación— Reolamaoión 
oportuna 

Doctrina:— Cuando  el  vicio  ó  defecto 
en  que  se  funda  el  recurso  de  casación  en 
la  forma,  en  caso  de  existir,  habría  teni- 
do lugar  en  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia y  de  este  vicio  ó  defecto  no  se  re- 
clamó ejerciendo  oportunamente  y  en 
todos  sus  grados  los  recursos  estableci- 
dos por  la  ley,  es  improcedente  elrecur- 


Don  José  Miguel  Hidalgo,  marido  de  doña 
Mercedes  Solís,  se  presentó  al  Juzgado  de  Le- 
tras de  Valparaíso,  pidiendo  que  para  los 
efectos  legales  se  notificara  á  su  referida  mu- 
jer la  revocación  del  mandato  que  por  escri- 
tura pública  le  había  conferido  en  23  de  mayo 
de  1905  para  que  administrara  los  bienes  de 
la  sociedad  conyugal.  A  esta  solicitud  prove- 
yó el  Juzgado  con  fecha  20  de  abril  de  1906: 

"Como  se  pide",  y  negando  la  reconsidera- 
ción solicitada  por  doña  Mercedes  Solís  con- 
cedió la  apelación  por  ella  intei*puesta. 

La  Corte  de  Valparaíso  en  16  de  agosto  de 
1906,  falló: 

Vistos:  se  confirma,  con  costas  del  recurso, 
la  sentencia  apelada  de  20  de  abril  último.— 
Luis  Ignacio  Silva. — Braulio  Moreno, — B,  Ala- 
mos González.— A.  Bezanilla  Silva. 

Contra  esta  sentencia  ha  entablado  recurso 
de  casación  en  la  forma  doña  Mercedes  Solís, 
fundándola  en  que  se  ha  faltado  á  los  trámi- 
tes esenciales  del  juicio  por  no  haberse  dado  á 
la  causa  la  tramitación  correspondiente  y  ha* 
berse  omitido  el  trámite  de  la  prueba,  causal 
de  casación  establecida  en  el  número  9^  del 
artículo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

La  Corte: 

Considerando  que  en  la  hipótesis  de  ser  sus- 
ceptible de  recurso  de  casación  la  resolución 
que  manda  poner  en  conocimiento  del  man- 
datario la  revocación  del  poder,  los  vicios  en 
que  el  recurso  se  funda  habrian  afectado  la 
resolución  de  primera  instancia,  contra  la 
cual  no  se  interpuso  recurso  de  casación: 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  946,  960 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar,  con  costas,  el  presente  re- 
curso de  casación  en  la  iorma. 
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Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Varas.— 
Carlos  Varas.—  J.  Gabriel  Palma  Guzmán.— 
y.  Aguirre  V.—J.  Bernales, 


Cas,  en  la  forma,-^15  de  marzo  de  1906 
Doggenweiler  con  Cía.  Nacional  de  Teléfonos 

Compra- venta.— Resolución  —  Pagro.— 
Ultra  petita.— Decisiones  contradic- 
torias. 

Doctrina:— iVo  falla ''ultra  petita'*  la 
sentencia  que  revocando  la  de  primera 
instancia  que  daba  lugar  á  la  demanda 
de  resolución  de  un  contrato  de  compra 
renta  por  falta  de  pago,  niega  lugar  á 
ella  y  dispone  al  mismo  tiempo  que  se 
gire  libramiento  á  favor  del  demandante 
por  la  cantidad  consignada  á  su  orden 
por  el  demandado  en  pago  del  precio, 
siendo  que  la  entrega  de  esa  cantidad 
fué  un  punto  sometido  á  la  resolución 
judicial  en  el  curso  de  la  causa. 

No  contiene  decisiones  contradicto- 
rias la  sentencia  que  rechaza  la  demanda 
de  resolución  de  un  contrato  de  compra- 
venta por  falta  de  pago  por  considerar 
que  este  pago  se  ha  efectuado^  y  ordena 
al  mismo  tiempo  al  demandado  el  pago 
de  intereses  de  la  cantidad  adeudada  á 
contar  desde  la  lecha  en  que  esta  canti- 
dad fué  consignada  á  la  orden  del  de- 
mandante. 


Don  CárlosDoggenweiler  entabló  un  juicio 
contra  la  Compañía  Nacional  de  Teléfonos 
sobre  resolución  de  la  venta  de  un  predio  ubi- 
cado en  el  cerro  de  Bella  Vista  de  Valparaíso. 
La  sentencia  de  primera  instancia  dio  lugar  á 
la  demanda  por  no  haberse  pagado  una  parte 
del  precio  estipulado.  La  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Santiago  revocó  dicha  sentencia  decla- 
rando sin  lugar  la  demanda  y  disponiendo,  al 
mismo  tiempo,  se  girase  libramiento  á  la  or- 
den del  demandante  Doggenweiler  por  el  va- 
lor de  la  consignación  hecha  en  favor  de  éste 
por  el  síndico  de  la  quiebra  de  la  sociedad  de- 
mandada. 

£1  demandante  dedujo  recurso  de  casación 
en  la  forrna  contra  la  sentencia  de  segunda 
instancia  y  formalizándolo  dice:  que  ella  debe 
invalidarse  por  haber  sido  dada  ultra  petita, 
causal  señalada  en  el  número  4^  del  artículo 
94j1  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  por 
contener   decisiones   contradictorias,   causa' 
contemplada  en  el  número  7  del  mismo  at^ 
tículo.  El  vicio  de  ultra  petita  existe  por  no 
haberse  limitado  la  sentencia  á  rechazarla 
demanda,  sino  que  agregó  que  se  girase  libra- 
miento en  favor  del  demandante,   asunto  que 
no  había  sido  sometido  oportunamente  á  k 
discusión  ni  á  la  resolución  del  Tribunal.  Con- 
tiene la  sentencia  decisiones  contradictorias, 
porque  su  considerando  6.'  establece  que  en 
el  juicio  actual  no  solamente  se  ha  ofrecidos 
Doggenweiler  el  pago  de  lo  que  se  adeuda- 
ba como  parte  insoluta  del  precio,  sino  qoe 
se  consignó  á  la  orden  del  juzgado  una  canti- 
dad suficiente  para  cubrir  todo  lo  que  se  adeu- 
daba al  vendedor,   habiendo  sido  rechazada 
por  éste  la  oferta  que  se  le  hizo.   En  los  n:is 
mos  términos  de  este  considerando,  prosigue 
el  recurrente,  se  advierten  á  primera  vista  con- 
tradiciones  manifiestas:  la  expresión  el  pago 
de  lo  que  se  le  adeuda  es  di  amet  raimen  te  opues- 
ta á  la  del  pago  de  lo  que  se  le  adeudaba. 

Además  de  esta  contradicción  se  nota.á 
juicio  del  recurrente,  otra  mucho  más  grare 
en  la  parte  misma  dispositiva  del  fallo  y  de 
la  cual  ha  emanado  la  contradicción  de 
términos  antes  enunciada.  En  efecto,  la  sen- 
tencia niega  lugar  á  la  resolución  del  contra- 
to:  1*^  porque  en  concepto  del  Tribunal  un 
comprador,  siempre  que  no  medie  pacto  co* 
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misork),  puede  efectuar  el  pago  del  precio 
insoluto  y  enervar  la  acción  resolutoria  antes 
de  que  se  dicte  sentencia;  y  2*?  porque  la  Com- 
pañía Nacional  de  Teléfoiios  ha  pagado  por 
consignación  las  sumas  adeudadas.  La  sen- 
tencia sin  embargo,  ordena  que  esta  Compañía 
pague  la  suma  que  queda  debiendo  por  inte- 
reses de  la  cantidad  adeudada  por  cuotas  in- 
solutas  del  precio.  De  esta  manera  la  scnten- 
cia,  mientras  acepta  como  válido,  eficaz  y 
suficiente  un  pago,  ordena,  por  otro  lado  que 
se  complete  ese  mismo  pago  por  no  ser  sufi- 
ciente. 


La  Corte: 


Teniendo  presente: 

1'  Que  en  el  escrito  con  que  el  síndico  de 
la  quiebra  de  la  Sociedad  Nacional  de  Telé- 
fonos acompañó  la  boleta  de  depósito  por  la 
cantidad  adeudada  hasta  entonces,  según  la 
liquidación  judicial,  se  pidió  que  el  secretario 
tomase  una  letra  á  la  vista  sobre  Valparaíso 
á  la  orden  de  don  Carlos  Doggenweiler  para 
remitirla  con  oficio  á  la  residencia  del  mismo 
Doggenweiler  á  fin  de  ofrecerle  el  pago  de  la 
deuda; 

2^  Que,  en  consecuencia,  la  entrega  de  la 
cantidad  consignada  fué  un  punto  sometido 
á  la  resolución  judicial  en  el  curso  de  la  causa, 
y  no  existe,  por  lo  mismo,  el  vicio  de  ultra- 
petita  indicado  por  el  recurrente;  y 

3'  Que  la  diferencia  de  formas  verbales 
en  las  expresiones  del  pago  de  lo  que  se 
adeuda  y  el  pago  de  que  se  adeudaba  no 
constituye  una  contradicción  en  el  concepto 
contenido  en  el  considerando  sexto  de  la  sen- 
tencia recurrida,  sino  que  dichas  expresiones 
se  refieren  á  distintas  épocas;  razón  por  la 
cual  tampoco  hay  contradicción  cuando  en 
la  sentencia  se  manda  completar  el  pago  del 
precio,  toda  vez  que  cuando  se  hizo  la  liqui- 
dación, se  comprendió  solamente  en  ella  lo 
que  en  esa  fecha  se  adeudaba. 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  960  y 
9T9  del  Código  de  Procedimiento  Civil  se 
declara  sin  lugar  con  costas  el  presente  re- 


curso   de  casación  en  la  forma.  Se  aplica  al 
Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Y árgas.— Leopoldo  Urrutia, — Gahriaí  Gaete, 
—7.  Aguirre  V, ^Carlos  Varas. 


Cas.  en  la  íorma,—25  de  abril  de  1905 
y  18  de  junio  de  1906 

Mayol  con  Iñiguez  de  Silva 

Cláusula  testamentarla.  -  Interpreta- 
ción —Palta  de  decisión  del  asunto 
controvertido:— Casación  en  la  for- 
ma.—"Ultra  petita-. 

Doctrina:— La  sentencia  deñnitiva  de 
segunda  instancia  que  modiñca  ó  revoca 
la  de  otro  tribunal  debe  contener  la  deci- 
sión del  asunto  controvertido  y  esta  de- 
cisión debe  comprender  todas  las  accio- 
nes y  excepciones  que  se  hayan  hecho 
valer  en  el  juicio. 

Reducida  la  litis  á  determinar  si  una 
cláusula  testamentaria  es  un  censo  ó  un 
mayorazgo  y  habiendo  estimado  la  sen* 
tencia  de  primera  instancia  que  es  un 
vínculo,  la  sentencia  de  segunda  instancia 
que  revoca  la  de  primera  y  se  limita  A 
negar  lugar  á  la  demanda,  reservando  á 
la  demandante  sus  derechos,  es  nula  por- 
que no  se  pronuncia  sobre  la  acción  de- 
ducida, pues  no  resuelve  cual  es  la  signi- 
ficación legal  de  la  cláusula  testamen- 
taria. 

La  sentencia  de  segunda  instancia  que 
desecha  Ja  demanda  en   virtud  de  una 
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excepción  que  no  ha  sido  opuesta  por  ei 
demandado  ni  en  primera^  ni  en  segunda 
instancia  incurre  en  el  vicio  de  ^*  ultra 
petita'\  pues  esiiende  su  fallo  apuntos 
no  sometidos  á  su  consideración  por  las 
partes. 

Aceptada  una  causal  de  casación  es 
inoñcioso  pronunciarse  sobre  las  demás. 

Si  el  demandante  expresa  en  su  deman- 
da y  en  su  alegato  que  la  cuestión  con- 
siste en  determinar  si  una  cláusula  tes- 
tamentaria es  un  censo  como  él  sostiene 
ó  un  mayorazgo  cómo  lo  añrma  la  parte 
contraria  y  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia da  lugar  á  la  demanda  por  esti- 
mar que  dicha  cláusula  importa  la  cons- 
titución de  un  vínculo^  la  sentencia  de 
segunda  instancia  que  conñrma  sin  mo- 
diñcación  la  de  primera,  se  pronuncia 
precisamente  sobre  la  cuestión  funda- 
mental propuesta  por  la  parte  relativa 
al  alcance  jurídico  de  dicha  cláusula,  con- 
tiene por  consiguiente  la  decisión  del 
asunto  controvertido  y  no  se  ha  exten' 
dido  á  puntos  no  sometidos  á  su  resolu^ 
ción. 


Don  Amador  Majol,  por  su  mujer  doña 
Mercedes  Lorie  de  Mayol,  demandando  á 
doña  Rosa  Iñiguez  v.  de  Silva  expone:  que 
don  Mariano  Iñiguez  estableció  en  su  testa- 
mento, otorgado  el  año  1843,  un  vínculo  en 
su  fundo  Chilicanquén,  cuyo  goce  lo  tiene  do- 
ña Rosa  Iñiguez  v.  de  Silva;  que  esta  señora 
promovió  juicio  de  ex— vinculación  en  Santia- 
go en  el  cual  se  declaró  que  correspondía  á  la 
cónyuge  de  Mayol  suceder  en  el  vínculo  á  la 
señora  Iñiguez,  quedando  él  reducido  á  un 
censo  de  $  46.600  al  4%  anual,  según  resolu- 
ción de  25  de  enero  de  1894  dictada  por  el 
segundo  juzgado  de  letras  de  esta  ciudad;  que 


habiendo  quedado  sin  efecto  la  anterior  reso- 
lución, Y  pendiente  el  referido  juicio  de  ex-vin- 
culación,  la  señora  Iñiguez  de  Silva  ha  prao 
ticado  una  ex-vinculación  clandestina  de  Chi- 
licanquén  confiriendo  poder  en  1895  á  don 
Arsenio  Larraín  y  extendiendo  éste  una  cscri. 
tura  de  censo  sobre  dicho  fundo  en  que  se  le 
da  como  libre  mediante  un  censo  que  allí  esta- 
blece por  $  26.000,  que  supone  es  el  valor  del 
fundo,  porque  así  se  le  tasó  en  la  partición  de 
los  bienes  de  don  Mariano  Iñiguez,  que  hizo 
don  Domingo  Santa  María  en  1855;  que  la 
señora  Iñiguez  v.  de  Silva,  al  pretender  ex- 
vincular extrajudicialmente  y  sin  someterse  á 
las  leyes  de  1852  y  1857,  el  fundo  Chilican- 
quen,  ha  ejecutado  un  acto  nulo  de  nulidad 
absoluta,  por  lo  que  solicita  que  así  se  decla- 
re, cancelándose,  en  consecuencia,  la  inscrip- 
ción hecha  en  el  Registro  Conservatorio  de 
Quillota  el  20  de  julio  de  1895,  segiin  aparece 
compulsada  en  autos. 

Contestando  la  señora  Iñiguez  v.  de  Silva 
pidió  se  le  absolviera  de  la  demanda  y  expuso 
que  la  disposición  testamentaría  de  don  Ma- 
ñano Iñiguez,  estimada  por  el  demandante 
como  constitución  de  un  mayorazgo,  lo  es 
de  un  censo,  quedando  así  reducida  la  deman- 
da á  determinar  si  dicha  cláusula  es  un  censo 
como  sostiene  la  señora  Iñiguez,  ó  un  mayo- 
razgo, según  afirma  el  demandante. 

La  sentencia  de  primera  instancia  de  fecha 
31  de  diciembre  de  1903,  dio  lugar  á  la  d^ 
manda,  considerando  que  atendida  la  letra 
de  la  cláusula  6^  del  testamento  de  don  Ma- 
riano Iñiguez  y  la  voluntad  del  testador  cla- 
ramente manifestada  en  dicha  cláusula,  se 
constituyó  un  vínculo  en  el  fundo  ChiJican- 
quén ;  y  que  la  escritura  de  imposición  del  censo 
extendida  en  9  de  julio  de  1895  por  don  Ar- 
senio Larraín,  como  apoderado  de  doña  Rosa 
Iñiguez,  importa  una  verdadera  ex-vincnla- 
ción  del  fundo,  para  lo  cual  no  se  han  cumpli- 
do las  solemnidades  presentas  en  las  leyes 
de  1852  y  1857,  siendo  en  consecuencia,  nula 
la  ex-vinculación  que  en  forma  de  constitn- 
ción  de  censo  aparece  hecha  en  la  mencionada 
escritura. 

De  esta  sentencia  apeló  doña  Rosa  Iñign« 
quien,  espresando  agravios,  pidió  se  le  revo- 
case y  se  declarase  sin  lugar  la  demanda. 
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La  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso,  en 
sentencia  de  25  de  octubre  de  1904,  revocó  la 
de  primera  instancia  y  estableciendo  en  su 
considerando  4^  que  la  acción  deducidfi  en  la 
demanda  no  tiene  relación  jurídica  con  la  na- 
turaleza y  carácter  legal  del  acto  á  que  se  re- 
fiere el  documento  que  le  sirve  de  fundamento, 
declaró  que  no  había  lugar  á  ella,  sin  perjui- 
cio de  los  derechos  que  ésta  pueda  hacer  valer. 
Contra  esta  sentencia  la  parte  demandan- 
te interpuso  los  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo. 

Formalizando  el  primero,  lo  fundó  en  las 
siguientes  causales: 

1^  Haber  sido  dictada  la  sentencia  recurri- 
da "ultra-petita'*,  causal  de  casación  estable* 
cidá  en  el  número  4  del  artículo  941  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  por  cuanto  acepta 
una  excepción  de  improcedencia  de  la  deman- 
da, no  alegada  por  el  demandado  en  primera 
ni  en  segunda  instancia;  no  en  primera  por- 
que habría  sido  materia  de  artículo  previo 
sobre  ineptitud  del  libelo  y  no  hubo  tal  ar- 
tículo, y  no  en  segunda  porque  se  limitó  solo 
á  apelar  del  fallo  del  señor  juez  a  quo^  siendo 
que  su  recurso  debiera  haber  sido,  en  seme- 
jante caso,  de  casación,  por  haberse  tramita- 
do y  fallado  una  demanda  puramente  abs- 
tracta, sobre  la  cual  no  cabe  petición,  lo  que 
el  juez,  sin  embargo,  suponía,  haciéndola  ma- 
teria de  su  fallo; 

2'  Haber  modificado  la  Corte  de  Valpa- 
raíso la  exposición  hecha  en  la  sentencia  de 
primera  instancia,  á  efecto  de  suponer  que  la 
única  cuestión  discutida  por  resolver  era  de- 
terminar si  el  acto  objetado  á  la  demandada 
era  ó  no  nulo  como  ex- vinculación.  Agrega 
que  las  cuestiones  planteadas  y  debatidas 
por  las  partes  para  ser  sometidas  al  fallo  ju- 
dicial habían  sido  las  siguientes:  a)  Si  lo  fun- 
dado en  Chilicanquén  por  la  cláusula  testa- 
mentaria de  don  Mariano  Iñiguez  era  víncu- 
lo como  afirmó  el  demandante  ó  simple  censo 
como  sostuvo  la  parte  demandada,  pues  era 
su  causa  fundamenta]  de  pedir  la  existencia 
de  tal  vínculo  en  Chilicanquén,  de  modo  que 
no  cabía  acensuarlo  sin  ex- vinculación;  h)  Si 
el  acto  reclamado  era  nulo  ó  válido  aun  como 
censo,  porque  lo  objtado  fué  el  acto,  en  sí, 
aludido  en  la  demanda;  y  no  puramente  su 


nombre  que  no  se  concibe  sea  objeto  de  un 
debate  judicial.  £1  demandante  expresa  que 
daba  á  ese  acto  el  nombre  de  ex-vinculación, 
disfrazada  con  el  calificativo  de  censo,  por 
creer  que  ese  le  correspondía  dada  la  natura- 
leza del  vínculo  existente  en  Chilicanquén.  El 
juez  a  quo  no  falló  la  cuestión  de  si  la  escritu- 
ra referida  era  nula  considerada  como  cons- 
titución de  un  censo,  por  cuanto  anuló  el 
acto  estimándolo  ex-vinculación  disimulada, 
y  no  un  simple  censo  y  la  Corte  de  Valpa- 
raíso, al  pensar  de  una  manera  distinta  y 
creer  lo  contrario  hizo  revivir  la  otra  cues- 
tión, dejándola  sin  embargo,  sin  fallo,  por  lo 
cual  procede  la  casación  en  la  forma,  con 
arreglo  al  número  5'  del  artículo  941,  núme- 
ros 2^  y  6^  del  artículo  173  del  Código  de 
Procedimiento  Civil;  y 

3*^  La  sentencia  rechaza  absolutamente 
la  demanda  por  improcedente,  en  razón  de 
abarcar  demasiado  al  pedirse  en  ella  la  nuli- 
dad de  toda  la  ex-vinculación,  parte  de  la 
cual  es  el  censo,  única  cosa  que  dice  ser  el 
acto  objetado;  y  á  la  vez  declara  improceden- 
te la  misma  demanda  porque  no  se  redujo  á 
pedir  la  nulidad  del  censo  solo,  parte  de  la 
ex-vinculación,  por  lo  que  la  resolución  de  la 
Corte  contiene  decisiones  contradictorias,  cau- 
sal 1*  de  casación  en  la  forma  establecida  en 
el  artículo  941  del  citado  Código. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  demanda  tuvo  por  objeto  solici- 
tar se  declarara  aula  la  exvinculación  del 
fundo  Chilicanquén,  hecha,  en  concepto  del 
demandante,  por  la  señora  Iñiguez  v.  de  Sil- 
va mediante  el  otorgamiento  de  la  escritura, 
habiendo  sostenido  aquél  en  primera  instan- 
cia que  la  cláusula  6*  del  testamento  de  don 
Mariano  Iñiguez  y  Landa  estableció  un  víncu- 
lo perpetuo  cobre  el  referido  fundo;  y,  por  su 
parte,  la  demandada,  expuso  que  dicha  cláu- 
sula importaba  la  constitución  de  un  censo, 
quedando  reducido  el  litigio,  por  lo  tanto  á 
determinar  si  la  disposición  testamentaria 
del  señor  Iñiguez  y  Landa  era  un  censo  ó  un 
mayorazgo; 
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2^  Que  la  sentencia  de  primera  instancia 
dictada  en  el  presente  juicio,  dio  lugar  á  la 
demanda,  estableciendo  según  los  consideran- 
dos 1*^,  8^  y  9^  que  se  había  constituido  vali- 
damente un  vínculo  en  Chilicanquén;  que  la 
escritura  de  9  de  julio  de  1895,  importó  una 
verdadera  ex-vinculación  del  fundo  hecha  en 
forma  de  constitución  de  censo,  sin  las  solem- 
nidades legales,  por  don  ArsenioLarraín,  apo- 
derado de  la  demandada; 

3^  Que  la  resolución,  dictada  por  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Valparaíso,  que  revocó  la 
sentencia,  no  dando  lugar  á  la  demanda,  y 
reservando  á  la  demandante  sus  derechos,  no 
se  pronunció  sobre  la  acción  deducida,  pues 
no  resolvió  cual  era  la  significación  legal  de 
la  cláusula  6^  del  testamento  de  don  Ma- 
riano Ifíiguez  Landa,  respecto  de  cuya  inteli- 
gencia no  estaban  de  acuerdo  las  partes;  y 
esta  resolución  era  absolutamente  indispen- 
sable para  el  fallo  de  la  causa; 

4*^  Que  toda  sentencia  deñnitiva  de  segui- 
da instancia  que  modifique  ó  revoque  la  de 
otro  tribunal  debe  contener  la  decisión  del 
asunto  controvertido,  y  ésta  deberá  com- 
prender todas  las  acciones  y  excepciones  que 
se  hubiesen  hecho  valer  en  el  juicio; 

5^  Que  la  sentencia  recurrida  al  expresar 
en  el  considerando  4^  que  es  improcedente  la 
demanda  por  no  tener  la  acción  deducida  re- 
lación jurídica  con  la  naturaleza  y  carácter 
legal  del  acto  á  que  se  refiere  el  documento, 
ha  aceptado  una  excepción  que  no  fué  opues- 
ta por  el  demandado  ni  en  primera,  ni  en  se- 
gunda instancia,  extendiendo,  así,  la  Corte  de 
Valparaíso  su  fallo  á  puntos  no  sometidos  á 
su  decisión  por  las  partes  é  incurriendo  en  el 
vicio  de  ultra-petita;  y 

6^  Que  atendido  lo  expuesto  en  los  consi- 
derandos anteriores  es  inoficioso  pronunciar- 
se sobre  la  tercera  causal  de  casación: 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  941,  nú- 
meros 49  y  59,  Y  193,  número  6^,  959,  978  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  forma  interpuesta  por  don  Amador  Ma- 
yol  á  nombre  de  su  mujer  doña  Mercedes  Lo- 
rie de  M.,  en  contra  de  la  sentencia  de  la  Cor- 
te (le  Apelaciones  de  Valparaíso  de  fecha  de 
25  de  octubre  de  1904. 


En  consecuencia,  se  invalida  dicha  senten- 
cia, y  se  repone  la  causa  en  el  estado  de  fa- 
llarse conforme  á  derecho  por  el  tribunal  com^ 
pétente. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con- 
si^jn^dn. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—  Galvarino  Gallardo,  —  Gabriel  Gaete.  — 
Leoncio  Rodríguez  ^Carlos  Varas. 

Devuelto  los  autos  á  segunda  instancia,  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Val  paraíso  dictó  nue- 
va sentencia,  en  22  de  noviembre  de  1905,  y 
por  ella  confirmó  esta  vez  sin  modificación  la 
de  primera  instancia  de  fecha  31  de  diciembre 
de  1903,  dando  lugar  á  la  demanda. 

La  demandada  doña  Rosa  Iñiguez  v.  de 
Silva,  interpuso  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo  contra  esta  sentencia. 

Al  formalizar  el  primero  de  estos  recursos, 
expone: 

Que  según  la  resolución  de  la  Bxcma.  Corte 
Suprema,  se  anuló  el  anterior  fallo  de  la  Cor- 
te de  Valparaíso,  porque  no  hubo  en  él  pro- 
nunciamiento sobre  la  acción  deducida,  pues 
no  resolvía  cual  era  la  significación  legal  de 
la  cláusula  6*  del  testamento  de  don  Maria- 
no Iñiguez  y  Landa; 

Que  en  la  sentencia  de  segunda  instancia, 
objeto  de  este  recurso,  tampoco  ha  habido 
una  resolución  sobre  este  punto,  siendo  que, 
de  acuerdo  con  lo  establecido  por  la  Corte 
Suprema,  en  el  citado  fallo  debió  pronunciar- 
se sobre  aquella  acción  que  este  Tribunal 
consideró  debatida  durante  el  curso  de  la 
causa. 

Que  la  confirmación  lisa  y  llana  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  no  comprende  el 
fallo  déla  cuestión  propuesta,  porque  él  no 
existe  en  la  dicha  sentencia,  y  no  puede  tener- 
se por  resolución  las  consideraciones  ó  moti- 
vos que  le  dieron  razón  ó  fundamento,  por  lo 
que  no  hai  decisión  del  asunto  controvertido, 
causal  de  casación  en  la  forma  establecida  en 
los  artículos  941  número  5^  y  193  número  6*^ 
del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y 

Que  si  se  ti?ne  por  resuelta  en  el  fallo  recu- 
rrido una  acción  referente  al  valor  legal  de  la 
acordada  cláusula  testamentaria,  la  Corte 
de  Valparaíso  habría  extendido  su  sentencia 
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á  un  punto  no  sometido  á  la  decisión  del  Tri- 
bunal, pues  en  ninguna  parte  de  los  autos  se 
halla  una  petición  para  que  la  justicia  resuel- 
va cual  es  la  significación  legal  de  la  cláusu- 
la 6*  del  testamento  del  señor  Iñiguez,  de 
modo  que,  incluida  una  resolución  sobre  esta 
materia  en  la  sentencia  recurrida,  hay  un  fa- 
llo ultra-petita,  vicio  que  da  lugar  á  la  casa- 
ción conforme  al  número  1^  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 


La  Corte: 


Considerando: 

1*^  Que  al  contestar  la  demanda  interpuesta 
sobre  nulidad  de  la  ex- vinculación  del  fundo 
Chilicanquén  declaró  la  demandada  doña  Ro- 
sa Iñiguez  V.  de  Silva  que  la  cláusula  testa- 
mentaria de  don  Mariano  Iñiguez  y  Landa, 
estimada  por  el  demandante  como  constitu- 
ción de  un  mayorazgo,  lo  es  de  un  censo;  agre- 
gando que  **la  demanda  consistía  en  determi- 
nar si  la  disposición  testamentaria  del  señor 
Iñiguez  y  Landa  es  un  censo,  como  lo  sostiene 
mi  parte  ó  un  mayorazgo,  según  se  afirma  de 
contrario"; 

2^  Que  en  el  escrito  de  respuesta  al  alegato 
de  buena  prueba  corrobora  la  demandante  la 
inteligencia  dada  al  presente  litigio,  expresan- 
do: '*A  medida  que  más  se  medita  sobre  la 
cláusula  del  testamento  de  don  Mariano  Iñi- 
guez y  Landa,  ñ  medida  que  avanza  en  la  lec- 
tura de  este  expediente  mas  y  más,  se  va  arrai- 
gando en  el  espíritu  la  convicción  de  que  fué 
un  censo  y  no  un  vínculo  ó  capellanía  de  espe- 
cie lo  que  deseó  constituir..." 

S*?  Que  la  sentencia  de  primera  instancia,  de 
31  de  diciembre  de  1903,  confirmada  por  la 
de  segunda,  dio  lugar  á  la  demanda,  conside- 
rando que  la  referida  cláusula  6*  del  testa- 
mento de  don  Mariano  Iñiguez  y  L.,  importa 
la  constitución  de  un  vínculo  en  el  fundo  Chi- 
licanquén; y  que  es  nula  la  ex-vinculación  he- 
cha en  la  escritura  de  9  de  julio  de  1895  por 
estimar  que  no  fué  efectuada  con  arreglo  á  las 
solemnidades  prescritas  en  las  leyes  de  1852 
y  1857; y  . 

4^  Que,  en  consecuencia  el  fallo  recurrido, 


dictado  por  hi  Corte  de  Valparaíso,  al  confir. 
mar  sin  modificación  el  de  primera,  instancia 
que  se  pronunció  precisamente  sobre  la  cues- 
tión fundamental  propuesta  por  las  partes, 
relativa  al  alcance  jurídico  de  la  fundación 
ordenada  por  don  Mariano  Iñiguez  y  Landa, 
contiene  la  decisión  del  asunto  controvertido 
y  no  se  ha  extendido  á  puntos  no  sometidos  á 
la  resolución  del  Tribunal. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  e'i  los  artículos 
966,  979  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  entablado  por 
doña  Rosa  Iñiguez  v.  de  Silva,  contra  la  refe- 
rida sentencia  de  la  Corte  de  Valparaíso,  y 
se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallar- 
do  GaJvarino  Gallardo Gabriel  Gacte 

V.  Aguirre  V, —.Carlos  Varas. 


Cas.  en  la  íorma.^21  de  septiembre  de  1906 

Astrosa  con  Collao 

Pagaré.  —  Endoso.  —  Cosa  juzgrada.  — 
Litis  pendencia.— Exoepoión  dilato- 
ria.—Decisión  del  asunto  controver- 
tido.—Decisiones  contradictorias. 

Doctrina:— Aun  cuando  la  excepción 
dilatoria  de  litis  pendencia  puede  resol- 
verse antes  de  la  contestación  de  la  de- 
manda Y  promoverse  por  vía  de  incidente 
en  el  curso  del  juicio^  si  las  partes  han 
aceptado  discutirla  en  el  Juicio  con  las 
demás  excepciones  opuestas  y  respecto 
de  todas  ellas  ha  recaído  la  resolución 
del  tribunal,  la  circunstancia  de  haber  si- 
do resuelta  esa  excepción  en  la  sentencia 
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deñnitiva  no  es  motivo  para  anular  el 
fallo  ya  que  no  es  causa  legal  de  casación 
en  la  forma. 

No  contiene  decisiones  contradictorias 
la  sentencia  que  rechaza  la  demanda  y 
acepta  la  excepción  de  litis  pendencia^ 
cuando  el  rechazo  de  la  demanda  es  la 
consecuencia  de  la  aceptación  de  la  ex- 
cepción. 

Los  considerandos  sólo  son  los  funda- 
mentos de  la  resolución  y  no  importando 
decisión  alguna,  no  puede  fundarse  en 
ellos  la  existencia  de  decisiones  contra- 
dictorias. 


Don  Erasmo  Astrosa  interpuso  demanda  en 
contra  de  don  Miguel  Ignacio  Collao  para 
que,  en  su  carácter  de  socio  de  la  extinguida 
sociedad  de  Aninat  Collao  y  Hnos.,  le  pague 
la  cantidad  de  6.000  y  tantos  pesos,  valor  del 
[  agaré  firmado  por  Santiago  Duguet  que  esa 
sociedad  le  transfirió  en  1881  por  la  via  del 
endoso  regular. 

Expone  en  su  demanda  que  ha  gestionado 
para  obtener  de  Duguet  el  pago  desde  la  época 
de  la  transferencia  hasta  la  fecha  en  que  don 
Jorge  Aninat,  alegando  dominio,  á  virtud  de 
decirse  también  cesionario  del  mismo  crédito, 
se  apersonó  al  concurso  formado  á  los  bienes 
del  deudor  para  que  se  le  entregara  lo  que  le 
correspondía  á  dicho  crédito. 

Don  Miguel  Ignacio  Collao,  contestando  la 
demanda,  expresa  que  no  puede  reconocer  ni 
aceptar  la  autenticidad  del  pagaré,  por  cuan- 
to no  se  presenta  en  original  sino  en  compul- 
sa; que  de  esta  misma  compulsa  aparece  que 
el  endoso  es  por  valor  en  cuenta  y  en  esta  for- 
ma no  da  dominio  sino  que  es  una  comisión 
de  cobranza;  que  ya  en  el  concurso  de  Duguet 
se  resolvió  que  Astrosa  era  un  simple  comisio- 
nado para  cobrar  el  documento,  por  lo  cual 
alega  la  cosa  juzgada;  que  en  la  actualidad  no 
existe  la  comisión  de  cobrar  porque  le  fué  re- 
vocada; y  que  opone  también  la  excepción  de 


litis  pendencia  fondada  en  que  Astrosa  se  ha 
presentado  al  juicio  del  concurso  indicado, 
cobrando  el  mismo  documento;  y  la  de  pres- 
cripción, atendido  el  tiempo  trascurrido  desde 
su  endoso. 

La  sentei^cia  de  primera  instancia,  de  3  de 
septiembre  de  1904,  declaró  "que  no  ha  lugar 
la  demanda  ni  á  la  excepción  de  prescripción, 
y  que  han  lugar  las  excepciones  decosa  juz^ra- 
da  y  en  defecto  de  lo  demás,  de  litis  penden- 
cia". 

Los  fundamentos  de  esta  resolución  expre- 
san: que  no  se  ha  presentado  el  documento 
originp-l  en  que  funda  el  demandante  su  ac- 
ción,  sino  que  se  ha  referido  á  la  copia  que  co- 
rre en  el  cuaderno  agregado;  que  de  esa  copia 
aparece  que  el  pagaré  á  la  orden  de  los  seño- 
res Aninat  y  Collao  Hnos.  por  la  suma 
$  6.017,61  recibidos  en  dinero  efectivo,  tie- 
ne á  continuación  de  la  firma  la  anotación 
de  II pagúese  á  don  Erasmo  Astrosa,  valor  en 
cuenta**;  que  según  los  artículos  1908  del  Có- 
digo Civil  655,  658  y  660  del  Código  de  Co- 
mercio el  endoso  debe  escribirse  al  dorso  de 
los  documentos  y  debe  expresar,  entre  otros 
requisitos,  si  el  valor  se  recibe  en  dinero  efec- 
tivo, mercaderias  ó  en  cuenta  y  no  trasfiere 
la  propiedad  sino  que  importa  una  simple  co- 
misión de  cobranza;  que  en  consecuencia  el  re- 
ferido acto  de  la  Sociedad  Aninat  Collao 
Hnos.  sólo  ha  importado  una  comisión  al 
demandante  para  cobrar  aquel  pagaré,  v  esta 
comisión  como  todo  mandato,  es  revocable  j 
fué  revocado  y  notificada  la  revocación;  que 
lo  expuesto  está  corroborado  con  las  cartas, 
con  el  certificado  y  con  la  diligencia;  que  las 
copias  del  cuaderno  agregado  y  posiciones 
dan  mérito  para  estimar  que  ha}*^  cosa  juzga- 
da, porque  si  bien  es  cierto  que  en  este  caso  se 
ejercita  un  derecho  en  contra  de  uno  de  los 
socios  de  la  extinguida  sociedad  Aninat  Co. 
Ilao  Hnos.,  por  razón  del  endoso  del  re- 
cordado pagaré,  no  es  menos  cierto  que  con 
las  actuaciones  judiciales  de  que  dan  cuenta 
las  mencionadas  copias,  consta  que  son  las 
mismas  personas,  se  trata  déla  mismas  cosas 
y  se  alega  la  misma  causa  de  pedir,  circun<^ 
tancias  que  constituyen  cosa  juzgada  por  el 
artículo  200  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil;  que  de  los  mismos  documentos  ya  citados 
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aparece  que  no  ha  transcurrido  tiempo  bastan- 
te para  que  sea  aceptable  la  excepción  de 
prescripción;  y  que  en  la  hipótesis  aceptada 
por  el  demandado,  esto  es,  si  estuviere  pen- 
diente la  gestión  judicial  que  hizo  el  deman- 
dante en  el  concurso  Duguet,  obstaría  la  ex- 
cepción de  litis  pendencia. 

Una  de  las  salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago,  conociendo  de  la  apelación  inter- 
puesta por  don  Erasmo  Astrosa,  expidió  la 
sentencia  de  22  de  agosto  de  1905,  por  la  cual 
conñrraó  la  resolución  de  primera  instancia 
y  dio  lugar  únicamente  á  la  excepción  de  litis 
pendencia  de  las  opuestas  por  el  demandado. 

Esta  sentencia  eliminó  de  la  resolución  de 
primera  instancia  los  considerandos  que  esta- 
blecían que  el  endoso  del  pagaré  presentado 
al  juicio  importaba  una  comisióm  de  cobran- 
za y  los  referentes  á  las  excepciones  de  cosa 
juzgada  y  de  litis  pendencia;  y  tuvo  presente 
lo  siguiente: 

Que  si  bienes  cierto  que  el  endoso  de  un 
pagaré  á  la  orden  que  contenga  la  expre- 
sión de  valor  en  cuenta  trasmite  la  propie- 
dad de  él  al  endosatario,  aparece  de  autos 
que  el  documento  original  materia  de  este 
juicio  está  agregado  al  concurso  que  se  formó 
á  los  bienes  del  deudor  don  Santiago  Duguet, 
en  el  cual  fué  presentado  por  el  demandante 
para  su  cobro,  y  de  la  propia  exposición  de 
éste  aparece  que  el  Juez  de  Letras  de  Yungay, 
donde  se  tramitaba  el  concurso  desde  mucho 
antes  de  la  iniciación  de  este  juicio,  dictó  una 
resolución  declarando  que  el  endoso  hecho  por 
Aninat  Collao  Hnos.  importaba  una  me- 
ra comisión  de  cobranza,  resolución  que  fué 
apelada  y  que  está  todavía  pendiente  en  se- 
gunda instancia. 

Que  pretendiendo  en  este  juicio  el  endosata- 
rio que  se  le  pague  el  valor  del  referido  docu- 
mento por  uno  de  los  socios  de  la  sociedad  en- 
dosante, obsta  á  la  demanda  la  excepción  de 
Htis  pendencia,  fundada  en  que  en  el  concurso 
ha  exigido  con  anterioridad  el  mismo  pago  al 
deudor  principal,  sin  que  aún  haya  resolución 
al  respecto. 

Que  no  es  aceptable  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  por  ser  contradictorio  con  la  ante- 
rior y  por  no  concurrir  todas  las  circunstan- 


cias exigidas  por  la  ley  para  que  pueda  ser 
tomada  en  cuenta;  y 

Que  aunque  el  Juez  a  gao  no  se  ha  pronun- 
ciado categóricamente  sobre  la  excepción  de 
litis  pendencia  puede  el  Tribunal  resolverla 
por  ser  incompatible  con  la  de  cosa  juzgada 
que  se  aceptó  en  primera  instancia. 

Don  Erasmo  Astrosa  anunció  en  contra  de 
la  indicada  sentencia  de  segunda  instancia  los 
recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fon- 
do. 

Formalizando  el  primero,  lo  funda  en  las  si- 
guientes causales: 

1^  Haber  sido  pronunciado  el  fallo  con  omi- 
sión del  requisito  mencionado  en  el  número 
6^  del  artículo  193  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  prescribe  que  las  sentencias 
deñnitivas  deben  contener  la  decisión  del 
asunto  controvertido;  y  es  casable  en  la  for- 
ma á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  número  5^ 
del  artículo  941  del  mismo  Código. 

La  sententencia  recurrida  expresa  en  su 
considerando  3^  que  obsta  á  la  demanda  la 
excepción  de  litis  pendencia  por  haberse  exi- 
gido anteriormente  el  pago  al  deudor  princi- 
pal; pero  no  hay  litis  pendencia,  porque  en  el 
concurso  se  cobraba  el  crédito  al  deudor  prin- 
cipal y  como  éste  estaba  insolvente,  ha  podi- 
do repetirse  contra  los  endosatarios.  La  ac- 
ción entablada  no  es  la  misma  ni  son  las  mis- 
mas las  personas  ni  la  razón  por  que  se  pide, 
pues  se  cobraba  á  Duguet  deudor  principal, 
un  crédito  adquirido  por  compra  y  ahora  se 
cobra  á  los  endosantes  lo  pagado  por  un  cré- 
dito que  no  ha  sido  cubierto.  Pero  suponien- 
do litis  pendencia,  ésta  no  puede  enervar  la 
acción  principal  contra  los  demandados,  por- 
que ella  es  solo  una  excepción  dilatoria  y  es- 
tas excepciones  solo  producen  los  efectos  que 
la  ley  les  acuerda. 

La  sentencia  recurrida  no  ha  decidido  el 
asunto  controvertido,  porque  una  excepción 
dilatoria  como  es  la  aceptada,  no  resuelve, 
no  define,  no  decide;  y  mucho  menos  cuando 
por  el  considerando  1.^  se  ha  resuelto  la  cues, 
tión  de  derecho  de  haber  sido  transferido 
el  crédido  á  virtud  de  un  endoso  por  valor  en 
cuenta,  que  es  el  eje  de  la  cuestión  en  debate  y 
de  donde  nace  el  ejercicio  de  la  acción. 

2^  Por  contener  decisiones  contradictorias; 


126 


SEGUNDA.   PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


y  hay  casación  en  la  forma  según  el  número 
7  del  artículo  94?1  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

El  artículo  186  del  mismo  Código  exige, 
para  acordar  una  sentencia,  que  la  cuestión 
de  derecho  resuelta  sirva  de  base  para  la  de- 
cisión de  las  demás.  La  cuestión  de  derecho 
se  resolvió  en  el  considerando  1^  y  ha  debido, 
servir  de  base  para  la  decisión  del  pleito,  pero 
de  ningún  modo  para  obstruirla  ó  contrade- 
cirla con  la  aceptación  de  una  excepción  dila- 
toria. 

Otra  contradicdón  manifiesta  consiste  en 
haberse  eliminado  el  considerando  8^  de  la 
sentencia  de  primera  instancia  que  aceptaba 
la  excepción  de  litis  pendencia;  y  rechazado 
ese  considerando  no  ha  podido  decidirse  la 
acción  con  la  misma  excepción  dilatoria  acep- 
tada en  primera  instancia  en  el  considerando 
eliminado. 


de  la  demanda  una  consecuencia  de  la  acep- 
tación de  la  excepción  de  litis  pendencia,  sin 
que  tal  decisión  importe  la  resolución  de  la 
cuestión  á  que  se  refieren  los  considerandos 
1?  y  2^. de  la  sentencia  recurrida  que  solo 
sirven  de  antecedente  para  aceptar  la  cscep- 
ci(5n  alegada. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  941  nú« 
mero  5^,  7^,  960  y  979  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  se  declara  sin  lugar  con  costas 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto 
por  don  Erasmo  Astrosa  en  contra  de  la  sen- 
tencia de  22  de  agosto  de  1905,  expedida  por 
una  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago.  Queda  aplicada  al  Fisco  la  can- 
tidad consignada. 
*  Redactada  por  el  señor  Ministro  Yaras— 

Galvaríno  Gallardo Gabriel  Gaetc—Carh^ 

Varas,— E.  Fóster  Recabarren, 


La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  aún  cuando  la  excepción  dilatoria 
de  litis  pendencia  puede  resolverse  antes  de  la 
contestación  de  la  demanda  y  promoverse 
por  vía  de  incidente  en  el  curso  del  pleito,  las 
partes  han  aceptado  discutirla  en  este  juicio 
con  las  demás  excepciones  opuestas;  y  respec- 
to de  todas  ellas  ha  recaído  la  resolución  del 
Tribunal  que  conoció  en  él,  sin  que  la  circuns- 
tancia de  haber  sido  decidida  en  la  sentencia 
definitiva  sea  motivo  para  anular  el  fallo,  ya 
que  la  ley  no  la  señala  entre  las  causales  que 
sirven  para  fundar  el  recurso  de  casación  en 
la  forma; 

2.^  Que  la  sentencia  recurrida  confirmando 
en  parte  la  sentencia  de  primera  instancia 
que  rechazó  expresamente  la  demanda,  dio 
lugar,  de  las  excepciones  opuestas  por  el  de- 
mandado, únicamente  á  la  de  litis  pendencia 
y  esta  decisión  ha  puesto  de  consiguiente,  tér- 
mino al  actual  litigio;  y 

3*^  Que  por  las  decisiones  contenidas  en  la 
sentencia  de  que  se  reclama  se  ha  rechazado 
la  demanda  y  se  ha  aceptado  la  excepción  de 
litis  pendencia;  }' entre  estas  resoluciones  no 
hay  contradicción  alguna  siendo  el  rechazo 


Cas,  CÍV.—4  de  agosto  de  1906 
Donoso  con  Gatica 

Apreoiaoión  de  los  hechos.  —Cosa  juz 
gada.—  Aguas.  —  Bienes  nacionales 
de  uso  público.  —  Río;  afluente  - 
Mercedes  administrativas.  —  Pres- 
cripción—Derecho adquirido  — Rl 
beranos. 

Doctrina:  —  Los  hechos  establecidos 
por  la  sentencia  recurrida  como  resulta- 
do de  la  apreciación  de  ¡a  prueba^  deben 
servir  de  base  para  la  resolución  del  re- 
curso de  casación  en  el  fondo. 

La  sentencia  que  sólo  se  reñere  á  otra 
dictada  en  otro  juicio  entre  diversas  par- 
tes y  sobre  una  w atería  diversa  para 
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apreciar  svs  elementos  probatorios  en 
concurrencia  con  los  de  la  causa  misma, 
y  no  para  obligar  á  las  partes  en  la  nue- 
va litis  á  someterse  á  los  efectos  del  fallo 
anterior,  no  infringe  los  preceptos  que 
rigen  la  cosa  juzgada  ni  viola  los  artícu- 
los 3^  del  Código  Civil  y  198,  199  y  200 
del  de  Procedimiento. 

El  derecho  que  el  artículo  S34  del  Có- 
dioo  Civil  concede  al  dueño  de  una  bere- 
dad  para  usar  de  las  aguas  de  uso  públi- 
co que<:orren  naturalmente  por  ella  y  el 
derecho  que  emane  de  una  merced  conce- 
dida á  ese  dueño  por  la  autoridad  admi" 
nistrativa,  se  limitan  en  cuanto  el  dueño 
de  la  heredad  inferior  haya  adquirido 
con  anterioridad, por  prescripción  úotro 
título,  el  derecho  de  servirse  de  las  mis- 
mas aguas. 

Si  las  aguas  de  un  estero,  que  sirve  de 
afluente  á  un  río,  tienen  influencia  nota- 
ble en  el  aumento  ó  disminución  de,  las 
aguas  de  un  canal  que  se  saca  de  ese  río, 
estas  aguas  no  pueden  considerarse  en- 
tre sí  como  independientes  y  distintas. 

Por  consiguiente,  el  uso  que  de  las 
aguas  de  ese  estero  pueda  hacer  el  dueño 
de  la  heredad  superior,  en  virtud  de  una 
merced  recientemente  concedida  por  la 
autoridad  administrativa  ''sin  perjuicio 
de  terceros'',  se  halla  limitado  y  subor- 
dinado al  uso  adquirido  con  anteriori- 
dad por  el  dueño  de  la  heredad  inferior 
que  ha  estado  gozando  su  derecho  de  un 
modo  público,  pacíñcoy  no  interrumpí^ 
do  durante  más  de  cuarenta  años  por 
medio  de  un  canal  construido  en  el  río  á 
que  dicho  estero  sirve  de  afluente. 


Doña  Domitíla  Donoso  v.  de  don  Hermóge- 


nes  Donoso  por  sí  y  en  representación  de  sus 
menores  hijos,  entabló  demanda  contra  don 
Rafael  y  don  Enrique  Gatica,  diciendo  que  el 
fundo  el  nGalpómi  de  propiedad  de  don  José 
Manuel  Donoso,  se  regaba  con  un  canal  de 
ag^a  que  se  extraía  del  río  Claro,  desde  mu- 
chos años  atrás,  y  que  habiendo  pretendido 
sacar  don  Vicente  Correa  un  canal,  en  un  puur 
to  más  arriba  eñ  el  río  Claro,  para  regar  su 
fundo  uCumpeoii  hubo  de  seguirse  un  juicio 
para  impedir  que  el  mencionado  Correa  cau- 
sara los  perjuicios  que  la  apertura  de  ese  canal 
había  de  causar  al  fundo  nGalpónu. 

Ese  juicio  terminó  con  la  sentencia  que  de- 
claró: 

1^  Que  don  Vicente  Correa  no  puede  perju- 
dicar con  el  uso  que  haga  de  las  aguas  del  río, 
los  derechos  del  fundo  tiGalpón*'; 

2^  Que  para  los  efectos  de  la  declaración 
anterior  se  nombrará  por  las  partes,  y  en  su 
desacuerdo  por  el  Juzgado,  un  perito  que  de- 
termine la  disminución  de  aguas  del  Claro  que 
debe  sufrir  el  canal  del  señor  Correa  desde 
principios  de  enero  de  cada  año;  á  fín  de  que 
el  canal  del  tiGalpómi  lleve  durante  la  tempo- 
rada de  riego  la  dotación  de  agua  que  le  co- 
rresponda; 

3^  Que  el  pago. del  honorario  del  perito  será 
de  cargo  del  demandado,  si  hecha  una  vez  la 
expresada  determinación  fuese  necesario  efec- 
tuarla nuevamente  á  causa  del  uso  que  conti- 
nuara haciendo  del  agua  el  señor  Correa  con 
perjuicio  de  los  derechos  del  MGalpón»i; 

4*^  Que  la  dotación  de  aguas  de  este  fundo 
debe  fijarse  según  la  capacidad  que  conserva 
el  canal  desde  el  expresado  punto  en  que  se 
separa  del  cauce  que  trabajó  el  señor  Correa 
en  su  fundo  uCumpeb"»;  y 

5*^  Que  no  ha  lugar  á  la  reconvención  ni  á 
las  otras  peticiones  formuladas  por  las  par- 
tes. 

Que  por  fallecimiento  de  don  Vicente  Correa 
se  dividió  **Cumpeo"  en  hijuelas,  habiendo 
adquirido  los  señores  Gatica  la  denominada 
**Maitenes"  sin  derecho  á  agua. 

A  esta  hijuela  agregaron  otra  llamada  "Tre- 
guiles". 

Para  regar  estas  propiedades  obtuvieron 
los  señores  Gatica  una  merced  de  agua  de  se- 
senta regadores,  concedida  por  el  Intendente 
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de  la  Provincia,  el  año  1893,  que  debía  ex- 
traerse del  estero  Teatinos,  principal  afluente 
del  río  Claro. 

Agrega  la  demandante  que  sus  derechos 
para  regar  su  hijuela  con  las  aguas  del  río 
Claro,  están  amparados  por  esa  sentenciaren 
que  se  declara  que  no  se  puede  extraer  aguas 
de  ese  río  sin  asegurar  prcTiamente  la  com- 
pleta dotación  del  canal  del  ''Galpón",  y  en 
consecuencia  pide  que  se  declare  que  la  senten- 
cia mencionada  es  obligatoria  para  los  seño- 
res Gatica  como  dueños  de  la  hijuela  ''Maite- 
nes",  ya  que  el  anterior  dueño  señor  Correa  ó 
sus  sucesores  no  han  podido  transferirle  la 
propiedad  sino  con  los  derechos  que  tenía. 

Los  sucejores  Gatica  no  pueden,  por  consi- 
guiente, extraer  agua  del  río  Claro,  6  lo  que 
es  lo  mismo  desús  afluentes, sino  en  la  misma 
forma  que  el  causante  de  sus  derechos, 

Al  terminar  su  demanda  pidió  se  declarara: 

1^  Que  á  virtud  de  lo  dispuesto  por  senten- 
cia de  29  de  noviembre  de  1881,  pronunciada 
en  el  juicio  seguido  entre  don  José  Manuel 
Donoso  y  Vergara  contra  don  Vicente  Correa 
Albano,  sobre  extracción  de  aguas  del  río 
Claro  para  regar  el  fundo  "Cumpeo",no  pue- 
den los  demandados  extraer  agua  de  ese  río  ó 
de  BUS  afluentes  anteriores  á  la  boca-toma  del 
canal  del  **Galpón"  sino  en  la  forma  y  bajo 
las  condiciones  establecidas  en  dicha  senten- 
cia; 

2^  £n  subsidio  de  lo  anterior,  que  siendo  la 
merced  concedida  á  los  demandados  para  sa- 
car agua  del  estero  Teatinos,  sin  perjuicios  de 
terceros,  la  extracción  de  las  aguas  á  virtud 
de  esa  merced  debe  entenderse  sujeta  á  las 
obligaciones  de  no  perjudicar  los  derechos  de 
los  dueños  del  '*Galpón'',  ó  sea  limitado  al 
exceso  de  aguas  que  en  el  río  ó  sus  afluentes 
hubiere,  después  de  asegurado  al  canal  de  di- 
cho fundo  la  completa  dotación  de  aguas  que 
le  corresponden,  la  cual  sería  determinada 
por  un  perito;  y 

3*^  Que  los  demandados  incurrirán  en  una 
multa  de  $  3.000  á  beneficio  de  la  Municipali- 
dad de  la  respectiva  comuna,  en  caso  de  des- 
obedecimiento á  lo  que  se  resuelva  tocante  á 
las  peticiones  precedentes,  por  cada  caso  de 
infracción. 

Don  José  Manuel  Donoso,  por  sí,   y  doña 


Ana  María  Donoso,  como  representante  de 
su  hija  María  Luisa  Donoso,  hijuelatarios 
de  la  hacienda  ''£1  Galpón",  hicieron  su  ja  la 
demanda  y  pidieron  que  se  aceptara  en  todas 
sus  partes. 

Los  señores  Gatica,  contestando  la  deman- 
da, dicen  que  la  cuestión  ventilada  en  este 
juicio  es  distinta  de  la  contemplada  en  la 
sentencia  recordada.  En  aquel  juicio  se  esta- 
blecieron  las  reglas  á  que  debía  quedar  sujeto 
un  canal  determinado,  sacado  de  un  determi- 
nado cauce. 

Que  ellos  compraron  una  hijuela  del  fundo 
"Cumpeo",  sin  agua,  por  lo  que  no  s¿  ve  qué 
relación  tenga  la  sentencia  sobre  aguas  de  la 
parte  regada  del  fundo  *'Cumpeo**  con  las 
que  no  lo  son. 

El  fallo  en  cuestión  no  ha  podido  reglar  de- 
rechos posteriores  é  imprevistos,  ni  aún  las 
partes  pudieron  limitarlo,  pues  habría  recaí- 
do sobre  un  objetó  ilícito,  cercenando  derechos  ¡ 
que  todos  tienen  al  aprovechamiento  de  los 
bienes  nacionales  de  uso  público,  que  sólo 
puede  renunciarlos  el  que  los  adquiera  en  for- 
ma legal. 

Los  demandantes  han  dicho  que  el  estero 
Teatinos,  del  cual  sacan  sus  ag^as  los  seño- 
res Gatica,  es  el  mismo  curso  de  agua  del  río 
Claro,  porque  ese  estero,  empleada  esta  pa- 
labra en  el  sentido  vulgarmente  usado,  es 
afluente  de  este  río,  y  que  por  tal  motivo,  al 
sacar  aguas  del  estero  afluente  hay  que  tomar 
en  consideración  los  derechos  de  los  que  ex- 
traen agua  del  cauce  del  río;  pero  el  artículo 
595  del  Código  Civil  establece  que:  "Los  ríos 
y  todas  las  aguas  que'corren  por  cauces  natu- 
rales, son  bienes  nacionales  de  uso  público, 
etc.'*,  lo  que  demuestra  que  el  agua  que  corre 
por  el  cauce  natural  del  estero  Teatinos  es 
bien  nacional  de  uso  público,  distinto  de  otro 
cauce  y,  por  consiguiente,  susceptible  de 
aprovechamiento  sin  consideración  á  otro 
canal. 

El  caudal  de  agua  que  lleva  d  estero  Teati- 
nos es  enteramente  distinto  del  que  lleva  el 
río  Claro;  y  por  consiguiente,  no  hay  motivo 
para  este  juicio.  Ellos  tienen  derecho  á  las 
aguas  del  río  Claro,  las  que  son  muy  distin- 
tas del  estero  Teatinos. 

Esta  manera  de  estimar  estos  dos  caudales 
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de  aguas  es  la  misma  en  que  lo  hizo  la  sen- 
tencia expedida  en  la  denuncia  de  obra  nueva 
interpuesta  por  don  José  Manuel  Donoso, 
uno  de  los  actuales  demandantes,  contra  los 
mismos  sucesores  Gatica,  en  la  cual  se  esta- 
bleció en  el  considerando  tercero:  que  son 
bienes  nacionales  de  uso  público  los  ríos  y 
todas  las  aguas  que  corren  por  cauces  natu- 
rales, de  modo  que,  tanto  el  río  Claro  como 
el  estero  Teatinos,  son  bienes  de  esta  natura- 
leza, distintos  é  independientes  entre  m. 

Siendo,  pues,  con  arreglo  á  esta  manera  de 
estimar  las  cosas,  distintas  las  aguas  del  Cla- 
ro de  las  del  Teatinos,  no  'se  ve  cómo  pue- 
den perturbarse  los  derechos  de  unos  al  ejercer 
su  dominio  los  otros  sobre  aguas  que  corren 
por  diferentes  cauces. 

Todavía  hay  que  agregar  que  si  se  ha  no- 
tado alguna  escasez  en  las  aguas  del  Claro, 
debe  atribuirse  á  que  los  demandantes  no  se 
han  contentado  con  regar  sólo  el  fundo  * 'Gal- 
pón'* sino  que,  por  compras  sucesivas  que 
han  hecho  de  otros  terrenos,  pretenden  re- 
garlos con  el  mismo  canal. 

Doña  Domitila  Donoso  se  desistió  de  la 
demanda,  desistimiento  que  fué  aceptado 
por  decreto  de  16  de  abril  de  1903. 

La  sentencia  de  primera  instancia  no  dio 
lugar  á  la  demanda,  teniendo  presente  sus- 
tancialmente:  que  la  sentencia  de  1881,  en 
que  se  declaró  que  don  Vicente  Correa,  de- 
mandado entonces  y  que  tenía  su  boca-toma 
en  el  río  Claro,  no  puede  ser  obligatoria  para 
los  sucesores  Gatica  que  tienen  una  hijuela 
de  **Cumpeo",  á  quien  no  se  han  transferido 
las  obligaciones  del  señor  Correa,  pues  aque- 
llos no  fueron  partes  en  aquel  juicio;  que  la 
boca-toma  del  señor  Correa  contruída  en  el 
río  Claro  se  encontraba  unas  cuantas  cua- 
dras antes  de  la  boca  toma  del  **Galpón", 
mientras  que  la  del  canal  de  los  sucesores  Ga- 
tica se  encuentra  á  4  leguas  más  arriba  en  el 
estero  Teatinos;  que  el  señor  Correa  no  regó 
ni  pudo  regar  la  hijuela  nMaitenesM  por  su  si- 
tuación espacial,  que  sólo  puede  hacerse  con 
las  aguas  del  Teatinos,  distintas  é  indepen- 
dientes de  las  de  río  Claro;  que  no  puede  sos- 
tenerse que  por  ser  el  estero  Teatinos  afluen- 
te del  Claro,  puede  considerarse  que  las  merce- 
des concedidas  sobre  este  afluente  puedan  ser 


limitadas  por  los  derechos  adquiridos  en  el 
río  Claro,  puesto  que  el  estero  Teatinos  es 
un  cauce  natural  que  atraviesa  el  fundo  **Mai- 
tenes",  por  lo  cual,  y  autorizado  por  el  ar- 
tículo 595  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
han  podido  los  sucesores  Gatica,  con  perfecto 
derecho,  obtener  de  la  autoridad  respectiva 
la  merced  para  extraer  agua  del  estero  Tea- 
tinos,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
860  del  Código  Civil;  y,  finalmente  que  aun- 
que las  mercedes  de  agua  se  conceden  sin  per- 
juicio de  otros  que  tengan  mejor  derecho, 
esto  no  puede  entenderse  en  el  caso  actual,  en 
que  las  bocas-tomas  de  los  canales  se  encuen- 
tran en  cauces  naturales  distintos  é  indepen- 
dientes. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Talca  dando  por  establecidos  y 
probados  los  hechos  siguientes: 

a)  Que  desde  hace  más  de  cuarenta  años  el 
fundo ''Galpón"  y  las  hijuelas  en  que  con  poste 
rioridad  se  dividió,  se  riegan  de  un  modo  pú- 
blico, pacífico  y  no  interrumpido  por  medio 
de  un  canal  que  para  el  efecto  se  saca  del  río 
Claro; 

b)  Que  las  a^uas  de.  este  río  disminuyen 
con  frecuencia  en  la  temporada  de  los  riegos 
porque  se  les  somete  á  tumo,  y  los  canalistris 
solo  gozan  de  ella  en  la  forma  y  proporciones 
que  en  los  mismos  se  establecen; 

c)  Que  el  estero  Teatinos,  del  cual  los  de- 
mandados sacan  ahora  un  acueducto  para  el 
riego  de  su  fundo  "Maitenes",  es  el  principal 
y  más  caudaloso  afluente  del  río  Claro,  y  se 
encuentra  más  arriba,  ó  sea  más  al  Oriente, 
del  canal  que  sirve  para  el  uso  y  menesteres 
del  "Galpón",  que  por  tal  motivo  las  aguas 
del  último  disminuyen  también  considerable- 
mente en  la  época  de  riegos,  á  la  par  con  los 
del  río  de  su  origen; 

d)  Que  la  hijuela  Maitenes  comprada  por 
los  demandados  el  29  de  noviembre  de  1893 
á  la  sucesión  de  don  Vicente  Correa,  y  parte 
del  antiguo  fundo  "Cumpeo",  sólo  se  riega 
desde  1898  con  el  referido  acueducto  que  se 
desprende  del  estero  Teatinos; 

e)  Que  la  antigüedad  del  canal  del  "Galpón", 
y  el  consiguiente  derecho  de  sus  dueños  al 
uso  de  las  aguas  del  río  Claro,  tiene  á  lo  me- 
nos una  existencia  anterior  al  año  1838  mién- 
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tras  que  Correa  solo  obtuvo  su  merced  el  22 
de  noviembre  de  1893;  y 
:  f)  Que  el  mismo  Correa,  va  en  el  mismo 
juicio,  ya  en  otros  antecedentes  á  él  acompa- 
ñados, reconoce  que  en  las  épocas-  de  riego 
sobreviene  escasez  en  las  aguas  del  Claro, 
por  lo  que  durante  varios  años  ha  debido  li- 
mitar á  diez,  y  hasta  tres,  sus  propios  rega- 
dores. 

Y  teniendo  presente  que  aún  cuando  fue- 
ron aducidos  en  ^otro  juicio,  no  por  eso  de- 
jan de  tener  aplicación  en  el  actual,  en  que  se 
trata  de  un  afluente  del  río  Claro;  que  no 
puede  sostenerse  como  principio  general  que 
un  río  y  sus  afluentes  sean  dos  entidades  dis- 
tintas que  no  tengan  relación  entre  sí,  puesto 
que  los  afluentes  son  los  que  contribuyen  á 
formar  el  caudal  de  aguas  del  río;  que  al  pre- 
sente existen  los  mismos  motivos  para  dictar 
una  sentencia  igual  á  la  de  29  de  noviembre 
de  1881,  limitativa  de  derechos,  que  estable- 
ció que  don  Vicente  Correa  no  puede  perjudi- 
car en  el  uso  que  de  las  aguas  del  Claro  hacen 
los^dueños  del  fundo  "Galpón",  y  finalmente 
que  la  merced  de  los  demandados  de  reciente 
data,  no  puede  lesionar  en  ningún  caso  dere- 
chos preferentes  por  cuanto  ello,  como  todas 
las  de  su  clase,  se  conceden  sin  perjuicio  de 
terceros,  condición  que  implica  la  limitación 
del  que  la  obtiene  por  los  derechos  de  los 
otros  accionistas,  ^adquiridos  anteriormente 
sobre  las  aguas  de  un  río,  revocó  la  sentencia 
de  primera  instancia;  y  declaró  que  daba  lu- 
gar á  la  petición  subsidiaria  contenida  en  la 
conclusión  segunda  de  la  demanda,  con  decla- 
ración de  que  la  dotación  de  aguas  á  que  se 
refiere  dicha  petición  subsidiaria  deberá  ser 
determinada  por  el  juez  previo  informe  de  un 
perito  nombrado  en  la  forma  ordinaria  y  li- 
mitarse sólo  á  la  que  corresponda  á  las  hijue- 
las de  don  José  Manuel  y  doña  María  Luisa 
Donoso.  Doña  Domitila  Donoso  no  fué  inclui- 
da en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  por 
haberse  desistido  de  la  demanda,  como  se  ha 
expuesto  más  arriba. 

Los  señores  Gatica  interpusieron  en  tiempo 
recurso  de  casación  en  el  fondo  contra  esta 
sentencia. 

Formalizando  el  recurso  dicen  que  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Talca  no  tiene  otro  fun- 


damento que  la  cosa  juzgada  que  se  supone 
existía,  respecto  de  los  señores  Gatica,  en  la 
sentencia  que  puso  término  al  juicio  scjruMo 
entre  los  propietarios  del  fundo  "Galpón"  con- 
tra don  Vicente  Correa. 

Para  aceptar  esta  petición  la  sentencia  se 
funda  en  que  esa  sentencia  declaró  que  don 
Vicente  Correa  no  puede  perjudicar,  con  ¿ 
uso  que  haga  de  las  aguas  del  Claro,  losde^ 
rcchos  del  fundo  Galpón  y  aún  cuando  se 
expresa  en  el  considerando  3'  que  aún  cuan- 
do los  antecedentes  que  acaban  de  exponerse, 
se  refieren  á  otro  juicio  seguido  entre  distintas 
personas  y  con  motivo  de  un  canal  cliver«o. 
tiene  también  aplicadón  en  éste,  tanto  po: 
fijar, el  verdadero  estado  de  las  cosas  á  la  re 
cha  en  que  se  inició,  cuanto  porque  maniñes- 
tan  que  carece  de  importancia  el  hecho  de 
que  los  demandados  saquen  su  acueducto  de. 
estero  Teatinosyno  del  mismo  río  Ckro.  des- 
de que  con  ello  perjudican  el  fundo  "Galpón 
en  todo  caso,  y  en  el  considerando  6'  ref)i:c 
la  sentencia  que,  en  consecuencia,  existen  al  pre- 
sen te  los  mismos  motivos  que  hubo  para  di:- 
tarse  la  sentencia  de  1881  limitativa  dcdere 
chos,  que  establece  que  don  Vicente  Corre: 
no  puede  perjudicar  con  el  uso  que  haccdeb 
agua  del  Claro  los  derechos  del  fundo  "Ga 
pon". 

La  Corte  de  Talca,  al  pronunciar  la  senier 
cia  ha  aceptado  el  único  fundamento  de  lace 
manda,  que  es  la  cosa  juzgada,  sin  emharg 
de  haberse  pronunciado  la  sentencia  en  ¡uk;. 
seguido  entre  personas  distintas,  y  respec:: 
de  un  canal  diverso  del  que  fué  objeto  del  jui- 
cio, en  que  se  trataba  de  las  aguas  del  ri: 
Claro  y  no  del  estero  Teatinos.  Y  sin  eraba: 
go,  el  Tribunal  se  desentendió  de  otra  semen 
cia  que  reconoció  á  ¡os  señores  Gatica  el  dere- 
cho á  extraer  las  aguas  del  estero  Teatino?, 
que  corre  por  su  propiedad,  para  emplean^ 
en  el  riego  de  sus  terrenos. 

Al  aceptarse  la  cosa  juzgada  en  este  juicio 
se  han  violado  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 3^  del  Código  Civil  y  los  artículos  19S.  IH? 
y  200  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pí^r 
haberse  dado  valor  á  una  sentencia  dictada 
enjuicio  seguido  entre  distintas  personas,  >- 
que  tampoco  reúna  las  demás  condiciones  re- 
queridas por  la  ley  para  que  se  le  dé  valor. 
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Esta  violación  ha  influido  de  tal  modo  en  el 
fallo,  que  sin  ella  no  se  habría  dado  lugar  á  la 
demanda,  por  lo  cual,  apoyado  en  lo  dispues- 
to por  el  artículo  940  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  pide  que  se  dé  lugar  al  recurso. 
Los  señores  Gatica,  por  otra  parte,  dueños 
de  los  fundos  *'Maitenes"  y  *'Treguilcs"  por 
donde  corre  el  estero  Teatinos,  están  autori- 
zados por  los  artículos  834,  835  y  836  del 
Código  Civil,  á  hacer  uso  de  esas  aguas  sin 
necesidad  de  pedir  autorización,  y  sólo  con  la 
obligación  de  restituir  las  aguas  sobrantes  al 
cauce  natural. 

El  artículo  834  establece  que  el  dueño  de 
una  heredad  puede  hacer,  de  las  aguas  que  co- 
rren naturalmente  por  ella,  aunque  no  sean 
de  su  dominio  privado,  el  uso  conveniente 
para  los  menesteres  domésticos  para  el  riego 
de  la  misma  heredad,  para  dar  movimiento  á 
sus  molinos  ú  otras  m/lquinas  y  abrevar  sus 
animales,  haciendo  sólo  volver  el  sobrante  á 
su  acostumbrado  cauce  á  su  salida  del  fundo. 
Este  derecho  puede  ser  limitado  únicamente 
en  cuanto  el  dueño  de  la  heredad  superior  ha- 
ya adquirido  por  prescripción  ú  otro  título  el 
derecho  de  servirse  de  las  mismas  aguas;  la 
prescripción  será  en  este  caso  de  diez  años, 
contados  como  para  la  adquisición  del  domi- 
nio Y  correrá  desde  que  se  hayan  construido 
obras  aparentes  destinadas  á  facilitar  ó  diri- 
gir el  descenso  de  las  aguas  en  la  heredad  in- 
ferior. 

Los  señores  Gatica  han  podido,  pues,  ser- 
virse de  las  aguas  del  estero  Teatinos  sin  li- 
mitación alguna,  puesto  oue  no  existen  en  su 
fundo,  ni  en  el  estero,  obras  de  ningún  \  clase 
construidas  por  los  señores  Donoso  para  diri- 
gir el  descenso  de  las  aguas  para  servirse  de 
ellas  en  el  riego  de  sus  propiedades,  las  cuales 
son  regadas  por  aguas  que  stican  del  río  Cla- 
ro, mucho  más  abajo  del  punto  en  que  los  se- 
ñores Pática  sacan  las  del  estero  Teatinos. 

E\  uso  de  estas  aguas,  reconocido  por  los 
artículos  834,  835  y  836  del  Código  Civil,  no 
requiere  concesión  especial  de  la  autoridad, 
pues  la  ley  lo  concede  como  una  servidumbre 
legal,  y  sin  embargo,  los  señores  Gatica  han 
pedido  merced  de  las  aguas  con  que  riegan  su 
fundo  "Maitenes". 
Para  que  el  fundo  "Galpón'' pudiera  limitar 
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el  uso  de  las  aguas  al  fundo  "Maitenes"  ha- 
bría sido  menester  que  la  boca-toma  estuvie- 
ra en  el  mismo  estero  y  no  en  el  río  Claro  y 
que  estuviera  construido  el  canal  en  el  fundo 
"Maitenes". 

La  sentencia  recurrida  ha  infringido, .pues, 
las  disposiciones  de  los  artículos  citados  y 
hace  necesaria  la  aplicación  del  artículo  940 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por  haber 
influido  esta  infracción  en  lo  dispositivo  de  la 
sentencia. 

Por  fin,  no  aceptando  la  sentencia  recurrida 
que  el  estero  Teatinos  es  independiente  del 
río  Claro,  para  los  efectos  de  constituir  dere- 
chos sobre  sus  aguas,  ha  infringido  la  dispo- 
sición del  artículo  595  del  Código  Civil,  que 
establece  que  los  ríos  y  todas  las  aguas  que 
corren  por  cauces  naturales,  exceptuadas]  las 
aguas  que  nacen  3'  mueren  dentro  de  una  mis- 
ma propiedad,  son  bienes  naciones  de  uso  pú- 
blico, con  lo  cual  hace  inaplicable « las  disposi- 
ciones de  los  artículos  834  y  835  del  Código 
Civil. 

Y  todavía  ha  desconocido  el  derecho  que 
los  señores  Gatica  han  adquirido  sobre  esas 
aguas  por  la  merced  que  se  le  ha  concedido 
con  arreglo  á  los  artículos  830,  860  y  837  del 
Código  citado,  derecho  que  también  se  les  ha 
reconocido  por  sentencia  pronunciada  contra 
las  pretensiones  de  don  José  Manuel  Donoso, 
que  denunció  por  nueva  la  obra  porque  con 
ella  se  iban  á  reducir  las  aguas  del  río  Claro. 
Fundando  en  seguida  el  recurso  insisten  en 
que  la  acción  entablada  en  la  demanda  es  la 
de  cosa  juzgada,  sin  invocarse  otro  fundamen- 
to ó  razón  legal  para  impedir  que  los  deman- 
dados, ahora  recurrentes,  pudieran  extraer 
las  aguas  del  estero  Teatinos,  y  que  las  peti- 
ciones de  la  demanda  guardan  conformidad 
con  la  acción,  una  de  las  cuales  ha  sido  acep- 
tada por  la  sentencia  de  la  Corte,  aplicando 
lo  resuelto  por  la  sentencia  de  1891,  á  pesar 
de  reconocer  que  ella  fué  dictada  en  virtud  de 
actos  ejecutados  por  don  Vicente  Correa  v 
que  sólo  respecto  d  í  él  puede  tener  efecto  esta 
sentencia  y  no  contra  los  señores  Gatica,  que 
no  litigaron  en  aquel  juicio. 

Para  demostrar  el  derecho  que  tienen  los  re- 
currentes á  las  aguas  que  extraen  del  estero 
Teatinos,    discurren    ampliamente    sobre    la 
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aplicación  que  debe  darse  á  las  disposiciones 
de  los  artículos  834  y  835  del  Códfgo  Civil, 
sosteniendo  que  la  excepción  contenida  en  el 
número  1^  del  último  artículo  se  refiere  á  las 
mismas  aguas  sobre  cuyo  dominio  se  disputa. 

Así.  que  tratándose  dé  dos  propietarios,  la 
única  limitación  que  se  reconoce  al  dueño  de 
una  heredad  para  servirse  de  las  aguas  que 
corren  naturalmente  por  ella,  aunque  no  sean 
de  su  uso  privado,  consiste  en  que  el  propieta- 
rio de  la  heredad  inferior  haya  ejercido  sobre 
el  mismo  cauce  natural  y  sobre  las  mismas 
aguas  actos  de  aprovechamiento,  que  si  no 
arrancan  de  un  título  ó  de  un  contrato  con  el 
dueño  de  la  heredad  superior,  tiene  que  con- 
sistir en  obras  aparentes  ejecutadas  en  el  mis- 
mo cauce  natural  y  sobre  las  mismas  aguas  y 
que  estén  destinadas  á  la  simple  vista  á  facili- 
tar ó  dirigir  el  descenso  de  las  tales  aguas  en 
la  heredad  inferior. 

Estos  preceptos  legales  están  violados,  á  su 
juicio,  por  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, al  establecer  que  el  derecho  de  los  de- 
mandados á  hacer  uso  de  las  aguas  del  estero 
Teatinos,  está  limitado  por  el  derecho  de  los 
demandantes  á  extraer  del  río  Claro,  cuatro 
leguas  más  abajo,  un  canal  para  el  riego  de 
sus  propiedades,  que  son  hijuelas  de  la  anti- 
gua hacienda  el  "Galpón''.  Para  resolver  de 
esta  manera,  la  sentencia  invoca  la  teoría 
nueva  en  derecho  y  en  jurisprudencia,  que  un 
río  y  sus  anuentes  y,  por  lo  tanto,  las  aguas 
de  ellos  entre  sí  no  son  independientes  y  dis. 
tintas,  "pues  concurriendo  éstas  á  la  forma- 
ción de  aquél,  hay  necesariamente  entre  los 
mismos  el  enlace  y  solución  de  la  parte  con  el 
todo  y  de  las  componentes  á  la  resultante'*. 

Pero  el  hecho  de  que  los  ríos  se  forman  de 
los  esteros  y  éstos  de  las  corrientes  más  pe. 
quenas,  no  basta  para  impedir  que  los  propie. 
tarios  de  la  heredad  superior  puedan  hacer  el 
uso  conveniente  para  su  predio  de  las  aguas 
que  corren  dentro  de  su  heredad.  Este  derecho 
no  puede  ser  limitado  sino  en  el  mismo  curso 
de  las  aguas  y  en  la  única  forma  establecida 
por  el  artículo  835  ya  citado.  La  ley  ha  esta- 
blecido (C.  Civil,  art.  595),  que  no  sólo  los 
ríos  son  bienes  nacionales  de  uso  público,  sino 
también  todas  las  corrientes  por  pequeñas 
que  sean,  que  corran  por  cauces  naturales, 


exceptuadas  solamente  los  que  nacen  v  muf 
ren  dentro  de  una  misma  propiedad.  Dadas 
estas  prescripciones  legales  no  cabe  hacer  la 
salvedad  que  hace  la  sentencia,  y  entrar  á 
apreciar  si  el  uso  reconocido  al  propietario 
superior  puede  causar  perjuicios  al  propieta- 
rio inferior  que  tenga  un  canal  en  otro  curso 
de  aguas  formado  con  los  tributarios. 

El  derecho  de  los  señores  Gatica  está  reco- 
nocido por  las  disposiciones  legales  citadas  y 
no  puede  ser  limitado  en  manera  alguna, 
puesto  que  no  existen  en  su  fundo  ni  en  el  mis- 
mo estero  obras  de  ninguna  clase  construidas 
por  los  demandantes  ó  sus  antecesores  para 
facilitar  y  dirigir  el  descenso  de  las  mismas 
aguas  en  sus  heredades  inferiores. 

Ampliando  lo  expuesto  en  la  formalización 
del  recurso  respecto  al  derecho  adquirido  por 
la  merced  que  se  ha  concedido  á  los  deman- 
dantes para  extraer  sesenta  regadores  del  en- 
tero Teatinos,  dice  que  la  sentencia  se  ha  de- 
sentendido de  este  derecho  y  de  las  diposiiio 
nes  de  los  artículos  595,  603,  680  y  837  del 
Código  Civil. 

El  artículo  595  establece  que  todas  bs 
aguas  que  corren  por  cauces  naturales  son 
bienes  nacionales  de  uso  público,  sin  dejaren- 
ténder  que  los  ríos,  esteros  6  arroyos  sean 
una  entidad  única,  sino  que,  por  el  contrario 
se  deduce  de  su  redacción  que  son  indepen- 
dientes unos  de  otros  y  que  pueden  adquirir- 
se independientemente  sus  aguas. 

El  artículo  598  establece,  que  "el  uso  t 
goce  que  para  el  tránsito,  riego corres- 
ponden á  los  particulares  en los  ríos  y 

lagos  y  generalmente  en  todos  los  bienes  na- 
cionales de  uso  público  estarán  sujetos  alas 
disposiciones  del  Código  y  á  las  Ordenanzas 
generales  ó  locales  que  sobre  la  materia  se 
promulguen"  y  al  hacer  una  enumeración  ge- 
nérica de  los  bienes  nacionales  de  uso  público 
comprende  en  ella  las  aguas  que  corren  por  | 
cauces  naturales  aunque  no  puedan  calificar- 
se como  ríos.  Y  el  artículo  603,  que  dispore 
que  nadie  puede  sacar  canales  de  los  nos  para  I 
ningún  objeto  industrial  ó  doméstico,  sino 
con  arreglo  á  leyes  ú  ordenanzas  respectivas. 
se  refiere  también  á  los  esteros  ú  otras  co- 
rrientes desaguas. 

Al  dictarse  las  reglas  á  que  debían  sujetar 
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se  las  concesiones  de  mercedes,  la  ley  de  Mu- 
nicipalidades de  1854  se  refirió  á  los  ríos  y 
demás  corrientes  de  aguas  de  uso  común  de 
los  habitantes  y  á  las  mercedes  ó  permisos 
para  sacar  aguas  de  un  río  6  estero,  conside- 
rando toda  corriente  de  agua  como  indivi- 
dualidad propiay  como  independiente  de  otra 
que  pudiera  ser  tributaria. 

Y  el  Código  Civil,  dictado  con  posteriori- 
dad á  esta  ley,  conservó  en  sus  disposiciones 
las  mismas  de  esta  ley,  que  eran  las  ideas  do- 
minantes y  aceptadas  en  el  país.  De  sus  dis- 
posiciones se  desprende  que  el  concesionario 
de  merced  en  aguas  de  un  río,  estero  ó  ver- 
tiente de  uso  público  solo  puede  ser  restringi- 
do y  solo  puede  subordinarse  á  los  derechos 
anteriormente  adquiridos  en  el  mismo  río,  es- 
tero ó  vertiente  á  que  la  merced  determinada- 
mente se  refiere,  pero  que  no  puede  subordi- 
narse, ni  puede  ser  limitada  por  mercedes  an- 
teriores concedidas  en  el  río  corriente  de  aguas 
de  que  son  afluentes  aquellas  corrientes  sobre 
las  cuales  se  ha  concedido  la  merced. 

La  disposición  del  artículo  860  guarda  per- 
fecta conformidad  con  la  teoría  que  sostiene, 
y  habiendo  tenido  los  sucesores  Gatica  una 
merced  especial  para  sacar  aguas  del  estero 
Teatinos,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos Ó98,  603,  860  y  837,  no  es  posible  li- 
mitarles su  concesión  fundándose  en  que  los 
demandantes  tienen  derecho  á  sacar  un  canal 
del  río  Claro,  cuatro  leguas  más  abajo  del 
punto  en  que  el  estero  Teatinos  desemboca  en 
el  río  Claro.  La  limitación  sólo  puede  existir 
en  la  misma  corriente  y  en  virtud  de  concesión 
anterior. 

Si  se  aplicara  á  este  juicio  la  manera  de  en- 
tender la  cuestión  de  la  sentencia  de  1881,  se 
dejaría  al  arbitrio  del  Juez  el  conocimiento  del 
derecho  de  concesionarios  en  corrientes  secun- 
darias. 

La  resolución  dada  por  la  Corte,  con  pres- 
ciudencia  de  los  derechos  que  los  artículos  834 
\835  del  Código  Civil,  acuerdan  á  los  señores 
Gatica,  no  pueden  ser  más  grave;  echaría  por 
tierra,  á  su  juicio,  el  sistema  legal  que  entre 
nosotros  'reglamenta  el  aprovechamiento  de 
las  aguas  corrientes,  sistema  sancionado  por 
una  larguísima  práctica. 
Bste  sistema  ha  sido  reconocido  por  la  ley 


de  Municipalidades  de  1887,  que  es  reproduc- 
ción de  la  de  1854  y  aceptada  por  la  ley  de 
Municipalidades  de  1891. 
.  Las  ordenanzas  dictadas  por  el  Presidente 
de  la  República  en  uso  de  las  facultades  que  le 
confiere  la  le}-,  ordeníjnzas  que  deben  regir  so- 
bre afluentes  ó  corrientes  de  ríos  más  cauda- 
losos, y  aún  para  esteros,  demuestran,  por 
fin,  que  un  estero  es,  lo  mismo  que  el  río  en 
que  desemboca  ó  muere,  uno  de  los  bienes  na- 
cionales cuyo  uso  y  goce  corresponde  á  todos 
los  habitantes  y  que  no  es  posible  desenten- 
derse de  las  disposiciones  de  los  artículos  834, 
835  y  836  que  más  que  ningunos  otros  con- 
tribuyen á  formar  la  teoría  legal  que  viene 
sosteniéndose. 

La  sentencia  recurrida  ha  violado,  pues, 
maninestamente  las  disposiciones  legales  ci- 
tadas, influyendo  de  una  manera  sustancial 
en  su  resolución,  por  lo  que  pide  que  se  invali- 
de dicha  sentencia. 

Don  José  Manuel  Donoso  y  comparte,  res- 
pondiendo al  escrito  en  que  se  funda  el  recur- 
so, pide,  á  su  vez,  que  se  declare  sin  lugar,  con 
costas. 

Ocupándose  de  la  causal  de  cosa  juzgada, 
dice  que  la  cosa  juzgada  produce  acción  y  ex- 
cepción; que  como  acción  se  puede  hacer  valer 
para  llevar  á  efecto  el  cumplimiento  de  lo  juz- 
gado, situación  que  no  tiene  aplicación  en  el 
caso  actual,  pues  no  se  ha  resuelto  que  se  dé 
cumplimiento  en  contra  de  los  señores  Gatica 
á  la  sentencia  de  1881,  pronunciada  enjuicio 
contra  otra  persona  y  sobre  una  acción  dis- 
tinta; que  si  se  hubiera  querido  compeler  á  los 
demandados  á  cumplir  lo  resuelto  en  aquella 
sentencia  habrían  tenido  derecho  á  oponerse 
á  la  demanda,  diciendo  que  ellos  no  habían 
sido  parte  en  aquel  juicio;  y  que  no  habiendo 
litigado,  no  les  empece  aquella  resolución. 

La  sentencia  pronunciada,  en  este  juicio  ha 
puesto  término  á  un  largo  litigio  dirimiendo 
la  cuestión  en  un  sentido  que  ninguna  relación 
tiene  con  lo  que  resolvió  la  pronunciada  con- 
tra don  Vicente  Correa  y,  por  consiguiente, 
no  infringe  las  disposiciones  de  los  artículos 
198  y  199  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
puesto  que  se  limitó  á  resolver  la  petición 
subsidiaria  debatida  que  era  muy  distinta  de 
la  recaida  en  el  otro  juicio. 
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Tampoco  tiene  aplicación  al  caso  actual  la 
disposición  del  artículo  200  del  mismo  Códi- 
go, puesto  que  no  se  ha  tratado  en  este  juicio 
de  llevar  á  efecto  lo  resuelto  en  sentencia  an- 
terior pronunciada  en  otro  juicio  y  entre  dis- 
tintas personas. 

Lo  que  hay  de  verdad  en  el  asunto  es  que 
el  recurso  fundado  en  la  primera  causal  d^* 
"haber  admitido  una  demanda  que  no  tiene 
otro  fundamento  que  la  acció  i  de  la  cosa  juz- 
gada", no  tiene  base  en  los  autos. 

ha  sentencia  recurrida,  lejos  de  haber  acep- 
tado la  acción  de  cosa  juzgada,  ha  expresado 
en  forma  clara  y  perentoria  que  la  sentencia 
de  1881  no  produce  efecto  alguno  contra  los 
señores  Gatica  que  no  fueron  parte  en  el  jui- 
cio en  que  se  pronunció.  Haciendo  suyo  el 
considerando  4*?  y  reproduciéndolo  en  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  ha  dicho  la  Corte 
que  **íii  bien  es  cierto  que  los  demandados 
son  actualmente  dueños  de  la  hijuela  del  fun- 
do "Cunipeo",  denominada  Maitenes,  no  por 
eso  se  les  han  trasmitido  los  derechos  y  obli- 
gaciones que  la  sentencia  indicada  impuso  al 
señor  Vicente  Correa,  por  cuanto  el  juicio  se- 
guido entre  éste  y  el  señor  Donoso,  tuvo  su 
origen  en  los  actos  ejecutados  por  el  señor 
Correa,  y  sólo  respecto  de  el  se  dictó  la  sen- 
tencia aludida,  y  no  puede  tener  fuerza  obli- 
gatoria en  contra  de  los  señores  Gatica,  que 
no  litigaron  en  aquel  juicio". 

No  habiéndose  resuelto  por  la  sentencia  re- 
currida, como  se  espresa  en  el  considerando 
trascrito,  que  la  sentencia  de  1881  obliga  á 
los  señores  Gatica,  no  se  ha  infringido  la  dis- 
posición del  artículo  3'  del  Código  Civil,  y  no 
hay,  por  consiguiente,  fundamento  en  que 
apoyar  un  recurso  de  casación  en  el  fondo 
por  esta  causa. 

La  sentencia  recurrida  es  todavía  más  clara 
en  su  parte  dispositiva. 

Habiéndose  pedido  en  la  demanda  que  se 
declarara  que  los  demandados,  señores  Gati- 
ca, no  podían  extraer  aguas  del  río  Claro  ó 
de  sus  afluentes  anteriores  á  la  boca-tomadcl 
canal  del  ''ÍTalpón",  sino  en  la  forma  y  bajo 
las  condiciones  estabecidas  en  la  sentencia  de 
29  de  noviembre  de  1881,  pronunciada  en  el 
juicio  seguido  por  don  José  Manuel  Donoso 
contra  don  Vicente  Correa,  la  sentencia  im- 


pugnada desechó  esta  petición  y  sólo  (lió  lo- 
gar á  la  petición  subsidiaria  contenida  en  la 
segunda  petición  de  la  demanda  en  la  que  se 
pedía,  que  en  subsidio  de  la  petición  princi- 
pal, y  *'siendo  la  merced  concedida  á  los  d^ 
mandados,  para  sacar  aguas  del  estero  Tea- 
tinos  sin  perjuicio  de  terceros,  la  extracción 
de  agua  á  virtud  de  esa  merced  debe  enten- 
derse sujeta  á  la  obligación  de  no  perjudicar 
los  derechos  de  los  dueños  del  "Galpón",  ó 
sea,  limitada  al  exceso  de  aguas  que  en  el  río 
ó  afluentes  hubiere,  después  de  asegurada  al 
canal  de  dicho  fundo  la  completa  dotación 
que  le  corresponde,  la  cual  será  determinada 
por  peritos". 

Hay  que  notar  todavía  que  esta  causal  no 
está  fundada  en  que  se  trate  de  cumplir  una 
sentencia  que  no  les  obliga  á  los  sucesores 
Gatica,  sino  que,  según  los  recurrentes,  la  sen- 
tencia está  fundada  sobre  otra  que  no  les  em- 
pece, lo  cual  podría  haber  dado  motivo  para 
impugnar  la  sentencia  por  otros  motivos,  pe- 
ro no  por  infracción  del  artículo  3^  del  Códi- 
go Civil. 

Pero  la  verdad  es  que  la  sentencia,  que  dá 
lugar  á  la  petición  subsidiaría,  está  fundada 
en  parte:  1^  en  mérito  de  los  considerandos 
4^  y  5^  de  la  sentencia  de  primera  instancia; 
2^  en  mérito  de  la  prueba  testimonial  rendida 
por  los  demandantes  al  tenor  de  las  articnla- 
ciones  4?^  5^,  6*  7*  y  8*  del  interrogatorio  la 
cual,  apreciada  por  el  Tribunal,  dio  por  re- 
sultad o  los  hechos  consignados  en  el  consi- 
derando 1^;  3^  en  mérito  de  la  apreciación 
que  el  Tribunal  hace  de  las  piezas  compulsa- 
das en  autos,  conocidas  y  discutidas  por  los 
recurrentes;  y  4^  en  mérito  de  las  demás  con- 
sideraciones de  hecho  y  de  derecho  que  cons- 
tan de  la  sentencia  recurrida. 

La  sentencia  sólo  menciona  la  de  1881, 
])ara  fijar  el  verdadero  estado  de  la  cosa,  á  ¡a 
fecha  en  que  se  inició  juipo,  y  para  insistir  en 
la  circunstancia  de  que  el  hecho  de  que  los  de- 
mandados saquen  su  acueducto  del  estero 
Teatinos  y  no  del  mismo  río  Claro  perjudica 
en  todo  caso  el  fundo  **Galpón". 

La  sentencia  en  examen  no  mandó  cumplir, 
pues,  una  sentencia  anterior,  sino  que  se  limi- 
tó á  pronunciarse  con  el  mérito  de  las  prue- 
bas aducidas  en  autos,  resolviendo  la  cues- 
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tión  propuesta  subsidiariamente,  por  lo  que 
no  hay  motivo  legal  para  deducir  recurso  de 
casación  fundado  en  la  primera  causal. 

En  cuanto  á  la  segunda  causal,  dice  que  los 
sucesores  Gatica  no  invocaron,  en  su  contes- 
tación á  la  demanda,  las  disposiciones  de  los 
artículos  834.y  835  del  Código  Civil  en  apoyo 
de  sus  derechos,  y  que  se  han  conformado  con 
la  resolución  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia basadn  en  los  artículos  595, 603  y  869 
que  consideran  la  cuestión  en  una  faz  entera- 
mente distinta:  en  los  artículos  en  que  se  fun- 
da el  recurso  contempla  la  ley  el  uso  que  pue- 
de hacer  el  dueño  del  fundo  riberano  de  las 
aguas  que  corren  naturalmente  por  su  here- 
dad, mientras  que  ellos  han  fundado  su  defen- 
sa en  los  últimos  artículos  que  le  dan  el  título 
de  dominio  á  las  aguas  cuestionadas. 

La  sentencia  recurrida  no  ha  infringido,  por 
consiguiente,  las  disposiciones  de  los  artículos 
en  que  se  funda  el  recurso,  puesto  que  no  han 
sido  materia  de  la  discusión. 

La  sentencia  está  fundada,  por  otra  parte, 
en  la  apreciación  de  la  prueba  que  ha  hecho  el 
Tribunal,  en  la  que  estimó  que  las  aguas  del 
estero  Teatinos  forman  parte  del  caudal  de 
aguas  del  río  Claro,  por  ¡o  que,  tomando  en 
consideración  los  títulos  que  hacen  valer  los 
demandados,  ha  debido  aplicarse  á  la  resolu- 
ción lo  dispuesto  en  el  artículo  860  del  Códi- 
go Civil. 

La  apreciación  jurídica  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador ha  hecho  de  la  prueba  para  consi- 
derar que  las  aguas  del  estero  Teatinos  son 
las  mismas  que  las  del  río  Claro,  no  puede  ser 
alterada  por  una  sentencia  de  casación,  pues- 
to que  los  artículos  958  y  977  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  dan  al  Tribunal  del  fon- 
do de  la  cuestión  una  facultad  privativa  cuyo 
ejercicio  no  está  sujeto  á  revisión. 
Cualquiera  que  sea,  pues,  la  resolución  que 
•  haya  dado  ese  Tribunal,  no  dá  motivo  para 
casación  y  debe,  por  consiguiente,  desesti- 
marse esta  causal  y  rechazarse  el  recurso. 

Discurriendo  ampliamente  en  seguida  sobre 
el  significado  de  la  palabra  río  y  estero,  en  el 
sentido  dado  á  esta  última  palabra  en  Chile 
dice  que  tanto  los  ríos  como  todas  las  aguas 
que  corren  por  cauces  naturales,  según  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  595  del  Código  Civil, 


son  bienes  nacionales  de  uso  público  )',  por 
consiguiente,  apropiables  para  los  usos  parti- 
culares, sujetándose  á  las  disposiciones  lega- 
les; que  siendo  el  río  formado  por  los  afluen- 
te», vertientes  ó  esteros,  no  puede¡prescindirsc 
de  éstos  cuando  se  adquiere  el  dominio  á  una 
parte  de  las  aguas  de  un  río,  por(|ue  si  se  per- 
mitiera apropiarse  de  los  afluentes,  sin  consi- 
deraciones á  los  derechos  que  han  adquirido 
las  heredades  inferiores  que  sacan  aguas  de 
un  río,  resultaría  que  serían  anulados  y  desa- 
parecerían los  derechos  de  'as  heredades  infe- 
riores, si  se  prescindiera  de  ellas  para  conce- 
der posteriormente  derechos  sobre  los  afluen- 
tes ó  esteros. 

Sostiene  todavía  la  parte  recurrida  que,  ha- 
biendo estimado  la  sentencia  que  el  río  Claro 
y  el  estero  Teatinos  son  una  misma  cosa,  se- 
gún la  prueba  rendida,  no  es  posible  alterar 
esta  manera  de  apreciar  los  hechos  al  pronun- 
ciarse sentencia.  No  puede  cambiarse  esta  si 
tuación  jurídica.  Debe  considerarse  como  un 
hecho  incontrovertible  que  el  estero  Teatinos 
forma  parte  del  río  Claro  y  que  no  puede  con- 
siderarse separado  de  él  para  los  efectos  de 
constituir  derechos  sobre  sus  aguas. 

Pero,  para  atacar  la  resolución  por  haber 
trasgredido  la  ley,  es  necesario  indicar  cual  es 
el  precepto  legal  infringido,  cosa  que  no  se  ha 
hecho  al  tratar  este  aspecto  de  la  cuestión. 

La  sentencia,  por  el  contrario,  reconoce  los 
derechos  de  los  recurrentes.  Se  dicen  dueños 
de  una  merced  de  aguas  que  ha  sido  respeta- 
da en  todo  el  valor  jurídico  que  le  da  el  ar- 
tículo 860  del  Código  Civil;  se  ha  aplicado 
estrictamente  la  disposición  legal.  No  puede, 
por  consiguiente,  sostenerse  que  al  darse  una 
resolución  se  ha  infringido  el  artículo  595. 
El  derecho  adquirido  por  la  merced  no  les  es 
desconocido  á  los  recurrentes,  sino  que  se  les 
reconoce  el  goce  con  hi  limitación  establecida 
en  su  mismo  título,  esto  es,  de  respetar  los 
derechos  anteriores  adquiridos. 

Y  habiéndose  establecido  con  la  prueba  que 
los  señores  Gatica  perjudican  los  derechos  de 
los  demandantes  al  sacar  íntegramente  los 
derechos  adquiridos,  la  resolución  de  esta 
cuestión  es  de  simple  buen  sentido.  Si  al  hacer 
uso  de  la  merced  no  causan  perjuicios  á  los 
demandantes,  nada  han  perdido  con  el  fallo. 


136 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


Pero  si  los  perjuicios  son  efectivos,  el  uso 
de  las  aguas  debe  limitarse  en  cuanto  sea  ne- 
cesario para  dejar  en  el  goce  íntegro  de  sus 
derechos  á  los  demandantes,  conforme  á  la  li- 
mitación establecida  en  la  merced. 

Más  habiéndose  estimado  por  el  Tribunal 
del  fondo,  apreciando  la  prueba  que  consta 
de  autos,  que  los  señores  Gatica  perjudican 
los  derechos  del  "Galpón"  con  la  extracción 
completa  de  los  regadores  que  les  ha  concedi- 
do la  merced,  esta  apreciación  de  los  hechos 
no  puede  ser  revisada  por  el  Tribunal  de  Ca- 
sación, porque  la  facultad  de  apreciar  los 
hechos  es  privativa  del  tribunal  sentenciador 
y  la  interpretación  que  se  haga  de  ellos  en  la 
sentencia  es  inamovible. 

Establecido,  pues,  el  hecho  de  que  la  merced 
•de  los  recurrentes  perjudica  los  derechos  del 
"Galpón",  no  es  ya  posible  entrar  á  demos- 
trar que  los  perjuicios  no  son  efectivos  ni  á 
rever  lo  resuelto  sobre  este  punto. 

No  ha  habido,  según  cree  haberlo  demostra- 
do, infracción  de  las  disposiciones  legales  que 
sirven  de  fundamento  al  recurso,  por  lo  cual 
concluye  pidiendo  que  no  se  dé  lugar  á  él» 
condenándose  en  las  costas. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1*^  Que  la  sentencia  de  que  se  recurre  da 
por  establecidos  los  hechos  siguientes,  que 
esta  Corte  tiene  que  aceptar  para  la  presente 
resolución,  conforme  á  lo  prescrito  por  los  ar- 
tículos 958  y  977  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil: 

a)  Que  la  boca-toma  del  canal  de  los  de- 
mandados se  encuentra  ubicada  en  el  estero 
Teatinos  como  cuatro  leguas  más  arriba  de 
la  toma  construida  por  don  Vicente  Correa, 
que  fué  objeto  de  la  sentencia  dictada  en 
1881  en  el  juicio  seguido  por  éste,  dueño  en- 
tonces del  fundo  "Cumpeo",  con  los  propieta- 
rios del  predio  "El  Galpón"; 

b)  Que  desde  hace  más  de  cuarenta  años  el 
fundo  "Galpón"  y  las  hijuelas  en  que  con  pos- 
terioridad se  dividió,  se  riegan  de  un  modo 
público,  pacífico  y  no  interrumpido  por  medio 
de  un  canal  que  para  el  efecto  se  saca  del  río 
Claro; 


c)  Que  las  aguas  de  esteno  disminuyen  con 
frecuencia  en  la  temporada  de  los  riegos,  por 
lo  que  se  le  somete  á  tumo,  y  los  canalistas 
sólo  gozan  de  ellas  en  la  forma  y  proporcio- 
nes que  en  los  mismos  se  establecen; 

d)  Que  el  estero  Teatinos,  del  cual  los  de- 
mandados sacan  ahora  un  acueducto  para  el 
riego  de  su  propiedad  "Maitenes",  es  el  prin- 
cipal y  más  caudaloso  afluente  del  rio  Claro, 
al  que  entra  más  arriba,  ó  sea  más  al  oriente 
del  canal  que  sirve  para  el  «so  y  menesttres 
del  "Galpón"; 

e)  Que  por  tal  motivo  las  aguas  del  último 
disminuyen  también  considerablemente  en  la 
época  de  riegos,  á  la  par  con  las  del  río  de  sj 
origen; 

f)  Que  la  hijuela  "Maitenes"  compradapor 
los  demandados  el  29  de  noviembre  de  1893 
á  la  sucesión  de  don  Viceiite  Correa  v  parte 
del  antiguo  fundo  "Cumpeo",  según  la  inscrip- 
ción que  corre  en  autos,  sólo  se  riega  desde 
1898  con  el  referido  acueducto  que  se  des- 
prende del  estero  Teatinos; 

g)  Que  la  antigüedad  del  canal  del  "Gal- 
pón" y  el  derecho  de  sus  dueños  al  uso  délas 
aguas  del  río  Claro,  tiene  á  lo  menos  una 
existencia  anterior  á  1 838,  y  la  merced  de  los 
demandados  es  de  reciente  data; 

h)  Que  en  las  épocas  de  riego  sobrevienen 
escaceses  en  las  aguas  del  río  Claro,  por  lo 
que  hay  necesidad  de  someterlas  á  tumo;  y 

/)  Que  la  disminución  del  caudal  del  estero 
Teatinos,  principal  afluente  del  Claro,  merma 
la  dotación  de  aguas  á  que  tiene  derecho  el 
canal  del  "Galpón''; 

2^  Que  además  de  los  hechos  precedentes,  la 
misma  sentencia,  fundadaen  el  considerando^^ 
de  la  de  primera  instancia  y  en  las  razones  que 
emite  en  sus  propios  considerandos  3',  ó^y 
6^,  expresa  terminan  temen  tejque  este  juicio  es 
diverso  del  fallado  en  1881,  por  ser  diversas 
las  partes  litigantes  y  diversa  la  materia  de 
la  litis,  que  sólo  se  refiere  al  anterior,  no  para 
hacer  cumplir  á  los  demandados  aquella  sen- 
tencia que  no  les  empece,  sino  para  apreciar 
sus  elementos  probatorios  en  concurrencia 
con  la  prueba  rendida  en  la  presente  contro- 
versia y  fijar  así  los  hechos  que  sirven  de  ne- 
cesario fundamento  de  la  petición  subeidiaria 
de  la  dem&nda; 
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3^  Que  de  este  modo  aparece  que  la  senten- 
tencia  recurrida  no  ha  ordenado  cumplirse 
respecto  de  los  demandados  la  sentencia  que 
se  expidió  en  1881,  y  por  lo  mismo  no  ha  in- 
fringido los  artículos  3^  del  Código  Civil  y 
198,  199  y  200  del  de  Procedimiento  Civil 
que  dichos  demandados  invocan  en  el  recur- 
so sosteniendo  que  se  les  ha  obligado  á  some- 
terse á  los  efectos  de  una  litis  en  que  no  figu- 
raron como  partes; 

4^  Que  tampoco  resultan  infringidos  los  ar- 
tículos 834,  835,  836,  595,  603,  837  y  860 
del  Código  Civil,  puesto  que,  sea  que  se  trate 
del  aprovechamiento  de  una  corriente  de  uso 
público,  sin  necesidad  de  merced  especial,  6 
sea  que  se  se  pretenda  ejercer  dicho  uso  con 
el  título  que  se  obtiene  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa, el  hecho  es  que  la  sentencia  de 
que  se  reclama  ha  aplicado  correctamente  los 
preceptos  indicados  al  estimar: 

aj  Que  las  aguas  del  estero  Teatinos,  por 
tener  influencia  notable  en  el  aumento  6  dis- 
minución de  las  aguas  del  canal  que  en  el  río 
Claro  tienen  los  dueños  del  fundo  el  *'Galpón*', 
no  pueden  ser  consideradas  entre  sí  como  in- 
dependientes y  distinta  su  cantidad; 

h)  Que  de  consiguiente,  el  uso  que  de  las 
primeras  pueden  hacer  los  demandados  se 
halla  limitado  por  el  que  corresponde  á  los 
demandantes  en  el  río  Claro  porque  éstos 
han  estado  gozando  su  derecho  de  un  modo 
público,  pacífico  y  no  interrumpido  desde  ha- 
ce más  de  40  anos  por  medio  de  un  canal 
construido  al  efecto  en  el  expresado  río;  y 

c)  Que  la  merced  de  los  demandados  es  de 
reciente  data,  y  habiéndose  concedido  sin  per- 
juicio de  terceros,  como  todas  las  de  su  clase, 
no  puede  lesionar  en  ningún  caso  los  derechos 
preferentes  de  aquellos. 

ó^  Que  la  Corte,  conformándose  á  esta  doc- 
trina, ha  resuelto  el  pleito  dando  lugar  á  la 
petición  subsidiaria  de  la  demanda  en  el  sen- 
tido de  que  el  ejercicio  de  la  merced  concedida 
á  los  demandados  debe  entenderse  sujeta  á  la 
obligación  de  no  perjudicar  los  derechos  de 
losdueños  de  el  "Galpón",  con  declaración,  se- 
gún lo  expresa  textualmente,  de  que  la  dota- 
ción de  aguas  á  que  se  refiere  dicha  petición 
subsidiaria  deberá  ser  determinada  por  ti 
Juez,  previo  informe  de  un  perito,  y  limitarse 


solo  á  la  que  corresponde  á  las  hijuelas  de 
cada  uno  de  los  demandantes,  don  José  Ma- 
nuel y  doña  María  Luisa  Donoso,  dentro  de 
los  límites  y  extensión  en  que  aparecen  les 
fueron  adjudicadas;  y 

6*^  Que  de  esta  suerte,  ha  resuelto  la  Corte 
el  punto  controvertido,  sobre  preferencia  al 
uso  de  las  aguas  en  referencia,  con  sujeción  á 
los  principios  legales  que  reglan  esta  ma-f 
teria. 

Vistos  además  los  artículos  940,  962  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  desecha, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  interpuesto. 
Queda  aplicado  al  Pisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. 
Se  previene  que  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren  no  aceptó  el  cuarto  de  los  funda- 
mentos de  este  fallo,  y  en  su  lugar  tuvo  pre- 
sente la  consideración  de  que  los  jueces  del 
fondo  no  habían  infringido  los  preceptos  lega- 
les en  cuya  violación  se  basa  el  recurso:  1° 
porque  el  derecho  que  los  demandados  opu- 
sieron como  excepción  durante  el  juicio  á  las 
pretensiones  consignadas  por  los  demandan- 
tes en  la  petición  subsidiaria  de  su  demanda, 
única  A  la  cual  se  dio  lugar  en  la  sentencia  re- 
currida, fué  sólo  el  que  les  correspondía  en 
virtud  de  una  merced  de  reciente  data,  con- 
cedida á  ellos  por  la  autoridad  administiva 
para  extraer,  sin  perjuicio  de  terceros,  sesen- 
ta regadores  de  aguas  del  estero  Teatinos;  y 
2'  por  que  la  Corte  de  Talca  estableció  como 
antecedente  de  su  fallo,  antecedente  que,  por 
serlo  de  un  hecho,  es  inamovible,  el  de  que 
con  el  uso  que  de  las  aguas  del  indicado  este- 
ro hacían  los  demandados,  sufrían  disminu- 
ción las  del  canal  perteneciente  á  los  deman- 
dantes, cuyo  título  es  de  fecha  anterior  á  la 
de  la  merced  concedida  á  aquellos.— Leopo/- 
do    Urrutia.  —  Galvarino  Gallardo,— Gabriel 

Gaete V,  A  guiñe  V.-^Car/os  Varas.  ^  Abel 

Saavedra.—  E.  Fóster  Recaba rren.-^A,  Ver- 
gara  Albano. 
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Cas,  en  hi  forma.^6  de  noviembre  de  1906 

Síndico  de  la  quiebra  de  Carlos  Buero 
con  Laceo  y  otro 

Quiebra.- Cesación  de  pagros.  — Nuli- 
dad relativa.  -"Ultra  petita^.-Oosa 
juzgada. 

Doctrina:— A'o  falla  ''ultra  patita''  la 
sentencia  que  declara  la  nulidad  de  unos 
contratos  celebrados  por  un  fallido,  fun- 
dándose en  el  articulo  1376  del  Código 
de  Comercio,  si  la  demandare  fundaba 
precisamente  para  pedir  esa  nulidad,  en' 
tre  otras  prescripciones,  en  ese  artículo. 

El  recurso  de  casación  en  la  forma  fun- 
dado en  haberse  dado  la  sentencia  con- 
tra otra  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  exige  que  ésta  se  baya  alegado 
oportunamente  en  el  juicio, 

Don  Alberto  Molfino,  síndico  de  la  quiebra 
de  Carlos  Buero  é  Hijo,  expone:  que  éstos 
vendieron  á  don  Domingo  Laceo  y  á  don 
Carlos  Grasso  en  29  de  abril  de  1904  y  cuan- 
do ya  habían' cesado  en  el  pao^o  de  sus  obliga, 
clones  mercantiles,  las  siguientes  propiedades 
situadas  en  esta  ciudad:  un  sitio  y  edificio 
ubicado  en  la  calle  Vivar,  con  los  núms.  304 
á  308;  un  sitio  y  edificio  ubicado  en  la  esquí" 
na  formada  por  las  calles  de  Thompson  y 
Tacna,  núms.  122  á  130;  por  la  calle  de 
Thompson,  otro  sitio  y  edificio  contiguo  af 
anterior;  por  la  calle  de  Tacna,  signado  con 
los  núms.  165  á  169  inclusive,  un  predio  si- 
tuado en  la  esquina  Sur-Oeste  formado  por 
las  calles  de  O'Higgins  y  Ramírez;  y  un  predio 
contiguo  al  anterior  por  la  calle  de  0*Higgins 
núm.  170;  y  se  estipuló  al  precio  de  $  30.000 
al  contado  y  un  pacto  de  retroventa  por  cua- 
tro años;  que  vendió  también  don  Carlos 
Buero  á  don  Carlos  (yrasso  cincuenta  accio- 
nes de  la  Compañía  de  Seguros  Cristóforo 
Colombo  y  todos  esos  contratos  no  han  teni- 
do otro  objeto  que  servir  los  propósitos  del 
fallido  sin  que  haya  habido  pago  de  precio  ni 
se  haya  transferido  el  dominio  de  los  bienes 
vendidos;  que  según  las  disposiciones  del  Có- 


digo de  Comercio  y  Código  Civil  todos  esos 
actos  y  contratos  son  nulos,  porque  han  si  lo 
verificados  en  el  tiempo  medio  entre  la  cesa- 
ción  de  pagos  y  la  declaración  de  quiebra? 
pueden  ser  rescindidos  siempre  que  los  avTe^ 
dorrs  pairados  y  1«^s  terceros  que  hubieren 
contratado  con  el  fallido  hubiesen  procedí  lo 
con  el  conocimiento  de  la  cesación  de  pago?; 
que  si  no  fuera  bastante  para  producir  la  nu- 
lidad de  esos  contratos  el  hecho  de  ser  simu- 
lados, lo  sería  el  hecho  público  y  notorio  que 
ningún  comerciante  de  esta  plaza  podía  igno- 
rar de  que  Carlos  Buero  é  Hijo  desde  más  de 
un  año  atrás  habían  cesado  en  el  pago  de  sus 
obligaciones  mercantiles  y  que  sus  negocios 
estaban  en  muy  mal  estado.  Fundado  en 
estos  antecedentes  entabló  demanda  contra 
don  Domingo  Laceo  y  don  Carlos  Grasso,  y 
pidió  que  se  declarara  oportunamente:  que  es 
nula  la  venta  de  todos  los  bienes  raíces  enun- 
ciados en  la  escritura  pública  de  29  de  abril  | 
de  1904  y  nula  la  venta  ó  cesión  de  cincuenta 
acciones  de  la  Compañía  Cristóforo  Colombo 
y,  en  consecuencia,  que  están  obligados  á  de- 
volver esos  bienes  á  la  quiebra  con  sus  frutos, 
que  se  les  condene  á  la  pérdida  de  todo  interés 
que  puedan  tener  en  la  quiebra  y  al  pago  de  | 
los  perjuicios  y  costas  de  la  causa. 

Don  Antonio  Becerra,  por  los  señores  Laceo 
y  Grasso,  contestó  la  demanda  3'  dijo:  que 
según  las  disposiciones  legales  citadas  por  el 
demandante,  para  que  sean  nulos  ó  rescindi- 
bles  los  actos  y  contratos  á  título  oneroso  á 
que  ellas  se  refieren,  es  necesario  que  concu- 
rran las  dos  circunstancias  de  que  ha^-an  sido 
celebrados  en  el  tiempo  medio  entre  la  cesa- 
ción de  pagos  y  la  declaración  de  quiebra  y 
que  los  acreedores  pagados  y  los  terceros  que 
hubiesen  contratado  con  el  fallido  hubie- 
sen procedido  con  conocimiento  de  la  cesa- 
ción de  pagos;  que  no  es  efectivo  que  la 
venta  de  esas  propiedades  y  acciones  se  ha* 
yan  celebrado  entre  la  cesación  de  pagos  y  la 
declaración  de  quiebra  3'  no  es  exacto  que 
los  compradores  conociesen  la  cesación  de 
pagos  del  vendedor;  que  es  falso  que  el  vende- 
dor hubiese  cesado  en  el  pago  de  sus  obliga- 
ciones el  29  de  abril  de  1904  y  no  se  fijó  la 
fecha  de  esa  cesación,  ni  se  ha  fijado  y,  por  lo 
tanto,  se  entiende  que  esa  fecha  es  la  misma 
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de  la  declaración  de  quiebra;  que  no  ha  habi- 
do mala  fe  de  parte  del  vendedor  ni  del  com- 
prador y  esta  aseveración  del  demandante  no 
tiene  fundamento  alguno;  que  la  venta  la  hizo 
don  Carlos  Buero  apenas  llegado  de  Europa» 
sin  que  tuviese  conocimiento  del  mal  estado 
de  los  negocios  de  su  hijo  Domingo  ó  sea  de 
la  sociedad,  y  los   compradores   ignoraban 
que  ese  con  tr.it o  afectase  á  la  sociedad  y  á  la 
quiebra  y  que  esta  obligación  hiciese  respon- 
sable personalmente  al  socio  don  Carlos  Bue- 
ro, y  en  cambio  los  compradores  sabían  que 
la  sociedad  hacía  pagos  en   los  mismos  días 
de  la  quiebra,  como  se  acreditará  y  por  valor 
de  $  3.800,  y  todavía  es  señal  de  la  buena  fe 
de  los  compradores  el  pacto  de  retroventa 
que  se  estipuló,  porque  á  haber  tenido  cono- 
cimiento de  la  cesación  de  pagos  de  la  socie- 
dad no  se   habría  estipulado,   desde  que  la 
quiebra  vendría  á  imposibilitar  al  vendedor 
para  recuperar  el  precio  pagado;  que  no  es 
exacto  que  no  se  haya  transferido  el  dominio 
porque  la  escritura  fué  inscrita  en  el  mismo 
día  de  su   otorgamiento  y  á  nombre  de  los 
compradores  y  en  cuanto  al  precio  lo  había 
recibido  el   vendedor  con  anticipación  y  casi 
en  su  totalidad  más  de  un  año  antes  como  se 
justificará'}'  por  eso  en  la  escritura  el  vende- 
dor declara  haber  recibido  el  precio  á  ?u  sa- 
tisfacción 3'  que  los  compradores  lo  han  pa- 
gado por  mitad,  y  así  la  escritura  de  29  de 
abril  viene  á  ser  el  perfeccionamiento  de  una 
venta  hecha  mucho  tiempo  antes;  que  las  ra- 
zones que  militan  para  sostener  la  validez  y 
eficacia  de  la  compra   de  los   bienes   raíces 
obran  en  favor  de  la  venta  de  las  cincuenta 
acciones  de  la  Compañía  Cristóforo  Colom- 
bo,  siendo  de  advertir  que  el  gerente  de  esa 
Sociedad  es  el  mismo  síndico  demandante  que 
intervino  y  aceptó  la  transferencia  de  esas 
acciones  }'  el  mismo  síndico  aceptó  la  venta 
de  esas  acciones  que  en   10  de  junio  hizo  don 
Carlos  Grasso  á  don  Francisco  Pessoro  y  si 
esa  venta  era  nula  el  29  de  abril,  no  debía 
haberse  aceptado  el  traspaso  en  10  de  junio, 
porque  tales  actos  defraudaban   á  los  acree- 
dores que  entonces  y  ahora  representa  don 
Alberto  Molfíno  y,  por  último,  que  el  mismo 
demandante  en  19  de  mayo  aceptó  seguros 
por  algunas  de  las  propiedades    vendidas  á 


los  señores  Laceo  y  Grasso  según  se  acredita- 
rá con  las  pólizas.  Fundado  en  esas  conside- 
raciones, termina  pidiendo  que  se  deseche  la 
demanda,  con  costas. 

El  síndico  de  la  quiebra  de  Carlos  Buero  é 
Hijo  replicó  sin  aducir  nuevos  razonamientos 
y  otro  tanto  hizo  el  demandado  en  el  escrito 
de  duplica. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba  y  las  partes 
rindieron  la  que  se  registra  en  autos.  Vencido 
el  término  el  demandante  alegó  de  bien  pro- 
bado, y  después  de  exponer  los  antecedentes 
de  la  demanda  y  contestación,  expresó  que  el 
hecho  aseverado  y  confesado  por  los  mismos 
demandados,  de  que  la  escritura  de  venta  de 
29  de  abril  venía  á  ser  el  perfeccionamiento  de 
una  venta  hecha  mucho  tiempo  antes,  es  la 
propia  condenación  de  los  mismos,  porque  lo 
que  en  realidad  hay,  es  que  Carlos  Buero  era 
deudor  de  algunas  cantidades  á  los  compra- 
dores, anticipadas  mucho  tiempo  atrás,  y 
cuando  vio  que  los  vendedores  estaban  en 
ruina,  les  exigió  el  pago  con  la  compra  de 
los  únicos  bienes  que  podían  servir  para  el 
pago  de  sus  acreedores;  y  por  consiguiente,  el 
contrato  es  nulo,  porque  no  había  una  pro- 
mesa de  venta  anterior  á  esa  escritura;  que  de 
todas  maneras  ese  contrato  es  nulo  porque 
los  vendedores  estaban  en  cesación  de  pagos 
cuando  efectuaron  la  venta  y  es  prueba  de 
ello,  el  que  sesenta  días  después,  los  mismos 
compradores  Laceo  y  Grasso  garantizaron  y 
afianzaron  proposiciones  de  convenio  á  favor 
de  los  fallidos,  porque  ellos  conocían  el  mal 
estado  de  sus  negocios  cuando  contrataron  y 
para  garantirse  simularon  la  venta  de  todos 
los  bienes  raíces  del  deudor;  que  el  hecho  es 
que  Buero  desde  el  1*^  de  abril  hacía  proposi- 
ciones de  convenio  con  la  fianza  de  Laceo  y 
Grasso  y  los  comerciantes  de  Valparaíso  que- 
rían declararlo  en  quiebra  antes  del  1^  de 
enero  de  1904;  que  según  las  probanzas  ren- 
didas es  evidente  que  Laceo  y  Grasso,  íntimos 
amigos  de  Buero,  tenían  cabal  conocimiento 
del  mal  estado  de  los  negocios  de  éste  porque 
desde  el  13  de  mayo  hacían  gestiones  en  Val- 
paraíso cerca  de  la  Unión  Comercial  y  ofre- 
cían pagar  el  40%  á  plazo  con  la  fianza  de  los 
compradores  Laceo  y  Grasso,  y  es  indudable 
que  al  ofrecer  esos  fiadores  les  había  cónsul- 
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tado  y  buscado  antes  de  esa  fecha;  que  es  pre- 
ciso tener  presente  que  solamente  en  29  de 
abril  de  1904  se  venden  propiedades  raíces  en 
pago  de  sumas  que  se  remitían  á  Italia  desde 
1900  y  que  efectúan  esta  compra  negociantes 
en  trapos  por  valores  tan  considerables  sin 
exigir  documentos  6  comprobantes;  que  tam- 
bién se  debe  tomar  eu  consideración  que  el 
mismo  Grasso  compró  en  esa  misma  época  á 
José  Canessa,  comerciante  fallido  y  que  se  fu- 
gó, su  única  propiedad  raiz,  compra  que  des- 
pués de  haber  querido  Laceo  firmar  no  lo  hizo 
y  se  dejó  sin  efecto  y  también  que  en  la  quie- 
bra figuran  créditos  vencidos  antes  del  29  de 
abril  de  1904  y  que  Buero  se  fugó;  que  por  lo 
tanto  no  tiene  importancia  la  prueba  testi- 
monial en  presencia  de  lo  que  consta  de  escri- 
turas públicas  y  de  la  confesión  de  los  deman. 
dados;  que  las  declaraciones  de  los  testigos 
de  los  demandados  solamente  dejan  en  claro 
que  no  oyeron  ni  supieron  lo  que  era  público 
en  el  comercio:  que  el  estado  de  los  negocios 
de  Buero  é  Hijo  eran  deplorable  á  la  fecha  de 
la  escritura  de  compraventa  de  29  de  abril,  y 
eso  lo  sabían  todos  los  comerciantes  incluso 
los  demandados,  que  formalizaron  sus  fianzas 
para  las  proposiciones  de  convenio  el  24  de 
junio,  fíanzas  ofrecidas  por  Buero  en  Valpa- 
raíso en  el  mes  de  mayo;  que  en  el  mismo  día 
29  de  abril  en  que  Buero  ponía  á  salvo  sus 
bienes  inmuebles,  A  nombre  de  Laceo  y  Grasso, 
cedía  á  éste  cincuenta  acciones  delaCompafíía 
Cristóforo  Colombo  que  valían  $  10.000,  pero 
sin  que  en  los  libros  del  fallido  aparezca  refe- 
rencia alguna  de  este  negocio  y  lo  dicho  res- 
pecto al  contrato  de  venta  es  aplicable  á  esta 
cesión  en  cuanto  fué  hecha  en  estado  de  cesa- 
ción de  pagos  que  conocía  el  cesionario,  y  que 
no  tiene  fundamento  ni  puede  tomarse  en 
cuenta  el  hecho  de  que  en  esa  transferencia  in- 
terviniese el  Gerente  de  la  Compañía  don  Al- 
berto Molfino  ni  se  opusiese  á  la  cesión,  por- 
que los  estatutos  no  le  confieren  facultad  de 
oponerse  ni  de  pronunciarse  sobre  la  solven- 
cia del  cedente  y  que  en  consecuencia  debe 
darse  lugar  en  todas  sus  partes  á  la  demanda. 
Don  Antonio  Becerra,  por  los  demanda- 
dos, con  las  pólizas  respondió  al  alegato  y 
sostuvo:  que  las  contradicciones  que  el  de- 
mandante observa  en    la  contestación    á  la 


demanda  no  existen,  porque  como  lo  ha  sos- 
tenido, en  la  escritura,  de  venta   no   se   dice 
que  el  vendedor  en  el  acto   del  otorgamiento 
recibiera  todo  el  precio,  sino  que  lo  ha  recibí-         | 
do  á  su  entera  satisfacción,  y  esto  porque  co- 
mo lo  aseveró,    desde  un  año  y  medio  antes 
Buero  había  recibido  casi  en  su    totalidad   el 
precio,    lo    que  ha  acreditado  con  numerosa 
prueba  testimonial  y  con  los  documentos  res-         ! 
pectivos;  que  se  ha  probado    que   cuando  se 
celebró  el  contrato  Buero  é  Hijo  ni  eran  deu- 
dores  ni    estaban  en  cesación  de  pagos,  por- 
que la  escritura  fué  el  perfeccionamiento  de  la 
venta  convenida  desde    tiempo    atrás,    y    al 
otorgarla  se  declaró  recibido  el  precio    á   sa- 
tisfacción, porque  el  saldo  se  entregó  en  dine- 
ro efectivo;    que  reproduce  las  consideracio-        ^ 
nes  hechas  valer  al  contestar  la   demanda  en 
cuanto  á  la  circunstancias    que  se  requieren 
para  que  sean  rescindibles   los    contratos  á 
que  se  refieren  los  artículos  1374  y  1376  del 
Código  de  Comercio  y  el  demandante  no  ha 
probado  que  los    vendedores    estuviesen  en 
cesación  de  pagos  cuando  se  otorgó  la  escri- 
tura de  compraventa  y  menos  que  los  cora-        i 
pradores  conociesen  tal   cesación    de   pagos, 
porque   Laceo  y  Grasso  se  han  ofrecido  como 
fiadores  para  las  proposiciones  de  convenio       ' 
cincuenta  días  después  de  otorgada  la   escri- 
tura; que  no  es  verdad  que  los  compradores       | 
negocien  solamente   en    trapos,  porque    son 
dueños  de  propiedades  raíces,  acciones  de  mi- 
nas   y    de    sociedades,    etc.,    y    Grasso    ha 
acudido  siempre  con    sus    recursos  y  con    su 
crédito  á  afianzar  y  á  servir  á  sus  paisanos 
desinteresadamente;    que   el    mismo    Grasso       ¡ 
compró  las  acciones  de  la  Cristóforo  Colom- 
bo, no  á  Buero  é  Hijo  sino    á  Carlos    Buero 
dueño  de  ellas   y  por  esa  razón  esa  venta 
no  figura  en  los  libros  de  la  Sociedad  que   ha- 
bía terminado  en   Diciembre    de  1900  y  que 
continuaba   de    hecho  y  Carlos  Buero  pasó 
los  últimos  años  en    Europa   y  consideraba 
que  los  negocios  de  su  hijo  marchaban    bien, 
porque  éste  le  ocultaba  su  situación,  como  se 
la  ocultó  á  todos  sus   amigos   )'   que  por  lo 
tanto  y  en  vista  de   la    prueba   rendida    no 
debe  darse  lugar  á  la  demanda. 

Se  citó  para  sentencia  y  el  Juzgado  de  Iq ñi- 
que, con  fecha  28  de  agosto  de  1905,  resolvió:       i 
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Considerando: 
Que  la  escritura  de  compraventa  de  pro- 
piedades hecha  por  Carlos  Buero  á  los  de- 
mandados Domingo  Laceo  y  Carlos  Grasso 
y  á  que  se  refiere  la  escritura  de  compra- 
venta y  la  transferencia  6  cesión  de  acciones 
de  la  Compañía  Cristóforo  Colombo  que  hi- 
zo el  mismo  Buero  á  Carlos  Grasso,  se  lle- 
varon á  efecto  el  29  de  abril  de  1904,  esto 
es,  más  de  cincuenta  días  antes  que  fuesen 
declarados  en  quiebra  Carlos  Buero  é  Hijo, 
declaratoria  que  se  hizo  en  22  de  junio  del 
mismo  año,  según  consta  de  la  copia  que 
se  registra  en  autos; 

Que  la  escritura  de  compraventa  está  ins- 
crita con  la  misma  fecha; 

Que  según  consta  del  auto  declaratorio  de 
quiebra  y  del  certificado,  no  se  ha  fijado  el 
día  de  la  cesación  de  pagos,  en  el  juicio  res- 
pectivo se  dictó  sentencia  de  grados  y  esta 
sentencia  se  encuentra  ejecutoriada; 

Que  no  habiéndose  fijado  el  día  de  la  ce- 
sación de  pagos,  se  entiende  según  el  artícu- 
lo 13 19  del  Código  de  Comercio,  qi:e  ha  ocu- 
rrido en  la  misma  fecha  del  auto  declarato- 
rio de  la  quiebra; 

Que  no  se  ha  acreditado  por  el  demandan- 
te que  en  el  día  29  de  abril  de  1904  Carlos 
Buero  é  Hijo  estuvieren  en  estado  de  cesa- 
ción de  pagos  y  que  ese  estado  lo  conocie- 
sen los  compradores  Domingo  Laceo  y  Car- 
los Grasso; 

Que  á  este  respecto  la  prueba  rendida  por 
los  demandados  es  mejor  que  la  del  deman- 
dante, y  con  relación  á  la  compraventa  de 
las  propiedades  raíces  determinadas  en  la  es- 
critura, obra  el  antecedente  de  que  con  mu- 
cha anterioridad  el  vendedor  Carlos  Buero 
recibía  parte  del  precio  en  Italia  y  por  cuen- 
ta de  los  mismos  compradores  Domingo  Lac- 
eo y  Carlos  Grasso  según  documentos; 

Que  las  cartas  son  de  fecha  posterior  al  au- 
to declaratorio  de  quiebra  y  por  lo  tanto  ellas 
no  importan  un  antecedente  que  acredite  que 
Laceo  y  Grasso,— que  afianzaban  proposicio- 
nes de  convenio  de  los  fallidos,— eran  conoce- 
dores en  29  de  abril  del  estado  de  cesación 
de  pagos  del  mal  estado  de  los  negocios  de 
estos;  y 

Que  la  prueba  rendida  por  el  demandante 


para  acreditar  que  en  enero  de  1904  ya  era 
del  dominio  público  que  Carlos  Buero  é  Hijo 
estaban  en  cesación  de  pagos,  no  es  conclu- 
yente  sino  vaga  y  en  su  generalidad  de  oídas, 
y  en  cambio  los  demandados  con  la  prueba 
testimonial  de  que  dejan  constancia  las  se- 
siones de  prueba  y  los  certificados  han  com- 
probado que  en  abril  Carlos  Buero  é  Hijo 
efectuaban  pagos,  giraban  y  hacían  depósi- 
tos y  que  la  declaración  de  quiebra  sorpren- 
dió á  los  comerciantes  que  declaran,  por  que 
consideraban  que  los  negocios  de  Buero  é  Hi- 
jo marchaban  bien  atendido  el  crédito  que  te- 
nían y  el  dominio  de  sus  negocios; 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1459  y 
1698  del  Código  Civil  y  151,  330,  331  y  374 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar  la  demanda,  sin  costas,  porque  ha 
habido  motivos  plausibles  para  litigar Ro- 
berto Alonso. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  respectiva 
resolvió: 

Tacna,  11  de  enero  de  I906.--V¡stos:  Re- 
produciendo la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia apelada  de  28  de  agosto  del  año  pasado 
y  teniendo  presente: 

1^  Que  en  la  escritura  de  compraventa  de 
29  de  abril  del  año  antepasado  se  dijo  tex- 
tualmente en  la  cláusula  3":  *'El  precio  de 
venta  es  la  suma  de  $  30,000,  moneda  co- 
rriente de  Chih,  que  los  compradores  pagan 
por  mitad  de  que  se  confiesa  recibido  el  ven- 
dedor en  este  acto  á  su  entera  satisfacción*'; 

2^  Que,  ateniéndose  al  contexto  de  esa  cláu- 
sula, el  precio  se  pagó  y  se  recibió  en  el  acto 
del  otorgamiento  de  la  escritura; 

3^  Que,  contradiciendo  lo  anterior,  los  de- 
mandados en  su  contestación  han  sostenido 
que  ese  precio  lo  tenía  ya  recibido  el  vende- 
dor casi  en  su  totalidad  con  más  de  un  año 
de  anticipación  como  lo  demostrarían  los 
comprobantes  del  caso; 

4*^  Que  tales  comprobantes  fueron  presen- 
tados originales  en  idioma  italiano  con  su 
traducción,  y  en  el  primero  aparece  declaran- 
do don  Carlos  Buero,  con  fecha  28  de  sep- 
tiembre de  1900,  haber  recibido  de  don  Se- 
bastián Laceo  en  Rapallo,  Italia,  £>  1.000 
(mil  liras  esterlinas  dice  el  original)  en  varias 
fechas  y  por  cuenta  de  don   Domingo  Laceo, 
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según  carta  orden;  y  en  el  segundo  aparece 
también  el  mismo  Buero  con  fecha  10  de  julio 
de  1903,  recibiendo  de  don  losé  Costa  Berto- 
lotti  ¿  800  (liras esterlinas  según  el  original) 
en  varias  letras  por  orden  de  don  Carlos 
Grasso; 

5*^  Que,  presentados  esos  instrumentos  pri- 
vados,  los  impugnó  la  contraria; 

6^  Que,  si  bien  los  demandados  rindieron 
prueba  testimonial  en  el  incidente  sobre  au- 
tenticidad de  esos  instrumentos,  esa  prueba 
de  un  testimonio  respecto  de  cada  uno  de 
ellos  no  es  bastante,  tanto  más  si  se  conside- 
ra que  esos  testigos  son  los  que  aparecen  en- 
tregando á  Buero  las  sumas  de  los  indicados 
recibos;  y  por  consiguiente,  debe  estimarse 
como  no  justificada  dicha  autenticidad. 

7^  Que  de  lo  anteriormente  expuesto  resul- 
ta que  la  afirmación  de  la  existencia  de  un 
convenio  sobre  pago  del  precio  con  anteriori- 
dad al  otorgamiento  de  la  venta  no  es 
verdad,  desmentida  como  ha  sido  por  los 
mismos  demandados,  no  pudiendo  tampoco 
admitirse  como  verdad  según  acaba  de  verse 
que  ese  pago  se  hubiera  hecho  en  el  modo  y 
forma  indicado  por  aquellos; 

8*^  Que  no  sólo  esta  grave  presunción  hay 
contra  la  citada  escritura; 

9*^  Que,  en  efecto,  según  se  ha  comprobado 
con  las  declaraciones  de  los  testigos  del  de- 
mandante prestadas  en  Valparaíso  el  13  de 
mayo  del  año  antepasado  se  recibieron  de 
Buero  é  Hijo  proposiciones  de  convenio,  lo 
que  indicaba  una  situación  de  negocios  que 
no  habría  podido  producirse  solo  en  esa  fe- 
cha sino  con  anterioridad  á  la  de  la  escritu- 
ra de  que  en  este  juicio  se  trata;  situación 
que  unida  á  la  demás  prueba  testimonial  y 
documental  del  mismo  demandante  da  fun- 
damento suficiente  para  considerar  que  antes 
de  esa  escritura  ya  estaba  Buero  é  Hijo  en 
estado  de  cesación  de  pago; 

10.  Que  una  escritura  contra  la  cual  obra 
la  presunción  contemplada  en  el  considerando 
1^  y  otorgado  en  el  estado  de  negocios  que 
acaba  de  indicarse  no  puede  menos  de  ser  mi- 
rada como  una  escritura  simulada;  y  esto  sin 
tomar  en  cuenta  la  circuntanciade  que  Laceo 
hubiere  dado  en  el  año  1901  una  gruesa  suma 
á  cuenta  de  una  venta  que  sólo  vino  á  reali- 


zarse en  abril  de  1904;  y  sin  tomar  tampckn 
en  cuenta  el  hecho  de  que  los  fiadores  que  el 
demandado  ofrecía  en  sus  gestiones  sobre  pro- 
posiciones de  convenio  vinieran  á  ser  poco 
después  los  mismos  demandados;  3' sin  tomar 
finalmente  en  cuenta  la  contradición  éntrelo 
afirmado  por  los  demandados  sobre  la  especie 
de  moneda  en  que  se  había  hecho  la  entrega 
á  que  se  refieren  los  recibos  y  lo  que  de  estos 
mismos  aparece; 

11.  Que.  si  bien  el  presente  caso  no  es  el 
contemplado  en  el  artículo  1374  del  Código 
de  Comercio,  tiene  aplicación  aquí  lo  dispues- 
to en  el  1376  del  mismo  Código;  pues  en  el 
contrato  de  que  se  viene,  tratando  mediaron 
las  circunstancias  de  haberse  celebrado  des- 
pués de  la  cesación  de  pagos  y  conociendo  los 
contratantes  ese  estado,  según  antes  se  ha 
demostrado; 

12.  Que,  aunque  el  Juzgado  no  fijó  la  época 
de  la  cesación  de  pagos  en  el  juicio  respectivo 
ella  ha  podido  ser  determinada,  según  las 
probanzas  rendidas  para  los  efectos  del  pr^ 
senté  juicio; 

13.  Que  lo  expuesto  en  los  considerandos 
anteriores  es  aplicable  á  la  venta  de  las  accio- 
nes realizada  también  en  abril  de  1904; 

14.  Que,  no  se  ha  litigado  sobre  la  esi)ecic 
y  monto  de  los  perjuicios  y  frutos;  y 

15.  Que  según  se  desprende  del  artículo 
1340  del  Código  de  Comercio  no  sería  proce- 
dente en  este  juicio  la  condenación  á  la  pérdi- 
da de  todo  interés  que  pudieran  tener  los  de- 
mandados en  la  quiebra. 

Por  tanto,  y  de  conformidad  además  con 
los  artículos  1618,  1467  y  2468  del  Código 
Civil  y  196,  344,  428  y  431  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
indicada  al  principio  y  se  declara  que  ha  lugar 
á  la  demanda  respecto  de  la  nulidad  y  resti- 
tución en  ella  solicitadas. 

Se  deja  a  salvo  á  la  parte  demandante  su 
acción  sobre  frutos  y  perjuicios  para  que  la 
haga  valer  en  juicio  separado. 

Se  deja  también  á  salvo  todo  derecho  de  la 
misma  parte  sobre  el  punto  indicado  en  el 
considerando  15. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Quirell 
y  Vargas  Mardones  y  contrael  voto  del  señor 
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Presidente  Vega  quien  estuvo  por  confirmar 
la  indicada  sentencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Quirell.— 
^.  Ve::n.—M.  A.  Quirell.^M.  Vargas  MarrJo- 
fies. 

Contra  esta  sentencia,  la  parte  demandada 
interpuso  recurso  de  casación  en  la  forma  y 
en  el  fondo  y,  formalizando  el  primero,  adujo 
las  siguientes  causales: 

1*  La  sentencia  ha  sido  dada  ultra  petita, 
esto  es,  otorgando  á  los  demandantes  más 
de  lo  que  han  pedido  ó  extendiendo  el  fallo  á 
punto  no  sometido  á  la  decisión  del  Tribunal, 
causal  de  casación  prevista  en  el  número  4^ 
del  artículo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

La  demanda  se  funda  exclusivamente  en  los 
artículos  1373  y  1374  del  Código  de  Comer- 
cio, y  con  este  fundamento  legal  se  pidió  que 
se  declarase  la  nulidad  de  la  venta  de  las  pro- 
piedades y  acciones  á  que  se  refiere  la  escritu- 
ra de  29  de  abril  de  1904  por  haberse  efec- 
tuado dicho  contrato  después  de  la  cesación 
de  pagos  de  Carlos  Buero  é  Hijo. 

La  sentencia  recurrida  dice  textualmente  en 
el  considerando  11:  **Que,  si  bien  el  presente 
caso  no  es  el  contemplarlo  en  el  artículo  1374 
del  Código  de  Comercio,  tiene  aplicación  aquí 
lo  dispuesto  en  el  1376". 

Esta  parte  considerativa  que  influye  di  rec- 
tamente en  la  dispositiva  induce  á  un  fallo  so- 
bre causal  no  pedida,  no  invocada  ni  probada 
en  autos. 

La  ley  16,  artículo  22,  Partida  3^,  manda- 
ba que  la  sentencia  guardara  conformidad 
con  la  demanda  y  tal  disposición  se  armoniza 
con  la  del  artículo  167  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  preceptúa  que  las  sentencias 
se  pronunciarán  conforme  al  mérito  del  pro- 
ceso Y  no  podrán  extenderse  á  puntos  que  no 
hayan  sido  expresamente  sometirjos  ajuicio. 

2°  En  el  juicio  de  quiebra  se  pronunció  sen- 
tencia que  quedó  ejecutoriada,  la  cual  se  hizo 
valer  por  la  parte  recurrente,  según  aparece 
del  certificado  que  corre  en  autos.  Esa  senten- 
cia, alegada  oportunamente  y  que  pasó  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  deja  definitiva- 
mente fijado  el  día  de  la  quiebra  como  día  de 
la  cesación  de  pagos,  según  el  artículo  1 385 
del  Código  de  Comercio.   La  sentencia  recla- 


mada, en  los  considerandos  12  y  13  que  sir- 
ven de  base  necesaria  al  fallo  revocatorio,  va 
contra  la  autoridad  de  cosa  juzgada  que  re- 
viste la  sentencia  principal  del  juicio  de  quie- 
bra y  está  viciada  con  la  causal  6* establecida 
en  el  artículo  941  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  demanda  se  funda  entre  otras 
prescripciones  en  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1376  del  Código  de  Comercio,  que  allí  se 
transcribe  íntegramente,  por  lo  cual  no  es 
exacta  la  1*  causal  aducida;  y 

2*^  Que  tampoco  lo  es  la  2*  causal;  porque 
no  se  alegó  la  cosa  juzgada  como  excepción 
opuesta  á  la  demanda,  conforme  á  lo  pres- 
crito en  el  número  6^  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  que  exige  que 
se  ha^'a  alegado  dicha  excepción  oportuna- 
mente en  la  causa. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  citado;  se  declara  sin 
lugar  con  costas  el  presente  recurso.  Aplícase 
en  favor  del  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  Urrutia.  —  Galvaríno  Gallardo.— 
Gahritíl  Gaete.—  V,  Aguirre  V. 


Cas.  en  la  forma. — 17  cíe  octubre  de  1906 
Carmen  Cortés  Alcázar 

Prueba  testimonial. —  Facultad  del 
Tribunal  de  Alzada. —  Testamento 
verbal;!  su  protooolizaoión.  —  Con- 
tienda oivil.—  Acto  no  contencioso. 

Doctrina: — La  recepción  de  l¿i  prueba 
testimonial  que  corresponde  á  los  Tri- 
bunales de  Alzada,  en  el  caso  del  artí- 
culo 230  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  es  solo  facultativa;  y  de  esta  atri- 
bución pueden  ó  nó  hacer  uso  cuando  lo 
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estimen  necesario  para  ¡a  resolución  del 
juicio.  No  es  nula  por  lo  tanto  la  sen- 
tencia que  rechaza  la  prueba  testimonial 
ofrecida  en  segunda  instancia. 

Las  diligencias  para  protocolizar  un 
testamento  verbal^  cuando  no  ha  existi- 
do oposición  de  parte,  no  constituyen 
contienda  civil  sino  un  acto  de  jurisdic- 
ción no  contenciosa. 


Don  Manuel,  Toro  A.  residente  en  la  liudad 
de  Limache  dice: 

El  día  24  de  julio  de  1905  falleció  en  esta 
ciudad  mi  deudo  la  señora  doña  Carmen  Cor- 
tés Alcázar,  habiendo  otorgado  testamento 
verbal  privilegiado  en  conformidad  al  artículo 
1030  y  siguientes  del  Código  Civil  y  ante  los 
testigos  señores  Julio  de  la  Fuente,  Ismael 
Veliz,  Eladio  Serei  y  Toribio  Varas; 

Las  disposiciones  testamentarias  fueron  las 
siguientes,  después  de  haber  manifestado  su 
intención  de  testar  ante  los  testigos  nombra- 
dos. Instituyo  por  mi  heredero  universal  á 
don  I.  Manuel  Toro.  Lego  á  los  hijos  de  don 
Antonio  de  la  Fuente  y  Cortés  la  suma  de 
$  70.000;  á  la  señora  Lamotte,  $  30.000;  y 
á  doña  María  JuUian  v.  de  Ramírez  otros 
$  30.000.  Nombro  para  mi  albacea  y  ejecutor 
testamentario  á  don  Camilo  Glena; 

Concluye  pidiendo  se  tome  las  declaraciones 
de  los  testigos  y  se  ordene  la  respectiva  pro- 
tocolización. 

Los  testigos  fueron  examinados  y  contra 
interrogados  en  la  forma  que  se  expresa  en  el 
acta  y  el  Juzgado  de  Limache,  con  fecha  9  de 
abril  de  1906  pronunció  la  siguiente  senten- 
cia: 

Considerando: 

Que  el  testamento  verbal  sólo  tiene  lugar 
en  los  casos  de  peligros  tan  inmenente  de  la 
vida  del  testador,  que  parezca  no  haber  modo 
ó  tiempo  de  otorgar  testamento  solemne; 

Que  según  el  dicho  de  los  testigos  el  testa- 
mento fué  otorgado  de  doce  y  media  á  una  v 


minutos  de  la  tarde  del  día  de  la  defunción, la 
que  ocurrió  á  las  siete  de  la  noche;  que  los 
cuatro  testigos  del  testamento,  don  Ismatl 
Veliz  dice  que  la  testadora  estaba  bien  y  ha- 
blaba como  de  costumbre,  don  Eladio  Serei  y 
don  Toríbio  Varas  que  no  manifestaba  estar 
tan  grave  que  pudiera  morirse  y  solo  don  Ju- 
lio de  la  Fuente  sostiene  que  la  señora  <n  juz- 
gar por  su  voz  y  por  su  aspecto  hacía  temer 
una  muerte  inmediata; 

Que  la  señora  Cortés  falleció  en  esta  ciudad, 
de  modo  que  fácilmente  pudo  llevarse  al  no- 
tario y  á  un  quinto  testigo  para  otorgar  tes- 
tamento solemne. 

Con  estos  fundamentos  se  declara  que  no  ha 
ugar  á  lo  pedido.— A//¿ue/  Galdós, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 

Valparaíso,  6  de  julio  de  1906.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  y  teniendo  pre- 
sente: 

1*^  Que  con  la  información  rendida  y  con  el 
certificado  de  defunción  se  han  acreditado  los 
hechos  siguientes:  que  se  creyó  que  la  vida  de 
doña  Carmen  Cortés  Alcázar  se  hallaba  en 
inminente  peligro,  porque  momentos  antes 
de  otorgar  testamento  le  había  dado  un  ata- 
que; que  tenía  91  años  de  edad,  según  la  par- 
tida de  bautismo  acompañada;  y  que  murió 
de  vejez  seis  horas  más  ó  menos  después  di 
haber  testado. 

2^  Que  los  antecedentes  expuestos  en  el  con- 
siderando anterior  bastan  para  dar  por  esta- 
blecido que  la  vida  de  la  expresada  señora 
Cortés  Alcázar  estaba  en  peligro  inminente; 

3*^  Que  los  testigos  instrumentales  han 
afirmado  que  la  testadora  parecía  estar  en  su 
sano  juicio,  que  manifestó  la  intención  de  tes- 
tar  ante  ellos  y  que  otorgó  el  24  de  julio  de 
1905  las  disposiciones  testamentarias  á  que 
en  sus  respectivas  declaraciones  se  refieren; 

4*^  Que  se  han  observado  todas  las  solem- 
nidades prescritas  por  los  artículos  1037  v 
1038  del  Código  Civil  y  en  la  información 
aparece  claramente  la  última  voluntad  de  la 
testadora. 

Con  arreglo  también  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1033, 1034,  1035  y  1036  del  mismo 
Código,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  9 
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de  abril  último,  y  se  declara  que  ha  lugar  á 
lo  pedido  por  don  J.  Manuel  Toro  A. 

En  consecuencia,  se  falla  que  doña  Carmen 
Cortés  Alcázar  ha  hecho  las  disposiciones  si- 
guientes: 1*^  Que  instituye  heredero  único  de 
sus  bienes  á  don  J.  Manuel  Toro  A.  2^  Que 
lega  $  70.000  á  los  hijos  de  don  Antonio  de 
la  Fuente,  $  30.000  á  doña  María  Julián  viu- 
da  de  Ramírez  y  $  30.000  á  doña  Julia  La- 
motte;  y  3*^  que  designa  de  albacea  á  don  Ca- 
milo Glena. 

Ténganse  estas  disposiciones  como  testa- 
mento de  la  difunta  doña  Carmen  Cortés  Al- 
cazar  y  protocolícese  como  tal  el  presente 
decreto. 

Acordada  después  de  desechada  la  indica- 
ción formulada  por  el  señor  Ministro  Alamos 
González  para  que  en  conformidad  al  artícu- 
lo 1037,  1^  del  Código  Civil,  se  adelante  la 
información  entre  las  otras  personas  que  fue. 
sen  sabedoras  de  los  hechos  y  cuyo  testimo- 
nio pareciese  conducente  á  esclarecer  el  peli- 
gro inminente  que  hubo  para  no  hacer  testa- 
mento solemne. 

Y  acordado  también  contra  el  voto  del  mis- 
mo señor  Ministro,  quien  estuvo  por  confir- 
mar la  sentencia  apelada,  fundado  en  las 
consideraciones  expuestas  en  el  voto  especial 
que  deja  en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Pineda.  — 
Braulio  Moreno Pedro  N.  Pineda B.  Ala- 
mos González. 

Contra  esta  sentencia  el  procurador  de 
doña  Constanza  Cortés  de  Osma  y  de  los 
menores  Cortés  Brown,  quienes  entre  otras 
personas,  habían  comparecido  como  intere- 
sarlos en  esas  diligencias,  interpuso  recursos 
de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo  y  for- 
malizando el  primero  sostiene  que  aquella 
adolece  del  vicio  indicado  en  el  número  9*^  del 
artículo  941  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil por  no  haberse  admitido  la  prueba  ofreci- 
da por  parte  del  recurrente,  desechándose  la 
proposición  de  uno  de  los  Ministros  del  Tri- 
bunal para  que  se  la  recibiera. 

El  juzgado  de  primera  instancia  dictó  una 
resolución  antes  de  que  se  despacharan  las 
rogatorias  solicitadas  para  rendir  la  prueba 
admitida;  y  á  la  Corte  que  estimó  de  distinto 
modo  la   declaración  de  los  testigos  instru- 


mentales, le  correspondía  imprescindiblemen- 
te recibir  esa  prueba,  usando  de  la  facultad 
que  le  acuerda  el  artículo  230  del  dicho  Códi- 
go; y  no  habiéndolo  hecho  se  ha  omitido  el 
trámite  esencial  prescrito  en  el  número  7^  del 
artículo  970,  omisión  que  produce  la  nulidad 
de  Ja  sentencia  por  la  causal  del  número  9^ 
del  citado  artículo  941. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  la  recepción  de  la  prueba  testimo- 
nial que  corresponde  á  los  Tribunales  de  Al- 
zada, en  el  caso  del  artículo  230  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  es  sólo  facultativa;  y 
de  esta  atribución  pueden  ó  nó  hacer  uso 
cuando  lo  estimen  necesario  para  la  resolu- 
ción del  juicio;  3' 

2^  Que  en  el  caso  de  que  se  trata  no  ha 
existido  oposición  de  parte  y,  por  lo  mismo, 
no  es  contienda  civil  sino  un  acto  de  jurisdic- 
ción no  contenciosa,  en  que  los  recurrentes 
han  sido  oídos  como  interesados  en  las  refe- 
ridas d¡li¿;encias;  visto  además  lo  dispuesto 
en  los  artículos  940  y  960  del  mismo  Código, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  presente 
recurso. 

Aplícase  en  favor  del  Fisco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 

—Galvarino    Gallardo Gabriel   Gaete. —  V. 

Agu  ir  re -/.  Bern  a  les . 


Cas.  CÍV.—20  de  octubre  1906 
Squella  con  Ortiz 

Improoedenoia  por  defecto  en  la  for- 
malizaoión.  —  Fo  rmalizaoió  a.— Pla- 
zo-Oonsignaoión.— Multa. 

Doctrina: — Es  improcedente  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  formalizado  des- 
pués del  plazo  que  concede  la  ley.  La 
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cuarta  parte  de  la  suma  consignada  de- 
be aplicarse  á  beneficio  fiscal  si  la  parte 
que  ha  anunciado  el  recurso  no  lo  forma- 
liza en  el  término  legal. 


La  Sociedad  Comercial  Darmendrail  y  Ha- 
rismendy  Hermanos,  como  adquirente  de  los 
derechos  de  don  Miguel  Squella,  se  opuso  á  la 
inscripción  d¿  unos  contratos  de  compraven- 
ta que  pretendió  efectuar  don  Andrés  Ortiz. 

Con  este  motivo  se  trabó  el  juicio  que  ter- 
minó por  sentencia  que  dio  lugar  á  la  oposi- 
ción formulada  por  la  Sociedad  demandante. 
Apelada  esta  sentencia,  fué  coufírmada  por  la 
Corte  de  Concepción,  con  fecha  5  de  julio  de 
1905. 

Contra  este  último  fallo  interpuso  Ortiz  los 
recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo. 

El  primero  de  estos  recursos  fué  desechado 
por  sentencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de 


fecha  20  de  octubre  de  1905  (1 )  y  conociendo     | 
del  segundo, 

la  Corte: 

Vistos:  habiéndose  formalizado  fuera  de  ttr- 
mino  el  recurso  de  casación  en  el  fondo;  visto 
lo  dispuesto  en  los  artículos  946  y  960  del  Có-     I 
digo  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  inad- 
misible dicho  recurso,  con  costas. 

Aplícase  en  favor  del  Fisco  la  cantidad  de 
$  37.50,  cuarta  parte  de  la  suma  consignada 
para  este  recurso. 

Acordado  contra  el  voto  del  señor  Ministro  i 
Palma  Guzmán  en  lo  referente  á  la  multa, que 
fué  de  opinión  que  se  aplicase  íntegramente  á 
beneficio  fiscal  la  consignación  hecha,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  la  parte  final  del  inciso 
2<?  del  artículo  979  del  Código  de  Proi-edi- 
miento  Civil. 

y.  Gabriel  Palma  Gaztnán Galvarino  Ga- 
llardo. —  Gabriel  Gaete.—  V,  Aguirre  Viui^a-, 

-  Carlos    Varas E.    Fnster  Reca barren. -J. 

Bernahs, 

(1)  E«ta  sentencia,  como  taoibii^n  las  de  1.  y  2* 
instancia  de  esta  causa  han  sido  publicadas  en  tr^ta 
Revistii,  Año  IIT,  Segunda  Parte.  Sección  Primen, 
pág.  17*. 
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Cas.  Ciy.^3  de  noviembre  de  1906 

Recolección  Franciscana  con  Barros 
y  Pacheco 

BomiiUo.  —  tfodOB  de  adquirirlo.  — > 
Tradiolón.  —  Suoeilón  por  oausa  de 
muerte.— Tranamlelón  del  dominio. 
-Legado  de  inmueble;  legratario.-- 
Albaoea.  -  Teroería  de  dominio.— 
Inaoripoión.^  Preacrlpoión.  -  Causa- 
les nuevas  de  oasación.  —  Cuestión 
no  discutida. 

Doctrina:— La  sucesión  por  causa  de 
muerte  es  uno  de  Ips  modos  de  adquirir 
el  dominio  y  se  puede  suceder  á  una  per- 
sonaja  á  título  unviersal,  como  herede- 
ro, ya  á  título  singular  como  legatario^ 
sin  que  sea  necesario  para  la  adquisición 
del  dominio  en  uno  ú  otro  carácter  que 
además  se  baga  tradición  de  las  cosas 
heredadas  ó  kg^das;  puesto  que  respec- 
to de  unos  mismos  bienes  no  pueden  con- 

SOPRftlfA 


currir  diversos  mo  dos  de  adquirir  su  do 
minio. 

La  herencia  ó  legado  se  deñere  por  mi- 
nisterio de  la  levy  según  el  artículo  688 
del  Código  Civil,  en  el  momento  de  falle- 
cer la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata, 
si  el  llamamiento  no  es  condicional,  y 
por  el  sólo  hecho  déla  muerte  se  trans^ 
mi  te  al  heredero  ó  legatario  la  posesión 
y  dominio  que  en  los  bienes  hereditarios 
correspondía  al  antecesor. 

La  persona  instituida  en  testamento 
como  legataria  de  un  inmueble  adquiere 
el  dominio  de  él  por  el  hecho  de  la  muerte 
de  la  testadora  y  esta  adquisición  no 
queda  sin  efecto  por  Ja  enajenación  que 
posteriormente  haga  de  ese  inmueble  á 
un  tercero  la  albacea  de  la  testadora, 
aunque  esa  enajenación  se  inscriba,  siem- 
pre que  no  haya  transcurrido  el  tiempo 
necesario  para  que  prescriba  el  derecho 
del  legatario. 

II 
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Procede,  en  consecuencia  la  tercería  de 
dominio  interpuesta  por  el  legatario,  en 
la  ejecución  seguida  por  un  acreedor  hi- 
potecario contra  el  tercero  á  quien  la  al- 
bacea  donó  el  inmueble,  pues  ese  tercero 
no  adquirió  el  dominio  por  la  tradición 
que  le  hizo  la  albacea  ni  por  prescripción 
por  no  haber  transcurrido  en  este  jaso  el 
tiempo  necesario. 

La  alegación  hecha  en  fstrados' por  el 
abogado  de  la  parte  recurrente,  que  se 
reñere  á  una  cuestión  no  discutida  en  el 
juicio  y  sobre  la  cual  no  recayó  resolución 
alguna  en  las  sentencias  dictadas, por  los 
jueces  de  la  causa,  no  puede  ser  tomada 
en  consideración  al  pronunciarse  la  sen 
tencia  de  casación. 


Doña  Tránsito  A  raya  en  testamento  otor- 
gado en  Santiago  en  5  de  enero  de  1880,  áisr* 
puso  por  la  cláusula  segúndalo  siguiente:  "or- 
deno que  la  casa  que  habito  en  la  calle,  de- 
Cequión  de  esta  ciudad  pase  á  la  Recolección 
Franciscana  para  que  haga  con  su  producto 
anual  la  novena  y  £esta  del  Corazón  de  Jesús, 
y  las  misas  del  novenario  se  aplicarán  por  mi 
alma  perpetuamente." 

. .  Por  la  cláusula  séptima  nombró  albacea  te- 
nedora de  bienes  á  doña  Carlota  Aldunate  y 
en  su  defecto,  á  don  Francisco  de  Borja  Solar, 
previniendo  que  todo  lo  que  se  practique  en 
su  testamentaría  sea  con  consulta  del  Reve- 
rendo Padre  fray  Francisco  Pacheco. 
.El  26  de  enero  de  1884  doña  Carlota  Aldu.. 
nate,  en  su  carácter  de  albacea  y  con  aproba. 
ción  de  fray  Francisco  Pacheco,  donó  á  don 
Francisco  de  Paula  Pacheco,  por  escritura 
pública  ejt tendida  en  esa  fecha,  la  casa  y  sitio' 
ubicados  en  la  calle  del  Cequión, "siendo  condi. 
ció»  de  ícsta  donación  que  el  donatario  entre- 
gara  anua^raeate  al  Convento  de  la  Recoleta 
Franciscana  y  pn  los ^pri meros  día^s  dcLnies  de 
junio  de  caáa!'año,  la  suma  de  $  61  que  debían 
nvertirse  en  las  fiestas  del  Sagrááó'  'Corazón 


de  Jesús  y  $  9  más  por  las  nueve  misas  que  se 
digan  en  la  novena  aplicadas  por  el  bien  del 
alma  de  doña  Tránsito  Araya,en  cumpliinien. 
to  de  la  cláusula  segunda  de  su  testamento 
otorgado  el  5  de  enero  de  1880. 

Esta  escritura  fué  inscrita  en  el  Registro  del 
Conservador  de  Bienes  Raíces  el  27  de  agosto 
de  1894. 

Según  la  escritura  pública  de  11  de  mayo  de 
1902,  don  Francisco  de  Paula  Pacheco  se 
constituyó  deudor  de  don  Agustín  Barros  por 
la  suma  de  $  1.000  de  16  peniques,  hipotecan- 
do en  garantía  de  la  deuda  un  sitio  v  casa 
ubicados  en  la  calle  de  .Andrés  Bello  número 
512  de  la  ciudad  de  Santiago,  ó  sea  la  misma 
propiedad  á  que  se  refiere  la  expresada  escri- 
tura de  donación  y  el  testamento  de  doña 
Tránsito  Araya. 

En  junio  de  1904  el  acreedor  don  Agustín 
Barros  se  presentó  al  tercer  Juzgado  Civil  de 
Santiago  cobrando  ejecutivamente  el  crédito 
que  á  su  favor  había  contraído  don  Francisco 
de  Paula  Pacheco,  y  trabado  el  embargo  en  la 
finca  hipotecada,  la  Recolección  Franciscana 
interpuso  tercería  de  dominio,  fundada  en  que 
le  pertenece  la  casa  embargada,  por  haberle 
sido  legada  por  doña  Tránsito  Araya;  y  pidió 
se  declarase  que  debía  serle  entregada  con  sos 
frutos  libre  de  la  hipoteca  constituida  por  Paj 
checo.  ,      •  •' 

El  ejecutante  y  el  ejecutada  se  opusieron  á 
la  tercería,  sosteniendo  qué  el  daminio  de  la 
referida  propiedad  corresponde  ar^jeoítádcá 
virtud  del  título  inscripto  de  donación  v  ale. 
gándose,  a<^emás,  por  el  ejecutado  quédelos 
documentos  agregados  á  los  autos  consta  que 
tiene  posesión  regular  y  continuada  y  noin- 
terrumpida,  por  más  de  veinte  años  con  justo 
título  y  bueha  fe,  posesión  que  emana  út  títu- 
lo inscrito. 

..Recibida  la  causa  á  prueba  no  se  'rindió 
ninguna  por  las  partes.  Se  alegó  por  las  par- 
tes, rechazando  el  tercerista  la  excepción  de 
prescripción,  por  nó  alegarse  en  forma  por 
carecer  -él  deudor  Se'  posesión  regular  v  del 
tieinpo  necesario'para  invocarla,  según  cons- 
ta de  autos.  .  .  ... 

.  Se  oyó.al  defensor  de  obras. pías  y  eljuzíra- 
do,  cQn  fecha  ,2/  de  .Qctubr^  dea904,.  resol: 
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Considerando: 

1^  Que  doña  María  del  Tránsito  Araya  en 
la  cláusula  segunda  del  testamento  que  co- 
rre en  el  cuaderno  ejecutivo  dispuso  que  la 
casa  de  la  calle  del  Cequión  pasara  á  la  Re* 
coleta  Franciscana  para  que  con  el  producto 
se  atendiera  anualmente  á  la  novena  v  fiesta 
del  Corazón  de  Jesús,  y  que  sin  duda  la  casa 
á  que  se  refiere  la  testadora  es  la  misma  que 
adqóírtá  en  remate,  según  la  escritura  del- 
mismo  cuaderno; 

2^  Que  el  dominio  se  adquiere  por  la  suce- 
sión por  causa  de  muerte;  y  por  la  citada 
disposición  testamentaría,  se  asignó  la  casa 
á  Ja  Recoleta  Franciscana  para  que  la  tuvie* 
ra  por  suya,  imponiéndole  la  obligación  de 
íltender  con  el  producto  á  un  fin  especial  in- 
dicado en  el  testamento,- siendo,  en  conse- 
cuehciá«  una  asignación  singular  con  el  ca- 
rácter de  modal  que  há  trasmitido  al  legata- 
rio á  título  dé  dueño  la  cosa  asignada; 

3'  Que  los  albaceas  carecen  de  facultades 
para  transferír  á  ningún  título  los  bienes  del 
testador  y  cuanto  acto  de  transferencia  eje- 
cuten contrariando  la  voluntad  del  testador 
es  nulo  y  de  ningún  valor; 

4^  Que  aún  cuando  don  Francisco  Pacheco 
haya  inscrito  á  su  nombre  en  el  Conservador 
de  Bienes  Raíces  la  escritura  de  donación ,  tal 
inscripción  no  es  un  título  de  dominio  que 
valide  la  nulidad  de  la  escritura  de  donación 
ya  recordada,  pues,  como  se  ha  dicho,  la  se- 
ñora Aldúnate,  en  su  carácter  de  albacea,  ca- 
recía de  facultad  paira  hacer  transferencia  de 
una  propiedad  de  que  ya  había  dispuesto  la 
testadora  válida  }"  legalmente; 

5*^  Que  no  es  aceptable  la  excepción  de  pres- 
cripción* opuesta  por  el  ejecutante,  porque 
carece  el  ejecutado  de  posesión  regular  )"  tiem- 
po bástante,  hecho  (jue  se  comprueba  con  la 
fecha  dfe  la  inscripción  y  ía  de  la  tercería; 

Por  estos  fundamentos,  lo  dictaminado  por 
el  señor  Defensor  de  Obras  Pías  y  lo  que  dis- 
ponen ios  artículo^  588.  674,"  682,  954,  956,' 
108íy,''1104,  1298,  1386,  1698  y  2507  dér 
CS'digd  Cívii;  151,  331 -y  539  del  dé  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara:  1^^'que  noha  lugar 
á  la  prtscripcióh;  y  2^  (Jue*  ha  ]\\g^t  'á'  lá  ter- 


cería de  dominio,  con  costas.— /ose  T.  Marín 
Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Santiago,  mayo  10  de  1905 Vistos:  Te- 
niendo además  presente  lo  dispuesto  en  el  in- 
ciso 2^  dei  artículo  2434  del  Códivo  Civil,  se/ 
confirma  con  costas  del   recurso  la  sentencia 

apelada  de  27  de  octubre  último /.  Bermi- 

les — A,  Vergara  A.^Luis  Barriga. 

En  contra  de  esta  sentencia  dedujo  en  tiem- 
po y  forma  don  Agustín  Barros  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo. 

Formalizándolo  expone:  que  la  sentencia  de 
primera  instancia,  como  la  de  segunda  que  la 
confirma,  han  sido  pronunciadas  con  infrac-  * 
dones  de  ley  que  han  influido  sustanciálmente 
en  lo  dispositivo  de  ellas. 

Según  el  inciso  1^  del  artículo  539delCó-' 
digo<le  Procedimiento  Civil  sólo  es  admisible 
la  tercería  cuando  se  pretende  el  dominio  de  * 
los  bienes  embargados. 

•  Kl  artículo  686  del  Código  Civil  dispone  que  ' 
la  tradición  del  dominio  de  los  bienes  raíces  se' 
efectúa  por  la  inscrípción  del  título  en  el  Regis-' 
tro  del  Conservador;  los  artículos  52  y  78  del 
Reglamento  respectivo,  que  deben  inscribirse  * 
los  títulos  translaticios  del  dominio;  y  el  ar-  * 
tículo  724  del  mismo  Código,  que  la  posesión 
de  una  cosa  citya  tradición  deba  hacerse  por  • 
la  inscripción  en  el  Registro  del  Conservador, ' 
sólo  puede  adquirirse  por  este  medio. 

Consta  de  autos  que  la  casa  hipotecada  se' 

transfirió  á  Pacheco  hace  más  de  veinte  años 

y  está  inscrita  más  de  diez.    "  ■        ^;. 

Aun  cuando  la  sucesión  por  causa  de  muer-; 

te  es  un  medio  de  adquirir  el  dominio  y  en  i 

conformidad  al  artículo  956  del  Código  Civil,t 

la  herencia- se  defiere  desde  la  muerte  del  tes-. 

tador  y  se  adquiere  desde  el  momento  en  qpe 

es  deferida,  el  688  establece  que  eSta  posesión) 

legal  no  habilita  al  heredero  paradi<«poneren! 

manera  alguna  (Je  un  inmpeble,  mientras  no» 

se  inscriba  el  decretp.  judicial  que.  da  la  poscp 

sión  real  y  efectiva.        .  ;.    > 

No  es  la  poisesión-  legal  sino  el  dominio;  lo 

que  h^ibilita,  para  disponej;  d.e  un  inmueblcj? 

porque  la  tradición  del  dominio  délos,  bienesí 

raíces  se  efectúa  sólo  por  la  inscripción  y.  i^a- 

die  puede  adquirir  su  posesión  sino  por  este 

medio. 
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El  heredero  que  no  tiene  la  posesión  efectiva 
ni  la  herencia  inscrita  no  tiene  el  dominio  y 
no  puede  gozar  y  disponer  libremente  de  la 
herencia  ni  del  bien  raíz;  y  si  por  cualquier 
medio  se  le  quita  la  cosa,  como  ha  sucedido 
con  la  casa  hipotecada,  pierde  la  posesión, 
deja  de  ser  dueño  y  señor  y  para  que  cese  la 
posesión  inscrita  es  necesario  que  se  cancele. 

La  acción  interpuesta  por  la  Recolección 
Franciscana,  como  dueño  de  la  casa  hipote- 
cada, para  que  se  le  entregue  no  procede  en 
juicio  de  tercería  de  dominio. 

Si  es  acción  posesoria,  no  puede  darse  lugar 
á  la  demanda,  porque  no  hay  tercería  de  po- 
sesión, y  porque  el  tercerista  no  está  ni  ha  es- 
tado nunca  en  posesión  de  la  casa  hipotecada 
por  Pacheco,  ni  es  dueño  y  señor  de  una  pro- 
piedad inscrita  á  nombre  del  ejecutado. 

Si  la  acción  entablada  es  la  reivindicatoría, 
que  es  de  lato  conocimiento,  no  procede  en 
juicio  de  tercería  que  se  dirige  sólo  contra  el 
actaal  poseedor,  no  la  puede  ejercitar  el  terce- 
rista porque  no  tiene  por  la  ley  ni  la  propie- 
dad plena  ni  la  mera  ó  nuda  propiedad,  pues 
ha  dejado  de  poseer  la  cosa,  y  para  que  cese 
ln  posesión  inscrita,  como  la  que  tiene  Pache* 
co,  es  necesario  previamente  cancelarla. 

Si  es  la  acción  de  dominio  pleno,  tampoco 
pnede  ejercitarla  porque  no  se  puede  por  nues- 
tras leyes  tener  el  dominio  pleno  de  una  cosa 
sino  por  la  inscripción  del  título  en  el  Regis- 
tro Conservador. 

Al  dar  lugar  las  sentencias  recurridas  á  q|ie 
se  entregue  á  la  Recolección  Franciscana  la 
casa  embargada,  libre  de  hipoteca  con  más 
los  frutos,  se  ha  resuelto  una  acción  poseso- 
ria á  favor  del  que  no  es  dueño,  en  contraven- 
dóa  al  procedimiento  de  la  querella  de  resti* 
tudón,  violándose  los  artículos  193,  número 
6^  539,  inciso  1^  716  y  717  dd  Código  de 
Procedimiento  Civil,  infracciones  que  danade* 
más  lugar  á  la  casadón  en  la  forma,  recurso 
que  no  se  ha  creído  necesario  deducir,  porque 
el  artículo  949  del  mismo  Código  faculta  el 
Tribunal  Superior  para  invalidar  de  oüdo  las 
■enteadas  en  que  apatifceii  de  manifiesta  cau- 
sales dt  casación  en  la  forma. 

Bl  tercerista,  que  no  ha  reclamado  en  más 
de  vrinte   años   sus    derechos  hereditarios, 


actualmente  prescritos,  según  los  artículos 
2514,  2515,  2507  y  2508  del  Código  Civil,  se 
ha  constituida  en  mora,  y  se  entiende  que  ha 
repudiado  el  legado,  conforme  al  artículo  1233 
del  mismo  Código. 

La  Recolección  Franciscana  y  las  sentencias 
recurridas,  dice,  consideran  donación  la  escri- 
tura; y  como  consecuencia  establecen  á  virtud 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  1298  y  1386 
del  Código  Civil,  que  el  albacea  no  puede  do- 
nar, siendo  que  donación  entre  vivos  es  un 
acto  por  el  cual  una  persona  transfiere  gra- 
tuita é  irrevocablemente  una  parte  de  sus  bie- 
nes á  otra  persona;  y  siendo  que  el  albaoea, 
que  está  facultado  para  ejecutar  las  disposi- 
ciones testamentarias,  ha  obrado  .dentro  de 
Iqs  límites  de  su  mandato  cumpliendo  fielmen- 
te la  cláusula  segunda  del  testamento  de  doña 
Tránsito  Araya  al  sacar  de  la  casa  el  produc- 
to anual  que  se  lega  á  la  Recolecdón  Francis- 
cana para  que  haga  una  novena  y  se  apliquen 
misas  por  el  alma  de  la  testadora. 

Además,  lo  que  una  persona  ejecuta  á  nom- 
bre de  otra,  estando  facultada  por  ella  ó  por 
la  ley  para  representarla,  produce  respecto 
del  representado  iguales  efectos  que  si  hubiera 
contratado  con  él  mismo;  y  la  Recolección 
Franciscana  que  ha  redbido  del  enajenador 
el  precio  que  se  ha  dado  por  la  casa,  confirma 
por  el  mismo  hecho  la  enajenación. 

La  escritura,  aunque  se  diga  que  es  dona* 
don»  no  lo  es,  porque  la  donadón  supone  li- 
beralidad. 

Según  los  artículos  1438,  1439  y  1440  de 
Código  Civil,  es  un  contrato  oneroso  bilate- 
ral, en  que  cada  uno  de  los  contratantes  le 
grava  en  beneficio  de  otro;  y  es  una  compra- 
venta, porque  una  de  las  partes  da  una  cosa 
que  no  vale  $  1.000  á  la  otra,  que  la  paga  en 
dinero  por  anualidades  de  $70  mientras  viva; 
lo  que  constituye  también,  conforme  á  los  ar- 
tículos 1564,  2022,  2274  y  3278,  un  contrato 
de  renta  vitalida  con  autorizadón  tirita  dd 
legatario. 

En  conclusión,  «grega,  la  acción  entablada 
por  el  tercerista  no  es  ln  real  de  dominio  sino 
un  interdicto  posesorio,  disfriisado  át  aceióa 
rdvindicatoria»  sin  tener  la  propiedad  plena 
ó  nuda  dt  la  Cosa. 

Por  otra  parte,  don  Francisco  Pacheco  tit 
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ne  títulos  inscritos,  está  en  posesión  real  de 
la  casa  hipotecada  más  de  veinte  años,  sin 
tener  prohibición  de  enajenar  rii  gravar  y 
mientras  no  se  cancelen  esas  inscripciones,  es 
el  único  que  tiene  el  dominio  pleno  de  ella;  y 
el  ejecutante,  que  ha  inscrito  su  hipoteca,  tie- 
ne derecho  para  perseguir  la  finca  hipotecada 
sea  quien  fuere  el  dueño  y  cualquiera  el  título 
con  que  la  haya  adquirido. 

En  consecuencia,  concluye  el  recurrente,  la 
sentencia  de  primera  instancia  y  la  de  segun- 
da, que  la  confirma,  ha  infringido  los  artícu- 
los 539,  inciso  1^  193,  716,  y  717  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  582,  686,  765,  688, 
700,  722,  724,  726,  728,  888,  893,  895.  916, 
956,  551,  674,  682,  898,  inciso  2^  1089, 
1233,  1270.  1292,  1298, 1386,  1438, 1439, 
1440,  1448, 1564,  1695,  1698,  1793,  2131, 
2220,  2274,  2278,  2434,  2507.  2508,  2514, 
2515,  y  1683  del  Código  Civil;  52  y  78  del 
Reglamento  del  Conservador  de  Bienes  Raí- 
ces y  ley  de  17  de  enero  de  1897. 

Al  fundarseel  recurso,  se  reproducen  las  con- 
sideraciones del  escrito  en  que  se  formalizó;  y 
se  agrega  que  se  han  violado,  además  de  las 
disposiciones  legales  mencionadas,  los  ar- 
tículos 10, 1466,  1683  y  1688  del  Código  Ci- 
vil; porque  si  el  contrato  á  que  se  refiere  la 
escritura,  fuese  nulo  el  ejecutado  tampoco 
tendría  dominio,  pues  un  acto  nulo  no  es  ma- 
nera de  adquirir  el  dominio  porque  no  hay 
tercería  de  nulidad;  y  porque  ésta  debió  pro- 
nunciarse de  oficio. 

Oído  uno  de  los  Ministros  del  Tribunal, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  en  conformidad  al  artículo  539  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  es  admisible 
la  tercería  en  juicio  ejecutivo  cuando  el  recla- 
mante pretende  dominio  sobre  los  bienes  em- 
bargados; 

2^  Que  la  Recolección  Franciscana  alega  en 
el  presente  juicio  ejecutivo  dominio  sobre  la 
casa  que  don  Agustín  Barros  embargó  para 
hacerse  pago  de  la  deuda  contraída  á  su  fa- 
vor por  don  Francisco  Pacheco  con  hipoteca 
de  esa  propiedad;  y  lo  funda  en  que,  á  virtud 
de  testamento  otorgado  por  doña  Tránsito 


Araya  el  5  de  enero  de  1880,  ha  adquirido 
dicha  casa  como  legatario;  y  en  que  esta  ad- 
quisición no  ha  quedado  sin  efecto  por  la  ena- 
jenación que  de  ella  hizo  dona  Carlota  Aldu- 
nate  en  su  calidad  de  albacea  de  la  testa- 
dora; 

3*^  Que  la  sucesión  por  causa  de  muerte  es, 
según  el  artículo  588  del  Código  Civil,  uno 
de  lo9  modos  de  adquirir  el  dominio;  y  que 
se  puede  suceder  á  una  persona  ya  á  título 
universal,  como  heredero,  ya  á  título  singu- 
lar como  legatario,  sin  que  sea  necesario  para 
la  adquisición  del  dominio  en  uno  ú  otro 
carácter  que  además  se  haga  tradicción  de 
las  cosas  heredadas  ó  legadas;  puesto  que 
respecto  de  unos  mismos  bienes  no  pueden 
concurrir  diversos  modos  de  adquirir  su  do- 
minio; 

4^  Que  la  herencia  6  legado  se  defiere  por 
ministerio  de  la  ley,  según  el  artículo  688  del 
mismo  Código,  en  el  momento  de  fallecer  la 
persona  de  cuya  sucesión  se  trata,  si  el  llama- 
miento no  es  condicional,  y  de  este  modo  por 
el  solo  hecho  de  la  muerte  se  trasmite  al  here- 
dero ó  legatario  la  posesión  y  dominio  que 
en  los  bienes  hereditarios  correspondía  al  an- 
tecesor; 

5*^  Que  si  bien  es  cierto  que  conforme  al  ci- 
tado artículo  688  esa  posesión  legal  no  habi- 
lita al  heredero  para  disponer  de  los  inmuc' 
bles  mien trasoñó  se  obtenga  la  posesión  efec- 
tiva de  la  herencia  y  se  practique  su  inscrip- 
ción en  el  Registro  del  Conservador  de  Bienes 
Raíces,  en  este  caso  no  pretende  el  legatario 
disponer  como  heredero  de  esos  bienes,  sino 
recuperar  los  inmuebles  hereditarios  que  le 
fueron  legados  y  de  que  se  ha  dispuesto  sin 
su  consentimiento; 

6*^  Que,  en  consecuencia,  el  ejecutado  no 
ha  adquirido  el  dominio  de  la  casa  embar- 
gada por  la  tradición  que  de  ella  le  hizo 
la  albacea  doña  Carlota  Aldunate  á  virtud 
de  la  inscripción  del  título  de  donación  otor- 
gada á  su  favor;  á  lo  que  se  agrega  que  tal 
dominio  tampoco  ha  podido  adquirirlo  dicho 
ejecutado  por  medio  de  la  prescripción,  por 
no  haber  transcurrido  el  tiempo  necesario 
para  que  el  derecho  del  legatario  se  hubiere 
extinguido,  por  cuanto  á  la  fecha  en  que  se  in- 
terpuso la  tercería,  28  de  julio  de  1904,  no 
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había  alcanzado  á  completarse  siquiera  el 
plazo  de  diez  años  contados  desde  el  27  de 
agosto  de  1894,  fecha  en  que  por  inscripción 
del  t  ítulo  se  verificó  su  tradición  al  dona- 
tario; 

7^  Que  la  sentencia  reclamada  al  aceptar  la 
tercería  interpuesta  por  la  Recolección  Fran- 
ciscana, reconociendo  el  dominio  del  legata- 
rio y  rechazando  la  excepción  de  prescrcpióin 
opuesta  por  el  ejecutante,  ha  sido  pronuncia- 
da en  conformidad  á  las  disposiciones  legales 
indicadas  en  los  considerandos  anteriores;  y 
de  consiguiente,  no  ha  incurrido  en  las  infrac- 
ciones de  lei  en  que  el  recurrente  se  tunda; 

8^  Que  no  aparece  de  autos  que  en  el  pro- 
nunciamiento de  la  sentencia  reclamada  se 
haya  incurrido  en  alguno  de  los  vicios  que 
dan  lugar  á  la  casación  en  la  forma  j  que  au- 
torizara al  Tribunal,  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  949  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  para  invalidarla  de  oficio;  y 

9^  Que  en  este  juicio  no  se  ha  alegado  la 
incapacidad  de  la  Recolección  Franciscana 
para  adquirir  bienes,  ni  las  partes  han  discu- 
tido este  punto  ni  ha  recaído  acerca  de  él  re- 
solución alguna  en  las  sentencias  dictadas 
por  los  jueces  de  la  causa,  y  no  podría  de  con- 
siguiente, ser  tomada  en  consideración  al 
pronunciarse  la  sentencia  de  casación,  la  ale- 
gación que  á  este  respecto  se  hizo  por  el  re- 
currente en  los  estrados  del  Tribunal,  sin  per- 
juicio de  los  derechos  que  en  debida  forma 
corresponda  ejercitar  á  los  interesados. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940, 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  desecha,  con  costas,  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  interpuesto  contra  la  sentencia  de 
10  de  mayo  de  1905. 

Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas— 
Leoncio  Rodríguez,-^ Leopoldo  Urrutia.—GaU 
varíno  Gallardo,— 7,  Aguirre  Va rj^as, —Car- 
los Varas.—E,  Fóster  Recabarren.—f.  Alejo 
Fernández. 


Casi  en  la  forma, — Santiago,  12  de  marzo 
de  1906. 

Frcderick  con  Ilufí 

Improcedenoia.-  Formallzaclón; 
plazo. 

Doctrina:  —  Si  se  anuncia  conjunta^ 
mente  los  recursos  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo ^  debe  éste  formalizarse 
siempre  dentro  del  plazo  de  cinco  días. 

Vistos:  En  1a  causa  seguida  por  don  Dáma- 
so Ilufí,  declarado  pobre,  contra  don  Eduar 
do  Fréderick,  sobre  reivindicación  de  mueblw 
é  indemnización  de  perjuicios,  el  demandante 
Ilufí  ha  deducido  respecto  déla  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Val- 
paraíso los  recursos  de  casación  en  la  forma 
y  en  el  fondo,  en  virtud  de  los  capítulos  que 
se  expresan  en  el  escrito. 

Traídos  los  autos  en  relación  sobre  el  recur- 
so de  forma  y  teniendo  presente: 

1^  Que  ambos  recursos  fueron  anunciados  el 
21  de  setiembre  de  190«5  y  formalizados  el  28 
del  mismo  mes  y  año,  según  se  manifiesta  por 
los  sellos  de  la  secretaria  respectiva  puestos 
en  los  escritos;  y 

2^  Que  el  recurso  de  forma  ha  sido  inter- 
puesto fuera  de  término;  visto  lo  dispuesto 
en  el  artículo  943  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara  improcedente  el  expresa- 
do recurso. 

Redactad^  por  el  señor  Ministro  Vergara 
Albano.  —  Leoncio  Rodríguez.  —  Leopoldo 
ürrutia -/.  Gabriel  Palma  Guzmán.^A,  Ver- 
gara  Albano. 

Cas.  Civ.—Sl  de  diciembre  de  1006 
Crokett  con   Bannen 

Arenas  auríferas;  su  denunoiabilidad. 
—Mensura  de  pertenencias;  prefe- 
rencia. —  Litis-contestación  —  Ex- 
presión  de  agravios;  peticiones  nue 
vas.— Cuestiones  no  discutidas  -In- 
fluencia de  la  infracción  en  lo  dis- 
positivo del  fallo. 

Doctrina:-— Las  arenas  auríferas  v  de 
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más  stistancias  minerales  de  los  ríos  y 
placeres  son  denanciables  y  de  Ubre  ad- 
quisición, aunque  el  terreno  en  que  se  en- 
catntren  no  sea  erial  y  sea  de  dominio 
pagtículHr,  debiendo  en  este  caso  for- 
marse las  pertenencias  mineras  conarrcr 
glo  á  las  prescripciones  legales^  como  si 
se  tratara  de  mina  propiamente  tal. 

Habiendo  reconocido  plenamente  el 
demandado  el  derecho  del  demandante 
á  mensurar  ciertas  pertenencias  auri&' 
ras,  limitándose  á  sostener  que  tenía  de' 
recho  preferente  álu  mensura f  quedó  tra- 
bada la  litis  entre  las  partes  únicamente 
sobre  la  preferencia  para  mensurar  di- 
chas pertenencias  y  la  manera  como  el 
demandado  debía  mensurar  las  suyas,  y 
sobre  estos  puntos  recayó  exclusivamen- 
te el  fallo  de  primera  instancia. 

En  co  nsecuencia,  la  petición  formulada 
por  primera  vez  en  el  juicio  en  el  escrito 
de  expresión  de  agravios,  áñn  de  que  se 
declare  que  el  demandante  no  tiene  dere- 
cho alguno  á  las  pertenencias  de  que  se 
trata,  no  puede  ser  objeto  del  fallo  déñ- 
nitivo. 

Las  consideraciones  jurídicas  que  con- 
signa el  Tribunal  de  Alzada  en  su  sen- 
tencia,  re/e  rentes  á  esa  petición,  no  guar- 
dan, por  tanto,  congruencia  con  las 
peticiones  de  la  demanda  y  contestación 
ni  con  la  cuestión  que  fué  materia  de  la 
sentencia  de  primera  instancia  y  aun  en 
el  supuesto  de  que  en  ellas  se  hubiera  in- 
currido en  algún  error  legal,  tal  error  no 
ha  podido  tener  inñuencia  sustancial  en 
lo  dispositivo  del  fallo,  desde  que  este  se 
basó  además  en  otras  consideraciones  y 
en  ¡as  de  la  sentencia  de  primera  intancia 
que  tenían  relación  directa  con  la  cues- 
tión debatida  en  el  juicio. 

No  existiendo  en  la  sentencia  recurrida 


ninguna  infracción  legal  que  baya  inñui' 
do  sustancialmente  en  lo  dispositivo  del 
fallo,  es  improcedente  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  deducido. 

En  6  de  julio  de  1903  don  Juan  Crokett, 
por  sí  y  á  nombre  de  la»  drmás  personas  que 
figuran  en  la  maifífécteclón  y  ratificación  de 
pertenencias  aortferas  á  que  se  refieren  los 
certificados^  presentó  al  Juzgado  de  Nueva 
Imperial  demanda  pidiendo  que  se  procediera 
á  la  demarcación  y  mensura  de  quince  de  las 
expresadas  pertenencias,  que  correspondían 
á  los  solicitantes  como  descubridores  de  te- 
rrenos auríferos  en  el  fundo  de  don  Constan- 
tino fiannen,  ubicado  en  el  segundo  di^^trito 
de  Carahue,  primera  subdelegación  del  depar- 
tamento de  Nueva  Imperial. 

Expresaba  el  peticionario  que  habiéndose 
llenado  por  su  parte  y  la  de  sus  compañeros 
todas  las  formalidades  y  requisitos  exijidos 
por  la  ley  relativos  á  la  manifestación  y  rati- 
ficación de  las  pertenencias  auríferas  de  que 
se  trata  y  pagada  la  patente  respectiva,  ha- 
bía llegado  el  caso  de  proceder  á  la  demarca- 
ción y  mensura  de  los  terrenos  denunciados, 
citándose  al  efecto  á  don  Constantino  Ban- 
4ien  como  único  propietario  colindante,  por 
haber  éste  hecho  con  anterioridad  la  mani- 
festación del  mineral  denominado  **Esme- 
ralda'\ 

Agregaba  el  solicitante  Crokett  que  al  pro- 
cederse  á  la  demarcación  y  mensura  debía  te- 
ner preferencia  don  Constantino  Bannen  por 
la  razón  ya  indicada,  de  haber  hecho  con 
prioridad  la  manifestación  de  su  mineral  **Es* 
meralda";  que  en  lo  concerniente  á  la  perte- 
nencia de  Bannen  debía  mensurarse  un  Rec- 
tángulo con  500  metros  de  largo  por  100  de 
ancho  y  no  de  500  metros  de  largc?  por  200 
como  lo  pretendía  Bannen,  ya  que  la  perte- 
nencia de  éste  no  podía  tener  más  de  50.000 
metros  cuadrados  de  superficie  según  lo  or- 
denado por  la  ley. 

Que  nombraba,  por  su  parte,  perito  á  don 
Caupolicán  Mardones  para  que  asistiera  á 
la  operación  de  mensura  y  demarcación,  de- 
biendo notificarse  á  don  Constantino  Ban- 
nen para  que  indicara  ingeuiero  que  procedie- 
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ra  á  la  mensura  de  sus  pertenencias,  bajo 
apercibimiento  de  j)rocederse  á  dicha  opera- 
ción por  el  iiijeniero  don  Teodoro  Smitli. 

En  el  primer  otrosí  de  la  solicitud  que  tica- 
ba  de  extractarse  pedía  don  Juan  Crokett  que 
con  el  objeto  de  apreciar  y  satisfacer  los  per- 
juicios que  se  infirieran  al  señor  Danncu  den- 
tro del  terreno  que  ocupara  Crokett  con  sus 
pertenencias  y  de  conformidad  á  los  articu- 
lóse^, 79  y  8^  del  Código  de  Minería,  se  orde- 
nase el  nombramiento  de  peritos  por  cada 
parte  que  tasaran  dichos  perjuicios,  bajo 
apercibimiento  de  procederse  en  relíeldía  del 
que  no  hiciese  la  designación  solicitada. 

Decretada  la  citación  de  Bannen,  éste,  eva- 
cuándola como  minero  colindante  por  el  in- 
terés de  las  pertenencias  del  mineral  **Esme- 
ralda"  y  en  conformidad  ni  artículo  42  del 
Cód¡<2^o  de  Minería,  dice:  tiene  razón  el  señor 
Crokett  para  concederme  la  preferencia  en  la 
mensura  de  las  estacas  de  ese  mineral;  pero 
se  ha  olvidado  de  que  yo  también  manifesté 
el  15  de  febrero  de  1901  el  mineral  "Ercilla** 
con  las  tres  pertenencias  de  5  hectáreas  ca- 
da una,  y  el  mineral  '^Impeiiar*  de  la  misma 
extensión,  á  que  se  refieren  los  pedimentos  y 
ratificaciones  que  acompaño. 

No  acepto  la  forma  en  que  Crokett  pide  se 
mensuren  mis  pertenencias  del  mineral  *'Es- 
meralda",  y  en  el  acto  de  la  mensura  indicaré 
la  forma  en  que  deben  ser  medidas,  tanto  las 
de  *'Esmeralda*'como  las  de  "Ercilla"  é  "Jm- 
pcrial." 

Concluye  la  solicitud  de  Bannen  pidiendo 
al  juzgado  se  declare: 

1^  Que  donjuán  Crokett  no  puede  mensu- 
rar las  minas  á  que  se  refiere  en  su  presenta- 
ción de  6  de  junio,  sino  después  de  mensurar, 
se  las  tres  pertenencias  con  15  hectáreas  cada 
una  de  los  minerales  *'Ercilla'*  y  **La  Impe- 
rial". 

2^  Ordenar  la  mensura  de  estas  nuevas  per- 
tenencias de  su  propiedad  á  virtud  del  dere- 
cho que  le  concede  el  inciso  2*^  del  artículo  41 
del  Código  de  Minería; 

39  Declarar  sin  lugar  lo  pedido  por  don 
Juan  Crokett  en  orden  á  la  forma  en  que  de- 
ben mensurarse  las  pertenencias  del  solicitan- 
te, disponiéndose  que  la  mensura  debe  hacer- 
se como  el  solicitante  lo  indicare  al  efectuarse 


la  operación,  conforme  á  lo  prescrito  en  el 
artículo  52  del  Código  de  Minería; 

4^  Disponer  que  don  Juan  Crokett  no  pue- 
da mensurar  á  continuación  de  las  pertenen- 
cias del  solicitante  sino  aquellas  manifesta- 
das por  Crokett  ó  por  personas  de  quienes 
prt-sente  pfider  ó  cesión  en  forma; 

5*^  Tener  presente  que  mantengo  las  indica- 
ciones hechas  en  la  manifestación  de  las  tres 
pertenencias  de  **La  Imperial",  pues  en  las  ra- 
tificaciones dije  equivocadamente  que  la  la- 
titud debe  medirse  al  Este  y  no  al  Oeste  como 
dice  la  manifestación  y  como  lo  pediré  en  el 
acto  de  la  mensura. 

El  escrito  que  acaba  de  mencionarse  fue 
proveído  del  siguiente  modo: 

**Nueva  Imperial,  22  de  junio  de  1903.— En 
lo  principal,  vengan  las  partes  á  comparendo 
para  el  26  del  presente  á  las  3  P.  M.  que  ten- 
drá lugar  con  la  parte  que  asista;  en  el  otrosí 
téngase  presente,  y  con  arreglo  al  artículo  31 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  enmiénde- 
se la  suma." 

En  la  misma  fecha  de  la  providencia  indica- 
da presentó  don  Constantino  Bannen  un  escri- 
to, reclamando  de  la  tramitación  que  el  Jaez 
había  dado  á  la  petición  contenida  en  el  pri- 
mer otrosí  de  la  demanda  de  Crokett,  relati- 
va á  la  forma  en  que  debían  avaluarse  los 
perjuicios  que  la  explotación  de  las  pertenen- 
cias manifestadas  por  dicho  Crokett  causara 
en  el  fundo  de  Bannen,  pues  en  concepto  de 
este  último,  debía  aplicarse  en  este  caso  el 
procedimiento  sumario  que  establece  el  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  como  lo  ordena 
el  artículo  919  de  dicho  Código. 

En  el  cuerpo  de  ese  escrito  se  leen  las  si 
guien  tes  expresiones: 

**Por  mi  parte  observo  desde  luego  que  no 
estoy  dispuesto  á  tolerar  que  se  establezcan 
en  mi  fundo  trabajos  de  lavaderos  que  des- 
truyan la  tierra  en  una  parte  y  que  la  arra3- 
tren  á  otros  lugares. 

II La  ley  habla  de  ocupación  de  terrenos  pa- 
ra trabajar  minas  y  no  ha  contemplado  el  ca- 
so de  trabajos  hidráulicos  que  destruyan  la 
tierra  y  las  montañas  é  inutilicen  las  corrien- 
tes de  agua. 

iiSi  el  señor  Crokett  quiere  hacer  trabajos 
subterráneos  de  arte  minero,  sin  obstruir  el 
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terreno  superficial,  está  bien;  pero  si  quiere 
trastornarme  el  fundo  lavando  tierras  con 
máquinas  pistones,  me  opongo  á  ello. 

«'En  todo  caso,  será  menester  que  el  actor 
explique  lo  que  va  hacer  y  presente  plano  de 
sus  instalaciones*'. 

Por  tanto,  á  US.  suplico  se  digne  revocar 
por  contrario  imperio  lí»  providencia  recaída 
en  el  otrosí  del  escrito  de  mi  referencia  y  tra- 
mitar dicho  otrosí  cort  arreglo  á  la  le\\ 
A  este  escrito  se  proveyó: 
•'Como  se  pide»»,  reiterando  el  Juezalmismo 
tiempo  la  citación  á  comparendo  para  el  día 
que  antes  había  ya  señalado. 

En  el  mismo  día  va  indicado,  22  de  junio  de 
1903,  el  demandado  don  Constantino  Bannen 
presentó  un  nuevo  escrito  acompañado  de  la 
manifestación  y  mensura  de  su  pertenencia 
minera  "Caupolicán»,  á  fin  de  que  se  ordena- 
ra por  el  Juzgado  la  demarcación  y  mensura 
preferente  de  dicha  pertenencia  á  continua- 
ción de  los  yacimientos  ti  Esmeralda»',  nErci- 
lla»  y  tiLa  Imperial",  y  debiendo  rectificarse 
un  error  en  que  incurrió  al  hacer  la  manifes- 
tación del  y^acimiento  iCaupolicán",  del  mo- 
do que  indica  en  ese  escrito. 

Todavía  Bannen  presentó  el  mismo  día  en 
que  debía  tener  lugar  el  comparendo,  un  escri- 
to exhibiedo  un  croquis  nde  las  pertenencias 
cuya  mensura  preferente  solicitoí»,  segán  sus 
propias  expresiones,  con  el  fin  de  rectificar  los 
errores  de  medida  en  que  se  había  incurrido 
en  la  ratificación  de  aquéllas. 

••Otro  fin  que  me  induce  á  acompañar  este 
croquis,  agrega  Bannen,  es  el  de  solicitar  de 
V.  S.  se  digne  compararlo  con  el  presentado 
por  el  señor  Crokett,  y  de  este  modo  pueda 
V.  S.  convencerse  que  mi  contendor  pretende 
correrse  hacia  el  Poniente  pasando  sobre  mis 
pertenencias,  nCovadonga"  y  ti  Esmeralda"  y 
cubriendo  mis  otras  pertenencias,  todas  ellas 
registradas  y  manifestadas  con  mucha  ante- 
rioridad á  las  de  él. 

"No  está  de  más  decir  que  el  propósito  que 
se  persigue  es  absolutamente  ilegal,  como  lo 
dispone  el  Código  de  Minería. 

"Por  fin,  dígnese  V.  S.  tener  presente  que 
por  este  escrito  hago  la  declaración  de  que  la 
mensura  preferente  por  mí  solicitada  se  hará 
dentro  de  este  croquis  en  forma  legal." 


En  el  cotilparendo  á  que  habían  sido  cita- 
das las  partes,  dpn  Constantino  Bannen  se 
concretó  á  solicitar  que  se  tuvieran  como  re- 
producidas Ins  peticiones  y  consideraciones 
que  había  hecho  valer  en  sus  escritos. 

Donjuán  Crokett,  por  su  parte,  hizo  varias 
observaciones  relativas  al  número  de  perte- 
nencias que  Bannen  tenía  derecho  á  mensurar 
y  á  la  forma  en  que  debía  procederse  á  esa 
operación. 

Negó  el  derecho  que  á  aquel  asistiera  para 
enmendar  los  errores  en  que  hubiera  incurri- 
do al  hacer  la  ratificación  de  sus  pertenencias 
y  manifestó  el  sistema  de  explotación  que  se 
proponía  implantar  en  sus  pertenencias,  que 
era  el  de  pistones. 

Don  Constantino  Bannen  expuso,  contes- 
tando las  observaciones  de  Crokett,  que  no 
las  estimaba  conducentes,  porque  las  disposi- 
ciones legales  que  citaba  eran  aplicables  á  las 
minas  propiamente  dichas  y  no  á  los  lavade- 
ros, que  se  regían  por  el  reglamento  de  5  de 
julio  de  1895  citado  por  el  mismo  Crokett. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  fijó,  entre 
otros,  el  siguiente  punto  sobre  que  debía  re- 
caer: 

*'V  Si  el  fundo  los  ^'Corrales»'  del  señor 
Bannen  es  agrícola  y  no  erial  y  por  qué 
causas. 

**Si  está  cerrado  y  hay  en  él  crianza  de  ani- 
males, siembras,  roces  é  inquilinos. 

"Si  hay  lavaderos  de  oro  y  en  qué  forma  se 
manifiestan." 

Después  de  rendida  la  prueba  testimonial 
que  consta  en  autos,  se  entregaron  los  autos 
á  las  partes  para  alegar  de  bien  probado. 

.  Alegando  el  demandado,  desarrolla  exten- 
sas consideraciones  para  demostrar  que  el 
fundo  en  que  Crokett  pide  la  demarcación  y 
mensura  de  pertenencias  auríferas  es  de  cul- 
tivo y  no  erial,  según  así  resulta  plenamen- 
te comprobado  con  las  declaraciones  de  nu- 
merosos testigos. 

Sostiene  que  el  Código  de  Minería  en  los 
artículos  1'  y  4^  hace  una  distinción  per- 
fectamente marcada  entre  las  minas  de  oro, 
es  decir,  yacimientos  auríferos  que  deben 
explotarse  con  arreglo  al  arte  minero,  y  las 
arenas  auríferas  de  que  trata  el  artículo  4^ 
del  citado  Código. 
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Esta  última  clase  de  industria  no  es  pcr- 
tnitida  por  el  legislador  sino  respecto  de  te- 
rrenos eriales. 

Corroboran  esta  manera  de  interpretar  la 
.  ley  las  diversas  disposiciones  3*^  reglas  que 
establece  el  decreto  de  1895  para  la  explo- 
tación de  las  arenas  auríferas  aplicando  las 
coales  se  llega  á  la  conclusión  de  que  en  es- 
te caso  si  el  señor  Crokett  quiere  mantener 
sus  títulns  al  amparo  del  artículo  1^  del 
Código,  tiene  que  trabajar  los  mantos  por 
•medio  de  piques,  chiflones,  etc.,  etc.,  es  de- 
cir, que  no  podrá  valerse  de  medios  hidráu- 
licos para  lavar  toda  la  tierra,  ni  menos 
podrá    trasportar  ésta  de  un  lugar  á  otro. 

Resumiendo  el  demandado  las  conclusiones 
á  que  arriba  en  el  eiscrito  de  alegato,  dice  en 
el  número  13  del  párrafo  5'  que  no  siendo 
eriales  sus  terrenos,  no  tienen  aplicación  el  ar- 
tículo 4' del  Código  de  Minería  y  el  reglamento 
de  1895;  y  en  el  número  21  del  mismo  párrafo 
que  habiendo  Crokett  formado  sus  títulos  al 
amparo  del  artículo  1^  del  Código  de  Minería 
debe  explotar  sus  yacimientos,  en  el  caso  de 
que  se  le  reconociera  algún  derecho,  con  suje- 
ción á  las  reglas  del  arte  minero,  es  decir,  en- 
trando al  manto  por  medio  de  piques,  soca- 
vones, etc.,  etc.^  y  tomando  toda  clase  de  me- 
didas de  segundad. 

Con  estos  antecedentes  se  pronunció  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  (1)  que  declaró: 

1^  El  derecho  preferente  de  don  Constan  tino 
Bannen  para  mensurar  con  15  hectáreas  cada 
una  las  pertenencias  "Esmeralda",  "Ercilla" 
y  "La  Imperial'*,  y  á  continuación  de  estás  y 
en  la  forma  determinada  en  el  artículo  52  del 
Código  de  Minería,  la  pertenencia  "Caupoli. 
can"  del  mismo  Bannen; 

2^  Que  esta  mensura  debia  hacerse  en  la 
forma  que  lo  pidiera  el  interesado  al  ejecutarse 
esta  operación,  no  pudiendo  tener  cada  perte- 
nencia más  de  50,000  metros  cuadrados;  y 

3'  Que  don  Juan  Crokett  puede  mensurar 
á  continuación  de  aquellas  pertenencias  las 
que  ha  manifestado  y  ratificado,  según  lo  ex- 

(l)  Véase  esta  sentencia  y  la* de  2.*  iostancia  en 
esta  Revista,  año  IV,  uúm.  1.^,  II  parte,  sección 
2  *,  página  2. 


presa  en  las  soUcitndes»  y  para  explotarlos  ao 
podrá  hacerusode  pistones»  dinamita  6  otros 
sistemas  análogos  qat  /iestruyan  la'propíe- 
dad. 

Apelada  esta  sen teacía  por  ambas  parta, 
don  Constantino  Bannen  en-sa  eacñto dea- 
presión  de  agravios  formuló  la  siguiente  peti- 
ción: ^*Solicito  que  se  reroque  la  sentencia 
mencionada,  declarándose  que  don  Juan  W. 
Crokett,  ya  se  le  considere  particnlarmeote,  ó 
ya  á  nombre  de  sus  compañeros,  no  tiene eo 
absoluto  derecho  á  pertenencias  niioeras,T 
por  tanto  no  puede  ser  admitido  á  mensurar 
y  demarcar  tales  pertenencias,  desechándose; 
en  consecuencia,  todas  las  peticiones  forma 
ladas  en  el  escrito,  como  asimismo  las  dedo- 
cidas  por  el  expresado  señor  Crokettenelacta 
de  comparendo  con  costas. 

"Fundo  esta  primera  petición  en  q^c  tra- 
tándose, jcomo  se  trata  en  estos  aatos,  dd 
aprovechamiento  ó  explotación  de  arenas 6 
cascajos  auríferos,  y  no  de  minas  en  la  acep- 
ción propia  de  esta  palabra,  no  tienen  los  qae 
no  son  propietarios  del  suelo  superficial  el  de 
recho  de  aprovecharse  de  tales  arenas  ó  cas- 
cajos y  de  constituir  pertenencias,  sino  eo  e! 
caso  de  encontrarse  esas  arenas  en  terrenos 
eriales. 

**Los  terrenos  del  peticionario  sondeculti 
vo,  se  hallan  cerrados  y  está  acreditado  ca 
autos  que  no  son  eriales." 

La  sentencia  de  segunda  instancia,  aceptan 
do  la  parte  expositiva  y  los  considerandos! 
y  3"^  de  la  de  primera  y  citando  los  artículos 
15,  19,  24,  29,  42,  48  y  52  del  Código  de  Mi- 
nería, 19  y  22  del  Código  Civil  y  193  y  1)1 
del  de  Procedimiento  Civil,  confirmó  el  falio 
en  la  parte  apelada,  con  declaración  de  quelo< 
litigantes  pueden  en  la  operación  de  mensura 
de  sus  pertenencias  hacer  las  modificacioort 
que  pidieren,  sin  perjuicio  de  sus  redproco? 
derechos  ó  siempre  que  el  uno  no  se  interne  cti 
el  suelo  de  las  pertenencias  del  otro,  tal  como 
éstas  hayan  sido  alinderadas  en  las  ratifica- 
ciones de  sus  registros,  en  virtud  de  los  funda- 
mentos que  pasan  á  reproducirse: 

I''  Que  según  lo  prescrito  en  el  artículo - 
del  Código  de  Minería,  son  de  libre  fídqviíy 
ción  por  los  particulares  las  minas  de  ora 
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plata,  etc.,  cualquiera  que  sea  su  origen  y  la 
forma  de  su  jacimiento; 

2'  Que  si  bien  es  cierto  que  el  inciso  1'  del 
artículo  4'  de  dicho  Código  :dispone  que  son 
de  libre  aprovechamiento  las  arenas  auríferas 
y  estañíferas  y  cualesquiera  otras  produccio- 
nes minerales  de  los  ríos  y  placeres,  siempre 
que  se  encuentren  en  terrenos  eriales  de  cual- 
quier dominio,  también  lo  es  que  el  inciso  final 
del  mismo  artículo  establece  que  sin  embargo 
de  esa  disposición,  se  formarán  pertenencias 
minaras  cuando  la  explol  ación  se  hiciere  en 
establecimientos  üjos; 

3^  Que  no  obstante  la  defectuosa  redacción 
del  último  de  los  artículos  trascritos,  el  tenor 
literal  y  contexto  dé  ellos  y  de  otras  disposi- 
ciones del  citado  Código,  manifíestan  clara- 
mente que  su  espíritu  es  que  las  arenas  aurí- 
feras y  demás  sustancias  minerales  de  los  ríos 
y  placeres  son  también  denunciables  ó  de  libre 
adquisición f  aunque  el  terreno  eii  que  se  en- 
cuentren no  sea  erial,  como  no  lo  es  el  fundo 
"Corrales*' del  señor  Bannen,  debiendo  en  este 
caso  formarse  las  pertenencias  mineras  ó  cons- 
tituirse la  propiedad  minera  con  arreglo  á  las 
prescripciones  legales,  como  si  se  tratara  de 
mina  propiamente  tal; 

4'  Que  esta  interpretación  de  la  ley,  que  es 
la  verdadera  y  genuina,  ha  sido  también  dada 
por  el  propio  dueño  del  fundo  superfícial,  al 
pedir  para  sí  las  pertenencias  mitieras  que  se 
le  reconocen  por  los  actuales  fallos  y  al  otor- 
gar su  anuenci.i  á  otras  personas  para  que 
solicitaran  también  pertenencias  en  dicho 
fundo; 

5'  Que  el  reglamento  de  5  de  julio  de  1895, 
dictado  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en 
el  artículo  163  del  Código  de  Minería,  corro- 
bora asimismo  la  inteligencia  que  se  da  á  los 
referidos  preceptos  legales; 

6^  Que  la  demarcación  y  mensura  de  las 
pertenencias  deberá  efectuarse  en  la  forma  que 
el  minero  hubiere  señalado  ó  pedido  en  la  ra- 
tificación de  su  registro  y  aunque  la  ley  lo  au- 
toriza para  modificar  en  el  acto  de  la  demar- 
cación los  linderos  que  en  dicha  ratificación 
hubiere  designado,  tal  facultad  sólo  puede 
ejercerse  cuando  no  hay  colindantes,  ó  si  ha- 
biéndolos, no  se  opusieren;  y  en  este  litigio  se 


han  deducido  oposiciones  por  cimbas  par- 
tes; y 

•  7^  Que  no  se  halla  legalmente  comprobado 
que  los  yacimientos  descubiertos  y  denomi- 
nados "Esmeralda*\  "Ercilla",  "La  Imperial" 
y  **Caupolicán*'  constituyen  un  solo  banco  ó 
criadero  mineral". 

Contra  esta  sentencia  se  ha  deducido  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  por  don  Constanti- 
no Bannen,  quien  formalizándolo  en  el  escrit«> 
dice:  el  fallo  de  que  se  trata  ha  infringido  las 
disposiciones  de  los  artículos  4^ del  Código  de 
Minería  y  19  del  Código  Civil,  porque  aun 
cuando  se  reconoce  en  la  sentencia  que  el  fun- 
do del  recurrente  no  es  terreno  erial,  se  esta- 
blece, sin  embargo,  en  ella  el  principio  erróneo 
de  que  aún  en  tales  terrenos  es  lícito  consti- 
tuir pertenencias  para  aprovecharse  de  are- 
nas auríferas. 

Se  ha  infringido  el  segundo  artículo,  porque 
so  pretexto  de  consultar  el  espíritu  de  la  dis- 
poción anterior  y  del  Código  de  Minería  en 
general,  se  ha  prescindido  del  tenor  claro  y 
terminante  del  artículo  4^  del  Código  indi- 
cado. 

En  cuanto  á  la  naturaleza  de  la  explotación 
minera  que  se  pretende  implantar  por  el  señor 
Crokett  y  compañeros,  los  antecedentes  todos 
revelan  que  hay  perfecto  acuerdo  entre  las 
partes  acerca  de  qué  no  se  trata  de  explotar 
minas  en  el  sentido  natural  y  obvio,  es  decir, 
minas  metalíferas  que  se  manifiesten  en  ve. 
tas,  ó  que  sea  menester  explotar  por  medio 
de  galerías,  pozos  ó  trabajos  subterráneos, 
sino  pura  y  simplemente  arenas  ó  cascajos  au- 
ríferos. 

Aparece  también  de  los  mismos  anteceden- 
tes de  la  causa  y  en  especial  de  las  posiciones, 
comprobada  la  absoluta  anulación  del  dere- 
cho del  agricultor  si  se  sanciona  el  principio 
ó  doctrina  en  referencia,  como  también  la  des- 
trucción de  la  capa  de  tierra  vegetal  con  una 
clase  de  explotación  que  deja  el  suelo  inade- 
cuado para  todo  cultivo. 

Se  han  infringido,  asimismo,  los  artículos 
20  y  21  del  Código  Civil  y  2^  del  de  Minería,- 
pues  se  da  á  este  último  un  alcance  que  no 
tiene  al  afirmar  que  comprende  toda  clase  de 
explotaciones  mineras,  las  arenas  auríferas 
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inclusive,    que    reglamenta    el    artículo   4^. 

Además,  se  da  á  la  expresiones  'iibre  adqui- 
sición**, *'l¡bre  aprovechamiento**  un  signifi- 
cado diferencial  y  de  subordinación  que  en 
realidad  no  tienen. 

Por  último,  no  se  lia  dado  á  las  palabras 
empleadas  en  dicho  artículo  el  significado  na- 
tural y  obvio  ni  el  técnico  que  les  corresponde 
en  el  arte  minero. 

Las  voces,  "mina**,  '^placeres**  tienen  una 
significación  que  ha  sido  olvidada  en  1 1  sen- 
tencia de  que  se  recurre;  }'  **arenas  auríferas** 
es  algo  esencialmente  diverso  de  **minas**. 

En  la  suposición  de  que  no  fuera  errónea  la 
aplicación  que  el  Tribunal  ha  dado  el  artícu- 
lo 4*^,  esto  es,  admitiendo  que  fuera  lícito 
constituir  pertenencias  para  explotar  arenas 
auríferas  en  terrenos  no  eriales  pertenecientes 
á  particulares,  se  habrían  infringido  las  dis- 
posiciones del  decreto  reglamentario  de  5  de 
iulio  de  1895  y  del  artículo  163  del  Código  de 
Minería,  que  ha  dado  origen  á  dicho  decreto, 
especialmente  se  habrían  violado  los  artículos 
6*^  y  12  del  expresado  reglamento. 

Consta  en  autos  que  Crokett  no  ha  cumpli- 
do con  las  obligaciones  impuestas  en  estos  ar- 
tículos y,  en  consecuencia,  el  fallo  recurrido  al 
declarar  en  favor  de  Crokett  el  derecho  de 
constituir  desde  luego,  sin  más  trámite,  las 
pertenencias  mineras  que  pretende,  ha  infrin- 
gido tales  disposiciones. 

La  misma  parte  recurrente  en  el  escrito  de 
fundación  del  recurso  invoca  diversas  consi- 
deraciones para  demostrar  que  no  son  denun- 
ciables  las  arenas  auríferas  en  ter-renos  parti- 
culares no  eriales,  para  los  efectos  de  consti- 
tuir sobre  ellos  propiedad  minera  por  otra 
persona  que  el  dueño  del  terreno;  y  para  ma- 
nifestar que  el  Tribunal  de  Alzada,  al  estable- 
cer en  su  fallo  el  principio  contrario,  ha  in- 
Anngido  las  disposiciones  legales  ya  citadas 
anteriormente  como  violadas. 

La  parte  recurrida,  respondiendo  pide  se  de. 
seche  el  recurso  por  las  siguientes  razones: 

Dadas  las  peticiones  formuladas  por  don 
Constantino  Bannen  en  los  diferentes  escritos 
que  ha  presentado,  se  ve  que  la  litis  quedó 
trabada  entre  las  partes  únicamente  sobre  la 
preferencia  para  mensurar  sus  respectivas 
pertenencias,  y  acerca  de  la  manera  como  el 


señor  Bannen  debía  mensurar  las  suyas,  sos- 
niendo  el  señor  Crokett  que  debía  hacerlo  tal 
como  lo  habia  indicado  en  la  ratificación,  t el 
señor  Bannen  que  podía  mensurarlas  en  la 
forma  que  quisiera. 

Ni  por  un  momento  se  desconoció  en  la  pri- 
mera instancia  de  este  juicio  al  señor  Crokett 
el  derecho  á  las  manifestaciones  cuj'as  menso- 
ras  pedía. 

La  sentencia  de  primera  instancia  falló  esta 
causa  acojisndo  sustancialmente  las  peticio- 
nes de  Bannen. 

Este  apeló  sin  embargo,  y  en  segunda  ins- 
tancia formuló  peticiones  nuevas,  ajenas  al 
juicio  é  incompatibles  con  las  ya  formnladas. 
Los  jueces  sólo  pueden  resolver  losjuiaos 
con  arreglo  á  las  peticiones  hechas  por  las 
partes,  y  estas  peticiones  se  formulan  en  la 
demanda  y  en  la  contestación,  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  número  5^  del  artículo  251  v 
4^  del  artículo  229  del  Código  de  Proctdi 
miento  Civil. 

.  Si  la  Corte  de  Concepción  hubiera  acogido 
las  excepciones  del  señor  Bannen  en  su  escrito 
de  expresión  de  agravios,  habría  dictado  un 
fallo  nulo. 

Los  artículos  que  se  dicen  infringidos  nin- 
guna influencia  tienen  en  el  fallo,  pues  síílo 
habrían  podido  tenerla  en  caso  que  la  mate- 
ria del  juicio  hubiese  sido  el  resolver  si  Cro- 
kett tuvo  ó  no  derecho  para  manifestar  sos 
descubrimientos  auríferos. 

Esos  artículos  ninguna  influencia  han  podi- 
do ejercer  sobre  el  fallo  de  la  Corte,  porque  esa 
materia  no  fué  objeto  del  juicio. 

Por  lo  demás,  nuestra  legislación  minera  ha 
sometido  siempre  los  yacimientos  de  arenas 
auríferas  á  las  mismas  reglas  que  á  las  minas, 
como  puede  verse  en  las  Ordenanzas  y  en  fl 
Código  de  1874. 

No  se  ha  inlringido  tampoco  el  artículo  T 
en  cuanto  se  aplica  á  la  interpretación  qo¿ 
debe  darse  al  inciso  2^  del  artículo  4'  del  Có- 
digo de  Minería,  pues  la  redacción  de  ese  ar- 
tículo no  es  muy  feliz,  y  con  esto  queda  justi- 
ficada la  actitud  del  Tribunal  de  Alzada. 

No  se  puede  invocar  como  infringido  elar 
tículo  20  del  Código  Civil  en  un  recurso  deca 
sación,  porque  el  uso  de  las  palabras  es  oca 
cuestión  de  hecho  más  que  de  derecho. 
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Lo  mismo  puede  decirse  del  artículo  21. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  251,  numero  5^,  y  299,  número  4^, 
*  (kl  Código  de  Procedimiento  Civil,  las  dos 
partes  que  han  litigado  en  este  juicio  formu* 
laron  de  un  modo  preciso  y  claro  en  la  con-^ 
clusión  de  los  escritos  de  demanda  y  de  con* 
testación,  respectivamente,  las  peticiones  que 
sometían  al  fallo  del  Tribunal  de  primera  ins* 
tancia,  ó  sea,  por  el  demandante  Crokett^ 
para  que  se  procediera  con  citación  de  don 
Constantino  Bannen  á  la  demarcación  y  men- 
sura de  quince  de  las  pertenencias  auríferas  á 
que  se  refieren  los  títulos  exhibidos  con  su  de- 
manda, declarándose  al  propio  tiempo  que  la 
pertencia  "Esmeralda"  de  Bannen,  cuya  men- 
sura era  preferente,  debía  tener  sólo  la  exten- 
sión y  forma  que  en  dicha  demanda  indica;  y 
por  el  demandado  don  Constantino  Bannen, 
para  que  se  declaré: 

1^  Que  Crokett  no  podía  mensurar  las  mi- 
nas á  que  se  refiere  la  demanda  sino  después 
de  mensuradas  las  pertenencias  "Esmeralda", 
*'£rcilla"  y  "La  ImperiaF'  del  demandante; 

2^  Que  á  continuación  de  estas  pertenencias 
Crokett  no  podía  mensurar  sino  aquellas  ma- 
nifestadas por  él  ó  por  personas  de  quienes 
presente  poder  ó  cesión  en  forma; 

3^  Que  debía  desecharse  la  petición  del  de- 
mandante relativa  á  la  forma  en  que  preten- 
día se  procediera  á  la  mensura  de  las  perte- 
nencias del  demandado;  y 

4'  Que  en  lo  concerniente  á  la  perte- 
nencia "La  Imperial",  mantenía  las  indica- 
ciones hechas  en  la  respectiva  manifestación, 
salvándose  el  error  en  que  incurrió  al  ratifi- 
car ese  pedimento  en  cuanto  á  la  latitud,  co- 
mo lo  pediría  en  el  acto  de  la  mensura. 

2.^  Que  del  texto  expreso  de  las  anteriores 
peticiones  resulta  que  el  demandado  recono- 
ció plenamente  el  derecho  de  Crokett  para 
niensarar  en  el  fundo  "Corrales"  las  pertenen- 
cias auríferas  á  que  se  refieren  los  títidos,  con 
la  limitación  de  que  la  operación  de  mensura 
debía  efectuarse  después  de  ubica:da8  la»  per- 
tenencias  de  Bannen  y  á  continuación  dcellat. 


preferencia  que  el  deriiandante  reconocía  por 
su  parte  en  el  mismo  escrito  de  demanda;  que- 
dando, en  consecuencia,  como  únicos  puntos 
de  desacuerdo  entre  las  partes  sometidos  á  la 
decisión  del  Tribunal,  los  demás  que  habían 
sido  materia  de  las  peticiones  de  la  deitianda 
y  contestación; 

3^  Que  si  bien  don  Constantino  6annen 
manifestó  en  el  escrito  que  no  estaba  dispues- 
to á  permitir  que  se  estí.blecieran  en  su  fundo 
trabajos  de  lavaderos  que  despedazaran  el  sue- 
lo, agregando  que  la  lei  habla  de  ocupación 
de  terrenos  para  el  laboreó  de  minas  y  no  se 
ha  puesto  en  el  caso  de  trabajos  hidráulicos 
que  destruyan  la  tierra  y  las  montañas  é  inu- 
tilicen las  corrientes  de  agua,  tales  asevera- 
ciones aparecen  consignadas  en  un  escrito  cu- 
yo objeto  fué  solo  reclamar  de  la  tramitación 
que  dio  el  Juez  á  la  solicitud  contenida  en  el 
primer  otrosí  de  la  demanda,  sin  que  se  de- 
dujera en  dicho  escrito  petición  alguna  for- 
mal en  el  sentido  de  negar  ó  desconocer  el  de- 
recho de  Crokett  á  medir  sus  pertenencias,  lo 
que  tampoco  habría  sido  aceptable  dentro 
del  procedimiento  legal,  desde  que  una  peti- 
ción de  ese  jénero,  incompatible  con  las  for- 
muladas por  el  mismo  Bannen  en  el  escrito 
de  contestación,  habría  alterado  radicalmen- 
te el  objeto  principal  del  pleito,  originando 
una  situación  diversa  de  la  que  se  planteó  en 
los  escritos  de  demanda  y  contestación; 

4^  Que  igual  consideración  á  la  anterior  es 
aplicable  á  las  observaciones  que  en  un  modo 
vago  y  sin  negar  el  derecho  de  Crokett  á 
mensurar  sus  pertenencias  auríferas,  formuló 
el  demandado  en  el  comparendo  de  que  da 
cuenta  el  acta  en  su  parte  final; 

5^  Que  conforme  al  mérito  del  proceso  y 
concretándose  á  los  puntos  que  fueron  expre- 
samente sometidos  á  juicio  por  las  partes, 
como  lo  dispone  el  artículo  167  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  se  pronunció  acerca  de  las  di- 
versas peticiones  de  la  demanda  j  contesta- 
ción, declarándose  que  don  Juan  Crokett 
podía  mensurar,  á  continuación  de  las  perte- 
nencias de  don  Constantino  Bannen,  quien 
tenía  derecho  á  mensura  preferente,  las  que 
Crokett  había  manifestado  y  ratificado  Según 
los  documentos; 
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6^  Que  la  petición  para  que  se  declare  que 
donjuán  W.  Croket,  personalmente  6  á  nom- 
bre de  sus  compañeros,  no  tiene  en  absoluto 
derecho  á  las  pertenencias,  mineras  de  que  se 
trata  ni  por  consiguiente  á  demarcarlas  y 
mensurarlas  en  el  fundo  "Corrales**  del  recu- 
rrente, por  no  ser  erial  dicho  predio,  aparece 
formulada  por  primera  vez  en  este  juicio  solo 
en  el  escrito  de  expresión  de  agravios  y  no 
pudo,  por  lo  mismo,  ser  objeto  del  fallo  defi- 
nitivo, como  a^í  se  establece  en  los  conside- 
randos que  preceden; 

19  Que  la  sentencia  del  Tribunal  de  Alzada 
se  limitó  á  confirmar  la  de  primera  instancia, 
reservando  ét  los  litigantes  sus  derechos  para 
h^cer  tt\  la  operación  de  mensura  de  sus  per- 
tenencias  las   modificaciones  que  pidieren  y 
con  la  salvedad  indicada  sobre  este  particu 
lar  en  la  parte  resolutiva; . 
.  8^  Que  de  todo  lo  expuesto  procedentemen- 
te resulta  que  las   diversas  consideraciones 
jurídicas  que  establece  el  Tribunal  de  Alzada 
en  los  fundamentos  prími^ro  al  quinto  inclu* 
sive  de. la  sentencia  de. segunda   instancia, 
acerca  de  que  las  arenas  auríferas  y  demás 
sustatncias  minerales  de  los  ríos  y  placeres  son 
también  denunciables  ó  de  libre  adquisición:, 
üunque  el  terreno  en  que  se  encuentren  no  sea 
efiali  y  la  aplicación  que  con  este,  motivó  se 
hace  en  ellos  de  los  artículos  1*=^,  4°  y  163  del 
Código  de  Minería,  y  reglamento  de  5  de  ju- 
pio de  1895,  no  guardan  congruencia  alguna 
con  las  peticiones  de  la  demanda  y  contesta-r 
ción,  ni  con  la  cuestión  que  fue  materia  de  la 
sentencia  de  primera  instancia;  por  Jo  cual  y 
a.ún  en  Ja  suposición  ^  de  que  el  Tribunal  de 
Alzada  hubiera  incurrido  en  algún  error  legal 
alsentaresa  doctrina  jurídica  en  los  conside- 
randos indicados,  deduciéndola  de  las  dispo- 
siciones legales  que   acaban  de ;  citarse,,  tal. 
error  nq  habría  podido  tener  influencia  ajgu- 
na  sas.tancial  en  lo  dispositivo  del  fallo,  d^sdte 
que  á.es^e  también  le  sirven  de  base  los  con-  . 
iúdefaüdos  de. la  sentencia  de  primer^instan- 
cía ,  que  ^<;eptó  el  Tribunal  de  Alzdda  y  los 
j"esta4itQ&:deJ  .fallo  .de  estp  último  Tribunal,, 
qUcson- Aps..que  -^f  relacionan  directamente 
cpn  ..la,'  cuestión  debatida  en  el  juiqiq  y  la  re- 

spelven; ♦  .     -       .... 

0^  Que  no  fué  tampoco  objeto  de  pcticióij 


alguna  del  demandado  el  hecho  que  se  adace 
en  el  escrito  de  formalización  del  recurso.  Je 
no  haber  dado  Crokett  cumplimiento  ix  \ 
dispuesto  en  los  artkulos  6^  y  12delreglv 
mentó  de  5  de  julio  de  1895,  nó  fué  este  pu- 
to por  lo  mismo  materia  de  las  sentencias  i 
bradas  en  la  causa  y,  en  consecuencia,  no  'i: 
podido  el  Tribunal  de  Alzada»  q^ue  no  se  ha 
pronunciado  acerca  de  ese  particular,  ínfrir 
gir  las  dos  disposiciones  que  acaban  de  citar- 
se; y 

10.  Que  no  existiendo  en  la  sentencia  de 
que  se  recurre  infracción  legal  que  baja  ic 
fluido  sustancialmente  en  lo  dispositiro  a 
fallo,  es  improcedente  el  recurso  de  casacKa 
en  el  fondo  interpuesto,  de  conformidad  c4  !j 
preceptuado  en  el  artículo  940  del  Código  ds 
Procedimiento  Civil. 

Visto  ademas  lo  dispuesto  en  los  artículos 

960  y  979  del  expresado  Código,  se  ddara 

sin  lugar,  con  costas,  el  recMrjo  de  casacit : 

en  el  fondo  deducido  por. don  Constantin.' 

Bannen  en  esta  causa. 

Aplícase  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernile? 

Acordada  contra  el  voto,  del  Ministro  señe 

Varas,  quien  opinó  por  la  aceptación  del  r^ 

curso,  en  virtud  de  las  razones  que  consip 

en   el   libro   respectivo.  (1)— Leoiic/o  ^"í^  • 

guez,—],  Gabriel  Palma  Guzmán.—Galy&rr.' 

GalIardo.^V.    Aguirrt   VargasL^&rlos  \y 

ras, — Abel  Saavedra /.  Bernales, 


Cas.  en  la  forma,— 'Jl  de  marzo  de  19'*'' 
Gájardo 

Inadmisibilidad.-  Violos  del  fallo  de 
primera  instanola;  violos  no  recia 
mados 

Doctrina  :-r-iVo  procede,  el  recurro  ': 
casación  .en  Ja  forma  contra  ¡a  sentep^- 
de  segunda  instancia  que  se  Umit^  á  c  •" 
firmar  la  de  primera  instancia,  porv:i:  - 

(i)  GVvoto especial dU  Mhiistr0  8efi':^i'Vtfataú>c  • 
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^í/e,  e/7  caso  de  ser  efectivos^  afectarían  á       Cas.  en  el  fondo.— 20  de  noviembre  de  1906^ 

ésta,  y  que  no  fueron  reclamados  opor* 

tunamente.  Urbistondo  con  sucesión  Carrasco 


En  el  juicio  de  liquidación  délos  bienes  deja- 
do» por  don  Miguel  Gajardo,  se  pronunció  el 
laudo,  algunas  de  cuyas  resoluciones  fueron 
apeladas  por  don  Alipio  Gajardo. 

La  Corté  de  Apelaciones  de  Talca,  pronun- 
ciándose sobre  el  recurso  deducido  por  este  úl- 
timo, confirmó  en  los  puntos  apelados,  por 
resolución  de  9  de  noviembre  de  1 905  la  sen- 
tencia del  arbitro. 

Contra  la  resolución  del  Tribunal  de  Alzada 
ha  interpuesto  don  Alipio  Gajardo  los  recui* 
sos  de  casacióp  en  la  forma  j  en  el  fondo,  e 
primero  de  los  cuales  se  funda,  según  lo  expre 
sa  el  recurrente  en  su  escrito  de  formalización 
en  haberse  dictado  la  sentencia  con  omisión 
de  los  requisitos  exigidos  por  los  números  4^ 
y  5'  del.artículo  193  del  Código  de  Procedió, 
miento  Civil,  causal  prevista  en  el  articulo 
MI  del  mismo  Código.  , 

La  Corte: 

Considerando: 

1'  Que  los  vicios  ó  defectos  que  se  mencio- 
nan, en  caso  de  ser  efectivos,  afectarían  á  la 
sentencia  de  primera  instancia,  y  no  á  la  de 
segunda,  que  se  ba  limitado  á  confirmar  sin 
modificación   la  del  Juez    compromisario;  y 

2*^  Que  por  los  vicios  de  que  se  trata  no  Se 
reclamó  oportunamente  contra  la  sentencia 
arbitral  por  medio  del  recurso  correspondien- 
te para  ante  el  Tribunal  llamado á  conocer  de 
el,  debiendo  en  consecuencia  suponerse  renun- 
ciado el  derecbo  de  reclamar  por  aquéllos  vi- 
cios. '   .  »  - 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  946,960, 
078,  979  y  249  d^  Código  dé  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin'  lugar,  con*  costas,  el  re- 
curso dfc  casación  en  la  forma,  contra  lá  sen- 
tencia de  9  de  noviembVe  de  1905.  Queda  apli- 
cada al  Fisco  la  cantidad  cüAsignada. 

Redactada  por  el  Ministro  sénior  Saavedra'. 
-^l^^eoncío  RodFÍ}»ubz:^J:Gáht¡€l  Páiñm  Gtiz- 
mán,^AJ)el  SaátedFa:^J,  Alefo  Fernández:  - 


Oasación  en  el  foado.^  Causal  de  casar 
ción.--Forinalizaoión.  —  Parte  agra- 
viada.-I  nfraolón  legal.  Ouratela. 
Curador;  ,su8  obligaoloiie£i.— Adml; 
nlstración.  —  Hendioión  de  ^  puentas. 
—Pupilo.  —  Bienes  propioa— juiólo 
de  ouentaa  -  Presoripoión. 

Doctrina: — Es  improcedente  la  causaf 
de  casación  fundada  en  la  infracción  de 
un  artículo,  si  esta  infracción  se  invoca 
después  de  formalizado  el  recurso. 

El  recurso  de  casación  sólo  se  cqnced^ 
ala  parte  agraviada.  Por  consiguiente, 
si  la  infracción  alegada  no  perjudica  ai 
recurrente  sino  por  el  contrario  á  la  otra 
parte  no  puede  fundarse  en  ella  el  recur- 
so. 

Las  obligaciones  del  curador  en  cúántQ 
á  los  biepes  consisten  no  sólo  en  la  ad'¡ 
ministración  de  ellos  llevando  cuenta  ins- 
truida y  documentada  y  en  exhibirla  lut^ 
go  que  termine  el  cargo,  obligación  que 
le  impone' el  articulo  415  del  Código  Ci- 
vil, sino  también  en  entregar  los'  bienes 
que  pertenecen  al  pupilo,  tan  luego  como 
le  sea  posible,  obligación  que^  Je  impone 
el  artículo  417  del: mismo  Código;      i    •> 

El  ex'pupilo  puede  exigir  por  acción 
ordinaria  la  entrega  de  sus  bienéé  exis- 
tente^ en  especies  ó  cantidades  determj- 
nadas,  en  poder  del  curador  sin  que  obste 
áesta  afción  la  circunstancia  de  no  bar 
berse  rendido  y  aprobado  la  cuenta,  qu^ 
el  guardador  ha  debido  presentar  aP  ter- 
minar I  á  cúratela.  Infringe,  pdr  consi- 
guiente, lá  disposición  del  artículo  4ít 
del  Código  Civil,  la  sentencia  que  dese- 
cha  la   dcfn^nda  del  ^^'P^ipilo  cqtiti;f^ 
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el  curador  para  obtener  ¡a  restitución 
de  una  cantidad  determinada  que  le  per- 
tenece, fundado  en  que  el  juicio  de  cuen- 
tas es  el  único  caso  en  que  procedería  el 
ejercicio  de  los  derechos  del  pupilo. 

Contra  la  acción  del  pupilo  que  exige 
el  curador  la  devolución  de  una  cantidad 
determinada  qué  le  pertenece  rio  procede 
la  prescripción  de  cuatro  anos  establecí' 
da  por  el  articulo  425  del  Código  Civil 
sino  la  ordinaria. 

La  acción  para  exigir  al  curador  la 
rendición  de  cuentas  prescribe  en  cuatro 
años. 


Don  Wenceslao  Urbistondo  expone:  que  su 
tía  doña  Eloísa  Urbistondo  le  legó  en  co- 
munidad con  sus  hermanos  Vicente,  Leonor 
y  Rosa,  una  casa  ubicada  en  la  calle  de  San 
Francisco  de  la  ciudad  de  Santiago;  que  fué 
▼endida  por  su  curador  don  Ismael  Carrasco, 
en  la  cantidad  de  $  15  500,  de  los  cuales  co- 
rrespondía al  demandante  $  3.750,  suma  qne 
le  adeuda  el  señor  Carrasco  con  sus  intereses 
correspondientes  desde  septiembre  de  1894. 

Habiendo  fallecido  el  señor  Carrasco  el  12 
de  septiembre  de  1894,  sus  herederos  que  lo 
son:  Su  esposa  doña  Rosa  Ubistondo  y  sus  hi- 
jos Daniel,  Ismael,  Inés  y  Elena,  están  obliga- 
dos al  pago  de  la  cantidad  indicada  y  sus  in- 
tereses. 

Con  estos  antecedentes  entabló  demanda 
en  contra  de  la  sucesión  dedos  Ismael  Carras- 
co B.  •  y  pidió  se  diera  lugar  á  ella  en  todas 
sus  partes. 

£n  rebeldía  de  los  demandados  se  dio  por 
contestada  la  demanda  y  se  recibió  la  causa 
á  prueba  sin  que  se  rindiese  ninguna  testimo- 
nial. Se  citó  para  sentencia  y  uno  de  los  Juz- 
gados de  Santiago,  con  ítcha  4  de  marzo  de 
1904,  falló: 

Considerando: 

1^  (Jne  el  demandante  no  ha  acreditado  la 
efectividad  del  legado  qne  le  dejase  doña  Eloí- 
sa Urbistondo,  ni  el  hecho  de  la  comunidad 
con  sus  hermanos  Vicente,  Leonor  y  Rosa  en 
la  proporción  que  indica  la  demanda; 


2^  Que  la  escritura  cancelatoria  si  bies 
acredita  una  venta  hecha  por  la  comuQidiid 
formada  por  doña  Carmen  Lavanderos  Ur* 
bistondo,  doña  Rosa  Urbistondo  de  Carras- 
co, doña  Leonor  y  don  Wenceslao  Urbiston- 
do, no  acredita  que  se  refiera  al  legado  que 
sirve  de  fundamento  á  la  demanda; 

3^  Que,  en  todo  caso,  en  esc  acto  interrino 
don  Ismael  Carrasco  en  representación,  entre 
otras  personas,  de  don  Wenceslao  Urbiston- 
do; 

4^  Que,  en  consecuencia,  el  demandante 
puede  pedir  rendición  de  cuentas  de  la  cu^at^ 
la,  si  no  se  hubiere  rendido;  pero  no  procede 
la  acción  especial  que  se  ejercita  en  su  deman- 
da. 

Por  estos  consideraciones  y  conforme  á  lo 
prescrito  en  el  artículo  1698  del  Código  Círil, 
se  declara  sin  lugar  la  demanda,  con  costas. 
Se  reservan  al  demandante  las  otras  acciones 
que  pueda  hacer  valer  en  la  forma  que  viere 
convenirle. 

No  se  deja  constancia  de  la  profesión  y  do- 
micilio de  las  partes,  por  haberse  iniciado  es- 
ta causa  antes  de  la  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.— 2?.  Ahumadn. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 

Santiago  9  de  septiembre  de  1904. 

Vistos:  Con  el  mérito  de  los  considerandos 
39  y  49  de  la  sentencia  apelada,  y  tcnienio 
además  presente: 

1^  Que  la  demanda  se  dirige  contra  la  su»- 
sión  de  don  Ismael  Carrasco  para  obtener 
devolución  de  $  3.750,  que  el  expresado  Ca- 
rrasco recibió  en  su  carácter  de  curador  del 
demandante  don  Wenceslao  Urbistondo; 

2^  Que  dado  lo  expuesto,  la  suma  que  k 
cobra  ha  debido  formar  parte  del  haber  per- 
teneciente al  pupilo  que  el  carador  recibió 
durante  el  ejercicio  de  la  cúratela,  suma  de 
la  cual  le  corresponde  rendir  la  cuenta  respc^ 
tiva  ordenada. por  la-ky:;  - 

3^  Que  ea  el  presente  caso  no  se  trata  de 
la  readicióa  de  cuenta  del  curador,  que  es  el 
único  en  qoe  procedería  el  ejercida  de  los  der^ 
choa que  boy  sebácea  valctpor  el  cxpqpiloi J 
en  el  que  podría  el  curador  opover  las  excep* 
ci<Mic8  ^  defensas  que  le.compataa«pQr  lo  ^^ 
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no  es  aceptable  el  cobro  que  directamente  se 
persigue  por  medio  de  la  acción  deducida  en 
la  demanda; 

4''  Que  atendida  la  naturaleza  de  la  expre- 
sada acción,  no  es  del  caso  pronunciarse  so" 
bre  la  excepción  de  prescripción  opuesta  en  es- 
ta instancia,  la  que  sólo  podría  alegarse  si  la 
acción  entablada  hubiera  sido  la  que  se  indi- 
ca en  los  considerandos  precedentes. 

Se  confirma  la  expresada  sentencia  de  fecha 
4  de  marzo  de  este  año,  declarándose  asimis- 
mo improcedente  en  este  juicio  la  prescripción 
alegada  por  el  demandado.  Acordada  en 
cuanto  á  la  prescripción  con  el  voto  en  contra 
del  Presidente  señor  Fernández,  quien  opinó 
por  la  procedencia  de  la  excepción,  atendida 
la  generalidad  de  los  términos  en  que  está 
concebido  el  inciso  1^  d¿l  artículo  425  del 
Código  Civil. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 
— F.  Alejo  Fertiández,—/,  Bernales  — R  Dono- 
so V,—/.  Ignacio  Larrain. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de 
casación  en  el  fondo  don  Wenceslao  Urbiston- 
tondo.  Formalizando  el  recurso  dice  que  la 
sentencia  del  Tribunal  ha  violado  las  disposi. 
cienes  de  los  artículos  41  y  425  del  Código  Ci- 
vil disposiciones  que  ordenan  al  guardador  la 
entrega  de  los  bienes  del  pupilo  tan  pronto 
como  fuere  posible,  una  vez  expirado  el  cargo. 
Sin  embargo,  segíín  los  considerandos  de  la 
sentencia  de  segunda  instancia  y  el  tercero  y 
cuarto  reproducidos  de  la  de  primera  se  ha 
declarado  que  la  acción  que  ha  ejercitado  el 
demandante  ha  sido  la  acción  pupilar  y  que 
esta  acción  sólo  procedía  oponerla  y  juzgarla 
cuando  el  ex-pupilo  pida  rendición  de  cuentas 
s  al  guardador.  Fundando  el  recurso,  alega 
que  la  sentencia  recurrida  le  desconoce  el  de- 
recho que  tiene  para  entablar  acción  ordina- 
ria para  que  se  condene  al  ex-curador  á  res- 
tituir los  bienes  de  la  propiedad  del  pupilo 
que  recibió  en  administración,  acción  que  es 
muy  distinta  del  derecho  de  pedir  la  rendición 
de  cuentas  de  la  administración  de  los  bienes 
pupilares  que  no  ha  entablado  y  que  es  la 
que  le  reconoce  la  sentencia;  fallo  que  infrin- 
ge la  disposición  de  los  artículos  417  y  415 
del  Código  Civil.   El  artículo  425  ha  sido  in- 


fringido porque,  habiéndose  opuesto  la  pres- 
cripción de  cuatro  años,  ha  sido  rechazada 
para  el  juicio  actual  únicamente,  y  no  para 
el  juicio  de  cuentas  que  no  se  ha  promovido. 

El  artículo  417  dispone  que  el  curtidor  está 
obligado  á  hacer  entrega  de  los  bienes  del  pu- 
pilo tan  pronto  como  fuese  posible  y  para  ha- 
cer la  entrega  de  estos  bienes,  que  en  el  caso 
en  cuestión  consisten  en  una  suma  de  dinero, 
es  necesario  previamente  determinar  si  hay  ó 
no  saldo  en  favor  del  pupilo  por  medio  de  la 
rendición  de  cuentas. 

La  entrega  de  los  bienes  no  podrá  hacerse, 
pues,  sino  después  de  rendida  y  discutida  la 
cuenta  y  en  caso  que  resulte  saldo  en  favor 
del  pupilo. 

Pero,  cualquiera  que  sea  la  interpretación 
que  se  dé  al  artículo  417,  no  influirá  en  lo  dis- 
positivo de  la  sentencia,  porque  le  falta  la  ba- 
se del  derecho  reclamado,  esto  es,  la  compro- 
bación de  los  Ijienes  que  se  dicen  están  en  po- 
der de  la  sucesión  del  señor  Carrasco. 

Para  acreditar  el  demandante  su  derecho  á 
la  cantidad  que  reclama  ha  acompañado  la 
escritura  de  fs.  1,  escritura  que  se  refiere  á  una 
comunidad  distinta  de  la  que  se  habla  en  la 
demanda,  y  tampoco  acredita  esta  escritura 
el  legado  de  que  en  la  misma  demandase  hace 
mérito. 

Aunque  posteriormente  y  antes  de  la  vista 
de  la  causa  se  ha  acompañado  la  escritura  de 
fs.  50,  en  que  se  ve  que  don  Hermógenes  Ur- 
bistondo  hizo  donación  de  la  cosa  referida  al 
demandante  y  sus  hermanos,  esta  escritura 
no  se  refiere  á  la  comunidad  de  que  habla  la 
escritura  de  fs.  1.  Este  documento  no  tiene  re- 
lación alguna  con  el  presente  juicio,  ni  con  la 
escritura  de  fs.  1,  base  de  la  demanda,  con  lo 
cual  concluye  pidiendo  que  se  deseche  el  recur- 
so condenándose  en  costas  al  recurrente. 

La  Corte: 

Considerando,  respecto  á  la  infracción  del 
artículo  415: 

Que  la  infracción  de  este  artículo  ha  sido 
alegada  después  de  formalizado  el  recurso,  y 
que  el  artículo  948  del  Código  de  Procedi. 
miento  Civil  prohibe  hacer  innovaciones  en 
aquél  después  de  interpuesto,  por  lo  que  este 
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fallo  no  puede  ocuparse  de  esta  causal  de  ca- 
sación;'* 

Que  la  infracción  alegada  del  artículo  425 
del  Código  de  Procedimiento  no  afecta  á  los 
derechos  del  demandante,  porque  la  resolu- 
ción fundada  en  este  artículo  perjudica  sólo 
al  demandado  al  rechazársele  la  excepción  de 
prescripción  alegada,  por  lo  cual  no  puede  in. 
terponer  recursos  que  han  sido  establecidos 
únicamente  en  favor  del  perjudicado  según  lo 
dispone  el  artículo  944  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil; 

Que  la  sentencia  del  Tribunal  de  segunda 
instancia  ha  aceptado  el  hecho  de  que  don 
Wenceslao  ürbistondo  ha  sido  agraciado,  sea 
por  asignación  ó  por  donación,  con  la  canti. 
dad  que  es  materia  de  la  demanda,  hecho  que 
debe  darse  por  establecido  al  fallíir  el  recurso. 
Considerando  en  cuanto  á  la  acción  inter- 
puesta para  que  la  sucesión  del  ex-curador 
entregue  la  cantidad  recibida  á  nombre  de  su 
ex-pupilo:  Que  las  obligaciones  del  guardador 
comprenden  no  sólo  la  de  administrar  los  bie- 
nes llevando  cuenta  de  sus  actos  de  adminis- 
tración y  exhibirla  luego  que  termine  su  car- 
go, que  le  impone  el  artículo  415,  sino  tam- 
bién la  entrega  de  los  bienes  que  pertenecen  al 
pupilo,  que  pueden  consistir  en  bienes  deter- 
minados como  cosas,  predios  ó  cantidades  de 
dineros,  entrega  que  está  ordenada  hacer  por 
el  artículo  417  del  Código  CÍ7ÍI. 

Que  por  las  disposiciones  de  los  artículos 
citados  se  ve  con  toda  claridad  que  el  guar- 
dador tiene  dos  obligaciones  distintas,  una  de 
rendir  cuentas  de  su  administración,  y  otra 
de  entregar  los  bienes  recibidos  á  nombre  del 
pupilo. 

Que  el  ejercicio  del  derecho  para  pedir  la  en- 
trega de  los  bienes  que  ha  tenido  el  curador 
en  administración,  no  está  sujeto  al  juicio  de 
cuentas,  puesto  que  el  artículo  417  ya  citado 
ordena  al  curador  hacer  entrega  de  los  bienes 
tan  pronto  como  fuere  posible,  precepto  que 
no  se  cumpliría  si  el  guardador  pudiera  rete- 
ner indefinidamente  los  bienes  del  pupilo 
mientras  dura  el  juicio  de  cuentas. 

Que  dada  la  naturaleza  de  la  prescripción 
del  artículo  417,  es  evidente  que  el  ex-pupilo 
puede  hacer  valer  en  juicio  ordinario  su  ac- 
ción para  obtener  la  entrega  de  esos  bienes 


sin  esperar,  ó  abandonando  la  rendición  de 
cuentas  de  la  administración. 

Que  si  la  entrega  de  los  bienes  del  pupilo  es- 
tuviera en  todo  caso  sujeta  á  la  rendidón  de 
cuentas  resultaría  que,  prescribiéndose  en 
cuatro  años  la  acción  que  el  pupilo  tiene  pa- 
ra pedirlos  á  su  curador,  no  podría  exigir  la 
entrega  de  los  bienes  que  tuvo  en  administra- 
ción después  de  trascurrido  este  plazo  por- 
que podría  oponerle  la  prescripción  del  cua- 
drienio, situación  inaceptable  porque  en  cua- 
tro  años  quedarían  prescritos  todos  los  bi^ 
nes  y  derechos  de  los  pupilos,  mientras  qac 
los  de  las  demás  personas  solo  se  perderían 
por  la  prescripción  de  10  ó  20  años. 

Que  al  declarar  sin  lugar  la  demanda,  la 
sentencia  recurrida,  fundada  en  que  en  el  jui- 
cio de  cuentas  es  el  único  caso  en  que  proce- 
dería el  ejercicio  de  los  derechos  que  se  lia.>tn 
valer  por  don  Wenceslao  ürbistondo.  ha  in- 
fringido la  disposición  del  artículo  417  «id 
Código  Civil,  cuya  infracción  ha  influido  sa<- 
tancialmente  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  417  <^a! 
Código  Civil  y  artículos  940,  979  y  9ÓS  ie! 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la 
sentencia  de  9  de  septiembre  de  1904  y  pro.v 
dase  á  dictar  la  sentencia  que  correspon<]  i. 
Devuélvase  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Palma 
Guzmán- —  Leoncio  Rodríguez.  — /,  Gabriel 
Palma  Gvzmán.-^Galvaríno    Gallardo.— Oa- 

bríel  Gaete r.  Aguirre  V,^Larlos  Vars:^.- 

A.  Versara  Albano, 

Y  fallando  la  causa, 

La  Oorte: 

Santiago,  20  de  noviembre  de  1906.— Vis- 
tos: Don  Wenceslao  ürbistondo  expone  qne 
su  ex-curador  don  Ismael  Carrasco  Bascnñan 
recibió  la  cantidad  de  $  3.750,  parte  del  pre- 
cio de  venta  de  una  casa  ubicada  en  la  cal!e 
de  San  Francisco  de  esta  ciudad  que  había 
sido  legada  á  él  en  unión  con  otros  hermanos 
por  su  tía  doña  Clarisa  ürbistondo;  que  ha- 
biendo fallecido  don  Ismael  Carrasco  el  1- 
septiembre  de  1894,  la  obligación  de  resti- 
tuirle esa  cantidad  pesa  sobre  su  sucesión, 
compuesta  de  su  viuda  doña  Rosa  ürbiston- 
do y  sus  hijos  menores  Daniel,  Ismael,  Inésv 
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Elena,  de  quienes  ella  es  guardadora,  por  lo  que 
interpone  demanda  contra  las  personas  nom- 
bradas á  fin  de  que  se  declare  que  deben  pa- 
garle el  capital  de  $  3.759  y  los  intereses  del 
S7(  desde  el  1*^  de  septiembre  de  1894  hasta 
el  efectivo  pago.  La  sucesión  demandada  in- 
terpuso varios  artículos  dilatorios  que  fueron 
fallados  en  su  contra,  y  por  no  haber  evacua- 
do el  traslado  de  la  demanda  se  dio  por  con- 
testada en  rebeldía. 

No  se  rindió  tampoco  prueba  alguna  por  l;i 
sucesión  demandada. 

La  sentencia  de  primera  instancia  no  dio 
lugar  á  la  demanda.  Durante  la  segunda  ins- 
tancia se  han  acompañado  las  escrituras  por 
el  demandante;  y  se  ha  opuesto  por  la  suce- 
sión demandada  la  excepción  de  prescripción 
de  cuatro  años  á  que  le  da  derecho  el  artículo 
425  del  Código  Civil. 

Considerando  en  cuanto  al  derecho  que  el 
demandante  don  Wenceslao  Urbistondo,  tie- 
ne á  la  cantidad  demandada,  que  con  la  escri- 
tura se  ha  comprobado  que  don  Hermógenes 
Urbistondo  fué  quien  hizo  la  donación  de  la 
casa  ubicada  en  la  calle  de  San  Francisco  de 
esta  ciudad,  en  que  correspondía  la  cuarta 
parte  á  don  Wenceslao,  en  común  con  los 
otros  donatarios,  cuya  cuarta  parte  de  precio 
recibió  el  curador  á  nombre  de  su  pupilo,  se- 
gún consta  de  la  escritura  base  de  la  de- 
manda. 

Quenada  influye  para  los  efectos  del  dere- 
cho que  tiene  el  demandante  á  la  cantidad 
demandada  que  equivocadamente  se  hubiera 
dicho  en  la  demanda  que  el  dinero  recibido 
por  el  curador  provenía  de  un  legado  hecho 
por  la  tía  del  demandante  doña  Eloísa  Urbis- 
tondo, puesto  que  en  la  escritura  se  dice  que 
el  curador  recibió  á  nombre  del  pupilo  la  can- 
tidad que  ahora  se  demanda; 

Que  las  obligaciones  del  curador  en  cuanto 
á  los  bienes  consisten  no  sólo  en  la  adminis- 
tración de  ellos  llevando  cuenta  instruida  y 
documentada  y  en  exhibir  la  cuenta  luego  que 
termine  el  cargo,  que  le  impone  el'artículo  415 
del  Código  Civil,  sino  también  la  de  entregar 
los  bienes  que  pertenecen  al  pupilo  tan  luego 
como  le  fuere  posible,  que  le  impone  el  artícu- 
lo 417  del  mismo  Código,  ya  sea  que  consis- 


tan en  bienes  raices  ó  cantidades  de  dinero 
determinadas. 

Que  estas  obligaciones  distintas  y  estable- 
cidas en  diversos  artículos  del  Código  nada 
tienen  que  ver  una  con  la  otra,  ni  están  de 
tal  manera  relacionadas  que  sea  forzoso  cum- 
plirlas conjuntamente; 

Que,  en  consecuencia,  el  derecho  que  el  ex- 
pupilo tiene  para  pedir  la  entrega  de  los  bie- 
nes en  especie  6  cantidades  determinadas 
existentes  en  manos  del  curador  no  puede  ser 
retardado  á  pretexto  de  no  haberse  rendido  y 
aprobado  la  cuenta  que  el  guardador  ha  de- 
bido presentar  al  terminar  la  cúratela:  lo  que 
por  otra  parte  importaría  sostener  un  prove- 
cho por  la  falta  de  cumplimiento  á  su  deber; 

'Que  si  la  entrega  de  los  bienes  del  pupilo 
estuviera  en  todo  caso  sujeta  á  la  rendición 
de  cuentas,  y  se  dejase  transcurrir  el  plazo  de 
cuatro  años  sin  cumplir  con  este  deber  re- 
sultaría que,  estando  prescrita  la  acción  para 
exigir  la  rendición  de  cuentas,  quedarían  pres- 
critos los  derechos  del  pupilo  para  pedir  la 
entrega  de  los  bienes  de  su  propiedad,  tanto 
inmuebles  como  de  cantidades  determinadas 
que  estuvieron  en  poder  de  su  curador. 

Que  si  hubiera  de  aceptarse  tal  situación 
vendría  á  producirse  un  resultado  contrario 
á  los  propósitos  de  las  disposiciones  legales 
establecidas  en  protección  de  los  menores, 
porque  mientras  los  derechos  de  toda  perso- 
na no  se  pueden  prescribir  sino  por  lapso  de 
tiempo,  en  general,  de  diez  ó  veinte  años 
tratándose  de  los  bienes  de  menores,  habrían 
quedado  estos  prescritos  en  solo  cuatro  años, 
si  se  aplicaran  los  principios  sentados  en  la 
sentencia  de  primera  instancia,  situación  in- 
concebible dadas  las  disposiciones  legales  que 
reglan  la  administración  de  los  bienes  de  me- 
nores. 

Que  el  mérito  de  las  consideraciones  que 
preceden  y  lo  dispuesto  en  los  artículos  415  y 
417,  demuestran  con  toda  evidencia  que  el 
deber  de  rendir  cuentas  de  su  administración 
que  tiene  el  curador  y  mucho  más  cuando  no 
las  ha  rendido  no  puede  entorpecer  el  ejerci- 
cio de  la  acción  que  tiene  el  menor  para  de- 
mandarlo en  juicio  ordinario  para  pedir  la 
entrega  de  los  bienes  que  estén  en  poder  del 
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curador  y  que  no  están  mezclados  con  las 
cuentas,  3''a  sea  en  el  ejercicio  de  una  acción  6 
excepción. 

Que  con  lo  expuesto  en  estas  consideracio- 
nes, se  ve  que  no  es  procedente  la  excepción 
de  prescripción  opuesta  á  la  demanda  por  la 
sucesión  demandada. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  415, 
417  y  1698  del  Código  Civil  y  151  del  Códi- 
go de   Procedimiento  Civil  se  revoca  la  sen- 


tencia de  4  de  marzo  de  1904  y  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda  con  costas  y  que 
la  sucesión  demandada  debe  pagar  á  doc 
Wenceslao  Urbistond o  la  cantidad  de  $  3.7r»t' 
con  intereses  legales  desde  la  demanda. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Palma 
Guzmán. — Leoncio  Rodríguez.^].  Gabríeí  Pa' 
tna  Guzmán. — Galvaríno  Gallardo.— Gabrid 
Gaete.—  V,  Aguirrc  V, ^Carlos  VarBs.—ASeT- 
gara  Aíbano, 


-^í-í^^íít^^^-^ 
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Cas.  en  la  forma.  19  de  julio  de  1905.— Cas, 
Civ.ll  de  abrí  de  1907, 

Gérard  con  Cockbain  Roxburg  y  C*. 

Abordaje  culpable.—  Perjuicios.  -  Capi- 
tán.— Naviero;  su  responsabilidad. — 
Consignatario.  —  Ultra  petita.  —  Con- 
siderando—Reclamación oportuna  del 
vicio.— Apreciación  de  los  hechos;  fa^ 
cuitad  privativa  del  tribunal  senten- 
ciador. 

Doctrina:— iVo  falla  ''ultra  petita''  la 
sentencia  de  segunda  instancia  que^  sin 
variar  las  condiciones,  de  la  litis  ni  mo- 
dificar la  naturaleza  Jurídica  de  la  acción 
propuesta^  confirma  la  de  primera,  limi- 
tándose á  agregar  un  nuevo  fundamento 
á  los  consignados  en  aquella  resolución. 

Si  la  sentencia  recurrída,  al  confirmar 
la  de  primera  instancia,  contra  la  cual 
no  se  dedujo  recurso  de  nulidad,  mantie- 
ne intacta  la  parte  dispositiva  de  este 
fiillo^  no  procede  tampoco  en  su  contra 
el  recurso  de  nulidad  por  fallar'*  ultra  pe- 
tita'",  pues  este  viciOj  en  caso  de  existir^ 

srPREMA 


se  habría  cometido  en  la  de  primera  ins- 
tancia, y  no  fué  reclamado  oportuna- 
mente como  lo  exige  la  ley. 

Basándose  una  causal  de  casación  en 
la  forma  en  la  existencia  de  otra  que  se 
desecha,  no  procede  tampoco  aquella. 

El  carácter  de  naviero  que  el  tribunal 
sentenciador  atribuye  al  demandado^ 
fundííndose  en  antecedentes  probatorios 
que  aprecia  con  facultades  soberanas,  es 
un  hecho  de  la  causa  que  debe  servir  de 
base  inamovible  para  el  pronunciamiento 
del  fallo  de  casación. 

Establecida  hi  calidad  de  naviero  del 
demandado,  no  infrin^^e  los  artículos  86o 
y  ST8  del  Código  de  Comercio,  la  senten- 
cia que  lo  declara  responsable  de  los  da- 
ños causados  por  un  abordage  debido  á 
impericia  ó  culpa  del  capitán,  ya  que  en 
conformidad  á  esas  disposiciones  legales 
responde  civilmente  el  naviero  de  los  he- 
chos del  capitán  y  puede  la  acción  diri- 
girse en  contra  de  cualquiera  de  ellos. 

Establecida  legaJwQntc  la  responsabi- 
lidad de  los  demandados  en  su  carácter 
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de  navieros  y  condenados  en  tal  carácter 
por  la  sentencia  recurrida^  no  infringe 
este  fallo  las  reglas  del  mandato  ni  la 
disposición  de¡  artículo  468  del  Código 
de  Comercio,  si  agrega  la  consideración 
de  que  ni  la  calidad  de  agentes  de  una 
compañía  extrangera  dueña  de  la  nave, 
que  se  atribuyen  los  demandados,  ni 
la  de  consignatarios  habrían  bastado 
tampoco  para  eximirlos  de  responsabili- 
dad, pues  estas  consideraciones  carecen 
de  inñaencia  decisiva  en  el  fallo  y  la  res- 
ponsabilidad juzgada  por  la  sentencia 
recurrida  no  se  refíere  á  hechos  ejecuta- 
dos por  mandantes  ó  comitentes  extran- 
jeros deque  deban  responder  sus  agentes 
en  Chile,  sino  á  actos  del  capitán  de  una 
nave  que  obliga  á  su  propio  naviero,  ca- 
rácter que  de  hecho  asumieron  los  de- 
mandados. 


Don  Edmundo  ZCtará,  armcícr,  en  e!  ca- 
rácter de  propi>tnr:i  clcl  vapor  "Valparaíso'* 
se  presentó  ante  uno  :í  2  los  juzgados  de  Letras 
dt  Valparaíso  entablando  contra  losdueñcs  6 
consignatarios  del  vapor  "Gulf  oí  Florida",  se- 
ñores Cockbain  Roxburg  y  C*,  actualmente 
r:  presentados  por  los  señores  Allardice  Brett 
y  C*,  acción  de  daños  y  perjuicios  por  las 
averias  causadas  en  la  primera  de  dichas»  na- 
ves de  resultas  de  una  colisión  con  la  segunda; 
el  cual  accidente,  sostiene  el  actor  apoyándose 
en  una  resolución  de  la  Corte  Naval  que  inves- 
tigó sus  orígenes,  fué  debido  únicamente  á  un 
trror  de  apreciación  del  capitán  del  "Gulf  of 
Florida**  por  no  haber  detenido  á  tiempo  la 
marcha  de  su  nave,  con:?  lo  dispone'?]  artíct:- 
lo  16  del  Reglamento  de  Choques  y  Abordajes. 
Y  solicita  que,  haciéndose  efectiva  la  respon- 
sabilidad de  los  demandados  con  arreglo  al 
artículo  1130  del  Código  de  Comercio,  se  les 
condene  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que 
se  estimaren  en  la  forma  ordinaria,  tomándo- 
se en  cuenta  el  daño  emergente  y  el  lucro  ce- 
sante. 

Se  acompaña  á  la  demanda  la  protesta  he- 


cha por  el  capitán  del  "Valparaíso"  el  4  .ie 
febrero  de  1896  ante  el  notario  don  José  Ma- 
ría Vrga,  en  donde  refiere  el  otórgamelas  cir 
cunstancias  del  abordaje,  atribuye  la  respon- 
sabilidad al  capitán  del  "Gulf  of  Florida"  v 
se  reserva  el  derecho  de  pedir  las  indemniza- 
ciones legales. 

Se  acompaña  igualmente  copia  autorizada 
de  la  resolución  recaída  en  el  sumario  man- 
dado levantar  por  la  Gobernación  Marítima 
para  establecer  las  causas  y  deslindar  las  res- 
ponsabilidades del  siniestro. 

Remitiéndose  á  lo  que  consta  de  dichos  an- 
tecedentes, expone  el  demandante:  que  el  dh 
sábado  1*^  de  febrero  de  1896  á  las  seis  de  la 
tarde,  el  vapor  ingles  *'Gulfof  Florida** choc'» 
á  la  salida  de  este  puerto  con  el  vapor  chileno 
**Valparaíso**,  produciéndole  averías  que  es- 
tima entre  £  5.000  y  7.000;  sujeta,  sin  em- 
bargo, la  determinación  de  la  suma  exacta 
á  una  futura  apreciación  de  peritos;  que,  acre- 
ditada la  responsabilidad  de  los  consignatn- 
rios  del  **Gulf  of  Florida*'  en  sumario  instruí 
do  con  absoluta  Iridcpendencia  por  la  Corte 
Xaval  cumplicnclo  ordenanzas  y  reglamentos 
marlclmos,  !a  justicia  ordinaria  no  vacila:.' 
en  fallar  á  su  favor;  y  que  en  este  fallo  iian 
de  comprenderse  el  monto  de  los  perjuicios,  d 
daño  emergente,  el  Incro cesante  por  estadías, 
mayores  gastos  de  tripulación,  y  privadón 
de  utilidades  de  carga  y  transporte. 

Y,  aludiendo  á  un  incidente  promovido  yo: 
los  consignatarios  del  "Gulf  of  Florida"  «le 
una  protesta  del  capitán  de  este  vr.por  rela- 
cionada con  el  ir.:s:no  desastre,  solicita  «v  de 
clare  que  la  mencionada  protesta  carece  d<r 
mérito  favorable  al  **Gulfof  Florida*',  y  «^uf 
sólo  es  verdadera  y  eficaz  la  formulada  í 
nombre  del  vapor  ''Valparaíso'*. 

Después  de  desecharse  en  defintt: ;  a  la  ex- 
cepción de  inadmisibilidad  de  la  demanda,  la 
contestan  los  señores  Cockbain  Roxburg  y 
C*  pidiendo  su  rechazo  á  virtud  del  siguiente 
orden  de  consideraciones: 

Por  no  ser  concreta  y  específica  la  cosa  q-Ji 
se  pide,  como  lo  ordena  la  W  15,  título  2. 
partida  S'^;  ni  haberse  aducido  documentas 
que  siquiera  atenúen  su  vaguedad,  según  pre- 
viene la  ley  1^^  título  S*?,  libro  2^  de  la  Noví 
sima  Recopilación. 
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Y  á  falta  de  procedencia  de  esta  excepción. 

2^  E*or  no  corresponder  la  obligación  co- 
rrelativa del  derecho  ejercitado,  á  los  señores 
Cockbain  Roxburg  y  C*,  quienes  no  son  due- 
ños ni  navieros  dtl  "Gulfof  Florida",  ni  en 
su  carácter  de  consignatarios  pueden  legal- 
mente  ser  condenados  á  pagar  perjuicios 
que,  conforme  al  artículo  2316  del  Código 
Civil,  sólo  pueden  perseguirse  contra  el  que 
hizo  el  díiño  ó  sus  herederos.  Y  ni  aún  en  ese 
carácter,  es  decir,  como  representante  del 
naviero,  procede  la  demanda,  pues,  para  se- 
mejante procedencia,  lo  único  que  importa 
saber  es  quienes  son  los  demandados,  y  no 
cual  es  el  carácter  con  que  comparecen  Cock- 
bain Roxburg  y  C*.  Surge  así  la  excepción 
perentoria  de  que,  no  siendo  estos  personal- 
mente obligados  en  representación  del  dueño 
ó  naviero,  ya  que  no  se  la  confiere  el  título 
de  consignatarios  ni  tienen  otra  forma  de 
poderes,  la  sentencia  definitiva  en  ningún 
caso  debe  afectarles  ni  afectar  al  naviero  ó 
dueño  no  citado  al  juicio. 

Como  consecuencia  de  tal  excepción,  la  par- 
te demandada  solicita  declaración  expresa 
de  que  Cockbain  Roxburg  y  C*  no  están 
obligados  á  pagar  con  bienes  propios,  sino 
de  los  navieros,  los  perjuicios  del  abordaje, 
siendo  admitidos;  y  de  que  la  sentencia  no 
afecta  á  los  navieros  por  no  hallarse  repre- 
sentados en  la  contienda. 

3*^  Por  no  ser  el  demandante  el  verdadero 
dueño  del  vapor  "Valparaíso";  y,  en  todo  ca- 
so, solicita  se  rechace  la  demanda  en  cuanto 
él  no  fuera  dueño. 

4^  Por  falta  de  culpa  en  el  capitán  del 
"GulfofF'orida". 

Aún  aceptada  en  hipótesis,  la  resolución 
de  la  Corte  Naval,  ella  sólo  establece  que 
hubo  error  de  apreciación  del  capitán;  pero 
no  afirma  que  ese  error  fuera  culpable.  El  ca- 
pitán ejecutó  la  maniobra  indicada  por  el 
reglamento  para  precaver  el  choque,  dete- 
niendo la  marcha  de  su  vapor;  mas,  notando 
que  el  ''Valparaíso'*  alteraba  su  rumbo  para 
pasar  á  popa  del  "Gulf.  of  Florida",  ordenó 
la  marcha  adelante  á  toda  fuerza,  á  fin  de 
cooperar  á  la  salvación  común.  La  altera- 
ción de  rumbo  del  "Valparaíso",  creó  un  caso 


distinto  del  previsto  por  el  artículo  16  del 
citado  reglamento. 

Termina  la  parte  demandada  pidiendo  que, 
si  hubiera  de  aceptarse  la  demanda  á  pesar 
de  las  alegaciones  anteriores,  se  regule  el  va- 
lor de  los  perjuicios  en  moneda  chilena,  que 
es  la  legal  para  solucionar  toda  clase  de  obli- 
gaciones contraídas  en  Chile,  sean  cuales  fue- 
ren su  origen  y  naturaleza,  sin  más  excepción 
que  un  contrato  previo  en  oro  extranjero, 
que  en  el  caso  actual  no  existe. 

Don  Edmundo  Gérard  replica  acompañando 
una  cuenta  de  daños  y  perjuicios  liquida- 
dos en  agosto  31  de  1898,  ascendente  á 
$  119,230,  suma  en  que  aprecia  el  monto  de 
su  demanda. 

Entra  á  refutar  Ins  excepciones  deducidas 
en  la  contestación,  y  pide  su  rechazo  y  la 
aceptación  de  la  demanda,  con  costas,  fun- 
fundándose  en  razones  que  se  resumen  así: 

1^  La  cosa  pedida  ha  sido  especificada  con 
la  posible  precisión  y  claridad  cuan  Jo  se  dice 
que  lo  demandado  es  el  pago  de  los  daños  y 
perjuicios  ocasionados  por  la  colisión  del 
"Gulf  of  Florida"  contra  el  '^Valparaíso," 
comprendidos  el  daño  emergente  y  el  lucro 
cesante.  No  era  dable  precisar  el  monto  de 
los  perjuicios  en  el  momento  del  accidente 
por  ignorarse  entonces  su  magnitud,  y  consta 
que,  dos  días  después  de  iniciada  la  causa,  se 
notificó  á  los  demandados  unas  propuestas 
de  reparaciones.  Tratándose  de  perjuicios  ori- 
ginados por  accidente  marítimo,  deben  esti- 
marse por  dictamen  pericial. 

Tampoco  ha  podido  alegarse  esta  excep- 
ción después  de  contestada  la  demanda,  aten" 
dida  su  naturaleza. 

2^  La  última  observación  es  aphcable 
también  á  la  pretendida  falta  de  personali- 
dad de  los  demandados  para  comparecer  en 
el  juicio. 

Conforme  al  número  4  del  artículo  865  del 
Código  de  Comercio,  el  naviero  responde  de 
los  hechos  del  capitán  ó  de  la  tripulación; 
luego,  es  inadmisible  la  cita  del  artículo  2316 
del  Código  Civil,  siendo  más  adecuada  la  del 
2320  que  obliga  í  los  empresarios  á  respon- 
der de  los  hechos  de  sus  dependientes. 

Los  señores  Cockbain  Roxburg  y  C^  que 
procuran  eludir  los  resultados  de  la  litis  por 
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haber  sido  demandados  personalmente  como 
consignatarios  y  representantes  del  naviero, 
invisten  doblemente  la  personalidad  bastan- 
te para  estar  sometidos  al  fallo  final:  son 
representantes  del  dueño  del  vapor  cupable 
del  accidente  y  apoderados  del  capitán  de 
ese  vapor. 

Ni  cabe  anticiparse  á  suscitar  dudas  sobre 
los  bienes  que  pudieran  comprometerse  en  el 
pago  de  resultas  del  juicio:  la  demanda  seña- 
ló ya  á  la  nave  como  único  valor  responsable 
de  las  resultas,  y  por  eso  exigió  su  secuestro. 

La  representación  legal  del  naviero  que  co- 
rresponde á  los  consignatarios,  se  encuentra 
definida  en  diversas  prescripciones  del  Códi- 
go de  Comercio,  y  se  extiende,  no  sólo  á  opera- 
ciones de  abastecimientos  y  contratos  de 
fletes,  sino  á  todas  las  relaciones  de  la  nave 
con  terceros  por  cualquiera  naturaleza  ó 
motivo. 

3^  La. tercera  excepción  se  destruye  con  re- 
cordar que,  al  entablar  su  demanda,  el  de- 
mandante era  único  dueño  del  vapor  "Valpa- 
raíso**, y  que,  si  bien,  hubo  de  ceder  parte  de 
la  nave  para  costear  sus  reparaciones  des- 
pués del  abordaje,  ello  no  ha  podido  privar- 
le de  la  acción  personal  de  perjuicios. 

4''  La  excepción  de  falta  de  culpabilidad 
del  capitán  del  *'Gulf  of  Florida*',  no  tiene 
apoyo  ni  en  la  ley  ni  en  los  hechos.  El  artícu- 
lo 1130  del  Código  de  Comercio  habla  de 
dolo,  negligencia  ó  impericia  del  capitán  ó 
de  la  tripulación  de  una  de  las  naves  que 
choquen,  para  que  se  indemnice  el  daño.  No 
se  necesita,  pues,  probar  dolo  ó  descuido; 
basta  la  impericia.  Y  la  hubo  en  ejecutar  una 
maniobra  contraria  a  lo  que  prescribe  el  ar- 
tículo 16  del  reglamento  marítimo,  es  decir, 
dar  marcha  adelante  á  toda  máquina  en  vez 
de  detenerla  en  absoluto  para  dejar  libre  el 
paso  á  la  nave  que  venía  á  su  estribor.  Este 
hecho  está  comprobado  en  los  documentos  é 
informes  que  aparejan  la  demanda,  y  no  ad- 
mite duda. 

ConcIu3'e  solicitando  se  le  abonen  intereses 
j)or  mora  de  pago  de  la  suma  demandada. 
d^sdc  la  fecha  de  su  liquidación. 

lin  1.1  ílúpüon,  los  señores  Cockbain  Rox- 
bui;;  y  C''  refuerzan  su  argumentación  soste- 
niendo las  excepciones  deducidas  ó  subsidia- 


riamente, las  declaraciones  del  párrafo  2' 
del  escrito  de  contestación. 

Posteriormente  las  partes  han  ampliada 
las  alegaciones  relacionadas,  concretando ]c< 
puntos  de  prueba  y  pidiendo  diversos  docc- 
mentos  y  justificativos. 

Los  demandados  han  objetado  las  di>tin- 
tas  partidas  de  la  cuenta  de  perjuicios,  par- 
ticularmente las  relativas  á  entradadel"Va!- 
paraíso"  en  el  dique  por  creerla  innecesaria; 
á  gastos  de  pintura,  por  no  corresponderá 
la  parte  averiada  del  buque;  á  intereses  y 
lucro  cesante,  por  reputarlos  incompatibln 
con  el  reclamo  de  estadías. 

El  juzgado  de  Valparaíso,  con  fecha  31  de 
diciembre  de  1903  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  por  la  demanda  se  reclama  la  in- 
demnización de  los  daños  y  perjuicios,  incia- 
si  ve  el  daño  emergente  y  el  lucro  cesante,  quí 
ha  irrogado  al  actor,  en  la  nave  de  su  pn> 
piedad  **  Val  paraíso'*,  un  accidente  marítim:- 
precisado  en  su  fecha  y  circunstancias  é  ini- 
putable  á  culpa  y  responsabilidad  de  los  (!e 
mandados,  y  aún  se  estima  en  i*  5.(.Hmi  ' 
7  000  la  suma  probable  del  valor  del  pcru; 
cío  directo  causado  al  vapor;  con  lo  cual  q.is 
dó  determinada  y  circunscrita  la  acción  ic 
ducida,  en  todos  los  elementos  constitutiv*  s 
de  su  naturaleza  y  cuantía,  de  tal  modo  <.« 
no  puede  confundirse  con  otra; 

2^  Que  para  los  propios  demandados  ¡a 
acción  entablada  tuvo  desde  el  primer  no 
mentó  una  definición  clara  y  precisa,  como  :  ■ 
denota  la  escritura  de  fianza  por  ellos  pre>cii- 
tada,  en  donde  el  fiador  se  compromete  á 
responder  por  la  suma  que  los  señores  Cocí 
bain  Roxburg  y  C*  pudieran  ser  condena*!:* 
á  pagar  á  don  Edmundo  Gérard,  dueño  (ii 
vapor  "Valparaíso**,  con  motivo  del  jui: ' 
que  ha  iniciado  contra  los  nombrados  CocV 
bain  Roxburg  y  C*  demandándolos  come  coi. 
signatarios  del  vapor  "Gulfof  Florida"  j»' 
el  pago  de  las  averías  que  sufrió  el  "Valpí* 
raíso'*,  en  su  colisión  con  este  último  en  ..\ 
bahía  de  este  puerto. 

3"=*  Que  iniciada  la  demanda  el  5  de  íebrer 
de  1896,  cuatro  días  después  del  hecho  qi:c  -^ 
motivó,  no  era  dable  señalar  con  exactitu- 
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la  cuantía  de  la  misma  en  orden  á  los  efectos 
del  accidente  en  la  iiave  perjudicada,  el  precio 
y  demora  de  su  reparación,  el  lucro  cesante» 
los  gastos  de  estadía  y  otros  perjuicios  recla- 
mados; 

4*^  Que,  por  lo  demás,  la  acción  de  perjui- 
cios está  subordinada  á  la  fijación  que  de  su 
valor  haga  el  juez  envista  de  informes  peri" 
cíales  y  de  la  prueba  que  al  efecto  se  produz" 
ca,  siendo  esta  regla  particularmente  aplica- 
ble en  materia  mercantil  y  marítima,  y  pu- 
diéndolo ahora  también  así  el  demandante; 

5^  Que  la  demanda  va  dirigida  contra  los 
dueños  ó  consignatarios  del  vapor  *'Gulf  of 
Florida*',  y  de  ella  ha  sido  notificado  el  capi- 
tán de  la  nave; 

6*^  Que  la  calidad  de  consignatarios  del 
"Gulf  of  Florida",  que  revisten  Cockbain 
Roxburg  y  C^,  se  halla  plenamente  estableci- 
da en  autos,  pues  en  esa  calidad  han  actuado 
en  el  juicio  y  se  han  reconocido  á  sí  mismos 
en  diversos  actos  y  escritos,  entre  otros  la  es- 
critura de  fianza  ya  citada  y  la  solicitud; 

7*^  Que  todavía  la  firma  antes  nombrada 
ha  comparecido  en  representación  del  vapor 
*Gulf  of  Florida"  y  de  su  capitán; 

8^  Que,  conforme  al  Código  de  Comercio, 
el  capitán  es  civilmente  responsable  de  sus 
hechos,  y  el  naviero  responde  civilmente  de 
los  hechos  del  capitán,  y  se  puede  hacer  efec- 
tiva esta  responsabilidad  en  eUos  solidaria- 
mente; 

9^  Que  ese  Código  identifica  la  responsabi- 
lidad del  naviero  con  la  de  su  consignatario; 
10.  (¿ue  existe  en  autos  prueba  bastante 
acerca  de  que  don  Edmundo  Gérard  era  en 
febrero  de  1896,  época  de  la  demanda,  exclu' 
sivo  dueño  del  vapor  **Valparaíso",  como 
consta  del  oficio  de  la  Dirección  del  Territorio 
Marítimo,  que  acredita,  con  el  mérito  del  cer- 
tificado de  la  Gobernación  Marítima,  que  la 
nave  estaba  en  esa  fecha  oficialmente  regis- 
trada á  nombre  de  Gérard; 

11.  Que  no  obsta  al  carácter  de  demandan- 
te con  que  litiga  Gérard  en  esta  causa,  la  cir- 
cunstancia de  haber  él  traspasado  á  un  terce- 
ro, con  posterioridad  á  la  demanda,  la  mitad 
de  su  vapor;  pues  la  acción  de  perjuicios  es 
personal,  incumbe  al  que  los  sufre,  y  en  este 
caso  aparece  tanto  más  claro  el  derecho  de 


Gérard  para  reclamarlos  cuanto  que  el  t  ras 
paso  fué  impuesto  por  la  falta  de  recursos 
para  reparar  las  averías; 

12.  Que,  en  lo  relativo  á  no  haberse  origi- 
nado la  colisión  por  culpa  del  capitán  del 
**Gulfof  Florida",  esa  excepción  atañe  al  he- 
cho fundamental  de  la  demanda  y  debe  ser 
contemplada  al  resolverse  sobre  el  fondo  de 
la  misma; 

13.  Que,  sin  contradicción  de  parte,  y  aun 
de  conformidad  de  ellas,  han  quedado  constan- 
tes en  autos  los  siguientes  hechos  fundamen- 
tales del  litigio: 

a)  Que  el  6  de  febrero  de  1896  á  las  6  y  mi- 
nutos de  la  tarde,  se  produjo  en  la  bahía  de 
este  puerto  una  colisión  entre  los  vapores 
**Valparaíso"  del  demandante,  y  el  "Gulfof 
Florida"  de  que  son  consignatarios  los  de- 
mandados, accidente  del  cual  resultaron  ave- 
rías de  cierta  importancia  en  la  primera  de 
aquellas  naves; 

b)  Que  el  capitán  del  "Valparaíso"  adoptó 
las  medidas  de  salvamento  aconsejadas  ante 
lo  inminente  del  peligro,  no  habiéndose  for- 
mulado ni  menos  establecido  en  contra  nin- 
guna presunción  de  culpabilidad; 

c)  Que  el  capitán  del  **Gulf  of  Florida",  cre- 
yendo, según  afirman  los  demandados,  contra 
lo  aseverado  por  el  demandante,  que  el  **Val- 
paraíso"  cambiaba  de  rumbo  para  buscar 
paso  por  la  popa  de  aquél,  y  á  fin  de  ayudar 
á  esta  maniobra,  dio  máquina  avante  á  toda 
velocidad;  hecho  comprobado  en  el  sumario 
de  la  Corte  Naval  que  se  convocó  áraíz  del 
siniestro  para  investigar  sus  causas  y  sus  res- 
ponsabilidades, y  especialmente  en  el  diagra- 
ma, donde  se  demuestra  que  á  las  6.11  minu- 
tos de  la  tarde,  hora  de  la  máquina  del  "Gulf 
of  Florida",  se  dio  orden  de  "toda  velocidad 
avante",  y  á  las  6.12  minutos  del  mismo  re- 
loj se  produjo  el  choque; 

14.  Que,  establecido  de  modo  irrecusable, 
el  hecho  de  haber  el  capitán  del  "Gulf  of  Flo- 
rida" dado  orden  de  "máquina  avante  á  toda 
velocidad"  un  minuto  antes  del  siniestro,  ó 
sea,  cuando  el  peligro  de  colisión  era  inmi- 
nente, no  cabe  legalmente  considerar  el  móvil 
por  sano  que  fuere,  del  capitán  de  esa  nave  al 
ejecutar  semejante  maniobra;  y  al  juzgado 
sólo  corresponde  hacer  mérito  de  que  esecapi- 
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tan  faltó  á  lo  prescrito  por  el  artículo  16  del 
Reglamento  de  Choques  y  Abordajes,  que  es- 
taba obligado  á  respetar  en  virtud  de  loman- 
dado  en  los  artículos  891  y  908  del  Código 
de  Comercio; 

15.  Que,  por  lo  tanto,  no  se  trata  de  un 
abordaje  fortuito  sino  de  un  abordaje  ocasio- 
nado por  impericia  del  capitán  del  *'Gulf  of 
Florida"  y  en  tal  caso  el  culpable  debe  indem- 
nizar los  dnños  causados  en  los  términos  pre- 
vistos por  los  artículos  908  y  1130  del  Códi- 
go de  Comercio  y  1556  del  Código  Civil; 

16.  Que,  en  cuanto  al  daño  emergente,  con 
el  mérito  de  los  informes  periciales  que  el  juz- 
gado toma  en  cuenta  sólo  como  antecedentes 
ilustrativos,  y  particularmente  con  el  de  los 
señores  ElliotySmith  que  los  comprende  á 
todos  y  los  corrobora,  y  ha  sido  aceptado  en 
tres  conclusiones  por  ambas  partes,  ha  que- 
dado establecida  la  naturaleza  y  magnitud 
délos  deterioros  sufridos  por  el  ** Valparaíso" 
á  consecuencia  del  abordaje,  los  cuales  princi- 
palmente consistieron  en  la  destrucción  de  la 
rada  y  de  dieziseis  planchas  sobre  la  línea  de 
flotación  y  de  una  debajo  de  esa  línea,  piezas 
todas  que  según  dicho  informe  era  indispen- 
sable reemj  lazar,  aparte  de  algunas  otras  de 
secundaria  importancia  también  destruidas 
por  el  choque; 

17.  Que,   todavía,  para  apreciar  el  valor 
mínimo  de  la  reparación  del  daño,  obran  en 
autos  las  propuestas  de  la  Compañía  de  Di- 
ques por  £  4.870  y  por  $  40.850,  incluida  en 
ellas  la  ocupación  del  dique;  y  las  siguientes 
en  que  no  se  incluye  esta  ocupación,  esto  es, 
la  de  Lever  Murphy  por  $  26.000  la  estima- 
ción del  constructor  naval  de  la  Armada  por 
$  17.500.  y  las  de  los  señores  Elliot  y  Smith 
en  tres  informes  citados  por  $  14.000,  de  ma 
ñera  que,  contemplando  también  los  gastos 
por  ocupación  del  dique,  los  cuales,  según  las 
tarifas  habrían  pasado  de  $  50.000,  se  nota 
prima  facie^  lo  que  ha  quedado  establecido  en 
la  prueba  testimonial   válidamente  rendida 
por  el  demandante,  á  saber,  que  la  propuesta 
de  la  Compañía  de  Diques,  aceptada  y  paga- 
da por  el  dueño  del  vapor  ^'Valparaíso"  y  as- 
cendente á  $  40.850,  era  efectivamente  la  más 
baja  para  reparar  los  desperfectos  de  la  nave 
causados  por  el  siniestro. 


1 8.  Que,  por  lo  demás,  los  demandados,  si 
bien  manifestaron  oportunamente  oponerse  á 
las  propuestas  de  la  Compañía  de  Diques,  co 
mo  consta,  nunca  formalizaron  su  oposición 
ni  la  extendieron  á  la  apreciación  pericial  <!c 
ellas,  ni  encaminaron  su  defensa  á  demostrar 
que  las  reparaciones  pudieran  hacerse  á  nx- 
nor  costo  cuando  todavía  era  oportuno  y 
conducente,  por  ser  entonces  fácil  examinrr 
las  averías  y  regular  con  exactitud  el  importe 
de  su  reparación; 

19.  Que,  respecto  á  la  necesidad  de  que  J 
Valparaíso  entrara  en  el  dique  para  corap  »• 
ner  sus  averías,  el  informe  del  perito  señor  fíe 
la  Fuente,  y  diversos  testigos,  entre  los  cua- 
les no  se  comprenden  los  que  han  declarado 
durante  la  suspensión  del  término  probato- 
rio, reconocen  esa  necesidad  dada  la  natura- 
leza de  las  averías;  y  la  contra  informad 'n 
presentada  por  los  demandados  con  los  testi- 
monios de  los  señores  Elliot  y  Smith  peritos 
inspectores  marítimos,  Stele  capitán  del  Val- 
paraíso y  WilHamson  y  Lever  socios  de  la  fir. 
ma  Lever  Murphy  y  C*,  si  bien  establece  á 
posterior!  no  haber  sido  necesaria  la  entrada 
en  el  dique,  está  contradicha  por  los  testimo- 
nios que  las  mismas  personas  prestaron  á  la 
época  del  siniestro; 

20  Que  en  cuanto  al  lucro  cesante,  la  parte 
demandada  ha  comprobado  con  testimonios 
de  mayor  eñcacia  que,  según  precedentes  mer- 
cantiles uniformes  de  la  plaza  de  Valparaíso,  se 
avalúan  en  3  á  4  peniques  por  día  y  por  tonela- 
da de  registro,  las  estadías  que  es  corriente 
pagar  cuando  por  cualquier  motivo  se  retarda 
la  salida  de  una  nave,  y  que  en  esta  indemni 
zación  se  comprenden  las  expensas  adminis 
trativas,  ó  sea,  todo  gasto  de  esta  índole  que 
tuviere  que  hacer  durante  la  detención,  la  cual 
fué  de  diezinueve  días,  según  se  hallan  acordes 
las  partes,  el  demandante  en  su  cuenta  v  los 
demandados  en  su  exposición  y  declaración; 

21.  Que  la  indemnización  por  estadías  va- 
lorizadas conforme  al  considerando  <]ue  ante 
cede,  guarda  próxima  relación  con  la  capad 
dad  del  vapor  Valpar^iíso  y  el  pago  de  esta- 
días establecido  en  el  contrato  de  fletamento 
en  el  cual  se  estiman  á  razón  de  $  300  diarios 

22.  Que  no  existen  en  autos  datos  suficien- 
tes para  apreciar  con  exactitud  el  beneficio  qne 
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pudo  obtener  el  dueño  del  vapor  Valparaíso 
si  hubiera  cumplido  losfletamentos  impedidos 
por  el  siniestro,  por  cuanto  la  indemnización 
respectiva  sólo  puede  referirse  á  la  utilidad  lí- 
quida que  debieron  dejar  dichos  contratos, 
deducidos  los  gastos  de  viaje; 

23.  Que,  de  los  demás  gastos  cobrados  en 
la  cuenta,  los  demandados  objetan  las  parti- 
das referentes  á  pintura,  $  1.200;  á  fletamen" 
tos,  $  26.500;  á  intereses,  $  20.686;  y  á  de- 
preciación del  vapor,  $  20.000;  y  es  de  ob- 
servar: 

d)  Que,  hallándose  establecido  en  autos 
que  el  día  del  abordaje  el  vapor  Valparaíso 
salió  del  dique  completamente  refaccionado  y 
pintado,  no  se  ha  comprobado  gastos  de  pin- 
tura motivados  por  la  nueva  reparación; 

e)  Que  los  gastos  varios  no  han  sido  acre- 
ditados en  forma  que  permita  constatar  su 
efectividad; 

í)  Que  según  los  informas  periciales,  el  Val- 
paraíso no  ha  sufrido  depreciación  sensible 
por  las  nuevas  reparaciones,  sino  que,  como 
lo  dice  el  de  los  señores  Elliot  y  Smith,  la  na* 
ve  debía  con  ellas  quedar  en  tan  buen  estado 
como  antes  del  siniestro,  y  en  el  mejor  de  los 
casos  el  dictamen  del  señor  de  la  Fuente  sólo 
estima  en  $  2.000  el  menor  valor  de  la  nave; 
g)  Que  los  demandadoís  manifiestan  no  me- 
recerles observación  los  otros  gastos  de  la 
cuenta. 

24?.  Que  en  cuanto  á  los  intereses,  sólo  de- 
ben abonarse  al  demandante  los  legales  de- 
vengados por  las  cantidades  que  por  repara- 
ciones y  gastos  hubiese  él  invertido  en  el  va- 
por de  su  propiedad 

Vistos,  además,  el  artículo  1698  del  Códi- 
go Civil,  los  862,  865,  878,  890,  898,  977  y 
1130  del  de  Comercio;  las  leyes  32  y  40,  tít. 
16,  part.  3^  y  el  artículo  196  del  Código  de 
Procedimiento  del  Ramo,  se  resuelve: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  respecto  de 
la  indemnización  de  $  40.850  indicada  en  el 
considerando  décimo  séptimo  de  esta  senten- 
cia, de  los  $  5.700  por  estadías  de  que  tratan 
los  signados  con  los  gastos  á  que  se  refiere  el 
vigésimo  tercero  letra/»,  con  los  intereses  que 
señala  el  vigésimo  cuarto  acontar  desde  queel 
demandante  hizo  los  correspondientes  desem- 
bolsos; y  respecto  de  la  indemnización  con- 


templada en  el  considerando  22,  que  será  de- 
terminado por  el  juzgado  previo  informe  de 
un  perito; 

2^  Los  pagos  se  harán  en  moneda  corrien- 
te chilena; 

3^  No  ha  lugar  á  las  otras  peticiones  de  las 
partes.— /osé  R.  Guzmán, 

Apelada  esta  sentencia,  en  segunda  instan- 
cia se  ordenó  la  diligencia  probatoria  y  que 
que  textualmente  dice: 

**  Valparaíso,  á  7  de  diciembre  de  1904,  com- 
pareció ante  el  Ministro  infrascrito  don  Jorge 
Ridell  Alardice,  mayor  de  edad  y  juramenta- 
do en  forma  espuso: 

La  sociedad  anónima  inglesa  dueña  del  va- 
por *'Gulfof  Florida"  era  la  "GreenockSteam 
Ship  Company  Ltd."  de  la  cual  es  suceso ra 
actualmente  la*'GulfLine  Limited"  estable- 
cida también  en  Inglaterra.  No  tengo  noti- 
cias de  que  esta  Compañía  haya  sido  autori- 
zada por  el  Presidente  de  la  República  para 
establecer  agentes  en  Chile.  Lafirmade  Alar- 
dice  y  C^  de  que  soy  socio  colectivo  tiene  ac- 
tualmente la  consignación  de  los  vapores  de 
la  **GulfLine  Limited".  Dichafirma  Alardice 
y  C-  es  liquidadora  de  la  **Alardice  Brett  y 
C*"  la  cual  á  su  vez  liquidó  la  de  **Cockbain 
Roxburg  3'  C^",  no  quedando  más  negocio  pen- 
diente de  Cockbain  Roxburg  y  C.**  que  el  pre- 
sente juicio.  Ratificado,  previa  lectura,  firmó. 
—A.  Dezanillu  Stlra,—J.  R.  Aliará  ce, 

Y  viendo  en  seguida  la  causa  la  Corte  de 
Apelaciones,  pronunció  la  siguiente  senL¿iic¡a: 

Valparaíso,  diciembre  10  de  1904.  "Vistos: 
Eliminando  el  noveno  fundamento  3»' la  cita 
de  los  artículos  898  y  977  del  Código  de  Co- 
mercio y  teniendo  además  presente: 

Que  ni  la  calidad  de  agentes  de  la  socie- 
dad anónima  inglesa  *'Greenock  Steamship 
Company-",  propietaria  de  la  nave  causante 
del  abordaje,  que  dicen  tener  los  demanda- 
dos Cockbain  Roxburg  y  C  "*  en  el  escrito,  ni 
la  de  consignatarios  de  la  misma  nave  que 
les  reconoce  el  demandante  bastan  para  exi- 
mir á  dichos  demandados  de  responsabilidad 
personal,  por  cuanto  no  han  probado  que  la 
sociedad  anónima  que  representan  haya  sido 
legalmente  autorizada  para  tener  agentes  en 
Chile;  3'  por  cuanto,  á  mayor  abundamiento, 
nada  hay  en  los  autos  que  autorice  para  su- 
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poner  que  la  nave  haya  sido  expedida,  apare- 
jada y  pertrechada  por  otros  que  los  mismos 
consignatarios  ó  que  éstos  hayan  procedido 
agnombre  6  por  cuenta  ajena. 

Con  el  mérito  de  la  dil¡«^encia  practica- 
da en  esta  segunda  instancia  y  con  arreglo 
también  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  4-(>8  del 
Código  de  Comercio,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  31  de  diciembre  de  1903, 

Se  previene  que  el  señor  Presidente  Pineda 
no  eh'mina  el  considerando  9^  ni  la  cita  de  los 
artículos  898  y  977  del  Código  de  Comercio. 

Acordada  por  los  señores  presidente  Pine- 
da, Ministros  Alamos  González  y  Bezanilla 
Silva  y  Fiscal  Vergara,  llamados  los  dos  últi- 
mos á  dirimir  la  discordia  que  se  produjo  en 
la  primera  vista  de  la  causa,  contra  el  voto  del 
señor  Ministro  Silva,  quien  estuvo  por  revo- 
carla sentencia  de  primera  instancia  y  porque 
se  declarase  sin  lugar  la  demanda  y  después  de 
haberse  desechado  la  indicación  previa  del 
mismo  señor  Ministro  para  que  se  suspendie- 
ran los  efectos  de  la  indicada  sentencia  en 
cuanto  por  ella  se  pudiera  estimar  que  se  da- 
ba lugar  á  la  demanda  contra  el  capitán  del 
**GuIfof  Florida"  don  Alejandro  Livingstone. 
Funda  su  voto  en  el  libro  respectivo, 

Redactada  porelseñof  Fiscal  Vergara.  -Pe- 
dro N,  Píneda,^Luís  It^nado  Silva.— B.  Ala- 
mos González.— A.  Bezanilla  Silva. 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  los  de- 
mandados los  recursos  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo,  y  formalizando  el  primero, 
solicitan  se  invalide  dicha  sentencia  por  haber 
sido  dada  ultra  petita  y  por  no  haberse  fa- 
llado el  asunto  controvertido,  causales  am- 
bas previstas  respectivamente  en  los  números 
4'  y  59  del  artículo  941  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

Explayando  los  fundamentos*  de  las  dos 
causales  alegadas,  los  recurrentes  dicen  tex- 
tualmente lo  que  sigue: 

La  sentencia  ha  sido  dada  ultra  petita.  Se- 
gún la  ley,  existe  este  vicio  cuando  el  fallo  se 
extiende  á  puntos  no  sometidos  á  la  decisión 
del  tribunal.  En  la  resolución  de  la  Iltma. 
Corte  de  la  cual  recurro  en  casación,  se  falla 
un  punto  que  no  estaba  sometido  á  la  deci- 
sión del  tribunal,  pero  ni  siquiera  insinuado 
en  el  debate  de  la  causa. 


Ese  punto  es  el  que  se  refiere  á  la  responda- 
bilidail  del  demandadoen  su  carácter  de  agen- 
te de  una  sociedad  anónima  extranjera,  es- 
tablecida en  Chile  sin  haber  cumplido  las 
prescripciones  legales  del  caso.  El  Tribunal 
Ilustrísimo  ha  tenido  á  bien  considerar  que  en 
tal  carácter  ha  sido  mi  parte  demandada  v  en 
tal  carácter  la  ha  condenado  al  pago  He  una 
suma  de  dinero.  El  hecho,  sin  embarjro,  que 
consta  de  autos,  es  que  la  acción  dada  por  la 
ley  para  hacer  efectivas  responsabilidades  de 
agentes  de  sociedades  anónimas  extranjeras, 
no  ha  sido  deducida  en  la  demanda,  mucho 
menos  debatida. 

La  verdadera  acción  en  que  las  partes  de 
este  juicio  hemos  trabado  la  litis  no  esotra 
que  aquella  que  el  demandante  ha  creido  te- 
ner en  contra  de  mis  representados  como  con- 
signatarios del  vapor  **The  GuH  of  Florida". 
Por  manera  que  la  Iltma.  Corte  al  fallar,  no 
la  acción  de  la  demanda,  sino  otra  que  por 
nadie  ha  sido  interpuesta,  incurre  en  el  vicio 
antes  indicado,  esto  es,  falla  ultra  petita. 

Intimamente  ligada  con  la  anterior  se  en- 
cuentra la  otra  causal  de  casación  en  la  fur- 
ina  que  alego  en  contra  de  la  sentencia.  Por- 
que es  indiscutible  que  si  se  resuelve  sobre 
una  acción  distinta  de  la  deducida,  no  es  esta 
última  el  objeto  del  fallo  y  entonces  procele 
la  casación  por  el  defecto  de  no  haberse  fal!a- 
doel  asunto  controvertido.  Esta  causal  de  ca- 
sación es  la  referida  en  el  número  5^  del  recor- 
dado artículo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  el  cual  otorga  el  recurso  en  los  casos  en 
que  se  hubiere  dictado  sentencia  con  omisión 
de  cualquiera  de  los  requisitos  enumeradosen 
el  artículo  193  del  mismo  Código.  Y  este  pre- 
cepto en  su  número  6.*^  exige  como  elemento 
necesario  del  fallo  la  decisión  del  punto  con- 
trovertido. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valpa- 
raíso, al  formular  en  el  considerando  único, 
agregado  por  ella  á  la  sentencia  de  primera 
instancia,  los  conceptos  de  hecho  y  de  dere- 
cho que  en  el  mismo  considerando  se  estable- 
cen, no  ha  variado  las  condiciones  de  la  litis, 
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tal  como  ella  se  trabó  entre  los  contendores, 
ni  ha  modificado  la  naturaleza  jurídica  de  la 
acción  propuesta  por  el  demandante,  y  sólo 
se  ha  limitado  á  agregar  un  nuevo  funda- 
mento que,  á  más  de  los  consignados  en 
aquella  resolución,  la  indujeron  á  confir- 
marla; 

2°  Que  tanto  por  la  consideración  que  pre- 
cede como  por  haber  mantenido  intacta  el 
tribunal  sentenciador  la  parte  dispositiva  del 
fallo  de  primera  instancia,  del  cual  tampoco 
se  reclamó  en  grado  de  nulidad,  no  ha  come- 
tido dicho  tribunal  en  su  sentencia  el  vicio  de 
altra-petita  que  le  atribuye  el  recurrente; 

3^  Que  basándose  la  segunda  de  las  causa 
les  del  recurso  en  la  existencia  de  la  que 
acaba  de  desestimarse  no  procede  tampoco 
dicha  causal; 

Visto  también  lo  prevenido  en  los  artículos 
971,  979  y  970  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  de  que  mas 
arriba  se  ha  hecho  mérito. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  con- 
signada 

Redactada  por   el    señor  Ministro  Fóster 

Recabarren Galvaríno    Gallardo, —Leoncio 

Rodríguez E.   Fós ter  Reca  ba  rren .  --/.   A  lejo 

Fernández, 

Desecha  lo  este  recurso,  el  recurrente  forma- 
lizó el  de  casación  en  el  fondo  en  los  siguien- 
tes términos: 

Son  numerosos  los  prece;itos  legales  que  la 
sentencia  de  segunda  instancia  infringe,  in- 
fluyendo esta  infracción  en  la  parte  resolutiva 
del  fallo  de  un  modo  directo  é  inmediato,  en 
condiciones  de  que  basta  ligera  referencia  á 
los  antecedentes  para  poner  á  la  vista  la 
trasgresión  de  la  ley. 

Según  lo  resuelven  las  sentencias  de  prime- 
ra y  segunda  instancia,  debe  tenerse  como 
un  hecho  establecido  en  el  curso  de  este  juicio 
(si  bien  mi  parte  ha  afirmado  é  insiste  en 
afirmar  que  no  lo  está)  que  el  abordaje  cuya 
indemnización  de  perjuicios  se  reclama  fué 
producido,  por  hecho  ó  culpa  del  capitán 
del  **Gulf  of  Florida",  nave  de  la  cual  eran 
consignatarios  los  señores  Cockbain  Roxburg 
yC* 

Hay  en  una  y  otra  de  las  resoluciones  cita- 


das declaración  expresa  sobre  el  particular, 
de  modo  que,  en  este  momento,  no  es  posi- 
ble disentir  sobre  la  persona  que  ejecutó  los 
actos  ó  hechos  imajinarios  del  abordaje. 

Que  esta  persona  no  fué  la  que  aparece  reo 
de  la  di  manda  y  condenada  en  la  sentencia, 
o  demuestran  tanto  la  discusión  como  las 
pruebas  de  autos. 

Así,  entonces,  está  juzgada  !a  forma  en  que 
se  pírodujo  el  abordaje  y  sus  causas  inmedia- 
tas, ó  sea  están  determinados  los  anteceden- 
tes de  hecho  necesarios  para  el  fallo.  Para 
juzgar  la  responsabilidad  de  la  persona  obli- 
gada por  las  consecuencias  de  esos  hechos  es 
que  ha  debido  el  Iltmo.  Tribunal  aplicar  las 
disposiciones  de  la  ley  congruentes  con  aque- 
lla situación.  Y  esta  aplicación  no  se  ha  he- 
cho. O  se  ha  prescindido  de  ella  ó  se  ha  efec- 
tuado en  forma  contraria  A  los  principios  de 
derecho  y  al  propósito  de  la  ley. 

Dado  el  hecho  de  reclamarse  la  indemniza- 
ción de  un  daño  sufrido  por  el  demandante, 
la  sentencia  que  ordena  á  los  señores  Cock- 
bain Roxburg  y  C*  al  pago  de  los  perjuicios 
reclamados  en  la  demanda,  viola  las  siguien- 
tes disposiciones  legales: 

El  artículo  2329  del  Código  Civil  que  esta- 
blece como  regla  general  el  que  todo  daño 
que  jv.ieda  imputarse  á  malicia  ó  negligencia 
de  otra  pjrsjiia  debe  ser  reparado  por  ésta; 
el  artículo  2316  del  mismo  Código  que  obliga 
á  la  indemnización  á  la  persona  que  hizo  el  da- 
ño, el  artículo  1130  del  Código  de  Comercio 
que  dispone  que  si  el  abordaje  fuere  ocasiona- 
do por  dolo,  negligencia  ó  impericia  del  capi- 
tán ó  tripulación  de  una  de  las  naves,  el  daño 
será  indemnizado  por  el  culpable;  los  artícu- 
los 908  y  9ia  del  mismo  Código  que  impo- 
nen al  capitán  que  cometa  en  el  cumplimiento 
de  los  deberes  de  su  cargo  y  de  la  violación 
de  las  prohibiciones  impuestas  por  la  ley,  así 
como  también  la  responsabilidad  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  produzcan  su  contraven- 
ción á  las  le^'es  y  reglamentos  de  marina  y 
policía  de  los  puertos  de  salida;  el  artículo 
1134  número  3*^  del  mismo  Código  declara 
culpable  al  capitán  que  tratare  de  tomar  la 
delantera,  o  no  ceda  el  paso  á  otra  nave  á 
entrada  ó  salida  de  puerto;  el  artículo  865 
en  su  número  4*^  de  la  misma   ley  que  obliga 
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al  naviero  á  responder  cÍTÍlmente  de  los  he- 
chos del  capitán,  bien  importen  un  delito  ó 
cuasi  delito,  bien  constituyan  una  mera  fal- 
ta; el  artículo  878  de  la  misma  que  dispo- 
ne que  la  responsabilidad  del  naviero  por  un 
hecho  del  capitán  afecta  indistintamente  á 
la  persona  y  bienes  del  uno  ó  del  otro. 

Todoj  los  preceptos  legales  anteriormente 
citados  demuestran  que  la  responsabilidad 
que  se  trata  de  hacer  efectiva  recae  sobre  las 
personas  que  ellos  mismos  designan  y  no  so- 
bre otra  completamente  extraña  á  los  hechos 
6  actos  que  generan  esa  responsabilidad,  co- 
mo lo  son  en  el  caso  de  autos  los  consignata* 
rios  demandados  y  condenados. 

Se  viola,  pues,  la  ley  cuando  la  obligación 
que  ella  establece  se  trata  de  imponerla  sobre 
persona  distinta  de  la  que  la  ley  declara  obli- 
gada. 

Ahora  considerando  á  los  señores  Cockbain 
y  Roxburg  y  C*  condenados  por  la  senten- 
cia de  la  Iltma.  Corte  en  el  carácter  de  man- 
datarios, ya  que  éste  es  el  que  corresponde  á 
la  condición  de  consignatarios  en  que  se  les 
demanda,  se  viola  también  la  ley  en  esa  reso- 
lución. 

El  artículo  2116  del  Código  Civil  establece 
como  déla  esencia  del  mandato  el  que  el  asun. 
to  ó  negocio  encargado  se  gestione  por  cuen- 
ta y  riesgo  del  mandante,  lo  que  significa  la 
no  responsabilidad  personal  en  el  mandatario 
por  los  actos  que  eiecnta  en  cumplimiento  de^ 
mandato. 

Y  finalmente,  tenidos  los  demandados  como 
agentes  de  la  Sociedad  Anónima  Extranjera 
establecidos  en  Chile  sin  autorización  legal» 
carácter  en  que  los  constituye  la  sentencia  de 
la  Iltma.  Corte,  sin  que  ellos  pudieran  sospe- 
char siquiera  que  en  alguna  circunstancia  hu. 
hieran  investido  tal  carácter,  se  infringe  el 
artículo  468  del  Código  de  Comercio  que  es 
precisamente  uno  de  los  que  el  Iltmo.  Tribu- 
nal tuvo  presente  al  pronunciar  su  sentencia. 
Esta  disposición  declara  obligados  á  los  agen" 
tes  no  autorizados  legalmente  al  cumplimien. 
to  de  los  contratos  que  celebran  y  los  somete 
á  las  responsabilidades  precedentemente  esta- 
blecidas. Y  la  sentencia  los  condena  por  actos 
que  los  demandados  no  ejecutaron  y  les  im- 
pone responsabilidades  que  no  están  determi- 


nadas en  las  disposiciones  precedentes  á  dicho 
prece^-to.  Es  decir  que  no  sólo  se  les  reputa 
agentes  cuando  nunca  lo  fueron,  sino  que  se 
les  juzga  á  virtud  de  una  ley  que,  ni  aun  corr 
siderados  como  agentes,  podría  serles  apli 
cada. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  lo* 
demandados  ampliaron  las  razores  anteri  r- 
mente  aducidas,  insistiendo  en  que  se  diera  lu- 
gar á  la  casación  solicitada. 

El  demandante  pidió  á  su  vez  que  se  des- 
chara  el  recurso  en  el  fondo  interpuesto  y 
sostuvo  la  legalidad  y  corrección  del  fallo  a- 
currido  á  la  luz  de  los  razonamientos  de  he- 
chos y  de  derecho  que  en  el  mismo  escrito  <* 
consignan. 

La  Corte: 

Considerando: 

1''  Que  los  recurrentes  Cockbain  Roxbir;' 
y  C*  fueron  demandados  como  consignata- 
rios, ó  bien  como  dueños  de  nave  para  hac¿r 
efectiva  su  responsabilidad  personal  por  e¡ 
abordaje  del  vapor  ''Valparaíso'*,  imputan^ 
á  culpa  del  capitán  del  vapor  'Gulfof  Flo- 
rida'* causante  de  la  avería; 

2^  Que  el  recurso  de  casación  se  funda  esp^ 
cialmente  en  la  creencia  deque  la  Corte  seiiten. 
ciadora  al  decidir  esta  demanda,  ha  identiti- 
<^ado  jurídicamente  el  carácter  de  consignata- 
rio de  una  nave  con  el  de  naviero  ó  arniador 
de  la  misma  para  el  efecto  de  hacer  recaer  so- 
bre el  primero  la  responsabilidad  que  pueda 
pesar  según  la  ley  sobre  el  segundo  por  actos 
culpables  del  capitán;  y  en  que  supuesta  la 
identificación  referida  ha  condenado  personal- 
raen  te  á  Cockbain  Roxburg  y  C*  mercs  con 
signatarios  del  vapor  **Gulf  of  Florida"  como 
si  fuesen  navieros,  ó  bien  dueños  absolutos 
del  vapor; 

3^  Que  del  tenor  de  la  sentencia  recurri<la 
aparece  con  toda  evidencia  que  la  Corte  sen 
tenciadora,  no  ha  identificado  estos  dos  ca- 
racteres jurídicos,  y  por  el  contrario,  hablen 
do  establecido  en  la  misma  sentencia  que 
Cockbain  Roxburg  y  C*  han  sido  navieros  j 
armadores  del  vapor  **Gulfof  Florida"  hafa 
liado  que  dicha  casa  comercial  es  personal 
mente  responsable  de  la  avería  causada  por 


JÜRISPRUDENCIV 


177 


abordaje  culpable  del  vapor  **Valparaíso'\  á 
nombre  de  cuyo  dueño  se  ha  deducido  la  ac- 
ción debatida; 

4*^  Que  el  carácter  de  naviero  que  la  Corte 
de  Apelaciones  atribuye  á  Cockbain  Roxburg 
y  C'\  figura  copio  hecho  de  la  causa,  3'  así  lo 
cstíiblece  ese  Tribunal  fundándose  en  antece- 
dentes probatorios  fidedignos  que  aprecia 
con  facultades  privativas  su^-as;  y  por  consi- 
guiente, la  imputación  de  responsabilidad  per- 
sonal de  los  demandados  envista  de  ese  hecho 
fundamental,  ha  sido  correcta  con  arreglo  á 
los  artículos  865  y  878  del  Código  de  Comer- 
cio que  cita  la  sentencia  de  primera  instancia, 
que  en  esto  acepta  la  de  segunda; 

ó"  Que  hallándose  fijada  legalmente  la  res- 
ponsabilidad personal  de  Cockbain  Roxburg 

Y  C*  por  estimarse  que  fueron  ellos  mismos 
los  que  armaron,  pertrecharon  y  despacharon 
el  vapor  *'Gulf  of  Florida'*  invistiendo  como 
consecuencia  de  estos  hechos  el  carácter  de 
navieros  respecto  de  terceras  personas,  aun- 
que fueran  meros  consignatarios  relativamen- 
te á  alguna  Compañía  comercial  sin  residen' 
cía  en  Chile,  queda  eliminada  de  fació  la  cues, 
tión  referente  á  la  causal  de  casación  que  se 
íunda  en  la  infracción  del  inciso  2^  del  artícu- 
lo 4-68  del  Código  de  Comercio,  pues,  aparte 
de  carecer  de  influencia  decisiva  acerca  del  fa- 
llo de  la  causa,  la  responsabilidad  juzgada 
por  la  sentencia  recurrida  no  se  refieren  he- 
chos ejecutados  por  mandantes  ó  comitentes 
extranjeros  de  que  deban  responder  sus  agen- 
tes en  Chile,  sino  como  se  ha  visto  á  actos  del 
capitán  de  una  nave  que  obliga  á  su  propio 
naviero,  ó  sea  en  este  caso  el  recurrente  que 
asumió  de  hecho  tal  carácter;  y 

B^  Y  que  de  este  modo  no  aparecen  infrin 
gidos  los  artículos  2116,  2136  y  2329  del  Có] 
digo  Civil,  y  468,  960,  968,   1130  y  1134  del 
de  Comercio.  Visto  además  los  artículos  960 

Y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
desecha  con  costas  el  recurso  de  casación  de- 
ducido. Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad 
consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 

Leopoldo    Urrutia /.   Gabriel  Palma  Guz- 

máa — Galvánao  Gal/ardo.^  Gabriel  Gaetc,— 
V.  Aguirre  T.— /.  Bernales.-'L.  R.  Mora, 


Cas.  en  la  forma.— 10  de  abril  1907, 
Osorio  con  Roncatti 

Reolamaoión  oportuna  del  vicio.— Re- 
serva de  derecho.— Deoislones  con 
tradictorlas. 

Doctrina: — Es  improcedente  el  recur- 
so de  casación  en  la  forma  contra  la  sen- 
tencia de  la  Corté  de  Apelaciones  que  se 
funda  en  una  causal  que,  en  caso  de  exis- 
tir, importaría  un  vicio  en  que  habría  in- 
currido la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, no  reclam  ido  por  el  recurrente. 

La  sentencia  de  segunda  instancia,  que 
conñrma  la  de  primera  que  desechó  la 
demanda,  y  reserva  al  demandante 
** otros  derechos  que  pueda  hacer  valer'\ 
no  contiene  decisiones  contradictorias 
porque  la  reserva  se  reñere  á  ** otros  de- 
rechos'\  los  cuales  por  tanto  no  pueden 
ser  los  mismos  que  se  han  ejercitado  en 
el  juicio. 


Don  Leónidas  Osorio  demandando  a  don 
Alberto  Roncatti  dice:  que  compró  á  este  se- 
ñor por  escritura  pública  y  en  la  suma  de 
$  25,000  sus  derechos  en  la  sociedad  comer- 
cial Montefusco  y  Roncatti,  en  conformidad 
al  balance  practicado  y  del  cual  se  entregó 
una  copia  al  comprador;  pero  ha  resultado 
al  comprobar  ese  balance  en  los  libros,  que 
adolece  de  omisiones,  inexactitudes  y  errores 
que  representan  un  valor  de  $  4.628,50,  en 
cuestión  de  los  derechos  adquiridos  por  el  de- 
mandante y  un  grave  perjuicio  para  sus  inte- 
reses. Así  por  ejemplo  no  aparecen  abonados 
á  derecho  i  $  466,82  que  debían  abonarse,  se 
hizo  figuraren  el  inventario  créditos  prescri- 
tos é  incobrables  por  $  2.931,80;  se  fijó  la  suma 
de  $  3.945,60  como  saldo  á  favor  del  Banco 
de  Concepción  cuando  su  verdadero  valor 
era  de  $  4.400,97.  Atendido  el  interés  que  el 
vendedor  tenía  en  la  Sociedad  Montefusco  y 
Roncatti,  debe  responder  al  comprador  por 
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el  64.32%  del  valor  de  las  partidas  citadas. 
Invoca  las  disposiciones  de  los  artículos  154 
del  Código  de  Comercio,  1828  y  1860  del  Có- 
digo Civil,  y  pide  que  del  precio  de  venta  se 
rebaje  la  suma  que  importan  los  vicios  ocul" 
tos  ó  sea  la  diferencia  anotada,  con  indemni 
zación  de  perjuicios  conforme  al  artículo  1861 
del  segundo  Código  citado,  diferencia  que  al- 
canza á  $  2.977,05.  Además,  habiendo  cedido 
al  demandado  en  parte  de  precio  un  crédito 
de  $  20.000,  estando  pendiente  un  período  de 
intereses,  se  convino  en  que  devolvería  la  mi- 
tad de  sus  intereses  ó  sea  la  suma  de  $  311,08. 

Termina  pi  Jiendo  se  declare  que  el  deman- 
dado debe  pagarle  la  suma  de  $  2  977,05  co- 
rrespondiente al  64-32%  de  su  haber  en  la 
Sociedad  Montefusco  y  Roncatti,  cantidad 
que  percibió  de  más;  los  perjuicios  causados; 
y,  la  cantidad  de  $  311,08 correspondientes  á 
la  mitad  de  los  intereses  del  crédito  cedido  y 
las  costas  de  la  causa. 

Contestando  el  señor  Roncatti  pide  se  de- 
seche la  demanda  con  costas. 

Osorio  le  compró  su  derecho  en  la  socie. 
dad  con  perfecto  conocimiento  del  negocio  y 
sus  antecedentes  3-  convencido  del  brillante 
negocio  que  realizaba  por  los  resultados  de 
los  balances  de  los  nños  anteriores 

Sostiene  que  en  manera  alguna  puede  ca* 
berle  responsabilidad  respecto  de  un  negocio 
por  estar  finiquitado  y  concluido,  y  de  paso 
advierte,  que  según  la  escritura  de  sociedad 
solo  le  correspondían  la  mitad  délas  pérdidas 
ó  ganancias,  y  no  la  cuota  que  separa  el  de- 
mandante. 

Este  por  escritura  pública  que  acompaña, 
confesó  que  reconocía  los  pagos  hechos  por 
cuentas  que  no  figuraban  en  el  inventario  con 
que  Montefusco  y  Roncatti  entregó  la  fá- 
brica. 

Tan  perfecta  y  firme  encontró  las  negocia- 
ciones el  señor  Osorio  que  luego  disolvió  la 
sociedad  y  formó  otra  sobre  la  misma  base. 

El  artículo  154  del  Código  de  Comercio  en 
que  se  funda  la  demanda  es  inaplicable,  pues 
se  refiere  á  mercaderías,  y  si  fuera  aplicable 
obstaría  á  ello  lo  dispuesto  en  el  artículo  158. 
Por  escrituras  posteriores  se  estipuló  que  el 
activo  y  pasivo  de  la  Sociedad  Montefusco  y 
Roncatti,  pasaban  á  la  nueva  sociedad, siem- 


pre que  el  pasivo  no  excediera  de  $  14  óihi. 
después  se  aumentó  ese  límite  á  $  líMMiuy 
tantos. 

Se  vé  que  Osorio  aceptó  la  compra,  la  (liso- 
lución  y  la  constitución  de  la  nueva  sociedad 
sin  reclamo-contra  nadie. 

Niega  las  irregularidades  por  falta  de  abo- 
nos á  deudores.  La  casa  tenía  cobradora 
quien  se  daba  recibo  por  las  cantidades  que 
entregaba  y  si  el  demandado  percibió  alguna 
por  giro  ó  abono  sin  que  se  hiciera  la  anota- 
ción correspondiente,  está  dispuesto  á  dtvol 
ver  su  valor  siempre  que  se  compruelx  i! 
hecho 

Las  omisiones  por  abono  se  refieren  á  la 
devolución  de  envases  que  hacían  los  clieL- 
tes,  sobre  la  cual  existe  una  libreta  que  pas»'^ 
á  la  nueva  sociedad . 

Los  errores  en  la  deuda  provienen  de  que 
el  demandante  quiso  comprar  antes  del  ba- 
lance anual.  Así  el  error  en  la  cuesta  del  Ban- 
co provenían  de  que  no  se  habían  liquídalo 
los  intereses. 

La  precipitación  con  que  se  hizo  la  venta  ¿ 
26  de  diciembre  no  dio  lugar  á  que  se  paga- 
ran las  facturas,  antes  de  fin  de  año. 

En  cuanto  á  créditos  prescritos  ó  incobra- 
bles, nada  puede  saberse  antes  de  las  gcstio' 
nes  para  hacerlos  efectivos.  Sirven  á  este  !a 
disposición  del  artículo  1907  del  CóiÜco 
Civil 

Respecto  á  perjuicios  conforme  al  artículo 
1861  citado,  no  ha  habido  vicios,  el  compra- 
dor intervino  en  el  inventario  y  es  industrial 
y  hombre  de  negocios.  Y  si  el  demandante 
habla  de  omisiones,  el  vendedor  pucíle  citar 
varias  partidas  no  consignadas  que  aumen- 
taron el  activo  en  más  de  $  600. 

Niega  que  haya  habido  convenio  para  en- 
tregarle la  mitüd  de  los  intereses  del  crémro 
que  recibió  en  parte  de  pago,  intereses  qce 
corresponden  al  dueño  del  crédito. 

En  la  réplica  el  señor  Osorio  insiste  en  sus 
peticiones  y  amplía  su  demanda. 

Niegahaberintroducido  modificaciones  ene. 

inventario,  que  él  exigió  para  proceder  á  U 
compra  de  los  derechos  de  Roncatti  en  la  ^o 
ciedad,  y  sobre  cuya  base  se  decidió  á  entrar 
en*  el  negocio,  como  lo  expresa  la  escritura 
Habiendo  disconformidad  entre  el  inventar:) 
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\'  el  verdadero  estado  de  la  sociedad,  ha  habi- 
do engaño  de  parte  del  vendedor. 

Nada  significa  que  haya  verificado  actos  re- 
lacionados con  la  parte  adquirida  de  la  Pá. 
bríca  de  Fideos. 

Observí  que  el  demandado  acepta  la  de- 
manda cuando  expone  que  devolverá  las  can. 
tidadesque  se  le  compruebe  que  haya  recibido 
sin  anotarlas  en  los  libros  6  en  el  inventario. 
Amplía  la  demanda  para  que  se  declare  que 
Ronca tti  debe  pagarle  $  3  588,49  por  haber- 
se vendido  su  crédito  contra  la  sociedad  en 
$  8.950,86  con  protesta  de  conformarse  con 
el  monto  que  el  inventario  fijara  para  dicho 
crédito,  monto  que  aparece  fijado  en  $  5.362 
39  centavos,  y  como  se  pagó  $  8.950,86  debe 
la  diferencia. 

Duplicando  Roncatti  reitera  sus  peticiones 
y  solicita  que  se  deseche  la  ampliación  de  la 
demanda  con  costas. 

Repite  que  la  venta  está  finiquitada  y  que 
el  negocio  ha  sido  ventajoso  para  el  compra 
dor,  como  lo  prueba  el  hecho  deque  en  la  con- 
testación manifiesta  que  le  conviene  dejarlo 
vijente. 

Respecto  á  la  ampliación  dice  que  son  fal- 
sas las  aseveraciones  del  señor  Osorio.  Se  sa- 
bía y  se  fijó  en  el  inventario  que  su  crédito 
contra  la  sociedad  era  por  una  parte  $  5.362, 
39  centavos,  y  por  otra  $  3.588,49  que  la  so- 
ciedad debía  á  don  Carlos  Maggi  y  que  el 
vendedor  se  comprometió  á  pagar,  como  efec- 
tivamente lo  hizo.  Expuso  el  origen  de  esa 
deuda  y  los  motivos  porque  quiso  hacerla  su- 
ya. Todo  esto  está  reconocido  por  el  socio 
Montefusco  que  entró  á  formar  parte  de  la 
nueva  sociedad. 

El  señor  Osorio  recibió  de  manos  del  de 
mandado  los  pagarées  de  Maggi  cancelados 
y  le  causó  profunda  sorpresa  la  pretensión 
formulada  en  el  escrito  que  contesta. 

La  causa  se  recibió  á  prueba  y  se  fijaron  los 
puntos  sobre  los  cuales  debía  recaer,  rindién- 
dose la  que  expresan  las  actas  de  fs.  67,  61 
y  135. 

Las  partes  alegaron  de  bien  probado  y  se 
citó  para  sentencia. 

El  Juzgado  de  Concepción   resolvió  con  fe" 
cha  8  de  mayo  de  1905. 
Teniendo  presente: 


1^  Que  en  la  demanda  se  ejercita  la  acción 
que  concede  el  artículo  154  del  Código  de 
Comercio; 

2^  Que  esta  acción,  según  las  palabras  del 
artículo  compete  al  comprador  de  mercade- 
rías, y  el  demandante  compró  derechos  en  una 
sociedad. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  la  dis- 
posición citada  y  á  lo  prescrito  en  el  artículo 
1698  del  Código  Civil,  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  la  demanda  ni  á  su  ampliación,  sin 
costas  por  haber  habido  motivo  plausible  pa- 
ra litigar;  y  que  es  inofi^^ioso  pronunciarse 
sobre  las  tachas. 

Las  partes  son  comerciantes  de  este  domi- 
cilio.— Salas, 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 

Concepción,  12  de  julio  de  1906.— Aceptan- 
do la  parte  expositiva  de  la  sentencia  apela- 
da y  teniendo  además  presente  que  los  artícu* 
los  del  Código  Civil  que  invocan  también  en 
la  demanda  aparecen  citados  en  concordancia 
con  el  154  del  Código  de  Comercio  que  sirve 
de  base  á  la  acción  instaurada,  y  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  151  del 
Código  de  Procedimiento  Civil;  se  confirma 
la  referida  sentencia  de  8  de  mayo  de  1905, 
reservándose  al  demandante  otros  derechos 

que  pueda  hacer  valer. -Julio  Zenteno    B 

Manuel  Rodríguez •/.  Guillermo  Mackay, 

Contra  esta  sentencia  don  Leónidas  Osorio 
dedujo  recurso  de  casación  en  la  forma  por 
las  causales  siguientes: 

1*^  El  fallo  ha  omitido  las  consideraciones 
de  derecho  que  sirven  de  fundamento  á  la 
sentencia,  principalmente  en  lo  que  se  refiere 
á  la  ampliación  de  la  demanda; 

2^  Dicha  resolución  contiene  decisiones  con- 
tradictorias; motivos  de  casación  ambos  se- 
ñalados en  el  artículo  193  número  4^  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  y  números  5*^  y 
7*^  del  artículo  941  del  mismo  Código.  En 
efecto,  la  enunciación  de  las  consideraciones 
de  derecho  ha  sido  omitida  en  cuanto  á  la 
ampliación  de  la  demanda,  puesto  que  no  se 
ha  aducido  ninguna  para  rechazar  dicha  am- 
pliación. 

En  cuanto  á  la  segunda  causal  el  fallo  im- 
pugnado reservó  ciertos  derechos  que  el  recu- 
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rrcnte  pudiera  hacer  valer.  Pues  bien,  esta  re- 
serva de  derechos  es  manifief  tamente  contra, 
dictoria  con  la  denegación  de  la  ampliación  de 
la  demanda. 

En  cualquier  sentido,  agrega  el  reclamante^ 
que  quisiera  hacer  valer  los  derechos  que  le 
reserva,  éstos  estarían  ya  fallados  por  el  Tri. 
bunal  de  Alzad?» ,  dando  margen  en  todo  caso 
á  la  alegación  de  cosa  juzgada,  y  esta  cir- 
cunstancia haría  del  todo  ilusorios  los  dere- 
chos reservados,  dejando  de  maniñesto  la 
contradicción  entre  la  reserva  de  derechos  y 
el  fondo  de  la  misma  cuestión;  es  decir,  entre 
lo  resuelto  respecto  de  la  acción  deducida  en 
la  demanda  y  lo  que  se  resuelve  respecto  de  la 
ampliación. 

La  Oopte: 

Teniendo  presente: 
1^  Oue  la  sentencia  de  primera  instancia 
desechó  I.i  de  manda  y  la  ampliación  de  ella 
en  virtr.'l  de  los  fundamentos  que  dicho  fallo 
establece,  y  la.  <  segunda  instancia  se  ha  li- 
mitado á  confirmar  con  la  reserva  de  dere- 
chos que  expresa  en  su  parte  final; 

2^  Que  aun  cuando  se  suponga  que  las  con- 
sideraciones que  sirven  de  fundamento  á  la 
sentencia  mencionada  no  se  refieren  á  la  am- 
pliación de  la  demanda,  no  se  habría  recla- 
mado oportunamente  de  este  defecto  del 
modo  que  prescribe  el  artículo  946  del  Códi- 
go de  Procediento  Civil  cuando  se  dictó  el  fa- 
llo de  primera  instancia; 

3^  Que  no  hay  tampoco  mérito  para  esta- 
blecer que  el  fallo  impugnado  contenga  deci- 
siones contradictorias,  desde  que  la  reserva 
se  refiere  á  otros  derechos,  los  cuales  por  tan- 
to no  pueden  ser  los  mismos  que  los  que  se 
han  ejercitado  en  este  juicio. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  presen- 
te recurso.  Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 
—  Carlos  Varas,  —  /.  Gabriel  Palma  Guz- 
mán^—V,  Aguirre  V,—J,  Bernales, 


Cas.  en  la  íorma.^ll  de  abril  de  VJi)7 
Rodríguez  con   Fernández 

Interdicto  posasorij  especial.  Caml 
no  público.  —  Acueducto  —  Aoción 
popular.  -Cosa  juzgada. 

Doctrina: — Para  que  la  excepción  de 
cosa  juzgada  pueda  servir  de  fundamen- 
to á  un  recurso  de  casación  en  la  forma,    ' 
es  indispensable  que  ella  haya  sido  ak-    I 
gada  oportunamente  en  el  juicio.  i 


Don  Eduardo  Rodríguez  Herrera,  (leíluj) 
interdictos  posesorios  contra  la  sucesión  de 
don  Luis  Fernández  Bernales,  representadla 
por  su  viuda  Valenzuela  de  Bernales,  quién 
es  guardadora  además  de  su  único  hijo  don 
Luis  Valentín  Fernández  Valenzuela,  y  fun- 
dando las  acciones  deducidas  dice: 

Que  su  esposa  doña  Beatriz  Moreno  de  Ro- 
dríguez es  dueña  del  fundo  **La  Ventana" 
ubicado  en  Teño,  fundo  que  está  dividido  en 
dos  porciones  por  un  camino  que  corre  de  Sur 
á  Norte  y  se  denomina  de  Abalos;  que  el  ca- 
mino nombrado  lo  ha  utilizado  siempre  "La 
Ventana"  para  conducir  las  ag^as  déla  sec- 
ción Oriente,  por  medio  de  acequias  regada»- 
ras  que  las  llevan  á  la  parte  Poniente;  y  tam- 
bién lo  ha  utilizado  para  el  tranco  de  perso- 
nas, animales,  carretas,  etc.;  que  en  el  mes  de 
octubre  don  Luis  Fernández  Bernales,  sin  el 
conocimiento  del  señor  Rodríguez  y  sin  que 
mediara  resolución  judicial  alguna  ni  permi- 
so de  la  autoridad  local,  construyó  un  acue- 
ducto que  teniendo  su  origen  en  la  vía  Teño, 
sigue  paralelamente  por  el  camino  de  Abalos, 
hasta  el  fundo  "Cerrillo'*.  Con  esta  obra,  se 
ha  estrechado  el  camino  haciendo  dificultoso 
el  tráfico  y  ha  impedido  que  las  aguas  que 
vienen  de  la  parte  Oriente  del  fundo  "La  Ven- 
tana*', se  aprovechen  en  el  regadío  de  la  sec- 
ción Poniente,  pues  caen  en  el  acueducto  cons- 
truid o  por  el  señor  Fernández  ó  retroceden 
inundando  los  potreros  y  casas  de  inquilinos. 
Que  por  esta  causa,  el  señor  Rodríguez  tiene 
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derecho  para  pedir,  en  conformidad  al  artículo 
936  del  Código  Civil,  que  se  destruya  el  ca- 
nal; y 

Que  habiendo  construido  el  canal  en  con- 
travención á  lo  dispuesto  en  la  ley  del  año 
184-2  y  violando  lo  dispuesto  en  los  artículos 
598  y  599  áe\  Código  Civil,  tiene  también  de- 
recho el  señor  Rodríguez,  para  deducir  las 
acciones  que  concede  el  artículo  948  del  Códi- 
go citado.  Pide  que  se  proceda  á  la  inmedia- . 
ta  destrucción  del  acueducto  construido  en 
el  camino  de  Abalos,  que  se  le  indemnicen  los 
perjuicios  causados,  y  se  le  paguen  las  costas. 

Se  practicó  inspección  personal  del  Tribu- 
nal y  se  presentaron  informes  periciales. 

El  Juzgado  de  Cu  rico,  con  fecha  4  de  sep- 
tiembre de  1906  resolvió: 

Considerando: 

Que  la  acción  popular  r;uc  otorga  el  artícu- 
lo T/^S  t^.c!  Cwdigo  Civil,  es  para  asegurar  el 
tránsito  de  los  caminos,  plazas  ú  otros  lugares 
¿2  uso  público,  y  no  aparece  de  autos  estable- 
cido que  con  la  construcción  dd  canal  de  que 
se  trata,  se  haya  comprometido  la  seguridad 
de  los  que  transitan  por  el  camine  en  la  par- 
te que  lo  recorre  el  canal,  para  que  pueda  pro- 
ceder acción  popular,  en  el  sentido  qne  lo 
hace  la  querella; 

Que  las  disposiciones  de  la  ley  de  camino*, 
caso  de  estar  vigentes,  en  la  parte  citada  por 
el  querellante  estarían  subordinadas,  en  cuan- 
to al  ejercicio  del  derecho  que  se  persigue,  á 
lo  que  estatuye  el  artículo  antes  indicado  del 
Código  Civil  y  ya  se  ha  visto,  que,  en  el  pun- 
to propuesto,  no  corresponde  acción  popu- 
lar; 

Que  de  los  informes  de  los  peritos  señores 
Montauban  y  Guzraán,  y  de  la  inspección 
ocular  practicada,  se  deduce  que  para  dejar 
el  canal  en  forma  que  no  cause  perjuicios,  ha- 
bría solo  que  hacer  modificaciones  en  la  obra 
de  que  es  objeto  la  querella;  y  no  hay  méri- 
to bastante,  que  manifieste  la  necesidad  de 
deshacer  el  canal,  para  que  no  se  prive  al 
recurrente  del  beneficio  de  las  aguas  que  le 
pertenecen,  ó  para  que  no  se  derramen  sobre 
sus  suelos  ó  lo  humedezcan,  estancándose. 

Que  aunque,  procedería,  como  se  ha  visto, 
ordenar  la  modificación  de  la  obra  ó  hacer 


construcciones  para  impedir  todo  perjuicio, 
el  juzgado,  en  el  presente  caso  se  abstiene  de 
hacerlo,  porque  el  querellante  ha  pedido  la 
destrucción  del  acueducto,  y  no  su  reparación 
6  modificación  parcial  para  evitar  los  daños 
consiguientes.  A  mérito  de  lo  expuesto,  se  de- 
clara: que  no  ha  lugar  con  costas,  á  la  quere- 
lla.—/Inío/i/o  Ibar, 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  de  Apela- 
ción falló: 

Santiago,  23  de  Noviembre  de  1906.— Vis- 
tos: reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  apelada  de  4  de  septiembre  último 
y  teniendo  presente: 

l^Que  en  el  escrito  se  deducen  dos  acciones: 
las  que  conceden  los  artículos  948  y  936  del 
Código  Civil; 

2^  Que  la  primera  de  dichas  acc!c::?s  puede 
deducirla  cualquiera  persona  del  pueblo  en 
favor  de  los  caminos,  para  la  seguridad  de 
los  que  transitan  por  ellos  y,  naturalmente, 
para  impedir  que  se  construyan  en  ellos  obras 
que  perjudiquen  su  cabida,  pavimento  y  de- 
más condiciones  necesarias  á  la  comodidad 
del  tránsito  y  conservación  del  suelo; 

3^  Que  la  indicada  acción  popular  puede 
deducirse  sin  perjuicio  de  las  que  competen  á 
los  inmediatos  interesados,  como  lo  es  el  que- 
reliante  en  el  presente  caso,  y  por  esto  ha  for- 
mulado también  la  que  concede  el  artículo 
936  del  Código  ya  citado; 

4^  Que  consta  del  expediente  acompañado, 
croquis  y  sentencia  que  el  camino  *'Lo  Ava- 
los"  es  público,  que  une  y  comunica  el  de  *'La 
Puerta**  con  los  que  van  al  '*Huaico'*  y  "Quil- 
vo*',  ó  sea  á  lugares,  villas  ó  ciudades,  que  es 
lo  que  caracteriza  al  camino  público,  y,  por 
consiguiente,  procede  la  acción  popular; 

5***  Que  consta  de  autos  que  el  canal  cons- 
truido por  el  señor  Fernández  B.,  en  octubre 
de  1905,  corre  paralelo  al  citado  camino  "Lo 
Avalos**,  contrariando  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 25  de  la  lei  de  17  de  diciembre  de  1842, 
que  prohibe  tales  construcciones  de  un  modo 
expreso;  origina  la  destrucción  de  los  bordes 
del  canal  por  la  falta  de  desnivel,  ocasiona 
los  anegamientos  y  lagunas  que  son  la  conse- 
cuencia necesaria,  y  produce  así  la  inseguri- 
dad del  tránsito; 

6^  Que  del    informe   del    perito  don  Raúl 
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Montauban,  nombrado  por  el  juez,  aparece 
qu2  éi  canal  construido  por  el  señor  Fernán- 
dez 6.  carece  de  nivel;  que  las  aguas  se  estan- 
can, humedecen  el  suelo  y  aun  lo  envegan;  que 
en  una  parte  retroceden  las  aguas  con  que  se 
riega  el  fundo  "Lft  Ventana"  del  querellante, 
detenidas  por  las  que  corren  por  aquel  canal, 
produciéndose  el  cnvegamiento  del  suelo;  to- 
do lo  cual  hace  procedente  la  acción  produci- 
da para  que  se  borre  un  canal  CDnstruido  con 
infracción  de  la  lei  de  17  de  diciembre,  ya  ci- 
tada, y  del  artículo  936  del  Código  Civil;  y 

7°  Que  de  autos  aparecen  justificados,  co- 
mo ya  se  ha  dicho,  la  mala  construcción  de  la 
obra,  su  ubicación  paralela  al  camino,  y  los 
perjuicios  que  ocasiona  al  requirente. 

Por  estos  fundamentos;  lo  que,  ademas  dis- 
ponen los  artículos  949  y  1698  del  Código  Ci- 
vil, 714  y  733  del  de  Procedimiento  Civil,  se 
revoca  la  sentencia  apelada  y  se  declara:  que 
ha  lugar  á  la  querella,  con  costas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  José 
T.  Marín.— I>ar/o  Ben  a  ven  te, —José  T,  Marín. 
—Felipe  Herrera, 

Contra  esta  sentencia  la  parte  querellada 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo  y  formalizando  el  primero 
'  sostiene  que  aquella  ha  sido  expedida  contra 
la  pronunciada  por  la  misma  Corte,  con  fe- 
cha 10  de  marzo  de  1906,  confirmando  el  fa- 
llo de  primera  instancia,  recaído  enjuicio  se- 
guido entre  las  mismas  partes,  sobre  denuncio 
de  obra  nueva  y  relativa  á  los  mismos  hechos 
materia  del  pleito  actual,  lo  que  constituye 
la  causal  de  casación  prevista  en  el  número 
6^  del  artículo  941  del  Código  de*  Procedi- 
miento Civil,  que  fué  oportunamente  alegada. 

La  Corte 

Teniendo  presente: 

Que  para  que  la  excepción  de  cosa  juzgada 
pueda  servir  defundamentoála  aceptación  de 
un  recurso  de  casación  en  la  forma,  como  en 
el  de  que  se  trata,  es  indispensable,  conforme 
á  lo  disi)uesto  en  el  número  6*^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
ella  haya  sido  alegada  oportunamente  en  el 
juicio,  lo  que  no  aparece  que  haya  ocurrido 
en  el  caso  en  cuestión. 


Visto  ademas  lo  dispuesto  en  los  artíoulus 
990  y  979  del  citado  Código  de  Procediraiei;. 
to  Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  al  recurso 
de  casación  en  la  forma  interpuesto  por  la 
sucesión  de  don  Luis  Fernández  Bcrnalcs con- 
tra la  ya  indicada  sentencia  de  23  de  nímem- 
bre  de  1906. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gaete- 
Leopoldo  Urruti'a.  —  Galvaríno  Gallardo.- 
Gabriel  Gaete,—L,  R,  Mora, 


Cas,  en  la  forma.— 17  de  abril  de  1907 
Del  Canto  v.  de  Núñez  con  Núñez 

Ultra -petlta.  -  Deolslones  oontradlo- 
torlas.  —  Dooumentos;  su  agrregra- 
olón— Oltaoiónde  laparte  oontrariíi 

Boctrisa:— Interpuesta  una  demamh 
en  contra  de  una  testamentaría  repre- 
sentada por  el  cónyuge  sobreviviente  y 
por  los  herederos  instituidos  en  el  testa- 
mento, á  ñn  de  obtener  el  pago  de  una 
deuda  hereditaria,  no  falla'' ultra  petita* 
la  sentencia  de  segunda  instancia  que 
conñrma  la  de  primera  con  declaración 
de  que  ha  lugar  también  á  la  demanda 
en  contra  del  cónyuge  sobreviviente, 
quien  deberá  contribuir  al  pago  de  h 
deuda  con  su  cuota  correspondiente,  ya 
que  era  éste  un  punto  sometido  á  !n  (In- 
cisión del  tribunal  sentenciador. 

No  contiene  decisiones  contradictorias 
la  sentencia  de  segunda  instancia  gwe. 
al  confirmar  la  de  primera  que  estable- 
cía que  tres  herederos  debían  pagar  el 
valor  de  un  documento  por  iguales  par- 
tes ^  agrega  que  el  cónyuge  sobreviviente 
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debe  contribuir  también  al  pago  de   esa 
deuda  con  su  cuota  correspondiente. 

No  puede  pedirse  la  nulidad  de  un  fallo 
fundándose  en  que  se  agregó  un  docu- 
mento á  los  autos  en  segunda  instancia 
sin  citación  de  la  parte  contraria,  si  en 
el  escrito  de  expresión  de  agravios  que  se 
acompañó  este  documento  se  pidió  que 
se  tuviera  presente  con  citación  de  la 
parte  contraria  y  ésta  fué  notificada  de 
la  providencia  recaída  en  ese  escrito  y  si, 
á  mayor  abundamiento,  esta  misma  par- 
te, en  su  respuesta  á  la  expresión  de 
agravios,  formuló  diversas  observacio- 
nes relacionadas  con  el  mencionado  do- 
cumento, pues,  en  realidad  se  llenaron 
ampliamente  los  fines  con  que  la  ley  pres- 
cribe la  citación  de  las  partes  sin  que 
pueda  aseverarse  que  el  tribunal  consi- 
deró en  el  fallo  recurrido  un  antecedente 
del  cual  no  tuvieron  las  partes  pleno  y 
oportuno  conocimiento. 

No  es  causal  bastante  de  casación  la 
agregación  á  los  autos,  sin  citación  de 
la  parte  contra  quien  se  presenta,  de  un 
documento  dejado  en  ¡a  vista  de  la  cau- 
sa por  el  abogado  de  la  parte  contraria, 
si  esta  agregación  no  se  ha  hecho  por 
orden  del  tribunal  librada  á  solicitud  de 
parte  y  si  el  fallo  recurrido  no  se  funda 
en  ese  documento  ni  hace  referencia  á  él. 

Doña  Ana  María  del  Canto  v.  de  Núñez, 
en  autos  con  don  Domingo  Núñez,  sobre 
cobro  de  pesos,  interpuso  los  recursos  de  ca- 
sación en  la  forma  y  en  el  fondo  contra  la 
sentencia  de  16  de  noviembre  de  1906  pro- 
nunciada por  la  Corte  de  Apelaciones  de  la 
Serena. 

En  el  escrito  de  formalización  del  primero 
de  dichos  recurso?,  aduce  las  siguientes  cau- 
sales: 

1*  Haber  sido  dada  la  sentencia  de  la  Cor- 
te ultra  petita,  esto  es,  otorgando  más  de  lo 
pedido  por  las  partes,  y  extendiéndola  á  pun- 
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tos  no  sometidos  á  la  decisión  del  Tribunal, 
causal  consignada  en  el  artículo  941  núme- 
ro 4^  del  Código  de  Procedimiento  Civil.  Afir- 
ma la  recurrente  que  la  demanda  por  cobro 
de  pesos  que  inició  este  juicio,  fué  interpuesta 
por  don  Domingo  Nuñez  contra  la  testamen- 
taría de  don  Daniel  Núñez  C,  de  la  cual  es 
miembro  doña  Ana  María  del  Canto  v.  de 
Núñez;  pero  no  se  ha  dirigido  contra  la  socie- 
dad conyugal  habida  entre  estos  últimos;  y, 
sin  embargo,  la  sentencia  de  la  Corte,  en  vir- 
tud de  la  demanda  promovida  contra  la  su- 
cesión ó  testamentaría  de  don  Daniel  Núñez, 
condena  á  la  expresada  cónyuge  á  concurrir 
al  pago  de  una  supuesta  deuda  hereditaria 
de  dicha  sucesión,  con  la  parte  de  ganancia- 
les que  le  quepa  en  la  sociedad  conyugal  habi- 
da con  don  Daniel  Núñez. 

2^  Contener  el  fallo  recurrido  decisiones 
contradictorias  (arts.  941,  núm.  7*^  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil). 

Exponiendo  esta  causal,  dice  que  la  senten- 
cia de  que  recurre,al  mismo  tiempo  que  con- 
firma la  de  primera  instancia,  según  la  cual 
el  valor  del  documento  deben  pagarlo  las  se- 
ñoritas Ana,  Rosario  y  Rosa  Núñez  C.  por 
iguales  partes,  declara  que  la  cónyuge  debe- 
rá contribuir  al  pago  de  lo  demandado  con 
su  cuota,  sin  designarla.  Como  la  sentencia 
de  la  Corte,  agrega,  no  ha  modificado  el  fallo 
de  primera  instancia  en  cuanto  á  la  cuota 
que  corresponde  en  la  supuesta  deuda  á  las 
señoritas  Núñez,  formando  las  cuotas  de  las 
tres  la  unidad,  es  contradictorio  establecer  la 
concurrencia  de  una  cuarta  cuota  que  no 
cabe  dentro  de  la  unidad. 

3*^  Haberse  faltado  á  trámites  ó  diligencias 
que  la  ley  declara  esenciales,  y  por  cuyo  de- 
fecto previene  expresamente  que  hay  nulidad 
(arts.  941  núm.  9^  y  970  núm.  3^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil).  Fundando  esta  cau- 
sal, expone: 

El  documento,  copia  de  la  hijuela  de  doña 
Ana  María  del  Canto  de  Núñez,  fué  dejado 
por  el  abogado  del  contendor,  en  la  vista  de 
la  causa,  sobre  el  pupitre  según  lo  manifiesta 
en  el  escrito  de  formalización  del  recurso,  y 
ha  sido  agregado  á  los  autos,  no  sólo  sin  ci- 
tación sino  también  sin  conocimiento  de  su 
part?,  contra  la  cual  se  presentó.  Este  hecho 
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consta  fehacientemente  de  autos,  ya  que  des- 
pués de  ese  documento,  no  aparece  notifíca- 
ción  alguna  hecha  á  la  recurrente,  fuera  de  la 
notifícación  de  la  sentencia.  Además,  el  cuader- 
no que  acompañó  don  Domingo  Núñez,  por  un 
otrosí  de  su  escrito  de  expresión  de  agravios 
y  al  que  se  refiere  repetidas  veces  el  fallo  de 
la  Corte,  también  se  agregó  á  los  autos  sin 
citación  de  su  parte,  como  se  ve  en  el  pro- 
veído de  dicho  otrosí,  que  dice  solamente: 
"Téngase  presente*'.  Se  ha  omitido  así,  res- 
pecto de  ambos  documentos,  presentados 
contra  la  demanda,  el  trámite  de  la  cita- 
ción, que  es  esencial  en  la  segunda  instancia, 
en  los  juicios  de  mayor  cuantía,  según  el  ar- 
tículo 970  número  3^  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  la  demanda  fué  dirigida  contra  la 
testamentaría  de  don  Daniel  Núñez  Caraban- 
tes,  representada  por  doña  Ana  María  del 
Canto,  como  cónyuge  sobreviviente  y  por  los 
herederos  instituidos  en  la  cláusula  6^  del 
testamento  de  modo  que  la  recurrente  ha  li- 
tigado en  este  juicio  en  su  calidad  de  miem- 
bro de  la  sociedad  conyugal  habida  entre  ella 
y  el  testador.  En  ese  carácter  la  ha  conside- 
rado el  fallo  de  la  Corte  de  Apelaciones  al 
confirmar  la  sentencia  apelada  con  declara- 
ción de  que  ha  lugar  á  la  demanda  también 
en  contra  de  doña  Ana  María  del  Canto, 
quien  deberá  contribuir  al  pago  de  la  deuda 
con  su  cuota  correspondiente,  y  siempre  que 
ella  cupiese  entre  los  gananciales  que  hubiese 
percibido  ó  percibiese  en  larespectiva  liqui- 
dación de  la  sociedad  conyugal  con  su  mari- 
do don  Daniel  Núñez  C; 

2^  Que  habiéndose  demandado  á  doña  Ana 
María  del  Canto  como  cón3'Uge  sobrevivien- 
te de  don  Daniel  Núñez  C,  á  fin  de  hacer  efec- 
tivas en  su  contra,  responsabilidades  que  á 
juicio  del  demandante  provienen  de  una  deu- 
da que  estima,  en  la  parte  que  á  ella  corres- 
ponde, de  cargo  de  la  referida  sociedad  conyu- 
gal, ha  podido  la  Corte  de  Apelaciones,  sin 
expedir  un  fallo  "ultra  petita",  por  tratarse 
de  un  punto  sometido  á  la  decisión  del  Tribu- 
nal sentenciador,  hacer  sobre  él  la  declaración 


trascrita  en  el  considerando  anterior,  sobre 
cuya  legalidad  no  correspondería  pronunciar 
se  á  este  Tribunal  al  conocer  del  recurso  ¿t 
casación  en  la  forma; 

3^  Que  de  los  autos  aparece  que  la  sentec- 
cia  pronunciada  por  la  Corte  de  Apelacione? 
no  contiene  decisiones  contradictorias,  ¡)ue>. 
al  confirmar  la  resolución  de  primera  instan- 
cia, en  cuya  virtud  debían  pagar  el  valor  dt 
documento,  las  tres  hermanas  del  testador 
por  iguales  partes,  declara  que  la  cónyuge  de 
éste  deberá  contribuir  al  pago  de  lo  deman- 
dado con  su  cuota  correspondiente,  de  manr- 
ra  que  son  lógicamente  conciliables  arabas. ir 
cisione»; 

4°  Que  el  cuaderno  perteneciente  á  don  I'a 
niel  Núñez  Carabantes,  cuyo  mérito  probato 
rio  invoca  la  sentencia  recurrida,  fué  aconipn- 
nado  al  escrito  de  expresión  de  agravios  y  er. 
el  otrosí  de  esa  solicitud  se  pidió  que  se  tu- 
viera presente,  con  citación  de  doña  Mana 
del  Canto,  el  día  de  la  vista  de  la  causa,  y  t! 
representante  de  esta  última  fué  notifica-i'. 
según  consta  de  La  providencia  recaída  c 
aquel  escrito.  A  mayor  abundamiento,  clpr- 
curador  de  doña  María  del  Canto,  res^-or,- 
diendo  á  la  expresión  de  agravios,  forn:.:  t 
diversas  observaciones  relacionadas  con  e; 
mencionado  cuaderno,  de  modo  que  los  tino 
déla  ley  prescribe  ef  trámite  de  citación  de  !a* 
partes  que  tratándose  de  estos  documento*, 
han  sido  llenados  ampliamente,  sin  que  puei;. 
aseverarse  que  el  Tribunal  consideró  en  ei  la 
lio  recurrido  un  antecedente  del  cual  no  tu- 
vieran las  partes  pleno  y  oportuno  con-. - 
miento;  y 

5^  Que  el  documento  copia  de  la  hijuela  «ic 
doña  Ana  María  del  Canto  de  Núñez  en  I» 
partición  de  los  bienes  de  don  Rafael  del  Car. 
to  3'  de  doña  Rufina  del  Campo,  no  aparecí 
agregado  á  los  autos  por  orden  del  Tribuna 
de  segunda  instancia,  librada  á  ssolicitud  ¿^ 
alguna  de  las  partes,  en  cu\'o  caso  habría  cr 
ludo  llenarse  el  trámite  de  la  citación  á  v- 
se  refiere  el  número  3^ del  artículo  970  del  C 
digo  de  Procedimiento  Civil,  y,  por  otra  par 
te,  la  Corte  de  Apelaciones  no  se  funda  en  i 
mérito  de  ese  documento,  ni  hace  referencia 
él,  de  modo  que  no  habiéndolo  tomado  tt. 
consideración  el  fallo  recurrido,  no  puede  al^ 
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garse  que  la  agregación  del  citado  documen- 
to en  los  términos  relacionados  constituye 
una  causal  de  casación  en  la  forma  que  auto- 
rice para  invalidar  lo  resuelto  por  el  Tribunal 
de  segunda  instancia. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  978, 
979  y  960  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  no  ha  lugar,  con  costas,  al  re" 
curso  de  casación  en  la  forma,  deducido  por 
doña  Ana  María  del  Canto,  en  contra  de  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  La  Serena  en  16  de  noviembre  de 
1906. 

Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—Leopoldo  Urrutia. — Galvaríno  Gallardo,— 
Gabriel  Gaetc—J.  Bernales, 


Cas,  en  la  forma.-'2a  de  abril  de  1907 
Sucesión  Lavín  con  Villarroel  y  otros 

Reclamación  oportuna  del  vicio.— 
Ultra -petlta 

Doctrima:— A'o  es  procedente  el  recur- 
so de  casación  en  la  forma  contra  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  por  defectos 
ó  vicios  de  forma  en  que  se  pudo  incurrir 
en  la  de  primera  instancia  y  de  que  no  se 
reclamó  oportunamente. 

En  el  juicio  seguido  por  la  sucesión  de  don 
Juan  Pablo  Lavín  contra  don  Arturo  Villa- 
rroel, los  Establecimientos  de  Beneficencia  y 
don  Alfredo  Goicolea  Villarroel  sobre  reivin- 
dicación de  estacas  salitreras,  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  en  sentencia  de  21 
de  noviembre  de  1906,  confirmó  la  resolución 
de  primera  instancia  que  acogió  la  demanda 
deducida  por  la  sucesión  de  Lavín  y  la  recon- 
vención de  Villarroel  en  cuanto  la  parte  con- 
traria debe  satisfacerle  los  gastos  que  aquel 
liizo  con  motivo  de  una  expedición  al  de- 
sierto. 

Respecto  de  dicha  sentencia,  el  procurador 


de  los  Establecimientos  de  Betieíiceacia  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  en  ía  forma  y 
en  el  fondo,  y  formalizando  el  primero  sostie- 
ne que  aquella  ha  sido  dada  ultra-petita  ex- 
tendiéndola á  puntos  que  no  fueron  debatidos 
en  primera  instancia  y  que  no  han  sido  mate- 
ria de  la  litis,  como  es  la  validez  ó  nulidad  de 
las  enajenaciones  de  las  salitreras  hechas  por 
Villarroel  á  don  Abraham  Konig,  por  Kónig 
á  Villarroel  y  las  que  éste  mismo  otorgó  en 
favor  de  la  Beneficencia  y  de  don  Luis  Goico- 
lea. El  demandante  declaró  reiteradamente 
que  no  quería  discutir  estos  puntos  que  no 
formaban  parte  de  su  demanda,  y  no  obstan- 
te, la  Corte  ha  declarado  la  nulidad  de  esos 
contratos,  no  teniendo  facultad  para  proce- 
der de  oficio,  con  todo  lo  cual  se  ha  infringido 
el  artículo  167  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  é  incurrídose  en  la  causa  de  casación  in- 
dicada en  el  número  4^  del  artículo  941  del 
mismo  Código. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que,  dada  la  naturaleza  del  asunto,  los 
considerandos  de  la  sentencia  recurrida  no 
importan  modificación  de  su  parte  resolutiva 
que  se  limita  á  confirmar  el  fallo  de  primera 
instancia;  y 

2^  Que  el  vicio  de  casación  alegado,  en  caso 
de  existir,  habríase  cometido  en  el  pronuncia- 
miento de  dicho  fallo,  del  cual  no  se  reclamó 
con  la  oportunidad  prescrita  por  el  artículo 
946  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y,  por 
tanto,  debe  entenderse  que  toda"  causal  fun- 
dada en  ese  vicio  fué  implícitamente  renuncia- 
da por  la  parte  que  tuvo  derecho  para  dedu- 
cirla. Visto  el  referido  artículo  se  declara  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  en  la  forma  inter- 
puesto en  nombre  de  los  Establecimientos  de 
Beneficencia,  que  gozan  de  privilegio  de  po" 
breza. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia — 
Leopoldo  Urrutia.  — Galvarino  Gallardo. — 
Gabriel  Gaete,—J.  Bernales, 
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Cas,  en  el  fondo,— 19  de  abril  de  1907 
Humeres  de  Rodríguez  con  Rodríguez 

Matrimonio;  situación  normal  y  anormal 
-  Divorcio.  Cónyuges,  sus  deberes  — 
Marido— Mujer  casada.  -  Hijos.— Ali 
mentos.— Sociedad  conyugal;  su  admi- 
nistración. 

Doctrina:— Es  deber  de  loscónyvges  el 
ayudarse  y  socorrerse  mutuamente  en 
todas  las  circunstancias  de  la  vida.  El 
marido  debe  suministrar  á  la  mujer  lo 
necesario  según  sus  facultades,  no  sólo 
en  la  situación  anormal  de  la  sociedad 
conyugal,  sino  también  en  el  estado  nor- 
mal del  matrimonio. 

Si  el  marido,  en  el  estado  normal  del 
matrimonio  se  niega  á  dar  á  la  mujer  lo 
necesario  según  sus  facultades,  para  su 
mantención  y  la  de  los  hijos  que  viven  á 
su  lado,  puede  la  mujer  exigir  judicial- 
mente el  cumplimiento  de  esta  obliga- 
ción. 

El  divorcio  no  es  el  medio  legal  de  que 
deba  forzosamente  hacer  uso  la  mujer 
para  obligar  á  su  marido  á  que  la  ali- 
mente; puede  ella  exigir  judicialmente  por 
acción  ordinaria  el  cumplimiento  de  esta 
obligación  alimenticia. 

Si  bien  el  marido  es  jefe  de  la  sociedad 
conyugal' y  como  tal  administra  libre- 
mente los  bienes  sociales  y  los  de  su  mujer, 
esta  facultad  que  la  ley  le  conñere  no  le 
autoriza  para  sustraerse  á  las  obligacio- 
nes que  ese  mismo  carácter  de  jefe  de  la 
sociedad  le  impone  con  respecto  á  la  mu- 
jer, como  tampoco  de  las  que  en  cuanto 
á  los  hijos  se  derivan  de  la  patria  potes» 
tad,  porque  no  le  ha  otorgado  la  ley  tal 
facultad  para  que  la  ejercite  de  un  modo 
arbitrario,  negando  á  la  mujer  y  á  los 
hijos  los  alimentos  deque  han  menester; 
y  por  consiguiente,  sin  menoscabo  de 


esas  mismas  atribuciones,  puédela  justi- 
cia regular  su  ejercicio,  restableciendo  el 
réginícn  correcto  y  legal  y  ordenando  al 
marido  que  suministre  á  la  mujer  y  á  ¡os 
hijos  los  alimentos  á  que  por  la  ley  tienen 
derecho. 

Doña  Josefina  Humeres  de  Rodríguez  Repre- 
sentó al  Juzgado  de  Letras  de  Quillota  en  22 
de  diciembre  de  1900  exponiendo:  que  desde 
hace  ya  treinta  años  es  casada  con  don  Mar- 
tín Rodríguez;  quede  ese  matrimonio  ha  te- 
nido dieziseis  hijos,  de  los  cuales  viven  ona 
entre  ellos  siete  son  menores  de  edad  v  viven 
á  su  lado. 

Por  dificultades  de  carácter  de  su  m.^rúL^ 
se  ha  visto  obligada  á  dejar  el  hogar  paraai 
tar  mayores  desgracias,  pero  como  no  era 
prudente  prolongar  esta  situación,  cuanio 
había  quedado  allí  una  de  sus  hijas,  rej;re>'' 
áél. 

Pues  bien  desde  su  llegada  á  la  casa  conyu- 
gal su  marido  la  ha  privado  del  alimento  il 
ella  y  á  sus  hijos,  hasta  el  extremo  de  no  dar- 
les un  solo  centavo. 

Como  no  es  posible,  agrega,  que  continúe 
una  situación  semejante,  que  es  atentatoria 
de  la  existencia  y  contraria  al  precepto  claro 
y  terminante  de  la  ley,  se  presenta  al  Juzíia- 
do  solicitando  la  protección  que  aquella  ie 
acuerda. 

Invoca  en  apoyo  de  su  solicitud  los  artícu- 
los 102,131  y  134  del  Código  Civil,  en  cuanto 
á  ella,  y  en  lo  relativo  á  sus  hijos  las  disposf 
cioncs  de  los  artículos  222  y  228  del  mismo 
Código  para  pedir  se  declare  que  su  mariíio 
don  Mariano  Rodríguez  debe  suministrar  U 
cantidad  de  $  200  para  sus  alimentos  y  ios 
de  sus  siete  hijos  que  viven  á  su  lado  durante 
un  mes,  y  la  misma  cantidad  todos  losprimf 
ros  de  cada  mes,  bajo  apercibimiento  de  em- 
bargo. 

Don  Martín  Rodríguez,  en  cuyo  conoci- 
miento se  puso  la  expresada  solicitad,  niega 
que  su  mujer  haya  tenido  motivo  alguno  para 
abandonar  el  hogar  de  la  familia  de  lacnalcs 
jefe  y  que  atiende  en  proporción  á  sus  facul- 
tades y  á  los  de  la  sociedad  conyugal. 

Durante  la  ausencia  de  sa  señora  y  de  algo- 
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nos  de  sus  hijos  los  asistió  como  lo  permitían 
sus  recursos,  y  sigue  cumpliendo  con  su  deber 
como  lo  prescriben  los  artículos  102  y  131 
del  Código  Civil,  y  conformAndose  también  á 
lo  que  dispone  el  artículo  134  del  mismo  Có- 
digt>.  En  ningún  caso  podría  la  señora  Hume- 
res  reclamar  alimentos  para  los  hijos  como 
lo  h^.ce,  porque  están  asistidos  por  él,  á  quién 
le  estílu  sometidos  especialmente  según  el  ar- 
tículo 219  del  Código  Civil;  y  porque  ejerce 
sobre  ellos  la  patria  potestad  con  excepción 
de  lo  5  que  están  emancipados.  Pide»  en  con- 
secuencia, se  niegue  lugar  á  la  solicitud  de  la 
señora  Humeres  de  Rodríguez. 

Después  de  rendida  la  prueba  que  consta  en 
autos,  el  Juzgado  de  Quillota  con  fecha  6  de 
febrero 'de  1901  resolvió. 
Teniendo  presente: 

1*^  Qus  consta  de  autos  que  la  señora  Hu- 
meres, esposa  legítima  de  don  Martín  Rodrí- 
guez vive  desde  el  19  de  diciembre  de  1900 
en  la  casa  ú  hogar  conyugal  con  sus  siete  hi- 
jos, habidos  en  el  matrimonio,  después  de 
haber  vivido  con  sus  hijos  en  casa  aparte 
durante  un  año,  por  mutuo  acuerdo  ó  con- 
sentimiento de  los  cónyuges. 

2^  Que  la  señora  Humeres  afírmaque  desde 
que  volvió  á  la  casa  conyugal  con  sus  hijos  su 
esposo  no  le  da  para  su  alimentación  y  soste- 
nimiento. 

3*^  Que  el  señor  Rodríguez  á  pesar  de  haber 
afirmado  en  el  escrito  que  proporciona  á  su 
esposa  é  hijos  lo  necesario  para  su  alimenta- 
ción, confiesa  absolviendo  la  cuarta  pregunta 
de  las  posiciones  que  desde  que  su  esposa  llegó 
á  su  casa  solo  un  día  dio  dos  pesos  para  los 
gastos  de  la  casa,  y  que  después  no  ha  dado 
nada  porque  su  esposa  no  le  ha  pedido  ni 
quiere  recibir  en  la  forma  que  él  quiero,  es  de- 
cir dando  á  las  sirvientes  el  valor  del  gasto, 
sin  conocimiento  ni  intervención  de  su  esposa. 
4-^  Que  consta  que  loa  cónyuges  señor  Rodrí- 
guez y  señora  Humeres  no  están  divorciados 
ni  separados  de  bienes. 

ó*?  Que loscónyuges están  obligados  á  guar- 
darse fe,  socorrerse  y  ayudarse  mutuamente 
en  todas  las  circunstancias  de  la  vida;  y  el 
marido  debe  suministrar  á  la  mujer  lo  nece- 
sario según  sus  facultades  y  como  jefe  de  la 
sociedad  conyugal,  es  obligado  á  subvenir  al 


mantenimiento,  educación  y  establecimiento 
de  los  descendientes  comunes  y  al  pago  de 
toda  otra  carga  de  familia. 

6^  Que  consta  de  la  confesión  de  la  señora 
Humeres  que  durante  el  tiempo  que  vivió  con 
sus  siete  hijos  en  casa  aparte,  su  esposo  le 
daba  dos  pesos  diarios. 

7°  Que  el  señor  Rodríguez  confiesa  que  ahora 
la  señora  Humeres  vive  en  el  hogar  conyugal 
con  siete  hijos  de  ambos  cónyuges. 

8^  Que  consta  de  la  confesión  del  señor  Ro- 
dríguez que  tiene  una  casa  con  fundo  en  la 
calle  Larga  y  otra  en  "Lo  López*',  gravando 
los  fundos  algunas  deudas. 

9^  Que  dado  el  mérito  de  la  prueba  y  ante- 
cedentes que  obran,  puede  estimarse  pruden- 
cialmente  que  el  señor  Rodríguez  puede  sumi- 
nistrar para  alimentación  de  su  esposa  y  de 
sus  siete  hijos  la  suma  de  $  150  mensuales, 
sin  incluir  en  ellas  las  demás  cargas  de  fa- 
milia. 

10.  Que  dada  la  resistencia  del  señor  Ro- 
dríguez para  subvenir  al  mantenimiento  de  su 
cónyuge  y  demás  familia,  la  situación  en  que 
se  encuentran  sin  estar  divorciados  ni  sepa- 
rados de  bienes,  y  la  naturaleza  de  la  obliga- 
ción que  se  demanda,  el  Juez  debe  regular  la 
cantidad  que  debe  suministrar  el  marido,  en 
consideración  á  los  bienes  sociales. 

Fundado  en  tales  razones  y  visto  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1698,  1713,  131,  134, 
135  y  1740  número  5'  del  Código  Civil,  se 
declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  doña 
Josefina  Humeres  respecto  á  que  su  esposo 
debe  darle  dentro  de  un  segundo  día  l.i  suma 
de  $  200,  y  los  primeros  de  cada  mes  la  suma 
de  $  150  para  el  mantenimiento  de  su  esposa 
y  de  sus  siete  hijos  bajo  apercibimiento  de 
embargo. 

No  ha  lugar  por  ahora  al  alzamiento  de  las 
medidas  precautorias  solicitadas  en  el  primer 

otrosí  del  escrito Aspillaga, 

Apelada  esta  resolución  por  don  Martín  Ro- 
dríguez, le  fué  concedida  la  apelación  en  el 
efecto  devolutivo. 

El  24  de  mayo  de  1904  doña  Josefina  Hu- 
meres presentó  al  juzgado  una  nueva  solici- 
tud en  la  cual  expone:  que  á  la  fecha  de  la 
sentencia  aludida  la  situación  de  la  sociedad 
conyugal  era  muy  diversa  á  la  actual;  pues 
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entonces  se  adeudaba  la  suma  de  $31.485,36 
al  Banco  Chileno  Garantizador  de  Valores, 
una  parte  con  garantía  hipotecaria  del  fundo 
**Lo  López"  y  del  denominado  '*Cancha  de 
Santa  Ana",  y  la  otra  al  Banco  de  Chile;  que 
ahora  la  deuda  hipotecaria  del  Banco  Garan- 
tizador ha  quedado  reducida  á  la  suma  de 
$  660  en  bonos  del  6%;  de  manera  que  la  si- 
tuación de  su  marido  señor  Rodríguez  es  mu- 
cho más  holgada  que  en  1901;  que  al  contra- 
rio, la  situación  de  ella  y  la  de  sus  hijos  que 
viven  con  ella,  es  de  angustiosa  pobreza,  pues 
los  $  150  mensuales  no  alcanzan  material- 
mente para  los  gastos  de  su  alimentación  y 
la  de  seis  hijos  al  extremo  de  haber  tenido 
que  contraer  deudas  con  el  carnicero  Ramón 
Briones  por  $  1.200  de  carne  suministrada,  y 
con  doña  Carlota  Vásquez  por  $  150;  que  su 
esposo  sólo  llega  de  noche  á  la  casa  y  hace 
muchos  años  á  que  no  se  hablan;  que  la  si- 
tuación económica  del  señor  Rodríguez  le 
permite  darle  el  doble  de  lo  que  hoy  ella  reci- 
be como  pensión  alimenticia,  y  de  esta  mane- 
ra podría  educar  y  mantener  á  sus  hijos. 
Aprecia  en  $  59.000  el  valor  de  las  propieda- 
des adquiridas  durante  la  sociedad  conyugal 
sin  contar  el  valor  de  una  casa  que  ella  adqui- 
rió por  herencia  estimada  en  $  4.848,  advir- 
tiendo que  la  tasación  municipal  asignada  á 
las  propiedades  es  siempre  inferior  de  un  50  % 
que  calcula  en  $  7.234  If»  renta  anual  de  su 
marido,  de  manera  que  bien  puede  darle 
$  300  mensuales  para  su  mantenimiento,  y 
el  de  sus  hijos,  como  asimismo  para  la  edu- 
cación y  vestuario  de  éstos. 

Agrega  que  su  situación  es  insostenible;  y 
en  mérito  de  lo  manifestado  y  de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  228,  1740,  321,  323,  324  y 
230  del  Código  Civil,  pide  que  modificándose 
la  sentencia  recordada,  y  procediendo  breve 
y  sumariamente  se  declare,  que  su  marido 
don  Martín  Rodríguez  debe  darle  por  men- 
sualidades anticipadas  á  contar  desde  el  24 
de  mayo  de  1004  la  suma  de  $  300  para 
atender  con  ella  á  la  mantención  de  sus  hijos 
y  á  su  propia  subsistencia.  Pide  ademas  que 
el  señor  Rodríguez  le  entregue  la  suma  de 
$  1.350  para  cancelar  lo  que  ella  adeuda  á 
don  Ramón  Briones  y  á  doña  Carlota  Vás- 
quez. 


Don  Martín  Rodríguez  contestando  pidr. 
1^  que  se  deseche  la  petición  sobre  aumenio 
de  la  actual  mesada  y  que  se  acoja  la  recon- 
vención que  deduce  á  fin  de  que  se  declare  que 
la  mesada  debe  reducirse  á  $100;  2'  Que  se 
declare  que  la  señora  Humeres  no  tiene  facul- 
tad  para  contraer  deudas,  y  que  todas  el!as 
deben  ser  de  su  exclusiva  responsabilidad. 

Dice  que  los  gastos  de  familia  de'  la  señora 
Humeres  en  vez  de  haber  aumentado  han  dis 
minuido  considerablemente;  pues  los  hijos 
Alamiro  y  Ottoniel  viven  de  su  trabajo  per- 
sonal y  no  reciben  un  centavo  para  vestua- 
rio y  sólo  se  les  da  la  alimentación;  que  el 
hijo  Enrique  vive  fuera  de  la  casa,  trabaja  y 
se  alimenta  de  sus  propios  recursos;  r  que  el 
hijo  Luis  es  casado  y  major  de  edad,  ajrre 
gándose  que  es  pernicioso  en  la  casa  por  su 
mala  conducta;  que  en  realidad  de  verdad  la 
familia  está  reducida  á  tres  hijas  mujeres, 
que  ya  han  pasado  la  edad  de  colegio;  qae 
para  esta  familia  juzga  bastante  la  mesada, 
siendo  público  y  notorio  el  estado  de  decen- 
cia con  que  andan  las  niñas;  así  es  queóbiea 
estos  gastos  son  costeados  con  la  mesada  ó 
por  el  padre.  Agrega  que  el  padre  da  á  las 
hijas  cuanto  necesitan  y  le  piden:  médico, 
botica,  dentista,  etc. 

En  orden  al  valor  de  las  propiedades  dice 
que  en  Quillota  su  valor  ha  disminuido:  que 
en  la  finca  * 'Santa  Ana'*  se  arrancó  la  vina 
para  sustituirla  por  arboleda,  cuya  produc- 
ción aún  no  es  envidiable;  que  la  propiedad 
"Lo  López"  conserva  una  pequeña  parte  de 
viña  cuya  producción  es  nula  y  su  licor  de  es- 
casa venta,  habiendo  desaparecido  la  produc- 
ción de  aguardiente  con  motivo  de  la  nueva 
ley  de  alcoholes.  De  manera  dice,  que  des-le 
la  fecha  de  la  sentencia  las  entradas  de  las 
propiedades  en  vez  de  haber  aumentado  han 
disminui'lo,  y  en  todo  caso  no  puede  alcanzar 
al  10%  anual  que  se  le  atribuye;  que  ignora 
que  la  señora  Humeres  sea  dueña  de  alguna 
casa. 

Respecto  á  las  deudas  dice:  que  de  la  deuda 
de  *'Lo  López"  se  deben  $  9.000;  de  la  finca 
"Santa  Ana"  se  adeuda  $  660  como  saldo,  y 
al  Banco  de  Chile  en  cuenta  corriente  deV 
$  3.400;  que  ha  pagado  en  parte  las  deudas 
con  su  constante  y  asiduo  trabajo.  Por  e^tas 


fCRlSPRÜDENClA 


189 


razones  pide  el  rechazo  de  las  peticiones  de 
su  esposa,  v  reconviniéndola  pide  que  se  re- 
duzca á  $  100  el  valor  de  la  mesada  alimen- 
ticia. 

En  rebeldía  de  la  señora  Humeres  se  dio 
por  evacuado  el  traslado  y  autos  de  la  re- 
convención; y  se  recibió  todo  el  incidente  á 
prueba. 

Se  rindió  la  prueba  que  obra  en  autos  y  el 
juzgado,  con  fecha  6  de  agosto  de  1904',  re- 
solvió: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  el 
hecho  de  que  si  bien  no  existe  divorcio  ni  se- 
paración de  bienes  entre  los  cónyuges  no  se 
hace  vida  marital  entre  ellos,  viviendo  en  la 
casa  de'la  calle  de  San  Martín  completamen- 
te separados  é  independientes  entre  sí,  aún 
sin  hablarse  mutuamente;  y  que  la  alimen- 
tación de  la  sefiora  Josefina  Humeres  y  la  de 
sus  hijos,  que  viven  al  cuidado  y  atención  de 
la  madre,  así  como  los  demás  gastos  inhe- 
rentes á  este  particular  se  ha  hecho  desde  el 
mes  de  febrero  de  1901  con  la  mesada  ali- 
menticia de  $  150  mensuales  asignada  por 
la  sentencia  de  fecha  6  del  indicado  mes  y 
año  corriente; 

2^  Que  las  partes  están  de  acuerdo,  y  este 
hecho  consta  además  de  la  prueba  rendida  en 
autos,  que  son  cinco  por  lo  menos  los  hijos 
que  viven  y  se  alimentan  juntamente  con  la 
señora  Humeres,  de  los  cuales  tres  son  muje- 
res y  los  otros  dos  hombres; 

3*^  Que  no  se  ha  establecido  legalmente  en 
autos  que  estos  dos  hijos  tengan  algún  em- 
pleo ú  ocupación  de  carácter  permanente  que 
les  permita  subvenir  'á  las  necesidades  de  la 
vida,  de  manera  que  es  natural  suponer  que  la 
madre  á  cuyo  lado  viven  tenga  que  suminis- 
trarles además  del  alimentólo  necesario  para 
ayudar  á  su  vestuario  y  otros  gastos; 

4-*?  Que  consta  de  autos  que  las  propiedades 
productivas  del  señor  Rodríguez,  consisten, 
además  de  la  casa-habitación  común,  en  los 
lundos  denominados  '*Lo  López"  y  "Cancha 
de  Santa  Ana",  fundos  cuyo  valor  tomando  en 
consideración  el  avaluó  municipal  constante 
de  los  recibos,  el  mérito  de  la  prueba  rendida 
y  la  naturaleza  de  sus  cultivos  puede  esti- 
marse por  lo  menos  en  $  60.000; 


5^  Que  consta  de  autos  que  á  la  fecha  de 
la  sentencia  de  6  de  febrero  de  1901  se  servía 
una  deuda  hipotecaria  que  los  gravaba  ascen- 
dente á  $  28.000,  deuda  que  en  la  actualidad 
se  encuentra  reducida  según  el  certificado  al 
pago  del  saldo  de  $  660; 

6^  Que  dados  los  antecedentes  expuestos, 
y  el  mérito  general  de  la  prueba  rendida  es 
equitativo  considerar  que  la  pensión  mensual 
de  $  150  para  alimentación,  contados  sus 
anexos  y  aún  vestuario  para  la  señora  Hu- 
meres y  cinco  hijos  más,  es  exigua  y  puede 
ella  estimarse  equitativamente  en  $250  men- 
suales, dado  el  número  de  personas,  las  facul- 
tades de  la  sociedad  conyugal  y  la  posición 
social  de  la  familia; 

7^  Que  no  se  ha  acreditado  por  la  señora 
Humeres  la  existencia  de  las  deudas  cuyo 
pago  exige  también  en  la  solicitud. 

Por  tales  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  el  artículo  167  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  y  230,  228,  1740  número  5^,  321, 
números  1^  y  2°,  323  inciso  2^,  224  y  329  del 
Código  Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pe- 
dido por  doña  Josefina  Humeres  en  cuanto  se 
modifica  la  sentencia  de  6  de  febrero  de  1901 
en  el  sentido  de  (|ue  don  Martín  Rodríguez 
debe  suministrarle  la  mesada  anticipada  de 
$  250  mensuales  para  la  alimentación  de  ella 
y  de  sus  cinco  hijos  que  viven  á  su  lado  }-  los 
demás  gastos  de  mantenimiento  anexos,  des- 
de el  1'  de  junio  del  presente  año  sin  perjuicio 
de  los  demás  gastos  de  familia.  No  ha  lugar 
al  pago  de  la  suma  de  $  1.350  para  la  cance- 
lación de  las  deudas  que  indica,  sin  perjuicio 
de  los  derechos  de  los  acreedores  para  repetir 
contra  quienes  creyeren  legalmente  obliga- 
dos. No  ha  lugar  á  la  petición  de  la  reconven- 
ción sobre  reducción  de  la  pensión  ni  á  las 
demás  peticiones  formuladas  por  las  partes  y 
que  no  estuvieren  ya  rcsuehas.—AspíJIafi^a. 

Esta  resolución  fué  apelada  por  don  Mar- 
tín Rodríguez,  3-  viendo  el  Tribunal  de  Alzada 
tanto  esta  apelación  como  la  interpuesta  con- 
tra la  resolución  de  6  de  febrero  de  1901,  pro- 
nunció el  siguiente  fallo: 

Valparaíso,  noviembre  24  de  1905.— Vistos: 
Se  confirman  con  costas  del  recurso,  las  sen- 
tencias apeladas  de  6  de  febrero  de  1901  y  de 


190 


SEGUNDA   PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


6  de  agosto  de  1904? B.  Alamos  González.— 

Pedro  N.  Pineda 4.  Bezanilía  Silva. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  don  Martín 
Rodríguez  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
y  formalizándolo  dice: 

Prescindiendo  de  los  vicios  de  forma  de  que 
adolece  la  tramitación  del  proceso,  que  bas- 
tarían para  anular  de  ofício  las  actuaciones 
practicadas,  confirmando  la  Corte  las  senten- 
cias referidas,  ha  sancionado  un  régimen  ab- 
solutamente ilegal,  desquiciador  del  orden  de 
la  familia  y  contrario  al  derecho  público  chi- 
leno 

En  efecto,  la  sentencia  recurrida  establece 
la  doctrina  de  que,  dentro  del  régimen  y  fun- 
cionamiento normal  de  la  sociedad  conyugal, 
sin  que  exista  divorcio,  ni  separación  de  bie- 
nes, ni  capitulaciones  matrimoniales,  pueden 
los  tribunales  de  justicia  determinar  el  monto 
de  las  expensas  que  el  jefe  de  la  familia  ó  el 
administrador  de  la  sociedad  debe  erogar 
para  las  necesidades  del  hogar  doméstico. 
Esta  doctrina  se  funda  en  las  disposiciones 
de  los  artículos  228,  230,  221,  223,  224,  229 
y  174-0  del  Código  Civil,  disposiciones  á  que 
se  ha  dado  errónea  aplicación. 

El  orden  de  la  familia  y  las  relaciones  recí- 
procas entre  los  cónyuges,  descansan  en  las 
prescripciones  de  los  artículos  131,  132,  133, 
135,  219  y  24-0  del  Código  citado  y  demás 
que  complementan  los  principios  que  la  sen- 
tencia modifica  sustancial  mente  en  perjuicio 
de  los  intereses  del  recurrente  y  con  desmedro 
de  la  ley. 

La  sentencia  recurrida  le  ordena,  como 
marido  de  doña  Josefina  Humeres  y  como 
padre  de  sus  hijos,  que  viven  en  el  hogar  do- 
méstico, entregar  á  su  citada  esposa  una  su- 
ma determinada  para  los  gastos  de  ella  y  de 
sus  hijos,  lo  que  importa  que  ya  no  es  al  pa- 
dre á  quien  como  jefe  de  la  sociedad  conyugal 
y  en  virtud  de  la  patria  potestad  corresponde 
administrar  sus  bienes  y  los  de  su  mujer,  de- 
terminar los  gastos  é  inversión  del  producido 
de  su  trabajo,  ó  la  forma  de  administración, 
educación  y  establecimiento  de  sus  hijos. 

En  el  conjunto  de  derechos  que  la  ley  da  al 
padre  de  familia  sobre  sus  hijos  no  emancipa- 
dos, derechos  que  no  psrtiiucen  á  la  madre 
según  el  artículo  24  del    Có  ligo  Civil,   están 


las  disposiciones  contenidas  en  los  títulos  0^ 
y  10  de  este  Código,  y  entre  ellas  se  encuen- 
tra la  del  artículo  238,  que  dice:  **los  gastos 
de  crianza,  educación  y  establecimiento  de  lu> 
hijos  legítimos  pertenecen  á  la  sociedad  con- 
yugal." Por  consiguen£e,  durante  la  existen- 
cia de  esta  socie«lad  le  corresponde  al  marido 
como  jefe  de  ella,  determinar  lo  que  se  ha  de 
gastar  con  esos  fines,  y  no  obstante,  la  sen- 
tencia recurrida  quita  al  marido  esos  dere- 
chos para  dárselos  á  la  mujer,  ya  que  ésta 
sería  la  que  vendría  á  determinar  cuanto  de- 
bería gastar  en  alimentar,  vestir,  educar  y 
establecer  á  los  hijos. 

Otro  tanto  pasa  con  relación  ala  mujer. 
La  potestad  marital,  dice  el  artículo  132,  *'cs 
el  conjunto  de  derechos  que  las  leyes  conce- 
den al  marido  sobre  la  persona  y  bienes  de  la 
mujer.'*  Esto  derechos  nacen  del  contrato  de 
matrimonio,  cuyas  obligaciones  principales 
son:  vivir  juntos,  procrear  y  auxiliarse  mu- 
tuamente, siendo  de  la  esencia  de  este  contra- 
to y  su  1)  I  se  principal,  la  armonía  que  debe 
existir  entre  los  contratantes. 

Aunque  la  f.ilca  de  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  nncen  de  los  contratos  en  gene- 
ral, tienen  sanción  en  la  resolución  y  pago  de 
perjuicios,  ó  que  se  obligue  al  cumplimiento 
en  la  forma  estipulada,  en  éste,  atendida  su 
naturaleza,  esa  sanción  seria  imposible  é  in- 
moral; tiene,  pues,  una  especial  establecida 
por  la  ley,  como  lo  es  el  divorcio,  y  por  eso 
todas  las  causales  que  legalmente  lo  autori- 
zan corresponden  á  faltas  de  cumplimiento 
de  las  obligaciones  que'  el  m¿itrimonio  im- 
pone. 

Si  el  marido  falta  á  su  deber  de  dar  á  su 
mujer  lo  necesario  para  la  subsistencia,  lá 
única  sanción  es  el  divoVcio,  y  como  la  sen- 
tencia recurrida  ha  establecido  otra,  obligan- 
do al  marido  á  que  dé  con  ese  objeto  á  su 
mujer  una  cantidad  determinada,  quita  al 
marido  la  administración  de  la  sociedad  con- 
yugal por  una  causa  no  contemplada  en  la 
ley,  y  al  sentar  esa  doctrina  aplica  errónea- 
mente las  disposiciones  de  los  artículos  22>, 
230,  231,  223,  224,  229  y  1740  del  Código 
Civil,  infringiendo  también  las  de  los  artícu- 
los l')l,  132,  133,  135,  219  y  240  del  mismo 
Código. 
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La  parte  contraria  pide  al  contestar  que  se 
deseche  el  recurso  y  expone: 

La  base  de  la  argumentación  contraria  es- 
tá en  la  suposición  de  que  el  divorcio  es  la 
única  sanción  que  tiene  la  infracción  de  las 
obligaciones  que  el  matrimonio  impone,  su- 
posición inaceptable  toda  vez  que  existen  mu- 
chos casos  en  que  sanciones  distintas  podrían 
legalniente  aplicarse  al  cónyuge  remiso  en 
el  cumplimiento  de  su  deber. 

Así,  tratándose  de  adulterio  de  la  mujer, 
podría  el  marido  entablar  una  acción  crimi- 
nal, 3'  aunque  fuese  condenada,  no  estaría  por 
eso  obligada  á  iniciar  juicio  de  divorcio  si  le 
bastaba  aquella  condenación. 

Según  el  artículo  133  del  .Código  Civil  "el 
marido  tiene  derecho  para  obligar  á  su  mujer 
á  vivir  con  él  y  seguirlo  á  donde  quiera  que 
traslade  su  residencia. 

La  mujer,  por  su  parte,  tiene  derecho  á  que 
el  marido  la  reciba  en  su  casa." 

Conforme  al  criterio  jurídico  expuesto  por 
la  parte  contraria,  la  única  sanción  posible, 
dentro  de  la  legalidad,  del  quebrantamiento 
de  las  obligaciones  impuestas  al  marido  y  la 
mujer  por  este  artículo  sería  el  divorcio,  san. 
ción  que  conduce  á  la  separación  en  vez  de 
tender  al  restablecimiento  del  deber  de  hacer 
vida  común. 

Es  verdad  que  el  divorcio  puede  decretarse 
por  la  negativa  de  la  mujer  á  seguir  á  su  ma- 
rido, por  abandono  de  hogar  común  ó  resis- 
tencia á  cumplir  las  obligaciones  conyugales 
sin  causa  justificada,  ó  por  ausencia,  sin  jus- 
ta causa,  por  más  de  tres  años,  conforme  á 
las  prescripciones  de  los  números  1*^,  7^  y  8^ 
del  artículo  21  de  la  leí  de  10  de  enero  de 
1884;  pero  ésta  es  una  sanción  de  último  gra- 
do, sanción  final,  que  no  excluye  de  manera 
alguna  la  posibilidad  de  que  se  apliquen  otras 
más  eficaces  en  la  práctica,  ya  que  aquella, 
en  la  generalidad  de  los  casos,  no  lleva  en- 
vuelto el  castigo  para  el  cónyuge  que  resista 
al  cumplimiento  de  su ? obligaciones,  sino  que 
al  contrario,  importa  un  beneficio. 

El  exponente  aduce  diversos  ejemplos  para 
manifestar  que  no  es  exacta  la  doctrina  acer- 
ca de  que  el  divorcio  sea  la  única  sanción  de 
cualquiera  de  las  faltas  al  cumplimiento  de 
las  obligaciones  conyugales,  doctrina  que,  se- 


gún él  mismo,  conduciría  á  diversas  conclu- 
siones inaceptables  en  derecho.  Agrega,  en 
seguida,  que  es  inexacto,  jurídicamente  ha- 
blando, que  la  sentencia  recurrida  consagre 
el  principio  de  la  usurpación  de  los  derechos 
del  marido  en  beneficio  de  la  mujer.  Los  de- 
rechos que  una  persona  puede  tener  no  la  exi- 
men de  quedar  sujeta  al  cumplimiento  de  las 
obligaciones  correlativas,  y,  si  quebranta 
cualquiera  de  ellas,  la  parte  lesionada  tiene 
el  camino  del  restablecimiento  jurídico  de  su 
derecho. 

No  existe  ley  alguna  que  implícitamente  ó 
directamente  obligue  á  la  mujer  á  quien  su 
marido  no  da  lo  necesario  para  vivir,  á  so- 
portar esta  situación  ó  á  impetrar  necesaria- 
mente el  divorcio,  y  en  cambio  hay  leyes  que 
obligan  al  marido  á  dar  á  su  mujer  lo  necesa- 
rio según  sus  facultades  y  leyes  que  reconocen 
á  la  mujer  el  derecho  de  obtener  alimentos  del 
marido  como  jefe  de  la  sociedad  conyugal. 

Tampoco  es  exacto  que,  en  caso  de  que  el 
marido  no  cumpliese  la  obligación  de  sumi- 
nistrar á  la  mujer,  con  el  objeto  indicado  en 
la  sentencia,  la  cantidad  que  ella  misma  de- 
termina y  que  por  esto  hubiere  de  iniciar  eje- 
cución, la  mujer  se  embargaría  á  si  misma, 
pues  en  la  sociedad  conyugal,  como  en  las  de- 
más, lia}'  que  distinguir  tres  entidades  distin- 
tas: la  mujer,  el  marido  y  la  sociedad  misma. 

En  cuanto  á  los  vicios  de  que,  según  el  re- 
currente, adolece  la  sentencia  recurrida,  los 
artículos  131  y  134  del  Código  Civil,  consa- 
gran el  deber  de  asistencia  ó  socorro  mutuo, 
que  constituye  uno  de  los  objetos  principales 
del  matrimonio,  deber  á  cuyo  cumplimiento 
ninguno  de  los  contratantes  puede  sustraerse, 
ni  por  mutuo  consentimiento,  ni  menos  por 
acto  unilateral  de  voluntad. 

Necesario  es  tomar  en  cuenta  que  las  obli- 
gaciones de  que  tratan  los  dos  artículos  á  que 
acaba  de  aludirse  se  refieren  precisamente  al 
estado  normal  del  matrimonio,  sin  divorcio 
ni  separación  de  bienes,  puesto  que,  en  estas 
últimas  circunstancias,  dichas]obligaciones  se 
rigen  por  disposiciones  especiales.  Por  otra 
parte,  ya  se  ha  dicho  que  no  es  el  divorcio  la 
única  sanción  del  quebrantamiento  de  los 
deberes  de  socorro  y  asistencia  pecuniaria. 

Oído  uno  de  los  Ministros  del  Tribunal, 
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La  Oopte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  el  deber  de  los  cónyuges  de  ayudar- 
se y  socorrerse  mutuamente  en  todas  las  cir- 
cunstancias de  la  vida,  que  establece  como 
precepto  general  el  artículo  131  del  Código 
Civil  Y  que  es  de  la  naturaleza  del  contrato 
de  matrimonio,  conforme  al  artículo  102  del 
mismo  Código,  lo  reproduce  particularmente 
la  ley,  como  una  obligación  terminante  de 
aquéllos,  en  el  artículo  134,  que  ordena  al 
marido  suministrar  á  la  mujer  lo  necesario 
según  sus  facultades  é  impone  á  la  mujer 
igual  obligación  respecto  del  marido,  si  éste 
careciere  de  bienes;  obligación  cuyo  cumpli- 
miento cada  uno  de  los  cónyuges  puede  exi- 
gir del  otro  por  los  medios  legales  en  caso  de 
negativa,  ya  que,  si  no  fuera  así,  el  precepto 
de  la  ley  resultaría  inútil  ó  ineficaz; 

2^  Que  el  artículo  321  del  ya  citado  Código 
prescribe  asimismo,  que  se  deben  alimentos 
al  cónyuge,  sin  expresar  que  esa  obligación 
corresponda  sólo  á  una  situación  determina- 
da del  matrimonio,  como  sería  la  que  es  una 
consecuencia  del  divorcio,  por  lo  que  ha  de 
entenderse  que  esa  disposición  como  la  del 
artículo  134  que  acaba  de  indicarse,  compren- 
de también  el  estado  normal  del  matrimonio, 
en  lo  que  concierne  á  los  alimentos  que  el  ma- 
rido está  obligado  á  suministrar  á  la  mujer; 

3^  Que  habiendo  establecido  la  ley  de  un 
modo  tan  imperioso  esta  obligación  que  es 
primordial  del  marido,  de  suministrar  dentro 
del  régimen  normal  del  matrimonio,  lo  nece- 
sario según  sus  facultades  á  la  mujer  y  de  ali- 
mentarla, no  se  comprende  que  ha3'a  querido 
negar  á  ésta  los  medios  eficaces  de  compeler 
al  marido  á  cumplir  esa  obligación,  lo  que  co- 
locaría á  la  mujer  en  peor  condición  que  las 
demás  personas  que  según  el  artículo  321  del 
Código  Civil,  tienen  también  derecho  á  pedir 
alimentos,  quiénes  pueden  exigirlos  acudien- 
do al  juez  con  ese  fin  en  caso  de  negativa  del 
alimentante; 

4^  Que  no  puede  tampoco  aceptarse  que  sea 
el  divorcio  el  medio  legal  de  que  debe  hacer 
uso  la  mujer  para  obligar  á  su  marido  á  que 
la  alimente,  porque  el  divorcio  que  es  un  re- 
curso extremo,  no  lo  ha  establecido  la  lev  con 


ese  objeto,  sino  con  el  de  suspender  la  vida 
común  de  los  cónyuges  que  se  ha  hecho  diHá 
ó  imposible  por  los  motivos  diversos  que  ella 
misma  determina,  según  los  artículos  IGS  v 
siguientes  del  párrafo  4  del  título  VI  del  Có- 
digo Civil  y  5.**  de  la  ley  de  10  de  enero  de 
1884;  y  también  porque  en  una  situación  se- 
mejante la  mujer  se  vería  violentada  por  la 
necesidad  de  pedirel  divorcio  por  avaricia  del 
marido,  convirtiéndose  así  en  un  recurso  for- 
zado é  inevitable  lo  que  la  ley  ha  querido  de- 
jar á  la  libre  voluntad  de  los  cónyuges,  como 
lo  manifiestan  los  artículos  24  y  25  de  la  ¡ey 
que  acaba  de  citarse; 

59  Que  si  bien  el  marido  es  jefe  de  la  socie- 
dad conyugal  y  como  tal  administra  liiirr 
mente  los  bienes  sociales  y  los  de  su  mujer, 
esta  facultad  que  la  ley  confiere  al  marido  no 
le  autoriza  para  sustraerse  á  las  obligaciones 
que  ese  mismo  carácter  de  jefe  de  la  sociedad 
le  impone  con  respecto  á  la  mujer,  como  tam- 
poco de  las  que  en  cuanto  á  los  hijos  se  deri- 
van de  la  patria  potestad,  porque  no  le  ha 
otorgado  la  ley  tal  facultad  para  que  la  ejer- 
cite de  un  modo  arbitrario,  negando  á  la  mu- 
jer y  á  los  hijos  los  alimentos  de  que  han 
menester;  3'  por  consiguiente,  sin  menoscalK) 
de  esas  mismas  atribuciones,  puede  la  justicia 
regular  su  ejercicio  restableciendo  el  régimen 
correcto  y  legal,  y  ordenando,  como  lia  suce- 
dido en  el  caso  de  que  se  trata,  al  marido 
que  suministre  á  la  mujer  y  á  los  hijos  los  ali- 
mentos á  que  por  la  ley  tienen  derecho  esas 
personas; 

6^  Que,  en  consecuencia,  el  fallo  que  se  im- 
pugna por  el  recurrente  no  ha  infringido  nin- 
guna de  las  disposiciones  legales  que  se  citan 
como  violadas. 

Visto  además  lo  preceptuado  en  los  ariícu- 
los  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  interpuesto 
por  don  Martín  Rodríguez  en  este  juicio. 
Aplícase  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernalcs. 
—Carlos  V¿irns. — Leopoldo  Urrutia.^J.  ^ía- 
hriel  Palma  Guzmán.—Galvartno  GalIanU*.- 
V,  Acruirrt  V,  -E.  Fóstcr  Recabarren.—J.  Bcr 
nales. 
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Cas.  en  el  fondo—O  áe  abril  de  1907 

Alfaro  (Compañía  Salitrera  "Progreso" ) 
con  Fisco  (1) 

Salitreras.  -  Mensura.— Litis;  materia 
de  ella.  —  Causales  de  casación.— 
Cuestiones  no  falladas-  —  Aprecia- 
ción de  los  hechos.  —  Tribunal  de 
Alzada;  sus  atribuciones.  —Perte- 
nencias descubridoras;  distancia  en> 
tre  ellas;  modo  de  medirlas,  núme- 
ro de  ellas. -Ubicación  de  perte- 
nencias—Paralelo 23. 

Doctrina  :—£/ recurso  de  casación  en 
el  fondo  debe  limitarse  al  fallo  de  las 
infracciones  de  la  ley  que  se  imputan  á 
las  resoluciones  de  primera  y  segunda 
instancia  y  no  puede  extenderse  á  otros 
puntos  que  no  han  sido  materia  de  la 
litis. 

Por  consiguiente^  si  la  sentencia  recu- 
rrida se  limitó  á  conñrmar  las  resolucio- 
nes de  primera  instancia  que  habían  fa- 
llado únicamente  las  cuestiones  sobre 
ubicación  de  ciertas  pertenencias  salitre- 
ras y  distancias  que  se  habían  guardado 
entre  las  mismas^  la  sentencia  en  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  debe  limi- 
tarse á  las  infracciones  de  ley  que  se  im- 
putan á  estas  resoluciones  y  no  puede 
extenderse  á  otros  puntos,  como  el  refe- 
rente al  número  de  pertenencias,  que  no 
han  sido  materia  de  la  litis. 

La  apreciación  de  los  hechos  es  facul- 
tad privativa  del  tribunal  sentenciador. 
La  afirmación  de  la  sentencia  recurrida 
de  que  la  sentencia  de  primera  instancia 
ha  reconocido  que  las  mensuras  se  han 
practicado  en  conformidad  á  los  títulos 
6  pedimentos  y  que  éstos  han  sido  acep- 

(1)  La  Feíitencia  que  desechó  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  interpue-^to  por  el  Fisco  e>tá  pu- 
l»licaí1u  en  la  RevlsTw»,  Amo  IIT,  '2.''  Parte,  Sección 
1*,  pág.  188. 


tados  por  sentencia  ejecutoria^  es  xu¡  he- 
cho de  la  causa  establecido  por  el  tribu— 
nal  sentenciador  y  como  tal  inamovible. 

El  tribunal  sentenciador  no  puede,  sin 
incurrir  en  una  ilegalidad,  pronunciarse 
sobre  una  cuestión  que  no  fué  materia 
de  discusión  durante  el  juicio. 

Trabada  la  cuestión  en  primera  ins- 
tancia sobre  si  las  pertenencias  descubrí 
doras  materia  del  Juicio  estaban  mensu- 
radas á  menor  distancia  de  5  kilóme- 
tros, la  sentencia  de  segunda  instancia 
no  podía  resolver  otro  punto  que  el  de- 
batido y  no  el  referente  á  la  distancia  de 
10  kilómetros  exigida  en  segunda  ins- 
tancia por  el  Fisco, 

No  hay  disposición  legal  que  resuelva 
de  una  manera  precisa  si  la  distancia 
que  debe  mediar  éntrelas  descubridoras, 
debe  medirse  entre  las  líneas  que  encie- 
rran las  pertenencias,  ó  si  estas  distan- 
cias deben  medirse  entre  la  excavación 
que  constituye  el  descubrimiento, puesto 
que  aun  el  artículo  7^  del  Reglamento 
de  1877  previene  que  la  mensura  se  eje- 
cute **por  dentro  de  las  líneas  que  el 
descubridor  solicite  en  la  pertenencia  ex- 
plorada del  terreno'\  No  habiendo  en  el 
Reglamento  reglas  á  qué  atenerse  res- 
pecto de  las  distancias  que  deben  guar- 
dar entre  sí  las  líneas  exteriores  de  las 
pertenencias,  debe  estarse  á  lo  que  pres- 
cribe el  Código  de  Minería. 

Es  un  hecho  de  la  causa,  establecido 
por  el  tribunal  sentenciador  en  uso  de 
sus  fíicultades  privativas,  y  por  tanto 
no  susceptible  de  casación,  el  de  que  no 
se  ha  probado  que  las  pertenencias  de  cu- 
ya mensura  se  trata  se  hayan  ubicado 
al  norte  del  paralelo  23. 

Impugnada  la  mensura  de  ciertas  per 
tenencias  salitreras  por  haberse  ubicado 
al  norte  del  paralelo  23,  la  sentencia  que 
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aprueba  dicha  mensura  no  infringe  el 
Tratado  celebrado  con  Solivia  en  1874 
ni  la  ley  de  2  de  mayo  de  1879  sobre 
atribuciones  conferidas  al  Gobierno  so- 
bre el  territorio  comprendido  entre  los 
paralelos  23  y  24,  por  cuanto  no  está 
trazado  el  paralelo  23  y  los  diversos  in- 
genieros y  peritos  que  en  diversas  oca- 
siones han  ejecutado  estudios  y  obser- 
vaciones para  determinar  la  ubicación 
parcial  de  ese  paraleló  no  han  estado  de 
acuerdo  respecto  de  su  ubicación  precisa. 

Don  Román  Espech  hizo  manifestación  de 
tres  pampas  salitrales,  por  sí  y  á  nombre  de 
las  demás  personas  que  representaba,  consti- 
tuyendo tres  grupos  de  pertenencias  que  de- 
nominó "Progreso'*,  "Porvenir"  y  "Nuevo 
Chile'',  con  los  cuales  se  formó  la  sociedad 
Diego  Almeida,  por  escritura  otorgada  en 
Caracoles  en  5  de  noviembre  de  1879,  ante  el 
Notario  don  Patricio  Orihuela. 

Don  Hermógenes  Alfaro,  en  representación 
de  esta  sociedad,  se  presentó  al  Juzgado  ¡de 
Antofagasta  en  el  año  de  1903,  demandando 
al  Pisco  para  que  se  declarara  que  debía  pro- 
cederse  á  la  mensura  de  las  pertenencias  que 
constituíanla  sociedad  demandante,  á  lo  cual 
se  opuso  el  representante  Pisca  1  sosteniendo 
que  la  concesión  de  los  pedimentos  referidos 
ha  caducado  por  no  haberse  practicado  las 
mensuras  con  la  debida  oportunidad. 

Desechada  esta  excepción  y  la  de  prescrip- 
ción, que  más  tarde  se  alegó  por  parte  del 
Pisco,  se  declaró  que  había  lugar  á  la  de- 
manda. 

Esta  sentencia  fué  confirmada  por  la  de  18 
de  julio  de  1903,  por  una  de  las  Salas  déla 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago. 

Comunicada  esta  sentencia  al  Ministerio 
respectivo  y  á  la  Delegación  Piscal  de  Sali- 
treras, se  designó  al  ingeniero  de  la  Delega- 
ción don  Samuel  Yerbal  para  que  presenciara 
las  mensuras,  debiendo  proceder  conforme  á 
las  instrucciones  que  le  fueron  dadas. 

El  representante  fiscal,  con  poder  del  Di- 
rector del  Tesoro,  se  presentó  diciendo  que 
entre  las  pertenencias  mensuradas,  cuyas  ac- 


tas no  se  habían  presentado  aun  al  Júzgalo 
se  habían  mensurado  incorrectamente  ai^.^- 
nas  pertenencias,  por  lo  que  pedía  que  se  le 
pusiera  oportunamente  en  su  conocimier.:c 
estas  actas. 

Don  Enrique  Villegas,  presidente  de  la  so. 
ciedad  Diego  de  Almeida,  en  sus  escritos  pi- 
dió la  aprobación  é  inscripción  de  las  acta> 
de  mensura  de  las  pertenencias  de  los  grQpo< 
"Progreso",  "Porvenir"  y  **Xuevo  Cliilc", .'. 
cuya  petición  se  opuso  el  Promotor  Fiscal  ¿t 
Antofagasta  por  haberse  mensurado  aliruna^ 
pertenencias  á  menos  de  5  kilómetros  unas 
de  otras.  No  hizo  observación  por  lial)erK 
mensurado  alguna  pertenencia  al  norte  del 
grado  23. 

Constituido  nuevo  represent.in te  fiscal  en 
la  persona  de  don  J.  Rafael  Heredia  Carvajal. 
en  uso  de  la  facultad  que  el  inciso  2^  del  ar 
tículoS^de  la  ley  de  28  de  agosto  de  11«'J 
da  al  Director  deljTesoro,  se  opuso  á  la  apro- 
bación de  las  actas  de  mensura  presentadas 
y  pidió  que  se  suspendiera  la  prosecución  de 
las  que  estaban  aun  por  hacerse,  mientras  no 
apareciera  el  expediente  en  que  se  tramitó  el 
juicio  de  mensura,  pues  esta  gestión  se  ha  ini- 
ciado con  copias  sacadas  de  otras  copias;  r 
para  el  caso  que  no  se  diera  lugar  á  su  peti- 
ción, solicitó  que  se  tuviera  presente  que  las 
pertenencias  número  1  del  grupo  "Progreso' 
y  número  3  del  grupo  "Porvenir"  han  sido 
ubicadas  al  norte  del  paralelo  23,  lo  que  no 
ha  debido  hacerse,  según  lo  dispuesto  en  el 
Decreto  Supremo  de  27  de  junio  de  1879; 
mensuras  que  han  sido  oportunamente  pro- 
testadas por  el  ingeniero  de  la  Delegación 
Piscal. 

Después  de  oído  el  representante  de  la  so- 
ciedad Almeida  se  hizo  certificar  al  secretario 
sobre  la  conformidad  de  las  sentencias  inser- 
tas en  el  oficio  que  encabeza  este  expediente, 
con  la  copia  de  las  sentencias  que  hay  en  se- 
cretaría, y  en  seguida  se  pidió  informe  al  in- 
geniero don  Samuel  Verbal  sobre  la  oposición 
hecha  á  la  aprobación  de  las  mensuras  por  el 
promotor  fiscal,  quien  informando  dijo  que 
no  había  motivo  para  rechazar  las  mensuras 
por  la  distancia  que  guardaban  las  pertenen- 
cias entre  sí;  y  que  respecto  á  la  ubicación 
que  se  había  dado  á  las  demás  salitreras  to- 
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das  han  sido  conformes  con   las  que  indican 
sus   títulos,  pero  que  solo  ha  protestado  res- 
pecto á  las  que  se  han  ubicado  al  norte  de] 
grado    23,    obedeciendo  á   las    instrucciones 
que  tiene  de  la  Delegación  Fiscal  de  Salitreras. 
El  representante  del   Director  del   Tesoro, 
señor  Heredia  Carvajal,  con  conocimiento  va 
de  las   mensuras  practicadas,   se  opuso  á  la 
inscripción  de  la  mensura  de  la  descubridora 
número  7  del  grupo  **Porvenir"  por  habérsele 
ubicado  en  un  lugar  diverso  del  que  le  asig- 
na su  propio  título,  el  cual  expresa  que  el  pe- 
dimento se  hace  para  una  pampa  situada  en- 
tre Salinas  y   Punta  Negra,  lugar  (juc  está 
muy  al  sur  del  grado  23  y  la  mensura  se  ha 
hecho  al  norte  de  este  paralelo.   Y  debe  tener- 
se muy   presente  que  el  decreto  que  autorizó 
al  gobernador    de   Antofagasta   para  hacer 
concesiones  salitrales  sólo  se  refería  á  la  zona 
ubicada  entre  los  grados  23  \'  24. 

Don  Hermójenes   Alfaro  respondiendo  á  es- 
tas observaciones,  dice  que  hay  otras  varias 
pertenencias  salitrales  que  han  sido  mensura- 
das  por  la  Delegación  Fiscal    al  norte  del 
grado  23;  que  es  un  error  creer  que  nuestra 
legislación  salitrera  impedía  las  mensuras  al 
norte  del  grado  23;  pero  que  el  Reglamento 
de  28  de  julio  de  1877  se  dictó  para  determi- 
nar las  condiciones  mediante  las  cuales  se 
concede  la  explotación  de  los  depósitos  de 
salitres  y  boratos  existentes  en  los  terrenos 
del  Estado,  sin  limitación    á  determinadas 
provincias;   que  habiéndose  solicitado  y  re- 
suelto por  sentencia  ejecutoria  que  la  Com- 
pañía Diego  Almeida  tiene  derecho  á  las  per- 
tenencias que  ha  solicitado,   debe  entenderse 
que  ha  cumplido  con  los  requisitos  estableci- 
dos por  el  citado  Reglamento;  y  que  no  debe 
darse  lugar  á  la  oposición  hecha  por  el  repre- 
sentante del  Fisco,  desde  que  ha  sido  ya  re- 
presentado por  el  Promotor  Fiscal,  verdadero 
representante  constituido  por  la  ley. 

El  Juzgado,  para  mejor  resolver,  pidió  in- 
forme al  ingeniero  de  la  Delegación  Fiscal  de 
Salitreras  respecto  á  la  oposición  hecha  por 
el  representante  fiscal  acerca  de  si  la  mensura 
practicada  correspondía  ó  nó  á  los  límites 
expresadosen  el  pedimento,  quien,  informando 
dice  que  objetó  la  mensura  de  la  descubridora 
número  7  del  grupo  Porvenir,  no  por  falta  de 


ubicación»  sino  porque  se  mensuró  al  norte 
del  paralelo  23  y  la  Delegación  Fiscal  estima 
que  no  hay  derecho  para  ubicarse  al  norte  de 
ese  paralelo.  Las  pertenencias  solicitadas  del 
grupf)  Porvenir  deben  ubicarse  entre  la  pam- 
pa Salinas  y  Pampa  Negra,  lugar,  este  últi- 
mo, que  está  situado  algunos  kilómetros  al 
norte  del  par^ilclo  23,  según  el  plano  oficial 
de  San  Román  y  el  de  Obrecht. 

El  juez  de  primera  instancia  dictó  la  siguien- 
te resolución: 

Antofagasta,  abril  22  de  1904?.— Vistos  y 
teniendo  presente  el  mérito  de  los  informes 
del  ingeniero  de  la  Delegación  Fiscal  de  Sali- 
treras don  Samuel  Yerbal,  de  los  cuales  cons- 
ta que  las  mensuras  se  han  practicado  en 
conformidad  á  los  títulos  ó  pedimentos,  acep- 
tados por  sentencia  ejecutoria,  que  en  copias 
autorizadas  figuran  en  autos,  y  que  la  oposi- 
ción deducida  por  la  representación  Fiscal 
tiene  por  base  excepciones  que  debieran  ale- 
garse en  la  secuela  del  juicio  de  mensuras, 
se  declara  sin  lugar  la  oposición  en  los  pun- 
tos que  abarca.  Apruébase  en  cuanto  ha  lu- 
gar en  derecho  y  sin  perjuicio  de  terceros,  las 
actas  de  mensuras  de  las  siguientes  pertenen- 
cias salitreras  de  la  Sociedad  Diego  Almeida, 
presentadas  por  el  ingeniero  titulado  de  mi- 
nas don  Guillermo  Amenábar  Ossa. 

1*^  Descubridora  número  1  del  grupo  ••Pro- 
gresen! pedida  por  don  Román  Espech  y  otros 
al  gobernador  de  Antofagasta  en  septiembre 
26  de  1879  y  registrada  en  el  mismo  año 
bajo  el  número  60  del  Registro  de  Minas  áe 
este  puerto  á  cargo  de  don  Clodomiro  Mujica; 

2^  Descubridoras  números  1,  2,  3,  4,  5,  6 
y  7  del  grupo  "Porvenint  pedida  por  el  mismo 
Espech  para  sí  y  otros  al  gobernador  de  An- 
tofagasta en  octubre  2  de  1879  y  que  figura 
con  el  número  14  en  el  Registro  de  Caracoles 
de  don  Patricio  Orihuela  del  mismo  año.  Las 
actas  corren  respectivamente  á  fs.  23,  24,  25 
vuelta,  29  y  64,  los  croquis  correspondientes 
á  fs.  20,  19,  17,  28,  56,  57  y  63. 

3^  Descubridoras  niímeros  1,  2,  3,  4,  5,  6 
y  7  del  grupo  **Nuevo  Chile»»  pedidas  por  el 
citado  Espech  para  sí  y  otros  al  gobernador 
de  .Antofagasta  en  octubre  2  de  1879  y  ano- 
tadas en  el  mismo  año  con  el  número  15  en 
el  Registro  de  Minas  de  Caracoles  á  cargo  de 
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don  Patricio  Orihuela.  Las  actas  corren  res- 
pectivamente á  fs.  31.  67  y  los  croquis  co- 
rrespondientes á  esas  siete  descubridoras  y 
por  su  orden  numérico  á  fs.  30,  48,  62,60,  61 
y  59.  Desglósense  dichas  actas  y  croquis  y 
visados  y  rubricados  por  el  secretario  del  Juz- 
gado y  marcados  con  el  timbre  oficial  de  la 
oficina  y  dejándose  previamente  copia  auto- 
rizada de  esos  documentos  en  autos,  remítan- 
se á  la  Notaría  de  Minas  á  cargo  de  don  Car- 
los Lautaro  Sayago  para  que  se  inscriban 
conjuntamente  con  este  auto  y  se  den  por  ese 
funcionario  las  copias  que  se  le  pidieren  por 
los  interesados.  Remítanse  también  á  la  Dele- 
gación Fiscal  de  Salitreras  copias  ó  duplica- 
dos de  las  actas  de  mensuras,  con  los  corres- 
pondientes croquis  para  su  anotación  y  ar- 
chívenseen  secretaría  estos  autos.— L./4.  Mo- 
Una, 

En  auto  separado  se  ordenó  que  el  cuader- 
no en  que  se  pronunció  la  resolución  se  consi- 
derase como  complementario  del  expediente 
principal  que  Fe  encuentra  extraviado. 

Apelada  esta  resolución,  fué  concedido  el 
recurso  en  lo  devolutivo.  Y  cuando  se  encon- 
traba la  causa  con  decreto  de  **autos  en  rela- 
ción" se  pidió  por  el  Director  del  Tesoro  que 
se  suspendiera  este  decreto  y  que  volvieran 
los  autos  al  juez  de  Antofagasta  para  que 
ordenara  la  consulta  de  la  sentencia  de  22  de 
abril  relativa  á  la  mensura.  Con  la  respuesta 
del  representante  de  la  Sociedad  Diego  Almei- 
da  ó  *'Progreso*',  y  previa  vista  del  señor 
Fiscal  se  proveyó  nuevamente  ''autos**. 

El  representante  de  la  Diego  Almeida  pidió 
que  se  declarara  que  la  citación  debía  enten- 
derse hecha  para  la  resolución  de  este  inci- 
dente, solicitud  que  fue  desechada  sin  perjui- 
cio de  lo  que  se  resolviera  en  la  vista  de  la 
causa,  que  declaró  que  el  decreto  de  autos  se 
refería  á  todas  las  cuestiones  pendientes. 

Pendiente  todavía  la  apelación  del  represen- 
tante de  la  Diego  Almeida  se  presentaron 
las  mensuras  de  las  pertenencias  números  4-, 
5,  6  y  7  del  grupo  "Progreso"  y  se  pidió  la 
aprobación  de  ellas,  á  lo  que  se  opuso  el  re- 
presentante fiscal  diciendo  que  las  llamadas 
descubridoras  números  2,  3,  4,  5,  6  y  7  del 
grupo  "Progreso"  se  encontraban   al  norte 


del  grado  23,  sobre  cu\'0  territorio,  llan.a'l- 
el  litoral  del  norte,  no  tenía  jurisdicción  el  Ir 
tendente  de  Antofagasta  que  hizo  la  conoe 
sión,  sino  el  Gobernador  del  Litoral  á  qnir. 
se  habían  dado  por  decreto  de  27  de  jumo  ce 
1879  todas  las  facultades  que  confiere  áii? 
intendentes  de  provincia  el  decreto  supren:; 
de  28  de  julio  de  1877,  relativo  á  los  depifi- 
tos  de  salitre  y  otras  sustancias  minerales:} 
porque  las  mensuras  se  han  efectuado  sir. 
guardar  las  distancias  establecidas  por  el  su- 
premo decreto  citado  entre  una  y  otra  des- 
cubridora. 

Esta  oposición  fué  desechada  en  primera 
instancia,  después  de  oído  el  representante 
de  la  Diego  Almeida,  por  el  siguiente  fallo 

Antofagasta,  octubre  29  de  1904— Yistr* 
y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  ubicación  que  se  ha  dado  á  las 
pertenencias  mensuradas  números  2,  3, 4, .'. 
6  y  7  del  grupo  ''Progreso",  correspomie ? 
las  indicaciones  de  sus  títulos  respectivos} 
que  así  lo  reconoce  expresamente  el  ingeniero 
de  la  Delegación  Fiscal  de  Sali  trer as,  comisio- 
nado como  perito  para  presenciar  las  opera 
ciones  de  las  mensuras  referidas; 

2^  Que  la  operación  pericial  de  las  mensu- 
ras de  que  se  trata  es  el  cumplimiento  de!- 
ordenado  por  las  sentencias  ejecutoriadas 
que  obran  en  autos; 

3^  Que  en  el  juicio  sobre  mensuras  se  prcr 
só  la  ubicación  de  las  descubridoras  cuya> 
mensuras  se  tratan  de  inscribir  ahora; 

4^  Que  la  oposición  deducida  actaalmentt 
por  el  representante  del  señor  Director  <jV 
Tesoro  debió  alegarse  como  excepción  duran- 
te la  secuela  de  los  juicios  de  mensuras,  y  n-' 
corresponde  hacerlo  ahora  en  esta  incidencú 
sobre  cumplimiento  de  lo  ya  resuelto; 

5^  Que  de  las  actas  de  mensurasde  las[^r- 
tenencias  aludidas  no  consta  la  existencia  á 
error  pericial  ni  fraude  ó  dolo  de  las  opera 
ciones  practicadas,  linicas  causales  para  anu- 
lar una  mensura; 

6*^  Que  es  público  y  notorio  que  el  señala 
miento  del  grado  23,  á  que  se  refiérela  o^y 
sición,  no  está  bien  definido,  por  haberlo  n:a- 
do  de  un  modo  diverso  los  varios  técnw> 
comisionados  al  efecto; 
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7^  Que  con  respecto  á  las  distancias  en  que 
se  han  ubicado  las  descubridoras  en  cuestión, 
no  aparece  objeción  alguna  hecha  por  el  in- 
geniero de  la  Oelegación  Fiscal  en  el  acto  pe- 
ricial de  la  mensura. 

Por  estas  consideraciones,  se  aprueban  las 
mensuras  de  las  pertenencias  ya  expresadas 
en  cuanto  ha  lugar  en  derecho  y  sin  perjuicio 
de  terceros,  é  inscríbanse  conjuntamente  con 
este  auto,  dándose  por  quien  corresponda  las 
copias  que  se  pidieren  por  los  interesados. 

Tímbrense  y  rubríquense  por  el  secretario 
las  actas  y  croquis  cuya  aprobación  se  decre- 
ta, y  dejándose  en  autos  copia  autorizada  de 
dichas  piezas  y  del  presente  auto. 

Remítanse  á  la  Delegación  Fiscal  de  Sali- 
treras copias  ó  duplicados  de  las  actas  de 
mensuras  con  los  correspondientes  croquis 
para  su  anotación,  y  archívense  los  autos  en 
secretaría.— R  Urzúa  T. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  representante 
fiscal,  fué  concedida  la  apelación  sólo  en  el 
efecto.devolutivo  y  viendo  el  Tribunal  de  Al- 
zada este  recurso,  conjuntamente  con  el  inter- 
puesto contra  la  sentencia  de  22  de  abril,  re- 
solvió: 

Santiago,  14  de  marzo  de  1905.— Vistos: 
se  confirman  los  autos  apelados  de  22  de  abril 
Y  de  29  de  octubre  del  año  último,  que  se  re- 
gistran respectivamente  á  fs.  34  de  la  com- 
pulsa y  á  fs.  177  del  expediente  original. 

El  Ministro  señor  Barriga  sostuvo  que  de- 
bía recibirse  la  causa  á  prueba,  sin  perjuicio 
de  ajireciar  en  definitiva  el  valor  legal  de  las 
cuestiones  formuladas  en  primera  instancia 
])or  el  representante  del  Fisco,  por  cuanto  di- 
chas cuestiones  se  fundan  en  antecedentes  de 
liecho,  respecto  de  los  cuales  no  están  de 
acuerdo  las  partes. 

Desechada  esta  indicación,  aceptó  el  fallo 
acordado  por  la  mayoría  del  Tribunal,  te. 
niendo  para  ello  presente  que,  cualquiera  que 
sea  el  mérito  que  se  atribuya  á  la  objeción 
fundada  en  que  las  pertenencias  á  que  ellas  se 
refieren  han  sido  mensuradas  al  norte  del  pa- 
ralelo 23,  no  hay  en  autos  prueba  legal  bas- 
tante para  acreditar  esta  circunstancia. 

Teniendo  presente  que  las  resoluciones  con- 
firmadas no  tienen  el  carácter  de  sentencias 
definitivas,  y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo 


924  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  lo  solicitado  en  lo  principal 
del  escrito. 

Acordada  contra  el  voto  del  Ministro  se- 
ñor Barriga,  quien  opinó  que,  no  habiéndose 
elevado  los  antecedentes  en  consulta,  no  po- 
día el  Tribunal  dictar  resolución  sobre  la  re. 
terida  solicitud,  sin  un  pronunciamiento  pre- 
vio del  juez  de  [.rimera  instancia. 

Con  el  mérito  de  la  resolución  que  precede, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  dictar  un  pro- 
nunciamiento respecto  de  las  peticiones  hechas 
por  parte  del  Fisco  ante  el  Tribunal,  porj  no 
haber  sido  ellas  formuladas  en  primera  ins- 
tancia y,  en  consecuencia,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  que  el  Fisco  pudiera  ejercitar.— L.  R, 
Mora,— Luis  Barriga.^-R,  Reyes  Solar, 

Contra  el  fallo  precedente  interpuse  el  Di- 
rector del  Tesoro  los  recursos  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo. 

Conociendo  del  primero  de  estos  recursos  la 
Corte  lo  desechó  por  sentencia  de  21  de  octu- 
bre de  1905  (1). 

Pasó  entonces  el  Tribunal  á  ocuparse  del 
recurso  de  casación  en  el  fondo  deducido  tam- 
bién por  el  Fisco. 

Formalizando  este  ultimo,  dice  la  parte 
recurrente:  la  sentencia  recurrida  confirma 
las  de  22  de  abril  de  1904  y  de  29  de  octubre 
del  mismo  año. 

En  la  sentencia  mencionada  se  incurre  en  la 
infracción  de  las  leyes  y  en  vicios  que  han  in- 
fluido en  lo  dispositivo  de  las  sentencias,  los 
que  á  continuación  se  enumeran: 

1^  Se  han  infringido  las  disposiciones  de  los 
artículos  703  y  1628  del  Código  Civil  al 
aceptar  los  considerandos  del  auto  de  22  de 
abril  que  son  fundamentales  de  la  resolución. 
En  él  se  considera  título  para  las  mensuras 
de  las  pertenencias  la  sentencia  recaída  en  el 
juicio  de  mensura,  infracción  que  se  repite  al 
aceptar  el  considerando  4^  de  la  sentencia  de 
29  de  octubre  de  1904; 

2^  Se  han  infringido  los  artículos  3,  5  y  6 
del  Reglamento  de  28  julio  de  1877  que  tiene 
fuerza  de  la  ley  en  conformidad  á  lo  dis¡)ues- 
to  en  el  artículo  3^  del  Código  de  Minería  de 

(I)  Esta  sentencia  está  publicada  en  la  Revista 
Año  III,  •2.'»  Parte.  Sección  l.'^,  pág.  188. 


198 


SEGUNDA   PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


1874-,  por  haberse  concedido  descubridoras  á 
personas  que  no  eran  descubridores,  cuyas 
pertenerfcias  se  han  mensurado  á  una  distan- 
cia menor  de  10  kilómetros,  no  por  error  de 
hecho,  sino  por  mala  aplicación  de  la  ley; 

3^  Se  ha  considerado  conlo  instrumentos 
públicos  las  copias  de  los  pedimentos ''Porve- 
nir'* y  "Nuevo  Chile",  agregados  sin  los  requi- 
sitos legales  é  impugnados  por  el  Fisco  y  sin  ha- 
ber sido  confrontados  con  sus  originales,  que 
habían  sido  sustraídos;  se  ha  reconocido  su 
autenticidad  estando  pendientes  los  sumarios 
que  se  instruyen  para  averiguar  su  desapari- 
ción y  se  han  reconocido  además  dichos  títu- 
los tomando  en  cuenta  el  testimonio  de  fun- 
cionario incompetente,  como  era  el  Notario 
de  Antofagasta,  tratándose  de  pedimentos 
suscritos  en  Caracoles,  lo  que  es  contrario  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  331  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

4*^  Por  haber  concedido  más  de  una  descu- 
bridora en  cada  pedimento,  cualquiera  que 
fuera  su  letra,  pues  además  de  la  infracción 
del  Reglamento  de  1877  se  han  infringido  los 
artículos  35,  97  y  99  del  Código  de  Minería 
de  1874,  y  39,  56  y  58  del  de  1888; 

5^  Porque  al  resolver  que  no  se  pueden 
atender  impugnaciones  que  no  hayan  sido 
alegadas  en  primera  instancia,  se  infringen 
nuevamente  los  artículos  94  y  56  de  los  Códi- 
gos citados;  y 

6*^  Porque  al  aceptar  pertenencias  al  norte 
del  paralelo  23,  demarcado  por  las  indicacio- 
nes consignadas  por  Pissis  en  el  acta  de  10 de 
febrero  de  1870  se  infringe  la  ley  de  17  de  abril 
de  1879,  sobre  resolución  del  tratado  con  Boli- 
via  celebrado  en  1874,  la  ley  de  2  de  mayo  de 
1879  sobre  atribuciones  que  se  daban  al  Go- 
bierno sobre  el  territorio  comprendido  entre 
los  paralelos  22  y  25;  decretos  supremos  de 
24  de  junio  de  1879,  uno  que  declaraba  que  la 
zona  del  Gobernador  del  Litoral  del  Norte  de- 
bía considerarse  como  un  solo  territorio,  y  el 
otro  que  hacía  extensiva  al  Gobernador  del 
Litoral  del  Norte  las  facultades  otorgadas  á 
los  Intendentes  y  Gobernadores  para  hacer 
concesiones  de  salitres  en  conformidad  al  de- 
creto de  28  de  junio  de  1877. 

Expresa  finalmente  que  con  la  aprobación 


de  las  mensuras  al  norte  del  paralelo  23.  í^ 
infringe  el  alcance  que  corresponde  á  la  ic- 
marcación  del  perito  Pissis  en  el  tratado  ceic- 
brade  con  Bolivia  en  el  año  1879,  ratiñ.á'.. 
como  ley  de  la  República  y  man iado  llevar :'. 
efecto  por  resolución  suprema  de  25  de  oct.:- 
bre  de  1875. 

Termina  pidiendo  que  se  dé  lugar  al  re  ur- 
so,  en  conformidad  á  las  disposiciones  de  1  ^ 
artículos  938,  939,  940  y  944  del  CüJí-olc 
Procedimiento  Civil. 

Fundando  el  recurso,  el  Fisco  observa  v.uc 
los  títulos  con  que  han  solicitado  las  mcn>u- 
ras,  no  pueden  considerarse  como  títiil(is!;- 
galmente  gbtenidos,  porque  las  copias  c  m- 
pulsadas  no  sólo  han  sido  dadas  sin  cita.ins 
del  Fisco,  sino  que  ha  impugnado  su  autrnti- 
cidad,  por  no  existir  los  originales  de  donie 
se  han  sacado  esas  copias. 

Suponiendo  que  las  descubridoras  "X  levu 
Chile*' y**  Porvenir"  hubieran  sido  inscrit.is  en 
el  Conservador  de  Minas  de  Caracoles  y  (¡-r 
las  copias  con  que  se  ha  iniciado  el  juicio  fue- 
ran exactas,  no  tendrían  valor  las  concesi:- 
nes  hechas,  pues  habrían  sido  dadas  contra 
lo  dispuesto  en  el  decreto  de  28  de  julio  Je 
1877  y  contra  el  Código  de  Minería  de  1S74; 
y  porque  don  Hermójenes  Alfaro  reprcseniar- 
te  déla  Compañía  Diego  Almeida,  convertir, 
hoy  en  la  Progreso,  y  los  mandantes  de  d^o 
Román  Espech,  á  cuyo  nombre  se  hicieron  los 
pedimentos,sólo  dieron  ala  Diego  Almeida  usa 
pertenencia  ósea  una  estaca  de  la"ÍVoí:re- 
so",  "Porvenir"  y  Nuevo  Chile",  por  las  cua- 
les tres  pertenencias  se  les  reconocerían  en  la 
Diego  Almeida  cien  acciones,  según  está  esta- 
blecido en  el  artículo  3^  de  los  estatutos. 

Aplicando  las  disposiciones  del  reglamento, 
se  ve  que  según  el  artículo  3^  sólo  puede  con- 
cederse una  descubridora  por  cada  depósito 
salitral,  la  que  constará  de  100  hectáreas,  de 
pósito  que  debe  estar  á  más  10  de  kilómetros 
de  distancia  de  otro  en  explotación  ó  descu- 
bierto, según  el  artículo  5'. 

Al  conceder  una  descubridora  á  Espech  v 
otra  á  cada  uno  de  sus  comitentes  en  un  de- 
pósito salitral  como  el  de  que  se  habla  en  la 
demanda,  se  infringen  las  disposiciones  cita* 
das.  A  lo  que  hay^  que  observar  también  q« 
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las  descubridoras  se  encuentran  á  menos  de 
10  kilómetros  de  distancia  unas  de  otras, 
circunstancia  que  está  demostrada  con  el  in- 
forme del  perito  Verbal,  con  lo  que  se  ha  dí- 
clio  por  el  mismo  contendor,  y  con  el  informe 
del  jefe  de  la  Comisión  de  Límites,  don  Ale- 
jandro Bertrand  y  con  el  plano  acompañado 
á  los  autos.  Se  ve  también  en  ese  plano  que 
hay  descubridoras  que  están  unidas  á  otras; 
y  que  las  formas  de  las  pertenencias  no  es  la 
de  un  polígono  irregular  como  lo  prescribe  el 
inciso  2*^  del  artículo  5*^  del  Reglamento. 

Los  mandantes  de  Espedí  sólo  habrían 
tenido  derecho  á  que  se  les  concediera  una 
estaca,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  6*^ 
del  Reglamento,  después  que  el  descubridor 
hubiera  mensurado  la  suya  y  tomado  pose- 
sión de  ella.  Y  como  los  descubridores  sólo 
ahora  están  gestionando  sus  mensuras,  pue- 
de afirmarse  que  las  concesiones  de  las  esta- 
cas no  tienen  valor  alguno. 

Pero  suponiendo  que  los  seis  compañeros  ó 
mandantes  tle  don  Román  Espech  hubieran 
sido  descubridores,  en  ningún  caso  la  Diego 
Almeida,  su  apoderado  don  Plerm ojenes  Al- 
faro,  6  la  "Progreso",  como  cesionaria  de 
la  Diego  Almeida  podía  tener  derecho  á  que 
se  entregaran  las  tres  pertenencias  que  como 
á  descubridor  les  correspondería,  porque  es- 
tos seis  descubridores  sólo  aportaron  á  la 
formación  de  la  sociedad  una  pertenencia  de 
cada  uno  de  los])edimentos**Progreso"  *'Por" 
venir"  y  "Nuevo  Chile".  En  esa  escritura  se 
ve  que  la  sociedad  fué  formada  por  veinte  in- 
dividuos, aportando  Espech  tres  pedimentos 
en  cada  uno  de  los  depósitos  nombrados,  y 
una  pertenencia  cada  uno  de  los  demás  so- 
cios, formando  un  total  de  sesenta  y  nueve 
pertenencias. 

De  esta  exposición  resulta  que  el  número 
de  pertenencias  que  pretende  la  Diego  Almei- 
da no  cabe  en  el  número  de  pertenencias  que 
debe  tener  según  sus  títulos. 

Hechas  las  cuentas  y  suponiendo  descubri- 
dores á  Espech  y  sus  comitentes,  resultaría 
veintiuna  pertenencias  para  cada  uno  de  los 
tres  pedimentos,  de  lo  que  resultaría  un  total 
de  sesenta  y  tres. 

Mientras  tanto  las  acciones  de  la  Diego  Al- 
meida, compuesta  de  veinte  socios,   debiendo 
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aportar  Espech  tres  pertenencias  y  los  otros 
una,  debería  tener  veintitrés  por  cada  uno  de 
los  depósitos,  ó  sea  sesenta  y  nueve  perte- 
nencias. 

Pero  cualesquiera  que  sean  las  expresiones 
de  los  pedimentos,  ello  no  tendría  valor  legal 
suficiente  para  adquirir  un  título  en  tal  sen- 
tido, puesto  que  no  serían  más  q'je  títulos 
provisorios,  en  conformidad  al  artículo  35 
del  Código  de  Minería  de  1874-,  }-  como  lo  es- 
tablece el  inciso  2.^  de  dicho  artículo,  el  con- 
tenido de  estos  títulos  no  puede  servir  en  nin- 
gún caso  de  ])rueba  legal. 

Para  que  el  título  quede  completo  es  nece- 
sario, efectuar  la  mensuríi  pericial  y  la  apro- 
bación del  actíi  por  el  juez,  que  es  lo  que  cons- 
tituye el  título  definitivo,  inmutable,  que  sólo 
puede  ser  atacado  por  los  vicios  apuntados 
por  el  artículo  59  del  Código  citado. 

Se  ha  dado,  pues,  á  los  pedimentos  un  al- 
cance legal  que  no  tienen,  infringiéndose  así 
los  artículos  35,  97  y  99  del  Código  de  Mine-, 
ría  de  1874,  y  los  artículos  39,  56  y  58  del 
Código  de  Minería  de  1888,  que  contienen 
disposiciones  análogas. 

La  sentencia  recurrida  ha  violado  el  artícu- 
lo 99  citado  al  establecer  que  la  operación 
pericial,  ó  sea  la  mensura  practicada  sobre  el 
terreno,  esel  título  definitivo,  inmutable, sólo 
impugnable  por  error  pericial,  fraude  ó  dolo. 

El  artículo  99  expone  con  toda  claridad, 
que  la  operación  practicada  con  arreglo  á  los 
artículos  anteriores  y  en  uno  de  esos  artícu- 
los se  establece  que  el  acta  suscrita  por  el  in- 
geniero, peritos  asistentes,  interesados  y  dos 
testigos,  se  elevará  al  juez,  quien  híillándola 
completa  y  legal,  mandará  inscribirla  en  el 
registro,  archivar  el  original  y  dar  copia  al 
interesado;  ó  bien  subsanar  las  faltas  ó  ile- 
galidades que  notare. 

Es,  pues,  el  acta  aprobada  por  el  juez  lo  que 
el  artículo  99  llama  título  inmutable,  dispo- 
sición que  ha  sido  infringida  al  llamar  título 
á  la  sola  acta  de  mensura  practicada  por  el 
ingeniero. 

Y  por  causa  de  este  error  no  se  han  podido 
discutir  todos  los  puntos  ó  cuestiones  que 
pueda  ofrecer  esta  operación,  á  fin  de  que  el 
juez  la  apruebe  si  es  completa  y  legal  y  pueda 
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entonces  constituir  un  título  definitivo  6  in- 
mutable. 

No  habiéndose  pronunciado  el  Juzgado  so- 
bre las  objeciones  hechas  y  las  que  nacen  de 
la  mensura  en  relación  con  los  derechos  de 
los  asistentes  que  impugnaron  la  operación, 
no  puede  aprobarse  el  acta  ni  darse  por  apro- 
bada la  operación. 

La  misma  ley  encarga  al  juez  que  de  oficio 
examine  lo  obrado  y  se  pronuncie  sobre  la 
operación,  encontrándolo  todo  conforme. 

Sosteniendo  que  la  resolución  recurrida  in- 
curre en  el  vició  de  no  considerar  legalmente 
definida  la  ubicación  del  grado  23  para  des- 
lindar la  jurisdicción  del  Gobernador  del  li- 
toral del  Norte,  á  fin  de  saber  á  quien  corres- 
pondía la  jurisdicción  para  conceder  peticio- 
nes salitrales  al  norte  de  este  grado,  concluye 
pidiendo  que  se  dé  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  y  pronunciándose  nueva  sen- 
tencia se  resuelva: 

1^  Con  arreglo  á  las  mensuras  correspon- 
diente ál  título  de  la  Progreso: 

a)  No  se  aprueben  sus  mensuras  por  en- 
contrarse al  norte  del  paralelo  23,  debiendo 
estar  todas  ellas  al  sur,  conforme  á  sus  títu- 
los, como  se  manifiesta  en  el  informe  de  la 
Comisión  de  Límites  de  don  Alejandro  Ber- 
trand; 

h)  Que  no  debe  reconocerse  á  la  Sociedad 
Diego  Almeida  ó  quien  sus  derechos  represen- 
te, más  que  la  descubridora  de  don  Román 
Espech,  correspondiendo  á  sus.  mandantes 
simples  pertenencias  de  estacas,  de  manera 
que  deben  rebajarse  seis  descubridoras  en  es- 
te título; 

c)  Que  la  descubridora  de  Espech  debe  guar- 
dar la  distancia  de  10  kilómetros  en  todos 
sus  estremos  con  cualquiera  otra  descubrido- 
ra, y 

d)  Que  en  su  mensura  debe  estarse  á  lo 
prescrito  en  el  inciso  3*?  del  artículo  6*?  del 
Reglamento  de  1877. 

Con  relación  á  las  mensuras  de  las  perte- 
nencias correspondientes  á  los  títulos  ''Por- 
venir" y  **Nuevo  Chile*',  solicita  que  se  revo- 
que la  aprobación  de  las  mensuras  por  haber- 
se practicado  en  vista  de  copias  que  no  son 
instrumentos  públicos,  en  conformidad  al  ar- 
tículo 331  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 


vil. Subsidiariamente  solicita  con  relación:'; 
estos  títulos: 

a)  Que  sólo  debe  reconocerse  una  descubrí 
dora  por  cada  uno  de  estos  títulos,  que  es  L: 
que  corresponde  á  don  Román  Espech,  con- 
siderando á  los  demás  como  simples  esta- 
cados; 

b)  Que  no  debe  aprobarse  la  mensura  de 
ninguna  pertenencia  de  éstos  títulos  quec>- 
tan  al  norte  del  grado  23; 

e)  Que  las  descubridoras  deben  guardar  h 
distancia  en  los  dos  extremos  de  otras  descu- 
bridoras; y 

d)  Que  deben  las  pertenencias  guardar  la 
forma  prescrita  por  la  disposición  del  regla- 
mento citado. 

El  procurador  de  la  Compañía  Diego  Al- 
meida, hoy  •'Progreso",  respondiendo  dice  que 
la  sentencia  ó  sentencias  objeto  delreimrsono 
sen  de  aquellas  contra  las  cuales  concede  la 
ley  el  recurso  de  casación. 

En  el  fallo  recurrido  no  se  trata  de  seniea- 
cia  definitiva  ni  de  sentencia  interlocutoria 
que  ponga  término  al  juicio  ó  haga  imposibit 
su  continuación,  por  lo  que  no  procede  el  re- 
curso interpuesto. 

En  el  caso  de  que  se  trata,  don  Hermójenc> 
Alfaro  ó  sea  la  Sociedad  Progreso,  procedió  á 
la  mensura  de  sus  pertenencias  con  arre^^I<^ 
á  la  ley.  No  demandaba  á  nadie  ni  litigaba 
con  nadie.  El  juicio  de  mensura  que  había  se- 
guido con  el  Fisco  había  terminado  por  sen- 
tencia. 

Al  proceder  á  hacer  la  mensura,  operación 
pericial  en  la  que  interviene  únicamente elio- 
teresado,  en  la  cual  sólo  se  permite  la  inter- 
vención de  otro  interesado,  por  medio  de  un 
perito  y  para  el  efecto  de  formular  en  el  te- 
rreno los  reclamos  referentes  á  la  operación 
pericial,  reclamos  que  se  resuelven  por  peri- 
tos, se  ha  entrometido  el  Fisco,  haciendo 
oposición  á  la  mensura,  la  que  fué  desechada, 
mandándose  en  consecuencia  inscribir  la  men- 
sura por  los  autos  correspondientes. 

En  cuanto  á  la  calificación  de  autos  queda 
á  las  resoluciones  de  que  se  trata,  dice  que  e! 
texto  de  las  resoluciones  de  22  de  abril  r  de 
29  de  octubre  de  1904,  los  considera  como 
autos  en  sus  propios  términos. 

La  forma  de  su  redacción  demaestra  qne 
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son  autos  y  no  sentencias.  No  ha3'  en  ellos 
designación  de  partes,  ni  domicilio,  ni  enun- 
ciación de  acciones,  ni  peticiones,  ni  citas  de 
Ie\^es.  Ni  aun  se  cumplió  con  el  trámite  esen- 
cial de  citación  para  sentencia  antes  de  re- 
solver, como  cuando  se  trata  de  una  senten- 
cia definitiva.  El  mismo  juez  al  conceder  la 
apelación  que  se  interpuso,  la  concedió  en  el 
efecto  devolutivo  obedeciendo  á  lo  dispuesto 
en  el  inciso  3^  del  artículo  217  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

El  tribunaj  de  segunda  instancia  no  mandó 
expresar  agravios  y  se  limitó  á  proveer  **en 
relación",  lo  que  demuestra  que  desde  el  pri- 
mer momento  consideró  esta  resolución  como 
un  auto. 

Tampoco  reclamó  el  representante  fiscal  de 
este  procedimiento,  lo  que  demuestra  que  es- 
taba conforme  con  la  apreciación  que  se  ha- 
bía hecho  de  la  resolución.  Y  la  Corte  al  re- 
solver falló:  "se  confirman  los  autos  apela- 
dos". La  representación  fiscal  en  diversos 
pasajes  de  sus  escritos  ha  considerado  como 
autos  los  fallos  que  han  resuelto  las  gestiones 
hechas  por  las  partes  en  este  asunto. 

La  manera  como  han  sido  consideradas 
estas  resoluciones  por  el  juez,  por  la  Corte 
que  las  confirmó  y  el  ministerio  publico  que 
informó  sobre  ellas  y  las  partes  mismas,  de- 
muestra que  han  estimado  estas  resoluciones 
como  meros  autos,  no  como  sentencias  que 
resuelvan  acciones  y  e.\cepriones  en  juicio, 
que  revistan  el  carácter  de  definitivas. 

En  el  caso  de  que  se  trata,  en  que  se  pide 
solamente  la  inscripción  de  una  mensura,  el 
Fisco  ha  pedido  que  no  se  lleve  á  efecto  la 
inscripcición,  y  el  juez  ha  mandado  hacerla, 
dejándole  su  derecho  á  salvo  para  hacerlo 
valer  como  le  parezca. 

En  esta  petición  y  en  esta  resolución,  no 
hay  demanda  ni  pleito,  ni  sentencia  que  pon- 
ga fin  á  ese  pleito.  No  hay  otra  cosa  que  una 
operación  prescrita  por  la  ley  para  consti- 
tuir el  título  definitivo  de  las  minas,  la  que 
ha  sido  ordenada  por  una  sentencia  de  tér- 
mino. 

La  operación  de  la  mensura  puede  dar  ori- 
gen á  controversias. que  no  se  resuelven  por 
sentencias  definitivas  pronunciadas  enjuicio, 
sino  en  la  forma  prescrita  por  uno  de  los  ar- 


tículos del  Código  de  Minería.  Ese  artículo, 
el  57,  dice:  **Si  se  suscitare  divergencia  entre 
el  ingeniero  y  los  peritos  asistentes  sobre 
puntos  periciales,  el  juez  nombrará  otro  in- 
geniero ó  perito  para  que  proceda  en  común 
c(m  los  divergentes;  y  resultando  de  la  nueva 
operación  mayoría  de  opiniones  conformes, 
se  ordenará  la  inscripción  con  arreglo  al 
acuerdo  de  la  mayoría  y  en  la  forma  deter- 
minada por  el  artículo  anterior." 

Esta  es  la  resolución  que  cabe  en  las  cues- 
tiones sobre  mensuras,  y  no  el  pronuncia- 
miento sobre  otras  cuestiones  como  las  que 
pueden  originarse  en  la  constitución  de  los  tí- 
tulos que  deben  ser  resueltas  previamente, 
como  se  ha  hecho  en  este  caso  en  juicio  segui- 
do entre  las  mismas  partes. 

Si  hay  derechos  vulnerados,  pueden  ser  de- 
batidos en  juicio  correspondiente  y  para  ello 
se  ha  hecho  la  salvedad  en  las  resoluciones  al 
aprobar  el  acta  de  mensura  en  cuanto  ha  lu- 
gar en  derecho  y  sin  perjuicio  de  terceros. 

No  se  puede  transformar  la  mensura  de  mi- 
nas ó  salitreras  en  juicio  ordinario,  ni  los 
autos  del  juez  á  que  ella  diere  lugar  en  sen. 
tencias  definitivas  susceptibles  de  casación. 

Los  trámites  de  una  mensura  no  son  inci- 
dentes de  ningún  juicio;  en  caso  que  se  les 
contemple  como  trámites  para  dar  cumpli- 
miento á  la  sentencia  de  1903,  tampoco  pue- 
den ellos  dar  lugar  á  una  sentencia  interlocu- 
toria  que  ponga  fin  al  juicio  ó  haga  imposi- 
ble su  continuación. 

Resumiendo  en  una  palabra  lo  expuesto, 
sostiene  que  son  meros  autos  los  pronunciados 
por  el  juez  de  Antofagastay  mero  auto  el 
fallo  confirmatorio  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes. No  hay  por  tanto  sentencia  definitiva 
ni  sentencia  interlocutoria  que  ponga  térmi- 
no al  juicio  ó  haga  imposible  su  continua- 
ción, por  lo  que  no  procede  ni  es  admisible  el 
recurso  de  casación. 

Pero  el  recurrido  dice:  no  solamente  adole- 
ce este  recurso  del  vicio  externo  señalado, 
sino  que  es  absolutamente  infundado. 

El  primer  auto  pronunciado  por  el  juez 
y  confirmado  por  la  Corte  se  ha  fundado  en 
que  los  títulos  ó  pedimentos  han  sido  acep- 
tados por  sentencia  ejecutoriada;  en  que  las 
mensuras  han  sido  practicadas  en  conformi- 
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dad  á  ellos,  y  en  que  la  oposición  se  basa  en 
excepciones  inadmisibles. 

El  segundo,  el  de  29  de  octubre,  tiene  más 
6  menos  los  mismos  fundamentos,  y  agrega 
además  otras  consideraciones  relacionadas 
con  ciertos  argumentos  aducidos  por  la  de- 
fensa fiscal,  que  son  **que  es  público  y  noto- 
rio, que  el  señalamiento  del  grado  23  á  que 
se  refiere  la  oposición  no  está  bien  definido 
por  haberlo  fijado  de  un  modo  diverso  los 
varios  técnicos  comisionados  al  efecto'*,  y 
que  no  aparece  que  se  han  ubicado  las  descu- 
bridoras en  cuestión  en  lugar  que  no  les  co- 
rresponda, porque  el  ingeniero  fiscal  no  hizo 
oposición  en  el  acto  de  la  mensura. 

Con  estas  resoluciones  no  se  infringe  ningún 
decreto,  ningún  tratado  ni  demarcación  al- 
guna. Pero  nada  se  dice  en  la  forraalización 
del  recurso  ni  en  la  fundación. 

La  sentencia  se  ataca  por  las  innumera- 
bles infracciones  apuntadas  en  la  formaliza- 
ción. 

El  juez  al  fallar  las  cuestiones  propuestas 
resolvió  con  razón  que  los  pedimentos  y  el 
derecho  de  mensurarse  estaban  amparados 
por  una  sentencia  de  término  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada.  Y  auntiue  el  repre- 
sentnnte  fiscal  sostiene  que  esa  sentencia  se 
pronunció  únicamente  sobre  la  caducidad  ó 
no  caducidad  de  los  pedimentos,  el  haberse 
declarado  que  no  han  caducado  los  ha  dejado 
en  todo  su  vigor.  Y  si  el  fundamento  no  fuera 
exacto,  en  los  autos  de  22  de  abril  y  29  de 
octubre  se  ve  que  este  error  sería  un  error  de 
hecho  que  daría  lugar  á  una  casación  en  la 
forma  y  no  á  una  casación  de  fondo 

Con  respecto  al  segundo  fundamento  de  no 
haberse  practicado  las  mensuras  en  confor- 
midad á  los  títulos,  dice  que  consta  del  expe- 
diente que  el  ingeniero  señor  Verbal  ha  infor- 
mado al  Juzgado  que  las  mensuras  se  han 
practicado  en  conformidad  á  los  títulos  ó  pe- 
dimentos. La  oposición  está  fundada  en  ha 
berse  practicado  las  mensuras  al  norte  del 
grado  23,  mas  no  en  que  se  haya  efectuado 
sin  sujeción  á  sus  títulos 

Pero  aún  suponiendo  que  no  se  hubieran 
practiv-ado  las  mensuras  en  conformidad  á 
los  títulos  y  que  no  se  conforman  á  los  pedi- 
mentos no  por  eso  habría  infracción  de  ley, 


sino  error  de  hecho  que  no  daría  tam|i'u . 
lugar  al  recurso  interpuesto.  Si  las  coiis  :• 
raciones  secundarias,  superabundantes.  <\, 
auto  de  29  de  octubre  infringieran  alguna  k} 
la  infracción  no  podría  dar  lugar  al  Tcc•^:>< 
por  no  haber  influido  sustancialniente  en '. 
decisión  del  asunti)  controvertido.  Lo  s:« 
tancial  está  en  la  cosa  juzgada  y  en  la  lo: 
formidad  de  la  mensura  con  los  títulos. 

Recuerda  que  el  artículo  49  del  Cóilii: '  : 
Minería  dispone  que  no  habiendo  contra '- 
ción  en  la  solicitud  de  mensura  ó  res  it/  -^ 
por  sentencia  definitiva  los  litigios  á  (j.ie;. 
hubiere  dado  lugar,  el  juez  debe  orilernr-; 
se  proceda  á  ejecutar  la  operación. 

En  el  caso  actual  se  han  resuelto  las  opc-i 
ciones  hechas  por  el  Fisco,  después  do  ha'  r 
discutido  en  juicio  de  lato  conociniieri<  ■ 
validez  y  eficacia  de  los  tres  pedimentos  \ 
las  pampas  "Porvenir",  **Progrcso"  y  "N. 
vo  Chile".  Después  de  esta  resolución  >■ 
cabe  llevar  á  efecto  la  mensura,  pues  n<u> 
un  pleito  sino  una  operación  pericial  en  :' 
pueden  intervenir  los  colindantes. 

Pero  aún  suponiendo  que   hubiera  un  cr:  ' 
de  derecho  en  que  se  infringe  la  ley,  y  quee*. 
infracción  influya  sustancialniente  en  el  t.i' 
al  resolver  que  las  excepciones   del  Piso    : 
proceden  ahora,  y  que  debieron   deducirst  r. 
otro  juicio,  el  artículo  infringido  sería  t!.i- 
tículo  49  citado,  el  que  no  se  considera  in:r:'.- 
gido   según   el  recurso  y  al   cua\   no  se  I: . '^ 
alusión   alguna.   Si  es  otra  la  ley  infrin»::'  > 
el   Fisco  no  lo   dice.  El   Fisco  entiende  »j.' 
hay  infracción   de  las  leyes,   decretos  siv' - 
mos,  tratados,  demarcaciones,  etc. 

Nada  dicen  de  inexacto  los  autos  libra-l-  < 
en  este  juicio,  cuando  afirman  que  es  púl»l5^ 
y  notorio  que  el  señalamiento  del  grado  23' 
que  se  refiere  la  oposición  no  «stá  bien  defin'.- 
do,  por  haberlo  fijado  de  un  modo  d¡ver>  > 
los  varios  técnicos  comisionados  al  efect». 
Pero  erróneo  ó  verdadero  el  fundamento,  i' 
hecho  es  que  si  fuera  erróneo  no  infringen  i 
con  ella  ninguna  ley  que  diera  motivo  á  cn^n- 
ción. 

Tampoco  se  puede  afirmar  que  ha}'  infrac- 
ción de  ley  por  no  haberse  guardaclo  las  íÜ^ 
tancias  que  debe  haber  entre  las  descubrí'!'^- 
ras  al  hacer  la  mensura,  porque  no  se  hicic- 
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ron  oj)osiciones  á  este  respecto  en  el  acta.  El 
juez  no  puede  atender  á  otras  observaciones 
que  á  las  constantes  del  acta  y  formuladas 
en  fl  terreno  por  los  peritos  asistentes. 

Al  terminar  el  examen  de  las  sentencias  ha- 
ce notar  los  dos  hechos  capitales  siguientes: 
1'^  que  las  mensuras  se  han  ejecutado  con  su- 
i  ci.Hi  á  los  pedimentos;  y  2^  que  no  se  ha 
irujaio  que  las  pertenencias  mensuradas  se 
hallen  al  norte  i] -1  irrndo  23.  No  se  podría,  al 
resolver  este  asunto  desconocer  estos  dos  he- 
chos establecidos  como  probados  por  el  Tri- 
bunal del  fondo. 

Habría  pues  que  partir  del  antecedente  de 
que  las  mensuras  se  han  efectuado  en  confor- 
midad i\  los  pedimentos  y  de  que  jurídica- 
mente no  están  Ins  pertenencias  mensuradas 
al  norte  del  grado  23. 

Ocujiándose  en  seguida  de  lo  expuesto  por 
la  defensa  fiscal,  dice  el  procurador  de  la  com- 
pañía recurrida  que  el  auto  de  22  de  abril  se 
refiere  á  las  mensuras  del  grupo  "Nuevo  Chile" 
y  A  la  número  uno  del  grupo  "Progreso";  y  que 
el  auto  de  29  de  octubre  se  refier.e  á  las  descu- 
bridoras números  2,  3,  4-,  5,  6  y  7  del  grupo 
•'Progreso". 

Las  objeciones  sobre  que  recayó  el  auto  de  22 
íle  abril,  se  concretaron  en  secunda  instancia 
á  la  impugnación  del  acta  de  mensura  á  las 
descubridoras  número  7  del  grupo  "Porvenir" 
por  haberse  medido  al  norte  del  grado  23 
y  á  la  tacha  de  ilegalidad  de  la  concesión  de 
tres  descubridoras  á  cada  uno  de  los  man- 
dantes de  don  Román  Espech,  á  quienes  no 
se  les  conoce  por  el  Fisco  más  derecho  que  á 
"lia  estaca  por  cada  uno. 

Por  esto  las  apelaciones  del  Fisco  compren- 
den los  dos  puntos  siguientes:  1*^*  que  no  debe 
aceptarse  la  inscripción  del  acta  de  mensura 
de  la  descubridora  número  7  del  grupo  "Por- 
venir"; ni  la  de  las  actas  de  mensura  de  los  nú- 
meros  2,  3,  4,  5,  6  y  7  del  grupo  "Progreso"; 
por  hal>erse  medido  tocias  estas  pertenencias 
id  norte  del  paralelo  23;  2^  q\ie  es  ilegal  y  nu- 
la la  concesión  de  tres  descubridoras  á  los  so- 
cios de  don  Román  Espedí,  y  que  á  los  socios 
de  este  les  corresponde  solamente  una  perte- 
nencia á  cada  uno. 
La  Corte  de  Apelaciones  no  se  pronuncióso- 

bre  este  segundo  punto,  sobre  el  cual  no  se  ha- 


bían pronunciado  tampoco,  ni  pudieron  pro- 
nunciarse los  autos  de  primera  instancia.  Y 
por  este  motivo  dijo  la  Corte  "no  ha  lugar  á 
dictar  un  pronunciamiento  respecto  de  las  pe- 
ticiones hechas  por  parte  del  Fisco  ante  este 
Tribunal  por  no  haber  sido  ellas  presentadas 
en  primera  instancia,  y  en  consecuencia,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  que  el  Fisco  pudiera 
ejercitar." 

En  cuanto  á  la  causal  de  casación  fundada 
en  la  infracción  de  los  artículos  703  y  1628 
del  Código  Civil  dice,  que  la  resolución  de  los 
autos  impugnados  está  fundaíla  en  la  cosa 
juzgada,  y  que  el  juez  ha  resuelto  que  la  sen- 
tencia es  título,  y  que  dcsi)ués  de  esa  senten- 
cia el  pedimento  se  ha  extinguido.  Nada  más* 
hay  que  decir. 

No  tiene  tampoco  importancia  la  infracción 
que  se  supone  del  artículo  331  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Entre  las  objeciones  formuladas  contra  la 
inscripción  de  las  mensuras,  no  está  enuncia- 
da la  falsedad  de  las  copias  presentadas,  ó  de 
no  estar  conformes  con  sus  originales  ó  de 
carecer  de  fuerza  legal  ó  de  tener  otro  de- 
fecto. 

Lo  que  pidi')  el  representante  Heredia  Car- 
vajal fué  que  no  se  aprobaran  las  actas  de 
mensura  presentadas  al  Juzgado  y  ordenar  se 
suspendieran  las  demás  mensuras  mientras 
no  apareciera  el  expediente  extraviado,  y, 
aparecido,  que  se  le  diera  plazo  para  hacer 
sus  observaciones;  y  en  caso  que  no  se  acce- 
diera á  lo  solicitado,  que  se  tuviera  presente 
que  las  pertenencias  que  enumera  están  men- 
suradas al  norte  del'grado  23. 

De  modo  que  suponiendo  ciertas  las  obser- 
vaciones fiscales  no  habría  la  infracción  del 
artículo  331  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

En  el  caso  actual  no  existe  tampoco  la  in- 
fracción legal  que  se  supone,  porque  la  sen- 
tencia y  copia  de  los  pedimentos  enviados  al 
Ministerio  de  Hacienda  por  la  Delegación  Fis- 
cal de  Salitreras  están  copiados  del  expedien- 
te seguido  entre  don  Hermójenes  Alfaro,  co- 
mo representante  de  la  Diego  Almeida,  contra 
el  Fisco. 

El  oficio  fué  ordenado  por  el  juez  y  las  co- 
pias tomadas  por  el  secretario  del  juzgado 


204 


SEGUNDA  PARTE. — SECCIÓN  SEGUNDA 


del  mismo  expediente.  La  copia  es  pues  au- 
téntica. 

Se  ha  fundado  también  el  recurso  en  haber- 
se concedido  más  de  una  pertenencia  á  los 
mandantes  del  señor  Espech,  que  no  eran  des- 
cubridores, y  que  por  aceptar  y  reconocer  es- 
tas descubridoras  á  menos  de  10  kilómetros 
se  infringen  los  artículos  3,  5  y  6  del  Regla- 
mento de  28  de  julio  de  1877  y  otros  muchos 
artículos  del  Código  de  Minería  de  1874  y 
otros  artículos  del  de  1888. 

Pero  las  sentencias  no  se  han  pronunciado 
sobre  estas  cuestiones  por  no  haber  sido  re- 
sueltas en  los  autos  de  28  se  abril  y  29  de  oc- 
tubre, sobre  lo  cual  se  dejaron  sus  derechos  á 
salvo  al  Fisco  para  que  los  hiciera  valer 
cuando  viere  convenirle. 

La  objeción  que  se  hace  al  otorgamiento  de 
tres  pertenencias  á  cada  uno  de  los  mandan- 
tes del  señor  Espech,  no  es  tampoco  contra- 
ria á  las  disposiciones  del  Reglamento  de 
1877.  Por  el  contrarío  está  ajustado  á  él. 

Las  pampas  denunciadas  como  salitrales 
son  de  considerable  extensión,  y  ha  habido  te- 
rreno bastante  para  que  puedan  hacerse  es  tos 
pedimientos  como  descubridores,  y  las  men- 
suras se  han  efectuado  mediando  la  distancia 
dé  5  kilómetros  entre  uno  y  otro  descubri- 
miento, que  es  la  que  ha  establecido  el  Códi- 
go de  Minería  de  1888,  en  lo  que  ha  deroga- 
do, en  esta  parte,  al  reglamento. 

Relacionada  con  esta  objeción  está  la  su- 
puesta infracción  de  la  ley  por  haberse  medi- 
do algunas  pertenencias  de  manera  que  los 
lados  de  una  pertenencia  «stán  á  menos  de  5 
kilómetros  y  en  algunas  aún  unidos.  Pero 
estas  distancias  no  están  reglamentadas  por 
ninguna  disposición,  y  por  el  contrarío  en  la 
práctica  se  ve  que  este  procedimiento  ha  siflo 
aceptado  por  la  Delegación  Fiscal  de  Sali- 
treras. 

Lo  que  la  ley  ha  dispuesto  es  que  los  traba- 
jos de  exploración  óel'pozo  de  ordenanza  sean 
los  puntos  de  partida  para  medir  los  5  kiló- 
metros de  distancia  que  debe  haber  entre  uno 
y  otro  descubrimiento. 

La  causal  de  casación  del  número  5/^,  fun- 
dada en  que  al  resolver  no  se  pueden  atender 
impugnaciones  que  no  hayan  sido  alegadas 
en  primera  instancia  se  infringen  nuevamente 


los  artículos  97  y  56  del  Código  de  Minem 
de  1874  y  1888,  parece  abandonada  pomo 
haberse  hecho  referencia  á  ella  en  el  escrito  ce 
fundación,  por  lo  cual  se  abstiene  de  ocuparle 
en  ella. 

Muchas  leyes,  tratados  intern«icionaIe5  y 
demarcaciones  científícas  se  suponen  infrirp- 
das  por  haberse  mensurado  algunas  perte- 
nencias al  norte  del  grado  23.  Pero  en  rea- 
lidad lo  único  que  hay  es  el  considerando  »í ' 
del  auto  de  29  de  octubre  que  dice:  "quets 
público  3'  notorio  que  el  señalamiento  ¿¿ 
grado  23  á  que  se  refiere  la  operación  no  est.- 
bien  definido,  por  haberlo  fijado  de  un  ran.'n 
diverso  los  varios  técnicos  comisionados  al 
efecto." 

Con  esta  afirmación  del  juez,  no  se  ha  vlv 
lado  ninguna  ley.  El  determinar  este  para- 
lelo sería  una  cuestión  de  hecho;  sobre  est  • 
hay  datos  en  autos  para  poder  afirmar  qnt 
hay  tantos  paralelos  fijados  como  técnio;> 
se  han  comisionado  para  hacer  esta  opera- 
ción. 

La  sentencia  no  aplica  ni  toma  en  conside- 
ración esas  leyes.  No  rechaza  la  fijación  >lr' 
grado  hecha  por  Pissis  y  Mujica,  porque  es- 
tos técnicos  sólo  fijaron  un  punto  en  la  corji 
cerca  de  Mejillones,  y  respecto  á  la  ubicación 
del  paralelo  se  limitaron  á  dar  una  ubicadón 
vaga  que  no  puede  fijar  con  la  precisión  ne- 
cesaria la  ubicación  para  resolver  derecho* 
de  propiedad. 

Esta  fijación  sólo  tuvo  en  mira  permitir  el 
cumplimiento  de  los  pactos  internacionales, 
que  no  tuvieron  más  objeto  que  permitiré! 
cumplimiento  de  los  pactos  con  Bolivia  rela- 
tivos al  reparto  6  goce  de  impuestos,  n  i 
exención  de  impuestos  sobre  ciertos  artíct: 
los  de  producción  ó  de  internación. 

El  informe  del  ingeniero  señor  Bertraml 
concurre  á  demostrar  que  no  hay  fijeza  res 
pecto  á  la  fijación  del  paralelo  23.  Este  in 
geniero  aplicó  las  indicaciones  del  acta  de 
Pissis,  indicaciones  que  no  son  matemáticas 
sino  calculadas.  Y  en  su  informe  dice:  "Pa^^ 
hacer  desaparecer  toda  ambigüedad  basta 
rá  admitir  que  la  línea  demarcada  como  el 
paralelo  23  por  Pissis  y  Mujica,  divide  por 
mitad  el  pequeño  ángulo  que  forman  lisdo< 
líneas  trazadas  por  el  plano.  Lo  aial  basta 


JCKlSPKÜliENClA 


205 


para  demostrar  que  el  juez  estuvo  en  lo  cierto 
cuando  dijo  que  era  público  y  notorio  que  el 
paralelo  23  estaba  fijado  de  modo  diver^b." 

Al  final  del  escrito  en  traslado  pide  una 
serie  de  declaraciones,  que  es  innecesario  enu- 
merar y  rebatir;  pues  basta  en  presencia  de 
la  le\',  la  irregularidad  de  lo  que  se  pide. 

Durante  el  juicio  sólo  se  ha  tratado  de  que 
están  ubicadas  al  norte  del  jjrado  23  las  des- 
cubridoras número  7  del  grupo  "Porvenir"  y 
las  descubridoras  números  2,  3,  4,  5,  6  y  7 
del  grupo  "Progreso".  Ahora  el  represen  tan  te 
fiscal  objeta  como  colocadas  al  norte  del 
grado  23  todas  las  descubridoras  del  grupo 
"Progreso"  y  también  las  del  grupo  "Porve- 
nir" y  "Nuevo  Chile." 

Excusando  ocuparse  sobre  estos  y  otros 
puntos  que  no  fueron  materia  del  debate  ui 
de  las  resoluciones  impugnadas,  concluye  pi- 
diendo que  se  declare  inadmisible  é  improce- 
dente este  recurso,  6,  en  subsidio,  que  se  de- 
seche con  costas 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  sus  Ministros, 

La  Corte,  resolvió: 

Considerando: 
1'  Que  solicitada  por  el  representante  de  la 
Sociedad  Diego  .\lmeida,  hoy  Progreso,  la 
mensura  de  las  pertenencias  que  formaban 
aquella  Sociedad,  se  opuso  el  Fisco  á  esa 
petición  fundándose  primero  en  que  había 
caducado  el  derecho  y  alegando,  más  tarde, 
la  prescripción,  excepciones  que  fueron  dese- 
chadas por  sentencias  de  primera  y  segunda 
instancia; 

2*^  Que  fijado  el  día  para  la  operación  y  de- 
signado por  la  Delegación  Fiscal  de  Salitre- 
.  ras  el  ingeniero  que  debía  presenciarla,  se 
procedió  á  las  mensuras  del  número  1  de* 
grupo  "Progreso"  y  números  1,2, 3, 4,  5,  6,  y 
7  del  grupo  "Porvenir"  y  números  1,  2,  3,  4, 
ó,  6  3'  7  del  "Nuevo  Chile",  habiéndose  deja- 
do constancia  de  que  el  ingeniero  fiscal  pro- 
testó de  la  ubicación  que  se  dio  á  la  descubri- 
dora número  1  del  grupo  "Progreso"  3  las  des- 
cubridoras números  5  y  7  del  grupo  "Porve- 
nir "  que,  según  él,  habían  sido  colocadas  al 
norte  del  paralelo  23,  afirmación  que  quedó 
desvirtuada  más  tarde  por  el  mismo  ingenie- 


ro, quien  reconoció  que  esas  descubridoras 
habían  sido  medidas  conforme  á  las  indica- 
ciones generales  que  les  señalaban  los  títulos, 
en  viüta  de  lo  cual  la  sentencia  resolvió  que 
se  procediera  á  la  mensura  con  arreglo  á  los 
títulos  presentados.    . . 

3*^  Que  llevada  á  efecto  la  operación  y  soli- 
citada la  aprobación  de  las  actas  de  mensu- 
ras, el  mandatario  que  había  constituido  el 
Fisco  pidió  la  presentación  ante  todo  del 
expediente  original  sobre  el  juicio  de  mensura, 
que  se  había  extraviado  pues  sólo  se  había 
podido  encontrar  el  pedimento  original  del 
yacimiento  "Progreso",  y  que  se  suspendiera 
la  aprobación  de  las  actas  presentadas  y  la 
ejecución  de  las  mensuras  que  estaban  por 
practicarse. 

4^  Que  acreditada  la  conformidad  de  la 
sentencia,  inserta  en  el  oficio  dirigido  á  la  De- 
legación Fiscal  de  Salitreras,  con  que  se  han 
iniciado  estas  gestiones,  con  el  certificado  del 
secretario  que  afirmó  que  la  copia  estaba 
conforme  con  el  copiador  de  las  sentencias 
que  existe  en  la  secretaría  del  juzgado,  se 
inició  por  primera  vez  de  un  modo  directo  la 
oposición  á  la  inscripción  de  la  descubridora 
número  7,  del  grupo  "Porvenir'*  por  habérsele 
ubicado  en  un  lugar  diverso  del  que  le  asigna 
su  propio  título,  pues  se  la  ha  ubicado  al 
norte  del  paralelo  23. 

5*^  Que  esta  oposición  fué  desechada  por  la 
resolución  de  22  de  abril  de  1904  fundada  en 
que  de  la  exposición  del  injeniero  fiscal  desig- 
nado para  presenciar  la  operación,  consta 
que  las  mensuras  se  han  practicado  en  con- 
formidad á  los  títulos  ó  pedimentos  acepta- 
dos por  sentencia  ejecutoria  que  obran  en 
autos,  aprobándose  en  consecuencia  y  sin 
perjuicio  de  terceros,  la  mensura  de  las  per 
tenencia  salitreras  de  la  sociedad  Diego  Al- 
meida,  presentadas  por  el  injeniero  de  minas 
don  Guillermo  Amenábar  Ossa,  las  que  están 
enumeradas  en  dicha*  resolución,  y  que  son 
las  que  componen  la  descubridora  número  1 
del  grupo  "Progreso",  las  siete  descubridoras 
del  grupo  "Porvenir"  y  las  siete  descubrido- 
ras del  grupo  "Nuevo  Chile". 

6^  Que  apelada  esta  resolución  y  mientras 
se  seguían  los  trámites  de  este  recurso,  se  pro- 
cedió á  la  mensura  de  las  seis  descubridoras 
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del  grupo ''Progreso"  que  quedaban  todavía 
por  demarcarse,  siempre  con  ia  protesta  del 
injeniero  fiscal  de  estar  ubicadas  estas  perte- 
nencias al  norte  del  paralelo  23. 

1^  Que  después  de  esta  operación  un  nuevo 
mandatario  del  Director  del  Tesoro  concretó 
su  oposición  á  la  inscripción  de  las  actas  de 
mensura,  fundado:  1^  en  que  las  pertenencias 
2,  8,  4,  5,  6  3»^  7  del  grupo  ** Progreso"  se  han 
ubicado  al  norte  del  paralelo  23;  y  2^  en  que 
no  se  ha  guardado  entre  ellas  ó  con  las  de^' 
cubridoras  vecinas  la  distancia  de  5  kiló- 
metros. 

8*^  Que  esta  oposición,  después  de  oído  el 
representante  de  la  Diego  Almeida,  fué  falla- 
da por  resolución  de  29  de  Octubre  de  1904 
aprobando  las  mensuras  de  las  expresadas 
pertenencias,  fundada  en  que  la  operación  pe- 
ricial de  las  mensuras  es  el  cumplimiento  de 
lo  ordenado  por  las  sentencias  ejecutoriadas 
que  obran  en  autos  y  mandando  inscribir  di- 
chas mensuras  juntamente  con  la  resolución 
y  reservando  su  derecho  á  las  partes  prira 
que  los  hicieran  valer  oportunamente. 

9*^  Que  según  estos  antecedentes,  las  apela- 
ciones de  las  resoluciones  de  22  de  abril  y  27 
de  Qctubre  de  1904  quedaron  circunscritas  A 
las  cuestiones  que  debían  resolverse  en  sen- 
tencia que  son:  haberse  ubicado  la  descubri- 
dora número  7  del  grupo  ^'Porvenir"  y  las  nú- 
meros 2,  %3,  4,5,  6y7del  grupo  "Progreso"  al 
norte  del  paralelo  23;  y  al  hecho  de  no  haber- 
se mensurado  las  descubridoras  á  la  distan- 
cia de  5  kilómetros  de  toda  otra  pertenencia. 

10.  Que  la  sentencia  recurrida  pronuncián- 
dose sobre  las  cuestiones  debatidas  y  resuel- 
tas en  primera  instancia,  se  limitó  á  confir- 
mar las  resoluciones  de  22  de  abril  y  29  de 
octubre  que  habían  fallado  únicamente  las 
cuestiones  sobre  ubicación  de  las  pertenencias 
y  distancias  que  se  hal)ían  guardado  entre 
las  mismas,  por  lo  que  la  sentencia  en  este 
recurso  de  casación  en  el  fondo  debe  limitarse 
al  fallo  de  las  infracciones  de  la  ley  que  se 
imputan  á  estas  resoluciones  y  no  extenderse 
á  otros  puntos  que  no  fueron  materia  de  la 
litis. 

11.  Que  la  causal  deducida  por  infracción 
del  inciso  5^  del  artículo  TOD  del  Código  Ci- 
vil está  apoyada  en  el  concepto  de   que    los 


consitlerandos  de  las  resoluciones  de  22  (!v- 
abril  y  29  de  octubre  dan  á  entender  quelu* 
pedimentos,  arreglados  ó  no  á  la  ley,  han 
sido  ya  aceptados  por  sentencia  ejecutoria  y 
viene  a  servir  de  nuevo  título,  de  manera  que 
ya  no  sería  posible  examinar  la  legalidad 'ic 
los  pc<limcntos,  está  fundada  estacausalen 
un  concepto  erróneo,  tanto  porque  la  senten- 
cia no  ha  declarado  que  esa  resolución  consti- 
tuya nuevo  título,  cuanto  porque  los  consi- 
derandos ó  fundamentos  de  esta  sentencin, 
atendida  su  parte  dispositiva,  no  importar. 
una  resolución  judicial  susceptible  de  cafa- 
ción. 

12.  Que,  por  otra  parte,  lo  que  la  sentencii 
recurrida  establece  es  que  la  resolución  de  '11 
de*  abril  ha  reconocido  que  las  mensuras  se 
han  practicado  en  conformidad  á  los  títiil-^s 
ó  pedimentos,  3' que  esos  títulos  ó  pedimen- 
tos han  sido  aceptados  por  sentencias  cjeci- 
torins  que  en  copias  autorizadas  figuran  en 
autos,  afirmaciones  que  no  hacen  otra  co^i 
que  reconocer  la  existencia  de  hechos  esta- 
blecidos por  el  tribunal  sentenciador  que  no 
pueden  ser  nuucria  de  contestación  en  un  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  y  que  el  artLj- 
lo  958  del  Código  de  Procedimiento  Civil  or- 
dena dejar  subsistentes,  tales  como  han  silo 
establecidos  por  la  sentencia  recurrida. 

13.  Que  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia 
recurrida  no  importa  una  novación  en  el  jui- 
cio, ni  por  su  forma  ni  por  su  declaración,  ni 
mucho  menos  una  infracción  del  artículo 
1628  del  Código  Civil,  puesto  que  la  senten- 
cia confirmatoria  de  las  de  22  de  abril  y  -'^ 
de  octubre  se  limitó  á  resolver  la  demanda  y 
desechar  las  dos  excepciones  opuestas  por  el 
Fisco  demandado. 

14.  Que  las  copias  de  los  pedimentos  "Porve- 
nir", *'Progreso"  y  "Nuevo  Chile"  con  que  se  ha 
procedido  á  efectuar  las  mensuras  que  se  han 
impugnado  por  la  defensa  fiscal  por  no  estar 
revestidas  de  los  requisitos  legales,  motivo 
por  el  cual  se  dice  que  no  son  instrumentos 
públicos,  están  insertas  en  la  sentencia  ejecu- 
toria enviada  en  nota  á  la  Delegación  Fiscal 
de  Salitreras,  cuya  autenticidad  ha  sido  acre- 
ditada por  el  certificado  del  secretario  «leí 
juzgado,  que  afirma  estar  confórmela  sen- 
tercia  inserta  en  la  nota  con  la  queseencnen* 
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tra  en  el  copiador  de  sentencias  del  juzgado. 

15  Que  la  misma  nota  oriorinal  ha  sido  el 
instrumento  con  que  se  ha  iniciado  el  juicio  de 
mensura,  sin  que  se  hubiera  objetado  su  au- 
tenticidad, por  lo cualel  tribunal  sentenciador 
no  ha  podido  sin  incurrir  en  una  ilegalidad, 
pronunciarse  sobre  una  cuestión  que  no  fué 
materia  de  discusión  durante  el  juicio. 

IG.  Oue  lo  que  la  sentencia  recurrida  esta- 
blece es  que  las  mensuras  han  sido  practica- 
das en  conformidad  ñ  sus  títulos,  los  que  han 
sillo  aceptados  por  sentencias  ejecutoriadas 
que  en  copia  corren  en  autos,  afirmaciones 
de  la  causa  establecidas  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador, las  que  como  se  ha  dicho,  no  pue- 
(Un  ser  motivo  de  discusión  ni  examen  en  un 
recurso  de  casación  de  fondo,  de  lo  cual  resul- 
ta que  no  ha  sido  violada  la  disposición  del 
artículo  331  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

17.  Que  la  violación  fundada  en  la  infrac- 
cim  de  los  artículos  3,  5  y  6  del  Reglamento 
<lc  28  de  junio  de  1877  por  haberse  concedido 
pertenencias  de  descubridores  á  los  que  no  lo 
son,  versa  sobre  una  cuestión  que  no  ha  sido 
(kbatida  en  primera  instanciayha  sido  trata- 
da solo  en  segunda,  por  lo  cual  la  Corte  de 
A[)elaciones  juzgando  acertadamente,  se  limi- 
tóá  resol  ver  las  cuestiones  que  fueron  materia 
del  juicio  en  [)rimera  instancia,  dejando  á  salvo 
los  derechos  íine  pudieran  tener  las  partes  en 
los  puntos  que  no  habían  sido  propuestos 
oportunamente  en  el  juicio. 

18.  Que  no  habiéndose  pronunciado  senten- 
cia sobre  esta  cuestión  no  ha  podido  haber 
infracción  de  ley,  y  por  tanto,  no  ha}-  funda- 
mento legal  para  interponer  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  el  que  procede  únicamente 
cuando  ha  habido  infracción  de  ley. 

19.  Que  en  la  violación  de  la  ley  imputada 
í'i  la  sentencia  por  haber  aprobado  las  men- 
suras de  las  pertenencias  A  menor  distancia  de 
10  kilómetros  entre  cada  descubridora  hay 
que  tener  presente  que  se  ha  deducido  la  acción 
en  segunda  instancia,  después  de  haberse  reco- 
nocido por  el  injeniero  fiscal  que  todas  las 
pertenencias  están  mensuradas  á  más  de  5 
Kilómetros  cada  una,  que  es  la  distanciaqueel 
Ministerio  de  Hacienda,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Defensa  Fiscal,  ha  mandado  observar 


al  hacer  las  mensuras,  lo  que  por  otra  parte 
está  de  acuerdo  con  las  distancias  que  el  Có- 
digo de  Atinería  de  1877  establece  que  debe 
haber  entre  uno  y  otro  descubrimiento  de  mi- 
nas. 

20.  Que  á  lo  dicho  puede  agregarse  que  en  pri- 
mera instancia  el  representante  del  Director  del 
Tesoro  impugnó  las  mensuras  por  no  haberse 
guardado  entre  unas  y  otras  descubridoras 
la  distanciarle  5  kilómetros,  reconociendo  que 
en  un  principio  se  había  sostenido  por  los  re- 
presentantes fiscales  que  esa  distancia  debía 
ser  de  10  kilómetros,  pero  que  posteriormente 
j)or  consideraciones  de  ley  y  de  equidad  y  con- 
veniencia fiscal,  representadas  por  el  Consejo 
de  Defensa  Fiscal,  el  Ministerio  respectivo 
había  dado  instrucciones  á  los  funcionarios 
para  que  se  atuvieran  á  las  disposiciones  del 
Código  de  Minería  y  que  sólo  exigieran  la 
distancia  de  5  kilómetros  entre  unas  y  otras 
descubridoras. 

21.  Que  el  ingeniero  fiscal  de  salitreras  que 
asistió  á  las  mensuras  ha  reconocido  que  el 
punto  de  partida  entre  una  y  otra  pertenencia 
se  tomó  siempre  á  mayor  distancia  de  5  kiló- 
metros, lo  que  importa  el  establecimiento  de 
un  hecho  no  contradicho  por  la  defensa  fiscal. 

22.  Que  habiéndose  procedido  con  arreglo 
á  est.is  instrucciones  y  trabada  la  cuestionen 
primera  instancia  sobre  si  las  pertenencias  es- 
taban mensuradas  á  menor  distancia  de  5  kiló- 
metros, la  sentencia  no  habría  podido  resolver 
otro  punto  que  el  debatido  y  no  el  referente 
á  la  distancia  de  10  kilómetros. 

23.  Que  no  hay  disposición  legal  que  resuel- 
Ta  de  una  manera  precisa  si  la  distancia  que 
debe  mediar  entre  las  descubridoras,  debe  me- 
dirse entre  las  líneas  que  encierran  las  perte- 
nencias, ó  si  estas  distancias  deben  medirse 
entre  la  escavación  que  constituye  el  descu- 
brimiento, puesto  que  aún  el  artículo  7*^  del 
Reglamento  previene  que  la  mensura  se  eje- 
cute **por  dentro  de  las  líneas  que  el  descubri- 
dor solicite  en  la  parte  esplorada  del  terreno". 

24-.  Que  la  conformidad  en  los  procedimien- 
tos al  practicar  el  registro,  posesión  3'  pro- 
piedad de  los  depósitos  salitrales,  está  además 
regida  por  las  disposiciones  del  Código  de  Mi- 
nería en  cuanto  no  están  modificadas  por  las 
disposiciones  del  artículo  2^  del  Reglamento, 
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(le  modo  que  no  habiendo  reglas  á  que  atener- 
se respecto  á  las  distancias  que  deben  guardar 
entre  sí  las  líneas  exteriores  de  las  pertenen- 
cias, debe  estarse  á  lo  que  prescriba  el  Código 
(le  Minería. 

25.  Que  habiéndose  discutido  durante  el 
curso  de  la  causa  sobre  si  las  pertenencias  nú- 
mero 7  del  grupo  **Porvenir"  y  números  2, 3, 4, 
5,  6  y  7  del  grupo  '^Progreso*'  se  habían  ubica" 
do  debidamente,  Y  presentadas  en  segunda  ins- 
tancia por  la  Defensa  Fiscal  todas  las  pruebas 
que  creyó  necesarias  para  demostrar  el  hecho 
que  las  mencionadas  pertenencias  habían  sido 
mensuradas  al  norte  del  grado  23,  la  senten- 
cia recurrida  consideró  que  el  hecho  afirmado 
por  el  representante  fiscal  no  estaba  acredi- 
tado suficientemente  con  la  prueba  de  autos. 

26.  Que  la  circunstancia  de  haberse  estima- 
do como  de  hecho  esta  cuestión  se  manifiesta 
más  claramente  con  el  voto  del  Ministro  disi- 
dente, quien  después  de  desechada  su  indica- 
ción para  que  se  abriera  un  termino  de  prueba 
dijo  que  cualquiera  que  fuera  el  mérito  que  se 
atribuyera  á  la  afirmación  que  sostiene  que 
las  pertenencias  han  sido  mensuradas  al  norte 
del  grado  23,  no  hay  en  autos  prueba  legal 
bastante  para  acreditar  esa  circunstancia. 

27.  Que  resultando  que  el  tribunal  senten- 
ciador en  uso  de  la  facultad  privativa  que  le 
corresponde,  ha  establecido  que  no  está  acre- 
ditada la  existencia  de  los  hechos  qué  sirven 
de  fundamento  á  la  acción,  no  puede  entrar  el 
Tribunal  de  Casación  á  alterar  esa  resolu- 
ción, que  el  artículo  958  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  en  su  parte  final  manda  respe- 
tar en  la  forma  que  han  quedado  establecidos 
en  el  fallo  recurrido. 

28.  Que  la  causal  de  casación  deducida  con- 
tra esa  resolución  no  importa  la  infracción 
del  tratado  de  1874',  promulgado  como  ley 
de  la  República,  porque  según  consta  del  in- 
ciso 1^  del  artículo  2^  del  tratado,  lo  practi- 
cado por  los  comisionados,  según  consta  del 
acta  de  1870  de  los  peritos  Pissis  y  Mujica, 
fué  establecer  un  hito  que  sirviera  de  punto 
de  partida  para  trazar  los  paralelos,  los  que 
nunca  fueron  materialmente  demarcados  en 
el  terreno;  lo  que  se  demuestra  también  con 
lo  expuesto  en  el  mismo  tratado  en  que  se  es- 
p  ula**quesi  hubiera  duda  acerca  de  la  exacta 


ubicación  del  asiento  minero  de  Caracoles  '• 
de  cualquier  otro  lugar  productor  de  minera- 
les, fuera  de  la  zona  comprendida  entre  es  .* 
paralelos,  se  procediera  á  determinar  dic  a 
ubicación  por  una  comisión  de  dos  peritos' . 
Y  consta  todavía  de  autos  que  ingenieros  «le. 
Gobierno,  que  en  diversas  ocasiones  hane-f 
cutado  .studios  y  observaciones  para  deter-  1 
.  minar  la  ubicación  parcial  del  paralelo  23, m 
han  estado  de  acuerdoen  la  ubicación  precin 
de  ese  paralelo. 

29.  Que  los  fundamentos  que  se  acaban  líe 
exponer  manifiestan  al  mismo  tiempo  lo  in- 
justificado de  la  causal  fundada  en  la  infrac- 
ción de  la  ley  de  2  de  mayo  de  1879,  so^re 
atribuciones  conferidas  al  Gobierno  respecto 
del  territorio  comprendido  éntrelos  paralelas  i 
23  y  24  y  decretos  de  24  de  junio  del  misüi'- 
año. 

Con  el  mérito  de  estos  fundamentos  y  ex- 
posiciones legales  citadas,  se  declara  quen) 
ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  el  fono 
interpuesto  contra  la  sentencia  de  14  de  n:r- 
zo  de  1905. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Palnu 
Guzmán. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  pre- 
sidente Varas  y  Ministros  Gallardo  y  Fósier 
Recabarren,  quienes  fueron  de  opinión  que  « 
diera  lugar  al  recurso  por  las  razones  q^í 
consignan  en  sus  votos  en  el  libro  de  acuer- 
dos. 

El  Ministro  señor  Palma  Guzmán  ha  ten:! 
además  presente  que  ha  sido  práctica  cons- 
tante en  la  Corte  Suprema  rechazar  lasop> 
siciones  hechas  por  la  Delegación  Fiscal  le 
Salitreras  para  llevar  á  efecto  mensuras  > 
salitreras  que  se  decían  estar  al  norte  dei 
grado  23,  por  considerar  que  estando  resuel- 
to que  debían  mensurarse  las  pertenencias 
con  arreglo  á  los  títulos,  no  podía  alterarle 
lo  fallado  por  sentencia  ejecutoria. 

La  oposición  del  Fisco  por  esta  causa  de- 
bía hacerse  en  el  juicio  para  declarar  el  dere- 
cho á  la  mensura,  y  nó  después  d¿  h  ibérse> 
reconocido  el  derecho — Carlos  Vnras^^Uo- 
poldo  Urrutia.—J.  Gabriel  Palma  Guzmán.- 

Galvaríno  Gallardo Gabriel Gaete,--  T.  <?"  ■ 

rre  t  ar gas, —E.  Fóster  Recabarren. 
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VOTO  ESPKCIAL  DEL  PRESIDKNTE  SRNOR  DON 
CAKLOS  VARAS 

Don  Hermójenes  Alfaro,  en  representación 
de  la  Compañía  Salitrera  Progreso,  dueño 
hoy  de  las  pertenencias  que  forman  los  gru- 
pos "Progreso'*,  "Porvenir"  y  Nuevo  Chile, 
ha  seguido  las  gestiones  judiciales  á  que  se  re- 
fieren los  autos  en  que  ha  recaído  la  resolu- 
ción definitiva  expedida  por  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago  en  mayo  de  1905  con  el 
objeto  de  que  sean  aprobadas  las  mensuras 
de  las  salitreras  mencionadas. 

La  causa  se  ha  tramitado  con  intervención 
del  representante  fiscal,  quien  se  opuso  a  la 
aprobación  de  dichas  mensuras. 

Esta  oposición  fué  desestimada  por  las  re- 
soluciones expedidas  por  el  Juzgado  de  Letras 
de  Antofagasta  en  22  de  abril  y  29  de  octubre 
de  1904  que  aprobaron  las  mensuras  recla- 
madas. 

Estas  resoluciones  tomaron  en  considera- 
ción la  reclamación  hecha  por  el  Fisco  en  con- 
tra de  las  mensuras  fundada  en  que  se  han 
mensurado  veintiuna  pertenencias  por  cada 
uno  de  los  tres  descubrimientos  de  que  se 
trata,  cuando  sólo  corresponde  mensurar 
tres. 

Esta  reclamación  y  petición  para  que  no 
fuesen  aprobadas  las  mensuras  aparece  pre- 
sentada en  el  juicio  el  mismo  día  en  que  se 
dictó  la  resolución  y  agregada  á  los  autos 
antes  de  dicha  resolución. 

En  solicitud  recayó  la  providencia  de  "ten- 
gase presente".  Tanto  esta  providencia  co- 
mo la  forma  material  del  proceso  indican  que 
la  solicitud  recordada,  íué  presentada  y  co- 
nocida del  Juzgado  antes  de  expedirse  la  re- 
solución aprobatoria  de  las  mensuras,  cir- 
cunstancias que  aparecen  corroboradas  con 
el  hecho  de  que  en  ninguna  ocasión  se  hu- 
biere expresado  por  los  interesados  que  su 
presentación  fuese  posterior. 

La  petición  fiscal  fué  reiterada  en  segunda 
instancia  y  la  sentencia  de  la  Corte  de  .ape- 
laciones de  Santiago  declaró  no  haber  lugar 
á  un  pronunciamiento  respecto  de  ella,  sin 
perjuicio  de  los  derecho  que  el  Fisco  pudiera 
ejercitar. 
De  los  antecedentes  expuestos  resulta  que 


se  procedió  por  las  resoluciones  de  primera  y 
de  segunda  instancia  á  la  aprobación  de  las 
actas  de  mensura  sin  que  previamente  se  hu- 
biesen resuelto  las  reclamaciones  que  antes 
de  ser  aprobadas  se  habían  hecho  valer  por 
la  parte  fiscal. 

La  sentencia  recurrida  al  aprobar  esas  ac- 
ta?,  dejando  sin  resolver  aquellas  reclamacio- 
nes y  reservando  al  Fisco  su  derecho  para  ha- 
cerlo valer  con  posterioridad,  infringe,  ajui- 
cio del  infrascrito,  los  artículos  56  y  58  del 
Código  de  Minería  de  1888,  infracciones  que 
han  sido  invocadas  por  el  recurrente. 

El  artículo  56  dispone,  en  su  inciso  segundo 
que  el  acta  de  mensura  se  mandará  inscribir 
por  el  juez,  hallándola  completa  y  legal;  y  el 
58  que  la  operación  practicada  en  conformi- 
dad á  lo  dispuesto  en  los  ariíoulos  anteriores 
será  inmutable  y  constituirá  definitivamente 
el  título  de  propiedad  de  la  mina,  sin  que  pue- 
da ser  impugnado  sino  porerror  pericial  cons* 
tante  de  la  misma  acta  en  que  se  consignó,  ó 
por  razón  de  fraude  ó  dolo. 

En  uno  de  los  anteriores  artículos  del  mis- 
mo título,  el  artículo  49,  se  prescribe  que  el 
juez  ordenará  se  proceda  á  la  mensura,  resuel- 
tos por  sentencia  los  litigios  á  que  hubiera 
dado  lugar  la  respectiva  petición. 

Pe  estas  disposiciones  legales  se  deduce  que 
la  ley  ha  querido  constituir  el  acta  de  mensu- 
ra aprobada  en  título  de  propiedad  que  no 
esté  sujeto  á  controversias  futuras  en  que  se 
trate  de  impugnar  ó  desconocer  el  derecho 
que  se  ha  ejercitado  i)or  el  minero.  Por  esto 
es,  que  prescribe  resolver  antes  de  la  mensura 
los  litigios  á  que  diere  lugar  y  ordena  al  juez 
no  inscribirla  si  no  fuere  completa  y  legal.  Y 
no  puede  estimarse  legal  una  mensura  á  la 
cual  se  ha  objetado  el  defecto  de  comprender 
ventiuna  pertenencias  por  grupo  de  descubri- 
dores cuando  se  sostiene  por  el  litigante  que 
únicamente  le  corresponden  tres. 

No  cabe  aprobar  mensura  dejando  sin  re- 
solver una  cuestión  que  afecta  los  derechos 
que  hacen  valer,  ni  puede  considerarse  título 
inmutable  de  propiedad  aquel  que  está  sujeto 
á  una  reclamación  de  tal  entidad  que  el  de- 
recho del  minero  pudiera  ser  reducido  á  tres 
pertenencias  en  vez  de  veintiuna. 

La  Corte  de  Apelaciones  al  aprobar  las  ac- 
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tas  sin  estar  resueltas  las  reclamaciones  he- 
chas en  contra  de  las  mensuras  y  reservando 
á  la  parte  que  interpone  la  reclamación  el  de- 
recho de  ejercitar  su  accionen  juicio  posterior, 
se  aparta  de  la  prescripción  legal  y  la  infrin- 
gía- 
El  de  propiedad  que  ordena  dar  no  es  va  el 

inmutable  que  contempla  la  ley,  sino  uno  que 
puede  estar  sujeto  á  variaciones  según  sea  el 
resultado  de  un  litigio  futuro. 

Se  ha  observado  á  este  respecto  que  tales 
cuestiones  debieron  haberse  ventilado  en  el 
juicio  anterior  que  se  siguió  para  obtenerla 
declaración  del  derecho  para  mensurar  perte" 
nencias  indicad ns  en  los  títulos  exhibidos  que 
son  las  mismas  que  se  han  mensurado;  y  de 
consiguiente  hay  cosa  juzgada  en  cuanto  A 
ese  punto;  porque  las  sentencias  anteriores 
le  reconocieron  este  derecho. 

Pero  la  verdad  es  que  esta  alegación,  funda- 
da ó  nó,  debió  hacerse  cuando  se  reclamó  ex- 
plícitamente de  las  actas,  y  se  pidió  no  fueran 
aprobadas,  y  el  juez  debió  resolver  acerca  de 
ella  antes  de  aprobar  las  mensuras;  pero  no 
ha  sido  lícito  ni  es  legalmcnte  aceptable  que 
sin  caer  resolución  sobre  ese  punto,  se  dé  co- 
mo establecido.— Car/os  Varas. 

VOTO    ESPECIAL    DEL    MINISTRO    SEÑOR 
GALVARIXO    GALLARDO 

El  infrascrito,~disi atiendo  de  la  mayoría 
del  Tribunal,— ha  opinado  en  favor  de  la 
aceptación  del  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, interpuesto  por  el  Fisco  en  contra  de  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Corte  de  Ape* 
laciones  de  Santiago,  con  fecha  14  de  marzo 
de  1905,  que  confirmó  los  autos  recaídos  en 
las  solicitudes  de  la  Compañía  Progreso,  de 
Antofagasta,  para  obtener  la  aprobación  ju" 
dicial  de  las  mensuras  de  las  pertenencias  qué 
forman  los  depósitos  salitreros  denominados 
'•Progreso",  *'Porvenir"  y  "Nuevo  Chile". 

Ha  tenido  en  cuenta  el  infrascrito,  para  sus- 
tentar esta  opinión,  las  consideraciones  que 
se  expresan  á  continuación: 

La  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
contra  la  cunl  se  ha  deducido  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo,  confirmó  los  autos  de  22 
de  abril  }-  29  de  octubre  del   año  1904  que 


aprobaron  las  mensuras  de  las  pertenemñas 
reclamadas  por  la  ^'Progreso";  rechazó  lo  «o" 
licitado  por  el  Üirector  del  Tesoro,  á  nombre 
del  Fisco,  en  lo  principal  del  escrito  y  final- 
mente declaró: 

*'...  que  no  ha  lugar  ñ  dictar  un  pronuncin. 
miento  respecto  de  las  peticiones  hecha*  jvr 
el  Fisco  ante  este  Tribunal,  por  no  haber  sid) 
ellas  formuladas  en  primera  instancia,  y  in 
consecuencia,  sin  perjuiciodc  los  derechoj;  íjuc 
el  Fisco  pudiera  ejercitar". 

Las  peticiones  que  no  creyó  poder  con.^i  í- 
rar  la  Corte,  fueron  expuestas  y  motivada> 
en  el  escrito,  y  se  refieren  .4  que  las  actas  ilc 
mensuras  correspondientes  á  los' pedimentos 
"Progreso",  'Torvenir"  y  **Nuevo  Chi'e". 
destinadas  á  poner  termino  definitivo  al  ]u\- 
cío  sobre  mensura  seguido  al  Fisco  por  la  S  í- 
i-iedad  *'Diego  Almeida",  contienen  ilegali  1 1- 
des  y  error  pericial. 

En  ese  escrito  sostiene  el  representante  h>- 
calque,  independientemente.de  las  obser\M 
ciones  relativas  á  la  ubicación  de  la  desciil>  i 
dora  número  7  del  grupo  "Porvenir",  hccLi 
al  Norte  del  paralelo  23,  hay  la  circunstanuí 
de  que  se  han  dado  siete  descubridoras,  ó  si  t. 
unia  descubridora  á  cada  uno  de  los  siete  <o!' 
citantes  de  los  pedimentos,  siendo  que  srl  - 
podía  concederse  descubridora  a  uno  de  1  'n 
recurrentes,  á  don  Román  Espech,  en  confor- 
midad al  artículo  3*^  del  Reglamento  de  2S  le 
Julio  de  1877,  de  donde  emanan  las  cona- 
siones. 

Este  artículo  prescribe  que  se  considerar^ 
como  descubrimiento  un  depósito  v¡r¿(en  (¡  ¡e 
se  halle  á  distancia  de  10  kilómetros,  á  lo  me- 
nos, de  algún  depósito  que  haya  sido  ex¡)I  > 
rado  y  explotado,  ó  se  halle  en  actual estalo 
de  explotación;  y  el  artículo  5°  concede  unes- 
tacamento  compuesto  de  tres  pertenencia- ;'- 
los  descubridores. 

El  representante  fiscal  observaba,  en  el  es- 
crito,  quede  los  pedimentos  exhibidos  per'.! 
* 'Progreso"  aparece  que  sólo  el  señor  lispei-íi 
era  deccubridor,  y  que  las  demás  personas  no 
tienen  derecho  sino  á  unestacamento  con  m.i 
pertenencia  como  lo  dispone  el  inciso  2"  df! 
artículo  6^  del  Reglamento  del  77,  siendo  :\>\ 
manifiesta  la  contravención  á  estas  dií:;iosi' 
ciones  en  que  se  ha  incurrido  al  practicar  las 
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mensuras  objetadas.  Agregó  que  no  podía  ar 
güirse  que  existe  cosa  juzgada  al  respecto 
porque  en  la  demanda  se  hablalja  de  21  per. 
tenencias  por  cada  pedimento  y  de  un  total 
(le  (>3.  pues,  lo  único  que  rcsdlvió  la  sentencia 
es  reconocer  el  valor  legal  de  los  pedimentos 
y  mandar  practicar  las  mensuras  correspon- 
dientes. 

Como  queda  expresado,  la  Corte  de  Apela- 
ciones, tn  su  fallo  de  14-  de  marzo  de  1905,  no 
se  pronunció  soSre  estas  ])eticiones  hcelias 
por  el  Fisco,  *'por  no  haber  sido  ellas  formu- 
ladas en  primera  instancia".  Esta  afirmación 
no  es  enteramente  exacta,  pues,  antes  de  qn^ 
el  juzgado  aprobase  las  mensuras  de  las  per. 
tenencias  número  2,  3,  4,  5,  6  y  7  del  grupo 
"Progreso'*,  el  representante  fiscal  en  Antofa_ 
i?:i^ta,  don  Alfredo  Vicuña  Correa,  piílió  en  e] 
escrito  que  no  se  aprobaran  las  respectivas 
actas  de  mensuras,  "por  haberse  medido  co- 
mo descubridoras  lo  que  la  sentencia  solo  re- 
conoeió  como  pertenencias  simples".  En  el 
otrosí  de  esc  escrito  agrega  que  acompaña  un 
informe  de  la  Delegación  Fiscal  de  Salitreras 
sobre  el  particular,  y  pide  se  tenga  presente 
ese  documento  al  resolver,  y  el  juzgado,  por 
providencia  accedió  á  esta  solicitud. 

Hs.  por  tanto,  de  toda  evidencia,  como  que 
ello  consta  de  autos,  que  bis  observaciones 
ílel  F'isco  sobre  el  número  de  descubridoras  y 
las  peticiones  consecuenciales,  fueron  formu- 
ladas en  términos  claros  y  categóricos  en  pri- 
mera instancia  respecto  de  los  números  2,  3, 
4-,  5,  G  y  7  del  grupo  **Progreso'*,  de  modo 
(jue  se  asevera  un  hecho  que  no  está  conforme 
«il  mérito  de  autos,  cuando  afirman  los  de- 
mandantes de  un  modo  absoluto  que  esas  pe- 
ticiones no  fueron  deducidas  en  primera  ins" 
tancia. 

Por  los  representantes  de  la  "Progreso"  se 
ha  sostenido,  durante  la  secuela  del  juicio, 
(|ue  no  son  admisibles  las  alegaciones  basa- 
das en  la  infracción  de  los  artículos  3^,  5^  3- 
6^  del  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  ó 
sea,  en  haberse  concedido  pertenencias  de  des- 
cubridores á  los  que  no  lo  son.  A  efecto  de 
robustecer  esta  tesis,  se  observa  que  esas  ale- 
gaciones constituyen  una  cuestión  que  no  ha 
sido  planteada  en  primera  instancia,  sino  en 
segunda,  y  que,  en  consecuencia,  la  sentencia 


recurrida  no  piulo  tomarlas  en  consideración 
para  lallarlas  en  cualquier  sentido: 

Si  estas  aseveraciones  fuesen  efectivas  y  es- 
tuvieran comprobadas  en  los  autos,  sería  de 
toda  evidencia  que  la  resolución  de  la  Corte 
de  .Apelaciones  estaría  dentro  de  las  reglas 
del  procedimiento  civil,  pues,  solo  sehabiía 
pronunciado  acerca  de  las  cuestiones  que  fue- 
ron materia  de  litigio,  reservando  al  Fis^*o 
sus  derechos  respecto  de  las  que  no  hubieran 
sido  pbmteadns  y  controvertirlas  por  las  par- 
tes eu  la  oportunidad  legal.  Pero  los  autos 
encierran  la  más  inequívoca  comprobación 
del  hechoc()ntrario,y,cii  realidad,  el  incidente 
sobre  el  número  de  descubridoras  números  2, 
3,  4-,  5,  6  y  7  del  gru[)o  *' Progreso"  se  promo- 
vió con  absoluta  claridail  y  oportunamente 
en  primera  instancia  antes  de  que  sc  espidiera 
el  fallo  del  juez  señor  Urzúa,  que  ¿4 probó  las 
mensuras  de  esas  pertenencias.  Con  e»  propó- 
sito de  no  dejar  la  mas  lijera  duda  acerca  de 
es^e  hecho  fundamental  en  conce[)to  del  in- 
frascrito, conviene  recordar  que  fué  durante 
la  primera  instancia,  y  aun  antes  de  que  se 
dictara  el  fallo,  cuando  presentó  el  abogado 
del  Fisco  señor  Vicuña  Correa,  el  escrit«>i 
acompañado  del  oficio  d-í  la  Delegación  Fisca 
de  Salitreras,  en  el  cual  se  plantea  esta  cues- 
tión con  toda  nitidez. 

A  fin  de  poner  más  de  relieve  el  error  del  fi- 
lio recurrido,  en  cuya  virtud  la  Corte  no  se 
pronunció  leg.ilmente  sobre  el  fondo  de  las 
cuestiones  debatidas,  cabe  hacer  notar  que  en 
el  escrito,  el  representante  fis'^al  expuso  que  el 
pedimento  "Progreso"  solamente  da  derecho 
á  una  descubridora  y  seis  estacas,  mientras  la 
sociedad  demandante  pretende  tener  derecho  á 
siete  descubridoras,  es  decir  á  veintiuna  esta- 
cas; y  que  los  términos  del  pedimento  y  los  de 
la  escritura  social  de  la  "Diego  Almeida"  sir- 
ven para  demostríir  que  solamente  Espech 
fué  descubridor. 

He  aquí  la  parte  pertinente  de  ese  escrito: 

"¿El  pedimento  "Progreso"  da  derecho  á 
qué?  Pura  y  esclusivamente  a  una  descubrido' 
ra  y  seis  estacas. 

"He  de  justificar  mi  aserto  con  las  conside- 
raciones que  siguen: 

"Hay  dos  fuentes  de  las  que  fluyen  esas  con- 
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sideraciones:  el  mismo  pedimento  y  la  escritu- 
ra social. 

*'Dicc  el  pedimento  página  51  vita:  *'He 
descubierto  una  pampa  de  salitre  ubicada  en 
el  llano  que  se  extiende  al  Oriente  de  Sierra 
Gorda  y  al  Norte  del  cordón  de  cerros  denomi. 
nados  Punta  Negra,  prolongándose  la  man. 
cha  de  salitre  de  Sur  á  Norte." 

**Por  la  redacción  del  pedimento  se  ve  que 
sólo  se  señalan  las  demarcaciones  que  indivi- 
dualizan una  descubridora,  y  las  demás  ¿qué 
límites  tendrían?  No  los  señala  el  pedimento. 
No  habiendo  límites  no  hay  distancia  y  no 
pueden  en  consecuencia,  aparecer  como  descu- 
bridoras pertenencias  sin  límites. 

"Por  el  contrarío,  las  estacas  se  piden  sin  fijar 
límites  porque  las  estacas  siguen  á  continua- 
ción de  las  descubridoras  y  basta  que  solo  és' 
tas  se  limiten.  El  pedimento  **Progreso"  está 
conforme  en  esto  con  la  práctica  de  no  señalar 
á  las  estacas  límites  propios  sino  como  única 
referencia  á  las  descubridoras  á  que  acceden. 

*'Además,  hay  otra  razón  para  estimar  que 
el  pedimento  ''Progreso**  no  da  origen  á  las 
siete  descubridoras  que  pretenden.  Hay  una 
manifiesta  diferencia  en  la  redacción  de  los  pe- 
dimentos "Nuevo  Chile**  y  "Porvenir**  con  la 
redacción  del  pedimento  "Progreso";  en  los 
dos  primeros  se  dice  especialmente  que  se  pide 
una  descubridora  para  cada  uno,  mientras 
que  en  el  pedimento  "Progreso**  se  dice:  "ad- 
judicando en  primer  lugar  las  pertenencias 
que  personalmente  me  corresponden  y  sucesi- 
vamente la  de  mi  representado**.  Fíjese  US.  en 
este  artículo  usado  en  singular  que  se  refiere  á 
la  pertenencia  que  corresponde  á  cada  uno  de 
los  comitentes,  y  cuando  habla  el  mismo  pedi^ 
mentó  respecto  á  las  pertenencias  que  le  co- 
rresponden á  Espech,  tiene  buen  cuidado  de 
decir  las  pertenencias.  ¿No  se  ve  claro  que  Es- 
pech pidió  una  descubridora  para  sí  y  una  es- 
taca para  cada  uno  de  sus  compañeros?  Y  con 
este  pedimento,  tal  como  está,  fué  entablada 
la  demanda  y  la  sentencia  de  la  Corte  mandó 
mensurar  lo  que  contiene  ese  pedimento. 

"¿Porqué  el  Juzgado  de  US.  encargado  del 
cumplimiento  de  la  sentencia  ha  de  dar  más 
de  lo  pedido  y  reconocido,  si  llegaran  á  apro- 
barse las  actas  en  cuestión?  ¿Cómo  podría 
US.  reconocer  á  una  sociedad  como  ésta  que 


según  ellos  ha  pedido  mensura  para  veiniijna 
pertenencias,  cuando  el  decreto  de  13  de  s«]i 
tiembre  del  76,  limita  á  diez  el  número  de  [kt. 
tenencias  que  puede  reunir  una  sociedad  ú 
persona? 

"La  escritura  social  sirve,  como  el  mismn 
pedimento,  para  demostrar  que  las  siete  des- 
cubridoras que  hoy  se  quieren  mensurar  no 
tienen  título  ni  alegado  ni  declarado  por  la 
Corte. 

"De  la  redacción  de  la  escritura  social  apa- 
rece que  lo  aportado  á  la  sociedad  son,  en  ca* 
da  grupo,  tres  pertenencias  pertenecientes  á 
Espech  y  una  pertenencia  aportada  por  cada 
uno  de  los  veinte  socios  restantes,  que  unidos 
al  otro  socio  Espech,  no  dan  las  veinticuatro. 
Y  así  se  suman  las  veintitrés  pertentncias  que 
habla  el  artículo  2^  de  la  Sociedad,  página  31^ 
y  siguientes.  Veintitrés  pertenencias  en  cada 
grupo:  como  son  tres,  resulta  de  sesenta  y 
nueve  el  haber  social. 

"Y  sin  embargo,  fusionados  los  tresgnip<^. 
tal  como  ellos  lo  quieren,  con  siete  descubri- 
doras cada  uno,  tenemos  que  cada  grupo  $( 
compondrá  de  veintiuno  y  veintiuno  portrts 
es  igual  á  sesenta  y  tres;  y  faltan  sHs  entonces 
para  completarel  haber  social  de  scsentay  nue. 
ve.  ¿Cómo  se  esplica  esta  falta  de  seis  estacas? 
De  una  manera  muy  sencilla:  Reconociendo 
que  lo  que  solicitaron  Espech  y  sus  comiten- 
tes fué  una  descubridora  y  seis  estacas  á  con- 
tinuación de  esa  descubridora,  es  decir  nueve 
estacas  en  total  y  las  que  faltan  para  coropi^ 
tar  las  veintitrés  estacas  de  que  se  compofle 
cada  grupo,  es  decir  catorce,  las  aportan  res. 
pectivamente  los  catorce  socios  que,  unidos  á 
Espech  y  sus  seis  comitentes,  forman  los  vein. 
tiún  socios  que  enumera  el  artículo  2^  de  la 
Sociedad.  Las  veintitrés  pertenencias  se  din* 
den  entonces  así;  tres  para  Espech  por  dcscu. 
bridor  y  las  veinte  restantes,  una  por  ca- 
beza. 

"Si  así  no  fuera  resultaría  qae  en  la  Socie. 
dad  Diego  Almeida,  solo  siete  socios  aportan, 
quedando  catorce  socios  sin  aporte  social. 

"Las  catorce  estacas  aportadas,  como  de- 
cía antes,  por  los  catorce  socios,  están  «pre- 
sadas en  la  escritura  social,  de  manera  que  no 
solamente  hacen  imposible  que  estas  catont 
estacas  se  conviertan  en  catorce  descubrido- 
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ras  y  explica  esta  interpretación  la  frase  si- 
giiente  del  artículo  2^  de  los  estatutos; 

"Si  los  señores  Jiian  Weelwrit  y  otros  tam* 
bien  peticionarios  de  una  pertenencia  en  cada 
descubrimiento".  No  rae  detendré  en  analizar 
que  el  adverbio  también  implica  repetición, 
igualdad.  Quedan  pues  en  la  misma  situación 
el  señor  Weelwrit  y  los  firmantes  de  la  escri- 
tura social. 

**En  la  distribución  de  las  acciones  de  la  So- 
ciedad aparece  Román  Espech  con  la  adjudi. 
cación  triple  en  acciones  á  la  de  los  otros  so- 
cios, y  esto  guarda  consonancia  con  lo  que  he 
querido  demostrar:  que  el  grupo  ** Progreso*' 
se  compone  de  una  sola  descubridora  y  seis 
pertenencias  simples. 

**Por  las  consideraciones  que  anteceden  se 
ha  de  servir  US.  no  prestarle  su  aprobación  á 
las  actas  de  mensura  número  2,  3,  4,  5,  6  y  7 
del  grupo  "Progreso**. 

"Se  interpreta  de  una  maneríi  errónea  la 
sentencia  que  les  concede  el  derecho  de  men. 
surarse.  La  sentencia  declaró  válido  el  pedi. 
mentó  "Progreso**.  Los  interesados  fijaron  el 
alcance  del  pedimento  "Progreso**  al  consti- 
tuir la  Sociedad  Diego  Almeida  y  entonces 
creyeron  que  solo  daba  derecho  á  una  descu- 
bridora y  seis  estacas,  es  decir,  nueve  que  uni- 
das á  las  catorce  estacas  aportadas  por  los 
catorce  socios  citados,  forman  las  veintitrés 
de  que  consta  el  grupo  "Progreso**.  Hoy  se 
desconoce  ese  significado  por  los  interesados 
y  se  le  da  una  significación  mucho  mas  amplia. 

"Por  tanto  á  US.  suplico  se  sirva  no  apro- 
bar las  dichas  estacas  de  mensura  por  haber- 
se pedido  como  descubridoras,  lo  que  la  sen- 
tencia solo  reconoció  como  pertenencias  sim- 
ples**. 


Independientemente  del  escrito  del  señor 
Vicuña  Correa,  cuya  parte  sustancial  queda 
trascrita,  y  que  el  Juzgado  ordene  tener 
presente,  existe  el  oficio  de  la  Delegación 
Fiscal  de  Salitreras,  en  el  cual  dice  el  se- 
ñor Lastarria  que  eran  nulas  todas  las  men- 
suras de  la  Sociedad  Diego  Almeida,  á  excep- 
ción de  las  tres  descubridoras  del  señor  Es- 
pech;  que  la  sentencia  recaída  en  el  juicio  pri- 


mitivo declaró  únicamente  el  derecho  de  la 
Diego  Almeida  á  mensurarse  con  arreglo  á  sus 
títulos,  y  esto  no  la  autorizaba  para  verifi- 
carlas i  legal  men  te;  y  quédelos  términos  del 
poder  conferido  á  Espech  en  Caracoles,  el  24 
de  septiembre  de  1879,  se  desprende  que  los 
seis  poderdantes  que  lo  suscribieron  enten- 
dieron que  solo  el  señor  Espech  sería  el  be- 
neficiado con  el  carácter  legal  de  descubridor. 
En  la  parte  final  del  oficio  del  Delegado  Fiscal 
de  Salitreras,  señor  Lastarria,  se  consignan 
los  siguientes  párrafos  que  resumen  sus  obser- 
vaciones: 

"Con  lo  expuesto  estimo  que  usted  podrá 
probar  al  juzgado  que  las  mensuras  practica- 
das están  más  nllá  de  lo  pedido  por  el  señor 
Espech,  y  creo  haberle  puesto  de  manifiesto 
la  nulidad  de  los  pedimentos  "Porvenir**  nú- 
mero 14,  y  "Nuevo  Chile**Tiúmero  15;  y  como 
creo  que  las  sentencias  que  se  hacen  valer  no 
han  reconocido  dichos  títulos  puesto  que  en 
cualquier  momento  se  podrá  probar  su  nuli- 
dad. Según  entiendo  sólo  ha  reconocido  el  de- 
recho que  tiene  la  Sociedad  Diego  Almeida  á 
mensurar  los  títulos  legales  que  presente;  y 
en  todo  caso  la  posesión  y  mensura  será  con- 
forme á  las  leyes  y  se  entregará  á  las  perso- 
nas que  presenten  los  poderes  de  los  peticio- 
narios. No  siendo  así,  creo  que  dichas  mensu- 
ras son  nulas  y  cualquiera  podrá  en  seguida 
e-^gir  su  nulidad  para  que  pasen  dichos  terre- 
nos á  ser  propiedad  fiscal. 

"En  la  suposición  que  dichos  dos  títulos 
fueran  legales,  no  podría  en  ningún  caso  men- 
surarse sino  una  sola  descubridora  en  cada 
título,  puesto  que  las  otras  seis,  que  se  han 
medido  con  cada  uno  de  ellos,  son  evidente- 
mente nulas,  puesto  que  la  Sociedad  Diego 
Almeida  no  presenta  los  poderes  de  los  seis 
poderdantes  anónimos  á  que  se  refieren  ellos.** 

Si  estas  fueron  las  consideraciones  alega- 
das y  las  peticiones  deducidas,  tanto  en  el  es- 
crito del  Delegado  Fiscal  de  Salitreras  como 
en  el  que  presentó  el  mandatario  del  Director 
del  Tesoro,  y  si  todo  esto  el  Juzgado  mandó 
tenerlo  presente,  se  llega  á  la  conclusión  de 
que  no  debió  la  Corte  de  Apelaciones,  en  la 
sentencia  recurrida,  dejarlas  sin  resolución 
por  considerar  erróneamente  que  esas  cues- 
tiones podían  quedar  sin  fallo  alguno.  Si  la 
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Corte  (le  Apelaciones  las  hubiera  tomado  en 
cuenta,  es  invladable  que  habría  tenido  que 
resolverlas  en  cualquier  sentido  declarando 
que  tanto  Hspech  como  sus  seis  socios  tenían 
los  pri'  ilegios  de  descubridores;  ó  bien  decla- 
rando (pie  sólo  aquél  era  descubriilor,  con- 
ft)rme  á  lo  alegado  en  el  escrito  del  señor  Vi- 
cuñíi  Correa,  que  fué  presentado  y  proveído 
antes  de  que  el  Juzgado  se  pronunciara  sobre 
las  mensuras  de  las  descubridoras  números  2, 
3,  4,  5,  6  y  7  de  la  "Progreso".  Si  el  Tribunal 
en  segunda  instancia  se  hubiera  pronunciado 
sobre  el  particular,  es  evidente  que  no  habría 
hecho  en  f.ivor  del  Fisco  una  reserva  de  dere- 
chos inconciliable  con  la  naturaleza  jurídica 
de  toda  operación  pericial  de  mensura  apro- 
bada judicialmente. 

Para  desvanecer  cualcjuiera  objeción  al  res- 
l)ecto,  conviene  recordar  que  el  auto  del  juez 
señor  Urzíía,  manifiesta  que  este  funcionario 
declaró  aprobadas  las  mensuras  de  las  perte- 
nencias números  2,  3,  4,  5,  6  y  7  del  grupo 
•'Progreso",  después  de  |)ronunciarse  sobre 
las  peticiones  y  alegaciones  del  escrito,  como 
se  demuestra  con  la  lectura  del  considerando 
4^  de  ese  auto  de  20  de  octubre.  Dice  ese  con 
siderando: 

**Oue  la  oposición  deducida  actualmente  por 
el  representante  del  Director  del  Tesoro  debió 
alegarse  como  excepción  durante  la  secuela 
del  juicio  de  mensura,  y  no  corresponde  hacer- 
lo ahora  en  esta  incidencia  sobre  cumplimien- 
to de  lo  ya  resuelto." 

No  hay  duda  alguna  acerca  de  que  este  con- 
siderando 4^  se  refiere  á  las  observaciones  y 
peticiones  del  escrito  del  señor  Vicuña  Correa» 
pues,  los  demás  considerandos,  los  que  llevan 
los  números  5,  6  y  7  están  estrecha  y  natural- 
mente relacionados  con  las  otras  impugna, 
ciones  aducidas  anteriormente  por  el  primer 
mandatario  del  Fisco,  señor  José  Manuel  Errá- 
zuriz;  y  que  versaban  sobre  dos  cuestiones:  los 
kilómetros  de  distancia  que  debían  haber  en- 
tre las  pertenencias  con  las  descubridoras  ve- 
cinas; y  la  idjicación  de  algunas  pertenencias 
al  norte  del  paralelo  23. 

Basta  relacionar  la  naturaleza  de  las  obje- 
ciones propuestas  por  el  señor  Errázuriz  con 
los  considerandos  6  y  7  para  comprender  que 
el  considerando  4^  no  se  refiere  á  esas  objecio- 


nes, sino  al  escrito  de  fs.  170.  y  para  iK"»..:: ; 
demostrado  que,  respecto  del  grupo  '*I*r.  ^rr 
so",  eliminando  el  número  1,  se  pm:;...,  . 
oportunamente,  en  primera  instancia, l.u:.- 
tión  acerca  de  si  los  peticionarios  tieiun  fi- 
el carácter  de  descubridores; y  si  encon-wuc  • 
cia,  se  les  ha  podido  dar  una  perteneiuin  >: 
pie  ó  una  tiple  pertenencia. 

La  afirmación  del  fallo  de  la  Corte  íL-  A 
laciones  de  Santiago  en  orden  á  que  t'^:i>  ;< 
ticiones  no  fueron  formuladas  en  prinitr;:  1- • 
tancia,  sólo  es  efectiva,  por  tanto,  con  rcl.  ^:  : 
á    las    pertenencias    cuyas    mensurío  t\:c: 
aprobadas  por  el  auto  de  22  de  abril  y  v: :. 
de  exactitud  respecto  de  las  com[)rcr.íl.     ^  c. 
el  de  29  de  octubre  como  queda  comiri  i 

Por  otra  parte,  la  cuestión    proTr.(>\v.i  - 
bre  el  número  de  descubridoras  no  ha  >i     :. 
liada  en  el  primer  juicio,  (jue  inició  áw.  !í .' 
mójcnes  Alfaro,  en  represen  tac  ion  del..  ^'  ^ 
dad  Diego  Almeida  ante  el  Juzgado  de  A  • 
fagas  t  a. 

En  aquel  litigio  el  demandante  hizortíi't' 
cia  á  veintiuna  descubridoras,  ó  sean, h-^- '-' 
y  tres  pertenencias;  y  estableciendo  el  n'iai: 
de  la  acción  interpuesta,  expresó,  queinttr: 
nía  demanda  contra  el  Fisco  á  findeij-.u./ 
definitiva,  se  declarase  su  derecho  á  iiiei  >"■-' 
los  pedimentos  de  don  Román  Espedí,  :u- 
panados  á  su  escrito.    En   consecuencln.  a ' 
que  hubiere  dicho  don  Ilermójenes  Aliar». 
el  cuerpo  de  la  demanda,  que  las  perteiicr-  - 
reclamadas  eran  sesenta  y  tres,  ó  un  nir  r' 
ma^'or,  esto  nada  habría  significado  ya  ■: 
en  el  fondo,  la  determinación  del  núnicri    . 
pertenencias  no  depende  del  mero  arhiin^  •^' 
demandante,  sino  de  los  términos  en  quep;- 
rezcan   válidamente  concebidos  en  h^  ;'-  ' 
mentos,  desde  que  las  sentencias  judiciaio.  ^ ' 
estas  materias,  se  limitan  á  reconocer  y  úu  •• 
rar  el  derecho  del  peticionario  á  mensurar  U* 
estacas  que  efectivamente  le  correspon«!«T .^i- 
gún  el  mérito  legal  del  pedimento  y  no  <c.:  "^ 
las  aseveraciones  que  se  hagan  en  el  esv-rin^  -' 
demanda.  Las  afirmaciones  de  los  peiici^'- • 
rios  relativamente  al  número  de  pertenencia 
solo  son  atendibles  en  cuanto  estén  conforma 
con  la  verdad  intrínseca  del  pedimento,  y^^'" 
las  disposiciones  legales  que  rigen  la  maten. 
Lo  contrario  importaría  su¡)oner  que  las  «• 
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tendas  judiciales  deberían  librarse  en  virtud 
de  las  declaraciones  de  los  demandantes,  sin 
atender  al  alcance  jurídico  de  los  pedimentos. 
Las  expresiones  más  ó  menos  calculadas,  de 
los  pedimentos  no  tienen  en  sí  el  valor  legal 
suñciente  para  adquirir  un  título  en  tal  ó  cual 
sentido.  La  manifestación  y  registro  de  la 
mina,  la  ratificación  del  registro  por  medio  de 
un  pedimento  y  el  registro  del  pedimento,  es 
decir,  todas  las  diligencias  legales  que  deben 
practicarse  antes  de  la  mensura  hecha  de  or- 
den judicial,  forman  un  título  provisorio  que 
no  tiene  por  sí  solo  el  mérito  probatorio  que 
atribuyen  los  representantes  dela**Progrcso" 
á  los  pedimentos,  que  acompañaron  el  primer 
juicio  fallado  en  abril  de  1901,  por  el  Juzgado 
de  Antofagasta.  El  artículo  39  del  Código  de 
Minería  prescribe: 

"Las  referidas  diligencias  servirán  de  título 
provisorio  de  la  propiedad  de  la  mina,  hasta 
que  se  constituya,  á  petición  del  registrador 
6  de  parte  interesada,  el  título  definitivo  por 
la  mensura  de  la  pertenencia  que  se  hiciere  de 
orden  judicial. 

"Pero  el  contenido  de  ese  título  provisorio 
no  podrá  servir  en  ningún  caso  de  prueba  le- 
gal." 

Las  sentencias  judiciales  tienen,  pues,  que 
fundarse  en  estas  materias  en  el  mérito  legal 
de  l'js  pedimentos  aun  cuando  los  peticiona- 
rios les  den  un  alcance  mayor  del  que  en  rea- 
lidad tienen,  tanto  más  cuanto  que  las  sen- 
tencias judiciales,  con   arreglo  á  lo  prescrito 
en  el  inciso  5"^  del  artículo  703  del  Código  Ci- 
vil, no  forman  nuevo  título  para  legitimar  la 
posesión.  De  aquí  porqué  los  fallos  expedidos 
en  el  juicio  iniciado  por  don  Hermójcnes  Alfa- 
ro,  no  pueden  conceptuarse  como  base  origi- 
naria del  derecho  reclamado  por  la  "Progre- 
so*', haciéndose  caso  omiso  del  verdadero  va- 
lor de  los   pedimentos   de  don  Román   Es- 
pech. 

La  discusión  entre  el  Fisco  y  don  Hermó- 
jenes  Alfaro,  representante  dt  la  "Progreso*', 
quedó  limitada  en  aquel  juicio  á  las  dos  ex- 
cepciones de  caducidad  del  título  y  de  pres- 
cripción que  opuso  el  mandatario  del  Fisco. 
Este  sostuvo  que  la  concesión  había  caduca- 
do por  falta  de  cumplimiento  de  las  condicio- 
nes impuestas  por  la  le}'  al  concesionario,  y 
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que,  en  todo  caso,  su  derecho  se  había  extin- 
guido por  prescripción. 

La  cuestión  relacionada  con  la  extensión  de 
los  derechos  conferidos  por  los  pedimentos, 
suponiéndolos  válidos  y  libres  de  impugna- 
ciones, no  fué  discutida  en  aquel  litigio,  se- 
gún lo  demuestra  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia expedida  en  13  de  abril  de.1903,  por 
lo  que  no  hay  cosa  juzgada  que  pudiera  in- 
vocar como  excepción  la  "Progreso"  para  ne- 
garse á  discutir  con  el  Fisco  el  punto  de  que 
se  trata. 

Los  considerandos  de  ese  fallo  permiten  for- 
marse i:!ea  cabal  de  las  cuestiones  debatidas 
entonces,  y  suministran  la  confirmación  del 
hecho  que  anotamos  al  aseverar  que,  duran- 
te aquel  juicio,  no  se  discutió  cual  era  la  ex- 
tensión efectiva  de  los  derechos  que  reclama 
la  "Progreso".  He  aquí  esos  considerandos; 

Considerando: 

1^  Que  el  Código  de  Minería  que  rigió  has- 
ta el  1^  de  Enero  de  1889,  disponía  que  los 
salitres  y  demás  sustancias  de  la  misma  clase 
que  se  encontrasen  en  terrenos  eriales  del  Es- 
tado y  de  las  Municipalidades,  fuesen  de  ex- 
plotación común  para  los  particulares,  sin 
perjuicio  del  derecho  del  Estado  ó  de  las  Mu- 
nicipalidades para  concederlas  á  los  particu- 
lares en  la  extensión  y  bajo  las  condiciones 
que  se  determinasen  en  contratos  celebrados 
especialmente,  ó  que  se  estableciesen 'en  los  re- 
glamentos que  se  dictaren  al  efecto. 

2^  Que,  usando  de  la  autorización  concedi- 
do por  el  iiulicailo  artículo,  el  Supremo  Go- 
bierno dictó  el  (decreto)  reglamento  del  28  de 
julio  de  1877,  en  que  señaló  las  condiciones  ó 
reglas  para  obtener  concesiones  de  terrenos 
salitreros  y  borateras,  sin  perjuicio  de  las 
disposiciones  del  Código  de  Minería  en  lo  que 
no  fuesen  modificadas  por  dicho  reglamento. 
3^  Que  respecto  de  los  pedimentos  á  que 
se  refiere  este  juicio,  según  se  ve  en  los  títulos 
adjuntos  á  la  demanda,  se  procedió  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  Código  de 
Minería  vigente  entonces  y  del  indicado  su- 
premo decreto,  adquiriéndose  así  un  derecho 
provisorio,  hasta  que,  por  la  mensura,  se 
constituyera  el  título  definitivo. 

i6 
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4^  Que  es  verdad  que  el  actual  Código  de 
Minería,  en  su  artículo  3^,  dispone  que  el  Es- 
tado se  reserva  la  explotación  de  nitratos  y 
sales  amoniacales  análogas  que  se  encuentren 
en  terrenos  del  Estado  ó  de  las  Municipali- 
des,  empero,  á  continuación,  y  de  acuerdo 
con  los  principios  sentados  en  el  artículo  9* 
del  Código  Civil,  se  agrega  que  se  exceptúan 
los  depósitos  sobre  los  que  por  leyes  anterio- 
res se  hubiese  constituido  propiedad  minera, 
y  ya  se  ha  dejado  establecido  en  el  conside- 
rando anterior  que  respecto  de  las  pertenen- 
cias de  que  se  trata  en  este  juicio,  se  había 
adquirido  un  derecho  efectivo. 

5^  Que  la  sanción  de  las  obligaciones  pre- 
vistas en  el  citado  supremo  decreto  de  28  de 
julio  de  1877,  era  el  despueble,  el  cual,  según 
el  anterior  Código  de  Minas,  requería  ser  de- 
nunciado y  declarado  judicialmente,  y  en  el 
presente  caso  no  hay  constancia  deque  se  hu- 
biere presentado  denunciante. 

6*  Que  la;prescripción  extintiva  de  acciones 
deducidas  por  el  señor  Promotor  Fiscal,  se- 
gún se  desprende  del  artículo  2514  del  Códi- 
go Civil,  se  refiere  á  las  acciones  en  que  se 
exige  de  otra  persona  el  cumplimiento  de  una 
obligación  de  ésta,  como  la  acción  del  cobro 
de  dinero  dado  en  préstamo,  por  ejemplo,  y 
en  las  cuales  el  plazo  de  prescripción  corre 
desde'que  la  obligación  se  haya  hecho  exigible. 

7^  Que  la  mensura  de  una  pertenencia  sa- 
litrera es  una  de  las  varias  diligencias  tenden- 
tes á  constituir  un  título  definitivo  y  comple- 
to de  propiedad,  no  supone  una  forma  obli- 
gada de  quien  se  haya  de  exigir  obligación 
alguna,  es  sólo  un  trámite,  una  operación  pe- 
ricial. 

8°  Que  aun  más,  los  supremos  decretos  de 
28  de  mayo  de  1887  y  22  de  diciembre  de 
1896,  han  mantenido  en  suspenso  respecto 
de  los  concesionarios  de  pertenencias  de  Aguas 
Blancas,  las  obligaciones  prescritas  en  varios 
artículos  á*t\  supremo  decreto  de  28  de  julio 
de  1877,  de  modo  que,  aunque  fuera  proce- 
dente, en  casos  como  el  presente,  la  prescrip. 
ción,  estaría  también  en  suspenso  el  plazo  de 
ella.  Por  tales  consideraciones  y  disposiciones 
legales  citadas  y  artículo  1698  del  Código  Ci- 
vil, se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda  y 
que  no  ha  lugar  á  la  prescripción. 


Los  considerandos  anteriormente  trascri- 
tos  demuestran  que  ni  siquiera  de  un  mo'lo 
incidental,  se  ventiló  entre  la  "Progreso"  j 
el  Fisco,  la  cuestión  relacionda  con  el  núme- 
ro de  descubridoras  que  debían  mensurarse 
en  las  pampas  "Porvenir",  "Nuevo  Chile"  v 
"Progreso".  En  dicho  litigio  se  trataba  úni- 
camente, por  parte  de  los  demandantes,  de 
obtener  una  declaración  judicial  que  recono- 
ciera el  valor  jurídico  de  los  pedimentos  he- 
chos por  don  Komáji  Bspech  y  no  había  para 
qué  entrar  á  discutir  el  otro  punto  referente 
á  la  extensión  efectiva  en  el  terreno,  de  los 
derechos  nacidos  de  esos  pedimentos.  En  con- 
secuencia, no  puede  alegarse  que,  antes  ile  U 
fecha  de  los  autos  de  22  de  abril  y  de  29  de 
octubre  de  1904,  aprobatorios  de  las  mensu- 
ras practicadas,  existía  alguna  sentencia  ej^ 
cutoriada  que  hubiera  resuelto,  en  un  sentido 
ó  en  otro,  la  cuestión  sobre  el  número  de  des- 
cubridoras, promovida  como  ya  se  ha  de- 
mostrado, en  la  primera  instancia  de  estas 
tramitaciones 

A  pesar  de  comprender  la  apelación  del  auto 
de  29  de  octubre,  las  peticiones  propuestas 
en  tiempo,  ante  el  juez  a  quo,  j  no  obstantí 
la  ampliación  de  esas  peticiones  á  las  demás 
pertenencias  indicadas  en  el  escrito,  la  sen- 
tencia recurrida  no  se  pronunció  en  cuanto  á 
las  primeras;  y  en  cuanto  á  las  segundas  tam- 
poco se  pronunció  por  no  haberse  formulado 
en  primera  instancia.  De  manera  que  la  Corte 
de  Apelaciones  se  limitó  á  confirmar  los  dos 
autos  que  aprobaron  todas  las  actas  de  men- 
sura, sin  resolver  nada  definitivo  sobre  las 
cuestiones  relacionadas  que  afectan  sustan- 
cialmentey  en  términos  considerables,  la  ca- 
lidad y  extensión  de  los  derechos  de  propie- 
dad invocados  por  los  mandatarios  de  la 
"Progreso." 

Las  resoluciones  judiciales  sobre  mensura*, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  título  IV 
del  Código  de  Minería,  fijan  de  un  modo  per- 
manente los  derechos  de  las  partes  que  son, 
en  este  caso,  el  Fisco  y  la  compañía  exprejwi- 
da.  Esas  resoluciones  llamadas  á  perfeccionar 
con  carácter  definitivo  el  título  del  peticiona- 
rio de  la  mensura,  no  pueden  expedirse  conJi- 
cionalraente,  ni  como  lo  hace  la  sen tencii  re- 
currida, con  reservas  de  derechos,  dejando 
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suhíite  los  de  una  de  las  partes,  pues  en  cual- 
quiera de  estos  casos,  no  surtirían  en  toda  su 
plenitud,  los  efectos  jurídicos  que  señala  el 
artículo  58  del  citado  Código,  el  cual  estable" 
ce  que  la  operación  de  la  mensura,  aprobada 
judicialmente,  "será  inmutable  y  constituirá 
definitÍYamente  el  título  de  propiedad  de  la 
mina'*. 

£1  pronunciamiento  del  auto  aprobatorio 
de  las  mensuras  con  la  reserva  de  derecho  de- 
clarada á  favor  del  Fisco,  importa,  en  reali- 
dad, dejar  en  suspenso  los  efectos  legales  de 
las  mismas,  desde  el  momento  que  quedan 
subordinadas  á  lo  que  se  resuelva,  en  definiti- 
va, en  el  litigio  que  debe  interponer  el  Fisco 
con  arreglo  a  las  peticiones  que  ha  deducido 
en  la  secuela  de  este  juicio. 

Mientras  tanto,  el  espíritu  de  la  ley  en  esta 
materia  es  que  no  se  aprueben  judicialmente 
las  mensuras,  si  hay  cuestiones  pendientes  so- 
bre ellas,  á  fin  de  que  esa  operación  sea,  como 
lo  dice  el  artículo  58,  inmutable  y  constituya 
definitivamente  el  derecho  del  propietario  de 
la  mina,  **sin  que  pueda  ser  impugnada  sino 
por  error  pericial  constante  de  la  misma  acta 
en  que  se  consignó  ó  por  razón  de  fraude  ó 
dolo". 

Este  mismo  propósito  inspiraba  al  Código 
de  Minas  del  año  1874  y,  en  efecto,  conforme 
al  artículo  91  de  este  último,  el  juez  podía 
ordenar  la  operación  pericial  sólo  en  los  casos 
de  no  haber  recaído  contradicción  en  la  soli- 
citud de  mensura  ó  de  estar  ya  resueltos  por 
sentencia  definitiva  los  litigios  á  que  ella  hu- 
biere dado  lugar. 

La  razón  de  este  precepto  del  Código  del 
año  1874,  como  la  del  artículo  58  del  Código 
vigente,  es  ima  misma:  es  la  necesidad  de  evi- 
tar que  los  fallos  tengan  una  duración  preca- 
ria ó  temporal,  y  que,  apenas  librada  una 
sentencia,  vuelva  á  quedar  sometido  el  dere- 
cho real  de  propiedad  del  minero  á  las  even- 
tualidades inherentes  á  cualquier  litigio.  El 
legislador  ha  querido  satisfacer  esta  necesi- 
dad estableciendo  los  requisitos  que  deben 
llenar  las  sentencias  judiciales  que  aprueban 
las  mensuras,  y  que  finiquitan  las  cuestiones 
relativas  á  la  constitución  del  derecho  de  pro- 
piedad del  minero. 

Si  esta  no  fuera  la  intención  manifiesta  del 


legislador,  no  se  comprendería  con  qué  obje- 
to ordenaba  el  artículo  99  del  antiguo  Códi- 
go, que  la  operación  pericial  de  la  mensura 
de  una  pertenencia  sólo  pudiera  ser  aproba- 
da por  la  justicia  para  constituir  un  título 
definitivo  en  el  caso  deque  no  hubiese  recaído 
contradicción  en  la  solicitud  de  mensura,  ó 
de  que  estuviesen  resueltos  por  sentencia  de- 
finitiva  los  litigios  que   hubieren  ocurrido. 
Tampoco  se  comprendería  el  propósito  del  le- 
gislador, manifestado  en  el  artículo  58  del 
nuevo  Código  de  Minas,  si  se  aceptara  que 
podían  aprobarse  las  mensuras  de  un  modo 
condicional  y  con  efectos  temporales. 

Rtrfi riéndose  á  las  mensuras  dice  este  ar- 
tículo: 

"La  operación  practicada  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  por  los  artículos  anteriores, 
será  inmutable  y  constituirá  definitivamente 
el  título  de  propiedad  de  la  mina,  sin  que 
pueda  ser  impugnada,  sino  por  error  pericial 
constante  de  la  misma  acta  en  que  se  consig- 
nó, ó  por  razón  de  fraude  ó  dolo.*' 

Estas  disposiciones  legales  revelan,  en  con- 
cepto del  infrascrito,  que  hay  una  infracción 
evidente  del  artículo  58,  ya  citado,  en  el  fallo 
de  la  Corte  de  Apelaciones  que,  por  una  parte, 
apruel»a  las  mensuras  objetadas  confirmando 
los  autos  de  primera  instancia;  y  por  otra 
parte,  reserva  al  mismo  tiempo  al  Fisco  los 
derechos  que  éste  ha  invocado  en  orden  al 
número  de  descubridoras.  Dentro  de  los  tér- 
minos de  esa  disposición,  no  es  conciliable  la 
aprobación  de  las  mensuras  con  la  reserva  de 
derechos  á  una  de  las  partes,  sobre  el  alcance 
de  los  pedimentos  y  sobre  la  extensión  efec- 
tiva de  las  pertenencias  mensuradas,  porque, 
como  lo  hemos  expresado,  el  artículo  58  no 
tiene  otro  objeto  que  el  de  convertir  la  apro- 
bación judicial  de  las  mensuras  en  un  título 
definitivo,  inmutable  y  perpetuo,  que  dé  al 
minero  la  certidumbre  de  que  no  será  más 
tarde  perturbado  en  el  goce  legítimo  de  su 
propiedad,  y  de  que  podrá  desenvolver  sus 
esfuerzos  amparados  por  la  estabilidad  de  los 
fallos  judiciales  que  han  declarado  sus  dere- 
chos con  precisión,  sin  reservas  condiciona- 
les, ni  limitaciones  semejantes. 

El  reconocimiento  que  hace  la  sentencia  re- 
currida del  derecho  de  la  sociedad   "Progre- 
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so"  á  las  pertenencias  mensuradas  es,  en  el 
fondo,  un  reconocimiento  temporal  y  condi- 
cional que  la  ley  no  permite,  ya  que  es  otro, 
como  queda  dicho,  el  alcance  jurídico  de  la 
aprobación  judicial  de  las  mensuras,  á  virtud 
de  le  establecido  claramente  en  el  artículo  58 
del  Código  de  Minería. 

Es,  por  tanto,  de  toda  evidencia,  que  la 
sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, dictada  en  este  juicio,  no  cumple  las 
condiciones  que  señala  la  ley,  pues  no  pone 
fin  inmediato  á  las  cuestiones  fundamentales 
que  se  relacionan  con  la  determinación  de  los 
derechos  de  la  "Progreso"  á  explotar  una  ex- 
tensión mayor  ó  menor  de  yacimientos  sali- 
trales. Si  la  sentencia  recurrida  no  finiquita 
definitivamente  la  cuestión  promovida  por  el 
Fisco  acerca  del  verdadero  número  de  perte- 
nencias entregadas  á  esa  sociedad,  no  es 
legal,  dentro  de  las  reglas  del  Código  de  Mi- 
nería, otorgarle  un  título  de  propiedad  de  ca- 
rácter provisorio  y  de  efectos  temporales, 
que  no  ha  solicitado,  en  estas  condiciones,  la 
'^Progreso",  y  que  tampoco  le  ha  reconocido 
el  Fisco.  Resueltas  que  sean  las  incidencias 
que  deja  pendientes  el  fallo  de  la  Corte  de 
Apelaciones  acerca  de  punto  tan  capital  como 
el  relativo  ala  determinación  exacta  de  la  ex- 
tensión de  los  yacimientos  que  corresponden 
á  la  referída  Sociedad,  llegará  la  oportunidad 
legal  de  otorgarle  «1  título  definitivo  que 
p  jeda  cor  responderle.  Mientras  tanto  la  sen- 
tencia recurrida,  al  aprobar  las  mensuras  de 
la  "Progreso"  haciendo,  al  mismo  tiempo, 
reserva  de  derechos  á  favor  del  Fisco,  contra- 
viene lo  dispuesto  en  el  artículo  58  del  Código 
de  Minería,  por  lo  que  hay  causa  bastante,  á 
juicio  del  infrascrito,  para  invalidarla. 

Galvarino  Gai  lardo 

Santiago,  6  de  abril  de  1907. 


YOTO  ESPECIAL  EMITIDO  POR  EL  SEÑOR  MINISTKO 
DON  ENRIQUE  FÓSTER  RECABARRKN 

El  infrascrito  está  enteramente  conforme 
con  la  doctrina  sustentada  en  los  dos  votos 
que  preceden  y  con  los  antecedentes  jurídicos 
que  les  sirven  de  fundamento,  y  por  eso,  disin- 
tiendo también  de  la  opinión  de  la  mayoría 


del  Tribunal,  fué  de  parecer  que  se  acogiera  e) 
recurso  de  fondo,  interpuesto  en  estos  autos 
á  nombre  del  Fisco  contra  la  sentencia  de  !a 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  y  que,  in- 
validándose la  indicada  sentencia,  se  declara- 
ra  en  la  que  habría  de  reemplazarla,  que  no 
había  lugar,  por  ahora,  á  la  aprobación  de  ia 
mensura  de  las  pertenencias  salitreras  de  que 
se  trata  en  aquel  fallo. 

Predomina  en  esta  causa  un  hecho  culmi- 
nante y  de  importancia  decisiva  para  la  reso- 
lución del  asunto  controvertido,  á  saber:  que 
antes  de  que  se  aprobara  definitivamente  por 
la  justicia  ordinaria  la  mensura  de  las  perte- 
nencias salitreras  que  forman  hoy  la  Compa- 
ñía Progreso  de  Antofagasta,  el  Fisco  dedujo 
en  los  mismos  autos,  así  en  pnmera  como  en 
segunda  instancia,  reclamaciones  de  fondo 
sobre  el  número  de  esas  pertenencias  y  consi- 
guientemente sobre  su  ubicación  en  el  terreno 
y  sobre  la  extensión  de  los  depósitos  salitre- 
ros que  debían  sustraerse  del  dominio  fiscal 
para  entregarlos  á  los  peticionarios  de  la 
mensura. 

l'^sto  ha  sido  reconocido  </e /kc^o  nosóio 
por  el  juez  de  letras  de  Antofagasta,  que 
mandó  tener  presente  esas  objeciones  antes 
de  resolver,  sino  también  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  que  las  desestimó 
únicamente  porque,  en  su  concepto,  no  ha- 
bían sido  ellas  túrbidamente  formuladas  en 
primera  instancia;  pero  que,  al  mismo  tiempo 
dejó  abierta  al  Fisco  la  puerta  para  que  ejer- 
citara su  derecho  en  una  instancia  poste- 
rior. 

Los  votos  del  señor  presidente  Varas  y  del 
señor  Ministro  Gallardo  contienen  acerca  de 
este  punto  todas  las  referencias  necesarws. 
que  demuestran  la  exactitud  de  ese  aserto, 
como  contienen  asimismo  la  única  conclu- 
sión lógica  y  legal  que  de  tal  hecho  se  des- 
prende. 

El  infrascrito  hace  suyos  todos  esos  concep- 
tos y  los  da  por  reproducidos  en  este  voto. 

Para  el  que  esto  escribe,  lo  mismo  que  para 
los  demás  Ministros  disidentes,  es  inconcuso 
que  la  autoridad  judicial  no  puede  ni  debe 
aprobar  una  acta  de  mensura  depertenencia* 
salitreras  mientras  existan  por  resolver  cnes- 
tiones   de  fondo   que  de   cualquier  manera 


JURISPRUDENCIA 


219 


afecten  los  derechos  encontrados  del  que  so- 
licita la  diligencia  y  del  que  se  opone  á  ella. 

El  carácter  de  inmutable  y  de  título  defini- 
tivo de  propiedad  que  corresponde  á  la  men- 
sura practicada  en  conformidad  con  la  ley, 
según  la  enfática  declaración  del  artículo  58 
del  Código  de  Minería,  impone  necesariamen- 
te á  los  tribunales  que  entienden  en  un  asunto 
de  esta  naturaleza,  la  obligación  ineludible 
de  resolver,  antes  de  aprobar  dicha  mensura, 
todas  las  reclamaciones  ú  objeciones  sustan- 
ciales de  cualquiera  especie,  que  hubieren  he- 
cho valer  los  interesados  y  cuya  solución 
pudiera  m¿s  tarde  afectar  la  integridad  ó 
inteligencia  definitiva  de  la  operación  misma. 
Así  lo  disponen,  á  más  del  precepto  legal 
ya  citado,  los  artículos  49  y  56  del  mismo 
Código,  y  así  lo  exige  también  la  propia  ra- 
zón natural. 

La  idea  de  operación  inmutable  y  de  título 
definitivo  se  contrapone  á  la  de  cuestión  pen- 
diente que  pueda  hacer  variar  la  fijeza  de  esos 
atributos,  y  la  sentencia  que  desconozca  esta 
verdadera  antinomia  jurídica  y  pretenda  crear 
el  título  definitivo  é  inmutable,  dejando  al 
mismo  tiempo  pendiente  la  resolución  de 
cuestiones  que  puedan  comprometer  su  inte- 
gridaJ,  es  una  sentencia  que  se  coloca  fuera 
de  la  ley  y  que  la  viola. 

No  insistirá  más  el  infrascrito  en  esta  tesis, 
que  ha  sido  suficientemente  dilucidada  en  los 
votos  que  ha  hecho  suyos;  pero  agregará,  sí, 
otras  consideraciones  para  demostrar:  1^  la 
improcedencia  jurídica  del  argumento  según 
el  cual  el  Fisco  no  habría  podido  hacer  valer 
durante  la  instancia  de  mensura  las  objecio- 
nes relativas  al  número,  extensión  y  ubica- 
ción de  las  pertenencias  salitreras  manifesta- 
das por  la  Sociedad  Ojego  Almeida,  hoy  Pro- 
greso, por  impedírselo  la  cosa  juzgada,  en 
razón  de  haberse  ya  litigado  sobre  estas  ma- 
terias en  el  juicio  que  las  mismas  partes  siguie- 
ron sobre  derecho  á  mensurar  las  indicadas 
pertenencias;  y  2^  que  no  es  tampoco  acepta- 
ble el  motivo  ó  consideración  en  que  se  funda 
la  sentencia  recurrida  para  no  tomar  en  cuen- 
ta las  objeciones  hechas  por  el  Fisco  á  la  apro- 
bación de  la  mensura,  ó  sea  que  las  dichas 
objeciones  no  se  formularon  en  primera  ins- 
tancia. 


Conviene  tratar  separadamente  estos  dos 
aspectos  de  la  cuestión,  por  la  influencia, 
bien  sensible  por  cierto,  que  uno  y  otro  han 
tenido  en  el  fallo  de  los  jueces  de  fondo. 


Desde  luego  cabe  recordar  que  para  que  se 
pueda  oponer  en  derecho  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  se  exige  hoy  lo  mismo  que  en  el  pro- 
cedimiento antiguo,  la  concurrencia  simultá- 
nea de  los  tres  siguientes  requisitos,  mencio- 
nados en  el  artículo  200  del  Código  en  ma- 
teria: 

19  Identidad  legal  de  personas; 

2^  Identidad  de  la  cosa  pedida;  y 

3^  Identidad  do  la  causa  de  pedir. 

Y  basta  examinar  el  juicio  iniciado  años 
atrás  por  la  "Diego  Almeida'*  en  contra  del 
Fisco,  á  fin  de  que  se  declarara  su  derecho  á 
mensurar  las  pertenencias  salitreras  por  ella 
manifestadas,  para  comprender  que  entre  ese 
juicio  y  el  presente  no  concurre  ninguna  de 
las  tres  identidades  jurídicas  que  se  requieren 
para  que  pueda  tener  vida  legal  la  excepción 
de  cosa  juzgada. 

En  efecto,  en  los  juicios  mencionados  ni  liti- 
garon las  mismas  personas,  ni  se  pidieron  las 
mismas  cosas,  ni  fué  una  misma  la  causa  de 
pedir. 

Verdad  es  que  la  ''Progreso"  antes  Diego 
Almeida,  ha  intervenido  en  ambos  juicios,  co- 
mo ha  intervenido  también  en  ellos  el  Fisco; 
pero  se  olvida  que  este  último  contendor  no 
ha  figurado  en  uno  y  otro  pleito  con  el  mismo 
carácter,  y  que,  en  consecuencia,  no  existe  en 
realidad  la  identidad  legal  de  personas. 

El  Fisco  desempeña  en  la  economía  nacio- 
nal papeles  variadísimos  con  atribuciones, 
deberes  y  derechos  peculiares  en  cada  uno  de 
ellos,  que  no  es  posible  refundir  en  una  misma 
y  sola  personalidad  jurídica. 

El  Fisco  representa  unas  veces  al  Estado 
como  autoridad  ó  como  entidad  de  adminis- 
tración y  gobierno,  representa  otras  veces  á 
la  vindicta  pública  ó  al  interés  social;  en  otras 
asume  el  rol  de  empresario  mercantil  yes  due- 
ño de  ferrocarriles  ó  de  otras  empresas  de 
transporte,  es  heredero  ab-intestato  en  todas 
las  sucesiones  en  que  falte  el  heredero  legíti- 
mo; es  dueño  de  todas  las  tierras,  montes  y 
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bosques,  que  no  formen  parte  del  patrimonio 
privado  de  otra  persona;  y  posee,  por  último, 
en  propiedad  particular  y  exclusiva,  la  explo- 
tación de  todas  las  guaneras  existentes  en  te- 
'rrenos  de  cualquier  dominio  y  la  de  depósitos 
de  nitratos  y  sales  amoniacales  análogas  que 
se  encuentren  en  terrenos  del  Estado  ó  de  las 
Municipalidades. 

Y  esta  diversidad  de  papeles  c  intereses  que 
el  Fisco  desempeña  y  representa  en  la  activi- 
dad nacional,  corresponde  necesariamente  á 
igual  diversidad  de  entidades  jurídicas  repre- 
sentadas que  tienen  vida  propia  é  indepen- 
diente, y  que  forman,  por  decirlo  así,  adminis- 
traciones separadas,  sujetas  á  la  acción  del 
mismo  gestor. 

Kii  todas  ellas  el  representante  es  uñó  mis- 
mo, ó  sea  la  persona  ó  corporación  de  dere- 
cho público  que  se  llama  Fisco:  pero  el  repre. 
sentado  es  distinto,  según  sea  el  negocio  ó 
materia  de  que  se  trate. 

Así,  no  podría  confundirse  al  Fisco,  repre 
sentante  de  la  autoridad  pública,  con  el  Fis- 
co heredero  ab-intestato,  ó  emí)resario  de 
transportes  ó  dueño  de  depósitos  salitreros 
vacantes. 

Actor  ó  reo,  en  representación  de  cada  una 
de  esas  entidades,  su  mandato  no  irradia  fue- 
ra de  ellas,  ni  compromete  el  interés  ó  el  dere- 
cho de  las  demás  entidades  cuando  una  sola 
de  ellas  es  la  demandante  ó  la  demandada. 

Y  esto  que  sucede  con  el  Fisco,  representan- 
te obligado  de  tan  distintos  y  variados  inte- 
reses, no  es  una  novedad  en  nuestro  derecho 
positivo, y  el  mismo  fenómeno  se  produce  aun 
en  el  radio  mucho  más  modesto  y  reducido  de 
la  actividad  privada. 

Así  sucede  que  un  sólo  individuo,  un  padre 
de, familia,  verbi-gracia,  que  en  tal  carácter 
es  ya  representante  legal  de  su  mujer  y  de  sus 
hijos,  puede  ejercer  al  mismo  tiempo  como  tu- 
tor ó  curador,  la  guarda  de  uno  ó  más  meno- 
res; puede  ser  gerente  ó  administrador  de  dis- 
tintas sociedades  con  personería  jurídica; 
puede  ser  mandatario  contractual  de  otras 
personas  naturales  que  le  hayan  encomenda- 
do la  gestión  de  sus  negocios  y  puede,  por  úl- 
timo, desempeñar  cargos  públicos  que  le  otor- 
guen derechos  y  le  impongan  responsabilida- 
des funcionarias. 


En  cada  una  de  esas  situaciones  sa  repre- 
sentación es  independiente  de  las  demás,  y 
cuando  es  llamado  á  juicio  en  un  carácter 
dado,  no  se  entiende  el  litigio  con  ninguna  de 
las  otras  entidades  que   también  representa. 

Pues  bien  ¿y  quién  litigó  con  la  Diego  Ai 
raeida  en  el  pleito  promovido  por  ésta  sobre 
derecho  á  mensura  de  pertenencias  salitreras? 
El  Fisco  en  representación  del  Estado  conce- 
den te  y  nadie  más. 

¿Y  quién  ha  litigado  con  la  "Progreso"  en 
el  juicio  en  que  ha  incidido  el  presente  recurso 
sobre  oposición  á  que  se  apruebe  la  mensura 
ya  practicada  de  las  pertenencias  salitreras 
de  que  aquella  Sociedad  se  pretende  dueña? 
El  Fisco,  como  minero  conlindante  ó  sea  co- 
mo dueño  de  los  depósitos  salitreros  que  le- 
galmente  no  pertenecen  á  otra  persona  j 
nadie  más. 

En  efecto,  en  el  primero  de  dichos  juicios 
sólo  se  discutió  y  averiguó  si  las  manifesta- 
ciones de  los  depósitos  salitreros  denomina- 
dos "Progreso",  "Porvenir"  y  "Nuevo  Clii- 
le",  que  constituían  la  Sociedad  Diego  Almei- 
da,  debían  ó  nó  considerarse  vigentes  y  obli- 
gatorias para  el  Estado,  6  sea  para  la  auto- 
ridad que  las  concedió. 

Sosteniendo  lo  primero,  los  socios  de  la 
Diego  Almeida  se  limitaron  á  pedir  que  se 
reconociese  el  derecho  que,  a  virtud  de  una 
manifestación  registrada,  habían  adquiri'lo 
por  mensuras  y  constituir  título  definitivo 
de  propiedad  de  las  pertenencias  objeto  de 
tal  manifestación;  y  rebatiéndolos,  el  Fisco 
pidió,  á  su  vez,  como  representante  del  Esta- 
do, que  se  desechara  la  demanda;  porque  la< 
concesiones  de  que  trataban  los  pedimentos 
referidos  no  eran  legal  mente  eficaces  ó  habían 
caducado  en  virtud  de  las  distintas  razones 
que  al  efecto  adujo. 

Se  trató,  en  consecuencia,  en  ese  juicio,  del 
descubrimiento  mismo,  ó  sea  del  valor  que  á 
la  fecha  de  la  demanda  correspondía  á  los 
pedimentos  salitreros  de  los  demandantes, 
en  presencia  de  las  disposiciones  del  Códi.ío 
de  Minería  y  del  reglamento  complementario 
bajo  cuyo  régimen  se  formularon. 

Esta  fué  únicamente  la  materia  del  pleito  y 
sobre  esa  litis  única  recayó  la  scntenaa  de 
los  jueces  que  en  él  entendieron.   El  fallo  no 
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habría  podido  entonces  pasar  más  allá,  ni 
comprender  á  otras  personas  que  á  las  que 
en  dicho  juicio  litigaron,  so  pena  de  nuh'dad 
de  lo  obrado. 

Ahí  fué  vencido  el  Fisco,  representando  al 
Estado  en  su  carácter  de  conceden  te  legal  y 
único  de  toda  mina,  y  su  papel,  como  sucede 
siempre  en  los  juicios  de  esa  especie,  se  redujo 
á  tratar  de  impedir  que  los  demandantes  se 
atribuyeran  los  derechos  de  manifestantes 
registrados  con  títulos  aptos  para  solicitar 
mensura,  cuando  en  su  concepto  no  se  habían 
cumplido  para  ello  los  requisitos  legales  del 
caso,  ó  bien  habían  caducado  por  el  trans- 
curso del  tiempo  los  derechos  que  de  la  mani- 
festación legalmente  registrada  hubieran  po- 
dido derivarse. 

Bien  está.  Pero  el  Fisco,  á  más  de  repre- 
sentar al  Estado  conceden  te,  era  y  es  minero 
colindante  de  la  Sociedad  Diego  Almeida,  hoy 
Progreso,  como  lo  es  en  general  de  todo 
concesionario  salitrero;  ya  que  por  disposi- 
ción expresa  de  la  ley,  es  dueño  en  dominio 
particular  y  privado  de  todos  los  depósitos 
de  esta  sustancia  ño  concedidos  á  otra  per- 
sona. 

Y  en  este  último  carácter  es  evidente  que  el 
Fisco  no  fué  citado  ni  oído  en  aquel  juicio,  re- 
lativo solo  al  descubrimiento;  porque  en  ver- 
dad no  tenía  para  qué  serlo.  En  consecuencia, 
tampoco  fué  vencido. 

El  interés,  y  por  consiguiente,  el  derecho  de 
los  colindantes  respecto  de  un  pedimento  ó  de 
una  propiedad  minera  diversa  de  la  suya, 
principia  en  la  instancia  posterior  de  la  men- 
sura, cuando  se  trata  de  aplicar  en  el  terreno 
los  títulos  ó  manifv!staciones  registradas,  y 
cuando  de  la  forma  en  que  pudiera  llevarse  á 
efecto  esa  diligencia  pericial,  hubiera  de  resul- 
tarles un  perjuicio  de  cualquiera  especie. 

Antes  de  que  esto  se  verifique,  el  minero  co- 
lindante no  tiene  interés  legal  en  los  pleitos 
que  el  otro  minero  haya  podido  sostener  f)ara 
validar  ó  para  hacer  reconocer  del  Estado  la 
oficina  y  corrección  de  sus  títulos.  Tales  ac- 
tuaciones son  extrañas  á  su  derecho  y  no  lo 
perjudican. 

De  ahí  es  que  para  conceder  una  merced  mi- 
nera legalmente  manifestada,  no  se  requiere 
la  citación  de  nadie  y  el  acto  se  consuma  con 


la  sola  intervención  del  Estado  conceden  te, 
representado  en  esos  menesteres  por  el  juez 
que  otorga  la  concesión,  y  la  del  minero  ó 
descubridor  peticionario. 

No  sucede  lo  mismo  con  la  instancia  de  de- 
marcación y  mensura.  Aquí,  por  el  contrario, 
es  rcqin'sito  previo  indispensable  la  citación 
délos  colindantes,  **personalmente,  si  fueren 
conocidos  ó  viven  en  el  mineral  ó  departa- 
mento", dice  el  artículo  47  del  Código  de  Mi- 
nería. 

Y  el  precepto  legal  citado  es  perfectamente 
lógico;  porque  la  mensura  y  demarcación  de- 
finitiva en  el  terreno,  de  las  concesiones  he- 
chas al  descubridor  ó  al  estacado,  puede  indu- 
dablemente, según  sea  Ip.  forma  en  que  se  la 
practique,  perjudicar  al  minero  colindante, 
invadiendo  de  hecho  sus  pertenencias  y  arre- 
batándole lo  que  es  suyo. 

Natural  era  entonces  que  operación  de  tan- 
ta importancia  y  trascendencia,  de  carácter 
todavía  inmutable  y  definitivo  según  los  tér- 
minos de  la  ley,  se  hiciera  con  citación  expre- 
sa de  los  colindantes  interesados;  como  tam- 
bién es  natural  que  la  justicia  ordinaria  no  la 
apruebe  mientras  no  se  hayan  resuelto  todas 
las  controversias  y  reclamaciones  derivadas  ó 
relacionadas  con  la  mensura. 

La  bondad  de  U)S  títulos  del  descubridor  ó 
del  estacado  no  anij^ara  ni  puede  amparar  los 
defectos  posibles  de  la  inensiira;y  j)or  eso  mis- 
mo lo  que  se  resolvió  en  un  pleito relativosolo 
al  descubrimiento  ó  á  su  eficacia  legal,  no 
puede  tamj:)oco  afectar  los  derechos  de  los  co- 
lindantes que  no  fueron  citados  á  ese  juicio  ni 
litigaron  en  él. 

No  podría,  pues,  invocarse  la  cosa  juzgada 
en  su  contra. 

Y  esto  que  ocurre  con  los  particulares,  ocu- 
rre también  necesariamente  con  el  Fisco  en 
los  i'egocios  en  que  este  tiene  el  carácter  de 
minero  colindante,  entidad,  como  se  ha  dicho, 
distinta  é  independiente  del  Estado,  conside- 
rado como  autoridad  pública. 

Ello,  por  lo  demás,  es  de  rigurosa  justicia, 
porque  el  Fisco  como  minero  colindante  v 
como  propietario  privado  de  todas  las  sali- 
treras que  no  peí  teuezcan  a  terceros,  tiene  y 
conserva  todos  los  derechos  que  la  ley  otoro-a 
á  cualquier  particular  para  impedir  que  en  la 


222 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SEGUN1)A 


mensura  de  una  pertenencia  cualquiera  se  me- 
noscabe, cercene  ó  perjudique  su  propiedad. 

En  la  instancia  de  mensura  de  pertenencias 
salitreras  es  inconcuso  que  así  como  los  ma- 
nifestantes registrados  con  títulos  declarados 
válidos  tienen  derecho  para  que  se  les  dé  la 
mensura  de  sus  pertenencias,  el  Fisco  A  su  vez^ 
como  propietario  colindante,  tiene  también 
pleno  derecho  para  solicitar  que,  mediante  re. 
soluciones  judiciales  adecuadas,  se  impida  que 
un  concesionario  gracioso  invada  su  propie- 
dad particular,  ya  sea  pretendiendo  que  se  le 
dé  mayor  estensión  de  terrenos  de  la  que  por 
ley  le  corresponda,  ó  ya  tratando  de  que  se  le 
ubique  en  lugares  distintos  ó  de  mayor  rique- 
za y  potencia  que  los  indicados  en  sus  títulos. 

Desconocer  sus  derechos  al  Fisco— minero 
colindante  -importaría  tanto  como  descono_ 
cer  sus  derechos  de  propiedad  á  cualquier  par. 
ticular;  derechos  que  la  Constitución  asegura 
y  garantiza  en  igual  forma  para  todos  los  ha- 
bitantes del  país  y  para  todas  las  personas  y 
corporaciones,  sean  éstas  naturales  6  jurí- 
dicas. 

La  sentencia  que  reconoció  los  derechos  de 
manifestante  registrado  á  la  sociedad  Diego 
Almeida  no  puede,  pues,  entrabar  ni  menos- 
cabar en  manera  alguna  los  que  corresponden 
al  Fisco  colindante  en  la  instancia  y  opera- 
ción posterior  de  la  mensura,  y,  pcPr  lo  mismo, 
dicho  fallo  no  produce  cosa  juzgada  en  nada 
de  lo  que  con  esta  última  operación  se  rela- 
ciona. 

Faltaría,  como  queda  demostrado,  la  iden- 
tidad de  personas. 

Todo  lo  dicho  en  el  párrafo  anterior  contri- 
buye también  á  demostrar  en  forma  clara  y 
concluyente  que  tampoco  existe  entre  ambos 
juicios  la  identidad  de  la  cosa  pedida  y  la 
identidad  de  la  causa  de  pedir. 

Uno  y  otro  juicio  han  tenido  distinto  objeto 
y  se  ha  ejercido  en  ellos  acciones  también  dis- 
tintas. 

Es  cosa  muy  diversa  y  que  no  puede  confun- 
dirse, el  litigar  sobre  la  efic.icia  legal  de  una 
manifestación  minera  y  sobre  el  derecho  que 
de  ella  nace  para  solicitar  mensuras,  con  la 
mensura  misma.  El  primer  juicio  tiene  por  ob. 
jeto  consagrar  en  una  forma  abstracta,  por 


decirlo  así,  y  como  medio  únicamente  de  llegar 
más  tarde  á  la  mensura,  los  derechos  adquirí 
dos  por  el  minero  sobre  los  salitres  del  Esta 
do;  pero  sin  relación  directa  y  efectiva  sohrc 
un  lugar  y  espacio  del  territorio  salitrero  irre- 
vocablemente determinado.  Esta  determina- 
ción y  demarcación  definitiva  del  terreno  sc 
verifica  solo  en  el  segundo  juicio. 

El  pedimento  registrado  le  da  al  minero  un 
derecho  particular  sobre  la  masa  del  salitre 
perteneciente  al  Estado  y  ubicada  en  el  lugar 
que  en  el  pedimento  se  designa. 

Por  la  mensura  se  separa  y  divide  deesa 
masa  la  porción  determinada  y  concreta  que 
al  manifestante  registrado  corresponde,  según 
la  ley. 

Estos  juicios  tienen,  como  se  ve,  mucho  de 
analojía  con  los  de  comunidad. 

Así,  cuando  una  persona  litiga  j  vence  ra 
el  juicio  para  que  se  le  reconozca  sn  título  ik 
comunero,  adquiere  un  derecho  indiscutible 
sobre  el  block  de  bienes  que  forma  la  com'j- 
nidad,  derecho  que  lo  habilita  para  solicitar 
más  tarde  la  división  de  los  bienes  comure» 
y  para  que  se  le  entregue  y  deslinde  la  por- 
ción que  en  definitiva  le  corresponda. 

Pero  ambas  acciones,  la  de  derecho  á  ura 
comunidad  y  la  divisoria  de  sus  bienes,  <•  = 
distintas  y  tan  independientes  la  una  dc'.¿ 
otra,  que  de  conformidad  con  nuestro  de^^ 
cho  positivo,  del^n  ellas  plantearse  y  seguir- 
se ante  distintos  tribunales. 

Una  persona  puede  litigar  para  que  se  re-  i 
conozca  la  validez  de  un  testamento  que  !c  i 
declara  heredero,  y  puede  ir  mas  tarde  .*  h  \ 
partición  de  los  bienes  hereditarios,  si  oh:  e- 
ne  en  el  juicio;  pero  el  fallo  que  en  él  se  divtc 
no  entraba  el  derecho  de  los  demás  hereilcrc* 
ó  interesados,  vencidos  en  tal  pleito,  para^^ 
clamar,  á  su  vez,  no  ya  sobre  la  validci  .:c 
testamento  mismo,  pero  sí  sobre  la  validez  j 
eficacia  de  sus  disposiciones,  en  cuanto  i  ' 
ellas  se  les  hayan  desconocido  ó  mcnoscalr- 
do  los  derechos  que  las  leyes  les  otorgan. 

Pueden  también  los  mismos  herederos  K  r- 
mular  en  la  partición  cuantas  reclamaciont? 
sean  procedentes  para  asegurar  su  derec:. 
propio  y  para  que  en  la  hijuelación  6  deir¿:- 
cación  pericial  de  los  bienes  comunes,  ct»<c 
les  perjudique. 
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El  heredero  vencedor  en  el  pleito  sobre  va- 
lidez del  testamento,  lo  mismo  que  en  el  caso 
de  autos  el  minero  manifestante,  no  habría 
podido  nunca  invocar  la  cosa  juzgada,  en  ra- 
zón de  haber  obtenido  en  el  primer  juicio,  pa- 
ra impedir  que  los  demás  interesados  hicie- 
ran valer  sus  derechos  en  la  instancia  poste- 
rior de  la  partición  y  mensura. 

Terminado  este  párrafo,  al  cual  es  innece- 
Fario  dar  mayor  desarrollo,  resta  únicamen- 
te al  infrascrito  ocuparse  del  otro  motivo 
fundamental  que  los  jueces  del  fondo  tuvieron 
presente  para  desconocer  el  efecto  legal  de  las 
reclamaciones  formuladas  por  ti  Fisco  en 
contra  de  la  mensura,  y  para  aprobar  en  de- 
finitiva como  consecuencia  de  tal  antecedente 
la  o[)eración  practicada. 

Ese  fundamento  consiste  en  que,  ajuicio  de 
los  jueces  del  fondo,  las  reclamaciones  aludi- 
das no  se  formularon  en  primera  instancia. 

Hay  en  esto  un  error  de  apreciación,  según 
se  ha  demostrado  claramente  en  los  dos  vo- 
tos que  proceden  del  señor  presidente  Varas 
y  del  señor  Ministro  Gallardo;  pero  aunque 
así  no  fuera,  por  lo  menos  no  hay  duda  algu- 
na de  que. esas  mismas  reclamaciones  se  repi- 
tieron ó  formularon  en  segunda  instancia. 

Pues  bien,  esto  bastaba,  ajuicio  del  suscri- 
to, para  satisfacer  por  entero  las  exigencias 
de  la  ley,  y  para  que  los  jueces  del  fondo,  to- 
mando en  cuenta  la  naturaleza  de  esas  recla- 
maciones, hubieran  declarado  que  no  había 
lugar,  por  ahora,  á  la  aprobación  de  la  men- 
sura. 

En  efecto,  ¿cuándo  es  el  momento  oportu- 
no de  interponer  estas  reclamaciones?  ¿Lo  ha 
señalado  la  ley? 

¿Acaso  se  ha  concedido  con  tal  objeto  un 
plazo  fatal  ó  perentorio,  como  para  la  inter- 
posición de  los  recursos  de  alzada  ó  casa- 
ción? ¿O  se  pretende  aplicar  á  la  mensura  las 
reglas  del  cuasicontrato  de  litis-contesta- 
ción, según  la  cuales  una  vez  trabado  el  plei- 
to no  puede  introducirse  en  él  ninguna  modi- 
ficación sustancial? 

Nó,  señor.  Por  más  que  se  busque  en  el  Có- 
digo de  Minería  ó  en  el  de  Procedimiento  Ci- 
vil, no  se  encontrará  precepto  alguno  que  tal 
cosa  disponga. 
Y  esto  por  una  razón  muy  sencilla.  Porque 


la  mensura  en  sí  misma  no  importa  ni  consti. 
tuye  un  juicio  entre  partes,  y  no  es  sino  una 
simple  operación  pericial,  que  carece  de  ins- 
tancias jurídicas  y  no  está  sujeta  á  términos 
ó  plazos  legales. 

Lo  que  puede,  sí,  dar  lugar  á  juicio,  son  las 
reclamaciones  que  los  interesados  formulen  en 
contra  de  la  mensura  con  motivo  de  cualquie- 
ra de  los  pormenores  de  ubicación,  extensión, 
dirección,  número  ó  dominio  de  las  pertenen- 
cias mensuradas,  ó  de  otros  accidentes  de 
igual  ó  parecida  naturalezi,  que  pudieren  in- 
fluir ó  haj'ati  influido  de  hecho  sobre  la  correc- 
ción ó  legalidad  de  la  mensura. 

El  Código  de  Miaer»a  no  registra  á  este  res- 
pecto otras  disposiciones  que  las  contenidas 
en  los  artículos  47,  49,  56,  57,  58,  59  y  63 
ninguna  de  las  cuales  señala  términos  fatales 
ó  indica  la  instancia  en  que  deban  formularse, 
so  pena  de  improcedencia,  reclamaciones  de  la 
índole  de  las  que  ha  hecho  valer  el  Fisco  en  es- 
te pleito. 

Lo  que  prima  y  resalta  en  esos  preceptos 
sobre  toda  otra  consideración,  es  el  carácter 
de  inmutable  que  corresponde  á  la  mensura 
judicialmente  aprobada  y  el  deber  que  por  eso 
mismo,  pesa  sobre  los  jueces  ordinarios  de  no 
aprobarla  mientras  exista  en  pie  cualquiera 
reclamación  judicial  que  pueda  influir  sobre 
sus  resultados  y  destruir,  en  consecuencia,  su 
inmutabilidad  legal. 

Mientras  tal  exigencia  no  se  haya  cumplido 
debidamente,  no  puede  decirse  que  la  opera- 
ción esté  completa  ni  tampoco  que  sea  legal, 
único  caso  en  que  le  es  lícito  al  juez  aprobarla 
y  mandarla  inscribir  en  el  registro;  pues  de 
otro  modo,  cuando  esa  legalidad  é  integridad 
está  todavía  sub  litCy  pesa  sobre  él  la  obliga- 
ción ineludible  de  pronunciarse  previamente  y 
con  arreglo  á  derecho,  sobre  las  reclamaciones 
pendientes,  ya  sea  para  desestimarlas  en  defi- 
nitiva, ó  ya  para  mandar  subsanar  las  faltas 
ó  ilegalidades  de  la  mensura. 

Este  deber,  que  pesa  por  igual  sobre  todos 
los  jueces  á  quienes  se  someta  la  aprobación 
de  la  mensura,  sean  ellos  de  primera  ó  segunda 
instancia,  fué  precisamente  el  que  echó  en  ol. 
vido  la  sala  sentenciadora  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago  al  aprobar  la  mensura 
de  las  pertenencias  salitreras  de  la  "Progreso", 
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no  oiístante  los  reclamaciones  de  fondo  for- 
muladas ante  ella  por  el  Fisco  y  al  estimar 
que  era  posible,  dentro  de  la  ley,  reemplazar 
el  cumplimiento  de  aquellos  requisitos  porura 
simple  reserva  de  derechos. 

La  sala  sentenciadora  ha  creído  que  debía 
excusar  un  pronunciamiento  sobre  esas  recla- 
maciones porque  ellas,  a  su  juicio,  no  fueron 
propuestas  en  primera  instancia. 

Perfectamente;  pero  semejante  motivo,  lejos 
de  autorizar  la  aprobación  de  la  mensura  ata- 
cada por  el  Fisco,  constituia  un  obstáculo  in- 
salvable para  que  pudiera  darse  lugar  á  ella, 
confírmando  las  resoluciones  de  primera  ins- 
tancia que  tal  cosa  disponínn. 

Lo  que  el  tribunal  de  alzada  debió  hacer  an- 
te la  imposibilidad  legal  de  pronunciarse  en 
única  instancia  sobre  esas  reclamaciones,  fué 
ordenar  que  se  devolvieran  los  autos  al  Juez 
dj  Letras  de  Antofagasta  para  que  se  trami- 
taran y  fallaran  con  arreglo  á  «lerceho  ante 
juez  competente,  y  declarar  al  mismo  tiempo 
que  no  habí.i  lugar,  |K)r  ahora,  á  la  aproba- 
ción de  la  mensura  objetada. 


No  lo  hizo  así,  sin  embargo,  y  por  eso  mis- 
mo su  fallo  quebranta  la  ley,  y  ha  debido  ser 
casado. 


Se  ha  argüido,  también,  tanto  en  este  punto 
como  en  otros  parecidos,  que  por  la  natura- 
leza de  las  cosas  y  por  haberse  transferido  los 
derechos  de  los  primitivos  manifestantes  á 
otras  personas  qtié  nada  han  tenido  que  Ter 
con  la  constitución  de  los  títulos,  debieran  ta- 
llarse estos  negocios  de  propiedad  salitrera. 
equitátivamenteyconcriterioatlministraiivo. 

No  lo  est  ma  así  el  insfrascríto.  Mientras  d 
legislador  no  haya  arbitrado  los  medios  nece- 
sarios para  poner  fin  á  la  presente  situación, 
í\  los  jueces  de  derecho  no  les  cabe  otra  cosa 
(|ue  aplicar  la  ley  tal  como  ella  existe,  sin  ate- 
nuarla ni  modificarla.  Y  mucho  más  á  la 
Corte  de  Casación,  establecida  precisamente 
para  hacer  guardar  la  integridad  de  la  lev, 
restableciendo  su  imperio  en  los  fallos  en  que 
hubiere  sido  violada.— E.  Fóstcr  Rccabarrcti. 


Aíio  lY 


Hayo  de  1907 
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Apela  c'ón Inip  roccdtucia . — 2S  <Jv  n  t  >  vfcni  hre 

de  1903. — Cns.  en   In  Jornia.— 5  de  oetidirc 
de  1906. 

Sucesión  Floriíln  Velasco  con  Letelier 

Casación  en  la  forma.— Improceden 
cia.  —Tribunal  sentenciador;  sus  fa- 
cultades.—Documentos;  su  agrega- 
ción. —Testigos;  declaración.— Prue- 
ba testimonial.  — Instrumento  pú- 
blico.--Prueba  instrumental.  Ciu- 
sal  de  casación 

Doctrina:— Z;/  iribuiuií  stfiítcnciiidor, 
al  resolver  nccrcíi  Je  la  proeedencin  de 
un  recurso  de  eiisución,  no  puede  j pro- 
nunciarse sobre  el  mérito  legal  de  las 
causales  en  que  dicho  recurso  se  t'unda^ 
pues  este  jyronunciauíiento  solo  corres- 
ponde al  tribunal  que  debe  conocer  del 
recurso. 

Es  tramite  esencial  en  la  priniira  y 
segunda  ir  *  a  acia  de  los  iuicio'i  de  ma- 
yor cuantía,  cuya  omisión  da  lugar  á 
casHción,  la  agregación  de  los  documen- 
tos presentados  por  ia  parte  en  tiempo 

SUIKEMA  * 


hábil  y  la  citación  de  la  parte  contra 
fpiien  se  ha  presentado. 

Por  cons' guíente,  es  nula  por  infrac 
ción  de  esc  tnimite,  la  sentencia  que  re- 
chaza la  admisión  de  la  copia  de  la  de- 
claración de  un  testigo  prestada  ante 
otro  Juez.  Este  documento  es  prueba 
instrumental  y  debe  ser  reputado  como 
¡público;  la  calificación  de  su  valor  jurí- 
dico corresponde  á  los  jueces  de  hi  causa 
al  valorar  en  definitiva  la  fuerza  de  las 
pruebas  aducid.is. 

.Aceptada  una  causal  de  casación  es 
inoficioso  pronunciarse  acerca  de  las 
demás. 


r^oña  Merceflcs  Antonia  Barros  de  Velasco, 
por  >í.  Y  á  noinljre  de  sus  hijos  menores,  de 
ciuienes  es  guardadora  general,  y  don  Samuel 
Velasco,  presentaron  ante  el  juzgado  de  Tal- 
ca una  solicitud  en  la  cpie  después  ile  mani- 
festar ([ue  sjn  sucesores  de  don  Flori«án  Ve- 
lasco  en  el  dominio  de  una  ile  las  hijuelas  del 
funvlo  denominado  '"Santa  Rita",  Cjiíe  le  cupo 
á  a(jucl  en  la  división  de  la  comunidad  con 
sus  hermanas  Carmen,  Juana  y  Agustina  Ve- 
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lasco,  hijuela  que  se  riega  con  las  aguas  del 
canal  llamado  también  **Santa  Rita",  pedían 
se  citara  á  todos  los  comuneros  dj  dicho  ca- 
nal en  la  forma  dispuesta  por  el  artículo  823 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  á  una  reu 
nión  para  deliberar  acerca  de  los  objetos  in- 
dicados en  el  artículo  827  del  mismo  Código. 
Decretada  la  citación,  se  opuso  al  compa- 
rendo don  Ricardo  Letelier,  por  no  habérselo 
hecho  con  la  anticipación  de  quince  días  que 
prescribe  el  artículo  823  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  y  porque  las  personas  que  pre- 
sentaban la  solicitud  no  eran  accionistas  de 
los  canales  de  **Santa  Rita"  que  son  de  pro- 
piedad exclusiva  del  compareciente;  por  lo 
que  debía  suspenderse  el  comparendo  y  orde- 
narse á  los  solicitantes  que  previamente  esta- 
blezcan su  derecho  de  condominio  en  los  ca- 
nales de  **Santa  Rita",  ejercitando  las  accio- 
nes que  les  convengan  en  la  forma  que  fuese 
procedente. 

El  juez  suspendió  el  comparendo  por  no  ha- 
berse hecho  la  citación  con  la  oportunidad 
debida  y  lo  decretó  nuevamente  para  el  28  de 
julio  de  1905,  decreto  del  cual  apeló  don  Ri- 
cardo Letelier,  concediéndosele  la  apelación 
sólo  en  lo  devolutivo. 

En  el  comparendo  de  que  da  testimonio  el 
acta,  se  insistió  por  el  representante  de  la  se- 
ñora Barros  y  por  don  Samuel  Velasco  en  la 
petición  formulada  en  el  escrito,  agregándose 
que  el  canal  á  que  se  refiere  dicha  solicitud  es 
el  denominado  del  Bajo  ó  Santa  Rita  y  no 
en  el  Alto,  conocido  con  el  nombre  de  la  Ca- 
pellanía. 

El  representante  del  señor  Letelier  se  opuso 
á  que  se  llevara  á  efecto  el  comparendo  y  á 
que  se  tomase  acuerdo  alguno  relativo  á  la 
distribución  de  aguas  solicitada  por  la  otra 
parte,  alegando  que  una  medida  de  esa  natu- 
raleza no  debía  adoptarse,  mientras  no  se  de- 
terminasen enjuicio  de  lato  conocimiento  los 
derechos  de  la  hijuela  que  perteneció  á  don 
Florián  Velasco,  ya  que  los  títulos  que  pre- 
sentaban los  solicitantes  eran  absolutamente 
deficientes  para  establecer  la  comunidad  que  se 
atribuyen  sobre  un  canal  que  es  de  propiedad 
exclusiva  de  su  poderdante. 

En  el  mismo  comparendo  de  que  se  trata, 
el  juez  resolvió: 


Teniendo  presente:  que  de  los  antecedentes 
acompañados,  aparece  que  la  sucesión  de  don 
Florián  Velasco  tiene  derecho  á  las  aguas 
comunes  del  canal  "Santa  Rita"  se  declara. 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  82.' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  qae  no 
ha  lugar  á  la  oposición  formulada  por  don 
Ricardo  Letelier  en  este  comparendo,  sin  p.t- 
juicio  de  las  acciones  que  éste  pueda  ejerciiar 
en  forma  legal. 

El  apoderado  de  don  Ricardo  Letelier  apdr- 
de  la  resolución  anterior  y  el  ¡uzgado  le  con- 
cedió el  recurso  en  lo  devolutivo. 

Contra  la  resolución  expresada  dedujo  ade- 
más don  Ricardo  Letelier  recurso  de  casación 
en  la  forma. 

La  Corte  de  Talca  por  auto  de  fecha  S  de 
agosto  de  1905,  mandó  traer  los  autos  en 
relación  sobre  los  recursos  de  apelación  v  ca- 
sación y  viendo  este  último  en  28  de  septiem- 
bre de  1905,  lo  desestimó. 

En  cuanto  á  las  apelaciones  interpuestas 
por  don  Ricardo  Letelier,  confirmó  sin  modí 
ficación  alguna  las  resoluciones  de  11  y  2S  de 
julio  de  1905, 

Con  fecha  30  de  agosto  del  año  indicado. 
don  Ricardo  f^telier  había  presentado  ante 
la  misma  Corte  de  Talca  para  que  se  agredía- 
se á  los  autos  la  copia  autorizada  de  la  de- 
claración del  testigo  don  Agustín  Girón  pres- 
tada en  otro  juicio  distinto  del  actual,  docu- 
mento que  le  fué  devuelto  por  decreto  de  ese 
mismo  tribunal  atendido  el  estado  de  la  cau- 
sa. Reclamada  esta  providencia  por  Letelier 
no  se  dio  lugar  á  su  solicitud. 

Contra  el  fallo  del  tribunal  de  alzada  que 
confirmó  las  resoluciones  dedujo  don  Ricarda 
Letelier  los  recursos  de  casación  en  la  forma 
y  en  el  fondo.  Declarado  improcedente  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  por  la  Corte 
de  Talca,  la  parte  del  señor  Letelier  apel'. 
Conociendo  de  esta  apelación. 

La  Corte  resolvió: 

Santiago,  28  de  noviembre  de  1905.-Vi>- 
tos  y  considerando: 

l^'  Que  por  decreto  de  8  de  agosto  últinu 
el  tribunal  a  guo,  mandó  traer  los  autos  en 
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relación  sobre  el  recurso  de  apelación  conjun- 
tamente ccn  el  de  casación,  sin  que  la  parte 
de  don  Ricardo  Letelier  hubiese  reclamado  de 
la  falta  del  trámite  de  expresión  de  agravios 
en  caso  de  haber  sido  este  procedente,  como 
lo  ordena  el  inciso  1^  del  artículo  946  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil; 

2^  Que  en  las  demás  causales  declaradas 
inadmisibles  en  la  resolución  apelada  por  la 
omisión  de  esa  reclamación  se  habrían  come- 
tido los  vicios  en  que  aquellas  se  fundan  en  la 
sentencia  misma; 

3^  Que  el  Tribunal  a  guo,  al  desestimar  las 
causales  que  en  su  concepto  se  refieren  á  la 
sentencia  de  primera  instancia,  se  ha  pronun- 
ciado sobre  el  mérito  legal  de  dichas  causales, 
pronunciamiento  que  sólo  corresponde  al  tri- 
bunal que  debe  conocer  del  recurso. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
O-l-G  y  950  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
citado;  se  declaran  admisibles  las  causales  en 
que  se  funda  el  recurso,  excepto  la  citada  en  el 
considerando  1^  de  esta  resolución. 

Se  confirma  la  resolución  apelada  del  11  de 
octubre  de  1905  en  lo  que  no  sea  contraria  á 
esta  y  se  revoca  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas. — 
Galvfirrno  Gallardo,— Gabriel  Gaete.— Leon- 
cio Roárii^vez.— Carlos  Varas. 

Aceptada  en  esta  forma  la  procedencia  del 
recurso,  el  recurrente  al  formalizarlo  dice:  La 
sentencia  ha  incurrido  en  las  causales  de  casa- 
ción establecidas  en  los  artículos  941,  número 
D^y  970,  numero  2^,  3",  5^  y  7^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  por  los  motivos  si- 
guientes que  constan  de  autos: 

l'^.Nose  ha  ordenado  entregar  los  autos 
para  expresar  agravios,  á  virtud  de  haber  es- 
timado el  Tribunal  que  se  trataba  de  una  re- 
solución interlocutoria,  siendo  definitiva; 

2^  Habiendo  presentado  el  recurrente  para 
que  se  agregara  á  los  autos  la  declaración 
prestada  en  Santiago  por  don  Juan  Agustín 
Girón,  se  ordenó  la  devolución  del  escrito  y  de 
la  declaración,  decreto  que  mantuvo  el  Tribu- 
nal á  pesar  de  haberse  pedido  su  revocación; 

3^  El  Tribunal  ha  declarado  improcedente 
el  reclamo  que  se  hizo  por  no  haberse  recibido 
la  causa  á  prueba  en  primera  instancia,  esta- 
bleciendo que  la  naturaleza  especial  de  la  cau- 


sa hacía  inadmisible  toda  prueba  6  defensa 
que  intentara  el  recurrente  ])roducir,  declara-, 
ciones  que  importan  colocarlo  fuera  de  Ja  ley, 
privándole  del  amparo  de  las  garantías  judi- 
ciales; 

4^  Se  ha  incurrido,  además,  en  el  vicio  de 
casación  previsto  en  el  número  5^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por- 
que habiéndose  limitado  á  confirmar  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  se  ha  caído  en  los 
mismos  vicios  de  que  ésta  adolecía  y  que  fue- 
ron debidamente  reclamados. 

La  resolución  de  fecha  11  de  octubre  de 
1905,  confirmada  en  esa  parte  por  la  de  la 
Corte  Suprema  de  fecha  28  de  noviembre  del 
mismo  año,  declaró  inadmisible  la  causal  de 
casación  que  se  fundaba  en  haberse  omitido  el 
trámite  de  expresión  de  agravios. 

Se  trajeron  los  autos  en  relación  sobre  el  re- 
cerso  de  casación  en  la  forma,  y  habiéndose 
producido  discordia  de  votos  se  llamó  á  otro 
Ministro  á  dirimir  la  discordia.  Producido  el 
acuerdo, 

La  Corte  falló: 

Considerando: 

1^  Que  don  Ricardo  Letelier  pidió  en  tiem- 
po hábil,  ante  el  juez  de  letras  de  Talca,  que 
se  agregara  á  los  autos  la  declaración  presta- 
da en  Santiago  por  donjuán  Agustín  Girón; 

2^  Que  desestimada  en  primera  instancia 
la  admisión  de  ese  documento,  y  apelado  el 
fallo  que  así  lo  decidió,  fué  confirmado  por  la 
Corte  de  Apelaciones  de  esa  ciudad; 

3^  Que  el  instrumento,  que  tal  declaración 
contiene  debe  ser  legalmente  reputado  como 
público,  según  lo  que  acerca  de  este  concepto 
disponen  los  artículos  1699  del  Código  Civil 
y  331  del  Código  de  Procedimiento  del  mis- 
mo ramo; 

4^  Que  entre  los  motivos  que  dan  lugar  al 
recurso  de  casación  en  la  forma,  figura  en  el 
número  9*^  del  artículo  941,  el  haberse  faltado 
á  algún  trámite  ó  diligencia  declarado  esen- 
cial por  la  ley,  y  los  artículos  966  y  970,  esta- 
tuyen respectivamente,  en  sus  números  4*^  y 
3^  que  es  tramite  esencial  en  la  primera  y  en 
la  segunda  instancia  de  los  juicios  de  mayor 
cuantía,  la  agregación  de  los  documentos  pre- 
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sentados  por  la  parte  en  tiempo  hábil  y  la  ci- 
tación de  la  i)arte  contra  la  (lue  sellan  presen- 
tado; 

5^  Que  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  del 
instrumento  de  que  se  trata,  sea  que  su  con- 
tenido importe  ó  nó  una  declaración  testimo- 
nial, la  apreciación  de  este  punto,  es  decir,  la 
calificación  del  valor  jurídico  de  dicho  instru- 
mento, corresponde  á  los  jueces  de  la  causa  al 
pesar  v  valorar  en  definitiva  la  fuerza  y  efica- 
cia de  las  pruebas  aducidas  en  el  pleito; 

()*^  Que  juzgada  procedente  la  casación  en 
virtud  de  uno  de  los  capítulos  invocados  en 
su  apoyo,  es  ocioso  [)ronunciarse  acerca  del 
mérito  legal  de  los  otros  fundamentos  del 
mismo  recurso. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ella  se  citan  y  á  lo 
dis[)uesto  en  los  artículos  24'9  y  979  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la 
sentencia  de  2S  de  septiembre  de  1900. 

Kepónese,  en  consecuencia,  el  proceso  al  es- 
tado de  pronunciarse  el  Tribunal,  como  fuere 
<le  derecho  acerca  de  la  agregación  de  docu- 
mento pedida  por  don  Ricardo  Lctelier,  y  de- 
vuélvanse los  antecedentes  á  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Talca  á  íin  de  cpie  se  falle  la  cau-a 
:)or  el  Tribunal  que  corres[)onda. 

entregúese  í'i  la  i)arte  que  ha  interpuesto  el 
recurso  la  cantidad  consignada. 

Esta  sentencia  fué  acordada  j)or  el  voto  del 
Señor  Presidente  Rodríguez  y  Ministros  Urru- 
tia  y  (Tallardo,el  primero  de  los  cuales  fué  lia* 
inado  para  dirimir  la  discordia  (|ue  se  produ_ 
j  )  en  la  primera  vista  de  la  causa,  contra  e| 
voto  de  los  señores  Ministros  Aguirre  Vargas 
y  Húmales  ([uiene*^  o[)inan  (pie  no  debe  darse 
Ii'^.'ir  al  recurso  de  casación  por  cunnto  á  su 
juicio  no  puede  con«iidcrarse  como  prueba  ins- 
trumental corifornie  á  los  artículos  vJ30  y  sj. 
guitntes  del  Código  <lc  Procedimiento  Civil, 
la  copia  de  la  declaración  de  un  testigo  cuyo 
testimonio  se  ha  prest.'ido  ante  el  juez  en  la 
f'jiina  correspondienLc,  prueba  testifical  (pie 
n-'»  caiul)ia  de  naturaleza  sólo  ¡)or  atenderse  á 
su  ror-ua  escrita. 

KeJa.ta  la  j)f)r   el    señor    Presidenle    Rodrí- 


Cíis.  en  la  fonnn.—l¿3  fie  novunibrc  de  ![•'■' 
A  roca  con  sucesión  Máximo  Flores 

Ape'ación.— Deserción  -  -  Reposición 
—Tribunal  de  Alzada;  Ticultid  pri 
vativa  —Tutor.  -  Curador.  -  Discer- 
nimiento. —  Remoción.  —  Pupilo.  - 
Menor  adulto.— Tutela  y  curatoli 
legítima.— Juicio  ejecutivo. —Rema- 
te. -  Nulidad. -Reivindicación. 

Doctrina: — La  sentencia  promwchi!: 
por  el  Tribíinnl  de  Alzudfi,  después  di-  a- 
vocad¿¡  por  contrario  imperio  la  ro*  .- 
ción  por  la  cual  había  declarado dcsitrt. 
la  n  pe  ¡ación  ^  no  puede  estimarse  iln<:¿. 
en  apelación  legalmente  declarada doxr 
ta  y  no  adolece  por  consij^uicnte  de  í>:t 
vicio  de  casación. 

Es  facultad  privativa  del  Tribinml  u 
Alzada  el  reponer  la  resolución  />í"  • 
cual  ha  declarado  dcsiertu  la  apeliiLU'. 
en  uso  de  la  atribución  que  le  conhcrtt' 
inciso  'JP  del  articulo  224  del  O'^dk"''- 
Procedimiento  Civil, 


i^uez. 


U"-hluc7.-  Le 


)1'J(>    J'rrit' 


ti.K — 't,iI\nrino  (iitlhinif). —  V.    Amiirrc   \.~~J. 
líirniilcs. 


Don  Horacio  Arí)ca  entabla  íleniaiula  o  ■ 
tra  la  sucesión  de  don  Máximo  I'lorc?, )  i' 
(jue,  sci^íin  ai)arece  de  las  copias  í[ue  neo:. ;  • 
ña,  el  juez  don  Carlos  H.  Olivos  en  novici.  ' 
de  1^92,  le  discernió  el  cargo  de  tiitora }  v  • 
radora  del  parecieuLe  á  su  abuela  <lo!'-.i  i'* 
lores  Prunier,  teniendo  á  la  fecha  elex[).Hi': '. 
no  más  cjuc  doce  años  y  meses  de  edrul. 

De  estos  dos  car^^os,  el  de  tutora  tuC  !<^r ' 
])ero  no  así  el  de  curadora,  porcjue  sc<;niil'-  ^ 
á  lor.  impíihcrcs  sólo  se  les  i)uede  nonilirarií- 
tor. 

Por  otra  parte,  aim  en  el  supuesto  de  í.^ 
af[uel  año  hid)ieríi  podido  nombrársele  u  r.  • 
dor,  como  tal  curador  no  pudo  serle  ii'^i-  '  i"  * 
da  su  abuela  por^pie  si  bien  el  Có'li;:"^  i.\\ 
reconoce  las  curadurías  legítimas,  el  ariíc. 
•irjT  (1¿1  mismo  Código  da  derecho  al  r.u.i  " 
])ara  designar  la  persona  que  haya  de  serví;. ^ 
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Je  curador,  designación  que  no  tuvo  lugar  á 
íavor  de  su  abuela. 

Hn  consecuencia  el  nombramiento  de  cura- 
dor de  la  señora  Prunier  fue  absolutamente 
r.iilo. 

Sin  embargo,  con)o  ella  pretendiera  ejercer 
ÜjIio  cargo,  el  exponente  en  cuanto  llegó  á  la 
nnbertad,  la  demandó  para  que  se  declarara 
nulo  el  nombramiento  de  curador  y,  en  subsi- 
dio, para  que  se  le  removiera. 

Kl  12  de  junio  de  ISDü  presentó  la  señora 
Prunier  la  renuncia  de  su  cargo. 

Pero  sucedió  que  mientras  se  tramitaba  el 
juicio  la  dicha  señora, coludida  condón  Máxi- 
mo Flores,  siguió  un  juicio  ejecutivo  con  éste 
en  que  aquella  pretemlía  representar  al  expo- 
nente. 

Se  le  cobraba  por  dicho  juicio  al  exponente 
la  cantidad  de  $  900,  como  heredero  de  su 
madre  doña  Eduvijis  Gálvez. 

Hn  ese  juicio  se  adjudicó  á  don  Máximo  Flo- 
res una  propiedad  raiz  ubicada  en  la  Placilla 
del  departamento  de  San  Fernando. 

En  esta  virtud  pide  se  declare  en  definitiva 
que  es  nula  la  ejecución  en  referencia;  tn  sub- 
iridio,  nulo  el  remate  de  la  propiedad  raiz;  que 
debe  serle  restituida  la  dicha  propiedad  raiz 
con  los  frutos  a  contar  desde  la  fecha  en  que 
él  rematante  tomó  posesión  de  ella;  y  que  la 
sucesión  demandada  debe  ser  condenada  en 
las  costas. 

Doña  Julia  Bcháurren,  viuda  de  Flores,  por 
sí  y  como  curadora  de  sus  hijos  doña  Blanca 
y  doña  Julia  Flores;  don  Javier  Salas  Q.,como 
marid .)  de  doña  Leonor  F^'lores,  3'  don  M  áximo 
y  don  Joaquín  F'lores  Bcháurren  por  sí,  en  re- 
presentación de  la  sucesión  de  don  Máximo 
Flores,  contestando  á  la  demanda  piden  que 
se  la  deseche  con  costas. 
La  demandas?  funda  en  un  error  de  derecho. 
Sirgún  aparece  de  los  documentos  acompa- 
ñados por  el  actor,  doña  Dolores  Prunier  pi- 
dió se  le  discerniera  el  cargo  de  tutora  y  cura- 
í  ora  legítima  de  su  nieto  don  Horacio  Arora 
y  el  Juzgado  le  concedió  efectivamente  dicho 
cargo  de  tutora  y  curadora. 

Hs  cierto  que  los  impúberes  están  sujetos  á 
tutela  y  los  menores  adultos  á  cúratela;  pero 
ello  no  quiere  decir  que  no  se  pueda  nombrar 
tutor  ó  curador  á  la  vez  á  un  impúber. 


Olvida  el  demandante  que  el  nombramiento 
de  curador  puede  hacerse  anticipa<lamente; 
así  se  ha  hecho  por  todos  los  jueces  desde  que 
hay  Código  Civil,  es  decir,  se  ha  dado  cons- 
tantemente á  un  impúber  un  tutor  y  curador 
al  propio  tiempo,  ó  sea,  un  guardador. 

En  todo  caso  no  cabe  duda  alguna  de  que 
según  los  términos  del  discernimiento,  atentos 
su  espíritu  y  la  práctica  uniforme  de  los  tribu- 
nales, la  abuela  del  demandante  era  su  repre- 
sentante legal  al  tiempo  en  que  se  hizo  la  su- 
basta de  la  propiedad  cuya  restitución  se  de- 
manda. 

En  la  réplica  el  procurador  del  demandante 
afirma  que  desconoce  enal)soluto  laexistencia 
de  la  práctica  de  los  tribunales  que  alega  la 
parte  demandada,  y  aun  cuando  existiera, 
dice,  no  tendría  valor  alguno,  pues  sólo  al  le- 
gislador le  corresjionde  interpretar  la  ley  de 
un  modo  generalmente  obligatorio. 

Por  lo  demás,  la  parte  demandada  silencia 
el  juicio  de  remoción. 

Pendiente  ese  juicio,  no  podía  ya  la  señera 
Prunier  seguir  representando  á  don  Horacio 
Aroca,  aún  en  el  supuesto  de  qtie  fuera  cura- 
dor legal. 

En  la  duplica  insiste  el  procurador  de  la 
parte  demandada  en  que  puede  darse  antici- 
padamente la  cúratela  legítima  á  un  impúber. 
Xo  hay  disposición  alguna  de  la  ley  dice  que 
lo  prohiba.  í*or  el  contrario  hay  disposiciones 
expresas  que  lo  autorizan. 

La  prohibición  existe  sólo  respecto  del  tu- 
tor del  pupi'o  demente.  Relativamente  el  ar- 
gumento de  que  habría  cesado  la  representa- 
ción legal  ílel  pupilo  Aroca  por  haber  éste  de- 
mandado la  remoción  del  cargo  de  curador 
que  ejercía  ¡aseñora  Prunier, es  completamen- 
te inaceptable,  porque  el  juicio  de  remoción  no 
pone  fin  á  la  cúratela  sino  desde  que  se  nom- 
bra curador  interino. 

Se  citó  para  sentencia  y  uno  de  los  jueces  de 
letras  de  Santiago,  con  fecha  10  de  abril  de 
190(),  resolvió: 

Considerando: 

1^  (Juc  la  curaduría  legítima  la  confiere  la 
ley  y  no  el  magistrado; 

2^^  Que  i)ara  que  la  ley  confiera  la  curaduría 
es  necesario  que  el  menor  sea  adulto; 
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3*^  Que  de  la  partida  de  bautismo  aparece 
que  el  actor  don  Horacio  Aroca,  al  serle  dis- 
cernida la  cúratela  legítima  de  su  abuela  do- 
ña Dolores  Prunier,  era  un  impúber; 

4f^  Que,  siendo  aún  impúber,  la  ley  no  había 
conferido  la  curaduría  de  dicho  menor; 

5^  Que  si  la  ley  no  había  conferido  la  cura- 
duría del  menor,  el  magistrado  no  pudo  dis- 
cernir dicha  curaduría; 

6^  Que  de  consiguiente,  ese  discernimiento 
fué  nulo  por  no  existir  curaduría  conferida  á 
la  sazón; 

7^  Que  si  fué  nulo  el  discernimiento  á  la  fe- 
cha en  que  fué  otorgado,  no  ha  podido  hacer- 
lo válido  al  mero  trascurso  del  tiempo; 

8*^  Que,  según  esto,  á  la  fecha  en  que  se  ve- 
rificó la  compraventa  en  remate  del  fundo  de 
que  se  habla  en  la  demanda,  el  31  de  julio  de 
1895,  siendo  entonces  menor  adulto  el  actor, 
doña  Dolores  Prunier  no  era  representante 
legal  legítima  suya; 

9^  Que,  por  lo  tanto,  la  dicha  compraventa 
en  remate  adolece  de  nulidad; 

10.  Que  no  se  ha  probado  que  la  sucesión 
demandada  hubiese  poseído  de  mala  fe,  sien- 
do así  que  la  buena  fe  se  presume; 

11.  Que  el  poseedor  de  buena  fe  no  es  obli- 
gado á  la  restitución  de  los  frutos  percibidos 
antes  de  la  contestación  de  la  demanda;  y 

12.  Que  la  parte  demandada  ha  tenido  mo- 
tivo plausible  para  litigar. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  Código 
citado,  artículos  26,  inciso  1^,  342,  353,  in- 
ciso 3^,  373,  inciso  2^,  707,  709,  inciso  3*^, 
1681,  1682,  inciso  3^,  y  151  y  767,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  por  ella 
se  pide  la  nulidad  del  remate  de  la  propiedad 
raiz  á  que  se  ha  hecho  referencia,  la  cual  será 
restituida  al  demandante,  con  sus  frutos  á 
contar  desde  el  22  de  diciembre  último,  fecha 
de  la  contestación  de  la  demanda. 

No  ha  lugar  á  las  demás  peticiones  de  las 
partes. 

El  valor  de  los  fiutos  será  determinado  por 
el  juez  previo  el  informe  de  un  perito  que  será 
nombrado  en  la  forma  ordinaria. 

Se  exime  á  la  parte  demandada  del  pago  de 
las  costas. — Moisés  Lazo  de  la  Vega, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  resolvió: 

Santiago,  31  de  agosto  de   1906.— Vistos: 


Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen* 
tencia  apelada  y  teniendo  presente: 

1^  Que  por  la  demanda  se  pide:  1^  la  nuli- 
dad de  la  ejecución  seguida  por  don  Máximo 
Flores  contra  el  demandante  don  Horacio 
Aroca,  como  único  heredero  de  su  madre,  do- 
ña Eduvigis  Gal  vez,  en  cuyo  juicio  fué  repre- 
sentado por  su  abuela,  doña  Dolores  Prunier 
en  el  carácter  de  tu  tora  y  curadora,  por  str 
nulo  el  nombramiento  de  curadora,  en  razón 
de  haberse  discernido  este  cargo  cuando  el 
demandante  era  aún  impúber;  2^  Que  es  nulo 
el  remate  de  la  propiedad  embargada;  c^  Que 
debe  restituírsele  la  finca  subastada  con  sus 
frutos  desde  que  el  subastador  tomó  posesión 
de  ella;  y  4*^  Las  costas  de  la  causa; 

2*^  Que  consta  de  las  compulsas  que  doña 
Dolores  Prunier,  abuela  legítima  del  deman- 
dante, fué  nombrada  tu  tora  y  curadora  'le 
éste,  por  juez  competente,  previa  audiencia 
del  Defensor  de  Menores,  "confiriéndole  a) 
efecto  cuantas  facultades  sean  necesarias  y 
permitidas  por  derecho  para  el  mejor  desem- 
peño del  cargo"; 

3*^  Que  el  nombramiento  de  tutor  y  cura- 
dor, hecho  á  la  abuela  cuando  el  pupilo  era 
aún  impúber,  no  pugna  con  disposición  algu- 
na expresa  de  la  ley,  que  ha  querido  que  d 
menor  tenga  siempre  un  representante  legal 
que  vigile  su  persona  y  bienes,  y  era  necesaria 
una  prohibición  terminante  para  constituir 
la  nulidad  del  acto,  conforme  lo  dispone  el  ar- 
tículo 10  del  Código  Civil  como  sucede  res- 
pecto del  tutor  del  pupilo  demente,  artículo 
458  del  mismo  Código; 

4^  Que  el  cargo  de  tutor  y  curador  no  pue- 
de tener  más  alcance  legal  que  el  relativo  á  su 
ejercicio  de  tutora,  durante  la  impubertad  del 
pupilo  y  bajo  las  reglas  especiales  relativas  á 
la  tutela;  y  de  curadora,  conforme  á  las  del 
curador,  unas  y  otras  contempladas  en  los  tí- 
tulos 22  y  23  y  disposiciones  comunes  del  tí- 
tulo 21,  del  libro  1^  del  Código  Civil; 

5^  Que  dicho  cargo  guarda  conformidad 
en  su  forma  y  en  su  alcance  legal,  con  las 
prescripciones  de  los  artículos  341  y  343  del 
citado  Código;  pues  como  queda  dicho,  debía 
ejercerse  como  tutora  y  como  curadora,  se 
gún  fuere  la  edad  del  pupilo  y  con  sujeción  á 
los  preceptos  especiales  relativos  al  pupü^^ 
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impúber  y  al  adulto,  según  los  casos,  y  no  ca- 
prichosamente á  voluntad  de  la  nombrada; 

6^  Que  tampoco  pugna  con  lo  dispuesto 
por  el  artículo  437  del  mismo  Código  el  nom- 
bramiento anticipado  de  curadora  hecho  á  la 
señora  Prunier,  porque  tal  precepto  sólo  se 
aplica  al  menor  adulto  que  carece  de  curador 
á  quien  la  ley  ordena  pedirlo  al  juez,  desig- 
nando la  persona;  manifestándose  con  esto, 
que  no  puede  hacerlo  quien  ya  tiene  curador, 
l)uesto  que  no  es  posible  darle  tutor  ni  cura- 
dor "al  que  ya  lo  tiene'*  conforme  lo  dispone 
el  artículo  350  del  recordado  Código; 

7*^  Que  en  el  presente  caso  se  trata  de  una 
tutela  y  cúratela  legítima,  cu^'O  cargo  corres- 
ponde á  la  ascendiente  legítima,  como  lo  era 
1.;  señora  Prunier,  y  en  esta  clase  de  tutelas  y 
cúratelas  no  S2  oye  al  menor,  pues  de  otro 
modo  no  tendría  lugar,  por  cuanto  podría 
oponerse  el  menor  proponiendo  á  otra  perso- 
na para  dicho  cargo; 

H*?  Que,  dado  caso  de  no  haber  sido  verda- 
deramente curadora  del  menor  la  nombrada, 
esta  habría  creído  serlo  en  virtud  de  su  dis- 
cernimiento y  ejercicio  del  cargo  á  la  fecha  de 
la  iniciación  del  juicio  ejecutivo  y  de  su  trámi- 
te hasta  llegar  al  estado  de  remate;  y  obligó 
al  pupilo,  por  la  ventaja  que  á  este  reportó  el 
pago  de  las  deudas  que  le  afectaban,  como 
aparece  de  autos  y  lo  dispone  el  artículo  4-26 
del  Código  Civil; 

0^  Que  el  juicio  de  remoiión  no  pone  fin  á 
la  cúratela  por  el  simple  hecho  de  iniciarse,  si- 
no desde  que  se  nombra  el  interino  de  que  ha- 
bla el  artículo  543  del  mismo  Código,  pero 
como  en  el  presente  caso  la  curadora  era  as- 
cendiente legítima  del  menor,  la  cúratela  no 
expiró,  conforme  d  la  excepción  contemplada 
en  la  misma  disposición  citada,  continuando 
hasta  la  renuncia  que  hizo  de  dicho  cargo  la 
señora  Prunier;  y 

10.  Que,  según  consta  de  autos,  la  propie- 
dad del  menor  fué  subastada  en  31  de  julio  de 
1S05;  el  curador  ad  litem  fué  nombrado  en  22 
de  agosto  del  mismo  año,  con  motivo  del  jui- 
cio de  remoción;  el  cargo  fué  renunciado  el  12 
de  junio  de  1896;  y,  en  consecuencia,  el  juicio 
ejecutivo  se  siguió  y  terminó  con  la  represen- 
tante legal  del  menor,  y  no  es  por  tanto  nula 
la  ejecución  ni  el  remate,   puesto  que  no  cons- 


tan ni  se  hacen  valer  otros  vicios  que  anula- 
ran el  procedimiento;  y  no  es  tampoco  aten- 
dible la  petición  de  restituir  lo  subastado  con 
sus  frutos,  ni  las  costas  del  presente  juicio. 

Por  estas  consideraciones  y  con  lo  que  tam- 
bién disponen  los  artículos  151,167  y  331  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  10  de  Abril  último,  y  se 
declara:  que  no  ha  lugar  á  la  demanda,  sin 
costas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Marín — 
/.  Bernales Darío  Bena  vente.— José  T.  Ma- 
rín. 

Contra  esta  sentencia  la  parte  demandante 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo  y  formalizando  el  primero 
representa  que  la  Corte,  después  de  llenados 
los  trámites  legales,  declaró,  con  fecha  7  de 
mayo,  desierta  la  apelación  en  rebeldía  de  la 
sucesión  apelante,  que  no  había  comparecido, 
que  el  9  del  mismo  mayo  se  pidió,  á  nombre 
de  la  sucesión,  por  un  procurador  constituido 
que  se  dejara  sin  efecto  la  deserción,  á  mérito 
de  haberse  anunciado  mal  la  causa  en  la  ta- 
bla del  día  en  que  aquella  fué  declarada;  y 
que  tramitada  la  solicitud  la  Corte  revocó 
por  contrario  imperio  la  deserción  y  mandó 
expresar  agravios.  Agrega  el  recurrente  que 
no  sólo  protestó  de  tal  resolución,  sino  que 
apeló  de  ella,  denegándosele  el  recurso,  y  que, 
al  responder  á  los  agravios  insistió  en  que, 
por  haberse  legalnientedeclanido  la  deserción 
aludida,  la  Corte  no  habría  podido  dejarla 
sin  efecto,  y  advirtió  además  que  si  el  Tribu- 
nal revocaba  el  fallo  de  primera  instancia  in- 
curriría en  el  vicio  en  que  ha  incurrido,  de  dar 
su  sentencia  en  una  apelación  declarada  de- 
sierta conforme  á  la  ley,  causal  de  casación 
señalada  en  el  número  8*^  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  y  de  dictarla 
contra  otra  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  como  ya  lo  era  el  fallo  de  primera 
instancia  que  fué  alegado  oportunamente  en 
el  juicio. 

Sostiene,  por  último,  el  recurrente  que  la 
sentencia  del  31  de  agosto  ha  sido  acordada 
por  menor  número  de  votos  y  pronunciada 
por  menor  número  de  jueces  que  el  requerido 
por  la  ley,  lo  que  es  motivo  bastante  de  casa- 
ción, según  el  número  3°  del  artículo  941  an- 
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tes  citado.  En  efecto,  sc<:i'in  el  certificado  del 
relator  de  la  causa,  ésta  i'ué  vista  por  los  s;.- 
ñores  ministros  allí  indicados  y, sin  embargo, 
la  sentencia  aparece  acordada  y  prenunciada 
por  solo  tres  de  ellos,  sin  cpie  nada  indifjue 
por  qué  se  ha  prescindido  del  cuarto  Ministro 
concurrente  á  la  visia. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

I*'  Que,  si  bien  en  la  rcsolucic  n  de  7  de  ma- 
jo último,  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  declaró  de-ierto  el 
recurso  de  apelación  deducido  contra  la  scíí- 
tencia  de  10  de  abril,  por  los  representantes 
de  la  sucesión  de  don  .Máximo  Flores,  \í\  mis- 
ma Sala,  á  solicitud  de  la  sucesión  apelante, 
revocando  por  contrario  im[)er¡o  esa  resolu- 
ción, declaró  sin  lugar  la  deserción  pedida  i)or 
don  Horacio  Aroca  G.  y  ordenó  cpic  rigora  el 
decreto  que  mandada  expresar  agravios. 

2^  Qii€,  para  esta  revocación  la  Sala  sen- 
tenciadora se  funda  en  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 224  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
que  establece  que:  *'Si  no  compareciere  el  ape- 
lante ó  no  exprcísare  agravios  o[)ort unamen- 
te, el  apelado  pedirá  que  se  declare  desieita 
la  apelación.  El  Tribunal  en  el  pi  imcr  caso 
resolverá  con  solo  el  mérito  del  certificado  del 
secretario,  pudiendo  siempre  pedirse  dentro 
de  tercero  día  reposición  del  fallo  (j  je  se  dic- 
tare, si  se  hubiere  fundado  en  un  error  de  he- 
cho"; 

3^  Que  no  hay  para  qué  apreciar  los  funda- 
menío.  que  haya  tenido  el  Tribunal  para  re- 
poner la  resolución  que  había  declarado  la 
deserción  del  recurso,  tí^da  vez  que  ese  Tri- 
bunal ha  hecho  uso  de  una  facultad  privativa 
y  concedida  por  la  ley,  y  que,  dado  el  sentido 
en  cjue  esa  resolución  se  dictó,  es  decir,  dese- 
chando la  deserción  solicitada,  no  es  suscepti- 
ble del  recurso  de  casación; 

4-^  Que  atendido  lo  expuesto  en  los  consi- 
derandos anteriores,  la  sentencia  recurrida 
no  ha  sido  pronunciada  contra  otra  legal- 
mente  declarada  desierta  ni  contra  otra  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  pues  no 
tenía  ese  carácter  la  de  p:  i.:ijra  instancia  des 
pues  de  la  reposición  alr.di  la;  y  no  le  afectan, 


por  consiguiente,  los  vicios  en  que  á  estero- 
pecto  se  funda  el  recurso;  y 

i")*^  Que,  en  cuanto  al  fundamento  de  halK.T- 
se  acordado  la  sentencia  recurrida  por  nieniT 
número  de  votos  y  pronunciado  por  uicinr 
número  de  jueces  que  el  requerido  por  la  ley, 
la  misma  parte  recurrcnt'j  en  su  escrito  en 
que  ¡nde  se  le  tenga  por  desistido  de  esta  caj- 
snl.  expresa  (juc  el  juicio  se  vio  rcahnente  j>nr 
solólos  mismos  Ministros  que  firman  la  sen- 
tencia. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
9G0  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  con  costas  el  recurso  le 
casación  en  la  forma  interpuesto  por  don  Ho- 
racio Aroca  G.  contra  la  ya  aludida  sentenv.ia. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  cav.ti- 
dad  consignada. 

Redactada  i)or  el  señor  Ministro  tiaete- 
Leopoldo  Urrutia, —  Galvarino  Gallardo.- 
G n h rie ¡  Gncte.—Carlo'^  í  a rn s 


Cas   en  ¡d  forma— 18  julio   fk   19'^*> 
Cas.  en  el  fondo.—  ?  de  fiíavo  de  l'J^^7 

DÍAZ  Valdcs  Josefa  con  Díaz  VaKiés  Pí) 

Mandato  para  segunda  instancia. - 
Representación.  -  Poder judicial- 
Proourador  de  turno.  -Privilegio  le 
pobreza.— Expresión  de  agravios- 
Citación  para  sentencia. -Improce- 
dencia — Anuicio  -PlazD  fatal. 

Doctrina:— Co/í5tjti//í/o  legalnientc  d 
mandato  pavasegunda instancia, el num- 
datario  tiene  facultad  bastante paní  rt^ 
presentar  A  su  mandante  en  todas  Ins 
semtadas  instancias  de  la  causa  o^n 
arreglo  a  los  artícuJus  8  y  11  del  Cóihc^ 
de  Procedimiento  Civil  y  su  representa- 
ción no  caduca  sino  por  la  revocna-'r. 
de  su  mandato  ó  por  otras  causns  le- 
gales. 
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Por  consiguiente,  hecha  la  expresión 
de  agravios  y  notificada  hi  citación  para 
í^entencia  á  un  procurador  que  entró 
como  procurador  de  turno  A  representar 
á  Ja  parte  que  gozaba  de  privilegio  de 
pobreza, y  la  representó  en  diversas ape- 
inciones  con  su  aquiescencia,  la  senten- 
cia que  se  dicte  no  adolece  de  nulidad 
por  la  circunstanciíi  de  haber  represen- 
tado ¿i  la  misma  parte,  en  la  primera 
apelación  de  la  causa,  otro  procurador 
(¡ue  en  aquella  fecha  se  hallaba  de  turno. 

Es  improcedente  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  anunciado  fuera  del  plazo 
lenaí. 


líofui  Josefa  Díaz  Váleles  viuda  de  Moreno, 
íloiiiiciliada  en  Quillota,  demandando  á  don 
Tí )  Díaz  Yaldés  expone:  que  las  penosas  cir- 
^•iiMslancias  por  que  atraviesa  la  oblit^an  á 
(K  mandar  á  su  hermano  don  Pío  Díaz  Víildés 
l'Ma  (pie  la  acuda  con  los  alimentos  á  que  le 
íla  derecho  la  ley.  Además  de  ser  viuda  tiene 
cuntro  h'jas  mujeres  y  un  hijo  enfermo  é  im- 
(íosibilitado  para  el  tral)ajo  y  carece  de  lo 
r.tcesar'.o  ¡ara  atender  á  las  más  premiosas 
licLcsidades  de  la  vida.  Dice  que  su  hermano 
íloii  Pío,  íi  quién  en  varias  circimstancias  se 
luí  dir¡<jfido,  se  ha  negado  á  socorrerla  á  pesar 
<lc  poseer  bastantes  bienes  de  fortuna, 

Hn  vista  de  lo  expuesto  pide  se  declare  que 
su  citado  hermano  está  obligado  á  acudiría 
cn:i  una  mesada  alimenticia  de  $  300  men- 
suales. 

\ln  rebeldía  del  demandado,  se  recibió  la 
caisa  á  prueba,  se  convino  que  la  prueba  se 
tomara  por  el  procedimiento  antiguo  y  que 
se  entendiera  cometida  al  receptor  Rcncoret, 
se  rindió  la  que  consta  de  autos;  alegaron  las 
l>artes  de  bien  probado;  la  parte  demandante 
sostiene  que  es  nula  la  prueba  rendida  por  el 
(Itniandado  debido  á  que  no  la  recibió  el  cita- 
d  )  receptor;  se  citó  para  sentencia  y  con  fe- 
cha 19  de  julio  de  1903  uno  de  los  jueces  de 
letras  de  Santiago,  falló: 


Considerando: 

\^  Que  en  el  otrosí  se  dejó  establecido  que 
la  prueba  sería  recibida  por  el  receptor  Ren- 
coret  y  con  arreglo  al  procedimiento  antiguo; 

2^  Que  si  bien  en  el  decreto  se  cometió  la 
recepción  de  la  prueba  del  demandado,  esto 
no  vanaba  dicho  convenio; 

3*^  Que  el  citado  convenio  se  traduce  en 
que  las  partes  han  acordado  la  recusación  de 
losotros  ministros  de  fe; 

4^  Que  según  el  artículo  321  del  Código  Ci- 
vil, los  hermanos  ocupan  el  octavo  lugar  de 
los  llamados  a  la  obligación  de  prestar  ali- 
mentos; 

5^  Que  la  demandante  reúne  varios  títulos 
de  los  enumerados  en  la  citada  disposición; 

6^  Que  según  el  artí«udo  326  del  laismo 
Código  *V1  que  para  pedir  alimentos  reúne 
'*  varios  títulos  de  los  enumerados  en  el  ar- 
*'  tículo  321  solo  podrá  hacer  uso  de  uno  de 
ellos,  prefiriendo  en  primer  lugar  el  que  tenga 
por  los  números  9*^  y  10,  de  dicho  artículo", 
y  puede  acudir  al  número  8  solo  después  de 
todos  los  números  precedentes; 

7^  Que  los  descendientes  se  hallan  en  el  nú- 
mero 2  }- por  lo  tanto  en  obligación  prefe- 
rente; 

S'^  Que  la  demandante  no  ha  justificado 
que  sus  descendientes  estén  exentos  de  la  obli- 
gación de  alimentarla  y,  por  el  contrario,  ha 
confesarlo  (jue  uno  de  ellos  está  cumpliendo 
este  deber; 

9*»'  Que  tampoco  ha  probado  la  demandan- 
te que  la  obligación  actual  de  proporcionarle 
alimentos  pese  esclusivamente  sobre  el  de- 
mandado. 

Visto,  además,  lo  que  disponen  los  artícu- 
los 151  y  107  del  Código  de  Procedimiento. 
Civil  y  1545,  1546,  169S  y  1713  del  Código 
Civil,  se  declara  que  es  nula  la  prueba  rendi- 
da por  el  demandado  y  que  no  ha  lugar  á  la 
demanda,  sin  colitis.  —  Dngohert o  Lfii(os. 

Apelada  esta  sentencia,  una  de  las  salas  de 
la  Corte  de  Santiago  resolvió: 

Santiago,  1^  de  Mayo  de  1906— Vistos: 
Con  el  mérito  de  los  seis  últimos  consideran- 
dos, se  confirma  la  sentencia  apelada  de  19 
de  julio  de  1905,  en  cuanto  niega   lugar  á  la 
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demanda  entablada  por  doña  Josefa   Díaz 
Valdés  viuda  de  Moreno. 

Acordada  yontra  el  voto  del  señor  Minis- 
tro Barriga  quién  opinó  por  la  revocatoria 
de  la  mencionada  sentencia,  á  virtud  de  las 
consideraciones  que  espone  en  el  libro  de 
acuerdos.— Lu/s  Barri^a.—R.  Reyes  Solar.— 
Felipe  Herrera, 

Contra  esta  s'íntencia  el  procurador  don 
Carlos  Ugarte,  en  nombre  de  la  parte  deman- 
dante dedujo  los  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo. 

Formalizando  el  primero  de  dichos  recur- 
sos expone  el  recurrente  que,  por  gozar  la  se- 
ñora Díaz  Valdés  del  privilegio  de  pobreza,  él, 
en  su  carácter  de  procurador  de  turno  repre- 
sentó á  la  demandante  en  la  primera  apela- 
ción que  ocurrió  en  el  juicio,  representación 
que  ha  debido  continuar  conforme  á  la  ley;  y 
que,  sin  embargo  el  procurador  don  Amadeo 
Gundelach  ha  asumido  esa  representación  sin 
corres  pon  derle  expresando  agravios  y  notifi- 
cándole el  decreto  de  citación  para  sentencia 
por  lo  que  se  han  omitido  estos  trámites  de- 
clarados esenciales  según  los  artículos  941 
número  9^  y  970  números  2^  y  5^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  si  bien  es  cierto  que  el  procurador 
don  Carlos  Ugarte  V.,  tuvo  la  representación 
de  la  recurrente  doña  Josefa  Díaz  Valdés  en 
la  primera  apelación  que  se  produjo  en  un  in- 
cidente de  esta  causa  el  año  de  1903,  en  cam- 
bio en  otras  apelaciones  de  años  posteriores 
tomó  la  representación  de  dicha  señora  el 
procurador  de  turno  en  la  primera  de  estas 
últimas  don  Amadeo  Gundelach,  con  la  aquies- 
cencia de  sú  representada,  según  se  despren- 
de de  los  autos,  puesto  que  jamás  en  los  di- 
versos trámites  del  juicio  se  dedujo  observa- 
ción alguna  respecto  de  esta  representación. 

2*?  Que,  constituido  legalmenteel  mandato 
de  Gundelach,  en  la  forma  indicada  conforme 
á  lo  prescrito  por  el  artículo  136  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  el  indicado  mandata- 
rio ha  tenido  facultad  bastante  para  conti- 


nuar gestionando  á  nombre  de  la  señora  Díaz 
Valdés  en  todas  las  segundas  instancias  de 
la  causa,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 8  )'  11  del  mismo  Código;  y  su  repre- 
sentación no  ha  podido  caducar  sino  por  la 
revocación  de  su  mandato  ó  por  otras  causas 
legales  que  no  han  existido;  y 

3^  Que,  de  consiguiente,  la  expresión  de 
agravios  efectuada  por  Gundelach  )•  las  noti- 
ficaciones que  se  le  han  hecho  á  nombre  de  la 
señora  Díaz  Valdés  no  adolecen  de  ningún 
vicio  que  autorice  la  interposición  del  presen- 
te recurso; 

Vistos  los  artículos  811,  134,  136  y  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  desecha  ej 
recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto  á 
nombre  de  la  señora  doña  Josefa  Díaz  Val- 
dés, declarada  pobre  para  litigar. 

Pásense  los  antecedentes  al  Tribunal  pleno. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  l'rrutia. 
Leopoldo  Urrutia.  —  Galvarino  Gallardo.^ 
Gabriel  Gaete.—  V,  Aí^uirre  V. 

Y  conociendo  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

La  Corte  falló: 

Considerando: 

1*^  Que  la  sentencia  recurrida  fué  notificada 
el  1^  de  marzo  de  1906  á  don  Amadeo  Gunde- 
lach, quien  como  procurador  de  turno  tenía 
la  representación  de  doña  Josefa  Díaz  Valdés 
que  goza  de  privilegio  de  pobreza  para  litigar 
en  este  juicio. 

2^  Que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
fué  anunciado  el  10  del  mismo  mes  por  don 
Carlos  Ugarte  Valenzuela,  que  en  su  carácter 
de  procurador  de  turno  también  había  inter- 
venido anteriormente  en  el  juicio  á  nombre 
de  la  misma  señora,  y  que  aún  cuando  dicho 
procurador  tuviera  facultad  para  interponer 
aquel  recurso  se  habría  deducido  fuera  del  tér- 
mino legal;  y 

3*^  Que  este  tribunal  ha  establecido  en  la 
sentencia  que  desechó  el  recurso  de  casacioii 
en  la  forma,  el  hecho  de  que  la  recurrente  tuvo 
conocimiento  oportuno  de  las  jestiones  prac- 
ticadas á  su  nombre  por  el  procurador  Gun- 
delach. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  Q-l-S  del  Có- 
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digo  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  im- 
procedente el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
interpuesto  en  contra  de  la  sentencia  de  1^  de 
mayo  del  año  próximo  pasado. 

Redactada  por  el  señor  presidente  Varas. — 
Carlos  Varas,— Leopoldo  Ürratia—J,  Gabriel 
Palma  Guzmán,—G alvarino  Gallardo. -^Ga- 
briel Gaete V.  Aguirre   F.— E.  Fóster  Reca- 

barren.^,  Bernales. 


Cas.  en  la  forma,— 1^  de  mayo  de  1907 

Gallardo  v.  de  Moreno   con    Compañía  de 
Teléfonos  de  Iquique 

Apreciación  de  los  hechos;  facultad  pri- 
vativa. -  Sentencia;  enunciación  de  las 
peticiones.  Considerandos  de  hecho 
y  de  derecho.— Sentencia  conñrmato- 
ría;  nuevos  fundamentos.— Documen- 
tos; presentación;  impugnación.- Ac- 
cidente—Cuasi delito— Alambre  eléc- 
trico. — Responsabilidad. — C aso  fortui- 
to.—Perjuicios. 

Doctrina:— La  apreciación  de  la  prue- 
ba es  facultad  privativa  del  tribunal  sen- 
tenciador. 

La  sentencia  que  contiene  tanto  la 
enunciación  breve  de  las  peticiones  ó  ac- 
ciones deducidas  por  el  demandante  y  de 
sus  fundamentos,  como  las  considera- 
ciones de  hecho  y  de  derecho  que  sirven 
de  base  á  la  sentencia  no  infringe  los  in- 
cisos 2^  y  4"^  del  artículo  193  y  S'^  del 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Es  inaceptable  la  causal  de  casación 
fundada  en  que  un  considerando  de  la 
sentencia  de  primera  instancia  acepta  el 
valor  probatorio  de  documentos  que  á 
juicio  del  recurrente  fueron  presentados 
fuera  de  término  y  han  sido  impugnados 


por  élj  si  la  sentencia  recurrida  conñrma 
la  de  primera  en  virtud  de  fundamentos 
nuevos  sin  aceptar  los  que  ésta  había 
consignado  y  sin  hacer  mención  siquiera 
de  los  documentos  impugnados  por  el 
recurrente. 


Don  Carlos  Roberto  Larraguibel,  residente 
en  Iquique,  como  mandatario  de  doña  Fran- 
cisca Gallardo  v.  de  Moreno,  domiciliada  en 
Antofagastademandandoezpone:  que  suman- 
dante  fué  una  de  las  muchas  personas  que  con- 
currieron á  la  fiesta  celebrada  en  la  plaza 
Prat  de  ejte  puerto  el  21  de  mayo  de  1904,  y 
debido  quizás  á  la  caída  de  algín  palo  de  los 
voladores  que  se  quemaban  esa  noche,  se  cor- 
tó un  alambre  de  la  Compañía  de  Teléfonos 
que  fué  á  conectar  con  otros  de  la  Compañía 
de  Alumbrado,  que  se  cortaron  á  su  vez,  yendo 
á  enroscarse  en  la  señora  Gallardo  v.  de  Mo- 
reno, la  cual  cayó  inmediatamente  al  suelo 
como  herida  por  el  rayo;  que  socorrida  la  se- 
ñora por  otros  asistentes  al  paseo,  resultó 
con  la  ropa  y  cuerpo quemadosen  varias  pra- 
tes,  siendo  conducida  al  hospital  en  donde 
permaneció  tres  meses  y  medio  y  se  le  dio  de 
alta  con  los  brazos  inservibles  y  sin  acción  y 
'después  de  serles  amputados  un  dedo  de  cada 
mano;  que  su  representada  culpa  de  su  des- 
gracia á  la  Compañía  de  Teléfonos,  que  jamás 
se  ha  preocupado  de  conservar  sus  alambres 
y  su  material  en  buen  estado,  ó  siquiera  en 
condiciones  de  resistir  accidentes  de  ordinaria 
frecuencia  como  la  caída  de  un  volador,  des- 
cuido tanto  mas  inexcusable  cuanto  es  sabido 
que  los  hilos  de  esaCompañíaestán  próximos 
en  todas  las  calles  y  paseos  á  los  de  la  Com 
pañía  de  alumbrado,  cuyo  material  se  inflama 
y  mata  cuando  algo  conecta  sus  líneas;  que 
todo  el  publico  sabe  que  los  alambres  de  la 
Compañía  de  Teléfonos  se  encuentran  desde 
hace  tiempo  envejecidos  y  debilitados  por  el 
moho  ú  orín  que  se  produce  por  la  acción  del 
tiempo,  á  tal  extremo  que  ya  basta  el  solo 
viento  para  cortarlos,  lo  que  puede  decirse 
que  ocurrió  en  el  accidente  de  que  fué  víctima 
su  mandante;  y  que  en  mérito  de  lo  expuesto 
viene  en   demandar  á  The   Chili    Telephone 
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Company  Limited  p«ara  que  en  definitiva  se 
<leclare  que  está  obligada  á  indemnizar  el 
daño  causado  á  dona  Francisca  Gallardo 
V.  de  Moreno,  indemnización  que  estima  en  la 
suma  de  $  30,000  en  atención  al  estado  de 
invalidez  en  que  el  accidente  dejó  á  la  expre- 
sada señora. 

Don  Alfredo  Kendall,  en  representación  de 
The  Chili  Thelephone  Company  Limited  que 
se  ocupa  en  el  giro  que  indica  su  título,  v  que 
tiene  su  oficina  ])r¡ncipal  en  Iquique,  contes- 
tando pide  que  la  demanda  sea  desechada  con 
costas;  y  expone  que  los  hechos  expuestos  por 
la  parte  contraria,  salvo  que  la  señora  Ga- 
llardo V.  de  Moreno  sufrió  un  accidente  en  la 
plaza  Prat  el  21  de  mayo  de  lOO^,  á  conse- 
cuencia de  la  cortadura  de  un  alambre  de  luz 
eléctrica,  son  totalmente  falsos,  v  algunos  de 
ellos,  en  el  supuesto  de  ser  efectivos,  acredita- 
rían la  falta  de  lógica  y  de  fundamento  legal 
de  la  demanda,  la  cual  por  otra  parte,  no 
aduce  consideración  alguna  de  derecho  que 
justifique  las  peticiones  que  contiene. 

Ivn  la  replica  el  demandante  se  remite  á  la 
prueba  que  rendirá  oportunamente. 

La  duplica  es  de  mero  trámite. 

Previas  las  formalidades  legales  la  causa 
fué  recibida  á  prueba,  rindiéndose  por  ambas 
partes. 

Se  alegó  de  bien  probado  y  se  citó  para  sen- 
tencia. 

El  Juzgado  de  Iquique,  con  fecha  9  de  febre- 
ro de  1906  falló: 

Considerando: 

1*^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
realmente  se  produjo  en  la  noche  del  21  de 
niíiyo  de  1904-  el  accidente  relacionado  en  la 
demanda,  resultando  gravemente  lesionada 
doña  Francisca  Gallerdo  v.  de  Moreno; 

2°  Que  las  partes  están  igualmente  de  acuer- 
do en  que  el  accidente  fue  debido  á  la  corta- 
dura de  los  alambres  de  la  Empresa  de  Alum- 
brado Eléctrico,  los  cuales  se  enroscaron  en 
la  expresada  señora;  pe:*o  la  parte  deman- 
dante sostiene  que  dicha  cortadura  se  debió 
á  (|ue  primeramente  se  cortó  un  alambre  de 
la  Compañía  de  Teléfonos  el  cual  cayendo 
sobre  losdel  alumbrado,  produjo  el  accidente; 

3"  Oue  aíín  dándose  por  pro])ada  esa  cir- 


cunstancia, en  la  demanda  se  expresa  c;itc:;ú- 
ricamente  que  la  cortavlura  del  alambre  tic  a 
Compañía  demandada  se  produjo  á  causa  \: 
que  sobre  ella  cayó  un  palo  de  los  vola  !  irrs 
que  en  la  noche  indicada  se  quemaban  en  !a 
plaza  Prat  de  esta  ciudad,  y.  por  lo  lant  •,  ti 
hecho  aparece  revestido  de  los  cíiracterc«;  > 
un  caso  fortuito; 

4*^  Que  la  prueba  testimonial  rendida]  r 
la  parte  demandante  al  tenor  de  los  pjn:  s 
undécimo  y  duodécimo  do  la  minuta  para  acre- 
ditar que  los  alambres  de  la  Compafiíi  *c 
Teléfonos  se  encontraban  muy  viejos  en  a 
fecha  del  accidente  y  en  estado  de  c">r:ar>e 
solos,  constituyendo  contalmotivo  las  línjriN 
telefónicas  una  amenaza  para  el  público,  a'e 
más  de  ser  escasa  y  deficienit*.  no  merevv  ar- 
tera fe  ya  que  los  testigos  no  dan  razón  le 
sus  dichos  y  no  consta  ([ue  tengan  los  cor.  -- 
cimientos  necesarios  para  opinar  sobre  la  ::.v 
teria; 

5^  Que  á  mayor  abundamiento  dicha  p'n- 
ba  testimonial  se  encuentra  contradicha  c  n 
el  informe  agregado  por  el  cual  el  Inspt^t -r 
de  Obras  Municipales,  informando  [)Ornricri 
del  primer  alcalde,  asegura  que  jamás  '  ii 
ocurrid)  desgracias  por  la  cortadura  tic  ..i< 
líneas  telefónicas,  y  que  estas  se  han  uk.  :• 
trado  siempre  en  buen  estado  de  servicio. 

Con  arreglo  á  los  artículos  151  del  C-'    .:^ 
de   IVocedimiento   Civil,  y   1698  del  Cúi: 
Civil  se  declara  que  no  ha  lugíirá  ladem^n  .a 

Se  exime  al  demandante  del  pag«j  de  c  »>:i^ 
por  aparecer  de  autos  f|ue  ha  tenido  m  • 
vos  plausibles  ])ara  litigar. 

Se  habilita  el  feriado  para  el  pronunvi  - 
miento  de  esta  vsentencia. — Felipe  S.  \  rz.uu 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  ileA  f 
laciones  dictó  la  siguiente  sentencia: 

Tacna,  31  de  julio  de  1906.— Vistos:  Kt/'- 
duciendo  la  ])arte  expo^^itiva  de  la  sen  ten.  i 
apelada  de  9  de  febrero  último,  y 

Teniendo  presente: 
1*^  Que  en  la  deman  la  se  atribuye  el  a^v- 
dente,  materia  del  presente  juicio,  á  h.-v-vr^^ 
cortado  un  alambre  de  la  Compañía  ile  T.- 
Icfonos  é  ido  á  caer  sobre  los  del  alun'  r;^  ' 
eléctrico,  los  cuales  cortados  á  su  vez  <e  .^- 
bían  enroscado  en  la  demandante,  \^>  •-  ^* 
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fluía  y  (lejándola  en  el  estado  que  allí  se  indi-  Por  tanto,  se  confirma  con  costas  del  recur- 
ca; y  [lor  su   parte  la  Compañm  demandada  so  la  sentencia  indicada  al  principio. 
atribuye  dicho  accidente  á   la  ru[)tura  de  un  Redactada  ])'M"  el  señor   Ministro   Quirell. 
alambre  de  la  luz  eléctrica;  — A\  .  e^ci.  — /i.  Bcirros.—M.  A.  Ouírrll.—A.  M. 

-*'  Ü^'*^»  ^"  los])nntos  de  prueba  de  la  de-  de  1n  r¡}e¡:tc. 

niíinlanto,  á  cuyo  tenor  se  rindió  la  prueba  Contra  esta  sentencia,  la  parte  demandnn- 

tesiimonial  de  ella,  se  diceque  fué  un  alambre  te  ha  interpuesto  recurso   de  casación  en  la 

dcí  teléfono  el  que,  después  de  cortar  e  y  co-  forma,  fundado: 

neclvir  con  la  del  alumbrado  envolvió  y  dañó  1*^  \ln  que  tanto  d  fallo  de  primera  instnn- 

á  la  señora  (lallardo;  cia  como  la  sentencia  recurrida  aj)oyan  el  re- 

'^^  Oue  esa  prueba  se  ha  estendiflo  tandnén  chazo  de  la  demandíi  en  consideraciones  íjiie 

á  iiistificar  que  la  ruptura  del  aland;re  tele"  no  «í'iardan  conformidad  con  el  mérito  de  :iu_ 

fr.ico  se  debió  «4  la  circunstancia  deestar  muy  tos,  de  lo  que  resulta  una  a|  reciación  tic  la 

deteriorado  ¡)or  la  acción  del   tiemj>o  y  de  la  prueba  distinta  de   la  que  corresponde  si  se 

atni«')sfera;               •  hubieran    expuesto  los   hechos  de  dicha  de- 

4.    Que  es  cierto  (pie  hay  tres  testitros  ípie  manda  y  considerado  las  declaraciones  de  los 

(ktlaran  afirmativamentesobre  el  particular:  testi«j:<>s  de   la  causa  tales  como  constan  del 

pero    uno    de  ellos  contra-interro<^ado    dijo  proceso,  causal   de  casación  señalada  en  los 

(|.ic,  por  ser  de   noclie  no   había  podido  cer-  números  2*^  y  4-^  del   artículo  198  y  número 

ci»)rarse  ni  siquiera  de  que  metal  era  el  alam-  ó^  del  941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

hre,  n.)  obstante  de  haber  poco   antes  asegu-  La  recurrente  indica  los  hechos  y  declara- 

riv\n  fpie  era  de  fierro,  y  otro  de  los  testigos  ciones  <á  (pie  se  reñere  y  que  en    su  concepto, 

no  iu'lica  absolutamente  por  qué  [)uede  cons-  han  ^ido  erróneamente  a])reciados; 

ta:  :e  lo  que  declara:  2^  Kn  haberse  desechíido  la  ¡)rueba  del  re- 

.'/'  Oue  con  tales  declaraciones  contradijto-  cúrrente   y   considerado  como    prueba   déla 

rias  con  1  is  projjias  aseveraciones  de  la  seño-  contra-parte,  según   aparece  del   consideran- 

ra  (7  1  llardo  en  su  demanda  relativa   á  luchos  do  5.'^  de  la  sentencia   ai)elada,  los  documcn- 

'le  carácter  técnico  y  (pie  aún  adolecen  de  los  tos   agregados  en   primera  instancia  trascu- 

dcL-Ltos  á  (pie   se   refiere  el  considerando  an-  rridio  el  término  probí\ torio,  (locur.icntos  que 

tcrinr,   n<)  puede   darse  ])or   cotuproba'la    la  en  e«e  estado  fiel    pleito  nieron  impugnados 

rc>;.o:isabilidad  que  se  imputa  A    la   Com[)a-  ])or  el  «lemandante;  todo    lo  cual  constituye 

nía   ueinandadíi;    tanto   m<ás  rpie,  interroga-  la  causal  de   casación  jirevista  en  el  número 

«l'">s  isos  tres    testigos   sobre  si   el    aceidcnte  9'*  del  ariículo  941  y  H*^  y  4^  del  artículo  9G<) 

ÍU'J  .'L'bido  pura  y  exclusivamente  al  descuido  del  Código  citado. 
cM  '^  le  la  Compañía  demandada  tiene  sus  lí- 

líe.'i?:,  j)or  lo   cual   ella   era   la  responsable  de  La  CoTlC: 
•ii..:i-)  accidente,  conte*itaron   dos   (pie  nada 
P^í'd'in   decir    al    rcsi>ccto,  y  el    tercero    (pie, 

^i:^.^.:c  así  lo  estimaba,  no    podía  asegurar-  1"  (Jue  la   Corte  de   apelaciones   de  Tacna, 

^  .;v  en   la   sentencia  recurrida,   se   ha  limitado   «á 

'•"  «_)'ie  á  todo  lo  anterior  j)'.:cde  todavía  apreciar,  en  uso  de  una  facultíid  que  le  co- 
íi-:rcL:arse  (pie  una  versión  distinta  tanto  de  rresponde,  tanto  la  prueba  testimonial  reñ- 
ía (•  :e  se  da  s(d)re  lo»í  hechos  en  la  jiresente  dida  en  autos  cf)ino  los  demás  antecedentes 
'ler.iaiida  como  de  lo  intbrniado  j)or  los  tes-  del  piicio,  sin  qie  apcarczca  (\uíí  en  esaapie- 
ti^^)»;  al  tenor  de  los  j')untos  de  j)ruLd)a  apa-  elación  se  hayan  ii.tVlngido  los  incisos  2''  y  4** 
rcvL- en  otra  demanda  (jue  ¡)or  causa  del  mis-  del  artículo  19.'»  y  ó"^'  del  941  del  CíMHgo  de 
un  acci  lente  entabló  la  señora  (lallardo  Proceillmiento  Civil  fpie  se  citan  como  vio- 
cniít,"  •  I  ^(n7i[)añía  de  Luz  MK'vtrica  y  de  la  lados,  [)ues  la  sentencia  contiene  tanto  la 
cual  se  desistió  sin  indicar  el  motivo  varios  enunciación  breve  de  las  j)eticioncs  ()  accu)- 
tv.ests  antes  de  iniciar  el  actual  juicio.  nes   deducidas   ])'jr   la  demándame  y  de   sus 
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fundamentos  como  las  consideraciones  ('e 
hecho  y  de  derecho  que  sirven  de  base  á  la 
sentencia  misma. 

2^  Que  la  sentencia  recurrida,  confirmato- 
ria de  la  de  primera  instancia  al  reproducir 
la  relación  de  los  hechos  contenidos  en  ésta, 
cuidó  de  establecer  los  nuevos  fundamentos 
en  virtud  de  los  cuales  llegaba  á  la  confirma- 
ción de  la  sentencia  apelada,  sin  aceptar  lo 
que  ésta  había  consignado  por  su  parte,  y 
por  tanto,  carece  de  base  la  causal  segunda 
de  casación  que  está  apoyada  en  el  conside- 
rando 5^  de  la  mencionada  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  tanto  más  cuanto  que  la  re- 
currida ni  siquiera  hace  mención  alguna  de 
los  documentos  impugnados  por  el  recurrente. 

Vistos  además  los  artículos  960  y  979  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar,  con  costas,  el  presente  recurso  de 
casación. 

Aplícase  á  favor  del  Fiéco  la  cattidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gaete.— 
Gabriel  GaeÍK:.^GalvarwoGaIIardo,^E.  Fós- 
ter  kecabarren.—E,  Donoso  V. 


Cas.  en  eí fondo.— 3  de  mayo  de  1907 
Lantadilla  con  Alarcón 

Causal  de  casación.— Apreciación  de  ios 
hechos.  —  Servidumbre;  su  constitu- 
ción. -  Acueducto,— Vecinos;  colindan- 
tes.- Cerramiento. 

Doctrina:— JB^'  inadmisible  una  causal 
de  casación  que  no  tiene  relación  alguna 
con  las  cuestiones  debatidas  en  el  juicio 
y  resueltas  por  la  sentencia  recurrida. 

La  apreciación  de  los  hechos  es  facul- 
tad privativa  del  Tribunal  sentenciador. 


Don  José  Dolores   Lantadilla,   residente  en 
Chorrillos  en  el  departamento  deSan^Fernan- 


do,  á  nombre  de  su  esposa  doña  Lucrecia  FKaz. 
demanda  á  don  Amador  Alarcón,  domicilm- 
do  en  la  calle  de  Carampangue,  de  San  Fer- 
nando, expone:  que  su  expresada  esposa  po- 
see en  la  calle  de  Carampangue  una  casar 
sitio  que  deslinda  con  otra  del  señor  Alarcún, 
cuyos  deslindes  se  hayan  divididos  entre  ara* 
bos  desde  años  atrás,  y  en  mal  estado  la 
parte  correspondiente  á  Alarcón  por  halwr 
caído  la  muralla  y  existir  sólo  unas  tablas 
que  él  ha  puesto  para  evitar  la  coraunicacióa 
de  ambas  propiedades  y  que  habiéndose  rt- 
sistido  Alarcón  á  hacer  la  parte  del  cierro  que 
le  corresponde,  se  ve  en  el  caso  de  demandarlo 
para  que  lo  haga  con  muralla  y  barda  de 
teja  en  el  término  de  un  mes  y  bajo  apercibi- 
miento de  poder  hacerla  por  su  parte  y  á 
costa  de  él.  Que  á  más  la  propiedad  de  su  es- 
posa fué  comprada  según  aparece  en  la  es. 
critura  con  derecho  á  agua  corriente,  laque 
salía  de  la  acequia  madre  que  pasa  por  la 
propiedad  de  Alarcón  y  que  habiendo  desea- 
do construir  el  cauce  de  ladrillo  y  á  su  costa. 
Alarcón  se  ha  negado  á  permitirlo,  por  lo  qoe 
lo  demanda  igualmente  para  que  se  le  obli 
gue  á  no  ponerle  embarazo  para  la  obra; 
pide  costas. 

Alarcón  contesta  que  nunca  se  ha  fijado  ó 
dividido  el  deslinde  de  ambas  propiedades  y 
que  el  día  que  esto  se  haga  no  tendrá  incoa 
veniente  en  hacer  la  parte  que  le  corresponde; 
que  en  cuanto  á  la  acequia  no  ha  existido 
jamás  en  su  propiedad  servidumbre  de  acue- 
ducto á  favor  de  la  parte  demandante  y  sc'm» 
por  gracia  ha  permitido  algunas  veces  usar 
para  el  riego  de  las  propiedades  del  deman- 
dante del  agua  sobrante  de  la  que  extraía  de 
la  acequia  que  pasa  por  su  propiedad  para  el 
riego  de  su  propio  sitio,  y  que  no  constitu- 
yendo esa  condescedencia  un  derecho  de  Lin- 
tadilla  y  no  estando  dispuesto  á  conceder  la 
servidumbre,  pide  que  deseche  la  demanda ífl 
ese  punto. 

A  su  vez  reconviene  á  Lantadilla  para  que 
se  le  obligue  á  reparar  la  muralla  de  un  editi- 
cío  que  tiene  á  deslinde  con  su  propiedad,  la 
que  se  halla  en  mal  estado  por  desplome. 

En  la  réplica,  Lantadilla,  reforzando  l'^^? 
fundamentos  de  la  demanda  en  lo  que  se  re- 
fiere á  la  servidumbre  de  acueducto,  expone 
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que  tanto  la  propiedad  de  su  esposa  como  la 
que  posee  el  señor  Alarcón  fueron  de  un  solo 
dueño,  quien  la  vendió  tanto  á  Alarcón  como 
á  los  poseedores  á  quienes  ha  sucedido  su  es- 
posa con  la  servidumbre  establecida,  y  que 
se  reclama  y  alega  esa  circunstancia  en  apoyo 
de  su  derecho  refiriéndose  en  lo  demás  á  sus 
exposiciones  anteriores. 

£n  la  duplica  se  limita  á  negar  los  hechos 
nuevamente  alegados  por  el  contendor.  La 
causa  se  recibió  á  prueba  y  se  rindió  la  que 
consta  de  autos  y  se  practicó  igualmente  la 
vista  ocular  de  autos,  y  previos  los  alegatos 
de  ambas  partes  se  citó  para  resolución. 

El  Juzgado  de  San  Fernando,  con  fecha  2 
de  marzo  de  1904-,  resolvió: 

En  mérito  de  lo  expuesto  y  teniendo  pre- 
sente: que  no  se  ha  comprobado  un  acuerdo 
pr-vio  entre  los  poseedores  de  la  propiedad 
de  Lantadilla  y  Alarcón  sobre  división  del 
deslinde  común;  que  no  se  ha  establecido  que 
la  propiedad  del  demandado  haya  estado 
gravada  con  la  servidumbre  de  acueducto,  ni 
por  acto  del  dueño  común  ni  por  otro  poste- 
rior, ni  que  esto  importe  el  hecho  de  haber 
permitido  Alarcón  el  goce  de  al^'un¿rcant¡dad 
de  agua,  que  accidentalmente  ha  dejado  co- 
rrer á  la  propiedad  del  demandante;  y  que  no 
se  ha  justificado  que  la  muralla  de  los  edifi- 
cios que  Lantadilla  ha  construido  en  el  des- 
linde de  su  propiedad  con  la  de  Alarcón  esté 
en  condiciones  de  ruinosa  y  amenace  venirse 
al  suelo,  y  juzgando  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  los  artículos  844,  846  y  853  del  Código 
Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  lu  demanda 
en  cuanto  á  que  don  Amador  Alarcón  está 
obligado  á  construir  la  mitad  del  deslinde  de 
la  propiedad  que  posee  con  la  de  doña  Lu- 
crecia Díaz,  de  material  sólido  y  dos  metros 
de  altura  en  el  término  de  dos  meses,  y  pre- 
via división  del  deslinde  que  le  corrresponda, 
para  lo  cual  no  se  tomará  en  cuenta  la  parte 
de  deslinde  que  esté  ocupada  con  edificios  de 
ambos  colindantes,  y  se  considerará  como 
parte  de  Lantadilla  la  parte  que  ocupa  con 
edificios  de  éste.  Dicha  división  la  harán  los 
interesados  por  sí,  y  en  caso  de  discordia  un 
perito  nombrado  en  la  forma  ordinaria;  y 
que  no  ha  lugar  á  lo  demás  deducido  por 
ambas  partes. — Larraín. 


Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Santiago,  noviembre  17  de  1904.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  y  teniendo  pre- 
sente: 

1*^  Que  consta  de  autos  que  el  predio  perte- 
neciente á  doña  Lucrecia  Díaz,  esposa  de  don 
José  Dolores  Lantadilla,  y  el  de  don  Amador 
Alarcón  fueron  de  propiedad  de  un  mismo 
dueño,  donjuán  Francisco  Argomedo; 

2'  Que  de  la  escritura  pública  otorgada  en 
San  Fernando  el  1^  de  junio  de  1886  resulta 
que  el  expresado  Argomedo  vendió  á  doña 
Lucrecia  Díaz  una  casa  y  sitio  de  su  per- 
tenencia, con  agua  corriente,  ubicada  en 
aquella  ciudad,  y  que  el  vendedor  se  obligó  á 
construir  á  su  costa  el  cauce  para  dar  agua 
al  predio  vendido,  situándose  ese  cauce  al 
fondo  del  indicado  predio; 

3^  Que,  en  virtud  de  lo  expuesto  en  el  con- 
siderando precedente,  don  Juan  Francisco 
Argomedo  constituyó  en  la  escritura  mencio- 
nada una  servidumbre  de  acueducto  á  favor 
de  la  propiedad  de  la  esposa  del  demandante 
y  lo  que  éste  solicita  en  su  demanda  es  el 
cumplimiento  de  lo  pactado  relativamente  al 
establecimiento  de  la  indicada  servidumbre. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  y 
882  del  Código  Civil,  se  revoca  en  la  parte 
apelada  la  sentencia  de  2  de  marzo  último 
y  se  declara:  que  don  Amador  Alarcón  debe 
permitir  á  don  José  Dolores  Lantadilla  la 
construcción  del  acueducto  de  que  se  trata, 
debiendo  señalarse  el  rumbo  por  el  Juzgado 
oyendo  el  informe  de  un  perito,  si  lo  estimare 
conveniente,  y  teniendo  presente  lo  estable- 
cido al  respecto  por  la  escritura  de  1^  de  ju- 
nio de  1886. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Donoso 
Vildósola. — E.  Donoso  V.—/,  Ignacio  Latraín 
Z—JoséJ,  Marín. 

El  demandado  Alarcón,  declarado  pobre,  in- 
terpuso recurso  de  casación  en  el  fondo  en 
contra  de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, fundándolo  en  las] siguientes  causales: 

a)  Infracción  de  los  artículos  24  y  25  de  la 
ley  de  Municipalidades  de  22  de  diciembre  de 
1891  que  en  su  concepto,  ha  derogado  implí- 
citamente las  disposiciones  del  Código   Civil 
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en  lo  referente  á  las  servidumbres  de  aeneduc-      de  1904-,  sin  costas  por   litigar  el  recum:.*. 
to,  lo  cual  es  de  la  exclusiva  competencia  de      con  privilegio  de  pobreza, 
esas  corporaciones;  Redactada  por  el  señor  Ministro  Gnllnrr 

b)  Infracción  del  artículo  1098  del  Código      —Carlos  Vfinns.^J.  Gnbritl  Piilm¿iGu2n;h,. 
Civil,  invocado  en  d  fallo  recurrido,    pues,  el       GaI\¿innoG/iJlarrJo.—(Í£if)rh]Gnctc.-\.Ai. 
demandante  Lantadilla  no  lia  justificado  la      rre  V.—E.  Fóstcr  Recaharren—J.  Iknink^ 
constitución  de  la  servidumbre,  ni  haberla  go- 
zado ])or  el  tiempo  (pie   determina  el   último 

inciso  del  artículo  8S2  del  Código  citado.  Oi-  

do  el  dictamen  de  uno  de   los  señores   Minis- 
tros, 


La  Corte: 


Cus.  en  Ja  forma.  — 7  de  mavo  de  íi'f'7 


Considerando: 

1"  íjue  la  causal  de  casación  basada  en  ha- 
1)erse  infringi  Jo  los  artículos  24  y  23  de  'a  lev 
de  Municipalidades  de  22  de  Diciembre  de 
1S91,  no  tiene  relación  alguna  ccn  las  cues- 
tiones debatidas  en  el  juicio,  y  resueltas  por 
la  sentencia  de  fpie  se  recurre  cpie  se  refieren  á 
la  constitución  de  la  servidumbre  de  acueduc. 
to  en  beneficio  del  predio  del  demandante; 

2*'  (Jue  es  igualmente  inadmisible  la  causal 
de  casación  i\\\tt  se  furnia  en  haberse  violadr 
el  artículo  lí)08  del  Códigr)  Civil  al  darse  por 
j)ro])ada  la  obligación  (pie  alega  el  deman- 
dante, pues  la  sentencia  pronunciarla  [jor  el 
Tribunal  de  segunda  instancia,  establece,  ejer- 
citando legalniente  atribuciones  propias,  (pie 
los  predios  de  los  pro[)ietarios  colindantes, 
doña  Lucrecia  r)íaz  y  {\im  Josc  Dolores  Lan- 
tadilla pertenecieron  á  un  mismo  dueño,  don 
Juan  Francisco  Argomedo  ven<li(')  a  la  señora 
Dí.iz  el  sitio  y  casa  de  (pie  se  trata  con  agua 
corriente,  obligándose  el  vendedor  á  construir 
el  cauce  en  el  fondo  del  indicado  predio;  v 

.'»"  (Jue  la  apreciación  de  los  hechos  reLaclo- 
iiados  en  el  considerandí^  anterior,  en  ci;anto 
c  )mprueban  la  constitución  de  la  servidun.- 
bre,  no  i)ueden  ser  materia,  clel  presente  re- 
curso, pues  constituye  una  facultad  ])rivativa 
del  Tribunal  sentenciador. 

V  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1)4-0, 
\)''\^)  y  97»'.  del  Código  de  rrocediiniento  Civil, 
se  declara:  qr.e  no  ha  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  interpuesto  j)or  don  Amador 
A'arcón  contra  la  sentencia  de  la  Corte  de 
A  )claciones  tic  Santiaijo  de  17  de  noviendn'e 


^L^inguyague  con  Mesonts 

Pag-o.—Consig-nacióri.- Oferta  vá.iid 
-  Ultra  petita 

Doctrina:— Ao  faíln  "'iiltni  pctita'  ' 
scnicnciíi  que  se  limita  á  decidir  el ¡n  ■ : 
controvertido,  que  era  en  la  es¡>Cí:i  .' 
procedencia  ó  improcedencia  de  un ¡>- ^ 
por  consignación  ofrecido. 


Don  Pablo  ^Laingnyague,  se  prestrntó  ;'. 
el  Juzgado  de  Victoria  exponiendo:  (nict: 
11  de  Abril  del  año  1904-,  don  Braulin  K-  '' 
guez    hizo  cesicni  fi  don   Pedro  Mesones»  f 
crédito   por   $   9.4-4-()  (pie   tiene    contr.'.d' 
frascrito;  cpie  de  dicha   suma,    KoiIríiTin/. 
canzó  á  percibir   antes  de  ceder  el  cii-li'  ■•  > 
suma  de  $  9.0^)0  según  consta  de  recil'-'^ 
deben  existir  en  autos  por  agregación  \\\  * 
haga  i\\:  ellos  en  éstos  á  su  tiempo,  //Jt'n. 
yidcndi,   (juedando   en   consecuencia,  ñ  i  '' 
del   señor   Mesones,  cesionario   del  cu'!"' .  ^ 
saldo  ascendente  á  la  suma  de  $  4-4-o;  (    -  ^ 
plazo  ¡)ara  exigir  el  [)ago  de  esta  suma  i-^    ' 
el  .'U  de  abril  del  año  en  referencia,  (»'ir  c. 
razón  desea  (pie<lar  desligado  de  esta  •'■  ^ 
c¡('>n    pagando   lo   adeudado,  á  fin  de  (;in-  * 
cancele  una  fianza  (pie  don   Pedro  Loti\».l  i  •• 
ne  constituida  tá  su  favor,  y  (pie  habitii'l'-  • 
sones  partido  en  viíijc  á  Kuro[)a.  deja:  '•  *^ 
mo  apoderado  para  el  arreglo  de  sus  a>.  r'  * 
á  don  Ji)sé  XLicho  (González,  comcrcinntv.  a- 
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dente  en  Angol,  se  hace  necesario  no  tincar  á 
Macho  para  que  se  traslade  á  esta  ciudad,  y 
recibiendo  los  $  440,  perciba  y  cancele  el  cré- 
dito, bajo  apercibimiento  de  que  si  en  el  plazo 
razonable  tle  cuarenta  y  ocho  horas  no  lo  ha- 
ce, se  habrá  de  verificar  el  pago  por  consigna- 
ción y  á  costa  de  Mesones.  Dióse  lugar  á  lo 
pedido  por  el  señor  Mainguy^ague  según  auto 
de  20  de  ma^'O  del  año  1905. 

Don  José  Macho  González,  se  opone  al  pago 
de  esta  suma  y  dice  que  lo  solicitado  por 
Mainguyague  y  concedido  por  el  Juzgado  es 
perjudicial  á  los  derechos  de  los  cuales  es  re- 
presentante, por  cuanto  él  se  halla  encargado 
de  liquidar  créditos  que  según  escritura  públi- 
ca re¡  resentan  valores  muy  suf)eriores  á  la 
suma  que  ofrece  en  pago  Mainguyague;  que 
la  escritura  de  13  de  julio  de  1904,  en  que 
consta  el  valor  de  lo  que  Mainguyague  debe 
á  Mesones  reconoce  en  favor  de  este  último 
un  crédito  de  $  22.865  y  no  podrá  cancelarla 
si  no  se  le  pagatotalmenteónose  le  presentan 
legítimos  abonos  que  lo  satisfagnn,  y  que  por 
último  no  tiene  inconveniente  si  así  lo  estima 
Mainguyague  en  recibir  como  abono  con  un 
recibo  parcial  la  cantidad  que  pretende  entre- 
garle, lo  que  se  tendría  presente  al  tiempo  de 
la  liquidación  general.  Don  Pablo  Mainguya- 
gue insiste  en  su  petición  y  dice  que  la  oposi- 
ción deducida  carece  de  base  legal  ya  que  to- 
dos los  pagos  anteriores  que  ha  efectuado 
constan  de  escrituras  públicas  y  no  por  un 
mero  capricho  del  mandatario  del  acreedor, 
ha  de  seguir  manteniéndole  en  una  situación 
anormal  que  perjudica  no  sólo  sus  intereses, 
sino  los  del  fiador  señor  Louvet,  por  lo  que 
pide  se  deseche  la  oposición,  con  costas.  Por 
sentencia  de  la  Iltma.  Corte  de  Apelaciones 
de  Concepción  de  25  de  mayo  úItimo,|se  dio  á 
este  juicio  el  carácter  de  sumario  y  se  resolvió 
que  el  Juzgado  debía  pronunciar  sentencia  sin 
más  trámite.  Cumpliendo  lo  ordenado,  el  Juz- 
gado de  Victoria,  con  techa  18  de  junio  de 
1906  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  según  la  liquidación  que  consta  de 

la  escritura  pública  de  13  de  julio  de   11)04, 

extendida  ante  el  notario  de  esta  ciudad  don 

Alejandro  Urrutia  Zañartu,  don  Pablo  Main- 

SUPREMA 


guyague  quedó  debiendo  á  don  Braulio  Ro- 
dríguez la  cantidad  de  $  9.443  pagaderos  en 
la  forma  siguiente:  $  3.000  á  sesenta  días 
plazo  á  contar  desde  la  fecha  de  la  escritura  y 
el  resto  por  mensualidades  vencidas  de  $1.000 
cada  una,  que  empezarán  á  correr  desde  el 
vencimiento  de  los  sesenta  días  del  primer 
plazo; 

2^  Que  consta  délas  escrituras  públicas  que 
don  Braulio  Rodríguez  percibió  deldeudordon 
Pablo  Mainguyague  hasta  el  15  de  marzo  de 
1905  la  cantidad  de  $  9.000  en  las  fechas  que 
en  las  escrituras  aludidas  se  expresan. 

3^  Que  por  esentura  pública  otorgada  ante 
el  notario  de  esta  ciudad  el  8  de  abril  de 
1905,  don  Braulio  Rodríguez  cedió  á  don  Pe- 
dro Mesones  el  crédito  que  constaba  de  la 
escritura  pública  de  13  de  julio  de  1904  á  que 
se  alude  en  el  considerando  1^; 

4^  Que,  en  consecuencia,  lo  que  el  señor  Ro- 
dríguez ha  podido  ceder  al  señor  Mesones,  es 
el  saldo  que  al  primero  adeudaba  el  señor 
Maingu3'ague  á  la  fecha  de  la  cesión,  que  as- 
cendía á  $  443; 

5°  Que  la  última  parcialidad  ascendente  á 
$  443,  debió  pagarla  el  deudor  el  11  de  abril 
de  1905; 

6*^  O/:  aparece  de  estos  antecedentes  que 
el  deudor  ofreció  pagar  este  saldo  el  16  de 
ma3'o  de  1905; 

7^  Que  don  José  Macho  González  tiene  fa- 
cultad de  percibir  por  don  Pedro  Mesones, 
según  consta  del  poder  que  se  registra. 

Y  visto  además  lo  que  disponen  los  artícu- 
los 1576,  1580  inciso  2°,  1599,  1600  del  Có- 
digo Civil,  151  y  262  número  3.^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara:  que  ha 
lugar  con  costas  al  pago  por  consignación;  y 
en  consecuencia  el  deudor  debe  depositar  en 
una  oficina  pública  á  la  orden  del  acreedor  la 
expresada  cantidad  de  $  443  y  los  intereses 
legales  de^de  el  11  de  abril  de  1905,  hasta  el 
23  de  mayo  del  mi  .no  año,  fecha  en  que  fué 
notificada  la  oferta  al  representante  del 
acredor.— yosé  Elias  Riño, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  falló: 

Concepción,  20  de  octubre  de  1906.- Re- 
produciendo la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia de  primera  inst.i  ccniendo  en  consi- 
deración: 

i8 
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1^  Que  la  consignación  es  el  depósito  de  la 
cosa  que  se  debe  hecho  á  virtud  de  la  repug- 
nancia ó  no  comparecencia  del  acreedor  á  re- 
cibirla y  con  las  formalidades  necesarias  en 
manos  de  una  tercera  persona: 

2^  Que  la  consignación  debe  ser  precedida 
de  oferta,  y  para  que  la  oferta  sea  válida  debe 
reunir  las  circunstancias  que  indica  el  artícu- 
lo 1600  del  Código  Civil;  y 

3*^  Que  en  este  caso  don  Pablo  Mainguya- 
gue  no  hizo  la  oferta  en  la  forma  requerida 
por  la  disposición  legal  citada,  por  lo  cual  no 
procede  por  ahora  lo  pedido  en  el  escrito. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  1600  ya  ci- 
tado del  Código  Civil  y  1599  (i  J  mismo  Có- 
digo y  151  del  de  Procedimiento  Civil,  se  re- 
voca la  referida  resolución  de  18  de  junio 
último,  sin  costas,  por  haber  habido  motivo 
plausible  para  litigar;  y  se  declara  que  no  ha 
lugar  por  ahora  á  lo  pedido  en  el  escrito,  sin 
perjuicio  de  otros  derechos  que  pueda  hacer 
valer  don  Pablo  Mainguyague. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Figue- 
roa  Lagos,— Exeqtiel Fígneroa.— Juan N.  Par- 
ga. — —Ramón  Navarro  O, 

Contra  esta  sentencia  el  procurador  don  J. 
Señen  Conejeros,  en  nombre  de  Mesones,  in- 
terpuso recurso  de  casación  en  la  forma,  en 
razón  de  haberse  dado  aquella  ultra  petita^ 
causal  prevista  en  el  número  4^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Sostiene  el  recurrente  que  la  demanda  de 
Mainguyague  tenía  por  único  objeto  que  se 
obligara  á  Mesones  á  recibir  lo  ordenado  y 
cancelar  el  respectivo  crédito,  bajo  apercibi- 
miento de  hacerse  el  pago  por  consignación, 
y  que,  habiéndose  el  acreedor  limitado  á  opo- 
nerse á  tal  petición,  alegando  que  se  le  debía 
mayor  cantidad  que  la  ofrecida,  quedó  tra- 
bada la  litis  en  el  sentido  de  que  sólo  pudiera 
determinarse,  como  lo  hizo  el  fallo  de  prime- 
ra instancia,  cuanto  era  lo  debido,  sin  que 
fuera  lícito  á  la  Corte  extender  su  sentencia 
á  un  punto  extraño  á  la  materia  del  pleito, 
como  es  la  validez  del  pago  per  consignación, 
apenas  insinuado  por  vía  de  apercibimiento. 


La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  causal  de  casación  en  la  forma  se 
funda  en  que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Con- 
cepción, al  fallar  esta  causa  por  la  sentencia 
de  20  de  octubre  de  1906  declarando  que  no 
ha  lugar  por  ahora  al  pago  por  consignación 
ofrecido  en  el  escrito  que  se  ha  tenido  como 
demanda,  ha  extendido  su  sentencia  á  un 
punto  extraño  al  debate;  y 

2^  Que  de  los  términos  de  dicha  sentencia 
aparece  que  no  es  efecti^ro  el  fundamento  qae 
da  el  recurrente,  pues  ella  se  limita  á  decidir 
el  punto  controvertido,  que  no  es  otro  qae  el 
que  contempla  la  Corte,  sobre  procedencia  ó 
improcedencia  del  pago  por  consignación 
ofrecido. 

Vistos  los  artículos  960  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  se  declara  sin  lugar, 
con  costas,  el  presente  recurso  de  casación. 

Aplícase  en  favor  del  Fisco  la  cantidad 
consignada. 

Redactada  por  el  señor  M.  Urrutia.— Lcy- 
poldo  Urrutia.  —  Galvarino  Gallardo.—  Os- 
bríel  Gaete,  -E.  Fóster  Recaharren. 


Cas.  en  Ja  forma.— 8  de  mayo  de  1907 

González  con  Martínez 

Tribunal  de  alzada;  integ^ración.  -  Aviso 
á  las  partes.—  Relator;  certificado.  - 
Competencia. — Prueba. 

Doctrina:— iVo  es  nula  la  sentencia  de¡ 
Tribunal  de  Alzada  integrado  en  confor- 
midad á  la  ley  con  el  Fiscal  del  mismo 
Tribunal,  siesta  integración  se  puso  en 
conocimiento  de  las  partes  antes  de  co- 
menzar la  vista  de  la  causa. 

Queda  establecido  este  hecho  con  elcer 
tincado  del  relator  de  la  causa  qae  espio- 
ne que  puso  en  conocimiento  de  las  p^T- 
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tes  dicha  integración,  no  habiéndose  ren- 
dido prueba  para  acreditarla  inexactitud 
de  este  certificado. 


Don  Joaquín  González  por  sí  y  por  su  mujer 
doña  Juliana  Valenzuela  demandando  dice: 
que  en  la  partición   del  fundo  Nancuan  prac- 
ticada por  el  abogado  don  Robinsondel  Pino, 
le  correspondía  la  hijuela  inscrita  que  acom- 
paña; que  en  esa  partición  figura  también 
como  accionista  don  Juan  de  Dios  Martínez, 
quien  le  retiene  indebidamente  la  casi  totali- 
dad de  su  hijuela  á  escepción  de  unas  ocho 
cuadras  que  ocupa  él  al  lado  norte  de  su  hi- 
juela y  así  Martínez  le  ocupa  una  extensión 
de  treinta  y  siete  cuadras  más  ó  menos  y  que 
deslindan:  al  norte  con  un  rectángulo  de  te- 
rreno de  que  está  en  posesión  el  demandante; 
al  sur  hijuela  número  32  de  Nolberto  Craus 
y  de  su  mujer  María  del  Rosario  Barría;  al 
este  terrenos  litigiosos  número  1  c,  pertene- 
ciente á  todos  los  accionistas  del  fundo  Nun- 
cuan  y  al  oeste,  con  hijuela  número  28  de 
Paulina  Andrade;que  no  ha  podido  conseguir 
que  Martínez  le  haga  entrega  de  los  terrenos 
que  forman  parte  de  su  hijuela  y  que  por  estas 
razones  le  demanda  por  reivindicación  á  fin 
de  que  en  definitiva  se  le  ordena  que  le  resti- 
tuya el  terreno  arriba  deslindado  dentro  del 
tercer  día  libre  de  todo  embargo  y  se  le  con- 
dene al  pago  de  costas  y  perjuicios  y  al  pago 
de  los  frutos  naturales  y  civiles  desde  la  fecha 
de  la  inscripción  de  su  título. 

Don  José  Antonio  2"^  González  por  don  Juan 
de  Dios  Martínez  contestando  la  demanda 
dice:  que  su  mandante  es  dueño  del  terreno  á 
que  se  refiere  la  escritura  de  compraventa  ins- 
crita que  acompaña  y  que  posee  hace  más  de 
diezisiete  años  y  se  encuentra  en  el  fundo  Nan- 
cuan, que  uniendo  su  posesión  á  la  de  su 
vendedor  Sebastián  Aillapán,  que  poseyó  el 
predio  más  de  cuarenta  años,  Martínez  ha 
poseído  el  terreno  durante  más  de  treinta 
años  y  por  todos  los  actos  propios  y  consti- 
tutivos del  dominio  y  así  á  más  de  su  justo 
título  lo  ha  adquirido  por  prescripciones  or- 
dinaria y  extraordinaria,  que  alega  á  favor 
de  su  mandante;  que  éste  no  ha  figurado  como 


accionista  en  la  partición  del  fundo  Nancuan 
y  no  le  retiene  porción  alguna  de  terreno  á 
González  demandante;  que  el  terreno  cuya 
entrega  demanda  don  Joaquín  González  se 
halla  dentro  del  adquirido  por  su  comitente 
seg'ln  la  escritura  inscrita  aludida  y  forma 
parte  integrante  de  este  predio;  que  el  deman- 
dante no  tiene  derecho  alguno  á  ese  terreno; 
que  por  haberse  excluido  de  la  partición  del 
fundo  Nancuan  á  don  Juan  de  Dios  Martínez 
éste  ha  interpuesto  demanda  sobre  nulidad 
de  esa  partición  contra  los  demás  comuneros 
entre  los  que  figura  el  demandante  Joaquín 
González  y  que  por  lo  tanto  se  deseche  la  de- 
manda con  costas. 

En  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  las  par- 
tes se  limitaron  á  reproducir  los  razonamien- 
tos hechos  valer  en  los  de  demanda  y  contes- 
tación. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba  y  después  de 
hecha  publicación  de  probanzas,  la  parte  de 
don  Joaquín  González  tachó  á  todos  los  tes- 
tigos presentados  por  el  demandado  en  Osor- 
no  y  la  Unión  porque  habían  sido  examinados 
por  los  secretarios  respectivos  sin  que  á  estos 
les  fuese  cometida  la  recepción  de  la  prueba 
por  el  juez  exhortante;  la  misma  parte  tachó 
además  á  once  testigos  que  declararon  en 
Osomo  porque  residían  en  la  5*  subdelega- 
ción  de  este  departamento;  según  apercibi- 
miento decretado,  se  ordenó  que  declarasen 
ante  los  jueces  de  los  departamentos  de  sus 
residencias  y  tachó  á  Eusebio  Alvarez  por  fal- 
ta de  probidad  como  perjuro  y  por  haber  sido 
condenado  como  tal. 

Don  José  Antonio  2^  González  por  el  de- 
mandado aceptó  las  tachas  opuestas  á  Eu- 
sebio Alvarez,  Alejandro  y  Ventura  Cárca- 
mo, Juan  de  Dios  Cárdenas  y  Nicolás  Martí- 
nez, y  porque  formaban  el  número  de  cinco 
que  excedían  á  los  treinta  que  la  ley  permite 
presentar,  y  el  mismo  tachó  las  declaraciones 
de  todos  los  testigos  presentados  por  el  de- 
mandante porque  habían  sido  examinados 
por  el  secretario  y  no  por  el  juez  de  la  causa 
como  estaba  ordenado. 

Las  partes  alegaron  de  bien  probado  y  ci- 
tadas para  sentencia,  el  Juzgado  de  Puerto 
Montt,  con  fecha  28  de  agosto  de  1902,  re- 
solvió: 
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Considerando  respecto  á  las  tachas:  Que 
según  decretos  la  prueba  que  debía  tomarse 
en  los  departamentos  de  Osorno  y  la  Unión 
fué  cometida  por  el  jues:  de  la  causa;  y  por  lo 
tanto  pudo  ser  recibida  por  los  secretarios  de 
de  esos.juzgados; 

Que  no  se  ha  acreditado  que  hayan  decla- 
rado en  Osorno  testigos  residentes  en  este 
departamento  y  en  contravención  á  lo  decre- 
tado; 

Que  tanto  el  demandante  como  el  deman- 
dado rindieron  su  prueba  testimonial  en  este 
Juzgado  ante  el  secretario  y  todos  los  testi- 
gos del  demandante  fueron  examinados  tam- 
bién por  el  contra  interrogatorio  del  deman- 
dado, y  si  es  verdad  que  éste  pidió  que  la 
prueba  fuese  recibida  en  este  Juzgado,  por  el 
mismo  juez,  no  se  hizo  esa  petición  bajo  aper- 
cibimiento de  nulidad  de  esas  declaraciones, 
y  antes  había  cometido  la  recepción  de  la 
prueba;  y 

Que  el  demandado  con  citación  del  deman- 
dante aceptó  las  tachas  opuestas  á  Alejan- 
dro y  Ventura  Cárcamo  y  á  Eusebio  Alvarez 
y  renunció  á  las  declaraciones  de  los  testigos 
Juan  de  Dios  Cárdenas  y  Nicolás  Martínez; 
visto  lo  dispuesto  en  la  ley  17  título  32  li- 
bro 12  de  la  Novísima  Recopilación  se  dese- 
chan las  tachas  opuestas  por  las  partes  y  se 
desecha  el  testimonio  de  los  cinco  testigos 
antes  nombrados. 

Considerando  en  cuanto  á  la  demanda. 

Que  según  consta  de  los  certificados,  el  de- 
mandado don  Juan  de  Dios  Martínez  no  in- 
tervino en  el  nombramiento  de  juez  compro- 
misario y  partidor  para  dividir  los  fundos 
*'Nancuan'*  y  **Chifín"  y  tampoco  fué  cita- 
do  para  nombrarle,  y  esto  mismo  se  acredita 
en  las  copias  y,  especialmente  en  el  artícu- 
lo 25  del  Laudo  del  Juez  partidor  y  en  la  hi- 
juela de  don  Andrés  Benítez  }',  si  es  verdad 
que  durante  el  juicio  de  partición  fué  citado  y 
notificado,  para  que  hiciese  valer  sus  dere- 
chos en  ese  juicio,  tal  citación  hecha  después 
de  constituido  el  compromiso,  no  es  bastante 
para  obligar  á  don  Juan  de  Dios  Martínez  á 
sonulerse  á  las  decisiones  de  un  juez  com- 
;^  ...íisarlo  (¡ue  el  no  i>ombró;  que  el  mismo 
señor  Martínez  no  hi  '"Uificado  el  nombra- 
miento de  juez  compromisario  hecho  para  la 


participación  de  los  fundos  "Nancuan"  y 
**Chifín",y  antes  por  el  contrarío,  como  cons- 
ta  de  autos,  ha  protestado  de  ese  nombra- 
miento, ha  dicho  de  nulidad  de  ese  compro -^ 
miso  y  tiene  pendiente,  según  certificado,  ua 
juicio  sobre  nulidad  de  ese  compromiso  y  en- 
tre los  demandados  en  eate  juicio  figura  el 
demandante  don  Joaquín  González;  que  el  de* 
mandado  con  mayor  número  de  testigos  ha 
probado  que  el  terreno  de  que  se  encuentra 
en  posesión  y  que  quiere  reivindicar  don  Joa- 
quín González,  es  parte  integrante  del  predia 
que  compró  á  Sebastián  Aillapán  según  com^ 
pra venta  inscrita. 

Que  ha  probado,  igualmente,  que  don  Juan 
de  Dios  Martínez,  que  ese  terreno  no  forma 
parte  del  fundo  *'Nancuan'*  y  lo  posee  tran- 
quilamente y  por  todos  los  actos  propios  y 
constitutivos  del  dominio  hace  más  de  treinta 
años,  uniendo  su  posesión  á  la  de  su  vendedor 
y  causante,  Sebastián  Aillapán. 

Visto  lo  dispuesto  ec  las  leyes  1*  título  14 
y  40,  título  16,  partida  3*  artículo  181  de 
la  ley  de  15  de  octubre  de  1875  y  artículos^ 
700,  925,  1698,  2492,  2508  y  2510  del  Códi- 
go Civil,  se  declara  sin  lugar  la  demanda  de 
don  Joaquín  González  y  que  ha  lugar  á  la 
prescripción  ordinaria  }'  ertraordinaria  ale- 
gada por  el  demandado  don  Juan  de  Dios- 
Martínez  en  la  contestación  de  la  demanda. 
— Alfonso, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  resolvió: 

Concepción,  agosto  1^  de  1905.— Se  confir- 
ma la  sentencia  apelada  de  28  de  agosto  de 
1902,  con  costas  del  recurso.—/.  Guiller- 
mo Mackfíy. — /?.  Navarro  Ocampo Juan  N. 

Parj^a. 

Don  Joaquín  González  interpuso  recurso  de 
casación  en   la  forma  contra  esta  sentencia. 

Dice  en  el  escrito  de  formalización  del  recur- 
so, que  la  sentencia  es  nula  por  haberse  dic- 
tado en  contravención  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  173  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, que  prescribe  que  cuando  haya  que  inte-  . 
grarse  una  Sala  con  miembros  que  no  perte- 
nezcan á  su  personal  ordinario,  antes  de  co- 
menzar la  vista  se  pondrá  en  conocimiento 
de  las  partes  ó  de  sus  abogados  el  nombre  de 
los  integrantes,  y  que  al  recurrente  no  se  dio- 
noticia  de  que  la  Sala  que  falló  el    pleito  se 
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integraba  con  el  señor  Fiscal  don  Ramón  Na- 
varro O. 

En  concepto  del  recurrente,  la  Corte  de 
Apelaciones  no  debió  estimar  suficiente  el  cer- 
tificado expedido  por  el  relator  de  la  causa, 
por  no  exprcsar<»e  en  él  quienes  fiieron  las  par- 
tes designadas  por  sus  nombres  y  apellidos 
ÍK  las  que  se  hizo  saber  la  forma  en  que  el 
Tribunal  iba  á  integrarse. 

Agrega  que,  según  el  artículo  941  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  es  causal  de  casa- 
ción en  la  forma,  el  haber  sido  pronunciada 
la  sentencia  por  un  tribunal  integrado  en 
contravención  á  lo  dispuesto  por  la  ley,  y  que 
la  causal  que  alega  está  también  comprendi- 
da en  el  número  9  del  mismo  artículo. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  aparece  el  siguiente  certificado  sus- 
crito por  el  relator  de  la  causa:  "Certifico 
haber  puesto  en  oon caimiento  de  las  partes 
que  esta  Sala  del  Tribunal  se  integraba  con 
el  señor  Fiscal  Navarro  O.,  para  la  vista  de 
la  presente  causa**; 

2^  Que  informando  el  mismo  relator,  con- 
firma lo  expuesto  en  la  deligencia  y  no  se  ha 
rendido  prueba  para  acreditar  la  inexactitud 
de  dicho  certificado;  y 

3^  Que  en  la  integración  del  Tribunal  para 
ver  la  causa  se  han  cumplido  los  requisitos 
que  la  ley  señala,  y  no  se  ha  precisado  por  el 
recurrente  ninguna  otra  causal  que  según  la 
ley  produzca  la  nulidad  del  fallo.  Visto  lo  pre- 
venido en  los  artículos  941,  960  y  979  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin 
lugar  el  recurso,  con  costas. 

Aplícase  á  favor  del  Fisco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  presidente  Varas 

Carlos  Varas.— J,  Gabriel  Palma  Guzmán 

V.  Aguirre  V.—J.  Berna  les. 


Cas.  en  el  fondo,— 27  de  mayo  de  1901 

Ramírez  con  Bavestrello 

Hijo   natural.  -  Reconocimiento. —Cura- 
dor.—Cúratela;  expiración 

Doctrina: — Reconocido  un  menor  co- 
mo hijo  natural  por  su  padre  y  aceptado 
este  reconocimiento  con  las  solemnida- 
des legales  por  el  curador  especial  que  se 
le  nombré  al  efecto,  se  defiere  al  padre  la 
guarda  legitima  del  hijo  natural  y  este 
llamamiento  pone  fin  A  la  guarda  en  que 
se  bailaba  el  menor,  en  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  el  articulo  368  del  Códi- 
go Civil, 


A  solicitud  del  señor  defensor  de  menores  de 
Valparaíso,  se  nombró  á  don  Juan  Enrique 
Ramírez  en  calidad  de  guardador  del  menor 
Luis  Bavestrello,  con  relevación  de  fianza, 
ordenándose  discernirle  el  cargo,  pero  sin  que 
se  alcanzara  á  efectuar  esto  último. 

Entre  tanto,  el  menor  fué  reconocido  como 
hijo  natural  por  su  padre  don  Benito  Baves- 
trello, quien  reclama  la  guarda  para  sí. 

Don  Juan  E.  Ramírez  se  opone,  fundándose 
en  que  él  es  el  curador,  en  que  no  puede  darse 
otro  á  quien  ya  lo  tiene,  y  en  que  ha  sido  im- 
pugnado el  recon cocimiento. 

El  Juzgado  resolvió,  con  fecha  11  de  no- 
viembre de  1905: 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 368  del  Código  Civil  y,  á  mayor  abunda- 
miento, que  Ramírez  no  entró  legalmente  en 
ejercicio  del  cargo;  visto  también  el  artícu- 
lo 1017  del  Código  de  Procedimiento  del  ra- 
mo, desígnase  como  guardador  de  dicho  me- 
nor á  su  padre  natural  don  Benito  Bavestre- 
llo.—/osé  R.  Guzmán. 

Apelada  esta  sentenciadla  Corte  falló: 

Valparaíso,  Enero  11  de  1906.— Vistos:  se 
confirma  con  costas  del  recurso,  la  sentencia 
apelada  de  11  de  noviembre  último.— Lu/s 


246 


SEGUNDA   PARTE, — ^SECCIÓN  PRIMERA 


Ignacio  Silva. — Pedro  N.  Pineda. — B.  Alamos 
González. —A.  Bezanilla  Silva. 

Contra  esta  última  resolución,  la  misma 
parte  de  Ramírez  dedujo  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  exponiendo,  al  formalizarlo,  que 
en  ella  se  han  infringido  los  artículos  209, 
211,  273  y  350  del  Código  Civil,  por  cuanto 
no  puede  darse  curador  al  menor  que  ya  lo 
tiene  y  en  atención  á'que  el  reconocimiento  de 
hijo  natural  debe  ser  aceptado  por  el  curador 
general  cuando  existe,  como  sucedía  en  el 
caso  en  cuestión,  sin  que  este  procedimiento 
se  haya  llenado,  por  lo  cual  no  ha  podido  po- 
ner fin  á  su  cúratela.  En  el  escrito  en  que  fun- 
dó el  recurso,  repitió  y  reforzó  lo  ya  expuesto 
en  el  de  formalización  y  respondiendo  el  pro- 
curador de  la  parte  contraria,  solicita  que  se 
le  rechace  y  dice:  la  sentencia  que  nombró  á 
don  Benito  Bavestrello  guardador  de  su  hijo 
natural  don  Luis  Bavestrello,  puso  término  á 
la  guarda  á  que  éste  se  hallaba  sometido,  si 
alguna  existía,  de  conformidad  con  lo  expues^ 
to  en  el  artículo  368  del  Código  Civil,  y  no 
existe,  por  consiguiente,  la  violación  del  ar- 
tículo 350  del  mismo  Código. 

Y,  si  bien  el  recurrente  pretende  que  dicho 
reconocimiento  no  se  ha  verificado. con  las  so- 
lemnidades legales,  esto  serviría  sólo  para  im- 
pugnar dicho  reconocimiento,  lo  que  sólo 
puede  hacer  el  supuesto  reconocido  y,  en  el 
caso  del  artículo  213,  sus  descendientes  legíti- 
mos y  en  tal  evento  se  restablecería  la  guarda 
del  recurrente  que  ya  terminó. 

Se  expidió  el  dictamen  del  señor  Ministro  á 
quien  correspondía  informar;  y 


2'  Que  en  virtud  del  reconocimiento  á  que 
se  refiere  el  considerando  anterior  y  de  ha- 
berse deferido  al  padre  la  guarda  legítima  de 
8u  hijo  natural,  quedó  sin  efecto  la  designa- 
ción que  se  había  hecho  en  don  Juan  E.  Ra- 
mírez; 

3^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 368  del  Código  Civil:  "Es  llamailo  á  la 
guarda  legítima  del  hijo  natural  el  padre  ó 
madre  que  primero  lo  reconozca,  y  si  ambos 
lo  reconocen  á  un  tiempo,  el  padre. 

**Este  llamamiento  pondrá  fin  á  la  guarda 
en  que  se  halla  el  hijo  que  es  reconocido  como 
natural.*' 

4"^  Que,  en  consecuencia  de  lo  dispuesto  en 
los  considerandos  precedentes,  no  existen  las 
infracciones  legales  en  que  se  apoya  el  re- 
curso. 

Visto,  además,  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  al  recurso, 
con  costas. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gaete — 
Carlos  Varas.— Calvar ino  Gallardo — Gabriel 
Gaete. ^V.  Aguirre  V.— Leoncio  Rodríguez.— 
E.  Fóster  Recabarren /.  Pernales. 


Cas.  en  la  forma.-^20  de  nnviembre  de  1906 


La  Corte  falló: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  pendiente  el  discernimiento  del  car- 
go de  guardatlor  del  menor  don  Luis  Baves- 
trello, que  se  hizo  á  don  Juan  Enrique  Ramí- 
rez, dicho  menor  fué  debidamente  reconocido 
como  hijo  natural  por  su  padre  don  Benito 
Bavestrello,  y  que  el  reconocimiento  fué  acep- 
tado con  las  solemnidades  legales  por  el  cura- 
dor especial  que  se  nombró  al  efecto,  previo  el 
dictamen  favorable  del  respectivo  defensor, 
según  aparece  de  los  documentos  de  este  ex- 
pediente; 


Mendoza  con  San  fuentes 

Casación  en  la  forma.— Ultra-petlta.— 
Acción  ordinaria.— Acción  poseso- 
ria. -  Acueducto. -Servidumbre. 

Doctrina:  —  Falla  ^^ultra  petitá*'  el 
Tribunal  de  Alzada  que  extiende  su  reso- 
lución á  puntos  no  sometidos  á  su  deci- 
sión^ estableciendo  que  lo  que  resuelve  es 
un  interdicto  posesorio  porque  es  esa  á 
su  juicio  la  acción  deducida  en  lademan- 
day  siendo  que  en  realidad  de  los  térmi- 
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nos  claros  efe  ella  aparece  que  la  acción 
deducida  es  ordinaria,  habiéndose  segui- 
do la  litis  por  los  trámites  del  juicio  or- 
dinario y  habiendo  dado  ese  carácter  á 
la  acción  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia. 

Aceptada   una  causal  de  casación,  es 
inoñcioso  pronunciarse  sobre  las  demás. 


Don  Gregorio  Mendoza,  agricultor,  domi- 
ciliado en  el  depai  tamento  de  Rancagua,  en- 
tabló demanda  ordinaria  contra  don  Vicente 
2^  Sanfuentes,  agricultor,  domiciliado  en  la 
hacienda  de  "Machalí"  del  mismo  departa- 
mento, para  que  se  declarara  que  éste  debía 
construir  á  su  costa  un  acueducto  conductor 
de  las  aguas  con  que  su  propiedad  se  regaba 
V  que  atravesaba  por  la  propiedad  del  señor 
Sanfuentes  como  ocho  cuadras  antes  de  llegar 
á  la  parte  en  que  deslindan  las  propiedades  de 
las  partes,  en  la  forma  y  condiciones  que  ha 
tenido  años  atrás,  reponiéndose,  en  conse- 
cuencia, las  cosas  al  estado  en  que  antes  es- 
taban, le  indemnice  los  perjuicios  causados 
y  las  costas  del  juicio. 

Expone  el  demandante  que  es  dueño  de  un 
fundo  ubicado  en  la  subdelegación  de  Macba- 
lí  que  deslinda  con  la  hacienda  de  "Macha- 
lí"  de  propiedad  del  señor  Sanfuentes. 

Que  su  fundo  tiene  derecho  á  regarse  con 
aguas  que  provienen  del  canal  denominado 
"Carmen"  ó  canal  comunero  que  fué  de  los 
Valenzuela,  para  cuyo  efecto  el  agua  era 
conducida  por  un  acueducto  situado  como  á 
ocho  cuadras  antes  de  llegar  al  deslinde  de 
las  propiedades. 

Que  este  derecho,  reconocido  por  el  mismo 
señor  Sanfuentes,  en  un  juicio  seguido  ante  el 
mismo  juzgado  sobre  contribución  á  los  gas- 
tos de  limpias  y  conservación  del  canal,  lo 
posee  su  fundo  desde  el  año  1835;  sin  embar- 
go, hace  algún  tiempo  el  señor  San  fu  en  tes  bo- 
rró el  acueducto  conductor  de  las  aguas  y 
privó  á  su  propiedad  del  derecho  que  le  co- 
rresponde. 

Don  Vicente  Sanfuentes  contesta  la  deman- 
da y  reconviene  pidiendo  que  se  niegue  lugar 
á  ella  y  se  acepte  la  reconvención. 


Expone:  que  no  es  efectivo  que  el  deman- 
dante tenga  ó  haj'a  tenido  acueducto  que 
pase  ó  haya  pasado  por  propiedad  de  su  re- 
presentado y,  en  consecuencia,  es  inexacto 
que  su  representado  haya  tomado  tal  acue- 
ducto. 

Que  para  el  caso  que  se  diera  lugar  á  la  de- 
manda, reconviene  al  demandante  para  que 
se  declare  que  debe  construir  sobre  el  cauce, 
que  en  el  supuesto  hipotético  aludido  se  le  or- 
denare hacer,  el  número  de  puentes  y  canales 
de  material  sólido  que  sean  necesarios  para  la 
cómoda  y  expedita  aduiinistraaón  del  predio 
de  su  mandante,  determinándose  este  núme- 
ro por  el  Juzgado,  oyendo  á  peritos. 

Don  Gregorio  Mendoza  replicando  expone: 
que  no  reconoce  la  obligación  que  pretende  el 
demandado  hacer  efectiva  al  señor  Mendoza 
y  que  es  objeto  de  su  reconvención. 

Que  suponiendo  el  caso  hipotético  de  que 
fueran  necesarios  puentes  y  canales  sobre  el 
acueducto  conductor  de  las  aguas,  ellos  de- 
ben ser  hechos  por  cuenta  del  demandado, 
pues  habiendo  borrado  Ki  acequia  ha  des- 
truido las  obras  que  han  debido  existir  para 
la  cómoda  y  expedita  administración  del  fun- 
do del  señor  Sanfuentes. 

El  demandado  en  la  duplica  se  atiene  á  lo 
dicho  en  lá  constestación  á  la  demanda  y  en 
la  reconvención,  y  el  demandante  duplicando 
sobre  esta  última,  reproduce  todo  lo  dicho  en 
los  escritos  de  demanda  y  réplica. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose 
por  las  parte  la  que  consta  de  autos  y  se  citó 
para  sentencia. 

El  Juzgado  de  Rancagua,  con  fecha  11  de 
diciembre  de  1905,  resolvió: 

Considerando: 
1^  Que  aunque  se  encuentra  justificado  en 
autos  que  el  demandante  es  comunero  del  ca- 
nal denominado  "Carmen"  y  tiene  por  consi- 
guiente derecho  á  regar  con  sus  aguas  su  pro- 
piedad, como  lo  reconoce  explícitamente  el 
demandado  en  el  juicio  que  siguieron  ambos, 
sobre  el  cual  recayó  la  sentencia  de  21  de  ma- 
yo de  1897  que  corre  en  autos;  sin  embargo, 
don  Vicente  Sanfuentes  niega  que  don  Grego- 
rio Mendoza  sea  dueño  del  acueducto  de  que 
se  trata  en  la  demanda,  oomo  también  que 
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Izando  Silva, — Pedro  N.  Pineda.— B,  Alamos 

González A,  Bezanilla  Silva. 

Contra  esta  última  resolución,  la  misma 
parte  de  Ramírez  dedujo  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  exponiendo,  al  formalizarlo,  que 
en  ella  se  han  infringido  los  artículos  209, 
211,  273  y  350  del  Código  Civil,  por  cuanto 
no  puede  darse  curador  al  menor  que  j-^a  lo 
tiene  y  en  atención  á'que  el  reconocimiento  de 
hijo  natural  debe  ser  aceptado  por  el  curador 
general  cuando  existe,  como  sucedía  en  el 
caso  en  cuestión,  sin  que  este  procedimiento 
se  haya  llenado,  por  lo  cual  no  ha  podido  po- 
ner fin  á  su  cúratela.  En  el  escrito  en  que  fun- 
dó el  recurso,  repitió  y  reforzó  lo  ya  expuesto 
en  el  de  formalización  y  respondiendo  el  pro- 
curador de  la  parte  contraria,  solicita  que  se 
le  rechace  y  dice:  la  sentencia  que  nombró  á 
don  Benito  Bavestrello  guardador  de  su  hijo 
natural  don  Luis  Bavestrello,  puso  término  á 
la  guarda  á  que  éste  se  hallaba  sometido,  si 
alguna  existía,  de  conformidad  con  lo  expues^ 
to  en  el  artículo  368  del  Código  Civil,  y  no 
existe,  por  consiguiente,  la  violación  del  ar- 
tículo 350  del  mismo  Código. 

Y,  si  bien  el  recurrente  pretende  que  dicho 
reconocimiento  no  se  ha  verificado  con  las  so- 
lemnidades legales, esto  serviría  sólo  para  im- 
pugnar dicho  reconocimiento,  lo  que  sólo 
puede  hacer  el  supuesto  reconocido  y,  en  el 
caso  del  artículo  213,  sus  descendientes  legíti- 
mos y  en  tal  evento  se  restablecería  la  guarda 
del  recurrente  que  ya  terminó. 

Se  expidió  el  dictamen  del  señor  Ministro  á 
quien  correspondía  informar;  y 


2^  Que  en  virtud  del  reconocimiento  á  que 
se  refiere  el  considerando  anterior  }-  de  ha- 
berse deferido  al  padre  la  guarda  legítima  de 
8u  hijo  natural,  quedó  sin  efecto  la  designa- 
ción que  se  había  hecho  en  don  Juan  E.  Ra- 
mírez; 

3^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 368  del  Código  Civil:  "Es  llamaiío  á  la 
guarda  legítima  del  hijo  natural  el  padre  6 
madre  que  primero  lo  reconozca,  y  si  ambos 
lo  reconocen  á  un  tiempo,  el  padre. 

"Este  llamamiento  pondrá  fin  á  la  guarda 
en  que  se  halla  el  hijo  que  es  reconocido  como 
natural.*' 

4^  Que,  en  consecuencia  de  lo  dispuesto  en 
los  considerandos  precedentes,  no  existen  las 
infracciones  legales  en  que  se  apoya  el  re- 
curso. 

Visto,  además,  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  al  recurso, 
con  costas. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gacte.- 
Carlos  Varas.— 'Gal varino  Gallardo.^Guhricl 
Gaete.^V.  Aguirre  V.— Leoncio  Rodríiuti- 
E.  Fóster  Recabarren.-^J.  Bernaíes. 


Cas.  en  la  forma '-20  de  nnviembre  delBf'** 


La  Corte  falló: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  pendiente  el  discernimiento  del  car- 
go de  guardailor  del  menor  don  Luis  Baves- 
trello, que  se  hizo  á  don  Juan  Enrique  Ramí- 
rez, dicho  menor  fué  debidamente  reconocido 
como  hijo  natural  por  su  padre  don  Benito 
Bavestrello,  y  que  el  reconocimiento  fué  acep- 
tado con  las  solemnidades  legales  por  el  cura- 
dor especial  que  se  nombró  al  efecto,  previo  el 
dictamen  favorable  del  respectivo  defensor, 
según  aparece  de  los  documentos  de  este  ex- 
pediente; 


Mendoza  con  Sanfuentes 

Casación  en  la  forma.— Ultra-petlta.- 
Acción  ordinaria.— Acción  poseso- 
ria. -Acueducto. -Servidumbre. 

Doctrina:  —  Falla  ''ultra  petlta'  el 
Tribunal  de  Alzada  que  extiende  su  reso- 
lución á  puntos  no  sometidos  á  su  deci- 
sión, estableciendo  que  lo  que  resuelve  es 
un  interdicto  posesorio  porque  es  esa  á 
su  Juicio  la  acción  deducida  en  lademan- 
da,  siendo  que  en  realidad  de  los  térml- 
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J20S  claros  efe  ella  aparece  que  la  acción 
deducida  es  ordinaria,  habiéndose  segui- 
do la  litis  por  los  trámites  del  juicio  or- 
dinario y  habiendo  dado  ese  carácter  á 
la  acción  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia. 

Aceptada  una  causal  de  casación,  es 
inoficioso  pronunciarse  sobre  las  demás. 


Don  Gregorio  Mendoza,  agricultor,  domi- 
ciliado en  el  depaitamento  de  Rancagna,  en-» 
tabló  demanda  ordinaria  contra  don  Vicente 
2^  Sanfuentes,  agricultor,  domiciliado  en  la 
hacienda  de  **Machalí"  del  mismo  departa- 
mento, para  que  se  declarara  que  éste  debía 
construir  á  su  costa  un  acueducto  conductor 
de  las  aguas  con  que  su  propiedad  se  regaba 
y  que  atravesaba  por  la  propiedad  del  señor 
Sanfuentes  como  ocho  cuadras  antes  de  llegar 
á  la  parte  en  que  deslindan  las  propiedades  de 
las  partes,  en  la  forma  y  condiciones  que  ha 
tenido  años  atrás,  reponiéndose,  en  conse- 
cuencia, las  cosas  al  estado  en  que  antes  es- 
taban, le  indemnice  los  perjuicios  causados 
y  las  costas  del  juicio. 

Expone  el  demandante  que  es  dueño  de  un 
fundo  ubicado  en  la  subdelegación  de  Macha- 
lí  que  deslinda  con  la  hacienda  de  "Macha- 
lí"  de  propiedad  del  señor  Sanfuentes. 

Que  su  fundo  tiene  derecho  á  regarse  con 
aguas  que  provienen  del  canal  denominado 
"Carmen**  ó  canal  comunero  que  fué  de  los 
Valenzuela,  para  cuyo  efecto  el  agua  era 
conducida  por  un  acueducto  situado  como  á 
ocho  cuadras  antes  de  llegar  al  deslinde  de 
las  propiedades. 

Que  este  derecho,  reconocido  por  el  mismo 
señor  Sanfuentes,  en  un  juicio  seguido  ante  el 
mismo  juzgado  sobre  contribución  á  los  gas- 
tos de  limpias  y  conservación  del  canal,  lo 
posee  su  fundo  desde  el  año  1835;  sin  embar- 
go, hace  algún  tiempo  el  señor  Sanfuentes  bo- 
rró el  acueducto  conductor  de  las  aguas  y 
privó  á  su  propiedad  del  derecho  que  le  co- 
rresponde. 

Don  Vicente  Sanfuentes  contesta  la  deman- 
da y  reconviene  pidiendo  que  .se  niegue  lugar 
á  ella  y  se  acepte  la  reconvención. 


Expone:  que  no  es  efectivo  que  el  deman- 
dante tenga  ó  haj'a  tenido  acueducto  que 
pase  ó  haya  pasado  por  propiedad  de  su  re- 
presentado y,  en  consecuencia,  es  inexacto 
que  su  representado  haya  tomado  tal  acue- 
ducto. 

Que  para  el  caso  que  se  diera  lugar  á  la  de- 
manda, reconviene  al  demandante  para  que 
se  declare  que  debe  construir  sobre  el  cauce, 
que  en  el  supuesto  hipotético  aludido  se  le  or- 
denare hacer,  el  número  de  puentes  y  canales 
de  material  sólido  que  sean  necesarios  para  la 
cómoda  y  expedita  aduiinistraaón  del  predio 
de  su  mandante,  determinándose  este  núme- 
ro por  el  Juzgado,  oyendo  á  peritos. 

Don  Gregorio  Mendoza  replicando  expone: 
que  no  reconoce  la  obligación  que  pretende  el 
demandado  hacer  efectiva  al  señor  Mendoza 
y  que  es  objeto  de  su  reconvención. 

Que  suponiendo  el  caso  hipotético  de  que 
fueran  necesarios  puentes  y  canales  sobre  el 
acueducto  conductor  de  las  aguas,  ellos  de- 
ben ser  hechos  por  cuenta  del  demandado, 
pues  habiendo  borrado  hi  acequia  ha  des- 
truido las  obras  que  han  debido  existir  para 
la  cómoda  y  expedita  administración  del  fun- 
do del  señor  Sanfuentes. 

El  demandado  en  la  duplica  se  atiene  á  lo 
dicho  en  la  constestacíón  á  la  demanda  y  en 
la  reconvención,  y  el  demandante  duplicando 
sobre  esta  última,  reproduce  todo  lo  dicho  en 
los  escritos  de  demanda  y  réplica. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose 
por  las  parte  la  que  consta  de  autos  y  se  citó 
para  sentencia. 

El  Juzgado  de  Rancagua,  con  fecha  11  de 
diciembre  de  1905,  resolvió: 

Considerando: 
1^  Que  aunque  se  encuentra  justificado  en 
autos  que  el  demandante  es  comunero  del  ca- 
nal denominado  "Carmen**  y  tiene  por  consi- 
guiente derecho  á  regar  con  sus  aguas  su  pro- 
piedad, como  lo  reconoce  explícitamente  el 
demandado  en  el  juicio  que  siguieron  ambos, 
sobre  el  cual  recayó  la  sentencia  de  21  de  ma- 
yo de  1897  que  corre  en  autos;  sin  embargo, 
don  Vicente  Sanfuentes  niega  que  don  Grego- 
rio Mendoza  sea  dueño  del  acueducto  de  que 
se  trata  en  la  demanda,  oomo  también  que 
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lo  haya  borrado  y  no  se  ha  justificado  en  au- 
tos por  el«  demandante  su  dominio  á  dicho 
acueducto,  ni  tampoco  que  el  demandado  lo 
haya  borrado. 

2^  Que  la  servidumbre  de  acueducto  es  con- 
tinua y  aparente,  y  esta  clase  de  servidum- 
bres sólo  se  pueden  adquirir  por  títulos  ó 
por  prescripción  de  diez  años  contados  como 
para  la  adquisición  del  dominio,  debiendo  no- 
tarsc  que  para  que  tenga  efecto  respecto  de 
terceros  la  prescripción  declarada  por  sen- 
tencia judicial,  es  menester  que  esté  inscrita 
en  el  Conservador  de  Bienes  Raíces  respectivo. 
4^  Que  no  procediendo  en  derecho  la  de- 
manda por  las  consideraciones  anteriormen- 
te expuestas  y  habiéndose  deducido  la  recon- 
vención para  el  caso  que  fuera  aceptada  aqué- 
lla, no  tiene  para  qué  pronunciarse  el  Juzga- 
do sobre  ésta. 

En  esta  virtud  y  de  acuerdo  con  lo  expues- 
to en  los  artículos  882,  inciso  2',  889,  1698, 
1713  y  2513  del  Código  Civil  y  artículo  388 
inciso  2^  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda  in- 
terpuesta y  se  absuelve  al  demandante  de  la 
condenación  en  costas.— vSoío. 

Apelada  esta  sentencia,  una  de  las  Salas  de 
la  Corte  de  Santiago  falló: 

Santiago,  15  de  octubre  de  1 906. — Vistos: 
teniendo  presente: 

1'  Que  según  consta  de  autos  el  demandan- 
te perdió  la  posesión  de  la  acequia  á  que  se 
refiere  en  su  demanda  por  haber  el  demanda- 
do tomado  posesión  del  terreno  en  que  había 
sido  construido  ejecutando  actos  de  dominio, 
como  ser  su  destrucción; 

2^  Que  la  acción  posesoria  entablada  en  la 
demanda  se  hallaba  extinguida  á  la  fecha  de 
su  interposición  por  haber  transcurrido  más 
de  un  año  de  la  pérdida  de  la  posesión  confor- 
me á  lo  establecido  en  el  artículo  920  del  Có- 
digo Civil; 

3^  Que  ni  en  la  demanda,  ni  en  los  demás 
escritos  presentados  por  el  demandante  en  el 
curso  de  la  causa,  se  ha  invocado  directamente 
la  prescripción  como  título  constitutivo  de 
la  servidumbre  y,  en  el  supuesto  de  haber- 
la alegado  implícitamente,  el  demandante  ca- 
recería de  derecho  para  hacerlo  ya  que  la 
posesión  necesaria  para  prescribir  habría  sido 


interrumpida  naturalmente  con  arreglo  alo 
prevenido  en  el  artículo  2502  número  2^  é  in- 
ciso final  del  citado  Código  sin  que  hubiera 
sido  recobrada;  y,  en  consecuencia,  el  deman- 
dante á  la  fecha  de  la  demanda  no  tenía  k 
posesión  indispensable  para  que  se  produjera 
dicha  prescripción;  y 

4^  Que  las  declaraciones  prestadas  por  el 
demandado  en  el  juicio  seguido  entre  las  mis- 
mas partes  sobre  cobro  de  pesos  que  se  ha 
tranlo  á  la  vista,  no  son  suficientes  para  dar 
por  comprobado  que  aquel  había  reconocido 
la  servidumbre  de  que  se  trata,  puesto  que  di- 
chas declaraciones  se  refieren  al  goce  de  la; 
aguas  del  canal  ''Carmen''  y  no  al  de  la  ac^ 
quia  derivada  de  éste  canal,  materia  del  pre- 
sente juicio 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  11  de 
diciembre  último  sin  costas  atendido  el  méri- 
to de  autos. 

Redacción  del  señor  Ministro  Castillo.- 
E,  Castillo— RicaráoReyes.^J,  A,  Rojas  R.  R. 

Don  Greijorio  Mendoza  interpuso  recurso 
xde  casación  en  la  forma,  contra  esta  senten- 
cia y  formalizándolo  dice:  que  el  tribunal  sen- 
tenciador ha  incurrido  en  el  vicio  de  ultra-pe 
tita  por  haber  apreciado  y  resuelto  la  acción 
deducida  en  la  demanda  como  posesoria 
cuando  tiene  el  carácter  de  ordinaria,  según 
se  comprueba  con  la  simple  lectura  de  la  de- 
manda, en  la  cual  se  deduce  esta  última  acción, 
y  con  los  considerandos  primeros  y  segundo 
de  la  sentencia  recurrida  (|ue  en  forma  peren- 
toria plantean  la  cuestión  resuelta  por  la 
Corte. 

Este  vicio  es  el  que  señala  el  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  en  el  número  4*  del  artícnlo 
941,  como  causal  de  casación  en  la  forma. 

Ha  incurrido  también  el  tribunal  en  el  mis- 
mo vicio  aun  poniéndose  en  el  caso  de  que  los 
considerandos  3'  y  4''  de  la  indicada  senten- 
cia dieran  á  entender  que  juntamente  con  la 
acción  posesoria  se  hubiera  fallado  la  de  do- 
minio, pues  la  demanda  del  recurrente  s-Mo 
puede  tener  y  en  realidad  sólo  tiene  uno  de 
los  dos  caracteres,  esto  es,  el  de  dominio;  de 
suerte  que  una  de  las  dos  acciones  falladasha 
tenido  necesariamente  que  no  interponerse  y 
la  sentencia  que  se  ha  pronunciado  sobre  las 
dos  ha  incurrido  con  mavor  razón  en  el  vicio 
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"de  ultra  petita,  porque  habría  otorgado  más 
de  lo  pedido  por  las  partes,  extendiéndose  á 
puntos  no  sometidos  ala  decisión  del  tribu- 
nal. 

La  Corte: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 

1^  Que  de  los  términos  claros  consignados 
en  el  escrito  de  demanda  aparece  que  don 
Gregorio  Mendoza  hxi  deducido  contra  don 
Vicente  2^  Sanfuentes  acción  ordinaria,  como 
dueño  de  un  acueducto  derivado  del  canal  del 
Carmen  cerca  de  ocho  cuadras  antes  del  des- 
linde de  las  propiedades  del  demandante  y  de- 
mandado, para  que,  en  juicio  ordinario,  se- 
gún se  registra  en  la  parte  jxititona  de  aquel 
escrito,  se  declare  que  éste  está  bligndo  á 
construir  á  su  costa  el  indicado  cauce  que,  al 
decir  del  demandante,  fué  indebidamente  des- 
truido por  el  demandado,  dejándose  dicho 
cauce  en  la  forma  y  condiciones  que  tenía  des- 
de años  atrás; 

2^  Que  también  consta  de  los  antecedentes 
que  la  litis  fué  trabada  y  seguida  en  la  forma 
que  acaba  de  indicarse,  f  que  la  sentencia  de 
primera  instancia  la  resolvió  dando  á  la  ac- 
ción el  carácter  de  ordinaria,  tal  como  se  ha- 
lla caracterizada  en  la  demanda; 

3^^  Que  la  Cí>rte  de  Apelaciones  en  la  sen- 
tencia recurrida  establece  de  un  modo  indu- 
dable que  lo  que  resuelve  en  grado  de  apela- 
ción respecto  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, es  un  interdicto  posesorio  que,  á  su 
juicio,  es  el  deducido  en  la  demanda  agregan- 
do sobre  este  punto  textualmente  lo  que  si- 
gue: 

Considerando:  *'2*^  Que  la  acción  posesoria 
entablada  en  la  demanda  se  hallaba  extin- 
guida á  la  fecha  de  su  interposición  por  ha- 
ber trascurrido  más  de  un  año  de  la  pérdida 
de  la  posesión  conforme  á  lo  establecido  en  el 
artículo  920  del  Código  Civil;*' 

•^^  Que  de  estemodo  se  halla  justificado  que 
el  tribunal  de  la  causa  en  la  sentencia  recurri- 
da ha  extendido  su  fallo  á  puntos  no  someti- 
dos á  su  decisión  y  que,  por  lo  tanto,  ha  incu- 
rrido en  la  causal  de  casación  en  la  forma  que 
señala  el  número  4^  del  artículo  941  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil;  y 


5^  Que  dado  lo  expuesto,  no  hay  para  que 
considerar  el  otro  fundamento  en  que  se  apo- 
ya por  el  recurrente  la  otra  causal  de  ultra 
petita;  visto  además  los  artículos  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  invali- 
da la  sentencia  citada  de  que  se  recurre  y  se 
repone  la  causa  en  el  estado  de  dictarse  la 
sentencia  de  segunda  instancia  en  grado  de 
apelación. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  consig- 
nada 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  Urrutia,— Galvarino  Gallardo,— Gh- 
hriel  Gaete,—  V,  Aguirre  Vareas,— Carlos  Va- 
ras, 


Cas.  en  e!  fondo  — 14  de  mayo  de  1907 
Fenelón  y  otros  con  Fisco 

Salitreras.  -Mensura—  Pertenencias. 
-  Desoubrl  miento  — Estaoado.-Oau- 
sal  de  casación.  —  Reglamento. — 
cuestiones  no  discutidas. —Litis. — 
Posesión  efectiva. 

Doctrina: — Según  el  artículo  45  del 
Código  de  Minería  de  1874^  aplicable  al 
salitre^  desde  que  se  registra  un  descubri- 
miento cualquiera  persona  hábil  puede 
solicitar  una  pertenencia  para  esplorar 
la  veta  durante  noventa  díasporel  rum- 
bo que  indicare  á  continuación  de  la  se- 
ñalada por  el  descubridor. 

El  artículo  6  del  Reglamento  de  28  de 
julio  de  1877  que  dispone  que  ''registra- 
do un  descubrimiento  no  se  podrá  solici- 
tar una  pertenencia  á  sus  inmediaciones 
sino  después  que  el  descubridor  haya 
mensurado  la  suya  y  tomado  posesión 
de  ella'\  no  debe  tomarse  en  su  estricto 
sentido  literal,  porque  no  se  concibe  que 
el  Reglamento  se  haya  dictado  para  de- 
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rogar  la  ley  y  contrariarla  en  parte  sus- 
tancialy  sino  para  facilitar  su  cumpli- 
miento y  ejecución,  por  lo  cual  es  necesa- 
rio armonizarlo  con  ella  y  esa  disposi- 
ción debe  entenderse  en  el  único  sentido 
que  lógicamente  le  corresponde  de  que 
no  es  permitido  solicitar  la  mensura  de 
una  pertenencia  á  continuación  de  un 
descubrimiento  sin  que  éste  haya  sido 
previamente  mensurado,  debiendo  que 
dar  en  suspenso  los  derechos  del  peticio- 
nario de  un  estacado  mientras  no  se  efec- 
túe la  mensura  del  descubrimiento,  para 
ubicar  el  estacado  en  el  lugar  que  le  co- 
rresponde sin  perjudicar  el  derecho  del 
descubridor. 

Las  cuestiones  que  no  han  sido  mate- 
ria de  discusión  en  el  juicio  y  que  por  pri- 
mera vez  se  han  suscitado  ante  el  Tribu- 
nal de  Alzada,  no  pueden  dar  fundamen- 
to á  causales  de  casación. 

Es  infundada  la  causal  de  casación  que 
se  basa  en  no  haberse  concedido  á  los 
demandantes,  herederos  del  dueño  de  un 
pedimento,  la  posesión  efectiva  de  la  he- 
rencia de  su  causante,  circunstancia  que 
los  inhabilitaría  ajuicio  del  recurrente 
para  pedir  la  mensura  de  ese  pedimen- 
to, porque  la  mensura  no  es  un  acto  de 
transferencia  de  dominio,  ni  implica  de 
parte  de  los  herederos  el  disponer  de  al- 
gún modo  de  la  indicada  pertenencia, 
contraviniendo  al  artículo  688  del  Códi- 
go Civil  y  porque,  además,  consta  de 
autos  que  se  concedió  á  esos  herederos 
dicha  posesión  efectiva. 


Don  Braulio  Martínez  L.  por  doña  Elena 
Fenelón  y  por  don  Zacarías  Guerra,  donjuán 
de  Dios  Olivares,  don  Otto  Hübner,  don  Na- 
zario  Guzmán  y  doña  Rosa  G.  de  Guerra,  de- 
dujo á  nombre   de  sus  poderdantes  demanda 


contra  eí  Fisco,  para  que  se  declarase  ouc  d^ 
bía  ordenarse  la  measura  de  las  pertenencias 
de  salitre,  ubicadas  en  Aguas  Blancas,  á  qae 
se  reñeren  los  siete  títulos  acompañados. 

El  Promotor  Fiscal  de  Antofagasta,  con- 
testando por  el  Fisco  la  demanda,  pidió  se 
negara  lugar  á  ella  por  las  razones  que  pasan 
á  enunciarse: 

La  salitrera  cu\'0  título  se  registra  á  fs.  ^ 
no  aparece  que  estuviera  situada  en  A^ua> 
Blancas,  pues  se  refiere  á  otra  cuya  ubicación 
se  ignora,  descubierta  por  don  Vicente  Baña- 
dos, y  que,  como  las  demás,  no  ha  sido  men- 
surada antes  de  la  vigencia  del  Código  de 
Minería.  Esas  salitreras  pertenecen  al  Esta- 
do, ya  que  con  la  mensura  se  adquiere  la  po- 
sesión legal  y  se  constituye  esta  clase  de  pro- 
piedad, de  conformidad  al  artículo  2^  At\ 
Código  citado  y  artículos  7^  8^  y  9'  del  Re- 
glamento de  28  de  julio  de  1877. 

El  decreto  supremo  de  28  de  mayodelS'^l, 
dictado  con  el  objeto  de  amparar  las  saIit^^ 
ras  de  Aguas  Blancas  hasta  que  se  constru- 
yese el  ferrocarril  de  esa  región  á  Antofagas- 
ta,  no  es  aplicable  á  este  caso,  por  cuanto 
esas  salitreras  no  han  sido  mensuradas,  re- 
quisito necesario  para  adquirir  la  posesión 
legal. 

El  demandante  en  la  réplica  invoca,  en 
cuanto  al  derecho  de  mensura  que  ejercita, las 
resoluciones  dictadas  sobre  el  particular  por 
los  tribunales  en  casos  idénticos  al  presente. 

Sostiene  que  carece  de  importancia  legal  la 
circunstancia  de  no  estar  situada  en  .^gnas 
Blancas  la  pertenencia  á  que  se  refiere  el  títu- 
lo, porque  el  decreto  de  28  de  may^o  de  IS^^l 
comprende  todas  las  pertenencias  que  hayan 
sido  descubiertas  y  i:o  mensuradas  en  la  ei- 
tensa  zona  de  Antofagasta  y  Taltal,  desde  el 
mar  á  la  cordillera,  y  no  la  pequeña  faja  de 
terreno  de  Aguas  Blancas  indicada  por  el 
Promotor  Fiscal  en  la  constestación  á  la  de- 
manda. 

Evacuando  la  dáplica,  que  se  limitó  á  re- 
producir en  defensa  de  los  derechos  fiscales 
lo  que  ya  se  había  expuesto  en  la  contesta- 
ción á  la  demanda,  se  recibió  á  prueba  la  cau- 
sa y  el  Juzgado  de  Antofagasta  con  fecha  U 
de  octubre  de  1904,  falló: 
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Considerando: 

1^  Que  el  Código  de  Minería  que  rigió  has- 
ta el  primero  de  euero  de  1889,  disponía  que 
los  salitres  y  demás  sustancias  de  la  misma 
clase  que  se  encontraren  en  terrenos  eriales 
del  Estado  y  de  la  Municipalidad,  fuesen  de 
explotación  comón  para  los  particulares,  sin 
perjuicio  del  derecho  del  Estado  y  de  las  Mu- 
nicipalidades, para  concederlas  á  los  particu- 
lares, en  la  extensión  y  bajo  las  condiciones 
que  se  determinaren  en  los  contratos  celebra- 
dos especialmente  ó  que  se  establecieren  en 
los  reglamento  que  se  dictaren  al  efecto. 

2^  Que  usando  de  la  autorización  concedi- 
da por  el  indicado  artículo,  el  Supremo  Go- 
bierno dictó  el  Reglamento  de  28  de  julio  de 
1877  en  que  señaló  las  condiciones  ó  reglas 
para  obtener  concesiones  de  terrenos  salitre- 
ros y  borateras  sin  perjuicio  de  las  disposicio- 
nes del  Código  de  Minería,  en  lo  que  no  estu- 
vieren modificadas  por  dicho  reglamento. 

3'  Que  respecto  de  las  pertenencias  á  que  se 
refiere  este  juicio,  según  se  ve  en  los  títulos 
adjuntos  á  la  demanda,  se  procedió  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  Código  de 
Minería  vigente  entonces  y  del  indicado  Su- 
premo decreto,  adquiriéndose  así  un  derecho 
jurídico  hasta  que  por  la  mensura  se  consti- 
tuyera el  título  definitivo. 

4*^  Que  es  verdad  que  el  actual  Código  de 
Minería  en  su  artículo  2^  dispone  que  el  Es- 
tado se  reserva  la  explotación  de  nitratos  y 
sales  amoniacales  análogas  que  se  encuentren 
en  terrenos  del  Estado  ó  de  las  Municipalida- 
des, empero,  á  continuación  y  de  acuerdo  con 
el  principio  sentado  en  el  artículo  9^  del  Có- 
nigo  Civil,  se  agrega  que  se  exceptúan  los  de- 
pósitos sobre  los  que  por  leyes  anteriores  se 
hubiere  constituido  propiedad  minera,  y  ya  se 
ha  dejado  establecido  en  el  considerando  an- 
terior que  respecto  de  las  pertenencias  de  que 
se  trata  en  este  juicio,  se  había  adquirido  un 
derecho  efectivo. 

5^  Que  los  demandantes,  no  han  perdido  la 
propiedad  minera,  constituida  con  arreglo  al 
artículo  149  del  Código  de  Minería  de  18  de 
noviembre  de  1874,  por  despueble  ó  aban- 
dono. 

Por  tales  consideraciones  y  visto  además 
lo  dispuesto  en  los  artículos  35,  38  y  149  del 


Código  de  Minería  de  1874  y  artículo  1698 
del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
demanda.  -  B.  Urzúa  T, 

Apelada  esta  resolución  y  expresando  agra- 
vios el  Director  del  Tesoro,  pidió  que  se  revo* 
cara  la  sentencia  negándose  lugar  á  la  de- 
manda, y  en  subsidio  que  se  declarase  que  no 
debía  mensurarse  la  pertenencia  de  doña  Ele- 
na Fenelón  á  que  se  refiere  el  título  número 
84,  por  no  estar  medida  la  descubridora  en 
conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  6*^ 
del  decreto  de  28  de  julio  de  1887,  antes  de 
otorgarse  la  concesión. 

Pedía  asimismo  en  subsidio  la  declaración 
de  que  no  debía  mensurarse  la  pertenencia 
'  solicitada  á  nombre  de  doña  María  Beaux,  á 
que  se  refiere  el  pedimento  número  77,  porque 
fué  vendido  á  don  Otto  Hübncr  y  la  escritura 
de  venta  no  aparece  inscrita  en  el  Registro 
del  Conservador  de  Minas.  El  comprador 
Hübner  no  adquirió  legalmeute  la  posesión 
de  la  pertenencia  vendida  ni  pudo  verificarse 
la  tradición  en  conformidad  á  los  artículos 
149,  150  y  151  del  Código  de  Minería  de 
1874,  prescripción  que  establece  también  el 
actual  Código  en  sus  artículos  81  y  83. 

Evacuado  el  escrito  de  respuesta  á  la  ex- 
presión de  agravios,  en  el  cual  solicita  el  de- 
mandante que  se  confirme  la  sentencia  apela- 
da, se  pronunció  por  una  de  las  Salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  la  siguiente 
sentencia: 

Santiago,  21  de  agosto  de  1905.— Vistos: 
Teniendo  presente,  respecto  de  las  objeciones 
formuladas  por  el  representante  del  Fisco  en 
esta  instancia,  en  su  escrito  de  expresión  de 
agravios: 

1^  Que  la  pertenencia  concedida  á  doña 
Elena  Fenelón  por  decreto  de  la  autoridad 
administrativa  correspondiente,  se  registró 
en  la  Notaría  de  Copiapó  con  fecha  6  de  fe- 
brero de  1880; 

2^  Que  según  lo  preceptuado  en  el  artículo 
149  del  Código  de  Minería  de  1874,  vigente  á 
la  fecha  de  ese  pedimento,  la  posesión  origi- 
naria de  las  minas  se  adquiría  por  el  regis- 
tro legal  mente  verificado,  y  desde  que  éste  te- 
nía lugar  la  mina  registrada  quedaba  sujeta 
á  las  prescripciones  que  rigen  la  propiedad 
inscrita; 
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3'  Que  la  circunstancia  de  no  haberse  men- 
surado la  descubridora  á  la  fecha  en  que  fué 
concedida  esa  pertenencia  que  se  solicitó  á  sus 
inmediaciones,  no  importa  la  pérdida  del  de- 
recho del  concesionario  para  mensurarla,  una 
vez  ubicada  aquella,  por  cuanto  la  prescrip- 
ción del  artículo  6^  del  Reglamento  de  28  de 
julio  de  1877  no  ha  podido  tener  el  alcance 
de  producir  por  este  solo  hecho  la  caducidad 
de  los  pedimentos  ya  inscritos,  lo  cual  sería 
contrario  á  los  términos  expresos  de  la  ley, 
sino  simplemente  el  de  establecer  la  regla  de 
que  no  podrían  ubicarse  los  estacados  antes 
de  que  los  descubridores  situaran  sus  pro- 
piedades en  el  terreno;  y 

4^  Que  la  escritura  pública  es  título  bas-' 
tante  para  perseguir  la  acción  intentada  en 
la  demanda. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  la  sen- 
tencia apelada  de  fecha  14  de  octubre  del  año 
próximo  pasado.  El  señor  Ministro  Larraín 
Zafiartu  opinó  que  debía  revocarse  la  senten- 
cia en  cuanto  d^i  lugar  á  la  mensura  de  la 
pertenencia  c-iyo  título  aparece  á  fs.  2  por  no 
constar  en  autos  que  á  la  fecha  de  la  deman- 
da estuviera  mensurada*  la  descubridora  y 
obstar  por  consiguiente,  á  lo  pedido,  lo  dis- 
puesto terminantemente  por  el  artículo  6^  del 
Reglamento  de  28  de  julio  de  1877. 

El  mismo  opinó  también  que  debía  revocar- 
se la  sentencia  en  cuanto  da  lugar  á  la  men- 
sura de  la  pertenencia  pedida  á  nombre  de 
doña  María  Beaux  á  que  se  refiere  el  pedi- 
mento número  77  por  no  aparecer  inscrita  su 
venta  á  don  Otto  Hübner  en  el  registro  res- 
pectivo y  no  tener  así  éste  posesión  legal  de 
la  pertenencia,  lo  cual  lo  inhabilita  para  so- 
licitar su  mensura  en  conformidad  á  lo  pre- 
venido en  los  artículos  149,  150  y  151  del 
Código  de  Minería  de  1874,  vigente  á  la  fe- 
cha del  pedimento. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benaven- 
te.^L.  R.  Mora.— y,  Ignacio  Larrain  Z.— Da- 
río Benavente. 

Contra  esta  resolución  dedujo  el  Director 
del  Tesoro  á  nombre  del  Fisco,  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo  y  formalizándolo  dice: 

1^  El  fallo  da  lugar  á  la  mensura  de  la  per- 
tenencia  n.*^  84  solicitada  por  doña  Elena  Pe- 
ndón, relativa  á  una  descubridora  no  men- 


surada á  la  fecha  del  pedimento.  Se  han 
infringido  así  los  artículos  6^  del  Reglamenn 
de  28  de  julio  de  1877,  3^  del  Código  de  Mi- 
nena  1874,  10  del  Código  Civil  y  151  de  !a 
Constitución  del  Estado; 

2^  La  sentencia  da  lugar  á  la  mensura  de 
la  pertenencia  número  77  pedida  á  nomljrc 
de  doña  María  Beaux,  y  á  la  número  29  pe- 
dida á  nombre  de  don  Názarío  González, 
agregada  por  equivocación  á  este  expediente, 
según  se  expresa  en  el  escrito.  Las  escrituras 
de  compra  de  derecho  á  este  pedimento  no  se 
han  inscrito  en  el  respectivo  Conservador:  de 
modo  que  al  ordenar  su  mensura  se  han  in- 
fringido los  artículos  149,  150  y  151  del  Cr»- 
digo  de  Minería  de  1874,  artículos  81  j  So 
del  Código  de  Minas  vigente,  artículos  58.. 
588,  670,  686,  1567  y  1668  del  Código  Ci- 
vil. 

3^  Se  ha  ordenado  en  el  fallo  la  mensura  de 
la  pertenencia  número  43  de  doña  Rosa  0. 
Guerra  á  favor  de  los  que  se  presentan  conu» 
sus  herederos,  apesar  de  no  haberse exhilml» 
la  posesión  efectiva  de  la  herencia  y  de  ni» 
hallarse  ésta  inscrita  en  1 1  Conservador.  ív? 
han  infringido  las  disposiciones  legales  cun- 
das, y  ademas  el  artículo  687  del  Código  Ci 
vil.   ' 

La  parte  recurrida  sostiene  en  el  escrito  (ic 
respuesta  al  de  fundación  del  recurso,  que  la 
disposición  del  artículo  6'  del  Reglamento  de 
1877  se  refería  al  Intendente  de  la  provincia. 
y  este  funcionario  era  el  que  debía  resolver  si 
se  podía  ordenar  el  registro  de  una  estaca  de 
descubridora  no  mensurnda.  El  Intendente 
de  Copiapó  interpretó  el  artículo  6^  del  Re- 
glamento de  un  modo  invariable,  maudando 
registrar  miles  de  estacas  sin  estar  mensura- 
das las  descubridoras. 

Ademas,  el  Tribunal  no  ha  podido  infrini^  r 
el  artículo  10  del  Código  Civil  porque  no  st 
ha  discutido  la  aplicación  de  esa  disposición 
legal,  ni  se  ha  tratado  cu  el  juicio  del  valor 
de  un  pedimento  hecho  antes  de  mensurarse 
la  descubridora.  La  cuestión  que  se  presentó 
al  Tribunal  fué  muy  distinta. 

En  cuanto  á  la  pertenencia  número  77,  d:- 
ña  María  Beaux  tenía  posesión  inscrita  y  .il 
vender  sus  derechos  á  Hübner  le  hatransfcri.lo 
el  de  solicitar  la  mensuar.  Por  lo  demás,  cuan- 
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do  se  dictó  la  sentencia  impugnada  ya  Hüb- 
ner  había  inscrito  su  título  de  coni[)ra,  como 
lo  manifiesta  el  certificado.  Lo  mismo  puede 
decirse  de  la  pertenencia  de  Nazario  Guzmán. 
En  lo  concerniente  á  la  pertenencia  número 
43  de  doña  Rosa  G.  de  Guerra,  la  observación 
del  recurrente  es  infundada,  pues  se  registra 
el  auto  que  concedió  la  posesión  efectiva  á 
los  herederos  de  dicha  señora.  Como  se  sabe, 
la  posesión  efectiva  la  exige  la  le\'  p;ira  que  el 
heredero  pueda  disponer  de  un  inmueble,  y  no 
para  pedir  la  mensura  de  una  mina. 

Previo  informe  de  uno  de  los  Ministros  del 
Tribunal. 


La  Corte: 

Teniendo  presente: 

•  1^  Que  el  reglamento  de  28  de  julio  de  1877, 
dictado  por  el  Supremo  Gobierno,  no  tuvo 
más  objeto  que  determinar  las  reglas  bajo  las 
cuales  debía  concederse  á  los  particulares  la 
explotación  de  los  depósitos  de  salitre  y  bo- 
ratos que  existían  en  los  terrenos  eriales  del 
Estado,  con  motivo  de  los  recientes  é  impor- 
tantes descubrimientos  efectuados  por  aque- 
lla época  en  la  provincia  de  Atacama;  y,  por 
consiguiente,  no  puede  establecerse  que  la  ley 
hubiera  autorizado  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  alterar  radicalmente,  ejercitando 
la  facultad  de  dictar  un  reglamento,  las  bases 
tseuciales  sobre  que  descansa  la  constitución 
de  la  propiedad  minera  en  cuanto  á  los  yaci- 
mientos de  salitre;  y,  por  el  contrario,  el  ar- 
tículo 2*^  del  citado  reglamento  dispuso  que 
esos  depósitos  serían  denunciables  ante  el  In- 
tendente de  la  provincia,  y  que  su  registro, 
posesión  y  propiedad  se  regirían  por  las  dis- 
posiciones del  Código  de  Minería; 

2^  Que  según  el  artículo  45  del  Código  que 
acaba  de  citarse  aplicable  también  á  los  peti- 
cionarios de  salitre,  desde  que  se  registrara 
un  descubrimiento,  cualquiera  persona  hábil 
podía  solicitar  una  pertenencia  para  explorar 
la  veta  durante  noventa  días  por  el  rumbo 
que  indicara  á  continuación  de  la  señalada 
por  el  descubridor,  sin  que  otro  alguno  pu- 
diera practicar  trabajos  y  adquirir  derechos 
de  descubridor  en  el  terreno  de  esa  pertenen- 


cia, y  la  soliciiu  1  debía  inscribirse  en  el  regis- 
tro de  la  misma  manera  que  la  de  manifesta- 
ción de  descubrimiento; 

3*^  Que  como  lo  demuestra  la  disposición 
indicada,  la  única  condición  establecida  por 
la  ley  para  solicitar  una  pertenencia  á  con  ti. 
nuajión  de  un  descubrimiento  era  la  de  que 
éste  hubiera  sido  registrado  y  no  la  de  que  se 
hubiese  efectuado  la  mensura  del  expresado 
descubrimiento; 

4.^  Que  si  bien  el  artículo  6^  del  regla:r.enta 
de  1877  prescribió  que  '^registrado  un  descu- 
brimiento, no  se  podrá  solicitar  una  pertenen- 
cia á  sus  inmediaciones  sino  después  (jue  el 
descubridor  haya  mensurado  la  suya  y  to- 
m.i'lo  posesión  de  ella",  no  obstante  esto  las 
expresiones  de  que  se  vale  esa  disposición  re- 
glamentaria no  deben  tomarse  en  su  estricto 
sentido  literal,  porque  no  se  concibe  que  el  Re- 
glamento se  haya  dictado  para  derogar  la  ley 
y  pugnar  con  ella  en  su  parte  sustancial,  sino 
para  facilitar  su  cumplimiento  y  ejecución; 
por  lo  cual  es  necesario  dar  á  la  dis[)Osición 
indicada  del  reglamento  la  inteligencia  que 
mejor  cuadre  con  la  correlativa  de  la  le\%  de 
mo<lo  que  haya  entre  ambas  la  debida  corres, 
pondencia  y  armonía,  conforme  al  precepto 
del  ai  t:oulo  22  del  Código  Civil; 

5*^  Que  del  contexto  de  ambas  disposiciones 
y  de  lo  expuesto  anteriormente  se  deduce  que 
el  único  sentido  que  lógicamente  corresponde 
al  artículo  6*''  del  reglamento  es  el  de  que  no 
es  permitido  solicitar  la  mensura  de  una  per- 
tenencia á  continuación  de  un  descubrimiento 
sin  que  éste  haya  sido  previamente  mensura- 
do, y  que  lo  que  ha  querido  la  disposición  re- 
glamentaria es  que  los  derechos  del  peticiona^ 
rio  de  un  estacado  queden  en  suspenso  mien- 
tras no  se  efectúe  sobre  el  terreno  la  opera- 
ción de  mensura  del  descubrimiento  para  ubi- 
car el  estacado  en  el  lugar  que  le  corresponde, 
sin  perjudicar  ó  menoscabar  los  del  descubri- 
dor y  concillando  así  el  interés  de  éste  con  el 
del  solicitante  de  estacado; 

6*^  Que  es  indudable  que  así  también  lo  en- 
tendió el  Intendente  de  Atacama  al  otorgar  á 
doña  Elena  Fenelón  la  concesión  de  la  perte- 
nencia número  84?  en  B  fie  febrero  de  1880  or- 
denando el  regisLi  .  1  ?spectivo  pedimento 
para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
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6^  del  reglamento  de  1877  por  referirse  á  des- 
cubridora de  salitre  no  mensurada; 

7^  Que,  en  consecuencia  al  confirmar  el  Tri- 
bunal de  Alzada  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia que  ordena  la  mensura  de  la  pertenen- 
cia número  84  de  doña  Elena  Penelón,  no  ha 
infringido  las  diversas  disposiciones  legales 
que  con  respecto  á  este  punto  del  fallo  se  ci. 
tan  por  el  recurrente;  y  por  el  contrario,  ha 
dado  al  artículo  6^  del  decreto  de  25  de  julio 
de  1877  una  interpretación  correcta  y  en  ar- 
monía con  las  reglas  sentadas  en  el  título  V 
del  Código  de  Minería  de  1874; 

8^  Que  la  objeción  deducida  sólo  ante  el  Tri- 
bunal de  Alzada  contra  el  título  de  compra 
de  don  Otto  Hübner  á  doña  María  Beaux,  y 
relativa  á  la  pertenencia  número  77,  de  no  es- 
tar inscrita  en  el  registro  de  descubrimientos 
no  fué  materia  del  juicio  en  primera  instancia, 
no  recayó  controversia  oportuna  acerca  de 
la  exactitud  de  este  punto  que  es  de  mero  he- 
cho', ni  ha  podido  ser  por  consiguiente  objeto 
de  la  prueba  rendida  por  las  partes,  ni  lo  fué 
tampoco  de  In  sentencia  de  primera  instancia; 
por  lo  cual  no  sería  lícito  aceptar  una  causal 
de  casación  basada  en  un  hecho  que  la  senten- 
cia recurrida  no  ha  establecido  en  forma  al- 
guna, ya  que  en  el  considerando  4*^  se  limitó 
á  expresar  el  concepto  jurídico  de  que  era  su- 
ficiente el  título  presentado  por  Hübner  para 
los  fines  de  la  demanda,  estuviera  ó  no  ins- 
crito; 

9*^  Que  la  mensura  de  la  pertenencia  número 
129  fué  solicitada  por  don  Braulio  Martínez 
en  representación,  entre  otras  personas,  de 
don  Nazario  Guzmán;  según  consta  en  la  de- 
manda, á  nombre  de  quién  también  se  ha  se- 
guido este  juicio  hasta  la  sentencia  definitiva; 

10.  Que  es  infundada  la  causal  de  casación 
que  se  hace  valer  en  el  punto  tercero  del  escri 
to  en  que  se  formaliza  el  recurso  y  que  consis. 
te  en  no  haberse  concedido  á  los  herederos  de 
doña  Rosa  G.  de  Guerra  la  posesión  efectiva 
de  la  herencia  y  encontrarse  éstos  inhabilita, 
dos  por  tal  motivo  para  solicitar  la  mensura 
de  la  pertenencia  número  43,  porque  la  men- 
sura no  es  un  acto  de  transferencia  de  de  mi' 
nio  ni  por  haberla  solicitado  los  herederos 
puede  entenderse  que  tratan  de  disponer  de  al- 
gún modo  de  la  indicada  pertenencia  contra- 


viniendo á  lo  prescrito  en  el  artículo  688  del 
Código  Civil  y  porque,  además,  consta  de  ac- 
tos que  se  concedió  á  los  herederos  la  pose- 
sión efectiva  de  la  herencia  de  dicha  señora. 

Se  declara,  en  consecuencia,  sin  lugar  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por 
el  Director  del  Tesoro  á  nombre  del  Fisco. 

Redacción  del  Ministro  señor  Bernales. 

Acordada  por  unanimidad  previniéndose 
que  el  Ministro  señor  Fóster  Recabarren  acep- 
ta sólo  los  tres  últimos  considerandos  de  esta 
sentencia  y  que  los  restantes  los  reemplaza 
por  los  que  consigna  á  continuación: 

1*^  Que  aun  cuando,  con  arreglo  á  la  noraen- 
clatura  del  artículo  1^  del  Código  de  Minería 
los  salitres  no  son  objete  de  las  disposiciones 
de  ese  Código,  sin  embargo,  en  el  artículo  T 
del  mismo  cuerpo  de  leyes  se  autorizó  al  Es- 
tado y  á  las  Municipalidades  para  concederá 
los  particulares  los  salitres  que  se  encontra- 
ren en  terrenos  eriales  de  su  pertenencia,  en 
la  "extensión  y  bajo  las  condiciones  que  sed^ 
terminen  en  contratos  que  se  celebren  espe- 
cialmente, ó  que  se  establezcan  en  los  regla- 
mentos que  se  dicten  al  efecto**. 

2^  Que  fundado  el  presente  recurso,  entre 
otras  causales,  en  la  infracción  del  artículo  f»' 
del  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877.  no  se 
ha  infringido  la  ley  por  sólo  el  hecho  de  ha- 
berse aceptado  á  registrar  el  pedimento  de 
doña  Elena  Fenelón  antes  de  haberse  menso- 
rado  la  descubridora  respectiva,  como  lo  de- 
muestra el  tenor  general  y  el  espíritu  del  refe- 
rido Reglamento.— Car/os  Varas.^Leopoldv 
Urrutia.—Galvaríno  Gallardo.—V.  Aguine  \\ 
— E.  Fóster  Recabarren.— A,  Versara  Albano. 
_-/.  Bernales. 
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Cas.  en  ¡a  íorma.^lS  de  mayo  de  1907 
Moreno  con  Sucesión  Vilugrón 

Gdsaclón  en  la  forma — Ultra  petlta.  — 
Juicio  ejecutivo.  —  Excepciones.  — 
Personería. -Considerandos.—  Sen- 
tencia; parte  dispositiva. 

Doctrina:— Fa//a  ultra  petita  la  sen- 
tencia del  Tribunal  de  Alzada  que  recha- 
za la  acción  ejecutiva  en  virtud  de  la 
escepción  de  falta  de  personería  fundada 
en  ciertos  hechos  y  antecedentes  jurídi-  , 
eos  no  discutidos  ni  propuestos  en  el  Jui- 
cio, siendo  que  la  excepción  de  falta  de 
personería  opuesta  por  el  ejecutado  se 
fundaba  en  hechos  y  antecedentes  di- 
versos. 

La  enumeración  taxativa  consignada 
en  el  artículo  485  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civily  de  las  distintas  excep- 
ciones que  pueden  oponerse  en  un  juicio 
ejecutivo,  es  aleramente  genérica  ó  fun- 
damental y  no  singulariza  ni  determi- 
na los  casos  especiales  que  pueden  ha- 
llarse comprendidos  en  cada  uno  de  los 
diversos  números  que  la  componen. 

Para  suplir  esta  indeterminación  de  la 
ley  exige  el  artículo  485  del  mismo  Códi- 
go que  al  formalizar  las  excepciones  se 
expresen  con  claridad  y  precisión  no  sólo 
los  hechos  ó  circunstancias  particulares 
que  les  sirven  de  fundamento  sino  tam- 
bién los  medios  de  prueba  de  que  el  deu- 
dor intente  valerse  para  acreditarlas. 

Cuando  esos  hechos  ó  circunstancias 
son  de  distinta  índole  y  se  fundan  en  an- 
tecedentes jurídicos  diversos,  cada  uno 
de  ellos  constituye  en  derecho  una  excep- 
ción distinta,  aun  cuando  se  encuentren 
comprendidos  en  el  mismo  número  de  la 
clasiñcación  genérica  del  artículo  485. 

La  circunstancia  de  referirse  el  vicio 


en  que  se  funda  el  recurso  á  los  términos 
en  que  aparecen  redactados  los  conside- 
randos del  fallo  recurrido,  y  la  de  que 
el  tribunal  sentenciador  se  haya  limita- 
do en  la  parte  dispositiva  de  dicha  reso- 
lución á  declarar  admitida  la  excepción 
de  falta  de  personería,  no  modifica  el 
aspecto  jurídico  déla  cuestión,  por  cuan- 
to esos  considerandos  son  en  este  caso 
parte  integrante  y  sustancial  de  lo  dis- 
positivo del  fallo,  ya  que  sin  ellos  no 
tendría  éste  existencia  ni  significado  al- 
guno legal. 


Por  escritura  de  12  de  enero  de  1902,  ante 
el  notario  público  de  Cañete  don  Rosamel 
Aguayo  se  celebró  un  contrato,  llamado  de 
cesión,  entre  don  Cesáreo  Vilugrón,  don  Mar- 
celino Dañino  por  doña  Dorila  Vilugrón,  don 
Guillermo  Hurtado  Vilugrón,  y  don  Adolfo 
Quiroga  en  representación  de  doña  Juana  de 
Dios  Vilugrón  de  Hurtado  por  una  parte;  y 
don  Luis  Abraham  Moreno  en  representa- 
ción de  sus  hermanos  Manuel  Antonio,  Juan 
José,  Ana  Luisa  y  Laura  Moreno,  y  don  Fran- 
cisco Santa  María  por  los  menores  Carmela, 
Miguel  Luis  é  Ismael  Aristídes  Moreno  y  Vi- 
lugrón por  la  otra,  contrato  cuyas  cláusulas 
dicen  lo  que  sigue: 

**1*^  Don  Luis  Abraham  Moreno  viene  en 
renunciará  nombre  de  sus  representados  cual- 
quier derecho  que  pudieran  tener  en  la  heren- 
cia intestada  de  don  José  Antonio  Hernán- 
dez Vilugrón  en  representación  de  su  finada 
madre  doña  Carmela  Vilugrón  de  Moreno,  y 
al  efecto  reconocían  en  posesión  efectiva  y  ma- 
terial de  la  herencia,  á  don  Cesáreo  Vilugrón, 
doña  Dorila  y  doña  Juana  de  Dios  Vilugrón 
y  suspendían  y  dejaban  sin  efecto  cualquiera 
presentación  judicial  que  hubieren  hecho  para 
obtener  la  herencia.  El  señor  don  Francisco 
Santa  María  en  representación  de  sus  repre- 
sentados, se  adhiere  á  la  cláusula  que  pre- 
cede; 

"2^  Los  señores  Cesáreo  Vilugrón,  Guiller- 
mo Hurtado,  Adolfo  Quiroz  y  Marcelino  Da- 
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ñíno  expresan  que  ellos  ningún  derecho  han 
conocido  ni  reconocen  á  los  señores  Moreno 
Vilugrón  en  la  sucesión  intestada  de  don  José 
Antonio  Hernández  Vilugrón,  pero  que  vie- 
nen en  ceder  de  estos  bienes  voluntariamente 
en  favor  de  las  señoritas  Ana  Luisa,  Laura, 
Carmela  é  Ismnel  Aristídes  Moreno  Vilugrón 
la  cantidad  de  $  7.000  que  repartirán  por 
iguales  partes  entre  los  cuatro  va  nombra- 
dos. Entendiéndose  que  los  $  7.000  es  la  úni- 
ca suma  que  entre  los  ceden  tes  darán  en  la 
forma  que  lo  expresa  líi  cláusula  6*  de  la  pre- 
sente escritura; 

"3*^  Convienen  los  comparecientes  señores 
Vilugrón,  Oañino,  Hurtado  y  Quiroz  en  pa- 
gar los  $  7.000  acordados  en  siete  meses  pla- 
zo desde  la  fecha  de  la  presente  escritura  y  á 
su  vencimiento  entregarán  la  referida  suma  á 
loscedentes  en  la  ciudad  de  Concepción  á  don 
Luis  Abraham  Moreno  ó  á  la  persona  que 
éste  designe  por  escritura  pública,  dentro  de 
los  miembros  de  la  familia  Moreno; 

Si  en  ese  plazo  indicado  no  se  efectuase  el 
pngo,  se  procederá  ejecutivamente  ^^n  la  for- 
ma expresada  en  el  artículo  6*^ 

"4^  Los  declarantes  expresan  que  esta  es- 
critura quedará  sin  efecto  alguno  en  el  caso 
que  cualquiera  de  los  hijos  de  doñn  Carmen 
Vilugrón  y  de  don  José  María  Moreno  enta- 
blen gestiones  en  el  sentido  de  poner  en  duda 
los  derechos  de  los  ceden  tes  ó  pretender  dere- 
chos en  la  sucesión  intestada  de  don  José  An- 
tonio Hernández  Vilugrón; 

**5^  En  caso  de  presentarse  alguien  recla- 
mando derechos  á  la  herencia  de  don  José 
Antonio  Hernández  antes  ó  después  á-il  ven- 
cimiento del  plazo  para  el  pago  de  los  $  7.000, 
los  cesionarios  tendrán  siempre  derecho  á 
percibir  la  cantidad  expresada,  rindiendo 
fianza  suficiente  de  restituir  lo  pcrJ*'!  3  si  se 
declarase  por  resolución  judicial  'definitiva 
que  el  que  se  presente  haciendo  el  reclamo, 
tiene  mejor  derecho  que  los  parecientes  á  la 
herencia  nombrada; 

**6^  Al  pago  de  la  suma  de  $  7.000  que  los 
parecientes  ceden  á  las  personas  nombradas 
deben   concurrir  por  terceras  partes  entre  los 

...ilcs,   pero  si  alg  m  .faltare  á  su  oblíga- 

iclón  contraída  en  la  ]m         te  escritura,  se  en- 

enderán  solidariaiiKiilc  obligados  á  su  cum- 


plimiento total,  presentando  en  garantía  ñt 
los  $  7.000  acordados  v  en  hipoteca  el  fundo 
II Las  Mercedes  I  de  la  sucesión  intestada  de 
don  José  Antonio  Hernández  Vilugrón  y  co- 
herederos de  dicha  sucesión  ubicado  en  d  de- 
partamento de  Rere,  subdelegación  de  Talca- 
mávida  y  Quilacoya." 

Al  pié  del  mismo  contrato  figura  un  reciln 
del  cual  consta  que  en  Concepción,  á  13  ¿t 
noviembre  de  1902,  don  Luis  Abraham  Mo- 
reno recibió  del  compromisario  queentemiíi 
en  la  partición  de  los  bienes  dejados  por  d«v; 
José  Antonio  Hernández  la  cantidad]  cf 
$  2.000,  á  cuenta  del  crédito  anterior. 

Y  como  posteriormente  no  se  huí)ie5ie  cj- 
bierto  por  los  contratantes  obligados  el  ro- 
to de  la  suma  de  cuyo  pagí)  se  hicieron  sf  i- 
dariamente  responsables,  inició  don  Jo-^é  Mui- 
ría Moreno,  en  representación  de  su  liljodi-'. 
Luis  Abraham  Moreno,  contra  dona  Clot! 
de  Lagardía  de  Vilugrón,  curadora  ác  sus 
menores  hijos  Julio  César,  Clotilde  y  Joscñi.i 
Vilugrón,  sucesores  de  su  finado  padre  v!  ' 
César  Vilugrón,  demanda  ejecutiva  para  o  - 
tener  por  esa  vía  el  pago  de  los  $  5.000  rj  r 
aún  no  se  habían  entregado  al  ejecutante. 

L'ís  ejecutados  se  opusieron  á  la  demar.th 
con  las  excepciones  expresadas  en  los  núim- 
ros  2^  4^  y  7*^  del  artículo  485  del  Código  >> 
Procedimiento  Civil  y  sentaron  como  antece- 
dente jurídico  de  esa  oposición  las  sigiiierto 
premisas: 

**1*  Si  tal  como  está  otorgada  la  escritura 
6  título  ejecutivo,  por  sisóla,  sin, ningún  oír» 
requisito  ó  formalidad  que  tienda  á  perfecoo- 
narla,  puede  dar  margen  á  un  procedimient  • 
ejecutivo;  es  decir,  si  resulta  de  ella  una  ni)  • 
gación  exigible; 

*'2*  Si  dado  que  fuera  exigible,  es  Ucgadov! 
caso  contemplado  en  la  parte  final  de  lac!/.:- 
sula  6^; 

*'3*  Si  se  han  llenado  los  requisitos  ír:e 
exigen  las  leyes,  sea  para  ejercitar  la  acci'> 
ejecutiva,  sea  en  el  ejercicio  de  cll.n  mi- 
ma; y 

*'4^  Si  el  que  se  presenta  ejercitando  la  ac- 
ción tiene  personería  ó  representación  sv> 
cíente. 

Y  después  de  estudiar  separadamente  ca^ía 
una  de  esas  premisas  y  de  contestar  en  forca 
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negativa  á  toclasellas,  arribaron  ala  siguien- 
te textual  conclusión: 

*'En  conclusión  tenemos:  1^  Que  se  trata 
del  cumplimiento  de  una  donación,  de  más  de 
$  2.000  que  no  se  ha  insinuado,  requisito  exi- 
gido por  el  artículo  1416  del  Código  Civil." 

"2^  Que  la  donación  es  condicional  y  que 
la  condición  no  se  ha  cumplido.  Requisito 
exigido  por  el  contrato,  que  es  una  ley  para 
los  contratantes.  Artículo  154-5  del  mismo 
Código; 

**3^  Que  la  donación  no  se  ha  aceptado.  El 
artículo  1386  del  mismo  Código  lo  exige; 

**4'^  Que  no  ha  llegado  el  caso  de  exijir  soli- 
dariamente la  obligación.  Requisito  del  nú* 
mero  2^ 

*'5^  Que  la  notificación  judicial  del  título  no 
se  ha  hecho  en  forma  á  los  herederos.  Requi- 
sito de  los  artículos  411  y  1377  del  Código 
Civil  y  41  del  de  Procedimiento  Civil; 

''6^  Que  la  demanda  no  contiene  todas  las 
indicaciones  que  según  el  artículo  257  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  debe  contener;  y 

**7'  Que  el  ocurrente  carece  de  personería  ó 
de  representación. 

"Obsta  pues,  A  la  marcha  de  la  ejecución  la 
falta  de  requisitos  ó  condiciones  absolutas  y 
relativas  establecidas  por  las  leyes  para  que 
la  escritura  tenga  fuerza  ejecutiva,  la  inepti- 
tud del  libelo  y  la  falta  de  personería,  y  por 
tanto,  á  V.  S.  suplico  que  se  sirva  tener  por 
opuestas  las  excepciones  indicadas  en  los  nú- 
meros 2^  4^  y  7^  del  artículo  485  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  y  en  definitiva  acep- 
tarlas, absolviendo  de  la  ejecución  á  la  suce- 
ción  de  don  Belisario  Yilugrón,  con  costas." 

Los  fundamentos  de  la  excepción  de  falta 
de  personería,  ó  sea  de  la  cuarta  de  las  pre- 
misas del  libelo  los  hizo  consistir  la  sucesión 
ejecutada  textualmente  en  lo  que  sigue: 

"Por  último,  V.  S.,  como  he  dicho  más 
atrás,  por  el  hecho  de  no  haberse  ratificado 
el  contrato  que  consta  de  la  escritura  y  de  no 
haberse  aceptado  la  donación  por  el  donata- 
rio, don  Luis  A.  Moreno  no  tiene  personería 
suficiente  para  representar  en  esta  causa  á 
los  señores  Ana  L.,  Laura,  Carmela  é  Ismael 
Moreno." 

El  ejecutante  contestó  respecto  á  la  falta 
de  personería  que  ella  consta   de  la   misma 

SUPREMA 


escritura  en  la  que  se  diputó  á  don  Lino 
Abraham  Moreno  para  percibir  y  en  cuanto  á 
la  falta  de  requisitos  extern  os  é  internos  de  la 
demanda  y  el  título,  que  sobre  ese  particular 
hay  cosa  juzgada  desde  que  la  Htma.  Corte 
ordenó  despachar  el  mandamiento. 

El  Juzgado  de  Concepción,  con  fecha  16  de 
agosto  de  1905  resolvió: 

Por  lo  relacionado}'  constando  de  autos  la 
verdad  de  las  aseveraciones  hechas  por  el  eje- 
cutante al  contestar  las  excepciones;  se  decla- 
ran estas  inadmisibles,  conforme  alo  dispues- 
to en  el  artículo  487  del  Código  de  Procedi- 
miento y  que  debe  irse  adelante  con  la  ejecución 
con  costas. 

El  ejecutante  es  comerciante,  don\iciliado 
en  este  departamento  y  la  ejecutada  sin  pro- 
fesión, ni  oficio,  del  departamento  de  Rere. 
— /.  Salas. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Concepción,  3  de  septiembre  de  1906.— 
Aceptando  la  parte  expositiva  de  la  sentencia 
de  primera  instancia  y  teniendo  presente: 

Que  en  la  escritura  otorgada  en  Cañete  con 
fecha  2  de  enero  de  1902,  y  cualquiera  que 
sea  la  denominación  que  se  le  aplique,  se  con- 
tiene una  renuncia  de  derechos  hereditarios 
correspondientes  á  los  menores  hijos  de  don 
José  María  Moreno,  don  Ismael  y  doña  Car- 
mela Moreno  Yilugrón,  la  cual  renuncia  no- 
ha  podido  hacerse  sin  las  prácticas  previa» 
de  ciertos  requisitos  ordenados  por  la  ley;  á 
lo  que  se  agrega  que  el  poder  dado  á  don  José 
María  Moreno  en  representación  de  sus  refe^ 
ridas  hijas  menores,  á  don  Francisco  Santa 
María  vecino  de  Yumbel,  estaba  destinado- 
precisamente  á  aceptar  la  herencia  dejada  por 
don  José  Antonio  Hernández  Yilugrón  y  pe^ 
dir  la  posesión  efectiva  y  material  de  ella,, 
etc.,  y  no  renunciar  esos  derechos. 

Que  de  lo  expuesto  anteriormente  se  deduce 
que  don  Luis  Abraham  Moreno,  que  ha  obra- 
do en  este  juicio  á  virtud  de  todos  los  antece- 
dentes en  él  acumulados  y  que  arrancan  del 
contrato  referido  más  arriba,  ha  carecido  de 
personería  suficiente  para  seguir  este  juicio;  y 
procede,  en  consecuencia,  la  excepción  del  nú- 
mero 2  del  artículo  485  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

19 
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Que  aceptada  la  escepción  de  falta  de  perso- 
nería es  inofícioso  un  pronunciamiento  acerca 
de  las  demás  excepciones  alegadas,  ya  que  ellas 
no  habrían  sido  discutidas  con  legítimo  con- 
tradictor. 

Y  (le  conformidad  con  lo  prescrito  en  los 
artículos  400  del  Código  Civil  y  485  número 
2  y  492  del  de  Procedimiento  Civil,  se  re- 
revoca  la  referida  sentencia  del  16  de  agosto 
del  año  último,  y  sedeclara  admitida  la  excep- 
ción de  falta  de  personería  y  que  el  ejecuta- 
do queda  absuelto  de  la  ejecución,  con  costas 
en  que  se  condena  al  ejecutante. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Fuentes  R. 
—  Exdquiel  Fi¡;  utroa . — E.  Fuen  tes.  —  Ramón 
Navarro, 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  procura- 
dor del  ejecutante  recurso  de  casación  en  la 
forma  y  al  efecto  dice  en  el  escrito  en  que  lo 
formaliza: 

* 'Fundo  este  recurso  en  la  causal  contem- 
plada en  el  número  4*?  del  artículo  941  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  pues  la  sentencia 
de  V.  S.  ritma,  ha  sido  dada  **ultra  petita'*  esto 
es  otorgando  más  de  lo  pedido  por  la  parte 
ejecutada  ó  extendiéndola  á  puntos  no  some- 
tidos á  la  decisión  del  Tribunal. 

**En  efecto,  requerida  de  pago  la  parte 
ejecutada,  opuso  entre  otras  excepciones  la 
del  número  2^  del  artículo  485  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  sin  indicar  con  clari- 
dad y  presisión,  tal  como  lo  ordena  el  ar- 
tículo 486  del  mismo  Código,  en  qué  f  mdaba 
esa  excepción,  esto  es,  si  era  por  falta  de  capa- 
cidad del  demandante,  de  personería  ó  falta 
de  representación  legal,  circunstancias  las 
tres  que  pueden  constituir  la  excepción  2* 
del  artículo  485  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

"En  el  cuerpo  de  su  escrito  la  parte  ejecuta- 
da dice  refiriéndose  á  esa  excepción,  lo  siguien- 
te y  que  son  los  únicos  párrafos  de  su  escrito 
en  que  trata  de  esa  cuestión: 

"No  estando  ratificada  la  renuncia  consig- 
nada en  la  cláusula  primera  de  la  escritura 
mencionada  por  las  señoritas  Ana  Luisa, 
Laura  y  Carmela  Moreno  y  por  don  Ismael 
Moreno,  éstas  no  han  aceptado  la  donación 
que  se  les  hace  en  dicha  escritura,  requisito 
indispensable  para  que  produzca  efectos  una 


donación  entre  vivos  en  conformidad  con  1 » 
dispuesto  en  el  artículo  1386  del  Cótlig.)  Ci- 
vil, así  como  tampoco  han  autorizado  á  •'.  <n 
Luis  A.  Moreno  para  que  cobre  y  perciba  1» 
doníido." 

"Más  adelante  agrega  ...  7^  ...  Que  el  o.i- 
rrente  carece  de  personería  ó  representa- 
ción." 

*  Como  se  ve  la  parte  ejecutada  ha  soste- 
nido que  la  falta  de  personería  ó  mejor  dicho 
la  excepción  2*  del  artículo  485  del  Cóvlijro  Je 
Procedimiento  Civiljqueha  deducido,  la  fur.l.i 
en  que  se  trata  de  una  donación  y  esa  dona- 
ción no  ha  sido  aceptada. 

".\hora  bien  ¿ha  fallado  V.  S.  Iltma.'esa  tx- 
cepción  en  los  términos  en  que  fué  planteada? 
I-a  mejor  respuesta  será  reproducir  el  con^i'i^ 
rando  de  la  sentencia  de  V.S.Iltma.que ha  ser- 
vido de  fundamento  á  su  resolución.  Dice  esc 
considerando: 

"Que  en  la  escritura  otorgada  en  Cañete 
con  fecha  de  2  de  enero  de  1902  y  cualquiera 
que  sea  la  denominación  que  se  le  apliq-c. 
se  contiene  una  renuncia  de  derechos  hereJ:- 
tarios  correspondientes,  á  los  menores  hijos  de 
don  José  María  Moreno,  don  Ismael  y  doña 
Carmela  Moreno  Vilugrón,  la  cual  renuncia 
no  ha  podido  hacerse  sin  la  práctica  previa 
de  ciertps  requisitos  ordenados  por  la  lev:  n 
lo  que  se  agrega  que  el  poder  dado  por  don 
José  María  Moreno  en  representación  de  sii;: 
referidos  hijos  menores,  á  don  Francisco  San- 
ta María,  vecino  de  Yumbel,  estaba  destina- 
do precisamente  á  aceptar  la  herencia  dejada 
por  don  José  Antonio  Hernández  Vilugrón  v 
pedir  la  posesión  efectiva  y  material  de  ella. 
etc.,  y  no  á  renunciar  esos  derechos." 

"En  el  considerando  trascrito  V.  S.  Iltma. 
hace  dos  declaraciones  muy  importantes  qjc 
ninguna  relación  tienen  con  la  falta  de  acep- 
tación de  donación  de  que  ha  hablado  la  parte 
ejecutada.  Esas  declaraciones  son  quclar^ 
nuncia  de  los  derechos  hereditarios  de  los  me- 
nores hijos  de  don  José  María  Moreno  ha  si- 
do hecha  sin  la  práctica  previa  de  ciertos  ^^ 
quisitos  ordenados  por  la  ley,  y  que  el  poder 
dado  á  don  Francisco  Santa  María  no  lo  aa 
toriza^ba  para  hacer  la  renuncia  que  hizo,  v 
por  consiguiente  esa  renuncia  no  ha  produci* 
do  efecto  alguno. 
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•'No  ha  ííillaílo  pues  V.S.  Iltnia.  la  cuestión 
sometida  á  su  decisión  y  lia  declarado  que 
una  renuncia  de  derechos  hereditarios  no  ha 
sido  hecli^  en  conformidad  á  la  ley  y  hecha 
esa  renuncia  por  persona  (jiie  no  tenía  poder 
suficiente  para  ello." 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  la  enumeración  taxativa  consigna- 
da en  el  artículo  485  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  de  las  distintas  excepciones  que 
pueden  oponerse  en  un  juicio  ejecutivo,  es  me- 
ramente jenérica  ó  fundamental,  y  no  singu- 
lariza ni  determina  los  casos  especiales  que 
pueden  hallarse  comp»*endidos  encada  uno  de 
los  diversos  números  ó  capítulos  que  la  com- 
ponen; 

2'  Que  para  suplir  esta  indeterminación 
de  la  ley,  y  siendo,  por  otra  parte,  necesario 
que  los  juicios  versen  sobre  cosa  cierta  y  de- 
terminada, el  legislador  impuso  á  los  intere- 
sados mismos  el  deber  de  manifestar  en  cada 
caso  las  circunstancias  que  caracterizaran  ó 
individualizaran  su  escepción  y  prescribió  al 
efecto  en  el  artículo  486  del  Código  más  arri- 
ba citado,  que  en  el  escrito  en  que  se  formali- 
zaran las  excepciones  opuestas  en  una  deman- 
da ejecutiva,  se  expresaran  con  claridad  y 
precisión  no  sólo  los  hechos  ó  circunstancias 
particulares  que  le  servían  de  fundamento, 
sino  también  lor  medios  de  prueba  de  que  el 
deudor  intentare  valerse  para  acreditarlas; 

3^  Que  lo  anterior  demuestra  con  evidencia 
que  cuando  esos  hechos  ó  circunstancias  son 
de  distinta  índole  y  se  fundan  en  antecedentes 
jurídicos  diversos,  cada  una  de  ellos  constitu- 
ye en  derecho  una  excepción  también  distinta, 
aqn  cuando  se  encuentren  comprendidos  en  el 
mismo  número  ó  capítulo  de  la  clasificación 
jenérica  del  artículo  485; 

4*^  Que  llenado  el  requisito  de  que  se  habla 
en  el  considerando  2^  mediante  la  determina- 
ción circunstanciada  con  que  el  ejecutado  de- 
be individualizar  cadaunade  sus  excepciones, 
queda  trabada  la  litis  en  el  juicio  ejecutivo, 
sin  que  sea  ya  posible  al  deudor  ni  aun  den- 
tro de  la  mismacalificación  legal,  cambiar  los 
motivos  ó  fundamentos  de  dichas  excepcio- 


nes ni  rendir  prueba  sobre  hechos  ó  antece- 
dentes distintos  de  los  alegados  en  el  escrito 
en  que  aquéllos  se  opusieron; 

5^  Que  al  mismo  principio  jurídico  están 
sujetos  los  jueces  de  la  causa,  ya  que  sobre 
ellos  pesa  el  deber  primordial  de  ajustar  sus 
fallos  al  mérito  del  proceso,  sin  que  les  sea 
lícito  extenderlos  á  otras  acciones  ó  excepcio- 
nes distintas  de  las  aleg¿idas  por  las  partes, 
salvo  en  los  casos  en  que. las  le\'es  rlianden  ó 
permitan  á  los  tribunales  proceder  de  oficio; 

6*^^  Que  en  la  demanda  ejecutiva  á  que  se 
refiere  el  presente  recurso  los  deudores  opu- 
sieron, entre  otras  excepciones,  la  defaltade 
personería  de  don  Luis  Abraham  Moreno 
para  representar  en  la  causa  á  dona  Ana 
Luisa,  doña  Laura,  doña  Carmela  y  don  Is- 
mael Moreno  y  la  fundaron  únicamente  en  el 
hecho  de  no  haberse  ratificado  el  contrato 
que  consta  de  la  escritura  y  en  el  de  no  ha- 
berse aceptado  la  donación  por  el  donatario; 

7'  Que  singularizada  así  las  excepción  de 
que  se  trata,  no  ha  podido  ser  cambiada  ni 
modificada  duran teel  juicio;  y  sin  embargo  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Concepción,  en  vez  de 
pronunciarse  sobre  los  hechos  que  Ja  consti- 
tuían, falló  otra  excepción  distinta,  si  bien  lla- 
mada tambiéndc  falta  de  personería,  y  funda- 
da: 1^  En  que  la  escritura  contenía  una  renun- 
cia de  derechos  hereditarios  correspondientes 
á  los  menores  hijos  de  don  José  María  More- 
no, don  Ismael  y  doña  Manuela  Moreno,  la 
cual  renuncia  no  había  podido  hacerse  sin  la 
práctica  previa  de  ciertos  requisitos  ordena- 
dos por  la  ley,  ó  sea  por  el  artículo  400  del 
Código  Civil,  citado  por  los  jue^^es,  que  re- 
quiere el  decreto  judicial  para  proceder  á 
transacciones  ó  compromisos  sobre  derechos 
del  pupilo  que  se  avalúen  en  más  de  $  1.000 
y  sobre  sus  bienes  raíces  y  que  exige  además 
que  la  transacción  ó  el  fallo  del  compromisa- 
rio se  sometan  á  la  aprobación  judicial,  so 
pena  de  nulidail;  2^  En  que  el  poder  dado 
por  don  José  María  Moreno  en  reprvísenta- 
ción  de  sus  referidos  hijos  menores  á  don 
Francisco  Santa  María  estaba  destinado  pre- 
cisamente á  aceptar  la  herencia  dejada  por 
donjosé  Antonio  Hernández  Yilugrón  y  á  pe- 
dir la  posesión  efectiva  y  material  de  ella,  y 
TÍO  á  renunciar  esos  derechos;  y  3*^  En  que  de 
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lo  expuesto  anteriormente  se  deducía  que 
don  Luis  Abraham  Moreno,  que  había  obra- 
do en  el  juicio  á  virtud  de  los  antecedentes 
en  él  acumulados,  había  carecido  de  perso- 
nería suficiente  para  seguirlo; 

8^  Que  procediendo  en  esa  forma  la  Sala 
sentenciadora  otorgó  más  de  lo  pedido  por 
las  partes  y  extendió  su  fallo  A  puntos  no 
sometidos  á  su  decisión,  sin  estar  autorizada 
por  la  ley  para  proceder  de  oficio,  incurriendo 
así  en  el  vicio  de  ultra— petita,  que  la  ley  san- 
ciona con  la  nulidad  de  la  sentencia  dictada; 
sanción,  por  otra  parte,  perfectamente  justa, 
ya  que  no  habiendo  sido  propuesta  ni  discu- 
tida durante  el  juicio  la  excepción  fallada  por 
los  jueces  del  fondo,  obraron  éstos  sin  juris- 
dicción alguna  y  quedó  además  el  ejecutante 
imposibilitado  para  defenderse,  alegando  las 
razones/que  á  su  derecho  competieran  ó  rin- 
diendo las  probanzas  del  caso  sobre  los  he- 
chos que  le  servían  de  fundamento;  y 

9^  Que  la  circunstancia  de  referirse  el  vicio 
ó  defecto  en  que  se  funda  el  recurso  á  los  tér- 
minos en  que  aparecen  redactados  los  consi- 
derandos del  fallo  recurrido,  y  la  de  que  el 
tribunal  sentenciador  se  haya  limitado  en  la 
parte  dispositiva  de  dicha  resolución  á  decla- 
rar admitida  la  excepción  de  falta  de  perso- 
nería, no  modifican  el  aspecto  jurídico  de  la 
cuestión;  por  cuanto  esos  considerandos  son 
en  el  presente  caso  parte  integrante  y  sustan- 
cial de  lo  dispositivo  del  fallo,  ya  que  sin 
ellos  no  tendría  éste  existencia  ni  significado 
alguno  legal. 

Por  tales  fundamentos  y  visto  además  lo 
prevenido  en  los  artículos  937,  941,  número 
49  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  forma 
interpuesto. 

Invalídase,  por  tanto,  la  sentencia  de  3  de 
septiembre  último,  á  que  dicho  recurso  se  re- 
fiere, y  se  repone  el  proceso  al  estado  de  dic- 
tarse nuevamente  por  el  Tribunal  de  Alzada 
que  corresponda,  la  sentencia  que  en  derecho 
proceda. 

Devuélvase  á  la  parte  la  suma  consignada. 
Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Gaete,  quien,  teniendo  presente  que  la  senten- 
cia recurrida  se  ha  limitado  á  hacer  lugar  á 
una  de  las  excepciones  opuestas  á  la  deman- 


da, cual  es  la  de  falta  de  personería  del  de- 
mandante, y  que  el  fundamento  en  virtud  del 
cual  se  acepta  dicha  excepción  atendidos  sos 
términos  generales  está,  á  su  jui|jo,  relacio- 
nado con  los  razonamientos  en  que  la  parte 
misma  la  apoyó,  fué  de  opinión  que  se  recha- 
zara el  recurso. 

Redactada  porel  señor  Ministro  Fóstcr  Re- 
caba rren.  —  Galraríno  Gallardo,  —  Gabriel 
Gaete. ^E,  Fóster  Recaba  rren— E.  Donoso  V. 


Cas.  en  el  fondo.— HO  de  noviembre  de  1901 
Fisco  con  Hesselbart 

Oasacióa  en  la  forma. —Aduana- 
Ájente  de  Aduana.— Defraudación; 
estafa.  —Contrabando.— Ordenanza 
de  Aduana— Derechos  de  interna 
oión.  —  Multa.— Moneda  corriente, 
pago  en  oro  —  Apreolaolón  de  los 
heolios;  facultad  privativa  del  Tri 
bunal  sentenciador.— Presunciones. 

Doctrina: — Debe  anularse  la  senten- 
cia que,  alñjar  la  pena  que  debe  impo- 
nerse por  una  defraudación  de  derechos 
de  aduana,  ordena  pagar  en  pesos  de 
cuarenta  y  ocho  peniques  el  veinticinco 
por  ciento  de  los  derechos  de  interna- 
ción que  correspondía  pagar  en  oro, 
dando  así  á  la  libra  esterlina  el  valor  Je 
cinco  pesos,  ¿infringiendo  lo  dispuesto  eo 
los  artículos  9  de  la  ley  de  26  de  noricín' 
bre  de  1892  j  5^  y  8^  de  la  de  21  de 
mayo  de  1893,  que  disponen  que  el  2o  * 
de  los  derechos  de  internación  deben  pa- 
garse en  libras  esterlinas  á  razón  de  seis 
pesos  treinta  y  un  centavos  por  cada  li- 
bra, ó  en  moneda  chilena  de  oro  de  valor 
equivalente. 

Cuando  la  Corte   Suprema  invalida 
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4ina  sentencia  por  casación  en  el  fondo, 
'debe  dictar  sobre  la  cuestión  materia  del 
iuicio,  la  sentencia  que  crea  conforme  á 
¡a  ley  y  al  mérito  de  los  hechos,  tales 
4:o¡no  se  han  dado  por  establecidos  en  el 
fallo  recurrido. 

Si  de  los  hechos  establecidos  en  el  fallo 
recurrido,  según  la  apreciación  que  de 
^Hos  hace  el  tribunal  sentenciador,  á 
quien  corresponde  la  facultad  privativa 
de  apreciar  su  mérito  probatorio,  se  des- 
prenden presunciones  gra  ves,  precisas  y 
concordantes  para  atribuir  á  una  per- 
sona determinada  la  defraudación  come- 
tida, esta  apreciación  debe  ser  aceptada 
como  inamovible  por  el  tribunal  de  ca- 
sación. 

Extraídas  ciertas  mercaderías  de  los 
almacenes  de  Aduana,  por  un  agente  de 
1h  misma  Aduana,  sin  pagar  los  dere- 
chos de  internación,  después  de  haber 
sido  desembarcadas  y  depositadas  en  los 
almacenes,  llenándose  en  el  desembarco  y 
depósito  todas  las  formalidades  pres- 
critas por  las  leyes  ó  reglamentos  adua- 
neros para  su  internación  en  el  país,  el 
delito  cometido  no  es  el  previsto  en  los 
artículos  84  número  11  y  89  número  20 
de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  que  casti- 
gan el  conato  de  defraudación  y  el  con- 
trabando, sino  el  comprendido  en  el  ar- 
tículo 89  número  18  de  la  misma  Orde- 
nanza, que  pena  al  agente  de  Aduana 
que  defrauda  los  derechos  de  internación 
con  una  multa  igual  al  duplo  del  valor 
que  intentó  defraudar. 

El  valor  de  esa  multa  puede  determi- 
narse en  moneda  corriente,  ya  que  no  se 
trata  de  la  percepción  de  derechos  de  in- 
ternación y  ya  que  según  la  ley  de  31  de 
julio  de  1898  los  billetes  que  ella  autori- 
za emitir  sirven  para  solventar  todas 
las  obligaciones,  con  las  solas  excepcio- 


nes que  ella  determina,  entre  las  cuales 
no  está  comprendido  el  importe  de  ¡as 
penas  pecuniarias  impuestas  por  la  Or- 
denanza de  Aduanas. 


Cotí  fecha  3  de  agosto  de  1901,  don  Darío 
Urziíia,  en  representación  de  la  Aduana  de 
Valparaíso  se  presentó  al  Juzgado  de  ese 
puerto  pidiendo: 

1^  Prohibición  de  gravar  y  enajenar  las 
[propiedades  raíces  de  los  señores  Hesselbart, 
Quinte -os  y  Lowej; 

2^  Retención  de  la  suma  de  $  50.000  que 
debían  ser  pagados  al  señor  Hesselbart,  por 
el  Fisco; 

3'  Retención  del  valor  que  pudiera  quedar 
en  el  Banco  Internacional  de  los  valores  em- 
bargados por  la  misma  Aduana,  después  de 
pagadas  las  cantidades  que  se  cobraban  en  el 
juicio  ejecutivo  seguido  por  aquella  contra  el 
señor  Hesselbart. 

Funda  su  petición  en  que  la  Aduana  tenía 
que  seguir  acción  civil  contra  los  expresados 
señores  Hesselbart,  Quinteros,  Lowey  y  otros 
para  obtener  el  pago  de  los  derechos  que  le 
adeudaban  por  un  número  considerable  de 
bultos  Y  la  declaración  de  comiso  y  multa  en 
que  se  ha  incurrido  por  haberse  sobreseído  en 
el  ruidoso  proceso  criminal  que  se  les  seguía. 

El  Juzgado  accedió  provisoriamente  á  esta 
solicitud,  debiendo  quedar  sin  efecto  si  no  se 
entablaba  acción  dentro  de  quince  días. 

Con  fecha  17  de  agosto  del  mismo  año  el 
representante  de  la  Aduana  dice:  El  ruidoso 
proceso  criminal  instruido  contra  don  Emilio 
Hesselbart,  don  Fermín  Quinteros  y  otros 
por  defraudaciones  aduaneras,  ha  terminado 
con  la  sentencia  dictada  por  la  Iltma.  Corte 
de  Apelaciones  de  este  puerto  cuya  copia  au- 
torizada acompaña. 

Este  fallo  manda  sobreseer  temporalmente 
respecto  del  señor  Hesselbart,  pero  recono- 
ciendo que  los  despachos  é  internaciones  de 
mercaderías  que  dieron  origen  al  proceso  pue- 
den afectar  la  responsabilidad  civil  de  dicho 
señor,  ordenó  que  fuese  puesto  en  conoci- 
miento de  la  Aduana  para  los  fines  consi- 
guientes. 
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El  vista  de  esta  resolución  hay  que  abrir  el 
correspondiente  juicio  de  comiso  en  contra 
del  señor  Hcsselbart,  á  fin  de  que  le  sean  apli- 
cadas las  penas  establecidas  por  la  Ordenan- 
za de  Aduanas  para  las  introducciones  clan- 
destinas ó  dolosas  de  mercaderías,  esto  es, 
por  los  contrabandos. 

Consta  de  los  antecedentes  que  se  registran 
en  el  proceso  criminal,  que  el  señor  Hcssel- 
bart logró  retirar  de  lo?-'  almacenes  de  de|  ó- 
sitos  de  la  Aduana  é  introducir  sin  los  trámi- 
tes legales» y  reglamentarios  doscientos  ochen- 
ta y  ocho  bultos  de  mercaderías  por  medio 
de  dieziseis  pólizas. 

Los  números  18  y  20  del  artíjulo  89  de  la 
Ordenanza  vigente  á  la  fecha  de  aquella  in- 
troducción castigan  el  delito  de  contrabando 
con  el  comiso  de  las  mercaderías  fraudulenta- 
mente internadas,  con  una  multa  igual  al  25% 
del  valor  de  estas  y  además  con  otra  multa 
equivalente  al  duplo  de  los  derechos  que  se 
intentó  usurpar,  cuando  la  mercadería  no  es 
aprehendida,  como  en  el  caso  del  señor  Hcssel- 
bart. 

Estas  son,  por  consiguiente,  las  penas  que 
deben  aplicarse  á  este  señor  por  los  doscientos 
ochenta  y  ocho  bultos  que  ha  internado  fur- 
tivamente, sin  perjuicio  del  pr^go  de  los  dere- 
chos á  que  se  encuentran  afectos  los  artículos 
contenidos  en  ellos. 

Por  el  momento  no  le  es  dable  precisar  el 
monto  de  los  derechos  que  se  adeudan,  ni  el 
valor  exacto  de  las  mercaderías  introducidas 
de  contrabando,  pero  protesta  hacerlo  y 
comprobarlo  en  el  curso  de  la  causa. 

Mientras  tanto, ciñéndose  á  lo  preceptuado 
por  el  artículo  99  de  la  Ordenanzn,  se  ve  en 
el  caso  de  solicitar  un  comparendo  con  el  ob- 
jeto de  fundar  verbídmente  su  acción  en  la 
forma  prevista  por  el  artículo  100  de  la  mis- 
ma Ordenanza. 

Pide,  en  consecuencia,  se  tenga  par  inter- 
puesta la  demanda  de  comiso  en  contra  de 
don  Emilio  Hesselbart,  y  se  condene  á  su  de- 
bido tiempo  á  las  penas  que  ha  indicado  en  el 
cuerpo  del  escrito  y  citar  á  las  partes  á  com- 
parendo bajo  apercibimiento  de  procederse 
en  rebeldía  del  inasistente,  comparendo  que 
deberá  celebrarse  con  el  objeto  que  determi- 
nan los  artículos  99  y  100  de  la  Ordenanza. 


En  un  otrosí  se  pidió  el  mantenimiento  1- 
las  medidas  precautorias,  á  lo  que  el  juz/i  1  > 
accedió 

Después  de  varias  citaciones,  el  día  2  «leO.- 
tubre  de  1901  tuvo  lugar  el  comparenrloccn 
asistencia  solo  de  don  Emilio  Hesselbart, 

Hecha  relación  de  los  antecedentes,  é>ic 
pidió  el  rechazo  de  la  demanda  fundándost; 

1^  En  que  es  inepta  por  no  estar  pre^i-a-i» 
lo  que  se  |)ide,  requisito  que  exigen  conn'  i:- 
dispensahle  las  leyes  15  y  25  título  2^  Par 
tida  3^  y  4^  del  título  3^,  libro  11  delaX.^Í- 
sima  Recopilación,  siendo  de  notar  qie  d 
mismo  representante  de  la  Aduana  confiesa 
esa  falta  de  determinación  en  la  acción  de- 
ducida; y 

2^  En  que  él  no  ha  despachado  ninguna  de 
las  |)ólizas  que  han  sido  declaradas  falsc.ndns 
en  el  respectivo  proceso  criminal,  según  se 
comprueba  con  las  copias  correspoodkulei 
que  corren  en  autos,  debiendo  tenerse  pre- 
sen te  que  la  aciión  civil  sólo  puede  diríiíT<e 
contra  el  agente  despachador,  coino  así  io  re- 
solvió ó  declaró  la  Iltmn.  Corte  inipúÍLu- 
mente  en  el  considerando  I*' déla  sentendi 
que  Aprobó  el  auto  de  sobreseimiento  timpiv 
ral  en  dicho  proceso. 

Se  mandó  citar  para  sentencia,  que(lnnd«)!o 
dcvsde  lutgo  el  compareciente. 

La  Iltma.  Corte  con  fecha  7  de  octul»re  '!e 
1901  ordenó,  con  arreglo  al  artículo  H)l»nn- 
mero  3*^,  del  Reglamento  de  Aduana,  que  >¿ 
recibiera  la  causa  á  prueba  y  se  rindió  Ind-^- 
cumental  que  corre  en  autos. 

Se  dio  vista  al  señor  Promotor  Fiscal,  qníín 
la  evacuó  con  fecha  7  de  agosto  de  11^02.  en 
la  que  opinó  que  debe  negíirse  lugar  ¿i  la  ie- 
manda. 

Más  adelante  el  Juzgado  declaró  nu'o  '> 
obrado  por  no  haber  demanda  en  forma  v  << 
mandó  reponer  la  causa  al  estado  de  llevarle 
á  cabo  el  comparendo  en  que  debía  entapiar 
se  demanda. 

Confirmado  este  auto  por  la  Iltma.  C«>rtc, 
señaló  nuevo  día  para  el  comparendo.  t¡  ijutí 
tuvo  lugar  el  19  de  noviembre  de  1902. 

A  él  asistieron  el  abogado  «le  la  Adiianadi):i 
Enrique  Rodríguez  Mac-Iver  y  el  demai:il.in- 
do  don  Emilio  Hesselbart. 

El  primero  pidió  se  tuviera  como  deminda 
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el  escrito  presentado  con  esa  misniíi  fecha, 
con  los  documentos  y  demás  piezas  A  que  en 
él  se  refiere. 

En  ese  escrito  el  representante  de  la  Aduana 
dice:  que  según  aparece  de  los  documentos 
que  corren  en  estos  autos,  que  para  los  efec- 
tos legales  pide  se  tengan  por  presentados 
con  esta  demanda,  don  Hmilio  Ilesselbart  ha 
extraído  de  los  almacenes  de  la  Aduana  c  in- 
ternado en  el  país,  burlando  el  pago  de  los  de- 
rechos de  internación  y  violando  las  leyes  y 
Reglamentos  de  Aduana,  los  doscientos  ochen- 
ta Y  ochó  bultos  que  se  determinan  é  indivi- 
dualizan con  toda  precisión,  por  sus  números, 
marcas,  contenido  y  manifiestos,  en  el  cuadro 
6  relación  que  debe  tenerse  como  parte  de 
esta  demanda. 

Hsto  se  acredita  por  los  hechos  siguientes 
que  se  encuentran  comprobados  con  los  do- 
cumentos que  aparecen  en  esta  demanda. 

1*^  Porque  aquellos  doscientos  ochenta  y 
ocho  bultos  fueron  extraídos  de  los  almace- 
nes de  depósitos  de  la  Aduana,  sin  pagar  los 
derechos  de  int.Mnación  á  que  estaba  afecta 
la  mercíidería  que  aquellos  bultos  contenían, 
y  sin  cumplir  los  trámites  legales  y  reglamen- 
tarios que  deben  observarse  en  la  interna- 
ción de  la  mercadería; 

2^  Que  aquellos  bultos,  después  de  haber 
sido  internados  sin  pagar  los  derechos  de 
.aduana,  fueron  entregados  á  sus  dueños  ó 
consignatarios  por  don  Emilio  Hesselbart; 

3^  Que  los  dueños  ó  consignatarios  de 
aquellos  bultos  habían  encargado  el  despa- 
cho de  ellos  al  agente  de  Aduana  señor  Hessel- 
bart antes  que  fueran  retirados  de  la  Aduana; 

4°  Que  los  doscientos  ochenta  y  ocho  bul- 
tos fueron  manifestados  por  menor  por  el 
señor  Hesselbart  antes  de  su  extracción; 

5*^  Que  el  agente  de  Aduana  señor  Hesjel- 
hart  cobró  á  los  consignatarios  ó  dueños  de 
las  ujercaderías  una  comisión  por  el  supuesto 
despacho  de  ellos,  el  valor  de  los  derechos  á 
que  aquellas  mercaderías  estaban  afectas  y 
que  Hesselbart  decía  haber  pagado  por  ellas 
y  los  gastos  que  había  ocasionado  su  despa- 
cho, como  si  el  despacho  de  la  mercadería  se 
hubiera  efectuado  3' los  derechos  de  interna- 
ción se  hubieran  cubierto. 

Que  en  el  escrito  se  explica  con  toda  clari- 


dad cuales  documentos  son  los  que  prueban 
cada  uno  de  estos  hechos;  pide  por  consi- 
guiente que  aquel  escrito  se  tenga  por  repro- 
ducido en  esta  demanda  en  todas  sus  partes, 
menos  en  la  que  se  refiere  á  la  de  multas  con- 
siguientes al  comiso,  por  adolecer  de  errores 
en  esta  parte. 

Del  conjunto  de  estos  hechos  aparece  com- 
probado qtie  don  Emilio  Hesselbart  es  el  res- 
ponsable de  la  extracción  fraudulenta  de  los 
doscientos  ochenta  y  echo  bultos  de  los  al- 
macenes de  la  Aduana. 

Con  la  extracción  fraudulenta  de  los  dos- 
cientos ochenta  y  ocho  bultos  de  los  almace- 
nes de  la  Aduana  se  ha  cometido  por  Hessel- 
bart un  contrabando  ó  infracción  de  las  leyes 
y^reglamentos  de  la  Aduana,  penado  por  los 
artículos  81  y  89  de  la  ordenanz  i  del  ramo 
con  el  comiso  de  la  mercadería  contrabandea- 
da y  con  dos  multas:  una  igual  al  25%  del 
valor  de  la  mercadería  é  igual  la  otra  al  du- 
plo de  los  derechos  que  se  pretende  defrau- 
dar. 

De  los  doscientos  ochenta  y  ocho  bultos 
cuyos  derechos  se  han  defraudado  se  ha  j)o- 
dido  establecer  el  valor  y  los  derechos  de  la 
mercadería  que  contienen  doscientos  cuaren- 
ta y  cuatro  de  aquellos,  que  son  los  que  se  de- 
tallan con  su  contmido,  número,  nivirca, 
nombre  del  consignatario,  etc.  ,en  la  liquida- 
ción que  acompaña  adjunta  como  parte  inte- 
grante de  esta  demanda. 

El  valor  que  en  esta  liquidación  correspon- 
de á  la  mercadería  contenida  en  los  doscien- 
tos cuarenta  y  cuatro  bultos  asciende  á 
$  115.726,57. 

El  25%  de  este  valor  es  $  28.931,60.  El 
duplo  de  los  derechos  que  con  la  internación 
fraudulenta  de  estos  doscientos  cuarenta  y 
cuatro  bultos  se  intentó  defraudar  asciende 
en  billetes  á  $  62.221,92. 

Y  en  oro  de  48  peniques  á  $  17.964,16  co- 
rrespondientes á  los  doscientos  cuarenta 
y  cuatro  bultos  asciende  en  billetes  á 
$  206.880,09. 

Los  valores  que  se  dan  á  las  mercaderías  de 
losdoscientoscuarentay  cuatro  bultos  son  los 
mismos  valores  que  el  propio  señor  ^íesstl- 
bart  les  da  á  las  mismas  mercaderías  en  las 
cuentas  pasadas  por  él  á  los  dueños  ó  consig- 


264 


SEGUNDA   PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


ii«ntaríos  de  esas  mercaderías,  cuentas  que 
lian  sido  reconocidas  en  juicio  por  el  señor 
Hesselbart  y  son  lasque  se  encuentran  en  este 
expediente. 

Los  derechos  que  á  aquellas  mercaderías 
se  les  ha  asignado  son  también  los  mismos 
cobrados  por  el  señor  Hesselbart  á  los  due- 
ños de  las  mercaderías  en  las  cuentas  referi- 
das, derechos  que,  por  lo  demás,  se  encuentran 
aplicados  en  estricta  conformidad  á  la  ley  de 
aranceles,  por  datos  que  sirven  de  base  á  la 
liquidación  adjunta,  y  emanan  pues  del  mis 
mo  demandado  señor  Hesselbart. 

En  cuanto  á  los  cuarenta  y  cuatro  bultos 
restantes  no  comprendidos  en  la  liquidación 
adjunta  y  que  completan  los  doscientos  ochen- 
ta y  ocho  que  se  indican  en  el  cuadro,  no  ha 
sido  posible  á  la  Aduana  obtener  los  datos 
y  documentos  nece* arios  para  determinar 
con  precisión  exacta  el  valor  de  la  mercade- 
ría que  contenían  estos  cuarenta  y  cuatro 
bultos  y  los  derechos  que  les  correspondían 
pngar  y  la  ftilta  de  estos  datos  ha  impedi- 
do, por  lo  tanto,  establecer  desde  luego  el 
víílor  del  comiso  y  de  las  multas  por  la  de- 
fraudación de  este  valor;  pero  la  Aduana 
espera  poder  establecer  aquellos  valores  en 
la  secuela  de  esta  causa  y  protesta  hacerlo 
tan  luego  como  tenga  3'  conozca  los  antece- 
dentes y  documentos  q^iie  le  permitan  estable- 
cerlos y  probarlos. 

En  virtud  de  lo  expuesto  y  teniendo  presen- 
te lo  dispuesto  en  los  artículos  84  y  89,  nú- 
meros 18  y  20,  de  la  Ordenanza  de  Aduanas 
y  con  el  mérito  de  los  documentos  acompa- 
ñados y  de  los  que  corren  en  autos,  pide  al 
Juzgado  se  sirva  condenar  á  don  Emilio  Hes- 
selbart: 

1*?  Al  pago  de  los  $  206.880,06  en  billetes  y 
$  17.964,06  en  oro  de  48  peniques,  por  el  co- 
miso y  multas  correspondientes  ñ  la  merca- 
derías que  contení;in  los  doscientos  cuarenta 
y  cuatro  bultos  á  que  se  refiere  la  liquidación 
adjunta; 

2^  Al  pago  del  comiso  y  de  una  multa  igual 
al  2o' ^i  del  valor  de  la  mercadería  y  otra  igual 
al  duplo  de  los  derechos  de  los  cuarenta  y 
cuatro  bultos  que  no  fueron  comprendidos  en 
la  liquidación  adjunta,  3*  se  detallan  por  su 
contenido,  marca,  número  y  manifiesto,  cu^'os 


valores  3' derechos  protestan  acreditaren  el 
curso  del  proceso  tan  luego  como  obtenga  los 
antecedentes  3'  documentos  que  permitan  co- 
conocer  con  exactitud  aquellas  cifras. 

E!  señor  Hesselbart  contestando  la  deman* 
da  dice:  que  pide  se  le  absuelva  porque  jamás 
ha  despachado  ó  sacado  de  la  Aduana  las 
mercaderías  contenidas  en  los  doscientos 
ochenta  v  ocho  bultos  á  que  se  refiere  la  de- 
manda, ni  ha  intervenido  en  las  operaciones 
que  han  debido  efectuarse  para  la  extracción 
de  esas  mercaderías,  sea  firmando  las  piezas 
respectivas,  sea  diligenciando  los  despachos 
de  éstas,  ni  de  otro  modo  alguno  y  solamen- 
te ha  manifestado  las  dichas  mercaderías  en 
la  Aduana;  por  consiguiente,  no  le  afectan  los 
cargos  que  se  le  hacen  por  lo  que  no  se  consi- 
dera obligado  al  pago  df  ninguna  suma. 

A  solicitud  del  abogado  de  la  Aduana  se  re- 
cibió la  causa  á  prueba. 

Previos  los  alegatos  de  las  partes  y  el  dic- 
tamen del  señor  Promotor  Fiscal,  se  citó  pa- 
ra seiiteiuií. 

El  juzgado,  con  fecha  3  L  de  agosto  de  1903, 
falló: 

Considerando: 

1'  Que  aparece  de  autos  que  han  sido  reti- 
rados de  los  almacenes  de  la  Aduana  frauflu- 
lentamente  por  medio  de  pólizas  falsas  y  sin 
los  trámites  legales  doscientos  cuarenta  y 
cuatro  bultos  que  se  han  podido  precisar  y 
valorizar,  y  cuarenta  y  cuatro  que  no  han 
sic^o  valorizados; 

2^  Que  no  hay  prueba  en  autos  suficiente 
para  acreditar  que  don  Emilio  Hesselbart  sea 
el  que  ha  extraído  los  bultos  sin  el  pago  de 
los  derechos  respectivos; 

3^  Que  las  circunstancias  de  haber  sido  en- 
comendado por  los  dueños  ó  consignatarios 
el  despacho  de  las  mercaderías  que  contenían 
esos  bultos  al  señor  Hesselbart,  de  haberlas 
éste  manifestado  á  su  nombre,  de  haber  sido 
extraídas  fraudulentamente  déla  Aduana,  de 
haberse  entregado  por  Hesselbart  á  sus  due- 
ños, y  el  haber  cobrado  éste  mismo  la  co- 
misión por  el  despacho,  no  constituyen  prue- 
ba suficiente  que  acredite  que  el  señor  Hessel- 
bart ha  sido  el  autor  de  esos  contrabandos, 
sino  presunciones  más  ó  menos  graves  que 
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no  bastan  para  producir  plena  prueba,  mu- 
<:ho  más  si  se  toma  en  consideración  que  la 
Aduana  no  ha  presentado  un  sólo  compro- 
bante que  manifieste  que  Hesselbart  haya 
sido  el  agente  despachador  de  esas  mercade- 
rías, habiendo  afirmado  que  el  agente  fué  don 
Guillermo  Christen. 

Con  arreglo  á  las  precedentes  consideracio- 
nes y  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  y  1712  del  Código  Civil,  se  declara 
sin  lugar  la  demanda,  sin  costas.—/.  Germán 
Alcérreca, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones la  revocó  con  fecha  25  de  abril  de 
1904<,  fundándose  en  lo  siguientes  conside- 
randos: 

1^  Que,  con  los  documentos  que  corren  en 
autos,  se  hafundadodeuna  manera  indubita- 
ble queentre  el  mes  de  julio  1896  y  el  de  enero 
de  1897  se  extrajeron  de  los  almacenes  de  la 
Aduana  de  este  puerto,  por  medios  fraudu- 
lentos y  sin  pagarse  los  derechos  de  interna- 
ción correspondientes,  los  doscientos  ochenta 
y  ocho  bultos  de  mercaderías  de  que  dá  cuen- 
ta el  estado  que  se  registra; 

2°  Que  de  los  mismos  antecedentes  y  de  los 
que  se  mandaron  traer  á  la  vista  por  el  de- 
creto de  22  de  diciembre  último,  aparece: 

a)  Que  los  dueños  ó  consignatarios  de  los 
doscientos  ochenta  y  ocho  bultos  á  que  se  re- 
fiere el  considerando  anterior,  encomendaron 
su  despacho  al  agente  de  Aduana  don  Emilio 
Hesselbart; 

h)  Que  Hesselbart  aceptó  el  encargo  y  ma- 
nifestó los  bultos  por  menor; 

c)  Que  en  los  libros  de  la  Aduana  consta 
que  para  el  despacho  de  ellos  se  corrieron 
dieziseis  pólizas  suscritas  con  el  nombre  de 
Emilio  Hesselbar'; 

d)  Que  después  de  la  sustracción  fueron  en- 
tregados por  éste  á  sus  respectivos  dueños  ó 
consignatarios;  y 

e)  Que  Hesselbart  reclamó  y  percibió  de 
sus  comitentes  el  importe  de  los  derechos  de 
internación  á  que  las  mercaderías  estaban  su- 
jetas, un  honorario  en  su  calidad  de  agente 
despachador  y  cierta  suma  por  gastos  de  des- 
pacho, como  si  éste  se  hubiera  efectuado  re- 
gularmente y  como  si  en  realidad  se  hubieran 
pagado  á  la  Aduana  aquellos  derechos; 


3^  Que  de  estos  diferentes  hechos  se  des- 
prenden presunciones  graves,  precisas  y  con- 
cordantes, que,  atendida  la  naturaleza  de  la 
causa,  dan  mérito  suficiente  para  atribuir  á 
don  Emilio  Hesselbart  la  defraudación  de  los 
derechos  fiscales  que  adeudaban  las  mercade- 
rías contenidas  en  los  do.scientos  ochenta 
y  ocho  bultos  de  que  en  ella  se  trata; 

4^  Que  prescindiendo  de  los  recibos  cu3'a 
firma  no  ha  sido  reconocida,  Hesselbart  no 
ha  justificado  el  hecho  que  alega  en  su  defen- 
sa de  haber  él  á  su  vez  cometido  el  des^  acho 
a  don  Guillermo  Christen,  á  quien  culpa  por 
las  defraudaciones  pesquisadas; 

5^  Que,  antes  bien,  exhortado  en  el  juicio 
criminal  á  fin  de  que  manifestara  los  com- 
probantes de  sus  relaciones  con  Christen,  con- 
testó que  no  tenía  otros  que  el  mismo  Chris- 
ten y  Dios;  y  aunque  más  tarde  en  una  de- 
claración posterior  dijo  que  presentaria  so- 
bre el  particular  testigos  y  documentos  si  su 
defensor  lo  juzgaba  necesario,  el  hecho  es  que 
ni  en  aquel  juicio  ni  en  el  actual  ha  produci- 
do, aparte  de  los  recibos  mencionados,  prue- 
ba alguna  tendente  á  acreditar  esas  relacio- 
nes ó  á  desvanecer  de  algún  modo  las  presun- 
ciones que  los  antecedentes  arrojan  en  su 
contra; 

6*^  Que  en  el  comercio  de  importación  el 
contrabando  consiste  en  la  internación  clan- 
destina de  mercaderías  afectas  al  pago  de  de- 
rechos fiscales; 

7^  Que  en  el  caso  de  autos  los  doscientos 
ochenta  y  ocho  bultos  entraron  á  la  Aduana 
mediante  los  trámites  prescritos  por  la  Orde- 
nanza del  ramo  y  fueron  sustraídos  de  los 
almacenes  fraudulentamente,  eludiéndose  el 
pago  de  los  derechos  con  que  estaban  gra. 
vadas  las  mercaderías  que  contenían; 

8^  Que  no  habiendo  existido  clandestini- 
dad no  le  es  aplicable  el  número  20  del  artícu- 
lo 89,  que  pena  el  contrabando,  ó  sea  la  in- 
ternación oculta  de  mercaderías  que  no  han 
entrado  en  la  Aduana; 

9^  Que  tampoco  le  es  aplicable  el  número 
11  del  artículo  84,  pues  este  precepto  se  re- 
fiere al  mero  conato  de  defraudación  por  los 
medios  que  indica,y  en  la  causa  se  persigue  la 
responsabilidad  de  un  agente  de  Aduana  por 
una  defraudación  consumada  en  otra  forma; 
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10.  Que  los  hechos  que  sirven  de  base  á  la 
demanda  deben  estimarse  comprendidos  en 
el  numero  18  del  artículo  89,  que  pena  al 
agente  de  .Aduana  que  defraudase  los  dere- 
chos fiscales  ''on  una  multa  igual  al  víilor  de 
lo  que  hubiese  usurpado  si  la  mercadería  es 
aprehendida  y  decomisada  y  si  no  lo  fuera, 
que  es  lo  que  aquí  acontece,  con  una  canti- 
dad equivalente  al  duplo  de  aquel  valor; 

11.  Que  de  los  doscientos  ochenta  y  ocho 
bultos  en  cuestión,  el  demandante  no  ha  es- 
pecificado ni  hecho  constar  el  contenido  ni  los 
derechos  de  internación  correspondientes  á 
cuarenta  y  cuatro  y  siendo  indeterminada  la 
demanda  en  cuanto  á  ellos  no  es  posible  acep- 
tarla en  esta  parte;  y 

12.  Que  el  contenido  y  derecho  de  los  dos- 
cientos cuarenta  y  cuatro  restantes  se  han  esta- 
blecido y  liquidado  en  vista  de  las  cuentas  que 
Hesselbart  pasó  á  los  dueños  y  consignatarios 
respectivos  y  que  el  mismo  Hesselbart  ha  reco- 
nocido expresamente  en  las  diligencias  com- 
pulsadas. 

Con  el  mérito  de  estos  considerandos  y  te- 
niendo presente  lo  dispuesto  en  el  artículo  89 
número  14  de  la  Ordenanza  de  Aduanas  y  en 
los  artículos  1689 y  1712  del  Código  Civil,  la 
Corte  de  Apelaciones  revocó  la  sentencia  de 
primera  instancia  y  declaró: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto 
por  ella  se  pide  que  don  Emilio  Hesselbart  sea 
condenado  al  pago  de  la  suma  de  $  62.221,92 
en  billetes  y  de  $  17.964,06  en  oro  de  48 
peniques  á  que  según  la  liquidación  alu- 
dida en  el  considerando  duodécimo  ascien- 
el  duplo  de  los  derechos  de  internación  que  de- 
bieron pagar  los  doscientos  cuarenta  y  cua- 
tro bultos  que  fueron  sustraídos  de  los  alma- 
cenes de  aduana  y  de  que  habla  el  mismo  con- 
siderando; y 

2^  que  se  desechan  las  demás  peticiones  de 
la  demanda. 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  tanto  don  Emilio 
Hesselbart  como  el  representante  de  la  Adua- 
na. 

El  primero  funda  el  recurso  en  la  infrac- 
ción de  las  siguientes  disposiciones  legales: 

1*?  Los  artículos  178,  69  y  38  de  la  Orde- 
nanza de   Aduanas,  los  demás  artículos  que 


concuerdan  con  ellos  y  el  artículo  5'  de  la  W 
de  contribuciones  vijente  entonces,  qac  pr^ 
ceptúa  que  el  cobro  de  contribuciones  ha  <le 
hacerse  en  conformidad  á  la  Ordenanza  «!e 
Aduanas  y  á  las  leyes  que  dicho  artículo  meu- 
ciona. 

Para  fijar  el  duplo  de  los  derechos  de  Adu.v 
na  correspondientes  á  losdoscientoscuareiua 
y  cuatro  bultos  á  que  se  refiere  la  sentencia  es 
indispensable  fijar  primero  el  monto  delim- 
puesto  aduanero  devengado  por  aquella* 
mercaderías. 

Una  de  las  formalidade  esenciales  para 
proceder  al  cobro  del  impuesto  aduanero  es 
el  aforo  de  la  mercíidería  que  se  internn,  con- 
forme á  lo  prescrito  en  los  artículos  13S  y  ♦'»9 
de  la  Ordenanza  y  que  debe  practicarse  pord 
vista.  Consiste  el  aforo  en  la  determinación 'Je 
la  partida  de  la  tarifa  de  avalúos  á  que  perte- 
nece la  mercadería,  y  como  consecuencin.  c!  ti- 
po de  derechos  de  Aduana  á  que  está  suie:.i. 
Practicado  el  aforo,  la  sección  de  liquidación 
debe  liquidar  los  derechos  sobre  la  base  He! 
avalúo  hecho  por  el  vista,  como  lo  dispone  e! 
número  4*^^  del  artículo  138  de  la  citada  Orde- 
nanza. 

La  sentencia  recurrida  manda  pagar  dere- 
chos de  Aduana  con  las  penas  que  creelegab. 
sin  que  hayan  sido  aforadas  las  mercaderías 
ni  por  vista  ni  por  funcionario  alguno  y  sin 
que  se  hayan  liquidado  los  derechos  sóbrela 
base  del  avalúo  oficial  y  de  ese  modo  infringe 
las  disposiciones  anteriormente  citadas: 

2^?  Los  artículos  1702,  1700  y  1704  i\¿ 
Código  Civil. 

La  sentencia  en  el  considerando  duodccim  > 
expresa  que  el  contenido  y  derechos  de  1í>> 
doscientos  cuarenta  y  cuatro  bultos  á  que  se 
refiere  la  demanda  se  han  establecido  y  liqui- 
dado en  vista  de  las  cuentas  que  Hesselbart 
pasó  á  los  respectivos  dueños  y  consignata- 
rios y  que  él  mismo  reconoció  en  las  diliírcr. 
cías  compulsadas. 

Lo  que  ha  reconocido  Hesselbart  es  la  au- 
tenticidad de  muchas  de  esas  cuentas,  míM^A) 
la  circunstancia  de  que  se  refieren  á  los  dos- 
cien  tos  cuarenta  y  cuatro  bultos  snstfíí i^'> 
de  la  Aduana. 

Las  referidas  cuentas  expresan,  sin  embar- 
go, con  toda  claridad  que  se  han  satisíech  > 
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los  derechos  de  Aduana  devengados  por  las 
mercaderías  que  en  ellas  se  indican. 

Xo  siendo  parte  la  Aduana  en  las  cuentas, 
las  cuales  son  documentos  otorgados  entre 
extraños,  no  puede  invocarlas  para  efecto  al- 
guno y  en  caso  de  ¡>oder  hacerlo  no  podría 
romper  su  unidad  invocándolas  en  la  parte 
(jiie  le  favorece  y  rechazándolas  en  la  parte 
que  no  le  es  favorable. 

La  sentencia  recurrida  que  ha  mandado 
pa^ar  sumas  de  dinero  que  sólo  se  acreditan 
con  esas  cuentas,  que  acepta  sin  otros  antece- 
dentes las  declaraciones  contenirlas  en  ellas  y 
que  dá  plena  fe  á  esas  declaraciones  para  com- 
probar la  acción  de  un  tercero  extrañí)  á  las 
cuentas  mismas,  viola  los  artículos  1702  y 
1700  del  Código  Civil,  en  que  se  define  el  mé- 
rito que  corresponde  como  medios  probato- 
rios á  los  instrumentos  privados  reconocidos, 
y  á  los  instrumentos  públicos. 

La  manera  de  apreciar  la  fe  de  estos  docu^ 
mentos  es  contraria  á  la  disposición  del  ar- 
tículo 1704-  del  Código  Civil,  en  que  se  dispo- 
ne que  sirven  de  prueba  contra  el  que  los  hu- 
biese escrito  y  firmado  con  tal  que  el  que 
quiera  aprovecharse  de  ellos  no  los  rechace  en 
la  parte  que  le  fuere  desfavorable. 

Esas  cuentas  que  sirven  á  La  sentencia  para 
determinar  el  valor  de  los  derechos  demanda- 
dos debe  también  producir  un  descargo  en  fa- 
vor del  demandante,  por  lo  que  el  fallo  recu- 
rrido, al  aceptarlos  sólo  en  lo  favorable  al  de- 
mandante 3'  no  en  lo  desfavorable,  ha  infrin" 
gido  la  última  disposición  legal  citada. 

3*?  Los  artículos  22  de  la  ley  de  11  de  febrero 
de  18í)5y  9^de  la  de  26 de  noviembrede  1892, 
5'^,  6^  y  8^  de  la  de  31  de  mayo  de  1893  y  las 
demás  con  ellas  relacionadas. 

La  sentencia  en  su  parte  dispositiva  decide 
que  el  demandado  debe  pagar  á  la  Aduana 
$62.221,92  en  billetes  y  $  17964,06  en  oro 
de  4-8  peniques. 

Este  último  punto  no  tiene  en  su  apoyo  con- 
sideración alguna.  Ninguno  de  los  consideran- 
dos se  refiere  directa  ó  inderectamente  á  él  ni 
se  cita  ley  que  le  sea  aplicable.  Esto  no  obs- 
tante, es  evidente  que  mandar  pagar  una  su- 
ma procedente  de  derechos  y  multas  de  adua- 
na en  pesos  de  oro  de  48  peniques  importa  la 
atracción  de  las  leves  indicadas. 


La  ley  de  26  de  noviembre  de  1892  dispuso 
en  su  artículo  9*^  que  durante  los  años  1894  y 
1895  el  50%  de  los  derechos  de  internación  se 
pagara  en  libras  esterlinas  á  razón  de  $  6.31 
por  cada  libra  ó  en  moneda  chilena  de  oro 
equivalente. 

Bn  vista  de  la  dificultad  que  había  para 
proporcionarse  oro  sellado,  se  dictó  en  31  de 
ma^'O  de  1893  otra  ley  que  mandó  pagar  la 
mitad  ó  sea  el  25%  de  los  derechos  de  Aduana 
que  debían  ])agarse  en  oro,  en  el  equivalente 
en  papel  moneda  y  permitió  que  la  otra  mi- 
tad se  cubriera  en  letras  sobre  Londres,  dis- 
poniendo á  la  vez  que  se  extendiera  al  primer 
semestre  de  189G  lo  establecido  en  esta  mate- 
ria para  los  años  anteriores. 

Posteriormente  se  puso  m  vigencia  la  ley 
de  11  de  febrero  de  1895  que  dio  á  la  libra  es- 
terlina el  valor  de  $  13.33,  ó  sea  el  de  18  pe- 
ñiques  á  nuestro  peso  de  oro.  Esle  peso  es 
nuestra  unidad  monetaria  para  solucionar 
toda  obligación  de  cualquiera  clase  que  sea. 
Esta  misma  ley  dejó  en  vigor  las  disposicio- 
nes anteriormente  citadas. 

Por  fin,  la  ley  de  13  de  junio  de  1890  orde- 
nó que  los  derechos  <le  internación  se  cobra- 
ran en  la  forma  usada  á  la  sazón,  hasta  el  día 
que  rigiera  una  tarifa  de  avalúo  que  fijara  el 
valor  de  las  mercaderías  en  pesos  de  18  peni- 
ques. Las  leyes  anteriores  eran  las  vigentes 
en  la  época  á  que  se  refiere  la  perpetración  de 
los  fraudes  denunciados  en  la  demanda,/  sólo 
de  acuerdo  con  sus  preceptos  podrían  liqui- 
darse 3' cobrarse  en  las  Aduanas  déla  Repú- 
blica los  derechos  de  internación  y  almacena- 
je. En  ninguna  de  esas  leyes  existe  autoriza- 
ción para  cobrar  oro  de  48  peniques. 

En  consecuencia,  la  resolución  (pie  ha  dis- 
puesto que  por  derechos  de  aduana  y  multas 
se  pague  una  suma  en  pesos  de  oro  de  48 
peniques,  infringe  la  ley  antes  mencionrida 
que  autorizó  el  cobro  del  impuesto  aduanero 
conforme  á  las  leyes  en  ella  indicadas,  y  es- 
tas mismasleyescn  lasdisposiciones  de  que  se 
ha  hecho  expresa  mención. 

La  Aduana  de  Valparaíso  ha  deducido 
también  recurso  de  casación  en  el  fondo  en 
contra  de  esta  misma  sentencia,  y  lo  funda 
en  haberse  pronunciado  con  infracción  de  los 
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artículos  84  y  89  número  20  de  la  Ordenanza 
de  Aduanas. 

La  sentencia  recurrida  estima  que  en  el  co- 
mercio de  importación,  el  contrabando  con- 
siste en  la  internación  clandestina  de  merca- 
derías afectas  al  pago  de  derechos  fiscales,  y 
que  no  habiendo  clandestinidad  en  la  defrau- 
dación de  que  se  trata  no  le  es  aplicable  el 
número  20  del  artículo  89,  que  pena  el  con- 
tr<a bando  ó  la  internación  oculta  de  merca- 
deiías  que  no  han  entrado  en  Aduana;  por  lo 
cu,il  niega  higar  al  pago  de  una  multa  igual 
al  25%  del  valor  de  la  mercadería. 

Esta  interpretación  es  errónea,  puesto  que 
la  defraudación  de  que  se  trata  importa  un 
contrabando  cometido  por  un  agente  de 
Aduana,  por  lo  que  le  es  aplicable  no  sólo  el 
número  18  del  artículo  89,  sino  también  el 
número  20  del  mismo  artículo.  La  extracción 
de  las  mercadifrías  se  ha  hecho  ocultamente 
valiéndose  de  pólizas  falsas  para  ocultar  la 
defraudación  de  los  derechos,  circunstancia 
que  da  al  procedimiento  el  carácter  de  con- 
trabando. 

Se  ha  infringido  también  la  disposición  del 
artículo  84,  por  no  haberse  dado  lugar  al  co- 
miso de  la  mercadería  cuyos  derechos  se  in- 
tentó defraudar. 

Este  artículo  dispone  que  caen  en  comisólas 
mercaderías  en  cuyos  derechos  haya  conato 
de  defraudar  de  parte  de  un  agente  de  Adua- 
na, ya  sea  sustrayendo  pólizas,  enmendando 
palabras  ó  números  para  rebajar  la  cantidad, 
peso  6  avalúo  de  las  especies,  ya  usando  de 
cualquier  otro  expediente  para  ejecutar  el 
fraude. 

Aún  cuando  la  sentencia  establece  que  no 
es  aplicable  á  este  caso  la  disposición  del  nú" 
mero  11  del  artículo  84,  porque  no  se  trata 
de  un  conato  de  defraudación  sino  que  se 
persigue  la  defraudación  consumada  en  otra 
forma,  la  manera  como  se  ha  cometido  la  de- 
fraudación es  de  las  contempladas  en  aquel 
precepto.  Ese  artículo  se  refiere  á  la  sustrac- 
ción de  pólizas  ó  enmendaturas  de  palabras 
ó  números  ó  cualquier  otro  expediente  para 
ejecutar  el  fraude;  y  en  estas  palabras  debe 
comprenderse  la  falsificación  de  pólizas,  lo 
que  es  análogo  á  la  sustracción  de  ellas. 

El  mencionado  artículo  pena  con  el  comiso 


no  sólo  el  conato  del  fraude  sino  la  defrauda- 
ción misma  consumada.  Sería  absurdo  supo- 
ner que  la  ley  castiga  con  mayor  pena  ei  ce- 
nato  de  una  defraudación  que  la  defraudaiiún 
misma,  como  lo  establece  la  sentencia  recurri- 
da, en  que  se  castiga  únicamente  con  una  pena 
igual  al  duplo  de  los  derechos,  y  no  con  el  co- 
miso de  la  mercadería. 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  los  Ministres 
del  Tribunal, 

La  Corte: 

Considerando  respecto  de  la  tercera  cau>a! 
de  casación  invocada  por  don  Emilio  Hessel- 
bart: 

1^?  Que  la  ley  número  631  de  18  de  jur.ir. 
1896  prescribió  que  el  pago  de  los  dcreciiof 
de  internación  y  almacenaje  continuara  ha- 
ciéndose en  las  Aduanas  de  la  República  en  la 
misma  forma  y  con  los  recargos  estableciJx 
en  esa  fecha,  hasta  el  día  en  que  comenzará 
regir  una  nueva  tarífa  de  avalúo  en  qu¿  el 
valor  de  las  mercaderías  se  exprese  en  pt» 
de  18  peniques;  tarifa  que  entró  en  vi^or 
el  1'  de  enero  de  1898,  en  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  en  el  decreto  supremo  de  31  de  ^\v 
ciembre  de  1897  expedido  por  el  Ministróle 
Hacienda; 

2^  Que  á  la  promulgación  de  la  expresa  la 
ley  los  derechos  de  internación  se  cobraron 
en  las  Aduanas,  con  arreglo,  entre  otras  dis- 
posiciones, á  lo  establecido  en  las  Icjesde-'»! 
de  noviembre  de  1892  y  de  31  de  mayo  de 
1893,  las  cuales  disponí  in,  la  primera,  en  sa 
artículo  9^,  que  c!  50%  de  los  derechos  de  in- 
ternación se  pagase  durante  los  años  1*^^^} 
1895  en  libras  esterlinas  á  razón  de  seis  pe- 
sos treinta  y  un  centavos  por  cada  libra  ó  en 
moneda  chilena  de  oro  de  valor  equivalente: 
y  la  última,  en  sus  artículos  5^  y  8^,  queU 
mitad  de  ese  50%  que  debía  cubrirse  en  or;^ 
se  pagase  en  su  equivalente  en  papel  nioneil... 
y  que  la  otra  parte  que  debía  satisfacerse  tt 
oro  durante  el  año  1895  se  pagase  en  la  Kr 
raa  establecida  durante  el  primer  semestre «t 
1896; 

3*^  Que  en  conformidad  á  estas  dispo^íci^ 
nes  legales  vigentes  á  la  fecha  en  que,se::'jn  ii 
sentencia  recurrida,  se  extrajeron  de  hs  íI'- 
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míiccnes  de  la  Aduana  de  Valparaíso  las  mer- 
caderías á  que  se  refiere  el  presente  juicio,  el 
25'Á  de  los  derechos  de  internación  debía  pa- 
garse en  libras  esterlinas  á  razón  de  $  6.31 
j)or  cada  libra  ó  en  moneda  chilena  de  oro  de 
valor  equivalente,  esto  es,  que  representara 
$  6  31  por  cada  libra  esterlina; 

4^  Que  la  sentencia  recurrida,  ni  fijar  en  pe- 
sos de  48  peniques  el  duplo  del  25  %  de  los  de. 
chos  de  internación  que  habría  correspondido 
pagar  en  oro  á  aquellas  mercaderías,  no  se  ha 
conformado  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  9^ 
de  la  ley  de  26  de  noviembre  de  1892  v  5^  y 
S^de  la  de  21  de  mayo  de  1893  que  estable- 
cían la  forma  en  que  debría  cubrirse  el  25'>^ 
de  los  derechos  de  internación  que  correspon- 
día pagar  en  oro,  puesto  que  dicho  fallo  orde- 
na pagarlos  en  pesos  de  48  peniques,  dando 
•  así  á  la  libra  esterlina  el  valor  de  $  5.00  y  no 
el  de  $  6.31  que  esas  leyes  le  habían  fijado; 

5^  Que  al  no  conformarse  la  sentencia  recu- 
rrida en  una  de  sus  decisiones  á  los  indicados 
preceptos  legales,  los  ha  infringido;  y  estas 
infracciones  han  sido  expresamente  reclama- 
das por  el  recurrente  don  Emilio  Hesselbart 
al  formalizar  su  recurso  de  casación  en  el 
fondo; 

6^  Que  aceptada  una  causal  de  casación  es 
inoficioso  pronunciarse  acerca  de  las  demás. 
Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  don  £milio  Hesselbart  en  con- 
tra de  la  sentencia  de  25  de  abril  de  1 904,  y 
se  invalida  dicha  sentencia,  la  cual  será  reem- 
plazada por  la  que  debe  dictar  este  Tribunal 
en  conformidad  al  artículo  958  de  dicho  Có- 
digo. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con- 
signada 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas 

Gaharino    Gallardo.  —  Gabriel  Gaetc,  —  V, 
Agüirre  V,— Carlos  Varas. ^Abel  Saavedra.— 
A.  Versara  Altano.— /.  Bernales. 
Y  pronunciando  sentencia  con  igual  fecha. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia;  y 


Tcniciulo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida  y  que  ha  sido 
invalidada  establece  en  sus  considerandos  1', 
2'  y  4'  ios  siguientes  hechos:  que  entre  el  mes 
de  julio  de  1896  y  en  enero  de  1897  se  extra- 
jeron de  los  almacenes  de  la  Aduana  de  Val- 
paraíso, por  medios  fraudulentos,  y  sin  pa- 
garse los  respectivos  derechos  de  internación, 
doscientos  ochenta  y  ocho  bultos  de  mercade- 
rías de  que  da  cuenta  el  estado;  que  los 
dueños  ó  consignatarios  de  esos  doscientos 
ochenta  y  ocho  bultos  encomendaron  su  des- 
pacho al  agente  de  Aduana,  don  Emilio  Hes- 
selbart, quien  aceptó  el  encargo  y  manifestó 
los  bultos  por  menor,  que  en  los  libros  de 
Aduana  consta  que  para  el  despacho  se  co- 
rrieron dieziseis  pólizas  suscriptas  con  el  nom- 
bre de  Emilio  Hesselbart  á  sus  dueños  ó  con- 
signatarios; que  éste  mismo  reclamó  y  perci- 
bió de  sus  comitentes  el  importe  de  los  dere- 
chos de  internación  á  que  estaban  sujetas  las 
mercaderías,  un  honorario  en  calidad  de  agen- 
te despachador  y  cierta  suma  de  gastos  de 
despacho;  y  que  el  demandado  no  ha  justifi- 
cado el  hecho  que  alega  en  su  defensa  de  ha- 
ber á  su  vez  cometido  el  despacho  á  don  Gui- 
llermo Christen,  á  quien  inculpa  por  las  de- 
fraudaciones pesquisadas; 

2^  Que  el  artículo  958  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  prescribe  que  cuando  la  Corte 
Suprema  invalidase  una  sentencia  por  casa- 
ción en  el  fondo,  deberá  dictar  sobre  la  cues* 
tión  materia  del  juicio,  la  sentencia  que  se 
creyese  conforme  á  la  ley  y  al  mérito  de  los 
hechos,  tales  como  se  han  dado  por  estableci- 
dos en  el  fallo  recurrido; 

3^  Que  de  los  hechos  establecidos  en  el  fallo, 
según  la  apreciación  que  de  ellos  hace  el  Tri- 
bunal que  conoció  del  pleito,  á  quien  corres- 
ponde la  facultad  privativa  de  apreciar  su 
mérito  probatorio,  se  desprenden  presuncio- 
nes graves,  precisas  y  concordantes  para  atri- 
buir á  don  Emilio  Hesselbart  la  defraudación 
de  los  derechos  fiscales  que  adeudaban  las 
mercaderías  contenidas  en  los  doscientos 
ochenta  y  ocho  bultos; 

4^  Que  establecidos  por  la  sentencia  recu- 
rrida estos  antecedentes  de  hecho  con  el  méri- 
to probatorio  que  ella  les  atribuye,  es  preciso 
aceptar  que  don  Emilio  Hesselbart  fué  quien 
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cxtr..jo  de  la  Aduana  de  Valparaíso,  sin  pa- 
gar los  respectivos  dereclios,  las  ineroadiTÍas 
á  que  se  refiere  la  causo; 

5^  Oue  no  son  aplicables  al  acto  ejecutado 
por  Hesselbart  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 84-,  número  11  y  89,  número  20,  de  la  Or. 
denanza  de  Aduanas,  como  ha  pedido  en  su 
demanda  el  representante  de  la  Aduana  de 
Valparaíso;  porque  no  se  trata  en  el  presente 
casi)  ni  de  un  conato  de  defraudación,  que  es 
lo  que  pena  el  número  11  del  artículo  84,  ni 
de  un  contrabando,  que  es  lo  contemplado  en 
el  número  20  del  artículo  89,  puesto  que  las 
mercaderías  fueron  extraídas  de  los  almace- 
nes de  Aduana,  después  de  haber  sido  desera- 
barcadas  y  depositadas  en  ellos,  llen/lndose 
en  el  desembarco  y  depósito  en  almacenes  to- 
das las  formalidades  prescritas  por  las  leyes 
y  reglamentos  aduaneros  para  su  internación 
en  el  país; 

6°  Que  los  procedimientos  practicados  para 
eludir  el  pago  de  los  derechos  de  internación 
á  qtie  estaban  afectas  las  mercaderías,  deben 
con.siilcrarsc  comprendidas  en  ^as  disposicio- 
nes del  número  18  del  artículo  89  de  la  citada 
Ordenanza,  que  establece  las  penas  en  que  in- 
curre el  agente  de  Aduana  que  defrauda  esos 
derechos,  cuando  la  mercadería  no  es  apre- 
hen(li.la,como  en  el  caso  actual;  y  estas  penas 
consisten  en  una  multa  equivalente  al  duplo 
del  inijiorte  de  los  derechos  de  Aduana  que  de- 
bieron pagarse; 

7*^  One  de  los  doscientos  ochenta  y  ocho 
bultos  en  cuestión,  ti  demandante  no  ha  espe- 
cificado ni  hecho  constar  el  contenido  ni  los 
derechos  de  internación  correspondientes  á 
cuarenta  y  cuatro;  y  siendo  indeterminada  la 
demanda  en.  cuanto  á  ellos,  no  es  aceptable  en 
esa  pai  te; 

8^  Que  el  contenido  de  los  doscientos  cua- 
renta y  cuatro  bultos  restantes  y  los  derechos 
de  internación  que  correspondía  pagar,  sehan 
establecido  y  liquidado  en  las  planillas,  en 
vista  de  las  cuentas  que  el  mismo  Hesselbart 
pasó  á  los  respectivos  dueños  y  consignata- 
rios y  íjue,  según  la  sentencia  recurrida,  han 
sido  reconocidas  por  é?te; 

0*^  Que  en  la  liquidación  de  esos  derechos, 
practicados  por  la  Aduana  de  Valparaíso,  se 
ha  considerado  erróneamente  en  pesos  de  4-8 


¡)eniques  las  sumís  que,  según  las  cuen!a>  .'.• 
don  Ivmilio  Hesselbart,  fueron  pagidas  !  .•: 
el  25  %  que  debía  cubrirse  en  oro,  suma  •  ;;c 
esas  cuentas  anotan  en  moneda  corriente  ;  r 
el  valor  equivalente  ñ  ese  25  7l\ 

10.  Que  no  tratándose  en  el  presente  j ni  J, 
de  la  percepción  de  derechos  de  internaci'--. 
sino  de  fijar  el  valor  de  la  pena  que  corro- 
ponde  á  la  defraudación  efectuada,  ese  va^-r 
puede  determinarse  en  moneda  corriente  p^r 
el  equivalente  en  billetes  á  los  derechos  in 
oro,  ya  que  según  la  ley  número  1,054  de  IW 
de  julio  de  1898,  los  billetes  que  ella  autoriza 
emitir  sirven  para  solventar  todas  las  oh'-- 
haciones.  con  las  solas  excepciones  que  cluí 
determina,  en  las  cuales  no  está  comprendi^io 
el  importe  de  las  penas  pecuniarias  impucsí.is 
por  la  Ordenanza  de  Aduanas; 

11.  Que  siendo  la  pena  que  corresponiic 
aplicar  á  la  defraudación  de  que  se  trata  un.i 
multa  ig'jal  al  duplo  del  valor  de  los  derech«vs 
usurpados  y  este  valor  asciende  según  la  li- 
quidación antes  referida  á  $  31.110,9*>  en 
moneda  corriente  por  el  75  %  de  derechos  di 
internaci')n  que  correspondía  pagaren  bi Ilutes 
y  á  $  8.982,03  también  en  moneda  corriente 
por  la  cantidad  equivalente  al  monto  del  25'' 
de  esos  derechos  que  correspondía  satisfacer 
en  oro; 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  y 
1712  del  Código  Civil  y  89,  número  18,  de  la 
Ordenanza  de  Aduanas,  se  revoca  la  senten- 
cia apelada  de  31  de  Agosto  de  1903,  y  se 
declara  que  ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto 
por  ella  se  pide  que  se  condene  á  don  Emilio 
Hesselbart  á  pagar  una  multa  igual  al  du[>lo 
de  los  derechos  de  internación  que  correspon- 
dió satisfacer  por  las  mercaderías  contenidas 
en  los  doscientos  cuarenta  y  cuatro  bultos 
anteriormente  indicados,  ó  sea  la  suma  de 
$  80.185,98,  cíintidadqueen  moneda  corrien- 
te importan  los  derechos  defraudados,  según 
la  liquidación  á  que  se  refiere  el  considerando 
11  de  esta  sentencia. 

Se  desechan  las  demás  peticiones  de  esa  de 
mandil. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas  — 
Gal  va  riño  Gallardo  —Gabriel  Gaefe. -1- 
Aguirrc  Vareas.— Carlos  Varas,— Abel  Saa- 
vcdra, — .4.   Versara  Albano J.  Bernfíh. 
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Cas.  en  el  fondo— 31  de  mayo  de  1907 

Teófila  de  la  Plaza  con  Seguí 

Causal  de  casación.  -  Litis.  —  Tercería.  - 
Hipoteca.  —  Autorización  judicial.  — 
Mujer  casada;  consentimiento. 

Doctrina:— Las  cuestiones  no  discuth 
das  en  la  litis  y  que^  por  lo  mismo,  no 
han  sido  materia  del  fallo,  no  pueden  ser 
tomadas  en  consideración  en  el  recurso 
de  casación. 

Por  consiguiente^  no  existiendo  en  la 
sentencia  recurrida  pronunciamiento  al- 
guno sobre  las  excepciones  ólalegaciones 
en  que  se  funda  el  recurso,  no  ha  podido 
esta  sentencia  infringir  ¡as  disposiciones 
legales  que  se  suponen  violadas. 


En  una  ejecución  promovida  por  doña  To- 
masa Seguí  en  contra  de  don  José  del  Tránsi- 
to García,  se  presentó  doña  Teófila  de  la  Pla- 
^a  H.,  interponiendo  tercería  de  dominio,  y 
dice:  que,  por  los  diarios  publicados,  ha  lle- 

SUPREMA 


gado  á  su  conocimiento  que  en  esta  ejecución 
se  ha  embargado  un  sitio  y  edificio  ubicado 
en  calle  de  Concepción  número  1160  de  la  ciu- 
dad de  Santiago  señalándose  para  el  último 
pregón  y  remate  el  17  de  diciembre  de  1903. 

Esa  propiedad  le  corresponde  exclusiva- 
mente, en  dominio  y  propiedad,  como  legata- 
ria  de  doña  Irene  Honorato,  según  consta  de 
la  cláusula  4.^  del  testamento  que  acompaña, 
otorgado  en  30  de  octubre  de  1890  ante  el 
notario  Marcelino  Larrazábal  W. 

Por  tanto,  interpone  tercería  de  dominio  y 
pide  que  se  alce  el  embargo  y  se  le  entregue  la 
propiedad,  con  costas. 

Don  Aurelio  Doren,  por  doña  Tomasa  Se- 
guí, sin  profesión,  domiciliada  en  Dardignac 
número  538,  respondiendo  dice:  que  es  indu- 
dable que  doña  Teófila  de  la  Plaza  es  duiño 
de  la  casa  }'-  sitio  embargados  en  esta  ejecu- 
ción j)ero  en  la  escritura  que  dio  mérito  para 
despachar  el  mandamiento  aparece  que  don 
José  del  Tránsito  García  dio  en  garantía  la 
casa  de  su  representada,  con  la  siguiente  au- 
torización: 

*'Doña  Teófila  de  la  Plaza  es  dueño  de  un 
predio  ubicado  con  los  números  42  y  W  calle 
de  la  Concepción  de  esta  ciudad,  según  cons- 
ta del  certificado  de  inscripción.  No  tiene  gra- 
vamen ni  prohibición  de  enajenar.  Don  José 
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del  Tránsito  García,  marido  de  la  señora  de 
la  Plaza  y  con  su  voluntad,  solícita  de  V.  S. 
autorización  para  hipotecar  la  referida  pro- 
piedad basta  por  la  suma  de  $  2.000.  Con  la 
información  rendida  se  ha  acreditado  que  los 
trabajos  que  se  propone  hacer  el  solicitante 
son  uiiles  para  los  intereses  de  la  señora  de 
la  Plaza. 

Con  lo  expuesto  no  veo  inconveniente  para 
que  V.  S.  acceda  á  la  solicitud  en  dictamen. — 
Holley, 

Santiago,  24  de  febrero  de  1899 Vistos: 

con  el  mérito  de  estos  antecedentes,  se  decla- 
ra como  parece  al  señor  Defensor  de  Menores 
en  el  dictamen  que  precede Henríquez. 

Llenado  por  el  marido  el  requisito  exigido 
por  el  artículo  1754  del  Código  Civil,  sin  ne- 
gar á  la  mujer  el  dominio  del  bien  hipoteca- 
do, no  procede  la  tercería  de  dominio. 

Pide  se  deseche  la  tercería,  con  costas,  da- 
ños y  perjuicios. 

En  rebeldía  del  ejecutado  se  dio  por  eva- 
cuado por  su  parte  el  traslado  de  la  tercería 
y,  considerada  la  cuestión  de  derecho,  de  acuer- 
do de  las  partes  se  citó  para  sentencia. 

Uno  de  los  juzgados  de  letras  de  Santiago; 
con  fecha  15  de  octubre  de  1904  resolvió: 

Considerando: 

Que  si  bien  es  cierto  que  la  propiedad  so- 
bre que  versa  la  tercería  fué  heredadíi  por  la 
tercerista,  también  lo  es  que  fué  hipotecada 
conforme  á  la  ley  para  garantir  la  obligación 
por  que  se  ejecuta,  como  consta  de  la  escritu- 
ra de  mutuo. 

Visto  lo  que  disponen  los  artículos  151  y 
167  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  1698 
del  Código  Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar 
í\  la  tercería,  con  costas.— Dagoberto  La/^os, 

Apelada  esta  resolución,  una  de  las  salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones  falló: 

Santiago,  31  de  agosto  de  1906.  — Vistos: 
Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  15  de  oc- 
tubre de  1904,  con  declaración  de  que  no  ha 
lugar  á  la  condenación  en  costas  que  se  impo- 
ne en  la  referida  sentencia.— jE.  Castillo.— L, 
Barriga.— J.  A.  Rojas.— R.  Reyes  Solar. 

Contra  esta  última  sentencia  dedujo  la  mis- 
ma parte  apelante  recurso  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo,  y  declarado  inadmisible 


el  primero  por  haberse  formalizado  fuera  á¿ 
término  legal,  se  concedió  solo  el  de  fonlo. 
respecto  del  cual  se  dice  por  la  rccun-cntequt 
al  dictarse  la  sentencia  reclamada,  se  han  in- 
fringido los  artículos  10,  1754, 1682  y  16Sj 
del  Código  Civil,  pues  según  ella  la  autoriza- 
ción para  hipotecar  la  propiedad  raiz  embar- 
gada, adolece  de  nulidad,  porque  no  ha  pres- 
tado su  consentimiento  para  que  se  le  impon- 
ga ese  gravamen,  desconociendo  la  autentici- 
dad al  efecto  de  la  firma,  que  con  su  nombre 
y  apellido,  aparece  en  la  solicitud  respectiva. 

Al  fundarse  el  recurso  ante  esta  Corte,  « 
reproduce  virtualmente  lo  expuesto  en  el  es- 
crito de  formalización,  y  respondiendo  i.i 
parte  contraria  pide  se  deseche  y  expone  f|uc. 
si  bien  es  cierto  que  los  artículos  144  y  173+ 
del  Código  Civil  exigen  como  requisito  indis- 
pensable el  consentimiento  de  la  mujer  casa- 
da para  la  hipotecación  de  las  propiedades 
raíces  de  ésta,  ni  esas  mismas  disposiciones, 
ni  ninguna  otra,  han  preceptuado  la  forma 
en  que  debe  manifestarse  tal  conscntimieiuo. 

Se  expidió  el  dictamen  correspondiente  por 
uno  de  los  ministros  del  Tribunal. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  según  aparece  del  escrito  la  acción 
de  tercería  deducida  por  la  recurrente  se  fur- 
da  solo  en  la  circunstancia  de  que  la  terceris- 
ta es  dueña  exclusiva  de  la  propiedad  raíz 
embargada  y  que  sobre  esta  base  se  trabó  '..i 
litis  y  se  falló  en  primera  instancia  la  mencio- 
nada acción; 

2^  Que  si  bien  apelada  dicha  sentencia  por 
la  tercerista,  al  expresar  los  agravios  que  esa 
sentencia  le  irrogaba,  expuso  que,  registran- 
do los  autos  en  que  se  tramitó  la  autoriza- 
ción para  hipotecar  el  predio  embargado  re- 
sulta que  la  solicitud  que  se  hizo  con  tal  oV- 
jeto  no  esta  firmada  por  ella,  pues  aunque 
pudiera  creerse  que  es  suya  la  firma  suphrr 
tada  que  se  ha  agregado  á  esa  pieza,  dicliA 
firma  no  está  autorizada  por  el  secrctari'V 
no  se  le  notificó  el  proveído  que  recayó  en  es^i 
solicitud,  ni  compareció  tampoco  en  el  ote:- 
gamiento  de  la  escritura  á  que  se  redujo  -^ 
mencionada   autorización;  tales  observacio 
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nes  fueron  hechas  extemporáneamente  en  este 
juicio,  (le  tal  manera  que  la  sentencia  que  re- 
cayó en  segunda  instancia  no  hace  siquiera 
mención  fie  ellas,  habiéndose  limitado  á  con- 
firmar la  tle  primera  instancia;  >• 

3*^  Que  no  existiendo  en  la  sentencia  re- 
currida pronunciamiento  alguno  sobre  las 
excepciones  ó  alegaciones  á  que  se  refiere  el 
considerando  anterior,  no  han  podido  infrin- 
girse las  disposiciones  legales  en  cuya  supues- 
ta violación  se  apoya  el  recurso,  toda  vez 
que  esas  infracciones  se  hacen  consistir,  no 
en  el  fundamento  en  que  se  apoyó  la  tercería, 
ni  en  la  consideración  legal  en  virtud  de  la 
cual  se  rechazó,  sino  en  las  aludidas  excep- 
ciones ó  alegaciones  formuladas  con  poste- 
nonila<l  á  la  sentencia  de  primera  instancia. 

Visto  «además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  sin  lugar  el  recurso,  con  costas. 
Quedíi  aplicada  á  favor  del  Pisco  la  cantidad 
consignada. 

Y  teniendo  presente  que  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  fue  declarado  inadmisible 
por  haberse  formalizado  fuera  del  término 
legal,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
94-3  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que- 
da también  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  can- 
tidad  consignada  al  efecto  para  este  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gaete. — 
Carlos  Varas.— Leopoldo  Urrutía — /.  Gabriel 
Palma  Guzmán.—Galvarino  Gallardo.  —Ga- 
briel GaeU'.—B.  Fóster  Recaba rren.—L.mRo- 
dríguez.—L.   Vial  U toarte. 


Cas.  en  el  fondo.— 20  de  octubre  de  1906 

Toro  con  Fisco 

Militares.—  Retiro  por  Invalidez.- Cé- 
dula-Pensión— Jubilación.  -  Decre- 
to supremo.—  Derechos  adquiridos.— 
Presidente  de  la  República;  facultad 
privativa.-  Competencia. 

Doctrina:— Dec/ararfo  el  retiro  de  un 
militar  por  el  Presidente  de  la  Repúbli- 


ca, á  quién  según  el  articulo  73  (82)  nú- 
mero 11  de  la  Constitución  Política,  co- 
rresponde como  atribución  especial  la 
facultad  de  conceder  jubilaciones,  reti- 
ros, licencias  y  goce  de  montepíos  con 
arreglo  á  las  leyes,  el  decreto  que  tal  de- 
claración establece  puede  reputarse  co- 
mo un  fallo  Jurídico  desde  que  decide  de- 
rechos ciertos  y  positivos  en  favor  de 
una  determinada  persona  por  haberse 
justificado  que  legítimamente  le  corres- 
ponden. 

Los  derechos  declarados  á  favor  del 
militar  por  el  decreto  que  concede  su  re- 
tiro, se  incorporan  á  sus  bienes  patrimo- 
niales y  del  dominio  de  ellos  ó  de  una 
parte  de  ellos,  por  pequeña  que  sea^  no 
puede  ser  privado  sino  por  sentencia  ju- 
dicial ó  por  expropiación  por  causa  de 
utilidad  pública. 

Por  consiguiente,  concedida  por  decre- 
to supremo  cédula  de  retiro  á  un  militar 
y  expresándose  en  ella  que  la  pensión 
correspondiente  se  pagará  desde  la  vi- 
gencia de  la  ley  de  9  de  enero  de  1892, 
no  puede  declararse  por  decreto  poste- 
rior que  esta  pensión  ha  de  pagarse  des- 
de la  vigencia  de  la  ley  de  2  de  febrero  de 
1905,  menoscabando  así  los  derechos 
adquiridos  por  la  primitiva  cédula. 

Decretado  el  retiro  por  el  Presidente 
de  la  República  en  uso  de  sus  facultades 
privativas,  son  competentes  los  tribu- 
nales de  justicia  para  determinar  el  día 
desde  el  cual  debe  pagarse  la  pensión 
correspondie  n  te. 


Don  Luis  Arturo  Toro  A  ,  demandando  ex- 
pone: que  habiéndose  declarado  su  invalidez 
relativa,  previa  oportuna  presentación  é  in- 
formes de  Comisión  de  Cirujanos,  del  Tribu- 
nal de  Cuentas  v  de  la  Dirección  General  del 
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Tesoro,  se  le  concedió  como  Sargento  Mayor 
de  Ejército,  después  de  haber  hecho  la  campa- 
ña de  1891  y  batídose  en  labatallade  laPlaci- 
11a,  cédula  de  retiro  absoluto  por  decreto 
supremo  de  31  de  agosto  de  1903,  conforme 
á  las  leyes  de  22  de  diciembre  de  1881  y  9  de 
Enero  de  1892,  reconociéndole  haber  servido 
catorce  años,  dos  meses,  veintinueve  días  y 
mandándosele  abonar  la  pensión  mensual  de 
$  105  desde  la  citada  ley  de  9  de  Enero.  De  ese 
decreto  se  tomó  razón  por  dicho  Tribunal  el  3 
de  Septiembre  del  mismo  año,  se  anotó  al  día 
siguiente  por  la  Dirección  del  Tesoro  y  el  10 
de  ese  mes  en  el  Archivo  General  del  Ejército. 
Pero  la  referida  cédula  de  retiro,  expedida 
con  todos  los  requisitos  indicados,  fué  revo- 
cada por  decreto  del  Gobierno  de  15  de  sep- 
tiembre de  1903,  fundado  en  que  de  los  ante- 
cedentes se  deduce  que  el  exponente  no  se 
presentó  en  tiempo. 

Observa  que  para  declararlo  inválido  rela- 
tivo, se  tuvo  en  consideración  lo  dictaminado 
por  el  Tribunal  de  Cuentas  y  por  la  Dirección 
del  Tesoro  en  que  se  reconoce  su  presentación 
oportuna;  así  que  el  citado  decreto  de  15  de 
septiembre  se  halla  en  abierta  contradicción 
con  los  documentos  acompañados  al  expe- 
diente de  invalidez. 

Para  manifestar  el  error  de  la  causal  ale- 
gada como  fundamento  de  ese  decreto  rindió 
ante  la  justicia  ordinaria  información  suma- 
ria de  testigos,  que  hizo  valer  ante  el  Supre- 
mo Gobierno  para  obtener  la  reconsideración 
del  decreto  últimamente  citado. 

Se  le  reconoció  por  él  su  derecho  adquirido 
y  desentendiéndose  de  todos  los  fundamen- 
tos alegados  por  el  exponente,  ordenó  el  pa- 
go de  la  pensión  sólo  desde  la  vigencia  de  la 
ley  de  2  de  febrero  del  presente  año. 

Acompaña  original  la  primera  cédula  de 
retiro  y  en  recorte  impreso  la  segunda  y  el 
decreto  respectivo. 

Sostiene  que  cuando  se  expidió  aquella  cé- 
dula el  Presidente  de  la  República  no  hizo 
sino  declarar  un  derecho  concedido  por  la  ley, 
y  que  adquirido  así  este  derecho  por  el  solici- 
tante, ya  no  ha  podido  ser  modificado  ó  al- 
terado por  esa  nutorida^J,  porque  sale  de  la 
órbita  de  sus  atribuciones  y  pasa  á  la  de  la 
autoridad  judicial. 


Por  lo  expuesto,  demanda  al  Fisco  para 
que  se  declare  que  la  referida  pensión  dcl< 
pagársele  desde  la  vigencia  de  la  ley  de  9  uí 
enero  de  1892  como  está  decretado  en  la  cí- 
dula  de  retiro. 

Contestando  el  señor  Director  del  Tesor» 
por  el  Fisco  expone:  que  revocada  la  cé<hlr. 
de  retiro  de  don  Luis  Arturo  Toro,  como  íl 
lo  reconoce,  la  autoridad  judicial  carece  de 
atribuciones  para  averiguar  sí  eso  se  hizo  ú 
nó  con  antecedentes  bastantes. 

Es  indiscutible  en  su  concepto  que  eso  pud» 
hacerlo  el  Presidente  de  la  República. 

Por  lo  demás,  niega  todos  los  hechos  que 
constando  de  instrumentos  auténticos  n> 
aparezcan  comprobados  con  los  respectivo> 
antecedentes. 

Pide  por  lo  expuesto  se  deseche  la  demanda 

En  la  réplica,  se  reiteran  y  refuerzan  \oi 
argumentos  aducidos  en  la  demanda. 

La  duplica  se  dio  por  evacuada  en  relxi  i: . 

Oído  el  señor  Promotor  Fiscal,  opina  en  s*j 
dictamen  que  se  dé  lugar  á  la  demauda. 

Citadas  las  partes  para  sentencia,  poresti 
marse  la  causa  de  simple  derecho,  uno  de  io> 
juzgados  de  Santiago  pronunció  con  fecha  .^ 
de  noviembre  de  1905,  la  siguiente  senten».:.i: 

Considerando: 
1^  Que  por  decretode31de  agostode  11*' • 
se  concedió  conforme  á  las  leyes  de  22  de  >:: 
ciembre  de  1881  y  9  de  enero  de  1892,  ct,!-!:. 
de  retiro  absoluto  al  sargento  mayor  de  E;cr- 
cito  don  Luis  A.  Toro,  inválido  relativo,  ha- 
biendo comprobado  haber  servido  catoru 
años  un  mes  y  veintinueve  días  yniandán<I^N: 
pagarle  la  pensión  mensual  de  $  105  desde  '.:^ 
vigencia  de  la  citada  ley  de  9  de  enero; 

2^  Que  como  consta  fehacientemente  á  C'">n 
tinuación  de  la  referida  cédula  del  decrct'^ 
mencionado  se  tomó  razón  en  el  Tribunal  i.< 
Cuentas  el  3  de  septiembre  de  1903,  se  anot 
el  4  de  este  mes  en  la  Dirección  del  Tesoro } 
el  10  en  el  archivo  general  del  Ejército,  que- 
dando así  cumplidos  todos  los  requisitos  par^ 
que  surtiera  efecto  ese  decreto  y  en  consecue* 
cia  legalmente  establecido  el  derecho  del  ser.  r 
Toro; 

39  Que  naciendo  este  derecho  de  la  ley,  nn.i 
vez  declarado  por  el  Presidente  de  la  Repj- 
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i)lica  no  puede  alterarlo,  porque  sale  de  la  ór- 
bita de  sus  atribuciones  y  pasa  á  la  de  la  au- 
toridad judicial; 

4r  Que  por  consiguiente  debe  estimarse  en 
vigencia  la  cédula  de  retiro,  no  bastando  el 
<lecrcto  de  15  de  septiembre  de  1903  tendente 
i\  dfjarla  sin  efecto  y  por  tanto  que  el  deman- 
dante tiene  derecho  á  la  pensión  allí  designada 
tlcstle  {[uc  la  citada  ley  de  9  de  enero  comenzó 
á  regir; 

5*^  Que  á  mayor  abundamiento  la  invalidez 
relativa  del  señor  Toro  fué  nuevamente  reco- 
nocida por  el  Gobierno,  según  decreto  de  14 
de  junio  último,  expedido  conforme  á  la  ley 
lie  2  de  febrero  de  este  año,  declarándosele 
comprendido  en  la  disposición  del  artículo  3 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1881,  con  de- 
recho al  abono  de  diez  años  de  servicios  y  á 
la  pensión  mensual  de  $  105; 

6'  Que  si  bien  en  el  referido  decreto  de  14 
de  junio  de  este  año  se  expresa  que  la  pensión 
se  abone  desde  la  vigencia  de  la  indicada  ley 
de  2  de  febrero,  esto  no  puede  alterar  el  dere- 
cho reconocido  en  la  cédula,  tanto  por  la  ra- 
zón dada  en  el  considerando  tercero  de  esta 
sentencia  como  porque  el  único  objeto  de  esa 
ley  fué  conceder  nuevo  plazo  para  la  presen- 
tación de  los  que  antes  no  lo  habían  hecho 
dentro  del  fijado  por  la  ley  de  9  de  enero  de 
1892. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  también 
en  los  artículos  82  número  11,  108  y  160  de 
la  Constitución  Política  del  Estado;  1?  y  5' 
de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875  y  167  y 
331  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  ha  lugar  á  la  demanda.— iáríuro 
AyaUi, 

Apelada  esta  sentencia,  una  de  las  Salas  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  falló: 

Santiago,  5  de  mayo  de  1906 Vistos:  te- 
niendo presente: 

1*^  Que  la  cuestión  que  cumple  resolver  en 
este  juicio  es  la  de  determinar  el  día  desde  el 
cual  debe  empezar  á  pagarse  la  pensión  que 
es  objeto  de  la  demanda; 

2^  Que  por  decreto  de  14  de  junio  de  1905, 
el  Presidente  de  la  República  declaró  que  el 
sargento  mayor  retirado,  inválido  relativo, 
don  Luis  Arturo  Toro,  se  encuentra  compren- 
dido en  el  artículo  2^  de  la  ley  de  2  de  febrero 


del  referido  año  y  en  el  artículo  3^  de  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1881  y  mandó  expedirle 
cédula  de  retiro  absoluto  con  invalidez  rela- 
tiva, con  la  pensión  mensual  de  $  105; 

3*?  Que  la  citada  ley  de  2  de  febrero  de  1905 
no  hizo  otra  cosa  que  rehabilitar  á  los  jefes, 
oficiales  é  individuos  de  tropa  del  Ejército  y 
Armada  favorecidos  por  la  ley  de  9  de  enero 
de  1892  que  no  hubieran  concurrido  oportu- 
namente á  gestionar  sus  derechos  para  que 
pudieran  hacerlo  dentro  del  plazo  de  seis  me- 
ses; 

4'  Que  el  motivo  que  tuvo  en  mira  la  ley  de 
9  de  enero  para  conceder  pensiones  fué  la  in- 
validez, y  ésta  existía  en  los  beneficiados  al 
tiempo  de  su  promulgación,  por  lo  que  debe 
entenderse  que  los  favorecidos  deben  gozar  de 
la  pensión  correspondiente  desde  el  día  en  que 
dicha  ley  comenzó  á  regir; 

5^  Que  del  contexto  de  la  ley  de  2  de  febrero 
de  1905  se  desprende  que  la  interpretación 
que  se  da  á  esa  ley  en  el  considerando  prece- 
dente es  la  verdadera,  puesto  que  ella,  cuando 
trata  de  las  pensiones  de  los  militares  del  Ejér* 
cito  Presidencial,  señala  la  época  desde  cuan- 
do deben  gozarla  y  nada  dice  al  respecto  en 
cuanto  á  los  agraciados  por  la  ley  de  9  de  ene- 
ro de  1892,  á  quienes  rehabilita  para  jestionar 
sus  derechos;  y 

6^  Que  dado  lo  expuesto  en  el  considerando 
1^  es  competente  la  justicia  ordinaria  para 
resolver  el  asunto  promovido  en  la  demanda. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  9  de 
noviembre  último. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Donoso  V. 
^Luis  /?.  Mora, — E.  Donoso  V. — Darío  Bena^ 
vente. 

El  Director  del  Tesoro  en  representación 
del  Fisco  ha  interpuesto  recurso  de  casación 
en  el  fondo  contra  esta  resolución. 

Y  formalizando  el  recurso,  dice  que  el  fallo 
es  casable  por  infracción  de  las  siguientes  dis- 
posiciones legales: 

1^  Art.  73,  inc.  11,  de  la  Constitución  Po- 
lítica del  Estado. 

Según  este  artículo,  es  atribución  especial 
del  Presidente  de  la  República  conceder  jubi- 
laciones, retiros,  licencias  y  goce  de  monte- 
píos. 

En  consecuencia,  sólo  el  Presidente  de  la 
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República  es  competente  para  declarar  el  de- 
recho al  beiiefício  de  la  invalidez;  y  si  es  cier- 
to que  debe  proceder  con  arreglo  á  las  leyes, 
no  lo  es  menos  que  la  apreciación  de  esas  le- 
yes para  los  efectos  de  dictar  la  resolución 
correspondiente  es  de  la  exclusiva  competen- 
cia de  la  autoridad  á  quien  incumbe  expedir 
el  fallo. 

Al  resolver  la  sentencia  recurrida  que  se  pa- 
guen las  pensiones  desde  la  fecha  en  que  co- 
menzó á  regir  la  ley  de  9  de  enero  de  1892, 
cuando  el  decreto  supremo  que  concedió  el 
beneficio  dispuso  que  se  pagaran  solo  desde 
el  2  de  febrero  de  1905,  se  ha  desconocido  esa 
facultad  exclusiva  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica y  violádose  el  precepto  constitucional 
de  que  se  trata; 

2*  Art.  151  de  la  misma  Constitución  del 
Estado,  que  prohibe  á  toda  magistratura  ó 
persona  atribuirse  ni  aún  á  pretesto  de  cir- 
cunstancias extraordinarias,  otra  autoridad 
ó  derechos  que  los  que  expresamente  les  ha- 
yan sido  conferidos  por  las  leyes. 
Su  contravención  produce  nulidad. 
La  Corte  de  Apelaciones  se  ha  arrogado  fa- 
cultades que  no  le  corresponden  ó  invadido 
las  que  son  propias  ó  peculiares  del  Presiden- 
te de  la  República,  inficionando  por  esta  causa 
de  nulidad  su  fallo; 

3*  Art.  4f^  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875,  conforme  al  cual  el  poder  judicial  no 
puede  mezclarse  en  las  atribuciones  de  los 
otros  poderes  públicos,  ni  en  general  ejercer 
otras  funciones  que  las  determinadas  en  los 
artículos  precedentes. 

-  Al  mcdiíicar  la  Corte  de  Apelaciones  en  su 
sentencia  el  decreto  que  concedió  el  retiro, 
por  estimar  que  este  último  no  aplicaba  co- 
rrectamente la  ley,  se  ha  mezclado  en  las  atri- 
buciones señaladas  á  otros  poderes  públicos, 
quebrantando  así  la  disposición  del  artícu- 
lo 4*^  de  la  ley  referida; 
49  Ley  de  2  de  febrero  de  1905. 
La  sentencia  reclamada,  violentando  el  te- 
nor literal  y  el  sentido  claro  de  esta  ley,  ha 
hecho  una  diferencia,  que  ella  no  consiente, 
entre  los  individuos  del  Ejército  Presidencial 
y  los  individuos  del  Ejército  Constitucional, 
para  declarar  que  los  segundos  tienen  opción 
ú  sus  beneficios  desde  el  9  de  enero  de  1892, 


mientras  que  los  primeros  solo  pueden  recU- 
raar  esos  beneficios  desde  la  fecha  de  su  pro- 
mulgación. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  « 
se  vuelve  sobre  este  mismo  orden  de  considr- 
raciones,  agregando,  al  tratar  de  la  primera 
causal,  que  la  doctrina  que  sostiene  el  recu- 
rrente **no  es  una  novedad  en  nuestra  juris- 
prudencia, porque  durante  largos  años  V.  E. 
se  ha  declarado  incompetente  para  conocer 
en  estas  causas,  y  solo  últimamente  se  ha  ve- 
nido á  romper  esta  tradición  uniforme  en 
algunas  resoluciones  expedidas  por  la  Iltma. 
Corte  de  Apelaciones". 

Respondiendo  á  estas  observaciones,  la  par- 
te de  don  Luis  Arturo  Toro  solicita  que  se 
deseche  el  recurso  por  improcedente  y  por  no 
hallarse  ajustado  á  la  ley. 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  definec^'C 
claridad  y  precisión  lo  que  es  casación  en  e! 
fondo  y  lo  que  es  casación  en  la  forma. 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo,  dice  el 
articulo  940,  tiene  lugar  contra  sentencia 
pronunciada  con  infracción  de  ley  y  siempre 
que  esta  infracción  haya  influido  sustancial- 
mente  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia. 

Para  que  haya  casación  en  el  fondo  se  re- 
quiere que  se  haya  infringido  una  ley  dcdso- 
ria  de  la  litis. 

El  recurso  de  casación  en  la  forma,  seírúa 
el  artículo  941,  ha  de  fundarse  pred sámeme 
en  algunas  de  las  causales  siguientes: 

"1'  En  haber  sido  la  sentencia  proncr- 
ciada  por  un  tribunal  incompetente". 

Ahora  bien,  todas  las  disposiciones  consti- 
tucionales ó  legales  que  supone  violadas  el 
recurrente,  se  refieren  á  la  competencia  del 
Tribunal. 

El  reclamante  afirma  que  se  han  violado 
todas  las  leyes  que  establecen  la  inconifieten- 
cia  del  Tribunal  para  conocer  en  este  negocio 

Se  alega,  en  consecuencia,  la  primera  de  las 
causales  indicadas  en  el  artículo  941  como 
motivo  de  casación  en  la  forma. 

Y  si  todas  las  causales  invocadas,  admi- 
tiéndolas como  efectivas,  constituían  solo  vi- 
cios de  forma,  es  claro  que  el  recurso  de  fon- 
do que,  fundado  en  ellas  exclusivamente,  se 
trae  ante  la  Corte  Suprema,  debe  declarar» 
improcedente. 
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Entrando  en  seguida  á  estudiar  el  recurso 
por  otro  aspecto,  sostiene  esta  parte  que  no 
se  trata  de  desconocer  la  facultad  constitu- 
cional que  tiene  el  Presidente  de  la  República 
para  conceder  cédulas  de  retiro,  sino  sencilla- 
mente de  establecer  desde  qué  fecha  debe  pa- 
garse la  pensión  declarada  en  la  cédula  otor- 
gada por  aquel  funcionario. 

La  cédula  fué  expedida  y  con  ella  adquirió 
el  demandante  un  derecho  de  que  no  ha  po- 
dido privársele  sino  por  sentencia  judicial. 

El  Presidente  de  la  República  ejerció  su 
atribución  constitucional,  declarando  el  dere- 
cho de  don  L.  Arturo  Toro  á  la  pensión  acor" 
dada  por  la  ley. 

La  demanda  no  ha  tenido  mas  objeto  que 
pedir  el  respeto  al  derecho  adquirido  por  el 
demandante  en  virtud  de  aquella  declaración 
y  que,  como  tal  derecho  adquirido,  no  ha  po- 
dido ser  revocado  por  ninguna  declaración 
posterior. 

Examina  en  seguida  esta  parte  la  ley  de  2 
de  febrero  de  1905  para  deducir  que  el  ar- 
tículo l^de  ella  solo  se  refiere  á  los  individuos 
del  Ejército  Presidencial,  quienes  solo  tienen 
derecho  á  la  pensión  que  les  acuerda  á  contar 
desde  la  fecha  en  que  se  presentaren  al  Go- 
bierno acogiéndose  á  los  beneficios  de  la  ley; 
mientras  que  el  objeto  del  artículo  2^  ha  sido 
rehabilitar  á  los  jefes,  oficiales  é  individuos 
de  tropa  del  Ejército  Constitucional  que  no 
hubiesen  ejercitado  oportunamente  los  dere- 
chos que  les  confiere  la  ley  de  9  de  enero  de 
1892,  para  reclamar  dentro  del  plazo  de  seis 
meses  el  reconocimiento  de  los  beneficios  que 
esta  última  ley  les  concede. 

Por  consiguiente,  rehabilitadas  así  las  per- 
sonas que  formaron  el  Ejército  Constitucio- 
nal para  la  reclamación  de  los  derechos  que 
les  acordaba  la  ley  de  9  de  enero  de  1892, 
quedaban  en  aptitud  de  exigir  que  se  les  pa- 
garan 6  decretaran  his  pensiones  desde  la 
promulgación  de  dicha  ley. 

La  Corte  de  Apelaciones  al  aplicar  en  este 
sentido  la  ley,  no  ha  hecho  más  que  ajustarse 
á  las  reglas  de  interpretación  que  consigna  el 
Código  Civil  en  el  párrafo  IV  de  su  título  pre- 
liminar. 

Por  lo  demás,  al  declarar  las  pensiones  á 
favoi-  del  señor  Toro  por  el  decreto  de  31  de 


agosto  de  1903,  el  Presidente  de  la  República 
no  ha  ejercitado  una  atribución  constitucio- 
nal sino  la  facultad  que  le  otorgó  el  artículo 
35  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1881,  el 
cual  dispone:  "concederá  las  pensiones  que 
establece  la  presente  ley  procediendo  confor- 
me á  la  de  montepío  militar**. 

Esa  facultad  debía  ejercerse  en  conformidad 
á  los  términos  de  la  ley  que  ^a  concedió. 

Esta  ley  sólo  toma  el  procedimiento  de  la 
de  montepío,  dejando  en  vigor  todas  las 
otras  disposiciones  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1881. 

Contra  la  resolución  del  Presidente  de  la 
República  que  no  se  conforma  á  sus  precep- 
tos, la  misma  ley  autoriza  al  agraviado  para 
ocurrir  ante  la  justicia  ordinaria,  como  se 
manifiesta  en  el  artículo  31,  el  cual  establece 
que  *'las  personas  favorecidas  por  esta  ley  se 
reputarán  como  pobres  para  hacer  valer  los 
derechos  que  ella  les  confiere,  sea  ante  la  jus- 
ticia ordinaria,  sea  ante  la  administrativa." 

El  caso  contemplado  en  la  ley  de  ocurrir 
ante  los  Tribunales  de  Justicia,  no  puede  ser 
otro  que  el  caso  en  que  el  Presidente  de  la  Re- 
púbUca  no  declare  la  pensión  que  correspoa- 
de  legal  mente  al  interesado,  ó  no  respete  los 
derechos  que  éste  tiene  adquiridos. 

Oído  el  señor  Ministro  á  quien  correspondió 
dictaminar  en  el  recurso; 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  fin  y  objeto  de  la  demanda  enta. 
blada  por  el  sargento  mayor  don  Arturo  A. 
Toro  contra  el  Fisco,  es  obtener  que  la  pen- 
sión á  que  alude  la  cédula  de  retiro  que  figura 
en  la  primera  página  de  este  proceso,  se  le 
pague  desde  la  vigencia  de  la  ley  de  9  de  Ene- 
ro de  1892,  como  en  dicha  cédula  de  retiro 
aparece  decretado,  y  no  desde  la  vigencia  de 
la  ley  de  2  de  febrero  de  1905,  que  designa  el 
Supremo  Decreto  de  14  de  junio  del  mismo 
año; 

2^  Que  la  razón  en  que  dicha  demanda  se 
funda  es  la  manifiesta  incompetencia  del  Pre- 
sidente de  la  República  para  dejar  sin  efecto 
primero  y  modificar  después,  en  los  términos 
que  expresa  el  último  de  esos  decretos,  los 
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derechos  que,  concernientes  al  retiro  del  de- 
mandante, le  confinó  la  mencionada  cédula, 
ó  sea,  el  decreto  de  31  de  agosto  de  1903; 

3°  Que,  por  lo  tanto,  el  punto  de  derecho 
que  principalmente  se  controvierte  como  liti- 
gioso en  este  pleito,  consiste  en  definir  si  los 
decretos  posteriores  al  que  constituye  la  pro- 
pia cédula  de  retiro,  han  podido  menoscabar 
los  derechos  que  dicha  cédula,  ó  sen,  el  decre- 
to de  31.  de  agosto  ha  establecido  en  pro 
del  sarjen to  mtiyor  demandante,  don  Luis 
A.  Toro. 

4^  Que  fijado  en  estos  términos  el  debate, 
el  Tribunal  sentenciador  ha  tenido  presente 
para  resolverlo  las  disposiciones  constitucio- 
nales y  legales  que  rigen  la  concesión  del  reti- 
ro de  los  militares  y  regula  el  modo  en  que 
ha  de  pagarse  la  pensión  correspondiente,  in- 
vocando en  primer  término  el  artículo  73  (82) 
de  la  Constitución  del  Estado,  que  estatu3'e 
en  su  número  11,  como  atribución  especial 
del  presidente  de  la  República,  la  facultad  de 
conceder  jubilaciones,  retiros  y  Ucencias  y  go- 
ce de  motepíos  con  arreglo  á  las  leyes. 

5^  Que  declarado  el  retiro  de  un  militar  por 
el  Presidente  <le  la  República,  á  quien  según 
el  precepto  del  Código  Político  que  se  acaba 
de  citar,  privativamente  corresponde  la  deci- 
sión de  este  asunto,  el  decreto  que  tal  decla- 
ración establece  puede  reputarse  como  un  fa- 
llo jurídico,  desde  que  decide  derechos  ciertos 
y  positivos  en  favor  de  una  determinada  per- 
sona por  haberse  justificado  que  legítima- 
mínte  l¿  c:)rresp'):i  Jen. 

6'  Que  cumplidos  los  requisitos  y  solemni- 
dades exigidos  por  las  leyes  para  que  el  mili- 
tar favorecido  por  el  retiro  entre  en  posesión 
ó  dominio  de  los  derechos  declarados  á  su  fa- 
vor, tales  derechos,  por  la  propia  virtuali- 
dad de  ese  acto  de  dominio  ó  posesión,  se  in- 
corporan á  los  bienes  patrimoniales  del  mili- 
tar retirado. 

7'  Que  del  dominio  de  esos  bienes  ni  de  una 
parte  de  ellos  por  pequeña  que  sea,  ó  del  de- 
recho que  á  ellos  tuviere  puede  ser  privado  el 
militar  que  ha  obtenido  la  concesión  del  reti- 
ro, según  el  número  5^  del  artículo  12  del 
mismo  Código  fundamental,  que  asegura  á 
todos  los  habitantes  de  la  República,  sin  dis. 
tinción  de  personas  naturales  ó  legales,  la 


inviolabilidad  de  todas  sus  propiedades,  en 
los  términos  referidos,  salvo  el  caso  de  sen- 
tencia dictada  por  los  Tribunales  de  Justicia 
ó  de  expropiación  por  causa  de  utilidad  del 
Estado. 

8'  Que  importando  el  decreto  de  14  de  ju- 
nio de  1905  la  privación  de  parte  de  los  de- 
rechos reconocidos  por  el  de  31  de  agosto  de 
1903  á  favor  del  sargento  mayor  demandan- 
te, aquel  decreto  no  ha  podido  afectar  los  in- 
tereses y  derechos  anteriormente  adquiridas 
por  dicho  demandante,  sin  que  preceda  una 
sentencia  judicial  que  a.sí  lo  decida,  ú  ocurra 
el  caso  de  expropiación  por  causa  de  utilidad 
del  Estado  de  que  trata  el  considerando  pre- 
cedente. 

9*^  Que  al  declararlo  así  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  en  la  sentencia  rccurnMa 
no  contraviene  á  los  principios  y  reglas  cons- 
titucionales y  legales  que  aduce  como  infrin- 
gidas el  recurso,  sino  que,  al  contrario,  se 
ajusta  en  sus  términos  y  decisiones  á  lo  dis- 
positivo de  ellos;  y  ha  hecho,  por  consiguien- 
te, recta  aplicación  de  sus  preceptos. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  a  las 
leyes  que  en  ellas  se  citan  y  á  lo  dispuesto  por 
el  artículo  940  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  al  recurso 
de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  el 
Fisco  contra  la  ejecutoria  de  5  de  Mayo  úl- 
timo. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Aguime 
Vargas  que  opinó  se  diera  lugar  al  recurso 
por  cuanto,  á  su  parecer,  los  Tribunales  de 
Justicia  no  son  competentes  para  rever  ni  mo- 
dificar de  modo  alguno  las  resoluciones  f'ic- 
tadas  por  el  Presidente  de  la  República  en 
materia  de  retiros,  licencias,  jubilaciones  y 
montepíos  que  le  están  privativamente  atri- 
buidos en  el  número  11  del  artículo  73  {>>'2) 
de  la  Constitución  Política  y  en  virtud  de  lo 
cual  declaró  el  retiro  de  que  reclama  el  recu- 
rrente. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Rodrí- 
guez.— Leoncio  Rodríguez.—  Leopoldo  Vrrw 
tia. — -/.  Gabriel  Palma  Guzmán.—Galvarino 
Gallardo  —  V-  Aguirre  Vargas.  —  E.  Fósur 
Recaharren.—  A.  Versara  Albano. 
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Cas.  en  el  loado,^-^!  de  mayo  de  1907, 
Tudela  con  Jara 

Causal  de  oasaoión.  —  Fundamentos 
nuevos.  -  Apreciación  de  los  hechos. 
-Tribunal  sentenciador;  facultad 
privativa.— Reivindicación  —  Domi- 
nio-Escritura pública;  fuerza  pro- 
batoria —Prueba— Querella  de  des- 
lojo. 

Doctrina: — Las  cuestiones  que  no  han 
sido  materia  de  discusión  en  el  juicio  y 
que  por  primera  vez  se  invocan  al  forma- 
lizar  el  recurso  de  casación,  no  pueden 
dar  fundamento  á  causales  de  casación. 

Los  hechos  establecidos  por  la  senten- 
cia recurrida  como  resultado  de  la  apre- 
ciación de  la  prueba  deben  servir  de  base 
inamovible  para  la  resolución  del  recur- 
so de  casación  en  el  fondo. 

La  apreciación  de  la  fuerza  probatoria 
de  una  escritura  pública  hecha  por  el 
tribunal  sentenciador  para  el  efecto  de 
establecer  el  dominio  del  demandante 
sobre  un  inmueble  y  aceptar  la  acción 
reivindicntúria  interpuesta^y  la  aprecia- 
ción de  los  demás  medios  de  prueba  pro- 
ducidos en  el  juicio  parajustiñcar  que  la 
persona  que  vendió  ese  inmueble  al  de- 
mandante había  sucedido  inmediata- 
mente á  su  causante  en  el  dominio  y  po- 
sesión legal  de  é/,  constituyen  hechos  de 
la  causa  que  el  tribunal  sentenciador 
establece  de  un  modo  inamovible  en  uso 
de  facultades  que  le  son  privativas. 


Don  José  María  Tudela,  vencido  en  un  inter- 
dicto que  entabló  en  su  contra  don  Luciano 
Jara,  sobre  despojo  violento  de  un  terreno, 
dedujo  demanda  como  acción  ordinaria  expo- 
niendo en  ella;  que  los  antecedentes  que  sirvie- 
ron de  base  á  la  querella  de  despojo  son  ine- 


xactos; pues  lo  cierto  es  que  en  el  lugar  deno- 
minado Villaseca  existe  una  propiedad  que 
desde  sesenta  y  más  años  atrás,  perteneció  á 
su  suegro,  don  Evaristo  Cortés,  quien,  años 
antes  de  morir,  la  dividió  entre  sus  hijos;  que 
una  de  las  hijuelas  en  que  ese  predio  fué  divi- 
dido, de  cabida  de  48  varas  de  frente  por  más 
de  cuadra  y  media  de  fondo,  fué  asignada  á 
doña  Marcelina  Cortés,  quien  la  poseyó  al^ún 
tiempo  ydespués'vendióla  mitad  de  ella  ó  sea 
24  varas  de  frente  y  todo  el  fondo,  á  don  Ra- 
món López,  y  poco  después  vendió  al  mismo 
un  pedazo  á  los  pies  del  sitio  que  ella  -la  se- 
ñora Cortés — se  había  reservado;  y  mantuvo 
su  dominio  en  el  resto,  esto  es,  un  una  porción 
de  terreno  de  24  varas  de  frente  por  123  va- 
ras de  fondo;  que  después  del  fallecimiento 
del  citado  López,  fué  enajenado  el  terreno 
comprado  por  éste  á  la  señora  Cortés  ante  el 
compromisario  don  Manuel  Vargas  y  lo  ad- 
quirió don  Valentín  Castillo,  quien  á  su  vez 
lo  vendió  á  don  Luciano  Jara;  que  entre  tan- 
to, doña  Marcelina  Cortés  siguió  poseyendo 
tranquilamente  y  sin  interrupción  el  terreno 
que  se  reservó,  viviendo  en  la  casa  que  en  él 
había  construido;  que  á  la  muerte  de  esta 
señora,  le  sucedió  su  hija  legítima  doña  Cefe- 
rina  Inostroza  y  Cortés,  la  que  vendió  al  de- 
mandante el  aludido  terreno,  según  la  escri- 
tura pública  inscrita  que  presenta;  que  antes 
de  esta  venta,  la  Inostroza  dio  en  arrenda- 
miento el  terreno  á  varios,  siendo  el  último 
arrendatario  don  Luciano  Jara  por  el  término 
de  un  año  contado  desde  el  1**^  de  junio  de 
1900  y  que  terminó  en  igual  día  y  mes  de 
1901;  que  durante  este  tiempo,  Jara  destruyó 
un  cerco  que  servía  de  cerramiento  y  deslinde 
de  los  dos  predios,  esto  es,  del  que  Jara  había 
comprado  á  Castillo  y  del  que  le  arrendaba 
la  señora  Inostroza,  según  ya  se  ha  dicho,  si 
bien  quedan  vestigios  de  la  línea  por  donde 
ese  cerco  pasaba;  que,  así  que  compró  el  te- 
rreno á  esta  señora  el  demandante,  vio  ajara 
para  pedirle  la  entrega  de  él,  á  lo  que  éste 
accedió  y  se  verificó  el  hecho  tomando  Tudela 
la  posesión  y  procediendo,  desde  luego,  á  en- 
maderar los  parrones,  á  plantar  viña,  limpiar 
el  suelo  y  hacer  otros  trabajos;  que  Jara  le 
propuso  comprarle  una  porción  del  mismo 
terreno  de  2  varas  de  frente  por  todo  el  fon- 
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do;  pero  que  ocho  días  después  Jara  volvió  á 
posesionarse  en  el  predio,  diciéndole  que  no 
lo  aceptaba  por  dueño;  que  en  tal  situación, 
pidió  posesión  judicial  del  terreno  y  se  le  con- 
cedió, que  Jara  la  aceptó  y  declaró  que  era 
arrendatario;  y  qtie  sólo  mucho  más  tarde  se 
opuso  Jara  á  esa  posesión  fundándose,  no  en 
que  el  terreno  fuese  suyo,  sino  en  que  se  le 
quitaba  una  parte  del  suyo  en  el  punto  en  que 
ambos  predios  deslindan. 

Agrega  el  demandante:  que  la  exposición 
hecha  demuestra  que  es  dueño  del  terreno  de- 
mandado, á  virtud  de  que  su  vendedora  lo 
había  adquirido  por  herencia  y  por  prescrip- 
ción; y  que  su  título  se  encuentra  inscrito, 
que  Jara  no  ha  tenido  jamás  la  posesión  de 
esa  propiedad  y  sólo  ha  sido. mero  tenedor  de 
ella  como  arrendatario;  que  no  ha  despojado 
á  Jara  ni  violenta  ni  pacíficamente;  yes  falsa, 
por  tanto,  la  querella  que  por  despojo  dedujo 
contra  el  ex  ponen  te. 

Termina  don  José  María Tudela  solicitando 
se  dé  lugar  á  su  demanda,  haciéndose  las  si- 
guientes declaraciones:  **1^  declaración  de  su 
dominio  y  posesión  legal;  2^  pago  de  todos 
los  frutos  que  hubiera  producido  y  que  pudie- 
ra producir  la  propiedad,  que  no  pueden  esti- 
marse en  menos  de  $  100  anuales;  así  como 
de  los  demás  perjuicios  que  se  le  hubieran  cau- 
sado y  se  le  causasen;  y  3^  devolución  de  las 
costas  de  la  querella  y  pago  de  las  que  se  le 
causasen  en  este  juicio;  todo  sin  que  obste  á 
las  acciones  penalesque  procedan  contra  Jara 
3"  contra  los  testigos  que  faltaron  á  la  ver- 
dad.'' 

Don  Luciano  Jara,  contestando  lademanda 
dice:  que  debe  ella  ser  desechada  con  costas; 
que  tal  demanda  se  hace  consistir  en  que  es 
falsa  la  querella  que  dedujo  contra  el  deman- 
dante y  en  que  corresponde  á  éste  el  dominio 
y  posesión  legal  de  la  propiedad  que  en  la  de- 
manda se  menciona;  que  doña  Marcelina  Cor- 
tés dejó  dos  hijas,  por  lo  que  sería  del  caso 
preguntar  si  se  ha  hecho  partición  y  á  quien 
se  han  adjudicado  los  bienes  de  dicha  señora; 
que  sin  que  acredite  esto  el  demandante,  no 
le  reconoce  personería  para  gestionar  por  los 
derechos  que  correspondían  á  la  señora  Cor- 
tés; que  él  está  en  posesión  del  terreno  que  en 
parte  se  le  disputa  como  comprador  de  don 


Ramón  López,  quien  lo  hubo  de  doña  Marceli- 
na Cortés,  según  los  títulos  que  presenta;  que 
en  la  otra  parte  de  dicho  terreno  él  era  yes 
arrendatario  de  las  dos  hijas  que  se  declan 
de  doña  Marcelina  Cortés;  que  la  querella 
fué  por  tanto  legítima  y  que  si  el  demandan- 
te acreditase  algún  derecho  al  terreno  qac  el 
exponente  tenía  como  arrendatario,  llegaría 
el  caso  de  proceder  á  deslindarlo  de  la  ]iarte 
de  que  el  mismo  exponente  es  propietario. 

Termina  reconvini.»ndo  al  demandante  pa- 
ra que  se  le  abone  los  perjuicios  en  que  fué 
condenado  en  la  querella,  perjuicios  que  de- 
bían ser  estimados  por  el  juzgado,  oyendo  d 
dictamen  de  un  perito. 

En  la  réplica  Tudela  reproduce  las  razones 
expuestas  en  la  demanda  alegando  que  pues- 
to que  Jara  no  se  pretende  dueño  del  terreno 
demandado,  sino  simple  arrendatario,  no  pu- 
do entablar  querella  de  despojo  ni  puede  aho- 
ra entrar  en  cuestiones  de  dominio.  Pide  tam- 
bién se  deseche  la  reconvención  por  ser  ella 
falsa  cuanto  improcedente. 

Duplicando  el  demandado  hace  una  narra- 
ción circunstanciada  de  como  se  ha  ido  sucr 
diendo  la  posesión  y  dominio  del  terreno  de- 
mandado, desde  doña  Marcelina  Corté? 
adelante,  y  concluye  diciendo:  que  de  su  ex- 
posición se  deduce  que  doña  Marcelina  Cor- 
tés murió  sin  que  estuvieran  esclarecidos  sus 
derechos,  ni  constituida  su  sucesión;  que  Ce- 
ferina  Inostroza  no  es  la  única  dueña  de  la 
propiedad  de  que  Tudela  se  dice  comprador, 
y  que  él  tuvo  perfecto  derecho  para  quere- 
llarse por  despojo  violento,  que  fué  suficiente 
mente  comprobado. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  y  se  produi> 
por  las  partes  la  que  corre  en  autos. 

Ssí  alegó  de  bien  probado  y  se  citó  para 
sentencia.  El  juzgado  de  Buin,  con  fecha  V^ 
de  octubre  de  1903  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  el  contexto  de  las  peticiones  de  la 
demanda,  demuestra  que  la  acción  entabla- 
da por  el  demandante  es  la  reivindicatoria  ó 
de  dominio,  y  el  pago  de  las  correspondientes 
prestaciones; 

2^  Que  las  partes  derivan  los  derechos  en 
litigio,  de  los  que  doña  Marcelina  Cortés  te- 
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nía,  como  dueña,  en  un  sitio  de  48  varas  de 
frente  por  más  de  cuadra  y  media  de  fondo 
situado  en  el  lugar  denominado  V'illaseca, 
subdelegación  de  Linderos  de  este  departa- 
mento; 

3^  Que  según  consta  de  las  escrituras  que 
str  registran,  doña  Marcelina  Cortés  vendió 
á  don  Ramón  López  como  cuerpo  cierto  y 
bajo  deslindes  determinados  dos  porciones 
de  aquel  sitio;  porciones  que  fueron  las  mis- 
mas qne  compró  á  la  sucesión  del  citado  Ló- 
pez, don  Valentín  Castillo,  y  las  mismas  que 
Castillo  vendió  á  don  Luciano  Jara. 

4"^  Que  consta  igualmente  de  autos  que  la 
señora  Cortés  se  reservó  otra  porción  de  di- 
cho sitio,  de  23^  varas  de  frente,  por  123  de 
fcndo,  la  que  poseyó  hasta  su  fallecimiento; 
y  que  habiéndole  sucedido  inmediatamente 
en  ese  bien  raíz  su  hija  legítima,  doña  Ceferi- 
na  Inostroza,  lo  vendió  ella,  también  como 
cuerpo  cierto  y  con  deslindes  determinados,  á 
don  José  María  Tudela,  según  la  escritura. 

5'  Que  de  la  prueba  rendida  por  el  deman- 
dante, aparece  que  el  demandado  don  Lucia- 
no Jara,  mientras  tenía  la  porción  de  terreno 
mencionada  en  el  considerando  anterior,  á 
virtud  de  un  contrato  de  arrendamiento  ce- 
lebrado con  la  señora  Cortés,  destruyó  el 
cerco  que  señalaba  la  línea  divisoria  entre 
este  predio  y  el  contiguo  de  que  el  enuncia- 
do Jara  era  dueño. 

6^  Que  con  la  escritura  inscrita  que  se  re- 
gistra, el  demandante  ha  probado  ser  dueño 
del  terreno  que  se  determina  en  la  demanda; 
Y  que  el  demandado  ha  confesado,  absol- 
viendo la  segunda  posición  del  pliego,  que  él 
es  mero  arrendatario  de  dicho  terreno;  hecho 
que  todavía  ha  quedado  corroborado  con  el 
certificado. 

7'  Que  tales  antecedentes  no  habilitaban  á 
don  Luciano  Jara  para  entablar  acciones  po- 
sesorias ni  para  discutir  el  dominio  del  terre- 
no de  que  se  habla. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  juz- 
gando con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 1698,  889,  893,  904  y  907  del  Código 
Civil;  y  167,  193  y  715  del  Código  de  Pro- 
cedimiento  Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
demanda;  y  en  consecuencia:  primero,  que 
don  Luciano  Jara  debe  entregar  al  deman- 


dante el  terreno  que  se  determina  en  ella,  en 
el  término  de  tercero  día  después  que  cause 
ejecutoria  esta  sentencia;  segundo,  que  el  de- 
mandado debe  abonar  al  demandante,  con- 
forme á  derecho,  los  frutos  percibidos  desde 
la  contestación  de  la  demanda,  debiendo  oir 
el  juzgado  para  la  fijación  del  monto  de 
ellos,  el  dictamen  de  un  perito;  tercero,  que 
debe  también  el  demandado  abonar  las  cos- 
tas y  perjuicios  que  el  demandante  justifique 
haber  pagado  y  sufrido  con  motivo  de  la 
querella  de  despojo  á  que  se  ha  hecho  referen- 
cia; cuarto,  que  el  demandado  debe  pagar 
las  costas  de  este  juicio;  y  quinto,  que  se  de- 
secha en  consecuencia,  la  reconvención. 

El  demandante  y  el  demandado  son  agri- 
cultores y  vecinos  de  este  departamento.  - 
B.  Guzmán  Campos, 

Apelada  esta  sentencia  por  el  demandado, 
pidió  en  la  expresión  de  agravios  que  se  re- 
vocara el  fallo  y  subsidiariamente  que  se  con- 
firmara con  declaración:  1^  qne  no  ha  lugar 
al  abono  de  frutos;  2^  que  tampoco  ha  lugar 
al  pago  de  las  costas  y  perjuicios  á  que  se  re- 
fiere la  resolución  tercera  de  la  referida  sen- 
tencia; y  3^  qne  no  ha  lugar  igualmente  al 
abono  de  las  costas  del  presente  juicio. 

La  Corte  falló: 

Santiago,  31  de  mayo  de  1904.  Vistos:  se 
confirma  con  costas  también  del  recurso,  la 
sentencia  apelada  de  10  de  octubre  del  año 
último.—^.  Vergara. —  A,  Montt,—E.  Cus 
tillo. 

Contra  este  fallo,  el  demandado  don  Lu- 
ciano Jara  interpuso  recurso  de  casación  en 
el  fondo,  con  el  certificado  de  privilegio  de 
pobreza  para  litigar  en  este  juicio  que  corre 
en  autos. 

Al  formalizar  el  recurso  expone:  que  la  sen- 
tencia recurrida  ha  aceptado  la  acción  reivin- 
dicatoria  interpuesta  por  Tudela,  que  deriva 
su  derecho-  de  compra  á  doña  Ceferina  Inos- 
troza á  quien  supone  heredera  de  doña  Mar- 
celina Cortés,  que  fué  dueño  de  los  terrenos 
del  dominio  actual  del  exponente  y  de  los 
que  reclama  el  demandante;  que  ha  negado 
que  la  Inostroza  haya  sido  heredera  de  la 
Cortés  y  el  dem-indante  no  lo  ha  justificado 
y  tampoco  ha  justificado  que  hubiere  obteni- 
do la  posesión  efectiva  de  la  herencia  de  la 
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señora  Cortés,  sin  la  cual  la  señora  Inostroza 
no  pudo  disponer  de  los  efectos  hereditarios; 
que  aunque  el  demandante  pudiera  hacer  va- 
ler la  escritura,  como  el  terreno  que  indica 
ese  documento  es  parte  del  que  perteneció 
á  la  señora  Cortés  y  está  indiviso  con  otras 
partes  que  pertenecen  al  demandado,  habría 
debido  ordenarse  su  mensura  para  entregar- 
le los  metros  que  determina  la  escritura  y  que 
estas  alegaciones  demuestran  que  se  han 
infringido  en  la  sentencia  recurrida  los  ar- 
tículos 889,  893,  588,  686  y  688  del  Código 
Civil. 

Al  fundar  el  recurso  reproduce  lo  ya  rela- 
cionado. 

La  parte  recurrida  responde  y  alega:  que 
el  recurso  pretende  nuevos  juzgamiento  so- 
bre el  mérito  de  los  antecedentes  probato- 
rios del  juicio,  materia  que  no  es  pro¡)ia  de 
la  casación,  que  debe  partir  de  los  hechos  que 
se  flan  por  admitidos  en  la  sentencia  recurri- 
da; que  el  título  de  dominio  por  él  presenta- 
do está  inscrito  y  por  lo  tanto  importa  la 
tradición  legal  con  arreglo  al  artículo  686 
del  Código  Civil;  quejara,  como  arrendata- 
rio, no  pudo  pren tender  ni  discutir  el  domi- 
nio de  la  señora  Cortés  que  vende  en  la  recor- 
dada escritura  inscrita,  ya  que  no  tiene  inte- 
rés en  averiguar  el  dominio  que  tuvieran  sus 
antecesores;  que  tampoco  tiene  objeto  prác- 
tico la  investigación  sobre  si  la  señora  Inos- 
troza solicitó  la  posesión  efectiva  de  la  heren- 
cia de  su  madre,  pues  si  la  ley  quiere  que  se 
obtenga  esta  posesión,  no  lo  ordena  de  un 
modo  terminante,  ni  impone  pena  para  el  he- 
redero que  no  la  solicita;  que,  con  ó  sin  pose- 
sión efectiva,  serán  válidas  las  ventas  que  ha- 
gan los  herederos  de  los  inmuebles  de  la  suce- 
sión y  no  sería  un  extraño  quien  pudiera,  por 
ese  motivo,  hacer  suyos  los  bienes  que  á  ésta 
correspondieran;  }',  por  6ltimo,  Jara  no  es  ni 
pretende  ser  dueño  de  la  propiedad  que  se  rei- 
vindica; que  en  lo  relativo  á  que  la  sentencia 
ordene  entregar  una  propiedad  con  cierto  nú- 
mero de  varas  de  frente  y  de  fondo  siendo  que 
de  la  antigua  propiedad  de  la  señora  Cortés 
debe  agregarse  las  porciones  vendidas  ante- 
riormente, no  se  ha  citado  el  precepto  legal 
que  se  suponga  infringido  y  ello  sería  indis- 
pensable porque  lo  mándala  ley  y  no  se  trata 


de  una  tercera  instancia;  que  además  en  h 
demanda  y  en  la  sentencia  no  se  hicieron  tale? 
determinaciones;  se  pidió  en  la  primera  y  se 
ordena  en  la  segunda  la  entrega  de  un  sitio 
con  determinados  deslindes.  Concluye  pidien- 
do se  deseche  el  recurso  con  costas;  y  pivle 
estas  últimas  porque  entiendeque  el  recurren- 
te ha  abusado  del  privilegio  de  pobreza  que  le 
fué  concedido. 

Oído  el  dictamen  correspondiente  de  uno 
de  los  señores  Ministros  del  Tribunal, 


La  Corte- 


Considerando: 

1^  Que  en  la  sentencia  recurrida  al  con  fir- 
mar en  todas  sus  partes  la<le  primera  instan- 
cia,  el  tribunal  de  la  apelación,  en  ejercicio  «le 
la  facultad  privativa  que  reconocen  los  ^r- 
tículos  958  y  977  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  ha  fijado  con  arreglo  á  derecho  la 
fuerza  probatoria  de  la  escritura  pública  ins- 
crita compulsada,  y  de  los  demás  medios 
de  justificación  producidos  en  el  juicio  y  ha 
establecido  por  hechos  de  la  causa  que  doña 
Ceferina  Inostroza  y  Cortés  sucedió  inmedi  i- 
tamente  á  su  madre  legítima  en  el  dominio  y 
posesión  legal  del  inmueble  que  como  cuerpo 
cierto  y  con  deslindes  determinados  vendió  á 
don  José  Tudela; 

2^  Que  con  tales  antecedentes,  la  sentencia 
reclamada  ha  aplicado  con  oportunidad  y  no 
ha  infringido  las  disposiciones  de  los  ártico* 
los  889  y  893  del  Código  Civil  que  el  fallo 
cita  y  que  el  recurrente  supone  contrariados; 
y  mucho  menos  ha  infringido  el  artículo  SS'^ 
del  mismo  Código,  el  cual  no  consigna  la  re- 
solución cofirmada,  sin  duda,  por  haberlo  es- 
timado sólo  remotamente  aplicable; 

3'  Que  la  alegación  acerca  de  la  proceden- 
cia y  derivación  del  dominio  de  la  vendedora 
á  Tudela  indicando  que  ésta  no  obtuvo,  an- 
tes de  vender,  la  posesión  efectiva  de  la  he- 
rencia de  doña  Marcelina  Cortés,  presentada 
para  desconocer  el  valor  legal  de  la  escritura 
pública  inscrita  que  exhibió  el  demandante  t 
para  decir  que  se  han  infringido  los  artí^-ulos 
686  y  688  del  Código  Civil,  sólo  se  ha  hecho 
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valer  en  la  formalización  del  recurso  y  no  fué 
discutida  en  el  juicio;  y 

4^  Que  por  esta  circunstancia,  sobre  tal 
alegación  ó  defensa  no  resolvió  ni  pudo  resol- 
ver el  tribunal  sentenciador  y  no  puede  califi- 
carla el  tribunal  de  la  casación. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 940,  945  y  973  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  don 
Luciano  Jara  contra  la  sentencia  de  31  de 
mayo  de  1904. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  suplente 

L.    Vial    Ugarte Carlos    Varns.— Leopoldo 

Urrutia.—J.  Gabriel  Palma  Guzmán.^Galva- 
riño  Gnllarrlo.—  B,  Fóster  Recaharren.— J, 
licrnales—L.  Rodríguez.— L,  Via]  Ufarte. 


Apelación Improcedencia.,— 11  de  junio 

de  1907 

Saavedra  con  Castellón 

Casaoión.— Improcedencia— Sentencia 
interlocutoria  —  Curador;  juicio  de 
remoción  -  Curador  interino. 

Doctrina:— £s  improcedente  el  recurso 
de  cnsHción  en  el  fondo  interpuesto  con- 
tta  la  sentencia  que  recae  en  un  incidente 
sobre  el  nombramiento  de  curador  inte- 
rino para  mientras  pende  el  juicio  de  re- 
moción del  propietario^  porque  tal  sen- 
tencia no  es  deñnitiva  ni  interlocutoria 
que  ponga  término  al  juicio  ó  haga  im- 
posible su  continuación  {Doctrina  Corte 
Suprema). 

Es  deber  del  juez  y  no  mera  facultad 
discrecional  el  nombrar  curador  interino 
para  mientras  pende  el  juicio  de  remo- 
ción del  propietario^  siendo  éste  excluido 
por  aquél,  y  este  deber  se  extiende  á 
todo  género  de  tutelas  ó  cúratelas  y  á 


todo  juicio  de  remoción  de  guardador. 
Por  consiguiente,  basta  el  hecho  de  la 
existencia  de  un  juicio  de  esta  especie, 
cualquiera  que  sea  el  derecho  que  asista 
al  demandante,  para  que  tenga  cabida 
el  nombramiento  de  guardador  interino 
siendo  innecesario  el  examen  siquiera  de 
los  antecedentes  del  proceso  que  hagan 
más  ó  menos  plausible  la  demanda  {Doc- 
trina Corte  Apelaciones), 


Don  José  del  C.  Saavedra,  se  presentó  al 
Juz;^a«lo  (le  Tomé  pidiendo  que  se  nombrara 
curador  interino  á  las  herencias  yacentes  de 
don  Victorino  Saavedra  y  doña  Carmen  Sa- 
las, y  se  funda  en  que  don  Juan  Castellón, 
curador  en  propiedad  de  esas  herencias,  des- 
cuida en  absoluto  la  administración  de  ellas, 
pues  procura  reducir  á  dinero  las  propiedades 
raíces,  aunque  sea  en  perjuicio  de  las  heren- 
cias; todas  las  propiedades  raíces  se  encuen- 
tran entregadas  á  la  explotación  de  personas 
á  quienes  el  curador  desea  favorecer,  sin  bene- 
ficio alguno  para  las  personas  á  quienes,  en 
definitiva,  tengan  que  adjudicarse  esas  propie- 
dades; los  «"réditos  personales  no  se  cobran, 
sino  haciendo  arreglos  ó  transacciones  abier- 
tamente perjudiciales  para  los  futuros  adju- 
dicatarios, y  finalmente,  los  bienes  de  dichas 
herencias  no  se  encuentran  aún  formalmente 
inventariados. 

Don  José  del  C.  Zapata,  por  don  Juan  Cas- 
tellón, pidió  que  no  se  diera  lugar  al  nombra- 
miento de  curador  interino  para  las  espresa- 
das herencias,  por  no  ser  efectivos  los  hechos 
espuestos  por  el  señor  Saavedra,  y  por  las 
demás  razones  que  enumera. 

Don  José  del  C.  Saavedra  pidió  que  se  falla- 
ra el  incidente  sin  más  trámite  y  el  Juzgado, 
con  fecha  4  de  diciembre  de  1903,  resolvió: 

Teniendo  presente: 
Que  no  hay  cons.tancia  alguna  en  autos  de 
que  sean  efectivos  los  cargos  hechos  al  cura- 
dor donjuán  Castellón,  pues  el  demandante 
ni  siquiera  ha  intentado  justificarlos;  y  to- 
mando en  consideración,  además,  lo  manifes- 
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tado  por  las  partes,  los  flocumentos  agremia- 
dos ¿i  los  autos,  j  lo  espuesto  en  el  auto  de 
fecha  24  de  abril  de  1894,  se  declara  que  no 
ha  lugar  al  nombramiento  de  curador  interino 
que  se  solicita  en  el  espresado  escrito. — M.  A. 
Godyjtnar. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  falló: 

Santiago,  19  de  junio  de  1906,— Vistos:  re- 
produciendo la  parte  expositiva  de  la  resola- 
ción  apelada  Y  teniendo  ¡)resente: 

1*^  yue,  conlorme  al  artículo  543  del  Códi- 
go Civil,  debe  nombra? se  tutor  ó  curador 
interino  para  mientras  penda  el  juicio  de  re- 
moción del  que  ejerce  la  guarda,  siendo  éste 
excluido  por  aquél,  salvo  que  sea  ascendiente, 
desciendiente  ó  cónyuge  del  pupilo,  en  cuyo 
caso  le  es  agregado  el  interino; 

2^  Que  la  disposición  legal  trascrita,  clara 
en  su  sentido,  no  otorga  una  mera  facultad 
discrecional  al  juez  sino  que  le  impone  un  de. 
ber,  disposición  (¡ue  es  de  carácter  imperativo 
y  se  refiere,  según  su  tenor  literal  y  el  de  lo^ 
demás  preceptos  del  mismo  título,  á  todo  gé- 
tutelas  ó  cúratelas  3'  á  todo  juicio  en 
que  se  trate  de  remover  un  guardador; 

3*^  Que,  por  consiguiente,  basta  el  hecho  de 
ki  existencia  de  un  juicio  de  esta  especie,  cual- 
quiera que  sea  el  derecho  que  asista  al  deman- 
dante, para  que  tenga  cabida  el  nombramien  to 
de  guardador  interino  en  la  forma  indicada, 
y  por  lo  mismo  es  innecesario  el  examen  si- 
quiera de  los  antecedentes  del  proceso  que 
hagan  más  ó  menos  plausible  la  demanda; 

4^  Que  hallándose  en  este  caso  el  curador 
de  las  herencias  yacentes  de  don  Victorino 
Saavedra  y  doña  Carmen  Salas,  á  virtud  del 
juicio  de  remoción  promovido  contra  él  por 
don  José  del  C.  Saavedi'a,  procede  de  derecho 
la  dación  de  un  curador  interino  de  dichas 
herencias  para  mientras  penda  el  mismo  jui- 
cio, curador  que  excluye  al  propietario  don 
Juan  Castellón;  se  revoca  la  aludida  resolu- 
ción de  4  de  diciembre  de  1903,  y  se  declara 
que  ha  lugar  al  nombramiento  de  curad'jr 
interino  solicitado  por  el  mencionado  don 
José  del  C.  Saavedra. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bezanilla 
Silva. -Darío  Ben  a  ven  te, ^y  osé  T,  Marín — 
A,  Bezanilla  Silva, 


Cas.  en  el  fondo.—lS  de  junio  de  lüOT 

García  con  Larraín  v.  de  R.  Carmela 
é  Ilabaca 

Procedimiento  ordinario  y  sumario  - 
Causal  de  casación— Ley  procesal - 
Servidumbre— Acueducto. 

Doctrina:—  El  haberse  seg  uido  en  pri- 
mera instancia  en  un  juicio  el  procedi- 
miento sumario  y  no  el  ordinario.podm 


Donjuán  Castellón  interpuso  contra  ota 
sentencia  recurso  de  casación  en  el  fondo.  Al 
proveer  este  escrito  de  fornialización,  la  Iliina. 
Corte  resolvió: 

Santiago,  5  de  julio  de  1900.— Vistos:  te- 
niendo presente  que  la  resolución  de  19 de 
junio  pasado  no  es  sentencia  definitiva,  ni 
interlocutoria  que  ponga  término  al  juicio  ó 
haga  imposible  su  continuación,  puesto  qut 
recae  en  un  incidente  sobre  el  nombramiento 
de  curador  interino  para  mientras  pende  el 
juicio  de  remoción  del  propietario;  con  arre- 
glo A  lo  dispuesto  en  los  artículos  941, 950  y 
953  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  » 
declara  inadmisible  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo  deducido  contra  dicha  resolución - 
Darío  Bena  vente. —José  T.  Marín,—A.Bcza 
nilla  Silva, 

Apeló  don  Juan  Castellón  de  esta  resolu- 
ción, y 

La  Corte  | 

Suprema  conociendo  de  la  apelación,  falló: 

! 

Santiago,  11  de  junio  de  1907.— Vistos:  se 
confírmala  resolución  apelada  de  5  de  julio 
de  1906.  Se  aplica  en  favor  del  Fisco  la  can- 
tidad consignada.  —  Leopo/do  Urrutia.-J. 
Gahríel  Palma  Guzmán.—  Galvaríno  Gallar- 
do.—Gabríel  Gaete,  —  V.  A^irre  V'/ims.- 
Léoncio  Rodríguez,—/.  Bernales,-'0.  Rodrí- 
guez. 
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dar  motivo  á  un  recurso  de  casación  en 
¡a  forma,  pero  no  autoriza  un  recurso 
de  casación  en  el  fondo  si  la  tramitación 
de  que  se  reclama  no  ha  influido  de  nin- 
gún modo  en  lo  dispositivo  de  la  senten- 
cia recurrida  y  fué  sancionada  y  acepta- 
da expresamente  por  el  recurrente. 


En  octubre  de  1905,  ante  uno  de  los  Juz- 
gados de  Letras  de  San  Fernando,  se  presen- 
tó don  Inocencio  García,  exponiendo:  que  te- 
nía, entre  otras  propiedades  enChímbarongo, 
una  de  doña  Leonor  Zurita,  al  cual  predio 
necesitaba  llevar  unas  aguas  que  poseía  el 
solicitante  en  el  fundo  denominado  **La  Tur- 
bina", y  para  ello  necesitaba  atravesar  los 
fundos  de  don  Tadeo  Ilabac^  y  de  doña  Car- 
men Larraín,  en  su  parte  de  cerro.  Por  este 
motivo,  acogiéndose  al  procedimiento  breve 
6  que  alude  el  artículo  837  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  é  invocando  la  urgencia 
del  caso  con  motivo  de  los  riegos,  pidió  se  de- 
signara una  audiencia  próxima  para  nom- 
brar un  perito  que  entendiese  en  el  avalúo  de 
las  indemnizaciones  consiguientes,  y  para 
tratar  de  los  dv.*m¿ís asuntos  relacionados  con 
la  construcción  del  referido  cauce  y  con  la 
conducción  de  las  aguas. 

Don  Tadeo  Ilabaca  se  opuso  á  esta  peti- 
ción   alegando  que   dicho  señor  García  era 
sólo  arrendatario  del  fundo  de  doña  Leonor 
Zurita,  y  que  carecía  por  tanto  del  dominio 
sobre  el  inmueble  que  la  ley  exige  para  cons- 
tituir  una  servidumbre  de  acueducto  á  su  fa- 
vor.  Carecía,  también,  de  aguas  propias  que 
llevar  á  eóe    fundo,   pues  las  que  indicaba  el 
solicitante,   correspondientes    al    fundo   **La 
Turbina",  las  poseía  en  común  con  otras  per- 
sonas. Además,  la  solicitud  era  indeterminada, 
pues  no  expresa  cuáles  aguas  de   "La  Turbi- 
na" se  pretenden   hacer  pasar  al  fundo  de  la 
señora  Zurita.    Por  fin,  en  el  fundo  del  señor 
Ilabaca  hay  casas,  patios,  corrales,  huertos, 
viña  y  jardines  que  están  exentos  de  grava- 
men, y   el  señor  García  no  había  señalado 
tampoco  por  qué  punto    pretendió  abrir  el 
canal;  lo  que  hace  inaceptable  su  presentación. 


Terminó  suplicándose  le  tuviese  por  opues- 
to á  las  peticiones  contrarias  y  presen  te  en  la 
respectiva  audiencia  lo  que  había  indicado 
**para  negar  lugar  con  costas  á  lo  solicitado 
por  García,  como  igualmente  al  nombra- 
miento de  perito". 

El  comparendo  tuvo  lugar  el  19  de  octubre 
indicado,  con  asistencia  sólo  de  don  Inocen- 
cio García  y  en  rebeldía  de  doña  Carmen  La- 
rraín y  de  don  Tadeo  Ilabaca.  El  Juzgado 
dispuso  que  se  recibiera  á  prueba  la  causa 
por  el  término  legal,  tijándose  como  puntos 
de  prueba,  los  que  expresa  el  acta  respectiva, 
entre  los  cuales  figuran  el  de  que  García  era 
arrendatario  de  doña  Leonor  Zurita;  el  de 
que  había  cedido  á  esta  señora  una  parte  de 
las  aguas  que  pertenecían  al  arrendatario  en 
otro  fundo;  el  de  que  para  regar  una  parte 
del  fundo  arrendado  era  preciso  conducir 
esas  aguas  por  el  predio  de  don  J.  Tadeo  Ila- 
baca y  doña  Carmen  Larraín;  el  de  que  la 
conducción  debía  hacerse  al  través  de  cerros, 
y  no  por  huertos,  corrales  ni  casas;  y,  por 
fin,  el  de  que  don  J.  Tadeo  Ilabaca  y  la  señora 
Larraín  no  se  allanaban  á  dar  las  facilidades 
ordinarias  para  la  construcción  del  acueducto. 
Notificadas  estas  personas,  el  señor  Ilaba- 
ca formó  incidencia  previa,  para  que  el  de- 
mandante (así  dice  la  suma)  aclarase  unos 
puntos  de  prueba,  etc. 

Dijo  en  esa  presentación  el  señor  Ilabaca 
que  la  causa  se  había  recibido  á  prueba  y  en- 
tre los  puntos  fijados  para  esta  prueba  por  el 
juzgado,  encontraba  algunos  tan  indetermi- 
nados, que  era  presiso  que  **el  demandante" 
los  aclarase,  á  fin  de  que  pudiesen  los  testigos 
prestar  declaración. 

Se  trata  del  punto  segundo,  agregó,  ósea  el 
rumbo  que  se  pretende  dar  al  acueducto.  De- 
be el  demandante  indicar  ese  rumbo  con  la 
posib'e  exactitud,  y  entonces,  mis  testigos  di- 
rán la  efectividad  de  existir  viñas  ó  huertos, 
corrales  ó  casas,  ])or  los  puntos  por  donde 
pretende  sacarse  el  acueducto. 

**Tanibién  debe  decir  de  qué  canal  pretende 
sacar  las  aguas  en  **La  Turbina",  pues  he 
dicho  que  son  mías  esas  aguas." 

Por  un  otrosí  pidió  se  estendie.«en  los  pun- 
tos de  prueba  al  hecho  de  ser  Ilabaca  y  Gar- 
cía comuneros  en  las  aguas  con  que  se  rega- 
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ba  el  fiin«lo  de  este  último  3'  su  derecho  se 
hallaba  llmitadi»  á  la  estensión  de  "La  Tur- 
bina " 

Estos  puntos  fueron  aceptados  en  la  au- 
diencia que  se  verificó  el  28  de  octubre  del  ci- 
tado año  1905,  á  la  cual  sólo  concurrió  el 
representante  del  misma  señor  Ilabaca. 

Entre  la  prueba  rendida  se  halla  la  escritu- 
ra pública,  en  que  al  tomar  en  arriendo  el 
fundo  de  la  señora  Zurita,  don  Inocencio 
García,  para  el  riego  de  este  mismo  fundo, 
cedió  á  dicha  señora  la  mitad  de  los  dere- 
chos de  agua  que  el  arrendatario  extraía  de 
la  toma  existente  en  el  fundo  de  don  Alfredo 
Moya,  y  se  obligó  íi  construir  un  canal  de  ana 
vara  de  ancho  en  el  fondo,  por  vara  y  media 
en  la  superficie,  para  regar  el  potrero  del  ce- 
rro que  existe  en  el  fundo  y  que  tiene  diez 
cuadras  más  ó  menos. 

E}  mandatario  Ilabaca  dedujo  después  so- 
licitud especial  para  que  se  tuvieran  presen- 
tes las  consideraciones  que  allí  hizo  valer 
para  desechar  la  demanda  con  costas. 

En  este  escrito  volvió  á  insistir  en  su  opo- 
sición á  la  construcción  del  acueducto  por  los 
motivos  antes  alegados. 

Tuvo  lugar  una  inspección  personal  del 
juez,  con  asistencia  de  las  partes  en  el  lugar 
de  la  cuestión,  y  don  J.  Tadco  Ilabaca  pre- 
sentó contra  el  acta  levantada,  las  objecio- 
nes del  escrito,  relativas  al  rumbo  que  don 
Inocencio  García  quería  díir  al  acueducto. 

El  Juzgado  de  San  Fernando,  con  fecha  7 
de  diciembre  de  1905,  resolvió: 

Considerando: 

Que  en  este  caso  se  pide  el  nombramiento 
de  un  perito  para  verificar  el  justiprecio  de 
las  indemnizaciones  relacionadas  con  la  cons- 
trucción de  un  acueducto  de  aguas  del  predio 
del  demandante  **Ira  Turbina"  al  de  doña 
Leonor  Zurita  v.  de  Cifuentes  ubicado  en  el 
lugar  de  Chimbarongo  de  este  departamento; 

Que  en  orden  á  ese  propósito  el  demandan- 
te ha  comprobado  la  necesidad  de  la  cons- 
trucción, como  que  á  ello  se  ha  obligado,  se- 
gún así  se  desprende  del  contrato  de  arrenda- 
miento acompañado,  y  ha  indicado  en  forma 
más  ó  menos  precisa  la  trayectoria  del  acue- 
ducto, diligencia  de  inspección  ocular; 


Que  las  excepciones  opuestas  por  el  deman- 
do señor  Ilabaca  y  que  sirven  de  fundanicnií. 
á  su  oposición,  no  pueden  considerarse  Cv-í ir. . 
legalmente  aceptables,  sea  porque  según  se 
desprende  de  los  términos  del  artículo StU  de! 
Código  Civil,  la  servidumbre  de  acueducto 
puede  reclamarla  todo  el  que  tenga  «n  inr?. 
res  propio  en  la  heredad  agena,  cosa  que  ocu- 
rre en  este  caso,  sea  porque  aparece  detcrir'- 
nado  en  autos  el  trayecto  que  va  á  recomer 
el  acueducto  al  atravesar  la  propiedad  tjci 
señor  Ilaba«-a,  sea,  en  fin,  porque  en  ese  tra- 
yecto no  existen  casas,  corrales,  pat'os,  huer- 
tos y  jardines,  que  dependan  de  las  primeras 
y  que  importen  un  obstáculo  legal  para  «: 
prosecución,  pues  la  viña  á  que  se  refiere  I'.i- 
baca  no  se  comprendo  en  la  enumeracl'r. 
taxativa  del  artículo  862  del  Código  cítalo 
y  la  huerta  y  chacra  á  que  también  se  ntiere. 
no  la  atraviesa  sino  que  la  recorre  poruno<le 
sus  costados. 

Por  estos  fundamentos  y  lo  dispuesto  c2 
el  artículo  1698  del  Código  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda,  en  cuanto  h* 
partes  deben  venir  á  la  audiencia  del  quiot 
día  hábil  después  de  ejecutoriada  esta  resolj- 
ción,  á  efecto  de  proceder  al  nombramieníe 
de  un  perito  con  arreglo  á  la  ley,  con  costas. 
—José  Astrosa. 

Dictada  esta  sentencia,  presentó  el  mania- 
tario  de  don  J.  Tadeo  Ilabaca  el  escrito  e.. 
que  aludiendo,  por  primera  vez,  al  proceiii 
miento  seguido  en  la  causa,  expresó,  entre 
otras  cosas,  que  ese  fallo  no  resolvía  nada^i- 
bre  la  constitución  de  la  servidumbre,  es 
decir,  si  al  predio  de  mi  mandante  se  le  gra- 
vaba ó  no  con  ella,  materia  que,  por  cierto. 
es  de  lato  conocimiente;  y  terminó  pidiend» 
se  declarase  que  el  nombramento  de  perlt) 
no  puede  ejecutarse  mientras  no  quede  á  iir- 
me  la  sentencia  apelada  y  que  dicho  non; 
bramiento,  cuando  se  verifique,  es  sin  perju- 
cío  de  discutir  en  vía  ordinaria  si  ha  lucrar»' 
nó  á  la  constitución  de  la  servidumbre  «'f 
acueducto,  ya  que  su  ejercicio  no  puede  vec!r 
mientra  no  se  constituya. 

Oída  la  parte  contraria,  el  juzgado  rechaz' 
esta  petición  en  el  auto  del  23  del  mismo  ílí- 
ciembre. 

Estas  dos  resoluciones  fueron  confirmadas. 
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sin  variación,  por  la  Corte  de  Apelaciones 
por  medio  del  siguiente  fallo: 

Santiago,  31  de  agosto  de  1906.—  Vistos: 
Se  conñrma  la  sentencia  apelada  de  7  de  di- 
ciembre del  año  último. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Fer- 
nández, Donoso  V.  y  Benavente,  llamado  es- 
te último  á  dirimir  el  empate  producido  en  la 
primera  vista  de  esta  causa,  contra  el  voto 
de  los  señores  Ministro  Mora  y  Astorquiza, 
quienes  estuvieron  por  revocar  la  referida 
sentencia  y  declarar  sin  lugar  lo  pedido  por 
don  Inocencio  García  én  su  solicitud,  en  vir- 
tud de  los  fundamentos  que  consignan  en  el 
libro  de  acuerdos. 

Eliminando  la  cita  del  artículo  215  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  y  con  el  mérito 
de  lo  resuelto  en  el  recurso  de  hecbo  inter- 
puesto por  don  José  Tadeo  Ilabaca  contra  el 
decreto  que  otorgó  solo  en  el  efecto  devoluti- 
vo el  recurso  deducido  en  la  diligencia,  se  con- 
firma, con  costas,  el  auto  de  23  de  diciembre 
del  año  próximo  pasado. --  J ,  Alejo  Fernán- 
dez.— L.  Mora  V, —  Darío  Benavente. — /.  As- 
ta rqv  iza. 

Para  invalidar  este  fallo,  dedujo  el  señor 
Ilabaca  recurso  de  casación  enelfondo,el  cual 
se  a[)oya  exclusivamente  en  que  tanto  el  juez 
de  letras  como  la  Corte  de  Apelaciones  se  ban 
pronunciado  en  un  juicio  sumario  sobre  la 
constitución  de  una  servidumbre  que  sólo  ba- 
bría  podido  establecerse  mediante  un  juicio 
de  lato  conocimiento;  con  lo  cual  se  ban  in- 
fringido los  artículos  2^  y  3^  y  837,  número 
2*^  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Oido  uno  de  los  señores  Ministros, 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  se 
hace  consistir  en  infracciones  relativas  á  la 
tramitación  que  tuvo  el  juicio  durante  su  pri- 
mera instancia,  pues  el  recurrente  dice  que, 
atendida  la  naturaleza  de  las  acciones  deba- 
tidas, debió  seguirse  el  procedimiento  ordina- 
rio señalado  en  los  artículos  2^  y  3^  del  Có- 
digo respectivo,  y  no  el  sumario  que  indica  el 
número  2^  del  artículo  837  del  mismo  cuerpo 
de  leyes; 

2^  Que  el  vicio  que  se  indica,  que  por  otra 
parte  fué  sancionado  esplícitamente  por  el  re- 
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clamante,  que  aceptó  esa  tramitación;  que 
rindió  las  pruebas  que  él  mismo  presentó  con- 
forme á  esa  ritualidad,  y  que  aún  solicitó  au- 
diencia verbal  é  inspección  del  lugar  referido 
en  la  contienda;  que  dicho  vicio,  se  repite,  que 
habría  motiv'ado  un  recurso  de  casación  en  la 
forma  que  no  se  hizo  valer,  no  autoriza  la  in- 
terposición del  de  fondo  que  se  formaliza,  si 
se  atiende  á  que  la  tramitación  de  que  se  re- 
clama, no  ha  influido  de  ningún  modo  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia  de  que  se  recurre. 

Vistos  los  artículos  960  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  desecha,  con  cos- 
tas, el  recurso  de  casación  interpuesto.  Se 
aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Carlos  Varas, —Leopoldo  Urrutia.— J,  Gabriel 
Palma  Guzmán.—  Galvarino  Gallardo,— Ga- 
briel Gaete.—  E,  Fóster  Recabar  re  n,—J.  Ber- 
nales. 


Cas,  en  el  fondo. -22  de  junio  de  1907 

Marín  con  Garay  y  otro 

Apreciación  de  los  hechos.  —  Arrenda- 
miento. —  Derecho  de  retención  del 
arrendador.  —  Procedimiento  ordina- 
rio.—Reclamación  oportuna.  —Causal 
de  casación. 

Doctrina:— jE7  establecimiento  de  los 
hechos  y  la  apreciación  de  la  prueba  co- 
rresponden privativamente  al  tribunal 
sentenciador. 

Si  la  sentencia  recurrida  establece  que 
no  se  ha  alegado  ni  justiñcado  que  el 
arrendador  sea  acreedor  del  arrendata- 
rio por  precio  ó  indemnizaciones  proce- 
dentes del  contrato,  estos  hechos  son 
inamovibles. 

El  derecho  del  arrendador  para  rete- 
ner bienes  del  arrendatario  sólo  existe 
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cuando  éste  le  es  deudor  del  canon  ó  de 
indemnizaciones  procedentes  del  con- 
trato. 

No  puede  invocarse  ante  el  tribunal  de 
casación  una  infracción  de  ley  fundada 
en  no  haberse  tramitado  un  juicio  con 
arreglo  al  procedimiento  ordinario,  si  el 
recurrente  se  sometió  á  la  tramitación 
dada  por  el  juez  de  primera  instancia  sin 
reclamar  ni  hacer  observación  alguna. 


Don  Marcial  L.  Marín,  en  un  cuaderno  inti- 
tulado retención,  agregado  al  expediente  se- 
guido por  el  mismo  Marín  con  don  J.  Fidel 
Garay,  sobre  perjuicios,  se  presentó  al  Juzga- 
do de  la  Serena  en  diciembre  de  1905  y  expu- 
so: que  usando  del  derecho  conferido  al  arren- 
dador por  el  artículo  1,942  del  Código  Civil, 
tenía  retenidos  de  hecho  á  su  arrendatario 
don  Fidel  Garay  varios  enseres  y  frutos  del 
fundo  Céresjde  propiedad  del  recurrente;  pero 
que  habiendo  Garay  intentado  retirar  sigilo- 
samente esos  bienes  sacándolos  de  noche  del 
fundo,  venía  en  pedir  al  Juzgado  se  sirviera 
decretar  orden  expresa  de  retención  sobre  to- 
dos los  animales,  frutos  y  muebles  de  cual- 
quier especie  de  propiedad  de  Garay  que  que- 
dasen en  el  fundo 

Respondiendo  don  Fidel  Garay  al  traslado 
que  se  le  confirió,  se  opuso  á  la  retención,  ale- 
gando en  resumen  que  los  bienes  que  Marín 
pretendía  retener  estaban  vendidos  antes  á 
don  Adolfo  Floto,  según  la  escritura  pública 
acompañada;  que  para  la  retención  no  había 
fundamento  alguno,  porque  no  existían  per- 
juicios ni  indemnizaciones  que  el  arrendatario 
adeudase  al  arrendador; y  que  no  era  efectivo 
que  alguna  vez  se  hubiera  decretado  tal  re- 
tención. 

Tramitado  el  asunto  como  incidencia,  se 
expidió  por  el  Juzgado  de  la  Serena,  con  fecha 
22  de  marzo  de  1906,  la  siguiente  resolución: 

Vistos  y  teniendo  presente: 
1°  Que  de  las  escrituras  públicas  aparece 
que  el  14  de  octubre  último  don  Adolfo  Floto 


compró  á don  FidelGaray  todos  los  animales, 
enseres  y  siembras  de  papas  que  éste  tenía  en 
la  hacienda  Céres,  quedando  facultado  para 
tomar  la  posesión  material  de  ellos  y  que  con- 
firió mandato  para  la  administración  de  los 
bienes  comprados  al  mismo  vendedor; 

2^  Que  del  cuaderno  número  1,919  aparKt 
que  recién,  dos  días  después,  se  prohibió  judi- 
cialmente á  don  Fidel  Garay  celebrar  actos  ó 
contratos  respecto  de  sus  bienes; 

3^  Que  no  estando  cosechadas  las  papas 
antes  de  esa  prohibición  y  no  verificándose  la 
tradición  de  frutos  pendientes  sino  en  el  mo- 
mento de  separarse  del  suelo,  la  entrega  dc 
ellos  no  ha  podido  verificarse; 

4^  Que,  en  consecuencia,  debe  tenerse  á  don 
Adolfo  Floto,  como  dueño  de  todas  las  esf<- 
cies  compradas,  menos  de  las  papas;  y 

5^  Que  el  derecho  de  retención  que  en  el  ar- 
tículo 1,942  del  Código  Civil  se  otorga  al 
arrendador,  es  sólo  sobre  los  bienes  del  arren- 
datario y  para  que  sea  eficaz,  respecto  de  ter- 
ceros, es  menester  que  se  declare  judicialmente, 
artículo  696  del  Código  de  Procedimiento, 
hágase  como  se  pide  en  el  escrito,  únicamente 
respecto  á  la  retención  de  las  papas  y  lia  la- 
gar á  la  oposición,  menos  respecto  de  dichas 
papas A,  de  la  Fuente. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  la  Se- 
rena resolvió: 

Serena,  2  de  mayo  de  1906.— Vistos:  tenien- 
do en  consideración: 

Que  no  se  ha  alegado,  ni  menos  justificado, 
que  el  arrendatario  sea  deudor  de  precio,  ó  de 
parte  de  precio  de  la  renta  de  arrendamiento: 

Que  tampoco  se  ha  alegado  ni  justificado 
que  el  mismo  contratante  sea  deudor  de  otra< 
indemnizaciones  provinientes  del  mismo  con- 
trato; 

Que  consta  de  la  escritura  pública  que  con 
fecha  14  de  octubre  próximo  pasado,  don 
Adolfo  Floto,  compró  á  don  Fidel  Garay  las 
existencias  y  útiles  de  la  hacienda  Céres  que 
en  dicho  documento  se  expresan,  incluyéndo- 
se en  esa  venta  las  siembras  de  papas  que  ha- 
bía pendientes  en  la  mencionada  hacienda: 

Que,  en  consecuencia,  la  referida  siembra  ha- 
bía dejado  de  pertenecer  al  arrendatario  á  la 
fecha  de  dictarse  la  medida  precautoria,  por 
cuanto  ésta  se  decretó  el  16  del  aludido  mes 
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de  octubre,  ó  sea,  dos  días  después  de  la  fecha 
del  contrato  de  compra- venta. 

Por  estoí  fundamentos,  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  el  artículo  1,942  del  Códi- 
go Civil,  se  confirma  la  resolución  apelada  de 
22  de  marzo  último,  con  declaración  de  que  ha 
lugar  en  todas  sus  partes  á  la  oposición  de- 
ducida por  don  Adolfo  Floto  en  su  escrito. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Navarro 

Ocampo N,  Carvallo,  —  Daniel  Cádiz D. 

Navarro  Ocampo, 

Contra  esta  sentencia  don  Marcial  L.  Ma- 
rín interpuso  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do; y  formalizándolo  después  de  sostener  su 
procedencia,  alega  las  siguientes  causales: 

1^  Infracción  del  artículo  3^  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  porque  la  oposición  del 
señor  Floto  debió  tramitarse  con  arreglo  al 
procedimiento  ordinario; 

2^  Infracción  del  artículo  1942  del  Código 
Civil  que  establece  el  derecho  de  retención  á 
favor  del  arrendador,  y  que  ha  sido  violado, 
porque  el  fallo  recurrido,  sin  mediar  la  prueba 
requerida,  ha  considerado  destruida  la  pre- 
sunción de  propiedad  que  dicho  artículo  es- 
tablece; 

3^  Infracción  del  artículo  1700  del  Código 
Civil,  porque  la  sentencia  declara  que  la  es* 
critura  de  venta  á  Floto  es  prueba  suficiente 
de  la  venta,  cuando  las  declaraciones  de  ese 
instrumento  no  hacen  fe  contra  el  recurrente; 

4^  Infracción  del  artículo  588  del  Código 
Civil,  que  no  reconoce  como  modo  de  adqui- 
rir una  escritura  pública  sino  la  tradición  de 
los  bienes,  la  cual  en  este  caso  no  se  ha  efec- 
tuado; y 

5'^  Infracción  de  los  artículos  670  y  684  del 
Código  Civil,  porque  la  sentencia  ha  conside- 
rado como  tradición  bastante,  en  vez  de  la 
entrega  efectiva,  la  simple  facultad  dada  por 
el  vendedor  al  comprador  para  efectuar  la 
aprehensión  material  de  las  cosas  vendidas, 
forma  de  tradición  que  sólo  tiene  cabida 
cuando  se  trata  de  cosas  presentes. 

Al  fundar  el  recurso  insiste  en  estas  mismas 
alegaciones. 

Por  su  parte,  don  Adolfo  Floto  respondien- 
do se  entiende  en  refutarlas,  rectificando  los 
hechos  aseverados  de  contrario,  estableciendo 
los  que  á  su  juicio  son  verdaderos  anteceden- 


tes de  la  cuestión,  sosteniendo  la  justicia  de 
lá  resolución  impugnada,  y  rebatiendo  cada 
una  de  las  causales  de  casación. 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  los  señores  Mi- 
nistros, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  con  la  tramitación  dada  á  la  solici- 
tud de  retención,  estuvo  conforme  don  Mar- 
cial L.  Marín,  quien  se  sometió  á  ella  sin  re- 
clamo ni  observación  alguna  de  su  parte;  de 
modo  que  ahora  no  puede  invocarla  como  in- 
fracción del  artículo  3'  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  ni  aún  como  causal  de  casa- 
ción en  la  forma; 

2^  Que  la  sentencia  recurrida  se  funda, 
para  negar  la  retención,  en  que  no  se  ha  ale- 
gado ni  justificado  que  Marín  como  arrenda- 
dor fuese  acreedor  del  arrendatario  Garay 
por  precio  ó  indemnizaciones  procedentes  del 
contrato; 

3^  Que  el  establecimiento  de  los  hechos  y  la 
apreciación  de  la  prueba  corresponden  priva- 
tivamente á  los  tribunales  de  la  causa;  por 
lo  cual  no  es  susceptible  de  ser  alterada  la 
declaración  á  que  se  refiere  el  considerando 
precedente; 

4^  Que  establecido  el  hecho  indicado,  hay 
que  aceptar,  asimismo,  como  consecuencia 
legal  necesaria,  la  de  que  no  podía  el  arren- 
dador Marín  retener  bienes  del  arrendatario 
Garay,  ya  que  ese  derecho  sólo  debe  existir 
cuando  el  arrendatario  sea  deudor  del  arren- 
dador por  motivo  del  precio  ó  de  indemniza- 
ciones procedentes  del  contrato,  con  lo  que 
se  manifiesta  que  la  sentencia  recurrida  no 
infringe  el  artículo  1942    del  Código  Civil;  y 

5^  Que  respecto  de  las  causales  3.*^,  4*  y 
5^  relativas  á  la  enajenación  de  enseres  y  úti- 
les del  fundo  arrendado,  y  fundadas  en  su- 
puestas infracciones  de  los  artículos  1700, 
588,  680  y  674  del  Código  Civil  no  pueden 
ser  invocadas  por  el  recurrente  desde  que, 
establecido  que  rio  podía  usar  del  derecho  de 
retención,  carecía  también  de  interés  y  c'e 
acción  para  impugnar  la  indicada  transfe- 
rencia. 

Visto  también  lo  prescrito  en  los  artículos 
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960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  presente 
recurso  y  se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  de 
$  300  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 
Vargas.— Car/os  Varas, —  Galvarino  Gallar- 
do.— Gabriel  Gaete.—  V.  A^uirrc  Vargas,-- 
Leoncio  Rodríguez.— E.  Fóster  Recabarren. 
— J.  Bernalcs,—0,  Rodríguez, 


Cía  recurrida  establece  el  hecho  de  que 
dicho  contratante  manifestó  oportuna- 
mente al  otro  su  volunta  i  de  continuar 
por  un  nuevo  término  en  las  condicio- 
nes que  fíjaba  el  contrato^  por  lo  cual 
éste  debía  considerarse  renovado  entre 
los  contratantes  no  infringe  esta  senten- 
cia el  precepto  del  artículo  1437  del 
Código  Civil  por  falta  de  consentimiento 
de  las  parteSy  porque  ese  consentimiento 
fué  prestado  por  los  contratantes  en  el 
primer  contrato. 


Cas,  en  el  fondo. —15  de  diciembre  de  1906 


Compañía  de  Gas  de  Quillota  con  Municipa- 
lidad de  Quillota 

Causales  de  casación.  —  Fundamentos 
nuevos.— Cuestiones  no  discutidas. — 
Nulidad  absoluta;  declaración  de  ofi- 
cio.—Vicio  manifiesto.— Prórroga  de 
contrato.— Consentimiento.  -  Alegato; 
petición  verbal.— Vista  de  la  causa. 

Doctrina: — Las  cuestiones  que  no  han 
sido  materia  de  discusión  en  el  Juicio  y 
respecto  de  las  cuales,  por  consiguiente, 
no  ha  recaído  resolución  alguna  en  el 
fallo  reclamado,  no  pueden  dar  funda- 
mento á  causales  de  casación. 

No  constituye  una  infracción  de  ley  el 
no  haber  declarado  de  oñciola  sentencia 
recurrida  la  nulidad  de  un  contrato,  con- 
forme á  la  petición  que  dice  el  recurrente 
formuló  en  estrados  alegando  verbal- 
mente  en  la  vista  de  la  causa,  si  este  vi- 
cio, en  caso  de  existir,  no  aparece  de  ma- 
nifiesto en  el  contrato  mismo. 

Sien  un  contrato  para  el  alumbrado 
público  de  una  ciudad  se  confirió  á  uno 
de  los  contratantes  la  facultad  de  acep- 
tar, una  vez  terminado  el  plazo,  un  pre- 
cio dado  por  cada  luz  y  por  el  tiempo 
que  estimare  conveniente,  y  si  la  senten- 


Don  Ramón  Garzo,  por  la  sociedad  anóni- 
ma denominada  "Compañía  de  Gas  deOui- 
Ilota'*,  demandó  á  la  Municipalidad  de  Qui- 
llota para  que  á  su  tiempo  se  declarara  que 
esta  última  debe  pagar  á  aquella  Compañía 
el  precio  de  $  5  por  cada  luz  de  gas  hidróge- 
no que  hubiere  consumido  y  consuma  en  ade- 
lante, á  contar  desde  el  1^  de  diciembre  de 
1900;  ó  en  subsidio  para  que  se  declarí*  que 
ese  precio  debe  ser  el  corriente;  el  cual  se  dt- 
terminará  en  la  forma  ordinaria;  bien  enten- 
dido que  serán  de  abono  al  Municipio  la< 
cantidades  que  hubiere  pagado  á  cuenta  des- 
de el  1  "^  de  diciembre  de  1900. 

Funda  las  peticiones:  en  que  el  30  de  no- 
viembre de  1900  terminó  el  contrato  en  vir- 
tud del  cual  la  Compañía  vendió  á  la  Muni- 
cipalidad el  gas  hidrógeno  que  aquella  le 
proporcionaba  para  el  alumbrado  público  de 
la  ciudad;  ven  que  desde  el  1^  de  diciembre 
de  1900  la  Compañía  ha  seguido  suminis- 
trando el  gas  á  la  Municipalidad,  sin  que 
ambos  contratantes  hayan  convenido  en  el 
precio  de  la  cosa  vendida  y  consumida  ya  por 
el  comprador.  Agrega:  que  si  por  no  hal)er 
habido  convenio  en  ese  precio  se  sostiene  que 
no  hubo  venta,  no  por  eso  la  Municipalidad 
podría  excusarse  de  pagar  el  valor  de  la  cosa 
que  ya  no  puede  devolver  por  haberla  consu- 
mido; que  no  ha  llegado  el  caso  de  ejercitarse 
por  la  Municipalidad  la  facultad  á  que  se  re- 
fiere el  número  2^  del  contrato;  porque  la  ¡ 
Compañíanolaha  requerido  para  que  siga 
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comprando  el  gas  por  el  precio  de  $  3;  que 
lejos  de  eso,  antes  de  vencer  el  plazo  de  los 
quince  años,  la  Compañía  propuso  á  la  Mu- 
nicipalidad en  14  de  noviembre  de  1900,  la 
celebración  de  un  nuevo  contrato  al  precio 
<le  $  5  por  cada  luz  de  gas,  proposición  que, 
después  de  haberla  aceptado  la  Municipali- 
nnd,  se  retractó  de  ella  y  ere}' ó  más  conve- 
niente íí  los  intereses  locales  hacer  notificar 
por  la  vía  judicial  en  30  de  noviembre  de 
1900  á  personas  que  no  tenían  la  representa- 
ción de  la  Compañía,  que  la  Municipalidad 
había  acordado  seguir  usando  del  gas  en  la 
forma  antes  estipulada  por  otros  quince 
años  Y  por  el  precio  de  $  3  por  cada  luz,  y  á 
su  vez  la  Compañía  hizo  saber  á  la  Munici- 
palidad, en  9  de  marzo  de  1901,  que  en  lo  su- 
cesivo la  Compañía  seguiría  cobrando  las 
cuentas  de  gas  del  alumbrado  público  á  ra- 
zón (le  $  3  mensuales  por  farol,  reservándose 
el  derecho  de  cobrar  el  mayor  valor  de  ese 
consumo  desde  que  caducó  el  contrato,  á  ra- 
zón de  $  5  mensuales. 

Contestando  don  Eduardo  Jiménez  Caro, 
como  tesorero  de  la   Municipalidad  de  Qui- 
Ilota,  pide  el  rechazo  de  la  demanda  con  cos- 
tas; porque  la  Municipalidad   no  debe  pagar 
sino  $  3  por  cada  luz  de  gas  hidrógeno  que 
consuma,  en  virtud  de  lo  acordado  en  la  cláu- 
sula 2^  de  las  obligaciones  de  la  Compañía, 
que  consta  en  el  contrato  corriente  y  de  las 
demás  diligencias  y  antecedentes  que  se  han 
agregado.   Dice  además:  que  desde  el  1^  de 
diciembre  de  1900  se  han  pagado  varias  cuen- 
tas al  precio  de  $  3  por  luz,  como  lo  probará. 
Reconviene  á  la  Compañía  de  Gas  para  que 
se  le  obligue  á  proporcionar  luz  conforme  al 
contrato;  es  decir,  cada  luz  con  fuerza  de  doce 
velas  estearinas;   porque  la  que  proporciona 
desde  antes  del  1."  de  diciembre  de  1900  ha 
sido  de  menos  de  seis  velas,   pues  dice  que 
hay  luces  con  las  cuales  á  dos  pasos  de  dis- 
tancia nada  se  ve;  todo  bajo  apercibimiento 
de  $  100  de  multa  por  cada  vez  que  infrinja 
la  obligación  cuyo  cumplimiento  se  reclama, 
Y  sin  perjuicio  de  disminuirse  el  precio  de  la 
luz  en  proporción  y  según  el  informe  de  un 
perito  nombrado  en  la  forma  ordinaria.  Pide 
que  se  acceda  á  la  reconvención,  con  costas. 
En  la  réplica  se  reitera  lo  dicho  en  la  de- 


manda, y  respecto  de  la  reconvención  se  pide 
su  rechazo,  porque  no  hay  contrato  expreso 
que  ligue  á  las  partes,  y  porque  la  petición 
formulada  depende  de  lo  que  se  resuelva  sobre 
si  existe  ó  nó  vigente  el  contrato  primitivo, 
por  otro  período  de  15  años. 

En  la  duplica  se  reitera  lo  dicho  en  hi  con- 
testación á  la  demanda. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose  la 
que  obra  en  autos. 

Se  oyó  al  ministerio  público  y  se  citó  para 
oir  sentencia,  pronunciando  el  juzgado  de 
Quillota,  con  fecha  10  de  julio  de  1903,  la  si- 
guiente resolución: 

Teniendo  presente  respecto  de  la  demanda: 

1^  Que  en  la  escritura  pública  de  21  de  ene- 
ro de  1884  se  consignan  los  acuerdos  prepa- 
ratorios para  la  fundación  de  la  sociedad 
anónima  denominada  **Compañía  de  Gas  de 
Quillota'*  y  las  concesiones  mutuas  acorda- 
das por  la  Municipalidad  de  Quillota  en  29 
de  diciembre  de  1883  con  relación  á  dicha 
Compañía; 

2^  Que  entre  dichas  concesiones  ó  acuer- 
dos, aceptados  por  las  partes,  figuran  entre 
otras  las  siguientes  obligaciones:  La  Ilustre 
Municipalidad  se  compromete  por  el  término 
de  15  años  á  colocar  tantos  faroles  de  gas  co- 
mo los  que  actualmente  existen  en  las  calles 
por  donde  la  Compañía  tienda  sus  cañerías; 
y  la  Sociedad  por  su  parte  se  obliga:  1*^  á  que 
durante  los  15  años  del  contrato  no  cobrará 
más  de  $  3  mensuales  por  cada  luz  de  gas,  de- 
biendo ser  esta  de  fuerza  de  doce  velas  estea- 
rinas, y  2^  á  que  queda  á  voluntad  de  la  Mu- 
nicipalidad, una  vez  terminado  este  contra- 
to, aceptar  ó  nó  por  el  tiempo  que  estime 
conveniente  el  precio  de  $  3  mensuales  por 
cada  luz; 

3*^  Que  según  se.  desprende  de  las  estipula- 
ciones antes  transcritas,  se  celebró  un  contra- 
to de  compra- venta  de  gas  hidrógeno  entre 
la  Municipalidad  de  Quillota  y  la  Compañía 
de  Gas  por  el  término  de  15  años,  al  precio  de 
$  3  mensuales  por  cada  luz  de  fuerza  de  doce 
velas  estearinas;  quedando  á  voluntad  de  la 
Municipalidad,  una  vez  terminado  el  contra- 
to de  15  años,  aceptar  ó  nó  el  precio  de  $  3 
por  luz,  por  el  tiempo  que  ella  estimase  por 
conveniente; 
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4'  Que,  aun  cuando  no  se  determinó  desde 
cuándo  comenzaba  á  regir  el  contrato  de  15 
años,  debe  suponerse  que  la  fecha  de  la  vigen- 
cia debió  ser  desde  que  la  Sociedad  anónima 
Compañía  de  Gas  de  Quillota  quedara  legal- 
mente  instalada  y  diese  principio  á  sus  ope- 
raciones, á  virtud  del  decreto  que  el  Presi- 
dente de  la  República  debió  expedir  conforme 
al  artículo  434  del  Código  de  Comercio; 

5^  Que  no  se  ha  establecido  en  autos  la 
fecha  en  que  la  Compañía  quedó  legalmente 
instalada  y  dio  principio  á  sus  funciones;  pe- 
ro las  partes  están  de  acuerdo  en  que  el  con- 
trato de  15  años  terminó  el  30  de  noviembre 
de  1900; 

6*^  Que  consta  de  los  autos  que  después  de 
haberse  cambiado  entre  la  Compañía  de  Gas 
y  la  Municipalidad  de  Quillota  las  comunica- 
ciones de  fechas  14  y  24  de  noviembre  de 
1900  respectivamente,  en  las  cuales  se  hacían 
nuevas  proposiciones  para  la  celebración  de 
otro  contrato,  don  Eduardo  Jiménez  Caro, 
como  tesorero  de  la  Municipalidad  pidió  y 
obtuvo  del  Juzgado  en  29  de  noviembre  de 
1900,  que  se  notificase  al  representante  de  la 
Compañía  de  Gas  de  Quillota  ó  á  su  adminis- 
trador, que  la  Ilustre  Municipalidad  había 
acordado  en  sesión  de  la  noche  anterior  se- 
guir haciendo  uso  del  gas  en  la  forma  esti- 
pulada en  el  contrato  por  el  término  de  otros 
15  años,  aceptando  el  mismo  precio  de  $  3 
mensuales  por  cada  luz  conforme  á  la  estipu- 
lación segunda  de  las  obligaciones  de  la  So- 
ciedad; notificación  que  se  practicó  el  día  30 
de  noviembre  de  1900  á  don  Eugenio  Ariztía 
y  á  don  Andrés  Miller.  personas  que  habían 
suscrito  el  documento,  en  representación  de 
la  Compañía  de  Gas,  según  en  ella  se  ex- 
presa; 

7^  Que  ajustándose  al  acuerdo  municipal, 
notificado  judicialmente  á  las  personas  antes 
mencionadas,  á  la  obligación  contraída  por 
la  Sociedad  y  á  la  facultad  otorgada  á  la 
Municipalidad  por  el  contrato  para  aceptar 
ó  nó  á  su  arI)itrio  el  mismo  precio  del  gas 
por  el  tiempo  que  estimare  conveniente,  debe 
entenderse  renovado  ó  prorrogado  por  otros 
15  años  el  contrato  de  compra-venta  en  lo 
que  respecta  á  la  entrega  del  gas  al  precio  de 
$  3  mensuales  por  cada  luz  de  fuerza  de  doce 


velas  estearinas;  puesto  que  todo  contrato  k- 
gal  mente  celebrado  es  una  ley  para  los  con- 
tratantes, sin  que  pueda  invalidarse  sino  por 
mutuo  consentimiento  ó  por  causas  Icgalts; 
y  debe  ejecutarse  de  buena  fe,  obligando  á 
las  partes  no  sólo  á  lo  que  en  él  se  expresa  sir:o 
á  todas  las  cosas  que  emanan  precisamente 
de  la  naturaleza  de  la  obligación  6  que  por  líi 
ley  ó  la  costumbre  pertenezcan  á  ella; 

8*^  Que  en  consecuencia,  el  cobro  de  $  T» 
mensuales  por  luz  que  se  hace  en  la  demanda 
fundado  en  la  terminación  del  contrato  no  es 
procedente,  como  tampoco  lo  es  el  que  se  h.r 
ce  en  la  petición  subsidiaría. 

Y  teniendo  presente  respecto  de  la  recon- 
vención: 

A )  Que  en  el  contrato  se  determina  que  ca- 
da luz  debe  tener  una  fuerza  de  doce  velas  es- 
tearínas; 

B)  Que  se  ha  acreditado  que  la  luz  que  su-  ' 
ministra  la  Compañía  demandante  tiene  una  I 
fuerza  de  seis  luces,  ó  sea  inferior  á  la  estipu-  I 
lada  en  el  contrato;  y  ! 

J")  Que  los  apercibimientos  que  se  piden  por  | 
la  falta  de  cumplimiento  de  esta  obligación  | 
no  pueden  ser  decretados  por  la  justicia  ordi-  i 
naria  en  la  forma  solicitada. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  16yS, 
1793,  1545  y  1546  del  Código  Civil  y  167  y 
151  del  Código  de  Procedimiento  Civil  se 
declara:  1^  que  no  ha  lugar  con  costas  á  la 
demanda  y  2^  que  ha  lugar  á  la  reconvención 
sin  los  apercibimientos  solicitados. — E.  Aspi- 
llaga. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Valparaíso,  30  de  diciembre  de  1903.-Yií^ 
tos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva  y  ios 
considerandos  1^,  2^,  3^,  parte  final  del  5^  7' 
y  8^  de  la  sentencia  de  primera  instancia  y 
teniendo  además  presente; 

Que  para  justificar  el  poder  luminoso  de  un 
quemador  de  gas  es  menester  una  opcraciój 
técnica  cuya  ejecución  requiere  los  conoci- 
mientos respectivos  y  no  consta  que  los  dos 
testigos  que  declaran  al  tenor  del  interroga- 
torio posean  esos  conocimientos  y  hayan 
practicado  aquella  operación,  por  lo  caal  no 
puede  atribuirse  á  sus  declaraciones  el  mérito 
de  prueba  perfecta  ni  estimarse  establecido 
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con  ellas  que  los  faroles  del  alumbrado  públi- 
co de  Quiliota  tengan  un  poder  luminoso  in' 
ferior  á  doce  velas  estearinas. 

Se  confirma  la  referida  sentencia  de  10  de 
julio  último,  en  cuanto  niega  lugar  á  la  de- 
manda, eliminándose  la  condenación  en  cos- 
tas y  se  revoca  en  cuanto  parcialmente  acep- 
ta la  reconvención  y  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  dicha  reconvención. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Bezanilla 
SiWa.-  Braulio  Moreno,  ^Lnis  Ignacio  Silva. 
—  Pedro  N.  Pineda. — A.  Bezanilla  Silva. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de 
casación  en  el  fondo  la  Compañía  de  Gas  por 
infracción  de  las  disposiciones  contenidas'en 
los  artículos  1445,  1461,  1467,  1478,  1801, 
1554,  1682,  1683  y  1437  del  Código  Civil  y 
57  de  la  ley  de  municipalidades  de  22  de  di- 
ciembre de  1891. 

Formalizando  el  recurso  dice:  que  el  abo- 
gado de  su  parte  en  el  alegato  en  el  día  de  la 
vista  de  la  causa  hizo  presente  que  la  estipu- 
lación que  establecía  que  quedaba  á  la  volun- 
tad de  la  Municipalidad,  una  vez  terminado 
el  contrato,  aceptar  ó  no  por  el  tiempo  que 
es  ti  mare  conveniente  el  precio  de  $  3  mensua- 
les por  cada  luz,  adolecía  manifiestamente 
del  vicio  de  nulidad  absoluta,  por  lo  cual  la 
Iltma.  Corte  debió  declararlo  así,  en  virtud 
del  precepto  del  artículo  1683  del  Código  Ci- 
vil que  ordena  á  los  jueces  dt clarar  de  oficio 
sin  necesidad  de  petición  de  parte,  tales  nulii 
dades. 

La  razón  de  esta  nulidad  consiste  princi- 
palmente en  la  falta  de  determinaciones  del 
objeto  del  contrato,  requisito  indispensable 
para  su  validez,  según  los  artículos  1445  y 
1461  del  Código  Civil.  La  cantidad  de  gas  que 
la  Compañía  debía  suministrar  al  Municipio 
no  se  fijaba  de  un  modo  cierto  y  preciso,  pues 
quedaba  su  determinación  á  la  voluntad  del 
mismo  Municipio  en  señalar  el  número  de 
años  por  los  cuales  pudiera  prolongarse  el 
contrato,  con^o  quedaba  también  á  su  arbi- 
trio prorrogarlo  ó  nó.  De  esta  indetermina- 
ción del  objeto  nace  su  ilicitud  y  la  nulidad 
consiguiente  del  contrato. 

Entregando  la  renovación  ó  prórroga  de 
la  convención  á  la  sola  voluntad  del  Munici- 
pio y  por  el  tiempo  que  fuere  de  su  agrado, 


se  creaba  para  la  Compañía  de  Gas  una  obli- 
gación subordinada  á  una  condición  pura- 
mente potestativa,  cual  era  esa  voluntad  no 
sujeta  á  traba  ni  limitaciones.  Bl  artículo 
1477  del  Código  Civil  denomina  condición 
potestativa  la  que  depende  de  la  voluntad 
del  acreedor  ó  del  deudor,  y,  según  el  artícu- 
lo 1478  son  nulas  las  obligaciones  contraí- 
das bajo  una  condición  potestativa  que  con- 
sista en  la  mera  voluntad  de  la  persona  que 
se  obliga.  Por  tanto,  es  absolutamente  nula 
la  obligación  contraída  por  la  Compañía  en 
el  presente  caso. 

En  el  artículo  1881  el  Código  Civil,  dispo- 
ne que  para  que  la  venta  se  repute  perfecta, 
es  indispensable  que  las  partes  hayan  con- 
venido en  la  cosa  y  en  el  precio.  La  Compa- 
ñía de  Gas  no  ha  convenido  en  la  cosa  con  el 
Municipio,  desde  que  ha  faltado  un  factor 
esencial  para  determinarlo,  cual  era  el  del 
tii-mpo  que  debía  durar  el  contrato  prorroga- 
do. Si  la  cláusula  á  que  se  ha  referido  no 
contiene  una  convención  cierta  y  precisa  so- 
bre el  objeto,  no  es  posible  sostener  que  haya 
habido  un  contrato  perfecto  de  venta,  que 
permitiese  á  la  Municipalidad  exigir  su  cum- 
plimiento. 

Podría  decirse  que  si  no  ha  habido  venta 
perfecta  en  esa  estipulación,  por  lo  menos  ha 
habido  promesa  de  venta;  pero  en  tal  caso, 
el  pacto  sería  igualmente  nulo,  puesto  que  no 
se  han  llenado  todos  los  requisitos  necesarios 
para  su  validez,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1554  del  Código  Civil;  porque  el 
contrato  prometido  es  no  sólo  ineficaz  sino 
nulo,  por  falta  de  objeto  lícito  y  por  no  haber- 
se especificado,  de  tal  suerte  que  sólo  falte 
para  su  celebración  la  tradición  de  la  cosa  ó 
alguna  solemnidad. 

Además,  el  acuerdo  de  la  Municipalidad 
para  prorrogar  el  contrato,  celebrado  du- 
rante el  imperio  de  la  ley  de  22  de  diciembre 
de  1891,  habría  sido  contrario  á  la  prescrip- 
ción del  artículo  57  de  esta  ley,  en  virtud  del 
cual  esa  corporación  debió  pedir  propuestas 
públicas  para  la  provisi(^n  del  alumbrado  de 
la  ciudad;  y  por  este  motivo  ese  acuerdo 
habría  sido  igualmente  nulo  y  no  podría  ser 
obligatorio  para  la  Compañía  de  Gas. 

Por    último  ese  acuerdo  de  prórroga   del 
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contrato  debió  notifirarse  á  In  Compañía  de 
Gas  antes  del  vencimiento  del  plazo  de  quin- 
ce años,  á  fin  de  que  pudiera  surtir  sus  efec- 
tos; pues,  de  otro  modo  no  habría  habido 
el  consentimiento  recíproco  de  los  contratan- 
tes, indispensable  para  que  exista  un  contra- 
to cualquiera,  según  lo  dispuesto  por  el 
artículo  1437  del  Código  Civil.  Esto  no  obs- 
tante, se  ha  dado  valor  á  aquel  acuerdo  y  en 
atención  {\  él  se  ha  considerado  la  Compañía 
de  Gas  obligada  á  respetar  el  contrato  por 
un  nuevo  período  de  quince  años. 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  los  Ministros 
del  Tribunal. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  no  han  sido  puntos  debatidos  en  el 
juicio  ni  comprendidos  en  las  decisiones  con- 
tenidas en  la  sentencia  recurrida  los  relativos 
é  la  nulidad  absoluta  del  contrato  celebrado 
entre  la  Municipalidad  de  Quillota  y  la  Com- 
pañía de  Gas,  fundada  en  que  faltan  en  la 
convención  los  elementos  jurídicos  necesarios 
para  que  existan  obligaciones  y  el  no  haberse 
guardado  al  celebrarla  las  formalidades  pres- 
critas en  el  artículo  57  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1891,  3' de  consiguiente  no  podrían 
servir  de  fundamento  á  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  infracciones  legales  que  se  re- 
ferirían á  cuestiones  respecto  de  las  cuales  no 
ha  recaído  resolución  alguna  en  el  fallo  re- 
clamado; 

2^  Que  el  no  haber  la  sentencia  declarado 
de  oficio  la  nulidad  del  contrato  conforme  á 
la  petición  que  dice  el  recurrente  formuló  en 
estrados  alegando  verbalraente  en  la  vista 
de  la  causa,  no  constituye  tampoco  un  que- 
brantamiento de  la  !ey,  pues  dicho  vicio,  caso 
de  existir,  no  aparecería  de  manifiesto  en  el 
contrato  mismo; 

3*^  Que  en  el  contrato  celebrado  el  21  de 
enero  de  1884  para  efalunibrado  público  de 
la  ciudad  de  Quillota  por  medio  del  gas  hi- 
drógeno, se  confirió  á  la  Municipalidad,  que 
era  uno  de  los  contratantes,  la  facultad  de 
aceptar,  una  vez  terminado,  el  precio  de  $  3 
por  cada  luz  y  por  el  tiempo  que  estimare 
conveniente; 


4*^  Que  la  sentencia  recurrida  establece  c! 
hecho  que  dicha  Municipalidad  manifestó 
oportunamente  á  la  Compañía  de  Gas  su 
voluntad  de  continuar  por  un  nuevo  término 
de  quince  años  en  el  uso  del  gas  en  las  con- 
diciones que  fijaba  el  contrato,  por  lo  cual 
éste  se  ha  con-^iderado  renovado  entre  l<>s 
contratantes;  no  existiendo,  por  tanto,  en  b 
resolución  que  así  lodeclara,  la  infracción  di" 
artículo  1437  del  Código  Civil,  fundada  en 
la'falta  de  consentimiento  de  las  partes,  ne- 
cesario para  que  la  obligación  subsista,  pDe< 
to  que  ese  consentimiento  fué  prestado  p)r 
los  contratantes  en  el  primer  contrato. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  970  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, « 
declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  «ic 
casación  en  el  fondo  interpuesto  por  la  Con 
pañía  de  Gas  de  Quillota  en  contra  de  la  sen- 
tencia expedida  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Valparaíso  en  30  de  diciembre  de  UhO. 
Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  consi;^- 
nada  para  este  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  Varas Leunci" 

Rodríguez.  —  Gñlvarino  Gallardo.  —  Gahrkl 
Gaete,—  V,  A^uirre  V.^-Carhs  Varas.— M 
E.  Saavedra.—Fóster  Recabarren. 


Cas.  en  la  forma 1^  de  diciembre  de  1904.- 

Cas.  en  el  fondo.— 20 de  diciembre  de  1900 

Curato  de  Lampa  con  Municipalidad 
de  Lampa 

Formalización  de  recurso.  —Causales  de 
casación;  ampliación-  Plazo. -Apela 
ción. -  Costas— Municipalidad;  reprc 
sentación— Fiscal.  -  Cosa  juagada.- 
Ultra  •  petita.  —  Apelación.  -  Desistí 
miento.  -  Fisco.  -  Director  del  Tesoro 
Omisión  de  resolución  del  asunto 
controvertido.  -  Querella  de  amparo; 
contra-querella.  —  Parte  agraviada.- 
Apreciación  de  los  hechos.  -  Posesión. 
—Acción  posesoria. 
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Doctrina: — Interpuesto  el  recurso  de 
casación,  no  puede  hacerse  en  él  varia- 
ción de  ningún  género.  No  procede,  por 
tanto,  la  ampliación  del  recurso  aunque 
ésta  se  haya  formulado  con  los  requisi- 
tos legales  y  dentro  del  plazo  especial 
concedido  por  la  ley  para  interponer- 
lo {!), 

Tratándose  de  una  apelación  que  inci- 
de en  un  recurso  de  casación,  debe  el  que 
¡a  pierde  ser  precisamente  condenado  al 
pago  de  costas,  aunque  se  hayan  emiti- 
do tres  votos  á  su  favor. 

Apelada  una  sentencia  por  una  Muni- 
cipalidad, si  ella  no  ha  encomendado  su 
representación  á  otras  personas,  cortes- 
ponde  ésta  al  Fiscal  de  la  Corte,  en  con- 
formidad al  inciso  2^  del  articulo  193 
de  Ja  Ley  de  Municipalidades. 

Si  este  funcionario  se  limita  á  dar  su 


(1 :  Esta  doctrina,  que  no  nos  parece  ajustaría  á 
la  letra  ni  al  espíritu  del  articulo  948  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  ha  sido  acordada  por  cinco 
voto»  contra  tres.  Si  bien  es  cierto  que  interjmesto 
el  recurso,  no  puede  hacerse  en  él  variación  de 
nÍD;^ún  género,  también  lo  es  que  para  interponerlo 
coücede  la  'ey  un  plazo  fatal,  de  que  la  parte  tiene 
el  derecho  de  di-poner  íntegramente.  Como  lo  dice 
el  incido  2.°  del  artículo  948,  debe  lecaer  la  senten- 
cia sobre  las  causales  alegadas  en  tiempo  y  forma, 

'^\  se  aduce  una  cau^tal  de  casación  dentro  del 
plazo  que  la  ley  concede  para  interponer  el  recurso, 
esta  causal  ha  sido  alegada  en  tiomjK)  y  forma  y  debe 
ser  estimada  aunque  anteriormente,  y  dentro  del 
niisnjo  plazo,  se  hayan  aducido  otras. 

Kl  hecho  de  haber  aducido  el  recurrente  ciertas 
causales  antes  de  la  expiración  del  plazo  no  puede 
sigí)¡iicar  que  renuncia  al  término  que  aún  le  queda 
para  formalizar  el  recurso. 

Tal  hecho  uo  importa  una  renuncia  expresa  ni 
tácita  de  dicho  plazo  que  le  otorga  la  ley.  Renuncia 
expresa  no  la  hay,  y  nada  autoriza  para  sostener 
q'ie  hay  renuncia  tácita  y  por  el  contrario,  el  hecho 
mismo  de  que  el  recurrente  dentro  de  ese  plazo 
brevÍHimo  pretenda  hacer  uso  de  su  derecho,  mani. 
fiesta  elocuentemente  que  no  fué  su  intención  re- 
nunciar á  él. 

Si  hubiera  de  aplicarse  el  critirio  de  la  mayoría 
del  tribunal  á  otros  casos  de  procedimiento,  forzoso 


dictamen  opinando  por  ¡a  confirmación 
del  fallo  de  primera  instancia  y  la  Corte 
lo  revoca,  esta  sentencia  no  es  nula  por 
haber  sido  dictada  contra  otra  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  porque  el 
fallo  de  primera  instancia  carece  de  los 
requisitos  legales  para  ser  considerado 
como  sentencia  de  término  y  porque,  á 
mayor  abundamiento,  en  este  caso  no 
tiene  tal  carácter  por  haberse  hecho  par- 
te el  Director  del  Tesoro  en  representa- 
ción délos  intereses  fiscales  y  no  haber 
manifestado  opinión  en  el  sentido  que 
lo  ha  hecho  el  señor  Fiscal. 

No  falla  *' ultra  petita''  la  sentencia 
por  no  haber  solicitado  nadie  la  revoca- 
ción del  fallo  de  primera  instancia,  si  en 
el  curso  del  juicio  la  Municipalidad  sos- 
tuvo que  la  plaza,  objeto  de  la  querella, 
era  un  bien  nacional  de  uso  público  y  en 

sería  sostener  que  la  parte  que  al  segundo  día  de 
ordenarlo  el  juez  presenta  minuta  de  puntos  de 
prueba  y  lista  de  testigos,  no  puede,  al  cuarto  día, 
ampliar  esos  puntos  y  señalar  otros  testigos  aunque 
la  ley  le  conceda  cinco  días  con  ese  objeto,  pues 
habí  í:i  remiyirindo  tácitamente  á  ese  plazo;  doctrina 
que  no  ha  sido  acogida  por  ningún  tribunal  de  la 
República. 

El  propósito  del  legislador  fué  encerrar  el  recur- 
so dH  casación  en  el  marco  de  un  formulismo  bas- 
tante liguroso  para  hacer  difícil  su  admisión  y  evi- 
tar que  se  adujera  sin  base  ni  fundamento  alguno 
con  el  mero  objeto  de  retardar  el  cumplimiento  de 
la  sentencia.  Fijó  al  efecto  la  ley  ])lazos  fatales 
para  el  anuncio  y  la  forraalización  del  recurso  y 
sancionó  con  la  pérdida  de  éste  la  falta  de  obser- 
vancia de  esos  plazos.  Pero  ya  es  bastante  que  la 
ley  haya  fijado  con  ese  objeto  plazos  brevísimos  y 
fatales  y  es  innecesario  que  los  tribunales  preten- 
dan cercenarlos  aún  más,  rechazando  las  causales 
aducidas  por  el  recurrente  dentro  de  esos  plazos 
que  la  ley  le  concede  y  de  que  no  puede  privármele, 
cuando  ni  tácita  nj  expresamente  ha  renunciado  á 
ellos. 

Interpuesto  el  recurso,  no  puede  variarse,  pero 
estimamos,  como  la  minoría  del  tribunal,  que  él 
puede  interponerse  en  uno,  dos  ó  más  escritos, 
siempre  que  las  causales  se  aduzcan  en  el  tiempo  y 
forma  debidos. — O.  D.  I. 
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segunda  instancia  se  hizo  parte  el  Direc- 
tor del  Tesoro  en  representación  de  los 
intereses  fiscales. 

No  puede  sostenerse  que  la  sentencia 
de  la  Corte  ba  sido  dada  en  apelación 
legalmente  desistida^  siel  dictamen  fiscal 
no  tiene  por  objeto  el  desistimiento ^  y 
aunque  lo  hubiera  tenido^  se  hacía  en 
todo  caso  necesario  pronunciar  senten- 
cia por  haberse  hecho  parte  el  Director 
del  Tesoro, 

No  omite  ¡a  resolución  del  asunto  con- 
trovertido  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia que,  revocando  la  de  primera  que 
daba  lugar  á  una  querella  sin  pronun- 
ciarse sobre  la  contra- querella  deducida 
por  el  querellado,  se  limita  á  rechazar  la 
querella,  si  en  este  rechazo  va  envuelta 
implícitamente  la  aceptación  de  la  con- 
tra-querella  que  no  tenía  más  objeto 
que  enervar  la  querella  y  si  el  fallo  de 
primera  instancia  tampoco  se  pronun- 
ció expresamente  sobre  la  contra-que- 
rella. 

El  recurso  de  casación  sólo  se  da  á  la 
parte  agraviada. 

La  apreciación  de  la  prueba  es  facul- 
tad privativa  del  tribunal  sentenciador 
y  la  Corte  de  Casación  debe  aceptar 
como  irrevocablemente  establecidos  pa- 
ra la  decisión  del  recurso,  los  hechos  en 
que  descansa  la  aplicación  del  derecho  y 
fija  como  tales  el  tribunal  sentenciador. 

Establecido  por  los  jueces  de  la  causa 
el  hecho  de  que  el  querellante  no  ha  po- 
seído tranquila  y  no  interrumpidamente 
durante  un  año  completóla  plaza  que  es 
objeto  de  la  querella,  se  impone  el  recha- 
zo de  ésta,  porque  no  puede  instaurar 
una  acción  posesoria  sino  el  que  ha  esta- 
do  en  posesión  tranquila  y  no  interrum- 
pida un  año  completo. 


El  señor  cura  de  Lampa  interpuso  querella 
de  amparo  contra  el  primer  alcalde  de  la 
Municipalidad  del  mismo  pueblo,  diciendo 
que  la  parroquia  á  su  cargo  es  dueña  de  uca 
plaza  anexa  á  la  iglesia  y  en  terreno  en  donde 
antes  estuvo  edificada  la  misma  iglesia;  que 
la  plaza  ha  sido  plantada  por  los  curas  q.» 
le  han  precedido  en  el  cargo,  y  para  cerrarki 
la  cercaron  el  año  1874  con  postes  y  alr.r 
bres,  encontrándose  hasta  ahora  en  el  misxn 
estado;  que  las  procesiones  que  se  hacen  para 
solemnizar  el  culto  fuera  de  la  iglesia  tiecra 
lugar  dentro  del  recinto  de  la  plaza;  v  que:' 
pesar  de  estos  actos  de  dominio  y  poí^esif'j 
el  primer  alcalde  de  la  Municipalidad  de  Lax.- 
pa  ha  empezado  á  cortar  los  árboles  sin  su 
consentimiento,  corta  que  continua  hacicnl. 
á  pesar  de  sus  protestas,  por  lo  cual,  hacien- 
do uso  del  derecho  que  le  otorga  el  artívruh 
921  del  Código  Civil  pidió  que  se  le  ampara 
ra  en  la  posesión,  condenándose  al  querella- 
do en  las  costas,  daños  y  perjuicios,  paral" 
cual  ofreció  rendir  la  información  correspoQ- 
diente. 

El  primer  alcalde,  á  su  vez,  entabló  contra- 
querella, ofreciendo  información  de  testigo*. 
y  pidió  que  se  desechara  la  querella  y  se  a-: 
mitiera  su  contra-querella  condenándose  en 
costas,  daños  y  perjuicios  al  querellan^. 
Sostiene  el  primer  alcalde  que  la  plaza  de  h 
villa  de  Lampa  es  un  bien  nacional  de  u^- 
páblico,  de  la  cual  está  en  posesión  la  Muri- 
cipalidad  desde  tiempo  inmemorial  y  nieca 
que  el  curato  de  Lampa  haya  hecho  los  cit- 
rros  que  tiene  la  plaza. 

Rendida  la  información  ofrecida  por  aral>'> 
querellantes  se  pronunció  sentencia  de  priirc- 
ra  instancia,  acogiéndola  C{uerella  del  cura:  • 
de  Lampa. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  la  revocó  por  medio  de  ia 
siguiente  resolución: 

Santiago,  27  de  octubre  de  1903.-Visicv 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  y  ci 
considerando  6^  de  la  sentencia  apelada,  ytc- 
niendo  presente: 

1®  Que  de  la  propia  confesión  del  qoe^f- 
liante,  al  tenor  de  las  posiciones,  resulta  «^ 
tablecido  que  la  plaza  que  es  objeto  de  la  ac- 
ción posesoria  deducida  por  aquel  es  la  única 
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que  tiene  el  pueblo  de  Lampa;  que  la  calle 
pública  la  circunda  por  todos  sus  costados  y 
que  estando  cerrada  con  poetes  y  alambre, 
tiene  hace  como  veinte  años,  en  sus  esquinas, 
tornos  de  madera  para  su  libre  tráfico  y  ac- 
ceso; 

2"  Que  si  bien  está  comprobado  con  las  de- 
clnraciones  de  los  testigos  de  ambas  partes 
que  la  formación  y  arreglo  de  la  plaza  se 
debe  á  la  iniciativa  del  párroco  don  Juan  de 
Dios  Salas,  quien  en  el  año  de  1874,  según  la 
fecha  apuntada  por  el  querellante,  tomó  á 
su  cargo  la  nivelación  del  suelo,  la  planta- 
ción de  los  árboles  que  hasta  hoy  existen 
en  ese  lugar  y  su  cerramiento;  consta  tam- 
bién de  la  misma  prueba  testimonial  que 
las  obras  de  mejora  ó  arreglo  se  llevaron  á 
cabo  con  el  concurso  del  pueblo  de  Lampa  3'la 
cooperación  de  varios  vecinos  de  la  localidad; 

3*^  Que  de  los  mismos  antecedentes  proba- 
torios ya  citados  aparece  también  que  desde 
hace  muchos  años  el  cuidado  y  conservación 
de  la  plaza  han  estado  confiados  á  la  autori- 
dad local  del  pueblo  de  Lampa,  destinándose 
por  ella  á  este  efecto  los  fondos  necesarios,  lo 
que  aparece  en  parte  corroborado  con  la  me- 
moria presentada  con  mucha  anterioridad  á 
la  iniciación  de  este  juicio  por  el  alcalde  don 
Francisco  Solano  Bernal  á  la  Municipalidad 
de  dicho  pueblo; 

4*?  Que  el  querellante  no  ha  probado  que 
haya  estado  en  posesión  tranquila  y  no  in- 
terrumpida de  la  plaza  de  Lampa  un  año 
completo;  ni  tampoco  los  actos  que  invoca 
como  fundamento  de  la  posesión  que  se  atri- 
buye, ó  sea  la  celebración  de  procesiones  en 
ese  lugar,  son  de  la  naturaleza  de  los  designa- 
dos en  el  artículo  925  para  que,  en  virtud  de 
ellos,  pueda  darse  acogida  á  la  acción  por  él 
instaurada; 

5*?  Que  ejercitándose  en  este  juicio  una  ac- 
ción posesoria,  sólo  cabe  discutir  en  él  la  po- 
sesión alegada  por  las  partes;  y,  en  conse- 
cuencia, el  hecho  que  invoca  el  querellante  de 
haber  pertenecido  la  plaza  de  Lampa  á  la 
parroquia  del  mismo  nombre  antes  de  1874, 
lo  cual  no  comprueba  por  ningún  título  de 
dominio,  no  puede  tomarse  en  cuenta  en  el 
juicio  actual,  atendido  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 923  del  Código  Civil. 


Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  artículos  714  y  715  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y  artículos  1698,  918  y  de- 
más ya  citados  del  Código  Civil,  se  .revoca 
la  sentencia  apelada  de  fecha  23  de  diciembre 
del  año  último;  y  se  declara  que  no  ha  lugar 
á  la  querella  de  amparo  instaurada  por  don 
José  María  Carreño,  á  quien  se  reserva  su  de- 
recho para  que  lo  haga  valer  en  juicio  ordi- 
nario y  se  le  condena  en  las  costas  de  la  ex- 
presada querella. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 
— /.  Bernales A.  Versara  Albano  —E,  Do- 
noso V. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  señor 
cura  de  Lampa,  dentro  del  plazo  legal,  recur- 
so de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo. 

Formalizado  el  recurso,  y  dentro  del  plazo 
que  la-ley  confiere  al  efecto,  pretendió  el  re- 
currente ampliarlo. 

La  Corte  de  Apelaciones  rechazó  esta  pe- 
tición y  habiendo  apelado  el  recurrente, 

La  Corte  resolvió  con  fecha  15  de  octu- 
bre de  1904: 

Vistos:  Se  confirma  la  resolución  apelada 
de  26  de  agosto  de  1904,  con  costas  del  re- 
curso. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Palma  Guzmán,  Varas  y  Fdster  Reca- 
barren,  quienes  teniendo  presente  que  la  am- 
pliación del  recurso  se  formuló  con  los  requi- 
sitos legales  y  dentro  del  plazo  especial  con' 
cedido  por  la  ley  j  ara  interponerlo,  plazo  al 
cual  el  recurrente  no  ha  renunciado  expresa 
ni  tácitamente,  y  de  acuerdo  con  lo  prevenido 
en  el  inciso  2^  del  artículo  948  y  artículo  67 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  fueron  de 
parecer  que  se  revocara  la  resolución  apelada 
y  se  admitiera  la  causal  de  casación  aducida- 

—  Gabriel  Gaete.—fosé    A,   Alfonso,—],    Ga- 
briel Palma  Guzmán — Galvarino  Gallardo. 

—  V.  A^uirre  V. — Carlos  Varas. — Abel  Saave- 
dra.-'E.  Fóster  Eecabarren, 

VÁ  recurrente  pidió  reposición  de  este  fallo 
en  cuanto  lo  condenaba  al  pago  de  costas, 
fundándose  en  el  artículo  153  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  y  en  haber  sido  acordada 
la  confirmación  contra  el  voto  de  tres  de  los 
señores  Ministros. 
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La  Corte  con  fecha  20  de  octubre  de  1904 
resolvió: 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 960  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  tratándose  de  una  apelación  que  incide  en 
un  recurso  de  casación,  no  ha  lugar.— -Gafer/W 
Gaete.—Galvaritto  Gallardo,— V.  Aguirre  V, 
—Carlos  Varas. — Abel  Saavedra—E,  Fóster 
Recabarren, 

El  recurrente  fundó  el  recurso  de  casación 
en  la  forma  en  las  siguientes  causales: 

1^  En  que  según  el  artículo  93  de  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1891  las  municipalidades 
son  representadas  en  segunda  instancia  por 
el  ministerio  público,  salvo  en  los  casos  en 
que  la  municipalidad  acuerde  encomendar  su 
representación  á  otra  persona;  que  no  habien- 
do en  autos  antecedente  alguno  por  el  cual 
conste  que  la  Municipalidad  de  Lampa  haya 
confiado  su  representación  á  otra  persona, 
debe  entenderse  que  la  intervención  del  señor 
Fiscal  ha  sido  en  representación  de  la  munici- 
palidad y  que  habiendo  pedido  este  funciona- 
rio en  su  vista  que  se  confirmara  la  sentencia 
de  primera  instancia,  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago  no  ha  podido  entrar  á  rever  y 
revocar  la  sentencia  de  primera  instancia 
aceptada  por  el  señor  Fiscal,  por  haber  esta- 
do ambas  partes  de  acuerdo  en  aceptar  la  re- 
solución expedida,  lo  que  hace  que  sea  nula  y 
casable  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, pronunciada  contra  otra  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  excepción  que  ha 
sido  alegada  oportunamente  en  el  juicio; 

2^  Que  esta  misma  circunstancia  hace  pro- 
ce  lente  el  recurso  de  casación  en  la  forma  se- 
gún el  número  4-^  del  artículo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  por^haber  sido  dada 
ultra  petita  la  sentencia  de  segunda  instancia 
otorgando  más  de  lo  pedido  por  las  partes  ó 
extendiéndola  á  puntos  no  sometidos  á  la  de- 
cisión del  tribunal,  pues  nadie  ha  solicitado 
la  revocación  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, sino  que  al  contrario  el  señor  Fiscal, 
representante  de  la  parte  que  había  apelado, 
pidióla  confirmación  de  la  sentencia  por  es- 
timarla arreglada  á  derecho; 

3^  Porque  con  tal  procedimiento  del  señor 
Fiscal  puede  estimarse  que  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  ha  pronunciado  sentencia 


en  apelación  legalmente  desistida,  pues  lap«- 
tíción  formulada  por  el  señor  Fiscal  no  c(|j¡- 
vale  á  otra  cosa  que  á  un  desistimiento, ..» 
que  importa  haber  incurrido  en  la  causal '!e 
casación  contemplada  en  el  número  8^  del  ar- 
tículo 941  del  Código  de  Procedimiento  Cir;! 

Sostiene  todavía  el  recurrente  que  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  es  casahleenA 
forma,  en  confori;iidad  al  número  S^'delar. 
tículo  941  del  Código  de  Procedimiento  Ciu!, 
porque  la  sentencia  revocatoria  debía  cimtc 
ner  la  decisión  de  todas  las  cuestiones  contr  • 
vertidas  en  el  juicio,  comprendiendo  todas '  - 
acciones  y  excepciones  que  se  hubieren  hec! 
valer  durante  él;  qu*:  las  cuestiones  soinciiO.  * 
al  fallo  judicial  han  sido  dos,  la  querella  -ir 
curato  de  Lampa  y  la  con trii  querella  He  ¡.i 
Municipalidad,  y  que  habiéndose  fallado  p  r 
la  sentencia  recurrida  únicamente  la  querel  a 
declarándola  sin  lugar,  ha  dejado  sin  pronu;> 
ciarse  sobre  la  contra-querella. 

Concedido  el  recurso  por  la  Corte  de  Apct- 
ciones,  el  Director  del  Tesoro  se  presen: 
diciendo  que  se  había  hecho  parte  en  cIjuÍlÍ'. 
y  que  habiéndose  extraviado  ese  escrito  j 
providencia  en  que  se  accedía  á  su  petici''!. 
se  hiciera  certificar  por  el  secretario  esa  cir- 
cunstancia. Ordenada  esa  certificación,  e^• 
puso  este  funcionario,  que  aunque  no  recír-  j 
daba  haber  visto  esa  solicitud,  el  hecho  ti 
puesto  por  el  Director  del  Tesoro  debía  >ír 
exacto  pues  que  le  había  notificado  por  ci 
estado  el  decreto  de  autos  en  relación  ysee 
había  remitido  carta  como  consta  de  aui  '* 

En  el  resto  del  juicio  el  Director  del  Tér- 
ro fué  notificado  de  las  pro  videncias  recaíJúv 
en  la  misma  forma  que  las  otras  partes. 

Conociendo  del  recurso  de  casación  en  - 
forma: 

La  Corte 

Considerando: 

Que  si  bien  el  señor  Fiscal  representa  en  >f 
gunda  instancia  á  las  municipalidades,  cuar 
do  estas  corporaciones  no  han  encomenda  J ' 
su  representación  á  otras  personas,  según  .' 
dispone  el  inciso  2*^  del  artículo  193  de  la  U}' 
Orgánica  de  municipalidades,  este  func  n 
rio  se. limitó  á  dar  su  dictamen  opinando  -^Jf 
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seconfirmara  la  resolución  de  primera  instan- 
cia, y  sometíencio,  por  consiguiente,  el  asun- 
to al  fallo  que  debía  pronunciar  la  Corte  de 
Apelaciones; 

Que  esta  opinión  fiscal  no  es  bastante  como 
lo  sostiene  el  recurrente,  para  considerar  el 
fallo  de  primera  instancia  como  una  senten- 
cia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
puesto  que  el  mencionado  fallo  carece  de  to- 
dos los  requisitos  legales  para  ser  considera- 
do como  una  sentencia  de  término,  sobretodo 
si  se  toma  en  cuenta  que  el  Director  del  Teso- 
ro se  había  hecho  parte  en  representación  de 
los  intereses  fiscales  y  que  no  había  manifes- 
tado su  opinión  en  el  sentido  que  lo  había  he- 
cho el  señor  Fiscal; 

Que  tampoco  puede  estimarse  que  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones  hubiera 
sido  dada  nltrapetita,  por  haber  otorgado 
más  de  lo  pedido  en  el  curso  del  juicio  ó  ex- 
tendiéndola á  puntos  no  sometidos  á  la  deci- 
sión del  tribunal,  porque  en  la  contra-quere- 
lla del  primer  alcalde,  se  sostuvo  que  la  plaza 
era  un  bien  nacional  de  uso  j  áblico  contradi- 
ciendo la  posesión  que  alegaba  el  curato  de 
Lampa,  posesión  que  ha  sido  el  fundamento 
de  la  querella  y  en  interés  de  los  bienes  fisca- 
les, se  hizo  parte  en  segunda  instancia  el  Di- 
rector del  Tesoro,  por  lo  que,  y  por  no  haber- 
se probado  la  posesión  tranquila  y  no  inte- 
rrumpida de  la  plaza  de  Lampa  durante  un 
año,  la  sentencia  ha  debido  declarar  sin  lugar 
la  querella; 

Que  tampoco  puede  considerarse  como  un 
desistimiento  de  la  contra  querella  entablada 
por  el  primer  alcalde  el  dictamen  fiscal,  pues 
no  tuvo  tal  objeto  como  se  ve  por  la  redac- 
ción misma  de  la  vista;  y  aún  cuando  hubie- 
ra tenido  tal  propósito,  en  nada  influiría  para 
los  fines  de  la  resolución,  puesto  que  habien- 
do intervenido  el  Director  del  Tesoro  en  re- 
presentación de  los  intereses  fiscales  se  hacía 
necesario  pronunciar  un  fallo  que  definiera  las 
peticiones  de  las  querellas; 

Que  no  es  procedente  tampoco  la  causal  de 
casación  por  no  haber  dado  la  sentencia  re- 
currida un  fallo  concreto  á  la  petición  de  la 
contra  querella,  puesto  que  ella  tenía  por  ob- 
jeto enervar  la  querella  del  curato  de  Lam- 
ma  é  impedir  que  se  resolviera  amparándolo 


en  la  pü^esión  de  la  plaza,  por  lo  cual  no  dan- 
do lugar  á  la  querella,  ha  obtenido  el  primer 
alcalde  una  resolución  favorable  á  su  peti- 
ción, pues  tanto  vale  para  los  efectos  de  su 
gestión  no  dar  lugar  á  la  querella  del  curato, 
como  dar  lugar  ñ  la  contra-querella; 

Que  la  falta  de  pronunciamiento  expreso 
sobre  la  contra-querella  sería  en  perjuicio  del 
alcalde  de  la  Munipalidad  á  quien  habría 
inferido  agravio  la  sentencia,  por  lo  que  ha- 
bría sido  esta  parte  y  no  el  curato  de  Lampa 
á  quien  correspondería  interponer  el  recurso 
de  casación; 

Que  la  sentencia  recurrida,  al  revocar  la  de 
primera  instancia,  se  contrajo  á  rever  la  re- 
solución de  primera  instancia  que  se  limitó  a 
dar  lugar  á  la  querella  de  amparo  sin  pronun- 
ciarse sobre  la  petición  de  la  contra-querella. 

I:n  mérito  de  estos  fundamentos,  disposi- 
ciones legales  citadas  y  artículo  760  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación 
en  la  forma,  interpuesto  en  el  escrito. 

Se  aplica  al  Fisco  la  consignación  que  co- 
rresponde á  este  recurso. 

Pase  al  tribunal  pleno  para  el  fallo  del  re- 
curso de  casación  en  el  fondo. 

Redactada  por   el  señor  Ministro   Palma 

Guznián —  Gabriel  Gaete José  Alfonso /. 

Gabriel  Palma  Guzmán.  — Leoncio  Rodríguez. 
— Carlos  Varas. 

Desechado  de  esta  manera  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma,  pasó  el  Tribunal  á  ocu- 
parse del  de  fondo. 

Ajuicie  del  recurrente  las  causales  del  recur- 
so de  casación  en  el  fondo,  consisten  en  la  vio- 
lación de  los  artículos  923,  inciso  2*?,  925, 
que  se  dice  doblemente  infringido,  2499,  592 
y  719  del  Código  Civil. 

Según  él  la  sentencia  ha  infringido  la  prime- 
ra de  las  disposiciones  invocadas,  al  estable- 
cer en  su  considerando  5^  que,  tratándose 
aquí  de  un  juicio  posesorio,  sólo  cabe  discutir 
la  posesión  alegada  por  las  partes,  sin  que 
puedan  tomarse  en  cuenta  las  pruebas  de  do- 
minio producidas  por  el  querellante. 

Mientras  tanto,  el  inciso  2"^  del  artículo  923 
dispone  que  "podrán  exhibirse  títulos  de  do- 
minio para  comprobar  la  posesión,  pero  sólo 
aquellos  cuya  existencia  pueda  probarse  su- 


300 


SEGUNDA    PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


maríaniente;  ni  valdrá  objetar  contra  ellos 
otros  vicios  ó  defectos  que  los  que  puedan 
probarse  de  la  misma  manera,  m  Es  esto  lo  que 
ha  hecho  el  recurrente,  pues  para  demostrar 
su  posesión  probó  sumariamente  su  dominio 
en  la  plaza,  y  no  se  ha  objetado  vicio  ó  defec- 
to á  ese  dominio,  ni  sé  ha  intentado  prueba 
alguna  en  contrario. 

El  artículo  925  ha  sido  violado,  en  primer 
término,  porque  para  dar  por  establecida  la 
posesión  de  la  Municipalidad,  y  estimar,  por 
consecuencia,  que  no  pertenece  esa  posesión 
al  curato,  se  ha  dado  valor  legal  á  hechos 
que  no  son  de  los  que  señala  el  artículo  925 
como  demostrativos  del  dominio.  Por  la  in- 
versa, uno  de  los  antecedentes  que  menciona 
en  este. punto  el  fallo,  esto  es,  **el  hecho  de 
que  hayan  cooperado  los  vecinos  y  el  pueblo 
á  las  obras  que  realizó  el  cura  Salas  en  la  pla- 
za, está  probando  el  dominio  y  la  posesión  de 
este  ultime,  y  no  la  posesión  y. el  dominio  de 
aquellos,  pues  nadie  se  coopera  á  sí  mismo; 
tan  sólo  se  ayuda  á  un  extraño." 

Se  ha  violado  por  segunda  vez  el  mismo  ar- 
tículo al  declararse  en  el  considerando  4^  que 
los  actos  invocados  por  su  parte  como  fun- 
damento de  la  posesión  que  se  atribuye  no 
son  de  la  naturaleza  de  los  designados  en  el 
artículo  925  para  probar  la  posesión,  siendo 
que  los  hechos  alegados  y  probados  son  preci- 
samente de  aquellos  á  que  sólo  da  derecho  el 
dominio,  cual  lo  exige  dicha  disposición  legal. 
Según  el  artículo  2499  del  Código  Civil,  la 
omisión  de  actos  de  mera  facultad,  y  la  mera 
tolerancia  de  actos  de  que  no  resulta  grava- 
men no  confieren  posesión  ni  dan  fundamento 
á  prescripción  alguna. 

Sin  infringir  dicho  artículo  no  ha  podido 
la  Corte  dar  por  probada  la  posesión  de  la 
Municipalidad  á  pretexto  de  que  esa  corpo- 
ración ha  destinado  fondos  para  el  cuidado 
y  conservación  dv  la  plaza,  porque  éste  es 
un  acto  de  que  no  resulta  gravamen,  sino  al 
contrario,  para  el  dueño  del  predio  como  lo 
explica  perfectamente  el  señor  juez  a  quo  en 
los  considerandos  3*?  y  4^  de  su  sentenci.i. 

La  declaración  de  no  haber  lugar  á  la  que- 
rella y  de  establecer  en  realidad  de  verdad 
que  la  plaza  cuestionada  es  de  uso  público 
sin  otro  fundamento  que  el  que,  aunque  ce- 


rrada con  postes  y  alambres,  tiene  tomos  de 
madera  para  su  libre  acceso,  envuelve  el  que- 
brantamiento del  artículo  592  del  Códic" 
Civil  que  dice:  "los  puentes  y  caminos  con> 
truídos  á  expensas  de  personas  particalam 
en  tierras  que  les  pertenecen  no  son  biene* 
nacionales,  aunque  los  dueños  permitan  su  as-: 
y  goce  á  todos.  Lo  mismo  se  extiende  á  cuales- 
quiera otras  construcciones  hechas  á  expen- 
sas de  particulares  en  sus  tierras,  aun  cuando 
su  uso  sea  público  por  permiso  del  dueño". 
Por  último,  hay  violación  del  artículo  719 
del  Código  Civil,  según  el  cual,  si  se  ha  empe- 
zado á  poseer  á  nombre  propio,  se  presume 
que  esta  posesión  ha  continuado  hasta  ¿ 
momento  en  que  se  alega.  El  curato  ha  pro- 
bado haber  poseído  la  plaza  sin  contradic- 
ción de  nadie  hasta  1874,  y  era  menester. 
por  tanto,  tener  por  establecido  como  hecho 
incontrovertible,  que  dicha  posesión  había 
continuado  hasta  el  actual  momento,  mien- 
tras no  se  probase  plenamente  que  se  había 
perdido.  Posteriormente  á  la  formaliíadür, 
del  recurso,  y  diciéndose  dentro  del  término, 
se  trató  de  ampliar  el  recurso  de  forma  agrr 
gando  la  causal  de  haberse  quebrantado  tam- 
bién por  la  sentencia  la  ley  de  3  de  septieíD- 
bre  de  1856,  cuyo  artículo  único  declara  que 
se  ceden  á  la  iglesia  parroquial  de  Lampa  r. 
dominio  y  propiedad,  las  10  cuadras  de  terre- 
no que  posee  el  Fisco  hacia  el  Poniente  d<  la 
misma  iglesia  y  del  pueblo  de  su  nombre, 
con  calidad  de  reversión  á  él  en  caso  de  qoe- 
rerla  enajenar  dicha  parroquia. 

La  Corte,  por  resolución  de  15  de  octubre 
de  1904  confirmando  la  de  26  de  agosto  dd 
mismo  año,  dejó  definitivamente  establecí-*'» 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artículoí 
945  y  948  del  Código  de  Procedimiento  Ci ni. 
que  tal  ampliación  era  inadmisible. 

La  parte  recurrente,  por  toda  fandaci6n>:e' 
recurso  se  limitó  á  referirse  al  escrito  de  f'^^r- 
malización,  declarando  que  reproduce  las  ale- 
gaciones en  él  contenidas. 

La  Municipalidad  de  Lampa,  por  s«  parte, 
en  su  respuesta,  se  empeñó  en  demostrar  q« 
el  fallo  recurrido  se  conforma  á  los  precepto* 
de  la  ley. 

Oído  uno  de  los  señores  ministros  del  tn- 
bunal, 
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La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  Corte  de  Apolaciones  fija  en  los 
considerandos  de  su  sentencia,  como  hechos 
nertos  y  probados  en  la  causa  los  que  siguen: 
Primero. — Que  la  plaza  que  es  objeto  de  la 
acción  posesoria  intentada  es  la  única  que 
existe  en  el  pueblo  de  Lampa;  se  halla  circun- 
dada por  la  calle  pública  en  todos  sus  costa- 
dos; está  cerrada  con  postes  y  alambres,  y 
tiene  en  sus  esquinas,  desde  hace  20  años 
próximamente,  tornos  de  madera  para  su  li- 
bre tráfico  y  acceso; 

Segundo Que  las  obras  de  arreglos  y  me- 
joras ejecutadas  en  dicha  plaza  se  llevaron 
á  cabo  con  el  concurso  del  pueblo  de  Lampa 
Y  la  cooperaci  Sn  de  varios  vecinos  de  la  loca- 
lidad; 

Tercero Que  el  cuidado  y  conservación  de 

la  plaza,  está,  desde  hace  muchos  años,  á  car- 
go de  la  autoridad  local  de  Lampa; 

Cuarto — Que  el  querellante,  don  José  Ma- 
ría Carreño,  no  ha  estado  en  posesión  trac- 
quila  y  no  interrumpida  de  la  plaza  de  Lam- 
pa, un  año  completo.  • 

2^  Que  al  apreciar  la  prueba  la  sala  juzga- 
dora del  modo  que  aparece  consignado  en  los 
fundamentos  de  su  fallo  obró  dentro  del 
círculo  de  atribuciones  que  el  Código  Procedí" 
miento  Civil  privativamente  le  defiere,  y  en 
cumplimiento  del  deber  que  el  mismo  Código 
le  impone  al  fallar  los  pleitos  en  el  hecho  y  el 
derecho; 

3*^  Que  no  habiéndose  demostrado  ni  aun 
aducido  infracción  alguna  legal  en  la  aprecia- 
ción de  dicha  prueba,  la  Corte  Suprema  debe 
aceptar  como  irrevocablemente  establecidos 
para  la  decisión  del  recurso,  los  hechos  en 
que  descansa  la  aplicación^  del  derecho  3'  fija 
como  tales  el  tribunal  a  quo  en  su  fallo,  ó  sea, 
en  el  caso  de  este  litigio,  que  el  cura  de  Lam- 
pa don  José  María  Carreño  no  ha  poseído 
tranquila  y  no  interrumpidamente  durante 
un  año  completo,  la  plaza  del  pueblo  de  ese 
nombre; 

•^^  Que  sentado  este  hecho,  no  ha  podido 
«1  querellante  deducir  legalmente  acción  pose- 
soria respecto  de  la  plaza  del  mencionado 
pueblo  de  Lampa,  desde  que,  según  los  térmi- 


nos del  artículo  918  del  Código  Civil,  no  po- 
drá instaurar  una  acción  posesoria  sino  el 
que  ha  estado  en  posesión  tranquila  y  no  in- 
terrumpida un  año  completo; 

5*^  Que  en  virtud  de  lo  expuesto,  al  decidir 
el  fallo  de  que  se, recurre  que  no  procede  el  in- 
terdicto que  da  origen  á  esta  causa,  ha  hecho 
recta  aplicación  de  ese  precepto  legal  y  de 
las  demás  leves  que  el  recurrente  cita  como 
violadas  é  invoca  en  apoyo  del  recurso. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  y  á  lo 
que  disponen  los  artículos  940,  960  y  969  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  no  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  interpuesto  contra  la  sentencia  de  fecha 
27  de  octubre  de  1903.  Queda  aplicada  á  fa- 
vor del  Fisco  la  cantidad  consignada  para 
inteponer  este  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Rodrí- 
guez. —  Leoncio  Rodríguez,  —  Leopoldo  Urru- 
tia.—J,  Gabriel  Palma  Guzmán.^^Galvarino 
Gallardo— Gabriel  Gaetc—V,  Aguirre  7.- 
E.  Fóster  Recabarren. 


Cas,  en  el  fondo.— 17  de  diciembre  de  1906 
Walters  Hnos.  con  Fisco 

Acción  pos93oria. -Querella  de  am- 
paro. —  Posesión.  —  Dominio.— Salí- 
tTcra;  concesión  de  los  yacimientos. 
-Estado;  Pisco. -Prueba  de  la  pose- 
sión.—Testigos. —Título  de  pose- 
sión.-Ley. —Causal  de  casación.— 
Ley  procesal. 

Doctrina:— La  posesión  de  los  yaci- 
mientos de  salitre  pertenece  al  Estado 
por  el  ministerio  de  la  ley  y  sólo  pueden 
adquirirlos  ¡os  particulares  á  virtud  de 
concesión  otorgada  por  autoridad  com- 
petente y  con  las  formalidades  legales. 

En  consecuencia,  si  el  Fisco  se  querella 
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de  amparo  con t ni  particulares  que  han 
ocupado,  á  su  juicio  indebidamente^  un 
yacimiento  salitral,  es  innecesario  apre- 
ciar el  mérito  de  las  informaciones  de 
testigos  rendidas  por  las  partes,  porque 
la  posesión  de  dicho  yacimiento  pertenece 
al  Estado  por  ministerio  de  la  ley,  y  debe 
aceptarse  la  querella. 

El  particular  que  pretende  la  propie- 
dad  ó  posesión  de  un  estacamento  sali- 
tral debe  acreditarlo  por  medio  de  la 
concesión  hecha  por  el  Estado  en  forma 
¡egnl,  ya  que  sin  esa  concesión  la  pose- 
sión y  menos  la  propiedad  de  dicho  esta- 
camento, no  ha  podido  salir  de  manos 
del  Estado. 

No  prueba,  en  consecuencia,  su  derecho 
con  la  sola  presentación  de  una  escritura 
de  compra-venta  á  otro  particular,  pos- 
terior al  decreto  de  30  de  mayo  de  1884, 
que  suspendió  en  todo  el  territorio  de  la 
República  el  otorgamienU)  de  concesio- 
nes de  salitre. 

La  posesión  que  el  Estado  tiene  de  los 
terrenos  salitrales  emana  de  la  ley  y  se 
acredita  con  ella  misma  y  aunque  pu- 
diera argüirse  que  la  ley  establece  más 
bien  el  dominio  que  la  posesión  y  que  los 
títulos  que  acreditan  el  dominio  no  de- 
ben tomarse  en  cuenta  en  los  juicios  po- 
sesorios, procedería  en  este  caso  la  es- 
cepejón  del  inciso  2^  del  artículo  923  del 
Código  Civil,  ya  que  el  título,  que  es  la 
ley,  puede  probarse  sumariamente. 

Si  bien  las  infraciones  de  los  artículos 
167,  703,  715,  716 y  717  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  en  caso  de  ser  efec- 
tivas, podrían  servir  de  base  á  un  recur- 
so de  casación  en  la  forma,  no  dan  méri- 
to pam  fundar  un  recurso  de  casación 
en  el  fondo. 


El  señor  Promotor  Fiscal  demandamlu  c. 
pone:  Que  el  Delegado  Fiscal  de  Salitreras!: 
ha  denunciado  según  telegrama  que  acomri 
ñaque  los  señores  Walters  Hermanos,  comer- 
ciantes y  domiciliados  en  este  puerto,  han  í  ■• 
mado  recientemente  posesión  de  un  terree^ 
ñscal  situado  más  ó  menos  |á  cinco  ó  seis  ir- 
guas  al  norte  de  este  puerto  y  al  este  de  Ta:- 
na,  como  se  puede  ver  en  el  plano  que  taniliK'-. 
acompaña;  y  que  han  empezado  á  ejercerá, 
él  actos  de  dominio  como  son  los  de  cateo?  y 
establecimientos  de  carpas,  dando  á  dicho  u- 
rreno  el  nombre  de  oficina  **La  Cueva",  á  \k- 
sar  de  que  el  Fisco  ha  sido  quien  ha  po<j'l^ 
ese  terreno  en  forma  tranquila  y  no  interrur.. 
pida  por  largos  años.  Se  querella,  en  conse- 
cuencia, de  amparo  y  pide  se  ordene  á  I.- 
querellados  que  levanten  sus  carpas  vsírt 
tiren  de  los  expresados  terrenos,  bajo  aier- 
cibimicnto  de  $  10,000  de  multa  para  eKa> 
de  que  vuelvan  á  ejecutar  en  ellos  acto>  :: 
perturbación. 

Se  citó  al  querellante  y  á  los  qnerellaiN 
á  la  audiencia  prescrita  por  la  ley  y  en  ¿a 
rindieron  las  partes  la  prueba  testimonial  de 
que  da  testimonio  el  acta. 

La  parte  querellada  presentó  también  I' ^ 
documentos  que  corren  en  compulsa,  á  í:- 
de  que  se  tuviese  presente  su  mérito  al  pr» 
nunciar  sentencia. 

Los  dos  testigos  presentados  [por  la  partí 
querellante,  don  Javier  Joachan  y  don  A'la' 
Verdugo,  fueron  tachados  oportunamente  í'  -r 
ser  dependientes  del  Fisco,  el  primero,  er.  c 
carácter  de  ingeniero  de  la  Delegaciún  Fi>va' 
de  Salitreras  y  el  segundo,  en  el  de  guardiái 
de  salitreras 

De  los  dos  testigos  presentados  por  la 
parte  querellada,  uno  de  ellos,  don  Guitr- 
mo  Claiton,  fué  también  tachado  porlapir- 
te  querellante,  por  depender  de  la  parte  »;'- 
lo  presentaba  en  el  carácter  de  aduiirii?::r.i 
dor  de  la  oficina  *'Jazpampa'*  de  cuyo  I>inc 
torio  forma  parte  don  Alfonso  Walter,  ,- 
actúa  en  el  juicio  en  representación  de  Wa 
ters  Hermanos. 

El  juzgado  de  Pisagua,  con  fecha  yHc'" 
nio  de  1904,  resolvió: 

Considerando  respecto  de  las  tachas: 

1^  Que    los    testigos    del  querellante  ra:- 
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nocieron,  al    presttir    declaración,  ser  efecti-  alude  la  querella  durante  el  tiempo  necesario 

vos  los  hechos  que  la  parte  querellada  tuvo  para  poder  instaurar  acción  posesoria;  pues 

presente  para  tacharlos,   pues  ambos  expu-  si  bien  el  testigo  Joachan  expresó  que  el  Fiscor 

sieron    que   eran    emp^eados    á  sueldo  de  la  había  poseído   tranquilamente  esos  terrenos 

Dele<ración  Fiscal  de  Salitreras;  y  desde  el  año  1896  hasta  Agosto  del  año  próxi- 

2^  Que  el  testigo  tachado  de  la  parte  que-  mo  pasado,  al  contestar  las  preguntas  que  le 

reliada,    don    Guillermo    Claiton.    reconoció  hizo  la  parte  querellada,   manifestó  que  sólo 

también  que  eran  efectivos  los  hechos  en   que  le  constaba  que  el  Fisco  había  ejercido  actos 

se  fundó  su  tacha.  de  posesión  en  ellos  desde  el  año  1896  hasta 

Visto    lo  dispuesto  en  el  artículo  347,  nú-  1898; 

mero  4.^  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  6^  Que  á  mayor  abundamiento,  la  querella 

se  delara:  Que  ha  lugar  á  la  tacha  opuesta  «^s  también  vaga  é  indeterminada,  pues  no  se 

á  los  dos  testigos  de  la  parte  querellante;  y  concreta  ni  individiializ  i  en  ella  en  forma  cla- 

á  la  del  testigo    don    Guillermo   CU  iton,  de  ra  y  precisa,    los  terrenos  sobre  que  versa;  lo 

la  parte  querellada;   y    en  consecuencia  que  que  hace  difícil  formarse  concepto  cabal  de  la 

debe  prcscindirse   del  dicho  de  esos  testigos  cuestión,  en  vista  del  desacuerdo  absoluto  de 

al  resolver  la  cuestión  principal.  las  partes  y  de   la    falta  de  prueba  que  supla 

Considerando  respecto  de  ésta:  las  deficiencias  de  la  querella; 

1*?  Que  sólo  puede  instaurar  acción  pose-  ""^  Que  aunque  los  querellados  han  presen- 
soda  el  (pie  ha  estado  en  posesión  tranquila  tado  un  título  inscrito  de  dominio  y  compul- 
y  no  interrumpida  un  año  completo;  sa  de  un  fallo  ejecutoriado  (pie  desechó   otra 

2"  Que  la  posesión  del  suelo  debe  probarse  acción  posesoria  deducida  contra  ellos  por  el 
por  hechos  positivos,  de  aípiellos,  á  que  sólo  Fisco,  no  puede  saberse  qué  importancia  pue- 
da derecho  el  dominio,  y  de  que  sea  suscep-  dan  tener  esos  antecedentes  en  el  juicio  ac- 
tible  el  suelo  ó  predio  materia  del  interdicto,  tual,  por  la  circunstancia  expresada  en  la 
ejecutados  sin  el  consentimiento  del  que  dis-  consideración  anterior  de  no  estar  individua- 
piita 'a  poseí'i(')n;  lizados  en  forma   suficiente   los  terrenos  ma- 

IV-   Oue  el   que  se  querella   de  amparo   debe  teria  del  actual  interdicto;  y 

])robar  también  h^s  actos  de  perturbación  ó  de  8*^  Que  el  poseedor  es  reputado  dueño  mien- 

inoltstia  (pie  motivan  la  querella,  precisando  tras  otro  no  pruebe  serlo. 

el  tiempo  de  su  ejecución,  í)ara  el  efecto  de  es-  Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  918,  920, 

tableccr  que  la  acción   posesoria  está  aún  en  92v'),  1(398  y  700  del  Código  Civil;  703  y  713 

vigor,   j)or   prescribir  ésta  un  año  después  de  del  de  Procedimiento;  y  39  de  los  Aranceles 

ejecutado  el  acto  ó  los  actc  s  de  embarazo;  Judiciales,  se  declara  sin  lugar  la  querella  de 

4'*  Que  el  querellante  no  ha  establecido  los  amparo  de  que  se  ha  hecho  relación,  sin  eos- 
hechos  y  circunstancias  expresados  en  los  "  tas;  y  sin  perjuicios  de  la  acción  ordinaria  del 
convidtrandos  anteriores,  ya  cpie  no  debe  to-  Fisco  para  que  la  haga  valer  con  arreglo  á 
niarse  en  cuenta  el  dicho  de  los  testigos  que  derecho.—/,  hnuicl  I'ohlvte. 
presentó,  por  haber  sido  éstos  tachados  y  no  .Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
liabcrse  producido  otra  clase  de  prueba  en  ciones  fallí'): 
justificación  de  la  querella;  Santiago,  3  de  octubrede  1904.— Vistos:  Re- 

")''  Que   aún  en  el  supuesto  de  f[ue  los  testi-  produciendo  la  parte  ex()ositiva  de  la  senten- 

gos  dtl   querellante   no  hubiesen  sido  tacha-  cia  de  primera  instancia  y  teniendo  present^: 

(los,  sus  dichos   no   habrían    sido   suficientes  1"   Que  la  posesión  de  los  yacimientos,  ma- 

para  haber   prestado   acogida    á  la  querella,  teria  de  la  presente   querella,  pertenece  al  Es- 

porsu   deficiencia,    vaguedad  é   indetermina-  tado   por  el  ministerio  de  la  I  y  y  (pie   sólo 

ción,  especialmente,   el  del  testigo  .Adán  Ver-  pueden  adquirirlos    los    particulares  á  virtud 

dugo,  puesto   que   ninguno    de  ellos  establece  de  concesión  otorgada  por  la  autoridad  com- 

qiie  el   Fisco    haya  estado  en  posesión  tran-  pétente  y  con  las  formalidades  legales; 

quila  y  no  interrumpida  de  los  terrenos  a  que  2"?  Que,  en  consecuencia,  es  innecesario  para 

St;iREMA  2^ 
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el  fallo  de  la  causa  apreciar  el  mérito  de  la  in- 
formación producida  por  el  Fisco  y  de  la  ren- 
%dida  también  por  los  señores  Walters  Herma- 
nos, ya  que  los  actos  de  dominio  que  éstos 
invocan  no  bastan  para  adquirir  la  posesión 
legal  de  tales  3'acimientos,  la  cual,  según  lo 
expuesto,  pertenece  al  Estado,  y  no  ha  podi- 
do transferirse  á  los  querellados  sino  en  la 
forma  indicada  en  el  considerando  anterior;  y 

3*^  Que,  si  bien  los  demandados  han  soste- 
nido que  la  posesión  de  las  pertenencias  á  que 
este  juicio  se  refiere  la  han  adquirido  también 
por  concesión  y  mensura  legalniente  verifica- 
das, no  han  comprobado  esta  circunstancia 
con  los  títulos  correspondientes. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
591  y  1648  del  Código  Civil  y  715  del  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  revoca  la  sentencia  ape- 
lada de  9  de  junio  último  y  se  declara  que  ha 
lugar  á  la  querella,  sin  perjuicio  de  las  accio- 
nes que  puedan  ejercitar  los  señores  Walters 
Hermanos  con  arreglo  á  derecho. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luis 

Barriga Luis  Bnrrif^a. ^Eduardo    Castillo. 

—],  A.  Rojas,  ^Ricardo  Reyes  Solar, 

Contra  esta  sentencia  dedujo  la  parte  de 
Walters  Hermanos,  recurso  de  casación  en  el 
fondo  exponiendo  al  formalizarlo  que  en  ella 
se  infringe  el  artículo  167  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  pues  ha}'  incongruencia  en- 
tre lo  que  arroja  el  proceso  y  la  sentencia. 
Consta  de  autos,  agregan,  que  Walters  Her- 
manos tienen  posesión  de  los  terrenos  desde 
1885  en  que  los  compraron  á  don  Urbano 
Osega:  que  inscribieron  esa  propiedad  en  el 
Conserv^ador  de  Bienes  Raíces;  que  habiendo 
pretendido  hacer  cancelar  la  inscripción,  la 
Corte  Suprema  declaró  sin  lugar  tal  solicitud; 
que  el  Pisco  jamás  ha  estado  en  posesión  ma- 
terial de  esoá  terrenos;  que  los  actos  de  pose- 
sión que  ha  ejercido  (cáteos)  son  en  puntos 
distintos  de  los  que  posee  Walters  Hermanos 
y  que  no  obstante,  se  manda  dar  al  Fisco  una 
posesión  que  no  ha  tenido  ni  en  el  año  prece- 
dente á  la  iniciación  de  la  demanda,  ni  nunca. 

Ha  infringido  también  esa  misma  sentencia 
los  artículos  703,  716  y  717  del  Código  cita- 
do. En  efecto,  las  sentencias  de  interdictos 
sólo  deciden  cuestiones  de  hecho  y  jamás  pue- 
de en  consecuencia  prescindirse  de  la  prueba. 


El  artículo  715  inciso  final  del  mismo  C '•li 
go  de  Procedimiento  Civil  ha  sido  tam^jur. 
infringido  desde  que  no  obstante  que  ai:í<: 
dispuso  que  no  será  admisible  ninj^unaotra 
demanda  que  tienda  á  enervar  lo  resuelto  ce 
el  interdicto,  se  ha  dado  acogida  á  la  íjuerdla 
actual  después  de  haberse  desechado  laacd'V. 
posesoria  instaurada  por  el  Pisco  para  que  se 
cancelase  la  inscripción  de  la  compra  queWa! 
ters  Hermanos  hicieron  á  Osega. 

Se  han  infringido  además  los  artículos  IU\ 
920,  inciso  2^,  923  y  924  del  Código  CItí.. 
pues  tomándose  en  cuenta  lo  que  estos  ¡rt^- 
criben  y  lo  resuelto  en  la  sentencia  recurrí  i.i 
aparece  de  manifiesto  la  violación. 

Al  fundarse  el  recurso  ante  esta  Corte  « /- 
mita  el  recurrente  á  referirse  á  lo  expuesto  ei 
el  escrito  en  que  se  formalizó.  Kespondien^b 
el  señor  Director  del  Tesoro,  pidió  se  rechaza- 
ra el  recurso  porque  á  su  juicio  carece  de  fun- 
damento, desde  que  no  existen  las  infracd:- 
nes  legales,  en  que  se  apoya. 

Se  expidió  el  dictamen  correspondiente  [^^r 
uno  de  los  señores  Ministros,  y 

La  Corte  falló: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  la  sala  respectira  de  la  Cene  «ic 
Apelaciones  de  Santiago,  antes  de  pronna- 
ciar  la  sentencia  recurrida,  dictó  la  providen- 
cia de  14?  de  diciembre  de  1904,  en  la  cual. 
para  mejor  resolver  y  sin  perjuicio  del  acuer- 
do, ordenó  que  se  agregasen  los  antecedente? 
relativos  á  la  concesión  y  mensura  de  las  per- 
tenencias salitreras  á  que  se  refiere  la  qiK- 
relia; 

2^  Que  con  este  motivo  la  parte  recurrcctc 
presentó  la  solicitud  en  la  cual,  pidiendo  q-c 
se  le  tenga  por  adherida  á  la  petición  fiscal. 
que  ya  se  había  formulado,  para  que  la  caasi 
se  fallase  con  los  antecedentes  que  obraÍKiS 
en  autos,  expuso  litet'al mente  lo  qae^sigoi 
"Otra  razón  que  hace  inútil  agregar  losdocs- 
mentos  pedidos,  es  que  mi  parte  estima  con- 
pletaraente  innecesario  añadir  la  posesión  «k 
su  antecesor  á  la  suya  y  para  ello  está  fac-- 
tado  por  los  artículos  717  y  920,  inciso  fina 
del  Código  Civil"... 

3^  Que  sobre  esta  base,  el  título  que  Ha^t 
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valer  el  mencionaflo  recurrente  se  refiere  sólo 
á  la  compra  que  hizo  á  don  Urbano  Osega, 
por  escritura  de  2  de  junio  de  1885,  es  decir, 
con  posterioridad  al  30  de  mayo  de  1884-,  fe- 
cha del  decreto  supremo  que  suspendió  en 
toJo  el  territorio  de  la  República  el  otorga- 
miento de  concesiones  de  depósitos  de  sali- 
tres, boratos  y  demás  sustancias  enumeradas 
en  el  decreto  de  28  de  julio  de  1877  que  quedó 
derogado. 

V^  Que,  en  consecuencia,  para  acreditar  el 
derecho  que  los  recurrentes  pretenden  á  los 
estacamentos  salitrales  en  cuestión  han  de- 
bido presentar  la  concesión  que  el  Estado 
mismo  hubiese  hecho  por  medio  de  su  repre- 
sentantes legítimos  á  los  antecesores  de  los 
recurrentes  ya  que  sin  esa  concesión  la  pose- 
sión y  menos  la  propiedad  de  dichos  estaca- 
mentos no  ha  podido  salir  de  manos  del  Fis- 
co para  transferirlos  á  otra  persona; 

5^  Que  en  el  considerando  3^  de  la  senten- 
cia recurrida  se  establece  que  si  bien  los  de- 
mandados han  sostenido  que  la  posesión  de 
las  pertenencias  á  que  este  juicio  se  refiere  la 
han  adquirido  por  concesión  y  mensura  legal- 
mente  verificada,  no  han  comprobado  esta 
circuntancia  con  los  títulos  correspondientes 
y  por  tanto  la  posesión  que  la  ley  atribuye  al 
Estado  hace  innecesario,  como  lo  consigna  la 
sentencia  recurrida,  apreciar  el  mérito  de  las 
informaciones  que  al  respecto  se  hubiesen  ren- 
dido por  las  partes; 

C)9  Que  planteada  así  la  cuestión  resuelta  en 
la  sentencia  recurrida,  no  aparecen  las  infrac- 
ciones de  los  artículos  del  Código  Civil  en 
que  se  funda  el  recurso,  pues  no  contienen  ellos 
declaración  alguna  que  contravenga  á  las 
reglas  en  esos  artículos  establecidas.  Al  con- 
trario, la  posesión  que  el  Estado  tiene  de  los 
terrenos  salitrales,  posesión  que,  como  se  ha 
dicho,  emana  de  la  ley,  se  encuentra  acredita- 
da con  ella  misma  y  si  bien  pudiera  argüirse 
que  esa  ley  establece  más  bien  el  dominio  y 
que  los  títulos  que  lo  acreditan  no  deben  to- 
marse en  cuenta  en  los  juicios  posesorios,  el 
caso  se  encontraría  comprendido  en  la  excep- 
ción del  artículo  923,  ya  que  el  título  que  es 
la  ley  misma  puede  acreditarse  sumariamen- 
te, desde  que  conforme  á  lo   dispuesto  en  el 


artículo  8*^  del  Código  Civil  no  puede  alegar- 
se ignorancia  de  ella; 

7*^  Que  en  cuanto  á  las  infracciones  que  se 
refieren  al  Código  de  Procedimiento  Civil,  si 
bien  pudieran  ellas,  caso  de  ser  efectivas,  ser- 
vir de  base  á  un  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma, no  darían  mérito  para  fundar  la  acepta- 
ción de  este  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
940  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  de  que  se  trata. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gabriel 
Gaete. 

El  Ministro  señor  Fóster  Recabarren  no 
acepta  la  parte  final  del  considerando  6^— 

Leoncio  Rodríj^uez /.   Gabriel  Palma  Guz- 

man Galvaríno  Gallardo Gabriel  Gaete» 

^Carlos  Varas Abel  Saavedra  —E,  Fóster 

Recabarren. 


Cas.  ea  el  fondo.— 15  de  diciembre  1906 
Salas  Contreras  (menores)  con  Hidalgo 

Sentencia.  —  Oosa juzgada.  —Parte.  - 
Rendiolón  de  cuentas.— Título  eje- 
cutivo. -  Excepciones.  —  Curador.  — 
Fianza;  fiador.— Sentencia  definiti- 
va. -Procedencia  del  recurso.— No- 
tificación.  —Herederos. 

DocT  RIÑA : — Las  resoluciones  Judiciales 
no  producen  cosa  Juzgada  sino  respecto 
de  las  personas  que  han  litigado^  salvo 
las  excepciones  legales. 

La  sentencia  recaída  en  el  juicio  se- 
guido por  rendición  de  cuentas  contra  un 
curador^  no  es  título  ejecutivo  contra  el 
ñador  de  dicho  curador,  si  éste  no  ha  si- 
do parte  ni  ha  intervenido  en  forma  al- 
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gana  en  aquel  juicio  de  rendición  de 
cuentas. 

La  sentencia  que  asi  lo  declara^  aun- 
que interlocutoria,  es  de  carácter  defini- 
tivo en  cuanto  se  pronuncia  sobre  el  mé- 
rito que  la  sentencia  del  juicio  de  cuen- 
tas puede  tener  contra  el  ñador.  Proce- 
de^ por  tanto,  contra  ella  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo. 

La  notificación  de  la  sentencia  recaída 
en  el  juicio  de  cuentas,  hecha  á  los  here- 
deros del  fiador  para  los  efectos  del  ar- 
tículo 1377  del  Código  Civil,  no  altera 
su  situación,  ya  que  no  los  constituye 
partes  en  el  juicio  y  presupone  la  exis- 
tencia de  un  título  ejecutivo  en  contra 
de  su  causa-habiente. 

El  juez  ante  quien  se  inicia  una  ejecu- 
ción debe  examinar  el  título  en  que  se 
funda,  aunque  no  se  hayan  opuesto  ex- 
cepciones ó  se  les  haya  opuesto  fuera  de 
término,  y  resolver  si  reúne  ó  nó  los  re- 
quisitos exigidos  por  la  ley  para  que  ten- 
f¡¿i  fuerza  ejecutiva. 


Don  Eleodoro  Contrcras,  como  curador  de 
los  menores  Osvaldo  v  Tomasa  Salas  Con  tre- 
ras,  demandó  rendición  de  cuentas  á  doña 
I^ablina  Salas,  representante  de  la  sucesión 
de  don  Daniel  Salas,  quien  había  desempeña- 
do anteriormente  la  <?uarda  de  dichos  meno- 
res. Por  sentencia  de  2  de  agosto  de  lOCv")  se 
aprobaron  las  cuentas  presentadas  por  el  cu- 
raílor  Contreras,  ascendentes  á  la  cantidad 
de  $  51.020,  en  rebeldía  de  doña  Pablina. 

En  el  acto  de  rec|uerírsele  de  pa^^o,  esta  ex- 
presó carecer  de  bienes  y  agrci^ó  que  no  le  co- 
rrespondía hacerlo. 

Con  estos  anteccx^entes,  don  Eleodoro  Con- 
treras pidió  se  pusiera  la  sentencia  en  conoci- 
n.icnto  de  doña  Teresi  Hidalgo,  viufla  v  he- 
redera (\c  don  Robustiano  Lazo,  para  los 
eri.'clí>s  (lol  artíjiilí)  l'M7  del  Código  Civil  v 
después  de  trascurrido  el  {)lazo  que  señala 
este  artículo,  presentó  demanda  ejecutiva  an- 


te el  Juzgado  de  San  Fernando  cxponienlo 
que  según  la  sentencia  referida  el  curadoran- 
terior  de  los  pupilos,  don  DanielSala.'s.hasi'ií. 
declarado  responsable  del  saldo  de  $  51.01:" 
en  el  juicio  de  cuentas  de  la  cúratela  qu?tlrr- 
ció  (lelos  referidos  pupilos  y  debe  pagar  dicho 
saldo  con  más  ios  intereses  corrientes  c.,r. 
arreglo  á  la  ley  á  contar  desde  la  fecha  cu  j  le 
la  cuenta  quedó  cerrada,  esto  es,  desde  la  fe- 
cha de  su  presen  t.ación. 

La  sucesión  del  ex-curador  don  Daniel  Si- 
las  con  quien  se  siguió  el  juicio  de  ciient:i^ 
carece  de  bienes  para*  el  pago  de  lo  que  :vlri- 
da,  pues  sólo  ha  podido  embargársela  ni 
acción  y  derechos  sobre  una  casita  que  xivx 
en  la  calle  de  Chacabuco  de  esta  cimia  v 
que  no  representará  un  valor  de  niá>  ic 
$  200  y  se  hace  por  consiguiente  neas.!:  - 
perseguir  la  responsabilidad  del  fiador  del; \- 
curador,  don  Robustiano  Lazo,  ó  sea  su  m  l- 
sión,  representada  ¡)or  su  heredera  doña  1 
resa  Hidalgo  viuda  de  Lazo. 

Expresa  el  ejecutante  que  no  estima  nt\\>:i- 
rio  hacerse  cargo  de  las  observaciones  co:í  c- 
nidas  en  un  escrito  para  que  se  tenga  |>r<L  - 
te  que  presentó  la  señora  Hidalgo  vinl.  :•. 
Lazo: 

1^  Porque  es  completamente  abusiva  la  n't- 
gación  de  cjue  el  fallo  sobre  las  cuentas  dtl  i\ 
curador  don  Daniel  Salas  haya  podido  vrc 
resultado  de  una  colusión,  para  la  cual  luí':'. 
sido  indispensable  la  participación  en  ella  c! 
señor  Defensor  de  Menores  y  del  Ju¿gii 
aparte  de  (|ue  una  alegación  <le  esta  tlasm 
se  acepta  por  la  ley  para  destruir  l<)«>  ctVc.  > 
de  una  sentencia  firme; 

2*^   Porque    establecida  la  responsnbih  1  ' 
del  deudor  principal  queda  por  el  mismo  Í.t- 
cho  establecida  la  d.l  fiador   (jue  es  (ibÜiri' 
al  pago  de  la  deuda  de  aquél; 

8*^  Porque  los  terceros  interesados  á  íjik  »;e 
refieren  los  artículos  23  y  24  del  Códiír » '■- 
ProcedimientoCivil,  pueden  ó  no  intervenirt*.': 
el  juicio  sin  que  haya  necesidad  de  citarlos,  •  f 
tal  manera  que  su  intervención  es  realnic;  ti 
voluntaria  ú  oficiosa,  debiendo  la  seiiteiu: . 
que  se  pronuncie  producir  todos  sus  efec'<  ^ 
sea  que  los  terceros  hayan  hecho  uso  ó  no  <\ 
derecho  de  hacerse  parte  en  el  juicio  que  se  i  < 
pronunciado; 
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•  '\r^  Porque  el  artículo  25  dice,  al  revés  de  lo 
que  se  supone  por  la  señora  Hidalgo  viuda  de 
Lazo,  que  la  sentencia  pronunciada  en  contra 
(le  las  partes  principales  afecta  á  los  terceros 
íjiic  luin  podido  intervenir  cíi  cl juicio,  con 
arrojólo  á  los  articulos  23  y  24  y  no  establece 
la  regla  de  que  jjara  que  se  produzcan  estos 
efectos  sea  menester  que  hayan  sido  citados  ó 
(j:ic  Iriyan  figurado  como  partes  en  el  juicio, 
porque  sólo  se  requiere  la  citación  ó  interven- 
ción de  las  partes  directas.  De  todos  modos, 
estas  alegaciones  sólo  pueden  tener  cabida  por 
vía  de  excepción,  y  ocuparse  de  ellas  es  abso- 
lutamente extemporáneo. 

Por  el  momento,  dice,  tenemos  en  la  senten- 
cia q::e  puso  término  al  juicio  con  el  curador 
un  título  ejecutivo  de  los  enunciados  en  el  ar- 
tículo 455  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
título  que  establece  una  deuda  del  ex  curador 
respecto  de  los  pupilos;  que  esta  deuda  afecta 
la  responsabilidad  del  fiador  del  ex-curador; 
que  la  efectividad  de  la  fianza  está  establecida 
\-\ur  la  escritura  respectiva  agregada  también 
á  los  antecedentes  que  tiene  también  fuerza 
ejecutiva  según  el  mismo  artículo  455  citado; 
y  que,  en  consecuencia,  el  pago  de  la  deuda  del 
ex-curador  constante  de  la  sentencia  aludida 
puede  perseguirse  en  contra  del  citado  fiador 
y  de  su  sucesión. 

En  consecuencia,  demanda  ejecutivamente  á 
doña  Teresa  Hidalgo  viuda  de  Lazo  en  su  ca- 
rácter de  heredera  del  fiador  don  Robustiano 
L  zo  y  pide  que  se  despache  mandamiento  de 
ejecución  y  embargo  en  su  contra  por  la  suma 
de  $  51,020  que  expresa  la  sentencia  de  fecha 
2  «le  agosto  de  1905,  sus  intereses  corridos 
de>de  la  fecha  de  la  presentación  de  la  cuenta 
hasta  el  definitivo  pago  }•  las  costas,  debiendo 
imputarse  como  abono  el  importe  de  los  dere- 
tlns  de  la  casa  embargada  á  la  sucesión  del 
ex  curador  don  Daniel  Salas. 

l'l  Juzgado  resolvió: 

^an  Fernando,  22  de  septiembre  de  1905.— 
Kii  lo  principal, y  otrosí,  hágase  como  se  pide. 
~  /osé  .4 5 í roza  S. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Ape- 
l.'iciones  falló: 

Santiago,  28  de  marzo  de  1906.— Vistos:  Te- 
niendo presente: 

1*^  Que  don  EleodoroContreras,  curador  de 


los  menores  Osvaldo  y  Tomasa  Salas  Contre- 
ras,  demanda  ejecutivamente  á  los  herederos 
de  don  Robustiano  Lazo,  en  su  carácter  de 
fiador  de  don  Daniel  Salas,  guardador  que  fué 
de  dichos  menores,  á  fin  de  obtener  el  pago  de 
lo  juzgado  en  los  autos  sobre  rendición  de 
cuentas  que  se  haii  traído  á  la  vista; 

2^  Que  el  juicio  sobre  cuentas  de  que  se  lia 
hecho  mención  se  siguió  únicamente  entre  el 
expresado  don  Eleodoro  Contreras  ylos  here- 
deros del  tutor  don  Daniel  Salas,  sin  interven- 
ción alguna  de  la  sucesión  actualmente  ejecu- 
tarla y  que,  en  consecuencia,  no  puede  hacerse 
efectivo  en  contra  deéstael  fallo  de  cu^'O  cum- 
plimiento se  trata,  como  quiera  que  las  reso- 
luciones judiciales  no  producen  cosa  juzgada 
sino  respecto  de  las  personas  que  han  litiga- 
do, salvo  las  excepciones  establecidas  por  la 
ley,  entre  las  cuales  no  se  encuentra  compren- 
dido el  presente  caso; 

3*^  Que  esta  situación  no  se  altera  por  la  no- 
tificación hecha  á  los  herederos  de  don  Robus- 
tiano Lazo  de  todo  lo  obrado  en  el  juicio  re- 
ferido, por  cuanto  dicha  notificación  hecha 
sólo  para  los  efectos  indicados  en  el  artículo 
1377  del  Código  Civil  no  los  constituye  par- 
tes en  un  pleito  en  que  no  figuraron  como  ta- 
les y  supone  en  cambio  un  título  ejecutivo  ya 
en  contra  de  su  causa  habiente;  como  lo  ma- 
nifiestan con  toda  evidencia  el  objeto  y  los 
términos  de  la  recordada  disposición  legal; 

49  Que  el  artículo  462  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  ordena  al  Juez  ante  quien  se 
inicia  una  ejecución  examinar  el  título  que  se 
le  presenta  á  fin  de  acojerla  ó  denegarla  según 
sea  ó  no  ejecutivo  el  título  con  que  se  deman- 
da, y  que,  siendo  por  su  naturaleza  apelable 
la  resolución  que  se  expide  á  este  respecto  debe 
hacer  igual  calificación  el  Tribunal  de  segun- 
da instancia; 

5^  Que  si  bien  el  demandado  opuso  excep- 
ciones, que  sólo  podía  interponer  en  el  térmi- 
no fatal  de  cuatro  días,  esta  circunstancia  no 
obsta  á  la  calificación  que  ha  de  hacer  el  Tri- 
bunal, al  pronunciarse  sobre  el  mandamiento 
de  ejecución  ya  que,  según  se  ha  expuesto,  ha 
de  apreciar  en  todo  caso  las  condiciones  del 
título  y  resolver  si  reúne  ó  no  los  requisitos 
exigidos  por  la  ley  para  que  tenga  fuerza  eje- 
cutiva. 
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Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
198  y  199  d¿l  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  revoca  la  resolución  apelada  de  22  de  sep- 
tiembre del  año  próximo  pasado,  y  se  declara 
sin  lugar  la  ejecución  solicitada  en  el  escrito 
compulsado. 

RedacciSn  del  Ministro  don  Luis  Barriga.— 
/.  Bernales. — Felipe  Herrera— Luis  Barr^a^a. 

El  ejecutante  interpuso  recurso  de  casación 
en  el  fondo  contra  esta  sentencia  y  al  forma- 
lizarlo expuso: 

"Que  el  título  que  es  ejecutivo  contra  el 
deudor  principal,  lo  es  también  contra  el  fia- 
dor, pues  su  obligación  es  pagar  todo  lo  que 
adeuda  el  afianzado  y  que  sostener  el  princi- 
pio contrario  sería  violar  la  disposición  del 
artículo  2335  del  Código  Civil; 

**Que  estando  resuelto  por  sentencia  ejecu- 
toriada cuál  es  la  obligación  del  deudor  prin- 
cipal, no  puede  el  fiador  excusarse.de  hacer  el 
pago  por  no  haber  sido  citado  al  juicio  so 
pretexto  de  que  no  es  suya  la  deuda  del  afian- 
zado, principio  que  va  contra  la  naturaleza 
de  Ja  fianza  que  es  una  obligación  accesoria 
que  tiene  la  fuerza  y  eficacia  de  la  obligación 
principal"; 

El  artículo  28  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  da  á  la  sentencia  que  se  pronuncia  con- 
tra una  persona  la  misma  fuerza  obligatoria 
contra  las  personas  que,  sin  ser  partes  direc- 
tas, tienen  interés  en  sus  resultados,  como  Ic 
es  el  fiador,  que  puede  solicitar  su  interven- 
ción en  el  juicio,  en  conformidad  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  24.  Por  esto,  al  solicitar  su 
intervención  personal  forzosa  para  que  la  sen- 
tencia produzca  efectos  en  su  contra,  el  fiador 
pretende  que  se  establezca  en  su  favor  un  pro- 
cedimiento contrario  í  lo  prescrito  en  las  dis- 
posiciones legales  mencionadas. 

Considera  también  infringidas  las  leyes  20, 
título  22  y  4^  título  23,  Partida  3^  bajo  cu- 
yo imperio  se  dictó  la  sentencia  que  se  invoca 
como  título  ejecutivo,  leyes  que  sostienen  las 
mismas  disposiciones  que  las  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  que  establecen  que  las 
sentencias  pronunciadas  en  contra  de  varios 
obligados,  producen  efectos  en  contra  de  los 
Jemas,  aún  cuando  no  hubieran  tenido  cono- 
cimiento del  pleito,  entre  los  cuales  está  con- 


siderado el  fiadí)r  á  quien  se  le  concede  ehi.- 
recho  de  apelar. 

Y  aunque  es  verdad  que  en  algunos  jwicin> 
se  requiere  la  intervención  de  algunos  oblii^^v 
dos,  para  que  les  afecte  la  resolución,  noestnn 
enumerados  entre  éstos  los  fiadores. 

El  representante  de  doña  Teresa  Hi<lal;íov. 
de  Lazo,  respondiendo  sostiene,  en  primer 
término,  que  es  improcedente  el  recurso  de 
casación  interpuesto,  pues  la  sentenciarec;:- 
rrida,uoes  definitiva,  ni  se  halla  en  ninguno  (i; 
los  dos  casos  contemplados  en  el  artículo  i<3l* 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  esto  e>. 
que  se  trate  de  una  sentencia  interlocutorin. 
que  ponga  término  al  juicio  ó  bien  quchíi^i 
imposible  su  continuación. 

En  orden  á  la  causal  del  recurso  basada  en 
la  infracción  de  las  leyes  2*,  título  22,  y4\ 
título  23  de  la  Partida  3*  observa  que  éstas 
se  hallan  expresamente  derogadas  por  ciar 
tículo  final  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Afirma  que  no  se  ha  contravenido  á  iociis- 
puesto  en  el  artículo  25  del  Código  cítalo. 
según  el  cual  **las  resoluciones  que  se  dicten 
en  los  casos  de  los  artículos  23  y  24,  produd 
rán  respecto  de  las  personas  á  quienes  diclcs 
artículos  se  refieren  los  mismos  efectos  qi!. 
respecto  de  las  partes  principales".  Coraoeí- 
tos  artículos  23  y  24  se  refieren  al  caso  t!e 
personas  *'que  hayan  intervenido  en  el  jui- 
cio", ellos  sancionan,  con  el  artículo  2ó  la 
misma  doctrina  que  sustenta  la  resolución,  ic 
la  Iltraa.  Corte  de  Santiago,  en  el  sentido  iv 
que  las  sentencias  sólo  afectan  á  las  persona? 
que  han  intervenido  en  el  pleito. 

Agrega  la  parte  recurrida  que  no  existe  in 
fracción  del  artículo  455  del  citado  Códigcv 
pues,  el  fallo  de  la  Corte  se  ha  librado  en  es- 
tricta conformidad  con  lo  que  él  dispone;  íju> 
aún  suponiendo  infringidos  los  artículos  25 y  i 
455,  esa  infracción  de  leyes  de  procedimiento, 
aún  siendo  de  carácter  sustanciales,  no  auto 
rizaría  una  casación  en  el  fondo;  y  finalmente 
que,  tampoco  se  ha  infringido  el  artículo  'loh 
del  Código  Civil,  ya  que  la  resolución  recia 
mada  no  niega  que  el  fiador  debe  pagar;  sol  > 
establece  el  procedimiento  que  debe  seguirse 
en  conformidad  á  las  prescripciones  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil;  y  que  no  existicn 
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do  ninguna  de  las  infracciones  que  se  alegan, 
debe  de  estimarse  el  recurso,  aún  suponiéndo- 
la procedente. 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  los  señores  Mi- 
nistros, 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  el  fallo  de  que  se  recurre,  aunque  in- 
terlocutorio.es  de  carácter  definitivo  en  cuan- 
to se  ha  pronunciado  sobre  el  mérito  que  la 
sentencia  recaida  en  el  juicio  de  cuentas  puede 
tener  con  respecto  á  la  heredera  del  fiador 
don  Robustiano  Lazo,  declarando  que  esta 
última  resolución  no  produce  los  efectos  eje- 
cutivos, atribuidos  por  el  curador  don  Elio- 
doro  Contreras:  de  todo  lo  cual  se  deduce  que 
es  procedente  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto; 

2*^  yue  la  disposición  contenida  en  el  ar- 
tículo 25  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
se  refiere  á  las  personas  que  ejerzan  el  dere- 
cho que  se  les  concede  para  gestionar  en  la 
forma  establecida  por  el  artículo  17,  á  aque- 
llos que  puedan  intervenir  como  coadyuvan- 
tes, según  el  artículo  24  del  mismo  Código; 
3^  Que  de  consiguiente,  la  disposición  del 
artículo  25,  que  se  dice  infringido,  no  ha  sido 
quebrantada,  desde  que  por  la  sentencia,  ma- 
teria del  recurso,  no  se  da  lugar  á  la  ejecu- 
ción contra  doña  Teresa  Hidalgo,  sucesora 
del  fiador  Lazo,  persDna  que  no  se  hizo  parte 
en  el  juicio  sobre  rendición  de  cuentas,  inicia- 
do por  el  curador  don  Eliodoro  Contreras 
contrae!  representante  de  la  sucesión  del  pri- 
mer curador  don  Daniel  Salas; 

4-'  Que  por  no  haberse  hecho  parte  la  de- 
mandada no  pudo  discutir  su  responsabilidad 
como  heredera  del  fiador  de  Salas,  de  modo 
que  la  sentencia  recurrida  ha  apreciado  exac- 
tamente su  situación  jurídica  al  estimar  que 
no  figuró  en  dicho  juicio; 

5^  Que  dado  este  antecedente,  la  sentencia 
qie  aprobó  las  cuentas  presentadas  por  e] 
curador  Contreras,  no  tiene  el  carácter  de 
título  ejecutivo  contra  doña  Teresa  Hidalgo 
viuda  de  Lazo,  y,  por  consiguiente,  el  fallo 
recurrido  no  ha  violado  tampoco  el  número 
1^  del  artículo  455  del  Código  de   Procedi- 


miento Civil,  al  revocar  el  mandamiento  de 
embargo; 

6^  Que  del  mismo  modo  no  se  ha  podido 
infringir  el  artículo  2335  del  Código  Civil, 
pues  esta  disposición  se  limita  á  definir  la 
naturaleza  de  la  fianza  como  obligación  ac- 
cesoria, y  la  sentencia  no  contiene  ninguna 
declaración  que  sea  inconciliable  ó  que  pugne 
con  lo  que  prescribe  aquél  artículo;  y 

7*?  Que  las  le^-es  20,  título  22,  y  4^  títu- 
lo 23  déla  partida  3*  quebrantados  por  el 
fallo  de  segunda  instancia,  en  concepto  del 
recurrente,  se  encuentran  derogados  por  los 
Códigos  Civil  y  de  Procedimiento,  los  cuales 
en  sus  artículos  finales  establecen  que  desde 
que  entren  en  vigor  dichos  Códigos,  queda- 
rán derogadas  todas  las  leyes  preexistentes 
sobre  la  materia  que  en  ellos  se  tratan,  aún 
en  la  parte  que  no  les  fuere  contraria;  y  á 
mayor  abundamiento,  de  autos  aparece  que 
la  fecha  de  la  sentencia  que  aprobó  las  cuen- 
tas del  curador  Contreras,  es  posterior  á  la 
que  empezó  á  regir  el  último  de  los  citados 
Códigos. 

Visto  también  lo  preceptuado  en  los  ar- 
tículos 940  y  979  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar,  con  cos- 
tas, al  recurso  de  casación  en  el  fondo  dedu- 
cido por  el  representante  de  los  menores  Os- 
valdo y  Tomasa  Salas  Contreras  contra  la 
sentencia  de  28  de  marzo  último.  Se  aplica  á 
favor  del  Fisco  la  cantidad  de  $  300  consig- 
nada para  la  interposición  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—Leoncio  Rodríguez.— Galvarino  Gallardo.^ 
Gabriel  Gaete.—  V.  Aguirre  Vargas,—  Carlos 
Varas.— F,  Fóster  Reca barren. —L.  Romilio 
Mora. 
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Cas.  en  el  fondo  12  de  diciembre  de  1906 
Herrera  con  Gutiérrez  León 

Casación  en  el  fondo  -  Juez  de  aguas.  - 
Río  ó  estero  .  Turno  de  aguas.  — 
Aguas .  —  Remuneración  del  Juez.  - 
Ordenanza  de  1872. 

Doctrina:— /va  ley  de  Municipalidades 
de  22  de  diciembre  de  IS91,  dejó  subsis- 
tente el  car¿(o  de  juez  de  aguas  creado 
por  Ja  Ordenanza  de  3  de  enero  de  1872, 
de  modo  que  la  mera  circunstancia  de 
quj  esa  ley  traspasara  á  las  Municipali- 
dudes,  ó  al  juez  de  letras  en  su  caso,  las 
atribuciones  que  aquella  Ordenanza  con- 
fería al  Presidente  de  la  República  en 
orden  al  establecimiento  y  suspensión  de 
turnos,  nombramiento  de  juez  de  aguas, 
etc.,  no  es  causal  jurídica  que  haga  ca- 
ducar los  nombramientos  de  los  jueces 
de  aguas  que  se  hallaban  en  funciones 
cuando  se  dictó  esa  ley. 

Los  jueces  Je  aguas,  una  vez  nombra- 
dos, son  funcionarios  permanentes  y  no 
afecta  esta  permanencia  el  sometimien- 
to á  nuevo  turno  del  río  ó  estero  donde 
prestan  sus  servicios,  ni  tampoco  la  sus* 
pensión  de  esta  medida. 

Sometido  á  turno  un  río  por  resolu- 
ción de  autoridad  competente,  ese  esta- 
do no  se  altera,  aún  cuando  después 
sobrevenga  abundancia  de  aguas,  y  per- 
dura de  derecho  hasta  que  el  juez  á  quien 
corresponde  suspenderlo  lo  dispone  así 
/i  petición  de  parte  y  con  conocimiento 
de  causa. 

Durante  el  turno  de  los  ríos  pesan  so 
bre  los  jueces  todas  sus  obligaciones, 
haya  ó  no  abundancia  de  aguas  y  por 
consiguiente,  pesa  también  sobre  los  ca- 
nalistas  el  deber  de  remunerarlos,  sin  que 
puedan  excusarse  con  el  pretexto  de  que, 
con  la  abundancia  de  at^uas,  se  hacen 
innecesarios  sus  servicios. 


El  juez  de  aguas  sólo  tiene  derecho  :'i 
la  remuneración  que  establece  la  Orde- 
nanza mientras  el  río  ó  estero  está  sow:- 
tido  á  turno.  Suspendido  el  turno,  L< 
funciones  del  juez  son  pasivas,  cesan  sus 
servicios  y  trabajos  y  es  justo  que  cc<c 
también  para  los  ca nalistas  la  ohlhii- 
ción  de  remunerarlo. 

Es  nula  la  sentencia  que  acepticluf 
bro  de  remuneración  hecho  por  unjua 
de  aguas  á  un  canalista  por  un  i>en(jUj 
durante  el  cual  estuvo  suspendido  el  tur- 
no de  un  río. 


Don  Federico  Herrera,  juez  de  agjasuc! 
estero  ile  Chimbarongo,  deniandandoexponc; 
Que  don  Agustín  Gutiérrez  León,  dueño  dí 
veinticuatro  acciones  del  canal  titulado  "Lx 
Cardos*'  íj!ie  se  surte  del  estero  nómbralo,  ¡í 
adeuda  l.i  cantidad  de  $  516  por  cuotas  ven- 
cidas durantj  tres  años  á  contar  del  añ) 
1899  hasta  1901  inclusive,  como  lo  nnnilie- 
ta  en  la  planilla  que  acompaña. 

Que  hi  reconvenido  amistosamente  en  dis- 
tintas ocasiones  el  señor  Gutiérrez  León  parí 
que  le  cancela  lo  que  le  adeuda,  pero  no  na 
obtenido  hasta  ahora  más  que  promesas,  p^-r 
lo  cual  se  ve  obligado  á  entablar  demanJi 
á  r\n  de  que  se  declare  que  en  el  término  de 
veinticuatro  horas  dicho  señor  Gutiérrez df 
be  pagarle,  con  costas,  la  cantidad  adeudada 
y  los  intereses  legales  desde  la  fecha  de  la  no- 
tificación de  la  demanda. 

Antes  de  trabarse  la  litis  el  demandante 
amplió  su  demanda  con  el  cobro  de  $  172  c>- 
rrespondientes  alano  transcurrídoentreU^"! 
y  1902  con  el  mismo  carácter  y  la  causa  mis 
ma  que  se  manifiestaen  la  demanda, de  sucrtí 
que  el  total  de  ésta  llegíi  en   capital  á  $  6"*"^ 

Don  Wenceslao  Larraín,  por  don  Agusiú 
Gutiérrez  León,  contestando  la  demanda, cv 
pone: 

Que  no  reconoce  al  señor  Herrera  el  cará«^- 
ter  en  que  funda  su  pretensión  durante  1'  ? 
años  á  que  se  refiere  la  demanda,  ni  el  de  ha* 
ber  solicitado  ni  recibido  servicios  de  ningu- 


JUk  IMPRUDENCIA 


311 


na  clase  que  obliguen  á  su  mandante.  Es  ver- 
dad que  en  años  anteriores  á  los  que  se  refie- 
re el  cobro,  era  el  señor  Gutiérrez  juez  de 
aguas  en  el  estero  de  Cliimbarongo,  masen 
los  que  menciona  la  demanda  no  ha  habido 
necesidad  de  las  funciones  de  éste,  porque  él 
no  ha  tenido  gran  abundancia  de  agua  de 
manera  que  no  se  le  ha  declarado  á  su  tur- 
n^)  ni  hecho  el  nombramiento  de  juez. 

Que  su  parte  no  entra  por  ahora  á  discutir 
la  forma  ni  quien  debía  hacer  el  nombramien- 
to ni  declaración  del  turno,  puesto  í|ue  no 
habiendo  existido  tal  necesidad  no  hay  para 
qué  tomar  en  cuenta  esíi  circunstancia;  pero 
se  ve  en  el  caso  de  hacer  presente  que  el  Juz- 
fííulo  de  este  departamento  ni  el  de  Curicó  no 
hideron  nombramiento  ni  declaración  de  nin- 
guna especie  sobre  la  materia  en  los  años  de 
que  trata  la  demanda. 

Que,  por  el  contrario,  en  1898  el  juzgado 
de  Curicó  nombró  á  un  señor  LeBeuffejuez 
(le  aguas  del  canal  de  Chimbarongo;  pero  sin 
que  existiese  declaración  de  escasez  ni  some- 
timiento á  turno,  causa  por  la  cual  no  se 
debió  servicio  algnnoá  dicho  señor  Le  Beuffe; 
y  esta  circunstancia  manifiesta  que  el  señor 
Herrera  no  puede  ni  alegar  ese  título  en  pro 
de  sus  pretensiones. 

Que  si  bien  en  apelación,  se  resolvió  el  año 
último  que  el  carácter  de  juez  de  aguas  co- 
rrespondía al  señor  Herrera,  esa  resolución 
no  fué  pronunciada  con  intervención  de  su 
parte  ni  ningimo  de  los  accionistas  del  estero 
Cliimbarongo  y  por  lo  tanto  no  les  afecta, 
de  manera  que  al  señor  Herrera  puede  ser- 
virle su  nombramiento  como  antedente  aá- 
honorcm,  lo  que  su  parte  no  tiene  para  qué 
discutir. 

Que  la  ley  no  ha  establecido  el  cargo  per- 
manente de  juez  de  aguas  y  el  artículo  26, 
inciso  2^,  de  la  ley  de  Municipalidades  sólo 
lia  establecido  ese  servicio  en  el  carácter  de 
comisión  accidental  paralas  casos  y  tempo- 
radas en  que  ocurra  escasez  de  agua  en  los 
ríos  y  se  sometan  éstos  á  turno,  así  es  que 
no  habiendo  tales  declaraciones  no  hay  lu- 
gar á  nombramiento  de  juez  de  aguas,  ni 
existe  funcionario  con  ese  carácter  y  mucho 
menos  nadie  tiene  derecho  á  intervenir  en  la 
distribución  de  las  aguas  de  los  ríos;  tal  es 


el  tenor  y  la  mente  de  las  disposiciones  de 
la  ley  citada  y  del  Reglamento  Supremo  de 
1872. 

Que  su  mandante  es  el  último  de  los  cana- 
listas  que -extrae  aguas  del  estero  Chimba- 
rongo, 3'  está  en  mejor  situación  que  ningún 
otro  j)ara  poder  apreciar  la  abundancia  ó 
escasez  de  las  aguas,  pudiendo  asegurar  que 
todos  los  años  en  referencia,  lejos  de  tapar- 
se el  estero  á  tierra  como  se  acostumbra  en 
las  épocas  de  escasez  para  echar  por  el  ca- 
nal de  su  mandante  toda  el  agua,  han  bas- 
tado para  eí  servicio  sólo  algunos  pies  de 
cabra  y  ligeros  tacos,  que  dejaban  |)asnr 
aguas  abajo  por  el  cauce  del  estero  más  de 
dos  tantos  del  agua  que  hace  su  canal. 

Termina  pidiendo  que  se  deseche  la  deman- 
da con  costas. 

Oídas  las  partes  en  comparendo,  á  petición 
de  éstas  se  recibió  la  causa  á  prueba  con- 
forme á  los  juicios  de  menos  de  $  1.000,  rin- 
diéndose la  que  se  registra  en  autos  y  se 
citó  para  sentencia,  dictándose  la  siguiente 
por  el  juzgado  de  San  Fernando  con  fecha 
14  de  agosto  de  1904. 

Considerando: 

1*^  Que  el  demandante  cobra  la  cuota  que 
al  demandado  corresponde  en  el  honorario 
del  juez  de  aguas  del  estero  Chimbarongo 
por  860  cuadras  que  riegan  á  razón  de  $  0,20 
por  cuadra  durante  cada  uno  de  los  cuatro 
años  trascurridos  desde  1898  á  1902; 

2^  Que  está  establecido  en  autos  el  hecho 
de  que  el  demandante  fué  nombrado  y  se  ha- 
lla en  posesión  de  dicho  cargo  de  juez  de 
aguas  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  ar 
tículo  2^  de  la  Ordenanza  de  3  de  enero  de 
1872,  hecho  expresamente  reconocido  por  el 
señor  Gutiérrez  León  en  los  documentos  de 
que  dan  cuenta  el  certificado  y  solicituJ  com- 
pulsada; 

3*^  Que  aunque  por  sentencia  del  señor  juez 
letrado  de  Curicó,  se  declaró  caducado  el 
nombramiento  de  juez  de  aguas  que  invoca 
el  demandante,  la  Iltma.  Corte  de  Apelacio- 
nes revocó  esa  declaración; 

4^  Que  también  la  Iltma.  Corte  de  Apela- 
ciones suspendió  los  efectos  de  la  resolución 
del    mismo  juzgado    que    nombraba    á  don 
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Félix  Le  Beuffe  para  el  cargo  de  juez  de 
aguas  de  que  se  trata; 

5*^  Que  aparece  que  el  juez  letrado  de  este 
departamento  declaró  en  vigor  el  nombra- 
miento del  señor  Herrera  por  sentencia  pasa- 
da en  autoridad  de  cosa  iuzgada  fecha  28  de 
julio  de  1898;  y  recaída  en  juicio  entablado 
con  tal  ol)jeto  por  algunos  de  los  canalistas 
interesados; 

6^  Que  el  demandado  no  ha  justificado  de- 
bidamente que  don  Federico  Herrera  haya 
dejado  de  ejercer  su  cargo  de  juez  de  aguas 
y  demuestran  lo  contrario  las  gestiones  de 
que  dan  razón  los  comparendo?; 

7^  Que  no  habiendo  constancia  de  que  du- 
rante los  años  á  que  se  refiere  la  demanda  se 
haya  proceilido  á  nombrar  debidamente  el 
juez  de  que  habla  el  artículo  26,  numero  2^ 
de  la  ley  de  Municipalidades,  debe  entenderse 
que  subsistirá  el  nombramiento  del  señor  He- 
rrera; 

8*^  Que  la  declaración  citada  en  el  conside- 
rando 5*^  está  manifestando  que  el  deman- 
dante ejercía  el  cargo  de  juez  tantas  veces 
aludidos;  y 

9^  Que  el  señor  Gutiérrez  León  no  ha  obje- 
tado la  cuantía  de  la  cuota  que  se  le  exige. 

En  mérito  de  las  consideraciones  anteriores 
y  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  y  1713 
del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
demanda,  sólo  en  cuanto  se  pide  que  el  señor 
Gutiérrez  León  debe  pagar  al  señor  Herrera 
la  cantidad  de  $  680.    César  A.  Sanhueza. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones: 

Santiago,  ^diciembre  15  de  1904.— Vistos: 
Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  14  de 
agosto  último,  con  costas.— ¿4.  Versara  A. — 
A.  Montt,—E,  Castillo, 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  mismo 
Gutiérrez  León  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, sosteniendo  al  formalizarlo  que  dicha  sen- 
tencia en  cuanto  declaró  subsistente  el  cargo 
de  juez  de  aguas  servido  por  Herrera  y  aeree" 
dor  éste^ültimo  á  la  remuneración  demanda- 
da ha  infringido  tanto  el  artículo  26  de  la 
Ley  Orgánica  de  Municipalidades  como  la 
Ordenanza  General  de  3  de  enero  de  1872. 

Para  llegar  á  esta  conclusión  alega  el  recu- 
rrente que  al  enumerar  el  artículo  26  de  la 


le}'  más  arriba  citada  las  atribuciones  que 
corresponden  á  las  municipalidades  como  en- 
cargadas de  promover  la  educación,  la  a g:n 
cultura,  industria  y  comercio,  dice  en  el  inci» 
1*^  de  su  artículo  2^  que  podrá  nombrar  en 
tiempo  de  escasez  de  aguas  un  inspector  que 
vigile  los  marcos  que  en  los  ríos  y  esteros  se 
construyan  y  distribuyan  proporcionalmruc 
sus  aguas  entre  los  interesados:  que  en  cmr.- 
to  el  río  ó  estero  recorra  ó  divida  dos  ó  mis 
territorios  municipales  se  aplic.irán  las  de- 
posiciones respectivas  de  la  Ordenanza  Gene- 
ral de  3  de  enero  de  1872  con  exclusión  de  la* 
que  dan  intervención  en  la  materia  al  Presi- 
dente de  la  República  ó  á  sus  agentes,  las 
cuales  ejercerá  el  juez  letrado  de  la  resillen- 
cia  más  inmediata  al  río  ó  estero,  corropon- 
diendo  á  éste  decretar  ó  suspender  el  turno . . 
nombrar  el  juez  de  aguas,  removerle  y  fij^^rle 

el  sueldo,  á  todo  lo  cual  procederá  el  juez 

previa  información  sumaria  que  acredítela 
escasez  ó  abundancia  de  las  aguas. 

** De  estas  disposiciones  se  deduce  con  per- 
fecta claridad,  agrega  el  recurrente,  que  >j1o 
produciéndose  la  escasez  de  agua,  acredita  la 
en  la  forma  que  dichas  disposiciones  pres- 
criben, pueden  las  municipalidades,  ó  el  juez 
letrado  en  su  caso,  poner  á  tumo  un  río  ó 
estero  y  proceder  como  consecuencia  de  este 
antecedente,  al  nombramiento  del  inspector 
ó  jaez  de  aguas  que  haga  su  distribución  pro- 
porcional á  los  canalistas" 

Después  de  observar  el  recurrente  que  la 
Ordenanza  de  3  de  enero  de  1872  disponcsu?- 
tancialmente  lo  mismo,  agrega  testualmenie; 

De  los  certificados  agregados  á  las  cuentas 
en  cumplimiento  del  decreto,  se  despreivif 
que  desde  1896  hasta  diciembre  de  1902  ni 
en  el  Juzgado  de  Letras  de  Curicó  ni  en  el  Jí 
San  Fernando  hay  constancia  de  que  se  some- 
tiera á  turno  el  estero  de  Chimbarongo.  M 
certificado  del  secretario  del  primer  Juzgado 
de  Curicó  aparece  "que  desde  el  año  de  IS^'^ 
no  ha  sido  sometido  á  turno  el  río  Chimba- 
rongo". Este  mismo  certificado  es  más  suges- 
tivo todavía,  dice:  **por  auto  de  30de  septiem- 
bre de  1899  se  suspendió  el  turno  de  dicho 
río''. 

A  mayor  abundamiento,  tenemos  la  prueba 
testimonial  rendida  al  tenor  del  interrógate- 
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rio.  De  diclia  prueba  aparece  que  once  tes  ti- 
teos, respondiendo  á  la  .segunda  pregunta,  ex- 
ponen: que  en  los  años  á  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia, las  aguas  del  Chimbarongo  fueron  de 
tal  manera  abundantes,  que  no  se  hizo  nece- 
sario someterlas  á  turno.  Los  mismos  testi- 
gos declaran  que  "en  esa  misma  época  el  ca- 
nal de  la  hacienda  **Los  Cardos"  tuvo  agua 
permanentemente  y  abundancia,  lo  que  prue- 
ba que  no  hubo  necesidad  de  turno." 

El  hecho  de  haber  habido  aguas  en  abun- 
dancia y  permanentemente  excluye  la  idea  de 
turno;  y  como  sin  haber  turno  no  pudo  el  se- 
ñor Herrera  desempeñar  su  cargo  de  distri- 
buidor de  las  aguas,  es  claro  que  no  prestó 
sus  servicios  y  por  lo  tanto,  no  tiene  derecho 
alguno  á  ser  remunerado. 

El  demandante  ha  solicitado  por  su  parte 
que  se  rechace  el  recurso  y  analizando  en  su 
respuesta  los  mismos  antecedentes  aducidos 
por  el  demandado  llega  á  la  conclusión  de 
que  la  sentencia  recurrida  no  se  ha  dictado 
ni  adolece  de  las  infracciones  legales  que  erró- 
neamente le  atribuye  su  contendor. 

Oído  el  informe  de  uno  de  los  Ministros  del 
Tribunal, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  en  la  sentencia  recurrida  se  dan  por 
establecidos  los  siguientes  hechos  que  han 
servido  de  base  para  j)ronunciarla: 

A.  Que  el  demandado  fué  nombrado  y  se 
halla  en  posesión  de  su  cargo  de  juez»  de 
a^^uas  de  Chimbarongo.  con  arreglo  á  lo  que 
dispone  el  artículo  2^  de  la  Ordenanza  de  3 
de  enero  de  1872; 

B.  Que  el  demandado  no  ha  justificado  de- 
bidamente que  don  Federico  Herrera  haya 
dejado  de  ejercer  el  cargo  de  juez  de  aguas  de 
que  aquí  se  trata  y  demuestran  lo  contrario 
las  gestiones  de  que  dan  razón  las  compulsas; 

C.  Que  Gutiérrez  León  no  ha  objetado  la 
cuantía  del  monto  de  gastos  que  se  le  exige. 

2^  Que  sin  contradición  de  las  partes  se 
llalla  asimismo  establecido  en  los  autos  espe- 
cialmente por  el  certificado  y  sentencia  com- 
pulsada, que  el  turno  del  río  ó  estero  Chimba- 
rongo fué  suspendido  por  resolución  del  juez 


de  letras  de  Curico,  de  30  de  septiembre  de 
1899;  y  no  consta  que  esa  suspensión  se  haya 
dejado  posteriormente  sin  efecto; 

3^  Que  la  ley  Orgánica  de  Municipalidades 
de  22  de  diciembre  de  1891  no  borró  en  sus 
disposiciones  y  por  el  contrario,  dejó  subsis- 
tente el  cargo  de  juez  de  aguas  creado  por  la 
Ordenanza  de  3  de  enero  de  1872.  De  modo 
que  la  mera  circunstancia  de  que  la  citada 
ley  traspasara  á  las  Municipalidades  ó  al 
juez  de  letras  territorial,  en  su  caso,  las  atri- 
buciones que  aíjuella  Ordenanza  confería  al 
Presidente  déla  Repúbliiía  en  orden  al  esta- 
blecimiento y  suspensión  de  turnos  de  los  ríos 
ó  esteros;  nombramiento  de  juez  de  aguas 
para  las  mismas  y  demás  menesteres  concer- 
nientes á  este  ramo,  no  es  un  motivo  ó  ca  r 
sal  jurídica  que,  con  arreglo  ¡i  ilerecho,  pueda 
hacer  caducar  los  nombramientos  de  los  jue- 
ces de  aguas  que  se  hallaljan  en  funciones 
cuando  se  dictó  la  ley  posterior,  estatuto  que 
á  ese  respecto  no  ha  podido  producir  otro  re- 
sultado que  el  de  someter  á  los  empleados 
aludidos  al  nuevo  régimen  creado  por  la  le- 
gislación actualmente  vigente; 

4r^  Que  en  consecuencia,  la  sentencia  recu- 
rrida no  ha  infringido  los  preceptos  legales 
invocados  por  Gutiérrez  León  al  considerar 
subsistente  para  los  efectos  de  la  demanda,  el 
empleo  de  juez  de  aguas  del  río  Chimbarongo 
servido  por  el  demandante;  y  al  declarar  que 
éste  se  hallaba  todavía  en  posesión  de  dicho 
cargo; 

5^  Que  para  propender  al  adelanto  de  la 
agricultura  y  al  conveniente  y  equitativo  re- 
parto de  las  aguas  nacionales  de  uso  publico 
entre  los  riberanos  y  otros  particulares  con 
derecho  á  ellas,  cuidó  el  legislador  de  dictar 
las  reglas  conducentes  en  el  Código  Civil  y  en 
distintas  ordenanzas  primero  y  más  tarde  en 
la  ley  de  Municipalidades,  donde  reglamentó 
definitivamente  este  servicio,  otorgando  á  las 
comunas  de  la  República  en  unos  casos  y  á 
los  jueces  de  letras  respectivos  en  otrosíes 
facultades  necesarias  para  atender  á  aquellos 
propósitos; 

6^  Que  de  conformidad  con  el  artículo  26 
de  la  ley  citada,  en  concordancia  con  la  Orde- 
nanza de  3  de  enero  de  1872,  corresponde  al 
Juez  de  Letras  de  la  residencia  más  inmediata 
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á  los  ríos  6  esteros  que  atraviesen  niris  de  un 
territorio  municipal  someter  á  turno  dichos 
ríos  6  esteros  en  tiempo  de  escasez  de  aguas, 
suspender  esos  turnos  cuando  esta  medida 
no  sea  ya  necesaria,  nombrar  y  remover  los 
jueces  de  aguas  que  deben  vigilar  y  prescribir 
su  reparto  entre  las  personas  que  tengan  de- 
rechos á  ellas  y  finalmente  fijar  á  esos  em- 
pleados el  sueldo  que  para  remunerar  sus  ser- 
virios  deben  erogar  los  canalistas  favoreci- 
dos. A  todo  lo  cual,  agrega  la  ley,  procederá 
el  juez  á  petición  de  cualquier  interesado, 
previa  información  sumaria  que  acredite  la 
abundancia  ó  escasez  de  aguas; 

7^  Que  de  lo  anterior  se  deduce  claramente 
que  aun  cuando  los  jueces  de  aguas  una  vez 
que  para  ello  sea  necesario  tomar  en  cuenta 
la  abundancia  ó  escasez  de  las  aguas,  sus 
funciones  sin  embargo,  no  son  siempre  las 
mismas  y  atendida  su  naturaleza,  correspon- 
de calificarlas  de  activas  6  de  pasivas,  según 
que  esté  ó  nó  sometido  á  turno  el  río  donde 
prestan  sus  servicios; 

8*^  Que  cuando  el  río  no  está  sometido  á 
turno  los  jueces  de  aguas,  de  acuerdo  con  lo 
que  dispone  el  artículo  3*^  de  la  Ordenanza  de 
3  de  enero  de  1872,  deben  hacer  por  sí  mismos 
la  distribución  de  las  aguas  entre  los  canalis- 
tas de  ambas  riberas,  velando  constantemen- 
te por  que  no  se  altere  dicha  distribución  y 
restableciéndola  en  el  acto  cuando  por  cual- 
quier accidente  se  alterase;  deben  proponer á 
la  autoridad  judicial  respectiva  lo  que  fuere 
conveniente  para  hacer  efectivo  el  más  equi- 
tativo y  fácil  re])arto  de  las  mismas  aguas; 
deben  pedir  auxilio  á  las  indicadas  autorida- 
des para  hacer  cumpliry  respetar  las  demarca- 
ciones que  hicieren  en  las  bocas  de  los  canales, 
y  por  ultimo,  deben  tener  también  los  ins- 
pectores necesarios,  nombrados  y  pagados 
por  ellos,  que  les  ayuden  á  velar  por  que  se 
ejecuten  los  repartimientos  con  toda  exac- 
titud. 

Bn  la  situación  á  que  se  refiere  este  consi- 
derando, las  funciones  del  juez  de  aguas  son 
evidentemente  activas  y  para  remunerarlas 
y  resarcirle  además  de  los  gastos  en  que  con 
ocasión  de  las  mismas,  hubiere  incurrido, 
dispone  el  artículo  7*^  de  la  Ordenanza  antes 
recordada  que  los  dueños  de  los  canales  pa- 


guen proporcional  mente  el  sueldo  del  juez  y 
los  gastos  que  hubiere  hecho; 

9*^  Que  una  vez  sometido  á  turno  an  rín 
cualquiera  por  resolución  de  autoridad  com 
pétente,  ese  estado  no  sufre  alteracirmalz-- 
na,  aún  cuando  después  sobrevenda  alnn 
dancia  de  aguas,  y  perdura  de  derecho  Iia^tn 
que  el  juez  á  quien  corresponde  suspeinicr! 
lo  dispone  así  á  petición  de  parte  y  con  conv- 
ci miento  de  causa; 

10.  Que  por  tanto,  y  debiendo  pesar  sohrc 
los  jueces  repartidores,  durante  el  turno  lí 
los  ríos,  las  obligaciones  arriba  ind¡ca;:a>. 
haya  6  nó  abundancia  de  aguas,  pesa  tan 
bien  sobre  Las  canalistas  el  deber  de  renij::.- 
rarlos,  sin  que  puedan  excusarse  de  esta  o'ü 
gación  con  el  pretexto  de  que  i)or  la  alm: 
dancia  de  las  aguas  se  hacía  de  hecho  in 
necesaria  la  prestación  de  sus  servicios: 

11.  Que  según  ya  se  ha  insinuado  en  otM 
parte,  la  suspensión  de  turnos  en  los  ríos  ó  e- 
teros  no  produce  la  vacancia  del  cargo  dejj.: 
de  aguas  cuyo  titular  exista;  pero  rediKx^ 
sus  funciones  á  la  condición  de  nierame-tc 
pasivas;  de  tal  modo  que  durante  la  suspí  • 
sión,  cesa  para  el  empleado  aludido  tocí 
obligación  y  servicio;  y  es  entonces  naturl 
y  lógico  que  cese  de  igual  manera  para  los  ca- 
nalistas la  obligación  de  rema  aerar  ser  nao? 
que  no  se  prestan  c  de  abonar  gastos  j  tra- 
bajos que  no  se  ejecutan; 

12.  Que  si  bien  la  situacióji  especial  enqnf 
la  ley  coloca  á  los  jueces  de  aguas  durante  i*i 
suspensión  judicial  de  los  turnos  puede sutnr 
modificaciones,  en  virtud  de  acuerdos  que  J^- 
galtnente  hayan  adoptado  los  canalistas  c^' 
resj)ecto  al  sueldo  ó  rem iir.e ración  que  á<' 
chos  empleados  puede  psignárselcs  aun  par"". 
el  tiempo  de  la  suspensión,  el  demandante  n" 
ha  acreditado  en  estos  autos  que  tal  acueri' 
se  haya  producido  en  lo  <|'.ie  toca  á  los  scrv- 
cios  del  estero  de  Chimbarongo  porloo-í 
debe  entenderse  que  en  el  expresado  estero  b^ 
regi<lo  la  ley  general  sin  alteración  alguna; 

13.  Que  la  fijación  ó  suspensión  de  loslurn  > 
del  río  Chimbarongo  es  un  hecho  del  plc!'' 
que  debieron  acreditar  las  partes  durante  a 
secuela  del  juicio;  y  aun  cuando  el  deman'^- 
do  ha  tratado  de  justificar  con  la  prueba  ie> 
timonial  v  documental   rendida  al  efecto  qj¿ 
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el  expresado  río  no  estuvo  som^liilo  á  turno 
durante  loa  años  que  comprende  la  demanda. 
tal  aserto  a|)'4rece  en  parte  irrefra^rablemente 
contradicho  con  el  certificado  y  sentencia  de 
los  cuales  consta  que  el  Juez  de  Letras  de  Cu- 
ricó  susptíndió  el  turno  sólo  desde  el  30  de 
sepiícnd)re  de  1899,  circunstancia  que  basta 
para  demostrar  (pie  antes  de  esa  fecha  el  tur- 
no existía; 

14-.  c)ne  en  la  demandase  cobran  al  can  alis- 
ta Gutiérrez  León  las  cuotas  corrcsponílien- 
tes  á  los  períodos  de  1898  á  1899,  de  1899  á 
190í\vdel900á  1901,  seprún  textualmente 
se  consitjna  en  la  cuenta  ó  liquidación; 

IT).  Que  todo  lo  expuesto  en  los  conside- 
rando.^ anteriores  permite  arribar  á  la  con- 
clusión de  que  los  jueces  de  fondo  aplicaron 
correctamente  las  leyes  que  en  el  recurso  se 
dan  por  infringidas  al  declarar  que  el  cana- 
lista  Gutiérrez  León  debía  abonar  al  juez  de 
aguas  demandante  la  cuota  devengada  du- 
rante la  sección  ó  parte  del  período  de  1898 
á  1809,  en  que  el  río  Chímbarongo  permane- 
ció sometido  A  turno,  y  que,  por  el  contrario, 
infringieron  dichas  leyes  Vi  hacer  ex  tensivo  el 
pairo  de  í|ue  se  trata  á  los  períodos  posterio- 
res en  (|ue  el  turno  había  sido  ya  suspendido 
por  autoridad  competente; 

1*).  Que  las  infracciones  mencionadas  han 
tenido  inducncia  sustancial  y  directa  en  lo 
dispositivo  del  fallo. 

Visto  ademas  lo  prevenido  en  los  artículos 
040,  958  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  inter- 
puesto. 

Se  invalida,  en  consecuencia,  el  fallo  expedi- 
do por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
y  procédase  ¡)or  esta  Corte  á  dictar  el  (pie  co- 
rres[ioude  en  su  reemplazo. 

Devuélvase  íi  la  parte  recurrente  la  multa 
consignada. 

Kedactada  por  el  señor  Ministro  Fóster 
Recabarren.— /^eo/7C70  RocJnoue'¿.— Leopoldo 
^  rriiíifi,^  Gal vn riño  Gallardo.  _  Carlos  la- 

ras.-^Ahcl  Sanvedra Zj.  Fóster  Rccaharren. 

—L.  Romilio  Mora. 

^  lalKuido  la  causa,  con  la  misma  fecha. 


La  Corte: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
y  los  considerandos  de  la  sentencia  apelada  y 
teniendo  presente: 

1^  Que  con  arreglo  A  derecho,  los  jueces  de 
aguas  son  funcionarios  de  carácter  permanen- 
te q;ie  deben  duraren  su  empleo  mientras  no 
sean  removidos  en  forma  legil  y,  por  lo  mis- 
mo, su  permanencia  en  dicho  cargo  no  puede 
resultar  afectada  por  el  sometimiento  á  nue- 
vo turno  del  río  ó  estero  donde  prestan  sus 
servicios,  ni  tampoco  por  la  suspensión  de 
esta  nudidn;  circunstancias  ambas  que  sólo 
dicen  relación  con  la  escasez  ó  abundancia 
de  las  nguas.  pero  no  con  el  empleo  de  juez  re- 
pnrtiilor  de  las  mismas  ni  con  la  persona  del 
qu^'  tal  cargo  desempeñn; 

2*^  Que  no  succfle  lo  m.ismo  en  orden  á  los 
trabajos  y  obligaciones  que  pesan  sobre  el 
juez  de  aguas,  según  cpie  este  ó  nó  sometido 
á  turno  el  río  de  donde  es  titular,  pues  mien- 
tras que  en  el  |)riinercaso  le  corresponde  cum- 
plir activamente  con  todos  los  deberes  que  le 
impone  el  artículo  3*^  de  la  Ordenanza  de  8  de 
enero  de  1872,  en  el  segundo  sus  funciones 
son  meramente  |3asivas;  de  tal  modo  que  du- 
rante la  susj)ensión  del  turno  cesa  de  hecho 
para  el  emj.deado  aludido  toda  obligación  ó 
servicio; 

3*^  Que  el  artículo  1^  de  la  Ordenanza  más 
arriba  citada  dis[)one  (pie  para  remunerar  al 
juez  de  «aguas  sus  servicios  y  resarcirle  ade- 
más de  los  gastos  en  que  huljiese  incurrido 
con  ocasión  de  sus  funciones,  deben  los  due- 
ños lie  cada  canal  concurrir  con  una  cantidad 
proporcional  á  la  cuota  ó  dotación  de  aguas 
del  respectivo  acueducto,  á  fin  de  cubrir  con 
ella  el  sueldo  que  se  fija  al  juez  y  los  otros 
gastos  á  (pie  se  ha  hecho  referencia; 

V^  Que  no  teniendo  otro  objeto  el  grava- 
men niLMicionado  en  el  consideranrlo  anterior 
(pie  remuu'.'rar  é  indemnizar  al  juez  de  aguas 
los  servrcios  y  trabajos  que  presta  ó  ejecuta 
durante  el  turno  del  río  ó  estero,  es  de  toda 
justicia  (jue,  cesando  dichos  servicios  y  tra- 
bajos durante  la  sus[)c:isión  del  turno,  cese 
tambi(*n  para  los  canalistas  la  obligación  de 
erogar  cuota  alguna  para  tales  menesteres; 

5"   Que  de  autos  consta  qL:e  el  turno  del  es- 
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tero  Chimbarongo  fué  suspendido  por  decre- 
to del  juez  de  letras  de  Curicó  el  30  de  sep- 
tiembre de  1899  y  no  aparece  que  esa  suspen- 
sión se  haya  dejado  posteriormente  sin  efec- 
to; y 

6^  Que  habiendo  tenido  lugar  la  suspensión 
del  turno  sólo  en  la  fecha  arriba  indicada,  tal 
circunstancia  demuestra,  salvo  prueba  en 
c  )ntrario,  que  no  se  ha  producido,  que  antes 
de  dicha  fecha  el  río  permanecía  sometido  á 
turno,  y  el  juez  de  aguas  don  Federico  Herre- 
ra ha  tenido  por  tanto,  durante  ese  tiempo, 
derecho  á  la  remuneración  correspondiente, 
cualquiera  que  haya  sido  la  abundancia  de 
las  aguas. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  le- 
gales en  ellos. citadas  y  visto  también  lo  pre- 
venido en  los  artículos  1698,  1713.  1437, 
1568  y  1569  del  Código  Civil,  se  declara: 
que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuanto 
don  Agustín  Gutiérrez  León  debe  pagar  á 
don  Federico  Herrera,  como  juez  de  aguas 
del  estero  de  Chimbarongo,  las  cuotas  que 
según  la  planilla  le  correspondía  erogar  des- 
de el  año  1898  hasta  el  30  de  septiembre  de 
1899,  fecha  en  que  se  suspendió  el  turno  del 
mencionado  estero  y  que  no  ha  lugar  á  lo  de- 
más que  en  dicha  demanda  se  pide. 

Se  conñrma  la  sentencia  apelada  de  14  de 
agosto  de  1904  en  todo  lo  que  estuviere  con- 
forme con  la  presente  y  se  revoca  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren.  —  Leoncio  RodrUtiez  —  Leopoldo 
Urruti&.—Galvanno  Gallardo.— Carlos  Vara, 

— Abel Saavedra E.  Fóster  Recaharren. — L. 

Ronúlio  Mora, 


Cas.  en  la  forma.—  15  de  diciembre  de  1906 

Sucesión  Evaristo  Ríos  con  Pimentel 

Casación  de  oñcio— Vista  de  la  causa.  — 
Suspensión.  —  Abogado;  enfermedad. 
Anuncio  de  la  causa.  —Tabla. 

Doctrina:— Ped/í/a  la  suspensión  de 
una  causa  por  el  abogado  de  ella  por 


enfermedad,  no  puede  in  vocar  de<pué<>  i 

nulidad  de  la  sentencia  dictada,  fundí- 

dose  en  que  la  causa  estaba  mal  amz 

ciada  en  la  tabla  por  haber  un  error  t. 

la  última  letra  del  nombre,  porque  i 

hecho  de  pedir  la  suspensión  maniñestr. 

el  conocimiento  de  que  era  esa  ¡a  cau^ 

Solicitada  por  un  abogado  la  süsptn 

sión  de  una  causa  por  estar  enfermo, 

con  el  certiñcado  médico  correspondkv. 

te,  si  el  tribunal  ve  y  falla  la  causa,  fah 

al  trámite  esencial  de  señalar  nuero  din 

para  su  vista  y  este  vicio  autoriza  para 

anular  de  oñcio  la  sentencia. 


Nombrado  don  Juan  A.  de  la  Fuente  juez 
compromisario,  por  doña  Evarista  Río«,  ec 
su  testamento,  este  nombramiento  fué  apro- 
bado por  la  justicia  ordinaria  por  auto  dic- 
tado á  solicitud  de  una  de  las  herederas. 

Iniciada  la  participación,  creyeron  losbert 
deros  que  era  necesario  ampliar  la  jurisdic 
ción  del  compromisario  para  que  liquidara  v 
dividiera  también  los  bienes  quedados  por 
fallecimiento  de  doña  María  de  los  Angeles t 
de  doña  Petronila  Ríos  y  Trincado,  herma 
ñas  carnales  de  doña  Evarista  Ríos,  en  raz*^: 
de  estar  en  comunidad  los  bienes  de  las  tre 
sucesiones  y  de  ser,  con  pequeñas  diferencias, 
los  mismos  los  interesados  en  dichos  bieae^: 
se  practicaron  ante  la  justicia  ordinaria  las 
diligencias  del  caso  y  el  nombramiento  fat 
aprobado. 

Reunidos  en  comparendo  los  interesados  r. 
los  bienes  de  las  tres  sucesiones,  previa  la  ci- 
tación ordenada  en  el  inciso  1^  del  artíwlT 
810  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  acor- 
daron, según  constn  del  acta,  nombrar  ad 
ministrador  pro-indiviso  de  los  bienes  de  Is' 
tres  sucesiones  divididas,  á  don  José  María 
Medina,  reglamentando  esa  administracit  r. 
en  la  forma  que  indica  el  acta  citada. 

Impuesto  don  José  Valeriano  Pimentel,  a- 
bacea  y  tenedor  de  bienes,  nombrado  pord- 
ña  Evarista  Río»  T.  del  acuerdo  expresada 
reclamó  de  él  y  pidió  se  dejara  sin  efecto  t- 
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nombramiento  de  administrador  y  se  tlecla- 
rara  que  en  su  carácter  de  albacea  con  tenen- 
cia de  bienes,  debía  conservar  la  administra- 
ción de  los  bienes  inventariados. 

De  esta  petición  se  confirió  traslado  y  autos 
á  los  herederos,  trámite  que  han  evacuado. 

Con  lo  expuesto  por  las  partes  el  juez  com- 
promisario con  fecha  15  de  junio  de  1906  re- 
solvió: 

Teniendo  presente: 
I*?  Que  el  artículo  810  del  Có  ligo  de  Proce- 
dimiento Civil,  confiere  á  los  interesados  ó 
herederos,  la  facultad  de  acordar  ó  resolver 
lo  que  estimen  conveniente  sobre  la  adminis- 
tración pro-indiviso  de  los  bienes  comunes, 
con  tal  que  sean  citados  á  comparendo  espe- 
ciahnente  con  ese  objeto,  y  que  concurran  al 
acuerdo  la  mayoría  absoluta  de  los  asisten- 
tes, que  representen  á  lo  menos,  la  mitad  de 
los  derechos  de  la  comunidad;  circunstancias 
que  concurrieron  cuando  se  tomó  el  acuerdo 
reclamado; 

2^  Que  dicho  acuerdo  no  necesitó  para  su 
validez,  ser  aprobado  por  el  que  suscribe,  ya 
que  el  artículo  810  antes  citado,  solo  le  da 
intervención  al  compromisario  en  esta  mate- 
ria, cuando  no  concurre  la  mayoría  de  inte- 
resados que  el  mismo  artículo  exige; 

3*^  Que  es  inoficioso  pronunciarse,  por  aho- 
ra, sobre  el  derecho  que  alega  el  albacea  y 
tenedor  de  bienes  de  la  sucesión  de  doña  Eva- 
riáta  Ríos  T.  para  conservar  la  administra- 
ciin  de  los  bienes  inventariados,  en  razón  de 
que  los  bienes  dejados  por  la  citada  señora 
Evarista,  están  en  comunidad  y  confundidos 
con  los  pertenecientes  alas  sucesiones  de  doña 
María  de  los  Angeles  y  de  doña  Petronila 
Ríos  Trincado  y  estas  dos  últimas  señoras, 
no  nombraron  albacea  y  tenedor  de  bienes  al 
señor  Pimentel;  y 

4-^  Que  el  acuerdo  reclamado,  fué  tomado 
por  los  herederos  de  las  tres  sucesiones. 

Con  el  mérito  de  estos  considerandos  y  dis- 
posiciones legales  citadas,  se  declara  firme, 
por  haber  sido  tomado  con  arreglo  á  la  ley, 
el  acuerdo  en  que  los  herederos  de  doña  María 
de  los  Angeles,  de  doña  Petronila  y  de  doña 
Evarista  Ríos  y  Trincado,  nombran  á  don 
José    María     Medina,    administrador  pro- 


indiviso  de  los  bienes  de  las  tres  sucesiones  y 
en  consecuencia,  no  ha  lugar  á  la  petición 
formulada  por  el  albacea  y  tenedor^'s  de  bie- 
nes de  doña  Evarista  Ríos  y  Trincado,  para 
que  se  le  conserve  en  la  administración  de  los 
bienes  inventariados,  quien  deberá  entregar- 
los á  don  José  María  Medina,  bajo  inventario 
y  dentro  de  tercero  día  después  de  ejecutoria- 
do este  auto.— /uan  .4.  de  la  Fuente. 
Apelado  este  fallo. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  agosto  31  de  1906.— Vistos:  Se 
confirma,  con  costas  del  recurso,  la  resolución 
apelada  de  15  de  junio  último.— £í.  Castillo. 

—Luis  Barriga -/.  Agustín  Rojas.— R.  Reyes 

Solar. 

Contra  esta  sentencia  la  parte  de  Pimentel 
dedujo  recurso  de  casación  en  la  forma,  fun- 
dado en  que  no  se  señaló  día  para  la  vista  de 
la  causa  con  las  enunciaciones  prescritas  por 
la  ley.  El  expediente  en  lugar  de  aparecer  en 
la  tabla  respectiva  con  el  nombre  de  las  par- 
tes, como  lo  previene  el  artículo  170  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  figuró  en  la  del 
31  de  agosto  con  la  expresión:  **Ríos  Evaris- 
to (sucesiones)**,  que  no  le  corresponde.  Se  ha 
infringido,  pues,  este  precepto  y  los  conteni- 
dos en  los  artículos  5^,  171  y  172  del  mismo 
Código,  sin  que  el  recurrente  pudiera  defen- 
derse en  la  instancia. 

Agrega  además  que  su  abogado,  que  se  en- 
contraba á  la  sazón  enfermo,  según  el  certifi- 
cado á  que  se  refiere,  encargó  á  uno  de  sus 
colegas  que  obtuviera  la  suspensión  no  sólo 
de  la  enunciada  causa  sino  de  otra  que  figu- 
raba en  la  misma  tabla  del  día  indicado,  me- 
dida que,  habiéndose  acordado  á  la  segunda, 
no  sabe  por  qué  no  se  hizo  también  extensiva 
á  la  primera,  ó  sea  á  la  de  "Ríos  Evaristo 
(sucesiones)**. 

Se  abrió  un  término  de  prueba  para  acredi- 
tar las  causales  alegadas,  y 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  de  lo  expuesto  por  el  mismo  recu- 
rrente en  el  escrito  en  que  formaliza  el  recurso 
aparece  que  su  abogado  pidió  por  enferme- 
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fiad  la  suspensión  fie  la  cansa  anunciada  en 
la  tabla  con  la  designación  de  **Kíos  Eva- 
risto (sacesiones)**,  suspensión  que  no  se  lle- 
vó á  efecto  por  ti  tribunal; 

2^  Que  dicha  causa  se  anunció  con  el  nom- 
bre que  tiene  el  expediente  en  su  portada,  y 
el  ligero  error  cometido  en  la  última  letra  del 
nombre  no  es  suficiente  para  establecer  que 
produjo  la  indefensión  del  recurrente,  pues 
su  abogado  por  el  hecho  de  haber  pedido  la 
suspensión  manifestó  (jiie  esa  causa  era  la 
denominaíla  "Ríos  Evaristo  (sucesiones)'*, 
en  la  que  debía  alegar; 

3^  Que,  de  consiguiente,  no  es  acc[)table  el 
motivo  de  casación  fundado  en  que  no  se  se- 
ñaló día  para  la  vista  de  la  causa  con  las 
enunciaciones  prescritas  por  la  ley; 

4*^  Que,  á  pesar  de  la  suspensión  de  la  can-  ' 
sa   solicitada   p'.:r  su  abogado  en  uso  de  su 
derecho  que  la  ley   le  otorga,    tuvo  lugar  la 
vista  de  ella; 


5*^  Que,  suspendida  la  causa,  debió  sen, i. a- 
se  nuevo  día  para  su  vista,  y  no  hahiéiM-ví 
hecho  así  en  el  caso  de  que  se  trata,  se  iu 
faltado  á  un  trámite  esencial  presento  ¡-  - 
el  artículo  970  del  Código  de  Procetlimicn- 
Civil;  y 

6*^  Que,  aún  cuando  esta  causal  no  ha  >!  > 
formalmente  alegada,  se  encuentra  esta' .- 
cida  en  autos,  y  da  mérito  para  invali  lar !. 
sentencia  recurrida  en  conformidad  á  lo  pr^- 
critos  en  el  artículo  949  del  mismo  Col- 
visto  además  el  artículo  979,  seinvaliia 
oficio  dicha  sentencia  y  se  repone  el  prou* 
en  el  estado  de  fijarse  nuevo  día  para  vr 
vista  por  el  tribunal  correspondiente. 

Devuélvase    al    recurrente  la   malta  c  . 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vara> 

Leopoldo   Urratia.--G¿ilvannn  Ga\b\T-l  - 
Gabriel  Gacte.—  V.  Aisairre  V.—  'Sarlft'^  lar  . 
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Cas.  en  la  forma,  -18  de  diciembre  de  1906 
Bravo  con  Empresa  de  Tracción  Eléctrica 

Oas.  en  la  forma.  -  Ultra  petita.— Acci- 
dente.—Pe  rjuiolos.  -  Indemnización 
— Cuasidelito. 

Doctrina:  Si  en  la  demanda  se  pide  el 
pago  de  una  suma  dada  como  indemni- 
zación de  perjuicios^  es  nula  por  fallar 
"'ultra  petita''  la  sentencia  que,  al  con- 
ñrmar  la  de  primera  instancia  que  daba 
lugar  en  parte  á  la  indemnización  pedi- 
da, declara  que  ésta  debe  pagarse  en  for- 
ma de  una  pensión  vitalicia  y  que  la 
Empresa  demandada  debe  constituir  una 
garantía  para  responder  por  esa  pen 
sión  durante  el  tiempo  que  ella  debe  du- 
rar. Esta  ultima  resolución  se  refiere  á 
un  punto  no  propuesto  ni  discutido  por 
las  partes. 


Don  Abraham   Herrera  Bravo,   por  doña 
Enriqueta  Bravo,  demanda  á  la  Empresa  de 

SUPREMA 


Tracción  y  Alumbrado  Eléctricos  de  Santia- 
go para  que  se  declare  que  debe  pagar  á  su 
representada  la  cantidad  de  $  40,000  como 
indemnización  por  el  accidente  que  sufrió  su 
representada  el  4  de  diciembre  de  1904  y  en 
el  cual  perdió  una  pierna  y  su  salud. 

En  la  fecha  indicada  y  como  á  las  4j  de  la 
tarde,  la  señora  Bravo  tomó  un  tranvía,  que 
llevaba  otro  acoplado,  en  la  calle  de  San  Pa- 
blo, cerca  de  la  esquina  de  Maturana,  y  es- 
tando de  pie  en  la  pisadera,  la  cobradora  le 
dijo:  "no  hay  lugar*',  la  empujó  y  botó  entre 
la  acera  y  la  línea  y  el  carro  acoplado  le  cor- 
tó un  pie  y  le  destruyó  la  pierna  izquierda, 
un  poco  más  arriba  de  la  rodilla.  A  conse- 
cuencia de  esto  la  señora  Bravo  estuvo  dos 
meses  en  un  hospital,  siendo  dada  de  alta,  la 
última  vez,  el  19  de  julio  de  1905. 

El  hecho  ha  sido  producido  por  la  falta  de 
respeto  que  hacia  el  público  y  la  sociedad  tie- 
nen los  empleados  de  la  Empresa  y  le  impone 
á  ésta  una  responsabilidad  equivalente  á  la 
desgracia  irreparable,  daños  y  sufrimientos 
que  ha  causado. 

Estima  que  la  cantidad  que  demanda  como 
indemnización  no  es  exagerada,  dado  el  valor 
que  en  todo  país  culto  se  atribuye  á  la  perdí" 
da  de  los  miembros  y  á  la  inutilización  para 
el  trabajo,  á  la  aptitud  de  la  señora  Bravo 
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para  ganarse  la  vida  holgadamente  en  el  co- 
mercio, como  lo  hacía  hasta  el  momento  de 
su  desgracia,  y  á  la  estima  y  dignidad  á  que, 
bajo  todos  conceptos,  es  acreedora 

Don  Samuel  Claro  Lastarria,  por  The  Chi- 
lian  Klectric  Tramway  and  Light  C*^  Ltd., 
contestando  á  la  demanda,  pide  que  se  ab- 
suelva de  ella  á  la  Empresa,  con  costas. 

A  este  fin  espone:  que  es  falsa  la  relación  que 
la  demandante  hace  del  suceso;  que,  naciendo 
la  acción  intentada  de  un  cuasi  delito,  es  ne- 
cesario que  el  actor  pruebe  no  sólo  la  existen- 
cin  del  hecho,  sino  que  haya  sido  producido 
por  un  acto  de  una  persona,  cuyo  acto  sea  la 
causa  precisa  y  necesaria  del  suceso;  que  sien- 
do en  este  caso  indirecta  la  responsabilidad 
de  la  Compañía,  es  necesario  establecer  quién 
es  el  empleado  que  dio  origen  á  ella;  que  tam- 
bién debe  probar  que  la  Compañía,  pudiendo 
evitar  los  accidentes,  no  lo  hizo;  que  mientras 
no  se  establezca,  por  cualquier  medio,  quién 
fuéel  empleado,  presunto  causante  del  acciden- 
te la  Compañía  no  puede  asumir  ninguna  res- 
ponsabilidad; y  aunque  fuera  efectivo  el  he- 
cho relatado  por  la  demandante,  la  Compa- 
ñía no  habría  podido  evitarlo,  como  no  po- 
dría evitar  que  un  empleado  suyo  matara  á 
un  tercero  con  quien  tuviera  enemistad  ó  gol- 
peara á  un  transeúnte,  pues  estos  serían  ac- 
tos propios  del  individuo,  fuera  del  alcance 
de  la  Empresa  y  que  el  monto  de  la  indemni- 
zación que  se  pide  es  fantástico. 

En  la  réplica,  la  demandante  insiste  en  to- 
dos los  puntos  de  su  demanda  y  especialmen- 
te: en  que  á  su  debido  tiempo  probará  los  he- 
chos de  que  duda  el  demandado;  en  que  no 
hay  necesidad  de  indicar  el  número  ni  cuali- 
dades del  carro  ni  del  empleado,  pues  existe 
el  cuasi-delito,  la  fuente  de  la  obligación,  pres- 
cindiendo de  estos  detalles  que  sólo  importan 
á  la  Empresa;  y  en  que  la  indemnización  no 
es  exagerada.  Pide  que  se  acepte  la  demanda. 

La  duplica  se  concreta  á  reproducir  las  ra- 
zones que  se  han  expuesto  en  la  contestación, 
á  demostrar  que  no  puede  haber  cuasi-delito 
sin  autor  determinado  (un  empleado  culpa- 
ble) y  á  solicitar  que  se  deseche  la  demanda. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  se  rindió  la 
que  consta  en  autos,  alegaron  de  bien  proba- 
do, se  citó  para  sentencia  y  uno  de  los  juzga- 


dos de  Santiago,  con  fecha  18  de  mayo  de 
1906,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  atendidos  los  puntos  de  prueba,  las 
partes  están  de  acuerdo  en  que  la  demandan- 
te fué  atropellada  por  el  carro  **remolque"  ó 
* 'acoplado"; 

2^  Que  con  la  prueba  rendida  por  la  deman- 
dante se  ha  acreditado  que  el  accidente  se  debió 
á  que  la  conductora  del  carro-motor,  ordenó 
la  partida  y  empujó  á  la  señora  Bravo  hacia 
abajo,  con  lo  que  cayó  sobre  la  línea  y  el 
carro-remolque  le  causó  las  lesiones  de  que 
reclama; 

3^  Que  el  hecho  de  *'no  haber  lugar",  única 
causal  alegada  por  la  conductora  en  el  mo- 
mento de  echar  ahajo  á  la  demandante,  no  la 
autorizaba  para  proceder  de  ese  modo,  ni 
menos  para  dar  la  partida  al  mismo  tiempo; 

4^  Que  los  hechos  de  no  aceptar  un  pasaje- 
ro y  de  ordenar  la  partida  del  carro,  consti-  • 
tuyen  evidentemente  dos  actos  del  servicio; 

5*^  Que,  dada  la  prueba  de  la  demandante 
y  los  hechos  materia  de  ella,  no  es  atendible 
la  prueba  rendida  por  la  parte  demandada; 

6^  Que,  **todo  daño  que  pueda  imputarse  á 
malicia  ó  negligencia  de  otra  persona,  debe 
ser  reparada  pt)r  ésta",  según  el  artículo  232 
del  Código  Civil,  y  *Íos  empresarios  son  res- 
ponsables no  sólo  de  sus  propias  acciones, 
sino  del  hecho  de  sus  dependientes",  según  el 
artículo  2320  del  mismo  Código;  y 

7^  Que  los  hechos  establecidos  por  la  parte 
demandante,  demuestran  que  es  exagerada  la 
suma  que  se  cobra  por  perjuicios. 

Visto,  además,  loque  disponen  los  artículos 
151,  167  y  374  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  1698  y  1717  del  Código  Civil,  se  de- 
clara  que  ha  lugar  la  demanda,  en  cuanto  la 
Empresa  debe  pagar  por  toda  indemnización 
la  suma  de  $  15,000,— Da^oberto  Lagos, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Ape. 
ciones: 

Santiago,  22  de  octubre  de  1906.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  y  conside- 
randos de  la  resolución  apelada  de  18  de 
mayo  último,  se  confirma  dicha  sentencia  con 
declaración  de  que  la  Empresa  demandada 
debe  pagar  á  doña  Enriqueta  Bravo,  una 


JURISPRUDENCIA 


321 


pensión  vitalicia  de  $  70  mensuales,  por  toda 
iníUmnización  de  perjuicios;  debiendo  consti- 
tuirse por  la  demandada,  la  garantía  respec- 
tiva para  responder  al  cumplimiento  de  esta 
obligación,  por  todo  el  tiempo  que  debe  du- 
rar. El  señor  Ministro  de  la  Cruz,  estuvo  por 
confirmar  con  la  modifícación  acordada,  sin 
establecer  en  la  presente  resolución  la  forma 
en  que  debe  asegurarse  la  renta  vitalicia  man- 
dada pagar,— Ignacio  Larraia  Z,  Elias  de  la 
Cruz.— Horacio  Pinto  Agüero, 

Contra  esta  sentencia  la  parte  demandada 
ha  interpuesto  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo. 

Formalizando  el  primero  de  dichos  recur- 
sos, la  Empresa  alega  que  la  sentencia  al  dis* 
poner  (|ue  la  parte  demandada  constituya 
dicha  garantía,  ha  incurrido  en  el  vicio  con- 
templado en  el  número  4^  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  porque  ha 
fallado  una  cuestión  no  sometida  á  la  deci- 
ción  deí  Tribunal  ni  pedida  por  las  partes. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  la  sentencia  recurrida  además  de  con- 
firmar la  de  primera  instancia  con  la  declara- 
ción arrriba  expresada,  ha  extendido  su  reso- 
lución hasta  disponer  que  la  Empresa  de- 
mandada constituya  una  garantía  para  res- 
ponder por  la  renta  vitalicia  durante  el  tiempo 
que  ésta  debe  durar;  y 

2^  Que  esta  última  resolución  constituye  el 
vicio  de  ultra-petita,  por  referirse  á  un  punto 
no  propuesto  ni  discutido  por  las  partes  y, 
por  consiguiente,  no  sometido  al  fallo  del  Tri- 
bunal. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  número  4^  del  ar. 
tículo  941  y  en  el  979  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al  pre- 
sente recurso  de  casación  en  la  forma  y,  en 
consecuencia,  se  invalida  la  sentencia  de  22  de 
octubre  último  y  se  repone  la  causa  en  el  es- 
tado de  dictarse  por  el  Tribunal  competente 
la  sentencia  que  corresponda  con  arreglo  á 
derecho.  DeVuélvase  la  cantidad  consignada. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Vareas.  Acordada  contra  el  voto  del  señor 
Ministro  Gaete,  que  estima  que  no  debe  dar- 


se lugar  al  recurso  por  los  fundamentos  que 
consigna  en  el  libro  de  votos.— Z/eonc/o  /?o- 
drí^ez.— Leopoldo  Urrvtia.—Gabriel  Gaete. 
—  Galvarino  Gallardo.  —  Abel  Saavedra.  — 
V,  Aguirre  V,— 'Carlos  \aras. 

VOTO   ESPKCIAI. 

El  día  4  de  diciembre  de  1901?,  uno  de  los 
tranvías  de  la  Empresa  de  Tracción  y  Alum- 
brado Eléctricos  de  esta  ciudad,  rompió  una 
pierna  á  la  señora  Enriqueta  Bravo  que,  em- 
pujada por  la  cobradora,  cayó  á  la  vía,  se- 
gún aquélla  lo  asegura. 

Con  este  motivo  la  indicada  señora  deman- 
dó á  la  Empresa  para  que  se  declarase  que, 
como  indemnización  de  perjuicios,  debía  pa- 
garle la  cantidad  de  $  40.000. 

Tramitada  la  causa,  el  juez  de  primera  ins- 
tancia ordenó  abonarle  la  suma  de  $  15.000 
y  apelada  por  la  parte  demandada  la  senten- 
tencia  respectiva,  una  de  las  Salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago  la  confirmó  "con 
declaración  de  que  la  Compañía  demandada 
debía  pagar  á  doña  Enriqueta  Bravo  una 
pensión  vitalicia  de  $  70  mensuales  por  toda 
indemnización  de  perjuicios,  debiendo  cons- 
tituirse por  la  demandada  la  garantía  res- 
pectiva para  responder  al  cumplimiento  de 
esta  obligación,  por  todo  el  tiempo  que  debe 
durar.'» 

La  mencionada  Empresa  de  Tracción  y 
Alumbrado  Eléctricos  interpuso  contra  esta 
última  sentencia  recurso  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo  y  formalizando  el  prime- 
ro sobre  el  cual  se  pronunció  hoy  el  Tribunal, 
expresa  que  dicha  sentencia  ha  incurrido  en  el 
vicio  contemplado  en  el  número  4'  del  artícu- 
lo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil  al 
disponer  que  se  constituya  una  garantía  para 
responder  al  cumplimiento  de  la  renta  vita- 
licia. 

La  mayoría  del  Tribunal  ha  aceptado  esta 
causal  é  invalidado,  en  consecuencia,  la  sen- 
tencia recurrida. 

A  mi  juicio  ella  no  es  procedente  en  el  caso 
en  cuestión. 

La  demanda  versa  sobre  indemnización  de 
perjuicios,  ya  que  esto  es  lo  único  que,  funda- 
da en  la  ley,  puede  dar  lugar  á  su  admisión 
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Ó  rechazo,  según  se  acredite  ó  nó  la  respon- 
sabilidad que  la  Empresa  demandada  pudiera 
tener. 

La  cuantía  de  esa  indemnización  así  como 
la  forma  en  que  ella  se  establezca,  es  decir, 
ya  como  renta  vitalicia  ó  de  cualquiera  otra 
manera,  están  sujetas  al  criterio  individual, 
á  la  apreciación  que  cada  cual  haga  da  las  di- 
versas circunstancias  del  caso  que  se  presenta. 

La  parte  demandada  solicita  la  cantidad 
alzada  de  $  40.000  por  tal  indemnización,  el 
juez  de  primera  instancia  estimó  que  esa 
cantidad  debiera  ser  sólo  de  $  15.000  y  el 
Tribunal  de  Apelación  ordenó  que  la  forma 
de  esa  indemnización  fuera  una  pensió.a  vita- 
licia de  $  70  mensuales. 

Si  la  demandante  no  solicitó  la  garantía  en 
que  se  hace  consistir  la  "ultra-petición"  de  la 
sentencia  recurrida,  es  porque  la  naturaleza 
de  su  demanda  no  la  hacía  necesaria  desde 
que  se  pedía  una  cantidad  alzada;  pero  si  el 
Tribunal  sentenciador  creyó  conveniente  dar 
á  la  indemnización  la  forma  de  una  pensión 
vitalicia  y  si  todavía  esto  se  acepta  por  la 
parte  recurrente,  ya  que  el  recurso  no  se  fun- 
da en  esta  circunstancia,  ha  tenido  á  mi 
juicio,  la  facultad  de  hacer  que  el  cumplimien- 
to de  su  sentencia  quedase  garantido. 

Atendida  la  índole  de  la  indemnización,  la 
garantía  va  hasta  cierto  punto  envuelta  en 
la  indemnización  misma,  es  un  detalle  que 
debe  necesariamente  acompañarla,  si  no  se 
quiere  que  aquélla  pueda  hacerse  ilusoria  é 
ineficaz. 

Estos  son  los  motivos  por  los  cuales  he 
opinado  por  el  rechazo  del  recurso  que  aceptó 
el  Tribunal. 

Santiago,  20  de  diciembre  de  1906.  -Ga- 
briel Gaete, 


Cas.  en  la  forma 3  de  julio  de  1907 

Paradisi  con  Compañía  de   Seguros  "Law 
Union  and  Crown" 

Apelación.  —  Deseroión.  —  Plazo. 
Gompareoenoia.  —  Oeptiflcado.  -Ta 
bla. 

Doctrina:— Deftedec/ararse  desieriR  h 
apelación  á  instancia  del  apelado  si  el 
apelante  no  comparece  á  seguir  el  recur- 
so en  el  plazo  de  tres  días  que  le  concede 
la  ley. 

El  Tribunal  de  Alzada  debe  resolver  h 
desercióny  en  este  caso,  con  sólo  el  méri- 
to del  certiñcado  del  secretaiio,  es  decir, 
sin  otro  trámite  ó  formalidad  que  éste. 
según  lo  prescribe  el  artículo  224  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil.  Por  consi- 
guiente, no  debe  ponerse  en  tabla  la  de- 
serción, ya  que  esto  importa  una  naen 
notifícación  de  que  en  tal  día  va  á  ha- 
cerse la  causa. 


Don  Giocondo  Paradisi,  en  autos  con  la 
Compañía  de  Seguros  **La\v  Union  Crown' 
sobre  cobro  de  un  seguro,  pidió  se  diera  por 
contestada  la  demanda  en  rebeldía  de  - 
Compañía  demandada.  El  juez  proveyó,  c-: 
fecha  de  19  de  noviembre  de  1906:  ''Soan- 
reciendo  de  los  antecedentes  que  el  expresaí;> 
don  Juan  J.  Murphy  sea  el  representante  «í 
la  Compañía  demandada,  para  proveer,  i"?- 
tifíquese  esta  representación*'. 

Este  auto  fué  apelado  y  la  Corte  de  Vaípa 
raíso  declaró  desierto  el  recurso,  á  petki"T 
de  don  Giocondo  Paradisi,  por  auto  de  4  ^e 
enero  último,  porque  la  Compañía  demar- 
dada  no  había  comparecido  á  seguirla  ape- 
lación por  medio  de  mandatario  "legítitc-- 
mente  constituido". 

La  Corte  estimó  que  el  señor  Juan  J.  Mu'- 
phy,  delegatario  de  don  Jas.  A.  Moir,  apovi<; 
rado  de  la  Compañía,  no  podía  subdelega' 
su  mandato. 
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El  demandante  expone:  que  así  como  fué 
rechazado  por  la  Corte  el  eecrito  en  que  el 
señor  Murphv  confería  poder  al  procurador 
señor  Donoso,  debe  ser  también  rechazado 
el  escrito  en  que  don  Lautaro  Benham  pre- 
tende contestar  la  demanda  á  nombre  de  la 
Compañía,  cuya  representación  no  le  ha  po- 
dido conferir  el  delegado  señor  Murphv. 

La  Compañía  demandada,  agrega  el  de- 
mandante, no  ha  contestado  la  demanda 
por  medio  de  ligítimo  representante. 

Fundado  en  esas  razones  y  en  cumpli- 
miento del  auto  de  19  de  noviembre  de  1906, 
pidió  al  juzgado  se  diera  por  contestada  la 
demanda  en  rebeldía  y  se  ordenara  á  las  par- 
tes presentar  sus  minutas  en  conformidad  á 
la  ley. 

El  juzgado  de  Valparaíso,  con  fecha  1^  de 
abril  de  1907,  resolvió: 

Vistos:  por  acusada  la  rebeldía  se  da  por 
contestada  la  demanda  y  presenten  las  par- 
tes dentro  de  cinco  días  las  minutas  legales. 
J.  Jermán  Alzérreca. 

Apelada  esta  resolución  y  pedida  la  deser- 
ción por  el  demandante,  la  Corte  falló  sin 
otro  trámite  que  el  certificado  del  secretario: 
Valparaíso,  18  de  abril  de  1907.— Vistos: 
No  habiendo  comparecido  la  Compañía  de 
Seguros  **La\v  Union  and  Crown"  por  medio 
de  apoderado    legítimamente  constituido  á 
seguir   los   recursos   pendientes,    dentro  del 
plazo  legal;  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  223  y  224  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  desierta  la  apelación 
deducida   contra   las   resoluciones  de  1^  de 
abril  actual,  que  se  registran,  con  costas. — 
Luis   Ignacio  Silva. — Pedro  N.  Pineda.— Car- 
los  A,  Vergara, 

La  Compañía  de  Seguros  **Law  Union  and 
Crown"  interpuso  recurso  de  casación  en  la 
forma  contra  esta  sentencia. 

El  recurso  se  funda  en  las  dos  causales  si- 
guientes: 

1^  Palta  de  emplazamiento  en  la  segunda 
instancia  de  la  Compañía  demandada;  y 

2^  Palta  de  señalamiento  de  día  para  la 
vista  de  la  causa,  con  lo  cual  se  ha  infrin- 
gido el  artículo  942  del  Código  de  Procedi- 
miento Civif, 


La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  del  escrito  y  de  la  diligencia  aparece 
que  la  parte  de  la  Compañía  de  Seguros 
"Law  Union  and  Crown"  hoy  recurrente, 
fué  debidamente  emplazada  en  la  persona  de 
su  apoderado; 

2^  Que  en  el  caso  de  no  comparecer  el  apelan- 
te ante  el  tribunal  resolverá  la  deserción  que 
se  pida  por  el  apelado,  con  sólo  el  mérito  del 
certificado  del  secretario,  es  decir,  sin  otro 
trámite  ó  formalidad  que  éste,  según  lo  pres- 
crito en  el  artículo  224  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil; 

3^  Que  si  bien,  tratándose  del  orden  en 
que  deben  fallarse  las  causas  y  al  consignar 
la  regla  general  que  ese  orden  ha  de  ser  el 
de  la  fecha  de  su  conclusión,  establece  tam- 
bién el  artículo  169  de  dicho  Código,  la  ex- 
cepción acerca  de  las  que  deban  tener  prefe- 
rencia, entre  las  cuales  se  mencionan  las 
cuestiones  sobre  deserción  de  recursos»  está 
de  manifiesto  que  en  este  artículo  se  trata 
únicamente  del  orden  ó  preferencia  para  el 
fallo  y  no  de  otro  requisito,  trámite  ó  forma- 
lidad para  que  pueda  expedirse  válidamente; 

4*^  Que  todavía,  y  cualquiera  que  fuese  la 
interpretación  que  pudiera  darse  á  este  res- 
pecto á  la  prescripción  del  citado  artículo 
169  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ella 
sería  aplicable  á  los  casos  de  deserción  por 
otros  motivos  distintos  de  la  no  compare- 
cencia al  tribunal  superior  á  seguir  el  recur- 
so, ya  que  para  éste  se  ha  consignado  una 
disposición  expresa,  clara  y  terminante  co- 
mo es  la  del  artículo  224;  y 

5^  Que,  por  otra  parte,  si  quisiera  buscarse 
la  razón  filosófica  de  esta  disposición,  se  en- 
contraría en  la  circunstancia  de  que  quien 
no  ha  comparecido  siquiera  al  tribunal  su- 
perior á  seguir  el  recurso  que  ha  interpuesto, 
había  manifestado  su  voluntad  de  abando- 
narlo, y  no  había  para  qué  poner  en  tabla  la 
deserción  que  se  solicitase,  ya  que  esto  impor- 
ta una  nueva  notificación  de  que  en  tal  día 
va  á  hacerse  la  causa. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  desecha  el  recurso,  con  costas.  Queda  apli- 
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cada  á  favor   del  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada para  este  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— - 
Leopoldo  Urrutia.  —  Galvarmo  Gallardo,  — 
Gabriel  Gaete— E.  Fóster  Recabarren, 


Cas.  en  el  fondo.— 12  de  Julio  de  1907 

Lagos  con  Ramírez 

Arrendamiento.  —  Plazo.  —  Prórroga.  — 
Renovación  del  contrato.- Comunero. 
—  Apreciación  de  los  hechos. 

DocTRiHw— Terminado  el  plazo  de  un 
arrendamiento,  si  el  arrendatario  conti- 
núa en  la  ocupación  y  goce  de  la  cosa, 
esta  ocupación  hace  suponer  en  él,  salvo 
prueba  en  contrario,  la  intención  mani- 
fiesta  de  prorrogar  el  arriendo  y  cuando 
de  esa  intención  participa  también  el 
arrendador,  el  arrendamiento  se  entien- 
de legalmente  prorrogado  por  tres  me- 
ses más,  si  se  trata  de  predios  urbanos; 
sin  perjuicio  de  que  esta  manera  de  re- 
novación del  contrato  se  repita  trimes- 
tralmente si  concurren  las  mismas  cir- 
cunstancias que  produjeron  la  primera 
prórroga. 

Son  hechos  de  la  causa,  establecidos 
por  el  tribunal  sentenciador  en  uso  de 
atribuciones  privativas,  el  haber  ocupa- 
do un  arrendatario  la  propiedad  des- 
pués de  terminado  el  arriendo  y  el  haber 
verificado  esta  ocupación  con  consenti- 
miento del  arrendador. 


En  comparendo  celebrado  el  12  de  agosto 
de  1896  en  el  juicio  sobre  partición  de  bienes 


quedados  al  fallecimiento  de  doña  Juana  Ma- 
ría Muñoz,  se  acordó  por  los  interesados  que 
todos  los  accionistas  que  ocuparan  alguna 
propiedad  perteneciente  á  la  sucesión  paga- 
ran por  ella  la  correspondiente  pensión  de 
arrendamiento,  sin  perjuicio  de  que,  si  la  par- 
tición se  retardara  quedaba  á  salvo  á  los  he- 
rederos el  derecho  de  reclamar  esos  arriendos 
como  lo  estimaren  conveniente. 

Entre  esos  ocupantes  de  propiedades  figu- 
raba don  Eulogio  Lagos,  quien  por  resolu- 
ción expedida  en  el  juicio  arbitral,  debía  pa- 
gar la  renta  de  $  50  mensuales  por  la  casa 
que  ocupó. 

Por  acuerdo  tomado  en  comparendo  de  26 
de  noviembre  de  1898  se  dejó  establecido  que 
el  citado  Lagos  quedaba  autorizado  para 
continuar  ocupando  dicha  casa  mediante  el 
pago  de  la  misma  renta  ya  estipulada,  y 
hasta  que  terminase  la  partición  de  bienes  de 
la  señora  Muñoz,  madre  del  arrendatario.  Y 
de  conformidad  con  lo  que  se  expresa  en  el 
certificado  que  corre  en  autos  esa  partición 
quedó  aprobada  el  29  de  agosto  de  1901. 

La  casa  ocupada  por  Lagos  se  adjudicó 
por  partes  iguales  á  cuatro  de  sus  coherede- 
ros, doña  Amelia,  doña  Carmen,  doña  Trán- 
sito y  don  Pedro  Lagos,  según  se  consigna 
en  las  respectivas  hijuelas. 

Con  posterioridad,  y  en  virtud  de  escritu- 
ras respectivamente  otorgadas  en  20  y  26  de 
mayo  y  19  de  junio  de  1902,  don  Eulogio 
Lagos  adquirió  la  cuota  que  correspondía  á 
doña  Tránsito  Lagos  y  la  mitad  d¿  la  de 
doña  Carmen  Lagos,  entendiéndose  que  la 
venta  era  de  la  acción  y  derechos  que  las  per- 
sonas nombradas  tenían  sobre  la  casa  que 
en  común  se  les  adjudicaba. 

Don  Manuel  Antonio  Ramírez  y  los  demás 
comuneros  de  don  Eulogio  Lagos  en  el  do- 
minio de  la  casa,  formularon  demanda  en  con- 
tra del  mismo  para  que  se  les  mandara  pagar 
la  cantidad  de  $  950,  por  arriendos  devenga- 
dos durante  los  diecinueve  meses  comprendi- 
dos entre  octubre  de  1901  y  abril  de  1903. 
con  deducción  de  la  parte  que  al  mismo  de 
mandado  correspondía  en  tales  arriendos, 
$  356.25  por  la  compra  de  derechos  de  que 
se  ha  hecho  mérito:  con  lo  qne  la  demanda 
quedaba  reducida  á  $  593.75. 
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A  pesar  de  que  la  partición  de  bienes  de  do- 
ña Juana  María  Muñoz  quedó  terminada  co- 
mo antes  se  ha  dicho,  en  agosto  de  1901,  la 
demanda  no  comprendía  las  pensiones  corres- 
pondientes á  los  dos  meses  posteriores,  por- 
que los  demandantes  expusieron  que  ellas  ha- 
bían sido  pagadas  por  el  demandado. 

Para  establecer  mejor  la  cantidad  cobrada 
pidieron  los  demandantes  que  el  actuario 
practicara  la  respectiva  liquidación  de  esos 
cánones;  lo  que  fué  ordenado  por  el  Juzgado. 

Practicada  esa  liquidación,  resultó  como 
saldo  adeudado  por  el  señor  Lago«,  la  misma 
suma  de  $  593.75  expresada  en  la  demanda, 
por  lo  que  se  dispuso  ue  despachara  el  respec- 
tivo mandamiento  de  embargo  contra  el  se- 
ñor Lagos. 

Este  señor  solicitó  revocatoria  del  auto 
que  ordenaba  ese  mandamiento  de  embargo, 
fundándose  en  que  no  había  título  ejecutivo 
de  ninguna  clase  en  su  contra.  **Yo  celebré, 
dice,  con  los  demandantes  un  contrato  de 
arriendo  de  e,sa  casa,  por  el  canon  de  $  50 
mensuales,  por  todo  el  tiempo  que  durara  la 
partición  de  los  bienes  de  mi  finada  madre  y 
pagué  el  valor  de  dichos  arriendos.  Pero  aho- 
ra pretenden  que  pague  á  los  demandantes 
arriendo  después  de  concluido  el  contrato  y 
después  que  yo  adquirí  dominio  en  la  casa 
arrendada.'' 

Continua  sosteniendo  que  ese  contrato  era 
título  ejecutivo  mientras  estuvo  rigente,  y 
no  después  de  concluido  el  plazo  estipulado, 
á  lo  que  se  agrega  que  el  arriendo  ceso  tam- 
bién por  ha1>cr  pasado  á  ser  condueño  de  la 
.  casa  arrendada. 

Conferido  traslado  de  esta  solicitud,  la 
contestaron  los  demandantes  invocando  el 
artículo  462  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  que  impide  toda  discusión  antes  del  re- 
querimiento de  pago  y  citación  de  remate. 
Sin  embargo,  pasaron  á  hacer  las  siguien- 
tes reflexiones:  si  bien  es  cierto  que  el  plazo 
estipulado  en  el  contrato  de  arriendo  caducó, 
no  es  menos  cierto  que  se  renovó  por  la  apa- 
rente aquiescencia  de  las  partes  manifestada 
por  el  arrendatario  por  el  pago  de  dos  meses 
de  cánones,  después  de  terminada  la  parti- 
ción de  los  bienes  de  la  señora  Muñoz  viuda 


de  Lagos  y  con  la  aceptación  de  este  pago 
por  parte  de  los  arrendadores. 

El  hecho  de  que  el  señor  Lagos  haya  pasa- 
do á  ser  accionista  de  la  casa  arrendada,  no 
priva  á  los  arrendadores  del  derecho  de  co- 
brar sus  cuotas,  que  es  lo  que  hacen  en  la 
demanda,  á  lo  que  se  agrega  que  el  señor  La- 
gos se  hizo  accionista  sólo  once  meses  des- 
pués de  terminada  la  partición,  ó  sea  después 
de  terminado  el  plazo  de  arriendo:  de  modo 
que  durante  aquel  tiempo  no  tuvo  dominio 
alguno  sobre  la  cosa  arrendada. 

En  este  estado  del  juicio  convinieron  las 
partes  en  someterlo  á  compromiso,  nombran- 
do arbitro  que  fallase  por  el  mérito  de  los  an- 
tecedentes producidos  por  ellas  hasta  la 
fecha. 

Este  arbitro  citó  para  oir  sentencia,  y  con 
fecha  15  de  julio  de  1903,  resolvió: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  la 
existencia  del  contrato  de  arriendo  que  invo- 
can los  demandantes; 

2^  Que  si  bien  el  plazo  de  ese  contrato  fué 
sólo  por  el  tiempo  que  durase  la  partición  de 
los  bienes  de  doña  Juana  María  Muñoz  viuda 
de  Lagos,  el  hecho  de  continuar  don  Eulogio 
Lagos  ocupando  esa  casa  y  pagando  los  cá- 
nones, como  lo  aseguran  los  demandantes, 
importa  la  renovación  de  ese  contrato,  ó  por 
lo  menos  su  continuación,  según  el  artículo 
1956  del  Código  Civil; 

3^^  Que  el  hecho  de  haber  adquirido  el  señor 
Lagos  algunas  acciones  en  la  casa  arrenda- 
da, no  ha  ponido  extinguir  sus  obligaciones 
como  arrendatario  sino  hasta  concurrencia 
de  sus  derechos  de  propiedad,  según  el  ar- 
tículo 1667  del  Código  Civil; 

4^  Que  de  las  copias  aparece  que  la  casa  en 
cuestión  fué  adjudicada  por  cuartas  partes 
á  doña  Amalia  Lagos  de  Ramírez;  á  la  suce- 
sión de  doña  Carmen  Lagos  de  Ramírez,  re- 
presentada por  sus  hijos  don  Carlos  Filadel- 
fo,  don  Julio,  don  Leopoldo  y  don  Alejandro 
Ramírez;  á  la  sucesión  de  don  Pedro  Pablo 
Lagos,  representada  por  su  viuda  tloña  Par- 
menia  Muñoz  por  sí,  3'  como  apoderada  de  sus 
hijos;  y  á  doña  Tránsito  Lagos  representada 
por  su  hijo  don  Benjamín  Contardo;  y  de  las 


326 


SEGUNDA  PAKTB.~SBCC16n  PRIMERA 


escrituras  aparece  que  don  Eulogio  Lagos 
adquirió  la  cuarta  parte  que  en  esa  casa  co- 
rrespondía á  doña  Tránsito  Lagos  de  Con- 
tardo y  la  mitad  de  otra  cuarta  parte  que 
correspondía  á  don  Carlos  Filadelfo  y  don 
Julio  Ramírez; 

5^  Que  la  liquidación  guarda  perfecta  con- 
formidad con  los  derechos  que  á  los  comune- 
ros corresponde  en  esa  casa  en  los  diecinueve 
meses  de  cánones  expresados  en  la  demanda, 
á  razón  de  $  50  mensuales,  ó  sea  $  237.50  á 
doña  Amalia  Lagos  de  Ramírez;  otra  suma 
igual  á  doña  Parmenia  Muñoz  viuda  de  La- 
gos; y  la  mitad  de  la  misma  suma  á  don  Leo- 
poldo y  don  Alejandro  Ramírez,  ósea  en  todo 
$  593.75. 

6^  Que  don  Ismael  Gana  y  don  Fernando 
Soto,  que  también  figuran  como  actores  no 
tienen  parte  en  la  casa  arrendada  y  sólo  por 
error  han  podido  suscribir  la  demanda. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  le- 
gales citadas,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
demanda  y  que,  en  consecuencia,  don  Eulogio 
Lagos  debe  pagar  á  los  demandantes  men- 
cionados en  el  considerando  5^,  dentro  de 
tercero  día  los  $  593,75,  saldo  de  la  liquida- 
ción, bajo  apercibimiento  de  llevarse  adelante 
el  embargo  decretado,  con  costas,  en  que  se 
condena  al  señor  Lagos  incluyendo  en  ellas  el 
honorario  del  infrascrito  que  lo  estima  en 
$  60 Luís  Af.  Fernández, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Talca,  5  de  agosto  de  1904 Vistos:  elimi- 
nando el  considerando  segundo  y  teniendo  en 
su  lugar  presente  que,  según  aparece  de  au- 
tos, el  arrendatario  don  Eugenio  Lagos,  des- 
pués de  terminado  el  arriendo  á  que  se  refiere 
el  acuerdo,  continuó  ocupando  la  casa  arren- 
dada con  aquiescencia  de  los  arrendadores, 
lo  cual  implica  la  renovación  de  dicho  arrien- 
do, se  confirma  la  sentencia  apelada  de  15  de 
julio  del  nño  próximo  pasado,  con  declara- 
c'Utn  de  que  no  ha  lugar  á  la  condenación  en 
coHtas  de  primera  instancia,  por  haber  care- 
cido el  <írl)itro  de  facultad  para  imponerlas  y 
sin  perjuicio  de  que  su  honorario  sea  cubierto 
por  cjuien  corresponda.— C/rrtit/a — Montero, 
— ff.  Dueñas, 

Contra  esta  sentencia  la  parte  demandada 


interpuso  recurso  de  casacióa  tñ  t\  •  - 
por  haberse  infringido,  según  dice  al  •  -t_  - 
zarlo,  las  disposiciones  cooteiiidjts a..>  -  - 
sos  l^y  2^  del  artículo  1956  dd  C6d  z~  :  - . 

"El  inciso  1^  del  citado  articnio.  os  e.  re- 
currente, establece  que  una  vez  tcTEr.-.:  ¿ 
arrendamiento  por  desahurio  ó  dcc='.  :^ 
otro  modo,  no  se  entenderá  en  caso  &  r-' 
que  la  aparente  aquiescencia  del  arrecí.  ' 
á  la  retención  de  la  cosa  por  el  arres  :a:ir 
es  una  renovación  del  contrato". 

"Y  según  la  disposición  del  inciso  3'.  ar^ 
ga,  sólo  en  dos  casos  se  entiende  renorai- 1 
contrato  de  arrendamiento  después  de  ei: 
rado  el  plazo  de  su  duración;  1^,  caari'c! 
arrendatario  con  el  beneplácito  dd  slctítAi- 
dor  hubiere  pagado  el  canon  de  cnalqnter o:  :- 
ció  de  tiempo  subsiguiente  á  la  terminac/: 
del  contrato,  y  2^  cuando  ambas  partes  h-íf 
sen  manifestado  por  hechos  inequívocos  s: 
intención  de  perseverar  en  el  arriendo.  Y  a¿: 
concurriendo  ambas  circunstancias,  la  rcsc-* 
vación  sólo  se  entenderá  por  el  termino  de  trs 
meses  en  los  predios  urbanos". 

"En  el  caso  qne  nos  ocupa  nohacoocnrni^ 
ninguna  de  las  dos  circunstancias  prevista» 
por  la  ley  para  estimar  que  la  intención  de  :o$ 
contratantes  fué  renovar  el  contrato  cf 
arriendo.  El  arrendatario  señor  Lagos,  no 
pagó  canon  alguno  después  de  expirado c 
término  del  contrato". 

En  el  escrito  en  que  el  recurrente  funda  c. 
recurso  interpuesto,  reproduce  las  alcgaa- 
nes  hechas  al  formalizarlo  y  sostiene  *'q«- 
fallo  de  la  Iltma.  Corte  de  Talca,  sin  antece- 
dente alguno,  sin  fundarse  en  ningún  hfC''^ 
constante  de  autos,  da  por  sentado  el  hecüs 
de  que  entre  las  partes  hubo  acuerdo  tácita 
para  prolongar  el  contrato  de  arriendo  ma» 
allá  de  la  fecha  prefijada  para  su  tenninaaós 
y  bajo  las  mismas  condiciones  que  antes  . 

Respondiendo  al  escrito  anterior,  la  pa^-' 
demandante  dice  que:  "La  cuestión  se  redoce 
á  apreciar  los  antecedentes  que  obran  en  a"* 
tos,  si  importan  ó  nó  hechos  inequívocos qo< 
manifiesten  la  intención  de  las  partes  de  p^ 
severar  en  el  arriendo  y  esto  no  es  materia* 
casación.  No  hay  aquí  ningu na  doctrina  IfíT-í' 
aceptada  ó  rechazada  por  el  fallo  recurní^ 
que  pueda  contribuir  á  sentar  jnrispnidffl^''^' 
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ijue  es  el  objeto  de  las  casaciones,  nadie  nie- 
5a  que  del)e  aplicarse  el  inciso  3^  del  artículo 
1956  del  Código  Civil. 

**Por  otra  parte,  la  sentencia  en  sí  misma 
!s  justa  y  fundada;  don  Eulogio  Lagos  se  hizo 
accionista  de  la  casa  mucho  tiempo  después 
de  haberse  renovado  el  arrendamiento  por  la 
rnutua  aquiesciencia  de  las  partes,  mucho 
tiempo  después  de  terminada  la  partición 
dentro  de  la  cual  pactó  el  arriendo,  como 
puede  verse  por  las  fechas  de  las  escrituras 
que  corren  en  compulsa  y  por  las  hijuelas  que 
también  obran  en  autos.  Además  como  arren- 
datario ó  como  accionista,  debe  indemnizar, 
á  los  demandantes,  pagándoles  el  arriendo 
correspondiente  á  sus  cuotas  en  la  casa 
común". 

Se  oyó  el  informe  de  uno  de  los  ministros 
del  Tribunal  y 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  es  un  antecedente  del  pleito,  esta- 
blecido en  la  causa  y  aceptado  por  las  partes, 
que  don  Eulogio  Lagos  ocupó  como  arrenda- 
tario la  casa  perteneciente  á  la  sucesión  de  su 
madre  doña  Juana  María  Muñoz,  á  que  se 
refiere  la  demanda,yaua  cuando  por  acuerdo 
de  los  herederos  de  la  indicada  sucesión,  el 
arrendamiento  debía  entenderse  terminado 
tan  pronto  como  se  practicara  la  liquidación 
de  la  herencia,  se  ha  establecido,  asimismo, 
como  hecho  del  ¡uicio,  que  después  de  esa  li- 
quidación, Lagos  continuó  ocupando  la  mis- 
ma casa  arrendada  con  aquiesciencia  de  los 
arrendadores,  ó  sea,  de  las  personas  á  quie- 
nes dicha  casa  se  adjudicó; 

2^  Que  la  ocupación  y  goce  del  arrendata- 
rio sobre  la  casa  arrendada  por  más  tiempo 
del  señalado  en  el  contrato,  supone  en  él,  sal- 
vo prueba  en  contrario,  la  intención  mani- 
fiesta de  prorrogarlo;  y  cuando  de  esa  inten- 
ción participa  también  el  arrendador,  como 
expresamente, lo  han  declarado  los  deman- 
dantes en  el  caso  de  autos,  el  arrendamiento 
se  entiende  legalmcnte  prorrogado  por  tres 
meses  más,  si  se  trata  de  predios  urbanos,  sin 
Perjuicio  de  que  esta  manera  de  renovación 
del  contrato   se   repita   trimestralmente    si 


concurren  las  mismas  circunstancias  que  pro- 
dujeron la  primera  prórroga; 

3'  Que  esta  situación  jurídica  de  los  con- 
tratantes, en  orden  á  la  renovación  del  con- 
trato por  el  beneplácito  del  arrendador,  no 
ha  sufrido  legalmente  modificación  alguna 
por  el  mero  hecho  de  haber  adquirido  poste- 
riormente el  arrendatario  Lagos  el  dominio 
de  una  parte  de  la  casa  arrendada,  puesto 
que  habiendo  manifestado  los  otros  condue- 
ños su  intención  de  no  conceder  gratuitamente 
al  comunero  demandado  el  goce  de  la  cosa 
común,  goce  al  cual  habían  señalado  precio, 
el  arriendo  se  entiende  que  subsiste  á  nom- 
bre de  la  comunidad  á  que  Lagos  debe,  en 
consecuencia,  pagar  la  renta  convenida,  con 
deducción  únicamente  de  la  parte  de  dicha 
renta  que  corresponde  á  su  cuota  en  el  domi- 
nio de  la  casa; 

4^  Que  la  conclusión  precedente  guarda  ple- 
na conformidad  con  lo  que  acerca  de  los  de- 
rechos y  obligaciones  recíprocas  de  los  comu- 
neros, se  contiene  en  los  artículos  2305,  2308, 
2310  y  208  del  Código  Civil  que  rigen  esta 
materia;  y 

5*^  Que,  de  consiguiente,  el  Tribunal  de  la 
apelación,  que  al  confirmar  la  sentencia  de 
primera  instancia,  se  ha  limitado  á  poner  en 
práctica  los  principios  jurídicos  desarrollados 
en  los  consi  lerandos  anteriores,  no  ha  violad  o 
y  por  el  contrario,  ha  aplicado  correctamen- 
te las  disposiciones  de  los  incisos  1^  y  3'  del 
artículo  1956  del  precitado  Código,  en  cuja 
supuesta  infracción  se  basa  el  recurso. 

Por  estos  fundamentos,  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  los  artículos  940  y  973  del  Có» 
digo  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin 
lugar  el  recurso  de  fondo  interpuesto,  sin  cos- 
tas, por  haber  litigado  el  recurrente  con  pri- 
vilegio de  pobreza. 

Redactada  por  el  señor  Ministro    Fóster 

Recabarren Carlos  Varas.— Leopoldo  Urru- 

tia Gaívaríno   Gallardo. ^V.    A^uirre    V — 

Leoncio  Rodríguez.— E.  Fóster  Recabarren,— 
y,  Ber nales. 


328 


SEGUNDA  PARTE.—SECCIÓN   PRIMERA 


Cas.  en  el  fondo.— 19  de  julio  de  1907 

Wall  con  Márquez 

Hipoteca.  —  Indivisibilidad.  —  Acree- 
dor hipotecario.— Renuncia  de  ga- 
rantía. 

Doctrina:  ^Hipotecadas  dos  ó  más 
propiedades  en  garantía  de  una  misma 
deuda,  el  acreedor  puede  perseguir  á  su 
elección  y  por  el  total  de  la  deuda  cual- 
quiera de  los  predios  hipotecados,  por- 
que la  hipoteca  es  indivisible. 

Eldueño  de  uno  de  estos  predios  no  pue- 
de oponerse  á  la  acción  del  acreedor,  exi- 
giéndole que  se  dirija  conjuntamente  en 
contra  de  las  distintas  propiedades  hipo- 
tecadas. 

La  renuncia  que  hace  el  acreedor  de 
parte  de  la  garantía  hipotecaria  no  está 
prohibida  por  la  ley  y  sólo  mira  al  inte- 
rés individual  del  renunciante. 


Por  el  contrato  de  mutuo  consignado  en  es- 
critura pública  otorgada  en  Chillan  el  14  de 
octul^re  de  1899,  don  Salvador  Candía  se 
constituyó  deudor  de  doña  Elcira  Navarrete 
por  el  capital  de  $  1.000  é  intereses  del  13% 
anual  y  por  el  término  de  un  año,  contado 
desde  el  1^  de  septiembre  anterior,  hipotecan- 
do en  garantía  dos  propiedades  ubicadas  en 
la  ciudad  indicada;  una  en  la  calle  de  Purén  y 
la  otra  en  la  Cañada  Sur.  Este  crédito  fué  ce- 
dido por  la  señora  Navarrete  á  don  Teófilo 
Márquez,  como  los  interesados  lo  reconocen, 
aunque  no  se  presentó  el  documento  que  acre- 
dita esta  cesión. 

En  17  de  abril  de  1900  Candia  vendió  á  do- 
ña María  del  Tránsito  Figucroa  una  de  las 
propiedades  hipotecadas,  la  que  está  ubicada 
en  la  Cañada  Sur. 

Como  consecuencia  de  un  juicio  sobre  cum- 
plimiento de  contrato,  en  7  de  enero  de  1904, 
á  solicitud  de  doña  Carmen  Wall,  se  despachó 
mandamiento  de  embargo  contra  doña  En- 


carnación Márquez  por  la  suma  de  $  2.01/'. 
intereses  y  costas  y  se  hizo  efectivo  en  la  pro- 
piedad de  la  calle  de  Purén  que  nparecíacon^o 
de  su  dominio  en  esa  época  sin  que  se  hr.\i 
exhibido  el  título  de  adquisición  déla  señora 
Márquez. 

Seguido  este  juicio  ejecutivo  por  sus  tnírr.i- 
tes  legales,  se  adjudicó  á  la  misma  ejecuta:.:: 
doña  Carmen  Wall  la  propiedad  de  la  c«i!'.c  i'x 
Purén  por  el  precio  de  $  2.010  rcconocicri  L» 
además  un  gravamen  hipotecario,  constiiuiio 
por  don  Salvador  Candia  para  ejercer  la  aí- 
ratela de  los  menores  Juan  Manuel,  Grepiria. 
Juana  Rosa  y  José  Antonio  Candia  XLír.jiiez. 

ha  señora  Wall  manifestó  al  Juzgado  quf  a 
propiedad  le  había  sido  a-^judicada  por  cr 
precio  inferior  á  la  cantidad  que  demandó  re- 
cu  ti  vamen  te  de  la  señora  Encamación  N*:'r- 
quez  y  reconociendo  el  gravamen  constituil- 
á  favor  de  los  menores  Candia,  y  que,  se^án 
lo  comprueba  el  certificado,  el  otro  aeréela 
hipotecario  don  Teófilo  Márquez,  cesionari'< 
de  doña  Elcira  Navarrete,  había  cancelauo 
la  hipoteca  constituida  para  garantir  el  cré- 
dito, por  lo  que  pedía  se  extendiera  á  su  fa- 
vor la  correspondiente  escritura  de  adjudia 
ción. 

El  Juzgado  por  providencia  de  26  de  a«:o5to 
de  1904,  decretó:  "Como  se  pide,  previa  ir  t' 
ficación  de  don  Salvador  Candia". 

Notificado  Candia  de  esta  providencb.» 
opuso  á  que  se  otorgara  laescritura  de  rw.v 
te  alegando  que  la  cancelación  de  la  hipott.i 
que  gravaba  la  propiedad  de  la  calle  de  Pi- 
ren perjudica  á  doña  María  del  Tránsito  r  | 
gueroa,  poseedora  de  la  otra  pr9picdad  affí- 
ta  á  ese  mismo  gravamen;  que  Márqur?.v 
cancelar  esta  hipoteca  perseguía  el  objeto  «"c 
que  la  señora  Wall,  que  es  sólo  acreedora  va 
lista,  se  pagara  íntegramente  de  su  crédito. 
obligando  con  esto  á  que  la  propiedad  ^e a 
señora  Figueroa  respondiera  por  todo  el  cré- 
dito que  la  señora  Navarrete  cedió  ádonTcí»- 
filo  Márquez.  Agrega  que  la  hipo  teca  es  indivi- 
sible según  el  artículo  2408  del  Código  Clvl 
y  tratándose  de  una  misma  hipoteca  que aí^*- 
ta  á  dos  predios  de  distintos  dueños  no  es  li- 
cito libertar  á  uno  de  ellos.  C  ondú  ve  man"'* 
tando  que  como  se  ha  ordenado  el  depóJit'^ 
de  los  fondos  producto  del  remate,  piderrpo- 
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sición  del  decreto  que  ordena  extender  escritu- 
ra de  adjudicación  á  favor  de  doña  Carmen 
Wall,  declarando  que  no  puede  procederse  á 
su  otorgamiento  si  no  se  deposita  previamen- 
te el  precio. 

Doña  María  del  Tránsito  Figueroa  invoca 
el  artículo  24  del  Códipjo  de  Procedimiento 
Civil  y  hace  suya  la  petición  formulada  por  el 
deudor  Candia  para  exigir  que  se  respete  el 
decreto  ya  ejecutoriado  que  ordenó  depositar 
el  precio  de  la  subasta;  y  así,  las"  hipotecas 
que  pesan  sobre  la  finca  embargada  serían  pa- 
gadas con  ese  precio,  que  si  no  alcanza  á  cubrir 
el  crédito  cedido  á  don  Teófilo  Márquez,  ella 
pagaría  el  saldo  por  la  obligación  que  pesa 
sobre  su  propio  predio;  pero,  no  debe  pagarse 
la  señora  Wall  de  su  crédito  á  costa  de  los 
bienes  de  su  propiedad.  Como  la  señora  Wall 
se  apresuró  á  pedir  la  adjudicación,  debe  de- 
jarse sin  efecto  esa  escritura,  suspendiéndo- 
se la  inscripción  respectiva. 

De  esta  presentación  se  dio  traslade  que  fué 
notificado  á  la  ejecutante,  la  que,  respondien- 
do, expone:  que  ha  reconocido  el  gravamen  hi- 
potecario á  favor  de  los  menores  Candia  Már- 
quez, por  lo  que  el  curador  de  éstos  don  Sal- 
vador Candia  no  tiene  derecho  alguno  que 
ejercitar  ni  puede  oponerse  á  que  se  otorgue 
la  escritura  definitiva  de  remate;  que  la  inter- 
vención de  doña  María  del  Tránsito  Figueroa 
en  este  juicio  no  está  justificada,  porque  el  ar- 
tículo 24  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
no  puede  aplicarse,  desde  que  esta  intervención 
sólo  tiende  á  entorpecerla  marcha  regular  del 
juicio,  lo  que  no  puede  admitirse  según  el  ar- 
tículo 17  del  mismo  Código;  que  no  se  ha  vio- 
lado el  precepto  del  artículo  2408  del  Código 
Civil,  ya  que  la  indivisibilidad  de  la  hipoteca 
sólo  significa  que  el  acreedor  puede  cobrar  to- 
da la  deuda  ejerciendo  su  derecho  sobre  cual- 
quiera de  las  cosas  que  le  han  sido  hipoteca- 
das, sin  que  el  dueño  pueda  exigir  al  acreedor 
que  ejercite  previamente  su  acción  contra  al- 
guna de  las  otras;  que  el  decreto  que  manda 
depositar  el  precio  del  remate  carece  del  obje- 
to, porque  de  las  dos  hipotecas  quegravaban 
la  propiedad,  una  fué  cancelada  por  el  acree- 
dor hipotecario  y  la  otra  está  expresamente 
reconocida  por  la  ejecutante. 


El  Juzgado  de  Letras  de  Chillan,  en  29  de 
noviembre  de  1904,  resolvió: 

Vistos:  Teniendo  presente  que  la  escritura 
de  adjudicación  'á  favor  de  doña  Carmen  Wall 
se  mandó  hacer  en  la  forma  que  se  pidió,  esto 
es  respetando  y  dejando  vigente  la  hipoteca 
á  favor  de  los  menores  Candia,  no  ha  lugar, 
con  costas,  á  la  reposición  solicitada  por  don 
Salvador  Candia.  Teniendo  presente  que  si 
bien  aparece  de  manifiesto  que  don  Teófilo 
Márquez  ha  cancelado  la  hipoteca  de  una  de 
las  casas  que  garantizaban  el  crédito  que 
compró  á  la  señora  Navarrete  (y  á  que  se  re- 
fiere laescritura)conel  propó>ito  de  favorecer 
á  la  adjudicataria  señora  Wall,  lo  que  perju- 
dica indudablemente  á  doña  María  del  Trán- 
sito Figueroa,  compradora  de  la  otra  casa 
hipotecada  y  á  que  se  refiere  la  escritura,  ha 
hecho  el  señor  Márquez  uso  de  un  derecho 
que  le  es  privativo,  cual  es  renunciar  á  una 
parte  de  la  hipoteca  que  garantiza  su  crédito, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  lo  pedido  por  la 
señora  Figueroa.  Se  concede  la  apelación  in- 
terpuesta en  subsidio  por  don  Salvador  Can- 
dia  A,  Maldonado, 

Apelada  esta  resolución  y  la  que  ordena  es- 
tender la  escritura  de  remate  á  favor  del  eje- 
cutante, la  Corte  de  Apelaciones  falló: 

Talca,  26  de  mayo  de  1905.— Vistos:  se  con- 
firman las  resoluciones  apeladas  de  26  de 
agosto  y  de  29  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado,  con  costas  del  recurso.— /.C  Herrera, 
— /.  Román  B Montero. —F,  Urrutia.         • 

Contra  esta  sentencia  dedujo  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  doña  María  del  Tránsito 
Figueroa  y  formalizándolo  expone  que  esa 
sentencia  está  basada  en  el  error  de  que  el 
acreedor  hipotecario,  tiene  derecho  privativo 
para  renunciar  ó  extinguir  á  su  arbitrio  la  hi- 
poteca, aun  cuando  perjudique  á  actuales  po- 
seedores de  los  bienes  hipotecados  y  esto  con- 
traría las  disposiciones  legales  sobre  la  ma- 
teria: 

Que  la  renuncia  de  parte  del  gravamen  ha- 
bría que  deducirla  de  la  facultad  de  cancelar 
que  reconoce  la  misma  ley  ó  de  la  renuncia  de 
derechos  cuyo  desistimiento  no  afecta  á  ter- 
ceros; 

Que  no  cabe  esa  renuncia  dentro  del  artículo 
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2434  del  Código  Civil  que  señala  los  diversos 
casos  deextinción  del  gravamen  3',  entreéstos, 
la  cancelación;  pero  esta  debe  ser  total,  ya  que 
la  cancelación  parcial  importaría  dividir  la 
hipoteca  y  dicho  artículo  no  confiere  al  acree- 
dor tal  facultad; 

Que  extinguiendo  el  gravamen  de  una  pro- 
piedad para  que  pese  todo  en  otra  se  deja  á 
los  poseedores  en  condición  desigual  é  injusta, 
pues  liberta  á  uno  de  la  deuda  sin  dejarle  li* 
gado  á  la  acción  de  reintegro  respecto  de  otro, 
que  para  cancehir  un  gravamen,  hay  que  to- 
mar en  cuenta  á  los  poseedores  y  la  renuncia 
parcial  ó  sea  sus  divisiones  cambia  los  bienes 
y  las  personas  sobre  las  cuales  va  á  producir 
efectos; 

Que  esto  no  lo  puede  efectuar  á  su  voluntad 
el  acreedor,  porque  á  nadie  se  le  puede  obligar 
en  distinta  forma  á  la  estipulada: 

Que  el  artículo  12  del  Código  Civil  no  per- 
mite la  renuncia  parcial  de  la  hipoteca,  por- 
que, para  que  puedan  renunciarse  libremente 
los  derechos,  es  necesario  que  sólo  miren  al 
interés  individual  del  renunciante; 

Que  en  el  caso  actual  esta  renuncia  mani- 
fiesta el  propósito  de  perjudicar  á  terceros; 

Que  si  ella  paga  el  total  de  la  deuda  que  im- 
porta el  gravamen  no  tendrá  contra  el  otro 
poseedor  el  derecho  que  confiere  el  artículo 
1530  del  mismo  Código  para  reintegrarse  de 
la  parte  que  afecte  á  dicho  poseedor,  aunque 
están  ambos  obligados  al  pago  total  de  una 
obligación  indivisible  como  lo  es  la  hipoteca; 

Que  además  se  le  privaría  de  derecho  de  su- 
brogación que  otorgan  los  artículos  1610  y 
2429  de  ese  Código,  que  autorizan  al  poseedor 
que  paga  la  hipoteca  para  reclamar  del  otro 
poseedor  su  concurrencia  en  el  pago,  ejercien- 
do este  derecho  en  la  forma  que  le  habría  he- 
cho el  acreedor  mismo,  pero  sólo  dentro  de 
los  términos  del  artículo  1530  ya  citado; 

Que  á  nadie  se  le  puede  obligar  en  otra  for- 
ma de  la  privativamente  establecida,  á  menos 
de  que  preste  su  consentimiento  en  las  condi- 
ciones del  artículo  1445  del  Código-  Civil. 

Concluye  expresando  que  todas  las  disposi- 
ciones citadas  quedan  abrogadas  en  sus  efec- 
tos con  la  renuncia  parcial  divisoria  del  gra- 
vamen, y  como  esta  situación  contraría  tales 
preceptos  y  ha  influido  en  la  parte  dispositiva 


de  la  sentencia  recurrida,   procede  declararla 
casación  solicitada. 

En  rebeldía  de  la  misma  recurrente  que  no 
fundó  el  recurso,  se  entregaron  los  autos  áia 
parte  recurrida,  la  que  expone:  queenlafor- 
malización  del  recurso  no  se  hace  menci^'a 
expresa  y  determinada  de  la  ley  que  lo  con- 
cede, como  lo  exige  el  artículo  945  del  Cód:::o 
de  Procedimiento  Civil;  que  el  artívni!o24rU 
del  Código  Civil  autoriza  al  acreedor  para  la 
cancelación  de  la  hipoteca  que  puede  str  t> 
tal  ó  parcial,  porque  la  ley  no  contiene  al  res- 
pecto limitación  alguna;  que  demuestra  esta 
interpretación  el  examen  del  inciso  2^  del  mis- 
mo artículo,  que  dic?  que  se  extingue  la  hipe- 
teca  por  la  resolución  del  derecho  delqocb 
constituyó  ó  por  el  evento  de  la  condidú: 
resolutoria  según  las  reglas  legales  y  asíca 
el  caso  de  dos  predios  hipotecados  puede  rr 
solverse  el  derecho  del  poseedor  de  unodí 
ellos  y  el  acreedor  perseguir  la  deuda  en  ci 
otro  predio,  sin  que  este  poseedor  pueda  ejer 
citar  derecho  alguno  de  reintegro  en  contra 
del  primero;  que  no  se  ha  infringido  el  artú:- 
lo  12  del  Código  Civil  porque  la  renuncia  no 
afecta  el  interés  de  la  recurrente,  pues  su  pro- 
piedad responde  del  total  de  la  deuda  segón 
el  artículo  2408  del  mismo  Código  y  c!U 
conserva  los  derechos  contra  el  deudor  pri: 
cipal  que  otorga  el  artículo  2429;  que  no  se 
ha  infringido  el  artículo  1530  porque  no 
hay  pluralidad  de  deudores;  que  encstejuic 
no  se  ha  ejercitado  la  acción  personal  ¿c 
acreedor  contra  el  deudor  y  quela  acci'- 
real  será  dirigida  contra  una  de  his  fincas  hi- 
potecadas, porque  la  obligación  de  la  otra 
se  extinguió  por  remisión;  que  conforme  a. 
artículo  1531  del  Código  Civil  la  cxtincióa 
de  la  obligación  indivisible  importa  el  cuín- 
plimiento  de  ella  por  cualquiera  de  los  ale- 
gados y  este  cumplimiento  se  efectúa  súlopo' 
el  pago. 

En  conclusión  pide  se  declare  improcedente 
ó  inadmisible  el  recurso,  con  costas. 

Se  oyó  el  dictamen  de  uno  de  los  scñoír^ 
Ministros;  y 

La  Oorte: 

Considerando: 
19  Que  el  inciso  2^  del  artículo  2408  ddC' 
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digo  Civil  fletermina  como  consecuencia  de 
la  indivisibilidad  de  la  hipotecíi  que  "cada 
una  de  las  cosas  hipotecadas  auna  deuda  y 
cada  parte  de  ellas  son  obligadas  al  pago  de 
toda  la  deuda  y  de  cada  parte  de  ella; 

2^  Que  esta  condición  establecida  en  bene- 
ficio c!el  acreedor  le  daderechopara  perseguir 
á  su  elección  y  por  el  total  de  la  deuda,  cual- 
quiera de  vari<»s  predios  hi|  otecados;  v  el  in- 
ciso l^del  artículo  2428  del  mismo  Código 
le  autoriza  para  usar  de  esta  facultad  "sea 
quien  fuere  el  que  posea  la  finca"  y  sin  aten- 
der al  título  con  que  la  hubiere  adquirido, 
exceptuando  sólo  el  caso  de  pública  subasta 
ordenada  por  el  juez,  caso  que  no  se  ha  pro- 
ducido ni  se  ha  alegado  en  este  juicio; 

3^  Que  el  deudor  ó  el  poseedor  reconveni- 
dos en  esta  forma  no  tienen  derecho  para 
oponerse  á  la  acción  del  acreedor,  exigiéndole 
que  se  dirija  conjuntamente  en  contra  de 
las  distintas  propiedades  hipotecadas,  preci- 
samente porque  la  hipoteca  es  indivisible  y 
tiene  las  condiciones  anteriormente  manifes- 
tadas; 

4-^  Que  la  renuncia  que  hace  el  acreedor  de 
parte  de  la  garantía  hipotecaria  no  está  pro- 
hibida por  la  ley  y  sólo  mira  al  interés  indi- 
vidual de  la  persona  en  favor  de  quien  fué 
constituida; 

5*^  Que  el  derecho  de  cancelar  la  hipoteca 
antes  de  extinguirse  la  obligación  principal  lo 
reconoce  expresamente  el  inciso  final  desar- 
ticulo 2434  del  Código  Civil; 

6^  Que  el  precepto  del  artículo  2429  de  este 
Código,  que  invoca  el  recurrente,  según  su 
texto  literal  y  claro  no  le  da  derecho  7)ara 
oponerse  á  la  cancelación  parcial  de  la  hipo- 
teca, ya  que  ni  siquiera  le  permite  exigir  que 
se  persiga  primero  al  deudor  personalmente 
obligado; 

7''  Que  el  artículo  1530  no  ha  podido  tener 
aplicación  en  el  caso  actual,  porque  el  deudor 
es  uno  y  no  dos  ó  má?; 

8^  Que  no  se  ha  producido  ni  fallado  algu- 
na de  las  situaciones  que  enumera  el  artículo 
1610  del  mismo  Código; 

9*^  Que,  aunque  en  el  escrito  de  formaliza- 
ción  se  hace  referencia  también  al  artículo 
1445  de  dicho  Código  no  se  dice  cómo  ha  po- 
dido ser  contrariado  por  el  fallo  recurrido  ni 


si  realmente  el  recurrente  entiende  que  lo  ha 
sido;  y 

10.  Que,  en  consecuencia,  no  aparecen  in- 
fringidos los  preceptos  legales  señalados  en 
la  forma lización  del  recurso. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940, 
945,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  sedeclara  sin  lugar,  con  costas,  eliecur- 
so  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  en  con- 
tra de  la  sentencia  de  la  Iltma.  Corte  de  Ape- 
laciones de  Talca  de  20  de  mayo  de  IQOS. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  suplente 

señor  Vial  ligarte Carlos    Varas -/.    Ga- 

brwl  Palma  Guzmán — Galvnrino  Gallardo. 
—  Gabriel  Gaete,  —  Leoncio  Rodríguez —  E. 
Fósíer  Recabarren,—L.   Vial  Ugarte, 


Cas.  en  la  forwa.—lS  de  julio  de  lg07 

Aracena  y  otros  con  Fisco 

Militares.— Pensiones  de  invalidez. --Re 
tiro.— Competencia  de  los  Tribunales. 
—Ordenanza  del  Ejército.— Presiden- 
te de  la  República;  facultad  privativa. 

Doctrina:  — La  pensión  de  invalidez 
que  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1881 
concede  á  los  oñciales  é  individuos  de 
tropa  que  han  hecho  las  campañas  con- 
tra el  Perú  y  Bolivia  en  la  guerra  del  Pa- 
cinco,  no  es  de  la  naturaleza  de  aquellas 
que  se  conceden  por  la  Ordenanza  del 
Ejército^  sino  que  es  una  recompensa  es- 
pecial acordada  por  la  ley  mencionada 
que  se  rige  por  ella. 

Si  bien  el  número  11  del  articulo  73 
de  la  Constitución  Política  establece 
que  es  atribución  exclusiva  del  Presiden- 
te de  la  República  el  conceder  pensiones 
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de  jubÜfíción,  retiros^  licencias  y  goces 
de  montepío  con  arreglo  á  las  leyes,  es 
competente  la  justicia  ordinaria  para 
conocer  de  una  demanda  por  pensiones 
por  la  ley  especial  de  1881,  pues  esta  re- 
compensa no  ha  sido  materia  de  las  dis- 
posiciones, ni  está  sujeta  á  las  prescrip- 
nes  de  la  Ordenanza  del  Ejército. 

Aún  cuando  corresponde  exclusiva- 
mente al  Presidente  de  la  República  con- 
ceder jubilaciones,  retiros,  licencias  y 
montepíos  con  arreglo  á  las  leyes,  con- 
cedido ó  declarado  el  derecho  al  retiro^ 
el  conocimiento  de  las  cuestiones  que 
puedan  producirse  respecto  del  momen- 
to desde  el  cual  deben  gozarse  ó  el  valor 
de  las  pensiones  con  que  debe  ser  acudi- 
do el  retirado,  corresponde  al  Poder  Ju- 
dicial, ya  que  se  trata  de  un  mero  juicio 
entre  el  solicitante  y  el  Fisco  (Doctrina 
de  la  Corte  de  Apelaciones), 

El  militar  cuyo  derecho  á  la  pensión 
de  invalidez,  acordada  por  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1881,  ha  sido  declarado 
por  decreto  supremo  el  año  1899,  tiene 
derecho  al  pago  de  esta  pensión  desde 
la  fecha  de  la  ley  {Doctrina  C.  Apels,). 


Los  soldados  inválidos  Luis  Aracena,  Esta' 
nislao  Díaz  y  Silvestre  López,  que  hicieron  la 
campaña  del  Pacífico,  á  quienes  se  les  ha  de- 
clarado una  pensión  de  gracia  de  $  16,16,  á 
contar  desde  la  vigencia  de  la  ley  de  6  de  sep- 
tiembre de  1899,  demandaron  al  Fisco  dicien- 
do que  el  decreto  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica que  les  manda  pagar  la  pensión  desde  el 
año  citado  no  está  en  conformidad  con  1») 
prescrito  por  la  ley  de  22  diciembre  de  1881, 
que  les  acuerda  esta  recompensa,  por  lo  que 
han  interpuesto  esta  demanda  á  fin  de  que 
se  les  declare  con  derecho  á  ella  desde  la  vi- 
gencia de  la  ley  de  1881,  con  descuento  de  las 
cantidades  que,  por  pensión  de  invalidez  han 


recibido,  según  lo  expresan  en  escrito  pcNtc- 
rior  á  la  demanda. 

La  ley  de  6  de  septiembre  de  1899,  dicen.ro 
es  una  ley  que  establezca  la  fecha  des«k  .a 
cual  ha^'an  de  p-^garse  las  pensiones  y  irnra 
tenido  otro  objeto  que  conceder  un  nne\  i 
plazo  para  los  que  creyéndose  acreedores  á  :: 
gracia  de  la  pensión,  puedan  ejercitar  sjs 
derechos.  Rl  derecho  A  la  pensión  no  arrariiA 
pues  de  la  del  99  sino  de  la  del  81. 

Según  esto,  el  Presidente  de  la  República r; 
incurrido  en  error  al  fijar,  como  fecha  inid! 
para  el  pago  de  las  pensiones,  la  de  la  vigtn 
óa  de  la  ley  del  99. 

En  virtud  de  lo  expuesto  entablan  deman:: 
en  contra  del  Fisco,  á  fin  de  que  sedeclare-.w 
debe  pagárseles  las  pensiones  insolutas  >x 
$  9,33  mensuales  á  cada  uno,  á  contar  ilefk 
la  vigencia  de  la  citada  ley  del  81.  hasta  a 
de  la  de  7  de  febrero  de  1895.  y  desde  ésta  '. 
razón  de  $  16,16  hasta  la  vigencia  delaic 
6  de  septiembre  de  1899. 

Posteriormente,  el  procurador  de  Ion  ik- 
mandantes  declaró  que  éstos  habían  sido  cu- 
biertos de  las  pensiones  que  lescorrespondíar. 
desde  el  1^  de  enero  de  1895,  en  razón  dcb 
cual  limitaba  la  demanda  al  tiempo  anteri": 
á  la  fecha  indicada. 

Se  dio  por  contestada  la  demanda  en  rt')/ 
día  del  Fisco. 

Se  oyó  al  Ministerio  público  }'  se  citó  lur^ 
sentencia. 

En  este  estado,  promovió  el  señor  Dircct ' 
del  Tesoro  artículo  de  incompetencia,  el  :• 
fué  aceptado  por  el  Juzgado  por  resoluc:  - 
de  9  de  septiembre  de  1905. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Ap< 
ciones  falló: 

Santiago,  21  de  septiembre  de  1906 -VL« 
tos:  Teniendo  presente:  que  aún  cuando c- 
rresponde  exclusivamente  al  Presidente  tic  '^ 
República,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  ea  i- 
número  11  del  artículo  73  de  la  Constituci'r. 
Política,  conceder  jubilaciones,  retiros, etc. 
en  conformidad  á  la  ley;  concedido  6  declan.- 
do  el  derecho  al  retiro,  el  conocimiento  de  !s* 
cuestiones  que  puedan  producirse  en  orden  •■ 
la  fecha  en  que  debe  gozarse  ó  el  valor  de  I^»* 
pensiones  con  que  debe  ser  acudido  el  retir.' 
do  corresponden  al  poder  judicial,  yaque* 
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trata  de  un  mero  juicio  entre  el  solicitante  y 
el  Fisco,  pues  se  encuentra  declarado  su  de- 
recho por  la  autoridad  á  quien  la  Constitu- 
ción da  esa  facultad  y  que  el  conocimiento  de 
todos  los  asuntos  judiciales  que  se  promué- 
ban  en  el  orden  temporal  en  el  territorio  de  la 
República  cualquiera  que  sea  su  naturaleza 
corresponden  á  los  Tribunales  de  Justicia, 

Visto  lo  dispue^ito  en  el  artículo  5^  de  la 
Ley  Orgánica  de  los  Tribunales  se  revoca  la 
resolución  apelada  de  9  de  septiembre  de 
•1905  y  se  doclara  que  no  ha  lugar  al  artículo 
de  incompetencia  deducido  por  el  Director  del 
Tesoro  y  que  debe  regir  la  citación  para  sen- 
tencia. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
don  Juan  Crisóstomo  Herrera  quien  estuvo 
por  confirmar  la  resolución  apelada  con  el 
mérito  de  los  considerandos  1^,  2^,  3*^  y  7*^ 
del  mismo  fallo. — Elias  de  la  Cruz.^J,  C.  He- 
rrera.-^Horacio  Pinto  Agüero, 

Pronunciándose  el  juzgado  sobre  el  fondo 
mismo  de  la  cuestión,  dictó,  con  fecha  8  de 
noviembre  de  1906,  la  siguiente  sentencia: 
Considerando: 

1^  Que  el  derecho  á  las  pensiones  de  que  se 
trata  fué  establecido  por  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1881; 

2^  Que  si,  como  se  ha  declarado  por  el  Pre- 
sidente de  la  Republi.'a,  según  los  decretos 
acompañados  á  la  demanda,  los  demandan- 
tes se  hallan  comprendidos  entre  los  benefi- 
ciados por  esta  ley,  se  deduce  que  ya  tenían 
derecho  á  la  pensión  á  la  vigencia  de  dicha 
ley;  y 

3°  Que  si  la  resolución  del  Ejecutivo  conte- 
nida en  los  decretos  en  referencia,  es  mera- 
mente declarativa,  no  ha  podido  cercenar  el 
derecho  establecido  por  la  ley,  limitando  tal 
derecho  á  sólo  una  parte  de  las  pensiones  que 
se  adeudan  á  los  demandantes. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  la  mencio- 
nada ley  de  22  de  diciembre  de  1881,  artículos 
1'  y  7^,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  deman- 
da, entendiéndose  que  las  pensiones  se  paga- 
rán hasta  el  1*^  de  enero  de  1895.— Anótese  y 
consúltese.— Af o /sés  Lazo  de  la  Vega. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 
Santiago,  4  de  mayo  de  1907.— Vistos:  se 


confirma  la,  sentencia  apelada  de  8  de  no- 
viembre de  1906. 

El  señor  Ministro  Barriga  tuvo  además 
presente  que  ya  hd  sido  fallada  en  1*  y  2*  ins- 
tancia la  competencia  de  los  Tribunales  de 
Justicia  para  conocer  de  la  presente  cuestión. 
•^Lais  Barrixa.—José  T,  Marín^Montcro, 

El  Director  del  Tesoro  dedujo  contra  esta 
sentencia  recurso  de  casación  en  la  forma  y 
formalizándolo,  dice  que  la  sentencia  recurri- 
da ha  infringido  la  disposición  del  número  11 
del  artículo  73  déla  Constitución  Política  del 
Estado,  dictindo  sentencia  en  asunto  que  no 
es  de  la  competencia  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones. 

El  número  11  del  artículo  citado  establece 
que  es  atribución  exclusiva  del  Presidente  de 
la  República  conceder  pensiones  de  jubilacio- 
nes, retiros,  licencias  y  goces  de  montepíos 
con  arreglo  á  las  leyes. 

De  modo  que,  estando  atribuida  esta  facul- 
tad especial,  privativa  al  Presidente  de  la 
República,  no  puede  otro  poder  del  Estado 
entrar  á  conocer  en  un  juicio  que  tenga  por 
objeto  modificar  la  resolución  del  Presidente 
de  la  República  sin  violar  esta  disposición 
constitucional. 

Fundó  el  recurso  en  la  disposición  del  nú- 
mero 1*^  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil 

La  Corte: 

Considerando: 

Que  la  pensión  de  invalidez  que  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1881  concede  á  los  oficia- 
les é  individuos  de  tropa  que  han  hecho  las 
campañas  contra  el  Perú  y  fiolivia  en  la  gue- 
rra llamada  del  Pacífico,  no  es  de  la  natura- 
leza de  aquellas  que  se  conceden  por  la*  Orde- 
nanza del  Ejército  en  el  título  49,  sino  una 
recompensa  especial  acordada  por  la  ley  men- 
cionada, que  se  rige  por  las  prescripciones  de 
esa  misma  ley; 

Que  si  bien  el  número  11  del  artículo  73  de 
la  Constitución  Política  del  Estado  establee? 
que  es  atribución  exclusiva  del  Presidente  de 
la  República  conceder  pensiones  de  jubilación, 
retiros,  licencias  y  goces  de  montepíos  con 
arreglo  á  las  leyes,  en  la  cuestión  actual  se 
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trata  de  una  recompensa  exccpvional  conce- 
dida por  una  ley  especial,  recompensa  que  no 
ha  sido  materia  de  las  disposiciones,  ni  está 
sujeta  á  las  prescripciones  de  la  Ordenanza 
del  Ejército; 

Que  caliñcada  la  naturaleza  de  la  demanda 
con  arreglo  á  las  consideraciones  que  prece- 
den, el  juzgamiento  de  ella  corresponde  á  los 
Tribunales  de  Justicia,  á  quienes  está  atribui- 
da exclusivamente  por  el  artículo  1^  de  la 
Ley  Orgánica  de  los  Tribunales  la  facultad  de 
conocer  en  las  causas  civiles  y  criminales,  de 
juzgarlas  y  de  hacer  ejecutar  lo  juzgado; 

Que  de  la  misma  manera  el  articulo  5  de 
esta  ley  preceptúa  que  **A  los  tribunales  que 
la  presente  ley  establece  estará  sujeto  el  co- 
nocimiento de  todos  los  asuntos  judiciales 
que  se  promuevan  en  el  orden  temporal  den- 
tro del  territorio  de  la  República,  cualquiera 
que  sea  su  naturaleza  ó  la  calidad  de  las  per- 
sonas que  en  ellos  intervengan**,  salvo  las  ex- 
cepciones establecidas  en  el  mismo  artículo, 
entre  las  tuales  no  se  encuentra  la  cuestión 
debatida  en  este  juicio. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  dispo- 
siciones legales  citadas  se  declara  sin  lugar  el 
recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Palma 
Guzmán. 

Acordada  contra  los  votos  del  srñor  Presi- 
dente Varas  y  Ministro  señor  Aguirre,  (juienes 
fueron  de  opinión  que  debía  darse  lugar  al  re- 
curso de  casación,  por  considerar  que  es  atri- 
bución exclusiva  dvl  Presidente  de  la  Repú- 
blica conceder  las  pensiones  de  invalidez  otor- 
gadas por  vía  de  recompensa  en  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1881  á  los  militares  que  hi- 
cieron la  campaña  Perú-boliviana,  ley  decuya 
aplicación  se  trata  en  este  juicio. 

El  señor  Presidente  consigna  especialmente 
las  razones  de  su  voto  en  el  libro  correspon- 
diente.—Car/os  Varas, ^J,  Gabriel  Palma 
Guzmán, ^V.  A^nirre  V.— Leoncio  Rodríj^uez. 
— /.  Berna  les. 


Cas,  en  la  forma 22  de  julio  de  1007 

Mafíei  y  otros  con  Fisco 

Pensiones.  —  Militares.  —  Invalidez  - 
Competencia  -  Sentencia  interlocuto- 
toria.  Improcedencia  del  recurso  de 
casación. 

Doctrina:— Provocac/a  en  primera  ins- 
tancia la  cuestión  de  incompetencia  cd 
Juez  para  conocer  del  asunto  materia  (k 
la  demanda  y  aceptada  esta  incompe- 
tencia, la  sentencia  de  la  Corte  de  s\r.e}r 
dones  que  revoca  la  de  primera  instan- 
cia y  establece  la  competencia  del  tribu- 
nal, se  pronuncia  precisamente  sobre  ¡i 
cuestión  que  estaba  llamada  á  resolver 
y  no  falla  con  maniñesta  incompetencin 

La  sentencia  que  se  pronuncia  sohr: 
la  competencia  de  la  Justicia  ordinaria 
para  conocer  de  una  demanda  es  intcrl* 
cutoria  que  no  pone  término  al  juicio  r. 
hace  imposible  su  continuación  y  no  pr*-  | 
cede,  por  tanto,  en  su  contra  elrecur^'  j 
de  casación.  \ 

Es  competente  la  Justicia  ordinar'  | 
para  conocer  de  una  demanda  de  p^i  \ 
de  pensiones  militares  por  invalidez[h<<  \ 
trina  de  la  C.  de  A.)  \ 


Don  Nemesio  Muñoz  V.,  en  re  presen  tací»' 
del  capitán   de  ejército  don  Julio  Maffci.  •'' 
subteniente  don  Jaime  Mandiola,  de  los  s»: 
gentos  segundos  Martin   Pérez,  José  Sóí<r' 
Urquiola,  Federico  Velásquez,  José  MaríaA 
varez  y  de  los  soldados,  Ignacio  Silva.  J'  ^ 
del  C.  Orellana,   Francisco   Arredondo,  S.v 
tiago  Lizama,  José  Díaz,  Belisario  Sal.i?^ 
Francisco  Ortiz,  Juan  Ramírez  y  Nicolás  M' 
ñoz,  interpuso  demanda  contra  el  Fisco  rtrn- 
sentado  por  el  Director  del  Tesoro,  para qrc 
se  declare  en  definitira  que  áeht  pagarse  á  ^ ' 
representados  las  pensiones   que  les  correa 
ponden  como  inválidos  de  la  campaña  cor. -- 
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la  dictadura  de  1891  y  con  arreglo  á  la  ley 
de  22  de  diciembre  de  1881. 

Aunque  sus  mandantes  se  han  presentado 
dentro  de  los  plazos  fijados  por  la  ley,  las  cé- 
dulas les  mandan  pagar  las  pensiones  sola- 
mente desde  la  fecha  del  decreto  del  Presiden- 
te de  la  República  y  no  desde  la  última  revis- 
ta en  el  servicio  activo  como  está  mandado 
por  decreto  de  26  de  enero  de  1882. 

Para  extenderles  la  cédula  de  invalidez  se 
ha  tenido  presente  la  ¡ey  de  recompensas  de 
22  de  diciembre  de  1881,  aplicable  á  los  que 
hicieron  la  campaña  contra  la  dictadura  por 
ley  de  9  de  enero  de  1892  y  la  de  2  de  febrero 
de  1905  y  sin  embargo,  las  pensiones  no  se 
han  mandado  pagar  desde  la  f'.'cha  que  co- 
rresponde. 

El  Director  del  Tesoro  pidió  que  se  decla- 
rara incompetente  el  Juzgado  para  fallar  el 
asunto,  formulando  incidente  de  previo  pro- 
nunciamiento, fundado  en  que  es  atribución 
del  Presidente  de  la  República,  acordada  por 
el  número  11  del  artículo  73  de  la  Constitu* 
ción  del  Estado,  el  conceder  jubilaciones,  re- 
tiros, montepíos  y  en  subsidio  pidió  que  se 
absolviera  al  Fisco  de  la  demanda. 

Uno  de  los  Juzgados  de  Santiago,  con  fecha 
27  de  octubre  de  1906,  resolvió: 

Vistos:  Con  lo  expuesto  por  las  partes  y  te- 
niendo presente: 

1^  Que  el  derecho  á  una  pensión  de  jubila- 
ción ó  de  retiro,  no  es  un  crédito,  por  lo  cual, 
no  nace  de  él  la  acción  que  reconoce  el  Código 
Civil  en  el  artículo  578; 

2^  Que  si  de  ese  derecho  no  nace  acción  ci- 
vil, no  puede  ser  materia  de  una  causa  civil. 

3*  Que  tal  derecho,  así  como  el  de  obtener 
licencia  que  pueden  ejercitar  ciertos  emplea- 
dos públicos,  es  un  derecho  de  gracia,  mera- 
mente administrativo,  del  cual  nace  una  ac- 
ción también  administrativa  que  ha  de  venti- 
larse ante  el  Presiden  te  de  la  República,  á  quien, 
según  la  Constitución  Política,  artículo  73, 
(82)  número  11,  corresponde  conocer  en  la 
materia,  ó  ante  otros  funcionarios  ó  tribuna- 
les de  carácter  administrativo  tal  como  acon- 
tece en  todos  los  países  que  se  rigen  por  prin- 
cipios constitucionales  análogos  á  los  de  Chi- 
le;  y 
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4P  Que  á  1-os  tribunales  de  justicia,  según  lo 
prevenido  por  la  ley  Orgánica  de  Tribunales, 
artículos  1^  y  4^,  sólo  corresponde  conocer  de 
las  causas  civiles  y  criminales,  y  les  está  pro- 
hibido mezclarse  en  las  atribuciones  de  otros 
poderes  públicos,  en  razón  del  principio  de  la 
separación  de  las  distintas  ramas  del  mismo 
poder  público  que  reconoce  el  sistema  consti- 
tucional y  legal  que  rige  á  la  Nación. 

Se  declara  que  ha  lugar  á  la  excepción  dila- 
toria formulada  á  nombre  del  Fisco  por  el  li- 
belo de  4  de  junio  último Moisés  Lazo  fíe  la 

Vega. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Santiago,  6  de  enero  de  1907— Vistos:  Te- 
niendo presente: 

1.*^  Que  en  la  demanda  se  persigue  el  pago 
de  ciertas  pensiones  á  que  el  demandante  se 
cree  con  derecho,  y  que  dice  le  son  adeudadas 
por  el  Fisco; 

2^  Que,  por  consiguiente,  no  se  trnta  en  la 
dicha  demanda  de  que  los  tribunales  se  pro- 
nuncien sobre  la  validez  ó  nulidad  del  decreto 
supremo  en  que  se  declaró  el  derecho  del  pen- 
sionado, atribución  ésta  que  sólo  corresponde 
á  su  Excelencia  el  Presidente  de  la  República; 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1^  y  en  el 
artículo  5^  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875, 
se  revoca  la  resolución  apelada  de  27  de  oc- 
tubre último,  y  se  declara  que  !a  justicia  or- 
dinaria es  competente  para  conocer  en  el  pre- 
sente juicio. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
don  Felipe  Herrera,  quien  fué  de  opinión  se 
confirmara  la  resolución  apelada  por  las  ra- 
zones consignadas  en  la  sentencia  de  fecha  10 
de  enero  del  año  próximo  pasado,  recaída  en 
el  juicio  seguido  por  don  Domingo  Godoy  con 

el  Fisco Darío  Benavente. — José  T.  Marín. 

— Felipe  Herrera. 

El  Director  del  Tesoro  anunció  recurso  de 
casación  en  la  forma  y  en  el  fondo  contra  esta 
resolución. 

Formalizando  el  primero  de  los  recursos 
dice  que  el  Tribunal  ha  pronunciado  una  sen- 
tencia con  manifiesta  incompetencia. 

Que  el  artículo  73,  número  11  de  la  Consti- 
tución del  Estado  preceptúa  que  es  atribu- 

24 
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ción  exclusiva  del  Presidente  de  la  República, 
conceder  jubilaciones,  retiros  y  goce  de  pen- 
siones de  montepío  con  arreglo  á  las  leyes. 

Que  el  Presidente  de  la  República,  haciendo 
aso  de  esta  atribución  concedió  una  pensión 
determinada  de  pesos  á  los  demandantes  y 
esta  pensión  no  podrá  ser  modificada  por  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Y  finalmente  funda  el  recurso  en  la  disposi- 
ción del  número  1^  del  artículo  941  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil. 

Conociendo  de  este  recurso 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  provocada  ante  el  Juez  Letrado  por 
el  representante  fiscal  la  cuestión  de  incompe- 
tencia de  dicho  juez  para  conocer  del  asunto 
materia  de  la  demanda,  no  hay  mérito  legal 
para  establecer  que  se  haya  incurrido  en  el  vi- 
cio previsto  en  el  número  1*^  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por  haber 
decidido  la  Corte  de  Apelaciones,  revocando 
el  fallo  de  primera  instancia,  la  misma  cues- 
tión de  incompetencia  que  estaba  llamada  á 
resolver,  cualquiera  que  sea  el  sentido  de  esa 
resolución; 

2^  Que  la  resolución  de  que  se  recurre  en  ca- 
sación, aunque  interlocutoria,  no  es  de  aque- 
llas que  ponen  término  al  juicio  ó  hacen  im- 
posible su  continuación; 

3*^  Que  la  disposición  del  artículo  939  del 
Código  de  Procedimiedto  Civil  no  conyede  e^ 
recurso  de  casación  contra  esta  clase  de  res  o* 
luciones. 
Se  declara  que  no  ha  lugar  al  recurso. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Palma 
Guzmán. 

Esta  resolución  ha  sido  acordada  contra  el 
voto  del  señor  Presidente  Varas,  quien  fué  de 
opinión  de  que  se  diera  lugar  á  este  recurso 
por  los  fundamentos  que  consigna  en  el  libro 
respectivo.— Car/os  Varas.— J,  Gabriel  Palma 
Guzmán.— Leoncio  Rodríguez.^].  Bernales. 


Cas.  en  el  fondo. -25  de  julio  de  l%7 
Grace  y  C*  con  Simonetti  (1) 

Oosa  juzgada. -  Juolo  ejecutivo-  Tí 
tulo  ejecutivo.—  Letra  de  cambio- 
Protesto.  —  Aceptación.  -  Demanda 
ordinaria. 

Doctrina:—  La  sentencia  recaida  rr: 
juicio  ejecutivo  produce  cosa  juzgadae:. 
el  ordinario,  tanto  respecto  delejecüU: 
te  como  del  ejecutado,  salvo  que  anu^ 
de  dictarse,  el  actor  ó  el  reo  pidiere  rr 
serva  de  sus  acciones  ó  excepciones  par 
deducirlas  en  el  ordinario  y  el  tribum: 
así  lo  declare,  existiendo  motivos  cahí 
cados,  lo  que  siempre  se  concede  respec- 
to de  acciones  y  excepciones  no  reíerci- 
tes  á  la  existencia  de  la  obligación  mí> 
ma  que  ha  sido  objeto  de  la  ejecución. 

La  demanda  ordinaria  debe  interf' 
nerse  dentro  de  quince  días,  bajo  pec^ 
de  no  ser  admitida  después. 

En  consecuencia,  desechada  por  *: 
tencia  la  acción  ejecutiva  para  el  cobr 
de  una  letra  de  cambio  por  serinekr. 
el  protesto  y  por  no  estar  reconocíale 
forma  legal  la  aceptación  del  libraos  ^ 
tiempo  de  despacharse  el  mandarntí- 
de  embargo,  siendo  dicha  ncepu^' 
condición  esencial  para  el  pago  de  h' 
tra,  si  el  ejecutante  no  pide  anieséc^ 
sentencia  que  se  le  reserve  su  acción  p^^ 
el  juicio  ordinario,  ni  interpone  dem^ 
da  ordinaria  dentro  de  quiace  díascc 
dictada  la  sentencia,  la  demanda  otc^ 
naria  que  después  deduzca  debe  ser  re 
chazada  por  inadmisible. 

(1)  Véanse  sentencias  anteriorei  sobre  «te  ff»* 
mo  asunto  publicadas  en  esta  Revista,  Aúol - 
Parte,  2.»  sección,  pág.  49.  Grace  y  C'  coo^.^ 
netti. 
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En  junio  de  1903  don  Ricardo  Simpson, 
como  agente  de  la  ñrma  social  de  W.  R.  Gra- 
ce  y  C*,  inició  ejecución  contra  don  Domingo 
Simonetti,  comerciante  de  esta  ciudad,  per- 
siguiendo el  pago  del  saldo,  ascendente  á 
$5.213,46,  de  una  letra  de  cambio  girada 
desde  Valparaíso  por  la  expresada 'casa  de 
Grace  y  C^  y  cuyo  valor  primitivo  era  de 
$  8.213,46  por  el  valor  de  las  mercaderías 
compradas  por  Simonetti  á  la  casa  indicada. 
Seguida  la  ejecución  por  todos  su  trámites, 
el  deudor  opuso  la  excepción  que  establece  el 
número  T>  del  artículo  485  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  fundada  en  que  no  se  hizo 
el  protesto  de  la  letra  en  la  época  oportuna 
señalada  por  el  artículo  724  del  Código  de 
Comercio. 

Rechazada  esta  excepción  en  la  sentencia 
de  primera  instancia,  por  haber  reconocido 
el  librado,  la  aceptación  de  la  letra  durante 
el  juicio,  fué  acogida  por  el  Tribunal  de  Alza- 
da en  la  de  segunda,  la  que  estimó  ineficaz  el 
protesto  verificado  á  los  cuatro  meses  des- 
pués de  su  vencimiento  y,  asimismo,  por  no 
constar  la  aceptación  del  librado  al  tiempo 
de  despacharse  el  mandamiento  de  embargo. 
Notificado  el  cúmplase  de  la  resolución  de 
segunda  instancia  de  que  acaba  de  hacerse 
mención,  en  13  de  abril  de  1904,  Grace  y  C^ 
pidieron  se  citase  á  don  Domingo  Simonetti 
para  que  compareciera  á  la  presencia  judicial 
con  el  objeto  de  reconocer  la  firma  puesta  por 
él  en  la  aceptación  de  la  letra  de  cambio  que 
fué  objeto  del  juicio  ejecutivo  ya  terminado. 
Habiéndose  opuesto  Simonetti  á  la  diligen- 
cia solicitada  por  Grace  y  C*,  se  falló  la  inci- 
ílencia,  aceptando  la  oposición  de  aquél,  se- 
gún consta  de  la  resolución  confirmada. 

Con  estos  antecedentes  y  en  26  de  agosto 
de  1904,  Grace  y  C*  presentaron  contra  don 
Domingo  Simonetti  demanda  ordinaria,  en 
la  cual  piden  se  declare,  en  conformidad  á  los 
artículos  1545,  1546  y  1569,  inciso  1*?,  del 
Código  Civil,  que  el  expresado  Simonetti  de- 
be pagar  á  W.  R.  Grace  y  C^  el  saldo  de 
$  5.213,46  de  la  letra  de  cambio  ya  referida, 
intereses  corrientes  hasta^el  día  del  pago  y 
costas. 

Contestando  el  señor  Sifnonetti  expone  que 
absohitamente  nada,  por  tituló  alguno,  debe 


ala  casa  demandante,  que  inicia  este  juicio 
confundiendo  un  crédito  procedente,  según 
ella,  de  una  supuesta  compra  de  mercaderías, 
con  las  obligaciones  nacidas  del  contrato  de 
cambio. 

La  letra  aludida,  continúa,  ninguna  impor- 
tancia tiene,  porque  no  impone  obligación 
respecto  del  girador,  como  ya  lo  han  declara- 
do dos  sentencias  recaídas  en  dos  juicios  eje- 
cutivos. £n  uno  de  estos  juicios  opuso  excep- 
ción de  insuficiencia  del  título,  que  fué  acep- 
tada por  sentencia  de  término  por  lo  cual,' 
conforme  al  artículo  499  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  existe  ya  cosa  juzgada  sobre 
el  mérito  legal  de  dicha  letra. 

Sostiene  que  la  simple  aceptación  de  la  le- 
tra no  le  impone  obligación  de  pagarla,  tan- 
to menos  por  no  haber  sido  protestada  opor- 
tunamente. La  falta  de  protesto  oportuno 
revela  en  su  concepto  la  inexistencia  de  obli- 
gación de  su  parte  y  que  la  aceptación  si  se 
puso,  fué  pata  rcali  ar  un  negocio  que  no  se 
llevó  á  cabo. 

Observa  á  mayor  abundamiento  que  según 
el  artículo  648  del  Coiligo  de  Comercio  el 
aceptante  no  contrac  obligación  alguna  res- 
pecto del  librador,  mioiiiras  este  no  cumpla 
la  principal  de  sus  olj!i:^.iciones,  esto  es  la  de 
hacer  oportunamente  provisión  de  fondos 
para  pagar  la  letra  a  mi  vencimiento,  y  como 
los  señores  Grace  y  C*  jamás  pudieron  acre- 
ditar tal  provisión,  no  tiene  el  exponente  res- 
ponsabilidad en  este  asunto. 

Pide,  por  lo  expuesto,  se  rechace,  con  cos- 
tas, la  demanda. 

En  la  réplica,  se  observa  que  con  lo  expues- 
to en  la  contestación,  la  dificultad  se  reduce 
á  saber  si  el  aceptante  de  una  letra,  haya  sido 
ó  no  protestada  oportunamente,  está  ó  no 
obligado  á  pagarla,  y  á  fijar  el  verdadero  al- 
cance de  las  resoluciones  judiciales  de  que  se 
hace  mérito.  En  cuanto  á  lo  primero,  sostie- 
ne que  el  artículo  648  del  Código  de  Comer- 
cio se  refiere  á  un  caso  distinto,  al  en  que  el 
librador  que  gira  por  cuenta  propia  está  obli- 
gado á  proveer  de  fondos  al  librado,  no  al 
aceptante,  antes  del  vencimiento  para  pagar 
la  letra;  el  librado,  simple  mandatario  del 
librador,  puede  aceptar  ó  no  el  encargo  de 
pagarla,    si  tiene  ó  no  provisión  de  fondos; 
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pero  si  acepta  se  hace  deudor  directo  en  vir- 
tud de  su  aceptación;  la  acción  ejercitada  en 
la  demanda  es  la  correspondiente  contra  el 
aceptante  conforme  al  artículo  676  de  ese  Có- 
digo; el  señor  Simonetti  ha  reconocido  su 
aceptación  de  la  letra  que  se  le  cobra,  no  ha 
alegado  jamás  falsedad  de  esta  aceptación,  y 
no  puede,  por  tanto,  excusarse  de  pagarla  ín- 
tegramente; la  falta  de  protesto  oportuno  no 
produce  la  extinción  de  su  obligación  como 
aceptante,  sino  la  caducidad  de  los  derechos 
del  tenedor  contra  el  librador  }-  endosante, 
según  el  artículo  700  del  mismo  Código,  la 
obligación  del  aceptante  subsistirá  mientras 
no  se  extinga  por  el  pago  ú  otro  de  los  mo- 
dos expresados  en  el  artículo  1567  del  Códi- 
go Civil.  Refiriéndose  á  lo  segundo,  esto  es, 
al  efecto  verdadero  de  las  sentencias  indica- 
das, hace  notar  que  en  ninguna  de  ellas  se  ha 
declarado  la  inexistencia  de  la  obligación  del 
señor  Simonetti,  cuyo  cumplimiento  se  persi- 
gue en  este  juicio.  La  de  término,  recaída  en 
el  seguido  ante  el  cuarto  juzgado,  ordenó  el 
alzamiento  del  embargo  atendiendo  á  que  por 
el  protesto  tardío  la  letra  de  cambio  carecía 
de  mérito  ejecutivo;  y  la  dictada  por  el  quinto 
juzgado  sólo  declaró,  fundada  en  el  artículo 
498  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  la  im- 
procedencia de  la  preparación  de  la  vía  ejecu- 
tiva por  medio  de  reconocimiento  de  la  firma 
puesta  por  el  señor  Simonetti  en  la  acepta- 
ción de  la  letra.  Sostiene  por  esto  que  no  hay 
cosa  juzgada. 

Solicita  en  conclusión  que  se  dé  lugar  á  la 
demanda,  con  costas. 

La  duplica  se  dio  por  evacuada  en  rebeldía, 
y  se  ordenó  que  las  partes  presentaran  en  el 
término  legal  minuta  de  puntos  de  prueba  y 
nómina  de  testigos:  y  habiendo  trascurrido 
el  término  sin  hacerlo,  á  petición  del  deman- 
dante, se  citó  á  las  partes  para  sentencia. 
Uno  de  los  juzgados  de  Santiago,  con  fecha 
14  de  agosto  de  1905,  resolvió: 

Considerando: 
1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
ante  el  cuarto  juzgado  civil  de  este  departa- 
mento W.  R.  Grace  y  C*  siguieron  ejecución 
contra  don  Domingo  Simonetti,  cobrándole 
la  misma  suma  que  ahora,  en  virtud  de  la  le- 


tra de  cambio  alegada  como  fundamento  de 
la  demanda,  y  en  que  esa  ejecución  fué  revo- 
cada por  sentencia  de  término,  por  faltar  al 
título  algunos  de  los  requisitos  ó  condiciones 
exigidos  por  las  lej'es  para  que  tenga  fuerza 
ejecutiva,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 7^  del  artículo  485  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil; 

2^  Que  según  con  >ta  de  las  posiciones  y  su 
absolución,  también  están  de  acuerdo  las  par- 
tes en  que  dicha  letra  fué  girada  en  noviem- 
bre de  1902  por  la  casa  Grace  y  C*  en  favor 
de  su  oficina  de  Santiago,  contra  don  Domin- 
go Simonetti  que  la  aceptó,  por  la  suma  de 
$8.213,46; 

3*?  Que  por  regla  general,  conforme  al  ar- 
tículo 499  de  dicho  Código,  la  sentencia  re- 
caída en  juicio  ejecutivo  produce  cosa  juzga- 
da en  el  juicio  ordinario,  tanto  respecto  del 
ejecutante  como  del  ejecutado,  salvo  que  an- 
tes de  dictarse,  el  actor  ó  el  reo  pidieren  re- 
serva de  sus  acciones  ó  excepciones  para  de- 
ducirlas en  el  ordinario,  y  el  tribunal  así  lo  de- 
clare, existiendo  motivos  calificados,  lo  que 
siempre  se  concede  respecto  de  las  excepcio- 
nes y  acciones  no  referentes  á  la  existencia  de 
la  obligación  misma  que  ha  sido  objeto  de  la 
ejecución; 

4^  Que  no  consta  que  en  la  referida  ejecu- 
ción se  haya  declarado  reserva  de  acciones  en 
favor  de  W.  R.  Grace  y  C*,  quienes,  además, 
han  debido  entablar  demanda  ordinaria  dexi- 
tro  de  quince  días  de  notificada  la  sentencia, 
conforme  al  inciso  último  del  citado  artículo 
499  bajo  pena  de  no  serle  admitida  después; 

5^  Que  de  los  antecedentes  aparece  que  la 
demanda  en  este  juicio  ha  sido  interpuesta 
fuera  de  término  y,  por  consiguiente,  es  ella 
inadmisible; 

6^  Que,  á  ma^'or  abundamiento,  W.  R.  Gra- 
ce y  C*  como  libradores  por  cuenta  propia 
han  estado  en  la  obligación  de  proveer  de 
fondos  al  librado  don  Domingo  Simonetti 
antes  del  vencimiento  de  la  letra,  conforme  al 
artículo  648,  inciso  2^  del  Código  de  Comer- 
cio, y  si  bien  el  artículo  676  del  mismo  Código 
impone  al  aceptante  la  obligación  de  pagarla 
tenga  ó  nó  provisión  de  fondos,  si  no  probare 
que  la  letra  es  falsa,  en  el  presente  caso  siendo 
el  tenedor  de  la  letra  el  libradpr  mismo,  éste 
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no  puede  excusarse  del  cumplimiento  previo 
de  aquella  obligación  para  poder  exigir  el 
pago;  y 

7^  Que  el  señor  Simonetti  ha  negado  haber 
recibido  la  referida  provisión  de  fondos,  \  por 
parte  de  W.  R.  Grace  y  C*  no  se  ha  probado 
haberla  hecho. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  también 
en  los  artículos  67,  151,167,  331,389  y  885 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  1698, 
1702  y  1713  del  Código  Civil,  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  lademanda.— i4rt uro  i4ja/«H. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Apela' 
ciones: 

Santiago,  30  de  mayo  de  1906— Vistos:  Re- 
produciendo la  parte  expositiva  y  los  cinco 
primeros  considerandos  de  la  sentencia  de 
primera  instancia  y  teniendo  además  presen- 
te que  en  el  juicio  ordinario  á  que  puso  fin  la 
referida  sentencia  W.  R.  Grace  y  C*  cobran  el 
saldo  de  la  letra  de  cambio  que  sirvió  de  base 
á  la  ejecución  que  dichos  señores  iniciaron 
contra  don  Domingo  Simonetti,  acción  ejecu- 
tiva que  fué  rechazada,  según  consta  de  la  re- 
solución que  rechazaba  por  inadmisible  la  de" 
manda,  no  es  oportuno  pronunciarse  respecto 
del  fondo  de  las  acciones  deducidas  en  ella. 
Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  193,  nume- 
ro 6^  y  499  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  confirma  la  sentencia  de  14  de  agosto 
nltimo,  en  cuanto  se  rechaza  por  inadmisible 
la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Barriga,  quien  fué  de  opinión  que  se  declarara 
admisible  la  demanda  y  se  resolviera  en  con- 
secuencia sobre  el  fondo  de  las  excepciones 
opuestas  por  las  rnzones  que  consigna  en  el 
libro  respectivo.— L  .Barriga.— José  T.  Marin. 
Elias  de  Ja  Cruz. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  la  casa  Grace 
y  C^  recurso  de  casación  en  el  fondo  y  forma- 
lizándolo dice: 

La  sentencia  tiene  por  único  fundamento  la 
disposición  m^l  aplicada  del  artículo  499  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  precepto  que 
ha  sido  infringido  por  el  Tribunal  de  Alzada. 

La  cosa  juzgada  de  que  se  ocupa  ese  artículo 
comprende  únicamente  la  cuestión  ó  cuestio- 
nes que  hubiesen  sido  discutidas  ó  tratadas 


en  el  juicio  ejecutivo  y  falladas  por  la  resolu- 
ción que  en  él  hubiere  recaído. 

Ahora  bien,  en  el  juicio  ejecutivo  que  prece- 
dió al  actual  ordinario  sólo  se  discutió  si  la 
letra  girada  por  Grace  y  C^,  protestada  fuera 
del  plazo  legal,  tenía  ó  nó  mérito  ejecutivo. 
No  se  discutió  ni  se  puso  en  duda  siquiera  la 
existencia  de  la  letra  de  cambio  3'  de  las  obli- 
gaciones que  de  ella  resultaban,  sino  única- 
mente si  esas  obligaciones  estaban  ó  no  am- 
paradas por  el  carácter  ejecutivo  con  que  la 
ley  favorece  ciertos  créditos.  Fué  éste  el  punto 
resuelto  en  sentido  favorable  al  recurrente  en 
la  sentencia  de  primera  instancia,  y  que  la 
Corte  falló  en  sentido  contrario,  declarando 
probada  la  excepción  opuesta  en  el  escrito, 
que  se  fundaba  en  que  el  protesto  de  la  letra 
en  cuestión  carecía  de  eficacia  legal. 

Fué,  pues,  aquella  una  cuestión  de  proce 
dimiento,  de  requisitos  relativos  á  la  forma  en 
que  podía  cobrarse  la  obligación;  pero  que  no 
comprendía  ni  afectaba  el  fondo  de  la  obliga- 
ción misma,  la  cual  quedaba  subsistente^ 

En  cambio  el  juicio  ordinario  en  que  se  ha 
dictado  la  sentencia  impugnada  ha  versado 
sobre  la  existencia  ó  inexistencia  de  la  obli- 
gación. 

El  recurrente  ha  sostenido  que  por  el  hecho 
de  la  aceptación  de  la  letra  por  Simonetti, 
éste  se  constituyó  deudor  principal  y  directo. 

El  demandado,  á  su  tumo,  objeta  el  mérito 
legal  de  la  letra  y  sostiene  que  su  aceptación 
no  le  impone  obligación  alguna  por  falta  del 
protesto  y  por  falta  de  provisión  de  fondos. 

La  sentencia  del  juicio  ejecutivo  no  había 
cerrado  la  entrada  al  juicio  ordinario. 

La  reserva  de  acciones  á  que  se  refiere  el  in- 
ciso 2^  del  artículo  499  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  es  necesaria  respecto  del  punto 
ó  puntos  que  hubieren  sido  fallados  por  la 
sentencia  dictada  en  el  juicio  ejecutivo;  pero 
no  de  aquellos  que  ni  siquiera  han  sido  toma- 
dos en  consideración  en  esa  sentencia. 

Se  ha  infringido  por  consiguiente  el  artículo 
499  ya  citado  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

El  recurrente  desarrolla  con  más  extensión 
estas  observaciones  en  el  escrito  en  que  funda 
el  recurso,  y  la  parte  recurrida  sostiene  que 
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pero  si  acepta  se  hace  deudor  directo  en  vir- 
tud de  su  aceptación;  la  acción  ejercitada  en 
la  demanda  es  la  correspondiente  contra  el 
aceptante  conforme  al  artículo  676  de  ese  Có- 
digo; el  señor  Simonetti  ha  reconocido  su 
aceptación  de  la  letra  que  se  le  cobra,  no  ha 
alegado  jamfis  falsedad  de  esta  aceptación,  y 
no  puede,  por  tanto,  excusarse  de  pagarla  ín- 
tegramente; la  falta  de  protesto  oportuno  no 
produce  la  extinción  de  su  obligación  como 
aceptante,  sino  la  caducidad  de  los  derechos 
del  tenedor  contra  el  librador  y  endosante, 
según  el  artículo  700  del  mismo  Código,  la 
obligación  del  aceptante  subsistirá  mientras 
no  se  extinga  por  el  pago  ú  otro  de  los  mo- 
dos expresados  en  el  artículo  1567  del  Códi- 
go Civil.  Refiriéndose  á  lo  segundo,  esto  es, 
al  efecto  verdadero  de  las  sentencias  indica- 
das, hace  notar  que  en  ninguna  de  ellas  se  ha 
declarado  la  inexistencia  de  la  obligación  del 
señor  Simonetti,  cuyo  cumplimiento  se  persi- 
gue en  este  juicio.  La  de  término,  recaída  en 
el  seguido  ante  el  cuarto  juzgado,  ordenó  el 
alzamiento  del  embargo  atendiendo  á  que  por 
el  protesto  tardío  la  letra  de  cambio  carecía 
de  mérito  ejecutivo;  y  la  dictada  por  el  quinto 
juzgado  sólo  declaró,  fundada  en  el  artículo 
498  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  la  im- 
procedencia de  la  preparación  de  la  vía  ejecu- 
tiva por  medio  de  reconocimiento  de  la  firma 
puesta  por  el  señor  Simonetti  en  la  acepta- 
ción de  la  letra.  Sostiene  por  esto  que  no  hay 
cosa juzgada. 

Solicita  en  conclusión  que  se  dé  lugar  á  la 
demanda,  con  costas. 

La  duplica  se  dio  por  evacuada  en  rebeldía, 
y  s?  ordenó  que  las  partes  presentaran  en  el 
término  legal  minuta  de  puntos  de  prueba  y 
nómina  de  testigos;  y  habiendo  trascurrido 
el  término  sin  hacerlo,  á  petición  del  deman- 
dante, se  citó  á  las  partes  para  sentencia. 
Uno  de  los  juzgados  de  Santiago,  con  fecha 
14  de  agosto  de  1905,  resolvió: 

Considerando: 
1*^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
ante  el  cuarto  juzgado  civil  de  este  departa- 
mento W.  R.  Grace  y  C*  siguieron  ejecución 
contra  don  Domingo  Simonetti,  cobrándole 
la  misma  suma  que  ahora,  en  virtud  de  la  le- 


tra de  cambio  alegada  como  fundamento  ue 
la  demanda,  y  en  que  esa  ejecución  fue  revo- 
cada por  sentencia  de  término,  por  faltar.il 
título  algunos  de  los  requisitos  ó  condicionrt 
exigidos  por  las  le\'es  para  que  tenga  fuerza 
ejecutiva,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 7^  del  artículo  485  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil; 

2^  Que  según  con  >ta  de  las  posiciones  y  su 
absolución,  también  están  de  acuerdo  las  par- 
tes en  que  dicha  letra  fué  girada  en  noviem- 
bre de  1902  por  la  casa  Grace  y  C*  en  favijt 
de  su  oficina  de  Santiago,  contra  don  Domin- 
go Simonetti  que  la  aceptó,  por  la  suma  He 
$  8.213,46; 

3*^  Que  por  regla  general,  conforme  al  ar- 
tículo 499  de  dicho  Código,  la  sentencia  r^ 
caída  en  juicio  ejecutivo  produce  cosa  juzga- 
da en  el  juicio  ordinario,  tanto  respecto  del 
ejecutante  como  del  ejecutado,  salvo  que  an- 
tes de  dictarse,  el  actor  ó  el  reo  pidieren  re- 
serva de  sus  acciones  ó  excepciones  para  d^ 
ducirlas  en  el  ordinario,  y  el  tribunal  así  lo iie- 
clare,  existiendo  motivos  calificados,  lo  que 
siempre  se  concede  respecto  de  las  excepcio- 
nes y  acciones  no  referentes  á  la  existencia  de 
la  obligación  misma  que  ha  sido  objeto  déla 
ejecución; 

4^  Que  no  consta  que  en  la  referida  ejecu- 
ción se  haya  declarado  reserva  de  acciones  fc 
favor  de  W.  R.  Grace  y  C*  quienes,  adema>, 
han  debido  entablar  demanda  ordinaria  der- 
tro  de  quince  días  de  notificada  la  sentencia 
conforme  al  inciso  último  del  citado  artice 
499  bajo  pena  de  no  serle  admitida  despaó 

5^  Quede  los  antecedentes  aparece  que  U 
demanda  en  este  juicio  ha  sido  interpuesu 
fuera  de  término  y,  por  consiguiente,  es e!¡i 
inadmisible; 

6^  Que,  á  ma^'or  abundamiento,  W.  R.  Gra- 
ce y  C*  como  libradores  por  cuenta  propia 
han  estado  en  la  obligación  de  proveer  -If 
fondos  al  librado  don  Domingo  Simonein 
antes  del  vencimiento  de  la  letra,  conforme  al 
artículo  648,  inciso  2^  del  Código  de  Comer- 
cio, y  si  bien  el  artículo  676  del  mismoCódigo 
impone  al  aceptante  la  obligación  de  pagarla 
tenga  ó  nó  provisión  de  fondos,  si  no  probare 
que  la  letra  es  falsa,  en  el  presente  caso  sicn^^ 
el  tenedor  de  la  letra  el  libradpr  mismo,  fstt 
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no  puede  excusarse  del  cumplimiento  previo 
de  aquella  obligación  para  poder  exigir  el 
pago;  y 

7^  Que  el  señor  Siraonetti  ha  negado  haber 
recibido  la  referida  provisión  de  fondos,  v  por 
parte  de  W.  R.  Grace  y  C*  no  se  ha  probado 
haberla  hecho. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  también 
en  los  artículos  67,  151,167,  331,389  y  885 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  1698, 
1702  y  1713  del  Código  Civil,  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  la  demanda. —i4rt£/rOi4ja/«. 
Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Apela' 
cienes: 

Santiago,  30  de  mayo  de  1906.— Vistos:  Re- 
produciendo la  parte  expositiva  y  los  cinco 
primeros  considerandos  de  la  sentencia  de 
primera  instancia  y  teniendo  además  presen- 
te que  en  el  juicio  ordinario  á  que  puso  fin  la 
referida  sentencia  W.  R.  Grace  y  C*  cobran  el 
saldo  de  la  letra  de  cambio  que  sirvió  de  base 
á  la  ejecución  que  dichos  señores  iniciaron 
contra  don  Domingo  Simonetti,  acción  ejecu- 
tiva que  fué  rechazada,  según  consta  de  la  re- 
solución que  rechazaba  por  inadmisible  la  de' 
manda,  no  es  oportuno  pronunciarse  respecto 
del  fondo  de  las  acciones  deducidas  en  ella. 
Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  193,  nume- 
ro 6*?  y  4-99  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  confirma  la  sentencia  de  14  de  agosto 
último,  en  cuanto  se  rechaza  por  inadmisible 
la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Barriga,  quien  fué  de  opinión  que  se  declarara 
admisible  la  demanda  y  se  resolviera  en  con- 
secuencia sobre  el  fondo  de  las  excepciones 
opuestas  por  las  rnzones  que  consigna  en  el 
libro  respectivo.— L  .Barrica. ^José  T,  Marín. 
Elias  de  Ja  Craz, 

Contra  esta  sentencia  dedujo  la  casa  Grace 
y  C^  recurso  de  cas.ición  en  el  fondo  y  forma- 
lizándolo dice: 

La  sentencia  tiene  por  único  fundamento  la 
ílisposición  mal  aplicada  del  artículo  499  del 
^6digo  de  Procedimiento  Civil,  precepto  que 
ha  sido  infringido  por  el  Tribunal  de  Alzada. 
La  cosa  juzgada  de  que  se  ocupa  ese  artículo 
comprende  únicamente  la  cuestión  ó  cuestio- 
nes que  hubiesen  sido  discutidas  ó  tratadas 


en  el  juicio  ejecutivo  y  falladas  por  la  resolu- 
ción que  en  él  hubiere  recaído. 

Ahora  bien,  en  el  juicio  ejecutivo  que  prece- 
dió al  actual  ordinario  sólo  se  discutió  si  la 
letra  girada  por  Grace  y  C*,  protestada  fuera 
del  plazo  legal,  tenía  ó  nó  mérito  ejecutivo. 
No  se  discutió  ni  se  puso  en  duda  siquiera  la 
existencia  de  la  letra  de  cambio  )'  de  las  obli- 
gaciones que  de  ella  resultaban,  sino  única- 
mente si  esas  obligaciones  estaban  ó  no  am- 
paradas por  el  carácter  ejecutivo  con  que  la 
ley  favorece  ciertos  créditos.  Fué  éste  el  punto 
resuelto  en  sentido  favorable  al  recurrente  en 
la  sentencia  de  primera  instancia,  y  que  la 
Corte  falló  en  sentido  contrario,  declarando 
probada  la  excepción  opuesta  en  el  escrito, 
que  se  fundaba  en  que  el  protesto  de  la  letra 
en  cuestión  carecía  de  eficacia  legal. 

Fué,  pues,  aquella  una  cuestión  de  proce 
dimiento,  de  requisitos  relativos  á  la  forma  en 
que  podía  cobrarse  la  obligación;  pero  que  no 
comprendía  ni  afectaba  el  fondo  de  la  obliga- 
ción misma,  la  cual  quedaba  subsistente. 

Hn  cambio  el  juicio  ordinario  en  que  se  ha 
dictado  la  sentencia  impugnada  ha  versado 
sobre  la  existencia  ó  inexistencia  de  la  obli- 
gación. 

El  recurrente  ha  sostenido  que  por  el  hecho 
de  la  aceptación  de  la  letra  por  Simonetti, 
éste  se  constituyó  deudor  principal  y  directo. 

El  demandado,  á  su  turno,  objeta  el  mérito 
legal  de  la  letra  y  sostiene  que  su  aceptación 
no  le  impone  obligación  alguna  por  falta  del 
protesto  y  por  falta  de  provisión  de  fondos. 

La  sentencia  del  juicio  ejecutivo  no  había 
cerrado  la  entrada  al  juicio  ordinario. 

La  reserva  de  acciones  á  que  se  refiere  el  in- 
ciso 2^  del  artículo  499  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  es  necesaria  respecto  del  punto 
ó  puntos  que  hubieren  sido  fallados  por  la 
sentencia  dictada  en  el  juicio  ejecutivo;  pero 
no  de  aquellos  que  ni  siquiera  han  sido  toma- 
dos en  consideración  en  esa  sentencia. 

Se  ha  infringido  por  consiguiente  el  artículo 
499  ya  citado  del  Código  de  Procedimiento 
Civil.' 

El  recurrente  desarrolla  con  más  extensión 
estas  observaciones  en  el  escrito  en  que  funda 
el  recurso,  y  la  parte  recurrida  sostiene  que 


340 


SEGUNDA   PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


no  debe  darse  lugar  al  recurso,  porque  la  sen- 
tencia dictada  en  el  juicio  ejecutivo  ha  produ" 
cido  cosa  juzgada. 

Se  oyó  el  dictamen  de  uno  de  los  Ministros 
de  este  Tribunal  y 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  la 
casa  Grace  y  C*,  contra  don  Domingo  Simo- 
netti,  se  cobraba  á  éste  el  saldo  de  una  letra 
de  cambio  girada  desde  Valparaíso  por  los 
expresados  Grace  y  C*,  ascendente  á  la  canti- 
dad de  $  5.213,46  en  la  inteligencia  de  que 
la  letra  de  que  se  trata  había  sido  acepta- 
da por  el  librado  Simonetti,  según  así  se 
expresa  en  la  respectiva  demanda,  y  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  número  4*^  del  ar- 
tículo 455  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
disposición  que  da  mérito  ejecutivo  á  la  letra 
de  cambio  respecto  del  aceptante  que  no  hu- 
biere puesto  tacha  de  falsedad  á  su  acepta- 
ción al  tiempo  de  protestar  la  letra  por  falta 
de  pago,  aun  cuando  la  firma  no  esté  recono- 
cida por  el  aceptante; 

2^  Que  despachado  el  mandamiento  de  em- 
bargo, opuso  el  ejecutado  la  excepción  que 
establece  el  número  7°  del  artículo  485  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  fundado  en 
que  el  protesto  de  la  letra  que  servía  de  título 
á  la  ejecución  se  había  hecho  después  del  si^ 
guiente  día  de  su  vencimiento,  3'  que  carecía 
de  eficacia  legal,  según  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 722,  723  y  734  del  Código  de  Comer- 
cio, debiendo,  por  lo  tanto,  revocarse  la  eje- 
cución'y  absorvérsele  de  la  demanda; 

39  Que  el  ejecutante  en  el  escrito  en  que 
respondió  á  las  excepciones,  sostuvo  que  para 
el  principio  legal  establecido  en  la  2*  parte 
del  número  4*^  del  artículo  445  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  nada  importaba  que  el 
protesto  se  hubiera  hecho  ó  nó  dentro  del 
plazo  fijado  por  el  artículo  724  del  Código  de 
Comercio,  que  si  se  omite  ó  retarda  el  pro- 
testo queda  siempre  la  obligación  del  acep- 
tante, principal  deudor,  quien  no  puede  escu- 
sarse  del  pago  de  la  letra  sino  probando  que 
ella  es  falsa,  como  así  se  desprende  del  artícu- 
lo 676  del  citado  Código,    disposición  que 


está  de  acuerdo  con  la  del  número  4^  dd  ar- 
tículo 455  del  Código  de  Procedimiento  Ci»-i^. 
y  que  el  mismo  Simonetti  ha  reconocido  ex- 
presamente, en  el  escrito  de  excepciones,  la 
existencia  de  la  deuda  y  la  autenticidad  de  !¿ 
aceptación,  por  lo  que  debía, en  consecuencia. 
llevarse  adelante  la  ejecución; 

4^  Que  la  sentencia  de  primera  instanci^i 
desechó  la  excepción  opuesta  y  dio  lu^an'.  la 
demanda  ejecutiva,  fundándose,  como  lo  ma- 
nifiestan los  considerandos  ^^  y  5^,  en  que  ¿ 
ejecutado  Simonetti  no  desconoce  haber  acep- 
tado sin  formular  tacha  alguna  la  letra  qjc 
sirve  de  título  á  la  obligación,  en  termino^ 
que  la  falta  de  oportunidad  del  protesto  ei: 
nada  afecta  dicha  obligación,  no  altera  Ia> 
relaciones  del  aceptante  con  el  portador,  j:. 
que  la  aceptación  constituye  al  aceptante  • 
la  obligación  de  pagarla  á  su  vencimiento. 
salvo  que  probare  su  falsedad,  circunstancia 
que  el  ejecutado  no  ha  aducido  en  autos; 

5'  Que  la  sentencia  de  segunda  instancifi, 
para  revocar  la  de  primera  que  había  dad 
lugar  á  la  acción  ejecutiva,  no  sólo  turo  prt- 
sente  la  ineficacia  legal  del  protesto  hecho  e> 
temporáneamente  y  á  un  empleado  de  Simoor 
ttí  en  ausencia  de  éste,  sino  también  la  circuo> 
tancia  de  que  no  podía  entenderse  reconocúL 
la  aceptación  de  la  letra  por  el  librado  y  p«r 
establecido  el  mérito  ejecutivo  de  aquél.. 
atendidas  las  condiciones  en  que  fué  protes- 
tada, sin  que  fuera  bastante  para  suWnarc 
vicio  originario  del  título,  el  hecho  de  haV 
reconocido  el  ejecutado  en  el  escrito  de  excf 
ciones  la  aceptación  por  él  de  la  letra  referii- 
según  así  aparece  en  los  considerandos  5^  ^ 
y  7^^  de  la  sentencia  de  que  se  trata; 

6^  Que  en  la  demanda  entablada  en  el  mi 
cío  actual  de  que  procede  el  recurso  de  Gn« 
y  C*,  se  insiste  en  cobrar  á  Simonetti  el  salJ ' 
de  $  5.213,46  de  la  letra  de  cambio  girac' 
por  aquellos,  que  fué  materia  de  la  ejecua«in 
anterior  y  por  la  misma  causa  de  pedir,  " 
sea,  por  haber  Simonetti  aceptado  dicha  k 
tra,  aceptación  que  fué  objeto,  como  que^^ 
explicado,  de  la  controversia  de  las  partes  y 
de  las  sentencias  dictadas  en  aquel  juicio; 

1^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artícnlo^^i' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  "la  **•" 
tencia  recaída  en  el  juicio  ejecutivo  ppnloce 
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cosa  juzgada,  tanto  respecto  del  ejecutante, 
como  del  ejecutado",  y  si  bien  dicho  artículo 
establece  que  puede  concederse  una  reserva 
de  acciones  ó  excepciones  para  el  juicio  ordi- 
nario, ella  sólo  puede  tener  cabida  á  petición 
del  actor  ó  del  reo  por  motivos  calificados  y 
antes  de  dictarse  la  sentencia  del  juicio  ejecu- 
tivo, salvo  que  se  trate  de  las  acciones  y 
excepciones  que  no  se  refieran  á  la  existencia 
de  la  obligación  misma  que  ha  sido  objeto  de 
la  ejecución,  respecto  de  las  cuales  siempre  se 
concederá  la  reserva; 

8*^  Que  rechazada  la  acción  ejecutiva  por 
no  estar  reconocida  en  forma  legal  la  acepta- 
ción del  librado  al  tiempo  de  despacharse  el 
mandamiento  de  embargo  y  siendo  dicha 
aceptación  una  condición  esencial  para  el 
pago  de  la  letra,  el  ejecutante  ha  debido  pedir 
oportunamente  la  reserva  indicada  en  el  ar- 
tículo 499  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, á  fin  de  acreditar  en  el  juicio  ordinario  la 
aceptación  expresada; 

9*^  Que  el  ejecutante  no  solicitó  la  reserva 
de  su  acción  ordinaria  y,  por  lo  demás,  la  de- 
manda del  j  uicio  de  que  procede  el  recurso  apa- 
rece entablada  después  del  plazo  señalado  en 
el  inciso  3^  del  artículo  399  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  por  lo  que  no  ha  podido 
ser  admitida  en  ningún  caso;  y 

10.  Que  atendido  lo  expuesto,  el  Tribunal 
de  Alzada  al  acoger  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada denegando  lugar  á  la  demanda,  ha  he- 
cho una  aplicación  correcta  del  artículo  499 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  no  exis- 
te, por  consiguiente,  la  infracción  denunciada 
por  el  recurrente. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  deducido  en  este  juicio 
por  W.  R.  Grace  y  C^  Aplícase  al  Fisco  la 
cantidad  de  $  150  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 

Acordada  contra  el  voto  del  Ministro  señor 
Varas,  quien  fué  de  opinión  de  que  debía  dar- 
se lugar  al  recurso  por  las  razones  que  esta- 
blece en  el  libro  respectivo Carlos  Varas. — 

Leopoldo  Urruda.—J.  Gabriel  Palma  Guz- 
máa.^Gabriel Gaete.-^V.Águirre  V.—E,  Fós- 
ter  Recabarren,—J,  Bernales. 


Cas.  en  el  fondo 3  de  julio  de  1907 

Carvacho  con  Mascayano 

Mora.— Intereses.  -  Retención  judicial.— 
Facultad  del  deudor 

Doctrina:  —  No  incurre  en  mora  ni 
está  obligado  al  pago  de  [los  intereses 
respectivos  el  deudor  que  no  paga  al 
acreedor  en  el  plazo  convenido,  si  antes 
del  vencimiento  se  le  notifica  en  forma 
legal  una  orden  judicial  de  retener  en  su 
poder  la  suma  debida,  orden  decretada 
á  petición  de  un  tercero. 

Si  bien  el  deudor  pudo  libertarse  de 
toda  responsabilidad  consignando  en  un 
Banco  6  en  arcas  fiscales  á  la  orden  ju- 
dicial la  cantidad  debida,  no  estaba 
obligado  á  hacerlo  y  por  no  haber  ejer- 
cido una  facultad  no  puede  incurrir  en 
penas  que  la  ley  reserva  para  faltas  en 
el  cumplimiento  de  obligaciones. 


Por  escritura  pública  otorgada  en  San  Fer- 
nando en  2  de  mayo  de  1898,  doña  Rosa 
Carvacho  viuda  de  Valenzuela  prometió  á 
don  Wenceslao  Mascayano,  venderle  por  el 
precio  de  $  10.000  una  casa  ubicada  en  la 
Avenida  de  Junín,  de  aquella  ciudad. 

Por  su  parte,  Mascayano  se  obligó  á  ven- 
der á  la  señora  Carvacho  una  casa  situada 
en  la  calle  de  Llanquihue  de  Santiago,  por  el 
precio  de  $  6.000. 

Computando  el  precio  de  estas  promesas 
y  de  ['otras  ventas  de  muebles  y  mercade- 
rías, que  se  pactaron  en  la  misma  escritu- 
ra, las  partes  declararon  que  don  Wenceslao 
Mascayano,  quedaba  debiendo  á  doña  Rosa 
Carvacho  la  suma  de  $  7.000.  que  el  pri- 
mero se'obligó  á  pagar  á  la  segunda  en  dos 
dividendos  iguales,  en  dos  y  cuatro  años  de 
plazo,  contados  desde  el  15  de  abril  anterior, 
con  el  interés  de  un  8^  anual  por  los  $  3.500 
que  debería  pagar  á  dos  años  de  plazo  y  el 
10  %  por  ios  otros  $  3.500  que  debía  pagar  á 
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cuatro  años.  Los  intereses  deberían  cubrirse  - 
por  trimestres  vencidos  y  Mascayano  para 
garantir  la  deuda,  constituiría  hipoteca  sd- 
bre  la  propiedad  que  se  le  prometía  vender  en 
Santiago. 

La  cláusula  6*  de  este  contrato,  estableció 
que  si  el  señor  Mascayano  se  constituyera  en 
mora  en  el  pago  del  capital  en  los  plazos  in- 
dicados, abonaría  el  interés  penal  de  12% 
anual  y  la  señora  Carvacho  podría  exigir 
ejecutivamente  el  capital  si  se  retardara  más 
de  quince  días  el  pago  de  los  intereses  en  las 
épocas  fijadas. 

Después  de  un  juicio  ordinario,  seguido  por 
las  partes,  en  el  cual  Mascayano  demandó  á 
la  señora  Carvacho  por  el  cumplimiento  de 
este  contrato  é  indemnización  de  perjuicios, 
negándose  á  ello  y  reconviniendo  la  deman- 
dada, se  resolvió  por  sentencia  de  término,  en 
31  de  agosto  de  1901,  que  debía  llevarse  á 
efecto  lo  convenido,  suscribiendo  la  señora 
Carvacho  la  escritura  definitiva  de  venta  y 
ordenando  más  tarde  el  Juez  de  Letras,  en 
13  de  enero  de  1902  que  se  extendiese  sin  más 
trámite  dicha  escritura,  interviniendo  en  el 
acto  el  mismo  Juez. 

£n  21  del  referido  mes,  Mascayano  presen- 
tó al  Juzgado  una  boleta  de  depósito  en  el 
Banco  Español  Italiano  á  la  orden  del  Juzga- 
do por  $  3.500,  como  pago  previo  para  el 
otorgamiento  de  la  escritura  definitiva  de 
venta. 

Más  tarde,  en  30  de  marzo  de  1905,  Mas- 
cayano presentó  al  Juzgado  la  solicitud,  en 
la  que  expresa,  que,  según  la  boleta  que 
acompaña,  ha  consignado  la  suma  de  $  3.500, 
saldo  insoluto  del  precio  de  la  venta,  el  cual 
no  había  pagado  antes  por  haber  sido  reteni- 
do judicialmente  en  su  poder  á  petición  de 
don  Delfín  Alberto  Valenzuela,  coheredero 
acreedor  de  la  señora  Carvacho  y  por  esto 
y  haberse  alzado  ya  esa  retención,  pedía  se 
tuviese  por  hecho  el  depósito  y  se  mandase 
cancelar  la  hipoteca  constituida  en  resguardo 
de  la  deuda. 

El  juzgado  decretó  que  así  se  hiciese  con  ci- 
tación de  la  señora  Carvacho,  quien  dedujo 
oposición,  expresando  que  no  se  habían  paga- 
do todos  los  intereses  de  los  dividendos  adeu- 
dados por  Mascayano,  obligación  de  la  cual 


no  podía  quedar  exento  el  deudor  por  Tirtü»! 
de  la  retención  que  alegaba,  pues  con  ella  no 
pedían  alterarse  las  estipulaciones  del  coc- 
trato  de  2  de  mayo  de  1898,  ni  podía  haberse 
autorizado  al  deudor  para  en ríquecerseá  cos- 
ta ajena  ya  que  si  él  hubiera  deseado  dtsli 
garse  de  su  obligación,  le  habría  sido  fía 
consignar  el  monto  de  la  deuda  en  arcas fÍ!' 
cales  ó  en  un  Banco,  á  la  orJen  del  Juzgado. 

Con  la  respuesta  dada  por  Mascayano, 
dictó  el  Juzgado  de  San  Fernando,  con  fecha 
17  de  junio  de  1905,  la  siguiente  resolución: 

Vistos:  Teniendo  presente  el  mérito  gtncra! 
de  los  autos,  se  desecha,  con  costas,  la  oposi- 
ción formulada  por  doña  Rosa  Carvacho  t. 
de  Valenzuela  en  lo  principal  de  su  escrito. 
Practíquese,  por  lo  demás,  la  notificación  sc^ 
licitada  en  el  segundo  otrosí  de  la  misma  so- 
licitud  para  los  fines  legales — Astrosa. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones: 

Santiago,  19  de  octubre  de  1905— Vistos: 
teniendo  presente  que  según  consta  de  los  an- 
teceden tes  don  Wenceslao  Mascayano  sólo 
ha  pagado  los  intereres  estipulados  en  la  es- 
critura hasta  el  15  de  enero  de  1901,  hallán- 
dose por  Jlo  demás  íntegramente  pagado  el 
capital  adeudado,  se  declara  que  el  referido 
Mascayano  debe  pagar  á  la  señora  Carra- 
cho los  intertses  correspondientes  desde  late- 
cha  expresada  hasta  el  15  de  abril  de  1902, 
fecha  del  vencimiento  de  la  obligación  dedu- 
cida en  la  citada  escritura,  se  revoca  en  \' 
contrario  á  ésta  la  resolución  apelada  del' 
de  junio  último,  y  se  confirma  en  lo  óemk 
eliminando  las  costas  de  primera  instancia, 
por  haber  tenido  la  señora  Carvacho  moti- 
TOS  plausibles  para  Vitígar,--  /,  Ignacio  U- 
rraín,^R.  Reyes  Solar,— E.  Castillo. 

Para  invalidar  esta  sentencia,  la  seiíora 
Carvacho  ha  entablado  recurso  de  casaaón 
en  el  fondo,  y  en  el  escrito  en  que  lo  forniah- 
za  repite  las  observaciones  que  adujo  pa^ 
oponerse  á  la  cancelación  de  la  hipoteca,  f^ 
virtud  de  las  cuales  cree  que  en  el  indicado 
fallo  se  infringen  los  artículos  1545, 1567  y 
2491  del  Código  Civil,  porque  se  ha  dictado 
violándose  las  estipulaciones  del  contrato. 
lo  preceptuado  para  el  pago  de  intereses  co- 
mo indemnización  de  la  mora,  lo  prevenido 
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sobre  los  modos  de  extinguirse  las  obligacio- 
nes y  sobre  la  época  hasta  la  cual  deben  co* 
rrer  los  intereses. 

Reconoce,  por  lo  demás,  queMascayano  ha 
pagado  los  dos  dividendos  del  capital  que 
adeudaba  y  que  solo  se  hallan  insolutos  los 
intereses  de  los  últimos  $  3.500  desde  el  15 
de  enero  de  1901  hasta  el  31  de  marzo  de 
1905,  en  que  cree  la  recurrente,  se  extinguió 
con  la  consignación  judicial,  la  obligación  de 
pagarlos,  en  vez  de  que  ese  resultado  se  pro- 
dujera con  la  retención  decretada  á  solicitud 
de  don  Delfín  Alberto  Valenzuela,  como  se 
desprende  de  la  sentencia. 

Planteando  la  cuestión,  tal  como  la  recu- 
rrente la  entiende,  dice  que  consiste  en  resol- 
ver si  * 'desaparece  la  obligación  del  deudor 
de  pagar  los  intereses  estipulados  en  un  con- 
trato legalmente  celebrado,  á  virtud  de  la 
retención  que  se  decreta  á  solicitud  de  un  ter- 
cero sobre  la  cantidad  debida,  porque  pen- 
diente esa  retención,  llega  el  vencimiento  del 
pago." 

Fundando  el  recurso,  se  remite expresamen. 
te  al  escrito  de  formalización,  que  pide  se 
tenga  también  como  de  fundación. 

Don  Wenceslao  Mascayano,  respondiendo, 
solicita,  por  su  parte,  se  deseche  el  recurso, 
sosteniendo  que  lo  único  legal  y  justo  es  lo 
que  ha  ordenado  la  sentencia,  esto  es,  el  pago 
de  los  intereses  hasta  el  día  del  vencimiento 
de  la  obligación,  puesto  que  no  ha  existido  la 
mora  contemplada  en  el  artículo  6^  de  ese 
contrato  y  se  pagó  íntegramente  el  capital 
adeudado. 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  los  señores  Mi- 
nistros, 

La  Corte: 

Considerando: 

1'  Que  la  sentencia  recurrida,  conformán- 
dose al  contrato  de  venta  celebrado  entre  las 
partes  de  este  juicio,  declara  que  el  compra- 
dor don  Wenceslao  Mascayano  debe  pagar 
los  intereses  estipulados  por  el  saldo  del  pre- 
cio hasta  el  vencimiento  del  plazo  concedido 
á  dicho  comprador,  ó  sea,  hasta  el  15  de  abril 
de  1902;  con  lo  que  se  manifíesta  que  el  fallo 


aludido  no  infringe  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1545  del  Código  Civil,  que  declara  que  los 
contratos  legalmente  celebrados  son  una  ley 
para  los  contratantes  y  no  pueden  invalidar- 
se sino  por  su  consentimiento  mutuo  ó  por 
causas  legales; 

2^  Que  la  sentencia  impugnada  no  viola 
tampoco  el  artículo  1559  del  mismo  Código, 
en  cuanto  ella  no  da  lugar  al  pago  de  intere- 
ses por  el  tiempo  trascurrido  después  del  ven- 
cimiento de  la  obligación;  pues  el  citado  ar- 
tículo establece  como  efecto  é  indemnización 
de  la  mora  en  el  pago  de  una  cantidad  de  di- 
nero, el  que  continúen  devengándose  los  inte- 
reses convenidos  si  se  ha  pactado  un  interés 
mayor  que  el  legal,  ó  empiecen  á  deberse  los 
legales  en  caso  contrario; 

3*^  Que  el  no  haber  la  sentencia  declarado 
ese  efecto  é  indemnización  de  la  mora  no 
constituye  quebrantamiento  de  la  ley,  por 
cuanto,  notificada  en  forma  legal  al  deudor 
la  orden  judicial  de  que  retuviese  en  su  poder 
las  sumas  que  hubiera  de  pagar  á  doña  Rosa 
Carvacho,  quedó  en  la  obligación  de  hacerlo 
así,  sometiéndose  á  una  det^minación  de  au- 
toridad competente,  por  cuya  fuerza  queda- 
ba, al  mismo  tiempo,  exento  de  mora  en  el 
pago  de  aquella  suma; 

4*^  Que  no  procede  examinar  si  dicha  reten- 
ción fué  ó  no  fué  notificada  á  doña  Rosa  Car- 
vacho; pues  además  de  ser  éste  un  punto  de 
hecho  y  que  no  se  ha  tratado  en  la  causa,  la 
misma  recurrente  en  el  escrito  de  formaliza- 
ción  de  este  recurso,  declara  textualmente  que 
la  cuestión  sometida  á  la  justicia  se  reduce  á 
resolver  si  "desaparece  la  obligación  del  deu- 
dor de  pagar  los  intereses  estipulados  en  un 
contrato  legalmente  celebrado,  á  virtud  de 
la  retención  que  se  decreta  á  solicitud  de  un 
tercero,  sobre  la  cantidad  debida,  porque 
pendiente  esa  retención,  llega  el  vencimiento 
del  pago"; 

5^  Que  si  es  verdad  que  don  Wenceslao 
Mascayano  pudo  para  libertarse  de  toda  res- 
ponsabilidad, haber  consignado  en  un  Batlco 
ó  en  arcas  fiscales  á  la  orden  judicial,  el  valor 
de  su  deuda,  no  estaba  obligado  en  manera 
alguna  á  proceder  de  este  modo;  y  por  haber 
dejado  sin  ejercer  una  simple  facultad  no  po- 
día considerársele  incurso  en  penas  que  la  ley 
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reserva  para  faltas  en  el  cumplimiento  de 
obligaciones;  y 

6*^  Que  la  sentencia  de  que  recurre  la  señora 
Mascajano  no  infringe  los  artículos  1567  y 
2191  del  Código  Civil  también  invocado  3  por 
la  recurrente,  ninguno  de  los  cuales  es  aplica- 
ble al  presente  caso,  pues  el  primero  es  el  que 
enumera  los  modos  de  extinguirse  las  obliga- 
ciones y  el  segundo  se  refiere  al  pago  de  inte- 
reses en  concurso  de  acreedores  y  prelación 
de  créditos. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  pre- 
sente recurso  de  casaciónen  el  fondo  y  se  apli- 
ca al  Pisco  la  suma  de  $  150  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 
Vargas. 

Los  señores  Ministros  Urrutia,  Gallardo  y 
Fóster  Recabarren  aceptan  esta  sentencia 
fundados  especialmente  en  que  debe  tenerse 
como  hecho  de  la  causa  que  la  acreedora  se- 
ñora Carvacho  tuvo  conocimiento  de  la  re- 
tención judicial  y  se  conformó  con  ella  desde 
que  no  la  reclamó.— Car/o J  Varas,— l^opo ¡do 

Urrutia. ^Galvarino  Gallardo Gabriel  Gae- 

te,— V,  Aguirre  7.— iS.  Fóster  Recabarren:^ 
J.  Bemales. 


Cas,  en  el  fondo,— 19  de  julio  de  1907, 

Palma  con  Carrasco  y  Zanelli. 

Apreciación  de  los  hechos.  —  Compra- 
venta.—Mora.— Resolución  de  contra- 
to.—Cumplimiento  tardío.  -  Plazo. 

Doctrina: — La  apreciación  de  los  he- 
chos es  facultad  privativa  del  tribunal 
sentenciador. 

Establecido  por  el  tribunal  sentencia- 
dor el  hecho  de  que  el  comprador  de  cier- 
tos títulos  salitreros  no  cumplió  dentro 
del  plazo  £jado  en  el  contrato  la  obliga- 


ción de  proseguir  el  juicio  de  mensura  y 
el  hecho  de  que  el  vendedor  no  tuvo  co- 
nocimiento de  la  intervención  que  dicho 
comprador  se  atribuyeen  la  prosecución 
de  dicho  juicio  de  mensura^  deben  servir 
estos  hechos  de  base  inamovible  para 
el  fallo  del  tribunal  de  casación. 

El  comprador  que  no  cumple  dentro 
del  plazo  estipulado  un,i.  de  las  obliga- 
ciones contraidas,  incurre  en  mora  y  da 
derecho  al  vendedor  para  obtener  la  re- 
solución del  contrato,  si  no  se  prueba 
que  él  haya  aceptado  el  cumplimiento 
tardío  de  la  obligación  ó  la  indemniza- 
ción de  perjuicios. 


Don  David  Palma  vendió  á  Carrasco  y  Za- 
nelli el  15  %  que  poseía  en  un  pedimento  de 
salitre  ubicado  en  el  departa  mentó  de  Antofa- 
gasta,  que  había  sido  denunciado  por  don  Ig> 
nació  Calderón  á  inmediación  del  lugar  lla- 
mado Salinas,  el  que  había  sido  inscrito  en  el 
libro  de  descubrimientos  de  minas  del  año  de 
1879. 

Fueron  condiciones  de  la  compra  las  si- 
guientes cláusulas. 

•'2^  El  precio  de  la  venta  es  la  suma  de 
12.000  pesos,  moneda  corriente,  que  los  com- 
pradores pagarán  30  días  después  de  efectua- 
da la  mensura  del  terreno,  según  la  cláusula 
cuarta." 

.  ''3*^  Son  obligados  los  compradores  á  conti- 
nuar en  el  presente  mes  las  diligencias  judicia- 
les para  obtener  la  mensura  y  hacer  los  cáteos 
necesarios  para  el  reconocimiento  del  terreno, 
esto  último  en  el  plazo  de  tres  meses,  desde  la 
fecha  en  que  por  sentencia  de  2^  instancia  se 
declare  que  ha  lugar  á  la  mensura.  Todos  los 
gastos  que  originen  las  anteriores  diligencias, 
así  como  la  mensura  misma,  serán  de  cuenta 
de  los  compradores,  sin  cargo  alguno  para 
el  vendedor." 

'*4*'  Para,  practicar  la  mensura  habrá  un 
plazo  de  cuatro  meses  desde  la  expiración  del 
plazo  para  el  reconocimiento  del  terreno  de 
que  se  habla  en  la  cláusula  precedente;  pero 
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»i  la  Delegación  Fiscal  de  Salitreras  estorba- 
■a  ó  no  quisiera  poner  en  posesión  á  la  socie- 
lad  de  «•  Carrasco  y  Zanelli"  de  los  terrenos 
;alitrales  á  que  se  refiere  esta  escritura,  el  se- 
íor  Palma  queda  obligado  á  conceder  todas 
las  prórrogas  que  fueren  necesarias  hasta 
practicar  la  mensura/* 

**Puede  el  señor  Palma  intervenir  y  gestio- 
nar por  sí  y  á  nombre  de  los  señores  Carras- 
co y  Zanelli,  activar  las  diligencias  judiciales 
para  mensurar  y,  si  lo  creyere  conveniente, 
tomará  la  representación.** 

**5^  La  falta  cumplimiento  de  lo  estipulado 
en  las  cláusulas  2  •',  3*  y  4*  deja  sin  efecto  el 
presente  contrato,  y  quedan  á  beneficio  del 
vendedor  los  gastos  3'  operaciones  que  hubie- 
ren practicado  los  compradores.» 

Don  David  Palma,  con  el  mérito  de  este  con- 
trato interpuso  ante  el  juzgado  de  Antofa- 
gasta  demanda  en  contra  de  los  señores  Ca- 
rrasco y  Zanelli,  y  en  ella  expone:  Que  según 
la  cláusula  2*  del  referido  contrato  el  precio 
de  venta  fué  la  suma  de  $  12.000  que  se  le  pa- 
garían 30  días  después  de  efectuada  la  men- 
sura de  la  pertenencia,  que  se  efectuaría  en 
el  plazo  estipulado  por  la  cláusula  4*^  des- 
contándose para  gastos  de  esa  suma  $  1.000 
según  la  cláusula  6^. 

Que  por  la  cláusula  3^  los  compradores  se 
obligaron  á  continuar  en  el  mismo  mes  en 
que  se  celebró  el  contrato  las  diligencias  judi- 
ciales para  obtener  la  mensura,  juicio  que  ha- 
bía de  antemano  iniciado  don  Pedro  Basaure 
como  mandatario  de  don  Ignacio  Calderón; 
también  debían  los  compradores  reconocer  el 
terreno  en  el  plazo  de  3  meses  desde  la  fecha 
en  que  por  sentencia  de  2*  instancia,  se  orde- 
nara la  mensura,  corriendo  ellos  con  todos 
los  gastos  judiciales  y  demás,  incluso  los  que 
originaría  la  mensura  misma;  y  establecién- 
dose en  la  cláusula  5*,  que  la  falta  de  cumpli- 
miento de  lo  estipulado  en  las  cláusulas  2*, 
3*  y  4*,  dejaba  sin  efecto  el  contrato; 

Que  la  extipulación  de  la  cláusula  2*,  rela- 
tiva á  la  obligación  de  los  compradores  para 
continuar  en  el  mismo  mes  en  que  el  contra- 
to se  celebró,  las  diligencias  judiciales  para 
obtener  la  mensura,  era  de  carácter  previo  y 
esencial  del  contrato,  tanto  por  que  de  su 
cumplimiento  dependían  las  demás  extipula- 


ciones  de  él,  cuanto  porque  del  resultado  de 
ellas  dependían  los  efectos  mismos  del  contra- 
to, extiptdaciones  que  Carrasco  y  Zanelli  no 
han  cumplido,  pues  dejaron  trascurrir  el 
tiempo  sin  hacer  la  menor  gestión,  y  que  por 
la  escritura,  otorgada  ante  el  notario  suplen- 
te de  esta  ciudad  en  27  de  abril  de  1903,  don 
Sergio  Gallardo,  vendieron  sas  derechos  á 
don  Ramón  Allende  Cuadra; 

Que,  así  las  cosas  y  viendo  que  los  deman- 
dados, ni  Allende,  nada  hacían  para  cumplir 
con  él,  resolvió  hacer  continuar  por  su  cuenta 
las  diligencias  judiciales  indicadas,  debido  á 
lo  cual  se  falló  en  1*  y  2*  instancias  el  respecti- 
vo juicio  que  ordenó  la  mensura  de  la  perte- 
nencia; 

Que,  por  otra  parte,  prueba  desde  luego  la 
desidia  ó  indiferencia  de  los  señores  Carrasco 
y  Zanelli  con  relación  al  contrato  en  referen- 
cia, el  ánimo  que  tuvieron  de  no  cumplirlo,  el 
hecho  de  que  no  hayan  inscrito  el  aludido 
contrato;  y  que  en  virtud  de  lo  expuesto  y 
de  la  disposición  del  artículo  1489  del  Código 
Civil,  pide  que  se  resuelva  el  contrato  indica- 
do con  indemnización  de  perjuicios  y  que  no 
debe,  en  consecuencia,  inscribirse,  dándose 
lugar  á  la  demanda,  con  costas. 

Don  Santiago  J.  Zanelli,  por  los  señores 
Carrasco  y  Zanelli,  contesta  la  demanda  y  de- 
duce reconvención,  diciendo  que  los  hechos 
pasaron  como  sigue:  don  Ignacio  Calderón 
otorgó  á  don  Pedro  Basaure  poder  especial 
para  que  le  tramitara  y  negociara  la  perte- 
nencia materia  del  litigio  actual,  el  que  inició 
el  correspondiente  juicio,  tranfiriendo  poco 
después  á  don  David  Palma  Díaz  el  75  %  de 
esos  derechos. 

Que  en  este  contrato  se  dijo  que  Basaure 
cedía  á  Palma  la  referida  cuota  en  compensa- 
ción de  la  obligación  que  contraía  de  trami- 
tar y  practicar  todas  las  diligencias  tenden- 
tes á  la  posesión  real  y  material  de  los  terre- 
nos salitrales  á  que  se  refiere  la  escritura  alu* 
dida,  como  ser  cáteos,  mensura,  y  demás  di- 
ligencias análogas,  siendo  todos  estos  gastos 
y  demás  desembolsos  de  la  exclusiva  cuenta 
del  cesionario. 

Que  antes  de  hacer  gestión  alguna  el  señor 
Palma,  ni  alcanzado  á  hacerse  parte  en  el 
juicio,  transfirió  á  los  señores  Carrasco   y 
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ZanelH    todos  sus  derechos  en  la  suma   de 
$  12.000. 

Que  en  obedecimiento  á  lo  acordado  en  la 
cláusula  5*  del  contrato  de  18  de  diciembre, 
sus  poderdantes  siguieron  las  correspondi  en" 
tes  gestiones,  á  fin  de  obtener  decreto  de  men- 
sura y  mediante  á  ellos  y  á  sus  gruesos  de- 
sembolsos ocasionados  en  1^  y  2*  intancias, 
se  halla  dicho  expediente  listo  para  mensurar 
y  dar  principio  á  sus  cáteos,  conforme  á  la 
misma  clílusula  3^,  poníendoeste  hecho  en  co* 
nocimiento  del  señor  Palma,  por  lo  que  se 
pide  se  niegue  lugar  ala  demanda,  con  costas, 
y  se  acceda  á  la  reconvención  que  más  ade- 
lante formulará. 

Se  funda  para  pedir  el  rechazo  de  la  deman- 
da en  que  es  inexacto  el  alcance  que  da  el 
demandante  á  la  1*  pnrte  de  la  clásula  3*, 
pues,  la  obligación  allí  consignada  de  conti- 
nuar sus  comitentes  las  gestiones  del  juicio, 
es  accidental  y  además  copulativa,  estando 
íntima  y  estrechamente  ligada  con  la  de  ca- 
tear los  terrenos  respectivos,  una  y  otra  se 
complementan,  y  que  suponiendo  tuviera  al- 
gún alcance,  sus  mandantes  han  cumplido 
ampliamente  esa  obligación. 

Agrega  también  que  es  inexacto  que  se  con- 
tenga en  la  cláusula  5*  la  sanción  de  resolu- 
ción atribuida  de  contrario  al  hecho  de  pro- 
seguir ese  juicio,  pues  en  ella  se  exige  se  haya 
faltado  á  lo  convenido  en  todas  las  cláusulas 
2^,  3^  y  4*  aludidas  y  si  otro  hubiera  sido  su 
espíritu  debió  decir:  La  falta  de  cumplimiento 
de  cualesquiera  de  las  obligaciones  conteni- 
das en  las  cláusulas  2*,  3*  y  4*. 

Que  si  es  verdad  que  se  transfirió  al  señor 
Allende  Cuadra  los  derechos  relacionados, 
ese  contrato  no  se  inscribió,  devolviéndoles 
dicho  señor  la  propiedad. 

Que  á  mayor  abundamiento  y  suponiendo 
que  sus  mandantes  no  hubieran  realizado  las 
gestiones  de  que  habla  el  señor  Palma  y  hu- 
biera sido  éste  el  que  las  practicó,  tampoco 
tendría  derecho  para  pedir  resolución,  pues  es 
otra  la  sanci<$n  acordada. 

En  cuanto  á  la  reconvención,  dice  que  ape- 
nas llegó  el  juicio  ala  Iltma.  Corte,  empeza- 
ron sus  mandantes  los  cáteos  y  exploracio- 
nes, organizando  los  respectivos  trabajos  que 
demandaron  muchos  miles  de  pesos. 


Que  en  tal  estado  las  cosas,  fueron  noti6c:i- 
dos  de  la  demanda  y  tuvieron  lógicamente  qnc 
suspender  los  trabajos,  ni  era  posible  conti- 
nuaran in  virtiendo  gruesas  sumas  en  ello^  v 
fampoco  es  justo  se  les  irroguen  esospcriui- 
cios  y  gastos  sin  que  antes  se  les  indemnice; 
pues  desde  que  á  causa  de  la  presente  deman- 
da  se  ven  impedidos  para  .umplir  con  lo  es- 
tipulado en  las  cláusulas  li*,  3*  y  4*,  dentro 
de  los  plazos  en  ellas  acordados,  es  justo  tam- 
bién se  suspendan  tales  plazos  mientras  dure 
el  litigio. 

Conclu3'e  pidiendo  que  se  ordene  que  el  ic- 
mandante  debe  pagar  á  sus  represen tado<!a 
suma  de  $  20.000  como  indemnización  |»r.r 
los  perjuicios  recibidos  con  la  suspensión  dt 
sus  cáteos,  á  consecuencia  del  presente  juivi<\ 
el  retardo  en  constituir  el  título,  lo  gastado 
en  los  cáteos  y  reconocimientos  ya  hechos; y 
que  se  declare  que  mientrns  dure  el  actual  jui- 
cio no  deben  correr  los  términos  indicadcxer. 
las  cláusulas  mencionadas. 

En  la  réplica  refuerza  el  señor  Palma  hs 
argumentos  de  su  demanda  y  en  cuanto  á  '.:i 
reconvención  deducida,  dice  que  es  de  todo 
punto  infundada  y  niega  en  absoluto  los  he- 
chos en  que  se  funda  y  agrega: 

Que  lo  que  se  persigiie  con  la  reconvenciAL 
no  es  otra  cosa  que  aparentar  gastos  y  per- 
juicios con  el  fin  de  desvirtuar  los  fundamet:- 
tos  de  su  demanda. 

Que  la  demandada,  sociedad  salitrera  «{oe 
mantiene  constantemente  caravanas  catea- 
doras en  ra^ón  de  los  muchos  contratos  q-f 
tiene  para  reconocer  terrenos,  ha  estimado 
fácil  hacer  aparecer  una  ó  más  de  esas  cam- 
vanas  en  cáteos  del  terreno  á  que  se  refiere  fi 
contrato  que  motiva  este  juicio,  pero  qsc 
abriga  la  confianza  que  no  logrará  su  objeto. 

En  la  duplica  ratifica  el  demandado  las 
afirmaciones  de  su  contestación  á  la  de- 
manda. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndosí 
por  las  partes  la  que  consta  de  autos. 

Tramitado  el  juicio,  las  partes  sometieron 
á  compromiso  la  resolución,  dictándose  por 
el  arbitro  el  siguiente  fallo,  con  fecha  7  de 
septiembre  de  1905: 

Considerando  en  cuanto  á  la  demanda: 

1^  Que  el  demandante  ha  acreditado  cone. 
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certificado  expedido  por  el  secretario  del  Juz- 
gado de  Letras  señor  Concha,  que  los  deman- 
dados no  cumplieron  con  la  obligación  im- 
puesta por  la  cláusula  3.*  de  la  escritura,  re- 
lativa á  continuar  en  el  mes  de  diciembre  de 
1902  las  diligencias  judiciales  para  obtener  la 
mensura  de  la  pertenencia  salitrera  materia 
de  esta  litis; 

2'  yue  consta  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  Adolfo  Pizarro  y  Celso  Miranda  pre- 
sentados por  los  demandados,  que  los  cáteos 
de  la  misma  pertenencia  fueron  practicados 
en  enero  de  1904,  esto  es,  mucho  después  de 
ios  tres  meses  desde  la  fecha  en  que  por  sen- 
tencia de  segunda  instancia,  se  declarase  que 
había  lugar  á  la  mensura  de  ella;  siendo  que 
consta  del  expediente  seguido  por  don  Pedro 
Basaure  contra  el  Fisco  sobre  mensura  de  la 
citada  propiedad,  que  la  sentencia  de  segun- 
da instancia,  aprobando  la  de  primera,  fué  ex- 
pedida con  fecha  19  de  octubre  de  1903  y  el 
cúmplase  fué  decretado  con  fecha  5  de  no- 
viembre del  mismo  año; 

3^  Que,  en  consecuencia  del  considerando 
anterior,  queda  demostrado  que  los  deman- 
dados no  han  dado  cumplimiento  á  lo  estipu- 
lado en  la  misma  cláusula  3*  respecto  al  pla- 
zo en  que  debían  practicar  los  cáteos  á  que 
en  esa  cláusula  se  obligaban; 

4^  Que  á  mayor  abundamiento,  los  deman- 
dados no  han  comprobado  que  los  cáteos  se 
hicieran  en  los  terrenos  que  correspondían  al 
título  que  debía  mensurarse; 

5'  Que  el  demandante  ha  comprobado  con 
mejor  acopio  de  documentos,  que  no  han  sido 
objetados  por  los  demandados,  el  hecho  de 
haber  continuado  de  su  cuenta  las  gestiones 
judiciales  de  la  segunda  instancia. 
Considerando  en  cuanto  á  la  reconvención: 
6^  Que  los  demandados  no  han  probado  la 
suspensión  de  los  cáteos  á  consecuencia  de  las 
gestiones  de  oposición  del  demandante,  te- 
niendo en  cuenta  además  lo  ya  expresado  al 
respecto  en  el  considerando  anterior; 

7*^  Considerando  respecto  á  las  tachas  opues- 
tas contra  los  testigos  de  los  demandados, 
señores  Fabres  y  Gundelach,  que  no  han  sido 
comprobadas  y  no  se  mencionáis  entre  las  ta- 
chas legales; 
Por  estos  considerandos  y  teniendo  presen- 


te lo  dispuesto  en  los  artículos  1489  y  1698 
del  Código  Civil,  346  y  347  del  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda, sin  costas,  y  que  no  ha  lugar  á  la  re- 
convención, ni  á  las  tachas  deducidas.— R  ür- 
zúa  r. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Apela- 
ciones: 

Tacna,  11  de  diciembre  de  1905.  —  Vistos:  . 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  y  los 
considerandos  1^  y  T^'de  la  sentencia  apelada 
de  7  de  septiembre  último  y  teniendo  además 
presente: 

1^  Que  aunque  la  parte  demandada  alega 
que  hizo  proseguir  de  su  cuenta  el  juicio  sobre 
mensura  de  salitreras  confiando  la  defensa  de 
1*  instancia  al  abogado  don  Manuel  R.  Vas- 
quez  y  la  representación  y  defensaen  la  segun- 
da instancia  al  procurador  don  Amadeo  Gun- 
delach y  al  abogado  don  Horacio  Fabres  res- 
pectivamente, cabe  observar  á  este  respecto 
lo  siguiente: 

A.— Que  esas  gestiones  se.  habrían  iniciado 
por  dicha  parte  después  del  término  señalado 
en  la  cláusula  3^  del  contrato  y  cuando  ya 
Palma  había  vuelto  á  agitar  el  juicio  encar- 
gando su  defensa  al  mismo  abogado  Vásquez; 

B.— Que  no  aparece  absolutamente  que  del 
mandato  de  Carrasco  y  Zanelli  á  don  Manuel 
R.  Vásquez  hubiera  tenido  Palma  el  menor 
conocimiento  antes  del  presente  juicio; 

C.— Que  fallado  en  primera  instancia  el  in- 
dicado juicio  de  mensura  y  elevado  en  consul- 
ta, se  tramitó  y  falló  en  la  segunda  instancia 
con  intervención  del  procurador  Maira  por 
don  Ignacio  Calderón,  y  si  es  verdad  que  apa- 
rece notificado  del  decreto  de  **en  relación"  el 
procurador  Gundelach  no  se  ve  en  los  autos 
por  qué  se  hizo  á  Gundelach  esa  notificación 
en  representación  de  quién  y  en  virtud  de  qué, 
mandato; 

D.— Que  de  la  intervención  de  don  Horacio 
Fabres  como  abogado  en  la  segunda  instan- 
cia nada  aparece  en  los  autos  respectivos  y  él 
mismo  ha  declarado  que  no  recuerda  si  alegó; 
de  modo  que  tampoco  podría  decirse  que  Pal- 
ma tuvo  conocimiento  de  tal  intervención; 

2^  Que,  en  consecuencia,  comprobado  como 
está  que  no  se  cumplió  dentro  del  plazo  esti- 
pulado la  obligación  de  continuar  el  juicio  de 
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mensuras;  y  no  habiéndose  justifícado  nada 
que  signifícase  la  aceptación  expresa  ó  tácita 
por  Palma  de  un  cumplimiento  tardío  de  esa 
obligación,  corresponde  aplicar  la  sanción  es- 
tipulada en  la  cláusula  5*  del  recordado  con- 
trato, esto  es,  su  resolución; 

3*^  Que  en  cuanto  á  la  obligación  de  hacer 
los  cáteos  áque  se  refiere  la  cláusula  3^  va  ci- 
tada, ella  debía  cumplirse  en  el  término  de 
tres  meses  desde  la  fecha  en  que  por  sentencia 
de  segunda  instancia  se  declarase  haber  lu- 
gar á  la  mensura,  y  como  esa  sentencia  se 
pronunció  en  octubre  del  año  antepasado  no 
habrían  podido  en  ningún  caso  hallarse  en 
mora  Carrasco  y  Zanelli  en  diciembre  de  ese 
año  ó  sea  cuando  se  les  entabló  y  se  notificó 
la  demanda  del  presente  juicio; 

4-9  Que  siendo,  como  se  ha  visto,  proceden- 
te la  demanda  por  no  haber  proseguido  el 
juicio  de  mensura  Carrasco  y  Zanelli  en  el 
tiempo  estipulado,  basta  esta  consideración 
para  desechar  la  reconvención. 

Por  tales  consideraciones  y  en  virtud  ade- 
más de  lo  dispuesto  en  los  artículos  1489  y 
1698  del  Código  Civil,  se  confirma  la  senten- 
cia indicada  al  principio,  con  declaración  res- 
pecto de  la  demanda  de  que  sólo  se  da  lugar 
á  ella  por  la  causal  de  falta  de  prosecución 
del  referido  juicio  de  mensura. 

Devuélvase  el  expediente  mandado  traer  á 
la  vista. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Quirell.— 
V,  R.  Feva.— M.  A.  QuirelL-M,  Vararas  Mar- 
done^. 

Contra  esta  sentencia  dedujeron  recurso  de 
casación  en  el  fondo  Carrasco  y  Zanelli. 

En  los  escritos  de  formalización  y  funda- 
ción del  recurso  reconocen  que  á  ellos  incum- 
bía la  obligación  de  pagar  el  precio  de  com- 
pra, de  exploración  del  terreno  y  de  mensura. 

Pero  en  cuanto  á  la  obligación  de  prose- 
guir el  juicio  que  había  pendiente  para  obte- 
ner la  mensura,  sostienen  que  esta  obligación 
podía  ser  desempeñada  por  el  vendedor  señor 
Palma,  ó  bien  compeler  á  Carrasco  y  Zanelli 
á  proseguirlo. 

La  forma  de  esta  estipulación  hacía  preciso 
que  el  vendedor  desahuciara  á  los  comprado- 
res, si  quería  que  estos  cumplieran  la  obliga- 
ción de  proseguir  el  juicio  de  mensura,  yo,  que 


el  señor  Palma  podía  continuarlo  si  lotí  com- 
pradores no  cumplían  la  obligación. 

Y  consta  de  los  hechos  aceptados  por  la 
sentencia  que  Carrasco  y  Zanelli  concurrif 
ron  á  los  gastos  del  litigio  y  practicáronla 
exploración  del  terreno  antes  que  el  señor 
Palma  hiciera  uso  de  su  derecho  para  pfJir 
la  resolución  del  contrato.  Estos  hechos  im 
portan  el  cumplimiento  del  contrato,  aunqcí 
tardío. 

El  artículo  1489  del  Código  Civil  dispt):c 
que  en  los  contratos  bilaterales  va  envuelt;i 
la  condición  resolutoria  de  no  cumplirse  por 
uno  de  los  contratantes  lo  pactado;  pero  es 
tal  caso  podrá  el  otro  contratante  pedirá <: 
arbitrio,  ó  la  resolución  ó  el  cumplimiento  de! 
contrato  con  indemnización  de  perjuicios. 

Esa  disposición  manifiesta  que  la  reso'.i- 
ción  no  se  produce  ¡pso  jure  por  el  hecho  (ie 
que  una  de  las  partes  no  cumpla  lo  pactado. 
La  convención  subsiste  si  no  se  pideporh 
otra  parte  la  resolución.  De  esta  disposicióa 
se  deduce  que  el  derecho  de  pedir  la  resoluciari 
debe  ejercitarse  oportunamente,  va  que  el  in- 
teresado puede  pedir  la  resolución  ó  el  cu.t- 
plimiento  del  contrato. 

Si  el  interesado  nada  reclama  y  el  otro  coa- 
tratante  empieza  á  ejecutar  con  posterion- 
dad  lo  convenido,  debe  entenderse  qae  na^ 
consentimiento  de  las  partes  para  que  sfl^ 
sista  el  contrato. 

Como  la  resolución  no  fué  pedida  oportu- 
namente, el  cumplimiento  del  contrato  b 
podido  llevarse  á  efecto  por  alguno  de  ic-í 
medios  establecidos  en  el  convenio:  ó  pidifO- 
dose  judicialmente  que  Carrasco  y  Zane!- 
prosigan  el  juicio  ó  interviniendo  en  él  Pa.02 
por  cuenta  de  ellos. 

N  ida  importa  para  los  efectos  del  cum?!' 
miento  de  la  convención  que  el  señor  Pal'"  1 
no  tuviera  conocimiento  de  las  gestiones ne* 
chas  por  los  compradores  en  el  juicio  de  mes- 
sura. 

Si  el  derecho  de  pedir  la  resolución  pud>*f^ 
ejercerse  en  cualquier  tiempo,  resultaría  'pe 
podría  pedirse  aún  después  del  cumpHffli«ífl*'' 
tardío  del  contrato,  como  sucede  en  el  o^" 
presente. 

Respondiendo  el  apoderado  de  don  Dar.^ 
Palma,  dice  que  el  desahucio  sólo  tiene  li-T^' 
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en  el  arrendarñíento  y  no  en  un  contrato  de 
la  naturaleza  del  que  origina  este  juicio. 

Que  la  necesidad  de  requerir  al  otro  contra- 
tante para  el  cumplimiento  del  contrato  no 
es  exigida  por  la  lev,  y  que  es  un  error  legal  el 
sostenerlo  en  presencia  de  las  disposiciones 
que  reglan  la  mora  en  los  contratos. 

Según  el  artículo  1551  del  Código  Civil,  el 
deudor  está  en  mora:  1^  Cuando  no  ha  cum- 
plido la  obligación  dentro  del  término  estipu- 
lado, salvo  que  la  ley  en  casos  especiales  exi- 
ja que  se  requiera  al  deudor  para  constituirlo 
en  mora. 

En  el  artículo  3^  del  contrato,  se  expresa 
que  los  compradores  debían  continuar  en  el 
presente  mes  (el  mes  en  que  se  celebró  la  con- 
vención) las  diligencias  judiciales  para  obte- 
ner la  mensura. 

Este  plazo  es,  según  el  precepto  del  artículo 
1081  del  Código  Civil,  un  plazo  determinado 
y  cierto,  porque  necesariamente  debía  llegar 
y  se  sabía  cuando. — Y  las  obligaciones  á  plazo 
cierto  deben  cumplirse  dentro  del  término  es- 
tipulado, incurriendo  el  deudor  en  mora  por 
solo  el  ministerio  de  la  ley  en  caso  de  no  cum- 
plirse con  lo  pactado. 

Trascurrido  el  mes  de  diciembre  en  que  se 
celebró  el  contrato,  sin  continuar  el  juicio  de 
mensura,  Carrasco  y  Zanelli  incurrieron  en 
mora  sin  necesidad  de  requerimiento. 

El  señor  Palmano  teníala  obligación,  como 
se  pretende  por  el  recurrente,  sino  la  facultad 
(le  intervenir  en  el  juicio  á  nombre  y  en  repre- 
sentación de  los  compradores.  Y  no  quiso 
ejercitar  esa  facultad  sino  que  fué  un  tercero, 
como  lo  establece  la  sentencia  de  la  Corte,quien 
después  de  una  paralización  de  seis  meses, 
continuó  la  litis  hasta  su  conclusión,  pero 
haciendo  el  vendedor  todos  los  gastos  del 
juicio. 

La  obligación  impuesta  á  Carrasco  y  Za- 
nelli en  la, cláusula  3*  de  continuar,  en  el  mes 
que  se  celebró  el  contrato,  las  diligencias  ju- 
diciales para  obtener  la  mensura,  fué  estable- 
cida porque  los  compradores  tenían  el  plazo 
de  30  días  después  d^  ejecuT:ada  la  mensura 
para  efectuar  el  pago. 

Y  si  estos  retardaban  la  terminación  del 
juicio,  resultaría  que  el  vendedor  quedaba  in- 
definidamente sin  percibir  el  precio  de  la  ven- 


ta.— Por  este  motivo  se  impuso  la  obligación' 
de  continuar  el  juicio  en  un  plazo  dado  y  la 
sanción  de  quedar  sin  efecto  el  contrato,  esta- 
blecida en  la  cláusula  5*. 

El  artículo  1489  del  Código  Civil  prescribe 
que  faltando  uno  de  los  contratantes  á  lo 
pactado,  nacen  para  el  otro  contratante  dos 
derechos  alternativos:  el  de  solicitar  la  reso- 
lución ó  el  cumplimiento  del  contrato  con  in- 
demnización de  perjuicios.— Estos  derechos 
no  tienen  otra  limitación  en  cuanto  al  tiempo' 
que  el  cumplimiento  total  del  convenio,  pues 
ese  es  su  objeto  y  su  razón  de  ser.  La  dispo- 
sición de  este  artículo  no  obliga  á  demandar 
inmediatamente  la  resolución,  ni  fija  plazo 
para  el  ejercicio  de  la  acción.  Basta  con  que 
se  ejercite  el  derecho  antes  de  la  ejecución  del 
contrato  por  la  otra  parte. — La  sentencia  es- 
tablece que  no  se  ha  acreditado  la  existencia 
de  un  hecho  que  importe  la  aceptación  expre- 
sa ó  tácita  de  parte  (k-l  vend-dor,  tlel  cumpli- 
miento tardío  de  la  ob!i¿^rición  de  proseguir 
el  juicio. 

El  alcance  de  lo  estipulado  en  la  cláusula 
5*  fué  penar  con  la  resolución  del  contrato  la 
falta  de  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en 
cada  una  de  las  cláusulas  2'*^,  3'^  y  4'*,  como  se 
demuestra  con  lo  dicho  en  la  cláüsiila  5*,  en 
que  se  conviene  que  quedarrin  /i  beneficio  del 
contendor  todos  los  gastoí;  y  operaciones 
que  hubieran  practicado  los  compradores. 

Al  mismo  tiempo  sostiene  que  no  es  necesa- 
rio el  requerimiento  del  deudor,  porque  sobre- 
viniendo el  hecho  que  determina  la  condición 
queda  extinguida  la  obligación,  y  no  cabe  re- 
querir para  la  resolución  ó  cumplimiento  de 
una  obligación  que  ha  dejado  de  existir. 

Estipulada  la  condición  resolutoria  expre- 
sa, por  la  falta  de  cumplimiento,  se  ha  cele- 
brado un  verdadero  contrato,  que,  según  el 
artículo  1545  del  Código  Civil,  es  una  ley 
para  los  contratantes,  que  no  puede  ser  inva- 
lidada sino  por  el  consentimiento  mutuo  ó 
por  causas  legales. 

La  disposición  del  artículo  1489  lleva  en- 
vuelta también  la  condición  resolutoria  táci- 
ta de  no  cumplirse  por  una  de  las  partes  lo 
contratado,  de  modo  que  no  habiéndose  cum- 
plido con  lo  estipulado  en  la  convención, 
queda  también  disuelto  el  contrato,  si  el  otro 
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contratante  no  acepta  el  cumplimiento   tar- 
dío con  la  indemnización  de  perjuicios. 

Dictaminó  el  señor  Ministro  á  quien  corres 
pondía. 

La  Corte: 

Considerando. 

Que  la  sentencia  recurrida  apreciando  los 
hechos  que  constituyen  la  prueba  rendida 
en  autos,  con  la  facultad  que  es  privativa  del 
tribunal  sentenciador,  ha  dejado  establecido 
que,  aunque  los  demandados  se  han  excepcio- 
nado  sosteniendo  que  ellos  hicieron  proseguir 
el  juicio  de  mensura  en  primera  instancia  con- 
fiando la  defensa  al  abogado  señor  Fabres, 
resulta  de  los  antecedentes  y  prueba  de  autos 
que  los  demandados  no  prosiguieron  el  juicio 
de  mensura  dentro  del  curso  del  mes  de  di- 
ciembre en  que  se  celebró  la  compraventa, 
como  estaban  obligados. 

Que  tampoco  aparece  que  el  vendedor  señor 
Palma,  hubiera  tenido  conocimiento  alguno, 
de  que  Carrasco  y  Zanelli  hubieran  encargado 
al  abogado  Vásquez  la  defensa  del  juicio  que, 
con  el  fin  de  obtener  la  mensura,  seguía  don 
Pedro  Basaure  como  mandatario  de  don  Ig- 
nacio Calderón. 

Que  fallado  el  pleito  y  elevado  en  apelación, 
no  se  ha  acreditado  tampoco,  á  juicio  del 
Tribunal  sentenciador,  que  hubieran  interve- 
nido en  el  juicio  el  procurador  y  abogado  á 
quienes  dicen  Carrasco  y  Zanelli  que  habían 
confiado  su  representación  y  defensa  y  por  el 
contrario  consta  que  la  prosecución  del  pleito 
se  hizo  por  cuenta  del  vendedor. 

Que  el  Tribunal  sentenciador  aplicando  la 
letra  y  espíritu  de  contrato  ha  considerado 
correctamente  que  lo  estipulado  respecto  á 
la  prosecución  del  juicio,  no  obligaba  al  ven- 
dedor señor  Palma  á  tomar  en  él  la  represen- 
tación de  Carrasco  y  Zanelli,  sino  que  estaba 
autorizado  para  optar  entre  intervenir  á 
nombre  propio  ó  á  nombre  de  los  compra- 
dores. 

Que  establecido  por  el  fallo  recurrido  el  he- 
cho que  Carrasco  y  Zanelli  no  prosiguieron  el 
juicio  de  mensura  en  el  plazo  extipulado  en  el 
contrato,  ni  que  el  vendedor  don  Pedro  Pal- 
ma hubiera  aceptado  ni  conocido  la  interven- 


ción que  dicen  haber  tenido  en  la  prosecución, 
debe  servir  esta  resolución  como  base  indiscu- 
tible para  la  aplicación  de  las  disposicíoc^s 
legales  relativas  á  la  cuestión  de  derecho  Cx- 
batida  en  este  juicio,  desde  que  la  Corte  de 
Casación  no  está  llamada  por  la  naturaleza 
de  su  institución  á  fallar  las  cuestiones  de  le- 
cho sino  á  velar  por  el  cumplimiento  y  aplica- 
ción estricta  de  la  ley. 

Que  al  establecer  y  apreciar  los  hechos,  e! 
Tribunal  que  ha  conocido  del  fondo  d¿  h 
causa  ha  ejercido  su  facultad  conforme  á  a 
ley,  sin  que  al  hacer  esta  apreciación  la  parte 
recurrente  haya  reclamado  que  schubierav"> 
lado  alguna  ley  en  lo  relativo  á  esta  aprecia- 
ción. 

Que  el  inciso  l^del  artículo  1551  del Có<iigr» 
Civil,  prescribe  que  está  en  mora  el  dea<'i'' 
cuando  no  ha  cumplido  ia  obligación  dentn 
del  término  extipulado,  salvo  que  la  ley  en 
casos  especiales  exija  que  se  requiera  al  do 
dor  para  constituirlo  en  mora,  de  modo  qne 
no  habiendo  cumplido  los  compradores  coa 
la  obligación  que  se  impusieron  en  el  contrato, 
han  quedado  de  hecho  constituidos  en  mora} 
sujetos  á  la  voluntad  del  otro  con  tratante,*  le 
pedir  la  resolución  ó  el  cumplimiento  con  in- 
demnización de  perjuicios. 

Que  habiendo  quedado  establecido  que  Ca- 
rrasco y  Zanelli  no  cumplieron  dentro  de- 
plazo estipulado  la  obligación  de  prosep:ir 
el  juicio  de  mensura,  el  vendedor  don  Dar.: 
Palma  ha  estado  en  su  derecho,  pidiendo  h 
resolución  del  contrato,  y  el  Tribunal  sentéis 
ciador,  fallando  la  cuestión  debatida,  haap:* 
cado  correctamente  la  disposición  del  artícu- 
lo 1489  del  Código  Civil  a',  declararlo  resoer 
to,  ya  que  no  se  ha  probado  que  el  vendedor 
hubiera  aceptado  el  cumplimiento  tardío  de 
la  ejecución  ó  la  indemnización  de  perjuicio?. 

Que  el  fallo  recurrido  está,  además,  confuf- 
me  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1545  del 
Código  Civil,  que  prescribeque  todocontnito 
legalmente  celebrado  es  una  ley  paraloscon- 
tratantes.  Y  en  el  caso  actual,  ni  cxisteelcon- 
sentimiento  mut"©.  ni  se  ha  hecho  valer  qjc 
haya  causa  legal  para  invalidarlo. 

En  mérito  de  estas  consideraciones,  df  '** 
disposiciones  legales  citadas  y  artículos  9W' 
7  972  del  Código  de  Procedimiento  Civil  « 
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declara  sin  lugar  el  recurso,  con  costas  en 
que  se  condena  á  la  parte  recurrente.  Se  apli- 
ca á  beneficio  fiscal  la  consignación  hecha. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Palma 
Guzmán.  —  Leopoldo  Urrutia.  —  ./.  Gabriel 
Palma  Guzmán.^-Gaivarino  Gallardo.^Ga» 
briel  Gaete.-^V,  A\:uirre  V, ^Leoncio  RodrU 
guez  — £.  Fóster  Recahnrren. 


Cas.  en  el  fondo 4  de  Julio  de  1907 

Orbeta  con  Rodríguez 

Albacea;  gastos,  remuneración.  *~  Nuli- 
lidad  de  testamento.- Costas. 

Doctrina: — El  alhacea  que  acepta  el 
cargo  y  se  ve  obligado  á  comparecer  á 
defender  en  juicio  la  validez  del  testa- 
mento ^  cuya  nulidad  pide  uno  de  los  he- 
rederos^ tiene  derecho,  aunque  el  testa- 
mento haya  sido  declarado  nulo  por  sen- 
tencia de  término,  á  que  se  le  abonen 
las  expensas  legítimas  (costas  y  honora- 
rio de  abogado)  en  que  ha  incurrido  y 
al  pago  déla  remuneración  que  el  Juez 
le  asigne. 

Si  la  sentencia  que  declaró  la  nulidad 
del  testamento  condenó  en  costas  al  al- 
bacea, no  infringe  el  articulo  151  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  la  sen- 
tencia que  ordena  al  heredero  pagar  al 
albacea  esa  cantidad,  porque  ella  no  ha 
sido  demandada  como  costas  del  Juicio, 
sino  como  expensas  adeudadas  en  el  de- 
sempeño del  cargo  de  albacea  y  no  es, 
por  tanto,  aplicable  el  referido  articulo. 


Don  Ignacio  Orbeta,  demandando  dice:  que 
donjuán  Bautista  Tapia  otorgó  testamento 


ante  cinco  testigos,  a  falta  de  notario  públi- 
co y  en  él  lo  designó  como  albacea.  Después 
del  fallecimiento  del  señor  Tapia  se  presentó 
el  testamento  al  Juzgado  para  que  se  proto- 
colizara con  las  formalidades  legales.  Se  sus. 
citó  una  controversia  sobre  si  debía  hacerse 
ó  no  la  protocolización  y  los  tribunales  de- 
clararon por  sentencias  de  primera  y  segunda 
instancia  que  debía  protocolizarse  conforme 
á  la  ley. 

Posteriormente  doña  María  del  Tránsito 
Rodríguez  v.  de  Tapia  dijo  de  nulidad  de  ese 
testamento  fundada  en  las  causales  siguien- 
tes: 

1*^  Xo  hal)er  estado  el  testador  en  el  pleno. 
3'  entero  uso  de  sus  facultades  mentales; 

2*^  Tratándose  de  un  testamento  otorgado 
ante  cinco  testigos  sin  presencia  de  notario, 
no  se  designó  por  el  testador  la  persona  ó  el 
testigo  que  debía  leerlo; 

3^  No  haber  estado  presente  al  leerse  la 
memoria  testamentaria,  los  cinco  testigos 
que  la  ley  exige  parala  validez  del  testamento 
abierto;  y 

4^  No  expresarse  la  causa  por  que  no  firmó 
el  testador. 

La  demandante  dirigió  su  acción  contra  su 
representado  en  el  carácter  de  albacea  de 
donjuán  B.  Tapia. 

Cumpliendo  la  obligación  que  la  It y  le  im- 
pone á  los  albaceas  de  defender  la  validez  del 
testamento,  entró  Orbeta  al  juicio  provocado 
por  la  señora  Rodríguez,  encomendando  su 
defensa  al  abogado  don  Juan  J.  A.  Tapia, 

El  pleito  fué  largo  y  difícil  é  impuso  al  abo- 
gado y  mandatario  un  trabajo  ímprobo,  obli- 
gándolo además  á  hacer  repetidos  viajes  des- 
de Valparaíso  donde  tiene  su  estudio  á  Lima- 
che  y  Quillota  para  atender  á  la  rendición  de 
la  prueba. 

En  primera  instancia  se  obtuvo  completo       j^ 
éxito,  pero  la  Iltma.  Corte  revocó  la  senten- 
cia en  lo   reíerente  á   la  2*  de  las  causales  de 
nulidad,   dando  lugar  á  la  demanda  por  este 
capítulo. 

El  señor  Tapia  le  ha  pasado  una  cuenta 
por  gastos  y  honorarios,  cobrándole  por  esta 
última  partida  $  2.000,  precio  que  considera 
módico  dada  la  labor  que  se  impuso  y  la 
cuantía  del  juicio.  El  detalle  de  lo  gastado  y 
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SUS  comprobantes  se  contiene  en  las  cuentas 
y  documentos  que  acompaña,  dando  un  resul- 
tado total  á  favor  del  señor  Tapia  de  $  3.401. 

Hstima  que  esta  cantidad  debe  ser  de  cargo 
de  la  sucesión  de  donjuán  B.  Tapia,  así  como 
también  el  honorario  del  albacea  conforme 
á  lo  dispuesto  por  el  artículo  959  del  Código 
Civil. 

Como  en  virtud  de  la  sentencia  pronuncia- 
da en  el  juic  o  de  nulidad  del  testamento,  la 
señora  María  del  Tránsito  Rodríguez  queda 
como  única  heredera  de  don  Juan  B.  Tapia  y 
representante  por  lo  tanto  de  su  sucesión,  en- 
tabla demanda  ordinaria  en  su  contra  para 
que  se  declare:  ' 

1^  Que  debe  reembolsar  á  su  mandante  la 
cantidad  de  $  3.401  que  importa  L  cuenta 
del  abogado  don  Juan  J.  A.  Tapia  á  que  se  ha 
referido ; 

2^  Que  debe  pagarse  al  señor  Orbeta  el  va- 
lor de  su  honorario  como  albacea  de  la  suce- 
sión, honorario  que  estima  en  $  1.500,  pero 
que  pide  al  Juzgado  tenga  á  bien  regularlo 
en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1302  del  Código  Civil;  y 

S^  Que  debe  pagar  tam'  ién  las  costas  del 
presente  juicio. 

A  fs.  49  don  Ignacio  Orbeta,  modiñca  la 
declaración  pedida  i  el  punto  1^  de  la  de- 
manda en  el  seotido  de  que  si  el  Juzgado  con- 
sidera que  no  debe  aceptarse  en  todas  sus 
partes  la  cuenta  de  don  Juan  J.  A.  Tapia,  re- 
gule el  Juzgado  la  cantidad  á  que  debe  redu- 
cirse. 

Contestando  la  demanda  doña  María  del 
Tránsito  Rodríguez,  dice: 

Que  las  citas  legales  hechas  por  el  deman- 
dante para  fundar  sus  peticiones  son  bien 
desgraciadas,  pues  el  artí  ulo  959  del  Código 
Civil  e<5*  .blece  que  para  llevar  á  efecto  las 
disposiciones  del  difunto  ó  de  la  ley  se  dedu- 
cirán del  acervo  ó  masa  de  bienes  que  el  di- 
funto ha  dejado,  inpluso  los  créditos  heredita- 
noñ'- 

1*^  LnB  costas  de  la  publicación  del  testa- 
mento y  demás  anexos  á  la  apertura  de  la 
sucesión. 

Hn  primer  lugar  sostiene  que  esas  costas  se 
producen  cuando  existe  legalmente  un  tes- 
tameuto  y  en  el  caso  que  da  origen  á  la  de- 


manda se  ha  declarado  por  sentencia  de  lér. 
mino  que  no  existió  testamento  y  que  l:i  su- 
cesión de  don  Juan  B.  Tapia  fué  intcM::  la 
desde  el  momento  mismo  de  su  fallecí  mu  ni  > 

En  segundo  lugar  dice  que  esas  costas,  (j  je 
no  tuvieron  base  legal  para  hacerse,  sólo  puc 
den  afectar  á  las  personas  que  aparecitrnL 
instituidas  como  herederos  en  el  testaraenio 
declarado  nulo,  que  eran  las  únicas  beneücii- 
das  con  la  presunta  existencia  de  ese  tesu- 
mento  y  no  la  señora  Rodríguez  que  no  a[uv 
recia  siquiera  como  tal. 

2^  Las  deudas  her^^ditarias. 

Observa  á  este  respecto  que  sólo  son  taics 
las  obligaciones  que  afectaban  al  difuntüj 
no  las  que  se  contraen  después  de  su  falleci- 
miento, las  cuales  afectan  sólo  y  únicamente 
á  los  que  las  contraen.  Por  consiguiente,  es 
contrario  á  la  ley  y  es  absurdo  pretender  qoe 
los  honorarios  de  abogados  y  las  costas  js* 
diciales  provenientes  de  pleitos  posteriores  a! 
fallecimiento  del  presunto  testador  sean  dea 
das  hereditarias  de  éste. 

3^  Los  impuestos  fiscales  que  graven  toda 
la  masa  hereditaria. 

Expone,  al  efecto,  que  si  existen  impuestos 
fí  sea  les  los  cobrará  el  Fisco  y  no  hay  para 
qué  ocuparse  de  ellos  en  este  juicio. 

Sostiene,  en  consecuencia,  que  no  es  aplica- 
ble á  la  demanda  la  disposición  del  articulo 
959  del  Código  Civil. 

Agrega  que  si  alguien  pudiera  estar  obli^ 
do  á  indemnizarle  tales  gastes  serían  única  y 
exclusivamente  las  personas  en  cuyo  faror 
los  hizo,  es  decir  los  interesados  en  la  taIí^^^ 
y  subsistencia  del  testamento;  pero  prettc 
der  que  tales  pagos  y  gastos  los  satisfágala 
persona  perjudicada  con  la  existencia  j  cali- 
dez del  testamento,  sería  tan  absurdo  como 
pretender  que  el  que  reivindica  el  dominio  de 
un  bien  de  que  otro  está  en  posesión  indebida 
tuviera  que  pagar  al  poseedor  vencido,  todos 
los  honorarios  y  gastos  que  le  ocasionó  se 
ilegal  revmtrncia,  y  oposición  á  entregar  lo 
que  era  de  otro. 

En  cnanto  á  la  segunda  petición  deladr 
manda  que  indica,  no  resiste  el  más  ligera 
examen.  La  remuneración  del  albacea.  dice  e> 
art'julo  1302,  será  la  que  le  haya  señalado  el 
testador.  Si  éste  no  hubiere  señalado  oingvo^ 
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toca  al  juez  regularla  tomando  en  considera- 
ción el  caudal  y  lo  más  ó  menos  laborioso  del 
cargo. 

En  el  caso  materia  de  la  demanda  no  ha 
hahido  testamento;  el  acto  por  el  cual  se 
nombra  tal  á  don  Ignacio  Orbeta,  no  ha  exis- 
tido ante  la  ley,  esc  acto  fué  declarado  nulo, 
es  decir,  como  sí  no  hubiera  existido  ni  un 
moniento  siquiera. 

Y  es  un  axioma  de  derecho  que  los  actos 
nulos  no  crean  derechos  ni  producen  obliga- 
ciones. 

Por  lo  que  se  refiere  á  la  tercera  petición  de 
la  demanda,  cree  que  no  sólo  carece  en  abso- 
luto de  base  legal,  después  de  lo  que  deja  di- 
cho, sino  que  el  demandante  debe  ser  conde- 
nado en  costas. 

Con  lo  expuesto  pide  se  niegue  lugar  á  la 
demanda,  con  costas,  ó  en  subsidio,  y  para  el 
caso  improbable  de  que  se  diese  lugar  á  ella, 
disminuir  los  subidos  honorarios  que  se  co- 
bran, reduciéndolos  á  la  décima  parte  y  los 
gastos  con  estricto  arreglo  al  arancel. 

Con  la  réplica  y  dóplica  se  recibió  la  causa 
á  prueba  y  oportunamente  se  citó-  para  sen- 
tencia, dictándose  la  siguiente  por  uno  de  los 
jueces  (le  Valparaíso,  con  fecha  30  de  junio 
de  1904: 

Considerando: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  y  consta 
del  testamento  de  don  Juan  Bautista  Tapia, 
declarado  nulo  por  sentencia  de  término,  que 
don  Ignacio  Orbeta  fué  nombrado  albacea  y 
como  tal  defendió  la  validez  de  ese  testamen- 
to en  el  juicio  á  que  se  ha  hecho  referencia; 

2^  Que  aunque  el  testamento  fué  declarado 
nulo  y  debe  legalmente  considerarse  como  si 
no  hubiera  existido  para  el  efecto  de  la  vali- 
dez de  sus  disposiciones,  sin  embargo,  mien- 
tras esa  nulidad  no  fué  pronunciada,  debió 
ser  considerado  como  tal,'  sobre  todo  para 
dar  personería  al  señor  Orbeta  en  el  juicio  de 
nulidad,  personería  que  nació  precisamente 
de  ese  acto. 

3^  Que  el  albaceazgo  es  un  cargo  y  el  que 
lo  acepta  está  obligado  por  la  ley  á  evacuarlo 
y  una  de  las  primordiales  obligaciones  que  la 
misma  ley  le  impone,  es  sostener  la  validez 
del  testamento; 


4^  Que  así  como  el  que  ejerce  el  cargo  de 
curador,  no  siéndolo  verdaderamente,  pero 
creyendo  serlo,  tiene  las  responsabilidades  y 
obligaciones  del  curador  verdadero,  así  el 
señor  Orbeta,  siendo  albacea  nombrado  en  un 
testamento  declarado  nulo  con  posteriori- 
dad, tuvo  todas  las  obligaciones  del  albacea 
y  como  tal  tendrá  derecho  á  la  remuneración 
consiguiente  3'  á  que  se  le  abonen  los  gastos 
que  de  buena  fe  hubiere  ejecutado  en  su  carác- 
ter de  albacea; 

5^  Que  la  defensa  hecha  por  el  señor  Juan 
J.  A.  Tapia  á  nombre  del  albacea  fué  también 
en  beneficio  del  heredero  presunto,  lo  cual 
debe  tomarse  en  consideración  para  no  car- 
garla en  todo  su  valor  al  albacea; 

6*^  Que  con  el  mérito  de  los  antecedentes 
puede  regularse  el  honorario  del  abogado  y 
también  el  del  albacea; 

7^  Que  los  gastos  judiciales  deben  estimar- 
se con  arreglo  al  arancel. 

Con  el  mérito  de  las  consideraciones  prece- 
dentes y  visto  lo  dispuesto  en  los  articules 
426,  959, 1302,  1278  y  1295  del  Código  Ci- 
vil, se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda,  y 
que,  en  consecuencia,  doña  María  del  Trán- 
sito Rodríguez  debe  pagar  á  don  Ignacio 
Orbeta: 

1^  El  valor  de  los  gastos  hechos  por  éste 
en  el  juicio  de  nulidad  del  testamento  de  don 
Juan  B.  Tapia,  y  al  efecto  el  secretario  proce- 
derá á  hacer  la  respectiva  tasación  de  ellos; 
2^  $  1.000  en  que  se  estima  el  honorario  del 
abogado  don  Juan  J.  A.  Tapia;  3^  $  500  en 
que  se  regula  el  honorario  del  albacea;  y  4^ 
Las  costas  de  esta  causa.  J.  Jermán  Alcé- 
rreca. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Apela- 
ciones (alió: 

Valparaíso,  Ift  de  mayo  de  1905.— Vistos: 
Eliminando  el  4^  fundamento  y  la  cita  del 
artículo  426  del  Código  Civil,  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  30  de  junio  de  1904, 
con  costas  del  recurso.— B.  Alemos  González. 
—Pedro  N.  Pineda.— A.  Bezanilla  Silva, 

Contra  esta  sentencia  dedujo  recurso  de  ca- 
iicición  en  el  fondo  doña  María  del  Tránsito 
Rodríguez  y  formalizándolo  dice: 

La  sentencia  recurrida  ha  sido  pronunciada 
con  infracción  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
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151  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  de 
lo  establecido  en  el  artículo  1295  del  Código 
Civil. 

El  artículo  151  establece  que  la  parte  que 
fuere  vencida  totalmente  en  un  juicio  ó  en  un 
incidente  debe  ser  condenada  en  las  cestas, 
pudiendo,  no  obstante,  eximirla  el  juez  del 
pago  cuando  hubiere  motivos  plausibles  para 
litigar,  sobre  lo  cual  hará  declaración  expre- 
sa la  resolución. 

Esta  disposición  de  la  ley  es  general  y  ab- 
soluta. 

El  albacea  señor  Orbeta  que  ha  sido  venci- 
do por  la  señora  Rodríguez  en  el  juicio  sobre 
nulidad  del  testamento,  juicio  en  que  ha  liti- 
gado doña  Petronila  Poblete,  la  heredera  ins- 
tituida, no  tiene  derecho  á  que  la  vencedora 
en  el  pleito  le  pague  las  costas  en  que  incu- 
rrió al  litigar  contra  ella. 

La  circunstancia  de  que  el  señor  Orbeta 
hubiera  comparecido  en  aquel  juicio  en  su  ca- 
rácter de  albacea  y  para  defender  la  validez 
del  testamento,  no  modifica  las  disposiciones 
del  Código  relativas  al  pago  de  las  costas 
causadas  en  aque^  juicio. 

El  pago  de  los  servicios  prestados  por  la 
defensa  del  pleito  sobre  validez  del  testamen- 
to debe  ser  satisfecho  por  aquel  en  cuyo  ser- 
vicio se  hicieron.  El  albacea  obra  en  tal  caso 
como  mandatario  constituido  por  la  le}»' en 
favor  de  los  beneficiados  por  el  mandato. 

El  pago  de  las  costas  incumbe  á  la  here- 
dera instituida  y  á  las  demás  personas  intere- 
sadas en  esa  validez  que  no   lo  impugnaron. 

La  sentencia  que  ordena  el  pago  de  esas 
costas  y  honorarios  es  contraria  al  espíritu  y 
objeto  de  la  disposición  legal  contenida  en  el 
artículo  1295  del  Código  Civil. 

Conclu^'e  pidiendo  se  le  conceda  el  recurso 
y  se  pasen  los  antecedentes  á  la  Excma.  Cor- 
te Suprema  para  su  resolución. 

En  rebeldía  de  la  recurrente  para  fundar  el 
recurso  se  dio  por  evacuado  el  trámite. 

Se  o^'ó  el  dictamen  de  uno  de  los  señores 
Ministros  y 

La  Corte 

Considerando: 
Que  aceptado  el  cargo  está  obligado  el  al- 
bacea á  velar  por  la  seguridad  de  los  bienes, 


ejecutando  los  actos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 1284  del  Código  Civil. 

Que  en  cumplimiento  de  su  encargo  putilc 
el  albacea  comparecer  en  juicio  en  calidad  iic 
tal  para  defender  la  validez  del  testamento 
con  intervención  de  los  herederos  presentes  o 
curador  de  la  herencia  yacente. 

Que  en  el  juicio  sobre  nulidad  del  testamen- 
to de  don  Juan  B.  Tapia,  el  albacea  señor 
Orbeta  fué  demandado  en  su  calidad  de  tal 
por  doña  María  del  Tránsito  Rotlríguez,  por 
lo  cual  se  vio  obligado  á  comparecer  al  juicio 
á  defender  la  validez  del  testamento  en  de- 
sempeño de  su  cargo; 

Que  declarado  nulo  el  testamento  v  expira- 
do el  cargo  por  esta  causa,  y  después  de  ren- 
didas las  cuentas,  tiene  el  derecho  de  que  se 
le  abonen  las  expensas  legítimas  en  que  ha 
incurrido,  como  son  las  costas  judiciales,  ho 
norarios  de  abogados,  y  cobrar  la  remunera- 
ción que  le  hubiese  señalado  el  testador  ó  en 
su  defecto  la  que  le  regule  el  juez,  tomando  cr. 
consideración  el  caudal  y  lo  más  ó  menos  la- 
borioso del  cargo; 

Que  efectuada  por  el  juez  la  regulación  ud 
honorario  del  ab(>gado  que  defendió  d  pleito, 
la  recompensa  del  albacea  y  mandados  pa- 
gar los  gastos  judiciales  con  arreglo  á  arar- 
ccl,  no  han  sido  estos  avalúos  objeto  de  recla- 
mación, sino  que  se  dice  de  casación  única- 
mente por  considerar  que  esos  gastos  son 
costas  del  pleito  en  que  la  señora  Rodríguez 
venció  al  albacea  y  como  costas  de  ese  juic» 
no  pueden  imponérseles  á  ella  que  obtuve 
sentencia  favorable; 

Que  la  demanda  actual  no  se  ha  interpues- 
to para  que  se  paguen  las  cantidades  que* 
han  demandado  como  costas  de  aquel  juiíio. 
sino  como  expensas  adeudadas  en  el  descnijie- 
ño  del  cargo  de  albacea  y  son  éstas  las  que  se 
han  mandado  pagar  por  la  sentencia  recurn- 
da,  por  lo  cual  no  es  aplicable  en  este  caso  li 
disposición  del  artículo  151  del  Código  tic 
Procedimiento  Civil,  que  trata  de  las  cosu^ 
judiciales  de  que  se  ocupa  el  titulo  H  dí'*'' 
bro  I*'  del  Código  de  Procedimiento  Civil: 

Que  no  siendo  aplicable,  ni  habiendo  sÜ'» 
aplicado  el  artículo  151  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  no  ha  podido  ser  infringiría 
por  la  sentencia  recurrida; 
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Que  el  testamento  de  don  Juan  B.  Tapia 
fué  mandado  protocolizar  por  autoridad 
competente,  y  la  designación  de  albacea  he- 
cha en  ese  instrumento  constituyó  un  título 
ItM^al  para  que  don  Ignacio  Orbeta  entrase 
desde  hiego  á  ejercerlo,  sin  perjuicio  de  las 
at\  iones  que  contra  la  validez  del  mismo  tes- 
tamento pudieran  interponerse  por  los  Ínte- 
res, ul  os; 

Que  habiendo  comparecido  don  Ignacio 
Orbeta  al  juicio  ])ara  defender  la  vilidez  del 
testamento  demandado  en  su  calidad  de  al- 
bacea, no  ha  infringido  la  sentencia  la  dispo- 
sición del  artículo  1295  del  Código  Civil  al 
considerar  que  sus  servicios  deben  ser  remu- 
nerados, aun  cuando  lo  resuelto  haya  sido 
adverso  á  su  defensa,  puesto  que  lo  que  se  re- 
munera es  el  trabajo  hecho,  y  no  el  resultado 
del  pleito; 

Hn  mérito  de  estas  consideraciones,  dispo- 
siciones legales  citadas  y  artículos  1302, 1310 
del  Código  Civil  y  960  y  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar al  recurso  y  se  condena  en  costas  al  recu- 
rrente. Se  aplica  á  beneficio  fiscal  la  cantidad 
consignada. 

Redactada  por  el   Ministro    señor  Palma 

Guzmán Carlos    Vams /.  Gabriel  Palma 

Guzmán.—Galvarino  Gallardo.— V.  Aguirre  V, 
—Leoncio  Rodríguez,  — /.  Bernalcs.—O.  Ro- 
dríi^uez. 


Cas,  en  ¡a  forma, ^29  de  mayo  de  1905. 
Cas.  en  el  fondo.— 10  de  julio  de  1907. 

Anguita  con  Badilla 

Omisión  de  enunciación  de  acciones  y 
excepciones.  —  Excepción.--  Prescrip- 
ción.—Prueba. —  Reclamación  oportu- 
na del  vicio.  Aguas.— Apreciación  de 
los  hechos.— Reivindicación.  Cuota. 
-  Cosa  singular  —Posesión  regulan- 
Prescripción  ordinaria  y  extraordina- 


ria -  Instrumento  privado.  — Prueba.— 
Formalizacíón.  -  Causal  nueva  de  ca- 
sación. 


Doctrina:  No  omite  la  enunciación  de 
las  peticiones  ó  acciones  deducidas  la 
sentencia  que  no  hace  referencia  á  la  ex- 
cepción de  prescripción  extintiva  que 
pretende  haber  invocado  el  demandado, 
si  en  realidad  éste  se  limitó  á  referirse  á 
ella  al  responder  á  la  expresión  de  agra- 
vios y  no  la  alegó  formalmente. 

Cumple  dicho  requisito  la  sentencia, 
respecto  de  la  excepción  de  prescripción 
adquisitiva  alegada,  si  la  enuncia  en  un 
considerando  y  completa  dicha  enuncia- 
ción agregando  en  la  parte  resolutiva 
que  fué  alegada  en  2^  instancia  por  el 
demandado. 

No  incurre  en  nulidad  la  sentencia  que 
no  recibe  á  prueba  la  excepción  de  pres- 
cripción alegada  por  una  parte,  si  ésta 
no  ofreció  prueba  testimonial  para  acre- 
ditarla y,  por  el  contrario,  manifestó 
que  la  fundaba  en  los  antecedentes  escri- 
tos de  los  autos, 

A  mayor  abundamiento,  no  habiéndo- 
se reclamado  oportunamente  de  la  reso- 
lución de  la  Corte  de  Apelaciones  que 
citó  á  las  partes  para  sentencia  sin  ha- 
ber recibido  á  prueba  la  excepción  de 
prescripción  alegada,  no  puede  fundarse 
en  esta  decisión  un  recurso  de  casación 
en  la  forma  contra  la  sentencia  de  la 
Corte, 

La  apreciación  de  los  hechos  es  facul- 
tad privativa  del  tribunal  sentenciador. 
Establecidos  por  el  tribunal  sentencia- 
dor los  hechos  de  que  un  canal  fué  cons- 
truido por  el  dueño  de  un  predio  para  su 
regadío,  pasando  después  al  dominio  de 
sus  herederos,  hijuelatarios  de  dicho 
predio;  que  uno  de  estos  herederos  lo 
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ensanchó  y  aumentó  su  dotación;  que 
este  heredero  reconoció  el  derecho  de  uno 
de  sus  coherederos  á  su  cuota  en  el  ca- 
nal, gozando  este  último  de  su  derecho  y 
contribuyendo  á  los  gastos»  del  canal; 
debe  aceptarse  la  demanda  reivindicato- 
ría de  este  coheredero  que  ha  sido  priva- 
do de  su  derecho  por  el  sucesor  de  aquel 
que  aumentó  la  dotación  del  canal,  pues 
se  trata  de  la  reivindicación  de  una  cuo- 
ta determinada  proindiviso  de  una  cosa 
singular  de  que  el  demandante  no  está 
en  posesión,  para  que  el  actual  poseedor 
sea  condenado  á  restituírsela. 

Establecida  por  el  tribunal  sentencia- 
dor la  posesión  regular  de  más  de  diez 
años  que  el  demandante  ha  tenido  sobre 
dicho  canal,  debe  aceptarse  la  prescrip- 
ción adquisitiva  de  dominio  que  invoca 
en  la  demanda. 

Establecido  por  los  jueces  de  léi  causa 
el  hecho  de  que  el  demandado  no  tiene 
justo  título  para  amparar  el  dominio 
que  pretende  como  poseedor  regular,  ni 
ba  poseído  durante  treinta  años,  no  in- 
fringe disposición  legal  alguna  la  senten- 
cia que  rechaza  las  prescripciones  ordi- 
naria y  extraordinaria  que  invoca  el 
demandíido. 

Movióla  el  artículo  1703  del  Código 
Civil  la  sentencia  que  toma  en  cuenta 
documentos  privados  para  establecer 
los  hechos  del  pleito,  si  de  ella  misma 
a¡)arece  que  no  les  ha  dado  el  alcance  de 
prueba  decisiva  y  única,  sino  sólo  de  pre- 
sunciones ó  de  antecedentes  complemen- 
tarios de  la  prueba  testimoniaL 

Interpuesto  el  recurso  no  puede  hacer- 
se en  él  variación  de  ningún  genero  y, 
por  consiguiente,  es  inadmisible  la  causal 
fundada  en  la  violación  dj  un  artículo 
que  no  se  alegó  al  formalizarlo. 


Doña  Quiteña  Angulta  viuda  de  Femándci 
residente  en  la  ciudad  de  Los  Anjeles, deman- 
dando expone:  que  por  herencia  de  su  padre 
don  Estanislao  Anguita  y  á  virtud  de  la  sen- 
tencia que  se  pronunció  en  ese  juicio  de  parti- 
ción posee  como  adjudicataria  desde  el  año 
1850  más  ó  menos  una  de  las  hijuelas  del  tun- 
do Cari  boro  situado  en  este  departanunto, 
subdelegación  del  Pedregal  y  deslinda:  Norte. 
Rosami  Novoa,  Sánchez  y  Catalán;  Sur,  Hi- 
pólito Barriga;  Oriente,  hijuela  dedon  Rolurto 
Anguita  y  Ponierte,  Catalán  Baqufdano  y 
Vicente  Reyes;  que  allá,  por  los  años  3,'). i  M^ 
su  padre,  dueño  de  totlo  el  predio  Cariboro, 
constru3'óun  acueducto  quecondujoia^aiíú.s 
del  estero  Cariboro  hasta  tres  puntos  n\^> 
apartados  de  su  fundo.  Quedesgr«iciadamtntc 
su  padre  no  pudo  gozar  largo  tiempodel  truin 
de  su  trabajo  pues  falleció  el  año  47  dejan !  ■ 
á  sus  hijos  de  menor  edad  y  sin  elemeniíH  su- 
ficientes para  llevar  á  término  sus  |)rovect««>. 
por  cu3'0  motivo  sus  herederos  se  limitaron  á 
conservar  los  bienes  adquiridos  y  solan.mtc 
hacían  uso  del  agua  para  el  riego  de  los  y\^- 
tos  y  otras  labores  de  menos  im:>ortanc¡a,  1:5- 
cuidando  á  veces  la  limpia  y  reparación,  le! 
acueducto;  que  hecha  la  partición  de  la  licc.v 
cia  paterna,  uno  de  los  hijuelatarios  del  Ij;:  i  ■ 
Cariboro,  el  general  flon  Basilio  Urrutia,  vu- 
ridode  doña  Teodorinda  Anguita, se  |)ro¡>.*T 
aprovechar  este  valioso  elemento  de  cuítiv 
en  favor  de  su  hijuela  que  hoy  coiistitu\cc. 
fundo  **Luanco*' y  creyendo  tal  vezí|ue(iiÜc"'* 
ponerse  en  duda  el  derecho  adquiriilo  por-»': 
antecesor  á  causa  de  las  intermite^cia^  'iJ 
goce,  se  presentó  á  la  autoridad  adniini^tri 
tiva  solicitando  una  merced  de  treinta  regi- 
dores de  agua  del  estero  Cariboro,  previnicn  i » 
que  la  boca-toma  será  la  misma  de  laace'|n:». 
que  saliendo  de  dicho  estero  atraviesa  el  ith*' 
mo  fundo,  la  cual  boca-toma  se  encuentra  a. 
Oriente  del  fundo  **Luanco'*  como  á  dos  le- 
guas de  distancia  de  él  \'  en  terrenos  de  Eu>* 
ta(}uio  Escobar;  que  siguiendo  la  prát^tca 
acostumbrada  la  autoridad  administrativa 
decretó  favorablemente  esa  petición  y  c  ai  te- 
cha 28  de  julio  de  1868  concedió  al  general 
Urrutia  la  merced  de  aj^ua  solicitada  sin  [«'• 
juicio  de  terceros,  cláusula  que  naturalment'^ 
dejíiba  á  salvo    todos   los  derechos  delo>i¡>- 
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juelatarios  del  antiguo  fundo  Cariboro,  fuera 
de  que  la  concesión  declaraba  que  el  acueducto 
por  donde  se  conducía  el  agua  era  el  mismo 
que  regaba  va  el  fundo   "Luanco"  y  otros; 
que  no  obstante  esto  y  á  fin  de  disipar  cual- 
quiera duda,  su  marido  don  Ramón  Fernández 
se  apresuró  á  representar  sus  derechos  ante 
la  autoridad  administrativa  oponiéndose  á 
la  merced  solicitada  por  el  general,  oposición 
que  retiró  m?ls  tarde  cuando  se  convenció  que 
la  merced  concedida  en  nada  lesionaba  los  de- 
rechos adquiridos  por  los  hijuelatariosde  Ca- 
ri])oro  y  sobre  todo  cuando  los  hechos  vinie- 
ron á  persuadirlo  de  que  el  señor  general  Urru- 
tia  pensaba  de  la  misma  manera  vasí  lo  decla- 
ra el  señor  Urrutia  en  el  documento  privado 
que  se  acompaña,  en  que  el  otorgante  reconoce 
quede  la  merced  de  treinta  regad  í>res  del  es  tero 
Cariboro  (|ue  se  le  ha  concedido  corresponde 
á  don  Ramón  Fernández    Finochet  la  quinta 
parto  de  agua  que  corra  por  la  acequia  prin- 
cipal, contribuyendo  con  la  parte  de  gastos 
correspondientes  á  su  cuota;  que  con  esta  de- 
claración su  marido  gozó  constantemente  del 
agua  necesaria  pnra  el  regadío  de  su  hijuela, 
coiitribuyendí)   á  las   limpias  y  reparaciones 
del  acueducto  y  fué  reconocido  expresamente 
como  accionista  por  todos  los  propietarios  y 
ocu})antes  del   fundo  **Luanco";  que   muerto 
su  marido  don  Ramón    Fernández,  continuó 
ella  go7ando  del  agua  en  la  misma  forma  y  el 
poseed  or  de  *'Luanco'*,  que  lo  era  entonces  don 
Basilio   2^   Urrutia,    nunca  j)uso    obstácidos 
para  la  continuación  del  goce  y  al  contrario 
recibió  de  ella  la  cuota  correspondiente  para 
l¡m()ia  y  reparaciones  del  acueducto;  que  hay 
pues,  en  favor  de  la  demanda,  además  de  la 
pr^'scripci  )n,   el   reconocimiento   expreso    del 
dueño  del  predio  sirviente  y  sin  embargo  don 
Roberto  Badilla,  actual  propietario  del  fnndo 
"Luanco",  le   ha  negado  todo   derecho  á  las 
a^uas  del  acueducto   .iludido,  ocasionándole 
gravísimos  perjuicios.  Que  no  habiéndose  po- 
dido arreglar  con  el  señor    Radilla,  viene  en 
entablar  la   presente  demanda  en  su  contra 
para  que  se  le  obligue  á  restituirle  el  goce  de 
la  quinta  parte  del  agua  que  lleva  el  acueduc- 
to con  que  riega  el  fundo    "Luanco"  y  á  pa- 
garle los  perjuicios  causados  desde  principios 


del  año  1884,  fecha  de  la  privación  del  agua, 
y  además  las  costas  de  la  causa. 

En  rebeldía  de  don  Roberto  Badilla  se  dio 
por  contestada  la  demanda,  se  recibió  la  cau- 
sa á  prueba,  rindiéndose  la  que  consta  de  au- 
tos y  se  citó  para  sentencia,  dictándose  la  si- 
guiente porel  Juzgado  de  los  Anjelescon  fecha 
30  de  octubre  de  1903: 


Considerando: 

1^  Que  consta  de  autos  que  el  general  don 
Basilio  Urrutia  solicitó  y  obtuvo  en  1868, 
merced  de  treinta  regadores  de  aguadelestero 
Cariboro  con  el  fin  de  regar  su  fundo  **Luan- 
co**  ubicado  en  lasubdelegacióndel  Pedregal; 

2^  Que  de  este  caudal  de  agua  pretende  la 
demanflante  ser  dueña  de  la  quinta  parte,  y 
para  que  le  sea  restituido  el  goce  de  dichas 
aguas  entabla  el  presente  juicio  en  contra  del 
actual  propietario  del  fundo  '*Luanco'*  señor 
Roberto  Badilla; 

3*^  (Jue  la  demandante  no  ha  probado  ser 
dueña  de  la  parte  de  aguas  cuya  restitución 
solicita,  pues  las  cartas  y  documentos  priva- 
dos que  se  acomp'ñan,  no  son  bastantes  al 
objeto,  ni  tampoco  el  mérito  de  la  prueba  tes- 
timonial rendida; 

4^  Que  tampoco  se  ha  probado  haberse  po- 
seído por  la  demandante  \íi  servidumbre  de 
acueducto  el  tiempo  necesario  para  adcjuirir 
este  derecho  por  prescripción. 

('on  lo  expuesto  y  visto  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1698  y  682  inciso  1*?  del  ('ódigo  Ci- 
vil y  151  del  Código  de  Procedimiento  (  ivil, 
se  desecha  la  prescrij)ción  alegada  por  la  de- 
mandante y  se  declara  sin  lugar  la  demanda 
con  costas. 

Apelada  esta  resolución,  don  Roberto  Ba- 
dilla, respondiendo  Ala  ex|)resinn  de  agravios 
alegó  á  mayor  abundamiento  la  prescripción 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  300 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  fundán- 
dose, como  textualmente  lo  previene,  en  los 
antecedentes  escritos  que  constan  del  expe- 
diente. 

La  Corte  respectiva  falló: 

Concepción,  14  de  enero  de  1905.— Aceptan- 
do la  parte  expositiva  y  los  dos  primeros  con- 
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sidcrandos  de  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia; y  teniendo  además  presente: 

1^  Que  con  la  prueba  rendida  al  tenor  del 
interrogatorio  concordante  con  el  mérito  de 
los  documentos  y  con  el  de  los  antecedentes  de 
que  hace  mención  la  sentencia  compulsada, 
se  lian  justificado  los  hechos  en  que  la  deman- 
da se  funda; 

2*^  Que  además  de  haber  rtconocido  el  gene- 
ral don  Basilio  Urrutia,  marido  de  doña  Teo- 
doriiida  Anguita,  en  el  documento  que  la 
quinta  parte  del  agua  que  conduce  el  canal 
materia  de  este  juicio,  correspondía  á  don 
Ramón  Fernández  Pinochet,  consorte  de  la 
señora  demandante,  hermana  ésta  de  la  men- 
cionada doda  Teodorinda  Anguita,  el  hecho 
de  que  el  referido  señor  Urrutia  solicitara  una 
merced  de  treinta  regadores  del  estero  Cari- 
boro,  ya  f  :ese  para  aumentar  el  agua  del  ca- 
nal ó  )>ara  salvarla  omisión  de  no  haberse 
pedido  esta  merced  cuando  construyó  el  acue- 
ducto don  Estanislao  Anguita,  padre  de  las 
indicadas  señoras,  no  puede  ser  motivo  para 
sostener  que  desaparecieran  los  derechos  que 
este  cíiballero  tenía  sobre  dicho  acueducto,  el 
cual  destinó  al  regadío  de  sus  terrenos;  y  por 
lo  tanto,  don  Basilio  Urrutia  no  hizo  otra 
cosa  que  enriquecer  y  ensanchar  un  canal  que 
pertenecía  á  la  sucesión  de  su  suegro  señor 
Aiigjita; 

3^  Que  lo  que  acaba  de  exponerse  está  co- 
rroborado con  la  circunstanciadeque  el  señor 
Urrutia,  al  solicitar  la  merced  de  los  treinta 
regadores,  cuya  concesión  pidió  á  la  autori- 
dad administrativa,  expresó  que  la  boca  toma 
estaría  en  el  mismo  lugar  en  que  se  abrió  la 
que  servía  al  canal  que  hizo  don  Estanislao 
Anguita;  y  con  el  hecho,  ¡llenamente  justifica- 
do con  la  prueba  instrumental  y  de  testigos, 
de  que  el  ensanche,  limpia  3' sostenimiento  de 
canal  se  hicieran  á  expensas  de  los  herederos 
que  componían  la  sucesión  de  dicho  señor  An- 
guita, en  proporción  de  sus  respectivos  dere- 
chos; 

4^  Que  por  estos  motivos  se  halla  estable- 
cido (jue  no  se  construyeron  dos  acueductos 
distintos,  perteneciente  el  uno  á  don  Estanis- 
lao Anguita  y  después  á  sus  herederos,  y  per- 
teneciente el  otro  á  don  Basilio  Urrutia;  sino 
que  ha  existido  un  solo  canal,  s\  bien  enrique- 


cido y  ensanchado  después  de  la  muerte  (in 
padre  común; 

5*^  Que  carece  de  importancia  la  alegadón 
de  que  en  la  adjudicación  de  las  hijuelas  de  !>;> 
terrenos  regados  con  dicho  acueducto,  nos< 
mencionaron  los  derechos  de  agua  con  (jae 
cada  una  de  ellas  se  entregaba  á  los  heredero'.; 
ya  que  los  referidos  derechos,  siendo  acceso- 
rios de  los  predios  adjudicados,  no  había  j»^r 
qué  mencionarlos  de  un  modo  expreso;  á  !o 
que  se  agrega  que,  según  consta  de  autos 
algunos  de  los  adjudicatarios,  al  enajenaren 
favor  de  terceros  sus  hijuelas,  expresaron 
que  tenían  derechos  de  aguas; 

6*^  Que  un  acueducto  es  una  cosa  sinp:iilar 
y  esta  cxdidad  no  se  pierde  porque  el  caudal 
de  agua  que  conduce  varíe  según  la  estación 
ó  circunstancias  que  sobrevengan;  y  si  se 
halla  dividido  en  partes  alícuotas,  estas  [ar- 
ciones se  sostienen  aunque  sujetas  á  las  va- 
riaciones que  experimente  el  caudal  de  agua 
respecto  de  su  dotación  nominal; 

7*^  Que  se  puede  reivindicar  una  cuota  «le- 
termina«la  proindiviso  de  una  cosa  s¡n;;ul.ir; 

8^  Que  no  li:i))iendo  sufrido  alteración  la 
identidad  del  canal,  desde  el  tiempo  ja  rr 
moto  en  que  lo  construyó  don  Estanislao 
Anguita  hasta  ahora,  la  señora  demandante 
tiene,  como  fundamento  de  las  acciones  (jae 
ejercita  la  sucesión  por  causa  de  muerte  vía 
prescripción,  que  revisten  la  doble  calidad  Je 
título  y  de  modo  de  adquirir,  bastando  para 
la  última  la  posesión  regular  de  diez  años  qae 
la  demandante  tiene  con  exceso; 

9^  Que  el  demandado  don  Roberto  Badilla. 
como  sucesor  de  don  Basilio  Urrutia,  en  ca- 
lidad de  comprador  del  fundo '*Luanco*',n^ 
puede  considerarse  como  tercero  respecto 'le 
la  señora  rlemandante,  y  le  afectan  todas  Ins 
obligaciones  que  tuvo  ó  contrajo  el  scñ'^ 
Urrutia  con  relación  al  predio  vendido  y  á  «ü* 
derechos  de  agua;  y 

10.   Que  el  goce  que  ha  tenido  don  Roberto      | 
Badilla  de  las  aguas  del  canal  en  lo  queexce-      1 
da  al  derecho  que  sobre  ellas   tenía  su  antece-      | 
sor,  no  está  amparado  por  un  justo  titulo 
que  convirtiéndolo  en  poseedor    regular,  lo 
autorizara  para  adquirir  las  aguas  por  pres 
cripción  de  diez  años;  y  en  consecuencia  nece- 
sitaría treinta  para  hacerlas  suyas  por  este 
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modo  de  adquirir,  y  aparece  de  autos  que  no 
ha  poseído  durante  ese  lapso  de  tiempo. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  151,  300, 
374  y  428  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  588..  fiSS,  702,  703,  882.  889,  892,  893, 
1098,  2506,  2508,  2510  y  2511  del  Código 
Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  30  de 
octubre  de  1903,  y  se  declara  que  lia  lugar  á 
la  demanda,  y  que  se  desecha  la  excepción  de 
prescripción  alegada  en  segunda  instancia 
por  el  demandando  Badilla,  sin  costas,  por 
hídjer  habido  motivo  plausible  para  litigar. 
Redactada  por  el  señor  Presidente  Parga. 
—Juan  N.  Parga,  —  Manuel  Rodríguez.— V. 
Fuentes. 

Contra  esta  resolución  interpuso  den  Ro- 
berto Badilla  los  recursos  de  casación  en  la 
fo:  liía  y  en  el  fondo,  fundando  el  I''  en  las  si- 
guientes causales: 

1*^  En  que  no  se  ha  cumplido  con  el  artículo 
193  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pues 
habiéndose  deducido  en  segunda  instancia 
por  una  parte  en  el  escrito  de  respuesta  á  los 
agravios,  las  excepciones  de  prescripción  que 
alh'  se  leen,  no  se  hizo  la  enunciación  corres- 
pondiente en  la  parte  expositiva  del  fallo  re- 
currido como  lo  ordena  el  número  2^  del  ci- 
tado artículo,  con  lo  cual  se  ha  incurrido  en  el 
motivo  de  ensación  que  se  menciona  en  el  nú- 
mero 5^  del  artículo  9il  del  Código  antes  ci- 
tado; y 

2*^  Hn  que  para  fallar  las  excepciones  en 
referencia  habría  sido  necesario  recibir  la 
causa  á  prueba,  y,  como  ejto  no  se  hizo,  se 
incurrió  en  la  causal  prevenida  en  los  artícu- 
los 9G0,  número  2^,  y  941  del  Código  men- 
cionado. 


La  Corte: 

Considerando: 

1°  Que  en  el  escrito  la  parte  de  don  Rober- 
to Badilla  sólo  alególa  excepción  de  prescrip- 
ción adquisitiva  de  dominio,  y,  en  cuanto  á 
la  extintiva,  de  la  cual  también  trató  en  el 
mencionado  escrito,  se  limitó  en  realidad  á 
hacer  referencias  que  no  importaban  una  ale- 
gación formal  de  dicha  excepción,  por  lo  cual 


la  Corte  de  Apelaciones  de  Concepción  no  ha 
necesitado  pronunciarse  acerca  de  ella; 

2^  Que  en  el  supuesto  de  (|ue  la  indicada 
excepción  hubiera  sido  deducida  en  tiempo  y 
forma,  la  circunstancia  de  no  haberse  pronun- 
ciado sobre  ella  la  sala  sentenciadora  habría 
constituido  un  vicio  distinto  del  invocado 
por  el  recurrente  y  del  cual  no  se  habría  recla- 
mado por  su  parte; 

3*^  Que,  en  cuanto  á  la  prescripción  adquisi- 
tiva de  dominio,  la  Corte  la  enunció  suficien- 
temente en  el  considerando  10  de  la  senten- 
cia redamada  y  completó  dicha  enunciación 
agregando  en  la  parte  resolutiva  de  dicho 
fallo  que  esa  excepción  había  sido  alegada  en 
segunda  instancia  por  el  demandado  Badilla, 
detalles  que  bastan  para  cumplir  las  exigen- 
cias del  número  2*?  del  artículo  193  del  Códi- 
go  de  Procedimiento  Civil,  ya  que  la  ley  no 
ha  fijado  un  orden  preciso  para  llenarlas; 

4*^  Que  la  parte  de  Badilla  no  ofreció  prue- 
ba testimonial  para  acreditar  la  prescripción 
de  que  se  ha  hecho  mérito; y,  por  el  contrario, 
manifestó  que  la  fundaba  en  los  antecedentes 
escritos  que  constaban  del  mismo  expediente, 
declaración  que  hacía  innecesario  abrir  un 
término  de  prueba  especial,  á  fin  de  justifi- 
carla; y 

5°  Finalmente  que,  de  todos  modos,  Ba- 
dilla no  rcclain  )  en  tiempo  de  la  resolución 
de  la  Corte  de  Alzada  que  citó  á  las  partes 
para  sentencia  sin  haber  recibido  el  incidente 
á  prueba,  por  lo  que  se  encontraría  inhabili- 
tado legalmente  para  fundaren  tal  omisión 
el  recurso  de  casación  interpuesto; 

Por  estos  fundamentos  y  juzgando  con  arre- 
glo á  lo  prevenido  en  los  artículos  945,  946, 
960,  971  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  deducido  por 
la  parte  de  don  Roberto  Badilla. 

Queda  aplicada  al  F'isco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el   señor   Ministro    Fóster 

Recabarren.—  Gaívarino   Gallardo Gabriel 

Gaete. — Carlos  Varas.— E.  Fóster  Recabarren. 

Desechado  de  esta  manera  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma,  pasó  el  tribunal  á  ocupar- 
se del  recurso  de  casación  en  el  fondo  dedu- 
cido. 
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Formalizando  este  recurso  el  recurrente, 
don  Roberto  Badilla,  se  expresa  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

La  casación  en  el  fondo  se  funda:  a)  En 
que  se  han  infringido  las  disposiciones  de  los 
artículos  889  y  892  del  Código  Civil  al  con- 
siderar que  lo  reivindicado  por  doña  Quiteria 
Anguita  es  una  cosa  cierta  y  determinada,  ó 
á  lo  menos  una  cuota  determinada  de  una 
co^a  cierta  y  singular.  El  considerando  sexto 
de  la  sentencia  contribuye  á  manifestar  que 
en  realidad  la  acción  <^e  reivindicación  que  se 
ha  admitido  en  virtud  de  ella,  versaría  sobre 
algo  perfectamente  indeterminado  ó  incierto, 
pues  da  á  entender  que  la  cuota  reclamada 
por  la  demandante  en  cuanto  á  su  cantidad 
real  y  efectiva  está  sujeta  á  variaciones,  ó 
sea  que  en  un  año  esta  cuota  ha  podido  ser 
mayor  de  cierta  cifra  y  en  otra  inferior.  Y 
por  otra  parte,  en  el  considerando  10*^  se  in- 
dica ó  se  da  á  entender  de  un  modo  inequívo- 
co que  el  señor  Badilla  sólo  puede  ser  obliga- 
do, en  cuanto  á  los  derechos  que  invoca  la 
demandante,  á  responder  por  el  exceso  al  de- 
recho que  sobre  las  aguas  tenía  su  antecesor 
don  Basilio  Urrutia; 

b)  En  que  se  ha  infringido  también  el  ar- 
tículo 1703  del  Código  Civil,  al  dar  á  los  do- 
cumentos ó  papeles  privados  un  mérito  que 
no  pueden  tener,  ya  que  su  fecha,  según  este 
artículo,  debe  estimarse  que  es  la  de  su  pre- 
sentación en  juicio,  supuesto  que  para  el  se- 
ñor Badilla  tales  documentos  son  como  si  no 
hubieran  existido  jamás,  ni  ha  podido  basar- 
se en  ellos  ninguna  consideración  en  su  con- 
tra. Considera  que  estas  causales  caen  bajo 
la  disposición  del  artículo  940  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

En  la  solicitud  destinada  á  fundar  el  recur- 
so interpuesto,  la  parte  recurrente  hace  una 
exposición  de  las  j)eticiones  formulav^is  |)or 
la  demandante  y  de  los  antecedentes  que 
obran  en  el  proceso,  analiza  y  discute  el  mé- 
rito de  la  prueba  producida  y  termina  soste- 
niendo: 

1^  Que  no  siendo  auténtico,  ó  por  lo  me- 
nos, no  habiéndose  acreditado  debidamente 
la  autenticidad  de  los  pa[)elts  privados; 

2^  Que  no  estando  la  interpretación  dada 
por  la  Iltma.   Corte  á   los  documentos  con- 


forme con  su  título  ni  con  los  antecedente 
que  dicen  relación  con  ellos; 

3'  Que  no  teniendo  la  prueba  teftimor-í-i. 
rendida  el  verdadero  valor  legal  que  se  !c 
atribuye;  y 

4í^  Que  no  siendo  el  caso  de  que  se  trata  c! 
mismo  que  se  contempla  en  la  sentencia  cí  n- 
pulsada,  no  se  han  acreditado  los hecht* .-- 
que  se  basa  la  demanda,  y  de  consign¡er.:<'  U 
Iltma.  Corte,  al  pronunciaj"  su  sentencia.  >  i 
discurrido  sobre  una  base  falsa  y  las  di-r  >■ 
ciones  legales  citadas  en  dicha  resolu'n'n  r ' 
pueden  ser  aplicables  á  la  cuestión  de<rJc*; 
trata,  considerada  en  su  verdadero  as'^-c:: 

Enseguida  agrega:  **de  aquí  que  scIj;. 
infringido  la  disposición  del  artícul'^  s>V<  c 
Código  Civil,  f|ue  sólo  concede  la  accióii'^t- 
vindicatoria  al  dueño  de  una  cosa  sinii-.'-r 
de  que  no  está  en  posesión  para  que  el  p»  s.c- 
dor  de  ella  sea  condenado  á  restituirla,  ó  '  '.r. 
al  dueño  de  una  cuota  determinada  pn-tr .: 
viso  de  una  cosa  singular,  calidad  qucnt  i 
justificado  don  Ramón  Fernández  durantrc 
curso  de  este  juicio".  Por  lo  que  respo.t  • 
la  prescrip'ión  que  se  alega,  tampocc  \>:n  ^ 
.tener  cabida.  El  artículo  2508  del  CóíIíl;''}" 
citado  establece  que  para  ganar  un  dtrc.i 
por  prescripción  ordinaria  se  requiere  ;■  •^• 
sión  regular  por  el  lapso  de  diez  años.  X'w'^ 
bien,  como  don  Ramón  Fernández  cu  o.- 
caso  ha  estado  poseyendo  en  virtud  del  1  •■  • 
mentó  de  fs.  1,  título  injusto,  confornie  . 
dispuesto  Píx  el  artículo  704,  número  n<!cl  ^ 
ferido  Código,  su  posesiones  irregular  y  :j 
aquí  que  no  pueda  prescribir  en  diiz  pi  > 
sino  en  trein*a,  tiem[)o  que  no  se  reúne.  '" 
que  su  goce  data  solamente  desde  1S**W.  i'' 
consiguiente,  existe  también  infraaió-'  ^■- 
ni fiesta  del  artículo  2508  á  que  hemos  .. 
dido. 

Al  responder   al  escrito  en   que  se  fnnl.»^ 
recurso,  la  parte  de  doña  Quiteria  Antr:'*' 
V.  de   Fernández  hace  á  su   turno  expí)^'^ 
de  los  antecedentes  del  juicio  con  el  pro|"'>- 
de   desvirtuar  las  causales  y  fúndanle"*"  • 
la  casación  de  que  se  trata,  contradice  la  •> 
sedad  de  documentos  que  se  hace  valer  p"-^ 
recurrente,  sostiene  el  valor  de  los  documen- 
tos privados  que  obran  en  autos  y  su  nu- 
bilidad al   punto   discutido,  y  formula  (i'^t^' 
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sas  observaciones  en  pro  del  valor  legal  de  la 
prueba  de  testigos  producida  por  su  parte  y 
para  justificar  la  correcta  aplicación  que  el 
tribunal  sentenciador  hizo  de  los  anteceden- 
tes acumulados  en  los  autos,  para  llegar  á 
establecer  los  hechos  que  sirven  de  base  á  la 
sentencia  recurrida. 

Oído  el  informe  de  uno  de  los  Ministros  del 
Tribunal, 

La  Corte: 

Considerando: 

V^  Que  la  sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus 
facultades  pri 'ativas  y  apreciando  la  prueba 
documental  y  testimonial  rendidas  por 'las 
partes,  ha  dado  por  afirmativamente  esta- 
blecido los  hechos  ó  circunstancias  en  que  la 
demanda  se  funda,  á  saber: 

1*^  Que  fué  don  Estanislao  Anguita,  padre 
de  la  demandante  y  de  doña  Teodorinda  An- 
guita, el  que  entre  los  años  de  1835  ív  1840, 
construyó,  como  dueño  del  fundo  "Cariboro", 
un  canal  para  el  riego  y  cultivo  de  esta  pro- 
piedad, con  aguas  extraídas  del  estero  del 
mismo  nombre;  2^  Que  muerto  don  Estanis- 
lao, su  yerno  el  general  don  Basilio  Urrutia, 
hijuelatario  del  fundo  *'Cariboro'*  en  su  ca- 
lidad de  marido  de  la  citada  doña  Teodorin- 
da, había  ensanchado  y  enriquecido  el  predi- 
cho  canal,  aumentando  su  dotación  de  ngua 
con  treinta  regadores  del  estero  Cari  boro, 
que  al  efecto  obtuvo  de  la  autoridad  admi- 
nistrativa; 3*^  Que  Urrutia  reconoció  expre- 
samente f1  don  Ramón  Fernández,  marido 
de  la  demandante,  doña  Quiteria  Anguita,  y 
como  tal  hijuelatario  de  "Cariboro",  derecho 
á  la  quinta  parte  del  recordado  acueducto,  á 
condición  de  que  contribuyera  en  la  canridad 
correspondiente  á  esa  cuota  á  los  gastos  de 
construcción  y  de  conservación  del  mismo 
canal;  4*^  Que  en  virtud  de  ese  reconocimien- 
to, primero  Fernández  y  más  tarde  doña  Qui- 
teria, habían  gozado  constantemente  del 
agua  necesaria  para  el  riego  de  su  hijuela,  y 
contribuido  á  los  gastos  de  limpia  y  repara- 
ciones del  canal,  y  fueron  reconocidos  en  for- 
ma expresa  como  accionistas  por  todos  los 
propietarios  y  ocupantes  del  fundo  '^^uan- 
co**,  sin  que  don  Basilio  Urrutia,  poseedor  de 


esa  hijuela  del  antiguo  "Cariboro'*,  les  opu- 
siera nunca  obstáculos  para  la  continuación 
de  este  goce,  y  que  al  contrario  recibió  de  la 
misma  demandante  la  cuota  respectiva  para 
las  limpias  y  reparaciones  del  acueducto;  y 
^^  Que  no  obstante  lo  relacionado,  don  Ro- 
berto Badilla,  actual  propietario  de  **í-uan- 
co'*,  y,  por  lo  tanto,  sucesor  de  don  Basilio 
Urrutia  en  el  dominio  de  ese  predio,  le  había 
negado  á  la  demandante  todo  derecho  á  las 
aguas  del  acueducto  aludido,  ocasionándole 
grades  perjuicios; 

2^  Que  líi  misma  sala  sentenciadora,  en  co- 
rroí )oración  de  lo  anterior,  ha  establecido 
también  el  hecho  de  estíir  plenamente  justifi- 
cado con  la  prueba  instrumental  y  de  testi- 
gos de  la  demandante,  que  el  ensanche,  lim- 
pia y  sosteniniiento  del  canal  de  "Cariboro", 
se  hicieron  á  expensas  de  los  herederos  de 
don  Hstanislíio  Anguita,  en  proy)orción  de 
sus  respectivos  derechos;  agregando  todavía 
la  circunstancia  de  que  la  identidad  del  canal 
citado  no  ha  sufrido  alteración  desde  el  tiem- 
po ya  remoto  en  ípie  el  causante  común  de 
los  interesados  lo  construyó  hasta  la  época 
actual; 

3*^  Que  los  jueces  del  fondo  han  reconocido, 
por  último,  sin  contradicción  del  demandado 
la  calidad  de  sucesora  legítima  de  don  Esta- 
nislao Anguita  con  que  doña  Quiteria  ha  figu- 
rado en  este  juicio,  como  han  reconocido  \' 
establecido  igualmente  la  posesión  regular 
de  más  de  diez  años  que  la  mencionada  se- 
ñora ha  tenido  sobre  el  canal  en  cuestión, 
como  antecedente  que  de  pleno  derecho  auto- 
riza la  prescripción  adquisitiva  de  dominio, 
alegada  también  en  la  demanda;  contraria- 
mente á  lo  (|ue  su.-ede  con  don  Roberto  Ba- 
dilla, quien,  según  los  mismos  jueces,  no  está 
amparado  en  sus  pretensiones  de  dominio 
absoluto  sobre  el  canal  por  justo  título  nlgu- 
no  que,  con  virtiéndolo  en  poseedor  regular, 
lo  autorizara  para  adquirir  esas  aguíis  j)or 
prescripción  de  diez  años,  siendo  que  tampo- 
co había  pedido  adíjuirirlas  por  la  extraor- 
dinaria de  treinta  años,  por  ser  un  hecho  es- 
tablecido en  el  pleito  que  Baílilla  no  ha  al- 
C'mzado  á  poseer  exclusivamente  el  canal 
durante  ese  lapso  de  tiempo; 

4^  Que  en  presencia  de  todos  estos  hechos, 
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inamovibles  como  son  dentro  de  la  ley  y  de 
la  naturaleza  propia  del  bien  o  cosa  cu3*a  rei- 
vin'l¡cacií'»n  se  persigue  en  la  demanda,  el 
caso  de  doña  Quiteña  Anguita  tiene  en  reali- 
dad la  fisonomía  jurídica  que  le  ha  dado  el 
Tril)unal  de  Apelación  en  la  sentencia  recu- 
rrida; 6  sea  del  dueño  de  una  cuota  deter- 
minada pro-indiviso  de  una  cosa  singular  de 
que  no  está  en  posesión,  que  entabla  acción 
de  dominio  para  que  el  actual  poseedor  de 
esa  cuota  sea  condenado  á  restituírsela; 

5^  Oue  en  consecuencia,  la  sala  sentencia- 
dora, al  declarar  el  derecho  de  la  demandan- 
te sobre  la  cuota  ó  porción  determinada  del 
canal  que  es  objeto  de  la  demanda,  dando 
lugar  ala  acción  deducida  en  virtud  de  lo  que 
disj)onen  los  artículos  889  y  892  del  Código 
Civil,  ha  hecho  una  aplicación  correcta  de 
esos  preceptos  legales  y  no  los  ha,  violado 
como  se  pretende  en  el  recurso; 

6^  Que  tampoco  ha  violado  dicha  sala  el 
precepto  del  artículo  1703  del  Código  Civil 
por  haber  tomado  en  cuenta  para  el  estable- 
cimiento de  los  hechos  del  pleito,  los  docu- 
mentos privados,  puesto  que  del  mismo  fallo 
recurrido  aparece  que  no  les  ha  dado  el  al- 
cance de  prueba  decisiva  y  única  en  contra- 
del  demandado,  y  sólo  han  servido  en  reali- 
dad (le  presunciones  ó  de  antecedentes  com- 
plementarios de  la  prueba  testimonial,  carác- 
ter que  contrapone  y  que  puede  coexistir  con 
las  reglas  que  para  la  computación  de  la  fe- 
cha (le  esos  documentos  encierra  el  mencio- 
nado artículo; 

7*^  Que  interpuesto  el  recurso  no  puede  ha- 
cerse cu  él  variación  de  ningún  género,  y  aún 
cuando  más  tarde  se  descubra  alguna  nueva 
causal  en  que  hubiera  podido  fundarse,  tal 
causal  no  cabe  en  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Casación,  la  que  sólo  puede  pronunciarse 
sobre  las  infraciones  de  ley  alegadas  en  tiem  - 
po  y  forma;  y  de  consiguiente  debe  desesti- 
marse como  estemporánea  la  causal  del  pre- 
sente recurso  que  se  funda  en  la  violación  del 
artículo  2508  del  Código  Civil,  violación  que 
no  se  alegó  al  formalizarlo. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
940,  94-8,  960  y  979  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto. 


Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidaíl  cr 
signada  para  este  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  F  »\r 
Recabarren—C/i r/os  Varas.— Galvarino  h.- 
llardo.— Gabriel  Gaete.  —  V.   Amaine  T-i-. 

Fóster  Recabarren /.   Bernales.-E,  D  t- 

so  V. 


Cas.  en  la  forma.— 1^  de  diciembre  de  l'M 

Anguita  con  Reb  Jledo 

Ultra-petita.— Oasaoió  i  «^^n  la  forma  - 
Remate  —Nulidad,  ilegítimo  con- 
tradictor. 

Doctrina:— Bs  nula  por  fallar  uhn- 
petita  la  sentencia  del  Tribunal  de  1 
zada  que  se  extiende  á  un  punto  no  y^ 
metido  por  las  partes  á  la  decisión  fk 
Tribunal. 

Pedida  la  nulidad  de  un  remnttplr 
cial  en  virtud  de  ciertfis  causales,  deco- 
rada esta  nulidad  en  primara  instancí'. 
y  precisadas  las  acciones  y  excepcior.cs 
de  las  partes  en  los  escritos  de  expre<"' 
de  agravios  y  adherimienio  á  la  aik.-.- 
ción,  falla  ultra  petita  el  Tribunal  de  ^• 
zada  que  deseche !a demanda  declarar.}- 
inadmisibles  las  causales  de  nulidad  ct. 
virtud  de  una  excepción  nueva,  qvc  C" 
había  sido  alegada  ni  discutida  eneip'' 
cío:  la  de  que  la  sentencia  de  reinaU*^ 
be  llevarse  adelante  mientras  no  hnp 
sido  anulada  ó  modificada  en  unp'--- 
previo  entre  legítimos  contradictores' 


En  30  de  marzo  de  1897,  don  Josc  Arlv 
Villagrán,  con  poder  suficiente  de  don  Bf'"^* 
bé  Francisco  Anguita,  interpuso  denirú'  ^ 
pidiendo  la  nulidad  del  remate  de  la  tcf^'^ 
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ijiiela  de  "Nihuinco"  que  se  adjudicó  á  su  re- 
resentado  en  la  partición  de  los  bienes  de 
a  abuelo  don  Rafael  Anguita,  y  en  conse- 
iiencia,  que  se  declare  que  don  Simón  Rebo- 
edo,  comprador  de  dicha  hijuela,  debe  entrc- 
arla  en  el  término  de  tercero  día  con  sus 
rutos,  mejoras  y  costas. 

Acompaña  al  efecto  una  copia  legalizada  de 
a  partida  de  defunción  de  don  Bernabé  An- 
juita,  padre  del  demandante,  de  la  cual  apa- 
ece  que  aquel  falleció  en  Buenos  Aires  el  31 
ic  diciembre  de  1890,  y  una  partida  de  na- 
rimiento  de  don  Bernabé  Francisco  por  la  que 
»e  acredita  que  era  menor  de  edad  á  la  fecha 
m  que  se  efectuó  el  remate  del  predio  cuya  nu- 
idad  reclama. 

Con  el  mérito  de  estos  documentos  sostiene 
el  demandante  que  en  el  acto  del  remate  don 
Autolín.  Anguita  aparece  vendiendo  la  hijuela 
de  *'Nihuinco**  sin  tener  autorización  legal 
para  ello,  pues  el  poder  que  le  había  conferido 
su  padre  don  Bernabé  en  Buenos  Aires  el  12 
de  julio  de  1886  había  caducado  por  el  hecho 
del  fallecimiento  ocurrido  el  31  de  diciembre 
de  1890,  y  no  se  había  dado  al  menor  un  nue- 
vo curador  para  que  lo  representara  válida- 
mente en  la  enajenación  de  la  propiedad. 

Bastaría  esto  para  declarar  la  nulidad  ab- 
soluta del  remate;  pero  para  robustecer  su 
demanda,  víi  á  exponer  otras  causales  que 
entrañan  también  nulidad  absoluta. 

Probará  oportunamente  que,  habiéndosele 
adjudicado  la  hijuela  tercera  "Xihuinco'*  con 
una  extensión  de  422  hectáreas,  no  se  ha  ins- 
crito la  adjudicación,  ni  se  le  ha  dado  la  pose- 
sión efectiva  de  esa  herencia,  contraviniendo 
así  los  preceptos  de  los  artículos  687  y  688 
del  Código  Civil;  por  manera  que  aún  en  la 
hipótesis  de  que  hubiera  sido  representado 
por  don  Antolín  Anguita  en  la  venta  de  esta 
hijuela,  no  teniendo  el  demandante  sino  el  do- 
minio de  la  nuda  propiedad  á  la  fecha  en  que 
se  realizó  el  remate,  siempre  sería  este  nulo 
por  no  haberse  cumplido  con  los  requisitos 
que  los  citados  artículos  del  Código  Civil  exi- 
gen: la  posesión  efectiva  y  la  inscripción  en  el 
Conservador  del  departamento  en  que  está 
situado  el  inmueble. 

Señala  también  como  otra  causal  de  nuli- 
dad del  remate  el  hecho  de  que  cuando  don 


Antolín  An;^u¡ta  tenía  aún  la  representación 
legal  del  menor  don  Bernabé  Francisco,  soli- 
citó permiso  |)ara  vender  la  hijuela  de  *'Ni- 
huinco"  y  se  fijó  día  para  su  remate,  una  vez 
obtenida  esa  autorización. 

En  esta  circunstancia  se  opuso  á  la  enaje- 
nación don  Héjtor  Anguita,  alegando  ciertos 
derechos  \'  pidiendo  la  prohibición  provisoria 
de  gravar  y  enajenar  el  fundo,  á  lo  que  se  ac- 
cedió, quedando  notificado  don  Antolín  An- 
guita del  decreto  respectivo. 

Dejó  don  Antolín  trascurrir  algún  tiempo  y 
se  presentó  nuevamente  á  la  justicia,  sin 
acompañar  los  antecedentes  de  la  prohibición 
referida,  pidiendo  esta  vez  autorización  úni- 
camente para  hipotecar  el  predio  del  menor. 

Obtenido  éste,  se  procedió  en  el  acto  á  ex- 
tender una  escritura  de  mutuo  hipotecario 
por  nueve  mil  pesos  y  á  doce  meses  plazo  á 
favor  del  Banco  de  Concepción  y  todavía  con 
la  irregularidad  de  que  se  exigió  la  fianza  so- 
lidaria del  capitalista  don  Roberto  Badilla, 
no  obijtante  que  la  proi)iedad  no  tenía  grava- 
men alguno  y  la  hijuela  hipotecada  se  había 
valorizado  en  dieciocho  mil  pesos. 

Estando,  pues,  vigente  la  prohibición  de 
enajenar  y  gravar,  se  procedió  al  remate  y 
se  transfirió  al  demandado  el  dominio  del 
fundo  cuya  nulidad  absoluta  reclama. 

Alega  también  como  otra  causal  de  nulidad 
la  circunstancia  de  aparecer  de  los  antece- 
dentes que  figuran  en  el  cuaderno  agregado 
que  el  embargo  fué  decretado  por  un  funcio- 
nario incompetente,  como  era  el  Alcalde  de 
los  Angeles,  á  quien  la  le\'  no  faculta  para 
decretos  que  requieran  conocimientos  legales 
á  fin  de  clasificar  la  naturaleza  del  juicio. 

Resumiendo  sus  alegaciones,  sostiene  el  de- 
mandante: 

1^  Que  siendo  bilateral  el  contrato  de  com- 
pra-venta, deben  concurrir  á  su  celebración 
vendedor  y  comprador,  y  sólo  cuncurrió  este 
último  al  acto  de  cuya  nulidad  se  trata; 

2^  Que  hubo  objeto  ilícito  en  la  venta,  por- 
que existía  prohibición  de  enajenar  y  gravar 
la  propiedad  vendida; 

3^  Que  no  pudo  tampoco  efectuarse  váli- 
damente la  enajenación,  porque  los  artículos 
677  y  678  del  Código  Civil  no  daban  derecho 
para  hacerlo;  y 


364- 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


4*^  Que,  á  mayor  abudamiento,  el  embargo 
que  precedió  á  la  venta  fué  decretado  por 
funcionario  incompetente. 

Contestando  don  Simón  Rebolledo,  pide 
que  se  rechace  la  demanda  en  todas  sus  par- 
tes y  expone:  que  el  primer  fundamento  de 
la  nulidad  del  remate  de  que  se  trata,  esto  es, 
que  sólo  concurrió  á  la  celebración  de  la  ven- 
ta el  comprador,  arguye  ignorancia  ó  mala 
fe,  I  ues  basta  leer  el  inciso  3'  del  artículo 
671  del  Código  Civil  para  convencerse  de  que 
el  demandante  fué  representado  en  e«e  acto. 

Ese  inciso  dispone  que  en  las  ventas  forza- 
das que  se  hacen  á  petición  de  un  acreedor  en 
pública  subasta,  la  persona  cuyo  dominio  se 
transfiere  es  el  tradente  y  el  juez  su  represen- 
tante legal. 

El  remate  cuya  nulidad  se  pide  fué  ordena- 
do por  decreto  judicial  y  hecho  ante  el  juez 
que  conocía  de  la  ejecución,  luego  este  funcio- 
nario fué  el  representante  legal  del  deman- 
dante y  hubo  vendedor  y  comprador,  siendo, 
en  consecuencia,  falsa  la  primera  causal  de 
nulidad. 

El  segundo  fundamento  de  la  demanda, 
que  hubo  causa  ilícita  por  no  poder  vender  ni 
gravar  la  propiedad,  se  refiere,  á  lo  que  pare- 
ce, á  la  edad  que  tenía  el  demandante  á  la 
muerte  de  s  padre  acaecida  el  31  de  diciem- 
bre de  1890,  ya  que  caducó  por  esta  causa  el 
poder  que  había  conferido  para  que  lo  repre- 
sentasen en  Chile  en  su  carácter  de  curador 
legal  del  hijo. 

Para  desvanecer  esta  equivocación  basta 
citar  la  disposición  del  artículo  397  de  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales,  que  prescribe  que  el 
mandato  para  negocios  judiciales  no  termina 
por  la  muerte  del  mandante,  y  esto  en  el 
supuesto  que  el  mandatario  hubiera  tenido 
(  )noci miento  de  este  hecho,  cosa  que  en  el 
caso  actual  no  puede  asegurarse,  porque  la 
muerte  del  padre  tuvo  lugar  en  Buenos  Aires 
casi  en  los  momentos  en  que  se  producía  la 
interrupción  de  comunicaciones  con  Chile  á 
causa  de  la  guerra  civil  que  sobrevino  en  este 
país  pocos  días  después. 

Pero  cualquiera  que  sea  la  irregularidad 
que  hubiera  cometido  don  Antolín  Anguita, 
y  aunque  hubiera  continuado  en  su  cometido 
y  faltado  todavía  á  sus  deberes  atribuyéndo- 


se facultades  que  no  tenía,  en  todo  cay>sr^i 
el  mandatario  y  no  don  Simón  Rel>olW.  c 
responsable  de  esas  faltas,  y  á  cIíU-Ik  ^ 
mar  el  demandante  los  perjuicios  i\ut  ]c ' 
causado. 

El  tercer  fundamento  de  la  demanda  e- 
nos  atendible  que  los  anteriores,  porque  . 
omisión  de  no  haberse  pedido  la  posesión  i!  v 
ti  va  de  la  herencia  no  es  causal  de  nulidad  •!? 
las  ventas  que  puedan  hacer  los  herderüs  i. 
las  propiedades  que  se  les  ha>'an  adju<lica'lf 

Y  si  lo  fuera,  ese  defecto  pesaría  en  el  cas 
actual  sobre  el  demandante  y  no  sobre  Rtr: 
lledo,  puesto  que  tratándose  de  una  end\* 
nación  en  pública  subasta,  no  tuvo  para  qiK 
inquirir  si  se  hubiera  ó  no  pedido  la  posesf': 
efectiva  de  la  cosa  que  iba  á  venderse. 

El  predio  fué  hipotecado  primero  j  emW- 
gado  en  seguida,  de  modo  que  con  esosaotr- 
cedentes  el  remate  posterior  fue  perfectamfc- 
te  legal. 

El  cuarto  y  último  fundamento  delaoor- 
dad  consiste  en  que  el  embargo  que  precedí: 
á  la  venta  fué  decretado  por  autoridad  ii- 
competente. 

Esto  es  inexacto  porque  los  alcaldes  al  dk 
taresas  providencias  subrogaban  álosjix» 
ees  letrados. 

Pero  aún  aceptando  que  no  hubiera  paii^.o 
hacerlo,  semejante  falta  haría  responsable  a' 
Alcalde  y  no  al  demandado. 

Concluye  don  Simón  Rebolledo  sostenieoii-- 
que  para  declarar  nulo  el  remate  impugnrc 
sería  necesario  que  se  alegara  una  causa)  q9( 
viciara  el  acto  mismo  de  la  enajenación:  t 
nada  tiene  que  ver  con  actos  anteriores qx 
serían  imputables  á  las  personas  qnecotw- 
tieron  irregularidades  de  tramitaaón  6  iocs- 
rrieron  en  otros  defectos;  pero  que  el  rematf 
no  sería  nulo  mientras  que  no  fueran  declan- 
dos  tales  todos  los  actos  anteriores,  sientio 
entonces  indispensable  que  se  declarase  p^^ 
viámente^sa^iulidad  con  citación  de  aquellas 
personas  á  que  pueda  afectar  esa  declaración. 

Las  partes  en  sus  escritos  de  réplica? du- 
plica y  en  las  alegaciones  de  buena  prueba 
reforzaron  sus  observaciones  anteriores,  cfc 
lo  cual  se  pronunció  sentencia  fecha  3()  w 
diciembre  de  1904  cuyos  considerados  j  pai- 
te resolutiva  dicen  así: 
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1*^  Que  ambas  partes  están  de  acuerdo  en 
cuanto  ala  cosa  objeto  de  este  juicio,  de  la 
cual  actualmente  está  en  posesión  el  deman- 
dado, por  haberla  adquirido  en  publica  su- 
basta ante  el  Juzgado  de  Letras  que  conoció 
en  la  ejecución  promovida  por  el  Banco  de 
Concepción  en  contra  del  menor  don  Berna- 
bé Francisco  Anguita,  y  que  por  el  escri- 
to se  demanda  la  restitución  de  la  llamada- 
tercera  hijuela  de  **Nihuinco",  con  sus  frutos 
y  costas,  fundándose  en  la  nulidad  del  rema- 
te y  adjudicación  de  aquella,  producida  por 
los  defectos  que  enumera  el  demandante,  de- 
fectos que,  en  su  concepto,  vician  de  nulidad 
dicha  adjudicación; 

2^  Que  las  acciones  iniciadas  por  el  de- 
mandante corresponden  á  las  que  las  leyes 
acuerdan  á  todo  contrato  en  el  caso  en  que 
en  las  convenciones  celebradas  se  hubiere  omi- 
tido algún  requisito  ó  formalidad  exigidos 
por  la  ley  para  la  validez  de  los  actos  ó  con- 
tratos, sea  en  consideración  á  la  naturaleza 
de  ellos,  sea  en  atención  á  la  calidad  ó  estado 
de  las  personas  que  los  ejecutan  ó  celebran,  y 
que  las  mencionadas  acciones  pueden  dirigir- 
se por  el  que  se  considere  perjudicado  con  el 
acto  y  contrato  vicioso  contra  el  otro  u  otros 
contratantes  ó  sus  herederos,  representantes 
6  sucesores  á  cualquier  titulo; 

3^  Que  como  consecuencia  de  lo  expuesto 
en  los  números  anteriores,  don  Bernabé  Fran- 
cisco Anguita  ha  hecho  uso  del  derecho  que 
le  concede  el  artículo  1681  del  Código  Civil 
para  entablar  en  contra  de  don  Simón  Rebo- 
lledo la  acción  de  nulidad  del  remate  y  adju- 
dicación del  bien  raíz,  que  pasó  á  poder  del 
demandado  en  virtud  de  un  contrato  de  com- 
praventa que  considera  nulo  6  celebrado  en 
contravención  á  la  ley  que  exige  ciertas  for- 
malidades esenciales; 

4?'  Que  en  lo  relativo  á  la  falta  de  repre- 
sentación del  menor  Bernabé  Francisco  An- 
guita en  el  recordado  remate  y  adjudicación, 
hay  que  considerar  que  el  demandante  era 
menor  de  edad  y  emancipado  al  verificarse 
la  adjudicación,  datos  comprobados  por 
los  documentos  acompañados  que  acredi- 
tan la  fecha  del  nacimiento  del  demandante 
y  la  muerte  de  su  padre  don  Bernabé  An- 
guita; 


5'  Que  en  orden  á  la  misma  causal  de  nu- 
lidad, dicho  menor  estuvo  representado  en  el 
juicio  ejecutivo  aludido  y  en  el  acto  de  la  ad- 
judicación de  la  cosa  embargada,  por  don 
Antolín  Anguita  y  don  Luis  Dávila,  segán  el 
poder  cuya  copia  corre  en  estos  autos  y  que 
ninguna  de  las  partes  ha  pretendido  probar 
que  adolezca  de  la  falta  de  autenticidad  ó 
integridad; 

6*^  Que  por  lo  tanto  y  tomando  en  consi- 
deración los  términos  y  alcance  de  ese  man- 
dato, para  califícar  la  validez  de  la  represen- 
tación del  menor  en  el  acto  de  la  adquisición, 
el  cual  constituye  por  sí  solo  el  contrato  de 
venta  forzada  que  ía  ley  supone  se  celebra 
entre  el  ejecutado  y  el  adjudicatario,  se  dedu- 
ce del  tenor  literal  del  poder  aludido  que  el 
otorgante  don  Bernabé  Anguita,  como  padre 
lejítimo  de  don  Bernabé  Francisco  y  en  uso 
de  los  derechos  de  patria  potestad,  facultó  á 
su  hermano  don  Antolín  Anguita  para  que  lo 
representara  en  todas  las  diligencias,  juicios 
y  actuaciones  que  se  promovieran  con  motivo 
de  la  reclamación  y  recepción  de  las  herencias 
de  doña  Carmen  y  don  Rafael  Anguita,  que 
recaían  en  su  hijo,  autorizándolo  al  mismo 
tiempo  para  arrendar,  gravar  ó  enajenar  los 
bienes  que  en  su  carácter  de  apoderado  reci- 
bieron por  dichas  herencias; 

7'  Que  el  Código  Civil  al  disponer  en  su 
artículo  2131  que  el  mandatario  se  ciña  rigo- 
rosamente á  los  términos  del  mandato,  fuera 
de  los  casos  en  que  las  leyes  lo  autoricen  para 
obrar  de  otro  modo,  declara  implícitamente 
que  este  contrato  bilateral  pertenece  á  la  ca- 
tegoría de  los  de  derecho  estricto;  y  de  acuer- 
do también  con  la  disposición  del  artículo 
2130  del  citado  Código,  el  antedicho  manda- 
to debe  calificarse  de  especial  por  referirse  á 
negocios  especialmente  enumerados; 

8'  Que  aun  cuando  se  le  diera  el  carácter 
de  general  no  podría,  dados  los  términos  del 
instrumento  respectivo,  haber  concedido  otras 
facultades  que  las  determinadas  en  el  artícu- 
lo 2132,  entre  las  cuales  no  figura  la  de  repre- 
sentar 0'  nandante  en  juicio  en  el  carácter  de 
demandado; 

9*^  Que,  en  consecuencia,  no  habiendo  te- 
nido poder  don  Antolín  Anguita  para  repre- 
sentar al  menor  don  Bernabé  Francisco  en 
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dicho  juicio,  no  es  del  caso  pronunciarse  so- 
bre la  caduciílaíl  del  mandato  por  muerte  del 
mandante,  alegmla  por  el  demandan  te  en  este 
juicio; 

10.  Que  el  inciso  3^  del  artículo  671  del 
Código  Civil,  al  (disponer  que  *'en  las  ventas 
**  forzadas  que  se  hacen  por  decreto  judicial 
**  á  petición  de  un  acreedor,  en  púbiicíi  subas- 
**  ta,  la  persona  cuyo  dominio  se  transHere  es 
"  el  tradente  yel  Juez  su  representante  legal**, 
se  refiere  únicamente  á  la  formalidad  legal  de 
la  tradición,  que  se  verifica  por  intermedio 
de  aquel  funcionario  y  nó  ñ  la  representación 
en  las  demás  actuaciones  y  por  lo  tanto,  no 
puede  estimarse  representado  don  Bernabé 
Francisco  Anguita  en  la  adjudicación  de  la 
propiedad  que  demanda; 

11.  Que  las  prohibiciones  de  gravar  y  ena- 
jenar decretadas  en  juicio,  aun  cuando  sean 
provisorias,  surten  todos  sus  efectos  legales 
mientras  no  se  decrete  su  alzamiento  en  el 
mismo  litigio  en  que  se  hubieren  decretado,  y 
que  á  la  fecha  en  que  se  verificó  el  remate  y 
adjudicación  del  predio  embargado  existía 
una  prohibición  de  gravar  y  enajenar  el  mis- 
mo predio  decretada  por  el  Juzgado  de  Le- 
tras de  Los  Angeles,  lo  cual  está  reconocido 
explícitamente  por  el  demandado  en  el  alega- 
to de  buena  prueba,  al  sostener  que  tal  prohi- 
bición era  de  carácter  provisorio  y  sujeta  á 
la  condición  de  ser  inscrita  en  el  Registro  del 
Conservador  del  departamento,  lo  que  no  se 
efectuó; 

12.  Que  en  la  época  en  que  se  efectuó  la  ad- 
judicación referida,  no  regíala  disposición  del 
artículo  286  del  Código  *le  Procedimiento  Ci- 
vil, ni  pueden  considerarse  sometidos  los  efec- 
tos jurídicos  de  dicha  prohibición  de  gravar  y 
enajenar  á  la  condición  de  inscribirla  en  el  Re- 
gistro respectivo,  por  cuanto  no  era  enton- 
ces obligatoria  esa  formalidad  y,  en  conse- 
cuencia, el  remate  y  adjudicación  d^  la  hijuela 
reclamada  se  verificaron  estando  pendiente 
y  en  vigor  la  prohibición  de  gravarla  y  enaje- 
narla decretada  por  juez  competente; 

13.  Que  no  produce  nulidad  de  la  venta  re- 
ferida la  falta  del  decreto  que  concedió  al  de- 
mandante la  posesión  efectiva  de  la  herencia 
y  su  inscripción  en  el  respectivo  Registro  del 
Conservador,  ni  el  hecho  de  haberse  despa- 


chado el  mandamiento  de  ejecución  y  tr'ír 
go  por  el  Alcalde  de  Los  Angeles,  funclí-r.  t.. 
que  en  esa  época  tenía  atribuciones  para  !  :• 
tar  providencias  de  sustanciación  en  j:!.  •< 
entre  partes. 

Por  estas  consideraciones  y  juzgan.lov:: 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  U."  j 
1464  del  Código  Civil  y  167  del  CóS-  : 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  lia  !::;.: 
á  la  demanda  en  cuanto  se  pide  la  nulidai-e 
remate  y  adjudicación  déla  propiedad!  Ir 
minada  tercera  hijuela  de**Nihuinco",co:i>> 
frutos  desde  la  techa  de  la  adjudicación,  > 
hiendo  verificarse  la  entrega  del  predio  iicr 
tro  del  quinto  día  después  de  ejecutor!.:]: 
esta  sentencia,  reservándose  á  las  partf>  c! 
derecho  de  discutir  su  monto  y  lae«{>evie !: 
los  frutos,  en  conformidad  á  lo  dispnt>i'^r 
el  inciso  2^  del  artículo  169  del  Códij?i  c 
Procedimiento  Civil. 

Apelada  esta  resolución  por  la  partede "  c 
Sim3n  Rebolledo,  alegó  éste  en  la  exprcf' 
de  agravios  la  prescripción,  fundándose  e: 
que  por  haber  estado  esta  causa  parallzi íj 
más  de  tres  años  en  su  tramitación,  se  ha ev 
tinguido  la  acción  del  demandante,  de  cr- 
formidad  con  lo  dispuesto  en  el  inciso  ñr.'. 
del  artículo  2518  del  Código  Civil. 

Kn  ese  mismo  escrito  el  apelante  solicita fr 
segundo  término  se  declare  que  no  han;:-' 
á  la  demanda  por  no  haberse  tramita'i'>  ^ 
causa  con  legítimo  contradictor,  pues  er.d 
juicio  ejecutivo  intervino  como  parte direc'.J 
el  Banco  de  Concepción,  que  no  ha  sido  ^l^ 
mandado  ni  oído,  y  también  don  AntoiínAi- 
guita,  mandatario  del  menor,  con  qmc^" 
también  deben  discutirse  directamente  li* 
cuestiones  propuestas  en  la  demanda. 

Finalmente,  en  subsidio  de  las  pct¡ci"r.ft 
anteriores,  pide  que  se  revoque  la  sentcnr^ 
por  no  existir  los  vicios  de  nulidad  de  qu-^' 
trata  en  este  juicio,  declarando  en  todo  ca^' 
que  don  Simón  Rebolledo  debe  serconsüíra 
do  poseedor  de  buena  fe,  y  reservándole  ?J 
derecho  para  repetir  contra  quien  viere  o •" 
venirle  por  el  precio  del  remate  y  dcm<4s  prtí 
taciones  que  le  competan. 

Don  Bernabé  Francisco  Anguita,  adhincn 
dose  á  la  apelación  y  respondiendo  á  Icsr^'^ 
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vi  os,  pidió  que  se  confírmara  la  sentencia  en 
la  parte  apelada  por  don  Simón  Rebolledo,  3- 
que  se  la  revocara  en  cuanto  no  acepta  la  ter- 
cera causal  de  nulidad  fundadaen  haberse  ena- 
jenado la  hijuela  de  **Nihuinco"  que  adquirió 
á  título  hereditario,  con  infracción  á  lo  dis- 
puesto en  artículo  688  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Concepción  ex" 
pidió  en  30  de  marzo  de  1906  la  siguiente  re" 
solución: 

**La  parte  de  don  Simón  Rebolledo  ha  dedu" 
cido  recurso  de  apelación  contraía  sentencia 
definitiva  de  30  de  diciembre  de  1904,  y  en  su 
escrito  de  expresión  de  agravios  alega  la  ex- 
cepción de  prescripción  fundado  en  que,  en 
virtud  de  haber  estado  esta  causa  paralizada 
por  más  de  tres  años  en  su  tramitación,  se  ha 
extinguido  la  acción  del  demandante,  de  con- 
formidad con  lo  prescrito  en  el  inciso  final  del 
artículo  2518  del  Código  Civil. 

"Estima  que  la  nulidad  alegada  en  la  de' 
manda  es  la  relativa. 

"La  parte  contraria  solicita  se  deséchela 
excepción  de  prescripción  alegada  en  segunda 
instancia,  porque  las  acciones  entabladas  en 
la  demanda  7  discutidas  en  el  juicio  son  las 
denulidad  absoluta,  insubsanable  por  un  lap~ 
so  de  tiempo  que  no  pase  de  treinta  años; 
porque  no  es  exacto  que  haya  cesado  la  pro- 
secución de  la  litis  por  más  de  tres  años;  y 
porque  aún  suponiendo  efectiva  la  cesación, 
se  habría  producido  la  renuncia  tácita  del  de- 
recho de  alegarla  toda  vez  que  el  contendor 
continuó  en  la  secuela  del  juicio  hasta  el  pro- 
nunciamiento de  la  sentencia  definitiva. 

"Y  adhiriéndose  ala  apelación,  expone:  que 
aun  cuando  el  Juez  de  primera  instancia  no  se 
ha  pronuciado  determinadamente  en  la  parte 
resolutiva  de  la  sentencia  apelada  acerca  de 
la  tercera  causal  de  nulidad  alegada  en  la  de" 
manda,  en  el  decimotercio  considerando  de' 
clara  que  no  es  aceptable  dicha  causal,  por  lo 
cual  pide  se  revoque  la  sentencia  en  esta  parte 
y  se  acepte  también  esa  causal. 

"El  demandado  pide  el  rechazo  de  la  causal 
de  nulidad  que  ha  motivado  la  adhesión  á  la 
apelación. 

**Con  lo^relacionado,  aceptando  la  parte 

SUPREMA 


expositiva  de  la  sentencia  de  primera   ins- 
tancia; y 

"Considerando: 

l'^  Que  aun  cuando  la  sentencia  en  alzada 
no  contiene  un  pronunciamiento  expreso  y 
determinado  sobre  todas  las  causas  de  nuli- 
dad alegadas  en  la  demanda,  de  los  conside- 
randos y  citas  legales  que  ella  contiene,  se 
desprende  de  una  manera  inequívoca  que  el 
Juez  á  quo  aceptó  la  primera  y  segunda  y  re- 
chazó las  otras  dos; 

"2*^  Que  así  lo  han  entendido  también  las 
partes  al  fundar  sns  repectivos  recursos  de 
apelación  y  de  adherimiento,  sin  hacerlos  ex- 
tensivos á  la  cuarta  de  aquellas  causales; 

3*^  Que  el  remate  cuya  nulidad  se  persigue 
en  este  juicio,  no  es  un  acto  aislado  que  haya 
tenido  su  origen  en  la  sola  voluntad  de  las 
partes  ó  contra  la  de  alguna  de  ellas,  en  los 
casos  previstos  por  la  ley,  sino  que  es  la  con- 
secuencia inmediata  y  directa  de  lo  resuelto 
en  un  juicio  ejecutivo  que  terminó  por  senten- 
cia definitiva,  la  que  ordenó  que  se  llevara  á 
efecto  dicho  remate; 

^%^  Que  toda  sentencia  judicial  que  tenga 
real  ó  aparentemente  el  carácter  de  firme, 
produce  el  efecto  de  llevarse  adelante  lo  re- 
suelto en  ella  mientras  otra  resolución  judi- 
cial no  altere  ó  anule  las  consecuencias  de 
aquella; 

^'5^  Que  no  habiendo  constancia  alguna  de 
que  la  sentencia  que  ordenó  el  remate  de  que 
se  trata  haya  sido  modificada  ó  anulada  en 
juicio  entre  legítimos  contradictores,  mien- 
tras ella  subsista,  no  puede  ser  invalidado 
aquel  acto  con  el  objeto  de  reivindicar  la  pro- 
piedad á  que  se  refiere,  pues,  como  se  ha  di- 
cho, él  es  consecuencia  inmediata  de  aquella 
sentencia; 

"6*^  Que,  por  consiguiente,  cualquiera  que 
sea  la  razón  de  ser  de  las  causales  de  nulidad 
en  que  se  funda  la  demanda,  y  que  han  sido 
materia  deja  presente  apelación,  no  pueden 
ser  tomadas  en  cuenta  en  estejuicio  ni  produ- 
cir en  él  el  fin  perseguido  en  dicha  demanda; 

"7^  Que  siendo  improcedentes  los  motivos 
en  que  se  funda  la  demanda,  es  también  im- 
procedente la  excepción  de  prescripción  ale- 
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gada  en  segunda  instancia  por  la  parte  de- 
mandada. 

**Y  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  los 
artículos  1698  del  Código  Civil,  46,  47  y  48 
de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837  y  151,  236  y 
237  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
claran inadmisibles  las  causales  de  nulidad 
alegada  én  este  juicio  y  que  han  sido  materia 
del  recurso  de  apelación  y,  en  consecuencia, 
sin  lugar  la  demanda,  sin  costas,  por  haber 
habido  motivo  plausible  para  litigar. 

**No  ha  lugar  á  la  excepción  de  prescripción 
alegada  en  segunda  instancia. 

"Se  reservan  á  la  parte  demandante  otros 
derechos  que  pueda  hacer  valer. 

**Se  revoca  en  la  parte  apelada,  en  lo  con- 
trario á  la  presente,  la  sentencia  de  primera 
instancia  de  que  se  ha  hecho  mención,  y  se 
confirma  en  lo  demás". 

Contra  esta  resolución  interpuso-  don  Ber- 
nabé F.  Anguita  recurso  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo,  y  formalizando  el  prime- 
ro, sostuvo  en  primer  lugar  que  el  Tribunal 
de  segunda  instancia  ha  carecido  de  compe- 
tencia para  expedir  su  fallo  en  la  forma  que 
lo  ha  hecho,  causal  de  nulidad  prevista  por  el 
número  1^  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Apelada  la  sentencia  de  primera  instancia 
la  jurisdicción  de  la  Corte  de  Alzada  quedó 
circunscrita  á  las  peticiones  formuladas  por 
las  partes  en  los  escritos  de  expresión  de  agra- 
vios y  de  adhesión  á  la  apelación,  y  como  en 
el  primero  de  éstos  se  pedía  la  revocatoria  de 
la  sentencia  por  tres  causales,  á  saber:  1'  por 
h«ber  p  escrito  la  acción  del  demandante  pa- 
ra continuar  la  demanda;  2^  por  no  haberse 
tramitado  la  causa  con  legítimo  contradic 
tor,  pues  no  han  intervenido  en  ella  el  ejecu- 
tante ni  el  representante  del  ejecutado  en  el 
juicio  ejecutivo,  con  quien<  s,  en  concepto  del 
apelante,  han  debido  discutirse  directamente 
las  cuestiones  propuestas  en  la  demanda;  y 
3*^  por  no  existir  las  nulidades  ó  vicios  de  que 
se  hace  mención  en  el  pleito. 

El  demandante,  en  el  escrito  de  adhesión  al 
recurso  de  alzada,  pidió  se  revocara  la  sen- 
tencia en  cuanto  no  aceptaba  la  causal  de  nu- 
lidad del  contrato  de  venta  forzada,  por  la 
infracción  del  precepto  contenido  en  el  ar- 


tículo 688  del  Código  Civil,  sosteniendo  qoc 
ese  acto  es  nulo  también  por  esa  circuns- 
tancia. 

Agrega  el  recurrente  que  las  anteriores  pe- 
ticiones fueron  la  base  en  que  planteó  la  con- 
troversia en  la  segunda  instancia,  no  pndien- 
diendo,  en  consecuencia,  salir  de  esos  térmi- 
nos el  Tribunal  revisor.  Sin  embargo,  la 
Corte  de  Apelaciones  ha  declarado  sin  Ingar 
la  demanda,  no  por  ninguna  de  las  caasaks 
alegadas  por  el  apelante,  sino  porque  en  sn 
concepto  no  se  puede  atacar  el  contrato  de 
remate  ó  venta  forzada  sin  anular  ó  modió- 
car  previamente  en  juicio  seguido  entre  legiti 
mos  contradictores  la  sentencia  que  ordenó 
llevarlo  á  efecto. 

El  apelante  pide  la  revocatoria  fundado  en 
la  falta  de  intervención  del  ejecutante  y  del  re- 
presentante del  ejecutado  en  aquel  litigio,  y 
la  Corte  le  concede  por  una  causa  completa- 
mente di  versa,  porque  falta  una  sentencia  que 
haya  anulado  el  fallo  del  juicio  ejecutivo  donde 
incidió  el  contrato  de  venta  forzada  cuya  nu- 
lidad se  reclama. 

En  segundo  lugar,  la  sentencia  recurrida 
adolece  del  vicio  de  ultra  pctita,  según  el  no- 
mero  4'  del  artículo  941  ya  citado  del  Código 
de  Procedimiento,  pues  ha  decidido  una  cues- 
tión jurídica  no  sometida  por  las  partes  al  co- 
nocimiento y  fallo  del  Tribunal  de  Aliada,co- 
moesla  desi  para  resol  ver  sobre  la  nulidad  del 
remate  es  de  necesidad  legal  que  se  declare  en 
juicio  previo  la  nulidad  de  la  sentencia  de  pa 
go  recaída  en  el  juicio  ejecutivo. 

En  tercer  lugar,  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Alzada  no  contiene  la  decisión  del  punto  con- 
trovertido, requisito  exigido  por  el  ártico/: 
193,  número  5*?,  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  cuya  omisión  sanciona  con  la  nuli  lao 
del  fallo  el  artículo  941,  número  5',  del  mis- 
mo Código.  Se  trata  en  este  proceso  de  la  nu- 
lidad de  un  remate  producida  por  los  vicios 
que  señala  la  demanda,  y  la  Corte,  sin  pro- 
nunciarse sobre  esta  acción,  declara  sin  lug.ir 
la  demanda  por  la  razón  de  que  no  hay  cons- 
tancia de  que  la  sentencia  que  ordenó  el  fú- 
mate haya  sido  anulada  ó  modificada  en  MP 
juicio  previo  entre  legítimos  contradictor» 
Mientras  tanto,  el  fallo  del  juicio  ejecutivoj 
la  enajenación  del  bien  embargado  son  act'> 
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jurídico»  distintos  y  muy  divcFsas  las  funcio- 
nes que  el  Juez  desempeña  en  cada  caso.  La 
sentencia  es  antecedente  obligado  del  remate, 
pero  éste  no  es  consecuencia  necesaria  de  aque- 
lla, puesto  que  puede  omitirse  por  el  pago  de 
la  deuda  y  costas,  por  la  reclamación  de  un 
tercero  ó  por  la  destrucción  del  bien  embar- 
gado. 

La  venta  forzada  puede  adolecer  de  vicios 
que  no  afecten  de  modo  alguno  la  sentencia 
de  remate,  como  sucedería  si  la  venta  se  efec- 
tuase con  prescindencia  de  tasación  pericial, 
sin  los  avisos  ó  pregones  ordenados  por  la  ley, 
6  contra  una  prohibición  de  enajenar  decre- 
tada por  una  autoridad  competente. 

En  estos  casos  el  acto  viciado  de  nulidad 
sería  el  contrato  de  venta  forzada  y  nó  la 
sentencia  que  ordenó  el  remate. 

Por  último,  alega  también  como  causal  de 
casación  la  infracción  del  artículo  1683  del 
Código  Civil,  que  dispone  que  la  nulidad  abso- 
luta debe'  ser  declarada  por  el  Juez  aún  sin 
petición  de  parte;  y  la  falta  de  cumplimiento 
de  este  precepto  equivale  á  la  omisión  del  fa- 
llo controvertido  en  la  forma  dispuesta  por 
la  ley  y  que  está  sancionada  con  la  pena  de 
nulidad  por  el  número  5'  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida,  aceptando  la 
relación  de  los  hechos  que  contiene  la  de  pri- 
mera instancia,  en  lugar  de  pronunciarse  so- 
bre las  causas  de  nulidad  del  remate  de  la 
tercera  hijuela  de  "Nihuinco"  alegada  en  la 
demanda  y  sobre  los  puntos  designados  por 
las  partes  en  los  repectivos  escritos  de  expre- 
sión de  agravios  y  de  adherimiento  á  la  ape- 
lación, ha  establecido  en  los  considerandos 
tercero,  cuarto  y  quinto  "que  toda  resolución 
que  tenga  real  ó  aparentemente  el  carácter  de 
firme,  produce  el  efecto  de  llevarse  adelante  lo 
dispuesto  en  ella,  y  que  mientras  otra  reso- 
lución de  igual  carácter  no  altere  ó  anule  las 
consecuencias  de  la  anterior  por  medio  de  un 
juicio  previo  entre  legítimos  contradictores, 
ella  subsiste,  no  pudiendo  ser  invalidada  con 
el  objeto  de  reivindicar  la  propiedad  de  que 


se  trata,  pues  aquel  acto  es  consecuencia  in- 
mediata de  esa  sentencia"; 

2^  Que  agrega  todavía  la  Corte  de  Alzada 
en  los  considerandos  sexto  y  séptimo  "que 
cualquiera  que  sea  la  razón  de  ser  de  las  cau- 
sales de  nulidad  en  que  se  funda  la  demanda 
y  que  han  sido  materia  de  la  presente  apela- 
ción, no  pueden  ser  tomadas  en  cuenta,  por- 
que son  improcedentes,  como  es  también  im- 
procedente la  excepción  de  prescripción  ale- 
gada en  segunda  instancia  por  la  parte  de- 
mandada'*; 

3'  Que  atribuyendo  de  esta  manera  al  fallo 
que  autoriza  el  remate  de  una  propiedad  em- 
bargada el  carácter  de  la  cosa  juzgada,  y  re- 
vistiendo con  igual  fuerza  el  contrato  de  ven- 
ta en  pública  subasta,  concluye  la  sentencia 
por  declarar  inadmisibles  todas  las  causales 
de  nulidad  producidas  en  este  juicio; 

4^  Que  estas  apreciaciones  que  sirven  de 
base  á  la  sentencia  recurrida,  guardan  rela- 
ción tan  estrecha  con  la  parte  dispositiva,  que 
han  quedado  desechadas  igualmente  tanto  la 
acción  entabladaen  la  demanda  como  la  pres- 
cripción y  demás  alegaciones  del  demandado, 
resultando  de  aquí  que  es  incuestionable  que 
el  fallo  se  funda  en  una  causa  diversa  de  las 
deducidas  por  las  partes  y  que  esta  cansa  ha 
influido  sustancial  mente  en  la  decisión  de  la 
litis; 

5'  Que  aceptada  la  causal  de  uítra-petita,  es 
inútil  pronunciarse  sobre  los  demás  capítulos 
de  nulidad  invocados  en  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Por  estos  fundamentos,  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  números  1',  4^  y  5^  del  artículo  941, 
número  G"?  del  artículo  193  y  artículo  300  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
forma  deducido  contra  la  sentencia  de  30  de 
marzo  de  1906. 

Bn  consecuencia,  queda  invalidada  dicha 
resolución,  y  se  repone  este  proceso  en  el  es- 
tado en  que  se  encontraba  y  á  fín  de  que  se  ' 
dicte  nuevamente  sentencia  por  el  Tribunal  á 
quien  corresponda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Yergara 
Albano.— Leonc/o  Rodríguez J,  Gabriel  Pal- 
ma Guzmáa,  —  B,  Fóstcr  Recabarren.  —A. 
Vergara  Albano, 
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Cas,  en  la  forma,  -31  de  octubre  de  1906 
Guzmán  con  Santibáñez 

Parte.  -Tercero  coadyuvante.     Nom- 
bre—Tabla. -  Omisión  del  fallo. 

Doctrina:  —iVo  puede  pedir  la  nulidad 
de  una  sentencia  fundada  en  que  ella  no 
hace  mención  de  su  nombre ,  niñgui  ó  tam- 
poco su  nombre  en  la  tabla  al  anunciarse 
¡a  causa,  la  persona  que  no  es  parte  en 
el  juicio  y  sólo  há.  intervenido  en  él  como 
tercero  coa  dyu  van  te. 


Don  Agustín  Ossa  interpuso  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  contra  la  sentencia  defini- 
tiva dictada  por  una  de  las  salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago,  con  fecha  5  de 
septiembre  de  1906,  y  formalizándolo  dice: 

1^  Causal  ^hsL  indicada  sentencia  es  casa- 
ble  porque  siendo  de  segunda  instancia  y  ha- 
biendo revocado  la  de  primera  instancia  no 
contiene  la  designación  mía  como  parte  liti- 
gante, ni  mi  domicilio,  profesión  ú  oficio.  Esta 
omióión  infringe  lo  dispuesto  en  el  inciso  1'  y 
número  1^  del  artículo  193  del  C.  de  P.  C;  y 
la  infracción  de  estas  disposiciones  legales  es 
causal  de  casación  prevista  y  contemplada  en 
el  número  5^  del  artículo  941  del  C.  de  P.  C. 
Es  cierto  que  la  sentencia  de  US.  Iltma.  se 
refiere  á  la  parte  expositiva  de  la  de  primera 
intancia,  pero  esta  sólo  contiene  la  designa- 
ción, domicilio  y  profesión  de  los  señores 
Guzmán  y  Santibáñez,  mas  no  contiene  esos 
datos  á  mi  respecto.  2^  Causal.—  El  artículo 
170  del  r.  deP.  C.  dispone  que  los  Tribunales 
colegiados  formen  el  último  día  hábil  de  cada 
semana  una  tabla  de  los  asuntos  que  verá  el 
Tribunal  con  la  expresión,  entre  otros  datos, 
del  nombre  de  las  partes. 

Esta  causa,  el  día  en  que  se  vio,  según  lo 
he  sabido  después  de  dictada  la  sentencia  de- 
finitiva de  US.  Iltma.  se  anunció  en  la  tabla 
por  los  nombres  de  los  señores  Guzmán  y  San- 
tibáñez, omitiéndose  el  mío,  lo  cual  trajo  por 
consecuencia  el  que  yo  no  pudiera  defenderme 
eficazmente,  desde  que  ignoré  el  día  de  la 
vista  de  mi  causa.  Yo  soy  uno  de  los  deman- 
dantes enceste  juicio,  y,  por  consecuencia,  par- 


te, y  ha  debido  figurar  mi  nombrecn  la  tahla 
Con  la  omisión  de  mi  nombre  en  la  tabla. 
se  ha  infringido  lo  dispuesto  en  el  artículo  ln 
del  C.  de  P.  (\;  y  esta  infracción  importa  cau 
sal  de  casación  en  la  forma,  especialmcnu 
prevista  en  los  artículos  941,  número  ir,  r 
970,  número  6^  del  C.  de  P.  C. 

Pide,  en  vista  de  estas  razones,  que  se  ioTa- 
lide  dicha  sentencia 

La  Corte: 

Con  lo  expuesto  y  teniendo  presente: 
1^  Que  esta  causa  se  ha  seguido  úaicarocc 
te,  tanto  en  la  1*  como  en  la  2*  instancia, 
con  la  intervención  de  don  Manuel  A.  Gozmán 
como  demandante  y  don  Juan  J.  Santibáñez 
con  el  carácter  de  demandado;  2' Que  apelada 
la  sentencia  de  primera  instancia  y  hallándose 
la  causa  en  estado  de  relación  por  estar  noti- 
ficadas dil  decreto  de  autos  las  únicas  perdo- 
nas que  habían  figurado  como  partes  en  d 
juicio,  presentóel  recurrente  don  Agustín  Ossa 
el  escrito,  por  el  cual  pidió  que  se  le  tuvifra 
también  por  parte  en  mérito  de  seroesionario 
de  una  cuota  del  derecho  litigado  por  el  l!^ 
mandante;  3^  Que,  la  Corte,  proveyendo  c« 
escrito,  se  limitó  á  ordenar  que  se  agregase á 
sus  antecedentes,  sin  resolver  nada  acerca  de 
si  Ossa  debía  ser  tenido  como  parte  directa  en 
el  pleito;  4*^  Que,  por  lo  demás,  de  los  antece- 
dentes expuesto,  aparece  que  el  referido  Ossa 
ha  investido  en  la  litis  el  carácter  de  tercero 
interesado  en  ella,  y  que,  por  lo  tanto,  ha  te- 
nido sólo  derecho  para  continuare!  proceso 
en  el  estado  en  que  se  encontraba  cuando rf 
presentó  n\  juicio  conforme  á  lo  prescrito  por 
el  artículo  24  del  C.  de  P.  C;  yS^Qutdecoc- 
siguiente,  no  ha  sido  necesario  hacer  niencinfi 
(le  su  nombre  en  la  sentencia  recurrida,  ni ff 
la  tabla  de  las  causas  que  deben  ser  TÍsta> 
por  el  Tribunal  sentenciador. 

Vistos  los  artículos  960  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  desecha,  con  eos 
tas,  el  recurso  de  casación  interpaesto.  Sí 
aplica  al  Fisco  la  cantidad  de  $  100  consig- 
nada. Redactada  por  el  señor  Ministro  Urra- 
txsL— Leopoldo  Urrutia.^  Galvaríno  Gallar- 
do. —Gabriel  Gaete V,  A^uirre  Vargas. 
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CORTE     SUPREMA 


Cas.  en  el  fondo,  —  21  de  diciembre  de  1906 
Serey  Joí^é  Luis  con  Serey  Bmeterio 

Testamento.  —  Prueba.—  Solemnidad. 
—Nulidad.  —  Lectura  del  testamen- 
to.— Mención  de  la  lectura.—  Apre- 
ciación de  la  prueba.— Testigos. 

Doctrina:— La  apreciación  de  la  prue- 
hn  es  facultad  privativa  del  tribunal 
sentenciador.  Por  consiguiente,  la  esti- 
mación hecha  en  la  sentencia  de  que  los 
testigos  del  demandante  no  estaban  con- 
testes en  sus  dichos  Y  de  que  sus  declara- 
dones  eran  en  parte  contradictorias, 
aun  suponiéndolo  erróneo,  es  inadmisi- 
ble para  el  tribunal  de  casación. 

La  mención  de  haberse  cumplido  al 
otorgar  el  testamento  las  formalidades 
dispuestas  por  la  ley  para  la  validez  de 
dicho  actores  una  nueva  formalidad  que 
no  puede  exigirse  sino  en  los  casos  en 
qite  la  misma  ley  lo  requiera  expresa- 
mente, como  lo  hace  el  Código  Civil  en 
os    artículos  1018  y  1019  pero  no  se 

SUPREMA 


encuentra  establecida  respecto  de  aque- 
llas formalidades  de  que  trata  el  artícu- 
lo 1017  del  Código  Civil  Por  consi- 
guiente, el  hecho  de  no  haberse  mencio- 
nado en  el  testamento  ah'erto  que  todo 
él  fué  leído  en  alta  voz  por  el  escribano 
ó  uno  de  los  testigos  en  la  forma  pres- 
crita por  el  artículo  1017  no  es  causal 
bastante  de  nulidad  del  testamento  (1). 


El  9  (le  mayo  de  1887,  en  Santa  Rosa  de  los 
Andes,  falleció  don  Eulogio  Serey  Montene- 
gro, bajo  las  disposiciones  testamentarias  del 
instrumento  de  fecha  25  de  enero  de  1887, 
otorgado  ante  el  juez  de  subdelegación  don 
Alejo  Cruz. 

En  ese  testamento  reconoció  como  hiios  na- 
turales suyos  á  don  Enieterio  y  don  Gumer- 
sindo Serey  y  les  asignó  algunos  legados. 

[\\  Esta  doctrina  ya  había  sido  establecida  en 
casación  |»or  Bentencia  de  14  de  noviembre  de  190.3, 
en  causa  de  Muñoz  Carmona  con  Muñoz  Rodríguez, 
publicada  en  esta  Revisti,  Afio  I,  Segunda  Paite, 
p:^g.  108. 

27 


372 


SEGUNDA   PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


En  el  remanente  de  sus  bienes  instituyó  por 
heredero  universal  á  don  José  Luis  Serey,h¡jo 
legitimo  del  testador. 

En  noviembre  de  1902,  el  referido  don  José 
Luis  entabló  demanda  contra  sus  hermanos 
naturales  mencionados,  para  que  se  declara- 
se nulo  el  testamento  del  padre  común  j  se 
restituyesen  los  legados  al  demandante. 

Esta  demanda  expresa  como  fundamento 
de  la  acción,  el  de  que,  por  informaciones  pri- 
vadas había  llegado  á  conocimiento  del  de- 
mandante que  los  testigos  del  testamento 
"fueron  llamados  á  fí r ai ar  cuando  ya  todo  es- 
taba hecho",  no  hirbiendo,  en  consecuencia, 
visto  al  testador,  presenciado  su  otorgamien- 
to ni  su  lectura,  en  conformidad  á  lo  dispues- 
to en  los  artículos  1015  y  1017  del  Código 
Civil. 

Este  razonamiento  apoyado  en  los  datos 
obtenidos,  agrega,  lo  corroborad  mismo  tes- 
tamento, pues  dicho  instrumento  en  ninguna 
de  sus  partes  expresa  que  haya  sido  leído  en 
alta  voz  y  otorgado  en  un  solo  acto,  requisi- 
tos indispensables  para  su  validez,  según  lo 
que  expresa  el  artículo  1026  del  mismo  Có- 
digo. 

Contestando  los  demandados  alegaron  que 
el  testamento  de  don  Eulogio  Serey  había  sido 
respetado  durante  quince  años  y  se  había  he- 
cho uso  de  él  por  doña  Luisa  Salinas,  madre 
legítima  y  curadora  de  don  José  Luis  Serey, 
para  la  liquidación  y  división  de  los  bienes 
dejados  por  dicho  don  Eulogio,  para  cobrar 
judicialmente  de  los  demandados  ciertas  su- 
mas de  dinero  y  para  interponer  dos  terce- 
rías de  dominio  en  la  ejecución  entablada  por 
don  Primitivo  Rodríguez  contra  don  Emete- 
rio  Serey. 

Sostuvieron  también  los  demandados  que 
eran  falsos  los  hechos  en  que  se  fundaba  la 
demanda,  pues  el  testamento  fué  otorgado 
en  un  solo  acto  y  leído  en  alta  voz,  estando 
presente  el  testador,  el  juez  de  subdelegación, 
los  tres  testigos  instrumentales  y  otras  per- 
sonas. 

En  su  otorgamiento  se  cumplieron  todas 
las  disposiciones  legales  relativas  á  la  orde- 
nación de  los  testamentos  de  su  clase. 

El  que  no  se  dejara  testimonio  en  el  mismo 
instrumento  del  cumplimiento  de  ellas  no  es 


causal  bastante  para  su  i n validez,  porque  cin- 
guna  disposición  ha  establecido  tal  requisito. 
y  cuando  la  ley  lo  exige,  cuida  de  expresarlo. 
como  lo  hace  en  el  artículo  1019  del  Cóák- 
Civil  relativo  al  testamento  del  ciego. 

Terminaron  los  demandados  pidiendo  st  ic> 
absolviese  de  la  demanda. 

Seguida  la  causa  por  sus  trámites  legaK 
se  dictó  sentencia  de  primera  instancia  con 
fecha  11  de  diciembre  de  1903,  en  la  cual  ?e 
dio  lugar  á  la  declaración  de  nulidad  solici- 
tada en  la  demanda,  basándose  co  que  de  las 
deposiciones  de  los  testigos  presentados  re- 
sultaba que  no  se  había  dado  lectura  al  tes- 
tamento en  la  forma  prevenida  en  el  artículo 
1017  del  Código  Civil  y  había  sido  firmadn 
por  los  testigos  instrumentales  sin  presenciar 
este  acto  el  testador  ni  el  funcionario  autori- 
zante. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago,  con  fecha  4  de  octubre df 
1904,  revocando  la  sentencia  anterior,  nodi. 
lugar  á  la  demanda,  teniendo  presente  los  ar- 
tículos 1014,  1015,  1016,  1017, 1018. 169S. 
1700  del  Código  Civil,  331,  374  y  432  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  y  el  mérito  di 
las  consideraciones  que  sígien: 

1*^  Que  fallecido  don  Eulogio  Seré?  más  de 
catorce  años  antes  de  la  iniciación  de  la  de 
manda,  su  testamento  otorgado  el  20  de  ene- 
ro de  1887,  que  corre  en  copia,  sirvió  deba» 
á  sus  herederos  para  la  liquidación  y  división 
de  la  herencia  y  fué  también  inscrito  en  el  res 
pectivo  Conservador  de  Bienes  Raíces. 

2'  Que,  según  aparece  de  autos,  el  deman- 
dante don  José  Luis  Serey  pidió  la  posesión 
efectiva  de  la  referida  herencia,  se  le  formó  hi- 
juela en  la  partición,  que  fué  aprobada  por  * 
justicia  ordinaria,  y  con  estos  documentos 
interpuso  tercería  de  dominio  en  la  ejecucióíi 
á  que  se  refiere  el  certificado  corriente. 

3^  Que  demandada  la  nulidad  del  testa- 
mento por  el  citado  don  José  Luis  Serey,  des- 
pués de  los  actos  de  que  se  ha  hecho  mérito. 
sólo  ha  presentado  para  acreditar  los  vicios 
ú  omisiones  que  le  atribuye  á  dos  de  los  tes- 
tigos instrumentales,  los  que  pretendiendo 
contradecir  un  instrumento  suscrito  porcUw 
mismos,  no  están  contestes  en  sus  declarado* 
nes,'que  además  son  en  parte  contradictoria 
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4'^  Que  siendo  el  recordado  testamento  un 
instrumento  público  auténtico,  reconocido 
como  tal  por  el  mismo  demandante,  no  pue- 
de ser  invalidado  sino  en  la  forma  y  con  la 
prueba  que  las  leyes  prescriben  expresamente 
para  ello;  y 

5^  Que  no  es  causal  de  nulidad  el  hecho  de 
no  constar  expresamente  en  el  testamento  la 
circunstancia  de  haberse  leído  por  el  funcio- 
nario que  lo  otorgó  ó  por  alguno  de  los  testi- 
gos designados  por  el  testador,  cuando  como 
en  el  presente  caso,  aparece  del  contexto  de  él 
que  fué  otorgado  en  un  solo  acto  y  sin  omi- 
sión de  las  solemnidades  necesarias. 

Contra  esta  sentencia  don  José  Luis  Serey 
interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo  por 
las  siguientes  causales  que  alega  en  su  escrito 
de  formalización: 

1^  Ese  fallo  infringe  el  artículo  167  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  por  no  haberse 
expedido  conforme  al  mérito  del  proceso,  pues 
en  los  considenndos  se  establecen  tres  he- 
chos que  son  contrarios  á  lo  que  consta  de 
autos  y  son: 

a)  Que  los  testigos  presentados  por  el  de- 
mandante, que  son  los  mismos  instrumenta- 
les del  testamento,  no  están  contestes  y  sus 
declaraciones  son  en  parte  contradictorias. 

Leyendo  estas  declaraciones  se  ve  que  están 
perfectamente  contestes  en  todo,  principal- 
mente en  el  hecho  y  en  sus  circunstancias 
esenciales,  como  dice  el  número  2'  del  artícu- 
lo 374. 

b)  Que  del  contexto  del  testamento  aparece 
qu^  fué  otorgado  en  un  solo  acto  y  sin  omi- 
sión de  las  solemnidades  legales  necesarias. 

La  verdad  es  que  nada  dice  el  testamento 
sobre  el  particular  ni  de  su  contexto  nada 
puede  deducirse  tampoco. 

c)  Que  los  testigos  instrumentales  preten- 
den en  sus  declaraciones  contradecir  un  ins~ 
trumento  suscrito  por  ellos  mismos. 

Lo  efectivo  es  que  esas  declaraciones  no 
contradicen  nada  de  lo  dicho  en  el  testamen- 
to, y  sólo  dan  testimonio  de  una  circunstan- 
cio no  mencionada  en  él,  á  saber:  que  el  tes- 
tamento no  se  otorgó  ni  leyó  en  un  solo 
acto,  estando  á  un  mismo  tiempo  presente  e^ 
testador,  el  funcionario  otorgante  y  los  tes- 
tigos. 


Estas  circunstancias,  dice  el  recurrente,  in- 
fringen la  disposición  citada  y  dan  mérito  á 
la  casación,  por  cuanto  no  son  simple  apre- 
ciación de  la  prueba,  sino  la  enunciación  de 
hechos  que  sirven  de  fundamento  preciso  de 
la  sentencia,  que  son  contrarios  á  loque  cons- 
ta de  autos. 

2*^  La  sentencia  infringe  también  el  artícu- 
lo 374  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  en  su  número  2'  establece  que  la  declara- 
ción de  dos  testigos  es  prueba  plena,  y  aquel 
fallo  no  la  admite  como  tal; 

3*^  Viola  igualmente  el  artículo  432  del  mis- 
mo Código,  por  cuanto  aplica  al  presente 
caso  esta  disposición  que  exige  cinco  testigos 
para  invalidar  un  instrumento  público  por 
falta  de  asistencia  de  las  partes,  del  escriba- 
no ó  de  los  testigos. 

Aparece  esta  infracción  en  el  considerando 
4'  donde  se  dice  que  siendo  el  testamento  un 
instrumento  público  no  puede  ser  invalidado 
sino  en  la  forma  y  con  la  prueba  que  las  le- 
yes prescriben  expresamente  para  ellos,  y  la 
sentencia  cita  al  fin  el  recordado  artículo  432. 

Mientras  tanto,  la  causal  de  nulidad  que  se 
ha  objetado  al  testamento  no  consiste  en  que 
estuvieran  ausentes  el  escribano,  los  testigos 
ó  el  testador,  sino  en  que  el  testamento  no  se 
otorgó  y  leyó  en  un  solo  acto,  estando  pre- 
sente al  mismo  tiempo  todas  aquellas  per- 
sonas. 

Para  evidenciar  esta  falta  de  solemnidad  la 
ley  no  exige  prueba  especial  de  cinco  testigos, 
como  no  la  exige  el  artículo  344,  que  se  refie- 
re al  caso  de  impugnarse  la  autenticidad  ó  de 
probarse  la  suplantación  de  un  instrumento 
público. 

4^  Quebranta,  asimismo,  la  sentencíalos 
artículos  1014, 1015  y  1026  del  Código  Civil, 
poc  cuanto  asienta  la  doctrina  de  que  no  es 
causal  de  nulidad  el  hecho  de  no  constar  ex- 
presamente en  el  testamento  la  circunstancia 
de  haberse  leído  por  el  funcionario  que  lo 
otorgó  ó  por  alguno  de  los  -testigos  designa- 
do por  el  testador. 

Esta  doctrina  es  absolutamente  contraria 
al  derecho,  por  cuanto  las  solemnidades  cuya 
omisión  produce  nulidad  deben  ser  probadas 
y  no  presumidas;  y  la  prueba  es  el  instrumen- 
to que  la  ley  ha  ordenado  formar  para  ello. 


374 


SEGUNDA   PARTE.— SECCIÓN   IRIMERA 


de  modo  que  si  en  ese  instrumento  nada  se 
dice  acerca  de  aquella  solemnidad,  ésta  no  se 
ha  probado  ni  ha  existido  y,  por  lo  tanto,  el 
acto  es  nulo. 

En  el  presente  caso,  mas  de  manifiesto  ha 
quedado  la  falta  de  la  solemnidad  en  las  de- 
claraciones de  los  tcpt.igos  instrumentales, 
quienes  afirman  que  ella  no  se  cumplió. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  se  de- 
sarrollan y  sostienen  con  más  amplitud  estas 
mismas  causales. 

Respondiendo  la  parte  recurrida,  pide  se 
niegue  lugar  al  recurso  en  fuerza  de  las  razo- 
nes que  aduce. 

En  efecto,  según  ella,  las  causales  primera, 
segunda  y  tercera  se  refieren  á  pretendidas 
infracciones  de  la  ley  procesal,  y,  por  lo  mis- 
mo, no  pueden  servir  de  fundamento  á  un  re- 
curso de  casación  en  el  fondo. 

Por  otra  parte,  los  errores  ó  inexactitudes 
que  el  recurrente  atribuye  á  la  sentencia  y 
que  califica  de  violaciones  de  los  artículos 
167,  374.  y  432  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  no  sólo  no  existen,  sino  que  si  fueran 
efectivos,  corresponderían  á  la  aplicación  de 
la  prueba  y  al  establecimiento  de  los  hechos, 
materias  que  son  del  exclusivo  resorte  de  los 
Tribunales  de  la  causa. 

En  lo  que  toca  á  las  infracciones  de  los  ar- 
tículos 1014,  10^5,  1017  y  1026  del  Código 
Civil,  que  el  recurrente  imputa  á  la  sentencia, 
se  hacen  consistir,  dice  el  recurrido,  en  el  he- 
cho de  no  haberse  expresado  en  el  testamento 
la  circunstancia  de  haberse  leído;  pero  ningu- 
no de  esos  artículos  impone  la  obligación  de 
que  se  consigue  testimonio  de  la  lectura. 

Los  vicios  de  nulidad  no  se  presumen. 

Si  ellos  no  aparecen  de  manifiesto  ó  no  se 
prueban,  se  reputan  inexistentes. 

P^l  demandante  río  probó]que  el  testamento 
no  se  leyera  en  presencia  del  testador  y  testi- 
gos, luego  debe  tenerse  como  no  existente 
esta  causal  de  nulidad. 

Oído  el  dictamen  requerido  por  el  artículo 
975  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

La  Corte: 

Consi.lcrando: 
1^  (Jiie  para  no  admitir  la  nulidad  del  tes- 
tamento de  don  Eulogio  Serey  por  omisión 


de  formalidades,  la  sentencia  recurrida  apre- 
cia la  prueba  acumulada  en  la  causa  exami- 
nando A  mérito  de  la  testimonial  en  relav:'/ú 
con  otros  antecedentes  establecidos  en  aut<)>. 
como  ser  las  declaraciones  contenidas  tu  d 
mismo  instrumento  y  la  aceptación  práctica 
que  de  él  hizo  el  demandante  en  varios  caso? 
durante  un  período  de  más  de  catorce  ar  >< 
antes  de  entablar  su  acción  de  nulidad: 

2^  Que  el  haber  estimado  la  sentencia  que 
los  testigos  del  demandante  no  estalmn  con- 
testes en  sus  dichos,  expresando  á  la  vez  qje 
estas  declaraciones  son  en  parte  contradicto- 
rias, no  constituye  un  motivo  de  casad'»-, 
aunque  se  supongan  errores  de  hecho  en  otas 
apreciaciones,  ya  que  los  tribunales  de  In  cai- 
sa  se  hallan  investidos  por  la  ley  de  faaiha- 
des  propias  y  exclusivas  para  la  apreciación 
de  la  prueba  que  se  rinda,  y  no  aparece  que 
en  el  ejercicio  de  ellas  los  jueces  del  fondo!  a- 
yan  infringido  alguna  disposición  legal; 

3^  Que  la  sentencia  recurrida  no  contiene 
la  declaración  que  el  recurrente  le  atribuye  dí 
que  para  invalidar  un  testamento  se  re(|uicrc 
la  misma  prueba  testimonial  que  exige  relati- 
vamente á  la  escritura  pública  el  artículo  t^::' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil:  p">r  1^» 
cual  no  ha  llegado  el  caso  de  examinar  si  e5á 
declaración  importa  quebrantamiento  de  e>c 
artículo; 

4'  Que  la  mención  de  haberse  cumplido,  a' 
otorgar  el  testamento,  las  formalidades  ib 
puestas  por  la  ley  para  la  validez  de  dicho 
acto,  es  una  nueva  foriialidad  que  nopuetk 
exigirse  sino  en  los  casos  en  que  la  misma  ley 
lo  requiere  expresamente,  como  lo  hace  el  Có- 
digo Civil  en  los  artículos  1018,  respecto  de 
la  causa  que  impida  firmar  al  testador.  \ 
1019  en  cuanto  á  la  doble  lectura  que  dcV 
darse  al  testamento  del  ciego;  y  en  consecuí*n 
cia,  el  fallo  recurrido  no  viola  la  ley  cuando 
rechaza  la  nulidad  del  testamento  de  don 
Eulogio  Serey  derivada  del  hecho  de  no  la- 
berse  mencionado  en  ese  instrumento  ()a< 
todo  él  fué  leído  en  alta  voz  por  el  escribano 
ó  uno  de  los  testigos,  en  la  forma  prescripta 
por  el  artículo  1017  del  citado  Código,  pne> 
ni  esta  disposición  ni  otra  alguna  previene 
quede  esta  lectura  se  deje  testimonio  en  el 
instrumento. 
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Visto,  además,  lo  prescripto  en  los  artículos 
060  y  979  del  CóJigode  Procedimiento  Civil, 
se  declara:  que  no  ha  lugar,  con  costas,  al 
presente  recurso  de  casación  en  el  fondo,  y 
que  se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  de  $  300 
consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 
Varnras.— Ga/var/no  Gallardo.— Gabriel  Gae- 
te, —  r.  Aguirre  Vargas. ^Abel  Saa\€dra,—E, 
Fóster  Recaharren.—A,  Ver  gara  Albano.—J, 
Alejo  Pcrnández. 


Cas,  en  el  fondo,— 25  de  julio  de  1907. 
Lrappé  con  Decombc  ÍC*  Lautaro) 

Salitreras.  -  Hipoteca.-— Juicio  ejecutivo. 
—  Remate. —Tasación  pericial.  -  Nuli- 
dad.—Acción  personal  y  acción  real.— 
Cosa  juzgada.— Precio  de  remate. 

Doctrina: — Aunque  el  tercer  poseedor 
de  la  ñuca  hipotecada  no  sea  citado  pa- 
ra los  trámites  del  juicio  ejecutivo  entre 
el  acreedor  y  el  deudor  personal,  en  que 
es  embargada  y  subastada  la  finca 
hipotecada  de  que  el  tercero  se  desapo- 
dera forzada  ó  voluntariamente,  le  afecta 
tanto  el  procedimiento  judicial  como  la 
sentencia  de  ese  juicio  ejecutivo.  Con  ello 
no  se  viola  el  derecho  de  propiedad  pues- 
to que  el  efecto  natural  del  contrato  de 
hipoteca  consentido  por  el  dueño,  es  el 
de  la  enajenación  judicial  de  la  finca. 

Lú,  intervención  que  el  dueño  de  una 
finca  hipotecada  ha  tenido  en  el  juicio 
ejecutivo  seguido  contra  la  Sociedad  de 
que  era  socio,  á  la  cual  había  aportado 
la  finca  hipotecada  por  dicha  sociedad 
aún  en  el  supuesto  de  no  haberse  des- 
prendido del  dominio  de  ella,  importa 


la  aceptación  de  la  hipotccación  y  del 
procedimiento  ejecutivo. 

No  infringe  por  lo  tanto  el  principio 
de  la  cosa  juzgada  el  tribunal  que  para 
rechazar  la  demanda  del  dueño  que  soli- 
cita la  nulidad  de  la  subasta  por  no 
haber  figurado  en  su  carácter  de  tal  en 
el  juicio  sino  como  representante  del 
deudor  personal,  toma  en  consideración 
las  resoluciones  que  en  dicho  juicio  dis- 
pusieron la  subasta  y  aprobaron  la  ta- 
sación de  la  finca. 

Noinfi-inge  el  articulo  1 793  del  Código 
Civil,  la  sentencia  que  rechaza  la  acción 
de  nulidad  de  la  escritura  pública  de  re- 
mate, fundada  en  no  haberse  fijado  pre- 
cio á  los  inmuebles  subastados,  si  de  esa 
misma  escritura  aparece  que  dicho  pre- 
cio se  fijó. 

Pedida,  además,  la  nulidad  de  la  escri- 
tura de  remate  por  no  haber  sido  tasa- 
das las  salitreras  adjudicadas  por  ella, 
no  procede  esta  acción,  si  del  informe 
del  perito  nombrado  para  valorizar  los 
bienes  embargados  aparece  que  estimó 
el  valor  del  caliche  existente  en  dichas 
pampas  en  la  cantidad  de  $  13,000.000, 
agregando  si  las  consideraciones  que  á 
su  juicio  hacían  desmerecer  ó  anular  su 
valor,  hasta  el  punto  de  imponer  una 
pérdida  al  que  se  dedicase  á  su  elabora- 
ción con  motivo  del  impuesto  de  expor- 
tación, por  lo  que  se  deben  tomar  sólo  en 
ese  sentido  restrictivo  la  frases  *^con  ex- 
clusión de  la  pampa  misma''  ó  ''excluidas 
las  pampas  mismas'',  de  que  se  sirve  en 
su  informe,  sin  que  pueda  establecerse 
por  esto  que  no  fueron  realmente  apre- 
ciadas en  lo  que  en  concepto  del  perito 
valían  y  de  que  se  omitiera  la  formali- 
dad ordenada  en  el  artículo  46  de  la  ley 
de  8  de  febrero  de  1837. 

Si  en  el  juicio  ejecutivo  fué  motivo  de 
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sociedad  colectiva,  entre  otros,  con  cl  okro 
de  elaborar  salitres,  aportando  Lapf-c  i 
esta  sociedad,  las  salitreras  '^Germania  y 
"Unión»'. 

Dos  años  más  tarde,  en  23  de  junio  de  Is**! 
don  Hermann  Lappé,  en  fu  carácter  de  soa. 
administrador  de  la  sociedad  de  Saint  Mane 


'^0^^^'  .-^pu^^'^^'  ¿¿jiciss  que  decía-     y  Lappé  se  reconoció  deudor  de  don  Eme>ti 
^.z^'^"^'  C^/^'^^''^ W^  '^  tasación  de     Decombe  de  la  suma  de  $  200.000.  c,i.e  d.. 
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to  £^'^'^ '  ^^y  examen  de  la  tasación  del 
^^^  de  1^^  resoluciones  citadas  y  de 
1^^\   \^cedent€S  de  la  causa  aparece  que 


fueron  tasadas  entre  los 


lo^nntcc 
,,ns  snlitreras 

tiene^^  embargados  y  que  esa   tasación 
fué  aprobada  por  ¡ajusticia  (1), 


Por  escritura  pública  otorgada  en  Copiapó 
c\  13  de  diciembre  de  1879,  don  Pedro  Saint 
Marie  y  don  Hermann  Lappé  formaron  una 


{{}  Hemos  tGDi  lo  alguna  Hifícultaden  exponer  la 
<!i>cti'iim  de  este  füllo.  porque  no  hay  congruencia 
entre  Ion  fnndamortos  del  recurno  y  las  considera- 
ciones^ ruú  pant  rtíchasarlo  ha  tenido  en  vii^ta  la 
mayoría  dt!  Tribunal. 

En  efecto  Iji  parte  considerativa  de  ese  fallo  se 
detiene  en  apreciar  extensamente  el  ejercicio  du  la 
acción  de  desposeimiento  que  no  aparece  como  ini- 
ciada en  el  juicio  ni  se  menciona  en  los  fundamen- 
tos del  recurso. 

So  parece  tampoco  que  estvi  se  deba  á  una  omi- 
sión de  exp<«ici6n  de  los  antecedentes  de  lacaiisai 
porque  atendida  la  naturaleza  del  presente  juicio  y 
la  forma  y  condiciones  en  qne  resulta  haberse  se- 
guido la  acción  ejecutiva,  el  desposeimiento  ó  aban- 
dono de  la  finca  hipotecada  no  guarda  relación  ju- 
rídica con  la  materia  debatida. 

En  todo  caso,  creemos  que  la  doctrina  estableci- 
da por  la  Corte  á  este  respecto  es  errónea,  porque 
como  lo  dice  con  mucha  razón  el  señor  Póster  Re- 
cabarren  en  su  voto  especial  <iel  abandono  y  des- 
poseimiento judiciales  de  un  pre'dio  hipotecado  no 
86  presumen  legalmeute  ni  pueden  desprenderse  d> 
acto  alguno  extrajudicial  del  dueño,  por  más  signi- 


sociedad  resultó  adeudar  al  señor  Decom'Dec: 
la  liquidación  de  un  contrato  de  cientac- 
rriente  y  comisión  celebrado  entre  las  mUraa* 
partes  en  18  de  agosto  de  1880,  contrato  [^ir 
el  cual  la  sociedad  se  obligaba  á  pagar  la >u:i:a 
adeudada  y  el  interés  del  8%  anual,  con  í.i 
rantía  hipotecaria  de  las  pampas  salitral 
**Germania"  y  *'ünión'*,  con  sus  casas,  mi- 
quinas  Y  oñcinas. 

Poco  tiempo  después  del  contrato  hipo:^ 
cario  aludido,  en  diciembre  de  1881,IVcomhe 
demandó  ejecutivamente  á  la  sociedad  Sain: 
Marie  y  Lappé  por  la  suma  adeudada  de 
$  200.000  y  sus  intereses,  trabándose  emhar 
go  en  los  bienes  hipotecados  que  consistían 
en  las  pampas  salitrales  **Germania*'  y 
**Un¡ón'*  y  sus  maquinarias,  edi6cios  y  accc 
sorios. 

La    parte  ejecutada  se  excepcionó  con  el 


ficativo  é  intencionado  que  se  le  supong»,  v*  q*^ 
siendo  ellos  el  resultado  directo  y  necesario  de  U 
acción  hipotecaría,  no  pueden  producirse  jurdici' 
mente  sino  mediante  el  ejercicio  de  esa  icci<>o.  y 
mucho  menos  pueden  todavía  desprenderse  '^  pf^ 
sumirse  de  la  mera  falta  de  oposición  del  dne'io  i' 
la  finca  alas  actuaciones  de  un  procesto  9egu)^' 
contra  una  tercera  persona  y  en  el  cutí  procí*'  n> 
figuró  ni  fué  llamado  judicialmente  á  ioterrcoir» 

Las  consideraciones  legales  en  que  el  seiVtr  F  -^ 
ter  Recabarren  se  apoya,  son  á  nuestro  juicio  i» 
verdadera  doctrina  jurídica,  y  no  es  dudo»  qu 
ellas  prevalecerán,  no  obstante  aquel  fallo,  »  ^' 
Tribunal  se  ve  en  el  caso  de  meditar  sobre  elU» 

Nos  parece  además  qne  la  sentencia  es  oeosan 
ble  en  cuanto  da  efecto  ejecutorio  á  las  tctoiO'^- 
n«8  de  un  juicio  ejecutivo  en  que  se  ordent  el  ^ 
mate  de  una  propiedad,  porque  es  evidente  q<>«  ^ 
un  procedimiento  ejecutivo  no  se  reglan  y  rwa» 
ven  los  efectos  civiles  del  remate  que  en  él  ««  ^ 
rifica. 

Dentro  del  juicio  ejecutivo  puede  verifictrs*  8° 
remate  con  omisión  de  alguno  de  los  reqoia*"" 
sustanciales  del  acto  considerado  como  contrato « 
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privile^o  déla  inembargabilidad  que  la  ley 
acuerda  á  las  minas  y  alcanza  á  las  pertenen- 
cias salitrales.  En  este  estado,  la  causa  se 
mandó  paralizar  y  se  ordenó  que  las  partes 
litigantes  resolvieran  en  juicio  ordinario  si 
las  pertenencias  salitrales  eran  6  no  embar- 
o^ables,  y  el  Tribunal  resolvió  la  afirmativa 
en  1884.. 

Con  este  motivo,  siguieron  los  trámites  de 
aquel  juicio  ejecutivo  para  que  pudiera  lle- 
varse á  efecto  el  remate,  se  ordenó  tasar  las 
pampas  salitrales  "Germania**  y  **Unión*', 
desi tiznándose  para  dicha  operación  á  don  José 
Antonio  Arís,  quien  la  practicó  en  la  forma  de 
que  da  constancia  el  informe  del  cuaderno 
ejecutivo,  á  saber: 


venta  ó  enajenación  forzada.  Y  f»i  se  aceptara  que 
de  este  modo  quedaban  juzgados  loa  efectos  civiles 
del  acto  se  habría  fallado,  dentro  de  los  trámites 
del  procedimiento  ejecutivo,  una  cuestión  que  es 
por  su  naturaleza  de  Uto  conocimiento,  que  es  ex- 
traña á  la  acción  ejecutiva  y  que  nace  cuando  ha 
terminado  en  realidad  la  discusión  á  que  esta  ac- 
ción pueda  dar  lug^r. 

El  artículo  071  del  Código  Civil  es  bien  explícito 
al  disponer  que  uen  las  ventas  forzadas  que  se  hacen 
por  decreto  judicial  á  petición  de  un  acreedor,  en 
pública  subasta.  U  persona  cuyo  dominio  se  trssfíere 
es  el  tradente,  y  el  juez  su  representante  legal». 

Los  actos  de  este  representante  legal  en  cnanto 
se  ajustan  ó  no  á  las  leyes  que  reglan  los  contratos 
no  pueden  disontirse  dentro  del  juicio  ejecutivo 
sil  alterar  sastancialmente  sus  procedimientos  y 
sin  desconoc^ír  la  diversa  naturaleza  de  las  acciones 
que  se  hacen  valer. 

Estas  idetosque  parecen  inconcusas,  han  sido  des- 
conocidas en  el  caso  en  estudio  por  la  Corte,  la  cual 
ha  llegado  de  e«te  modo  ádar  á  las  sentencian  in- 
te rlocutorias  dictadas  en  el  juicio  ejecutivo  una 
fuerza  obligatoria  que  la  ley  niega  á  las  sentencias 
definitivas. 

Tanto  más  inaceptable  nos  parece  esta  doctrina 
de  la  Corte  cnanto  que  la  sentencia  recurrida  había 
rechazado  la  excnpción  de  cosa  juzgada  opuesta 
por  Decombe  y  éste  se  había  conformado  con  ese 
fallo 

El  señor  Osvaldo  Rodríguez  dice  á  e^te  respecto 
•  con  mucha  razón  en  su  voto  espf-cial  que  «las  sen- 
jencias  de  primera  y  segunda  instancias,  en  la  parte 
no  recurrida  han  reconocido  derecho  á  Lappé  para 
ejercitar  la  acción  que  ha  deducido,  pidiendo  la  nu- 
lidad é  ineficacia  de  la  escritura  de  adjudicación  del 
7  de  jnlio  de  1887,  otorgada  en  Copiapó  ante  el 
notaiio  Vallejo  á  favor  de  don  Ernesto  Decombe; 


Valores  en  Taltal $     36.287,85 

Valores  en  la  Brea ,.  279,05 

Valores  de  la  oficina  "Germa- 

mania",  con  exclusión  áejn 

pampa  misma 64.393,64 

Valores  de  la  oficina  "Unión", 

con  exclusión  de  la  pampa 

misma 54.114,24 

Total $   155.074,78 

Tenemos,  pues,  agrega  el  perito,  excluidas 
las  pampas  mismas,  un  valor  para  los  bienes 
de  este  concurso,  ascendente  á  la  suma  de 
$  155.074,78. 


ya  que  desecharon  las  excepciones  de  su  falta  de 
personalidad  y  la  de  co>a  juzgada,  con  motivo,  es- 
ta última,  do  los  autos  pronunciados  en  los  juicios 
anteriores;  y  que  los  efectos  do  estas  dos  declara* 
cienes  ejecutoriadas  é  inamovibles  no  deben  ener- 
varse por  razón  alguna  que  conduzca  á  hacer  inefi- 
caz é  inútil  el  derecho  ya  reconocido  de  Lappé  pa- 
ra ejercitar  la  accióu  de  nulidad  que  ventila  en  este 
juicio». 

Hay  además  en  este  fallo  de  la  Corte  Suprema 
un  punto  que  nos  llama  la  atención. 

Tanto  ante  la  Corte  de  Apelaciones  que  falló  el 
litigio  como  ante  la  ('orte  Suprema  la  mayoría  del 
Tribunal  ha  estimado  que  las  pampas  salitreras 
fueron  tasadas,  y  la  minoría  en  uno  y  otro  caso  ha 
hecho  uria  afirmación  diametralmente  opuesta. 

Las  trascripciones  que  las  sentencias  contienen 
de  la  operación  pericial  demuestran,  sin  qu-^  pueda 
existir  duda  ra/onable,  que  las  pampas  salitrales 
uo  se  tasaron,  pues  el  perito  dice  textual  y  expresa- 
mente que  las  excluye  de  la  tasación. 

La  disidencia  al  parecer  ha  existido  no  en  el  A«- 
cho  de  la  falta  de  tiisación,  que  es  innegable,  sino 
en  el  mérito  atribuido  á  la  operación  del  perito. 

Pues  bien,  á  nuestro  juicio  la  Corte  Suprema  ha 
obrado  erróneamente  al  considerarse  ligada  por  el 
mérito  que  la  Corte  de  Apelaciones  atribuye  á  loe 
hechos,  porque  lo  que  la  ley  dice  á  e>tc  respecto  es 
que  aquel  tribunal  está  ligado  á  la  exUttnc'a  de  los 
hechos  y  no  á  fu  mérito  6  apreciación  le^al. 

En  todo  caso,  es  incoucuso  que  el  precepto  legal 
no  se  aplica  ni  caso  de  contradecirse  li  Corte  de 
Apelaciones  en  la  apreciación  ó  referencia  del  he- 
cho, pues  si  las  circunstancias  establecidas  excluyen 
el  carácter  que  se  atribuye  al  hecho  en  la  senten- 
cia, la  Corte  Suprema  tiene  una  autoridad  incon- 
testable para  restablecer  la  verdad. 

G.  T,  S. 
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Y  añade  el  perito:  **Si  no  rigiere  el  impuesto 
dé  $  1,50  por  el  quintal  métrico  que  se  expor- 
te, estas  pampas  **Germania"  v  "Unión**  po- 
drían valer  la  suma  de  $  13,124..785,20.  Pero 
la  subsistencia  del  aludido  impuesto,  no  sólo 
anula  este  valor,  sino  que  dejaría  una  creci- 
dísima pérdida  á  quien  trabajase  estas  pam- 
pas*'. 

Presentada  la  anterior  diligencia  de  tasa- 
ción, el  juez  de  la  causa,  por  auto  de  13  de 
diciembre  de  1883,  ordenó  ponerla  en  conoci- 
miento de  las  partes,  con  prevención  de  que 
debía  tenerse  por  aprobada,  si  las  partes  no 
la  objetaren  dentro  del  tercero  día.  Las  par- 
tes nada  expusieron  en  ese  término. 

Posteriormente,  una  de  ellas,  don  Hermann 
Lappé,  promovió  una  incidencia  con  el  objeto 
de  que  se  declarase  que  la  base  de  la  licitación 
debía  ser  el  valor  calculado  porel  perito  tasa- 
dora las  pampas  *'Germania**  y  **rJnión**.  Por 
auto  de  31  de  marzo  de  1884..  confirmado  el 
26  de  agosto  de  1885,  se  declaró  que  las  pre- 
dicbas  pampas  habían  sido  incluidas  en  la 
tasación  y  el  remate  posterior  enip-zó  con 
posturas  sobre  ios  dos  tercios  asignados  á 
los  demás  bienes  embargados,  ó  sea,  por  los 
dos  tercios  de  $  153.074,78,  valor  de  la  ma- 
quinaria, edificio  y  útiles  de  salitre,  más  un 
pequeño  sitio  urbano  ubicado  en  Taltal  y 
otro  sitio  en  el  lugar  denominado  la  Brea. 

No  es  necesario  relacionar  las  particulari- 
dades de  un  juicio  de  reivindicación  que  pos- 
teriormente se  siguió  entre  la  Compañía  Saint 
Marie  y  Lappé  en  contra  la  Compañía  Lau- 
taro, sucesora  de  D¿combe,  sobre  las  dichas 
pampas  salitrales,  porque,  opuestas  en  el  jui- 
cio actual  por  la  sucesión  Decombe,  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  fundada  en  aquel  jui- 
cio, que  terminó  por  sentencia  de  26  de  octu- 
bre de  1893,  confirmada  por  resolución  de  26 
de  junio  de  1895,  la  Corte  sentenciadora  ha 
rechazado  la  referida  excepción,  y  en  esta 
parte  la  sentencia  ha  quedado  inamovible, 
porque  la  parte  vencida  en  ella  no  ha  recla- 
mado de  ese  fallo  judicial. 

Sobre  la  cuestión  pendiente  se  libró,  por  el 
juez  letrado  de  Taltal,  la  sentencia  de  26  de 
diciembre  de  1904,  que  en  su  parte  final  dice 
así: 


Considerando: 

1^  Que  don  Germán  Lappé  al  entablar  \^ 
presente  demanda,  no  lo  ha  hecho  en  repre- 
sentación de  la  sociedad  concursada  de  Sai^t 
Marie  y  Lappé,  sino  á  su  propio  nombre ;. 
como  dueño  de  las  pampas  "Gcrmania"  r 
"Unión*  *que  fueron  embargadas  á  la  socie- 
dad y,  por  consiguiente,  el  señor  Lappé  tiecc 
personería  para  este  juicio; 

2^  Que  la  acción  deducida  en  la  demanda- 
da se  funda  en  que  las  propiedades  salitirrc* 
*'Germania**  y  **Unión**,  embargadas  á  la  su- 
ciedad concursada  de  Saint  Marie  y  Lappé,  íl' 
el  juicio  ejecutivo  por  cobro  de  pesos,  scgulij 
por  don  Ernesto  Decombe,  fueron  adjudicn- 
das  sin  que  se  hubiese  previamente  procetJi<i  • 
en  el  remate  verificado,  á  la  tasación  de  eíí^> 
y  fijad  ose  dos  tercios  de  su  tasación; 

3*^  Que  según  consta  de  las  piezas  compul 
sadas  por  resoluciones  de  primera  y  scgunla 
instancia  se  declaró  que  las  propiedades  en 
bargadas  "Germania**  y  **Uni6n**,  estaba:. 
incluidas  en  la  tasación  practicada  por  t 
perito  doii  José  Antonio  Aris,  ascendente  : 
la  suma  de  $  155.074,78; 

4^  Que  como  consta  del  acta  de  remate  in- 
serta en  la  escritura,  se  adjudicó  á  don  Emen- 
to Decombe  por  los  dos  tercios  de  de  esa  tasa 
ción  las  salitreras  **Germania**  y  *Tnión";T 

5*^  Que  según  las  sentencias  compulsacla>. 
el  juicio  seguido  entre  don  Germán  Lappé  j 
la  Compañía  Lautaro  sobre  reivindicación, 
es  diverso  al  presente,  por  cnanto  las  acci  »• 
nes  ventiladas  entre  uno  y  otro,  son  tambiti 
diversas. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones)-  visto 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  del  Código 
Civil  y  200  del  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara:  1^  que  don  Germán  Lappé  ha  tenida 
personería  para  demandar;  2'  que  no  ha  lU* 
gar  á  la  demanda  y  3^  que  no  hay  cosaj-z 
gada Víctor  Fahio  Zañartu, 

Apelada  esta  sentencia  por  ambos  conten 
dores  y  por  el  representante  de  The  Laataro 
Nitrate  Company,  que  había  intervenido  en 
el  juicio  como  parte  interesada,  en  virtud (1¿ 
haber  adquirido  los  derechos  de  la  sucesión 
demandada  sobre  las  propiedades  á  qoe  d 
litigio  se  refiere,  la  Iltma,  Corte  de  Apelacio- 
nes de  la  Serena  expidió  el  siguiente  fallo: 
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La  Serena,  lo  de  junio  de  1906. —Vistos: 
Excluyendo  los  considerandos  2^  y  4P  á<\  fa- 
llo apelado  de  primera  instancia  y  teniendo 
además  presente. 

Hn  cuanto  á  la  demanda: 

1*^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 167  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  las 
sentencias  deben  pronunciarse  conforme  al 
mérito  del  proceso; 

2*^  Que  en  la  demanda  pide  el  demandante 
que  se  declare  nula  la  escritura  pública  de 
adjudicación  de  las  salitreras  **Gíírm:inia"  y 
^Tnión",  otorgadas  en  Copiapó  ante  el  nota- 
rio don  Ajiapito  Vallejo,  el  7  de  julio  de  1887; 

3^  Que  la  nulidad  de  aquella  escritura  de 
adjudicación,  se  funda  en  que  el  remate  de  di- 
chas pampas  salitrales  adolece  de  nididad 
absoluta,  con  arreglo  á  lo  prescripto  en  el 
artículo  1682  del  Código  Civil,  por  haberse 
omitido  los  dos  requisitos  ó  formalidades  es- 
tablecidas para  la  subasta  de  los  bienes  em- 
bargados, por  los  artículos  46  y  40  de  la  ley 
de  juicio  ejecutivo  de  8  de  febrero  de  1^37,  á 
saber  que  sean  tas^idos  por  peritos  y  que  no 
se  admitan  postores  por  menos  de  las  dos 
terceras  partes  del  valor  de  su  tasación,  el 
perito  "no  tasó**  las  pampas  **German¡a"  y 
"Unión*'  por  haberlas  excluido  de  la  tasación 
que  practicó  de  los  edificios  y  demás  casas 
radicadas  en  ellas,  siendo  por  tal  motivo  ile- 
gal el  remate  judicial  de  dichas  pampas  é  ile- 
gal también  la  admisión  de  postores  que  no 
pudieron  ofrecer  las  dos  terceras  partes  del 
valor  de  una  tasación  que  nunca  existió;  y,  en 
consecuencia,  las  referidas  omisiones  de  los 
requisitos  para  la  validez  del  rema<-e  verifica- 
do, traen  forzosamente  la  nulidad  absoluta 
de  la  respectiva  escritura  de  adjudicación; 

4*^  Que  sosteniendo  el  demandante  que  los 
hechos  expuestos  en  el  considerando  prece- 
dente son  vicios  que  invalidan  el  remate,  ta- 
les hechos  no  han  sido  suficientemente  proba- 
dos Y  por  el  contrario,  de  los  cuadernos  del 
juicio  ejecutivo,  traídoi  al  acuerdo  consta  lo 
siguiente: 

Que  por  escritura  pública  de  23  de  julio  de 
1881,  el  socio  don  Hermann  Lappé,  en  repre- 
sentación de  la  Sociedad  de  Saint  Marie  y 
Lappé,  hipotecó  á  don  Ernesto  Decombe,  en- 


tre otros  bienes,  las  salitreras  **Germania"  con 
sus  máquinas,  pozos,  casa  y  dem.is  oficinas  y 
17  pertenencias  salitreras  y  **Unión'*  también 
con  sus  máquinas,  casa,  pozos  y  demás  ofici- 
nas y  trece  pertenencias  calicheras;  y  que  no 
habiendo  solventado  la  sociedad  deudora  la 
suma  de  $  ^50.000  que  le  cobraba  Decombe, 
se  trabó  embargo  en  todos  los  bienes  hipo- 
tecados; que  seguido  el  juicio  ejecutivo  por 
sus  trámites  legales,  el  ingeniero  don  José 
Antonio  Arís,  nombrado  tasador  de  les  bie- 
nes embargados,  practi-ó  la  tasación  que  se 
registra  en  el  cuaderno  respectivo,  legajo  nú- 
mero 35.  Refiriéndose  alas  salitreras  "Germa- 
nia**  y  **ünión**  comprendidas  entre  los  bienes 
tasados  y  después  de  exponer  los  fundamen- 
tos de  s  j  opinión,  dice  testualmente  el  perito, 
sobre  la  pampa  Germania:  **Y  lo  que  daría  á 
la  pampa  un  valor  de  $  6,930.000,41.  Pero  si 
tomamos  en  consideración  el  impuesto  fiscal 
sobre  el  salitre  que  se  exporta  ascedente 
á  un  $  1,60  por  quintal  métrico,  en  vez 
de  una  ganancia  de  696  milésimos  de  peso 
por  quintal  métrico,  tendremos  una  pérdida 
de  904  milésimos  de  peso  porquintal  métrico. 
Y  la  explotación  de  esta  pampa  ocasionaría 
al  industrial  una  pérdida  de  $  9,001.961,39 
No  nos  atrevemos  á  emitir  un  juicio  ante 
esta  disyuntiva,  y  antes  mejor  lo  dejamos  A 
un  criterio  más  ilu  trado  y  previsor'*.  So- 
bre la  pampa  "Unión'*,  sin  el  impuesto  de 
$  1,60  por  quintal  métrico  de  nitrato  que 
se  exporte,  $  6,194.070,79.  Con  el  impuesto 
desaparece  su  valor.  Y  todavía  es  el  resu- 
men general  de  los  valoref  tasados,  excluidas 
las  pampas  mismas,  agrega  el  informe  peri- 
cial. *'Si  no  rigiera  el  impuesto  de  $  1,60  por 
quintal  métrico  del  nitrato  que  se  exporte,  y 
si  todavía  no  hemos  andado  muy  desacerta- 
dos en  suponer  que  las  manchas  calicheras 
ocupan  la  quinta  parte  de  la  extensión  super- 
ficial de  dichas  pampas,  y  en  las  condiciones 
de  potencia  de  grosor  y  de  ley  que  las  hemos 
determinado  en  tesis  general,  estas  pampas 
"Germania"  y  "Union**,  unidas  podrían  va- 
ler la  suma  $13,123.785,20.  Pero  la  subsis- 
tencia del  aludido  impuesto  no  sólo  anula 
este  valor,  sino  que  dejaría  una  crecidísima 
pérdida  á  quien  trabajase  estas  pampas'*  Que 
puesta  en  conocimiento  de  las  partes  la  tasa- 
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cíón  practicada,  don  Hermann  Lappé  promo- 
vió entonces  diversos  incidentes  á  su  respec- 
to, solicitando  que  se  aprobara  la  tafiación 
tomándose  en  consideración  el  valor  de 
$  13,124.785,20  calculado  por  el  perito  á 
las  pertenencias  salitreras  "Germania"  y 
"Union",  que  ese  mismo  valor  de  tasación  de 
$  13  millones  del)ía  servir  de  base  para  la  li- 
citación de  ellas  y  que  en  vista  de  su  respecti- 
va tasación,  se  le  entregara  la  **Germania" 
siguiendo  la  ejecución  sobre  la 'Unión",  valo- 
rizada en  $  6  millones.  Estas  incidencias  fue- 
ron resueltas  por  el  auto  de  31  de  marzo  de 
1884,  que  sin  modificación  fué  confirmado 
por  este  Tribunal  el  27  de  marzo  de  1885. 

Que  en  el  citado  auto  se  declaró  testual- 
mente  "que  el  importe  de  la  tasación  de  los 
bienes  embargados  asciende  á  la  cantidad  de 
$  155.074,78  que  es  el  precio  que  les  fija  el 
perito,  pues  la  suma  de  $  13,124.785,20,  que 
señala  como  precio  de  la  cantidad  de  salitre 
que  contiene  las  pampas  embargadas,  estñ 
calculado,  sin  tomaren  consideración  los  gas- 
tos totales  de  explotación  como  se  desprende 
del  mismo  informe  en  la  parte  que  el  perito 
dice  que  dada  la  circunstancia  actual  del 
monto  del  impuesto  fiscal,  la  explotación  de 
esa  cantidad  de  salitre  no  dejaría  ganancia 
al  industria],  sino  que  por  el  contrario  una 
pérdida  no  inferior  á  $  6,000.000,  por  lo  que 
el  perito  agrega  se  ha  abstenido  de  señalar 
precio  alguno  á  dichas  salitreras  que  á  su 
juicio  no  lo  tienen" 

Que  impuesto  de  ese  fallo  y  por  vía  de  acla- 
raciones, pidió  Lappé  que  se  alzara  el  embar- 
go de  las  salitreras  **Germania"  y  "Unión"  por 
cuanto  nada  valían  según  el  fallo  aludido, 
subsistiendo  el  embargo  respecto  de  los  demás 
bienes  tasados;  pero  esta  solicitud  fué  tam- 
bién desechada  por  auto  de  22  de  abril  de 
1883,  el  cual  quedó  ejecutoriado  á  virtud  de 
la  providencia. 

Que  por  resolución  de  primera  instancia  de 
26  de  agosto  de  1885,  confirmada  por  la  de 
19  de  julio  de  1886,  se  negó  lugar  á  la  peti- 
ción formulada  por  Lappé  en  su  libelo  para 
que  se  procediera  de  nuevo  á  la  tasación 
de  las  salitreras  "Unión"  y  "Germania". 

5^  Que  los  antecedentes  expuestos  y  las  re- 
soluciones ejecutoriadas  citadas  en  el  ante- 


rior considerando  prueban  de  un  modo  incun 
tro  vertible:  que  las  salitreras  "GcrmanlaT 
"Unión"  fueron  tasadas  por  el  perito  Arb, 
quien  apreció  también  las  circunstanna>'{jc 
hacían  desmerecer  la  valuación  efectun.lt 
para  fijar  su  valor  actual  á  la  fecha  de  la  :a- 
sación,  á  fin  de  que  los  interesados  pudie^:: 
hacer  posturas  con  conocimiento  exact»  'x 
la  importancia  de  la  cosa  vendida:  queiV 
aprobada  la  tasación  practicada,  y  que  cr.  a 
de  los  demás  bienes  embargados  fueron  in- 
cluidas dichas  pampas  salitreras; 

6*-'  Que  al  declararse  aquella  inclusión. fs 
indudable  que  hubo  de  considerarse qoe en U 
tasación  de  las  casas,  máquinas  y  deiiKtSvn- 
sas  ubicadas  en  las  pampas  expresadas.  If  ík 
forzoso  al  perito  atender  tanto  á  suadlícrcn 
cia  á  las  pampas  como  al  objeto  á  que  esta 
lian  destinadas:  el  beneficio  de  los  cali.'fí 
contenidos  en  ellas; 

7^  Que  habiéndose  liipo'ecado  á  favor  ic 
don  Ernesto  Decombe  las  salitreras  "Gern.a- 
nia"  y  **Unión"con  sus  respectivas  calicheras 
es  incuestionable  que  en  la  hipoteca  qucdaror 
comprendidos  no  sólo  esos  inmuebles,  ó  Ka 
la  extensión  de  terreno  correspondiente áb 
referidas  pertenennas  hipotecadas,  sino  tan: 
bien  los  caliches  no  explotados  y  existenro 
en  dichas  pertenencias  á  la  fecha  de  la  tasa- 
ción y  además  todos  los  bienes  señalados  en  ci 
artículo  570  deí  Código  Civil,  conformen!^ 
dispuesto  en  los  artículos  24-20  y  2+23  :(. 
mismo  Código; 

8*^  Que  constando  del  proceso  queeiperit'^ 
Arís  tasó,  tanto  los  bienes  indicados  en  el  ar- 
tículo 570,  como  los  caliches  no  explotad  5 
de  las  salitreras  **Germania"  y  *TniÓD".  f? 
igi:  il  mente  incuestionable  que  el  [demandar, 
te  no  puede  lega  Im  en  te  afirmar  ene!  casodf 
autos,  que  las  mencionadas  pertenencias  oo 
fueron  tasadas,  porque  paraello  sería  prMJo 
que  en  la  tasación  se  hubiera  limitado  el  per- 
to  á  valorar  únicamente  dichos  bienes  ccn^^ 
derándolos  separados  del  suelo,  hecho  que 
no   consta  de  autos; 

9^  Que  no  teniendo  los  caliches  valorciv 
merciable  á  la  fecha  de  la  tasación,  esta  cir- 
cunstancia fué  la  que  tuvo  el  perito  en  coníi- 
deración  para  establecer  como  valor  actual 
de   dichas    salitreras   sólo    la  cantidad  ^ 
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$  1 18.507,88y  meramente  nominal  lasumade 
$  13,124.785,20,  yaque  dicho  valor  actual 
era  indispensable  determinarlo  para  los  efec- 
tos del  remate,  sin  que  ello  signifique  en  modo 
alguno  que  esos  caliches  no  fueron  tasados 
desde  que  siendo  parte  del  suelo  mismo  que- 
dan virtualmente  comprendidos  en  los  bienes 
á  que  se  refiere  el  citado  artículo  2420; 

10  Que  en  todo  caso,  son  los  subastadores 
y  no  la  tasación  pericial  los  que  vienen  á  fijar 
el  justiprecio  de  los  bienes  que  se  rematan; 

11.  Que  de  la  misma  escritura  de  adjudica- 
ción cuN'a  nulidad  se  pide,  consta  que  se  llevó 
á  debido  efecto  el  remate  por  lotes  separados 
y  con  asistencia  de  varios  licitadores,  que  las 
ofertasde  las  salitreras  **Germania'*y**TJnión" 
comenzaron  por  los  dos  tercios  dcUvalor  de 
su  tasación  y  que  las  remató  el  acreedor 
don  Ernesto  Decombe  por  un  precio  mucho 
mayor  que  el  de  los  dos  tercios,  quedando  he- 
cha irrevocablemente  la  venta  en  su  favor, 
como  lo  preceptuaba  el  artículo  48  de  la  ley 
de  procedimiento  ejecutivo  entonces  vigente; 

12.  Que  la  declaración  de  nulidad  solicita- 
da en  la  demanda  es  inaceptable  en  el  caso 
de  autos,  por  cuanto  obsta  á  dicha  declara- 
ción lo  resuelto  en  las  sentencias  de  que  se 
hace  mérito  en  el  considerando  4*^,  las  cuales 
tienen  fuerza  ejecutoria  sóbrelos  autos  y  pro- 
videncias librados  en  el  juicio  ejecutivo; 

13.  Que  tales  sentencias,  además  de  estar 
reforzadas  por  las  compulsadas  pronuncia- 
das en  el  juicio  que  siguió  don  Hermann  Lappé 
con  la  Compañía  Limitada  de  Nitratos  Lau- 
taro sobre  reivindicación  de  las  mismas  sali- 
treras, no  pueden  ser  ya  anuladas  en  sus  efec- 
tos legales,  porque  el  demandante  no  dedujo 
contra  ellas,  en  tiempo  oportuno,  los  recur- 
sos legales  que  hubiera  podido  hacer  valer  al 
respecto; 

H.fQue  importando  la  demanda  una  ac- 
ción ordinaria  de  nulidad  y  fundándola  el  de- 
mandante en  la  infracción  de  las  reglas  de 
derecho  procesal  contenidas  en  los  artículos 
46  V  4.9'de  la  lev  de  8  de  febrero  de  1837,  es 
inconcuso'que^tal  acciones  improcedente  en 
€l  caso'en  cuestión  porque  los  vicios  relacio- 
nados en  la  demanda  no  están  comprendidos 
en  ninguno  de  los  casos  de  que  tratan  las  le- 
yes 13,  título  22,  1*?  título  26  part.  3  y  33 


título  14  part.  b,  ni  podrían  invocarse  las 
leyes  del  título  18  Libro  11  de  la  Novísima 
Recopilación  por  .cuanto  este  caso  tampoco 
se  encuentra  comprendido  entre  los  contem- 
plados en  ellas; 

15.  Que  tratándose  de  una  acción  ordina- 
ria de  nulidad  y  pidiendo  el  demandante  que 
se  acoja  ó  se  dé  lugar  á  la  demanda  con  arre- 
glo á  lo  preceptuado  por  el  artículo  1682  del 
Código  Civil,  tal  disposición  legal  es  inaplica- 
ble tn  el  caso  de  autos,  tanto  en  virtud  de 
lo  expuesto  en  el  considerando  que  precede, 
cuanto  porque  en  la  demanda  no  se  trata  de 
la  infracción  de  un.i  ley  sustantiva,  sino 
simplemente  de  la  infracción  de  una  ley  de 
procedimiento  civil; 

En  cuanto  á  la  excepción  de  cosa  juzgada: 

Que  de  las  sentencias  de  qtu  hace  mérito  el 
considerando  5'  que  son  las  compulsadas, 
aparece  que  tampoco  concurren  en  el  juicio 
actual  la  identidad  legal  de  personas,  por 
cuanto  en  el  juicio  de  reivindicación  litigaron 
don  Hermann  Lappé  con  la  Compañía  Limita- 
da de  Nitratos  Lautaro,  compradora  de  las  sa- 
litreras *'Germania"y  *'Un¡ón"  á  d¿)n  Ernesto 
Decombe;  y  en  el  presente  litigan  dicho  don 
Hermann  Lappé  con  la  sucesión  Decombe,  de 
manera  que  la  sentencia  pronunciada  á  favor 
del  causa-habiente  ó  comprador  no  puede 
retrotraerse  en  sus  efectos  ni  constituye  tam- 
poco cosa  juzgada  respecto  del  causante  ó 
v»;ndedor. 

Y  con  arreglo  á  los  preceptos  legales  cita- 
dos se  confirma,  en  la  parte  apelada,  la  sen- 
tencia de  26  de  diciembre  de  1904. 

Acordada  por  unanimidad  en  la  parte  rela- 
tiva á  la  excepción  de  cosa  juzgada,  y  contra 
el  voto  del  señor  Ministro  Navarro  Ocampo 
en  lo  tocante  á  la  demanda;  en  cuyo  punto  el 
citado  señor  Ministro  revoca  la  sentencia 
aludida  y  da  lugar  á  la  demanda,  fundando 
su  ^oto  en  el  libro  respectivo. 

Redacción  del  señor  Presidente  Abalos.— 
Afax.  E.  Abalos. — Eduardo  Gómez  Herrero.^ 
Dante!  Cádiz.— D.  Navarro  Ocampo. 

KL  VOTO    ESPECIAL   DKL     SKÑOR   MINISTRO   NA- 
VARRO  ES   DHL  TENOR   SIGUIENTE 

En  eljuicioseguidoentredon Hermann  Lap- 
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pé  y  don  Ernesto  Decombe,  sobre  nulidad  de 
una  escritura  de  adjudicación  de  bienes  em- 
bargadosi  la  mayoría  del  Tribunal  ha  con- 
Hrmado  la  sentencia  de  primera  instancia, 
declarando  sin  lugar  aquella  demanda;  y 
pronunciándose  sobre  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  alegada  por  el  demandado,  por  una- 
nimidad de  votos  la  ha  desechado,  confir- 
mando también  en  esta  parte  la  sentencia 
apelada. 

El  que  suscribe  disiente  en  el  primer  punto 
de  la  opinión  de  la  mayoría  y  opina,  por  su 
parte,  que  debe  darse  lugar  á  la  demanda, 
declarando  nulo  el  contrato  de  venta  ó  adju- 
dicación de  7  de  julio  de  1887. 

El  voto  unánime  del  Tribunal  que  rechaza 
la  excepción  de  cosa  juzgada  con  que  se  pre- 
tende enervar  la  demanda  formulada  por  Lap- 
pé  simplifica  la  tarea  del  voto  disidente,  que 
queda  reducido  al  estudio  y  fallo  del  primer 
punto,  y  para  cuyo  lógico  desarrollo  es  ne- 
cesario exponer  breves  antecedentes. 

Consta  de  la  escritura  piáblica  de  13  de  di- 
ciembre de  1879  que  don  Pedro  Saint  Marie 
y  don  Herraann  Lappé  formaron,  en  Copia- 
pó,  una  sociedad  colectiva  con  el  objeto,  en- 
tre otros,  de  elaborar  salitre,  aportando  Lap- 
pé á  esta  sociedad  las  salitreras  **Germania" 
y  "üuión'\ 

Dos  años  más  tarde,  y  en  23  de  julio  de 
1881  don  Hermann  Lappé,  como  socio  ad- 
ministrador de  la  Sociedad  Saint  Marie  y 
Lappé  se  reconoció  deudor  de  don  Ernesto 
Decombe  de  la  suma  de  $  200.000,  que  dicha 
Sociedad  resultó  adeudar  al  señor  Decombe 
en  la  liquidación  de  un  contrato  de  cuenta 
corriente  y  comisión  celebrado  entre  las 
mismas  partes  en  18  de  agosto  de  1880,  con- 
trato por  el  cual  la  Sociedad  se  obligaba  á 
pagar  la  suma  adeudada  y  el  interés  del  8% 
anual,  hipotecándose  en  garantía  las  pam- 
pas salitrales  *'Germania"  y  *'Unión*',  con 
sus  casas,  máquinas  y  oficinas. 

El  hecho  de  la  hipoteca  de  esas  pampas  sa- 
litrales, por  suma  cuantiosa,  establece  un  an- 
tecedente muy  digno  de  consignarse,  ya  que  él 
importa  el  reconocimiento  hecho  por  parte 
de  los  contratantes  del  valor  real,  positivo  y 
considerable  que  se  asignaba  á  los  bienes 
que  constituían  la  garantía,  pues  es  bien  sa- 


bido que  el  acreedor  exige  siempre  cn  t:ij<í> 
contratos  una  garantía  que  excedeen  e!<li. 
ble  y  á  las  veces  en  el  cuádruple  á  la  suil  i 
prestada. 

Figuraban,  pues,  las  pampas  salitrales c^ 
mo  el  primer  factor  de  la  garantía  hipotccr.- 
ría,  como  lo  eran  también  del  giro  comerd.u 
de  la  sociedad  deudora  que  las  explotaba:  y 
fué  la  voluntad  de  los  contratantes,  clara- 
mente manifestada  en  aquel  acto,  asignar:! 
aquellos  campos  salitrales  una  suma  alzaba 
suficiente  para  cubrir  sobradamente,  y  t?. 
todo  evento,  la  cantidad  prestad»i  y  sus  in- 
tereses. 

Poco  tiempo  después  del  contrato  hipote- 
cario aludido,  y  en  diciembre  de  1881,  Decom- 
be demandó  ejecutivamenie  á  la  Socieilad 
Saint  Marie  y  Lappé  por  la  sutu.i  adeuda Íi 
de  $  200.000  y  sus  intereses,  trabándose  em- 
bargo en  los  bienes  hipotecados  yporeau: 
en  las  pampas  salitrales  '*Gcrmania"  y 
''Unión". 

Y  aquí  cabe  recordar  un  antecedente  qat. 
con  el  respeto  debido  á  los  dignos  maestra 
dos  que  lo  motivaron,  dcf)emos  calificar  de 
error  legal,  cual  es  la  declaración  que  se  hi- 
ciera en  ese  juicio,  respecto  á  la  cmbargabüi- 
dad  délas  pampas  salitrales  declarada pK 
el  Tribunal  en  1884-,  cuestión  que  hoy  no  se 
presta  á  duda  en  los  debates  jurídicos,  re- 
suelto como  está  que  esas  pampas  son  rnina^ 
que  gozan  del  privilegio  de  tales;  y  qaecomo 
éstas,  sólo  pueden  darse  en  prenda  pretoria. 
mas  no  embargarse  ni  enajenarse  forrada- 
mente. 

Pero,  sea  de  ello  lo  que  fuere,  es  el  hecho 
que  las  pampas  salitrales  '*Germania"  j 
**Un¡ón"  fuerou  embargadas;  y  resuelto  encl 
curso  del  juicio  ejecutivo  el  remate  de  esos 
bienes,  se  ordenó  tasarlos,  designándose  para 
dicha  oi>cración  á  don  José  Antonio  Ans 
quien  la  practicó  en  la  forma  de  que  da  cons- 
tancia el  informe  del  cuaderno  ejecutivo,  a 
saber: 

Valores  en  Taltal $     36.2n> 

„      en  la  Brea 271»"*' 

,,      de  la  oficina  **Germa- 

nia"  con  exclusión  de 

la  pampa  misma 64  3^*','^* 
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A'alores  de  la  oficina  '*Un¡ón** 
con  exclusión  ele  la 
prnipa  misma 


54.1 14,24 


ToTAi $  155  074,78 

Tenemos,  pues,  agrega  el  perito,  excluidas 
las  pampas  mismas,  un  valor  para  los  bienes 
(le  este  concurso  ascendente  á  la  suma  de 
$135.074,78 M 

Y  añade  el  perito:  "Si  no  rigiera  el  impuesto 
(le  $  1,60  el  quintal  métrico  que  se  exporte... 
estas  pampas  ''Gemianía"  y  "Unión"  podrían 
valer  la  suma  de, $  13,124.785,20;  pero  la  sub- 
sistencia  del  aludido  impuesto  no  sólo  anula 
este  valor,  sino  que  dejaría  una  crecidísima 
pérdida  á  quien  trabajase  estas  pami)as,'» 

Se  desprende  de  ese  informe,  con  clarísima 
evidencia,  que  el  perito  no  tasó  las  pampas 
"Germania"  y  "Unión",  que  las  excluyó  ex- 
presamente de  su  operación  pericial. 

¿Era  acaso  porque  esas  pampas  no  valían 
en  sí?  Nó,  porque  el  mismo  perito  añade  que 
sin  el  impuesto  ellas  valdrían  muchos  millo- 
nes de  pesos,  y  el  impuesto  pudo  ser  ley  ó  de- 
creto pasajero,  pudo  revocarse  ó  suspenderse 
al  mes  ó  al  día  siguiente  del  informe;  y  aún 
más  el  precio  del  salitre,  sujeto  á  las  leyes 
económicas  de  la  oferta  y  del  pedido,  pudo 
modificar  y  en  efecto  modificó  más  tarde  esos 
cálculos. 

Muchos  negocios,  muchas  industrias  en  las 
cuales  sus  dueños  invierten  fuertes  capitales, 
atraviesan  á  las  veces  por  crisis  más  ó  menos 
ajTudas;  su  explotación  significa  perdidas 
para  sus  dueños  que  esperan  resarcirse  de 
ellas  en  el  futuro,  ¿Se  dirá  por  eso  que  tasa- 
dos esos  establecimientos  industriales  en  esas 
épocas  de  crisis,  no  tienen  valor  alguno,  que 
tienen  un  valor  negativo  proporcional  á  la 
suma  de  pérdida  que  acarrean  á  sus  dueños? 
De  ningún  modo. 

Se  objetará,  no  obstante,  que  las  resolucio. 
nes  judiciales  declararon  en  el  juicio  respecti- 
vo que  las  pampas  salitrales  estaban  inclui- 
das en  la  tasación;  pero,  aparte  de  que  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  ha  sido  rechazada 
por  el  voto  unánime  del  Tribunal,  cabe  ob- 
servar que,  contra  un  hecho  evidente,  no  pue- 
blen invocarse    resoluciones  judiciales.    Ello 


importaría,  á  lo  más,  en  mi  concepto,  un 
error  de  hecho,  y  precisamente  de  eso  se  trata 
hoy,  de  rectificar  .ese  error,  de  reparar,  por 
los  medios  legales,  los  efectos  de  él. 

De  estos  antecedentes  se  desprenden  con 
evidencia  y  claridad  las  siguientes  conclusio- 
nes: que  las  pampas  salitrales  no  fueron  tasa- 
das por  el  perito  señor  Arís,  que  las  posturas 
del  remate  ó  enajenación  de  ellas  no  empeza- 
ron por  ios  dos  tercios  de  su  tasación,  ni  lle- 
garon á  su  máximum;  y,  en  consecuencia,  que 
en  la  venta  forjada  de  ellas  no  hubo  precio. 
Con  el  mérito  de  estos  antecedentes  y  te- 
niendo en  consideración: 

1'  Que  el  contrato  testimoniado  del  juicio 
sobre  reivindicación,  materia  de  la  demanda, 
es  una  compra-venta  de  un  bien  raíz  hecha 
por  ministerio  de  la  ley  que  la  llama  venta 
forzada  por  la  queel  Juez,  representante  legal 
del  vendedor  ó  tradente,  se  obliga  á  entregar 
al  comprador  ó  subastador  los  bienes  enaje- 
nados; 

2^  Que  son  de  la  esencia  del  contrato  de 
compra- venta  dos  elementos  constitutivos 
propios  de  su  naturaleza  especial:  cosa  vendi- 
da y  precio,  y  dicho  contrato  se  reputa  per- 
fecto desde  que  las  partes  han  convenido  en 
dichas  cosas  y  precios; 

3^  Que  el  precio  de  la  venta  debe  ser  deter- 
minado por  los  contratantes  y  la  ley  indica 
la  forma  ó  medios  de  hacer  esa  determinación 
sin  que  hayan  sido  exceptuadas  de  esas  for- 
malidades las  ventas  forzadas  que  se  verifi- 
can por  ministerio  de  la  justicia; 

4*?  (Jue  para  estas  vent/is  la  ley  ha  señala- 
do el  medio  de  fijar  el  precio  de  la  cosa  subas- 
tada, disponiendo  que  debe  hacerse  tasación 
de  ellas  por  peritos  que  nombren  las  partes  ó 
el  juez  de  oficio,  en  rebeldía  del  que  no  lo  hi- 
ciere; agregando  que  el  mínimum  para  las 
posturas  del  remate  sean  los  dos  tercios  de  la 
tasación,  y  que  la  adjudicación  debe  hacerse 
á  quien  hagí  Li  postura  más  alta  sobre  ese 
mínimum; 

5*^  Que,  según  se  ha  expresado  en  la  parte 
expositiva  de  este  voto,  las  pampas  salitra- 
les "Germania  y  Unión",  excluidas  de  su  ta- 
sación por  el  perito  Arís,  no  fueron  tasadas, 
no  se  fijó  mínimum  para  la  venta  forzada  de 
ellas,  ni  se  empezó  la  subasta  por  los  dos  ter- 
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con  troversia  el  saber  si  se  tomaba  como 
base  para  la  subasta  el  valor  nominal  de 
$  13,000,000,  atribuido  por  el  perito  al 
caliche  ó  el  valor  indicado  en  el  informe 
rebajando  el  costo  de  elaboración  y  el 
monto  del  impuesto  y  si  esta  controver- 
sia fué  resuelta  por  sentencias  que  decla- 
raron que  el  importe  de  la  tasación  de 
los  bienes  embargados  ascendía  á  una 
suma  dada  y  que  en  ella  estaban  com- 
prendidas dichas  salitreras,  no  infringe  el 
articulo  167  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  la  sentencia  recurrida  que  esta- 
blece que  del  examen  de  la  tasación  del 
perito,  de  las  resoluciones  citadas  y  de 
los  antecedentes  de  la  causa  aparece  que 
esas  salitreras  fueron  tasadas  entre  los 
bienes  embargados  y  que  esa  tasación 
fué  aprobada  por  la  justicia  (1). 


Por  escritura  pública  otorgada  en  Copiapó 
el  13  de  diciembre  de  1879,  don  Pedro  Saint 
Marie  y  don  Hermann  Lappé  formaron  una 


(1)  Hemos  teni  lo  alguna  difíctiltaden  exponer  la 
doctrina  de  este  fallo,  porque  no  hay  congruencia 
entre  lo«  f  andamentos  del  recurso  y  Ims  considera- 
ciones oue  para  rechazarlo  ha  tenido  en  vista  la 
mayoría  del  Tribunal. 

En  efecto  la  parte  considerativa  de  ese  fallo  se 
detiene  en  apreciar  extensamente  el  ejercicio  du  la 
acción  de  desposeimiento  que  no  aparece  como  ini- 
ciada en  el  juicio  ni  se  menciona  en  los  fundamen» 
tos  del  recurso. 

No  parece  tampoco  que  esto  so  deba  á  una  omi- 
sión de  exp(«ici6n  de  los  antecedentes  de  lacansai 
porque  atendida  la  naturaleza  del  presente  juicio  y 
la  forma  y  condiciones  en  que  resulta  haberse  se- 
guido la  acción  ejecutiva,  el  desposeimiento  ó  aban- 
dono de  la  finca  hipotecada  no  guanla  relación  ju- 
rídica con  la  materia  debatida. 

En  todo  caso,  creemos  que  la  doctrina  estubleci- 
da  por  la  Corte  á  este  respecto  e^  errónea,  porque 
como  lo  dice  con  mucha  razón  el  señor  Póster  Re- 
cabarren  en  su  voto  especial  «el  abandono  y  des- 
poseimiento judiciales  de  un  pre'dio  hipotecado  no 
se  presumen  legalmeute  ni  pueden  desprenderse  d? 
acto  alguno  extrajudicial  del  dueño,  por  más  signi- 


sociedad  colectiva,  entre  otros,  con  el  objeío 
de  elaborar  salitres,  aportando  Lappé  á 
esta  sociedad,  las  salitreras  *'Gerniania"  y 
"nníón". 

Dos  años  más  tarde,  en  23  de  junio  de  1Ñ>1. 
don  Hermann  Lappé,  en  f  u  carácter  de  socio 
administrador  de  la  sociedad  de  Saint  Mane 
y  Lappé  se  reconoció  deudor  de  don  Ernesto 
Decombe  de  la  suma  de  $  200.000.  que  áh\i 
sociedad  resultó  adeudar  al  señor  Decombeen 
la  liquidación  de  un  contrato  de  cientac->- 
rriente  y  comisión  celebrado  entre  las  misma* 
partes  en  18  de  agosto  de  1880,  contrato  pí»r 
el  cual  la  sociedad  se  obligaba  á  pagar  la  suma 
adeudada  y  el  interés  del  8%  anual«  con  sia 
rantía  hipotecaria  de  las  pampas  salitral 
**Germania*'  y  "Unión",  con  sus  casas,  un- 
quinas  y  oficinas. 

Poco  tiempo  después  del  contrato  ll^pot^ 
cario  aludido,  en  diciembre  de  1881,  Decombe 
demandó  ejecutivamente  á  la  sociedad  Saint 
Maric  y  Lappé  por  la  suma  adeudada  de 
$  200.000  y  sus  intereses,  trabándose  embar 
go  en  los  bienes  hipotecados  que  consistían 
en  las  pampas  salitrales  **Germania*'  j 
**ünión"  y  sus  maquinarias,  edi6cios y  acce 
sorios. 

La    parte  ejecutada  se  excepcionó  con  el 


ñcativo  é  intencionado  que  se  le  suponga,  yt  <)g-' 
siendo  ellos  el  resultado  directo  y  necesario  de  ^ 
acción  hipotecaría,  do  pueden  prodncirse  jarídki- 
mente  sino  mediante  el  ejercicio  de  esa  tCv'i'>o,y 
mucho  menos  pueden  todavía  desprenderse  ó  pre- 
sumirse de  la  mera  falta  de  oposición  del  dneüo  ¿* 
la  finca  alas  actuaciones  de  un  proceno  «e^a"" 
contra  una  tercera  persona  y  en  el  cual  proc»í  n^ 
figuró  ni  fué  llamado  judicialmente  á  ioterTcnif)      | 

Las  consideraciones  legales  en  que  el  señor  F  *• 
ter  Recabarren  se  apoya,  son  á  nuestro  joicioii 
verdadera  doctrina  jurídica,  y  no  es  dad<íío  qc' 
ellas  prevalecerán,  no  obstante  aqael  Mo,  ^  ^' 
Tribunal  se  ve  en  el  caso  de  meditar  sobre  elUs. 

Nos  parece  además  que  la  sentencia  es  cea^un 
ble  en  cuanto  da  efecto  ejecutorio  á  las  sctoto'- 
nes  de  un  juicio  ejecutivo  en  que  se  ordeot  el  nr 
mate  de  una  propiedad,  porque  es  evidente  qa«  ^'' 
un  procedimiento  ejecutivo  no  se  reglan  j  rejo^l 
ven  los  efectos  civiles  del  remate  que  en  él  t«  ^ 
rífica. 

Dentro  del  juicio  ejecutivo  puede  verificarse  «^ 
remate  con  omisión  de  alguno  de  loa  reqaisit* 
sustanciales  del  acto  considerado  como  contrito  •■' 
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privilegio  de  la  incmbargabilidad  que  la  ley 
acuerda  á  las  minas  y  alcanza  á  las  pertenen- 
cias salitrales.  En  este  estado,  la  causa  se 
mandó  paralizar  y  se  ordenó  que  las  partes 
litigantes  resolvieran  en  juicio  ordinario  si 
las  pertenencias  salitrales  eran  ó  no  embar- 
gables,  y  el  Tribunal  resolvió  la  afirmativa 
en  1884.. 

Cí>n  este  motivo,  siguieron  los  trámites  de 
aquel  juicio  ejecutivo  para  que  pudiera  lle- 
varse á  efecto  el  remate,  se  ordenó  tasar  las 
pampas  salitrales  "Germania"  y  **Unión'*, 
designándose  para  dicha  operación  á  don  José 
Antonio  Arís,  quien  la  practicó  en  la  formade 
que  da  constancia  el  informe  del  cuaderno 
ejecutivo,  á  saber: 


venta  ó  enajenación  forzada.  Y  n  se  aceptara  que 
de  este  modo  quedaban  juzgados  los  efectos  civiles 
del  acto  se  habría  fallado,  dentro  de  los  trámites 
del  procedimiento  ejecutivo,  una  cuestión  que  es 
por  su  naturaleza  de  Uto  conocimiento,  que  es  ex- 
traña á  la  acción  ejecutiva  y  que  nace  cuando  ha 
terminado  en  realidad  la  discusión  á  que  esta  ac- 
ción pueda  dar  lugar. 

El  artículo  0)71  del  Código  Civil  es  bien  explícito 
al  disponer  que  «en  las  ventas  forzadas  que  se  hacen 
por  decreto  judicial  á  petición  de  un  acreedor,  en 
pública  subasta.  U  persona  cuyo  dominio  se  trasfiere 
es  el  tradente,  y  el  juez  su  representante  legaU. 

Los  actos  de  este  representante  legal  en  cnanto 
se  ajustan  ó  no  á  las  leyes  que  reglan  los  contratos 
no  pueden  disentirse  dentro  del  juicio  ejecutivo 
sil  alterar  snstancialmente  sns  procedimientos  y 
sin  desconocír  la  diversa  naturaleza  de  las  acciones 
que  se  hacen  valer. 

Estas  ideas  que  parecen  inconcusas,  han  sido  des- 
conocidas an  el  caso  en  estudio  por  la  Corte,  la  cual 
ha  llegado  de  e«  te  modo  á  dará  las  sentencian  in- 
te rlocutnrias  dictadas  en  el  juicio  ejecutivo  una 
fuerza  obligatoria  que  la  ley  niega  á  las  sentencias 
definitivas. 

Tanto  más  inaceptable  nos  parece  esta  doctrina 
de  la  Corte  cuanto  que  la  sentencia  recurrida  había 
rechazado  la  excepción  de  cosa  juzgada  opuesta 
por  Decombe  y  éste  se  había  conformado  con  ese 
fallo 

El  señor  Osvaldo  Rodríguez  dice  á  este  respecto 
.  con  mucha  razón  en  su  voto  esp*-cial  que  «las  sen- 
jencias  de  primera  y  segunda  instancias,  en  la  parte 
no  recurrida  han  reconocido  derecho  á  Ijappé  para 
ejercitar  la  acción'  que  ha  deducido,  pidiendo  la  nu- 
lidad é  ineficacia  de  la  escritura  de  adjudicación  del 
7  de  julio  de  1887,  otorgada  en  Copiapó  ante  el 
notaiio  Yallejo  á  favor  de  don  Ernesto  Decombe; 


Valores  en  Taltal $     36.287,85 

Valores  en  la  Brea 279,05 

Valores  de  la  oficina  "Germa- 

mania*',  con  exclusión  de.ln- 

pampa  misma 64.303,64 

Valores  de  la  oficina  ''Unión'*, 

con  exclusión  de  la  pampa 

misma 54.1 14,24 

Total $   155.074,78 

Tenemos,  pues,  agrega  el  perito,  excluidas 
las  pampas  mismas,  un  valor  para  los  bienes 
de  este  concurso,  ascendente  á  la  suma  de 
$  155.074,78. 


ya  que  desecharon  las  excepciones  de  su  falta  de 
personalidad  y  la  de  co^a  juzgada,  con  motivo,  es- 
ta ultima,  do  los  autos  pronunciados  en  los  juicios 
anteriores;  y  que  li>s  efectos  do  estas  dos  declara- 
ciones ejecutoriadas  é  inamovibles  no  deben  ener- 
varse por  razón  alguna  que  conduzca  á  hacer  inefi- 
caz é  inútil  el  derecho  ya  reconocido  de  Lappé  pa- 
ra ejercitar  la  acción  de  nulidad  que  ventila  en  este 
juicio». 

Hay  además  en  este  fallo  de  la  Corte  Suprema 
un  punto  que  nos  llama  la  atención. 

Tanto  ante  la  Corte  de  Apelaciones  que  falló  el 
litigio  como  ante  la  (<orte  Suprema  la  mayoría  del 
Tribunal  ha  estimado  que  las  pampas  salitreras 
fueron  tasadas,  y  la  minoría  en  uno  y  otro  caso  ha 
hecho  una  afirmación  diametralmente  opuesta. 

Las  trascripciones  que  las  sentencias  contienen 
de  la  operación  pericial  demuestran,  sin  qu»  pueda 
existir  duda  ra^nable,  que  las  pampas  salitrales 
uo  se  tasaron,  pues  el  perito  dice  textual  y  expresa- 
mente que  las  excluye  de  la  tasación. 

La  disidencia  al  parecer  ha  existido  no  en  el  he- 
cha  de  la  falta  de  tiisación,  que  es  innegable,  sino 
en  el  mérito  atribuido  á  la  operación  del  perito. 

Pues  bien,  á  nuestro  juicio  la  Corte  Suprema  ha 
obrado  erróneamente  al  considerarse  ligada  por  el 
mérito  que  la  Corte  de  Apelaciones  atribuye  á  los 
hechos,  porque  lo  que  la  ley  dice  á  ento  respecto  es 
que  aquel  tribunal  está  ligado  á  la  existencia  de  los 
hechos  y  no  á  FU  Mérito  ó  apreciación  \egüA. 

En  todo  caso,  es  inconcuso  que  el  precepto  legal 
no  se  aplica  al  caso  de  contradecirse  1 1  Corte  de 
Apelaciones  en  la  apreciación  ó  referencia  del  he- 
cho, pues  si  las  circunstancias  establecidas  excluyen 
el  carácter  que  se  atribuye  al  hecho  en  la  senten- 
cia, la  Corte  Suprema  tiene  una  autoridad  incon- 
testable para  restablecer  la  verdad. 

G.  T.  S. 
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elida  como  requisito  esencial  para  su  existen- 
cia y  no  habiendo  atribuido  el  perito  tasador 
un  precio  positivo  á  las  pampas  salitrera? 
"Unión"  y  **Germania'*,  ni  teniendo  el  Juez 
de  la  causa  atribuciones  para  declararlas  sin 
precio,  no  ha  podido  existir  ese  requisito  en 
el  acto  de  que  se  trata; 

(jue  la  sentencia  reclamada  infringe  también 
la  disposición  del  artículo  1683  del  Código 
Civil,  porque  la  formalidad  de  la  tasación 
pericial  en  el  juicio  ejecutivo  fué  establecida 
en  consideración  á  la  naturaleza  del  acto  de 
venta  forzada  y  su  omisión  da  mérito  para 
declarar  de  oñcio  la  nulidad  cuando  aparezca 
de  manifiesto  en  el  acto  ó  contrato; 

Que  aplicando  al  presente  juicio  los  efectos 
legales  que  pudieran  producir  en  el  juicio  eje- 
cutivo las  resoluciones  judiciales  de  31  de 
marzo  de  1884  y  de  26  de  agosto  de  1885,  la 
sentencia  ha  infringido  el  principio  de  derecho 
establecido  en  el  inciso  2^  del  artículo  3*^  del 
Código  Civil,  segvin  el  cual,  las  resoluciones 
judiciales  no  tienen  fuerza  obligatoria  sino 
respecto  de  las  causas  en  que  actualmente  se 
pronunciaren. 

Por  último,  afirman  los  recurrentes  que  la 
sentencia  de  término  ha  infringivlo  las  prescrip- 
ciones del  artículo  final  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  y  del  artículo  24  de  la  ley  de  7 
de  octubre  de  1861,  porque  se  funda  en  que 
los  vicios  relacionados  en  la  demanda  no 
están  comprendidos  en  ninguno  de  los  casos 
de  que  tratan  las  leyes  13  título  22,  1^  título 
26  Partida  3^  y  33  título  14  Partida  5^  ni  en 
las  leyes  del  título  18  Libro  11  de  hi  Novísi- 
ma Recopilación,  disposiciones  todas  deroga- 
das total  y  absolutamente  por  el  citado  nr- 
tículo  final  y  conforme  á  la  regla  del  artículo 
24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861. 

El  desconocimiento  u  olvido  de  las  disposi- 
ciones legales  precedentemente  citadas,  agre- 
gan los  firmantes  del  recurso,  ha  influido  sin 
duda  alguna  siistancialmente  en  lo  dispositi- 
vo déla  sentencia  de  15  de  junio  último,  y 
los  coloca  en  la  necesidad  de  hacer  uso,  del 
derecho  que  acuerda  el  artículo  940  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  los 
recurrentes  se  dedican  á demostrar  que  los  es- 
tacamentos  salitreros  "Gerniania'*  v  **rnión'* 


no  fueron  tasados  legalmente  y  qae,  en  c(  r. 
secuencia,  faltó  en  su  adjudicación  el  rcquisii» 
del  precio. 

El  procurador  del  número  don  Ama- ico 
Gundelacb,  por  la  sucesión  de  don  Emt>tu 
Decombe  y  por  The  Lautaro  Nitratc  Ci^ai- 
pany  Limited,  pide  á  V.  E.  que,  en  primer  tcr 
mino,  se  sirva  declarar  improcedente  el  recurro 
interpuesto,  y  en  subsidio  declararlo  sin  lu^^ar. 

Fundando  estas  peticiones,  relaciona  \fú- 
meramente  los  antecedentes  del  actual  litig  \ 
enumerando  los  diversos  juicios  promovi(iú> 
por  don  Hermann  Lappc  para  recuperar  e! 
dominio  de  las  pampas  salitreras  *'Germani.V 
y  "Unión",  embargadas,  tasadas  y  rematadas 
en  la  ejecución  seguida  en  su  contra  por  d»:! 
Ernesto  Decombe. 

Analiza,  en  seguida,  la  situación  creaii 
por  esos  fallos  y  sostiene  que  el  presente  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  entraña  un  ver- 
dadero recurso  de  revisión  de  las  resolucioni> 
judiciales  pronunciadas  en  el  mencionado  jui- 
cio ejecutivo.  * 

Verdadero  recurso  de  revisión  de  esas  sen- 
tencias, dice,  fué  la  demanda  de  reivindica- 
ción que  interpuso  contra  la  Compañía  Lr.i- 
taro  y  en  que  fué  vencido. 

Propiamente  revisión  del  fallo  de  ese  juiJ.^ 
ejecutivo  fué  la  demanda  de  nulidad  por  \!a 
de  restitución  que  Lappé  dejó  paralizarla  para 
interponer  la  demanda  inicial  de  cscprocosi>. 
que  envuelve  todavía  un  recurso  de  revisi'n 
de  los  mismos  fallos. 

El  actual  recurso  es,  á  su  juicio,  impf'v''- 
dente: 

1^  Porque,  como  lo  preceptúa  el  artículn 
940  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  "Hl 
recurso  de  casación  en  el  fondo  tiene  luí^ar 
contra  sentencia  pronunciada  con  infraccj''. 
de  la  ley,  simpre  que  esta  infracción  liavatV 
fluido  sustancialmente  en  lo  dispositivo  de  ía 
sentencia." 

*'l. a  sentencia  de  alzada  de  15  de  junio.:'- 
timo,  aquí  recurrida,  no  ha  pronunciado  un 
juicio  distinto  del  que  pronunció  la  scntetuia 
de  primera  instancia.  Invitada  la  lima.  Cor- 
te de  la  Serena  á  rever  este  fallo,  en  grado  «le 
apelación,  no  le  hizo  enmienda  ninguna,  sico 
que,  encontrándolo  arreglado  á  derecho  lo 
confirmó.    ¿Donde   está,  entonces,   el  jui^'í*' 
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emitido  por  la  Ilustrísínia  Corte  de  Apelado* 
nes  de  la  Serena  contrario  á  una  ley  ex- 
presa?" 

£1  recurso  de  apelación  de  una  sentencia  de 
primera  instancia  para  ante  la  Corte  de  Ape- 
laciones es,  en  rigor,  yn  recurso  de  casación 
en  el  fondo  de  aquella  sentencia.  Si  el  tribu* 
nal  de  alzada  la  conñrma,  queda  firme  é  ina- 
tacable como  arreglada  á  derecho.  Si  la  Cor- 
te de  Apelaciones  revoca  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  pronuncia  entonces  una  sen- 
tencia diversa,  tan  fallo  propio  expuesto,  á  su 
vez,  á  ser  llevado  en  casación  por  infracción 
de  una  ley  expresa, 

2^  Porque  el  presente  recurso  de  casación 
en  el  fondo^  teniendo  por  objetivo  que  se  de- 
clare la  invalidez  de  la  sentencia  confirmato- 
ria de  alzada,  persigue  una  declaración  de 
V.  E.  en  el  sentido  de  pronunciarse  sobre  las 
acciones  deducidas  en  la  demanda,  como  lo 
demuestra  la  parte  petitoria  del  escrito  en 
traslado,  y 

3*^  Porque  el  fundamento  capital  del  re- 
curso consiste  en  afirmar  que  la  lima.  Corte 
de  Apelaciones  de  la  Serena,  en  la  sentencia 
de  15  de  junio  último,  contravino  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  167  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  en  cuanto  dicha  sentencia 
no  fué  pronunciada  conforme  al  mérito  de 
autos,  no  sólo  desnaturalizando  el  acto  jurí- 
dico sometido  á  su  decisión,  sino  también 
aplicando  el  nombre  de  tasación  á  diligen- 
cias que  en  realidad  no  lo  tienen. 

Agrega  que  la  sentencia  recurrida  no  con- 
tiene decisión  alguna  sobre  ningún  acto  jurí- 
dico. Lo  que  el  recurrente  llama  decisión  de 
la  Urna.  Corte,  son,  como  el  mismo  lo  expre- 
sa, los  conceptos  emitidos  en  los  consideran- 
dos 3*^  de  la  sentencia  de  primera  instancia  y 
4^  59,  6^  89  y  99  de  la  de  segunda  instancia,  y 
como  se  sabe,  es  punto  varias  veces  resuelto 
en  casación  por  V.  E.  misma  que  la  ley  no 
acuerda  recurso  de  casación  en  el  fondo  con- 
tra los  considerandos  de  una  sentencia. 

Pero  aún  suponiendo  que  la  sentencia  recu- 
rrida contuviera  una  decisión  expresa  y  que 
ella  no  hubiera  sido  conforme  al  mérito  de 
autos,  tal  vicio  ó  defecto  no  sería  causal  de 
casación  en  el  fondo,  puesto  que  el  Código  de 
Procedimiento  no  acuerda  estos  recursos  por 


infracción  de  reglas  procesales,  sino  por  deci- 
sión ó  fallo  pronunciado  contra  leyes  sus- 
tantivas. 

Sostiene,  por  fin,  el  representante  de  la 
Compañía  y  sucesión  demandadas  que  no 
debe  darse  lugar  al  recurso  de  que  se  hace 
mérito,  porque  la  tasación  o  remate  de  las 
pampas  salitreras  "Germania"  y  **Unión"  son 
hechos  juzgados  y  establecidos  como  inamovi-. 
bles  por  las  resoluciones  judiciales  del  juicio 
ejecutivo,  resoluciones  que  no  habrían  podido 
alterar  las  sentencias  recaídas  en  esta  litis, 
tanto  más  cuanto  que  el  demandante  señala 
esos  hechos  procesales  como  causas  determi- 
nantes de  la  nulidad  de  la  escritura  de  rema- 
te, para  que,  debidamente  apreciados  por  el 
juez  sentenciador,  declarase  válida  ó  nula  la 
escritura  de  transferencia  de  las  pampas 
salitreras. 

El  señor  Ministro  don  Aniceto  Vergara  Al- 
bano,  dictaminó  en  los  términos  siguientes. 

"En  la  demanda  don  Hermann  Lappé  re- 
fiere, como  lo  expresa  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia,  que  en  juicio  sobre  cobro  de  pe- 
sos seguido  contra  la  extinguida  sociedad 
Saint  Marie  y  Lappé,  se  trabó  embargo  en 
los  bienes  de  esta  sociedad,  entre  los  cuales 
figuraba  la  salitrera  **Germania",  compuesta 
de  diecisiete  pertenencias  y  **ünión"  de  trece 
pertenencias,  aportadas  por  él  al  haber  social; 
que  estas  propiedades  no  fueron  tasadas  en 
forma  legal,  y  sin  embargo,  por  resoluciones 
judiciales,  se  las  incluyó  en  el  remate  y  adju- 
dicación de  dichos  bienes  en  favor  de  don  Er- 
nesto Decombe,  según  consta  de  la  escritura 
pública  de  7  de  julio  de  1887;  que  además,  no 
se  inició  la  subasta  sobre  la  base  de  los  dos 
tercios  de  la  tasación,  y  que  esas  omisiones 
viciaron  de  nulidad  el  remate  y  la  escritura 
de  adjudicación,  por  lo  cual,  concluye  solici- 
tando que  se  dé  lugar  á  ella  en  definitiva  y, 
en  consecuencia,  declarar  nula  la  referida  es- 
critura de  7  de  julio  otorgada  en  Copiapó 
ante  el  notario  don  Agapito  Vallejos,  con- 
denando á  los  demandados  á  las  restitucio- 
nes ordenadas  por  el  artículo  1687  del  Códi- 
go Civil. 

Contestando  á  la  demandad  representante 
de  la  sucesión  demandada,  niega  las  afirma- 
ciones del  demandante  relativas  á  los  vicios 
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imputados  al  rematede  las  pampas  salitreras 
"Gerraania"  y  **Uni6n"  y  sostiene  que  fueron 
debidamente  embargadas,  tasadas  y  subas- 
tadas, como  lo  establecen  las  sentencias  de 
primera  y  segunda  instancia  recaídas  en  el 
juicio  reivindicatorío  promovido  por  el  mismo 
don  Hermann  Lappé  en  contra  de  la  Compa- 
ñía Lautaro,  sucesora  de  los  derechos  de  don 
Ernesto  Decom  be.  Observa  que  Lappé  entabla 
su  demanda  á  nombre  de  una  sociedad  que 
dice  extinguida,  y  hace  notar  que  la  escritura 
pública  de  7  de  julio  de  1887  no  es  atacada 
de  nulidad  porque  le  falten  algunas  condi- 
ciones ó  requisitos  para  su  validez,  sino  por 
defectos  en  la  tramitación  del  juicio  ejecu- 
tivo. 

Termina  el  demandado  negando  la  deman- 
da, oponiéndole  las  excepciones  de  cosa  juz- 
gada y  de  falta  de  personería  del  demandan- 
te para  instaurarla,  y  deduciendo  reconven- 
ción. 

En  los  escritos  de  réplica  y  duplica  las  par- 
tes discutieron  esas  excepciones,  alegando  el 
demandante  su  improcedencia  y  el  demandado 
que  concurren  en  ellas  todos  los  requisitos 
exigidos  por  el  artículo  200  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

El  remate  y.  la  validez  de  la  escritura  de  ad- 
judicación, dice  el  demandado  fueron  discu- 
tidos, juzgados  y  fallados  en  el  juicio  sobre 
reivincación  de  salitreras,  que  el  señor  Lappé 
siguió  ante  V.  S.  contra  la  Compañía  Lauta- 
ro que  sustituyó  al  señor  Decombe,  y  que 
perdió  en  primera  y  segunda  instancia.  Este 
juicio  lo  sigue  el  señor  Lappé  contra  el  señor 
Decombe,  que  es  el  antecesor  de  la  Lautaro, 
luego  el  primer  requisito  de  la  ley,  la  identidad 
legal  de  personas  existe  de  una  manera  evi- 
dente. 

En  el  juicio  de  reivindicación  de  salitreras,  el 
señor  Lappé  pretendió  reivindicar  las  pampas 
"Germania"  y  "Unión'*  que  la  Lautaro  había 
obtenido  del  señor  Djcombe,  y  en  este  juicio 
persigue  la  nulidad  de  la  adjudicación  hecha 
al  señor  Decombe  antecesor  de  la  Lautaro, 
para  recuperar  las  mismas  pampas  salitreras, 
de  donde  resulta  que  el  segundo  requisito  de 
la  ley,  la  identidad  de  la  cosa  pedida,  existe 
también  en  el  presente  caso,  puesto  que  uno  y 
otro  juicio  tienen  el  mismo  objetivo,  volver  á 


obtener  las  recordadas  pampas  "Germania' 
y  "Unión". 

En  el  juicio  sobre  reivindicación  de  salitr^ 
ras,  el  señor  Lappé  demandó  á  la  Lautaro, 
porque  se  consideraba  dueño  de  las  pampas 
reclamadas  á  causa  desque,  en  sn  concepto. 
habían  sido  rematadas  nulamente  por  no  In- 
ber  sido  tasadas  por  peritos,  y  en  la  actúa! 
demanda  la  nulidad  de  la  escritura  de  adjn  li- 
cación  por  la  misma  falta  de  tasadón  pan 
llegar  A  un  resultado  igual,  cual  es  que  sí  le 
declare  dueño  de  las  pampas  "Germania"  y 
"Unión";  de  consiguiente,  el  tercer  rcqnisiro 
exigido  por  el  artículo  200  del  Código  de  Pro 
cedimiento  Civil  para  alegar  la  cosa  juzgada, 
existe  tan  claro  y  evidente  como  los  otroí 
dos. 

Por  su  parte  el  demandante  había  declan- 
do  en  el  escrito  de  réplica  que  el  objeto  de  la 
acción  interpuesta  es  obtener  la  entrega  f\< 
sus  propiedades  salitrales  adjudicadas  sin  r 
tipulación  de  precio  en  virtud  de  las  refifri'íf.s 
omisiones. 

Se  ve  por  estos  pasages  que  las  partes  inte- 
resadas en  la  contienda,  reconociendo  qne  el 
verdadero  fin  perseguido  en  la  demanda  era 
la  nulidad  de  la  adjudicación  de  que  da  tes- 
timonio la  escritura  de  7  de  julio  de  1SS7, 
convinieron  continuar  la  discusión  en  este 
sentido,  trayendo  para  el  efecto  al  proceso 
las  diligencias  y  documentos  necesarios  pan 
acreditar  sus  alegaciones  en  orden  á  la  lega- 
lidad del  remate. 

La  nulidad  de  la  escritura  misma  qoed» 
reducida  a  la  categoría  de  una  cuestión  cor- 
secuencia!,  ya  que  el  demandante  no  impug- 
naba su  forma  extema  ni  Ic  atribuía  tícíos 
en  su  otorgamiento,  y  por  el  contrario,  reco- 
nocía su  autenticidad  y  la  invocaba  cohd 
base  de  sus  pretenciones. 

Aceptando  esta  situación  jurídica  Ja  seo 
tencia  de  primera  instancia  qne  puso  término 
á  la  litis  declaró  sin  lagar  la  demanda,  por 
las  consideraciones  expuestas  en  los  conside- 
randos segundo,  tercero  y  cuarto  de  la  mtftna 
sentencia,  en  los  cuales  se  establece  qoe  U 
acción  deducida  en  la  demanda  se  funda  en 
que  las  propiedades  salitreras  "Geroiairía'j 
"Unión"  fueron  adjudicadas  sin  que  bobiera 
previamente  en  el  remate  procedido  á  la  tasa- 
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Clon  de  ellas  j  fij»4nilose  los  dos  tercios  de  su 
tasación,  qae  según  consta  de  las  piezas  com- 
pulsadas por  resoluciones  de  primera  y  se- 
gunda instancia,  se  declaró  que  las  propieda- 
des embargadas  ••Gemianía"  y  **ünión*'  esta- 
ban tncluíilas  en  la  tasación  practicada  por 
el  perito  don  Jo«é  Antonio  Arís,  ascendente  á 
la  suma  de  $  155.740,78. 

La  sentencia  recurrida  excluyó,  es  verdad, 
el  segundo  fundamento  de  la  sentencia  de  pri 
mera  instancia  y  aún  previene  en  el  segundo 
de  sus  considerandos  que  en  la  demanda  se 
pide  la  nulidad  de  la  escritura  pública  ot'>r- 
gada  en  Copiapó  ante  el  notario  don  Agapito 
Vallejos  el  7  de  julio  de  1887;  mas  en  los  con- 
siderandos siguientes  analiza  extensamente 
y  en  detalle  los  diversos  anteceden  tes  de  la  ad- 
judicación judicial  para  arribar  á  la  conclu- 
sión de  que  las  propiedades  salitreras  "Germa- 
nia"  y  "Unión"  fueron  legalmente  tasadas  y 
rematadas,  no  siendo,  por  lo  tanto,  proceden- 
te la  acción  deducida  en  la  demanda.  Termina 
declarando  que  confirma  en  la  parte  apela- 
da la  sentencia  de  26  de  diciembre  de  1904, 
cuyo  "tercer  considerando  consulta  como  cau- 
sa determinante  del  rechazo  de  la  demanda 
el  mismo  liecho  aducido    por  el  tribunal  de 
alzada. 

Del  contexto  de  esta  sentencia  y  de  las  pre- 
cedente declaraciones  de  las  partes  se  des- 
prende, en  mi  concepto,  sin  el  menor  esfuerzo, 
que  ta  cuestión  jurídica  contemplada  y  resuel- 
ta por  los  tribunales  del  fondo  na  ha  sido  la 
ntíHdad  de  la  escritura  del  7  de  Julio  de  1887, 
como  instrumento  comprobante  de  un  acto 
iolemne  sino  la  legalidad  de  este  mismo 
neto. 

Así  caracterizada  la  presente  contienda, 
cabe  inquirir  si  procede  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  interpuesto  contra  la  sentencia 
defínitÍTa  y  61  esta  resolución  ha  violado  en 
realidad  la»  prescripciones  legales  citadas  por 
los  ocurrente*. 

En  orden  al  primero  de  estos  puntos,  parece 
eseasado  advertir  previamente  que  las  adju- 
dicaciones ó  ventas  forzadas  hechas  por  los 
jueces  en  juicio  ejecutivo  á  petición  de  un 
acreedor,  Son  igual»  en  la  esencia  á  los  actos 
contractuales  de  la  misma  especie,  ó  sea,  á 
Ids  ventas  roluntarias,  salvo  las  diferencias 


ó  modificaciones  propias  de  su    naturaleza 
particular. 

Parece  también  inoficioso  prevenir  que  los 
considerandos  ó  fundamentos  de  una  senten- 
cia no  pueden,  por  sí  solos,  servir  de  base 
para  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  por- 
que ellos  nada  deciden  y  este  recurso  se  ha  es- 
tablecido contra  las  decisiones  que  en  las  sen- 
tencir4S  d'/finitivas  se  contienen. 

Sin  embargo,  c;iando  estas  decisiones  apa- 
recen expresadas  en  formas  tan  concisas  y  la- 
cónicas como  **ha  lugar  á  la  demanda",  **no 
ha  lugar  á  la  demanda",  es  indispensable  acu- 
dir para  juzgar  la  justicia  ó  injusticia  del  fa- 
llo ó  su  conformidad  con  ta  ley,  á  las  conside- 
raciones de  hecho  ó  de  derecho  que  le  sirven 
de  fundamento  y  representan  la  razón  ó  causa 
determinante  del  pensamiento  ó  juicio  emiti- 
do en  la  parte  decisoria.  Los  considerandos 
no  constituyen  el  fallo,  pero  explican  su  al- 
cance y  á  veces  determinan  su  significado. 

En  el  caso  de  autos,  los  considerandc  s  4^ 
y  siguientes  de  la  sentencia  recurrida  mani- 
fiestan que  la  parte  dispositiva  en  que  se  con- 
firma la  sentencia  de  primera  instancia,  tiene, 
como  ésta,  por  objeto  decidir  la  legalidad  de 
la  adjudicación  judicial  acreditada  por  dicha 
escritura  pública,  y  que  se  desecha  la  deman- 
da, porque  las  propiedades  salitreras  "Ger- 
mania"  y  "Unión"  fueron  tasadas  con  arre- 
glo á  ley  y  subastadas  con  la  base  de  los  dos 
tercios  de  la  tasación. 

Si  las  pruebas  que  exhibe  la  sentencia  re- 
currida debieran  ser  miradas  como  hechos 
de  la  cauéa,  no  cabe  duda  que  dentro  del  pre- 
cepto del  artículo  958  del  Código  de  Procedi- 
miento  Civil,  no  podría  V.  E.  hacer  lugar  al 
recurso  interpuesto,  y  las  afirmaciones  de  los 
•tribunales  del  fondo  escaparían  á  la  jurisdic- 
ción fiscalizadora  que  la  ley  ha  encomendado 
al  Excmo.  Tribunal. 

Mas,  esas  afirmaciones  sobre  la  efectividad 
de  la  tasación  pericial  se  refieren  á  los  ante- 
cedentes de  la  venta  forzada,  á  hechos  ocurri- 
dos en  la  generación  del  contrato,  á  los  ele- 
mentos mismos  del  acto  jurídico;  y  sabido 
eS  que  las  declaraciones  hechas  por  los  jueces 
del  fondo  en  orden  á  que  las  formalidades  y 
menciones  exigidas  por  la  ley  se  encuentran  ó 
no  én  el  acto  ó  contrato  sometido  á  su  juzga- 
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iníeato,  no  son  obstáculo  para  la  revisión 
de  la  Corte  de  Casación,  que,  examinando  el 
acto  mismo,  podría  casar  por  inobservancia 
de  las  prescripciones  de  la  ley. 

Tal  es  la  doctrina  en  que  descansa  el  recur- 
so de  casación  con  respecto  á  los  actos  con- 
tractuales. 

••Es  evidente,  dicen  los  autores  del  reperto- 
rio alfabético  de  jurisprudencia,  copiando  á 
la  letra  la  opinión  de  Crepón,  que  la  cuestión 
de  saber  si  las  formas  de  los  contratos  han 
sido  observadas  ó  no,  si  las  indicaciones  exi- 
gidas se  encuentran  ó  no  en  el  acto  que  se 
discute,  no  puede  ser  abandonada  al  poder 
discrecional  de  los  jueces  del  fondo  y  que  ello 
entra  esencialmente  en  las  atribuciones  de  la 
Corte  Suprema,  encargada  de  asegurar  el 
respeto  á  las  prescripciones  legales." 

Desde  que  la  discusión  ha  rodado  sobre  la 
ineficacia  ó  nulidad  del  contrato  de  venta 
forzada  que  acredita  la  escritura  pública  de  7 
de  julio  de  1887,  desde  que  ia  sentencia  re- 
currida, apreciando  las  alegaciones  de  las 
partes  sobre  el  particular,  rechaza  las  peticio- 
nes del  demandante,  cree  el  infrascrito  que  con- 
forme á  la  doctrina  derivada  de  los  artículos 
940  y  958  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
puede  V.  E.  examinar  los  antecedentes  traí- 
dos á  colación  por  el  tribunal  sentenciador  y 
apreciarlos  con  su  propio  criterio  jurídico. 

Estimo,  por  consiguiente,  que  no  existe 
obstáculo  legal  para  que  V.  E.  proceda  á  co- 
nocer y  decidir  en  el  recurso  pendiente. 

En  cuanto  á  si  la  sentencia  recurrida  ha 
violado  las  prescripciones  legales  citadas  en 
el  escrito  de  formalización  del  recurso,  el  exa- 
men atento  de  los  antecedentes  del  proceso  y 
de  las  diligencias  invocadas  y  analizadas  in 
extenso  por  el  tribunal  sentenciador  me  han  . 
inspirado  la  convicción  de  que  en  realidad  no 
fueron  tasadas  y  subastadas  con  arreglo  á  la 
ley  las  pertenencias  salitreras  de  las  ofícinas 
"Germania"  y  "Unión". 

Según  el  título  hipotecario  que  dio  origen  á 
la  ejecución  en  que  incidió  el  remate,  estas 
propiedades  constituían,  por  sí  solas,  los  prin- 
cipales y  mñs  valiosos  bienes  destinados  al 
pago  á¿  la  obligación  contraída  por  la  socie- 
dad ejecutada. 

Tratando  de  avaluarlas  para  los  fínes  de 


la  venta  forzada,  el  perito  don  José  Antonio 
Arís  dice  sustancialmente  en  su  informe,  qae 
se  abstuvo  de  tasar  dichas  pampas,  porque, 
si  bien  contenían  caliche  que  podría  estimar- 
se  en  $  13,124.785,20,  los  gastos  de  explota- 
ción y  el  impuesto  físcal  que  grava  la  expor- 
tación del  salitre  no  sólo  anulaban  ese  valor 
sino  que  dejarían  al  industrial  una  pérdida 
no  inferior  á  $  6,000.000,  por  lo  cual  defiere 
el  justiprecio  á  un  criterio  más  ilustrado  j 
previsor. 

Una  declaración  tan  expresiva  y  explícita 
del  perito  no  era  susceptible  de  interpreta- 
ción ó  esclarecimientos,  ni  contenía  frases 
ambiguas  cuyo  alcance  ó  inteligencia  debie- 
ran fijar  los  tribunales  de  la  causa. 

La  ley  vigente  á  la  fecha  de  la  diligencia 
pericial  y  la  que  rige  en  la  actualidad,  reglan 
con  precisión  este  punto  del  procedimiento 
ejecutivo,  disponiendo  una  y  otra  que  la  ta- 
sación de  los  bienes  embargados  se  hará  por 
peritos  designados  por  las  partes  ó  por  el 
juez  en  subsidio. 

Ninguna  de  ellas  permite  prescindir  de  la 
regulación  pericial,  á  menos  que  las  partes 
convengan  fijar  precio  cierto  á  los  bienes  em- 
bargados. 

El  artículo  508  del  Código  de  Procedimien. 
to  Civil,  conforme  con  la  legislación  anterior, 
faculta  al  tribunal  para  fijar  por  si  mismo  el 
justiprecio  de  dichos  bienes;  pero  esto  tiene 
lugar  solamente  cuando  impugnada  la  tasa- 
ción pericial  transcurrieren  los  plazos  en  él 
indicados,  y  entonces  debe  el  juez  señalaran 
precio  ó  valor  determinado. 

Sin  embargo,  el  cuaderno  del  juicio  ejecuti- 
vo atestigua  que  puesto  en  conocimiento  de 
los  interesados  el  informe  del  perito  Arís,  no 
lo  objetaron  dentro  del  plazo  de  tres  días  se- 
ñalado en  el  decreto  respectivo  y  que,  vencido 
este  plazo  don  Hermann  Lappé,  en  el  caníc- 
ter  de  socio  administrador  de  la  sociedad 
ejecutada,  pidió  que  se  asignara  á  las  perte- 
nencias salitreras  en  referencia,  como  precio 
para  la  subasta,  el  valor  calculado  por  el  p^ 
rito  al  caliche  que  contenían. 

Esta  petición  originó  el  incidente  resuelto 
por  el  auto  de  31  de  marzo  de  1884,  en  que 
el  juez  de  la  causa  declaró  que  habiéndose 
abstenido  el  perito  de  tasar  dichas  salitreras, 
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debía  tenerse  como  valor  total  de  los  bienes 
embargados  la  cantidad  de  ciento  cincuenta 
y  cinco  mil  setenta  y  cuatro  pesos  setenta  y 
ocho  centavos  ($  155.074,78). 

El  perito  había  atribuido  este  valor  á  las 
cnsas,  enseres  y  maquinarias  embargadas 
existentes  en  Taltal,  La  Breay  en  las  oficinas 
"Germania"  y  **Unión",  excluyendo  las  pam- 
pas mismas,  como  lo  expresa  terminantemen- 
te en  su  informe. 

Un  nuevo  incitlente  promovido  por  el  mis- 
mo Lappé  para  obtener  la  tasación  de  las 
mencionadas  propiedades,  fué  fallado  por  el 
auto  de  26  de  agosto  de  1885,  cuyo  segundo 
considerando  expresa  que  el  precio  fijado  en 
la  resolución  de  31  de  marzo  de  1884,  se  re- 
fería á  los  bienes  embargados  al  deudor,  entre 
los  cuales  figuraban  las  pampas  salitreras 
"Germania"  y  **ünión",  estando,  por  lo  tan- 
to, comprendidos  en  aquellos. 

La  sentencia  recurrida  establece  como  base 
de  su  fallo  que  estas  resoluciones  y  los  ante- 
cedentes relacionados  en  el  cuarto  conside- 
rando de  la  misma  sentencia  prueban  de  una 
manera  incontrovertible  que  las  salitreras 
"Germania*'  y  **ünión"  fueron  tasadas  por  el 
perito  Arís,  que  fué  aprobada  por  las  partes 
la  tasación  practicada  y  que  dichas  pampas 
fueron  incluidas  en  la  tasación  de  los  demás 
bienes  embargados. 

En  sentir  del  infrascrito,  las  propias  frases 
del  informe  pericial  y  el  contenido  de  esta  pie- 
za de  los  autos,  acreditan  que  el  perito  Arís 
no  valorizó  en  forma  legal  las  propiedades  de 
que  se  trata. 

Siendo  así,  no  pudo  legalmente  el  tribunal 
de  la  causa  señalarlos  precio  por  sí  solo,  y 
menos  todavía  declarar  incluido  su  valor  en 
el  de  los  demás  bienes  embargados,  porque  ello 
importaba  declararhís  sin  valor  comercial. 

Se  dice  sin  embarg  ),  en  la  sentencia  recurri- 
da que  aquellas  resoluciones  judiciales  no 
pueden  ser  anuladas  en  sus  efectos  legales  por- 
que el  demandante  no  dedujo  contra  ellas 
en  tiempo  oportuno  los  recursos  legales  que 
hubiera  podido  hacer  valer  al  respecto  y  que 
teniendo  fuerza  ejecutoria  todos  los  actos  y 
providencias  librados  en  el  juicio  ejecutivo 
obstan  á  la  declaración  de  nulidad  solicitada 
en  la  demanda. 


Respecto  de  la  importancia  y  valor  en  el 
presente  pleito  de  esas  dos  resoluciones  inter- 
locut  o  rías  libradas  en  el  juicio  ejecutivo  en  el 
cual,  en  su  virtud,  se  incluyeron  en  el  remate 
las  pampas  salitreras  de  que  se  trata,  sin 
haber  sido  tasadas,  hay  que  considerar  lo  si- 
guiente además  de  lo  advertido  ya  al  res- 
pecto: 

1^  Tratándose  en  el  presente  juicio  de  anu- 
lar un  contrato  de  adjudicación  por  faltar  la 
solemnidad  de  la  tasación  exigida  por  la  ley 
para  su  validez  en  consideración  á  la  natura- 
leza del  acto  y  no  á  la  calidad  ó  estado  de  las 
personas,  esas  resoluciones  no  pueden  tener 
la  virtud  de  dar  por  existente  una  solemni- 
dad que  nunca  existió.  Sobre  todo,  cuando 
esa  existencia  la  hace  descansar  la  Corte  sen- 
tenciadora en  la  simple*  apreciación,  aprecia- 
ción errónea,  que  hace  de  lo  que  cree  que  di- 
ce el  informe  pericial,  que  es  un  antecedente 
ó  documento  auténtico  y  fundamental  en  el 
pleito. 

Se  ha  demostrado  que  el  perito  declara  en 
numerosos  pasajes  de  su  minuciosa  tasación 
que  no  tasó  las  pampas  de  que  se  trata.  Y 
la  Corte  sentenciadora,  fundada  en  el  mismo 
documento,  aprecia  que  dicho  perito  afirma 
haberlas  tasado. 

2^  Cualquiera  que  sea  el  valor  jurídico  que 
en  ese  juicio  ejecutivo  pudieran  tener  tales  re- 
soluciones durante  aquel  procedimiento,  nulo 
en  realidad,  es  evidente  que  en  la  presente 
cuestión  no  cabe  atribuirles  valor  de  ningu- 
na especie  desde  que  aquí  se  trata  de  un  jui- 
cio diverso  en  que  se  deduce  la  acción  ordina- 
ria de  nulidad  absoluta  fundada  en  infraccio- 
nes legales  que  expresamente  lo  autorizan. 

3*^  Debe  tenerse  además  presente  que  bajo 
el  imperio  de  la  antigua  legislación,  ni  si- 
quiera la  sentencia  definitiva  librada  en  un 
juicio  ejecutivo  era  capaz  de  producir  cosa 
juzgada  contra  el  ejecutado. 

**Queda  al  ejecutado  su  derecho  á  salvo, 
dice  un  conocido  autor  exponiendo  la  ley  del 
caso,  para  usar  de  él  en  el  juicio  ordinario; 
de  manera  que  la  sentencia  no  produce  con- 
tra él  la  excepción  de  cosa  juzgada". 

Y  si  esto  se  dice  de  la  sentencia  definitiva, 
con  mayor  razón  se  aplicará  á  las  interlocu- 
torias  del  mismo  juicio  ejecutivo. 
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4'  El  artículo  200  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  autoriza  para  oponer  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada  sólo  al  que  ha  obtenido 
en  el  juicio.  Y  si  esas  resoluciones  interlocu to- 
nas libradas  en  el  susodicho  procedimiento 
ejecutivo  no  pusieran  por  si  solas  definitivo 
término  ajuicio  alguno,  ¿en  dónde,  entonces, 
podría  encontrarse  el  fundamento  de  esa  ex- 
cepción? Porque  no  debe  perderse  de  vista 
que  nunca  se  ha  litigado  en  juicio  de  lato  co- 
nocimiento sobre  si  las  pampas  salitreras  del 
señor  Lappé  fueron  ó  no  tasadas,  no  habien- 
do, por  tanto,  recaído  sentencia  definitiva 
al  respecto;  pues,  sobre  lo  que  recayó  senten- 
cia definitiva  después  de  un  juicio  de  lato  co- 
nocimiento, durante  el  cual  se  suspendió  el 
procedimiento  ejecutivo,  como  lo  dije  al  prin- 
cipio de  este  informe,- fué  sobre  si  las  mismas 
pampas  eran  ó  no  rematables,  declarándose 
la  afirmativa  por  sentencia  de  término  de  26 
de  diciembre  de  1884,  recaída  en  el  juicio  or- 
dinario seguido  entre  ejecutante  y  ejecutado, 
en  el  cual  se  resolvió  que  la  propiedad  salitre- 
ra no  gozaba  del  privilegio  de  la  irrematabi- 
lidad  que  á  la  propiedad  minera  acuerda  el 
Código  de  Minería. 

5'  Pero  todas  estas  consideraciones  son 
para  el  caso  en  que  la  sucesión  Decombe,  de- 
mandada, hubiera  aducido  la  excepción  de 
cosa  juzgada  fundada  en  las  dos  resoluciones 
interlocutorias,  lo  que  no  ha  sucedido;  ya 
que  lo  único  que  hace  respecto  de  ellas  es 
presentarla  como  simple  medio  de  defensa  en 
este  juicio  al  responder  al  alegato  de  bien  pro- 
bado del  demandante  y  cuando,  por  lo  tanto, 
no  era  tiempo  ya  de  someterlas  á  la  decisión 
judicial,  ni  de  que  por  consiguiente  pudiera  ser 
materia  de  una  decisión  en  el  pleito. 

El  juez  de  primera  instancia  y  la  Corte  sen- 
tenciadora, entendiendo  también  así  las  cosas, 
han  considerado  esas  dos  resoluciones  sólo 
como  medio  de  defensa  aducido  por  el  de- 
mandado en  contra  del  demandante. 

Y  consideradas  desde  este  punto  de  vista, 
tampoco  ellas  tienen  valor  en  este  pleito,  por 
cuanto  no  han  sido  cometidas  á  juicio  por 
las  partes,  desde  que,  presentado  ese  medio 
de  defensa  en  ellas  fundado,  sólo  al  respon- 
derse el  alegato  de  bien  probado,  como  queda 
dicho,  no  ha  podido  ser  discutido  ni  conisde- 


rado,  por  oponerse  á  ello  los  artkttios  3(^2  y 
167  del  citado  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, en  el  primero  de  los  cualea  se  ve  que  sóio 
en  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  respecii 
vamente  y  por  razones  fáciles  de  comprrnder. 
se  autoriza  á  las  partas  para  ampliar  y  adi- 
cionar sus  defensas  que  hayan  formulado  eu 
la  demanda  y  contestación. 

6^  Por  lo  demás,  en  otro  lugar  de  este  in- 
forme queda  dicho  que  la  única  excepción  de 
cosa  juzgada  alegada  por  el  deman  lado  en 
este  juicio,  (juedó  desechada,  tanto  por  h 
sentencia  de  primera  como  por  la  de  segunda 
instancia;  sin  que  por  lo  tanto  haya  nada 
que  decir  al  respecto;  y  la  cual  se  fundaba  cd 
la  sentencia  librada  en  contra  del  demandan- 
te señor  Lappé  en  el  juicio  reivindica  torio  res- 
pecto de  estas  mismas  pampas,  que  eotabk' 
en  contra  de  The  Lautaro  Ni  trate  Company. 

En  fin,  cualquiera  que  sea  la  fuerza  de  estas 
resoluciones  en  el  juicio  ejecutivo  en  que  fue- 
ron libradas,  cualquiera  que  sea  la  oportuoí- 
dad  ó  inoportunidad  con  que  en  este  pleiio 
hayan  sido  aducidas  como  medio  de  defensa 
es  un  hecho,  que  no  puede  prestarse  ádudí'. 
que  ellas  en  caso  alguno  pudieran  ser  an  obs 
táculo  para  que  en  este  juicio  se  hubiera  po- 
dido fallar  por  la  Corte  sentenciadora  que 
en  el  contrato  de  venta  forzada  de  las  sali 
treras  de  que  se  trata  faltó  para  su  validez  ti 
requisito  esencial  del  precio  por  no  haber 
existido  la  tasación,  único  medio  legal  de 
establecerlo. 

Hecha  la  adjudicación  de  los  bienes  embar- 
gados, el  contrato  resultante  quedó  sometido 
á  las  mismas  reglas  de  la  venta  voluntaria, 
produciendo  iguales  acciones  3-^ derechos,  sal- 
vo en  los  casos  de  excepción  que  contemplan 
los  artículos  1881,  1865  y  1891  del  Có  ligo 
Civil. 

Los  recurrentes  fundan  también  el  recurro 
de  casación  deducido  en  la  infracción  del  ar 
tículo  167  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil en  la  parte  que  ordena  pronunciar  las  sen- 
tencias conforme  al  mérito  del  proceso.  Via 
sentencia  recurrida,  dicen  ellos,  afirma  que  el 
perito  tasador  declara  haber  tasado  las  pam 
pas  salitreras  de  que  se  trata,  cuando  el  in- 
forme pericial  del  mismo  funcionario  establece 
repetidamenle  que  no  se  practicó  dicha  tasa- 
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ción  llegando  hasta  expresar  en  él  las  razo- 
nes  en  virtud  de  las  cuales  no  se  la  quiso 
practicar. 

Efectivamente,  eso  dice  la  referida  senten- 
cia, esto  consta  del  informe;  y,  por  lo  tanto, 
esa  infracción  legal  se  ve  con  claridad. 

Ahora  bien,  dicha  infracción,  que  existe  evi- 
dentemente, ¿es  de  aquellas  taxativamente 
enumeradas  en  el  artículo  941  del  Código  de 
i  Procedimiento  Civil  que  autorizan  la  casa- 
ción en  la  forma? 

Indudablemente  que  nó. 

Nos  encontramos  entonces  en  presencia  de  . 
una  infracción  legal  cometida  por  el  tribunal- 
sentenciador,  que  no  es  materia  del  recurso 
(le  casación  en  la  forma. 

Pero,  como  es  infracción  legal  que  además 
lia  influido  sustancia  I  mente  en  lo  dispositivo 
de  la  sentencia,  sin  lugar  á  duda,  ella  autori- 
za, ajuicio  del  infrascrito,  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  conforme  al  artículo  940 
del  mismo,  de  que  se  la  ha  hecho  materia. 

Porque,  la  sentencia  recurrida  ha  alterado 
á  este  respecto  el  mérito  jurídico  de  los  ante- 
cedentes del  proceso,  con  infracción  del  expre- 
sado artículo  167,  que  impone  la  obligación 
de  sentenciar  conforme  al  ménto  que  él  arro- 
je, expidiéndose  así  un  falso  fallo.  Y  parece 
que  para  defectos  tales,  muy  graves  por  su 
naturaleza,  ha  sido  escrito,  en  esa  parte,  el 
referido  artículo  167. 

En  lo  referente  á  si  el  perito  Arís  ta^ó  ó 
no  las  pertenencias  salitreras,  necesario  es 
advertir  por  último  que  si  la  estimación  con- 
dicional que  hace  el  perito  Arís  de  las  pam- 
pas salitreras  en  la  suma  de  $  13,124.785,20 
pudiera  considerarse  como  una  verdadera  ta- 
sación, el  remate  carecería  del  requisito  exigi- 
do por  el  artículo  514  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  pues  sólo  por  acuerdo  expreso 
de  las  partes  pueden  admitirse  posturas  por 
un  valor  inferior  á  los  dos  tercios  de  la  tasa- 
ción, ya  que  ninguna  de  amhas  partes  revoca 
á  duda  que  el  perito  valorizó  dichas  pertenen- 
cias en  $  13,124.785,20. 

Si  tal  estimación  no  puede  considerarse  co- 
mo verdadera  tasación,  esto  es,  si  el  perito 
no  tasó  con  arreglo  á  derecho  las  referidas 
pertenencias,  jamás  han  podido  ser  incluidas 


en  la  tasación  de  los  demás  bienes  y  no  están 
rematadas,  como  quiera  que  el  carácter  que 
la  ley  imprime  á  los  actos,  dadas  sus  pecu- 
liares circunstancias,  no  puede  ser  desnatu- 
ralizado por  resoluciones  judiciales,  mayor- 
mente si  estas  tienen  sólo  la  situación  de  in- 
cidentales. 

Hl  Tribunal  de  Alzada  ha  adoptado  la  pri- 
mera situación,  y  al  aceptar  que  la  reiterada 
declaración  ¡>ericial  que  dice  que  el  perito  se 
abstiene  de  tasar  las  dichas  pertenencias,  por- 
que carecen  de  valor,  significa  que  esos  esta- 
camentos  han  sido  tasados  y  comprendidos 
en  la  tasación  que  de  los  demás  bienes  se  hi- 
ciera, la  Iltma.  Corte  se  ha  desentendido  de 
las  solemnidades  legales  consignadas  en  los 
artículos  46  y  49  de  la  ley  de  8  de  febrero  de 
1837.  reproducida  en  los  artículos  507  y  514 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  conse- 
cuencialmente  ha  incurrido  en  la  infracción 
de  los  artículos  1681  y  1682  del  Código  Ci- 
vil al  rechazar  la  petición  formulada  por 
Lappé  y  fundada  en  la  inobservancia  en  el 
remate  de  requisitos  ó  formalidades  necesa- 
rias al  valor  del  acto,  como  lo  eran  la  tasa- 
ción y  la  postura  mínima  por  los  dos  tercios 
de  la  misma. 

Para  que  las  cosas  puedan  venderse  nece- 
sitan conforme  el  artículo  1461,  el  requisito 
de  comercialidad,  y  no  podrán  ser  objetos 
de  un  acto  ó  declaración  de  voluntad  mien- 
tras no  adquieran  ese  carácter,  el  valor  ve- 
nal que  las  haga  comerciables.  Si  se  declara 
válida  la  venta  de  una  cosa  que  carece  de  ese 
esencial  requisito  de  comerciabilidad,  y  el  pe- 
rito Arís  híi  declarado  explícitamente  al  res- 
pecto que  los  estacamentos  salitrales  de  que 
se  trata,  dadas  sus  peculiares  condiciones,  no 
tenían  valor  alguno,  se  infringe  el  artículo 
1461  del  Código  Civil,  que  declara  inválido 
el  contrato  de  una  cosa  no  con:ercinble,  y  los 
contratos  prohibidos  por  la  ley  son  nulos, 
absolutamente. 

El  artículo  1793  del  Código  Civil  define  la 
compraventa  diciendo  que  es  un  contrato 
en  que  una  de  las  partes  se  obliga  á  dar  una 
cosa  y  la  otra  á  pagarla  en  dinero,  y  deno- 
mina precio  al  dinero  que  el  comprador  da 
por  la  especie  vendida.   El  artículo  1801  del 
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mismo  Código  declara  imperfecto  el  contrato 
en  que  las  partes  no  ha  convenido  en  la  cosa 
ni  en  el  precio. 

En  la  venta  forzada  á  que  estos  autos  se 
refieren,  el  encargado  de  fijar  el  precio,  el  pe- 
rito, de-claró  terminantemente  que  se  abste- 
nía de  señalar  precio  á  las  pampas  salitrales. 
No  hubo,  pues,  precio,  y  no  existiendo  este, 
la  Iltma.  Corte  de  la  Serena,  al  negar  lugar 
á  la  demanda,  declaró  válido  un  contrato  de 
venta  en  que  no  se  había  determinado  el  pre- 
cio d¿  la  cosa  vendida.  Declara  esa  Corte  que 
el  informe  pericial  en  la  parte  que  asevera 
que  no  ha  señalado  precio  á  las  pampas  sa- 
lit rales,  porque  en  concepto  del  perito  infor- 
mante no  lo  tenían,  significa  que  el  perito 
las  incluyó  en  la  tasación  de  los  útiles  de  las 
oficinas  elaboradoras  de  salitre.  Lo  expuesto 
viola,  indudablemente,  los  artículos  1793, 
1801  y  1808  del  Código  Civil,  que  caracteri- 
zan el  contrato  de  compraventa,  exigiendo 
como  requisito  esencial  para  su  validez  la 
existencia  del  precio  de  la  cosa  vendida  v  su 
fijación  por  las  partes. 

La  denegación  de  la  demanda  infringe,  asi- 
mismo, los  preceptos  legales  contemplados  en 
los  artículos  1445  y  1467  del  Código  Ci'il 
que  no  permiten  la  existencia  de  una  obliga- 
ción sin  causa  que  la  motive:  si  para  el  com- 
prador, el  II,  livo  que  lo  induce  á  la  celv*- 
bración  de  la  compraventa  es  la  obtención 
del  objeto  que  es  materia  de  ella,  para  el  ven- 
dedor, la  causa  es  la  consecución  del  precio. 
Y  se  presentad  caso  en  que  un  tribunal,  la 
Corte  de  la  Serena,  en  el  en  que  me  ocupo, 
acepta  como  válida  una  compraventa  en  que 
la  causa  que  inducía  al  vendedor  á  celebrarla, 
el  precio,  no  existe,  ese  contrato  carece  de 
causa,  y  la  obligación  es  nula,  conforme  á 
las  disposiciones  legales  arriba  trascritas. 

En  mérito  de  lo  relacionado  y  conforme  con 
el  precepto  contemplado  en  el  artículo  940 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  infras- 
crito es  de  parecer  que  V.  E.  acoja  en  la  for- 
ma ordinaria  el  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do deducido  en  contra  de  la  sentencia  de  lo 
de  junio  de  1906,  de  estos  autos. 


La  Corte: 

Vistos,  teniendo  presente: 
1^  Que  en  la  demanda  deducida  en  el  juicio 
de  que  procede  el  recurso  don  Hermano  Lap- 
pé,  titulándose  dueño  de  las  salitreras  *'Ger- 
mania"  y  *'ünión'*,  pidió  que  se  declarase 
nula  la  escritura  de  7  de  julio  de  1877,  otor- 
gada en  Coplapó  ante  el  notario  público  don 
Agapito  Vallejo,  condenándose  á  los  deman- 
dados á  las  restituciones  ordenadas  por  el 
artículo  1687  del  Código  Civil;  y  se  adujo 
como  fundamento  de  esta  petición  que  el  re' 
mate  de  las  pampas  salitreras  "Germania" 
y  "Unión**,  de  que  da  testimonio  la  citaia 
escritura,  se  verificó  en  condiciones  que  las 
salitreras  de  que  se  trata  no  fueron  tasada^i, 
sino  por  el  contrario,  excluidas  de  la  opera- 
ción pericial  practicada  por  el  ingeniero  doa 
José  Antonio  Arís  en  1883  y  admitiéndose 
para  principiar  las  posturas,  los  dos  tercios 
de  la  tasación  sólo  de  los  valores  existentes 
en  las  oficinas,  es  decir,  de  sus  maquinarias 
edificios  y  útiles  de  explotación; 

2^  Que  pir.i  apreciarla  procedencia  de  la 
acción  de  nuli'líid  que  fué  desechada  por  el 
tribunal  que  dictó  el  fallo  recurrido  \  sus 
fundamentos  legales,  deben  tomarse  en  con- 
sideración los  antecedentes  obrados  en  el 
juicio  que  dio  por  resultado  la  subasta  de  las 
salitreras  '*Gerniania**  y  "Unión";  por  cuanto 
esa  subasta  no  fué  un  acto  aislado,  sino  la 
consecuencia  natural  y  jurídica  de  las  diversas 
actuaciones  que  la  precedieron,  ó  sea  el  man- 
damiento de  embargo,  la  sentencia  de  trance 
y  remate  en  cumplimiento  de  la  cual  se  ven- 
dieron al  mejor  postor  las  salitreras  '*Ger- 
manía*'  y  *'Unión**  y  también  las  resolucio- 
nes que  en  aquel  juicio  se  dictaron  con  mo- 
tivo de  la  tasación  que  hizo  de  las  salitreras 
mencionadas  el  perito  don  José  Antonio  Arís 
y  que  quedaron  ejecutoriadas; 

3^  Que  en  el  juicio  ejecutivo  ya  indicado  li- 
tigó la  Sociedad  Saint  Marie  y  Lappé,  y  en  el 
se  procedió  sobre  la  base  de  que  á  dicha  So- 
ciedad  pertenecían  las  salitreras  "Germania" 
y  "Unión**,  que  por  ellas  habían  sido  hipot^ 
cadas  al  acreedor  don  Ernesto  Decombe.  ne- 
gociación que  efectuó  á  nombre  de  la  SoaV 
dad  el  mismo  don  Hermann  Lappé;  y  en  esa 
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inteligencia  se  hizo  la  traba  de  embargo,  se 
pronunció  la  sentencia  de  trance  y  remate  y 
se  adjudicaron  dichas  salitreras  al  mencio- 
nado Decombe,  expresándose  por  el  juez  ante 
quien  se  verificó  la  subasta  "que  transfería 
á  favor  del  comprador  todos  los  derechos  que 
la  Sociedad  concursada  de  Saint  Marie  y 
I.appé,  tenía  sobre  las  dos  oficinas  salitreras 
**cierman¡a**  y  **Unión",  sin  que  por  parte  de 
don  Hermann  Lappéduranteeljiíicio ejecutivo 
y  antes  del  reclamo,  se  hubiera  interpuesto  re- 
mate ó  acción  alguna  relativa  al  dominio  de 
esas  salitreras,  habiendo  figurado  el  expre- 
sado Lappéen  todos  los  trámites  de  la  causa 
como  representante  de  la  indicada  Sociedad; 

4-*^  Que  por  tanto,  de  estos  antecedentes 
resulta  que  Lappé  no  tiene  derecho  á  recla- 
mar contra  lo  tramitado,  resuelto  y  ejecuta- 
do en  dicho  juicio  con  intervención  de  la  par- 
te que  figuró  representada  por  él  mismo  con 
e!  carácter  de  dueño  de  las  salitreras,  ya  que 
no  aparece  justificado  como  hecho  de  la  pre- 
sente causa  que  hubiera  conservado  su  domi- 
nio ó  que  este  derecho  hubiese  revertido  con 
posterioridad  á  su  favor; 

ó^  Que  aun  en  la  hipótesis  de  que  se  esti- 
mara que  l.appé  era  actual  dueño  de  las  sa- 
litreras á  la  fecha  en  que  se  efectuó  el  acto 
procesal  de  que  reclama,  y  todavía  en  el  su- 
puesto de  que  en  esta  litis  se  hallaran  cita- 
flos  los  legítimos  contradictores  de  aquel  jui- 
cio ejecutivo,  ha  perdido  su  derecho  para  al- 
terar lo  ejecutado,  porque  de  los  hechos  que 
menciona  el  considerando  tercero  de  esta  sen- 
tencia, aparece  que  si  no  hubiera  valido  como 
transferencia  de  dominio  el  aporte  que  hizo 
de  sus  predios  á  la  sociedad  de  Saint  Marie  y 
Lappé  por  defectos  de  inscripción  ú  otros  mo- 
timos,  es  de  toda  evidencia  que  su  declara- 
ción de  voluntad  acerca  de  dicha  transferen- 
cia, juntamente  con  su  intervención  personal 
en  los  actos  relativos  á  la  constitución  del 
gravamen  hipotecario,  del  cual  ni  siquiera  re- 
clama, habría  importado  la  manifestación 
más  explícita  de  su  consentimiento  sobre  la 
hipotecación  en  referencia  á  favor  de  una 
obligación  ajena;  quedando  él  mismo  en  cali- 
dad de  tercer  poseedor  legal  de  tales  predios, 
conforme  á  la  facultad  que  confieren  los  ar- 
tículos 2414  y  2430  del  Código  Civil,  que  di- 


ccn:  "Pueden  obligarse  hipotecariamente  los 
bienes  propios  para  la  seguridad  de  una  obli- 
gación ajena;  pero  no  habrá  acción  personal 
contra  el  dueño  si  éste  no  se  ha  sometido  ex- 
presamente á  ella".  "El  que  hipoteca  un  inmue- 
ble suyo  por  una  deuda  ajena  no  se  entende- 
rá obligado  personalmente  si  no  se  hubiere  es- 
tipulado. Sea  que  se  haya  obligado  personal- 
mente ó  no,  se  le  aplicará  la  disposición  del 
artículo  precedente*',  esto  es,  la  del  artículo 

2429  relativa  al  tercer  poseedor. 

6^  Que  una  hipotecación  efectuada  en  estas 
condiciones,  llevaba  envuelta  de  consiguiente 
el  derecho  del  acreedor  hipotecario  de  perse- 
guir el  pago  de  su  crédito,  deduciendo  si  fue- 
se necesario  dos  acciones,  á  saber:  la  de  des- 
poseimiento que  señalan  los  artículos  2429  y 

2430  del  Có Jigo  Civil  dirigida  contra  el  ter- 
cer poseedor,  á  fin  de  considerar  jurídicamen- 
te la  finca  en  manos  del  acreedor,  para  ejercer 
sobre  ella  los  derechos  de  acreedor  prendario, 
conforme  á  los  artículos  2397,  2497  y  2424 
de  dicho  Código;  y  la  de  embargo  y  remate 
judicial  de  la  cosa  hipotecada  enjuicio  con  su 
deudor  personal,  una  vez  apoderado  de  ella 
por  dicho  desposeimiento  ó  por  el  abandono 
voluntario  que  el  tercer  poseedor  puede  hacer 
según  lo  permite  el  citado  artículo  2429. 

7°  Que  en  las  gestiones  sobre  desposeimi  en- 
to  ó  abandono,  es  parte  directa  el  tercer  po- 
seedor para  defender  su  derecho  por  inexis- 
tencia ó  caducidad  de  la  hipoteca,  ú  otro  mo- 
tivo, puesto  que  contra  él  se  dirige  la  acción 
real,  sin  que  se  le  permita  pedir  que  se  persi- 
ga primeramente  al  deudor  personal;  al  paso 
que  no  lo  es,  ni  es  necesaria  su  comparecencia 
en  el  juicio  ejecutivo  que  se  sigue  á  este  últi- 
mo para  el  embargo  y  subasta  de  la  finca, 
no  sólo  porque  la  acción  ejecutiva  es  perso- 
nal, sino  porque  ningiln  precepto  estatu^'e 
que  deba  citarse  á  este  procedimiento  indivi- 
dual al  tercero,  cuya  intervención  es  precisa- 
mente eliminada  por  desposeimiento  ó  por 
acto  voluntario  suyo. 

8*^  Que  esta  comparecencia  del  que  fué  ter- 
cer poseedor  de  la  finca  hipotecada  al  jui- 
cio sobre  remate  de  la  misma  finca,  lejos  de 
estar  prescrita  por  la  ley,  se  halla,  por  el  con- 
trario, implícitamente  eliminada  del  procedi- 
miento análogo  que  se  sigue  entre  el  acreedor 
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dad  misma,  las  cosas  pertenecientes  á  su  pa- 
trimonio que,  introducidas  por  él  en  la  socie- 
dad, han  salido  mds  tarde  de  su  dominio  por 
actos  6  procedimientos  ilegales  en  cuya  ejecu- 
ción no  ha  intervenido,  y  que  por  tal  circuns- 
tancia no  le  empecen; 

9*^  Que  como  antes-  se  ha.  insinuado,  es  un 
hecho  del  [)leito,  reconocido  por  los  jueces- de 
la  apela'*i6n,  que  don  Hermann  Lappé,  no 
no  figuró  en  el  juicio  ejecutivo  en  que  se  em- 
bargaron y  remataron  las  oficinas  salitreras 
"Germania"  }'  •'Unión**,  que  constituían  su 
aporte  personal  en  Ki  extinguida  Saciedad  de 
Saint  Marie  y  Lappé;  y,  en  consecuencia,  los 
fallos  en  ese  jjicio  recaído  no  han  sido  dicta- 
dos en  su  contra  y  no  pueden,  por  lo  mismo, 
invocarse  como  un  precedente  jurídico  ina- 
movible que  impida  al  que  no  litigó  ejercitar 
por  separado  las  acciones  contractuales,  na- 
cida de  la  venta  forzada  que  en  dicho  juicio 
se  llevó  á  cabo,  y  mediante  la  cual  venta,  las 
precitadas  salitreras  "Germania**  y  "Unión" 
salieron  deinitivamente  del  poder  de  la  So- 
ciedad misma  á  la  cual  Lappé  las  había  en- 
tregarlo en  calidad  de  mero  aporte,  que  algu- 
na vez  podría  retirarse  ó  quedar  sin  efecto, 
para  darlas  en  dominio  perpetuo  a!  compra- 
dor don  Ernesto  Decombe,  acreedor  hipote- 
cario de  aquellíi  Sociedad; 

10.  Que  este  derecho  de  Lappé,  como  dueño 
que  ha  sido  y  que  pretende  ser  todavía  de  las 
salitreras  indicadas,  es,  por  otra  parte,  ente- 
ríimente  independiente  del  juicio  ejecutivo  que 
acaba  de  mencionarre,  y  cuyas  actuaciones, 
obligatorias  ó  no  para  las  partes  que  en  él 
intervinieron,  no  se  pretende  reproducir  aho- 
ra ni  m.-ts  tarde,  ya  que  lo  ánico  de  que  aquí 
se  trata  es  del  valor  y  eficacia  legal  del  con- 
trato de  compraventa  forzada  de  las  salitre- 
ras  **Germania"  y  *'Unión",  ca  presencia  de 
las  circunstancias  especiales  que  lo  acompa- 
ñaron, de  la  condición  en  cierto  modo  preca- 
ria en  que  la  Sociedad  deudora  tenía  esas  sa- 
litreras, y  de  los  derechos  que  sobre  los  mis- 
mos bienes  correspondían  al  recordado  Lappé; 

11.  Que,  por  tanto,  es  evidente  que  Lappé 
no  habría  podido  ejercitar  derechos  patri- 
moniales de  la  índole  mencionada  por  medio 
de  recursos  simplemente  procesales  en  un  jui- 
cio en  que  no  fué  parte,  y  en  el  cual  ni  siquie- 


ra figuró  como  tercero  interesado,  como h- 
bría  podido  hacerlo; 

12.  Que  conviene  repetir  que  los  jueces !: 
fondo  han  reconocido  adem.ls,  expresa raca'^ 
á  Lappé  el  derecho  que  le  asistía  parainicfj 
este  pleito,  á  virtud  del  interés  directo  :rt 
tenía  y  tiene  en  el  contrato  de  venta  forLib. 
al  rechazar  la  excepción  de  falta  de  |>ersonfr>. 
ó  más  propiomente  de  personalidad  opocsn 
por  los  demandados  y  que  se  fundaba  en  >< 
pormenores  del  juicio  ejecutivo:  derecho  ps 
trimonial  y  sustantivo  que  no  puede «' 
enervado  ó  desconocido  por  la  circunstanii 
extraña  al  presente  debate  judicial,  de  ?• 
existir  ya  la  Sociedad  Saint  Maric  v  Lappé- 
de  no  encontrarse  definitivamente  liquidadí'* 
las  relaciones  contractuales  ó  de  hecho  qjf 
ligaban  á  esa  entidad  jurídica  con  elactcn 
demandante; 

13.  Que  aún  cuando  la  venta  de  los  bienr- 
embargados  al  deudor  se  lleve  á  cabocontm 
la  voluntad  de  éste  y  meilianteelejeancio  > 
un  procedimiento  judicial  determinado,  m 
por  eso  deja  de  constituir  tal  enajenadónct 
verdadero  con  trato  de  compraventa,  quepn 
duce  los  mismos  efectos  que  el  voluntario; 
que  otorga  é  impone  á  los  que  los  celebran  !>» 
mismos  derechos  y  obligaciones  recíprocas  ic 
comprador  y  vendedor  comunes,  niotni5«. 
cepciones  que  las  expresamente  establecidas 
por  la  ley; 

14.  Que  entre  los  derechos  que  natafalmr 
te  emanan  de  un  contrato  de  comprarcB** 
sea  éste  forzado  ó  volnntarío,  se  encuentra  c 
de  pedirse  su  nulidad  por  cualquiera  de  í-^ 
interesados  cuando  no  se  han  llenado  »*• 
celebración  todos  los  requisitos  qn<  ^  '*' 
exige  para  so  perfeccionamiento;  y  es  «te  (k 
recho  precisamente  el  que  Lappé  ha  tratí'í' 
de  ejercitar  en  la  demanda,  indicando»''^ 
los  defectos  ú  omisiones  que  en  sn  concr* 
producían  esa  nulidad; 

15.  Que  dentro  del  mecanismo  que  p>^' 
na  el  contrato  de  compraventa  forzada  ff* 
juicio  ejecutivo,  el  jve^actñacn  él  comoiíF 
sentante  legal  del  deudor  qoe  se  ve  otíip^ 
á  vender;  á  su  nombre  dcclam  axfoé  ^'' 
narío  cerrado  el  contrato,  j  firma  la  its^ 
tíva  escritura; 

16.  Que,  losrepreientazitea  kgaksfoB^ 
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dameros  mamln tartos  de  sus  representados, 
y  sobre  ellos  pesa,  en  consecuencia,  la  obli- 
gación sustancial  de  ceñirse  rigorosamente 
á  los  términos  de  su  mandato,  á  no  ser  en  los 
casos  en  que  la  ley  los  autorice  para  obrar  de 
otro  modo; 

17.  Que  el  mandato  legal  de  los  jueces  que 
en  una  demanda  ejecutiva  cualquiera  inter- 
vienen en  la  enajenación  ó  venta  de  los  bienes 
embargados  á  un  deudor,  se  reglaba  á  la  fe- 
cha en  que  se  orodujo  la  venta  de  que  aquí  se 
trata,  por  la  ley  especial  de  8  de  febrero  de 
1837,  cuyas  distintas  disposiciones  debían 
entenderse  incorporadas  en  dicho  mandato, 
y,  por  lo  mismo,  cumplirse  á  la  letra  por  el 
mandatario,  sobre  todo  aquellas  que  se  re- 
ferían á  las  formalidades  previas  del  contrato 
establecidas  por  el  legislador  como  eficaz  iza- 
ran tía  de  los  derechos  del  vendedor  forzado, 
cuya  rep  re -Tentación  encomendaba  á  la  jus- 
ticia; 

1^.  Que,  entre  esas  eglas  incorporadas  en 
el  mandato  ó  representación  legal  del  juez  de 
la  ejecución,  se  cuentan  las  de  los  artículos  46 
y  49  de  la  citada  ley,  según  las  cuales  es  re- 
quisito esencial  para  llevar  á  efecto  una  ven- 
ta (orzada:  I**  la  tasación  por  peritos  de  los 
bienes  objeto  de  la  venta;  y  2^  que  no  se  ad- 
mitan posturas  por  una  cantidad  inferior  de 
los  dos  tercios  de  esa  tasación; 

19.  Que  no  es  Hcito  á  los  jueces,  en  modo 
alguno,  alterar  los  términos  claros  y  explíci- 
tos de  esos  preceptos,  so  pretexto  de  facultar 
el  remate  pendiente  ó  dw*  interpretar  las  ope- 
raciones del  pleito  que  practicó  la  tasación; 
operación  que  por  su  propia  naturaleza  no 
es  ni  puede  ser  susceptible  de  interpretación, 
y  cuya  aclaración  ó  reforma,  en  caso  de  ser 
necesaria,  no  podría  llevarse  á  cabo  sino  por 
medio  de  otra  operación  del  mismo  género, 
que  la  ley  no  ha  encomendado  á  los  jueces  de 
la  causa; 

20.  Que  es  un  hecho  del  pleito  que  el  perito 
don  José  Antonio  Arís  tasó  los  bienes  embar- 
gados en  la  forma  siguiente,  tasación  que  fué 
aceptada  por  las  partes  y  aprobada  por  la 
justicia:  Valores  en  Taltal,  valores  en  Brea, 
valores  en  la  oficina  "Germania",  con  exclu- 
sión de  la  pampa  misma,  valores  en  la  ofi- 


cina "Unión"  con  exclusión  de  la  pampa  mis- 
ma: $  155.074,78. 

Valor  de  las  pampas  mismas,  si  no  rigiera 
el  impuesto  fiscal  de  $  1,50  por  quintal  métri- 
co de  nitrato  que  se  explota  $  13,124.785,20. 

Pero  la  subsistencia  del  actual  impuesto  no 
sólo  anula  este  valor  sino  que  dejaría  una 
crecidísima  pérdida  á  quien  trabajase  esas 
pampas.  (Esa  pérdida  aparece  calculada  en 
otra  parte  de  la  tasación  en  mas  de  18  millo- 
n-ís); 

21.  Que  de  la  operación  trascrita  resulta 
claro  como  la  luz  que  las  pampas  salitreras 
ó  sea  su  valor  de  13. millones  y  pico  de  pe- 
sos no  estaba  comprendido  en  los  $  155.000 
señalados  por  el  perito  como  precio  de  los 
demás  bienes  embargados,  y,  en  consecuen- 
cia, el  juez  de  la  causa  no  pudo  válidamente 
desconocer  este  resultado  para  los  efectos  de 
fijar  las  bases  del  remate  y  el  mínimum  por  el 
cual  debían  comenzar  las  posturas; 

22.  Que  procediendo  de  otro  modo  ó  de- 
clarando que  las  pampas  estimadas  en  13 
millones  estriban  comprendidas  en  los  de- 
más bienes,  apreciados  sólo  en  $  155.000,  el 
juez  alteró  de  hecho  los  términos  de  la  ta- 
sación; y  por  lo  mismo  alteró  también  el  mí- 
nimum por  el  cual  debió  necesariamente  co- 
menzar el  remate;  y  puso  así  en  venta  las 
propiedades  tasadas  por  una  cantidad  infe- 
rior Á  aquella  que  debió  haber  pedido  por 
ellas  con  arreglo  á  las  instrucciones  precisas 
y  correctas  de  su  mandato  legal,  perjudican- 
do con  ello  á  su  representado; 

23.  Que  este  procedimiento  del  juez,  ade- 
mas de  ilegal  é  inequitativo,  resultaba  toda- 
vía completamente  ilógico;  puesto  que  si  se 
desvalorizaba  y  hacía  desaparecer  el  princi- 
pal de  los  bienes  embargiados,  que  eran  las 
pampas  salitreras  para  involucrarlas  en  la 
tasación  de  las  máquinas  y  oficinas,  que  eran 
lo  meramente  accesorio,  so  pretexto  de  que 
los  $  13  000,000  que  valían  los  primeros  ha- 
bían de  convertirse  en  $  6.000,000 de  pérdida 
para  el  que  las  trabaja.'a,  en  razón  única- 
mente del  impuesto  fiscal  que  por  entonces 
gravaba  la  extracción  de  salitre,  semejante 
pérdida  tenía  que  pesar  con  igual  intensidad 
sobre  el  que  adquiriera  dichas  pampas  por  el 
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solo  valor  de  los  edificios  y  enseres  de  traba- 
jo; ya  que  no  había  ella  de  desaparecer  y  com- 
pensarse hasta  convertirse  en  ganancia,  ccn 
la  simple  adquisición  de  esos  mismos  bienes 
por  la  suma  de  $  150,000  en  que  el  juez  las 
puso  en  subasta.  De  donde  se  sigue  que  tan- 
ta razón  habría  habido  para  prescindir  en 
las  bases  del  remate  de  un  valor  como  del 
otro; 

24.  Que,  por  otra  parte,  un  impuesto  fiscal, 
cu3'a  vida  constitucional  no  pasa  de  dieciocho 
meses,  que  puede  desaparecer  ó  sufrir  modifi- 
caciones periódicas,  cosa  que  ocurre  á  menu- 
do, no  puede  ni  debe  tomarse  en  cuenta  como 
un  antecedente  invariable,  como  un  elemento 
constitutivo  de  precio,  para  íijar  el  valorefec- 
tivo  ó  la  riqueza  que  encierra  un  yacimiento 
mineral,  cuando  se  trata  de  su  enajenación 
perpetua  en  favor  de  terceros. 

Esto  no  es  aceptable,  como  no  lo  sería,  por 
ejemplo,  que  embargado  por  un  acreedor  el 
caballo  ensillado  de  su  deudor  y  tasada  en 
$  80  la  cabalgadura  y  en  $  20  sus  arreos,  se 
pusieran  en  remate  ambas  especies  por  el  va- 
lor solo  de  los  últimos,  so  pretesto  de  que  la 
carestía  del  forraje  ó  lo  excesivo  de  los  im- 
puestos municipales  existentes,  haría  muy 
dispendiosa  la  mantención  del  caballo  para 
el  que  pretendiera  adquirirlo; 

25.  Que  el  acto  del  juez  importó  en  reali- 
dad una  retasa  arbitraria  de  los  bienes  em- 
bargados, llevada  á  cabo  por  él  mismo,  sin 
intervención  de  perito  alguno;  operación  para 
la  cual  no  estaba  facultado  por  la  ley,  ya 
que,  por  más  exagerada  y  anticomercial  que 
estimara  la  tasación  del  perito,  debió  limi- 
tarse á  pedir  posturas  por  los  dos  tercios 
efectivos  de  ella;  y  si  no  hubieran  concurrido 
postores,  le  cumplía  haber  escogido  entonces, 
para  la  venta  de  los  bienes  embargados  ó 
para  el  pago  de  la  deuda,  los  otros  medios 
que  la  ley  le  señalaba,  y  que  son,  según  la 
enumeración  taxativa  de  los  artículos  50, 51, 
52  y  53  de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837: 
1^  la  adjudicación  en  pago  al  acreedor  de  los 
bienes  embargados  por  las  dos  terceras  par- 
tes de  su  tasación;  2^  la  retasa  pericial  de  los 
mismos  bienes;  3*^^  la  ampliación  ó  mejora  del 
embargo  sobre  otra  propiedad  del  deudor 
que  apareciera  de  más  fácil  venta;  4*^  la  en- 


trega al  acreedor  en  prenda  pretoria  de  lo? 
bienes  embargados  para  hacerse  pago  con 
sus  productos;  y  5^  el  arrendamiento  de  los 
mismos  bienes  para  que  se  hiciera  pago  a! 
acreedor  con  su  venta; 

26.  Que,  \oíi  actos  del  mandatario,  ejecuU' 
dos  en  contravención  á  los  términos  del  man- 
dato, no  obligan  al  mandante,  y  en  el  caso 
actual  producen,  además,  la  nulidad  absoia* 
luta  de  lo  obrado;  porque  la  rcpreseotación 
legal  de  los  funcionarios  públicos,  á  diferen- 
cia de  lo  que  sucede  con  los  mandatarios  co- 
munes, se  rige  por  la  regla  establecida  eo  e! 
artículo  151  de  la  Constitución  Política,  de 
conformidad  con  la  cual  ninguna  magistra- 
tura puede  atribuirse,  ni  aun  á  pretesto  de 
circunstancias  extraordinarias,  otra  autori- 
dad ó  derecho  que  los  que  expresamente  self 
hayan  conferido  por  las  leyes,  siendo  nulos 
los  actos  ejecutados  en  contravención; 

27.  Que  viciado  de  nulidad  absoluta  el  con- 
trato de  compraventa  en  pública  subastadle 
las  salitreras  **Germania"  y  "Unión**,  porla> 
causales  mencionadas  en  los  considerandos 
precedentes,  debió  ser  dicha  nulidad  declara- 
da de  oficio  por  los  jueces  del  pleito,  dao'i" 
de  ese  modo  lugar  á  la  demanda,  en  qne  tai 
declaración  se  solicitaba;  por  lo  que,  al  recha 
zar  la  acción  propuesta,  han  desconocido } 
contrariado  el  alcance  jurídico  del  precept» 
del  artículo  1682  del  Código  Civil  yéldele^ 
artículos  46  y  49  de  la  ley  de  8  de  febrero  »lc 
1837,  como  han  violado  también  la  rcg'r. 
contenida  en  el  artículo  1683  del  primero  de 
esos  cuerpos  de  leyes;  infracciones  todas  m 
las  cuales  se  ha  ap03'ado  el  presente  rcciirsc; 

28.  Que  asimismo  ha  violado  el  trihaoai 
sentenciador  el  precepto  del  artículo  167  df- 
Código  de  Procedimiento  Civil,  al  interpre- 
tar la  tasación  del  perito  Arís  dándole  un 
significado  y  alcance  manifiestamente  con- 
trario á  su  tenor  literal;  y  aunque  el  cita  ic 
tribunal  revistió  esa  parte  de  su  fallo  con  f" 
colorido  de  una  simple  cuestión  de  hechi>. 
afirmando  que  con  la  prueba  rendida  se  ha- 
bía acreditado  la  práctica  de  todos  los  trá- 
mites del  juicio  ejecutivo,  tal  afirmación  00 
escapa  de  la  censura  de  esta  Corte  Suprema, 
porque  ella  se  refiere,  no  á  las  pruebas,  testi- 
monio ó  antecedentes  producidos  por  las  par- 
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tes  litigantes,  sino  á  las  actuaciones  públicas 
y  oficiales  de  un  proceso,  cuyo  tenor,  existen- 
cia ú  omisión  no  le  corresponde  fijar  sobera- 
namente al  tribunal  de  la  causa; 

29,  Que  las  infracciones  contempladas  en 
los  dos  considerandos  anteriores  han  influido 
sustancial  mente  en  lo  dispositivo  del  fallo 
recurrido;  y^  en  consecuencia,  procede  el  recur- 
so de  fondo  interpuesto;  y 

30.  Que  el  infrascrito  no  acepta  las  otras 
infracciones  de  ley  invocadas  por  el  recurren- 
te, sobre  todo  las  que  se  basan  ó  derivan  de 
la  falta  de  precio  de  la  cosa  vendida  ó  sea  de 
las  salitreras  "Germania**  y  *'Unión";  pues, 
á  su  juicio,  ese  precio,  aunque  mal  fijado  y 
distinto  del  que  debió  ser,  según  las  instruc- 
ciones dadas  al  mandatario  que  practicó  la 
venta,  ha  existido  en  realidad,  como  consta, 
de  la  respectiva  escritura  de  remate.— E.  Fós- 
ter  Recabarren. 

El  voto  especial  del  señor  Rodríguez  dice: 

Don  Ernesto  Decombe,  acreedor  hipoteca- 
rio de  la  sociedad  de  Saint  Marie  y  Lappé,  la 
ejecutó;  )',  declarada  en  concurso,  hizo  reque- 
rir de  pago  al  socio  deella,  don  Hermann  Lap- 
pé, en  representación  de  la  misma,  y  embargó 
unos  establecimientos  salitrales  en  Taltal  que 
garantían  su  crédito. 

Nombrado  de  perito  don  José  Antonio  Arís, 
tasó  en  $  150.000  y  pico  los  bienes  hipoteca- 
dos, previniendo  que  en  esta  suma  no  figura- 
ba el  valor  de  las  pampas  salitreras  **Germa- 
iiia"  compuesta  de  diecisiete  pertenencias  y 
*' Unión"  con  trece  pertenencias,  cuyas  cali- 
ches, estimaba  en  $  13,000.000.  Advertía  que 
hacía  esta  excusión,  por  motivo  de  que  el 
fuerte  impuesto  fiscal  no  le  permitía  asignar- 
les valor  é  incluirlas  en  la  operación. 

Tal  tasación,  excluyendo  el  valor  de  las 
pampas,  el  juzgado  de  Copiapó  la  mandó  po- 
ner en  conocimiento  de  las  partes  y  que  se  tu- 
viera por  firme  si  no  la  observaban  en  el  tér- 
mino de  tercero  día. 

Después  Lappé  formuló  diversas  incidencias 
para  que:  ó  se  tomase  como  base  de  la  tasa- 
ción la  de  $  13,000.000;  ó  que  se  le  entrega- 
sen las  pampas;  ó  se  rematase  una  y  se  le  de- 
volviese lo  otra;  ó  que  se  hiciera  retasa. 

Todas  estas  solicitudes  fueron  denegadas;  y 
tanto  el  señor  juez  a  quo  como  la  Iltma.  Cor- 

SUPREMA 


te  de  la  Serena,  resolvieron  que  las  pampas 
"Germania"  y  "Unión'*  estaban  incluidas  en 
la  tasación  del  perito,  no  obstante  que  él  ha- 
bía dicho  que  no  las  incluía  y  que  les  atribuía 
un  valor  nominal  de  $  13,000.000. 

Seguida  la  ejecución,  se  pusieron  á  remate 
los  bienes  embargados,  incluidas  las  referidas 
pampas  *'Germania"  con  diecisiete  pertenen- 
cias y  **Unión"  con  trece  pertenencias;  y  se 
adjudicaron  á  don  Ernesto  Decombe  en  la  su- 
ma de  $  152.005,24,  á  quien  se  extendió  es- 
critura de  adjudicación  de  compraventa  en 
remate  público,  con  fecha  7  de  julio  de  1887. 

Kn  el  actual  juicio,  don  Hermann  Lappé,  por 
sí,  demandó  en  Taltal,  á  la  sucesión  del  señor 
Decombe  para  que  se  declare  '*nulala  referida 
escritura  de  7  de  julio  de  1887,  otorgada  en 
Copiapó  ante  el  notario  público  don  Agapito 
Vallejo,  condenando  á  los  demandados  á  las 
restituciones  ordenadas  por  el  artículo  1687 
del  Código  Civil,  con  costas'*. 

La  demanda  se  fundó  en  que,  según  los  ar- 
tículos 1682  y  1683  del  referido  Código,  la 
mencionada  escritura  de  adjudicación  es  nula; 
porque  fué  nula  la  venta  en  remate,  por  falta 
de  precio,  á  consecuencia  de  la  falta  de  tasa- 
ción de  las  pampas.  La  nulidad  nace  de  que 
se  infringieron  los  artículos  4-6  y  49  de  la  ley 
del  juicio  ejecutivo  del  año  1837  que  ordena 
tomar  como  base  de  las  posturas  de  las  su- 
bastas públicas  el  valor  de  la  tasación  peri- 
cial. Consecuencia  de  la  falta  de  precio  es  que 
el  contrato  quedó  sin  efecto  ni  causa. 

Kn  el  curso  del  juicio,  la  sucesión  Decombe 
opuso  al  demandante  la  excepción  de  falta  de 
personería,  ó  más  propiamente  de  personali- 
dad, por  carecer  de  interés,  á  causa  de  que  las 
salitreras  fueron  hipotecadas  por  la  Sociedad 
de  Saint  Marie  y  Lappé  que  había  sido  el  due- 
ño de  ellas,  y  en  consecuencia,  don  Hermann 
Lappé  no  tenía  acción  que  ejercitar.  También 
le  opuso  la  excepción  de  cosa  juzgada  porque 
Lappé,  en  anterior  juicio,  había  demandado 
á  la  Compañía  Lautaro  la  reivindicación  de 
las  susodichas  pampas  salitreras  y  fué  ven- 
cido. 

Según  sentencia  copiada  en  autos,  "la  Lau- 
taro" sostuvo  en  ese  juicio  que  en  los  autos 
pronunciados,  en  la  ejecución  seguida  por 
Decombe  á  la  Sociedad  de  Saint  Marie  y  Lap- 
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pé,  se  fijaron  la  inteligencia  y  alcance  que  de- 
bía darse  á  la  tasación  del  perito  Arís  y  el 
mínimum  que  sirvió  de  base  á  la  subasta  pú- 
blica de  las  pampas  3*  demás  bienes  embarga- 
dos, y  que  las  resoluciones  pronunciadas  ha- 
bían quedado  ejecutoriadas  y  producido  cosa 
juzgada. 

La  petición  de  la  demanda  y  las  excepciones 
fueron  rechazadas  por  el  señor  juez  a  quo  y  la 
Iltma.  Corte  de  la  Serena,  en  sentencia  de  15 
de  junio  de  1906,  confirmó  la  de  primera  ins- 
tancia, desechando  por  su  parte  la  actual  de- 
manda de  Lappé  y  las  dos  excepciones  de  fal- 
ta de  personalidad  y  de  cosa  juzgada  que  á 
ella  había  opuesto  la  sucesión  Decombe. 

En  ambas  instancias  también  ha  figurado 
como  parte  la  Compañía  Salitrera  Lautaro 
de  Taltal,  actual  dueño  de  las  recordadas 
pampas  "Germania"  y  "Unión**  y  de  otras. 

Don  Hermann  Lappé  y  don  Felipe  Herrera, 
cesionario  de  cuota  de  los  derechos  de  éste, 
entablaron  recurso  de  casación  en  el  fondo  de 
la  sentencia  de  la  Iltma.  Corte  de  la  Serena, 
en  la  parte  que  rechazó  la  demanda,  funda- 
dos en  que  se  han  infringido  los  artículos  46 
y  49  de  la  ley  del  juicio  ejecutivo;  el  167  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  y  los  artículos 
3, 1445,  1461, 1464, 1793, 1801,  1808, 1682 
y  1683  del  Código  Civil. 

La  mayoría  de  esta  Corte  ha  acordado  el 
rechazo  del  recurso.  El  infrascrito  ha  votado 
por  que  se  acepte  por  los  siguientes  funda- 
mentos: 

1*  Que  en  el  libelo  de  formaitzación  se  adu- 
ce entre  otros  motivos,  que  la  sentencia  de  la 
Corte  de  la  Serena  al  rechazar  la  demanda, 
infringió  el  artículo  1682  del  Código  Civil; 
porque  acepta  como  válido  un  contrato  de 
venta  en  el  que  se  ha  violado  una  ley  de  or- 
den público,  cual  es  la  que  fija  la  tramitación 
del  juicio  ejecutivo; 

2^  Que  las  sentencias  de  primera  y  segunda 
instancia,  en  la  parte  no  reclamada  han  reco- 
nocido derecho  á  Lappé  para  ejercitar  la  ac- 
ción que  ha  deducido,  pidiendo  la  nulidad  é 
ineficacia  de  la  escritura  de  adjudicación  del 
7  de  julio  de  1887,  otorgada  en  Copiapó  ante 
el  notario  Vallejo  á  favor  de  don  Ernesto  De- 
combe;  ya  que  desecharon  las  excepciones  de 
su  falta  de  personalidad  y  la  de  cosa  juzgada. 


con  motivo,  ésta  última,  de  los  autos  pronno- 
ciados  en  los  juicios  anteriores;  y  que  losdec* 
tos  de  estas  dos  declaraciones  ejecutoriadas  c 
inamovibles  no  deben  enervarse  por  razón  al- 
guna  que  conduzca  á  hacer  ineficaz  é  inútiic! 
derecho  3'a  reconocido  de  Lappé  para  cicrci 
tar  la  acción  de  nulidad  que  ventila  en  e?tf 
juicio; 

3^^  Que,  según  lo  que  disponen  los  artículo* 
671  número  3  y  1851  del  Código  Civil,  Í3> 
ventas  forzadas  que  hace  la  justicia  son  no 
contrato  en  que  el  juez  representa  á  la  parte 
vendedora; 

4^  Que  para  verificar  esta  clase  de  contrato 
de  venta  forzosa,  los  artículos  46  y  4-9  Je  la 
ley  del  juicio  ejecutivo  prescribían,  álalKiía 
en  que  se  hizo  la  subasta,  que  el  mínimum  ¿t 
las  posturas  debía  comenzar  por  los  dos  ter- 
cios de  la  tasación  hecha  por  un  perito: 

5^^  Que  de  la  copia  de  la  escritura  de  adíj 
dicación  y  de  la  tasación  del  perito  AnM 
presentada  como  antecedente  de  la  demanda, 
aparece  que  en  la  tasación  de  dicho  perito. 
ascendente  á  $  150.000  y  pico,  no  estaba  is- 
cluídoel  valor  de  las  pampas  ••Gemiania'r 
"Unión"  y  que  se  remataron  y  adjudicaron  si 
subastador  sin  estar  tasadas  pericialmente 
6^  Que  el  trámite  de  la  tasación  pericial. 
como  regla  de  tramitación,  es  ley  de  orden 
público  y  que  el  artículo  1462  del  Código  Cf 
vil  dice  "que  hay  un  objeto  ilícito  en  todo  In 
que  contraviene  al  derecho  publico  chileno" 
7'  Que  el  1682  del  mismo  Código  prescribe 
que  es  nulo  absolutamente  el  acto  6  contra:  | 
en  que  hay  objeto  ilícito,  ó  en  el  qaescb^  | 
omitido  algún  requisito  ó  formalidad  qoe  U^ 
leyes  prescriben  para  el  valor  del  acto  6  coi 
trato  en  consideración  á  la  naturaleza  de  elio^ 
y  no  á  la  calidad  ó  estado  de  las  personas  qt  ( 
los  ejecutan  ó  acuerdan; 

8^  Que,  por  consiguiente,  al  rechazar  b* 
manda,  la  Corte  infringió  el  artículo  1682  ¿f 
Código  Civil;  y  también  el  1683,  que  perc  t: 
reclamar  la  nulidad  absoluta  en  el  término  -^ 
treinta  años;  y  que  el  demandante  dice  eo  w 
demanda  que  esta  acción  cítíI  ordinaria  '^ 
nulidad  establecida  en  el  citado  artículol^*^' 
es  ia  que  ejercita  en  esta  litis; 

9'  Que  ía  Iltma.  Corte  ha  establecido  coc' 
hechos  del  actual  juicio  que  las  pampas  *'^ 
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manía"  v  **lJai6n*'  entraron  en  la  tasación 
del  perito  Arís  y  en  el  remate  del  año  1887; 

10.  Que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  958  y  977  del  Código  de  Procedí, 
miento  Civil,  en  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  corresponde  á  la  Corte  Suprema  apre- 
ciar **el  mérito  de  los  hechos  tales  como  se 
han  establecido  en  el  fallo  recurrido/'  sin  que 
pueda  * 'admitir  ni  decretar  de  oficio,  para  me- 
jor proveer,  pruebas  de  ninguna  clase  que 
tiendan  á  establecer  ó  esclarecer  los  hechos 
controvertidos  en  el  juicio  en  que  hubiere  re- 
caído la  sentencia  recurrida*'; 

11.  Que  *'dar  sentencia  conforme  á  la  ley  y 
al  mérito  de  los  hechos,  tales  como  se  han 
dado  en  el  fallo  recurrido",  quiere  decir  con- 
forme ó  en  vista  del  mérito,  valor  ó  alcance 
de  los  hachos  por  los  efectos  ó  resultados  jurí- 
dicos que  produzcan; 

12.  Que  el  mérito  atribuido  por  la  Corte  de 
la  Serena  á  la  tasación  del  perito  es  contraria 
á  su  contexto  literal;  porque  en  ella  se  dice 
que  en  su  valor  no  está  incluido  el  de  la^  pam- 
pas, y  la  Corte  afirma  lo  contrario; 

1 3.  Que  en  esa  errada  apreciación  del  mé- 
rito de  la  tasación  pericial,  se  violó  el  precep- 
to del  artículo  167  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil;  porque  se  ha  fallado  en  contra 
del  mérito  del  proceso;  ya  que  la  Corte  deses- 
timó la  demanda  porque,  á  su  juicio,  el  valor 
de  las  pampas  estaba  incluido  en  la  casación 
del  perito,  siendo  que  él  las  excluyó  expresa- 
mente; 

14.  Que  la  infracción  de  los  artículos  167 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  46  y  49  de 
la  ley  del  juicio  ejecutivo  y  1682  del  Código 
Civil,  han  influido  sustancialmcnte  en  lo  dis- 
positivo de  la  sentencia  y  en  consecuencia  es 
aceptable  por  estas  causales  la  casación  de 
fondo  conforme  al  articulo  940  del  citado  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil;  y 

15.  Que  han  comparecido  á  este  juicio:  Lap- 
pé  primitivo  dueño  de  las  pampas  ''Germa- 
nia"  y  "Unión"  que,  como  gestor  de  la  So- 
ciedad de  Saint  Marie  y  Lappé,  las  dio  en  hi. 
poteca  á  don  Ernesto  Decombe,  la  sucesión 
de  éste  que  las  subastó,  y  la  Compañía  Lau- 
taro actual  poseedor  de  ellas.— O.  Rodríguez 
Cerda, 


Cas.  en  el  fondo.  —17  de  agosto  de  1907 
Willshaw  Hnos.  con  Fisco 

Apreoiaolón  de  heolio.  —  Ley  de  con- 
trato— Oontrato;  intepretaolón,  — 
Compraventa.  —  Preolo.  —  Pago.  — 
Moneda  chilena. —Oambio. 

Doctrina:—  *ec/£icic/a  la  litis  á  deter- 
minar la  interpretación  que  debe  darse 
á  la  estipulación  de  un  contrato,  relati» 
va  á  la  forma  del  pago  del  precio  de  cier- 
tas mercaderías,  la  interpretación  dada 
á  esa  cláusula  por  el  tribunal  sentencia- 
dor  es  una  apreciación  de  hecho,  que  es- 
capa á  la  censura  del  tribunal  de  casa- 
ción (1). 


(1)  Es  seosible  qae  la  Excma.  Corte  Suprema  no 
haya  establecido  con  franqauza  y  claridad  en  eate 
caso  la  doctrina  que  sustenta  en  orden  k  la  cuestión 
tan  debatida  de  la  violación  do  la  ley  del  oontrato. 

En  diversas  ocasiones  esta  cuestión  se  ha  someti- 
do á  la  resolución  de  la  Corte,  la  que  siempre  ha 
eludido  un  pronunciamiento  explícito,  pero  tal  vez 
es  éste,  de  todos  los  casos  en  que  hasta  ahora  se  ha 
suscitado,  aquel  en  que  su  resohicióa  era  más  iue- 
ludible  y  es  por  eno  inexplicable  la  faltado  doctri- 
na que  revela  la  sentencia  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema. 

El  fin  más  importante  que  persigue  la  institución 
del  recurso  de  captación,  no  es  el  de  procut-ar  un 
recurso  al  litigante  perjudicado  con  un  fallo  ilegal 
para  conseguir  su  enmienda,  es  un  fin  de  orden  pú«> 
blico:  el  mantener  pura  y  uoiforcne  la  interpreta- 
ción y  aplicación  de  la  ley.  El  tribunal  de  casiación 
ejerce  así  una  influencia  enorme  y  determinante 
sobre  la  jurisprudencia  entera  de  los  tribunales  del 
país.  Contribuye  también  mediante  el  eptableci- 
miento  de  una  doctrina  clara  y  uniforme  á  la 
tranquilidad  social,  disminuyendo  el  námero  de 
litigios  y  los  recursos  de  que  se  valen  los  litigantes. 

Pero  para  ejercer  esta  benéfica  infinencia,  para 
corresponder  á  los  fines  con  que  ha  sido  instituido, 
es  necesario  que  el  tribunal  de  casación  establezca 
doctrina  en  sus  fallos. 

El  intencionado  silencio  de  la  Corte  de  Casación 
sobre  el  punto  de  si  la  inf ración  de  la  ley  del  con- 
trato puede  dar  lugar  á  casación,  ha  de  provocar  sin 
duda  innumerables  recursos  que  el  establecimiento 
de  una   doctrina   franca   habría  evitado.  De  esta 
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En  un  contrato  de  compraventa  el  pa- 
go debe  hacerse^  bajo  todo  respecto^  en 
conformidad  al  tenor  de  la  obligación  y 
cuando  ésta  es  clara  no  hay  para  qué 
desatender  su  tenor  literal  á  pretexto  de 
consultar  su  espíritu. 

Expresando  el  contrato  que  las  mer- 
caderías deben  pagarse  al  cambio  de  18 
peniques  por  peso  sólo  cumple  su  obli- 
gación el  comprador  pagando  en  mone- 
da esterlina^  ó  su  equivalente  estimado 
al  cambio  de  IS  peniques  por  peso,  y  no 
pagando  simplemente  en  pesos  chilenos, 
sin  atender  al  cambio,  con  el  pretexto  de 
que  estos  pesos  son  legalmente  de  18  pe- 
niques. 


Don  Daniel  Bello  Mora,  por  los  señores 
Willshaw  Hermanos  y  C*  comerciantes  y  do- 
miciliados en  Valparaíso,  demandando  al  Fis- 


co, expone:  que  en  el  año  1896  celebráronse* 
mandantes  con  el  Fisco  un  contrato  pírc\ 
proveer  á  la  Armada  Nacional  de  ciertos  ar- 
tículos de  consumo.  Que  el  precio  de  los  ex- 
presados artículos  se  fijó. en  pesos  al  cambio 
de  18  peniques  por  peso.  Que  durante  algún 
tiempo  el  pago  no  se  hizo  por  los  comisar -k 
de  la  Armada  en  la  forma  convenida,  pues  no 
se  entregaban  á  sus  representados  por  cala 
peso  la  cantidad  de  moneda  que  saliera,  sr 
gún  el  cambio  de  18  peniques,  sino  otro  mí- 
ñor;  que  hubo  entre  lo  pagado  y  el  valor  eíc.- 
tivo  de  las  diversas  planillas  que  se  detall- 
en la  cuenta  acompañada  una  diferenáa.< 
$92.642,45.   Que  sus  representados  han  re- 
clamado ante  la  Dirección  General  de  la  Ar- 
mada y  ante  el  Gobierno  por  la  deficiencia. r 
el  pago  de  sus  cuentas,  pero  el  VicePresi Ir- 
te de  la  República,  por  decreto  de  18  de  ;ui  - 
de    1900,   no  dio  lugar  á  dicha  reclamacit : 
Que  para  obtener  judicialmente  el  recoi::r 
miento  de  su  derecho,   entabla  á  nomhre  V 
los  señores  Willshaw  Hermanos  y  C^  dcmr.r 
da  contra  el  Fisco,  á  fin  de  que  en  dehnini\: 


manera  se  recarga  t?mbién  coneiderablemente  la 
labor  del  tribunal  de  casación,  sin  provecho  para 
nadie,  y  en  perjuicio  de  la  tranquilidad  social. 

Es  necesario  que  la  Corto  Suprema  manifieste  con 
franqueza  su  opinión,  precisamente  en  esas  cues- 
tiones doctrinales  que  deben  conducir  á  una  aplica- 
ción uniforme  y  correcta  de  la  ley,  porque  de  otro 
modo  parece  que  la  Corte  habría  fallado  de  un 
modo  diverso  si  no  existieran  los  antecedentes  ex- 
traños á  la  cuestión  misma,  y  qne  han  servido  de 
fundamento  á  la  sentencia  qne  pronuncia. 

En  el  caso  de  este  fallo,  por  ejemplo,  reducida  la 
cuestión  á  la  intepretación  de  la  cláusula  de  un 
contrato,  el  fallo  déla  Excma.  Corte  Suprema  no 
establece  doctrina  alguna  sobre  la  violación  de  la 
ley  del  contrato  y  la  reda<  ción  de  sus  considerandos 
no  expresa  ni  siquiera  con  claridad  si  se  rechazó  el 
recurso  por  estimar  que  no  procede  por  infracción 
del  artículo  1545  del  Código  Civil  porque  la  in- 
terpretación del  contiato  era,  á  juicio  de  la  Corte, 
un  hecho  de  la  caus-a  establecido  por  el  tribunal 
sentenciador  en  uso  de  sus  facultades  privativas. 

La  cita  que  hace  la  sentencia  en  su  parte  resolu- 
tiva de  las  disposiciones  de  los  artículos  958  y  977 
del  Códiíjo  de  Procedimiento  Civil,  nos  inclina  á 
c  trcr  «iue  la  mente  del  tribunal  fué  rechazar  el 
recurso  por  estimar  que  la  interpretación  del  con- 
trato,  hecha  por  el  tribunal  sentenciador,  era  un 


hecho  de  la  causa,  (y  por  eso  hemos  indicai  e; 
doctrina  con  la  salvedad  de  esta  nota)  peroe^cíc- 
sario  que  las  sentencias  expresen  con  clani'-^ 
doctrina  y  no  la  dejen  subordinada  á  ioterpi^ta  . 
nes  que  pueden  ser  exactas  y  pueden  ser  err  r.fa^ 
pero  qne  en  todo  caso  son  insegoran. 

En  cua  ito  á  la  afirmación  delconsideramiovC 
to  del   fallo,  de   que  la   apreciación  hecht  pr.» 
sentencia  recurrida  no  ha  infringido  ninguiu  «i^^* 
disposiciones   legales  invocadas  en  el  rec-ir«-v'^ 
arroja  naturalmente  luz  alguna  sobre  los  veriiji^-* 
fundamentos    del   fallo,   pues  no  expresa  ^S- 
estima  que  no  existen  dichas   inf^ac€ione^  ni '  - 
tampoco  si  califica  ó  no  de  apreciación  de  brtíí:» 
interpretación  del  contrato   establecida  por  el  •  * 
bu  nal  sentenciador. 

Es  de  desear  que  la  Excma.  Corte  Snprtmi  m-- 
nifieste  cuanto  antes   la  doctrina  qne  suster/it' 
esta  cuestión  de  derecho  tan  delicada  y  dtU'  • 
que  en  general,  en  sus  fallos,  procure  de^p'>íI^  .í** 
más  de  los   hechos  secundarios  y  accidenulea  ' 
causa   para  establecer   la  doctrina  clara}?'* 
que    contribuya  á  uniformar   la  jarispiuder.<  ^  ' 
los  tribunales  de  toda  la  Repúblicay  al  nw"    ' 
miento  de  la    tranquihdad   social  qne  Io<<:''^ 
perturban. 

0.  D.  1. 
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se  declare  que  éste  debe  pagarles  la  cantidad 
de  $  92.642,45,  coa  más  los  intereses  corrien- 
tes o  I9S  que  correspondan,  á  contar  desde  la 
fecha  de  las  planillas  acompañadas. 

Bl  Director  del  Tesoro,  en  representación 
del  Fisco,  contestando  la  demanda,  expone: 
(|ue  el  Fisco  no  se  obligó  á  entregar  18  peni- 
(|ues  por  peso  porque  su  obligación  debía  so- 
lucion«irse  en  Valparaíso  y  no  en  Inglaterra, 
sino  que  únicamente  se  obligó  á  entregar  pe- 
sos chilenos  del  tipo  legal  de  18  peniques  que 
era  entonces  el  que  la  ley  de  conversión  asig- 
naba al  oro  en  circulación.  Que  es  evidente 
que  el  Fisco  cumplía  con  su  contrato  en  la  le- 
tra y  en  el  espíritu,  entregando  pesos  chilenos 
de  valor  legal  y  real  de  18  peniques.  Que  no 
es,  pues,  aceptable  que  el  Gobierno  ó  los  Tri- 
bunales de  Justicia  vinieran  á  declarar  que  el 
oro  chileno  no  vale  18  peniques  cuando  hay 
una  ley  de  la  República  que  expresamente  dice 
que  ese  es  su  valor,  y  lo  dice  porque  efectiva- 
mente en  cada  peso  oro  chileno  hay  18  peni- 
ques de  oro  esterlino,  como  puede  verse  le- 
yendo el  artículo  10  de  la  ley  número  277  de 
2  de  febrero  de  1895.  Concluye  pidiendo  que 
no  se  dé  lugar  á  la  demanda. 

En  la  réplica  el  demandante  sostiene  lo  ex- 
puesto y  pedido  en  su  escrito  de  demanda,  y 
agrega  entre  otras  consideraciones:  que  la 
manera  de  entender  el  contrato  celebrado  en- 
tre el  Fisco  y-su  patrocinado  por  parte  del  re- 
presentante fiscal,  no  se  conforma  ni  con  su 
letra,  ni  con  su  espíritu,  ni  con  la  interpreta- 
ción que  prácticamente  le  dieron  las  partes 
antes  de  formularse  la  negativa  de  pagar  á 
razón  de  18  peniques  por  peso.  Que  estándose 
á  la  letra  de  dicho  contrato,  se  estipuló  un 
precio,  no  en  peso,  ni  en  oro,  ni  en  moneda 
metálica,  ni  un  peso  de  18  peniques,  sino  tex- 
tualmente al  cambio  de  18  peniques  por  peso; 
ó  lo  que  tanto  da,  por  cada  peso  del  precio 
fijados  á  los  artículos  en  la  nomenclatura,  el 
consumidor,  esto  es  el  Gobierno  contratante 
debía  entregar  18  peniques  en  moneda  co- 
rriente fiduciaria  ó  metálica,  computada  se- 
gún el  cambio  ó  por  su  valor  real  y  efectivo 
scgiín  el  cambio  internacional,  importando 
poco  la  existencia  del  régimen  metálico  ó  el 
del  papel  moneda.  Que  el  precio  no  se  fijó  en 
consideración  al  valor  intrínseco  ó  les^al  de  la 


moneda  corriente,  sino  á  su  valor  de  cambio, 
en  consideración  al  cambio  internacional  y 
por  ello  con  perfecta  r.uón  el  Tribunal  de 
Cuentas  en  su  luminoso  informe  de  20  de 
noviembre  de  1899  arriba  á  las  conclusiones 
que  en  él  se  expresa.  Que  no  es  exacto  que  el 
peso  de  oro  chileno  valga  18  peniques  como 
se  quiere  dar  á  entender  en  la  contestación  á 
la  demanda,  pues  ni  la  ley,  ni  el  hecho  le  han 
dado  jamás  ese  valor,  y  en  realidad  de  ver- 
dad es  una  moneda  imaginaria  muy  diversa 
del  antiguo  peso  y  sin  relación  alguna  con  los 
peniques  ingleses,  á  menos  que  se  la  dé  la  con- 
versión. Que  la  moneda  sellada  en  Inglaterra 
ó  Australia,  llamada  soberano  ó  comúnmen- 
te libra  esterlina,  tiene  curso  legal  en  Chile 
por  trece  pesos  y  un  tercio;  pero  cree  que  á 
nadie  se  le  ha  ocurrido  la  idea  deque  por  esto 
la  ley  no  dio  al  peso  chileno  el  valor  de  18  pc- 
niquej.  El  acordar  curso  legal  al  soberano  y 
atribuirle  un  valor  en  peso,  no  es  dividir  éste 
en  peniques  ni  darle  el  valor  de  18  peniques. 
Que  lo  del  peso  de  18  peniques  es  una  idea 
vulgar  originada  de  las  apreciaciones,  cálcu- 
los ó  estudios  que  se  hacían  para  realizar  la 
conversión  de  papel  moneda  en  1895,  pero  la 
ley  no  creó  en  realidad  un  peso  de  18  peni- 
ques sino  un  peso  relacionado  con  cierta  can- 
tidad de  oro  dentro  de .  cierta  aleación  y  de 
cierta  tolerancia.  Que  es  verdad  que  este  peso 
intrínsecamente  equivale  muy  aproximada- 
mente á  la  una  trece  y  tercia  parte  de  un  so- 
berano, y  que  una  trece  tercia  parte  de  un  so- 
berano equivale  á  18  peniques;  pero  la  ley  no 
dio  á  esa  unidad  monetaria  el  valor  de  18  pe- 
niques esterlinos,  de  tal  manera  que  cuando 
se  habla  del  peso  chileno  de  18  peniques,  se 
habla  no  de  algo  con  existencia  legal  sino  de 
un  valor  aproximado  de  comparación  parti- 
cular con  el  soberano  ó  libra  esterlina;  que  se 
equivoca  de  una  manera  lamentable  el  repre- 
sentante fiscal  al  sostener  que  el  Fisco  se  obli- 
gó á  entregar  pesos  chilenos  del  tipo  legal  de 
18  peniques;  y  se  equivoca  también  al  aseve- 
rar que  tal  valor  asignaba  entonces  la  ley  de 
conversión  al  oro  en  circulación.  Que  c<?  ex- 
traño y  no  poco  contradictorio  el  argumento 
aducido  de  contrario  al  sostener  que  el  Fi^co 
no  se  obligó  á  entregar  18  peniques  por  peso, 
porque  su  obligación  debía  solucionarse  en 
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Valparaíso  y  no  en  Inglaterra,  con  lo  cual  se 
llega  á  la  conclusión  que  no  se  podrá  contra- 
tar en  libras  esterlinas,  ni  en  francos,  ni  do- 
Uars  6  pesetas.  Que  si  por  tal  -motivo  no  se 
obligó  el  Fisco  á  entregar  18  peniques  por 
peso,  es  extraño  que  entre  junio  de  1895  y 
mayo  de  1896,  y  después  de  julio  ó  agosto  de 
1898  y  en  cumplimiento  del  mismo  contrato, 
entregara  18  peniques  ó  el  valor  de  18  peni- 
ques por  peso,  lo  que  hizo  no  sólo  á  su  patro- 
cinado, sino  también  á  Wedeles  y  otro  en  esa 
fecha  y  antes  en  pleno  régimen  mct/ilico. 

Que  Ja  intención  á  que  obedeció  lo  estipu- 
lado es  por  demás  clara,  pues  la  moneda  na- 
cional fluctuaba  en   valor  y  se  trataba  de  la 
venta  de  mercaderías  importadas  y  adquirí" 
das  por  los  vendedores  en  moneda  esterlina, 
y  no  se  quería,  como  es  natural  en  un  contra- 
to cuantioso  y  de  largo  desarrollo,  correr  las 
contingencias  de  la  variación  del  precio  por 
la  varíación  del  valor  de  la  moneda  con  que 
debía  pagarse;  y  la  inteligencia  que  práctica- 
mente dieron  las  partes  á  lo  estipulado,  ma- 
nifiesta tanto  como  su  tenor  literal  y  su  espí- 
ritu la  verdad  de  lo  que  expresa,  que  para 
los  efectos  del  precio  estipulado  lo  mismo  era 
que  se  pagara  á  sus  representados  en  papel 
moneda  ó  en  metálico  ya  que  habría  de  entre- 
garse siempre   pesos  al  cambio  de  18  peni- 
ques }•  no  pesos  que  valieran  menos  de  dicha 
cantidad,  lo  cual  se  comprueba  con  el  Decre- 
to Supremo  que  inserta,  de  fecha  19  de  junio 
de  1896.  Que  como  pudiera  observarse  que 
no  aparece  del  decreto  á  que  alude  que  la  su- 
ma mandada  pagar  lo  fuera  por  diferencias 
entre  el  valor  corriente  del  cambio  de  la  mo- 
neda de  oro  y  el  tipo  de  18  peniques,  llama  la 
atención  al  contenido  del  oficio  de  la  Coman- 
dancia de  Marina,  el  cual  trascribe,  con  que 
se  remitió  la  reclamación  sobre  la  cual  reca- 
yó el  expresado  decreto.  Que,  en  la  época  en 
que  se  dictó  el  mencionado  decreto,  el  régi- 
men monetario  del  país  no  .era  el  de  papel 
moneda  sino  el  metálico.  Que  dado  lo  expues- 
to,  la  reclamación  que  ha  dado  margen  al 
presente  juicio  ha  sido  ya  aceptada  por  el 
Gobierno  con  respecto  á  los  pagos  efectuados 
entre  el  4  de  junio  de  1895  y  el  22  de  raaj'o 
de  1896,  con  lo  cual  se  manifiesta  la  inteligen- 
cia que  prácticamente  daban  al  contrato  en 


lo  relacionado  con  el  precio  de  los  artículos 
de  suministro,  tanto  el  proveedor  cuanto  d 
Gobierno  mismo,  sus  consejeros  legales  y  las 
oficinas  de  marina.  Que  la  cita  que  hace  no  es 
un  hecho  aislado  de  la  administración:  {)ue« 
en  febrero  de  1896  se  había  dado  la  misma 
inteligencia  á  un  contrato  análogo  cckbraJo 
con  don  Ricardo  Wedeles  sobre  provisión  de 
telas  y  otros  artículos,  según  se  comprobará 
con  las  copias  que  protesta  acompañar. 

Que  el  Supremo  Gobierno,  en  su  decreto  que 
desechó  su  reclamación  no  hace  sino  suponer 
que  la  ley  de  febrero  de  1895  expresa  lo  qnc 
no  dice,  é  imaginar  que  violaría,  cumpliendo 
honradamente  un  contrato,  una  disposición 
legal  que  jamás  ha  existido;  y  aunque  dicha 
ley  hubiera  prescrito  lo  que  se  consigna  en  di- 
cho decreto,  lo  que  no  ha  hecho,  no  valía  el 
peso  de  oro  chileno  según  el  cambio,  18  [)eai- 
ques,  sino  17J  ó  17i  ú  otra  cantidad,  pero 
no  18  y,  en  consecuencia,  con  dicha  moneda 
no  se  puede  pagar  un  precio  estipulado  al 
cambio  de  18  peniques  por  peso.  Quccl  consi- 
derando 7*^  del  Decreto  Supremo  por  el  cual  se 
rechazó  la  reclamación  de  su  representado,  e* 
deprimente  para  la  ilustración  de  l'-.s  gober- 
nantes del  país  y  malamente  enderezado  á  ex- 
cusar el  cumplimiento  de  una  obligación  indis- 
cutible, ya  que  no  podría  jamás  probarse  qae 
se  pagó  al  cambio  de  18  peniques,  entregando 
pesos  que  valían  real  y  efectivamente  menos 
de  esa  cantidad.  Que  es  del  todo  inexacto  e! 
hecho  de  que  las  planillas  llevaron  al  todo 
del  saldo  ó  de  la  suma  la  frase  "oro  de  18  pe- 
niques*', pues  ello  no  se  desprende  de  los  ed- 
tecedentes. 

Que  las  reclamaciones  de  los  proveedores 
entre  el  comisario  y  la  Comandancia  Getieral 
de  Marina  eran  constantes;  pero  como  la  di- 
ferencia de  cada  cuenta  era  pequeña,  el  resol- 
ver el  caso  era  largo  y  el  perjuicio  por  no  per- 
cibir desde  luego  el  valor  exacto  ó  no  exacto 
de  la  cuenta  grave  y  manifiesto,  se  recibíalo 
que  se  entregaba  y  se  cancelaba  para  recla- 
mar después  la  diferencia,  esto  es,  se  hada  lo 
que  antes  se  había  hecho,  sin  que  ello  htibicra 
sido  óbice  para  que  el  Gobierno,  como  lo  de- 
muestra el  decreto  de  junio  de  1896,  manda- 
ra pagar  las  diferencias  que  quedaban  p<n* 
dientes;  y  si  no  se  formalizaban  protestas 
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ante  escribanos,  es  porque  nunca  se  habían 
hecho  y  porque  ellas  no  abonaban  ni  perjudi- 
caban el  derecho  para  cobrar  lo  que  no  se  pa- 
gaba y  que  se  quedaba  adeudando. 

Que  el  Gobierno  y  sus  oficinas  pagadoras, 
reconocen  el  hecho  de  que  el  cambio  en  las  fe- 
clias  de  las  cuentas  no  alcanzaban  á  18  pe- 
niques, sino  que  era  de  los  tipos  apuntados 
en  la  planilla  presentada,  cotno  lo  reconocen 
también  que  no  se  ha  pagado  á  sus  represen- 
tados la  diferencia,  y,  en  consecuencia,  el  he- 
cho de  la  cancelación  de  las  cuentas  no  signi- 
fica que  los  proveedores  hayan  recibido  lo 
que  ahora  cobran,  y  siendo  así  la  cuestión 
que  queda  por  resolver  es  la  de  si  se  les  adeu- 
da 6  no  la  diferencia  á  que  se  ha  referido,  y 
en  ella  nada  tiene  que  ver  la  cancelación  de 
las  cuentas,  y  la  omisión  de  la  protesta  en 
forma.  Que  la  cuenta  cancelada  servirá  para 
probar  que  nadfi  se  adeuda;  perp  para  ello  es 
necesario  que  el  deudor  no  admita  y  confiese 
que  sólo  le  ha  pagado  en  parte;  que  la  cance- 
lación de  una  cuenta  que  no  es  otra  cosa  que 
el  recibo  dado  por  el  acreedor,  prueba  la  en- 
trega de  la  cantidad  en  ella  apuntada,  y  en  el 
caso  en  cuestión,  de  los  pesos  de  oro  pagados 
por  la  Comisaría  General  de  Marina;  pero  no 
prueba,  ó  no  significa,  la  extinción  de  la  obli- 
gación que  le  ha  dado  origen,  si  efectivamen- 
te dicha  obligación  no  se  extinguió  con  el 
pago  hecho.  Que  su  parte  sostiene  que  el 
pago  no  se  ha  hecho  al  tenor  de  la  obligación 
que  reza  el  contrato  celebrado  entre  sus  re- 
presentados y  el  Fisco. 

En  la  duplica  el  representante  fiscal  sostie- 
ne á  su  vez  lo  expuesto  y  pedido  en  su  contes- 
tación, y  agrega  entre  otras  alegaciones:  que 
toda  la  cuestión  dilucidada  en  el  presente  jui- 
cio se  reduce  á  precisar  el  alcance  de  la  frase 
en  pesos  al  cambio  de  18  peniques  por  peso, 
empleada  en  la  nomenclatura  de  los  artículos 
navales  á  que  se  refiere  el  contrato  de  provi- 
sión celebrado  el  21  de  mayo  de  1896  y  que 
corre  en  copia.  Que  según  el  Fisco,  con  esas 
palabras  se  quiso  designar  y  se  designó  tras- 
parentemente la  moneda  que  entonces  había 
en  circulación,  esto  es,  al  nuevo  peso  chileno 
de  oro  creado  por  la  le^'  de  12  de  febrero  de 
1895,  llamado  vulgarmente  peso  de  18  peni- 
ques. Que  el  demandante  pretende  que  esas 


palabras  obligan  al  Fisco  á  entregar  en  Val- 
paraíso á  los  demandantes  18  peniques  oro 
esterlino  ó  su  equivalente  al  cambio  á  la  vis- 
ta por  cada  peso  del  contrato. 

Que  la  regla  fundamental  de  la  interpreta- 
ción de  las  leyes  es  enteramente  diversa  de  la 
establecida  para  la  interpretación  de  los  con- 
tratos, como  claramente  se  expresa  en  los  ar- 
tículos 19  y  1560  del  Código  Civil:  y  para  in- 
terpretar el  contrato  no  hay  que  encastillar- 
se en  el  sentido  estrictamente  gramatical  ó 
científico  de  sus  palabras  y  prescindir  de  todo 
lo  demás  como  se  hace  de  continuo,  sino  que 
hay  que  inquirir  ante  todo  cuál  fue  la  inten- 
ción con  que  se  suscribieron  sus  estipulacio- 
nes, esto  es,  qué  se  quiso  evidentemente  decir 
con  las  palabras  en  pesos  al  cambio  de  18 
peniques  por  peso,  conocida  claramente  esta 
intención  deberá  estarse  á  ella  más  que  á  lo 
literal  de  esas  palabras,  ello  no  es  sólo  lo  que 
aconseja  la  equidad  sino  lo  que  manda  termi- 
nantemente la  ley;  sin  embargo,  en  el  escrito 
de  réplica  se  prescinde  por  completo  de  esta 
regla  fundamental. 

Que  analizada  gramaticalmente  la  frase  an- 
tes expresada  se  presta  al  juego  de  palabras 
consignado  de  contrario;  pero  no  basta  con 
sólo  ese  análisis  gramatical,  ya  que  se  trata 
de  interpretar  un  contrato.  Que  llama  la  aten- 
ción la  frase  al  cambio  de  18  ¡«ñiques  por 
peso,  que  no  fué  impuesta  por  los  demandan- 
teu,  sino  que  al  contrario  estaba  redactada  é 
impresa  desde  el  año  anterior  en  la  nomencla- 
tura de  los  artículos  navales,  como  puede  ver- 
se. Que  salta  á  la  vista  y  consta  además  de  los 
informes  que  corren  agregados  á  los  autos, 
que  ella  se  estampó  con  el  objeto  de  hacer  los 
contratos  futuros  de  provisión  para  la  Mari- 
na en  la  nueva  moneda  (!e  oro  nacional,  esto 
es,  en  pesos  llamados  vulgarmente  de¡l 8  peni- 
ques, que  sólo  habían  comenzado  á  circular 
dos  meses  antes,  esto  es,  el  1^  de  junio  de 
1895,  particularidad  que  se  consigna  tam- 
bién en  otros  casos,  como  por  ejemplo  la  ta- 
rifa de  avalúos.  Que  si  este  no  fué  el  alcance 
de  esa  frase,  llama  la  atención  que  se  haya 
fijado  18  d.  y  no  24  ó  36,  ya  que  el  anterior 
contrato  con  los  demandantes  había  sido  á 
24,  ya  que  tan  fijos  quedaban  los  precios  en 
peniques  en  uno  como  en  otro  caso.  Que  si  la 
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Junta  Económica  de  la  Marina  no  pretendió 
decir  pesos  chilenos  de  oro  de  18  peniques  en 
las  palabras  empleadas  por  ella,  es  extraño 
que  se  haya  dado  el  ímprobo  trabajo  de  re- 
ducir de  24  peniques  á  18  los  precios  de  los 
1318  artículos  que  figuran  en  la  nomencla- 
tura. 

Que  laintención  con  que  el  Fisco  puso  la  fra- 
se al  cambio  de  18  peniques  por  peso  y  el  al- 
cnncequcél  le  atribuyó  son  perfectamente  cla- 
ros, pues  quiso  decirpesos  chilenos  de  oro  de 
los  que  entonces  circulaban;  y  la  intención  de 
los  contratantes  está  de  acuerdo  con  la  inter- 
pretación práctica  que  las  partes  mismas  die- 
ron al  contrato,  con  el  hecho  de  haber  el  Fisco 
entregado  y  los  señores  Willshaw  Hermanos 
recibido  durante  más  de  dos  años  un  peso 
chileno  de  oro  por  cada  peso  del  contrato.  Que 
según  lo  aseveran  el  Comisario  y  el  Director 
de  la  Armada  en  el  informe,  jamás  los  señores 
Willshaw  formularon  protesta  por  los  pagos 
verificados  en  las  condiciones  apuntadas.  Si 
los  señores  Willshaw  hubieren  creído  que  se 
le  debían  18  peniques  por  cada  peso  de  su 
contrato,  debieron  á  la  izquierda  del  saldo 
líquido  de  cada  una  de  sus  cuentas  escribir 
no  de  18  peniques  como  lo  han  hecho,  sino  al 
cambio  de  18  peniques,  y  exigir  que  cada  una 
de  estas  cuentas  se  redujese  á  peniques  al 
cambio  á  la  vista  por  pesos  chilenos  oro  el 
día  de  cada  pago. 

Que  las  consideraciones  aducidas  por  el  re- 
presentante del  demandante  encaminadas  á 
destruir  el  argumento  aducido,  carecen  de  ba- 
se, ya  que  no  se  probará  que  han  existido  las 
protestas  que  los  demandantes  aseveran  hi- 
cieron, durante  el  término  del  contrato,  por 
cuanto  la  reclamación  administrativa  sólo 
se  presentó  el  20  de  octubre  de  1899,  según 
aparece,  ó  sea  cincuenta  y  cuatro  días  des- 
pués de  haber  recibido  tranquilamente  el  últi- 
mo pago  y,  en  consecuencia,  cuando  ya  ha- 
bía terminado  el  contrato  que  motivaba  el 
mismo.  Que  es  cierto  que  esa  reclamación  co- 
mienza reproduciendo  cierta  nota  pasada  el 
31  de  agosto  anterior  á  la  Comisaría  de  Ma- 
riiia  en  que  se  reclamaba;  pero  no  lo  es  me- 
nos que  tanto  la  Comisaría  como  la  Dirección 
General  de  la  Armada  desconocen  haber  reci- 
bido semejante  solicitud,  recLuno  ó  protesta. 


Que  aún  en  el  supuesto  que  los  demandantes 
establecieran  que  habían  formulado  el  recla- 
mo á  que  se  alude,  ello  no  bastaría  para  in- 
validar  el  alcance  de  la  cancelación  lisa,  llana, 
absoluta  que  los  mismos  habían  puesto  á  to- 
das sus  cuentas  anteriores  durante  más  d< 
dos  años,  ya  que  nadie  que  sólo  recibe  pane 
del  precio  que  cobra  en  una  cuenta  la  cancela 
sino  que  asienta  en  ella  el  abono  respectivo. 
Que  los  decretos  supremos  que  se  citan  de  con 
trario  en  apoyo  de  sus  pretensiones,  no  se  re- 
fieren á  casos  semejantes  alacual  litigio:  pues 
ambos  han  recaído  con  motivo  de  contratos 
hechos  á  un  cambio  dado  durante  la  época 
del  papel  moneda,  no  durante  la  circulad nn 
metálica  y  queriéndose  aludir  evidentemente 
á  la  moneda  metálica  circulante  como  en  el 
presente  juicio;  y  al  dictarse  los  decretos  en 
referencia  se  mandó  pagar  á  los  señores  Wiü 
shaw  los  arf:ículos  á  que  en  los  mismos  <ie- 
cretos  se  alude  como  antes  se  les  paga!>a, 
esto  es  al  cambio  á  la  vista  ó  sea  cotizanl  ■ 
nuestro  peso  sólo  en  17V¿  peniques  6  17U  v 
no  en  18,  ya  que  los  señores  Wedeles  y  WiÜ- 
shaw  habí.in  contratado  en  el  equivalente 
en  moneda  chilena  pesos  oro  ó  papel  á  tant» 
ó  cuantos  peniques  por  peso,  no  teniend » 
nada  que  ver  dichos  señores  con  la  conver- 
sión que  sin  consultarlos  había  hecho  el  Go- 
bierno de  Chile  después  de  haber  contrataJ^ 
con  ellos.  Que  el  caso,  origen  del  presente  jui- 
cio, es  completamente  diverso,  por  cuanto  d 
contrato  á  que  aluden  los  demandantes  j^c 
hizo  en  pleno  régimen  metálico,  y  su  histori.i. 
sus  antecedentes  su  ejecución  misma  demue'^- 
tra  claramente  que  la  intención  de  los  con- 
tratantes al  emplear  la  expresión  antigua- 
*'al  cambio  de  tantos  peniques  por  peso"- 
variándola  sólo  en  el  número  de  los  penique^. 
no  fué  tratar  en  peniques,  sino  en  la  mon^ii 
chilena  de  oro  circulante,  esto  es,  el  peso  ie 
18  peniques. 

Que  es  exacto  que  la  ley  de  12  de  febrero  tie 
1895  no  habla  de  peniques,  como  se  asevera 
de  contrario,  sino  de  cierta  cantidad  «le  or-"» 
contenida  en  un  cóndor,  en  un  doblón  6  en  ur. 
escudo,  y  al  definir  el  peso  dice  que  es  la  vilí- 
sima parte  de  un  cóndor,  la  décima  de  un  lo- 
blón  ó  la  quinta  de  un  escudo;  pero  llama 
también  la  atención  que  el  penique  es  una 
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moneda  inglesa  imaginaria  que  contiene  una 
cierta  cantidad  de  orodentro.de  una  aleación 
y  tolerancia  dada,  y  como  esa  aleación  y  to- 
lerancia son  exactamente  iguales  en  las  mo- 
nedas inglesas  y  en  la  chilena,  y  el  peso  chile- 
no equivale  exactamente,  con  toda  la  posible 
exactitud  á  la  trece  una  tercia  parte  de  una 
libra  esterlina  ó  sea  de  240  peniques  ingleses, 
tO'lo  el  mundo  dice  bien  que  nuestro  peso  tie- 
ne y,  por  consiguiente,  vale  18  peniques  por- 
que la  cantidad  de  oro  fino  contenida  en  él  es 
la  misma  contenida  en  18  peniques  ingleses, 
cuanto  más  que  la  ley  del  95  al  dar  curso  le- 
gal en  Chile  á  las  libras  acuñadas  en  Ingla- 
terra y  Australia  les  fija  un  valor  de  $  13,33. 
Que  un  peso  chileno  de  18  peniques  no  se 
cambia  en  esta  ciudad  por  18  peniques  ingle- 
ses por  más  que  los  tenga  y  los  valga  en  la 
propia  casa  de  moneda  de  Londres,  3'a  que 
para  ello  hay  que  llevarlo  á  dicha  ciudad,  y 
porque  en  el  lenguaje  comercial  la  palabra  pe- 
nique no  significa  sólo  la  doscientas  cuarenta- 
vas partes  del  oro  contenida  en  una  libra  ó  la 
de  dieciocho  avos  de  un  peso,  sin  esa  misma 
cantidad  de  oro  acuñada  en  moneda  inglesa 
y  puesta  en  Londres  ala  orden  á  tantos  ó 
cuántos  días  vista  ó  simplemente  á  la  vista, 
siendo,  en  consecuencia,  natural  que  quien 
tenga  18  peniques  en  Santiago  y  los  necesita 
en  Londres  pague  lo  que  cuesta  llevarlos  á 
dicha  ciudad.  Que  los  pesos  de  Santiago,  Val- 
paraíso é  Iquique  son  los  mismos  y  valen  lo 
mismo,  y  sin  embargo  si  se  remite  cierta 
suma  á  Iquique  hay  que  pagar  comisión. 

Que  no  es  absurdo,  como  se  sostiene  de  con- 
trario, decir  como  lo  ha  dicho  en  su  escrito  de 
contestación  á  la  demanda,  que  el  Fisco  nada 
adeuda  á  los  señores  Willshaw,  porque  lo  que 
le  debía  eran  pesos  de  18  peniques,  que  fué  lo 
que  les  entregó;  y  como  la  obligación  se  solu- 
cionaba en  Valparaíso  y  no  en  Londres,  nada 
tiene  que  ver  sobre  el  cambio  en  dicha  ciudad. 

Que  se  estipula  un  cambio  fijo  sólo  en  países 
con  papel  moneda  ó  en  aquellos  con  régimen 
monetario  inestable  aunque  sea  de  oro,  para 
prevenirse  de  las  fluctuaciones  enormes  del 
valor  del  papel  ó  de  su  vuelta. 

Que  la  estipulación  de  un  cambio  fijo  de  18 
peniques  á  nuestro  peso  de  18  peniques  hecha 
en  el  contrato  de  21  de  mayo  de  1896,  dando 


4- esa  frase  el  alcance  que  el  demandante  le  da 
en  el  presente  juicio,  no  puede  tener  racional- 
mente sino  un  objeto,  cual  es  precaverse  con- 
tra falsificaciones  futuras  hechas  por  el  Go- 
bierno de  Chile  de  su  propia  moneda,  temor 
que  abriga  la  convicción  que  jamás  pasó 
por  la  mente  del  demandante,  ya  que  ningún 
gobierno  se  prestaría  á  la  adopción  de  pre- 
cauciones semejantes  contra  su  propio  deco- 
ro y  honradez. 

Las  partes  de  común  acuerdo  expresaron 
que  para  facilitar  la  resolución  del  juicio,  han 
convenido  en  solicitar  del  Juzgado  que  se  dic- 
te pronunciamiento  sobre  la  cuestión  de  fon- 
do sin  atender  á  la  determinación  precisa  de 
la  cuantía,  ó  sea  acerca  de  si  debe  ó  no  el 
Fisco  abonarlas  diferencias  que  se  cobran, 
omitiendo  por  ahora  pronunciarse  sobre  el 
monto  de  lo  cobrado,  pudiendo  citárseles  sin 
más  trámite  para  sentencia. 

El  Juzgado  dispuso  oir  al  señor  Promotor 
Fiscal,  funcionario  que  evacuó  su  dictamen, 
hecho  lo  cual  se  les  citó  para  sentencia. 

Uno  de  los  juzgados  de  Santiago,  con  fecha 
11  de  agosto  de  1904,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  por  el  contrato  celebrado  el  21  de 
mayo  de  1896,  que  corre  en  copia,  los  seño- 
res Willshaw  Hermanos  y  C*  se  comprome- 
tieron á  proveer  á  la  Armada  Nacional  de  los 
artículos  de  consumo  especificados  en  la  no- 
menclatura, la  cual  forma  parte  integrante 
del  expresado  contrato,  por  los  precios  fijados 
en  ella,  con  un  descuento  de  12%; 

2^  Que  la  referida  nomenclatura  expresa 
que  el  precio  de  los  artículos  debe  pagarse  al 
cambio  de  18  peniques  por  peso; 

3^  Que  los  demandantes  reconocen  que  los 
pagos  hechos  por  el  Fisco,  dando  cumplimien- 
to al  contrato  expresado,  se  efectuaron  en  la 
moneda  metálica  establecida  por  la  ley  nú- 
mero 227  de  11  de  febrero  de  1895; 

4*?  Que  la  suma  de  $  92.642,45  que  los  de- 
mandantes cobran  en  el  presente  juicio,  repre- 
senta la  diferencia  entre  los  pesos  llamados 
vulgarmente  de  18  peniques  en  que  se  les  hi- 
cieron los  pagos,  y  el  valor  que  á  esos  mismos 
pesos  asignaban  los  Bancos,  en  la  época  de 
cada  pago; 
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o^  Que  el  artículo  20  de  la  lej-  citada  en  el 
considerando  3^,  dio  curso  legal  en  el  país  á 
la  libra  esterlina  sellada  en  Inglaterra  ó  Aus- 
tralia, y  le  asignó  el  valor  de  $  13  y  un  tercio 
de  peso; 

6^  Que,  dado  lo  expuesto  en  el  consideran- 
do anterior,  el  peso  chileno  creado  por  la  ley 
mencionada,  es  una  trece  y  tercia  parte  de 
una  libra  esterlina  y  tiene  el  mismo  valor  que 
18  peniques  que  forman  también  una  13  y  ter- 
cia de  una  libra; 

7^  Que  la  equivalencia  de  valor  es  estable- 
cida por  la  ley  citada  entre  las  monedas  chi- 
lenas é  inglesas,  no  es  meramente  arbitraria, 
sino  que  ella  se  deriva  de  la  circunstancia  de 
que  ambas  contienen  igual  cantidad  de  metal 
fino; 

8*^  Que,  en  consecuencia,  el  Fisco,  al  pagar 
las  provisiones  suniinitradas  por  los  deman- 
dantes á  la  Armada  Nacional  con  pesos  de 
un  valor  legal  é  intrínseco  de  18  peniques,  dio 
extricto  cumplimiento  A  la  obligación  que  con 
ellos  había  contraído; 

9^  Que  no  es  admisible  la  observación  adu- 
cida por  los  demandantes  de  que  en  la  época 
en  que  se  efectuaron  los  pagos,  los  Bancos  co- 
tizaban los  pesos  de  18  peniques,  en  una  can- 
tidad inferior,  porque  esa  depreciación  no 
provenía  de  que  dichos  pesos  valieran  legal  é 
intrínsecamente  menos  de  18  peniques,  sino 
que  representaba  el  pago  anticipado  de  la 
Comisión  que  los  Bancos  celebraban  por  tras- 
ladar esos  mismos  pesos  á  mercados  extran- 
jeros; 

10.  Que  debiendo  el  Fisco  hacer  sus  pagos 
en  Valparaíso,  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  el  inciso  2^  del  artículo  1588  del  Código 
Civil,  no  tenía  por  qué  tomar  á  su  cargo  el 
costo  del  trasporte  del  precio  á  mercados  ex- 
tranjeros; 

11.  Que,  á  mayor  abundamiento,  puede  en 
concepto  del  Juzgado,  deducirse  de  las  cir- 
cunstancias y  antecedentes  siguientes,  el  he- 
cho de  que  los  contratantes  tuvieron  la  in- 
tención de  que  el  pago  se  efectuara  en  la  mo- 
neda equivalente  á  un  valor  de  18  peniques 
por  peso  establecida  por  la  ley  de  febrero  de 
1  895,  ya  citada; 

a)    Que  el  anterior  contrado  de  provisión 
de  artículos  para  la  Armada,  celebrado  tam- 


bién con  los  señores  Willsha>Y  Hermanos  r 
C^  establecía  que  los  precios  debían  pagirk 
al  cambio  de •24-  peniques  por  peso; 

b)  Que  esa  estipulación  tuvo,  sin  duda  a; 
guna,  por  objeto  asegurar  al  proveedor  t 
pago  en  una  moneda  de  valor  fijo  y  sustraer 
de  esa  manera  de  las  contingencias  ct^r?;. 
guientes  á  las  continuas  é  imprevistas  ok:uv 
ciones  á  que  estaba  sujeto  el  valor  do  la  :r.- 
neda  fiduciaria  que  circulaba  en  el  paí<  i  • 
rante  la  vigencia  de  ese  contrato; 

c)  Que  en  septiembre  de  1895,  antes  ijüc^: 
celebrara  el  contrato  materia  deestejuia  ;. 
tres  meses  después  de  haber  comenzado  á  i-ir- 
cular  la  moneda  metálica  de  valor  delS:^ 
ñiques,  la  Junta  Económica  de  la  Armii. 
sustituyó  en  la  nomenclatura  de  losartícuii> 
que  constituyen  la  provisión  de  artículo>  na- 
vales, los  pesos  al  cambio  de  24-  peniques,  4UC 
figuraban  en  la  nomenclatura  anterior.  [-.: 
pesos  al  cambio  de  18  peniques; 

d)  Que  esa  sustitución  que  debió  m\*f^'M  l 
un  trabajo  largo  y  difícil  ya  que  se  trata -ic 
los  precios  de  más  de  mil  trescientos  artícu- 
los difc^rentes,  no  pudo  tener  por  objeto  ase- 
gurar al  proveedor  el  pago  en  una  moneóa 
fija,  desde  que  es  evidente  que  la  moneda  -le 
18  peniques  goza  de  la  misma  fijeza  que  la 
de  24; 

e)  Que  la  Junta  Económica  de  la  Armau, 
cuando  redactó  la  nomenclatura,  tenía  cono- 
cimiento que  circulaba  en  el  país  moneda  me- 
tálica, con  determinada  ley  de  fino  y,  en  con- 
secuencia, con  un  valor  intrínseco  fijo  que  <if' 
bía  reducir  sus  oscilaciones  de  valor  á  límite* 
muy  restringidos; 

O  Qu^i  por  lo  tanto,  la  Junta  Económica 
no  tenía  por  qué  preocuparse  de  establecerá 
favor  del  proveedor  una  moneda  de  valor  es- 
table, como  lo  había  hecho  anteriormente  en 
circunstancias  que  circulabaenelpa¡selpa[>c' 
moneda  de  curso  forzoso; 

g)  Que  no  es  presumible  que  ni  la  Junt.i 
Económica  al  formar  la  nomcnclatnra,  ni  ^'' 
Gobierno  al  aceptar  la  propuesta  á  los  de- 
mandantes hubieran  pretendido  desconocer 
el  valor  asignado  por  la  ley  á  la  moneda  er 
circulación,  ni  el  valor  intrínseco  quedaba  > 
la  misma  cantidad  de  metal  fino  queconteoa 

h)  Que  en  la  nomenclatura  se  expresó  qoc 
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los  precios  debían  pagarse  en  pesos  al  cam- 
bio de  18  peniques  con  anterioridad  á  la  ce- 
lebración del  contrato  con  los  señores  Wills- 
haw  Hermanos  y  C^  y  sin  intervención  algu- 
na de  dichos  señores; 

/)  Que  el  Comisario  General  de  la  Armada, 
en  el  informe  que  corre  en  copia,  expresa  tex- 
tualmente: "En  todas  las  cuentas  presenta- 
das por  dichos  señores  Willshaw  Hermanos  y 
C*  aparece  que  lo  que  cobran  son  pesos  de 
18  peniques,  puesto  que  el  saldo  líquido  de  lo 
cobrado  en  ellas,  y  al  margen  izquierdo  del 
signo  de  pesos  han  colocado  invariablemente 
la  frase  18  peniques...  '* 

Jj  Que  los  demandantes  han  reconocido,  por 
lo  menos  tácitamente,  la  exactitud  de  los  he- 
chos aseverados  en  el  párrafo  trascrito  del 
considerando  precedente,  si  bien  agregando 
que  muchas  de  las  cuentas  presentadas  por 
ellos  no  contenían  esas  frases; 

k)  Oue  es  inverosímil  que  los  demandantes, 
en  una  época  en  que  estaba  en  circulación  una 
moneda  conocida  con  el  nombre  de  18  peni- 
([ues,  y  que  en  realidad  tenía  ese  valor  legal  é 
intrínseco,  se  sirvieran  de  la  frase  "pesos  de 
18  peniques"  para  referirse  no  á  la  moneda  en 
circulación,  sino  á  otra  distinta. 

i)  Que  consta  de  autos,  que  los  demandan- 
tes recibieron  en  pago  los  pesos  llamados  de 
18  peniques,  y  cancelaron  sus  cuentas  sin  de- 
jar en  ellas  constancia  de  que  habían  recibido 
una  suma  inferior  á  la  que  se  les  adeudaba  y 
sin  formular  protesta  ó  reserva  alguna  con 
motivo  de  dichos  pagos,  ya  que  no  han  esta- 
blecido en  autos,  como  lo  sostienen  en  su  es- 
crito de  réplica,  que  presentaron  constantes 
reclamaciones  á  la  Comisaría  y  á  la  Coman- 
dancia General  de  la  .\rmada  á  consecuencia 
(le  la  forma  en  que  ellos  se  les  hacían,  apare- 
ciendo en  los  mismos  que  la  única  que  formu- 
laron fué  traída  tres  años  después  de  celebra- 
do el  contrato  á  que  se  alude  en  la  escritura 
eu  circunstancias  que  ya  éste  había  terminado. 

'O  Que  no  es  presumible  que  los  demandan- 
tes, si  hubieran  creído  que  el  Fisco  les  adeuda- 
ba una  suma  tan  considerable,  dejaran  tras- 
currir el  lapso  de  tiempo  expresado  sin  hacer 
g<?stión  alguna  encaminada  á  obtener  su  pa- 
go, ó  por  lo  menos  el  reconocimiento  de  su 
crédito. 


12.  Que  conocida  claramente  la  intención 
de  las  partes,  debe  estarse  más  á  ella  que  á  lo 
literal  de  sus  palabras. 

De  conformidad  con  lo  expuesto  en  los  con- 
siderandos anteriores  disposición  y  ley  en 
ellos  citada  y  lo  ordenado  en  los  artículos 
1545, 1560,  1698,  1712  del  Código  Civil,  151 
y  428  del  de  Procedimiento,  se  declara:  que  no 
ha  lugar  á  la  demanda  que  se  deduce  en  el  es- 
crito, debiendo  las  costas  de  la  causa  ser  pa- 
gadas por  las  partes  en  la  cuota  ó  proporción 

que  cada  uno  las  hubiere  causado Gabriel 

Rencoret. 

Apelada  esta  sentencia,  una  de  las  salas  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  falló: 

Santiago,  4  de  enero  de  1906.— Vistos:  re- 
produciendo la  relación  de  los  hechos  de  la 
sentencia  apelada  y  considerando: 

1'  Que  habiéndose  pedido  propuestas  pú- 
blicas para  proveer  de  artículos  navales  á  la 
Armada  Nacional  se  acej^tó  la  que  presenta- 
ron los  señores  Willshaw,  Hermanos  y  C*  por 
decreto  supremo  de  9  de  maN'O  de  1896,  com- 
prometiéndose el  Estado  á  pagar  esos  artícu- 
los en  conformidad  á  la  nomenclatura  forma- 
da por  la  Junta  Económica  de  Marina  con  un 
descuento  de  12%. 

2^  Que  en  virtud  de  tal  aceptación,  se  redu- 
jo á  escritura  pública  el  respectivo  contrato, 
ajustado  entre  los  proponentes  y  el  Fisco,  y 
formó  parte  integrante  de  él  la  expresada  no- 
menclatura, la  cual  establece  que  las  mercade- 
rías serán  abonadas  al  cambio  de  18  peniques 
por  peso. 

3^  Que  acordado  por  las  partes  un  precio 
fijo,  para  ponerlas  á  cubierto  de  las  fluctua- 
ciones del  cambio  internacional^  ha  debido 
fijarse  efectivamente  ese  precio,  sin  que  sea 
aceptable  la  alegación  del  demandado  de  que 
cumplía  sus  obligaciones  entregando  oro  ú 
otra  clase  de  moneda  del  país  si  ella  no  repre- 
sentaba con  exactitud  en  las  cotizaciones  del 
mercado  el  valor  convenido  en  el  contrato. 

4*?  Que  se  ha  establecido  durante  el  juicio 
sin  contradicción  de  parte  del  Fisco,  que  las 
planillas  acompañadas  á  la  demanda  no  fue- 
ron pagadas  en  moneda  esterlina  ó  su  equiva- 
lente estimado  al  cambio  de  18  peniques  por 
peso;  y  no  se  ha  objetado  tampoco  la  verací- 
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dad  de  las  diferencias  ó  saldos  que  en  dichas 
planillas  se  anotan  como  insolutos;  y 

5^  Que  el  pago  debe  hacerse  bajo  todos  res- 
pectos en  conformidad  al  tenor  de  la  obliga- 
ción; y  cuando  esta  es  clara,  como  en  el  pre- 
sente caso,  no  hay  para  qué  desatender  su  te- 
nor literal  á  pretexto  de  consultar  su  espíritu. 

Por  estos  fundamentos  y  teniendo  presente 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1545,  1569  y 
1698  del  Código  Civil,  se  revoca  la  referida 
sentencia  de  fecha  11  de  agosto  de  1904^  y  se 
declara  que  ha  lugar  á  la  demanda. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Benaven- 
te.—/.  Ignacio  Larraín  Z. —Darío  Benavente, 
—R.  Reyes  Solar. 

El  demandado  interpuso  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  contra  este  fallo  y,  al  forma- 
lizarlo, sostiene  que  se  han  infringido  las  si- 
guientes disposiciones  legales: 

1^  Artículo  1543  del  Código  Civil,  por  cuan- 
to la  sentencia  recurrida,  desconociendo  la  ley 
del  contrato  que  regía  las  obligaciones  mu- 
tuas entre  el  F'isco  y  la  Casa  Willshaw  y  C*, 
crea  para  el  primero,  obligaciones  no  contem" 
piadas  en  él. 

2*?  Artículo  1546  del  Código  Civil.  El  con- 
trato á  que  se  refiere  este  juicio,  según  la  sen- 
tencia recurrida,  no  habría  sido  ejecutado  por 
el  Fisco  de  buena  fe,  ya  que  ha  pagado  por 
los  artículos  suministrados  un  precio  inferior 
al  convenido.  Mientras  tanto,  el  Fisco  ha 
ajustado  sus  pagos,  ajustándose  en  todo  al 
espíritu  que  tuvieron  las  partes  al  celebrar  el 
contrato  y  sin  ti  atar  de  engañar  á  la  perso- 
na con  quien  contrató. 

3^  Artículo  1560  del  Código  Civil.  La  vio- 
lación de  este  precepto  es  manifíesta,  pues,  la 
sentencia  no  toma  en  cuenta  la  intención  de 
los  contratantes  claramente  conocida,  y,  fun- 
dándose en  otra  disposición  legal,  se  atiene 
exclusivamente  á  lo  literal  de  las  palabras. 

4^  Artículo  1563  del  Código  Civil.  Hay  in. 
fracción  de  este  artículo,  porque  la  interpre- 
tación dada  por  el  Fisco  al  contrato  celebra- 
do con  la  casa  Willshaw  es  la  que  guarda  ar- 
monía con  la  naturaleza  de  la  obligación. 

5°  Artículo  1564  del  Código  Civil.  Lo  re- 
suelto por  la  Corte  contraría  este  precepto, 
porque  la  interpretación  dada  en  la  sentencia 
no  guarda  armonía  con  las  demás  disposicio- 


nes del  contrato  ni  con  el  objetivo  princiji 
que  se  tuvo  en  mira  al  celebrarlo.  El  fallo:: 
ha  tomado  en  consideración  el  hecho  de|:c 
ambas  partes  estuvieron  de  acuerdo  al  inter- 
pretar el  contrato,  ya  que  la  casa  Willshaw 
cobró  siempre  sus  cuentas  en  oro  de  18  i»c:i- 
ques  y  el  Fisco  las  pagó  en  esa  moneda  >:r, 
protesta  alguna  de  parte  del  vendedor. 

6*?  Artículos  10  y  20  de  la  ley  de  11  de  fe- 
brero de  1895.  La  añrmación  contenida  en  d 
considerando  3^  de  la  sentencia  recurrida,  ir 
porta  el  olvido  de  las  disposiciones  queiii 
curso  legal  en  Chile  ala  libra  esterlina  seKila 
en  Inglaterra  6  Australia,  asignándole  el  va- 
lor de  $  13V^;  y  se  prescinde  de  la  circunsrar.- 
cia  de  que  la  equivalencia  entre  la  moneda  ia- 
glesa  y  chilena  no  es  arbitraria,  sino  derivaia 
de  que  ambas  contienen  igual  cantidad  de  me- 
tal fino. 

El  procurador  de  los  demandantes,  eontc^ 
tando  el  escrito  de  fundación  del  recurro,  a 
sostenido: 

Que  en  el  juicio  no  se  ha  ventilado  sin:  i 
significación  y  alcance  de  la  frase  del  contra- 
to sobre  precio  **al  cambio  de  ISpcnique?;!;: 
peso"; 

Que  esta  clase  de  cuestiones  son  de  hethu.v 
no  dan  base  á  ninguna  causal  de  casación: 

Que  la  sentencia  recurrida  no  ha  violar- 
los preceptos  legales  que  enumera  el  recurren- 
te, porque,  interpretando  ó  aplicando  unco-. 
trato  en  que  se  estipula  que  los  pagos  han  :c 
hacerse  "al  cambio  de  18  peniques  porpo-' 
ha  resuelto  precisamente  que  se  hagan  lo>  v 
gos  á  ese  tipo. 

Oído  el  dictamen  de  un  señor  Ministro. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  según  la  cláusula  1*  del  contrato  .t 
lebrado  el  año  1896,  los  señores  VNilMía*^ 
Hnos.  y  C^,  se  obligaron  á  entregar  á  la  ar- 
mada Nacional,  los  artículos  navales  inü.^* 
dos  en  la  nomenclatura  respectiva,  la  cual  es- 
tablece que  los  precios  se  pagarán  **al  caní* 
de  18  peniques  por  peso'*; 

2^  Que  de  los  términos  en  que  ha  sido  [v-* 
teado  y  resuelto  el  presente  litigio,  ai  irect 
que  la  cuestión  fundamental  debatida  c  tr^ 
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el  Fisco  y  Willshaw  Hnos.  y  C^  se  ha  reduci- 
f]o  á  determinar  la  interpretación  que  debe 
fiarse  á  la  estipulación  relativa  á  la  forma  de 
pago  del  precio  de  las  especies  suministradas 
por  los  demandantes  á  la  Armada  Nacional; 

3*?  Que  el  fallo  recurrido,  al  declarar  que  el 
pago  debe  hacerse  al  cambio  de  18  peniques 
por  peso,  no  en  pesos  de  18  peniques  como  lo 
pretende  ei  Fisco,  se  ha  limitado  á  resolver, 
en  desacuerdo  de  las  partes,  la  significación 
que  en  su  concepto  corresponde  á  las  estipu- 
laciones del  contrato;  y 

4^  Que  la  apreciación  hecha  en  la  sentencia 
recurrida,  á  que  se  refiere  el  considerando  an- 
terior, no  ha  infringido  ninguna  de  las  dispo- 
siciones legales  invocadas  por  el  Fisco  al  in- 
terponer el  recurso. 
Visto  ademas,  lo  dispuesto  por  los  artículos 

938,  977  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 

se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en 

el  fondo  interpuesto  por  el  Fisco. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 
—  Leopoldo    Urrutia,  —  José  Gabriel  Palma 

Guzmán^—Galvarino  Gallardo,— Gabriel  Gae- 

te—José  Bernaíes.  —  Luis  Romilio  Mora,— 

Ekazar  Donoso  Vtldósola. 


Cas.  en  el  fondo.— 2  de  agosto  de  1907 

Severoni  con  Bercezio 

Causa  de  casación.— Instrumento  pri- 
vado; reconocimiento.-  Títulofejecuti. 
vo.-  Prueba.  ~  Testigos.—  Documento 
estendido  en  papel  incompetente.-- 
Papel  sellado.— Multa. 

Doctrina:  No  puede  fundarse  un  re- 
curso de  casación  en  una  infracción  legal 
que  en  caso  de  existir^  no  influiría  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia. 

No  puede  fundarse  un  recurso  de  casa- 
ción en  la  infracción  del  artículo  1702 
del  Código  Civil  si,  lejos  de  haber  sido 
reconocido  el  documento  en  que  se  fun^ 


de  la  excepción  en  el  juicio,  fué  terminan- 
temente desconocida  su  firma  y  no  fué 
mandado  tener  por  reconocido. 

No  infringe  el  artículo  374  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  la  sentencia]que 
no  acepta  como  prueba  plena  las  decla- 
raciones de  dos  testigos  contestes,  si  estas 
declaraciones  se  produjeron  fuera  del 
término  legal  y  si,  además,  aparecen  des- 
virtuadas, por  las  declaraciones  de  los 
testigos  de  la  parte  contraria,  por  las 
posiciones  absueltas  por  esta  parte  y 
por  los  antecedentes  del  proceso  en  ge- 
neral. 

Opuesta  solamente  la  excepción  de  pa- 
go á  una  ejecución  y  no  la  de  falta  de 
alguno  de  los  requisitos  legales  para  que 
el  título  tenga  fuerza  ejecutiva,  contem- 
plada en  el  artículo  485  número  7.^  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  la  sen- 
tencia recurrida  no  pudo  ni  debió  fallar 
otra  excepción  que  la  única  opuesta  y  al 
hacerlo  no  ha  podido  infringir  dicho  ar- 
tículo. 

La  sentencia  que  da  lugar  á  la  ejecu- 
ción y  ordena  el  pago  de  la  multa  á  la 
persona  que  presentó  un  documento  en 
papel  incompetente,  no  infringe  los  ar- 
tículos 462 y  485  número  T-'  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  ni  los  artículos 
8  y  11  de  la  ley  de  P"  septiembre  de  1874 
si  el  ejecutado  no  reclamó  del  manda- 
miento de  ejecución  y  sólo  opuso  la  ex- 
cepción de  pago  y  no  las  del  artículo 
485  número  7^  y  si  sólo  estando  la  cau- 
sa en  estado  de  sentencia  observó  que 
el  documento  habría  sido  extendido  en 
papel  sellado  del  bienio  anterior  al  de  su 
fecha. 


Don  Vicente  Severoni,  preparando  ejecución 
contra  don  Luis  Bercezio,  solicitó  en  10  de 
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agosto  de  1903,  que  éste  reconociera  la  firma 
que  con  su  nombre  y  apellido,  aparecía  en  un 
pagaré  á  favor  del  primero,  por  la  cantidad 
te  $  818  36  y  extendido  en  papel  sellado  del 
bienio  anterior  al  de  la  fecha  en  que  se  firmó. 

Citado  á  este  efecto  el  deudor,  en  22  de  ju- 
lio de  1904,  presentó  escrito,  en  el  cual  sus- 
tancialmente  expuso:  que  en  realidad  contra- 
jo la  obligación  de  que  se  trata;  pero  que 
como  no  tenía,  por  el  momento,  dinero  dispo- 
nible para  hacer  el  pago,  esperaba  que  don 
Vicente  Severoni  le  concediese  el  plazo  de  uno 
ó  dos  meses  para  verificarlo. 

Se  ordenó  poner  esta  solicitud  en  conoci- 
miento del  ejecutante,  y  después  de  haberse 
dado  por  reconocida  la  firma  del  documento, 
en  rebeldía  del  demandado,  de  haberse  despa- 
chado mandamiento  de  ejecución  y  procedi- 
dosc  al  requerimiento  y  embargo  respectivo, 
desaparecida  esta  última  diligencia  de  la  se- 
cretaría, hubo  necesidad  de  practicarla  nue- 
vamente, oponiéndose  sólo  entonces  el  ejecu- 
tado con  la  excepción  de  pago  de  la  deuda, 
para  cuya  justificación  acompañó  un  recibo. 

El  ejecutante  desconoció  que  hubiese  reci- 
bido tal  pago  y  la  firma  con  que  aparece  sus- 
crito el  documento.— Dice  que  es  falso  el  reci- 
bo acompañado  y  falso  también  que  haya 
recibido  cantidad  alguna  por  el  documento. 

Recibida  la  causa  á  prueba  y  después  de 
tramitada  en  forma  legal  hasta  ponerse  en  es- 
tado de  sentencia,  el  ejecutado  presentó  para 
que  se  tuviese  presente  un  escrito,  en  el  cual 
entre  otras  observaciones,  hace,  por  primera 
vez,  la  de  que  el  documento  está  extendido  en 
papel  incompetente  y  sin  haberse  pagado  la 
contribución  respectiva. 

Se  pronunció  sentencia  de  13  de  mayo  de 
1905  por  el  Juzgado  de  San  Fernando,  sen- 
tencia que  en  su  parte  fundamental  y  dispo- 
sitiva dice  así. 

Teniendo  presente: 

1^  Que  en  este  caso  el  acreedor  ha  negado 
ser  suya  la  firma  que  con  su  nombre  y  apelli- 
do aparece  en  el  recibo  presentado  á  efecto  de 
comprobar  la  excepción  de  pago  de  la  deuda 
alegada  por  el  deudor; 

2^  Que  en  orden  á  la  comprobación  misma 
de  esa  excepción  se  ha  rendido  la  prueba  tes- 
timonial que  corre  en  autos  al  tenor  del  auto 
de  prueba; 


3^  Que  siendo  como  es  de  más  de  $  2<A«la 
obligación  que  se  cobra  en  la  demanda  ejecu- 
tiva, la  prueba  de  testigos  es  inadmisible  pa- 
ra acreditar  la  excepción  referida,  según  a>! 
se  desprende  de  lo  dispuesto  en  los  artíajio> 
1709  y  1710  del  Código  Civil; 

4,^  Que  si  bien  es  cierto  que  la  obligacíf'n 
de  que  se  trata,  aparece  en  papel  del  bienit 
anterior  al  de  su  fecha,  también  lo  es  qjí 
la  excepción  respectiva  derivada  de  esa  ar- 
cunstancia  no  ha  sido  alegada  por  el  deudor, 
como  quiera  que  no  puede  considerarse  c.>- 
mo  tal  excepción  la  frase  entre  líneas  que 
se  ve,  toda  vez  que  ni  contiene  las  partico. 
laridades  que  expresamente  se  determinan 
en  e\  artículo  486  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  ni  corresponde  á  la  verdadera 
excepción  que  no  sería  de  ese  hecho,  ó  «ea 
á  la  del  numero  7^  del  artículo  485  del  l<> 
digo  de  Procedimiento  citado,  en  el  caso  de 
aceptarla; 

5'  Que  todavía,  según  se  desprende  úci 
mérito  general  de  los  antecedentes,  la  fra>e 
referida  ha  sido  puesta  con  posteriorídaii  a 
auto  de  prueba  y  consiguientemente  fuera 
del  término  legal  para  poder  considerada 
como  excepción  á  la  ejecución. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  de; 
Código  Civil  citado,  se  declara  sin  lugar  la 
excepción  alegada,  debiendo  llevarse  adelan 
te  la  ejecución  hasta  hacer  cumplido  pago  de 
la  deuda,  intereses  legales  y  costas. 

La  parte  que  ha  exhibido  el  documento  p 
gara  por  vía  de  multa  el  5%  del  valor  to- 
tal en  él  expresado.— /osé  Astroza. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  ejecatad\ 
una  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago,  con  fecha  9  de  julio  de  IK'- 
resolvió: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
13  de  mayo  de  1905,  con  costas  del  recurso. 

El  juez  de  la  causa  cuidará  de  hacer  efu 
tivo  el  pago  de  la  multa  ordenada  en  la  psr 
te  final  de  la  sentencia  confirmada.^/.  Berc^ 
Íes — Darío  Benaveute.^José  T.  María.^Fd- 
pe  Herrera, 

Contra  esta  sentencia  la  misma  parte  eK- 
cutada  interpuso  recurso  de  casación  en  e 
fondo,  exponiendo,  en  síntesis,  al  formalizar' ' 

La  sentencia  recurrida,  al  desechar  la  ex- 
cepción de  pago,  viola  la  disposición  del  ar* 
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tículo  1702  del  Código  Civil,  que  dispone  que 
el  instrumento  privado  reconocido  por  la 
parte  á  quien  se  opone  ó  que  se  ha  mandado 
tener  por  reconocido  en  los  casos  y  con  los 
requisitos  prevenidos  por  la  ley,  tiene  el  valor 
de  escritura  pública  respecto  de  los  que  apa- 
recen ó  se  reputan  haberlo  suscrito;  el  1711 
que  acepta  la  prueba  de  testigos  cuando  hay 
un  principio  de  prueba  por  escrito;  la  regla 
2*  del  artículo  374  del  Código  de  Procedí 
miento  Civil,  que  establece  que  las  declara 
cione  de  dos  ó  más  testigos  contestes  en  el 
hecho  y  en  sus  circunstancias  esenciales,  sin 
tacha,  legalmente  examinados  y  que  dan  ra. 
z6n  de  sus  dichos,  podrá  constituir  prueba 
plena  cuando  no  haya  sido  desvirtuada  por 
otra  prueba  contraria,  la  regla  4* del  artículo 
335  del  citado  Código  de  Procedimiento,  que 
establece  que  1  os  instrumentos  privados  se 
tendrán  por  reconocidos  cuando  se  declare 
a  nt-Mtic¡dal  del  instrumento  por  resolución 
judicial;  y  344  del  mismo  Código,  que  pres- 
crib:  que  en  el  incidente  sobre  autenticidad 
de  un  instrumínto  se  admitirán,  como  me- 
dios probatorios,  además  del  cotejo  los  que 
las  leyes  autoricen  para  la  prueba  del  fraude 
entre  los  cuales,  agrega  el  recurrente,  se  com- 
prende la  prueba  de  testigos. 

La  misma  sentencia  ha  infring^tdo  también 
los  artículos  8^  y  11  de  la  ley  de  I'' de  septiem- 
bre de  1  874,  el  primero  de  los  cuales  dispone 
que  el  documento  que  no  se  otorgue  en  papel 
sellado  competente  no  tendrá  en  ningún  caso 
mérito  ejecutivo,  y  para  ser  presentado,  para 
otros  efectos,  ante  la  justicia  ú  otra  autori- 
dad pública,  deberá  pagar  el  veinte  veces 
tanto  del  impuesto  correspondiente,  y  casti- 
ga el  segundo,  con  multa,  al  funcionario  pú- 
blico que  admita  en  su  despacho  documentos 
en  que  no  se  hayan  llenado  las  formalidades 
y  prescripciones  de  dicha  ley. 

Por  último,  la  misma  sentencia  recurrida, 
infringe  además  •'los  artículos  485  número 
73  y  462  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil*', pues  debiendo  el  juez  examinar  el  título 
para  despachar  ó  derogar  el  mandamiento  y 
liabiendo  visto  que  le  faltaba  al  documento, 
base  de  la  ejecución,  el  pago  del  impuesto,  no 
debió  despacharlo. 
Fundando  el  recurso  ante  esta  Corte,  repi- 


te el  recurrente  lo  expuesto  en  el  escrito  en  que 
lo  formalizó,  y,  respondiendo  la  parte  con- 
traria, hace  algunas  observaciones  tendentes 
á  desvirtuarlos  consignados  por  aquel. 

Se  expidió  el  dictamen  del  Ministro  á  quitn 
correspondió  informar,  y 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1°  Que  requerido  de  pago  el  ejecutado,  só- 
lo se  opuso  la  ejecución  con  la  excepción  de 
pago  de  la  deuda,  fundada  en  el  recibo  que, 
en  documento  privado,  presentó  al  efecto,  re- 
cibo que  hoy  se  encuentra  de  los  autos; 

2*^  Que  habiendo  desconocido  el  ejecutante 
tanto  la  fírma  d¿  ese  docuhiento  como  la 
efectividad  del  pago  á  que  él  se  refiere,  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  confirmada  sin 
modificación  por  la  recurrida,  desechó  esa 
excepción  fundándose  en  que  siendo  de  más 
de  $  200  la  obligación  que  se  cobra  en  la  de- 
manda ejecutiva,  la  prueba  de  testigos  es 
inadmisible  para  acreditar  la  excepción  refe- 
rida, según  se  desprende  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1709  y  1710  del  Código  Civil; 

3*^  Que  cualquiera  que  sea  la  aplicación 
que,  al  caso  del  litigio,  pudiera  tener  esta 
doctrina  legal,  la  infracción  del  artículo  1711 
del  citado  Código  en  que  se  funda  el  recurso, 
en  la  hipótesis  de  existir,  no  influiria  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia  misma  tanto  por- 
que la'prueba  de  dos  testigos  rendida  al  efec- 
to por  el  ejecutado,  se  produjo  fuera  del  ter- 
mino legal,  pues  verificada  la  última  notifi- 
cación del  auto  que  recibió  la  causa  á 
prueba,  el  día  catorce  de  noviembre  de  1904, 
en  San  Fernando  sólo  se  recibieron  esas  de- 
claraciones, en  Santiago  el  día  21  de  diciem- 
bre del  mismo  año  cuanto  porque  prescin- 
diendo aún  de  esta  circunstancia  y  apreciando 
la  prueba  testimonial  rendida  por  una  y  otra 
parte,  las  posiciones  absueltas  por  el  ejecuta- 
do y  el  mérito  general  de  los  antecedentes  del 
proceso,  no  aparecería  justificada  la  excep- 
ción; 

4'  Que  de  los  otros  artículos  del  Código 
Civil  en  cuya  infracción  se  funda  también  el 
recurso  no  aparece  la  del  artículo  1702  del 
primero  de  estos  Códigos  que  dispone  que: 


418 


SBGÜNDA   PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


**a)  El  instrumento  privado,  reconocido 
por  la  parte  á  quien  se  opuso,  ó  qu¿  se  ha 
mandado  tener  por  reconocido  en  los  casos  y 
con  los  requisitos  prevenidos  por  ley,  tiene  el 
valor  de  escritura  pública  respecto  de  los  que 

aparecen  6  se  reputan  haberlo  suscrito" , 

pues  lejos  de  haber  sido  reconocido  el  docu- 
mento en  que  se  apoya  la  excepción,  fué  ter- 
minantemente desconocida  la  firma  con  que 
él  se  encuentra  suscrito  y  no  existe  en  autos 
antecedente  alguno  respecto  á  que  se  haj^a 
mandado  tener  por  reconocido. 

h)  La  regla  2.*  del  artículo  374  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  que  establece  que  las 
declaraciones  "de  dos  ó  más  testigos  contes- 
tes en  el  hecho  y  en  sus  circunstancias  esen- 
ciales, sin  tacha,  legalmente  examinados  y 
que  den  razón  de  dichos,  podrá  constituir 
prueba  plena  cuando  no  haya  sido  desvir- 
tuada por  otra  prueba  contraria",  pues  ya 
se  ha  dicho  que  la  declaración  de  los  dos  tes- 
tigos presentados  por  el  ejecutado  se  produjo 
fuera  del  término  legal  y  que  todavía  esas 
declaraciones  aparecen  desvirtuadas  tanto 
por  las  otras  declaraciones  de  los  testigos  de 
la  parte  contraria  como  por  las  posiciones 
absueltas  por  el  ejecutado  y  por  los  antece- 
dentes del  proceso  en  general; 

c)  La  regla  4^  del  artículo  335  del  mismo 
Código  de  Procedimiento  Civil,  que  prescribe 
que  los  instrumentos  privados  se  tendrán 
por  reconocidos  cuando  se  declare  la  "auten- 
ticidad del  instrumento  por  resolución  judi- 
cial", pues  ni  el  recurrente  ha  manifestado 
cual  es  esa  resolusión,  ni  en  autos  aparece 
alguna  de  la  cual  pudiera  siquiera  deducirse 
tal  declaración; 

d)  El  artículo  344  del  Código  citado,  que 
ordena  que  "en  el  incidente  sobre  autentici- 
dad de  un  instrumento se  admitirán  co- 
mo medios  probatorios",  además  del  cotejo, 
"los  que  las  leyes  autoricen  para  la  prueba 
del  fraude",  entre  los  cuales,  agrega  el  recu- 
rrente, se  comprende  la  prueba  de  testigos, 
pues  además  de  lo  expuesto,  á  este  respecto, 
en  el  considerando  3^,  se  ha  manifestado  en 
este  mismo  considerando  4^  lo  que  existe  en 

.autos  acerca  de  la  declaración  de  los  dos  tes- 
tigos del  ejecutado; 
5*^  Que  el  ejecutado  se  opuso  á  la  ejecución 


solamente  ron  la  excepción  de  pago  y  no  oía 
la  que  consigna  el  número  7^  del  artículo  i'»' 
del  Codifico  de  Procedimiento  Civil,  es  dcrr, 
"la  falta  de  alguno  de  los  requisitos  6  con  li- 
ciones establecidas  por  las  lej-es  para  quttli 
cho  título  tenga  fuerza  ejecutiva,  sea  nljsc.j- 
tamente,  sea  con  relación  al  demandado"  j, 
por  consiguiente,  la  sentencia  recurrida  n^ 
pudo  ni  debió  fallar  otra  excepción  qi:e':. 
única  opuesta  como  así  lo  hizo.— Y  si  biir. 
estando  la  causa  en  estado  de  sentencia.  <»V 
servó  el  ejecutado  que  el  documento  ha'.Li 
sido  extendido  en  papel  sellado  del  bienio  a';- 
terior  al  de  su  fecha  y  no  había,  por  tar*. 
pagado  la  contribución  respectiva,  e*tn  ú. 
ma  circunstancia  que  fué  contradicha  por  c 
ejecutante  y  que  debía  ser  materia  de  una  re- 
solución, fué  tomada  en  cuenta  en  la  sen:.:- 
cia  respectiva,  ordenándose  en  ella  que  ú 
parte  que  presentó  el  documento,  paga>c;'  : 
vía  de'multa  el  5%  del  valor  total  en  é!  ex- 
presado. 

6*^  Que  todavía  respecto  de  esta  mi^r* 
cuestión,  relativa  al  impuesto  que  podía  a-v  - 
dar  el  documento,  la  sala  respectiva  de  - 
Corte  de  Apelaciones,  después  de  oir  a!  sci'  ' 
Fiscal,  ordenó  en  la  resolución  de  7  de  di cic  r- 
bre  de  1903,  que  se  pagase  la  contrihucí'* 
multa  que  adeudaba  el  citado  docun:.-:  . 
consignándose  entonces,  con  tal  objeto..'  "» 
orden  judicial,  la  boleta  >' reiterándose  i:/- 
tarde  por  la  misma  Sala  de  la  Corte  de  A  :- 
laciones  de  Santiago,  al  pronunciarse  >  '- 
el  recurso  de  apelación  de  la  sentencia  dt ; ' 
mera  instancia,  que  el  juez  de  la  causa  cu: 
rá  de  hacer  efectivo  el  pago  de  la  multa  i: » 
cada  en  la  parte  final  de  la  sentencia  c*:"' 
mada; 

7*^  Que  de  lo  expuesto  en   los  dos  coj>  .• 
raudos  anteriores  aparece  que  n.i  existe  la  •  • 
fracción   del  artículo  485  del  Código  de  IV 
cedimiento  Civil,  en  su  número  7^,  al  cual  >  :• 
duda  ha  querido  referirse  el  recurrente  a- 
tar  el  número  73,  ya  que  no  se  opuso : 
excepción  ni  por  consiguiente  se  falló,  r.!  . 
dd  artículo  462  del  mismo  Código,  puts.  ^v 
tendido  el  documento    en  papel  sellado  c. 
que  aparentemente  podría  juzgarse  pagó- 
la contribución,  no  fué  reclamada  la  res - 
ción  que  ordenó  despachar  mandamiento  ic 
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ejecución,  y,  al  contrano,  se  aceptó  el  pro- 
cedimiento, oponiendo  la  excepción  de  pago  y 
dejando  de  oponer  la  del  número  7^  del  cita- 
do artículo  485; 

8^  Que  asimismo  no  aparece  tampoco  la 
violación  de  los  artículos  8^  y  11  de  la  ley  de 
1^  de  septiembre  de  1874  ya  que,  como  se  ha 
expuesto  en  el  considerando  anterior  y  en  el 
que  le  precede,  el  auto  que  ordené  despachar  el 
mandamiento  de  ejecución,  fue  consentido,  y^ 
aún  sin  tomar  para  nada  en  cuenta  las  modi- 
ficaciones que  á  la  citada  ley  hiciera  la  de  13 
de  enero  de  1898,  la  sentencia  recurrida  resol- 
vió el  litigio  tal  como  las  partes  lo  presenta- 


ron, fallando  la  única  excepción  opuesta,  y 
ordenando  el  pago  de  la  contribución  y  multa 
correspondientes. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  interpuesto. 

(Jueda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad de  $  150  consignada  al  efecto. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 

Carlos  Varas Leopoldo  Vrrutin,  ^Galvari- 

no  Gallardo,  —  Gabriel  Gaete,  —  V.  Aguirre 
Vargas,— Leoncio  RodrígurJi. — L.  Vial  IJf^ar- 
te. 
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•  CORTE    SUPREMA 


Cas.  en  e!  fondo.— 19  de  af^osto  de  1007 
Recurso  de  nulidad  —22  de  agosto  de  1903 

Mena  con  Municipalidad  de  Valpannso 

Nulidad.- Competencia.— Juicio  de  ha- 
cienda.- Expropiación.— Avalúo;   re 
clamación  —Prescripción;  interrupción 
civil.-  Causal  de  casación 

Doctrina:  Es  nula  por  haber  sido  dic- 
tado poT  tribunal  incompetente  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Valparaíso,  en  H6  de  diciem- 
bre de  1902,  en  causa  en  que  el  Fisco 
tenía  un  interés  directo  y  positivo,  por- 
que según  lo  dispuesto  por  la  ley  de  19 
de  enero  de  1889,  artículo  15,  la  Corte 
Suprema  debía  continuar  conociendo  de 
las  causas  de  hacienda,  jurisdicción  que 
mantenía  en  esa  fecha,  (1) 

(Ij  El  conocimiento  de  las  causas  de  hacienda 
fué  atribuido  k  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santia- 
go por  ley  de  28  de  agosto  de  1902  aprobatoria  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  ley  que  comenzó 
á  legir  el  l.«  de  marxo  de  1903. 

SUPREMA 


Fijado  por  una  ley  de  expropiación  el 
plazo  de  veinte  días  para  reclamar  del 
avalúo  practicado  y  reclamado  oportu- 
namente este  avalúo,  si  el  reclamante 
deja  trascurrir  más  de  cuatro  años  sin 
proseguir  en  la  tramitación  del  juicio, 
prescribe  su  acción  y  no  puede  alegar  la 
interrupción  de  la  prescripción  en  confor- 
midad al  artículo  2503  del  Código 
Civil 

No  puede  fundarse  un  recurso  de  casa- 
ción en  la  infracción  de  disposiciones 
legales  que  no  sólo  no  se  han  aplicado 
en  el  fallo  recurrido  sino  que  ni  siquiera 
se  han  citado  en  él. 


En  las  gestiones  practicadas  por  la  Empre- 
sa de  Agua  Potable  de  Peñuelas,  parr»  expro- 
piar los  terrenos  de  particulares  que  necesi- 
taba, se  procedió  á  la  tasación  y  se  puso  el 
resultado  en  conocimiento  de  los  interesadoí. 

Notificado  el   avalúo  don  Marcelo  A.  Mena 
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por  la  parte  que  le  afectaba,  reclamó  dentro 
del  término  establecido  por  la  ley  y  solicitó 
el  nombramiento  de  un  perito  por  parte  del 
expropiante,  para  que,  procediendo  con  el  que 
designaba  en  su  presentación,  se  practicase 
una  tasación  circunstanciada. 

El  juzgado  ordenó  en  27  dejuIiodel895 
que  se  acompañaran  previamente  los  antece- 
dentes en  que  se  fundaba  la  reclamación,  or- 
den que  se  dejó  sin  cumplimiento,  hasta  que 
en  24  de  noviembre  de  1900,  solicitó  Mena 
que  se  pidieran  á  la  Intendencia  donde  se 
encontraban. 

Agregados  á  los  autos  copias  de  los  ante- 
cedentes, se  pidió  nuevamente  por  el  recla- 
mante Mena  que  se  citara  á  comparendo 
para  proceder  al  nombramiento  de  perito  y 
hacer  nueva  tasación. 

El  Gerente  de  la  Empresa  de  Agua  Potable- 
de  Valparaíso  opuso  á  esta  solicitud  la  ex  ~ 
cepción  de  prescripción  por  haber  abandona 
do  por  más  de  tres  años  su  reclamación,  por 
lo  cual  pidió  que,  aceptándose  la  excepción 
opuesta,  se  declare  que  don  Marcelo  A.  Mena 
está,  obligado  á  aceptar  la  tasación  de  sus  te- 
rrenos, en  conformidad  al  decreto  de  la  Inten- 
dencia de  Valparaíso  de  28  de  junio  de  1895. 

Oída  la  respuesta  y  previo  dictamen  del 
Promotor  Fiscal  el  juzgado  resolvió: 

Valparaíso,  11  de  marzo  de  1902.— Vistos 
con  lo  expuesto,  por  las  partesy  atendido  el 
mérito  de  autos,  oído  el  dictamen  del  señor 
Promotor  Fiscal  y  vistos  los  artículos  2492, 
2514  y  2503  número  2^  del  Código  Civil, 
2"^  de  la  ley  de  3  de  enero  de  1873  y  4^  de 
la  de  18  de  junio  de  1857,  se  declara  prescri- 
ta la  acción  intentada  en  estos  autos  por 
don  Marcelo  A.  Mena  y  ha  lugar,  en  conse- 
cuencia, á  lo  que  pide  el  representante  de  la 
Empresa  de  Agua  Potable  de  Valparaíso  en 
el  esc  ri  t  o . — A .  Beza  n  illa  Sil  va . 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 

Valparaíso,  26  de  diciembre  de  1902.— Vis- 
tos: Se  confírma  la  resolución  apelada  de  11 
de  marzo  último,  con  costas  del  recurso. 

Acordada  por  unanimidad,  y  después  de 
haberse  desechado  la  indicación  previa  del 
señor  Ministro  Pineda  para  que  se  suspen- 
diesen los  efectos  del  auto  apelado  y  se  repu- 


siese la  causa  al  estado  de  notiBcarse  41a 
Municipalidad  de  Valparaíso  el  decreto  de 
18  de  julio  de  1901,  por  el  cual  se  citó  á  Uj 
partes  á  comparendo  para  el  nombramiento 
de  peritos. 

Consigna  los  fundamentos  de  su  indicadóo 

en  el  libro  de  acuerdos Moreno L.  Roári- 

guez — L,  F,  Silva Pineda, 

Don  Marcelo  A.  Mena  dijo  de  nulidad  de  la 
sentencia  fundado  en  las  causales  siguientes: 

I*'  La  sentencia  es  nula  por  haber  conocido 
el  Tribunal  con  manifiesta  incompetencia, 
causal  establecida  en  el  número  1'  del  artícu 
lo  2'  de  la  ley  de  1^  de  marzo  de  1837; 

2^  Por  no  haberse  recibido  la  causa  A  prue- 
ba siendo  la  cnestión  de  hecho,  ni  estar  cali- 
ficada de  otro  modo  en  el  proceso,  y  siendo 
su  esclarecimiento  absolutamente  necesario 
para  fallar,  causal  mencionada  por  el  nvaat- 
ro  4^  del  citado  artículo; 

3^  No  haberse  citado  á  las  partes  para  air 
sentencia  definitiva,  número  74' del  mismo  ar- 
tículo; 

4'  No  haberse  citado  á  la  parte  parala 
vista  de  la  causa  y  pronunciamiento  de  U 
sentencia  aún  cuando  esta  fuera  interlocato* 
ria  y  el  juicio  sumario,  número  10  del  mismo 
artículo;  y 

5'  Finalmente  por  no  haberse  comanicaio 
á  la  Municipalidad  traslado  de  la  gestión  for- 
mulada por  la  Empresa  de  Peñuelas,  cansa! 
establecida  también  por  el  número  2^  del  ci- 
tado artículo  2^  de  la  ley  de  nulidades. 

Agrega,  por  último,  que  la  Municipalidad. 
única  interesada  en  la  causa,  pues  la  EmJr^ 
sa  de  Peñuelas  pertenece  á  la  ciudad  de  Val- 
paraíso, no  fué  oída  ni  citada  para  níngans 
de  las  actuaciones  de  primera  instancia,  por- 
que considera  que  la  ratificación  que  s;  pre- 
tendió hacer  en  estrados  es  ilegal  y  viciosa. 

Funda  la  primera  causal,  de  haber  coood- 
do  el  tribunal  de  alzada  con  manifiesta  i'^- 
competencia,  en  que  siendo  la  causa  de  ha- 
cienda, no  sólo  por  figurar  en  ella  como  par- 
te directa  el  Fisco,  sino  porque  tratándole 
de  obligaciones  que  deben  satissfacerse  con  d; 
ñeros  fiscales,  ha  debido  ser  juzgado  este  ascr 
to  por  la  Corte  Suprema. 

La  ley  de  19  de  enero  de  1889  y  la  de  2  ií 
febrero  de  1892,  en  sus  artículos  15  y  8  ¡n<i>> 
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2P  respectivamente,  atribuyen  exclusivamente 
á  la  Corte  Suprema  las  causas  de  hacienda, 
excla^'endo  por  consiguiente  de  la  jurisdic- 
ción de  la  Corte  de  Apelaciones  las  causas  en 
que  tenga  interés  el  Fisco. 

Así  se  ve  que  la  prescripción,  acogida  en  su 
sentencia  por  el  tribunal  de  alzada,  ha  sido 
alegada  por  el  representante  fiscal  de  la  Em- 
presa de  Peñuelas,  y  no  por  la  Municipalidad 
que  ni  aún  fué  oída  en  la  tramitación  de  la 
instancia. 

Aun  cuando  pudiera  decirse  que  la  Empresa 
de  Peñuelas  fué  primitivamente  de  la  Munici- 
palidadréKFJtcp  se  ha  sustituido  á  ella  por 
ley  posterior,  y  es  el  Fisco  quien  está  obliga- 
do á  satisfacer  las  deudas  y  gastos  que  se 
ocasionen. 

La  ley  tampoco  hace  destinción,  en  que  el 
derecho  fiscal  sea  originariamente  propio  ó 
provenga  de  una  institución,  para  considerar 
coim^causas  de  hacienda  aquellas  en  que  apa- 
rece el  interés  frscal,  basta  para  ello  que  apa- 
rezcaese  interés  para  su  calificación  y  deter- 
minar en  consecuencia  la  jurisdicción  del  tri- 
bunal al  cual  la  ley  atribuye  el  conocimiento 
de  esta  clase  de  causas.  Fallando  el  recurso, 
con  fecha  22  de  agosto  de  1903, 

La  Corte: 

Considerando: 

Que  segtín  lo  dispuesto  en  las  leyes  de  15 
de  septiembre  de  1897  y  de  20  de  enero  de 
1898  y  decreto  supremo  de  25  de  enero  de 
1898,  dictado  para  poner  en  ejecución  dichas 
leyes,  el  Fisco  tiene  un  interés  directo  y  posi- 
tivo en  la  Empresa  de  Peñuelas,  y  es  él  quien 
está  á  cargo  de  esa  empresa,  ha  hecho  los 
gastos  para  llevarla  á  término,  encontrándo- 
se por  consiguiente  comprometida  en  esta 
Empresa  la  hacienda  pública. 

Que,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  19  de 
enero  de  1889  artículo  15  la  Corte  Suprema 
debe  continuar  conociendo  de  las  causas  de 
hacienda,  jurisdicción  que  mantt-nía  á  la  fe- 
cha en  que  fué  pronunciada  la  sentencia  de 
que  se  dice  de  nulidad. 

Que,  aunque  la  Corte  de  Apelaciones  de  Val- 
paraíso previa  vista  de  su  fiscal,  se  consideró 
competente  para  conocer  en  esta  causa,  su 


resolución  no  puede  privar  á  la  Corte  Supre* 
ma  de  la  jurisdicción  que  le  atribuye  la  ley. 

Que  para  resolver  las  cuestiones  sobre  com- 
petencia de  la  Corte  Suprema,  es  este  tribunal 
el  único  que  puede  resolver  sobre  su  propia 
competencia. 

Que  aceptada  la  primera  causal  de  nulidad* 
es  inoficioso  pronunciarse  sobre  las  demás 
en  que  se  funda  el  recurso. 

En  mérito  de  estas  consideraciones,  se  de- 
clara que  hay  nulidad  por  haber  el  tribunal 
conocido  con  manifiesta  incompetencia,  cau- 
sal de  nulidad  establecida  por  el  número  1^ 
del  artículo  2^  6^,  13  i  17  de  la  ley  de  1^  de 
marzo  de  1837.  En  consecuencia,  se  repone 
el  proceso  al  estado  de  autos  para  sentencia. 
Póngase  esta  resolución  en  conocimiento  del 
señor  Fiscal  y  devuélvase  á  la  parte  la  multa 
consignada.  —  /.  Gabriel  Palma  Gnzmán. — 
Carlos  Varas.- José  Alejo  FernándeM,  -/.  Ber- 
na les. 

Anulado  en  esta  forma  el  fallo  de  la  Corte 
de  Valparaíso,  y  en  vista  de  lo  dispuesto  ea 
el  artículo  5^  de  la  ley  de  28  de  agosto  de 
1902,  pasó  la  causa  para  su  resolución  á  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  la  que  dic- 
tó el  siguiente  fallo: 

Santiago,  25  de  noviembre  de  1904 Vis- 
tos: Teniendo  además  presente  que  si  bien  la 
presentación,  de  don  Marcelo  Mena  se  hizo 
oportunamente,  también  lo  es  que  se  dejó  tras  • 
currir  más  de  cuatro  años  sin  hacerse  gestión 
alguna  á  fin  de  notificar  legalmente  aquella 
presentación  al  representante  de  la  Empresa 
de  Peñuelas,  diligencia  necesaria  para  inte- 
rrumpir la  prescripción,  según  lo  dispuesto  en 
el  artículo  2503  del  Código  Civil,  se  confirma 
con  costas  del  recurso,  la  resolución  apelada 
de  11  de  marzo  de  1902  —Lu/s  R.  Mora.^  Ri- 
cardo Reyes  Sola r.—E fías  de  ¡a  Cruz. 

Contra  esta  sent«-ncia  interpuso  recurso  de 
casación  en  el  fondo  don  Marcelo    A.   Mena. 

Formalizándolo  se  refiere  á  lo  expuesto  en 
el  escrito  en  (|ue  lo  anunció,  en  el  cual  dice 
que  rec  amó  dentro  del  termino  de  veinte  días 
que  fija  la  ley  del  avalúo  de  los  hombres  bue- 
nos, por  lo  que  no  ha  podido  prescribir  su 
derecho  para  seguir  adelante  este  juicio,  ni 
podrá  oponérsele  la  prescripción  por  no  ha- 
berse agitado  duran  te  el  tiempo  de  tres  ó  máa 
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años,  siempre  que  ese  derecho  no  haya  pres- 
crito en  conformidad  á  las  leyes  generales. 

La  acción  ejercitada  por  Mena  del  plazo  se- 
ñalado por  la  ley  de  1857  es  una  acción  or- 
dinaria que  prescribe  en  veinte  años  según  el 
precepto  del  artículo  2515  del  Código  Civil. 

Al  resolver  la  sentencia  que  ha  prescrito  su 
derecho  por  haber  paralizado  sus  gestiones 
por  más  de  tres  años,  ha  violado  la  disposi- 
ción del  artículo  citado,  que  sólo  da  lugar  á 
la  prescripción  después  de  un  abandono  de 
veinte  años. 

La  sentencia  ha  violado  también  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  159  y  160  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  dándoles  un  efecto  re- 
troactivo, por(|ue  la  paralización  de  las  ges- 
tiones tuvo  lugar  antes  de  la  fecha  en  que  em- 
pezó íi  regir  este  Código. 

Fundando  el  recurso  se  refiere  á  lo  que  ha 
dejado  expuesto  al  formalizarlo. 

Bl  Directc  r  del  Tesoro,  respondiendo,  dice: 
que  don  Marcelo  A.  Mena  hizo  su  reclama- 
ción del  avalúo  dentro  del  plazo,  pero  que  dejó 
pasar  más  de  tres  años  sin  agitarlo  y  sin  no- 
tificar al  expropiante  su  presentación,  por  lo 
que  debe  considerarse  de  conformidad  á  los 
números  1  y  2  del  artículo  2503  del  Código 
Civil  que  no  ha  habido  interrupción  del  plazo 
para  prescribir,  tanto  por  no  haber  cesado 
en  la  prosec3«iün  de  su  reclamación  por  más 
de  tres  años,  por  lo  que  pide  se  declare  sin 
lugar  el  recurso. 

Se  oyó  al  señor  Ministro  á  quien  corres- 
pondía dictaminar,  y 

La  Corte: 

Considerando: 

Que  aunque  don  Marcelo  A.  Mena  reclamó 
de  la  tasación  de  los  hombres  buenos  dentro 
del  plazo  de  veinte  días  después  que  le  fué  no- 
tificada, no  hizo  gestión  alguna  posterior  para 
notificarla  á  la  Empresa  hasta  después  de 
trascurridos  más  de  tres  años  en  que  se  pre- 
sentó, el  18  de  julio  de  1901  con  el  escrito  pi- 
diendo fijación  de  día  y  hora  para  que  tuvie- 
ra lugar  el  nombramiento  de  peritos 

O  10  liabiciidose  dejado  trascurrir  el  plazo 
fijado  por  la  ley  para  que  pudiera  hacerse 
válidamente  la  reclamación,  don  Marcelo  A. 


Mena  ha  perdido  su  derecho  para  ser  oMo 
sobre  ella,  y  **del)e  tenerse  irrevocablemente 
por  buena"  la  tasación  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  el  inciso  final  del  artículo  3^  de  la 
ley  de  18  de  junio  de  1857. 

Que,  aún  dado  caso  que  la  preísentGción 
del  escrito  de  reclamación  fuera  bastante  para 
interrumpir  la  prescripción  establecida  jiorla 
ley,  esta  interrupción  deja  de  producir  efecto 
si  la  notificación  no  se  ha  hecho  en  forma 
legal;  ó  si  el  recurrente  cesó  en  la  prosecución 
por  ukIs  de  tres  años,  y  en  el  caso  actual  la 
sentencia  recurrida  ha  dado  por  establecido 
el  hecho  de  que  el  reclamante  dejó  trascurrir 
más  de  cuatro  años  sin  que  se  hiciera  gestión 
alguna  á  fin  de  notificar  legalraente  esa  pre- 
sentación. 

Que  de  lo  expuesto  en  los  considerandos  que 
preceden,  resulta  que  han  sido  correctamente 
aplicadas  las  disposiciones  legales  que  sirven 
de  fundamento  á  la  sentencia  recurrida  y  que 
por  consiguiente  no  hay  mérito  para  dar  lu 
gar  á  la  casación. 

Que  la  sentencia  no  sólo  no  ha  hecho  apli- 
cación délo  dispuesto  en  los  arlíeulos  bVJy 
160  del  Código  de  Procedimiento  Civi'  para 
declarar  prescrita  la  acción,  sino  que  ni  aún 
ha  hecho  mención  de  tales  disposiciones  que 
por  lo  demás  eran  innecesarias  para  resolver 
la  cuestión  materia  de  la  demanda. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  dis- 
posiciones legales  citadas,  artículo  2503  in- 
ciso 1^  y  2^  y  artículos  960  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  inadmisi- 
el  recurso,  con  costas. 

Aplícase  á  beneficio  fiscal  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Palroa 
Guzmán. 

Acordada  contra  el  voto  délos  señores  Pr^ 
sidente  Varas  y  Ministro  Castillo  quienes 
fueron  de  opinión  que  se  diera  lugar  al  recur- 
so por  los  fundamentos  qutí  consignan  en  el 

libro    de    votos. — Carlos     Varas Leopoldo 

Urrutia.—J,  Gabriel  Palma  Guzmán. -^Gahi' 
tino  Galíardo.-^Gabriel  Gaete.'-D.  Ikrnaks. 
—Eduardo  Castillo, 
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Cas.  en  el  fondo. ^23  de  agosto  de  1907 

Rustamante  con  Compañía  Inglesa  de 
Vapores 

Competencia..- Apelación  en  ambos  efec- 
tos —  Prescripción.  —  Apreciación  de 
los  hechos.— Plazo  de  prescripción.— 
Días  feriados. 

Doctrina: — Concedida  Ih  apelación  en 
ambos  efectos  v  devueltos  los  autos  á 
primera  instnncia  para  la  agregación  de 
ciertos  documentos,  es  competente  el 
tribunG¡  inferior  para  entender  en  las 
gestiones  que  se  hicieren  para  declarar 
prescrita  la  apelación,  por  haber  trascu- 
rrido más  de  un  año  sin  que  se  hiciera 
gestión  alguna  para  que  el  recurso  se 
llevara  á  efecto  y  quedara  en  estado  de 
fallarse  por  el  superior. 

Es  un  hecho  de  la  causa,  establecido 
por  el  tribunal  sentenciador  en  uso  de 
sus  facultades  privativas,  el  de  que  las 
partes  en  un  juicio  dejaron  pasar  más  de 
un  año  sin  hacer  gestión  alguna  para 
que  una  apelación  se  llevara  á  efecto, 
lista  apreciación,  aun  en  el  supuesto  de 
serequivocada,  es  un  antecedente  inamo- 
vible para  el  tribunal  de  casación, 

A  mayor  abundamiento^  en  el  supuesto 
(le  no  haber  trascurrido  ese  plazo  si  se 
descontaran  los  días  feriados,  como  pre- 
tende el  recurrente,  el  recurso  sería  en 
todo  caso  improcedente  porque  sólo  se 
fiwdó  en  la  infracción  de  los  artículos 
214 y  234  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  y  no  en  la  del  artículo  69  de  ese 
Código  que  sería  el  único  pertinente. 


Don  José  Rustamante  demandó  ante  uno 
de  los  Juzgado  de  Valparaíso  á  la  Compañía 
Inglesa  de  Vapores,  diciendo:  que  el  28  de 
marzo  de  1901  contrató  con  ella  el  transporte 


íi  Valparaíso,  desde  Antofagasta,  de  1.622 
bultos,  botellas  vacías,  por  el  flete  de  $  508,70 
oro;  que  aquí  la  Compañía  no  le  quiso  entre- 
gar la  mercaderfa  mientras  no  depositase  en 
$  1.300  en  garantía  del  valor  del  flete  y  des- 
carga; que  aún  hecho  este  depósito,  tampoco 
le  quiso  entregar  el  todo  sino  sólo  1.472  de 
los  bultos  embarcados,  faltándole,  por  tan- 
to, I.IG.*^;  y  que,  en  consecuencia,  demanda  á 
la  Compañía  ñ  fin  de  que  se  declare  que,  den- 
tro de  tercero  día  debe:  1'  entregarle  los  bul- 
tos que  faltan  de  los  trasportados  conforme 
al  conocimiento  acompañado  y  cuyo  valor 
total  es  más  ó  menos  de  $  2.350,  estimando 
en  $  17,20  cada  bulto;  2^  devolverle  el  exce- 
so de  dinero  que  le  entregó  en  garantía  del 
flete  y  descarga,  diferencia  que,  según  anota- 
ción del  conocimiento  asciende  como  á  $  760; 
y  3^  indemnizarle  los  daños  y  perjuicios  que 
le  ha  causado  con  sus  procedimientos  y  dila- 
ciones, los  que  estima  ahora  en  $  1.500. 

Después  de  establecerse  que  en  la  demanda 
se  solicita  en  primer  término  la  entrega  de  los 
bultos  aún  no  entregados  y  subsidiariamen- 
te su  valor  fijado  conforme  á  la  apreciación 
del  demandante  ó  como  el  Juzgado  lo  crea 
conveniente,  don  Ezequiel  Camus  Valdés,  por 
la  Compañía  Inglesa  de  Vapores,  contestó  la 
demanda  aceptando  substancialmente  los  he- 
chos en  que  se  funda,  pero  agregando  que  el 
desacuerdo  con  el  demandante  provino  de 
que  los  sacos  resultaron  de  mayor  peso  que 
el  de  48  kilos  cada  uno  declarado,  y  sujetos, 
por  consiguiente,  á  doble  flete  por  el  exceso,  y 
de  que  pasada  la  cuenta  con  arreglo  á  ese 
mayor  peso  y  sus  efectos,  Bustamante  no 
quiso  aceptarla  ni  tampoco  devolver  el  cono- 
cimiento cancelado,  por  lo  cual  el  resto  de  los 
bultos  quedó  en  poder  de  la  Compañía.  En 
cuanto  á  los  pretendidos  perjuicios,  el  deman- 
dado declinp  toda  responsabilidad,  desde  que, 
si  algunos  se  hubieran  producido,  tendrían  su 
origen  en  la  negativa  del  demandante  para 
recibir  los  bultos  después  de  satisfacer  las 
exigencias  óp  la  Compañía. 

Durante  el  juicio  se  vendió  ese  resto  de  car- 
ga por  no  querer  recibirlo  el  demandante, 
alegando  hallarse  en  mal  estado  los  bultos.  / 
la  venta  produjo  la  suma  líquida  de  $  37i', 
que  quedaron  en  poder  de  la  Compañía. 
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Rendida  la  prueba,  el  demandante  tachó  á 
los  testigos  de  la  contraría  Miguel  Martínez, 
Samuel  Canas,  Eduardo  Forroused  y  Euge- 
nio Cuniming,  por  ser  todos  ellos  interesados 
en  la  causa,  como  gerente  el  primero  y  em- 
pleados los  demás,  de  la  Compañía  de  Tras- 
portes Marítimos,  con  quien  la  de  Vapores 
contrató  la  descarga  de  los  bultos,  según  su 
peso,  conviniéndoles  por  lo  tanto  asignar  á 
éstos  el  mayor  peso  posible  para  aumentar 
sus  comisiones.  El  demandante  respondió  re- 
conociendo que  los  testigos  eran  empleados  de 
la  Compañía  de  Trasportes  Marítimos;  pero 
negando  fueran  interesados  en  la  causa,  pues- 
to que  esta  Compañía  era  distinta  de  la  de 
Vapores,  y  en  todo  caso,  eran  empleados  de 
una  sociedad  anónima. 

El  Juzgado,  con  fecha  26  de  diciembre  de 
1903,  resolvió: 

Considerando  en  cuanto  á  las  tachas:  que 
el  interés  de  los  testigos  de  cobrar  por  su  tra- 
bajo en  proporción  al  peso  de  las  mercaderías 
desembarcadas,  es  interés  distinto  é  indepen- 
diente del  de  la  Compañía  Inglesa  de  Vapo- 
res, por  el  transporte  de  ellas  desde  Antofa- 
gasta  á  Valparaíso;  á  lo  que  se  agrega  que 
los  testigos  no  eran  dependientes  del  deman- 
dado cuando  prestaron  aquel  trabajo  y  me- 
nos cuando  prestaron  sus  declaraciones. 

Considerando  en  cuanto  al  fondo  de  la 
causa: 

1*  Que  todo  retardo  en  la  entrega,  ó  pérdi- 
da ó  averías  de  las  especies  trasportadas,  se 
presume  ocurrida  por  culpa  del  acarreador, 
llámese  éste  arriero,  carretero  barquero  o  na- 
viero, salvo  las  excepciones  legales  ó  lo  esti- 
pulado en  contrario  por  los  contratantes; 

2*  Que  el  retardo  fué  inmotivado  de  parte 
de  la  Compañía,  por  cuanto  no  ha  probado 
que  el  cargador  se  resistiera  6  devolverle  los 
conocimientos  cancelados  después  de  la  total 
entrega  de  la  carga,  ánico  caso,  no  verifica- 
do, en  que  la  Compañía  podía  'íxigir  la  can- 
celación; 

3^  Que  ni  aún  existiendo  resistencia  del 
cargador,  habría  estado  facultada  la  Com- 
pañía para  retener  de  hecho  sin  intervención 
de  la  justicia,  como  lo  hizo,  tanto  menos 
cuanto  que  el  cargador  le  había  anticipado 
cantidad  de  dinero  bastante  para  responder 


con  exceso  por  todos  los  ñetes  debidos  y  los 
gastos; 

4^  Que  tampoco  ha  demostrado  la  Compa- 
ñía que  la  pérdida  ó  avería  de  parte  de  U 
carga  ocurriese  en  forma  de  excusar  su  rr$ 
ponsabilidad; 

5^  Que  en  orden  al  peso  de  la  mercadería 
debe  estarse  al  de  48  kilos  por  saco,  declara- 
do bajo  la  firma  del  capitán  en  el  conocimien- 
to, que  es  la  regla  del  contrato,  salvo  prueba 
de  fraude  ó  colusión  que  aquí  no  ha  existido. 

6^  Que  SI  bien  en  el  conocimiento  la  Com- 
pañía se  reserva  verificar  el  peso,  y  resultan- 
do mayor,  penar  el  exceso  con  fleté  doble;  sin 
embargo,  esa  estipulación,  por  el  hecho  áe 
poder  producir  en  su  ejercicio  una  alteración 
con  sanción  penal  en  lo  establecido  antes,  no 
debe  entenderse  como  facultativa  de  un  acto 
exclusivo  de  la  Compañía,  que  es  una  sola 
de  las  partes,  sino  que  hade  llevarse  á  cabo  la 
verificación  con  la  concurrencia  de  ambas  ó 
de  la  justicia  en  defecto  de  los  inasistente^: 
procedimiento  que  no  aparece  haberse  em- 
pleado en  el  presente  caso; 

7*  Que  esta  inteligencia  de  la  estipulacioo 
aludida  se  halla  confirmada  por  su  tenor  li- 
teral mismo,  pues  dice  que  la  verificación  del 
peso  se  hará  por  el  capitán  6  su  agente  ene! 
momento  de  la  entrega  de  la  carga,  acto  que 
presupone  la  concurrencia  simultánea  de  de- 
tante  y  cargador  ó  persona  á  quien  incum>« 
recibir; 

8^  Que  á  pesar  de  haberse  litigado  sobre 
los  perjuicios  que  cobra  el  demandante,  no  « 
ha  probado  su  especie  y  monto,  ni  se  han  es- 
tablecido bases  tendientes  á  permitir  apre- 
ciarlos al  ejecutarse  la  sentencia; 

Visto  lo  dispuesto  en  la  ley  18.  título  lí>. 
parte  3*;  en  los  artículos  1551,  1559,  l(*'A 
2013,  2015  y  2016  del  Código  Civil;  2.  90h. 
número  3',  1003,  1034,  1058  y  1061  de!  .le 
Comercio;  y  151,  196  y  389  del  de  Proctii 
miento  Civil,  se  resuelve: 

1'   No  ha  lugar  á  las  tachas; 

2^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  con  'un  '»> 
guien  tes  declaraciones; 

a)  Que  la  Compañía  debe  devolver  al  de- 
mandante, no  los  155  sacos  botellas  vacíxs 
sino  su  precio,  y  que,  de  los  $  1.300  cntreíja- 
dos  para  responder  al  flete  y  gastos,  deU  res- 
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tituirle  igualmente  el  exceso  que  resulte  des- 
pués de  deducirse  el  importe  de  tales  fletes  y 
gastos,  sin  computarse  en  éetos  últimos  la 
parte  proporcional  correspondiente  á  aque- 
llos 155  sacos; 

h)  Que  Tos  valCNres  que  acaban  de  referirse 
serán  lijados  por  el  Juzgado  previo  informe 
de  un  perito,  y  sobre  el  total  resultante  la 
Compañía  abonará  intereses  legales  á  contar 
desde  la  notificación  de  la  demanda; 

c)  Que  no  ha  lugar  por  lo  demás,  á  la  in- 
demnización de  perjuicios  que  reclama  el  de- 
mandante.— /osó  R.  Guzmén, 

Apelada  esta  sentencia  por  la  Compañía 
Inglesa  de  Vapores  y  elevado  el  proceso  á  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso,  dispuso 
este  tribunal  que  se  entregara  al  apelante, 
para  los  efectos  del  trámite  de  expresión  de 
agravios. 

Durante  este  acto  de  substanciación  de  la 
segunda  instancia,  se  presentó  la  Compañía 
de  Vapores,  exponiendo  en  su  escrito  que  al 
determinar  los  agravios  que  la  mencionada 
sentencia  le  infiere,  notó  que  faltaban  en  los 
autos  las  piezas  que  en  dicho  escrito  enume- 
ra. Por  ser  esenciales  para  su  defensa  las  dili- 
gencias á  que  esas  piezas  se  refieren,  pide  que, 
suspendiéndose  e.itre  tantoel  decreto  que  man- 
dó expresar  agravios,  se  devuelvan  los  autos 
á  primera  instancia,  á  fin  deque  el  Juez  a  quo 
ordene  practicar  las  diíigeneins  neeesarias 
para  que  aparezcan  las  piezas  3'a  aludidas, 
tomándose  declaración  al  martiliero  y  minis- 
tro de  fe  que  ha  intervenido  en  la  venta  y  re- 
mate de  les  sacos  de  botellas  vacías. 

Proveída  favorablemente  esta  petición    y 
vueltos,  en  consecuencia,   los  autos  á   prime- 
ra instancia,  puso  el  juez  de  letras  el  29  de 
marzo  de  IGO-l-,  el  cúmplase  á  esa  resolución. 
En  virtud  de  no  haberse  practicado  por  los 
litigantes  acto  ni  diligencia  alguna  conducen- 
te a  dar  curso  progresivo  á  la  causa,  dictó 
el  juez,  el  15  ile  abril  del  año  próximo  siguien- 
te, la  providencia  que  diee  así: 
"Archívese  por  retardada". 
No  hay  testimonio  en  los  autos  de  que  se 
haya  notificado  «:sta  providencian  las  partes. 
Un  año  y  meses  más  tarde,  contados  desde 
la  fecha  del  cúmplase,  ó  sea.  el  17  de  Junio 
(le  1905,   acudió  ante  el  mismo  juzgado,  don 


José  Bustamante,  afirmando  que  desde  que  se 
encuentran  los  autos  en  el  juzgado,  la  Com- 
pañía demandada  no  ha  hecho  gestión  alguna 
dirigida  á  que  llegue  el  recurso  á  estado  de 
sentencia.  De  este  modo  manifiesta  esta  par- 
te, en  su  concepto,  que  acepta  el  fallo  de  pri- 
mera instancia. 

En  vista  del  tiempo  trascurrido  sin  que  se 
agite  el  recurso  de  apelación  intentado,  y  de 
"lo  que  preceptúa  el  artículo  234  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  termina  pidiendo  Bus- 
tamante que  se  declare  firme  y  valedera  la  sen- 
tencia apelada. 

Evacuando  la  Compañía  Inglesa  de  Vapo- 
res el  traslado  que  se  le  comunicó  de  esta  pe- 
tición, dice  que,  según  los  términos  en  que 
se  halla  conceb'do  el  auto  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Valparaíso,  incumbió  al  juzgado 
y  no  á  ella,  ejecutar  las  diligencias  que  pudie- 
ron conducir  al  fallo  de  la  apelación. 

El  juez  de  letras  resolvió  esta  incidencia, 
con  fecha  30  de  junio  de  1905  en  los  siguien- 
tes términos: 

**Teniendo  presente  que  á  pesar  de  haberse 
mandado  practicar  ó  cumplir  lo  ordenado 
por  la  Iltma.  Corte,  no  se  han  verificado  las 
diligencias,  para  lo  cual  debe  procederse  de 
oficio,  declárase  que  no  ha  lugar  á  la  pres- 
cripción del  recurso".—  ¡osé  R.  Guzmán, 

Visto  este  fallo  por  la  Corte  de  Alzada,  lo 
revocó  en  los  términos  que  siguen  por  senten- 
cia de  11  de  agosto  de  1905. 

Teniendo  presente: 

1  ^  Que  con  posterioridad  á  la  providencia 
de  29  de  marzo,  las  partes  dejaron  trascurrir 
más  de  un  año  sin  hacer  gestión  alguna  para 
que  se  llevara  á  efecto  y  quedara  en  estado 
de  fallarse  la  apelación  deducida  contra  la 
sentencia. 

2^  Que  las  diligencias  que  esta  Corte  orde- 
nó se  practicaran  en  primera  instancia  con 
el  objeto  de  que  aparecieran  las  piezas  á  que 
se  refiere  el  escrito  no  corresponde  legalmente 
ejecutarlas  de  oficio  al  señor  Juez  ¿t  quo,  aten- 
dida la  naturaleza  de  la  causa,  que  es  un  jui- 
cio civil  entre  partes. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
9^  de  la  Ley  de  Organización  y  Atribuciones 
de  los  Tribunales  v  234r  del  Código  de  Proce- 
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dimiento  Civil,  se  revoca  la  resolución  apela- 
da de  30  de  junio  último,  y  se  declara  fír me  la 
aludida  sentencia  de 26  de  diciembre  de  1903, 
como  se  pide  por  el  demandante  en  lo  princi- 
pal (le  su  solicitud. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Silva. — 
B.  Alamos González.'—Lws  Jgnicio  Suva.— A. 
Bezanilia  Silva, 

Recurrida  de  casación  en  el  fondo  por  la 
Com pañí-i  In^^lcsa  de  Vapores  esta  última 
sentencia,  adujo  como  leyes  violadas  que 
dan  fundamento  al  recurso  los  artículos  2''4 
y  234  de!  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Se  infringienm  estos  preceptos  del  enjuicia- 
miento, en  síntirde  la  Compañía  que  recurre, 
porqucel  juez  de  letras  no  es  competente  para 
conocer  del  juicio.  Concedida  la  apelación  en 
ambos  efectos,  quedó  limitada  su  jurisdicción 
sólo  á  lo  concerniente  á  ejecutar  lo  ordenado 
por  el  tribunal  de  apelaciones. 

Sostiene  en  seguida,  la  misma  parte,  que  no 
se  trata  en  el  presente  caso  de  la  jarisdicción 
excepcional  que  un  Juez  conserva  después  de 
concedido  en  ambos  efectos  el  recurso  de  ape- 
lación. 

Tampoco  es  aplicable  el  concepto  que  con- 
tiene la  parte  final  del  citado  artículo  234. 
Los  autos  fueron  devueltos  á  primera  instan- 
cia únicamente  para  practicar  las  diligencias 
de  investigación  referentes  á  la  circunstancia 
de  no  hallarse  en  el  e.xpediente  piezas  que  in- 
tei^raban  la  prueba.  Por  lo  demás,  conserva- 
ba la  Corte  de  Apelaciones  su  jurisdicción  para 
continuar  conociendo  del  recurso  de  apelación 
pendiente.  No  era,  por  tanto,  lícito  al  Juez  de 
Letras,  conocer  de  gestiones  que  pudieran  dar 
margen  á  declaraciones  de  prescripción  ó  de- 
serción del  recurso. 

Atendiéndose  por  otra  parte,  al  tenor  lite- 
ral del  decreto  de  25  de  mayo  de  1904,  no 
tenía  la  Empresa  de  Vapores  gestiones  acti- 
vas que  ejecutar  Las  investigaciones  decre- 
tadas caían  dentro  de  la  jurisíücción  del  Juez 
de  primera  instancia,  y  sólo  á  él  correspondía 
practicarlas,  en  el  término  que  sus  labores 
judiciales  lo  permitiesen. 

Otra  causal  de  violación  del  artículo  231, 
es  la  de  haber  trascurrido  el  año  completo 
que  exige  para  que  tenga  lui^ar  la  prescrip- 
ción del  recurso.  Todos  los   términos  de  que 


trata  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  seco- 
tienden  suspendidos  durante  los  días  feriados 
[.'escontanrio  estos  días  del  espacio  de  tietn- 
po  comprendido  desde  la  fecha  del  cúinplay 
del  Juez  de  Letras,  29  de  marzo  de  190t.  y  la 
fecha  en  que  se  pidió  la  declaración  de  pres- 
cripción, 17  de  junio  de  100.1,  se  ve  qut  n^ 
han  mediado  trescientos  sesenta  y  cinco  días. 

Á  estas  alegaciones  observa  la  parte  í|!:c 
contradice  el  recurso,  que  la  infracción  del  ar- 
tículo 214  del  Código  de  Procedimiento  Civi'. 
quese  adaeeen  primer  término,  no  puede  tener 
lugar  en  este  caso,  porque  no  se  lia  citad- 
ni  aplicado  en  el  fallo  recurrido;  y,  por  ío 
tanto,  no  puede  existir  quebrantamiento  \\t 
un  artículo  que  en  forma  algún. i  no  ha  influí- 
do  substancialmente  en  la  parte  dispositiva 
de  la  sentencia. 

Bn  cuanto  al  motiva  de  casación  fan  la- 
do en  la  incompetencia  del  Juez  a  9110,  hice 
presente  el  procurador  de  Bu^tamantc,  que 
aún  en  la  hipótesis  de  que  existiera  esa  cau«a!, 
no  sería  de  casación  en  el  fondo,  sino  Je 
forma. 

Observa  en  seguida  la  misma  parte,  que  la 
jurisdicción  que  se  desconoce  á  un  tnbana' 
para  atribuirla  á  otro,  es  por  su  naturalezi 
indivisible. 

-  No  puede  tenerla  en  parte  el  Juez  a  qüo,  y 
en  parte  el  tribunal  superior.  Fijando  el  ar- 
tículo 234  en  la  que  mira  la  facultad  par.i 
declarar  prescrita  la  apelación,  dice  ques^-) 
corresponde  conocer  al  tribunal  en  cuy  o  jíodcr 
exista  el  expediente. 

Por  lo  que  toca  al  motivo  de  casación  qoe 
se  hace  consistir  en  que  no  ha  correspondido 
á  la  Compañía  activar  la  causa,  sino  el  Ju« 
a  quo,  dice  el  recurrido  que  basta  paradeso 
timarla  considerar  quese  trata  deunacor 
tienda  civil  entre  partes,  que  sólo  puede  agi- 
tarse á  instancia  ó  requerimiento  de  las  par- 
tes interesadas. 

La  causal  que  versa  sobre  el  transcurso  de' 
año  que  da  fundamento  á  la  prescripción  del 
recurso,  tiende,  en  concepto  de  esta  parte.  S 
contradecir  un  hecho  establecido  como  cierta 
en  la  causa  y  no  susceptible,  por  tanto.de ca- 
sación. 

Finalmente,  pide  el  procurador  de  BusU- 
man  te,  que  se  deniegue  el  recurso,  con  costas. 
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Vista  la  causa,  previa  audiencia  del  señor 
Ministro  á  quien  correspondió  dictaminar  en 
ella. 

La  Corte: 

Considerando: 

V  Que  la  infracción  del  artículo  214  del 
Código  de  ProceJimiento Civil,  aducida  como 
primer  motivo  de  esta  casación,  se  hace  con- 
sistir en  que,  eU-vado  este  proceso  á  la  Corte 
de  Alzada,  en  virtud  de  la  apelación  inter- 
puesta por  la  Compañía  Inglesa  de  Va¡)ores 
contra  la  sentencia  de  fs.  51  y  concedida  en 
ambos  efectos  por  el  juez  de  primera  instan- 
cia, se  suspendió  la  jurisdicción  de  dicho  juez 
para  continuarconociendo  e?i  la  causa  y,  con- 
siguientemente, para  resolver  la  petición  for- 
mulada por  don  José  Bustamante,  acerca  de 
(|ue  la  apelación  se  hallaba  presenta,  por  ha- 
l)er  transcurrido  más  de  un  año,  sin  que  la 
parte  apelante  hubiese  hecho  gestión  alguna 
conducente  á  poner  dicho  recurso  en  estado 
ílc  fallarse; 

2"  Oue  el  referido  artículo  214,  que  supone 
violatlo  el  recurso,  dispone  á  ese  fin  que  cuan- 
do la  apelación  comprenda  los  efectos  suspen- 
sivo y  devolutivo  ñ  la  vez,  se  suspenderá  la 
jurisdicción  del  tribunal  inferior  para  seguir 
conociendo  de  la  causa,  el  cual  podrá,  sin 
end)argo,  entender  en  todos  los  asuntos  en 
í|iie  por  disposición  expresa,  de  la  ley  conser- 
ve jurisdicción,  especialmente  en  las  gestiones 
íí  que  dé  origen  la  interposición  del  recurso 
hasta  que  se  eleven  los  autos  al  superior  y  en 
las  que  se  hicieren  para  declarar  desierta  ó 
prescrita  la  apelación  antes  de  la  remisión 
(le  los  autos; 

3^  Que  en  el  tiempo  en  que  se  presentó  Bus- 
tamante al  juez  de  primera  instancia  pidien- 
do que  se  declarara  prescripto  el  recurso,  ha- 
bían sido  devueltos  los  autos  á  dicho  juez  á 
fin  de  practicar  determinados  actos  de  ins- 
trucción, decretados  por  el  tribunal  superior 
y  pedidos  por  la  Compañía  que  había  inter- 
puesto el  recurso  de  apelación,  que  se  hallaba 
entonces  pen.liente; 

4^  Que  en  virtud  de  lo  que  anteriormente 
q^eda  'íxpuesto,  no  ha  carecido  de  competen- 
<^iii  el  Juez  a  quo  para  decidir  la  cuestión  sus- 


citada por  Bustamante,  puesto  que  al  resol- 
verla no  siguió  conociendo  en  la  causa,  que 
es  lo  que  veda  el  artículo  214,  sino  que  se  pro- 
nunciaba acerca  de  un  asunto  que  la  ley  ha 
colocado  expresamente  dentro  de  la  esfera  de 
sus  atribuciones,  al  decir  el  mismo  artícu- 
lo 214  en  su  parte  última  **y  en  las  gestiones 
que  se  hicieren  para  declarar  desierta  ó  pres- 
cripta  la  apelación  antes  de  la  remisión  del 
proceso'*; 

o^  Que  establecida  la  jurisdicción  del  juez 
de  letras  para  resolver  en  primera  instancia 
la  incidencia  promovida  por  Bustamante  so- 
bre la  prescripción  del  recurso,  quedó  igual- 
mente fija  la  del  Tribunal  de  Apelaciones  para 
fallar  la  misma  cuestión  en  segunda  ins- 
tancia; 

6^  Que  el  artículo  234  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  que  también  se  aduce  en  el 
concepto  de  infringido,  estatuye  que,  si  conce- 
dida una  apelación,  dejaren  las  partes  trans- 
currir más  de  un  año  sin  que  se  haga  gestión 
alguna  para  que  el  recurso  se  lleve  á  efecto  y 
quede  en  estado  de  fallarse  por  el  superior, 
podrá  cualquiera  de  ellas  pedir  al  tribunal  en 
cuyo  poder  exista  el  expediente  que  declare  fir- 
me la  resolución  apelada. 

1^  Que  en  cuanto  á  la  fijación  y  señalamien- 
to del  tiempo  requerido  por  este  artículo  para 
que  prescriba  la  apelación  interpuesta  contra 
la  sentencia,  establece  el  tribunal  sentencia- 
dor, en  el  primer  considerando  de  su  fallo,  co- 
mo hecho  probado  en  la  causa,  que  las  partes 
han  dejado  pasar  más  de  un  año  sin  hacer 
gestión  alguna  para  que  se  llevara  á  efecto  y 
quedara  en  estado  de  fallarse  la  apelación  de- 
ducida contra  la  recordada  sentencia. 

8^  Que  declarado  este  hecho  por  la  Corte  de 
Apelaciones  en  uso  délas  facultades  exclusivas 
que  las  leyes  le  defieren,  en  lo  concerniente  al 
examen  y  apreciación  de  la  prueba  del  proceso, 
sin  que  contra  esta  apreciación  y  examen  se 
haya  alegado  infracción  legal,  debe  reputarse 
tal  hecho  como  antecedente  incontrovertible 
para  fallar  el  recurso; 

9*^  Que  por  otra  parte,  aún  en  el  supuesto 
de  que  no  hubiese  trascurrido  el  año  que  se 
exige  para  declarar  prescrita  la  apelación, 
tampoco  sería  procedente  este  motivo  del  re- 
curso, porque  en  el  escrito  en  que  se  interpone 
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no  se  ha  citado  ]a  correspondiente  disposición 
legal  infringida,  es  decir  el  artículo  69  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  que  previene  que 
los  términos  de  que  dicho  Código  trata  se  en- 
tenderán suspendidos  durante  los  días  feria- 
dos; 

10.  Que  como  consecuencia  legal  de  lo  que 
precede,  resulta  que  el  fallo  contra  el  cual  se 
ha  interpuesto  la  presente  casación,  no  infrin- 
ge los  preceptos  legales  invocados  en  ese  sen- 
tido por  la  Compañííi  recurrente,  sino  t|iie,  al 
contrario,  se  ajustaen  sus  términos  \' decisión 
á  lo  dispositivo  de  tales  preceptos. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  las 
leyes  que  en  ella  se  citein  y  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  940,  960  y  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar el  recurso,  con  costas.  Aplícase  á  favor 
del  Fisco  la  cantidad  de  $  150  consignada 
para  interponer  este  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodríguez. 
^Leopoldo  Urrutia.^J,  Gabriel  Palma  Guz- 

man.— Galvarino  Gallardo V.   Agvirre  V.— 

Leoncio  Rodríguez.^E.  Fóstcr  Recaba rren.^ 
f.  Bernales.  -L,  Vial  ligarte. 


Cas.  en  el  fondo, ^2  de  agosto  de  1907 

Molina  Caracclolo  y  otros  con  Molina  Delfín 

Testamento.  —  Nulidad.  —  Falsiñcación. 
—  Instrumento  público;  falsedad.  — 
Prueba  -—  Escritura  pública.  —  Testi- 
gos.   Apreciación  de  los  hechos 

Doctrina:— E/  articulo  1700  del  Có- 
digo  Civil,  se  refiere  á  los  instrumentos 
verdaderos,  y  nada  estatuye  acerca  del 
modo  y  forma  como  deban  redargüirse 
por  la  falsedad  de  que  puedan  adolecer. 

Las  leyes  penales  y  civiles,  y  en  espe- 
cial los  artículos  344  y  432  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  permiten  expresa- 
mente impugnar  la  autenticidad  de  todo 


instrumento  público  y  privado  ó  probar 
las  suplantaciones  cometidas^  y  aceptan 
como  medios  probatorios  del  hecho, 
tanto  el  cotejo  de  letras^  como  los  que 
•7/?s  leyes  autoricen  para  la  prueba  del 
fraude'\  con  la  restricción  del  ártica 
lo  432  citado,  para  cuando  se  procan 
invalidar  una  escritura  pública  con  sólo 
prueba  testimonial. 

Por  consiguiente,  y  no  tratándose  de 
este  caso,  son  admisibles  todos  ¡os  mt 
dios  probatorios  para  probar  que  m 
testamento  es  falsificado  v  por  tanto, 
nulo. 

Es  un  hecho  de  la  causa,  estahiecid'* 
por  el  Tribunal  sentenciador,  mediante 
la  apreciación  de  la  prueba,  y  como  tai, 
inamovible,  el  de  que  una  persona  nn 
otorgó  el  testamento  que  se  le  atribuye. 


Bn  circunstancias  que  loí  heredero*  a/n; 
testíito  de  don  Manuel  Molina,  falleciólo c: 
Osorno  el  2  de  marzo  de  1902,  se  rcparttj. 
la  herencia  dejada  por  éste,  don  Delfín  M<» ; 
na  presentó  al  Juzgado  de  Letras  He  rse  o-n 
nio  (lepai  tamento,  una  escritura  cenada.  ^ 
la  cual  según  las  indicaciones  de  la  cubicrti 
se  contenía  el  testamento  del  mencionj'' 
don  Manuel  Molina,  otorgado  en  Valdivia  c 
día  10  de  septiembre  de  1897,  ante  el  notir 
suplente  don  Clodomiro  Fooseca. 

Previos  los  trámites  de  estilo,  en  la  lori  • 
([ue  aparece  de  las  diligencias  respectiva?'.  '-  ^ 
abierto  el  sobrescrito  ó  cubierta  y  sedev-a- 
que  el  memorial  que  él  contenía  debiera  '.c 
nerse,  en  cuanto  ha  lugar  en  derecho,  oc  • 
testamento  del  va  aludido  don  Manue!  M 
lina. 

P-n  estas  gestiones,  los  mismos  hrr«^'.cr  - 
ab-lntcstato  que  estaban  dividiéndose  «lí. 
rencia,  negando  \'a  la  veracidad  del  te^'- 
mentó  solicitaron  que  se  les  tuviera  j»or  fv 
te,  pero  el  juzgado,  teniendo  presente  que  < 
trataba  de  actos  de  jurisdicción  voluntar.» 
desechó  la  solicitud,  sin  perjuicio  de  los  -c^^ 
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chos  que  los  peticionarios  pudieran  hacer  va- 
ler oportunamente. 

En  ese  testamento,  después  de  algunas  dis- 
posiciones de  más  6  menos  escasa  importan- 
cia, el  testador  reconoce  como  su  hijo  natu- 
ral al  ya  mencionado  don  Delfín  Molina,  á 
quien  instituye  como  su  único  y  universal 
heredero. 

Así  las  cosas,  don  Caracciolo,  doña  Cirila 
y  doña  Pelegrina  Molina  y  ocho  personas 
más.  hermanos  6  sobrinos  de  don  Manuel 
Molina  y,  como  tales,  sus  herederos  abintes- 
tato,  dedujeron  demanda  contra  don  Delfín 
Molina  pidiendo  que  se  declare  nulo  y  sin 
ningún  valor  el  expresado  testamento  ó  en 
subsidio,  que  no  es  testamento  de  su  herma- 
na y  tío  don  Manuel  Molina. 

Fundando  esta  petición  dicen  textualmente: 
"Este  testamento  no  pasa  de  ser  sino  una  au- 
daz falsifícación  hecha  por  don  Delfín  Molina 
coadyuvado  por  algunas  personas  que  ya  el 
público  conoce,  pero  que  no  es  del  caso  nom- 
brar aquí,  falsifícación  hecha  hace  más  ó  me- 
nos un  mes  en  Valdivia,  en  casa  de  uno  de  los 
testigos  que  lo  autorizan,  y  con  el  propósito 
de  quitarnos  una  herencia  que  nos  correspon- 
de legítimamente,  como  herederos  abintes^ 
tato  de  nuestro  fínado  hermano  y  tío  don 
Manuel  Molina". 

Hacen  en  seguida  diversas  observaciones 
acerca  de  que  el  día  10  de  septiembre  de  1897, 
fecha  en  que  aparece  otorgado  el  testamento 
en  Valdivia,  el  supuesto  testador  se  encon- 
traba enfermo  en  Osorno  y  de  que  la  distan- 
cia que  separa  estas  dos  ciudades  es  tanta, 
que  hace  imposible  aceptar  que  pudiera  ha- 
berse encontrado  en  ambas  en  un  miamo  día 
j  á  horas  hábiles.  También  nseguran  que 
conservan  en  su  poder  diversos  documentos 
hechos  ó  fírmados  en  Osorno,  en  ese  día,  por 
<lon  Manuel  Molina  y  varios  pagarées  }'  reci- 
bos que  acreditan  esto  mismo  y  que  muchos 
de  sus  amigos,  por  la  circunstancia  de  encon- 
trarse enfermo,  recuerdan  que  ese  día  no  sa- 
lió, sino  para  ir  á  la  mercería  de  Saelzer  y 
Schwarzenberg  y  á  casa  del  doctor  K.  Gun- 
ckel. 

Exponen  que  contribuye  á  formar  el  con- 
vencimiento de  que  don  Manuel  Molina  no 
otorgóel  supuesto  testamento*  presentado  por 


don  Delfín  Molina,  la  circunstancia  de  que  el 
supuesto  de])ositario  de  ese  documento  lo 
presentó  al  juzgado  dos  meses  después  del 
fallecimiento  del  testador,  habiendo  tenido 
conocimiento  de  su  muerte  algunos  días  des- 
pués de  ocurrida;  que  oportunamente  supo 
que  los  bienes  del  extinto  se  estaban  repar- 
tiendo entre  sus  herederos  ab-intcstato;  que 
los  testigos  que  fírman  el  cierro  del  supuesto 
testamento  son  personas  con  quienes  don 
Manuel  Molina  no  tenía  relaciones  de  amis- 
tad de  ninguna  clase. 

Ademas  el  testigo  Carlos  Bustamante  se 
encontraba  en  el  lugar  de  Remehue  el  10  de 
septiembre  de  1897, en  el  fundo  de  los  señores 
Hofíniann  y  Fuchslocher,  en  calidad  de  ma- 
yordomo de  éstos;  que  el  mismo  don  Delfín 
Molina,  conversando  con  varias  personas 
acerca  de  la  muerte  de  don  Manuel  Molina 
pocos  días  después  de  acaecida,  les  preguntó 
si  no  había  dejado  testamento,  y  como  Ic 
contestaran  negativamente  repuso  que  lo 
sentía,  pues  tenía  esperanza  que  en  caso  de 
testar,  le  hubiera  dejado  alguna  cosa;  á  esto 
se  agrega,  dicen,  que  el  testamento  aparece 
escrito  con  la  misma  letra  del  notario  suplen 
te,  y  qtie  las  Hrmas  del  supuesto  testador  y 
del  supuesto  testigo  J.  Ventura  Díaz,  son  dis- 
tintas de  aquellas  con  que  acostumbraban 
firmar;  agregan  que  don  Manuel  Molina  á 
principios  de  septiembre  de  1897,  escribió  á 
su  amigo  (Tuillernio  Frick,  vecino  respetable 
de  Valdivia,  que  le  era  imposible  ir  á  esa 
ciudad. 

Bn  cuanto  á  la  apertura  del  testamento  di- 
cen que  se  ha  incurrido  en  vicios  y  omisiones 
que  lo  hacen  absolutamente  nulo,  pues  de 
las  diligencias  de  apertura  consta  que  después 
de  presentado  se  remitió  por  dos  veces  al 
Juzgado  de  Valdivia,  ante  el  cual  se  practica- 
ron las  diligencias  de  reconocimiento  de  las 
firmas  del  testador,  notario  y  testigos  del 
supuesto  testamento,  todo  lo  cual  debió 
practicarse  ante  el  Juzgado  de  Osorno;  que 
las  firmas  de  los  testigos  ausentes  J.  Ventura 
Díaz  y  Rafael  Aguirre,  no  han  sido  reconoci- 
das por  los  testigos  vivos  conforme  lo  ordeno 
el  Juzgado  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el 
inciso  39  del  artículo  1025  del  Código  Civil; 
que  en  el  Juzgado  no  se  aceptó  la  declaración 
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del  testigo  Carlos  de  la  Guarda  y  se  procedió 
á  la  apertura  del  pliego  cerrado  sin  estar  pre- 
sente el  interesado  ni  los  testigos. 

Que  esta  última  circunstancia  reviste  aun 
mayor  grave«lad  si  se  toma  en  consideración 
el  hecho  de  que  el  testaraiento  se  abrió  más  de 
ocho  días  después  de  practicadas  las  diligent 
cias  de  reconocimiento;  que  fué  don  Delfín  Mo- 
lina quien  llevó  la  expresada  escritura  á  Val* 
divia  y  la  trajodeallá  y  que  no  fué  don  Pedro 
Cárcamo  Herrera  quien  la  trajo  conforme  á 
lo  solicitado  en  el  expediente  sobre  apertura 
y  ordenado  por  el  Juzgado  de  Valdivia. 

Añaden  que  en  el  otorgamiento  del  aludido 
testamento  se  ha  incurrido  en  un  defecto  ca- 
pital, se  refieren  á  la  faitci  de  signo  del  escri- 
bano ó  notario  sobre  la  cubierta,  pues  el  ar- 
tículo 1023  del  Código  Civil  enumera  las  so- 
lemnidades que  del>en  concurrir  en  el  otorga- 
miento de  un  testamento  solemne  cerrado  y 
dice  en  el  inciso  6^  **term¡na  el  otorgamiento 
por  la  firma  del  testador  y  de  los  testigos  y 
por  la  firmay  signo  del  escribano  sobre  la  cu- 
bierta"; de  lo  cual  se  deduce  que  la  falta  de 
signo  del  escribano  vicia  de  nulidad  el  testa- 
mento solemne  cerrado  porque  el  artículo 
1026  del  Código  citado  establece  **que  la  omi- 
sión de  cualquiera  de  las  solemnidades  á  que 
deba  sujetarse  lo  deja  sin  valor  alguno". 

Dicen  además  que  la  disposición  legal  antes 
citada  contiene  algunas  excepciones,  pero 
también  es  cierto  íjue  entre  ellas  no  se  com- 
prenden las  enumeradas  en  el  inciso  6^  del  ar- 
tículo 1023; y  siendo  el  signo  dol  notario  ó  es- 
cribano una  formalidad  que  la  ley  prescribe 
para  el  valor  del  testamento  solemne  cerrado 
en  consideración  á  su  naturaleza  y  no  al  esta- 
do ó  calidad  de  la  persona,  su  omisión  aca- 
rrea nulidad  absoluta  segán  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1682  del  Códigvi  Civil. 

Como  pudiera  observárseles  que  el  notario 
suplente  don  Clodomiro  Fonseca  no  tenía  sig- 
no, agregan  que  el  artículo  1023  así  como  el 
1026  citados  son  enteramente  claros,  que  por 
consiguiente,  no*  deben  interpretarse  que  al 
exigirse  el  signo  por  vía  de  formalidad  no  se 
hace  excepción  entre  escribano  propietario  ó 
suplente,  y  que  la  falta  de  cumplimiento  de  la 
ley  no  es  razón  para  dejarla  de  aplicar.  De  lo 
expuesto  deducen  que  el  testamento  de  que 


tratan  es  absolutamente  nulo  y  que  si  don 
Clodomiro  Fonseca  no  tenía  signo  no  podía 
otorgar  testamento  solemne  ccrra<Io. 

Por  estas  razones  y  siendo  heredaros  de  don 
Manuel  Molina  demandan  á  don  Delfín  Moli- 
na para  que  se  declare  nulo  y  de  ningún  valor 
el  testamento  de  que  se  ocupan,  y  que  se  dice 
otorgado  en  la  ciudad  de  Valdivia,  el  10  de 
septiembre  de  1897,  ante  el  notario  suplente 
don  Clodomiro  Fonseca,  con  costas,  ó  en 
subsidio  que  se  declare  que  no  es  testamento 
de  don  Manuel  Molina. 

Contestando  la  demanda  don  Delfín  Moli- 
na, pidió  se  desechara  con  costas,  por  cuanto 
eran  inexactos  y  antojadizos  los  hechos  y 
apreciaciones  legales  en  que  se  basa  dicha  de- 
manda, pues  el  testamento  cuya  nulidad  se 
solicita  se  mandó  incorporar  en  el  protocolo 
del  escribano  que  actuó  en  las  diligencias  de 
su  apertura  como  consta  del  ñuto  respectivo, 
después  de  dar  estricto  cuni|iliniientoá  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1025  y  1020  del  Códi- 
go Civil. 

Que  los  testigos  que  aparecen  en  la  cubierta 
del  testamento, reconocieron  s-.i  firma,  abona- 
ron la  de  los  muertos,  declararon  que  todo 
pasó  en  un  solo  acto  y  al  mismo  tiempo  abo- 
nan también  lafirm.i  del  notario  suplente  que 
lo  autorizó  como  consta  del  citailo expediente. 
Además  el  notario  señor  Ríos,  de  Valdivia, 
certificó  que  las  firmas  que  aparecen  en  las  es- 
crituras autorizadas  por  el  notario  suplente 
don  Clodomiro  Fonseca  están  conformes  con 
las  que  aparecen  en  la  cubierta  del  testamento 
en  referencia. 

Como  estas  diligencias  no  fueron  estimadas 
suficientes  en  el  Juzgado  para  abrir  el  testa- 
mento, se  ordenó  abonar  nuevamente  la  firma 
de  los  testigos  ausentes.  Al  efecto  se  rindió  la 
información  que  aparece  y  el  certificado  dado 
por  el  secretario  del  Juzgado  »le  Valdivia.  Pre- 
vias estas  minuciosas  y  detalladas  diligen- 
cias, se  dictó  el  auto  de  protocolización  de 
28  de  mayo  de  1902; 

Sin  embargo  los  demandan  tes  aseguran  que 
este  testamento  es  obra  de  una  audaz  falsifi  - 
cación  hecha  en  Valdivia  en  casa  de  uno  de 
los  testigos  que  lo  autoriza,  cuyo  nombre  no 
indican,  para  arrebatarles  la  fortuna  que  lea 
corresponde  por  su   hermano  y  tío  don  Ma- 
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nuel  Molina,  caso  de  haber  muerto  intestado. 
Por  la  relación  hecha  de  las  diligencias  prac- 
ticadas en  el  citado  expediente  de  apertura 
del  testamento  en  cuestión,  es  más  que  auda- 
cia aseverar  que  éste  es  falsiñcado,  también 
par;i  arrebatarle  lo  que  le  corresponde  como 
heredero  é  hijo  natural  reconocido  por  su  pa* 
dre,  don  Manuel  Molina. 

También  se  arguye,  dice,  que  en  el  día  en 
que  se  otorgó  el  testamento,  don  Manuel  Mo- 
lina estaba  en  la  ciudad  de  Osorno,  enfer- 
mo, circunstancia  por  la  cual  salió  de  su  casa 
para  ir  á  la  mercería  y  á  la  casa  del  doctor; 
en  esta  circunstancia  los  demandan  tes  se  con- 
tradicen, pues  si  el  señor  Molina  estaba  enfer- 
mo mal  pudo  ir  á  la  mercería  que  está  á  al- 
gunas cuadras  de  distancia  cuando  pudo  ha- 
ber enviado  un  sirviente;  y  no  duda  que  los 
<leniandantes  pretenden  probar  la  coartada 
con  prueba  testimonial  la  que  es  improceden- 
te en  el  presente  caso. 

Sostiene  que  es  falso  que  el  testigo  Carlos 
Bustamante,que  por  su  empleo  hacía  frecuen- 
tes viajes  á  Valdivia,  estuviera  en  Remehue  el 
día  del  otorgamiento  del  testamento,  pues 
este  señor  estaba  en  Valdivia  como  consta 
de  documentos  privados  que  tiene  en  su  po- 
der y  de  otra  clase  de  prueba  que  oportuna- 
mente se  presentará. 

Los  demandantes  dicen  también  que  el  tes- 
tador no  buscó  á  sus  amigos  para  testigos 
en  el  citado  testamento,  pero  hace  presente 
que  la  ley  no  impone  al  testador  la  obligación 
de  servirse  de  sus  amigos  para  este  caso,  sino 
(jue  deber  ocupar  testigos  hábiles.  Kn  cuanto 
á  que  el  testamento  se  haya  presentado  dos 
meses  después  de  muerto  el  testador  como  lo 
hace  ver  la  contraría,  dice  que  la  ley  no  fija 
plazo  para  entregar  el  testamento  cerrado  y 
proceder  á  su  apertura.  Mas  jiara  desvirtuar 
toda  presunción  moral  sobre  el  particular, 
acompaña  un  documento  en  el  cual  consta 
que  á  la  fecha  de  la  muerte  de  su  señor  padre, 
y  mucho  tiempo  después  se  encontraba  en  San 
Martín  de  los  .\ndes  y  otras  ciudades  de  la 
República  Argentinn. 

En  cuanto  á  la  falta  de  signo  ilel  notario  en 
la  carátula  del  testamento  de  que  hacen  mé- 
rito los  demandantes  para  sostener  la  nuli- 
dad de  éste,  en  conformidad  al  artículo  1026 


del  Código  Civil,  sostiene  que  el  signo  existe 
en  la  carátula  del  testamento  en  cuestión;  y 
agrega  que  para  saber  si  existe  ó  no  es  nece- 
sario definir  lo  que  es  signo.  Hste,  en  general, 
es  una  señal  ó  marca  que  acostumbraban  po- 
ner los  escribanos  en  las  escrituras  que  auto- 
rizaban; y  la  ley  no  ha  fijado  forma  especial 
para  este  signo,  el  cual  siempre  ha  quedado  á 
voluntad  de  los  escribanos,  quienes  pueden 
darle  la  forma  de  una  cruz,  estrella  ó  rúbrica. 

Concluye  diciendo  que  lo  que  constituye  la 
esencia  del  testamento  cerrado  lo  estatuye 
el  artículo  1023  del  Código  Civil,  y  que  de  lo 
expuesto  anteriormente  aparece  que  el  testa- 
mento á  que  se  refiere  cumple  con  todos  los 
requisitos  exigidos  por  la  ley  para  su  validez, 
y  su  autenticidad  está  plenamente  comproba- 
da. Y  que  resumiendo  lo  dicho  resulta  que  el 
expediente  de  apertura  del  testamento  no  tie- 
ne vicio  de  nulidad  y  se  abrió  después  de  to- 
mar las  precauciones  necesarias  para  consta- 
tar su  autenticidad;  que  don  Manuel  Molina 
y  el  testigo  «Ion  Carlos  Bustamante  estaban 
en  Valdivia  el  día  en  que  aquel  otorgó  su  tes- 
tamento, hecho  que  los  demandantes  niegan 
sólo  para  servirse  de  prueba  testimonial;  íjue 
el  testigo  don  Carlos  de  la  Guarda  reconoció 
su  firma  y  abonó  la  de  los  testigos  que  apare- 
cen en  la  cubiertíi  del  testamento;  que  es 
inexacto  (|ue  falte  el  signo  al  testamento,  y 
que  auní|ue  este  faltara,  no  por  eso  sería  nulo 
el  citado  instrumento,  y  que  poY  último  los  de- 
mandantes para  arrebatarle  la  herencia,  nie- 
gan y  suponen  hechos  según  su  conveniencia. 

En  los  escritos  de  réplica  y  de  duplica  las 
partes  se  limitaron  á  reforzar  sus  anteriores 
argumentos  sin  aducir  nada  de  nuevo;  recibi- 
da la  causa  á  prueba,  por  decreto  de  18  de 
agosto  de  1902,  se  produjo  por  las  partes  la 
testimonial  que  corre  en  autos. 

Hecha  la  publicación  de  probanzas,  el  apo- 
derado del  demandado  dedujo  las  siguientes 
tachas:  á  los  testigos  Carlos  de  la  Guarda  y 
Carlos  Bustamante  por  perjuros,  fundado  en 
lo  establecido  en  la  ley  8  título  18  Partida 
3*,  tacha  á  les  mismos  testigos  también  por 
haber  recibido  dinero  por  dejar  de  decir  la 
verdad,  pues  el  primero  de  dichos  testigos, 
dice,  recibió  $  4,000,  y  el  segundo  $  2,000  al 
contado,  prometiéndole    $  3,000  para   des* 
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pues,  tacha  que  funda  en  la  ley  de  Partidas 
citada. 

A  los  testigos  Guillermo  Frick  y  Reinaldo 
Harnecker  que  fueron  examinados  ante  el  se- 
ñor Juez  Letrado  de  Valdivia,  porque  no  se 
les  examinó  al  tenor  del  contra  interrogato- 
rio cuya  copia  fué  remitida  á  dicho  Juzgado, 
lo  cual  consta  de  autos;  tacha  á  los  mismos 
testigos  por  ser  interesados  en  la  causa,  pues 
dice  que  fueron  los  agentes  que  los  demandan- 
tes tuvieron  en  Valdivia  para  todas  las  ges- 
tiones judiciales  y  extrajudiciales  que  practi- 
caron en  el  presente  juicio  en  dicha  ciudad, 
por  cuyos  servicios  les  ofrecieron  la  suma  de 
$  10,000. 

Por  su  parte  el  apoderado  de  los  deman- 
dantes dedujo  tachas  contra  todos  los  testi- 
gos presentados  por  el  demandado  y  que  fue- 
ron examinados  al  tenor  del  interrogatorio 
número  2,  contra  Santiago  González  que  de- 
clara al  tenor  del  interrogatorio  número  4 
y  contra  Julio  Silva,  Eduardo  Marcos  Risco 
y  Ajesislao  Ponce  que  declaran  al  tenor  del 
interrogatorio  número  8,  tachas  que  funda 
en  que  el  dicho  de  estos  testigos  es  falso,  in- 
verosímil y  oscuro  y  están  previstas  en  las 
leyes  8,  28y  29  título  16  Partida  3*  y  Ley  1* 
título  12  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción. 

Dice  que  es  falso  el  dicho  de  esos  testigos  en 
cuanto  aseveran  que  don  Manuel  Molina, 
don  Carlos  de  la  Guarda  y  don  Carlos  Bus- 
tamante  se  encontraban  en  Valdivia  el  10 
de  septiembre  de  1897,  pues  con  el  testimo- 
nio de  los  testigos  que  declaran  al  tenor  de 
de  los  interrogatorios,  testigos  que  no  han 
sido  tachados  y  por  consiguiente  aceptados 
por  la  contraria,  y  cuyo  dicho  se  encuen- 
tra robustecido  con  los  documentos  corrien- 
tes, con  lo  que  su  parte  ha  acreditado  plena- 
mente que  los  señores  Molina,  Guarda  y  Bus- 
tamante  estaban  respectivamente.en  la  fecha 
indicada,  en  Osorno,  Unión  y  en  el  lugar  de 
Remehue  de  este  departamento;  y  que  natu- 
ralmente, no  han  podido  encontrarse  en  Val- 
divia. 

Que  el  dicho  de  los  mismos  es  inverosímil, 
porque  es  inaceptable  que  todos  los  testigos 
citados  puedan  recordar,  con  los  detalles  que 
aparecen  en  sus  declaraciones,  hechos  ocurrí* 


dos  hace  m¿is  de  cinco  años,  cuales  son  qse 
don  Manuel  Molina,  don  Carlos  de  la  Guar 
da  y  don  Carlos  Bustamante  se  eacontraban 
en  Valdivia  el  día  10  de  septiembredt  1897,t 
además,  llamando  especialmente  la  atcoció o 
al  hecho  inaceptable  de  que  treinta  tertigcs 
recuerden  haber  visto  en  esa  fecha,  cu  distin 
tos  lugares,  á  dos  distintas  personas. 

Y  que  es  oscuro  el  dicho  de  los  testigos  qae 
declaran  haber  visto  á  don  Manuel  Molina, 
por  cuanto  no  han  individualizado  bien  la 
persona  de  cuyo  supuesto  testamento  trata 
este  juicio,  pues  sus  mandantes  han  acredita- 
do, con  la  prueba  rendida  al  tenor  deünterro» 
gatorio,  que  en  este  departamento  tívc  otra 
persona  cuyo  nombre  y  apellido  es  tambiéo 
Manuel  Molina,  y  muy  posible  es  qae  los 
testigos  que  tacha  por  esta  causa  hayan  fis- 
to á  éste  y  no  á  aquél  en  Valdivia  ven  lames- 
donada  fecha. 

Se  dio  á  los  incidentes  de  tachas  la  tra- 
mitación correspondiente,  y  se  aceptaron 
las  opuestas  por  el  demandado,  merrás- 
dose  para  definitiva  el  pronunciamiento  so 
bre  ellas,  salvo  las  de  perjurío,  de  no  haber 
sido  contra-interrogados  los  testigos? de co 
hecho,  que  se  ordenó  recibir  á  prueba,  Y  se 
desecharon  las  opuestas  por  el  deroandantc, 
por  haber  sido  deducidas  fuera  de  término. 

Apeladas  ambas  resoluciones,  la  Iltma. Cor- 
te, por  auto  de  4  de  septiembre  de  1903. 
revocó  la  resolución  en  que  se  aceptaban  la< 
tachas  del  demandado,  por  estimar  qneia^ 
tachas  de  perjurio  y  de  no  haber  sidococ- 
tra-interrogados  los  testigos  no  eran  legaW. 
por  referirse  la  primera  á  declaraciones  pr??- 
tadas  por  aquellos  en  el  presentejuicioypor 
ser  indeterminada  y  no  estar  suñcientemetitf 
especilicada  la  tacha  de  tener  interés  en  U 
causa,  todo  sin  perjuicio  de  la  apreciado: 
que  pueda  hacer  en  defítiitivael  tribunal  res- 
pecto á  la  declaración  de  los  testigos  tachú 
dos.  Y  con  la  misma  aclaración,  confirmó  a 
resolución  en  que  se  desechan  las  tachi? 
opuestas  por  los  demandantes. 

Las  partes  alegaron  lo  conveniente  á  su dí 
recho  y  oportunamente  se  le*  citó  para  w 
sentencia,  dictándose  la  siguiente  por  el  W' 
gado  de  Osorno,  con  fecha  27  de  junio  ^ 
1904: 
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Consideraado: 

1^  Que  la  demanda  tiene  por  objeto  obtener 
9e  declare  nulo  el  testamento  solemne  cerra- 
do que  se  dice  otorgado  por  don  Manuel  Mo- 
lina en  la  ciudad  de  Valdivia  el  10  de  septiem- 
bre de  1897  fundado  en  que,  al  abrirse  éste, 
no  fueron  reconocidas  legalmente  las  fírmas 
de  los  testigos  instrumentales,  que  estos  no 
fueron  citados  por  decreto  judicial  para  esa 
diligencia,  que  no  se  hizo  en  forma  legal  la  in- 
formación de  abono  de  las  firmas  del  notario 
y  testigos  fallecidos,  que  no  concurrieron  á 
su  otorgamiento  los  cinco  testigos  que  exige 
la  ley,  que  no  se  puso  en  la  carátula  el  signo 
6  sello  del  notario  que  dice  autorizó  y  que  no 
se  expresó  en  ésta  todas  las  desi^rnaciones 
exigidas  por  la  ley  para  la  identidad  personal 
del  testador,  notario  y  testigos;  ó  en  subsi- 
dio que  se  declare  que  dicho  testamento  no  es 
del  ya  nombrado  don  Manuel  Molina; 

2'  Que  del  expediente  sobre  apertura  del 
testamento  aludido  consta:  que  el  apoderado 
de  don  Delfín  Molina  con  fecha  10  de  mayo 
de  1902,  se  presentó  ante  este  Juzgado  con 
una  solicitud  á  la  que  acompañaba  una  par- 
tida de  defunción  de  don  Manuel  Molina,  y  un 
pliego  cerrado  en  que  decíase  contenía  el  tes- 
tamento de  éste,  solicitando  se  despachara 
exhorto  al  señor  Juez  Letrado  de  Valdivia  in- 
cluyéndole ti  citado  testamento,  á  fin  que  di- 
cho magistrado  procediera  á  efectuar  las  ci- 
taciones é  informaciones  de  abono  á  que  se 
refiere  el  artículo  1025  del  Código  Civil  y  re- 
cusando á  la  vez  al  secretario  de  este  Jlizga- 
do,  y  solicitando  se  nombrara  en  su  reempla- 
zo al  notario  páblico  por  ser  éste  el  ministro 
de  fe  que  debía  actuar  en  estas  diligencias; 

3'  Que  despachado  dicho  exhorto,  en  el 
Juzgado  exhortado  se  le  puso  el  **cúmplase", 
con  fecha  12  de  mayo,  el  mismo  día,  y  des- 
pués de  haberse  notificado  al  encargado,  com- 
parecieron los  testigos  Carlos  de  la  Guarda  jr 
Carlos  Bustamnnte,ell4del  mismo  mes  com- 
pareció el  testigo  Max  Schoene,  y  todos  re- 
conocieron la  firma  que  con  su  nombre  y  ape- 
llido aparecía  en  la  carátula  del  testamento, 
abonaron  la  del  notario  que  autorizó  y  no  la 
de  los  testigos  ausentes;  actuando  en  todas 
^stas  diligencias  no  un  notario  sino  el  secre- 
tario del  Juzgado  de  aquel  departamento; 


4^  Que  no  habiéndose  abonado  la  firma  de 
los  testigos  muertos  ó  ausentes,  el  Juzgado 
por  auto  de  17  del  mismo  mes  y  año  no  acce- 
dió á  la  apertura  del  testamento;  y  por  esta 
causa  el  apoderado  de  don  Delfín  Molina  se 
presentó  el  19  de  majo  solicitando  se  despa- 
chai-a  un  nuevo  exhorto  al  mismo  Juzgado 
iiicluyendo  el  testamento  y  demás  piezas  dili- 
genciadas; y  puesto  el  "cómplase"  respectivo 
en  aquel  Juzgado  el  21  del  mes  citado,  com- 
parecieron al  día  siguiente  los  testigos  Ger- 
mán Moreno,  Rodolfo  Echeñique,Saladipo  2^ 
Guarda,  Ricardo  Montecinos  y  Reinaldo  Ro- 
sas, quienes  abonaron  las  firmas  de  los  testi- 
gos Max  Schoene,  Rafael  AguirreyJ.  Ventu- 
ra Díaz,  presentándoseles  á  la  vez  el  pliego 
cerrado  que  contenía  el  testamento  acompa- 
ñado al  exhorto  y  actuando  también  en  esta 
diligencia  el  secretario  judicial  del  departa- 
mento ya  citado; 

5^  Que  el  artículo  1009  del  Código  Civil  es- 
tablece que  el  testamento  debe  abrirse  y  pu- 
blicarse ante  el  juez  del  último  domicilio  del 
testador,  y  es  público  y  notorio  que  el  último 
domicilio  del  supuesto  testador,  don  Manuel 
Molina,  fué  este  departamento;  de  manera 
que  en  conformidad  á  la  disposición  legal  ci- 
tada y  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  221  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875,  este  Juzgado 
era  competente  para  conocer  en  todas  las  di- 
ligencias que  precedieron  á  la  apertura  del 
testamento,  así  que,  al  pedir  exhorto  á  Val- 
divia con  este  objeto,  el  apoderado  de  don 
Delfín  Molina,  no  cumplió  con  lo  dispuesto 
en  las  disposiciones  legales  citadas; 

6'  Que  el  artículo  1025  del  Código  Civil  es- 
tablece que  no  se  abrirá  el  testamento  sino 
después  que  el  escribano  y  testigos  reconoz- 
can ante  el  juez  su  firma  y  la  del  testador,  de- 
clarando además  si  en  su  concepto  está  cerra- 
do y  marcado  como  en  el  acto  de  la  entrega, 
y  si  no  pueden  comparecer  todos  los  testigos 
bastará  que  el  escribano  y  los  testigos  instru- 
mentales presentes  reconozcan  su  firma  y  la 
del  testador  y  abonen  la  de  los  ausentes;  y  de 
lo  dicho  en  los  considerandos  2',  3^  y  4^  de 
este  fallo  se  desprende  que  las  firmas  de  los 
testigos  instrumentales  del  testamento  en 
referencia,  no  han  sido  legalmente  reconoci- 
das, asimismo  que  éstos  no  fueron  citados  en 
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forma  leg.il  para  este  objeto;  que  no  han  sido 
abonadas,  también  eu  forma  legal,  la  firma 
del  notario  y  de  los  testigos  fallecidos;  pues 
los  testigos  que  declararon  á  est«  respecto 
eran  extraños  al  testamento,  y  no  fué  un  no- 
tario el  que  actuó  y  el  que  en  dicho  acto  abo- 
nó la  firma  del  notario  que  autorizó  y  que 
había  fallecido; 

7^  Que  no  es  atendible  lo  expuesto  por  los 
demandantes  respecto  á  que  el  testamento  se 
presentó  como  dos  meses  después  del  falleci- 
miento del  supuesto  testador,  y  se  abrió  como 
ocho  días  después  que  se  practicaron  las  dili- 
gencias en  Valdivia,  porque  la  ley  no  fija 
plazo  para  la  presentación  y  apertura  del 
testamento  solemne  cerrado; 

8^  Que  los  demandantes  con  los  testigos 
que  declaran  al  tenor  del  interrogatorio  han 
pretendido  probar  que  don  Manuel  Molina 
estuvo  en  esta  ciudad  y  no  en  Valdivia,  el  10 
de  septiembre  de  1897;  y  el  demandado  á  su 
vez  con  los  testigos  que  deponen  al  tenor  de) 
interrogatorio,  ha  pretendido  asimismo  es- 
tablecer que  el  citado  señor  Molina  estuvo  en 
Valdivia  y  nó  en  esta  ciudad  el  indicado  día; 
pero  dichas  pruebas  no  son  atendibles,  no 
sólo  poique  con  ellas  se  trata  de  establecer 
hechos  negativos  entre  sí,  sino  también  por- 
que es  inverosímil  que  dichos  testigos  recuer- 
den un  hecho  ocurrido  en  un  día  determinado, 
cinco  años  antes  de  la  fecha  en  que  declaran, 
con  los  detalles  que  indican  en  sus  declara- 
ciones; 

9^  Que  si  bien  del  expediente  de  aper- 
tura del  testamento  aparece  que  los  tes- 
tigos Carlos  de  la  Guarda  }'  Carlos  Busta- 
mante  reconocieron  la  firma  que  con  su  non». 
bre  aparecía  en  la  carátula  del  testamento,  y 
el  demandado  con  los  testigos  que  declaran 
al  tenor  del  interrogatorio,  ha  pretendido  es- 
tablecer que  ambos  estaban  en  Valdivia  el  10 
de  septiembre  de  1897;  dichos  testigos  en  las 
escrituras  publicas  sostienen  que  no  se  encon- 
traron presentes  el  10  de  septiembre  de  1897, 
día  en  que  se  dice  don  Manuel  Molina  otorgó 
ante  el  notario  suplente  don  Clodomiro  Fon- 
secá  el  pliego  cerrado  que  se  dice  contiene  su 
testamento  y  que  ha  presentado  don  Delfín 
Molina  para  su  apertura;  que  no  han  visto 
firmar  al  testador  y  demás  testigos;  x  ^^  pri- 


mero dice  que  lo  ñrmó  algunos  días  después 
de  aquella  fecha  á  petición  de  don  Delfín  Mo- 
lina, y  el  segundo  que  los  firmó  en  abriMe] 
mismo. año  á  petición  de  don  Pedro  Cárcaa» 
Herrera,  todo  lo  cual  aparece  corroborado 
con  la  declaración  de  los  mismos  testigos  al 
tenor  de  los  interrogatorios; 

10.  Que  estas  ultimas  declaraciones  son 
más  dignas  de  fe  que  las  dalas  por  los dtcluis 
testigos  en  el  expedientedejurisilicción  volun- 
taria sobre  apertura  del  testamento  que  se 
tramita  sin  citación  contraria,  nosólo  porque 
á  dicha  diligencia  no  fueron  citados  en  turma 
legal  como  se  ha  establecido,  sino  también 
porque  aquellas  no  han  sido  dadas  en  nn  jui- 
cio contradictorio  de  lato  conocimiento  como 
el  presente: 

11.  Que  asimismo  el  demandado  con  los 
testigos  que  declaran  al  tenor  del  intirroga- 
torio  ha  pretendido  probar  que  la  cnnítulay 
el  testamento  fué  escrito  por  el  notario  só- 
plente don  Clodomiro  Fonseca,  y  con  Iosíjuc 
declaran  al  tenor  del  interrogatorio  que 'Ion 
Manuel  Molina  otorgó  ante  dicho  notarlocl 
testamento  cerrado  de  la  referencia:  |)eroilrl 
certificado  del  notario  propietario  de  Valdi- 
via, don  Gerardo  Ríos,  aparece  que  el  seiíof 
Fonseca  lo  estuvo  supliendo  en  agosto  y  sq>- 
tiembre  del  citado  año  1897,  que  llevó  on 
apunte  detallado  de  todas  las  entradas  de  la 
notaría,  el  que  le  entregó  cuando  reasumió  so 
puesto  y  copió  en  su  libro  de  entradas,  y  qw 
en  dicho  apunte  no  hay  ninguna  partirla  [wr 
derechos  (lercibidos  por  testamento  ctorjjado 
en  dicho  mes  de  septiembre; 

12.  Que  asimismo  se  ha  establecido  con 
los  testigos  que  declaran  al  tenor  del  inte- 
rrogatorio, presentados  por  los  demanflnn- 
tes,  que  á  principios  de  abril  de  1902  don  Del- 
fín Molina  en  presencia  de  ellos  preguntó « 
don  Manuel  Molina  había  dejado  testameo 
to,  y  como  se  le  contestara  negativamente, 
expuso  que  lo  sentía,  porque  si  hubiera  testa- 
do tenía  esperanzas  que  le  hubiera  dejado  al- 
guna cosa; 

13.  Que  dado  lo  expuesto  en  el  consideraü- 
do  9*!^  de  esta  sentencia,  y  aceptando  que  los 
testigos  Díaz,  Aguirre  y  Schoene,  de  los  coa- 
les los  dos  primeros  habían  fallecido  cuando 
se  practicaron  las  diligencias  para  abrir  d 
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testamento,  hubieran  asistido  á  su  otorga- 
miento y  hubieran  visto  firmar  al  testador  y 
al  notario  resultaría  que  á  su  otorgamiento 
concurrieron  sólo  tres  testigos,  lo  que  es  con- 
trario á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1021  del 
Código  Civil  que  ordena  que  el  testamento 
solemne  cerrado  debe  otorgarse  ante  el  escri- 
bano y  cinco  testigo**; 

14.  Que  el  hecho  aseverado  por  el  demanda- 
do, que  el  testamento  ha  sido  incorporado  á 
un  protocolo,  no  prueba  haber  sido  otorgado 
y  autorizado  por  los  que  en  él  se  designan,  y 
negado  por  los  demandantes  que  ese  testa- 
mento fué  otorgado  por  la  persona  y  ante  las 
personas  que  en  él  se  expresan,  correspondía 
al  demandado  probar  la  autenticidad  que 
afirma,  lo  cual  no  ha  hecho; 

15.  Que  el  artículo  1023  del  Código  Civil 
dispone  que  lo  que  constituye  esencialmente 
el  testamento  cerrado,  es  el  acto  en  que  el 
testador  presenta  al  escribano  y  testigos  una 
escritura  cerrada,  declarando  de  viva  voz,  de 
manera  que  el  escribano  y  testigos  lo  vean, 
oigan  y  entiendan,  que  en  aquella  escritura  se 
encuentra  su  testamento,  y  el  escribano  expre- 
sará en  la  cubierta  bajo  el  epígrafe  de  testa- 
mento, la  circunstancia  de  hallarse  el  testa- 
dor en  su  sano  juicio,  el  nombre,  apellido  y 
domicilio  del  testador  y  de  cada  uno  de  los 
testigos,  y  el  lugar,  día,  mes  y  año  del  otor- 
gamiento; y  de  la  carátula  del  testamento 
en  referencia  aparece  que  en  ella  no  se  de- 
signó el  Jomicilio  del  testador,  ni  este  usó 
de  la  palabra  testamento  como  ordena  la 
ley,  sino  que  expresó  que  el  pliego  cerrado  que 
presentaba  contenía  sus  disposiciones  testa- 
mentarias; 

16.  Que  el  artículo  citado  en  el  conside- 
rando anterior  dispone  también  que  termina 
el  otorgamiento  con  las  firmas  del  testador  y 
de  los  testigos  y  con  la  firma  y  signo  del  es- 
cribano sobre  la  cubierta;  y  examinando  la 
carátula  á  que  antes  se  ha  hecho  referencia, 
resulta  que  el  notario  que  la  autoriza  sólo  fir- 
mó, pero  no  puso  el  signo  (ó  sello  que  es 
el  que  actualmente  se  usa)  como  lo  ordena 
la  ley; 

17.  Que  el  demandado  sostiene  que  en  la 
mencionada  carátula  dicho  signo  existe,  no 
sólo  porque  el  notario  entre  su  rúbrica  puso 

SnPRKMA 


las  letras  N  S.  (notario  suplente)  que  consti- 
tuyen dicho  signo,  sino  también  porque  sien- 
do este  notario  suplente,  no  estaba  obligado 
á  usarlo;  pero  estas  argumentaciones  no  son 
bajo  ningún  concepto  atendibles,  no  tan  sólo 
porque  signo  son  ciertas  rayas,  rasgos  ó  se- 
ñales que  al  fin  de  la  escritura  ó  instrumento 
ponen  los  escribanos  ó  notarios  en  medio  del 
papel  con  una  cruz  arriba  entre  las  palabras 
que  dicen  "en  testimonio  de  verdad*\  con  lo 
que  queda  autorizada  la  escritura,  que  sin 
signo  no  hace  fe,  ni  trae  aparejada  ejecución, 
sino  porque  no  es  tan  fácil  contrahacer  el 
signo  (ó  sello  actual)  como  la  firma  del  es- 
cribano; 

18.  Que  la  ley  dispone  de  una  manera  ex- 
presa que  el  testamento  solemne  abierto  ó 
cerrado  en  que  se  omitiere  cualquiera  de  las 
solemnidades  á  que  debe  respectivamente  su- 
jetarse, no  tendrá  valor  alguno,  y  si  bien  es 
cierto  que  establece  á  la  vez  algunas  excep- 
ciones, entre  éstas  no  se  encuentra  la  falta  de 
signo  á  que  se  refiere  el  considerando  anterior 
por  cuya  causa  el  testamento  de  la  referencia 
adolece  del  vicio  de  nulidad  que  establece 
la  ley; 

19.  Que  de  las  escrituras  públicas  extendi- 
das en  Valdivia  los  días  9, 10  y  11  de  septiem- 
de  1897,  ante  el  notario  suplente  don  Clodo- 
domiro  Fouseca,  aparece  que  después  de  su 
otorgamiento  y  p1  dar  la  copia  respectiva  usó 
el  sello  del  notario  propietario,  de  lo  cual  se 
colije  que  el  testamento  de  la  referencia  no 
fué  extendido  ante  el  funcionario  ya  nombra- 
do, no  sólo  porque  en  caso  de  haberlo  sido 
habría  usado  del  sello,  como  lo  hizo  en  la  es- 
critura extendida  ante  él  en  esa  misma  fecha, 
sino  también  porque  del  certificado  del  no- 
tario propietario  consta  que  en  el  menciona- 
do mes  de  septiembre  no  se  otorgó  ningún 
testamento; 

20.  Que  la  omisión  de  algún  requisito  ó  for- 
malidad que  la  ley  prescribe  para  la  validez 
de  ciertos  actos  ó  contratos  en  consideración 
á  la  naturaleza  de  ellos,  importa  la  nulidad 
absoluta  de  dichos  actos  ó  contratos,  la  cual 
puede  y  debe  ser  declarada  por  el  juez  sin  pe- 
tición de  parte  cuando  aparece  de  manifiesto 
en  el  acto  ó  contrato,  todo  lo  cual  ocurre  en 
el  presente  caso. 

3 1 
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Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con 
lo  establecido  en  la  lev  54  y  5')  títido  18  Par- 
tida 3^  19  2^  título  2  Partida  iV\  11  título 
23  libro  10  y  1^  2^  título  18  libro  11  de  la 
Novísiniíi  Recopilación;  artículos  10,  11, 
1009,1010,  1021,  1023,1025,1020,1681, 
1682,  1683.  1698,  1700,  1712  del  Código  Ci- 
vil; 151.  167,  374,  428,  429,  432  del  Código 
de  Proced  i  miento  Civil,  se  declara:  que  ha 
lugará  la  demanda,  con  costas,  en  que  se  con- 
dena al  demandado,  y  en  consecuencia  que  es 
nulo  y  de  ningún  valor  el  testamento  solem- 
ne cerrado  que  se  dice  otorgado  por  don  Ma- 
nuel Molina  en  la  ciudad  de  Valdivia  el  10  de 
septiembre  de  1897  y  á  que  dicha  sentencia  se 
•refiere. — Aníbal  Claro  Lastnrrin. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 

Concepción,  10  de  agosto  de  1905. 
Aceptando  la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia y  teniendo  en  consideración. 

1'  Que  los  demandantes  han  probado  sufi- 
cientemente que  el  10  de  septiembre  de  1897, 
día  en  que  se  dice  otorgado  en  Valdivia  por 
don  Manuel  Molina  el  testamento  cerra- 
do de  cuya  nulidad  se  trata,  dicho  Molina  se 
encontraba  en  Osorno,  lugar  de  su  residencia; 
y  que  atendida  la  distancia  que  hay  entre  uno 
y  otro  lugar,  es  materialmente  imoosible  que 
en  el  día  indicado  hubiera  podido  ir  {\  Valdi- 
via á  otorgar  su  testamento; 

2^  Que  si   bien   el   demandado   ha  rendido 
también  por  su  parte   su   prnc)  a   icMÍ'íjo:ii.'d 
tendente  á  establecer  (pie  don  Mriiuif  I  Molir.n 
ss  encontraba  en  Valdivia  y  no  en  Ox^-no  J 
día  10  de  septiendire  ya   mencionado,   dicha 
prueba  es  menos  digna  de  crédito  que   la  ren- 
dida al  respecto  por  los  demandantes,    tanto 
porque  los  testigos  de  aquel  no  indican  en  sus 
declaraciones  motivos  atendibles  que  mani- 
fiesten que  es  verosímil  que  conservaran  en  la 
memoria  un  hecho  acaecido  varios  aiios  an- 
tes, mientras  que  los  de  los  demandantes,  si  no 
todos,  al  menos  la  mayor  ])arte,  indican  esos 
motivos;  cuanto  porque  las  declaraciones  de 
estos  mismos  testigos  se  encuentran  corro- 
boradas con  las   divcr.sas  circunstancias  que 
en  seguida  se  enumeran,   y   que  constituyen 
presunciones  graves,  precisas  y  concordantes 
del  li^^clio  controvertido:   a)   iiift  rr.ic  (.Ivl  doc- 


tor don  Eduardo  (ninkel,  en  el  cual  ex¡  . 
que  según  los  libros  de  apuntes  que  1Ií\:  . 
mo  médico,  el  día  10  de  septiembre  de  1-^" 
atendió  profesionalmente  á  don  Manuel  M. 
lina  en  Osorno;  b)  examen  de  liljrosdcS;^.' 
3' Schwarzenberg,  de  que  dan  cuenta  la^i 
gencias  y  de  los  cuales  aparece  que  M.  r 
com[)ró  el  10  de  septiembre  de  INST  y.  ¿^ 
mercaderías  en  esa  casa  comercial,  en  n- :• 
no;  c)  planilla  de  la  cual  apareceqneelin>-.. 
Molina  hizo  el  pago  á  que  se  refiere  (Jen  Lr- 
nesto  Hutscher,  en  la  fecha  ya  indicada:  \ '' 
varios  apuntes  privados  de  Molina,  rdam  ^ 
á  diversos  trabajos  ejecutados  en  su  ca"¡;ir:- 
bitación,  y  de  los  cuales  aparecen  anoia:.- 
detalladamente  por  él  mismo  los  trair  » 
ejecutados  el  día  10  de  septiembre. 

3"  Que  además  de  lo  expuesto  en  el  o-x 
derando  anterior,  se  encuentra  plenamcitc 
comprobado  con  prueba  testimonial  vd ).:- 
mental,  que  don  Manuel  Molina  se  encobra- 
ba en  Osorno  en  los  días  9  y  11  de  sepiicmir' 
de  1887,  lo  cual,  aunque  no  bastara  luu 
expuesto  anteriormente,  sería  suficiente  ;.irn 
establecer  que  el  día  10  no  pudo  encontrar'? 
en  Valdivia  atendida  la  distancia,  quí  h.r. 
entre  esta  ciudad  y  Osonio  y  lainanerar  . 
se  hacía  en  esa  época  el  viaje  entre  uno  y- 
punto; 

4-*^  Oue  existen  todavía  otros  antecede  •■* 
que  hacen  [)resum¡r  que  don  Manuel  M 
no  otorgó  el  testamento   de  que  se  tra:  .  > 
ellos  son  principalmente:  a)  la  carta  dt  i 
Guillermo  Frich   de   Valdivia,  en  que  con:.- 
tando  á  una  de  don  Manuel  Molina  de  íc:' 
12  de  septiembre  de  1887,  le  manifiesta  c!¡. 
sar  que  sienten  él  y  los  miembros  de  su  iIt 
lia  al  saber  por  dicha  carta  que  no  podrá  i: 
aquella  ciudad  en  todo  ese   mes;  /;)  la  d¿v!.- 
ción  del  mismo  Frick,  quien  manifiesta uv.c. 
su  juicio  el  testamento  de  que  se  trata  ni- -x 
otorgado  por  Molina,   ni  éste  ha  [)odid.i  en 
contrarse  en  Valdivia  el  día  10,  tanto  ¡nr-; 
Molina  lo  habría  buscado  á  él  y  á  otro^.-í'- 
gos  como  testigos  y  no  á  personas  que  ni^í^ 
residían  en  Valdivia,  cuanto  por  lo  quelein^- 
ca  en  la  carta  de  que  se  ha  hecho  mérito;  y  :•* 
davía    porque  se  habría  alojado  en  sn  cas. 
como  lo  hacía  siempre;  r)  la  declaración  lc 
notario    c'c  Valdivia  do:i  Herar  'o  R'o  .  en 
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lie  expone  que  d  notario  suplente  que  apn- 
L'ce  autorizando  el  testamento  de  que  sí?  tra- 
a,  no  hace  figurar  partida  alguna  relativa  á 
erechos  percibidos  por  autorización  del  tes- 
ainento,  siendo  así  que  en  unaÜsta  que  llevó 
1  efecto,  anotó  detalladamente  iodos  los  de- 
echos  percibidos  durante  la  suplencia;  d )  la 
ircunslancia  de  que  en  el  referido  Icstíiincnlo 
lo  estampara  el  notario  que  se  dice  au lori- 
ante el  sello  de  la  notaría,  cuando  lo  cstani- 
)ó  en  todos  los  demás  instrumentos  (pie  au- 
erizóle)  las  declaraciones  i)reí5ta(las  en  este 
uicio  por  los  testigos  instrumentales  don 
?arlos  de  la  Guarda  y  don  Carlos  Hnstanian- 
e,  quienes  expresaron  que  no  se  encontraron 
)resentes  al  otorgamiento  del  testamento  y 
[ue  sus  firmas  las  pusieron  con  teciía  poste- 
ior  í'i  aquella  en  que  se  supore  otorgado;  í) 
l\  hecho  lie  que  don  Delfín  Molina  pregunta- 
a  á  algunas  personas,  después  de  la  muerte 
ledon  Manuel  Molina,  sise  sabían  si  éste  lia- 
na testado  y  el  pesar  que  manifestó  á  la  res- 
puesta negativa  de  esas  personas,  expresando 
jucsi  lo  hubiera  hecho  le  había  dejado  algo; 
')  y  por  fin  la  circunstancia  que  no  ha  sido 
'xplicada  satisfactoriamente  en  los  autos,  de 
|ue  el  mismo  don  Delfín,  que  según  éleradepo- 
itario  del  testamento  de  don  Manuel,  lo  prc- 
«ntara  al  juez  para  su  apertura  algún  tiem- 
po después  de  la  muerte  de  éste  y  cuando  los 
lemandantes  habían  obtenido  la  posesión  de 
u  herencia  y  habían  terminado  ó  estaban 
)or  terminar  la  partición  de  sus  bienes. 
ó^  Que  de  todos  los  antecedentes  de  que  se 
a  hecho  mérito  en  los  considerandos  prcce- 
cntes  aparece  claramente  establecido  (pie  el 
estamento  de  que  se  trata  no  fué  otorgado 
lOr  don  Manuel  Molina  íi  (piien  se  atriíniye 
que,  por  consiguiente,  dicho  testamento  es 
ulo  y  de  ningún  valor; 

6^  Que  declarada  la  nulidad  del  testamen- 
0  por  no  haber  sido  otorgado  por  la  perso- 
a  á  quien  se  atribuye,  es  inoficioso  pronun- 
arse  acerca  de  las  otras  causídcs  de  nulidad 
ducidas  y  que  se  refieren  á  la  i n (observancia 
e  varias  de  las  solemnidades  esenciales  exi- 
idas  por  la  ley,  para  el  otorgamiento  y 
pwTtura  de  un  testamento  cerrado. 
Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
On  lo  prescrito  en   los  aní  uIí^s  ODÍ)  «Icl  Có- 


digo Civil,  374  y  431  del  Código  de  Procedí- 
miento  Civil,  se  ponfirma  con  costas  del  re, 
cursóla  mencionada  sentencia  de  27  de  ju- 
nio de  1904,  en  cuanto  declara  nulo  el  tes- 
tamento de  que  se  ha  hecho  mérito  y  á  que 
se  refiere  la  demanda,  y  apareciendo  de  los 
antecedentes  relacionados  mérito  bastante 
para  estimar  que  se  han  cometido  los  delitos 
de  íalsificación,  perjurio  y  falso  testimonio, 
el  juez  de  letras  de  Osorno  instruirá  el  corres- 
pondiente sumario. 

Redactada  por  el  señor  Figueroa  Lagos. — 
•Junn  \'.  Pnr;^a.—E.  Eiíiña.—Exequicl  Fíquc- 
roa. 

Como  se  hiciese  presente  al  tribunal  que 
esta  sentencia  contenía  algunos  errores  de 
copia  ó  de  referencia,  en  cuanto  á  que  el  mes 
de  septiembre  citado  en  los  considerandos 
2^^  a*?  y  4.'>  no  era  el  del  año  1887  sino  el  de 
1897,  fueron  ellos  salvados  por  la  resolución 
de  30  de  agosto  de  1905,  declarando  que  de- 
bía tenerse  á  ésta  como  parte  integrante  de 
aquella. 

A  nombre  del  mismo  demandado  interpuso 
su  mandatario  en  el  juicio,  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  contra  la  sentencia  ya  tras- 
crita de  una  de  las  salas  de  la  Corte  de  Con- 
cepción y  formalizándolo  dice: 

Dispone  el  artículo  1700  del  Código  Civil 
**(jue  el  instrumento  público  hace  plena  fe  en 
cuanto  al  hecho  de  haberse  otorgado  y  á  su 
fecha".  El  testamento  cerrado  otorgado  por 
don  Manuel  Molina  se  protocolizó  con  todas 
la  formalidades  de  la  ley,  materia  sobre  lo 
cu^ll  no  hay  siquiera  discusión,  luego  es  ins- 
trumento que  (l;i  plena  fe  de  haberse  otorga- 
do en  la  fecha  que  en  éi  se  expresa. 

Al  declarar  la  sentencia  recurrida  que  don 
Manuel  Molina  no  otorgó  el  testamento  que 
consta  del  instrumento  público  respectivo,  en 
virtud  de  este  fundamento  único  que  ha  in- 
fluido de  una  manera  substancial  en  lo  dispo- 
sitivo de  la  sentencia  misma,  ha  declarado  la 
nulidad  de  ese  testamento  contraviniendo  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  citado. 

Se  necesitan  de  antecedentes  muy  podero- 
sos y  de  una  fuerza  de  verdad  incontrastable, 
para  destruir  el  mérito  probatorio  y  la  plena 
fe  que  se  desprende  de  un  instrumento  público 
cual([uiera,  y  no  hay  en  Ls  autos  anteceden- 
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te  alguno  á  que  la  ley  atribuye  la  capacidad 
de  destruir  el  mérito  de  uno  de  esos  instru- 
mentos. En  el  caso  de  que  se  trata  desapare- 
ce por  completo  toda  sombra  de  dudas  sobre 
la  inefícacia  legal  de  los  antecedientes  invoca- 
dos por  la  Corte,  si  á  lo  expuesto  en  general 
se  agrega  la  circunstancia  de  que  ese  instru- 
mente publico  tiene  solemnidades  especiales 
que  han  debido  existir,  tanto  al  tiempo  de 
otorgarse  como  al  practicarse  las  diligencias 
de  su  protocolización. 

La  prueba  testimonial  rendida  por  las  par- 
tes, no  ha  podido  ser  tomada  en  considera- 
ción por  el  tribunal,  tanto  porque  el  juez  de 
primera  instancia  rechazó  el  mérito  probato- 
rio de  ella  y  la  parte  contraria  no  reclamó, 
cuanto  porque  son  inverosímiles,  hasta  tocar 
los  límites  de  lo  absurdo,  las  declaraciones 
de  testigos  que  sostienen,  cinco  años  más 
tarde,  haber  visto  á  don  Manuel  Molina  el  10 
de  septiembre  de  1897  en  la  ciudad  de  Osorno. 
La  Corte  de  Apelaciones  no  ha  podido  salir 
de  los  términos  en  que  se  trabó  la  discusión 
en  segunda  instancia  y  no  ha  podido  tampo- 
co dar  mérito  á  la  prueba  testimonial  rendi- 
da  de  contrario. 

El  considerando  S^  de  la  sentencia  de  1* 
instancia  decía  así: 

**Que  los  demandantes,  con  los  testigos  que 
declaran  al  tenor  del  interrogatorio  han  pre- 
tendido probar  que  don  Manuel  Molina  estu- 
vo en  esta  ciudad  y  no  en  Valdivia,  el  10  de 
septiembre  de  1897,  y  el  demandado  á  su  vez 
con  los  testigos  que  deponen  al  tenor  del  in- 
terrogatorio ha  pretendido  asimismo  esta- 
blecer que  el  citado  señor  Molina  estuvo  en 
Valdivia  y  no  en  esta  ciudad  el  indicado  día, 
pero  dichas  pruebas  no  son  atendibles,  no 
sólo  porque  con  ellas  se  trata  de  establecer 
hechos  negativos  entre  sí,  sino  también  por- 
que es  inverosímil  que  los  testigos  recuerden 
un  hecho  ocurrido  en  un  día  determinado 
cinco  años  antes  de  la  fecha  en  que  declara- 
ron, con  los  detalles  que  indican  en  sus  de- 
claraciones". 

Aún  en  la  hipótesis  de  que  el  tribunal  hubie- 
re estado  en  actitud  de  apreciar  esa  prueba, 
siempre  en  el  fallo  se  habría  infringido  la  dis- 
posición contenida  en  el  artículo  432  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  artículo  que  es- 


tablece la  única  manera  de  invalidar  en 
prueba  de  esta  naturaleza  una  escritura  ;c 
blica.  Se  necesitan  cinco  testigos  qnedcv-': 
renque  el  otorgante  de  la  escritura  ha  íí- 
manecido  fuera  del  lugar  en  el  día  del  010:^' 
miento  y  en  los  setenta  días  subsiguicr.::- 
Por  consiguiente,  es  del  todo  ilegal  ace;.tar 
con  ese  objeto  una  prueba  testimonial  er. 
los  testigos  no  aseveran  absolutamente  r.i/ 
sobre  esos  puntos. 

Frente  á  una  disposición   terminante  jes- 
plícita  como.la  del  artículo  1700  del  Ovi!; 
Civil,  la  Corte  en  la  sentencia  recurridacok- 
ca  antecedentes  que  sólo  importan  ar^uasr 
tos  inductivos  en  contra  del  hecho  de  habí: 
otorgado  don  Manuel  Molina  el  testamr: 
que  consta  de  un  instrumento  público.  L- 
presunciones  tienen  por  su  naturaleza  el  ¿:r 
defecto  de  hallarse   sujetas  á   apreciacioLt^ 
diversas  según  el  punto  de  vista  enq-c«< 
consideren.   Por  eso  la  ley  las  coloca  en '.: 
mo  término  como  medio  probatorio,  t  :  * 
eso  no  les   atribuye  la  fuerza  so fií  ien te ; .' 
destruir  la  plena  fe  de  que  trata  el  raenci  - 
do  artículo. 

Entra  en  seguida   el  recurrente  en  aar 
tenso  análisis  de  la  prueba  testimonial  ri: 
da,  tanto  por  la  parte  demandante  com* 
él  mismo,  y  á  exponer  las  consecuencias ;: 
á  su  juicio,  pudieran  deducirse  de  esa  pnií 
estudia  los  antecedentes  y  presunciones:' 
que,  según  dice,  se  ha  pretendido  demostrr» 
falsedad  del  testamento  de  don  Manuel  M 
na  y  termina  exponiendo  que  es  evifirr-  J 
infracción  de  las  leyes  en  que  se  ha  apova^ ' ' 
el  recurso. 

En  el  escrito  en  que  lo  funda  se  limita  »  ^ 
cir  que  reproduce  como  fundamento  lo'^;  > 
ya  al  formalizarlo  y  respondiendo  la  i'- 
contraria,  pide  su  rechazo  y  expone: 

En  resumen  las  disposiciones  legales  <.J'< 
dicen  infringidas  son  el  artículo  17(X>iic^' 
digo  Civil  y  el  artículo  432  del  Cótli:  < 
Procedimiento  Civil,  en  cuanto  exige  p-'* 
testimonial  de  excepción  para  invalida::^ 
escritura  pública. 

Los  demandantes,  respondiendo,  exp-^  ' 
Suponiendo  que  el  Excmo.  Tribunal  p- ^ 
ra  pronunciarse  sobre  las  causales  de  '¿''^ 
curso  en  que  aparece  de  manifiesto  quíV'** 
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(lido  el  mérito  de  los  hechos  tales  como  se  han 
ciado  por  establecidos  en  el  fallo  recurrido,  no 
es  posible,  invalidando  la  sentencia,  dictar 
una  diversa,  entra  no  obstante  á  estudiar  es- 
tas causales. 

Si  bien  es  cierto  que  el  citado  artículo  1700 
del  Código  Civil  prescribe  que  el  instrumento 
público  hace  plena  fe  en  cuanto  al  hecho  de 
haberse  otorgado  y  su  fecha,  también  loes 
que  ese  artículo  no  dice  que  haga  también 
plena  fe  de  haber  sido  extendido  realmente 
por  la  persona  que  aparece  otorgándolo. 

De  la  prueba  que  aprecia  la  sentencia  recu- 
rrida dedujo  que  el  testamento  en  cuestión 
no  fué  otorgado  por  don  Manuel  Molina  y  al 
fijar  este  antecedente  que  juzgó  exacto,  no 
ha  resuelto,  ni  directa,  ni  indirectamente, 
qu<  el  instrumento  público  no  haga  fe  en 
cuanto  al  hecho  de  haberse  otorgado  y  su 
fecha. 

El  hecho  de  otorgamiento  en  un  día  deter- 
minado, no  es  prueba  de  que  la  persona  que 
aparece  declarando  su  voluntad  sea  la  misma 
cuyo  nombre  expresa  el  instrumento;  y  lo  que 
á  este  respecto  dice  la  sentencia  es  que  de  la 
prueba  resulta  que  don  Manuel  Molina  se  en- 
contraba en  üsorno  el  día  en  que  ese  instru- 
mento se  otorgó,  y  que,  en  consecuencia,  no 
es  físicamente  posible  que  ese  mismo  día  com- 
pareciera ante  un  notario  de  Valdivia  y  los 
testigos  necesarios,  á  otorgar  un  testamento 
cerrado.  Dado  este  antecedente,  no  puede  ser 
de  don  Manuel  Molina  el  testamento  que, 
como  suyo,  se  presentó. 

Si  el  tribunal  apreció  mal  la  prueba,  como 
se  pretende,  el  error  en  que  pudo  incurrir  en 
el  ejercicio  de  facultades  privativas,  no  es  su- 
ceptible  de  ser  enmendado  por  el  Tribunal  de 
Casación,  desde  que  la  ley  no  le  permite  alte" 
rar  los  hechos  establecidos  en  el  fallo. 

El  instrumento  público  prueba  respecto  de 
terceros  su  existencia  y  su  fecha;  pero  no 
acredita  la  identidad  de  las  personas  que  en 
él  intervinieron,  y,  si  esto  es  así,  su  mérito 
puede  destruirse  por  otros  medios.  Redar- 
güido de  falso  en  cuanto  da  por  concurrente 
al  acto  á  una  persona  que  no  ha  concurrido, 
la  prueba  de  la  falsedad  no  la  rechaza  la  ley, 
y,  por  consiguiente,  no  se  puede  decir  que  se 
infringe  el  artículo  1700  del  Código  Civil  por 


una  sentencia  que  declara,  apreciando  la  prue- 
ba rendida,  que  no  ha  sido  otorgado  por  una 
persona,  en  un  día  dado,  nn  instrumento  pú- 
blico en  que  esa  persona  figura  como  otor- 
gante. 

No  incumbe  al  tribunal  que  conoce  de  este 
recurso,  juzgar  si  hay  ó  no  en  autos  antece- 
dentes bastantes  para  establecer  la  falsedad, 
pues  debe  admitir  que  hay  lo  que  la  sentencia 
establece. 

En  cuanto  á  la  eliminación  déla  prueba  tes- 
timonial porque,  según  se  supone,  fué  ella  de* 
sestimada  por  el  juez  en  los  considerandos  de 
su  sentencia,  y  no  habiendo  sido  apelado  este 
punto,  no  ha  podido  ser  tomada  en  cuenta 
por  la  Corte  en  la  sentencia  recurrida,  basta 
expresar  la  doctrina  para  desecharla. 

El  mismo  recurrente,  que  así  aprecia  esta 
cuestión,  concluye  por  suponer  que  el  Tribu- 
nal de  Apelaciones  hubiera  podido  pronun- 
ciarse sobre  la  prueba  testimonial,  pues  esta 
hipótesis  le  sirve  de  fundamento  para  señalar 
la  infracción  del  artículo  432  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  por  cuanto  los  testigos 
que  debieron  ser  cinco  por  lo  menos,  nada  de- 
claran acerca  de  que  el  otorgante  de  la  escri- 
tura hubiese  permanecido  fuera  del  lugar  del 
otorgamiento  en  el  día  de  su  fecha  y  en  los 
setenta  subsiguientes. 

Este  artículo  se  refiere  determinada  y  úni- 
camente á  la  escritura  pública  porque  en  al- 
guna de  éstas  atendido  su  objeto  y  el  número 
de  personas  que  en  ellas  intervienen,  es  impo- 
sible que  se  firmen  en  un  sólo  día,  como  por 
ejemplo,  la  constitución  de  una  sociedad  por 
acciones,  pero  tratándose  de  un  testamento 
solemne,  no  se  concibe  que  pueda  otorgarse 
en  un  día  dado  y  firmarse  en  otro  subsiguien- 
te por  el  testador,  el  escribano  ó  alguno  de 
los  testigos. 

Por  otra  parte  es  notorio  que  el  citado  ar- 
tículo 432  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
exige  una  prueba  de  excepción  para  un  caso 
expresamente  determinado  y  que,  por  lo  tan- 
to, es  también  de  excepción;  pero  por  lo  mis- 
mo, las  reglas  que  él  establece  no  pueden  ha- 
cerse extensivas  á  otros  casos  por  analogía. 

El  artículo  431  dispone  que  entre  pruebas 
contradictorias  se  prefieren  las  que  los  tribu- 
nales crean  más  conforme  con  la  verdad  v  al 
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usar  de  esta  facultad  la  Corte  de  Concepción 
no  híi  infringido  ninguna  ley. 
Se  oyó  á  uno  de  los  señores  Ministros,  y 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  si  bien  por  el  artículo  1700  del  Có- 
digo Civil  se  prescribe  que  el  instrumento 
público  hace  plena  fe  en  cuanto  al  hecho  de 
haberse  otorgado  y  á  su  fecha,  también  lo  es 
que  dicho  artículo  se  refiere  naturalmente  á 
los  instrumentos  verdaderos,  sin  que  na<la 
estatuya  acercci  del  modo  y  forma  como 
deban  rcdargtiirse  por  la  falsedad  de  que 
puedan  adolecer; 

2^  Que  en  orden  á  esto  último,  tanto  las 
leyes  penales,  como  las  civiles  y  en  especial 
los  artículos  344  y  432  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  permiten  expresamente,  de 
conformidad  con  los  principios  generales  del 
derecho,  impugnar  la'autenticidad  de  todo 
instrumento  público  y  privado,  ó  probar  las 
suplantaciones  cometidas;  y  aceptan  como 
medios  probatorios  del  hecho,  tanto  el  cote- 
jo de  letras,  como  los  que  **las  leyes  autori- 
cen para  la  prueba  del  fraude*';  con  la  restric- 
ción señalada  en  el  artículo  432  citado  para 
cuando  sé  procure  invalidar  una  escritura 
pública  con  sólo  prueba  testimonial; 

3^  Que  en  el  caso  de  autos  la  Corte  senten- 
ciadora no  ha  hecho  otra  cosa  en  el  fallo  re- 
currido que  apreciar  el  mérito  de  la  prueba 
rendid  i, consistente  en  instrumentos,  testigos 
y  otras  circunstancias  presuntivas  para  esta- 
blecer, en  uso  desús  facultades  privativas  que, 
ásu  juicio,  don  Manuel  Molina,  causante  de  la 
herencia  á  que  se  refieren  las  partes,  no  pudo 
otorgar  el  10  de  septiembre  de  1897  el  testa- 
mento de  que  se  trata  en  la  ciudad  de  Valdi- 
via, porque  el  mismo  día  se  hallaba  en  la  ciu- 
dad de  Osorno,  y  porque,  atendida  la  distan- 
cia de  ambas  ciudades,  era  físicamente  inipo- 
sibleque  hubiera  efectuado  ese  otorgamiento. 

4'  Que  de  esta  suerte  resulta  que  la  Corte 
sentenciadora  ha  fundado  la  apreciación  de 
este  hecho  en  una  prueba  admitida  por  la  ley 
respecto  de  la  autenticidad  de  un  instrumen- 
to público  contra  el  cual  se  ha  producido 
toda  clase  de  prueba;  y  porque  no  se  ha  tra- 


tado del  caso  de  excepción  que  señala  el  cita. 
do  artíinilo  432  del  Código  de  Frocctrnmer.t.j 
Civil,  y 

»)^  One  por  lo  expuesto  no  se  ha  infringüo 
el  artículo  1700  del  Código  Civil  desíl?  ¡re 
nrida  se  ha  resuelto  en  contra  de  lo  que  pres- 
cribe; ni  el  artículo  432  del  de  ProcedimienK. 
Civil  (|ue  la  Corte  no  ha  aplicado  de  ningá.: 
modo. 

Vistos  los  artículos  960  y  979ddCó!i;-i 
de  Procedimiento  Civil, se  desecha, con  cost¿> 
del  recurso,  el  de  fondo  que  se  ha  formalizado. 
Se  a[)lica  á  favor  del  Fisco  la  cantidad  de 
$  150  que  ha  debido  consignar  atendida !a 
cuantía  indeterminada  de  la  causa. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.- 
Leopoldo   UrriUía.  ^  f,   Gabriel  Palma  'hi- 

man Galvavino    Gallardo.— Lteoacio  J.  Ro- 

dríguez.—lí.  Fóster  Reeabarren.—].  Beroá- 
les L.  Rom  i  lio  Mora, 


Cus.  en  cl  thndo. — H  cíe  agosto  de  lí^T 
Harbagelata  con  Eastman 

Ag:uas.  -  Cauce  artifloial.-Servidum- 
bre. -Prescripoión.  — Aoto  de  mera 
facultad  ó  tolerancia.— Posesión 

Dc)CTRiNA:~La¿í  aguas  que  corren  por 
un  cauce  ar uncial  construido  á  expcma 
ajena  y  pertenecen  exclusivamente  alqvt 
con  los  requisitos  legales  haya  constm 
do  el  cauce. 

Para  adquirir  la  servidumbre  volun- 
tar ia  de  servirse  en  beneñcio  propio  óc 
las  ¿iguas  de  un  canal  construido  á  o. 
pensa  ajena  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  el  fkr 
minio  de  una  parte  de  las  aguas  de  dichv 
canal  por  haberse  servido  de  ellas  durur. 
te  cierto  tiempo,  debe  probarse  la  exis- 
tencia de  la  servidumbre  y,  no  habiendo 
tenido  posesión  regular,  la  prescripción. 
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de  treinta  años,  conforme  ni  artículo 
^510  del  Código  Civil,  no  siendo  bastan- 
te para  adquirir  el  dominio  del  agua  la 
prescripción  de  diez  años  que  se  invoca. 
El  hecho  de  haber  permitido  los  due- 
ños del  cauce  artificial  que  un  tercero  ex- 
traiga por  un  cañón  una  parte  del  agua 
de  dicho  cíinal  que  antes  arrendaba,  des- 
jjués  de  expirado  el  arriendo,  es  un  acto 
de  mera  facultad  ó  tolerancia  que  no 
confiere  posesión  ni  da  fundamento  á 
prescripción. 


Don  Agustín  Barbagelata  demanda  ante  el 
juzgado  de  Qiiillota  á  los  dueños  del  cnnnl 
O  valle  ó  ürmeneta  y  dice  que  es  dueño  del 
fundo  denominado  *'Hijuela  Pagadora  de  la 
puntilla  de  Pocoehay'',desdeel  14  de  junio  (*e 
1899,  fundo  que  durante  m;ls  de  veinte  años 
antes,  hasta  el  mes  de  octubre  de  1899,  ha 
gozado  de  una  servidumbre  de  agua  de  rcg;  - 
dio  sacada  del  canal  Ovalle  por  medio  de  im 
marco,  boquete  ó  boca-toma  de  seis  por  se  is 
pulgadas  en  cuadro  y  conducida  al  fun''o 
por  un  cañón  de  fierro  para  el  uso  y  riego  de 
las  casas,  huertas  y  potreros  cercanos  á  ésie, 
comprendidos  entre  el  canal  mencionado  y  el 
camino;  que  en  el  mes  de  octubre  de  1899  so 
moílificó  tal  estada)  de  cosas  por  orden  del 
administrador*  del  canal  señor  Arturo  East- 
man Cox,  sustituyendo  el  marco  por  dos  ca- 
ñones concéntricos  de  fierro,  es  decir  un  ca- 
ñón colocado  dentro  del  otro,  teniendo  el 
cañón  interior  por  donde  sale  el  agua  mayor 
longitud  y  un  diámetro  de  dos  pulgadas  con 
lo  cual  se  ha  reducido  considerablemente  el 
orificio  de  salida  del  agua;  que  agregando  su 
posesión  propia  inscrita  á  la  de  sus  anteceso- 
res en  el  dominio  del  fundo,  cuenta  con  más 
de  diez  años  de  posesión  y  goce  tranquilo  }' 
no  interrumpido  de  las  aguas  á  que  ha  hecho 
referencia;  de  manera  que  ha  adquirido  por 
prescripción  ordinaria  la  servidumbre  volun- 
taria continua  y  aparente  constituida  á  fa- 
vor de  su  fundo  para  gozar  de  dichas  aguas, 
conforme  á   los  artículos  882  inc.  2*?,  2500  y 


2512,  núm.  2*^  del  Código  Civil;  que  corrobo- 
ran la  existencia  de  esta  servidumbre  el  título 
adquisitivo  de  dominio  do  su  fundo,  la  escri- 
tura de  hipoteca  constituida  sobre  él  por  los 
señores  Rodríguez  Mons  en  el  año  1893,  y^  la 
estipulación  que  se  hizo  al  practicarse  la  di- 
visión de  todo  el  fundo  Pocochay,  referente  á 
que  los  sobrantes  ó  estrujes  de  la  **Hijuela 
Pagadora"  st'  destinarían  á  las  hijuelas  6*  y 
7  Cíc  i\'\\\L'\  fu II  lo.  Agrega  que  la  privación  6 
dosoojí)  dt'l  i\<rv\.v  aludida  desde  el  mes  de  oc- 
tid)re  de  IS'JJ  hasta  la  fecha  de  la  sentencia 
que. se  pionuncie  en  este  juicio,  le  ha  irrogado 
y  le  irrogará  daños  .y  perjuicios  que  estima 
en  dos  mil  ochocientos  pesos  anuales;  porque 
le  ha  impedido  efectuar  siembras  y  cosechas 
de  cereales  y  pastos,  que  podía  haber  efectua- 
do teniendo  las  aguas  de  que  ha  sido  privado. 

Por  lo  cual  demanda  á  los  dueños  del  canal 
Ovalle  ó  ürmeneta  para  que  en  definitiva  se 
declare: 

19  Que  tiene  derecho  al  dominio  y  posesión 
exclusiva  de  un  acueducto  6  boca-toma  de 
aguas  de  regadío  y  consumo  de  seis  por  seis 
pulgadas  en  cuadro  ó  de  la  dimensión  que  se 
compruebe,  sacada  del  canal  Ovalle  en  el  mis- 
mo lugar  en  donde  se  le  ha  dejado  el  cañón 
de  dos  pulgadas  de  diámetro,  por  haber  ob- 
tenido ese  derecho,  á  virtud  de  la  servidum- 
bre voluntaria  continua  y  aparente  adquiri- 
da por  prescripción  de  diez  años;  y 

2^  Que  se  condene  á  la  parte  demandada  á 
pagarle  la  suma  de  dos  mil  ochocientos  pesos 
anuales  por  los  perjuicios  del  daño  emergente 
y  lucro  cesante  enunciados,  ó  la  cantidad  de 
pesos  que  el  juzgado  fije  con  ó  sin  informe  de 
un  perito,  con  costas. 

Contestando  don  Ramón  Garzo  por  la  su- 
cesión de  don  Tomás  Eastman,  compuesta  de 
doña  Sofía  Cox  de  Eastman,  de  don  Arturo 
Bastman,  don  Tomás,  don  Víctor,  doña  So- 
fía, don  Adolfo,  don  Edmundoy  don  Nataniel 
Eastman;  don  Santiago  Lyon  por  doña  Car- 
men Santa  María  de  Lyon,  don  Rafael  Ariz- 
tía.  don  Juan  A.  Covarrubias  por  la  Munici- 
palidad de  San  Francisco  de  Limache  y  don 
Adolfo  Eastman  Quiroga,  piden  que  se  dese- 
che la  demanda,  con  costas,  y  dicen:  que  cuan- 
do don  Baldomcro  Rodríguez,  antecesor  deT 
señor  Barbagelata,  tenía  á  su  cargo  el  fundo 
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(le  Pocochay  gozaba  en  arrendamiento  de  un 
caudal  de  agua  sacada  del  canal  O  valle  como 
de  un  regador  más  ó  menos,  extraído  por  va- 
rios cañones,  por  cuyo  servicio  pagaba  una 
renta  hasta  el  año  1893  en  que  se  dio  por  ter- 
minado el  arriendo,  y  se  cegaron  los  boque- 
tes, dejándose,  por  mera  tolerancia  y  como 
concesión  que  los  dueños  del  canal  podían 
hacer  cesar,  un  cañón  de  dos  pulgadas  de  diá- 
metro para  el  servicio  de  las  casas  del  fundo 
sin  pagar  arriendo;  de  manera  que  es  falso, 
se  dice,  todo  lo  aseverado  al  respecto  por  el 
demandante;  que  la  constitución  de  la  servi- 
dumbre á  que  se  refiere  el  demandante  no  es 
procedente  en  derecho  en  el  caso  actual,  y  en 
el  supuesto  de  tener  cabida  no  han  trascurri- 
do los  diez  años;  que  tampoco  es  procedente 
la  acción  entablada,  porque  se  pide  que  se  le 
declare  dueño  de  aguas  del  canal,  alegando 
para  ello  la  constitución  de  una  servidumbre; 
que  habiendo  confesado  el  demandante  que 
en  octubre  de  1899  perdió  la  posesión  «le  las 
aguas  qrc  reclama,  tal  interrupción  natural 
hace  prrder  la  posesión  anterior  según  el  ar- 
tículo 2ó0r>  del  Código  Civil;  que  ademjís  des- 
de 1893  hasta  la  fecha,  ha  habido  entre  los 
comuneros  del  O  valle  menores  de  eelad,  de 
modo  que  estaría  suspendida  la  prescripción, 
á  virtud  del  artí.ulo  2509  del  mismo  Código; 
íjue  en  consecuencia  el  señor  Barbagelata  no 
tiene  derecho  á  las  aguas  del  canal  O  valle;  y 
que  respecto  á  los  perjuicios  q»ie  cobra,  no 
estando  los  dueños  del  canal  obligados  á  su- 
ministrarle agua,  mal  pueden  ser  responsa- 
bles de  los  perjuicios  que  le  ocasione  su  pri- 
vación. 

Reconvienen  al  demandante  y  dicen:  que 
habiéndose  dejado  el  cañón  de  dos  pulgadas 
por  mera  tolerancia,  que  no  confiere  posesión 
según  el  artículo  2t99  del  Código  Civil  y  no 
constando  el  derecho  que  pretende  hacer  va- 
ler el  demandante,  piden  que  se  declare  que 
debe  quitarse  ese  cañón  y  cualquiera  otro 
que  se  coloque  ó  haya  colocado  en  el  lugar  en 
donde  aquel  está. 

Don  Carlos  T.  Ward  que  también  fué  de- 
mandado pidió  el  rechazo  de  la  demanda, 
porque  él  no  es  comunero  del  canal  Ovalle. 
Ivn  la   réplica,  el  señor  Agustín  Barbagelata 


insiste  en  que  el  señor  Ward  escondoenofs 
el  canal  y  debe  afectarle  la  demanda,  la  qüc 
debe  aceptarse  también  respecto  de  tsxt  df- 
mandado. 

En  la  réplica  el  demandante  insiste  en  so> 
tener  que  tiene  derecho  á  la  servidumbre ; 
que  se  ha  referido  en  la  demanda  y  pide  ?< 
niegue  lugar  á  la  reconvención. 

El  arrendamiento  hecho  por  Rodríguez fwct 
cierta  porción  de  agua  del  canal  pararxtraer- 
lo  en  un  punto  diverso,  en  el  potrero  llamado 
del  **Rabanar*  y  no  se  refería  al  cañón  qoe 
existe  en  frente  de  las  casas. 

La  servidumbre  que  se  le  quiere  desconocer. 
agrega,  la  ejercita  desde  hace  veinte  años  v . 
ella  tiene  derechí»  según  lo  dispuesto  en  les 
artículos  577,  576,  583.  880,  588,  828,  2511' 
y  2492  de'  Código  Civil.  El  derecho  real  de 
servidumbre  implica  legalmente  el  dertcbodc 
dominio  de  las  aguas  y  al  acueducto  ó  cañón 
por  medio  del  cual  dichas  agua«  deben  sern- 
traídas.  Luego  su  acción  ha  podido  ditigirx: 
y  se  dirige  á  pedir  se  declare  su  derecho  á  \a 
servidumbre  de  las  aguas;  por  consiguieotc. 
al  dominio  de  ellas  y  del  acueducto. 

No  es  exacto  que  se  trata  de  un  actotlc  me- 
ra tolerancia,  pues,  tanto  el  demandante  co- 
mo su  antecesor  en  el  dominio,  han  estado  ec 
larguísima  y  no  interrumpida  posesión  dees; 
derecho  como  dueños  absolutos,  cononüic 
quizás  en  otro  tiempo  por  la  sociedad  O^aiie 
Hnos.  en  1861  en  compensación  deIcon«nn- 
miento  otorgado  por  los  anteriores  propieta- 
rios, para  que  el  canal  atravesara  el  Mo 
"Puntilla  de  Pocochay". 

No  ha  existido  la  interrupción  de  la  pres^ 
cripción  invocada  por  los  demandantes,  por- 
que lo  que  se  hizo  por  ellos  en  1889  fué  sólo 
disminuir  el  diámetro  del  acueducto,  reducien- 
do á  dos  pulgadas  de  diámetro  el  orificio  de 
salida  de  las  aguas,  y  porque  eso  ocurrió  des- 
pués de  estar  cumplida  con  exceso  la  prescrip- 
ción legal  de  diez  años. 

En  cuanto  á  la  argumentación  decstarsas- 
pendida  la  prescripción  por  haber  menores  di 
edad,  debe  observarse  que  en  esta  clase  de 
prescripción  no  se  reconoce  esa  suspensión, 
como  claramente  se  infiere  de  los  artícobs 
882,  2508,  2509  y  2512  del  Código  CivilJ'-^: 
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otra  parte,  la  prescripción  se  ha  cumplido  an- 
tes del  año  1893,  desde  que  esta  servidumbre 
data  desde  el  año  1861. 

En  la  duplica  se  insiste  en  lo  dicho  al  con- 
testarse la  demanda. 

Recibida  á  prueba  la  causa  se  rindió  la  que 
obra  en  autos.  Las  partes  alegaron  lo  conve- 
niente á  su  derecho  y  fueron  citadas  para  oir 
sentencia. 

Por  parte  del  demandante  se  opuso  al  testi- 
go Jesús  Lazo  la  tacha  indicada  en  los  núme- 
ros 4^  y  5*?  del  artículo  347  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  por  ser  labrador  en  el 
fundo  Santa  Teresa  de  propiedad  de  doña 
Carmen  Santa  María  de  Lyon.  El  demanda- 
do pidió  el  rechazo  de  la  tacha  por  ser  el  tes- 
tigo trabajador  de  don  Jorge  Ariztía,  hecho 
reconocido  por  el  testigo. 

Y  por  parte  del  demandado  se  opuso  al  tes- 
tigo Francisco  Antonio  Silva  la  tacha  de  los 
números  4^,  5"^  y  6"^  del  artículo  347  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  por  ser  mediero 
con  el  demandante,  hecho  reconocido  por  el 
testigo. 

Y  al  testigo  Abelardo  Silva  se  le  opuso  ta- 
cha del  número  6^  del  mismo  artículo  por  ser 
trabajador  del  mediero  Francisco  Arturo  Sil- 
va, por  lo  cual  se  pidió  por  el  demandante  el 
rechazo  de  la  tacha 

El  Juzgado  de  Quillota  con  fecha  30  de  di- 
ciembre de  1903,  resolvió: 
Teniendo  presente: 

Que  las  tachas  opuestas  á  Jesús  Lazo  y  Abe- 
lardo Silva  no  son  legales,  se  declara  que  no 
ha  lugar  á  ellas;  y  que  siendo  legal  la  tacha 
opuesta  al  testigo  Francisco  Antonio  Silva  se 
declara  que  ha  lugar  á  ella. 

Y  considerando  respecto  de  la  demanda: 

1'  Que  en  ella  el  demandante  ejercita  la  ac- 
ción reivindicatoria  ó  de  dominio  respecto  de 
un  acueducto  ó  boca-tóma  de  6  por  6  pulga- 
das en  cuadro  para  extraer  agua  del  canal 
Ovalle,  fundándose  en  el  haber  obtenido  el 
derecho  de  dominio  á  virtud  de  la  servidum- 
bre de  acueducto  voluntaria,  continua  y  apa- 
rente adquirida  por  prescripción  de  diez  años, 
y  en  el  hecho  de  haber  sido  sustituido  aquel 
acueducto  de  parte  de  los  demandados  por  un 
cañón  de  dos  pulgadas  de  diámetro  colocado 
frente  á  las  casas  del  fundo  del  demandante. 


Se  cobran  además  perjuicios  por  la  privación 
de  dicha  agua; 

2^  Que  según  el  artículo  588  del  C6d¡go  Ci- 
vil los  modos  de  adquirir  el  dominio  son  la 
ocupación,  la  accesión,  la  tradición,  la  suce- 
sión por  causa  de  muerte  y  la  prescripción; 
de  manera  que  el  modo  de  adquirir  alegado 
por  el  demandante,  ó  sea  la  servidumbre  vo- 
luntaria, continua  y  aparente  obtenida  por 
prescripción  de  diez  años,  no  es  legal;  sino 
que  constituye  un  derecho  real  diferente  al  de 
dominio; 

3*^  Que  el  demandante  no  ha  comprobado 
haber  adquirido  el  dominio  del  acueducto  ó 
boca-toma  á  que  se  refiere  en  la  demanda  por 
ninguno  de  los  medios  autorizados  por  la  ley; 

4^  Que  consta  del  acuerdo  de  las  partes  y 
de  los  documentos  que  obran  en  autos  que 
los  demandados  son  los  actuales  dueños  del 
canal  Urmeneta  y  Ovalle,  de  modo  q^e  á  ellos 
pertenecen  las  aguas  que  conduce  el  acueducto; 

5^  Que  tampoco  se  ha  acreditado  por  el  de- 
mandan te  la  adquisición  de  laservidumbre  vo- 
luntaria de  acueducto  continua  y  aparente 
que  dice  haber  obtenido  por  prescripción  de 
diez  años,  pues  consta  de  la  prueba  rendida 
por  los  demandados  que  el  agua  extraída  del 
canal  Ovalle  durante  más  de  diez  años  por 
don  Baldomcro  Rodríguez  y  otros  poseedores 
del  fundo  del  demandante,  por  dos  cañones, 
uno  frente  al  potrero  el  ''Rabanal"  y  el  otro 
frente  á  las  casas  del  fundo,  era  arrendada 
pagándose  por  ella  la  suma  de  $  300  al  año; 

6^  Que  por  lo  tanto,  no  habiéndose  acredi- 
tado el  dominio  de  las  aguas  del  acueducto  á 
que  la  demanda  se  refiere,  no  es  procedente  el 
cobro  de  perjuicios  que  la  privación  de  dichas 
aguas  ha  podido  ocasionar  en  el  fundo  del  de- 
mandante; 

Y  teniendo  presente  respecto  de  la  reconven- 
ción lo  expuesto  en  el  considerando  5^,  y  que 
consta  de  la  prueba  rendida  que  el  manteni- 
miento del  actual  cañón  de  dos  pulgadas  de 
diámetro  colocado  frente  á  las  casas  del  fun- 
do del  demandante,  tuvo  su  origen  en  un  acto 
de  mera  facultad  de  parte  de  los  dueños  del 
canal  Ovalle  hacia  don  Baldomcro  Rodríguez, 
antecesor  del  demandante  en  la  posesión  y  te- 
nencia del  fundo,  para  los  menesteres  de  las 
casas  y  huerto,  acto  que  si  bien  ha  sido  tole- 
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Manuel  Jesús  Montalva  sin  que  nunca  lo  ha- 
ya sido  de  don  Rodulfo;  tanto  éste  como  don 
David  Andreus  que  obraba  en  representación 
de  aquella  sucesión  manifestaron  á  Athens 
que  debía  entregar  el  fundo  "Santa  Sofía"  á 
Andreus,  que  obraba  en  representación  y  en 
vista  de  esto  Athens  tomó  en  arrendamiento 
el  mismo  fundo  contratando  con  Andreus, 
por  escritura  de  27  de  abril  de  1901,  sin  de- 
terminarse el  día  en  que  terminaría  este  nue- 
vo arrendamiento,  aunque  se  advirtió  que  el 
contrato  duraría  hasta  que  se  remataran  los 
bienes  de  la  sucesión  Montalva;  que  el  2  de 
octubre  de  1902  se  remataron  esos  bienes  ad- 
judicándose á  Athens,  el  fundo  **Santa  Sofía" 
como  se  ve  en  la  escritura  de  17  de  abril  de 
1903,  inscrita  el  10  de  junio  del  mismo  año; 
que  no  existen  los  daños  de  que  habla  don 
Rodulfo,  sino  que  al  contrarío,  la  propiedad  ha 
sido  mejorada  en  sus  casas  y  cerramientos; 
que  si  hizo  cambios  de  importancia  en  la  pro- 
piedad los  llevó  á  efecto  en  virtud  de  su 
dominio,  ni  adeuda  cánones  de  arrendamien- 
to á  don  Rodulfo  porque  se  los  pagó  puntual- 
mente hasta  el  30  de  abril  de  1901. 

En  la  réplica  insiste  don  Rodulfo  en  llamar- 
se dueño  del  fundo  "Pilconilao."  No  se  opuso 
á  la  inscripción  que  hizo  Athens,  porque  esta 
se  llevó  á  efecto  cuando  el  demandante  estaba 
ausente;  é  insiste  en  todo  lo  que  tiene  dicho  y 
pedido  en  su  demanda. 

£n  la  duplica  dice  Athens  que  don  Rodulfo 
Montalva,  al  darle  en  arrendamiento  expresó 
explícitamente  al  demandado  que  esa  propie- 
dad era  de  los  herederos  de  don  Manuel  Jesús 
Montalva  (quienes  se  la  tenían  prestada);  que 
el  dominio  de  los  herederos  de  don  Manuel 
Jesús  Montalva  es  público  y  notorio  y  demás 
de  treinta  años  contados  hasta  el  día  en  que 
vendieron  aquel  fundo  al  demandado.  No  es 
efectivo  qtie  don  Rodulfo  se  hallara  ausente 
durante  las  publicaciones  de  los  avisos  que 
precedieron  á  las  inscripciones,  durante  ese 
tiempo  aparece  don  Rodulfo  otorgando  ins- 
trumentos públicos  es  e9ta  ciudad. 

Recibida  la  causa  á  prueba  se  rindió  la  que 
corre  en  autos. 

Se  reservó  para  definitiva  resolver  el  sen- 
tido en  que  debía  tenerse  la  respuesta  6*  que 
Athens  dio  á  las  posiciones. 


Don  Rodulfo  Montalva  agregó  que  pant 
resolver,  debía  tenerse  presente  que  el  terrcn^- 
**Pilconilao,  Paicaví,  Santa  Sofía", . objctn 
de  la  demanda,  es  de  dominio  suyo  adquiri- 
do por  compra  á  Juan  y  Luisa  Merinaoyádnr. 
Filad  elfo  Salazar,  que  ese  terreno  lo  dio  en 
arrendamiento  antes  que  á  Athens,  á  doc 
Mardoqueo  Hermosilla,  como  se  ve  de  la  es- 
critura compulsada,  que  por  ese  terreno  ha 
pagado  la  contribución  de  haberes  como  se 
ve  en  los  recibos  del  certificado  del  Tesorero 
Municipal  de  Quidico  y  de  los  certificados;  qae 
con  la  prueba  testimonial  también  acredita 
ser  dueño  y  poseedor  de  aquel  fundo  que  es  el 
mismo  que  dio  en  arrendamiento  á  Athens; 
que  con  esos  mismos  testigos  acredita  la  des- 
trucción que  Athens  llevó  á  efecto  en  el  pre- 
dio, que  dicho  terreno  estaba  hipotecado  '¿ 
don  José  Filadelfo  Salazar  por  el  demandan- 
te cuando  Athens  otorgó  la  escritura  dt  com- 
praventa con  quj  ahora  quere  llamarse  due- 
ño, escritura  ineficaz,  dolosa,  como  lo  e* 
también  el  contrato  de  arrendamiento  que 
sobre  ese  terreno  celebró  con  Andreus,  qye 
las  compraventas  ó  contratos  de  que  la  su- 
cesión M  on  tal  va  pretende  deri  var  sus  derechos 
no  corresponden  al  predio  "Pilconilao/'  refi- 
riéndose esos  contratos  á  terreno  diíercnie 
de  éste. 

Alegando  el  señor  Athens,  pide  que  sedes» 
che  con  costas  la  demanda.  Ha  justificado 
que  el  demandante  no  es  ni  ha  sido  dueño  de 
**PilconilaoSanta  Sofía,"  fundo  que  Athfn^ 
adquirió  por  escritura  de  17  de  abril  de  lOíK'i 
inscrita  el  10  de  junio  de  ese  año.  Los  vende' 
dores  adquirieron  ese  terreno  por  las  escnto- 
ras  inscritas,  escrituras  que  hacen  relacin:-  | 
precisamente  al  fundo  *Tilconilao-Santa  So- 
fía" de  la  demanda;  que  don  Rodulfo  Montal- 
va, agrega,  no  acompaña  título  alguno  á  su 
favor  referente  á  dicho  predio;  que  la  escritu- 
ra asigna  límites  distintos  de  los  asignados 
en  la  demanda,  aunque  clandestinamente  ei 
demandante  hizo  inscribir  el  20  de  junio  de 
1905  esa  escritura  asignándole  los  límites  de! 
predio  litigado;  con  seis  testigos  acredita 
Athens  que  el  predio  era  propiedad  exclusiva 
de  don  Manuel  Jesús  Montalva;  que  se  Ii* 
demostrado  que  don  Rodulfo  Montalva,  al 
celebrar  con  el  demandado  el  arrendamiento.        , 
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lo  hizo  versar  sobre  cosa  ajena.  Tampoco 
puede  don  Rodulfo  exigir  siquiera  el  cumpli- 
miento del  arrendamiento,  ya  que  este  versó 
sobre  cosa  ajena,  haciendo  ilícito  su  objeto, 
no  pudiendo  el  arrendador  exigir  tampoco  la 
entrega  de  la  propiedad  ni  cánones,  ni  per- 
juicios. 

No  admite  los  recibos  de  contribución  como 
documentos  probatorios,  recibos  que  han  sido 
falsiñcados  en  cuanto  al  nombre  de  la  propie- 
dad. 

Se  citó  para  sentencia  y  el  juzgado  de  Cañe- 
te, con  fecha  20  de  enero  de  1906,  falló: 

Considtrando: 

Que  don  Rodulfo  Montalva  el  15  de  abril 
de  1898  dio  en  arrendamiento  á  don  Germán 
Athensel  fundo  "Piconilao-SantaSofia's  como 
se  ve  de  la  escritura;  fundo  que,  cómo  se  ve 
del  contrato  dio  también  en  arrendamiento 
Andreus  en  su  carácter  de  mandatario  de  la 
sucesión  de  doa  Maiiyiel- -Jesúp^  ^9ntalva  al 
recordado  señor  don  Germán  Athens,  el  27  de 
de  abril  de  1901; 

Considerando  que  este  mismo  fundo  lo 
aparece  comprando  el  señor  Athens  á  la  su- 
cesión de  don  Manuel  Jesús  Montalva  como 
se  ve  de  la  escritura  de  17  de  abril  de  1903, 
inscrita  el  10  de  junio  del  mismo  año; 

Considerando  que  don  Rodulfo  Montalva 
había  adquirido  acciones  y  derechos  en  dicho 
fundo  como  se  ve  de  la  escritura  inscrita  en 
16  de  febrero  de  1901  y  como  se  deja  ver 
también  de  las  diversas  escrituras  de  compra- 
venta semejantes  á  estas  que  no  hay  para 
qué  particularizar  aquí; 

Considerando  que  don  Manuel  Jesús  Mon- 
talva, representado  por  don  Juan  Ascensio 
Ceballos,  compró  también  acciones  y  dere- 
chos en  dicho  fundo,  como  se  ve  de  la  escritu- 
ra compulsada,  inscrita  el  24  de  octubre  de 
1879; 

Considerando  que  tanto  don  Manuel  Jesús 
Montalva  como  don  Rodulfo  Montalva  han 
adquirido  acciones  y  derechos  en  el  predio 
"Pilconilao-Santa  Sofían,  sin  que  de  autos 
conste  que  se  haya  procedido  á  la  división 
del  fundo  entre  dichos  accionistas; 

Considerando  que  la  compra-venta  de  la 
sucesión  Montalva  á  favor  de  Athens  v  rela- 


tiva á  Santa  Sofía  no  podemos  entenderla 
sino  respecto  á  las  acciones  y  derechos  que 
allí  tenía  don  Manuel  Jesús  ó  su  sucesión  y 
no  respecto  á  toda  la  propiedad  ya  que  don 
Manuel  Jesús,  lo  mismo  que  don  Rodulfo 
Montalva,  no  adquirió  sino  acciones  y  dere- 
chos, siendo  por  tanto  comuneros  en  el  fundo 
el  señor  Athens  y  don  Rodulfo  Montalva; 

Considerando  que  el  arrendamiento  cele- 
brado entre  Montalva  y  el  señor  Athens  ex- 
piró de  hecho  y  en  virtud  del  contrato  respec- 
tivo el  30  de  abril  de  1901; 

Considerando  que  los  cánones  estipulados 
en  ese  contrato  fueron  $  300  anuales  antici- 
pados por  anualidades,  eso  sí  que  al  celebrar 
el  contrato  pagó  á  cuenta  de  dichos  cánones 
el  señor  Athens  la  suma  de  $  400,  lo  que 
quiere  decir  que  los  cánones  del  segundo  año 
debían  ser  $  200  que  unidos  á  los  $  400  ante- 
riores formarían  la  totalidad  de  los  cánones 
de  los  dos  primeros  años; 

Considerando^  que  don  Rodulfo  Montalva 
dice  que  Athens  le  pagó  sólo  un  año  con  tod^ 
regularidad,  año  que  no  puede  referirse  al  ini- 
cial del  contrato;  ya  que  hemos  visto  que  en- 
tonces Montalva  se  dio  por  recibido  de  los 
cánones  correspondientes  á  un  año  y  un  ter- 
cio, ó  sea  $  400,  de  manera  que  Montalva, 
en  buenos  términos,  reconoce  expresamente 
haber  recibido  los  cánones  de  dos  años,  si 
conciliamos  aquella  respuesta  con  lo  que  re- 
conoció haber  recibido  al  firmar  el  contrato; 

Considerando  que  de  autos  no  consta  que 
Athens  haya  pagado  á  Montalva  los  cánones 
del  tercer  año; 

Considerando  que  Athens  está  en  posesión 
del  predio  en  virtud  de  la  comunidad  en  que 
se  halla  por  haber  adquirido  allí  los  dere- 
chos de  la  sucesión  de  don  Manuel  Jesús  Mon- 
talva; 

Considerando  que  si  Athens  ha  causado 
perjuicios  al  predio,  esos  perjuicios  deben  so- 
portarlo los  comuneros  en  la  proporción  co- 
rrespondiente á  sus  cuotas;  y  teniendo  ade- 
más presente  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1942  y  1950,  número  1^  del  Código  Civil;  y 
151  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  ha  lugará  la  demanda  sólo  en  cuan- 
to que  don  Germán  Athens  debe  pagar  á  don 
Rodulfo  Montalva  la  suma  de  $  300  proce- 
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dente  de  los  cánones  correspondientes  al  ter- 
cer año  del  arrendamiento  aludido  en  el  con- 
trato. 

No  ha  lugar  á  ninguna  otra  de  las  peticio- 
nes de  las  partes,  las  que  quedan  eximidas  de 
costas  por  aparecer  que  han  tenido  motivos 
plausibles  para  litigar. 

Lo  resuelto  es  sin  perjuicio  de  la  comunidad 
en  que  se  halla  don  Rodulfo  Montalva  y  don 
Germán  Athens  en  el  predio  **Pilconilao  San- 
ta Sofía"  y  de  las  indemnizaciones  de  que  pue- 
da ser  responsable  Athens  con  ocasión  de  sus 
actos  en  el  fundo,  una  vez  que  se  determine sU 
cuota  en  dicho  fundo  ó  se  proceda  á  la  parti- 
ción del  mismo.— /osé  A.  A  lardones  V. 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Concepción,  18  de  marzo  de  1907.— Acep- 
tando la  parte  expositiva  y  los  considerandos 
1^  parte  l^  7^  8^  9^  y  10  de  la  sentencia 
apelada;  y  ampliando  la  exposición  al  hecho 
de  que  en  el  escrito  de  expresión  de  agravios 
el  demandado  don  Germán  Athens  agrega 
qae  en  realidad  este  j uicio  es  de  carácter  rei  vin- 
dicatorio,  comoquiera  que  don  Rodulfo  Mon- 
talva reclama  la  entrega  del  predio  **Pilconi- 
lao-Santa  Sofía*'  á  título  de  dueño;  y  por  su 
parte,  se  cree  á  su  vez  el  único  dueño;  que  la 
acción  ejercitada  es  la  concedida  en  el  art 'cu- 
lo 915  de¡  Código  Civil;  que  habiendo  él  pro- 
bado su  dominio,  ha  extendido  sus  proban- 
zas en  tal  forma  que  autoriza  para  alegar 
la  prescripción  ordinaria  y  extraordinaria 
uniendo  su  posesión  á  la  de  sus  antecesores; 
que  esta  posesión  es  regular  y  de  buena  fe  por 
más  de  treinta  años;  y  en  consecuencia,  pide 
que  se  declare  en  definitiva  que  ha  lugar  á 
aquella  excepción  sobre  el  predio  que  acaba 
de  nombrar. 

En  la  respuesta  á  la  expresión  de  agravios, 
el  demandante  don  Rodulfo  Montalva  expone 
que  este  juicio  no  es  reivindicatorio,  ni  se 
alega  la  acción  de  que  habla  el  artículo  915 
del  Código  Civil;  que  las  acciones  deducid  is 
SOQ  las  que  le  confieren  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  §  3',  libro  XXVI  del  citado  Có- 
digo, especialmente  la  que  menciona  el  artícu- 
lo 194?7  y  que  para  alegar  como  excepción  la 
prescripción  ordinaria  y  extraordinaria,  es 
iKcc^a'in  poseer  á  noinbrc  [^rojiio  y  no  como 


arrendatario,  y  esto  mucho  menos  contrae 
propio  arrendador;  que  cumpla  el  señor  A  tiiecs 
su  contrato,  entregue  la  projíedad  arrfmh- 
da  y  reivindique  después,  si  quiero;  que  rer 
vindica  el  que  no  está  en  posesión,  para  que*-! 
que  posee  sea  obligado  á  restituir;  qnc  él  po- 
see por  intermedio  del  demandado;  y  que  ót 
lo  expuesto,  se  deduce  que  el  juicio  no  es  ni 
puede  ser  reivindicatorio  y  que  las  prescrip- 
ciones alegadas  son  improcedentes. 

Teniendo  además  en  consideración: 

1^  Que  en  la  demanda  no  se  ejercita  la  a: 
ción  reivindicaCoria  ó  de  dominio,  sino  algu- 
nas de  las  que  concede  al  arrendador  el  $  T 
del  título  XXVI  del  Código  Civil  por  halK^r 
expirado  el  contrato  de  arrendamiento deijue 
trata  la  escritura  pública; 

2^  Que  pesan  sobre  el  arrendatario  como 
obligaciones  principales  del  contrato,  las  de 
pagar  el  precio  ó  renta  determinada  y  de 
restituir  la  cosa  arrendada  al  fin  del  «irrenda* 
miento;  y  el  presente  caso  no  es  uno  de  aque- 
llos en  que  por  excepción  se  exhonera  a  1  arren- 
datario de  la  última  de  las  obligaciones  ex- 
presadas; 

3^  Que  el  arrendador  Montalva  entregó  al 
arrendatario  Athens  el  fundo  arrendado;  r 
desconoce  los  derechos  de  dominio  que  dich< 
arrendatario  invoca  á  su  favor  en  virtud  de 
la  escritura  pública  de  17  de  abril  de  1903,  r 
otorgada  pocos  días  antes  de  la  terminación 
del  contrato  de  arriendo  de  que  se  hace  refe- 
rencia; 

4*?  Que  dado  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos anteriores,  no  es  admisible  en  el  presente 
litigio  la  pretensión  del  demandado  para  qae 
se  le  declare  único  dueño  del  predio  que rw- 
bió  de  Montalva  en  arrendamiento,  por  luí- 
berlo  comprado  posteriormente  á  otraperso 
na  y  se  dé  lugar  á  la  prescripción  ordinaria  j 
extraordinaria  que  alega;  y 

59  Que  no  aparecen  suficientemente  cooi- 
probados  los  daños  que  el  demándate  cobra 
y  sobre  cuya  especie  y  monto  se  lia  litigado. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  151.  193, 
196,  300  y  772  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  1545,  1915,  1942,  1947,  1949,1950 
número  2^  del  Código  Civil,  se  confírmala 
susodicha  sentencia,  de  20  de  c;kt(j  L*  VJ^k 
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con  íKvInración  de  que  ha  lugar  ú  la  deman- 
da en  cuanto  á  los  puntos  ó  peticiones  prime* 
ía  y  secunda  de  ella,  menos  respecto  de  la 
renta  de  los  dos  primeros  años,  cjuc  aparece 
pngada. 

Scdcscclia  la  prescripción  ordinaria  yextra- 
ordinari-a  alt  «jada  por  el  demandando  en  se- 
gunda instancia;  y  se  le  reservan  otros  dere- 
chos (|ue  ])ueda  hacer  valer. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Ma- 
nuel Rodríguez.—^.  Fuentes  R.— Julio  Zente- 
no  /?.-  Manuel  Rodríi^utz  C. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  Ger- 
mán Athens  recurso  de  casación  en  la  forma 
y  en  el  fondo. 

Funda  la  primera  causal  del  de  forma,  en 
que  la  sentencia  recurrida,  al  confirmar  la  de 
primera  instancia,  ha  agregado  la  declara- 
ción de  que  ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto 
á  los  puntos  1*^  y  2°  de  ella,  deducida  la  ren- 
ta de  los  dos  primeros  años,  que  está  pagada. 

Esta  declaración  comprende  la  obligación 
.que  se  impone  á  Athens  de  pagar  los  $  1  .oüO 
que  se  le  demandaban  y  la  rent.i  que  se  ven- 
ciera hasta  la  restitución  del  fundo,  con  cuya 
deciaríiclón  ha  aceptínlo  puntos  de  la  deman- 
da que  habííin  sido  rechazados  por  la  senten- 
cia de  primera  instancia. 

Para  fallar  de  esta  manera,  la  sentencia 
recurri«la  no  ha  citado  ninguníi  disposición 
legal,  ni  ha  agregado  ninguna  considtinción 
de  equidad  que  sirva  de  fundamento  n  su  n- 
solufión. 

Estando  establecido  en  la  sentencia  que  d 
arrendamiento  había  expirado  el  30  de  abril 
(le  1901,  y  según  el  contrato,  ha  debido  esta- 
hlecer  cuáles  son  los  fundamentos  que  se  han 
tenido  para  mandar  pagar  rentas  con  poste- 
rioridad y   hasta   una  fecha  indeterminada. 

Las  disposiciones  legales  citadas  por  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  no  tienen  rela- 
ción alguna  con  la  declaración  que  manda 
pagar  cánones  cuando  no  hay  arrendamien- 
to, cuando  ha  expirado  de  hecho,  según  lo  re- 
conoce la  sentencia  de  primera  instancia  en 
su  considerando  7" 

Por  los  motivos  se  dejan  relacionados  se 
se  han  infringido  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 941  número  5^  y  198  del  Código  de 
Procedí iiii.'n lo  Civil. 


La  segunda  causal  la  funda  en  que  la  sen- 
tencia de  segun<la  instancia  ha  confirmado  el 
fallo  de  primera  instancia  en  cuanto  estable- 
ce que  hay  comunidad  entre  las  partes,  supri- 
miendo, sin  reemplazarlos,  los  considerandos 
en  que  se  fundaba  esa  declaración. 

La  falta  de  las  consideraciones  de  derecho 
ó  de  equidad  que  ha  debido  dar  la  sentencia 
ha  infringido  las  disposiciones  de  los  núme- 
ros 4*?  y  o*?  del  artículo  193  y  5*?  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Se  aducen  también  otras  causales  por  no 
haberse  resuelto  peticiones  hechas  en  la  ex- 
presión do  agravios,  de  que  es  innecesario 
tratar,  pues  basta  lo  expuesto  para  la  reso- 
lución del  recurso. 

Concedidos  ambos  recursos  se  mandaron 
traer  los  autos  en  relación  sobre  el  recurso  de 
forma,  v 


L\  Corte: 

Considerando,  que  la  sentencia  de  primera 
instancia  sólo  dio  lugar  á  la  demanda  en 
cuanto  el  demandado  Athens  debía  pagar  la 
renta  del  tercero  de  los  años  dunint.*  los  cua- 
les debía  durar  el  arrendamiento,  por  cuanto 
se  estimó  en  el  fallo  que  la  duración  del  con- 
trato debía  regir  sólo  por  el  tiempo  estipu- 
lado. 

Oiie  al  declarar  la  sentencia  recurrida  que 
el  demandado  debía  pagar  los  $  1.550  y  ren- 
tas subsiguientes  hasta  la  restitución  del  pre- 
dio arrendado,  como  estaba  pedido  en  la  de- 
manda, ha  modificado  el  fallo  en  parte  sus- 
tancial, ílistinta  del  aspecto  bajo  el  cual  ha- 
bía considerado  la  cuestión  la  sentencia  de 
primera  instancia,  sin  dar  los  fundamentos 
de  hecho  ó  derecho  ó  los  principios  de  equidad 
ni  citar  disposición  legal  alguna  respecto  á 
esta  parte  de  la  resolución,  como  lo  precep- 
túan los  números  4*^  y  5^  del  artículo  193  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

Que  de  lo  expuesto  en  el  considerando  que 
precede  resulta  que  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  no  ha  observado  la  forma  ni  lle- 
nado los  requisitos  establecidos  por  la  ley  al 
pronunciar  el  fallo,  de  lo  cual  resulta  que  se 
h.ii.iJ.rrido  en  1.1  infracción  del  número  5^  del 
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articulo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil 

Que  aceptada  por  el  tribunal  de  capación 
la  primera  de  las  causales  alegadas  es  inofi- 
cioso pronunciarse  sobre  las  demás  en  que  se 
ha  fundado  este  recurso. 

Con  el  mérito  de  estos  fundamentos,  dispo- 
siciones legales  citadas  y  artículo  959  del  Có.- 
digo  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que  ha 
lugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma  in- 
terpuesto á  nombre  de  don  Germán  Athens. 
Se  repone  el  proceso  al  estado  de  verse  nue- 
vamente la  causa  para  sentencia  por  la  Sala 
correspondiente  del  tribunal  Devuélvase  á  la 
parte  recurrente  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Palma 
Guzmán.  — /.  Gabriel  Palma  Guzmán. —V. 
Aguirre  V, — Leoncio  Rodríguez,— J.  Bernaíes, 


Cas.  en  el  fondo 29  de  agosto  de  1907 

Brañes,  sucesión,  con  Gibbs  y  C^ 

Causales  nuevas  de  casación-  Cuestión 
no  discutida.— Error  de  hecho.  -For- 
malización.— Causa;  oblig^ación. 

Doctrina:— Las  cuestiones  no  discuti- 
das en  la  litis  y  que,  por  lo  mismo ,  no 
han  sido  materia  del  fallo,  no  pueden  ser 
tomadas  en  consideración  en  el  recurso 
de  casación. 

Por  consiguiente,  no  habiéndose  opues- 
to como  excepción  á  la  demanda,  ni  si- 
quiera insinuado  en  elcurso  de  la  causa, 
el  error  de  hecho  en  que  se  funda  el  re- 
curso, no  ha  podido  la  sentencia  recurri- 
da infringir  el  artículo  1453  del  Código 
Civil  que  se  supone  violado. 

Interpuesto  el  recurso  de  casación,  no 
puede  hacerse  en  él  variación  de  ningún 
género.  No  pueden,  por  consiguiente,  con- 
siderarse causales  de  casación  no  alei^a- 


das  en  la  formalización  del  recurso,  m: 
sólo  al  fundarlo. 

No  infringe  el  articulo  1467  delCódi^' 
Civil,  por  acoger  una  obligación  sw  caí- 
sa,  la  sentencia  que  indica  expresamen- 
te la  causa  de  la  obligación,  que  ñith 
adquisición  de  la  cosa  cuyo  valor  se  n- 
clama  en  el  juicio. 


Don  Bmilio  Zapata  y  Espejo  por  doña  To 
masa  León  v.  de  Brañes  y  por  doña  María  r 
don  Ed liberto  Brañes,  herederos  de  don  Era- 
risto  Brañes,  entabló  demanda  ante  eljjr 
gado  de  Iquique  contra  los  señores  Gibt» 7 
C.*,  y  expuso: 

Que  don  Evaristo  Brañes,  ya  finado,  ven- 
dió al  Gobierno  del  Perú  las  oficinas  salitre- 
ras "San  Francisco",  "Nueva  Rosario", "Pat 
cha"  y  "San  Miguel". 

Verificada  la  venta,  se  celebró  con  la  Cora 
pañía  Salitrera  del  Perú,  representante  óc 
Fisco  peruano  en  los  negocios  del  salitre,  e 
contrato  de  elaboración  que  en  copia  autor 
zada  acompaña; 

Que  don  Evaristo  Brañes  cumplió  este  cor- 
trato  hasta  que  por  causa  de  la  guerra  yoco 
pación  de  este  territorio  por  las  fuerza? 'if 
Chile  tuvo  que  suspender  la  elaboración: 

Que  en  esa  misma  época  falleció  el  sen  ' 
Brañes  )•  que  con  motivo  de  la  expedición  le 
decreto  supremo  de  28  de  mayo  de  lRS2,li^ 
señores  Gibbs  y  C*  en  posesión  de  los  ceri- 
ficados que  se  expidieron  por  la  oficina  "S.u 
Francisco",  "Nueva  Rosario"  y  **Pacchd' 
rescataron  estas  oficinas  del  Gobierno  v  to 
marón  posesión  de  ellas; 

Que  mientras  tanto  existía  en  las  oficina* 
adquiridas  por  los  señores  Gibbs  y  C* ^T»» 
carretadas  de  caliche,  que  el  señor  Brañes  brx 
bía  acumulado  durante  el  bloqueo  de  laco« 
ta,  y  de  las  cuales  se  apoderó  también  la  casa 
compradora; 

El  demandante  acompaña  copia  (le losan 
tecedentes  relativos  á  la  adquisición  porlo> 
señores  Gibbs  y  C."  de  las  mencionadas  oii«:-- 
ñas  "San  Francisco"^  "Nueva  Rosario'  } 
"Paccha",  de  los  cuales  consta  que  en  estas 
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oficinas  había  una  existencia  de  caliche  reco- 
nocida por  el  Inspector  Fiscal  de  Salitreras; 
que  se  acordó  proceder  al  avalúo  de  ellas  por 
peritos;  que  los  señores  Gibbs  )'  C*  se  obli- 
garen á  pflgar  5U  importe,.}'  que  con  tal  ob- 
jeto prometieron  depositar  una  cantidad 
para  responder  de  ese  valor; 

Que  los  señores  Gibbs  y  C*  á  sabiendas  de 
que  el  caliche  pertenecía  á  don  Evaristo  Bra- 
ñes  que  hacía  poco  había  fallecido  y  su  fami- 
lia se  hallaba  ausente  por  causa  de  la  gue- 
rra, se  apoderó  del  caliche,  sin  hacerlo  medir 
ni  tasar  con  citación  de  los  herederos  de  Bra- 
ñfs  y  de  una  manera  judicial  y  auténtica; 

Que  la  familia  de  Brañes,  que  regresó  des- 
pués al  país  en  la  mayor  pobreza,  ha  hecho, 
en  diversas  ocasiones,  gestiones  extrajudicia- 
les  para  obtener  de  los  señores  Gibbs  y  C*  el 
pago  de  su  caliche;  y  que  aún  cuando  dichos 
señores  no  se  han  negado  á  la  indemnización, 
&e  han  visto  obligados  á  recurrir  á  la  justicia 
porque  la  indemnización  ofrecida  ha  sido  tan 
miserable  que  no  ha  podido  aceptarse; 

Que  por  estas  razones  á  nombre  de  sus  po- 
derdantes demanda  á  los  señores  Gibbs  y  C* 
por  el  pago  de  las  8.700  carretadas  de  cali- 
che, cuyo  precio  de  extracción  y  acopio,  ó  sea 
su  costo  es  de  $  700  término  medio.  Termi- 
na pidiendo  que  se  tenga  por  interpuesta  la 
demanda  y  se  declare  en  definitiva  que  ha  lu- 
gar á  ella  en  la  forma  relacionada,  con  costas. 

Los  demandados  contestando  exponen:  que 
consta  de  la  exposición  hecha  en  la  demanda 
que  don  Evaristo  Brañes,  causante  de  los  de- 
mandados, vendió  al  Gobierno  del  Férulas 
ofiíiiias  salitreras  *'San  Francisco*',  *'Nueva 
Rosario",  *Tnccha'*  y  *'San  Miguer*  y  que 
después  de  verificada  la  venta  se  celebró  con 
la  Compañía  Salitrera  del  Perú  un  contrato 
<íe  elaboración;  que  después  de  la  ocupación 
de  este  territorio  por  las  fuerzas  de  Chile  y 
«n  virtud  del  decreto  de  28  de  marzo  de  1882, 
les  señores  Gibbs  y  C*  rescataron  estas  ofici- 
nas del  Gobierno  y  tomaren  posesión  de  ellas 
y  que  en  dichas  oficinas  había  una  existencia 
í?t  8.700  carretadas  de  caliche  j-ertenccicntes 
á  don  Evaristo  Brañes. 

agrega  el  demandado  que  de  los  anteceden- 
tes acompañados  á  la  demanda  no  se  deduce 
^e  qué  manera  don  Evaristo  Brañes  fuera 


dueño  del  caliche  acumulado  en  oficinas  que 
pertenecieron  al  Gobierno  del  Perú  primero, 
y  al  de  Chile  después  y  que  éste  traspasó  á 
I  os  señores  Gibbs  y  C*  ad  Corpus  con  los  lin- 
deros que  le  señalen  sus  títulos,  y  con  las  má- 
quinas, útiles  y  herramientas  que  se  encon- 
traren en  cada  oficina  al  tiempo  de  la  subasta, 
como  se  expresa  en  el  artículo  15  del  supre- 
mo decreto  de  28  de  marzo  de  1882. 

Que  la  casa  de  Gibbs  adquirió  ad  corpus, 
como  queda  dicho,  las  referidas  oficinas  con 
todas  sus  existencias  y  con  el  derecho  de  re- 
clamar de  terceros  cualquier  objeto  que  á 
ellos  perteneciese;  pero  c¡ue  estimando  en 
aquel  tiempo  el  representante  de  la  casa  en 
Iquique  que  el  costo  de  extracción  de  una 
existencia  de  caliche  acumulada  que  había  en 
la  oficina  **San  Francisco**,  podría  no  estar 
incluida  en  las  propiedades  por  ellas  adquiri- 
das del  Fisco  chileno,  pidió  que  se  tasase 
dicho  caliche  ofreciendo  depositar  su  valor 
por  cuenta  de  quien  correspondiese,  que  así  se 
ordenó  y  en  el  comparendo  de  que  dan  cuenta 
las  copias  acompañadas  á  la  demanda  se 
acordó  nombrar  perito  tasador,  sin  ulterior 
recurso,  á  don  Federico  Cavada,  sub-inspec- 
tor  de  salitreras,  quien  debería  tasar  por  se- 
parado el  caliche  y  el  costo  de  producción; 

Que  según  se  manifestó  después  á  la  casa 
por  el  señor  Cavada,  tasó  en  $  774  el  valor 
del  co^«to  de  extracción  y  carretaje  del  caliche, 
agregando  que  debía  ia  casa  retener  en  su 
poder  ese  valor  hasta  que  se  resolviese  por  la 
jefatura  política  si  debiaser  entregado  al  Fis- 
co, al  señor  Brañes,  ó  á  la  misma  casa; 

Que  el  señor  Brañes,  en  ese  tiempo,  pidió  á 
Gibbs  y  C*  que  le  hicieron  entrega  de  esa  can- 
tidad, á  lo  que  éstos  se  negaron  en  virtud  de 
las  instrucciones  recibidas  del  señor  Canin- 
ghan,  que  hizo  después  iguales  gestiones  ante 
la  jefatura  política,  pero  también  sin  resul- 
tado. 

Ahora  sostiene  la  casa  que  por  el  i  escate  de 
aquellas  oficinas  ad  corpus  adquirió  también 
el  dominio  del  caliche  en  el  estado  en  que  se 
encontrase. 

Adtmás,  el  señor  Brañes  á  virtud  desús 
contratos  de  elaboración  con  el  Gobierno  del 
Perú  sólo  adquirió  el  derecho  de  ser  pagado 
de  una  cantidad    dada  por  cfc(^a  quintal  de 
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salitre  que  elaborase  y  entregase  al  Gobierno 
peruano;  pero  nunca  la  propiedad  del  caliche, 
único  caso  en  que  pudiera  dirigirse  contra  los 
sucesores  del  Gobierno  del  Perú; 

Que  la  acción  del  señor  Brañes  para  que  se 
le  pague  el  costo  de  extracción  del  caliche 
acumulado  es  personal  y  sólo  puede  dirigirla 
contra  quien  se  obligó  á  su  favor,  y  no  con- 
tra Gibbs  y  C*  con  quienes  no  lo  ligan  víncu- 
los jurídicos  de  ninguna  especie. 

Termina  insistiendo  en  que  no  se  dé  lugar  á 
la  demanda,  con  costas. 

Replicando  don  Emilio  Zapata  y  Espejo,  por 
los  herederos  de  don  Evaristo  Brañes  refuer- 
za las  alegaciones  de  la  demanda  y  dice: 

Que  la  contestación  á  la  demanda  no  des- 
truye en  lo  menor  los  fundamentos  de  ésta, 
porque  los  señores  Gibbs  y  C^  cuando  adqui- 
rieron las  oficinas  mencionadas  que  don  Eva- 
risto Brañes  había  vendido  al  Gobierno  del 
Perú,  reconocieron  la  existencia  de  caliches 
extraídos  que  no  pertenecían  á  los  comprado- 
res, y  se  obligaron  á  depositar  su  importe 
por  cuenta  de  quien  correspondiera; 

Que  es  un  hecho  incontestable  que  los  de- 
mandados reconocieron  la  obligación  de  pa^ 
gar  el  caliche  ó  más  bien  dicho  su  costo  de 
extracción;  y  siendo  éste  un  hecho  admitido 
por  los  demandados,  sólo  se  trata  de  saber 
el  importe  de  lo  que  se  debe  pagar  ya  que  la 
persona  á  quien  debe  pagarse  está  también 
determinada  en  los  mismos  antecedentes 
acompañados  á  la  demanda,  pues  en  ella  se 
halla  inserta  una  acta  en  que  se  acordó  la 
avaluación  y  el  nombramiento  de  peritos,  in- 
terviniendo en  este  acto  don  Daniel  Carrasco 
Albano,  como  apoderado  de  don  Evaristo 
Brañes; 

Que  la  razón  jurídica  en  virtud  de  la  cual  debe 
pagarse  á  la  sucesión  de  don  Evaristo  Brañes 
el  importe  del  caliche  extraido  y  existente  en 
las  oficinas  rescatadas  por  los  señores  Gibbs 
y  C*;  se  deduce  del  contrato  de  elaboración 
celebrado  por  don  Evaristo  Brañes  con  el  Go- 
bierno del  Perú,  representado  para  este  acto 
por  la  C*  Salitrera  del  Perú,  contrato  que  se 
hizo  constar  de  la  escritura  pública  que  en  co- 
pia acompaña; 

Que  en  virtud  de  ese  contrato  don  Evaristo 
Brañes  acumuló  durante  el  bloqueo  de  la  pro- 


vincia de  Tarapacá,  todo  el  caliche  necesario 
á  fin  de  dar  cumplimiento  al  contrato  de  ela- 
boración de  ciento  cincuenta  mil  qaintaksde 
.  salitre,  lo  cual  explica  la  existencia  de  las  odw 
mil  carretadas  de  caliche,  cuyo  impórtese 
cobra  en  la  demanda; 

Que  si  don  Evaristo  Brañes  pudo  en  Tirtwl 
del  contrato  de  elaboración  acopiar  ese  cau- 
che, es  indudable  que  los  desembolsos  hechos 
para  ese  acopio,  deben  ser  indemnizados  t 
pagados  por  la  persona  que  se  apropió  del  ca- 
liche, puesto  que  para  utilizarlo  habría  teni- 
do que  hacer  los  mismos  desembolsos; 

Que  el  Gobierno  de  Chile  pudo  transferirá 
los  señores  Gibbs  y  C*  las  oficinas  rendidas 
al  Gobierno  peruano  por  don  Evaristo  Bra- 
ñes; pero  que  no  pude  transferirle  al  mismo 
tiempo  los  capitales  introducidos  por  el  ólti- 
mo  en  las  propiedades  vendidas  por  razón  de 
un  contrato  de  arrendamiento  que  se  habn 
hecho  cesar; 

Que  esos  capitales  estaban  representados 
en  las  oficinas  por  el  caliche  extraído  j  por 
los  fondos  que  se  invirtieron  en  extraerlo,  lo 
cual  no  fué  materia  de  la  enajenación  hedu 
por  el  Fisco  chileno;  y  que  habiéndose  apro- 
piado de  esos  capitales  los  señores  Gibbs  j 
C^  al  apropiarse  del  referido  caliche  estáo 
obligados  á  indemnizarlo. 

Gibbs  y  C^  replicando  refuerzan  tambiéo 
por  su  parte  las  alegaciones  de  la  contesta- 
ción y  reproduciendo  algunas  de  ellas  agregas 
las  siguientes: 

Que  en  caso  de  ser  procedente  contra  Gibbi 
y  C*  la  acción  personal  entablada,  estaría 
prescrita  en  conformidad  al  artículo  560  de) 
Código  Civil  peruano. 

Que  en  caso  de  no  estar  prescrita  la  accióo 
y  de  ser  procedente  contra  Gibbs  y  C*,  cart- 
ee de  fundamento  razonable  desde  que,  es 
conformidad  al  contrato  de  elaboración  de 
salitre  que  sirve  de  base  á  la  demanda,  elGo' 
bierno  del  Perú  se  obligó  á  pagar  una  canti- 
dad por  cada  quintal  de^al i tre  elaborado  qne 
se  entregase  puesto  al  costado  de  las  lanchas 
en  el  puerto  de  Pisagua  y  de  que  él  se  diese 
por  recibido  en  sus  bodegas  del  mismo  po^' 
to;  y  no  por  el  caliche  que  se  acopiase  en  can- 
chas para  ser  beneficiado  por  el  interesado 
en  cumplimiento  del  contrato  de  elaboradóa; 
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yue  pnra  Mcgar  ¿í  establecer  alguna  obliga- 
ciÓD  de  parte  del  Gobierno  del  Perú  6  sus  su- 
cesores, á  favor  de  Br&ües  por  el  contrato  de 
elaboración,  seria  necesario  discutir  primero 
con  legítimo  contradictor  si  Brañes  cumplió 
por  su  parte  las  obligaciones  que  contrajo,  y 
sobre  todo  la  obligación  de  entregar  las  ofi- 
cinas con  todas  sus  maquinarias,  útiles,  en- 
seres y  mejoras  en  perfecto  estado  de  conser- 
vación, lo  que  no  se  ha  hecho  ni  corresponde 
hacerlo  á  Gibbs  y  C*,  sin  perjuicio  del  dere- 
cho de  éstos  para  exigir  del  señor  Brañes  la 
entrega  de  todo  lo  que  en  conformidad  al  in- 
ventarío que  se  levantó,  recibió  él  con  las 
mencionadas  ofícinas  al  celebrar  el  contrato 
de  elaboración; 

Que  más  clara  aparece  todavía  la  ninguna 
responsabilidad  de  los  Gobiernos  de  Chile  y 
del  Perú  á  favor  de  Brañes  á  virtud  del  con- 
trato de  elaboración  del  salitre,  si  se  tiene  pre- 
sente que  el  acopio  del  caliche  se  hizo  durante 
el  bloqueo  de  los  puertos  de  Iquique  y  Pisa- 
gua,  como  se  expresa  en  el  escrito  de  réplica, 
es  decir,  cuando  ningún  derecho  tenía  Brañes 
para  explotar  las  oficinas  que  le  habían  sido 
entregadas  por  el  contrato  de  elaboración, 
desde  que  la  cláusula  20  de  este  mismo  dispo- 
ne que  en  este  caso  de  guerra  civil  ó  nacional 
el  contrato  quedará  suspendido  para  ambas 
partes  por  el  tiempo  que  dure  el  impedimen- 
to y  desde  que,  pendiente  esa  suspensión,  se 
terminó  el  contrato  en  conformidad  á  la 
cláusula  21  por  haber  el  Gobierno  de  Chile 
rescatado  los  certificados  á  que  ella  se  re- 
fiere; 

Que  si  bien  es  cierto  que  Gibbs  y  C*  para 
evitarse  responsabilidades  futuras  ofrecieron 
al  Gobierno  chileno  depositar  á  la  orden  del 
Fisco  la  cantidad  en  que  se  estimase  el  costo 
de  ext ración  del  caliche  que  había  acopiado 
en  la  oficina  **San  Francisco",  también  lo  es 
que  el  Gobierno,  aunque  aceptó  que  se  tasara 
dicho  costo,  no  aceptó  el  depósito  por  consi- 
derar que  los  señores  Gibbs  y  C*^  no  habían 
contraído  tal  compromiso  en  el  contrato  de 
compraventa  de  las  oficinas  que  pertenecie- 
ron á  don  Evaristo  Brañes,  pues  la  venta  fué 
sd  Corpus  con  todas  sus  existencias  y  útiles. 

Y  que,  por  último,  tampoco  aceptan  Gibbs 
v.C",  por  ser  contrario  á  la  verdad  y  á  todas 


luces  exagerada,  la  cantidad  de  caliche  que  s« 
dice  existía  acopiada.  Sólo  aceptan,  porqué' 
consta  de  apuntes  que  obran  en  su  poder,  que 
el  costo  de  extracción  y  acarreo  del  caliche 
fué  estimado  en  aquel  tiempo  por  el  tasador 
que  se  nombró  en  $  774,  según  lo  expresó  el 
Inspector  General  de  Salitreras  señor  Cantn- 
gham. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  rindiéndose  la 
que  obra  en  autos,  se  alegó  por  ambas  par- 
tes de  bien  probado  y  se  citó  para  sentencia, 
dictándose  la  siguiente  por  el  Juzgado  de 
Iquique  con  fecha  23  de  diciembre  de  1902. 
Con  lo  relacionado  y  considerando: 
1^  Que  uno  de  los  puntos  principales  que 
hay  que  tomar  en  cuenta  en  la  cuestión  con- 
trovertida es  el  de  determinar  si  la  acción  de- 
ducida por  los  demandantes  es  real  ó  perso- 
nal; 

2'  Que  esta  acción  se  hace  derivar  del  con- 
trato sobre  elaboración  de  salitre  celebra- 
do entre  don  Evaristo  Brañes,  por  una  par- 
te, y  el  Gobierno  peruano  por  la  otra,  con  fe- 
cha 10  de  octubre  de  1878,  de  modo  que  es 
necesario  examinar  qué  clase  de  obligaciones 
y  derechos  son  los  que  este  contrato  ha  podi- 
do producir; 

3^  Que  el  carácter  distintivo  de  todo  dere- 
cho real  es  el  de  crear  entre  la  persona  y  la 
cosa  una  relación  directa  é  inmediata,  de  tal 
modo  que  no  se  encuentre  en  ella  sino  dos 
elementos:  la  persona  que  es  el  sujeto  activo 
y  la  cosa  que  es  el  objeto,  es  decir  crea  al  pro- 
pietario; 

4'  Que  por  la  inversa,  todo  derecho  perso- 
nal sólo  crea  relación  entre  una  persona  á 
quien  pertenece  el  derecho  y  otra  persona  que 
se  obliga  hacia  ella  por  razón  de  una  cosa  ó 
de  un  hecho  cualquiera; 

5^  Que  precisados  de  esta  manera  ambos 
derechos,  es  indudable  que  el  contrato  de  10 
de  octubre  de  1878,  ha  creado  solamente  de- 
recho personales  entre  ambos  contratantes; 
6^  Que  de  los  derechos  personales  se  deri- 
van únicamente  acciones  personales  y  éstas 
no  pueden  ejercitarse  sino  contra  lo  que  es- 
tán personalmente  obligados  ó  contra  aque- 
llos á  quienes  se  trasfiera  estas  obligaciones; 
7'  Que  las  obligaciones  contraidas  por  el 
Gobierno  peruano,  procedentes  del  referido 
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contrato  de  10  de  octubre  de  1878  sobre  ela- 
boración de  salítre/no  han  sido  transferidas 
al  Gobierno  chileno  con  la  cesión  absoluta  é 
i  ncondicional  de  las  provincias  de  Tarapacá, 
puesto  que  el  Tratado  de  Paz  celebrado  entre 
ambas  naciones  no  ha  libertado  al  Perú  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  personales 
derivadas  de  aquel  contrato; 

8*^  Que,  por  otra  parte,  los  demandantes 
no  han  celebrado  contrato  algún  con  los  de- 
mandados, ni  aparecen  ligados  á  éstos  por 
vínculo  jurídico  de  ninguna  clase  que  pudiera 
servir  de  base  á  la  presente  demanda,  siendo, 
por  lo  tanto,  improcedente  la  acción  que  con- 
tra ellos  se  ha  deducido  en  la  demanda; 

9^  Que  siendo  improcedente  esta  acción  es 
innecesario  pronunciarse  sobre  las  demás  ex- 
cepciones opuestas  por  el  demandado  relati- 
vas ó  negarles  derechos  á  los  demandantes 
para  cobrar  indemnizaciones  por  el  acopio 
indebido  del  caliche,  ni  sobre  la  prescripción. 
Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  visto 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del  Código 
Civil  y  en  la  ley  1*,  título  14,  Partida  3*,  se 
declara  sin  lugar  la  demanda,  reservándosele 
á  los  demandantes  su  derecho  para  que  pue- 
dan hacerlo  valer  contra  quien  corresponda 

en  la  forma  que  vieren  convenirles Fuenza- 

¡ida  G. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Apela- 
ciones respectiva  falló: 

Tacna,  28  de  abril  de  1904.— Vistos:  Re- 
produciendo la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia  apelada  de  3  de  diciembre  de  1902. 

Considerando: 
1'  Que  la  acción  ejercitada  en  la  demanda 
es  la  de  cobro  del  precio  de  costo  de  la  ex- 
tracción y  acopio  de  8,700  carretadas  de  ca- 
li» he,  avaluadas  á  $7  cada  una,  que  don  Eva- 
risto Brañes,  causa  habiente  délos  demandan- 
tes, dejó  en  las  oficinas  salitreras  "San  Fran- 
cisco",  **Nue va  Rosario",  **Paccha"  y  **San 
Miguel" y  que  aprovecharon  los  demandados 
Gibbs  y  C*  cuando  tomaron  posesión  de  las 
referidas  oficinas  en  virtud  de  la  entrega  que 
de  ellas  se  les  hizo  por  la  autoridad  adminis- 
trativa de  Tarapacíi  en  cumplimiento  del  Su- 
premo Decreto  de  28  de  marzo  de  1882; 
2^  Que  para  analizar  el  fundamento  jurídi- 


co ó  la  fuente  de  la  obligación  que  se  preten- 
de hacer  pesar  sobre  Gibbs  y  C*  es  indispen- 
sable examinar  previamente  si  el  contrato  •];; 
elaboración  de  salitre  que  Brañes  celebró  coi 
la  Compañía  Salitrera  del  Perú,  subrogantes 
de  los  derechos  del  Gobierno  de  este  paí>  qnc 
había  adquirido  la  propiedad  deesas  oücinas. 
estaba  vigente  en  la  época  en  que  Gihbs  t 
C*  tomó  posesión  definitiva  de  ellas; 

3^  Que  es  un  hecho  reconocido  por  los  tle- 
mandantes  que  Brañes  no  cumplió  con!n< 
obligaciones  que  su  lontrato  le  imponía,  á 
pesar  de  que  el  Gobierno  de  Chi'e,  sucesor  del 
Perú  en  el  dominio  de  las  oficinas  salitrera? 
adquiridas  por  esta  última  reconoció,  por  di- 
versos actos  emanados  de  sus  agentes r apro- 
bados por  él,  los  contratos  de  elaboración  de 
salitre,  pagando  aún  mayor  precio quecl  pac- 
tado con  el  Gobierno  del  Perú,  sin  que  se  ha- 
ya probado  ni  intentado  probar  que  estiro 
impedido  por  fuerza  mayor; 

4^  Que,  en  consecuencia,  el  contrato  de  don 
de  se  pretende  arrancar  la  obligación  (le 
Gibbs  y  C*  sucesora  del  Gobierno  de  Chile,  nn 
existía  ó  había  dejado  de  cumplirse  por  la 
misma  parte  que  hoy  lo  invoca  comofaente 
de  la  obligación; 

5'  Que  esto  no  obstante,  de  los  anteceden- 
tes acompañados  á  la  demanda  consta  qcf 
Gibbs  y  C*,  representado  por  don  Enrique  M 
Read  con  poder  general  bastante,  según  fe 
comprueba  con  lascompulsas,  reconoció  en  !a 
solicitu>l  en  que  pedía  la  posesión  de  las  en- 
cinas ya  citadas  en  la  "San  Francisco"  exis- 
tía una  cantidad  de  caliche  cuyo  valor,  prtm 
tasación,  depositaría  por  cuenta  de  quien  co- 
rrespondiera; 

6'  Que  informando  sobre  este  punto  el  In>- 
pector  General  de  Salitreras  reconoce  que  es 
exacto  que  en  las  oficinas  "San  Francisco*  v 
"Paccha**  existe  una  cantidad  de  caliche  ex- 
traído, según  se  le  ha  dicho,  por  don  Evaristo 
Brañes  y  es  de  opinión  que  el  sub-iospecior. 
acompañado  de  algún  vecino,  tome  notadí 
la  cantidad  existente  y  fije  su  costo; 

7'  Que  en  el  comparendo  que  tuvo  liiga!" 
ante  el  señor  Jefe  Político  de  TarapacáclU 
de  entro  de  1882,  con  asistencia  del  expre- 
sado funcionario,  del  señor  fiscal  de  esta 
Corte,    del    representante   de   don  Evarisi<^ 
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Brañes  y  del  de  Gibbs  y  C*,  se  comprome- 
tió este  último  á  tomar  el  caliche  deposita- 
do tí.i  la  oñcina  **Saii  Francisco"  al  precio  de 
tasación  y  á  depositar  ese  valor  á  la  orden 
♦le  la  jefatura  en  el  Banco  de  Valparaíso  pa- 
ra los  íines  á  que  hubiera  lugar; 

8^  Que  de  los  antecedentes  expuestos  se 
desprende  que  el  vínculo  jurídico  6  la  obli- 
gación que  tiene  Gibbs  y  C*  de  pagar  á  don 
Evaristo  Brañes,  representado  en  este  juicio 
por  sus  herederos,  nace  de  un  hecho  volun- 
tario de  su  parte  ejecutado  por  persona  que 
podía  ligarlo,  ya  qu^  estaba  autorizado  para 
representarlo; 

9*?  Que  esta  declaración  de  voluntad  debe 
producir  todos  sus  efectos  legales  porque 
reúne  todos  los  requisitos  enumerados  en  el 
artículo  1445  del  Código  Civil,  ya  que  la  cau- 
sa, que  sería  lo  único  que  pudiera  discutirse, 
e^t^'i  expresada  en  el  acta  de  que  se  ha  he- 
cho referencia; 

10.  Que  no  consta  de  los  antecedentes 
acompañados  por  unay  otra  parte  que  se  iiaya 
ejecutad'/  la  tasación  del  caliche  de  la  oñcina 
"San  Francisco",  cuyo  valor  de  extracción 
fue  el  único  que  se  comprometió  á  pagar 
Oibbs  y  C",  por  l'j  cual  es  indispensable  que, 
ajustándose  á  lo  pactado,  esa  tasación  se 
efectúe,  debiendo  tomarse  en  cuenta  por  los 
tasadores,  el  precio  del  costo  de  extracción 
Y  acopio  en  la  época  en  que  éste  se  efectuó; 
ó  sea  en  el  año  1879; 

11.  Que  con  la  prueba  rendida  por  los  de- 
mandantes, al  tenor  de  la  pregunta  6*  del 
interrogatorio,  se  ha  acreditado  que  habían 
acopiados  en  la  oficina  "San  Francisco"  no 
menos  de  3,200  carretadas  de  caliche; 

Y  considerando,  respecto  de  la  prescripción 
alegada: 

12.  Que  con  arreglo  á  las  legislaciones  pe- 
ruana y  chilena  el  tiempo  nec/sario  para  ex- 
tinguir por  preácripción  las  acciones  ordina- 
rias es  de  20  años;  y 

13.  Que  este  plazo  no  había  transcurrido 
desde  la  fecha  en  que  se  extrajo  y  acopió  el  cali- 
che por  Brañes  hasta  la  interposición  de  la  de- 
manda; con  arreglo  á  estas  consideraciones  y 
disposiciones  legales  citadas  y  teniendo  ade- 
más presente  lo  dispuesto  en  los  artículos 
U37, 144.8,1698,  2514  y  2515  del  Código  Ci- 


vil, se  revoca  la  referida  sentencia  y  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  deraand.i  sólo  en  cuant  o 
por  ella  se  pide  que  Gibbs  y  C*  están  obl  i- 
gados  á  pagar  el  precio  de  costo  de  extrac- 
ción y  acopio  en  esta  oficina  "San  Francisco" 
de  3,200  carretadas  de  caliche  el  que  será 
tasado  por  peritos  nombrados  por  las  par- 
tes y,  en  su  desacuerdo  por  el  juzgado,  y 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  consideran- 
do 10°  de  esta  sentencia  y  que  no  ha  lugar  á 
la  excepción  de  prescripción  alegada  por  los 
demandados. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña  y  «cordada  por  los  votos  de  los  seño- 
res Ministros  Barros,  Cisternas  Peña  y  Vega 
y  contra  el  voto  del  señor  Ministro  Quirell, 
que  opinó  por  la  confirmatoria  de  la  senten- 
cia apelada  por  las  razones  que  consigna  en 
el  1  i  loro  respectivo.— /í.  Barros.— E.  Cisternas 
Peña.—P.  R.  Ve-a.—M,  A.  QaireJI, 

Contra  este  fallo  interpusieron  los  deman- 
dados los  recursos  de  casación  en  la  forma  y 
en  el  fondo,  el  primero  de  los  cuales,  fué  de- 
clarado inadmisible  por  el  tribunal. 

En  la  formalización  del  segundo  los  recu- 
rrentes hacen  valer  así  las  causales  (jue  ale- 
gan. 

.4)  La  casa  de  Gibbs  y  C*  no  contrajo  obli- 
gación alguna  para  con  la  sucesión  de  don 
Evaristo  Brañes,  puesto  que  se  limitó  á  de- 
clarar que  depositaría  el  valor  de  la  extrac- 
ción y  acopio,  tantas  veces  indicado?,  para 
que  le  fuera  entregado  á  su  legítimo  dueño. 

La  sucesión  de  Brañes  no  puede  invocar 
como  título,  para  esa  entrega,  el  contrato  d  e 
elaboración  de  salitre,  cuya  caducidad  reco- 
nocen los  demandantes  y  se  acepta  en  la  sen- 
tencia. Tampoco  puede  invocar  un  reconoci- 
miento verificado  concretamente  á  su  favor, 
puesto  ([ue  el  demandado  prometió  poner 
esos  fondos  á  disposición  del  que  justificara 
tener  derecho  á  ellos;  y  la  sucesión,  lejos  de 
haber  probado  tal  cosa,  ha  confesado  lo  con- 
trario. 

En  consecuencia,  si  la  demanda  no  se  funda 
en  el  contrato  de  elaboración,  ni  ha  existido 
reconocimiento  expreso  h^cho  por  Gibbs  y 
C*  á  don  Evaristo  Brañes,  la  sucesión  de  éste 
se  halla  en  la  misma  condición  jurídica  que 
cualquiera  otra  persona  que  alegue  título  á 
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los  fondos  que  Gíbbs  y  C*  convino  en  depo- 
sitar. 

La  misma  casa,  sabedora  con  posteriori- 
dad al  acto  que  se  califica  como  origen  de  una 
obligación,  que  el  contrato  en  cuya  virtud 
don  Bvaristo  Brañes  extrajo  y  acopió  caliche 
en  las  oficinas  nombradas  había  caducado, 
sin  cumplirse,  por  culpa  exclusiva  del  señor 
Brañes,  destimó  que,  como  sucesora  del  fisco 
chileno,  el  cual  lo  había  sido  del  Gobierno  del 
Perij,  tenía  derecho  /í  los  caliches  c'cl  caso, 
sin  remuneración  de  servicios,  por  carecer  de 
acción  en  contra  de  sus  antecesores  el  contra- 
tista Brañes,  por  inejecución  de  lo  pactado. 
Bn  mérito  de  esta  consideración,  no  depositó 
^uma  alguna. 

De  lo  expuesto  se  deduce  que  la  casa  de 
Gibbs  y  C*  cayó  en  un  error  de  hecho,  por  ig- 
norar las  bases  del  contrato  de  elaboración, 
j  hasta  su  existencia,  y  la  circunstancia  de 
haber  caducado,  sin  que  el  señor  Brañes  cum- 
pliera por  su  parte  con  lo  pactado.  Este  error 
de  hecho  vicia  el  consentimiento,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1453  del  Código 
Civil,  Gibbs  y  C*  creyó  que  estaba  obligado 
por  el  simple  hecho  de  la  extracción  ó  á  vir- 
tttd  del  contrato  que  Brañes  conviniera  con 
su  predecesor;  y  ahora  se  pretende  que  la 
obligación  nace  de  un  acto  voluntario  suyo, 
independiente  de  los  derechos  que  pudiera  te- 
ner la  sucesión  demandante. 

B)  Supóngase  que  Gibbs  y  C*  por  acto  vo- 
luntario se  hubiera  obligado  expresamente  A 
fa^or  de  Brañes;  ó  la  obligación  carecería  de 
causa,  por  haberse  extinguido  los  derechos 
del  contrato  de  elaboración,  ó  ella  tendría 
por  ánica  causa  la  liberalidad  ó  beneficencia. 

En  el  primer  caso,  faltaría  la  causa,  requi- 
sito indis  pensable  según  el  artículo  144'5,  y 
la  obligación  no  existiría,  conforme  al  artícu- 
lo 1467  del  Código  Civil. 

En  el  segundo  caso,  el  reconocimiento  im- 
portaría una  donación,  y  no  tendría  efecto 
mas  que  hasta  la  cantidad  de  $  2.000  3*^  sería 
nula  en  el  exceso,  por  no  haberse  insinuado, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1401. 

C)  Probada  como  queda  la  falta  de  causa, 
d  ebe  examinarse  en  seguida  cual  es  la  acción 
ejercitada  por  la  sucesión  de  Brañes. 

Según  el  texto  de  la  demanda,  se  cobra  el 


valor  del  caliche  que  existía  depositado  en 
las  oficinas  rescatadas  por  la  casa  de  Gibb^ 
y  C*  La  acción  sería,  entonces,  la  reivindica- 
toría. Pero  como  se  ha  manifestado  en  el 
curso  del  juicio,  con  los  documentos  acompa- 
ñadlas, Brañes  nunca  fué  dueño  de  los  calí- 
ches  que  extrajo  y  acopió.  Estos  actos  los 
ejecutó  en  salitreras  del  Gobierno  pemanoj 
en  virtud  del  contrato  de  10  <le  octubre  de 
1878  sobre  elaboración  de  salitres,  contrato 
que  es  de  arrendamiento  de  servicios,  tanto 
según  el  artículo  1632  (M  Código  Civil  W 
Perú,  bajo  cuyo  imperio  se  celebró,  comoj<- 
gún  las  disposiciones  del  párrafo  VIII  títalo 
XXVI  libro  IV  del  Código  Civil  de  Chile. 

Ahora  bien,  según  el  artículo  576,  las  cosas 
incorporales  son  derechos  reales  ó  personales 
comprendiéndose  en  los  prímeros  el  dominio. 
la  herencia,  el  usufructo,  uso  ó  habitacíóo. 
las  servidumbres  activas,  la  hipoteca  y  la 
prenda,  de  donde  nacen  las  acciones  reales 
(art.  577)  y  siendo  derechos  personales  los 
que  sólo  pueden  reclamarse  de  ciertas  pers^v 
ñas  (art.  578). 

Conforme  á  estas  disposiciones,  don  Eva- 
risto Brañes  ó  su  sucesión  no  tienen  acción 
alguna  queejercitar  en  contra  de  Gibbs  y  C* 
con  quien  jamás  contrataron. 

En  resumen,  la  sentencia  cava  casación  ae 
pide  ha  aceptado  como  obligación  perfecu 
un  acto  ejecutado  por  error  de  hecho,  lo  que 
vicia  el  consentimiento,  según  el  artículolii3 
del  Código  Civil;  acto  que  carece  de  caa^a, 
pues  no  tuvo  por  tal  ni  siquiera  la  pura  libr 
ralidad)  con  lo  cual  se  infringen  los  artícalo5 
1467  ó  1401,  según  se  considere;  y,  porólti' 
mo,  se  ha  dado  lugar  á  una  demanda  cayo 
actor  ha  carecido  de  derecho  que  ejercitar 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículw 
576,  577  y  578  del  Código  Civil. 

Cada  una  de  estas  irregularídades  importa 
la  violación  de  los  preceptos  legales  referi- 
dos. 

En  la  fundación  del  recurso,  la  parte  de 
Gibbs  y  C*  se  remite  á  lo  que  alegó  al  fortna- 
lizarlo  y  agregó  dos  nuevas  consideraciones 
que  son  las  siguientes: 

1*  La  cita  del  artículo  1445  del  Código  Ci- 
vil que  hace  la  sentencia  no  es  pertinente :i! 
c  aso  debatido,  el  cual  debe  decidirse  por  !» 
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disposict  ón  del  artículo  1437  del  mismo  Có- 
digo que  resulta  infringido  por  su  omisión. 

2^  En  la  hipótesis  acogida  por  la  senten- 
cia,  de  existir  una  causa  de  obligación  por 
parte  de  Gibbs  y  C*,  ella  sería  la  que  nace  de 
nn  contrato  de  trasporte  celebrado  entre 
Brañe&  y  el  Gobierno  peruano;  y  siendo  así, 
cabe  la  excepción  de  prescripción  alegada  por 
Gibbs  i  C^  pues,  según  el  artículo  2522  del 
Código  Civil  prescriben  en  dos  años  las  ac- 
ciones de  los  acarreadores  para  cobrar  el  pre- 
cio de  sus  servicios;  artículo  que  se  habría  in- 
fringido con  no  haberse  aceptado  dicha  pres- 
cripción. 

En  su  respuesta,  la  parte  recurrida  coinien- 
sa  por  advertir  que  deben  eliminarse  las  cau- 
sales de  casación  agregadas  en  el  escrito  de 
fundación,  pues  el  iirtículo  948  del  Código  de 
P  rocedimiento  Civil  previene  que  interpuesto 
el  recurso,  no  puede  ser  variado  en  manera 
alguna. 

Entra,  en  seguida,  á  sostener  la  validez  de 
la  sentencia,  alegando  que  los  demandantes 
reconocieron  su  obligación  de  pagar  á  quien 
correspondiese  el  valor  del  caliche  de  que  se 
trata  en  esta  causa,  en  la  cual  la  controver- 
sia ha  versado  sobre  el  derecho  de  Brañes  al 
V  alor  de  extracción  y  acopio  de  esa  substancia; 
s  obre  si  existe  causa  legal  en  la  obligación 
que  Brañes  atribuye  á  Gibbs  y  C*;  sobre  si 
hay  vínculo  jurídico  entre  estas  personas;  y 
por  fin,  sobre  la  cantidad  que  debe  pagarse 
por  Gibbs  y  C*  á  la  sucesión  de  don  Evaristo 
Brañes;  puntos  que  el  Tribunal  sentenciador 
^a  tenido  por  comprobados,  apreciando  con 
facultades  privativas  los  antecedentes  y  he- 
chos reunidos  en  los  autos. 

Observa,  después,  que  en  el  escrito  de  for- 
m  alización  del  recurso  se  introduce  por  Gibbs 
y  C*  un  factor  nuevo,  como  es  el  error  de  he- 
cho que  los  demandados  achacan  á  la  obliga- 
ción que  se  impusieron  de  pagar  á  quién  co- 
rrespondiese el  valor  de  la  extracción  y  aco- 
pio del  caliche;  error  que,  por  no  haber  sido 
materia  propuesta  y  discutida  en  el  juicio,  no 
puede  ser  tomado  ahora  en  cuenta,  cuando 
«e  trata  sólo  de  la  casación  déla  sentencia. 
Por  lo  mismo,  debe  descartarse  del  examen 
de  motivos  la  violación  del  artículo  1453  del 
Códíg^o  Civil. 


En  cuanto  á  no  haber  existido  causa  de 
obligación  en  Gibbs  7  C*  ó  haber  sido  su 
compromiso  una  donación  no  insinuada,  ob- 
jeta el  recurrido  que  de  esto  último,  esto  es 
de  la  donación  no  se  ha  pensado  en  tratar  en 
este  juicio;  por  lo  que  no  ha  podido  quebran- 
tarse el  artículo  1401  del  Código  Civil.  Y  por 
lo  que  toca  á  la  causa  de  la  obligación,  es  éste 
un  punto  de  hecho  que  el  Tribunal  sentencia- 
dor ha  podido  apreciar  á  su  arbitrio  y,  en 
efecto,  lo  apreció  en  el  considerando  9*^  esta- 
bleciendo que  dicha  causa  se  halla  expresada 
en  el  acta  suscrita  por  Gibbs  y  C*,  con  el  re- 
presentante de  Brañes,  ante  la  autoridad  po- 
lítica de  Tarapacá. 

Prosiguiendo  en  el  examen  délos  motivosde 
casación  invocados  por  el  recurrente,  la  parte 
recurrida  no  admite  que  pueda  buscarse  la  in- 
fracción de  ley  en  los  artículos  576  á  578  del 
Código  Civil, que  se  refieren  Á  las  cosas  incor- 
porales, sino  que  el  defecto  debería  referirse  al 
artículo  1437  y  al  1445  del  Código  Civil,  ya 
que.las  obligaciones  no  sólo  nacen  de  los  con- 
tiatos  nominados  y  directos  de  persona  á 
persona,  sino  que  también  constituyen  fuen- 
tes de  obligaciones  todas  las  convenciones, 
los  hechos  y  los  actos.  Suscribiendo  Gibbs  y 
C*  el  compromiso  y  habiéndose  apropiado 
del  salitre  extraído  y  elaborado  por  Brañes, 
reconocieron  expresa  y  solemnemente  su  obli- 
gación de  pagar  á  quien  correspondiese;  y  la 
sucesión  de  Brañes  ha  probado  en  este  juicio 
que  es  á  ella  á  quien  corresponde  la  extrac- 
ción y  acopio  del  caliche. 

Termina  alegando  que,  al  comprar  Gibbs  y 
C*  las  oficinas  **San  Francisco",  "Nueva  Ro- 
sario*' y  "Paccha"  al  Gobierno  de  Chile,  to- 
maron sobre  sí  la  responsabilidad  de  los  re- 
clamos de  terceros;  por  todo  lo  cual  el  Tribu- 
nal sentenciador  ha  declarado  que  la  sucesión 
de  Brañes  es  legítimo  contradictor  de  Gibbs 
y  Cienes  te  juicio. 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  sus  Ministros, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  los  motivos  de  casación  contra  la 
sentencia,  según  los  resume  el  recurrente  en  el 
escrito  de  formalización,  se  limitan  á  las  in- 
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fracciones  de  los  artículos  1453,  14?G7  ó  1401 
y  576  á  578  ilc!  C  uügo  Civil,  el  primero  por 
Jiaherse  aceptarlo  una  obligación  que  fué  ori- 
ginada por  un  error  de  hecho;  el  segundo  y  el 
tercero  por  haberse  dado  mérito  á  esa  obli- 
gación á  pesar  de  carecer  de  causa  y  de  cons- 
tituir, de  otro  modo,  una  donación  gratuita 
no  insinuada;  y  los  últimos  por  haberse  dado 
lugar  f\  una  demanda  cuyo  acto  carecía 
de  derecho  que  ejercitar,  yaque  no  poseyendo 
acciones  reales,  tampoco  gozaban  de  perso- 
nales por  no  haber  contrat  ido  con  Gibbs  y  C^; 

2°  Que  el  error  de  hecho  invocado  en  la 
primera  causal  n  >  fué  uní,  ex:epjión  op'i/sta 
á  la  demanda  y  ni  siquiera  se  insinuó  en  el 
curso  de  la  causa  para  q^ie  fuera  tom-ida  en 
consideración  en  la  sentencia,  pjr  lo  cual  éáta  , 
que  no  se  pronuncia  sobre  tal  punto,  no  ha 
podido,  por  lo  mismo,  quebrantar  el  artículo 
1453  del  Código  Civil,  que  establece  que  el 
error  de  hecho  vicia  el  consentimiento  si  re- 
cae sobre  la  naturaleza  del  acto  ó  contrato  ó 
sobre  la  identidad  de  la  cosa  específica  de  que 
se  trata; 

3^  Que  la  sentencia  recurrida  no  ha  infrin - 
gido,  tampoco,  el  artículo  1437  del  Có  lig  o 
Civil  acogiendo  una  obligación  sin  causa,  pues 
ese  fallo,  en  su  considerando  9*^,  declara  que 
la  causa  del  convenio  testimoniado  se  expre- 
sa en  el  acta  respectiva,  y  de  este  documento 
aparece  que  el  representante  de  Gibbs  y  C*  se 
obligó  á  depositar  por  cuenta  de  quien  corres- 
pondiese el  valor  de  tasación  del  cnliche  ex  - 
traído  y  acvopiado  en  la  oficina  *'San  Fran  - 
cisco"  áfindeadquirirlo'parasu  representado 
que  no  se  consideraba  dueño  de  él,  al  tomar 
posesión  de  dicha  salitrera; 

4*^  Que  lo  expuesto  en  el  considerando  que 
precede  basta  para  evidenciar  que  la  senten- 
cia recurrida  no  ha  podido  quebrantar  tam- 
poco el  artículo  1401  del  Código  Civil,  pues 
no  ha  dado  valor  á  donación  alguna,  sino  á 
lo  que  ha  declararlo  ser  una  convención  pac  - 
tada  con  todos  los  requisitos  señalados  en  el 
artículo  1445  del  Código  Civil  y  con  la  causa 
ya  indicada  de  la  adquisición  del  caliche  ex  " 
traído; 

Que  los  artículos 576, 577  y  578  del  Código 
Civil  sólo  contienen  las  disposiciones  de  lo 
que  se  entiende  por  cosas  incorporales,  ó  sean 


los  derechos  reales  y  personales;  y  en  las». 
tencia  recurrida  no  se  encuentradeclaracióa 
alguna  en  contrarío;  y 

6*^  Que  en  cuanto  á  las  causales  indicadaí 
en  la  fundación  del  recurso  pudieran  ser  di- 
versas de  las  alegadas  en  la  formalización,  do 
serían  procedentes  en  manera  alguna  paes el 
artículo  948  del  Código  de  Proccdimieoío 
Civil  prohibe  alterar  las  que  se  hubieren ak 
gado  al  interponer  el  recurso. 

Visto  también  lo  prevenido  en  los  artíouloí 
960  y  979  de  dicho  Código,  se  declara  sin  la 
gar,  con  costas,  el  presente  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  y  se  aplica  al  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguim 
Vargas  —/.  Gabriel  Palma  Guzmán.—Gsha- 

riño  Gallardo Gabriel   Gaete V.  Aspjirc 

V,—E.  Fóster  Recaba rren.-^¡.  Bemaks. 


Cas.  en  la  forma.— 13  de  a^^osto  de  1907 

Rosselot  con  Fisco 

Cosa  juzgada.— Reclamación  oportuna 
-  Perjuicios 

Doctrina:— ATo  incurre  en  el  vicio  de 
haber  sido  Jada  contra  otras  pasaÓBS 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  senten- 
cia que,  lejos  de  ser  contraria  /í  eiks,  <f 
conforma  á  lo  resuelto  en  esos  fallos. 

No  procede  el  recurso  de  casación  tn 
la  forma  contra  la  sentencia  de  segand» 
instancia  por  vicios  de  que  puede  adole- 
cer el  fallo  de  primera  instancia  no  re- 
clamado oportunamente. 


Resuelto  el  contrato  celebrado  entre  do^ 
Pedro  Rosselot  y  el  Fisco  para  la  constrtK- 
ción  del  ferrocarnl  de  Talca  á  Constitución, 
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se  presentó  el  primero  formulando  contra  el 
Fisco  diversos  cargos  que  fueron  objeto  de 
una  dernanda  y  materia  del  juicio  á  que  puso 
término  la  sentencia  de  fecha  26  de  noviem- 
bre de  1904. 

l^a  sentencia  deque  se  trata  aceptó  algunos 
cargaos  formulados  por  don  Pedro  Rosselot  y 
desechó  otros,  y  dispuso  que  el  valor  de  los 
primeros  debía  estimarse  por  el  j uzgado  previo 
informe  de  un  f)erito  nombrado  en  la  forma 
ordinaria.  Esa  sentencia  fué  confirmada  por 
la  que  pronunció  una  de  las  salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago  en  12  de  enero  de 
1906,  con  la  modificación  que  en  lo  relativo 
á  intereses  y  lucro  cesante  contiene  su  parte 
resolutiva. 

Nombrado  los  peritos  para  la  valoración  de 
los  cargos  aceptados  y  presentada  por  éstos 
la  licjuidación  correspondiente,  se  ordenó 
agregarla  d  los  autos  con  conocimiento  de 
las  partes  y  se  pronunció  sobre  ella  por  uno 
de  los  juzgados  de  letras  de  Santiago  con  fe- 
cha 5  de  septiembre  de  1906,  la  resolución 
siguiente; 

Vistos:  Teniendo  presente  lo  resuelto  por 
las  sentencias  de  26  de  noviembre  de  1904  y 
12  de  enero  del  corriente  año,  el  mérito  del 
informe  de  los  peritos  nombrados  en  el  acta 
de  que  da  cuenta  la  diligencia  en  virtud  de  lo 
ordenado  en  dicha  sentencia  y  el  mérito  ge- 
neral de  autos,  se  declara:  que  se  fija  en  la  su- 
ma de  $  1,604.32  el  monto  de  la  cantidad 
que  el  Fisco  debe  i)agar  al  demandante  con 
motivo  de  la  reclamación  ó  petición  conteni- 
da en  el  número  2^  de  los  fundamentos  de  la 
aludida  sentencia  de  20  de  noviembre  de 
1904:  en  la  suma  de  $  3,951.25  el  correspon- 
diente al  número  3^  de  dichos  fundamentos; 
en  la  suma  de  $  2,955.62  el  correspondiente 
al  ni'imcro  4^  de  los  mismos  fundamentos;  en 
la  suma  de  $  526,330  24  el  correspondiente 
al  número  5°  de  dichos  fundamentos;  y  en  la 
suma  de  $  2,840.62  el  correspondiente  al  nú- 
mero 8"  de  los  mismos  fundamentos. 

Y  conforme  con  lo  expuesto  por  las  partes 
en  el  comparendo  de  4  de  junio  último  y  de 
que  da  cuenta  el  acta,  póngase  en  conoci- 
miento de  las  partes  la  liquidación  de  inte- 
reses practicada  por  los  peritos  y  á  que  se 
hace  referencia  en  el  informe,  y  téngase    por 


aprobada    si   no  fuere  objetada  dentro   de 
quinto  día. 

Si  no  se  apelare  consúltese. — Gabriel  Ren- 
co ret. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Apela- 
ciones  resolvió. 

Santiago,  diciembre  21  de  1906.— -Vistos: 
Teniendo  presente:  1^  Que  si  bien  don  Pedro 
A.  Rosselot  pidió  en  su  demanda  que  le  abo- 
naran los  perjuicios  que  estima  en  6  y  24% 
anual  sobre  la  suma  que  en  definitiva  resul- 
tara adeudándole  el  Fisco  por  cortes  y  terra- 
plenes, no  se  le  mandó  pagar  cantidad  alguna 
por  este  cargo  en  las  sentencias  de  primera  y 
segunda  instancia; 

2'  Que  habiéndose  solicitado  en  la  referida 
demanda  el  pago  de  $  526,330.24  por  movi- 
miento de  tierras  en  cortes  y  terraplenes,  no* 
es  procedente  la  petición  hecha  por  el  deman- 
dante en  su  escrito,  para  que  esa  suma  se 
eleve  ¿1  la  cantidad  que  arroja  la  liquidación 
hecha  por  los  peritos. 

Se  confirma  la  resolución  apelada  de  5  de 
septiembre  del  presente  año,  con  declaración 
deque  no  ha  lugar  al  pago  de  intereses  del  6% 
sobre  la  suma  adeudada  por  movimientos  de 
tierras  tomados  en  cuenta  por  los  peritos  en 
su  informe  y  á  las  demás  p2ticiones  formula- 
das por  las  partes  en  sus  escritos.— Darío  Be- 
na  vente— /osé  T.  Marín. -Felipe  Herrera. 

Contra  esta  resolución  dedujo  don  Pedro 
Rosselot  recurso  de  casación  en  la  forma,  y 
lo  formaliza  así: 

La  sentencia  del  tribunal  de  alzada  al  de  - 
clarar  que  **no  ha  lugar  al  pago  de  intereses 
del  seis  por  ciento  sobre  la  suma  adeudad  a 
por  movimientos  de  tierras  tomados  en 
cuenta  por  los  peritosen  su  informe",  ha  falla- 
do con  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  oportunamente  alegada  en  el  juicio, 
causal  de  casación  en  la  forma  prevista  en  el 
número  6^  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

En  el  considerando  primero  de  la  sentencia 
reclamada  se  dice,  **que  si  bien  don  Pedro  A. 
Rosselot  pidió  en  su  demanda  que  se  le  abo- 
naran los  perjuicios  que  estima  en  seis  y  vein- 
ticuatro por  ciento  anual  sobre  las  sumas 
que  en  definitiva  resultara  adeudándole  el 
Fisco  por  cortes  y  terraplenes,  no  se  le  mand  6 


4G2 


SBGUNDA    PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


pagar  cantidad  alguna  por  este  cargo  en  la 
sentencia  de  1*  y  de  2*  instancia". 

Esta  apreciación  que  hace  el  tribunal  de 
las  sentencias  de  1^  y  de  2*  instancia  y  el  fa- 
llo que  ba  dictado  contrarían  abiertamente 
aquellas  sentencias  y  prescinden  de  la  auto- 
ridad que  tienen  de  cosa  juzgada. 

Se  trataba  precisamente  de  dar  cumpli- 
miento á  esas  sentencias  que  habían  acepta- 
do la  demanda  deducida  por  el  recurrente, 
sin  más  modificación  que  la  de  üjar  en  seis 
por  ciento  los  intereses  pedidos  en  aquella. 

En  la  petición  sexta,  agrega  el  recurrente, 
demandaba  $  123,676,25,  valor  de  los  per- 
juicios por  no  haberse  excluido  en  las  situa- 
ciones respectivas  el  importe  de  los  reclamos 
aceptados  administrativamente  por  el  decre- 
to de  22  de  julio,  y,  además,  los  perjuicios,  ó 
sean  el  seis  y  el  veinticuatro  por  ciento  anual 
sobre  la  suma  que  en  definitiva  resultara 
a  deudándole  el  Fisco  por  cortes  y  terraplenes 
desde  la  fecha  del  decreto  en  que  se  dispuso  la 
liquidación  del  contrato  hasta  el  pago  efec- 
tivo. 

La  cantidad  indicada  en  la.  primera  parte 
de  esta  petición  es  lo  que  resulta  de  la  cuenta 
número  3  agregada  á  la  demanda,  cuenta 
formada  con  arreglo  al  artículo  50  de  las 
condiciones  generales,  es  decir,  calculando  los 
intereses  del  seis  y  del  veinticuatro  por  ciento, 
de  modo  que  la  petición  en  el  fondo  y  tal  co- 
mo se  desarrolla  en  la  parte  expositiva  de  la 
demanda  importaba  únicamente  el  cobro  de 
perjuicios  estimados  en  los  intereses  del  seis 
y  del  veinticuatro  por  ciento  de  las  sumas 
a  deudadas  y  no  pagadas  oportunamente. 

La  sentencia  de  1^  instancia  del  26  de  no- 
V  iembre  de  1904,  en  su  parte  expositiva,  re- 
produce lo  expresado  en  la  petición  6*  de  la 
demanda,  y  en  el  número  7  de  los  fundamen- 
tos consignó  las  consideraciones  legales  que 
creyó  del  caso  y  dijo  en  la  resolución  3*:  "que 
ha  lugar  á  las  peticiones  de  los  números  6  y 
7  en  cuanto  el  Fisco  debe  abonar  intereses 
legales  del  seis  por  ciento  anual". 

Aceptó,  pues,  la  demanda  de  perjuicios  for- 
mulada por  el  recurrente  con  la  sola  limita- 
ción de  reducir  los  intereses  demandados  á 
los  legales  del  seis  por  ciento,  ya  que  acepta- 
ba también  el  pago  del  lucro  cesante. 


En  la  apelación  el  debate  versó  sobre  estos 
intereses  legales  del  seis  por  ciento  y  los  ixlt^ 
reses  corrientes  pedidos  por  el  recurrente. 

La  sentencia  de  segunda  instancia  de  12  át 
enero  de  1906,  no  contiene  consideración  al- 
guna sobre  este  punto.  Dice  así: 

'  'Se  confirma  la  referida  sentencia  de26ik 
noviembre  de  1904  con  las  declaracioset  si- 
guientes: 

*'l^  Que  los  intereses  que  se  mandan  aJwnar 
al  contratista  por  no  haberse  incluido  en  las 
situaciones  respectivas  el  importe  de  los  re- 
clamos aceptados  por  el  Fisco,  deberán  pa- 
garse desde  las  fechas  indicadas  en  el  conside- 
rando 2^;  y 

"2^  Que  no  ha  lugar  al  lucro  cesante  coUra- 
do  en  Ja  demanda*'. 

Ni  una  palabta  se  dice  en  este  fallo  con  rela- 
ción á  los  intereses  del  6%  que  el  Fisco  deHa 
p  agar  al  recurrente  según  la  sentencia  de  pn 
mera  instancia  sobre  el  valor  que  le  adeuda- 
ba por  cortes  y  terraplenes  no  pagados  en  las 
respectivas  situaciones  mensuales;  es  decir, 
quedó  confirmada  en  esta  parte  la  sentencia 
de  primera  instancia,  y  por  eso  de  común 
acuerdo  con  el  Fisco,  se  pidió  á  los  peritos 
que  liquidaran  estos  intereses,  y  el  Fisco  no 
recl  amó  de  la  resolución  de  5  de  septiembre  qae 
los  mandó  pagar,  dando  por  aceptada  la  li- 
quidación ya  que  no  se  objetó  antes  de  quie- 
to día. 

Como  esos  intereses  están  claramente  man- 
dados pagar,  el  Tribunal  de  Alzada  al  negar 
lugar  á  su  pago,  no  sólo  no  da  cumplimiento 
á  la  resolución  recaída  en  la  causa,  sino  que 
falla  contra  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada 
é  incurre  así  en  nulidad. 

La  sentencia  recurrida  ha  negadolugar  asi- 
mismo á  la  jíetición  que  formuló  el  recurrentí 
para  que  lo  sintereses  que  se  mandan  pagar 
sobre  los  $  29.470,48  á  que  se  refiere  ladéela- 
ración  primera  en  el  considerando  2'  del  fallo 
de  segunda  instancia  de  12  de  enero  de  \W. 
le  sean  pagados  liquidándose  desde  el  2tKle 
iro  viembre  de  1 898. 

Esta  resolución  del  Tribunal  de  Alzada  df*- 
c  onoce  también  los  efectos  de  la  cosa  juzgaría. 
puesto  que  las  sentencias  de  primera)  de «• 
g  unda  instancia  le  han  mandado  pagaremos 
i  n  tereses  desde  la  fecha  en  que  el  Gobierno  se 
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onstituyó  en  mora,  es  decir,  á  lo  menos  des- 
le  un  mes  después  del  día  en  que  recibió  el 
aforme  de  la  Dirección  de  Obras  Públicas  que 
[>  habilitó  para  pronunciarse  sobre  todos  los 
eclamosy  tal  como  el  recurrente  lo  pidió  en 
ta  densanda. 

Adolece  también  el  fallo  del  defecto  de  no 
contener  la  enunciación  de  las  consideracio- 
nes de  hecho  ó  de  derecho  que  hayan  servido 
al  Tribunal  de  fundamentos  para  no  dar  lu- 
gar á  esta  petición  del  recurrente,  causal  de 
casación  prevista  en  el  número  5^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte. 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  de  fecha  26  de  noviem- 
bre de  1904,  que  resolvió  los  cargos  formula- 
dos por  don  Pedro  A.  Rosselot  contra  el  Fis- 
co con  motivo  de  la  construcción  del  ferroca- 
rril de  Talca  á  Constitución,  después  de 
enunciar  en  su  parte  expositiva  las  diversas 
peticiones  y  excepciones  de  los  interesados  en 
el  juicio,  consideró  separadamente  cada  uno 
de  esos  cargos,  ocupándose  en  el  punto  5^  de 
su  parte  fundamental  del  que  se  refiere  á  los 
movimientos  de  tierras  en  cortes  y  terraple- 
nes; en  el  punto  6^,  del  cargo  relativo  á  los 
intereses  cobrados  per  Rosselot  por  atraso 
en  el  pago  de  algunas  situaciones  mensuales; 
y,  por  fin,  en  el  punto  7^,  del  cargo  que  se 
contrae  al  abono  de  perjuicios  por  no  haberse 
iocluído  en  las  situaciones  mensuales  el  im- 
porte de  los  reclamos  aceptados  por  el  Go- 
hiemo; 

2^  Que  la  declaración  2*  de  la  parte  resolu- 
tiva de  la  sentencia  dio  lugar  á  la  petición  á 
que  se  refiere  el  número  ó  punto  5' de  sus  fun- 
damentos, petición  que  es  la  que  se  establece 
en  los  siguientes  término  en  la  demanda  de 
don  Pedro  A.  Rosselot: 

**r>emando,  en  consecuencia,  al  Fisco  }'  pido 
que  US.  se  sirva  declarar  que  está  obligado  á 

pagarme $  526.330,24,  importe   de  los 

trabajos  de  cortes  y  terraplenes  no  pagados, 
según  el  detalle  á  que  me  refiero  en  el  cuerpo 
de  esta  demanda"; 

3'  Que,  como  se  ve,  en  la  petición  que  acá- 
^  de  trascribirse  y  que  fué  aceptada  por  la 


declaración  2*^  del  fallo  de  primera  instancia, 
no  se  solicitaba  abono  alguno  de  perjuicios, 
correspondiente  á  la  cantidad  de  $  526.330,24 
que  acaba  de  indicarse,  ni  tampoco  el  puato 
5^  de  los  fundamentos  de  dicha  sentencia  con- 
tiene consideración  de  ningún  género  concer- 
niente á  tales  perjuicios,  limitándose  simple- 
mente á  establecer  las  razones  en  virtud  de  las 
cuales  debía  abonarse  al  contratista  el  impor- 
te de  los  movimientos  de  tierra  en  cortes  y 
terraplenes,  valor  que  según  la  declaración  2* 
de  la  parte  resolutiva  se  estimaría  por  el  juz- 
gado, previo  informe  de  un  perito  nombrado 
en  la  forma  ordinaria; 

4^  Que  el  abono  de  perjuicios  correspon- 
diente á  la  partida  de  cortes  y  terraplenes  fué 
objeto  en  la  demanda  del  contratista  Rosse- 
lot de  una  petición  diversa  de  la  anterior,  que 

formuló  en  ella  de  esta  manera:   ** que  el 

Fisco  está  obligado  á  pagarme:  $123.676,25 
valor  de  los  perjuicios  por  no  haberse  incluí- 
do  en  las  situaciones  respectivas  el  importe 
de  los  reclamos  aceptados  yaadministrativa*- 
mente  por  el  decreto  de  22  de  julio;  y  además, 
los  perjuicios  ó  sean  el  6%  y  24%  anual  sobre 
la  suma  que  en  definitiva  resulte  el  Pisco 
adeudándome  por  cortes  y  terraplenes  desde 
la  fecha  del  decreto  en  que  se  dispuso  la  liqui- 
d ación  del  contrato,  hasta  el  efectivo  pago 
de  aquella  suma;" 

5^  Que  aun  cuando  la  declaración  tercera 
de  la  sentencia  de  primera  instancia  expresó, 
"que  ha  lugar  á  las  peticiones  de  los  números 
6'  y  7^,  en  cuanto  el  Fisco  debe  abonar  in- 
tereses legales  del  6%  anual",  el  primero  de 
esos  números  no  se  refiere  á  la  petición  de 
abonos  de  perjuicios  por  cortes  y  terraplenes, 
sino  á  intereses  adeudados  por  atraso  en  el 
pago  de  algunas  situaciones  mensuales  que 
en  dicho  número  se  especifican  determinada- 
mente; y  en  lo  concerniente  al  número  sépti- 
mo, en  él  se  trató  únicamente  de  la  primera 
parte  de  la  petición  transcrita  en  el  conside- 
rando que  precede,  ó  sea  la  relativa  á  la  can- 
tidad de  $  1 23.633,25  **por  no  haberse  incluí- 
do  en  las  situaciones  respectivas  el  importe 
de  los  reclamos  aceptados  por  el  Gobierno"; 
pero  en  ese  punto  no  se  tomó  absolutamente 
en  cuenta  la  segunda  parte  de  esa  petición 
sobre  abonos  de  perjuicios  por  cortes  y  térra- 
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plenes,  ni  se  estableció  tampoco  ninguna 
consideración  fundamental  á  ese  respecto, 
como  es  natural  y  de  ello  se  hubiera  tratado, 
dada  la  imfiortancia  y  gravedad  de  este  car- 
go, que  el  recurrente  hace  elevar  á  la  cuantio- 
sa cifra  de  $  218.864,84,  como  indemnización 
de  perjuicios  por  cortes  y  terraplenes; 

6^  Que  en  consecuencia,  la  declaración  ter- 
cera de  Ja  sentencia  solo  pudo  referirse  á  las 
peticiones  que  fueron  materia  de  los  puntos 
sexto  y  séptimo  de  su  fundamento,  y  no  ha- 
biéndose considerado  en  dichos  puntos  la  re- 
lativa al  abono  de  perjuicios,  ó  sea,  A  inte- 
reses del  67c  y  24%  anual,  correspondiente  á 
cortes  y  terraplenes,  esa  petición  fué  desecha  • 
da  en  virtud  de  la  declaración  4*  del  indicado 
fallo  que  establece:  '*Que  no  ha  lugar  á  las 
demás  peticiones;*' 

7'  Que  la  sentencia  de  segunda  instancia  de 
fecha  12  de  enero  de  1906,  confirmó  la  de 
primera  sin  otras  modificaciones  en  su  parte 
resolutiva  que  las  que  se  refieren  á  la  fecha  en 
que  debían  comenzar  á  contarse  los  intereses 
por  no  haberse  incluido  en  las  situaciones 
respectivas  el  importe  de  los  reclamos  acep- 
dos  por  el  F'isco,  y  al  lucro  cesante,  el  cual  se 
declaró  sin  lugar; 

8^  Que  al  declarar,  por  consiguiente,  la  re- 
solución de  que  se  recurre  sin  lugar  el  pago 
de  intereses  del  6%  sobre  la  suma  adeudada 
por  movimientos  de  tierra  tomados  en  cuen- 
ta por  los  peritos  en  el  informe,  no  ha  incu- 
rrido en  el  vicio  de  casación  previsto  en  el 
número  6^  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  puesto  que  se  ha  con- 
formado á  lo  resuelto  sobre  este  punto  en  las 
sentencias  de  fechas  26  de  noviembre  de  1904 
y  12  de  enero  de  1906; 

9*^  Que  según  lo  manifestado  por  los  peri- 
tos en  su  informe,  **la  sentencia  no  fijó  expre- 
samente la  fecha  inicial  para  el  pago  de  los 
intereses  del  sexto  de  las  sumas  de  la  liquida- 
ción que  no  estaban  reclamadas  y  que  sin 
embargo  dejaron  de  pagarse  oportunamente 

y  que  ascienden  á  la  suma  de  $  29.470,48 

Esa  fecha,  agregan  los  peritos,  no  puede  ser 
otra  que  la  de  la  liquidación  misma,  es  decir, 
el21dejuniodel902." 

10.  Que  si  la  sentencia  de  2^  instancia  de 
12  de  enero  de  1906,  fijó  como  fecha  inicial 


desde  la  cual  debían  contarse  los  intereses  por 
el  importe  de  los  reclamos  aceptados  pora 
Fisco  la  de  23  de  octubre  de  1901,  no  piwfc 
suponerse  que  haya  podido  aceptar  unaie- 
cha  anterior  como  sería  la  indicada  porcl  rr 
cúrrente,  ó  sea  la  de  26  de  noviembre  de  W^. 
para  las  cantidades  que  no  fueron  objeto -k 
reclamo  y  respecto  de  las  cuales  no  ha  existi- 
do, por  consiguiente,  la  mora  del  deudor; 

11.  Queestando  aprobada  sin  contradiaV'O 
del  actual  recurrente  la  liquidación  practica- 
da por  los  peritos,  en  la  cual  aparece  fijarla 
en  21  de  junio  de  1902  la  fecha  inicial  para 
el  cómputo  de  los  intereses  correspondientes 
á  la  cantidad  de  $29.470,48  por  la  resola^ión 
de  1*  instancia  de  2  de  septiembre  de  19{>'. 
la  causal  de  casación  que  se  hace  consistir  en 
haberse  incurrido  en  el  vicio  previsto  en  el 
número  6^  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  también  poreste motivo, 
sería  improcedente  por  no  ser  parte  agravia- 
da con  la  expresada  resolución  don  Pedro  A. 
Rosrelot  quien  no  se  alzó  de  ella;  y,  en  tri.- 
caso,  el  vicio  habría  afectado  al  fallo  de  1' 
instancia  del  cual  no  se  reclamó  como  lo  pre- 
viene el  artículo  946  del  citado  Código,  ro 
siendo  por  lo  tanto  oportuna  la  reclamaciúr 
respecto  de  la  resolución  del  Tribunal  de  A!. 
zada  que  se  limitó  á  confirmar  en  esa  parte U 
resolución  apelada;  y 

12.  Que  la  misma  observación  anterior  o 
aplicable  en  cuanto  á  falta  de  oportuiiilüi 
de  la  reclamación,  á  la  causal  de  casación  qoe 
se  funda  en  el  número  5^  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  mencionado  Código,  se  declara 
sin  lugar,  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
deducido  por  don  Pedro  A.  Rossclot  en  esií 
juicio.  Aplícase  al  F'isco  la  cantidad  deS-^^^ 
consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Beroalcí 
Carlos  Varas— J.  Gabriel  Palma  Güzmátt.- 
\\  Aguirrc  V,^J,  Berna  les. 
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Cas.  en  tí  íondo.^20  de  septiembre  de  1907 

Montt  de  Rodríguez  María  M. 
con  Montt  Jorge 

Alimentos.  —  Hermano  legítimo.  — 
Mujer  casada.—  Marido 

Doctrina:— JS/Aer/na/í o  legítimo  debe 
alimentos  á  su  hermana^  aunque  ésta 
tenga  marido  vivo,  si  la  ocupación  del 
marido  no  le  proporciona  lo  necesario 
para  sustentar  la  vida  y  si  ambos  con- 
yuges  son  enfermos  y  están  imposibili- 
tados para  ganar  más  y  no  existe  otra 
persona  obligada  de  preferencia  que  se 
encuentre  en  aptitud  de  completar  los 
alimentos  necesarios. 

La  ley  no  exige  que  el  que  reúna  varios 
títulos  para  pedir  alimentos  deba  dedu- 
cir especialmente  acción  judicial  en  con- 
tra de  quien  tenga  título  preferente,  pa- 
ra alegar  ó  establecer  la  insuñciencia  de 
ese  título,  bastando  por  consiguiente  al 
respecto  que  esta  insuñciencia  se  acredi- 
te en  el  juicio  contradictorio  que  se  inicie 
contra  el  subsidiariamente  obligado, 

Al  decir  el  artículo  326  del  Código  Ci- 
vil, que  fija  el  orden  en  que  deben  hacer- 
se valer  los  diferentes  títulos  alimenti' 
cios  por  el  que  reúne  varios  de  ellos,  que 
el  de  los  hermanos  legítimos*'  no  tendrá 
lugar  sino  á  falta  de  todos  los  otros'\ 
debe  entenderse  en  el  sentido  de  que  un 
titulo  falta  jurídicamente  cuando  ¿1  es 
insuficiente  ó  ineficaz,  sin  que  sea  necesa- 
rio que  falte  real  ó  materialmente  la  per- 
sona. 

La  regla  del  inciso  último  del  ai  tículo 
326  que  establece  que  sólo  en  el  caso  de 
in  suficiencia  del  título  preferente  podrá 
recurrlrse  á  otro,  se  refiere  á  todos  los 
incisos  de  ese  mismo  artículo. 


Doña  María  Mercedes  Montt  de  Rodríguez, 
procediendo  con  autorización  marital,  de- 
mandó a  su  hermano  legítimo  don  Jorge 
Montt,  ante  uno  de  los  juzgados  de  Valpa- 
raíso, para  que  se  declare  debía  asistirla  con 
una  pensión  alimenticia  á  lo  menos  de  $  150 
mensuales. 

Fúndase  en  la  escasez  de  sus  recursos  redu- 
cidos á  lo  que  puede  ganar  su  marido  en  la 
ocupación  diaria  eventual  de  anotador  de 
carga  marítima  en  la  casa  de  González  Soffia 
y  C*,  dueña  de  un  solo  vapor,  A  lo  cual  se 
agrega  que  su  marido  es  enfermo  y  tiene  la 
amenaza  de  pronósticos  médicos  bien  desfa- 
vorables, sobre  todo  si  se  encarga  de  traba- 
jos violentos. 

En  cambio,  su  hermano  no  paga  arriendo 
de  casa  porque  la  que  habita  es  propia,  y  per- 
cibe alquileres  por  más  de  $  500  mensuales; 
el  sueldo  de  su  empleo  sube  de  $  1.000  al  mes; 
debe  poseer  economías  capitalizadas;  su  fami- 
lia es  formada  únicamente  por  su  esposa  y 
tres  hijos;  y  fuera  de  la  demandante  sólo  tie- 
ne otra  hermana  soltera  que  reside  en  Casa- 
blanca  al  lado  de  tías  acomodadas  á  quienes 
el  demandado  ayuda  con  $  50  al  mes. 

Don  Jorge  Montt,  contestando  pide  se  dese- 
che la  demanda,  por  cuanto  doña  María  Mer- 
cedes es  joven,  puede  trabajar,  tiene  marido 
á  quien  incumbe  mantenerla,  y  no  debe  es- 
trañar  la  situación  de  pobreza,  que  siempre 
ha  sido  la  de  la  familia.  Cuando  la  deman- 
dante vivía  en  Casablanca,  participaba  de 
los  auxilios  que  él  suministra  á  sus  parientes 
de  ahí;  pero  prefirió  salir  para  casarse,  y  des- 
de entonces  debe  subsistir  á  costa  del  ma- 
rido. 

Niega  en  absoluto  el  pretendido  derecho  de 
la  demandante  y  la  obligación  de  darle  pen- 
sión alguna  de  alimentos.  Vive  de  su  sueldo, 
tiene  casa  propia,  gracias  á  la  liberalidad  de 
hus  amigos,  familia  que  atender,  deudas  que 
satisfíKcr,  exigencias  gravosas  de  que  no  le 
es  dado  prescindir  y  tías  paternas  que  soco- 
rie  tn  Casablancíi,  pobres,  enfermas  y  de 
edad  avanzada. 

En  la  lépliía  la  stñora  demandante  sostie- 
ne ser  ella  también  enferma  y  no  poder  tra- 
bajar. 

Se  dio  por  evacuada  la  duplica  en  reíjeldía, 
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y  el  juzgado,  con  fecho   10  de  diciembre  de 
1905,  resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  del  mérito  de  autos  se  desprende 
que  la  ocupación  del  marido  de  la  demam  • 
dante  sólo  les  da  para  costear  la  comida, 
pero  no  la  habitación  y  vestidos  de  la  señora, 
que  son  también  indispensables  para  subsis- 
tir j  que  naturalmente  se  comprenden  en  los 
alimentos  ó  medios  de  mantener  la  vida; 

2^  Que  igualmente  aparece  que  ambos  cón- 
yuges son  enfermos  y  están  imposibilitaJos 
para  ganar  más; 

.3^  Que  en  tal  situación  la  demandante  tie- 
ne derecho  para  exigir  le  proporcionen  lo  que 
U  falta,  en  defecto  del  marido,  la  persona  ó 
personas  á  quienes  la  ley  impone  esta  obliga- 
ción consideradas  las  facultades  y  circuns- 
tancias domésticas  de  estas  personas; 

4^  Que  no  existiendo  otros  obligados  de 
preferencia,  la  señora  ha  podido  ejercitar  su 
derecho  respecto  de  su  hermano  legítimo  don 
Jorge  Montt,  quien  seg<ín  se  ha  establecido 
por  sus  propias  declaraciones,  se  encuentra 
en  aptitud  de  completar  los  alimentos  nece- 
sarios de  aquella; 

Vistos  los  artículos  321,  323,  326,  329, 
330  y  1713  del  Códi^ro  Civil  y  151  y  374  del 
de  Procedimiento  del  ramo,  se  declara:  que 
ha  lugar  á  la  demanda,  pero  sin  costas  y  re- 
duciéndose á  $  40  mensuales  la  pensión  ali- 
menticia que  debe  suministrar  el  demandado 
á  la  demandante.— */osé  /?.  Guzmáa. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 

Valparaíso,  9  de  mayo  de  190R.—  Vistos ; 
Se  conñrma  la  sentencia  apelada  de  18  de  di- 
ciembre de  1905. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi  - 
nistros  Moreno  y  Pineda,  quienes,  estimando 
que  la  demandante  no  ha  justificado  suficien- 
temente que  ella  y  su  marido  se  encuentren 
absolutamente  imposibilitados  parael  traba- 
jo, siendo  que  además,  este  último,  absolvien  - 
do  posiciones,  reconoce  ganar  mensualmente 
cerca  de  $  40,  estuvieron  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  326,  inciso  5^,  y  1713 
del  Código  Civil,  por  revocar  la  referida  sen  - 
tencia  y    porque  se   declarara  sin  lugar  la 


demanda.— /^Kf  15  Ignacio  Silva.— BraaüoM'y 
reno. --Pedro  N.  Pineda. —  B.  Alamos  Goná- 
lez. — i4.  BezaniHa  Suva, 

El  demandado  anunció  en  tiempo  recono 
de  casación  en  el  fondo  en  contra  de  esta  ser 
tencia  y  expuso  al  formalizarlo: 

La  sentencia  del  Iltmo.  Tribunal  qoe,  por 
SUR  propios  fundamentos,  confirma  la  de  pri- 
mera instancia  es  contraría  á  la  ley: 

19  Porque  infringe  el  artículo  326  del  Códi- 
go Civil  que  establece  que  á  los  hermanos  só- 
lo puede  pedirse  alimentos  en  ultimo  lagar  6 
á  falta  de  todos  los  otros  obligados,  j  la  de- 
mandante es  mujer  casada,  con  marido  tívo, 
á  quien  incumbe  la  obligación  de  alimentarla, 
y  no  se  ha  hecho  valer  la  acción  judicial  cos- 
tra su  marido;  y 

2^  Porque  viola  el  artículo  330  del  mismo 
Código  que  limitó  los  alimentos  necesanosá 
lo  que  baste  para  sustentar  la  vida,  que  esti 
de  sobra  sustentada,  dentro  de  la  posición 
social  del  marido  de  la  señora  Montt,  qoeft 
la  que  á  ella  corresponde,  con  lo  que  él  gana, 
según  su  propia  confesión. 

Se  esplaya  y  refuerza  lo  relativo  á  la  prime- 
ra causal  en  el  escrito  de  fundación  del  recnr- 
so,  manifestándose  que,  respecto  delasegao* 
da,  no  se  ocupa  de  ella  porque  basta  noa  so- 
la, y  refiriéndose  al  escrito  en  que  se  formali- 
zó en  cuanto  fuera  necesario. 

En  rebeldía  de  la  parte- demandante,  scei- 
pidió  el  dictamen  del  Ministro  á  quien  corres- 
pondió informar,  y 

Teniendo  presente: 

La  Corte: 

1^  Que  segán  lo  dispuesto  en  el  artículo 321 
del  Código  Civil,  entre  las  personas  á  quienes 
se  deben  alimentos  se  hallan  los  hermanos  le. 
gítimos,  y  si  bien  en  conformidad  alo prw- 
cripto  en  el  artículo  326,  el  que  para  ped^r 
alimentos  reúna  varios  títulos,  debe  hacerlos 
valer  en  el  orden  que  allí  se  indica,  figurando 
el  marido  antes  que  el  hermano,  la  sentencia 
recurrida  establece  que  la  ocupación  del  ma- 
rido de  la  demandante  sólo  le  proporciona 
los  medios  de  "costear  la  comida  pero  no  U 
habitación  y  vestido  de  ella  misma,  quesos 
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también  indispensables  para  subsistir  y  que 
naturalmente  se  comprenden  en  los  aUmentos 
ó  medios  de  mantener  la  vida'^ 

2^  Que  esa  sentencia  deja  asimismo  esta- 
blecido que  ambos  cónyuges  son  enfermos  y 
están  imposibilitados  para  ganar  más,  y  que 
no  existe  otra  persona  obligada  de  preferen- 
cia al  propio  demandado,  que  se  encuentre  en 
aptitud  de  completarlos  alimentos  necesarios 
de  la  demandante; 

3^  Que  ni  los  artículos  del  citado  Código 
Cml  que  se  dicen  infringidos,  ni  ningún  otro 
de  ese  mismo  Código,  ni  disposición  legal  al- 
guna, prescriben  la  necesidad  de  deducir  espe- 
cialmente acción  jutlicial  en  contra  de  quien 
se  tiene  título  preferente  para  llegar  á  esta- 
blecer la  insuficiencia  de  ese  título,  bastando, 
por  consiguiente,  al  respecto  que  esto  se  acre- 
dite en  el  juicio  contradictorio  que  se  inicie  en 
contra  del  demandado  mismo; 

4-'  Que  fijándose  en  el  aludido  artículo  326 
el  orden  en  que  deben  hacerse  valer  los  dife- 
rentes títulos  alimenticios  por  el  que  reúne 
varios  de  ellos,  coloca  en  último  lugar  el  rela- 
tivo á  los  hermanos  legítimos,  y  expresa  que 
el  del  número  8,  que  á  ellos  se  refiere,  '*no  ten- 
drá lugar  sino  á  falta  de  todos  los  otros"  lo 
que  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que  un 
título  falta  jurídicamente  cuando  él  es  insufi- 
ciente é  ineficaz; 

5^  Que  la  interpretación  que  se  da  á  la  dis- 
posición legal  mencionada,  emana  lógicamen- 
te no  sólo  de  la  naturaleza  é  índole  peculiar 
del  título  alimenticio,  sino  aún  de  la  letra  y 
espíritu  de  ella  misma,  pues  el  último  inciso 
de  ese  artículo,  que  sin  duda  se  refiere  á  todos 
los  demás  sin  excepción  alguna,  consigna  que 
en  el  caso  de  insuficiencia  del  título  preferente, 
podrá  recurrir  se  á  otro; 

6^  Que  lo  expuesto  en  los  dos  considerandos 
anteriores,  toma  todavía  mayor  fuerza  si  se 
atiende  á  que  esa  misma  expresión  á  falta  c/e, 
empleada  en  di  versos  artículos  del  Código  Ci- 
vil, como  en  los  que  llevan  los  números  995  y 
1^4.7,  tratando  el  primero  de  los  herederos 
abintestato,  y  del  derecho  de  acrecer  el  otro, 
está  evidentemente  empleada  en  el  sentido  de 
queesa  íaltano  se  refiere á  la  real  ó  material, 
sino  á  la  legal  ó  jurídica,  como  lo  manifiesta 
el  contexto  de  ellos  mismos,  sus  relaciones  con 


otros  artículos,  y,  todavía  la  historia  fidedig-. 
na  de  su  establecimiento; 

7^  Que  la  diferencia  de  redacción  que  se 
nota  entre  los  diversos  incisos  del  artículo 
326,  refiriéndose  á  los  títulos  que  llevan  los 
números  1  á  7  inclusive,  y  al  que  se  designa 
con  el  número  8,  no  importa  el  establecimien- 
to, para  los  que  en  éste  se  indican,  de  una 
regla  especial  distinta  de  aquella  á  que  están 
sometidos  todos  los  demás  obligados  á  su- 
ministrar alimentos,  pues  esa  diferencia  se 
explica,  por  ser  el  número  8  el  último  de  los 
que  se  mencionan  en  la  escala  gradual  á  que 
en  dicho  artículo  se  alude,  y  se  corrobora  con 
la  prescripción  de  su  último  inciso; 

8**  Que,  por  otra  parte,  la  disposición  del 
inciso  1'  del  artículo  326  al  establecer  que: 
**E1  que  para  pedir  alimentos  reúna  varios 
títulos  de  los  enumerados  en  el  artículo  321, 
s<5/o  podrá  hacer  uso  de  uno  ellos"...  habría 
iniped  ido  en  absolu  to  la  concurrencia  de  varios 
de  esos  títulos,  cualesquiera  que  ellos  fuesen,  si 
la  prescripción  del  último  inciso  de  ese  mism  o 
artículo  no  hubiera  llegado  á  indicar  que  **en 
el  caso  de  insuficiencia  del  título  preferente 
podrá  recurrirse  á  otro";  y  si  el  primero  de 
esos  incisos  se  refiere,  indudablemente,  á  la 
totalidad  de  los  títulos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 321,  entre  los  cuales  se  encuentra  el  de 
los  hermanos  legítimos,  pues  el  sentido  de  la 
ley  es  claro  y  su  tenor  literal  así  lo  exiiresa, 
es  de  rigor  y  de  lógica  ineludible  aceptar  que 
el  último  inciso  de  ese  mismo  articulo,  fijan- 
do la  manera  de  aplicar  el  primero,  compren- 
de también  á  todos  ellos; 

^^  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  lejos  de 
haberse  violado  en  la  sentencia  recurrida  la 
disposición  consignada  en  el  ya  mencionado 
artículo  326  de  Código  Civil,  se  ha  hecho  de 
ella  correcta  aplicación; 

10.  Que  en  cuanto  á  la  infracción  del  ar- 
tículo 330,  apreciando  el  Tribunal  sentencia- 
dor los  diversos  antecedentes  del  proceso  y 
las  circunstancias  que  en  su  criterio  pu  dieran 
ihfiuir  en  la  tasación  de  los  alimentos,  aun- 
que éstos  sean  sólo  necesarios,  no  ha  infringi- 
do tal  disposición,  ni  podría  dar  ello  mérito 
para  la  aceptación  del  recurso  de  casación  de 
que  se  trata. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
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960  y  979  del  Código  de  PVocedi miento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  el  recurso,  con  costas. 

Queda  aplicada  A  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad de  $  150  consignada. 

Redactada   por  el  señor    Ministro  Gaete. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  Ministros 
señores  Palma  Guzmán  y  Rodríguez  quienes 
ueron    de  opinión  que  se  diera  lu  gar  al  recur- 


so y  pronunciada  nueva  sen  tenda se  revocara 
la  de  primera  instanda  j  se  declarara  sin  lo 
gar  la  demanda  por  las  consideraciones  que 
consignan  en  el  libro  de  acuerdos.— Lcc//>oy'io 
Urrutia. — José  Gabriel  Palma  Guzmán.-(j¡¿- 
van'no  Gallardo,  —  Gabriel  Gaete.  —  Lconck 
Rodríguez,  ^Jofé  Bern ales. —  Eduardo  u<s- 
tilío. 


üfioIY 


Octubre  de  1906 


Viim.  I 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Loncepción 7  de  diciembre  de  1903 

Yásquez  con  Momberg 

Nombrainlento  de  arbitros;  oposi- 
ción. 

Doctrina: — Es  materia  de  un  juicio  de 
lato  conocimiento  la  oposición  al  nom- 
bramfento  de  arbitros  que  dividan  una 
comunidad,  fundada  en  el  derecho  exclu- 
sivo que  se  alega  sobre  el  bien  que  es  ma^ 
teria  de  ella. 


Habiéndose  solicitado  por  don  José  del 
Tránsito  Yásquez  ante  el  Juzgado  de  Osorno 
la  citación  á  comparendo  con  el  objeto  de 
nombrar  un  arbitro  que  divida  unos  terre- 
nos ubicados  en  Pilmaiquién,  se  opusieron  al 
comparendo  los  señores  Bornschener  y  C*,  y 
el  juzgado  falló: 

APELACIONES 


Osorno,  7  de  octubre  de  1903 Vistos:  te- 
niendo presente  las  copias  agregadas  en  el 
cuaderno  principal,  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar, con  costas,  á  la  oposición  deducida  por 
los  señores  Bornschener  i  C*,  por  cuanto  de 
ella  aparece  que  son  comuneros  en   el  fundo 

que  trata  de  partirse Aníbal  Claro    Las» 

t  arria. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Teniendo  en  consideración  que  Bornschener 
y  C*,  con  las  escrituras  que  presentan  se  han 
opuesto  al  comparendo  para  nombrar  com- 
promisario que  divida  un  retazo  de  terreno 
ubicado  en  Pilmaiquién,  alegando  derecho 
exclusivo  á  dicho  terreno,  lo  que  es  materia 
deunjuiiio  de  lato  conocimiento;  y  de  con- 
formidad con  lo  prescrito  en  el  artículo  1331 
del  Código  Civil,  se  revoca  la  resolución  ape- 
lada de  7  de  octubre  de  1903,  y  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  oposición  deducida  por  los 
expresados  Bornschener  y  C*  sin  perjuicio  de 
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otros  derechos  que  pueda  hacer  valer  el  recu- 
rrente don  José  del  Tránsito  Vásquez  Solís. 

Acordada  la  revocatoria  por  unanimidad, 
después  de  desechada  la  indicación  previa  del 
señor  Ministro  Rodríguez  para  invalidar  la 
resolución  apelada  y  ordenar  se  recibiera  la 
causa  á  prueba,  por  haber  hechos  que  escla- 
recer; y  en  vista  de  las  probanzas  producidas 
se  pronunciará  el  juez  a  quo  en  estos  mismos 
antecedentes  y  como  fuere  de  derecho,  respec- 
to de  la  petición  formulada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cruz.— 

Manuel  Rodrí^tiez  C E.   Fuentes  R.-^Luis 

David  Cruz, 


Corte  de  Concepción.— 25  de  noviembre 
de  1905 

Crockett  con  Bannen 

Arenas  auríferas— Sustancias  de  li- 
bre adqulsiolóa.  —  Oonstituoión  de 
propiedad  minera. 

Doctrina: — Las  arenas  auríferas  y  de- 
más sustancias  minerales  de  los  ríos  y 
placeres  son  denunciables  y  de  libre  ad- 
quisición, aunque  el  terreno  en  que  se  en- 
cuentren  no  sea  erial,  debiendo  en  este 
caso  formarse  las  pertenencias  mineras 
con  arreglo  á  las  prescripciones  legales, 
como  si  se  tratara  de  mina  propiamente 
tal. 


Don  Juan  Crockett»  por  sí  y  á  nombre  de 
sus  consocios,  se  presentó  pidiendo  la  demar- 
cación ó  mensura  de  quince  de  sus  pertenen- 
cias de  cinco  hectáreas  cada  una,  teniendo 
presente  las  consideraciones  siguientes: 


1*  Que  debe  tener  preferencia  la  rocnsoni 
del  mineral  ''Esmeralda"  de  don  Constantino 
Bannen  porque  fué  registrada  con  anterioñ* 
dad  á  las  de  él; 

2*  Que  incurrió  en  un  error  al  señalar  el 
deslinde  Oriente  de  sus  pertenencias  diciendo 
que  estaba  50  metros  al  Este  del  estero  Coji. 
co,  siendo  que  el  punto  de  partida  es  el  desiin. 
de  Occidental  del  mineral  "Esmeralda"  dd  s^ 
ñor  Bannen,  y  |)ide  se  inscriba  con  arreglo  al 
articulo  42  del  Código  de  Minería; 

3*  Designa  para  la  mensura  al  ingeniero 
don  Teodoro  Schmidt: 

4*  Que  se  lleve  á  cabo  la  mensura  de  las 
pertenencias  del  señor  Bannen  con  la  saIT^ 
dad  expresada  en  el  número  2**  y  no  en  la  for- 
ma indicada  en  la  ratificación  desús  pedimen- 
tos, ó  sea,  un  rectángulo  de  500  metros  de 
largo  por  ICO  de  ancho,  siguiendo  la  direc- 
ción que  expresó  en  la  ratificación  y  no  la  del 
curso  del  estero  Cólico;  y 

5*  Que  el  señor  Bannen  designe  ingeniero 
por  su  parte. 

Con  el  mérito  de  los  documentos  acompa- 
ñados, se  dio  lugar  á  esta  petición  con  cita- 
ción del  minero  colindante  señor  Bannen,  el 
cual  se  opuso,  y  hace  presente  que  además  del 
mineral  "Esmeralda"  manifestóel  15  de  febre- 
ro de  1901  el  mineral  •*Ercilla"  con  tres  per- 
tenencias de  cinco  hectáreas  cada  una;  y  el 
mineral  La  Imperial  d*»  la  misma  extensión 
del  anterior,  como  lo  acredita  con  los  docu- 
mentos que  acompaña. 

No  acepta  la  forma  en  que  el  señor  Crr^ckftt 
pide  se  mensuren  las  pertenencias  del  mineral 
•'Esmeralda"  y  en  el  acto  de  la  demarcación  in- 
dicará cómo  debe  procederse  á  esta  opcranóo 
y  también  délas  otras  pertenencias  La"lnij*' 
rial"  y  *'Ercilla"  haciendo  uso  del  dcrechoquf 
le  acuerda  el  artículo  52delCóilipode  Minen» 
y  dando  á  cada  pertenencia  50  000  metros 
cuadrados  y  stgún  conviene  las  metlidas  de 
longitud  y  latitud,  y  pide  que  se  declare  qoe 
dou  Juan  Crockett  no  puede  mensurar  lasa" 
ñas  á  que  se  refiere  su  presentación,  sino  des- 
pués de  mensurarse  el  mineral  Ercilla,  Bsfl«^ 
raída  y  La  Imperial,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  47,  inciso  2^,  «leí  CAdi^o  M 
Minas,  indicando  día  é  ingeniero  al  ^fectoj 
como  lo  pida  el  interesado  al  efectuarse  esa 
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0|)eración;  que  don  Juan  Crockett  no  puede 
mensurar  á  continuación  de  estas  pertenen- 
cias sino  las  manifestadas  por  él  ó  de  perso- 
nas de  quienes  presente  poder  en  forma. 

En  el  escrito  pide  el  señor  Bannen  que  el  se- 
ñor Crockett  exprese  cuáles  son  los  terrenos 
de  su  fundo  "Los  Corrales"  que  desea  ocupar, 
qué  cantidad  de  leña  necesita,  qué  caminos, 
que  pastos,  qué  aguas;  observando  desde  lue- 
go que  no  está  dispuesto  á  tolerar  que  se  es- 
tablezcan en  su  fundo  trabajos  de  lavaderos 
que  destruyan  la  tierra  en  una  parte  y  la  arras- 
tren á  otros  lugares,  porque  la  ley  habla  de 
ocupación  de  terreno  para  trabajar  minas  y 
tío  ha  contemplado  el  caso  de  trabajos  hi- 
dráulicos que  destruyan  la  tierra,  montañas 
y  las  corrientes  de  aguas;  y  se  opone  á  que  se 
trastorne  el  fundo  lavando  la  tierra  con  má- 
quinas ó  pistones. 

A  f.  56  el  señor  Bannen,  en  su.  carácter  de 
minero  colindante,  acompaña  la  manifesta* 
ción  y  ratifícación  de  su  pertenencia  '^Caupo- 
licán"  para  que  se  ordene  su  demarcación  6 
mensura  preferente,  con  arreglo  al  artículo 
48  del  Código  de  Minería,  la  cual  debe  medir- 
se á  continuación  de  los  yacimientos  **Esnie- 
ralda*',  **Ercilla"  y  **La  Imperial"  y  como  lo 
indique  en  el  acto  de  la  mensura  como  lo  esta- 
blece el  artículo  58  del  Código  Citado. 

Para  tratar  y  resolver  sobre  estas  peticio- 
nes se  citó  á  las  partes  á  comparendo,  que  tu- 
vo lugar  á  f  61. 

El  señor  Bannen  pidió  que  se  tuvieran  como 
reproducidas  en  este  comparendo  sus  peticio- 
nes y  objeciones  anteriores,  agregando  en  la 
solicitud  de  f  64  que  puede  perlir  las  perte- 
nencias que  quiera  con  una  extensión  de  quin- 
ce hectáreas  cada  una,  porque  en  el  caso  ac- 
tual no  se  trata  de  un  solo  criadero  mineral, 
sino  de  varios,  y  es  un  hecho  innegable  que 
en  esta  zona  las  tierras  auríferas  no  se  mani- 
fiestan en  manto  continuo  sino  en  depósitos 
aislados  y  de  pequeñas  dimensiones,  que  es  lo 
que  paíía  en  su  fundo,  donde  no  hay  arenas 
sino  tierra  vegetal. 

El  señor  Crockett,  contestando  estas  ob- 
servaciones, pide  que  el  Juzgado  se  pronuncie; 
que  en  atención  á  lo  prescrito  en  el  artículo 
24  del  Código  de  Minería  declare  que  el  señor 
Bannen  solamente  tiene  derecho  á  las    tres 


pertenencias  que  describió  y  registró  primero, 
por  cuanto  las  otras  pertenencias  que  ha  so- 
licitado están  en  un  mismo  criadero  mineral 
y  en  un  mismo  paño  de  terreno,  aunque  no 
ha  cumplido  con  el  artículo  10  del  reglamen- 
to de  Minas,  porque  no  ha  hecho  los  pozos 
de  ordenanzas  ni  las  obras  é  instalaciones  ne- 
cesarias para  beneficiar  el  oro;  que  en  caso  de 
declararse  que  el  señor  Bannen  tiene  derecho 
á  las  tres  pertenencias  ó  mayor  número  de 
ellas,  se  haga  la  demarcación  en  la  forma  que 
pidió  é  indicó  en  la  ratificación  ó  como  lo  pi- 
diere en  el  acto  de  la  mensura,  siempre  que  no 
se  interne  en  el  suelo  de  las  pertenencias  del 
exponente,  conservando  el  largo  y  ancho  fija- 
dos en  la  ratificación. 

Las  aguas  que  por  de  pronto  necesita  para 
la  explotación  de  sus  pertenencias  es  la  misma 
que  hoy  ocupa  en  la  mina,  de  las  pequeñas 
quebradas. 

Que  la  leña  y  pasto  que  podría  necesitar,  si 
es  que  no  le  convenga  al  señor  Bannen,  no  le 
ocuparía  nada  de  estos  artículos. 

Que  el  procedimiento  que  piensa  usar  para 
la  explotación  es  el  de  pistones;  pero  si  no  le 
conviniera  por  la  indemnización  de  los  perjui- 
cios que  habria  que  pagar,  trabajaría  á  la- 
bor; el  terreno  que  necesita  son  cincuenta  hec- 
táreas y  los  perjuicios  se  apreciarán  por  peri- 
tos. 

El  señor  Bannen  manifiesta  que  no  son 
conducentes  las  peticiones  hechas  por  el  señor 
Crockett  porque  las  disposiciones  legales  que 
cita  solamente  son  aplicables á  las  minas  pro- 
piamente dichas  y  no  á  los  lavaderos,  que  se 
rijen  por  el  reglamento  de  5  de  julio  de  1895. 

En  desacuerdo  de  las  partes  y  para  mejor 
resolver  se  recibió  la  causa  á  prueba  y  se  ha 
rendido  la  que  consta  de  autos.   . 

El  juzgado  de  Nueva  Imperial,  falló  el  9  de 
octubre  de  1903: 

Considerando: 
Que  las  partes,  reconociendo  la  existencia 
de  yacimientos  auríferos  en  el  fundo  los  "Co- 
rrales" de  propiedad  de  don  Constantino  Ban- 
nen, ubicado  en  la  primera  subdclegación  de 
este  departamento,  solicitaron  las  pertenen- 
cias mineras  que  se  demarcan  en  los  planos 
de  fs.  21,  38  y  138,  con  arreglo  á  las  disposi- 
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ciones  del  Código  de  Minería  y  Reglamento 
de5dejuliodel895; 

Que  don  Constantino  Bannen  tiene  dere- 
cho para  mensurar  las  pertenencias  que  ha 
ratificado,  sin  estar  sujeto  á  la  limitación 
contenida  en  el  artículo  24  del  Código  de  Mi- 
nas, por  cuanto  ella  no  es  aplicable  á  las  sus- 
tancias y  3'^acimientos  de  que  trata  el  artículo 
4.^  del  Código  citado  y  los  errores  en  que  ha- 
ya incurrido  en  los  deslindes  de  sus  pertenen- 
cias puede  subsanarlos  en  cualquier  tiempo, 
sin  perjuicio  de  terceros,  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 5.^  y  8.^  del  Reglamento  antes  indica- 
do, por  hallarse  justificado  en  autos  que  hay 
en  el  terreno  varios  criaderos  minerales  que 
se  manifiestan  en  depósitos  aislados  y  de  pe- 
queñas dimensiones; 

Que,  con  el  mérito  de  los  documentos  acom- 
pañados y  habiendo  manifestado  don  Cons- 
tantino Bannen,  con  anterioridad  á  la  parte 
contraria,  el  mineral  "Caupolicán",  tiene  de- 
recho preferente  para  mensurarlo; 

Que  tratándose  de  la  explotación  de  las  sus- 
tancias minerales  á  que  se  refiere  el  artículo 
4.^  del  Código  de  Minas  la  ley  no  ha  puesto 
límites  á  los  perjuicios  que  pueden  ocasionar 
á  la  propiedad;  pero  es  evidente  que  el  legisla- 
dor no  ha  podido  autorizar  la  destrucción 
del  terreno  de  cultivo  por  medio  de  pistones, 
dinamita  ú  otros  procedimientos  análogos 
que  hagan  ilusorio  el  derecho  del  propietario 
del  suelo  que  no  puede  subsanarse  por  una 
simple  indemnización,  que  en  ningún  caso  po- 
drá ser  mayor  que  el  terreno  mismo. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  4.^,  8.^,  13, 
24,  43,  47,  48,  49,  y  52  del  Código  de  Minas, 
dispocisiones  citadas  del  reglamento  del  5  de 
julio  de  1905,  y  artículos  193,  918  y  919  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 
Se  declara: 

1.^  Que  don  Juan  Crockett  y  su  socio  ó  po- 
derdante no  pueden  mensurar  las  minas  á  que 
se  refiere  su  escrito  de  fs.  22,  sino  después  de 
mensuradas  las  tres  pertenencias  con  quince 
hectáreas  cada  una  de  los  minerales  "Esme- 
ralda'*, ''Ercilla"  y  "La  Imperial'',  de  don 
Constantino  Bannen; 

2.^  Que  esta  mensura  debe  hacerse  en  la 
forma  que  lo  pidiere  el  interesado  al  ejecutar- 


se  ésta  operación,  no  pudiendo  tener  cada 

pertenencia  mas  de  cincuenta  mil  metros  cua- 
drados; 

3.°  Que  don  Juan  Crockett-puede  mensurar 
á  continuación  de  aquellas  pertenencias  las 
que  ha  manifestado  y  ratificado,  se^án  lo  ex- 
presa en  las  solicitudes  de  fs.  1  a  32  indasite; 
y  para  explotarlas  no  podrá  hacer  uso  de 
pistones,  dinamita  ú  otros  sistemas  análogos 
que  destruyan  la  propiedad;  y 

4.'  Que  el  mineral  "Caupolicán"  de  doo 
Constantino  Bannen  debe  mensurarse  prefe- 
rentemente y  á  continuación  de  los  jacimien. 
tos  "Esmeralda",  "Ercilla"  y  "La  Imperial" 
y  en  la  forma  determinada  en  el  artículo  52 
del  Código  de  Minería. 

En  consecuencia,  procédase  á  la  demarca- 
ción ó  mensura  de  las  pertenencias  de  ambas 
partes,  con  arreglo  á  las  consideraciones  an- 
teriores y  á  fin  de  hacer  el  ni>rabramientode 
peritos  é  ingenieros  que  deben  practicar  esta 
operación  y  señalar  día  en  que  debe  verificar- 
se, vengan  las  partes  á  comparendo  para  d 
quinto  día  hábil  después  de  que  cause  ejecu- 
toria esta  resolución,  á  las  5  P.  M. 

Don  Constantino  Bannen  es  agricultor,  ve- 
cino de  Santiago,  y  don  Tuan  Crockett,  ^li^^ 
ro  y  domiciliado  en  Valdivia. 

Anótese  y  reemplácese  el  papel— Aí.  H. 
Urrutia. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Aceptando  la  parte  expositiva  y  los  consi- 
derandos 1.^  y  3.^  de  la  sentencia;  y 
Teniendo  además  presente: 

1.^  Que  según  lo  prescrito  en  el  artículo  2  * 
del  Código  de  Minería,  son  de  libre  adquisi- 
ción por  los  particulares  las  minas  de  oro, 
plata,  etc.,  cualquiera  que  sea  su  origen  j  la 
forma  de  su  yacimiento; 

2.^  Que  si  bien  es  cierto  que  el  inciso  1.''  del 
artículo  4.^  de  dicho  Código  dispone  que  son 
de  libre  aprovechamiento\&s  arenas  auríferas 
y  estañíferas  y  cualesquiera  otras  produccio- 
nes de  los  ríos  y  placeres,  siempre  que  se  en- 
cuentren en  terrenos  eriales  de  cualquier  do- 
minio, también  lo  es  que  el  inciso  final  del 
mismo  artículo  establece  que  sin  embargo  de 
esa  disposición,  se  formarán  pertenencias  mi- 
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ncras  cuando  la  explotación  se  hiciere  en  es- 
tablecimientos fijos; 

3^  Que  no  obstante  la  defectuosa  redacción 
del  último  de  los  artículos  transcritos,  el  te- 
nor literal  y  contexto  de  ellos  y  de  otras 
disposiciones  del  citado  Código  manifiestan 
claramente  que  su  espíritu  es  que  las  arenas 
auríferas  y  demás  sustancias  minerales  de  los 
ríos  y  placeres  son  también  denunciables  ó 
de  libre  adquisición^  atmque  el  terreno  en  que 
se  encuentren  no  sea  erial,  como  no  lo  es  el 
fundo  "Corrales"  del  señor  Bannen,  debiendo, 
sí,  en  este  caso,  formarse  las  pertenencias  mi- 
nerales ó  constituirse  la  propiedad  minera  con 
arreglo  á  las  prescripciones  legales,  como  si 
se  tratara  de  mina  propiamente  tal; 

4^  Que  esta  interpretación  de  la  ley,  que  es 
la  verdadera  y  jenuina,  ha  sido  también  dada 
por  el  propio  dueño  del  fundo  superficial,  al 
pedir  paríi  sí  las  pertenencias  mineras  que  se 
le  reconocen  por  los  actuales  fallos  y  al  otor- 
gar su  anuencia  á  otras  personas  para  que 
solicitaran  también  pertenencias  en  dicho 
fundo; 

59  Que  el  Reglamento  de  5  de  julio  de  1895, 
dictado  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en 
el  artículo  163  del  Código  de  Minería,  corro- 
bora asimismo  la  inteligencia  que  se  da  á  los 
referidos  preceptos  legales; 

6^  Que  la  demarcación  ó  mensura  de  las 
pertenencias  deberá  efectuarse  en  las  formas 
que  el  minero  hubiere  señalado  ó  pedido  en  la 
ratificación  de  su  registro,  y  aunque  la  ley  lo 
autoriza  para  modificar  en  el  acto  de  la  de- 
marcación los  linderos  que  en  dicha  ratifica- 
ción hubiere  designado,  tal  facultad  solo  pue- 
de ejercerse  cuando  no  hay  colindantes,  ó  si 
habiéndolos,  no  se  opusieren,  y  en  este  litigio 
se  han  deducido  oposiciones  por  ambas  par- 
tes; y 

7'  Que  no  se  halla  legalmente  comprobado 
que  los  3'acimientos  descubiertos  y  denomi- 
nados "Esmeralda*',  "Ercilla",  "La  Impe- 
rial" y  "CaupoHcán**  constituyen  un  solo 
nianto  ó  criadero  mineral. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad, 
además,  con  lo  establecido  en  los  artículos 
15, 19.  24.  29.  42.  48  y  52  del  citado  Código 
<íe  Minería,  19  y  22  del  Código  Civil,  se  con- 
nrniaen  la  parte  apelada  la  susodicha  sen- 


tencia, de  9  de  octubre  de  1903,  con  de- 
claración de  que  los  litigantes  pueden  en 
la  operación  de  mensura  de  sus  pertenen- 
cias hacer  las  modificaciones  que  pidieren  i 
sin  perjuicio  de  sus  recíprocos  derechos  6 
siempre  que  el  uno  no  se  interne  en  el  suelo  de 
las  pertenencias  del  otro,  tal  como  estas  ha- 
yan sido  alinderadas  en  las  ratificaciones  de 
sus  registros. 

Don  Constantino  Bannen  es  marino  y  está 
domiciliado  en  Santiago. 

Don  Juan  W.  Crockett,  es  minero;  don  Al- 
fredo y  don  David  Meló  agricultores,  domici- 
liados en  Carahue;  y  don  Carlos  Wiebrig  y 
don  Francisco  Sprohule,  comerciantes,  domi- 
ciliados en  Valdivia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodrí- 
guez C Manuel  Rodríguez  C.^B.  Fuentes 

R Luis  David  Cruz. 


Corte  de  Valparaíso 6  de  octubre  de  1905 

Diz  con  Bitsch 

Pagaré  á  la  orden:  presorlpolón.  — 
Compraventa.— Prueba  testimonial; 
principio  de  prueba  por  esorito. 

Doctrina: — La  prescripción  de  cuatro 
años  establecida  para  las  letras  de  cam- 
bio es  aplicable á  los  pagaré ss  á  la  orden 
causados  por  una  operación  de  comercio^ 
como  la  compra  de  una  letra  de  cambio. 

La  escritura  de  venta  de  una  hacienda 
con  todos  sus  animales,  que  debían  ser 
entregados  en  el  mismo  fundo  y  debien- 
do pagarse  parte  de  su  precio  en  ciertos 
plazos,  y  que  ha  sido  fírmada  por  el  de- 
mandado  á  quien  se  cobra  el  valor  de  los 
animales,  constituye  un  principio  de 
prueba  por  escrito  que  hace  admisible  la 
prueba  testimonial. 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SEGUNDA 


Don  Francisco  Salas,  como  endosatario  del 
documento  dice:  que  según  consta  de  este  do- 
cumento, don  Juan  Bitsch  adeuda  á  su  endo- 
sante la  suma  de  $  2.940  de  24  d.,  valor  de 
una  letra  de  £  300  que  entregó  al  señor  Bitsch. 
A  esta  suma  haj  que  agregar  el  valor  de 
los  intereses,  ascendente  á  $  3.851.40  hasta 
el  dia  17  del  mes  y  año  en  que  se  interpuso 
esta  demanda,  y  todo  lo  cual  hace  un  total 
de  $  6.791.40. 

Como  el  señor  Bitsch  con  distintas  escusas 
ha  retardado  el  pago  de  la  suma  indicada,  en 
representación  de  su  endosante,  entabla  de- 
manda contra  don  Juan  Bitsch,  por  la  canti- 
dad ya  expresada,  intereses  y  costas. 

Contestando  y  reconviniendo  don  Ramón 
Luis  Arriagada,  por  don  Juan  Bitsch,  pide 
que  se  rechace  la  demanda  y  se  dé  lugar  á  la 
reconvención  que  pasa  á  formular. 

Es  efectivo  como  lo  asegura  el  contendor 
en  la  demanda,  que  su  acción  es  procedente 
de  la  letra  de  cambio  de  £  300  sobre  Londres 
á  que  se  refiere  el  documento. 

De  aquí  se  sigue  que  su  acción  está  prescri- 
ta con  mucha  antelación,  pues  el  documento 
tiene  once  años  de  fecha  y  solo  se  necesita  pa- 
ra el  caso  el  lapso  de  cuatro  años  que  esta- 
blece el  artículo  761  del  Código  de  Comercio. 
Se  opone,  pues,  á  la  demanda  con  la  excep- 
ción de  prescripción  de  la  deuda. 

Reconviene  por  la  cantidad  de  $  12.000, 
valor  que  representan  los  dos  pagarées  á  que 
se  refiere  la  escritura  de  compra- venta  que 
acompaña. 

Don  Francisco  Salas,  replicando  dice:  que 
sostiene  en  todas  sus  partes  cuanto  ha  dicho 
en  la  demanda,  agregando  las  siguientes  ob- 
servaciones: 

Es  inexacto  que  haya  dicho  que  la  acción 
deducida  por  su  parte  es  procedente  de  una 
letra  de  cambio. 

El  señor  Diz  dio  al  señor  Bitsch  en  présta- 
mos la  cantidad  de  £  300,  al  cambio  de  24  d., 
como  lo  expresa  el  documento. 

No  existe  ningún  contrato  de  cambio  entre 
el  demandante  y  el  demandado,  sino  uno  cla- 
ro y  terminante  de  mutuo,  sujeto  á  las  reglas 
de  esta  clase  de  contratos. 

No  tiene  razón  de  ser  la  aplicación  del  ar- 


tículo 761  del  Código  de  Comercio  y  pide  no 
se  dé  lugar  á  lo  solicitado. 

Su  mandante  niega  adeudar  al  señor  Bitsch 
la  cantidad  que  menciona  en  su  reconvención, 
como  á  su  tiempo  promete  probarlo. 

Duplicando  el  demandado,  dice:  que  es  inó* 
til  la  negativa  del  contendor  de  lo  que  ha  di- 
cho en  la  demanda,  porque  allí  consta  su  afir- 
mación de  que  la  deuda  procede  de  una  btra 
de  cambio  y  consta  también  del  tenor  litera) 
del  documento. 

El  primer  efecto  de  la  contestación  de  la  de- 
manda es  establecer  el  cuasi  contrato  de  litis 
contestación,  en  virtud  del  cual  no  se  puede 
variar  lo  que  las  partes  hubieren  dicho. 

Considerando  dicho  documento  como  no 
simple  pagaré  á  la  orden,  resulta  presento 
también  por  el  mismo  lapso  de  cuatro  aiío<» 
porque  es  un  pagaré  comercial  que  procede 
de  una  operación  mercantil,  cual  es  el  jiro  de 
una  letra  de  cambio  y  está  sujeto,  en  cons^ 
cuencia,  á  las  prescripciones  del  artículo  769 
del  Código  de  Comercio. 

Deja  claramente  comprobado  que  el  docu- 
mento está  prescrito,  sea  que  se  le  considere 
como  deuda  procedente  de  letra  de  cambio  ó 
como  simple  pagaré  á  la  orden. 

No  ha  podido  tomar  en  serio  la  afírmacióo 
que  hace  el  contendor  de  que  ese  documento 
es  un  mutuo,  porque  el  mutuo  es  un  contrato 
bilateral  y  un  pagaré  á  la  orden  es  un  simple 
documento  unilateral. 

Con  lo  expuesto  queda  agotado  el  debate 
sobre  la  cuestión  de  derecho. 

Entrando,  ahora,  á  analizar  los  hechos» 
puede  decirse  que  ha  sido  grande  la  sorpresa 
de  su  mandante  al  ver  aparecer  en  juicio  ese 
documento,  cuya  cancelación  la  efectuó  hace 
más  de  nueve  años,  y  dada  la  conñanza  qae 
tenía  con  el  señor  Diz,  creyó  lo  que  le  dijo  es- 
te señor  cuando  recibió  el  pago:  que  había 
perdido  el  documento;  pero  que  no  tuviera 
cuidado,  porque  en  cuanto  apareciera  lo  rom- 
pería. 

La  escritura  de  compra- venta  comprueba, 
sin  dejar  lugar  á  dudas,  la  efectividad  de  ese 
pago. 

En  efecto,  si  hubiera  permanecido  insólate 
el  documento,  no  se  habría  comprometido  el 
señor  Diz  á  firmarle  pagarées  al  señor  Bitsch. 


JURISPRUDBNCIA 


si  éste  le  hubiere  estado  adeudando  el  docu- 
mento, que  es  anterior  en  dos  años  á  esa  es- 
critura y  que  á  esa  fecha  lleva  más  de  un  año 
de  vencimiento. 

De  aquí  se  desprende,  con  toda  evidencia, 
que  si  firmó  pagarées  fué  porque  nada  le  de- 
bía al  señor  Bitsch. 

Por  lo  que  toca  á  la  contestación  de  su  re- 
convención, de  nada  le  vale  al  señor  Diz  negar 
la  deuda  que  consta  en  esa  escritura  públi- 
ca, si  no  exhibe  las  cancelaciones  de  esos  pa- 
garées. 

El  sabe  que  por  su  parte  no  podría  presen- 
tar esos  pagarées,  por  ser  público  y  notorio 
en  la  colonia  que  cuando  sobrevino  el  gran 
incendio  de  los  bosques  que  rodean  á  Punta 
Arenas,  la  casa  del  señor  Bitsch  (donde  guar- 
daba todc  s  sus  papeles)  fué  completamente 
arrasada,  no  salvando  de  ella  ni  siquiera  las 
ropas  necesarias,  habiendo  estado  el  señor 
Bitsch  en  grave  peligro  de  perecer  quemado; 
al  señor  Diz  le  corresponde  la  prueba  de  ha- 
ber pagado  esa  deuda,  cuyo  monto  se  forma 
del  modo  siguiente:  siendo  $  12.000  la  deuda 
total  entre  los  socios  Diz  y  Ronx  á  aquel  le 
corresponde  la  mitad,  ó  sea  $  6.000,  que  con 
los  intereses  corrientes  hasta  la  fecha  suman 
ana  cantidad  muy  superior  á  $  12.000. 

Sin  embargo,  su  mandante  limita  á  esta 
snma  de  $  12.000  la  reconvendón. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  rindió  por 
las  partes  la  que  corre  en  autos. 

El  juzgado  de  Punta  Arenas  falló  el  17  de 
agosto  de  1903. 

Considerando  en  cuanto  á  la  demanda: 
Que  sin  negar  la  existencia  de  la  deuda  que 
se  cobra  por  el  documento,  el  demandado,  en 
su  escrito  de  contestación,  se  ha  limitado  á 
oponerse  á  la  demanda  deduciendo  la  excep- 
ción- de  prescripción  de  la  deuda; 

Que  á  este  efecto  el  demandado  hace  presen- 
^^  que  la  acción  deducida  en  la  demanda  pro- 
cede de  una  letra  de  cambio  y,  por  consiguien- 
te teniendo  el  documento  de  fs.  1  once  años  de 
fecha,  la  acción  está  prescrita  en  conformidad 
con  lo  que  dispone  el  artículo  761  del  Código 
fie  Comercio; 

Que  la  prescripción  alegada  no  es  admisible 
en  el  presente  caso  por  tratarse,  como  se  ve  á 


fs.  1,  de  un  pagaré  firmado  por  Bitsch  á  favor 
de  Diz; 

Que,  á  mayor  abundamiento,  el  demandan- 
te ha  probado  con  el  testimonio  de  los  testi- 
gos don  Pedro  Aren t sen  y  don  Guillermo  We- 
lelker  la  deuda  materia  de  esta  demanda. 

Considerando  en  cuanto  á  la  reconvención. 

Que  por  el  contrato  de  fs.  6  don  Juan  Bitsch 
vendió  á  los  señores  Ignacio  Diz  y  Francisco 
Roux  toda  su  hacienda  de  animales  vacunos 
que  poseía  en  su  estancia  de  Rio  Gallegos,  con 
excepción  de  ciento  diez  vacas  paridas,  los 
bueyes  mansos  y  dos  ó  tres  yuntas  de  novillos 
y  cuyos  animales  debían  ser  entregados  por  el 
vendedor  en  la  misma  estancia  á  los  compra- 
dores; 

Que  por  este  contrato  se  estipuló  también 
que  el  precio  de  ello  seria  el  $  14?  y  $  15  según 
su  edad,  y  que  el  pago  debía  efectuarse  del  mo- 
do siguiente:  la  tercera  parte  del  valor  al  reci- 
bir los  compradores  la  hacienda  y  el  resto  en 
dos  pagarées,  el  uno  de  cuatro  meses  de  plazo 
y  el  otro  á  siete; 

Que  por  la  reconvención  se  cobra  al  deman- 
dante la  suma  de  $  12.000  que  representan  los 
pagarées  á  que  se  refiere  la  escritura  de  com- 
pra-venta en  referencia; 

Que  para  justificar  este  ce  bro  que  se  persi- 
gue por  la  reconvención  el  demandado  ha  ren- 
dido la  prueba  testimonial  que  correen  autos; 

Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1709 
del  Código  Civil,  deben  constar  por  escrito  los 
actos  ó  contratos  que  tienen  por  objeto  la  en- 
trega ó  promesa  de  una  cosa  que  valga  más 
de  $  200;  y  en  el  caso  en  cuestionen  que  se  de- 
manda más  de  esa  suma  no  se  ha  exhibido 
constancia  escrita  de  que  don  Ignacio  Diz 
se  hubiese  reconocido  obligado  á  pagar  los 
$  6.000  como  saldo  de  la  deuda  á  favor  de 
Bitsch  en  la  compra  de  animales. 

Bn  virtud  de  estas  consideraciones  y  cita- 
ciones legales  y  teniendo  además  presente  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1698,  2514  y  2515 
del  Código  Civil; 

Se  declara: 
Que  no  ha  lugar  á  la  reconvención  deduci- 
da: y 
Que  ha  lugar  á  la  demanda  en  los  términos 
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formulados,  sin  intereses  ni  costas  y  debiendo 
donjuán  Bitsch  pagar  los  $  6.791,40  en  e^ 
término  de  quinto  día  despué.^  de  ejecutoriada 
esta  sentencia Waldo  SegueL 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva  y 
los  considerandos  primero,  segundo,  quinto, 
sexto,  séptimo  y  octavo  de  la  sentencia  de 
primera  instancia;  y 

Teniendo  además  presente  respecto  á  la 
demanda: 

1^  Que  el  pagaré  á  la  orden  tiene  por  cau- 
sa, según  en  él  se  expresa,  una  operación  de 
comercio,  esto  es,  la  compra  de  una  letra  de 
cambio  por  £  300  sobre  la  casa  de  C.  M. 
Lampson  y  Compañía  de  Londres; 

2^  Que  las  disposiciones  legales  relativas  á 
la  prescripción  de  las  letras  de  cambio  son 
aplicables  á  los  pagarées  á  la  orden  de  la  na- 
turaleza jurídica  del  que  se  cobra  en  la  de- 
manda, por  lo  que  procede  la  excepción  de 
prescripción  de  cuatro  años  opuesta  por  el 
demandado  contra  el  expresado  documento 
desde  que,  según  su  fecha,  17  de  abril  de 
1891,  y  el  plazo  de  nueve  meses  estipulados 
para  el  pago,  aparece  debidamente  estable- 
cida. 

Respecto  de  la  reconvención: 

1^  Que  la  escritura  pública  de  23  de  febrero 
de  1902,  3' que  seencuentra  firmada  por  el  re- 
convenido don  Ignacio  Diz,  constituye  un 
principio  de  prueba  por  escrito  que  hace  ve- 
rosímil el  cobro  materia  de  la  reconvención 
y,  en  consecuencia,  es  admisible  la  prueba  tes- 
timonial rendida  en  la  causa  para  establecer 
el  hecho  de  haberse  entregado  á  don  Ignacio 
Diz  los  animales  á  que  se  refiere  el  contrato; 

2^  Que  con  las  declaraciones  de  los  testigos 
presentados  por  don  Juan  Bitsch  al  tenor  de 
las  preguntas  segunda,  terc.ra,  cuarta  y 
quinta  del  interrogatorio,  y  con  la  confesión 
de  don  Ignacio  Diz,  contestando  las  pregun- 
tas séptima  y  octava  de  las  posiciones  ab- 
sueltas  en  esta  segunda  instancia,  se  com- 
prueba que  Diz  recibió  por  su  parte  más  ó 
menos  cuatrocientos  animales  de  los  vendi- 


dos por  el  expresado  contrato  v  que  más  6 
menos  ciento  cincuenta  de  estos  eran  chiciw; 

3^  Que  ese  contrato  y  tales  antecedentes 
justifican  plenamente  la  obligación  que  afec- 
ta á  don  Ignacio  Diz  de  pagar,  en  razón  de  la 
reconvención,  la  suma  de  $  5,850,  Talor  de 
los  cuatrocientos  animales  que  á  el  le  corres- 
pondieron. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ariículos 
709  y  761  del  Código  de  Comercio  y69S, 
1711  y  1545  del  Código  Civil,  se  revoca  en  la 
parte  apelada  la  sentencia  de  17deagrsto 
de  1903;  y 
Se  declara: 

1^  Sin  lugar  la  demanda  deducida  por  don 
Ignacio  Diz; 

2'  Que  ha  lugar  á  la  reconvención  solo  en 
cuanto  el  demandante  debe  pagar  á  donjuán 
Bitsch  la  suma  de  $  5,850. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Silva.- 
B,  Alam os  González. — Bra ultn  Marea o.—Lutí 

Ignacio  Silva Pedro  iV.  Pineda,-~A.  Bezani- 

lia  Silva. 


Corte  de  Tacna 4  de  septiembre  üe  19u5. 

Alfaro  con  Cuyct  y  otro 

Cuasi  delito.— Negligencia. -  Respon- 
sabilidad. —  Indemnización  de  per- 
juicios. 

Doctrina: — La  negligencia  de  parte  de 
la  Compañía  de  Vapores  y  del  capití^ 
de  buque  de  mantener á  bordo  aparatos 
para  la  carga  jr  descarga  que  no  ofrecen 
seguridad  para  los  operarios,  ks  hace 
responsables  solidariamente  del  daño 
causado  á  un  trabajador  con  la  caída  de 
una  ** rueda  catalina'*  que  no  se  hallaba 
sufícientemente  afianzada  y  los  oblip 
á  la  indemnización  de  los  perjuicios. 


JURISPRUDENCIA 


Don  Claudio  Alfaro  en  su  demanda  expone: 
que  se  encuentra  en  el  hospital  con  el  brazo  y 
la  pierna  izquierda  triturados  j  la  cabeza  ro- 
ta á  causa  de  hacerse  caído  sobre  él  las  cade- 
nas y  lingadas  de  carbón  y  rueda  catalina  del 
buque  Atlantiquc,  surto  en  la  rada  de  este 
puerto  y  que  quedará  in  válido  si  es  que  alcan- 
za á  sobrevivir,  por  causa  de  descuido  en  el 
expresado  buque 

Los  hechos  pasaron  del  modo  siguiente:  el 
4  de  diciembre  de  1903  estaba  el  demandante 
trabajando  en  una  cuadrilla  en  las  bodegas 
del  buque  sacando  carbón,  cuando  se  rompió 
el  aparato  de  la  catalina  y  se  cayó  todo  al 
suelo,  pillándole  é  infiriéndole  las  lesiones  á 
que  ha  hecho  referencia. 

Atribuye  este  suceso  á  descuido  á  bordo  en 
registrar  los  ganchos  de  la  catalina,  los  que 
por  el  mucho  uso  estaban  gastados,  hasta  el 
momento  en  que  el  demandante  trabajaba 
en  que  se  rompieron. 

Que  este  descuido  es  culpable,  por  cuanto 
los  que  van  á  trabajar  lo  hacen  confiados  en 
que  todas  y  cada  una  de  las  herramientas  que 
posee  el  buque  para  la  carga  y  descarga  están 
en  buen  estado  y  revisadas  prolijamente  para 
evitar  desgracias  como  la  queha  ocurrido. 

La  imprevisión  ó  mejor  dicho  la  negligencia 
en  revisar  la  catalina  y  tener  fuera  de  trabajo 
las  piezas  gastadas,  hacen  naturalmente  res- 
ponsables de  las  desgracias  de  á  bordo  al  ca- 
pitán 6  sea  al  buque  mismo,  en  virtud  de  los 
tan  conocidos  preceptos  que  rigen  la  materia. 

Termina  formulando  demanda  en  contra 
del  capitán  del  buque  AtlantiqaCy  don  Euje- 
nio  Cuyet,  y  contra  el  agente  de  dicho  buque 
don  Luis  A.  Rojas,  para  que  se  declare  que 
solidariamente  son  responsables  por  la  suma 
de  $  20.000  ó  la  mayor  ó  menor  en  que  el 
Juzgado  regule  la  pierna  y  brazo  que  tiene 
triturados. 

Esta  demanda  fué  ratificada  por  el  curador 
«special  nombrado  al  efecto  al  demandante. 
Contestando  los  demandados  exponen: 

1'  Que  es  completamente  falso  el  hecho  ase- 
verado por  el  demandante  acerca  de  que  se 
haya  roto  el  aparato  que  sostiene  la  catalina 
á  causa  de  negligencia  en  revisarlo. 

E?ta  consiste  en  una  argolla  colgante  de 
fierro  á  la  que  va  adherida,  por  medio  de  un 


tornillo  con  tuerca,  la  rueda  acanalada  en 
que  se  apoya  por  su  parte  esterior  el  cabo 
que  sube  las  lingadas  desde  las  bodegas  del 
buque  hasta  la  lancha. 

Que  lo  que  sucedió  fué  que  con  el  peso  de  las 
lingadas,  vaivén  del  buque  y  consiguiente 
trepidación  de  la  argolla  que  sostiene  la  cata- 
lina, la  tuerca  adherida  al  tornillo  que  afian- 
za la  rueda  se  desprendió  repentinamente^ 
siendo  de  advertir  que  para  estas  operaciones 
se  tiene  especial  cuidado  en  que  tanto  el  tor- 
nillo como  la  tuerca  se  encuentren  en  perfecto 
estado» 

Que  todo  el  que  conozca  esta  clase  de  tra- 
bajos sabe  que  estando  y3.  muy  usados  el 
tornillo  y  la  tuerca,  éstos  ceden  al  primer  mo- 
mento ó  sea  en  la  primera  lingada,  mientras 
que  en  el  presente  caso  todos  los  trabajado- 
res que  en  ese  día  se  encontraban  á  bordo  po- 
drán declarar  como  es  verdad  que  la  tuerca  y 
su  tornillo  estaban  en  perfecto  estado  y  que 
lo  ocurrido  se  debe  á  un  incidente  imprevisto 
ocasionado  talvez  por  el  movimiento  excesi- 
vo que  los  mismos  trabajadores  imprimen  á 
las  lingadas  de  carbón  al  sacarlas  de  la  bode- 
ga del  buque; 

2^  Que  el  demandante  no  ha  acreditado  que 
haya  perdido  el  brazo  y  la  pierna  izquierda, 
como  lo  asevera,  pues  aun  nada  se  sabe  al 
respecto  y  el  certificado  médico  que  se  acom- 
paña no  lo  asegura  ni  lo  expresa  como  acci- 
dente de  consecuencia  de  golpe. 

De  modo  que  no  es  cierta  la  base  de  la  de- 
manda, ó  sea  que  Alfaro  tenga  perdido  el  bra- 
co y  pierna  izquierda; 

3^  Que  aun  cuando  el  demandante  perdiera 
ambos  miembros,  no  tendrá  derecho  á  indem- 
nización forzosa  alguna,  por  cuanto  no  hay 
culpabilidad  de  parte  del  buque  ó  sea  de  su 
capitán  ó  agente,  como  se  demostrará  en  el 
curso  del  juicio. 

Termina  pidiendo  se  deseche  la  demanda, 
con  costas. 

En  la  réplica  el  demandante  acompaña  un 
croquis  para  acreditar  que  la  catalina  que  le 
cayó  se  desprendió  á  causa  de  haberse  corrido 
el  perno  que  lo  adhiere  al  grillete  que  la  sos- 
tiene en  el  cable  "estok"  del  buque. 

Con  referencia  al  mismo  croquis,  agrega:  el 
grillete  núm mantiene  la  catalina  levanta- 


10 


SEGUNDA  PARTE-— SECCIÓN  SEGUNDA 


da  por  medio  del  perno  número  3,  que  en  su 
extremo  tiene  hilo  para  la  tuerca  número  10 
j  que  debe  tener  además  un  agujero  para  que 
se  remache  la  chabeta. 

En  el  presente  caso  ha  ocurrido  que  el  per- 
no estaba  con  el  hilo  gastado  y  no  tenía  la 
chabeta  puesta. 

Con  el  uso,  la  tuerca  que  estaba  sostenida, 
se  deslizó  y  no  encontrando  la  chabeta  dejó  el 
perno  solo,  el  que  naturalmente  fué  resbalán- 
dose hasta  salirse,  y  entonces  el  aparato 
completo  de  la  catalina  cayó,  yendo  á  tritu- 
rar el  brazo  y  pierna  del  demandante  y  lesio- 
nándole la  cabeza. 

Que  la  catalina  es  una  pieza  que  sólo  se  tie- 
ne de  reserva  y  para  el  caso  en  que  no  haya 
otra  pieza  á  bordo,  por  cuanto  el  aparato 
caldea  y  quema  los  cables,  porque  impide  la 
ventilación  en  la  parte  alta  de  la  rueda. 

La  modificación  que  se  hace  á  la  demanda 
es  la  de  que  realmente  el  demandante  no  fué 
lesionado  por  la  lingada  de  carbón,  sino  por 
la  catalina  que  se  desprendió  en  la  forma  an- 
teriormente expuesta. 

Duplicando  el  agente  de  la  Compañía  Atlan- 
tique,  don  Luis  A.  Rojas,  dice:  que  mal  ha 
podido  confesar  los  fundamentos  de  la  de- 
manda, desde  que  se  ha  negado  en  absoluto 
que  el  accidente  sufrido  por  Alfaro  haja  sido 
ocasionado  en  la  forma  y  por  las  causas  que 
se  dicen  en  la  demanda. 

Que,  por  el  contrario,  el  demandante  se  ha 
visto  obligado  á  aceptar  la  rectificación,  en 
orden  á  que  Alfaro  no  recibió  una  lingada  de 
carbón,  como  se  afirmaba  en  la  demanda,  si- 
no que  fué  herido  por  la  catalina,  accidente 
ocurrido  por  caso  fortuito. 

Que  los.  hechos  aseverados  en  la  réplica, 
como  ser  aquello  de  que  el  perno  número  3 
estaba  con  el  hilo  gastado  y  no  tenía  la  cha- 
beta  y  demás  detalles  son  de  todo  punto  fal- 
sos, y  el  demandante  deberá  probarlos  en 
debida  forma. 

En  rebeldía  del  capitán  del  buque,  don  Eu- 
jenio  Cuyet,  se  dio  por  evacuado  el  traslado 
de  la  duplica  y  se  recibió  la  causa  á  prueba, 
rindiéndose  la  que  obra  en  autos;  se  alegó  de 
bien  probado  y  se  citó  á  las  partes  para  sen- 
tencia. 


^1  Juzgado  de  fquique  falló  el  3  de  abril  de 
1905: 

Considerando: 

1^  Que  la  rectificación  hecha  porcldcroar- 
dante  en  la  réplica  ha  sido  aceptada  por  r 
agente.en  este  puerto  de  la  Compañía  Atlau- 
tique,  al  evacuar  el  escrito  de  duplica  y  que 
no  altera  por  lo  demás  en  parte  sustancial  la 
la  acción  deducida  en  la  demanda; 

2'  Que  de  la  prueba  rendida  y  certificados 
aparece  comprobado  que  la  tuerca  adherida 
al  tomillo  que  afianza  la  rueda  catalina  im 
estaba  sostenida  por  una  chabeta,  sin  hca\ 
podía  fácilmente  resbalar  hasta  caer; 

3^  Que  de  parte  de  los  demandados  soloíe 
ha  intentado  probar  que  el  aparato  para  b 
carga  y  descarga  estaba  en  buen  estado  y  fot 
revisado  antes  de  principiar  el  trabajo;  pero 
no  que  reuniera  las  condiciones  requeridas 
para  la  seguridad  de  los  operarios; 

4^  Que  la  inseguridad  de  dicho  aparato  se 
halla  confirmada  con  el  hecho  probado  ¿e 
haber  caído,  al  día  siguiente  de  la  desgracia 
ocurrida  al  demandante,  la  catalina  de  proa. 
aunque  sin  causar  en  esa  ocasión  desgrada 
personal. 

5^  Que  de  autos  y  del  certificado  se  com- 
prueba hallarse  imposibilitado  el  demandas 
te  para  el  trabajo,  haber  sido  amputado  n 
la  parte  superior  del  muslo  izquierdo  j  uva 
una  fractura  del  ante-brazo  izquierdo  con  ca- 
llo vicioso  y  deformación  motivada  por  haber 
caído  sobre  él  la  rueda  ó  catalina  del  baque 
en  que  trabajaba  de  la  Compañía  Atlaniiqae: 

6^  Que  la  negligencia  de  parte  de  la  Coir- 
pañía  y  del  capitán  del  buque  de  mantener á 
bordo  aparatos  para  la  carga  y  descarga  qjt 
no  ofrecen  seguridad  al  trabajador,  les  hivc 
responsables  del  cuasi-delito  y  de  la  iodemai* 
zación  correspondiente;  y 

7^  Que  la  indemnización  de  $  20,000  ea 
que  se  ha  valorizado  esta  última  de  partedel 
demandado  esequitativa,  tomando  en  cuenta 
el  estado  en  que  éste  se  encuentra  con  motiva 
del  daño  causado. 

Con  arreglo  á  los  artículos  492  del  CóÜg" 
Penal.  2314  y  2320  del  Código  Civil  v  131 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  decíais 
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[ue  ha  lu^ar  á  la  demanda  y,  en  consecuen- 
ia,  que  los  demandados  solidariamente  que- 
lan  obligados  á  pagar  al  demandante  la  can- 
idad  de  $  20.000,  ejecutoriada  que  sea  esta 
entencia,  y  las  costas  del  juicio. 

Aparece  de  autos  que  el  demandante  es  de 
>rofesi6n  jornalero,  que  uno  de  los  demánda- 
los es  conyerciante  y  que  ambos  residen  en 
«te  puerto,  circunstancias  estas  que  no  se 
consignan  por  lo  que  respecta  al  demandado 
iugenio  Cuyet,  por  no  constar  de  autos.— 
?.  Fucnzalida. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  eliminando  el  considerando  séptimo 
fia  cita  del  artículo  4?92  drl  Código  Penal, 
igregando  la  palabra  ''civil"  á  la  proposi- 
:ión  "les  hace  responsables  del  cuasi  delito*' 
:on tenida  en  el  considerando  sexto,  y  tenien- 
3o  además  presente  lo  dispuesto  en  el  artículo 
2329  del  C6dio;o  Civil,  se  confírma  la  senten- 
cia apelada  de  3  de  abril  último,con  declara- 
ción de  que  se  reduce  á  $  12.000  la  indemni- 
zación que  los  demandados  deben  pagar  al 
demandante  por  el  daño  sufrido  y  que  no  ha 
lugar  á  la  condenación  en  costas  dt  primera 
instancia. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Ministro  Vega  reduce  á  $  10.000 
el  monto  de  la  indemnización  que  deben  pa- 
gar los  demandados E.   Cisternas  Peña 

P.  Roberto  Vega.—M.  A.  Quirell—M.  Var- 
S^as  Mardones. 


Corte  de  Tkcna 2  de  agosto  de  1906 

Martínez  con  Martínez 

H^jo  natural;  reoonoclmlento.— Efec- 
to retroactivo. -Legitimación  ««ipso 
juren. 

Doctrina:— Se^n  el  el  artículo  165 
del  Código  Civil  boliviano,  es  hijo  natu- 
ral aquel  cuyos  padres  eran  capaces  de 


contraer  matrimonio  libremente  y  sin 
dispensa  en  el  tiempo  en  que  fué  concebí- 
do,  y  según  el  artículo  siguiente,  el  reco- 
nocimiento de  hijo  natural  puede  hacer- 
se por  instrumento  público. 

El  matrimonio  délos  padres  contraí- 
do dutante  la  vigencia  de  la  ley  chilena 
legitima  ^'ipsojuré*^ á  los  hijos  naturales 
reconocidos  bajo  el  imperio  de  la  legisla- 
ción boliviana. 


Don  Alberto  Sánchez,  comerciante,  se  ha 
presentado  á  nombre  de  don  Claudio  Martí- 
nez Espinosa,  pidiendo  al  Juzgado  prohiba  la 
inscripción  del  auto  que  concede  la  posesión 
efectiva  de  los  bienes  de  don  Claudio  Mar- 
tínez Ramos,  hasta  que  en  juicio  contradic- 
torio no  pruebe  igual  ó  mejor  derecho  que  su 
mandante  en  dicha  sucesión. 

Funda  su  petición  en  que  la  señora  Matilde 
Martínez  de  Aceved o  no  ha  sido  reconocida 
como  hija  natural  sino  por  su  padre,  de  modo 
que  el  matrimonio  posterior  de  los  padres  de 
dicha  señora  no  la  ha  legitimado;  en  cambio 
don  Claudio  Martínez  E.  es  hijo  legítimo  y 
como  tal  excluye  de  la  herencia  á  los  natu- 
rales. 

Contestando  se  presentó  don  Aníbal  Eche- 
verría y  Reyes,  abogado,  por  doña  Matilde 
Martínez  de  Acevedo  y  pide  se  normalice  el 
procedimiento  teniendo  como  demanda  el 
escrito  presentado  por  el  señor  Sánchez  y 
como  contestación  el  presente  escrito  en  que 
contesta. 

Entrando  en  seguida  al  fondo  de  la  cuestión 
sostiene: 

Que  tanto  don  Claudio  Martínez  Espinosa 
como  doña  Matilde  Martínez  de  Acevedo  so 
hijos  naturales  de  don  Claudio  Martínez  Ra- 
mos. 

Se  funda:  en  que  si  es  cierto  que  fué  recono- 
cido como  natural  don  Claudio  Martínez  E. 
por  sus  padres  bajo  la  vigencia  de  la  ley  boli- 
viana, el  matrimonio  posterior  de  los  padres 
no  lo  ha  legitimado  por  haberse  efectuado 
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éste  durante  la  vigencia  de  la  ley  chilena,  pues 
las  meras  espectativas  no  forman  derecho  y 
en  consecuencia,  la  capacidad  que  la  ley  con" 
fiere  á  los  hijos  ilegítimos  de  poder  ser  legíti- 
mos no  les  da  derecho  á  la  legitimidad  por  el 
nuevo  matrimonio  de  sus  padres  si  éste  se 
contrajere  bajo  el  imperio  de  una  ley  poste- 
rior que  exija  nuevos  requisitos  ó  formalida- 
des para  la  adquisición  de  ese  derecho. 

La  ley  chilena  exige  para  la  legitimación  de 
los  hijos  instrumento  público  otorgado  á  la 
fecha  de  la  celebración  del  matrimonio  ó  en 
caso  de  impedimento  grave,  dentro  de  los 
treinta  días  subsiguientes,  so  pena  de  nu~ 
lidad. 

El  señor  Claudio  Martínez  Espinosa  no  ha 
exhibido  el  instrumento  de  su  legitimación, 
luego  no  es  hijo  legítimo  y  pide  en  consecuen- 
cia, que  se  declare:  que  don  Claudio  Martínez 
Espinosa  es  hijo  natural  y  como  tal,  concu- 
rre con  doña  Matilde  Martínez  de  Acevedo  en 
la  herencia  de  sus  padres,  debiendo  dejarse 
sin  efecto  el  decreto  de  posesión  efectiva  con- 
cedido á  favor  de  don  Claudio  Martínez  Espi- 
nosa, cancelándose  su  inscripción  en  ambos 
conservadores  y  manteniéndose  en  todas  sus 
partes  la  posesión  efectiva  concedida  á  favor 
de  doña  Matilde  Martinez  de  Acevedo. 

Por  decreto  de  27  de  diciembre  del  año  últi- 
mo se  mandó  tener  como  demanda  el  escrito 
de  fs.  21,  como  contestación  el  de  fs.  22  dán- 
dose traslado  para  replicar. 

Don  Alberto  Sánchez,  pordon  Claudio  Mar- 
tínez Espinosa,  replicando  dice: 

Que  el  reconocimiento  de  don  Claudio  Mar- 
tínez Espinosacomohijonatural  dedon  Clau- 
dio Martínez  Ramos  y  de  doña  Jacoba  Espi- 
nosa está  aceptado  por  el  contendor  y  si  hay 
razones  para  sostener  que  la  legislación  boli- 
viana debe  aplicarse  en  este  caso,  le  basta  ob- 
servar que  ampliando  la  ley  chilena  se  llega  á 
la  misma  conclusión,  pues  el  matrimonio  de 
los  padres  legitima  ipso-jure  á  los  que  uno  y 
otro  han  reconocido  como  hijos  naturales  de 
ambos  con  los  requisitos  legales. 

El  matrimonio  de  los  padres  de  Claudio 
Martínez  Espinosa  legitimó  á  éste  sin  necesi- 
dad de  instrumento  público,  según  el  artículo 
7'  del  Código  Civil. 

Concluye  ampliando  su  demanda  en  la  for- 


ma siguiente:  pide  se  deje  sin  efecto  el  decrrto 
que  concede  la  posesi.')n  efectiva  de  los  bieiK^ 
de  don  Claudio  Martínez  Ramos  á  doña  Ma- 
tilde Martinez  de  Acevedo;  se  haga  la  comí- 
pondiente  anotación  marginal  en  el  libro  de 
sentencias;  se  notifique  á  los  cooservadores  a 
prohibición  de  inscribir  semejante  auto  j  se 
mantenga  en  todo  su  vigor  el  decreto  de  7  ¿t 
enero  de  1905,  en  que  se  concede  la  posesiúo 
efectiva  a  don  Claudio  Martínez  Espinosa. 

En  escrito  presentado  de  común  acuerdo 
don  Aníbal  Echeverría  renunció  al  trámite  de 
duplica  y  ambos  contendores  á  la  prueba  já 
los  alegatos  de  bien  probado,  pidiendo  se  ci- 
tara para  sentencia. 

Se  citó  para  sentencia. 

El  Juzgado  de  Antofagasta  falló  el  23  (k 
abril  de  1906: 

Considerando: 

1^  Que  según  consta  del  nocumento,  da. 
Claudio  Martínez  Ramos  y  doña  Jacoba  Es- 
pinosa, por  escritura  pública  otorgada  ante 
el  Notario  de  Caracoles  don  Estanislao  Rejo 
en  23  de  agosto  de  1875,  reconocieron  á 
Claudio  Rafael  2^,  de  edad  de  veintidnco  días 
como  su  hijo  natural  y  declararon  no  tener 
á  la  sazón  ningún  impedimento  para  contraer 
matrimonio; 

2^  Qu2  consta  asimismo  que  los  expresa» 
dos  don  Claudio  Martínez  Ramos  y  doña  Ja- 
coba  Espinosa  Castro  contrajeron  matnmo- 
nio  ante  el  oficial  del  Registro  Civil  de  Cara* 
coles  don  Bernabé  Correa  en  5  de  enero 
de  1885; 

3^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1^5 
del  Código  Civil  boliviano,  es  hijo  natural 
aquel  cuj'os  padres  eran  capaces  de  contraer 
matrimonio  libremente  y  sin  dispensa  eo  fl 
tiempo  en  que  fué  concebido,  y  según  el  ar 
tículo  siguiente,  el  reconocimiento  de  hijo  na- 
tural puede  hacerse,  entre  otros  medios,  por 
instrumento  público; 

4^  Que  se  ha  hecho  debidamente  el  recono- 
cimiento de  hijo  natural  en  conformidad  á  w 
legislación  que  regía  esa  clase  de  actos  en  a 
época  de  su  otorgamiento,  en  cuanto  se  rela- 
ciona con  don  Claudio  Rafael  2*  Martínez; 

5^  Que  es  un  principio  general  de  legisl** 
ción  el  de  tempus  rejit  actum,  así  como  taffl' 
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bien  el  de  locvs  rejitactum  y  que  también  han 
sido  reconocidos  en  nuestra  legislación  por  la 
ley  de  7  de  octubre  de  1861 ; 

6^  Que  por  consiguiente,  el  reconocimiento 
de  hijo  natural  efectuado  por  sus  padres  á 
don  Claudio  Rafael,  debe  regirse  por  la  legis- 
lación boliviana  de  aquella  época,  y  como  se 
ha  expuesto  en  los  tres  primeros  consideran- 
dos de  esta  resolución,  él  se  ha  efectuado  con- 
forme á  esa  legislación; 

7^  Que  los  padres  de  don  Claudio  Rafael 
contrajeron  matrimonio  con  posterioridad, 
con  arreglo  á  las  leyes  vigentes  á  la  fecha  de 
la  celebración  de  este  contrato; 

8*^  Que  según  la  legislación  vigente  á  la  fe- 
cha de  este  contrato,  ó  sea  conforme  á  la  ley 
chilena,  bastaba  el  matrimonio  posterior  de 
los  padres  del  reconocido  como  hijo  natural 
para  la  legitimación  ipsojure  de  éste; 

9^  Que  sólo  fuera  del  caso  de  la  legitima- 
ción ipso  jure  son  necesarias  las  disposiciones 
y  aceptaciones  á  que  se  refieren  los  artículos 
208  y  siguientes  del  Código  Civil  chileno; 

10.  Que  por  consiguiente,  don  Claudio  Ra- 
fael no  ha  necesitado  cumplir  con  las  dispo- 
siciones del  artículo  208  y  siguientes  de  este 
Código,  toda  vez  que  quedó  ipsojure  recono- 
cido como  hijo  legítimo  por  el  matrimonio  de 
sus  padres,  como  hijo  natural  reconocido  por 
ambos  con  anterioridad; 

11.  Que  en  esta  condición  de  hijo  legítimo 
excluye  á  sus  hermanos  naturales  y  á  todos 
los  otros  herederos  de  sus  padres  que  no  se 
hallaren  en  la  misma  condición,  salvo  la  por- 
ción conyugal,  que  en  el  presente  caso  no  exis- 
te por  haber  muerto  ambos; 

12.  Que  doña  Matilde  Martínez  de  Aceve- 
do  ha  acreditado  sólo  hallarse  en  la  condición 
de  hija  natural,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
demanda  en  la  forma  ampliada  por  el  escrito 
y  que  no  ha  lugar  á  lo  demás  pedido  por  las 
partes. 

Todo  conforme  con  las  leyes  citadas  i  artí- 
culos 202,  207,  988  y  1698  del  Código  Civil 
chileno  i  2^,  3*?,  5*?,  22  y  23  de  la  ley  de  7  de 
octubre  de  1876.— K.  Herrera  U. 

Apelada  esta  sentencia, 


La  Corte: 

Vistos:  sustituyendo  la  cita  de  la  ley  de  7 
de  octubre  de  1876  por  la  de  7  de  octubre  de 
1861,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  20 
de  abril  último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Cisternas  Peña,  quen  estuvo  por  revocar  la 
indicada  sentencia  y  que  se  declare  que  don 
Claudio  R.  Martínez  Espinosa  no  ha  adquirido 
el  estado  civil  de  hijo  legítimo  que  pretende 
tener,  declarándose,  en  consecuencia,  sin  lugar 
la  demanda. 

Funda  su  voto  en  el  libro  respectivo F. 

Roberto  Ve^a — E.  Barros B.  Cisternas  Pe- 
ña— M,  A.  QuirelL 

VOTO    BSPBCIAT. 

En  el  juicio  seguido  por  don  Claudio  Mar- 
tínez Espinosa  con  su  hermana  doña  Matilde 
Matínez  Espinosa  sobre  estado  civil,  el  infras- 
crito, disintiendo  de  la  mayoría  del  Tribunal, 
ha  opinado  por  la  revocatoria  de  la  sentencia 
apelada  y  que  se  declare  que  el  expresado  don 
Claudio  no  ha  adquirido  el  estado  civil  de 
hijo  legítimo  que  pretende  tener. 

Funda  su  voto  en  las  consideraciones  que 
hizo  valer  en  el  acuerdo  y  que  se  consignan 
en  el  siguiente  proyecto  de  sentencia: 

1^  Que  desde  que  se  ocupó  Antofagasta  en 
nombre  del  Gobierno  de  Chile,  el  14  de  febrero 
de  1879,  entraron  á  regir  en  ese  territorio  las 
leyes  chilenas,  cesando  en  su  imperio  las  boli- 
vianas, que  hasta  entonces  habían  estado  en 
vigor; 

2*  Que  todo  conflicto  que  se  suscite  por  la 
aplicación  de  leyes  bolivianas  y  chilenas  en 
Antofagasta  debe  resolverse  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861 
sobre  efecto  retroactivo  de  las  leyes,  de  la 
misma  manera  que  con  arreglo  á  esas  dispo- 
siciones deben  resolverse  los  conflictos  que 
resultaren  de  la  aplicación  de  leyes  peruanas 
y  chilenas  en  las  provincias  de  Tacna  y  Ta- 
rapacá; 

3*  Que,  establecido  este  antecedente,  resul- 
ta completamente  inoportuna  la  aplicación 
al  caso  actual  de  principios  de  Derecho  Inter- 
nacional Privado,  que  es  el  conjunto  de  reglas 
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según  las  cuales  se  juzgan  los  conflictos  entre 
leyes  civiles  y  criminales  de  diversos  países 
que  tienen  ó  pretenden  tener  ejercicio  pleno 
de  soberanía  en  los  territorios  en  que  esas 
liyes  deben  cumplirse  ó  aplicarse; 

4*  Que  esta  misma  consideración  hace  inne- 
cesario exigir  al  demandante  que  acredite  la 
autenticidad  del  documento  fundamental  de 
su  demanda,  que  fué  autorizado  por  un  nota- 
rio boliviano,  por  medio  de  las  visaciones 
usuales;  porque  aparece  dando  fe  de  su  auten- 
ticidad un  notario  chileno  que  lo  tiene  en  su 
archivo,  junto  con  los  demás  del  protocolo 
boliviano  de  Antofagasta  y  Caracoles; 

5*  Que,  en  consecuencia,  la  cuestión  que  da 
materia  á  este  fallo  es  de  las  denominadas 
transitorias  y  debe  ser  resuelta  con  arreglo  á 
la  citada  Ley  de  Efecto  Ketroactivo  y,  sinte- 
tizándola á  sus  precisos  términos,  es  la  si- 
guiente: un  hijo  reconocido  como  natural  con 
arreglo  á  la  ley  antigua  (la  boliviana)  ¿queda 
ipsu  jure  legitimado  por  el  matrimonio  pos- 
terior de  los  padres  efectuado  con  arreglo  á 
la  ley  nueva  (la  chilena)?; 

6*  Que  los  conceptos  jurídicos  de  derechos 
adquiridos  y  espectativas  de  derecho,  que  soa 
el  fundamento  íilosófíco  de  la  recordada  ley, 
aunque  no  definidos  por  el  legislador,  por  es- 
timar preferible  dejarlos  á  la  apreciación  del 
magistrado,  puede  decirse,con  el  común  sentir 
de  los  autores,  que  son,  los  primeros,  los  de- 
rechos definitivos  que  no  pueden  ser  quitados 
á  aquel  que  los  posee  y,  los  segundos,  sólo 
una  esperanza  que  puede  desaparecer,  un  de- 
recho aun  no  nacido; 

7*  Que,  no  obstante  esta  falta  de  defini- 
ción, la  ley  ha  indicado  con  toda  precisión  un 
caso  en  que  no  hay  derecho  adquirido  y  es  el 
consignado  en  el  artículo  7^,  que  dice  como 
sigue: 

ti  Las  meras  expectativas  no  forman  dere- 
cho. 

••En  consecuencia,  la  capacidad  que  una  ley 
confiere  á  los  hijos  ilegítimos  de  poder  ser  le- 
gitimados por  mero  matrimonio  de  sus  pa- 
dres, no  les  da  derecho  á  la  legitimidad  siem- 
pre que  el  matrimonio  se  contrajere  bajo  el  im- 
perio de  una  ley  posterior  que  exiga  nuevos 
requisitos  6  formalidades  para  la  adquisición 


de  ese  derecho,  á  menos  que  al  tiempo  dtctk 
brarlo  se  cumpla  con  ellos»; 

8*  Que  debe  observarse  que  la  lev,  í|Dcb3 
seguido  de  cerca  al  Código  Civil,  como  que  I-. 
ha  venido  á  completar,  empléala  frase hiío 
ilegítimo  en  el  mismo  sentido  que  la  emplea  t 
artículo  35  del  Código,  contraponiéndola  i 
hijo  legítimo;  por  consiguiente  caben  entila 
los  hijos  propiamente  ilegítimos,  losnatnra- 
les  y  los  de  dañado  ayuntamiento; 

9*  Que  conviene  todavía,  antes  de  entrar 
al  fondo  de  la  cuestión,  recordarlo  que  dispe- 
ne el  artículo  2^  de  la  ley,  que  dice  así: 

•'Las  leyes  que  establecieren  para  la  adqni- 
sicion  de  un  estado  civil con{//c/oiies  diferente? 
de  las  que  exigía  una  ley  anterior,  prevaltcr 
rán  sobre  ésta  desde  la  fecha  en  que  comito- 
cen  á  regir; 

10.  Que  no  hay  duda  que  don  Claudio  Mar- 
tínez Et^pinosa  fué  reconocido  como  nalurtl 
por  sus  padres  don  Claudio  Martínez  Ramcs 
y  doña  Jacoba  Espinosa  con  arreglo  é  la  írj 
antigua  (art.  166  del  Código  Civil  de Bolivia) 
y  también  no  hay  duda  que  los  citados  Mar 
tínez  y  la  Espinosa  contrageron  matrimooio 
con  arreglo  á  la  nueva  ley  (la  chilena): [-er- 
que los  documentos  hacen  plena  fe  de  qoe 
aquel  acto  y  este  contrato  se  ceUbraron: 

11.  Que  á  primera  vista  estos  hcihos  s^n 
bastantes  para  dar  á  Martínez  Espinosa  f»"r 
hijo  Kg't  mado  con  arreglo  á  lo  dispwíto 
en  el  artículo  207  del  Códigí»  Civil;  perodchc 
o)»servarse  que  esta  disposición  legal  dht 
iique  el  matrimonio  de  los  padres  legíti'ca 
ipsojure  á  los  que  uno  y  otro  hayan  recoí"* 
cido  como  naturales  de  ambos  con  lo<  re.*' 
q  u  isít  os  lega  les « » . 

12.  Que  la  frase  final  del  artículo  207 im'i 
ca  con  toda  claridad  que  para  ser  legitima<l3 
ipsojure  no  It  basta  á  un  hijo  haber  sido  rr 
conocido  como  natural  por  sus  padres.  5iro 
que  este  reconocimiento  debió  haberse bcc^o 
con  los  requisitos  legales  y  si  la  leynoevaU 
exigido  nuevos  requisitos,  la  legitimadónno 
se  produce,  á  menos  que  al  tiempo  deli- 
brarse el  matrimonio  se  cumpla  con  ellos,  ta 
como  lo  ordena  el  artículo  7^  antes  citado; 

13.  Que  la  nueva  ley  (la  chilena)  contfta- 
pla  el  caso  de  que  la  legitimación  noc<^n^f^' 
ga  al  hijo  y  exige,  fuera  de  los  casos  deleptr 
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nación  ipso  jare,  como  requisito  indispensa- 
3le  que  el  instrumento  publico  de  legitimación 
•c  notifique  al  hijo  que  se  quiere  legitimar  y 
jue  éste,  ya  por  sí,  ya  por  medio  de  su  repre- 
sentante legal,  declare  también  por  instru- 
mento público  si  acepta  ó  repudia  el  recono- 
cimiento (arts.  209,  210,  211  y  212  del  Có- 
digo Civil); 

14.  Que  ¡guales  requisi^^os  ó  formalidades 
exige  la  nueva  ley  cuando  se  trata  del.recono- 
cimiento  de  hijos  naturales;  la  mismo  notifi- 
cación del  instrumento  público  de  reconocí 
miento,  la  misma  aceptación  ó  repudio, 
también  por  instrumento  público  (art.  273 
del  Código  Civil); 

15.  Que  fijados  los  propósitos  que  la  nueva 
ley  ha  tenido  para  exigir  nuevos  requisitos  ó 
formalidades  para  la  adquisición  del  estado 
civil  de  hijo  legítimo,  se  ve  claro  que  esteesta- 
do  civil  no  puede  adquirirse  sin  el  cumpli- 
miento previo  de  esos  requisitos,  que  impor- 
tan otras  tantas  condiciones  impuestas  por 
la  nueva  ley,  que  deben  prevalecer  sobre  las 
de  la^  antigua,  como  terminantemente  lo  or- 
dena el  artículo  2^  ya  citado; 

16.  Que  la  nueva  ley  (art.  207  del  Código 
C¡\ilde  Chile)  establece  que  el  matrimonio 
(le  los  padres  legitima  ipso  jare  á  los  hijos 
que  uno  y  otro  hayan  reconocido  como  natu- 
rales con  ios  requisitos  legales ^  es  decir,  con 
la  notificación  y  aceptación  por  instrumento 
público  de  que  se  ha  hablado,  y  si  estos  requi- 
sitos no  se  han  cumplido,  la  legitimación  no 
se  produce; 

17.  Que  después  de  lo  expuesto,  se  ve  trans- 
parente el  propósito  í'el  legislador  chileno  al 
no  exigir  nueva  notificación  y  aceptación  por 
instrumento  público  para  legitimar  por  el 
matrimonio  á  los  hijos  reconocidos  como  na- 
turales con  los  requisitos  legales;  supone  el 
legislador  que  al  hijo  que  lia  aceptado  con 
toda  solemnidad  el  estado  civil  de  hijo  natu- 
ral, le  convi'-ne  el  nuevo  estado  civil  de  hijo 
legítimo  y,  estimando  redundantes  otra  noti- 
ficación y  aceptación,  lo  legitima  ipso  jure; 

18.  Que  resumiendo  la  doctrina  desarrolla- 
da en  los  considerandos  anteriores,  se  llega  á 
la  conclusión  de  que  la  nueva  ley  reconoce  co- 
mo legitimados  por  el  matrimonio  posterior 
de  los  padres  á  los  hijos  reconocidos  como 


naturales  con  los  nuevos  requisitos  por  ella 
exigidos,  es  decir,  con  notificación  del  recono- 
cimiento y  aceptación  por  instrumento  públi- 
co, y  si  éstos  requisitos  no  se  han  cumplido, 
la  legitimación  no  se  produce; 

19.  Que  lo  expuesto  no  obsta  para  que  don 
Claudio  Martínez  Espinosa  tenga  el  estado 
civil  d  j  hijo  natural  y  pueda  gozar  de  las  ven- 
tajas inherentes  á  este  estado  que  adquirió 
bajo  el  imperio  de  la  antigua  ley  (la  bolivia- 
na); pero  á  pesar  de  esto  no  ha  adquirido  el 
estado  civil  de  legítimo  por  no  haber  cumpli- 
do con  los  requisitos  de  la  nueva  ley; 

20.  Que  no  basta  á  destruir  esta  conclusión 
el  hecho  de  haber  Martínez  Espinosa  acepta- 
do el  reconocimiento  por  medio  de  escritura 
|)ública,  porque,  aparte  de  que  en  ese  instru- 
mento se  hace  referencia  á  una  fecha  distinta 
de  la  del  verdadero  reconocimiento,  no  hay 
constancia  de  que  se  haya  verificado  la  noti- 
ficación, requisito  indispensable  para  la  vali- 
dez del  acto,  como  lo  revela  el  artículo  212 
del  Código  Civil,  que  dice:  "que  la  persona 
que  acepta  ó  repudia  deberá  hacerlo  por  ins- 
trumento público  dentro  de  los  noventa  días 
subsiguientes  á  la  nctifícacióntt,  disposición 
que  reproduce  el  artículo  273; 

21 .  Que,  en  conclusión  y  por  las  razones 
expuestas,  don  Claudio  Martínez  Espinosa 
no  ha  acreditado  haber  adquirido  el  estado 
civil  de  hijo  legítimo  de  don  Claudio  Martí- 
nez Ramos  y  de  doña  Jacoba  Espinosa. 

Tacna,  2  de  agosto  de  1906.— E.  Cisternas 
Peña. 


Corte  de  Concepción,— 11  de  noviembre 
dd  1905 

Santander  con  Burgos 

Abandono  de  la  instancia. -Efecto 
retroactivo 

Doctrina»— £/  plazo  de  tres  años  es 
tablecido  por  el  Código  de  Procedimien- 
to Civil  para  que  pueda  pedirse  el  aban- 
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dono  de  la  instancia  no  puede  empezar 
á  contarse  desde  antes  del  1^  de  marzo 
de  1903,  fecha  en  que  entró  en  vigencia 
dicho  Código,  porque  de  otro  modo  se 
daría  efecto  retroactivo  á  sus  disposi- 
ciones. 


Concepción,  28  de  septiembre  de  1905. 
Teniendo  presente: 

Que  el  artículo  formulado  por  don  Gregorio 
Burgos  de  abandono  de  la  instancia,  se  funda 
en  ]a  disposición  del  articulo  159  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  vigente,  que  establece 
que  la  instancia  se  entiende  abandonada 
cuando  las  partes  que  figuran  en  el  juicio  han 
cesado  en  su  prosecución  durante  tres  años 
consecutivos,  contados  desde  la  última  pro- 
videncia; 

Que  las  disposiciones  contenidas  en  el  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  sólo  tienen  fuerza 
legal  desde  que  dicho  Código  comenzó  á  regir, 
en  atención  á  que  las  leyes  sólo  pueden  dispo- 
ner para  lo  futuro  y  no  tienen  jamás  efecto 
retroactivo; 

Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil  solo 
principió  á  regir  desde  el  l^de  marzo  de  1903 
y  desde  esta  fecha  hasta  el  7  de  setiembre  co- 
rriente, día  en  que  se  ha  yuelto  á  gestionar 


en  el  juicio  por  la  parte  demandante,  no  h:; 
trascurrido  el  plazo  de  tres  años  quelalr 
establece  para  declarar  abandonada  la  ins- 
tancia; 

Que  no  obstante  lo  expuesto  en  los codsíIc- 
raudos  que  preceden,  que  es  la  doctrina  act;'- 
tada  dentro  de  las  disposiciones  expresas  1: 
la  ley,  si  se  tomara  como  punto  de  partí  a 
para  establecer  que  ha  transcurrido  el  p]a:> 
de  tres  años  en  que  se  funda  la  incideocia  for 
mulada  por  el  demandado,  desde  el  21  tt 
de  marzo  de  1902  hasta  el  7  de  setiembre  dd 
año  en  curso,  fecha  la  primera  de  la  últici 
providencia  del  espediente,  y  la  última,  cía 
en  que  se  continuó  el  procedimiento,  no  han 
trascurrido  durante  ese  terminólos  tres  ano\ 
descontando  los  días  feriados,  que  son  por 
regla  general  ciento  once  en  cada  ano. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuest» 
por  los  artículos  159  y  69  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y  artículo  24  de  la  ley  de  7 
de  octubre  de  1861,  se  declara  que  se  desecb. 
con  rostas,  la  incidencia  formulada  por  cori 
Gregorio  Burgos.— Da  W</ Costa  Pntnedi. 

Apelada  esta  resolución: 

La  Corte: 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  28  de  se- 
tiembre   último,     con  costas  del  recurso - 

fulio  Zenteno  B Exequiel  Figucroa  La;'^ 

— /.   Gvillermo  Mac-Kay. 


Ifio  lY 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTE  DE  APELACIONES 


Cortelde  Santiago.— 16  de  septiembre  de  1905     de  apertura,  cualquiera  quesea  la  causa, 

como  muerte,  demencia,  etc. 
Baltra  con  Vargas  (sus  herederos) 


Testamento.— Muerte  del  notario  au- 
torizante 7  de  los  testigos.— Aper- 
tura del  testamento  cerrado.— Com- 
pareoenoia  del  escribano  7  testigos. 

Doctrina: — La  muerte  del  notario  que 
autoriza  un  acto  testamentario  y  de  los 
testigos  instrumentales,  no  hace  perder 
su  valor  al  testamento. 

Para  proceder  á  la  apertura  de  un  tes- 
tamento cerrado  no  es  requisito  indis- 
pensable la  comparecencia  personal  del 
escribano  jr  testigos  instrumentales. 

Las  reglas  dictadas  por  la  ley  para  el 
caso  de  ausencia  del  escribano  y  testigos 
comprenden  á  todos  los  que  no  compa- 
rezcan ó  no  puedan  comparecer  al  acto 

APELACIONES 


Don  José  A.  Baltra,  por  si  y  después  con  los 
poderes  de  don  Ventura  Zarrícueta,  doña  Lui- 
sa Zarricueta,  doña  Amelia,  doña  Delfina  y 
doña  Mercedes  Venegas  Díaz,  doña  Luisa  Ro- 
sa Venegas  de  Jorquera,  doña  Emilia  Díaz  Var- 
gas, don  Pablo  Silva,  doña  Ana  María  Baltra 
y  don  Joaquín  E.  León,  demanda  á  don  Ono- 
fre  Vargas,  á  doña  Antonia  del  Carmen  Var- 
gas, doña  Rudecinda  Vargas  de  Herrera  y  á 
doña  María  del  Carmen  Vargas  de  Alliende, 
domiciliados  en  este  pueblo  y  sin  haber  indi- 
cado profesión  ú  oñcio,  y  expone:  que  como 
sobríno  camal  de  don  José  Tomas  Vargas  de) 
Villar,  fallecido  en  este  departamento  el  11  de 
enero  de  1899,  es  heredero  abintestato  en  con- 
currencia con  la  sucesión  natural  del  difunto, 
mediante  el  llamado  de  la  ley. 

Que  las  estrechas  relaciones,  que  con  dichp 
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señor  Vargas  mantenía  como  pariente  inme- 
diato, hicieron  que  jamás  le  oyera  decir  que 
hubiese  otorgado  algún  testamento,  ni  que 
pensara  disponer  de  sus  bienes. 

Que  es  antecedente  confirmatorio  de  lo  an- 
terior la  donación  de  casa  y  otros  bienes  he- 
cha por  el  señor  Vargas  á  su  hija  natural 
doña  Antonia  del  Carmen  Vargas,  el  16  de 
septiembre  de  1895,  por  escritura  otorgada 
ante  el  notario  don  Isaac  E.  Ortíz  y  Vera,  á 
fin  de  subvenir  al  desamparo  en  que  esa  hija 
quedaría  sin  los  njédiqs  neccsaribs  para  man- 
tenerse después  de  lá  muerte  del  donante,  co-- 
sa  que  el  señor  Baltra  deduce  del  siguiente 
acápite  del  escrito  en  que  el  señor  Vargas  soli- 
citó la  insinuación  de  aquel  acto. 

"Sin  embargo,  estando  ya  avanzada  mi 
edad  y  no  teniendo  descendientes  legítimos,  ni 
cónyuge,  ni  ascendientes,  quiero  asegurar  el 
porvenir  de  mi  citada  hija,  y  como  una  mues- 
tra de  gratitud  quiero  hacerle  donación  gra- 
tuita é  irrevocable". 

Que  más  tarde,  el  10  de  septiembre  de  1896, 
amplió  este  acto  de  generosa  complacencia, 
reconociendo  á  la  indicada  doña  Antonia  del 
Carmen,  á  don  Onofre  y  á  doña  Rudecinda 
Vargas  como  sus  hijos  naturales,  para  asegu- 
rarles de  este  modo  la  porción  hereditaria  que 
debía  corresporiderles  en  virtud  de  este  reco- 
nocimiento. 

Que  dos  años  más  tarde  murió  el  señor  Var- 
gas dejando  asegurado  el  porvenir  de  los  su- 
yos con  los  dos  actos  referidos. 

Que  se  sorprendiéronlos  parientes  legítimos 
y  presuntos  herederos  abintestato  de  don  To- 
más Vargas,  cuando  Hegó  á  sus  oídos  que  los 
hijos  naturales  habían  presentado  un  testa- 
mento cerrado  que  decían  haber  encontrado 
entre  los  papeles  del  difunto. 

Que  la  inspección  del  documento  le  manifes- 
tó que  la  firma  puesta  en  la  carátula  no  era  la 
que  don  Tomás  Vargas  solía  usar,  así  como 
era  menos  obscura  la  tinta  de  las  firmas  de  dos 
<le  los  testigos  instrumentales  y  que  otras  dos 
firmas  aparecían  puestas  sobre  el  timbre  del 
notario. 

Que  vio  con  estupor,  después  de  abierto  el 
testatnento  con  numerosas  diligencias  de  abo- 
no del  notario  y  testigos  que  aparecían  auto 
t-jzándolo  veintidós  años  atrás,  que  la  firma 


del  señor  Vargas  también  era  diversa  de  la 
acostumbrada  y  la  de  la  carátula. 

Que  del  mismo  modo  notó  que  el  señor  Var 
gas  reconocía  como  sus  hijos  naturales  á  1:> 
mismos  que  veinte  años  más  tarde  reconocí) 
por  medio  de  la  escritura  citada,  como  x^^zú- 
mente  notó  la  mejora  que  hacía  á  la  minina 
hija  á  quien  diezihueve  años  más  tarde  hv- 
una  donación  cuantiosa  con  el  objeto  de  ase- 
gurar su  subsistencia  para  después  de  los  il'j 
del  donante. 

piae'' parece  ipexplicáble  el  olvido  del  ser.-  r 
Vargas  para  proveer,  en  1895,  á  la  subsiste:- 
cia  de  su  hija  Antonia  del  Carmen,  que  va  ca- 
taba ampliamente  satisfecha  desde  1877.it- 
mo  asimismo  reconocidos  en  esta  fecha  los 
hijos  naturales  así  agraciados  en  1896. 

Que  tales  antecedentes  hacen  sospechoso  ei 
testamento -y  que  la  sospecha  toma  el  carác- 
ter de  certeza  por  la  rara  coincidencia  de  q-f 
el  notario  y  los  cinco  testigos  suscritores  ic 
la  carátula  del  testamento  habían  faltóc, 
de  manera  que  no  existía  ninguna  persona 
que  pudiera  reconocer  su  firma  y  la  del  tenta- 
dor ni  declarar  si  el  testamento  estaba  cerra 
do,  sellado  ó  marcado  como  en  el  acto  de  la 
entrega. 

Quejos  interesados,  pasando  por  sobrito 
das  las  disposiciones  déla  ley,  dieron  faena  de 
testamento  auténtico  á  un  pliego  ce^rflllo,i^^^ 
guiar,  valiéndose  de  una  numerosa  inforraa- 
ción,  á  fin  de  acreditar  que  los  testigos¡cr3B 
personas  honorables  y  semejantes  las  firtnas 
estampadas  eñ  la*  carátula  con  las  que  acos- 
tumbraban Usar,  olvidando  con  esto  que  oí 
testamento  cerrado  no  puede  ser  abierto  su 
que  los  testigos  instrumentales  presentes  reco- 
nozcan sus  propias  firmas  y  la  del  testador  j 
abonen  la  de  los  ausentes,  bajo  la  nulidad  del 
artículo  1026  del  Código  Civil. 

Que  pide  al  Juzgado  que  declare  radical  r 
absolutamente  nulo  ese  testamento  que  « 
atribuya  á  don  José  Tomás  Vargas,  y  abierto 
sin  las  formalidades. exigidas  por  la  lej,  ítio* 
dándose  ep  los  artículos  1023, 1025,  K'26. 
1682  y  1683  del  Código  Civil. 

Que  procede  como  sobrino  camal  legíiinjo 
ilaiñado  por  la  ley  á  heredar  ahintestato  ai 
señor  Vargas,  en  representación  de  su  señora 
madre  doña  Mariana  Vargas,  hermana  kgítJ- 
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nía  del  difunto,  calidad   que  comprueba  con 
los  documentos  acompañados. 

Pide  en  deñnitiva,  que  el  Juzgado  resuelva 
la  nulidad  del  testamento  que  se  dice  otorjja- 
<lo  por  don  José  Tomás  Vargas  el  9  de  abril 
de  1877,  ante  el  notario  don  José  Isaac  Ortíz, 
y  que  la  herencia  debe  estimarse  cómo  intes- 
tada y  <lividirse  entre  las  personas  que,  á  falta 
de  ascendientes,  descendientes  y  cónyuge,  son 
llamadas  por  la  ley  á  siycederle. 

El  5  de  abril  de  1899  el  Juzgado  proveyó 
traslado  de  la  den?iandaá  dichos  demandados, 
quienes,  evacuándolo,  dicen:  que  el  Juzgado 
niegue  lugar  á  la  demanda*  «con  costas,  y  de- 
clare que  el  testamento  en  cuestión  es  válido 
y  eficaz. 

Que  el  análisis  de  la  conclusión  de  lademan- 
<la,  que  trascribe  textualmente,  deja  de  thani- 
fiesto  que  no  se  niega  que  el  testamento  cuya 
nulidad  se  pide  fuera  otorgado  con  todas  las 
formalidades  requeridas  por  la  leyi 

Que  el  defecto  observado  y  alegado  está  en 
las  diligencias  de  apertufa. 

Que  el  reconocimiento  de  las  firmas  de  los 
testigos  insti'umentales  }'  la  del  testador  y 
abono  délos  ausentes  no  ha  podido  hacerse 
porque  todos  los  testigos  instrumentales  ha- 
bían fallecido,  pero  fueron  abonadas  esas  fir- 
mas por  decl¿iraciones  luradas  de  otras  perso- 
nas fidedignas,  con  cuyo  mérito  el  juez  abrió 
el  testamento  que  el  demandante,  á  pesar  de 
esto,  llama  radical  y  absolutamente  nulo. 

Que  así  cree  reproducir  fielmente  el  razona- 
miento ó  doctrina  que  se  supone  consagrada 
en  la  k*y  ó  que  se  necesita  sostener  para  dar 
apariiiK-ias  al  intento  de  arrebatar  á  los  hijos 
de  don  José  Tomás  Vargas  una  parte  de  los 
bienes  (jue  fué  su  voluntad  dejarles,  en  obede- 
cimiento á  la  naturaleza  y  á  la  conciencia,  de 
que  no  es  lícito  desentenderse. 

Que  don  José  Tomás  Vargas  fué  acompaña- 
do durante  su  vida  únicamente  por  los  hijos 
que  reconoce  en  su  testamento,  á  quienes  dio 
^'^  ser,  educó  y  mantuvo  á  su  lado. 

Que  estos  hijos  acrecentaron  y  conservaron 
su  fortuna. 

Que  estos.hechos  vinculan  la  paternidad  de 
que  no  se  puede  prescindir,  porque  procede  de 
actos  propios  y  voluntarios,  antepuestos  á 


vínculos  lejanos  3-  relajados,  que  tienen  por 
causa  una  voluntad  y  actos  ajenos. 

Que  el  sobrino  que  demanda  como  tnás 
próximo  pariente  pretende  dejar  sin  efecto  la 
voluntad  de  un  padre,  en  su  favor,  inventan- 
do, buscando  amparo  ó  aprovechando  una 
teoría  ó  invenciones  ajenas,  ya  condenadas 
por  los  Tribunales  de  Justiíia. 

Que  las  disposiciones  legales  citadas  de  coiv 
trario  caen  bajo  el  principio  legal  de  que  el 
acto  válido  en  su  origen  no  puede  llegar  á.ser 
nulo  por  actos  ó  circunstancias  estrañas  á  la 
voluntad  del  otorgante. 

Que  si  la  ley  reconoce  la  facultad  de  testar, 
sería  un  lazo  tejido  por  la  ley  misma  si,  ade- 
más de  haber  observado  las  formalidades  al 
tiempo  de  declarar  su  voluntad^  se  exígese 
contar  con  la  bviena  fe  de  los  hombres. 

Q.ue  la  ley  exige  determinadas  solemnidades 
para  el  otorgamiento  y,  observadas  y  no  al- 
teradas, asegura  al  acto  su  eficacia  después 
de  la  muerte. 

Que  según  el  demandante»  esto  no  es  cierto, 
porque  basta  el  fallecimiento  de  todos  los  tes- 
tigos instrumentales  para  que  pierda  el  testa- 
mento su  valor,  no  se  abra,  porque  no  existe 
quien  reconozca  las  firmas  y  que^  sí  permatie- 
ce  indefinidamente  cerrado  es  un  papel  inútil 
y  radical  y  absolutamente  nuloj  aunque  lo 
abra  el  juez. 

Que  todo  esto  es  un  absurdo  que  no  es  posi- 
ble sea  doctrina  legal. 

Que  la  muerte  del  notario  y  de  los  testigos 
di;l  testamento  cerrado  no  está  expresamente 
señalada  en  la  ley  como  causal  de  nulidad,  y 
además  las  diligencias  que  procedieron  á  la 
apertura  no  dejan  duda  en  orden  á  su  auten- 
ticidad y  son.  las  que  autorizad  artículo  1025 
del  Código  Civil. 

Que  el  resumen  de  lo  anterior,  hecho  en  seis 
nuraerandos,  prueba  que  el  testamento  htcho 
por  don  José  Tomás  Vargas  no  adolece  de  vi- 
cio alguno,  que  la  posibilidad  de  falsificación 
ó  suplantación  del  testamento  que, como  con- 
jetura, avanza  el  demandante,  es  completa- 
mente inexacta,  así  como  la  sorpresa  que  le 
causó  la  presentación  del  testamento  por  los 
hijos. 

Que  tanto  la  donación  de  16  de  septiembre 
de  1895  como  el  reconocimiento  de  hijos  na- 
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turales  de  10  de  septiembre  de  1896,  no  dan 
el  más  leve  asidero  para  la  no  existencia  del 
testamento. 

Tanto  en  la  réplica  de  la  demanda,  como  en 
la  duplica  de  la  contestación,  se  explican  6  re- 
futan los  mismos  hechos  6  apreciaciones  ya 
reproducidos,  insistiendo  en  las  mismas  peti- 
ciones de  la  demanda  y  contestación  sin  alte- 
rar sustancialmente  la  materia  del  pleito. 

Se  abrió  un  término  probatorio  de  veinte 
días,  pero  las  partes  no  hicieron  uso  de  él. 

Demandantes  y  demandados  alegaron  lo 
conveniente  á  sus  derechos. 

Citóse  para  sentencia. 

El  Juzgado  de  los  Andes  falló  el  8  de  julio  de 
1903: 

Considerando: 

1^  Que  el  testamento  cerrado  es  un  docu- 
mento mixto  que  participa  del  carácter  de 
instrumento  público,  en  su  carátula,  y  de  ins- 
trumento privado,  en  su  contenido,  según  el 
contexto  general  de  nuestra  legislación  y  se- 
gún las  legislaciones  más  adelantadas  del 
orbe; 

2^  Que  aún  suponiendo  la  observancia  de 
las  formalidades  que  dieron  existencia  legal 
al  pliego  cerrado,  no  se  debe  presumir  de  dere- 
cho que  esa  misma  observancia  abarque  tam- 
bién igual  existencia  del  pliego  abierto,  ó  sea 
su  contenido,  por  tratarse  de  dos  hechos  de 
índole  diversa,  que  se  ejecutan  en  tiempos  di- 
ferentes, ante  autoridades  de  otro  orden  y  con 
solemnidades  separadas  y  de  especial  procedi- 
miento en  los  artículos  1023  y  1025,  respec- 
tivamente, del  Código  Civil; 

3^  Que  ni  aún  puede  ser  presunción  de  hecho 
la  de  existencia  legal  del  contenido  de  un  tes- 
tamento cerrado,  porque  si  bien  parece  natu- 
ral que  dentro  de  lo  más,  instrumento  públi- 
co, pueda  caber  lo  menos,  instrumento  priva- 
do, esta  teoría  no  tiene  aplicación  en  la  ley, 
que  divide  y  señala  los  roles  de  uno  y  otro  y 
hace,  por  lo  tanto,  que  no  sea  legal  la  doctri- 
na de  que  la  apertura  de  un  testamento,  bien 
ó  mal  verificada,  lleve  consigo  su  ejecución, 
porque  ambos  hechos  consultan  efectos  dis- 
tintos; el  primero  de  mero  conocimiento  ó 
publicidad,  y  el  segundo  de  cumplimiento  de 
las  disposiciones,  que  pueden  ser  válidas,  nu- 
las ó  reformables; 


4^  Que  ante  la  ley,  persistiendo  aún  la  ob- 
servancia cabal  de  las  formalidades  del  otor- 
gamiento del  testamento  cerrado,  no  vale 
decir  que  esto  tiene  de  suyo  una  presunciós 
de  verdad  á  favor  del  contenido,  que  no  es 
instrumento  público  sino  después  que  se  cum- 
plan las  formalidades  del  artículo  1025,  por- 
que tal  presunción  está  en  pugna  con  el  ar- 
tículo 1701  del  Código  Civil,  que  dice.  **La 
falta  de  instrumento  público  no  puede  suplirse 
por  otra  prueba  en  los  actos  y  contratos  ea 
que  la  ley  requiere  esa  solemnidad,  y  se  mira- 
rán como  no  ejecutados  6  celebrados*'. 

También  está  en  pugna  con  el  artículo  11 
del  Código  Civil,  que  dice:  "Cuando  la  kr 
declara  nulo  algún  acto  con  el  fin  exprwo  ó 
tácito  de  precaver  un  fraude  ó  de  proveerá 
algún  objeto  de  conveniencia  pública  6  prima- 
da, no  se  dejará  de  aplicar  la  ley,  aunque  se 
pruebe  que  el  acto  que  ella  anula  no  ha  sido 
fraudulento  ó  contrario  al  fin  de  la  ley"; 

5^  Que  así  como  un  instrumento  privado 
se  transforma  en  instrumento  y  escrítara  pú- 
blica desde  que  se  autoriza  por  el  competecie 
funcionario  y  se  incorpora  en  un  protocolo  ó 
registro  público,  con  arreglo  á  la  ley,  asíuc- 
bien  el  contenido  del  testamento  cerrado  se 
transforma  en  instrumento  público  cuando  se 
ha  probado  la  autenticidad  de  la  carátob 
por  medio  de  las  solemnidades  que  prescnbe 
el  artículo  1025,  conforme  esto  todavía  á  la 
común  doctrina  de  autores  ilustres  como  Gu- 
tiérrez, Bonnier,  etc.,  etc.,  que  estiman  qneia 
presencia  de  los  testigos  que  se  han  llamado 
instrumentales  por  su  concurrencia  al  acto. 
se  justifica  por  el  mismo  medio; 

6^  Que  los  artículos  1023  y  1025  del  Códi- 
go Civil  caracterizan,  respectivamente,  la 
existencia  original  del  pliego  cerrador  la  exi^ 
tencia  ejecutiva  del  pliego  abierto,  señalando. 
taxativa  y  separadamente,  las  reglas  á  qise 
se  han  de  subordinar  ambas  existencias; 

7^  Que  no  se  tendrá  por  testamento  cerra- 
do el  pliego  en  que  no  se  hayan  observado 
esencialmente  las  reglas  del  artículo  1023,  ni 
se  ejecutará  ni  abrirá  sino  después  qne  se  ob- 
serven también  esencialmente  las  reglas  del 
artículo  1025,  lo  cual  comprueba  qne  el  tes- 
tamento contenido  en  el  pliego  cerrado, es  no 
papel  privado  que  ha  menester  para  ejecutar- 
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se  de  la  autorización  de  un  juez  6  competente 
funcionario,  con  Jas  solemnidades  que  en  el 
artículo  1025  se  enumeran,  las  que  llenadas, 
lo  transforma  en  instrumento  público; 

8^  Que  siendo  de  dos  clases  el  testamento 
solemne,  abierto  ó  cerrado,  son  dos  también 
los  procedimientos  especiales  que  los  rigen, 
aún  en  el  caso  de  transformarse  en  abierto  el 
cerrado,  porque  el  abierto  propiamente  tal, 
lo  genera  el  testador,  al  par  que  el  transfor- 
mado en  abierto  lo  genera  la  ley,  subrogando 
al  testador  en  forma  naturalmente  más  es- 
tricta, ya  que  aquí  se  trata  de  dar  vida  á  un 
acto  ajeno; 

9^  Que  el  pliego  del  testamento  cerrado  lo 
equipara  en  parte  el  artículo  1025  al  pliego 
del  testamento  abierto  del  artículo  1020, 
otorgado  ante  cinco  testigos  sin  escribano, 
porque  ambos  son  instrumentos  privados  que 
han  menester  de  las  solemnidades  en  esos  ar- 
tículos contenidos,  para  elevarse  á  la  catego- 
ría de  instrumento  público; 

10.  Que  del  mismo  modo  que  la  ley,  artícu^ 
lo  1020,  duda  6  no  quiere  que  se  ejecute  el 
testamento  abierto  otorgado  ante  cinco  tes- 
tigos, á  pesar  de  ser  esta  la  solemnidad  exigi- 
da, sin  que  se  ejercite  la  intervención  judicial, 
asimismo  la  ley,  artículo  1025,  duda  y  man- 
fla no  abrir  ni  ejecutar  el  testamento  cerrado, 
mientras  no  intervenga  el  Juez  en  la  forma  ya 
expresada,  resultando  en  este  último  caso 
más  severo  el  procedimiento,  por  cuanto  en  * 
el  artículo  1020  se  duda  sólo  de  la  fe  de  los 
testigosy  en  el  artículo  1025  se  duda,  además. 
He  ]a[fe  del  notario,  pero  es  que  el  legislador 
aplicó  la  equidad  en  ambos  casos,  ya  que  los 
cinco  testigos  del  artículo  1020  conocieron 
esencialmente  las  disposiciones  del  testador, 
mientras  que  el  notario  y  los  cinco  testigos 
del  artículo  1025  esencialmente  las  han  igno- 
rado; 

11.  Que  en  el  caso  menos  estricto  ó  sea  el 
testamento  abierto  del  artículo  1020,  como 
iíltimo  término  supone  la  existencia  de  un 
numero  de  testigos,  pero  no  de  ninguno,  di- 
ciendo textualmente:  **Si  uno  ó  más  de  ellos 
no  compareciere  por  ausencia  ú  otro  impedi- 
mento"  lo  cual  se  corrobora  continuada- 
mente, agregando:  "bastará  que  los  testigos 
instrumentales  presentes "  queriendo  con 


esto  decir  que  debe  haber  uno  siquiera  fir- 
mante de  la  carátula  para  que  actúe  como 
allí  se  indica; 

12.  Que  para  ilustrar  mejor  el  criterio  del 
juez,  el  inciso  siguiente  del  mismo  artículo 
1020  faculta  al  juez,  ya  sea  por  el  escaso  nú- 
mero de  testigos  instrumentales,  ya  por  lo 
desconocidos  ó  dudosos,  etc.,  etc.,  para  que 
puedan  ser  abonadas  las  firmas  del  testador 
y  de  los  testigos  ausentes  por  declaraciones 
juradas  de  otras  personas  fidedignas,  lo  cual 
no  deroga  ni  mucho  menos  alterad  inciso 
anterior,  que  establece,  necesariamente,  la 
existencia  de  un  número  de  testigos  instru- 
mentales, ó  mejor  dicho,  lo  menos,  el  abono 
meramente  facultativo,  no  puede  derogar,  ni 
aún  tácitamente,  lo  más,  que  es  un  mandato 
legal; 

13.  Que  para  transformarse  en  abierto  el 
testamento  cerrado  se  deben  aplicar  las  reglas 
de  este  artículo  1025,  entre  las  que  está  el 
inciso  3^  del  artículo  1020  considerado  ante- 
riormente, ó  sea  refiriéndose  al  modo  como 
allí  se  hace  para  abonar  al  notario  y  testigos, 
pero  no  al  testador,  porque  el  mismo  artícu- 
lo 1025  ha  establecido  que  debe  reconocerse 
su  firma,  lo  cual  comprueba  que  el  abono  es 
sólo  coadyuvante  del  reconocimiento,  si  para 
este  modo  de  ser  aún  no  bastara  lo  que  en  la 
historia  de  la  ley  y  en  el  lenguaje  común  sig- 
nifican las  palabras  reconocer  y  abonar,  ó  sea 
lo  definitivo  y  provisorio,  respectivamente, 
del  caso; 

14?.  Que  siendo  así,  el  espíritu  y  la  letra  de 
nuestra  legislación  exigen  que  haya  testigos 
instrumentales  presentes  para  que  exista  le* 
galmente  el  testamento  solemne,  ya  sea  abier- 
to propiamente  tal,  ó  ya  sea  el  cerrado  trans- 
formado en  abierto; 

15.  Que  no  hay  para  qué  considerar  si  b^»- 
ta  uno  ó  dos  por  lo  menos  de  los  testigos  de 
la  carátula  ó  instrumentales  del  testamento 
cerrado  para  que  pueda  ser  abierto,  porque 
ello  no  es  la  materia  esencial  de  la  demanda, 
puesto  que  se  ha  establecido  que  todos  los 
testigos  del  testamento  en  cuestión  estaban 
muertos  en  la  fecha  de  la  apertura  iniciada 
días  después  de  la  muerte  del  testador; 

16.  Que  son  formalidades  esenciales  lasque 
la  ley  establece  para  la  existencia  de  los  tes- 
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tomentos  abiertos, cerrados  y  transformados 
en  abiertos,  de  los  artículos  1020,  102S  y 
1025,  respectivamente,  del  Código  Civil,  san- 
cionados así  por  el  artículo  1026  siguiente: 
'*B1  testamento  solemne  abierto  ó  cerrado  en 
que  se  omitiere  cualquiera  de  las  formalidades 
á  que  deba  respectivamente  sugetarse,  según 
los  artículos  precedentes,  no  tendrá  valor  al- 
guno". Por  la  colocación  que  el  legislador  dio 
á  eate  artículo  se  ve  que  quiso  abarcar  con  la 
'misma  sanción  á  todos  esos  testamentos  y 
no  separadamente  á  catia  uno; 

17.  Que  la  misma  sanción  del  artículo  1026 
repite  al  fínal  la  existencia  esencial  de  testigo,* 
cttando  tratando  de  omisiones  que  no  impli- 
can nulidad,  dice: "siempre  que  no  haya 

duda  de  la  identidad  personal  del  testador, 
escribano  ó  testigos",  porque  si  hay  duda  y  • 
ésta  no  se  puede  explicar,  según  el  artículo 
1025,  es  nulo  el  testamento  cerrado; 

18.  Que,  á  mayor  abundamiento,  el  artícu- 
lo 1025  requiere  constatar  la  autenticidad 
del  testamento  cerrado,  observando  la  solem- 
nidad de  reconocer  la  firma  del  testador  y  de- 
clarando si  el  pliego  está  cerrado,  sellado  ó 
marcado  como  en  el  acto  de  la  entrega,  cosa 
que  sólo  pueden  hacer  lo»  testigos  instrumen- 
tales y  no  las  personas  fidedignas  de  un  abo- 
no, en  cuyo  cometido  del  inciso  final  del  ar- 
tículo 1025  no  se  encuentran  tales  facultades, 
j»orque  sería  contrario  á  la  naturaleza  decla- 
rar sobro  lo  que  no  se  ha  visto; 

19.  Que  la  omisión  del  reconocimiento  y 
declaración  anterior  no  está  entre  las  del  in- 
ciso 2^  del  artículo  1026  que  excusan  la  nuli* 
dad,  porque  de  otro  modo  sería  suplir  con 
pruebas  cstrañas  al  instramento  mismo  ios . 
requisitos  internos  de  su  existenciaó  los  esen- 
ciales del  acto  á  que  se  refiere,  careciendo  así 
de  objeto  las  leyes  relativas  á  la  probanza  de 
los  instrumentos  públicos  y  á  la  nulidad  de 
los  actos  ó  contratos  solemnes,  conforme  á 
los  considerandos  4' y  5';-  '. 

20.  Quev  ademá.s,  el  dicho  inciso  final  del' 
artículo  1025,  que  dice  rehición  con  el  3°  del 
1023  .ó  todo  él,  si  se  quiere,  no  faculta  el  abo- 
no de  la  firma  del  escribano  y  testigos  muer- 
tos, como  se  ha«dicho>en  el- testamento  cues-' 
tioi>ado,  sino  el  abono  de  las  ürmas  dei  escri- 
baflo  y  testigos  ausentes;  •    •  .     -  .     , 


21.  Que  el  adjetiva  ausente,  á  más  de  deno- 
tar la  calidad  del  sustantivo  testigo,  que  iia- 
plica  la  idea  de  persona  6  vida  que  termituí 
con  la  muerte,  proviene  del  compuesto  latín-) 
abSf  fuera,  y  en*,  ente,  6  sea  el  que  es  ó  «xiste 
fuera.  Así  se  entiende  también  en  el  lenguaje 
común,  que  siempre  supone  vida  en  la  ausen- 
cia, y  en  la  ley;  el  inciso  3^  del  artículo  1020. 
citado,  define  á  la  ausencia  por  impedimento 
y  no  por  muerte;  en  la  Ley  de  Matrimonio  Ci- 
vil hay  impedimentos  impedientes  y  dtrimfn- 
tes,  que  no  suponen  muerto  al  incursoenello^. 
el  artículo  83  del  Código  Civil  llama  mtra 
ausencia  al  desaparecimiento  de  diez  ó  cuatro 
años,  y  nadie  se  muere  por  tiempo  más  ó  me- 
nos largo;  ni  aún  en  la£cción  del  párrafo  IV. 
**I)e  la  muerte  civil"  cabe  la  palabra  ausente 
porque  no  sería  lo  mismo  decir  ausencia  cm: 
también  existe  un  "Defensor  -de  aosente>'. 
que  no  significa  defensor  de  muertos,  porqoe 
se  defienden  los  derechos  de  que  precisamente 
carecen  los  muertos  -^  orque  dejaron  de  ser 
personas  y  pasaron  á  sus  sucesiones;  el  artíai* 
lo  145  del  Código  Civil .  vuelve  á  definir  a  ¡a 
ausencia  como-  impedimento  y  éste  no  consi- 
dera viuda  á  la  mujer  casada,  como  ocurriría 
en. el  caso  de  muerte;-  la  ausencia  es,  también. 
causal  de  divorcio,  mientras  que  la  muerte 
desata  el  vínculo^  en  las  pruebas  del  estado 
civil,  la  muerte  se  prueba  con.  un  docum^to 
y  éste  no  prueba  la  ausencia;  el  artículo  230S 
'del  Código  Civil  dice  que  ausentes  son  losqn? 
residen  en  país  extranjero,  siendo  los  reprj 
ductivo  de  individuo,  ó  persona  que  napae^^<^ 
ser  un  muerto -que  yace  en  un  cementen), 
pero  no  reside-porqué  carece  de  ánimo  de  p*r- 
manccer  desde  que  dejd  de  ser  pcrsoBa,  alo 
cual  puede  agregarse,  además,  la  vulgar  díte- 
rencia  entre  país  y  cementerio;  en  oste-misoio 
artículo  se  dtfine  loque  significasn- presen  tes  y 
ausentes,  que  son  las  ideas  contrapuestas  tJel 
artículo K  25;  cu  nuestra  legislación  penal i»» 
se  puede  condenar  á  un  muerto,  pero  sí  aun 
ausente,  reforzándose  en>  éste  de  tal  modo  la 
idea  cíe  vida;  que  dispone  que  se  oig^  cuíín<>» 
se  prejjente  6  sea  habiólo,  y  así  otros  ca<«>^ 
largos  de  enumerar  que  se  ha  lian-  en  nwcstr.i 
legislación,  comprobando  lodos  vida  en  la  pu- 
senci«i  y  como  los  artículos  12  274,  275.43-. 
586,  588,  654,  655,  656,  668,670,900,  lOíH». 
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1022.  1038  y  1094  ilel  Código  ríe  Procedi- 
miento Civil; 

22.  Que  si  aún  se  estimase  obscura  la  signi- 
ficación de  testigos  ausentes,  el  artículo  22 
Jel  Código  Civil,  dice:  "Los  pasajes  osbcuros 
le  una  ley  pueden  ser  ilustrados  por  medio  de 
otras  leyes,  particularmente  si  versan  sobre 
el  mismo  asunto",  como  acontece  con  las  di- 
versas citas  del  considerando  anterior,  que 
deben  aplicársele;^ 

23.  Que  de  lo  dicho  se  colije  que  nuestra 
lejislación  sólo  contiene  un  medio  solemne 
para  abrir  y  ejecutar  un  testamento  cerrado, 
comi)uesto  de  dos  partes,  una  de  deber  y  la 
otra  facultativa  coadyuvante:  reconocimien- 
tos de  firmas  y  declaración  practicados  por 
testigos  instrumentales,  y  abono  por  personas 
fidedignas  de  la  firmas  del  notario  y  testigos 
ausentes,  pero  no  muertos; 

24.  Que  el  procedimiento  anterior  trae  su 
origen  de  la  ley  4**  del  Dígesto  Romano  y  des- 
pués, de  la  ley  3*  título  2',  Partida  6*,  que  se 
invocan  como  precedentes  históricos,  en  los 
cuales  el  abono  era  procedimiento  provisorio, 
mientras  volvían  los  abonados  á  reconocer 
cerrándose  de  nuevo  el  testamento  después  de 
aquel  hecho  de  constatar  si  no  había  grave 
daño  particular  ó  perjuicio  á  la  causa  pública; 

25.  Que  mandado  traer  á  la  vista,  de  ofi- 
cio, para  mejor  resolver,  el  expediente  de  aper- 
tura del  testamento  qué  se  litiga,  se  opuso  el 
demandado  con  el  mérito  de  la  copia,  en  la 
que  se  observa,  además,  que  se  omitieron,  al 
otorgarse,  todos  los  domicilios  del  testador 
Y  testigos,  circunstancia  necesaria  para,  carac- 
terizar el  testamento  según  el  artículo  1012 
y  también,  saber  si  eran  extranjeros,  ó  delin- 
cuentes, ó  mayores  de  dieziocho  años,  si  dos, 
á  lo  menos,  estaban  domiciliados  en  el  depar- 
tamento; 

26.  Que  el  inciso  2'  del  artículo  1026  excu- 
sa la  nulidad  del  testamento  en  que  se  omitiere 
una  ^  más  de  las  designaciones  del  inciso  5^ 
del  artículo  1023,  pero  no  todas,  como  ocurre 
fn  el  caso  anterior  délos  domicilios,  conforme 
^sto  al  espíritu  que  domina  en  la  ley:  la  regu- 
lación estricta  délos  actos  testamentarios  y 
no  el  sentido  acomodaticio; 

27.  Que  el  testíimeñto,  con  el  notario  y  los 
cinco  testigos  muertos,  que  se  impugna,  care- 


ce así  de  las  condiciones  legales  para  su  eje- 
cución y  queda  reducido  á  una  circunstancia 
extraordinaria  de  que  ningún  jue¿  ó  pafticu- 
lar  puede  prevalerse,  según  el  artículo  151  de 
la  Constitución,  <5[ue  diceí  "Ninguna  magis- 
tratura, ninguna  persona puede  atribuir- 
se, ni  aún  á  pre testo  de circuhtancias extraor- 
dinarias, otra  autoridad  ó  derechos  que  los 
que  expresamente  se  les  haj'a  conferido  por 
las  leyes.  Todo  acto  en  contraVertción  á  este 
artículo  es  nulo"; 

28.  Que  los  artículos  1682  y  1683  del  Códi- 
go Civil  califican  dicha  nulidad  é  imponen  de 
oficio  su  .declaración; 

29.  Que,  por  fin,  no  vale  argüir  que  no  esté 
en  la  ley,  señalada  expresamente,  la  muerte 
del  notario  y  testigos  como  causal  de  nulidad 
del  testamento  cerrado,  cuando  está  dentro 
de  la  regla  general  del  artículo  980,  en  que  >a 
ley  se  subroga  al  testador,  cuando  no  testa, 
cuando  no  lo  hace  conforme  á  derecho,  ó  cu an'- 
do  no  han  tenido  efecto  sus  disposiciones,  ex- 
cepciones que  no  están  entre  las  que  cscusan  la 
nulidad  en  él  artículo  1026. 

Con  arreglo  á  los  artículos  980,  1020, 
1023, 1025,  1026,  1701, 1682,  1683,  11  y  22 
del  Código  Civil  y  consideraciones  que  prece- 
den y  artículos  167,  169,  192  y  193  del  Códi^ 
go  de  Procedimiento  Civil, ti ispongo:  ha  lugar 
á  la  demanda,  con  declaración  de  que  la  he- 
rencia intestada  se  dividirá  con  arreglo  á  de- 
recho.—Pec/ro  Velasco  R. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  pafte  expositiva 
de  la  sentencia  apelada  de  8  de  julio  de  1903, 
y  considerando: 

1*^  Que  las  diligencias  de  que  dan  testimonio 
las  compulsas  aci editan  que  se  presentó  ante 
el  juez  de  letras  de  Los  Andes  un  testamento 
cerrado  que  sé  había  otorgado  en  Santiago 
por  don  José  Tomás  Vargas,  ante  el  notario 
don  José  Isaac  Ortiz,  con  fecha  9  de  abril  de 
1877,  coU  todas  las  formalidades  y  requisitos 
legales;  y  íjue,  á  consecuencia  de  haber  falle- 
cido el  notario  y  todos  los  testigos  instru. 
mentales,  se  procedió  á  su  apertura  y  proto- 
colización después  de  haberse  prestado  por  el 
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notario  que  el  juezelig^ó,  en  reemplazo  del  que 
concurriera  al  otorgamiento,  el  reconoci- 
miento de  ñrma  y  declaración  que  prescribe 
el  inciso  2*?  del  artículo  1025  del  Código  Ci- 
vil, y  de  haberse  abonado  la  firma  de  los  tes- 
tigos y  del  testador  y  practicádose  otras  dili- 
gencias encaminadas  á  establecer  la  identidad 
é  integridad  del  pliego  testamentario; 

2'  Que  la  resolución  judicial  que  declaró  que 
debe  tenerse  por  testamento  de  don  José  To- 
más Vargas  la  memoria  testamentaria  inserta 
en  las  compulsas  citadas,  debe  considerarse 
firme  y  surtir  todos  sus  efectos  legales,  á  me- 
nos que  se  acredite  su  falsedad  ó  que  se  expi- 
dió faltando  algún  trámite,  requisito  ó  for- 
malidad esencial  para  la  validez  del  acto; 

3^  Que,  atendidas  las  peticiones  de  {la  de- 
manda, la  cuestión  única  que  cabe  resolver  en 
en  el  caso  presente  es  la  de  averiguar  si  la 
com  parecencia  á  las  diligencias  de  apertura  del 
testamento  cerrado,  para  que  presten  el  reco- 
nocimiento de  firmas  y  declaraciones  que 
prescribe  el  artículo  1025  citado,  del  notario 
y  testigos  instrumentales,  es  un  requisito  ó 
formalidad  esencial  para  la  validez  del  acto 
judicial  de  apertura  de  tal  testamento,  en 
términos  que  deba  considerarse  nulo  dicho 
acto  por  la  sola  circunstancia  de  haber  muer- 
to el  escribano  y  todos  los  testigos  antes  de 
las  diligencias  que  preceden  á  ese  acto,  y  la 
imposibilidad  consiguiente  de  que  prestaran 
la  declaración  y  reconocimientos  aludidos; 

4^  Que  las  formalidades  ó  solemnidades  exi- 
gidas por  la  ley  para  la  validez  y  ejecución  de 
ciertos  actosjurídicos,  son  de  derecho  estricto 
y  no  pueden  ampliarse  ó  extenderse  á  más  de 
lo  que  expresa  el  texto  de  la  ley;  y  por  lo 
tanto,  la  solución  acerca  de  la  nulidad  pedida 
en  la  demanda  solo  puede  buscarse  en  el  texto 
del  artículo  1025  citado  del  Código  Civil; 

5^  Que  dicho  artículo  no  exige  como  requi- 
sito indispensable  para  que  el  juez  pueda  pro-  • 
ceder  á  la  apertura,  la  comparecencia  perso- 
nal del  escribano  y  testigos  instrumentales 
del  testamento  cerrado,  y  á  la  inversa,  colo- 
cándose en  el  caso  que  no  comparezcan,  seña- 
la el  procedimiento  que  debe  observarse  é 
indica  la  manera  como  debe  reemplazarse  la 
falta  de  sus  declaraciones,  remitiéndose  al 
testimonio  y  abono  de  la  firma  de  los  ausen- 


tes por  el  notario  y  testigos  que  hayan  com- 
parecido; á  la  declaración  del  notario  que  el 
j  uez  elija  en  reemplazo  del  que  autorizó  el  testa- 
mento y  á  declaraciones  juradas  por  personas 
fidedignas; 

6^  Quédelos  términos  del  inciso 3' ddar 
tículo  1025  citado,  se  desprende  que  lo  que  la 
ley  ha  querido  es  establecer  medios  propios 
de  comprobación  para  justificar  la  autentici- 
dad é  integridad  del  pliego  testamentano: 
siendo  inadmisible  el  concepto  de  que  coando 
se  habla  de  ausentes,  no  se  comprende  á  lo» 
testigos  y  al  notario  que  no  ha  concnrrido  ai 
acto  por  haber  fallecido,  ó  por  imposibilidad 
física  y  moral  para  prestar  declaración,  ra 
que  el  artículo  citado  se  pone  en  el  caso  deesa 
falta  de  concurrencia  y  señala  los  medios  de 
subsanarla,  disponiendo  que  debe  tenerse  co- 
mo bastante; 

7^  Que  concurre  á  robustecer  esta  intelig»- 
cia  de  la  ley  el  hecho  de  que  la  palabra  ausen- 
tes, empleada  en  el  caso  propuesto,  está  con- 
trapuesta á  la  palabra  presentes  de  qac  aRi 
mismo  se  hace  uso,  comprendiendo  aquella  á 
todos  los  que  no  comparezcan  ó  no  poedao 
comparecer,  cualquiera  que  sea  la  causa,  co- 
mo muerte,  demencia,  etc.,  ya  que  lo  contra- 
rio nos  conduciría  á  hacer  caducar  el  testa- 
mento, tanto  en  el  caso  de  haber  fallecida 
todos,  como  uno  solo  de  sus  testigos,  en  ra- 
zón de  que,  no  pudiendo  en  esc  concepto  abo- 
narse la  firma  de  este  testigo  único,  resuliarú 
ineficaz  el  acto  testamentario,  en  virtud  de 
que  para  serlo  no  se  contaría  con  el  numero 
que  de  aquellos  la  ley  exije,  lo  que  se  opone 
manifiestamente  al  espíritu  de  la  misma  iej 
que  prefiere,  tratando  de  consultar  la  to- 
luntad  del  testador,  el  sentido  en  que  ella 
produzca  efecto  á  aquel  en  que  noaeacapax 
de  producir  efecto  alguno; 

8'  Que  el  último  inciso  del  mismo  artículo 
1025  preceptúa  que  en  caso  necesario,  y  áeiB- 
pre  que  el  juez  lo  estime  conveniente,  podrin 
ser  abonadas  las  firmas  del  escribano  j  testi- 
gos ausentes,  como  en  el  caso  del  inciso  3^  del 
artículo  1020,  esto  es,  por  declaraciones  ja- 
radas  de  otras  personas  fidedignas,  disposi- 
ción que  se  pone  en  el  caso  de  que  puedan  w- 
tar  el  escribano  y  todos  los  testigos,  6  q« 
en  concepto  del  juez  no  sean  satisfactorias iaí 
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declaraciones  del  escribano  y  testigos  presen- 
tes, y  que  excluye  toda  idea  de  hacer  de  la 
presencia  del  escribano  y  de  los  testigos,  6  á 
lo  menos,  de  una  parte  de  estos,  un  requisito 
esencial  de  que  dependa  la  validez  del  testa- 
mento cerrado; 

9^  Que  la  doctrina  que  se  establece  en  los 
anteriores  considerandos  es  la  única  que  cua- 
dra con  el  texto  y  espíritu  del  artículo  1212 
del  Código  citado,  según  el  cual  el  testamento 
otorgado  válidamente  no  puede  invalidarse 
sino  por  la  revocación  del  testador,  á  menos 
que  sea  privilegiado  y  se  produzca  su  caduci- 
dad en  los  casos  que  la  ley  refiere,  lo  cual  se 
opone  á  toda  idea  de  que  el  testamento  otor- 
gado con  todas  las  solemnidades  legales  pue- 
da invalidarse  por  causa  extraña  al  testador, 
que  no  sea  la  imposibilidad  de  acreditar  su 
autenticidad  ó  la  de  la  memoria  encerrada 
dentro  del  pliego  que  entrega  al  notario  á 
presencia  de  los  testigos; 

10.  Que,  en  consecuencia,  establecida  por  la 
resolución  judicial  que  aparece  de  las  compul- 
sas, la  integridad  y  autenticidad  del  pliego 
testamentario  con  antecedentes  bastan  tes,  no 
procede  la  impugnación  de  nulidad  que  se  for- 
mula en  la  demanda,  fundada  sólo  en  el  hecho 
de  haber  fallecido  el  notario  y  todos  los  testi- 
gos antes  que  el  testador  y  de  que  no  hayan 
por  esta  causa  comparecido  á  las  diligencias 
de  apertura,  ya  que  no  sólo  no  ha  establecido 
la  ley  la  nulidad  por  esa  circunstancia,  sino 
que  se  opone  á  su  admisibilidad  el  precepto 
del  artículo  1212  antes  pitado; 

11.  Que  corrobora  lo  expuesto  la  presun- 
ción, qtsces  de  todas  las  legislaciones  que  con- 
ceden la  facultad  de  testar,  de  que  debe  mirarse 
como  la  voluntad  suprema  del  testador  al 
tiempo  de  su  fallecimiento  el  testamento  que 
hubiese  otorgado  en  cualquier  tiempo  y  que 
no  hubiere  revocado  después,  presunción  que 
se  halla  expresamente  consignada  en  los  ar- 
tículos 1005  y  1006  de  nuestro  Código,  don- 
de, inmediatamente  después  de  enumerarse 
las  varias  causas  que  inhabilitan  para  testar, 
de  las  cuales  es  una  el  estar  privado  de  juicio, 
se  establece  por  punto  general  que  el  testa- 
mento otorgado  durante  la  existencia  de 
cualquiera  de  estas  causas  de  inhabilidad  es 
nulo,  aunque  posteriormente  deje  de  existir 


la  causa;  y  á  la  inversa,  que  el  testamento 
válido  no  deja  de  serlo  por  el  hecho  de  sobre- 
venir después  alguna  de  ellas,  lo  que  patenti- 
za la  armonía  que  existe  entre  los  artículos 
1006  y  1212  citados.  Si  las  inhabilidades  le- 
gales pera  testar  no  invalidan  el  testamento 
cuando  sobreviene  después  de  otorgado,  tan 
tómenos  debe  influir  para  invalidarlo  la  falta 
de  alguno  de  los  elementos  para  acreditar  su 
autenticidad  é  integridad,  falta  reproducida 
después  del  otorgamiento,  si  se  observa  ade- 
más que  la  ley  misma  señala  el  medio  de  sub- 
sanarla; 

12.  Que  concurre  también,  en  el  caso  de  Xik 
cuestión,  á  dar  á  la  ley  la  inteligencia  y  alcan- 
ce anteriores,  la  regla  establecida  en  el  artícu- 
lo 24  y  otras  disposiciones  del  citado  Código, 
por  cuanto  ellas  se  avienen  con  el  espíritu 
general  de  nuestra  legislación  y  la  equidad 
natural,  ya  que  la  misma  ley  quiere  que  el 
testamento  que  ha  sido  debidamente  otorga- 
do surta  todos  sus  efectos  después  de  la  muer- 
te del  testador,  y  sería  un  absurdo  que  per- 
diera en  esas  condiciones  su  validez  primitiva 
por  causa  que  el  testador  no  hubiera  podido 
prever  al  tiempo  de  otorgarlo,  ni  evitar  mas 
tarde;  y 

13.  Que,  en  consecuencia,  atendido  el  méri- 
to de  las  diligencias  de  que  dan  constancia  las 
compulsas,  ellas  satisfacen  las  exigencias  del 
artículo  1025  del  Código  Civil,  y  el  juez  que 
en  ellas  intervino  procedió  correctamente  al 
abrir  el  pliego  cerrado  que  contenía  la  memo- 
ria testamentaria  de  don  José  Tomás  Vargas, 
y  al  declarar  testamento  de  éste  dicha  me- 
moria. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artículos 
167  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  22 
del  Código  Civil,  se  revoca  la  referida  senten- 
cia y  se  declara  sin  lugar  la  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rojas.-^^. 

Donoso  F.— E.  CastiUo.-^K  Agustín  Rojas 

fosé  T.  Marín. 
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Cctte  de  Talca,  26  dé  diciembre  de  1906 
Fuentes  con  Riqudme 

Mercedes  de  aguas.— Obras  aparentes. 
— Posesión. —Título  preferente 

Doctrina: — Habiéndose  concedido  en 
diferentes  /echas  á  dos  personas  merce- 
des de  aguas  en  el  mismo  estero,  debe  ser 
preferida  la  que  primero  entró  en  pose- 
sión ejecutando  obras  aparentes  para 
el  uso  (Je  las  aguas,  aunque  su  merced 
sea  de  fecha  posterior. 


Doña  Sinforosa  Fuentes,  viuda  de  Pino, 
ajarricultora,  expone  que  posee  el  fundo  Santa 
Filomena  de  sesenta  cuadras  de  extensión, 
ubicado  en  la  subdelegación  de  Boyen  de  este 
departamento,  y  que  limita:  al  Norte,  con  el 
estero  Lluacco;  al  Oriente,  con  Araneda  y 
otros;  al  Sur,  con  terrenos  de  Silva  y  Reyes; 
y  al  Poniente,  con  doña  Carmen  Pino. 

Que  ese  fundo  se  riega  desde  hace  más  de 
cinco  años  con  las  aguas  del  estero  Los  Ca- 
nelos por  un  canal  propio  cuya  boca-toma 
está  en  el  mismo  fundo. 

Que  con  esas  aguas  da  también  movimiento 
á  un  molino  que  tiene  en  su  fundo,  pero  son 
tan  escasas  que  en  épocas  de  riego  no  alcan- 
zan á  surtir  su  canal  con  •  los  seis  regadores 
de  que  tiene  merced. 

Que  la  posesión  que  ha  tenido  de  las  aguas 
ha  si do¡tran quila  y  no  interrumpida,  pero  en 
septiembre  de  19G3  (año  en  que  entabló  su 
demanda)^  dan  Ramón  Riquehne  ha  empeza- 
do á  construir  un  canal  para  recoger  las. 
aguas  y  aplicarlas  al  riego  de  su- fundo  Lluan- 
co,  situado  más  abajo  que  el  fundo  de  la  de- 
mandante. 

Que  ese  canal  está  casi  concluido  y  tien?  su 
terminación  en  la  ribera  Sur  del  estero,  en  te- 
rreno de  don  Juan  Francisco  Pino,  más  arri- 
ba que  la  boca-toma  del  canal  de  la  deman- 
dante. 

Que  teniendo  en  vista  el  escaso  caudal  de 
las  aguas  del  estero,  es  claro  que  si  el  señor 


RtqUeíme  pretende  regar  con  ellas  su  fundo- 
dejará  en  seco  su  propiedad. 

Que' demanda  al  señor  Fiqúelme  para  que 
se  declare  que  ella  tiene  derecho*  preferente  .••! 
uso  y  goce  de  las  aguAs  del  esteró,  y  en  con- 
secuencia, que  aquel  no  puede  hacer  u<o  de 
las  aguas  sino  después  que  ella  haya  surtido 
su  canal,  para  lo  cual  del)erá  cólocarsu  hocn- 
toma  más  abajo,  y  en  subsidio  (si  no  se  acep- 
ta el  cambio  de  la-  bocá-toma)  que  se  declare 
que  el  señor  Riquelme  debe  dejar  pasar  n 
todo  tiertipo  por  lo  menos  seis  regadores  de 
agua  para  sti  canal,  para  lo  cual  hará  ía^ 
obras  que  el  Juzgado,  oyendo  el  dictamen  ¿c 
un  perito,  estime  necesario.  * 

Don  Ramón  Riquelme,  agricultor,  contestan- 
do la  demanda,  expone:  que  no  son  exactos 
los  hechos  expuestos  por  \n  demandante,  qne 
tiene  desde  1897  ún  canal  de  diez  regadores 
de  agua  que  extrae  del  estero  denominad^' 
Calabocillo,  y  desde  1896  otro  canal  de  otros 
diez  regadores  que  extrae  del  estero  Larque. 

Que  las  aguas  de  ambos  canales  las  hace 
caer  al  estero  de  Los  Canelos  para  sacarlas 
casi  en  el  mismo  punto  y  en  la  misma  direc- 
ción del  canal  del  Calabocillo  y  conducirlas  :í 
su  fundo  Lluanco. 

Que  también  es  dueño  por  merced  de  seis  re- 
gadores de  agua  del  estero  de  Los  Canelos 
para  regar  su  mismo  fundo,  merced  que  le  fué 
concedida  el  año  1896,  es  decir,  cómo  añí> 
nueve  meses  antes  que  )a  merced  en  que  la 
señora  Fuentes  funda  su  demanda. 

Que  todas  esas  aguas  eran  las  que  debían 
sacar  por  el  canal  cuya  terminación  le  ha  ira- 
pedido  la  demandante;  que  á  ésta  en  nada  h 
perjudica,  piíes  saéandoe!  ag'ua  á  que  tiene 
derecho,  siempre  quedan  en  el  estero  diezise^s 
regadores  de  agua. 

Que  el  trabajo  de  su  canal  lo  denunció  por 
nuevo  la  señora  Fuentes  y  *su  demanda  fof 
desechada;  que  después  del  fallo  y  creyendo 
mejorar  su  causa  hizo  construir,  en'  el  mtsot 
diciembre  de  1903;  un  nioHno  de  ínfima  clasf. 
y  ensanchó  el  canal  en  el  mes  de  enero  siguien* 
te,  con  el  objeto  de  sacar  mayor  cantidad  de 
agua  que  la  á  que' tiene  derecho. 

Que  con  la  suspensión  dcf  la  obra  solicitada 
por  la  demandante,  se  le  ha  privado  del  agua 
á  que  tiene  derecho,  daudo  por  resultado  qof 
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le  han  secado  en  su  .totalidad  los  pastos  y 
s  chacras. 

Que  por  estos  perjuicios  hace  cargos  por 
800  por  cuya  cantidad  la  reconviene,  3'  pide 
acepte  su  reconvención  y  se  declare  sin  lu- 
ir la  demanda. 

Replicando  la  señora  Fuentes  dice  que  elsc- 
)r  Riquelrae  no  ha  estado  en  posesión  y  go- 
;  de  las  aguas  de  los  esteros  Calabocillo, 
arque  y  Canelos,  de  un  modo  tranquilo  y  no 
terrumpido  y  con  anterioridad  al  goce  que 
la  tiene. 

Que  no  ha  gozado  de  las  aguas  del  estero 
alabocillo  porque  (como^l  mismo  lo  ha  con- 
sailo)  esas  aguas  desaparecen  en  las  épocas 
í  riego,  secándose  el  cauce  antes  de  llegar  á 
1  fundo. 

Que  tampoco  ha  gozado  de  las  aguas  del 
Itero  lie  Larque  porque  corresponden  de  pre- 
rencia  á  don  Juan  Manuel  Salvo,  que  lo  aca- 
a  de  vencer  en  un  juicio  ante  el  segundo  juz- 
ado. 

Y  que  no  ha  gozado  aún  el  agua  del  estero 
os  Canelos  porque  su  canal  está  inconcluso. 
En  rel)eldía  del  demandado  que  no  duplicó, 
dictó  el  auto  de  prueba,  rindiéndose  por 
mbas  parte»  la  prueba  testimonial  de  que 
an  cuenta  las  actas. 

Fueron  tachados  por  el  demandado,  los  tes- 
gos  don  Tomás  y  don  David  Stranje  y  por 
i  demandante  el  testigo  don  Ensebio  Duran. 
Se  recibió  el  incidente  á  prueba  y  no  se  rin- 
ió  ninguna. 

El  secretario  del  Juzgado  practicó  las  dili- 
encias  de  que  da  cuenta  el   certificado,  y  el 
írito  señor  Ismael  Sando.val  presentó  el  in-. 
irme. 

Alegaron  las  partes  y  se  citó  para  sentencia^ 
El  Juzgado  de  Chillan  falló  el  30  de  noviem- 
re  de  1904. 

Considerando: 
1^  Que  según  consta  de  las  diligencias,  don 
lamón  jRiquelme  obtuvo  merced  de  seis  rega-^ 
ores  de  agua  del  estero  Los  Canelos,  para  el 
iego  de  su  terreno  situado  en  Lluanco,  el  2 
e  noviembre  de  1896; 

2^  Qué  según  se  expone  en  la  sentencia  coni- 
ulsada,  doña  Siriforosa  Fuentes  obtuvo  tam- 
icn  merced  de  seis,  regadores  de  agua  del 
DÍsmo  estero  el  15  de  agosto  de  18^8; 


3P  Que  aparece  comprobado  en  autos,  con 
la  prueba  rendida  por  ambas  partes,  que  la 
señora  Fuentes  usa  el  agua  del  estero  Los  Ca- 
nelos desde  cinco  años  antes  de  su  demanda; 
4^  Que  también  aparece  comprobado  que 
el  señor  Riquelme  ño  ha  concluido  aún  su  ca- 
nal, ni  ha  regado  su  propiedad  con  el  agua  de 
ese  estero: 

5^  Que  según  lo  expuesto  en  losconsidernn- 
dos  anteriores,  ^mbas  partes  han  obtenido 
merced  de  seis  regadoras  de  las  aguas  del  es- 
tero de  Los  Canelos,  siendo  más  antigua  la 
merced  del  señor, Riquelme  y  habiendo  hecho 
uso  del  agita  desde  hace  cinco  años  la  señora 
Fuentes; 

•  6^  Que  este  uso  no  basta  para  dar  preferen- 
cia á  la  señora  Fuentes  para  el  uso.de.  las 
aguas  del  estero  sobre  los  derechos  del  señor 
Riquelme,  que  también  tiene  merced  de  las 
aguas  del  mismp  estero; 

7'  Que  la  señora  Fuentes  había.seguido  an- 
tes otro  juicio  con  el  señor  Riquelme  sóbrelas 
mismas  aguas,  como  consta  de  la  sentencia 
compulsada,  y  no  podía  ignorar  por  esto  que 
el  señor  Riquelme  tenía  merced  de  agua  del 
estero  de  Los  Canelos  anterior  á  la  de  ella;  . 

8^  Quo  en  consecuencia  no  ha  tenido  dere- 
cho para  paralizarle  el  trabajo  de  su  canal  y 
debiera  responder  de  los  perjuicios  causados; 

9*^  Que  la  reconvención  sobre  perjuicios  es 
vaga  por  cuanto  se  reduce  á  cpbrar  $  800  por 
perjuicios  ocasionados  por  la  falta  d<;  agua, 
lo  que  fué  causa  de  que  se  secaran  Ips.  pactos 
y  una  chacra,  pero  no  se  expresa.su  extensión,, 
clase,  ni  estado,  y  aunque  el  señor  Riquelme 
dice  que  la  chacra  se  secó  en  su.  totalidad,  su 
testigo  Ensebio  Duran  expone,  no  que  la  cba-- 
cra  del  señor  Riquelme.se  haya  secado,  sino, 
sólo  que  no  se  dio  buena  por  falta  de  agua;     . 

10.  Qut  tres  de  los  testigos  del  señor  Ri- 
(luelme  exponen  que  no  sabena,víiluar  los  per- 
juicios, uno  los  estima  en  $  20.0  y  otro  en 
$  500,  pero  éstos  np  dan  razón  de  su  dicho, 
de,  modo  que  no  puede  el  Juzgado  íormar  jui-i 
ció  sobre  el  monto  de  los  perjuicios  (¡ue  se 
cobran; 

11.  Que  no  influyendo  en  el  falle  las  decla- 
raciones de  los  testigos  tachados  en  esta  cau- 
sa es  inútil  pronunciarse  sobre  ese  incidente. 

En  conformidad  á  lo  dispuesto  en  Ibii  ár- 
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tículos  595,  598,  603  del  Código  Civil,  196, 
151  y  330  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  la  demanda  sobre  prefe- 
rencia y  la  reconvención.  No  se  condena  en  las 
costas  á  las  partes  por  haberse  desechado  las 
peticiones  de  ambos.  -A.  Maldonado, 
Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  eliminando  el  considerando 
6^  y  teniendo  presente  en  lugar  de  éste: 

1*^  Que  la  ordenanza  sobre  mercedes  de  agua 
de  3  de  enero  de  1872  en  su  artículo  1^  reco- 
noce la  posesión  como  título  para  el  uso  de 
las  aguas  de  esteros  que  son  bienes  naciona- 
les de  uso  piíblico; 

2^  Que,  asimismo  el  artículo  944  del  Código 
Civil  establece  la  preferencia  para  el  uso  de 
Jas  aguas  de  aquél  que  ha  construido  obras 
aparentes  con  ese  objeto; 

3^  Que  todo  esto  manifiesta  la  tendencia  de 
la  legislación  á  favorecer  al  primero  que  usó 
las  aguas,  lo  cual  es  también  lo  más  ajustado 
á  la  equidad;  y 

4^  Que  la  demandante  tiene  construido  un 
canal  para  el  uso  de  las  aguas  del  estero  Los 
Canelos  desde  cinco  años  antes  de  la  deman- 
da, sin  qtie  hasta  ahora  el  demandado  haya 
ejecutado  obras  aparentes  para  la  extracción 
de  las  que  se  le  concedieron  en  el  mismo  estero. 

A  virtud  además  de  las  disposiciones  lega- 
les citadas  en  esta  sentencia,  se  declara:  que 
ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  por  ella  se 
pide  "se  declare  que  el  señor  Riquelme  está 
obligado  á  dejar  pasar  en  todo  tiempo,  prin- 
cipalmente en  épocas  de  riego"  el  agua  que 
necesita  el  canal  de  la  señora  Fuentes,  no 
exediendo  de  seis  regadores. 

Se  revoca  la  sentencia  apelada  de  30  de  no" 
viembre  de  1904,  en  lo  contrario  á  ésta  y  se 
confirma  en  lo  demás: 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Barros 
Merino.— /osé  A,  Barros  M,—  T.  Urratia, — H, 
AJrarez. 

La  sentencia  dictada  por  la  primera 
gala  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Talca 
contiene  ima  doctrina  manifiestamente 


errónea  y  contraria  al  espíritu  de  nuestra 
legislación. 

Las  razones  en  que  se  apoya  son  de  di- 
versa índole  y  no  creemos  ser  exagerado? 
al  afirmar  que  ellas  hacen  juego  contra 
su  parte  resolutiva. 

En  efecto,  el  artículo  primero  de  la  Or- 
denanza de  3  de  Enero  de  1872  dice  as: 
**Cuando  sobrevenga  escasez  de  agnas 
en  los  ríos  que  dividen  departamentos  o 
provincias,  de  manera  que  sea  necesario 
para  el  buen  arreglo  someterlas  á  ttirno, 
se  procederá  á  hacer  la  distribución  de 
sus  aguas  entre  los  canales  de  unayotra 
ribera,  haciéndose  el  repartimiento  de  la 
manera  más  equitativa  posible  y  en  pro- 
porción á  la  cantidad  de  agua  qnchajíi 
llevado  cada  canal.  Tendrán  parteenesta 
distribución  todos  aquellos  canales  qw 
tengan  títalo  6  merced  concedido  por 
autoridad  competente,  aquellos  cuyos 
derechos  hubiesen  sido  declarados  por 
los  Tribunales  de  Justicia,  6  se  encontra 
sen  reconocidos  sin  contradicción  y  ios 
que  tengan  en  su  favor  el  título  de !: 
posesión,  todo  con  las  limitaciones  qiR 
se  indicarán  más  adelante." 

Como  se  ve,  el  propio  artículo  citadí' 
por  1%  sentencia  que  comentamos  consa- 
gra el  derecho  del  concesoniariopara 
usar  de  las  aguas  objeto  de  la  merced, 
sin  que  imponga  condición  de  ningác 
género  ni  establezca  un  plazo  dentro  de 
cual  pueda  caducar  la  concesión, 

Observaremos  aquí  que  la  Ordenania 
del  72  fué  dictada  solamente  para  regla- 
mentar la  distribución  de  las  aguas  de 
los  ríos  que  dividen  provincias  6  depar- 
tamentos, y  mal  pudo  aplicarse  al  p"^ 
senté  caso,  á  no  ser  por  razones  de  ©era 
analogía,  la  disposición  contenida  en  se 
artículo  primero,  ya  que  en  este  juicio  se 
trata  de  la  merced  concedida  al  demac- 
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lado  sobre  seis  regadores  de  agua  en  el 
stero  de  Los  Canelos. 
Aún  más,  la  expresada  Ordenanza  tie- 
e  por  objeto  determinado  la  forma  en 
ue  deben  distribuirse  las  aguas  en  épo- 
as  de  escasez,  y  la  razón  que  se  tuvo  en 
ista  para  dictarla  fué  que  no  era  equi" 
ativo  dar  á  los  primeros  concesionarios 
'  dueños  del  canal,  cuando  sobrevenía 
scasez,  la  misma  cantidad  de  agua  que 
n  épocas  de  abundancia. 

El  espíritu  que  animó  al  autor  de 
a  Ordenanza  citada  no  pudo  ser  otro 
|ue  el  de  nivelar  en  todo  tiempo  el  dere- 
ho  de  los  canalistas,  procurando  que 
a  disminución  del  agua  afectare  por 
gual  á  todos  ellos. 

No  obstante  la  sentencia  revocatoria 
3rdena  que  el  demandado  **deje  pasar  en 
todo  tiempo,  principalmente  en  épocas 
le  riego",  los  seis  regadores  que  la  de- 
mandante adquirió  por  concesión  de  la 
Municipalidad  respectiva,  contrariando 
así  el  espíritu  de  la  disposición  en  que  se 
funda  dicha  sentencia. 

Pero,  prescindiendo  aún  de  que  el  artí- 
culo aludido  reconoce  el  derecho  del  con- 
cesionario de  una  merced  de  agua,  no  es 
posible  darle  á  ese  precepto  un  alcance 
que  no  está  en  armonía  con  el  sistema 
de  nuestra  legislación;  porque  si  es  ver- 
dad que  la  Ordenanza  tantas  veces  cita- 
da establece  que  la  posesión  es  un  título 
para  el  uso  de  las  aguas  que  corren  por 
los  ríos  que  dividen  provincias  ó  depar- 
tamentos, no  es  menos  cierto  también 
que  esa  posesión  debe  tener  los  caracte- 
res de  seriedad,  permanencia  y  duración 
que  la  ley  exige  para  que  se  produzca  el 
modo  de  adquirir  llamado  prescripción. 

La  sola  y  mera  posesión,  cuando  ésta 
no  dura  el  tiempo  necesario  para  prescri- 
bir, no  confiere  al  poseedor  ningún  dere- 


cho real,  y  la  disposición  citada  no  puede 
tener  el  carácter  absoluto  que  parece 
atribuirle  la  sentencia. 

Fácilmente  se  comprende  el  caso  de 
dos  individuos  que  piden  merced  de  agua 
en  un  estero  ó  río,  peticiones  que  hacen 
con  dos  ó  tres  meses  de  diferencia  sola- 
mente. El  primer  concesionario,  ya  sea 
por  falta  de  recursos  ó  por  no  ser  época 
de  riego,  se  deja  estar  y  no  construye  en 
el  acto  el  acueducto  por  donde  debe  lle- 
var sus  aguas,  trabajo  que  ejecuta  tan 
pronto  como  cesan  los  inconvenientes 
apuntados. 

Pues  bien,  ¿sería  posible  otorgar  prefe- 
rencia al  segundo  concesionario  sobre  el 
primero  por  las  circunstancias  de  haber 
hecho  aquel,  inmediatamente  después  de 
conseguida  la  merced,  las  obras  aparen- 
tes para  recojer  sus  aguas  y  regar  con 
ellas  pocos  días  antes  que  éste?  Nos  pa- 
rece evidente  la  negativa. 

Otro  de  los  fundamentos  en  que  des- 
cansa la  sentencia  que  comentamos  es 
el  artículo  944  del  Código  Civil,  que  dice 
como  sigue:  **E1  que  quisiera  construir 
un  ingenio  ó  molino,  ó  una  obra  cual- 
quiera, aprovechándose  de  las  aguas 
que  van  á  otras  heredades  6  á  otro  inge- 
nio, molino  6  establecimiento  industrial, 
y  que  no  corren  por  un  cauce  artificial 
construido  á  expensa  ajena,  podrá  ha- 
cerlo en  su  propio  suelo  ó  en  suelo  ajeno 
con  permiso  del  dueño;  con  tal  que  no 
tuerza  ó  menoscabe  las  aguas  en  perjui- 
cio de  aquellos  que  ya  han  levantado 
obras  aparentes  con  el  objeto  de  servirse 
de  dichas  aguas,  ó  que  de  cualquier  otro 
modo  hayan  adquirido  el  derecho  de 
aprovecharse  de  ellas.*' 

En  el  considerando  segundo  de  la  sen- 
tencia se  afirma  que  el  artículo  trascrito 
establece  la  preferencia  para  el  uso  de 
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lia»  aguas  (le  aquel  que  ha  construido 
obras  aparentes  con  ese  objeto*'. 

La  verdad  es  que  el  artículo  citado  no 
dice  lo  qtie  él  fallo  revocatorio  lo  hace 
decir,  y  por  er  contrario,  la  disposición 
contenida  en  él,  antes  de  ser  un  funda- 
mento sólido  para  la  sentencia,  es  el  me- 
jor argumento  que  puede  invocarse  en 
apoyo  de  la  doctrina  sustentada  por  el 
juez  de  Chillan  señor  Maldonado,  la  que 
aceptamos  en  todas  sus  partes. 

En  primer  lugar,  el  artículo  944  del 
Código  Civil,  contempla  una  situación 
absolutamente  diversa  de  la  presente: 
allf  -se  trata  de  la  facultad  concedida  al 
que  desea  construir  un  ingenio  ó  molino 
para  que  aproveche  indüstrialmente  las 
aguas  de  uso  publicó,  siempre  que  con 
ello  no  menoscabe  el  derecho  de  los  que 
han  levantado  obras  aparentes  con  el 
objeto  de  utilizarlas  en  beneficio  propio 
ó  de  los  que  las  han  adquirido  de  cual- 
quier otro  modo;  al  paso  que  la  senten- 
cia de  la  Corte  de  Talca  establece  el  do- 
minio prefertnte  del  concesionario  que 
ha  hecho  las  obras  de  que  se  ha  habla- 
do, aún  cuando  éste  no  haya  sido  el  pri- 
mero en  obtener  la  concesión. 

Lo  que  se  nota  en  primer  término  al 
leer  el  artículo  transcrito,  es  la  limita- 
ción que  preceptúa  la  ley  para  el  aprove- 
chamiento de  las  aguas  de  uso  publico; 
y  ello  no  ptído  ser  de  otra  manera,  por 
(jue  el  autor  de  tluestro  Código,  conse- 
cuente con  la  tendencia  en  que  se  inspiró 
al  redactarlo,  no  podía  consignar  una' 
disposición  que  fuera  expoliatoria  dc  los 
derechos  legítimamente  adquiridos  ó  de 
las  situaciones  de  hecho;  y  de  aquí  es  que, 
animado  del  propósito  de  fomentar  las  in- 
dustrias, estableciera  el  artículo  944,  que 
autoriza  el  aprovechamiento  de  Tas  aguas 
de  uso  público  edil  fines  exclusivamente 


mdustriale«  y  s¡n,"perjuicio  dc  las  limita- 
ciones indicadas  artteriomiente, entre  la»* 
cuales  está  la  de  respetar  al  que  ba  ad- 
quirido de  cualquier  modo  el  derecho  de 
usar  de  ellas. 

No  tememos  ser  contradichos  al  afi: 
mar  que  no  existe  disposición  al^juna  er 
nuestra  legislación  que  establezca  en  ínr 
ma  clárala  preferencia  reconocida  perla 
sentencia,  ni  que  ordene  la  caducidad  di 
una  concesión  por  no  haberse  hecho  ias 
obras  aparentes  para  aprovechare!  ajrna 
objeto  de  ella,  y  consideramos  que  ha- 
bría manifiesta  conveniencia,  como  ]o 
expresa  don  Fortunato  Venegasensu 
obra  Legislación  chilena  sobre  aguas  óc 
regadío^  en  fijar  un  plazo  dentro  del  cua! 
el  concesionario  debiera  construir  r 
canal  conductor,  so  pena  de  hacer  cad: 
car  la  concesión. 

Esta  idea  se  contiene  también  en  el  Prv 
yetto  de  Código  Rural  de  don  José  \k 
tórino  Lastárria. 

Nicolás  Noyoa  N. 


Corte  dc  Concepción 21  de  diciembre 

de  1905 

Venegas  con  Pastor 

•  Qulebra.-FalUdo— Desasimiento. 
—  Bienes  no  embargrables 

Doctrina:— Descfe  /a  hora  en  (jof » 
pronuncie  la  declaración  de  quiebra  el  h 
llidó  queda  inhibido  de  derecho  déla  bC 
ministratión  dé  sus  bienes;  pero  conser 
el  dominio  de  ellos  y  la  administra'  • 
dé  los  no  émbargabíes. 

Por  consiguiente,  es  procedeote  ia  Bt 
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e/off  para,  qae  se  le  restituya  el  fundo  do- 
nado á  él  y  á  su  úiujer  con  la  expresión 
de  no  embarga  hle^  habiéndose  hecho  cons- 
tar su  valor  al  tiempo  de  la  entrega  por 
tasación  aprobada  judicialmente. 


Don  Pedro  Muñoz  Venegas,  declarado  en 
quiebra  comercial,  dice':  que  se  ha  •  inventa- 
riado y  puesto  á  disposición  del  síndico  el  fun- 
do La  Palma,  ubicado  en  la  subdelegación 
Huarílihue  y  del  cual' és  dueño  en  común  con 
su  esposa;  ^egún  escritura  de  donación  que 
corre  en  el  expediente  de  quiebra. 

Qué  en  el  inventario  se  incluyó  el  suelo,  ár- 
boles, plantas,  animales  de  cultivo  y  beneficio 
del  fundo,  maquinarias,  enseres,  frutos  y  todo 
lo  qtieá  él  le  pertenecía. 

Que  conforme  á  la  donación  expresada  y  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1618,  número  10, 
del  Código  Civil  y  466,  núknero  16,  del  de  Pro- 
cedimiento, no  ha  podido  embargarse  nada  de 
la  mitad  que  á  él  corresponde. 

Que  sus  acreedores  pretenden  que  sólo  deben 
respetar  d  suelo  desnudo  del  fundo  nombra- 
<lo;  pero  que^sto  pugna  con  la  donación  an- 
tedicha y  con  lo  prescrito  en  los  artículos  568 
y  siguientes  del  Código  Civil,  según  los  cuales 
todo  lo  embargado  forma  parte  del  mismo 
fundo,  lo  cual  se  aplica  también  á  los  frutos 
pendientes;  y  se  ha  embargado  también  lo  que 
senrún  el  artículo  4<66,  número  12,  es  inembar- 
gable. •  '        • 

Fundado  en  lo  expuesto  y  con  arreglo  al  ar- 
tículo 540  del  Procedimiento  vigente,  interpo- 
ne tercería  respecto  de  la  mitad  del  fundo 
La  Palma,  para  que  se  declare  que  no  es  em- 
bargable'-y  se  k  restituyan,  junto  con  su  ad- 
ministración, los  animales  de  labor  y  materia- 
les de  cultivo  hasta  la  suma  de  $  400  á  elec- 
ción «uya,  con  co  stas. 

Don  Enrique  S.  Pastor,  síndico  de  la  quiebra 
del  señor  Muñoz  Venegas,  contestando  la  de- 
mar  da  de  tercería,  pide  que  se  la  rechace  con 
costas  y  agrega:  que  reproduce  aquí  lo  que  ha 
expresado  en  el  expediente  de  quiebra.     

Que  él  en  su  carácter  de  síndico  no  ha  dedu- 
cido ningún  juicio  ni  acción  ejecutiva  en  con- 
tra del  fallido  ni  de  su  esposa,  por  consiguien- 


te no  ha  hal)ido  embargo  de  bienes  y  por  esa 
misma  razón  no  es  procedente  ni  aceptable* la 
tercería  que  se  ha  deducido. 

Que  lo  que  se  ha  pedido  y  concedido  es  la 
entrega  d^  los  bienes  semoventes  del  fallido 
para  que  ingresen  en  la  masa  común  de  los 
acreedores  de  la  quiebra  y  percibir  los  usufruc- 
tos de  los  bienes  que  pertenecen  á  la  esposa 
del  fallido,  doña  Matilde  Vera. 

Que  en  cuanto  á  que  los  bienes  enumerados 
en  la  tercería  no  sean  embargables  por  con- 
tratos ó  combinaciones  entre  el  fallido  y  su 
esposa^  será  éste  un  punto  de  derecho  que  se  re- 
solverá; pero  sostiene  siempre  que  no  habien- 
do embargo  ni  juicio  ejecutivo  no  puede  pro 
ceder  la  tercería  de  dominio.' 

Que  respecto  á  que  se  le  reserven  los  bienes 
que  el  artículo '466,  número  12,  del  Procedi- 
miento vigente  son  embargables, tampoco  de- 
be aceptarse  esto,  porque  el  demandante  fué 
declarado  en  quiebra  en  so  calidad  de  comer- 
ciante y  no  como  agricultor  y  las  pen-siones 
alimenticias  á  que  pueda  tener  derecha  se  re- 
glan por  las  prescripciones  legales  del  Con- 
curso. 

El  Juzgado  por  decreto  ejecutoriado  declaró 
que  no  habiendo  necesidad  de  recibiresta  cau- 
sa á  prueba  por  tratarse  de  una  cuestión  de 
derecho,  se  citará  para  sentencia. 

El  Juzgado  de  Tomé  falló  el  26  de  octubre 
de  1905: 

Considerando: 

1^  Que  consta  de  los  autos  respectivos  que 
don  Pedro  Muñoz  Venegas,  por  resolución 
ejecutoriada  de  este  Juzgado,  fué  declarado 
en  quiebra  en  su  carácter  de  comerciante; 

2*^.  Que  formándose  concurso  con  esta  decla- 
ración se  produce  para  el  fallido  y  sus  acree- 
dores un  estado  indivisible  en  et  cual  deben 
comprenderse  todos  los  bienes  y  obligaciones 
del  fallido; 

3^  Que  declarado  el  concurso  se  acumularán 
á  él  todas  las  causas  ordinarias  y  ejecutivas 
pendientes  contra  el  fallido  y  quedarán  desde 
entonces  sin  valor  alguno  los  embargos  y  me- 
didas precautorias  decretadas  en  dichos  jui- 
cias'r-  • 

4*^  Que  comprendiendo  el  concurso  todos 
los  bienes  del  fallido,  cualquiera  que  sea  su  ca- 
lidad, deben  estos  ser  entregados  al  síndico, 
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como  representante  de  los  acreedores,  para 
que  los  administre  conforme  á  la  ley; 

5^  Que  siendo  la  quiebra  un  juicio  entera- 
mente diverso  del  ejecutivo  propiamente  tal, 
no  proceden  en  aquél  las  tercerías,  las  que  en 
éste  han  sido  establecidas  por  la  ley  en  benefi- 
cio de  una  persona  distinta  del  ejecutante  y 
del  ejecutado,  cuando  se  han  embargado  á 
éste  bienes  que  no  le  pertenecen; 

6'  Que  en  el  presente  caso  no  se  han  embar- 
gado á  don  Pedro  Muñoz  Venegas  la  parte  que 
le  corresponde  en  el  fundo  La  Palma  ni  los  ac- 
cesorios á  que  se  refiere  su  demanda  de  tercería, 
sino  que  debiendo  comprenderse  estos  bienes 
en  el  concurso  se  han  mandado  entregar  al 
síndico  para  su  administración. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  539,  número  1^,  542, 
573,  574,  580,  588,  números  1^  y  4^  607  nú- 
mero 2^  y  151  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar,  con  costas, 
á  la  demanda  de  tercería. 

Se  reservan  al  demandante  los  derechos  que 
pueda  tener  contra  la  masa  concursada  para 
que  los  haga  valer  en  la  forma  que  viere  con- 
venirle. 

Don  Pedro  Muñoz  Venegas  es  actualmente 
agricultor  y  tiene  su  domicilio  en  este  puerto; 
y  don  Enrique  S.  Pastor  es  comerciante  y  tie- 
ne su  domicilio  en  la  calle  de  Ignacio  Serrano 
de  esta  ciudad.— Cár/os  A.  Campos, 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Aceptando  la  parte  expositiva  y  el  primer 
considerando  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia; y 

Teniendo  además  presente: 

1^  ^ue  aún  cuando  el  demandante  ha  dado 
el  nombre  de  tercería  de  dominio  á  la  acción 
que  ejercita  en  este  juicio,  la  verdad  es  que  no 
se  persigue  en  él  reconocimiento  de  im  domi- 


nio que  no  ha  sido  negado  ni  puesto  en  duila, 
sino  la  entrega  de  una  parte  de  los  bienes  dti 
fallido  por  no  ser  embargables,  como  se  ir- 
lince  del  contexto  del  escrito,  prindpalmeate 
de  su  parte  petitoria  que  dice  así:  **En  mérito 
de  lo  expuesto  y  con  arreglo  al  artículo  54" 
del  mismo  Código  de  Procedimiento  QWi, 
pongo  tercería  respecto  á  la  mitad  de  que  m 
dueño  en  el  fundo  mencionado,  para  que  k' 
declare  que  no  es  embargable  y  se  me  restitu- 
ya su  administración  y  especialmente  los  a\<t 
ros,  animales  de  labor  y  material  de  cultivj 
hasta  la  suma  de  $  400  y  á  mi  elección"; 

2^  Que  según  aparece  de  la  escríttira  púdi- 
ca, el  fundo  La  Palma  fué  donado  al  ámzs- 
dan  te  y  su  mujer  con  la  expresión  noembr- 
gable;  y  se  hizo  constar  su  valor  al  tiempo  !:: 
la  entrega  por  tasación  aprobada  judióii- 
mente,  por  lo  cual  es  un  bien  que  no  puede  ser 
embargado  legalmenre;  y 

c'  Que  si  bien  es  cierto  que  la  ley  ha  precri. 
to  como  regla  general  que  desde  la  hora  o 
que  se  pronuncie  la  declaración  de  quiebra,  c! 
fallido  queda  inhibido  de  derecho  de  la  adn: 
nistración  de  todos  sus  bienes,  la  que  pasa  i 
manos  de  los  síndicos,  también  lo  es  que  b 
misma  ley  ha  establecido  expresamente  lau 
cepción  de  que  después  de  la  declaracióc  .^í 
quiebra  del  fallido  conserva  el  dominio  de  s:> 
bienes,  la  administración  de  los  no  embaí^» 
bles  y  de  los  demás  que  se  enumeran. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  los  ar 
tículos  1362  y  1363  del  Código  de  Comemos 
151,  463,  número  16,  583  y  897  del  de  ?m- 
dimiento  Civil,  se  revoca  la  referida  seuteaüi 
de  fecha  26  de  octubre  último,  y  se  decU 
que  ha  lugar  á  la  demanda,  sin  costas  porba* 
ber  habido  motivo  plausible  para  litigar.  J^^ 
perjuicio  de  otros  derechos  que  puedan  bacer 
valer  los  acreedores. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Fuentes  R. 
-.Manad  Rodríguez  C.-^B.  FaentesR-l^^ 
David  Cruz, 
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Diciembre  de  1906 
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Corte  de  Tacna. -^3  de  septiembre  de  1906 

Zavala 

Legislaolón  peruana;  hijo  Ilegítimo; 
hljonatUfal.—Reoonooltnlentp.— De- 
recho de  heredar.— Efecto  retroacti- 
vo. 

Doctrina:— Seg^íín  el  Código  Civil  pe- 
ruano j  el  hijo  ilegitimo  que  no  es  espúreo 
por  no  tener  sus  padres  impedimento 
para  casarse  al  tiempo  de  la  concepción^ 
tienda  calidad  de  hijo  na  tural  respecto  de 
su  madre  sin  necesidad  de  reconocimien- 
to, el  cual  es  exigido  por  dicha  ley  so- 
lapara el  padre. 

La  madre  natural  que  ha  adquirido 
este  estado  civil  en  conformidad  á  la  le- 
gislación peruana^  tiene  derecho  para 
heredar  á  su  hijo  de  acuerdo  con  la  legis- 
lación chilena. 

Doña  Nicolás^  Zavala  se  ha  presentado  an- 
te el  Juez  de  Letras  de  este  departamento  ex- 

AFELACIONES 


poniendo:  que  su  hija  natural  Marcelina  Be- 
rríos  y  Zavala,  ha  fallecido  en  esta  ciudad  el 
4  de  abril  del  presente  año,  según  consta  del 
certificado  de  defunción  que  en  debida  fonna 
acompaña;  que  su  citada  hija  á  su  muerte  no 
otorgó  testamento  alguno,  ni  dejó  descenden- 
cia legítima  ó  natural  de  ninguna  especie  y 
que,  por  consiguiente,  ella  como  madre  natu- 
ral, calidad  que  se  comprueba  con  la  partida 
de  baustismo  que  acompaña,  es  la  Cínica  he- 
redera de  la  difunta. 

Por  lo  expuesto  viene  en  pedir  que  se  decla- 
re el  intestado  de  su  referida  hija  y  que  se  le 
conceda  la  posesión  efectiva  de  sus  bienes. 

El  Juzgado,  después  de  recibir  una  informa- 
ción rendida  por  la  solicitante,  ordenó  pasar 
la  solicitud  en  vista  al  Promotor  Fiscal. 

Los  conceptos  jurídicos  de  la  vista  fiscal 
que  el  Juzgado  hizo  suya  pueden  resumirse  en 
lo  siguiente: 

1^  Nicolasa  Zavala  no  era  madre  natural  de 
Marcelina  Berríos,  sino  únicamente  ilegíti- 
ma. 

Según  el  artículo  236  del  Código  Civil  del 
Perú,  se  califica  de  natural  al  hijo  concebido 
en  tiempo  en  que  el  padre  y  la  madre  no  te- 
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nían  para  casarse  mng6n  impedimento  legaí 
y  el  238  dispone  que  el  r?conocimiento  de  los 
hijos  naturales  se  haga  por  el  padre  en  el  re- 
gistro de  nacidos,  6  en  la  partida  de  bautis- 
mo, ó  en  escritura  pública,  6  en  testamento  y 
debe  suponerse,  aunque  la  ley  peruana  no  lo 
diga,  que  la  madre  tiene  la  misma  facultad; 

2^  Consecuencia  del  anterior.  Que  no  es 
bastante,  según  el  legislador  peruano,  para 
dar  á  un  hijo  la  calidad  de  natural,  que  no 
hayan  existido  entre  sus  padres  impedimentos 
legales  para  celebrar  matrimonio,  sino  que 
también  es  menester  una  declaración  de  vo- 
luntad del  padre  6  madre,  declaración  que  de- 
be constar  en  el  respectivo  instrumento.  Esta 
declaración  no  la  ha  hecho  la  Zavala,  según 
consta  de  la  misma  partida  de  bautismo  por 
ella  presentada; 

3^  Siendo  la  Zavala  únicamente  madre  ile- 
gitima •  le  la  Berríos,  tiene  derecho  á  heredar- 
la, en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  904 
del  Código  Civil  del  Perú  por  haberse  acredi- 
tado que  no  hay  otras  personas  con  derecho 
preferente; 

4'  En  el  caso  que  se  controvierte  la  conclu- 
sión anterior  es  inaplicable,  porque  rigendo 
en  esta  provincia  las  leyes  chilenas,  según  lo 
estatuido  en  el  Tratado  de  Ancón  y  en  la  ley 
de  6  de  octubre  de  1884  y  no  pudiendo  según 
esas  leyes  heredar  la  madre  ilegitimad  su  hijo, 
la  Zavala  debe  ser  excluida  de  la  herencia  de 
que  se  trata;  y 

5^  Fundamento  del  anterior. 

El  artículo  3^  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861  dispone:  iique  el  estado  civil  adquirido 
conforme  á  la  ley  vigente  á  la  fecha  de  su  cons- 
titución subsistirá  aunqueésta  pierda  después 
su  fuerza,  pero  los  derechos  y  obligaciones 
anexas  á  él  se  subordinarán  á  la  ley  posterior 
sea  que  ésta  constituya  nuevos  derechos  ú 
obligaciones,  sea  que  modifique  ó  derogue  las 
antiguas  M. 

Con  este  dictamen,  el  Juzgado  falló: 

Tacna,  17  de  mayo  de  1906.— Vistos:  de 
acuerdo  con  lo  dictaminado  por  el  señor  Pro- 
motor Fiscal,  no  ha  lu^ar  á  la  posesión  efec- 
tiva de  herencia  solicitada  por  doña  Nicolasa 
Zavala.— C  Af.  Vargas, 

Apelada  esta  resolución. 


La  Corte 

Considerando: 

1^  Que  el  legislador  del  Perúdividelcslí  ; 
ilegítimos  en  dos  clases  bien  distintas:  losra- 
turales  y  los  espúreos;  comprendiendo  b¿  : 
esta  última  denominación  aquellos  cuyos; a 
dres,  al  tiempo  de  la  concepción,  no  poJí33 
casarse,  ya  por  estar  ligados  entre  sí  por  la- 
zos de  consanguinidad  ó  afinidad,  ya  porí<: 
uno  de  ellos  ó  los  dos  casados,  ya  por  habr 
hecho  voto  de  castidad,  ya  finalmente  p  r 
haber  sido  autor  ó  cómplice  de  la  muerte  > 
uno  de  los  cónyuges,  con  el  sobrenvicnte,  se- 
gún se  desprende  de  los  artículos  242,235» 
236  del  Código  Civil  de  ese  país; 

2^  Que  el  mismo  legislador  divide  los  h-i 
naturales  en  reconocidos  y  no  rcconocid  ü 
pero  él  reconocimiento  es  un  acto  que  solo 5 
necesario  para  el  padre,  no  para  la  madre,  !o 
que  se  comprueba  con  la  simple  lectura  de! 
inciso  segundo  del  artículo  236  antes  cita!: 
y  con  la  de  los  artículos  238,  239, 43S}  4  ' 
del  mismo  Código; 

3"^  Que,  sin  este  reconocimiento,  el  pait 
no  podrá  heredar  en  la  sucesión  intestada,  i'. 
todo  ó  parte  de  los  bienes  del  hijo,que  pasa-  I 
rán  á  los  ascendientes  de  la  línea  materna,  f?- 
gún  lo  establecido  en  los  artículos  903  t>'^ 
del  mismo  Código,  disposiciones  que  nia:.'- 
fíes  tan  claramente  uno  de  los  alcances,  taire: 
el  principal,  que  el  legislador  peruano  tjv^ 
en  vista  al  establecer  la  solemnidad  delre-c- 
nocimiento  que  debe  hacer  un  padre  en  fav-^: 
de  un  hijo  natural; 

4^  Que,  al  revés  de  las  disposiciones  cita  ia> 
en  el  considerando  anterior,  el  artículo  i^'t 
dispone  que  la  madre  es  heredera  fonosilí 
sus  hijos  ilegítimos,  loque  revela  unateiicí? 
que  para  la  madre  la  ley  peruana  no  er^f 
reconocimiento,  como  lo  exige  para  el  r:- 
dre; 

5^  Que,  en  consecuencia,  el  hijo  ilegíti^r  ■ 
no  siendo  espúreo  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  H.- 
biedo  sido  concebido  en  tiempo  en  que  el  pa- 
dre y  la  madre  no  tenían  impedimento  lee* 
para  casarse,  es  siempre  natural  para  la  ^'-' 
dre,  que  adquiere  por  este  solo  hecho  los  c^ 
rechos  y  obligaciones  inherentes  á  esteesu^' 
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civil  y  puede,  por  consiguiente,  heredarlo  en 
conformidad  al  artículo  993  del  Código  Civil 
de  Chile;  T  . 

6^  Que  la  petición  de  posesión  efectiva  de 
una  herencia  es  un  acto  judicial  no  contencioso 
y  el  decreto  que  la  concede  no  impide  el  ejer- 
cicio del  derecho  que  el  Fisco  ó  cualquier  otro 
interesado  pueda  hacer  valer  en  juicio  contra- 
dictorio para  demostrar  que  la  persona  á 
quien  se  ha  dado  la  posesión  no  es  legítima 
heredera. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  dispo- 
ciones legales  citadas  y  visto  además  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  3'  de  la  ley  de  7  de  octu- 
bre de  1861  y  1955  del  Código  Civil,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  17  de  mayo  último,  y  se 
declara  que  se  concede  á  doña  Nicolasa  Za va- 
la  la  posesión  efectiva  de  los  bienes  dejados 
al  fallecimiento  de  su  hija  natural  Marcelina 
Berríos  y  Zavala. 

Inscríbase  esta  resolución  en  el  registro  co- 
rrespondiente y  publíquese  en  la  forma  dis- 
puesta en  el  artículo  1059  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

Acordada  por  los  votos  de  los  señores  Mi- 
nistros Barros,  Cisternas  Peña,  Quirell  y  de 
la  Fuente,  contra  el  veto  del  señor  Presidente 
Vega  que  opinó  por  la  confirmatoria  de  la 
resolución  apelada  por  las  razones  qwe  con- 
signa en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña.— P.  Roberto  Ve^a R  Barros B,  Cis- 
ternas Feñ<i M.  A.  Quirell. ~~A,  M,   de  la 

Fuente. 

VOTO  ESPECIAL 

Hn  el  expediente  de  Nicolasa  Zavala  sobre 
posesión  efectiva  de  los  bienes  dejados  por 
Marcelina  Berríos,  el  infrascrito  disintiendo 
de  la  opinión  de  la  mayoría  del  Tribunal,  ha 
opinado  porque  se  confirme  la  resolución  ape- 
lada de  17  de  mayo  último,  por  las  siguientes 
consideraciones. 

Que  la  sucesión  en  los  bienes  de  una  persona 
se  abre  al  momento  de  su  muerte  en  su  último 
domicilio;  y  la  sucesión  se  regla  por  la  ley  del 
domicilio  en  que  se  abre;  salvo  las  excepciones 
legales,  que  no  son  de  aplicación  en  el  presente 
caso  (art.  955  del  Código  Civil); 


Que  según  consta  en  el  indicado  expediente, 
Marcelina  Berríos  era  hija  ilegítima  de  Nicola- 
sa Zavala;  nació  en  este  departamento,  en 
1864,  bajo  el  imperio  de  las  le\-es  peruanas,  y 
faFeció  en  esta  ciudad,  intestada,  soltera,  sin 
descendientes  legítimos,  ni  hijos  naturales,  el 
4  de  abril  del  presente  año,  y  por  consiguiente, 
su  sucesión  debe  reglarse  por  las  leyes  chile- 
nas, que  son  las  vigentes  en  e§te  territorio  y 
lo  eran  en  el  día  de  la  muerte  de  la  Berríos; 

Que,  según  estas  lej'es,  en  la  sucesión  intes- 
tada de  un  hijo  no  tienen  derecho  alguno,  á 
título  de  herederos,  los  padres  simplemente 
ilegítimos; 

Que  Nicolasa  Zavala,  para  solicitar  la  de- 
claración del  intestado  y  la  posesión  efectiva 
de  los  bienes  dejados  por  su  hija  Marcelina 
Berríos,  ha  alegado  que  por  el  solo  hecho  de 
ser  madre  ilegítima  de  ésta  y  sin  necesidad  de 
reconocimiento  expreso  adquirió  bajo  el  impe- 
rio de  la  legislación  peruana  el  carácter  de 
madre  natural  de  dicha  Berríos;  y  posterior- 
mente ha  invocado  también  en  su  favor  las 
disposiciones  de  los  artículos  904  á  908  del 
Código  Civil  del  Perú: 

Que,  en  consecuencia  de  lo  expuesto  en  la 
consideración  que  precede,  hay  que  resolver 
si  efectivamente  la  Zavala  había  adquirido  la 
calidad  de  madre  natural  de  la  Berríos  antes 
de  la  vigencia  de  la  ley  chilena,  quC' prescribe 
formalidades  especiales  para  dar  el  carácter 
y  derechos  de  natural  al  hijo  ilegítimo;  y  si 
dicha  Zavala  conserva  el  derecho  que  la  ley 
peruana  daba  á  la  madre  de  ser  heredera  for- 
zosa de  sus  hijos  ilegítimos  que  no  dejan  des- 
cendientes con  derecho  de  heredarlos; 

Que,  conforme  á  lo  prescrito  en  el  artículo 
5^  de  la  ley  de  efecto  retroactivo  de  7  de  octu- 
bre de  1861,  las  personas  que  bajo  el  imperio 
de  una  ley  hubiesen  adquirido  en  conformidad 
á  ella  el  estado  de  hijos  naturales,  gozarán  de 
todas  las  ventajas  y  estarán  sujetas  á  todas 
las  obligaciones  que  les  impusiere  una  ley  pos- 
terior; 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
3.0  de  la  misma  ley,  el  estado  civil  adquirido 
conforme  á  la  ley  vigente  á  la  fecha  de  su  cons- 
titución, subsistir»!  aunque  esta  pierda  des- 
pués su  fuerza;  pero  los  derechos  y  obligacio- 
nes anexos  á  él  se  subordinarán  á  la  ley  pos- 
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tcríor,  sea  que  ésta  constituya  nuevos  dere- 
chos ú  obligaciones,  sea  que  modifique  6 
derogue  los  antiguos; 

Que,  según  lo  prescrito  en  el  artículo  235  del 
Código  Civil  del  Perií,  son  hijos  ilegítimos  los 
que  no  nacen  de  matrimonio,  ni  están  legiti- 
mados; y  según  el  inciso  1'  del  artículo  236 
del  mismo  Código,  de  entre  estos  ilegítimos 
se  califica  de  nnturalal  hijo  concebido  en  tiem- 
po en  que  el  padre  y  la  madre  no  tenían,  para 
casarse,  ninguno  de  los  impedimentos  expre- 
sados en  los  nueve  primeros  incisos  del  artícu- 
lo 142; 

Que  esta  calificación  de  natural  dada  á  al- 
gunos de  los  hijos  que  no  nacen  de  matrimo- 
nio, ni  están  legitimados,  solo  importa  una 
denominación  que  se  da  al  hijo  ilegítimo  por 
el  sólo  hecho  de  no  ser  espúreo  ó  no  proceder 
de  dañado  ayuntamiento,  para  distinguirlo 
de  éste,  ya  sea  que  lo  haya  reconocido  el  padre 
ó  que  no  lo  reconozca,  como  se  deduce  de  lo 
expuesto  en  el  inciso  2^  del  mismo  artículo 
236,  que  dice:  -De  los  naturales  unos  están 
reconocidos  por  el  padre  y  otros  nó'i; 

Que,  aunque  el  artículo  238  del  Código  ci- 
tado dispone  que  "el  reconocimiento  de  los 
hijos  naturales  se  hará  por  el  padre  en  el  re- 
gistro de  nacidos,  ó  en  la  partida  de  bautismo 
ó  en  escritura  pública,  6  en  testamento'*,  ello 
no  implica  que  la  madre  no  necesite  de  reco- 
nocimiento para  conferir  al  hijo  ilegítimo  que 
la  ley  califica  de  natural  los  derechos  de  natu- 
ral reconocido  y  antes  bien,  el  artículo  240 
del  mismo  Código  presuponed  reconocimiento 
de  la  madre  para  que  pueda  el  padre  impugnar 
dicho  reconocimiento;  puesto  que  establece 
que  **todo  reconocimiento  át  filiación  natural 
podrá  ser  disputado  por  el  padre  ó  madre  que 
no  haya  intervenido  en  éV\  disposición  que 
no  podría  tener  aplicación  respecto  del  padre, 
si  no  hubiera  reconocimiento  de  la  madre; 

Que  si  bien  el  artículo  904  del  Código  citado 
aplicable  en  esta  provincia  hasta  la  ocupación 
chilena,  establece  que  la  madre  es  heredera 
forzosa  de  sus  hijos  ilegítimos,  "si  éstos  no 
dejan  descendientes  con  derecho  de  heredarlos" 
este  derecho  lo  teníala  madre  respecto  de  toda 
clase  de  hijos  ilegítimos,  con  excepción  de  los 
adulterinos  (arts.  913  y  914),  por  el  sólo  he- 


cho de  ser  madre  ilegítima  y  sin  necesidad  ü 
que  el  hijo  fuera  hijo  natural  reconocido; 

Que  esta  facultad  de  heredar  que  la  Irr  pe- 
ruana confiere  á  la  madre  ilegítima corstitua 
una  mera  expectativa,  que  no  forma  derrct: 
según  lo  prevenido  en  el  artículo  7**  de  la  \tj 
de  efecto  retroactivo;  y,  por  tanto,  si  unaler 
posterior,  vijentc  á  la  época  de  la  delari^'r 
de  la  herencia,  ha  quitado  este  derecho,  coc:o 
en  el  caso  actual,  la  madre  ilegítima  no  poetit 
invocarlo  en  su  favor; 

Que  para  aplicar  el  artículo  993  del  Códi.£> 
Civil,  ó  sea  para  deferir  la  herencia  de  an  Ii*;c 
natural  á  sus  padres  naturales,  ó  á  aqufl  de 
ellos  que  le  haya  reconocido  con  las  form;;!!- 
dades  legales,  es  necesario  que  se  hayan  coq- 
ferido  previamente  al  hijo  ios  derechos  de 
hijo  natural,  reconociéndole  como  tal  con  arre- 
glo á  las  formalidades  vijentes  á  la  época  de 
la  constitución  de  ese  estado  ciril,  lo  que  no 
consta  que  haya  hecho  Nicolasa  Zavala:  y 

Que,  como  consecuencia  de  lo  expuesto  en 
las  consideraciones  que  anteceden,  do  poede 
concederse  á  dicha  Zavala  la  posesión efectin 
de  los  bienes  de  la  herencia  de  Marcelina  Be- 
rríos,  ni  á  título  de  madre  natural  ni  á  títnlo 
de  madre  simplemente  ilegítima. 

Tacna,  3  de  septiembre  de  1906.-P.  Rober- 
to Vej:a, 


Corte  de  Tacna, ^5  de  septiembre  át  7M 
Gamarray  otros 

Legitimación.— Plazo.— Impedimento 
—Notlfloación.— Fuerza  mayor 

Doctrina:  -El  instrumento  público  de 
legitimación  debe  otorgarse  ala  fecha  ác 
la  celebración  del  matrimonio^  6  en  cas*' 
de  impedimento  grave^  dentro  de  te 
treinta  días  subsiguientes  é  ellst  sopan 
de  nulidad. 
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El  hecho  de  haberse  celebrado  el  ma- 
trimonio en  lugar  donde  no  hay  notario 
público  constituye  un  impedimento gr a  ve 
para  no  otorgar  al  instrumento  de  legi- 
timación á  la  fecha  de  la  celebración  del 
contrato. 

Puede  extenderse  el  instrumento  des- 
pués de  expirado  el  plazo  de  treinta  días^ 
si  habiendo  solicitado  los  padres  el  otor- 
gamiento antes  de  su  vencimiento,  no 
pudo  ello  tener  lugar  por  la  práctica  de 
otras  diligencias  ordenadas  por  el  Juez, 
las  cuales  importan  fuerza  mayor. 

La  ley  no  £ja  plazo  para  la  notiñcación 
del  instrumento  de  legitimación  á  las  per- 
sonas que  se  quiere  legitimar. 

Don  Julio  He  vía  Labbé,con  poder  bastante 
de  don  Juan  Gamarra  j  de  doña  Sofía  Ramí- 
rez, se  presentó  el  5  de  octubre  último  ante  el 
Juez  Letrado  de  Pisagua,  exponiendo:  que  sus 
poderdantes  habían  contraído  matrimonio  en 
el  pueblo  de  Negreiros  y  que  al  tiempo  de  ce- 
lebrar el  contrato  matrimonial  hicieron  pre- 
sente que  en  estado  de  soltería  habían  pro- 
creado tres  hijos  llamados  Clotilde,  Marcos 
Sergio  y  AHda  Ester. 

Deseando  conferir  á  estos  hijos  el  beneficio 
de  legitimación,  solicita  que,  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  208  del  Código 
Civil,  se  ordene  al  notario  público  que  extien- 
da la  respectiva  escritura  pública  de  legiti- 
mación. 

En  un  otrosí  del  mismo  escrito  pide  que  se 
provea  á  los  hijos  á  quienes  se  quiere  legitimar 
de  un  curador  especial  que  acepte  por  ellos  la 
e^itimación. 

El  Juzgado  dispuso  que,  para  proveer  la  pe- 
tición principal,  se  esperara  que  se  proveyera 
á  los  menores  de  un  curador  especial  que  los 
representara  en  la  petición  de  que  se  trata. 

Proveyendo  el  otrosí,  pasó  la  solicitud  en 
vista  al  Defensor  de  Menores. 

Con  el  dictamen  favorable  del  funcionario 
designado,  el  Juzgado  nombró  curador  de  los 
menores  á  don  Carlos  Luque. 
'     Practicadas  estas  diligencias,  volvió  el  re- 


presentante de  Gamarra  y  la  Ramírez  á  pedir 
que  se  ordenara  extender  la  escritura  de  legi- 
timación, debiendo  insertarse  en  ella  la  acep- 
tación de  los  impúberes  á  quienes  se  quería 
legitimar. 

Se  pasó  esta  solicitud  en  vista  al  Defensor 
de  Menores,  quién  fué  de  opinión  que  no  se 
diera  lugar  á  lo  pedido  porque  había  trascu- 
rrido más  de  un  mes  desde  la  fecha  de  la  cele- 
bración del  matrimonio. 

El  Juzgado,  para  mejor  resolver,  dispuso 
que  se  rindiera  información  sumaria  para 
acreditar  los  hechos  que  legitiman  la  petición. 

Se  dio  cumplimiento  á  este  decreto  y  se  dic- 
tó por  último  la  siguiente  sentencia  interlocu- 
toria: 

Pisagua,  27  de  diciembre  de  1905 Vistos; 

con  el  mérito  de  estos  antecedentes,  de  acuer- 
do con  lo  dictaminado  por  el  Defensor  Público 
ad-hoc  y  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el 
artículo  208  del  Código  Civil,  se  declara  sin 
lugar  lo  pedido  por  don  Julio  Hevia  Labbé, 
en  representación  de  don  Juan  Gamarra  y  de 
doña  Sofía  Ramírez  de  Gamarra— Zsmae/  Po- 
blcte. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  artículo  208  del  Código  Civil  sólo 
dispone,  en  la  parte  que  se  relaciona  con  el 
presente  caso,  que  el  instrumento  público  de- 
berá otorgarse  á  la  fecha  de  la  celebración  del 
matrimonio,  ó  en  caso  de  impedimento  grave, 
dentro  de  los  treinta  días  subsiguientes  á  ella, 
so  pena  de  nulidad;  pero  ni  esta  disposición 
legal  ni  ninguna  otra  fija  plazo  para  la  noti- 
ficación del  instrumento  á  las  personas  que 
se  quiere  legitimar; 

2^  Que  del  anterior  considerando  se  des- 
prende que  lo  único  que  la  ley  prohibe,  y  esto 
por  graves  consideraciones  de  orden  público 
y  de  moralidad  privada,  es  que  el  instrumento 
de  lejitimación  se  otorgue  después  de  treinta 
días  de  la  celebración  del  matrimonio,  sancio- 
nando de  una  manera  expresa  el  quebranta- 
miento de  su  prohibición  con  la  nulidad  del 
acto; 
3'  Que,  en  el  caso  que  ha  motivado  est^ 
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instancia,  los  padres  contrajeron  matrimonio 
el  11  de  septiembre  último  y  quisieron  otor- 
gar el  instrumento  de  legitimación  el  5  de  oc- 
tubre siguiente,  esto  es,  cuando  todavía  falta- 
ban seis  días  para  el  vencimiento  del  plazo 
fijado  por  la  ley; 

4°  Que,  si  el  instrumento  no  pudo  Qtorgarse 
en  el  día  que  los  padres  quisieron  hacerlo,  fué 
porque  el  Juez,  para  proveer  á  su  petición, 
dispuso  que  se  practicaran  otras  dilijencias 
y,  mientras  se  cumplía  con  el  mandato  judi- 
cial, se  venció  el  plazo  y  el  instrumento  no  se 
otorgó  en  tiempo  hábil; 

5^  Que  en  esta  situación,  creada  contra 
la  voluntad  de  los  padres,  lia  habido  eviden- 
temente fuerza  mayor,  yaque  el  instrumento 
no  se  otorgó  en  tiempo  hábil  en  virtud  de  un 
acto  de  autoridad  ejercido  por  un  funciona- 
rio público; 

Q^  Que  el  hecho  de  haberse  celebrado  el  ma- 
trimonio  en  un  lugar  donde  no  hay  notario 
público  es  bastante  para  dar  por  establecido 
que  ha  existido  impedimento  grave  para  no 
otorgarse  el  instrumento  de  legitimación  á  la 
fecha  (le  la  celebración  del  contrato. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  visto 
además  lo  dispuesto  en  el  artículo  4ó  del  Có- 
digo Civil,  y  1004  del  de  Procedimiento  Civil, 
se  revoca  la  resolución  apelada  de  27  de  di- 
ciembre último,  y  se  declara;  que  ha  lugar  á  lo 
pedido  en  lo  principal  del  escrito,  entendién- 
dose que  el  instrumento  de  legitimación  deberá 
otorgarse  en  el  plazo  de  seis  días  i  contar 
desde  la  notificación  del  cúmplase  Je  esta  sen- 
tencia. 

Acordada  por  los  votos  del  señor  presidente 
Vega  y  señores  Ministros  Barros,  Cisternas 
Peña  y  de  la  Fuente,  contra  el  voto  del  señor 
Ministro  Quirell,  que  opinó  por  la  confirmato- 
ria de  la  sentencia  apelada  por  las  razones 
que  consigna  en  su  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña P.  Roberto  ye:^a.—E,  Barros,— E.  Cis- 
ternas Peña,  ^  Ai.  Á.  QuirelL—A,  M,  de  la 
Fuente. 

VOTO   ESPECIAL 

En  las  gestiones  sobre  legitimación  de  los 
menores  Clotilde,  Marcos  Serjio  y  Alida  Ga- 
marra,  el  infrascrito  disintiendo  de  la  mavo- 


ría  del  Tribunal,  ha  estado  por  confirmara 
resolución  apelada,  en  virtud  de  las  siguientes 
consideraciones; 

Según  lo  dispuesto  en  el  artículo  2()S  !:i 
Código  Civil,  el  instrumento  público  de  \ez' 
timación  debo  otorgarse  á  la  fecha  de  !a 
celebración  del  matrimonio,  salvo  el  caso  « 
impedimento  grave,  en  que  podrá  otorgarse 
dentro  de  los  treinta  días  subsiguientes. 

No  habiéndose  otorgado  en  esa  fecha  el  i:< 
tru mentó  respecto  de  los  indicados  menore-. 
hay  que  examinar  si  ha  existido  el  caso  de  ir. 
pedimento  grave  de  que  habla  la  ley. 

Se  ha  alegado  la  falta  de  notario  en  el  In¡:/ 
de  la  celebración  del  matrimonio;  tal  ato 
cion  no  es  admisible  desde  la  vigencia  dclC'» 
digo  de  Procedimiento  Civil,  ya  que,  según  e! 
artículo  1004,  pudo  en  el  acto  del  matrimo:  - 
hacerse  la  declaración  de  los  padres  de  Icí:  :• 
mación  de  los  hijos. 

Debiendo,  pues,  entenderse  que  no  ha  existi- 
do el  impedimento  grave  del  artículo  2nS'ic. 
Código  Civil,  no  debe  considerarse  el  presrr.c 
caso  comprendido  en  la  excepción  de  que  tra- 
ta ese  artículo;  y,  por  consiguiente,  no  seni 
ya  tiempo  de  otorgarse  el  instrumento.- lí 
A,  QuirelL 


Corte  de  SaotUgo.—?  de  julio  de  19^^' 

Kónig  y  otros  con  Concha  y  Toro 

Mina.  -  Avío.  -  Oomunero.-Pago  ¿^ 
lo  debido.— Reí vindloación 

Doctrina:— -p/  acreedor  de  nnamrri 
puede  tomar  la  tenencia  de  e///?,  J  '• 
para  pagarse  de  los  primeros  anWp'^ 
ha  tenido  que  hacer  otros  pars.  iraí^' 
Jarla,  aumentándose  la  deuda  en  rczoe 
disminuir,  tiene  derecho  á  retener-^ 
mina  y  seguir  aviándola  bajo  sa  Botn:- 
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nístración  hasta  pagarse  preferente  men- 
te^ con  la  excepción  que  prescribe  el  ar- 
tículo 146  del  Código  de  Minería, 

Si  algunos  de  los  dueños,  comuneros 
de  la  mina,  no  aceptan  la  continuación 
de  los  avíos  celebrados  por  otro  de  los 
comuneros,  después  de  transcurrido  el 
plazo^  pueden  ponerles  término;  pero 
no  por  reivindicación,  sino  por  medio 
del  pngo  de  lo  debido. 

Don  Francisco  de  Paula  Pleiteado,  como 
mandatario  de  las  siguientes  personas:  don 
Abraham  Konig,  doña  Natalia  Amor  viuda 
d2  Bahamon'les,  doña  Amelia,  doña  Isolina 
y  doña  Elcira  Amor,  doña  Rita  Amor  viuda 
de  Valdivieso,  doña  Adela  Amor  viuda  de 
Prado,  doña  Eufemia  Amor  viuda  de  Toro, 
don  Luis  Amor,  doña  Blanca  Amor,  doña 
Dolores  Amor,  don  Jacinto  Larraín,  marido 
de  doña  Ismaela  Amor,  demandó  á  don  En- 
rique Concha  y  Toro,  ante  uno  de  los  Juzga- 
dos de  Santiago. 

Expone:  que  sus  mandantes  son  dueños  de 
trece  barras  de  la  mina  denominada  "San 
Simoncito"  del  mineral  "San  Pedro  Nolas- 
co",  subdelegación  de  San  José  de  Maipo, 
departamento  de  la  Victoria. 

Que  don  Enrique  Concha  y  Toro,  sin  dere- 
cho alguno,  ha  tomado  posesión  material  y 
explota  la  expresada  mina  sin  autorización 
de  los  demandantes;  y  como  dicho  caballero 
no  ha  podido  obtener  la  mina  de  ninguna 
otra  persona,  entabla  contra  él  demanda  de 
reivindicación  de  la  mina  con  indemnización 
de  daños,  perjuicios  y  costas. 

En  la  réplica,  amplía  la  demanda  en  el 
sentido  de  que  se  declare  la  nulidad  de  los 
contratos  de  liquidaciones  celebrados  por 
don  Silvestre  Lazo  y  el  demandado,  y  no 
por  todos  los  dueños,  invirtiendo  sin  la  au- 
torización prescrita  por  el  artículo  157,  inci- 
so 2^  del  Código  de  Minería  no  sólo  el  valor 
de  los  productos  sino  sumas  ingentes  cuyo 
monto  se  ignora. 

Lanulidad  se  manifiesta,  por  otra  parte,  por 
ser  la  mina  de  una[Sociedad  y  el  ad  ministrador 
no  puede  reconocer  deudas  ni  pactar  avíos. 


El  poder  dado  al  señor  Lazo  tuvo  por  ob- 
jeto principal  el  desagüe  'de  la  mina,  no  la 
prenda,  ni  contrató  ñ  nombre  del  mandante. 

Don  Enrique  Concha  y  Toro,  contestando 
la  demanda,  dice:  qué  no  se  ha  apoderado  de 
la  mina  y  que  si  la  tiene  en  su  poder  es  fun- 
dado en  títulos  conocidos  é  invoca  las  co- 
pias de  las  escrituras  que  acompaña. 

De  ellas  consta  el  reconocimiento  que  don 
Francisco  Amor  Z.  y  don  Silvestre  Lazo  ha- 
cen de  una  deuda  á  favor  del  demandado, 
escritura  de  28  de  noviembre  de  1894,  por 
dinero  recibido  para  trabajos  de  la  mina;  que 
al  terminar  el  contrato  allí  relacionado, 
adeudaba  al  acreedor  una  grue3a  suma,  y  pa- 
ra salvar  esta  situación  el  señor  Lazo  celebró 
el  contrato  de  15  de  octubre  de  1896,  entre- 
gando la  mina  para  que  con  ella  se  pagara 
dicho  acreedor,  contrato  que  reiteró  en  9  de 
marzo  de  1900  aprobando  las  cuentas  del 
acreedor. 

El  poder  del  señor  Amor  Z.  al  señor  Lazo  no 
expiró  por  muerte  de  aquél,  según  lo  determi- 
nan los  artículos  2168  y  2169  del  Código  Ci- 
vil. 

A  lo  más  esta  sería  cuestión  de  la  sucesión 
Amor  con  el  mat\dAtario,  pero  no  con  el  de- 
mandado. 

Contestando  la  ampliación  de  la  demanda, 
afirma  que  las  escrituras  cuya  nulidad  solici- 
tan los  demandantes  son  perfectamente  váli- 
das y  que  no  ha  hecho  la  confesión  que  le  su- 
ponen las  demandantes. 

El  señor  Konig  no  ha  exhibido  la  inscrip- 
ción del  título  de  dominio,  que  por  tanto  le 
niega. 

El  poder  dado  por  el  señor  Amor  era  para 
contratar  el  desagüe  y  explotación  déla  mina, 
como  lo  estimase  más  conveniente  el  manda- 
tario. 

Pide  se  deseche  la  demanda  y  ampliación, 
con  costas. 

Seguida  la  causa  por  todos  sus  trámites,  el 
Juzgado,  con  fecha  10  de  enero  de  1904,  re- 
solvió: 

^Considerando: 

1"?  Que  los  demandantes  han  reconocido  en 
el  escrito  el  contrato  de  28  de  noviembre  de 
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1894,  fecha  en  que  don  Abrahara  Kónig  aún 
no  había  inscrito  la  escritura  de  cesión  de  12 
de  noviembre  de  1892  y  cuya  inscripción  se 
verificó  en  1899,  cuando  ya  la  mina  la  tenía 
el  demandado  por  contrato  legalmente  cele- 
brado; 

2^  Que  las  partes  demandantes  que  forman 
la  sucesión  de  don  Francisco  Amor  Z.,  por  ha- 
ber obtenido  la  posesión  efectiva  de  la  heren- 
cia de  dicho  scñoi*  y  ser  sus  herederas  y  conti- 
nuadores de  las  obligaciones  contraidas  per- 
sonalmente por  aquél  y  en  virtud  también  del 
mandato,  están  obligados  á  respetar  diJias 
obligaciones,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
2169  del  Código  Civil; 

3^  Que  consta  de  la  escritura  de  28  de  no- 
viembre de  1894  que  don  Francisco  Amor  Z. 
y  don  Silvestre  Lazo  se  confiesan  deudores  á 
favor  de  don  Enrique  Concha  y  Toro  por  la 
cantidad  de  $  6.500  que  dicen  haber  recibido 
para  les  trabajos  de  la  mina  "San  Simoncito" 
de  propiedad  de  los  dos  primeros,  de  cuya  su- 
ma debía  pagarse  el  señor  Concha  y  Toro  con 
los  metales  que  produjera;  escritura  que  con 
la  de  fecha  15  de  octubre  de  1896,  constituyen 
un  verdadero  contrato  de  avío  de  la  mina 
nombrada; 

4^  Que  don  Silvestre  Lazo  al  suscribir  la  es- 
critura última  citada,  lo  hizo  también  por  el 
señor  Amor  en  virtud  de  haber  obtenido  de 
éste  el  mandato  y  como  el  contrato  se  refiere 
á  la  mina  "San  Simoncito",  debe  entenderse 
que  ha  suscrito  la  recordada  escritura  en  vis- 
ta de  las  facultades  que  le  otorgaba  el  man- 
dato referido,  ya  que  tampoco  aparece  que 
fuera  revocado  en  el  tiempo  intermedio; 

5^  Que  don  Enrique  Concha  y  Toro  ha  da- 
do cumplimiento  al  artículo  8^  de  la  escritura 
rindiendo  las  cuentas  á  que  se  obligó,  acepta- 
das por  don  Silvestre  Lazo,  mandatario  de 
don  Francisco  AmorZ.; 

6^  Que  aunque  el  demandado  ha  acredita- 
do con  la  prueba  rendida  que  la  mina  "San 
Simoncito*'  tiene  una  ubicación  tal,  que  la 
temporada  de  trabajos  dura  sólo  tres  meses, 
á  consecuencia  de  los  accidentes  naturales  del 
tiempo  y  de  la  atmósfera,  y  la  distancia  á  que 
se  encuentra  de  la  estación  más  próxima  hace 
muy  difícil  el  transporte  de  los  metales  y  todo 
en  conjunto  origina  gastos  para  obtener  la 


venta  de  los  productos  de  la  mina,  estas  cir- 
cunstancias no  alteran  la  situación  legal  de 
las  partes; 

7^  Que  siendo  don  Enrique  Concha  v  Toro. 
desde  el  28  de  noviembre  de  1894.  acreedor  d« 
la  mina  nombrada,  por  un  título  que  no  ba 
sido  impugnado  debidamente,  le  da  la  tenen- 
cia de  aquélla  y  que,  para  pagarse  delospri- 
meros  anticipos,  ha  tenido  que  hacer  otroi 
para  trabajarla  aumentándose  la  deuda  eo 
vez  de  disminuir,  ti¿ne  derecho  á  retener  la 
mina  y  seguir  aviándola  bajo  su  administra- 
ción hasta  pignrse  preferentemente, con  la ci- 
cepción  que  prescribe  el  artículo  146  del  Códi- 
go de  Minería,  ya  que  no  se  niega  el  hecho  de 
la  deuda  ni  se  han  impugnado  en  forma  \tp\ 
las  cuentas,  ni  ofrecido  el  pago  de  aquélla; 

8^  Que  no  aceptándose  por  el  señor  Kjjíg 
ni  por  los  otros  demandantes  la  continuación 
del  contrato  de  28  de  noviembre  de  1894.  oi 
los  que  posteriormente  se  celebraron  como 
una  consecuencia,  pueden  ponerles  término. 
previo  el  pago  de  lo  debido,  circunstancia  qac 
no  se  armoniza  con  la  acción  reirindicatoria 
que  supone  en  el  demandado  la  carencia  de 
todo  título  para  la  tenencia,  posesión  ó  '¿oct 
de  la  cosa  que  se  reivindica  y  que  delje  ser  en- 
tregada sin  la  presentación  ya  indicada. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  visto 
además  lo  dispuesto  por  los  artículos  lóót 
del  Código  Civil,  140  y  148  del  de  Minería. 
167,  331,  374,  392  y  428  del  de  Procedimico- 
to  Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  deman- 
da, previo  el  pago  de  lo  adeudado  á  clon 
Enrique  Concha  y  Toro;  deséchase  la  am- 
pliación, pudiendo,  inter  se  efectúa  aqd 
pago,  practicar  los  demandantes  en  fonna 
debida  y  conveniente  el  examen  é  intervco- 
ción  de  la  mina..^  José  T,  Marín, 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  la  demanda  pide  "que  don  Enriq-K 
Concha  y  Toro  le  entregue  la  mina  "San  Si- 
moncito"  en  su  calidad  de  dueño  de  la  majo- 
ría  de  sus  barras,  con  indemnización  de  dn- 
ños,  perjuicios  y  costas"  y  se  ha  ainpliaJo 
para  que  se  declare,  además,  que  es  nespoosa- 
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3]e  de  los  frutos  de  lamina  por  él  percibidos*^; 

2^  Qae  en  el  escrito  de  los  demandantes 
lan  reconocido  la  eficacia  del  contrato  de  28 
ic  noviembre  de  1894  **á  pesar  de  no  figurar 
?n  él  como  contratante  don  Abraham  Konig 
ijue  en  ese  entonces  era  dueño  de  dos  barras" 
y  han  declarado  ad-r»más  "que  con  ese  título 
el  señor  Concha  pudo  demandar  á  los  otros 
contratantes  por  el  saldo  insoluto  que  hubie- 
se á  la  expiración  del  contrato  3'  establecido 
y  recoi'ocido  el  saldo,  pudo  embargar  los  pro- 
ductos y  si  éstos  no  hubiesen  sido  suficientes, 
pudo  también  tomar  la  mina  bAjo  su  admi- 
nistración y  aún  constituirse  en  aviador  judi- 
cial", y  agregan  que  sería  ilegal  su  explota- 
ción de  la  mina  aunque  fuera  de  avío  el  referi- 
do contrato; 

3^  Que  si  bien  no  aparece  que  Lazo  haya 
usado  del  poder,  y  de  las  escrituras  no  consta 
que  Lazo  compareciera  con  la  representación 
de  Amor,  en  la  cláusula  4*  de  la  citada  escri- 
tura, se  ve  que  quedó  autorizado  Lazo  para 
tener  la  representación  de  todos  los  derechos 
de  la  comunidad; 

4.^  Que  según  el  artículo  2305  del  Código 
Civil,  **el  derecho  de  cada  uno  de  los  comune- 
ros es  el  mismo  que  el  délos  socios  en  el  haber 
social"  y  según  el  artículo  1081  del  mismo 
Código,  "no  habiéndose  conferido  la  admi- 
nistración á  uno  ó  más  de  los  socios,  se  en- 
tenderá que  cada  uno  de  ellos  ha  recibido  de 
los  otros  el  poder  de  administrar",  y  las  es- 
crituras dan  cuenta  de  actos  que  no  exceden 
esas  atribuciones,  si  se  atiendon  debidamente 
los  propósitos  y  facultades  de  la  recordada 
escritura,  si  alguna  importancia  tiene  la  ma- 
nifestación de  voluntnd  que  aparece  en  el 
poder  y  si  se  tiene  en  cuenta  que  los  socios 
sólo  pueden  oponerse  "á  los  actos  adminis- 
trativos de  otro  mientras  esté  pendiente  su 
ejeaición  ó  110  hayan  producido  efectos  lega- 
les" y  que  "cada  socio  tiene  el  derecho  de  obli- 
gar á  los  otros  á  que  hagan  con  él  las  expen- 
sas necesarias  para  la  conservación  de  las 
cosas  sociales"; 

5^  Que  lo  expuesto  en  el  considerando  4*=* 
está  corroborado  con  la  interpretación  que 
demuestra  el  hecho  de  que  los  demandantes 
líayan  aceptado  el  referido  contrato,  á  pesar 
de  que  en  él  no  figura  el  comunero  don  Abra- 


ham Konig,  como  se  ha  dicho  en  el  conside- 
rando 1'; 

6^  Que  la  calidad  de  comunero  en  la  mina, 
que  ha  tenido  don  Silvestre  Lazo,  está  reco- 
nocida y  acreditada  en  los  autos; 

7^  Que  las  partes  demandantes  representan 
la  sucesión  de  don  Francisco  Amor  Z.,  por 
haber  obtenido  la  posesión  efectiva  de  su  he- 
rencia, y  por  lo  tanto,  tienen  los  derechos  y 
obligaciones  de  éste; 

8'  Que  de  la  mencionada  escritura  de  28  de 
noviembre  de  1894  aparece  que  don  Francis- 
co Amor  y  don  Silvestre  Lazo  se  reconocen 
deudores  de  don  Enrique  Concha  y  Toro  por 
la  suma  de  $  6.500  y  por  las  demás  cantida- 
des que  éste  se  comprometió  á  dar  para  la  ex- 
plotación de  la  mina  "San  Simoncito",  escri- 
tura que,  como  la  de  15  de  octubre  de  1896, 
constituye  un  contrato  de  avío; 
•  9^  Que  el  comunero  don  Silvestre  Lazo,  con 
las  facultades  que  se  han  expresado,  tiene  re- 
conocido que  don  Enrique  Concha  y  Toro  ha 
cumplido  sus  obligaciones  y  que  sus  cuentas, 
no  objetadas  debidamente,  arrojan  un  saldo 
á  favor  de  éste; 

10.  Que  no  obstante  de  haberse  estipulado 
un  plazo,  el  señor  Concha  y  Toro  ha  podido 
continuar  la  explotación  de  lamina  hasta  pa- 
garse totalmente  de  su  crédito,  como  se  ve  en 
la  cláusula  6^  y  como  lo  dispone  el  artículo 
146  del  Código  de  Minería,  sin  perjuicio  de 
otros  derechos  de  los  dueños  de  la  mina; 

1 1.  Que  no  aceptándose  por  el  señor  Konig 
y  los  otros  demandantes  la  continuación  de 
los  contratos,  pueden  ponerles  término  pero 
no  por  reivindicación  sino  con  el  pago  de  lo 
que  adeuden. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  do  10  de 
Enero  de  1904,  sin  costas,  atendido  el  mérito 
de  autos. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Lagos 

E.  Castillo.^J.  Ai;vstín  Rojas.  —  Dagoherto 
Lagos, 
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Corte  </e  Santiago 29  de  octubre  de  1906 

Moran  con  Fisco 

Pisco;  sa  responsabilidad.  -Ocupaolón, 
Perjuiolos. 

Doctrina:— Para  que  el  Fisco  sea  res- 
ponsable de  los  perjuicios  causados  por 
la  ocupación  forzada  de  una  propiedad 
particular^  es  necesario  que  las  personas 
que  exigieron  laentre^^a  deesa  propiedad 
hayan  estado  investidas  de  autoridad 
legal  bastante  para  comprometer  al  Es- 
tado por  los  actos  consecuen dales  de  la 
ocupación. 

Don  José  Nicolás  Moran  demanda  al  Fisco 
y  dice:  que  con  motivo  de  los  acontecimientos 
políticos  de  1891,  que  motivaron  la  caída  del 
Gobierno  del  Excmo.  señor  Balmaceda,  fué 
reducido  á  prisión  en  Santiago,  y  trasladado 
después  como  reo  al  cuartel  que  ocupaba  el 
Regimiento  Pisagua,  3*^  de  línea,  en  Quillota, 
en  donde  el  día  2  de  septiembre  de  1891  se  le 
exigió  por  el  subteniente  don  Ismael  Bañados 
por  orden  del  jefe  político  y  militar  de  Quillota 
don  José  Antonio  Echeverría,  laentrega  de  las 
llaves  de  su  casa  ubicada  en  la  calle  de  Maipú 
esquina  con  la  Plaza  de  Armas,  llaves  que  en- 
tregó. 

Dice  que  de  orden  de  la  autoridad  su  casa 
fué  ocupada  inmediatamente  per  los  jefes  y 
oñciales  del  Regimiento  Pisagua  hasta  el  9  de 
mayo  de  1892,  día  en  que  le  devolvieron  las 
llaves  y  tomó  posesión  de  la  casa,  previo  in- 
ventario que  se  hizo  de  los  objetos  que  en  ella 
quedaron. 

Agrega  que  pocos  días  antes  de  la  ocupa- 
ción militar  de  su  casa  su  familia  se  había 
trasladado  á  Santiago  dejando  todos  los  mue- 
bles para  ser  rematados,  remate  que  no  se 
llevó  á  efecto  y  muebles  que  invjntarió  con- 
forme á  la  lista;  que  durante  la  ocupación  de 
su  casa  sus  muebles  fueron  deteriorados  algu- 
nos y  otros  sustraídos  por  los  ofíciales  ocu- 
pantes; y  que  habiéndose  ordenado  la  ocupa- 
ción por  el  Supremo  Gobierno,  el  Fisco  á  cuyo 
uombre  fueron  sustraídos  y  deteriorados  sus 


muebles  es  obligado  al  pago  de  las  sustrac- 
ciones y  deterioros,  que  estima  en  la  suma  de 
$  1 9.015,25,  cu3'a  cantidad  demanda  al  Fisco 
para  que  se  ordene  su  pago. 

Detalla  la  lista  de  los  muebles  deteriorados 
y  sustraídos  y  especifica  su  valor. 

En  rebeldía  del  Fisco  se  dio  por  contestada 
la  demanda,  y  se  recibió  la  causa  á  prueba, 
por  todo  el  término  legal. 

Se  rindió  la  prueba  testimonia!  que  obra  en 
autos  al  tenor  del  interrogatorio. 

Se  alegó  por  las  partes  lo  conveniente,  se  les 
citó  para  sentencia,  y  el  Juzgado  de  Quillota 
con  fecha  18  de  abril  de  1902  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  si  bien  es  verdad  que  el  demandante 
ha  acreditado  que  su  casa  fué  ocupada  por 
los  jefes  y  ofíciales  del  Regimiento  Pisagua  en 
1891,  se  afirma  también  por  el  demandante 
que  la  entrega  de  las  llaves  la  hizo  á  petición 
de  un  oficial  de  dicho  Regimiento  de  orden  del 
jefe  político  y  militar  de  la  plaza; 

2^  Que  mediante  la  prueba  rendida  no  se 
ha  comprobado  por  el  demandante  que  las 
personas  que  le  exigieron  laentrega  de  la  casa 
estuvieran  investidas  de  autoridad  legal  bas- 
tante para  comprometer  al  Estado  por  los 
actos  consecuenciales  de  la  ocupación; 

3^  Que  el  demandante  confiesa  que  la  sus- 
tracción y  deterioro  de  los  muebles  que  tenía 
en  la  casa  ocupada,  fuervm  ejecutado.^  por  los 
oficiales  y  jefes  del  Regimiento  Pisagua,  actos 
personales  que  no  comprometen  la  responsa- 
bilidad del  Estado,  aán  suponiendo  legalmen- 
te  ordenada  por  la  autoridad  la  ocupación  de 
la  propiedad,  y  de  los  cuales  sólo  pueden  ser 
responsables  las  personas  que  los  ejecutaron. 

Por  tales  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  la  ley  12  título  14,  partida  3*,  y  artículos 
1690  y  1713  del  Código  Civil,  se  declara  que 
no  ha  lugar  á  la  demanda  formulada  por  don 
Nicolás  Moran,  á  quien  se  le  reservan  sus  de- 
rechos para  que  los  haga  valer  com")  viere 
conyenirle.—Aspi  llaga. 

Apelada  esta  sentencia,  La  Gorte: 

Vistos:  eliminando  la  parte  final  del  consi- 
derando tercero  de  la  sentencia  apelada  de  18 
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de  abril  de  1902,  se  confinna  la  referida  sen- 
tencia.— Leoncio  Rodríguez,--],  Gabriel  Pal- 
ma Gvizmán,—E,  Fóster  Rvcabarren — ^4.  Ver- 
gara  Albano, 


Corte  de  Santiago,— 3  de  noviembre  üe  1906 
Blest  ccn  Fariña  y  otros 

Bienes  raíces.  -  Venta.  -  Mujer  casada 
—  Marido.— Autorización  judicial  y 
marital.  —  Nulidad  relativa.  —  Ac- 
ción resclsorla,  -Prescripción.  -  Se^ 
paradón  de  bienes.  —  Ratificación. 
—Capacidad. 

Doctrina:— La  venta  de  bienes  raíces 
de  la  mujer  casada,  llevada  á  cabo  sin  la 
correspondiente  a u torización  judicial, 
adolece  de  nulidad  relativa  porque  no  es 
producida  por  un  objeto  6  causa  ilícita 
ni  por  la  omisión  de  algún  requisito  ó 
formalidad  que  las  leyes  prescriban  para 
el  valor  del  contrato  en  consideración 
á  su  naturaleza,  sino  que  está  estableció 
da  por  la  ley  por  motivos  ó  circunstan- 
cias de  carácter  personal,  en  interés  de 
la  misma  mujer  casada. 

La  acción  rescisoria  que  procede  de  la 
nulidad  relativa  prescribe  en  el  plazo  de 
cuatro  años  contados,  cuando  procede 
de  una  incapacidad  legal,  desde  el  día  en 
que  haya  cesado  la  incapacidad. 

Cesando  la  incapacidad  de  la  mujer  ca- 
sada por  la  sentencia  que  declaró  la  se- 
paración de  bienes  entre  ella  y  su  mari- 
do y  habiendo  trascurrido  más  de  cua- 
tro años  entre  esa  sentencia  y  su  falleci- 
miento, no  trasmite  ella  ú  sus  herederos 


ningún  derecho  referente  á  la  acción  res- 
cisoria de  las  enajenaciones  de  bienes 
raíces  celebradas  por  ella  sin  autoriza- 
ción judicial  y  mientras  era  incapaz,  por 
cuanto  á  su  fallecimiento  dicha  acción 
ya  había  prescrito. 

El  marido  participa  del  beneñcio  resul- 
tante de  la  incapacidad  de  la  mujer  ca- 
sada que  obra  sin  su  autorización  ó  de 
la  justicia  en  subsidio,  pero  pierde  el  de- 
recho de  pedir  la  rescisión  del  contrato 
celebrado  de  ese  modo,  si  hairatrñcado 
expresamente  dicho  contraía 


Don  Federico  Blest,  en  su  carácter*  de  re- 
presentante legal  de  sus  menores  hijos  Juan, 
Maximiliano,  Santos,  Ester  y  Federico  Blest 
Fariña  y  en  representación  de  don  Ángel  Ver- 
gara,  por  su  esposa  doña  Emilia  Blest  Fa- 
riña, según  poder  que  acompaña,  expone: 
que  como  se  comprueba  con  la  escritura  de 
liquidación  y  compraventa  que  acompaña  en 
copia  autorizada,  en  25  de  julio  de  1877,  an- 
te el  notario  señor  Aranguiz  Fontecilla,  su 
finada  esposa  doña  Trinidad  Fariña  vendió 
en  pago  de  ciertos  alcances  hereditarios,  y 
entre  otros  valores  de  que  dispuso  también, 
las  siguientes  propiedades  raíces: 

a)  Una  casa  situada  en  la  calle  de  Fariña 
de  esta  ciudad,  á  180  metros  de  la  calle  de 
Recoleta,  deslindante  por  sus  lados  Norte, 
Sur  y  Oriente,  con  propiedades  de  los  he- 
rederos de  don  Santos  Fariña  y  de  doña 
Josefa  Alfaro,  y  por  el  Poniente,  calle  de  por 
medio  con  sitio  de  doña  Rosa  Luisa  Sariego, 
propiedad  que  se  encuentra  ubicada  como  á 
50  metros  de  la  calle  de  Juárez  y  que  se 
transfirió  en  dominio  absoluto  de  suelo  y 
edificios  á  doña  Juana  Fariña  por  la  suma  de 
$  1.120,  fuera   de  los  derechos   de  alcabala 

que  debía  satisfacer  la  compradora; 

b)  Una  casa  situada  en  la  calle  de  Dávila 
de  esta  ciudad  á  ciento  ochenta  metros  de  la 
calle  de  la  Recoleta,  deslindante  al  Sur  calle 
de  por  medio  con  propiedad  de  don  José  Ma- 
ría Ruiz,  al  Norte,  Oriente  y  Poniente  con 
propiedad  de  los  herederos  Fariña  y  Alfaro, 
casa  que  actualmente  lleva  el  número  23  y 
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Corte  de  Santiago 29  de  octubre  de  1906 

Moran  con  Fisco 

Pisco;  SU  responsabilidad.  -Ocupaoión, 
Perjuiolos. 

Doctrina: — Para  que  el  Fisco  sea  res- 
ponsable de  los  perjuicios  causados  por 
la  ocupaeión  forzada  de  una  propiedad 
particular^  es  necesario  que  las  personas 
que  exigieron  laentrc^a  deesa  propiedad 
hayan  estado  investidas  de  autoridad 
legal  bastante  para  comprometer  al  Es- 
tado por  los  actos  consecuen dales  de  la 
ocupación. 

Don  José  Nicolás  Moran  demanda  al  Pisco 
y  dice:  que  con  motivo  de  los  acontecimientos 
políticos  de  1891,  que  motivaron  la  caída  del 
Gobierno  del  Excmo.  señor  Balmaceda,  fué 
reducido  á  prisión  en  Santiago,  y  trasladado 
después  como  reo  al  cuartel  que  ocupaba  el 
Regimiento  Pisagua,  3^  de  línea,  en  Quillota, 
en  donde  el  día  2  de  septiembre  de  1891  se  le 
exigió  por  el  subteniente  don  Ismael  Bañados 
por  orden  del  jefe  político  y  mili  tarde  Quillota 
don  José  Antonio  Echeverría,  la  entrega  de  las 
llaves  de  su  casa  ubicada  en  la  calle  de  Maipú 
esquina  con  la  Plaza  de  Armas,  llaves  que  en- 
tregó. 

Dice  que  de  orden  de  la  autoridad  su  casa 
fué  ocupada  inmediatamente  per  los  jefes  y 
oñciales  del  Regimiento  Pisagua  hasta  el  9  de 
mayo  de  1892,  día  en  que  le  devolvieron  las 
llaves  y  tomó  posesión  de  la  casa,  previo  in- 
ventario que  se  hizo  de  los  objetos  que  en  ella 
quedaron. 

Agrega  que  pocos  días  antes  de  la  ocupa- 
ción militar  de  su  casa  su  familia  se  había 
trasladado  á  Santiago  dejando  todos  los  mue- 
bles para  ser  rematados,  remate  que  no  se 
llevó  á  efecto  y  muebles  que  invjntarió  con- 
forme á  la  lista;  que  durante  la  ocupación  de 
su  casa  sus  muebles  fueron  deteriorados  algu- 
nos y  otros  sustraídos  por  los  ofíciales  ocu- 
pantes; y  que  habiéndose  ordenado  la  ocupa- 
ción por  el  Supremo  Gobierno,  el  Fisco  á  cuyo 
uombre  fueron  sustraídos  y  deteriorados  sus 


muebles  es  obligado  al  pago  de  las  sustrac- 
ciones y  deterioros,  que  estima  en  la  suma  Cc 
$  1 9.015,25,  cu \'a  cantidad  demanda  al  Fiscj 
para  que  se  ordene  su  pago. 

Detalla  la  lista  de  los  muebles  deteriorad :ií 
y  sustraídos  y  especifica  su  valor. 

En  rebeldía  del  Fisco  se  dio  por  conicstaJa 
la  demanda,  y  se  recibió  la  causa  á  prueba 
por  todo  el  término  legal. 

Se  rindió  la  prueba  testimonial  que  obra  ea 
autos  al  tenor  del  interrogatorio. 

Se  alegó  por  las  partes  lo  conveniente, s>^  !c< 
citó  para  sentencia,  y  el  Juzgado  de  QuÜlota 
con  fecha  18  de  abril  de  1902  resoWió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  si  bien  es  verdad  que  el  demandante 
ha  acreditado  que  su  casa  fué  ocopada  por 
los  jefes  y  ofíciales  del  Regimiento  Fisagnaea 
1891,  se  afírma  también  por  el  demandaaic 
que  la  entrega  de  las  llaves  la  hizo  á  petid'j' 
de  un  oñcial  de  dicho  Regimiento  de  orden  á¿ 
jefe  político  y  militar  de  la  plaza; 

2^  Que  mediante  la  prueba  rendida  no  « 
ha  comprobado  por  el  demandante  que  b$ 
personas  que  leexigieron  laentregadelacaía 
estuvieran  investidas  de  autoridad  legal  ba» 
tante  para  comprometer  al  Estado  por  io< 
actos  consecuenciales  de  la  ocupación; 

3^  Que  el  demandante  confíesa  que  la  dis- 
tracción y  deterioro  de  los  muebles  que  tenía 
en  la  casa  ocupada,  fuerv^n  ejecutado^»  por  lo^ 
ofíciales  y  jefes  del  Regimiento  Pisagua.  actos 
personales  que  no  comprometen  la  responsa- 
bilidad del  Estado,  aán  suponiendo  legalmen- 
te  ordenada  por  la  autoridad  la  ocupación  de 
la  propiedad,  y  de  los  cuales  sólo  pueden  ser 
responsables  las  personas  que  los  ejecutaron 

Por  tales  fundamentos  y  visto  lo  dispuesta 
en  la  ley  12  título  14,  partida  3*,  y  artícnbs 
1690  y  1713  del  Código  Civil,  se  declara  q« 
no  ha  lugar  á  la  demanda  formulada  por  dos 
Nicolás  Moran,  á  quien  se  le  reservan  sas  de- 
rechos para  que  los  haga  valer  com^  vie^ 
con  venirle. —Aspillaga . 

Apelada  esta  sentencia,  La  Oorte: 

Vistos:  eliminando  la  parte  final  del  consi- 
derando tercero  de  la  sentencia  apelada  de  IS 
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de  abril  de  1902,  se  confirma  la  referida  sen- 
tencia.— Leoacio  Rodríguez.— J»  Gabriel  Pal- 
ma Gazmán.—E,  Fóster  Rvcabarren — A,  Ver- 
gara  Albano. 


Corte  de  Santiago, S  de  voviembre  úe  1906 
Blest  ccn  Fariña  y  otros 

Bienes  raíces.  -  Venta.  -  Mujer  casada 
—  Marido.— Autorización  judicial  y 
marital.  —  Nulidad  relativa.  —  Ac- 
ción rescisoria,  -Prescripción.  -  Se- 
paración de  bienes.  —  Ratificación. 
—Capacidad. 

Doctrina:— La  venta  de  bienes  raíces 
de  ¡a  mujer  casada  y  llevada  á  cabo  sin  la 
correspondien te  aut orización  judicia 7, 
adolece  de  nulidad  relativa  porque  no  es 
producida  por  un  objeto  ó  causa  ilícita 
ni  por  la  omisión  de  algún  requisito  ó 
formalidad  que  las  leyes  prescriban  para 
el  valor  del  contrato  en  consideración 
á  su  naturaleza^  sino  que  está  estableci- 
da por  la  ley  por  motivos  ó  circunstan- 
cias de  carácter  personal^  en  interés  de 
In  misma  mujer  casada. 

La  acción  rescisoria  que  procede  de  la 
nulidad  relativa  prescribe  en  el  plazo  de 
cuatro  años  contados^  cuando  procede 
de  una  incapacidad  legal,  desde  el  día  en 
que  baya  cesado  la  incapacidad. 

Cesando  la  incapacidad  de  la  mujer  ca- 
sada por  la  sentencia  que  declaró  la  se- 
paración de  bienes  entre  ella  y  su  mari- 
do y  habiendo  trascurrido  más  de  cua- 
tro años  entre  esa  sentencia  y  su  falleci- 
^ientOj  no  trasmite  ella  á  sus  herederos 


ningún  derecho  referente  á  la  acción  res- 
cisoria de  las  enajenaciones  de  bienes 
raíces  celebradas  por  ella  sin  autoriza- 
ción  judicial  y  mientras  era  incapaz,  por 
cuanto  á  su  fallecimiento  dicha  acción 
ya  había  prescrito. 

El  marido  participa  del  beneñcio  resul- 
tante de  la  incapacidad  de  la  mujer  ca- 
sada que  obra  sin  su  autorización  ó  de 
la  justicia  en  subsidio^  pero  pierde  el  de- 
recho de  pedir  la  rescisión  del  contrato 
celebrado  de  ese  modo,  si  Ivav ratificado 
expresamente  dicho  contraía 


Don  Federico  Blest,  en  su  carácter*  de  re- 
presentante legal  de  sus  menores  hijos  Juan, 
Maximiliano,  Santos,  Ester  y  Federico  Blest 
Fariña  y  en  representación  de  don  Ángel  Ver- 
gara,  por  su  esposa  doña  Emilia  Blest  Fa- 
riña, según  poder  que  acompaña,  expone: 
que  como  se  comprueba  con  la  escritura  de 
liquidación  y  compraventa  que  acompaña  en 
copia  autorizada,  en  25  de  julio  de  1877,  an- 
te el  notario  señor  Aranguíz  Fontecilla,  su 
finada  esposa  doña  Trinidad  Fariña  vendió 
en  pago  de  ciertos  alcances  hereditarios,  y 
entre  otros  valores  de  que  dispuso  también, 
las  siguientes  propiedades  raíces: 

a)  Una  casa  situada  en  la  calle  de  Fariña 
de  esta  ciudad,  á  180  metros  de  la  calle  de 
Recoleta,  deslindante  por  sus  lados  Norte, 
Sur  y  Oriente,  con  propiedades  de  los  he- 
rederos de  don  Santos  Fariña  y  de  doña 
Josefa  Alfaro,  y  por  el  Poniente,  calle  de  por 
medio  con  sitio  de  doña  Rosa  Luisa  Sariego, 
propiedad  que  se  encuentra  ubicada  como  á 
50  metros  de  la  calle  de  Juárez  y  que  se 
transfirió  en  dominio  absoluto  de  suelo  y 
edificios  á  doña  Juana  Fariña  por  la  suma  de 
$  1.120,  fuera    de  los  derechos    de  alcabala 

que  debía  satisfacer  la  compradora; 

b)  Una  casa  situada  en  la  calle  de  Dávila 
de  esta  ciudad  á  ciento  ochenta  metros  de  la 
calle  de  la  Recoleta,  deslindante  al  Sur  calle 
de  por  medio  con  propiedad  de  don  José  Ma- 
ría Ruiz,  al  Norte,  Oriente  y  Poniente  con 
propiedad  de  los  herederos  Fariña  y  Alfaro, 
casa  que  actualmente  lleva  el  número  23  y 
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que  en  aquella  fecha  fué  transferida  en  domi- 
nio absoluto  por  su  recordada  esposa  á  su 
hermana  doña  Carmen  Fariña,  representada 
por  su  marido  don  Miguel  2.^  Comas,  por  el 
precio  de  $  3.600  fuera  de  los  derechos  de  al- 
cabala; 

c)  Otra  casa  situada  en  la  misma  calle  de 
Dávila  esquina  Oriente  de  la  de  Fariña,  des- 
lindante por  su  frente  y  Sur  con  propiedad  y 
conventillo  de  don  Bruno  Orella  calle  de  por 
medio,  y  por  el  Oriente  y  Poniente,  calle  de 
por  medio  con  propiedad  de  los  herederos  Fa- 
riña y  Alfaro,  casa  que  actualmente  lleva  el 
número  35  y  que  también  fué  vendida  incon- 
dicionalmente  á  doña  Carmen  Fariña,  repre- 
sentada por  su  expresado  marido,  en  el  pre- 
cio de'  $  4.800. 

Que  de  estas  propiedades,  la  última  fué  re- 
vendida inmediatamente  por  don  Miguel  2.^ 
Comas  y  su  esposa  á  doña  Rosario  UUoa  v. 
de  Valdivieso  por  la  suma  de  $  5.000,  según 
se  comprueba  con  la  copia  de  la  inscripción 
que  también  acompaña,  siendo  la  señora 
Ulloa  V.  de  Valdivieso  la  actual  tenedora  de 
la  propiedad. 

Que  la  otra  casa  que  su  esposa  vendió  á  su 
hermana  doña  Carmen  Fariña,  situada  en  la 
calle  de  Dávila,  fué  revendida  por  ésta  á  doña 
Juana  Fariña,  quien  actualmente  la  posee,  en 
la  suma  de  $  3.74  ii,  según  se  comprueba  con 
la  copia  de  la  inscripción  respectiva  que 
acompaña. 

Que  pan  la  venta  ó  enajenación  en  pago 
de  todas  estas  propiedades  no  se  obtuvo  au- 
torización judicial,  sino  que  su  esposa  proce- 
dió á  ejecutarla  en  unión  de  don  Joaquín 
Blest  Gana,  que  firmó  también  la  correspon- 
diente escritura,  quien  figura  allí  en  virtud  de 
los  poderes  que  para  transigir  los  juicios  que 
él  tenía  entonces  pendientes  con  su  esposa,  se 
le  confirieron  en  un  instrumento  que  aparece 
inserto  también  en  la  misma  escritura  de 
venta. 

Que  dicha  transacción  fué  enteramente  nu- 
la por  versar  sobre  materias  en  que  no  es 
permitida,  pues  no  tuvo  jamás  el  alcance  de 
que  de  un  modo  general  y  absoluto  se  autori- 
zara á  3u  esposa  para  vender  sus  bienes 
raíces. 

Que  el  señor  Blest  Gana  quedó  investido  de 


su  representación  en  los  juicios  de  la  sociedafi 
conyugal  de  modo  que  pudiera  prestar  por  ¿1 
el  consentimiento  que  las  leyes  requirieses 
para  ciertos  actos  de  la  mujer  en  la  adminis- 
tración de  los  bienes:  pero  ni  con  este  si!o 
consentimiento  ni  en  virtud  del  simple  poder 
que  como  á  mandatario  confirió  al  señor 
Blest  Gana,  pudo  éste  hacer  válida  una  ena- 
jenación de  bienes  raíces  propios  de  mujer 
casada,  para  cuya  enajenación  exigen  las  le 
yes  autorizan  ion  expresa  de  la  justicia  c^n 
conocimiento  de  causa,  según  lo  disponen  lo< 
artículos  159,  1754  y  1756  del  Código  C:- 
vil. 

Que  dado  lo  expuesto,  queda  manifestado 
que  Ja  enajenación  de  las  casas  hechas  per 
la  escritura  de  25  de  julio  de  1877  adolece  de 
plena  nulidad,  de  nulidad  absoluta,  va  quee! 
último  de  los  artículos  del  Código  citado  e*- 
tablece  que:  **si  la  mujer  ó  sus  herederos  pro- 
baren halxrse  enajenado,  hipotecado  ó  em- 
peñado alguna  parte  de  los  bienes  de  aqaéÜa 
sin  los  requisitos  prescritos  en  los  artículos 
precedentes,  podrán  ejercer  el  derecho  de  rei- 
vindicación ó  pedir  la  restitución  déla  prcr.ia 
ó  cancelación  de  la  hipoteca  en  los  casos  en 
que  por  regla  general  se  concedan  estas  ac- 
ciones««. 

Que  como  su  esposa  falleció  hace  ya  tres 
años  dejando  por  herederos  á  lo3  hijos  qjccl 
representa,  y  como  según  la  disposición  que 
acaba  de  citar  y  lo  ordenado  en  los  artícnios 
1691  y  1692  del  Código  mencionado,  aunen 
el  caso  de  ser  solo  relativa  la  nulidad,  no  ha 
expirado  el  término  para  invocarla,  viene  ea 
entablar  lá  presente  demanda  para  que  á  sn 
debido  tiempo  s¿  manden  entregará  su<ex 
presados  hijos  las  casas  indicadas  con  sus  ac- 
cesorios y  frutos,  considerándose  á  los  de- 
mandados como  poseedores  de  mala  fe  desJe 
que,  sabiendo  que  compraban  bienes  de  uoa 
mujer  casada,  no  pueden  alegar  ignorancia 
del  derecho  que  prescribe  el  requisito  de  li 
autorización  judicial  para  la  enajenación. 

Concluye  pidiendo  se  declare  que  doña 
Juana  Fariña,  doña  Rosa  Ulloa  v.  de  Valis 
vieso  y  don  Miguel  2^  Comas,  por  su  esposa 
doña  Carmen  Fariña,  como  poseedoras  las 
dos  primeras  y  como  primer  comprador  et 
segundo,  están  obligados  á  devolverá  sushí- 
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jos  las  cnsns  A  que  ha  hecho  referencia  y  ena- 
jenadas por  la  escritura  de  23  de  jntto  de 
1877  ante  el  señor  Aránguiz  Fon téci lia,  ha- 
ciendo la  devolución,  previa  declaración  de 
nulidad  de  dicha  enajenación  si  el  juzgado 
lo  cree  necesario  y  con  pago  de  los  frutos  que 
dichas  propiedades  hayan  podido  producir 
desde  su  enajenación  y  además  el  de  las  cos- 
tas personales  y  procesales  de  la  causa. 

Doña  Rosario  Ulloa  v.  de  Valdivieso,  con- 
testando por  su  parte  la  demanda,  pide  no 
se  dé  lugar  A  ella,  y  expone:  que  según  apa- 
rece en  los  documentos  que  acompaña,  doña 
Carmen  Fariña  recibió  el  25  de  julio  de  1877 
de  doña  Trinidad  Fariña,  una  ca-^a  situada 
en  la  calle  de  Dávila  de  esta  ciudad,  en  cuyo 
contrato  intervinieron  por  una  parte  doña 
Trinidad  Fariña  con  la  autorización  general 
concedida  por  su  esposo  á  don  Federico  Blest 
y  por  la  otra  doña  Carmen  Fariña  con  su 
marido  don  Miguel  2^  Comas,  y  poco  tiem- 
po después  su  representada  compró  esta 
misma  casa  al  indicado  señor  Comas  y  á  su 
esposa. 

Que  su  representada  se  halla  pues  en  el  ca- 
so de  que  la  casa  que  actualmente  posee  es 
materia  de  un  juicio  por  causa  anterior  al 
contrato  celebrado  por  ella  y  como  la  ley  la 
faculta  expresamente  para  seguir  ó  nó  en  el 
juicio  á  su  entera  voluntad  ó  dejar  al  vende- 
dor que  lo  continúe,  ha  interpuesto  un  ar- 
tículo de  incon testación  con  este  último  ob- 
jeto. 

Que  el  artículo  1039  del  Código  Civil  expre- 
sa: "que  el  vendedor  es  obligado  á  sanear  al 
comprador  todas  las  evicciones  que  tengan 
una  causa  anterior  á  la  venta,  salvo  en  cuan- 
to se  haya  estipulado  lo  contrario";  y  el  ar- 
tículo 1844-  agrega,  "si  el  vendedor  compare- 
ci;re  se  seguirá  contra  él  sólo  la  demanda, 
pero  el  comprador  podrá  siempre  intervenir 
para  la  conservación  de  sus  derechos'*. 

Que  dada  la  facultad  que  la  ley  le  concede 
á  su  representada  para  intervenir  ó  nó  en  el 
juicio,  y  habiendo  expresado  su  voluntad  cla- 
ra Y  decidida  de  dejar  al  vendedor  que  litigue 
pide  se  tenga  por  contestada  la  demanda  y 
sin  valor  la  misma  en  lo  que  toca  á  su  patro- 
cinada. 

Don  Pedro  Silva  Herrera,  por   doña  Juana 


Fariña,  y  por  don  Miguel  2'  Comas,  repre- 
sentante legal  de  su  esposa  doña  Carmen  Fa- 
riña, contestando  por  parte  de  dichas  perso- 
nas la  demanda,  pide  que  en  definitiva  sea 
ella  desechada  y  expone:  que  sus  representa- 
dos rechazan  la  acción  promovida  de  contra- 
rio por  ser  inexacto  el  fundamento  que  sirve 
de  base  á  la  misma. 

Que  el  instrumento  en  que  se  apoya  la  de- 
manda en  traslado  atestigua  que  doña  Tri- 
nidad Fariña  quedó  autorizadajudicialmente 
para  vender  sus  propiedades  raíces,  debiendo 
para  ello  recabar  el  consentimiento  j"  aproba- 
ción de  don  Joaquín  Blest  Gana. 

Que  este  requisito  se  llenó  por  completo  en 
el  caso  de  que  se  trata,  como  aparece  de  la 
escritura  pública  que  aquél  suscribió,  no  en 
el  carácter  de  mandatario  de  don»  Trinidad 
Fariña,  sino  como  persona  investida  de  la 
facultad  de  intervenir  con  su  aprobación  en 
las  ventas  que  aquélla  hiciere  de  sus  bienes 
raíces. 

Que  era  excusada  la  concurrencia  del  señor 
Blest  Gana  al  otorgamiento  de  la  escritura 
si  se  presentaba  á  este  acto  como  apodera- 
do de  la  señora  Fariña,  ya  que  la  interven- 
ción personal  de  esta  última  hacía  innece- 
saria la  del  mandatario. 

Que  otorgada,  como  ha  sido  en  el  caso  ac- 
tual, la  aprobación  de  parte  del  Juzgado  en 
orden  á  que  la  señora  Fariña  pudiera  dispo- 
ner de  sus  inmuebles  con  el  asentimiento  del 
mencionado  don  Joaquín  Blest  Gana,  no  cabe 
dentro  de  nuestro  régimen  legal  rever  aquella 
autorización  para  los  efectos  de  declararla 
ineficaz;  pues  ella  pasó  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  como  cualquier  otro  fallo  judicial, 
de  modo  que  no  es  lícito  entrar  á  inquirir  si 
el  funcionario  que  prestó  el  concurso  de  su 
autoridad  para  las  enajenaciones  que  hoy  se 
trata  de  invalidar  calificó  bien  la  necesidad  ó 
utilidad  de  tales  ventas,  pues  el  Juzgado  esti- 
mó entonces  que  había  mérito  para  otorgar 
la  autorización  que  está  ¿actualmente  en  tela 
de  juicio  y  en  uso  de  las  facultades  de  que  lo 
investía  la  ley,  se  apresuró  á  concederla. 

Que  no  vé  donde  está  el  obstáculo  legal  que 
impidiera  al  Juzgado  aceptar  el  convenio  de 
que  se  trata,  ni  los  demandantes  han  señala- 
do tampoco  el  vicio  que  pudiera  afectarlo,  de 
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modo  que  por  ahora  no  hay  antecedentes 
para  la  discusión  de  este  punto. 

Que  aún  en  el  supuesto  de  que  las  enajena- 
ciones se  hicieran  sin  la  debida  autorización 
judicial,  es  evidente  que  la  falta  de  este  requi- 
sito, exigido  en  consideración  á  ser  casada  en 
el  caso  actual  la  persona  de  cuyos  bienes  se 
trata,  vicia  solo  de  nulidad  relativa  el  co'i- 
trato;  pues  ese  defecto  se  subsana  por  la  rati- 
ficación de  los  interesados,  ya  se  haga  ella  de 
una  manera  expresa  o  de  un  modo  tácito. 

Que  con  motivo  de  la  liquidación  y  pago 
de  los  alcances  de  que  da  testimonio  la  es- 
critura, don  Miguel  2'  Comas  suscribió  á 
favor  de  doña  Trinidad  Fariña  el  pagaré  que 
acompaña  y  que  representa  el  saldo  á  favor 
de  ella  también  y  en  contra  de  doña  Carmen 
Fariña,  que  arrojó  el  arreglo  de  las  cuentas 
pendientes,  y  ese  documento  fué  transferido 
más  tarde  á  don  Pedro  Fernández  Labarca 
á  quién  lo  pagó  el  señor  Comas,  quedando, 
por  consiguiente,  ratificado  tácitamente  el 
contrato  que  dio  origen  á  aquella  obligación. 

Evacuados  los  trámites  de  réplica  y  dupli- 
ca en  que  demandante  y  demandado  sostie- 
nen lo  expuesto  y  pedido  en  sus  escritos  de 
demanda  y  contestación  y  refuerzan  sus  ale- 
gaciones, la  causa  se  recibió  á  prueba,  no  rin- 
diéndose testimonial  por  las  partes  durante 
el  término  concedido  con  tal  fin. 

Después  de  alegar  demandante  y  demanda- 
do lo  que  estimaron  convenir  á  su  derecho, 
se  O}- ó  al  señor  Defensor  de  Menores,  y  se  citó 
para  sentencia. 

En  este  estado  de  la  causa  doña  Carmen 
Fariña  v.  de  Comas  presentó  el  escrito  en 
el  cual  expresa  que  acompaña  cuatro  escritu- 
ras con  las  que  comprueba  que  todos  los  de- 
mandantes, con  excepción  de  don  Justo  Pas- 
tor Moreno  en  su  calidad  de  mariJo  de  doña 
Ester  Blest,  se  desisten  del  presente  juicio. 

El  juez  falló  con  fecha  31  de  diciembre  de 
1904: 

Considerando: 

1^  Que  si  es  verdad  que  la  venta  de  bienes 
raíces  de  la  mujer  casada  llevada  á  cabo  sin 
la  correspondiente  autorización  judicial  ado- 
lece de  nulidad,  no  es  menos  cierto  que  dicha 
nulidad,  tratándose  del  contrato  de  compra- 


venta de  que  da  cuenta  y  que  ha  dado  ori¿:.- 
al  presente  juicio,  es  solo  relativa  depile  t 
momento  que  no  es  producida  por  un  o'jc: 
ó  causa  ilícita  ni  por  la  omisión  de  algún  v 
quisito  ó  formalidades  que  las  leyes  prck: 
ben.  para  el  valor  del  contrato  en  reíercnv^ 
en  consideración  á  la  naturaleza  del  misr^ 
.y  porque  los .  autos  no  arrojan  antecederte 
que  den  marjen  para  estimar  que  algunu  c 
los  contratantes  que  figuran  en  el  Mp^es:^^ 
contrato,  fuera  á  la  fecha  del  mismo  a!)>o"3 
tamente  incapaz; 

2'  Que,  por  otra  parte,  la  autorización  ;j 
dicial  exigida  por  la  le}'  para  la  venta  de  'fr 
nes  raíces  de  la  mujer  casada  que  el  mar:. 
esté  ó  pueda  estar  obligado  á  restituir  en  c< 
pecie,.  la  ha  establecido  la  ley  pormotivoi;. 
circunstancias  de  carácter  personal  que  se  ir 
lacionan  con  la  misma  mujer  casada,  est^^^  o 
en  su  interés,  pero  sin  que  tenga  atingcn.u. 
alguna  con  las  condiciones  esenciales  íW  a: 
trato  de  compraventa; 

3^  Que  siendo  relativa  la  nulidad  de  ::e 
adolece  el  contrato,  puede  sanearse  por  t 
lapso  de  tiempo  ó  por  la  ratificación  de  as 
partes; 

4^  Que  la  acción  rescisoria  que  proce  le  c 
la  nulidad  relativa  prescribe  enelpla^^  ' 
cuatro  años  contándose  el  cuadrienio,  v-^:- 
do  procede  de  una  incapacidad  legal,  cor 
ocurre  en  el  caso  que  motiva  el  presente jniv- 
desde  el  día  que  haya  cesado  la  incapadii^^ 

5*^  Que  si  es  cierto  que  doña  Trinidad  F.i:. 
ña,  en  su  calidad  de  mujer  casada,  era  iccv 
paz  en  la  fecha  en  que  concurrió  á  celebrar  c. 
contrato,  dejó  de  serlo  en  22  de  mano  «l^ 
1880,  fecha  en  que  por  la  sentencia  corriere 
en  copia,  se  declaró  la  separación  de  bienc 
entre  ella  y  su  marido,  y  que,  en  consecoenct 
le  habilitó  para  celebrar  los  actos  v  contra:  • 
relativos  a  la  administración  y  goce  de  ?« 
bienes; 

6^  Que  dado  lo  expuesto  en  el  considera: 
do  anterior,  el  plazo  de  cuatro  años  dentr 
del  cual  doña  Trinidad  Fariña  pudo  ded::' 
la  acción  rescisoria  procedente  de  la  no  ii^ 
del  contrato,  principió  á  correr  el  22  de  mar 
zo  de  1880  y  expiró  en  el  mismo  mes  v  día  ¿í 
año  1884,  esto  es,  cerca  de  dos  años  anif^»^' 
su  fallecimiento,  ocurrido  el  17  de  mano- 
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1886,  según  se  expresa  en  el  certificado;  v 
7^  Que  dada  la  particularidad  apuntada 
en  el  considerando  anterior,  doña  Trinidad 
Fariña  no  ha  podido  trasmitir  á  sus  herede- 
ros ningún  derecho  referente  á  la  acción  resci- 
soría,  por  cuanto  á  su  fallecimiento  dicha  ac- 
ción había  va  prescrito;  y  si  es  cierto  que  el 
marido  patticipa  del  beneficio  resultante  de 
la  incapacidad  de  la  mujer  casada  que  obra 
sin  su  autorización  ó  de  la  justicia  en  subsi- 
dio, no  lo  es  menos  que  en  el  caso  que  motiva 
el  presente  juicio,  el  demandante  señor  Fede- 
rico Blest  ha  perdido  también  dicho  derecho, 
por  cuanto  ratificó  expresamente  el  contrato 
que  corre  en  copia,  según  se  expresa  en  la  es- 
critura. 

De  conformidad  con  lo  expuesto  en  los  con- 
siderandos anteriores  y  lo  dispuesto  en  los 
artículos  159,  1682,  1694,  1691  y  1754  del 
Código  Civil  y  151  del  de  Procedimiento,  se 
declara:  que  no  ha  lugar  á  la  demanda  de- 
biendo las  costas  de  la  causa  ser  pagadas  por 
las  partes  en  la  cuota  ó  proporción  que  cada 
una  las  hubiere  causado Gabriel  Rencoret. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos  se  confirma,  sin  costas  del  recurso, 
la  resolución  apelada  de  31  de  diciembre  úl- 
timo. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Minis- 
tro Herrera,  don  Juan  Crisóstomo,  quien  es- 
tuvo por  revocar  la  resolución  de  primera 
instancia  y  dar  lugíir  á  la  demanda  en  la  cuo- 
ta que  corresponde  al  demandante  que  no  se 
ha  desistido  de  su  acción,  en  los  bienes  reivin- 
dicados, á  virtud  de  los  fundamentos  que 
consigna  en  el   libro  de  votos   especiales.— 

Elias  de  la   Cruz.—J,   C.   Herrera Horacio 

Pinto  Agüero, 

VOTO  KSPKCIAL 

En  la  causa  de  don  Federico  Blest  con  doña 
Juana  Fariña  y  otros  sobre  reivindicación  y 
nulidad,  el  que  suscribe  ha  opinado  por  dar 
lugar  á  la  demanda  en  la  cuota  que  corres- 
ponda al  demandante  que  no  se  ha  desistido, 
en  los  bienes  reivindicados,  á  virtud  de  las 
siguientes  consideraciones. 


Ha  habido  acuerdo  en  todos  los  miembros 
del  Tribunal  en  considerar  nula  la  enajena- 
ción que  doña  Trinidad  Fariña  hizo  en  la  es- 
critura de  varias  de  esas  propiedades  raíces 
por  haber  estado  casada  en  esa  fecha  y  no 
haber  obtenido  autorización  judicial;  pero  la 
mayoría  ha  estimado  saneada  esta  nulidad 
por  no  haberse  reclamado    oportunamente, 
pues,  habiendo  obtenido  separación  de  bienes 
la  vendedora  algún  tiempo  después  del  con- 
contrato, trascurrieron  más  de  cuatro  años 
desde  dicha  separación  hasta  su  fallecimiento. 
El  infrascrito  no  lo  cree  así. 
Se  funda  en  que,  si  bien  la  mujer  casada, 
por  la  simple  separación,  recobra  la  adminis- 
tración de  los  que  á  ella  le  pertenecen,  esta 
administración  no  es  plena,  pues  hay  ciertos 
actos  que  no  puede  ejecutar  por  sí  sola,  como 
es  la  enajenación  de  sus  bienes  raíces,  para  los 
cuales  necesita  autorización  judicial  con  co- 
nocimiento de  causa,  rigiendo  en  esta  parte 
lo  dispuesto  en  los  artículos  134  y  1754  del 
Código  Civil,  que  no  se  modifican  por  causa 
de  la  separación. 

La  mujer  casada  es  incapaz:  esta  es  la  regla 
general  consignada  en  el  artículo  1447  de  di- 
cho Código,  pero  como  esta  incapacidad  es 
relativa,  usus  actos  pueden  tener  valor  en 
ciertas  circunstancias  y  bajo  ciertos  respectos 
determinados  por  la  ley»;  de  modo  que  la  va- 
lidez de  los  actos  que  la  mujer  puede  ejecutar 
durante  la  separación,  es  una  excepción  á  la 
regla  general  que  la  hace  incapaz  para  todo 
contrato  durante  el  matrimonio,  regla  que 
queda  vigente  en  todo  lo  demás  en  que  la  ley 
exige  formalidades  especiales,  por  el  solo  he- 
cho de  ser  casada. 

Si  por  esta  causa  la  mujer  es  incapaz  para 
enajenar  sus  bienes  raíces,  incapaz  continúa 
siendo  después  del  contrato,  mientras  existe 
la  misma  causa,  esto  es,  mientras  no  se  di- 
suelva el  matrimonio,  ya  sea  que  el  acto  haya 
tenido  lugar  antes  ó  después  de  la  separación 
de  bienes,  pues  ambas  situaciones  son  análo- 
gas y  en  una  y  en  otra  se  exigen  los  mismos 
requisitos. 

No  puede  ponerse  en  duda  que  la  incapaci- 
dad de  la  mujer  es  la  que  vicia  de  nulidad  la 
venta  que  hiciera  de  un  bien  raíz  sin  obtener 
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a  autorización  judicial,  porque  este  requisito 
lo  exige  la  ley  en  consideración  á  ser  casada 
la  vendedora,  pues  si  no  lo  fuera  podría  cele- 
brar el  contrato  por  sí  sola. 

La  incapacidad  de  alguno  de  los. contratan- 
tes, juntamente  con  la  violencia,  el  error  y  el 
dolo,  son  las  causales  que  producen  nulidad 
relativa,  y  no  teniendo  cabida  en  el  caso  ac* 
tual  ninguna  de  estas  últimas,  no  puede  me- 
nos de  reconocerse  que  es  la  primera  la  que 
la  produce. 

Ahora  bien,  cuado  la  nulidad  proviene  de 
una  incapacidad  legal,  el  cuadrienio  para  pe- 
dir la  rescisión  se  cuenta  desde  el  día  en  que 
haya  cesado  esta  incapacidad,  artículo  1691, 
es  decir,  desde  la  disolución  del  matrimonio, 
que  es  lo  que  hace  hábil  á  la  mujer  para  con- 
tratar libremente  y  no  la  simple  separación 
de  bienes,  pues  en  este  estado,  como  se  ha  vis- 
to, tampoco  puede  enajenar  sus  bienes  raíces, 
sin  autorización  judicial,  y  si  lo  hace,  el  acto 
es  también  nulo. 

No  sería  lógico  reconocer  en  la  mujer  sepa- 
rada de  bienes  incapacidad  para  vender  por 
sí  sola  sus  bienes  raíces,  y  al  mismo  tiempo, 
que  corre  en  contra  de  ella  el  cuadrienio  que 
se  le  conñere  para  reclamar  de  ese  acto  nulo, 
para  lo  cual  se  exige  que  haya  cesado  la  inca- 
pacidad. 

Habría  una  verdadera  contradicción  entre 
estas  dos  situaciones,  por  un  lado  incapaci- 
dad para  celebrar  el  contrato  y  por  el  otro 
capacidad  para  correr  la  prescripción. 

Por  otra  parte,  para  reclamar  la  nulidad 
de  la  enajenación  defectuosa,  debe  la  mujer 
presentarse  judicialmente  y  según  el  artículo 
159,  inciso  final  del  Código  citado,  la  mujer 
separada  de  bienes  necesita  de  la  autoriza- 
ción de  su  marido  ó  de  la  justicia  en  subsidio 
para  estos  juicios. 


Esta  circunstancia  deja  más  de  maniti(<:o 
que  el  cuadrienio  no  puede  correr  contra  u:.: 
persona  que  la  ley  declara  inhábil  para  toL 
gestión  judicial,  ó  lo  que  es  lo  mismo, en  esta- 
do de  incapacidad. 

Otro  antecedente  que  corrobora  esto  mis- 
mo es  la  de  no  poder  ratificar  la  mnjtiú 
contrato;  según  el  artículo  1697,  no  válela 
ratificación  del  que  no  es  capaz  de  contr.iür. 
y  es  evidente  que  la  mujer  no  puede  dunitte 
la  separación  celebrar  esa  clase  de  contrate?. 

De  nada  serviría  que  ratificara  la  CDíijera- 
ción  de  un  bien  raíz,  hecha  antes  de  la  sep 
ración  sin  autorización  judicial,  porque  esa 
ratificación  adolece]  ía  del  mismo  defecto  cci 
contrato  primitivo  y  sería  también  nula,  pe: 
proceder  de  una  persona  que  era  iocapai 
para  celebrarlo;  y  siendo  incapaz,  do  puede 
correr  el  tiempo  para  reclamar. 

Sea,  pues,  cual  fuera  el  aspecto  eoqaese 
considere  la  presente  cuestión,  tiene  que  l!^ 
garse  al  resultado  de  que  la  mujer  separada 
de  bienes  es  incapaz,  y  como  tal  no  poed; 
vender  por  sí  sola  sus  bienes  raíces,  niratiíi- 
car  los  que  antes  de  la  separación  hubiera 
vendido  ni  comparecer  en  juicio  á  deducir  h 
acción  correspondiente;  3*  en  consecuencia,  na 
ha  podido  correr  en  contra  de  doñaTricniaü 
Fariña,  durante  su  .vida,  el  cuadrienio  queb 
ley  le  concede  para  pedir  la  rescisión,  ni  tac- 
poco  después  de  su  muerte  sus  herederos  nir 
ñores  de  edad,  porque  también  eran  incap¿- 
ees  y  gozaban  del  mismo  privilegio,  segúati 
artículo  1692  del  mismo  Código. 

En  tal  caso,  la  demanda  se  ha  interpuesí 
dentro  de  término  y  procede  á  favor  del  de- 
mandante que  no  se  ha  desistido. 

Santiago,  3  de  noviembre  de  1906.-/-  '- 
Herrera. 


»•  ♦  •< 
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JURISPRUDENCIA 

SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTE   DE   APELACIONES 


Corte  de  Concepción— 22  de  octubre 
de  1906 

Carrasco  v.  de  G.  con  del  Río 

Querella.— Lista  de  testigos.  —  Plazo 
para  presentarla. 

Doctrina  :^No  debe  procederse  al  exa- 
men de  los  testigos  del  querellado  si  éste 
oo  presentó  su  lista  de  testigos  antes  de 
las  doce  del  día  anterior  al  designado 
para  la  audiencia,  sino  este  mismo  día; 
sin  que  valga  la  circunstancia  de  no  ha- 
ber tenido  lugar  el  comparendo  ese  día 
sino  muchos  días  después. 

Doña  Delfina  Carrasco  v.  de  González  inter- 
puso querella  posesoria  contra  doña  Amelia 
del  Río. 

Al  presentarse  prueba  por  la  parte  del  que- 
rellado, se  observó  por  la  parte  querellante 
que  no  debía  procederse  al  examen  de  los  tes- 
tigos del  querellado,  por  cuanto  no  se  había 
cumplido  con  lo  dispuesto  en  el  inciso  1^  del 
artículo  706  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 

APELAClONEá 


vil  y  que  á  ese  respecto  formulaba  incidencia. 

Oída  la  parte  del  querellado,  pidió  que  se 
desechara  con  costas  la  incidencia,  porque  la 
lista  de  testigos  de  su  parte  ha  sido  presen- 
tada con  mucha  anterioridad  á  la  audiencia 
de  hoy. 

El  Juzgado  de  Yumbel  resolvió: 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo citado  y  artículo  67  del  mismo  Código,  se 
declara  que  ha  lugar  al  incidente  formulado, 
sin  costas. — G.  Sanhueza  C, 

Notificadas  las  partes  de  esta  resolución,  el 
querellado  expuso  que  apelaba;  el  Juzgado 
teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  artículo 
217  del  citado  Código,  concedió  la  apelación 
sólo  en  el  efecto  devolutivo,  con  citación  y 
emplazamiento. 

La  Corte: 

Se  confirma  la  resolución  apelada  contenida 
en  el  acta  de  comparendo  de  22  de  septiembre 
último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Parga,  quien  estuvo  por  revocar  laresolución 
apelada  y  declarar  sin  lugar  el  incidente  pro- 
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movido  en  la  referida  acta,  en  virtud  de  las 
consideraciones  siguientes: 

1*^  Que  la  citación  á  comparendo  para  el 
día  6  de  septiembre  con  el  objeto  de  recibir  la 
prueba  no  surtió  efecto  por  haber  faltado 
Juez  que  subrogase  al  propietario; 

2^  Que  por  este  motivo  y  con  idéntico  fin 
se  citó  á  comparen  lo  para  el  22  del  indicado 
mes,  siendo  indudable  que  esta  última  ha  sido 
la  citación  útil  que  ha  habido  para  recibir  las 
declaraciones  de  los  testigos; 

3*?  Que  habiéndose  exhibido  la  lista  de  los 
que  se  proponía  hacer  examinar  la  parte  que- 
rellada el  día  6,  la  presentación  tuvo  lugar 
muchos  días  antes  de  examen  de  los  testigos; 

4^  Que  el  objeto  de  la  le}'  al  disponer  en  el 
artículo  706  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
que  la  lista  de  testigos  se  presente  por  lo  me- 
nos un  día  antes  de  tener  lugar  la  sesión  de 
prueba,  no  puede  ser  otro  sino  el  de  que  la 
contraparte  pueda  conocerlos  áfin  de  tachar- 
los si  hubiese  lugar  á  ello,  y  en  el  presente 
caso  ha  quedado  satisfecho  ese  propósito. 

Se  previene  que  esta  sentencia  ha  sido  pro- 
nunciada sin  vista  de  la  causa,  en  virtud  de 
lo  prescrito  en  el  artículo  191  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  por  haber  desaparecido 
la  discordia  acaecida  en  laprimera.— Exegw/e/ 
Figucroa  Lagos  —Juan  N,  Parga.—B.  Fuen- 
tes R.— Ramón  Navarro  O. 


Corte  de  Tacna.— 27  de  septiembre  de  1906 

Ferrocarril  Salitrero  con  Compañía  Mi- 
nera Copaquire 

Curador  de  bienes  del  ausente.— Au- 
sente. -  Persona  j  urídica 

Boctrina:— El  nombramiento  de  cura- 
dor de  bienes  de  un  ausente  sólo  se  pue- 
de provocar  respecto  de  una  persona  na- 
tural y  no  de  una  persona  jurídica. 


Las  personas  jurídicas,  tanto  hs  uue 
se  rigen  por  i  1  Código  Civil  como  las  que 
están  sometidas  al  Código  de  Comercio, 
son  personas  ñcticias  creadas  por  la  fe r 
y  no  son  susceptibles  de  ser  declarnth^ 
presentes  ó  ausentes  en  el  sentido  qm  ¡a 
ley  dá  á  esta  palabra. 

Interpuesta  demanda  por  el  Ferrocarril  Sa- 
utrero  contra  la  Compañía  Minera  Copacjí- 
re,  pidió  el  demandante  que  se  declarara  .tú- 
sente á  la  Sociedad  demandada  y  que  se  le 
nombrara  en  consecuencia  un  curador  de  lit- 
nes.   El  juzgado  resolvió: 

Iquiquc,  17  de  julio  de  1906.— Vistos:  c^n 
lo  dictaminado  por  el  señor  Defensor  de  au- 
sentes y  teniendo  presente  que  la  Compañía 
Minera  Copaquire  demandada  tiene  domiciiio 
conocido,  visto  lo  disi.uesto  en  los  artículo> 
473  del  Código  Civil  y  1023  del  Código  .ie 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar  1> 
solicitado  por  el  demandante.— -^ofterto  .4/'.-- 
so. 

Apelada  esta  resolución: 

La  Corte: 

Vistos:  teniendo  presente: 

1^  Que  por  la  sentencia  interlocutoria  afi- 
lada, de  17  de  julio  último,  se  ha  resuelto  el 
incidente  promovido  en  este  juicio  para  q-^e 
se  declare  ausente  a  la  Sociedad  Minera  Co 
paquire  y  se  le  nombre,  en  consecuenda,  uc 
curador  de  bienes  que  la  represente; 

2^  Qué,  según  la  definición  del  artículo  343 
del  Código  Civil,  se  llaman  curadores  de  bie- 
nes los  que  se  dan  á  los  bienes  del  ausente,  n 
la  hei-encia  yacente  y  á  los  derechos  eventua- 
les del  que  está  por  nacer; 

3*^  Que,  respecto  del  primer  caso,  que  es  el 
pertinente  á  la  cuestión,  las  únicas  disposicio- 
nes aplicables  son  las  consignadas  en  los  ar* 
tículos  473  á  480  inclusive  del  citado  Código 
y  su  simple  lectura  da  á  conocer  que  el  cargo 
del  curador  de  bienes  de  un  ausente  solóse 
puede  provocar  respecto  de  una  persona  na- 
tural, no  de  una  persona  jurídica,  pues  dice  d 
artículo  477  msí  el  ausente  ha  dejado  niBÍ«' 
no  dirvociada»,  el  478  usi  la  persona  ausente 
es  mujer  casada^,  y  así  de  las  demás; 
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4r*?  Que,  por  otra  parte,  las  personas  jurídi- 
cas, tanto  las  que  se  rijen  por  el  Código  Civil 
como  las  que  eslán  sometidas  á  las  prescrip. 
clones  del  Código  de  Comercio,  son  personas 
ficticias  creadas  por  la  ley  y  tendrán  ó  no 
existencia  legal,  según  los  casos  y  circunstan, 
cías;  i>ero  no  son  susceptibles  de  ser  declara- 
das presentes  ó  ausentes  en  el  sentido  que  la 
ley  da  á  estas  palabras.  Así,  no  puede  de*.la- 
rarse  ausente  á  nn  club  porque  ha  desapareci- 
do su  presidente  ni  á  un  Banco  porque  se  ig- 
nora el  paradero  de  su  Gerente  ó  Administra- 
dor. Para  tales  casos  el  procedimiento  legal  es 
otro,  no  el  de  provocar  el  nombramiento  de 
un  curador; 

5^  Que  por  lo  expuesto  en  los  dos  conside- 
randos que  preceden,  la  petición  de  nombrar 
curador  de  bienes  á  la  Sociedad  Minera  de 
Copa(juire,  previa  declaración  de  su  ausencia, 
es  improcedente  en  derecho  y  debe  desecharse 
sin  más  trámite. 

Por  estas  consideraciones,  se  confir  ma  la  re- 
solución apelada  citada  en  el  primer  conside. 
rando  de  esta  sentencia,  con  costas,  del  re- 
curso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Vtñ^.—P,  Roberto  Vega,—  E.  Barros.^B.  Cis- 
ternas Peña.—M,  A,  QutrelL 


Corte  (Je  Taka.^20  de  octubre  de  1906 
Azocar  con  Aliberti 

Tercería  de  dominio— Venta  de  in- 
mueble—Bienes inmuebles  por  des- 
tinación.-Carruaje;  caballos— Em 
bargo— Plintos  de  prueba.— Minu- 
tas 

Doctrina: — Si  se  vende  ttna  chacra  con 
toáoslos  muebles  existentes  en  ella,  de- 
ben entenderse  incluidos  en  la  venta  el 
carruaje  y  caballos  del  fundo. 

Si  el  comprador  acredita  además  que 


el  carruaje  estaba  destinado  permanen- 
temente al  servicio  del  fundo  vendido, 
ese  bien  se  reputa  inmueble  por  su  des- 
tinOf  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 370  del  Código  Civil  y  está  por 
tanto  incluido  en  la  venta. 

Procede  en  consecuencia  la  tercería  de 
dominio  interpuesta  por  el  comprador  y 
debe  alzarse  el  embargo  trabado  en  eso^ 
bienes  en  ejecución  seguida  contra  el  ven- 
dedor y  hacerse  entrega  de  ellos  al  terce- 
rista. 

El  juez  debe  lijar  puntos  de  prueba  ha- 
yan ó  no  presentado  minutas  las  partes. 

Doña  Mercedes  y  Delfina  Azocar,  se  presen- 
taron al  Juzgado  de  Parral  exponiendo:  qu2 
en  la  ejecución  por  cobro  de  pesos  que  don 
Miguel  Aliberti  sigue  en  contra  de  doña  Mar- 
garita Ferrara,  se  ha  trabado  embargo  en  un 
coche  y  caballos,  de  propiedad  de  las  pare- 
cientes y  que  hubieron  por  compra  que  de  él 
hicieron  á  la  señora  Ferrara,  por  escritura 
pública  otorgada  en  Linares  el  5  de  marzo  de 
1903. 

De  la  escritura  aludida  consta  que  en  la 
compra  de  la  chacra  San  Pedro  se  incluyeron 
todos  los  muebles,  útiles  y  enseres  existentes 
en  ella,  entre  los  cuales  se  incluyen  natural 
mente  el  carruaje  y  caballos  mencionados. 

En  consecuencia,  deducen  tercería  de  domi- 
nio y  piden  al  Juzgado  que,  teniéndola  por  de- 
ducida, se  sirva  mandar  alzar  á  su  tiempo  el 
embargo  á  que  se  han  referido  y  hacerles  en- 
trega de  los  bienes  embargados,  con  costas  y 
perjuicios. 

Contestando  la  tercería  don  Miguel  Aliber- 
ti, dice:  que  la  interpretación  y  alcance  que 
las  terceristas  dan  á  la  frase  "enseres  y  útiles 
de  labranza*',  no  puede  incluir  el  coche  y  ca- 
ballos embargados  y  que,  por  consiguiente,  la 
compra  hecha  por  las  terceristas,  no  puede 
comprender  estas  especies  que  la  señora  Fe- 
rrara no  les  ha  vendido  y  pide  se  deseche  la 
tercería  con  costas  y  se  cite  para  sentencia, 
por  ser  esta  cuestión  de  simple  derecho,  ya 
que  las  partes  están  en  completo  acuerdo  en 
cuanto  fi  los  hechos. 
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En  rebeldía  de  la  parte  ejecutada,  se  mandó 
citar  para  sentencia  y  el  Juzgado  de  Parral 
con  fecha  26  de  julio  de  1906,  resolvió: 
Teniendo  presente: 

I*?  Que  en  la  cláusula  1*  de  la  escritura  de 
compraventa,  se  expresa  que  en  la  venta  de  la 
chacra  San  Pedro  se  inclu3'en  todos  los  ani- 
males j  útiles  de  labranza  que  hay  en  el  predio; 

2^  Que  en  la  parte  final  delamismaescricura 
se  agrega  que  en  la  venta  de  la  aludida  cha- 
cra se  incluyen  también  todos  los  muebles 
que  hay  en  ella; 

3^  Que,  aunque  en  la  primera  de  ambas  es- 
tipulaciones, deben  entenderse  incluidos  los 
caballos  cocheros  (lue  han  sido  embargados  y 
que  no  se  ha  insinuado  siquiera  que  á  la  fecha 
de  la  venta  no  se  hubieran  encontrado  en  el 
fundo  aludido,  no  puede  decirse  igual  cosa  del 
carruaje,  que  no  es  posible  incluir  ni  entre  los 
útiles  de  labranza,  ni  entre  los  muebles  de 
casa; 

4,^  Que,  á  mayor  abundamiento,  de  la  dili- 
gencia de  embargo  consta  que  el  aludido  co- 
che no  se  encontraba  en  la  chacra  San  Pedro 
cuando  fué  embargado,  sino  en  la  bodega  de 
este  pueblo,  por  lo  cual  no  cabe  incluirlo  entre 
los  muebles  vendidos  junto  con  la  chacra  ya 
mencionada. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1811,  inciso  2^, 
y  1698  del  Código  Civil  y  359  del  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la  ter- 
cería únicamente  en  cuanto  á  los  caballos  co- 
cheros que  han  sido  embargados  y  no  en 
cuanto  al  coche  y  que,  en  consecuencia,  debe 
alzarse  el  embargo  de  dichos  caballos  y  hacer- 
seentrega  de  ellos  á  las  terceristas,  sin  costas. 
—B.  Arrav  Méndez. 

Apelada  esta  resolución, 

LsL  Corte: 

Vistos:  completándola  exposición  déla  sen- 
tencia de  primera  instancia  con  la  circunstan- 
cia de  que  se  rindió  por  las  terceristas  la  prue- 
ba que  corre  en  autos,  suprimiendo  los  consi- 
derandos 3*^  y  4^  y 

Teniendo  en  su  lugar  presente: 

1^  Que  los  caballos  y  el  carruaje  están  com- 
prendidos en  las  cosas  vendidas,  aquéllos  como 


animales  y  éste  como  uno  de  los  muebles  cxiy 
ten  tes  en  la  chacra  San  Pedro; 

2^  Que  así  lo  han  entendido  los  contratan, 
tes,  según  se  desprende  de  lo  expuesto  por  la 
vendedora  y  las  compradoras; 

3*^  Que,  á  mayor  abundamiento,  con  h 
prueba  rendida  por  las  terceristas  se  ha  acre- 
ditado que  el  carruaje  estaba  destinado  i^r- 
manentemente  al  servicio  del  fundo  vendido  v 
por  consiguiente,  á  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  570  del  Código  Civil,  se  reputaba 
inmueble  por  su  destino. 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  disposición 
citada  y  artículos  1830  del  Código  Civil  j 
151  y  330  del  de  Procedimiento  Civil,  se  revo- 
ca en  la  parte  apelada  la  sentencia  de  27»  (íc 
julio  último  y  se  declara:  que  ha  lugartrs 
bien  á  la  tercería  de  dominio  con  respecto  ai 
coche,  debiendo  suspenderse  el  embargo,  cot¡ 
costas  de  toda  la  causa  en  que  se  condena  t! 
ejecutante. 

Se  llama  la  atención  al  Juez  Letrado  de  Pa- 
rral acerca  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  oUo 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  que  le  or. 
dena  fijar  puntos  de  prueba  hayan  ó^op^^ 
sentado  minutas  las  partes,  prescripción  c 'ü 
que  no  se  ha  cumplido  en  esta  causa. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Barros 
Merino.— F.  Urrutia.—D,  M.Lois.—JoséAiví- 
tín  Barros, 


Corte  de  Talca.— 15  de  octubre  de  19(^^ 
Bravo  con  Barrios 

Hijo  legítimo. -Qastos  de  su  crianza 
7  eduoaoión.  -Segundas  nupcias- 
Sociedad  conyugal-  —  Cónyuge  so 
breviviente.  —  Bienes  propios  de! 
menor;  necesidad  de  recurrir  i 
ellos. 

Doctrina:— Los  g-astos  de  crianza, 
educación  jr  establecimiento  de  los  hijos 
son  de  cuenta  déla  sociedad  conwg^^^ 
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pero  si  el  hijo  tuviere  bienes  propios  se 
podrán  sacar  de  ellos  los  gastos  de  su  es- 
tablecimiento  y  sólo  en  caso  de  necesi- 
dad los  de  su  crianza  y  educación. 

Muerto  uno  de  los  padres,  los  gastos 
de  la  crianza,  educación  y  establecimien- 
to del  hijo  incumben  al  sobreviviente  en 
la  misma  forma  anterior. 

En  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
número  5^  del  articulo  1740  del  Código 
Civil,  la  sociedad  conyugal  es  obligada 
al  pago  del  mantenimiento  de  los  cónyu- 
ges y  de  los  descendientes  comunes  y  de 
toda  carga  de  familia  y  se  mirarán  como 
tales  los  alimentos  que  uno  de  los  cón- 
yuges esté  por  ley  obligado  á  dar  á  sus 
descendientes,  aunque  no  lo  sean  de  am- 
bos cónyuges,  pudiendo  el  Juez  moderar 
estos  gastos  si  le  parecieren  excesivos, 
imputando  el  exceso  al  haber  del  cón- 
yuge. 

En  consecuencia,  si  una  mujer  que  tie- 
ne un  hijo  menor  de  un  matrimonio  pre- 
cedente contrae  segundas  nupcias  y  apor- 
ta á  este  matrimonio  bienes  suñcientes 
para  atender  á  la  crianza  y  educación 
de  este  hijo,  no  hay  necesidad  de  recurrir 
á  los  bienes  del  menor  y  debe  desecharse 
la  demanda  del  segundo  marido  que, 
muerta  la  madre,  cobra  los  gastos  de 
crianza  y  educación  de  ese  hijo  durante 
el  tiempo  que  su  madre  lo  retuvo  á  su 
lado  para  prodigarle  sus  atenciones  y 
cuidados, 

Don  José  L,  Bravo  interpuso  demanda  con- 
tra don  Juan  F.  Barrios,  en  su  carácter  de  cu- 
rador general  del  interdicto  Eliseo  2^  Alvara- 
do,  para  que  se  declarara  que  debe  pagársele, 
dentro  de  tercero  día  desde  que  cause  ejecu- 
toría la  sentencia,  los  gastos  de  vestuario,  de 
alimentación  y  casa  y  de  un  mozo,  irrogados 
por  Alvarado,  á  razón  de  $  20  mensuales  los 
primeros,  $  40  los  segundos  y  $  8  los  últimos 


ó,  en  subsidio,  los  que  el  Juez  tenga  á  bien 
regular,  durante  un  lapso  de  tiempo  que  Elí- 
seo 2^  Alvarado  estuvo  residiendo  con  el  de- 
mandante y  á  su  cuidado,  ó  sea,  desde  el  3  de 
agosto  de  1895  hasta  el  11  de  marzo  de  1901, 
los  intereses  legales  desde  la  contestación  de 
la  demanda  y  las  costas  de  este  juicio. 

Relacionando  los  fundamentos  de  su  de- 
manda, expone  el  señor  Bravo:  "don  Eliseo 
2^  Alvarado  vivió  en  mi  casa  desde  el  c  de 
agosto  de  1895  hasta  el  1 1  de  marzo  de  1901 
y  durante  todo  ese  tiempo  lo  atendí  con  el 
esmero  que  sólo  pudiera  haber  exigido  de  su 
padre,  sin  que  jamás  sus  curadores  don  Epa- 
minondas  Valenzuela  primero  y  don  Zacarías 
González  después,  tuvieran  que  gastar  ni  un 
sólo  centavo  por  él,  aunque  administraban 
todos  sus  bienes  y  percibían  sus  entradas. 

**E1 11  de  mayo  ya  citado,  falleció  mi  espo- 
sa doña  Deidamia  González  y  entonces  su  cu- 
rador González,  comprendiendo  talvez  que 
esta  desgracia  me  impedía  continuar  aten- 
diéndolo en  la  forma  que  antes  lo  hacía,  lo  re- 
tiró de  mi  casa  y  lo  confió  á  don  Alipio  Gon- 
zález, quien  podía  y  debía  prestarle  mejores 
atenciones  por  encontrarse  casado  con  su 
hermana  doña  María  del  Carmen  Alvarado. 

**E1  señor  González  no  se  acordó  en  aquel 
tiempo  de  pagarme  lo  que  por  su  pupilo  me 
debía,  ni  yo  me  preocupé  de  cobrarle  porque 
pensaba  renunciar  este  derecho  si  sacaba  al- 
gunos gananciales  de  la  sociedad  conyugal 
que  había  tenido  con  la  señora  González,  ma- 
dre lejítima  de  don  Eliseo  2'  Alvarado. 

**La  liquidación  de  esta  sociedad  me  dio  á 
conocer  que  no  sólo  no  existían  ganancias 
sino  que  yo  no  podía  retirar  íntegros  mis 
aportes  por  resultar  en  mi  contra  una  pérdi- 
da de  12.000  y  tantos  pesos,  según  consta  de 
la  copia  autorizada  que  acompaño. 

"Esta  pérdida  que  en  gran  parte  se  debe  á 
que,  por  causas  que  no  es  del  caso  mencionar 
aquí,  no  se  rebajaron  de  los  aportes  de  mi  es- 
posa, varias  cantidades  de  las  que  por  ella 
pagué  por  sus  deudas  anteriores  al  matrimo- 
nio que  conmigo  contrajo,  no  me  permite  ser 
para  con  el  señor  Alvarado  tan  generoso  co- 
mo deseaba  serlo. 

"Este  caballero  entró  á  su  mayor  edad  el 
año  próximo  pasado  y  por  resolución  de  US. 
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fechada  en  noviembre  ljltimo,si  mis  recuerdos 
no  me  engañan,  fué  declarado  en  interdicción 
nombrándosele  como  curador  á  don  Juan  F. 
Barrios,  quien  hasta  hoy  se  encuentra  desem- 
peñando este  cargo. 

'*He  pedido  al  señor  Barrios  que  me  pague 
lo  que  por  su  pupilo  se  vm  adeuda  y  sé  ha  ne- 
gado á  hacerlo,  fundándose  en  que  no  puede 
pagarme  sino  á  virtud  de  una  sentencia  judi- 
cial que  determine  el  monto  de  la  cantidad 
adeudada  y  ordene  el  pago,  á  fin  de  evitar 
cargos  que  posteriormente  podrían  hacér- 
sele. 

**íincuentro  justific«idos  los  escrúpulos  del 
señor  Barrios  y  muy  á  mi  pesar  véome  en  el 
caso  de  iniciar  la  presente  demanda  en  su  con- 
tra, esperando  confiadamente  que  la  integri- 
dad del  Tribunal  se  servirá  resolver  en  defini- 
tiva como  más  adelante  lo  pediré. 

*'Dado  el  antecedente  de  que  ninguna  rela- 
ción de  parentesco  me  liga  con  don  Eliseo  2* 
Al  varado,  creo  no  tener  necesidad  de  ocupar- 
me en  demostrar  mi  perfecto  derecho  para  co- 
brarle lo  que  por  él  gasté  durante  los  cinco 
años  siete  meses  que  lo  tuve  á  mi  lado,  y  me- 
nos todavía  si  se  tiene  presente  que  dicho  se- 
ñor es  un  caballero  bastante  rico. 

"Lo  que  podría  ofrecer  alguna  dificultad  es 
determinar  el  monto  déla  cantidad  adeudada 
por  no  haberle  llevado  su  cuenta  de  gastos, 
omisión  que  se  esplica  satisfactoriamente  con 
lo  que  mas  atrá.s  dejo  expuesto. 

"Esta  dificultad  puede  salvarse  fácilmente 
tomando  en  cuenta  los  gastos  que  por  él  han 
hecho  las  personas  que  lo  han  tenido  desde  el 
día  que  se  retiró  de  mi  casa. 

"Su  cuñado  señor  AlipíoGajardo  lo  atendió 
desde  el  11  de  mayo  de  1901  hasta  el  mes  de 
noviembre  último  y  durante  este  tiempo  los 
gastos  sólo  en  vestuario,  según  cuentas  pre- 
sentadas por  el  señor  Gajardo,  arrojan  un 
término  medio  de  $  15  mensuales,  siendo  de 
advertir  que  jnmás  le  proporcionó  una  ropa 
de  casimir  ni  buenos  zapatos,  etc. 

"Por  este  motivo  creo  que  sin  exageración 
alguna  pueden  calcularse  en  $  20  mensuales 
los  gastos  que  en  vestuario  del  expresado  se- 
ñor Alvarado  hice  durante  el  tiempo  que  lo 
tuve  en  mi  casa. 
"Lo  que  el  señor  Gajardo  haya  cobrado  por 


casa  y  alimento  lo  ignoro,  pues  sólo  sé  qjc  c. 

repetidas  ocasiones  ha  exigido  que  se  le  pape 

á  pesar  de  ser  cuñado  y  tener  la  espectativa 

de  adquirir  su  herencia. 
"Estimo  la  cantidad  que  á  mísemedíbc 

por  esa  causa  en  la  suma  de  $ 40  mens.iiV 

ó  en  subsidio  en   la  misma  que,  por  hoy,  ñ  í 

como  equitativa  don  Juan  F.  Barrios. 
"Debe  también  pagárseme  el  sueLlo  tle  : 

mozo  que  siempre  tuve  al  cuidado  de  Alvarí.- 

do  porque,   como  es  público  y  notorio,  e?.. 

caballero  des-de  los  primeros  años  ha  suírii 

de  una  enfermedad  que  lo  imposibilita  hr'-rj 

para  vestirse  por  su  mano. 
"Este  sueldo  importa  $  9  mensuaits  y  pan 

demostrar  que  no  hay  exageración  en  lascar  • 
tidades  que  cobro,  debo  hacer  presente  a. 
Juzgado  que  la  enfermedad  que  don  Elíseo  1^ 
ha  padecido  siempre,  y  por  la  cual  se  le  decli- 
ró  en  interdicción,  es  una  demencia  furirsi 
que  lo  induce  muy  á  menudo  á  destruir  pi-r 
completo  la  ropa  y  cuanto  encuentra  á  mar». 
gozando  de  momentos  lúcidos  sólo  caando» 
le  alimenta  muy  bien,  se  le  proporciona  «i;>- 
tracción  y  se  le  satisfacen  todos  sus  capr 
chos. 

"Siendo  necesario  tomar  en  cuenta  los  tie- 
nes del  pupilo  para  determinar  sus  jjastov 
debo  hacer  presente  que  don  Eliseo  2*^  Alva- 
rado posee  los  siguientes;  $  15.865,22  o:e 
adquirió  por  herencia  de  su  padre  don  Elise  ^ 
Alvarado;  $  6.223,13  que  le  correspondieres 
en  la  partición  de  los  bienes  de  su  finada  ma- 
dre doña  Deidamia  González;  y  $  10.000  iní"* 
ó  menos,  que  le  corresponden  por  sus  finada 
hermanos  Manuel  Antonio  y  Zoila  R.  Aira- 
rado,  herencia  que  se  encuentra  actualnKctc 
en  partición.** 

Contestando  la  demanda  don  Juan  Frac- 
cisco  Barrios,  curador  del  insano  don  Eli<e- 
2^  Alvarado,  solicita  que  se  niegue  lugar  .í  l*i 
demanda,  con  costas. 

En  defensa  de  los  derechos  de  su  pupilo  of-'^- 
ne  las  cuatro  excepciones  que  siguen: 

1'  Improcedencia  contra  la  persona  de  Me* 
mandado; 

2^  Inexistencia  de  la  deuda  cuyo  pajío  « 
exige; 

3*^  Falta  del  título  que  la  ley  requiere;} 

4*^  Prescripción. 
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Explicando  los  fundamentos  á  cada  una  de 
esas  excepciones,  dice: 

PrimerH  excepción:  dice  el  demandante  que 
durante  los  cinco  años  que  prove}'©  á  la  ali- 
mentación, vestuario  y  cuidado  personal  del 
menor  EIiseo2°  Alvarado,  hoy  en  interdicción 
por  demencia,  eran  guardadores  de  éste  don 
Epaminondas  Valenzuela  durante  el  primer 
año  y  don  Zacarías  González  durante  los  once 
restantes. 

Siendo  ello  así  ¿por  qué  entonces  el  señor 
Bravo  dirige  su  demanda  contra  don  Juan  F. 
Bairios.? 

Xo  desconocerá  el  demandante  que  el  deber 
más  elemental  de  los  guardadores  es  suminis- 
trar lo  necesario  para  la  congrua  sustenta- 
ción de  sus  pupilos  y  qtie  la  continuada  negli- 
gencia de  aquéllos  en  este  punto,  es  causal 
suficiente  para  removerlos  de  sus  cargos. 

Tal  es  lo  que  disponen  los  artículos  438, 
431  y  4.34  del  Código  Civil. 

En  consecuencia,  si  como  dice  el  demandan" 
te,  los  señores  Valenzuela  y  González  durante 
el  tiempo  que  ejercieron  la  guarda  del  menor 
Alvarado  se  desentendieron  por  completo  de 
su  obligación  tan  elemental,  ellos  y  nadie  más 
son  los  responsables  de  ima  falta  de  cumpli- 
miento de  su  deber  y  con  eso  nada  tiene  que 
hacer  el  artual  guardador  del  interdicto  don 
Juan  F.  Barrios. 

Se  espHcaría  que  se  dirigiese  la  demanda  en 
contra  de  éste,  si  el  responsable  de  los  actos 
de  su  guardador  fuere  el  menor,  y  éste  con 
sus  bienes  estuviese  obligado  á  responder  de 
las  faltas  de  aquéllos;  pero  como  es  un  contra- 
sentido pretender  tal  cosa,  resulta  que  el  de" 
mandante  ha  errado  el  camino  al  dirigirse 
contra  quien  se  ha  dirigido. 

Segunda  excepción:  Inexistencia  de  la  deuda 
cuyo  pago  se  exige. 

La  demanda  si  bien  se  examina  se  reduce  .4 
esto:  don  José  L.  Bravo  contrajo  matrimonio 
con  doña  Deidamia  González  viuda  de  don 
Eliseo  Alvarado. 

A  la  viuda  González  le  quedó  de  su  primer 
esposo  un  hijo  menor  Eliseo  2*^,  que  después 
<le  su  segundo  matrimonio,  siguió  viviendo  á 
su  lado  y  á  quien  ella  y  su  nuevo  esposo  ali- 
mentaron, cuidaron  y  vistieron. 
Muere  la  señora  González  y  su  hijo  sale  de 


casa  de  su  padrastro,  quien  deja  pasar  cuatro 
años  y  se  presenta  demandando  judicialmente 
el  pago  del  hospedaje,  alimentación,  vestua- 
rio y  cuidado  personal  del  hijo  de  su  difunta 
esposa. 

Así  esclarecida  la  demanda,  la  cuestión  que- 
da muy  sencilla,  pues  se  reduce  á  averiguar  si 
los  gastos  de  crianza  y  el  cuidado  personal  de 
un  hijo  legítimo  en  su  menor  edad,  correspon- 
den á  la  madre  sobreviviente  que  contrae  se- 
gundas nupcias. 

Agrega  que  estudiando  la  cuestión  ante  la 
ley  natural,  es  indudable  que  la  madre  está 
obligada  á  la  crianza  y  educación  de  sus  hijos 
menores,  aunque  concurra  la  circunstancia  de 
haber  contraído  nuevo  matrimonio,  porque 
se  trata  de  una  obligación  sagrada  inherente 
al  hecho  mismo  de  ser  madre. 

P^studiando  ahora,  continúa  el  demandado, 
la  cuestión  ante  la  ley  positiva,  tenemos  al 
respectólas  disposiciones  de  los  artículos  222, 
229  y  228,  inciso  final,  del  Código  Civil,  que 
no  hacen  sino  consagrar  de  una  manera  clara 
y  terminantemente  lo  que,  según  hemos  visto, 
establece  la  ley  natural. 

Según  los  artículos  citados,  muerto  uno  de 
los  padres  toca  al  sobreviviente  el  cuidado 
personal  y  los  gastos  de  crianza  del  hijo,  y  to- 
cante á  que  el  padre  ó  madre  sobreviviente 
hayan  pasado  á  segundas  nupcias,  la  ley  no 
hace  distinción  alguna  al  respecto,  y  cuando 
la  le}'  no  distingue,  tampoco  el  que  la  inter- 
preta debe  distinguir. 

Por  consiguiente,  así  ante  la  ley  natural  co- 
mo ante  la  civil  el  cobro  que  hace  el  señor 
Bravo  no  tiene  razón  de  ser;  la  esposa  del  se- 
ñor Bravo,  como  madre  legítima  del  menor  Al- 
varado,  estaba  obligada  á  hospedar  á  éste  á 
su  lado  y  cuidarlo  personalmente,  alimentarlo 
y  vestirlo,  ó  sea,  á  correr  con  los  gastos  de 
crianza  de  su  hijo,  que  son  los  que  cobra  el  se- 
ñor Bravo,  sin  que  por  las  gestiones  á  que 
esos  servicios  se  refieren  pueda  exigirse  ningu- 
na remuneración  en  dinero. 

Luego  el  señor  Bravo  cobra  una  deuda  pe- 
cuniaria que  no  existe,  cobra  lo  que  no  se  le 
debe. 

Tercera  excepción:  Liquidando  la  deuda 
imaginaria  cuya  solución  se  exije,  arroja  el  si- 
guiente resultado: 
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Por  casa  y  alimentación  del  menor  Alvara- 
do  durante  cinco  años,  á  razón  de  $  40  men- 
suales,  $  2.400. 

Por  vestuario,  á  razón  de  $  15  mensuales, 
$1.200. 

Por  un  mozo,  á  razón  de  $  9  mensuales, 
$540. 

Lo  que  hace  un  total  de  $  4.140. 

La  cuenta  presentada  sube,  pues,  á  unos 
miles,  pero  sin  duda  que  al  presentarla  olvidó 
el  señor  Bravo  la  prescripción  del  artículo 
1709  del  Código  Civil,  que  me  permitiré  citar- 
le aquí: 

^'Deberán  constar  por  escrito  los  actos  ó 
contratos  que  contienen  la  entrega  ó  promesa 
de  una  cosa  que  valga  más  de  $  200." 

¿Consta  por  escrito  el  acto  ó  contrato  por 
el  cual  el  señor  Bravo  se  obligó  á  hospedar, 
alimentar  y  vestir  al  menor  Eliseo  2^  Alvara- 
do  y  éste  ó  su  guardador  á  pagar  la  cantidad 
de  4.000  y  tantos  pesos  por  las  prestaciones 
á  que  esos  servicios  se  refieren? 

No  hay  constancia  alguna  escrita,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  le  falta  al  acto  ó  contrato  de  que 
proviene  la  deuda  demandada  judicialmente 
un  requisito  ó  formalidad  que  la  ley  exige,  so 
pena  de  nulidad  absoluta,  para  que  tenga  va- 
lor el  acto*ó  contrato. 

Por  consiguiente,  son  aplicables  en  el  pre- 
sente caso  las  prescripciones  de  los  artículos 
1682  y  1693  del  Código  Civil. 

Cuarta  excepción:  La  acción  que  tiene  el  se- 
ñor Bravo  para  cobrar  los  servicios  á  que  se 
refiere  su  demanda,  es  de  aquellas  que,  según 
lo  dispuesto  en  el  inciso  final  del  artículo  2522 
del  Código  Civil,  prescriben  en  dos  años. 

Los  cinco  años  que  dice  el  demandante  hos- 
pedó en  su  casa  al  hijo  de  su  esposa  y  durante 
los  cuales  asegura  haberle  proporcionado  ali- 
mentos, vestuario  y  cuidados,  expiraron,  se- 
gún aparece  de  la  demanda,  el  11  de  marzo 
de  1901. 

Desde  esa  fecha  hasta  el  presente  van  tras- 
curridos más  de  cuatro  años. 

La  acción  entablada  por  el  señor  Bravo  ha- 
cv  pues  más  de  dos  años  á  que  está  prescrita. 

No  hubo  escritos  de  réplica  ni  duplica. 

Se  formuló  por  el  mismo  demandado  un  in- 
cidente relativo  á  la  improcedencia  de  la  prue. 
ba  testimonial  por  tratarse  de  cobros  de  can- 


tidades mayores  de  $  200,  que  se  reservó  pa- 
ra apreciarlo  en  la  sentencia  definitiva. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  v-  sólo  se  rindió 
por  el  demandante  la  testimonial  que  corre 
en  autos. 

El  Juez  de  Cu  repto,  con  fecha  6  de  agosto 
de  190G,  resolvió. 

Considerando: 

1^  Que  se  halla  debidamente  comprobado 
que  el  insano  Eliseo  2^  Alvarado  virio  con 
don  José  Luis  Bravo  desde  el  3  de  agosto  de 
1895  hasta  el  11  de  marzo  de  1901,  y  que  el 
señor  Bravo  le  proporcionó  durante  ese  tiem- 
po alimentos,  ropa  y  las  atenciones  esmera- 
das correspondiente  á  la  situación  soda!  de 
su  familia; 

2^  Que  el  mismo  demandado  ha  reconocido 
expresamente  que  Eliseo  2^  Alvarado  rivió 
al  lado  del  demandante  y  su  esposa  doña  Tíd- 
damia  González,  limitándosela  negarle  el  de 
recho  para  cobrar  la  remuneración  ó  pago  de 
los  gastos  que  demanda,  por  cuanto  los  qoc 
se  originen  de  la  crianza,  educación  y  esublc 
cimiento  de  los  hijos  corresponden  al  sobre- 
viviente en  los  términos  del  inciso  final  del 
artículo  228  del  Código  Civil; 

3^  Que  el  inciso  citado  en  el  considerando 
anterior  establece  que  si  un  hijo  tuviese  bie- 
nes propios,  los  gastos  de  su  establecimiento 
y  en  caso  necesario,  los  de  su  crianza  y  educa- 
ción podrán  sacarse  de  ellos,  conservando  ín* 
tegros  los  capitales  en  cuanto  sea  posible; 

4^  Que  según  consta,  de  la  partida,  don  Jo- 
sé L.  Bravo  contrajo  matrimonio  con  doña 
Deidamia  González,  madre  de  don  Eliseo  2- 
Alvarado,  el  3  de  agosto  del  año  1895  y.  por 
lo  tanto,  desde  esta  fecha  se  formó  sociedad 
de  bienes  entre  los  cónyujes  tomando  el  mari- 
do la  administración  de  los  de  la  mujer eo 
conformidad  á  las  reglas  legales; 

5^  Que  la  mujer  por  sí  sola  no  tiene  dert- 
cho  alguno  sobre  los  bienes  sociales  durante 
la  sociedad; 

6'  Que  según  lo  preceptuado  en  el  número 
5'  del  artículo  1740  del  Código  Civil,  la  socie- 
dad es  obligada  al  pago  de  los  gastos  de  man- 
tenimiento de  los  cónyuges;  de  mantenimiento, 
educación  y  establecimiento  de  los  descendió* 
tes  comunes  y  de  toda  otra  carga  de  familia, 
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lya  prescripción  no  comprende  á  don  Elíseo 
*  A I  varad  o  que  es  solo  hijo  de  la  cónyuge  di- 
nta; 

79  Que  tampoco  se  halla  comprendido  en  el 
ciso  5^  citado  en  el  considerando  que  prece- 
?,  por  cuanto  en  este  se  hace  referencia  á  los 
limentos  que  uno  de  los  cón^'uges  está  obli- 
fido  por  la  lev  A  dar  á  sus  descendientes  con 
rreglo  á  lo  dispuesto  en  el  título  18  del  libro 
?del  Código  Civil; 

8*^  Que  no  pesando  sobre  la  sociedad  conyu- 
il,  de  que  era  jefe  don  José  L.  Bravo,  la  obli- 
uión  de  correr  con  los  gastos  de  crianza,  de 
)stenimiento  y  vestuario  de  don  Eliseo  2^ 
ivarado,  se  hacía  por  tal  motivo  indispensa- 
le  recurrir  para  ello  á  sus  bienes  propios  y, 
or  lo  tanto,  ocurre  el  caso  de  necesidad  pre- 
Isto  en  el  incido  final  del  artículo  228  del  Có- 
¡go  citado; 

9^  Que  se  ha  demostrado  con  el  certificado 
ue  Alvarado  recibió  por  herencia  de  su  ma- 
re  doña  Deidamia  González  la  cantidad  de 
6.223,13; 

10.  Que  la  demanda  se  dirige  contra  don 
uan  F.  Barrios  en  su  carácter  de  guardador 
:eneral  del  interdicto,  que  es  el  obligado  al 
•ago  de  los  gastos  que  cobra  el  demandante; 

11.  Que  no  es  aplicable  al  caso  de  que  se  tra- 
aladisposición  contenida  en  el  artículo  1709 
leí  Código  Civil,  por  cuanto  lo  que  se  cobra 
on  gastos  6  prestaciones  pequeñas  inferiores 
ada  una  de  ellas  á  la  cantidad  de  $  200  y 
ñeramente  estimativa  de  servicios  prestados 
'  que  no  se  hacen  derivar  de  una  estipulación 
concreta  y  determinada; 

12.  Que  tampoco  es  procedente  el  artícu- 
o  1708  del  mismo  Código  por  la  razón  indi- 
cada en  el  considerando  que  antecede  y,  por 
lo  tanto,  la  prueba  testimonial  es  perfecta- 
mente admisible; 

1^3.  Que  aun  suponiendo  la  hipótesis  de  no 
ser  admisible  la  prueba  de  testigos  para  de- 
mostrar el  monto  de  la  cantidad  adeudada,  lo 
sería  para  establecer  la  existeiyria  de  los  ser- 
vicios prestados,  para  que  sean  avaluados 
por  el  Juez,  como  se  pide  subsidiariamente  en 
la  demanda; 

1^.  Que  la  prescripción  del  inciso  3'  del  ar- 
tículo 2522  del  Código  Civil  se  refiere  al  pre- 
cio de  los  servicios   de   la  naturaleza  de  los 


»  que  se  citan  allí  como  ejemplo  y  que  se 
acostumbra  pagar  al  contado  ó  á  plazo  cor- 
to y  que  se  prestan  por  personas  que  se  dedi- 
can habitualmente  á  ellos,  entre  los  cuales  no 
se  hallan  comprendidos  los  gastos  que  cobra 
don  José  L.  Bravo  en  la  demanda. 

Por  los  fundamentos  expuestos  y  conforme 
á  lo  preceptuado  en  los  artículos  20,  135, 
229,  155,  número  3*?,  1559,  numero  1^,  1749 
y  1752,  además  de  los  citados  anteriormente 
del  Código  Civil,  se  declara:  que  la  prueba  tes- 
timonial es  admisible  y  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda en  cuanto  por  ella  se  pide  el  pago  de 
los  gastos  de  vestuario,  casa  y  alimento  y 
atención  personal  del  insano  Eliseo  2^  Alvara- 
do que  cobra  á  su  guardador  general  don  Juan 
F.  Barrios  don  José  L.  Bravo  y  que  serán  re- 
gulados por  el  Juez,  previo  informe  de  un  pe- 
rito que  se  nombrará  el  tercer  día  desde  que 
cause  ejecutoria  la  sentencia,  en  la  forma  or- 
dinaria y  además  los  intereses  legales  de  la 
cantidad  á  que  asciende  la  deuda,  desde  la 
contestación  de  la  demanda,  y  sin  costas,  por 
estimar  el  Juez  que  han  existido  razones 
plausibles  para  litigar.— Car/os  Muñoz. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  esposición  de  los 
hechos  de  la  sentencia  de  primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  absolviendo  don  José  L.  Bravo  las 
posiciones,  reconoce  que  es  efectivo  que  el 
menor  Eliseo  2^  Alvarado  vivía  con  su  madre 
doña  Deidamia  González  y  que  cuando  ésta 
contrajo  segundas  nupcias  retuvo  á  su  lado 
á  su  hijo  por  su  propia  voluntad  con  el  objeto 
de  prodigarle  sus  atenciones  y  cuidados  ma- 
ternales; 

2^  Que  esto  prueba  que  no  fué  el  señor 
Bravo  sino  su  cónyuge  la  que  cuidó  del  me- 
nor y  al  proceder  así  la  señora  González 
cumplió  con  el  deber  que  impone  al  padre  y 
á  la  madre  el  artículo  222  del  Código  Civil 
respecto  á  la  crianza  y  cuidado  personal  de 
los  hijos; 

3*^  Que  según  el  artículo  228  del  mismo 
Código,  los  gastos  de  crianza,   educación  y 
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establecimiento  de  los  hijos  son  de  cuenta, 
de  la  sociedad  conyugal;  pero  si  el  hijo  tu- 
viere bienes  propios  se  podrán  sacar  de  ellos 
los  gastos  de  su  establecimiento  y  sólo  en  ca- 
so de  necesidad  los  de  su  crianza  y  su  edu- 
cación; 

4^  Que  lo  mismo  determina  el  artículo  229 
del  citado  Código  para  el  caso  de  muerte  de 
uno  de  los  padres,  respecto  del  padre  ó  ma- 
dre sobreviviente; 

5°  Que  consta  de  autos  que  la  señora 
González  aportó  á  su  segundo  matrimonio 
más  ele  $  80.000  y  tenía,  por  lo  tanto,  bienes 
suficientes  con  qué  atender  á  su  hijo  Eliseo  2^ 
Alvarado  sin  necesidad  de  recurrir  á  los  bie- 
nes de  éste; 

6*^  Que  el  hecho  de  haber  vivido  el  menor 
al  lado  de  su  madre  en  su  propia  casa,  no 
ha  disminuido  el  haber  social; 

7^  Que  no  se  ha  probado  que  el  señor  Bra- 
vo pagara  un  mozo  especial  que  tuviera  al 
cuidado  inmediato  del  menor; 

H^  Que,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en 
el  número  5*^  del  artículo  174-0  del  Código 
Civil,  la  sociedad  conyugal  es  obligada  al 
pago  del  mantenimiento  de  los  cónyuges  y 
de  los  descendientes  comunes,  y  de  toda  car- 
ga de  familia  y  se  mirarán  como  tales  los 
alimentos  que  uno  de  los  cónyuges  esté  por 
ley  obligado  á  dar  á  sus. descendientes,  aun- 
que no  lo  sean  de  ambos  cónyuges,  pudien- 
do  el  juez  moderar  estos  gastos  si  le  parecie- 
ren excesivos,  imputando  el  exceso  al  haber 
del  cónyuge; 

9*^  Que  no  hay  en  autos  antecedentes  de 
los  cuales  aparezca  que  el  señor  Bravo  haya 
reclamado  de  los  gastos  á  que  este  juicio  se 
refiere,  á  fin  de  que  el  juez  los  moderara  y 
no  deben,  por  lo  tanto,  tenerse  como  exce- 
sivos. 

En  conformidad  á  las  disposiciones  legales 
citadas  y  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1713  del  Código  Civil  y  151  del  Procedi- 
miento Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  6  de  agosto  último,  y  se  declara  que  no 
ha  lugar  a  la  demanda. 

No  se  condena  en  costas  al  demandante 
por  estimar  el  Juzgado  que  ha  tenido  moti- 
vos plausibles  para  litigar. 

Redacción  del  señor    Ministro  Maldonado. 


A.  MaHonado,—M.    Vareas    Mardonc^ 
M.  Lois. 


Corte  de  Talca.— 26  de  octubre  (h  ].'". 
Meza  v.  de  Espinosa  con  Espino víi        | 

Sociedad  coleotiva  civil.— Disoluc.o:  | 
7  resolución  del  contrato  -Muer*T 
de  un  socio -Mora.  | 

Doctrina:— La  sociedad  cokcti\u ; 

1 

vil  se  disuelve  por  la  muerte  natrnu 
civil  de  cualquiera  de  los  socios,  me.  * 
cuando  por  disposición  de  la  ley  '' ;  : 
el  acto  constitutivo  haya  de  condrur 
entre  los  socios  sobrevivientes  con  - 
herederos  del  difunto  ó  sin  ellos. 

Si  en  el  acto  constitutivo  de  la  st 
dad  se  fija  el  plazo  de  nueve  ¿iños  par: 
su  duración  y  se  agrega  que  la  n.  > 
dación  no  terminará  por  ninguna  c- 
sa  ó  motivo  antes  del  plazo  cstipuhi.- 
no  procede  la  demanda  de  disoluciúv '^ 
contrato  fundada  en  el  fallecimienta 
uno  de  los  socios  ocurrido  antes  rfe/t* 
cimiento  del  plazo. 

No  habiéndose  probado  que  e/  j^'^ 
demandado  ha  incurrido  en  morafn^ 
cumplimiento   de   sus    obligaciones  r 
procede  la  demanda  de   resolución  '- 
contrato. 

Don  Emilio  Larenas,  con    poder  de  «i 
Gregoria  Meza  viuda   de  Espinosa,  tic 
Federico  Riquelme,  como  representante  i<. 
de  su  esposa  doña  Beatriz  Espinosa,  ni 
Narciso  Vásquez,  representante  de  soe?;  ^ 
doña  Eduvijis  Espinosa,  de  doña  Laura   ' 
pinosa  viuda  de  Espejo;   de   don  Guracn- 
Espinosa;  de  don    Federico   Gonzáleí,  c^' 
representante  legal  de  sus  menores  hii'> 
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bidos  en  su  niatrimonio  con  doña  María  y 
Lutgarda  Espinosa,  entabla  demanda  ordi- 
naria contra  don  Cayetano  2^  Espinosa,  y 
expone:  que  todos  sus  mandantes  son  legíti- 
timos  asignatarios  de  don  Cayetano  Espino- 
sa, que  falleció  en  el  mes  de  agosto  de  1904, 
se«j;ún  consta  de  la  partida  de  defunción  que 
acompaña 

Bl  expresado  don  Cayetano  celebró  con  su 
hijo  don  Cayetano  2.**  Espinosa  el  contrato 
sobre  administración  de  bienes  de  que  da 
cuenta  la  escritura  pública  de  fecha  16  de 
abril  de  1902,  que  también  presenta. 

Por  el  hecho  de  la  muerte  de  don  Cayeta- 
no Espinosa,  se  ha  producido,  respecto  del 
contrato,  una  situación  legal  que  es  necesa- 
rio se  declare  por  la  justicia,  ya  que  la  parte 
sobreviviente,  don  Cayetano  2^  Espinosa,  no 
ha  querido  avenirse  en  forma  alguna. 

El  contrato  contenido  en  la  escritura  pú- 
blica en  referencia  es  el  de  sociedad  reglado 
por  el  título  28  del  Código  Civil. 

Según  lo  prescrito  en  el  artículo  2103  del 
expresado  Código,  la  sociedad  se  disuelve 
por  la  muerte  natural  ó  civil  de  cualquiera  de 
los  socios,  salvo  las  excepciones  consignadas 
allí. 

Con  la  muerte  del  socio  señor  Espinosa  ha 
sobrevenido  la  causal  prevista  por  la  ley,  y 
en  consecuencia,  la  sociedad  pactada  en  la 
escritura  pública  acompañada  se  halla  di- 
suelta  y  así  pide  que  se  declare;  para  el  caso 
(le  que  no  se  diera  lugar  á  la  disolución  de  la 
sociedad,  deduce  como  acción  subsidiaria  la 
resolución  del  contrato  en  referencia  en  vir- 
tud de  lo  prescrito  en  el  artículo  1489  del 
Código  Civil. 

Por  la  cláusula  tercera  de  ese  contrato  don 
Cayetano  2^  Espinosa  contrajo  la  obligación 
(le  rendir  cuenta  al  fin  de  cada  año,  cosa  que 
no  ha  hecho  y  esta  falta  es  grave,  ya  que  lo 
contemplado  en  esa  cláusula  es  de  capital  im- 
portancia y  de  esenciales  efectos. 

Entabla  pues  demanda  contra  don  Caye- 
tano 2.*  Espinosa  y  pide  que  á  su  tiempo  se 
declare  disuelto  el  contrato  de  sociedad  (\  que 
se  refiere  la  escritura  de  fecha  18  de  abril  de 
1902  y  se  proceda  en  la  forma  que  prescribe 
el  artículo  2115  del  Código  Civil  y  en  subsi- 


dio, se  declare  resuelto  ese  contrato  con  in- 
demnización de  perjuicios  y  costas. 

Don  Cayetano  2^  Espinosa,  contestando 
la  demanda  pide  se  deseche  con  costas  3'  expo- 
ne: que  el  propio  artículo  2103  del  Código 
Civil  citado  de  contrario  demuestra  la  impro- 
cedencia y  arbitrariedad  de  la  demanda  en 
cuanto  á  su  petición  principal. 

Según  esa  disposición,  la  sociedad  se  di- 
suelve por  la  muerte  natural  ó  civil  de  cual- 
quiera de  los  socios,  menos  cuando  por  dis- 
posición de  la  ley  ó  por  el  acto  constitutivo, 
haya  de  continuar  entre  los  socios  sobrevi- 
vientes con  los  herederos  del  difunto  ó  sin 
ellos. 

La  clcáusula  sexta  del  contrato  establece 
que  la  negociación  no  terminará  por  ninguna 
causa  ó  motivo  antes  del  plazo;  y  esta  esti- 
pulación coloca  al  contrato  en  el  caso  de 
excepción  previsto  en  el  artículo  2103,  pues 
la  frase  **por  ninguna  causa  ó  motivo**  sig- 
nifica que  debe  continuar  á  pesar  de  la  muer- 
te del  señor  Espinosa,  como  quiera  que  ella 
es  una  causa  ó  motivo  y  ocurrió  antes  del 
plazo. 

Por  lo  demás,  la  cláusula  octava,  al  con- 
templar situaciones  que  podrían  producirse 
después  de  la  muerte  de  don  Cayetano  Espi- 
nosa, manifiesta  que  las  partes  entendieron 
que  la  sociedad  continuaría  á  pesar  de    ella- 

Es,  pues,  indudable,  que  por  la  ley  y  el  con- 
trato la  sociedad  está  vigente  y  no  ha  llega- 
do ni  llegará  hasta  la  expiración  del  plazo  la 
época  de  su  disolución. 

En  cuanto  á  la  petición  subsidiaria,  es  equi- 
vocada la  aserción  de  los  demandantes  res- 
pecto de  que  establezca  el  contrato  obligación 
de  rendir  cuentas  anuales,  lo  único  que  esti- 
pula son  anuales  liquidaciones  y  reparto  de 
utilidades,  á  cu3'a  estipulación  se  ha  dado 
cumplimiento,  como  oportunamente  se  justi- 
ficará. 

Según  consta  de  los  demandantes  y  espe- 
cialmente á  la  madre  común  doña  Gregoria 
Meza,  las  liquidaciones  ó  cuenta  y  los  respec- 
tivos repartos  de  utilidades  se  han  efectuado 
con  la  expresa  aprobación  de  dicha  señora 
hasta  abril  del  año  1904  y  si  igual  cosa  no 
se  ha  hecho  en  el  año  1905  ha  sido  porque,   á 
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pesar  de  las  reiteradas  instancias  del  deman- 
dado, no  han  querido  admitirla;  pero  está 
practicada  en  los  libros  y  pronta  para  ser 
sometida  á  su  consideración. 

No  hay  por  lo  tanto,  infracción  del  contra- 
to y  la  demanda  de  resolución  por  tal  causa 
es  también  arbitraria  y  caprichosa. 

En  la  réplica  el  demandado  sostiene  la  de- 
manda y  agrega:  que  según  el  artículo  2103 
del  Código  Civil,  para  que  la  sociedad  no  se 
disuelva  por  la  muerte  de  alguno  de  los  socios 
es  necesario  que  haya  una  ley  que  mande  que 
deba  continuar  con  los  herederos  del  difunto 
ó  sin  ellos  ó  que  en  el  acto  constitutivo  se  es- 
tablezca ó  estipule  esa  circunstancia  ó  excep- 
ción. 

No  hay  ley  en  este  caso  porque  no  existe  la 
situación  contemplada  en  el  artículo  2104  del 
citado  Código,  ni  en  ninguna  otra  y  no  existe 
lo  segundo  porque  el  acto  constitutivo  ó  con- 
trato no  establece  aquello  de  la  manera 
expresa  y  específica  que  aquel  artículo  indica. 

Y  nótese  que  el  artículo  2103  exige  que  el 
acto  constitutivo  no  solamente  debe  expresar 
que  la  sociedad  en  caso  de  muerte  de  alguno 
de  los  socios  debe  continuar  sino  que  también 
debe  decir  expresamente  si  continúa  con  los 
herederos  del  difunto  ó  sin  ellos;  y  contem- 
plando estas  dos  situaciones  distintas  es  que 
vienen  las  reglas  detalladas  y  precisas  de  los 
artículos  2105  y  2106. 

En  el  presente  caso  no  hay  cláusula  alguna 
en  el  contrato  que  diga  que  debe  continuar  la 
sociedad  por  la  muerte  de  alguno  de  los  so- 
cios y  muchos  menos  la  hay  que  diga  que  con- 
tinúa con  los  herederos  del  difunto  ó  sin  ellos. 

La  cláusula  sexta  no  comprende  ni  puede 
comprender  la  causa  ó  motivo  de  muerte, 
pues  dada  su  forma  jeneral  é  indeterminada 
podría  ella  referirse  á  cualquiera  otra  situa- 
ción ó  circunstancia,  pero  nunca  á  la  muerte 
de  uno  de  los  socios,  cosa  que  debe  pactarse 
expresa  y  determinadamente. 

La  cláusula  octava  del  contrato  no  es  apli- 
cable á  la  situación  presente,  porque  se  refiere 
á  lo  que  habría  de  hacerse  en  el  caso  del  falle- 
cimiento de  don  Cayetano  Espinosa  y  de  su 
mujer  doña  Gregoria  Meza,  á  la  vez,  y  no  al 
caso  de  la  muerte  de  aquél. 

Esto  manifiesta  que  los  contratantes  pre- 


vieron el  caso  del  fallecimiento  del  señor  hy^- 
nosa  y  el  de  su  mujer  y  no  el  de  aquéi  iO!:-, 
que  demuestra  claramente  la  intención  y  pre- 
pósito de  los  contratantes. 

Respecto  de  la  petición  subsidiaria,  sea^rt 
la  cláusula  octava  obligue  á  rendir  cuentas 
hacer  liquidaciones  ó  repartos  anuales,  eliit- 
cho  es  que  no  se  ha  cumplido  por  el  demaDÍ?- 
do  con  esa  estipulación  y  á  tanto  ha  llega,': 
el  mal  procedimiento  de  don  Cayetano  2^  Er- 
pinosa,  que  no  permite  que  los  demás  herp'^ 
ros  y  dueños  del  fundo  en  administrad  n 
pongan  allí  un  pié  con  ningún  objeto  y«  ha 
apropiado  y  dispuesto  de  todos  los  frutos -^r 
dar  cuenta  ni  razón  alguna. 

No  es  efectivo  que  la  liquidación  y  repano 
se  hayan  efectuado  con  la  aprobación  (ic  k 
señora  Meza;  y  los  demandantes  no  aceptan 
las  liquidaciones  ó  cuentas  que  esté  hadccd:- 
el  demandado  en  el  pa(>el  y  á  su  sola  volas- 
tad,  porque  ello  no  importa  el  cumplimiento 
de  lo  estipulado. 

El  demandado  en  su  escrito  de  duplica  hace 
presente:  que  el  verdadero  alcance  }•  sigüiiici- 
do  de  las  cláusulas  del  contrato  de  sodec¿ii 
no  puede  desvirtuarse,  pues  con  decir  en  é!  ijiie 
no  terminará  por  ninguna  causa  ó  morirc 
antes  de  expiración  del  plazo,  se  estipula' «t: 
no  expiración  por  la  muerte  de  los  socios,  n 
que,  siendo  absolutos  los  términos  de  la  cláo- 
sula,  no  pueden  establecerse  excepciones  q^e 
ella  no  consulta. 

El  artículo  2103  del  Código  Civil  noeiige 
que  en  la  escritura  ó  acto  constitutivo  de  la 
sociedad  se  diga  expresamente  que  deba  coa- 
tinuar  con  los  herederos  del  socio  difunto,  si- 
no que  del  instrumento  se  desprenda  la  inten- 
ción de  que  tal  cosa  suceda. 

Los  términos  de  que  se  sirve  la  disposicics 
legal  citada,  sólo  significan,  en  cuanto  á  la  v 
tima  parte,  que  en  el  contrato  se  maniñestf 
\k  voluntad  de  los  socios  de  que  el  contrate 
continúe,  cualquiera  que  sean  los  términos íf: 
que  se  valgan. 

Los  artículos  1560  y  siguientes  del  Cód:g 
citado  que  reglan  la  interpretacióndeloscur- 
tratos,  subordinan  las  palabras  á  la  intencAC 
de  los  contratantes  claramente  manifestada 
y  como  en  el  contrato  en  referencia  esa  volc'- 
tad  es  manifiesta,  tanto  por  los  términos a^ 
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solutos!  de  la  cláusula  sexta,  cuanto  por  el  he- 
cho de  contemplarse  en  otros  siguientes,  si- 
tuaciones posteriores  á  la  muerte  de  don  Ca- 
yetano Espinosa,  se  desprende  que,  por  los 
conceptos  mismos  de  la  cláusula  y  por  su  in- 
terpretación conforme  á  las  reglas  legales,  el 
contrato  sigue  hasta  la  expiración  de  su  pla- 
zo, á  pesar  de  1a  muerte  del  señor  Espinosa. 

En  cuanto  á  la  acción  subsidiaria,  se  refiere 
á  lo  que  tiene  expuesto  en  el  escrito  de  autos. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba. 

En  una  sesión  de  prueba  el  demandante  pu- 
so al  testigo  Mauricio  Andrades  del  deman- 
dado las  tachas  que  contemplan  los  números 
5^  y  6^  del  artículo  34.7  del  Código  Procedi- 
miento Civil,  por  estimar  que  el  testigo  es  de- 
pendiente del  demandado,  en  virtud  de  lo  que 
ha  declarado  respecto  á  las  siembras  en  me- 
dias y  demás  trabajos  que  ha  tenido  en  el 
fundo  que  administra  el  demandado  ó  tiene 
interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito  por  esa 
misma  causa. 

Pone  también  al  testigo  Cáceres  las  tachas 
de  los  números  4^  y  5^  del  artículo  347  del  ex- 
presado Código  y  el  demandado  pide  que  se 
desechen  las  tachas  por  estimar  que  á  los  tes- 
tigos no  les  afectan  esas  inhabilidades  y  por- 
que los  hechos  no  constituyen  tachas. 

La  parte  de  doña  Gregoria  Meza  tachó 
también  á  los  testigos  Marcial  Verdugo  y 
Francisco  Campos  por  haber  sido  condenado 
el  primero  por  tentativa  de  robo  y  el  segundo 
por  delito,  según  las  copias  y  antecedentes 
que  acompaña  y  el  demandado  niega  los  fun- 
damentos de  los  hechos  expuestos. 

En  los  escritos  de  alegato  las  partes  anali- 
zaron la  prueba  rendida  y  el  demandante  hace" 
presente  que  la  declaración  de  los  testigos 
presentados  por  el  demandado  ante  el  Juzga- 
do de  San  Javier,  no  tiene  valor  ni  mérito  al- 
guno, porque  el  examen  de  ellos  se  efectuó 
fuera  del  término  probatorio  y  de  los  días  se- 
ñalados por  este  Juzgado  para  rendir  prueba 
testimonial,  en  atención  á  que  no  cree  que  el 
Juez  exhortado  esté  facultado  para  fijar  por 
sí  sólo  el  día  para  la  presentación  de  los  tes- 
tigos; y  aún  teniendo  esa  facultad,  no  se  noti- 
ficó á  su  parte  el  decreto  y  la  prueba  se  rindió 
sin  su  conocimiento  ó  citación. 

Se  citó  para  sentencia. 


Considerando  respecto  á  las  tachas: 

1^  Que  los  hechos  en  que  se  fundan  las  ta- 
chas á  los  testigos  Mauricio  Andrades  y  Beli- 
sario  Cáceres  no  constituyen  tachas  legales  y 
deben  ser  desechadas; 

2^  Que  para  que  sea  procedente  y  legal  la 
tacha  del  número  4^^  del  artículo  347  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  es  necesario  que 
el  ttstigo  preste  habitualmente  servicios  re- 
tribuidos, y  el  demandante  no  ha  justificado 
esta  circunstancia  respecto  del  testigo  Belisa- 
rio  Cáceres; 

3^  Que  según  consta  de  las  sentencias  que 
en  copia  obran,  los  testigos  Marcial  Verdugo 
y  Francisco  Campos  han  sido  condenados 
por  el  delito  de  robo  y  les  afecta,  por  lo  tanto, 
la  tacha  de  indignidad  que  establece  el  núme- 
ro 8*?  del  artículo  346  del  Código  de  Procedi- 
miento; 

4*^  Que  los  testigos  Sixto  y  Clemente  Val- 
dés  que  declaran  ante  el  señor  Juez  Letrado 
de  San  Javier  lo  hicieron  con  fecha  25  de  octu- 
bre del  año  próximo  pasado,  esto  es,  después 
de  expirado  el  término  legal  ordinario  y  el 
extraordinario  fijados  en  esta  causa,  el  últi- 
mo de  los  cuales  corre  después  del  ordinario 
sin  interrupción,  según  el  artículo  322  del  Có- 
digo en  referencia. 

Considerando  respecto  á  la  cuestión  principal: 

1*^  Que  el  contrato  á  que  se  refiere  la  escri- 
tura pública  de  17  de  abril  del  año  1902, 
otorgada  entre  don  Cayetano  Espinosa  y  su 
hijo  don  Cayetano  2^  Espinosa  sobre  admi- 
nistración de  los  fundos  y  terrenos  que  allí  se 
determinan,  es  el  de  sociedad  colectiva  civil 
que  se  rije  por  las  disposiciones  del  título  28, 
Libro  4^  del  Código  Civil; 

2^  Que  en  la  demanda  se  pide  la  disolución 
de  ese  contrato  por  haber  fallecido  don  Caye- 
tano Espinosa,  según  la  partida  de  defunción 
que  en  copia  obra; 

3*^  Que  la  sociedad  se  disuelve,  entre  otros 
casos,  por  la  expiración  del  plazo  ó  por  la 
muerte  natural  ó  civil  de  un  socio,  menos 
cuando  por  disposición  de  la  ley  ó  por  el  acto 
constitutivo  haya  de  continuar  entre  los  so- 
cios sobrevivientes  con  los  herederos  del  di- 
funto ó  sin  ellos; 

4^  Que  en  la  cláusula  primera  del  contrato 
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en  referencia  se  fijó  el  plazo  de  nueve  años 
contarlos  desde  la  fecha  del  otorgamiento  de 
la  escritura  para  poner  término  á  la  negocia- 
ción; Y  en  la  cláusula  primera  se  estipuló  que 
esta  no  terminaría  por  ninguna  causa  ó  mo- 
tivo antes  del  plazo  estipulado; 

5^  Que  la  intención  de  los  contratantes  de 
no  poner  término  al  contrato  antes  del  venci- 
miento del  plazo  está  claramente  manifesta- 
da, no  sólo  por  los  términos  empleados  en  la 
referida  cláusula  octava  en  la  cual  se  mani- 
fiesta la  voluntad  de  los  contratantes  de  se- 
guir el  contrato  hasta  la  expiración  del  plazo 
estipulado  en  la  escritura,  el  cual  está  vigente 
y  no  es  procedente,  por  lo  tanto,  la  acción 
para  que  se  declare  disuelta  la  sociedad  por 
el  fallecimiento  de  uno  de  los  socios; 

6*^  Que  respecto  de  la  acción  subsidiaria  so- 
bre resolución  del  contrato  por  falta  de  cum- 
plimiento, en  la  cláusula  tercera,  se  estipuló 
que  las  ganancias  que  produzca  la  negociación 
sean  repartidas  por  iguales  partes  entre  los 
contratantes  al  fin  de  cada  año  ó  liquidados 
los  productos,  cláusula  que  las  partes  que 
figuran  en  este  juicio  han  interpretado  en  el 
sentido  de  practicarse  por  el  demandado 
anuales  liquidaciones  y  reparto  de  utilidades 
á  que  se  refiere  el  considerando  anterior  du- 
rante los  años  que  determinan  las  preguntas 
de  la  minuta  que  se  fijan  como  puntos  de 
prueba; 

1^  Que  las  liquidaciones  y  repartos  de  que 
se  trata  son  materia  de  una  operación  mate- 
mática, que  debe  constar  de  los  libros  respec- 
tivos de  la  sociedad  y  el  demandado  no  ha 
exhibido  documento  alguno  que  acredite  la 
existencia  de  esas  operaciones;  y 

8^  Que  en  los  contratos  bilaterales  va  en- 
vuelta la  condición  resolutoria  de  no  cumplir- 
se por  uno  de  los  contratantes  lo  pactado; 
pero  en  tal  caso  podrá  el  otro  contratante 
pedir  á  su  arbitrio  ó  la  resolución  ó  el  cum- 
plimiento del  contrato,  con  indemnización  de 
perjuicios. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  además 
lo  dispuesto  en  los  artículos  167,  368,  329  y 
151  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y 
1698,2098,2103,  1569,  1564  y  1480  del 
Código  Civil; 


Se  declara: 

1^  Que  no  ha  lugar  á  las  tachas  puerta?  í 
los  testigos  Mauricio  Andrades}  Belisariov: 
ceres  en  la  sesión  de  prueba; 

29  Que  ha  lugar  á  las  tachas  puestas  h  :.-> 
testigos  Marcial  Verdugo,  Francisco  CamM.. 
y  Sixto  y  Clemente  Valdés  y  á  que  se  rcherrr 
los  consiJerandos  tercero  y  cuarto  de  esta 
sentencia; 

3*=^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en 
cuanto  por  ella  se  pide  subsidiariamente  f. 
resolución  del  contrato  con  indemnización  k 
perjuicios,  y  se  desecha  en  lo  demás:  v 

4^  Que  se  exime  al  demandado  de  las  ci- 
tas por  no  haber  sido  vencido  totalmente  te 
en  el  juicio  y  haber  tenido  motivos  plausiriics 
para    litigar.— /osé   ¿^    Fumarino. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Vistos:  con  lo  relacionado  en  la  sentenvi:. 
de  primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  por  la  cláusula  primera  de  la  escr- 
tura  pública  de  16  de  abril  de  1902,  donu- 
yetano  Espinosa  dio  en  administración  á  íj 
hijo  el  actual  demandado,  por  el  término  de 
nueve  años,  para  su  explotación  y  cultivo  « 
el  modo  y  forma  que  este  último  lo  estimara 
conveniente,  los  fundos  "Peacahue"  y  "Paia- 
guillas"  y  demás  terrenos  que  expresa; 

2^  Que  por  la  cláusula  tercera  del  miswo  * 
establece  que  las  ganancias  que  produia  la 
negociación,  serán  repartidas  por  ignaks 
partes  entre  los  contratantes  al  fin  de  ah 
año  ó  liquidados  los  productos,  por  la  xx- 
ta,  que  esta  negociación  no  terminará  por 
ninguna  causa  ó  motivo  antes  del  plazo  esü- 
pulado  y  por  la  octava,  que  en  caso  de  lalk- 
cimiento  de  don  Cayetano  Espinosa  ó  su  té- 
posa  doña  Gregoria  Meza,  todas  las  ditict- 
tades  que  nazcan  del  contrato  serán  'resuel- 
tas sin  ulterior  recurso  por  don  Franó^v^ 
David  Valenzuela  C,  á  quien  nombran  rom ^ 
arbitro  arbitrador,  pues  es  voluntad  de  lo: 
contratantes  evitar  que  haya  juicios  con  n3> 
tivo  del  presente  contrato; 

3*^  Que  no  consta  de  autos  que  el  demanda 
do  don  Cayetano  2^  Espinosa  se  hava  neg»- 
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O  á  (lar  cuenta  á  la  demandante  su  madre, 
3ña  Gregoria  Meza  viuda  de  Espinosa,  y 
;más  herederos  de  don  Cayetano  Espinosa 
«las  utilidades  producidas  en  los  fundos  da- 
^sen  administración  y  éstos  no  han  rendido 
rueba  alguna  en  este  juicio,  lo  que  no  permi- 
í  declarar  en  mora  al  demandado  don  Caye- 
ino  2^  Espinosa  por  el  cargo  que  se  le  hace 
e  no  haber  repartido  á  los  demandantes  la 
litad  de  las  expresadas  utilidades,  causal 
mdamental  de  la  demanda; 

49  Que  el  demandado,  por  su  parte,con  prue- 
atesttmonialhajustificadoquelos  años  1903 

1904-  dio  partición  á  doña  Gregoria  Meza 
el  imanado  lanar  y  vacuno  como  igualmente 
el  trigo,  chuchoca,  fréjoles  y  maíz,  indicando 
US  cantidades,  sin  haberse  establecido  de 
ontrario  que  hubiese  habido  mayor  produc- 
ían; y 

')*?  Que  la  demandante  doña  Gregoria  Me- 
a,  absolviendo  la  articulación  cuarta  do  las 
osiciones.  declaró  que  el  año  próximo  pasa- 
o  el  demandante  ofreció  presentarle  la  liqui- 
ación  de  utilidades  del  negocio  después  de 
=1  cosecha  y  practicar  la  respectiva  partición 

se  negó  á  aceptarla  porque  ya  estaban  en 
uicio. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con 
o  dispuesto  en  el  artículo  1698  del  Código 
rivil  y  151  deí  Código  de  Procedimiento,  se 
evoca  en  la  parte  apelada  la  sentencia  de  8 
le  marzo  último,  y  se  declara  que  no  ha  lu- 
jar á  la  resolución  del  contrato,  pedida  sub- 
;i{liariamente  en  la  demanda  con  costas  de  la 
:ansa  que  satisfarán  los  demandantes. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Lois.— /I. 
Maldonado.-^M.  Vargas  Manlonea.—Í).  M. 
Lois» 


Corte  de  Concepción.  —  8  de  octubre  de  1906 
Pradel  con  Vega  y  otro 

Estado  olvll.—  Posesión  notoria. 
—Prueba  testimonial 

Doctrina:-— .Vo  es  aceptable  ¡a  prueba 
testimonial  de  la  posesión  notoria  de  di- 
versos estados  civiles  cuando  no  se  ha 
explicado  satisfactoriamente  ni  menos 
prohado  la  falta  de  las  respectivas  par- 
tidas ó  el  extra  vio  del  libro  ó  registro  en 
que  debieran  encontrarse. 

Don  Felinto  Pradel,  por  su  esposa  doña 
Bufemia  Figueroa,  demandó  á  don  José  Heri- 
berto  Ves:a  y  á  doña  Juana  Bastidas  para  que 
se  declarara  nulo  el  nombramiento  de  par- 
tidor de  los  bienes  de  don  Agustín  Almanche 
y  todo  lo  obrado  en  el  juicio  divisorio,  fun- 
dándose en  que  su  esposa  es  heredera  de  Al- 
manche  y  no  fué  citada  para  el  nombramien- 
to de  partidor. 

El  juicio  de  partición,  dice,  es  universal  y 
**deben  concurrir  á  su  establecimiento   todos 
los  interesados". 

Contestando  el  señor  Vega,  pide  que  se  re- 
chace la  demanda,  con  costas. 

Desconoce  el  carácter  que  invoca  la  deman- 
dante y  dice  que  ella  trata  de  impedir  que  en- 
tre en  posesión  de  lo  que  le  correspondió  en 
la  partición,  coludida  con  doña  Juana  Basti- 
das, la  que  probablemente  va  á  aceptarla  de- 
manda. 

Si  la  Figueroa  tuviera  derecho  habría  con- 
currido á  la  partición,  pues  tuvo  noticia  de 
ella;  como  la  Bastidas  se  resistió  á  la  parti- 
ción, ha  ideado  este  juicio,  de  acuerdo  con  la 
Figueroa,  para  frustrar  sus  derechos. 

La  Bastidas  en  su  contestación  dice  que  no 
tiene  inconveniente  para  reconocer  como  coa- 
signataria  á  la  demandante,  pues  le  consta 
que  tiene  ese  carácter,  y  para  aceptar  la  nuli- 
dad solicitada  y  que  se  proceda  á  nueva  par- 
tición; pero  sin  incluir  "como  se  pretende"  un 
sitio  y  casa  de  su  exclusiva  propiedad,  ubica- 
da en  la  calle  Ongolmo,  cuyos  deslindes  ex- 
presa. 
Esta  propiedad  la  ha  poseído  más  de  sesen- 
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ta  años,  pacífica  y  coiitiniiid  amenté,  y  alega 
la  prescripción  extraordinaria. 

El  demandante  en  la  réplica  expuso  que  no 
pensó  que  le  fuera  negado  su  carácter  de  here- 
dera á  su  esposa,  pero  es  muy  fácil  demos- 
trarlo. Don  Agustín  Almanche  tuvo  dos  hijas 
legítimas:  doña  Mercedes  y  doña  Ignacía. 

Doña  Mercedes,  casada  con  don  Tomás 
Bastidas,  tuvo  como  hija  á  doña  Juana  Bas- 
tidas. 

Doña  Ignacia,  casada  con  don  Juan  Figue- 
roa,  tuvo  siete  hijos,  y  uno  de  ellos,  don  An- 
tonio, es  el  padre  de  la  demandante  que  viene 
á  ser  biznieta  de  don  Agustín  Almanche. 

Además  hay  una  numerosísima  descenden- 
cia de  este,  que  tiene  interés  en  el  juicio  divi- 
sorio y  que  no  ha  sido  citada. 

En  la  duplica  Vega  observa  que  ha  ocurri- 
do lo  que  él  anunció:  la  Bastidas  ha  acepta- 
do  la  demanda  y  cree  que  debe  considerársela 
como  si  fuera  también  demandante. 

Niega  y  contradice  todo  lo  expuesto  por  la 
Figueroa  y  por  la  Bastidas  y  reiterando  lo 
pedido  en  la  contestación,  se  somete  á  la 
prueba  que  se  producirá. 

En  rebeldía  de  la  Bastidas  para  duplicar,  se 
recibió  la  causa  á  prueba  y  se  produjo  lo  que 
corre  en  autos. 

Las  partes  alegaron  de  bien  probado. 


El  Ministerio  Público,  opinó  porque n>: 
diera  lugar  á  la  demanda. 

El  Juzgado  de  Concepción,  con  feclia  U  r 
agosto  de  1903,  falló: 

Por  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

Que  no  habiéndose  explicado  satisfacir ,- 
mente  la  falta  de  los  instrumentos  en  que:, 
debido  constar  el  estado  civil  en  que  se  Íü:  a 
la  acción,  la  prueba  testimonial  rendiíirt-. 
reviste  el  carácter  de  un  conjunto  de  íestir.  ^ 
nios  fidedignos  que  establezcan  la  pose>.  c 
notoria  de  los  diversos  estados  civiles  n,Lc 
se  refiere  la  acción,  de  un  modo  irretragarlc 

Que  no  habiendo  sido  el  dominio  lamatr:: 
del  juicio,  la  prescripción  alegada  no  tiene  ca 
bida. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  a>- 
puesto  en  el  artículo  313  del  Código  Civií.s: 
declara  que  no  ha  lugar  á  la  demandan!  a 
prescripción  alegada— /.  /  2^  Salas. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Se  confirma  la  sentencia  de  14  de  agosto:; 
1903,  con  costas  del  recurso.  —  Excquki  Fi- 
gueroa Laxos.  —  fuan  N.  Par¡;a.  -  E.  F:x:¡- 
tes  R,— Ramón  Navarro  O. 
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SECOION  SEGUNDA 
CORTE   DE  APELACIONES 


Ccrte  de  Concepción.— Cas.  en  Ja  forma.-- 
17  de  octubre  de  1906 

Elgueta  con  Soto 

Demanda.  —  Notiflcaolón  personal  — 
Notifloaoión  por  el  estado.—  Casa- 
ción en  la  forma— Querella  de  am- 
paro. 

Doctrina:— J5/2  toda  gestión  Judicial 
la  primera  nodñcación  á  las  partes  ó 
personas  á  quienes  hayan  de  afectar  sus 
resultados,  debe  hacerse  personalmente, 
entregándole  copia  íntegra  de  la  resolu- 
ción y  de  la  solicitud  cuando  fuere  es- 
crita. 

Es  nula,  en  consecuencia,  la  sentencia 
pronunciada  en  una  querella  de  amparo 
si  la  providencia  recaída  en  la  demanda 
fué  noti£cada  por  el  estado  al  deman- 
dado. 

Aceptada  una  causal  de  casación  es 
inoñcioso  pronunciarse  sobre  las  demás. 

Don  José  Planino  Elgueta  expone:  que  se- 
gún el  título  adjunto,  es  concesionario  del 
Fisco  por  la  hijuela  número  14  del  plano  de 

APELACIONES 


Cura-Cautín  y  consta  del  certificado  anotado 
al  pie  de  esa  escritura  que  el  Conservador  de 
Bienes  Raíces  se  negó  á  inscribir  el  título  por- 
que don  Basilio  Soto,  agricultor  de  Cura- 
Cautín,  había  inscrito  primero  una  concesión 
que  del  mismo  predio  había  hecho  el  Fisco  al 
expresado  Soto,  y  que  como  el  título  del  peti- 
cionario es  más  antiguo  y  está  en  posesión 
del  predio  en  referencia  hace  ya  más  de  doce 
años,  insiste  en  que  se  efectúe  la  inscripción 
de  su  título  con  citación  del  señor  Soto,  noti- 
ficándosele de  conformidad  á  lo  estatuido  en 
el  artículo  14Mel  Reglamento  para  el  Conser- 
vador de  Bienes  Raíces. 

Don  Basilio  Soto  se  opone  á  la  referida  ins- 
cripción, dice  que  es  agricultor,  domiciliado 
en  Cura-Cautín  y  que  según  documentos  que 
adjunta,  consta  que  le  compró  al  Fisco  en  re- 
mate público  un  retazo  de  terreno  de  40  hec- 
táreas ubicado  en  Cura-Cautín  y  que  deslin- 
da: Norte,  hijuela  número  9;  Este,  camino 
antiguo  á  Cura-Cautín;  Sur,  hijuela  núme- 
ro 19  de  José  de  la  C.  Sandoval;  y  Oeste, 
hijuela  número  13;  que  consta  de  la  escritura 
de  cancelación  que  también  acompaña,  que  la 
hijuela  número  14  está  libre  de  gravamen  ajj 
Fisco  y  por  consiguiente,  víe»^'»  desde  luego 
en  oponerse  á  li   ^nsrrioc"  '^^ulo  que 

.el.  hijuela 
5     '■    ' 


pretende  hacer  i 
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que  se  trata  fie  inscribir  por  éste  es  de  su  ex  - 
elusivo  dominio,  según  se  comprueba  con  las 
escrituras  públicas  inscritas  y  acompañadas 
T  que  el  demandado  no  es  concesionario  sino 
rematante  de  la  referida  hijuela,  según  puede 
verse  en  la  escritura»  por  manera  que  las  ra- 
zones que  alega  el  demandante  de  hallarse 
en  posesión  del  suelo  y  que  el  Fisco  le  haya 
hecho  concesión  de  él  antes  que  al  demandado, 
son  m  iteriadeun  juiciode  lato  conocimiento. 

Se  citó  á  las  partes  á  comparendo  con  sus 
medios  de  prueba,  y  no  habiéndose  rendido 
probanza  en  el  día  que  se  ñjó  al  efecto  se  las 
citó  para  sentencia. 

El  Juzgado  de  Victoria,  en  16  de  agosto  de 
1906  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  consta  del  certificado  de  inscripción 
que  don  Basilio  Soto  tenía  inscrita  la  pose- 
sión que  se  litiga  desde  el  14  de  abril  de  1904 
y  aparece  notificado  de  la  demanda  ea  18  de 
mayo  último,  transcurriendo  más  de  un  año; 

2^  Que  el  título  de  don  Basilio  Soto  es  de 
19  d?  agosto  dte  1898  y  el  de  don  Planino  El- 
gueta  de  19  de  marz3  de  1904; 

3^  Que  en  mérito  de  lo  expuesto  en  el  con- 
siderando primero,  la  posesión  inscrita  de 
don  Basilio  Soto  ha  durado  más  de  un  año 
completo,  la  que  se  presume  ha  sido  tranquila 
y  no  interrumpida. 

Teniendo  presente,  además,  lo  que  disponen 
los  artículos  1817,  728,  918,  924  y  921  del 
Código  Civil  y  703,  714  y  715  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara:  que  ha  lugar 
á  la  querella  de  amparo,  con  costas,  y  se  re- 
servan sus  acciones  ordinarias  al  querellado 
para  que  las  haga  valer  ccn  arreglo  á  derecho. 
—José  Elias  Riffo. 

Don  José  Planino  Elgueta  dedujo  recurso 
de  casación  en  la  fofvna  contra  esta  senten- 
cia. 

Funda  el  recurso  en  que  tanto  el  decreto 
recaído  en  la  solicitud  de  oposición  á  inscrip- 
ción, cuanto  el  de  citación  para  sentencia  le 
fueron  notificados  por  el  estado,  debiendo  ha- 
berse practicado  personalmente,  conforme  á 
lo  prescrito  en  los  artículos  51  y  705  del  Có- 
digo  de  Procedimiento  Civil. 


Se  ha  faltado,  por  consiguiente,  á  tr.ímhfs 
del  procedimiento  que  son  esenciales,  de acarr 
do  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  966,  hút.?- 
ros  1^  y  6^  del  mismo  Código;  caso  en  qatt> 
procedente  el  recurso  de  casación  en  laíorn:a 
como  lo  establee  el  artículo  941,  número  9'. 
del  Código  de  Procedimiento  Ci?iL 

Concedido  el  recurso, 

La  Corte: 

En  mérito  de  lo  expuesto  y  considerandc; 

1^  Que  en  toda  gestión  judicial  la  primera 
notificación  á  las  partes  ó  personas  á  q'iic.íi 
hayan  de  afectar  sus  resultados,  debe  hacerse 
personalmente,  entregándole  copia  íntegra 
de  la  resolución  y  de  la  solicitud  cuando  íjere 
escrita; 

2^  Que  la  providencia  recaída  en  lademan 
da  de  oposición  á  inscripción  deducida  [or 
don  Basilio  Soto,  le  fué  notificada  al  demás- 
dado  don  José  Planino  Elgueta  por  el  estalo 
no  habiendo  sido,  en  consecuencia,  le^'almr.tc 
emplazado; 

3^  Que  es  causal  de  casación  en  la  lom 
haberse  faltado  á  diligencias  declaradas  esen 
cinles  por  la  lej ;  y 

4*^  Que  aceptada  la  primera  de  las  cau>alf> 
propuestas,  carece  de  objeto  pronunciarse  so- 
bre la  segunda. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad  ccn 
lo  prescrito  en  los  artículos  43,  705,  941.  ca- 
mero 9^,  966,  número  1^  y  959  del  Código  di 
Procedimiento  Civil,  se  declara  haber  lagnrÁ 
la  casación  en  la  forma  deducida  contra  b 
sentencia  de  14  de  agosto  del  corriente  año 
quedando,  en  consecuencia,  invalidada:  j» 
repone  el  proceso  al  estado  de  notificarse  r> 
forma  legal  á  don  Planino  Elgueta  la  pror: 
dencia  de  23  de  mayo  último  recaída  en  el  es- 
crito de  oposición  á  inscripción,  remitiendo» 
el  proceso  para  su  conocimiento  al  tribnDa. 
correspondiente. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Ran:^- 

Navarro  O Excquiel Figaeroa  Lñgos,-p^ 

N.  Parga.—B.  Fuentes  R Ramóa Sararr^J ' 
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Corte  de  Concepción— 8  de  noviembre  de  1906 
Saez  con  Manríquez 

Estado  Civil— Hijo  legrí timo. -Pose- 
sión notoria.— Filiación 

Doctrina:— La  posesión  notoria  del  es- 
tado de  hijo  legítimo  consiste  en  que  los 
padres  lo  hnyan  tratado  como  tal^  pro- 
veyendo á  su  educación  y  establecimiento 
de  un  modo  competente,  y  presentándolo 
en  ese  carácter  á  sus  deudos  y  amigos;  y 
en  que  éstos  y  el  vecindario  de  su  domici- 
lio en  general  le  hayan  reputado  y  reco- 
nocido como  hijo  legitimo  de  tales  padres. 

La  posesión  notoria  del  estado  civil, 
para  servir  de  prueba  de  este  estado,  de- 
be durar  diez  años  continuos  por  lo  me- 
nos. 

No  es  prueba  bastante  de  la  posesión 
notoria  del  estado  civil  de  hijo  legítimo, 
la  declaración  de  testigos  que  no  ptieden 
aseverar  que  la  persona  que  pretende  di' 
cho  estado  haya  vivido  más  de  diez  años 
al  lado  de  sus  padres,  que  se  limitan  á 
decir  que  esapersona  era  tenida  entre  to- 
dos los  que  la  conocían  y  ha  sido  siempre 
considerada  por  sus  relaciones  sociales 
como  hija  legítima  de  tales  padres,  pero 
no  que  éstos  la  hubieran  tratado  como 
hija  legítima  y  la  hubieran  presentado  en 
ese  carácter  á  sus  deudos  y  amigos. 

Don  José  del  Carmen  Saez  se  presentó  ante 
el  Juzgado  de  Arauco  con  la  partida  de  defun- 
ción pidiendo  se  citase  á  Fabriciano  Manrí- 
quez, Abdon^  Liboría  y. María  Melicia  Muñoz, 
esposa  esta  última  del  solicitante,  á  compa- 
rendo con  el  objeto  de  designar  partidor  de 
los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  doña 
Josefa  Cifuentes,  esposa  del  primero  y  madre 
legítima  de  los  tres  últimos. 

Practicadas  con  el  objeto  solicitado  las  no- 
tiñcaciones  de  estilo,  se  presentó  Fabriciano 
Manríquez,  agricultor  y  vecino  de  la  Villa  de 


Carampangue,  oponiéndose  al  comparendo 
solicitado  por  desconocérseles  á  María  Meli- 
cia y  Abdón  Muñoz  el  carácter  de  hijos  legíti- 
mos de  doña  Josefa  Cifuentes  é  ignorar  que  el 
solicitante  Sáez  fuera  casado  l^galmente  con 
la  primera. 

Se  opone,  además,  al  comparendo  pomo  ha- 
ber dejado  doña  Josefa  bienes  de  ninguna 
clase. 

Se  confirió  traslado  y  autos  de  esta  oposi- 
ción á  don  José  del  Carmen  Sáez,  quien  res- 
pondió é  interpuso  demanda  en  representación 
de  su  esposa  María  Melicia  Muñoz,  en  contra 
de  Fabriciano  Manríquez,  Abdón  y  Liboría 
Muñoz,  para  que  se  declarara: 

1^  Que  debe  darse  la  posesión  efectiva  de  la 
herencia  de  doña  Josefa  Cifuentes  á  sus  únicos 
hijos  legítimos  doña  María  Melicia,  don  Ab- 
dón y  doña  Liboría  Muñoz,  en  su  calidad  de 
heredera  abintestato. 

2^  Que  debe  procederse  á  la  partición  de  los 
bienes  de  la  sociedad  conyugal  habida  entre 
doña  Josefa  Cifuentes  y  don  Fabriciano  Man- 
ríquez, nombrándose  al  efecto  el  respectivo 
partidor;  y 

3°  Que  debe  contarse  entre  los  bienes  de  la 
masa  partible  el  retazo  de  terreno  denomina- 
do Chacayes,  incluso  lo  edificado  y  plantado, 
comprendido  dentro  de  los  deslindes  que  ex- 
presa. 

Fundando  su  demanda  expone:  que  doña 
Josefa  Cifuentes  fué  casada  en  primeras  nup- 
cias con  don  Esteban  Muñoz,  teniendo  como 
hijos  legítimos  á  doña  María  Melicia,  don 
Abdon  y  doña  Liboría  Muñoz. 

Que  en  segunda  nupcias  la  expresada  señora 
Cifuentes  contrajo  matrimonio  con  don  Fa- 
briciano Manríquez  y  no  tuvo  sucesión. 

Que  el  terreno  Chacayes  fué  adquirido  por 
don  Esteban  Muñoz  durante  su  matrimonio 
con  doña  Josefa  Cifuentes,  en  virtud  de  com- 
pra que  le  hizo  á  Pabla  Lepicheo  hace  más  de 
treinta  y  cinco  años,  habiéndolo  poseído  en 
esa  condición  hasta  su  fallecimiento  y  habien- 
do quedado  en  poder  de  su  viuda,  señora  Ci- 
fuentes, á  cuyo  nombre  lo  ha  poseído  don  Fa- 
briciano Manríquez  después  de  su  matrimonio 
con  ella. 

Que  probará  el  estado  civil  de  hija  legítima 
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de  su  esposa  María  Melicia  por  la  posesión 
notoría  de  ese  estado. 

Que  su  esposa,  así  como  los  dos  hermanos 
nombrados,  vivieron  durarte  muchos  años  al 
lado  de  su  padre,  siendo  educados  y  conside- 
randos como  tales  hijos  en  el  concepto  general. 
Que  para  probar  su  matrimonio  con  doña 
María  Melicia  acompaña  una  copia  certifica' 
da  la  respectiva  partida. 

Agrega  que  los  tres  demandados  son  agrí- 
cultores,  residen  en  la  tercera  subdelegación 
de  este  departamento  y  que  él  tiene  su  domi- 
cilio en  la  misma  subdelegación  y  es  también 
agricultor. 

Don  Fabriciano  Manríquez,  contestando  la 
demanda  por  su  parte,  expone:  que  se  debe  de. 
sechar  la  demanda,  con  costas. 

Que  se  ignora  y  aun  se  afirma  que  no  son 
hijos  legítimos  de  doña  Josefa  Cifaentes,  doña 
Melicia  y  don  Abdón  Muñoz. 

Que  su  mandante  no  tiene  inconveniente  en 
que  se  partan  los  bienes  de  la  sociedad  conyu- 
gal entre  los  herederos  con  legítimos  derechos. 
Que  tiene  instrucciones  para  manifestar  que 
no  debe  partirse  el  fundo  Chacayes  porque 
hace  apenas  dos  meses  que  su  mandante  lo 
adquirió  por  la  prescripción  extraordinaria 
de  treinta  años,  pues  lo  posee  desde  julio  de 
1873. 

Que  la  adquisición  la  ha  hecho  después  del  fa- 
llecimiento de  doña  Josefa  Cifuentes  y,  por  lo 
tanto,  no  puede  formar  parte  del  haber  con- 
yugal, ni  mucho  menos  puede  corresponder  á 
la  expresada  señora  Josefa  por  otro  título. 

Don  Abdón  Muñoz,  contestando  por  su 
parte,  dice:  que  estima  fundada  la  demanda  y 
ja  acepta  en  todas  sus  partes,  reproduciendo 
lo  expuesto  en  el  escrito  de  demanda. 

En  rebeldía  de  doña  Liboria  Muñoz,  se  dio 
por  contestada  la  demanda  por  su  parte  y  se 
confirió  traslado  para  replicar. 

Seguida  la  causa  por  todos  sus  trámites,  el 
juez  de  Arauco  con  fecha  7 de  febrero  de  1905, 
resolvió: 

Considerando: 
1*^  Que  se  han  acompañado  por  parte  de 
don  José  del  Carmen  Sáez  las  partidas  de  ma- 
trimonio de  los  padres  de  su  esposa  y  de  bau- 
tismo de  ésta; 
2^  Que  en  virtud  del  certificado,  pudiera  ad- 


mitirse como  prueba  la  posesión  Dotoriace 
hija  legítima  de  la  mujer  del  demandante,  res- 
pecto de  don  Esteban  Muñoz  y  de  doña  Josefa 
Cifuentes; 

3^  Que  la  posesión  notoria  de  hijo  Icgítiino 
consiste  en  que  los  padres  lo  hayan  tratado 
como  tal,  proveyendo  á  su  educación  y  esta- 
blecimiento de  un  modo  competente,}- presea- 
tándolo  en  ese  carácter  á  sus  deudos  y  ami- 
gos; y  en  que  éstos  y  el  vecindario  de  su  doír 
cilio,  en  general,  le  hayan  reputado  vrecoc- 
cido  como  hijo  legítimo  de  tales  padres: 

4^  Que  la  posesión  notoria  del  estado  dril 
debe  durar  diez  años  continuos  por  lo  menos 
y,  según  lo  expone  el  demandante,  su  majer 
vivió  al  lado  de  sus  padres  hasta  el  día  de  so 
matrimonio,  10  de  agosto  de  1856,  velos 
llegaron  aquí  el  año  1851,  de  modo  qoe  los 
testigos  presentados  no  pueden  aseverar  qcc 
haya  vivido  más  de  diez  años  alladoíks:a 
padres  y  que  éstos  la  hayan  tratado  dnríini? 
ese  tiempo  como  hija  legítima; 

5*^  Que  lo  único  que  se  ha  acreditado  al  te- 
nor d|  la  primera  pregunta  de  la  minuta  es 
que  la  esposa  del  demandante  era  tenida  en- 
tre todos  los  que  la  conocían  y  ha  sido  siem- 
pre considerada  por  sus  relaciones  sotiales 
como  hija  legítima  de  don  Esteban  Muiíozr 
Josefa  Cifuentes,  pero  no  que  éstos  la  hubír 
ran  tratado  como  hija  legítima  y  la  hubiersi: 
presentado  en  ese  carácter  á  sus  deudos  y 
amigos; 

6^  Que  la  circunstancia  de  haber  nacido  an- 
tes de  la  vigencia  del  Código  Civil  la  mujer 
del  demandado  no  sirve  de  nada  á  su  favor. 
pues  no  se  ha  acreditado  el  matrimonio  ie 
don  Esteban  Muñoz  con  doña  Josefa  Cifnea- 
tes,  ni  siquiera  que  la  expresada  María  Meli- 
cia hubiera  sido  hija  legítima  de  ellos,  lo  q« 
es  necesario,  según  las  leyes  2*  título  6-, libro 
3^  del  Fuero  Real  y  1*,  título  13,  Partida  4^ 
7^  Que  por  parte  de  los  demandados  no  hay 
inconveniente  en  que  se  proceda  á  dividir  iC* 
bienes  quedados  al  fallecimiento  de  doña  Jose- 
fa Cifuentes  entre  sus  herederos  legítimo?; 

8^  Que  con  mejor  prueba  de  testigos  se  h* 
acreditado  por  parte  del  demandante  qa<  ^1 
fundo  Chacayes  es  de  propiedad  de  doñaJos^ 
fa  Cifuentes  y  que  Fabriciano  Manríquez  io 
ha  poseído  á  nombre  de  su  mujer. 
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En  esta  virtud  y  visto  además  lo  dispuesto 
en  los  artículos  305,  309.  311,  312,  313,  700. 
714,  719,  1698  y  2492  del  Código  Civil  y  151 
Y  374  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
Se  declara: 

19  Qieno  ha  lugar  á  la  primera  petición 
contenida  en  el  escrito  de  demanda; 

2^  Que  ha  lugir  á  las  peticiones  2*  y  3*  y, 
por^o  tanto,  que  no  ha  lugar  á  la  prescrip- 
ción alegada  por  el  demandado  Fabriciano 
Manríquez,  sin  eos tas.-i4 //reí/o  RondaneW. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Aceptando  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia apelada  de  9  de  febrero  de  1905,  te- 
niendo presente  en  lugar  de  los  considerandos 
7^  Y  89,  que  no  dándose  lugar  á  la  primera 
petición  de  la  demanda,  no  pueden  aceptarse 
las  peticiones  2*  y  3*  de  la  misma,  por  cuan- 
to ellas  no  se  habrían  ventilado  entre  legíti- 
mos contradictores;  eliminando  las  citas  del 
Código  Civil  correspondientes  á  los  expresa 
dos  considerandos;  y  de  conformidad  además- 
con  lo  prescrito  en  el  artículo  949  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  se  confirma  la  re- 
ferida sentencia,  con  declaración  de  que  se 
suspenden,  como  se  solicita  en  el  escrito  de 
expresión  de  agravios  los  efectos  de  dicha 
sentencia  en  cuanto  da  lugar  á  las  menciona- 
das peticiones  2*  y  3*  de  la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Cruz,  quien  estuvo  por  confirmar  la  aludida 
sentencia  con  declaración  de  que  también  ha  lu- 
gar al  primer  punto  de  la  demanda  por  lo  que 
respecta  á  doña  María  Melicia  Muñoz,  por  es- 
timar que  ésta  ha^^dejado  establecido  con  la 
prueba  documental  y  testimonial  rendida  en 
autos,  su  calidad  de  hija  legítima  de  don  Es- 
teban Muñoz  y  de  doña  Josefa  Cifuentes— /u- 
lio  Zenteno  B.— Manuel  Rodríguez  C.—Lais 
David  Crux.^J.  Guillermo  Mac-Kay. 


Corte  de  Concepción 19  de  noviembre 

de  1906 

Hernández  con  Eguiluz 

Exclusión  electoral.— Registro.— 
Prefecto  de  policía 

Doctrina:— En  conformidad  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  26  número  6^  de  la 
Ley  de  Elecciones,  debe  ser  excluido  de 
^os  registros  electorales  la  persona  que 
desempeña  el  puesto  de  Prefecto  de  Poli- 
cía,  pues  presta  un  servicio  rentado  (1). 

Don  Ángel  C.  Hernández  se  presentó  pidien- 
do la  exclusión  de  los  Registros  Electorales 
del  Prefecto  de  Policía  de  esta  ciudad  don  Pe 
dro  N.  Eguiluz,  por  estimar  que  estaba  inha 
bilitado  para  inscribirle  en  virtud  del  artícu- 
lo 26,  número  6^  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Llamado  á  declarar  don  Pedro  N.  Eguiluz, 
dijo  que  era  efectivo  que  se  inscribió  en  los  Re- 
gistros Electorales,  por  estimar  que  la  ley  no 
se  lo  prohibía  por  cuanto  la  disposición  legal 
citada  no  comprende  á  los  jefes  superiores  si- 
no á  los  individuos  enrolados,  tal  como  ocu- 
rre en  el  Ejército. 

Pasados  los  antecedentes  en  vista  al  señor 
Promotor  Fiscal,  este  funcionario  opinó  por 
que  se  diera  lugar  á  la  exclusión  solicitada. 

El  Juzgado  con  fecha  13  de  noviembre  de 
1906,  resolvió: 

Teniendo  presente  que  la  disposición  conte- 
nida en  el  artículo  26,  número  6^,  de  la  I^y 
de  Elecciones  no  se  refiere  á  los  jefes  superio- 
res de  las  policías,  los  cuales  no  se  enrolan  en 
ellas  sino  que  obtienen  nombramiento  de  S.E. 
el  Presidente  de  la  República. 

De  conformidad  con  la  disposición  legal  ci- 
tada, se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  exclu- 
sión de  los  Registros  Electorales  del  Prefecto 
de  Policía  de  esta  ciudad,  don  Pedro  N.  Egui- 
luz, pedida  por  don  Ángel  C.  Hernández. 
Anótese  y  consúltese,  debiendo  certificar  el 


(1)  Yéase  doctrina  coutraria  de  la  Corte  de  Val- 
para  í.- o,  sentencia  de  18  de  noviembre  dé  1903,  año 
1.0^  II  Parte,  pág.  237  de  ^sU  R^vist». 
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Secretario  acerca  de  la  causa  del  retardo  de 
esta  resolución. — Francisco  S.  Bustos. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  y  teniendo  en  con- 
sideración que  don  Pedro  N.  Eguiluz  desem- 
peña el  puesto  rentado  de  Prefecto  en  la  Poli- 
cía de  Talcahuano,  y  de  conformidad  con  lo 
prescrito  en  el  número  6*^  del  artículo  26  de  la 
ley  de  20  de  agosto  de  1890,  se  revoca  la  men- 
cionada sentencia  de  13  de  noviembre  del  pre- 
sente año,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la  ex- 
clusión de  los  Registros  Electorales  del  men- 
cionado don  Pedro  N.  Eguiluz,  solicitada  en 
el  escrito.  —  Exequiel  Figucroa  Lagos.  —E. 
Fuentes  R Ramón  Navarro  O. 


Corte  de  Tacna.—l?  de  octubre  de  1906 
Santiago  Lazo  y  otros 

Mina.  -  Manifestación  —Oompetenoia. 
Causa  de  haoienda.— Pisoo.— Desou- 
bridor. 

Doctrina:— Fuera  de  las  minas  cuya 
explotación  se  reserva  el  Estad  o  y  no  tie- 
ne el  Fisco  interés  especial  en  ninguna, 
ni  siquiera  por  la  falta  de  pago  de  la  pa- 
tente, porque  esta  omisión  solo  trae  co- 
mo resultado  la  pérdida  de  la  mina  en 
fayor  de  otro  particular  que  la  solicite, 
y  si  nadie  la  solicita,  la  patente  se  pierde 
para  el  Estado. 

En  consecuencia,  tratándose  en  el  Jui- 
cio de  la  manifestación  de  una  mina  de 
fierro,  no  puede  estimarse  ese  juicio  co- 
mo causa  de  hacienda  y  no  procede  por 
tanto  la  aplicación  del  artículo  5^  de  la 
ley  de  28  de  agosto  de  1902  que  establece 


que  el  conocimiento  de  esas  causas  co- 
rresponde á  la  Corte  de  Apelaciones  á 
Santiago. 

Es  de  rigor  que  cada  descubridor  se 
presente  separadamente  y  en  la  fontu 
prescrita  en  el  articulo  29  del  Código  de 
Minería,  esto  es,  expresando  su  nombre 
y  el  Je  sus  compañeros  si  ¡os  tuviere,  las 
señales  más  individuales  y  característi- 
cas del  sitio  donde  se  encuentra  la  cata, 
pozo  ó  labor  en  que  se  halló  el  mineral 
la  designación  de  su  especie,  el  nombn 
que  quiere  dar  á  cada  ana  de  Iás  tres 
pertenencias  á  que  tienen  derecho  ría 
extensión,  expresada  en  hectáreas,  qvc 
desea  comprenda  cada  pertenencia. 

En  consecuencia,  es  inaceptable  k 
presentación ^por  medio  de  una  sola  ma- 
nifestación de  trescientos  descubridores 
que  afirman  haber  descubierto  minerales 
de  hierro,  y  piden  cada  uno  de  ellos  tres 
pertenencias  de  cinco  hectáreas  cada  uoa, 
sin  indicar  ni  siquiera  someramestte  ¡os 
deslindes  de  cada  pertenencia  6  sa^  se- 
ñales características. 

Don  Santiago  Lazo,  por  sí  y  en  representa- 
ción de  doscientas  noventa  y  nuc7C  personas 
se  presentó  ante  el  Juzgado  de  Letras  de  Ad- 
tofagasta,  haciendo  manifestación  de  minas 
de  hierro. 

En  su  solicitud  dice:  que  en  Aguas  Blan- 
cas, hacia  el  Sureste,  más  ó  menos  á  cuatro 
ó  cinco  leguas  desde  la  oñcina  "Florwcia ' 
y  en  la  dirección  ya  indicada  existe  ona  ex- 
tensión de  terrenos,  cuyos  deslindes  genera- 
les son:  al  Norte,  la  aguada  de  ProTÍdencia: 
al  Este,  cerros  de  Varas  y  cordillera  Domer- 
ko;  al  Sur,  con  los  límites  del  departamento 
de  Taltal,  en  la  dirección  de  Cachina!;  y  al 
Oeste,  con  sierra  El  Dorado  y  pampa. 

En  estos  terrenos  y  en  toda  su  cxtensióc 
que  debe  considerarse  como  cerro  virgen, 
han  descubierto  él  y  sus  mandantes  minera- 
les de  hierro  que  se  presentan  en  forma  de 
mantos  y   cuj'a  explotación   quieren  hacer. 
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adquiriendo   al   efecto    las  pertenencias  que 
les  concede  la  ley. 

Estas  pertenencias  son.  tres  para  cada  uno 
de  los  manifestantes  y  cada  pertenencia  de 
cinco  hectáreas. 

En  consecuencia,  hace  esta  manifestación 
en  su  nombre  y  en  el  de  sus  mandantes,  pi- 
diendo pa.ra  cada  uno  de  los  manifestantes 
tres  pertenencias  de  cinco  hectáreas  que  de- 
nominan "Domingo  Santa  María  1",  "Do- 
mingo Santa  María  2'\  "Domingo  Santa 
María  3"  y  así  sucesivamente  hasta  "Domin- 
go Santa  María  900",  con  lo  que  se  enteran 
las  pertenencias  á  que  tienen  derecho. 

Esta  solicitud  en  lugar  de  ser  proveída  di- 
rectamente, se  pasó  en  vista  al  Promotor 
Fiscal  y  este  funcionario,  dictaminando,  es 
de  parecer  que  no  se  ajusta  á  las  prescrip- 
ciones contenidas  en  el  artículo  29  del  Có- 
digo de  Minería,  porque  al  decir  este  artícu- 
lo que  el  descubridor,  al  hacer  su  manifes- 
tación, deberá  expresar  su  nombre  y  el  de 
sus  compañeros,  si  los  tuviere,  debe  enten- 
derse que  es  por  cada  descubrimiento,  por 
cada  una  de  las  tres  pertenencias  á  que  tiene 
derecho. 

Es  claro  que  en  estas  tres  pertenencias 
pueden  figurar  cuantas  personas  quiera  el 
descubridor,  porque  la  ley  no  se  lo  prohibe. 
Pero  no  es  lo  mismo  que  un  gran  número 
de  personas  pidan  en  conjunto  novecientas 
pertenencias  como  descubridores  sin  las  in- 
dicaciones que  previamente  establece  para 
hacerlo  el  citado  artículo  29. 

Xo  es  posible  aceptar  que  las  novecientas 
pertenencias  que  se  solicitan  en  cada  mani- 
festación  tengan  las  mismas  señales  indivi- 
duales y  características. 

Además,  continúa  el  Promotor,  el  artículo 
30  del  citado  Código  establece  que  el  descu- 
bridor en  cerro  virgen  es  el  único  que  tiene 
derecho  á  pedir  pertenencias  dentro  del  radio 
de  cinco  kilómetros. 

Las  actuales  pertenencias  no  lo  son  todas 
en  cerro  virgen  y  abarcan  mucha  mayor  ex- 
tensión de  terreno  que  las  que  les  correspon- 
den con  arreglo  á  la  ley. 

Por  las  consideraciones  expuestas,  el  Pro- 
motor es  de  parecer  que  se   devuelva  al  pe- 


ticionario la  solicitud  para  que  la  presente 
en  forma. 

Con  este  dictamen  el  Juzgado  dictó  la  si- 
guiente resolución: 

Antofagasta,  20  de  abril  de  1906.— Vistos: 
con  lo  dictaminado  por  el  señor  Promotor 
Fiscal,  y  teniendo  presente  lo  expuesto  por 
este  funcionario  en  la  vista  que  precede  y  ade- 
más que  no  se  puede  pedir  más  de  tres  per- 
tenencias por  una  misma  presentación,  que 
es  el  máximum  que  la  ley  concede  al  denun- 
ciante, y  que  al  admitirlas  en  la  forma  que 
se  solii-ita,  se  defraudarán  los  intereses  del 
Fisco  por  el  impuesto  de  papel  sellado,  se 
declara  que  deben  devolverse  al  interesado 
ó  interesados  las  solicitudes  á  que  se  refiere 
la  vista  fiscal,  á  fin  de  que  se  presenten  con 
arreglo  á  derecho.— F.  Herrera  V. 

Apelado  este  fallo  y  antes  de  elevarse  los 
autos,  se  suscitó  un  incidente  por  el  apelante 
á  fin  de  que  se  declarara  que  el  Tribunal  com- 
petente para  conocer  de  la  apelación  era  la 
Ilustrísima  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago. 

Este  incidente,  después  de  oírse  también  al 
Promotor  Fiscal,  fué  fallado  en  sentido  ne- 
gativo á  la  petición  que  lo  motivó  y  esta 
resolución  fué  también  apelada,  por  parte  del 
señor  Lazo. 

Previo  informe  de  su  Fiscal  sobre  la  cues- 
tión previa  de  competencia. 

La  Oorte  resolvió: 

Considerando  respecto  de  la  competencia 
de  este  Tribunal: 

1^  Que  el  artículo  591  del  Código  Civil, 
que  es  el  fundamento  de  toda  la  legislación 
minera,  establece  el  principio  de  que  el  Estado 
es  dueño  de  todas  las  minas,  pero  concede 
á  los  particulares  la  facultad  de  catar  y  ca- 
var en  tierras  de  cualquier  dominio  para  bus- 
car las  minas,  la  de  labrarlas  y  beneficiarlas 
y  la  de  disponer  de  ellas  como  dueños; 

2^  Que  de  este  principio  se  deduce  que  el  Es- 
tado, dueño  originario  de  las  minas,  se  des- 
prende de  su  dominio  en  favor  de  los  particu- 
lares que  las  descubren  y  quieren  explotarlas, 
llegando  á  ser  éstos  los  verdaderos  dueños, 
que  no  pueden  ser  privados  de  su  propiedad 
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sino  en  los  casos  y  por  los  medios  expresa- 
mente indicados  en  el  Código  de  Minería; 

3^  Que  esta  regla  no  tiene  más  excepción 
que  respecto  de  las  minas  de  carbón  y  demás 
fósiles  no  comprendidos  en  el  inciso  1^  del  ar- 
ticulo 2^  del  Código  de  Minería,  las  que  ceden 
al  dueño  del  suelo  y  respecto  de  las  guaneras, 
salitreras  y  sales  amoniacales  análogas,  cuya 
explotación  se  reserva  el  Estado; 

4*^  Que,  en  consecuencia,  fuera  de  las  minas 
cuya  explotación  se  reserva  el  Estado,  no  tie- 
ne el  Fisco  interés  especial  en  ning<ina,  ni  si- 
quiera por  la  falta  de  pago  de  la  patente,  por- 
que esta  omisión  sólo  trae  como  resultado  la 
pérdida  de  la  mina  en  favor  de  otro  particu- 
lar que  I4  solicite,  y  si  nadie  la  solicita,  la  pa" 
tente  se  pierde  para  el  Estado; 

5^  Que  no  teniendo  el  Fisco,  como  queda 
demostrado,  interés  directo  en  las  minas,  no 
procede  la  aplicación  del  artículo  5*^  de  la  ley 
de  28  de  agosto  de  1902  que  establece  que  el 
conocimiento  de  las  causas  de  hacienda  co- 
rresponde á  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago; 

6^  Que  la  cuestión  relativa  al  papel  sellado 
de  que  se  ha  hecho  uso  en  la  manifestación  de 
los  señores  Lazo  y  compartes,  es  meramente 
accidental,  porque  la  dominante  es  la  de  esta- 
blecer cómo  debe  constituirse  en  el  caso  de 
que  se  trata  la  propiedad  minera,  y  esta  cues- 
tión debe  resolverse  con  arreglo  al  Código  de 
Minería,  que  es  el  llamado  á  fijar  los  requisi- 
tos y  reglas  que  deben  precederla,  como  lo 
dispone  el  artículo  591  del  Código  Civil  antes 
citado. 

Considerando  respecto  del  fondo  de  la  cues- 
tión: 

7^  Que  el  artículo  29  del  Código  de  Minería 
dispone  textualmente  lo  que  sigue: 

**E1  descubridor  de  mina  debe  hacer  la  ma- 
nifestación de  su  hallazgo  ante  el  Juez  Letra- 
do del  departamento  ó  ante  el  Alcalde  que 
ejerciere  las  funciones  de  tal. 

**A1  hacerlo,  deberá  expresar  su  nombre  y 
el  de  sus  compañeros,  si  los  tuviere,  las  seña- 
les más  individuales  y  características  del  sitio 
donde  se  encuentra  la  cata,  pozo  ó  labor  en 
que  se  halló  el  mineral,  la  designación  de  su 
especie,  el  nombre  que  quiera  dar  á  cada  una 


de  las  tres  pertenencias  á  que  tienen  dercch: 
la  extensión  expresada  en  hectáreas  que  desea 
comprenda  cada  pertenencia. 

"Dvíberá  expresar  también  si  es  descubrid r 
en  cerro  virgen  ó  en  cerro  conocido. 

''Estas  pertenencias  deberán  registrara  j 
denunciarse  separadamente." 

8^  Que  no  cabe  interpretación  ante  el  texto 
expreso  del  inciso  1^  del  artículo  transcrito: 

* 'El  descubridor  de  mina  debe  hacer  la  ma- 
nifestación de  su  hallazgo",  por consiguintc 
si  se  presentan  veinte,  treinta  ó  cien  descobn- 
dores  de  minas  deben  hacerse  veinte,  treinta 
ó  cien  manifestaciones  distintas  y  todas  elh? 
con  las  indicaciones  que  previene  el  inciso  2* 

9^  Que  la  razón  de  la  ley  es  clara.  Cada  Jf*- 
cubrídor  va  á  constituir  una  propiedad  mi- 
nera distinta  que  no  ha  de  querer  que  se  con- 
funda con  la  de  otro,  ya  que  va á entrar:- 
formar  parte  de  su  peculio  y  con  el  fin  de  p> 
der  disponer  de  ella  de  la  misma  manera  q-e 
de  los  demás  bienes  raíces,  según  los  términ"- 
del  ari  Kilo  60  del  Código  de  Minería.  Prr 
eso,  para  í|iic  el  minero  tenga  título  definiti- 
vo, es  necesario  que  preceda  la  demarcadí'n 
de  su  mina  en  la  forma  prescrita  eneltusí^ 
6^  del  citado  Código,  sin  perjuicio  de  la  iV 
marcación  de  cada  pertenencia,  sihubierepe- 
dido  más  de  una; 

10.  Que  en  el  caso  actual  se  han  preséntalo 
por  medio  de  una  sola  manifestación  trescico- 
tos  descubridores  que  afirman  haber  descu- 
bierto minerales  de  hierro  y  piden  cada  aro 
de  ellos  tres  pertenencias  de  cinco  hectáreas 
cada  una,  sin  indicar  ni  siquiera  someramr.- 
te  los  deslindes  de  cada  pertenencia  6  sus  se- 
ñales características;  de  manera  qne,en  vpr. 
trescientos  descubridores  constituyen  una 
sola  propiedad  minera; 

11.  Que  esta  manera  de  constituir  la  pro- 
piedad minera  no  sólo  contraría  el  texto  ex- 
preso de  la  ley,  como  antes  se  ha  manifestad» 
sino  su  espíritu,  porque  el  deseo  y  basta  el 
precepto  de  la  ley  es  que  las  pertenencias  y 
hasta  las  posesiones  de  las  minas  estén  encar- 
gadas y  sean  trabajadas  por  distintas  perso 
ñas,  que  den  á  cada  una  de  ellas  el  major 
vuelo  y  progreso  posibles.  Esta  interpretación 
se  deduce  del  artículo  24  del  Código  de  Mio^ 
ría; 
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12.  Que,  en  consecuencia,  es  de  rigor  que 
cada  descubridor  se  presente  separadamente 
y  en  la  forma  prescrita  en  el  ya  citado  artículo 
29  del  Código  de  Minería. 

Por  estas  consideraciones,  se  declara  que 
este  Tribunal  es  competente  para  conocer  de 
la  apelación  pendiente,  y  que  se  confirma  el 
auto  apelado  de  20  de  abril  último. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña.-P.  Roberto  Vei^a.—E.  Barros.^B.  Cis- 
ternas Peña. — M,  A,  QuirelL^W,  Larrain. 


Corte  de  la  Serena.— 16  de  noviembre  de  1906 
Nuñez  con  del  Canto  v.  de  Nuñez  y  otras 

Asignatarios  á  título  universal.—  He- 
redero.  -  Cónyuge  sobreviviente.— 
Popolón  conyugal.— Sociedad  con- 
yugal.—Testamento.— Desudas  testa- 
mentarias —  Principio  de  prueba 
por  escrito.— Cotejo  de  firmas. 

Doctrina: — Los  asignatarios  á  título 
universal  son  herederos  y  representan 
al  testador  para  sucederle  en  todos  sus 
derechos  y  obligaciones  trasmisiblcSy 

El  cónyuge  á  quien  por  cuenta  de  por 
ción  conyugal  ha  cabido,  á  título  uni- 
versal, alguna  parte  en  la  sucesión  del 
difunto  es  responsable  á  prorrata  de  esa 
parte,  como  los  herederos  por  sus  res- 
pectivas cuotas,  y  las  deudas  heredita- 
rias se  dividen  también  á  prorrata  de 
sus  cuotas . 

La  sociedad  conyugal  es  obligada  al 
P^go  de  las  deudas  y  obligaciones  con- 
traídas durante  el  matrimonio  por  uno 
^c  los  cónyuges  y  que  no  lueren  perso- 
nales de  éste. 

La  deuda  confesada  en  el  testamento 
<^ebe  darse  por  legalmente  establecida  si 


hay  de  ella,  además,   un  principio   de 
prueba  por  escrito. 

Si  el  documento  en  que  consta  la  obli- 
gación corresponde  exactamente  á  las 
anotaciones  de  un  cuaderno  del  deudor 
cuya  autentldad  es  evidente  y  si,  ade- 
más los  peritos  informan  que  la  letra  de 
dicho  documento  es  igual  á  la  de  las  fir- 
mas auténticas  del  deudor  con  las  cua- 
les lo  han  cotejado,  el  expresado  docu- 
mento constituye  un  principio  de  prueba 
por  escrito,  pues  es  un  acto  escrito  del 
demandado  ó  su  causante  que  hace  per- 
fectamente verosímil  el  hecho  litigioso 
constante  del  testamento. 

Don  Domingo  Núñez  C,  demandando  ex- 
pone: 

La  testamentaría  de  don  Daniel  Núñex  Ca- 
rabantes  me  adeuda  la  sum  a  de  $  6.000  é  in- 
tereses respectivos  al  8%  anual,  desde  el  día 
I.*'  de  enero  de  1902;  todo  lo  cual  se  comprue- 
ba por  lo  que  se  declara  por  el  expresado  don 
Daniel  Núñez  Carabantes  en  el  testamento  y 
documento  que  acompaño. 

La  testamentería  deudora  está  representa- 
da por  don  \  Ana  María  del  Canto,  co  mo 
cónyuge  sobreviviente  y  por  los  herederos 
instituidos  en  la  cláusula  6*  del  testamento: 
doña  Ana,  doña  Rosa  y  doña  Rosario  Nú  ñez. 
Las  gestiones  privadas  que  he  hecho  para 
el  pago  de  la  cantidad  que  se  me  adeuda  han 
sido  del  todo  inútiles,  por  cuanto  la  señora 
del  Canto,  mal  aconsejada  por  el  consultor 
que  ha  elegido,  se  niega  sin  fundamento  algu- 
no atendible  á  efectuar  el  pago  de  este  cré- 
dito. 

Por  esta  circunstancia  y  aún  cuando  por 
mi  parte  no  deseo  entrar  en  pleitos  con  nadie, 
me  veo  obligado  á  solicitar  judicialmente  el 
pago  del  crédito  en  referencia,  entablando 
con  este  objeto  formal  demanda  contra  doña 
Ana  María  del  Canto  v.  de  Núñez,  doña  Ana, 
doña  Rosa  y  doña  Rosario  Núñez  C. 

Termina  pidiendo  que  se  declare  á  su  tiem  - 
po,  todo  conforme  se  establece  en  los  docu- 
mentos que  acompaña,  que  las  personas  de- 
mandadas que  representan  la  testamentaría 
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de  don  Daniel  Núñez  C,  están  obligadas  á 
pagarle  dentro  de  tercero  día,  la  cantidad  de 
$  6,000  y  sus  intereses  al  8%  anual,  desde  el 
día  1^  de  enero  de  1902,  y  las  costas  del 
juicio. 

Toña  Ana,  doña  Rosa  y  doña  Rosario  Nú- 
ñez contestan  por  su  parte  aceptando  la  de- 
manda y  la  efectividad  de  los  hechos  en  que 
se  funda. 

Don  Aurelio  del    Rio,    contestando    como 
mandatario  de  la  otra  demandada,  doña  Ana 
María  del  Canto  v.  de  Núñez,  pide  se  deseche 
.  la  demanda,  con  costas. 

Dice:  **se  apoya  el  demandante  en  la  cláusu- 
la cuarta  del  testamento  de  don  Daniel  Núñez 
y  en  el  papel  ó  recorte  que  acompaña  á  su  de- 
manda, al  que  da  el  nombre  de  documento. 

"Dicha  cláusula  testamentaria  no  puede 
servir  de  prueba  al  demandante,  en  virtud  de 
lo  prescrito  por  el  artículo  1133  del  Código 
Civil. 

**Y  sería  inútil  pretender  que  el  papel  acom- 
pañado á  la  demanda  sirviera  de  principio  de 
prueba  por  escrito,  porque  mi  parte  niega  la 
autenticidad  de  ese  papel  y  la  deuda  que  con 
él  se  pretende  establecer. 

**S\  se  examina  un  segundo  el  documento 
acompañado  á  la  demanda,  necesariamente 
se  comprenderá  hasta  que  punto  es  inverosí- 
mil que  un  abogado  y  además  de  eso  notario» 
haya  admitido  en  resguardo  de  un  crédito 
por  la  no  despreciable  suma  de  $  6.000,  un 
pagaré  otorgado  en  forma  tan  original." 

En  la  réplica,  el   demandante  sostiene  que 
su  crédito  está  perfectamente  comprobado, 
pues  está  reconocido  por  una  parte  de  los  de- 
mandados y,  además,  el  documento  privado 
que  acompaña  es  auténtico  y  debe  tenerse 
como  tal  en  virtud  del  reconocimiento  conté" 
nido  en  la  cláusula   cuarta  del  testamento, 
conforme  á  lo  establecido  en  el  artículo  335 
número  2^,  del  Código  de  Procedimiento;  que 
por  otra  parte,  y  sólo  á  mayor  abundamiento, 
solicitará  el  cotejo  de  dichos  documentos  con 
las  firmas  colocadas  por  el  deudor  en  instru- 
mentos públicos;  que  si  ese  documento  no  está 
estendido  en  la  forma  ordinaria  de  los  paga- 
rées,  esto  se  debe  á  la  confianza  ilimitada  que 
existía  entre  ambos  hermanos,  no  habiendo- 
exigido  jamás  resguardo  alguno  á  don  Da- 


niel, quien  sólo  por  exceso  de  honradez  tsa'\ 
bió  el  documento  aludido,  et  cual  en  todo  cuo 
está  en  mejor  condición  que  los  simples  par« 
les  de  que  habla  el  artículo  1704  del  Q'k:;' 
Civil. 

Duplicando,  las  señoritas  Núñez,  sostiecr 
también  que  está  suficientemente  probni:  t 
crédito  del  demandante. 

Duplicando  por  su  parte  el  mandatario  i!e 
la  señora  viuda  de  Núñez,  reproduce  vi  ante 
rior  argumentación,  fundada  en  el  ariícu!.» 
1133  del  Código  Civil  y  agrega:  "Por  otn 
parte,  es  elemental  en  derecho  que  nadie  pe- 
de contraer  obligaciones  en  virtud  de  actos 
de  terceros  en  que  no  ha  intervenido  ni  ir: 
rectamente;  de  modo  que  la  confesión  de  i '« 
demás  demandadas  les  afectará  á  ellas,  per^ 
á  mi  parte  nó. 

**En  cuanto  al  documento,  subsisten  tolas 
las  circunstancias  que  lo  hacen  inaceptable 
como  prueba;  pues  aun  suponiendo  por  ci 
momento  que  la  firma  que  en  él  aparece  sea 
la  firma  de  don  Daniel  Núñez,  salta  á  h  risti 
que  ese  papel  es  un  recorte  de  otro  en  el  qní 
había  algo  más  escrito  y  del  que  se  ha  sacado 
la  parte  que  el  demandante  creyó  coiiTecirlc 

"¿Por  qué  estos  manejos? 

**¿Por  qué  el  demandante  ha  ocultado,  cer- 
cenándolo, lo  que  estaba  escrito  en  el  ic$to 
del  papel?" 

Se  ordenó  acompañar  minutas  de  prueba  y 
listas  de  testigos  y  no  habiéndose  presenta: j 
por  ninguna  de  las  partes,  á  petición  de  la  se- 
ñora viuda  de  Núñez  se  mandaron  entregar 
los  autos  para  alegar,  y  evacuados  los  akp 
tos  y  practicado  el  cotejo  de  letras  de  queda 
cuenta  la  diligencia,  se  citó  para  sentencia. 

El  juzgado  de  la  Serena,  con  fecha  2>  Je 
enero  de  1906,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  en  el  testamento  acompañado  á -i 
demanda,  don  Daniel  Núnez  instituje  ees;: 
sus  únicos  herederos  á  sus  tres  hermanas,  c^ 
modo  que  no  habiéndose  reformado  el  test:.' 
mentó  para  que  se  dé  ó  integre  la  porci':: 
conyugal  á  la  viuda,  no  debe  tenerse  á  c<t& 
como  heredera  y  además  ella  misma  en  lartf- 
puesta  al  alegato  expone  que  no  lo  es; 

2^  Que  no  siendo  heredera  la  viuda,  aldiri 
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girse  también  contra  ella  la  demanda  debe 
entenderse  que  se  hace  en  su  carácter  de  miem- 
bro de  la  sociedad  conyugal  habida  entre  ella 
y  el  testador; 

3*^  Que  estando  aceptada  la  demanda  por 
las  herederas,  sólo  resta  examinar  si  legal* 
jnente  procede  la  demanda  contra  la  viuda; 

4*?  Que  negando  ésta  la  efectividad  de  la 
deuda,  corresponde  al  demandante  compro- 
barla; 

5^  Que  no  importa  tal  prueba  la  confesión 
que  hacen  las  otras  demandadas,  tanto  por- 
que la  confesión  sólo  hace  ^e  contra  quien  la 
presta,  como  principalmente  porque  en  el  caso 
actual  tienen  interés  esas  demandadas  en  que 
la  viuda  contribuya  al  pago  que  de  otro  mo- 
do tendrían  que  efectuar  ellas  solas; 

6*^  Que  la  cláusula  del  testamento  que  se*in* 
voca  también  como  prueba,  es  la  que  sigue: 
*'Cuarta.  Declaro  que  debo  á  mi  hermano  don 
Domingo  Núñez  Carabantes  la  cantidad  de 
$  6.000,  suma  que  recibí  de  él  en  préstamo  y 
que  la  invertí  en  su  totalidad  en  la  construc- 
ción de  mi  casa  de  dos  pisos  número  1615  de 
la  calle  la  Compañía  de  la  ciudad  de  Santia- 
go. Los  intereses  de  este  capital  á  razón  del 
S'^^v  anual,  los  he  satisfecho  hasta  el  día  31  de 
Diciembre  del  año  pasado,  según  liquidación 
que  he  practicado  en  esta  ciudad  con  fecha  1^ 
de  febrero  último"; 

7^  Que  aunqtie  el  instrumento  público  hace 
plena  fe  respecto  de  las  deudas  que  contrai" 
gan  ó  reconozcan  en  él  los  otorgantes,  esta 
regla  del  artículo  1700  del  Código  Civil  tiene 
la  excepción  indicada  en  el  artículo  1133  de' 
mismo  Código,  acerca  de  que  las  deudas  con' 
fesadas  en  el  testamento  y  de  que  por  otra 
parte  no  hubiera  un  principio  de  prueba  por 
escrito  se  tendrán  por  legados  gratuitos,  ex- 
cepción aplicable  en  el  presente  caso,  ya  que 
el  único  principio  de  prueba  por  escrito  invo" 
cado  por  el  demandante  es  el  documento,  cu" 
ya  autenticidad  y  veracidad  han  sido  nega. 
das; 

0°  Que  para  acreditar  esta  autenticidad  y 
veracidad  no  ha  rendido  prueba  alguna  el  de- 
mandante, sosteniendo  que  basta  lo  expresa" 
do  en  la  cláusula  del  testamento  transcrita* 
en  la  cual,  como  se  ve,  no  se  reconoce  tal  do- 
cumento ni  se  dice  siquiera  que  exista  alguno. 


deduciéndose  de  esto  más  bien  una  presunción 
contraria  á  la  existencia  de  dicho  documento; 

10.  Que  el  cotejo  de  letras  pedido  á  mayor 
abundamiento  por  el  demandante,  además  de 
que  no  constituye  por  sí  solo  prueba  suficien- 
te, sino  que  solo  puede  servir  de  base  á  una 
presunción  judicial,  el  practicado  en  este  jui- 
cio no  arroja  mérito  para  esa  presunción  ó 
para  que  ella  sea  de  la  gravedad  y  precisión 
necesarias  para  que/orme  convencimiento  de 
la  autenticidad  de  dicho  documento,  pues 
aunque  los  peritos  informaron  que  la  letra  de 
ét  es  igual  á  la  de  las  ñrmas  auténticas  de  don 
Daniel  Núñez,  con  las  cuales  se  cotejó  y  el  Juz- 
gado ha  observado  también  que  son  iguales 
las  firmas  y  muy  parecida  á  la  de  ellas  la  le- 
tra de  las  seis  últimas  líneas,  se  nota  alguna 
desemejanza  en  la  letra  de  las  tres  primeras 
*íneas  que  dicen:  "A  razón  del  S%  anual  le 
debo  á  Domingo  Núñez  Carabantes,  $  6.000 
pagaderos  en  la  Serena";  se  notan  asimismo 
en  esas  tres  líneas  borraduras  y  raspaduras 
de  otras  palabras  diversas  escritas  anterior, 
mente  en  ellas,  alcanzándose  todavía  á  distin- 
guir *'le  adeudaba",  debajo  de  **Domingo*'  y 
"doscientos  veintiséis"  debajo  de  **pesos  pa- 
gaderos" y  se  nota  también  que  está  borrada 
sobre  la  primera  línea:  "valor  de  $  111",  "nú- 
mero" y  otras  palabras  que  no  se  alcanzan  á 
distinguir; 

11.  Que,  además,  como  lo  advierte  la  seño- 
ra Núñez  en  la  duplica,  el  documento  de  que 
se  trata  está  en  un  pedazo  de  papel  en  que  se 
conoce  se  ha  recortado  lo  demás  que  había 
escrito  en  esa  cara  y  tiene  también  escrito  al 
dorso  algo  como  la  conclusión  de  una  carta 
de  don  Daniel  en  que  se  habla  de  negocios  en- 
tre él,  su  hermano  Dionisio  y  una  señora  Ro- 
sario; así  es  que  por  amplios  que  sean  los  tér- 
minos de  la  definición  que  se  da  en  el  artículo 
1711  del  Código  Civil  de  lo  que  debe  enten- 
derse por  principio  de  prueba  por  escrito,  no 
cabría  en  ellos  un  documento  en  esas  condi- 
ciones, sobre  todo  teniendo  en  su  parte  esen- 
cial, como  es  el  nombre  del  acreedor  y  la  can- 
tidad debida,  enmendaturas  que  no  han  sido 
salvadas. 

Por  tanto,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1698  del  Código  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda,  sólo  respecto  de 
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doña  Ana,  doña  Rosa  y  doña  Rosario  Núñez, 
quedando,  «n  consecuencia,  absuelta  de  ella 
la  otra  demandada.— -4.  Af.  de  la  Fuente. 
Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  consta  de  estos  antecedentes  que, 
con  posterioridad  á  la  sentencia  de  primera 
instancia  y  expresando  agravios  el  deman- 
dante don  Domingo  Núñez  Carabantes,  acom- 
pañó á  los  autos  un  libro  de  apuntes,  que  su 
dueño  y  autor  titula  "Cuaderno  de  Jeodesia 
perteneciente  á  Daniel  Núñez  Carabantes**. 

El  libro  aparece  abierto  en  Serena,  á  30  de 
abril  de  1872  y  contiene,  fuera  de  las  anota- 
ciones expresadas,  otras  sobre  metalurgia  re- 
ferentes á  la  profesión  de  ingeniero  de  minas, 
cuya  era  la  de  su  autor,  el  citado  Daniel  Nú- 
ñez C. 

El  mismo  cuaderno  contiene  también  otras 
anotaciones  de  carácter  económico,  relativas 
á  diversas  operaciones,  como  ser:  entradas, 
gastos,  pagos,  giros,  etc.,  del  citado  don  Da- 
niel Núñez  C,  operaciones  cuya  fecha  inicial 
es  la  misma  del  año  1872. 

Gran  parte  de  estas  operaciones  y  anotacio. 
nes  que  importan  percepción  ó  entrega  de  su- 
mas de  dinero,  aparecen  ñrmadas  por  el  refe- 
rido don  Daniel  Núñez  Carabantes  y  muchas 
de  ellas,  como  las  demás  del  cuaderno,  se  en- 
cuentran con  raspaduras  ó  enmendaturas 
que,  á  la  simple  vista  son  de  su  propio  autor 
y  denotan  que  los  apuntes  no  eran  llevados 
con  el  esmero  y  proligidad  con  que  tales  ope- 
raciones se  hacen  en  un  libro  de  contabilidad. 

El  documento  acompañado,  base  del  pre- 
sente juicio,  corresponde  exactamente  á  las 
anotaciones  de  ese  cuaderno  del  año  1895;  y 
se  comprueba  aún  más  su  perfecta  autentici- 
dad, tomando  nota  de  las  apuntaciones  del 
dorso  que  dan  constancia  de  que  don  Daniel 
Núñez  C.  recibió  de  su  hermana  doña  Rosario 
la  suma  de  $  1.000  que  pagará,  dice,  sin  inte- 
reses porque  éstos  los  quedó  debiendo  en  la 
Caja  de  Ahorros,  que  paga  después  del  15  de 
enero. 

Explica  en  seguida  la  inversión  de  esos  mil 
pesos. 

La  mitad  de  esa  anotación  aparece  en  el 


cuaderno  acompañado  y  la  continuación  es 
el  dorso  del  documento. 

Ese  documento  es,  pues,  de  autenticidad err 
dente  y  manifiesta. 

Con  el  mérito  de  estos  antecedentes,  am- 
pliando la  exposición  de  la  sentem-ia  á  los  he- 
chos expresados,  aceptando  los  consideras 
dos  segundo  y  tercero  de  ese  fallo;  y 

Teniendo  además  presente: 

1*^  Que  con  el  cuaderno  de  apuntes  de  qcí 
se  ha  hecho  mérito,  se  ha  comprobado  la  aa. 
tenticidad  del  documento,  base  del  presearc 
juicio; 

2^  Que  ese  antecedente,  unido  al  cotejo  ic 
firmas  y  demás  del  proceso,  dan  al  citado  do- 
cumento el  carácter  de  piinHoiodc  pnicba 
por  escrito,  ya  que  él  constituj-j  un  acto  Ir 
demandado  ó  su  causante  que  haceperfecu 
mente  verosímil  el  hecho  litigioso  constací^ 
de  la  cláusula  cuarta  del  testamento  otorga 
do  por  don  Daniel  Núñez  C,  en  marzo  '\ 
1902,  ó  sea,  siete  años  después  delare$^'c. 
ti  va  anotación  en  el  cuaderno  de  apuntes  tan- 
tas veces  citado; 

3^  Que  los  asignatarios  á  título  universal 
son  herederos  y  representan  al  testador  par¿ 
sucederle  en  todos  sus  derechos  y  obligacior.c? 
trasmisibles; 

4^  Que  el  cónyuge  á  quien  por  cuenta  di 
porción  conyugal  haya  cabido,  á  títalo  uni- 
versal, alguna  parte  en  la  sucesión  del  ditusro 
será  responsable  á  prorrata  de  esa  parte,  co 
mo  los  herederos  por  sus  respectivas  cuotaí  j 
las  deudas  hereditarias  se  dividen  tambitQ  ^ 
proiTata  de  sus  cuotas; 

5^  Que  la  deuda  cuyo  pago  se  demanda  íc- 
contraída  por  don  Daniel  Núñez  C.  daraa:e  a 
sociedad  conyugal  habida  entre  él  y  doña  Ma- 
ría del  Canto,  una  de  las  demandadas; 

6*^  Que  la  sociedad  conyugal  es  obüganaa 
pago  de  las  deudas  y  obligaciones  cootraíl-^ 
durante  el  matrimonio  por  uno  de  los  cóap. 
ges  y  que  no  fueren  personales  de  éste. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformn:- 
con  lo  prescrito  en  los  articules  1711, 1«*' 
número  2^,  1097,  USO  y  1354  del  Código^' 
vil,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  ->  ^ 
enero  último,  con  declaración  de  que  ha  .^f*- 
á  la  demanda  también  en  contra  de  do ua-  - 
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ría  del  Canto,  quien  deberá  contribuir  al  pago 
de  lo  demandado  con  su  cuota  correspondien- 
te y  siempre  que  ella  cupiese  en  los  ganancia- 
les que  hubiere  percibido  6  percibiese  en  la  res- 
pectiva liquidación  de  la  sociedad  conyuga] 
con  su  marido  don  Daniel  Núñez  C. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Navarro 
Ocampo.  — Maximiliano  E,  Abalos.—E.  Gó- 
mez Herreros.— D.  Navarro  Ocampo, 


Corte  de  Talca.— 22  de  Octubre  de  1906 

Díaz  y  otra  con  Leiva  y  otros 

Aguas  corrientes.  —  Ciudad.  —  Ace- 
quias. —  Municipalidad.  —  Impiooe- 
dencla  —Competencia. 

Doctrina: — Según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  24  de  la  Ley  de  Municipalidad 
des^  de  22  de  Diciembre  de  1891,  corres- 
ponde á  estas  corporaciones  reglamentar 
el  servicio  y  uso  de  las  aguas  corrientes 
de  las  ciudades  é  igualmente  la  cons- 
trucción, nivelación  y  limpia  de  las  ace- 
quias y  cloacas  por  donde  ellas  corren. 

Es  improcedente  la  demanda  presen- 
tada ante  la  Justicia  ordinaria  con  al- 
gunos de  los  ñnes  anteriormente  indi- 
cados. 

Doña  Francisca  Díaz  y  doña  Laurencia 
Díaz  viuda  de  Méndez,  por  su  hija  Mercedes 
Rosa  Méndez,  dicen  que  son  dueños  de  los  si- 
tios situados  en  la  calle  Una  Sur  del  pueblo 
de  Molina,  cuyos  títulos  acompañan  con  los 
números  2*?,  3',  4^,  5^  y  6^. 

Que  esos  sitios  los  compraron  con  agua  co- 
rriente, según  consta  de  las  escrituras  de 
compra. 

Que  han  estado  en  posesión  del  cauce  ó 
acequia  que  los  atraviesa  por  más  de  treinta 
años,  así  como  también  han  gozado  del  agua 
que  por  él  corre  por  igual  tiempo. 


Que  con  motivo  de  haber  comprado  unas 
propie^^ades  á  continuación  de  sus  sitios  los 
señores  Andrés  Leiva,  Erasmo  y  Anacleto 
Correa  y  Fidel  Norambuena,  más  abajo,  y  de 
haber  comprado  derrames  de  agua  más  arri- 
ba y  que  conducen  sin  permiso  de  ella  por 
la  acequia  ó  cauce  en  común  que  pasa  por 
sus  sitios,  tratan  deestorbarles  continuamen- 
te el  uso  y  goce  de  las  aguas  de  ese  cauce, 
llamándose  dueños  exclusivos  y  desconocién- 
doles el  derecho  de  comuneros,  llegando  has- 
ta impedirles  que  rieguen  las  plantas  del 
jardín. 

Que  habiendo  pedido  permiso  Leiva  para 
ensanchar  esa  acequia  que  sirve  para  el  aseo 
y  demás  usos  domésticos  de  las  manzanas 
del  extremo  Sur  de  este  pueblo,  que  es  la  que 
entra  por  el  potrerillo  de  don  Cornelio  y  des- 
pués de  atravesar  varios  sitios  y  calles  con- 
tinúa por  los  sitios  de  los  demandantes  y 
otros  hasta  llegar  á  los  predios  de  los  deman- 
dados, les  fué  concedido  con  la  condición  de 
hacer  ellos  el  trabajo  á  su  costa,  y  por  ha- 
ber aumentado  el  caudal  de  aguas  debie- 
ron aplicarse  las  disposiciones  del  artículo 
869  del  Código  Civil,  debiendo  someterse  á 
los  demandados  á  dicha  prescripción. 

Que  no  habiendo  concedido  las  demandan- 
tes permiso  alguno  para  el  paso  de  esas  aguas 
por  sus  sitios  ni  mucho  menos  por  el  ensan- 
che del  cauce  que  hoy  tiene,  vienen  en  cobrar 
el  mayor  rasgo  del  suelo  que  ocupa,  estiman- 
do la  señora  Francisca  Díaz  en  $  20  es-  ma- 
yor rasgo  y  $  220  para  la  señora  Méndez, 
debiendo  encañar  ese  cauce  con  material  de 
cal  Y  ladrillo  dentro  de  ambos  sitios  por  pro- 
ducir filtraciones  en  el  estado  en  que  se  en- 
cuentran. 

Y  concluyen:  **A  ñn  de  que  se  reconozca 
nuestro  derecho  á  las  aguas  y  el  cauce  y  de 
no  vernos  privadas  de  su  uso  y  goce  y  que  se 
eviten  los  frecuentes  actos  de  perturbación  y 
molestias  con  que  nos  amenazan  frecuente- 
mente, veninos  en  interponer  la  presente  de- 
manda ordinaria  en  contra  de  don  Andrés 
Leiva,  de  don  Anacleto  Correa,  de  don  Plas- 
mo Correa,  de  don  Fidel  Norambuena,  para 
que  se  declare: 

1*^  Que  el  uso  y  goce  <!.•  i  s  ^  y  el  cau- 

ce nos  corresponde  como  c.  .m         js  á  virtud 
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de  los  títulos  acompañados  y  por  la  pose- 
sión de  más  de  treinta  años; 

2^  Que  por  la  malicia  y  mala  fe  de  los  de- 
mandados al  negarnos  nuestros  derechos  de 
comuneros  de  esas  aguas,  se  les  condene  al 
pago  de  las  costas  tanto  de  este  juicio  como 
del  en  que  se  nos  hizo  la  negativa,  llamándo- 
se ellos  los  dueños  exclusivos; 

3'  Que  se  aperciba  á  los  demandados  con 
una  multa  de  $  200  á  beneficio  de  la  Ilustre 
Municipalidad  de  este  pueblo,  por  cada  acto 
de  perturbación  que  se  nos  haga  en  el  goce  de 
esas  aguas  y  acueducto  que  ejecuten  todos  ó 
cualquiera  de  ellos; 

4i^  Que  debe  procederse  á  la  distribución  de 
las  aguas  en  la  forma  que  lo  determina  la 
ley; 

5^  Que  debe  pagársenos  por  el  mayor  terre- 
no que  ocupa  el  cauce,  incluso  el  de  un  metro 
á  cada  lado  y  el  10%  sobre  sus  val'^res,  $  20 
para  la  primera  de  nosotras  y  $  220  para  la 
segunda; 

6'  Que  deben  los  Jemandados  construir  de 
su  cuenta,  por  el  nivel  actual,  dentro  de  nues- 
tros sitios,  la  encañadura  y  plan  del  cauce, 
con  material  de  cal  y  ladrillo  para  evitarnos 
perjuicios. 

Don  José  Andrés  Leiva,  don  Anacleto  Co- 
rrea, don  Erasmo  Correa,  y  don  Fidel  No- 
rambuena,  contestando  la  demanda  piden 
que  se  deseche,  con  costas. 

Agregan:  **E1  canal  sobre  que  versa  la  de- 
manda es  el  denominado  "Los  Cáceres*\  que 
existe  desde  tiempo  inmemorial. 

''El  expresado  acueducto  se  ha  destinado 
siempre  al  riego  y  cultivo  de  las  propiedades 
que  adquirimos  nosotros  de  la  sucesión  de 
don  José  María  Cáceres,  siendo  por  ello  los 
últimos  sucesores,  propiedades  que  est¿n  si- 
tuadas al  Poniente  de  la  Avenida  Poniente 
de  este  pueblo,  comunmente  llamada  Cancha 
de  Carreras. 

* 'Fuera  de  los  cuatro  condueños  que  contes- 
tamos la  demanda,  no  ha  tenido  nadie  nin- 
gún uso  ni  mucho  menos  dominio  en  él. 

"Si  en  las  escrituras  de  compraventa  que 
exhiben  los  demandantes  aparece  que  com- 
praron con  agua  corriente,  eso  no  pasa  de 
ser  una  simple  enunciación  que  siempre  vemos 
en  formularios  de  escritura  de  esta  clase. 


"Pero  ni  don  Antonio  Concha  ni  sus  ?uc^ 
sores  tuvieron  jamás  aguas  propias  deesa* 
heredades. 

"Las  únicas  que  pasaban  por  ellas  eran  la< 
del  canal  de  "Los  Cáceres",  destinadas  exclc* 
sivamente,  como  lo  tenemos  dicho,  al  regad?-- 
de  nuestras  heredades  de  los  suburbios  <V 
Poniente  del  pueblo." 

Niegan  haber  ensanchado  el  canal. 

Y  concluyen:  "Las  demandantes  no  son  ci 
han  sido  jamás  comuneros  con  nosotros,  do 
hemos  ensanchado  el  cauce  y  no  debemos  per 
consiguiente  rasgo  alguno;  el  desnivel  del  ca- 
nal está  arreglado  y  el  terreno  por  domif 
pasa  es  firme  y  no  permite  filtraciones,  por 
lo  que  no  hay  que  encañar  nada;  como  si  al- 
guno quisiera  darse  esta  comodidad,  declara- 
mos que  no  somos  inconvenientes,  sieirore 
que  lo  hagan  á  su  costa  y  sin  menoscabo  ik 
nuestro  derecho." 

En  la  réplica  se  refuerzan  los  argumentos 
de  la  demanda  y  concluyen: 

"Mis  mandantes  alegan  á  su  favor  la  pres- 
cripción adquisitiva  de  dominio  aqueles  da 
derecho  el  artículo  882  del  Código  Civil,  rr. 
perjuicio  de  sus  títulos  que  tienen  acompaña- 
dos, para  que  se  les  tenga  como  dueños  y  p: 
consiguiente  comuneros  de  las  aguas  qnelos 
demandados  llaman  de  "Los  Cáceres"  y  que 
los  mismos  demandados  confiesan  que  hace 
más  de  quince  años  á  que  pasan  po^eIacQ^ 
ducto  ó  acequia  que  está  dentro  de  los  sitios 
de  mis  mandantes,  porque  precisamente  de 
esar  aguas  y  de  las  del  pueblo  que  van  en  cc- 
mún,  han  estado  en  posesión  y  lo  están  bastí 
hoy  día  mis  mandantes  y  sus  antecesores  co- 
mo dueños  haciendo  el  uso  doméstico  de  ellas 
en  el  riego  de  sus  sitios,  quieta  y  pacíficames- 
te  durante  esos  quince  años  y  aún  trrint-^ 
años,  como  se  probará  á  su  debido  tiempo. 

La  duplica  es  de  mero  trámite. 

La  causa  se  recibió á  prueba,  rindiéndosela 
que  consta  de  autos. 

A  solicitud  <ie  los  interesados  se  practic 
una  inspección  á  la  acequia  y  se  levantóf 
acta  respectiva. 

Se  citó  para  sentencia  y  el  Juzgado  con  tf 
cha  15  de  diciembre  de  1905,  resolvió: 

Considerando: 
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1^  Que  los  demandantes  fundan  su  derecho 
al  canal  y  al  uso  y  goce  de  las  aguas  que 
atraviesan  sus  predios  en  los  títulos  acompa- 
ñados y  en  la  posesión  de  más  de  treinta 
años; 

2^  Que  los  títulos  no  especifican  la  cantidad 
de  aguas  con  que  fueron  vendidos  esos  pre- 
dios ni  de  donde  provienen,  por  lo  que  es  de 
presumir  que  se  ha  empleado  en  la  redacción 
de  las  escrituras  la  locución  ó  frase  acostum- 
brada eu  esta  clase  de  contratos  sin  que  ella 
signifique  que  la  intención  de  los  contratan- 
tes ha  sido  vender  y  comprar  sus  predios  con 
cierta  cantidad  de  aguas  inherentes  en  el  do- 
minio privativo  de  esos  predios; 

3'  Que  alegándose  por  los  demandantes  la 
prescripción  de  dominio  por  haber  gozado  de 
esas  aguas  quieta  y  pacíficamente  por  más 
de  diez  y  hasta  más  de  treinta  años,  debe  es- 
tarse al  mérito  de  la  prueba  rendida  por  las 
partes; 

4*^  Que  los  demandantes  sostienen  que  las 
aguas  que  conduce  el  cauce  que  atraviesa  sus 
predios  eran  conducidas  por  el  mismo  acue- 
ducto desde  el  tiempo  en  que  don  Antonio 
Concha  era  dueño  de  esos  predios,  afirmando 
este  aserto  seis  testigos; 

5*?  Que  los  demandantes  no  han  justificado 
que  los  vendedores  de  sus  predios  ó  sus  an- 
tecesores en  el  dominio  construyeran  esc 
cauce; 

6^  Que  por  el  contrario,  los  demandados 
han  justificado  al  tenor  del  punto  primero  de 
la  minuta  que  el  cauce  de  que  trata  fué  cons" 
truido  única  y  exclusivamente  para  regar  el 
predio  denominado  de  **Los  Cáceres",  afir- 
mando este  aserto  seis  testigos; 

7^  Que  los  mismos  han  justificado  también 
que  el  señor  Concha,  de  quien  pretenden  deri" 
var  sus  derechos  á  las  aguas  los  demandan' 
tes,  nunca  vació  aguas  á  ese  cauce.  Lo  decía 
ran  seis  testigos  al  tenor  del  punto  tercero  de 
la  minuta; 

8*  Que  también  han  comprobado  con  igual 
número  de  testigos  que  las  aguas  de  la  pobla- 
ción no  caen  á  ese  cauce; 

9^  Que  á  mayor  abundamiento,  han  justi- 
ficado los  siguientes  puntos: 

a)  Que  el  límite  Sur  de  este  pueblo  con  su 
dotación  de  agua  era  la  línea  en  donde  con  el 


trascurso  del  tiempo  se  formó  la  calle  del  Aro- 
mo, en  cuya  vereda  Sur  están  las  casas  de  los 
demandantes; 

h)  Que  estos  edificios  fueron  construidos 
después  de  hecho  el  cauce  denominado  de 
••Los  Cáceres"; 

c)  Que  las  aguas  que  han  caído  al  cauce  de 
que  se  trata  datan  de  menos  de  diez  años; 

10.  Que  la  circunstancia  de  que  ese  cauce 
arrastra  además  de  las  aguas  propias  de  los 
demandados  otras  que  sin  tener  un  dueño 
cierto  y  determinado  van  á  caer  al  mismo 
cauce  y  todas  en  común  atraviesan  los  pre- 
dios de  los  demandantes,  no  constitu3'e  para 
éstos  una  forma  de  posesión  de  esas  aguas  ni 
de  fundamento  para  prescripción; 

31.  Que  las  demandantes  han  justificado 
al  tenor  de  los  puntos  cuarto  y  quinto  de  su 
minuta,  que  los  demandados  ensancharon  el 
cauce  y  le  dieron  profundidad  en  sus  sitios  y 
que  á  consecuencia  de  estas  obras  está  por 
desplomarse  una  mediagua  en  la  casa  de  la 
señora  Díaz  y  está  humedeciéndose  una  pieza 
de  la  de  la  señora  Méndez. 

Con  arreglo  á  estos  fundamentos  y  visto  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1698,  2449,  2506 
y  2507  del  Código  Civil,  reglas  2*  y  3*  del 
artículo  374  del  Código  de  Procedimiento, 
Se  declara: 

1^  Que  no  ha  lugar  á  la  prescripción  ale- 
gada por  las  demandantes  en  su  escrito  de 
réplica; 

2'  Que  no  ha  lugar  á  las  peticiones  prime- 
ra, segunda,  tercera  y  cuarta  de  la  deman- 
da; y 

8^  Que  ha  lugar  á  las  demás  peticiones, 
entendiéndose  que  el  mayor  valor  del  rasgo 
del  terreno  ocupado  por  el  cauce  en  los  sitiéis 
de  las  demandantes  así  como  la  caHdad  de 
los  materiales  deberán  ser  determinados  por 
un  perito  nombrado  en  la  forma  ordinaria.— 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos:  con  lo  relacionado  en  la  sentencia 
de  primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 
1.*^  Que  las  demandantes  exponen  en  su  li- 
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belo  que  las  aguas  que  corren  por  la  acequia 
que  atraviesa  stis  propiedades  y  que  han  en- 
sanchado los  demandados  son  las  agu^s  del 
pueblo  y  que  sirven  para  el  aseo  y  demás 
usos  domésticos  de  sus  habitantes  y  que  ade- 
más esta  acequia  ó  cauce  existe  desde  que  se 
formó  el  pueblo  de  Molina; 

2^  Que  con  relación  á  este  aserto  lo3  mis- 
mos demandantes  han  justificado  con  seis 
testigos  contestes  que  los  demandados  Leiva 
y  Correa  cuando  compraron  derrames  de 
agua  al  Oriente  las  echaron  á  la  misma  ace- 
quia que  conduce  las  aguas  del  pueblo; 

3'  Que  la  inspección  ocular  de  que  da 
cuenta  el  acta  deja  constancia  que  las  aguas 
de  la  población  con  las  de  los  demandados, 
cuando  corren,  se  juntan  en  el  sitio  de  Ma- 
nuel Varas  que  da  á  la  calle  de  Maipu  por  el 
líido  Oriente; 


4^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  24 
de  la  ívcy  Orgánica  de  las  Munidpali'laK 
corresponde  á  éstas  reglamentar  el  servicio: 
uso  de  las  aguas  corrientes  de  las  ciudai^ 
igualmente  la  construcción,  nivelación  y  ¡ir:. 
pia  de  las  acequias  y  cloacas  por  donik  eüa^ 
corren. 

Con  arreglo  á  la  disposición  legal  citada} 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del  C^ii^j 
Civil,  se  suspenden  los  efectos  de  la  sen  ten;  i 
apelada  de  15  de  diciembre  del  año  próxirj) 
pasado,  y  se  declara  improcedente  la  (lema:- 
da,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  puebla': 
hacen  valer  las  demandan '^es  ante  quien  co- 
rresponda. 

Redacción  del  señor  Ministro  Lois-  f 
Urrutia,—  IK  M,  Lois — José  A^astk  Ba- 
rros Af , 


^  •  ' 


■  •  ^ 


Afiol? 


layo  de  1907 


Núm.  6 


JURISPRUDENCIA 

SF.CCION  SEGUNDA 

CORTE     DE     APELACIONES 


Corte  de    Valparaiso.^-Cas.  en    la  forma. ^ 
7  de  noviembre  de  1906 

Kirsch  con  Hernández 

Decisión  del  asunto  controvertido.— 
Excepción  de  prescripción.  —  Por- 
malizaolón  y  anuncio  del  recurso 
de  casación.-  Procedencia  del  re- 
curso. 

Doctrina  :—A^o  omite  la  decisión  del 
asunto  controvertido  la  sentencia  que 
no  se  pronuncia  sobre  la  excepción  de 
prescripción,  si  el  juicio  no  versó  sobre 
esta  excepción  que  sólo  fué  puesta  por 
el  demandado  al  contestar  una  deman- 
da anterior  que  quedó  sin  efecto  y  no  fué 
invocada  en  la  nueva  litis. 

Es  procedente  el  recurso  de  casación 
formalizado  dentro  del  término  que  con- 
cede la  ley  para  anunciarlo^  porque  no 
hay  disposición  legal  que  prohiba  anun- 
ciar ó  formalizar  á  la  vez  el  recurso  de 
casación  y  por  el  contrario  el  articulo 

SUPREMA 


950  inciso  2^  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  sólo  exige  para  la  procedencia 
del  recurso  el  que  se  interponga  en 
tiempo. 


En  juicio  seguido  por  don  Hermán  A.  HirscTi 
con  don  Miguel  Hernández,  sobre  cobro  de 
pesos  y  demás  deducido,  se  pronunció  el  6  de 
agosto  último  sentencia,  por  la  cual  se  de- 
clara que  há  lugar  á  la  demanda  promovida 
por  el  primero  y  se  desecha  la  reconvención 
del  segundo. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  Miguel 
Hernández  recurso  de  casación  en  la  forma, 
fundándolo  en  haber  omitido  el  juez  á  quo 
fallar  la  prescripción  por  él  alegada  en  el  es- 
crito en  que  contestó  la  demanda. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  si  bien  es  cierto  que  en  la  contesta- 
ción el  recurrente  opuso  á  la  demanda  la  ex- 
cepción de  prescripción,  también  lo  es  que 
ambos  trámites  quedaron  sin  efecto  y  en  tal 
virtud  el  demandante  don  Hermán  A.  Hirsch 
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entabló  nueva  demanda  reproduciendo  la 
primitiva; 

2^  Que  al  contestar  esta  demanda,  Hernán- 
dez no  reprodujo,  por  su  parte,  la  excepción 
de  prescripción  que  había  propuesto  en  su 
anterior  contestación,  ni  la  ha  alegado  for- 
malmente con  posterioridad; 

39  Que  no  habiendo  versado  el  juicio  sobre 
dicha  excepción,  la  sentencia  recurrida  no  ha 
debido  tomarla  en  cuenta  y  no  adolece,  por 
lo  tanto,  del  vicio  en  que  se  apoya  el  re- 
curso. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
960  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso,  con  costas. 

Entregúense  los  autos  para  expresar  agra- 
vios. 

Acordada  por  unanimidad  después  de  ha- 
berse rechazado  la  indicaciónjjrevia  del  señor 
Alinistro  Moreno  para  que  no  se  entrara  á 
conocer  del  recurso  de  casación,  habiendo 
quedado  firme  la  sentencia  recurrida  por  fal- 
ta del  anuncio  en  forma  del  citado  recurso. 

Funda  su  indicación  en  que,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  943  del  Código  de 
Procedimiento  Civil:  '*E1  que  intenta  inter- 
poner el  recurso  deberá  anunciarlo  al  Tribu- 
nal que  ha  pronunciado  la  sentencia  en  el 
término  de  quinto  día  y  hecho  este  anuncio, 
tendrá  el  plazo  de  otros  cinco  días  para  for- 
malizar el  recurso  de  casación  en  la  forma  y 
otros  diez  días  para  formalizar  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo. 

*'Si  no  se  anunciase  ó  no  se  formalizara  el 
recurso  en  los  plazos  indicados,  la  sentencia 
quedará  firme." 

Considera  el  expresado  señor  Ministro  que 
la  ley  establece  plazos  especiales  para  el  anun- 
cio y  la  formalización  del  recurso  y  exige 
para  la  vaHdez  y  aceptación  de  cada  una  de 
tales  formalidades  el  que  se  lleven  a  efecto 
dentro  de  sus  plazos  respectivos,  sin  que  sea 
lícito  prescindir  de  alguno  de  ellos  ó  verificar 
conjuntamente  dichas  formalidades;  y  con 
mayor  mzón  si  se  toma  en  cuenta  que  los  re- 
feridos plazos,  según  el  artículo  67  del  mismo 
Código,  tienen  la  condición  de  fatales  y  de- 
ben entenderse  los  derechos  irremisiblemente 
extinguidos  por  el  ministerio  solo  de  la  ley  al 


no  ejercitarse   antes    del    vencimiento  ik    ^ 
términos  señalados. 

La  mayoría  del  Tribunal  no  aceptó  h  ; 
cación  precedente  por  haberse  formalir.;  ,- 
recurso   dentro  del   término  que  lial<ía  r  / 
anunciarlo  y  porque  no  hay  disposuiór.  k; ' 
que  prohiba  anunciar  y  formalizar  á  la  w:-.. 
recurso  de  casación,  existiendo,  al  conirar: . 
la  del  artículo  930,  número  2^  del  Cc.lí.:  -  :: 
Procedimiento  Civil  que  sólo  exl^je á ot. r- 
pecto,  para  la  procedencia  del  recur';<\  v 
se  interponga   en   tiempo,  lo  que  seli.i!  . 
en  el  presente  caso. 

Redáctala  por  el  señor  Ministro  Pir.cli- 
Luis  I;inacio  Silva.— Brnulio Moreno -Pi!. 
N.  Pineda. —A.  BezaaiJln  Silva. 


Corte  (le  Talca. — 27  de  octubre  (k  i;'"- 

Gaete  y  otros  con  Municipalidad  de  S-i: 
Gregorio 

Apelación.  -  Improcedencia  -Cuanna 
déla  materia  disputada. -Competen 
cia— Pluralidad  de  acciones -Hista^ 
ría  fidedigna. 

Doctrina:— £s  improcedente  elncc:- 
so  de  apelación  contraía  sentenck '¡-^^ 
tada  en  un  juicio  cuyo  valor  no  eui'- 
de  $  300. 

Si  varias  personas  han  denmái^'' 
conjuntamente  á  otra  para  expr  f 
pago  de  servicios  prestados,  el  moy.'j 
de  la  demanda  no  es  el  que  resulte 'it:  - 
suma  de  las  cantidades  cobradas,  "''^ 
el  que  separadamente  tengan  Jos  cnCr 
tos  de  cada  acreedor. 

Aunque  el  artículo  19  del  Códp''' 
Procedimiento  Civil  autoriza p»rn  ■ 
tervenir  en  un  mismo  juicio  á  xam^í^- 
son  as  que  deduzcan  acciones  q^^  *"' 
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ncn  de    un  mismo  hcchoj  de  la  historia 
ñdcdigníi  de  su  establecimiento  consig- 
nada en  las  actas  de  la   Comisión  Revi- 
s<jra,  se   desprende  que  no  se  refiere  al 
caso  de    varios  acreedores  que  se  unen 
jfara  exigir  el  pago  de  los  servicios  adeu- 
dados á  cada  uno  de  ellos  por  el  deman- 
dado.   Aún  suponiendo  aceptable  que  se 
junten   distintas   personas  para  litigar 
en  un  solo  pleito  ejercitando  idénticas 
acciones  contra   otro,   no  puede  soste- 
nerse cjue  el  monto  de  la  demanda  debe 
ser  la  suma  de  las  cantidades  cobradas  y 
f)ues,  de  este  modo  se  podría  alterar  no 
sólo  el  procedimiento  establecido  para 
la  sustnnciación  de  los  juicios  sino  aún 
la  competencia  del  Tribunal  llamado  ¿I 
fallarlos,  procedimiento  y  Tribunal  que 
quedaría  á  elección  de  los  demandantes, 
elevándose  el  monto  de  la  demanda  con 
juntarse  para  entablarla. 


Don    Nilandor    Gaete,    Víctor    Manríquez, 
Manuel    Fuentes,    Rosalino    Bueno    y    Abel 
Soto,  dedujeron  demanda  ante  el  juzp^ado  de 
San   Carlos  exponiendo:  que    prestaron   sus 
servicios  como   sargento  el   primero  y  como 
í^oldados  los  demás  en  la  policía  de  la  comu- 
na de  San  Gregorio;   que,  no   obstante,  el  te- 
sorero   municipal   se    ha  negado  á  pagarles 
los  sueldos  devengados   según  consta  de  las 
planillas  que  acompañan,   alegando    que  no 
existe  dinero  en  caja;   que  al   primero  délos 
«lemandantes  se    le  adeudan   los  sueldos  de 
cuatro  meses  ocho  días,  á  razón  de  $  30  men- 
suales, o  sean  $  128;   al   segundo  se  le  adeu- 
dan los  sueldos  de  tres  meses  á  razón  de  $  24 
ó  sean  $  72,  al  tercero  se  le  adeudan  los  suel- 
dos de  cuatro  meses  ocho  días,   á   razón   de 
^  24",  6  sean  $  99,20;  al  cuarto  se  le  adeudan 
ios  sueldos  de  cuatro  meses  á  razón  de  $  24, 
^'>  sean  $  96;  y  al  último  de  los  demandantes 
se  le  adeudan  los  sueldos  de  tres  meses  quince 
f^as,  á  razón  de  $  24,  ó  sean  $  84;  y  que,  en 
consecuencia,  demandan  al  tesorero  munici- 


pal de  San  Gregorio  y  piden  que  en  definitiva 
se  declare  que  la  Corporación  á  quien  repre- 
senta debe  pagarles  las  cantidades  antes  es- 
presadas, ó  sea  la  suma  de  $  479,20,  con 
más  los  intereses  legales  y  las  costas. 

Francisco  Manríquez,  Pedro  Bueno  y  Mer- 
cedes Zúñiga  se  adhirieron  á  la  demanda  y 
pidieron  (¡ue  en  mérito  de  las  mismas  razones 
ya  mencionadas,  se  declarara  que  la  Municipa- 
lidad de  San  Gregorio  debía  pagarles  la  suma 
de  $  283,20,  valor  á  que  ascienden  sus  suel- 
dos devengados  como  cmjoleados  que  fueron 
de  la  policía  de  San  Gregorio. 

El  tesorero  mimicipnl  de  San  Gregorio, 
contestando  la  demanda,  pidió  que  se  absol- 
viera de  ella  á  'a  Corporación  exponiendo  que 
los  demandantes  jamás  han  sido  nombrados 
empleados  de  la  policía,  ni  han  prestado  ser- 
vicio alguno  en  tal  carácter;  y  que  si  han  ser- 
vido «á  alguien  habrá  sido  al  primer  Alcalde, 
como  campañistas,  lecheros  ó  mozos  de  ma- 
no en  su  fundo,  puesto  que  á  los  empleados 
personales  del  primer  Alcalde  se  les  veía 
usar  la  ropa  que  el  Supremo  Gobierno  des- 
tina para  el  uso  de  las  policías. 

La  réplica  fué  de  mero  trámite. 

En  la  duplica  se  insistió  en  que  los  deman- 
dantes no  han  prestado  los  servicios  que  co- 
bran, y  se  agregó  que  no  se  comprende  cómo 
pueden  estar  impagos  los  ioldados  de  policía 
cuando  de  los  libros  de  la  Tesorería  aparece 
que  don  Francisco  Solano  Hernández,  teso- 
rero municipal  de  San  Gregario,  tenía  en  su 
poder  más  de  $  4.000  de  los  que  no  ha  podi- 
do rendir  cuenta. 

Previo  los  trámites  legales,  la  causa  fué  re- 
cibida á  prueba  y  se  rindió  lo  que  corre  en 
autos 

Se  oyó  al  Ministerio  Público  y  se  citó  para 
sentencia. 

El  Juzgado  de  San  Carlos,  con  fecha  24  de 
abril  de  1904,  falló: 

Considerando: 
Que  si  bien  los  demandantes  con  la  prueba 
rendida  han  justificado  haber  prestado  los 
servicios  que  detallan  en  la  demanda,  sin  em- 
bargo no  han  justificado  que  estén  impagos 
de  esos  servicios  ó  sea  que  no  hayan  recibido 
los  sueldos  asignados  á  sus  respectivos  em- 
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pieos,  toda  vez  que  las  planillas  acompaña- 
das no  bastan  en  manera  alguna  para  esta- 
blecer esa  circunstancia. 

Con  arreglo  al  artículo  1698  del  Código 
Civil  y  151  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda 
de  la  cual  se  absuelve  á  la  Corporación  de- 
mandada. 

Se  exime  á  los  demandantes  del  pago  de 
costas,  por  aparecer  de  autos  que  han  tenido 
motivo  plausible  para  litigar.— Fe/ipe  Urzúa. 

.\  pelad  a  esta  sentencia, 


Tribunales,  se  declara:  que  no  es  procedente 
el  recurso  de  apelación  interpuesto  contra  la 
sentencia  de  26  de  abril  de  1904. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Minis- 
tro ürrutia  que  estuvo  por  declarar  proce- 
dente el  recurso  y  que  el  Tribunal  debiera  co- 
nocer de  la  causa  el  fondo,  á  virtud  de  los 
fundamentos  que  consigna  en  el  libro  de 
acuerdos. 

Redacción  del  señor  Ministro  Barros  Meri- 
no.—F.  Lrrutia.  —D,  M.  Lois.—José  Agustín 
Barros  XI. 


La  Oorte: 

Mandó  traer  los  autos  en  relación  con  res- 
pecto á  la  procedencia  del  recurso  y  resolvió: 

Considerando: 

1  ^  Que  si  bien  el  artículo  1 9  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  autoriza  para  interve- 
nir en  un  mismo  juicio  á  varias  personas  que 
deduzcan  acciones  que  emanen  de  un  mismo 
hecho,  de  la  historia  fidedigna  de  su  estable- 
cimiento consignada  en  las  actas  de  la  Comi- 
sión Revisora,  se  desprende  que  no  se  refiere 
al  caso  de  varios  acreedores  que  se  unen  para 
exigir  el  pago  de  los  servicios  adeudados  á 
cada  uno  de  ellos  por  el  demandado; 

2^  Que,  aún  suponiendo  aceptable  que  se 
junten  distintas  personas  para  litigaren  un 
solo  pleito  ejercitando  idénticas  acciones  con- 
tra otro,  no  puede  sostenerse  que  el  monto 
de  la  demanda  debe  ser  el  que  resulte  de  la 
suma  de  las  cantidades  cobradas,  pues  de 
de  este  modo  podría  no  sólo  alterarse  el  pro- 
cedimiento establecido  para  la  sustanciación 
de  los  juicios  sino  aún  la  competencia  del  Tri- 
bunal llamado  á  fallarlos,  procedimiento  y 
Tribunal  que  quedaría  á  elección  de  los  de- 
mandantes, elevándose  el  monto  de  la  de- 
manda con  juntarse  para  entablarla;  y 

3^  Que,  si  cada  uno  de  los  actuales  deman- 
dantes hubiera  cobrado  por  separado,  como 
era  lo  natural,  la  suma  que  dice  adeudársele 
no  habría  procedido  del  recurso  de  apelación, 
pues  ninguna  de  esas  sumas  excede  de  $  300. 
Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 243  de  la  hy  de  15  de  octubre  de  1875 
sobre    Organización   y  Atribuciones   de   los 


VOTO   KSPBCIAL 

En  la  causa  civil  seguida  en  el  Juzgado  de 
Letras  de  San  Carlosentre  donNilandor  Gae- 
te  y  otros  con  la  Municipalidad  de  San  Gre- 
gorio, sobro  cobro  de  pesos,  el  infrascrito 
opinó  por  declarar  procedente  el  recurso  de 
apelación  y  en  consecuencia,  que  debe  verse 
la  causa  por  el  fondo. 

Tuvo  presente: 

1^  Que  todos  los  demandantes  han  obrado 
conjuntamente,  nombrando  un  solo  manda- 
tario; 

2*^  Que  en  una  misma  demanda,  según  el 
artículo  19  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, pueden  intervenir  como  demandantes  va- 
rias personas,  siempre  (jue  se  deduzca  la  mis- 
ma acción,  como  acontece  en  el  presente  caso, 
por  el  sargento  l*?jefe  déla  policía  de  San 
Gregorio  y  demás  policiales  de  que  ella  cons- 
taba; 

3*^  Que  la  acción  común  emana  directamen- 
te de  un  hecho,  cual  es  la  prestación  del  ser- 
vicio; 

4*?  Que  la  historia  fidedigna  de  la  ley  con- 
signada en  la  sesión  23  de  la  Comisión,  no 
limita  las  disposiciones  del  citado  artículo  19 
á  casos  taxativos  y  únicos; 

5*^  Que  los  Jueces  de  Letras,  conforme  al 
artículo  243  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribuna- 
les, sólo  son  competentes  para  fallar  en  una 
sola  instancia  las  causas  en  que  el  valor  de  la 
materia  no  pasa  de  $  300. 

6*^  Que  el  valor  de  la  demanda,  ó  sean  los- 
sueldos  cobrados,  son  $  762.40;  y 

1^  Que   este  Tribunal,  ingresado  el  expe- 
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íiente  en  apelación,  mandó  expresar  agra- 
vrios,  á  los  que  respondió  el  señor  Fiscal  y 
más  tarde  no  dio  lugar  á  la  deserción  del  re- 
curso por  haberse  apersonado  los  apelantes, 
por  nietlio  del  Procurador  don  Heriberto 
Frías,  en  6  de  diciembre  de  1905,  3»^  solamente 
en  4-  tle  agosto  último  se  ordenó  traer  los  au- 
tos en  relación  sobre  la  procedencia  del  re- 
curso, lo  cual  demuestra  la  inoportunidad  de 
aplicar  el  artículo  4-38  del  citado  Código  de 
Procedimiento,  tanto  más  cuanto  que  la 
apelada  parte  no  ha  reclamado  de  la  impro- 
■cedencia. 

Talca,    lo  de    noviembre   de  1906.—  Fidel 
Vrrittía. 


Corte  de  Concepción. ^15  de  octubre  de  1906. 

Vera  v.  de  Yillagran  con  Harismendy  Hnos. 
y  Larroulet 

Querella  de  amparo. -Acción  poseso- 
'  ria.— Comunidad. 

Doctrina: —  Entre  comuneros  no  pro- 
ceden las  accioneb  posesorias. 


Don  Eleuterio  Vera,  por  doña  Carmen  Vera 
V.  de  Villagrán,  demandando  dice;  que  se  es- 
tán publicando  los  avisos  de  estilo  para  ins- 
cribir un  título  de  compraventa  por  don  José 
Antonio  Lemus  á  favor  de  los  señores  Haris- 
mendy Hermanos  y  Larroulet  y  por  el  cual 
el  primero  vende  á  los  segundos  veinticinco 
cuadras  de  terreno  que  están  dentro  del  fun- 
do "Los  Alamos",  fundo  que  tiene  los  límites 
generales  que  se  indican  en  el  mismo  escrito 
de  demanda. 

Esta  propiedad,  aunque  pertenece  en  su  to- 
talidad á  la  sucesión  de  don  Marcos  Villa- 
grán, en  que  tiene  parte  la  demandante,  la  po- 
séeselo la  segunda  exclusivamente  desde  hace 
más  de  quince  años  á  la  fecha,  habiendo  eje- 


cutado durante  este  tiempo  y  especialmente 
en  el  último  año  todos  los  actos  propios  del 
dominio,  como  ser  roces,  sientbras,  chacras, 
cercos,  etc. 

Aunque  el  vendedor  don  José  Antonio  Le- 
mus es  miembro  de  la  sucesión  de  don  Andrés 
Villagrán,  no  posee  ninguna  parte  del  citado 
fundo,  ni  puede  pretender  derecho  por  haber 
vendido  hace  ya  muchos  años  más  de  lo  que 
podía  corresponderle  en  la  partición  de  esos 
bienes. 

Por  otra  parte,  el  señor  Lemus  no  ha  teni- 
do ningún  derecho  para  disponer  de  una  sec- 
ción determinada  del  referido  fundo;  y  no  te- 
niendo ese  derecho,  no  debe  inscribirse  el  títu- 
lo de  compraventa  á  que  se  ha  referido. 

Además,  dicho  fundo  está  indiviso,  por  lo 
que  aun  en  el  supuesto  de  que  al  vendedor 
Lemus  le  quedara  algún  derecho  sobre  él,  no 
podría  enajenar  una  parte  del  mismo  sin  que 
previamente  se  hiciera  la  liquidación  de  la  co- 
munidad existente. 

Por  todas  estas  razones  se  opone  á  que  se 
inscriba  el  título  de  que  ya  ha  hecho'  mención. 

Los  demandados,  contestando,  dicen:  que 
aunque  la  demandante  parece  que  pretende 
negar  al  principio  el  derecho  de  comunero 
que  tiene  al  fundo  *Xos  Alamos"  el  vendedor 
don  José  Antonio  Lemus,  luego  reconoce  ex- 
plícitamente ese  derecho  y  siendo  así,  es  in- 
discutible que  la  demanda  carece  de  razón  le- 
gal, pues  entre  comuneros  no  cabe  ejercitar 
la  acción  entablada  por  la  demandante.  En 
consecuencia,  pide  se  deseche  la  demanda  con 
expresa  condenación  en  costas. 

No  considerando  conducente  la  prueba  tes- 
timonial ti  demandado,  pidió  se  citara  para 
sentencia  y  puesta  esta  petición  en  conoci- 
miento de  la  parte  contraria,  ninguna  obje- 
ción hizo. 

El  Juzgado  de  Lebu,  en  30  de  diciembre  de 
1905,  falló: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

Que  la  misma  parte  demandante  reconoce 
que  existe  comunidad  con  el  demandado  en 
el  bien  á  que  se  refiere  el  presente  juicio;  y 

Que  dada  esta  circunstancia,  no  es  proce- 
dente la  acción  posesoria  entablada. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  917   de 
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Có  digo  Civil  y  714  y  715  del  Código  de  Pro- 
ce  dtmiciUo  Civil,  se  declara  sin  lugar  la  que- 
rella, con  costas. 

Quedan  á  salvo  los  derechos  que  el  quere- 
llante pudiera  hacer  valer  por  la  acción  ordi- 
naria.— Pra ucísco  Rosendo: 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Se  confirma,  con  costas  del  recurso,  la  sen- 
tencia apel.'ida  de  30  de  diciembre  último.— 
ExcfjtJi'el  F¿\'ijeron  La  os. —  E.  Fuentes  R. — 
Ramón  Xíivnrro  O. 


Coi  te  (le  Tacna. — 1¿3  de  octubre  de  1906 
Pocacci  con  Cañipa 

Posesión; hechos  constitutivos— Que- 
rella.—Acción  posesoria.— Inscrip- 
ción.—Título  inscrito. 

Doctkina: — Xo  puede  entablar  acción 
posesoria  sino  el  que  pruebe  haber  esta- 
do en  posesión  real,  tríwquila  y  no  in- 
terrumpida por  un  año  completo,  de 
terreno  á  que  se  rene  re  la  querella,  resta 
prueba  debe  rendirse  acreditando  hechos 
positivos  de  aquellos  ú  que  solo  da  dere- 
cho el  dominio,  como  el  corte  de  made- 
ras, la  construcción  de  edificios,  la  de 
cerramientos,  las  plantaciones  6  semen- 
teras y  otros  de  igual  signiñcación,  eje- 
ciitíidos  sin  el  consentimiento  del  que 
disputa  la  posesión. 

Estos  hechos  no  se  acreditan  con  la 
simj)le  presentación  de  un  título  inscrito, 
porque  la  inscripción  es  un  requisito  le- 
gal  para  solemnizar  Ja  tenencia  con  Ani- 
mo de  señor,  lo  cual  únicamente  carac- 


teriza la  posesión  y  es  indudnbJc  •..:: 
la  inscripción,  excepcionalmente ex:::.: 
respecto  de  ciertos  bienes  por  el  aní. 
724  del  Código  Civil,  debe  concurrir  l  \ 
el  hecho  y  circunstancias  constituuw.- 
de  la  posesión. 


Don   Lizardo   Belaunde,   por  don  A!!..r: 
Focacci,   comerciante   domiciliado  en  T.ur. 
querellándose  por  denuncia  de  obranucvti 
pon:-:   que   según  aparece  de   la  escritura  ;  r 
blica  inscrita  que  acompaña,  su  represe:.'. .  • 
es  dueño  de  un  sitio  ubicado  en  la  cali^'   :.  : 
.\lameda,  al  que  le  corresponde  el  núm  17-!. 
el  cual   tiene  una  extensión   de  12  van^  \ 
frente  por  40  de  fondo  y  cuyos   lindcro>  v.i: 
por  el  frente  ó  sea  el  sur,  con   lacaHc  t:j  '^:' 
ubicación;  por  el   fondo  ó  sea  el  nortt,  .. 
propiedad  de  don  Andrés  Albarracín:  :>»:  : 
costado  ó  sea  el  este,  con  propiedad  <\' ■' 
ÍTrimanesa   Maldonado,  y  por  el  cir.>.  «i^» 
el  oeste,  con  sitio  de  doña  Rosa  Cañii'.. 

Que  sucede  que  la  colindante  señor.i  K'-. 
Cañipa  por  medio  de  su  comisiona  lo 'i  n 
Juan  Tregear  está  haciendo  levantar  l'>:. 
redes  de  su  sitio,  y  sin  tener  en  cuenin.  :-  ' 
má:^  (jue  á  aíjuella  señora  le  consta,  f.:^*; 
representado  es  dueño  de  12  varas «ictrt::;: 
por  40  de  fondo,  ha  principiado  á  >:<*:>::'  ' 
su  pared  divisoria  por  el  lado  este,  qutf  ile^i: 
da  con  sitio  de  su  representado,  toman  i  ^^• 
una  estensión  de  2  varas  de  frente  y  s:^'.!" 
dola  en  el  mismo  terreno  de  su  ma:v:.'"'f 
hasta  llegar  al  fondo quecolinda  con  I:.  y'  • 
de  la  casa  de  don  .Andrés  .\lbarracín,  r^^ 
SO  varas  cuadradas. 

Que  al  señor  Focacci  le  concedió  la  íuit  r:- 
dad  política  el  respectivo  permiso  de  fríe  pi- 
diera levantar  murallas  en  su  sitio  pon.* 
aquella  autoridad  encontró  justo  títnií'.vt:; 
se  ve  por  la  autorización  que  aconipíiím: }  - 
mérito  de  esa  venia  procedió  y  levantó  la ; 
•  red  del  frente  tomando  las  12  varas  que  ri  v 
la  escritura,  no  pudiendo  construir  la  que  d- 
vide  con  el  sitio  de  la  señora  Cañipa  por  ía.:-i 
de  albañiles  y  material;  de  manera  que  aq'Ji  • 
señora,  no  obstante  de  notar  que  la  pare»!  f 
yantada  por  el  señor  Focacci  se  ha  avan:  i 
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í  var.'is  (le  superficie  que  corresponden  á  éste, 
.'oiitiniía  la  otra. 

y  lie  hace  presente  que  su  poderdante  está 
tu  ([uieta  y  pacífica  posesión  del  terreno  que 
:onipró  á  doña  Melchora  viuda  de  Schmith 
lesde  el  2  de  enero  de  1902  sin  que  nadie  le 
liaya  estorbado  ni  reclamado  con  título  al- 
guno su  dominio  hasta  el  día  (jue  ha  princi- 
piado á  hacer  edificar  la  señora  Kosa  Cañipa 
de  una  manera  arbitraria. 

One  con  el  mérito  de  la  escritura  inscrita 
que  acompaña  y  en  conformidad  íí  los  artícu- 
los 721,  722  de  la  ley  de  Procedimiento  Civil 
y  1K>0  del  Código  Civil,  entabla  querella  sobre 
denuncia  de  obra  nueva  y  pide  se  mande  sus- 
pender la  ohra  que  se  construye  en  el  terreno 
(pie  se  reclama,  bajo  los  apremios  de  ley  y 
tramita«l¿i  (|ue  sea,  declararen  definitiva  que 
debe  demolerse  la  pared  con  costas,  daños  y 
perjuicios. 

La  (jue reliada  doña  Rosa  Cañipa  acompa- 
ñó las  escrituras  y  documentos  y  en  su  escrito 
de  tén<>:ase  presente,  dice:  que  con  el  mérito 
del  testamento,  escritura  de  compraventa  é 
inscripción  que  en  copias  certificadas  acom- 
paña, se  servirá  el  Juz^^ado  desechar  la  que- 
rella con  ex[)resa  condenación  en  costas. 

Oue  en  2S  de  octubre  de  1853  don  Komuab 
do  Cañipa  y  su  es{)osa  compraron  á  doña 
María  Ana  (lonzálí  z  Vijil  dcExhclmcs, el  sitio 
que  posee  en  este  puerto  colindante  con  el  que 
ahora  es  de  don  .\Iberto  h'ocacci. 

(iue  ese  sitio  tiene  de  latitud  al  frent  .*  y  al 
lado  oj3uesto  ó  sea  al  fondo  !<>  varas  y 
de  lonjitud  40  varas  formando  un  para- 
lelóirranio  rectángulo;  (pie  la  antigüedad  del 
título  que  presenta  excluye  toda  idea  de  (jue 
S'i  trcitara  de  un  título  formado  para  apro- 
piarse de  propiedad  ajena,  lo  cpie  se  confirma 
más  teniendo  en  cuent.'ique  la  vendedora  cpie- 
*iíiha  dueño  del  sitio  colindante  (]ue  ahora 
pertenece  en  parte  á  don  Alberto  Focacci. 

Que  ese  título  de  conq)raventa  otorgado  el 
ano  1833  hizo  dueñoí--  á  los  descendientes  de 
su  mandante  del  sitio  ó  solar  que  compraron 
<ín  este  puerto,  y  como  ese  título  quedó  per- 
f^^to  sin  necesidad  de  inscripción  alguna,  lo 
fiue  no  era  exigido  por  las  leyes  vijentes  en  la 
^Toca  de  su  otorgamiento,  amparó  la  propie- 
tíad  de  los  padres    de  su   mandante  contra 


toda  detentación;  en  10  deenero  del902,  don 
Alberto  Focacci  compró  un  terreno  colindante, 
pero  ese  terreno  no  podía  ser  otro  que  el  que 
quedaba  á  continuación  del  de  su  represen- 
tada, pero  sin  menoscabarlo  en  lo  menor. 

Que  el  título  del  señor  Focacci  dice  que  el 
terreno  que  se  compra  tiene  12  varas  de  fren- 
te, pero  no  dice  si  en  el  fondo  tiene  ó  no  las 
mismas  12  varas. 

Que  la  verdad  es  que  el  sitio  del  querellante 
solo  tiene  en  el  frente  que  da  á  la  calle  de  la 
.\lamcda  11  varas,  y  en  el  lado  opuesto,  ó 
sea  al  fondo,  6  varas,  teniendo  la  figura  de 
un  trapecio  y  no  la  de  un  paralelógramo  rec- 
tángulo como  tiene  el  sitio  de  su  mandante, 
según  su  res|)ectivo  título. 

Que  del  sólo  el  examen  de  los  títulos  de  pro- 
piedad resulta  infundada  la  querella. 

Que  es  ridículo  que  haga  mérito  el  quere- 
llante del  permiso  que  obtuvo  de  la  autori- 
dad política  y  de  la  aprobación  que  dice  dio 
esa  autoridad  á  su  título,  porque  ese  permi- 
so y  esa  aprobación  no  hacen  mejor  el  dere- 
cho del  (iucrellantc  ni  menoscaban  los  dere- 
chos de  su  representada,  por  la  sencilla  razón 
de  que  la  autoridad  política  es  incompetente 
para  resolver  sobre  los  derechos  de  pro[)ie- 
dad  que  invotpien  los  particulares;  que  dice 
también  el  señor  Focacci  cpie  desde  enero  de 
19013  está  en  cpiieta  y  pacífica  ])osesión  del 
terreno  que  reclama  como  suyo,  lo  que  no  es 
cierto,  porque  él  mismo  confies¿i  (pie  recién 
en  el  presente  año  obtuvo  permiso  para  le- 
vantar la  pared  de  ese  sitio,  imico  acto  de 
posesión  que  hasta  ki  fecha  ha  ejercido. 

Que  el  testamento  (pie  en  copia  acompaña 
acredita  que  su  mandante  es  hija  legítima  de 
don  Romualdo  Cañipa  y  su  heredera  y,  por 
lo  tanto,  dueño  del  sitio  ó  solar  com[)rado 
por  acpiél;  que  no  teniendo  el  señor  Focacci 
posesión  sobre  el  sitio  que  ha  hecho  cercar  su 
mandante,  es  improtv'dente  la  querella,  cjue 
sólo  tiene  lugar  cuando  la  obra  nueva  que  se 
denuncia  jjcrturba  la  posesión  del  querellan- 
te; si  á  pesar  de  la  claridad  del  título  exhil)i- 
do  por  su  parte  insiste  el  señor  Focacci  en  re- 
damar como  suyo  un  terreno  que  no  le  perte- 
nece, será  materia  de  un  juicio  ordinario  y 
no  de  im  interdicto. 

Que  pide  se  deseche  la  querella,  condenando 
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al  querellante  cil  pago  de  las  costas  y  á  al 
indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados. . 

Se  rindió  la  prueba  testimonial  c  informa- 
ción sumaria  que  corre  en  autos. 

Se  practicó  la  inspección  personal  del  Juz- 
gado de  que  da  constancia  el  acta. 

El  querellante  pidió  se  tuviera  en  parte  de 
prueba  escrita  el  expediente  que  sobre  oposi- 
ción á  inscripción  siguen  las  mismas  partes  y 
alegó  la  excepción  de  transacción. 

Se  opuso  el  representante  de  la  querellada 
y  se  reservó  para  definitiva  la  resolución  del 
incidente. 

Se  citó  para  sentencia  y  el  Juzgado  de  Ari- 
ca, con  fecha  15  de  julio  de  1905,  resolvió: 

Con  lo  expuesto  y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  posesión  de  los  derechos  inscritos 
se  prueba  con  la  inscripción  y  mientras  ésta 
subsista  y  con  tal  que  haya  durado  un  año 
completo  no  es  admisible  ninguna  prueba  de 
posesión  con  que  se  pretenda  impugnarla; 

2^  Que  el  poseedor  tiene  derecho  para  pe- 
dir que  se  prohiba  toda  obra  nueva  que  se 
trate  de  construir  en  el  suelo  de  que  está  en 
posesión; 

3'  Que  con  el  mérito  que  arroja  la  inspec- 
ción personal  del  Juzgado  de  que  da  constan- 
cia el  acta,  se  ha  comprobado  debidamente 
que  la  pared  se  estaba  levantando  en  el  suelo 
de  que  está  en  posesión  el  querellante; 

4f^  Que  la  ley  no  establece  plazo  fijo  é  im- 
prorrogable para  presentar  los  medios  proba- 
torios en  las  querellas  posesorias,  sino  que 
ordena  que  se  tramiten  y  fallen  con  celeridad; 

5*^  Que  con  la  transación  que  corre  en  el 
expediente  de  oposición  á  inscripción  seguido 
entre  las  mismas  partes  y  sobre  idéntica  ma- 
teria, se  reconoce  expresamente  que  el  de- 
mandante señor  Focacci  tiene  derecho  á  12 
varas  de  frente  y  que  la  demandada  señora 
Cañipa  sin  tocar  una  sola  pulgada  de  terreno 
al  citado  demandante,  verá  el  modo  y  forma 
de  rescatar  contra  terceros  hasta  completar 
las  17  varas  de  su  escritura  de  28  de  octubre 
de  1853; 

6*?  Que  en  los  juicios  posesorios  no  se  toma 
en  cuenta  el  dominio  que  por  una  ú  otra  par- 
te se  alegue  y  sólo  podrán  exhibirse    para 


comprobar  la  posesión,  pero  sólo  aqoeü  < 
cuya  existencia  pueda  probarse  sumarian:¿c 
te;  visto  lo  prescrito  en  los  artículos 923/j:S 
924  y  930  del  Código  Civil  y  artículos  ri, 
725,  389.  392  y  410  del  Código  de  Proceii- 
miento  Civil,  se  declara:  que  ha  lugar,  co?. 
costas,  á  la  denuncia  de  obra  nueva  solo  v 
cuanto  se  ratifica  la  suspensión  provisior.:. 
decretada,  y  no  ha  lugar  por  ahora  á  la  «i- 
molición,  por  estimarse  que  el  mantenir?:!cr- 
to  temporal  de  la  obra  no  ocasiona  ó  ¡wj:?. 
perjuicios  al  denunciante,  ni  á  las  demás  pe- 
ticiones de  la  denuncia, 

Se  dejan  á  salvo  al  vencido  sus  derecha  en 
la  forma  establecida  en  el  inciso  2^  del  artL::- 
lo  725  del  Código  de  Procedimiento  Civi!  - 
A,  FueazalidR. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  exposi:i\: 
de  la  sentencia  apelada  de  14  de  julio  ú.r 
mo,  y 

Considerando: 

1*^  Que  el  denunciante  don  Alberto  Focací 
no  ha  rendido  prueba  alguna  para  estalúctr 
el  hecho  fundamental  de  la  acción  deduci!:. 
que  es  la  posesión  real,  tranquila  y  no  inte- 
rrumpida por  un  año  completo  del  lerreTio 
en  que  se  ha  construido  la  obra  nueva  p  rf: 
denunciada; 

2^  Que  esta  prueba  es  de  rigor  absoluto  ea 
todo  juicio  posesorio  y  debe  rendirse  acrtii- 
tando  hechos  positivos,  de  aquellos  á  jtJt 
solo  da  derecho  el  dominio,  como  el  corte  ^Íí 
maderas,  la  construcción  de  edificios,  la  le 
cerramientos,  la  de  plantaciones  6  se^lc^:^ 
ras  y  otros  de  igual  significación,  cjecuta<]  > 
sin  el  consentimiento  del  que  disputa  la  '^'^ 
sesión; 

3^  Que  estos  hechos,  cuya  demostrac'r 
exige  una  disposición  expresa  del  Código  Ci- 
vil, no  se  acreditan  con  la  presentación  de  ur 
título  inscrito,  porque  si  se  aceptara  e*:. 
sola  prueba  quedaría  establecido  que  seria 
bastante  á  una  persona  hacerse  dar  \)or  ¿ 
que  no  es  verdadero  dueño  de  un  bien  raiz  ua 
título  translaticio  de  dominio,  inscribirií) « 
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seguida  por  los  medios  qite  indica  el  Regla- 
mento del  Conservador  de  Bienes  Raíces  y 
con  esto  solo  arrebatar  la  posesión  al  que 
realmente  la  tiene  y  que  ante  la  ley  es  el  ver- 
dadero dueño  mientras  no  se  justifique  enjui- 
cio contradictorio  que  no  lo  es; 

4-^  Que  la  inscripción  es  un  requisito  legal 
para  solemnizar  la  tenencia  con  ánimo  de  se- 
ñor, lo  cual  únicamente  caracteriza  la  pose- 
sión, según  precepto  del  artículo  700  del  Có- 
digo Civil,  de  tal  manera  que  sin  tenencia  con 
ánimo  de  dueño  no  hay  posesión,  siendo  in- 
dudable que  la  inscripción  excepcionalmente 
exigida  respecto  de  ciertos  bienes  por  el  ar- 
tículo 724-,  debe  concurrir  con  el  hecho  y  cir- 
cunstancias constitutivas  de  la  posesión,  tal 
como  se  halla  definida  en  el  citado  artículo 
700; 

5^  Que  en  este  juicio  posesorio  no  puede 
tomarse  en  cuenta  el  escrito  presentado  de 
común  acuerdo  en  el  juicio  seguido  entre  las 
mismas  partes  sobre  oposición  á  inscripción; 

G^  Que,  en  consecuencia,  no  habiéndose  ren- 
dido por  el  demandante  prueba  alguna  para 
acreditar  los  hechos  constitutivos  de  la  pose- 
sión en  que  dice  haber  sido  perturbado,  la  de- 
manda debe  ser  rechazada; 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  dispo- 
siciones legales  citadas  y  visto  además  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  918,  923,  925,  930  y 
1698  del  Código  Civil,  703,  724  y  738  del  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
citada  al  principio  y  se  declara  sin  lugar  la 
demanda,  con  costas,  dejándose  al  deman- 
dante á  salvo  su  derecho  para  deducir  en  vía 
ordinaria  las  acciones  que  por  la  ley  le  corres- 
pondan. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  presidente  Vega  sólo  acepta  los 
considerandos  primero,  segundo,  tercero, 
quinto  y  sexto. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 

Peña P.  Roberto  Vtga.—E.  Cisternas  Peña. 

— Af./4.  Quirell.—  W.  Larraín. 


Corte  de  Concepción 6  de  noviembre 

de  1906 

Araned%  con  Atheus  y  Zúñiga 

Nulidad  absoluta.— Declaración  de  ofi- 
cio.—Ejecución;  embargo.  -Tercería 
de  dominio 

Doctrina: — No  puede  invocar  la  nuli- 
dad absoluta  el  que  celebró  el  contrato 
sabiendo  ó  debiendo  saber  el  vicio  que  lo 
invalidaba. 

Para  que  el  juez  ejerza  la  facultad  de 
declarar  de  oñcio  la  nulidad  absoluta^  es 
necesario  que  se  halle  en  presencie!,  de  un 
juicio  en  que  figuren  legítimos  contradic- 
tores y  es  necesario^  además ^  que  la  nu- 
lidad aparezca  de  manifiesto  en  el  acto 
ó  contrato  que  se  propone  anular. 


Don  J.  E.  Figueroa,  por  doña  Carolina 
Araneda  viuda  de  Araneda,  dice  que  en  ejecu- 
ción seguida  por  don  Germán  Atheus  contra 
don  Antonio  Zúñiga  se  han  embargado  áéste 
las  acciones  y  derechos  que  se  dice  le  corres- 
ponden en  lI  fundo  **Leiva";  que  este  fundo 
es  propiedad  exclusiva  de  la  recordada  señora 
Araneda,  como  se  acredita  con  la  escritura 
que  acompaña  en  que  se  ve  adquiriéndolo  á 
don  Pantaleón  Araneda,  marido  de  doña  Ca- 
rolina, á  quien  en  el  testamento  acompañado, 
cláusula  5^,  le  deja  dicho  fundo;  que  de  la  es- 
critura de  compraventa  otorgada  á  favor 
de  don  Pantaleón  Araneda  se  ve  que  fué  el 
mismo  Antonio  Zúñiga  quien  vendió  el  fundo 
"Leiva"  á  don  Pantaleón  Araneda;  y  conclu- 
ye el  señor  Figueroa  deduciendo  tercería  en 
los  bienes  embargados  por  don  Germán  Atheus 
agricultor  domiciliado  en  Lloncas,  á  Antonio 
Zúñiga  y  pidiendo  que  se  mande  alzar  el  em- 
bargo, con  costas. 

Don  Germán  Atheus,  pide  que  se  deseche  la 
tercería  y  que  se  dé  lugar  á  la  reconvención 
que  deduce  (y  que  no  se  menciona  porque  por 
sentencia  de  término  se  resolvió  que  no  pro- 
cedía aquí  reconvención). 
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Niega  que  la  señora  Arancela  sea  dueña  y 
poseedora  regular  de  **Leiva",  porque  el  títu- 
lo que  acompaña  es  absolutamente  vicioso  y 
nulo,  ya  que  no  está  inscrito,*  porque  la  ins- 
crfpclón  es  clandestina  como  la  posesión  que 
se  atribuye  ñ  la  tercerista. 

Para  inscribir  no  se  hicieron  las  publicacio- 
nes del  artículo  58  del  Reglamento  Conserva- 
torio, n¡  se  llenaron  las  prescripciones  del  ar- 
tículo G93  del  Código  Civil. 

Aparece  del  mismo  acto  de  la  inscripción, 
(¡ue  se  procedió  sin  fijarse  carteles  ni  publicar- 
se avisos  por  hallarse  inscrita  la  propiedad 
en  el  Registro  de  Hipotecas  de  1893. 

Lo  que  da  el  dominio  es  la  inscripción  en  el 
Registro  de  Propiedad  y  nu  lo  da  la  inscrip- 
,ción  en  el  de  Hipotecas. 

Además,  el  contrato  de  compraventa  otor- 
gado entre  don  Píintaleón  Araneda  y  don 
Antonio  Zúñiga  es  absolutamente  nulo,  por 
que  sobre  **Leiva"  pesaban  tres  embargos: 
uno  en  ejecución  de  los  señores  Duhart  Her- 
manos, otro  en  ejecución  de  don  Agusto  Dol- 
hatz  y  otro  en  ejecucic  n  de  don  Juan  Bautis- 
ta Duhart. 

Además,  don  José  de  la  Luz  Marinan  había 
deducido  también  tercería  de  dominio  sobre 
el  fundo  "Leiva"  antes  de  otorgarse  por  Zú- 
ñiga la  escritura  á  favor  de  don  Pantaleón 
Araneda. 

Invoca  los  artículos  1464.,  1682  y  1683  del 
Código  Civil,   además  del  inciso  1*^  del  1687. 

Agrega  que  tiene  derecho,  como  acreedor 
de  Zúñiga,  para  alegar  la  nulidad  absoluta 
del  contrato  de  venta  acompañado  por  la  se- 
ñora Araneda  y  concluye  pidiendo  que  se  de- 
clare absolutamente  nulo  el  contrato  de  ven- 
ta otorgado  por  Zúñiga  á  favor  de  don  Pan- 
taleón Araneda  el  27  de  octubre  de  1895  en 
esta  ciudad  y  relativo  al  fundo  "Leiva",  nu- 
lidad que  se  declarará  también  alcanzar  á  la 
inscri[)ción  del  mismo  contrato,  inscripción 
([ue  se  mandará  cancelar,  todo  con  costas. 

Se  acumuló  á  los  autos  otra  solicitud  de 
tercería  de  la  señora  Araneda  viuda  de  Ara- 
neda, deducida  en  la  segunda  ejecución  segui- 
da por  don  Germán  Atheus,  por  $  11.710, 
contra  don  Antonio  Ziíñiga,  en  que  se  han 
embargado  á  éste  las  acciones  y  derechos  que 
se  dice  corresponder  le  en  el  fundo  ^'Leiva". 


Las  partes  de  esta  segunda  tercería  son  ¡l*- 
mismas  de  la  primera  y  esta  segunda  tercería 
es  idéntica  en  todo  á  la  anterior,  se  hacen  i.is 
mismas  peticiones  y  se  dirigen  contra  las 
mismas  personas,  y  en  lo  único  en  que  s?  lí:^ 
tinguen  es  en  la  cuantía  de  la  ejecución  c:. 
que  inciden. 

Don  Germán  Atheus  contestó  en  ii^lntk  > 
términos  e«ta  segunda  tercería,  como  la;  K- 
mera. 

Más  adelante  dice  don  Antonio  Zuñida  i  e 
efectivamente  vendió  el  fundo  **Lciva"  á  il  n 
Pantaleón  Araneda  <  1  27  de  octubre  de  ]>*y. 
pero  que  también  es  cierto  lo  que  dice  A»! \'  s 
en  su  escrito  de  contestación,  pues  jx^:lllj^ 
sobre  **Leiva"  los  embargos  ahí  mcncionnri  > 
y  concluye  pidiendo  que  se  resuelva  la  wau*i 
como  fuere  de  derecho. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  rindióla  ijjc 
corre  en  autos,  entre  ellas  unas  po<\iorr> 
absucltas  por  la  señora  Araneda. 

Alegando  pide  la  señora  Carolina  .\rai.tr 'j 
viuda  de  Araneda  que  se  resuelva  C0In^'!' 
tiene  pedido  en  sus  solicitudes,  ya  que  la  jují- 
ba  instrumental  como  la  testimonial  i.i>íi*;- 
can  evidentemente  su  derecho:  el  fundo  "U:- 
va"  es  de  su  propiedad  exclusiva. 

En  las  posiciones  se  ha  tratado  de  lina- 
que  la  absolvente  confiese  actos  ejecuíi '  > 
por  un  tercero  en  los  que  ella  no  inter\ii:'\ 

En  su  alegato  pide  Atheus  que  se  descvic 
las  dos  tercerías,  con  costas:  la  nulidn-' :.  •-• 
gada  es  absoluta  y  manifiestn. 

Con  la  prueba  rendida  se  acredita  ckic  j<- 
saban  tres  embargos  sobre  el  fundo  "Ltiv¡; 
cuando  Zúñiga  vendió  este  fundo  á  don  I*-^' 
talcón  Ataneda,  causal  de  nulidad  indvVi'n 
en  los  artículos  1464  y  1682  del  Códií;.»  Ci- 
vil. 

No  habiéndose  inscrito  el  título  de  don  Pan- 
taleón Araneda  de  un  modo  correcto,  la  tra- 
dición no  se  ha  verificado;  y  la  tercerista  r 
ha  probado  su  dominio  en  el  fundo  *'Leiv^ ' 

Don  Antonio  Zúñign,  en  su  alegato.  .\\ 
que  lo  hace  únicamente  por  llenar  el  trán::  e 
de  alegar,  pues  no  le  corresponde  otra  co>a 
que  reproducir  lo  expuesto  en  su  escrito,  v.^^ 
que  la  venta  que  hizo  á  don  Pantaleón  Ara- 
neda es  nula,  pero  no  cree  digno  alegar  esa 
nulidad. 
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Se  citó  para  sentencia  y  el  Juzgado  de  Ca- 
tete, con  fecha  30  de  noviembre  de  1905, 
al!ó: 

Considerando:  1^  que  don  Antonio  Zúñiga 
^erulió  el  fwndo  *'Leivíi"  á  don  Pantaleón 
iiraneda  el  27  de  octubre  de  1896,  contrato 
[uc  se  halla  inscrito,  como  se  ve  del  final  del 
ítulo; 

2^-  Considerando  que  don  Pantaleón  Ara- 
icda  adquirió  de  buena  fe  aquella  propiedad, 
ni  virtiendo  expresamente  el  vendedor  Zúíii- 
ía  ((ue  el  fundo  no  tenía  gravamen  de  ningu- 
iaes¡)ecie,  y  sin  que'Ziiñiga  haya  siquiera 
ntentado  rescindir  la  compraventa  ó  decir 
le  nulidad  del  contrato; 

3"  Considerando  que  don  Germán  Atheus 
10  es  legítimo  contradictor  de  don  P<mtaleón 
Araneda  ó  de  quien  sus  derechos  represente, 
para  rescindir  ó  anular  el  contrato  de  com- 
praventa mencionado  mas  arriba,  ya  que  á 
la  fecha  en  que  se  dice  otorgado  el  pagaré  por 
$  1K')0  (febrero  de  1001)  que  sirvió  para  una 
de  las  ejecuciones  de  Atheus  contra  Ziiñiga, 
éste  se  había  desprendido  completamente  de 
sus  derechos  de  "Leiva"  y  que  con  mayor  ra- 
zón había  sucedido  lo  mismo  cuando  otorgó 
la  escritura  pública  de  m  ú  tuo  á  favor  de  A  theus 
|st[)tieml)re  de  1904.)  que  sirvió  para  la  segun- 
da ejecución  de  Atheus  contra  Zúñiga; 

-i"  Considerando  que  si  hubiera  adolecido 
de  nulidad  la  compraventa  de  "Leiva"  otor- 
gada por  Zúñiga  á  favor  de  don  Pantaleón 
Araneda  no  podría  aquél  alegar  ese  vicio,  ya 
que  sabía  ó  debía  saber  que  existían  los  tres 
embargos  que  se  ha  dicho  existían  sobre  "Lci- 
va"  en  la  época  de  la  compraventa; 

v)*^  Considerando  que  el  vendedor  Zúñiga 
»a  ratificado  tácitamente  aípiella  compra- 
venta; 

<J^^  Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  el 
.luez  puede,  aún  de  oficio,  declarar  la  nulidad 
absoluta  de  un  acto  ó  contrato,  es  necesario 
q^ie  para  poner  en  práctica  esa  facultad  se 
lialleen  presencia  de  un  juicio  en  que  figuren 
l^gíti-.nos  contradictores;  pues  el  juez  no  i)ue- 
de  ni  debe  andar  buscando  ó  inquiriendo  ac- 
^•^s  ó  contratos  nulos  absolutamente  i)ara 
declararlos  como  tales; 

'  Considerando  que  el  juicio  de  nulidad 
tiene  trámites  diferentes  del    de  tercería,  sin 


que  por  esto  pueda  entrarse  á  resolver  si  fué 
nula  ó  no  la  escritura  inscrita  otorgada  por 
Antonio  Zúñiga  á  favor  de  don  Pantaleón 
Araneda  el  27  de  octubre  de  1896;  y  teniendo 
además  presente  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1G83,  1684  y  1695  del  Código  Civil  y  542  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara: 
que  ha  lugar  á  las  tercerías  de  dominio  de- 
ducidas por  doña  Carolina  Araneda  v.  de 
Araneda,  con  respecto  al  fundo  "Leiva",  en 
las  dos  ejecuciones  deducidas  por  don  Germán 
Atheus  contra  don  Antonio  Zúñiga,  en  cuyas 
dos  ejecuciones  se  trabó  embargo  en  las  ac- 
ciones y  derechos  que  se  dice  correspt)nder  á 
Zúñiga  en  el  recordado  fundo  "Leiva",  como 
se  ve  de  las  diligencias  respectivamente  escri- 
tas, de  las  ejecuciones  acumuladas. 

Kn  consecuencia,  decláransje  alzados  esos 
dos  embargos,  debiendo  juagar  Atheus  las 
costas  á  doña  Carolina  Araneda  v.  de  Aríi- 
neda.-/o.sc  A.  Mnrclones. 

Apelada  ecta  resolución. 

La  Corte: 

Teniendo  presente,  en  lugar  de  la  última 
parte  del  consideran(^o  quinto  de  la  sentencia 
de  primera  instancia,  que  es  necesario  además 
que  la  nulidad  aparezca  de  manifiesto  en  el 
acto  ó  contrato  que  se  propone  anular,  se 
confirma  la  referida  sentencia  de  30  de  no- 
viembre del  año  próximo  plisado,  con  costas 
del  recurso. — Excquiel  Ft^mcroii  Lní^os.—IL 
Fuentes R,— Ramón  Navarro  O, 


Corte  de   VaI¡)araí:io — 2.V  r/e  noviembre 
(le  1906 

José  Tomás  Ramos 

Contribución  de  haberes. — Avalúo,  recla- 
mación.~-  Rol  —  Municipalidad  —  Nu- 
lidad. 

Doctrina:-— S/  ¡as  Municipalidades  no 
forman  oportunamente  el  rol  de  avalúos  ^ 
rige  la  matrícula  del  año  anterior. 
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La  Ley  de  Municipalidades  impone  á 
estas  corporaciones  la  obligación  de  exa- 
minar las  listas  de  avalúos  antes  del  1^ 
de  septiembre  de  cada  año  y  si  sólo  las 
aprueban  el  día  J?,  esta  aprobación  es 
inoportuna  y  debe  regir  la  matrícula  del 
año  anterior. 

El  perjudicado  por  el  avalúo  que,  ha- 
ciendo uso  del  derecho  del  artículo  44  de 
la  Ley  de  Municipalidades,  reclama  ante 
el  Juez  de  Letras,  no  puede  pedir  que  se 
declare  la  nulidad  del  rol,  porque  no  obra 
en  representación  de  los  demás  vecinos  y 
porque  la  acción  de  nulidad  no  procede 
en  esa  forma  sino  con  arreglo  al  artícu- 
lo 99  de  esa  lev. 


Don  Josc  Tomás  Ramos  y  Ramos,  propie- 
tario, residente  en  Valparaíso,  dice  que  en  El 
Heraldo  dtl  7  y  10  del  presente  se  publica: 

"Municipalidad  de  Viña  del  Mar.— Rol  de 
avalúos  para  1907. 

En  que  aparece: 

*' Población  Vergara,  Avenida  Libertad, 
acera  Oriente,  José  Tomás  Ramos,  $  100,000; 
acera  Poniente,  José  Tomás  Ramos  $100,000; 
calle  número  12  Norte,  José  Tomás  Ramos, 
$  20,000." 

La  subdelegación  veinticuatro  del  departa- 
mento de  Valparaíso  forma  la  comuna  ó  Mu- 
nicipalidad número  50,  Viña  del  Mar,  creada 
por  decreto  supremo  de  22  de  diciembre  de 
1901  y  consta  de  dos  distritos,  estando  ubi- 
cada la  Población  Vergara  en  el  primer  dis- 
trito, que  es  rural;  en  consecuencia,  las  tres 
propiedades  más  arriba  citad is  son  rurales. 

El  artícvilo  44  de  la  Ley  de  Municipalidades 
de  22  de  diciembre  de  1891  fija  la  fecha  en 
que  la  Municipalidad  debe  nombrar  los  tasa- 
dores; el  artículo  45,  cuándo  éstos  deben  pre- 
sentar el  avalúo  concluido;  el  artículo  48,  di- 
ce: que  la  Municipalidad  examinará  las  listas 
de  avalúos,  etc.,  y  ordenará  enseguida  la  pu- 
blicación desde  el  1*^  al  10  de  Septiembre  en 
un  periódico  del  departamento,  etc. 


El  artículo  49,  dice:  los  que  se  considertr. 
perjudicados  por  estos  avalúos  podrán  redi- 
mar  hasta  el  día  20  de  septicmbreantccl  [li- 
gado de  Letras,  etc. 

Como  la  Municipalidad  de  Viñadel  Mará 
se  ha  reunido  para  dar  cumplimiento  al  ar- 
tículo 48,  pide  que  previamente  sepronuntic 
el  Juzgado  sobre  la  nulidad  del  rol  publicarlo 
anónimamente  en  El  Heraldo  antes  de  cor.  • 
cer  sobre  el  reclamo  del  avalúo  de  las  :reí 
propiedades  que  formula  al  mismo  tiempo. 

En  el  comparendo  á  que  fué  citado  cor.  \x 
comisión  avaluadora,  el  señor  Ramos  pie/ 
se  declarara  que  el  avalúo  de  sus  propieda  i:5 
ubicadas  en  Viña  del  Mar,  debe  estimarle  ea 
la  cantidad  fijada  en  el  avalúo  último  v  ;  ■: 
el  cual  actualmente  paga  contribución,  aar- 
que  lo  considera  aún  exagerado. 

La  comisión  avaluadora  sostUTO  que  cait- 
cía  de  la  representación  legal  bastante  Je' 
Municipio  para  hacer  observaciones  resricci':» 
de  la  nulidad  del  avalúo  pedido  y,  porlu  ir 
más,  se  mantiene  en  el  avalúo  y  locreceoa:- 
tativo  en  vista  del  ma\'or  valor  que  han  r.- 
quirido  las  propiedades  en  Viña  del  Mar. 

Hl  señor  Promotor  F'iscal,  á  quien  se  [a^v 
ron  los  antecedentes  en  vista,  es  deopin.'»!: 
se  asigne  á  las  propiedades  una  estiajau'-: 
igual  á  la  del  año  anterior. 

El  Juzgado  de  Valparaíso,  con  fecha  12  < 
noviembre  de  1906,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  las  Municipalidades  deben  examinar 
las  listas  de  avalúos  antes  del  I''  de  septiem- 
bre de  cada  año  para  publicarlas  desde  e!  v.i 
1'  al  10  de  cada  mes; 

2^  Que  aparece  del  certificado  que  la  Muei 
cipalidad  de  Viña  del  Mar  sólo  aprobó  eir^ 
con  fecha  2  de  septicmlire  y  su  publicac:»^ 
como  consta  del  certificado,  se  hizo  el  > 'f 
septiembre; 

3^  Que  cuando  las  Municipalidades  no  j^ 
hieren  formado  oportunamente  el  roldeavi 
lúos  regirá  la  matrícula  del  año  anterior. 

4*^  Que  les  que  se  consideren  perj'ullca::"^^ 
por  estos  avalúos  pueden  hacer  sus  reclam^* 
en  la  forma  establecida  por  el  artículo  •^''  ■' 
la  Ley  de  Municipalidades  vigente;  v 

5^  Que  don  José  Tomás  Ramos  y  R'  i' 
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no  tiene  poder  para  reclamar  del  avalúo  de 
las  demás  propiedades  que  apareen  en  el  rol. 

Con  arreglo  á  las  precedentes  consideracio- 
nes y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  48  y 
49  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891  y  ar- 
tículo único  de  la  de  17 de  diciembre  de  1901, 
se  declara  que  ha  lugar  al  reclamo  y,  en  con- 
secuencia, las  propiedades  de  don  José  To- 
más Ramos  y  Ramos  á  que  se  refiere  el  escri- 
to, se  considerarán  valorizadas  para  el  efecto 
de  las  contribuciones  en  la  cantidad  con  que 
aparecen  en  la  matrícula  del  último  año. — 
y.  Germán  Alzérreca. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  eliminando  los  fundamentos  cuarto 
y  quinto;  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  don  José  Tomás  Ramos  y  Ramos, 
al  reclamar  la  nulidad  del  rol  de  avalúos  for- 
mado este  año  por  la  Municipalidad  de  Viña 
del  Mar,  no  obra  en  representación  de  los  ve- 
cinos de  esa  comuna  sino  en  su  interés  perso- 
nal y  entendiendo  ejercitar  un  derecho  propio; 
2^  Que  la  sentencia  de  primera  instancia, 
en  la  parte  no  apelada,  da  lugar  á  la  recla- 
mación del  señor  Ramos  y  Ramos  en  cuanto 
á  él  concierne,  asignando  á  sus  propiedades 
el  avalúo  que  tenían  conforme  al  rol  del  año 
anterior,  y  se  funda  para  ello  en  la  ineficacia 
legal  del  último  rol  por  no  haberse  formado 
oportunamente; 

3*^  Que  la  petición  de  nulidad  de  este  rol 
último,  en  cuanto  afecta  á  los  demás  vecinos 
de  Viña  del  Mar,  cuyos  predios  aparecen  en 
él  avaluados,  no  es  procedente  en  la  forma  y 
vía  ejercitadas  por  el  reclamante. 

Con  arreglo  también  al  artículo  99  de  la 
LfCy  de  Municipalidades,  se  confirma  en  la 
parte  apelada  la  sentencia  de  12  del  presente 
mes,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  don  Jo- 
sé Tomás  Ramos  y  Ramos  pueda  hacer  valer 
en  la  forma  y  vía  legales  para  obtener  la 
declaración  de  nulidad  del  último  rol  de  ava- 
lúos formado  por  la  Municipalidad  de  Viña 


deí  Mar.— Pedro  .Y.  Pweáa.—B,  Alamos  Gon- 
zález— .4.  BezantUa  Silva. 


Corte  de  Tacna.— 27  de  octubre  de  1906 

Peña  con  Ferrocarril  Salitrero 

Testigos— Tachas.  -  Empleado.— Cuasi- 
delito.— Daftc— Negligencia.— Indem- 
nización. -  Perjuicios,  —  Responsabili- 
dad.—Accidente. 

Doctrina; — Son  inhábiles  para  decla- 
rar los  dependientes  de  la  parte  que  los 
presen  ta  y  tienen  es  te  carao  ter  los  emplea- 
dos de  una  empresa  ferroviaria  en  causa 
seguida  contra  esta  empresa. 

El  que  hacometido  un  cuasi-delito  que 
ha  inferido  daño  á  otro  es  obligado  á  la 
indemnización.  De  la  negligencia  de  los 
empleados  de  una  empresa  de  ferrocarril 
responde  la  empresa.  Responde  por  con- 
siguiente del  daño  causado  á  un  traba- 
jador ocupado  en  cargar  un  carro  si  éste 
es  atropellado,  mientras  iba  con  la  carga 
por  una  locomotora  de  la  empresa  que 
no  anunció  su  aproximación  haciendo 
sonar  campana  ni  hizo  sonar  el  pito. 


Juan  de  Dios  Peña,  trabajador  al  d»a,  resi- 
dente  en  Iquique,  dice:  que  es  antiguo  carga- 
dor de  salitre  y  ha  observado  siempre  una 
conducta  intachable. 

Que  el  15  de  noviembre  de  1904  en  la  ma- 
ñana desempeñaba  su  ofício  de  cargar  sacos 
de  salitre  en  un  carro  que  estaba  estacionada 
en  la  línea  férrea,  frente  á  la  bodega  de  Gibbs 
y  C*,  y  al  pasar  por  la  línea  férrea  para- 
lela al  desvío,  fué  atropellado  por  la  loco- 
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motora  núir.cro  24-  del  Ferrocarril  Salitrero; 
con  el  choque  rodó  por  el  suelo  y  maltra- 
tado ])or  la  máquina  resultó  con  los  dedos  del 
pie  izquierdo  destrozados  y  con  graves  con- 
tusiones en  el  pecho. 

Que  por  esto  tuvo  que  ser  conducido  al  hos- 
pital en  donde  permaneció  tres  meses  aten- 
dido por  sus  compaíieros  de  trabajo  y  allí  fe 
le  amputaron  los  cuatro  dedos  mayores  del 
pie  izquierdo  y  uno  del  pie  derecho  y  después 
estuvo  todavía  tres  meses  mns  enfermo  en  su 
casa;  y  con  el  certificado  que  acompaña  acre- 
dita los  hechos  que  asevera,  en  orden  á  las 
lesiones  y  contusiones  que  recibió  y  al  tiempo 
que  perm.^neció  en  el  hospital. 

Que  el  hecho  ó  accidente  ha  ocurrido  por 
culpa,  nepjligencia  ó  imprudencia  temeraria 
de  los  empleados  de  la  Empresa,  porque  en 
ese  día  no  se  hizo  sonar  el  pito  ni  se  anunció 
con  la  campana  la  aproximación  de  la  loco- 
motora y  por  eso  él  no  pudo  evitar  el  choque 
dadas  las  condiciones  de  la  carga  que  llevaba. 
Que,  por  lo  tanto,  de  este  accidente  respon- 
de la  Em¡)rcsa  del  Ferrocarril  Salitrero  y  está 
obligada  á  la  indemnización  en  conformidad 
á  la  ley. 

Que  él  ganaba  por  término  medio  $  7  dia- 
rios y  así  dejó  de  ganar  durante  doscientos 
cincuenta  y  siete  días,  que  estuvo  imposibili- 
tado para  trabajar  en  el  Hospital  3-  en  su 
casa,  la  cantidad  de  $  1.190. 

Que  como  su  edad  es  de  cuarenta  y  siete 
años,  podía  haber  ganado  durante  diez  años 
míis  un  jornal  de  $  5  diarios,  o  sea  $  1.800  al 
año  3' en  diez  años  sumarían  $  18.000;  y  como 
el  estado  de  invalidez  en  que  ha  quedado,  le 
l)ermitirá  ganar  á  lo  más  unos  $  60  mensua- 
les, durante  diez  años  podrá  ganar  escasa- 
mente unos  $  5.000  (jue,  descontados  de  los 
1 8.000,  arrojan  á  su  favor  un  saldo  de  $  13.000 
durante  lis  diez  años,  y  que  por  esto  demanda 
á  la  Empresa  del  Ferrocarril  Salitrero,  repre- 
sentada en  esta  ciudad  por  su  gerente  don 
J.  Mayne  Nicholls,  residente  en  la  calle  Soto- 
mayor,  á  fin  de  que  se  resuelva  en  definitiva: 
que  la  Empresa  demandada  debe  pagarle 
$  1.190  por  los  doscientos  cincuenta  \'  siete 
días  que  estuvo  imposibilitado  para  trabajar 
y  más  $  1.000  por  pensión  en  el  Hospital,  me- 
dicinas y  curación,  ó  sea  un  total  de  $  2.190; 


$  13.000  correspondientes  á  lo  que  <Uj  / 
ganar  durante  diez  años  por  caii>a  \¿: 
dente  que  le  impideganarloqtteantcsi::/: 
\'  los  intereses  de  estas  su  mas  desde  la  o../.  ^ 
tación  de  la  demanda  y  lascost«is  dcli :iu< 

Don  J.  Mayne  Xicholls,  gerentede  la  K-  - 
sa  de  los  Ferrocarriles  Salitreros,  contc<'  \ 
demanda}'  dijo:queera  ine.xaetoloa'itrrr 
por  el  demandante  porque  el  accidente v..^ 
ficó  por  imprudencia  temeraria  dt-l  enr:  • 
Peña  \'  de  sus  compañeros  de  trabai.i. , : ::  < 
trasportaban  sacos  de  salitre  y  neot-s:::.  : 
atravesar  la  línea  del  Ferrocarril  Sar.r-. 
para  hacer  el  acarreo  y  en  esascircunstii:.v-  » 
avanzó  la  locomotora  dando  pitazo;:  y  »- 
ciendo  sonar  la  campana,  comoscaoKj- 
bra  en  ese  barrio  y  aún  disminuvó  el  :in  ;- 
y  los  cargadores  al  ver  la  locomotnra  i'^ 
ron  su  trabajo,  pero  uno  de  ellos  pu«í.-c:  > 
hombros  de  Peña  un  saco  de  salitre  c  .'  ' 
fuerza  que  lo  hizo  desviar  de  la  direcc  'i:  .- 
llevaba  y  fué  á  estrellarse  con  la  1koi:i  :  :' 
y  de  allí  el  daño  que  recibió. 

Que  los  cálculos  relativos  al  monto 'If ' i 
demnización  son  caprichosos  y  no  tiene  -fe- 
cho á  indemnización  alguna  porque  lo  >\.- 
rridono  esimputableá  la  Empresa  y  ta:.' 
ha  quedado  imposibilitado. 

Que  el  cálculo  de  que  ha  podido  ^anar*.-'  i  - 
mo  jornal  durante  diez  años  más,  es  ex. -.r^. 
porque  atendida  su  edad  de  cuarenta  y  >:t' 
años,  á  lo  sumo  podría  quedar  apto  pan:, 
narse  la  vida  unos  tres  años  más,  dn  !..>  * 
condioiones  de  vida  de  los  trah«ija'i<>rr^  «"- 
estas  regiones  que  gastan  pronto  lase; »t 
tituciones   más  robustas  y  todavía  en  f*  ^ 
cálculos  no  se  toman  en  cuenta  los  fUa>^>* 
vos,  huelgas,  bravezas  de  mar  y  para^?.  v' 
de  trabajos  de  las  casas^  donde  trabajan  y  :. 
por  lo  tanto,  se  deseche  la  demanda  con  ti- 
presa  condenación  en  costas. 

En  la  réplica  no  se  hicieron  valer  n-jf.» 
consideraciones  y  en  el  escrito  de  di'if>lK3  ^ 
sostuvo  por  el  demandado,  queaún  en  o  ii* 
en  que  los  empleados  del  Ferrocarril  no  h-: 
ran  cumplido  con  las  instrucciones  y  la- 
mentos de  la  Empresa,  ésta  noesresponvi  í 
de  indemnización  alguna  en  virtud  de  lo . '- 
ceptuado  en  el  artículo  2,322  del  Código  f 
vil,  porque  la  Empresa  para  evitar  esi  > 
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ciilentcs  lisa  de  cuidados  excesivos  y  que  si 
ocurren  éstos  es  por  culpa  ó  imprudencia  te- 
meraria íle  los  que  reciben  daños  6  por  culpa 
de  los  empleados  de  la  Bmpresa  y  por  actos 
de  éstos  que  no  ha  podido  impedirlos  ó  pre- 
verlos. 

Li  causa  fué  recibida  aprueba  y  en  la  sesión 
respectiva  fueron  tachados  por  el  demandante 
los  testigos  Enrique  Dawson,  Manuel  Rosel  y 
Cesáreo  Bravo  3'  en  conformidad  al  artículo 
3t7,  número  4*^,  del  Coligo  de  Procedimiento 
Civil,  por  ser  dependientes  ó  empleados  á 
sueldo  de  la  Empresa  demandada  y  esto  fué 
confirmado  por  los  testigos  tachados,  quie- 
nes sirven  á  la  P}m presa  hace  más  de  diez 
años. 

Las  partes  alegaron  de  bien  j)  robad  o  y  se 
citó  para  sentencia. 

Considerando: 

(Jue  según  las  j)ropias  declaraciones  de  los 
testigos  presentados  por  la  Empresa  deman- 
dada, Enrique  Dawsones  empleado  de  la  mis- 
ma hace  catorce  años  3'  actualmente  es  con- 
ductor, Manuel  Rosel  es  palanquero  hace  die- 
ziocho  años  y  Cesáreo  Bravo  es  también 
palanquero  hace  catorce  años  y,  por  lo  tanto, 
es  procedente  la  tacha  opuesta  á  esos   testi- 

Que  el  demandante  con  las  declaraciones  de 
cinco  testigos  que  presenciaron  los  hechos, 
cDntestes  v  que  dan  razón  de  sus  aseveracio- 
nes y  no  tachados,  ha  justificado  que  el  acci- 
dente que  le  ocasionó  la  pérdida  de  toda  la 
parte  anterior  del  pie  izfiuierdo  3'  que  le  ha 
acarreado  una  complicación  pulmonar  por  el 
golpe  que  recibió  3'  contusión  costal,  ocurrió 
porque  la  locomotora  número  24  del  Ferro 
carril  Salitrero,  antes  de  pasar  por  el  lugar 
frente  al  desvío  en  que  trabajaba  el  deman- 
dante Juan  de  Dios  Peña  con  otros  cargado- 
res, no  anunció  su  aproximación  haciendo 
sonar  campanas  ni  hizo  silbar  el  pito,  3^  por 
^0  la  locomotora  le  tomó  de  un  lado  del  cuer- 
po y  le  arrojó  por  tierra  y  le  sobrevinieron  los 
daños  antes  enunciados; 

Que  se  ha  justificado  que  Juan  de  Dios  Peña 
ganaba  de  $  5  á  7  diarios  y  hasta  $  60  se- 
manales y  ahora  tiene  un  empleo  en  que  so- 


lamente puede  ganar  $  2.:")0  diarios,  ó  unos 
$  60  mensuales,  \'  esto  ponjue  á  causa  del  ac- 
cidente no  puede  trabajar  con  el  mismo  vigor 
físico  que  antes,  y  Juan  de  Dios  Peña  es  indi- 
viduo de  unos  cuarenta  y  siete  años  de  edad, 
sobrio  y  de  conducta  intachable; 

Que  á  causa  del  accidente,  Peña,  según  se 
ha  probado,  estuvo  imposibilitado  para  tra- 
bajar durante  seis  meses,  de  los  cuales  estuvo 
tres  en  el  Hospital; 

Que  en  vista  de  las  probanzas  rendidas  por 
el  demandante  y  las  rendidas  por  el  deman- 
dado se  i)uede  dejar  establecido  que  Juan  de 
Dios  Peña  ha  podido  continuar  en  su  trabajo 
de  cargador  de  salitre  aún  cinco  años  más  y 
atendidos  los  días  festivos  3'  demás  en  que  no 
se  trabaja,  puede  calcularse  que  un  cargador 
puede  ganar  aproximadamente  unos  $  1.800 
anuales. 

Que  el  accidente  ocurrido  es  imputable  á  los 
empleados  de  la  Empresa  que  no  emplearon 
las  precauciones  necesarias  al  pasar  por  el 
lugar  en  que  una  cuadrilla  cargaba  carros  del 
mismo  Ferrocarril  con  sacos  de  salitre;  y 

Que  la  prueba  rendida  al  respecto  por  el  de- 
mandante es  mejor  que  la  del  demandado, 
porque  éste,  en  orden  al  accidente  ocurrido, 
no  tiene  sino  la  declaración  de  un  sólo  testigo 
hábil  y  los  otros  testigos  hábiles  solamente 
declaran  sobre  lo  que ganaactualmente  Peña, 
sobre  el  tiempo  á  que  puede  alcanzar  un  tra- 
bajador en  el  carguío  del  salitre  según  su 
edad  y  sobre  las  instrucciones  3'  órdenes  que 
da  la  Empresa  á  los  empleados  que  manejan 
locomotoras  y  carros  3'  en  conformidad  al 
Reglamento  que  se  acompaña;  por  estas  con- 
sideraciones 3'  teniendo  presente  lo  preceptua- 
do en  los  artículos  1698,  2314  y  2322  del 
Código  Civil  y  151,  196,340,  347,  número 
4*^,  368  y  374  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda  3' 
que  la  Empresa  del  Ferrocarril  Salitrero  debe 
pagar  por  toda  indemnizacióa  por  el  acciden- 
te ocurrido  á  Juan  de  Dios  Pénala  cantidad 
de  $  6.000  3'  las  costas  de  la  causa. 

Xo  ha  lugar  á  todo  lo  demás  pedido  por  el 
demandante.— i?o/?er¿o  Alonso. 

Apelada  esta  sentencia; 


96  SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SEGUNDA 

La  Corte  falló:  la  sentencia  apelada  de  I''  de  agosto  último. 

con  declaración  de  que  se  reduce  á  $  4.300  la 

Vistos:  teniendo  además  presente  que  la  per-  indemnización  que  la  Empresa  del  Ferrocarr- 

dida  de  algunos  dedos  de  los  pies  que  ha  su-  Salitrero  debe  pagaral  demandante  don  juac 

frido  el  demandante  á  causa  del  accidente  que  de  Dios  Peña.— P.  Roberto  Vega,—B,  Barrus. 

motiva  la  demanda,  solo  lo  inhabilita  para  el  — fí.  Cisternas  Peña.—  W.  Larratn. 
trabajo  de  una  manera  limitada,  se  confirma 
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CORTE     DE     APELACIONES 


Corte  de  Tacna 5  de  noviembre  de  1906 

Restovich  con  Vessa 

Promesa  de  venta. —Plazo  ó  condi- 
ción. —  Nulidad  absoluta;  declara- 
ción de  oficio. 

Doctrina: — La  promesa  de  celebrar 
vn  contrato  no  produce  efecto  alguno^ 
salvo  que  concurran  las  circunstancias 
que  enumera  el  artículo  1554  del  Código 
Civilf  entre  las  cuales  ñgura  ¡a  de  que  la 
promesa  contenga  un  plazo  6  condición 
que  ñje  la  época  de  la  celebración  del 
contrato. 

Por  consiguiente;,  es  nulo  el  contrato 
de  promesa  de  venta  que  carece  de  ese 
requisito. 


Don  Julio  Hevía  Labbé,  por  don  Antonio 
Kestovicli,  comerciante,  domiciliado  en  Junín, 
expone: 

Que  acompaña  un  contrato  de  promesa  de 
venta  celebrado  entre  su  madante  y  don  Fran- 
cisco Yessa,  cuyo  cumplimiento  se  ha  hecho 


ya  imposible  por  haber  vendido  el  ex{  resado 
Vessa  el  edificio  y  especies  á  que  se  refería  el 
contrato  á  don  Santiago  Samahod,  según 
aparece  de  la  escritura  pública  que  acompa- 
ña, celebrada  ante  el  Notario  Público  de  este 
departamento  con  fecha  17  de  agosto  del  año 
próximo  pasado. 

Que  el  artículo  1545  del  Código  Civil  esta- 
blece que  todo  contrato  legalmente celebrado 
es  una  ley  para  las  partes,  y  las  disposiciones 
siguientes  del  mismo  Código  establecen  la 
sanción  en  que  incurre  aquel  de  los  contra- 
tantes que  no  cumple  lo  pactado. 

Que  su  poderdante  desde  el  momento  mis- 
mo en  que  firmó  ese  compromiso,  que  lo  fué 
el  26  de  junio  del  año  indicado,  estuvo  listo 
para  que  se  llevaran  á  efecto  sus  diversas 
cláusulas;  pero  tropezó  con  la  resistencia  te- 
naz de  Vessa,  por  lo  que  se  vio  en  la  necesidad 
de  solicitar  medidas  prejudiciales,  y  después 
el  reconocimiento  de  dicho  documento,  crn  el 
fin  de  que  se  procediese  al  nombramiento  del 
perito  de  que  habla  su  cláusula  tercera,  nom- 
bramiento que  después  se  hizo  innecesario, 
en  vista  de  la  venta  hecha  por  Vessa  á  Sama- 
hod de  los  edificios  y  especies  materia  del 
compromiso. 

Por  este  motivo,  entabla  demanda  ordina- 
ria en  contra  de  Francisco  Vessa,  comerciante, 
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domiciliado  en  Junín,  á  fin  de  que  se  declare 
que  Vessa  debe  pagar  á  su  poderdante  la  can- 
tidad de  $  800  á  que  se  refiere  la  cláusula  se- 
gunda del  contrato,  indemnizándole  además 
de  todo  perjuicio,  con  costas. 

El  contrato  de  promesa  de  venta  á  que  se 
alude  en  la  demanda,  copiado  á  la  letra  es 
como  sigue: 

**Por  la  presente  los  suscriptos  venimos  en 
firmar  el  siguiente  compromiso  de  venta,  el 
que,  cumplidas  las  estipulaciones  que  expresa, 
se  reducirá  á  escritura  pública: 

"1^  El  señor  Francisco  Vessa  se  compro- 
mete á  vender  á  don  Antonio  Resto vich  4as 
casas,  muebles,  enseres  y  mercaderías  de  su 
pro])iedad  que  posee  en  Caleta  Junín,  en  la 
cantidad  que  arroje  el  inventario  que  se  le- 
vante, comprometiéndose  el  señor  Restovich 
á  dar  $  2.800  al  señor  Vessa  y  el  resto  en  el 
plazo  de  seis  meses,  contados  desde  el  día  en 
que  se  reduzca  á  escritura  pública  la  presente 
minuta; 

**2'^  Para  mayor  compromiso,  ambos  con- 
tratantes depositarán  en  poder  de  la  Com- 
pañía Comercial  Salitrera  La  Aguada,  de 
este  puerto,  la  cantidad  de  $  800  cada  uno, 
con  la  condición  expresa  de  que  este  depósito 
lo  perderá  cualquiera  de  los  contratantes  que 
desista  de  la  venta  materia  de  este  compro- 
miso; dicho  depósito  será  devuelto  á  sus 
dueños  tan  pronto  como  se  dé  por  hecha  la 
negociación  que  se  indica; 

**3^  Pan  la  tasación  de  las  propiedades 
que  se  dan  en  venta,  ambos  contratantes 
nombrarán  peritos  entendidos  en  la  materia, 
como  también  para  inventariar  las  mercade- 
rías. La  póliza  de  seguros  también  será  tras- 
pasada por  el  señor  Vessa  al  señor  Restovich. 
Los  peritos  serán  nombrados  tan  pronto  se 
haga  el  depósito  que  este  compromiso  in- 
dica; y 

**4^  Y  último.  En  caso  de  que  el  señor  Fran- 
cisco Rojas,  propietario  del  terreno  en  que  es- 
tán situadas  las  casas  en  venta,  no  acepte  el 
traspaso  de  arriendo  que  el  señor  Vessa  hace 
al  señor  Restovich  en  la  cantidad  de  $  20 
mensuales,  este  contrato  quedará  nulo. 

*Tisagua  26  de  junio  de  1906.'* 

En  el  segundo  otrosí  de  la  demanda  se  pi- 
dió, como  medida  precautoria,   la  retención 


de  un  depósito  de  $  2.000  que  el  deman"::. 
tenía  en  la  oficina  de  Iquique  del  Banco  Tn:.- 
paca  y  Argentina;  á  lo  que  se  accedió,  !: . 
tándose  la  retención  á  la  suma  de  $  1.0'» ' 

Contestando    la  demanda  el  demanda' 
dice:  que  es  efectivo  que  entre  el  demanti»-^^:. 
y  su  representado  se  celebró  el  convenio  rc\ 
rido,  pero  que  no  fué  su  mandante  sino  k  <- 
tovich  quien  desistió  de  llevarlo  á  efecto. 

Que  como  aparece  de  ese  convenio,  ;■:.:. 
realizar  la  venta  debía  determinarse  previj 
mente  el  precio,  en  vista  del  inventario.  1.' 
lance  3'  tasación  qne  se  haría  por  [>eri:  - 
nombrados  por  los  contratantes. 

Que  Restovich,  constituido  desde  lueijn  c. ." 
negocio  con  cama  y  miletas,  designó,  piv> 
parte,  de  peritos  á  don  Francisco  Díaz,  Jír-r 
Guzmán  y  Carlos  Rivera;  y  Vessa,  á  don  San- 
tiago Samahod;  todos  los  cuales  se  reunir:  ■: 
pera  desempeñar  su  cometido  el  2  dejali'i>'- 
guien  te  á  la  fecha  del  contrato. 

Que  ya  habían  realizado  una  parte  de  ^' 
tarea,  cuando  Restovich,  en  forma  \\o\r:. 
y  grosera,  expuso  que  se  oponía  al  in\en:^ 
rio  é  hizo  retirarse  á  los  peritos,  los  que. :- : 
tal  motivo,  viéronse  en  la  necesidad  \\t  '  r 
por  terminada  su  misión. 

Que  un  día  ó  dos  después,  Restovich  retir  ■ 
del  negocio  su  cama,  maleta  y  demás  ol::^ 
que  ahí  había  llevado;  y  al  mismo  tie^.  ■ 
empezó  á  efectar  diligencias  encaminadas. : 
á  realizar  la  compra  proyectada,  sino  á  ■ 
tener  ventajas  de  Vessa. 

Que  con  ese  propósito,  se  presentó  ante : 
Francisco  Rojas  y  le  manifestó  que  ya  hr'  ' 
comprado  el  negocio  que  Vessa  tenía  en  1 
nín,  y  que  en  vista  de  ello  le  otorgase  u  . 
escritura  de  arrendamiento  del  suelo  en  - 
estaba  el  edificio;  á  lo  que  el  señor  R  ^ 
accedió,  considerando  «fectivo  lo  queRc<  • 
vich  le  dijo. 

Que  desde  luego  se  comprende  que  lo  i- 
Restovich  perseguía  era  tener  un  medio  - 
obligar  ;l  Vessa  á  venderle  á  bajo  preci»^  « 
casa  y  el  negocio  instalado  en  ella,  ó  re:.: 
lo  todo  de  allí,  en  forma  violenta,  sufrit» 
con  ello  enormes  perjuicios. 

Que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  quien  r?t 
y  verdaderamente  desistió  de  llevar  a  cc^-* 
plimiento  el  contrato  fué  Restovich. 
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Por  consiguiente,  él  es  quien  debe  perder  á 
favor  de  Vessa  los  $  800  depositados  en  la 
Compañía  Comercial  y  Salitrera  La  Agua- 
da para  el  evento  del  desistimiento,  y  no  su 
mandante. 

Que  por  lo  que  respecta  á  la  venta  que  deS' 
pues  hizo  Vessa  del  negocio  y  casa  referidos 
á  otra  persona,  nada  hay  que  observar,  pues 
en  vista  del  desistimiento  de  Restovich,  Ve- 
ssa quedó  en  libertad  de  hacer  el  negocio  con 
quien  lo  estimare  más  conveniente. 

Pide,  en  consecuencia,  que  no  se  dé  lugar  á 
la  demanda;  y  á  la  vez  reconviene  al  deman- 
dante para  que  se  declare: 

1^  Que  los  $  800  depositados  en  virtud  del 
convenio,  pertenecen  á  Vessa  y  deben  serle 
entregados  con  sus  intereses  respectivos;  y 

2^  Que  Restovich  debe  pagar  también  á 
Vessa  los  perjuicios  que  le  ha  ocasionado  y 
siga  ocasionándole  con  la  retención  que,  por 
vía  de  medida  precautoria,  solicitó  del  dinero 
que  Ves«:a  tenía  en  un  Banco  de  Iquique,  to- 
do con  costas. 

En  la  réplica  el  demandante  refuerza  lo  di- 
cho en  la  demanda,  y  agrega  que  si  bien  es 
cierto  que  el  peritaje  empezó  el  día  indicado 
en  la  contestación  á  la  demanda,  no  se  le  pu- 
so ese  día  termino  del  todo,  sino  que  se  sus- 
pendió porque  tanto  Vessa  como  los  peritos 
Samahod  y  Suzan  no  estaban  en  estado  de 
seguir  haciendo  la  operación,  la  que  no  con- 
tinuó después  por  culpa  única  y  exclusiva  de 
Vessa,  que  creyó  sacar  mejor  provecho  ven- 
diendo el  negocio  á  Samahod. 

Pide,  en  consecuencia,  que  no  se  dé  lugar  á 
la  reconvención. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  y  durante  el 
probatorio  las  partes  rindieron  prueba  tes- 
timonial. 

El  testigo  don  Santiago  Samahod,  presen- 
tado por  la  parte  demandada,  fué  tachado 
oportunamente,  por  haber  sido  él  una  de  las 
personas  que  pretendían  comprar  el  negocio 
de  Vessa,  antes  de  que  este  contratara  con 
Restovich;  por  haber  sido  uno  de  los  balan 
ceadores  que  elevó  el  precio  de  la  mercade 
ría  para  impedir  que  Restovich  aceptara  ei 
balance;  y  por  haber  comprado,  después  qug 
fracasó  el  negocio  proyectado  entre  Vessa  y 
í^estovich,  el  despacho  ó  pulpería  materia  de 


esa  negociación;  por  todo  lo  cual,  á  juicio  del 
demandante,  carecía  de  la  parcialidad  nece- 
saria paradeclarar  en  este  juicio  y  le  obstaba 
la  tacha  previstaen  el  número  6^  del  artículo 
c4f7  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  parte  demandada  pidió  se  desechase  la 
tacha,  por  improcedente,  por  cuanto,  aunque 
fuesen  ciertos  los  hechos  en  que  se  funda,  ello 
no  demostraría  que  el  testigo  tenga  interés 
alguno  directo  ó  indirecto  en  la  causa. 

Esta  tacha  por  resolución  de  término  se 
dejó  para  definitiva. 

En  rebeldía  de  la  parte  demandante  que  no 
alegó,  lo  hizo  la  parte  demandada  y  evacua- 
do ese  trámite,  se  citó  para  sentencia. 

El  Juzgado  de  Pisagua,  con  fecha  31  de 
agosto  de  1906,  resolvió: 

Considerando  respecto  de  la  tacha  al  testi 
go  Samahod: 

Que  cualquiera  que  haya  sido  la  interven- 
ción de  ese  testigo  en  la  negociación  celebrada 
entre  el  demandante  y  el  demandado,  ella  no 
demuestra  que  tenga  interés  directo  ó  indi- 
recto en  el  presente  juicio,  por  el  cual  sólo  se 
trata  de  saber  si  es  llegado  el  caso  de  exigir 
el  cumpHmientode  la  cláusula  penal  inserta 
en  el  contrato  y  á  cual  de  los  contratantes 
afecta  la  responsabilidad  de  la  pena;  en  nada 
de  lo  cual  se  ve  interés  de  ninguna  especie  pa- 
el  mencionado  testigo. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  362,  inci- 
so 2^,  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar  la  tacha  referida. 

Considerando  respecto  de  la  cuestión  prin- 
cipal: 

1^  Que,  según  el  artículo  1554  del  Código 
Civil,  la  promesa  de  celebrar  un  contrato  no 
produce  efecto  alguno,  salvo  que  concurran 
las  circunstancias  que  ese  mismo  artículo  enu- 
mera, entre  las  cuales  figura  la  de  que  la  pro- 
mesa contenga  un  plazo  .5  condición  que  fije 
la  época  de  la  celebración  del  contrato; 

2^  Que  en  la  promesa  de  venta  de  que  da 
testimonio  el  documento  no  se  contempló  esa 
circunstancia,  por  lo  que  el  contrato  carece 
de  valor  y  no  ha  podido  ser  fuente  de  dere- 
chos ni  de  obligaciones  de  ninguna  especie;  y 

S^  Que  el  demandado  no  ha  probado  que 
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a  retención  de  dinero  que  solicitó  el  deman- 
dante para  garantir  las  resultas  del  juicio  le 
haya  originado  perjuicios. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698, 
1681,  1682  y  1783  del  Código  Civil,  se  decla- 
ra: que  no  ha  lugar  á  la  demanda  ni  á  la  re- 
convención.—/smae/  Poblete. 

Apelada  de  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
30  de  agosto  último,  con  costas  del  recurso. 
— E.  Cisternas  Peña.^M,  A.  QuirelL—W.  La- 
rraín. 


Corte  de  Concepción. ^13  de  noviembre 
de  1906 

Delvertti  con  Iturra  y  otra 

Hijo  legítimo.— Hijo  natural.— Legrí ti- 
ma efectiva  y  rigorosa.— Testamen- 
to; reforma;  Interpretación. 

Doctrina:— Lo  que  por  ley  correspon- 
de á  los  legitimarios  y  lo  que  tienen  dere- 
cho á  reclamar  por  la  acción  de  reforma 
es  su  legítima  rigorosa  ó  la  efectiva  en 
su  caso. 

Instituidos  herederos  conjuntamente 
en  un  testamento  el  hijo  legítimo  con  los 
naturales,  sin  disponerse  á  favor  de  es- 
tos expresamente  de  cuota  alguna,  no 
puede  sufrir  menoscabo  la  legítima  del 
primero,  que  se  compone  de  la  mitad  de 
los  bienes  como  legítima  rigorosa,  más 
la  cuarta  parte  de  los  mismos  que,  enea- 
liJad  de  mejora,  acrece  á  ésta  para  for- 
mar la  efectiva,  y  en  la  cuarta  restante 
de  libre  disposición  deben  concurrir  el 
hijo  legítimo  y  los  naturales. 

Esta  solución  guarda  conformidad  con 


la  voluntad  de  la  testadora  renv^k 
sentido  debe  reformarse  la  referida  dis- 
posición testamentaria. 


Doña  María  del  Tránsito  Delvertti  d«nac- 
do  á  fin  de  que  se  le  declare  única  heredera  ie 
su  madre  doña  jVntonia  Moya,  reformánd-  >c 
su  testamento,  conforme  á  lo  prescrito  ec?i 
artículo  1216  del  Código  Civil. 

Manifiesta  que  es  ella  la  única  bija  legítima 
habida  en  el  matrimonio  de  su  citada  ma<írc 
con  don  Carlos  Delvertti  y  que  Marcelino  Se- 
gundo y  Eloisa  Iturra  son  sólo  hijos  natura- 
les de  su  madre  y  de  Marcelino  Iturra. 

Doña  Antonia  Moya,  dice  la  demandarte, 
casó  en  1878  con  don  Carlos  Delvertti  y  fa- 
llecido éste,  vivió  en  ilícitas  relaciones  es 
Marcelino  Iturra,  fruto  de  las  cuales  fuer  n 
los  nacimientos  de  los  demandados,  los  ^(uc 
se  efectuaron  en  1881  el  de  Marcelino  Segm- 
do  y  en  1883  el  de  Eloísa. 

En  1885  la  señora  Moya  celebró  raatri^v 
nio  religioso;  pero  no  contrajo  el  matriroon:) 
legal,  quedando  así  los  hijos  en  la  misma  si- 
tuación que  antes  tenían. 

A  causa  de  grave  enfermedad  en  1883  otor- 
gó testamento  en  el  cual  por  ignorancia  ó 
perturbación,  declaró  ser  esposa  legítima  de 
don  Marcelino  Iturra  y  tener  dos  hijos  legíti- 
mos de  éste. 

Habiendo  mejorado  de  su  enfermedad,  os- 
curre  en  1897  con  el  señor  Iturra  á  otorjar 
la  escritura  cuya  copia  incluye,  en  la  cual  re- 
conocen como  á  hijos  naturales  á  Marccrco 
Segundo  y  á  Eloísa. 

Queda,  pues,  plenamente  justificada  la  peti- 
ción de  supresión  de  las  cláusulas  en  que  !a 
señora  Moya  asigna  A  sus  hijos  ya  nombra- 
dos parte  de  sus  bienes  á  título  de  legítima. 

La  supresión  de  la  cláusula  que  asigna  ga- 
nanciales á  don  Marcelino  Iturra  se  impone 
también,  pues,  no  puede  hal^er  gananciales 
sin  sociedad  conyugal,  y  no  hay  ésta  sin  ma- 
trimonio. 

Contestando  los  demandados  doña  Eloísa 
y  don  Marcelino  Segundo  Iturra,  exponen 
que  no  se  dé  lugar  á  la  demanda  por  lo  si- 
guiente: que  la  demandante  diciéndose  bija 
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única  legítima  de  doña  Antonia  Moja,  pre- 
tende ser  también  árnica  heredera  por  ser,  se- 
giín  afirma,  hijos  naturales  doña  Eloísa  y 
don  Marceh'no  Segundo  Iturra. 

La  demandante  tiene  razón  al  afirmar  que 
los  demandados  no  son  hijos  legítimos,  pero 
como  el  testamento  de  doña  Antonia  Moj'a 
lia  sido  otorgado  con  los  requisitos  legales, 
hi  podido  la  testadora  disponer  libremente 
de  su  cuarta  de  libre  disposición,  y  la  deman- 
dante solo  tiene  derecho  á  que  se  le  complete 
su  legítima  rigorosa,  según  lo  prescribe  el  ar- 
tículo 1217  del  Código  Civil. 

La  reforma  del  testamento  en  cuanto  á  que 
la  testadora  asigna  á  sus  hijos  la  parte  de 
gananciales  que  corresponde  á  su  marido 
Marcelino  Iturra  no  es  procedente,  pues  no 
solo  hay  gananciales  en  el  matrimonio  sino 
también  en  la  simple  comunidad,  como  sería 
la  que  hubo  entre  el  padre  de  los  demanda- 
dos y  la  testadora. 

En  la  forma  indicada,  dice,  acepta  la  refor- 
ma del  testamento. 

En  la  réplica  la  demandante  afirma  que  es 
realmente  la  única  heredera  de  doña  Antonia 
Moya,  pvfes,  si  es  verdad  que  ésta  pudo  dis- 
poner á  su  arbitrio  de  su  cuarta  de  libre  dis- 
posición, única  que  pretenden  los  demanda- 
dos, también  es  cierto  que  no  lo  hizo,  ya  que 
necesitaba  determinarlo  así  expresamente. 

Y  no  habiendo  dispuesto  de  esa  cuota,  ella 
acrece  á  la  legítims^  rigorosa,  según  lo  dispo- 
ne el  artículo  1191  del  Código  Civil. 

En  cuanto  á  la  comunidad,  manifiesta  que 
la  testadora  asigna  gananciales  á  título  de 
marido  y  como  este  hecho  es  inexacto  y  ha 
sido  aceptado  por  los  demandados,  no  tuvo 
derecho  para  proceder  en  el  testamento  como 
lo  liizo. 

Tampoco  puede  aceptarse  como  simple  co- 
munidad porque  tal  hecho  supone  la  existen- 
cia de  bienes  en  común  con  ella;  era  solo  la 
señora  Moya  la  que  tenía  bienes  en  común 
con  ella,  como  heredera  de  su  padre  fallecido. 

La  existencia  do  bienes  pertenecientes  á  su 
padre  lo  comprueba  con  la  escritura  pública 
que  acompaña  en  copia. 

En  la  duplica  se  termina  para  prueba. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose  la 
que  corre  en  autos. 


Las  partes  alegaron  extensamente  de  bitn 
probado,  reforzando  los  argumentos  ya  ma- 
nifestados. 

Se  oyó  al  Ministerio  Público  y  se  citó  para 
sentencia. 

El  Juzgado  de  Angol,  con  fecha  30  de  sep- 
tiembre de  1906,  falló. 
Considerando: 

1*^  Que  las  partos  están  de  acuerdo  en  que 
la  demandante  es  la  única  hija  legítima  de 
doña  Antonia  Moya,  siendo  los  demandados 
hijos  naturales; 

2'  Que  los  demandados  pretenden  solo  de- 
recho á  la  parte  de  bienes  de  que  pudo  dispo- 
ner libremente  doña  Antonia  Moya;  y 

3^  Que  doña  Antonia  Mo3'a  instituyó  here- 
deros á  sus  hijos  naturales  conjuntamente 
con  su  hija  legítima  y  no  dispuso  á  favor  de 
éstos  de  la  parte  que  la  ley  autoriza  para  dis- 
pcncr  libremente  j  en  consecuencia,  debe  re- 
solverse la  donación. 

Teniendo  presente  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 1058,  1066,  1191,  1200  y  1216  del 
Código  Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda y,  que  en  consecuencia  debe  reformar- 
se el  testamento  de  doña  Antonia  Moya  en  el 
sentido  que  la  única  heredera  instituida  en 
dicho  testamento  es  doña  Tránsito  Delvertti 
y  que  ningún  derecho  tienen  á  virtud  de  él 
doña  Eloísa  y  don  Marcelino  2^  Iturra.— 
Cortés. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Aceptando  la  parte  expositiva  y  el  primer 
considerando  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia; y 

Teniendo  además  presente: 

V^  Que  en  la  cláusula  3^  de  su  testamento, 
doña  Antonia  Moya  dijo:  "Tercero.— Insti tu- 
yo  de  herederos  por  partes  iguales  á  mis  hi- 
jos nombrados,  esto  es,  á  Tránsito  Delvertti 
y  á  Marcelino  Segundo  y  Eloísa  Iturra",  etc; 

2'  Que,  en  general,  lo  que  por  ley  corres- 
ponde  á  los  legitimarios  y  lo  que  tienen  dere- 
cho á  reclamar  por  la  acción  de  reforma,  es 
su  legítima  rigorosa  ó  la  efectiva  en  su  caso; 

39  Que  habiendo  sido  instituido  herederos 
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conjuntamente  el  hijo  legítimo  con  los  natu- 
rales y  no  pudiendo  sufrir  menoscabo  la  legí- 
tima del  primero,  que  en  el  presente  caso  se 
compone  de  la  mitad  de  los  bienes  como  legí- 
tima rigorosa,  con  más  la  cuarta  parte  de 
los  mismos  que,  en  calidad  de  mejora,  acrece 
á  ésta  para  formar  la  efectiva,  solo  queda 
para  distribuir  entre  los  herederos  instituidos 
la  cuarta  parte  restante,  ó  sea  la  de  que  la 
testadora  ha  podido  disponer  á  su  arbitrio; 
4¡^  Que  la  disposición  testamentaría  tras- 
crita en  el  primer  considerando  de  esta  sen- 
tencia no  está  viciada  en  cuanto  por  ella  doña 
Antonia  Moya  instituyó  también  como  here- 
deros á  sus  hijos  Marcelino  Segundo  y  Eloísa 
Iturra,  por  cuanto,  si  bien  es  cierto  que  pade- 
ció un  error  al  atribuirles  la  calidad  de  hijos 
legítimos,  no  hay  duda  ninguna  de  que  su 
voluntad  fué  que  la  heredaran  esas  personas, 
que  también  eran  sus  hijos,  aunque  naturales. 
Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  1057,  1069, 
1167,118.4,  1191,  1216  y  1217  del  Código 
Civil,  se  confirma  la  referida  sentencia  de  30 
de  septiembre  de  1902,  con  declaración  de 
que  sólo  ha  lugar  á  la  reforma  del  testamen- 
to hasta  completar  la  legítima  efectiva  de  la 
demandante  doña  Tránsito  Delvertti;  y  de 
que  los  demandados  tienen  derecho  á  con- 
currir con  esta  última  en  la  cuarta  de  libre 
disposición  en  la  forma  establecida  en  el  tes- 
tamento de  que  se  ha  hecho  referencia. 

Redacción  del  señor  Ministro  Fuentes  R 

Exequiel  Figueroa  Lagos. ^E,   Fuentes  R. — 
Ramón  Navarro  O. 


de  los  bienes  embargados^  derecho  para 
ser  pagado  preferentemente  ó  derecho 
para  concurrir  en  el  pago  á  falta  de 
otros  bienes. 

Por  consiguiente,  no  procede  la  terce- 
ría interpuesta  por  un  arreadataríu, 
fundado  en  un  contrato  privado  de 
arriendo,  por  la  que  pide  se  le  poní:^a  en 
posesión  de  la  cosa  embargada. 


Corte  de  Santiago.— J 2 de  noviembre  de  1906 

Matamala  con  Miller  y  otro 

Arriendo-  Instrumento  privado.—  Ter 
cería.-  Juicio  ejecutivo 

Doctrina: — En  el  juicio  ejecutivo  sólo 
son  admisibles  las  tercerías  cu  ando  el  re- 
clamante ó  tercerista  pretende  dominio 


Don  Adrián  Matamala,  agricultor  y  (l(>mi 
ciliado  en  Púa,  dedujo  tercería  de  dominio  en 
la  ejecución  que  sigue  doña  Evangclina  Le- 
cornee  v.  de  Miller,  en  representación  de  la 
sucesión  de  su  esposo  don  Diego  Miller  Almei- 
da,  contra  don  Santiago  Alvarez,  agricultor 
y  domiciliado  en  Púa,  sobre  cobro  de  p:>'>. 
y  expone:  que  consta  del  documento  que 
acon:paña,  que  el  ejecutado  le  arrendó  al« 
ñor  Matamala  el  1^  de  noviembre  delí«'>r 
un  retazo  de  terreno  como  de  cien  cuadras  r 
el  talaje  de  todo  el  fundo  objeto  de  la  ejecu- 
ción, hasta  el  1°  de  mayo  de  1905  y  le  ce:iió 
además  las  casas  del  citado  fundo  y  leren- 
dio  al  mismo  tiempo  las  maderas  del  futidlo 
que  pudiera  sacar  hasta  el  1^  de  majo  -Je 
1905,  por  la  suma  de  $  150  que  el  señor  Al- 
varez confiesa  haber  recibido. 

Que  el  ejecutante  no  ha  respetado  al  arren 
datario  y  le  ha  lanzado  con  el  auxilio  de  la 
fuerza  pública  para  poner  en  posesión  al  de- 
positario. 

Que  ha  hecho  uso  indebido  de  la  fuerza  pú 
blica,  pues  la  cosa  embargada  se  halla  en  r> 
der  de  un  tercero,  como  es  el  arrendatario  se- 
ñor Matamala. 

Que  según  el  artículo  475  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  el  señor  Matamala  de 
bió  quedar  en  posesión  de  la  cosa  arrendada 
y  no  ser  lanzado. 

Los  únicos  derechos  que  correspondían  :.. 
ejecutante  eran  los  que  tenía  el  deudor  seño: 
Alvarez. 

Concluye  pidiendo  se  le  ponga  en  po«e>it  í 
de  la  cosa  embargada  y  le  haga  entrega  úí 
ella  el  depositario  nombrado,  señor  Sofanor 
Lagos. 
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Don  Aurelio  Fernández  Rocuant,  por  la  su- 
cesión tic  don  Diego  Miller  Almeida,  evacuan- 
do el  traslado  recaído  en  el  escrito  de  terce- 
ría, expone:  que  dicha  tercería  se  funda  en  el 
artículo  475  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, por  cuanto  se  pretende  que  don  Adrían 
Matamata  es  arrendatario  de  las  casas  del 
fundo  embargado,  100  cuadras  de  los  mejo- 
res terrenos,  etc.,  según  consta  de  un  contra- 
to privado  que  fué  presentado  enjuicio  el  19 
de  noviembre  de  1904,  come  consta  del  sello 
del  Juzgado. 

Que  el  embargo,  según  se  ve  en  el  certifica- 
do, fué  inscrito  en  el  libro  de  prohibiciones  é 
interdicciones  del  Conservador  de  Bienes  Raí- 
ces de  Victoria  el  19  de  septiembre  último. 

Que  según  el  artículo  1703  del  Código  Ci- 
vil, la  fecha  de  aquel  contiato  es  el  19  de  no- 
Yierabre. 

Que  el  artículo  1464,  inciso  3*^,  establece 
que  hay  objeto  ilícito  en  este  contrato  desde 
el  16  de  septiembre  en  que  se  trabó  embargo 
por  decreto  judicial. 

Que  conforme  á  los  artículos  1445  y  1467, 
no  constituye  obligación  de  ninguna  especie 
el  documento  acompañado  por  el  tercerista. 
Que  si  llegara  á  constituir  una  obligación,  no 
af<?ctaría  tampoco  á  su  parte  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  número  3.°  del  artículo  1962 
del  Código  Civil. 

Concluye  expresando  no  se  dé  lugar  á  la 
tercería,  con  costas. 

El  ejecutado  don  Santiago  Alvarez  con- 
testa que  es  exacto  que  arrendó  al  señor 
Matamala  el  1°  de  noviembre  de  1903,  100 
cuadras  de  terreno  y  el  talaje  de  todo  el 
fundo  hasta  el  1^  de  mayo  de  1905,  le  ce- 
dió las  casas  del  mencionado  fundo  \'  le  ven- 
dió las  maderas  que  pudiera  sacar  hasta  la 
<íxpiración  del  arrendamiento. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  rindiéndose 
la  testimonial  de  que  dan  cuenta  los  autos. 
Después  de  alegar  las  partes  lo  que  estima- 
ron convenir  á  su  derecho,  se  les  citó  para 
sentencia,  y  uno  de  los  Juzgados  de  Letras  de 
Santiago,  con  fecha  8  de  mayo  de  1906,  falló. 
Considerando: 
^^  Que  en  el  juicio  ejecutivo  sólo  son  admi- 
sibles las  tercerías  cuando  el  reclamante  ó  ter- 
cerista pretente  dominio  de  los  bienes  embar- 


gados, derecho  para  ser  pagado  preferente- 
mente ó  derecho  para  concurrir  en  el  pago  á 
falta  de  otros  bienes; 

2'  Que  el  representante  del  tercerista  señor 
Matamala  al  deducir  su  tercería  no  pone  en 
ejercicio  los  derechos  que  se  mencionan  en  el 
considerando  anterior,  ni  pretente  dominio 
sobre  los  bienes  embargados,  por  cuanto  se 
concreta  á  pedir  que  se  ponga  en  posesión  á 
su  representante  de  la  cosa  embargada,  ha- 
ciéndole entrega  de  ella  el  depositario  nom- 
brado, ello  en  mérito  del  contrato  privado 
de  arriendo  que  acompaña; 

3*^  Que,  dado  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos que  preceden,  la  tercería  que  se  deduce  en 
el  escrito  carece  de  base  legal. 

De  conformidad  con  lo  expuesto  en.  los  con- 
siderandos anteriores  y  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 539  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara:'  que  no  ha  lugar  á  la  tercería  que 
se  deduce  en  representación  de  don  Adrián 
Matamala  en  su  escrito,  con  costas,  en  que  se 
condena  al  tercerista.— Ga6rie/  Rencortt. 

Apelada  esta  sentencin. 

La  Corte: 

Vistos:  se  confirma,  con  costas  del  recurso, 
la  resolución  apelada  de  8  de  mnyo  último. — 
Elias  de  la  Cruz.  — /.  C.  Herrera.  Horacio 
Pinto  Agüero- 


Corte  de  Santiago,— 27  de  noviembre  de  1906 
Kuhnel  con  Sepúlveda 

Transacoión.  -  Nulidad  absoluta.  -Es- 
tado civlL—  Divorcio.  -  Separación 
de  bienes;  consentimiento  mutuo. 
—Aprobación  judicial. 

Doctrina:— £/  divorcio  y  la  separa- 
ción de  bienes  no  pueden  producirse  por 
mutuo  acuerdo  de  los  cónyuges^  siendo 
indispensable  para  ello  sentencia  de  juez 


104 


SEGUNDA   PARTB.— SECCIÓN  SEGUNDA 


competente  pasada  en  autoridad  de  co- 
sa juzgada. 

Una  transacción  por  la  cual  uno  ú  otro 
cónyuge  ó  ambos  juntos  renuncian  á  su 
estado  civil  de  marido  ó  mujer,  es  con. 
traria  á  la  ley  y  en  consecuencia,  nula 
de  nulidad  absoluta. 

Semejante  transacción  no  adquiere  va- 
lor  por  la  aprobación  judicial,  pues  esta 
no  puede  dar  valor  á  un  acto  nulo  en  su 
origen. 


Don  Enrique  Donoso  Urmeneta,  por  don 
José  Kuhnel,  demandando,  expone:  que  su 
mandante  es  casado  con  doña  Isabel  Sepúl- 
veda,  con  la  cual  siguió  varios  juicios  de  di- 
vorcio, separación  de  bienes  y  nulidad  de  ma- 
trimonio. 

Que  todos  esos  juicios  se  terminaron  por 
transacción  en  enero  de  1897  y  que  en  la  cláu- 
sula cuarta  de  ese  convenio  se  estipuló  que  de 
los  fondos  pertenecientes  á  la  sucesión  de  do- 
ña Carolina  Villanoel,  el  señor  Kuhnel  per- 
cibiría la  cantidad  de  $  10.000: 

Que  por  haberse  celebrado  esta  transacción 
ante  la  justicia  ordinaria  tiene  derecho  per- 
fecto su  mandante  para  exigirla  entrega  de 
la  suma  referida. 

Que  en  los  juicios  que  Kuhnel  seguía  contra 
la  demandada  tenía  derechos  que  hacer  valer 
y  que  le  permitían  un  lisongero  resultado  y 
que,  sin  embargo,  los  sacrificó  ante  las  expec- 
tativas de  una  situación  tranquila  que  le  per- 
mitiese dedicarse  por  completo  á  sus  nego- 
cios. 

Que,  en  consecuencia,  no  ha  sido  una  dona- 
ción lo  que  la  señora  S^púlveda  ha  hecho  á 
su  cónyuge  sino  el  pago  de  una  parte  de  los 
derechos  que  tenía  contra  ella,  entre  otras  co- 
sas, por  los^gananciales  que  con  la  acertada 
administración  del  marido  produjo  la  socie- 
dad conyugal. 

Termina  pidiendo  se  declare  en  definitiva 
que  don  José  Kuhnel  tiene  derecho  á  percibir 
la  suma  de  $  10.000  con  sus  intereses  de  los 
fondos  de  la  sucesión  de  doña  Carolina  Villa- 


rroel  que  han  correspondido  á  doñalsaU! 
Sepúlveda  y  las  costas  de  ese  juicio. 

Contestando  doña  Isabel  Sepúlveda,  p -'c 
se  deseche  la  demanda. 

Dice  que  el  convenio  en  que  ella  se  basa  es 
nulo  porque  entre  marido  y  mujer  no  puc^i- 
haber  contratos. 

Que  la  obligación  carece  de  causa  paest» 
que  no  puede  ser  donación  ni  tiene  su  raari  i 
otro  título  para  exigirla. 

En  los  escritos  de  réplica  y  duplica  se  re- 
fuerzan los  argumentos  de  la  demanda  j  con- 
testación. 

Estimándose  la  cuestión  de  mero  derech  \ 
previo  dictamen  del  señor  defensor  de  meno- 
res, se  citó  para  sentencia  y  uno  de  los  juzja 
dos  de  Santiago  falló  con  fecha  24  de  ¡u  i" 
de  1906, 

Considerando: 

1*^  Que  por  el  hecho  del  matrimonio  se  con- 
trae una  sociedad  de  bienes  que  debe  regir>e 
por  disposiciones  terminantes  de  la  ley  y  qu: 
no  puedv.-ii  alterarse  después  de  contraída  prr 
la  sola  voluntad  de  las  partes; 

2^  Que  el  divorcio  ni  la  separación  de  bienes 
pueden  producirse  por  mutuo  acuerdo  enirc 
los  cónyuges,  siendo  indispensable  para  j'-c 
uno  ú  otro  se  produzcan,  sentencia  dejn:r 
competente  pasada  en  autoridad  dccoíai:^:- 
gada; 

3*^  Que  una  transacción  por  la  cual  uno  ; 
otro  cónyuge  ó  ambos  ¡untos  renuncian  á>- 
estado  civil  de  marido  ó  mujer,  es  contraria 
á  la  ley  y  en  consecuencia,  nula,  de  nulidíi» 
absoluta; 

4*^  Que  una  transacción  de  esta  especie  «» 
adquiere  valor  por  la  aprobación  judicii-. 
mucho  menos  cuando  ella  ha  sido  concedí  la 
"sin  perjuicio  de  los  derechos  que  pueden  cv 
rresponder  á  las  partes"; 

5^  Que  aún  cuando  esta  última  declaracíja 
no  se  hubiera  hecho,  no  por  eso  tampoco  te:i- 
dría  eficacia,  porque  la  aprobación  juduKi 
no  puede  dar  valor  á  un  acto  nulo  en  '^J 
origen; 

6^  Que  la  transacción  en  que  se  basa  la  de- 
manda, si  bien  puede  tener  eficacia  en  algjr.i 
de  sus  cláusulas,  no  puede  tenerla  en  la  ijJí 
acuerda  la  separación  de  bienes  y  el  divoMJ 
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de  cuerpos  y  establece  el  pago  al  demandante 
de  los  $  10.000  que  se  cobran  en  este  juicio. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  pre- 
sente lo  dispuesto  en  los  artículos  102,  135, 
136,  157,  1764  y  2450  del  Código  Civil,  se 
declara  sin  lugar  la  demanda,  sin  perjuicio  de 
otros  derechos  que  pueda  hacer  valer  el  de- 
mandante. 

No  se  impone  condenación  en  costas  por  es- 
timarse que  ha  habido  fundamento  plausible 
para  litigar.—/?.  Ahumada  M, 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Vistos:  se  confirma,  con  costas  del  recur- 
so, la  sentencia  apelada  de  24  de  julio  ultimo. 
—E.  Castillo.— Luis  Barriga,^R.  Reyes  Solar, 


Corte  fie  Concepción.-' 15  de  octubre  de  1906, 

Bascuñán  con  Romero 

Servidumbre  de  tránsito.— Continuidad 
y  apariencia.— Prescripción;  goce  in- 
memorial. —Destinación. 

Doctrina: — La  servidumbre  estableci- 
da por  el  dueño  de  un  predio  á  favor  de 
otro  predio  que  también  le  pertenece^  solo 
subsiste  al  enajenarse  uno  de  ellos  si  esta 
servidumbre  es  continua  y  aparente. 

Las  servidumbres  discontinuas,  como 
la  de  tránsito,  y  las  continuas  inaparen- 
íes,  no  pueden  adquirirse  por  prescrip- 
ción; ni  aun  el  goce  inmemorial  basta 
para  constituirlas  y  solo  pueden  adqui- 
rirse por  medio  de  un  título. 


Doña  Juana  Bascuñán  viuda  de  Jofréy  doña 
Pilar  Bascuñán,  residentes  en  la  subdelega- 


ción  de  Rl  Salto,  exponen:  que  deducen  de- 
manda en  juicio  sumario  á  fin  de  que  donjuán 
Romero  las  restablezca  en  la  servidumbre  le- 
gal de  tránsito  que  tienen  en  terrenos  de  su 
propiedad. 

Que  son  dueñas  de  un  retazo  de  terrena  ubi- 
cado en  la  subdelegación  citada  y  cuyos  des- 
lindes expresan,  propiedad  que  se  encuentra 
actualmente  destituida  de  toda  comunicación 
con  el  camino  público  por  haberles  cerrado  el 
señor  Romero  los  dos  únicos  caminos  que  con- 
ducian  a  él  y  de  los  cuales  gozaron  por  más 
de  treinta  años  sin  interrupción  alguna. 

Que  el  que  conducía  por  el  norte,  fué  cerrado 
primero  y  atravesaba  propiedades  del  señor 
Romero  hasta  llegar  al  camino  público  y  el 
otro,  que  salia  por  el  oriente,  atravesaba 
propiedades  que  formaban  un  solo  cuerpo 
con  el  terreno  que  poseen  y  que  fué  vendido 
[  or  algunos  comuneros. 

Que  el  único  camino  público  que  tienen  es  el 
que  viene  de  Los  Anjeles  á  la  estación,  el  (jue 
está  de  diez  á  quince  cuadras  de  su  propiedad 
por  cualquiera  de  los  dos  caminos  aludidos, 
de  los  cuales  uno  lo  toman  con  el  consenti- 
miento de  Romero  y  el  otro  en  su  propiedad 
y  ambos  por  más  de  treinta  años. 

Que  el  señor  Romero  no  tiene  derecho  algu- 
no para  impedirles  el  libre  tránsito  por  el  ca- 
mino que  .itraviesa  la  propiedad  vendida  por 
sus  co-herederos  y  que  deslinda  con  la  que  po- 
seen al  oriente,  por  haberse  vendido  con  el 
gravamen  de  la  servidumbre  de  tránsito  y 
debe  respetarse,  3'  en  ningún  caso  pueden  per- 
manecer encerradas,  según  el  artículo  847  del 
Código  Civil. 

Además,  alegan  haber  adquirido  la  servi- 
dumbre de  tránsito  de  ambos  caminos  por 
prescripción. 

Terminan  solicitando  que  el  señor  Romero 
debe  darles  libre  tránsito  sin  gravamen  algu- 
no por  cualquiera  de  los  dos  caminos  y  espe- 
cialmente por  el  que  atraviesa  el  predio  que 
fué  vendido  por  sus  co-herederos  á  dicho  se- 
ñor. 

Las  partes  fueron  citadas  á  comparendo, 
en  el  cual  la  parte  demandante  reproduce  lo 
expuesto  en  la  demanda  y  el  señor  Romero 
dice  que  jamás  ha  existido  la  servidumbre  á 
que  ésta  se  refiere. 
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La  causa  se  recibió  á  prueba  por  el  término 
legal  y,  rendida  por  las  partes,  el  Juzgado  de 
Yumbel,  con  fecha  15  de  octubre  de  1906  re- 
solvió: 

Considerando: 

Que  según  la  demanda,  de  los  dos  canrJnos 
á  que  ella  se  refiere,  uno  estaba  en  terrenos 
del  demandado  y  se  transitaba  por  él  con  la 
voluntad  de  éste,  y  el  otro  en  propiedad  que 
era  de  las  demandantes; 

Que  aunque  las  demandantes  sostienen  que 
el  segundo  de  los  caminos  expresados  estaba 
en  una  propiedad  que  formaba  un  cuerpo  co- 
mún con  la  que  poseen,  sin  embargo,  recono- 
cen que  ha  si :1o  vendida  por  un  co-heredero  y 
que  actualmente  es  de  Romero; 

Que  sosteniéndose  por  la  parte  demandante 
que  se  ha  efectuado  la  partición  de  la  propie- 
dad que  pertenecía  en  común  á  la  sucesión 
Bascuñán,  don  Juan  Romero  sería  dueño  ab- 
soluto de  la  parte  comprada  donde  se  encuen- 
tra el  camino  de  que  se  trata,  lo  que  L'is  de- 
mandantes reconocen  y  comprueban  con  la 
escritura; 

Que  suponiendo  que  antes  de  efectuarse  la 
partición  ó  de  verificarse  la  venta  á  Romero 
hubiese  existido  el  servicio  de  tránsito  en  la 
propiedad  vendida,  sin  embargo,  no  podría 
alegarse  la  existencia  del  mismo  servicio  por 
cuanto  la  ley  establece  que  sólo  subsistirá 
aquel  que  fuere  continuo  y  aparente  y  la  ser- 
vidumbre de  tránsito  no  reúne  ambos  requi- 
sitos; 

Que  las  servidumbres  discontinuas  de  toda 
cíase,  como  es  la  de  tránsito  y  las  servidum- 
bres continuas  inaparentes  solo  pueden  ad- 
quirirse por  medio  de  un  título,  y  ni  aún  el 
goce  inmemorial  basta  para  constituirlas;  y 

Que  la  parte  demandante  no  ha  acreditado 
que  la  servidumbre  en  referencia  se  haya  cons- 
tituido en  la  forma  que  la  ley  establece. 

Por  estos  fundamentos,  visto  lo  dispuesto 
en  los  artículos  881,  882  y  1,698  del  Código 
Civil,  se  declara:  que  no  há  lugar  á  la  deman- 
da, con  costas,  reservándose  á  las  demandan- 
tes sus  derechos  para  que  los  hagan  valer  en 
la  forma  que  vieren  convenirles.— B.  Befan- 
cur  R. 

Apelada  esta  resolución, 


La  Corte: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  I. 
sentencia  apelada;  }'  teniendo  además  prcxr.:. 
lo  prescrito  en  el  artículo  151  del  Coíli^'odc 
Procedimiento  Civil,  se  confirma  la  rtfcriii 
sentencia  de  9  de  abril  último,  con  declarado: 
de  que  no  ha  lugar  á  la  condenación  en  costa* 
que  por  ella  se  impone.— Exequei  Fij^ucroH  i?- 
§os.—E.  Frentes  R.^- Ramón  KavhrroO. 


Corte  de  Concepción.  Cas  en  la  forma- 
12  de  julio  de  1906. 

Araneda  con  Lozano  y  otro 

Casación;  procedencia.— Parte  agrá 
viada.— Tercejía.— Juicio  ejecutivo. 
—Poder.— Vicios  ó  defectos  de  tra- 
mitación. 

Doctrina: — El  recurso  de  casnciúnsf 
concede  á  ¡a  parte  agraviada. 

No  procede  el  recurso  de  casación  en  hi 
forma  fundado  en  defectos  jde  tramita- 
ción que  no  han  existido. 

Siendo  la  tercería  un  incidente  del  jui- 
cio ejecutivo,  el  poder  dado  para  éste  es 
bastante  para  aquella. 


Don  Valeriano  Araneda,  por  doña  Carolina 
Araneda  v.  de  Araneda>  domiciliados  en  Ce- 
rama  vida,  dice:  que  don  Nicasto  Lozano  en  la 
ejecución  contra  José  Luis  Paine,  ha  cmU-- 
gado  las  acciones  y  derechos  que  en  el  fun'.^ 
Epumallín  dice  tener  el  expresado  Paine. 

Ese  fundo  pertenece  completamente  á  lar-J* 
cesión  de  don  Pantaleón  Araneda,  sin  qoc 
Paine  haya  sido  allí  accionista  ó  poseedor. 

Don  Pantaleón  hubo  el  fundo  de  Juan  Rw 
ca,  y  lo  posee  desde  más  de  cincuenta  años 

Concluye  deduciendo  tercería  de  domm'o 
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n  contra  de  don  Nlcasio  Lozano,  agricultor, 
esidente  en  Temuco,  séptima  subdelegación 
e  Lebu,  á  fin  de  que  se  ordene  alzar  el  embar- 
o  de  las  acciones  y  derechos  que  le  embarga- 
on  n  Paíneen  c¡  recordado  fundo  Epumallín, 
ibicaílo  en  la  séptima  subdelegación  del  de- 
larta mentó  de  Lebu  y  deslindado  como  se 
X presa  en  la  demanda  de  tercería. 
El  señor  Paine  pide  que  se  deseche,  con  eos* 
:as,  la  tercería,  pues  ese  fundo  pertenece  en 
:omún  á  Paine  y  á  doña  Carolina  Araneda 
v.  de  Araneda  como  heredera  de  don  Panta- 
leon  Araneda,  según  consta  de  la  sentencia 
presentada  por  el  ejecutante. 

Pido  qtie  se  declare  sin  lugar  la  tercería,  y 
nula  é  ineficaz  la  escritura  de  20  de  noviem- 
bre de  1881  otorgada  por  don  Juan  Renca  á 
favor  de  don  Pantaleón  Araneda. 

Según  consta  de  las  copias  de  las  senten- 
cias acompañadas,  el  señor  Paine  es  dueño  de 
las  acciones  y  derechos  que  se  le  embargaron 
en  el  fundo  Epumallín;  y  su  dominio  fué  de- 
clarado en  juicio  contra  don  Pantaleón  Ara- 
neda. 

Además,  el  título  que  la  tercerista  acompa- 
ña para  fundarel  dominio  que  alega  a  la  pro- 
propiedad embargada,  es  ineficaz  y  absolu- 
tamente nulo,  ya  que  en  el  mismo  se  expresa 
que  al  celebrarlo  estaba  embargada  judicial- 
mente la  propiedad. 

Invoca  los  artículos  14?64  y  1683  del  Códi- 
go Civil.* 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  se  fijaron  los 
puntos  de  la  testimonial,  prestándose  la  de- 
claración de  los  testigos  Felipe  Mora,  Felipe 
2^  Mora,  Ramón  Rocha,  Adolfo  Garay  y  Cle- 
mente Silva. 

No  alegaron  de  bien  probado  la  tercerista 
ni  el  ejecutado;  pero  el  ejecutante,  en  su  ale- 
gato, pide  que  se  tenga  presente  que  con  la 
prueba  rendida  y  las  posiciones  mandadas 
tener  por  aVjsueltas,  está  completamente  pro- 
bado lo  que  expuso,  por  lo  cual  espera  que  no 
se  dé  lugar  á  la  terceiía,  con  costas. 

Se  citó  para  sentencia  y  el  Juzgado  de  Ca- 
ñete, con  fecha  26  de  Junio  de  1906,  falló: 

Considerando: 
Que  lo  embargado  son  las  acciones  y  dere- 
chos que  don  José  Luis  Paine  cree  tener  en  el 


fundo  Epumallín,  ó  sea  el  derecho  en  absolu- 
to que  corresponda  ó  pueda  corresponder  al 
señor  Paine; 

Que  la  determinación  de  los  derechos  que 
el  ejecutado  puede  tener  en  Epumallín  no  es 
materia  de  ter  ería  sino  de  partición; 

Que  con  llevar  á  efecto  el  embargo  en  abso- 
luto, en  nada  se  perjudican  los  derechos  que 
doña  Carolina  Araneda  v.  de  Araneda  tenga 
en  el  fundo  Epumallín,  porque  ese  embargo 
equivaldría  á  una  cesión  de  derechos  y  es 
bien  sabido  que  nada  cede  quien  nada  posee. 

Que  con  el  remate  de  la  acciones  y  derechos 
que  correspondan  en  Epumallín  al  señor  Pai- 
ne no  se  define  lo  que  á  este  pueda  correspon- 
der en  aquel  fundo  sino  que  colocará  en  su 
lugar  al  rematante,  á  quien  no  conferirá  otro 
derecho  que  el  que  pueda  tener  el  señor 
Paine;  y 

Que,  además,  el  señor  Paine  se  le  reconoce 
comunero  del  fundo  Epumallín,  por  senten- 
cia pronunciada  en  Lebu  el  7  de  septiembre 
de  1886,  confirmada  en  Concepción  el  14  de 
noviembre  de  1888  y  teniendo  además  pre- 
sente lo  dispuesto  en  los  artículos  151  y  167 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  decla- 
ra: que  no  ha  lugar  á  la  demanda,  debiendo 
pagar  las  costas  la  demandante.— /osé  A. 
Mardones  V. 

Contra  esta  sentencia,  se  interpusieron  los 
recursos  de  nulidad  y  apelación  por  el  ejecu- 
tado don  José  Luis  Paine  y  por  la  tercerista 
doña  Carolina  Araneda  v.  de  Araneda;  y  fun- 
dan el  primero  en  las  siguientes  causales: 

1^  En  que  don  Manuel  Jesús  Pinto,  que  to- 
mó la  representación  del  ejecutado  Paine,  no 
era  mandatario  suyo  propiamente  tal  para 
este  juicio,  pues  Pinto  solo  tenía  poder  para 
representarlo  en  el  juicio  ejecutivo; 

2^  En  que  esta  causa  no  se  recibió  á  prue- 
ba, pues  no  se  puede  considerar  como  tal  trá- 
mite la  providencia; 

3*  En  que  se  omitió  la  citación  para  sen- 
tencia, que  es  requisito  esencial  según  lo  dis- 
puesto en  el  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil; y 

4^  En  que  el  ejecutante  señor  Lozano  tam- 
poco ha  sido  debidamente  representado  en 
este  juicio,  porque  el  poder  que  tenía  don 
Juan  A.  Rodríguez  para  el  juicio  ejecutivo  no 
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se  puede  extender  al  presente  que  es  coniple-     junio  de  1905,  con  costas;  v  entreguen** 


tamentc  distinto  de  aquel. 

La  tercerista  funda,  además,  la  nulidad  en 
que  el  poder  no  es  suficiente  para  que  á  su 
nombre  demandara  don  V.  Araneda. 

Se  mandaron  traer  los  autos  en  relación 
para  ver  los  recursos  de  nulidad  y  pronun- 
ciarse sobre  ellos, 

La  Corte: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida  es  favorable 
al  ejecutado,  por  lo  cual  ella  no  ha  causado  á 
éste  agravios  que  le  den  derecho  para  inter- 
poner el  recurso; 

2^  Que  según  aparece,  se  recibió  la  causa  á 
prueba  }'  si  bien  es  cierto  que  en  la  providen- 
cia respectiva  no  se  fijó  un  término,  también 
lo  es  que  el  Juzgado  señaló  dos  audiencias 
dentro  del  plazo  legal  para  que  tuvieran  lu- 
gar las  sesiones  de  prueba,  produciéndose  por 
las  partes  la  que  corre  en  autos,  y  sin  que  ha- 
3'a  constancia  de  que  oportunamente  se  hu" 
biera  reclamado  de  este  defecto; 

3^  Que  no  es  efectivo  que  se  hubiera  omiti- 
do la  citación  para  sentencia,  pues  consta  de 
autos  que  se  decretó  este  trámite  y  que  las 
partes  fueron  notificadas  de  tal  providencia 
con  arreglo  á  la  ley; 

4*^  Que  la  cuarta  causa  de  nulidad,  además 
de  no  afectar  á  la  tercerista,  no  es  legal,  por 
cuanto  la  tercería  es  un  incidente  del  juicio 
ejecutivo  y  el  poder  dado  para  ésta  sirve  tam- 
bién para  aquélla;  y 

5^  Que  la  causa  alegada  por  la  tercerista 
de  no  ser  bastante  el  poder  para  que  á  su 
nombre  demandara  don  V.  Araneda  es  ina- 
ceptable, por  cuanto  de  dicho  poder  aparece 
que  la  recurrente  facultó  expresamente  á  su 
mandatario  Araneda  para  que  la  representa- 
se en  tercerías. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  los  artículos  944-,  946, 
960  y  966  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declaran  sin  lugar  los  recursos  de  casación 
en  la  forma  interpuestos  por  don  José  Luis 
Paine  y  doña  Carolina  Araneda  v.  de  Arane- 
da contra  la  mencionada  sentencia  de  26  de 


autos  para  expresar  agravios. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Mac-K-. 
^Julio  Ztnteno  B. — Manuel  Rodríguez  L 
/.  Guillermo  Mac-Kay, 


Corte  de  Concepción. — If^  de  noviemir 
de  1906 

Montrion  con  Huth  y  C* 

Mandato  —Factor  ó  dependiente.  -  Re- 
solución, causa  legal.  -  Infracción  icl 
contrato.  —  Perjuicios .  —  Indemoiza  - 
ción.    Injuria  -  Crédito.— Dafio. 

Doctrina:— Toc/o  contrato legaloijnic 
celebrado  es  una  ley  para  los  contraUtn- 
íes,  debe  ejecutarse  de  buena  íéy  o6/.;.i 
no  sólo  á  lo  que  en  él  se  expresa,  >^. - 
á  todas  las  cosas  que  emanan  de  la  r.n- 
raleza  de  la  obligación  ó  que  por  la  kr 
ó  la  costumbre  pertenecen  á  ella. 

Por  tanto,  si  un  factor  ó  dependknu 
está  obligado,  según  su  contrato,  á  "tk- 
dicar  todo  su  tiempo  y  á  hacer  todo  ew 
peño  posible  para  servirlos  intereses  (k 
su  principar\  no  puede  distraer  parte 
de  su  tiempo  en  otros  negocios  mercan- 
tiles y  le  está  prohibido  por  la  ley  el  i"- 
mar  interés  en  negociaciones  del  misni" 
género  que  las  que  hace  por  cuenta  dt 
su  comitente. 

Es  causa  legal  de  resolución,  por  par- 
te del  principal,  del  contrato  celebrad^ 
con  su  factor  ó  dependiente,  el  hecho  ic 
ejecutar  éste  alguna  délas  negociad'- 
nes  que  Je  están  prohibidas. 

Las  imputaciones  injuriosas  contra  d 
honor  ó  el  crédito  de  una  persona  no 
dan  derecho,  por  regla  general,  alpQ^'^ 
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k  una  indemnizadón  pecuniaria,  á  me- 
IOS  de  probarse  daño  emergente  ó  lucro 
esante  aprecinble  en  dinero  y  no  proce- 
le  por  lo  demás  la  indemnización  si  se 
)rueba  la  verdad  de  la  imputación  y  si 
lia  no  es  injuriosa. 


Don  lulio  Montrión  Elton,  empleado  de 
oinercio  3'  propietario,  expo'^c:  que  el  10  de 
narzo  de  1899  entró  como  empicado  ala  casa 
omercial  de  Huth  y  C*  en  esta  plaza  de 
Concepción,  contratado  por  el  entonces  jefe 
le  ella,  señor  D.  H.  P.  Walker,  para  impul- 
;arel  ramo  de  abarrotes. 

Habiendo  prestado  sns  servicios  A  satis- 
•acción  de  dicha  casa,  se  celebró  más  tarde  el 
rontrato  original  en  inglés  que  acompaña. 

Que  según  este  contrato,  debe  continuar 
)restando  sus  servicios  á  los  señores  Huth  y 
1*  en  su  misma  casa  y  oficina  de  esta  ciudad, 
)or  el  sueldo  anual  de  $  6,000,  siendo  el 
)lazo  del  contrato  tres  años  contados  desde 
íl  I*'  de  octubre  de  1902  hasta  el  1^  de  octu- 
bre de  1905,  como  consta  de  la  cláusula 
>egunda. 

Su  versación  en  el  comercio  3'  su  absoluta 
ledicación  al  desempeño  de  sus  obligaciones, 
lan  hecho  realizar  progresos  y  ganancias 
verdaderamente  notables  á  la  casa  y  oficina 
le  los  señores  Huth  y  C*,  Concepción,  que  la 
lan  colocado  mu3'  por  encima  de  la  casa  de 
os  mismos  señores  en  Valparaíso  3'  Santia- 
;^o,  tomadas  en  conjunto,  en  el  ramo  de  aba- 
Totes,  mercería,  etc.,  que  es  la  sección  espe- 
ñalmente  confiada  á  su  cargo,  como  consta 
le  las  notas  que  se  remesan  quincenalmente 
j  Londres,  sin  que  su  actividad  haya  dejado 
le  extenderse  á  la  venta  de  trapos  cuando  se 
Kupa  de  vendedor  viajero. 

En  razón  de  tales  ganancias  y  de  las  ventas 
)ue  ha  realizado  desde  la  fecha  de  su  último 
rontrato,  22  de  mayo  de  1902,  en  la  sección 
i  su  cargo,  ventas  que  suman  $1.94-0,000 
uera  de  las  comisiones  é  intereses  ganados 
;ii  los  pedidos  por  cuenta  ajena  3'  ganancias 
que  suben  de  $  329,800,  en  un  lapso  de  tiem- 
po sólo  de  un  año  once  meses. 


Que  la  casa  le  prometió  pagar,  fuera  de  su 
sueldo,  la  gratificación  usual  de  comercio, 
que  es  el  1%  de  las  ventas,  como  pagan  los 
señores  Duncan,  Fox  v  C*,  el  señor  Jorge 
Gibson  y  otras  casas  á  sus  vendedores. 

Esta  gratificación  alcanza  á  $  19,400  de- 
jando para  los  señores  Huth  y  C*  $  310,400 
de  ganancia  líquida  en  la  sección  á  su  cargo 
antes  de  dos  años. 

Demanda  el  pago  de  esta  gratificación. 

El  día  lunes  21  de  marzo  de  1904,  salió  de 
esta  ciudad  hasta  Curicó  en  su  carácter  de 
vendedor  viajero. 

En  las  plazas  de  Curicó,  Talca  y  Chillan 
en  sólo  cuatro  días  útiles  realizó  ventas  por 
la  suma  $  52,000  a  lo  menos, la  mayor  parte 
en  oro. 

Regresóel  lunes  28  3'  el  jueves  31  del  mismo 
ninrzo,  don  Enrique  Nclson  Phillips,  emplea- 
do de  los  señores  Huth  y  C*,  se  presentó  á  su 
casa,  para  notificarle  verbalmente  3'  por  me- 
dio de  una  carta  escrita  en  Valparaíso  á 
nombre  de  Huth  3'  C^,  que  se  le  separaba  de  su 
empleo  desde  el  31  de  marzo  de  1904,  ofre- 
ciéndole sí  el  pago  anticipado  de  $  500,  que 
sería  el  sueldo  de  este  mes. 

Ha  rechazado  tal  separación  injustificada 
é  inmotivada  y  se  ha  negado  á  aceptar  la 
expresada  suma  de  $  500. 

Inquiriendo  la  causa  de  separación  tan 
violenta  3'  sorpresiva,  ha  sabido  que  ella  se 
funda  en  la  envidia  que  han  hecho  nacer  en 
el  ánimo  de  algunos  jefes  de  Huth  y  C*  los 
éxitos  que  viene  obteniendo  á  diario  en  la 
sección  á  su  cargo,  envidia  que  ha  tomado 
como  base  para  fundar  su  separación  el  ru- 
mor publico  de  que  se  piensa  nombrarlo  je- 
rente  de  una  sociedad  en  pro3'ecto  para  im- 
portar y  exportar  mercaderías,  debiendo  em- 
pezar su  jerencia  en  esa  sociedad,  que  aún 
no  existe,  después  del  1*^  de  octubre  de  1905. 

*'Antes  que  3'o  entrase— agrega— como  em- 
pleado á  la  casa  Huth  y  C*  en  esta  ciudad, 
dicha  casa  no  realizaba  ventas  al  año  en 
abarrotes  por  más  de  $  20,000  y  su  surtido 
en  ese  ramo  consistía  solamente  en  limitadas 
cantidades  de  los  siguientes  artículos,  como 
consta  de  sus  libros:  grasa,  aceite  de  oli- 
vo, etc. 

**Bajo    mi  dirección,    como   consta    de    la 
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cuenta  que  presento,  el  ramo  de  abarrotes 
en  la  casa  es  completo,  puede  decirse;  y  las 
ventas  realizadas  en  él  han  pasado  de  un  mi- 
llón de  pesos  en  el  año  último,  como  también 
consta  de  los  libros. 

"Las  casas  de  Huth  y  C^  en  Valparaíso  y 
Santiago  unidas  han'realizado  ventas  aire, 
dedor  sólo  de  $  600,000  en  el  año  indicado^ 
y  esto  debido  al  incremento  de  sus  mercade- 
rías en  abarrotes,  en  conformidad  á  los  pe- 
didos que  yo  hacía  al  extranjero  para  la 
casa  de  Concepción. 

**Mientras  la  casa  de  esta  ciudad,  merced  á 
la  selecta  clientela  adquirida  y  sostenida  por 
mí,  no  ha  perdido  suma  alguna,  ni  grande 
ni  pequeña,  las  casas  de  Valparaíso  y  San. 
tiago  han  comprometido  $  150,000  en  el  fra- 
caso Pío  Herreros  y  C*,  $  120,000  en  la 
quiebra  de  don  Ignacio  Rodríguez.  $  65,000 
en  la  quiebra  de  Inchausteguy  y  varias  otras 
sumas,  algunas  de  las  cuales  suben  de  $  20 
mil. 

**Todos  est>s  hechos  que  se  comprueban 
con  los  libros  y  correspondencia  de  las  tres 
casas  que  Hutlt}'  C*  tienen  en  Chile,  han  im- 
pulsado á  los  jefes  don  Carlos  Augusto  Ro- 
dewald  y  á  don  Adolfo  J.  Walbann  á  des- 
pedirme intempestivamente  de  la  casa,  teme- 
rosos de  que  los  éxitos  que  he  obtenido  y 
alcanzo  constantemente  indujesen  á  los  due- 
ños y  jefes  de  la  casa  de  Londres  señores  Fe- 
derico Huth  y  C*,  á  colocarme  á  la  cabeza  de 
sus  negocios  en  Chile,  perdiendo  los  señores 
Rodewal  y  Walbann,  en  tal  evento,  la  jefa- 
tura y  la  participación  que  tienen  en  las  ven- 
tas"y  ganancias  de  la  firma  de  que  se  trata. 

**Y  tal  separación  ha  unido  y  agregado  á 
la  temeridad  y  la  injusticia,  la  depresión  y 
perjuicios  morales  y  materiales  que  entraña 
la  publicación  hecha  en  el  diario  *'E1  Svr'\ 
de  esta  ciudad,  diario  importante  y  devasta 
circulación. 

•'Hay  depresión  moral  en  dicha  publica- 
ción por  cuanto  no  expresa  ella,  ni  podía  ex- 
presarlo, que  me  separo  por  mi  gusto  y  á 
buenas,  como  acontece  en  el  aviso  que  regis- 
tra el  mismo  diario  respecto  de  don  Guiller- 
mo Hartung. 

* 'Me  causa  perjuicios  materiales  dicha  pu- 
blicación, porque  ella  estorbará  mi  colocación 


en  otra  casa  de  comercio  por  el  plazo  k  -j 
años  contados  desde  el  1^  de  octubre-lc'.  " 
con  el  sueldo  de  $  8,400  anuales  ma«;  i  . 
del  total  de  importación  y  exportac. 
que  equivale  á  más  de  1%  de  las  ver:.-  L' 
abarrotes  de  la  casa  de  Huth  y  C*  de  v  : 
cepcióu,  constando  ya  esta  oferta  á  los  í>í  • 
res  Rodewal  y  Walbann. 

"Estos  perjuicios  habrán  de  serestir.í 
en  su  justo  valor  por  los  Tribunales  de  C:  -. 
por  ser  este  un  caso  demasiado  calificado 

"Hago  presente  que  jamás  he  falta'J  -c 
menor  en  el  fiel  desempeño  de  mis  ol»l:¿:ai  < 
nes,  siendo  esclavo  de  ellas. 

**Es  tal  que  habiéndome  dislocado  un  .■". 
en  la  bodega  y  en  servicio  de  la  casa  H:: 
C*  en  esta  ciudad,  sólo  quedé  en  casa  .'" 
días,  dirigiendo  desde  allí  los  negocios  j. 
vi  á  los  almacenes  al  tercero,  con  son  ::>: 
del  mismo  médico. 

"Bn  la  fuerza  y  fe  del  contrato  del  arre: 
miento  de  servicios  6  de  mandato  comcfv- 
para  vender  quedo  amparado  por  los  art>. 
los  1545  y  1489  del  Código  Civil  v  por ! « 
artículos  332  y  333  del  Código  deComcri 
pues  expongo  y  agrego  expresa  y  tern¡ir.a. 
temente  que  he  cumplido  y  estov  dk-a.^ 
to  á  cumplir  por  mi  parte  lo  pactado." 

En  consecuencia,  pide  se  tenga  por  de  ^ 
da  en  forma  esta  demanda  en  juicio  cr  >. 
rio  de  comercio  y  se  declare  que  los  se'  v^ 
Huth  y  C*  deben  pagarle: 

1'  $  9,000  valor  insoluto  del  suell .  v> : 
tratado,  durante  el  tiempo  comprentii!) c 
tre  el  31  de  marzo  último  y  el  1^  de  oci:  -: 
de  1905,  con  sus  intereses  legales  de> If  •- ' 
cha  de  esta  demanda; 

2*^  $  19,400,   valor  de  mi  participad '.^ :  ' 
comisión  en  las  ventas,  también  con  lo?:: 
reses  legales  en  la  forma  indicada  anten 
mente; 

3^  El  monto  en  que  se  fijen  los  jx'rt:-  - 
que  le  causa  la  publicación  noticiosa  ::- 
en  su  contra  en  el  diarto  El  Surque  ad;J-: 
estorbando    la   celebración  de  un  cont:. 
provechoso  é  importante;  y 

4'  Las  costas  de  este  juicio. 

Don  J.  Senén  Conejeros,  por  Huth  y  C*.  ^ 
merciantes,  domiciliados  en  esta  ciudad.; 
se  niegue  lugar  á  la  demanda  en  todas  n» 


JURISPRUDENCIA 


111 


partes  y  se  acepte  la  reconvención  que  formu- 
la en  la  conclusión,  con  expresa  condenación 
en  costas. 

Que  la  verdad  es  distinta  de  lo  que  dice  el 
señor  Montrión. 

Abusando  posiblemente  de  la  confianza  de- 
positada en  él  y  aprovechándose  de  los  mis- 
mos datos  ó  informaciones  adquiridos  en  el 
desempeño  de  su  empleo,  como  vendedor  de 
la  casa  en  el  ramo  de  abarrotes  y  mercería, 
ha  ejecutado  actos  que  le  harían  absoluta- 
mente indigno  de  seguir  interviniendo  un  solo 
día  mas  en  las  operaciones  comerciales  de  la 
firma  Huth  y  Compañía. 

Hace  ya  algún  tiempo,  inició  en  esta  plaza 
Y  creo  también  en  varias  otras,  gestiones  po- 
sitivas y  reiteradas  en  el  sentido  de  constituir 
una  sociedad  para  negociar  en  el  ramo  de  im- 
portación de  mercaderías  adquiridas  en  Eu- 
ropa, que  es  precisamente  el  giro  principal  de 
los  señores  Huth  y  C*. 

Estas  gestiones  en  su  principio  fueron  lle- 
varlas con  cierta  reserva  cavilosa  y  de  ellas 
sus  mandantes  solo  tenían  noticias  mas  ó  me- 
nos vagas;  pero  después  en  el  mes  de  febrero 
último  adquirieron  ya  un  carácter  mas  fran- 
co y  pronunciado,  pues  el  señor  Montrión, 
asumiendo  en  público  el  papel  de  gestor  é  ins- 
pirador principal  de  la  aludida  sociedad,  pro- 
cedió á  preparar  entonces  y  á  redactar  los 
títulos  respectivos  y  á  activar  estraordina. 
namente  la  colocación  de  acciones  en  el  co- 
mercio de  esta  ciudad. 

"Prueba  de  lo  que  afirmo  son  las  seis  car- 
tas que  presento  signadas  con  las  letras  A, 
B,  C,  D,  E  y  F. 

"Por  la  [.rimera  de  ellas  se  acredita  que  en 
el  mes  citado  se  presentó  el  señor  Montrión  á 
la  Notaría  del  señor  Eduardo  Larenas  con 
los  estatutos  de  la  sociedad,  solicitando  de 
este  funcionario  que  los  revisara  y  pusiera  en 
forma  legal;  por  la  segunda,  suscrita  por  don 
Benardino  Corral,  se  desmuestra  que  para  in- 
clinar á  éste  conocido  y  honorable  comercian- 
te á  adquirir  cierto  número  de  acciones  le 
ponderó  las  excelencias  del  negocio,  fundán- 
<íose  precisamente  en  el  cabal  conocimiento 
que  tenía  del  provecho  que  los  señores  Huth 
y  C^  alcanzaban  en  sus  ventas;  y  por  las  res- 
tantes, suscritas  por  los  señores  Juan  Highet, 


Vicente  de  Arestizábal,  Manuel  Fernández  y 
Belisario  Campos,  todos  comerciantes  de  esta 
plaza,  se  comprueba  ampliamente  que  solici- 
tó también  de  ellos  la  colocación  de  acciones 
y  con  la  autorización  necesaria  para  hacerlos 
figurar  desde  luego  como  miembros  del  di- 
rectorio provisorio. 

"Se  pTmitió  también  dirijir  al  ex-jefe  de  la 
casa  en  esta  ciudad  señor  Railtón,  la  carta  de 
fecha  6  de  febrero  de  1904  de  que  acompaña 
la  traducción  adjunta. 

"En  dicha  carta  aludiendo  el  señor  Mon- 
trión á  una  reunión  de  accionistas  celebrada 
ad'hoc,  le  ofrece  el  cargo  de  agente  general 
en  Europa  con  el  sueldo  y  demás  condiciones 
que  en  la  misma  carta  se  leen  y  al  propio 
tiempo  le  urje  para  que  le  dé  una  respuesta 
categórica  para  el  día  lunes  inmediato. 

"En  presencia  de  estos  hechos  concretos  y 
ciertos  no  quedaba  á  los  señores  Huth  y  C* 
otro  camino  que  exonerar  en  el  acto  á  tan 
mal  empleado  del  cargo  de  confianza  que  se 
le  confiara. 

"Y  puedo  asegurar  que  la  conducta  poste- 
rior observada  por  el  señor  Montrión  ha 
guardado  armonía  con  la  anterior,  pues  al 
retirarse  del  establecimiento  se  llevó  consigo 
el  libro  manual  de  costos  que  tenía  en  su  po- 
der solo  en  razón  de  su  puesto  y  para  el  buen 
desempeño  del  mismo. 

"Si  hemos  de  atenernos  á  la  traducción  que 
el  propio  señor  Montrión  dá  del  contrato 
aducido  en  su  favor  y  si  nos  fijamos  en  la 
cláusula  5^,  resulta  que  dicho  señor  se  com- 
prometió por  su  partea  dedicar  todo  su  tiem- 
po y  á  hacer  todo  empeño  posible  para  servir 
los  intereses  de  los  señores  Huth  y  C*y  me- 
recer su  satisfacción. 

"Se  comprende  que  el  señor  Montrión  se  ha 
colocado  fuera  de  la  ley  y  del  contrato  que 
Invoca  y,  por  tanto,  no  tiene  derecho  de  afir- 
mar que  está  amparado  por  aquella  ni  por 
éste. 

"El  artículo  1546  del  Código  Civil  estatuye 
que  los  contratos  deben  cumplirse  de  buena 
fe,  por  consiguiente  obligan  no  sólo  á  lo  que 
en  ellos  se  expresa  sino  á  todas  las  cosas  que 
emanan  precisamente  de  la  naturaleza  de  la 
obligación,  ó  que  por  la  ley  ó  la  costumbre 
pertenecen  á  ella. 
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*'Un  empleado  6  un  dependiente  de  cual- 
quier establ^imiento  comercial,  sea  que  pres- 
te sus  servicios  en  virtud  de  un  contrato  ver- 
bal ó  escrito,  está  pues  obligado  á  desempe- 
ñarlo con  la  mayor  escrupulosidad  y  con  la 
mas  absoluta  buena  fe,  sin  que  le  sea  lícito  en 
ningún  momento  echar  en  olvido  los  intere- 
ses del  establecimiento  á  que  sirve  6  á  que  se 
halla  vinculado  por  el  cargo  que  inviste. 

**En  el  caso  de  estos  antecedentes  se  ve  cla- 
ramente que  el  señor  Montrión  ha  violado 
por  completo  las  obligaciones  contenidas  en 
el  precepto  legal  en  referencia. 

*'Ha  violado  también  el  artículo  331  del 
Código  de  Comercio  que  prohibe  á  los  facto- 
res y  dependientes  tomar  interés  en  nombre 
propio  ó  ageno  en  negociaciones  del  mismo 
género  que  las  que  hagan  por  cuenta  de  su 
comitentes. 

* 'Niego  que  el  señor  Montrión  tenga  dere- 
cho á  cobrar  la  suma  de  $  9.000  con  intere- 
ses legales,  ni  sin  ellos,  que  demanda  en  pri- 
mer término. 

"También  rechazo  y  niego  como  absoluta- 
mente inexacta  la  aseveración  que  se  formula 
de  contrario  para  deducir  la  segunda  petición 
de  la  demanda,  esto  es,  que  la  casa  Huth  y  C* 
haya  contraído  la  obligación  de  pagar  al  de- 
mandante el  1%  sobre  el  monto  de  las  ventas 
por  él  realizadas. 

**Mis  mandantes  no  han  autorizado  á  na- 
die para  estipular  una  obligación  semejante 
y  ni  siquiera  para  ofrecer  gratificación  ex- 
traordinaria especial  de  ninguna  especie. 

*'En  una  parte  el  señor  Montrión  habla  de 
gratificación  y  en  otra  dice  que  lo  que  cobra 
es  á  título  de  comisión  de  venta. 

"Lo  cual  si  algo  revela  no  es  ciertamente  el 
derecho  del  recurrente,  sino  su  completa  falta 
de  fijeza  acerca  de  las  pretensiones  que  quiere 
hacer  pesar  contra  ó  sobre  mis  mandantes. 

**Si  es  gratificación  en  el  sentido  usual  y 
corriente  de  la  palabra  y  admitiendo  por  un 
momento,  en  hipótesis,  que  se  hubiera  hecho  al 
demandante  una  oferta  en  ese  sentido,  lo  que 
niega,  no  tendría  acción  alguna  que  ejercitar, 
ya  que  un  acto  de  mera  liberalidad  prometi- 
do no  puede  ser  fuente  de  obligaciones  civiles 
exijibles. 

"Y  si  es  comisión,  lo  que  también  niego,  ha- 


bría debido  empezar  por  presentar  la  ctinr. 
correspondiente  de  su  gestión,  como  lo  ¡rr- 
viene  la  Ify. 

"Los  perjuicios  que  cobra  por  la  dcpre^i'' 
moral  y  perjuicios  materiales  que  dice  1?  n:. 
causado  la  publicación  en  *"E1  Sur"  no  v^r^tz 
base  alguna  ante  la  ley. 

"Afirma  el  señor  Montrión  que  estos  per- 
juicios se  pagan  á  precio  de  oro  en  Inglaterra 
y  Estados  Unidos. 

"Así  debe  ser  cuando  en  realidad  ha}-  i;así 
para  cobrarlos  y  es  muy  justo  que  tal  ocurra: 
pero  en  el  caso  particular  en  examen,  pur::> 
asegurar  que  en  Chile,  y  seguramente  ur.- 
bien  en  Inglaterra  y  Estados  Unidos,  no  haj 
ley  alguna  en  que  apoyar  una  pretcnsión  se- 
mejante. 

"Lo  cual  se  corrobora  también  observan! ) 
que  en  este  punto  de  la  demanda  no  se  invo- 
ca ningún  precepto  legal  pertinente. 

"O  la  separación  fué  motivada,  y  en  tal  si/- 
puesto  vendríamos  á  parar  ert  que  su  falta  ¿t 
admisión  en  la  colocación  que  dice  se  le  hi 
escapado  se  debería  á  su  propia  culpa  v,  fr 
tanto,  no  tendría  razón  para  exijir  prest:- 
ción  alguna  contra  mis  mandantes;  ó  bien 
esa  separación  fué  inmotivada  ó  ilegal,  t  e: 
tónces  con  solo  exponer  la  verdad  dele  orj- 
rrido  á  esa  otra  casa  que  iba  á  utilizar  >-? 
servicios,  es  evidente  que  sería  admitido  ce: 
plausible  regocijo,  pues  iría  allí  á  seguir  i 
misma  línea  de  conducta  que  los  señorií 
Huth  y  C*  no  habían  sabido  apreciar  y  e¿:: 
mar  en  su  justo  mérito  y  valor  legal  y  comer- 
ciar». 

En  mérito  de  lo  que  ha  expuesto,  pide  no  se 
dé  lugar  á  la  demanda  en  ninguna  de  sus  par- 
tes, con  costas. 

Apoyándose  en  los  antecedentes  relaciona- 
dos deduce  reconvención  para  que  en  dcfin.t  • 
va  se  declare  que  los  señores  Huth  y  C*h.u 
hecho  uso  de  su  legítimo  derecho  al  exonerar 
al  señor  Montríón  del  cargo  de  vendedor  qac 
desempeñaba. 

Aduce  en  pro  de  esta  reconvención  lo  esta- 
tuido por  los  artículos  331  y  333  del  Cóü;:- 
de  Comercio  y  en  el  1546  del  Código  Citil. 

Replicando  don  Julio  Montrión,  expone  q« 
acompaña  una  minuta  para  que  el  Jnzg^"^ 
vea  el  valor  de  la  comisión  que  cobra,  segus 
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a  demanda,  en  fuerza  de  las  cuantiosas  ven- 
ias que  ha  realizado  á  favor  de  Huth  y  C*, 
lejándole  una  utilidad  demasiado  valiosa. 
Hace  notar  que  en  el  mes  de  marzo  último 
calizo  ventas  por  valor  de  $  128.409,61, 
mma  á  la  cual  jamás  llegó  antes  ni  llegará 
:an  pronto  Huth  y  C^,  en  sus  ventas  de  aba- 
•rotes  durante  un  mes. 

Y  esto  sin  contar  veinte  y  tantos  mil  pesos 
Dor  contratos  de  ventas  que  pactó  en  ese  mis- 
mo mes  y  se  incluyeron  en  las  ventas  de  abril 
siguiente. 

Que  los  libros  de  Huth  y  C^  habrán  de  con- 
firmar su  aserto. 

Contestando  á  la  reconvención  don  Julio 
Montrión  pide  se  de  lugar  á  la  demanda  en 
todas  sus  partes,  desechando  la  reconvención 
con  costas. 

**Xo  e«  aplicable  al  caso  lo  dispuesto  en  el 
artículo  331  del  Código  de  Comercio;  porque 
yo  no  he  traficado  por  mi  cuenta  y  tomado 
interés,  en  nombre  mío  ó  ajeno,  en  negocia- 
ción alguna  del  mismo  género  ni  de  otro  que 
el  que  hacía  por  cuenta  de  la  casa  deman- 
dada. 

"Además,  sobre  este  punto,  suponiendo  fal- 
samente que  hubiese  girado  y  tomado  inte- 
rés en  negociaciones  del  mismo  género  que  las 
que  corrían  á  mi  cargo  como  vendedor  de 
Huth  y  C*,  la  sanción  que  el  citado  artícu- 
lo 331  establece  es  aplicar  al  contratante  los 
beneficios  que  tales  negociaciones  hayan  pro- 
ducido en  beneficio  mío,  y  no  la  pérdida  de 
mi  empleo  é  infracción  del  contrato. 

**H1  artículo  333  del  Código  de  Comercio 
que  he  invocado  á  mi  favor  no  logrará  acogi- 
da en  mi  contra,  porque  mis  servicios  á  Huth 
y  C*  los  he  prestado  cumpliendo  del  modo 
nías  satisfactorio  para  la  casa,  todas  mis 
obligaciones,  mereciendo  de  sus  administra- 
dores continuos  y  merecidos  elogios. 

"Si  don  Horacio  Parada,  organizador  de  la 
sociedad  anónima  titulada  "Compañía  Im- 
portadora y  Explotadora"  en  mero  proyec- 
to, me  ofreció  la  gerencia,  si  tal  sociedad  lle- 
gaba á  constituirse,  mi  respuesta  fué  que  te- 
nía contrato  vijente  con  Huth  y  C^  sobre 
niis  servicios;  que  ese  contrato  expiraba  el  1*^ 


de  octubre  de  1905  y  que  solo  después  de  esa 
fecha  podría  resolver  si  aceptaba  ó  no  tal  ge- 
rencia, según  me  conviniese. 

*'He  adquirido  con  mi  peculio  ese  librito  de 
costos  y  su  clave,  y  los  he  usado  digna  y  pro- 
vechosamente á  favor  mío  y  de  Huth  y  C*". 

Duplicando  el  procurador  de  Huth  y  C*. 
pide  se  resuelva  esta  causa  como  lo  ha  pedi- 
do en  el  escrito  de  contestación  y  reconven- 
ción, con  costas. 

"Mantengo  y  reproduzco  en  todas  sus  par- 
tes las  afirmaciones  y  razonamientos  formu- 
lados en  la  contestación  y  reconvención. 

**La  colocación  de  acciones  ha  sido  gestio- 
nada directamente  por  don  Julio  Montrión, 
según  lo  acreditan  las  cartas  de  los  señores 
Kdmundo  Larenas,  Bernardino  Corral  y  de- 
más honorables  comerciantes. 

"El  hecho  de  que  don  Horacio  Parada  B. 
se  haya  ocupado  también  en  las  mismas  ges- 
tiones y  de  que  él  haya  sido  el  principal  inspi- 
rador de  la  sociedad  en  formación,  no  influye 
sustancialmente  en  el  caso,  ni  aminora  la  res- 
ponsabihdad  del  señor  Montrión,  ya  que  una 
sociedad  anónima  requiere,  no  uno,  sino  mu- 
chos agentes  ó  coloboradores:  quiere  decir 
que  el  demandante  ha  sido  uno  de  estos  cola- 
boradores. 

"Por  lo  demás,  las  propias  cartas  acompa- 
ñadas en  su  descargo  por  la  contraria  com- 
prueban esta  colaboración;  así  la  de  don  Ni- 
casio  Zulaica  manifiesta  que  el  señor  Mon- 
trión recibió  del  señor  Parada  el  encargo  de 
llevar  al  notario  don  Edmundo  Larenas  los 
estatutos  de  la  aludida  sociedad  con  el  obje- 
to de  consultarlos  y  de  darles  forma  legal;  y 
Ta  de  don  Vicente  de  Arestizábal  acredita  que 
el  mismo  demandante  en  persona  y  acompa- 
ñado de  don  R.  Railton,  ex-jefe  de  la  casa  de 
Huth  y  C*  en  ejta  ciudad,  fué  á  la  oficina  del 
señor  de  Arestizábal  con  el  fin  de  conversar 
con  él  acerca  de  la  sociedad  importadora  y 
exportadora  de  mercaderías  que  se  trataba 
de  formar. 

"En  su  propósito  de  negar  la  grave  falta  ó 
abuso  de  confianza  cometido,  el  demandante 
ha  llegado  á  afirmar  que  la  carta  cuya  copia 
signada  con  la  letra  G.  se  ha  acompañado  es 
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forjada  ó  supuesta  por  mis  mandantes  y  que 
no  se  podrá  presentar  el  original.  Efectiva- 
mente, este  orijinal  no  podrá  ser  presentado 
por  mis  mandantes,  pero  ello  se  esplica  te- 
niendo presente  que  dicho  orijinal  fué  devuelto 
al  demandante  por  el  destinarlo  señor  Railton. 

"En  la  demanda  se  califica  de  causal  irriso- 
ria la  que  determinó  á  mis  mandantes  á 
exonerar  de  su  empleo  al  señor  Montrión; 
mas  á  tal  apreciación  contrapongo  la  opi- 
nión del  alto  comercio  de  esta  ciudad  mani- 
festada claramente  en  las  cartas  adjuntas 
signadas  con  los  números  1,  2,  3,  4,  5  y  6, 
y  suscritas  por  los  jefes  de  las  conocidas 
firmas  de  Hagnauer  y  Compañía,  William- 
son  Balfour  y  Compañía,  etc. 

*'Todas  estas  casas  manifiestan  que  ni  por 
un  sólo  momento  tolerarían  que  continuara 
formando  parte  de  su  personal  de  empleados, 
uno  que  se  ocupara  en  colocar  acciones  para 
una  sociedad  comercial  importadora  y  ex- 
portadora de  mercaderías". 

Ha  acompañado  el  demandante  dos  co- 
pias de  cartas  que  habían  sido  dirigidas  á 
don  Augusto  Rodewald  á  Valparaíso,  la 
primera  con  fecha  27  de  marzo  y  la  segunda 
con  fecha  6  de  enero  del  año  en  curso  1904. 
En  dichas  copias  se  hace  aparecer  al  mismo 
señor  Montrión  hablando  al  señor  Rode- 
wald, como  una  cosa  ya  de  antemano  cier- 
ta y  convenida,  de  la  pretendida  comisión 
que  sobre  el  monto  de  las  ventas  dice  le  co- 
rresponde y  además  de  la  colocación  de  ^lc 
clones  y  de  la  constitución  de  la  sociedad 
anónima  importadora  y  exportadora  de  mer- 
caderías, dando  así  á  entender  que  aquello  de 
la  sociedad  era  algo  en  que  los  propios  seño- 
res Huth  y  Compañía  iban  á  tomar  parte  y 
en  que  ciertamente  éstos  habrían  de  cooperar 
con  toda  eficacia  y  entusiasmo. 

"Apenas  necesito  decir  que  tales  cartas  son 
absolutamente  falsas  é  inventadas,  pues  ni  se 
han  recibido  jamás  por  el  señor  Rodewald,  ni 
mucho  menos  ha  podido  el  señor  Montrión 
tener  de  ellas  contestación  alguna. 

"Asimismo  apenas  necesito  decir  que  es 
una  invención  ad  boc  todo  lo  referente  á  la 
pretendida  comisión  del  uno  por  ciento  so- 
bre las  ventas  realizadas  por  la  casa,  y  mu- 


cho más  lo  es  el  que  don  Angosto  Rode- 
wald haya  tenido  conocimiento  c  intervenido 
en  la  tarea  de  ayudar  á  formar  la  menciona 
da  sociedad  importadora  y  exportadora  de 
mercaderías. 

"La  tal  comisión  del  uno  por  ciento,  so- 
bre no  haber  sido  ofrecida  ni  comprometida 
jamás  por  los  señores  Huth  y  Compañía. 
es  absolutamente  inverosímil,  si  se  atiende 
á  que  la  remuneración  de  los  servicios  de 
don  Julio  Montrión  consistía  en  un  sueldo 
anual  fijo  y  determinado  en  un  contrato  es- 
crito; si  también  hubiera  sido  el  nno  por 
ciento  de  las  ventas  parte  de  la  remanera- 
ción  de  tales  servicios,  es  evidente  qne  se  ha- 
bría igualmente  consignado  en  el  contrato 
respectivo. 

"A  fines  de  marzo  del  año  actual  la  ¿nica 
carta  recibida  del  señor  Montrión  por  el  se- 
ñor Augusto  Rodewald,  es  la  qne  acompaño 
con  su  respectiva  traducción  castellana. 

"Esta  carta  es  de  fecha  26  del  mes  atado. 
y  como  puede  notarlo  el  Juzgado,  en  ella  d 
señor  Montrión  arroja  ya  lejos  todo  disims- 
mulo  y  se  atreve  á  hablar  al  señor  Rodé 
wald  del  sindicato  ó  sociedad  en  cnva  for 
mación  él  estaba  empeñado  y  de  la  cnal  an- 
tes la  casa  Huth  y  Compañía  no  tenia  nna 
confirmación  tan  terminante. 

"Esta  carta  no  podía  producir  otro  rcfnl- 
tado  que  la  exoneración  del  señor  Montrión 
ni  merecer  otra  contestación  que  la  qoc  « 
lee  en  la  carta  que  con  su  respectiva  tn- 
ducción  castellana  acompaño  bajo  los  oa- 
meros  14  y  15,  contestación  dada  no  ya 
por  el  destinatario,  señor  Rodewald,  sino 
por  la  firma  oficial  de  la  casa  Hnth  j  Com- 
pañía, en  la  cnal  se  expresa  clara  y  termi- 
nantemente al  señor  Montrión  que  habiendo 
violado  su  contrato,  queda  exonerado  del 
puesto  de  confianza  que  desempeñaba- 

"La  minuta  que  se  ha  acompañado  coa 
el  escrito  de  réplica,  carece  de  importaací*. 
porque  dando  por  sentado  qne  sean  exactas 
todas  las  cifras  que  en  ellas  se  consigo» 
como  valor  de  las  ventas  realizadas  por » 
casa  Huth  y  Compañía,  es  el  casoqoe^ 
ventas  han  sido  realizadas  no  por  ad^ 
única  y  directa    del    señor    Montrión  ffflo 
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también,  como  es  fácil  comprenderlo,  con  la 
intervención  de  los  jefes  de  la  casa,  que  lo 
han  sido  los  señores  H.  P.  Walker  y  K. 
Rail  ton. 

"Al  invocar  en  el  escrito  de  contestación 
y  reconvención  el  articulo  331  del  Código 
de  Comercio,  como  raz.')n  legal  en  pro  de  los 
derechos  de  mis  representados,  no  ha  sido 
para  reclamar  fueros  ó  ganancias  que  hu- 
biere reportado  el  señor  Montrión,  sino  pa- 
ra relacionarlo  con  la  sanción  establecida 
en  el  numerando  2^  del  artículo  333  del 
mismo  Código. 

"Esta  disposición  considera  como  causal 
suficiente  de  rescisión  de  todo  contrato  en- 
tre el  factor  de  comercio  ó  dependiente  y  su 
principal  el  hecho  de  haber  el  primero  ejecu- 
tado alguna  de  las  negociaciones  prohibi- 
das en  el  artículo  331;  luego  debe  caer  bajo 
la  sanción  correspondiente'*. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  fijándose  los 
puntos  sobre  los  que  debía  recaer;  se  rindió 
la  prueba  testimonial  que  consta  de  autos. 
El  testigo  del  demandado  señor  Bernardi- 
no  Corral  fué  tachado  por  el  demandante 
por  estar  éste  inhabilitado  para  declarar  en 
la  causa,  á  virtud  de  tener  en  el  pleito  inte- 
rés indirecto,  que  es  la  tacha  prevista  en  el 
número  6^  del  artículo  347  del  Código  de 
Procedimiento  Civil;  y  la  funda  en  que  el 
señor  Corral  es  socio  interesado  de  Valle- 
jos  y  Compañía  quienes  adeudan  á  Huth  y 
Compañía. 

El  representante  de  los  señores  Huth  y 
Compañía  pidió  que  se  deseche  la  aludida 
tacha  opuesta  al  testigo  señor  Corral,  por 
cuaato  la  causal  invocada  no  tiene  el  alcan- 
ce legal  que  se  le  atribuye,  suponiéndola 
efectiva,  y  porque  el  que  iba  á  declarar  no 
es  Vallejos  y  Compañía  sino  el  señor  Corral. 
Se  declaró  admisible  y  se  recibió  á  prueba 
la  mencionada  tacha  opuesta  al  señor  Co- 
rral; pero  en  la  sesión  de  que  da  constancia 
el  actfi,  espuso  el  demandante  que  no  tenía 
testigos  para  acreditar  la  efectividad  de  di- 
cha tacha,  la  que  acreditaría  con  sólo  prueba 
documental  y  libros. 
Se  citó   para   sentencia  y  el  Juzgado   de 


Concepción,  con  fecha  13  de  septiembre  de 
1906,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  segán  el  contrato,  cuya  efectivi- 
dad han  reconocido  los  demandados,  al  ab- 
solver la  pregunta  veinticinco  de  las  posi- 
ciones, los  señores  TIuth  y  Compañía  con- 
tratan al  señor  Montrión  para  ser  empleado 
de  su  casa  sucursal  en  Concepción  para  la 
venta  de  mercaderías  y  también  obrar  co- 
mo viajero  por  la  firma  cuando  sea  necesa- 
rio dentro  del  territorio  de  la  República. 
Este  contrato  es  por  tres  años,  á  contar 
desde  el  1^  de  octubre  de  1902.  El  sueldo  se 
pagaría  al  señor  Montrión  á  razón  de 
$  6.000  moneda  corriente  de  Chile  por  año, 
excluyendo  gastos  de  viaje.  El  señor  Mon- 
trión, por  su  parte,  promete  tledicar  todo 
su  tiempo  y  poner  todo  el  empeño  posible 
para  servir  los  intereses  de  los  señores  Huth 
y  Compañía  y  para  merecer  la  satisfacción 
de  éstos; 

2^  Que  en  su  carta,  reconocida  por  el  se- 
ñor Rodewaid,  jefe  de  la  casa  de  Huth  y 
Compañía  en  Valparaíso,  absolviendo  la 
pregunta  veintidós  de  las  posiciones,  fecha- 
da en  26  de  marzo  de  1903  y  dirigida  al  se- 
ñor Montrión  le  dice.  ''Hemos  estado  com- 
pletamente satisfechos  con  sus  servicios  y 
apreciamos  su  celo  é  interés  en  el  trabajo 
que  le  hemos  conñado.  No  dudamos  que 
usted  continuará  haciendo  lo  mejor  para 
merecer  la  confianza  que  la  firma  ha  depo- 
sitado en  usted"; 

3^  Que  de  la  diligencia  de  inspección  judi- 
cial de  los  libros  de  comercio  de  los  señores 
Huth  y  Compañía  en  esta  ciudad,  de  que 
da  constancia  el  acta,  aparece  que  durante 
los  años  1897  y  1898  las  ventas  en  el  ramo 
de  abarrotes  no  alcanzaron  en  total  á  más 
de  $  320.000;  mientras  tanto  que  durante  el 
tiempo  en  que  permaneció  como  empleado 
de  dicha  casa  el  señor  Montrión  se  vendió 
sólo  en  un  año  once  meses  en  total  más  de 
$  1,600.000,  en  el  mismo  ramo  de  abarro- 
tes; lo  que  demuestra  un  aumento  de  más 
de  $  1,300.000  en  el  giro  de  este  negocio  du- 
rante  el   tiempo  que  estuvo    encomendado 
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al  señor  Montrión,  en  la  casa  de  Concep- 
ción; 

4'  Que  en  el  ejemplar  del  pediódico  La 
Discusión  de  Chillan,  de  fecha  13  de  abril 
de  1904,  aparece  publicado  el  siguiente  avi- 
so al  comercio:  ^'Avisarnos  al  comercio  que 
desde  esta  fecha  ha  dejado  de  ser  nuestro  em- 
pleado el  señor  Julio  Montrión.— Chillan,  11 
de  marzo  de  1904 Huth  y  Compañía^^; 

5^  Que  el  socio  jestor  y  representante  del 
demandado  don  Carlos  Augusto  Rodewald, 
absolviendo  la  articulación  dieciocho  de  las 
posiciones,  dice  que  el  aviso  á  que  se  alude 
fué  puramente  comercial  para  avisar  á  la 
clientela  que  el  señor  Montrión  había  salido 
de  la  casa; 

6^  Que  absolviendo  el  señor  Rodewald, 
en  representación  de  los  demandados,  las 
posiciones,  dice:  "que  la  casa  Huth  y  Com- 
pañía no  ha  tenido  motivo  para  quejarse 
de  la  conducta  del  señor  Montrión  hasta 
que  tuvo  conocimiento  que  Montrión  esta- 
ba haciendo  gestiones  para  la  formación  de 
una  sociedad  competidora  de  Huth  y  Com- 
pañía**, y  que  preguntado  el  mismo  señor 
Rodewald,  al  tenor  de  la  articulación  dieci- 
siete de  dichas  posiciones,  acerca  de  cómo 
es  verdad  que  la  casa  Huth  y  Compañía  no 
ha  tenido  causa  alguna  para  justificar  la 
arbitraria  é  injustificable  violación  que  ha 
hecho  del  contrato  que  motiva  el  prescntejui- 
cio,  contestó  el  absolvente:  **que  han  tenido 
fundamento  para  proceder,  porque  de  hecho 
quedaba  roto  el  contrato  una  vez  que  el  señor 
Montrión  se  ocupaba  de  asuntos  ajenos  al 
giro  de  la  casa  y  no  dedicaba  todo  su  tiempo 
y  empeño  en  interés  de  la  casa"; 

7^  Que  preguntado  el  señor  Rodewald  en 
la  articulación  séptima  de  las  posiciones 
acerca  de  cómo  es  verdad  que  á  principios 
de  febrero  de  1904,  estando  el  absolvente 
de  paso  por  Concepción,  tuvo  una  larga 
conversación  con  el  señor  Montrión  en  la 
que  se  trató  acerca  del  proyecto  de  don  Ho- 
racio Parada  Benavente,  quien  deseaba 
fundar  una  Compañía  Importadora  y  Ex- 
portadora, contestó  el  señor  Rodewald  *'que 
el  señor  Montrión  en  esa  ftcha  me  habló  de 
la  formación  de  una  Compañía   que  no  re- 


cuerdo si    del    señor    Parada  ó   de  otro*'; 

8^  Que  en  carta  de  fecha  29  de  mano 
de  1904,  dirigida  por  los  señores  Huth  \ 
Compañía  de  Valparaíso  al  señor  Xiontrisr 
exponen:  **que  desde  algún  tiempo  pasa.b 
sabíamos  en  realidad  que  usted  estaba 
tratando  de  formar  una  sociedad  para  iir- 
portar  y  exportar  mercaderías,  no  obstanu 
el  contrato  firmado  con  la  casa,  según  e. 
cual  todo  su  tiempo  debía  haberlo  derlicaHo 
á  los  intereses  de  !a  casa.  Esta  acción  de  s^ 
parte  constituye  un  rompimiento  de  diiho 
contrato  y  por  esta  razón  hemos  determi- 
nado dispensarlo  de  sus  servicios  desde  el 
31  del  presente  mes"; 

9^  Que  de  lo  expuesto  en  los  consideran 
dos  precedentes  se  desprende  que,  contrata- 
do el  señor  Montrión  para  atender  como 
empleado  el  negocio  de  abarrotes  en  laca^i 
de  comercio  de  los  señores  Huth  y  Compa- 
ñía en  Concepción,  desempeñó  el  mandat  i 
con  laboriosidad  y  acierto  para  sus  man- 
dantes, cuyas  ventas  en  ese  ramo  se  vieron 
más  que  cuadruplicadas  durante  la  adiri- 
nistración  del  señor  Montrión.  Y  que  por  m 
sola  circustancia  de  haber  efectuado  el  se- 
ñor Montrión  algunas  gestiones  preliminare> 
tendentes  á  formar  una  Compañía  impor- 
tadora y  exportadora  de  mercaderías  con 
conocimiento  de  los  jefes  de  las  casas  de 
Huth  y  Compañía  en  esta  ciudad  y  en  Valpa- 
raíso señores  Railton  y  Wallan,  respectiva- 
mente, quienes  nada  le  observaron  al  princi- 
pio, resultó  que  fué  relevado  de  su  empleo  el 
señor  Montrión,  fundándose  para  ello  los  se- 
ñores Huth  y  Compañía  en  que  de  hecho  que- 
daba roto  el  contrato  una  vez  que  el  sen^^r 
Montrión  se  ocupaba  de  asuntos  ajenos  al 
giro  de  la  casa; 

10.  Que  el  fundamento  invocado  al  final  del 
considerando  precedente,  invocado  por  los 
señores  Huth  y  C*  para  dar  por  roto  ó  ter- 
minado el  contrato  de  arrendamiento  de  ser- 
vicios aludido,  no  es  causa  legal  de  rescisión 
de  dicho  contrato  por  los  motivos  siguientes: 

a)  Porque  las  diligencias  practicadas  por 
el  señor  Montrión  para  la  formación  de  la 
sociedad  **Importadora  y  Exportadora  di 
mercaderías'*,  las  efectuaba  con  conocimien- 


JURISPRUDENCIA 


117 


o  de  la  casa  Huth  y  C*  y  el  hecho  de  haber 
enido  estos  señores  conocimiento  de  ello  sin 
•rotestar  ni  ver  modo  de  impedirlo;  así  como 
i  circunstancia  de  haberse  ofrecido  la  geren- 
ia  de  dicha  sociedad  al  propio  jefe  de  la  casa 
íuth  3'  C*  en  Concepción,  señor  Railton,  sig- 
lifica,  si  no  una  aprobación  de  la  conducta 
Icl  señor  Montrión,  á  lo  menos  un  conoci- 
niento  tácito  de  la  parte  de  los  señores  Huth 
'  C*  de  qne  al  proceder  así,  el  señor  Mon- 
ríón  no  contrariaba  las  obligaciones  que  te- 
lía  como  empleado  de  esa  casa;  ya  que  á  no 
stimarlo  así,  ni  el  señor  Railton  debiera  ha- 
«r  aceptado  por  un  solo  momento  la  espec- 
ativa  que  se  le  ofrecía  de  ser  gerente  de  ella 
r  porque  debieron  entonces  declarar  roto  el 
!ontrato  en  el  mismo  instante  de  conocer  las 
gestiones  del  señor  Montrión  si  estimaban, 
:omo  hoy,  esa  conducta  incorrecta. 

b)  Porque  las  gestiones  practicadas  por  el 
»eñor  Montrión  mencionadas,  no  se  traduje- 
•on  en  una  sociedad  existente  á  la  fecha  en 
que  se  le  eximió  del  empleo  sino  que  eran  aán 
:onversaciones;  pues  ni  siquiera  existía  un 
título  que  justificara  el  interés  del  suscritor 
(le  una  acción  ó  promesa  de  acción  de  la  so- 
ciedad próy^ectada;  por  cuanto  no  se  había 
otorgado  la  correspondiente  escritura  públi- 
ca de  la  sociedad  anónima  aludida; 

11.  Que  no  es  lícito  á  los  factores  ó  depen- 
dientes ni  á  sus  principales  rescindir  sin  causa 
legal  los  contratos  que  hubieren  celebrado 
entre  sí  con  término  fijo;  y  el  que  lo  hiciere 
deberá  indemnizar  al  otro  los  perjuicios  que 
le  sobrevinieren. 

12.  Que  el  aviso  publicado  por  los  señores 
Huth  y  C*,  y  que  aparece  en  el  diario  La  Dis- 
cusión, en  la  forma  di  que  está  redactado  es 
una  imputación  injuriosa  contra  el  señor 
Montrión;  habiéndose,  además,  probado  con 
las  declaraciones  de  cuatro  testigos  examina- 
dos al  tenor  del  quinto  punto  de  prueba,  que 
con  motivo  de  dicha  publicación  se  ocasionó 
al  demandante  un  lucro  cesante  que  aprecian 
algunos  de  sus  testigos  en  una  considerable 
suma  de  dinero. 

Teniendo  presente  con  respecto  á  la  tacha 
puesta  al  testigo  señor  Bernardino  Corral, 
que  éste  ha  sido  repreguntado  por  el  deman- 
dante. 


Y  visto  lo  prescrito  en  los  artículos  374,  in- 
cisos 2^  y  4^  389,  196  é  inciso  último  del  ar- 
tículo  347  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
artículos  332  y  96  del  Código  de  Comercio  y 
artículo  2331  del  Código  Civil, 

Se  declara: 

Que  se  desecha  la  tacha  puesta  por  el  de- 
mandante al  testigo  don  Bernardino  Corral 
de  tener  interés  indirecto  en  el  pleito  y  funda- 
do en  el  número  6^  del  artículo  947  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  y 

Que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuanto 
los  señores  Huth  y  C*  deben  pagar  al  deman- 
dante la  cantidad  de  $  9.000,  valor  hisoluto 
del  sueldo  anual  contratado,  durante  el  tiem- 
po comprendido  entre  el  31  de  marzo  de 
1904  y  el  1^  de  octubre  de  1905,  con  sus  in- 
tereses legales  desde  la  fecha  de  la  contesta- 
ción de  la  demanda;  y  además  pagar  al  de- 
mandante la  suma  de  $  10.000,  valor  en  que 
se  estiman  por  el  juzgado  los  perjuicios  que 
han  ocasionado  y  que  deben  indemnizar  á 
don  Julio  Montrión,  los  señores  Huth  y  C* 
con  la  publicación  hecha  en  los  diarios  del 
aviso  mencionado,  anunciándose  la  separa- 
ción del  señor  Montrión. 

Se  desecha  la  reconvención  deducida  por  los 
señores  Huth  y  C* 

Se  condena  en  costa  á  los  demandados  — 
David  Costa  Pruneda. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  de  primera  instancia,  y 

Considerando: 

1^  Que  don  Julio  Montrión  Elton  cobra  en 
la  demanda: 

Primero:  La  suma  de  $  9.000,  valor  inso- 
luto de  su  sueldo  como  empleado  de  la  casa 
Huth  y  C*,  durante  el  tiempo  comprendido 
entre  el  31  de  marzo  de  1904  y  el  1^  de  octu- 
bre de  1905,  con  los  intereses  legales  desde  la 
fecha  de  la  interposición  de  la  demanda; 

Segundo:  $  19.400,  importe  de  la  comisión 
del  1%  que  le  corresponde  por  las  ventas  rea- 
lizadas en  esa  casa,  con  los  intereses  también 
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legales  en  la  forma  anteriormente  indicada;  y 
Tercero.  El  monto  en  que  se  estimen  por  el 
juzgado  los  perjuicios  que  se  le  han  ocasiona- 
do con  motivo  de  la  publicación  maliciosa 
hecha  en  su  contra  por  la  casa  demandada 
en  uno  de  los  diarios  de  esta  ciudad. 

2^  Que  el  demandante  funda  su  acción  en 
haber  cumplido  con  las  obligaciones  coni  raí- 
das en  el  contrato  de  22  de  mayo  de  1902  y 
en  la  falta  de  razón  justificada,  por  parte  de 
la  casa  Huth  y  C^,  para  ponerle  término  an- 
tes de  la^fecha  prefijada  en  él;  en  que  la  mis- 
ma casa  de  Huth  y  C*  se  comprometió  á  pa- 
garle, Tuera  de  su  sueldo,  la  gratificación 
usual  de  comercio  del  1%  sobre  el  valor  de 
las  ventas  que  realizara;  y  por  último,  funda 
su  acción  en  estimar  que  la  publicación  á  que 
se  ha  hecho  referencia  en  el  considerando  an- 
terior, es  una  imputación  injuriosa  contra  su 
honor  y  buen  crédito. 

3^  Que  el  demandado  solicita  el  rechazo  de 
la  demanda  sosteniendo,  á  su  vez,  que  don  Ju- 
lio Montrión  Elton  no  ha  cumplido  con  las 
obligadones  establecidas  en  el  contrato,  por 
cuanto  distrajo  gran  parte  de  su  tiempo  en 
gestiones  positivas  y  reiteradas  en  el  sentido 
de  constituir  una  sociedad  para  negociar  en 
el  ramo  de  importación  de  mercadería  extran- 
jera, qne  es  el  giro  principal  de  la  casa  Huth 
y  C*  y  asumiendo  en  piiblico  el  papel  de  ges- 
tor é  inspirador  principal  de  ella,  procedió  á 
redactar  sus estatu tos,  á activar  lacolocación 
de  acciones  en  el  comercio  de  esta  ciudad  y  á 
solicitar  la  autorización  de  algunas  personas 
para  hacerlas  ñgurar  como  miembros  del  di- 
rectorio provisorio;  y  por  último,  el  deman- 
dado niega  haber  contraído  para  con  el  de. 
mandante  la  obligación  de  pagarle  el  1%  so- 
bre el  valor  de  las  ventáis  que  realizara,  sos- 
teniendo, al  mismo  tiempo,  que  no  existe  ley 
alguna  en  qué  apoyar  la  tercera  petición  del 
escrito  de  demanda. 

4^  Que  basado  en  estos  mismos  anteceden- 
tes y  de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 331  y  333  del  Código  de  Comercio  y 
1446  del  Código  Civil,  reconviene  al  deman- 
dante para  que  se  declare  en  deñnitiva  que 
ha  hecho  uso  de  su  legítimo  derecho  al  exone- 
rarlo del  cargo  de  vendedor  que  en  la  casa  de 
}Iuth  jr  C*  desempeñaba. 


5^  Que  según  aparece  del  contrato  de :. 
de  mayo  de  1902,  reconocido  por  ambas  pe- 
tes, la  casa  de  Huth  y  C*  tomó  comoem]^ 
do  para  la  venta  de  mercaderías  ádoojuis 
Montrión  Elton,  con  el  sueldo  anual  de  $  60i' 
por  el  término  de  tres  años,  comprometía 
dose  éste  por  su  parte,  comotextualmeateie 
dice  en  la  cláusula  quinta,  á  ''dedicar  todos 
tiempo  y  á  hacer  todo  empeño  posible  pra 
servir  los  intereses  de  Huth  y  C*  y  meRorrsc 
satisfacción",  debiendo  el  contrato  meodooa- 
do  comenzar  á  regir  el  1^  de  octnbre  del^LC 
y  terminar,  por  consiguiente,  el  mismo  día  r 
mes  del  año  1905. 

6^  Que  don  Julio  Montrión  fue  exooenulo 
por  la  casa  de  Huth  y  C^  del  cnmpiimiesto 
de  sus  obligaciones  como  empleado  el  31  de 
mayo  de  1904,  esto  es,  un  año  j  seis  meses 
antes  de  la  terminación  del  contrato  tastis 
veces  mencionado. 

7^  Que  todo  contrato  legalmente  celebndo 
es  una  ley  para  los  contratantes,  debe  Reca- 
tarse de  buena  fe  y  obliga,¡no  sólo  á  lo  qneea 
él  se  expresa,  sino  á  todas  las  cosas  qneeioj- 
nen  de  la  naturaleza  de  la  obligación  6  (p 
por  la  ley  ó  la  costumbre  pertenecen  á  ciia. 
8^  Que  aparece  comprobado  ea  los  antco^ 
dentes  con  las  declaraciones  de  los  testigos 
no  tachados  ó  cuya  tacha  no  secomprol^^. 
don  Edmundo  Larenas,  don  Bemardiao  C(v 
rral,  don  Vicente  Arestizábal,  don  Joan  Hi;- 
het  y  don  Carlos  Charpentier,  cxaminadosa 
la  sesión  de  prueba  de  que  da  testimonio  U 
diligencia,  que  don  Julio  Montrión  los  a 
para  que  tomaran  interés  ó  formaran  parte 
de  una  sociedad  comercial  que  tenía  por  ob- 
jeto la  exportación  é  importación  de  mera 
derías  extranjeras,  agv^gando  el  testigo  U 
renas,  notario  público,  que  fué  el  mismo  Moc- 
trion  quien  le  llevó  los  estatutos  de  la  R^* 
da  sociedad  para  que  les  diera  forma  cowt 
niente;  y  el  testigo  Corral,  que  Montrión  p»» 
ponderarle  la  bondad  del  proyecto  k  diós^ 
gunos  detalles  tobre  precios  y  cantidades «^ 
que  eran  recargadas  las  mercaderías «» •* 
casa  de  Huth  y  C* 

9'  Que  los  actos  ejecutados  por  el  dea*= 
dan  te  y  ñ  que  se  refiere  el  conaiderandosflW 
rior,  sobre  importar  una  violación  de  U  «^ 
cordada  cláusula  quinta  del  contrato,  p»e^' 
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le  distraía  parte  de  su  tiempo  en  otros  ne- 
ldos mercantiles  que  los  de  la  casa  que  lo 
nía  contratado,  importan  también  la  ejecu- 
5n  de  actos  que  le  estaban  prohibidos  por 
ley,  ya  que  de  la  propia  naturaleza  de  los 
r vicios  á  que  estaba  obligado  para  con  la 
isa  Huth  y  C*  se  desprende  que  no  le  era  li- 
to ocuparse  en  formar  una  sociedad  mer- 
mtil  cualquiera,  cuanto  más  una  que  tuvie- 
1  un  giro  análogo  al  de  aquélla. 

10.  Que  aunque  las  declaraciones  de  los  tes- 
gos  Larenas,  Corral  y  demás  que  se  mcncio- 
an  en  el  considerando  8^  de  esta  sentencia 
>n  singulares,  tienen,  sin  embargo,  en  el  caso 
ctual,  la  fuerza  probatoria  que  les  da  el  ar- 
ícalo 374,  regla  primera,  del  Código  de  Pro- 
sdimiento  Civil. 

11.  Que  no  hay  constancia  en  autos  de  que 
38  jefes  de  la  casa  Huth  y  C*  de  Valparaíso 
uvieran  conocimiento  de  las  gestiones  que 
acia  don  Julio  Montrión  para  la  formación 
le  la  sociedad  en  referencia,  ni  menos  de  que 
iprobaran  ni  toleraran  esos  actos,  y  si  bien 
iparece  que  don  H.  Railton,  jefe  de  la  sucur- 
al  de  fsta  ciudad,  tuvo  ese  conocimiento  y 
o  toleró,  esto  no  justifica  la  conducta  de 
ilontrión,  ya  que  el  que  lo  contrató  no  fué  el 
«ñor  Railton  ni  la  sucursal  de  Huth  y  C^  en 
^sta,  sino  la  casa  de  Valparaíso. 

12.  Que  de  todo  lo  anteriormente  expuesto 
)e  deduce  que  el  demandante  ha  ejecutado 
ictos  que  le  estaban  prohibidos  por  el  con- 
trato y  por  la  ley;  y  en  consecuencia,  la  casa 
3uth  y  C*  ha  tenido  causa  legal  para  rescin. 
lir  aquel  contrato. 

13.  Que  el  contrato  de  22  de  mayo  de  1902 
10  contiene  estipulación  alguna  acerca  de  la 
comisión  de  venta  del  1%;  y  la  prueba  tes  ti - 
nonial  rendida  para  comprobar  su  existen- 
^a,  no  es  bastante  para  darla  por  estableci- 
da, pues  el  testigo  don  Guillermo  Bosse,  pres- 
ando declaración  al  tenor  del  punto  4^  de 
la  minuta,  afirma  que  don  Agustín  Rodé- 
•vald,  socio  administrador  de  la  casa  Huth  y 
-*,  ofreció  al  demandante  esa  comisión  y  re- 
preguntado, en  seguida,  sostiene  no  conocer 
il  oferente  y  acto  continuo,  que  tal  comisión 
íe  le  pagaba;  y  don  Jerónimo  Pelicier,  sirvien- 
do aquel  mismo  punto  de  prueba,  declara  que 


el  ofrecimiento  se  hizo  por  el  mencionado  se- 
ñor Rodewald  el  10  ó  12  de  mayo  de  1902, 
esto  es,  con  anterioridad  á  la  celebración  del 
contrato  del  22  del  mismo  mes  y  año, 

14.  Que  las  imputaciones  injuriosas  contra 
el  honor  ó  el  crédito  de  una  persona  no  dan 
derecho,  por  regla  general,  para  demandar 
una  indemnización  pecuniaria,  á  menos  de 
probarse  daño  emergente  ó  lucro  cesante 
apreciable  en  dinero;  y  ni  aún  en  este  caso  de- 
bería tener  lugar  la  indemnización  pecuniaria 
si  se  probase  la  verdad  de  la  imputación. 

15.  Que  el  aviso  publicado  por  la  casa  Huth 
y  C*  y  que  dice:  ''avisamos  al  comercio  que 
desde  esta  fecha  ha  dejado  de  ser  nuestro  em- 
pleado el  señor  Julio  Montrión**,  no  contiene 
en  su  forma  ni  en  el  fondo  una  imputación  in- 
juriosa contra  don  Julio  Montrión  Hlton. 

16.  Que  da  prueba  testimonial  rendida  por 
el  demandante  al  tenor  del  punto  quinto  de 
la  mencionada  minuta,  tendente  'á  establecer 
que  una  publicación  concebida  en  esos  térmi- 
nos le  ha  causado  perjuicios,  que  un  testigo 
estima  en  $  70  ú  80.000,  otro  en  $  50-000  y 
un  tercero  que  esos  perjuicios  son  incalcula- 
bles, es  inadmisible,  ya  que  los  testigos  no  es- 
tán llamados  á  hacer  apreciaciones,  sino  á 
prestar  declaración  acerca  de  los  hechos  ale- 
gados y  controvertidos  durante  la  secuela  del 
juicio;  y 

17.  Que,á  mayor  abundamiento,  la  afirma- 
ción contenida  en  la  publicación  en  examen 
es  verdadera,  ya  que  ella  guarda  perfecta 
conformidad  con  los  hechos  realizados  antes 
de  que  esa  publicación  se  llevara  á  efecto. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  1545,  1546, 
1698,  1702,  1706  y  2331  del  Código  Civil, 
128,  129,  330,  332  y  333,  números  2^  y  3^ 
del  Código  de  Comercio;  151,  193,  373,  374 
y  428  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
revoca  la  mencionada  sentencia  de  13  de  sep- 
tiembre del  corriente  año. 


Se  declara: 

1^  Que  se  desecha  en  todas  sus  partes  la  de- 
manda; y 
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2^  Que  ha  lugar  á  la  reconvención  deducida  tigar. 

tn  el  escriio.  Redactada  por  el  señor  Ministro  Xavar. 

No  se  condena  en  costas  al  demandante  por      O Exequ'wl  Figueroa Lagos.— E.  Fneott^K 

estimarse  que  tuvo  motivo  plausible  para  li-  —Ramón  Navarro  O. 


^  •■ 
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CORTE     DE     APELACIONES 


Corte  de  Talca.— 17  de  noviembre  de  1(^06 
Romero  y  otro  con  Concha 

Casación  de  oficio. -O misión  de  reso- 
lución del  asunto  controvertido.— 
Acción  posesoria.— 'Acción  reivin- 
dicatoría. 

Doctrina:— Es  nula  la  sentencia  que 
desecha  la  demanda  estimando  posesoria 
la  acción  aducida^  siendo  que  es  en  reali- 
dad la  reivindicatoría  ó  de  dominio. 

Este  fallo  no  contiene  la  decisión  del 
asunto  controvertido  y  debe  ser  anulado 
de  oñcio  por  el  Tribunal  de  Alzada, 


Donjuán  de  Dios  Romero  y  Encarnación 
Romero,  representada  por  su  marido  Manuel 
Arce,  interpusieron  la  demanda  que  sigue: 

Expressan  que  don  Simón  Romero,  padre 
de  los  demandantes,  fué  dueño  exclusivo  de 
cuatro  cuadras  de  terreno,  con  dos  manzanos 
y  un  peral  frutal  que  había  en  él,  estando  el 
terreno  situado  en  el  título  Llollehue,  subde- 
legación  de  Lonquén  de  este  departamento, 
que  deslinda:  norte,  con  tierra  de  don  Benja- 

APBLACIONKS 


mín  roncha,  separado  por  una  barranca  y 
cercfi  !e  álamo  vivo;  oriente,  con  otros  de 
doña  Nuifa  Bruno  y  Andrea  de  la  Concha, 
antes,  y  añora  de  don  Manuel  Jesús  y  don 
Benjamín  de  la  Concha,  sirviendo  de  línea 
divisoria  por  este  costado  una  viña-y  un  foso; 
sur,  fundo  ''Quebrada"  de  la  sucesión  de  don 
Federico  Puga,  separado  por  un  camino  que 
de  la  costa  de  Colmuj^ao  y  otros  puntos, 
conduce  á  la  ciudad  de  Chillan;  y  poniente, 
con  terrenos  de  doña  Pastora  Concha,  antes, 
y  ahora  de  Juan  Constanzo  y  otro  de  los  ex- 
ponentes. 

Así  deslindada  la  propiedad,  la  adquirió 
con  los  árboles  nuestro  antecesor  don  Simón 
Romero,  antes  nombrado,  por  compra  hecha 
á  don  Bruno  de  la  Concha,  el  12  de  abril  de 
1850,  como  consta  de  la  escritura  que  acom- 
pañan. 

Desde  la  fecha  de  la  venta  el  comprador  Ro- 
mero entró  á  poseer  aquel  suelo  y  demás, 
posesión  que  mantuvo  regular  á  título  de 
dueño,  ejerciendo  actos  de  verdadero  domi- 
nio, sin  contradicción  de  nadie  hasta  que  fa- 
lleció ahora  como  veinte  años,  más  ó  menos. 

Muerto  el  señor  Romero,  nuestro  antece- 
sor, continuamos  nosotros  como  sus  suceso- 
res en  esta  misma  posesión  hasta  que,  ahora 
como  siete  años,  también  más  ó  menos,  don 
Benjamín  Concha  de  su  propia  voluntad  se 
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ha  apoderado  del  enunciado  terreno,  y  K  po- 
see Y  explota  hasta  hoy,  pues  lo  ha  sembrado 
de  trigo  y  destruido  y  destroncado  un  espinal 
que  había  en  la  propiedad  y  acabó  por  com- 
pleto los  árboles  frutales. 

No  habiendo  podido  deducir  en  tiempo 
acción  posesoria,  entablamos  demanda  en 
contra  de  don  Benjamín  Concha,  sobre  resti- 
tución del  terreno  mencionado  y  pago  de  los 
frutos  que  haya  producido  y  que  estimamos 
en  $400,  y  también  sobre  los  frutos  que  haya 
producido  la  propiedad  hasta  la  efectiva  en- 
trega del  terreno. 

Piden  que  se  dé  lugar  á  esta  demanda  y 
condenar  al  demandado  á  la  restitución  del 
terreno  de  que  se  trata,  y  al  pago  de  los 
frutos,  perjuicios  y  costas. 

Se  dio  traslado  de  esta  demanda  á  don  Ben- 
jamín Concha  y  no  habiéndola  contestado, 
en  su  rebeldía  se  recibió  la  causa  á  prueba. 

Durante  el  término  probatorio  los  deman- 
dantes presentaron  doce  testigos  y  el  deman- 
dado otros  doce. 

Se  citó  para  sentencia,  y  el  Juzgado  de  Qui- 
Hhue,  con  fecha  9  de  julio  de  1904,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  la  prueba  sobre  los  hechos  asevera- 
dos en  la  demanda  incumbe  á  los  deman- 
dantes; 

2^  Que  los  mismos  demandantes  no  han 
probado  con  prueba  eñcaz  los  hechos  aseve- 
rados en  su  demanda,  pues  de  los  doce  testi' 
gos  que  han  declar£^do  al  tenor  del  interro- 
gatorio, no  han  cumplido  con  la  formalidad 
ordenada  por  decreto,  de  citar  á  la  parte  con- 
traria para  presenciar  el  juramento  de  los 
testigos; 

3^  Que,  á  mayor  abundamiento,  don  Ben- 
jamín Concha  ha  probado  con  mayor  núme- 
ro de  testigos  que  los  demandantes  el  hecho 
de  haber  poseído  como  dueño,  durante  más 
de  treinta  años,  el  terreno  materia  de  este 
juicio,  uniendo  su  posesión  á  la  de  su  ante- 
cesor; 

4*^  Que  la  vista  ocular  practicada  por  el  Juz- 
gado y  de  que  da  constancia  el  acta,  no  arro- 
ja luz  alguna  que  sea  pertinente  para  este 
fallo;  y 

5^  Que  tampoco  arroja  mérito  el  documen- 


to presentado  por  los  demandantes  j  qoeco* 
rre  en  estos  autos. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  artículos  916,  919  y  1698  del  Código 
Civil  y  720  del  Código  de  Procedimiento C 
vil,  se  declara:  no  ha  lugar  á  la  demanda,con 
costas,  interpuesta  por  don  Juan  de  Dios  Ro- 
mero y  Bncarnación  Romero,  y  se  les  rwcTTa 
su  derecho  para  que  litiguen  sobre  la  propie- 
dad del  mi.<mo  terreno  á  que  se  refiere  la  át 
manda— Fe//x  A,  Aguayo. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  cxposit¡Ta 
de  la  sentencia  de  primera  intancia;  y 

Considerando: 

1^  Que  de  esa  misma  exposición  aparece 
que  al  fundar  su  demanda,  terminan  los  ^ 
mandantes  como  sigue:  "Muerto  el  señor  Re- 
mero, nuestro  antecesor,  continuamos  coino 
sucesores  en  esa  misma  posesión,  hasta  qw, 
ahora  como  siete  años,  don  Benjamín  CoDcIía 
de  su  propia  voluntad  se  ha  apoderado  del 
mismo  terreno...  No  habiendo  podidí  de- 
ducir en  tiempo  acción  posesoria, entablamos 
demanda  en  contra  de  don  Benj-^mín  Coccbi 
sobre  restitución  del  terreno  n.encionadoy 
pago  de  los  frutos  que  haya  produddo"; 

2^  Que,  como  se  ve  por  la  transcripción au- 
terior,  la  acción  deducida  por  los  demandan- 
tes es  la  ordinaria  rei  vindicatoria  ó  de  domi- 
nio que  se  otorga  "al  dueño  de  una  cosa 
singular  de  que  no  está  en  posesión  para  qoe 
el  poseedor  de  ella  sea  condenado  á  restituír- 
sela", siendo  de  advertir  que  para  acentuar 
más  aún  el  carácter  de  esa  acdón,  se  agrega 
que  se  ocurre  á  ella  ñor  no  haber  podido  ^ 
ducir  en  tiempo  la  posesoria; 

3^  Que,  no  obstante  lo  expuesto,  lasentec- 
cia  de  primera  instancia  se  rcBere  exclosít- 
mente  á  esta  últi»-  a,  según  aparece  de  5=-* 
considerandos,  de  las  citas  legales  qae  k  ^' 
ven  de  fundamento  y  de  la  rircanstancia  cf 
reservar  á  los  demandantes  "su  derecho  pa^ 
que  litiguen  sobre  la  propiedad  del  mismo  t^ 
rrenc  á  que  se  refiere  la  demanda*^;  y 

4*^  Que,  en  consecuencia,  ese  fallo  no  w 
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comprendido  el  de  la  verdadera  y  úoíca  ex- 
cepción que  se  ha  hecho  valer  enjuicio  por  los 
demandantes  6,  en  otros  términos,  no  contie- 
ne la  decisión  del  asunto  controvertido. 

En  esta  virtud  y  de  acuerdo  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  167,  193,  número  6^,  941, 
número  5^,  949  y  959  del  Código  de  Procedi- 
miento  Civil,  se  invalida  la  referida  sentencia 
de  9  de  julio  de  1904,  y  se  repone  el  proceso 
al  estado  de  expedirse  nueva  sentencia  y  vuel- 
van los  autos  al  Juez  á  qiio  á  fin  de  que  lo  re- 
mita al  Tribunal  correspondiente. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Montero. 
—  Af.  Montero.  —  F,  Urrutia.  —José  Agustín 
Barros  M. 


Corte  de  Talca Cas,  en  la  forma 

29  de  noviembre  de  1906 

Pincheira  con  San  Martín 

Casación  en  la  forma.  —  Citación  para 
sentencia.  -Notificación  por  cédula  ó 
por  el  estado.    Pago  de  lo  no  debido. 

Doctrina:— í/a  citación  para  senten- 
cia notiñcada  por  el  estado  á  una  de  las 
partes  que  había  fijado  domicilio  en  for- 
ma legal,  es  nula,  y  nula  la  sentencia 
dictada  con  omisión  de  ese  trámite. 


Doña  Filomena  Pincheira  viuda  de  Solar 
demandando  á  don  Lorenzo  San  Martín  d¡ce| 
que,  según  consta  del  documento,  don  San 
tiago  Pincheira  se  comprometió  á  tomar 
la  representación  de  don  Lorenzo  San  Martín 
en  un  juicio  sobre  petición  de  herencia  que  si- 
guió ante  este  Juzgado  contra  Pioquinto, 
Vicente  y  Juana  M.  Soto,  obligándose  San 
Martín  á  pagar  A  Pincheira  por  sus  servicios, 
como  remuneración,  la  tercera  parte  de  la 
"litad  de  lo  que  obtuviese. 


Pincheira  cumplió  por  su  parte,  represen- 
tando al  demandado  en  el  juicio  antes  citado, 
que  fue  sentenciado  favorablemente  para  San 
Martín,  el  6  áz  abril  de  1899. 

San  Martín  debía,  entonces,  haber  pagado 
á  don  Santiago  Pincheira  los  honorarios 
estipulados  en  la  iguala,  que  ascienden  á 
$  2.034,84,  por  cuanto  en  la  partición  de  los 
bienes  de  don  Manuel  José  Soto  le  correspon- 
dió la  suma  de  $  1 2.209,1  V^;  pero  no  lo  hizo, 
y  se  ha  negado  á  pagarlos  á  la  demandante, 
á  quien  don  Santiago  Pincheira  hizo  cesión  de 
sus  derechos  por  la  escritura,  en  la  que  inter- 
vino el  mismo  San  Martín,  dándose  por  noti- 
ñcndo  de  la  cesión. 

En  consecuencia,  ateniéndose  á  la  iguala 
y  á  la  cesión  San  Martín,  adeudaría  á 
la  demandante  la  antes  expresada  suma 
de  $  2.034,84;  pero,  sucede  que  el  11  de 
julio  de  1899,  tres  meses  después  de  fallado  el 
juicio  sobre  petición  de  herencia,  el  demanda- 
do San  Martín,  reconocido  á  los  importantes 
servicios  que  en  esa  causa  le  prestara  don 
Santiago  Pincheira,  convino  en  pagarle  por 
sus  honorarios  la  suma  alzada  de  $  2.500. 

Pincheira  aceptó  este  convenio,  aunque  él  y 
San  Martín  sabían  que  sus  honorarios  no  al- 
canzaban á  tanto. 

Por  eso  se  explica  que  don  Santiago  vendie- 
se á  la  demandante  doña  Filomena  Pincheira 
por  $  2.500  sus  honorarios  por  la  escritura 
de  cesión  y  que  San  Martín  haya  concurrido 
al  otorgamiento  de  esa  escritura. 

Por  lo  expuesto,  demanda  á  don  Lorenzo 
San  Martín,  para  que  se  declare  que,  dentro 
de  tercero  día,  debe  pagarle  la  indicada  suma 
de  $  2.500  que  convino  en  dar  á  don  Santiago 
Pincheira  por  el  honorario  relacionado  en  el 
documento  y  que  le  fué  cedida  á  ella,  con  más 
los  intereses  corrientes  á  contar  desde  la  fecha 
de  la  demanda. 

£n  subsidio,  solicita  que  se  declare  que  San 
Martín  debe  pagarle  la  suma  $  2.034,84, 
que  es  la  tercera  parte  de  la  mitad  de  lo  que 
obtuvo  en  la  partición  de  los  bienes  de  don 
Manuel  José  Soto,  honorario  convenido  en 
la  iguala,   con  más  les  intereses  corrientes. 

Contestando,  dice  don  Lorenzo  San  Mar- 
tín, que  sin  entrar  á  discutir  la  historia  rela- 
tada en  la  demanda,  en  la  que  se  le  atribuyen 
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declaraciones  falsas,  niega  la  demanda  por 
cuanto  el  crédito  que  se  le  cobra  está  plena- 
mente pagado,  y  con  exceso. 

Así,  según  recibo  que  ofrece  acompañar, 
don  Vicente  pagó  por  cuenta  de  él  á  don  San- 
tiago Pincheira,  por  sus  honorarios,  $  1,600 
y  tantos. 

Kl,  según  el  recibo  que  acompaña,  pagó 
á  Santiago  Pincheira,  el  3  de  diciembre  de 
1900,  la  suma  de  $  500,  á  cuenta  de  sus 
honorarios  y,  según  el  recibo  pagó  á  doña 
Filomena  Pincheira,  por  la  misma  causa,  la 
cantidad  de  $  400. 

Ha  pagado,  pues,  más  de  $  2.500  por  los 
honorarios  de  Pincheira,  quedando,  en  con- 
secuencia, extinguida  la  deuda. 

Por  ello  pide  que  se  niegue  lugar  á  la  de- 
manda, con  costas. 

Replica  doña  Filomena  Pincheira,  di- 
ciendo que  el  crédito  que  cobra  no  está  pa- 
gado, y  que  el  deudor  San  Martín  únicamen- 
te le  ha  abonado  la  cantidad  de  $  400  del 
recibo  suscrito  por  ella. 

La  demandante  no  ha  autorizado  á  don 
Santiago  Pincheira  ni  á  nadie  para  recibir 
por  ella  el  pago  total  de  la  deuda  ó  los  abo- 
nos indicados  por  el  demandado. 

En  consecuencia,  aún  en  el  caso  de  que 
San  Martín  hubiera  pagado  á  Santiago  Pin- 
cheira ios  $  500  del  recibo  ó  los  $  1.600  y 
tantos  que  dice,  ella  no  reconoce  esos  pagos 
como  abono  á  su  crédito,  pues  habiendo  acep- 
tado el  deudor  San  Martín  la  cesión  de  la 
escritura,  como  consta  de  la  misma  escri- 
tura, se  colocó  en  situación  de  no  poder  hacer 
pago  válido  sino  á  ella  ó  á  sus  mandatarios 
facultados  para  recibir,  como  lo  disponen  los 
artículos  1905   y  1576  del  Código  Civil. 

Nada  agrega  el  demandado  en  su  duplica. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  se  citó  para 
sentencia,  dictándose  la  siguiente,  con  fecha 
21  de  marzo  de  1906,  por  el  Juzgado  de  Li- 
nares: 

Considerando: 
1^  Que  por  el  documento  privado  recono- 
cido en  la  confesiónjudicial  el  demandado  don 
Lorenzo  San  Martín  se  obligó  á  pagar  á  don 
Santiago  Pincheira  la  tercera  parte  de  la  mi- 
tad, ó  sea  la  sexta  parte,  de  lo  que  obtuviese 


por  herencia  de  don  Manuel  José  Soto,  qce- 
dando  Pincheira  por  su  parte  obligado  á  re 
presentarlo  en  el  juicio  sobre  petición  de  e>a 
herencia,  que  seguía  contra  don  Pioquint'. 
doña  Vicenta  y  doña  Juana  M.  Soto; 

2^  Que  el  demandado  San  Martín,  absol- 
viendo las  articulaciones  4*  5*  y  6*  de  la 
posiciones  confiesa  que  don  Santiago  Ph- 
cheira  cumplió  por  su  parte  con  las  obIi;;i 
ciones  que  contrajo  por  el  con  trato,  repre^- 
tándole  en  el  juicio  de  partición  de  la  herencia 
de  don  Manuel  José  Soto  hasta  obtener  sen 
tencia  favorable  á  sus  derechos; 

3^  Que  de  la  hijuela  compulsada  resulti  qu.' 
el  demandado  San  Martín  recibió  por  herf-.- 
cia  de  don  Manuel  José  Soto  la  suma  <!e 
$  12.209,1V4; 

4^  Que  de  la  escritura  pública  consta  q  j< 
don  Santiago  Pincheira  cedió  á  la  demai 
dan  te  doña  Filomena  Pincheira  el  créii/' 
que  tenía  contra  don  Lorenzo  San  Martí 
por  el  contrato  privado  y  que  San  Martín  ?e 
dio  por  notificado  de  la  cesión  por  la  mi<cn 
suma; 

5*^  Que  la  demandante  no  ha  probado  q:e 
el  demandado  haya  estipulado  con  don  S..3- 
tiago  Pincheira  el  pago,  por  sus  honorar;  ^?, 
de  una  suma  alzada  de  $  2  500;  y 

6^  Que  aunque  el  demandado  sostiene  t\x 
está  enteramente  pagado  el  crédito  que  « 
cobra,  y  aún  cuando  ha  presentado  tario? 
recibos,  en  documento  privado  que  llevan  lá 
firma  de  don  Santiago  Pincheira,  j  f^w 
posterior  á  la  de  la  cesión,  sólo  queda  coa- 
probado, por  el  reconocimiento  expreso  -!« 
la  demandante  en  su  escrito  de  réplica  qne,  a 
cuenta  del  crédito  que  se  demanda  ha  págala 
á  doña  Filomena  Pincheira  la  suma  dí 
$  400,  de  lo  que  da  constancia  el  recib^j. 

Por  lo  expuesto  y  teniendo  presente  lis 
disposiciones  de  los  artículos  1700, 1702 j 
1703  del  Código  Civil  y  335,  número  1'.  y 
151  del  Código  de  Procedimiento  Ci^ü,  « 
declara:  que  no  ha  lagar  á  la  petición  prin-.i- 
pal  de  la  demanda  y  sí  ha  lugar  á  la  pstici  3 
subsidiaria  y,  en  consecuencia,  que  don  Lo- 
renzo San  Martín  debe  pagar  á  doña  Filomr 
na  Pincheira,  dentro  de  tercero  día,  la  tercera 
parte  de  la  mitad,  ó  sea  la  sexta  parte  de  ios 
$  12.209,1^^  que  percibió  como  herencia  d< 
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don  Manael  José  Soto,  con  deducción  de  los 
$  400  que  ya  ha  pagado  á  la  demandante,  se 
gún  el  recibo,  y  los  intereses  legales  de  esa  su- 
ma desde  el  día  de  la  presentación  de  la  de- 
manda. 

Habiendo  tenido  el  demandado  motivi» 
plausible  para  litigar,  se  declara  que  cada 
pirte  pagará  las  costas  que  haya  causado. 

Sj  reservan  al  dvímandado  los  derechos  que 
pueda  tener  para  que  los  haga  valer  contra 
don  Santiago  I'¡nwlie¡ra,como  viere  convenir- 
le, ))or  pago  de  lo  no  debido.  -F.  de  la  Barra. 
Don  Lorenzo  San  Martín  anunció  recurso 
(le  casación  en  la  forma  contra  esta  senten- 
cia y,  formalizándolo,  lo  funda  en  la  causal 
contemplada  en  el  numero 6^  del  artículo  936 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ó  sea  en 
la  falta  de  citación  para  oir  sentencia,  y  dice 
al  efecto: 

"Yo  no  he  sido  citado  para  sentencia  y  el 
fallo  se  ha  producido  con  esta  omisión. 

"El  artículo  51  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  dispone  que  el  decreto  de  citación 
para  sentencia  debe  notificarse  por  medio  de 
cédula  que  contenga  la  copia  íntegra  de  la 
resolución. 

"Según  aparece  de  la  solicitud  en  que  con- 
testaba la  demanda,  por  el  segundo  otrosí 
señalé  como  mi  domicilio  para  los  efectos 
legales  la  casa  del  i)rocurador  del  número 
señor  José  Domingo  Sepúlveda,  domiciliado 
en  la  Avenida  del  Brasil  de  esta  ciudad. 

'*A  pesar  de  esto,  se  me  notificó  por  el  es- 
tado el  decreto  de  fecha  5  de  octubre  de  1905, 
con  la  misma  fecha  en  que  se  expidió. 

"Esta  notificación  por  el  estado  que  se  me 
ha  hecho  del  decreto  de  citación  para  senten- 
cia es  nula  por  estar  en  contravención  alas 
disposiciones  legales  y,  de  consiguiente,  equi- 
vale á  que  no  haya  sido  notificado  para  oir 
sentencia. 

Si  yo  hubiera  sidí)  notificado  para  oir  sen- 
tencia, habría  pedi.lo  se  dejara  sin  efecto  ese 
decreto  por  cuanto  había  puesto  posiciones 
las  demandante  y  había  solicitado  nueva  ci- 
tación, por  cuanto  en  las  posiciones  opuestas 
se  encerraba  gran  parte  de  mi  defensa  y  de 
consiguiente,  con  motivo  de  haberse  produ- 
cido el  fallo  en  esas  condiciones  que  impor- 
tan su  nulidad  he  quedado  sin  defensa." 


Concedido  el  recurso  y  elevados  los  autos, 
se  mandaron  traer  en  relación  para  pronun- 
ciarse acerca  de  él. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que  de  la  última  diligencia  aparece  que 
efectivamente  se  notificó  por  el  estado  á  don 
Lorenzo  San  Martín  la  citación  pargí .senten- 
cia; 

2^  Que  del  otrosí  de  la  contestación  aparece 
asimismo  que  el  demandado  San  Martín  **sc- 
ñaló  como  domicilio  para  los  efectos  legales 
el  de  su  apoderado  don  José  Domingo  Se- 
púlveda", Avenida  del  Brasil  de  la  ciudad  de 
Linares; 

3*^  Que  si  bien,  según  se  veenel  escrito,  don 
José  Domingo  Sepúlveda  renunció  esa  repre- 
sentación, renuncia  que  se  puso  en  conoci- 
miento del  mandante,— tal  hecho  en  nada 
afecta  al  señalamiento  de  domicilio  en  refe" 
rencia,  desde  que  lo  primero  no  implica  por 
necesidad  modificación  en  ese  domicilio; 

4-^  Que  así  lo  ha  reconocido  también  la  de- 
mandante, pues  solicitando  la  notificación 
por  cédula  de  ciertas  diligencias,  se  expresa 
como  sigue:  **el  señor  Sepúlveda  tenía  en  estos 
autos  poder  del  demandado,  pero  lo  renun- 
ció, según  consta  en  el  escrito.  En  consecuen- 
cia, aquellos  dos  decretos  deben  ser  notifica- 
dos á  San  Martín.  Para  este  efecto  y  habien- 
do fijado  el  demandado  como  su  domicilio  la 
casa  del  señor  Sepúlveda,  situada  en  la  Ave- 
nida Brasil,  á  US.  suplico  se  practique  la  no- 
tificación de  ellos  por  cedulón,  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  inciso  final  del  artículo  151 
del  Código  de  Procedimiento";  y* 

5*^  Que,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  inciso 
1^  de  este  artículo,  deben  notificarse  por  cé- 
dula, entre  otras  cosas,  la  citación  para  sen- 
tencia definitiva,  y  conforme  al  artículo  56, 
la  notificación  por  el  estado  se  hace  extensiva 
á  las  resoluciones  enumeradas  en  aquél,  sólo 
cuando  las  partes  no  hubiesen  designado  do- 
micilio, lo  que,  como  queda  dicho,  no  ocurre 
en  el  presente  caso. 

En  esta  virtud  y  visto  además  lo  dispuesto 
en  los  artículos  859  y  966,  número  6°,  del  ci- 
tado Código,  se  declara  que  ha  lugar  al  re- 
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curso  de  casación  en  la  forma  interpuesto 
por  don  Lorenzo  San  Martin  contra  la  sen- 
tencia definitiva  de  21  de  marzo  último,  se 
invalidan  los  efectos  de  dicha  sentencia;  y  se 
repone  la  causa  al  estado  de  notificarse  nue- 
vamente á  las  partes,  en  forma  legal,  la  cita- 
ción para  sentencia. 

El  juez  á  quo  remitirá  los  autos  para  su 
conocimiento  al  Tribunal  correspondiente. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Montero. 
— Af.  Montero,^  F.  Urrutia.—José  Agustín 
Barros  Af, 


Corte  de  Tacna,^19  de  noviembre  áe  1906 

The  London  Nitrate  Company  Ltd. 
con  Alvarez 

Mina.— Salitrera— Mina  de  yeso  y 
mármol.  -  Manifestación. 

Doctrina:— JS/  concesionario  de  perte- 
nencia salitrera  es  dueño  únicamente  del 
caliche  que  ella  contiene^  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  el  articulo  63,  inciso  2P 
del  Código  de  Minería  y  no  puede  apro- 
vecharse de  otras  sustancias  que  haya 
dentro  de  su  pertenencia. 

Constituida  una  pertenencia  salitrera, 
no  pueden  registrarse  ni  constituirse 
dentro  de  sus  terrenos  pedimentos  de 
yeso  y  mármol,  porque,  asi  como  en  el 
caso  de  una  misma  mina  prima  el  dere- 
cho del  primer  denunciante,  así  también 
en  este  caso  debe  regir  por  analogía  el 
principio  de  la  prioridad  de  la  manifes- 
tación. 


Don  Lewis  J.  Garrat,  comerciante,  de  Pisa- 
gua,  por  don  Jorge  Buchanan,  comerciante, 
domiciliado  en  Iquique,  demandando,  expone: 

^-  he  impuesto  por  el  diario  Las  Noticias, 


de  Neigreros,  que  también  acompaño,  q» 
don  Juan  Antonio  Alvarez  Rojas  ha  solidti- 
do  nueve  pertenencias  mineras  de  50  h^¿- 
reas  cada  una,  sobre  supuestos  jacimicnto» 
de  mármol,  situados  en  la  segunda  sahdel^ 
gación  de  Santa  Catalina. 

Los  límites  expresados  en  las  tres  manifes- 
taciones, de  tres  pertenencias  cada  ana,  sor. 
los  siguientes:  por  el  norte  y  este,  interrstf 
de  la  oficina  "Putunchara";  por  el  sur,  cami- 
no que  conduce  á  la  oficina  "Tres  Matías"  r 
pampas  salitrales;  y  por  el  oeste,  terrenos  sa- 
litrales, dando  vista  á  la  oficina  "Rosario  de 
Negreiros". 

Por  la  ubicación  que  se  da  á  estas  manif(>- 
taciones  y  por  las  informaciones  qae  privada- 
mente he  recibido,  los  terrenos  en  rríérmcia 
van  á  ser  ubicados  dentro  del  radio  de  la  ofi 
ciña  "Puntuchara". 

Prescindiendo  de  la  forma  incorrectien  que 
se  han  hecho  las  manifestaciones,  solicitán- 
dose como  yacimientos  lo  que  debe  solicitar- 
se en  forma  de  mina  metálica;  y  prescindien- 
do también  del  fin  que  persigne  el  solicitan t(, 
muy  lejos,  por  cierto,  de  explotar  jacimim- 
tos  ó  depósitos  de  mármol,  sino  el  de  obtener 
un  lugar  para  establecer  algún  negocio  con 
cantina  que  atraiga  á  la  gente  trabajadora; 
prescindiendo  di  todo  esto,  vengo  en  oponer 
me  á  las  manifestaciones  hechas  por  düo 
-  Juan  Antonio  Alvarez  Rojas,  porque  ellas  fe- 
rán  ubicadas,  como  lo  dejo  dicho,  dentro  de 
la  oficina  "Puntunchara". 

En  consecuencia,  pide  se  declare  qae  no  d^ 
ben  constituirse  las  minas  de  mármol  deque 
se  trata  dentro  de  los  terrenos  de  la  oficina 
"Puntunchara**,  debiendo  quedar  sin  efecto 
el  registro  que  de  las  referidas  minas  fe  ba 
hecho. 
Ampliando  la  demanda,  dice: 
En  el  diario  Las  Noticias,  de  fecha  20  »If' 
presente,  que  se  publica  en  Negreiros,  coro 
ejemplar  acompaño,  aparecen  publicados  coa- 
tro  pedimentos  mineros  de  sustancias  de$ci) 
nocidas  y  en  cada  uno  de  los  cuales  se  púicn 
tres  pertenencias  de  25  hectáreas  cada  uní 
Estos  pedimentos  son  hechos  por  don  Jann 
Antonio  Alvarez  Rojas,  y  en  ellos  aparece  ce- 
diendo parte  de  sus  derechos  á  don  Areliro 
Alvarez  Gallardo  y  á  don  Fortunato  Ceuta* 
dor  Castro. 
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Como  las  pertenencias  pedidas  en  las  mani- 
festaciones hechas  por  el  señor  Alvarez  Rojas 
están  comprendidas  dentro  de  los  límites  de 
la  oficina  '^Puntunchara",  y  haciendo  uso  de 
las  facultades  que  me  otorga  el  artículo  258 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  vengo  en 
ampliar  la  demanda  entablada  con  fecha  20 
del  presente,  á  fin  de  hacerla  extensiva  tam- 
bién contra  los  señores  Avelino  Alvarez  Ga- 
llardo V  Fortunato  Contador  Castro  por  los 
pedimentos  á  que  se  refiere  la  publicación 
acompañada  y  contra  don  Juan  Antonio  Al- 
varez Rojas  por  la  parte  que  le  correspondeen 
estos  nuevos  pedimentos. 

Más  adelante  manifestó  Carrat  que  la  de- 
manda la  entablaba  á  nombre  de  The  Lon- 
don  Nitrate  Compan}'  Limited,  domiciliada 
en  Londres  y  representada  en  Chile  por  Jorge 
Buchanan  por  ser  dicha  Compañía  la  dueño 
de  la  oficina  "Puntunchara". 

Don  Julio  Hevia  Labbé,  abogado,  contes- 
tando la  demanda  y  reconviniendo  á  nombre 
de  don  Juan  Antonio  Alvarez  Rojas,  de  don 
Avelino  Gallardo  y  de  don  Fortunato  Conta- 
dor Castro,  expone: 

Hn  primer  lugar,  quiero  dejar  establecido 
que  los  pedimentos  á  que  se  refiere  esta  de- 
manda están  perfectamente  bien  hechos,  por- 
que el  mármol  no  está  comprendido  en  la  dis- 
posición del  inciso  1^  del  artículo  73  del  Có- 
digo de  Minería,  sino  en  las  del  inciso  2^ -del 
mismo  artículo;  por  lo  que  hace  á  las  sustan- 
cias desconocidas  á  que  se  refiere  la  amplia- 
ción de  la  demanda,  que  ha  resultado  ser 
yeso,  no  tengo  para  qué  decir  que  su  manifes- 
tación está  igualmente  bien  hecha. 

En  segundo  lugar,  hago  presente  al  juzga- 
do que  el  fin  que  persiguen  mis  mandantes  no 
es  el  que  supone  la  Compañía  demandante 
de  una  manera  maliciosa,  sino  el  de  estable- 
cer una  industria  perfectamente  lícita. 

Con  el  fin  de  llevar  al  ánimo  de  US.  el  cono- 
cimiento de  lo  que  dejo  dicho  en  los  dos  acá- 
pites anteriores,  acompaño  á  la  presente  con- 
testación dos  telegramas  y  dos  certificados, 
con  los  cuales  queda  establecido  también  que 
la  original  demanda  que  contesto  ha  parado 
perjuicios  graves  á  mis  mandantes,  perjuicios 
que  deben  resarcírseles. 
Por  lo  que  hace  á  la  pretensión  de  que  no 


deben  constituirse  las  pertenencias  á  que  me 
refiero  por  encontrarse  dentro  de  la  oficina 
'Tuntunchara"de  propiedad  de  la  Compañía 
demandante,  sostengo  que  no  hay  razón  legal 
alguna  en  qué  basar  esa  pretensión. 

Todo  el  mundo  sabe  que  la  industria  minera 
ha  gozado  de  pr«.fcreute  atención  de  nuestros 
legisladores,  al  punto  que  nuestro  Código  de 
Minería  hace  fácil  su  establecimiento  y  en  nin- 
guna de  sus  disposiciones  encuentra  apoyo 
la  pretensión  de  la  Compañía  demandante, 
la  cual,  en  consecuencia,  dobe  resarcir  todos 
los  perjuicios  que  su  demanda  ha  ocasionado 
y  por  los  cuales  la  reconvengo. 

Bn  consecuencia,  pido  se  deseche  la  deman- 
da, con  costas,  daños  y  perjuicios. 

'  £n  la  réplica  y  duplica  se  refuerzan  los  ar- 
gumentos que  cada  parte  ha  hecho  valer  y 
pide  la  demandante  que  se  deseche  la  recon- 
vención, por  carecer  de  base  legal. 

Posteriormente,  demandante  y  demandado 
pidieron  se  citase  para  sentencia  sin  más  trá- 
mite, por  estar  ambos  de  acuerdo  en  que  las 
pertenencias  materia  del  juicio,  están  dentro 
de  la  oficina '*Puntunchara*\  de  propiedad  de 
la  Sociedad  demandante,  y  ser  esos  los  úni- 
cos puntos  de  hecho  sobre  los  cuales  podía 
versar  la  prueba. 

De  consentimiento  de  los  interesados,  se  ac- 
cedió á  esa  petición  y  el  Juzgado  de  Pisagua, 
con  fecha  19  de  abril  de  1906,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
las  pertenencias  mineras  que  los  demandados 
pretenden  constituir  y  á  que  se  refieren  los 
avisos  publicados  en  los  diarios  acompaña- 
dos á  la  demanda  y  su  ampliación,  están  ubi- 
cados dentro  de  la  oficina  salitrera  "Puntun- 
chara"  de  propiedad  de  la  Compañía  deman- 
dante; 

2°  Que  las  sustancias  minerales  de  cual- 
quiera especie  que  se  encuentren  en  terrenos 
eriales  del  Estado  y  de  las  Municipalidades 
son  de  libre  adquisición  por  los  particulares, 
según  el  artículo  2^,  inciso  3^  del  Código  de 
Minería; 

3*^  Que  el  dueño  de  una  oficina  salitrera  lo 
es  solamente  del  nitrato  que  en  ella  se  encuen- 
tre, según  el  inciso  2^  del  artículo  63  del  ci- 
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tado  Código,  y  no  puede,  por  tanto,  oponer- 
se á  que  se  registren  las  manifestaciones  de 
otras  substancias  minerales  que  seencuen- 
tren  en  los  terrenos  que  formen  la  oficina,  ya 
que  por  lo  demás,  dichos  terrenos  pertenecen 
al  Estado; 

4?^  Que,  según  los  antecedentes,  las  subs- 
tancias denunciadas  por  los  demandados 
son  de  las  á  que  se  refiere  el  segundo  conside- 
rando; y 

5*^  Que  el  solo  hecho  de  oponerse  á  la  cons- 
titución de  una  propiedad  minera,  no  es  cau- 
sal suficiente  para  reconvenir  cobrando  per- 
juicios. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  dispues- 
to en  en  el  artículo  1698  del  Código  Civil,  se 
declaran  sin  lugar  la  demanda  v  la  reconven- 
ción  Ismael  Pohlete, 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
y  los  considerandos  primero  y  quinto  de  la 
sentencia  apelada  de  19  de  abril  ukimo,  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que,  habiéndose  reconocido  por  los  de- 
mandados don  José  Antonio  Alvarez  y  com- 
partes que  la  salitrera  **Puntunchara''  fué  ad- 
quirida como  propiedad  minera,  se  ha  reco- 
nocido por  el  mismo  hecho  que  la  Sociedad 
demandante  obtuvo  esa  concesión  bajo  el  im- 
perio de  las  Ordenanzas  de  Nueva  España,  que 
regían  las  minas  en  Tarapacá;puesto  que  des- 
de la  dominación  chilena  no  se  ha  otorgado 
como  pertenencia  minera  ninguna  salitrera 
en  esa  provincia; 

2^  Que  es  verdad  que,  según  esas  Ordenan- 
zas, los  mineros  eran  dueños  no  sólo  del 
trecho  de  veta  que  principalmente  habían  de- 
nunciado, sino  también  de  todos  l^s  que  en 
cualquiera  forma,  figura  y  situación  se  halla- 
ren dentro  de  sus  pertenencias  (art.  17  del 
tít.  8^),  no  obstante,  como  respecto  del  goce, 
cargas  y  extinción  de  todo  derecho  real  pre- 
valecen las  disposiciones  de  la  ley  posterior 
(art.  12  de  la  Ley  de  Efectos  Retroactivos);  y 
como  según  el  artículo  63,  inciso  2^  del  Códi- 
go de  Minería  vigente,  el  concesionario  de  las 


substancias  indicadas  en  los  incisos  2^  t  de- 
más del  artículo  2^,  sólo  es  dueño  de  lasq« 
denunció;  el  concesionario  de  pertenencia  sa- 
litrera, en  consecuencia,  únicamente  es  dueño 
del  caliche  que  ella  contiene; 

3''  Que  el  actual  Código  de  Minas  conside- 
ra como  de  la  misma  clase  las  minas  de  sus- 
tancias minerales  no  metálicas,  y  por  esos  kí 
aplica  iguales  disposiciones  en  cuanto  á  la 
extensión  en  que  pueden  pedirse  y  á  los  dere- 
chos y  limitaciones  que  respecto  de  las  sabs- 
tandas  en  ellas  contenidas  concede  c  impone 
á  los  dueños,  según  se  ve  en  el  artículo  37  y 
63,  inciso  2^,  de  dicho  Código; 

4f^  Que  poco  importa  para  el  presente  caso 
que  por  el  artículo  2^  se  reserve  el  Estado  la 
explotación  del  nitrato  y  sales  amoniacales 
análogas  que  se  encuentren  en  terrenos  del 
mismo  Estado  ó  de  las  Municipalidades, ya 
que  cuando  se  pueda  y  quiera  constituir  pro- 
piedad minera,  se  hará  ello  en  la  extensión  y 
con  los  derechos  y  limitaciones  antes  indi- 
cados; 

5*^  Que  denunciada  una  mina  de  cualquiera 
de  las  substancia  sindicadas  en  el  tercer  con- 
siderando, por  ejemplo  azufre,  el  dennncio 
posterior  dentro  de  ella,  de  otra  sustancia 
análoga  significaría  una  privación  de  los  af- 
rechos del  primer  denunciante,  que  podrá  lle- 
gar hasta  el  total  de  su  propiedad  minera, 
puesto  que  como  se  ha  dicho,  para  todas  las 
pertenencias  no  metálicas  el  artículo  37  dd 
Código  de  Minas  concede  igual  extensión: 

6^  Que  no  se  ve  razón  legal  para  que,  tra- 
tándose de  substancias  análogas,  diera  la  ley 
preferencia  al  segundo  denunciante; 

7^  Que,  al  contrario,  así  como  respecto  de 
una  misma  mina  prima  el  derecho  del  primer 
denunciante,  en  el  conflicto  resultante  dtl 
caso  á  que  los  dos  anteriores  considerandos 
se  refieren,  debe  también  regir  por  analogía  el 
principio  de  la  prioridad  de  la  manifestador.; 

8*^  Que  ese  principio  debe  también  aplicarse 
al  caso  de  que  trata  este  juicio. 

El  actual  Código  de  Minas,  según  se  ha 
manifestado,  considera  las  minas  de  sal itit. 
cuando  permite  constituirlas,  de  igual  da» 
que  las  demás  substancias  minerales  no  meta, 
licas.  The  London  Nitrate  C o mpany  Limit<^ 
tiene  constituida  propiedad  y,  por  consiguJf'* 
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if  no  es  admisible  que  se  la  prive  de  una 
arte  considerable  de  ella,  solicitando  subs- 
mcias  análogas; 

9'  Que  si  bien  de  la  limitación  establece  el 
viso  2'  del  artículo  63  del  Código  de  Mine- 
a  se  desprende  que  Ths  London  Nitrate 
ompany  es  dueño  únicamente  del  salitre  y 
ue  no  podía  aprovecharse  de  otras  substan- 
las  que  haya  dentro  de  su  pertenencia,  de 
ingún  modo  por  las  razones  que  se  han  ex* 
uesto  puede  aducirse  esa  disposicióa  para 
rivar  á  esa  Compañía  d¿  su  legítimo  dere- 
lio. 

Por  tales  cousideraciones  y   disposiciones 
gales  citadas,  se  revoca»  en  la  parte  apelíida 
or  el  demandante,  la  sentencia  indica  la  al 
riacipio  y  se  declara:   que  ha  lugar  á  la  de ' 
linda  y  ampliación. 

Se  confirma  dicha  sentencia  en  cuanto  dése- 
lía  la  reconvención  deducida. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
[lie  el  señor  Ministro  Cisternas  Peña  da  lugar 
:  la  demanda  y  á  su  ampliación  por  las  razó- 
les que  consigna  en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Quirell.— 
'^  Roberto  Vctia.  —B.  Cisternas  Peña.-.-M.  A, 
jaireU. 

VOTO   ESPECIAL 

En  el  juicio  seguido  por  The  London  Nitra- 
:e  Corapany  Limited  con  don  Juan  Antonio 
\lvarez  sobre  oposición  á  constitución  de 
>crtenencias  mineras,  el  infrascrito,  de  acuer- 
do con  la  mayoría  del  Trib:inal  en  revocar  la 
sentencia  apelada,  y  en  que  se  declare  que  ha 
lugar  á  la  demanda  y  su  ampliación,  no  acep- 
ta los  fundamentos  de  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  y  tiene  presente  en  su  lugar  1  s 
siguientes: 

1"^  Que  las  manifestaciones  de  yacimientos 
^le  mármol  y  de  yeso,  cuya  ineficacia  legal  se 
pi  le  en  la  demanda  y  su  ampliación,  fueron 
liechas  por  don  Juan  Antonio  Alvarez  Rojas 
en  el  ejercicio  del  derecho  que  confiere  el  inciso 
^>'^  del  artículo  2^  del  Código  de  Minería,  que 
dice  así:  **Las  substancias  minerales  de  cual- 
quiera especie  que  se  encuentren  en  terrenos 
eriales  del  Estado  ó  de  las  municipalidades 
serán  también  de  libre  adquisición  por  los 
particulares'*; 


2^  Que  el  manifestante  Alvarez  Rojas  y  sus 
asociados,  que  son  los  demandados  en  este 
juicio,  reconocen  que  los  yacimientos  de  már- 
mol y  yeso  se  encuentran  en  el  salitral  **Pun- 
tunchara"  de  propiedad  de  The  London  Ni- 
trate Company;  pero  hacen  valer  en  favor  del 
derecho  que  han  ejercitado  el  antecedente  ju- 
rídico de  que  el  salitral  fué  adquirido  como 
propiedad  minera  y  que  como  tal  propiedad 
minera  sus  concesionarios  sólo  tienen  dere- 
cho al  salitre  que  hay  en  la  pertenencia,  en 
conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  inciso  2^  del 
artículo  63  del  mismo  Código,  que  dice  como 
sigue:  *'E1  concesionario  de  las  substancias , 
minerales  á  que  se  refiere  elinciso  2^  y  demás 
del  artículo  2^  solamente  es  dueño  de  las 
substancias  que  manifestó  y  registró"; 

3*^  Que  de  estos  antecedentes  se  desprende 
que  la  controversia  versa  únicamente  sobre 
cuál  es  el  verdadero  dueño  versa  del  terreno 
erial  en  que  están  ubicados  los  yacimientos 
denunciados,  si  el  Estado  ó  la  Compañía  de- 
mandante; ya  que  si  estos  terrenos  son  de 
propiedad  particular,  no  pueden  hacerse  en 
ellos  manifestaciones  de  las  substancias  á  que 
se  refiere  el  inciso  3^  del  artículo  2^  antes  ci- 
tado, porque  esta  disposición  limita  el  dere- 
cho de  hacerlas  sólo  á  los  terrenos  eriales  del 
Estado  ó  délas  Municipalidades; 

4^  Que,  reconociéndose  por  los  demandados 
que  el  salitral  **Puntunchara*'  fué  adquirido 
como  propiedad  minera  y  no  habiéndose  otor- 
gado en  Tarapacá  como  mina  ninguna  sali- 
trera con  posterioridad  á  la  ocupación  chile- 
na en  esa  provincia,  necesariamente  está 
también  reconocido  que  tal  concesión  se  hizo 
bajo  el  imperio  de  la  legislación  peruana  que 
rigió  antes  de  dicha  ocupación; 

5^  Que  no  cabe  discusión  de  que  las  ni?rce- 
des  de  salitre  se  hacían  en  Tarapacá  lo  mismo 
que  las  de  otras  minas,  porque  el  artículo  22 
del  título  5^  de  la  Ordenanza  de  Nueva  Espa- 
ña, que  era  el  que  regía  sobre  la  materia,  no 
establecía  distinción  alguna,  expresándose  así: 
*'Asimisnio  concedo  que  se  puedan  descubrir, 
solicitar,  rejistrar  y  denunciar  en  la  forma 
referida  no  sólo  las  minas  de  oro,  plata,  co- 
bre, plomo,  estaño,  azogue,  antimonio,  piedra 
calaminar,  bismuto,  sal  gema  y  cualesquiera 
otros  fósiles,  ya  sean  metales  perfectos  ó  me- 
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dio  minerales,  bitúmenes  ó  jagos  de  la  tie- 
rra, etc."; 

6^  Que  adquirido  entonces  como  propiedad 
minera  el  salitral  "Puntunchara'\  según  lo 
reconocen  los  demandados,  y  habiéndose  efec- 
tuado esta  adquisición  bnjo  el  imperio  de  una 
ley  antigua,  .el  derecho  real  subsiste  bajo  el 
imperio  de  la  nueva,  sin  perjuicio  de  lo  que 
ésta  disponga  sobre  sus  goces  y  cargas  y  en 
lo  tocante  á  su  extinción.  Bn  consecuencia,  el 
expresado  salitral  se  constitu3'6  como  mina 
y  continua  siendo  mina,  menos  en  cuanto  á 
sus  goces  y  cargas  que  han  sido  modificados, 
como  se  demostrará  más  adelante; 

!">  Que  todavía  el  inciso  2^  del  artículo  63 
de^  Código  de  Minería,  que  los  demandados 
invocan,  no  tiene  aplicación  al  salitre,  porque 
esa  disposición  se  encuentra  en  el  Código  de  20 
de  diciembre  de  1888,  que  es  el  vigente,  y  este 
Código  niega  expresamente  á  los  particulares 
el  derecho  de  hacer  manifestaciones  de  salitre. 
Era  el  Código  anterior  el  que  permitía  denun- 
ciar el  salitrey  no  bajo  la  denominación  gené- 
rica de  fósiles,  sino  bajo  la  de  sustancias  apli- 
cables á  la  agricultura,  como  lo  dice  el  artícu- 
lo 3^  que  es  el  que  sirve  de  fundamento  al  de- 
creto supremo  de  28  de  julio  de  1877,  que  re- 
glamentó la  explotación  de  los  depósitos  de 
salitres; 

8*^  Que  bajo  el  imperio  de  este  Código,  el 
minero  que  había  obtenido  una  concesión  de 
salitre,  tenía  los  mismos  derechos  que  los  de- 
más, pues  el  artículo  104  no  hacía  distinción 
y  decía:  "el  minero  es  dueño  exclusivo  dentro 
de  los  límites  de  su  pertenencia  y  en  toda  la 
profundidad,  no  sólo  de  la  veta  ó  criadero 
registrado,  sino  de  todas  las  otras  vetas, 
cruceros  ó  susbtancias  minerales  que  existie- 
ren ó  se  encontraren  en  ella"; 

9^  Que,  en  consecuencia,  puede  dejarse  esta- 
blecido que  bajo  el  imperio  de  las  antiguas 
leyes,  el  salitrero,  lo  mismo  que  el  minero,  se 
hacía  dueño  exclusivo  dentro  de  su  pertenen- 
cia de  todas  las  substancias  que  encontrase 
en  ella,  no  pudiendo  ninguna  otra  persona 
disputarle  este  derecho  mientras  la  mina  ó 
salitrera  estuviera  legalmente  amparada; 

10.  Que,  entrando  á  la  cuestión  debatida 
en  este  juicio,  ó  sea  quién  es  el  verdadero  due- 
ño del  terreno  de  "Puntunchara",  debe  tener- 


se presente  que  tanto  las  antiguas  leyes  de 
minas  como  las  vigentes,  han  establecido  f) 
principio  de  que  las  minas  forman  nn  inmiK- 
ble  distinto  del  terreno  snperficialmente  coo- 
siderado.  Por  consiguiente,  ajustándose  á  cs> 
te  principio,  el  terreno  del  salitral  "Puntmi- 
chara*'  ha  sido  y  continua  siendo  de  propie- 
dad del  Estado; 

11.  Que  esta  dualidad  del  dominio  ha  si  Jo 
modificada,  en  lo  referente  á  los  dueños  de 
salitreras,  por  el  mismo  legislador,  que  reco 
noce  expresamente  que  el  salitrero,  cualquie 
ra  que  sea  su  título  de  adquisición,  ya  lo  sea 
por  denuncio,  ya  por  remate  en  pública  iV 
moneda,  es  dueño  no  sólo  del  salitre,  sioo  del 
suelo  superficial  en  que  la  substancia  se  et>- 
cuentra; 

12.  Que  la  comprobación  de  este  aserto  x 
encuentra  en  el  artículo  36  de  la  Ley  de  Orga- 
nización y  Atribuciones  de  las  Municipalida- 
des que  dice:  "para  los  efectos  del  impuesto, 
los  haberes  inmuebles  comprenderán  todos 
los  terrenos,  los  edificios  y  objetos  que  la  kr 
considera  adheridos  á  ellos,  la  propiedad  car 
bonífera  y  salitrera"; 

13.  Que,  refiriéndose  el  i mpuesto de qne  tra- 
ta el  artículo  anteriormente  citado  al  capital 
y  no  á  la  renta,  grava  el  terreno  y  reconoce 
implícitamente  la  ley  como  dueño  del  itrmo 
al  salitrero  que  lo  explota  y  á  él  le  imponte! 
gravamen.  Por  este  medio  la  ley  asimila  ei 
salitrero  al  dueño  de  una  mina  de  carbó:. 
que  es  también  el  dueño  del  suelo,  sin  perjci- 
cío  de  la  transferencia  que  quiere  hacer  de  so 
mina; 

14.  Que  el  propósito  del  legislador  se  pose 
más  de  manifiesto  si  se  recuerda  que  otras 
substancias  análogas  al  salitre  er.  su  fonoa- 
cióii  y  beneficio,  como  el  boratodecnlelais' 
fre,  las  sales  potásicas  y  otras,  no  están  suje- 
tas á  la  contribución  de  haberes,  sino  al  pag^ 
de  la  patente  minera,  lo  mismo  qne  las  minas 
metálicas;    • 

15.  Que  del  anterior  considerando  se  des- 
prende otra  conclusión  no  menos  importante 
y  es  la  de  que,  siendo  condicional  la  propiedai 
minera,  porque  está  subordinada  á  la  condt- 
ción  de  pagarse  por  el  concesionario  con  r^ 
gularidad  la  patente  establecida  por  la  lej. 
no  existiendo  esta  contribución  para  la  pro- 
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ncáaá  salitrera  y  carbonífera,  es  claro  que 
íge  para  una  y  otra  propiedad  )a  garantía 
general  establecida  en  el  número  5^  del  artícu- 
o  10  de  la  Constitución.  Esta  situación  ju- 
ídica  armoniza  perfectamente  con  la  propic- 
iad carbonífera,  que  en  rigor  es  una  accesión 
Id  suelo,  y  al  asimilar  el  legislador  á  la  car- 
)onífera  la  propiedad  salitrera  es  porque 
ia  querido  que  una  y  otra  tengan  la  misma 
»¡tuación  legal,  esto  es  que  el  dueño  del  yaci- 
niento  salitrero  sea  dueño  también  del  suelo; 

16.  Que  contribuyen  á  robustecer  eíta  in- 
eligencia  otras  disposiciones  de  la  misma  ley 
le  Municipalidades.  Así  el  artículo  38  dice  que 
puedan  exceptuadas  del  impuesto  de  haberes 
as  propiedades  del  Estado,  con  lo  cual  dicho 
;stá  que  todas  aquellas  salitreras,  demarca- 
ias  ó  nó,  que  no  hayan  sido  cedidas  á  parti- 
:ulares,  no  están  gravadas  con  el  impuesto. 
Robustece  también  esta  inteligencia  el  inciso 
2'  del  artículo  52; 

17.  Que,  constituyendo  las  salitreras  la 
fuente  principal  de  las  entradas  de  la  Nación  y 
las  Municipalidades  en  que  ellas  están  situa- 
das, ha  querido  la  ley  ponerá  sus  dueños  á  cu- 
bierto de  cualquier  ataque  contra  su  propíe 
dad  y,  si  les  ha  impuesto  nuevas  cargas,  les 
ha  dado  también  nuevos  goces  confiriéndoles 
el  dominio  del  suelo.  Por  eso,  sin  oposición-ni 
reclamo  de  nadie,  todo  título  de  salitreras  se 
inscribe  en  los  Registros  de  Bienes  Raíces  y  de 
Minas  del  departamento  en  que  estuvieren 
situadas; 

18.  Que,  si  se  aceptaran  como  legalmente 
eficaces  las  manifestaciones  de  mármol  y  yeso 
que  son  objeto  del  presente  juicio,  resultaría 
el  salitral  'Tuntunchara"  tan  menoscabado 
que  en  realidad  casi  no  merecería  la  pena  de 
explotarlo,  porque  sólo  las  manifestaciones 
que  constan  de  autos  abarcan  una  extensión 
de  225  hectáreas  y  las  sustancias  pedidas  no 
8€  presentan  en  vetas  sino  en  mantos,  de 
suerte  que  para  extraerlas  hay  que  remover 
todo  el  suelo.  De  esta  manera  no  sólo  se  pri- 
va de  su  propiedad  al  que  la  tiene  con  legíti- 
»uo  título,  sino  á  la  Nación  y  á  la  Municipa- 
naad  respectiva  de  una  parte  importante  de 
sus  rentas; 

19.  Que,  en  conclusión,  la  ley  ha  dado  al 
salitrero  no  sólo  la  propiedad  del  salitre,  sino 


la  del  suelo  en  que  «c  encuentra,  y,  por  consi- 
guiente, no  se  puede  hacer  en  estos  terrenos 
manifestaciones  ó  denuncios  de  las  substan- 
cias á  que  se  refiere  el  inciso  3*  del  artículo  2^ 
del  Código  de  Minería,  porque  esta  disposi- 
ción sólo  autoriza  hacer  esas  manifestaciones 
ó  denuncios  en  terrenos  eriales  del  Estado 
de  las  Municipalidades. 

Tacna,   19  de  noviembre  de  1906.— K  Cis- 
ternas  Peña. 


Corte  de  Conccpción-1^  de  dicr'etnbre  de  1906 
Burmeister  y  otros  con  Labarca  v.  de  C. 

Aooión  mueble  —  Oompetenoia— Do- 
no loil  lo.  —  Jupisdlcolón,  declinatoria. 

Doctrina:  Es  competente  para  cono- 
cer de  una  demanda  por  cobro  de  servi- 
cios médicos  el  juez  del  lugar  en  que  el 
deudor  tuvo  su  domicilio  cuando  le  pres- 
taron esos  servicios;  porque,  tratándose 
de  una  acción  mueble,  es  competente  el 
juez  del  lugar  donde  debe  cumplirse  la 
obligación  y  ésta  debe  cumplirse,  á  falta 
de  lugar  designado  en  la  convención,  en 
el  domicilio  del  deudor  y  si  éste  se  hubie- 
re mudado  después  de  contraída  la  obli- 
gación, será  siempre  juez  competente  el 
del  lugar  en  que  sin  esa  mudanza  corres- 
pondería. 


En  juicio  seguido  por  don  Ricardo  Bur- 
meister y  otros  contra  doña  Ascensión  La- 
barca  V.  de  C.  la  demandada  declinó  de 
jurisdicción. 

El  Juzgado  de  Concepción,  con  fecha  20  de 
septiembre  de  1906  resolvió: 

Vistos:  y  teniendo  presente  con  respecto  á 
la  incidencia  sobre  declinatoria  de  jurisdic- 
ción: 
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1^  Que  la  demanda  deducida  tiene  por  ob- 
jeto el  cobro  de  una  suma  de  dinero  por  ser- 
vicios profesionales  prestados  en  esta  ciudad, 
en  la  última  -enfermedad  del  Iltmo.  señor 
Obispo  don  Plácido  Labarca,  por  los  deman- 
dantes médicos  don  Ricardo  Burmeister,  don 
Moisés  Cruz  y  don  Miguel  A.  Campos;  y  por 
lo  tanto  se  trata  del  ejercicio  de  una  acción 
mueble  con  arreglo  alo  dispuesto  en  el  artículo 
580  del  Código  Civil; 

2^  Que  es  juez  competente  para  conocer  de 
un  juicio  en  que  se  ejercita  una  accción  mue- 
ble, el  del  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obli- 
gación, según  lo  establecido  por  los  artículos 
1587.  1588  y  1589  del  Código  antes  citado; 

3^  Que  con  arreglo  á  estas  disposiciones,  el 
pago  debe  hacerse  en  el  lugar  designado  para 
la  convención,  y  si  no  se  hubiere  designado, 
en  el  domicilio  del  deudor;  pero  si  el  domicilio 
del  deudor  se  hubiere  mudado  después  de  con- 
traída la  obligación,  será  siempre  juez  com- 
petente el  del  lugar  en  que  sin  esa  mudanza 
correspondería;  y  constando  que  los  servi- 
cios profesionales  á  que  se  alude  en  la  deman- 
da fueron  prestados  en  esta  ciudad,  domicilio 
que  fué  del  Iltmo.  señor  Obispo,  el  ejercicio  de 
la  acción  correspondiente  para  obtener  el  pa- 
go cae  bajo  la  disposición. del  artículo  1589 
ya  citado. 

Por  estas  consideraciones  se  declara  que  se 
desecha,  con  costas,  la  incidencia  de  declina- 
toria de  jurisdicción  y  que  en  consecuencia, 
este  juzgado  es  competente  para  conocer  del 
presente  juicio. — David  Costa  Pruneda. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Se  confirma,  con  costas  del  recurso,  la  reso- 
lución apelada  de  20  de  septiembre  último.  - 

Exequiel  Fij^ueroa  Lagos E.   Fuentes  /?. — 

Ramón  Navarro  O, 


Corte  de  Santia^o.S  de  diciembre  de  19(k'i 

Monasterio  del  Buen  Pastor  con  Sanfucnt:? 

Censo.  —  Hipoteca.  —  Réditos.  —  Acdcn 
real  indivisible. 

Doctrina:  Gravada  una  propiedad 
con  un  censo  y  constituida  hipoteca  so- 
bre ella  en  garantía,  si  esta  propiedad  <e 
divide  después,  puede  el  censualista  co- 
brar el  total  de  los  réditos  debidos  ¿il 
dueño  de  una  parte  de  la  ñuca,  porque 
la  acción  que  ejercita  es  real  é  indivisi- 
ble y  puede  ser  dirigida  contra  aquel  qnt 
posee  en  todo  ó  parte  Li  cosa  acensuada, 
sin  perjuicio  de  su  derecho  para  repetir 
contra  quien  viere  convenirle. 


Don  Emilio  Espinosa  Pérez,  en  representa- 
ción de  la  comunidad  religiosa  Monasterio 
del  Buen  Pastor,  solicitó  se  reconstruveratl 
expediente  formado  con  motivo  de  ladcmar- 
da  que  el  Monasterio  que  rep -esentahadeln- 
cidocontra  don  Vicente  Sanfacntcs,  porhi 
berse  extraviado  dicho  expediente. 

Expresa  que  reitera  la  demanda  va  formu- 
lada tal  como  aparece  en  la  copia  que  reprt- 
senta  y  pide  que  en  definitiva  se  declareq:; 
el  demandado  don  Vicente  Sanfuentes  »icbe 
pagar  al  Monasterio  del  Buen  Pastor  !o^ 
réditos  devengados  desde  el  9  de  septiembre 
de  1874  hasta  el  completo  pago  y  lascosta> 
de  la  causa. 

Por  decreto  del  juzgado  se  ordenó  tener  por 
deducida  la  demanda  y  se  confirió  trasla»!' 
al  demandado. 

En  el  escrito  de  demanda,  don  Pedro  Fe: 
nández  Concha,  en  su  calidad  de  síndico  lie ':» 
Congregación  del  Buen  Pastor,  expone:  v.cí 
dona  Manuela  Portales  de  Moran  en  lai.'--- 
sula  séptima  de  su  testamento,  otórgalo;' 
esta  ciudad  ante  el  notario  señor  Yaneti.  c  ' 
fecha  15  de  enero  de  1865,  Icgóásusobri  • 
donjuán  Santiago  Portales  su  casa-qu'?'' 
que  poseía  en  el  barrio  de  Yungay,  con:;  -f >• 
ta  de  dos  manzanas  de  terreno;  y  para  v::r:. 
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ívento  legó  la  misma  quinta  al  Monasterio 
jue  representa. 

Que  siendo  muy  dudosa,  aunque  no  impo- 
ible,  la  realización  de  ese  evento,  cl¡::ho  Mo- 
lasterio  y  el  señor  Portales  celebraron  un 
ronvenio  por  el  cual  éste  constituye  á  favor 
le  aquél  un  censo  del  capital  de  tres  mil  pesos 
il  cuatro  por  ciento  anual,  el  que  situó  sobre 
a  misma  finca  legada  y  á  que  se  ha  hecho  re- 
'erencia,  const¡tu3rendo  sobre  ella  hipoteca 
conforme  á  la  ley,  según  se  expresa  en  la  es- 
rritura  pública  que  acompaña  en  copia,  la 
Mial  fué  inscrita  en  el  Conservador  de  Bienes 
Raíces. 

Que  el  actual  poseedor  de  la  casa-quinta  á 
^ue  ha  aludido  es  el  demandado  don  Vicente 
í>anfuente3,  quien  vive  en  ella;  y  como  ni  él  ni 
el  señor  Portales  han  pagado  ninguna  de  las 
pensiones  devengadas,  las  que  se  encuentran 
insolutas  desde  el  9  de  septiembre  en  que  ven- 
ció la  primera  hasta  la  devengada  en  el  día 
y  mes  expresado  del  año  1902,  ó  sean  vein- 
tiocho pensiones  anuales,  viene  en  pedir  se 
declare  como  lo  ha  solicitado  anteriormente, 
ello  en  mérito  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
2033  del  Código  Civil. 

Don  Samuel  Tirado  Aldunate,  contestando 
la  demanda,  en  representación  del  demanda- 
do, pide  que  en  definitiva  sea  ella  desechada 
con  costas  y  expone:  que  la  propiedad  grava- 
da con  el  censo  á  que  se  refiere  la  escritura 
ha  sido  dividida  en  un  sinnúmero  de  par- 
tes que  pertenecen  á  distintos  dueños,  de  tal 
manera  que  si  existiera  responsabilidad  por 
parte  de  su  representado  para  pagar  los  rédi- 
tos, ella  en  ningún  caso  le  afectaría  en  la  to- 
talidad como  se  solicita  en  la  demanda,  por 
lo  cual  deben  ser  oídos  en  el  presente  juicio  y, 
en  consecuencia,  afectarles  la  resolución  que 
se  dicte  á  las  personas  que  han  gozado  de  la 
finca  gravada  con  el  censo  y  que  han  usufruc- 
tuado sus  réditos,  y  que  lo  son:  don  Juan 
Santiago  Portales,  don  Vicente  Sanfuentes, 
padre  de  su  representado,  la  sucesión  del  se- 
ñor Sanfuentes  y  los  distintos  herederos  de 
dicho  señor  desde  que  se  liquidó  la  sucesión. 

Que  como  no  puede  insistirse  por  el  deman- 
ííante  en  que  su  representante  pague  la  tota- 
lidad del  censo,  y  siendo  él  dueño  de  una  ínfi- 
ma parte  de  la  finca  gravada  con  dicho  Censo 


opone  á  la  acción  deducida  la  prescripción  de 
treinta  años  á  que  se  refiere  el  artículo  2042 
del  Código  Civil,  por  cuanto  han  trascurrido 
treinta  y  un  años  desde  la  fundación  del  cen- 
so hasta  el  día  en  que  le  notificó  la  demanda. 

En  la  réplica  el  demandante  sostiene  lo  ex 
puesto  y  pedido  en  la  demanda  y  solicita  se 
rechace  la  prescripción  alegada  de  contrario, 
y  entre  otras  alegaciones,  expresa:  que  su 
parte  no  ejercita  la  acción  personal  sino  la 
real  declarada  en  los  artícijlos  2033  á  2035 
del  Código  Civil. 

Que  llama  la  atención  á  que  el  18  de  junio 
de  1903,  fecha  en  que  fué  deducida  la  primera 
demanda,  no  habían  trascurrido  treinta  años 
desde  la  fundación  del  censo;  ni  habían  tras- 
currido tampoco  treinta  años  desde  que  se 
hizo  cxigible  el  primer  rédito  de  dicho  censo 
hasta  el  30  de  julio  de  1904,  en  que  se  reiteró 
la  del I. inda  en  el  segundo  otrosí  del  escrito. 

Que  el  artículo  2514  del  Código  Civil  pres- 
cribe (jtie  el  tiempo  para  extinguir  las  accio- 
nes híi  (le  contarse  desde  que  la  obligación  se 
haya  hecho  exigible,  y  como  la  primera  ])en- 
sión  del  censo  se  devengó  en  9  de  septiembre 
de  1874,  ya  que  deben  pagarse  por  años  ven- 
cidos, el  tiempo,  en  el  caso  en  cuestión,  debe 
contarse  desde  ese  día. 

Que,  por  otra  parte,  la  prescripción  cxtin- 
tiva  se  interrumpe  por  la  demanda  judicial, 
como  lo  expresa  el  artículo  2519  del  Código 
Civil. 

En  la  duplica  el  representante  del  deman- 
dado sostiene  lo  expuesto  y  pedido  en  su  es- 
crito de  contestación  y  refuerza  sus  alega- 
ciones. 

Oído  el  señor  Defensor  de  Obras  Pías,  se 
citó  para  sentencia,  pronunciándose  la  si- 
guiente por  uno  de  los  juzgados  de  Santiago, 
con  fecha  7  de  junio  de  1906: 

Considerando: 

1.^  Que  el  demandado  no  desconoce  que 
sobre  la  propiedad  á  que  alude  el  represen- 
tante del  Monasterio  demandante  en  su  es- 
crito de  demanda,  gravita  un  censo  de  $  3.000 
al  4%  anual  en  favor  de  dicho  Monasterio, 
constituido  en  debida  forma  é  inscrito  en  el 
Conservador  respectivo,  lo  cual  se  establece 
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también  con  el  mérito  de  los  documentos  co- 
rrientes; 

2^  Que  el  demandado  en  su  escrito  de  con- 
testación á  la  demanda  reconoce  que  es  due- 
ño de  una  parte  de  la  propiedad  gravada  con 
la  obligación  censuaría  inscrita  de  $  3.000  á 
que  se  alude  en  el  considerando  anterior; 

3^  Que,  dada  la  naturaleza  de  la  obligación 
que  pesa  sobre  el  demandado  en  su  carácter 
de  dueño  de  una  parte  de  la  finca,  afecta  el 
pago  del  censo  cuyos  réditos  cobra  el  Monas- 
terio demandante,  la  alegación  de  aquél  en- 
caminada á  que  se  declare  que  en  ningún  caso 
le  afecta  el  pago  total  de  la  suma  cobrada  en 
la  demanda  por  poseer  sólo  últimamente  y 
en  parte  dicha  ñnca,  carece  de  mérito  legal, 
desde  el  momento  que  el  Monasterio  deman- 
dante persigue  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación real  y  ejercita  una  acción  que  es  indi- 
visible y  que  puede,  en  consecuencia,  ser  diri- 
gida contra  aquel  que  posea  en  todo  ó  parte 
la  cosa  acensuada; 

4^  Que  dado  el  mérito  del  certiñcado  co- 
rriente el  Monasterio  demandante  dedujo  la 
presente  demanda  con  fecha  16  de  junio  de 
1903,  la  que  estándose  al  mérito  de  dicho 
certificado,  ha  debido  ser  notificada  al  de- 
mandado muy  poco  después,  desde  el  mo- 
mento que  la  causa  se  encontraba  en  prue- 
ba á  la  fecha  en  que  desaparecieron  los  autos 
de  secretaría,  lo  que  ocurrió  el  mismo  año; 

5*^  Que  el  censo  cuyas  pensiones  insolutas 
se  cobran  en  el  presente  juicio  fué  fundado 
con  fecha  9  de  septiembre  de  1873,  no  habien- 
do, en  consecuencia  trascurrido  treinta  años 
desde  su  fundación,  hasta  la  fecha  en  que  el 
demandado  fué  notificado  del  contenido  del 
escrito  de  demanda  á  que  se  refiere  el  certifi- 
cado corriente; 

6^  Que,  por  otra  parte,  las  pensiones  inso  • 
lutas  cobradas  sólo  han  sido  exigibles  desde 
el  9  de  septiembre  de  1874,  y  no  habiendo 
trascurrido  treinta  años  desde  la  fecha  ex- 
presada hasta  el  momento  en  qut  se  dedu- 
jo la  demanda  que  se  formula  en  el  escrito 
carece  de  base  legal  la  prescripción  alegada, 
por  cuanto  el  lapso  de  tiempo  para  extinguir 
las  acciones  y  derechos  ajenos  se  cuenta  desde 
el  momento  que  la  obligación  se  haya  he- 
cho exigible. 


De  conformidad  con  lo  expuesto  en  lot  eos- 
siderandos  anteriores  y  lo  dispuesto  en  \r 
artículos  1526,  1698,  2032,  2408,  2314; 
2518  del  Código  Civil  y  151  del  de  Proceii- 
miento  Civil,  se  declara:  que  no  ha  logar  i 
la  excepción  de  prescripción  alegada  por : 
demandado,  y  que  ha  lugar  ala  demao'ii. 
sin  costas,  las  que  serán  pagadas  por  !a« 
partes  en  la  cuota  ó  proporción  qoc  cai¿ 
uno  las  haya  causado,  sin  perjuicio  de  h  re- 
serva de  derechos  que  se  hace  al  demandad* 
para  que  los  haga  valer  en  la  forma  jcootn 
quien  viere  convenirle.— ^:ra6rjc/^eflcom. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Oorte: 

Vistos:  se  confirma,  con  costas  del  recurM. 
la  sentencia  apelada  de  7  de  junio  último - 
E,  Castillo,— Lais  Barriga.—R.  Reres  Sokr. 


Corte  de  Santiaio,-  5  de  diciembre  de  J.*»' 

Halle  con  Sociedad  As^rícola  de  Cochamó 

Competencia;  cuestión  de.— Inhibitoria 

Doctrina:— Tra6aí/a  ana  caestiónát 
competencia  por  inbihitoria  entre  tribu- 
nales de  igual  jerarquía  qae  depeodn 
de  superiores  diversos,  sólo  es  compt- 
tente  para  resolver  dicha  cuestión  el  su- 
perior del  tribunal  requerido. 


Presenta  la  demanda  por  don  Jorge  Haíf 
ante  el  j uez  de  Llanquihue  contra  la  Sociwi* 
Agrícola  d'.*  Cochamó  y  habiendo  obtenía 
ésta  del  juez  de  Santiago  que  se  decla^^'* 
competente  y  sosteniendo  ambos  i««f*  •' 
competencia,  quedó  trabada  la  cuestión.  í^  j 
vados  los  antecedentes  á 
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La  Corte: 


de  Apelaciones  de  Santiago  ésta  resolvió: 


lución  al  juez  letrado  de  Llanquihue.— £7/as 
de  la  Cruz,—J.  C.  Herrera.— Horacio  Pinto 
Agüero. 


Vistos:  teniendo  presente: 

1^  Que  la  demanda  interpuesta  por  don 
Jorge  Halle  se  ha  iniciado  ante  el  juez  letrado 
de  Llanqui hue,  cuya  competencia  ha  sido 
sostenida  por  el  nombrado  Halle,  no  sólo 
con  el  hecho  de  haber  interpuesto  ante  él  su 
demanda,  sino  también  expresamente  en  el 
escrito  de  responde; 

2'  Que  la  Sociedad  Agrícola  de  Cochamó, 
en  la  presentación  inserta  en  el  oficio  so- 
licitó del  primer  Juzgado  civil  de  esta  capi- 
tal que,  declarándose  competente  para  co- 
nocer en  la  demanda  de  Halle,  requiriese  al 
juez  letrado  de  Puerto  Montt  para  que  se 
inhibiera  del  conocimiento  del  negocio  y  le 
remitiese  los  autos  respectivos; 

3'  Que,  si  el  juez  requirente  insistiera  en 
la  inhibición,  á  pesar  de  haberse  negado  el 
juez  requerido,  deberá  aquel  enviar  los  autos 
al  Tribunal  superior  dA  segundo,  á  quien  co- 
rresponde resolver  la  competencia; 

4'  Que  en  el  presente  caso  no  puede  haber 
prórroga  de  jurisdicción  para  que  esta  Corte 
conozca  de  la  cuestión  pendiente,  puesto  que 
es  la  competencia  del  inferior  la  que  fija  la  del 
tribunal  superior;  y  precisamente  ahora  se 
trata  de  establecer  á  qué  Juzgado  correspon- 
de el  conocimiento  de  la  demanda;  y 

5^  Que  la  ley,  con  el  fin  de  obviar  la  difi- 
cultad que  nace  de  la  circunstancia  de  discu- 
tirse la  competencia  de  dos  Juzgados  que  de- 
penden de  diverso  superior,  ha  establecido 
que  dirima  la  contienda  el  superior  del  segun- 
do, el  cual  en  este  caso  es  el  del  Juzgado  del 
departamento  de  Llanquihue. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artícelo  111  del 
Cófligo  de  Procedimiento  Civil  y  194  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875,  se  declara  que 
no  corresponde  á  esta  Corte  conocer  de  la 
contienda  de  competencia  promovida  por  el 
juez  del  primer  Juzgado  de  Letras  de  esta  ca- 
pital en  el  oficio  dercuaderno  principal. 

Devuélvanse  los  autos  al  juez  respectivo 
para  que  los  haga  elevar  al  tribunal  de  alza- 
da que  corresponda  y  trascríbase  esta  reso- 


Corte  de  Santiago.— 11  de  diciembre  de  1906 
Banco  Caupolioán  con  Sucesión  Ugalde 

Título  ej 00 utl vo. —Plazo— Oblgaoló n 
exljlble 

Doctrina:— Z>e6e  denegarse  la  ejecu- 
ción si  el  título  presentado  tiene  más  de 
diez  años  contados  desde  que  la  obliga- 
ción se  hizo  exi^ible. 

La  circunstancia  de  que  aparezcan  en 
el  titulo  abonos  hechos  á  la  deuda,  que 
no  aparecen  aceptados  por  el  deudor, 
no  es  antecedente  para  establecer  que 
desde  la  fecha  del  áitimo  de  esos  abonos 
debe  contarse  el  plazo  de  diez  años  á  que 
sereñere  el  articulo  463  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.  Este  plazo  debe 
contarse  desde  que  se  cumplió  el  término 
ñjado  en  el  mismo  título,  esto  es,  desde 
que  la  obligación  se  hizo  exigible. 


El  Banco  de  Caupolicán  interpuso  juicio 
ejecutivo  ante  el  Juzgado  de  Rengo  contra  la 
sucesión  de  don  Nicanor  Ugalde  y  pidió  man- 
damiento de  ejecución.  El  juzgado,  con  fecha 
27  de  octubre  de  1904  proveyó: 

En  lo  principal  y  otrosí,  hágase  como  se  so- 
licita.—L.  Valdivieso. 

Apelada  esta  resolución. 

la  Corte: 

Vistos:  teniendo  presente: 

1^  Que  el  Juez  de  primera  instancia  debe 
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examinar  el  titulo  coa  que  se  apareja  la  de- 
manda ejecutiva; 

2^  Que  se  denegará  la  ejecución  si  el  título 
presentado  tuviese  m¿ís  de  diez  años,  conta- 
dos desde  la  fecha  en  que  se  hiciere  exigible  la 
obligación; 

3'  Que  el  título  con  que  se  ha  despachado 
el  mandamiento,  á  la  época  en  que  éste  fué 
solicitado,  habían  corrido  más  de  diez  años 
desde  el  25  de  marzo  de  1890,  fecha  en  que  se 
hizo  exigible  para  su  cobro; 

4'  Que  la  circunstancia  de  que  aparezcan 
en  el  título  abonos  hechos  á  la  deuda,  que 
además  no  aparecen  aceptados  por  el  deudor, 
no  es  antecedente  para  establecer  que  desde 
la  fecha  del  último  de  esos  abonos  debe  con- 
tarse el  plazo  de  diez  años  á  que  se  refíere  el 
artículo  463  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil,  sino  desde  la  fecha  en  que  se  cumplieron 


los  seis  meses  de  plazo  fijados  en  el  referí 
documento. 

5^  Que  debe  denegarse  la  cjccaciónát:: 
título  que  tuviese  más  de  diez  años  conta:  > 
desde  que  la  obligación  se  hizo  exigible; 

6'  Que  revocado  el  mandamiento  de  r 
bargo,  quedan  sin  efecto  de  propia  naturJ. 
za  las  demás  actuaciones  del  juicio. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  4-62  •: 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  - 
resolución  apelada  de  27  de  octubre  de  li^'i 
y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  despacha:  t 
mandamiento  solicitado,  y  se  supcnden  i  - 
efectos  de  todo  lo  obrado  con  postcriorir 
á  la  fecha  en  que  se  pronunció  la  referida  re 
solución. 

Redacción  por  el  señor  Ministro  de  la  Cr:-. 
/.  Ignacio  Larrain  Z.— Elias  de  la  Cmz.-J.C. 
Herrera. — Horacio  Pinto  Agüero. 
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Corte  de  Santiago.— 5   cíe  diciembre  de  1906 

Stuven  con  Besa 

Reconvención.—  Plazo.  —  Réplica.— Re- 
beldía 

Doctrina:— £/  término  paracontestar 
la  reconvención  es  de  quince  días. 


Don  Enrique  Stuven  demandó  á  don  Luis 
E.  Besa  ante  uno  de  los  Juzgados  de  Santia- 
go. Contestando  la  demanda  el  señor  Besa» 
reconvino.  El  juez  dio  traslado  al  demandan- 
te de  la  contestación  v  reconvención.  Tras- 
curridos más  de  seis  días  y  menos  de  quince 
desde  la  notificación  de  ese  traslado,  el  señor 
Besa  se  presentó  pidiendo  que  se  diera  por 
evacuado  el  trámite  de  contestación  á  la  re- 
convención en  rebeldía  del  demandante,  por 
estar  vencido  el  término  legal.  Accedió  el  Juz- 
gndo  á  esta  solicitud  con  fecha  16  de  agosto 
de  1906. 

El  demandante  Stuven  pidió  al  Juzgado  la 
reconsideración  de  este  proveído,  recayendo 

APElACIONíLSi 


sobre  esta  solicitud,  con  fecha  10  de  septiem- 
bre de  1906,  la  siguiente  resolución: 

Considerando: 

1^  Que  según  el  artículo  304.  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  la  reconvención  debe 
deducirse  en  el  escrito  de  con  testación  y  según 
el  artículo  306,  la  reconvención  s?  suntancia- 
rá  conjuntamente  con  la  demanda  principal; 

2^  Que  sigue  á  la  contestación  á  la  deman- 
da el  trámite  de  la  réplica  y  para  evacuar 
éste  da  el  término  de  seis  días  el  artículo  301 
del  citado  Código; 

3^  Que  ei  artículo  307  del  mismo  Código 
concede  el  plazo  de  seis  días  para  oponer  ex- 
cepciones dilatorias  contra  la  reconvención^ 
como  el  artículo  295  señala  el  término  de  em- 
plazamiento para  oponer  las  excepciones  di- 
latorias contra  la  demanda; 

4*^  Que  si  la  reconvención  debe  deducirse 
al  contestar,  si  la  reconvención  debe  sustan- 
ciarse conjuntamente  con  la  demanda,  si  por 
consiguiente  la  reconvención  debe  contestarse 
en  el  escrito  de  réplica,  si  la  réplica  debe  pre 
sentarse  dentro  de  seis  días,  si  se  da  el  térmi- 
no de  seis  días  para  oponer  excepciones  dila- 
torias, consecuente  es  deducir  que  sólo  hay 
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el  término  de  seis  días  para  contestar  la  re- 
convención; 

5'  Que  el  hecho  de  que  se  someta  la  recon- 
vención á  las  formas  de  la  demanda  no  está 
en  pugna  con  la  circunstancia  de  que  la  ley 
liaya  restringido  el  término  para  su  contes- 
tación y  de  que  deba  sustanciarse  conjunta- 
mente con  la  demanda; 

6^  Que  la  interpretación  contraria  produ- 
ciría ó  bien  la  separación  de  la  réplica  ó  bien 
un  aumento  de  término  para  evacuar  ésta  y 
ninguna  de  las  dos  consecuencias  estaría  au- 
torizada por  la  ley,  ni  la  réplica  puede  pre- 
sentarse después  de  seis  días  (si  el  demanda- 
do no  quiere,  pues  no  es  término  fatal)  ni  se 
puede  contestar  la  reconvención  en  otro  es- 
crito que  el  de  la  réplica; 

7^  Que  en  este  caso  sucedería  que  el  deman- 
dado no  habría  tenido  derecho  para  acusar 
rebeldía  de  la  réplica,  aunque  habría  trascu- 
rrido con  exceso  el  término  de  seis  días. 

Se  declara  que  no  ha  lugar  la  reconside- 
ración pedida  en  el  escrito  y  se  concede  el 
recurso. — Dagoberto  Lagos. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Vistos:  teniendo  presente:  I 

1^  Que  la  reconvención  es  una  demanda 
que,  según  el  artículo  304  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  debe  estar  revestida  de  los 
requisitos  que  los  artículos  251  y  252  del 
mismo  Código  exigen  en  toda  demanda,  y 
para  este  efecto,  agrega  la  primera  de  aque- 
llas disposiciones  '*se  considera  como  deman* 
dada  la  parte  contra  quien  se  deduzca  la  re- 
convención"; 

2^  Que  dado  este  carácter,  se  sigue  lógica- 
mente que  rigen  con  la  reconvención  todas 
las  prescripciones  de  la  ley  referentes  á  la  de- 
manda, y  en  consecuencia,  debe  conferírsele 
traslado  al  reconvenido,  que  hace  las  veces 
dtl  demandado,  según  el  artículo  254,  y  con- 
cedérsele el  plazo  de  quince  días  para  contes- 
tarla, que  fija  el  artículo  255  del  Código  cita- 
do, al  demandado  que  fuere  notificado  en  el 
lugar  donde  funcione  el  tribunal,  como  debe 
necesariamente  suceder,  ya  que  el  actor,   al 


iniciar  su  primitiva  demanda,  necesita  1-.- 
nar  domicilio  conocido  dentro  de  los  Km::- 
urbanos  de  esc  lugar  para  las  notificad  o:..' 
según  el  artículo  52; 

3^  Que  esto  mismo  se  desprende  del  anb 
lo  258  del  Código  de  Procedimiento,  alcj. 
se  sujeta  también  la  reconvención  por  ela- 
tículo  304  citado,  pues  según  aquella  dísp> 
ción,  la  demanda  puede  ampliarse  y  reri 
carse  después  de  notificada  y  antes  deconte» 
tada,  y  en  tal  caso  ''las  modificaciones  x  con- 
siderarán  como  nueva  demanda  para  !(»> 
efectos  de  su  notificación,  y  sólo  dcsile  laic 
cha  en  que  esta  diligencia  se  practique  cor.-v 
rá  el  término  para  contestar  la  primitiva  «ii 
manda",  ó  sea  en  el  caso  actual,  la  rfconvrr 
ción,  ya  que  á  ésta  se  aplica  también  «iic"  . 
disposición;  lo  que  importa  reconocer eipr.- 
sámente  que  el  plazo  para  contestarla  es  r! 
mismo  que  se  tiene  para  toda  demanda,  r 
que  se  puede  modificar  la  reconvención,  cob 
tándose  en  este  caso  dicho  plazo  desde  1.'.  -^ 
tima  notificación; 

4'  Que  el  artículo  307  del  mismo  C'-vi: 
que  fija  el  término  de  seis  días  para  op»  "^r 
excepciones  dilatorias  contra  la  recoir.ír- 
ción,  lejos  de  desvirtuar  esa  conclusión  !a  ^  > 
rrobora,  pues  si  estos  seis  días  fueran  '* 
mismos  que  se  concedían  para  contestara. 
no  habría  tenido  la  ley  para  qué  indicarla 
se  habría  valido  de  otras  expresiones  que  .íí: 
lo  manifestaran,  de  modo  que  al  hjarii.íJ^ 
porque  era  plazo  distinto  y  porque  quisa  rf> 
tringirlo  i  uno  menor  que  el  que  otor^.'.^-i 
para  la  contestación,  á  6n  de  abreviar  !.i  tra 
mitación; 

5*^  Que  el  término  de  seis  días  que  el  ar 
tículo  301  del  Código  citado  concede  al  a».  í' 
para  replicar,  se  refiere  á  la  contestación  «"" 
pie,  es  decir,  en  que  no  se  deduce  nirj:-r^ 
nueva  acción,  pero  ho  cuando  hay  raor 
vención,  la  que,  si  bien  debe  formularse  ca t 
escrito  de  contestación,  constituye  una  5'*-'- 
ción  distinta  que  la  ley  contempla  en  tí- " 
por  separado,  que  introduce  á  la  discu?:' 
délas  partes  un  nuevo  elemento  que  «c  e?''* 
ma  como  demanda,  y  que  convierte  aí  ac^vf 
en  demandado,  y  como  á  tal  con  átxt¿ 
los  plazos  de  que  éste  goza  para  defendc:>: 
y  no  al  que  se  fija  para  la  réplica,  respe"' 
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de)  cual  no  hace  la  nunor  referencia  el  título 
que   trata  de  esta  materia; 

6"  Qut  si  así  no  fuera,  se  colocaría  al  de- 
mandado por  la  reconvención  en  una  condi- 
ción desventajosa,  tanto   porque  dispondría 
de  menor  término,  cuanto   porque  en  ciertos 
casos   no  podría  defenderse,   como  sucedería 
si  opone  excepciones  dilatorias— lo  que  puede 
hacer  según  se  ha  visto— y  son   desechadas, 
pues  es  muy  probable  que  en  la  tramitación 
y  fallo    (le  estas   excepciones   trascurran  los 
SI  «s  días  de  la  réplica  y  no  le  quede  ninguno 
p  ira  contestar,  y  bajo  este  supuesto,  no  po- 
dría   invocar  á    su  favor  la  disposición  del 
aitWcrlo  298,  qiie  concede  á  todo  demandado 
que  se  encuentre  en   igual  caso,  esto  es,  que 
ha  opuesto  excepciones  dilatorias,  diez  días 
para   contestar,    contados  desde  la  notifica- 
ción del    fallo  que  las  desecha,  porque  si  no 
se  aplicíi  el   artículo   255,  que  otorga  quince 
(lías  al  demandado,  tampoco  tendría  cabida 
el   298  que  se  acaba  de  citar,  que  le  concede 
diez  días,  por  referirse  uno  y  otro  á  térmi- 
nos para   contestar  la  demanda  y  ser  igual 
la  situación;  y  nótese  que  la  excepción  opues- 
ta  ha  podido  ser   motivada   por  culpa  del 
mismo  que  reconviene,  como  sería  si   inicia 
su  acción   con  defecto  que  después  subsana, 
lo  que  haría  más  agravante  privar  al  recon- 
venido del  nuevo  plazo  de  que  goza  todo  Je" 
mandado.  Por  cierto  que  la  ley  no  ha  podido 
sancionar  un  estado  de  cosas  semejante  que 
conduce  á  tales  consecuencias; 

7*^  Que  la  misma  anomalía  resultaría,  bajo 
el  supuesto  que  se  analiza,  si  se  reconviene  en 
juicios  que  no  tienen  escritos  de  réplica  y  du- 
plica, como  son  los  de  comercio  y  minas,  ar- 
*^ículos  887  y  918  del  Código  citado,  en  los 
cuales,  por  esta  circunstancia,  no  habría  tér- 
mmo  para  la  contestación,  porque  ésta  debía 
evacuarse  en  la  réplica;  y  si  bien  el  Juez  puede 
ordenar  que  se  presenten  esos  escritos,  esto 
^*s  facultativo  en  él  y  sometido  í\  su  solo  cri- 
terio, sin  lugar  á  a¡)elación,  3'  no  puede  el 
ejercicio  de  un  derecho  depender  de  la  volun- 
tad exclusiva  del  magistrado;  si  la  ley  permite 
reconvenir  en  estos  juicios,  ha  debido  fijar 
también  los  trámites  y  plazos  á  que  tienen 
<iue  sujetarse,  y  esto  lo  ha  hecho  consideran- 
*lo  como  demanda  la  reconvención   v   como 


demandado  al  que  se  reconviene,  con  lo  que 
queda  dicho  que  rigen  respecto  de  ella  las  dis- 
posiciones referentes  á  toda  demanda; 

8^  Que  la  legislación  anterior  á  la  vigencia 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  concedía 
para  contestar  la  reconvención  el  mismo  pla- 
zo que  para  constestar  la  demanda,  según  se 
ve  en  la  ley  3*,  título  7^  libro  11  de  la  Noví- 
sima Recopilación  y  artículo  33  de  la  le}'  de 
15  de  octubre  de  1856,  y  si  aquel  Código  hu- 
biera querido  modificar  este  estado  de  cosas 
habría  corisignado  disposiciones  expresas 
que  así  lo  establecieran  con  claridad,  pero  le- 
jos de  eso,  las  referencias  que  hace  manifies- 
tan todo  lo  contrario; 

9^  Que,  según  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos precedentes,  el  término  para  contestar  la 
reconvención  es  de  quince  días  y  como  la  re- 
beldía se  acusó  antes  de  vencerse,  es  improce- 
dente. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  resolu- 
ción apelada  de  16  de  agosto  último,  y  se  de- 
clara que  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  la 
parte  de  don  Luis  E.  Besa  en  su  escrito. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
de  la  Cruz,  quien  opinó  por  confirmar  la  refe- 
rida resolución,  á  virtud  de  los  fundamentos 
que  consigna  el  auto  de  10  de  septiembre  últi- 
mo, recaído  en  el  incidente  sobre  reconsidera- 
ción de  aquella  resolución. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  J.  C. 
Herrera.— £//as  de  la  Cruz—J.  C  Herrera.— 
Horacio  Pinto  Agüero. 


Corte  de  Santiago.— 27  de  julio  de  1907 

Salazar  con  Cornejo 

Cuasi- delito— Accidente.  —  Daño.  -  Per- 
juicios. —  Indemnización.  —  Muerte. — 
Negligencia.— Imprudencia. 

Doctrina:  Constituye  negligencia  inex- 
cusable ó  imprudencia  temeraria  de  par- 
te de  un  padre  el  conñar  á  suhijoy  menor 
de  catorce  años^  el  manejo  de  una  carre- 
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tela  en  las  calles  de  Santiago,  y  esta  neglL 
gencia  lo  hace  responsable  del  daño  cau- 
sado por  su  hijo  que  atropello  y  mató 
con  el  vehículo  á  un  niño  de  corta  edad. 

Aparte  del  sentimiento  y  del  valor  de 
afección — que  no  se  divisa  por  que  deban 
eliminarse  en  absoluto — la  muerte  de 
toda  persona  importa  de  por  sí  un  per- 
juicio real  y  positivo,  ya  que  por  lo  gene- 
ral, tanto  en  las  naciones  como  en  las 
familias,  la  vida  humana  es  un  elemento 
de  verdadera  riqueza;  y  bajo  este  aspec- 
to, susceptible  de  una  apreciación  mate- 
rial ó  en  dinero. 

La  diñcultad  para  hacer  esta  aprecia- 
ción y  establecer  su  monto  fijo  por  me- 
dio de  testigos  ó  peritos,  no  significa 
que  no  debe  efectuarse  ó  que  el  daño  sea 
inapreciable,  pues,  salvo  casos  muy  cali- 
ficados, la  apreciación  en  materia  de 
perjuicios  queda  siempre  al  arbitrio  del 
juzgador,  sin  más  norma  que  su  buen 
criterio  para  calificar,  en  cada  juicio,  los 
diversos  factores  y  las  distintas  circuns- 
tancias que  le  suministra  el  mérito  de 
autos. 

Si  en  la  demanda  se  cobra  una  canti- 
dad determinada  como  indemnización 
por  un  accidente  y  en  el  curso  del  juicio 
no  se  rinde  prueba  que  permita  estimar 
el  monto  de  esta  indemnización,  dese- 
chándose por  este  motivo  la  demanda 
en  primera  instancia,  puede,  sin  embargo, 
el  Tribunal  de  Alzada  dar  lugar  á  ella 
en  cuanto  se  exige  una  indemnización, 
ordenando  que  ¡a  fije  el  juez  a  quo  to- 
mando en  cuenta  las  facultades  del  de- 
mandado y  demás  antecedentes  apre- 
dables. 


Don  Aníbal  Salazar  se  presentó  ante  la  jus- 
ticia exponiendo  que  su  hijo  Humberto,  de 


dos  años  de  edad,  fué  atropellado  frente  á  su 
domicilio  por  un  carretón  que  conducía  Se- 
gundo Cornejo,  muchacho  menor  de  edad;  y 
que  las  lesiones  graves  consiguientes  causa- 
ron al  siguiente  día  el  fallecimiento  de  su 
hijo. 

Con  tal  motivo  el  señor  Salazar  demanda 
á  don  Juan  de  Dios  Cornejo,  padre  de  Segun- 
do, para  que  el  demandado  le  pague  veinte 
mil  pesos  como  indemnización  por  el  daño 
irreparable  que  se  le  ha  causado. 

El  señor  Cornejo,  contestando,  expone  en- 
tre otras  razones  que  no  se  espcciñca  la 
naturaleza  de  los  perjuicios;  por  lo  cual  pide 
se  rechace  la  demanda  con  costas. 

Seguido  el  juicio  por  todos  sus  tramites,  el 
señor  juez  del  primer  Juzgado  en  lo  Civil  libró 
la  siguiente  sentencia: 

Considerando. 

1^  Que  si  bien  hay  en  autos  antecedentes 
bastantes  para  dar  por  establecido  que  el 
accidente  de  que  fué  víctima  el  niño  Humlier- 
to  Sal  izar  es  imputable  á  negligencia  inexcu- 
sable é  imprudencia  temeraria  del  demandado, 
pues  tenía  confiado  el  manejo  de  su  carretón 
á  un  niño  que  por  su  edad  no  podía  dirigirlo 
con  acierto,  no  se  ha  acreditado  que  el  de- 
mandante haya  sufrido  un  daño  estimable  en 
dinero  por  la  muerte  de  su  hijt»;  y 

2^  Que  tampoco  hay  constancia  en  autos 
que  la  pérdida  de  ese  niño  ocasionara  al  de- 
mandante la  privación  de  un  lucro  cierto  y 
determinado. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  expues- 
to en  los  artículos  1698  y  2314  del  Código 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  deman- 
da, sin  costas,  por  haberse  tenido  anteceden- 
tes plausibles  para  litigar. — R,  Ahumada  M. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte 

dictó  por  mayoría,  el  siguiente  fallo: 
Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  3' tenien- 
do presente: 

1^  Que  de  autos  aparecen  estos  hechos: 
a  )  Que  la  carretela  que  ocasionó  el  atrope- 
llo, primero,  y  la  muerte,  después,  del  niño 
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Humberto  Salazar,  era  dirigida  por  el  hijo 
del  demandado,  Segundo  Cornejo,  de  edad  de 
catorce  anos;  y 

b)  Que,  ajuicio  de  los  testigos  presenciales, 
el  accidente  se  debió  á  una  imprudencia  de 
Cornejo,  pues  no  detuvo  el  vehículo  á  pesar 
de  los  gritos  que  oportunamente  se  le  dieron; 

2^  Que  el  hecho  de  confiar  el  manejo  de  una 
carretela,  en  las  calles  de  Santiago,  á  un  mu- 
chacho de  sólo  catorce  años,  importa,  sin 
duda,  negligencia  inexcusable  ó  imprudencia 
temeraria  de  parte  del  demandado,  y  le  aca- 
rrea, por  lo  tanto,  las  responsabilidades  con- 
siguientes establecidas  por  la  ley  para  estos 
casos; 

39  Que  aparte  del  sentimiento  y  del  valor 
de  afección — que  no  se  divisa  por  qué  deban 
eliminare. en  absoluto — la  muerte  de  toda 
persona  importa  de  por  sí  un  perjuicio  real  y 
positivo,  ya  que,  por  lo  general,  tanto  en  las 
naciones  como  en  las  familias,  la  vida  huma- 
na es  un  elemento  de  verdadera  riqueza;  y, 
bajo  este  aspecto,  susceptible  de  una  aprecia- 
ción material  ó  en  dinero; 

4^  Que  la  dificultad  para  hacer  esta  apre- 
ciación y  establecer  su  monto  fijo  por  medio 
de  testigos  ó  peritos,  no  significa  que  no  deba 
efectuarse  ó  que  el  daño  sea  inapreciable, 
pues,  salvo  casos  muy  calificados,  la  apre- 
ciación en  materia  de  perjuicios  queda  siem- 
pre al  arbitrio  del  juzgador,  sin  más  norma 
que  su  buen  criterio  para  calificar,  en  cada 
juicio,  los  diversos  factores  y  las  distintas 
circunstancias  que  le  suministra  el  mérito  de 
autos; 

5^  Que  no  es  lógico,  ni  admisible,  en  con- 
secuencia, que  pudiendo  cobrarse  perjuicios, 
según  la  práctica  corriente,  por  la  pérdida 
culpable  de  im  ojo,  un  brazo  ó  una  pierna, 
no  pueda  hacerse  esto  mismo,  sin  embargo, 
por  la  pérdida  de  la  vida; 

6^  Que  la  circunstancia  de  haberse  manda- 
do sobreseer  definitivamente,  en  el  sumario 
criminal,  á  favor  de  Segundo  Cornejo,  con 
motivo  de  estimársele  irresponsable  por  ser 
menor  de  catorce  años,  lejos  de  destruir,  afir- 
ma la  negligencia  inexcusable  ó  imprudencia 
temeraria  del  demandado,  y  no  importa  la 
eliminación  de  la  acción  civil  que  se  hace  va- 
ler en  este  juicio;  y 


7'  Que,  si  bien  ha}'  antecedentes  para  creer 
que  el  demandado  hizo  varios  desembolsos  á 
causa  del  atropello  de  su  hijo,  no  se  ha  reci- 
bido prueba  bastante  al  respecto,  aparte  de 
que  esos  gastos  pudieron  ser  hechos  también 
por  otra  persona. 

En  esta  virtud,  y  de  acuerdo  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  374  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  y  1698,  2314  y  2320  del 
Código  Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  4  de  diciembre  de  1906,  y  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  se  exige  por 
ella  al  demandado  una  indemnización  con 
motivo  de  la  muerte  del  niño  Humberto  Sa- 
lazar,  hijo  del  demandante,  indemnización 
que  deberá  fijarse  por  el  juez  a  quo^  toni¿indo 
en  cuenta  las  facultades  del  dicho  demandado 
y  demás  antecedentes  apreciables. 

Redacción  del  señor  Ministro  Montero. 

Acordada  contra  el  voto  del  Ministro  señor 
Barriga,  que  opinó  por  confirmar  la  referida 
sentencia  por  las  razones  que  consigna  en  el 
libro  de  votos.— Lnw  Barriga.— José  T,  Ma- 
rín.—M.  Montero, 


VOTO   ESPECIAL 

En  el  juicio  seguido  por  don  Aníbal  Sala- 
zar  contra  don  Juan  de  Dios  Cornejo,  el  in- 
frascrito, disintiendo  de  la  mayoría  del  Tri- 
bunal, opinó  por  que  se  confirmara  la  senten- 
cia de  primera  instancia,  fundado  en  las 
siguientes  consideraciones. 

Prescindiendo  de  la  cuesticn  legal  relativa 
al  derecho  con  que  pudiera  reclamarse  la  in- 
demnización materia  del  presente  juicio,  no 
podría,  en  mi  concepto,  acogerse  la  demanda 
por  falta  absoluta  de  elementos  que  permi- 
tan determinar  su  cuantía. 

Es  verdad  que  la  indemnización  se  funda  en 
el  solo  hecho  de  la  muerte  y  que,  en  general, 
la  avaluación  pecuniaria  de  todo  perjuicio  no 
es  susceptible  de  prueba  que  precise  su  mon- 
to y  queda,  por  lo  tanto,  sujeta  á  la  a|)recia- 
ción  del  Tribunal  que  ha  de  juzgarla. 

Sin  embargo,  es  de  toda  evidencia  que  esta 
apreciación  no  puede  quedar  sujeta  al  pnro 
arbitrio  del  juez,  ya  que  éste,  como  lo  recono- 
ce el  fallo  de  la  mayoría,  necesita  que  los  au- 
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tos  le  suministren  factores  ó  antecedentes 
que  le  permitan  formar  su  criterio. 

Y,  como  insinuaba  al  comenzar,  no  hay  en 
la  causa  elemento  alguno  á  este  respecto,  ni 
siquiera  para  establecer  con  exactitud  la 
condición  de  la  persona  ofendida. 

Para  apreciar  el  alcance  de  las  observacio- 
nes anteriores,  no  puede  prescindirse  de  to- 
mar en  cuenta  que  en  la  demanda  se  cobre 
una  cantidad  determinada,  veinte  mil  pesos, 
como  indemnización  por  la  muerte  de  un  niño 
de  dos  años  y  lo  que  dispone  el  artículo  196 
jjel  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Santiago,  27  de  julio  de  1907 Luis  Ba- 
rriga. 


Corte  de  la  Serena.— Cas.  en  la  forma.— 
6  de  diciembre  de  1906. 

Aguirre  y  otros  con  Espoz 

Casación  en  la  forma.— Estado  civil. 
—Hijo  natural.— Ministerio  públi- 
co; su  aulenda. 

Doctrina:— ¿s  nula  la  sentencia  dicta- 
da en  primera  instancia,  en  Juicio  sobre 
'  el  estado  civil  de  una  persona,  sin  au- 
diencia del  Ministerio  Público,  por  ser 
éste  un  trámite  esencial  del  procedi- 
miento. 

No  puede  subsanarse  esta  omisión 
oyendo  al  Ministerio  Público  en  segunda 
instancia.  ( 1 ) 


Don  Camilo  Aguirre,  curador  testamentario 
délas  señoritas  Carmen  y  Tadea  Espoz,  inter- 
puso la  siguiente  demanda  contra  doña  Feli- 
cidad Espoz,  ante  el  Juzgado  de  letras  de  Co- 
piapó: 


(1)  ?j8ta  doctrina  sólo  fué  senta'!  i  por  tres  votos 
contra  dos. 


Que  se  me  ha  notificado  una  solicituüie 
doña  Felicidad  Espoz,  poniendo  en  mi  con 
cimiento  haber  aceptado  la  calidad  de  iúy¿ 
natural  que  dice  halDerle  conferido  don  Mii 
ciades  Espoz  en  su  testamento  de  25  de  octa 
bre  de  1901.  Acompaño  al  efecto  una  escritu- 
ra pública  de  aceptación  que  corre  agiTga.i; 
á  la  solicitud  de  mi  referencia  y  que  [K»r:Tii 
parte  pido  se  mande  agregar. 

Junto  con  tomar  conocimiento  de  la  íH»ik- 
tud  y  escritura  de  que  se  trata,  heprotesu  •• 
que,  fuera  de  todo  juicio,  se  me  haga  una  r.  ■• 
tificación  insidiosa  tendente  á  burlar  la  ñi.t 
ción  del  citado  testamento  que  impone  la  [<r 
dida  de  la  asignación  al  que  reclame  contra 
él.  En  otros  términos,  doña  Felicidad  V.>['  : 
pretende  socavar  la  base  del  testamento  t 
cambiar  la  condición  jurídica  en  que  el  testa- 
dor ha  querido  colocar  y  ha  colocadi»  á  :  - 
distintos  asignatarios,  valiéndose  del  subirf- 
fugio  de  suscribir  supuestos  pngarées  y  w- 
ciéndose  en  seg<tida  demandar  por  el  sii|iut> 
to  acreedor  para  que  la  compe'iera  á  pnr>t3r 
la  aceptación  de  un  reconocimiento  ijuc  t 
testador  jamás  pensó  hacer,  como  se  de*»[»rci:- 
de  clara  é  indubitablemente  de  sn  meranna 
testamentaria. 

De  este  modo  ha  creído  doña  Felicifia«i  K^- 
poz  que  podría  llamarse  hija  natural  ilc  i  ' 
Milcíades  Espoz  con  derecho  á  la  refornii.  le 
su  testamento  y  que  colocaría  á  las  única-  y 
verdaderas  hijas  naturales,  que  lo  «nr  r.- 
pupilas  y  doña  Hermelinda  Espoz  de  Amvj 
en  situación  de  tener  que  demandarla,  im.*j:  • 
nando  así  mejorar  de  condición  legal  y  [►•>'«: 
tal  vez  obstruir  la  liquidación  y  distriluk  t 
de  la  herencia. 

Ha  creído  también,  sin  duda,  que  poiina  • 
su  turno  arrojar  á  mis  pupilas  la  sancn'*n  if 
testamento  como  un  pedruzco  quelestcrTt- 
ría  el  paso  y  habría  de  aplastarlas;  |>crn '  ^ 
verdad  de  las  cosas  es  otra  v  lo  tlen:.'^ : 
pasa  de  ser  un  sueño  que  únicamente  la  ani'  :• 
ción  ha  producido. 

Yo  acepto  discutir  en  el  terreno  en  quc<i'' • 
Felicidad  Espoz  ha  querido  colocarme c»: ' 
curador  de  las  señoritas  Carmen  y  Tadea  i^* 
poz;  acepto  el  papel  de  demandante  que  ^-^ 
obliga  á  desempeñar;  declaro  sí  que  no  r* 
pugno  el  testamento  de  don  Milcíades  F<;  - 
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íjue  uie  someto  en  absoluto  á  la  voluntad  por 
é\  manifestada:  que,  por  el  contrario,  sosten- 
go el  cumplimiento  estricto  de  sus  disposicio- 
nes; que  me  conformo  con  el  carácter  de  here- 
deras universales  y  asigna  tarias  de  cuotas 
que  el  señor  Espoz  ha  dada  á  sus  solas  hijas 
naturales  doña  Hermelinda,  doña  Carmen  y 
doña  Tatlea  Bspoz;  y  declaro  finalmente  que 
si  ocurro  á  la  justicia  es  compelido  por  la 
misma  doña  Felicidad  que  por  falsos  medios 
ym  líos  manejos  pretende  compartir  con  aque- 
llas una  calidad  que  no  tiene  y  participar  de 
una  herencia  que  no  se  le  ha  dejado  ni  deferi- 
do. Prueba  palmaria  de  esto  último  es  que  la 
])osesión  efectiva  de  la  herencia  se  ha  conce- 
dido sólo  á  mis  piipi'as  y  á  doña  Hermelinda 
Kspoz  de  Araya,  sin  que  hasta  ahora  doña 
Felicidad  ni  ningún  otro  pretendiente  se  haya 
atrevido  á  protestar,  ni  á  solicitarla,  no  obs- 
tante el  tiempo  trascurrido. 

Xo  se  ocultará  á  líi  penetración  de  US.  que 
si  doña  Felicidad  Espoz  fuera  hija  natural  de 
don  Milcíades  Espoz,  como  lo  pretende,  ha- 
bía de  pedir  la  reforma  del  testamento  por  sí 
ó  por  intermedio,  como  parece  querer  hacer- 
lo, por  el  traspaso  quede  sus  pretendidos  dere- 
chos ha  efectuado  á  don  Ángel  Navarro;  tam- 
poco se  le  ocultará  que  la  sola  circunstancia 
de  hal^er  prestado  la  aceptación  de  un  reco- 
nocimiento que  no  existe  y  haber  pedido  se 
me  notifique,  importa  querer  inmiscuirse  en 
la  herencia  de  don  Milcíades  Espoz  y  querer 
vulnerar  el  derecho  de  los  herederos  uni ver- 
versales  que  son  los  únicos  administradores 
dnrante  la  comunidad,  con  la  sola  obligación 
íle  pagar  los  legados,  cuando  no  lo  ha  verifi- 
cado el  albacea;  comprenderá  también  que 
hay  un  hecho  tangible  y  realizado  que  perju- 
<l¡ca  grandemente  á  dichos  herederos  univer- 
sales que  vendrían  á  compartir  con  otras 
personas  bienes  que  le  pertenecen  exclusiva- 
mente y,  finalmente,  comprenderá  asimismo, 
íjue  una  situación  semejante  no  puede  ni  ílebe 
prolongarse  por  más  tiempo,  sin  que  se  re- 
suelva una  vez  por  todas,  si  doña  Felicidad 
^^spoz  es  en  realidad  hija  natural  de  don  José 
Milcíades  Espoz  ó  simplemente  ilegítima  y 
í^signataria  á  título  singular. 

l^e  aquí  la  necesidad   que  hay  de  ventilar 
íicsde  luego  el  juicio  sobre  filiación,  á  fin   de 


salvaguardiar  los  intereses  ágenos  puestos  en 
mis  manos  por  voluntad  del  testador  y  que 
la  ley  me  manda  defender  por  todos  los  rae- 
dios,  so  pena  de  hacerme  personalmente  res- 
ponsable. 

En  consecuencia,  entablo  demanda  contra 
doña  Felicidad  E'spoz,  sin  profesión  determi- 
nada, con  domicilio  en  la  calle  de  Los  Carre- 
ras, para  que  se  declare: 

1^  Que  no  es  hija  natural  de  don  Milcíades 
Espoz,  sino  simplemente  ilegitima; 

2^  Que  la  declaración  que  ha  hecho  á  peti- 
tición  de  don  Ángel  Navarro,  según  la  escri- 
tura de  7  de  abril  de  1905,  no  afecta  en  nada 
á  mis  pupilas  señoritas  Carmen  y  Tadea 
Espoz; 

3*?  Que  habiendo  doña  Felicidad  Espoz-sub- 
vertido  la  voluntad  del  testador  arrogándo- 
se una  calidad  que  éste  no  le  ha  conferido,  ha 
incurridoen  la  pérdida  del  legado  de  $10.000, 
debiendo  devolver  lo  que  hubiere  percibido 
con  intereses  legales;  y 

4-^  Que  debe  pagar  las  costas  del  presente 
juicio. 

Por  tanto  suplico  (jue,  habiendo  por  enta- 
blada la  demanda  con  el  testamento  que 
acompaño  y  demás  documentos  á  que  se  ha- 
ce referencia,  se  sirva  hacerle  lugar  en  todas 
sus  partes. 

A  petición  de  doña  Felicidad  Espoz,  se  ad- 
hirió á  la  demanda  don  Miguel  Araya,  por 
su  esposa  doña  Hermelinda  Espoz,  con  el  si- 
siguiente  escrito:  *'Se  me  notificó  el  cúmplase 
de  una  sentencia  de  segunda  instancia,  lo  que 
me  obliga  á  revisar  los  papeles  )%  en  vista  de 
ellos,  creo  indispensable  formular  las  siguien- 
tes observaciones: 

**Yo  no  acepto  la  filiación  natural  que  se 
atribu\e  doña  Felicidad  Espoz;  y  mi  único 
deseo  es  que  se  mantenga  y  respete  en  todas 
sus  partes  el  testamento  de  don  José  Milcía- 
des Espoz  sin  alterarlo  siquiera  en  una  coma. 

^'Solamente  obligado  por  fuerza  mayor  en- 
traría á  la  litis  que  nhora  se  me  obliga  por 
resolución  del  Iltmo.  Tribunal  y  con  mi  ex- 
presa protesta,  por  cuanto  mi  parte  tiene  re- 
conocida en  escritura  pública  su  filiación,  no 
teniéndola  doña  Felicidad  en  ninguna  forma. 

*'En  vista  de  lo  expuesto  y  sólo  en  la  forma 
obligada  que  indico,  me  adhiero  á  la  deman- 
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da  formulada  por  don  Camilo  Aguirre  y  con 
el  único  propósito  de  que  se  resf)ete  el  testa- 
mento de  don  José  Milcíades  Hspoz  y  no  se 
reconozca  como  hijo  natural  persona  que  el 
testador  no  reconoció  el  carácter  de  tal". 

Doña  Felicidad  Bspoz,  contestando  la  de" 
manda  y  reconviniendo,  expone:  **q\ie  en  jus- 
ticia el  juzgado  se  ha  de  servir  desechar  á  su 
tiempo  la  acción  aludida  y  dar  lugar  á  las  so- 
licitudes que  formularé  á  la  conclusión. 

Cuatro  son  las  peticiones  formuladas  por 
las  demandantes,  á  saber: 

1*  Que- se  declare  que  no  soy  hija  natural, 
sino  ilegítima; 

2*  Que  se  declare  que  la  cesión  de  mis  dere- 
chos hereditarios  á  don  Ángel  Navarro  no 
afecta  en  nada  á  sus  representados; 

3*  Que  habiendo  yo  subvertido  la  voluntad 
del  testador  arrogándome  una  calidad  que 
él  no  me  confirió,  he  perdido  mi  derecho  al  le- 
gado de  $  10.000;  y 

4-^  Las  costas. 

Acerca  de  estas  peticiones  debo  decir  y  repe- 
petir  (pie  de  ellas,  la  única  que  a  mí  me  afec- 
ta es  la  primera  ¡lorque  independientemente 
de  todo  interés  peciiiiiario,  yo  no  podría  con- 
sentir en  que  se  me  arrebatara  el  es:ado  de 
hija  natural  que  mi  padre  me  confirió.  En 
cuanto  á  las  i)eticiones  siguientes,  habiendo 
yo  cedido  mis  derechos  hereditarios  á  don 
Ángel  Navarro, ellas  no  me  afectan,  y  habien- 
do notificado  la  cesión  á  los  demandantes, 
sería  nula  toda  sentencia  que  se  dictara  sin 
audiencia  ni  citación  del  cesionario. 

Por  lo  demás,  las  tres  últimas  peticiones  es- 
tán evidentemente  subordinadas  á  lo  que  se 
falle  respecto  de  la  primera,  porque  si  Injusti- 
cia declara  que  yo  soy  hija  natural  por  reco- 
nocimiento testamentario,  á  la  vez  desechará 
las  otras  tres  peticiones;  y  por  el  contrario, 
si  diese  lugar  á  la  primera,  no  por  eso  se  en- 
tenderían aceptadas  las  dos  últimas. 

En  efecto,  no  se  comprende  que  razonable- 
mente pueda  llegar  el  caso  de  que  se  condene 
en  costas  y  á  la  perdida  del  legado  á  una  le- 
ga taria  demandada  que  no  debe  nada  á  na- 
die, que  no  está  en  mora  en  el  cumplimiento 
de  obligación  alguna  y  que  no  ha  cometido 
más  delito  que  el  de  pretenlcr  que  el  testa- 
mento de  su  padre  la  reconoce  como  hija  y 


que  con  el  hecho  de  haberla  reconocido  conn 
hija  le  dio  la  calidad  de  hija  natural.  Si  ci  tes- 
tamento no  dice  esto,  yo  no  he  pedido  ni  pi<i-j 
á  la  justicia  que  lo  altere  y  lo'  reforme  en  e«:c 
punto  para  hacerlo  decir  lo  qnc  no  dice:  me 
someto  de  antemano  á  loque  la  justicia  de- 
clare  al  res|)ccto.  Ella  dirá  si  esto  es  un  dei.::- 
que  merece  pena. 

Supongamos  que  el  albacca  privase  á  ura 
délas  herederas  instituidas  pt»rcl  testamen: . 
de  alguno  de  los  fundos  que  el  testai!  ^r  x 
dejó  y  que  se  presentara  judicialmente  á  r<- 
clamarlo. 

¿Perdería  sus  derechos  hereditarios? 

Nó. 

¿Por  qué? 

En  primer  lugar,  porque  es  legitimaria,  y  en 
segundo  lugar,  porque  al  entablar  su  rccíj- 
mación,  ella  no  pretendía  sino  que  se  rj'n- 
pliera  una  de  las  disposiciones  testanir-- 
tarias. 

Yo  estoy,  en  el  mismo  caso,  porque  al  jfrc- 
tender  la  filiación  natural,  lo  único  que  ¡fre* 
tendo  es  que  se  den  al  reconocimiento  tc>:.v 
mentario  los  efjs.'tos  que  la  ley  le  da. 

Por  manera,  que  si  la  cesión  de  mis  dere- 
chos hereditarios  á  don  Ángel  Navarro  m 
puede  afectar  los  intereses  de  las  deraanhn- 
tes,  si  puede  afectarlos  el  hecho  de  que  la  íj<- 
ticia  declare  que  el  testamento  de  mi  paire 
me  reconoce  como  hija  y  que  este  recon  c:- 
miento  me  confiere  los  derechos  hereditano* 
de  hija  natural,  esto  es,  de  legitimaria. 

Pero  las  consecuencias  que  el  fallo  del  prr 
sente  juicio  haya  de  tener,  no  hay  para qic 
discutirlas  todavía. 

Ahora  ¿qué  hay  en  la  memoria  testanieni.i- 
ria  sobre  reconocimiento? 

Como  US.  lo  notará,  en  ella  lo  que  ha>  ^> 
im  ítem  que  dice  así:  ítem  declaro:  "que  n» 
he  sido  casado  y  que  en  mi  estado  de  soltero 
he  tenido  varios  hijos  que  viven  y  deloscua 
les  he  reconocido  como  tales  á  Hermelin'i:i, 
Carmen  y  Tadea,  menores,  por  escriturad 
tendida  ante  el  notario  de  ésta  don  .Aga}  ■: 
Vallejos  con  fecha  18  de  abril  de  1906. 

A  mas  de  estas  tres  hijas  reconocidas,  ne 
tenido  varios  otros  que  viven  y  son  los  >' 
guientes:  José  Abdón,  Paulina,  Felicidad.  N; 
ceo  Alfredo,  Juan  Daniel,  Carlos  Fortúnalo. 
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Julio  Severo,  Herminia,  Francisco,  Gertrudis 
y  Guillermo. 

A  todos  estos  hijos  los  he  atendido  y  edu- 
cado como  ha  sido  posible. 

Que  en  esta  cláusula  me  reconoce  mi  padre 
como  hija  suya,  me  parece  que  los  demandan- 
tes, que  con  muy  poca  hidalguía  se  aprove- 
chan de  que  soy  mujer  para  ofenderme,  no  lo 
negarán  y  si  lo  negaren,  lo  mismo  da  porque 
no  son  ellos,  porque  es  la  justicia  quien  debe 
declararlo. 

¿Y  cuál  es  el  efecto  que  la  ley  da  al  recono- 
cimiento de  un  hijo  por  su  padre? 

Los  artículos  270  y  272  del  Código  Civil  lo 
dicen  terminantemente. 

Según  ellos,  basta  que  un  padre  reconozca 
como  suyo  en  la  forma  legal  á  un  hijo  haljido 
fuera  de  matrimonio,  para  que  éste,  si  no  pro- 
cede de  dañado  ayuntamiento,  adquiera  la 
calidad  de  hijo  natural. 

Ahora  bien,  s¡  yo  nací  fuera  de  matrimonio, 
si  nadie  se  ha  atrevido  ¿i  insinuar  que  proce- 
da íle  dañado  ayuntamiento  y  si  mi  padre 
me  reconoció  por  hija  suya  en  la  cláusula 
transcrita  3'  en  la  subsiguiente  ¿qué  duda  hay 
de  ijue  tenga  la  calidad  de  hija  natural? 

¿Acaso  el  contendor  pretende  que  mi  reco- 
nocimiento debió  hacerse  con  alguna  fórmu- 
la sacramental? 

Silbe  US.  que  una  vez  reconocido  un  hijo 
por  su  padre,  las  únicas  causales  que  legal- 
mente  se  pueden  invocar  para  impugnar  el 
reconocimiento  son  las  en  tmeradas  taxati- 
vamente en  el  artículo  270  del  Código  Civil, 
y  los  señores  Aguirre  y  Araya  no  han  aduci- 
do ninguna  de  ellas,  sino  que  por  sí,  con  una 
arrogancia  que  ni  la  Corte  Suprema  la  gas- 
taría igual,  han  decidido  de  que  yo  soy  hija 
ilegítima,  no  hija  natural. 

Entonces,  ¿cuál  es  el  efecto  jurídico  de  mi 
reconocimiento,  sino  el  de  darme  el  estado  de 
hija  natural? 

Acaso  el  de  convertirme  en  hija  ilegítima, 
como  esos  señores  lo  insinúan? 

Pero  ¿acaso  no  era  yo  hija  ilegítima  an- 
tes (le  mi  reconocimiento? 

En  suma,  sostengo  3'o  que  con  arreglo  al 
artículo  270  del  Código  Civil,  mi  padre  me 
confirió  la  calidad  de  hija  natural  al  recono- 


cerme como  hija  suya,  y  que  por  consiguiente 
debe  desecharse,  con  costas,  la  demanda. 

Pero  esto  no  me  basta. 

Una  de  las  dos  últimas  cláusulas  del  testa- 
mento dice  así:  "ítem,  dispongo:  que  ningu- 
na de  las  personas  expresadas  anteriormente 
podrá  hacer  cuestión  alguna  referente  á  este 
mi  testamento  y  si  así  sucediere,  es  mi  volun- 
tud  que  el  que  reclame,  hombre  ó  mujer,  pier- 
da lo  que  le  dejo  y  que  su  parte  acrezca  pro- 
porcionalmente  á  todos  los  demñs  asigna- 
tarios". 

En  mérito  de  lo  dispuesto  en  esta  cláusula, 
yo  vengo  á  entablar  reconvención  en  contra  de 
las  demandantes  doña  Carmen  y  doña  Tadea 
Espoz  y  doña  Hermeliada  Espoz  de  Araya, 
representadas  las  dos  primeras  por  su  cura- 
dor don  Camilo  Aguirre  3' la  última  por  sa 
esposo  don  Miguel  Ara3^a. 

¿Por  qué? 

Porque  con  flagrante  infracción  de  dicha 
cláusula  han  entablado  demanda  con  el  pro- 
pósitodedejar  sin  efecto  la  cláusula  testamen- 
taria de  mi  reconocimiento. 

Como  no  quiero  pedir  nada  que  no  sea  per- 
fectamente justo,  reconozco  que  las  deman- 
dantes, como  hijas  naturales,  y  por  consi- 
guiente, como  legitimarias,  no  pueden  ser  pri- 
vadas, de  la  totalidad  de  sus  asignaciones 
testamentarias,  |  orque  eso  sería  un  deshe- 
redamiento sin  causa  legal.  Pero  en  respeto 
por  una  parte  á  la  ley  y  por  otra  parte  á  la 
voluntad  del  testador,  pueden  y  deben  ser 
privadas  desús  asignaciones  en  tanto  cuanto 
éstas  excedan  de  la  legítima  rigurosa,  y  US. 
así  debe  declararlo,  dando  lugar  á  esta  recon- 
vención. 

Formulo  esta  petición  no  sólo  porque  el 
derecho  de  legítima  defensa  contra  un  ataque 
injusto  y  ofendido  me  autoriza,  sino  también 
porque  si  la  justicia  da  lugar  á  ello,  como  lo 
espero,  mis  hermanas  no  verán  disminuido 
su  patrimonio,  pues  de  la  disminución  que  sus 
asignaciones  tengan  les  responderá  su  cura- 
dor á  Carmen  y  á  Tadea  v'  su  esposo  á  Her- 
melinda,  por  haberlas  comprometido  en  plei- 
tos tan  injustos  como  contrarios  al  espíritu 
cristiano. 

Por  último,   para  el  caso  improbable  en 
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que  se  dé  lugar  á  la  demanda  y  se  deseche  la 
precedente  reconvención,  pido,  en  subsidio, 
que  los  herederos  sean  condenados  á  darme 
$  200  de  alimentos  ó  la  cantidad  que  US.  fije, 
t  jdo  con  arreglo  al  artículo  1169  del  Código 
Civil." 

En  la  réplica  y  en  la  duplica  las  partes  sos- 
tienen y  desarrollan  lo  que  tienen  expuesto  en 
la  demanda,  contestación  y  reconvención. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  rindiéndose 
la  que  corre  en  autos. 

Las  partes  alegaron  y  se  citó  para  senten- 
cia, pronunciándose  la  siguiente,  con  fecha  31 
de  agosto  de  1906,  por  el  juez  de  Copiapó: 
Considerando: 

Que  ambas  partes  reconocen  como  testa- 
mento de  don  Milcíades  Espoz,  el  que  corre  en 
autos,  abierto  en  16  de  julio  de  1902; 

Que  en  su  testamento  don  José  Milcíades 
Espoz  declara  no  haber  sido  casado  y  que  en 
su  estado  de  soltero  ha  tenido  varios  hijos 
que  viven; 

Que  en  dicho  testamento  declara  don  José 
Milcíades  Espoz  haber  reconocido  por  escri- 
tura pública  de  fecha  18  de  abril  de  1896,  á 
doña  Hermelinda,  Tadea  y  Carmen  como  hi- 
jas naturales; 

Que  además  declara  que  fuera  de  esas  tres 
hijas  ha  tenido  varios  otros  y  son  los  siguien- 
tes: José  Abdón,  Paulina,  Felicidad,  Julio  Se- 
vero, Niceo  Alfredo,  Juan  Daniel,  Carlos,  For- 
tunato, Francisca  Herminia,  Gertrudis  y  Gui- 
llermo; 

Que  también  expresa  que  á  todos  estos  hi- 
jos los  ha  atendido  y  educado  como  le  ha  sido 
posible,  dejándoles  todo  su  cariño,  sin  hacer 
diferencia  ó  distinción  entre  los  que  habían* 
sido  reconocidos  antes  y  los  que  ahora  enu- 
mera en  su  testamento; 

Que  á  todos  sus  hijos  menores  sin  distin- 
ción les  nombra  el  mismo  curador; 

Que  consta  de  autos  que  algunos  de  los  hi- 
jos enumerados  en  el  testamento,  además  de 
los  reconocidos  por  escritura  pública,  vivie- 
ron con  el  testador,  prestándoles  la  misma 
atención,  cuidado  y  educación; 

Que  también  consta  que  atendió  con  igual 
esmero  á  los  hijos  que  residían  en  la  Repúbli- 
ca Argentina; 

Que  de  todas  estas  declaraciones  se  colige 


con  claridad  que  don  José  Milcíades  Espí-:  rt 
conoció  como  hijos  suyos  á  todos  los  que  o. 
habían  sido  reconocidos  por  escritura  púi».: 
ca,  y  especialmente  con  el  nombramiento  qa: 
hizo  de  curador  para  los  hijos  menores  tar,. 
bien  sin  distinguirlos,  lo  que  no  pudo  hacer  si 
hubiera  considerado  á  algunos  como  l.í  >> 
simplemente  ilegítimos; 

Que  de  ese  reconocimiento  fluye  uatiira- 
mente  que  la  voluntad  del  testador  ha  m! 
dar  á  todos  los  hijos  el  carácter  ilc  !.i  .- 
naturales  por  el  testamento,  lo  que  e>í.'.  ic 
acuerdo  con  los  artículos  270,  271  y  271*  Je. 
Código  Civil; 

Que  si  la  volimtad  de  don  José  Mércelo  Es- 
poz hubiera  sido  la  de  considerar  á  la  (Itrniar- 
dada  como  hija  simplemente  ilegítima,  a -.í  , 
hubiera  declarado  pora  que  pudiera  aplicn^se 
el  artículo  1169  del  Código  citado; 

Que  en  cuanto  á  la  reconvención  de  h  tic- 
mandada  3'  á  la  petición  del  demandante 
para  que  se  declare  que  ha  lugar  á  la  sanví'»n 
impuesta  por  el  testador  en  la  cláusula  u-'x 
ordena  que  ninguna  persona  podrá  hacer  ;'«>- 
tión  alguna  referente  al  testamento,  nin«;L:í.A 
de  ellas  tiene  cabida  porque  no  ha  habido  a».'- 
ción  contra  el  testamento  ni  se  ha  pedido  ii- 
rectamente  reforma  ó  nulidad  de  él 

Conforme  á  estas  consideraciorcs  y  c  n 
arreglo  á  los  artículos  167  y  169  del  Cói^^ 
de  Procedimiento  Civil  y  á  los  artículos  lol^S 
36,  270,  271,  272.  275.  número  5\  H^'^ 
1 182,  1445  y  1562  del  Código  Civil,  se  'icvii 
ra  sin  lugar  la  demanda  y  la  reconvenci^'a.- 
Ossa. 

Don  Camilo  Aguirre,  como  curador  de  U* 
menores  Carmen  y  Tadea  Espoz  y  don  Mi- 
guel Araya,  representante  legal  de  su  inuiír 
doña  Hermelinda  Espoz,  interpusierono'iitra 
esta  sentencia  los  recursos  de  casación  y  a{ie- 
lación. 

Funda  el  primero  de  dichos  recursos  ei:  I '^ 
siguientes  capítulos: 

1^  En  haber  sido  dada  la  sentencia  «rr^ 
petita. 

Exponen,  á  este  respecto,  que  el  fallo  en  ?s> 
considerandos  5^,  6*?,  7^.  8"^  y  9^  deja  esta'  L 
cido  que  los  menores  José  Abdón,  Julio  St«' 
ro,  Niceo  Alfredo,  Juan  Daniel,  Carlos  Fortu- 
nato, Francisco,   Herminia,  Gertrudis  y  (»'ii- 
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Henno  son  hijos  naturales  de  clon  Milciades 
Espoz  en  igualdad  de  condiciones  con  los  de- 
mandantes, en  circunstancias  que  este  punto 
no  ha  sido  materia  del  juicio,  ni  es  petición 
formulada  en  la  demanda; 

li*^  Haberse  omitido  en  la  sentencia  recu- 
rrida la  enunciacióii  de  las  principales  consi- 
deraciones de  hecho  y  de  derecho  aducidas 
por  la  parte  recurrente,  contenidas  especial- 
mente en  los  escritos  de  réplica  y  alegato  de 
bien  probado.  Agregan  que  faltan  también  en 
la  sentencia  las  citas  legales  más  pertinentes 
íl  la  cuestión  debatida; 

S'^  Con  tener  decisiones  contradictorias,  pues 
por  una  parte  se  desecha  la  demanda,  decla- 
rando hijos  naturales  á  todos  los  ilegítimos 
nombrados  en  el  testamento  de  don  Milciades 
Espoz:  y  por  la  otra,  se  niega  el  carácter  de 
legitimaria  á  doña  Felicidad  Espoz,  desechan- 
do la  reconvención  en  que  expresamente  se 
pide  esta  declaración; 

4"''  El  previsto  en  el  número  6^  del  artículo 
94.1  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por 
estar  ejecutoriadas  las  resoluciones  de  la  Cor- 
te de  Alzada  que  mandaron  que  no  surtieran 
efecto  alguno  contra  los  recurrentes  las  noti- 
ficaciones y  gestiones  de  don  Ángel  Navarro  y 
doña  Felicidad  Espoz,  de  que  dan  cuenta  los 
cuadernos  agregados,  que  sirvieron  de  preli- 
minares á  este  litigio; 

ó^  La  del  número  9"  del  mismo  artículo 
941,  por  haberse  faltado  á  trámites  ó  dih- 
gencias  declaradas  esenciales  por  las  leyes. 

Exponen,  en  lo  relativo  á  este  punto,  que 
tratándose  de  una  cuestión  que  versa  sobre  el 
estado  civil  de  los  litigantes,  -ha  debido  oirse 
en  primera  instancia  el  Ministerio  Público, 
requisito  no  cumplido,  como  consta  de  autos. 


Que  la  omisión  de  un  trámite  esencial  de  la 
ritualidad  vicia  de  nulidad  el  procedimiento; 

Que  aceptada  una  causal  de  casación  es  ino- 
ficioso pronunciarse  sobre  las  demás. 

De  conformidad  con  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 263,  número  5,  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales  y  941,  número  9*^,  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  sentencia 
de  31  de  agosto  último,  y  se  repone  el  proce- 
so al  estado  de  pronunciarse  sentencia  con 
arreglo  á  derecho  por  el  juez  que  correspon- 
da, y  previa  audiencia  del  Ministerio  i'úblico. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Cádiz, 
Navarro  Ocampo  y  de  la  Fuente  y  contra  el 
voto  de  los  señores  Presidente  Abalosj' Mi- 
nistro señor  Gómez  Herreros,  quienes  estuvie- 
ron por  desechar  el  recurso  de  casación  fun- 
dado en  la  causal  acogi»la  en  este  fallo  y  por- 
que el  Tribunal  se  pronunciara  sobre  los  otros 
capítulos,  teniendo  presente  que,  no  habiéndo- 
se aun  dictad  o  sentencia  definí  ti  va  en  esta  cau- 
sa por  haberse  apelado  del  fallo  de  primera 
instancia,  puede  subsanarse  la  omisión  apun- 
tada en  esta  segunda  instancia,  ya  que  la  ley 
no  distingue  en  qué  estado  del  juicio  debe  pre- 
cisamente oirse  eldictamen  del  Ministerio  Pú- 
blico.— Maximiliano  E.  Abalos,  —  E.  Gómez 
Herreros.— Daniel  Cádiz.— D,  Navarro  Ocam- 
po. — .4.  M.  de  Lr  Fuente. 


Corte  de  la  Serena.— 5  de  diciembre  de  1906 
Monsalvc 


La  Corte: 

Teniendo  presente  en  cuanto  al  recurso  de 
casación: 

Que  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  dispone 
expresamente  que  debe  ser  oído  el  Ministerio 
í'úblico  en  los  juicios  sobre  el  estado  civil  de 
algunas  personas;  y  tratándose  en  este  pro- 
ceso del  estado  de  hija  natural  ó  ilegítima  de 
tloña  Felicidad  Espoz,  el  Tribunal  de  primera 
instancia  prescindió  de  esa  formalidad; 


Municipalidad  —  Acuerdo  ilegal.  — 
Nulidad.  -  Reclamación.  -  Contribu- 
ción de  haberes.  Comisión  de  ava- 
lúo. 

DocTKiNw: —  Es  nulo  el  nombramiento 
(le  comisión  avaluadora  de  inmuebles 
para  los  efectos  de  ¡a  contribución  de 
haberes,  hecho  por  la  municipalidad  en 
un  día  distinto  del  designado  al  efecto 
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por  el  artículo  44  de  la  Ley  de  Munici- 
palidades, por  ser  ilegal  tal  acuerdo. 


Don  Arturo  Monsalve  se  presentó  ante  la 
Municipalidad  de  Taltal,  solicitando  reconsi" 
ración  del  acuerdo  de  esa  corporación  que 
nombró  tasadores  en  la  sesión  de  8  de  junio 
último,  fundándose  en  que,  segíín  el  artículo 
4- 4?  de  la  Ley  Municipal,  debió  hacerse  ese 
nombramiento  en  la  primera  sesión,  ó  sea,  en 
la  de  instalación  celebrada  el  6  de  mayo.  Ha- 
biendo desechado  la  reconsideración  la  Muni- 
cipalidad en  referencia,  fueron  elevados  los 
antecedentes  á  la  Corte  de  la  Serena,  en  con- 
formidad con  lo  prescrito  en  el  artículo  6^  de 
la  ley  de  28  de  agosto  de  1902,  para  los  efec- 
tos de  los  artículos  90  y  99  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891. 

Informando  la  Corporación  aludida,  expo- 
ne que  el  acuerdo  objetado  es  perfeectamente 
legal,  por  cuanto  en  la  sesión  de  instalación 
no  puedtn  verificarse  otros  actos  que  los  enu- 
merados en  los  artículos  12  y  13  de  la  Ley 
Municipal  citada,  entre  los  cuales  no  se  com- 
prende el  nombramiento  de  tasadores;  y  que, 
en  consecuencia,  habría  sido  nula  la  designa- 
ción de  tasadores  hecha  en  la  primera  sesión. 

Oído  el  señor  Fiscal, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  consta  de  estos  antecedentes  que  la 
comisión  avaluadora  de  los  predios  sujetos  á 
la  contribución  de  haberes  de  la  comuna  de 
Taltal  fué  nombrada  el  día  8  de  junio  del  co- 
rriente año,  ó  sea  en  un  día  distinto  del  de- 
signado al  efecto  por  el  artículo  44?  de  la  Ley 
Municipal; 

2^  Que  la  Municipalidad  carece  de  atribu- 
ciones para  cambiar  el  día  en  que  debe  hacer- 
se esos  nombramientos,  y  el  artículo  33  de  la 
ley  citada  declara  la  nulidad  del  acto  ejecuta- 
do en  contravención  á  aquella  disposición;  y 

3^  Que  esa  inteligencia  de  la  ley  guarda 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  ley  de  10 
de  enero  de  1900  que  dispone  que  cuando  no 
se  hava  hechi  el  avalúo  de  los  haberes  v  for- 


mado la  matrícula  para  el  pago  de  patente». 
regirán  el  ¿i valúo  y  matrícula  del  año  ante- 
rior, de  lo  cual  se  deduce  que  no  se  ha  querío 
alterar  lo  dispuesto  en  el  recordado  artícul . 
44,  limitándose  á  disponer  un  arbitrio  qnc 
salve  la  situación  pecuniaria  de  la  Corpom- 
ción,  y  rechazando  de  hecho  el  adoptado  por 
ésta  de  nombrar  las  comisiones  en  un  día  ni- 
tinto  del  designado  por  la  ley. 

En  mérito  de  estos  fundamentos  y  disposi- 
ciones legales  citadas,  se  declara  quecsÜaa 
el  acuerdo  reclamado  de  la  Munici[)alidaii  le 
Taltal. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Minlstr'i 
de  La  Fuente,  quien  estuvo  por  rechazar  b 
reclamación,  estimando  legal  el  acucrrio  ma 
teria  de  ella. 

Funda  su  voto. 

Maximiliano  E,  Abalos.  -E.  Gómez  Herre- 
ros ^  D.  Navarro  Ocampn.  —A.  M.  tk  La 
Fuente, 

VOTO    ESPHCIAI, 

En  la  reclamación  de  don  Arturo  Moii>alvt 
para  que  se  declare  la  nulidad  del  acnenlocf 
lebrado  el  8  de  junio  último  por  la  Municipa- 
lidad de  Taltal,  designando  tasadores  para 
el  avalúo  de  propiedades  afectas  al  imput<to 
de  haberes,  la  Iltma.  Corte  por  sentencia  íe- 
cha  de  hoy,  acordada  contra  el  votoíiclir.- 
frascrito,  ha  dado  lugar  á  dicha  reclamació:i, 
fundándose  para  ello  en  que  estando  dispu<^- 
to  en  el  artículo  44  de  la  l^ey  de  22  de  diciera- 
bre  de  1891,  que  la  designación  de  tasadortrs 
se  haga  en-la  primera  sesión  de  mayo,  la  Mu- 
nicipalidad de  Taltal  ha  carecido  de  facalra'í 
para  bacteria  posteriormente,  incurriendo,  ca 
consecuencia,  en  la  sanción  de  nulidad  e-^M- 
blecida  en  el  artículo  33  de  la  misma  lev. 

A  juicio  del  que  suscribo,  l.i  facultad  confe- 
rida á  las  MunicipaHdades  en  el  citado  ar- 
tículo 44  de  nombrar  tasadi»res  noesin^epa 
rabie  del  día  en  que  debe  ó  puede  ejercitarle. 

El  día  no  es  de  la  esencia  de  la  facultad sini 
mero  accesorio  de  ella,  una  simple  circun^• 
tancia  accidental. 

En  dicho  artículo  44  no  sólo  se  confiere -^ 
facultad  sino  que  también  se  impone  la  *  •"• 
gación  de  nombrar  tasadores  y  á  la  v.:  k 
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ordena  cumplir  con  esa  obligación  en  la  pri- 
mera sesión  de  mayo. 

Si  la  Municipalidad  nombra  tasadores  en 
la  segunda  sesión  ó  en  otra  posterior,  habrá 
dado  cumplimiento  tardio  ó  incorrecto  á  di- 
cha obligación,  ])ero  no  se  habrá  arrogado 
una  atribución  de  que  carezca  ni  contraveni- 
do por  tanto  á  lo  prescrito  en  el  artículo  33. 
Igual  disposición  á  la  del  artículo  44?  de  la 
Ley  Orgánica  de  Municipalidades  es  la  conte- 
nida en  el  artículo  93  de  la  Constitución  acer- 
ca de  que  el  Senado  y  la  Cámara  de  Diputa- 
dos deben  elegir  Consejeros  de  Estado  en  la 
primera  sesión  ordinaria  de  caila  renovación 
del  Congreso,  sin  que  pueda  sostenerse  por 
los  motivos  antes  indicados  que  esas  corpo- 
raciones se  arrogan  atribuciones  de  que  care- 
cen cuando,  como  lo  ha  hecho  la  Cámara  de 
Diputados  en  el  presente  año,  eligen  Conse- 
jeros en  sesión  posterior  á  la  ordenada  por 
la  Constitución. 

Disposiciones  análogas  se  encuentran  tam- 
bién en  varias  otras  lej-es  y  hasta  en  la  mis- 
ma Lev  de  Municipalidades,  tenemos  la  de 
los  artículos  15,  inciso  4^,  49  y  50  en  que  se 
fijan  los  plazos  para  fallar  en  primera  y  se- 
gunda instancia  reclamaciones  contra  cierta 
clase  de  acuerdos  municipales,  sin  que  tam- 
poco pueda  sostenerse  que  cuando  los  fallos  se 
pronuncian  después  de  vencidos  esos  plazos, 
los  Tribunales  se  arrogan  atribuciones  que  no 
les  da  la  ley. 

Demostrada  la  improcedencia  del  capítulo 
de  nulidad  acogido  por  la  Cor.te,  queda  toda- 
vía por  averiguar  si  la  tardanza  en  el  nom- 
bramiento de  tasadores  constituye  algún 
otro  vicio  que  invalide  dicho  nombramiento. 
En  general,  siempre  que  la  ley  ordena  que 
alguna  autoridad  ó  funcionario  público  eje- 
cute un  acto  en  cierto  día  ó  dentro  de  cierto 
plazo,  se  entiende  que  el  señalamiento  de  día 
ó  plazo  es  sólo  una  recomendación,  siendo 
válido  el  acto  ejecutado  tardíamente,  sin  per- 
juicio de  las  penas  en  que  pudiera  incurrir  la 
autoridad  ó  funcionario  que  falte  á  la  reco- 
mendación de  la  ley. 

Por  excepción  no  vale  el  acto  ejecutado 
tardíamente  cuando  la  ley  así  lo  prescribe  de 
un  modo  expreso  ó  prohibe  ejecutarlo  fuera 
del  día  ó  plazos  fijados  ó  dice  que  ese  día  ó 


plazo  son  fat<iles  y  ninguna  de  esas  prescrip- 
ciones de  la  ley  existe  para  el  caso  de  que 
ahora  se  trata. 

Hay  también  días  ó  plazos  que  pueden  con- 
siderarse como  fatales  aunque  expresamente 
no  lo  diga  la  ley  cuando  el  acto  es  de  tal  na- 
turaleza que,  ejecutado  en  día  distinto,  no 
llene  los  fines  que  el  legislador  se  propuso  rea- 
lizar con  tal  acto,  por  ejemplo,  los  días  fija- 
dos para  la  recepción  de  los  sufragios  en  las 
elecciones  tie  Senadores,  Diputados,  Munici- 
pales ó  de  Electores  de  Presidente  de  la  Repú- 
blica, pero  está  á  la  vista  que  no  es  de  esa 
naturaleza  la  designación  de  tasadores,  pues 
aunque  ésta  se  haga  uno  ó  varios  días  des- 
pués, siempre  sirve  al  objeto  con  que  está 
ordenada,  cual  es  el  que  .se  tasen  los  haberes 
para  los  efectos  del  impuesto  respectivo,  no 
importando  que  la  tasación  se  principie  unos 
pocos  días  antes  ó  unos  pocos  días  después, 
con  tal  que  se  concluya  en  tiempo  oportuno. 

PueJe  tal  vez  ocurrir  que  el  atraso  en  el 
nombramiento  de  tasadores  sea  tan  conside- 
rable que  la  tasación  no  se  alcance  á  concluir 
oportunamente,  nombramiento  que  sin  duda 
sería  ilegal,  pero  entonces  la  ilegalidad  pro- 
vendría no  de  la  simple  tardanza  sino  del 
exceso  de  ésta. 

Pero  no  ha  habido  tal  exceso  en  el  presente 
caso,  ya  que  desde  el  8  de  junio  en  que  se  hizo 
el  nombramiento  hasta  el  15  de  agosto,  fecha 
en  que  según  el  artículo  40  debe  estar  con- 
cluida la  tasación,  es  tiempo  bastante  para 
que  los  tasadores  practiquen  ese  trabajo  con 
todo  descanso  y  con  tanta  mayor  facilidad 
cuanto  que  sólo  tienen  que  revisar  la  tasa- 
ción del  año  anterior. 

Se  ha  invocado  también  por  la  Corte  en 
apoyo  de  la  nulidad  del  nombramiento  de 
tasadores  la  ley  de  10  de  enero  de  1900,  que 
dice:  "Cuando  no  se  ha3'a  hecho  el  avalúo  de 
los  haberes  y  formado  la  matrícula  para  el 
pago  de  patentes,  de  conformidad  a  los  ar- 
tículos 44  y  siguientes  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1891,  regirán  el  avalúo  3»^  matrícu- 
la aprobados  e!  anterior". 

Como  se  ve,  esta  lei  sólo  toma  providencias 
para  los  casos  de  que  no  se  haya  hecho  ava- 
lúo alguno,  de  que  no  haya  sido  hecho  por 
tasadores  nombrados  por  la  Municipalidad 
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tela  en  las  calles  de  Santiago,  y  esta  negli, 
gencia  lo  hace  responsable  del  daño  cau- 
sado por  sti  hijo  que  atropello  y  mató 
con  el  vehículo  á  un  niño  de  corta  edad. 

Aparte  del  sentimiento  y  del  valor  de 
afección — que  no  se  divisa  por  que  deban 
eliminarse  en  absoluto — la  muerte  de 
toda  persona  importa  de  por  sí  un  per- 
juicio real  y  positivo,  ya  que  por  lo  gene- 
ral, tanto  en  las  naciones  como  en  las 
familias,  )a  vida  humana  es  un  elemento 
de  verdadera  riqueza;  y  bajo  este  aspec- 
to, susceptible  de  una  apreciación  mate- 
rial ó  en  dinero. 

La  diñcultad  para  hacer  esta  aprecia- 
ción y  establecer  su  monto  ñjo  por  me- 
dio de  testigos  ó  peritos,  no  signiñca 
que  no  debe  efectuarse  ó  que  el  daño  sea 
inapreciable,  pues,  salvo  casos  muy  cali- 
ficados,  la  apreciación  en  materia  de 
perjuicios  queda  siempre  al  arbitrio  del 
juzgador,  sin  más  norma  que  su  buen 
criterio  para  calificar,  en  cada  juicio,  los 
diversos  factores  y  las  distintas  circuns- 
tancias que  le  suministra  el  mérito  de 
autos. 

Si  en  la  demanda  se  cobra  una  canti- 
dad determinada  como  indemnización 
por  un  accidente  y  en  el  curso  del  juicio 
no  se  rinde  prueba  que  permita  estimar 
el  monto  de  esta  indemnización,  dese- 
chándose por  este  motivo  ¡a  demanda 
en  primera  instancia,  puede,  sin  embargo, 
el  Tribunal  de  Alzada  dar  lugar  á  ella 
en  cuanto  se  exige  una  indemnización, 
ordenando  que  ia  fije  el  juez  a  quo  to- 
mando en  cuenta  las  facultades  del  de- 
mandado y  demás  antecedentes  apre- 
cia} bles. 


Don  Aníbal  Saiazar  se  presentó  ante  la  jus- 
ticia exponiendo  que  su  hijo   Humberto,  de 


dos  años  de  edad»  fué  atropellado  frente  Á  mj 
domicilio  por  un  carretón  que  condocía  Se- 
gundo Cornejo,  muchacho  menor  de  edad;  v 
que  las  lesiones  graves  consiguientes  cauca- 
ron al  siguiente  día  el  fallecimiento  de  vj 
hijo. 

Con  tal  motivo  el  señor  Salazar  dcniar<i¿ 
á  don  Juan  de  Dios  Cornejo,  padre  de  Segun- 
do, para  que  el  demandado  le  pague  veinte 
mil  pesos  como  indemnización  por  el  dnñ» 
irreparable  que  se  le  ha  causado. 

El  señor  Cornejo,  contestando,  expone  en» 
tre  otras  razones  que  no  se  rspccthca  la 
naturaleza  de  los  perjuicios;  por  locualfu^e 
se  rechace  la  demanda  con  costas. 

Seguido  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  ei 
señor  juez  del  primer  Juzgado  en  lo  Civil  lihró 
la  siguiente  sentencia: 

Considerando. 

1*^  Que  si  bien  hay  en  autos  antecedente* 
bastantes  para  dar  por  establecido  que  el 
accidente  de  que  fué  víctima  el  niñí  Humljer- 
to  Sal  izar  es  imputable  á  negligencia  inexiu- 
sableé  imprudencia  temeraria  del  demandado, 
pues  tenía  confíado  el  manejo  de  su  carreióa 
á  un  niño  que  por  su  edad  no  podía  dirigirio 
con  acierto,  no  se  ha  acreditado  que  el  lie- 
mandante  haya  sufrido  un  daño  estimable  en 
dinero  por  la  muerte  de  su  hij<i;  y 

2^  Que  tampoco  hay  constancia  ca  auto> 
que  la  pérdida  de  ese  niño  ocasionara  al  de- 
mandante la  privación  de  un  lucro  cierto  v 
determinado. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  expues- 
to en  los  artículos  1698  y  2314  del  Códi^rn 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  deman- 
da, sin  costas,  por  haberse  tenido  anteceden- 
tes plausibles  para  litigar. — R.  Ahumaá'i  M. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte 

dictó  por  mayoría,  el  siguiente  fallo: 
Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositir^ 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  3- tenien- 
do presente: 

1^  Que  de  autos  aparecen  estos  hechos: 
a)  Que  la  carretela  que  ocasionó  el  at^op^ 
lio,  primero,  y  la  muerte,  después,  delniÁo 
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Humberto  Salazar,  era  dirigida  por  el  hijo 
del  demandado,  Segundo  Cornejo,  de  edad  de 
catorce  años;  y 

b)  Que,  ajuicio  de  los  testigos  presenciales, 
el  acciíleiite  se  debió  á  una  imprudencia  de 
Cornejo,  pues  no  detuvo  el  vehículo  á  pesar 
de  los  gritos  que  oportunamente  se  le  dieron; 
2^  Que  el  hecho  de  confiar  el  manejo  de  una 
carretela,  en  las  calles  de  Santiago,  á  un  mu- 
chacho de  sólo  catorce  años,  importa,  sin 
duda,  negligencia  inexcusable  ó  imprudencia 
lemeraria  de  parte  del  demandado,  y  le  aca- 
rrea, por  lo  tanto,  las  responsabilidades  con- 
siguientes establecidas  por  la  ley  para  estos 
casos; 

3^  Que  aparte  del  sentimiento  y  del  valor 
de  afección — que  no  se  divisa  por  qué  deban 
eliminare  en  absoluto — la  muerte  de  toda 
persona  importa  de  por  sí  un  perjuicio  real  y 
positivo,  ya  que,  por  lo  general,  tanto  en  las 
naciones  como  en  las  familias,  la  vida  huma- 
na es  un  elemento  de  verdadera  riqueza;  y, 
bajo  #»ste  aspecto,  susceptible  de  una  aprecia- 
ción material  ó  en  dinero; 

4-^  Que  la  dificultad  para  hacer  esta  apre- 
ciación y  estfiblecer  su  monto  fijo  por  medio 
de  testigos  ó  peritos,  no  significa  que  no  deba 
efectuarse  ó  que  el  daño  sea  inapreciable, 
pues,  salvo  casos  muy  calificados,  la  apre- 
ciación en  materia  de  ])erjuicios  queda  siem- 
pre al  arbitrio  del  juzgador,  sin  más  norma 
que  su  buen  criterio  para  calificar,  en  cada 
juicio,  los  diversos  factores  y  las  distintas 
circunstancias  que  le  suministra  el  mérito  de 
autos; 

ó^  Que  no  es  lógico,  ni  admisible,  en  con- 
secuencia, que  pudiendo  cobrarse  perjuicios, 
según  la  práctica  corriente,  por  la  pérdida 
culpable  de  un  ojo,  un  brazo  ó  una  pierna, 
no  pueda  hacerse  esto  mismo,  sin  embargo, 
por  la  pérdida  de  la  vida; 

<3*^  Que  la  circunstancia  de  haberse  manda- 
do sobreseer  definitivamente,  en  el  sumario 
criminal,  á  favor  de  Segundo  Cornejo,  con 
motivo  de  estimársele  irresponsable  por  ser 
menor  de  catorce  años,  lejos  de  destruir,  afir- 
ma la  negligencia  inexcusable  ó  imprudencia 
temeraria  del  demandado,  y  no  importa  la 
eliminación  de  la  acción  civil  que  se  hace  va- 
ler en  este  juicio;  y 


7^  Que,  si  bien  hay  antecedentes  para  creer 
que  el  demandado  hizo  varios  desembolsos  á 
causa  del  atropello  de  su  hijo,  no  se  ha  reci- 
bido prueba  bastante  al  respecto,  aparte  de 
que  esos  gastos  pudieron  ser  hechos  también 
por  otra  persona. 

En  esta  virtud,  y  de  acuerdo  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  374  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  y  1698,  2314  y  2320  del 
Código  Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  4  de  diciembre  de  1906,  y  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  se  exige  por 
ella  al  demandado  una  indemnización  con 
motivo  de  la  muerte  del  niño  Humberto  Sa- 
lazar,  hijo  del  demandante,  indemnización 
que  deberá  fijarse  por  el  juez  a  quo,  tomando 
en  cuenta  las  facultades  del  dicho  demandado 
y  demás  antecedentes  apreciables. 

Redacción  del  señor  Ministro  Montero. 

Acordada  contra  el  voto  del  Ministro  señor 
Barriga,  que  opinó  por  confirmar  la  referida 
sentencia  por  las  razones  que  consigna  en  el 
libro  de  votos.— Lw/s  Barriga.— José  T.  Ma- 
rín.—M.  Montero. 


VOTO    RSPKCIAL 

En  el  juicio  seguido  por  don  Aníbal  Sala- 
zar  contra  don  Juan  de  Dios  Cornejo,  el  in- 
frascrito, disintiendo  de  la  mayoría  del  Tri- 
bunal, opinó  por  que  se  confirmara  la  senten- 
cia de  primera  instancia,  fundado  en  las 
siguientes  consideraciones. 

Prescindiendo  de  la  cuesticn  legal  relativa 
al  derecho  con  que  pudiera  reclamarse  la  in- 
demnización materia  del  presente  juicio,  no 
podría,  en  mi  concepto,  acogerse  la  demanda 
por  falta  absoluta  de  elementos  que  permi- 
tan determinar  su  cuantía. 

Es  verdad  que  la  indemnización  se  funda  en 
el  solo  hecho  de  la  muerte  y  que,  en  general, 
la  avaluación  pecuniaria  de  todo  perjuicio  no 
es  susceptible  de  prueba  que  precise  su  mon- 
to y  queda,  por  lo  tanto,  sujeta  á  la  aprecia- 
ción del  Tribunal  que  ha  de  juzgarla. 

Sin  embargo,  es  de  toda  evidencia  que  esta 
apreciación  no  puede  quedar  sujeta  al  pnro 
arbitrio  del  juez,  ya  que  éste,  como  lo  recono- 
ce el  fallo  de  la  mayoría,  necesita  que  los  au- 
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fiad  no  dará  duplicado  sino  que  se  limitará  á 
tomar  las  providencias  que  le  fueren  ordena- 
das por  la  autoridad  judicial; 

3^  Que  de  esta  disposición,  que  es  ley  para 
los  accionistas  de  la  sociedad  anónima  Com- 
pañía Salitrera  **Aurrerá",  se  desprende  cla- 
ramente que  en  los  casos  como  el  de  que  se 
trata  no  pierde  el  accionista  sus  derechos 
como  dueño  del  título  social  inutilizado  y  que 
si  bien  x:o  puede  la  Sociedad  por  sí  sola  darle 
un  duplicado,  corresponde  á  la  autoridad  ju- 
dicial disponer  lo  conveniente  para  el  reem- 
plazo del  título; 

5*^  Que,  en  tal  virtud,  procede  la  petición 
formulada,  por  don  Teodoro  Korner  en  el 
sentido  de  que  se  le  den  otros  títulos  en  la 
forma  que  ordene  la  justicia  ordinaria. 

Con  arreglo  también  á.lo  dispuesto  en  el 
artículo  1545  del  Código  Civil,  se  confirma 
la  referida  sentencia  de  2  de  noviembre  del 


presente  año,  con  declaración  de  que  los  nu^ 
vos  títulos  que  deben  darse  á  don  Teodoro 
Kómer  consistirán  en  certiücados,  cea  ins 
detalles  y  enunciaciones  de  los  primitiros,  fir- 
mados por  el  Presidente  del  Consejo  directi- 
vo de  la  Sociedad  ó  de  quién  haga  sus  veces,y 
por  el  secretario  del  mismo  y  con  el  sello  so. 
cial,  en  los  cuales  certificados  se  exprese  que 
expiden  á  virtud  de  la  presente  resolución  'u- 
dicial  en  reemplazo  de  los  títulos  iautilízi<los 
cuyos  números  se  indicarán;  debiendo  el  se- 
cretario del  Juzgado  de  primera  instancian-j- 
torizar  con  su  firma  esta  referencia. 

Los  gastos  que  origine  la  confección  de  ios 
nuevos  títulos  serán  de  cuenta  del  ¡letici  dia- 
rio Korner. 

Redacción  del  señor  Ministro  Bezaniila  Sil- 
va  Luis  Ignacio  Silva.  —Braulio  A/orfno- 

PcHro  N,  Pineda ^B,   Alamos  González.- Á. 
BezantUa  StJva, 


Año  IT 


Septiembre  de  1907 


lúm.  10 


JURISPRUDENCIA 

SECCIÓN  SECUNDA 
CORTE  DE  APELACIONES 


Corte  de  Valpnraíso.—l'*  de  diciembre 
de  1906 

Herrera  v.  de  Ponce  de  León  con  Fuenzalida 

Legitimación  —  Hijo  legítimo  —  Instru 
mente  público.  —  Testamento;  acción 
de  reforma. 

Doctrina:— L¿i  legitimación  por  ma- 
trimonio posterior  á  ¡a  concepción,  cuan- 
do no  se  produce  ípso  Jure,  sólo  puede 
conferirse  mediante  el  otorgamiento  del 
instrumento  público  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 208  del  Código  Civil  y  no  tiene  es- 
te carácter  una  acta  extendida  sólo  por 
el  padre  ante  un  oficial  del  Registro  Ci- 
vil. 

Procede  la  acción  de  reforma  del  testa- 
niento  interpuesta  por  un  legitimario 
p^r  haberse  instituido  como  único  here- 
<lero  en  calidad  de  hijo  legítimo,  á  un  hi- 
jo cuya  legitimación  no  fué  conferida  ip- 

APKI  ACIOXhS 


SO  jure  ni  por  instrumento  público  y  que 
es  simplemente  ilegítimo. 


Don  Pascual  Alvarez,  por  doña  Juana  Ma- 
ría Herrera  v.  de  Ponce  de  León,  expone:  que 
doña  Virginia  de  Santa  María  Ponce  de  Leen 
y  Herrera,  hija  legítima  de  su  mandante  y  de 
don  Cayetano  Ponce,  contrajo  matrimonio  el 
28  de  septiembre  de  1884  con  don  Francisco 
Solano  Fuenzalida;  que  éste  falleció  el  28  de 
junio  de  1886,  y  su  viuda  el  3  de  abril  de  1897 
en  San  Rafael,  habiendo  la  tiltima  otorgado 
testamento  antee!  oficial  del  Registro  Civil 
de  la  2*  circunscripción  de  los  Andes,  el  mismo 
día  de  su  muerte;  que  en  ese  testamento  se 
mencionan  como  hijos  legítimos  de  la  testa- 
dora á  Lorenzo  Fuenzalida.  finado,  y  á  Luis 
Francisco  Fuenzalida,  á  quien  se  instituye  he- 
redero único. 

Estima  la  señora  Herrera  que  esta  institu- 
ción de  heredero  no  puede  comprometer  la 
cuota  que  la  ley  le  asigna  como  legitimaria, 
pues  el  heredero  nombrado  es  hijo  simplenicn- 

II 
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te  ilegitimo  de  la  testadora:  cuando  ésta  con- 
trajo su  matrimonio  había  nacido  va  Lnis 
Francisco,  y  el  matrimonio  posterior  no  pro- 
dujo la  legitimación  del  hijo  porque  no  había 
sido  reconocido  como  natural  por  ambos  pa. 
dres  y  porque  ellos  no  le  confirieron  el  benefi- 
cio de  la  legitimación  con  los  requisitos  legales. 

En  consecuencia,  demanda  al  menor  Luis 
Francisco  Fuenzalida  para  que  se  declare  de- 
be reformarse  el  testamento  de  doña  Virginia 
•de  Santa  María  Ponce  de  León  v.  de  Fuenza- 
lida, á  fin  de  que  se  dé  á  doña  Juana  María 
Herrera  v.  de  Ponce  de  León  lo  que  por  ley  le 
corresponde  como  legitimaria. 

Contestando  don  Francisco  Salvador  2^ 
Alvarez,  en  el  carácter  de  curaior  del  menor 
Luis  Francisco  Fuenzalida,  considera  impro- 
cedente la  acción  de  reforma  por  no  existir 
sentencia  ejecutoriada  que  prive  al  menor  del 
estado  civil  de  hijo  legítimo  de  que  se  encuen- 
tra en  posesión  y  que  lo  constituye  legitima* 
rio  degrado  preferente  á  los  ascendientes  le- 
gítimos. 

Agrega  que  para  el  caso  de  reputarse  dedu- 
cida la  acción  de  impugnación  del  estado  civil 
conjuntamente  con  la  de  reforma  del  testa- 
mento, invoca  la  prescripción  de  sesenta  días 
que  el  artículo  217  del  Código  Civil  establece 
y  que  ha  corrido  contra  la  demandante  aún 
tomando  en  cuenta  sólo  el  plazo  trascurrido 
desde  el  fallecimiento  de  la  señora  Ponce  de 
I^ón  viuda  de  Fuenzalida. 

Aunque  no  estuviera  prescrita  la  acción  de 
impugnación,  cree  el  demandado  que  sería 
improcedente  porque  la  legitimación  se  pro- 
dujo do9  días  después  del  matrimonio  de  los 
cónyuges  Fuenzalida  y  Ponce  de  León,  según 
consta  del  instrumento  que  se  acompaña, 
otorgado  ante  el  oficial  del  Registro  Civil;  y 
á  esta  legitimación  no  es  aplicable  ninguna 
de  las  causales  de  impugnación  que  establece 
el  artículo  217  del  Código  Civil. 

Por  lo  demás,  ese  instrumento  es  suficiente, 
puesto  que  la  le}"  sólo  exige  instrumento  pú- 
blico y  á  él  concurrió  (Ion  Francisco  Solano 
Fuenzalida  por  sí  y  como  representante  legal 
de  la  que  ya  era  su  cónyuge. 

A  mayor  abundamiento,  invoca  el  deman- 
dado la  posesión  notoria  de  su  estado  civil 
de  hijo  legítimo,  que  se  desprende  de  diversos 


documentos  y  de  la  conducta  ifiTariable  -« 
sus  padres,  y  concluye  pidiendo  ei  rediaio  ie 
la  demanda,  con  costas. 

En  la  réplica  se  sostiene  que,  mientra»  d 
demandado  no  compruebe  ser  legitimaño  pre- 
ferente, procede  la  acción  de  reforma:  qoe  !• 
prescripción  no  cabe  faltando  el  acto  de  lígn 
timación;  que  el  instrumento  acompañadlo  i 
la  contestación  no  es  sino  copia  de  la  inscríp> 
ción  de  un  nacimiento  y  no  puede  considerár- 
selo como  acto  de  legitimación  porque  oí  $c 
manifiesta  ahí  la  voluntad  de  legitimar,  ni 
para  ello  era  competente  el  oficial  del  Rtp^- 
tro  Civil,  ni  concurrieron  ambos  padres,  (jjc 
para  actos  de  esta  especie  deben  comparecer 
personalmente,  ni  se  ha  justificado  el  caso  'ie 
impedimento  grave  necesario  para  que  valí; a 
la  legitimación  de  fecha  posterior  al  matri- 
monio; y  finalmente,  se  afirma  que  la  pose- 
sión notoria  de  estado  civil  no  puede  aplicar- 
se á  los  hijos  legitimados,  en  orden  á  los  cua- 
les es  indispensable  y  esencial  el  respcctnu 
instrumento  de  legitimación. 

En  seguida  como  se  descubriera  y  reclama- 
ra que  doña  Juana  María  Herrera  había 
muerto  cuando  á  su  nombre  se  inició  ia  «ir 
manda  por  don^Pascual  Alvarez,  se  presenta 
el  poder,  en  que  ratifican  lo  obrado  j  daa 
mandato  al  mismo  don  Pascual  Alvarrr  iu« 
mismos  herederos  de  doña  Juana  María,  i 
saber  Micaela  Ponce  de  León  de  Espinosa. 
Emilia  Ponce  de  León  viuda  de  Madaría^a 
Florinda  Ponce  de  León  viuda  de  Vi<lcla.T 
Saturnino  Ponce  de  León. 

En  la  duplica,  por  haber  cambiado  la  firr- 
sona  de  la  demandante,  se  modifica  la  excep- 
ción de  prescripción  de  sesenta  días,  alei^í-- 
dose  en  su  lugar  la  de  trescientos  días  cor 
templada  en  el  artículo  217  del  Código  Cítí 
y  al  propio  tiempo  se  rebate  la  replica  obsr 
vándose  que  los  plazos  de  prescripción  para 
atacar  una  legitimación   por  delectos  en  r 
fondo  deben  aplicarse  con  mayor  motivo  > 
los  defectos  de  forma;  y  que  el  instrumcnt  • 
acompañado  á  la  contestación  debe  ¡oter|>  n- 
tarse  por  su  espíritu  y  no  tendría  objeto  c 
eficacia  si  no  fuese  una  legitimación. 

Los  demandantes  expusieron  que  á  la  nu*" 
va  excepción  de  pre«erípción  aplicaban  utf 
observaciones  alegadas  en  la  réplica. 
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Oídos  los  señores  promotor  fiscal  y  defen- 
sor de  menores,  cujas  opiniones  concuerdan 
en  el  sentido  de  que  debe  aceptarse  la  deman- 
da, uno  de  los  Juzgados  de  Valparaíso  pro- 
nunció con  fecha  26  de  abril  de  1906  el  si- 
guiente fatto: 

Considerando: 

1^  Que  se  ha  probado  y  se  reconoce  el  ca- 
rácter de  madre  legítima  de  la  testadora  que 
investía  la  finada  doña  Juana  María  Herrera 
viuda  de  Ponce  de  León; 

2^  Que  á  falta  de  hijos  legítimos  son  legiti- 
ni«arios  los  asceinlientes  legítimos; 

3^  Que  los  legitimarios  á  quienes  el  testa- 
dor no  haya  dejado  lo  que  por  la  ley  les  co- 
rresponde, tienen  derecho  á  que  se  reforme  á 
su  favor  el  testamento; 

4-^  Que  el  demandado  nació  antes  del  ma- 
trimonio de  sus  padres,  y  no  habiéndosele  re- 
conocido como  hijo  natural,  no  puede  ser  le- 
gitimado ipso  jure  por  ese  matrimonio; 

5^  Que,  fuera  de  este  caso,  para  la  legiti- 
mación por  matrimonio  subsiguiente  de  los 
padres,  la  ley  no  concede  á  éstos  otro  medio 
que  el  de  conferirla  ambos  por  instrumento 
público,  ni  aquélla  es  susceptible  de  compro- 
barse sino  con  ese  instrumento; 

6°  Que  la  manifestación  constante  en  el 
acta,  extendida  ante  el  oficial  del  Registro 
Civil  4e.  la  primera  circunscripción  de  Valpa- 
raíso, fué  hecha  únicamente  por  el  padre  y  no 
por  la  madre,  cuya  incoocurrencia  es  bastan- 
te por  sí  sola  para  que  tal  acto  carezca  de  efi- 
cacia como  instrumento  publico  de  legitima- 
ción; 

7*^  Que,  aun  cuando  se  sostiene  que  el  mari- 
do compareció  ahí  también  como  represen- 
tante legal  de  su  mujer,  esto  es  inaceptable, 
por  cuanto  no  se  trataba  entonces  del  ejerci- 
cio de  alguno  de  los  derechos  constitutivos 
de  la  potestad  marital,  sino  de  un  acto  natu- 
ral y  legalmentc  personalísimo  de  la  madre; 

H*^  Que  en  vista  de  lo  dicho  es  inoficioso  to- 
mar en  cuenta  lo  debatido  por  las  partes  so- 
bre la  competencia  del  indicado  funcionario  y 
acerca  de  si  el  referi.lo  documento  revela  ó  nó 
haberse  expresado  la  intención  de  legitimar; 

0^  Qae,  no  habiéndose  presentado,  pues, 
el  requerido  instrumento  público  en  que  am- 


bos padres  hicieron  constar  su  voluntad  de 
legitimar,  no  aparece  título  ni  siquiera  pre- 
suntivo de  la  calidad  de  hijo  legitimado  que 
se  atribuye  el  menor  Puenzalida  y  siendo  así, 
no  cabe  suponer  impugnaciones  ni  alegar 
prescripciones  que  han  menester  el  anteceden- 
te necesario  de  la  existencia  de  ese  título. 

Vistos  los  artículos  208,  989,  1167,  1181 , 
1182,  1183,  1216  y  1217  del  Código  Civil; 

Se  declara: 

1^  Sin  lugar  las  excepciones;  y 

2^  Que  ha  lugar  á  la  demanda,  debiendo. 
en  consecuencia,  reformarse  el  testamento  de 
dofia  Virginia  de  Santa  María  Ponce  de  León 
viuda  de  Puenzalida,  para  dar  á  su  madre  le- 
gítima doña  Juana  María  Herrera  la  legíti- 
ma que  por  la  ley  le  corresponde.— /ose /?. 
Guzmán. 

Apelada  esta  sentencia  por  don  Prancisco 
Salvador  Alvarez,  dedujo  éste  al  expresar 
agravios  1a  prescripción  de  cuatro  años  de 
la  nulidad  relativa  que  pudiera  atribuirse  al 
instrumento  por  inconcurrencia  personal  de 
doña  Virginia  Santa  María  Ponce  de  I^ón 
viuda  de  Puenzalida  á  su  otorgamiento.'* 

Dice  que  dicha  nulidad  sólo  habría  podido 
ser  reclamada  por  la  expresada  señora,  lo 
que  no  hizo  durante  los  trece  años  en  que  vi- 
vió con  posterioridad  á  él,  estando,  por  con- 
siguiente, prescrita  toda  acción  al  respecto 
por  el  lapso  de  tiempo  de  cuatro  años  conta- 
dos desde  el  fallecimiento  de  su  marido  don 
Prancisco  Puenzalida  Moran,  cuya  partida 
de  defunción  se  ha  acompañado. 

Que  por  otra  parte,  está  de  manifiesto  la 
aceptación  de  doña  Virginia  Santa  María 
Ponce  de  León  viuda  de  Puenzalida  de  la  ex- 
presada legitimación  en  los  instrumentos  pú- 
blicos y  testamento,  en  los  cuales  invocó  el 
estado  civil  de  hijo  legítimo  de  don  Luis 
Prancisco  ó  lo  reconoció  expresamente. 

Respondiendo  A  la  expresada  prescripción 
expone  la  parte  de  doña  Juana  María  Herre- 
ra viuda  de  Ponce  de  León,  que  el  documento, 
que  se  dice  viciado  de  nulidad  relativa,  no  es 
sino  el  certificado  de  inscripción  de  nacimien- 
to de  don  Luis  Prancisco  Puenzalida  Ponce 
de  León  y  no  puede  equivaler  al  instrumento 
público  de  legitimación. 
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Que  al  oficial  del  Registro  Civil  no  le  da 
compettncia  la  ley  sino  para  inscribir  las  **de- 
clarnciones  de  legitimación  de  hijos  natura- 
les'* y  aún  suponiendo  que  la  citada  inscrip- 
ción tuviera  por  objeto  conferir  la  legitima- 
ción, faltarían  en  el  acto:  simultaneidad  en  la 
declaración  del  padre  v  de  la  madre  legiti- 
mantes, funcionario  competente  para  recibir- 
la é  hijo  natural  n  quien  dar  tal  beneficio. 

Que,  careciendo  el  acto  de  esas  formalida- 
des, que  tocan  á  su  esencia  y  afectan  el  inte- 
rés público,  cualquiera  omisión  ó  vicio  en  él 
produce  nulidad  absoluta  y  no  relativa;  y 
que  ante  la  inexistencia  de  un  hecho  jurídico 
no  cabe  argüir  prescripción  que  no  tendría 
día  cierto  y  determinado  para  iniciar  el  lapso 
de  tiempo  para  su  curso. 

Pide  en  consecuencia  el  rechazo  de  la  pres- 
cripción. 

La  Corte: 

Considerando  respecto  ala  prescripción  ale- 
gada tn  la  expresión  de  agravios  de  don 
Francisco  Salvador  Alvarez. 

1^  Que  la  legitimación  por  matrimonio  pos- 
terior á  la  concepción  cuando  no  se  produce 
í'pso  jurCf  sólo  puede  conferirse  mediante  el 
otorgamiento  del  instrumento  público  dis- 
puesto por  el  artículo  208  del  Código  Civil; 

2^  Que  el  acta  extendida  por  don  Francis- 
co Solano  F'uenzalida  y  Moran  ante  un  oficial 
del  Registro  Civil,  no  tiene  el  carácter  ni  las 
condiciones  del  instrumento  público  requerí" 
do  por  la  ley  para  que  se  entienda  conferida 
por  sus  padres  á  don  Luis  Francisco  Fuenza- 
lida  d  beneficio  de  la  legitimación;  y 

3*?  Que  no  existiendo  el  instrumento  públi- 
co de  legitimación,  no  procede  atribuir  ese 
carácter  á  la  referida  acta  para  los  efectos  de 
alegar  en  su  contra  la  mencionada  prescrip- 
ción. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  y  1701  del  Código  Civil  se  desecha  la 
prescripción  alegada  por  el  dcmardado  en  su 
escrito. 

Se  confirma  la  sentencia  de  26  de  abril  últi- 
mo, sin  costas,  por  estimarse  que  el  deman- 
dado ha  tenido  motivo  plausible  para  litigar. 

Se  previene  que  el  señor  Presidente  Silva  y 


señor  Ministro  Bezanilla  Silva  estuvieron  j».»r 
que  se  condenara  en  las  costas  del  recurso  > 
la  parte  totalmente  vencida,  estimando  que 
no  existen  en  este  caso  los  motivos  esjKciale^ 
que  autorizan  la  exención  de  las  costas  c<»r. 
arreglo  al  artículo  152  del  Código  de  Vrw 
dimiento  Civil. 

Redacción  del  señor  Ministro  Moreno.— ¿un 
Ignacio  Sihtí.—BrBvlio  A/oieno.— Ptoro  A'. 
Pineda.— B,  A  ¡amos  González,^  A.  fítzunüL 
Silva, 


C  o  rtc  de  \  Vi  /p//  ra  íso, — 2S  de  diciem  hre  fkV*'  •■ 

Delpino  y  Andrade  con  Hórman  y  L' 

Quiebra.  -  Cesación  de  pagos.— Comer 
ciante.— Quitas  y  esperas. -Convenio 
—Convenciones. 

Doctrina:— Í7/7  comerciante  que  nv  ha 
sido  declarado  en  quiebra  puede  cekhm 
con  sus  acreedores  convenciones  en  que 
se  le  concedan  rebaja  de  créditos  v  plai'j 
para  el  pago.  El  Código  de  Comercinías 
a  utoriza  al  decir  en  el  artículo  132fi  qoí 
la  mera  suspensión  de  pagos  ao  coostitu- 
ye  el  estado  de  quiebra  cuando  todos  ¡o¡- 
acreedores  unánimente  otorgan esifcra< 
al  deudor  común. 

La  ley  no  exige  que  estas  coavemiont^ 
se  hagan  con  intervención  de  la  jusíkjb, 
ni  determina  la  forma  en  que  deban  na- 
¡izarse,  de  lo  que  se  inñcre  que  puakri 
ajustarse  privadamente  y  de  cualquier 
modo  que  dé  á  conocer  el  consentiwient" 
de  los  contratantes  y  nosonapUcabh^^ 
ellas  las  formalidades  prescritas pard  e> 
''convenio**  que  es  una  situación  /fp^ 
diversa. 


JURISPRUDENCIA 


157 


En  una  ejecución  que  los  comerciantes  de 
Valparaíso  señores  Delpino  y  Andrade,  inter- 
pusieron contra  los  de  la  misma  clase  Hór- 
mann  y  C*  por  cobro  de  varias  letras  ascen- 
dentes á  $  7.367,25  oro  de  dieciocho  peniques 
Y  $  2  7.S0,52  papel,  los  ejecutados  opusieron 
las  excepciones  de  transacción,  novación,  re- 
misión de  la  deuda,  concesiones  de  esperas  é 
incompetencia  del  Juzgado,  en  mérito  de  las 
razones  siguientes: 

A  consecuencia  del  terremoto  del  IG  de 
Agosto  último,  dicen,  sufrimos  grandes  pér- 
didas que  |)erturbaron  la  marcha,  antes  muy 
próspera,  de  nuestros  negocios,  y  con  tal  mo- 
tivo reunimos  á  nuestros  acreedores,  entre  los 
cuales  tiguran  los  ejecutantes,  para  imponer- 
les del  estado  de  nuestro  giro. 

Los  acreedores  estuvieron  contestes  en  dar 
facilidades,  procurando  así  evitar  la  liquida- 
ción judicial  que  de  otra  manera  se  imponía. 
Al  efecto,  se  firmó  el  convenio  extrajudicial 
de  que  da  constancia  el  duplicado,  convenio 
en  que  los  acreedores  dan  por  cancelados  sus 
créditos  en  contra  de  Hórmann  y  C*  median- 
te el  otorgamiento  de  nuevas  obligaciones 
por  el  cincuenta  por  ciento  del  valor  de  sus 
créditos  y  para  ser  pagadas  en  la  forma,  pla- 
zo y  condiciones  que  ahí  se  estipulan. 

B«5e  convenio,  junto  con  importar  una  ver- 
dadera transacción  celebrada  entre  Hórmann 
y  C.^  y  sus  acreedores,  puesto  que  su  mente 
fué  precaver  un  litigio  eventual,  importa 
también  novación  de  las  antiguas  obligacio- 
nes por  las  nuevas,  remisión  de  aquellas  y 
concesión  de  esperas  para  éstas. 

La  cláusula  o*  del  convenio  estipula  que 
las  operaciones  á  que  alude  se  harán  bajo  la 
inspección  del  señor  Arnaldo  Droste,  á  quien 
los  acreedores  designan  como  interventor  y  á 
quien  se  confiere  la  calidad  de  arbitro  para 
que  resuelva  todas  las  dificultades  que  ocurran 
en  la  aplicación  del  mismo  convenio. 

De  aquí  resulta  que  el  Juzgado  de  Letras  es 
incompetente  para  conocer  en  este  asunto. 

Concluyen  los  ejecutados  pidiendo  la  admi- 
sión de  las  excepciones  y  que  se  declare  sin 
lugar  la  demanda. 

Los  ejecutantes  piden  que  se  desechen  las 
excepciones  y  que  se  ordene  el  pago  de  la  can- 
tidad   demandada,    con  intereses  corrientes 


desde  la  fecha  del  protest. i,  gastos  de  éste  y 
costas  del  juicio. 

Alegan  que  el  documento  referido  les  fué 
presentado  sin  que  mediara  reunión  de  acree- 
dores y  lo  suscribieron  en  la  errada  inteligen- 
cia de  que  eran  tales  acreedores,  no  siéndolo 
entonces  en  realidad. 

Que  las  proposiciones  de  convenio  deberán 
ser  hechas  y  discutidas  en  junta  general  de 
acreedores,  y  las  que  fueren  aceptadas  de  otro 
modo  no  tendrán  valor  alguno. 

Que  tampoco  el  proyecto  de  convenio  ha 
sido  suscrito  por  todos  los  acreedores  de  Hór- 
mann y  C*,  pues  figuran  á  lo  menos  tres  que 
aparecen  aceptándolo  poi*  telegrama»  pero 
sin  haberlo  firmado,  y  que,  en  todo  caso,  el 
tal  convenio  no  contiene  los  requisitos  que 
prescribe  el  artículo  583  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

Previenen,  además,  que  ellos  retiraron  su 
firma  por  carta  de  fecha  24?  de  octubre  último. 

El  Juzgado  con  fecha  19  de  diciembre  de 
1906,  resolvió: 

Considerando: 

1.*^  Que  tratándose  de  comerciantes  que  re- 
conocen hallarse  en  la  situación  de  no  poder 
hacer  frente  al  pago  de  sus  obligaciones  mer- 
cantiles, los  convenios  que  celebren  con  sus 
acreedores  han  de  reunir  las  condiciones  ó 
reíjuisitos  exigidos  por  la  ley  para  su  validez; 

2*^  Que  entre  esas  condiciones  ó  requisitos 
figuran  la  de  que  el  convenio  se  haga  ante  el 
juez  y  las  que  consigna  el  artículo  583  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  y  no  concurrien- 
do tales  circunstancias  en  el  presente  caso, 
no  debe  tomarse  en  cuenta  el  aludido  conve- 
nio como  antecedente  atendible  de  las  excep- 
ciones que  se  basan,  directa  óindirectamente» 
en  su  pretendida  eficacia. 

Vistos  atlcmás  los  artículos  747  y  1456  del 
Código  de  Comercio  y  487  y  492  del  de  Pro- 
cedimiento citado,  deséchanse  las  excepciones 
opuestas  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda y  á  continuarse  la  ejecución,  con  cos- 
tas.—/osé  R.  Gazmán, 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  reproducicn  lo  la  parte  expositiva 
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de  la  sentencia  de  primera  instancia,  y  tenien- 
do presente: 

1'  yue  no  hay  disposición  legal  que  prohi- 
ba á  un  comerciante  que  no  ha  sido  declara- 
do en  quiebra  celebrar  con  sus  acreedores 
convenciones  er  que  se  le  concedan  rebaja  de 
créditos  y  plazo  para  el  pago  y  que  tengan 
naturalmente  por  objeto  evitar  que  aquella 
declaración  llegue  á  producirse; 

2^  Que,  lejos  de  oponerse  á  tales  conven- 
ciones que,  según  las  circunstancias,  pueden 
importar  un  merecido  favor  para  el  co- 
merciante y  ser  de  evidente  conveniencia 
para  los  acreedores,  el  Código  de  Comercio 
las  autoriza  al  decir  en  el  1326  que  la  mera 
suspensión  de  pagos  no  constituye  el  estado 
de  quiebra  cuando  todos  los  acreedores  uná- 
nimente   otorgan  esperas  al  deudor  común; 

3*^  Que  la  le}'  no  exige  que  las  estipulacio- 
nes de  que  se  trata  se  hagan  con  intervención 
de  la  justicia,  ni  determina  la  forma  en  que 
delmn  realizarse,  de  lo  que  se  infiere  que  pue- 
den ajustarse  privadamente  y  de  cualquier 
modo  que  dé  á  conocer  el  consentimiento  de 
los  contratantes; 

4^  Que  no  son  aplicab'es  al  caso  las  for- 
malidades prescritas  en  el  título  6^,  libro  4*? 
del  Código  citado  para  la  celebración  de  un 
convenio,  porque  ellas  tienen  cabida  solamen- 
te cuando  ti  deudor,  haciendo  uso  de  la  facul- 
tad que  le  confieren  los  artículos  584  y  662 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  en  relación 
con  el  897  del  mismo  cuerpo  de  leyes,  se  pre- 
senta en  quiebra  para  hacer  á  sus  acreedores 
proposiciones  de  convenio;  ó  cuando  las  hace 
después  de  iniciado  el  juicio  de  quiebra  y  de 
concluida  la  verificación  de  créditos  en  con- 
formidad á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1454 
del  Código  de  Comercio;  y  siempre  para  el 
efecto  de  obligar  aún  á  los  acreedores  de  mi- 
noría que  les  negaren  su  voto  en  la  reunión 
respectiva; 

5^  Que  ateniéndose  á  los  principios  expues- 
tos en  los  considerandos  precedentes,  no  de- 
be reputarse  que  carece  de  valor  legal  el  pacto 
por  no  haberse  observado  las  formalidades 
enunciadas  en  el  título  6^,  libro  4^  del  Código 
de  Comercio;  y  tanto  menos  cuanto  que  apa- 
rece celebrado  el  14  de  diciembre  último,  esto 
es,  entre  el  17  de  agosto  y  el  7  de  octubre,  en 


que,  á  consecuencia  del  terremoto,  estur 
suspendida  en  Valparaíso  la  administracíóo 
de  justicia  en  lo  civil  y  en  que,  por  lo  mismo, 
fíórmann  y  C^  estuvieron  imposibilitados 
para  ocurrir  á  la  justicia  ordinaria,  suponien 
do  que  se  hubieran  hallado  en  la  precisión  de 
hacerlo  para  obtener  la  aprobación  de  un 
convenio  propiamente  dicho  en  la  forma  es- 
tablecida en  aquel  título  y  libro; 

6^  Que,  por  otra  parte,  no  se  halla  siihcien- 
temente  establecido  en  autos  que  á  la  fecha 
del  pacto  referido  Hórmann  y  C*  se  encon- 
traran en  estado  legal  de  cesación  de  pagos; 
por  lo  que  en  ningún  caso  afecta  al  dicho 
pacto  la  ineficacia  que  se  le  atribuye  deriva- 
da de  la  existencia  de  aquel  estado  legal; 

7^  Que  el  pacto  aludido,  que  obliga  á  todos 
aquellos  que  concurrieron  á  su  celebración, 
está  suscrito  por  Delpino  y  Andrade;  y  aun- 
que no  figuren  en  él  las  firmas  de  tres  comer- 
ciantes extranjeros,  como  a (¡uél los  lo  aseve- 
ran, no  se  ha  demostrado  que  no  se  hayan 
adherido  á  él  por  telégrafo  como  en  el  mismo 
instrumento  se  indica; 

8^  Que  todo  contrato  legalmente  celebrado 
es  una  ley  para  los  contratantes  y  no  puede 
ser  invalidado  sino  por  su  consentimiento 
mutuo  ó  por  causas  legales; 

9^  Que  no  consta  en  autos  que  haya  queda- 
do sin  efecto  por  alguno  de  esos  motivos; 

10.  Que  por  el  contrato  en  cuestión  los 
acreedores  de  Hórmann  y  C*  cancelaron  los 
créditos  que  contra  ellos  tenían  mediante  e! 
pago  de  cincuenta  y  cinco  por  ciento  y  se 
convino  en  que  este  pago  se  haría  en  cuatro 
cuotas  semestrales,  sin  intereses,  contadas 
desde  el  16  de  agosto  de  1906;  siendo  las  pri- 
meras cuotas  de  12^  ■'por  ciento  y  las  dos  úl- 
timas de  15  por  ciento  cada  una; 

11.  Que  estas  estipulaciones  dan  funda- 
mento bastante  alas  excepciones  de  novación, 
remisión  de  deuda  y  concesión  de  esperas 
opuestas  por  Hórmann  y  C*  á  la  ejecudón  de 
Delpino  y  Andrade,  pues  mediante  ellas  se 
sustituyó  una  nueva  obligación  á  otra,  decía* 
rándose  expresamente  extinguida  la  antigua, 
se  condonó  al  deudor  un  4-5%  de  la  deuda  y 
se  le  otorgaron  nuevos  plazos  para  el  pago 
del  55%  restante; 

12.  Que  no  son   igualmente  atendihle*  ia^ 
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excepciones  de  transacción  y  de  incompeten- 
cia: la  primera  porque  no  es  transacción  el 
acto  qtte  sólo  consiste  en  la  renuncia  de  un 
derecho  que  no  se  disputa,  caso  en  que  se  en- 
cuentran en  orden  al  contrato  Delpino  y  An- 
drade  respecto  de  Hormann  y  C*,  que  no  dis- 
putaron á  aquellos  la  legitimidad  Je  sus 
créditos  ni  renunciaron  por  su  parte  derecho 
alguno  en  cambio  de  la  concesión  que  se  les 
hacía;  y  la  segunda,  porque  en  la  cláusula  5* 
del  contrato  se  sometieron  á  compromiso  las 
diticultades  c]uc  ocurrieran  en  su  a|>1¡cación 
y  no  las  <jue  se  suscitasen  sobre  su  eficacia 
legal,  cuestión  que  se  ventila  en  el  presente 
juicio. 

Con  arreglo  «4  las  disposiciones  legales  cita- 
iasyálos  artículos  1545,  1631.  núm.  1*?, 
1634  y  2446  del  Código  Civil  y  485.  números 
10,11,  y  12,  y  492  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  las 
excepciones  de  novación,  de  remisión  parcial 
de  la  deuda  y  de  concesión  de  esperas. 

En  consecuencia,  se  revoca,  con  costas,  la 
sentencia  de  19  noviembre  último,  en  cuanto 
rechaza  esas  tres  excepciones  y  se  absuelve 
de  la  ejecución  á  Hormann  y  C". 

Se  confirma  en  lo  demás  la  misma  sentencia. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Pineda  no 
acepta  el  sexto  considerando. 

Redactada  por  el  mi<>mo  señor  Ministro, 
con  excepción  del  indicado  considerando  sex- 
to  Luis  Ignacio  Silva.— Braulio  Moreno. — 

Pedro  N.  Pineda.— B.  Alamos  González.— A. 
Bczaniila  Silva, 


C  orte  de  Santiago 24  de  diciembre  de  1906 

De  la  Barra  c#li  Aguirre 

Juicio  ejecutivo.— Mandamiento  de 
ejecución.— Apelación.  —  Excepcio- 
nes.—Tribunal  de  Alzada;  sus  facul- 
tades. 

Doctrina: — La  resolución  por  la  cual 


el  juez  ordena  que  se  despache  manda- 
miento  de  ejecución  es  apelable  (1), 

El  Tribunal  de  Alzada  puede  revocar 
la  ejecución  al  pronunciarse  sobre  la  ape- 
¡ación  deducida  por  el  ejecutado  contra 
la  sentencia  de  pago^  aunque  éste  no 
haya  opuesto  excepciones. 


Don  Manuel  de  la  Barra  demandó  ejecu- 
tivnmcntc  á  don   Diego  A.   Aguirre  la  suma 

I  ■>  K»>ta  JoctriiiH  lin  nido  (ntablecidn  »¿Ao  por  dos 
vuius  con  Ir H  uuo  y  et*  digno  de  especial  mención  el 
voto  del  señor  Ministro  diniden te  que  revela  mucho 
estudio.  La  Corte  de  Ch^ ación  aón  no  ha  estaMeci- 
do  doctrina  hobre  este  puuto,  de  manera  que  Ja 
jnrispriidencia  permanecerá  indecisa  tal  vez  por 
mucho  tiempo.  I^s  razones  en  que  se  apoya  el  voto 
del  st  ñor  Ministro  disidfnte  s^on  poderosas,  f)ero 
cretmoH  que  tanto  él  c<mo  la  mayoría  del  tribunal 
han  pi escindido  de  un  antecedente  que  es  decisivo 
para  la'acertada  resolución  de  este  asunto.  Del  con- 
sideíando  4  *>  de  la  sentencia  de  la  Corte  y  de  la  di- 
sertación del  voto  especial  se  desprende  claramente 
que  tanto  la  mayoría  como  la  minoría  del  tribunal 
han  discurrido  sobre  la  base  de  que  la  resolución 
que  ordena  despachar  el  mandamiento  de  ejecución 
es  uu  avio  y  en  consecuencia,  han  disentido  la  apli- 
cación del  artículo  211  del  Código  de  Procedimien- 
to (>ivil. 

En  cambio,  creemos  que  esa  resolución  es  una 
verdadeía  afutencin  interloítitona  porque,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  el  artículo  1G6  inciso  3.°  «re- 
suelve tobre  un  tf  ámite  que  debe  servir  de  base  en 
el  pronunciamiento  de  una  sentencia  definitiva». 

Como  sentencia  interlocutoria,  debe  rejitse  por 
la  di8|  osición  del  artículo  210  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  que  establece  que  estas  sentencias 
son  apelables  íí salvo  en  los  canon  en  que  la  let/  dfuit' 
gue  exjn-fiHimfHte  ente  r< curso»  y  no  por  el  artículo 
211  que  sólo  se  refiere  á  los  autos. 

Dados  l(s  tcimÍLf)S  del  artículo  210  que  fxige 
para  que  no  proceda  apelación  que  la  ley  la  denieffue 
exjn-esameniey  creemos  que  es  difícil  sostener  que 
las  expresicnes  del  artículo  462  puedan  estinriarse 
c<*mo  una  denegación  expresa  del  recurso.  Por  este 
motivo  iiOH  inclinamcs  á  aceptar  la  doctrina  esta- 
blecida por  la  majoría  del  tribunal,  lunqte  desea- 
ríamos que  el  Tribunal  de  Casación  tuviera  opor- 
tunidad de  pronunciarse  pronto  sobre  esta  cuestión 
de  derecho  procesal  que  es  intensaLte  y  de  niu}' 
frecuente  aplicación. — O.  D.  I. 
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(le  $  1,320,  intereses  y  costas  que  A  su  juicio 
le  adeuda  por  un  documento,  cuya  firma  ha 
reconocido. 

Don  Diego  A.  Aguirre,  negó  el  fnérito  ejecu- 
tivo que  se  atribuye  al  expresado  documen- 
to 3"  sostuvo  í|ue  no  había  contratado  con  el 
señor  de  la  Barra. 

Bl  juzgado  resolvió  con  fecha  5  de  junio  de 
1906: 

J^Vistos:  despáchese  el  mandamiento  de  eje- 
cución \'  embargo  que  se  solicita,  con  arreglo 
á  la  ley. 

Hase  por  resuelta  la  incidencia  promovida 
por  don  Diego  A.  Aguirre  en  lo  principal  del 
libelo  de  28  de  mayo  último.  -Moisés  Lazo 
de  la  Ve^a. 

Apeló  Aguirre  del  mandamiento  de  ejecu- 
ción y  de  la  sentencia  de  pago  que  en  seguida 
se  dictó  y  ambas  apelaciones  se  vieron  con- 
juntamente, fallando  lo  siguiente: 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que,  en  vista  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 210  y  211  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  todas  las  sentencias  definitivas  é  in* 
terlocutorias  de  primera  instancia  son  ape- 
lables, salvo  los  casos  en  que  la  ley  deniegue 
expresamente  este  recurso;  y  en  cuanto  á  los 
autos  y  decretos,  no  son  apelables  solamente 
cuando  ordenan  trámites  necesarios  para  la 
sustanciación  regular  del  juicio; 

2^  Que  en  las  disposiciones  anteriores  está 
consignado  todo  lo  relativo  á  la  apelación  de 
las  resoluciones  judiciales; 

3^  Que  la  resolución  que  el  juez  dicta  cuan- 
do se  le  pide  que  desjiache  mandamiento  de 
ejecución  no  es  de  aquellas  que  ordenan  trá- 
mites necesarios  para  la  sustanciación  del 
juicio,  puesto  que  el  juez  en  este  caso  tiene 
que  examinar  el  título  y  en  vista  de  las  dispo- 
siciones legales  que  rigen  la  materia,  despa- 
char ó  denegar  la  ejecución; 

4"  Que  aún  cuando  la  ley  no  admite  la  in- 
tervención del  demandado  intes  de  despa- 
charse la  ejecución,  no  quiere  esto  decir  que 
le  niegue  la  apelación  del  auto  en  que  se  des- 
pacha, ó  que  la  concesión  del  recurso  cause 


embarazos  ó  tenga  inconvenientes  en  la  caa- 
sa,  en  primer  lugar,  porque  este  auto  es  ck 
aquellos  que  por  su  naturaleza  es  apelable  t 
la  ley  no  ha  denegado  expresamente  el  recur- 
so; en  segundo,  porque  debiendo  conce<ier!« 
únicamente  la  apelación  en  lo  devolutivo, 
conforme  al  número  1*^  del  artículo  217  de! 
Código  de  Procedimiento  Civil,  no  seentor. 
pece  en  manera  alguna  la  ni  ir  cha  del  proce- 
dimiento ejecutivo;  y  en  tercero,  porque  la 
apelación  puede  remediar  con  prontitu'l  el 
error  en  que  el  juez  de  prim-ra  instancia  pudo 
haber  incurrido  al   decretar  el  mandamiento; 

5^  Que  la  demanda  tiene  por  objeto  qjc 
don  Diego  A.  Aguirre  pague  la  sama  de 
$  1.320  en  que  don  Aníbal  Martínez,  perito 
tasador,  ha  estimailo  diez  accionen  de  la  So- 
ciedad Chilena  de  Amalgamación; 

6'  Que  el  título  en  que  se  funda  laejecucu- 
ción  y  á  que  se  refiere  la  tasación  dice  literal» 
mente:  ''Traspaso  número  1122.— Socieda! 
Chilena  de  Amalgamación — Señor  Gírente: 
Sírvase  recabar  del  Directorio  de  la  Socicíi.id 
la  autorización  necesaria  para  traspasar  diez 
acciones  de  mi  propiedad  según  el  título  nú- 
mero  queche  enajenado  á  don  Manoel  de 

la  Barra.— Santiago,  12  de  febrero  de  19''W. 
— Firma.— D.  A.  Aguirre ,  vendedor. 

"Testigos.—  Firma.  —  Adolfo  Amen^uai'- 
Luis  Demaud  Ver¡{ara. 

*'Por  la  presente  'acepto  el  traspaso  Je  las 
acciones  arriba  mencionadas,  obligáadomt á 
cumplir  con  todo  lo  prescrito  por  los  estatu- 
tos sociales. 

"Testigos — Firma.— Arm.  Goyeacchc. 

"Santiago, de de  190 Firma. 

M.  de  ía  Barra  C,  comprador. 

"Aceptado  por  el  Directorio  en 'le 

de  190...— El  Gerente. 

"Se  canceló  el  título  n  jniero por 

acciones "Se  emitió  el   título  nnmer') 

2348  por acciones.— Santiago 'le 

de  190...— El  Gerenta; 

7^  Que  si  bien  aparece  en  el  trascrito  liocu- 
mentó  la  firma  del  señor  Aguirre  y  si  bien  «te 
la  ha  reconocido  en  la  diligencia,  la  declara- 
ción suscrita  con  esa  firma  no  importa  la 
obligación  de  dar  que  se  demanda,  y  «  ha 
negado  además  la  existencia  del  coDtrato 
mismo;  y 
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S*'  Que  el  ejecutante  de  la  Barra  ha  recono- 
ido  (jiie  no  ha  celebrado  este  contrato  con  el 
jeciitado  Aguirre. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  151,  167 
'4-55  d'l  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
evoca  el  iiuto  de  5  de  junio,  y  se  declara  que 
lo  ha  lugar  al  mandamiento  solicitado  por 
Ion  Manuel  de  la  Barra  C,  suspendiéndose 
os  efectos  de  todo  lo  obrado  con  posterio- 
idad  a  dicho  auto,  con  costas. 

Acordada  por  unanimidad,  después  de  dese- 
:hada  la  indicación  previa  del  señor  Lagos 
;obre  «jue  se  declare  improcedente  la  apela- 
rión  ititerpuesta  contra  el  auto  de  5  de  junio 
juc  despachó  mandamiento  de  ejecución,  en 
virtud  de  los  fundamentos  que  consigna  en  el 
libro  de  acuerdos.  Kl  señor  Lagos  no  acepta, 
en  consecuencia,  los  considerandos  primero, 
segundo,  tercero  y  cuarto  de  este  fallo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Donoso 
ViMósola.— E.  Ddiíoso y ildóaola.— Felipe  He- 
rreni — Dmroherto  Lagos. 

VOTO   KSPKCIAL 

Bn  la  ejecución  de  don  Manuel  de  la  Barra 
contra  don  Diego  A.  Aguirre  por  $  1.520,  in- 
tereses y  costas,  la  mayoría  del  Tribunal  ha 
opinH(l<3  que  corresponde  revocar  el  decreto 
que  despachó  mandamiento  de  ejecución  y  el 
que  suscribe  cree  que  debe  declararse  impro- 
cedente la  apelación  de  ese  decreto  y  que 
delxf  revocarse  la  sentencia  de  [)ago. 

líos  son  las  cuestiones  presentadas  á  la 
consideración  del  Tribunal  en  concepto  del 
infrascrito. 

Si  el  ejecutado  puede  ó  no  reclamar  del  de- 
creto que  despachó  mandamiento  de  ejecu- 
ción, es  una. 

SI  el  Tribunal  puede  ó  no  revocar  la  ejecu- 
ción al  pronunciarse  sobre  el  recurso  deduci- 
dlo por  el  ejecutado  contra  la  sentencia  de 
P^go,  aunque  éste  no  haya  opuesto  excep- 
ciones, es  la  otra. 

Sólo  puede  reclamar  de  un  a:to  judicial  el 
que  debe  ser  oído  á  su  respecto;  por  esta  ra- 
zón no  pueden  entrar  á  los  juicios  las  perso- 
nas que  lo  tengan  á  bien  y  por  lo  mismo  el 
VwOili^rQ  (]g  Procedimiento  Civil  rige  las  con- 
tiendas civiles  entre  partes  (art.  1^). 


De  manera  que  para  resolver  la  primera  de 
las  cuestiones  bastaría  saber  si  el  ejecutado 
debe  ser  oído  ó  no  antes  del  trámite  de  las 
excepciones  que  puede  oponer. 

Este  punto  está  solucionado  en  los  incisos 
19  y  2^  del  artículo  4-62  del  citado  Código, 
que  dicen:  **E1  Tribunal  examinará  el  título  j 
despachará  ó  denegará  la  ejecución,  sin  au- 
diencia ni  notifícación  del  demandado,  aún 
cuando  se  hubiere  éste  apersonado  en  el  jui- 
cio*'. 

'*Las  gestiones  que  en  tal  caso  haga  el  de- 
mandado no  embarazarán  en  manera  alguna 
el  procedimiento  ejecutivo  y  sólo  podrán  ser 
estimadas  por  el  Tribunal  como  datos  ilu.s- 
trativos  para  apreciar  la  procedencia  de  la 
acción". 

Se  ve  que  el  demandado  puede  presentarse 
en  la  ejecución,  pero  sin  embarazar  en  mane- 
ra alguna  el  procedimiento. 

Por  su  parte,  el  juez  está  en  la  obligación 
de  proceder  sin  audiencia  ni  notificación  del 
demandado,  aún  cuando  se  hubiere  apersona- 
do al  juicio. 

En  consecuencia,  si  la  providencia  del  escri- 
to que  solicita  mandamiento  debe  ser  dicta- 
da sin  audiencia  ni  notificación  del  demanda- 
do aunque  éste  se  hubiere  apersonado  al  jui- 
cio, (|ueda  dicho  que  no  debe  ser  oído  antes 
de  sus  excepciones.  ^ 

Si  el  juez  no  debe  oirlo  ¿cómo  le  concedería 
apelación,  como  lo  haría  si  la  ley  no  le  ha 
dado  ni  la  facultad  de  poder  hacerlo? 

Si  no  debe  ser  notificado  ;como  podría  de- 
ducir el  recurso  de  apelación'* 

Si  el  juez,  obedeciendo  á  un  mandato  impe- 
perativo  de  la  ley,  no  debe  conceder  la  apela- 
ción interpuesta  por  el  demandado,  la  Corte 
no  está  autorizada  para  aceptar  esa  apela- 
ción si  se  ocurre  de  hecho  ó  para  conocer  de 
ella  si  fuere  concedida  por  el  juez. 

Como  tribunal  de  derecho,  la  Corte  está  en 
el  deber  de  ceñirse  á  la  ley  y  de  desatender 
las  apreciaciones  de  equidad;  de  manera  que 
no  deben  avanzarse  conceptos  equitativos 
sino  á  falta  de  preceptos  legales  (núm.  5"?  del 
art.  193  del  citado  Código). 

Si  al  juez  le  es  prohibido  oir  y  notificar  al 
ejecutado,  es  evidente  que  esa  prohibición  es 
más  enérgica  para  el  Tribunal  de  Alzada. 
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No  se  puede  alegar  que  el  decreto  que  se 
pronuncia  sobre  la  solicitud  de  mandamiento 
es  apelable  porque  se  halla  en  el  caso  del  ar- 
tículo 21 0  del  recordado  Código  y  no  es  aten- 
dible esta  alegación  debido  á  que  el  deman- 
dado no  debe  ser  oído  ni  notificado  y  á  que 
no  puede  solicitar  apelación  quien  no  tiene 
conocimiento  de  lo  que  ocurre  y  quien  no  tie- 
ne derecho  para  hablar  en  ese  estado  del 
juicio. 

Aparte  de  que  el  inciso  3^  del  citado  artícu- 
lo 462  prohibió  implícitamente  la  apelación 
del  ejecutado,  la  ley  ha  sometido  el  decreto 
que  despacha  mandamiento  á  lo  que  dispone 
el  artículo  211. 

En  efecto,  dice  ese  inciso  3^; 

**Si  denegado  el  mandamiento  de  ejecución, 
se  interpusiere  apelación  de  este  fallo  y  hubie- 
re lugar  á  ella,  el  Tribunal  elevará  el  proceso 
al  superior,  también  sin  notificación  del  de- 
mandado". 

Primeramente,  se  ve  que  no  se  notifica  al 
demandado  la  apelación  del  ejecutante,  como 
es  lo  natural  después  de  lo  que  disponen  los 
otros  dos  incisos,  y  luego  se  hace  evidente  que 
aquel  no  tiene  apelación. 

Si  este  decreto  se  rigiera  por  las  disposicio- 
nes generales  ¿qué  objeto  tendría  este  inciso? 
Mas,  ¿qué  objeto  tendrían  los  otros  dos? 

No  se  puede  desatender  el  tenor  literal  de 
una  ley  cuando  su  sentido  es  claro  (art.  19 
del  Código  Civil),  ni  se  debe  tomar  en  cuenta 
lo  favorable  ú  odioso  de  una  disposición  para 
ampliar  ó  restringir  su  interpretación  (art.  23 
del  mismo  Código). 

Luego,  debe  darse  al  artículo  462  todo  el 
valor  que  tienen  sus  disposiciones  imperati- 
vas y  especiales  para  este  juicio.  Pero  hay 
más:  ese  decreto  queda  también  dentro  de  lo 
que  dispone  el  artículo  211  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  pues  la  ley  señala  ese 
trámite  del  juicio  ejecutivo  como  necesario 
para  la  sustanciación  regular  del  juicio  y  por 
esta  razón  tampoco  es  apelable. 

Si  no  es  necesario  ¿por  qué  no  se  confiere 
traslado  ó  traslado  y  autos? 

Se  hace  preciso  distinguir  trámite  necesario 
de  proveído  de  mero  trámite  para  no  desechar 
esta  interpretación. 

Todavía,  si  se  hallan  obscuras  las  expresio- 


nes de  la  ley,  recurramos  á  su  hlstosia  v  í  *j 
fuente,  y  veremos  iguales  conclasione?. 

Hubo  el  propósito  de  dejar  la  ley  en  terre- 
nos más  definidos,  sin  duda,  y  por  esta  ^r 
cunstancia  se  dijo  sin  notificación  del  demu- 
dado en  el  artículo.  462  del  Código  en  rez'k 
sin  citación  del  demandado  que  tetiía  r!  a: 
tículo  420  del  proyecto. 

Por  lo  demás,Mos*antecedentes  acentúan!: 
opinión  que  vengo  sosteniendo. 

Los  artículos  1440  y  1441  de  la  lev  (k  En- 
juiciamiento Civil  de  España  dicen: 

**Art.  1440.  El  Juez,  examinando  ¡os  i- 
cumentos  presentados  con  la  demanda,  áti- 
pachará  la  ejecución  si  el  título  no  contuviere 
alguno  denlos  defectos  que  mencionan  I(»sd.'.- 
rrafos  1^  y  2^  del  artículo  1467. 

En  otro  caso  la  denegará  sin  pre>tar  ruc- 
ea audiencia  al  demandado." 

**Art.  1441.  Contra  el  auto  en  que  sí  'if 
negare  la  ejecución  procederán  los  recur5<»s  ic 
reposición  y  de  apelación,  conforme  á  los  ar- 
tículos 377  y  380,  pero  sin  copia  de  lo^  c*cr 
tos  ni  audiencia  del  demandado. 

Esta  apelación  será  admitida  en  amhos 
efectos  y  se  remitirán  los  autos  al  Tribunal 
Superior,  con  emplazamiento  únicamente  (i< 
la  parte  ejecutante." 

Se  ve  que  son  sustancialmente-tguales  e$u> 
disposiciones  á  las  del  recordado  a rtícti lo 4^1 
de  nuestro  Código. 

Pues  bien,  en  España  se  estima  que  el  ejecu- 
tado no  puede  apelar  del  decreto  (|ae  «leípA 
cha  mandamiento  de  ejecución  y  á  esteetVco 
dice  Manresa: 

**Concuenlan  sustancialmente  con  los  ar- 
tículos 946  y  947  de  la  ley  anterior. 

**Según  unos  y  otros,  presentada  la  deman- 
da ejecutiva,  debe  el  Juez  dictar  desde  ¡wf^y 
su  resolución  por  medio  de  auto  otorgando- 
denegando  la  ejecución,  en  vista  del  titule 
ejecutivo  ó  documento  que  con  aquella» hu- 
bieren presentado  }'  sólo  por  lo  que  de  ello? 
resulte,  sin  prestar  nunca  audiencia  al  '^^' 
mandado. 

*'Y  declaran  también  que  contra  el  auto  .<- 
negando  la  ejecución,  procedencia  los  recurío? 
de  reposición  y  apelación,  conforme  .í  !os  ar- 
tículos 377  y  380,  esto  es,  el  de  reposicño 
dentro  de  cinco  días,  por  tratarse  de  ura  pr»^- 
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i'ncia  que  no  es  de  mera  traniitaciórit  y  el 
apelación  dentro  de  tercero  día  si  fuere  de- 
jada la  reposídón. 

'Claro  es  que  estos  recursos  sólo  puede  uti- 
arlos  la  parte  ejecutante  por  ser  á  quien 
rjudica  dicha  resolución,  y  porque  el  ejecu- 
do  no  es  todavía  parte  en  el  juicio,  y  así  lo 

áentender  claramente  la  ley  al  prevenir  que 
resuelvan  dichos  recursos  sin  copias  de  los 
:ritos  ni  audiencias  del  demandado;  y  que 
es  procedente  la  apelación,  se  admita  en 
tibes  efectos  y  se  remitan  los  autos  al  Tri- 
inal  Superior,  con  emplazamiento  iinica- 
?nte  de  la  parte  demandante. 
"No  se  permite  ninguno  de  dichos  recursos 
ntra  el  auto  mandando  despachar  la  eje- 
ción. 

"Este auto  hade  llevarse áefecto'en todo ca- 
>  sin  prestar  audiencia  al  demandado,  y  sólo 
ispués  de  practicado  el  embargo  y'dc  ser  ci- 
ido  de  remate,  podrá  el  deudor  oponerse  á 
ejecución,  conforme  al  artículo  1461  " 
Indicaremos,  por  último,  que  el  precepto  de 

ley  anterior,  reproducido  en  la  actual,  de 
ae  los  jueces  despachen  ó  denieguen  en  la  eje- 
ición  sin  prestar  nunca  audiencia  al  de- 
landado,  tuvo  y  tiene  por  objeto  corregir  el 
buso  de  la  práctica  antigua  de  conferir  al 
eador  traslado  sin  perjuicio,  cuando  el  Juez 
udaba  si  procedía  ó  nó  la  ejecución,  ó  un 
iniple  traslado  cuando  la  creía  improcedente, 
u>o  traslado  producía  el  efecto  de  convertir 
1  ordinario  el  juicio  ejecutivo,  lo  cual  es  con- 
rario  á  los  principios  del  derecho''procesal. 
a  naturaleza  y  el  objeto  del  juicio  ejecutivo 
xigcn,  como  se  ordena,  que  el  Juez  resuelva 
•n  tramitación  alguna  y  en  vista  solamente 
c  la  demanda  de  los  documentos  en  que  se 
ande,  y  que  esa  resolución  sea  precisamente 
torgar  ó  denegar  la  ejecución. 
En  consecuencia,  el  ejecutado  no  puede  re- 
tamar del  decreto  que  desj.achó  mandamien- 
0  de  ejecución  y  es  improcedente  la  apelación 
!ííl  decreto  de  5  de  junio. 

1-a  segunda  de  las  cuestiones  propuestas 
'O  tiene  dificultades,  en  mi  entender. 
El  decreto  que  despacha  mandamiento,  dic- 
*  «n  trámite  necesario  para  la  sustancia- 
'on  de  esta  especie  de  juicios,  da  seguridóa- 
'«s  al   acreedor  (arts.  464,  468  v  472  del 


Código  de  ProcedimientoXivil)  y  autoriza  al 
deudor  para  oponer  sus  excepciones,  desde 
que  sea  requerido  (art.  4S0  del  mismo  Có- 
digo). 

No  difiere  del  juicio  ordinario  sino  en  la  ra- 
pidez; pues  en  éste  se  da  traslado  de  la  de- 
manda y  por  cuerda  separada  se  han  podido 
decretar  las  medidas  precautorias  del  ar- 
tículo 280. 

Con  aquel  decreto  que  despacha  manda- 
miento, sólo  ha  comenzado  el  pleito  y  el  he- 
cho de  que  el  deudor  no  pueda  reclamar  de  él 
sino  oponer  excepciones,  no  da  á  ese  decreto 
otro  alcance  legal  que  la  del  proveído  de  la 
demanda  ejecutiva. 

Si  el  deudor  comparece  y  se  excepción  a 
(art.  486),  se  oye  al  acreedor  (art.  487),  si  es 
necesario  se  recibe  á  prueba  (arts.  489  y  490) 
y  se  falla  la  contienda  apreciando  la  acción, 
las  excepciones  y  la  prueba  (arts.  491  y  193). 

Lo  mismo  pasa  en  el  juicio  ordinario,  eso  si 
que  con  más  trámites. 

Si  el  deudor  no  comparece  ó  no  pone  excep- 
ciones, ¿qué  se  hará? 

Se  pronunciará  sentencia  de  pago  ó  de  re- 
mate, dice  el  artículo  493. 

¿Y  qué  se  resolverá 'en  ese  fallo? 

Hay  una  acción  deducida,  hay  documentos 
presentados,  hay  un  decreto  de  tramitación 
necesaria,  el  demandado  ha  guardado  silen- 
cio ¿qué  objeto  tiene  la  sentencia? 

La  sentencia  debe  ajustarse  á  lo  que  dispo- 
nen los  artículos  167  y  193,  debe  fallar  con  el 
mérito  de  autos  la  acción  deducida  y  debe, 
por  lo  tanto,  apreciar  la  prueba  rendida  por 
el  actor. 

Si  está  justificado  el  derecho  en  que  se  fun- 
da la  acción,  mandará  que  se  lleve  adelante 
la  ejecución  hasta  que  el  acreedor  se  pague 
del  capital,  intereses  y  costas;  pero  si  no  apa- 
rece probado  el  derecho,  se  renovará  la  ejecu- 
ción y  se  alzará  el  embargo. 

Lo  mismo  que  se  haría  en  el  juicio  ordinario, 
si  el  deudor  no  compareciere. 

El  silencio  del  deudor  no  es  fundamento  pa- 
ra condenarle;  según  una  ley  de  Partida, 
quien  callaba  no  otorgaba  sino  que  no  de- 
cía nada. 

La  apreciación  que  el  Juez  hi'-so  al  decretar 
el  mandamiento  no  es  definitiva,  no  envuelve 
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una  sentencia,  no  es  un  prejuzjamiento:  es  co- 
iMo  esa  estimación  que  autoriza  al  Juez  para 
aceptar  una  medida  precautoria  en  el  juicio 
civil  ordinario  y  que  autoriza  al  Juez  del  Cri- 
men para  decretar  la  prisión. 

La  medida  de  precaución  puede  reconside- 
rarse y  el  reo  puede  ser  absuelto  por  el  mismo 
Juez,  sin  otros  antecedentes. 

Alegar  lo  contrario,  sería  sostener  que  no  se 
necesita  sentencia  de  remate  ó  de  pago  si  el 
deudor  ó  ejecutado  no  ha  opuesto  excep- 
ciones. 

Y  esto  que  vengo  sosteniendo  es  más  lógico 
y  equitativo  de  lo  que  se  cree. 

Si  el  ejecutado  no  opone  excepciones,  la  sen- 
tencia de  pago  ó  de  remate  puede  dictarse 
diez  días  después  de  requerido  el  deudor. 

De  manera  quesiel  deudor  está  cierto  de  que 
no  es  efectiva  la  acción,  tiene  revocada  la  eje- 
cución dentro  de  diez  días,  esto  es,  en  un  tér- 
mino mucho  más  breve  que  el  necesario  para 
que  se  falle  su  apelación  del  decreto  que  des- 
pachó mandamiento. 

Si  el  Juez  fallare  mal.  si  insistiera  en  la  eje- 
cución, apelaría  de  la  sentencia  y  aún  en  este 
caso  habría  ganado  tiempo  seguramente. 

Bl  artículo  4-96  resguarda  su  derecho  hasta 
que  se  resuelva  sobre  la  apelación  de  la  sen- 
tencia. 

Si  el  ejecutado  apela  de  la  setencia  de  pago, 
¿qué resolverían  los  (jue  creen  (¡ue  no  se  puede 
revocar  la  ejecución,  si  no  se  han  opuesto  ex- 
cepciones? ¿Selimitaríaii  á  confirmar? 
Aseguraría  que  nó. 

En  este  caso  no  sólo  se  ha  apelado  de  la 
sentencia  sino  que  se  han  hecho  observacio- 
nes sobre  el  mérito  ejecutivo  del  documento 
en  que  se  funda  el  actor. 

El  documento  que  sirve  de  base  á  la  ejecu- 
ción dice  textualmente: 

"Traspaso  número  1122.— Sociedad  Chile- 
na de  Amalgamación.— Señor  gerente: 

Sírvase  recabar  del  Director  de  la  Sociedad 
la  autorización  necesaria  para  traspasar  diez 
acciones  de  mi  propiedad,  según  el  título  nú- 
mero  ,  que  he  enajenado  á  don  Miguel  de 

la  Barra.— Santiago,  12  de  febrero  de  1906. 
— (Firma)— ^.  Aguirre,  vendedor. 

Testigos:  (Firm a),  —  Adolfo  Amen^ual.  — 
L itis  Dem aud  Verga ra . 


Por  la  presente,  acepto  el  traspaso  <lc  .i 
acciones  arriba  mencionadas,  obligan lir* 
á  cumplir  con  todo  lo  prescrito  por  lo<t»t^ 
tutos  sociales. 

Testigos:  (Firma).  —  A.  A.  Gorenechc - 
(Firma). — M.  de  /a  Barra  C,  comprailor. 

Aceptado  por  el  directorio  en <W    . 

de  190 El  gerente. 

Se  canceló  el   título  número por  ...a- 

Clones. 

Santiago de de  190 — Elgercnt: 

Se  demanda  la  suma  de  $  1.520  poni'Jte:. 
esta  cantidad  se  han  regulado  las  diez  aLM> 
nes  de  la  Sociedad  Chilena  de  Amalgaman  •- 
por  el  perito  tasador  don  .Aníbal  Martíaei. 

Si  bien  en  el  documento  trascrito  aparar 
la  firma  del  ejecutado  y  si  bien  estelo  harco»- 
nocido  en  la  diligencia,  la  declaración  s-iK-n- 
ta  por  esa  firma  no  importa  una  obligaoói 
de  dar,  que  es  la  demandada,  y  se  ha  m»i¡\ 
además,  la  existencia  del  contrato  mi^mo 

Por  consiguiente,  no  está  acredita<lo  ti  !f- 
recho  en  que  se  funda  la  acción  ejeciUlva. 

Por  lo  expuesto,  juzgo  que  corresporilc  i.- 
clarar  improcedente  la  apelación  del  «If^nt - 
de  5  de  junio,  y  revocar  la  sentencia  ác'2'M 
junio,  declaVando  que  no  ha  lugar  á  la  ejcoi- 
ción  y  alzando  el  embargo,  con  costa»*. 

El  hecho  de  que  se  llegue  al  mismo  re^a  :v 
do  revocando  el  mandamiento,  no  antoria. 
en  mi  opinión,  dar  vida  á  la  práctica  tl<^tf 
rrada  ya  por  nuestro  Código. 

Santiago,  17  de  diciembre  de  19()6.-Pu' 
hcrto  La^os. 


Corte  de  Concepción, — 11  de  diciemhn 
de  1906 

Melita  Benjamín  con  Melitajuan  y  oif'^ 

Indígana.— Estado  civil:  posesión 
notoria— Hijo 

Doctrina:—  La  posesión  noior¡n  J' 
estado  de  pndre,  madre,  mando,  mnj^' 
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hijo,  debe  tenerse  como  título  bastan- 
? para  constituir  á  favor  de  los  indíge- 
as  los  mismos  derechos  hereditarios 
ue  establecen  las  leyes  comunes  en  fa- 
or  de  los  padres,  cónyuges  é  hijos  legí- 
irnos,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  la 
?y  de  4  de  ai^osto  de  1S74. 
Por  consiguiente,  reconocida  la  cali- 
iad  de  indígena  del  demandante  le  has- 
\a  probar  la  posesión  notoria  del  estado 
le  hijo  de  la  mujer  cuya  herencia  recla^ 
iiH,  aunque  no  pruebe  quien  fué  su  pa- 
dre, para  que  se  le  declare  como  here- 
dero legítimo  de  su  madre  y  como  legí- 
timo re¡)resentaníe  de  ésta  en  la  sucesión 
de  su  abuelo. 


Don  Nicolás  Fernández,  como  guardador 
general  del  menor  José  Benjamín  Melita,  hace 
presente  que  su  pupilo  es  hijo  de  Pascuala  Me- 
lita  (jue  murió  hace  como  quince  años,  que- 
dando por  esta  causa  al  lado  de  su  abuelo 
Manuel  Melita,  muerto  también  á  la  fecha. 

Como  al  fallecimiento  de  este  último  sus 
bienes  pasaron  á  sus  descendientes,  la  distri- 
bución ha  debido  hacerse  entre  sus  hijos  José, 
Juan,  Luis  y  Pascuala  Melita,  representada 
ésta  por  José  Benjamín,  su  pupilo,  en  virtud 
del  derecho  que  le  concede  la  ley. 

Los  tres  primeros  se  han  considerado,  sin 
emhargo,  los  únicos  herederos  y  se  han  nega- 
do á  darle  no  sólo  la  parte  de  la  herencia  que 
le  corresponde  como  descendiente  de  Manuel 
Melita,  sino  también  á  hacerle  entrega  de  los 
bienes  dejados  por  su  madre  Pascuala  Meli- 
ta, los  cuales  indiscutiblemete  le  pertenecen. 
A  causa  de  que  los  indígenas  viven  según 
sus  ritos  y  costumbres  y  conforme  á  ellos  ce- 
lebran sus  matrimonios  y  no  con  arreglo  á 
las  leyes  del  país,  no  puede  establecer  la  cali- 
dad de  hijo  de  su  representado  de  Pascuala 
Melita  con  partida'escritn.pero  sí  lo  hará  con 
prueba  testimonial  que  rendirá  á  su  debido 
tiempo,  y  acreditado  ese  hecho,  estima  que  es 
incuestionable  que   á  su  representado  le  co- 


rresponde tomar  parte  como  heredero  en  los 
bienes  dejados  por  el  citado  Manuel  Melita, 
conforme  al  artículo  9'  de  la  ley  de  4  de 
agosto  de  1874  y  al  artículo  7*^  de  la  ley  de  4 
de  diciembre  de  1866. 

Fundado  en  estos  antecedentes,  entabló  de- 
manda de  petición  de  herencia  á  nombre  de 
su  citado  pupilo  José  Benjamín  Melita  contra 
José,  Juan  y  Luis  Melita,  para  que  se  decla- 
rara: 

1^  Que  los  demandados  deben  entregarle  la 
parte  (jue  le  corresponde  en  el  fundo  **Cuyan- 
co**  como  heredero  de  su  abuelo  Manuel  Me- 
lita; y 

2^  Que  deben  hacerle  entrega  de  los  anima- 
les que  dejó  su  madre  Pascuala  Melita,  con 
los  aumentos  habidos  desde  la  fecha  de  su  fa- 
llecimiento hasta  el  presente. 

Contestando  la  demanda  José  Luis,  José  y 
Juan  Melita  piden  que  no  se  dé  lugar  á  ella 
por  los  motivos  que  pasan  á  exponer: 

Es  cierto,  dicen,  que  Pascuala  MeHta  es 
nuestra  hermana;  pero  no  es  cierto  que  Ben- 
jamín Melita  sea  hijo  de  ella,  porque,  aparte 
de  que  jamás  lo  dio  á  conocer  en  ese  carácter, 
hay  todavía  la  circunstancia  de  que  nuestra 
hermana  murió  soltera  en  la  fecha  que  se  in- 
dica en  la  demanda,  según  nos  ha  de  ser  fácil 
acreditar. 

En  rebeldía  del  demandante  acusada  por 
los  demandados  seis  años  después,  se^dió  por 
evacuado  el  trámite  y  se  recibió  la  causa  á 
])rueba,  rindiéndose  la  que  corre  en  autos. 

Se  citó  para  sentencia,  pronunciándose  la 
siguiente,  con  fecha  22  de  agosto  de  1903, 
por  el  juzgado  de  Lebu: 

Considerando: 

!*<*  Que  consta  de  la  partida  de  nacimiento 
compulsada,  mandada  dar  con  citación  por 
decreto  de  2  de  diciembre  de  1901,  que  José 
Benjamín  Melita  es  hijo  natural  de  Pascuala 
Melita  y  de  padre  no  conocido; 

2^  Que  con  la  prueba  testimonial  rendida 
se  ha  establecido  que  Pascuala  Melita,  madre 
de  José  Benjamín  Melita,  murió  soltera,  se- 
gún lo  expresan  los  testigos  al  contestar  á  la 
pregunta  2*  del  interrogatorio;  hecho  que 
también  confirma  la  prueba  del  demandante, 
p'!es  aparte  de  no  expresar  en   todo  el  curso 
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ílel  juicio  que  Pascuala  Melita  fuese  casada, 
se  limita  á  probar  que  fosé  Benjamín  Melita 
es  hijo  de  Pascuala  Melita  sin  indicar  el  pa- 
dre; 

3^  Que  aún  para  establecer  esto  el  deman- 
dante, prestan  algunos  de  los  testigos  pre- 
sentados por  él  declaraciones  erradas,  como 
se  ve  en  la  de  Emilio  Contreras  y  Francisco 
Veloso,  contestando  á  la  pregunta  cuarta  del 
interrogatorio; 

4-^  Que  para  que  tenga  lugar  el  derecho  de 
re|)resentación  es  necesario  que  el  que  la  asu- 
me sea  descendiente  legítimo  de  la  persona 
cuyo  lugar  pretende  ocupar,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  986  del  Código  Ci- 
vil; y 

5'  Que  el  hecho  de  ser  indígena  el  deman- 
dante, lo  que  no  se  ha  probado,  no  puede  al- 
terar la  disposición  legal  antes  citada  y  no 
tienen  aplicación  al  caso  los  artículos  9^  de  la 
ley  de  4  de  agosto  de  1 874  y  7*  de  la  de  4  de 
diciembre  de  1866,  porque  estas  leyes  se  ha- 
llan derogadas  por  la  de  13  de  octubre  de 
1876  en  lo  que  se  refiere  al  departamento -de 
Lebu. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  986,  in- 
ciso 2^  ya  citado,  y  1698  del  Código  Civil  y 
374  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  re* 
suelve:  que  no  ha  lugar  á  la  demanda  en  nin- 
guna de  sus  partes,  con  costas,  en  que  se  con 
dena  al  demandante. 

No  se  cumple  con  la  designación  que  pres- 
cribe el  artículo  193  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  por  no  haber  presentado  las 
partes  escrito  alguno  desde  la  vigencia  de  este 
Código.— Franc/>co  Rosende. 
Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  de  primera  instancia;  ampliando  di- 
cha exposición  en  el  sentido  de  que  en  la  de- 
manda se  contiene  además  la  siguiente  peti. 
ción:  que  se  condene  á  los  demandados  A  la 
entrega  de  seis  bueyes  y  cinco  novillos  y  sus 
jornales  en  los  quince  años  que  van  trascu- 
rridos desde  la  muerte  de  Pascuala  Melita  y 
á  la  entrega  de  diez  vacas  y  cinco  vaquilla  s, 
con  sus  frutos  naturales  producidos  durant  e 


los  mismos  quince  años,  segán  lo  prcctt»;ji 
do  en  los  artículos  446,  inciso  3',  t  f>*T  -^ 
Código  Civil;  y 

Considerando: 

1^  Que  este  juicio  tiene  por  objeto  «jur 
declare,  además  de  lo  que  queda  expoestci 
que  benjamín  Melita,  en  sa  calidad  de  nfi 
gena,  es  sucesor  legitimo  de  su  madrt  Vm 
cuala  Melita,  tanto  para  el  efecto  de  tc^m 
mar  la  herencia  directa  de  ésta,  en  la  toni 
que  se  indica  en  la  misma  demanda,  to-^ 
para  representarla  en  la  de  su  padre  HaiA 
Melita; 

2^  Que  la  calidad  de  indígena  que  se  at-t-' 
buye  al  demandante  no  sólo  no  le  ha  «do  ik-I 
gada  por  los  demandados,  sino  qoe  éstr^'a' 
han  reconocido  de  un  modo  expreso  duraa:: 
el  juicio,  y  muyVspecialmente  en  e!  alegaf  íe 
bien  probado; 

3^  Que  las  partes  'están  de  acnerdocn  {.• 
Manuel  Melita,  ya  muerto,  tuvo  coaír»*- 
jos  legttiinos,  según  el  rito  indígena:  Pa<vu 
la  Melita  y  los  tr«a  demandados:  perofr-í 
niegan^que  el  demandado  sea  hijo  de  la  rrfcrr 
da  Pascuala,  con  derecho  á  la  saenuQ^i 
representarla  en  la  de  su  padre  MaMcl  Uc 
ta,  y  se  fundan  en  que  no  sólo  jamás  lo  f***'  '• 
conocer  en  el  carácter  de  hijo,  sino  que  ade- 
más hay  la  circunstancia  de  que  TaKoai 
murió  soltera; 

4"^  Que  la  ley  de  4  de  agosto  de  1874  disx- 
ne  en  su  artículo  9'  lo  siguiente:  "La  pose-Vi 
notoria  del  estado  de  padre,  madre,  raanc^ 
mujer  ó  hijo,  se  tendrá  como  título  bastanií 
para  constituir  á  favor  de  los  indígena*  < 
mismos  derechos  hereditarios  que  eitablecn 
las  leyes  comunes  en  favor  de  los  padrt>,  f  " 
yugesé  hijos  legítimos'*; 

59  Que  atendidos  los  términos  claros  k  1 
disposición  legal  trascrita,  que  nobadf^^:i 
do  para  el  departamento  de  Leba  la  k?  if 
13  de  octubre  de  1875,  pues  la  derojjv-s 
prescrita  por  el  artículo  14  de  esa  Icyft^'' 
re  á  ciertas  prohibiciones  de  que  aquí  r  « 
trata,  basta  que  un  indígena  justifique  :í  • 
sesión  notoria  del  estado  de  padre,  ni^-'^ 
marido,  mujer  ó  hijo  para  constituir  í>'-^ 
vor  ¡os  mismos  derechos  hereditarios  qr.  tr 
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tableceii  las  leyes  comunes  á  favor  de  los  pa- 
dres, cónyuges  é  hijos  legítimos; 

6*^  Que  por  parte  de  Benjamín  Melita  se  ha 
acreditado,  al  tenor  del  interrogatorio  y  con 
abundante  prueba,  que  es  hijo  de  Pascuala 
Melita,  ya  muerta,  quien  lo  crió  con  todas  las 
consideraciones  de   tal,    dándole  á    conocer 
siempre  en  este  carácter  á  sus  parientes  y  ex- 
traños; que  Manuel  Melita  lo  reconoció  como 
su  nieto  más  querido  y  como  tal  lo  presenta- 
ba á  sus  relaciones  y  amigos,  dejándolo  á  su 
muerte  en   su   propia  casa,  la  que  continuó 
ocupando  hasta  marzo  de  1901,  en  que  ma- 
nos criuiinales  la  incendiaron;  pero  que  antes 
de  un  mes  volvió  á  levantar  otra  en  el  mismo 
sitio  y  sin  que  nadie  se  lo  impidiera;  que  des- 
de el  fallecimiento  de  su  abuelo  ha  poseído  y 
posee   tranquilamente  en  común  con  los  de- 
más accionistas  el  fundo  **Cerro  Alto"  y  **Cu- 
llinco",  ejecutando  en  él  todos  los  actos  á  que 
le  da  derecho  su  calidad  de  dueño  comunero; 
y  por  fin,  que  la  generalidad  de  los  vecinos 
del   lugar  han   reconocido  y  reconocen  al  de- 
mandante como  hijo  de  Pascuala  Melita  \'' 
nieto  de  Manuel  Melita; 

7^  Que  la  prueba  rendida  por  el  demandan- 
te, que  aparece  corroborada  por  la  rendida 
por  los  demandados,  es  bastante  para  dar 
por  establecido  que  el  mencionado  deman- 
dante Benjamín  Melita  ha  tenido  la  posesión 
notoria  del  estado  de  hijo  de  Pascuala  Melita 
y  de  nieto  de  Manuel  Melita,  la  cual,  atendi- 
dos los  términos  del  artículo  9*^  de  la  ley  de  4 
de  agosto  de  1874.,  basta  para  que  se  le  de- 
clare como  heredero  legítimo  de  Pascuala  Me- 
lita y  como  legítimo  representante  de  ésta  en 
la  sucesión  de  su  abuelo  Manuel  Melita; 


8°  Que  si  bien  el  demandante  ha  justificado 
que  á  la  muerte  de  su  madre  Pascuala  Me- 
lita quedaron  en  poder  de  su  abuelo  Manuel 
Melita  algunos  animales,  los  cuales  pasaron 
á  poder  de  los  demandados  después  del  falle- 
cimiento de  éste,  no  ha  comprobado  cuántos 
fueron  esos  animales,  en  términos  de  que  se 
pueda  dar  sentencia  cierta  sobre  el  articu- 
lar; y  que  además  la  petición  relativa  á  ia 
entrega  de  los  mismos  animales  es  por  su  na- 
turaleza más  propia  del  respectivo  juicio  de 
partición  que  del  actual. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  las  disposiciones  citadas  y 
artículos  980,  983,  984,  985,  986.  1264  y 
1698  del  Código  Civil;  151,  373  y  374  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  3'  176,  núme- 
ro 2*^,  de  la  I^y  Orgánica  de  Tribunales,  se 
declara:  que  ha  lugar  á  la  demanda  menos  en 
cuanto  se  pide  la  entrega  de  los  animales  y 
frutos  de  que  se  hace  mérito  en  la  misma  de- 
manda, reservándose  á  este  respecto  sus  de- 
rechos al  demandante  para  que  los  haga  va- 
ler en  la  resjjectiva  partición  ó  como  mejor 
viere  convenirle. 

Se  revoca  en  lo  contrario  á  ésta  la  senten- 
cia de  22  dé  agosto  de  1903. 

Se  deja  constancia  de  que  esta  sentencia  se 
pronuncia  sólo  por  los  Ministros  que  la  fir- 
man, conforme  á  lo  prescrito  en  el  artículo 
182  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por 
encontrarse  enfermo  é  imposibilitado  para 
asistir  al  Tribunal  el  señor  Ministro  Parga 
que  también  concurrió  á  la  vista  de  la  causa. 

Redactada  por  el  Presidente  Figueroa  La- 
gos.—E/^gu/e/  Figueroa  Lagos —  B.  Fuentes 
R,  —Ramón  Navarro  O. 
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Obligaciones  y  contratos  especiales 

Por  M.  Rene  Demogue 

Profesor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  ünivtritidad  de  Liile 

OBLIGACIONKS  BN    GENERAL 

Efectos  de  las  obligfaciones 

Irresponsabilidad  de  una  persona  que  ha 
ejecutado  un  acto  de  acuerdo  con  las  Ins- 
trucciones de  un  médit'o.—U na  persona  que 
no  obra  sino  bajo  la  fe  de  las  afirmaciones  de 
un  médico  no  es  responsable  del  perjuicio  que 
ha  podido  producirse  en  estas  condiciones. 
En  este  sentido  la  Corte  de  Lyon,  el  8  de 
diciembre  de  1905  (La  Lo/ del  8  de  abril  de 
1906),  ha  declarado  irresponsable  á  un  direc- 
tor de  una  oficina  de  nodrizas,  por  haber  con- 
fiado, conforme  al  parecer  de  un  médico,  co- 
misionado por  el  prefecto,  un  niño  á  una  no- 
driza, y  haber  sido  ésta  después  contaminada 
por  la  enfermedad  de  que  estaba  atacado  el 
niño. 

La  irresponsabilidad  médica,  que  es  admiti- 
da en  principio,  tiene,  pues,  por  consecuencia, 
la  irresponsabilidad  de  los  que  han  seguido 
la  opinión  de  un  médico. 

Efectos  déla  condición  potestativa,— Vn^e- 
terinario  emplea  á  una  persona  como  ayu- 
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dante:  se  proyecta  ana  asociación  entre  ellos 
y  se  conviene  que  en  caso  que  la  asociación 
proyectada  no  pueda  realizarse,  el  ayudante 
se  compromete  á  no  establecerse  en  la  comu- 
na en  que  está  empleado. 

La  Corte  de  Aix,el  15  de  noviembre  de  1905 
(Le  Droit,  14  de  marzo  1906),  ha  anulado  es- 
ta obligación  por  el  motivo  siguiente:  *Ma 
obligación  estaba  subordinada  á  la  condición 
de  que  la  asociación  que  debería  celebrarse  no 
se  realizara;  esta  condición  aparecía  pues  co 
mo  potestativa  de  parte  del  deudor".  La 
obligación  dependía  de  la  no  realización  del 
contrato;  pero  el  contrato  en  el  hecho  sólo 
podía  realizarse,  según  lo  constata  la  Corte, 
si  el  veterinario  daba  pruebas  de  equidad,  de 
moderación  en  la  fijación  de  las  condiciones 
de  la  sociedad.  Nos  parece  que  la  Corte  ha  des- 
conocido completamente  la  teoría  no  discuti- 
da de  la  condición  potestativa.  La  sola  con- 
dición que  anula  el  contrato  es  la  condición 
puramente  potestativa  de  parte  del  deudor. 
¿Era  este  el  caso  cuando,  como  lo  dice  la  sen- 
tencia, la  decisión  del  a^^udante  sería  influen- 
ciada por  las  condiciones  que  le  impusiera  su 
patrón  para  asociarlo?  La  Corte  ha  sido  do- 
minada por  el  hecho,  que  constata,  de  que  el 
patrón  había  usado  muy  ampliamente  de  la 
superioridad  de  la  experiencia  y  de  la  edad 
para  imponer  un  contrato  que  le  era  prove- 
choso.  Pero  es  completamente  inexacto  fun- 
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dar  en  esto  la  anulación  de  un  contrato  sobre 
la  idea  de  condición  potestativa. 

Del  curso  de  los  intereses  á  consecuencia  de 
un  requerimiento  judicial,— Vnanucva  senten- 
cia de  la  Corte  de  Casación  (Req.  13  feb 
1905,  S.  1906,  1.  78)  afirma  más  el  principio 
de  que  la  demanda  judicial  hace  correr  los  in- 
tereses de  una  deuda  exigible  aun  cuando  no 
sea  líquida  (Y.  también  Cas.  8  de  junio  de 
1896,  S.  97.  1.  178).  Solamente  conviene  no- 
tar la  manera  bastante  criticable  como  está 
fundado  el  presente  fallo:  la  Corte  considera 
el  crédito  ilíquido  como  sometido  á  una 
condición  suspensiva  cuya  realización  ha  te- 
nido por  efecto  hacer  la  deuda  cierta  en  su 
existencia  en  el  día  del  contrato.  Nos  parece 
que  no  es  justo  hablar  de  retroactividad  de 
la  condición,  pues  la  liquidación  de  un  crédito 
no  es  una  condición.  Es  una  formalidad  indis- 
pensable á  ciertas  deudas  para  que  puedan 
ser  pagadas.  El  no  ser  líquidas  es  un  estado 
de  hecho  y  no  un  estado  de  derecho,  como  el 
de  un  crédito  condicional. 

EXTINCIÓN   DE  LAS  OBLIGACIONES 

Efectos  de  la  subrogación  personal.^ha  su- 
brogación personal  no  tiene  sólo  por  efecto 
colocar  al  acreedor  subrogado  en  tina  situa- 
ción más  ventajosa,  sino  que  le  confiere  todos 
los  derechos  que  correspondían  al  acreedor 
subrogante.  La  Corte  de  Lyon  ha  deducido 
de  esto  la  siguiente  consecuencia,  que  parece 
nueva: 

Un  acreedor  tiene  muchos  deudores  solida- 
rios, que  han  afectado  hipotecariamente  cier- 
tos inmuebles  al  pago  de  la  deuda.  Otro  acree- 
dor había  hecho  anteriormente  un  préstamo 
á  los  mismos  deudores  solidarios  con  la  mis- 
ma garantía,  pero  uno  de  ellos  le  había  hipo- 
tecado además  ciertos  bienes  particulares.  El 
acreedor  posterior  pidió  y  obtuvo  la  subroga- 
ción. Después  de  lo  cual  se  dirigió  contra  uno 
de  los  codeudores  por  su  antiguo  crédito  úni- 
camente, y  obtuvo  el  pago  casi  íntegro;  des- 
pués quiso  dirigirse  contra  el  deudor  que  ha- 
bía dado  una  hipoteca  especial  y  obtener  el 
pago  del  crédito  en  que  estaba  subrogado; 
este  procedimiento  le  permitía  hacerse  pagar 


primero  el  crédito  menos  garantido,  y  haccf» 
pagar  después  el  que  tenía  garantías  e«;:..:: 
les.  Esta  manera  de  obrar,  que  resulta  >l  . 
combinación  de  los  efectos  de  la  subroga.  - 
y  del  derecho  del  acreedor  que  tiene  hi¡"  te. 
sobre  muchos  inmuebles  de  proceder  contrae 
que  le  conviene,  ha  sido  declarada  v:'.  j 
(Lyon,  8  feb.  1906,  Le  Droit,  7  abril,  Va" 
La  Loi  áe  18  abril). 

¿Es  la  huelga  un  caso  de  fuerza  may'- 
Hay  una  jurisprudencia  bien  estableciih-i  lif  .: 
la  huelga  constituye  un  caso  de  fueriri  rr.;» 
yor  sólo  cuando  es  general  (V.  Reruc,  1>:í, 
págs.  567  y  429).  La  Corte  de  Casación,  ir.- 
vocándola  en  una  sentencia  de  31  de  octu':. 
de  1 905  (Le  Droitáe  11  de  marzo  de  190»^  i  .. 
ha  precisado  en  un  nuevo  aspecto  ¿Cuál  e>c; 
alcance  de  un  contrato  de  descarga  que  pr;"J 
que  el  trabajo  no  podrá  tener  lugar  'loj  1 - 
mingos  y  días  de  fiesta  legal  y  los  áuiiCt 
huelga  de  obreros?"  Los  contratantes,  cicc!-i 
Corte,  no  han  considerado  evidentemente  t-. 
huelga  cualquiera,  sino  la  que,  preseniítri 
los  caracteres  de  una  fuerza  mayor  ó  de:' 
caso  fortuito,  impidiera  al  deudor  hacc^a:!:^ 
lio  áque  estaba  obligado.  Esta  interpretacOr 
que  por  otra  parte  era  inútil,  por  cons:;::i: 
en  el  hecho  la  huelga  de  que  se  trata'.u  rr 
caso  de  fuerza  mayor,  nos  parece criiicallc 

CONTRATOS  ESPECIALES 
DK  LA  VENTA 

De  los  créditos  accesorios  de  ua  dcrcch  -  :■ 
propiedad.— Y íi  hemos  hecho  notar  |V  L- 
rué,  1906,  pág.  168)  que  la  jurispnult:  3 
admite  que  un  crédito  puede  ser  accesí»n<'  > 
un  derecho  de  propiedad  y  transferirse  cc-i. 
sin  que  sea  necesaria  ninguna  notificaci '<! ,  •• 
menos  cuando  este  crédito  es  puramente  c.r 
tu  al.  Esta  teoría,  aplicada  ya  á  la  acci'*r  :. 
garantía  contra  los  antiguos  vendedores-- 
inmueble,  á  la  acción  de  concurrencia  de>'- 
contra  un  antiguo  empleado  de  una  cas:.  -: 
comercio,  ha  sido  extendid<a  por  la  Cortí  - 
París  el  11  de  enero  de  1906  [Ghz,  daPd-^ 
de  18  de  febrero)  á  la  acción  contra  el  .i'-. 
tecto  de  un  edificio,  con  motivo  delosv;j  - 
de  construcción  (V.  en  el  mismo  sentido,  Su 
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cy.  23  de  enero  de  1830,  D.,  v"^  Vente,  número 
656,  y  Rennes,  9  de  abril  de  1870,  D.  72. 
2.  110).  Es  cierto  que  en  la  especie  se  negó  á 
tomar  en  cuenta  este  principio,  con  motivo 
de  que,  por  haber  sido  ya  intentada  la  acción 
de  garantía,  las  partes  no  habían  podido  en- 
tender que  la  cedían  al  comprador  del  im- 
mueble. 

ARKKNDAMIENTO 

Responsabilidad  del  arrendatario  en  caso 
de  incendio. ^Ciuxnáo  se  ha  establecido  que  el 
incendio  ha  estallado  en  el  departamento  de 
un  arrendatario,  éste  es  responsable  del  in- 
cendio entero  y  no  sólo  del  incendio  de  la  par- 
te del  inmueble  que  ocupa.  Esta  solución,  dis- 
cutida en  doctrina,  es  hoy  cierta  en  jurispru- 
dencia. Ha  sido  sostenida  á  menudo  cuando 
el  inmueble  es  ocupado  sólo  ])or  arrendata- 
rios, y  nó  por  el  propietario  en  parte  alguna; 
pero  el  iiltimo  fallo  en  este  sentido  data  ya  de 
algunos  años;  es  una  sentencia  de  la  Corte  de 
París  de  11  de  abril  de  1895  {¡ourn.  des  assu. 
ranees,  96.  1).  En  la  hipótesis  de  que  el  in- 
mueble esté  ocupado  en  parte  por  el  propieta- 
rio, no  hay  más  resolución  en  este  sentido  que 
una  sentencia  de  Bordeaux  de  11  de  diciem- 
bre de  1891  {Rec.  de  Bordeaux,  92.  1  23).  La 
misma  solución  ha  sido  daíla  por  la  Corte  de 
Poitiers  el  13  de  febrero  de  1906  {La  Loi  de 
8  de  abril). 

Derecho  del  arrendatario  para  colocar  avi- 
sos en  los  muros  exteriores.  —  Una  sentencia 
de  la  Corte  de  Nancy  de  10  de  febrero  de  1906 
{Oaz.  du  Palais  de  24  de  abril)  se  conforma  á 
los  fallos  de  los  tribunales  q\ie  hemos  anota- 
do (y.  Revue,  1904.,  p.  482  y  570),  sobre  el 
derecho  del  arrendatario  para  colocar  avisos 
en  los  muros  exteriores  de  su  inmueble.  Admite 
que  el  arrendatario  de  una  casa  puede  utili- 
zar la  fachada  para  el  distintivo  de  su  comer- 
cio, pero  que  no  puede  colocar  en  ella  avisos 
extraños  á  su  profesión,  que  hay  en  esto  un 
uso  anormal  del  inmueble  que  puede  depre- 
ciarlo y  desacreditarlo.  Es  lo  mi^mo  que  ha- 
líían  resuelto  anteriormente  los  fallos  del  tri- 
Ininalde  S:iint-Etienne  de  8  de  febrero  de  1899 
y  del  tribunal  de  Pcrigueux  de  31  de  mayo  de 
1900  (Rtvue,  1904,  p.  432). 


SOCIKDAD 

Del  derecho  de  terceros  contra  una  sociedad 
cuando  el  asociado  ha  obrado  excediendo  sus 
poderes.  —  La  práctica  tiende  más  y  más 
á  considerar  que,  tratando  con  un  tercero  que 
se  presenta  como  mandatario  ó  como  gerente 
de  una  sociedad,  se  puede  proceder  contra  el 
mandante  ó  contra  la  sociedad,  aun  cuando 
el  representante  con  quien  se  ha  tratado  ha 
excedido  sus  poderes.  En  este  sentido,  citare- 
mos un  fallo  de  la  Corte  de  Bordeaux  de  22 
de  enero  de  1906  (Le  Droit,  2  y  3  de  abril)  que 
ha  resuelto  que  una  sociedad  estaba  obligada 
cuando  uno  de  los  asociados,  que  no  tenía  fa- 
cultad para  usar  por  sí  soló  la  firma  social, 
había  contratado  diversos  préstamos,  sea 
ñrmando  con  su  nombre  ó  con  la  firma  so- 
cial, y  estando  el  prestamista  de  buena  fe.  La 
Corte  establece  además  el  hecho  característi- 
co de  que  el  dinero  había  entrado  á  la  caja  so- 
cial. Se  podía  decir,  pues,  que  la  sociedad  es- 
taba obligada  de  in  rem  verso,  Pero  agrega 
la  Corte,  lo  que  parece  más  discutible,  que  la 
regla  del  pacto  de  sociedad  sobre  el  empleo  de 
la  forma  social  ha  recibido  de  las  partes  que 
habían  concurrido  á  su  formación  una  inter- 
pretación equivalente  en  el  hecho  á  su  supre- 
sión, y  que  entonces  no  es  admisible  que  los 
asociados  se  quejen  de  la  violación  del  pacto 
social.  ¿Cómo  un  cierto  número  de  violacio- 
nes del  pacto  social  puede  tener  por  efecto  va- 
lidar las  otras? 

CONTRATOS  .\LHATORIOS 

¿^  uAndo  puede  decirse  que  una  persona  ha 
muerto  de  una  enfermenad,  si  murió  después 
de  una  operación.'^  —  La  moda  de  practicar 
operaciones  hasta  el  último  extremo,  hace  de 
aplicación  delicada  el  artículo  1975,  que  anu- 
la la  renta  vitalicia  cuando  el  acreedor  muere 
dentro  délos  veinte  días  siguientes  al  contrato 
de  la  enfermedad  de  que  estaba  atacado.  El 
Tribunal  del  Sena  ha  resuelto  el  20  de  noviem- 
bre de  1905  (Le  Droit,  11  de  marzo  de  1906, 
que  no  había  nulidad  por  haber  muerto  el 
acreedor  á  consecuencia  de  la  operación  de 
íipendicilis,  no  habiendo  sido  atacado  por  la 
enfermedad  sino  después  del  contrato.  El  mis- 
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mo  tribunal  había  resuelto  ya  en  el  mismo 
sentido,  á  propósito  de  una  operación  que  no 
era  en  manera  alguna  necesaria  y  que,  inten- 
tada para  aliviar  al  enfermo,  había  causado 
su  muerte.  (Trib.  Sena,  22  abril  1904,  Le 
Droit  de  28  de  abril).  En  sentido  contrario  ha 
resuelto  la  Corte  de  París,  el  20  de  diciembre 
de  1905  (Le  Droit  de  11  de  marzo  de  1906), 
que  había  nulidad  si  una  persona  había  muer, 
to  á  consecuencia  de  una  operación  juzgada 
necesaria  para  conservar  su  vida,  por  tratar- 
se de  un  hecho  que  era  ordinariamente  conse- 
cutivo de  una  operación.  Así  pues,  el  artículo 
1975  se  aplicará  á  causas  de  muerte  que  han 
sido  simplemente  ocasionadas  por  una  opera- 
ción y,  como  lo  dice  la  Corte,  **los  riesgos  de 
mal  éxito  ó  de  complicaciones  operatorias  se 
confunden  con  los  riesgos  semejantes  ó  aún 
más  serios  de  la  enfermedad". 

MANDATO 

La  revocación  áe  un  mandato  ¿expone  al 
mandante  á  una  indemnización?— Vns.  perso- 
na es  representante  de  otra.  ¿Puede  éstaie- 
vocar  el  mandato  á  su  arbitrio?  Hay  en  la 
jurisprudencia  una  tendencia  más  y  más  mar- 
cada á  conceder  una  indemnización  al  manda- 
tario despedido  sin  motivo  legítimo,  al  cual 
se  ha  causado  un  perjuicio  injusto.  (Lyon  6 
abril  1893,  D.  95.  2.  431,  y  una  sentencia  me- 
nos clara  de  Douai,  20  abril  1891,  D.  92.  2. 
51).  Una  sentencia  de  la  Sala  de  Admisibili- 
dad de  5  de  diciembre  de  1904,  sin  ser  mu^' 
clara,  contribuirá  sin  duda  á  acentuar  esta 
jurisprudencia  equitativa.  Ha  aprobado  co- 
mo soberana  la  resolución  de  una  Corte  de 
Apelaciones  que  había  condenado  á  un  patrón 


á  una  indemnización  por  haber  despedido  sin 
razón  á  un  representante  que  había  contra- 
tado por  un  año.  Es  cierto  que  el  argumento 
sacado  del  carácter  revocable  del  mandato 
fué  invocado  por  primera  vez  ante  laCor.e 
de  Casación,  que  debió  rechazarlo  por  este 
motivo. 

Por  lo  demás,  no  podrían  estorbar  esta  tfo- 
dencia  los  fallos  en  sentido  contrario  de  10  de 
noviembre  de  1891,  S.  91.  1.  529,  y  de  18  de 
julio  de  1892,  S.  92.  1.  337;  pues  han  recaí io 
en  hipótesis  en  que  el  contrato  otorgaba  for- 
malmente al  mandante  el  derecho  de  revocar 
en  cualquier  momento  el  mandato,  en  laesje- 
cie  un  agente  de  seguros. 

Efecto  de  la  muerte  del  mandatario  en  el 
mandato. — El  mandato  termina  por  la  muer- 
te del  mandatario.  Pero  si  se  han  continua- 
do los  negocios  de  éste  y  el  mandante  conti 
núa  sus  relaciones  con  el  sucesor,  éste  suce- 
de en  los  derechos  y  obligaciones  del  anterior 
mandatario.  Por  consiguiente,  no  es  contra 
los  herederos  de  este  ultimo  contra  quien 
deben  dirigirse  las  reclamaciones  relativas  á 
los  objetos  entregados  á  su  autor.  Hay  en 
esto,  pue.s,  una  verdadera  cesión  de  contra- 
to, más  bien  que  una  extinción  del  contra- 
to. Y  así  se  encuentra  suavizada,  puesta  en 
relación  con  las  necesidades  prácticas,  la  dis- 
posición del  artículo  2003  del  Código  Civil. 
Es  esto  lo  que  se  desprende  de  un  fallo  fie! 
Tribunal  del  Sena,  de  24  de  mayo  de  19u3 
(Pand.  fr.  1906,  2.  69),  que  ha  considerado 
á  los  herederos  de  un  comisionista  no  res- 
ponsables de  los  objetos  enviados  á  su  autor 
para  ser  vendidos,  por  haber  continuado  el 
mandante  relaciones  de  negocios  con  el  sutt- 
sor  del  difunto. 
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Propiedad  y  derechos  reales 

por  M.  Emmanuel  Lévy 

Profesor  de  la  Facultncl  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lyon 

MEDIANERÍA 

La  medianería  de  un  muro  entre  vscínos  se 
presume,  y  esta  presunción  no  cesa  sino  cuan- 
do hay  un  título  6  una  señal  de  lo  contrario, 
(art.  653  Cód.  Civ.)  Pero  la  prescripción  de 
treinta  años  hace  desaparecer  la  presunción 
del  artículo  653.— Cas.  civ.,  8  nov.  1905  (Le 
Droit,  12  y  13  de  marzo  de  19C6). 

Esta  corrección  al  artículo  653  es  enseñada 
en  doctrina  (Aubry  et  Rau,  5*edic.,  t.  II,  §  222, 
p.  600  y  sigt;  Baudry-Lacantinerie  et  Chau- 
veau.  Des  biens,  núm.  948,  p.  650;  Demolom- 
he,  t.  II,  núm.  366).— También  es  admitida 
porlajurísprudencia  (Dalloz,  C.  civ.  anota- 
do, art.  653  núms.  29  y  sgtes). 

HIPOTECAS. INSCRIPCIÓN 

La  inscripción  hipotecaria  que  contiene  en 
la  designación  del  inmueble  hipotecado  un 
error  que  puede  inducir  á  engaño  á  los  terce- 
ros, debe  ser  declarada  nula  respecto  á  los 
acreedores  que  han  practicado  posteriormen- 
te una  inscripción:  ''Considerando  que  el  acre- 
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dor  hipotecario  no  tiene  rigorosamente  que 
verificar  sino  los  títulos  de  propiedad  de  los 
inmuebles  que  se  le  da  en  garantía",  sin  que 
pueda  oponérsele  una  cuestión  de  buena  fe. 

Y  el  acreedor  cuya  hipoteca  ha  sido  compro- 
metida por  esta  designación  errónea  carece  de 
recurso  contra  el  conjjervador  de  hipotecas, 
cuando  en  los  decumentos  estaba  mal  escrita 
la  cifra  que  indicaba  el  número  de  la  casa  hi- 
potecada. El  papel  del  conservador  es,  en  efec- 
to, puramente  pasivo;  se  limita  á  hacer  men- 
ción en  el  registro  del  contenido  del  documen- 
to; no  tiene  por  qué  constituirse  en  juez  de 
este  contenido,  no  puede  retardar  la  inscrip- 
ción con  averiguaciones  que  tengan  por  obje- 
to suplir  á  las  indicaciones  que  se  le  propor- 
cionan (Rennes,  27  julio  1905,  Gazette  du  Fa- 
jáis, 25-26  febrero  1906)  Cf.  sobre  el  según- 
do  punto:  Cas  ,  26  abril  1882  (D.  82-1-331). 

SERVIDUMBRES 

El  propietario  del  fundo  gravado  con  una 
servidumbre  de  tránsito  puede  cerrar  el  paso 
por  medio  de  puertas  y  barreras,  á  condición 
solamente  de  que  no  resulte  de  ello  para  el 
fundo  dominante  un  estorbo  que  haga  dema- 
siado difícil  el  ejercicio  de  su  derecho  de  trán- 
sito. Corresponde,  por  otra  parte,  al  juez,  á 
falta  de  título,  determinar  en  qué  condiciones 
puede  hacerse  este  cerramiento,  tomando  en 
cuenta  ante  todo  la  naturaleza  y  la  situación 
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de  los  inmuebles.  En  todo  caso  es  preciso  que 
haya  verdadero  transito;  en  la  especie  el  juez, 
resolviendo  el  hecho  soberanamente,  decide 
que  la  cerca  no  podría  cerrarse  durante  el  día 
tratándose  del  tránsito  que  dá  accceso  á  la 
vía  pública  á  una  casa  habitación;  y  que  si  la 
cerca  puede  ser  cerrada  durante  la  noche,  es  e^ 
condición  de  que  se  entregue  una  llave  al  pro- 
pietario del  fundo  dominante,  debiendo  éste, 
si  se  sirve  de  ella  en  la  noche,  cerrar  la  cerca 
después  de  haber  pasado  (Rouen,  9  dicbre. 
1905,  Le  Droit,  12  abr.  1906). 

Es,  en  efecto,  una  cuestión  de  hecho,  cuya 
apreciación  corresponde  á  los  tribunales,  sa- 
ber si  un  cerramiento  hace  imposible  ó  dema- 
siado incómodo  el  ejercicio  de  una  servidum- 
bre. (DaWoz  fur.  gen fSuppL  v^  Servítude,  nú- 
mero 129). 

Obligaciones  y  contratos  especiales 

Por  M.  Rene  Demogue 

Profeaor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  LilU 

OBLIGACIONES   EN  GENERAL 

Condiciones  de  existencia  de  las  obligaciones 
delictuosas 

Recurso  de  un  asej^urador  contra  el  autor 
del  siniestro.— Sq  inclina  hoy  más  á  admitir 
que  la  Compañía  de  seguros  no  tiene  en  ge- 
neral recurso  contra  el  autor  del  siniestro 
que  ha  dado  lugar  al  pago  de  la  indemniza- 
ción prometida.  Ver  el  artículo  de  M.  Capi- 
tante,  Revue,  1906,  p.  3  (1).  Citaremos  en 
este  sentido  un  fallo  del  tribunal  civil  de  Nice, 
de  3  de  noviembre  de  1905  {Pand  fr,  1906.  2. 
101),  que  ha  declarado  que  una  compañía  de 
seguros  contra  accidentes  no  puede  proceder 
contra  el  autor  del  accidente. 

Extensión  de  la  rey^ponsahilídad  del  comi- 
tente.—E\  comitente  es  responsable  del  delito 
de  su  dependiente,  aun  cuando  éste  haya  abu- 
sado de  sus  funciones.  Pero  un  conductor  de 
automóvil  sale  con  su  vehículo,  á  pesar  de  la 

(I)  V.  Revista  de  Derecho  y  Jui  ¡spriultiuia, 
ano  III,  primera  parte,  pág.  2(>1. 


orden  formal  de  su  jefe,  llevando  consiu'D   : 
chauffer.  Ocurre  un   accidente  y  éste  úl: 
es  herido.  ¿Puede  reclamar  una  inderar:. 
ción  al  propietario  del  vehículo,  dicien  ¡lo  ... 
es  responsable  aun  del  acto  abu*-ivo  de  >'i  i. 
pendiente?   Nó,  ha  dicho  la  sala  crimina,  i. 
la  Corte  de  Casación  el  12  de  diciem-ífc  .: 
1903(8.1906.1.  150).  El  tercero,  al  subir  ene 
vehículo,  ha  entendido  confiarse  nó  al  de:  .r 
diente  del  propietario,  sino  al  dcpcní::'.:: 
que  obra  por  su  propia  cuenta;  no  podría  re- 
clamar una  indemnización  por  el  jierjuicio  vu 
ha    podido    causarle  la    falta  personal  L 
chauffer.  Nos  parece  que  este  argumento  r. 
justifica  muy  bien  una  solución  en  sí  nir 
exacta  y  muy  equitativa,  pues  es  difícil  \ .  r: 
tir  que  la  intención  de  las  partes  pueda  1:. 
tar  la  responsabilidad  legal  del  artículo  ir>i. 
tanto  más  cuanto  que  este  artículo  se  a[\ .:. 
seguramente  aun  cuando  se  hai-a  ignon.l 
en  el  momento  del  accidente  la  calidad  tk  '.i 
pendiente  de  su  autor.  Si  un  obrero  hiere  ; 
una  persona,  esta  podrá  exigir  una  inderrLi 
zación  á  su  patrón,  aun  cuando  baya  crd ! 
al  ocurrir  el  hecho  culpable,  que  se  trata  - 
de  un  obrero  libre  que  trabajaba  por  sa  pro 
pia  cuenta.  Había  sido  más  exacto,  en  qí^s* 
tra  opinión,  decir,   que  el  tercero,  habií-i 
tenido  conocimiento  de  la  desobediencia  . 
chauffer,  se  había  hecho  cómplice  al  sabir  c: 
el  vehículo.  Pues  bien,  cómplice  de  la  rcl^  i 
del  dependiente,  no  podía  exigir  una  ici^"-- 
nización  al  patrón. 

Por  lo  demás,  la  jurisprudencia  había  l'e:r.- 
do  ya  en  un  caso  análogo  á  rechazar  !a  res- 
ponsabilidad del  patrón,  diciendo  qac  lir.'  '• 
en  ello  un  acto  del  dependiente  fuera  dtl  c  ^ 
cicio  de  sus  funciones  (V,  Cas.  3  marzo  1>^ 
p.  85. 1.  21). 

Condiciones  de  aplicación  de  la  ñcción  '^ 
in  rem  verso.— La  acción  de  ia  rem  rer^J* 
sido  estudiada  desde  hace  muy  poco  tie:.*: 
para  que  no  sea  susceptible  de  presentr.  v 
todavía  muchas  veces  bajo  nuevos  asp*-  * 
La  Corte  de  Lj'on  (11  de  enero  de  U^^'' 
1906.  2.  132)  ha  examinado  el  caso  siguicn:c 
Un  acreedor  recibe  en  prenda  sedas  en  br:: 
que  son  trabajadas  por  un  industrial,  lo  4^ 
aumenta  su  valor.   El  deudor  aprovecln  ' 
ello  para  hacer  aumentar  su  crédito,  y  ti n» 


JURISPRUDENCIA  EXTRANJERA 


mente  el  crédito  no  es  totalmente  pagarlo. 
¿Puede  el  industrial  proceder  contra  el  acree- 
dor de  in  rcm  verso?  El  tribunal  no  lo  ha  ad 
mitido,  diciendo  que,  para  apreciar  si  ha  ha- 
bido enriquecimiento,  hay  que  colocarse  no 
en  el  día  en  que  se  han  producido  los  hechos 
que  originaron  el  litigio,  sino  en  el  día  en  que 
se  entabló  la  acción.  Este  argumento  es  exac- 
to en  sí;  pero,  ¿hay  que  aplicarlo  aún  cuando 
el  enriquecimiento  ha  desaparecido  por  el  he- 
cho del  enriquecido  que  ha  hecho  al  deudor 
nuevos  préstamos?  Si  la  transformación  de 
la  prenda  permitía  al  acreedor  obtener  el 
pago  íntegro  de  la  primera  deuda  que  sin  esto 
no  había  alcanzado,  ¿no  es  justo  que  deba  lo 
in  rem  versum,  aun  si  su  improcedencia  lo  ha 
conducido  á  prestar  nuevamente  dinero? 

CONDICIONES    DE    EXISTENCIA    1)R    LAS  OBLIGA- 
CIONES CONTRACTUALES 

De  Jos  contratos  por  oíros.— El  Código  Ci- 
vil y  la  doctrina  han  examinado  la  cuestión 
de  las  promesas  y  la  de  las  estipulaciones  por 
otro.  Al  lado  de  estas  hipótesis  hay  otra  que 
se  ha  presentado  recientemente:  del  contrato 
por  otro.  Ella  es  frecuente  en  los  seguros  con- 
tra accidentes  donde  á  menudo  se  dice  que  el 
contrato  obliga  no  solamente  al  asegurado, 
sino  también  á  sus  representantes  y  causa 
habientes  y  que,  en  caso  de  venta  el  asegura- 
do se  obliga  á  hacer  firmar  á  su  adquirente 
una  transferencia  del  contrato  de  que  se  tra- 
ta. Hay  á  la  vez  estipulación  y  promesa  por 
otro.  En  este  caso,  ha  resuelto  muy  bien  el 
tribunal  de  comercio  del  Sena  el  26  de  no- 
viembre de  1904  (Pand  fr.  1906.  2.  130)  las 
obligaciones  y  los  derechos  corresponden  al  ce- 
sionario desde  el  instante  de  su  adquisición 
cuando  como  en  la  especie,  el  contrato  de 
venta  exprese  que  los  adquirentes  continua- 
rán el  contrato  de  seguro. 

¿Pero  esta  regla  se  aplica  también  al  caso 
en  que  la  póliza  exprese  que  el  asegurado  se 
compromete  en  caso  de  venta,  á  hacer  firmar 
á  otro  dentro  de  ocho  días,  y  se  establece  que 
el  contrato  no  producirá  efecto  para  el  ase- 
gurador sino  desde  esta  firma? 

Si,  ha  dicho  el  mismo  fallo.  E<ta  vláiisiila 
establece  solamente  una  formalidad  para  po- 


ner la  venta  en  conocimiento  del  asegurador. 
Por  consiguiente,  encontrándose  transferido 
el  contrato  de  seguro  por  la  sola  venta  de  la 
explotación,  el  asegurador  responde  de  los 
accidentes  sobrevenidos  entre  el  momento  de 
esta  venta  y  la  firma.  Creemos  que  esta  es 
una  interpretación  muy  equitativa  de  una  de 
esas  disposiciones  oscuras,  cuyo  secreto  po- 
seen las  compañías  de  seguro  y  que  ellas  em- 
plean en  ocasiones  para  rehusar  el  pago  de 
las  indemnizaciones. 

De  una  falsa  indicación  de  nombre  en  un  se- 
guro contra  incendio. — Los  pleitos  que  inter- 
ponen los  aseguradores  no  tienen  desgracia- 
damente algunas  veces  más  igualdad  que  la 
facilidad  con  la  cual  los  acojen  los  tribunales. 
Una  señora  Gattus  Carmela  v.  de  Genoaldi 
tomó  un  seguro  contra  incendio.  Completa- 
mente iletrada,  hizo  firmar  la  póliza  por  su 
sobrina.  Esta  póliza  está  redactada  á  nom- 
bre de  M.  Gathuso  Carmela,  sin  embargo  de 
que  el  nombre  Carmela  sea  exclusivamente  fe- 
menino. El  tribunal  del  Sena,  el  29  de  junio 
de  1905.  ha  declarado  nulo  el  contrato,  pues 
no  habiéndose  probado  que  el  error  sea  impu- 
table á  la  Compañía,  **el  asegurado  pudo  fá- 
cilmente, dirigiéndose  á  personas  experimen- 
tadas, hacer  verificar  el  contenido  de  su  con- 
trato y  obtener  la  rectificación  de  las  enun- 
ciaciones que  figurasen  equivocadas.  En  ma- 
teria de  seguro,  agrega  por  último  el  tribunal, 
la  consideración  de  la  persona  con  la  cual 
contrata  el  asegurador  constituye  un  elemen- 
to esencial  de  la  convención"  ¿Donde  se  pue- 
de encontrar  un  contrato  en  que  el  intuitus 
personas  aparezcri  aiénos  que  en  el  seguro  con- 
tra incendio?  Que  importancia  presenta  el 
hecho  de  que  el  asegurado  sta  hombre  ó  mu- 
jer? 

PRUEBA   DK    LAS  OBLIGACIONES 

De  Ir  forma  en  que  un  tribunal  debe  hacer 

prestar  el  juramento  decisorio Un  fallo  de 

la  Corte  de  Chambery  del  3  de  febrero  de 
1902  (D.  1906.  2.  177)  establece  de  manera 
muy  clara  el  principio  de  que  el  Tribunal  no 
puede  modificar  el  juramento  que  una  parte 
defiere  á  la  otra,  porque  en  suma  el  juramen- 
to deferido  es  una  promesa  de  transacción. 


8 


TBRCBRA   PARTE 


Las  solas  modiñcaciones  que  se  pueden  in- 
troducir son  los  cambios  de  forma  para  dar 
mayor  claridad  al  juramento. 

La  Corte  de  Chambery  ha  ido  aún  más  le- 
jos y  declarado  que  el  litigante  puede  apelar 
en  el  caso  que  la  otra  parte,  habiendo  pres- 
tado el  juramento,  pretenda  que  se  trata  no 
de  una  transacción  ofrecida  por  una  de  las 
partes  á  la  otra,  sino  de  otra  sustituida  por 
el  juez. 

La  Corte  de  Casación  había  fallado  en  otra 
oportunidad  lo  contrario  (Cas.  8  dic.  1829, 
D.  \^  Oblig,,  núm.  5278)  pero  cuando  la  par- 
te había  aceptado  esta  nueva  forma  de  jura- 
mento. 

MODALIDADES  DB  LAS  OBLIGACIONES 

¿Cuál  es  el  efecto  de  una  resolución  de  una 
venta  con  respecto  á  los  ediñdos  construidos 
por  el  comprador?  Una  sentencia  del  Tribunal 
del  Sena  del  26  de  Diciembre  de  1904  (D.1906. 


2.  167),  conforme  á  la  solución  dada  por  b 
Corte  de  Besan^on  el  17 de  marzo  de  1897  ,D. 
98.2.211)  asimila  al  compradora  un  posedcr 
de  mala  fe  y  declara  que  se  le  puede  exigir  la 
demolición  de  las  construcciones.  Pero  «u 
solución  le  ha  parecido  tan  poco  equitativa 
que  no  ha  osado  llevar  las  consecuencias  lógi- 
cas hasta  el  final  y  admitir  que  debería  cntir 
garse  el  inmueble  en  el  estado  anterior.  Esta 
consecuencia  de  la  retroactivtdad  de  la  condi- 
ción se  impone,  sin  embargo,  si  se  le  admite 
como  un  principio  absoluto.  Y,  si  se  la  recha- 
za, tendería  á  probarse  que  no  debe  ser  aplica- 
da sino  en  una  medida  que  debe  determinarse. 
(V.  sobreesté  punto  Rerne,  1906,  p.  297 j 
sig.)  En  todo  caso  la  cuestión  provocada  por 
esas  decisiones  parece  poco  más  6  menos  ig- 
norada de  la  doctrina  y  de  la  jurispradeocia 
(Y.  sin  embargo  Larorabiére,  artículo  11S3. 
número  58,  y  un  fallo  de  Burdeos  del  17  de 
enero  1843.  S.  43.2.233). 
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FRANCIA  (1) 
Personas  y  dereolios  de  familia 

por  Louis  Josserand 

Profesor  de  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lyon 

MATRIMONIO 

Matrimonio,  oposición,  impotencia.— ho,  im- 
potencia del  futuro  esposo  no  puede  justificar 
la  o[)osici6n  al  raatrimonio  porque  no  cons- 
tituye de  ningún  modo  un  impedimento  para 
su  celebración;  los  jueces  deben  por  consiguien- 
te revocar  la  oposición  basada  en  ese  motivo. 
-Lyon,  16  mayo  1906  (La  Loi,  28,  29  oct. 
1906). 

La  solución  es  segura  en  derecho  moderno. 
De  los  trabajos  preparatorios  del  Código  Ci- 
vil y  del  silencio  guardado  por  el  legislador  á 
este  respecto  se  deduce  que  la  aptitud  para 
enjendrar,  como  también  la  aptitud  para 
concebir,  no  se  exige  en  las  personas  que  han 
alcanzado  la  edad  de  la  pubertad  legal,  por- 
que el  matrimonio,  en  el  concepto  moderno 
de  los  franceses  al  menos,  no  tiene  por  objeto 
exclusivo  la  procreación.  Pero  la  solución  se- 
ría diversa  si  la  impotencia  fuera  de  tal  gra- 
vedad que  no  se  pudiera  distinguir  el  sexo;  la 
identidad  del  sexo  en  los  dos  contrayentes 

(r  De  la  «Revue  trimestrielle  de  Droit  Civili, 
liúmero  4,  1906,  París. 
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constituye  un  impedimento  legal  y  justifica 
ampliamente  una  oposición.  (Misma  resolu- 
ción). 

nivoRCio 

Divorcio;  cuidado  de  los  hijos  confiados  á 
la  madre;  enajenación  mental.— E\  fallo  que 
pronuncia  el  divorcio  entre  los  esposos  con- 
fía la  guarda  de  los  hijos  á  la  madre;  ésta, 
atacada  después  de  enajenación  mental,  es 
encerrada  en  una  casa  de  orates;  ¿no  recu- 
perará el  padre  ipso  jure  los  atributos  de  la 
patria  potestad  de  que  se  le  había  privado: 
derechos  de  guarda,  educación  y  corrección? 
Creemos  que  Ifi  cuestión  es  nueva  en  jurispru- 
dencia. Acaba  de  ser  resuelta  negativamente 
por  el  tribunal  civil  del  Sena  y  por  la  Corte 
de  Varis  (París,  19  julio  1906;  Le  Droit,  3, 
4,  5  septbre.  1906). 

Estos  tribunales  estiman  que  corresponde 
á  la  autoridad  judicial  el  confiar  el  hijo  á  un 
tercero,  en  este  caso  á  su  abuela  materna,  y 
esto  aunque  el  padre  que  reclama  la  guarda 
de  su  hijo  no  haya  perdido  su  poder.  La  solu- 
ción tiene  una  base  sólida  en  el  artículo  302 
del  Código  Civil,  que  permite  al  tribunal  el 
confiar  el  hijo  sea  á  uno  de  los  esposos,  sea 
á  una  tercera  persona.  Parece  bastante  equi- 
tativo que,  si  la  persona  primitivamente  de- 
signada llega  á  estar  en  la  imposibilidad  de 
cumplir  su  misión,  el  tribunal  haga  nueva- 
mente uso,  y  con  toda  su  amplitud,  de  la  fa- 
cultad que  le  confiere  el  artículo  302. 

Sin  embargo,  esta  solución  se  armoniza  di- 
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ficflment;  con  la  que  dao  la  C(»rte  de  Capa- 
ción y  la  Corte  de  París  misma  para  el  caso 
en  que  muera  el  esposo  á  quien  se  había  con- 
fiado la  guarda  del  hijo;  entonces,  se^ún  la 
fórmula  del  tribunal  civil  del  Sena  que  la  Cor- 
te de  París  ha  hecho  suya,  la  muerte  de  la 
madre  trae  por  * 'resultado  ipso  jure  el  devol- 
ver al  padre  las  facultades  de  que  se  le  había 
prívado  en  favor  de  la  madre  únicamente*'. 
Y  sé  deduce  de  allí  que  no  correspondería  á 
los  tribunales  el  confiar  entonces  la  guarda 
del  hijo  á  una  tercera  persona,  al  menos  du- 
rante el  tiempo  en  que  no  se  haya  declarado 
que  el  padre  ha  perdido  su  potestad  en  con- 
formidad á  la  ley  de  24  julio  1889  (París,  24 
junio  1892),  D.  93,  2,  81,  con  una  nota  con- 
forme de  M.  Loynes  y  Cas.  13  agosto  1884, 
(D.  85,  1,  40). 

Si  hubiera  de  elegirse  entre  esas  dos  solucio- 
nes, no  vacilaríamos  en  pronunciarnos  en  fa- 
vor de  la  primera;  la  pretendida  restitución 
ipso  jure  del  padre  en  todos  los  atributos  de 
la  potestad  paterna  nos  parece  contraria,  no 
sólo  al  texto  del  artículo  302  del  Código  Ci- 
vil, sino  también  á  los  verdaderos  intereses 
del  hijo  que  han  de  ser  siempre  apreciados 
por  los  tribunales  con  facultades  soberanas. 

Obligaciones  y  contratos  especiales 

por  Rene  Demogue 

Profesor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lille 

1.    OBLIGACIONES  EN  GENERAL 

A.  Condiciones  genérales  de  existencia 
de  las  obligaciones  delictuosas 

Acción  de  las  Compañías  de  Seguros  contra 
el  autor  del  siníestrQ,  —  Dos  fallos,  uno  de 
Montpellier,  9  enero  1905,  el  otro  de  París, 
21  marzo  1905  (D.  1906,  2,  185,  con  nota  de 
M.  Capitant),  han  venido  á  confirmar  la  ju. 
risprudencia  establecida  respecto  de  la  acción 
de  las  compañías  de  seguros  contra  los  auto- 
res del  siniestro  y  á  consagrar  que  la  compa. 
nía  de  seguros  de  vida  ó  de  accidentes  no  tiene 
acción  contra  el  autor  culpable  del  accidente, 
FA  fallo  de  Montpellier  ha  establecido,  como 
otras  resoluciones  (V.  Araiens,   4  diciembre 


1902  D.  1903.  2.313)  que  el  asrjrura<lopoí.u 
juntar  con  la  indemnización  del  seguro  la  ac- 
ción contra  el  tercero.  Pero  ha  agregado  á  cv. 
una  nota  nueva.  Dice  que  si  el  seguro  lia  to- 
mado en  consideración  la  evcntualiíbddc'a 
acción,  puede  ésta  ejercerse  contra  el  teatro. 
lo  que  significa  que  en  un  caso  semejaotc  a 
subentendida  una  cesión  de  la  acción  costra 
el  tercero.  Así  podrían  atenuarse  de  hecho  ia« 
consecuencias  de  la  nueva  jurisprudencia.  Pe-o 
no  sería  sino  una  atenuación  va  que  la  Cot- 
pañía  no  ejerce  una  acción  creada  en  proveí hi- 
propio,  sino  una  acción  que  se  le  ha  cedido. 

Responsabilidad  por  ruptura  de  cspon<í:!t?. 
—La  jurisprudencia  admite  en  general  que  U 
ruptura  de  losesponsales  sin  motivo, da  luir^r 
á  indemnización  (V.  Revista,  1905,  p.  30'  . 
La  Corte  de  Rennes.en  un  fallo  muy  poco  fun 
dado  de  18  de  julio  de  1906  (Le  Droitát':\ 
oct.)  ha  acentuado  esta  jurisprudencia  aji 
candóla  á  un  caso  en  que  el  novio  dcspQr>i> 
haber  mandado  hacer  las  publicaciones,  n- 
había  podido  obtener  el  consentimiento  dt  >: 
madre.  Pero  talvez  conviene,  á  falta  dcir.Ñ 
cación  sobre  este  punto,  tomar  en  cuenta  ia 
imprudencia  cometida  al  hacer  publicar  el raa- 
trimonio  sin  estar  seguro  del  consentimír:  > 
de  sus  padres. 

Responsabilidad  del  amante  respecto  'i  'i 

mujer  á  quien  ha  hecho  madre La  jurisíin}- 

dencia  se  esfuerza  más  y  más  en  hacer  ináf. 
la  regla  del  artículo  340  del  Código  Civiisí- 
bre  la  investigación  de  la  paternidad.  A  mo 
invoca  para  conseguirlo  la  regla  del  arti>'  > 
1382,  otras,  recurre  al  principio  de  qaeur... 
obligación  natural  de  socorrer  al  hijo  ha  \>>- 
dido  transformarse  en  una  obligación  civii 
consecuencia   de  una  promesa  (V.  Rt\i<^. 
1904,  p.  176  y  867).  Pero  ¿qué  debe  seres: a 
promesa?  Un  fallo  del  tribunal  de  Saint-Se\r, 
de  14  junio  1906  (Le  Droit  del  25  agot^' 
sobre  esta  materia,  se  muestra  inspirado;"' 
un  criterio  muy  amplio.   El  padre,  que  cor t 
sus  relaciones  con  la  madre  del  hijo,  hÍ2o;''c 
guntar  por  intermedio  de  un  tercero  "lo  ;- 
la  madre  desearía  hasta  los  dieziocho  añ  s 
Aunque  estas  gestiones  no  tuvieran  resalta* 
do,  hay  en  esta  cuestión,  dice  el  Tribunal  »'* 
especie  de  promesa  de  contribuir  d  los  ^s*^"> 
que  deberá  causar  el  mantenimiento  del  ::• 
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líis  ctrcunstnncias  indican  la  causa  de  este 
compromiso,  que  está  íntegramente  en  un  de. 
ber  de  conciencia.  Un  compromiso  semejante 
es,  pues,  susceptible  de  producir  efectos  jurídi- 
cos, y  ol  Tribunal  tiene  el  deber  de  fijar  su 
cuantía.  Se  ha  considerado  aquí  que  una  pro- 
mesa muy  vaga  podí^  transformar  en  civil 
una  obligación  natural. 

Reítponsfíhil/áad  por  seducción,  —Mientras 
algunos  fallos  aceptan  con  mucha  amplitud 
la  acción  de  indemnización  á  favor  de  la  mu- 
jer que  un  hombre  ha  seducido,  haciéndola 
madre,  (V.  Revista,  1905  p.  329J  otros,  por 
el  contrario,  resisten  esta  tendencia  tan  hu- 
mana. Así,  por  ejemplo,  un  fallo  del  Tribunal 
de  Valogne  (26  julio  1906,  U  Droit  dol  21 
oct.)  niega  toda  indemnización  á  una  mucha- 
cha contra  su  amante  cuando  parece  resultar 
que  la  promtsa  de  matrimonio  no  ha  sido  he- 
cho sino  seis  meses  m/is  ó  menos  antes  del 
alumbramiento,  esto  es,  después  de  la  concep- 
ción del  hijo.  El  Tribunal  declara  que  la  pro. 
mesa  de  matrimonio  no  p.iede  tomarse  en 
consideración  porque  no  determinó  á  la  ma- 
dre á  dejarse  seducir.  El  Tribunal,  sin  embar- 
go, parece  dar  á  entender  que  si  la  demanda 
de  indemnización  se  hubiera  fundado  en  la 
ruptura  de  una  promesa  de  matrimonio,  la 
habría  acogido.  Es  esa  una  doctrina  sin  duda 
admisible,  aunque  sutil  y  habría  sido  de  de- 
sear que  se  la  hubiera  esclarecido  en  interés 
de  los  litigantes. 

Responsabilidad  del  padre  por  los  actos  de 
su  hijo  enajenado.  —  Un  fallo  de  la  Corte  de 
Casación  (Req.  30  julio  1906.  Gaz.  du  Pal, 
des  13-16  oct.)  precisa  la  jurisprudencia  en 
cuanto  á  la  responsabilidad  del  padre  por  los 
actos  del  hijo  mayor,  enajenado  y  que  vive 
con  él.  Un  padre  no  podía  ignorar  la  enferme, 
dad  de  su  hijo  susceptible  de  arrastrarlo  á  co- 
meter actos  perjudiciales  para  terceros  y  es- 
pecialmente había  tenido  conocimiento  de 
abusos  de  procedimiento  cometidos  por  él.  Se 
le  declaró  responsable  de  estos  actos.  La  Cor- 
te resolvió  así,  no  sin  duda  en  virtud  del  ar- 
tículo 1384  que  supone  un  hijo  menor,  sino  en 
virtud  del  artículo  1382,  fundada  en  la  falta 
cometida. 

Pero  ¿cuál  es  la  falta  de  que  la  Corte  hace 
mérito?  Conviene  hacer  notar  aquí  que  la  ju- 


risprudencia parece  indicar  que  no  la  ve  en  el 
hecho  de  no  haber  pedido  la  interdicción,  ó  al 
menos  que  no  estima  que  haya  una  obliga- 
ción preiñsa  para  el  padre  de  pedir  esa  medi- 
da. Un  fallo  del  14  mayo  1866  (D.67.  1.  2&6^ 
había  cuidado  ya  de  decir  que  prescindía  de 
esta  cuestión  de  falta  negativa  que  podría 
consistir  en  nó  hacer  declarar  en  interdicción 
á  su  hijo.  El  fallo  de  1906  va  un  poco  más 
allá.  Hace  notar  que  el  fallo  apelado  no  ha 
hecho  mención  de  esa  falta  y  en  términos  ta- 
les que  cabe  preguntarse  si  no  habría  conside- 
rado malo  un  fundamento  semejante. 

La  sola  falta  que  la  jurisprudencia  hace  no- 
^ar  es  la  de  no  haber  tomado  precauciones 
contra  una  enfermedad  que  se  sabe  peligrosa, 
precauciones  que  el  interesado  fija  con  entera 
libertad  y  que  podrían  consistir,  llegado  el 
caso  en  una  interdicción.  En  todo  caso,  el  he- 
cho ()ue  constantemente  consideran  los  fallos 
es  el  de  haber  conocido  o  nó  el  carácter  peli- 
groso del  loco  (V.  Chambéry,  6  febrero  1874, 
S.  75.  2.  178.-Cas.  21  oct.  1901,  S.  1902. 
1.  32).  No  hay  sino  un  fallo  de  Chambéry  de 
29  oct.  1889  (S.  91.  2.  10)  que  alude  á  la 
obligíición  d;  hacer  declarar  la  interdicción. 

De  la  noción  de  de¡jendiente  (p reposé), —Le, 
calidad  de  dependiente  supone  una  persona  co- 
locada bajo  Jas  órdenes  de  otra  y  que  no 
obra  con  entera  independencia;  por  consi- 
guiente, no  puede  declararse  responsable  á 
una  ciudad  por  los  actos  de  un  comandante 
de  bomberos  en  la  dirección  de  los  movimientos 
para  extinguir  un  incendio.  Aunque  el  servicio 
de  bomberos  es  un  servicio  comunal,  en  los  in- 
cendios no  está  bajo  la  dependencia  directa  de 
la  autoridad  municipal.  En  efecto,  el  decreto  de 
28  de  febrero  de  1875,  artículo  20,  dice  que 
en  caso  de  incendio  la  dirección  y  organiza- 
ción de  los  socorros  corresponde  exclusiva- 
.  mente  al  oñcial  comandante,  quienes  el  único 
que  da  ordenes  á  los  trabajadores. 

Con  razón  la  Corte  de  Burdeos  (26  marzo 
1906,  La  Luí  del  24  julio)  ha  reconocido  la 
irresponsabilidad  de  la  ciudad.  Esta  solución 
está  en  completa  armonía  con  la  jurispruden- 
cia (Y.  Cas.  29  mayo  1900,  D.  1901.  1.  265) 
que  ha  establecido  que  los  contratistas  de 
trabajos  de  ferrocarriles  que  la  compañía 
elige  pero  á  quienes  no  dirige  en  su  trabajo, 
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no  son  dependientes  (préposés)  en  el  sentido 
legal  de  esta  palabra.  Concuerda  igualmente 
con  las  resoluciones  que  reconocen  U  respon- 
sabilidad de  las  comunas  por  los  actos  de  l^s 
ajéntes  de  pblicía  que  son  elegidos  y  manda- 
dos por  la  autoridad  municipal.  V-  en  este 
sentido  Marsella  27  mayo  1879  (S.  81.1. 
260)  y  Cas.  2  mayo  1906  (Pand,  Franc, 
1906.  1.  194). 

Al  hablar  de  estos  fallos  conviene  recordar 
la  sentencia  del  tribunal  del  Sena  de6  de  julio 
1906  {Gaz.du  Palais.  de  8  novbr.)  que  ha  de- 
clarado irresponsable  á  la  asistencia  pública 
por  los  actos  del  médico  de  hospitales,  por- 
que estos  son  elegidos  en  concurso  y  la  admi- 
nistración no  ejerce  sobre  ellos  ninguna  auto- 
ridad ni  control  en  cuanto  á  la  práctica  de 
de  su  arte.  En  consecuencia,  absolvió  á  la 
asistencia  pública  de  la  demanda  interpuesta 
por  un  individuo  que  pretendía  haber  queda- 
do inválido  á  consecuencia  de  los  cuidados 
inexpertos  é  insuficientes  de  estudiantes  y  de 
la  vigilancia  ilusoria  ejercida  por  el  jefe  del 
servicio. 

El  tribunal  exige,  pues,  para  que  haya  res- 
ponsabilidad, la  elección  y  la  dirección.  La 
misma  idea  parece  desprenderse  de  un  fallo  de 
la  Corte  de  Poitiers  de  26  de  diciembre  de 
1902  (V.  Revue,  1904  p.  561). 

Será  talvez  mejor  buscar  otro  camino.  Si  la 
administración  no  elige  libremente  sus  médi- 
cos su  situación  es  la  misma  que  la  de  un  pró- 
digo que  no  podría  elegir  un  dependiente  sino 
con  el  consentimiento  de  su  consejo  judicial  y  ' 
que  sin  embargo  será  responsable  de  sus  ac- 
tos. Porque  el  acto  del  nombramiento  figura 
aquí  no  tanto  como  un  acto  de  potestad  pú- 
blica sino  como  complemento  para  habilitar 
á  una  persona  moral  ó  suplir  su  deficiencia. 

En  cuanto  al  control  ejercido  sobre  los  mé- 
dicos, tatvez  habría  sido  más  satisfactorio, 
siguiendo  el  camino  trazado  por  la  Corte  de 
Dijon  (V.  Revista,  loe.  cit.)  el  distinguir  si  el 
médico  ha  cometido  una  falta  en  su  arte,  un 
error  de  diagnóstico;  ó  si,  por  el  contrario 
puede  imputársele  una  falta  de  vigilancia  que 
toda  personn,  aun  ignorante,  podía  ver  y  que 
la  íi«l.n¡ii¡sir¿icióii  podía  y  debía  impedir. 

Api  cae  ion  del  artíeulo  1384  á  los  estableci- 


mientos de  benvfíeencia  ( 1 ).— La  tendencia  ho . 
día  consiste  en  hacer  descansar  la  responsa- 
bilidad de  los  actos  perjudiciales  sobre  lai^ici 
de  que  la  persona  qup.sa«^  prpvechu  de  una  ac- 
tividad debe  soportar,  los  riesgos  cretas  p  ,r 
ella.  Esta  idea  no  se  aplica  sin  embargo  i,  a 
responsabilidad  de  los  maestros,  que  descn ri- 
sa sobre  un  deber  social  áz  vigilancia  respevto 
de  los  niños.  La  Corte  de  Grenoble  {2<\  «iv. 
1901,S.1906.  2.  125)  ha  deducido  lógicamen- 
te que  una  persona  que  ha  fundado,  sin  e<r> 
ritu  de  lucro  y  por  el  contrario,  con  los  lU' 'vi- 
les más  elevados  y  desinteresados,  un  e5t;i 
blecimiento  de  educación  é  instrucción  pnú 
sional  para  niños  indisciplinados  ó  vaga^u:.- 
dos,  ?ra  responsable,  en  virtud  del  aríiVu " 
1384,  del  delito  cometido  por  cualquiera  <.c 
sus  discípulos.  Respecto  de  esta  cuestión,  qjí 
parece  nueva  en  jurisprudencia,  la  Corte  ha- 
ce notar  con  razón  que  las  acciones  má<  (lia- 
nas de  alabanza  y  de  admiración  nodcc- 
escapar  á  la  aplicación  del  derecho  corr.'- 
que  hay  un  interés  social  evidente  en  «Icjar  \ 
los  jefes  de  establecimientos  de  esa  institL\:"r. 
la  integridadad  de  su  responsabilidad  i*.:. 
porque  las  intenciones  más  nobles  no  pucirr 
constituir  respecto  de  terceros,  una  garuriíi 
bastante  en  contra  délas  consecuenáa> .iti 
relajamiento  de  la  vijilancia. 

Por  el  mismo  fallo  la  Corte  ha  reconíK!' 
también,  lo  que  no  podía  dudarse,  que  ía  res- 
ponsabilidad del  artículo  1384  alcánzala:.: 
al  que  mantiene  un  establecimiento  de  n- 
trucción  profesional  donde  los  niños  reciVa 
la  enseñanza  primaria,  como  al  maestro  k - 
piamentc  tal. 

Responsabilidad  originada  por lasa'<i^' 
Hemos  señalado  anteriormente  (V.  Re\:r.'. 
1906,  p.  161)  algunos  fallos  de  los  ai.i:w-> 
creíamos  difícil  deducir  que  la  jurisprudenái 
admitiera  la  interpretación  extensiva  de!  ar- 
tículo  1384   y    la    responsabilidad  de  pk?"-^' 

(1)  El  artículo  1384  del  Código  Civil  Kra-t-r* 
igual  al  artículo  *2.U()  del  riae>trf\  con  la  diftrtr  j 
de  que  el  nitíoulo  del  Códiiro  Flancé^  ha  míÍ"  '  ' 
difícadoen  parte  por  ley  de  20  de  julio  d**  \KK*}  « ' 
agregó  el  siguiente  inciso:  uSiu  embargo  U  rrs 
sahilidad  civil  del  Estado  f^e  t^uhtitaye  á  la  •*'  •'* 
miembros  de  la  enseñanza  pública». 
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derecho  originada  por  las  cosas  inanimadas, 
á  pesar  de  que  otras  personas  aseguraban  lo 
contrario 

Dos  fallos,  uno  del  tribunal  de  Lannion  (5 
(iicbre.  1905),  otro  de  la  Corte  de  Bo urges 
(15  enero  1905,  D.  1906.  2. 24.9),  han  estable- 
cido, por  el  contrario,  muy  claramente  esta 
responsabilidad  de  pleno  derecho,  especial- 
mente el  primero,  que  recuerda  las  teotías  de 
los  señores  Sal^^illes  y  Josserand.  Estos  dos 
fallos  han  resuelto  el  caso  tan  frecuente  de  un 
incendio  causado  por  una  máquina  á  vapor. 

La  Corte  de  Casación,  más  prudente,  en  un 
fallo  muy  poco  claro,  parece  vacilar  al  pro- 
nunciarse sobre  este  caso  y  elude  el  resolver 
la  cuestión  (V.  Cas.  16  Enero  1905,  D.  1906. 
1.288). 

Rc>ponsabilida(í  orit^inada  por  las  cosas 
inanimadas,— Citemos  un  nuevo  ejemplo  de 
la  responsabilidad  derivada  del  hecho  de  las 
cosas,  cuya  teoría  se  desarrolla  lentamente 
en  jurisprudencia. 

El  dueño  de  una  máquina  á  vapor  es  res- 
ponsable de  pleno  derecho  del  incendio  comu- 
nicad^ por  ella,  resolvió  la  Corte  de  Rennes, 
el  26  de  julio  de  1906  (Le  Droit  del  26  agos- 
to; Gaz  du  Pal.,  8  novbre.).  Esta  aceptación 
de  la  responsabilidad  de  pleno  derecho  causa- 
da por  las  cosas  y  conforme  á  una  jurispru- 
dencia importante  (V.  Revista,  1906  p.  861 
Y  1905,  p.  335),  es  tanto  más  notable  cuanto 
que  lo  contrario  había  sido  resuelto  reciente- 
temente  por  la  misma  Corte  (V..  Revista, 
1^06  p.  161;  en  el  mismo  sentido,  París,  5 
novbre.  1904  Revista,  1905  p.  3v34). 

Responsabilidad  del  dueño  de  un  anima! 
arrancado.— k  pesar  de  aparentes  contradic- 
ciones, la  jurisprudencia  parece  coherente 
respecto  de  la  responsabilidad  del  dueño  de 
un  animal  arrancado  respecto  del  que  ha  in- 
tentado detenerlo.  El  dueño  es  responsable 
respecto  de  él  en  virtud  del  artículo  1385,  y 
no  puede  decir  que  la  víctima  ha  cometido 
n»a  falca  exponiéndv^s;  al  accidente,  si  ella  ha 
<Jbra  lo  útihn.Mite  al  tratar  de  decen  *r  al  ani  • 
mil  para  evitar  un  daño  grave.  Varios  fallís 
lo  lian  resuelto  así  tratlndoíe  de  uii  caballo 
cn^anelialo  íiue  arraae¿iba  coa  el  coehe  (V  . 
Paris,  S.  97.   2.   107).  A-nlens,  9  enero   18)5 


(S.  97.  2.  211)  ó  de  un  buey  arrancado  (Pa- 
rís, 10  marzo  1892,  S.  92.  2.  255). 

Si,  por  el  contrarío,  un  caballo  que  no  está 
enganchado  se  ha  arrancado  y  no  causa  nin- 
gún daño,  y  si  un  tercero  se  precipita  sobre 
él  sin  necesidad  y  sin  mandato^  hay  allí  una 
falta  cuyas  consecuencias  debe  soportar.  Lo 
ha  resucito  así  la  Corte  de  Casación  el  8  de 
enero  de  1894  (S.  94.  1.  184)  y  más  reciente- 
mente en  términos  no  menos  precisos,  el  Tri- 
bunal del  Sena,  19  junio  1906.  (Le  Droit),  del 
20  julio). 

B.  CONDICIÓN  DK  EXISTE.NCIA  D»í  LAS  OBLIGA- 
CIONES CONTRAC'iUALRS  Ó  CUASl-CONTRAC" 
TUAI.KS. 

¿Cómo  se  cuenta  eJ  plazo  para  aceptar  una 
oferta?  Cuando  en  una  oferta  hecha  ó  en  una 
promesa  de  venta  se  ha  concedido  cierto  pla- 
zo para  la  aceptación  ¿será  necesario  que  la 
respuesta  llegue  al  vendedor  en  ese  plazo  ó 
bastará  que  se  le  ha3'a  enviado  antes  de  la  ex- 
piración del  término  convenido?  La  Corte  de 
Casación  ha  fallado  esta  cuestión  por  prime- 
ra vez  el  6  de  febrero  de  1906.  (Sala  civil,  S. 
1906.  1.  235).  Ha  aceptado  que,  habiendo 
un  plazo  de  opción  de  dos  años  contados  des- 
de su  fecha  para  aceptar  una  promesa,  un 
fallo  de  alzada  había  podido,'  interpretando 
esta  cláusula,  contar  además  el  tiempo  nece- 
sario para  el  transporte  de  la  carta  de  acep- 
tación. La  Corte  ve  ahí  una  cuestión  de  he- 
cho soberanamente  resuelta  por  las  Cortes 
de  apelaciones  (V.  sobre  este  punto  un  falló 
de  la  Corte  de  Bruselas,  24  febrero  1867,  S. 
68.  2.  182).  Esta  solución  guarda  armonía 
con  la  que  ella  ha  dado  respecto  de  la  cues- 
tión de  que  cuando  se  forma  un  contrato"  La 
Corte  ve  también  en  eso  una  cuestión  de  he- 
cho cuya  resolución  no  le  incumbe. 

De  las  condiciones  de  la  nulidad  producida 
perla  fuerza.— VA  artículo  1113  del  Código 
Civil  señala  la  fuerza  como  una  causa  de  nu- 
lidad cuando  se  la  ha  ejercido,  sea  contra 
una  parte  contratante,  sea  contra  alguno  de 
sus  parientes  que  la  ley  designa.  ¿Debe  exten- 
derse esta  disposición  al  caso  de  violencia 
centra  otras  persoyas?  La  cuestión  ha  sido 
resuelta  por  la  Corte  de  París  el  31  de  marzo 
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(le  1906  (Le  Droit  del  24  septbre):  una  perso- 
na ligada  simplemente  por  amistad  con  un 
deudor,  temiendo  que  el  acreedor  cumpliera 
ciertas  amenazas  que  había  hecho  al  deudor 
había  afianzado  el  pngo  de  la  deuda.  Jua  Cor- 
te Sí  negó  á  aumentar  esta  obligación  decla- 
rando que  no  había  para  qué  ocw])arse  de  los 
sentimientos  de  afección  diversa  á  las  leves  de 
la  sangre,  por  ardiente  que  ellos  sean. 

¿Qué  debe  entenderse  por  venta  de  un  obje- 
to que  ha  dejado  de  exísí/'r.^— Señalemos  una 
solución  de  interpretación  de  un  contrato  da- 
da por  la  Sala  de  admisibilidad,  el  5  de  febre- 
ro de  1906  ÍS.  1906.  1.  280).  Se  hizo  una 
venta  de  betarragas,  vendiéndose  los  obje- 
tos en  el  estado  en  que  se  encontraban  sin  nin- 
guna acción  contra  el  vendedor  por  razón  de 
su  estado  más  ó  menos  bueno.  **La  Corte  de 
París  declaró  que  la  venta  era  nula  por  fal- 
ta de  objeto,  por  que  las  betarragas  esta- 
ban podridas  á  consecuencia  de  heladas  an- 
teriores á  la  venta  y  por  consiguiente,  las 
mercaderías  habían  perecido  por  completo 
en  su  calidad  de  productos  alimenticios.  Y  la 
Corte  de  Casación  aceptó  esta  interpretación, 
sin  duda  equitativa,  pero  evidentemente  muy 
amplia  de  la  convención  ya  que  tiene  el  alcan- 
ce de  estimar  que  deja  de  existir  ó  perece  el 
objeto  que  pierde  la  naturaleza  con  que  se  le 
ha  considerado  en  el  contrato. 

Obligación  na  turaí  nacida  de  un  legado  ver- 
bal.—La.  Corte  de  Besan^on  (6  dicbre.  1905 
S.  1906.  2.  98)  ha  deducido  una  consecuencia 
interesante  del  principio  de  que  un  legado 
verbal  crea^una  obligación  natural:  es  la  de 
que  el  que  ha  cumplido  voluntariamente  ese 
legado  en  una  partición,  no  puede,  si  ataca 
este  acto  por  lesión  de  más  de  la  cuarta  par- 
te, hacer  tomar  en  cuenta  el  legado  verbal 
que  ha  pagado  á  su  coheredero. 

C.    PRUKIÍA    DE   LAS  OBUG\CIONES 

De  Jas  condiciones  necesarias  para  recia- 
mar  una  indemnización  de  seguro Dos  fa- 
llos de  casación  acaban  de  precisar  este  pun- 
to muy  importante  de  quj  corresponde  al 
asegurado  el  probar  que  se  encuentra  exacta- 
mente en  las  condiciones  e^cigidas  para  apro- 
vechar del  seguro.  No  basta,  pues,  que  pruebe 


un  siniestro,  es  necesario  que  pruebe  que  ese' 
siniestro  contemplado  en  la  póliza.  La  juns> 
prudencia  ha  aplicado  esta  doctrina  en  t\st 
guro  contra  el  rayo  (cas.  1*^  junio  1906,  \K 
1904.  1.  488),  y  en  el  seguro  contra  los  acci- 
dentes. (Cas.  10  enero  1906,  PamJ  Fr, 
1906.  1. 183).  Cf.  Cas.  7  junio  1904,  S.  I'.hV, 

1.  174. 

D.    EFECTOS   DE   LAS  liBI.IGACIOXES 

Perjuicio  directo  y  perju'cio  indirecto.-bo^ 
fallos  pronunciados  casi  simultáneamente  por 
las  Cortes  de  Limoges  y  de  Agen  en  materia 
de  responsabilidad  por  el  d  iño  indirecto  pre- 
cisan la  teoría  actual  de  la  jurisprudencia  so- 
bre este  punto. 

Se  envían  mercaderías  por  ferrocarril  v  >c 
pierden.  La  Compañía  del>e  su  valor.  Pero 
son  muestras.  ¿Puede  el  que  los  envía  obte- 
ner una  indemnización  fundándose  en  las  op^ 
raciones  que  ésta  pérdida  le  ha  impedido  rea- 
lizar? N6,  ha  dicho  la  Corte  de  Limoges  |l 
mayo  1904..  S.  1906.  2.  141).  El  deudor  r.3 
responde  sino  del  daño  que  ha  podido  prever, 
Y  en  este  caso  nada  prueba  6  al  menos  nada 
hace  presumir  que  la  Compañía  haya  sabido 
que  el  cajón  cuj'O  transporte  se  le  confiaba 
encerraba  muestras  de  más  ó  menos  valor. 
adecuados  para  hacer  negocios  de  cierta  con- 
sideración y  que  presentaban  un  valor  indus- 
trial ó  convencional  indeterminado. 

Pero  la  jurisprudencia  admite,  al  lado  de 
ésta,  una  teoría  diversa  respecto  del  equipa- 
je que  sigue  al  viajero.  Establece  que  la  Conr 
pañía  responde  en  este  caso  de  pleno  derecho 
de  todos  los  negocios  que  se  han  perdido:  que. 
estando  impuestas  á  todos  los  viajeros  las 
formalidades  abreviadas  de  anotación,  qo* 
no  indican  el  contenido  de  los  bultos,  la  Com- 
pañía no  puede  en  seguida  prevalerse  de  esta 
regla  para  limitar  su  responsabilidad  invo- 
cando su  ignorancia  (Cas.  26  oct.  181í6.S. 
97.  1.  23). 

La  Corte  de  Agen  (18  mayo  19(H,  S.  H'<»> 

2.  142),  por  un  camino  un  poco  diversojleja 
en  esta  hipótesis  al  mismo  resultado.  Aprove- 
chando de  la  falta  de  precisión  en  la  distin- 
ción entre  el  daño  directo  ó  el  daño  indirecto, 
afírma  que  las  operaciones  perdidas  constitn- 
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ycn  un.  daño  directo.  Pero  contradice  al  ha- 
cerlo la  solución  dada  en  otro  fallo  por  la 
Corte  de  Linioges,  la  cual  veía  aquí  una  con- 
secuencia indirecta  de  la  falta  de  la  Compa- 
ñía. 

Del  derecho  del  comprador  de  un  negocio 
comercial  para  hacer  reducir  el  precio  de  com- 
pra,— Se  ha  desarrollado  una  jurisprudencia 
en  materia  de  venta  de  negocios  comen  iales» 
cuya  explicación  es  difícil  dar.  Varias  resolu- 
ciones, un  fallo  de  casación  de  15  de  febrero 
de  1898  (S.  98. 1.  44o)  y  más  recientemente 
un  fallo  de  Orleans»  del  17  de  mayo  de  1906 
(Le  DroU  del  5  de  agosto),  admiten  que  hay 
derecho  á  disminución  del  precio  **si  no  se  ha 
informado  exactamente  al  comprador  sobre 
el  monto  é  importancia  de  las  transacciones 
ó  si  se  le  ha  inducido  en  error  acerca  del  ver- 
dadero valor  del  negocio  ó  establecimiento.** 
¿Cómo  esplicar  esta  solución?  No  puede  tra- 
tarse de  garantía  porque  el  negocio  tiene  una 
existencia  real,  pero  vale  simplemente  menos 
de  lo  que  se  creía:  sería  necesario  para  eso 
que  una  clausula  especial  hubiera  garantido 
tal  monto  ó  número  de  transacciones.  Esto 
no  ocurre  en  los  casos  resueltos  por  la  juris- 
prudencia. No  se  puede  hablar  de  lesión:  el 
artículo  1118  limita  estrictamente  la  aplica- 
ción de  esta  teoría.  ¿Podrá  hablarse  de  error? 
El  texto  del  fallo  de  casación  pronuncia  la 
palabra.  Pero  como  se  niega  á  admitir  la  nu- 
lidad del  contrato,  no  puede  tratarse  sino  de 
un  error  incidente:  se  había  contratado,  pero 
en  otras  condiciones  con  otro  precio.  Pero 
¿no  se  confunde  este  error  con  la  lesión  ó  al 
menos  no  habrá  entre  ellas  sino  diferencias 
sutiles  fundadas  en  que,  en  la  lesión  la  per- 
sona lesionada  ha  podido  saber  el  verdadero 
valor  de  lo  que  compraba?  Creemos  más  bien 
que  la  Corte  de  casación  ha  visto  aquí  un 
dolo  incidente.  Su  fallo  hace  notar  que  no  .«e 
lia  establecido  que  el  vendedor  haya  hecho 
uso  de  manejos  dolosos  que  podrían  acarrear 
la  nulidad  de  la  venta,  pero  agrega  que  se 
han  dado  al  comprador  datos  inexactos,  in- 
completos, que  se  le  ha  inducido  en  error,  lo 
que  parece  referirse  al  dolo  incidente.  La  Cor- 
te de  Orleans  ha  querido  aplicar  la  misma 
teoría,  pero  la  ha  aplicado  mal;  no  ha  visto 
que  la  Corte  de  casación  suponía  un  dolo  in- 


cidente y  uno  de  los  considerandos  del  fallo 
de  Orleans  niega  la  existencia  de  este  dolo  en 
el  asunto,  y  sin  embargo,  ordena  una  reduc- 
ción del  precio.  La  teoría  ha  sido  falseada  y 
es  de  temer  que  se  llegue  á  reducir  todo  precio 
exajerado,  lo  que  es  ilegal. 

De  la  ñíación  de  indemnización  por  acciden- 
tes á  favor  del  que  qoza  de  una  pensión  de 
retiro Ya  hemos  señalado  las  delicadas  cues- 
tiones que  se  presentan  en  la  práctica  respec- 
to de  la  acumulación,  en  favor  de  una  misma 
persona,  de  pensiones  ó  indemnizaciones  á 
que  tiene  derecho  (V.  Revista,  1906,  p.  167). 
La  Corte  de  casación,  contrariando  algunos 
fallos  de  alzada  admite  la  acumulación  de 
una  pensión  de  retiro  con  una  pensión  deri- 
vada de  la  ley  sobre  accidentes  de  1898  (21 
julio  1904.  s!  1905.  1.  483,  D.  1906. 1.  315). 

¿Ocurrirá  lo  mismo  cuando  una  persona 
que  goza  de  una  pensión  de  n  tiro  á  conse- 
cuencia del  fallecimiento  de  la  víctima  de  un 
accidente,  reclama  una  indemnización  al  au- 
tor responsable  del  accidente?  Habiendo  pe- 
recido un  empleado  de  los  ferrocarriles  en  un 
accidente  causado  por  un  tercero  ¿puede  la 
viuda  reunir  la  pensión  de  retiro  que  le  paga 
la  compañía  y  una  indemnización  pagada 
por  la  persona  culpable? 

La  cuestión  es  nueva  y  se  distingue  clara- 
mente de  la  que  ha  sido  examinada  en  estos 
últimos  años.  Ya  no  es,  en  efecto,  un  solo  deu- 
dor á  quien  se  exigen  conjuntamente  dos  pen- 
siones; la  víctima  ó  sus  sucesores  se  hulhin  en 
presencia  de  dos  deudores:  el  patrón  que  ha 
prometido  la  pensión  de  retiro  y  el  autor  del 
accidente. 

La  Corte  de  París  (28  marzo  1901,  S.  1906. 
2,  133)  ha  fallado  en  el  caso  indicado  que, 
para  calcular  la  indemnización  debida  por  el 
autor  del  daño,  era  necesario  tomar  en  cuenta 
que  la  víctima  tenía  derecho  á  una  pensión  de 
retiro  establecida  en  parte  á  favor  de  su  viuda. 
Esta  solución  no  está  sin  duda  fundada  en 
consideraciones  especiales;  merece  sin  embargo 
ser  señalada,  porque  encierra  la  añrmación 
implícita  de  esta  idea:  que  la  indemnización 
debida  por  un  delito  debe  ser  fijada  tomando 
en  cuenta  los  contratos  celebrados  anterior- 
mente por  la  víctima.  ¿Puede  conciliarse  esta 
solución  con  la  jurisprudencia  de  la  Corte  de 
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Casación  que  admite  la  acumulación  de  las 
pensiones  de  retiro  y  de  las  pensiones  por  ac- 
cidentes, 6  con  la  tendencia  nu#»va  que  niega 
Á  los  aseguradores  solire  la  vida  la  acción 
contra  el  autor  del  accidente  que  ha  dado  lu- 
gar al  pago  del  capital?  (V.  sohre  este  punto 
el  estudio  de  M.  Capitant,  Revf'^tn,  lOOG.  p. 
37).  Hay  incompatibilidad  á  nuestro  juicio 
entre  la  concepción  subjetiva  de  la  indemni- 
zación admitida  por  la  Corte  de  París  y  la 
concepción  objetiva  que  prevalece  en  el  otro 
caso.  Creemos  por  eso  que,  tarde  ó  temprano, 
uno  de  los  dos  conceptos  tendrá  que  prevale- 
cer y  que  lúbricamente  hay  que  responder  del 
daño,  sea  tomando  en  cuenta  todos  los  hechos 
<le  la  causa,  sea  no  tomando  en  cuenta  ni  los 
seguros  contratados,  ni  las  pensiones  de  re- 
tiro á  que  se  podría  tener  derecho. 

Interpretación  de  las  pólizas  de  se:iüro  res- 
pecto  de  las    declnracione<    del  siniestro.-^ 

Debemos  señalar  la  siguiente  solución  de 
hecho  que  es  de  gran  importancia.  La  cláu- 
sula que  obliga  al  asegurado  ó  á  sus  suceso- 
res á  hacer,  en  caso  de  accidente,  una  decla- 
ración en  un  plazo  breve,  debe  entenderse  en 
el  sentido  de  que  los  sucesores  solo  están  obli- 
gados á  hacer  esa  declaración  en  el  cniío  de 
f.dlecimiento  del  asegurado.  De  manera,  que 
si  no  han  intervenido  y  si,  por  otra  parte,  el 
asegurado  no  ha  podido  hacer  la  declaración 
porque  ha  estado  impedido  por  un  caso  de 
fuerza  mayar  (la  pérdida  de  la  memoria  á 
consecuencia  del  accidente),  no  ha  caducado 
el  derecho  (París,  8  marzo  1906,  Le  /)ro/t,  del 


15  septiembre).   Este  fallo  está  en  armoni 
con  el  espíritu  de  la  jurisprudencia  que  tole 
á  no  exagerar  el  alcance  de  la  caducidad  K-r 
falta  de  declaración  cuando  hay  fuerza ma}-: 
(v.  Cas.  27  diciembre  1887,  S.  90. 1.  UMi. 

F.— KXTIMCIÓN   DE  LAS  OBUGACIOXhS 

Prueba  de  la  interrupción  de  la  pnew»- 
ción  pnr  confesión  y  de  sus  efectos  resptct»  <1c 
los  acreedores.  La  interrupción  de  prescnp- 
ción  por  reconocimiento  de  laUeuda  puede  es 
tablecerse  por  confesión  así  como  por  caalqnicr 
otro  medio  de  prueba.  En  este  caso  se  pnieiía 
que  no  ha  habido  prescripción,  nohayrenunna 
déla  prescripción.  No  se  puede,  pues,  aplicar  el 
artículo  2225,  según  el  cual  los  acreedores  rue- 
den oponer  la  prescripción  aun  cuandoel  -icj- 
dor  ren"ncie  á  ellas.  Es  lo  que  haestabiec.j^ 
la  Corte  de  Chambery,  el  19  de  febrero  k 
1906  (La  Loi,  del  11  julio). 

Punto  de  partida  de  la  prescHpciún.-k 
falta  de  fallo  de  casación,  una  serie  de  rt 
soluciones  de  otros  tribunales  fijan  cr;' 
punto  de  partida  de  la  prescripción  de  lr;>  ho- 
norarios de  uu  medico  el  díaenqueeltnu 
miento  terminó  (v.  Caen,  21  abril  h"\ 
S.  69.  2.  97  y  Trib.  paz.  de  la  4*  subd.  Jo  Pa- 
rís, 12  abril' 1906,  Pand,  Fr.,  1906.  2.  l"^'. 
Esta  solución  es  por  lo  demás  raciona  y í. 
que  el  tratamiento  forma  un  todo  que  íeri:^ 
arbitrario  dividir.  Sin  embargo,  no  hay  texto 
alguno  legal  del  cual  se  desprenda  esii  ^• 
ción.  Hay,  pues,  allí  una  costumbre  que  ticn; 
fuerza  de  ley. 


-^^^^^^^Sf^f^^^ 


ifiolV 
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Propiedad  y  derechos  reales 

por  M.  Bmmanuel  Lévj 

Froffñivr  en  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Unireraidad 
dé  Lyon 


PROPIEDAD 

Prescrípción  adquisitiva.— 1,0.  buena  fe  que 
es  una  de  las  condiciones  de  la  prescripción  de 
diez  á  veinte  años  es  la  creencia  plena  y  ente- 
ra del  adquirente,  en  el  momento  de  su  adqui- 
sición, en  los  derechos  de  su  autor.  La  duda 
es  esclusiva  de  la  buena  fe.  La  cuestión  de 
buena  fe  es  por  lo  demás  una  cuestión  de  he- 
cho, y  es  soberana  su  apreciación  por  los  jue- 
ces del  fondo  (Cas.  Ch.  de  req.,  22  mayo  1906, 
Caz.  Pa/.  17  julio  1906). 

Estos  principios  son  ciertos  (Ct.  Dalloz  3, 
SuppA  Y,  Prescription  civ.,  números  546  y  s.; 
Cas;  13  julio  1897,  D.  98.  1.  308).  Pero  se 
observará  que  el  principio  según  el  cual  la 
buena  fe  se  presume  se  encuentra  así  singu- 
larmente comprometido,  y  que  la  cuestión  de 
buena  fe  se  reduce  en  sus  términos  á  la  de  sa- 
ber si  el  juez,  en  su  poder  soberano  de  aprecia- 
ción, cree  en  la  buena  fe  del  que  se  pretende 
propietario. 

JORISP. 


Obligaolones  y  contratos  especiales 
Por  M.  Rene  Demogue 

Pro/eeor  agregado  á  ¡a  Facultad  de  Derecho 
di  la  ünivereidad  de  LilU 

OBLIGACIONES    BN    GENERAL 
EXTINCIÓN  DE  LAS  OBLIGACIONES 

Prueba  de  la  interrupción  de  la  prescríp* 
ción  por  confesión  y  de  sus  efectos  respecto  áe 
los  acreedores. 

La  interrupción  de  prescripción  por  recono- 
cimiento de  la  deuda  puede  establecerse  por 
confesión  así  como  por  cualquier  otro  medio 
de  prueba.  En  este  caso  se  prueba  que  no  ha 
habido  prescripción,  no  hay  renuncia  de  la 
prescripción.  No  se  puede,  pues,  aplicar  el  ar- 
tículo 2225,  según  el  cual  los  acreedores  pue- 
den oponer  la  prescripción  aun  cuando  eider.- 
dor  renuncie  á  ella.  Es  lo  que  ha  establecido 
la  Corte  de  Chambery,  el  19  de  febrero  de 
1906  {La  Ley,  del  11  Julio). 

Punto  departida  de  la  prescrípción. 

A  falta  de  fallo  de  casación,  una  serie  de  re- 
soluciones de  otros  tribunales  fijan  como 
punto  de  partida  de  la  prescripción  de  los  ho- 
norarios de  un  médico  el  día  en  que  el  trata- 
miento  terminó    (v.    Caen,    21  abril   1868, 
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S.  09.  2.  97  y  Trib.  paz.  de  la  4^  subd.  de  Pa- 
rís, 12  abril  1906,  Pand,  Fr.,  1906.  2.  268). 
Esta  solución  es  por  lo  demás  racional  ya 
que  el  tratamiento  forma  un  todo  que  sería 
arbitrario  dividir.  Sin  embargo,  no  hay  texto 
alguno  legal  del  cual  se  desprenda  esta  solu- 
ción. Hay.  pues,  allí  una  costumbre  que  tiene 
fuerza  de  ley. 

Efecto  de  la  interrupción  de  la   prescrip- 
ción   sobre    una    acción  próxima El  efecto 

de  la  interrupción  de  la  prescripción,  espe- 
cialmente de  la  que  resulta  de  una  demanda 
judicial,  es  limitado.  No  se  extiende  de  una 
acción  á  otra,  aunque  sea  muy  cercana.  Así, 
el  ejercicio  de  una  acción  para  anular  un 
acto  no  importa  la  interrupción  de  otras 
acciones  para  anular  el  mismo  acto:  el  ejerci- 
cio de  una  acción  de  nulidad  no  interrumpe  la 
acción  de  rescición  por  lesión  (Cas.  7  abr, 
1873,  D.  73.  141).  O  la  interrupción  de  una 
parte  no  obra  sobre  la  prescripción  que  co- 
rría en  su  favor  en  virtud  del  mismo  contrato 
de  que  ha  nacido  el  derecho  conservado  (Cas. 
21  abr.  1863.  D.  63.  1.  346). 

Pero  por  excepción,  cuando  una  demanda 
contiene  virtualmente   otra,    la   ratificación 
interrumpe  la  prescripción  délas  dos  acciones. 
En  este  sentido,  la  sala  de  admisibilidad  ha 
resuelto  el  2  de  marzo  de  1837  (S.  37.  1.  986) 
que  una  demanda  de  partición  de  herencia  in- 
terrumpía virtualmente  la  demanda  de  nuli- 
dad de  una  cesión  anterior  de  derecho  here- 
ditario. Y,  más  recientemente,  la  Corte  ha  fa- 
llado el  3  de  abril  de  1906  {Gaz,  Pal.  del  17 
de  mayo)  que  una  acción  posesoria  ejercida 
para  la  protección  de  un  derecho  de  tránsito 
lleva  consigo  la  interrupción  de  la  acción  de 
indemnización  intentada  por  haberse  impedi- 
do ejercer  la  servidumbre.  Las  acciones  que 
aunque  tengan  causas  distintas  tienden  á  un 
sólo  y  mismo  objeto,  de  tal  suerte  que  el  se- 
gundo esté   virtualmente  comprendido  en  el 
primero  son  consideradas  como  una  sola  ba- 
jo el  punto  de  vista  de  la  interrupción  de  la 
prescripción. 

La  disolución  de  una  sociedad  ¿es  un  justo 
motivo  de  resolución  de  un  contrato?— D'i' 
suelta  una  sociedad  colectiva,  ¿puede  preten- 
derse que  se  resuelva  sin  indemnización  el  se- 
guro por  tiempo  limitado?  (en  la  especie  diez 


años)  que  había  celebrado  con  una  soiic!:.^ 
de  seguros?  No,  ha  declarado  el  tribunal  tic 
comercio  de  Saint- Etienne  el  I*'  de  ago>! 
1903  {Pand.  fr.,  1906.  2.  102).  Esta  rts-  .i 
ción  no  puede  causar  perjuicios  á  la  Com;  i 
fiía. 

CONTRATOS  ESPECIALES 

ARRENDAMIENTO 

Arrendamiento  coa  promesa  de  renta - 
Acaba  de  dictarse  sobre  esta  materia  por  la 
Corte  de  Nanc}',  el  6  de  abril  del Onfi  |r ni z. 
Pal.  de  13  de  mayo)  una  sentencia  muy  inte 
resante  y  en  una  especie  que  parece  nueva.  Ei 
propietario  de  una  fábrica  arrienda  su  esta- 
blecimiento á  un  tintorero  con  proracsii  ce 
venta  á  voluntad  del  arrendatario  en  un  pla- 
zo de  quince  años.  En  seguida  vende  su  inmue- 
cle  á  una  sociedad  rival  de  su  arrendatario; 
que  tiene  conocimiento  de  la  promesa  de  ven- 
ta. ¿Puede  éste  hacer  anular  la  venta?  U 
Corte  ha  aceptado  la  afirmativa  por  dos  ra- 
zones de  fuerza  desigual. 

Admite  por  una  parte  que  el  deudor  de  h 
promesa  no  puede  sustituirse  un  terreno  <::i 
el  consentimiento  del  acreedor,  que  éste  terli 
interés  en  que  el  arrendador  continuara  sien- 
do propietario,  que  esta  situación  le  lial.i 
una  mejor  posición  individual,  facilitaba  < 
crédito,  desarrollaba  y  ñjabasu  clientela,  qrf 
la  venta  á  un  concurrente  parecía  conslitoir 
un  embargo  sobre  la  fábrica  é  indicareldoí. 
de  la  sociedad  adquirente  de  llegará  ser  pr 
pietario  absoluto.  ¿Significa  este  primer  ar- 
gumento que  el  arrendador  no  podía  vci.'.i' 
y  que  se  le  había  prohibido  virtualmente'  r> 
discutible,  pues  un  arrendador  puede  pr  *;  - 
birse  enajenar  durante  el  tiempo  delarrtn!.. 
miento.  ¿Quiere  decir  al  contrario  que  el  arre.- 
dador  no  podía  ceder  su  deuda?  Esto  es  evi 
dente  y  según  la  teoría  generalmente  admiii : 
sobre  el  efecto  de  la  promesa  de  venta  i'» 
Contra,  Rcvue,  1906,  p.  253ysigt.K  que-. 
considera  como  que  no  crea  más  que  un  dtrc 
cho  personal,  es  cierto  que  sólo  el  promiicr,: 
queda  obligado  aún  cuando  venda  el  ol-ict  > 
prometido. 

Pero  en  la  especie  el  adquirente  estaba  '. 
mala  fe,  por  cuanto  se  había  hecho  rcícrcccia 
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á  la  promesa  de  venta  en  el  acto  de  la  venta 
¿Se  le  podría  considerar  cómplice  de  la  viola- 
ción de  la  promesa  de  venta?  Quizás  no  toda- 
vía, pues  la  promesa  no  había  sido  aún  viola- 
da porque  el  arrendatario  no  había  reclamado 
su  cumplimiento,  y  la  sociedad  compradora 
se  declaraba  npronta  á  realizar  la  venta  des- 
de que  el  arrendatario  manifestara  su  in- 
tención" Pero  por  otra  parte  ella  podía  cam- 
biar de  voluntad  v,  en  todo  caso,  se  había  he- 
cho cómplice  de  un  acto  que  facilitaba  la  vio- 
lación de  la  promesa, loque  la  hacía e ven tual- 
mente  responsable  si  ésta  no  se  cumplía. 
¿Pero  esto  era  suficiente  para  no  ejecutar  el 
acto  de  venta? 

Además,  la  especie  presentaba  un  aspecto 
particular:  se  trataba  de  un  verdadero  fraude. 
La  sociedad  rival  había  amenazado  á  los  pro- 
veedores del  arrendador  abandonarlos  si  con- 
tinuaban sus  entregas  Había  hecho  la  adqui- 
sición aun  cuando  parecía  que  no  era  permi- 
tida por  sus  estatutos  Se  había  podido 
hablar  de  acción  pauliana,  que  había  querido 
aplicar  la  Corte  sin  decirlo 

Sin  embargo,  nos  parece  que  puede  darse 
una  mejor  explicación  jurídica,  pues  no  cree- 
mos que  el  acreedor  eventual  pueda  ejercitar 
líi  acción  pauliana  (V  sobre  este  punto  nues- 
tro estudio,  Revuc,  1906,  núm  2);  el  arren- 
dador está  obligado  á  no  turbar  al  arrenda- 
tario; puede  sin  duda  vender  sin  faltar  á  su 
obigación,  pero  no  vender  á  una  sociedad  ri- 
val, y  esta  al  comprar  falta  especialmente  á  sus 
obligaciones  de  arrendador  que  sucede  en  la 
(leuda  del  arrendamitnto  cuando  por  una  serie 
de  maniobras  trata  de  perjudicar  á  un  rival. 
Había  pues  más  bien  violación  del  arrenda- 
miento que  de  la  promesa  de  venta  y  la  mis- 
ma solución  había  podido  darse  si  no  hubiera 

habido  más  que  un  simple  arrendamiento. 

ARRENDAMIENTO    DE   COSAS 

M  propietario  que  ocupa  un  local  en  co- 
mún con  sus  arrendatarios. 

La  responsabilidad  del  arrendatario  en  caso 
de  incendio,  da  origen  á  cuestiones  delicadas 
cuando  el  dueño  ocupa  una  parte  del  inmue- 
ble, especialmente  cuando  el  dueño  utiliza  en 
común  con  el  arrendatario  ciertas  partes  del 
inmueble.  Esta  ocupación  ¿priva  al  arrenda- 


dor en  todo  caso  del  beneficio  del  artículo 
1783?  La  Corte  de  Lyon  ha  declarado  que 
nó  el  4-  de  enero  de  1906  (Le  Droit  días  2  y  3 
de  mayo.  La  Lo/ del  8  de  mayo).  Es  preciso 
para  eso,  dice,  que  esta  ocupación  esté  sufi- 
cientemente caracterizada  y  equivalga  á  una 
comunidad  de  habitación  que  acarree  deberes 
de  vijilancia  y  es  evidente  que  el  depósito  de 
algunos  muebles  é  instrumentos  no  es  un  an- 
tecedente basf  ante  caracterizado  por  acarrear 
en  todo  caso  el  rechazo  del  artículo  1733  (v. 
Revista,  1603,  p.  3821).  La  Corte  va  más 
lejos  que  el  fallo  de  la  Sala  de  admisibilidad 
de  20  de  octubre  de  1885  (S.  85.  1.  342)  que 
se  había  negado  á  aceptar  una  comunidad  de 
habitación  en  el  caso  en  que  el  propietario 
había  introducido  simplemente  algunos  obje- 
tos en  un  local  vacante  del  cual  tenía  las 
llaves. 

A  quien  incumbe  la  contribución   estable- 
cida para  sacar  Jas  basuras  de  las  casas. 

La  ley  de  31    de  diciembre  de  1900,  que  ha 
establecido  una  contribución  para  sacar  las 
basuras  de  las  casas,   contribución  que  pesa 
sobre  los  arrendatarios  de  las  casas  de  París, 
permite  á   los  dueños  á  quienes  se  cobra  la 
contribución  el  ejercer  su  acción  en  contra  de 
sus  arrendatarios.   Pero  ¿existe  este  recurso 
en   contra  de  las  personas  cuyos  arriendas 
son   anteriores  á   la  ley  y  en  los  cuales  hay 
una  cláusula  que  establece  que  todas  las  con- 
tril)uciones  son  de  cargo  del  arrendador?  Un 
fallo  de  la  Corte  de   París  de  14-  de  mayo  de 
1903  (S.  1906.  2.  161)  ha  declarado  que  sí  y 
por  faltar  una  cláusula  especial  también  lo 
ha  declarado  así  una  resolución  de  un  juez  de 
paz,  de  26  de  julio  de   1901,   de  la  subd.  18. 
Cí)/ít/YÍ,  justicia  de  paz  de  la  subd.  14,  del  30 
de  mayo  de  1901.   La  Corte  de  París  declara 
que  la  ley  se  aplica  sin  distinción  á  los  arrien- 
dos anteriores  y  posteriores  á  la  ley  y  que  las 
partes  no  han  podido  tener  la  intención  de 
reglamentar  la  aplicación   de  una  contribu- 
ción que  no  se  había  creado  ni  propuesto  en 
la  época  en  que  se    celebró  el  arriendo  y  que 
ellos  han  contratado  sobre  las  contribiiciones 
existentes  sin  que  el  arrendador  haya  garan- 
tizado   su    inmutabilidad.  Esta  argumenta- 
ción parace  muy  juiciosa  yes  de  esperar  que 
fijará  la  jurisprudencia. 
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ákrendámiento  de  trabajo 

Ehl  derecho  de  huelga  en  el  caso  de  arren- 
damiento de  trabajo  de  duración  determi- 
nada. 

Un  fallo  mui  importante  de  la  Sala  de  ad- 
misibilidad del  18  de  marzo  de  1902  (v.  S. 
1903. 1.  465  y  Revista,  1902  p.  894)  ha  de- 
clarado qne  la  hnelga  era  un  caso  de  ruptura 
del  contrato  de  trabajo  en  el  cual  debían 
cumplirse  los  plazos  del  desahucio. 

Al  lado  de  esta  resolución  recaída  en  un 
caso  de  arrendamiento  de  duración  indeter- 
minada, hay  que  citar  un  fallo  del  tribunal 
del  Sena  de  9  de  mayo  de  1906  (Le  Droit  de 
29  de  septiembre)  referente  al  arrendamiento 
de  duración  determinada  y  que  aplica  un  sis- 
tema análogo.  Habiéndose  declarado  en 
huelga  un 'obrero  ebanista  que  había  sido 
contratado  para  hacer  un  mueble,  el  tribunal 
resolvió  que  no  podía  proceder  así  antes  de 
terminar  el  mueble  y  que,  obrando  de  otra 
manera  había  roto  indebidamente  un  contra- 
to y  estaba  expuesto  á  tener  que  pagar  una 
indemnización  de  perjuicios  por  la  ruptura. 
£n  efecto,  no  hay  aquí  un  verdadero  plazo  de 
desahucio,  como  en  el  caso  del  artículo  1980 
ya  que  las  partes  están  firmemente  ligadns. 
Eso  equivale  á  decir  que  no  hay  en  este  caso 
verdadero  derecho  de  huelga,  sino  sólo  el  de- 
recho de  no  renovar  el  contrato  ó  de  reno- 
varlo en  otras  condiciones. 


VENTA 

Puntos  sobre  los  cuales  debe  recaer  el  coe- 
sentimiento  en  la  venta. 

¿Sobre  qué  elementos  debe  recaer  el  conxo 
timiento  de  las  partes  en  la  venta  para  que 
éste  quede  celebrada?  Dos  fallos,  uno  de  k 
Corte  de  Casación  (1^  dicbre.  1885,  S.  87. 1. 
1671,  el  otro  de  la  Corte  de  Orkans  (12  jo- 
lio  1906,  Le  Droit,  29  octubre  1906)  parece 
que  resuelven  esta  cuestión  con  una  juiciosa 
distinción.  La  Corte  de  Casación  ha  validado 
una  venta  en  que  había  acuerdo  sobre  la  cosa 
y  el  precio,  pero  donde  nada  se  haWa  estií»- 
lado  en  cuanto  á  los  plazos  de  pago  y  se  pot> 
de  deducir  de  allí  que  es  válida  toda  Tcntaen 
que  los  puntos  no  resueltos  por  las  partea,  lo 
serían  por  la  ley.  La  Corte  de  Orleans,  porcl 
contrarío,  ha  declarado  inexistente  noa  pre- 
tendida venta  de  un  c:stablecimiento  comer- 
cial por  7.000  francos,  siendo  que  las  partes 
nada  habían  dicho  respecto  á  las  mercade 
rías  que  según  la  costumbre  son  accesorios 
de  él,  ni  sobre  los  negocios  en  curso  6  peo 
dientes,  ni  sobre  el  momento  en  que  debía  co 
menzar  el  goce,  ni  sobre  el  canon.  No  estando 
fijados  estos  puntos  por  la  ley  sino  á  lo  somo 
por  un  uso  que  puede  derogarse,  se  conabf 
perfectamente  que  el  silencio  respecto  de  ellos 
impide  que  la  venta  se  forme.  Sobre  este  m- 
mo  caso,  Bourges,  6  novbre.  1905  (S.  1906. 
2.  95)  (v.  por  lo  demás  una  cuestión  anilog:^ 
en  materia  de  arrendamiento,  Revistü^  1904 
p.  412). 
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Obligaciones  y  contratos  especiales 

Por  M.  Rene  Demogue 

Profesor  agregado  á  Iti  Facultad  de  Derecho 
de  la  Univernklnd  de  Lille 

OBLIGACKJNES    KN    GENERAL 
EXTINCIÓN  DE   LAS  OBLIGACIONES 

Del  derecho  de  negarse  a  contratar  nueva- 
mente á  los  obreros  después  de  una  íweiga.— 
El  tribunal  del  Sena,  en  una  serie  de  fallos 
pronunciados  entre  Dion  Bouton  y  C^  y  sus 
obreros  (25  julio  1906,  Le  Droit  del  15  sep- 
tiembre),   ha  deducido  de  la  jurisprudencia 
de  la  Corte  de  Casación  sobre  el  efecto  de  la 
huelga  sobre  el  contrato  de   trabajo   que  el 
acto  del  patrón  de  no  volver  á  tomar  al  obre- 
ro que  voluntariamente  se  había  declarado 
en  huelga  y  sin  avisos,  era  un  acto  lícito;  que 
el  patrón  no  es  responsable  sino  respecto  de 
los  obreros  a  quienes  se  negaba  á  contratar 
nuevamente    siendo    que   ellos    solo    habían 
abandonado  el  taller  cuando  lo  invadieron 
los  perturbadores  y  no  podía,  por  consiguien- 
te, considerarse  que  habían  abandonado  vo- 
luntariamente el  trabajo. 

Del  momento  en  que  debe  arreglarse  la 
cuenta  de  un  empleado  despedido Un  pa- 
trón despide  á  un  empleado  observando  el 
plazo  acostumbrado.  En  ese  caso  le  pagará 
el  sueldo  debido  hasta  el  momento  en  que  el 


plazo  expira.  Pero  el  patrón,  en  lugar  de  eso 
prefiere  despedir  inmediatamente  al  obrero. 
¿Debe  entonces  pagarle  inmediatamente   lo 
que  le  debe  ó  puede  por  el  contrario  esperar 
la  expiración  del  plazo?  Respecto  de  esta  cues- 
tión, que  parece  nueva,  la  Corte  de  Agers  el  23 
de  noviembre  de  1903  (S.  1906.  2  145),  ha 
aceptado  la  primera  solución.  La  suma  pa- 
gada es  una  indemnización  por  la  despedida, 
dice;  en  efecto,  el  patrón  rompía  el  contrato 
al  prohibir  á  su  empleado  el  continuar  el  tra- 
bajo. M.  Appert,  en  una  nota,  aprueba  la  so- 
lución dada  en  este  caso,  ya  que  el  salario  era 
proporcional  á  los  negocios  realizados  por  el 
empleado  despedido,   pero  critica  esta  solu- 
ción en  tesis  general,  ya  que  el  patrón  había 
simplemente  dispensado  al  empleado  de  su 
trabajo  durante  el  plazo  acostumbrado. 

Creemos,  sin  embargo,  que  este  concepto  es 
discutible;  poríjue  la  voluntad  del  patrón  de 
considerar  como  vigente  el  contrato  ¿puede 
prevalecer  contra  el  hecho  de  que  despide  al 
obrero?  Se  dice:  lo  dispensa  de  trabajar.  Pero 
hay  más,  el  patrón  pretende  evidentemente 
impedir,  por  cualquier  razón,  que  el  empleado 
trabaje  con  él.  Aunque  éste  quisiera  trabajar, 
el  patrón  se  opondría  á  ello;  ¿no  está  por 
consiguiente  necesariamente  roto  el  contrato? 

TRASPORTE 

¿En  qué  momento  termina  el  contrato  de 
tiasportc? — El    contrato    de    trasporte   no 
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termina  sino  por  la  entrega  de  las  mercade- 
rías al  destinatario  y  no  por  la  llegada  de 
ellas  á  su  destino.  Es  necesario;  [.iies  aplicar 
las  cláusulas  del  contrato  á  las  averías  que 
se  producen  después  de  la  llegada  de  las  raer- 
caderíasysi  estas  aún  no  han  sido  enviadas  al 
destinatario.  Una  jurisprudencia  bien  esta- 
blecida admite  esta  solución.  (Cas.  18  abril 
1901,  S.  1901.  1.  292;  27  diciembre  1905,  S. 
1906.  1.  286). 


DEPÓSITO 

De  la  noción  del  depósito  necesario.  —  La 
jurisprudencia  parece  querer  dar  una  noción 
restringida  del  depósito  necesario  y  no  apli- 
carlo en  el  caso  de  un  dueño  que  no  ha  entre- 
gado personalmente  el  objeto  que  se  ha  per- 
dido á  la  persona  á  quien  pretende  hacer  res- 
ponsable. En  este  sentido,  un  tallo  de  la  jus- 
ticia de  paz  de  Tolosa  (4  abril  190G,  Le 
Droity24}  septiembre)  ha  desechado  la  deman- 
da de  una  persona  que  había  dejado  en  un 
almacén,  sobre  una  silla,  una  piel  para  pro- 
barse  otra,  y  esto,  sin  advertir  al  empleado. 
En  el  mismo  sentido,  un  juez  de  paz  de  Niza 
(15  junio  1906,  mismo  diario)  desechó  la  de- 
manda del  dueño  de  una  bicicleta  contra  el 
director  de  un  café,  fundada  en  que  le  habían 
robado  la  máquina  siendo  que  él  la  habí-.i  en- 
tregado á  un  mozo  del  café  quien  se  compro- 
metía á  guardarla.  Se  ha  rechazado,  como  se 
ve,  la  aplicación  del  artículo  1384,  lo  que  es 
justo,  porque  no  se  trata  aquí  de  un  delito; 
pero  es  necesario  establecer  que  no  había  man- 
dato tácito.  Esto  ha  sido  acepttido  también 
por  los  Tribunales  (v.  respecto  de  estas  cues- 
tiones, en  un  sentido  análogo,  Revista,  1905  p. 
147).  La  juri.sprudencia  tiende,  además  á  res- 
tringir la  lista  de  las  personas  en  cuya  casa 
puede  calificarse  de  necesario  un  depósito  he- 
cho. Por  fin,  se  ha  fallado  que  no  podían 
aplicarse  las  reglas  del  depósito  necesario  á 
una  asociación  de  estudiantes  amigos  en  el 
caso  del  robo  de  una  bicicleta  en  un  depósito 
{garage)  abierto  á  todos  los  miembros  de  la 
asociación  (París,  juzgado  de  paz  de  la  5* 
subd.  17  agosto  1906,  Le  Droit  del  1^  no- 
viembre). 


SOCIEDAD 

De  la  ¡if¡ui(1nción  de  Ins  sociedades  de  hecho. 
—Cuando  una  sociedad  es  nula,  pero  teniendo 
en  sí  misma  un  objeto  lícito,  como  uoa  socie- 
dad entre  esposos,  unasociedad  comercial qae 
no  ha  sido  publicada,  esta  sociedad  debe  li- 
quidarse: no  se  puede  oponer  al  que  reclama 
á  su  co  asociado  una  parte  del'activo  nemo 
auditur  turpitudinem  aUegans, 

¿Cómo  debe  hacerse  entonces  la  liquidación? 
La  jurisprudencia  ha  adoptado  sobre  este 
punto  una  fórmula  equitativa,  aunque  uo 
poco  vaga:  **hay  relacione^  de  hecho  que  de- 
ben reglarse  sin  que  uno  se  enriquezca  á  ex- 
pensas del  otro''.  Es  lo  que  ha  afirmado  to- 
davía la  Sala  de  admisibilidad  el  11  de  abril 
de  1906  {Gaz,  Pal  de  22  de  mayo).  Y.  tam- 
bién Cas.  15  nov.  1876,  D.  77.  1.70— Cas.  7 
marzo  1888,  D.  88.  1.  349.— Agen,  ^22  marzo 
1899,  D.  99.  2.  474. 

Distinción  del  contrato  de  préstamo  y  del 
contrato  de  sociedad.— Notamos  sobre  esta 
cuestión  ya  examinada  (V.  Revue,  1905,  p. 
910)  de  la  distinción  del  contrato  de  préstamo 
y  de  sociedad,  un  fallo  de  la  Sala  de  admisibi- 
lidad de  10  de  julio  de  1905  (D.  1906,1. 191), 
el  cual  ha  admitido  que  los  jueces  habían  re- 
conocido con  razón  un  contrato  de  préstamo, 
en  el  caso  en  que  un  padre  había  dado  dinero 
á  un  cervecero,  estipulando  que  tomaría  á  so 
hijo  como  gerente,  con  sueldo  fijo  y  una  parte 
de  los  beneficios,  sin  soportar  parte  alguna 
en  las  pérdidas,  comprometiéndose  el  cerve- 
cero á  iniciar  al  gerente  en  la  cervecería,  á 
presentarlo  á  la  clientela  y  á  cederle  su  esta- 
blecimiento por  un  precio  que  se  fijaría  por 
perito.  Este  fallo  nos  parece  conforme  con  la 
teoría  que  hemos  sostenido,  según  la  cual  el 
rasgo  distintivo  de  la  sociedad  consiste  en  el 
compromiso  de  no  retirar  su  aporte  sino  des- 
pués de  haber  satisfecho  to  talmente  á  los  acree- 
dores. Pero  esta  observación  se  aplicaría  más 
bien  al  fallo  atacado,  ya  que  la  Corte  de  Ca- 
sación, como  en  numerosas  decisiones  ante- 
riores, evitó  pronunciarse  y  reconoció  que 
había  apreciaciones  y  constataciones  sobera- 
nas que  motivan  y  justifican  la  decisión  objeto 
del  recurso  (Cas.  rcq.,  12  ma^'o  1874,  D.  75. 
1.  23;  Cus.  civ.,  17  abril  1893,  D.  93,  1.22H). 
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mbargo,  esta  manera  de  ver  no  había 
ienipre  aceptada  por  la  Corte  Suprema, 
>tras  decisiones  había  parecido  conside- 
te  punto  (Cas.req.  120d¡c.  1844,  D.94. 

DEPÓSITO 

ando  hay  contrato  de  depósito? ^¿Fmc 
isiderarse  como  depositario  el  arrenda- 
quién  uno  de  sus  arrendatarios  entrega 
re  del  departamento  arrendado?  No,  ha 
ado  la  sala  de  admisibilidad  el  12  de 
ubre  de  1902  (S.  1906.  1.  135);  esta 
istancia  no  es  constitutiva  del  contrato 
pósito.  Por  consiguiente,  si  estalla  un 
Ho,  el  arrendatario  no  puede  reclamar 
no  derecho  al  arrendador  una  indemni- 
1  por  la  destrucción  de  su  mobiliario, 
solución  sobre  una  cuestión  que  parece 
i  está  en  armonía  con  el  fallo  del  tribu- 
Bordeaux  (12  dio.  1904,  Y.  Revue,  1905, 
^),  que  resolvió  también  que  los  efectos 
íbles  llevados  por  un  profesor  á  un  cole- 
0  podían  considerarse  como  que  eran 
j  de  un  depósito.  Esta  jurisprudencia 
e  equitativa,  pues  de  otro  modo  se  lle- 
á  hacer  pesar  responsabilidades  muy 
s  por  simples  actos  de  complacencia 
importancia  no  se  ha  podido  medir,  ya 
^noraba  el  pretendido  depositario  el  va- 
les objetos. 

MANDATO 

oonsabiíidííd  por  el  accidente  ocurrido  á 
wdatario, —  La  ley  sobre  los  accidentes 
ibajo  no  se  refiere  sino  á  los  obreros  ó 
ados.  No  parece  que  alcanza  á  los  man- 
ios,  es  decir,  á  los  que,  según  la  fórmula 
iurisprudencia,  tienen  **el  poder  de  repre- 
r  al  mandante".  (  Cas.  14 abril  1886,  D. 
.  220).  Pero  ¿pueden  éstos  prevalerse 
tículo  2000,  que  obliga  á  indemnizar  al 
atario  del  perjuicio  que  ha  sufrido  en  el 
io  de  su  mandato?  Y  la  jurisprudencia 
reta  ampliamente  estas  expresiones  y 
lica,  por  ejemplo,  al  caso  de  una  per- 
encargada  de  vigilar  el  carguío  de  un 
'  y  que  recil3e  una  herida  al  querer  impe- 


dir que  un  marinero  sea  herido  por  una  má- 
quina, (Aix,  23  oct.  1889,  D.  90.  2.  302)  y 
también  al  caso  de  un  agente  de  la  Compañía 
de  cables  sub-marinos  que,  para  levantar  el 
ánimo  del  personal  al  principio  de  la  catás- 
trofe de  la  Martinica,  fué  á  esa  isla  y  encon- 
tró en  ella  la  muerte. 

Se  ha  llegado,  pues,  á  establecer  una  ver- 
dadera teoría  del  riesgo,  fundada  en  el  Códi- 
go mismo  y  mientras  que  el  mandatario  está 
en  mucho  peor  condición  que  el  empleado  en 
cuanto  al  modo  de  despedirlo  y  á  las  indem- 
nizaciones á  que  tiene  derecho  en  caso  de  re- 
vocación, se  le  ha  tratado  mejor  bajo  el  pun- 
to de  vista  de  los  accidentes  y  se  ha  hecho 
surgir  directamente  del  Código  Civil,  en  fa- 
vor de  él,  una  teoría  del  riesgo  profesional. 

TRANSACCIÓN 

De  Jos  efectos  de  una  transacción  después  de 
un  accidente  cuando  la  victima  mucre  en  se- 
i¡ u/da. —Cuando  una  persona  herida  en  un  ac- 
cidente ha  transigido  la  indemnización  á  que 
tenía  derecho,  y  regulado  de  una  manera  defi- 
nitiva todas  las  consecuencias,  cualesquiera 
que  ellas  sean,  que  resultan  ó  deban  resultar 
del  accidente,  la  agravación  de  la  herida  y  la 
muerte  misma  de  la  víctima  no  pueden  hacer 
que  se  modifique  esta  transacción;  todos  los 
derechos  futuros,  que  nazcan  del  accidente 
han  sido  incorporados  en  el  molde  del  con- 
trato. Así  lo  ha  resuelto  la  Corte  de  Casa- 
ción el  23  de  febrero  de  1892  (S.  92.  1.  313) 
y  el  29  de  julio  de  1901  (D.  1902.  1.297). 
Esta  doctrina  de  una  lógica  estricta  pero  en 
buenas  cuentas  poco  equitativa,  ha  sido  feliz- 
mente completada  por  un  fallo  de  la  Sala  ci- 
vil de  28  de  mayo  de  1906,  Gazette  du  Ra- 
íais de  30  de  junio.  Ha  establecido  que  los 
herederos  de  la  víctima  podían  dirigirse  con- 
tra el  autor  del  accidentf,  no  á  nombre  del  di- 
funto cuyos  derechos  están  fijados  en  la  tran- 
sacción, sino  en  su  propio  nombre  por  razón 
del  perjuicio  que  les  causa  el  fallecimiento. 
Obrando  ellos  á  su  propio  nombre  y  persi- 
guiendo la  indemnización  de  un  daño  perso- 
nal no  puede  oponérseles  la  transacción. 
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Propiedad  y  derechos  reales 

Por  M.  Emmanuel  Lévy 

Profesor  en  la  Facultad  de  Derecho  de  la  ünioersidad 
de  Lyon 

INMUEBLES 

Al  agregar  al  artículo  642  del  Código  Civil 
(641  antiguo)  así  redactado:  "El  que  tiene 
una  vertiente  en  una  heredad  (fonde)  puede 
usar  de  ella  á  su  arbitrio  (á  sa  volontéy\  las 
palabras  "en  los  límites  y  para  las  necesida- 
des de  su  heredad  (hérita^cY\  la  ley  de  8  de 
abril  de  1888  no  ha  querido  limitar  el  dere- 
cho de  libre  disposición  que  ese  texto  recono- 
cía al  dueño  que  tiene  una  vertiente  en  una 
heredad.  "Según  los  términos  del  artículo  641 
del  Código  Civil  antiguo,  el  dueño  de  una 
vertiente  tenía  el  derecho  de  disponer  de  ella 
á  su  arbitrio,  esto  es,  de  emplearla  en  los 
usos  que  mejor  le  parecieran,  para  formar 
por  ejemplo  depósitos  ó  mover  una  fábrica; 
podía,  sea  dirigir  la  corriente  á  su  antojo  y 
privar  de  ella  á  las  heredades  inferiores  hacia 
Jas  cuales  la  pendiente  natural  del  suelo  la 
habrían  llevado,  sea  transmitirla  á  título 
oneroso  ó  á  título  gratuito  á  cualquiera  otra 
heredad..  ;  la  ley  de  8  de  abril  de  1898  no  ha 
innovado  en  lo  que  se  refiere  á  este  derecho 
de  disposición  absoluta  en  el  interior  de  la 
propiedad... ;  las  palabras  "en  los  límites  y 
para  las  necesidades  de  su  heredad"  han  sido 
agregadas,  es  cierto,  en  el  primer  inciso  del 
artículo  642  y  dejan  suponer  que  el  dueño  de 
la  heredad  de  que  se  trata  no  tiene  derecho  á 
absorber  sino  la  porción  de  agua  indipensa- 
ble  á  las  necesidades  de  esa  heredad;  pero... 
resulta  claramente  del  conjunto  de  los  traba- 


jos preparatorios  que  el  Senado,  ctijo  pro- 
yecto ha  sido  adoptado  sin  discusión  por  k 
Cámara  de  Diputados,  ha  querido  consagra- 
en  favor  del  dueño  de  la  heredad  en  que  bm:: 
la  vertiente,  no  un  derecho  de  prioridad  dí 
uso,  sino  un  derecho  de  propiedad  sin  rrstñc- 
ción  que  le  permite  disponer  de  ^s  agnasj 
que  le  reconoce  el  Código  Civil." 

Por  otra  parte,  la  excepción  prcrista  por 
el  nuevo  artículo  643  no  se  aplica  sino  á  las 
vertientes  que  tienen  un  rendimiento  bastar.- 
te  poderoso  para  formar  por  .«í  solas  uns 
corriente  de  agua,  y  no  á  aquellas  qae  s  k 
contribuirian  á  esta  formación;  esto  resu¡:a 
también  de  los  trabajos  preparatorios  (Cur- 
te (le  Apelaciones  de  Rouen  24  enero  1K>6. 
Le  Droit,  23  y  24  julio  1906 K  En  eiroisro 
sentido  por  ejemplo  Aubry  et  Rau,  5*edic. 
t.  III,  §  244,  nota  4,  p.  58-59. 

En  lo  que  se  refiere  al  segundo  punto,  Io« 
trabajos  preparatorios  no  dan  lugar  á  dudí 
alguna  (Véase  Sirey,  1898,  IV,  p.  673  co'.sa- 
nas  2  y  19). 

En  cuanto  al  primer  punto,  los  trabac* 
preparatorios  no  son  de  una  claridad  prtcc- 
ta;  y  si  actualmente  la  jurisprudencia  inter- 
preta el  artículo  642  de  la  manera  roas  fib^ 
ral  en  provecho  del  dueño  de  la  heredad  « 
que  brota  la  vertiente,  una  interprctac"- 
menos  amplia  puede  fundarse  muy  sóHdani«- 
te  en  la  discusión  habida  en  el  Senado  v  f«fr 
cialmente  en  las  palabras  del  relator  6t  J 
Comisión  M.  Cuvinot,  que  se  opone  á  qn«tí 
propietario  "abuse",  sobre  todo  si  r  piísa 
en  que  no  se  puede  interpretar  en  esc  seotilo 
nuestro  artículo  sino  forzando  su  texto  Hrc 
ral;  y  este  artículo  salió  precisamente  de  Itf 
deliberaciones  de  la  comisión  (Sircy,  1^^-  F 
673,  colum.  2  y  sigte). 


-^^^í^l^^iffí!^ 
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Sucesiones  y  Donaciones 

Por  M.  Albcrt  Wahl 
I.  Sucesiones 

ACTOS  DBl;  HBRhDHRO  APARRNTB 

Cuando  un  fallo  establece  que  un  tescamen- 
tOy  que  ba  s  do  destruí' lo^  inst  tuta  un  lei^a- 
tai  io  universal,  son  nulos  los  actos  celebra^ 
dos  a  títudo  gratuito  aun  antes  de  e-te  fallo 
por  Ins  herederos  aparentes.  (Lyon,  19  junio 
1906,  La  Loi,  23  oct.  190  »).— Es  sabido  que, 
de  acuerdo  con  una  jurisprudencia  uniforme, 
los  actos  del  heredero  aparente  no  son  váli- 
dos sino  cuando  son  á  título  oneroso. 

^i  el  legatario  instituido  en  virtud  de  un 
testamento  destruido,   prueba  la  existencia 
anterior  del  testamento,  su  destrucción,  el  ca- 
rácter fortuito  de  esta  destrucción,  el  conte- 
nido de  las  últimas  voluntades  del  testamen- 
to, tiene  esta  persona  todos  los  derechos  de 
un  legatario;  no  está  reducido  á  una  simple 
acción  personal  contra  el  heredero  que,  á  fal- 
ta de  testamento  conocido,  habría  entrado  en 
posesión.  Al  menos,  eso  parece  desprenderse 
de  la  jurisprudeucia.que  dice  que  el  testamen- 
to debe  considerarse  válido  (Nancy,  21  junio 
líi95,  S.  96.  2,  263).  Y  eso  es  lójico. 

l^a  solución  dada  por  la  Corte  de  Lyon  se 
iusiihca  asi.  La  cuestión  es  nueva. 

ESTRANJURA 


II.  Donaciones  y  tettámt  útoi 

SCJSTITUCIONBS    PROHIBIDAS 

1.  No  hay  sustitución  prohibida  en  la  dis* 
posición  de  un  testamento  en  virtud  de  la 
cual  el  legatario  no  puede  vender  el  bien  que 
se  le  ha  dado  y  debe  conservarlo  en  una  fami- 
lia determinada  á  menos  que,  en  el  hecho,  la 
obligación  de  conservar  no  tenga  sino  el  va- 
lor de  un  deseo  ó  de  un  simple  consejo  (Poi- 
tiers,  2  julio  1906.  La  Loi,  5  sept.  1906). 

Para  evitar  la  nulidad  del  testamento,  la 
Corte,  en  contra  de  la  evidencia  y  fiel  á  las 
tendencias  de  la  jurisprudencia,  niega  que 
haya  obligación  de  coubervar  y  de  devolver. 
El  testamento  sin  embargo  era  terminante. 
El  testador  había  legado  su  propiedad  á  su 
cuñado  con  el  objeto  de  **impedir  que  caiga 
en  manos  de  est ranos**  y  **con  la  obligación 
de  conservarla  en  la  familia  de  mi  mujer  y  de 
no  venderla".  El  tribunal  de  primera  instan- 
cia había  declarado  la  nulidad. 

2.  La  misma  Corte  ha  resuelto  que  no  hay 
sustitución  prohibida,  sino  un  legado  válido 
de  usufructo  y  de  una  propiedad,  en  la  dispo- 
sición de  un  testamento  en  virtud  de  la  cual 
la  hijas  de  la  legataria  tendrán  por  sí  solas 
después  de  la  muerte  de  su  madre  la  propie- 
dad entera  de  que  este  ha  go;cado  durante  su 
vida.  (Portiers,  23  mayo  1906.  La  Loi,  25 
agosto  1906). 

En  el  caso  de  que  se  trataba,  el  legado  se 
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refería  textualmente  á  una  casa,  sin  limitarlo 
al  usufructo;  estaba  terminantemente  prohi- 
bido á  la  legataria  el  vender  la  casa;  el  lega- 
do estaba  hecho  **con  la  condición  de  que  no 
vuelva  á  casarse,  porque  quiso  que  sus  dos 
hijas  recojan  después  de  su  muerte,  todo  lo 
que  le  ha  dado";  el  testador  declaraba  que 
quería  que  la  legataria  *'tenga  un  medio  de 
subsistencia  asegurado'\ 

El  tribunal  habrá  estimado  con  fundamen- 
to que  el  testador  no  habría  querido  consti- 
tuir un  simple  usufructo  en  provecho  de  la 
legataria  principal.  Una  observación  lo  prue- 
ba: si  la  legataria  no  hubiera  tenido  sino  el 
usufructo,  el  inmueble  no  se  habría  confundi- 
do en  su  sucesión,  aun  si  sus  hijas  hubieran 
muerto  antes  que  ella;  y  es  exclusivamente  en 
provecho  de  las  hijas  que  el  testador  creaba 
un  derecho  después  de  la  muerte  de  su  madre. 
Por  lo  demás,  en  el  sistema  contrario,  se 
comprende  difícilmente  la  obligación  de  con- 
servar. 

Parece,  pues,  que  aquí  también  la  Corte  de 
Poitiers  ha  interpretado  la  voluntad  del  tes- 
tador de.  una  manera  contraria  á  su  signifi- 
cado evidente. 

REVOCACIÓN   DR   LOS  TESTAMENTOS 

m 

1.  La  revocación  tácita  de  un  testamento, 

fundada  en  su  incompatibilidad  con  un  testa- 
mento posterior,  ptocede,  aunque  este  último 
testamento  sea  nulo  á  causa  de  la  incapaci- 
dad del  legatai^io  (legado  en  provecho  de  un 
hijo  adulterino)  (Cas.  Civ.  16  julio  1906,  La 
Lo/,  6  oct.  1906). 

Es  una  aplicación  pura  y  simple  del  artícu- 
lo 1037  del  Código  Civil. 

2.  El  segundo  testamento  por  el  cual  el 
difunto  sustituye,  á  un  legatario  particular 
instituido  por  un  testamento  anterior,  un 
nuevo  legatario  (la  hija  del  primero),  no  es 
revocado  por, un  tercer  testamento  que  insti- 
tuye un  legatario  universal  con  obligación 
de  distribuir  una  suma  dada  total  á  los  lega- 
tarios d.'l  primer  testamento,  el  cual  es  ex- 
presamente revocado.  (Reims,  1^  mayo  1906, 
La  toí\  1^  agosto  1906). 

Es  tiiía  cuestión  de  interpretación  que  pare- 
ce haber  ^sido  bien  resuelta.    La  revocación 


contenida  en  el  tercer  testamento  no  se  rd?- 
ría  al  segundo  testamento  ni  expresamente. 
eso  es  seguro,  ni  tácitamente,  yaque  no  ha- 
bía incompatibilidad  entre  la  ejecución  sin;u'. 
tánea  del  segundo  y  tercer  testamentos. 

Se  objetaba  que  el  tercer  testamento  c-- 
menzaba  por  las  palabras:  *Vste  es  mi  testa- 
mento*', y  se  deducía  de  allí  que  el  difunf» 
había  querido  proceder  á  distribuir  ínte^n- 
mente  su  patrimonio.  Esta  interpretacíf'.-. 
era  muy  dudosa  y  ha  sido  desechada  por  la 
Corte. 

TIrugruay  (i) 

Tratándose  de  acciones  contra  una  persona 
jurídica,  el  emplazamiento  debe  hacerse  al  re- 
presentante de  ésta.  . 

El  emplazamiento  hecho  á  una  sociedad  aorV 
nima  y  no  á  un  representante  legal,  es  nnlo.- 
Montevideo,  mayo  16  de  1906. 

El  pastoreo  de  animales  en  terrenos  abierto^ 
no  constituye  nn  acto  de  posesión. 

La  mensura  y  amojonamiento  de  un  preilin. 
su  ocupación  aún  temporal,  son  actos  de  do- 
minio.— Montevideo,  julio  5  de  1906. 

Los  padres  están  obligados  á  satisfacer  e! 
importe  de  las  costas  causadas  en  los  ¡ui.ios 
criminales  seguidos  contra  sus  hijos  menores, 
(arts.  32,  33  y  35  del  Código  Penal  y  242  de 
Código  Civil  Uruguayo) Montevideo, agos- 
to 6  de  1906. 

El  causante  de  una  sucesión  no  está  obliga- 
do á  fijar  tiempo  para  el  desempeño  de  la< 
funciones  del  albacea  que  nombra  en  su  te^ta• 
mentó,  cuando  establece  que  le  prorrogad 
término  de  la  ley  por  todo  el  tiempo  que  nect- 
site  para  desempeñar  su  cometido. 

La  acción  de  jactancia  corresponde  cuantió 
la  jactancia  se  ha  producido  fuera  de  juicio. 
Las  excepciones  á  esta  regla  están  expresa- 
mente consignadas  en  la  ley.— Monte vidtfo. 
agosto  11  de  1906. 

Las  oficinas  públicas  requeridas  directameo- 
te  por  los  jueces,  deben  cumplir  los  mandatos 
de  éstos. 

Los  jueces  se  pueden  dirigir  directamente  á 

.  (1)  De  «La  1ievi?ta  de  Derecho,  Jurísprati<*n<''< 
y  Admioistracióni»,  Montevideo. 
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as  Inspecciones  técnícaF  regionales  á  fin  de 
]ue  cooperen  á  los  propósitos  de  la  justicia. 
-Montevideo,  junio  22  de  1906. 

Tratándose  de  dos  escrituras  de  cesión  de 
os  mismos  derechos  hereditarios,  inscritas 
in  el  Re^stro  General  de  Ventas  dentro  del 
término  legal,  debe  prevalecer  la  de  fecha  an- 
terior, aunque  haya  sido  inscrita  después. 

La  inscripción  en  el  Registro  no  es  un  medio 
de  crear  ó  complementar  derechos,  sino  más 
bien  una  garantía  de  publicidad  y  de  precau- 
ción. (Véase  arts.  1636,  1638  y  2297  del  Có- 
digo Civil  uruguayo). 

En  el  caso  de  fallecimiento  de  una  persona 
iircapacitada,  la  cúratela  no  cesa  de  hecho 
desde  ese  momento,  y  el  curador  debe  conti- 
nuar en  sus  funciones  respecto  de  los  bienes 
del  incapaz,  hasta  tanto  se  presenten  sus  he- 
rederos ó  sucesores  (arts.  2068  y  2069  del 
Código  Civil.)— Montevideo,  4  de  septiembre 
de  1906. 

No  importa  subrogación  la  manifestación 
que  hace  una  persona  en  escritura  de  compra- 
venta de  im  bien  raíz,  de  que  acepta  la  escri- 
tura en  nombre  de  su  hija  casada  y  con  dine- 
ro de  ésta  que  le  fué  entregarlo  para  llevar  á 
efecto  la  adquisición.  (Véanse  arts.  1931, 
1932  y  2011  del  Cóiligo  Civil).— Miuitevideo, 
febrero  10  de  1906. 

La  presentación  de  un  escrito  no  es  una  di- 
ligencia judicial. 

Puede  interponerse  el  recurso  de  apelación 
|>or  medio  de  escrito  presentado  el  quinto  día, 
después  del  ocaso  del  sol. 

Argentina  (i) 

Ejecución  de  .sentencias  dictadas  en  el  ex- 
tranjero— Ha  sido  revocada  por  la  Cámara 
fedend  una  sentencia  de  primera  instancia 
dictada  en  el  juicio  que  los  señores  Prinetti  y 
Stucchi  seguían  contra  los  señores  A.  Fran- 
clii  y  C^  sobre  ejecución  de  una  sentencia  dic- 
tada por  los  Tribunales  de  Italia. 

Al  iniciarse  este  asunto  el  juez  federal  abrió 
la  causa  á  prueba,  como  si  se  tratara  simple- 
mente de  juicio  ordinario. 

\1)  De  «La  Revista  de  Ddi-echo,  .Turispru-í encía 
y  Adinini.stración»  de  Montevideo. 


El  representante  de  la  parte  demandada 
considerando  que  esa  resolución  afectábalos 
intereses  de  sus  representados,  interpuso  los  ■ 
recursos  de  reposición  y  apelación,  pero  el 
juzgado  no  hizo  lugar  á  estos,  deparando  que 
su  resolución  no  causaba  á  las  partes  grava- 
men irreparable,  y  citaba  un  auto  dictado  por 
la  Corte  Suprema  en  un  caso  análogo. 

La  parte  demandada  recurrió  entonces  en 
apelación  á  la  Cámara,  fundándose  en  que  la 
resolución  de  primera  instancia  contrariaba 
el  artículo  8'  de  la  ley  3.395  de  5  de  junio  de 
1901,  que  autoriza  la  convención  celebrada 
por  la  República  Argentina  con  Italia,  sobre 
ejecución  de  sentencias,  y  que  dice:  **qtie  las 
partes  serán  previamente  citadas  á  un  juicio 
sumario  en  el  cual  se  examinará  solamente"; 
y  determina  en  cuatro  incisos  los  procedi- 
mientos á  seguirse. 

La  Cámara,  al  estudiar  la  cuestión,  en  un 
extenso  considerando,  declara  queen  los  autos 
hay  elementos  suficientes  para  abrir  un  juicio 
sumario,  y  puesto  que  el  artículo  8^  de  la  ley 
citada,  indica  los  procedimientos  á  seguirse, 
la  causa  á  prueba  abierta  por  el  Inferior,  co- 
mo en  un  juicio  ordinario,  no  procede,  por  lo 
que  revoca  la  sentencia  declarando  mal  dene- 
gados los  recursos  interpuestos. 

CuKsnoMEs  CiíMRRCiMn^.— Derechos  de  so- 
cio fundador. 

La  Cámara  de  lo  comercial  ha  confirmado 
la  sentencia  dictada  por  el  Juez  doctor  Mén- 
dez en  juicio  seguido  por  don  Carlos  Baciga- 
lupo  contra  el  Banco  de  Italia  y  Río  de  la 
Plata,  sobre  subsistencia  de  los  derechos  de 
los  socios  fundadores  primitivos  en  la  nueva 
sociedad  formada  para  continuar  las  opera- 
ciones de  dicho  Banco  al  vencimiento  del  pla- 
zo de  treinta  años  que  fijaron  los  estatutos 
de  1872. 

El  actor,  apoyado  en  varias  consultas  de 
abogados  italianos,  sostenía  que  sus  dere- 
chos como  fundador  no  podían  quedar  extin- 
guidos por  la  formación  de  la  nueva  sociedad, 
pues  ésta  era  simulada  para  encubrir  una 
simple  prórroga  de  la  anterior,  y  pretendía, 
además,  para  el  caso  de  reconocerse  que  se 
tratara  de  una  nueva  sociedad,  se  procediera 
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á  la  fijación  de  la  parte  del  fondo  de  reserva 
correspondiente  á  los  fundadores  y  del  valor 
representativo  de  la  llave  y  nombre  del  esta- 
blecimiento. 

El  Banco  de  Italia  sostuvo  por  su  parte  que 
los  derechos  de  los  socios  fundadores  estaban 
limitados  al  primer  período  de  la  duración  de 
la  sociedad;  de  manera  que  aún  cuando  el  tér- 
mino de  ésta  se  hubiera  prorrogado,  tales  dere- 
chos habrían  caducado  al  cumplirse  los  trein- 
ta años;  que  los  derechos  reconocidos  por  los 
estatutos  á  los  fundadores  se  rcferíau  sóio  á 
una  participación  en  las  utilidades  anuales, 
sin  extenderse  al  fondo  de  reserva  ni  al  capi- 
tcfcl  del  Banco;  y  que  no  existía  en  manera 
alguna  la  Simulación  denunciada,  la  que  ha- 
bría carecido  de  objeto,  por  cuanto,  tanto  en 
el  caso  de  prórroga  como  en  el  de  formación 
de  nueva  suciedad,  los  derechos  de  los  funda- 
dores caducaban  al  vencimiento  del  plazo  h- 
jado  en  los  estatutos. 

El  juez  doctor  Méndez,  al  resolver  este 
asunto,  declaró  que  el  señor  Bacigalupo  no 
tenía  derecho  alguno  al  fondo  de  reserva  y 
demás  utilidades  que  pudieran  resultar  de  la 
liquidación  del  Banco,  pues,  ajustándose  al 
texto  expreso  del  artículo  53  de  los  estatutos 
de  la  sociedad,  los  fundadores  solamente  te- 
nían derecho  á  un  -^%  de  los  beneficios  líqui- 
dos de  las  operaciones  del  establecimiesto 
mientras  durase  la  constitución  de  la  socie- 
dad; y  ese  dividendo  le  ha  siilo  puntualmente 
pagado,  no  teniendo,  por  consiguiente,  nm- 
gtin  interés  ni  beneficio  en  la  liquiílación. 

En  consecuencia,  falló  rechazan  o  las  pre- 
tenciones  del  señor  Bacigalupo,  y  la  Cámara 
confirma  esta  sentencia  en  todas  sus  partes, 
con  costas. 


CuBSTiuNBS  coMRRCf  ALRs Subte  rebabiíiu- 

cióa. 

El  Juez  de  Comercio  doctor  Méndez,  ha  re- 
suelto un  caso  interesante  sobre  rehdbuiu- 
ción  de  un  fallido.  Declarada  culpable  la 
quiebra  de  un  comerciante,  se  pasarou  ios  an- 
tecedentes al  Juez  de  Instrucción  y,  paraliza- 
do el  procedimiento  criminal,  se  operó  la 
prescripción.  Con  el  tcsiimoniu  currcspuo- 
diente,  el  iailido  solicitó  su  rchabilitacióa, 
oponiéndose  el  agente  fiscal  porgue  el  lailhio 
no  Uabía  sufrido  condena,  ni  se  había  subre* 
seído  definitivamente  en  eJ  proceso. 

Resolviendo  el  caso,  el  Jaez  doctor  Méndez, 
declara  que,  si  bien  es  cierto  que  el  sooresei- 
miento  decretado  en  el  juicio  crimiüals<:fuQ- 
da  exclusivamente  en  el  hecho  dv  habtr^  pro- 
ducido la  prescripción  del  derecho  de  acusar 
por  el  delito  implicado  al  lallido,  tal  circuns- 
tancia no  autoriza,  sin  emiargo,  para  ta<iD- 
tener  lü  calificación  de  culpalniídad  becba  ea 
una  resolución  judicial  que  no  tenía  más  pro- 
pósito que  establecer  la  existencia  de  tadiciíJs 
que  dieron  lugar  á  la  ínter  veucióu  de  la  jus- 
ticia del  crimen.  En  el  estado  actual  (id  pro- 
cedimiento, nos  encontramos  con  un  soure- 
seuniento  que  cierra  la  puerta  á  toda  úucú- 
cióii,  así  como  á  toda  investigación  subre  <\ 
hecho  de  la  culpabilidad  del  fallido,  y  »i  á  clU 
se  agrega  que  en  la  duda  debe  ejiar^  Mcm- 
pre  á  lo  que  sea  más  favorable  parad rcu. 
no  queda  otra  resolución  que  aplicar  al  caso 
las  disposiciones  de  la  ley  4L5,  puesto  que  oo 
hay  el  derecho  de  calmear  de  culpable  ai  -^t 
fraudulenta  una  quiebra  que  ha  sido  objcio 
de  una  sentencia  ejecutoriada  de  sobrcKÍ- 
miento  definitivo. 

Por  estas  consideraciones,  el  juez,  no  obs- 
tante lo  dictaminado  por  el  agente  lÍM:a!,  nr 
suelve  acordar  la  rehabilitación  solicitada. 
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Arjentlna 

LAS  CARTAS   PODERES 

El  Juez  de  Comercio,  doctor  Castillo,  lia 
dictado  una  resolución  resolviendo  un  punto 
no  bien  definido  aún  por  la  ley  de  quiebras 
vigente. 

En  la  junta  de  verificación  de  créditos  en  el 
concurso  formado  á  don  José  Duck,se  presen- 
tó don  Pedro  Bazzano,  acompafíando  dos 
cartas-poderes,  pidiendo  se  computasen  sus 
votos  por  considerar  suficiente  para  el. acto 
la  tenencia  de  dichas  cartas,  á  lo  cual  se  opu- 
sieron varios  acreedores. 

Resolviendo  el  caso  el  juez,  declara  que  al 
establecer  la  ley  de  quiebras  que  los  acreedo- 
res pueden  hacerse  representar  por  terceros 
dando  poder  por  escrito,  nada  hay  que  auto- 
rice á  creer  que  el  legislador  haj^a  querido  re. 
ferirse  al  documento  privado  y  no  al  docu- 
mento público,  pues  uno  y  otros  caen  en  la 
calificación  de  poder  por  escrito;  que  por  el 
contrario,  esa  misma  disposición  de  la  ley  de- 
clara suficiente  para  el  objeto  de  representar 
á  terceros  el  poder  general  para  administrar, 
estableciendo  de  ese  modo  una  excepción  a] 
principio  que  rige  la  representación  en  juicio, 
justificada  en  concurso  de  acreedores;  porque 
en  realidad,  la  aceptación  ó  rechazo  del  con- 
cordato ó  de  la  adjudicación  de  bienes  del 
deudor,  y  demás  resoluciones  adopta  das  en 
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junta,  son  actos  de  administración;  que  en  el 
artículo  1184,  inciso  7^  del  Código  Civil,  se 
establece  que  deben  ser  hechos  en  escritura 
pública,  bajo  pena  de  nulidad,  todos  los  po- 
deres generales  y  especiales  que  deban  presen- 
tarse en  juicio,  los  poderes  para  administrar 
bienes  y  cualesquiera  otros  que  tengan  por 
objeto  legalizar  la  representación;  que  de 
acuerdo  con  esa  disposición  de  la  ley  de  fon- 
do, prescribe  el  artículo  6'^  de  procedimientos, 
que  los  apoderados  ó  procuradores  acrediten 
su  personalidad  desde  la  primera  gestión  que 
hagan  en  nombre  de  sus  poderdantes  con  la 
competente  escritura  de  poder  (art.  14);  que 
no  existiendo  en  la  ley  de  quiebras  una  dispo- 
sición expresa  modificando  las  prescripciones 
legales  citadas,  ó  siendo  por  lo  menos  dudosa 
la  interpretación  de  dicha  ley  en  lo  que  se  re- 
fiere á  este  punto,  deben  aplicarse  los  princi- 
pios del  Derecho  Civil,  de  acuerdo  con  lo  que 
prescribe  el  artículo  207  del  Código  de  Co- 
mercio, y  en  tal  virtud  corresponde  declarar 
insuficientes  las  cartas  poderes  agregadas. 

Por  ello  el  juez  falla,  no  haciendo  lugar  á 
las  peticiones  del  recurrente. 

IRRESPONSABILIDAD   DE  UN   DELINCUENTE 

El  Juez  de  Crimen,  doctor  PVench,  ha  dic- 
tado sentencia  absolutoria  en  la  causa  segui- 
da contra  el  menor  José  V^ena»  de  14  años, 
procesado  por  el  delito  de  hurto  de  varios  pa- 
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res  de  cortes  de  cabritilla  para  calzado,  en 
una  zapatería  donde  se  hallaba  colocado  de 
aprendiz. 

p}l  menor  había  confesado  su  delito,  dicien- 
do que  lo  hizo  en  el  deseo  de  tener  dinero  y  sin 
darse  cuenta  de  la  grave  falta  que  cometía. 

La  sentencia  hace  un  estudio  sobre  la  res- 
ponsabilidad criminal  por  el  acto  ejecutado 
por  el  referido  menor,  y  dice  que  siendo  de  ca- 
torce años,  se  encuentra  en  el  período  duran- 
el  cual  la  ley  exime  de  pena  al  que  ejecuta  un 
acto  con  caracteres  de  delitos,  por  presumir 
no  existe  aún  discernimiento  para  delinquir, 
salvo  la  prueba  en  contrario,  y  resultando 
del  informe  pericial  agregado  que  las  condi- 
ciones personales  de  Vena  lo  colocan  en  un 
grado  de  inferioridad  con  relación  á  su  edad, 
siendo  física  é  intelectualmente  un  retrasado, 
lo  que  en  vez  de  destruir  corrobora  la  presun- 
ción legal  de  la  falta  de  discernimiento,  de- 
clara que  es  forzoso  eximirlo  de  pena,  por  cu- 
yos fundamentos  absuelve  al  detenido,  orde- 
nando su  inmediata  libertad. 

El.  PAGO   POR   CONSIGNACIÓN 

El  ¡uez  de  lo  Civil,  doctor  Quesada,  dictó 
senfencia  en  el  juicio  que  seguía  "La  Acumu- 
lativa" (Banco  Nacional  de  Economías)  c<in- 
tra  los  señores  Enrique  y  Ensebio  Anchorena, 
sobre  reconocimiento  de  una  cesión  y  pago 
por  consignación. 

El  actor  decía  que  era  cesionario  de  los  se- 
ñores Bonanomi  y  Buscarini  de  los  derechos 
relativos  á  un  contrato  de  locación  de  las  fin- 
cas situadas  en  la  calle  Reconquista  67,  y 
Bartolomé  Mitre  444,  y  que  habían  pagado, 
en  el  concepto  de  cesionarios  á  los  señores 
Anchorena,  el  precio  de  sus  respectivos  alqui- 
leres; pero  que  habiéndose  éstos  negado  a  re- 
cibir el  pago  en  octubre  de  1905,  desconocien- 
do sus  derechos  de  cesionarios,  pedía  se  les 
obligara  á  reconocer  la  cesión  y  satisfechos 
los  alquileres  con  la  consignación  hecha  en  el 
Banco  de  la  Nación. 

Los  demandados  sostuvieron  que  **La  Acu- 
mulativa" no  era  su  deudora;  que  jamás  la 
habían  reconocido  como  locataria,  ni  pudo 
llegar  á  serlo  por  efecto  de  la  citada  cesión. 


desde  que  en  el  contrato  de  arrendaraicr* 
se  prohibía  á  los  locatarios  la  trasíereiu . 
del  contrato;  que  el  pago  por  consignad  - 
sólo  procede  cuando  el  acreedor  no  quiere  re- 
cibir el  pago  recibido  por  el  deudor,  el  qk ^ : 
este  caso  está  representado  por  Bonano^ii . 
Buscarini,  quienes  no  han  hecho  tal  ofreiirlr- 
to;  y  finalmente,  que  ya  habían  entaM  ■ 
demanda  contra  ellos  por  cobro  de  alquilcr.r 
juicio  en  el  que  había  de  resolverse  el  ayjc: 

El  juez,  doctor  Quesada,  en  una  exícr.M 
sentencia,  estudia  si  el  pago  puede  hacery. 
por  un  tercero,  y  llega  á  la  conclusión  de  j .' 
en  el  caso  sub  judice  la  parte  autora  p:tL'i 
por  cuenta  del  locatario  á  cualquiera  que  se 
resuelva  serlo,  y  como  pago  de  alquiler;  :. 
pretende,  pues,  invocar  el  carácter  de  den  i - 
ra,  ni  como  tal  paga  en  razón  de  que  e>a 
cuestión  se  ventila  en  otro  juicio.  Laoji^i- 
ción  del  acreedor  es  cabalmente  un  caso  pre- 
visto por  la  ley,  y  ésta  le  obliga  á  rí^ibir  c' 
pago  contra  su  voluntad,  salvo  el  caso  tz 
que  acreedor  y  deudores  se  opusieren  jun'i- 
mente  á  la  intromisión  del  tercero,  lo  qucet 
el  presente  caso  no  sucede. 

Por  estas  y  otras  consideraciones  falla,  li 
clarando  procedente  el  pago  por  consi:::i3 
ción  de  $  3.500,  correspondientes  al  alqji'r 
por  octubre  de  1905  de  las  referidas  cí^^s 
sin  especial  condenación  en  costas  por  no  'a: 
llar  fundamento  para  imponerlas. 

Méjico  (i) 

Méjico,  27  de  noviembre  de  VM- 
Depósito,  -^Lctra  de  cambio. —Cheque.^  Pa 
^o.— Prueba.— Costas, — La  constitución  c- 
despósito  queda  justificada  con  la  conttsi  - 
del  depositario  y  con  los  asientos  dcsuslil>r  ' 
de  contabilidad. 

El  vencimiento  del  plazo  fijado  para  su  .iv 
ración  y  los  réditos  que  debe  causar,  se  u't' 
fican  también  con  la  confesión  del  deposita"' 
y  con  los  asientos  de  sus  libros  de  conta 
lidad. 


(1)  Del  «Diario  de  Jurisprudencia  del  di*tni 
territorios  federales»,  Méjico. 
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El  documento  en  que  consta  el  depósito 
cuando  no  está  extendido  á  la  orden,  no  es 
susceptible  de  endoso:  por  lo  que  tiene  que  ser 
radicalmente  nulo  cualquier  endoso  que  lle- 
gue á  hacerse. 

Es  indispensable  en  las  letras  de  cambio  la 
cláusula  á  la  orden  para  ser  endosable;  pero 
por  excepción  se  subentiende  en  las  mismas 
esa  clausula,  aunque  no  se  exprese. 

No  son  documentos  mercantiles  las  libran- 
zas, vales  y  pagarés  cuando  no  están  extendi- 
dos á  la  orden,  y,  en  consecuencia,  no  son  en- 
d  o  sables. 

Está  absolutamente  prohibido  insertar  en 
las  cartas  de  crédito  cláusulas  á  la  orden. 

Las  cartas  de  porte,  conocimiento  y  con- 
tratos á  la  gruesa  pueden  llevar  inserta  la 
cláusula  á  la  orden. 

Los  cheques  extendidos  á  favor  de  persona 
determinada,  no  son  endosables. 

Los  bonos  de  prenda  emitidos  por  almace- 
nes generales  de  depósito,  son  endosables, 
aunque  no  contengan  cláusula  á  la  orden. 

Las  pólizas  de  seguro  sobre  la  vida  son  en- 
dosables cuando  se  han  entregado  los  capita- 
les ó  satisfecho  las  cuotas  á  que  se  obligó  el 
asegurado. 

Los  vales  y  títulos  al  portador  son  docu- 
mentos mercantiles  siempre  que  contienen 
cláusula  á  la  orden. 

Los  certificados  de  depósito  de  almacenes 
generales  de  depósito  gozan  del  privilegio  de 
ser  endosables,  aunque  no  estén  extendidos  á 
la  orden. 

Los  expedidos  nominalmente  por  las  insti- 
tuciones de  crédito,  no  son  efectos  de  circula- 
ción, y,  por  lo  tanto,  no  son  endosables. 

No  siendo  documentos  mercantiles,  no  les 
son  aplicables  las  disposiciones  que  sobre 
extravío  de  éstos  contiene  el  Código  de  Co- 
mercio. 

Sólo  son  transmisibles  por  medio  de  cesión 
notificada  al  depositario. 

^ío  es  absolutamente  necesaria  su  devolu- 
ción para  la  entrega  de  su  importe,  bastando 
cualquier  otro  resguardo  eficaz  para  impedir 
un  segundo  cobro. 

El  pago  extingue  la  obligación  del  deudor, 
dejando  sin  efecto  alguno  el  documento  que 
la  acredita. 


Son  pruebas  inconducentes  las  que  produce 
el  actor  en  contradicción  con  los  fundamentos 
jurídicos  de  la  demanda. 

No  procede  condenación  al  pago  de  costas 
contra  el  litigante  que,  ajuicio  del  juez  sen- 
tenciador, obra  sin  temeridad  ni  mala  fe. 


Méjico,  12  de  enero  de  1907.— Tribunal  Su- 
perior del  distrito. 

Casación.— Violación  de  ley. — Prueba.— Re- 
clamación oportuna  del  Wc/o.— No  es  desig- 
nar con  precisión  el  hecho  violatorio  el  limi- 
tarse á  afirmar  que  falta  uno  de  los  elemen- 
tos constitutivos  del  delito  penado  en  la  sen- 
tencia recurrida,  sin  señalar  siquiera  el  con- 
siderando que  rige  la  parte  resolutiva  de  la 
misma  sentencia  y  que  contiene  ese  hecho. 

Es  inadecuado  el  concepto  cuando  se  cita  la 
ley  violada  sin  designar  con  precisión  el  he- 
cho violatorio. 

Es  ineficaz  el  recurso  que  en  el  fondo  ataca 
la  estimación  de  las  pruebas  sin  citar  la  ley 
violada  con  tal  estimación. 

El  agravio  causado  en  la  primera  instan- 
cia y  no  reclamado  en  la  segunda,  no  puede 
ser  motivo  de  casación. 

Méjico,  15  de  diciembre  de  1906 Juzgado 

2^  de  lo  Civil. 

Presunciones. — Testigos.  —  Poder.  —  Docu- 
mentos públicos  Y  privados.— Contratos  si- 
mulados.—Las  presunciones  consistentes  en 
indicios  remotos  de  la  inexistencia  de  un  con- 
trato, pierden  todo  su  valor  ante  pruebas 
concluyentes  rendidas  en  contrario. 

Los  testigos  que  no  dan  razón  satisfactoria 
de  su  dicho,  no  merecen  fe,  aunque  estén  con- 
testes en  los  hechos  declarados.  Sus  declara- 
ciones no  son  bastantes  para  destruir  prue- 
bas consistentes  en  documentos  públicos. 

La  escritura  de  cancelación,  que  otorga  el 
vendedor  de  un  inmueble  al  comprador  que 
es  acreedor  á  su  vez  de  aquél,  declarando  ha- 
ber cubierto  éste  la  parte  insoluta  del  precio 
convenido,  constituye  presunción  vehemetísi- 
ma  de  que  el  crédito  del  comprador  formó 
parte  del  precio. 

El  poder  otorgado  por  el  comprador  de  una 
finca  al  vendedor  para  que  siga  administrán- 
dola, lejos  de  probar  la  inexistencia  del  con- 
trato de  compraventa,  tiende  á  demostrar  lo 
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contrarío,  supuesto  el  cambio  de  posesión 
legal. 

Los  documentos  públicos  perjudican  á  la 
parte  que  los  presenta  y  que  ha  intervenido 
directamente  en  ellos. 

Los  documentos  privados  procedentes  del 
demandads  que  no  entrañan  asentimiento  á 
lo  que  el  actor  sostiene,  no  tienen  valor  pro- 


batorio. Los  no  objetados  producen  prjcL 
plena: 

Sólo  son  nulos  los  contratos  simulados  ui. 
se  celebran  en  fraude  de  la  ley  6  de  los  acrtr 
dores.  No  adolecen  del  vicio  de  nulidad  a'  :e 
líos  en  que  interviene  la  libre  voluntad  de  1.»- 
interesados.  Su  nulidad  sólo  puede  serpa!  i¿ 
por  los  perjudicados  con  la  simulación. 


AfioIY 


Agosto  do  1007 


Húm.  9 
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Méjico  24  de  agosto  de  1906 — Tribunal 
Superior  del  Distrito. 

Hom  icidío.  -  ^Homicida,— Reclamación  opor- 
tuna del  x'/c/o.— Queda  establecida  la  culpa- 
bilidad del  autor  del  delito  de  homicidio  por 
el  veredicto  del  jurado  que,  conforme  á  la  ley, 
tiene  el  carácter  de  irrevocable. 

Es  homicida  el  que  priva  de  la  vida  á  otro, 
sea  cual  fuere  el  medio  de  que  se  valga. 

Uebe  clasificarse  como  homicidio  calificado 
el  que,  según  el  veredicto  del  jurado,  se  per- 
petró con  ventaja.  Se  castiga  con  la  pena  ca- 
pital. No  pierde  este  carácter  el  ejecutado 
fuera  de  riña,  aunque  se  haya  cometido  en 
estado  de  ceguedad  y  arrebato  producido  por 
provocación  inmediata  del  occiso. 

No  cabe  reposición  del  procedimiento  cuan- 
do el  agravio  en  que  se  funda  no  se  alegó  en 
la  instancia  en  que  se  causó,  ni  se  formuló 
contra  él  protesta  alguna. 

Méjico,  24  de  noviembre  de  1906. — Tribu- 
bunal  Superior  del  Distrito. 

Reclamación  cportuna  del  vicio.— Cohecho. 
—Amonestación. — No  es  procedente  la  repo- 
sición del  procedimiento  que  se  funda  en  agra- 
vios contra  los  cuales  no  se  protestó  en  la 
instancia  en  que  se  causaron. 

Tampoco  es  procedente  la  ([ue  se  funda  en 
agravios  contra  los  cuales  se  protestó  opor- 
tunamente, pero  que  la  ley  no  reconoce  como 
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causas  que  autoricen  la  reposición  de  las  ac- 
tuaciones judiciales. 

Los  tribunales  superiores  en  todo  los  casos 
de  apelación  y  de  revisión,  tienen  las  mismas 
facultades  que  los  jueces. 

Para  que  exista  el  delito  de  cohecho  en  un 
acto  indebido  ejecutado  por  un  empleado  pú- 
blico, es  indispensable  que  concurra  el  ele- 
mento constitutivo  del  interés  de  lucrar. 

En  toda  sentencia  condenatoria  se  preven- 
drá que  se  amoneste  al  reo  para  que  no  rein- 
cida en  el  delito  por  el  cual  se  le  condena. 

Méjico,  15  de  enero  de  1907.  Tribunal 
Superior  del  Distrito. 

Hecho  violatorio, — Concepto. ^Apreciación 
de  los  hechos  — La  designación  del  hecho  vio- 
latorio no  es  precisa  en  la  queja  en  que  el  re- 
currente expresa  que  falttm  al  delito  penado 
por  la  sentencia  recurrida  dos  de  sus  elemen- 
tos constitutivos,  sin  señalar  el  hecho  que  en- 
traña la  infracción  reclamada  ó  algán  consi- 
derando que  rija  la  parte  resolutiva  de  la  sen- 
tencia y  que  contenga  ese  hecho.  Es  inexacto 
su  señalamiento  en  la  queja  en  que  se  afirma 
que  faltan  al  delito  imputado  al  recurrente 
dos  de  sus  elementos  constitutivos,  si  están 
comprendidos  éstos  en  la  pregunta  votada 
afirmativamente  por  el  jurado. 

Es  inadecuado  el  concepto  que  se  hace  con- 
sistir en  la  relación  que  se  supone  existente 
entre  la  ley  que  se  cita  como  violada  y  el 
hecho  violatorio,  cuando  éste  es  inexacto. 
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Los  hechos  establecidos  por  el  jurado  en  su 
veredicto,  son  inatacables  por  medio  del  recur- 
so de  casación. 

Méjico,  12  de  enero  de  1907. — Tribunal 
Superior  del  Distrito. 

Cestón  de  derechos.— Cesionario,— Cesión 
de  crédito  —Bienes  hereditarios La  natura- 
leza de  la  acción  ejercitada  en  un  juicio,  se 
determina  por  la  del  contrato  en  que  se 
funda. 

Es  cesión  de  acciones  el  contrato  que  se  ce- 
lebra entre  el  vendedor  y  el  comprador,  cuan- 
do faculta  el  primero  al  segundo  para  perci- 
bir lo  que  á  aquel  corresponda  en  una  suce- 
sión j  en  un  depósito. 

Queda  plenamente  probado  con  la  escritura 
pública  en  que  el  contrato  se  consigna. 

El  cesionario  de  los  derechos  á  un  depó- 
sito, adquiere  solamente  los  derechos  cedidos 
V  no  el  depósito  mismo. 

En  la  cesión  de  crédito  se  comprenden  todos 
sus  accesorios  consistentes  en  caución,  privi- 
legio ó  hipoteca. 

Siendo  el  objeto  del  secuestro  judicial  ga- 
rantizar los  derechos  deducidos  ó  que  pueden 
deducirse  en  juicio,  produce  efecto  contra  ter- 
cero á  favor  del  acreedor  personal  á  quien  la 
ley  concede  no  sólo  la  garantía  sino  el  ejerci- 
cio de  la  acción  pauliana  ó  revocatoria. 

Sobre  los  bienes  hereditarios  tienen  los  he- 
rederos el  dominio  ó  derecho  de  propiedad, 
sin  que  obste  lo  indiviso  de  la  masa  heredita- 
ria, cuando  aquéllos  son  varios. 

Cada  uno  de  ellos  puede  usar  ó  disponer  li- 
bremente de  la  cosa  común,  á  condición  de  no 
cambiar  su  destino. 

Los  derechos  hereditarios  tienen  el  carácter 
de  reales. 

La  venta  de  los  que  están  impuestos  sobre 
bienes  inmuebles  é  implican  una  simple  pre- 
tensión á  la  herencia,  no  está  sujeta  á  re- 
gistro. 

La  venta  de  los  que,  siendo  claros  }- recono- 
cidos, representan  la  herencia  misma,  sí  nece- 
sita registro  para  surtir  efectos  legales. 

No  tienen  el  carácter  de  derechos  litigiosos 
los  derechos  hereditarios  que  están  reconoci- 
dos, supuesto  que  sólo  son  litigiosos  los  que 
son  objeto  de  litigio,  están  en  tela  de  juicio 
ó  en  disputa. 


Pueden  tener  esta  calidad  los  derechos  he- 
reditarios que  no  están  reconocidos;  pero  no 
lo  adquieren  por  el  simple  hecho  de  ser  objeto 
de  un  embargo  para  hacer  efectiva  la  garan- 
tía á  que  están  afectos. 

No  es  obligación  alternativa  la  contenida 
en  un  contrato  en  que  se  estipula  que  no  se 
levantará  el  secuestro  practicado  en  unos  de- 
rechos hereditarios;  sino  hasta  que  el  acree- 
dor esté  pagado  con  otros  derechos  á  un  de- 
pósito que  también  se  afectan  al  cumplimien- 
to del  contrato. 

Méjico,  14  de  enero  de  1907. 

Procedencia,— Casación,  —  F/o/acion.-- Con 
relación  á  la  sentencia  recurrida  deben  preci- 
sarse los  elementos  indispensables  para  la 
procedencia  del  recurso. 

No  es  apta  la  queja  que  se  funda  en  viola- 
ciones de  ley  cometidas  en  la  acusación  y  no 
en  la  sentencia. 

Carece  de  precisión  la  queja  que  no  designa 
la  resolución  de  la  sentencia  que  contiene  la5 
violaciones  alegadas. 

Méjico,  1^  de  febrero  de  1907.— Juzgado  T 
de  lo  Civil. 

Competencia — Cosías.— Procede  la  eicep- 
ción  de  incompetencia  contra  los  jueces  ordi- 
narios cuando  existe  un  compromiso  qne 
obliga  á  los  interesados  á  someter  sus  dife- 
rencias á  la  decisión  de  un  tribunal  de  arbi- 
traje. 

No  procede  condenación  al  pago  de  costas 
cuando  ninguno  de  los  litigantes  obra  con 
temeridad,  ajuicio  del  juez  sentenciador. 

Tepic,  9  de  enero  de  1907.— Tribunal  supe- 
rior del  Territorio  de  Tepic. 

Procedimiento  Judicial, -^Notiñcación.—Sw 
lidad  de  actuaciones — Siendo  el  procedimien- 
to judicial  de  derecho  público,  los  tribunales 
tienen  el  estricto  deber  de  cuidar  que  se  ob- 
serven con  toda  escrupulosidad  las  disposi- 
ciones que  lo  norman,  á  fin  de  evitar  que  los 
juicios  sean  declarados  nulos  y  se  perjodi- 
quen  los  derechos  de  los  litigantes. 

El  objeto  de  que  se  hagan  las  notificacio- 
nes en  la  forma  determinada  por  la  ley,  es 
que  los  litigantes  puedan  hacer  valer  en  tiem- 
po los  derechos  y  recursos  que  la  ley  les  con- 
cede. 
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Las  hechas  ílegalmeate  facultan  al  agra- 
viado para  pedir  la  nulidad  de  lo  actuado. 

Son  actuaciones  nulas  todas  las  practica- 
das después  de  una  notlfícación  hecha  en 
forma  ilegal. 

Puede  declararse  de  ofício  la  nulidad  de  ac- 
tuaciones por  no  haber  disposición  que  lo 
prohiba  terraiaan teniente. 

Las  providencias  ilegales  no  pueden  ser  re- 
clamadas por  quien  las  consiente. 

No  se  entienden  consentidas  por  quien  no 
tiene  conocimiento  de  ellas. 

No  puede  seguirse  juicio  sin  incurrir  en  ab- 
surdo, contra  persoaas  á  quienes  no  se  pro- 
porcionan los  medios  de  hacer  valer  los  dere- 
chos que  la  le}'  les  otorga. 

Méjico,  15  de  enero  de  1907.— Tribunal  Su- 
perior del  Distrito. 

Agrá  vio.  -  Ley  violada,  —  Casación,  —  faii- 
sal  nueva.-^Improceáencia.—Es  agravio  su- 
puesto el  que  se  hace  consistir  en  haber  decla- 
rado el  tribunal  sentenciador  no  tener  facul- 
tades para  conocer  sino  de  determinadas 
causas  de  reposición  del  procedimiento,  cuan- 
do lo  que  decidió  fué  que  no  era  de  reponerse 
el  procedimiento. 

No  existe  ley  violada  cuando  la  sentencia 
recurrida  nada  resuelve  contra  la  disposición 
qne  se  cita  como  infringida. 

No  cabe  reposición  del  procedimiento  por 
causas  que  corresponden  al  fondo. 

Se  introduce  un  medio  nuevo  en  el  recurso 
siempre  que  se  alega  una  causa  que  no  se  hizo 
valer  en  su  oportunidad. 

Es  inepto  el  recurso  en  que  se  omiten  los 
fundamentos  del  concepto. 

Procede  la  declaración  de  interposición  ile- 
gal del  recurso  siempre  que  el  escrito  de  que- 
ja, además  de  adolecer  de  confusión  y  falta 
de  claridad,  no  llena  ninguno  de  los  requisi- 
tos exigidos  por  la  ley. 

Méjico,  7  de  agosto  de  1907. 

Casación;  procedencia  del  recurro I n frac- 

c/c5/7.— La  Sala  de  casación  debe  declarar  pre- 
viamente lo  que  corresponda  sobre  la  legal 
interposición  del  recurso,  atentos  los  requisi- 
tos de  procedencia,  tiempo  y  forma. 

No  hay  concepto  preciso  en  el  recurso  en 
que  se  citan  conjuntamente  las  causas  de  ca- 


sación comprendidas  en  el  artículo  711  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

Tampoco  lo  hay  cuando  no  se  establece  la 
relación  debida  entre  la  causa,  la  ley  violada 
y  la  resolución  recurída. 

Hace  el  supuesto  de  la  cuestión  el  recurren- 
te que  afirma  queel  juez  sentenciador  tomó 
en  cuenta  una  excepción  no  opuesta,  cuando 
éste  se  limitó  á  examinar  los  elementos  de  la 
acción. 

Es  de  responsabilidad  de  los  jueces  tomar 
de  oficio  en  consideración  la  falta  de  man- 
dato. 

FRANCIA  (1) 
Personas  y  derechos  de  familia 

POR  Luis  JOSSBRAND 

Profesor  d^  la  Facultad  de  derecho  de  la  üniver 
sídad  de  Lyon, 

Matrimonio;  potestad  paterna;  derecho 
del  padre  de  oponerse  al  matrimonio  de  su 
hijo;  abuso  de  este  derecho.-^E\  tribunal  Ci- 
vil de  Villefranche  había  sentado  el  principio 
de  que  la  negativa  de  un  padre  para  consen- 
tir en  el  matrimonio  de  su  hijo  no  podría 
hacerlo  responsable,  "ya  que  en  realidad  no 
era  sino  el  pleno  ejercicio  de  ese  derecho  de 
oposición  al  matrimonio  que  la  ley  confiere 
al  padre  de  familia  para  que  use  de  él  hasta 
la  celebración,  discrecionalmente,  libremente 
y  sin  contror*;  y  el  tribunal,  ampliando  su 
argumentación,  declaraba  que  "el  ejercicio 
regular  y  legal  de  un  derecho  no  puede  jamás  y 
en  caso  alguno  transformarse  en  el  abuso  de 
ese  derecho*'.  Era  la  condenación  expresa  de 
la  teoría  subjetiva  del  abuso  de  los  derechos. 

La  Corte  de  Lyon  que  tuvo  que  conocer  del 
fallo  del  tribunal  de  Villefranche,  no  vaciló 
en  revocarlo  colocándose  en  un  punto  de  vis- 
ta diametralmente  opuesto.  Declaró  que  "el 
derecho  del  padre  de  familia  de  oponerse  al 
matrimonio  de  sus  hijos,  si  bien  es  incontes- 
table no  puede  sin  embargo,  degenerar  en 
abuso".  Sin  duda  el  padre  comete  un  abuso 
manifiesto  si,  después  de  haber  dado  á  entender 
que  daría  su  consentimiento  y  haber  alenta- 

(I)  De  la  Reviie  trimegtridíe  de  DroU  Civil.  Año 
6.«-1907,  N.o  2  abril-raayo- junio.— París. 
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do  así  las  relaciones  que  se  habían  estableci- 
do entre  los  futuros  esposos,  faltó  á  su  pro- 
mesa sin  razón  alguna. 

Es  éste,  pues,  el  caso  de  un  nuevo  derecho, 
reputado  hasta  aquí  discrecional  j  absoluto 
j  que  la  jurisprudencia  pretende  restringir 
como  tantos  otros  y  que  no  podrá  ejercerse 
impunemente  sino  por  motivos  legítimos, 
(Lyon,  23  enero  1907.  Monit,  Judie,  de 
Lyon,  30  abril  1907. 

Legitimación  por  matrimonio  posterior; 
hijo  concebido  antes  de  la  transcripción  del 
divorcio  de  uno  uno  autores;  hfjo  adulterio,— 
Un  hijo  no  puede  ser  legitimado  poruña  decla- 
ración de  reconocimiento  en  el  momento  del 
matrimonio  de  sus  padres  sino  en  el  caso  de 
que  tuviera  en  el  momento  de  su  concepción, 
la  condición  de  hijo  natural  simple  y  nó  la  de 


hijo  adulterino.  No  podrá,  por  consi?:: - 
legitimarse  el  hijo  concebido  en  tinaép^x.s 
que  uno  de  sus  padres  se  hallaba  aún  I  ^ 
por  los  lazos  de  un  matrimonio  anterior,  i .. 
importa  que  un  fallo  de  divorcio  han^ 
pronunciado  con  anterioridad,  si  aóuco.i 
bía  sido  transcrito,  porque,  cnelsistctí 
la  ley  de  18  de  abril  de  1886  no  es  la  n>  . 
ción  del  tribunal  la  que  disuelve  el  ir  a  ::,-_• 
nio,  sino  sólo  su  inscripción  en  iosre;i:>:'' 
del  estado  civil,  en  conformidad  á  los ar . 
los  251  y  siguientes  del  Código  Civil  ? 
consiguiente,  el  oficial  de  registro  civil  ?; ::» 
gacon  perfecto  derecho  á  declarar  el  re: 
cimiento  de  un  hijo   natural  propuestu  r. 
semejantes  condiciones.    (Tríb.  civ.  Sena  ' 
diciembre  1903,  Gai.  tnb,  21  abril  W'\ 
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Dbllgraolones  7  contratos   especiales 

Por  Rene  Demogue 

Profesor  agregado  ú  la  facultad  de  Derecho 
de-   la  Universidad  de  Lille 

I.  Obligaciones  en  general 

A Condiciones  de  existencia 

de  las  obligaciones  delictuosas 

Responsabilidad  de  los  jefes  de  un  sindicato 
lor  actos  ejecutados  en  esa  calidad. 

El  Tribunal  del  Sena  ha  fallado  el  5  diciem- 
bre 1905  (D.  1907.  2.  32,  con  una  nota  de 
M.  Planiol)  una  cuestión  muy  interesante 
y  muy  práctica  sobre  responsabilidad.  Un 
sindicato  impide  por  manejos  ilícitos  que  un 
obrero  encuentre  trabajo.  Lo  condenan  por 
íse  hecho  á  una  indemnización  de  perjuicios. 
Pero  se  disuelve  entonces  y  se  reconstituye 
bajo  otro  nombre.  El  fraude  es  evidente  ¿có- 
mo evitarlo?  El  tribunal  ha  establecido  que 
el  obrero  perjudicado  podía  dirigirse  contra 
los  jefes  del  sindicato  en  persona,  pero  con  la 
condición  de  probar  la  parte  personal  y  acti- 
va que  han  tomado  en  el  acto  denunciado. 
No  ha  admitido  por  lo  demás  que  pudiera 
perjudicar  la  acción  el  hecho  de  que  los  jefes 
del  sindicato  han  obrado  en  conformidad  á 
los  estatutos,  porque  no  hay  estatutos  que 
puedan  autorizar  á  una  persona  á  perjudicar 
injustamente.  Estas  soluciones  son,  en  suma. 
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las  miámas  que  ha  dado  recientemente  el  tri- 
bunal de  Cháteau-Goutier  (13  nov.  1906,  Re- 
vista, 1907,  p.  96). 

Responsabilidad  por  los  actos  de  un  em- 
pleado. 

El  amo  es  responsable  hasta  del  abuso  del 
empleado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  (V. 
Revista,  1906,  p.  673)  y  especialmente  de  la 
ejecución  irregular  de  una  orden.  Por  ejemplo 
un  propietario  de  automóvil  responde  del  ac- 
cidente causado  por  su  "chauffeur"  que  se 
fué  á  hacer  un  paseo  de  agrado  siendo  que 
había  recibido  orden  de  llevar  el  automóvil 
al  dei  osito.  Así  lo  ha  resuelto  en  conformi- 
dad con  la  solución  de  las  salas  civiles,  la 
sala  criminal,  el  23  de  marzo  de  1907  {Gax. 
des  Trib,,  20  abril  1907).  Pero  tal  vez  el  fallo, 
en  lugar  de  deducir  en  este  caso  la  responsa- 
bilidad de  un  deber  de  vigilancia  que  no  siem- 
pre puede  ejercerse,  habría  debido  despren- 
derla de  la  obligación  de  elegir  bien  á  su  em- 
pleado. 

Responsabilidad  de  los  impresores. 

Hay  que  relacionar  un  fallo  de  la  Corte  de 
Nimes  de  30  de  enero  de  1907  (Gax,  du  Pal., 
1907,  1,  2171)  con  la  jurisprudencia  ya  seña- 
lada por  nosotros,  según  la  cual  un  impresor 
es  civilmente  responsable  de  una  difamación 
hecha  por  avisos  cuando  es  imposible  acep- 
tar que  su  composición,  su  contenido,  su  nú- 
mero considerable  é  inusitado  haya  podido 
escapar  á  su  vigilancia  y  que  se  haya  eqttivo- 
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cado  acerca  del  propósito  culpable  que  se  per- 
seguía. Este  fallo  no  llega  sin  duda  hasta  es- 
tablecer una  verdadera  obligación  de  asegu- 
rarse del  carácter  no  diluctuoso  de  los  escri- 
tos publicados,  como  otros  ya  lo  han  hechot 
pero  no  exige  tampoco  la  prueba  directa  del 
conocimiento  de  la  difamación.  Tiene,  pues, 
un  lugar  especial  en  este  desarrollo  tan  inte- 
resante de  la  jurisprudencia. 

De  la  responsabilidad  áeiictuosn  invocada 
Á  falta  de  responsabilidad  contractual. 

No  encontrándose  reunidas  en  un  negocio 
las  condiciones  de  la  responsabilidad  con- 
tractual, puede  invocarse  la  responsabilidad 
cuasi-delictual  para  obtener  una  indemniza- 
ción por  razón  del  perjuicio  sufrido.  En  este 
sentido  la  sala  de  admisibilidad  ha  hecho  una 
aplicación  interesante  el  7  de  enero  de  1907 
(S.  1907.  1.  37).  Habiendo  colocado  valores 
un  viajero  en  un  bulto  que  debía  trasportar 
el  ferrocarril,  sin  declararlos,  infringiendo  en 
este  punto  las  disposiciones  del  reglamento, 
se  le  ha  aceptado  el  derecho  de  reclamar  una 
indemnización,  estando  establecido  el  hecho 
de  que  los  valores  habían  sido  robados  por 
agentes  de  la  Compañía.  Esta  solución  ya 
había  sido  admitida  por  fallos  muy  antiguos. 
(16  marzo  1859,  S.  59.  1.  461;  26  abril  1859. 
S.  59. 1.  454;  18  abril  1848,  S.  48.  1.  399). 

B.— Pruebas  dk  las  obligacionrs 

¿Puede  probarse  por  testigos  el  hecho  de 
poner  una  ñrma? 

Si  bien  los  hechos  puros  y  simples  pueden 
probarse  por  testigos,  los  hechos  jurídicos 
deben  probarse  por  escrito  cuando  se  refieren 
á  cosas  de  más  de  150  francos.  ¿En  qué  cate- 
goría debe  colocarse  la  prueba  del  hecho  de 
que  un  individuo  ha  puesto  su  firma  al  pie  de 
un  instrumento? 

La  Corte  de  Casación,  sala  de  admisibili 
dad,  ha  resuelto  el  18  de  julio  de  1906  (S. 
1906. 1.488,  D.  1907,  1.111),  que  la  prueba 
testimonial  era  inadmisible,  porque  se  trata- 
ba de  un  hecho  jurídico  propiamente  tal  y  en 
un  caso  en  que  la  prueba  la  ofrecía  el  acree- 
dor contra  el  deudor  que  negaba  su  firma  di- 
ciendo que  no  sabía  firmar. 

Creemos  que  esta  solución  es  inexacta  por- 


que se  trataba,  nó  de  probar  directame::'? 
la  obligación,'  hecho  jurídico,  sino  dt  i' 
bar  la  existencia  de  un  instrumento  cor. 
prueba,  demostrando  que  est:iba  firmado  p  r 
la  persona  cuyo  nombre  estaba  puesto  n  ¿ 
Probar  que  ese  escrito  es  una  prueba  y  nou5¿ 
simple  nota  ó  proyecto  es  sin  duda  pníi- 
^Igo  jurídico,  pero  es  probar  algo  que  en  >jcj 
un  hecho  del  que  no  se  puede  racionalraf::*.( 
exigir  prueba  escrita.  Es  lo  mismo  que  cu-c 
do  se  pretende  probar  una  obligación  ct:y: 
título,  redactado  por  escrito,  ha  sido  destruí- 
do.  Probar  que  ese  título  ha  existido,  es  pro 
bar  un  hecho  que  tiene  en  realidad  consecüer- 
ci as  jurídicas,  pero  eso  puede,  sin  embari:.'. 
probarse  por  testigos.  En  este  caso,  no  siea 
do  en  sí  mismo  el  instrumento  privado prutKa 
bastante  y  debiendo  el  deudor  á  quien  se  op> 
ne  simplemente  reconocerlo  ó  negarlo,  es  ne- 
cesario probar  que  puede  ser  prueba,  que  es 
un  instrumento  y  no  un  simple  borrador.  Y 
eso,  no  siempre  puede  hacerse  sin  testigos.  Y 
hasta  diré  que,  en  rigor,  eso  casi  siempre  de- 
berá probarse  por  testigos. 

En  efecto,  uno  de  estos  dos  casos  se  presen- 
tan: ó  el  deudor  dice  no  sabe  firmar  y  enton- 
ces es  necesario  probar  que  ha  firmado  elii»- 
trumento,  ó  el  deudor  sabe  firmar.  En  elpr. 
mer  caso  sería  necesario  tener  un  noero  es- 
crito en  que  constara  que  ha  firmado  el  (<r- 
nier  instrumento.  Pero  si  se  trata  de  un  ins- 
trumento privado,  la  firma  puede  á  la  ni 
negarse.  Se  entraría  entonces  á  una  cadetii 
de  dificultades  sin  fin.  En  el  segundo  caso  <^e 
que  el  deudor  sepa  firmar,  la  prueba  de  la  ir 
ma  negada  puede  hacerse  por  una  obíti 
firma  ó  por  firmas  auténticas,  de  acuef^ 
con  los  términos  del  artículo  200  del  Cóür 
de  Procedimiento.  Pero  si  el  firmante  bi 
muerto  y  no  se  tienen  de  él  firmas  recoooo- 
das  ¿no  será  necesario  recurrir  á  la  prueba  de 
testigos? 

Por  lo  demás  ¿no  basta  leer  el  artículo  1^ 
del  Código  de  Procedimiento  para  ver  qce  li 
verificación  de  escrituras  puede  ordeoar« 
"tanto  por  medio  de  títulos  como  por  of 
dio  de  peritos  y  de  testigos"?  (1). 


(1)  Véase  respecto  de  esta  cuestión  la  intertttDti 
doctrina  establecida  por  nuestra   Corte  8api««* 
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¿B^  de  orden  público  la  prohibición  de  ¡a 
prueba  testimonial? 

La  prohibición  de  la  prueba  de  testigos  en 
ciertas  materias,  no  es  un  principio  de  orden 
público.  La  jurisprudencia  ha  admitido  siem- 
pre, por  consiguiente,  que  se  podían  oir  de- 
claraciones testimoniales  siempre  que  los  in- 
teresados no  se  opusieren  á  ello.  La  Corte  de 
Casación,  sala  criminal,  ha  fallado  en  el  mis- 
mo sentido  el  9  de  febrero  de  1907  {Caz  Pal., 
1907,  I,  383)  estableciendo  que  el  artículo 
1705  que  prohibe  la  prueba  testimonial  de 
un  arriendo  que  aun  no  ha  comenzado,  no  se 
aplica  si  las  partes  no  lo  invocan  en  su  de- 
fensa. 


C.  Interpretación  de  las  obligaciones 

Interpretación  de  las  pólizas  de  seguros. 
Citemos  una  interpretación  equitativa  de 
la  Corte  de  Reims,  6  de  febrero  de  1907  {La 
Loif  del  28  de  marzo).  Un  asegurado  que  de- 
clara ser  obrero  mecánico  siendo  que  tiene 
además  un  terreno  en  que  trabaja  princi- 
palmente su  mujer,  no  puede  perder  el  be- 
neficio de  un  seguro  contra  incendio,  bajo  pre- 
texto de  una  declaración  inexacta:  este  hecho 


qae  concuerda  con  la  nota  anterior.  Esta  doctrina 
paede resumirse  en  los  términos  siguientes:  En  to 
do  instramentc  hay  qae  distinguir  el  acto  ó  contrato 
á  que  sirve  de  prueba  y  el  escrito  ó  la  confección 
matenal  del  esciito  en  quese  hace  constar.  La  con- 
fección del  escrito  ó  sa  suscripcióa  por  la  persona 
ó  personas  que  aparecen  fítiuáiidolo,  f>uedtín  Hur  en 
tablecidas  por  declaraciones  de  teatigoa. 

Acreditada  la  anteuticidad  del  documento  por 
Its  declaraciones  de  los  testigos  i  nst  rumen  tales  y 
debiendo  estimarse  reconocido  conforme  á  los  pre- 
ceptos legales  por  la  parte  que  lo  acredita,  consti- 
tuye un  principio  de  prueba  por  escrito  que  puede 
hacer  admisible  la  prueba  testimonial  de  la  obliga- 
ción de  que  da  testimonio. 

Sobre  la  confección  misma  de  un  instrumento  no 
cabe  exigir  prueba  por  escrito,  sin  incurrir  en  un 
círculo  vicioso,  y  quedaría  á  merced  de  la  declara- 
ción del  deudor  el  mérito  del  documento  escrito 
para  dar  cumplimiento  á  la  ley. 

Esta  doctrina  se  encuentra  consignadH  en  la  sen- 
tencia de  casación  de  20  de  mayo  de  lí)Oó,  publica' 
da  en  esta  Revista,  Año  II,  Segunda  parte,  Sección 
l*pág.401.— O.  D.  I. 


no  puede  modificar  la  opinión  del  riesgo,  aún 
si  la  póliza  preveía  la  falsa  declaración  en  la 
calidad  ó  en  el  domicilio  del  asegurado.  La 
Corte  ha  rechazado  igualmente  una  demanda 
íle  caducidad  del  contrato,  fundada  en  que 
el  reclamo  era  exagerado  por  no  haberse  es- 
tablecido que  la  exageración  se  hubiera  co- 
metido de  mala  fe. 

Otros  fallos,  por  el  contrario  tienden  á  in- 
terpretar literalmente  las  cláusulas  de  las  pó- 
lizas. Así,  la  Corte  de  Nancy,el  10  de  noviem- 
bre de  1906  (La  Lo/,  18  abril  1907),  declaró 
caducado  un  seguro  que  obligaba  al  ase- 
gurado á  declarar  los  siniestros  y  á  entregar 
todas  las  piezas  que  recibiera  referentes  al 
arreglo  del  siniestro,  por  no  haber  cumplido 
esta  obligación  y  haber  comunicado  única- 
mente al  asegurador  la  asignación  de  la  víc- 
tima sin  participar  antes  dato  alguno.  Rsta 
resolución  se  pronunció  en  un  caso  en  que  el 
accidente  objeto  del  seguro  había  dado  lugar 
á  una  investigación  escrita  hecha  por  un  mi- 
nistro de  fe  que  era  á  la  vez  agente  del  asegu- 
radory  redactor  de  la  póliza.  Al  aguardar  és- 
te silencio  ¿no  habría  cometido  una  falta 
que  comprometía  la  responsabilidad  de  la 
compañía  y  no  era  su  silencio  una  verdadera 
trampa  tendida  al  asegurado? 

D.  Efectos  DE  LAS  OBLIGACIONES 

Efectos  producidos  por  un  acto  nulo. 
Cuando  un  acto  es  nulo,  se  considera  que 
no  ha  existido  y  todo  debe  restablecerse  al 
mismo  estado  (jue  si  no  hubiera  existido  ja- 
mas. Sin  embargo,  dos  fallos  de  la  Corte  de 
Casación,  (Cas.  29  julio  1891,  S.  91,  1.393; 
16  de  diciembre  1901,  S.  1906.  1.486),  dero- 
gan  este  principio  elemental  y  adoptan  una 
solución  ya  acogida  por  fallos  más  antiguos 
(Cas.  27  mayo  1839,  S.  39.  1.  677;  25  mayo 
1869,  S.  70.  1.  13). 

He  aquí  los  hechos.  Un  privilegio  exclusivo 
por  un  invento  es  nulo;  sin  embargo,  el  titu- 
lar de  este  privilegio  celebró  contratos  res- 
pecto de  él:  concedió  permiso  para  usarlo  y 
percibió  por  este  motivo  ciertas  cantidades, 
ó  bien  como  en  el  caso  del  último  fallo,  el 
mandatario  encargado  de  tomar  el  privilegio 
lo  ha  tomado  en  su  propio  nombre  apropian- 
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dose  así  el  beneficio  durante  varios  años.  El 
inventor  cuy  o  privilegio  es  nulo;  ¿ha  percibido 
ó  no  regularmente  esas  cantidades?  Y  en  el 
otro  caso,  ¿puede  reclamar  una  indemniza- 
ción al  mandatario  infiel?  La  Corte  de  Casa- 
ción ha  resuelto  afirmativamente  en  todos 
estos  casos.  No  creemos  que  haya  allí  una  de- 
cisión especial  para  las  patentes  de  privilegios 
exclusivos,  sino  la  consagración  implícita  de 
la  máxima.  Error  communis  facit  ius.  Sin 
duda  la  Corte  no  lo  dice,  pero  cuida  de  repe- 
tir en  sus  diversos  fallos  que  el  privilegio  du- 
rante cierto  tiempo  no  había  sido  objeto  de 
ninguna  impugnación,  loque  significa  como 
consecuencia  que  había  error  común  en  cuan- 
to á  su  validez.  Podía  decirse,  en  consecuen- 
cia, que  este  error  había  dado  al  pretendido 
inventor  los  mismos  derechos  que  si  su  privi- 
legio hubiera  sido  regular. 

Efectos  fie  la  cláusula  penal. 

La  Corte  de  Amiens  (26  enero  1907,  Caz. 
des  Trib.  de  15  y  16  de  abril)  ha  dado  una 
solución  de  interpretación  de  contrato  que 
parece  extraña.  Se  contrata  á  un  empleado  y 
se  conviene  que  si  deja  á  su  patrón,  perderá 
la  caución  que  ha  depositado  y  por  otra  par- 
te no  podrá  ver  á  los  clientes  que  visitaba 
por  cuenta  de  su  patrón  durante  dos  año?. 
La  Corte  ha  resuelto  que  el  empleado  que  de- 
jaba la  casa  perdía  la  caución  y  que,  por  otra 
parte,  habiendo  sido  provista  esta  cláusula 
penal  para  todas  las  contravenciones  en  que 
incurriría  faltando  á  sus  obligaciones,  no  ha- 
bía para  qué  pronunciar  un  apremio  por  las 
inejecuciones  posibles.  Y  de  aquí  se  desprende 
esta  consecuencia:  habiendo  adquirido  el  pa- 
trón la   indemnización  de  perjuicios,  el  em- 


pleado puede  en  lo  sucesivo,  impanemente. 
contravenir  a  sus  obligaciones.  Es  esa  uní 
consecuencia  lógica  pero  poco  satisfactora 
del  efecto  de  las  cláusulas  penales  y  del  pric- 
cipio  de  que  las  obligaciones  de  hacer  no  poe 
den  cumplirse  directamente  en  especie. 

D.  Extinción  db  las  obligaciokbs 

Condiciones  de  validez  de  una  consignación. 

La  jurisprudencia,  impresionada  por  la^ 
graves  consecuencias  que  se  derivan  de  las  li- 
beraciones producidas  en  contra  de  la  Toiun- 
tad  del  acreedor,  ha  aplicado  siempre  con  ri- 
gor los  principios  de  la  ley  en  materia  de 
ofertas  reales  y  de  consignaciones  (v.  lífi^e, 
1905,  p.  904  y  1906,  p  166).  Revela  el  mismo 
espíritu  un  fallo  déla  Corte  de  BijoD,de31de 
diciembre  de  1906  (flazette  des  Tribünauxdc 
24-  abril  1907),  que  ha  fallado  que  no  podía 
considerarse  válida  una  consignación  no  pre- 
cedida de  ofertas  reales,  porque  la  ley  no  de- 
claraba liberatorias  sino  las  ofertas  seguidas 
de  consignación.  Y  esto  es  asi  aún  en  el  caso 
de  que  habiéndose  decretado  embargos  en 
manos  del  deudor,  pueda  proveerse  que  d 
acreedor  no  quiera  ó  no  pueda  aceptar  íaj 
condiciones  de  esos  embargos  y  especialmen- 
te no  se  halle  en  aptitud  de  alzarlos.  El  acrw- 
dor  tiene,  en  efecto,  un  interés  que  la  kr  ha 
querido  resguardar,  en  cerciorarse  desi  la  sa- 
ma ofrecida  corresponde  exactamente  á  !a 
cantidad  debida.  Esta  obligación  doble  Je 
deudor  había  sido  reconocida  por  lo  demís 
desde  hace  mucho  tiempo  por  un  fallo  de  la 
Sala  de  admisibilidad  de  26  de  noviembre  de 
1818.  (Dalloz,  Rep,  v.  Obligaciones  N'2ld4 
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Las  leyes  de  seguro  obrero  en  el  extranjero. 
lll.—Seguro  contraía  invalidez  (primera  par- 
te), por  M.  Maurice  Bellom.— 1  volumen  en 
8"?;  París,  A.  Rousseau,  1905.  —  Precio:  15 
francos. 

M.  Maurice  Bellom,  después  de  haber  estu- 
diado el  seguro  contra  la  enfermedad  y  el  se- 
guro contra  los  accidentes  en  el  extranjero, 
llega  por  fin  á  la  tercera  parte  de  su  inmensa 
obra,  al  seguro  contra  la  invalidez. 

Esta  parte  comprenderá  sin  duda  dos  volú- 
menes. Acaba  de  aparecer  el  primero;  está 
consagrado  exclusivamente  á  Alemania.  El 
desarrollo  excepcional  que  el  autor  ha  dado  á 
las  explicaciones  que  ha  creido  deber  propor- 
cionar sobre  este  país,  se  justifica  por  la  im- 
portancia considerable  de  su  legislación  res- 
pecto al  seguro  contra  la  invalidez. 

En  una  introducción  magistral,  M.  Bellom 
expone  por  de  pronto  los  principios  que,  de 
una  manera  general,  rigen  la  materia,  y  exa- 
mina el  valor  de  los  diferentes  sistemas  pro- 
puestos ó  adoptados  en  el  extranjero,  cuya 
aplicación  estudia  por  medio  de  sabios  cálcu- 
los y  de  tablas  de  invalidez  formadas  con  un 
cuidado  especial. 
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Se  ocupa  en  seguida  de  Alemania.  El  régi- 
men actual  ha  sido  instituido  por  muchas  le- 
yes, de  las  cuales  la  última,  dé  13  Je  julio  de 
1899,  ha  refundido  los  textos  publicados  an- 
teriormente (la  traducción  de  esta  ley,  debida 
á  M.  Bellom,  ha  sido  insertada  en  el  Annuaire 
de  Légísladon  étrangére,  año  29,  p.  109  y 
sigt.)  El  autor  estudia,  en  sus  menores  deta- 
lles, el  mecanismo  de  la  institución.  El  seguro 
obligatorio  contra  la  invalidez  se  extiende 
normalmente  A  los  obreros  y  á  los  sirvientes 
domésticos,  y,  además,  á  todos  los  que  alqui- 
lan sus  servicios  y  cuyos  salarios  son  poco  su- 
bidos, tales  como  empleados  de  comercio,  em- 
pleados técnicos,  y  aun  profesores  cuya  remu- 
neración anual  es  inferior  á  2,000  marcos.  Al 
lado  de  estas  personas  que  están  obligadas  á 
asegurarse,  hay  otras  para  las  cuales  el  segu- 
ro es  sólo  facultativo.  Los  fondos  que  sirven 
para  el  pago  de  las  pensiones  se  forman  por 
los  depósitos  efectuados  por  los  patrones  y 


por  los  asalariados,  correspondiendo  á  '  > 
primeros  soportarla  mitad  delacontriba^v: 
y  á  los  segundos  la  otra  mitad.  El  Est¿: 
completa  la  pensión  con  una  cuota  de  50  nrr 
eos  por  pensionado.  Hay  que  observar.;-' 
lo  demás,  que  la  invalidez  proveoientedc : 
vejez  sólo  da  derecho  á  pensión  á  contar  de^t 
la  edad  de  setenta  años. 

La  legislación  alemana  nos  parece  sabia; 
prudente,  y  desearíamos  que  el  legislador  frac- 
cés  supiera  inspirarse  en  ella.  Desde  qoí  se 
aceptad  principio  de  la  asistencia  obligar.^ 
ria,  hay  que  admitir,  como  la  contra-pane,  ^ 
obligación  del  seguro  y  la  contribnción  fori> 
za  de  los  interesados.  Esel  único  sistema  ce:- 
tati  vo  y  práctico,  el  único  que  no  expone  á  les 
contribuyentes  previsores  á  ser  ellos  solos  i:< 
que  soporten  los  gastos  de  socorros  distribu:- 
dos  á  sus  conciudadanos  imprevisores. 

Fhrmano  Dagilx. 
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Francia 

Revuc  trimestriclle  de  droit  c/v/7.— Núm.  4-. 
—Octubre,  noviembre,,  diciembre  1906. 

De  la  suerte  de  las  hipotecas  otorgadas 
durante  la  indi  visión  respecto  de  los  herederos 
acreedores  de  alcances,  por  Albert  Whal. 

Las  analogías  de  la  jurisprudencia  admi- 
nistrativa y  de  la  jurisprudencia  civil,  por 
J.  Charmont. 

Estudio  sobre  la  exposición  hecha  por  M. 
Hauriou  de  los  principios  de  la  ley  de  9  de 
diciembre  de  1905  sobre  la  separación  de  la 
iglesia  y  del  estado,  por  R.  Saleilles. 

Bibliografía  de  obras  sobre  el  derecho  civil. 
Jurisprudencia  francesa  en  materia  de  dere- 
cho civil. 
Notas  parlamentarias. 
Tabla  alfabética  de  materias. 
Revue  de  droit  international  piivé  et  de 
droit  penal  international.— Núm.  6.— Noviem- 
hrediciembre  1906. 

El  artículo  3^  del  Código  Civil  y  la  juris- 
prudencia francesa  de  1804  á  1904,  por 
íí.  Donnedieu  de  Vabres. 

Estudio  sobre  algunos  conflictos  de  leyes 
en  los  arbitrajes  internacionales  de  la  prime- 
ra mitad  del  siglo  XIX,  por  J.  Basdevant. 

NOTAS 


La  cuarta  conferencia  de  derecho  interna- 
cional privado  de  La  Haya.  El  proyecto  de 
convención  relativo  á  los  conflictos  de  leyes 
en  materia  de  sesiones  y  testamentos,  por 
P.  Missir. 

El  derecho  constitucional  en  los  Estados 
Unidos  y  la  cuestión  de  los  escolares  japone- 
ses en  San  Francisco,  por  E.  C.  Stowell. 

Bibliografía  general  del  derecho  internacio- 
nal privado  y  del  derecho  penal  internacio- 
nal. 

Jurisprudencia.— Actualidades.— Bibliogra- 
fin.— Tablas  anuales. 

Journal  de  droit  international  privé.  1906. 
-Núm.  XI  XII. 

Bibliografía  sistemática. 

índices  de  1906.— índice  de  artículos ín- 
dice cronológico. — índice  de  los  nombres  de 
las  partes.— índice  analítico.— índice  de  los 
nombres  de  autores. 

BuUetin  mensueJle  de  la  sociétc  de  legisla- 
tion  comparée.—Núm.  2.-  Febrero  1907. 

Sesión  de  16  de  enero  de  1907. 

Alocución  del  presidente  Paul  Leroy  Beau- 
lieu. 

Comunicación  de  M.  Berthélemy  sobre  el 
impuesto  sobre  la  renta  en  Prusia. 

Observaciones  de  M.  M.  Poignant,  Berthé- 
lemy, Paul  Leroy-Beaulieu,  J.  Challamel, 
G.  Blondel  y  R.  Stourm. 
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Reunión  de  secciones Sección  fie  las  lenguas 

del  Norte. — Sección  de  la  lengua  francesa. 
Crónica  legislativa.  Francia. 
Movimiento  legislativo.  —Venezuela. 
Obras. 

Bélgica 

Revae  de  droit  mternational  et  de  legisla- 
tíon  comparée. 

Los  acontecimientos  de  Bulgaria  y  de  Ru- 
mclia  oriental  desde  el  punto  de  vista  del  de- 
recho internacional,  por  Michel  S.  Kebedgy. 

De  la  potestad  y  de  la  tutela  paterna  según 
los  principales  Códigos  de  Europa.  Estudio 
de  legislación  comparada,  por  Ernest  Lehr. 

Noticias Notas  bibliográficas. 

Italia 

Rívista  Pénale  di  dottrína,  leQÍslazione  e 
glurisprudenza,  —  Dispensa  263.  —  Febrero 
1904. 

Razón  del  derecho  de  castigar.— Emanuele 
Carnevale. 

De  la  acción  civil  después  de  un  fallo  penal 
liberatorio,  en  la  doctrina  y  en  la  legislación 
italiana,  con  relación  al  proyecto  del  n.nevo 
Código  de  Procedimiento  Penal.  Cario  Fran- 
cesco Ansaldi. 

Jurisprudencia. 

Legislación  italiana. 

Magistratura  y  reforma. 

Defensa  gratuita  de  los  pobres. 

Plagio.— Crónica.— Efemérides.  — Bibliogra- 
fía. 

II  furo  Irpmo,—^úm.  1 Avellino,  14  enero 

1907. 

Hl  foro  avellinense  contra  los  proyectos  de 
ley  (kl  Ministro  Gallo. 

Del  honorario  debido  al  abogado. 

Líi  inauguración  del  año  jurídico  en  el  Tri- 
bunal de  Avellino. 

Jurisprudencia  civil.— Jurisprudencia  gene- 
ral. 

Notas  breves. 

Estados  Unidos 

Culambia  Law  /?eview.— Núm.  8.— Diciem- 
bre 1906. 


Las  hipotecas  en  Nueva  York  y  las  lejess^ 
bre  inscripción  de  la  propiedad. 

Las  disposiciones  legalesenelcaso  deCíart 
son  Home. 

Los  derechos  del  depositario  según  cl  ar- 
tículo 67  A.  de  la  ley  nacional  de  quiebras. 

Notas Fallos  recientes RevistadcKbros. 

índice  del  vol.  IV. 

Núm.  l.-Enero  1907. 

Algunas  indicaciones  relativas  á  las  dispo- 
siciones legales  sobre  inmuebles  por  adhesior 

La  doctrina  sustentada  por  la  Compafú 
de  Hielos  de  Boston  en  su  juicio  contra  Pot;r. 

Notas — Fallos  recientes.  —  Revista  de  li- 
bros. 

Ecuador 

RevhtH  de  la  Sociedad  Jarídica-Literariir 
Núm.  51.-Seticmbre  de  1906. 

Conferencia  sobre  psicología  moderna,  por 
doña  Marieta  de  Vtintemilla. 

Discurso  de  don  José  María  Ayora. 

Maneta  de  Veintemillay  su  conferencia. 

Bolivia 

Revista  Nacional  de  Juríspradencia,  Up 

prudencia  y  A  dmnist ración. — Núm.  2.-Sac«. 

Enero  31  de  190T. 
Apelaciones.-Hcrmenéat¡cajarídica.-LeT<« 

sobre  cultos  y  minas.— Jurisprudencia  de  U 
Corte  Suprema.-Informc  del  Presidente  de  á 
Corte  Superior  de  Chuquisaca.— Resoluáore* 
supremas  y  autos  del  Tribunal  de  Cuentas. - 
Bibliografía.— Crónica.— Notas.-  CoiTtspoa- 
dencia. 

Núm.  3.-Sucre.-Febrcro  15  de  1907.-Tí 
mas  de  estudio.— Discurso  del  Presidente  «' 
Centro  Jurídico.-Método  para  el  estudio  dfl 
Derecho  civil.— Ley  del  servicio  militar-As- 
tos  de  la  Corte  Suprema.— Resoluciones  « 
prenias.-  Bibliografía.  —  Crónica.  -"  ^om-" 
Correspondencia. 

OoBta  Rioa 

El  Foro.-Núm.  9.-San  José,  15  de  enero  ic 
1907.  —  El  ensañamiento.  —  Conflicto  cnm 
una  disposición  civil  y  otra  de  lo  cniem-' 
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Legislación  nacional.— Ley  sobre  trabajo  de 
penados,— Jurisprudencia  de  nuestros  tribuna. 

les El  estudio  y  la  enseñanza  del  derecho.— 

Curioso  juicio  criminal  en  tiempo  de  la  colo- 
nia.— Colección  de  las  principales  constitucio" 
nes  políticas  del  mundo. — Constitución  políti- 
ca de  Cuba.— Notas. 

Ném.  lO.-San  José  15  de  febrero  de  1907. 
— Memoria  del  secretario  del  colegio  de  abo- 
gados.— El  estudio  y  la  enseñanza  del  dere- 
cho.— El  amor  en  el  Código  Civil.— Notas. 

Méjico 

Diario  de  Jurisprudencia. ^Núms.  6  á34,  de 
7  de  enero  á  9  de  febrero  de  1907. 

Jurisprudencia  de  los  tribunales  de  Méjico. 


Obras 

Sociología  Criminal,  por  Enrico  Ferri,  pro 
esoren  la  Universidad  de  Roma  y  en  la  Uni- 
versidad de  Bruselas,  diputado  del  Parlamen- 
to italiano.— Traducido  del  italiano  por  Léon 
Terrier.  Un  voliimen  de  III.— 640  páginas.— 
Biblioteca  de  filosofía  contemporánea.  F.  Al- 
can,  París 

M.  Ferri  es  uno  de  los  jefes  más  notables  de 
la  escuela  criminalista,  y  sus  estudios  han  lla- 
mado, desde  hace  tiempo,  la  atención  del  mun- 
do político  y  judicial.  Con  Lombroso  y  Garo- 
falo,  fué  uno  de  los  primeros  en  romper  con  las 
ideas  tradicionales,  teóricas  y  prácticas  sobre 
la  **justicia  penal"  yenprovocarel  movimien- 
to de  reforma  científica  que  tuvo  ♦■anta  reso- 
nancia en  los  Congresos  de  Antropología  cri- 
minal. La  importante  obra  que  anunciamos 
es  «na  traducción  hecha  sobre  la  cuarta  edi- 
ción italiana.  Comprende  cuatro  capítulos  en 
que  el  autor  estudia  los  datos  suministrados 
por  la  antropología  y  la  estadística  crimina- 
les, la  teoría  positiva  de  la  responsabilidad 
penal,  y,  por  último,  las  reformas  prácticas. 
En  su  conclusión  el  autor  considera  el  porve- 
nir de  la  ciencia  y  de  la  práctica  penal,  mien- 
tras que,  en  la  introducción,  expone  el  fin  y  la 
razón  de  ser  de  la  escuela  criminalógica  posi- 
tivista, de  la  cual  es  uno  de  los  más  brillantes 


representantes.  £n  esta  última,  traza  tam- 
bién el  origen  de  la  nueva  escuela,  oponiendo 
sus  tendencias  á  las  de  la  escuela  clásica. 

Beccaria  fué  el  primero  que  supo  elevar  el 
derecho  criminal  á  la  dignidad  de  sistema  filo- 
sófico. Fué  seguido  por  una  pléyade  de  pen- 
sadores, y,  entre  las  corrientes  científicas  á 
que  dio  nacimiento  su  libro,  hay  una  que  so- 
brepujó á  todas  las  demás  y  que  llegó  á  ser  la 
escuela  clásica  de  derecho  criminal.  Esta  es- 
cuela tenía  un  fin  práctico:  la  disminución  de 
las  penas  y  en  gran  parte  su  supresión,  reac- 
cionando así  contra  el  empirismo  cruel  déla 
edad  media;  había  observado  también  un  mé- 
todo práctico;  el  estudio  á  priorie  ('el  delito 
como  im  ser  jurídico  abstracto.  Al  mismo 
tiempo  que  Beccaria  perseguía  el  desarrollo 
de  la  teoría  del  delito,  John  Howard  provo- 
caba en  Inglaterra  un  movimiento  en  favor 
de  la  reforma  del  régimen  penitenciario.  Le 
había  bastado  para  esto  formar  el  cuadro  del 
estado  miserable  de  desaseo  y  de  corrupción 
moral  en  que  vivían  los  condenados  en  las 
prisiones  de  Europa  que  había  visitado,  y  des- 
cribir los  primeros  ensayos  de  aislamiento  ce- 
lular que  habían  tenido  lugar  especialmente 
en  Italia. 

Estas  dos  escuelas  han  alcanzado  el  fin  que 
se  proponían,  á  saber,  la  una,  la  disminución 
de  las  penas,  y  la  otra,  el  mejoramiento  de  la 
vida  en  prisión.  Pero  el  estudio  del  crimen  en 
sí  mismo,  considerado  como  entidad  jurídica, 
como  lo  hacía  la  escuela  clásica,  no  es  hoy 
suficiente.  Para  el  criminalista  clásico,  la  per- 
sona del  criminal  es  un  elemento  del  todo  se- 
cundario; sólo  es  un  sujeto  al  cual  se  aplican 
fórmulas  teóricas  imaginadas  teóricamente, 
**un  maniquí  animado  en  cuya  espalda  el  juez 
fija  el  número  de  un  artículo  de  ley  penal,  y 
que  llega  á  ser  él  mismo  un  numero  por  e^ 
cumplimiento  de  la  sentencia".  La  nueva  es 
cuela  reacciona  contra  este  espíritu  y  se  pro- 
pone la  realización  de  un  doble  ideal.  En  la 
práctica,  persigue  la  disminución  de  los  deli- 
tos, y,  en  la  teoría,  se  impone,  con  el  objeto 
de  alcanzar  este  fin  práctico,  el  estudio  com- 
pleto del  delito,  nó  como  abstracción  jurídica, 
sino  como  acción  humana,  como  hecho  natu- 
ral y  social;  por  consiguiente,  quiere  estudiar 
ante  todo  al  que  comete  el  delito,  es  decir  al 
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delincuente.  La  ciencia  criminal  deberá  averi- 
guar las  causas  naturales  del  delito  y  los  re- 
medios que  puedan,  nó  suprimirlo,  lo  cual  es 
imposible,  sino  contenerlo  en  ciertos  límites. 
Debe  apoyarse,  á  este  efecto,  en  la  antropolo- 
gía, la  psicología  y  la  estadística  criminales, 
en  el  derecho  penal  y  en  los  estudios  relativos 
á  la  recltisión;  llega  á  ser  así  la  ciencia  sinté- 
tica á  la  cual  el  autor  ha  dado  el  nombre  de 
•'Sociología  Criminal". 

Las  divergencias  más  graves  que  dividen 
las  ciencias  positivas  que  estudian  al  hombre 
como  un  organismo  fisio— psíquico,  que  nacen 
y  viven  en  un  medio  físico  y  social  determina- 
do, y  las  doctrinas  metafísicas  de  otros  tiem- 
pos sobre  el  delito,  la  pena  3'  la  justicia  penal, 
son  resumidas  por  el  autor  de  la  manera  si- 
guiente: 

Entre  los  principios  en  que  se  basaba  el  de- 
recho criminal  y  penal,  tal  como  se  lo  com- 
prendía hasta  el  presente,  se  encuentran  los 
tres  postulados  siguientes: 

1^  El  criminal  tiene  las  mismas  ideas  y  los 
mismos  sentimientos  que  cualquier  otro  hom- 
bre; 

2^  El  princi[)al  efecto  de  las  penas  es  evitar 
el  aumento  de  los  delitos; 

3^  El  hombre  está  dotado  del  libre  albedrío 
ó  libertad  moral,  3',  por  lo  mismo,  es  moral- 
mente  cul[)ablc  y  lega  buen  te  responsable  por 
por  sus  delitos. 

En  oposición  á  estas  afirmaciones  se  hallan 
las  siguientes  conclusiones  de  las  ciencias  ex- 
perimentales: 

1^  La  antropología  demuestra,  por  medio 
de  hechos,  que  el  delincuente  no  es  un  hombre 
normal;  que,  al  contrario,  por  las  anomalías 
orgánicas  y  psíquicas,  hereditarias  ó  adquiri- 
das, constituye  una  clase  especial,  una  varie- 
dad de  la  especie  humana; 

2^  La  estadística  prueba  que  la  aparición, 
el  aumento,  la  disminución  y  la  desaparición 
de  los  delitos  dependen  de  otros  motivos  c|ue 
de  las  penas  inscritas  en  los  Códigos  y  aplica- 
das por  los  magistrados; 


3^  La  psicología  positiva  ha  dem.  n' 
que  el  pretendido  libre  albedrío  era  una  p.r 
ilusión  subjetiva. 

••Estas  conclusiones  no  son,  dice  el  autor., 
mo  podría  creerse  á  primera  \ñsta,  la  ora.: 'r 
fúnebre  del  derecho  penal*».  Su  libro,  poro:ri 
parte,  tiene  por  objeto  probar  que  el  (Jerech? 
penal  tiene  siempre  su  razón  de  ser,  pero  ir.  ii 
cara  al  mismo  tiempo  la  renovación  que  s: 
produce  en  los  principios  de  este  derecho,  ti 
su  espíritu  y  en  sus  aplicaciones  prácticas. 

El  autor  constata  con  legítima  satisfacci»':. 
que  han  desaparecido  muchas  de  las  anticua- 
prevenciones  respecto  de  la  nueva  escnc^: 
*'Existe  ahora,  dice,  en  estado  naciente,  una 
opinión  pública  y  científica  que  no  sier.iela 
antigua  repulsión  contra  las  nuevas  iíieas, 
pues  las  ve  aceptadas  más  ó  menos  abierta- 
mente por  el  mismo  gobierno  y  por  los  legis- 
ladores, como  lo  prueban  sus  "leyes  de  perd'i 
y  de  condenación  condicional"  la  intrí>L:' 
ción  de  la  defensa  en  la  instrucción,  la  or^r.ir  - 
zación  de  la  enseñanza  científica  de  la  pol-ii 
judicial,  las  reformas  dirigidas  en  los  MSíe:::!> 
de  prisión  contra  el  "sistema  celular".  :' 
cual  estoy  orgulloso  de  haber  llairatlo  h.k? 
veinte  años  "una  de  las  aberraciones  «ic'.  m- 
glo  XIX,"  las  casas  de  educación  y  de  hvz-.af 
fisio-psíquicaspara  los  menores  delincuente?} 
vagabundos,  etc". 

El  libro  de  M.  Ferri,  que  constitureunacs 
posición  tan  completa  como  sabia  de  una  c 
las  más  graves  cuestiones  que  pueden  priK^- 
tarse  á  la  atención  del  público,  será  cicriv 
mente  acogido  con  favor  por  este  último.  .  ¿ 
no  puede  rnenos  de  interesarse  en  el  '"pn!  t 
ma  de  una  justicia  social  que  alcance  e<te  u 
ble  fií^  poner  al  abrigo  de  los  ataques <le.  cr 
nien  la  sociedad  de  gentes  honradas,  sini""* 
nadar  despiadadamente  ni  corromper  tmla^^ 
más  la  persona  tan  infortunada  como  |< 
grosa  del  criminar*. 

Daniel  Ckíck 
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REVISTAS 

Francia 

Journal  de  ároit  international  privó 1907 

Núms.  Mi. 

De  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros 
en  Marruecos  bajo  el  punto  de  vista  civil,  por 
D.  Saurín,  abogaJo  en  Tánger. 

De  la  influencia  de  la  Convención  de  La  Ha- 
ya de  12  de  junio  de  1902  sobre  las  cuestiones 
de  divorcio  en  Francia  entre  esposos  de  na- 
cionalidad diferente,  por  A.  Droz,  abogado  en 
la  Corte  do  P.irís. 

El  derecho  de  asilo  en  Inglaterra  después  de 
la  ley  sobre  los  extranjeros,  Aliens  Act.  de 
1905  (N.  W.  vSibley,  barrister  at  law  de  Lin- 
con's  Inn  y  Alf.  Elias,  bariister  at  law  de 
(iray's  Inn,  Londres). 

-  Una  'Vjuoestio  inextricata''  de  derecho  in- 
ternacional privado,  en  materia  de  donación 
entre  vivos,  por  D.  J.  Jitta,  profesor  de  la  Uni- 
versidad de  Amstcrdan. 

De  los  enajenados  mentales  rusos  en  el  ex- 
tranjero, por  A.  Heycking,  cónsul  de  Rusia  en 
Xew  Castle  on  Tyne. 

De  la  nacionalidad  en  Turquía,  por  E.  R. 
Salem,  abogado  en  Salónica. 

Principios  de  derecho  internacional  [)rivado 
i)or  M.  Bernard,  profesor  agregado  á  la  Fa- 
cultad de  Derecho  de  Grenoble. 

La  represión  internacional  de  las  falsas  in- 
dicaciones referentes  al  origen  de  las  mercade- 


rías (^;rove/ia/7ce)  por  L.  Lacour,  profesor  de 
la  Facultad  de  Derecho  de  Lille. 

Annlisis  y  Extractos — De  la  nacionalidad  y 
de  la  naturalización  inglesas.— Situación  de 
los  extranjeros  ante  la  ley  belga  en  materia 
de  dibujos  y  modelos  industriales.  Algunas 
cuestiones  jurídicas  referentes  al  Estado  del 
Congo. 

Cuestiones  y  soluciones  prácticas. 

Jurisprudencia:  Francia,  Alemania,  Inglate- 
rra, Bélgica,  Chile,  Dinamarca,  España,  Ita- 
lia,  XoruegR,    Países   Bajos,  Rumania,  Suiza. 

DocumciiLUb.  —  Hechos  é  informaciones 

Bibliografía. 

BuUetin  tnensuel  de  la  sacióte  de  k^islation 
comparóe.  —Núm.  3.  Marzo  de  1907. 

Sesión  de  20  de  febrero  de  1907. 

Observaciones  de  los  señores  V.  Mareé,  R. 
Stourne,  Berthélemy,  Paul  Leroy  Beaulieu  y 
C.  Cheuvreux  sobre  el  informe  presentado  por 
M.  Berthélemy  sobre  el  impuesto,  sobre  la 
renta  en  Prusia. 

Comunicación  del  señor  V.  Mareé  sobre  el 
impuesto  sobre  la  renta  en  Austria». 

Informe  ¡)resentado  sobre  las  cuentas  de  te- 
sorería. 

Nota  sobre  un  proyecto  de  ley  sobre  el  in- 
dulto condicional  y  la  ejecución  de  la  pena, 
presentado  á  la  Cámara  de  Diputados  de 
Grecia. 

Reunión  de  las  secciones.  -  Sección  de  idio- 
mas del  Xor te.— Sección  de  lengua  francesa.— 
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Sección  de  lengua  inglesa Sección  de  idio- 
mas del  Mediodía  y  del  Oriente. 

Movimiento  legislativo:  Australia,  Bulga- 
ria, Dinamarca,  Islanda,  Gran  Bretaña  é  Ir- 
landa, Japón,  Paraguay,  Persia,  Suecia, 
Transvaal,  Venezuela. 

Reseña  de  obras. 

España 

Revi>ca  General  rJe  Legislación  y  Juríspru^ 
dencia.—Año  55.  Enero,  febrero.  1907.  -Ma- 
drid. 

El  Excmo.  señor  don  Eduardo  Dato  é  Ira- 
dier,  director  de  la  "Revista  General  de  Legis- 
lación y  Jurisprudencia" La  Redacción. 

De  las  instituciones  reformadoras  de  la  ju- 
ventud delincuente  y  de  la  necesidad  de  co- 
rrección y  de  tutela,  por  Eduardo  Dato. 

De  re  criminali,  por  P.  Dorado. 

Arribadas  forzosas  y  averías.— Pedro  Pas- 
tasen. 

Tutela  de  los  menores;  su  extinción José 

Cividanes. 

Evolución  de  la  pena  (continuación).— Ju- 
liusz  Mokarcwicz. 

Nociones  de  Hacienda  Publica  (contesta- 
ción á  los  temas  66  al  75  del  Programa  para 
los  exámenes  á  aspirantes  de  secretarios  de 
Ayuntamientos).— Diego  Villa  y  Lindeman. 

La  reforma  constitucional. —José  María 
Sempre. 

Jurisprudencia  civil:  Accidentes  del  trabajo. 
— P.  González  del  Alba. 

Revista  de  Revistas  jurídicas.-- J.  García 
Fernández  y  L.  Martínez  Reus. 

Noticias  bibliográficas. 

Anales  de  derecho  internacional:  La  trata 
negrera  en  las  Indias  de  CastiUa.— Manuel 
Torres  Campos. 

Estudios  de  Deusto.— 1906,  Año  IH.  Diciem- 
bre. Núm.  10.— Bilbao. 

Las  diversiones  públicas La  sociología  de 

las  diversiones.— J.  Belausteguigoitía. 

HofTmann  dibujante.— J.  M.  Lequerica. 

Conciliación  y  arbitraje— J.  M.  Alpériz. 

Mejora  de  los  nietos.— M.  Oleaga. 

Consultas  y  dictámenes.— Crónica  legal 

Notas  bibliográficas. 


Italia 

Revista  italiana  per  le  Scienze  Giuridicbc- 
Núms.  126127.  I907.-Torino. 

El  título  al  portador  en  los docamentos  ita- 
lianos de  la  Edad  Media.— Schnpfo  F. 

Una  recopilación  de  Derecho  Otomano.- 
Sallan  A. 

Cuestiones  de  derecho  civil Fubine  R. 

El  papiro  de  Lipsius. 

Sobre  un  nuevo  tratado  de  economía.— Fau- 
no M. 

Revista  de  obras.— Tocco  Rosa  A.— Uves 
nuevas  de  Teodosio. 

Tocco  Rosa  A — Edición  de  los  Códigos.  - 
H.  Fitting  y  H.  Fuchier. 

Bonfante  P.— S.  Perozzi,  Instituciones  de 
derecho  romano. 

Delogu  P F.  Ciccaglione,  Manual  de  his- 
toria del  derecho  italiano. 

Bellini  L D.  Lioy,  De  la  fílosoíta  del  dere- 
cho. 

Dallari  G.— A.  Graziani,  La  obra  i  ¡en  tinca 
y  práctica  de  Pellegrino  Rossi. 

Raggi  L.— L.  Ragnisco,  El  exceso  de  poder. 

Revista  de  revistas  nacionales  y  extranje- 
ras.—Boletín  bibliográfico. 

Rivista  Pénale  di  Dottrina,  Le/Zs/azionf  e 
Giúrisprudenza.^  Núm.  264.  Marzo  IÍH'7.- 
Roma. 

Jurisprudencia  de  la  Corte  de  Casación. 

Reseña  parlamentaria.— Crónica:  Comisión 

consultiva  de  la  magistratura Por  la  abolí. 

ción  de  la  pena  muerte  en  España.— La  cues- 
tión de  la  pena  de  muerte  en  Francia.-EI 
consejo  de  guerra  en  Francia Ejecución  ca- 
pital en  China Militares  en  estado  de  liber- 
tad ó  de  condena  condicional. — La  ebriedad 
en  Buenos  Aires. 

Variedades:  Gobierno  y  Parlamento. -Cor- 
tes y  Tribunales.— Bibliografía. 

Annali  delta  Giurísprudenza  italiana.—^iio 
XL.  1906.-Núm.  6.  Florencia. 

Parte  I.  Corte  de  Casación.— Materia  civil. 

Parte  IL  Casación  de  Roma Jurispruden- 
cia especial. 

Parte  IIL  Corte  de  Apelaciones. 

Parte  IV.  Jurisprudencia  penal. 

Parte  V.  Jurisprudencia  administrativa. 
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Bélgica 

Revuc  de  Droit  International  ct  de  Lés^isla- 
tion  comparée.— Tomo  IX.  1907.— Núm.  2 — 
Bruselas*. 

La  voluntad  de  poseer  v  la  distinción  entre 
la  posesión  y  la  tenencia  en  derecho  alemán, 
por  Georges  Coruil. 

El  domicilio  de  guerra  y  el  principio  de  na- 
cionalidad, por  Binest  Nys. 

De  la  potestad  y  de  la  tutela  paterna  según 
los  principales  Códigos  de  Europa.— Estudio 
de  legislación  comparada  por  Enest  Lehr 
(continuación). 

Reglamentos  é  instrucciones  del  gobierno 
japones  sobre  el  tratamiento  de  los  subditos 
rusos  durante  la  guerra  ruso-japonesa.  Tra- 
ducción y  observaciones  de  Masanosuke  Ake- 
3'ama. 

Notas  bibliográfica.»*. 

Estados  Ucidos 

American  Lhw  Revievr.  —  Enero  -febre- 
ro 1907. 

Consideraciones  sobre  la  legislación  referen- 
te á  tarifas  ferrocarrileras  de  largas  distan- 
cias y  sobre  redacción  de  las  le^'es  con  moti- 
vo de  una  obra  nueva  sobre  regulación  de  las 
tarifas  ferrocarrileras. 

Las  fuerzas  económicas  y  la  ley  municipal. 

Limitaciones  á  una  ficción  legal. 

El  estudio  del  derecho  romano  y  de  la  ley 
civil. 

El  juicio  seguido  por  el  Gobierno  de  Esta- 
dos Unidos  contra  el  trust  del  aceite  (Stan- 
dard Oil). 

La  dispensa  judicial  del  cumplimiento  de 
una  ley  por  inconstitucionalidad. 

Esferas  de  influenciíTy  protectorado. 

El  Estado  libre  del  Congo. 

Notas  de  derecho  internacional.  —  Fallos 
recientes. 

Libros  y  Revistas. 

Michigan  Law  Review.—Wol.  V  Núm.  4.— 
Febrero  1907.    Michigan. 

Isaac  Peckham  Christiancy. 

La  doctrina  Monroe:  sus  bases. 

La  cláusula  constitucional  del  comercio  en- 


tre los  Estados  y  el  control  de  cada  Estado 
sobre  las  corporaciones  extranjeras. 

Notas  y  comentarios.— Fallos  recientes.  - 
Literatura  legal. 

Yol.  V  Núm.  5.  Marzo  1907.   Michigan. 

Tilomas  Me  Intyre,  Cooley. 

El  incidente  escolar  japonés  ocurrido  en 
San  Francisco  bajo  el  punto  de  vista  del  de- 
recho internacional  y  constitucional. 

El  objeto  y  la  responsabilidad  de  las  escue- 
las de  derecho  en  Estados  Unidos. 

Notas  y  comentarios.— Fallos  recientes.— 
Literatura  legal. 

Columbia  Law  Rcview.^\o\,  YII  Núm.  2. 
—Febrero  1907  Nueva  York. 

Los  derechos  escolares  considerados  con 
relación  á  nuestro  tratado  con  el  Japón. 

La  posibilidad  de  una  legislación  federal 
sobre  los  trusts. 

Una  reseña  histórica  de  la  jurisprudencia 
mahometana. 

Notas.— Fallos  recientes.— Libros  y  Revis- 
tas. 

Yol.  VII.-Núm.  3.Marzo  1907.  Nueva  York. 

Las  condiciones  en  los  contratos. 

El  poder  de  celebrar  tratados  y  la  soljera- 
nía  propia  de  los  Estados. 

Una  reseña  histórica  de  la  jurisprudencia 
mahometana  (continuación). 

Notas Fallos  recientes.— Libros  y  Revis- 
tas. 

Haward  Law  i?ev/eir.— Yol.  XX.  Núm.  4. 
—Febrero  1907. 

Dificultades  especiales  en  los  juicios  sobre 
el  trabajo. 

El  impuesto  sobre  la  renta  y  la  Constitu- 
ción. 

El  derecho  de  los  depositarios  para  renim- 
ciar  por  contrato  la  responsabilidad  por 
negligencia. 

Notas.— Casos  recientes.— Libros  y  perió- 
dicos. 

Yol   XX.   Núm.  5.-Marzo  1907. 

Dificultades  especiales  en  los  juicios  sobre 
el  trabajo. 

El  derecho  de  un  vendedor  para  recuperar 
el  precio. 

Derechos  nacidos  de  la  equidad  respecto  de 
propiedades  situadas  en  el  extranjero. 
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Notas.— Casos  recientes.— Libros  y  perió- 
dicos. 

Mójioo 

Diario  de  Jurisprudencia  del  disttito  y  te- 
rritorios federales,  Méjico. 

Números  41  á  70  de  18  de  febrero  á  23  de 
marzo  1907. 

Jurisprudencia  de  los  tribunales  de  Méjico. 
— Estudios  jurídicos. 

Costa  Rica 

El  Foro.— Nüm.  11.— San  José,  15  de  mar- 
zo de  1907. 

La  sucesión  de  don  Mariano  Carazd  Pe- 
ralta contra  don  Otto  J.  Hubbe El  hurto  y 

la  estafa.— La  fuerza  irresistible  y  el  miedo 
insuperable.— El  estudio  y  la  enseñanza  del 
derecho.— Página  hermosa Una  carta  inte- 
resante. —  Situación  jurídica  de  las  tierras 
baldías  en  Costa  Rica.— Notas. 

Solivia 

Revista  Nacional  de  ¡urisprudencia,  Legis- 
lación y  .4í/m'/2/strac/ó/j.— Núm.  5.— Sucre,  15 
de  marzo  de  1907. 

Fuerza  ejecutiva  de  la  confesión  tácita  ó 
presunta. —  Derecho  mercantil  práctico.— Re- 
glamento y  Ley  reformatoria  sobre  presta- 
ción vial.— Jurisprudencia  civil  y  criminal.— 
Decretos  y  resoluciones  supremas.—  Biblio- 
grafía y  revista  de  revistas. — Crónicas.  —No- 
tas.— Correspondencia. 

OBR.\S    . 

Tratado  de  ihrecho  Comercial,  por  C.  Co- 
sa K,  profesor  en  la  Universidad  y  juez  del 
Tribunal  de  Bonn,  traducido  de  la  sexta  edi- 
ción alemana,  (1903)  por  Lhón  Mis,  sub-bt- 
bliotecario  de  la  Universidad  de  Lille.— To- 
mo II.  En  S^,  de  479  páginas— Paris,  Giard 
ctBriére,  1005. 

Hal)íamos  dado  cuenta  anteriormente  de  la 
aparición  del  tomo  primero  de  la  traducción 
francesa  del  excelente  tratado  de  Cosak  (1). 
FÁ  segundo  volumen  de  esta  útil   publicación 

O  Rtriie  tJe  Droit  Intcnintumul,  año  19U4,  |»ági- 
iia.s  :5()8-:í09. 


no  se  ha  hecho  esperar,  y  las  materias  <j:: 
con tiene  interesan  muy  particularmente  :i 
lector  de  lengua  francés;!,  porque  en  las  puiV 
caciones  francesas  semejantes,  estas  materias 
están  completamente  descuidadas,  ó  prenn- 
tadas  bajo  un  aspecto  muv'  diferente. 

En  las  páginas  consagradas  á  las  oj)crau> 
nes  de  crédito  y  de  pago,  el  autor  no  se  limiu 
á  iniciarnos  en  los  detalles  precisos  y  circuns- 
tanciados de  la  legislación  alemana  sobre  la 
letra  de  cambio,  sino  que  pasa  en  revista  ro- 
das las  operaciones  de  crédito  indistintamen 
te  y  todas  las  operaciones  de  banco.  Li  cu- 
riosidad del  lector  francés  se  verá  especial- 
mente solicitada  por  las  esplicaciones  dai]¿< 
sobre  la  Skontration  ú  operación  de  las  cá- 
maras de  compensación. 

El  capítulo  consagrado  á  las  operacirus 
de  bolsa  nos  da  á  conocer  los  reglamentos  r 
usos  mu\  complejos  de  las  bolsas  alemar.;i< 
El  estudio  del  contrato  de  edición,  que  en  Ar- 
man ia  está  reglamentado  por  la  ley,  tiene  i  a- 
ra  nuestros  juristas  y  legisladores  un  atrac- 
tivo muy  especial  que  es  inútil  hacer  notar. 
En  el  capítulo  muy  desarrollado  consaí;n.!j 
á  las  operaciones  de  trasporte  por  tierr.i  j 
por  agua,  el  autor  estudia  las  oiieracioncs  \' 
correos  v  teléí^ratos. 


.  De  las  asociaciones  comerciales  en  pnrix  - 
pación  y  de  los  sindicatos  financieros,  p-^r  P. 
de  Pelsmaeker,  doctor  en  derecho.— En  *» , 
187  páginas,— Bruselas,  Searcier.  1904. 

La  participación,  esta  antigua  forma  !c 
asociación,  adquiere  vigor  en  nuestros «iií* 
en  razón  de  las  múltiples  ventajas  <le  or'cr. 
práctico  que  ofrece.  Especialmente  los  lnn;i 
merables  sindicatos  financieros  que  se  ÍotiVíav 
entre  nosotros  hacen  un  uso  muy  frecuente  V 
la  asociación  en  participación  Sin  eni?iaríi  •. 
el  régimen  de  la  participación  no  está  tiara- 
mente  definido  ni  por  la  ley  l)elga ni  pT  a 
ley  francesa.  En  estas  circunstancias,  eí^  ií'^f- 
resan te  y  útil  desprender  de  la  práctica :u:: 
cial  los  principios  que  rigen  la  asociación  en 
participación.  El  autor  ha  tenido  éxito  al  er;.- 
prender  esta  tarea  en  una  forma  clara  y  atra- 
yente.  Hay  que  aprobarle  especialmente  ti 
que  se  haya  conformado  á  la  sana  travÜ^i  •-. 
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científica  que  consiste  en  no  despreciar  el  de- 
sarrollo histórico  de  las  instituciones.  Se  no- 
tará también  con  satisfacción  que  las  referen- 
cias bibliográficas  son  abundantes  y  juiciosa- 
mente escogidas. 

ni  se or uro  contra  la  enfermcdnd  en  Alema- 
nia^ por  Paul  Istel,  doctor  en  derecho.  Un 
volumen  de  347  páginas. — Librería  de  la  So- 
ciedad del  Reicneil  J.  B.  Sirey  V  del  Journal  da 
Pa/a/s.  — París. 

Se  sabe  que  Alemania   tiene  grandes  leyes 
sobre  el    seguro  obligatorio  de   los  obreros, 
que  tienen  respectivamente  por  objeto  reme- 
diar los  males  resultantes  de  la  enfermedad, 
de  los  accidentes  y  de  la  invalidez  por  la  an- 
cianidad.   La  más  antigua  es  la  lej' sobre  el 
seguro  contra  la  enfermedad.  Data  de  1883. 
Ha  sido  seguida  en   1884,  por  la  ley  sobre  el 
seguro  contra  los  accidentes,  y  en  1889,  por 
la  ley  sobre  el  seguro  contra  la  invalidez  por 
ancianidad.  Estas  leyes  han  sufrido  modifica- 
ciones después  que  han  entrado  en  vigencia,  y 
dos  de  ellas,  las  relativas  á  los  accidentes  y  á 
la  invalidez,   han   sido  revisadas    completa- 
mente en  1900  y  en  1899. 

M.  P.  Istel  ha  tomado  como  asunto  de  su 
estudio  el  seguro  obligatorio  contra  la  enfer- 
medad, en  su  forma  actual,  es  decir,  toman- 
do en  cuenta  todas  las  reformas  introducidas 
por  las  leyes  posteriores.  Nos  presenta  de  él 
una  descripción  completa  y  expone  con  mu- 
cho orden  y  claridad  sus  diversos  rodajes. 
Nos  inicia  también  en  los  recursos  de  esta 
institución  y  en  las  ventajas  que  procura  á 
los  asegurados,  y  nos  da  el  cuadro  de  los  re- 
sultados que  ha  producido. 

Precede  al  estudio  una  introducción  en  que 
traza  brevemente  la  historia  de  la  ley.  Re- 
cuerda que  desde  1845,  Prusia  había  dictado 
una  ley  que  permitía  á  las  comunas  imponer 
á  los  obreros  de  las  fábricas  la  obligación  de 
lormar  parte  de  una  caja  de  socorros.  Es  pre- 
ciso saber  que  una  antigua  costumbre  ger- 
mánica obliga  á  las  comunas  á  alimentar  á 
sus  pobres,  y  que  á  consecuencia  del  desarro- 
llo de  la  gran  industria  y  del  aumento  del 
pauperismo,  esta  carga  había  llegado  á  ser 
demasiado  pesada.  De  ahí  la  intervención  del 
legislador  en  1845.  Pero,  como  se  vé,  el  prin- 


cipio de  la  obligación  se  presenta  desde- su 
origen  como  una  transformación  del  derecho 
á  la  asistencia. 

M.  Stumra,  gran  propietario  de  minas,  fué 
quien  vn  1869  en  tiempo  ck  las  discusioínes  á 
que  dio  lugar  el  Código  Industrial,  tomó  la 
iniciativa  en  proponer  la  introducción  del 
principio  de  obligación  en  materia  de  previ- 
sión social.  Su  proposición  no  encontró  eco, 
y  sólo  diez  años  más  tarde,  en  1879,  logró 
hacerla  admitir  por  el  Reichstag.  El  gobierno 
se  apoderó  de  la  idea  y  presentó  en  1881  un 
proyecto  de  seguro  contra  los  accidentes. 
Este  proyecto  trajo  lógicamente  la  ado))ci6n 
de  una  ley  sobre  el  seguro  contra  la  enferme- 
dad, puesto  que  los  socorros  que  había  que 
dar  en  caso  de  accidente  durante  las  prime- 
ras semanas  eran  de  cargo  de  las  cajas  para 
enfermedades.  El  príncipe  de  Bismark  se  vio 
llevado  á  |)resentar  estos  proyectos  por  nece- 
sidades políticas.  A  consecuencia  de  dos  aten- 
tados dirigidos  contra  el  emperador  Guiller- 
mo, el  gobierno  había  hecho  votar  por  el 
Reichstag  medidas  rigorosas  contra  los  so- 
cialistas, pero  se  daba  cuenta  de  que  era 
preciso,  por  otra  parte,  trabajar  en  disipar 
el  descontento  de  la  clase  obrera  y  tratar  de 
reconciliarla  con  el  régimen  establecido. 

El  autor  estudia  también  los  efectos  produ- 
cidos por  el  seguro  obligatorio  en  las  clases 
obreras,  la  administración  comunal  y  el  de- 
sarrollo de  la  industria.  Demuestra  por  me- 
dio de  estadísticas  que  las  cargas  que  resul- 
tan páralos  patrones  de  la  contiibución  al 
seguro  contra  la  enfermedad  no  han  sido  en 
.manera  alguna  un  obstáculo  á  la  elevación 
progresiva  de  los  salarios  ni  al  mejoramiento 
de  la  situación  material  de  los  obreros;  esto 
último  está  establecido  por  el  aumento  del 
número  de  libretas  en  la  Caja  de  Ahorros  y 
por  los  datos  del  impuesto  sobre  la  renta. 
Los  beneficios  del  seguro  se  han  manifestado 
sobre  todo  desde  el  punto  de  vista  de  la-hi- 
giene (lucha  contra  la  tuberculosis  y  el  alco- 
holismo, mejoramiento  de  las  habitaciones 
para  obreros)  lo  cual  se  comprende  fácilmen- 
te en  vista  del  interés  que  tienen  las  Cajas  en 
prevenir  los  casos  de  enfermedad. 

El  progreso  de  la  industria  alemana  no  ha 
sido,  como  se  sabe,  estorbabo  en  manera  al- 
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guiui  por  las  car<;ns  que  los  sepfiiros  han  im- 
puesto al  patrón.  Se  estima  que  éstas  se  ele- 
van en  el  seguro  contra  la  enfermedad  á  IVi 
p.  c.  del  salario.  Se  avalúa,  por  otra  parte, 
en  3  p.  c.  vomo  máximum,  la  carga  resultan- 
te del  seguro  contra  los  accidentes,  j  en 
1  p.  c.  la  causada  por  el  seguro  contra  la  in- 
validez  v  la  ancianidad.  Resulta  de  esto  que 
el  patrón  paga  por  los  seguros  obreros  una 
contribución  total  de  5V^  pfennig  como  máxi- 
mum por  cada  marco  de  salario. 

Hay  que.  recomendar  la  lectura  de  libros 
como  el  de  M.  Paul  Istel,  porque  enseñan  á 
conocer  y  apreciar  instituciones  cueros  efectos 
saludables  son  indiscutibles.  La  obra  de  M. 
Istel  será  útil  no  sólo  á  los  que  se  preocupan 
de  introducir  organizaciones  análogas  en  su 
propio  país,  sino  también  á  los  que  se  intere^ 
san  en  el  desarrollo  de  la  legislación  social  en 
el  extranjero.  Permite  darse  cuenta  inmedia* 
mente  del  alcance  de  los  proyectos  sometidos 
ni  Reichstag  con  el  objeto  de  modificar  ó  per- 
feccionar el  seguro  contra  la  enfermedad. 
Así,  en  este  momento,  el  Reichstag  se  ocupa 
de  un  proyecto  de  ley  que  modifica  el  régimen 
de  las  casas  de  socorro  libres,  que  el  autor 
estudia  en  el  curso  de  su  exposición.  El  libro 
de  M.  Istel  constituirá  así  un  guía  precioso 
para  conocer  el  objeto  y  seguir  los  debates 
del  proyecto  de  ley  que  revisa  la  legislación 
sobre  el  seguro,  contra  la  enfermedad,  cuya 
preparación  persigue  el  gobierno  alemán. 

Daniel  Crick. 


Las  Cajas  de  retiro  para  obreros,  por  M.  J« 
Lefort,  abogado,  ante  el  Consejo  de  Estado  y 
la  Corte  de  Casación,  etc.  París,  Fontemoing, 
editores,  2  vol.  in  8',  18  francos. 

Esta  obra  es  la  reproducción  corregida  y 
completada  de  la  memoria  de  M.  Lefort  pre 
miada  por  la  Academia  de  Ciencias  Morales  y 
Políticas  en  el  concurso  SDbre  las  Cajas  de  re- 
tiro para  obreros.  Fiel  á  la  doctrina  de  la  es- 
cuela liberal,  el  autor  se  declara  del  todo  con- 
trario á  las  innovaciones  preconizadas  en  es- 
tos últimos  tiempos  sobre  la  intervención  obli- 
gatoria del  Estado.  Según  él,  para  resolver  el 
problema  de  los  retiros  obreros  basta  dejar 
subsistentes  (pronto  para  mejorarlos   espe- 


cialmente desde  el  punto  de  vista  tccniooque 
es  excesivamente  defectuoso)  los  orgatiisrro> 
actuales:  la  Caja  Nacional  de  retiro  par.i  la 
vejez  (considerada  sobre  todo  como  interme- 
diaria á  ejemplo  de  lo  que  pasa  en  Bélgica |. 
las  Cajas  libres  é  instituciones  llamadas  pi 
tronales,  las  sociedades  de  seguros  mutuos, 
los  sindicatos.  Se  estudia  cada  unadcestai 
instituciones  desde  un  triple  punto  de  \w.x 
desde  el  punto  de  vista  histórico  y  legislatiro- 
desde  el  punto  de  vista  del  funcionamiento:  t 
desde  el  punto  de  vista  de  las  reformas.  E<ta 
exposición  está  precedida  de  un  trabajo  gentr- 
ral  que  ofrece  la  síntesis  de  la  materia,  dand  > 
á  conocer  las  generalidades,  los  grandes  a$ 
pectos  de  la  cuestión,  los  principios  y  so  apli* 
cación  en  Francia  y  en  los  principales  Estados 
(Alemania,  países  del  Norte,  .\ustria,  Sn-za, 
Bélgica,  Italia,  Inglaterra,  Estados  rnitio>. 
etc.);  esta  parte  es  de  una  notable  documen 
tación  en  cifras  y  textos;  todas  las  informa 
clones  útiles  se  encuentran  en  ella  reunida«. 

Se  consagra  un  capítulo  entero  á  las  Ca\is 
de  la  industria  de  las  minas.  Conformándose 
al  plan  que  se  ha  trazado  según  el  programa 
impuesto  por  el  Instituto,  M.  lefort  iniÜca 
primero  la  situación  en  diferentes  épocas. -Je 
las  Cajas  destinadas  á  pagar  pensiones  (ler^ 
tiro  al  personal  de  las  minas;  en  un  cua^iro 
muy  completo,  formado  con  el  concurso  de  es- 
tadísticas y  de  publicaciones  especiales,  mues- 
tra cómo  estaba  organizado  el  servicio  lie  re- 
tiros en  las  principales  minas  de  Francia  (3 
tiempo  de  las  reclamaciones  que  motiváronla 
ley  de  29  de  junio  de  1894,  hace  notar  en  qnf 
condiciones  se  votó  esta  ley,  como  también 
las  proposiciones  para  su  modificación  formo- 
ladas  en  muchas  ocasiones.  Viene  en  seguila 
todo  un  capítulo  sobre  el  funcionamiento  le- 
gal y  administrativo  de  las  Cajas  mineras,» 
indican  las  cuestiones  controvertidas  y  se 
anotan  con  cuidado  las  soluciones  d.idasiM>r 
la  jurisprudencia. 

Por  último,  el  autor  analiza  las  reformas 
reclamadas.  M.  Lefort  no  parece  experimen- 
tar un  gran  entusiasmo  por  la  ley  de  1  v4: 
no  se  hacía  sentir  la  necesidad  de  esta  lev. « 
podía,  dice,  introducir  modificadones  en  f 
régimen  practicado,  no  había  para  qué  dictar 
una  legislación  especial,  tanto  más  cuanto  q« 
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se  puirilc  dudar  seriamente  de  sus  buenos  re- 
sultados respecto  a  los  trabajadores.  Exami- 
nando Ins  disposiciones  que  se  deben  adoptar 
en    la    práctica,    M.   Lcfort  establece  que  el 
obrero  <iebe  contribuir  á  la  creación  de  su 
pensión  lo  mismo  (|ue  la  administración  de  la 
Caja,  que  deben  depositar  no  sólo  el  produc- 
to (le  las  multas  sino  también  imposiciones 
efectivas,  sin  ninguna  obligación   legal,  de- 
biendo bastar  el  deber  moral.   Insiste  en  el 
hecho  de  que  debe  adquirirse  la  i>ensión  en 
conformidad  á  las  prescripciones  de  los  esta- 
tutos, 3'  sobre  la  necesidad  de  una  buena  or- 
ganización técnica.  Si  condena  todo  proyecto 
de  lina  Caja  central  de  mineros,  institución 
de  estado  análoga  á  la  Caja  Nacional  de  los 
inválidos  de  la  marina,  parece  aceptar  el  siste- 
ma btlga  caracterizado  por  el  establecimiento 
de  Cajas  particulares  para   los   socorro  in- 
mediatos y  de  una  Caja  central  que  sirve  las 
pensiones. 

No  necesita  demostrarse  el  valor  de  la  obra 
de  M.  Lefort:  basta  fijarse  en  el  hecho  de  que 
la  memoria  que  sirvió  de  punto  de  partida  á 
este  trabajo  fué  premiada  por  la  Academia  de 
Ciencias  Morales  y  Políticas  de  acuerdo  con 
el  informe  de  un  juez  particularmente  califica- 
do, M.  Cheysson. 

Principios  elementales  dd  derecho  interna- 
cional privado,  por  Eugenio  Audinet,  profe- 
sor de  derecho  internacional  en  la  Universidad 
de  Aix-Marseille,  2^  edición.  París,  1 906.  Pe- 
done,  editor,  13,  calle  Souñlot. 

La  segunda  edición  del  libro  de  M.  Audinet 
era  esperada  con  impaciencia:  ya  en  1894  se 
había  podido  apreciar  cuanto  se  imponía  esta 
obra  por  la  excelencia  de  las  ideas,  la  claridad 
de  exposición  de  los  diferentes  sistemas,  cuan 
completo  y  preciso  había  sido  el  autor.   Pero 
¡cuántos  progresos    ha    realizado  el  derecho 
internacional  desde  esa  época!  No  sólo  tuvo 
que  tomaren  cuenta  el  autor  modificaciones 
de  ciertas  legislaciones  internas,  nuevos  tra- 
tados, las  conferencias  de  La  Haya:  sino  que, 
conservando  á  su  obra  el  carácter  de  libro  de 
enseñanza,  el  sabio  profesor  quiso  que  pudie- 
ra servir  aún  en  la  práctica.  Las  notas  se  re- 
fieren, por  eso,  á  una  abundante  literatura  y 
á  numerosas  decisiones  de  jurisprudencia.  He- 
mos encontrado  especialmente  entre  las  más 


recientes  las  sentencias  de  la  Corte  de  Casa- 
ción que  declaran  ilegal  el  decreto  de  13  de 
agosto  de  1889  en  materia  de  nacionalidad; 
M.  Audinet  se  pronuncia  netamente  en  favor 
de  cata  opinión. 

En  su  primera  edición  el  autor  había  temido 
sobrecargar  la  memoria  de  los  estudiantes 
dando  mucho  lugar á  las  legislaciones  extran- 
jeras. Ha  debido  ceder  esta  vez  á  la  corriente 
que  nos  lleva  al  estudio  de  las  leyes  de  otros 
l)aíses.  Sin  embargo,  para  evitar  el  escollo  de 
enumeraciones  áridas  y  de  análisis  tan  difíci- 
les para  retenerlos,  ha  agrupado  en  conjunto 
las  disposiciones  que  se  aproximan  las  unas 
á  las  otras;  ha  explicado  de  una  manera  lu- 
minosa sus  principios  directores  y  comparado 
sus  diferencias.  Se  leerá  con  interés  las  críti- 
cas de  la  ley  alemana  de  introducción  al  Có- 
digo Civil  de  1900,  y  de  la  ley  japonesa  dé  15 
dejuniodel898. 

Aunque  el  plan  de  la  obra  haya  sido  muy 
poco  modificado,  teniendo  la  nueva  edición 
alrededor  de  setenta  páginas  más  que  la  an- 
terior, es  un  libro  diferente  el  que  acaba  de 
publicar  M.  Audinet.  Los  estudiantes  apren- 
derán en  él  fácilmente  las  materias  de  su  exa- 
men; encontrarán  fuera  del  programa,  mu- 
chas nociones  indispensables;  lo  guardarán 
en  seguida  con  reconocimiento  en  su  bibliote- 
ca, pues,  bajo  las  apariencias  modestas  de  un 
manual  de  examen,  es  una  obra  de  alta  cien- 
cia jurídica,  donde  los  abogados  y  juriscon- 
sultos podrán  encontrar  la  solución  de  la  ma- 
yor parte  de  las  dificultades  del  derecho  in- 
ternacional. 

Francia 

De  la  idea  de  la  continuación  de  la  persona 
como  principio  de  las  trasmisiones  universa- 
les, por  Fierre  Cazelles.  —  Paris.  Rosseau, 
1905,  in  8^  431  p. 

M.  Cazelles  obtuvo  su  diploma  de  doctor 
ante  la  facultad  de  derecho  de  la  Universidad 
de  Paris  con  este  estudio  sobre  un  principio 
que  se  encuentra  en  la  base  del  sistema  de 
sucesión  francés,  y  que  no  vacila  en  rechazar 
.  prefiriendo  el  de  la  sucesión  en  los  bienes  que 
es  el  adoptado  por  el  nuevo  código  civil  ale- 
mán. 
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Partiendo  de  la  exposietón  tan  clara  del  de- 
recho francés  hecha  por  Auloy  y  Rave,  de- 
muestra que  no  es  mñs  que  una  concepción 
empírica  M  derecho  romano,  exagerado  des- 
pués, recibida  como  axioma,  y  que  le  parece 
no  sólo  inútil  sino  perjudicial  para  el  de- 
sarrollo del  derecho. 

Para  su  demostración  presenta  el  autor 
primero  la  historia  de  este  concepto  desde  la 
época  romana  hasta  la  nuestra,  tanto  en 
Francia  como  en  los  pueblos  vecinos;  después 
examina  sus  efectos  y  termina  con  la  crítica 
teórica. 

Sus  conclusiones  son  que  *Ma  idea  de  la  con- 
tinuación de  la  persona  ha  sido  algo  viviente, 
y  es  todavía  algo  pn'íclico  que  ha  ejercido 
un  influencia  considerable  en  el  derecho  posi- 
tivo hasta  el  siglo  último.  Así  seria  insufi- 
ciente denunciar  el  método  según  el  cual  cier- 
tos jurisconsultos  la  han  elevado  al  rango  de 
un  principio  jurídico  necesario;  es  necesario 
demostrar  que,  en  la  práctica,  es  perjudicial 
ó  inútil  por  las  consecuencias  que  produce". 
En  efecto,  **respecto  á  las  relaciones  que  se 
crean  entre  el  heredero  }''  los  terceros,  llega 
en  más  de  un  punto  á  consecuencia) s  malas 
desde  el  punto  de  vista  económico  obligación 

ultra  vires )  que  sólo  se  han  corregido  de 

una  manera  defectuosa  ó  insuficiente  (benefi- 
cio de  inventario);  en  cuanto  á  los  otros  efec- 
tos que  se  deducen,  pueden  explicarse  por  el 
concepto  de  sucesión  universal  }',  en  todo 
caso,  la  continuación  de  la  persona  no  es  ne- 
cesaria para  producirlos;  por  último,  esta 
idea  ha  estorbado  el  progreso  jurídico    ha- 


ciendo considerar  como  absurda  la  concep 
ción  de  una  trasmisión  de  universalidad  en- 
tre vivos-'.  El  autor  prefiere  el  concepto  de  la 
sucesión  en  los  bienes,  que  corresponde  exac- 
tamente á  la  realidad  de  los  hechos  económi- 
cos. **La  obligación  á  las  deudas,  limitada  al 
activo  recogido,  está  de  acuerdo  con  el  valer 
que  hemos  asignado  á  la  obligación,  valor 
determinado 'por  el  estado  del  patrimonio  cr. 
el  momento  de  la  muerte  de  su  titular.  La 
obligación  cvm  viríbu^^  tal,  como  resulta  del 
principio  de  la  sucesión  en  los  bienes,  es  aúo 
más  justa  que  la  obligación  pro  virihus,  á  la 
cual  llega  la  continuación  de  la  persona  tem- 
])erada  por  el  beneficio  de  inventario:  son 
los  bienes  hereditarios  los  que  deben  pagar 
las  deudas  del  difunto,  la  persona  del  herede- 
ro no  debe  ser  responsable  de  ellas." 

Estas  ideas  sorprenden  a  la  mayoría  de  lo^ 
juristas  franceses,  penetrados  de  las  doctri- 
nas del  Código  de  1804;  pero  este  Código. 
bajo  la  presión  de  las  nuevas  necesidades  de 
sarrolladas  por  un  siglo  de  vida  intensa,  vá 
á  refundirse  y  sufrirá  el  contacto  de  los  prin 
cipios  diferentes  que  han  guiado  á  los  juris- 
tas del  otro  lado  del  Rhin,  cuya  obra  reciente 
atrae  con  razón  la  atención  de  las  generacio- 
nes jóvenes.  Entre  los  trabajos  que  ha  provo- 
cado en  Francia  el  Código  civil  alemán,  la 
tesis  de  M,  Cazelles  ha  adquirido  ya  un  ran- 
go muy  honroso. 

A.  Ramp.*l. 
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REVISTAS 

Estados  Unidos 

American  Law  /?eF/ew.— Marzo,  abril  1907. 
Defectos  en  la  legislación  propuesta  sobre 
los  dividendos  de  los  accionistas  en  Compa- 
ñías de  Seguros  Mutuo  sobre  la  vida,  pro- 
puesta por  la  comisión  encargada  de  estudiar 
la  administración  y  funcionamiento  délas 
Compañía  de  Seguros. 

Análisis  del  valor  legal  de  un  contrato  de 
trabajo. 

El  control  ejecutivo  ejercido  por  el  Con- 
greso. 

Adquisición  y  Gobierno  del  territorio  na- 
cional. 

El  verdadero  remedio  contra  la  ley  Lynch. 

Notas  de  Derecho  Internacional.— Varie- 
dades. 

Notas  y  fallos  recientes.  —  Libros  y  Re- 
vistas. 

Michigan  Law  Review,—Núm.  6.  Abril 
1907.  Michigan. 

Benjamín  Franklin  Graves. 

La  cláusula  del  comercio  en  la  Constitución 
Federal  y  dos  casos  recientes  relacionados 
con  ella. 

Algunas  reformas  necesarias  en  la  Consti- 
tución de  Michigan. 


Notas  y  comentarios.— Fallos  recientes  más 
importantes.— Literatura  legal. 

Columbia  Law/?ev/ew.— Vol.  VIII.  Número 
4.  Abril  1907.  Nueva  York. 

La  conspiración  como  crimen  y  como  falta . 

La  jurisdicción  de  Alzada. 

Una  reseña  histórica  de  la  jurisprudencia 
mahometana. 

Notas.  —  Fallos  recientes.  —  Libros  y  re- 
vistas. 

Harvard  Law  i?eview.— Vol.  XV.  Núm.  6. 
Abril  de  1907. 

Dificultades  especiales  en  los  juicios  sobre  el 
trabajo. 

Ataques  indirectos  contra  la  constitución 
de  una  sociedad.— Sociedad  de  hecho. 

Notas.— Casos  recientes.- Libros  y  perió- 
dicos. 

Méjico 

Diario  de  jurisprudencia  del  distrito. y  te- 
rritorio federales,- -Méyico. 

Núms.  77  á  82  de  1^  de  abril  al  6  de  abril 
de  1907. 

Jurisprudencia  de  los  tribunales  de  Méjico. 
—Estudios  jurídicos. 

Bolivia 

Revista  Nacional  de  Jurisprudeneia,  Legis- 
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íaci'óa  y  Administración,— Núm,  7^  Sucre,  15 
de  abril  1907. 

La  mujer  casada  ante  la  mujer  boliviana. 

Derecho  mercantil  práctico:  diferencia  del 
cheque  j  la  libranza. 

El  duelo  en  los  nuevos  estudios  y  en  las  nue- 
vas ideas. 

Nuevas  leyes  de  minas. 

Jurisprudencia  civil  y  criminal.  —  Juicios 
coactivos.  —  Crónica.  —  Notas.—  Correspon- 
dencia. 

Nám.  8.  Sucre,  30  de  abril  de  1907. 

Procedencia  de  los  recursos  de  casación.— 
Libre  testamentifacción.  —Derecho  mercantil 

práctico Loy  sobre  impuestos  municipales. 

—Jurisprudencia  civil  y  criminal.— Decretos  y 
resoluciones  supremas.— Bibliografía  y  revis- 
ta de  revistas.— Crónica.—  Informaciones.- 
Correspondencia. 

OBRAS 

Alemania 

El  derecho  x^neral  penal,  por  Teodoro 
Mommsen,  traducido  del  alemán  al  francés 
con  autorización  de  la  familia  del  autor  y  del 
editor  alemán,  por  J.  Duquesne,  profesor  de 
la  Facultad  de  Derecho  de  Grenoble.  Tomo 
segundo.  In.  8^  de  443  págs.  -  París,  Ton- 
tenwing,  1907. 

Hay  que  agradecer  á  M.  Duquesne  el  cui- 
dado con  que  ha  hecho  esta  traducción  y  la 
rapidez  con  que  hace  la  publicación. 

El  segundo  tomo  contiene  materias  espe- 
cialmente interesantes  como  el  estudio  com- 
pleto del  procedimiento  penal  y  la  mitad  del 
libro  está  consagrada  al  estudio  de  los  dife- 
ferentes  delitos.  Este  último  libro  permite 
darse  cuenta  mejor  de  como  Mommsen  esta- 
blece el  derecho  romano  como  doctrina  espe- 
cial. El  concepto  de  un  derecho  penal  diverso 
de  otros  dominios  jurídicos,  es  una  noción 
que  la  misma  ciencia  romana  del  derecho  no 
ha  establecido  y  que  es,  por  consiguiente, 
arbitrario  introducir  en  él.  Mommsen  hace 
la  siguiente  enumeración  délos  delitos  del  de- 
recho penal  romano  en  la  época  del  Bajo  Im- 
perio: 1^  crimen  de  Estado;  2^  heregía;  3' 
homicidio  y  delitos  conexos;  4^  violencia;  5^ 


falsificación  y  robo;  6^  crímenes  aexuaks. ' 
aceptación   de   donaciones   y   exacdoofs . 
parte  de  los  abogados  y  magistrados:  "^^  ? 
robo;  9^  atentados  contra  la  personalr!:-.  i 
10^  daño  causado  á  las  cosas  de  los  deni^ 
11'  abuso  de  los  derechos.  El  segundo  tos:  , 
de  la  traducción  de  M.  Duquesne  estudia .  j<  ' 
seis  primeros  de  estos  delitos. 

Der,  Postschech. —Einc  volkswirtschanlbr 
und  juristische  Studie,  por  Monfred  Kin^:- 
berg,  doctor   en    derecho.  In.  8^  de  VIII 
244  págs.  Leipzig.  Hirschfeld,  1906. 

Es  sabido  que  desde  hace  veinte  años » 
han  instituido  los  cheques  que  facilitan  clt 
mámente  la  disposición  del  dinero  depositai! 
en  la  caja  de  ahorro  postal  y  los  pagos  c 
general.  Esta  institución  especialmente  prác- 
tica es  objeto  de  un  estudio  crítico  bajo  i. 
punto  de  vista  económico  y  jurídico.  El  as- 
tor  estudia,  además,  la  extensión  del  chccx 
postal  á  otros  países,  especialmente  Kkmaiu 
y  Suiza,  que  entran  actualmente  en  el  ca=xj 
abierto  por  el  Austria.  En  un  apéndice  pu^^ 
ca  el  texto  de  los  documentos  legislativos  y 
administrativos  que  crean  y  ponen  en  acción 
esta  institución  tan  interesante  y  tan  nueT£ 

En  resumen,  la  monografía  tan  conctenr- 
da  de  M.  Hirschberg  merece  llamar  la  atei- 
ción  porque  muestra  una  institución  mar  fr 
cuya  propagación  es  de  desear  bajo  todo  pnt- 
to  de  vista. 

Francia 

Pbilosopbie  des  sdencies  sociales,  por  Rew 
Worms,  doctor  en  derecho  y  en  letras,  titu 
lado  en  filosofía  y  ciencias  económicas,  direc- 
tor de  la  Revue  iaternationak  de  sociohik. 
Tomo  III:  Conclasions  des  sdences  sociaie*. 
Un  tomo  in.  8°  de  310  págs.  1907.  París,  V 
Goard  y  E.  Briére,  editores. 

El  autor,  cuya  competencia  ha  sido  ya  pro 
bada  en  tantas  materias,  ha  puesto  ténnic. 
á  la  tarea  que  se  había  dado  y  ha  terminaco 
de  escribir  un  tratado  completo  de  socio- 
logía. 

Los  tomos  I  y  II  tratan  del  objeto  de  las 
ciencias  sociales  y  de  sus  métodos.  El  tomo 
III  y  último  contiene  las  conclusiones  de  es- 
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tas  ciencias  y  establece  los  principios  genera- 
les á  que  ellas  conducen. 

El  tomo  está  dividido  en  tres  partes  que 
tratan  de  los  elementos  sociales,  de  la  vida 
social  y  de  la  evolución  social. 

En  la  primera  parte,  hay  capítulos  intere- 
santes consagrados  al  conjunto  de  los  ele- 
mentos sociales  que  componen  el  medio,  á  los 
verdaderos  caracteres  de  la  raza,  á  la  pobla- 
ción, á  las  agrupaciones  de  que  son  suscepti- 
bles los  individuos,  al  "momento"  que  desig- 
na lo  adquirido  por  las  generaciones  anterio- 
res sin  excluir  el  presente. 

Respecto  de  la  vida  social,  materia  de  la  se- 
gunda parte,  el  autor  expone  las  manifesta- 
ciones de  la  vida  social  misma.  Examina  la 
vida  económica,  la  vida  social,  las  costum- 
bres, la  religión,  la  ciencia,  el  arte,  el  derecho, 
la  política  en  una  serie  de  estudios  ingeniosos 
y  atrayentes. 

Al  hacer  notar  que  entre  los  medios  de  ac- 
ción de  los  gobiernos  respecto  de  los  Estados 
extranjeros  la  guerra  ha  ocupado  el  princi- 
pal lugar  en  la  historia,  M.  Rene  Worens 
opone  el  presente  al  pasado.  **Si  las  ventajas 
de  la  guerra  han  sido  grandes  en  el  pasado, 
escribe,  no  hay  duda  que  en  la  hora  presente 
se  deban  notar  en  especial  sus  inconvenientes 
y  aun  más,  los  horrores  que  ella  acarrea. 
Mientras  más  se  perfeccionan  sus  procedi- 
mientos técnicos,  más  crueles  son  sus  conse- 
cuencias. Ella  causa  atroces  matanzas  en  que 
puede  sacrificarse  la  parte  más  escojida  de 
una  nación.  Ella  acumula  las  ruinas,  destru* 
ye  sin  compensación  las  riquezas  acumula- 
das desde  hace  tantos  años  por  el  esfuerzo 
paciente  de  las  generaciones  sucesivas.  Ella 
trae  como  consecuencia  un  retroceso  mental 
y  moral  de  los  pueblos  beligerantes  en  quie- 
nes hace  renacer  los  instintos  crueles,  el  cul- 
to de  la  fuerza  bruta,  la  costumbre  de  la  su- 
misión pasiva,  en  una  palabra,  todo  lo  que 
caracteriza  la  barbarie  en  su  contraste  con 
la  civilización". 

En  la  tercera  parte  el  autor  estudia  la  for- 
ma, el  motor,  el  proceso  y  el  resultado  de  la 
evolución. 

Dedica  algunas  últimas  consideraciones  al 
porvenir  de  las  sociedades. 
*'Las  ciencias  sociales,  dice  el  autor,  no  tie- 


nen lógicamente  el  derecho  de  mirar  hacia  el 
porvenir  sino  para  prever  lo  que  será  si  las 
piezas  actualmente  en  juego  mantienen  su  ac- 
ción. Pero  esta  previsión  es  forzosamente 
muy  insegura,  ya  que  nadie  puede  saber  si 
aparecerán  algunos  factores  nuevos,  descono- 
cidos hoy  día  de  nosotros  que  lleguen  á  ejer- 
cer una  influencia  dominante.  Sin  embargo, 
no  es  necesario  pronosticar  que  la  razón  hu- 
mana hará  nuevos  progresos  3'  que  sus  con- 
clusiones inspirarán  más  y  más  la  práctica. 
Si  ocurre  así,  la  curva  que  actualmente  des- 
cribe la  evolución  occidental  se  prolongará 
en  el  mismo  sentido  y  su  carácter  ascendente 
se  irá  acentuando." 

Creembs  que  nuestro  análisis  j  nuestras  ci- 
tas permitirán  al  lector  formarse  una  idea  de 
la  importancia  de  la  obra  del  señor  Worens. 
Una  persona  competente  ha  hecho  de  ella  un 
merecido  elogio  en  una  de  las  últimas  sesio- 
nes de  la  .\cademia  real  de  Bélgica.  "Su  libro, 
ha  dicho  M.  Héctor  Denis,  prueba  mucha  lec- 
tura, una  sólida  erudición  y  una  amplia  tole- 
rancia. Cualquiera  que  sea  la  escuela  á  que 
uno  pertenezca,  siempre  habrá  que  agradecer 
al  autor  de  un  esfuerzo  tan  notable  hecho 
para  señalar  el  estilo  actual  de  la  sociología 
y  el  grado  de  unidad  que  ha  podido  realizar 
un  trabajo  colectivo  de  casi  tres  cuartos  de 
siglo." 

Italia 

UUmanismo  nel  dirítto  pénale Analisi 

psicológica  della  reazione  pénale  por  Vicenzo 
Lanza,  Un  volumen  de  317  páginas.—  Paler- 
mc,  A.  Reber,  1906. 


En  esta  obra,  en  que  el  autor  desarrolla  las 
ideas  que  ya  había  expuesto  en  un  trabajo 
anterior  anunciando  un  "sistema  de  derecho 
penal  científico",  se  esfuerza  por  hacer  pene- 
trar nociones  humanitarias  en  la  represión 
de  lo3  delitos.  La  pena,  dice,  debe  ser  un  me- 
dio de  hacer  volver  á  la  vida  en  sociedad  los 
caracteres  extraviados.  Debe  aplicársela  con 
el  objeto  de  volver  á  educar  al  culpable  que, 
por  serlo,  no  pierde  su  calidad  de  hombre  de 
la  misma  naturaleza  que  los  demás.  Al  lado 
de  la  función  educadora  que  debe  tener  la  pe- 
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na  considerada  bajo  el  punto  de  vista  social, 
dice  el  señor  Lanza,  existe  la  función  educado- 
ra de  la  pena  considerada  con  relación  al  cul- 
pable. Bajo  este  último  aspecto,  ya  no  se  tra- 
ta de  despertar  6  reforzar  el  sentido  moral 
colectivo  sino  de  formar  el  sentido  moral  de 
un  individuo  determinado.  Es  ese  un  proceso 
pedagógico  en  la  verdadera  significación  de 
la  palabra.  Nuestras  instituciones  actuales 
no  corresponden  á  este  propósito.  Respecto 
al  culpable  parece  que  no  existieran  los  sen- 
timientos humanos.  Al  salir  de  la  celda  su  ca- 
rácter está  agriado,  se  encuentra  aislado  y 
está  más  expuesto  que  nunca  á  las  sugestio- 
nes malsanas. 

La  obra  de  las  sociedades  de  patronato  pa- 
ra los  reos  libertos,  no  basta;  el  trabajo  de 
educación  y  de  asistencia  debe  empezar  desde 
el  primer  día  que  el  culpable  entra  á  la  pri- 
sión. La  misión  humanitaria  de  la  pena  exi- 
ge, pues,  una  reforma  radical  de  nuestras  ins- 
tituciones penitenciarias.  En  un  estudio  que 
publicará  próximamente  bajo  el  título  de 
Teoría  pedagógica  della  pena,  el  autor  pro- 
mete demostrar  cor.  más  amplitud  la  posibi- 
lidad de  hacer  volver  al  criminal  al  camino 
de  la  moralidad  social. 

Al  terminar  este  trabajo,  que  es  digno  de 
recomendación  tanto  por  las  cualidades  de 
observación,  como  por  la  generosidad  de  los 
sentimientos  que  lo  animan,  el  autor  hace 
notar  que  tanto  del  análisis  histórico  como 
del  análisis  psicológico  se  desprenden  tres  le. 
yes  que  manifiestan  tendencias  fundamenta- 
les de  la  penalidad  y  que  son:  la  ley  ó  tenden- 
cia de  la  impersonalidad  de  la  reacción;  la  ley 
ó  tendencia  de  la  individualización  de  la  pena 
v  la  ley  ó  tendencia  de  la  atenuación  de  la 
terrorización  y  del  dolor  de  la  penalidad. 

La  impersonalidad  de  la  reacción  se  presen- 
ta al  análisis  como  el  resultado  de  un  doble 
proceso:  de  un  proceso  histórico,  en  cuanto 
se  asiste  á  una  supresión  gradual  de  la  auto- 
ridad individual  en  la  represión  y  á  su  reem- 
plazo por  la  autoridad  del  Estado,  que  apa- 
rece como  el  conciliador  de  los  intereses  co- 
lectivos; y  de  un  proceso  psicológico,  en  cuan- 
to la  existencia  de  un  intervalo  de  reacción, 
al  permitir  la  introducción  en  el  razonamien- 


to de  todos  los  motivos  que  se  derivan  ¿c  c 
vida  de  relación,  determina  una  conducta  r 
fluenciada,  no  por  criterios  egoístas  é  ir.  V 
sos,  como  los  que  son  propios  de  los  ii: 
sos,  sino  por  consideraciones  superiores :  . 
miras  individuales  y  conformes  á  los  btc: 
ses  de  la  comunidad. 

La  individualización  de  la  pena  es  \iií 
mente  el  resultado  de  un  doble  procer- ..  \ 
observa  primero  un  proceso  histórico  ccc 
curso  del  cual  la  responsabilidad  cokctu 
primitiva  cede  ante  el  principio  de  lare>r:f 
sabilidad  personal  del  autor  del  mal.  Hajei 
seguida  un  proceso  psicológico  en  el  scnti 
de  que  los  móviles  de  la  reacrión  imperso: 
inducen  á  recurrir  á  una  reacción  que,  ha;-  : 
punto  de  vista  utilitario,  sea  más  conf":-  > 
á  las  fuerzas  criminales,  y  quebajoel:::: 
de  vista  altruista  y  humanitario,  lier.  .4 
educar  nuevamente  á  aquellos  que  »  :: 
apartado  del   camino  normal.  Esta  ccc  - 
educación  supone  el  análisis  de  las  hr::- 
criminales;  de  donde  se  desprende  qaí!i;^ 
cologta  criminal  del>e  ser  considerada  :.)r. 
parte  integrante  del  "derecho  pína/ac.-::/    1 
fico".  1 

La  atenuación  de  los  sistemas  de  terror; 
de  dolor  deriva  á  su  vez  de  un  doble proc.* 
El  proceso  histórico  nos  muestra  la  >j  ' 
sión  de  los  tormentos  atroces,  supresiiV 
se  inició  en  la  antigua  Roma  y  terniinV: 
período  de  las  reformas.   El  proceso  pv 
gico  da  como  resultado  de  la  impersoD:i 
de  la  reacción,  de  la  individualizacióc  :■ 
pena  y  de  la  tendencia  á  la  educación  y : 
mejoramiento  del  culpable,  la  conricción 
que  el  dolor  no  es  un  elemento  necesario. 

Pero  fuera  de  sú  misión  de  reacción,  el  ^^'- 
cho  penal  tiene  que  ejercer,  además,  cci  ^ 
autor,  una  función  de  acción  y  de  garant: 
Esta  función,  que  caracterizad  nuevo  niel 
de  la  penalidad,  está  contenida  toda  turr- 
en la  necesidad  de  reconocer  indistintamc:! 
como  valores  sociales  á  todos  los  mieirír 
de  la  colectividad.  Se  realizará  así  unaele\ 
ción  en  los  sentimientos  de  humanidades., 
derecho  penal. 


Daniel  Crici: 


'^^^ 
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RB  VISTA  vS 
Francia 

Journal  de  Droit  International  Privé.— 
1907  números  III.  IV. 

La  condición  jurídica  de  los  extranjeros  en 
Persia  por  J.  Greenfield,  Encargado  de  Nego- 
cios en  Persia. 

La  unificación  del  derecho  marítimo  y  la 
conferencia  diplomática  de  Bruselas  por  L. 
Franck,  abogado  de  Anvers. 

Anexos:  Abordaje.  —  Proyecto  de  conven- 
ción. 

La  condición  jurídica  de  los  extranjeros  en 
Marruecos,  bajo  el  punto  de  vista  civil,  por 
D.  Saurín,  abogado  en  Tánger. 

Notas  y  documentos  relativos  á  la  propie- 
dad literaria  y  artística  por  E.  Chavegrin 
profesor  de  la  Facultad  de  Derecho  de  París. 
De  la  nacionalidad  de  una  inglesa  que  se  ha 
casado  con  un  francés  ó  un  belga  porE.  Stoc- 
quart,  abogado  de  la  Corte  de  Bruselas. 

De  la  adquisición  de  la  nacionalidad  italia- 
na después  de  la  ley  de  17  de  mayo  de  1906 
por  E.  Pagliano,  abogado  en  Roma. 

De  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros 
en  el  Japón  por  H.  Nagaoka,  attaché  en  la 
Embajada  del  Japón  en  París. 
Análisis  y  Extractos.—Títulos  al  portador 


perdidos  ó  robados.  — Conflictos  de  leyes.— 
Corrupción  y  comisiones  ó  primas  secretas  en 
Inglaterra;  reciente  esfuerzo  legislativo  para 
suprimirlas.— Situación  militar  del  hijo  me- 
nor de  edad  de  un  español  que  ha  optado  por 
la  nacionalidad  cubana. —De  la  ilegalidad  que 
entraña  la  expulsión  deun  extranjero  si  se  le 
inculpa  simultáneamente  de  una  infracción 
penal  (Cuestión  de  Mgr.  Montagnini). 

Cuestiones  y  soluciones  prácticas. 

¿Qué  validez  tiene  un  matrimonio  celebra- 
do en  Francia  por  un  Cónsul  británico  y  con- 
traído por  dos  subditos  británicos?  ¿entre  un 
subdito  británico  y  un  francés?  ¿entre  dos 
extranjeros  de  nacionalidad  distinta? 

Los  extranjeros  menores  de  edad  ¿pueden 
ser  emancipados  en  Francia. 

Jurisprudencia:  Francia,  Alemania,  Ingla- 
terra, Austria,  Bélgica,  Brasil,  Egipto,  Esta- 
dosUnidos,  Grecia,  Italia,  Países  Bajos,  Siam, 
Suiza  y  Venezuela. 

Documentos Hechos  é  informaciones. 

Journal  de  Droit  International  Privé.  — 
1907. -V,  VL 

Diversos  aspectos  de  la  condición  civil  de 
los  extranjeros  en  Francia,  por  Glasson,  de- 
cano honorario  de  la  Facultad  de  Derecho  de 
París. 

Combinación  entre  la  teoría  de  la  ley  del 
lugar  y  la  de  la  autonomía  de  la  voluntad 
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respecto  del  régimen  matrimonial,  por  Ma- 
zas, abogado  de  la  Corte  de  Lyon. 

Casos  interesantes  de  extradición  en  el  Im- 
perio Británico  de  1904  á  1906,  por  F.  W. 
Craies,  barrister  oí  law  (Temple). 

La  represión  internacional  de  las  falsas  in- 
dicaciones referentes  al  origen  de  las  merca- 
derías (provenance)  por  L.  Lacour,  profesor 
de  la  Facultad  de  Derecho  de  Lille. 

De  la  renuncia  de  individuos  menores  de 
edad  al  derecho  de  repudiar  la  calidad  de 
franceses,  por  Dejam me,  consejero  de  la  Corte 
de  Caen. 

La  lucha  contra  la  criminalidad  internacio- 
nal, por  el  Dr.  HopfT,  jefe  de  división  de  la  pre- 
fectura de  policía  de  Hamburgo. 

De  la  ejecución  en  Italia  de  fallos  de  tribu- 
nales extranjeros  que  condenan  por  falta  de- 
fensa del  demandado,  por  Ansaldi,  abogado 
en  Lucques,  Toscana. 

Modificaciones  introducidas  al  Código  Ci- 
vil francés  por  la  legislación  de  la  isla  Mauri- 
ce,  por  G.  Newton,  procurador  en  la  isla  Mau- 
rice. 

Análisis  j  extractos.— Bigamia  de  los  ex- 
tranjeros en  Turquía. —Consentimiento  de  los 
padres  para  el  matrimonio  en  derecho  inter- 
nacional privado.— Régimen  matrimonial  en 
las  relaciones  internacionales Privilegio  pe- 
dido por  los  abogados  del  Brasil Reforma 

de  la  justicia  en  Persia Prohibición  en  los 

Estados  Unidos  del  contrato  de  trabajo  cele- 
brado en  el  extranjero. 
Cuestiones  y  soluciones  prácticas. 
¿Bajo  qué  régimen  matrimonial  se  encuen- 
tran colocados  los  esposos  si  el  marido  es  in- 
glés y  la  mujer  belga  y  contraen  matrimonio 
en  Inglaterra  y  se  establecen  en  Francia? 

¿Como  se  hace  la  división  de  los  inmuebles 
situados  en  Francia  ó  del  precio  producido 
por  su  venta? 

¿Dónde  debe  instaurarse  la  acción  de  parti- 
ción? 

Crónica:  La  cuestión  de  Mgr.  Montagnini, 
secretario  de  la  ex-nunciatura  del  Papa  en 
París. 

Jurisprudencia:  Francia.—  Alemania.—  In- 
glaterra.—Austria.— Bélgica.—  Brasil.— Egip- 
to.—Estados  Unidos.— Grecia Italia.  —  No- 
ruega.—Suiza. 


Documentos. — Hechos  é  informaciones. -B¡ 
bliografía. 

Revue  de  Droit  International  Privé.  •  Pa- 
rís.—1907,  número  2,  marzo,  abril. 

La  extraterritorialidad  de  la  ley  ante  el  d^ 
recho  internacional  privado,  por  A.  Laiw, 
profesor  de  la  Facultad  de  Derecho  de  París. 

L'aliens  act  inglés  de  1905,  porH.  S.Q. 
Henríquez,  barrister  at  law. 

La  condición  jurídica  délos  extranjeros  ec 
Corea,  por  Fr.  Rey,  Encargado  de  las  confe- 
rencias en  la  Facultad  de  Derecho  de  París» 

El  proyecto  de  Código  Civil  del  Brasil  y  d 
derecho  internacional  privado,  por  Solidonio 
Lcite,  doctor  en  derecho,  abogado  en  Río 
Janeiro. 

Nota  referente  al  desahucio  hecho  pord 
Brasil  de  sus  tratados  con  Francia. 

Jurisprudencia:— Francia. — Alemania.-Bcl- 
gica. — Levante.— Países  Bajos. 

Documentos  legislativos  y  diplomáticos. - 
Correspondencia.— Bibliografía. 

Revue  de  Droit  International  et  de  Legish' 
tión  comparée.  -  Bruxelles,  1907,  número  3. 

La  neutralidad  de  la  Bélgica  y  el  derecho  de 
alianza,  por  M.  J.  des  Cressonnieres. 

De  las  pruebas  de  la  nacionalidad  y  de  U 
inscripción  de  nacionales,  por  Camille  Jordán 

Reglamentos  é  instrucciones  del  gobierno 
japonés  acerca  del  tratamiento  de  los  sóbdh 
tos  rusos  durante  la  guerra  ruso-japoncsa.- 
Traducción  y  notas  de  Masansuke  Akka- 
ma. 

Noticias: — La  cuestión  Tchemiak.— Falleci- 
miento sospechoso  de  nn  ruso  en  alta  mar.  í 
bordo  de  un  buque  sueco,  por  Ernesto  Le- 
monon. 

El  Código  Penal  de  José  II  en  Bélgica  j 
en  Francia,  por  el  doctor  Cari  Stooss. 

Notas  bibliográñcas. 

Revue  trimestrielle  de  Droit  Cinl^^^ 
—1907,  número  1,  enero,  febrero,  marzo. 

De  la  capacidad  de  las  asociaciones  declara- 
das, por  M.  Margat. 

Variedades.— De  la  posesión  de  los  muebles 
segtín  el  libro  de  M.  Saleilles,  por  M.  J.  Cbar 
mont. 

Rescisión  por  causa  de  lesión  y  tarificaci^c 
por  Emilio  Chatelain. 
Bibliografía  de  obras  sobre  derecho  civíL 
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Jurisprudencia  francesa  en  materia  derecho 
ivil. 

Jurisprudencia  belga  en  materia  de  derecho 
Wil. 

Notas  parlamentarías:  Francia. 

La  ley  de  9  de  abríl  de  1898  sobre  la  res- 
3onsabilidad  de  los  accidentes  del  trabajo, 
por  J  ules  Cabruat. 

España 

Revista  General  de  Legislación  y  Juriapru» 
áencía. — Año  55,  marzo,  abril  1907. — Ma- 
dnd. 

Donaciones  en  favor  de  herederos  forzosos, 
por  José  Marcel. 

Infancia  abandonada,  por  José  Garda  Ro- 
mero de  Tejada. 

El  abordaje  y  la  jurisdicción  de  marina,  por 
Manuel  Calderón. 

Evolución  de  la  pena  (Conclusión),  por  Ju- 
liusz  Makarewicz. 

Instrucciones  especiales  dadas  á  los  Píscales 
de  las  Audiencias  por  la  Fiscalía  del  Tribunal 
Supremo. 

Nociones  de  Hacienda  publica  y  de  Derecho 
administran vo  (Contestación  á  los  temas  76 
al  78,  y  40  al  46  respectivamente,  del  Pro- 
grama para  los  exámenes  á  Aspirantes  de 
Secretarios  de  Ayuntamientos),  por  Diego 
Villa  y  Lindeman  y  José  Garcon  y  Marín. 

Los  Rentengüter  y  los  Anerbengüter  alema- 
nes, por  Adolfo  A.  Buylla. 

La  estadística  y  la  reincidencia,  por  A.  Mo« 
reno  Calderón. 

Procedimiento  criminal. — La  condena  con- 
dicional, por  P.  González  del  Alba. 

Revista  de  Revistas  jurídicas.  Noticias  bi- 
bliográficas. 

Anales  de  derecho  internacional:  bibliogra- 
fía del  Derecho  Internacional,  por  Manuel  To- 
rres Campos. 

Estudioü  de  Deusto.^kño  III,  Marzo.  Nú- 
mero 11,  Bilbao. 

Las  diversiones  públicas.— J.  Belaustegui- 
goitía. 

Sistema  de  contratación  del  Código  Civil 
español.— J.  Medina. 
Hoffmann  dibujante.— J.  M.  Lequerica. 
Ecos  del  valle.— A.  del  Pozo. 


Kdad  para  ejercer  el  comercio.— M.  Alonso. 

Consultas  y  dictámenes.—Crónica  legal.— 
Notas  bibliográficas.  — Suplemento  de  noti- 
cias. 

Italia 

Ri vista  pénale  di  dottiina,  legislazione  e 
giurisprudenza,  —  Número  265,  abril  1907. 
Roma. 

El  concepto  jurídico-positivo  del  derecho 
penal,  por  Vicenzo  Manzini. 

El  tribunal  especial  para  los  menores  delin- 
cuentes, por  Alessandro  Stoppats. 
Jurispudencia:  Corte  de  Casación. 

Corte,  tribunales  y  jueces. 

Legislación  Extranjera:  Francia.  Ley  de  13 
de  julio  de  1906  sobre  el  descanso  en  los  días 
festivos. 

Crónica.— Efemérides.  Bibliografía. 

Número  266,  mayo  1907.  Roma. 

Verdadero  y  falso  positivismo,  por  Cesare 
Civoli. 

El  plazo  para  apelar  de  la  sentencia  del  pre- 
tor, por  Antonio  Bianchedi. 

Jurisprudencia:  Corte  de  Casación.— Cortes 
tribunales  y  jueces. 

Reseña  parlamentaria. 

Crónica.  Efemérides.  Bibliografía. 

Annuli della  Givrisprudenta  [italiana — Año 
XL  1906.  Número  7.  Plorencia. 

Parte  L  Corte  de  Casación.  Materia  civil. 

Parte  II.  Casación  de  Roma.  Jurispruden- 
cia especial. 

Parte  IIL  Cortes  de  Apelaciones. 

Parte  IV.  Jurisprudencia  penal. 

Parte  V.  Jurisprudencia  administrativa. 

Méjico 

Diario  de  jurisprudencia  deí  distrito  y  terri- 
torio federales,  Méjico. 

Números  83  á  97  de  8  á  24  de  abril  de  1907 
y  números  1  á  27de  1^  á  31  de  mayo  de  1907. 

Jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  Méjico. 
Estudios  jurídicos. 

Bolivia 
Revista  Nacional  de  Jurisprudencia^  Legis- 
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lación  y  Administ radón. ^Número  10.  Sucre, 
31  de  mayo  de  1907. 

Indagación  de  1^  maternidad  — Ley  y  regla- 
mento de  aguas.— Jurisprudencia  de  la  Corte 
Suprema. — Decretos  y  resoluciones  supremas. 
— Bibliografía  y  revista  de  revistas.  Crónica.— 
Informaciones.— Correspondencia.-Anuncios. 

Colombia 

El  Foro.— Año  III.  Número  54.  Bogotá. 

Nuestra  labor.— Estudio  sobre  el  Derecho 
Civil  colombiano.— Obra  verdadera  de  paz  y 
de  progreso.— Código  Colombiano  de  Comer- 
cio Marítimo.^— Apuntes  sobre  legislación  fis- 
cal—Ley sobre  cheques.  -  Código  Colombia- 
no de  Comercio  Marítimo.— Academia  de  ju- 
risprudencia.—Decreto  sobre  prensa. 


Año  IIL  Numero  55.  Bogotá. 
Apuntes  sobre  legislación  fiscal. -Los  l:r:> 
naturales. 

Costa  Rica 

El  Foro. -Tomo  II.  15  abril  1907.  Ná:.c: 
12.  San  José  de  CosTa  Rica. 

Biografías  cortas  de  ilustres  abogados  ce: 
tro-americanos. 

Situación  jurídica  de  las  tierras  baldíait: 
Costa  Rica. 

Labor  de  tinterillos. 

Contra  la  usura.— Procedimientos  pf^.a!^ 
una  observación.— Jurisprudencia -loct^r.- 
nicación  de  reos.-  Colección  de  las  principalr 
Constituciones  Políticas  del  mundo.-CoEf.: 
tución  de  la  República  Argentina.-Noias 
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Des  crises  genérales  et  périodiques  de  sur- 
production,  porjean  Lescure  doctor  en  de- 
recho  Un  tomo  de  653  págs.  París,   Larosc 

et  Teñiré,  1907. 

El  señor  Lescure  ha  emprendido,  en  el  im- 
portante volumen  que  acaba  de  publicarse, 
un  estudio  de  conjunto  sobre  las  crisis  gene- 
rales y  periódicas  de  sobre  producción,  que 
merece  ser  leído  y  que  ha  de  ser  tanto  mejor 
recibido  cuanto  que  no  existía  un  trabajo  de 
este  género  en  la  literatura  francesa. 

No  es  necesario  insistir  en  el  interés  que  pre- 
senta el  estudio  de  esta  alternativa  de  perío- 
dos de  desarrollo  y  de  decaimiento,  cuya  crisis 
constituye  el  punto  de  intersección  y   cuya 
evolución  completa  parece  ocupar  unos  diez 
años.  Estos  fenómenos  deben  llamar  la  aten- 
ción, no  sólo  bajo  el  punto  de  vista  económi- 
co, porque  no  pueden  ser  independientes  para 
capitalistas,    empresarios    y    obreros,    sino 
también  bajo  el  punto  de  vista  social,  porque 
las  crisis  repercuten  sobre  el  número  de  los 
matrimonios,  suicidios,  crímenes  y  aún  á  veces 
sobre  la  situación  política.   El  autor  no  ha 
olvidado,  por  lo  demás,  el  dar  datos  acerca 
de  estos  diferentes  puntos,   respecto  á  cada 
una  de  de  las  crisis  que  examina. 

El  trabajo  del  señor  Lescure  tiene  también 

un  aspecto  de  actualidad.  Ha  tenido  natu- 

almente  que  investigar  los  efectos  que  los 


cartells  ó  los  trusts  han  podido  ejercer  sobre 
las  crisis;  y  esto  lo  ha  llevado  á  establecer  un 
paralelo  bastante  exacto  entre  el  cartell  ale- 
mán y  el  trust  americano.  Señala  las  imper- 
fecciones del  cartell,  que  no  ha  podido  evitar, 
como  se  esperaba,  la  crisis  de  1900  y  pone 
frente  á  él  la  organización  americana  á  la 
cual  atribuye  la  virtud  de  haberevitado  á  los 
Estados  Unidos  las  pérdidas  y  los  sufrimien- 
tos de  la  última  crisis  decenal. 

El  autor  divide  su  trabajo  en  tres  capítulos 
destinados  sucesivamente  al  estudio  de  los 
fenómenos  d«  las  crisis,  á  sus  causas  y  á  sus 
remedios.  El  primer  capítulo  contiene  la  his- 
toria de  las  diferentes  crisis  ocurridas  en  el 
curso  del  siglo  XIX,  que  h^  sido  caracteriza- 
do por  la  frecuencia  de  las  crisis  económicas. 
El  autor  nos  describe,  para  cada  una  de  ellas, 
elperiodo.de  desarrollo  y  el  de  decaimiento. 
Después  de  haber  descrito  rápidamente  las 
primeras  crisis  del  siglo,  llega  á  la  de  1847, 
que  fué  la  consecuencia  del  gran  desarrollo 
que  había  tomado  la  construcción  de  los  fe- 
rrocarriles en  Francia  y  en  Inglaterra  de  1844 
á  1847  y  cuyos  efectos  se  habían  extendido 
naturalmente  á  la  industria  minera  y  meta- 
lúrgica. La  construcción  de  ferrocarriles .  se 
detuvo  bruscamente  á  consecuencia  de  las 
condiciones  más  rigurosas  que  los  gobiernos 
impusieron  á  los  nuevos  concesionarios,  y, 
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por  otra  parte,  á  causa  del  aumento  de  costo 
de  la  empresa  producido  por  el  alza  de  las 
materias  primas  y  los  errores  de  previsión  en 
los  planos.  La  suspensión  de  la  línea  Paris- 
Lyon  fué  la  señal  del  desastre.  La  paraliza- 
ción en  la  construcci^^n  de  los  ferrocarriles  re- 
percutió sobre  la  industria  minera  y  metalúr- 
gica y  se  produjo  una  estagnación  generad 

Después  de  1850,  el  movimiento  se  inicia 
nuevamente  y  presenta  un  doble  carácter:  es 
mundial,  por  que  se  extiende  al  nuevo  mun- 
do y  al  antiguo  y  se  produce  á  consecuencia 
de  una  producción  nunca  vista  de  metal 
precioso,  debido  al  descubrimiento  de  nuevas 
minas  de  oro  en  California  El  desarrollo  de 
las  relaciones  entre  América  y  Europa  influye 
favorablemente  en  las  construcciones  nava- 
les; se  emprende  la  construcción  de  nuevas 
líneas  de  ferrocarril;  la  Inijlaterra  proporcio- 
na rieles  al  extranjero,  especialmente  á  los 
Estados  Unidos.  Gracias  á  este  movimiento, 
la  industria  del  fierro  y  las  minas  toman  un 
gran  desarrollo  y  los  precios  suben  rápida- 
mente. La  crisis  estalla  en  1857,  la  prnduc- 
cií^n  de  oro  disminuye  y  los  ferrocarriles  recién 
construidos  durante  el  alza,  no  dan  los  resul- 
tados esperados.  La  baja  de  los  precios  es  la 
consecuencia  de  esta  situación. 

En  la  crisis  de  1866  predominan  dos  he- 
chos: laacentuación  del  librecambio  en  Fran- 
cia y  en  Inglaterra  y  la  guerra  civil  de  los  Es- 
tados Unidos,  que  produce  la  paralización  de 
la  exportación  de  algodón.  En  esta  época  los 
capitales  ingleses  y  franceses  habían  comenza- 
do á  emplearse  en  la  construcción  de  ferroca 
rriles  en  el  extranjero. 

Hasta  1866,  las  crisis  habían  sido  princi- 
palmente inglesas  y  francesas.  A  partir  de 
1869-1870,  la  evolución  hacia  la  industria  se 
manifiesta  especialmente  en  Estados  Unidos 
y  en  Alemania.  Por  eso,  la  crisis  de  1873  afec- 
t(>  especialmente  estos  dos  paí'íes.  Des|)ué<4  de 
la  guerra  civil,  los  Estados  Unidos  se  habían 
puesto  nuevamente  á  la  obra  de  crear  el  me- 
canismo.de  una  J^ran  nación  industrial,  mien- 
tras que  la  Alemania  había  sido  favorecida 
por  el  pago  de  la  indemnización  de  guerra 
francesa.  La  creación  de  ferrocarriles  recibió 
un  nuevo  impulso  en  Europa  y  en  Estados 
Unidos;  por  otra  parte,  la  aperturc^  del  cardal 


de  Suez  estimuló  las  con str acciones  raant. 
mas.  El  crack  estalla  en  1873.  en  Alemarii»- 
en  Estados  Unidos  y  dura  con   a1guna«  ir* 
rrupcioi]es  hasta  1879    Esta  crisis  fué  yü'- 
mente  interior  en  estos  dos  países 

El  renacimiento  de  los  negocios, .  tero  r 
con  la  crisis  de  1881  y  1884  La  crisis  del '^'i. 
fué  interior  y  especial  para  Francia.  Es  L 
época  de  la  ejecución  del  plan  general  de  n^-v 
públicas  de  Freycinet  y  de  la  ley  de  18S0<f- 
bre  los  ferrocarriles  de  interés  local.  Loses,- 
talistas  ingleses  se  vuelven  hacia  la  constrj. 
ción  de  ferrocarriles  en  Estados  Unidos.  La 
producción  de  rieles  aumenta;  los  pne.ns 
&ul>en,  pero  con  menos  intensidad  <|ue  en  ¿ 
período  anterior.  Es  la  época  en  que  la  plat¿ 
deja  «le  ser  moneda  en  varios  países  conven- 
dos  al  monometalismo  de  oro  y  déla  refonr.a 
en  la  circulación  monetaria  en  Italia  y  Paí<e* 
Bajos  que  la  purifican  del  papel  moneda  q:¿ 
la  invadía.  El  oro  fué  más  apreciado  t1> 
precios  se  resintitrron:  fué  un  freno  parad 
alza.  En  Francia  la  crisis  está  caracteriiv. 
por  el  crack  de  la  Utiión  general  y  por  h  t\- 
ralización  en  la  ejecución  de  obras  púSIicvr 
en  la  construcción  de  ferrocarriles.  Una  mal 
titíid  de  bancos  c<aen.  arrastrados  por  Ij 
quiebra  de  los  establecimientos  ¡ndn^trialf? 
que  ell'^s  habían  fomentado  y  prote^  lo.  Er 
18S3  el  lecairniento  econ6»nico  se  h  ice  sentir 
en  los  Estados  Unidos  y  re|>ercutc  cnlaia- 
dustria  del  fierro  y  también  en  lo»  países  q«. 
como  Inglaterra  y  Alemania,  les  proporcí- 
nan  rieles  y  material.  En  1884,  iiiaeren  ice 
chos  bancos  en  los  Estados  Unidos. 

La  crisis  de  1890  presenta  la  part¡cnlan<1a i 
de  no  haber  sido  precedida  sino  ponm^^r'^'- 
rrollo  breve  y  poco  intens  \  De  1885  á  l*iv' 
el  desarrollo  en  Europa  está  caracteriw-^* 
por  la  afluencia  de  capitales  hicia  los  iwí« 
nuevos  (repúblicas  sud  americanas).  .\  p*^^' 
de  1886  el  desarrollo  es  activo  en  los  Esti'i> 
Uniílos.  En  esa  época  la  industria  del  fierrr 
en  América  había  tratado  de  reglamentarla 
producción  por  un  convenio  (entente)  con  t 
objeto  de  evitar  las  alternativas  de  prods 
ción  violenta  y  decaimiento.  Camegiehiioc 
pool  del  riel  en  1888.  La  bija  de  los  prea'^ 
no  se  manifiesta  en  los  Hlstados  Unidos  s\no 
en  1893,  gracias  especialmente  á  la  tan» 
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Mac-Kínley  fl890)  que  apartó  la  competen- 
cm.    í-#fi  crisis  S''  produjo  en  Ingflaterra  á  con- 
secuencia «le  las  pénliílas  sufrí. las  en  inversio- 
nes ext'-riores  ^crí'itü  B  in'n').   La   revolución 
en    \r^»*ntina  vino  á  aj^regars<f  poniendo  ter- 
mino ^  las  importaciones  de  la  industria  in- 
glesa. Esta  también  sufrió  de  la  tarifa  ameri- 
cana.    En  los   Estados  Unidos,  la  crisis  aca- 
rrea la  caída  del  pool   Sobre  sus  ruinas  se  le- 
vanta el  trwit.  Cariiegie.  gracias  á  su  arreglo 
con  Roi'k^.'ff'^ller,   llega  á  ser  el  principal  pro- 
ductor de  acero  y  el  que  lo  produce  m.4s  ba- 
rato.   Los  otros  grandes  productores  se  ven 
oblígidos,  por  su  parte,  á  fisionarse. 

El  f>erio  lo  de  18í)5   /í  1000,  que  precedió  la 
crisis  íle  1900,   ha   sido  sfñalado  por  el  naci- 
mient<^  de  nuevas  formas  económicas  'c/ir- 
teJls,  trusts^.   Hny   que  tomar  nota,  por  una 
parte  que  los  cartells  no  han  podido  suprimir 
ó  atenuar  la   crisis  en    Alemania   y  que  por 
otrí^    parte,   la  crisis  de  1900  no  ha  cansado 
daño  alguno  en   los   E'«tados  Unidos;  de  ma- 
nera rpie  éstos  no   han   tenido   su  ori'íis  dece- 
nal.   En  Alemania,   la  industria  elértric  i  y  la 
con^trncnón  de  ferrocarriles  de  interés  local, 
faví>refida   por  la  lev  prusiana  de  1892,  die- 
ron la  señal   del   nuevo  desarrollo   Las  cons- 
trucciones marítiaiis  fmTnna  mercante,  ma- 
rina  de  guerra)  desemp  mirón   también   un 
gran    papel.    A    partir  de  189fi  los  astilleros 
alemanes  estaban  organizados  y  bien  provis- 
tos de    maquinaria    v  los  pedidos  llegaron  en 
gran  núfnero.  La  industria  minera  v  metalúr- 
gica entró,   gracias  ^   ésto,  en  un  perír»do  de 
prosperidad  sin    precedente.    Los   bancos  ale 
manes  intervinieron   poderosamente  en  el  de 
sarrollo  de  la   industria   del  fierro,  emitiendo 
y  adquiriendo  acciones  r  obligaciones  de  los 
establecimientos    metalúrgicos.    Después    de 
IS'IB  se  produce  un   fenó-neno  de  integración 
industrial:  algunos  establecimientos  metalúr- 
gicos compran   minas  de  hulla  y  de  mineral, 
alsjunas  fábricas  de  acero  compran  grandes 
hornos  y  algunas  fábricas  para  laminar  ace- 
ro compran  fundiciones. 

La  prosperidad  general  se  extiende  á  las 
otras  industnas  (cons*^rucción,  industrias 
textiles,  etc.)  y  se  produce  una  alza  general. 
La  emigración  disminuye  y  la  inmigración 
aumenta,  especialmente  en  los  nuevos  depó- 


sitos de  hulla.  En  Oberhausen  sohiíe  16.000 
obrrros,  h  ibía  6  000  extranjeros  (polacos, 
italianos,  húngaros,  etc.) 

El  desarrollo  americano  viene  desde  1897 
y  se  prolonga  hasta  1902  1903.  Este  período 
es  notable  por  la  gran  duración  del  desarro- 
llo y  su  prolongación  después  de  1900.  Se  de- 
be á  la  concentración  industrial  y  á  la  nueva 
política  de  la  gran  industria  que  emplea  sus 
utilidades,  no  en  distribuir  grandes  dividen- 
dos sino  en  mejorar  la  maquinaria  y  en  bajar 
el  costo  de  producción.  Pero  el  hecho  sobre- 
saliente es  la  concentración  por  la  formación 
de  trusts  y  de  cartells  le  trusts.  En  1900,  los 
grandes  trusts  déla  industria  del  fierro  llega- 
ron á  un  acuerdo  y  formaron  la  corporación 
del  acero  que  es  dueño  del  50  al  70%  de  la 
industria  del  fierro  en  América. 

En  cuanto  á  precios,  los  cartells  america- 
nos han  sido  moderados.  Esos  cartel's  no 
comprenden  sino  pocos  miembros  (3 ó 4);  por 
o»^ra  parte,  la  corporación  del  acero  domina 
e-i  cuatro  cartells  de  productos  más  pesados. 
Es,  pues,  fácil  al  cartel  1  americano  el  fijar  la 
producción  y  los  precios  y  aún  el  consumo 
alzando  ó  bajando  los  precios.  Como  á  pesar 
délos  pedidos  de  productos  de  la  industria 
del  fierro,  los  precios  no  subían,  el  consumo 
ha  podido  aumentar  y  el  desarrollo  se  ha 
prolongado.  El  trust  figura,  pues,  como  un 
regulador  de  la  producción  y  de  los  precios. 

La  señal  del  decaimiento  fué  dada  por  la 
Rusia  después  de  terminadas  las  grandes  lí- 
neas de  Siberia  y  de  Manchuria.  La  crisis  re- 
percutió en  el  extranjero.  En  Alemania  la  in- 
dustria ele  trica,  la  de  las  m^lquinas  y  de  los 
ferrocarriles  fueron  las  primeras  af.*ctadas  y 
arrastraron  á  las  demls.  En  estas  condicio- 
nes, los  cartells  tuvieron  más  dificultad  para 
reglamentar  la  producción  y  los  precios;  en 
algunos  casos  fueron  disueltos,  mientras  que 
en  otros,  el  movimiento  de  concentración  se 
acentuó  v  nacieron  emoresas  fuertemente  fu- 
sionadas. En  1903,  los  cartells  de  algunos 
productos:  "igas,  rieles,  planchas  de  acero  y 
otros  se  fusionaron  y  formiron  el  cartell  m^is 
grande  que  se  ha  visto  en  Alemania,  el  Stfibl- 
werksvérband.  La  industria  alemana  parece, 
pues,  evolucionar  hacia  la  disolución  de  los 
cartells  en  su  forma  actual  y  hacia  la  crea- 
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ción  de  poderosas  fábricas  sobre  el  modelo 
del  trust,  que  llevarán  el  producto  desde  su 
forma  bruta  hasta  su  forma  manufacturada 
(fábricas  Krupp)  y  que  se  organizarán  encar- 
tclls.  Es  de  desear  que  éstos  no  abusen  de  su 
poder,  porque  de'otra'manera  se  hará  forzoza 
la  intervención  del  Estado. 

En  resumen,  los  cartells  alemanes  de  1900 
han  fracasado  en  los  dos  objetos  que  perse- 
guían: supresión  ó  al  menos  atenuación  de  la 
crisis  económica,  detenimiento  del  movi- 
miento de  concentración  capitalista  por  la 
conservación  de  pequeñas  empresas  (Mittels- 
tandspolitik). 

Después  de  trazar  la  historia  de  las  crisis 
económicas,  d  autor  trata  de  desprender  de 
ese  conjunto  de  hechos,  siempre  los  mismos, 
el  mecanismo  del  desarrollo  de  las  sociedades 
económicas  modernas.  La  producció'i  de  ma- 
quinaria es  la  característica  de  la  época  mo- 
derna. Supone  un  ahorro  anterior  dispuesto 
á  emplearse  en  la  obra  de  la  producción. 

La  afluencia  más  ó  menos  intensa  del  aho- 
rro hacia  la  industria,  constituye  el  secreto 
del  mecanismo  de  nuestras  sociedades.  Si  el 
ahorro  se  emplea  en  la  industria,  la  cantidad 
de  los  consumos  industriales  aumenta  y  con 


ella  los  precios,  con  los  precios  las  atili'la.c* 
y  con  las  utilidades  el  capital  dispuesto  ¿tr 
picarse  en  la  industria.  Después  de  cierto  tic: 
po  de  prosperidad  de  que  participan  toda>  h'- 
clases  de  la  sociedad,  viene  la  crisis.  Afecta 
generalmente,  las  nuevas  empresas,  aqi;er:'.> 
que  han  tenido  que  soportar  los  gastos  rí- 
considerables,  porque  han  sido  fundadas  e: 
los  momentos  en  que  estaban  másalto^'/* 
gastos  de  instalación,  la  tasa  de  lossalaH'S 
el  precio  de  las  materias  primas,  etc..  v gíí, 
por  consiguiente  arrojan  pérdidas  ó  uu.i¿v 
des  insuficientes.  El  espíritu  de  empresa  b 
ido  demasiado  allá  y  retrocede.  El  ahorrr 
abandona  á  la  industria  y  se  invierte  en  ral> 
res  del  Estado.  El  pedido  de  productos  «e  de- 
bilita; los  precios  bajan.  Al  fin  del  período  de 
decaimiento,  los  precios  han  bajado  tanto } 
ha  aumentado  tanto  el  capital  acumnladofic 
poder  emplearse  en  la  industria,  que  se  h: 
recurrido  las  condiciones  necesarias  paraijH 
se  produzca  un  período  de  desarrollo.  U: 
ferrocarril,  por  ejemplo,  que  habría  sido  in: 
posible  construir  cuando  los  materiales e>ta 
ban  50  ó  60%  más  caros,  se  hará  po^iíi'ey 
así  nace  el  impulso  para  un  movimietiiogcrc 
ral  de  alza. 


Continuará). 
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OBRAS 

(Continuacióíi) 

El  autor  pasa  enseguida  al  examen  de  las 
diversas  teorías  por  las  cuales  se  ha  tratado 
(k  explicar  las  causas  de  las  crisis  y,  después 
de  haber  mostrado  los  puntos  débiles  ó  la  in. 
suficiencia  de  esas  teorías,  estima  que  es  nece- 
sario reconocer,  como  lo  han  hecho  otros  au- 
tores, que  la  crisis  tiene  su  causa  en  el  flujo  y 
el  reflujo  del  ahorro   hacia  la  industria.  Atri- 
buye las  causas  de  este  fenómeno  á  la  apari- 
ción y  desaparición  del  es[)íritu   de  empresa, 
entendiendo  por  esto  la  posibilidad  de  un  pro- 
vecho.   Ksta  posibilidad  desaparece,  como  lo 
hemos    visto,  cuando  el  costo   de  producción 
sube  demasiado. 

Los  remedios  para  las  crisis  pueden  dividir- 
se en  dos  grupos  según  tengan  por  objeto  ate- 
nuar la  intervención  délas  crisis  ó  suprimirlas 
c(im|)letamente.  En  el  primero  puede  contarse 
la  j)rop()sición  para  establecer  un  servicio  de 
estadística  (oferta  y  demanda  de  productos, 
de  capital  y  de  trabajo,  precio  de  las  merca- 
derías,  etc  )   destinado  á  permitir  que  el  in- 
dustrial no  produzca  tan  á  ciega?  como  aho- 
ra.  Lo  mismo  puede  decirse  de  las  medidas 
legislativas  que  pueden  tomarse  (leyes  sobre 
sociedades,  sobre  ventas  á  plazo,  etc  )  sin  de- 
sanimar, sin  embargo,  el  espíritu  de  empresa. 
Otros  remedios  consisten   en  hacer  ejecutar 
los  trabajos  públicos    durante  el  período  de 


depresión,  lo  que,  por  lo  demás,  es  ventajoso 
para  el  Estado  ya  que  los  precios  están  en 
tonces  más  bajos  que  nunca,  ó  en  recurrir  á 
las  medidas  aduaneras  para  facilitar  la  ex- 
portación del  exceso  de  producción.  La  eleva- 
ción de  la  tasa  del  descuento  es  también  un 
remedio  cuya  eficacia  sobre  la  liquidación 
de  una  crisis  está  bien  establecida,  ya  que  los 
comerciantes  tienen  más  interés  en  vender  sus 
valores  ó  sus  mercaderías  que  en  soportar  un 
crédito  demasiado  caro. 

Con  el  objeto  de  suprimir  las  crisis,  algu- 
nos autores  han  propuesto  fijar  legalmente  la 
parte  del  asalariado  en  el  producto  social  to- 
tal. Para  ellos,  el  salario  aumenta  menos  lige- 
ro que  la  producción  del  trabajo,  y,  por  con- 
siguiente, el  consumo  obrero  crece  menos  li- 
gero que  la  producción  social  y  de  allí  pro- 
viene el  exceso  de  producción.  Para  obviar  á 
este  aumento  insuficiente  del  consumo  de  los 
obreros,   Rodbertus    propone  atribuirles    un 
tanto    por    ciento    en    la  producción  social. 
Otros  quieren,  para  evitar  las  alzas  de  precio 
á  que  atribuyen  las  crisis,   limitar  la  utilidad 
por  medio  de  una  disposición  legal  y  fijarla 
en  el  7'/(  (teoría  de  May).  Por  fin,  hay  que  ci- 
tar la  teoría  colectivista  que  preveía  una  re- 
petición más  y  más  frecuente  de  crisis  cada 
día  más  intensas,  que  terminarían  con  la  de- 
saparición violenta  de  la  economía  capitalis- 
ta. Sin  embargo,  los  hechos  manifiestan  que 
las  crisis  han  ido  atenuándose  en  Europa  des- 
pués de  1873  y,  por  otra  parte,  los  Estados 
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Unidos,  cuyo  desarrollo  en  el  sentido  de  la  ca- 
pitalización ha  sido  tan  considerable,  no  han 
sufrido  ninguna  crisis  general  de  sobre-pro- 
ducción después  de  1893. 

El  autor  investiga  después  si  los  cartells  6 
los  trusts  no  podrían  servir  de  reemdio  á  las 
crisis.  Analiza  primero  el  cartell  que  ha  sido 
una  concepción  de  la  economía  política  ale- 
mana teórica.  El  cartell  debía  ser  el  regulador 
de  la  organización  económica;  reglamentando 
la  producción  se  pensaba  evitar  las  depresio- 
nes que  siguen  á  las  crisis  de  sobre-producción; 
reglamentando  los  precios  se  esperaba  dete- 
ner esas  alzas  colosales  de  los  valores  seg^i' 
das  de  aniquilamiento  súbitoque caracterizan 
las  crisis.  Pero  en  la  aplicación  de  estos  prin- 
cipios los  teóricos  equivocaron  el  camino.  Dis- 
tinguieron la  política  que  debía  seguirse  du- 
rante el  desarrollo  de  la  que  debía  practicarse 
durante  el  período  de  decaimiento.  Durante  el 
desarrollo,  preocupados  en  mantener  la  esta- 
bilidad de  los  precios,  aconsejaban  á  los  car- 
tells el  moderar  el  alza,  para  no  desalentar  el 
consumo;  en  cuanto  á  la  producción  se  desin- 
teresaban de  ella;  debía  tratar  de  organizarse 
de  manera  de  satisfacer  á  la  demanda.  Duran- 
te el  período  de  depresión,  dominados  por  la 
idea  de  que  la  crisis  es  la  sobre-producción, 
trataban  de  remediar  ésta  y  aconsejaban  dos 
medios:  la  limitación  de  la  producción  y  la 
venta  á  bajo  precio  al  exterior  de  la  sobre- 
producción. 

Durante  el  período  de  desarrollo,  los  car- 
tells han  sido  moderados  en  el  alza  de  los  pre- 
cios, al  menos  hasta  1899.  Pero  los  cartells 
no  estaban  bastante  generalizados.  Muchos 
productores  de  objetos  fabricados  quedaron 
fuera  del  movimiento  (la  industria  de  las  má- 
quinas por  ejemplo)  y  aprovecharon  para 
subir  sus  precios.  Al  ver  eso,  los  cartells  de 
materia  prima  quisieron  recuperar  el  tiempo 
perdido  é  impusieron  precios  elevados  á  sus 
compradores.  Durante  el  período  de  decai- 
miento, siguiendo  en  eso  las  ideas  de  los  teó- 
ricos, limitaron  la  producción,  vendieron  la 
sobre-producción  en  el  extranjero  á  precios 
muy  bajos  y  mantuvieron  precios  elevados  en 
el  interior.  Fueron  esos  otros  tantos  errores 
económicos.  Al  mantener  los  precios  eleva- 
dos, precipitaban   la   ruina   de  sus  compra- 


dores;  al  limitar  la  producción  para  mantt- 
ner  el  precio,  retardaban  la  liquidacióo  de 
la  crisis  que  habría  sido  favorecida  por  ona 
baja  en  el  precio  de  las  materias  primas  'hí- 
lia,  coke,  fundición,  etc.);  al  exportar  á  pre- 
cios  tan  bajos  perjudicaban  la  industria  na- 
cional. 

Los  cartells  deben  ser  reformados.  El  ejetn- 
plo  de  los  Estados  Unidos,  prueba  por  1. 
demás,  dice  el  autor,  que  son  tina  institu- 
ción de  la  cual  no  puede  esperarse  que  pro- 
.  duzcan  el  desaparecimiento  de  las  crisis  eco- 
nómicas. Pero  el  cartell  americano  ha  poíli 
do  seguir  una  política  racional  gracias  á  los 
caracteres  especiales  de  la  organización  de  la 
producción  en  los  Estados  Unidos.  Cuando 
los  pedidos  tendieron  á  disminuir,  en  19*»:. 
se  establecieron  bajas  enormes  en  los  precios. 
El  cartell  (pool),  pudo  adoptar  esta  medi<la 
radical,  porque  es  una  asociación  de  trusts  j 
había  seguido  durante  el  período  de  de  sa- 
rrollo,  una  política  de  reducción  del  costo 
de  producción,  realizada  por  la  eliminación 
de  los  organismos  inferiores  de  la  producción 

Estaba,  pues,  preparado  para  hacer  frenif 
á  la  baja  de  los  precios.  Por  otra  parte,  al 
centralizar  los  pedidos,  el  trust  estaba  en 
aptitud  de  apreciar  las  limitaciones  que  de- 
bían introducirse  en  la  producción,  no  para 
subir  los  precios,  sino  para  adaptar  la  priv 
ducción  á  la  demanda. 

Los  cartells  alemanes,  por  el  contrarío,  te- 
nían varios  defectos:  eran  demasiado  nume- 
rosos para  un  mismo  ramo  de  empresas  de- 
masiado divididos  por  los  diversos  ramos  Je 
empresas  distintas,  insuficientemente  defendi- 
dos respecto  de  sus  miembros  para  poder  ener- 
cer  sobre  la  producción  y  los  precios  una  in- 
fluencia decisiva;  por  otra  parte,  se  consiue- 
raban,  antes  de  1900,  como  los  protectores 
de  los  pequeños  industriales  y  basaban  scs 
precios  en  el  costo  de  producción  de  sus  miex- 
bros  menos  favorecidos;  lo  que  fué  desastro- 
so en  el  período  de  decaimiento,  porque  1'^^ 
obligó  á  mantener  precios  elevados.  El  car- 
tell alemán  ha  sido  un  regulador  defectuoso. 
é  impotente;  para  llegar  á  ser  eficaz,  deberá 
evolucionar  hacia  la  organización  de  los  car- 
tells en  trusts  de  los  Estados  Unidos.  Por  lo 
demás,  en  la  industria  alemana  se  está  ten- 
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fi cando  una  transformación  en  ese  sentido. 
Se  efectúa  en  ella  un  triple  movimiento  de 
concentración  bajo  la  forma  de  fusión  (reu- 
nión de  empresas  idénticas)  y  de  integración 
(reunión  en  una  misma  empresa  de  procedi- 
mientos diversos  de  producción)  y  de  fusión 
de  cartells  (Stahlwerkswerband), 

Daniel  Crick. 
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cardo  Oyuelos.  Un  volumen  de  3^"^  pá^v- 
Biblioteca  Scaevola. —  Madrid. 
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REVISTAS 
Estados  Unidos 

Columbia  Law  /?ev/cw.— Núiti.  5,  mayo  de 
1907. 

El  impuesto  sobre  los  bienes  muebles  ante 
la  Constitución  Federal. 

¿Cuál  es  el  pólice  power,  esto  es  las  faculta- 
des internas  de  cada  Estado  ante  la  Consti- 
tución Federal? 

La  atribución  de  los  tribunales  de  declarar 
la  inconstitucionalidad  de  las  leyes. 
Notas.  — Fallos  recientes.— Librosy  revistas. 
Xúm.  6,  junio  1907. 
J^a  interpretación  de  la  ley  y  la  moral. 
La  estafa  y  el  caso  de  Perkins. 
La  apropiación  y  la  estafa  el  caso  de  "Re- 
gina VS.  Ashweir*. 
Xotas.— Fallos  recientes.— Librosy  revistas. 
Harvard  Law  ^cr/ew.— Núm,  7,  maj'o  de 
1907. 

Incompatibilidad  de  las  ocupaciones  de  po- 
licía con  los  empleos  públicos. 

La  transferencia  de  las  tierras  según  la  an- 
tigua legislación  inglesa. 

Notas.— Fallos  recientes.—  Libros  y  perió- 
dicos. 
Núm.  8,  junio  1907. 
La  diferente  situación  legal  de  los  socios 


que  no  han  cjuebrado  en  una  sociedad  decía 
rada  legalmente  en  quiebra  bajo  el  imperio  de 
las  disposiciones  de  la  ley  sobre  quiebras  de 
1898, 

Roma  y  la  ley. 

Un  caso  de  marcas  de  fábrica. 

Notas.— -Fallos  recientes.— Libros  y  perió- 
dicos. 

American  Law  /?e ríe vv.— Núm.  3,  mayo- 
junio  1907. 

Mr.  Samuel  B.  Clarke  y  el  Comité  Arms- 
trong  sobre  legislación  de  seguros  sobre  la 
vida. 

Evolución  déla  ley  referente  á  los  boycotts. 

Hasta  qué  punto  tienen  fuerza  de  ley  las 
reglas  y  disposiciones  dictadas  por  los  de- 
partamentos federales. 

Diversos  procesos  ó  sistemas  de  ley. 

Demandas  seguidas  por  individuos  contra 
los  Estados  ante  las  Cortes  Federales. 

VA  control  ejecutivo  de  la  legislatura. 

Notas  sobre  derecho  internacional. 

Notas  corrientes.— Fallos  recientes  y  reso- 
luciones referentes  al  comercio  entre  los  Es- 
tados. 

Libros  y  revistas. 

Michigan  Law  i?ev/eM'.  — Núm,  7,  mayo 
1907. 

El  profesor  Kales  y  la  ley  común  respecto 
de  los  tenedores  de  propiedades. 
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Aspecto  comercial  de  la  unificación  de  las 
leyes  de  los  diversos  Estados. 

El  jurado  en  Escocia. 

Los  estudios  de  humanidades  y  los  estudios 
clásicos  como  una  preparación  para  las  leyes. 

Notas  y  comentarios. 

Fallos  recientes.— Literatura  legal. 

Núm.  8,  junio  1907. 

Una  Constitución  escrita  bajo  algunos  de 
sus  aspectos  históricos. 

La  ley  Beveridge  sobre  el  trabajo  de  los  ni- 
ños y  la  potestad  del  Estado. 

La  constitucionalidad  de  la  legislación  fe- 
deral referente  á  los  empleos  y  empleados  que 
se  ocupan  en  el  comercio  entre  los  Estados  y 
con  el  extranjero. 

Notas  y  comentarios. 

Fallos  recientes.    Literatura  legal. 

American  Law  /?ec/síe*r.— Universidad  de 
Pensilvania.—  Fundado  en  1852.—  Num.  1, 
enero  1907.  . 

En  memoria  de  James  Wilson.  Progresos 
de  la  ley.  Libros  y  Revistas.— Periódicos. 

Xúm.  2,  febrero  1907. 

¿Pueden  los  Estados  Unidos  por  un  trata- 
do conferir  á  los  japoneses  residentes  en  Cali- 
fornia el  derecho  de  asistir  á  las  escuelas  pú- 
blicas?—Las  calles  como  deslindes  en  Pensil- 
vania  Progresos  de  la  ley Libros  y  revis- 
tas.—Periódicos. 

Núm.  3,  marzo  1907. 

Justicia  ejecutiva— Transferencia  de  pro- 
piedades y  fraudes Progresos  de  la  ley — No. 

tas Libros  y  revistas. 

Núm.  4,  abril  de  1907. 
William  Morris  Mereditli.— Progresos  de  la 
ley — Notas — Libros  y  revistas. 

Núm.  5.-Mayo  de  1907. 
Cristóbal  Colón  Langdell.— Progresos  de  la 
ley.— Libros  y  revistas Periódicos. 

Méjico 

Diario  de  Jurisprudencia.— 'Núms,  28  á  40, 
19junioá25  de  julio  de  1907  y  núms.  53  á 
79,  I^á31dejüliodel907. 

Jurisprudencia.— Estudios  Jurídicos, 


Bolivia 

Revista  Nacional  de  Jurisprudencia,  Le^h 
lación  y  Administración.^SixQTt.^  Toma  I. 
Núm.  13,  julio  15  de  1907. 

Impedimentos  dirimentes. 

Estatutos  personales  y  reales. 

Ley  y  reglamentos  de  aguas. 

Jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema,  ik- 
cretos  y  resoluciones  supremas.— Bibliogn.- 
fía  de  revista  de  revistas.—  Crónica.— Correa 
pondencia. 

Costa  Rica 

E!  Foro.— San  José  de  Costa  Rica,- Tu- 
mo III,  núm.  2,  15  de  junio  de  1907. 

La  Ley  de  Imprenta.— Reforma  Constitu- 
cional.— Impulso  irresistible.—  Eximente  & 
del  artículo  10  del  Código  Penal  de  Costa 
Rica.— Giosué  Carducci.— Jurisprudencia  Xa 
cional.— Colección  de  las  principales  Consti- 
tuciones políticas  del  mundo.— Labor  del  Co 
legio  de  Abogados  en  la  muy  importaste 
obra  del  Código  de  Procedimientos  Pens 
les.—  Doctrina  importante.—  Bibliografía  - 
Notas. 

OBRAS 

Los  principios  de  derecho  admmistrath 
en  los  Estados  Unidos,  por  M.  Frank  J.  Good- 
now,  profesor  de  derecho  administratiroec 
el  Columbia  College.  Traducción  francesa 
por  A.  y  Gastón  Jéze.— París,  1907.  Un  to! 
in-8^.  V.  Giard  et  E.  Brifere,  editores,  16calie 
Soufflot  y  12,  calle  Toullier. 

En  Inglaterra  y  en  Estados  Unidos,  el  dere- 
cho administrativo  ha  sido,  en  general,  tar 
ignorado,  que  un  autor  ha  llegado  á  neíar 
su  existencia. 

Mr.  Goodnow  no  piensa  de  esta  manerj 
En  sil  nueva  obra  se  dedica  al  principio  á  d^ 
finir  el  rol  de  la  administración.  Segnne 
mientras  la  política  se  ocupa  de  traiar  c 
rumbo  que  debe  seguir  el  Estado  6  de  eip« 
sar  su  voluntad,  la  administración  tiene  po: 
misión  el  ejecutar  esta  voluntad.  Debe  po' 
consiguiente  estar  sometida  al  control  de  j  ^ 
política,  pero  es  necesario  que  haya  armo- 
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nía  entre   estas  dos  instituciones   diversas. 
Las   autoridades  encargadas  de  la  adminis- 
tración   deben  tener  cierta  independencia  de 
acción  y  no  limitarse  á  servir  á  la  organiza- 
ción de  un  partido.  Su  función  es  aplicar  la 
ley  eficaz  é  imparcialmente.  La  preocupación 
de  la  imparcialidad  es,  sin  duda,  la  preocupa- 
ción    primordial  de    los    anglo-americanos; 
quieren    tener  jueces  independientes   no  sólo 
política  sino  también  legalmente,  y  su  princi- 
pal temor  es  el  de  que  las  corporaciones  neta- 
mente  políticas  puedan  llegar  á  ejercer  un 
control  en  la  organización  de  la  justicia.   El 
derecho   administrativo  es,  pues,  según  Mr. 
Goodnow,  "aquella  parte  del  derecho  que  fija 
la  organización  y  determina  la  competencia 
de  las  autoridades  encargad-^s  de  ejecutar  la 
lev  y  que  indica  á  los  individuos  los  remedios 
contra  la  violación  de  sus  derechos*'.  Seme- 
jante concepto  tan  diverso  del  nuestro,  debía 
engendrar  consecuencias  muy  diferentes  de 
aquellas  á  que  nosotros  hemos   llegado.  Así, 
por  ejemplo,  la  teoría  de  la  separación  de  los 
poderes,  al  pasar  el  Atlántico,  ha  perdido  su 
carácter  absoluto;  las  leyes  declaradas  incons- 
titucionales por  los  tribunales,  la  confusión 
de  los  poderes  en  los  gobiernos  locales,   el 
nombramiento  de  los  funcionarios  por  el  de- 
partamento legislativo  y  judicial,  su  separa- 
ción por  medio  de  una  sentencia,  muestran 
hasta  qué  punto  el  dogma  de  Montesquieu 
ha  sufrido  modifícaciones  en  el  derecho  ame- 
ricano.    Nos    ha    llamado    especialmente    la 
atención  aquella  parte  de  la  obra  que  se  refi*- 
re  á  la  protección  de  los  derechos  individuales 
y  á  los  numerosos  recursos  dados  á  los  ciu- 
dadanos contra  los  abusos  de  las  autorida- 
des.  Si  bien  es  cierto  que  en  la  cumbre  del  po- 
der ejecutivo,  el  Presidente  de  la  República, 
es  á  la  vez  jefe  administrativo  y  político  del 
gobierno  nacional  y  que  ejerce  su  control  y 
su  dirección  sobre  los  actos  de  todos  los  fun- 
cionarios á  quienes   tiene  el  derecho  de  sepa- 
rar, también  lo  es  que  la  mayor  parte  de  sus 
resoluciones,  en  caso  de  exceso  de  poder,  pue- 
den ser  anuladas  por  los  tribunales.   Lo  mis- 
mo ocurre  con  los  actos  de  los  gobernadores 
y  de  los  jefes  de  los  departamentos. 

Los  tribunales,  tribunales  civiles,  crimina- 
les ó  especiales,  tienen  facultad  para  conoce  r 


de  las  acciones  dirigidas  por,  ó  en  contra  del 
Gobierno;  muchas  veces  la  ley  no  puede  ser 
ejecutada  sino  por  la  vía  judicial;  por  fin  pue- 
den cobrarse  indemnizaciones  por  perjuicios 
á  los  funcionarios  responsables  pecuniaria* 
mente  y  como  simples  -particulares,  salvo 
excepdones,  por  los  actos  cometidos  por  ellos 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Los  tribunales  criminales  pueden  negarse  á 
castigar  al  individuo  perseguido  por  el  fun- 
cionario que  ha  extralimitado  sus  poderes  ó 
castigar  á  los  funcionarios  culpables  de  vio- 
lación de  sus  deberes. 

Por  fin,  hay  remedios  extraordinarios:  el 
mandamuSf  para  obligar  á  la  administración 
á  cumplir  lo  que  ilegal  mente  se  había  negado 
á  hacer;  la  prohibition  6  la  iajonction,  para 
impedir  que  la  administración  obre;  el  certío- 
rari,  para  revisar  una  resolución  tomada  por 
ella;  el  babeas  corpas,  para  llevar  ante  los 
tribunales  las  cuestiones  que  susciten  los 
arrestos;  el  quo  warraots,  para  impedir  la 
usurpación  de  una  franquicia  ó  de  un  privi- 
legio. 

El  funcionamiento  de  este  sistema  tan  cla- 
ramente expuesto  pot  Mr.  Goodnow,  es  para 
nosotros  del  mayor  interés. 

Muchos  encontrarán  en  el  estudio  de  los  ro- 
dajes administrativos  de  la  gran  democracia 
americana,  materia  de  enseñanza  y  reflexio- 
nes. Las  restricciones  introducidas  contra  la 
omnipotencia  de  los  agentes  del  Gobierno  por 
el  control  de  los  tribunales  forman  el  comple- 
mento indispensable  de  las  instituciones  de 
un  pueblo  libre;  nuestos  legisladores  podrían 
meditar  útilmente  sobre  la  obra  de  Mr.  Goo- 
dnow. 

P.  GouLÍ:. 

Principales  diferencias  entre  el  Código  Na- 
poleón (1804)  y  el  Código  Guillermo  11  {1900), 
siguiendo  el  orden  del  Código  Napoleón,  por 
M.  G.  V.  Scherer  abogado  del  Tribunal  del 
Imperio,  ün  vol.  in-S"?,   París,  Larose,  1903. 

Este  libro  ha  merecido  un  lugar  entre  aque- 
llos que  se  publicaron  en  la  fecha  del  centena- 
rio del  Código  Civil;  tal  vez  su  método  emi- 
nentemente práctico  hizo  que  escapara  á  la 
atención  de  aquéllos,  que  en  esta  ocasión,  re- 
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copilaron  los  códigos  y  leyes  derivados  y  en- 
gendrados, por  decirlo  así,  por  la  legislación 
de  1804. 

Foreste  motivo  será  sin  dada  más  busca- 
do por  los  hombres  de  derecho  de  Francia 
que  deseen  tener  entre  sus  manos  un  guía  se- 
guro, escrito  en  francés,  que  les  permita  com- 
parar la  legislación  moderna  del  otro  lado 
del  Rhin  con  el  derecho  nacional.  Esta  com- 
paración les  será  fácil  gracias  á  la  publica- 
ción de  M.  Scherer  que  ha  puesto  lado  á  lado 
los  dos  códigos,  artículo  por  articulo,  de  la 
manera  más  exacta.  La  concisión  del  traba- 
jo así  como  también  la  falta  sistemática  de 
toda  explicación  fuera  de  los  textos  le  era  im- 
puesta por  el  deseo  que  tenía  de  hacer  esta 
comparación  lo  más  perfecta  posible.  La  re- 
putación que  el  autor  ha  adquirido  por  sus 
numerosos  trabajos  sobre  la  aplicación  del 
derecho  francés  á  los  países  alemanes  (pro- 
vincia prusiana  del  Rhin,  Hesse  meridional, 
Falatinado  bávaro,  Gran  ducado  de  Badén) 


era  una  garantía  segura  del  valor  de  su  tra 
bajo.  Scherer  es  autor  del  único  comeotan 
del  Código  Civil  alemán  que  esté  más  espe- 
cialmente destinado  á  los  jurisconsuhos  ú 
esos  países,  porque  establece  la  concordiL 
cia  entre  las  disposiciones  del  Código  actaa! 
y  la  legislación  anterior,  de  origen  francés  ¿5 
él  también  quien  ha  editado  la  colecciónde 
las  resoluciones  de  la  Corte  Suprema  de  Leip 
zig,  fundadas  en  el  derecho  francés.  La  ánics 
inexactitud  que  hemos  encontrado  coonsteeo 
que  el  autor  atribuye  arbitrariamente  al  Ce 
digo  alemán  el  nombre  del  emperador  bai? 
cuyo  reinado  apareció;  ningún  texto,  ningu- 
na costumbre  autorizan  hasta  ahora  senr 
jante  denominación,  tanto  más  inofensira  j 
excusable  por  lo  demás  cuanto  que  el  antor 
ha  conservado  al  Código  francés  el  nombre 
imperial  que  los  acontecimientos  han  faecbc 
caer  en  desuso. 


-^^^í^^^i^í^^ 
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OBRAS 

Responsabilidad  de  íos  fundadores  y  admí' 
ntstradores  de  sociedades  anón imaSf  por  Hen- 
ri  Mouret,  abogado  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Tolosa,  2*  edición.  París,  Pichón  y 
Durand.  Auzias,  1907. 

Los  administradores  desempeñan  en  la  vida 
de  las  sociedades  anónimas  un  papel  muy  im- 
portante Aunque  en  derecho  no  son  sino  sim- 
ples mandatarios  sometidos  á  la  vigilancia 
de  los  comisarios  de  cuentas  y  al  control  de 
la  asamblea  general,  sin*embargo,  son  ellos 
los  que  de  hecho  dirigen  los  negocios  socia- 
les, y  esta  influencia  preponderante  puede  te- 
ner á  veces  consecuencias  desagradables  con- 
tra las  cuales  es  necesario  que  los  accionistas 
y  terceros  estén  garantidos. 

El  Código  de  Comercio  sin  embargo  no  im- 
ponía á  los  administ  adores  ninguna  respon- 
sabilidad especial  por  razón  de  su  gestión  y 
lo  sometía  simplemente  á  las  reglas  genera- 
les del  mandato;  pero  las  leyes  de  1863  y 
1867,  al  reglamentar  minuciosamente  la  for- 
mación y  la  gestión  de  las  sociedades  anóni- 
mas que  quedaron  desde  entonces  exentas  de 
la  autorización  gubernativa,  vinieron  á  san- 
cionar con  responsabilidad  efectiva  y  aún  con 
sanciones  penales  el  cumpliniiento  exacto  de 


interesante,  está  dedicada  á  las  acciones  de 
las  nuevas  reglas  por  ella  instituidas. 

M.  Mouret  nos  da  el  estudio  detallado  de 
esta  responsabilidad  y  hay  que  agradecerle 
el  haber  condesado  así  en  una  obra  interesan- 
te y  útil,  todas  las  informaciones  hasta  aho- 
ra esparcidas  en  artículos  de  revistas  y  reco- 
pilaciones de  jurisprudencia. 

En  la  primera  parte  dedicada  á  la  respon- 
sabilidad civil,  el  autor  estudia,  bajo  el  pun- 
to de  vista  doctrinal  y  práctico,  los  dos  ór- 
denes de  hechos,  constitución  y  gestión  de  la 
sociedad,  que  puede  dar  ocasión  á  esta  res- 
ponsabilidad, y  examina  en  seguida  su  exten- 
sión según  que  se  trate  de  la  sociedad  toma- 
da en  conjunto,  de  los  accionistas  conside- 
rados individualmente  ó  de  los  terceros. 

La  responsabilidad  civil  de  los  administra- 
dores no  es  sin  embargo  la  única  en  que  pue- 
den incurrir.  Pueden,  en  efecto,  en  el  curso  de 
su  administración  cometer  sea  delito  de  de- 
recho común,  sea  infracción  á  las  reglas  re- 
lativas á  la  constitución  ó  administración  de 
la  sociedad,  infracciones  que  dan  lugar  á  una 
acción  penal.  Todos  estos  puntos  están  tra- 
tados en  la  segunda  parte  que,  como  la  ante- 
rior, está  redactada  en  términos  muy  preci- 
sos con  indicación  de  la  jurisprudencia  más 
reciente. 

Por  fin,  la  última  parte,  que  no  es  la  menos 
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responsabilidad.  ¿Cuál  es  el  criterio  para  re- 
conocer la  acción  social  6  mandati  de  la  ac- 
ción individual  fundada  en  el  articulo  1382? 
¿En  qué  casos  y  por  quiénes  esas  acciones  pue- 
den ser  ejercidas?  Tales  son  las  cuestiones  que 
estudia  M.  Mouret  con  una  nitidez  y  una  pre- 
cisión tanto  más  apreciable  cuanto  que  ellas 
han  sido  objeto  de  discusiones  numerosas  de 
parte  de  los  autores  y  de  resoluciones  contra- 
dictorias de  los  tribunales. 

El  volumen  termina,  por  fin,  por  un  índice 
alfabético  que  permite  encontrar  fácilmente 
el  dato  preciso  que  se  busca. 

El  trabajo  de  M.  Mouret,  que  es  muy  com- 
pleto, que  está  construido  con  mucho  orden 
y  método  y  que  está  al  corriente  de  las  últi- 
mas expresiones  de  la  doctrina  y  de  la  juris- 
prudencia, constituye,  en  la  materia  especial 
de  la  responsabilidad  de  los  administradores, 
un  guía  muy  útil  y  seguro  para  todos  los  que 
tienen  que  ocuparse  de  está  cuestión. 

AMfiDÉB  MOURRAL. 

La  insalubridad  publica  y  la  expropiación; 
una  ley  necesaria,  por  el  doctor  Eugéne  Gau- 
trez,  Director  de  la  Oficina  de  Higiene  de  la 
ciudad  de  Clermont  Ferraud— 1  vol.  in  8* 
274  p.  París,  Jules  Rousset,  1907. 

La  insalubridad  de  la  habitación  ejerce  una 
influencia  funesta  en  lo  que  se  refiere  á  la 
propagación  de  las  enfermedades  y  especial- 
mente de  la  tuberculosis;  debe  atraer  por 
consiguiente  especialmente  la  atención  de  to- 
dos aquellos  que  se  preocupan  de  la  salubri- 
dad pública. 

El  objeto  que  se  ha  propuesto  el  doctor 
Gautrez  en  este  interesante  estudio  que  viene 
precedido  de  un  prefacio  notable^de  M.  Chey- 
.  sson,  miembro  del  Instituto,  es  el  establecer 
la  necesidad  de  una  ley  relativa  á  la  expro- 
piación por  causa  de  insalubridad  y  el  fijar 
las  bases  sobre  las  cuales  debe  estar  estable- 
cida para  dar  resultados  apreciables  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  higiene,  sin  imponer  gra- 
vámenes excesivos  á  las  Municipalidades. 

Después  de  haber  establecido  la  insuficien- 
cia de  las  leyes  actualmente  en  vigencia  (ley 
de  3  de  mayo  de  1841  y  ley  de  15  de  febrero 
de  1902)  el  autor  hace  una  reseña  de  los  dife- 
rentes proyectos  de  las  Municipalidades  y  de 


los  Congresos  de  Higiene  de  los  projccto*  f< 
ley  de  los  señores  Del ory  y  Siegfricd  y  de'  y 
yecto  del  Gobierno. 

Termina  exponiendo  sus  ideas  propia?  ? - 
bre  lo  que  debe  ser  la  nueva  ley  para  que  res- 
ponda á  las  necesidades  existentes  y  aka^c; 
el  objeto  perseguido.  Establece  la  posibilüil 
de  expropiar  por  zonas,  operación  de  coe/jc- 
to  que  sanea  barrios  enteros  y  que  ha  s:1j 
adoptada  por  la  ley  belga  y  forma  parte  k'. 
proyecto  Debory.  Trata  en  seguida  del  axv 
lúo  de  la  indemnización  en  una  suma  igual  z 
valor  sanitario  del  inmueble,  es  decir,  ded:::- 
ción  hecha  del  valor  de  los  trabajos  exigid  -i 
por  la  insalubridad,  base  adoptada  por  ¡a  'xj 
inglesa  de  18  de  agosto  de  1890  y  por  el  xn  t 
Siegfried  en  su  proposición-  Es,  por  fin,  ;: 
simplificación  del  procedimiento  y  la  poM-i* 
lidad  de  un  recurso  de  casación,  la  crcaci-s 
hecha  por  las  ciudades,  de  alojamiento  dc>- 
tinados  á  recibir  á  los  arrendatarios  de  !-? 
inmuebles  expropiados,  la  reventa  hecba  por 
las  comunas  de  los  terrenos  que  no  utilíiaa 
con  derecho  de  prioridad  para  los  antig*>< 
propietarios. 

Hay  entre  estas  ideas,  un  punto  especial- 
mente controvertido  y  sobre  el  cual  el  doctor 
Gautrez,  que  tiene  á  su  favor  la  proposici:2 
Sie^ried  y  la  ley  inglesa,  está  en  desacoerio 
con  el  proyecto  del  Gobierno:  es  la  cuest^ct 
de  la  indemnización  que  se  debe  al  profñeu- 
rio.  El  autor  propone  atenerse  al  solo  rir* 
sanitario  del  inmueble.  El  proyecto  del  Go- 
bierno no  establece  nada  semejante,  mantir 
ne  el  sistema  de  la  ley  de  1841  en  ese  putit: 
y  propone,  como  medio  de  aliviar  á  la  cocc- 
na  de  ese  gravamen  tan  pesado,  el  aa tomar 
la  adquisición  de  los  inmuebles  que  por  in- 
sola situación  están  llamados  á  aumentar  d' 
valor  con  los  trabajos.  ¿Quedará  así  me; : 
asegurada  la  defensa  de  la  propiedad  r 
vada? 

Es  la  cuestión  tan  ardua  del  conflicto  ^ 
interés  público  y  de  los  intereses  privad  f 
sobre  la  cual  será  talvez  muy  difícil  llqrar . 
un  acuerdo,  á  pesar  de  que  la  teoría  del  do^t: 
Gautrez  e«tá  muy  hábilmente  prcsentaia  t 
tiene  á  su  favor  argumentos  muy  serios, 

Henri  Lavoliíl 
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Las  escuelas  económicas  en  el  siglo  XX.  La 
escueJn  indiviávulista,  el  Socialismo  de  Esta- 
do, por  A.  Béchaiix,  miembro  correspondien" 
te  del  Instituto  de  Francia,  profesor  honora- 
rio de  economía  política  y  de  la  ciencia  de  las 
fianzas  en  la  facultad  libre  de  derecho  de  Li- 
lle,  in  89  de  332  págs.  París,  1007,  Arthur 
Rousseau  ct  Alean,  editores,  8  fs. 

El  economista  que  enseña  en  las  Universi- 
dades no  sospecha  la  acción  que  ejercerá  su 
pensamiento  y  la  impresión  que  ha  de  dejar 
en  los  jóvenes  estudiantes.  En  la  edad  feliz  de 
los  veinte  años  en  que  el  joven  elige  su  carre- 
ra, ofrece  á  sus  maestros  una  inteligencia  de- 
seosa de  saber,  ansiosa  de  verdad,  pero  tam- 
bién impresionable,  maleable,  permeable. 
El  profesor  de  economía  política  tendrá  una 
influencia  talvez  decisiva,  pero  con  dos  con- 
diciones, que  su  enseñanza  sea  "viva"  y  **con- 
vincente".  ¿Cómo  lo  será?  Es  lo  que  investí" 
ga  N.  Bechaux.  En  una  obra  anterior  estudió 
la  escuela  económica  francesa;  este  primer 
volumen  ya  ha  sido  traducido  al  alemán  y  al 
español.  En  el  nos  habla  de  la  escuela  indi- 
vidualista que  ha  imperado  durante  todo  el 
fin  del  siglo  XVIII  y  la  mayor  parle  del 
XIX. 

El  autor  expone  cómo  las  doctrinas  de  esta 
escuela  han  sufrido  lentas  pero  numerosas 
transformaciones.  Era  al  principio  lo  que  lla- 
maban la  escuela  inglesa,  eran  las  doctrinas 
de  Adam  Smith,  para  no  noml'rfir  í^ino  e 
más  célebre,  doctrinas  reproducidas  en  Fran- 
cia por  J.  B.  Say  y  muchos  otros.  Durante 
mucho  tiempo  estas  doctrinas  no  fueron  dis- 
cutidas, pero  después,  poco  á  poco  la  contra- 
dicción nació.  Se  tachaba  á  esta  escuela  de 
preocuparse  mucho  más  del  producto  cjue  del 
productor,  de  la  riqueza  pero  no  de  h.'s  boni 
bres,  ni  de  los  obreros.  Desde  mediados  del 
último  siglo,  los  economistas  franceses,  espe- 
cialmente, se  habían  preocupado  considera- 
blemente de  los  obreros.  Pero  acudían  á  la 
iniciativa  individual;  recomiendan  las  insti- 
tuciones patronales  é  incitan  á  los  obreros  á 
fundar  Cooperativas  y  Mutualidades.  "La 
economía  política  se  clasifica  entonces  entre 


la  ciencias  morales,  porque  el  hombre  cons- 
tituye su  principio  como  trabajador  y  su  ob- 
jeto como  consumidor  de  la  riqueza.  Los 
economistas  no  sólo  son  partidarios  de  todas 
las  iniciativas  que  contribuyen  á  la  unión  del 
capital  y  del  trabajo,  sino  que  incitan  á  ellas 
y  cuando  se  producen  no  dejan  de  estimular- 
las. Lo  que  desean,  es  que  la  ley  favorezca 
las  asociaciones  libres  en  lugar  de  desalentar- 
las. Lo  que  reclaman  es  que  entre  el  individuo 
y  el  Estado  se  funden  libremente  agrupacio- 
nes económicas  para  contribuir  al  desarrollo 
de  la  riqueza  y  al  bienestar  de  todos". 

Estas  dos  primeras  partes,  la  evolución  y 
la  escuela  individualista  son  notables  y  dig- 
nas de  atención. 

La  tercera  parte  trata  del  socialismo  de 
Estado.  Esta  doctrina  que  obtuvo  sus  pri* 
meros  éxitos  en  Alemania,  pero  que  se  ha  es- 
parcido después  en  otros  países  y  aun  en  In- 
glaterra, se  pronuncia  francamente  contra  la 
libertad.  Quiere  que  el  Estado  considerado 
por  ella  como  infalible,  sustituya  su  volun- 
tad á  la  de  los  particulares  en  los  contratos 
que  celebran  entre  ellos  principalmente  en  el 
contrato  de  trabajo  Mr.  Bechaux  enumera 
la  larga  serie  de  estas  empresas  contra  la  li- 
bertad de  los  ciudadanos:  limitación  impues- 
ta á  la  duración  del  trabajo,  aun  para  los 
adultos;  fijación,  en  muchos  casos,  de  una  ci- 
fra de  salarios  que  se  impone  á  la  voluntad 
de  las  partes;  condiciones  del  trabajo,  impues- 
to, etc.  La  intervención  del  Estado  puede  to- 
mar proporciones  ¡limitadas,  lo  vemos  día  á 
día.  *'Desde  hace  treinta  años  el  socialismo 
científico  da  enseñanzas  deprimentes,  que  ter- 
minan por  la  absorción  por  el  Estado  de  to- 
das las  fuerzas  vivas  de  la  nación". 

"En  esa  lucha  confusa,  dice  al  terminar  Mr. 
Bechaux  ¿(juién  ha  de  ser  el  primero  en  ilus- 
trar la  opinión  pública  sino  es  el  economista, 
que  [)uede  por  medio  del  lil)ro  sembrar  las 
ideas  justas  y  las  reformas  útiles?  Tal  me  pa- 
rece ser  su  noble  misión  al  pr¡nci[)io  del  si- 
glo XX." 

HüBKKT  VaLLERÜUX. 
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ABOGADO 


ABANDONO  DE  LA  INSTANCIA 

Efecto  retroactivo. — El  plazo  th» 
trpH  años»  cBiablccido  i»or  ol  Có- 
digo (le  Procedimiento  Civil  pa- 
ra que  pueda  jiedirse  el  aban- 
dono de  la  instancia,  no  puede 
empezar  a  contarse  desde  an- 
tes del  1."  de  marzo  de  1903, 
fecha  en  que  entró  en  vigencia 
dicho  Código,  j)orquc  de  otro 
modo  se  daría  efecto  retroacti- 
vo á  BUS  dÍRposieion(^. — C.  A. 
11   noviembre  1905      ...    II 


1.  dasdrióii  lie  oírio. — Suippn- 
ífión.—  T(M€í.—  íw/rt.— Pedida 
la  suspensión  de  una  causa  por 
el  abogado  de  ella  por  enfer- 
niedad,  no  puede  invocar  des- 
pués la  nulidad  de  la  senten- 
cia dictada,  fundAiidose  en  (¡uo 
la  causa  estaba  mal  anunciada 
en  la  tabla  por  haber  error  en 
la  última  letra  del  nombre,  por- 
gue el  hecho  de  ¡jedir  la   sua- 


ABORÜAJE 

pensión  mauifíesta  el  conoci- 
miento de  que  era  e«a  la  causa. 
—Cas.  15  diciembre  1906  .  .  I  316 
.  Solicitada  por  un  abogado  la 
suspensión  de  una  causa  por  es- 
tar enfermo,  con  el  certificado 
médico  correspondiente,  si  el 
tribunal  vé  y  falla  la  causa, 
falta  al  trámite  esencial  de  se- 
ñalar nuevo  día  para  su  vista, 
y  este  vicio  autoriza  i)ara  anu- 
lar de  oficio  la  sentencia. — Mis- 
mo fallo. 

ABORDAJE 

[ .  Apreciado n. — CapíM n. — Xa- 
viero. — PerJiíicioH. —  lieclama- 
ción. —  Ultra-petita. —  Estable- 
cida la  calidad  de  naviero  del 
demandado,  no  infringe  los  ar- 
tículos %(\b  y  878  del  Código  de 
ConuTcio,  la  sentencia  que  lo 
declara  responsable  de  los  da- 
ños causados  por  un  abordaje 
debido  á  impericia  ó  culpa  del 
capitán,  ya  que  en  conformi- 
dad á  esas  disj»osicioiies  legales 
responde  civilmente  el  navie- 
ro de  los  hecho.s  del  capitán  y 
puede    la   acción   dirigirse    en 


ABORDAJE 

contra  de  cualquiera  de  ellos. — 

Cas.  11  abril  1907 I  107 

.  Establecida  legalmentc  la  res- 
ponsabilidad de  los  demanda- 
dos en  su  carácter  de  navieros, 
y  condeiuidos  en  tal  carácter, 
no  infringe  este  fallo  las  reglas 
del  mandato  ni  la  disposición 
del  artículo  4ü8  del  Código  de 
Comercio,  si  agrega  la  conside- 
ración de  que  ni  la  calidad  de 
agentes  de  una  compañía  ex- 
tranjera dueña  de  la  nave,  que 
se  atribuyen  los  demandados, 
ui  la  de  consignatarios,  habrían 
bastado  tampoco  para  eximir- 
los de  resiionsabilidad,  pues 
estas  consideraciones  carecen 
de  inrtuencia  decisiva  en  el  fa- 
llo y  la  responsabilidad  juzga- 
da por  la  sentencia  recurrida 
no  se  refiere  á  hechos  ejecuta- 
dos por  mandantes  ó  comiten- 
tes extranjeros  de  que  deban 
responder  sus  agentes  en  Chile, 
siuo  á  actos  del  capitán  de  una 
nave  que  obliga  á  su  propio 
naviero,  carácter  que  de  hecho 
asumieron  los  demandados. — 
Mismo  fallo. 


ACCIÓN  ;A)SES0HU 


ACCH»N  ruSESOKlA 


ACtMOKRJ 


AÍ'CICIN  EJECUTIVA 

1.  Casanón  en  el  fontlo. —  0U¡- 
yación  de  hater—  Perjuicios. 
— Prome«a.  —  Puedo  <  xiprH».» 
ejccutivninento  el  eunipliinieii- 
to  de  iiiin  proniesR  de  ex-vincii- 
Inr  y  vender  en  He(;uidH  i  na 
)>ro]>iedad  iníz  }.oi-  un  jmiHi 
y  dentro  de  un  i>lnzo  t{\U'  hv 
lija  eu  el  contrnto  t)tortrHdo  por 
encritura  ]ú1iI¡(A,  y  que  reúm- 
tüdoH  los  ri-quihltUH  lejjnleh  j'j\- 
ra  HU  validíz. — CaH.  líJ  oetubre 
1000 I       4 

2.  Xo  pi*ocede  el  cobro  ejecutivo 
de  loH  perjuicio»  que  pueda 
ocanionar  la  falta  de  eumpli- 
uiicnto  de  la  |»roni(  sa  de  e  x- 
vineular  y  vender  en  seguida 
una  propiedad  raíz,  ni  nu  estún 
deteruiinados  esos  perjuicio.» 
jor  (iinteniia  ejeti¡t«ria. --Mis- 
mo fallo. 

Acción  hitotecaria.-  V.  Hij/o- 
teca. 

ACCIÓN  MCEML*-: 

Competencia.  —  Domicilio. —  Ks 
oonipetente  para  conocer  de  una 
demanda  por  cobro  de  sei  vi- 
cios médicos  el  juez  del  luf^^ar 
en  que  el  deudor  tuvo  bu  domi- 
cilio cuando  le  prestaron  esos 
servicios;  porque  tratándose  de 
una  acción  mueble  es  com])e- 
tente  el  juez  del  lu|rar  donde 
debe  cum))lirse  la  obligación, 
y  ésta  debe  cumplirse,  á  falta 
de  lugar  designado  en  la  con- 
vención, en  el  domicilio  del 
deudor,  y  si  éste  se  hubiere 
mudado  después  de  contraída  la 
obligación,  será  siempre  juez 
competente  el  del  lugar  en  que 
sin  esa  mudanza  correspon<le- 
deria.  —  C  A.  1."  diciembre 
ItlOO II   131 

ACCIÓN  ORDINARIA 

Acción  posesoria. —  Cnsarión  en 
la  forma. —  I  ^tira-petita. — Fa- 
lla uUra-petita  el  Tribunal  de 
Alzada  que  extiende  su  resolu- 
ción á  puntos  no  sometidos  li 
su  decisión,  estableciendo  que 
lo  que  resuelve  es  un  interdicto 
posesorio,  j»orque  esa  es  á  su 
juicio  la  acción  deducida  en  la 
demanda,  siendo  íjue  en  renli- 
dad  de  los  términos  claros  de 
ella  aparece  que  la  acción  de- 
ducida es  ordinaria,  habiéndo- 
se seguido  la  litis  por  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario  y  ha- 
fnendo  dado  ese  carácter  á  la 
acción  la  sentencia  de  primera 
instancia. — Cas.  20  noviembre 
1900 I  246 

ACCIÓN  l'OSESORIA 

1.  Acción  ordinaria. — i^nsación 
en  la  f&rma. —  Jltra-pefitn. — 
Falla  ultra-petita  el  Trilamnl 
de  Alzada  (|Ue  extiende  su  re- 
solución á  puntos  no  sometidos 


tí  su  decisión,  istableeiendo  ijue 
lo  que  resuelvo  es  un  interdicto 
))08esorio  ]>orque  es  esa  á  sn 
juicio  la  acción  deducida  en 
la  demanda,  siendo  que  en  rea- 
lidad de  los  términos  claros  de 
ella  aparece  que  la  acción  d(  - 
ducida  es  ordinaria,  habiéndo- 
se seguido  la  litis  por  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario  y  ha- 
biendo dado  ese  carácter  á  la 
acción  la  sentAMicia  de  ]>iimera 
instancia. — Cas.  20  noviembre 
1906 I   246 

2.  Ampliación.  —  Apelación.  — 
Apreciación.  —  (\nis(dt>s.  — 
<  'onfra-tptereUa. —  (  osa  jnzfja- 
da. —  (  \jsfas. — Des^istim  iento. — 
Fiscal.  —  Mnnicij.alida'l.  — 
Omisión. —  J*ffrte  af/raria  '</.- 
Pta'.o. —  Poftesión.  --  Qn^rttla. 
— Stnteni  ia.  -  litra-pefifu.- 
Establecido  jK»r  los  jueces  de 
la  causa  el  hecho  de  que  el 
querellante  no  ha  poseído  trnn- 
quila  y  no  intenumpidamentr 
durante  un  ano  completo  hi 
plaza  objeto  de  la  (pnrella,  se 
impone  el  rechazo  de  ésta,  j jor- 
que no  puede  instaurar  una  ac-  . 
ción  posesorio  sino  el  «(ue  ha  ca- 
tado en  posesión  tranciuila  y  no 
interrumpida  un  afio  completo. 
—Cas.  20  diciembre  1906.      .  1  294 

3.  (. V/ // Si! les. — Ksta*  !o. — J^ose -don. 
— Siditreras.-  -Líí  posesión  de 
los  yacimientt>H  de  salitre  per- 
tenece al  Estado  ]»or  el  mhiis- 
terio  de  la  h*y  y  sólo  pueden 
adquirirlos  los  particulares  á 
virtud  de  concesión  oti  rg.ida 
por  autoridatl  competnite  y  con 
las  formalidmles  hgales.  En 
consecuencia, si  el  Fisto  se  que- 
rella de  amparo  contra  particu- 
lares que  han  ocupado,  á  su 
juicio  indebidamente,  un  yaci- 
miento salitral,  es  innecesario 
apreciar  el  nu'rit/)  de  las  infor- 
maciones de  testigos  rendidas 
por  las  partes,  porque  la  pose- 
ción  de  dicho  yacimiento  perte- 
nece al  Estado  por  ministerio 
de  la  ley,  y  debe  aceptarse  la 
querella.  —  Cas.  17  diciembre 
1906 I  301 

4.  F]l  jinrticrlar  qi  e  pri  teutlc  la 
propiedad  ó  ¡íos<  sión  de  un  es- 
tacamento  salitral  debe  acre- 
ditarlo por  medio  de  la  conce- 
sión hecha  por  el  Estado  en 
forma  legal,  ya  (jue  sin  esa  con- 
cesión la  posesié>n  y  menos  la 
propiedad  de  dicho  estacamen- 
to  no  ha  })odido  salir  de  manos 
del  EstAílo.  Xo  prueba,  en  con- 
secuencia su  derecho  con  la  si,- 
la  presentación  de  una  escritu- 
ra de  compra-venta  A  otro  par- 
ticular, posterior  al  decreto  de 
30  de  mayo  dv  1K.S4,  que  ¡mn- 
l)ejidió  en  todo  «d  territorio  de 
la  Ue|»ública  el  otí»rgami<  uto 
de  concí'siones  de  salitre. — 
Mismo  fallo. 

5.  La  iH)sesión  que  el  Estado  tie- 
ne de  los  terrenos  salitrales 
emana  de  \n  lev  y  ^o  acredita 
con  ella  mi.sma  y  jumque  pudie- 
ra argflirse  que  la  ley   estable- 


ce más  bien  d  dominio  ipv    i* 
pOHe.-<íé>n  y  tpic  los    titiiUif   •((• 
acriHÜtan  el  dominio  wi  drl>*-i 
tomarse  en  cuonta  en  lo>:  juir.-.- 
posesorios,  procedería   vii  i  -:. 
caso  la  excepción  d«-l  incL»'»  i 
del    artículo    923    del    i..!.. 
Civil,  ya  que  el   tilult*,   qii«    •  - 
la  ley.    juicde   probara-  ^tj-na- 
riamente. — Mismo  fnlU». 
U.  Comunero. — Entre  c*»tnuurn- 
no  proceden  las  acciones  ¡wr**  -  - 
rías. — C.   A.  ló   octubre'   Hh^ 

11 

7 .  JnsrHpt ton.  —  Po  e»%óu.- 
Xo  pi.tde  entablar  aceióii  i*- 
sesoria  sino  el  que  pnieb»»  ha- 
ber estado  en  ¡lost-sióu  ¡^i[ 
tranquila  y  no  interruuipidd  y-  r 
un  año  complete»,  del  tt-nr »«•  j 
que  se  refiere  la  querelU.  r  — 
ta  prueba  delie  reiidirf«<-  «m 
ditando  hechos  p4»sitivii!<  <' 
a(iuell«>í*  á  que  sólo  da  dm  t: 
el  dominio,  como  el  cort«>  d»  !•>-•- 
deras,  la  construcción  de  vé.ift 
cios.  la  de  cen-amientuf .  la.-  |l. 
taciones  osenuntera^y  oír»-  <. 
igual  sipiificacióii.  ejectJtttúi- 
sin  el  cousrntiniinito  uel  i|»r 
disputa  la  (losesión. — Esu»»  Lr- 
cboft  no  se  acreditan  con  la  í-Iil 
pie  presentación  de  un  íil«i" 
inscrito,  porque  la  iiisrri|'<-h" 
es  un  re(]UÍsito  legal  )».ira  >•' 
lemni/ar  la  tenencia  ct>u  úum>i> 
de  st  ñor,  lo  cual  linicanit-ntrnt- 
ra<.  teriza  la  |Mlse^»ión.  \  ♦-^  iinit- 
dable  (jue  la  inscripciéni,  t  xr.  j- 
cionalmente  exigida  n-i«|H-cl"  «i- 
ciertos  bienes  |K>r  el  artici!-» 
724  del  Código  Civil,  debt-  r*- 
ciirrir  con  el  hecho  y  eirrir— 
tancias  constitutivas  de  la  j-  •  - 
aión.— C.  A.  23  de  »>ctubre  ll»-  • 

n 

ACCIÓN    KE.iL 

Cemno. — Hipo*ectt. — ivravAilj  in... 
]tix>]tii  ilntl  t.m  I  n  ci  n-«»y  i  »n-- 
tituída  hip<iteia  sobn  1 11:*  •• 
garantía,  >i  ota  pnq  u  «'a'!  - 
divide  dí-í^pués,  puede  el  i- 
sualista  cobrar  el  tola  I  'Ii  !  -^ 
créditos  debidos  al  <li«n«»  •• 
una  pnrte  do  la  finta,  i^n,! 
la  aceiétn  que  ejercita  e^  r'?i » 
indivisible  y  piMtle  s«  r  dirii'-l» 
contra  aqi.el  qre  |i»>ee  en  t«  •!  ■ 
ó  parte  la  cosa  actnMiaJa.  »•" 
perjuicio  do  su  derecho  }--'~ 
rep<  tir  contra  quien  ^ier*-  fwr 
venirle.  —  C.  A.  3  di^i•Mll^^ 
1906 11' 


Pérdi  hi.  —  Sitrifd4$'l  anAitftf** 
— Si  bis  eMati.to><  de  l»u»  *••»  >  ' 
dad  anónima  de  accion<-r>fll  \»^ 
tador  d¡>|M»nen  que  eti*!  f"~ ' 
de  que  por  eiinhiuiera  i."!!-"'  -" 
pierda  ó  inutilice  algún  t."i' 
de  acción,  la  m  mí  edad  U"  ••>  •* 
duplicado  sino  qre  se  lin-i'íri 
á  tomar  las  pn>vtdenciji-  «i» 
le  fueren  ordenadas  |«>r  U  •<- 
toridad  judicial,  el  accitH.Uu 
cu  vos  títi.'hks  j*e  han  carUii:»- 


ADMISIBILIDAD 


AGRKIJACK^N  DE  DOOl'MENTOS 


AGREGAOlrtN  DE  DOlTMENTOS     3 


do  Olí  un  incendio  tifni'  derecho 
á  íjiie  Kc  lo  den  otros  títulos,  en 
líi  ton  na  que  ordene  I »  justicia 
ordinaria. — C  A.  18  diciembre 
l!>:»o II   150 

AC'KRRDoK  uipí»Tn('AUio.~V.  HipoUca 

1.  CeMtón  elirréli/o. — Sv/tiro. — 
Kxiste  el  iiiírn'K  rxijíldo  por  la 
Ifv  paní  couírnt.'ir  válidínnent^ 
un  Kc^riiro,  áv  part»'  dol  cesiona- 
rio <lo  u:i  cr.  dito  hii)otocario, 
niin  cuando  no  sr  Iniva  practi- 
cado con  a  itorioridad  al  spííjuy) 
la  iiiscri|K*i>'>:i  dol  traspaso  del 
crrditooii  olrcs]>eetivo  re};istn>. 

— í'.  A.  lisopliíMnlnv  l!K)(5  .    .  I     29 

2.  Hifjofrr.a,  —  ¡{enunria.  —  El 
dueño  úo  uno  ó  di»  vario*  j>rc<li')s 
hip»»i<«cad(>s  en  «jnranlía  de  una 
misma  deuda,  no  puede  oponer- 
Be  á  la  accic'tn  del  acreedor  exi- 
giéndole íjue  HC  dirija  conjunta- 
mente en  contra  de  las  distin- 
ta» propiedades  hipotecadas. — 
<*aH.  lí>  julio  li)07 1  328 

3.  La  renuncia  que  liace  el  acree- 
dor de  parte  de  la  j^arantía  hipo- 
tecaria no  esti  j»rohibida  por  la 
ley  y  «ólo  mira  al  int'^ré**  indi- 
vidual d'.d  re  ki  leíante.  Mismo 
fallo. 

ACTOS    DE     MKMA    FACn/rAU     Ó    KM.E- 
UAXCIA. 

AfjitaM. —  Canal. —  Pofteifión.  — 
Pi'e<.:riptñ6n.~  Serndn  nil}re. — 
El  hecho  do  haber  permitido  los 
dueño.s  de  un  cauce  artificial 
«ine  un  tercero  extraij^a  por  \\\x 
cañón  una  parte  del  affua  de  di- 
cho canal  (pie  antes  arrcudabn, 
después  de  expirado  el  arriendo, 
es  un  acto  de  mera  facultad  ó 
tolerancia  que  no  contiere  jto- 
sesión  ni  da  fundamento  á  pres- 
cripción.— Cas.  3  agosto  10)7. 
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A(  T  ERiH»  ML'xifiPAL.— r.   Muiúina- 
li  Jad. 

APMisiiMi.'nv!)  del    recurso   de    rn.-a- 
ción. —  V.  fmproce  len'ña. 

1.  Árhifro^.-  ^^  rmti'.ió,}  Ip  oficio. — 
•íii't  i)  or  I'}  í  tri'i.  —  S',}fen  :{n 
tfrfinifh'a, — Tiene  el  carácter  de 
definitiva  la  sentencia  «pie  re- 
suelve «obre  el  sometimiento  n 
compromiso  de  las  cuestiones 
suscitadas  con  m:>tivo  del  cum- 
plimiGuto  de  un  coatrato,  habién- 
dose impugnado  por  una  de  las 
parte»  el  valor  de  la  cláusula  en 
que  86  establecía  el  arbitraje; 
y  en  consecuencia  jirocede  en 
su  cojitra  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo. — C'as.  10  no- 
viembre IfMHí 1     41 

2.  Improcedencia. — Mensura. — 
Reclamación.^ Sentencia  apro- 
Itritoria  <le  me  figura. — Senten- 
cia in*erfocutorin. — Es  admisi- 
ble el  recurso  de  casación  en  la 
forma  contra  la  sentencia  apro- 
batoria de  la  mensura  de  unn 
nnna.--Ca8.  16  octubre  1906.  1     57 


ADUANA.— V.  A'/enfede  a  Inann. — Dp- 
re'ho.i  i  le  a  luana. 


A/na>í.  —  Apretínelo  n.  —  RIpiiph 
nacionales. — (  %ffi  juz'/ndt. — 
PreJicrip  ion. — Si  las  aguas  de 
un  estero  que  sirve  de  atíue.itj 
á  un  río  tienen  influencia  iKíta- 
ble  en  el  aume  Uo  ó  disminu- 
ción de  las  aguas  de  un  canal 
que  se  saca  de  ese  río,  estas 
aguas  no  pueden  considerarse 
entre  sí  como  independientes  y 
distintas. — Por  coasiguiente,  el 
uso  que  de  las  aguas  de  ese  es- 
tero puede  hacer  el  dueño  de  la 
hered  ul  superior,  en  virtud  de 
un.i  merced  reeieiitenicn^e  con- 
cedida jior  la  iii.t  iridad  admi- 
nistrativa "sin  jK'r juicio  de  ter- 
ceros", se  ha  Un  limi'.ad  >  y  su- 
bordinado iil  uso  a  Itjuirido  con 
antTiorida'l  por  vd  dneA  >  de  la 
lifr.'il.jd  i.ilVrior  ipie  ha  estíido 
gozmdo  su  derecho  de  un  mo- 
d.)  púldico,  paeí.ico  y  no  iiite- 
rriimi)ido  durante  más  de  cua- 
renta años  por  medio  de  un  ca- 
nal constiNiido  en  el  río  á  que 
dicho  estero  sirve  de  iitluente. 
—  i'as.  4  agosto  190l> I   126 

AliENTE  1>K  AUtlANA 

Apre  iirión.  —  (-asarión  en  el 
fonlu.  —  Confra^>an  lo.  —  I)e- 
frau  la  ion.  —  Dere  hoi  de 
Ai'i^na.  —  Mo.íf.  It.—Mnlta. — 
Extraídas  ciertas  mercaderías 
de  los  almacenes  de  Aduana, 
|>or  un  agente  de  la  misma 
.Aduana,  sin  pagarlos  derechos 
de  internación,  des}»né8  de  ha- 
ber sido  desembarcadas  y  de- 
positadas en  lo  i  almacenes, 
llenándose  en  el  desembarco  y 
depósito  todas  las  formalida- 
des prescritas  jtor  las  leyes  ó 
reglamentos  aduaneros  jiara  su 
internación  en  el  país,  el  delito 
cometido  no  es  el  previsto  en 
en  los  artículo.*.  84  ni'nnero  1 1  y 
Hl>  número  20  de  la  Ordenanza 
de  Aduanas,  que  castigan  el 
conato  de  defraudación  y  el 
contrabando,  sino  el  compren- 
dido en  el  articuli)  89  número 
18  de  la  misma  <  )rdenanza.  que 
pena  al  agente  de  .Aduana  que 
defrauda  los  derechos  de  inter- 
nación con  una  multa  igual  al 
duplo  del  valor  «pie  intentó  de- 
fraudar. —  i\\^.  30  novi(>nibre 
lí>«»  í I  260 

Agravios.  —  \.  Erpresión  de 
agrarios. 

AUKEÍJAílÓV  T>E  I>O(T'.MF\T0s 

1.  ('ifici'in.  —  Contra  acciones 
d'J  falh.—  llfra-pelita.—'SQ 
puede  pedirse  la  nulidad  de  un 
fallo  fundándose  en  (jue  se  agre- 
gó un  documento  á  los  autos 
en  segunda  instancia  sin  cita- 
ción de  la  parte  contraria,  si  en 
el  eácrití  di  expi-.?4i^  i  ,\?  a  tri- 


vios con  que  se  acompañó  es- 
te documento  ae  judió  que  se 
tuviera  presente  con  citación 
de  la  p.irte  contraria  y  ésta  fué 
notificada  de  la  providencia  re- 
caída en  ese  escrito,  y  rí,  á  ma- 
yor aimndamiento,  esta  misma 
parte,  en  su  reapue.Hta  á  la  ex- 
presión de  agravios,  formuló 
diversas  ob8er\  aciones  relacio- 
nadas con  el  mencionado  docu- 
mento, pues  en  realidad  se  lle- 
naron ampliamente  los  fines 
con  que  la  ley  preBcribe  la  ci- 
tación de  las  partes,  sin  que 
pueda  aseverarse  que  el  tribu- 
nal consideró  eu  el  fallo  recu- 
rrido un  antecedente  del  cual 
no  tuvieron  las  partes  pleno  y 
oj)ortuno  conocimiento. —  Caá. 
17  abril  1907 I  182 

2.  No  es  causal  bastante  de  casa- 
ción la  agregación  á  los  autos, 
sin  citación  de  la  part«  con- 
tra (juien  se  presenta,  de  un 
documento  dejado  i>or  el  abo- 
gado de  la  i»arte  contraria  en 
la  vi.Hta  de  la  causa,  si  esta 
agregación  no  se  ba  hecho  por 
orden  del  tribunal  librada  á 
solicitud  de  parte  y  si  el  fallo 
recurrido  no  se  funda  en  ese 
documento  ni  hace  referencia  á 
él. — Mismo  fallo. 

3.  ('a^'<aci4n  en  la  forma. — Cau- 
sal.—  Com  pete^nria.  —  íntifrn- 
mento  público. — Prueba. —  Tes- 
tigos.--Kh  trámite  esencial  eu  la 
primera  y  segunda  instancia  de 
losjuici(>s  de  mayor  cuantia,  cu- 
ya omisión  da  lugar  á  casación, 
la  agregación  de  los  documentos 
presentados  por  la  parte  en 
tiempo  hábil,  y  la  citación  de 
la  parte  contra  quien  se  han 
presentado.  Por  consiguiente, 
es  nula,  por  infracción  de  ese 
trámite,  la  sentencia  que  recha- 
za la  admisión  de  la  copia  de 
la  declaración  de  un  testigo 
prestada  ante  otro  juez.  Este 
documento  es  prueba  instni- 
mental,  y  debe  ser  reputado 
«omo  pAblico;  la  calificación 
de  su  valor  jurídico  tiorrespon- 
de  á  los  jueces  de  la  causa  al 
valorar  en  definitiva  la  fuerza 
de  las  pruebas  aducidas. — Cas. 

h  octubre  1906 I  22.i 

4.  Omisión. —  Sentencia. —  Sen- 
tencia confirmatoria.—K^  ina- 
ceptable la  causal  de  casación 
fundada  en  que  un  considerando 
de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia acepta  el  valor  probato- 
rio de  documentos  que  á  juicio 
del  recurrente  fueron  presenta- 
dos fuera  de  término  y  han  si- 
do impugnados  por  él,  si  la 
sentencia  recurrida  confirma  la 
de  primera  instancia  en  virtud 
de  fundamentos  nuevos,  sin 
aceptar  los  que  esta  había  con- 
biguado  y  sin  hacer  mención 
siquiera  de  loa  documentos  im- 
pugnados por  el  recurrente. — 
Cas.  1."  mavo  1907 I  235 


AGUAS 


AGUAS 


ALBACEA 


1 .  Afluente. — Apreriación. — Bie- 
nes nacionales. — i^na  juzga- 
da.—  Presn^ipción. — El  dere- 
cho que  el  artículo  834  del  (,'ó- 
digo  Civil  concede  ul  dueño  de 
una  heredad  para  uwar  de  las 
agua»  que  corren  uaturahnentc 
\)OY  ellas,  y  el  derecho  que 
emane  de  una  merced  concedi- 
da k  ese  dueño  por  la  autori- 
dad administrativa,  se  limitan 
en  cuanto  el  dueño  de  la  here- 
dad inferior  haya  adquirido 
con  anterioridad,  j)or  prcHcrip- 
ción  ü  otro  título,  el  derecho  de 
Hervirle  de  la»   niismaH  aguan. 

—Can.  4  agOHto  1ÍM)I» I   12(5 

2.  Si  las  aguas  de  un  estero  que 
sirve  de  aHuente  á  un  río  tie- 
nen influencia  notalde  en  el 
aumento  ó  disminución  de  laR 
aguas  de  un  canal  que  se  saca 
de  ese  río,  estas  aguas  no  pue- 
den considerarse  entre  sí  como 
independientes  y  distintas.  Por 
consiguiente,  el  uso  que  de  las 
aguas  de  ese  estero  pueda  lia- 
cer  el  dueño  de  la  heredad  su- 
perior, en  virtud  de  una  mer- 
ced recientemente  concedida 
por  la  autoridad  administrativa 
*sin  perjuicio  de  terceros»,  se 
halla  limitado  y  subordinado  al 
uso  adquirido  con  anterioridad 
por  el  dueño  de  la  heredad  in- 
ferior <|ue  ha  estado  gozando 
su  derecho  de  un  modo  público, 
pacífico  y  no  intemimpidó  du- 
rante más  de  cuarenta  años 
por  medio  de  un  canal  construí- 
do  en  el  río  á  que  dicho  estero 
sirve  de  afluente.  —  Mismo 
fallo. 

3.  donación  en  el  fomlo. — Juez 
ile  of/uas. — La  ley  de  Munici- 
palidades de  22  de  diciembre 
de  180!,  dejó  subsistente  el 
cargo  de  Juez  de  aguas  creado 
]ior  la  Ordenanza  de  3  de  enero 
de  1872,  de  modo  que  la  mera 
circunstancia  de  que  esa  ley 
tras]msara  á  las  Municipalida- 
des, ó  al  juez  de  letras  en  su 
caso,  las  atribuciones  que  aíjue- 
11a  Ordenanza  confería  al  Pre- 
sidente do  la  Kepública  en  or- 
den al  establecimiento  y  sus- 
j)en8Íón  de  turnos,  nombra- 
miento de  juez  de  aguas 
etc.,  no  es  causal  jurídica  que 
haga  caducar  los  nombramien- 
tos de  los  jueces  de  aguas  que 
se  hallaban  en  funciones  cuan- 
do se  dictó  esa  ley. — Cas.  12 
diciembre  l'JÜG.  .  .* I  310 

4.  Los  jueces  de  aguas,  una  vez 
nom])rados,  son  funcionarios 
pernninentes  y  no  afecta  esta 
permanencia  el  sometimiento  á 
nuevo  tumo  del  río  ó  estero 
donde  prestan  sus  servicios,  ni 
tampoco  la  sus]iens¡ón  de  esta 
medida. — Mismo  fallo. 

5.  Síun«'tido  A  un  turno  un  río  j)or 
resolución  de  autoridad  com- 
petente, ese  estado  no  se  alte- 
ra, aún  cuando  despuí's  sobre- 


venga abundancia  de  aguas,  y 
perdura  de  derecho  hasta  que 
el  juez  á  quien  corresponde 
suspenderlo  lo  disjmne  asi  á 
petición  de  parte  y  con  conoci- 
miento de  causa.  —  Mismo 
fallo. 

6.  Durante  el  tumo  de  los  ríos 
pesan  sobre  los  jueces  todas 
sus  oblignciones,  haya  ó  no 
abundancia  de  aguas  y  por 
consiguiente,  pesa  también  so- 
l)re  los  canalistas  el  deber  de 
remunerarlos,  sin  que  puedan 
excusarse  con  el  pretexto  de 
que,  con  la  abundancia  de 
aguas,  se  hacen  innecesarios 
sus  servicios. —  Mismo  fallo. 

7.  El  juez  de  aguas  sólo  tiene  de- 
recho A  la  remuneración  que 
establece  la  Ordenanza  mien- 
tra«  el  río  ó  estero  está  someti- 
do á  tumo.  Suspendido  el  tumo, 
las  funciones  del  juez  son  pasi- 
vas, cesan  sus  servicios  y  tra- 
bajos y  es  justo  que  cese  tam- 
bién para  los  canalistas  la  obli- 
gación de  remunerarlo. — Mismo 
fallo. 

8.  Apreciación.— dausal, —  For- 
malizanón. — Inttni  mentó  pri' 
vatio. —  Oiniítión.  —  Prescrip- 
ción.— Prueba. — Redamación. 
— Reirindicnción. —  Senlencia. 
— Establecidos  por  el  tribunal 
sentenciador  los  hechos  de  que 
un  canal  fué  construido  ]K)r  el 
dueño  de  un  predio  para  su  re- 
gadío, pasando  después  al  do- 
muiio  de  sus  lierederos,  hijue- 
latarios  de  dicho  predio;  que 
uno  de  estos  herederos  lo  en- 
sanchó y  aumentó  su  dotación; 
que  este  heredero  reconoció  el 
dereclio  de  uno  de  sus  cohere- 
deros A  *i\\  cuotji  en  el  canal,  go- 
zando este  último  de  su  derecho 
y  contribuyendo  á  los  gastos 
del  canal:  debe  aceptarse  la  de- 
manda reivindieatm-ia  de  este 
coheredero  <|ue  ha  sido  privado 
de  su  derecho  por  el  sucesor  de 
aquel  que  aumentó  la  dotAción 
del  canal,  j)ues  se  trata  de  la 
reivindicación  de  una  cuota  de- 
terminada pni-indiviso  de  una 
cosa  singular  de  que  el  deman- 
dante no  está  en  posesión, 
]>ara  que  el  actual  jiosedor  sea 
condenado  á  restituírsela.  — 
Cas  10  julio  1ÍK)7 1  'Áhb 

9.  F^stablecida  por  el  tribunal 
sentenciador  la  posesión  regu- 
lar de  más  de  diez  años  que  el 
demandante  ha  tenido  sobre  el 
canal  de  regadío  materia  del 
juicio,  debc«  acei)tai*se  la  pres- 
cri))ción  adquisitiva  de  domi- 
nio que  ahga  en  la  den\anda. — 
Mismo  fallo. 

10.  Establecido  |>or  los  jueces  de 
la  causa  que  el  demandado  no 
tiene  justo  título  para  amparar 
el  dominio  que  pretende  como 
poseedor  regular  de  un  canal  de 
regadío,  ni  ha  poseído  durante 
treinta  años,  no  infringe  dispo- 
sición legal  alguna  la  sentencia 
que  rechaza  las  prescripciones 
ord¡nari«  ''  extraordinaria  que 


invoca  el  demandado. — MUinr. 
fallo. 

11.  Atton  de  niera  fnrttlfn  i.— 
Canal. — Po^texión. —  /^i>-»-.-»/>- 
ción.  —  S^^rnditMhre.  —  I.  a* 
aguas  que  corren  jior  un  ra-  r^ 
artiñcial  construido  á  oxpt^:^ 
ajena,  pertenecen  eiclus^ivi 
mente  al  que  con  lo*»  re4]ui?>it«*> 
legales  haya  eonfttniído  rl  cau- 
ce.— Cas.  3  agosto  1ÍM>7.  .  .  .  I  , 

12.  Para  adquirir  la  ÉservitL.i.r 
bre  voluntaria  de  «enir^»  «ii 
beneiicio  propio  de  \n&  a^iuu* 
de  un  canal  construido  á  fi- 
pensa  ajena  ó.  lo  que  e^  I» 
mismo,  el  dominio  de  una  {«rf 
de  las  aguas  de  dicho  canal  |«>r 
haberse  servido  d**  ella*  «í.i- 
rante  .cierto  tiem)to,  deln- j.-<^ 
barse  la  existencia  de  la  -rr- 
vidumbre  y,  no  liabiendo  Uni- 
do posesión  regular,  la  pr.>- 
cripción  de  treinta  añ<«^.  o  ir 
forme  al  artículo  2.'>10  del  C  Vr- 
digo  Civil,  no  siendo  )*aí>taiit«' 
para  adquirir  el  dominio  «M 
agua  la  pre8crí{>cióu  de  <\*t 
años  que  se  invoca.  —  Mi^ia- 
fallo. 

13.  El  hecho  de  haber  peniriml-» 
los  dueños  del  cauce  artifieíai 
que  un  tercen.>  extraiga  ]tor  ui 
cañón  una  parte  del  dgojí  ti< 
dicho  canal  que  ant<^s  arn-ixlv 
ba,  después  de  expi nuk»  h' 
arriendo,  es  un  acto  de  \\wr> 
facultad  ó  tolerancia  (jae  !»• 
confiere  ]»osesión  ni  da  fuihfa- 
meutO"  á  prescripción, — Mi*!».- 
fallo. 

14.  OlfroM  apareniet. — /W-jirr».!. 
— Habiéndose  concedido  -n 
diferentes  fechan  á  dos  pt-r-.- 
nas  mercedes  de  agua^;  «ii  *'. 
mismo  estero,  debe  ?er  pnf. ri- 
da  la  tjue  primero  entró  ei»  {»••- 
sesión  ejecutando  obra>  *]é- 
rejites  para  el  uso  de  las»  aen**, 
aunque  su  merced  sea  de  lrr\\& 
|>osterior. —  C.  A.  2tí  diciriiil'r»- 
190G U    í 

15.  (hmjíetencia.  —  MnHiñpa^t' 
flafL — Según  lo  dispuesto  «*n  »l 
artículo  24  de  la  L«-y  de  Muni- 
cipalidades, de  22  de  dici»*uiln> 
de  1K91,  corresponde  á  t^i*^ 
corporaciones  reglameiiiar  »! 
servicio  y  uso  de  las  agua^  c**- 
rrientes  de  las  ciudades  é  ipi«l- 
mente  la  construcción,  nixeU- 
ción  y  limpia  de  las  aceqiii.i*  y 
cloacas  jM>r  donde  ella.<  am^^n: 
y  es  improcedente  la  deinaii<Ja 
presentada  ante  la  justicia  «*r 
diñaría  con  alguiH>>*  de  l«v  ñm* 
anteriormente  indicado».  —  C 
A.— 22  octubre  IIHHÍ H    " 

ALRAC-P.A 

í,  Co»fn». — El  allMcea  quea*'»!'- 
ta  el  cai^j^o  y  se  vé  oMip»*»  * 
comparecer  á  defender  en  jnir*- 
la  validez  del  teatanientit.  fV}* 
nulidad  pide  uno  de  Ine  herr<!<- 
ros,  tiene  derecho,  anuquf  •• 
testamento  haya  sido  deelAra- 
do  nulo  por  aenteucia  de  ur 
mino,  A  que   ae    le  alionen  I** 


ALIMENTOS 


ANUNCIO 


APELACIÓN 


cxpeiiHaB  legítimas  (costaH  y 
honorario  de  a)>ogado)  en  que 
ha  iiiciirritlo  y  al  pago  ilc  la 
rfiiu'in«i-aci<5ii  que  el  juez  le 
íísioiie. — Va».  4  julio  1007.  .  I  35r 
•i.  Si  Iii  rtoiitoiicia  que  declaró  In 
inirKiad  del  testamento  conde- 
nó en  cowtAH  al  albacea,  no  in-  I 
friii^e  el  artículo  151  del  Códi- 
jro  tío  l'rocedímiento  Civil,  la 
^*entelK•ia  (pie  ordena  al  herede- 
ro pa^ar  al  alliacea  esa  canti- 
dad, porijiie  ella  no  ha  sido  de- 
mandada como  eoKtnH  del  jui- 
cio, fiiiio  como  expeuHaH  adeu- 
dada«i  en  el  dessenipeño  del 
carjío  de  alhacea  y  no  e»,  jior 
tanto,  aplicable  el  referido  ar- 
tículo.— Mi«mo  fallo. 


AUMENTOS 

1 .  (  'iint/Nf/e~s. — Divorcio. —  Hijos. 
Patria  potental.  —  Pot^atftd 
iHarit<iK —  Sacie  lad  coni/m/aL 
— Eh  deber  de  Iok  cónyugen  el 
ayudarMC  y  soeorrerne  mutua- 
mente en  todas  las  cireunnían- 
eia«  de  la  villa.  El  marido  de- 
be HinninÍMtrar  á  la  mujer  lo 
necesario  según  sus  facultadas, 
no  sólo  en  la  situación  anor- 
ninl  de  la  sociedad  conyugal, 
sino  también  en  el  estado  nor- 
mal del    nmtriuionio. — Cas.    1!) 

abril  lí)07 I    \H 

2.  Si  el  marido,  en  el  estado  nor- 
mal del  matrimonio,  se  niega  á 
dar  &  la  mujer  lo  necesario  se- 
gún suH  facultades,  para  su 
mantención    y  la    de    los    hijos  I 

íjne  viven  á  su  lado,   jmede    In  | 

mujer   exigir  judiciahncutc   el  | 

cumplimiento  de   esta   obliga-  I 

eión. — Mismo  fallo. 
M.  El  divorcio  no  es  el  medio  le-  I 

gal  de  que  deba  forzosamente  I 

hacer  uso  la  mujer  para  ohli- 
gar  á  su  marido  á  que  la  ali- 
mente; puede  ella  exigir  judi- 
cialmente por  acción  ordinaria 
el  cumplimiento  de  esti\  obli- 
gación alimenticia.  —  Mismo 
fallo. 
4.  Si  bien  el  marido  es  jefe  de  la 
sociedad  conyugal  y  como  tal 
administra  libremente  los  liie- 
iies  sociales  y  los  de  su  nuijer, 
estiv  facultad  que  la  ley  le  con- 
fiere no  lo  autoriza  para  sus- 
traerse ^\  las  obligaciones  que 
ese  mismo  carácter  de  jefe  de 
la  sociedad  le  impone  con  res- 
l)eeto  ú  la  mujer,  comí>  ínm])o- 
eo  de  las  que  en  cuanto  A  los 
hijos  se  derivan  de  la  patria 
|MitPstad,  ])orque  no  le  ha  ot(«- 
gado  la  U'v  tal  facultad  para 
que  la  ejercite  de  un  modo  ar- 
hitrario,  negando  á  la  mujer  y 
á  los  hijos  los  alimentos  de 
que  han  meiK»ster;  y  por  con- 
siguiente, sin  menoscabo  de 
esas  mismas  atribuciones,  pue- 
de la  justicia  regular  su  ejer- 
cicio, restableciendo  el  régimen 
correcto  y  legal  y  ordenando  al 
marido  que  suministre  A  la  nni- 
ier  y  á  los  hijos   los    alimentos 


á  que  |>or  la  ley  tienen  derecho. . 
— Mismo  fallo. 
r>.  Hermano  lef¡i! i mo. —  El  herma- 
no legítimo  debe  alim^'ntos  á  su 
hermana,  aunque  esta  tenga 
marido  vivo,  si  la  ocupación 
del  marido  no  le  projiorciona  lo 
necesario  para  sustentar  la  vi- 
da y  si  ambos  cónyuges  son  en- 
fermos y  estAn  imposihilitados 
pura  ganar  más  y  no  existe 
otra  persona  obligada  de  pre- 
ferencia que  se  encuentre  en 
aptitud  de  comi)letar  los  ali- 
mentos necesarios.  —  ('as.  20 
septiembre  1907. . I  4(>5 

6.  La  ley  no  exige  que  el  que 
reúna  varios  títulos  para  jiedir 
alimentos  deba  deducir  espe- 
cialmejitc  acción  judicial  en 
contra  de  quien  tenga  título 
preferente,  para  alegar  ó  esta- 
blecer la  insuíiciencia  de  ese 
título,  bastando  por  consi- 
guiente al  res|)ecto  que  esta 
insuficiencia  se  acredite  en  el 
juicio  contradictorio  que  se  ini- 
cie contra  el  subsidiariamente 
obligado. — Mismo  fallo. 

7.  Al  decir  el  artículo  32()  del  Có- 
digo Civil,  que  tija  el  orden  en 
que  deben  hacerse  valer  los  di- 
f  eren  tes  títulos  alimenticios 
por  el  que  reúne  varios  de  ellos, 
que  el  de  los  hennanos  legíti- 
mos <'no  tendrá  lugar  sino  á 
falta  de  todos  los  otros»,  debe 
entenderse  en  el  sentido  de  que 
un  título  falta  jurídicamente 
cuando  (\  es  insuficiente  ó  ine- 
ticaz,  sin  que  sea  necesario  que 
falte  real  ó  materialmente  la 
persona. — Mismo  fallo. 

8.  La  regla  del  inciso  último  del 
artículo  íJ2G  que  establece  que 
sólo  en  el  cnso  de  insuficiencia 
del  título  preferente  ]>odrá  rc- 
currirse  á  otro,  se  refiere  A  to- 
todos  los  incisos  de  ese  mismo 
artículo. — Mismo  faUo. 

.\MPLIA('IÓN 

Ar.r.ióu  posesor ia.  —  Apelación, 
Apreriación.—C  'auxfrJ-e.H.--(  'o/i- 
tra-i¡iieiella.-  ( 'onajuzffala. — 
(!o'<UiK.— TJesiftf  i  miento.— Pinca-l. 
—  Maniripalitln  L—  Ominón.-- 
Parte  a-f/raria  la.  —  Plazo. — 
Posesión. —  Querella. —  Senten- 
cia.—  1.  Ura-petita. — Interpues- 
to el  recurso  de  casación,  no 
puede  hacerse  en  él  variación 
de  ningún  género.  No  procede, 
por  tanto,  la  ampliación  del  re- 
curso aunque  ésta  se  haya  for- 
mulado con  los  requisitos  lega- 
les y  dentro  del  plazo  especial 
concedido  por  la  ley  para  inter- 
ponerlo.— C.  S.  15  octubre 
11)04 I  294 


1.  (yttarión  para  sentencia. — Kx- 
presión  «le  a/p'arios. — Impro' 
cedencia. —  Plazo.  —  Pofler. — 
Procurador  de  turno. — Es  im- 
procedente el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  anunciado  fue- 


ra del  plazo  legal. — Cas.  7  ma- 
yo 1{)07.  . I  232 

2.  Formalización.  —  Omisión. — 
Sentencia. — Es  procedente  el 
recurso  de  casación  formaliza- 
do dentro  del  término  que  con- 
cede la  ley  para  anunciarlo, 
porque  no  hay  disposición  legal 
que  prohiba  anunciar  y  forma- 
lizar á  la  vez  el  recurso  de  ca- 
sación y  por  el  contrario  p1  ar- 
tículo 9.5  número  2."  del  Código 
do  l'rocediiniento  Civil  sólo 
exige  para  la  procedencia  del 
recurso  el  que  se  interponga  en 
tiempo.  — C.  A.  7  noviembre 
1900 il     81 

APELACIÓN 

1.  Dejierdón. — Reposición. —  La 
sentencia  pronunciada  por  el 
Tribunal  de  Alzada,  después 
de  revocada  por  contrario  im- 
perio la  resolución  por  la  cual 
iiabia  declarado  desierta  la 
apelación,  no  puede  estimarse 
dada  en  apelación  legalmente 
declarada  desierta  y  no  adole- 
ce por  consiguiente  de  este  vi- 
cio de  casación. — Cas.  23  no- 
viembre 190(> I  228 

2.  Es  facultad  privativa  del  Tri- 
bunal de  Alzada  el  reponer  la 
resolución  por  la  cual  ha  decla- 
rado desierta  la  apelacióUf  en 
uso  de  la  atriínicióu  que  le  con- 
fiere el  inciso  2."  del  artículo 
224  del  Código  de  Pmcedi- 
miento  Civil. — Mismo  fallo. 

3.  Ac/.ión  posesoria.  — Amplin- 
ción. — Apreciación.  —  Cansa' 
les.  —  (hntra-(¡uerella. —  (.hsa 
juzffaila.  —  Costas.  —  Desistid 
miento. — Fis  al. — Municipali- 
dad.- Om  isió  /I .-  Parte  cte/ra  íi'a- 
da  .-Plazo."  Posesión. —  Quere- 
lla.— Sentem  ia.—  llfra-petiia 
— Tratándose  de  una  apelación 
que  incide  en  un  recurso  de  ca- 
sación, debe  el  que  la  pierde 
ser  precisamente  condenado  al 
pago  de  costas,  aunque  se  ha- 
van  emitido  tres  V4)tos  á  su  fa- 
vor.—C.  S.  20  octubre  1904.  .  I  294 

4.  Acción  posesoria.  —  Amplia- 
ción.— Aprecimñán.  —  (^ausa- 
leji. —  Contra-querella. —  Cosa 
juzf/atia. —  ( 'ostas. — IJesisti- 
in  iento. — Fiscal-. — Mu  nidpali- 
dad. —  Omisión. —  Parte  ofp'a- 
viada. —  Plazo. —  Posesión. — 
Qiierella. — Sentencia. —  I  ^Ura- 
petita. — Apelada  por  una  Muni- 
cipalidad la  sentencia  dictada 
en  una  querella  sobre  una  plaza 
que  se  sostenía  era  un  bien  na- 
cional de  uso  público,  la  repre- 
sentación en  segunda  instancia 
corresi)onde  al  Fiscal  de  la 
Corte,  si  no  se  ha  encomenda- 
do á  otras  personas,  en  confor- 
midad al  inciso  2."  del  artículo 
93  de  la  Ley  de  Municipalida- 
des.— Si  el  Fiscal  se  limita  á 
dar  su  dictamen  opinando  por 
la  confinnación  del  fallo  de  pri- 
mera instancia,  y  la  Corte  lo 
revoca,  no  puede  sostenerse 
que  la  sentencia  de  la  Corte  ha 


APELACIÓN 


APRECIACIÓN 


APRKTIACIOS 


Hiáo  dada  en  apelación  Icf^al- 
mente  degiíntida,  si  el  dictantcn 
fiscal  no  tiene  por  ohjelo  el 
deeÍ8tiniiento,  y  auntiue  lo  hu- 
biera tenido  bc  hacía  en  todo 
ca80  necenario  pronunciar  nen- 
tencia  por  liaberflc  hecho  jiarte 
el  Director  del  Tenoro  en  re- 
I  rcKcntación  de  los  interenew 
HsealeH. —  Cas.  1."  dicienihre 
1ÍH)4 1  204 

5.  Certificado. — Deserción. —  7Vi- 
bla. — Debe  diclararKc  desierta 
la  apelación  á  instancia  del 
apelado  si  el  apelante  no  com- 
parece A  seguir  el  recurso  en 
el  plazo  de  tres  días  que  le 
concede  la  ley.  El  Tribunal  de 
Alzada  debe  resolver  la  deser- 
ción, en  este  caso,  con  sólo  el 
mérito  del  certificado  del  secre- 
tario, es  decir,  sin  otro  trámite 
ó  formalidad  que  t'ste  según  lo 
prescribe  el  artículo  224  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 
Por  consiguiente,  no  debe  po- 
nerse en  tabla  la  deserción,  ya 
que  esto  iniportA  una  nueva 
notificación  de  que  en  tal  día 
va  á  hacerse  la  causa. — Cas.  3 
julio  1907. 1  322 

B.  Aprecianón.  —  (^om¡)rt*')ic.in. 
— UUtu  ferUnlon.  —  Pre^scrí})' 
ci&n. — Concedida  la  apelación 
en  ambos  efectos  y  devueltos 
los  autos  A  primera  instancia 
para  la  agregación  de  ciertos 
documentos,  es  competente  el 
tribunal  inferior  para  entender 
en  las  gestiones  que  se  hicieren 
para  declarar  prescrita  la  ape- 
lación, por  haber  trascurrido 
más  de  un  año  sin  que  se  hicie- 
ra gestión  alguna  para  que  el 
recurso  se  llevara  á  efeeto  y 
quedara  en  estado  de  fallarse 
por  el  superior. — Cas.  23  ngos- 
to  11)07 I  420 

7.  Es  un  hecho  de  la  causa,  esta- 
blecido por  el  tribunal  senten- 
ciador en  uso  de  sus  facultades 
privativas,  el  de  que  las  partes 
en  un  juicio  dejaron  pasar  más 
de  un  año  sin  hacer  gestión  nl- 
g\ma  para  que  una  apelación 
ee  llevara  á  efecto.Esta  aprecia- 
ción, aún  en  el  supuesto  de  ser 
equivocada,  es  un  antecedente 
inamovible  para  el  tribunal  de 
casación. — Mismo  fallo. 

8.  A  mayor  abundamiento,  en  el 
supuesto  de  no  haber  trascu- 
rrido ese  )dazo  si  se  descontara 
los  días  feriados,  como  preten- 
de el  recurrente,  el  recurso  si- 
ria en  todo  caso  improcedente 
j)orque  sólo  se  fundó  en  la  in- 
fracción de  los  artículos  214  y 
234  del  Código  de  I*rocedimieii- 
to  Civil,  y  no  en  la  del  artículo 
69  de  ese  Código  que  sería  el 
único  pertinente. —  M  is  mo 
fallo 

M  fUiantin. — PhiralkUtd  fie  par- 
tes.— Eh  improcedente  el  recur- 
so de  apelación  eunlrn  In  sen- 
tencia dictada  en  un  juicio  cuyo 
valor  no  excede   de  $   300. — C. 

A.  27  octubre  lOOíi II     «2 

0.  Juicio  ejecutivo.  —  Manda- 


miento de  ojeen  ion. — La  re- 
solución por  la  cual  el  juez, 
ordena  que  se  despache  man- 
damiento de  ejecución  es  ape- 
1  a  b  I  e. — C.   A.    24    diciembre 

190<; 11   159 

11.  El  Tribunal  de  Alzada  ]>uede 
revocar  la  ejecución  al  pronun- 
ciarse sobre  la  apelación  dedu- 
cida j)or  el  ejecutiido  contra  la 
sentencia  de  ]iago,  aunque  éste 
no  haya  opuesto  excepciones. 
Mismo  fallo. 

Al'EKTl'KA  HE  TESTAMENTO.— V. 

Te^ftamento.- 

Al'HEriACK'íN     DE      LOS    IIE(H«»S 

por  el  tribunal  de  casación. 

1.  Comprarenta. — Edificio  en  te- 
rreno ajeno.  —  Novación.  — 
Resfolnción.  —  Es  materia  de 
hecho  <iue  corresjKJnde  apre- 
ciar al  tribunal  sentenciador, 
establecer  si  se  ha  pagado  en 
su  totalidad  el  precio  de  la  co- 
sa vendida,  cualesquiera  que 
sean  los  antecedentes  de  que 
lo  deduzca,  siempre  que  no  se 
altere  la  naturaleza  jurídica 
del  contrato. — Ca».  30  octubre 
1901) I     14 

2.  (^anaaleM.  —  ímproce  leneia. — 
Recluniación. — Es  soberana  la 
apreciación  del  tribunal  senten- 
ciador que  establece  que  el 
mandatario  ha  extralimitado 
sus  funciones,  y  aunque  se  la 
su]>onga  errada  no  puede  dar 
margen  al  recui*so  de  casación 
si  no  altera  la  naturaleza  jurí- 
dica del  contrato. — Cas.  1."  di- 
ciembre 1900 .  .  .  í     71 

3.  Afluente. — Aguwt.—Bienea  na- 
cionales. -  Cosa  juzgada.  -  Pres- 
cripción.— Los  hechos  estable- 
cidos por  la  sentencia  recurrida 
como  resultado  de  la  aprecia- 
ción de  la  i)rueba,  deben  servir 
de  base  para  la  resolución  del 
recurso  de  casación  en  el  fon- 
do.—Cas.  4  agosto  190(5.  ...  I   12  > 

4  Afxrrdaje.-( .'ajntdyi .-  yariero. 
"Perjuicios. —  Reclamación. — 
UUra-petita.  —  El  carácter  de 
naviero  que  el  tribunal  senten- 
ciador atribuye  al  demandado, 
fundándose  en  antecedentes  pro- 
batorios que  aprecia  con  facul- 
tades soberanas,  es  un  hecho 
de  la  causa  que  debe  servir  de 
base  inamovible  para  el  pnv 
nuuciamiento  del  fallo  de  casa- 
ción.—Cas.  11  abril  1907.  .  .  1   Kii 

¡y  Causales  —  Descubriiiora^.  — 
LÁti^.— Mensura.— Paralelo  23. 
— Salitreras.  —  La  afirmación 
de  la  sentencia  recurrida  de  que 
la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia ha  reconocido  que  las 
mensuras  se  han  practicado  en 
confonnidad  A  Iok  títulos  ó  pe- 
dimentos y  que  éstos  hau  sido 
acept4\dos  por  scntenein  ejecu- 
toria, es  un  hecho  de  la  causa 
establecido  por  el  tribunal  sen- 
tenciador, y  como  tal  inamovi- 
ble.—Cas.  tí  abril  1907.  ...  1  193 

6.  Es  un  hecho  de  la  causa,  esta- 


blecido por  el  tríbufial  ~^<' 
ciador  en  uso  de  isus  faci.ii  • 
privativas,  y  |K»r  tMnUt  i>o  >£• 
ceptible  de  cai»aci6n.  •♦!  d-   j 
no  se  ha  ]>robado  que  la-  \^  r-.- 
nencias  de  coya  mensura  >-  n- 
ta  se   hayan  ubicado  al  i-i 
del  paralelo  23. — Mi«>iiri  f.i' 

7.  Caujud, —  I^  apn-ciaci«''ii  ri.  -* 
hechos  es  facultad  pri\a;  ■ 
del  Tribunal  senu-ucíad^»f.  - 
Cos.  3  mayo  11K)7 I  I*' 

8.  Af/ente  de  Aíl*tana, — /  Vi«*i  »■  •. 
en  eX  fon  lo  — Confra^jau  t.,. 
IJe/rawiaciü^t.  —  iMrerh'M  ir 
Aduana. —  Monería. —  M»tta.— 
í'uando  la  Corte  Suprema  i?  ^í- 
lida  una  sentencia  pcir  casaehr. 
en  el  fondo,  debe  dirur  •^J"-' 
la  cuestión  materia  del  jmtrj* 
la  0eni«ncia  que  crea  c«rifi>ni' 
á  la  ley  y  al  mérito  d»  «•* 
hechos,  tales  como  >e  ha  i  «Ja'!- 
por  establecidos  en  el  UW- 
recurrido. — Si  de  lo»s  hecli»*  ►*- 
tablecidos  en  el  fallo  ncürríJ»-. 
según  la  ai>reciacióu  qct  r. 
ellos  hace  el  tribunal  seutristii 
dor,  A  c^uien  corre«p€Mide  U  f«- 
cultad  privativa  de  aprvriar  -y 
mérito  probatorio^  se  de^pm  - 
den  pre«uuciones  gravíT».  f»n- 
cisas  y  concordantes  para  tñ- 
buir  á  una  jicrsona  detenni?'* 
da  la  defraudación  cometifa. 
esta  apreciad<^n  debe  i^er  acr]- 
tada  como  inamovible  i*>r  .' 
tribunal  de  caí*ación. — C»^  ^' 
noviembre    190r» \  ti* 

9.  Caúsale'*.  —  Vo^  hetlnic  ^t»- 
blecidos  i)or  la  sentencia  n^o 
rrída  como  resaltado  de  la  apre- 
ciación de  la  prueba  delm:  -í-r 
vir  de  base  inamovible  para  u 
resolución  del  recurso  de  ea.^ 
ción  en  el  fondo. — La  apr»ri«- 
ción  de  la  fuerza  probatíi^ria  «V 
una  escritnra  pública  ht'^l» 
por  el  tribunal  senteiiciait-r 
para  el  efecto  de  estal»l«'er  fl 
dominio  del  demandante  >-'Í>rf 
un  inmueble  y  aceptar  la  acci*  a 
reivindicatoría  iuter|»iie>ta.  < 
la  apreciación  de  lo»  deiHá"  ilu- 
dios de  prueba  producid*»-  ♦  »t » ' 
juicio  para  justificar  qm  '' 
persona  que  vendió  ei»v  inmn'- 
ble  «I  dema^idante  hahia  ^of»- 
dido  inmediatanieute  á  -n  f^' 
HnnÍ4í  en  el  dominio  >  |>»»^'•í'M• 
legal  de  él,  coiistituyi^u  bft!«- 
de  la  causa  que  el  tríbunal '»« «• 
ten  ciador  establece  de  mi  tu*"  " 
inamovible  iMi  usi"»  de  fneultaíl'* 
que  le  son  prívati va*. —<***-  •*' 
mayo   190" '  •' 

1 0.  Árreu'ia miento.—  I  Wn*'»^.- 
Proced  'm  iento.— Reeinmañou, 
-  Rete  ii/-#dn,-El  estahleciuii*  »- 
to  de  los  hechos  y  la  apnria- 
ción  de  la  prueba  ct>m*>|"»''«l'i' 
prívativauíente  al  tribunal  ^•*  • 
teuciador. — Si  la  Henteuria  n- 
currída  establece  que  no  i^'  ^ 
alegado  ni  justificado  qof  f'-^ 
arrendador  sea  acreedor  ^'■ 
arrendatario  por  precio  ó  indfw 
nizaciones  procedente?  áA  í»* 

"  trato,  estos  hechos  son  inam'*- 
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viblí's. — t'ar».    22  (lo  junio  1907. 

1  íi«7 

.  Act^ión   jjfinesoria. — Amplia- 
rJón.  —  ApeJcu^ión.  —  (^anaalea. 
—  i^ontra  — </iwreUa.  —  Con  a 
JHZt/OriltM.   —  <'o)tf.a.  —  Deitinti' 
m  ietifo. — J^^íh'cü.—  MtinieipaH- 
flad. —  OntiMó^n. — l*arU    at/ra- 
rifuirt  —  latazo.  —  Pone^ián.  — 
QuereUn. — Sentencia.  —  l-lfra- 
petita. —  L»a    apreciación    de  la 
prueba  en  facultad  privativa  del 
tribunal  neutonciador  y  laCort<' 
de  CaMacióii  debe  aceptar  como 
irrevocablemente    establocidoK 
])ara  la  decisión  del  recurso,  los 
lirehos  en  que  descansa  la  apli- 
cación  del  derecho  y  fija  couui 
tales   el    tribunal  Beutonciador. 
— Kntablecido   por   los    jueces 
de    la  causa  el  hecho  de  que  el 
querellante  no  lia  poseído  tran- 
i(uUa  y    no    interrunipidaniente 
durante     mi    año   conq)leto    la 
plaza  que  es  objeto  de  la  que- 
rellaf  se   impone  el  rechazo  de 
ésta,    porque  no  puede  instau- 
rar  una  acción   posesoria  sino 
el   que  ha    estado   en   imsesión 
tranquila  y  no  intei  rnni))ida  un 
ano  completo. — (^as.  20  diciem- 
bre 190G.   . 1  294 

1 2.  -4 rrenria m ietüo—  Prórro(/a.~ 
Son  heclioH  de  la  causa,  estable- 
cidof*  por  el  tribunal  sentencia- 
dor en  UHo  de  atribuciones  pri- 
vativa», el  haber  ocupado  un 
arrendatario  la  propiedad  des- 
pués de  tenniíuulo  el  arriendo 
y  el  hab«*.r  veriticado  esta  ocu- 
pación con  consentimiento  d(l 
arrendador. — Cas.  12  julio  1907. 

.1  a24 

13.  (^omprtircntu.  —  Bennlnción. 
— La  apreciación  de  los  hechos 
es  facultad  privativa  del  tri- 
bunal sentencindor.  Estableci- 
do por  el  tribunal  sentenciador 
el  hecho  de  que  el  comprador 
de  cierto»  títulos  salitreros  no 
cum))lió  dentro  del  plazo  fijado 
en  el  contrato  la  obligación 
de  prosof^iir  el  juicio  de  men- 
sura y  el  hecho  de  que  el  ven- 
dedor no  tuvo  conocimiento  de 
la  intervención  que  dicho  com- 
jirador  se  atribuye  en  la  prose- 
cución de  dicho  juicio  de  mensu- 
ra, deben  8er\'ir  estos  hechos  de 
base  inamovible  para  el  fallo 
del  tribunal  de  casación. — ('as. 

19  julio  1907 I  344 

14.  Afanan. — Can-iuL —  FaruiaH- 
za<ñón. —  ¡njttnitnento  prirct- 
tlo. —  Oiniitión. —  PreMcrt/Jcióji. 
— Prneim  —  Re  í-cnuañún.  — 
Heiri n  Uca-ión. — Senfen  ia. — 
La  apreciación  de  los  hechos 
es  facultad  privativa  del  tribu- 
nal senteneindor.  Estabh'cíd(»s 
I)or  el  tribunal  sentenciador  los 
hechos  de  que  un  canal  fué 
construido  por  el  dueño  de  un 
predio  para  su  regadío,  pasan- 
do después  al  dominio  de  sus 
herederos,  hijuelatarios  de  di- 
cho predio-,  que  uno  de  estos 
herederos  lo  ensanchó  y  au- 
mentó su  dotación;  que  este 
heredero   reconoció   el  derecho 


de  uno  de  sus  cohereden)s  á  su 
cuota  en  el  canal,  gozando  este 
último  de  su  derecho  y  contri- 
buyendo á  los  gastos  del  canal; 
debe  aceptarse  la  demanda 
reivindicatoria  de  este  cohere- 
dero (jue  ha  sido  privado  de  su 
derecho  por  el  sucesor  de  aquel 
que  aumentó  la  dotnción  del 
canal,  i)ues  se  trata  de  la  rei- 
vindicación de  una  cuota  de- 
terminada proindiviso  de  una 
cosa  singular  de  que  el  deman- 
dante no  está  en  posesión,  para 
que  el  actual  poseedor  sea 
condenado  á  restituírsela.  — 
Cas.  10  julio  1907. 1  355 

15.  Establecida  por  el  tribunal 
sentenciador  la  posesión  regu- 
lar de  más  de  diez  años  que 
el  dennindante  ha  tenido  sobre 
el  canal' de  regadío,  materia  del 
juicio,  debe  aceptai-se  la  pres- 
cripción adquisitiva  de  domi- 
nio que  invoca  en  la  demanda. 
— Mismo  fallo. 

1(5.  Establecido  por  bis  jueces  de 
la  causa  el  hecho  de  que  el  de- 
mandado no  tiene  justo  título 
para  amparar  el  dominio  ([ue 
pretende  como  poseedor  regu- 
lar de  un  canal  de  regadío,  ni 
ha  poseído  durante  treinta 
años,  no  infringe  disposición 
legal  alguna  la  sentencia  que 
rechaza  las  prescripciones  tn- 
dinaria  y  extraordinaria  que  in- 
voca el  demandado.  —  Mismo 
fallo. 

1 7 .  TeMn me  n  fo.  —  Xii Udml. — I ^a 
apreciación  de  la  prueba  es  fa- 
cultíul  privativa  del  tribunal 
sentenciador.  Por  consiguiente, 
la  estimación  hecha  en  la  sen- 
tencia de  que  los  testigos  díd 
demandante  no  estaban  címtes- 
tes  en  bus  dichos  y  de  <jue  sus 
declaraciones  eran  en  parte 
contradictorias,  aun  suponién- 
dola errónea  es  inamovible  pa- 
ra el  tribunal  de  casación. — 
Cas.  21  diciembre  lOOíJ.  ...   1  371 

18.  C'omprarenta. —  ínter  prefa- 
ción.— //«//  ilel  contrato. — Mo- 
ne  la. — Precio.  —  Keducida  la 
litis  i\  determinar  la  interpreta- 
ción que  «lebe  darse  á  la  esti- 
pulación de  un  contrato,  relnti-' 
va  á  la  forma  del  jingo  del  pre- 
cio de  ciertas  mercaderías,  la 
interpretación  dada  á  esa  cláu- 
sula por  el  tribimal  sentencia- 
dor es  una  a}»re«iac¡ón  de  he- 
cho, que  escapi  *  la  censura 
del  triiiunal  d<  casación. — Cas. 

17  ag*)Hto  1907 I  405 

19.  Apelación. —  Coinpefent  ia. — 
Di  a  a  feria  los. —  Pre.H  ripción. 
—  Es  un  hecho  de  la  causa,  es- 
tablecido por  el  tribuiuil  sen- 
tenciador en  uso  de  sus  facul- 
tades privativas,  el  de  que  las 
partes  en  un  juicio  dejanm  pa- 
sar más  de  un  año  sin  hacer 
gestión  alguna  para  cpie  una 
a)>elación  se  llevara  á  efecto. 
Esta  apreciación,  añn  en  el  su- 
puesto de  ser  equivocada,  es 
un  antecedente  inamovible  pa- 
ra el   tribunal   do   casación. — 


Cas.  23  agosto  1907 I  425 

20.  futjted.il. — InHtmmento  pú- 
Mico. — PrupJ/a,  —  Teiítmnent^. 
— Es  un  hecho  de  la  causa,  es- 
tablecido por  el  tribunal  sen- 
tenciador, mediante  la  aprecia- 
ción de  la  prueba,  y  como  tal, 
inamovible,  el  de  que  una  j)er- 
.sona  no  otorgó  el  tostauícnto 
que  se  le  atribuye.  —  Cas.  2 
agosto  1907 I  430 

iJicor  io. — Estatlo  ciril. — Nnli- 
(lad. — SepararÁón  de  Itienea. — 
Tran'<aciión.  —  l'na  transac- 
ción por  la  cual  uno  ú  otro 
cónyuge  ó  ambos  juntos  reuun 
cían  á  su  estado  civil  de  mari- 
do ó  mujer,  es  contraria  á  la 
ley,  y  en  consecucjicia  nula  de 
nulidad  absoluta.  Semejante 
transacción  no  adquiere  valor 
por  la  aprobación  judicial,  pues 
esta  no  puede  dar  valor  á  un 
acto  mdo  eu  su  origen. — C.  A. 
27  noviembre  190fi 11  103 

Arbitros 

1.  Coitctción  en  /«  forma. — Comu- 
nidad. —  Jai  io  ordinaiño. — 
Resultando  acreditado  en  l<)s 
autos  que  lo  cedido  por  un  co- 
nmnero  á  otra  persona  fueron 
sus  derechos  hereditarios  y  no 
los  bienes  raíces  que  eran  ma- 
teria de  la  comunidad,  debe  en- 
tenderse ésta  subsistente;  y  en 
consecuencia  no  procede  la 
oposición  al  nombramiento  de 
arbitro  para   liquidarla. — C.  A. 

— Cas.  9  noviembre  1906.  .  .  I     37 

2.  Para  proceder  al  nombramien- 
to de  partidor  cjue  liquide  una 
comunidad  se  requiere  como  re- 
quisito indispensable  la  con- 
formidad, voluntaria  ú  obligada, 
de  los  presuntos  conumeros  en 
la  existencia  de  la  comunidad, 
debiendo  resolverse  previamen- 
te y  con  los  trámites  del  juicio 
civil  ordinario,  la  cuestión  sus- 
citada por  uno  de  los  pretendi- 
dos conumeros  ipie  alega  su  do- 
nnnio  exclusivo  sobre  los  bie- 
nes,— Cas.  9  noviembre  1906.  1     37 

3.  Admisibilidad. — Ca^ioeión  de 
oficio.  —  Juicio  ordinario.  — 
Sentencia  definitiva. — La  cues- 
tión promovida  con  motivo  de 
la  oposición  al  nombramiento 
de  los  arbitros  á  que  se  refiere 
el  contrato  para  que  resuelvan 
las  dificultades  pi-oducidas,  es 
una  cuestión  de  lato  conoci- 
miento que  debe  tramitarse  en 
la  forma  ordinaria  y  con  au-  • 
diencia  de  todas  las  personas 
que  son  partes   directas. — Cas. 

10     noviembre  1906    ....     I     41 

4.  Commiidftd. — Juicio  ordina- 
rio.— Es  nuiteria  de  un  juicio 
de  lato  conocimiento  la  ojíosi- 
ción  al  nombramiento  de  arbi- 
tros que  dividan  una  connmi- 
dad,  fundada  en  el  derecho  ex- 
clusivo que  se  alega  sobre  el 
bien  que  es  materia   de  ella.— 
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(Ip  ])roiiunciar8p  sobre  el  méri- 
to legal  (le,  laH  cniísnleft  en  que 
dicho  recurso  se  finida,  pueH  es- 
te prouiiiiciainieuto  líólo  corres- 
ponde ul  tribunal  ijuc  debe  cíj- 
nocer  del   rcc!^r^o. — ('.  S. — 28 

noviembre  190;') I 

y.  --1/  reciainón.  —  Ks  ¡nadmÍ8Í- 
ble  una  causal  de  casación  que 
no  tiene  relación  aipnia  con 
las  cuestiones  debatidas  en  el 
juicio  y  resultas  por  la  senten- 
cia recurrida.  —  Cas.  íl  mavo 
1{K)7 ,.    .'  1 

10.  IJñM.  id/ri miento.  —  Katacn- 
mentó. — Afeturura.  —  PofietHÓn 
efectiva.  —  tSafitrera^s.  —  La 
cuestiones  que  no  han  sido  ma- 
teria de  disensión  en  el  juicio  y 
que  |K>r  primera  vez  se  han  sus- 
citado ante  el  Tribunal  de  Alza- 
da, no  pueden  dar  fundamento 
A  causales  de  casación.  —  Cas. 
14  mayo  lí>07 I 

11.  Las  cuestiones  no  discutidas 
en  la  litis  y  que,  |K>r  lo  mismo, 
no  han  sido  materia  del  fallo.no 
pueden  ser  tomadas  en  conside- 
ración en  el  recun*o  de  casa- 
ción, l'or  consijruiente,  no  exis- 
tiendo en  la  sentencia  recun'i- 
da  pronunciamiento  alguno  so- 
bre las  excepciones  ó  alegacio- 
nes  en  que  se  funda  el  n  curso, 
r.o  ha  podido  esta  sentencia  in- 
fringir las  disposiciones  lega- 
les que  se  su{K>non  viol-idas. — 
Cnh.  M    mnvo    lílOT I 

12.  Aprecia  ion.  —  Las  cuestio- 
nes que  no  han  sido  materia  de 
disensión  en  el  juicio  y  <iuc  por 
primera  vtz  se  invocan  al  for- 
nuiliznr  el  ncurso  de  casación, 
no  pueden  dar  fundamento  á 
causnh-s  de  casación. — Cas.  31 
may(»  lílOT I 

13.  Procedimiento. —  Kl  haberse 
seguido  en  primera  instancia 
en  un  juicio  el  procedimiento 
siMunrio  y  no  el  ordinario,  po- 
dría dnr  motivo  á  un  recurso  de 
casación  rii  la  fonna,  jiero  no 
autoriza  un  recurso  de  casación 
i'u  A  fouílo  si  la  tramitación 
de  que  se  rt  clama  no  ha  influido 
de  ningiii  modo  en  lo  disposi- 
tivo de  In  st'utc  ncia  recurrida  y 
fué  sancionada  y  aceptada  ex- 
preso íiiente  por  el  recurrente. — 
Cms.  1:J  junio    1ÍK)7 I 

1 4.  Aftrcciat'Áón. — Arrendamien- 
to. -  Procedí  miento.  —  Jieci^r- 
mac.iÓH. — fíetención.  No  pue- 
de invocarse  ante  el  tribunal  de 
ensnción  unn  infracción  de  h-y 
fundada  en  no  haberse  tramita- 
do un  juicio  con  nm-glo  al  pi-o- 
eodimiento  ordinario,  si  el  re- 
currente se  sometió  á  la  trami- 
t.Mción  dada  por  el  juez  de  pri- 
mera instancia  sin  reclamar  ni 
lincer  observación  alguna.  — 
Cns.  '2*2  junio  1!M)7 I 

15.  (Vm^cnfimiento.-  Nulidad. — 
Prórrof/a. — Las  eu<-stiones  que 
n<»  han  sido  nuitrria  de  discusión 
í'ii  el  juicio  y  resjiecto  de  las 
ciijib's,  por  ctHisignirnte,  no  ha 
ncaídí»  rt'solueión  algmm  en  el 
fallo  reclanuido,  no  puedi  n  dnr 
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fundamento  á  causales  de  ca- 
sación. —  Cas     15    diciembre 

190«. 1  290 

Ifi.  Ac  ion  posenoria,  —  Amplia- 
ción.—  Aftelaiiión.  —  Aprecia- 
ción.— ( 'onlra-querella. —  (-oita 
juzf/afUt.  —  Coüta*.  —  Demnii- 
miento. — FincaL  —  Municipa- 
litlad. —  Ominión. — Parte  agra- 
vieyia. — IHazo  —  Potte4tión.  — 
QnerelÍ4i. — Sentencia —  VUra- 
petita. — Interpuesto  el  recurso 
de  casación,  uo  puede  hacerse 
en  ('I  variación  de  ningún  géne- 
nero.  No  procede,  \wt  tanto,  la 
ampliación  del  recurso  aunque 
ésta  se  haya  formulado  con  loa 
requisitos  legales  y  dentro  del 
plazo  especial  concedido  por 
la  lev  para  interponerlo. — C.  S. 
15  octubre  1904 1  294 

17.  Ac^Áón  posesoria. — Katnilo. — 
Pofieitión. — Salitreras. — Si  bien 
las  infracciones  de  los  artícu- 
los 1(57,  703,  715,  71  (i  y  717  del 
Código  de  Procedimiento  Civil, 
en  caso  de  ser  efectivas,  ¡k)- 
drian  servir  de  base  A  un  re- 
curso de  casación  en  la  forma, 
no  dan  mérito  para  fuiular  un 
recurso  de  casación  en  el  fon- 
do.—Cas.  17  diciembre   1900.  I  301 

1 8.  AfpioM. —  Aprecia'  ion. — F'o/i^- 
inaüzación. — In»trn  mentó  pri- 
vatlo.  —  Omiinón.  —  Prescrip- 
ción.— Pnte/ta. — Jíeclameición. 
— Heirindiración. — Sentencia. 
— Interpuesto  el  recurso  de  ca- 
sación no  puede  hacerse  en  él 
variación  de  ningi'm  géneni,  y 
por  consiguiente,  es  inadmisi- 
íde  la  causal  fundada  en  la  vio- 
lación de  un  artículo  que  no  se 
alegó  al  formalizarlo. — Cas.  10 
julio   1907... 1  3.55 

1 9.  ( 'ontritnidón, —  Excepcionen. 
—  Intttnttnento  privaiio.  — 
Prne/x».  —  Te^tiffo».  —  Titulo 
ejecatiro. — No  puede  fundarse 
un  recurso  de  casación  en  una 
infracción  legal  tjue  en  caso  de 
existir,  no  ¡nHuiría  en  lo  dis}>o- 
sitivo  de  la  sentencia. — Cas.  2 
ago8tol907 1  415 

20.  Avalúo. — ( Competencia. — Kjt- 
propiación.  —  Juicio  tie  ha- 
irie  níia. — XntídwL  —  Prescrip- 
ción.— No  puede  fundarse  un 
recurso  de  casación  en  la  in- 
fracción de  d¡8]M)MÍciones  lega- 
les que  no  sólo  no  se  han  aplica- 
do en  el  fallo  recurrido,  shio  que 
ni  si(|U¡(ra  se  han  citado  en  él. 
—Cas.  19  agosto   1907 1  421 

21.^  VíMwi. —  Error. — Form^iza- 
(ióiu — Las  cuestiones  no  discu- 
tidas en  la  litis  y  que,  ¡K>r  lo 
mismo,  no  han  sido  materia  del 
fallo,  no  pueden  ser  tomadas  en 
consideración  en  el  recurso  de 
casación.  Por  consiguiente,  no 
habiéndose  o]>uesto  como  excep- 
ción á  la  demanda,  ni  siquiera 
insinuado  en  el  curso  de  la  cau- 
sa, el  error  de  hecho  en  que  se 
funda  el  recurso,  no  ha  }H)dido 
la  sentencia  recurrida  infringir  * 
el  artículo  1453  del  Código  Ci- 
vil (pie  se  supone  violado.  — 
Cas.  29  agosto  1907 \  452 


22.  Interpuesto  el  recurso  de  ca- 
sación, no  puede  hacerse  en  él 
variación  de  uingün  género. 
No  pueden,  por  consiguiente, 
considerarse  causales  de  casa- 
ción no  alegadas  en  la  fonua- 
lización  del  recurso,  sino  sólo 
al  fundarlo.  —  Misino  fallo. 


1.  Cwhtddad. —  Citación. —  Ins- 
cripción. —  Titulo  ^ctitivo. — 
La  citación  del  censualista  he- 
cha ]iara  llevar  A  efecto  la  su- 
basta de  la  propiedad  gravada 
con  el  censo,  no  basta  para  pro- 
ducir la  caducidad  de  « ste,  |H>r- 
que  el  censo  es  perjietuo  y  de 
trasmisión  forzada  y  la  obliga- 
ción censuaría  sigue  siempre  al 
dominio  de  la  tinca  acensuada. 
La  dis|K>sición  del  artículo  2428 
del  Código  Civil  relativa  A  la 
caducidad  de  las  hi|ioteca8  de 
la  ñuca  rematada  con  citación 
previa  de  los  acreedores  hijio- 
tecaríos  no  es  aplicable  al  cen- 
so, ya  que  la  constitución  del 
censo  de  que  tratn  el  título 
XXVll  del  libro  IV  del  Código 
C-ivil  es  diferente  del  contrato 
de  hiitoteca  contem)dado  en  el 
título  XXXVIIl  del  mismo  li- 
bro.—Cas.  22  septieuíbre  1 ÍKMÍ I     «;5 

2.  La  iuscri]icióii  de  la  constitu- 
ción del  censo  ordenada  |)or 
la  ley,  no  tiene  tani)K>co  el  mis- 
mo alcaucc  que  la  iuscripción 
de  la  hiiK>teca,  ))nesto  «pie  en 
ésta  se  inscribe  una  obliga- 
ción accesoria  encaminada  A 
garantir  una  obligación  princi- 
pal, sin  la  cual  no  }>odría  exis- 
tir, mientras  que  en  la  htscríp- 
cii'in  del  censo  se  inlicribe  la 
constitución  del  censo  mismo,  ó 
sea  el  acto  ó  contrato  único 
que  subsiste  por  sí  solo  y  que 
no  puede  caducar  sino  por 
las  causas  expresamente  deter- 
minadas por  la  lev. — Mismo 
fallí). 

3.  Acción  reaL — Hipoteca. — (ira- 
vada  una  propiedad  con  un  cen- 
so y  constituida  hiiK)teca  sobre 
ella  en  garantía,  si  esta  propie- 
dad se  divide  después,  puede 
el  censualista  cobrar  el  total 
de  los  réditos  debidos  al  dueño 
de  una  parte  de  la  finca,  por- 
(pie  la  acción  que  ejercita  es 
real  é  indivisible  y  pmde  ser 
dirigida  contra  aquel  que  |)osee 
en  todo  ó  parte  la  cosa  acen- 
suada, sin  perjuicio  de  su  de- 
recho para  repetir  contra  quien 
viere  convenirle. — C.  A.  3  di- 
ciembre 1906 II  132 

CEKTiriCADO 

1.  Integración.  —  Relator.  —  No 
es  nula  la  sentencia  del  tribu- 
nal de  Alzada  integrado  en  con- 
formidad A  la  ley  con  el  Fiscal 
del  mismo  Tribunal,  si  esta  in- 
tegración se  puso  en  conoci- 
núento  de  las  partes  antes  de 
comenzar  la  vista  de  la  causa. 


CADUCIDAD 


CASACIÓN  DE  OFICIO 


CASACIÓN  EN  LA  FORMA 


fonnaUdacl  que  las  leyen  pres- 
criban para  cl    valor  del  con- 
trato en  coiiHÍderaeión  á  su  na- 
turaleza, sino  que  estA  estable- 
cida por  la  ley   jmr  motivos  ó 
circuiiHtancias  de  carácter  per- 
Boual,  en  ÍTiten's  de   la  misma 
mujer    cantada.  —  C.   A.  3  no- 
viembre 1906    ..  .      ....  11.     43 

2.  ( fompra-  i'enta.  —  Minuta  de 
pr9í4SÍHt.  —  Tercería.  —  Si  se 
vende  una  chacra  con  todos  los 
muebles  existentes  en  ella,  de- 
ben entenderse  incluidos  en  la 
venta  el  carruaje  y  cal>alIos 
del  fundo.  Si  ol  comjirador 
acredita  además  que  el  carrua- 
je CHtaba  destinado  pemia- 
nenteinente  al  ser\'icio  del  fun- 
do veudido,  ese  bien  se  reputa 
inmueble  por  su  destino,  á  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 570  del  Código  Civil,  y 
está  por  tanto  incluido  en  la 
venta. — C.  A.  20  octubre  1000  U     51 

RIKNES   NACIONALES 

Afbtente. — Aguwi. — Apre>  iadón. 
Cosa  jfizfjada.  —  Pi^esrHpd&ii. 
—  El  derecho  que  el  artículo 
834  del  Código  Civil  concede 
al  dueño  de  una  heredad  para 
usar  fie  las  aguas  de  uso  pú- 
blico que  corren  naturalmente 
por  ella,  y  el  derecho  que  ema- 
ne de  una  merced  concedida  á 
ese  dueño  por  la  autoridad  ad- 
ministrativa, se  limitan  en 
cuanto  el  dueño  de  la  heredad 
inferior  haya  adquirido  con  an- 
terioridad, i>or  prescrijición  ú 
otro  titulo,  el  derecho  de  ser- 
virse de  las  mismas  aguas. — 
Cas,  4  agosto  1906 I  126 

UIENES  NO  EM«AK<4Am^.<V 

Desaftimiento. — Donación. — Fa- 
Ui(io. —  Quiebra. — Desde  la  lio- 
ra  en  que  se  pronuncie  la  de- 
claración de  quiebra,  el  falli- 
do queda  inhibido  de  derecho 
de  la  administración  de  sus  bic- 
nei*;  j>ero  conserva  el  dominio 
de  ellos  y  la  administración  de 
los  no  embargables.  Por  consi- 
guiente, es  in-ocodento  la  acción 
del  fallido  para  que  se  lo  resti- 
tuya el  fundo  donado  á  él  y  A 
su  mujer  con  la  exjn-esión  de  no 
embargable,  habiéndole  hecho 
constar  su  valor  al  tiempo  de 
la  entrega  por  tasación  apro- 
bada iudicialmente. —  C.  A. — 
21  diciembre  1005 II     30 


C 


CAnCClDAIí 

'  'eniio. — Citación.  —  Inscripción. 
—  Tifnh  ejecutivo. —  La  cita- 
ción del  censualista,  hecha  pa- 
ra llevar  á  efecto  la  subasta  de 
la  propiedad  gravada  con  el 
censo,  no  basta  para  producir 
la  caducidad  de  éste,  jxírque 
cl  censo  es  perpetuo  y  de  tras- 
misión forzada,  y  la  obligación 

2 


censuarla  sigue  siempre  el  do- 
mitiio  de  la  tinca  acensuada. 
La  disposición  del  articulo 
2428  del  Código  Civil  relativa 
á  la  caducidad  de  las  hipotecas 
de  la  tinca  rematada  con  cita- 
ción previa  de  los  acreedores 
hipotecarios,  no  es  a))licable  al 
censo,  ya  que  la  constitución 
del  censo  de  que  tratA  el  títu- 
lo XXVIl  libi-o  IV  del  Código 
Civil  es  diferente  del  contrato 
de  hipoteca  conteui{)lado  en  el 
titulo  XXX VI II  del  mismo  li- 
bro.— Cas.  22  septiembre  1 906. 1     65 

Canal. — V.  Aguan. 


1.  Abordaje. — A^yreciación.—  Xa- 
viero. — Perjuicios,  — Reclama  - 
ción. —  UUra-petita. — Estable- 
cida la  calidad  de  naviero  del 
demandado,  no  infringe  los  ar- 
tículos 865  y  878  del  Código  de 
Comercio  la  sentencia  (pie  lo 
declara  responsable  de  los  da- 
ños causados  }X>r  un  abordaje 
debido  á  impericia  ó  culpa  del 
capitán,  ya  que  en  conformi- 
dad á  esas  disposiciones  lega- 
les responde  civihnente  el  na- 
viero de  los  hechos  del  capitán 
y  puede  la  acción  dirigirKC  en 
contra  de  cuaUpiiera  de  ellos. — 
Cas.  11  abril  1907 I  167 

2.  Establecida  legalnicnte  la  res- 
ponsabilidad de  los  demanda- 
dos en  su  carácter  de  navieros, 
y  condenados  en  tal  carácter 
por  la  sentencia  recurrida,  no 
infringe  este  fallo  las  reglas 
del  mandato  ni  la  disi)osición 
del  artículo  468  del  Código  de 
C'omercio,  si  agrega  la  conside- 
ración de  que  ni  la  calidad  de 
agentes  de  una  compañía  ex- 
tranjera dueña  de  la  nave,  que 
se  atribuyen  los  demandados, 
ni  la  de  consignatarios  habrían 
bastado  tanqjoco  para  eximir- 
los de  rcs]K)iitíabilidad,  pues  es- 
tas consideraciones  carecen  de 
influencia  decisiva  en  el  fallo  y 
la  reHpojisabilidad  juzgada  por 
la  sentencia  recurrida  no  se  re- 
fiere á  hechos  ejecutados  por 
mandantes  ó  comitenten  extran- 
jeros de  que  deban  responder 
sus  agentes  en  Chile,  sino  á  ac- 
tos del  capitán  de  una  naví' 
que  obligan  á  su  propio  na- 
viero, carácter  que  de  hecho 
asumieron  los  demandados. — 
Mismo  fallo. 

CASACIÓN  DE  OFICIO 

1.  (*ifarión  para  senté n  ia. — 
IJeUí/ación.  —  Kxpreaión  <le 
afjravion. —  Mandato. — Es  nu- 
la la  sentencia  de  segunda  ins- 
toncia  pronunciada  sin  que 
una  de  las  partos  haya  expre- 
sado agravios  ni  haya  nido  ci- 
tíida  para  sentencia,  debido  á 
que  el  procurador  obraba  sin 
poder  suficiente. — Cas.  27  no- 
viembre 1905 1     28 


2.  AdniisifÁlvlad.  —  Arbitros.  — 
Juicio  ordinario.  —  Sentencia 
definitiva.  —  Debe  anularse  la 
sentencia  que  resuelve  en  for- 
ma incidental,  y  sin  audien- 
cia de  todas  las  personas  que 
son  partes  directas,  la  cuesiión 
promovida  con  motivo  de  la 
oposición  al  nombramiento  de 
los  arbitros  á  que  se  refiere  el 
contrato  jiara  que  resuelvan  las 
dificultades  producidas. —  Cas. 

10  noviembre  1906 I     41 

3.  Confcifión. —  Mutuo. —  Nova- 
ción.—  IjUra-petita. — En  tabla- 
da ejucución  para  cobrar  una 
cantidad  dada  en  nnituoy  opues- 
ta la  excejición  de  nulidad  de 
la  obligación  por  no  haberse 
entregado  esa  cantidad,  es  nula 
la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia que  rechaza  esta  excei)ción, 
acogida  por  la  de  ]n*imera,  fun- 
dándose, nó  en  la  circnnst^incia 
de  haber  contraído  el  ejecntfido 
una  obligación  mutnaria,  sino 
en  el  hecho  de  haberse  sustituí- 
do  éste  en  la  deuda  de  un  terce- 
ro para  con  el  ejecutante,  ope- 
rándose así  una  novación,  sien- 
do que  ni  en  la  escritura  de 
mutuo  ni  en  la  demanda  se  hace 
alusión  á  dicha  sustitución,  por 
lo  cual  no  puede  ser  materia  de 
juicio  ni  se  tomó  en  cuent^i  en 
el  fallo  de  primera  instancia. — 
Cas.  2  noviembre  1906  ...  I     44 

4.  Almyado. — Suapenitió n.  —  Ta- 
bla.—  Vista. — Solicitada  i)or  un 
abogado  la  suspensión  de  una 
causa  jior  estar  enfermo,  con  el 
certificado  médico  correspon- 
diente, si  el  tribunal  ve  y  falla 
la  causa,  falta  al  trámite'  esen- 
cial de  señalar  nuevo  día  jiara 
su  vista,  y  este  vicio  autoriza 
para  anular  de  oficio  la  senten- 
cia.—-Cas.  15  diciembre  1 906  .  1  316 

5.  Omisión. — Senf^ímña. — Es  nu- 
la la  sentencia  que  desecha  la 
demanda  estimando  posesoria 
la  acción  deducida,  siendo  que 
es  en  reolidad  la  reí  vindicatoria 
ó  de  dominio. — Este  fallo  no 
contiene  la  decisión  del  asun- 
to cxintrovcrtido  y  debe  ser 
anulado  de  oficio  ])or  el  Tribu- 
nal de  Alznda.— ('.  A.  17  no- 
viembre 1906 II   121 

CASACIÓN  KN  LA  FoUMA 

1.  (Compraventa.  —  emplaza- 
miento.— Entretfn.^Remate. — 
JResolnrion. — Es  nula  la  sen- 
tencia pronunciada  con  omisión 
del  em])lazaniiento  de  una  de 
las  partes  para  contestar  la 
demanda,  por  no  haberle  sido 
ésta  notificada  persoiuilmente 
ni  halior  coinparecidu  por  sí  en 
la  secuela  del  juicio. — Cas.  5 
novieuíbre   1906 1     24 

2.  Arbitroi. — (,hmu miad. — Jui- 
cio ordinario  —  Para  j)roceder 
al  nombramiento  de  partidor 
que  liquide  una  comunidad  se 
requiere  como  requisito  indis- 
l>ensable  la  conformidad,  vo- 
luntaria ú  obligada,  de  los  pre- 


ll 


COMPETENCIA 


COMPbTENCÍA 


COMPETENCIA 


COADYIVANTE 

Notiibre. —  Oniúión.  -Sentencia. 
—  7W///«.--No  jíucde  jiodir  1a 
nuHdarl  de  iiim  HCiiteiicia  fun- 
dado en  <[ue  ella  no  hace  men- 
ción de  HU  nombre,  ni  fíjnn'ó 
tampuco  811  nombre  en  la  tabla 
al  annuciarHC  la  eauBa,  la  i>er- 
8ona  que  no  ch  jiarte  en  el  jui- 
y  sólo  ha  intervenido  en  t*l  co- 
mo tercero  coadyuvante. --Ca». 
31   octubre  IDOlí 1  370 

CoMIHlí'lN        AVAMAUOKA.    —    V. 

Arnhiú. 

roMPARECEXClA 

Faihcimiento. — Xo*nr¡o.  —  Tes- 
t€im4' iitx),  —  Tetfif/oit.  —  Pnra 
l»roceder  á  lii  apertura  de  un 
tCHtameuto  cerrado  no  ea  requi- 
sito indlüpennable  la  compare- 
cencia perHonal  del  eHcribanoy 
teKtigOH  instrumentalcK.  Lan 
reglaH  dictada»  por  la  lev  para 
el  cawo  de  ausencia  del  escri- 
bano y  testigos  comprenden  ú 
todos  los  que  no  comjiare/.cau 
ó  no  puedan  comparecer  al  ac- 
to de  apertura,  cuabiuiera  que 
sea  la  causa,  como  nmerte,  de 
meucia,  etc. — ('.  A,  10 septiem- 
bre 190.") II     17 

COMPETENCIA 

1.  Flrr^.pción  perentona. —  Pfn- 
itioties  mUiinrex. — La  excep- 
ción de  falta  de  jurisdicción  de 
la  justicia  ordinaria  opuesta 
{K)r  el  Fisco  en  una  demmda 
sobre  cobro  de  pensiones  mili- 
tares, por  tratarse  en  t^sta  de 
olitener  la  modificación  de  una 
resolución  dictada  por  otra  au- 
toridad j>ública  en  ejercicio  de 
sus  atribuciones,  no  es  una  ex- 
cepción dilatoria  de  incompe- 
tencia ó  simple  declinatoria  de 
jurisdicción,  sino  una  excep- 
ción perentoria  cjue  debe  ser 
resueltA  en  la  sentencia  defini- 
t  i  V  a.  —  Cas.  G  noviembre 
líKMJ I     5M 

2.  Es  conqietente  la  justicia  ordi- 
naria pnra  conocer  de  la  de- 
manda solíre  imgo  de  las  re- 
compensas militares  concedi- 
das por  las  leyes  de  21  de 
diciembre  de  1888  y  de  7  de 
febrei*o  de  18í)5  ¿  los  ([ue  hi- 
cieron la  campaña  del  Perú  de 
1838  y  I83i).— Mismo  fallo. 

'Á.  (-ojtación  fin  fn  forma. — ^'w-  , 
tns. —  U/tra-petifa.  —  Procede 
sin  competencia  y  falla  ultra- 
petita  el  Tribunal  de  Alzada 
que  condena  A  una  de  las  par- 
tes en  las  costas  causadas  en 
j»riniera  instancia,  revocando 
en  este  })unto  el  fallo  apelado, 
sin  (jue  el  apelante  haya  for- 
mulado &  este  respecto  petición 
alguna  en  la  expresión  de 
agravios.  —  Tas.    1  3     nuvrzo 

11M)7  . £     70 

Afjrefjació n  fie   dn'n  ííw nto!*.  — 
\.(UiJítación  en  la  forma.  —  (\tn- 


Molsu. — Itvtfrn  m e nto  púbtioj.  — 
Pniefxi.—  Te^ftNjos.—FA  tribu- 
nal sentenciador,  al  resolver 
acerca  de  la  procedencia  de  mi 
recurso  de  casación,  no  puede 
pnmunciarse*  sobre  el  inórito 
legal  de  las  causales  en  que 
dicho  recurso  se  funda,  pues 
este  pronunciamiento  sólo  co- 
n'espo!ide  al  tribunal  que  debe 
conocer  del  recurso.  —  ( '.  S. 
28  noviembre  11)00 I 

5.  Fe.mtiones  mitit^treJi. —  Retiro. 
— Declarado  el  retin»  de  uu 
militar  por  el  Presidente  de  la 
Ke]>rtbl¡ca,  en  uso  de  sus  facul- 
tades privativas,  son  ompe- 
teutes  los  tribunales  de  justicia 
para  determinar  el  día  desde 
el  cual  debe  pagarse  la  pensión 
correspondiente. — Cas.  2(»  oc- 
tubre 11100 1 

0.  i'enmioneM  m Hitares, — Si  bien 
el  iiAmem  1 1  del  articulo  73  de 
la  Constitución  Política  esta- 
blece que  es  atribución  exclu- 
siva del  Presidente  de  la  Re- 
]>üblica  el  conceder  pensiones 
de  jubilación,  retiros,  licencias 
y  goces  de  montepíos  cou  arre- 
glo á  las  leyes,  es  competente 
la  justicia  ordinaria  para  co- 
nocer de  una  demanda  |M>r 
))enHÍones  concedidas  j)or  la 
ley  especial  de  1881,  pues  esta 
recompensa  no  ha  sido  materia 
de  las  disposiciones,  ni  está 
sujeta  á  las  prescri}>ciones  de 
la  Ordenanza  del  Kjrrcito. — 
Cas.  1.-)  julio  1!M»7 1 

7.  Aun  cuando  corresponde  exclu- 
sivamente al  Presidente  de  la 
Kepública  conceder  jubilacio- 
nes, retiros,  licencias  y  monte- 
píos C(Hi  arreglo  á  las  leyes, 
concedido  ó  declarado  el  den- 
cho  al  retiro,  el  conocimienV» 
de  las  cuestiones  (pie  })uednn 
producirse  resj>ecto  al  mo- 
mento desde  el  cual  deben  go- 
zarse ó  el  valor  de  las  j»ensio- 
iies  c(n»  (pie  debe  ser  acudido 
el  retirado,  eorres]ionde  al  p(»- 
der  judicial,  ya  que  se  trnta  de 
un  mero  juicio  entre  el  soliei- 
tívnte  y  el  Fisco. — ('.  A. — Mis- 
mo fallo. 

8.  ím pror^ilencia.  —  PenMÍonets 
miJifareí*. — Sentencia  inferio- 
cnforia. —  Provocada  en  prime- 
ra instancia  la  cuestión  de  in- 
competencia del  juez  para  co- 
nocer del  asunto  materia  de  la 
demanda  y  acept^ida  esta  in- 
comj>etencia,  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Ai)elnciones  que  re- 
voca la  de  ]»rimera  instancia  y 
establece  la  comj)eteneia  del 
tribunnl,  se  pmmmcia  precisa - 
mente  sobre  la  cuestión  que  es- 
taba llamada  á  rescdver  y  no 
falla  con  manitiesta  incompe- 
tencia.— Cas.  22  julio  1ÍK)7. . .  1 

9.  VéH  competente  la  justicia  or- 
dhiaria  para  conocer  de  una 
demanda  do  pago  de  pensiimes 
militares  por  invalidez. — C.  A. 
Mismo  fallo. 

10.  A  evalúo.  —  (^auftaJ.  —  Krpro- 
pianón. — Jtiino  de  hacienda. 


— Sulid%fL —  Prescripoián.  — 
Ed  nula  ]>or  haber  sido  dictada 
por  tribunal    incompetente     la 
sentencia  pronunciada    jjor    la 
Corte  de  Apelaciones   de    Val- 
paraíso, en  20  de  diciembre  de 
1902,  en  causa  en  que  el  Fisco 
tenía  uu  interés  directo  y  posi- 
tivo, porque  según  lo  dispuesto 
j)or  la  ley  de    19   de   enero   de 
1889,  artículo  15,  la  Corte    Su- 
prema debía    continuar    cono- 
ciendo   de    las    causas  de  ha- 
cienda, jurisdicción   c^ue  man- 
tenía en  esa  fecha. — C.    S.    22 
agoato  1903  ........  I  4il 

W.  A  ielnción. —  Apredatñón^  — 
Di4vt  feria  io%. — Preitcripeió  n. 
— Concedida  la  apelación  en 
ambos  efectos  y  devueltos  los 
autos  á  primera  instancia  para 
273  la  agregación  de  ciertos   docu- 

mentos, es  competente  el  tri- 
bunal inferior  para  entender 
en  las  gestiones  que  se  hicie- 
ren }»ara  declarar  prescrita  la 
a}»elación,  por  haber  trascu- 
rrido más  de  un  año  sin  que 
se  hiciera  gestión  alguna  para 
que  el  recurso  se  llevara  á  efec- 
to y  (¿uedara  en  estado  de  fa- 
llarse por  el  superior. — Cas.  23 
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12.  DeMcubritlor.  — Finrjo.  — Jui- 
cio fie  hacienda.  —  Manifesta- 
ción, -  ^fina.  —  Fuera  de  las 
minas  cuya  explotación  se  re- 
¡  serva  el  Estado,  no  tiene  el  Fis- 
I  co  interés  especial  en  ninguna, 
331  I  ni  slquit  r.i  i>or  la  falta  de  pago 
de  la  jiatente,  jiorque  ésta  ouii- 
8Íón  sólo  trae  como  rebultado 
la  pérdida  de  la  mina  en  favor 
de  otro  particular  que  la  soli- 
cite, y  si  nadie  la  solicita,  la 
patente  se  pierde  para  el  Esta- 
do. En  consecuencia,  tratándo- 
se eii  el  juicio  de  la  manife.-*ta- 
ción  de  una  mina  de  .fierr\>,  no 
puede  estimarse  ese  iuicio  co- 
mo causa  de  hacienda,  y  no 
I)rocede,  i»or  tanto,  la  aplica- 
ción del  artículo  ó.'*  de  la  ley 
de  28  de  agosto  de  1902,  que 
establece  cpie  el  conocimiento 
de  esas  causas  corresiionde  á 
I  la  Corte  de  Apelaciones  de 
I        Santiago. — C.  A.     17     octubre 

I        19O0 .        .    .  II     70 

I    13.  Alfil aa.   -  MnnicipalidafL  — 
Según  lo  dispuesto    en    el  ar- 
I       tículo  24  de  la  ley  de    Munici- 
¡        palidades  de  22    de  diciembre 
de  1891,  corresponde    á    estas 
corporaciones    reglamentar    el 
servicio  y  uso  de  las  aguas  eo- 
rrientes  de  las  ciudades  é  igual- 
mente la  construcción,  nivela- 
ción y  limpia  de  las  acequias  y 
cloacas  por  donde  ellas  corren; 
y  es  improcedente  la  demanda 
¡iresentJida  á  la    justicia    ordi- 
334  naria  con  algunos    de  los  tiiies 

anteriormente  indicados.—  C. 
A.  22  octubre  190(>.  .  .  .  .  II  77 
14.  Aciñón  mu^Ue.  -  Domicilio. 
— Es  competente  para  cono- 
cer de  una  demanda  ¡»or  cobro 
de  ser\'icio8  médicos  el  juez  del 
lugar  en  que  el  deudor  tuvo  su 


TASACIÓN  EN  EL  FONDO 


CAUSALES 


CAUSALES 


U 


cíóii  «lo  ]>ctieióii  de  herencia 
sin  haber  establecido  el  hecho 
de  t|iie  el  demandado  ocufie  en 
calidad  de  heredero  la  heren- 
cia «fiio  se  reclama,  fundándose 
en  tine  era  comunero  á  título 
de  sociedad  conyugal  en  una 
iiinsa  de  bienee  en  (jue  debían 
coiiHÍderarse  existentes  los  de 
dicha  herencia,  y  aplicando  así 
lu  dÍHpoBición  del  articulo  1204 
del  C'ódij^o  Civil  A  un  caso  que 
está  fuera  del  único  dctennina- 
do  por  ella. — Cas.  1."  setiem- 
bre lOOO I     19 

4.  Cond4y tinción.  —Vonf unión, — 
I^ff€i(lo.  —  Debe  anularse  la 
seiitencia  que  declara  que  se 
ha  producido  de  dereclio  una 
confusión  que  hn  extinguido  la 
ohli|;ación,  cuando  los  deudores 
á  cpiieueH  el  testador  ha  condo- 
nado la  deuda  en  su  testamen- 
to, han  sido  también  institui- 
dos en  éste  como  herederos. — 

Cas*.  4    agosto  lOOti I     K!) 

.'>.  JJetttnrtración.  —  Dominio.  — 
Octi pación  hética.  —  PoHeñón. 
— Snlitreraa. — No  tienen  domi- 
nio verdadero  ó  aparente  de 
los  terrenos  salitrales  de  Tara- 
pacá  loH  denunciantes  que  no 
tenían  la  ]>oscsión  real  de  sus 
estacauíentos  rt  ofícinas  A  la 
éjK>ca  de  la  ocu])ación  de  esa 
provincia  ¡lor  las  armas  de  la 
Uc publica,  y  la  sentencia  que 
lea  reconoce  dominio  infringe 
lt»í*  artículos  2  y  8  del  tratado 
do  Paz  con  el  Perú,  ])ronuilga- 
do  como  ley  nacional  el  20  de 
mayo  de  1884,  en  el  cual  se 
consideró  el  decreto  do  28  de 
marzo  de  1882  que  había  re- 
glamentado la  propiedad  sali- 
trera privada  de  Tara))aeA  so- 
bre la  base  del  régimen  legal 
antes  establecido,  «no  recono- 
ciendo otros  títulos  y  derechos 
H  este  respecto  que  los  resul- 
tantes de  los  contratos  reales 
emanados  del  (Tobiemo  del 
Perú,  ni  otra  posesión  y  tenen- 
cia que  las  cpie  se  desprenden 
de  esos  títulos  6  de  su  dominio 
incontestable  acompañado  de 
una  esplotación  actual  y  efec- 
tiva. —  Cas.    30    noviembre 

lí>0« 1  103 

tt.  ( 'auHal — Cuentas. — ( 'uratlor. 
— Entrega.  —  Formalizad  ón. 
— Parte  cujraviada.  —  Pre^t- 
'^ripriáiu —  El  ex-pupilü  puede 
í'xigir  j>or  acción  ordhmria  la 
entrega  de  sus  bienes  existon- 
tes  en  especies  ó  cantidades 
detenninndas  en  poder  del  cu- 
rador, sin  que  obste  A  esta  ac- 
ción la  circunstancia  de  no  ha- 
berse rendido  y  aj)robado  la 
cuenta  que  el  guardador  ha 
debido  presentar  al  terminar  la 
cúratelo.  Infringe,  por  consi- 
guiente, la  disposición  del  ar- 
tículo 417  del  Código  Civil,  la 
>«entencia  que  desecha  la  de- 
manda del  ex-pujiilo  contra  el 
curador  jiara  obtener  la  resti- 
tución de  ima  cantidad  deter- 
minada que  le  jiertenece.  fun- 


dada en  que  el  juicio  de  cuentas 
es  el  único  cano  en  que  proce- 
dería el  ejercicio  de  los  dere- 
chos del  pupilo. — Cas.  20  no- 
viembre lf)0(; 1   Kil 

7.  Agente  de  Aduana. — Aprecia- 
(ñon. —  Contraffando.  —  I)e- 
fraudación.  —  Derev h o »  de 
Adriana. —  Moneila. —  MuUa. 
— Debe  anularse  la  sentencia 
que.  al  lijar  la  peini  que  debe 
imponerse  jMir  una  defrauda- 
ción de  derechos  de  Aduana, 
ordena  pagar  en  pesos  de  cua- 
renta y  ocho  peniípies  el  vein- 
ticinco por  ciento  de  los  dere- 
chos de  internación  que  co- 
rrespondía pagar  en  oro,  dan- 
do asi  A  la  libra  esterlina  el 
valor  de  cinco  pesos,  é  infrin- 
giendo lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos !>  de  la  ley  de  2íi  de 
noviembre  tle  18ÍI2  y  5."  y  8." 
de  la  de  31  de  mayo  de  i 893, 
que  disponen  que  el  2.')  por 
ciento  de  los  derechos  de  inter- 
nación deben  pagarse  en  libras 
esterlinas  A  ra/ón  de  seis  pe- 
sos treinta  y  un  centavos  por 
cada  libra,  ó  en  moneda  chile- 
na de  oío  de  valor  e»[uivah'nte. 
—Cas.  30  noviembre  1ÍK)(>.  .  .  1  2(J0 

8.  AfpiOM. — Juez  de  af/uas. —  Kl 
juez  de  aguas  sólo  tiene  dere- 
cho A  la  rennmeración  que  es- 
tablece la  Ordenanza  de  1872 
mientras  el  rio  ó  estem  estA  so- 
metido A  tumo.  —  Suspendido 
el  turno,  los  funciones  del  juez 
son  pasivos,  cesan  sus  servi- 
cios y  trabajos,  y  es  justo  que 
cese  también  para  los  canalis- 
tas  la  obligación  de  renunie- 
rarlos.  Kn  consecuencia,  e  s 
nula  lo  sentencia  que  acepta  el 
cobro  de  remuneración  hecho 
por  un  juez  de  aguas  A  un  ca- 
nalista  por  un  período  durante 
el  cual  estuvo  suspendido  el 
tumo  de  un  río. — Cas.  12  di- 
ciembre 190n I  310 
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bre. 


-V.  \f/u(*M. —  t<erriduui- 


CauftafeH. —  Error. —  Formaliza- 
cAón. — Xo  infringe  el  artículo 
14(17  del  Código  ('ivil,  por  aco- 
ger una  obligación  sin  causa,  la 
sentencia  que  indica  expresa- 
mente la  causo  de  la  obliga- 
ción, <|ue  fué  la  adquisición  de 
la  cosa  cuyo  valor  se  reclamo 
cu  el  juic¡(».  —  Cos.  21»  og«»st<» 
1907.* I   402 
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-V.  Im- 


1.  CaHavión  en  ei  fondo. —  Entre- 
ffa. — Forinalización.  —  l*é'pu- 
fla. — X(»  c!nnj)le  con  lo  exigen- 
cia de  la  ley  lo  cita  general  de 
un  título  del  Código  Civil;  debe 
citarse  determinadamente  ol 
artículo  ó  1  e  y  infringirla. — 
Cos.  5  julio  I9(M; I       1 

2.  \o  jmede  invocarse  al  fundor 
el  recursc»  vicios   «pie  no  so  in- 


dicaron al  formalizarlo.— Mismo 
fallo. 
l\.  Aprer.iarión. — luipror^tlenria. 
— liecUnnatión. —  No  iniedcn 
dar  fundamento  A  causo let*  de 
casación  las  cuestiones  que  no 
han  sido  discutidas  en  el  curso 
del  juicio,  y  que  por  este  moti- 
vo no  han  podido  ser  tf>mndos 
en  cuenta  en  el  fallo  recun-ido. 
— Cos.  1."  diciembre  190r».  .  .  1     71 

4.  Cifai  ion.- -<  Jo  mufla. — Xo  pue- 
de fimdarse  un  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  en  la  infrac- 
ción de  disposiciones  lególos 
que  se  leíitren  A  uno  cuestión 
«lUe  no  fué  materia  del  litigio 
en  primera  instancia  y  sobre 
lo  cual  no  se  pronunciaron  por 
consiguiente  la  sentencia  del 
juez  ni  la  sentencia    recurrido. 

-    Cos.  30  diciembre  1!K)0.  .  .  1     99 

5.  Dom  inio. — Inscripnó u . — />•- 
f/mio. — Mo  loM  de  a  Itju  irit \ — 
SucA-sióu. —  Tradición.  — Ter- 
teria. — La  alegación  hecho  en 
estrodos  por  el  abogado  de  lo 
porte  recurrente,  que  se  refiere 
á  una  cmstión  no  disi iitido  en 
el  juicio  y  sobre  la  cual  no  re- 
cayó rcHolución  alguna  en  los 
sentencias  dictadas  por  h)s 
juí'ces  de  lo  causo,  no  puede 
ser  tomado  en  considero ción  al 
pronunciarse  lo  sentencio  de 
cosoción.  —  Cos.  3  noviembre 
1900 1   147 

<i.  (\inación  en  el  fondo.—  ( 'nen- 
ian.— f  'arador.  —  Entreifn.  — 
Formalizcurión. — Parte  Ofjra- 
riada.  —  Prencripoión.  —  Ks 
inquocedente  lo  consol  de  cnso- 
ción  que  se  invoca  desput's  de 
fonnalizado  el  recurso. — Cos.  20 
noviembre  1900 I    Uil 

7.  Af.rpci€tción.  — Dej*-  uhridoran. 
—  LUÍ!*. —  Mensura. —  Paraleh» 
2't. — SalitreriiH. — Kl  recurso  de 
cosoción  en  el  fondo  debe  limi- 
tarse al  fallo  de  los  infraccio- 
nes de  lo  ley  <iue  se  imi)Uton  A 
los  rest)lnf  iones  tle  primera  y 
segunda  instancias,  y  no  ])uede 
extendfise  A  otros  puntos  que 
no  han  si<lo  materia  de  la  litis. 
Por  consiguiente,  si  la  sintencia 
recurrido  se  limitó  A  confirmar 
los  resoluciones  de  primera  ins- 
tancia que  habían  fallado  úni- 
camente los  cuestiones  sobre 
ubicoción  de  cii'rtas  pertenen- 
cios  salitreras  y  distancias  tjue 
se  hobíon  gnordado  entre  los 
mismas,  lo  sentencia  en  el  re- 
ci  rso  de  easoción  en  el  fondo 
di'be  limitorse  A  los  infraccio- 
nes de  ley  cjue  se  imputan  A  es- 
tos resoluciones  y  no  j)uede  ex- 
tenderse A  oíros  puntos,  como 
el  referente  al  número  de  per- 
tenencios,  que  no  bou  sido  ma- 
teria de  la  litis. — Cos.  (J  abril 
1907 I    193 

8.  Af/reffarióíi  de  dorunienf-ot. — 
Casación  eu  la  forma. — Com- 
pef4'nria. —  Instru ntent^  púltli- 
ro. — Pruelta.  —  Testigos.  —  VA 
tribunal  sentenciador  al  resol- 
ver acerco  de  la  procedencio  de 
un  recurs<»  de  casación,  no  pne- 
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(le  proimnciarBe  Bohre  ol  méri- 
to lognl  de  laK  cnuBnlcB  en  que 
dicho  rccurfio  bo  funda,  jjuch  es- 
te ]tronunciaiiiiento  bóIo  corres- 
ponde ul  tribunal  que  debe  cr>- 
nocer  del  recurso. — C  S. — 28 

noviembre  1905 I 

y.  Af  rec.Í€u^ón.  —  Es  inadmisi- 
ble una  causal  de  casación  que 
no  tiene  relación  alguna  con 
las  cuestiones  debatidas  en  el 
juicio  y  resultas  por  la  senten- 
cia recurrida.  —  Cas.  íi  mavo 
1ÍM)7  .    .    . .'l 

10.  De)iyiibr{mient4>.  —  Esfaca- 
mento. — Meivnira.  —  Poseiñón 
efectiva.  —  SaUtreras.  —  La 
cuestiones  que  uo  lian  sido  ma- 
teria de  discusión  en  el  juicio  y 
que  jíor  ¡irimera  vez  se  lian  sus- 
citado ante  el  Tribunal  de  Alza- 
da, no  pueden  dar  fundamento 
¿  causales  de  casación.  —  (-as. 
14  mayo  lí>07 I 

11.  Las  cuestiones  no  disentidas 
en  la  litis  y  que,  por  lo  mismo, 
no  lian  sido  materia  del  fallo,  no 
pueden  ser  tomadas  en  conside- 
ración eu  el  recurso  de  casa- 
ción. Por  consijfuiente,  no  exis- 
tiendo en  la  sentencia  recurri- 
da pi'onunciamicnto  alp^uno  so- 
bn-  las  e.xcejiciones  ó  alejfacio- 
ncs  en  que  se  funda  el  n  curso, 
Ko  ha  jiodido  esta  sentencia  iii- 
frinfjir  las  disposiciones  lepa- 
Íes  (jue  se  suponen  violadas. — 
Cas.  l\\    mayo   1007 I 

12.  Aprecia  ion.  —  Las  cuestio- 
nes que  no  han  sido  materia  de 
disensión  cu  el  juicio  y  que  por 
prinu-ra  vtz  se  invocan  al  for- 
malizar el  recurso  de  casación, 
no  pueden  dar  fundamento  á 
causa h's  de  casación. — Cas.  31 
mayo  1007 1 

13.  Péocedi miento. —  VÁ  liabei-sc 
sejruido  en  primera  instancia 
en  un  juicio  el  procedimiento 
sumario  y  no  el  ordinario,  po- 
dría dar  motivo  á  un  recurso  de 
casación  cu  la  fonna,  jiero  lu) 
autoriza  un  recurso  de  casación 
en  el  fondo  si  la  tramitación 
de  que  se  ri  clama  no  ha  influido 
de  ninpi'n  modo  en  lo  disposi- 
tivo de  la  sentí  nciu  recurrida  y 
fué  sancionada  y  aeejitada  ex- 
l»resnnH'ut<'por  el  recurrente. — 
Cíis.  l.-l  junio   1907 1 

1 4.  Apreciación. — Arrendamien- 
to. -  Prove'li miento.  —  liecí/f- 
mación.-  Refrendan.  Xo  pue- 
de invocarse  ante  el  tribunal  de 
casación  una  infracción  de  ley 
fundada  en  no  haberse  tramita- 
do un  juicio  con  arredilo  al  píx)- 
eediniiento  ordinario,  si  el  re- 
currente se  sometió  A  la  trami- 
tación dada  por  el  juez  de  ]>ri- 
mera  instancia  sin  reclamar  ni 
hacer  observación  aljfuna.  — 
Cas.  t>2  junio  1907 I 

15.  Coiisenfimi/'nto.-  -Nulidad. — 
Prórroffn. — Las  cuestiones  que 
iiM  han  sidd  materia  de  discusión 
en  í'l  juicio  y  resj»eclo  de  las 
cuales,  por  cousijxiiient< .  uo  hn 
neaido  nsolueión  al;;uiia  en  <•! 
fallo  reclamado,  no  putdt  n  dar 
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fundamento  á  causales  de  ca- 
sación. —  Cas     15    diciembre 

190(?. 1  290 

1(».  Ací  ion  posesoria.  —  Amplia- 
vión. —  Apelación.  —  Api^eda- 
ción. — Contra-querella. —  (Josa 
JiiJSffada,  —  Costa».  —  Deíñsti- 
mierúo. — Fincal.  —  Munidpa- 
lidafL —  Omiífión. — Parte  agra- 
viada.— Plazo  —  Posenón.  — 
Querella. — Sentendfi —  UUra- 
petita. — Interpuesto  el  recurso 
de  casación,  no  puede  hacerse 
cu  él  variación  de  ningún  géne- 
nero.  No  jirocede,  por  tanto,  la 
ampliación  del  recurso  aunque 
ésta  se  haya  fonnulado  con  los 
requisitos  legales  y  dentro  del 
plazo  especial  concedido  [>or 
la  lev  para  interi)onerlo. — C  S. 
ISoctubre  1904 I  294 

17.  Acción  posesoria. — Estado. — 
Posesión.— Salitrer OH. — Si  bien 
las  infracciones  de  los  artícu- 
los 1(57,  703,  715,  71Ü  y  717  del 
Código  de  Procedimiento  Civil, 
en  caso  de  ser  efectivas,  po- 
drían servir  de  base  A  un  re- 
curso de  casación  eu  la  forma, 
no  dan  mérito  para  fundar  un 
recurso  de  casación  eu  el  fon- 
do.—Cas.  17  diciembre  1906.  I  301 

1 8.  Aípias. —  Aprecia <  ion. — For- 
nujilizaoión. — Instnt  niento  pri- 
vado. —  Omisión.  —  Prescrip- 
ción.— Pntelta. — JReclamtición, 
— Hei  vimlicación. — Sentencia. 
— Interpuesto  el  recurso  de  ca- 
sación no  ))ucde  hacerse  en  él 
variación  de  ningi'in  género,  y 
por  consiguiente,  es  inadmisi- 
Ide  la  causal  fundada  en  la  vio- 
lación de  uu  articulo  que  no  se 
alegó  al  formalizarlo. — Cas.  10 
julio  1907... 1  355 

1 9.  í  'OntrUrtidón. —  Excepciones. 
—  Instmvíento  privado.  — 
Prnelja.  —  Testigos.  -  Tünlo 
ejecutiro. — No  puede  fundarse 
un  recurso  de  casación  en  una 
infracción  legal  que  en  caso  de 
existir,  no  iiiHuiría  en  lo  dispo- 
sitivo de  la  sentencia. — Cas.  2 
agosto  1907 : 1  415 

20.  A  valúo. — (Competen  da. — Er- 
propinción.  —  Juicio  de  ha- 
denda. — NvlitUul.  — Prescrip- 
ción.— No  puede  fundarse  un 
recurso  de  casación  en  la  in- 
fracción de  dÍ8])OsicioneB  lega- 
les ciue  no  sólo  no  se  han  aplica- 
do en  el  fallo  recurrido,  sino  que 
ni  siquiera  se  han  citado  en  él. 
—Cas.  19a|josto   1907 1  421 

21.  Ca  usa. — Error. — Formalizar 
dóiu — Las  cuestiones  no  discu- 
tidas en  la  litis  y  que,  por  lo 
mismo,  no  han  sido  materia  del 
fallo,  no  pueden  ser  tomadas  en 
consideración  en  el  recurso  de 
casación.  Por  consiguiente,  no 
habiéndose  opuesto  como  excej»- 
cióii  á  la  demanda,  ni  siquiera 
hisinuado  en  el  curso  de  la  cau- 
sa, el  error  de  hecho  en  que  se 
funda  el  recurso,  no  ha  podido 
la  sentcucia  recurrida  infringir  * 
el  artículo  1 453  del  Código  Ci- 
vil que  se  su)>onc  violado.  — 
Cas,  29  agosto  1907 1  452 


22.  Interpuesto  el  reearso  de  ca- 
sación, no  puede  hacerse  en  ^1 
variación  de  ningúu  f^rwnK 
No  pueden,  por  con«igiiieiitP. 
cousidcrarse  caúsale»  de  (a>«- 
ción  no  alegadas  en  la  forina- 
lización  del  recurso,  t^ino  <^'k> 
al  fundarlo.  —  Mismo  falla 


1.  Cadfiddad. —  Citadón. —  In»- 
cripdón.  —  Titulo  ejerutiro.— 
La  citación  del  censualíjita  b«~ 
cha  para  llevar  A  efeeto  la  i»ti- 
basta  de  la  propiedad  gravadji 
con  el  censo,  uo  basta  (laní  pn.»- 
dncir  la  caducidad  de  «i^to.  ¡sir- 
que el  censo  es  |»erpetDO  *  <i- 
trasmisióu  forzada  y  la  obliga- 
ción censuaría  sigue  siempre'  al 
dominio  de  la  finca  acemuada. 
La  disposición  del  articulo  2I¿» 
del  Código  Civil  relativa  á  la 
caducidad  de  las  hipoleca>i  di* 
la  finca  rematada  con  citaci<^»ii 
previa  de  los  acreedores  hipo- 
tecarios no  es  aplicable  al  ceir- 
so,  ya  que  la  constitncióii  ú*'í 
censo  de  que  trata  el  titulo 
XXVll  del  libro  IV  del  Cc^i^i. 
Civil  es  diferente  del  coiunito 
de  hiitoteca  contemplado  en  fl 
título  XXXV111  del  mismo  Vi- 
bro.—Cas.  22  septteutbre  1  ÍNík  I    (>^' 

2.  La  inscripción  de  la  constitn* 
ción  del  censo  ordenada  j«>r 
la  ley,  no  tiene  tam|ioco  el  inií- 
mo  alcance  «{ue  la  inscri}KKíit 
de  la  hi|>oteca,  puesto  que  rn 
ésta  se  inscribe  uua  obli^- 
ción  accesoria  encaminada  i 
garantir  una  obligación  princi- 
pal, sin  la  cual  no  podría  (xi?- 
tir,  mientras  que  en  la  iiweri)»- 
ción  del  censo  se  inscriba  U 
constitución  del  censo  misma,  o 
sea  el  acto  ó  contirnto  ¿uico 
que  subsiste  por  si  solo  y  qm 
no  puede  caducar  sino  |<or 
las  causas  expresamente  deter- 
minadas por  la  lev.— M^^DIl• 
fallo. 

3.  Acdón  reaL — Hipoieea.—iin' 
vada  una  propiedad  con  on  etu- 
so  y  constituida  hi)»otrea  MjAin 
ella  en  garantía,  si  <*sta  prn¡»t«r 
dad  se  divide  después,  ]iBf«K- 
el  censualista  cobrar  el  tnul 
de  los  réditos  debidos  al  dneiin 
de  una  parte  de  la  finca,  par- 
que la  acción  que  ejercita  <* 
real  é  indivisible  y  puede  >er 
dirigida  contra  aquel  que  |«i*í"» 
en  todo  6  parte  la  cosa  acen- 
suada, sin  perjuicio  de  !«o  de- 
recho para  repetir  contra  quien 
viere  convenirle. — C.  A.  3  di- 
ciembre 1906 »  1  •- 

CEBTIFICADO 

1.  Integración.  —  Relator.  —  Xi' 
es  nula  la  sentencia  del  tribu- 
nal de  Alzada  integrado  en  coir 
fonnidad  á  la  ley  con  el  Fii«c«l 
del  mismo  Tríbanal,  si  esU  in- 
tegración se  puso  en  conoci- 
miento de  las  partes  ante*  d^ 
conieiuiar  la  vista  de  la  eau?*. 


CESIÓN  DE  CRÉDITO 


CirAUlÓN 
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i^iiccla  ORtAblecido   este   hecho 
con  ol  eortiíicado  del  relator  de 
la  cau»a  <¿ue  expone  que   jiubo 
v\\  coiioeiniionto  de   Ins   parteH 
dicha  iiitogmción,  no  hahiéndo- 
Ho  roí  id  i  do  pnieha  para  acredi- 
tar la  inexactitud  de  este  certi- 
fica «lo. — Caw.  8   mayo  1007...  1  242 
í.  ApeUtfrián. — Detterñón.—  Ta- 
f»f-n. —  I>el>o  declararse  deBÍerta 
la    ajM'^lacióii    á    iunt^ncia    del 
n pelado  hí  ol  apelante  no  coni- 
paroco  H  Boijnir  el  recurso  en  el 
plazo  do.  tro»  días  que  le  conce- 
do la  loy.  El  Tribunal  de  Alza- 
da dol»o  ro»olver   la  a]>elación 
eii  otíto.  caso  con  sólo  el  mérito 
del  certificado  del  secretario,  es 
decir,  bíii  otix)  trámite  ó  foniia- 
lidad  que  éste,  se^úu   lo  pres- 
cribe     el     articulo     224     d  e  1 
l'ódifjo    de    Procediníiento    Ci- 
vil.    l*or    consiguiente,  no  de- 
bo i>oi]cn<«o  vn    talila   la  deser- 
ci<>ii,  ya  cjue  esto  importa   una 
nueva    iiotiticacióii    de  que   en 
tal  día  va  á  hacerse  la  cansa. — 
Cas.  3  julio  1007 I  322 

CESAt.'IÓN    DE    PAGOS 

1 .   (  V>»i  vento.  —  EsperoJt.  —  Quie- 
bra. —  fírmiídén.  —  l'n   comer- 
cia uto  cpio  no  ha  sido  declarado 
en  <(uiobm   puede  celebrar  con 
Hii«     acreedores     convenciones 
en   4110   80  le    concedan  rebaja 
de  crédito  y  j)lazo  para  el  pago. 
Kl  Códij^o  de  Comerciólas  auto- 
riza   al     decir    en    el    artículo 
132G  que    la    mera  suspensión 
de  )iagoH  no  constituye  el  esta- 
do do  quiebra  cuando  todos  los 
nereodoros  unánimemente  otor- 
gan esporas  al  deudor  común. 
— C.  A.  28  diciembre  limo. .  II   lóJi 
2.   La  loy  no  exige  que  estas  con- 
venciones se  hagan  con  inter- 
A-ención  de  la  justicia,  ni  deter- 
mina  la    forma   en   que   deban 
realizarse,  de  lo  que  se  infiere 
que  pueden  ajustarse  privada- 
mente    y    de    cualquier    modo 
que   dé  á   conocer  el   consenti- 
miento de  los  contratantes  y  no 
son   aplicables  á  ellas  las   for- 
malidades   prescritas    ¡mra    el 
''convenio"  que  es  una  situación 
legal  diversa. — Mismo  fallo. 

TESIÓN    DE    DEHECHOS    HEREDI- 
TARIOS. 

f'nsación  en  el  fondo. — Xiilidad. 
— Petición  (le  herencia. — ¡*veji' 
oripmó n.  —  ReJiciMn. — La  n  c- 
ción  j>ara  pedir  la  rescisión  de 
una  compraventa  de  derechos 
hereditarios  precribe  en  el 
plnzo  de  cuatro  años. — Cns.  1." 
septiend»re  lí»Otí I     H) 

íESrÓN    DE  CRÉDITO 

1.  Árreetlor  hipotecafio.  —  Set/ti- 
''o— Existe  el  interés  exigido 
]K)r  la  ley  para  contratar  váli- 
damente im  seguro  de  })arte  del 
«cesionario  de  un  créditt)  hipote- 
cario, aun  cuando  no  se  liaya 


practicado  con  anteriondad  al 
seguro  la  inscri]>ción  del  tras- 
paso del  crédito  en  el  respecti- 
vo registro. — Cas  (»  septiembre 

1006 I     2í> 

2.  El  asegurador  no  es  parte  en 
las  cuestiones  que  ])udieran 
ocurrir  entre  el  cedentc  y  el 
cesionario  sobre  quién  es  el 
dueño  del  derecho  real  de  hipo- 
teca, en  caso  de  producirse  por 
omisión  ó  retardo  de  la  inscrip- 
ción correspondiente.  —  Mismo 
fallo. 


1 .  ( ^ofliic  '(Iml. — Cew<o. — Iiutcrip- 
ción.  —  Tifuh  ejecutivo.  —  La 
citación  del  censualista  hecha 
l)ara  llevar  á  efecto  la  subasta 
de  la  ))ropiedad  gravada  con  el 
censo,  no  basta  para  producir 
la  caducidad  de  éste,  porque  el 
censo  es  perpetuo  y  de  trasmi- 
sión forzada  y  la  obligación 
censuaría  sigue  siemjire  al  do- 
minio de  la  finca  acensuada. 
La  disposición  del  artículo  2428 
del  Código  Civil  relativa  á  la 
caducidad  de  las  hipotecas  de  la 
finca  rematada  con  citación 
previa  de  los  acreedores  hij)0- 
tecarios  no  es  aplicalde  al  cen- 
so, ya  que  la  coiintitución  del 
censo  de  que  trata  el  título 
XXVII  del  libro  IV  del  Código 
Civil  es  diferente  del  contrato 
de  hipoteca  contemplado  en  el 
título  XXX  VIII  del  mismo 
libro. — Cas.  22  septiembre  1008 

I        (K) 

2.  Agregctción  (le  (locu  mentón. — 
Contradicciones  del  falto. — 
VUra-petita, — Xo  puede  p(  dir- 
se  la  nulidad  de  un  fallo  fun- 
dándose en  que  se  agregó  un 
documento  á  los  autos  en  se- 
gunda instancia  sin  citación  de 
la  parte  contraria,  si  en  el  escri- 
to de  exiiresión  de  agravios  coi» 
que  se  acompañó  este  documen- 
to se  pidió  que  se  tuviera  pre- 
sente con  citación  de  la  parte 
contraria,  y  ésta  fué  notificada 
de  la  providencia  recaída  en  ese 
escrito,  y  si,  á  mayor  abunda- 
miento, esta  misma  parte,  en  su 
respuesta  á  la  expnsión  de 
agrá  vios ,  f orm  u  1  ó  diversas 
obsci-A-aciones  relacionadas  con 
el  mencionado  documento,  pues 
en  realidad  se  llenaron  amplia- 
mente los  fines  con  que  la  ley 
prescribe  la  citación  de  las  par- 
tes, sin  que  pueda  aseverarse 
que  el  tribunal  consideró  en  el 
fallo  recniTido  un  antecedente 
del  cual  no  tuvieron  las  partes 
pleno  y  oportuno  conocimiento. 
—Cas.*  17  abril  1907  .    .    .    .  I  182 

3.  Xo  es  causal  bastante  de  casa- 
ción la  agregación  á  los  autos, 
sin  citación  de  la  parte  contra 
quien  se  prenenta,  de  un  docu- 
mento dejado  en  la  vista  do  la 
causa  ])or  el  abogado  de  la  par- 
te contraria,  si  esta  agregación 
no  se  ha  hecho  por  orden  del 
tribunal  librada  á  solicitud  de 


l)arte,  y  si  el  fallo  recurrido  no 
80  funda  en  esc  documento  ni 
hace  referencia  á  él.  —  Misino 
fallo. 

c:iTA<"IÓN  PARA  SENTENCIA 

1.  Capación  de  oficio. — Delega- 
ción.— Expresión  de  ayramoH. 
— Mandato. — Es  nula  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia 
pronunciada  sin  que  una  de  las 
partee  haya  expresado  agravios 
ni  haya  sido  citada  para  sen- 
tencia, debido  á  que  el  j>rocnra- 
dor  obraba  sni  poder  suficiente. 
—Cas.  27  noviembre  1905  ..  I     28 

2.  Cawtal^v. — Contrnlta.  —  Eleva- 
dos en  consulta  los  autos  al 
Tribunal  de  Alzada  por  no 
haber  apelado  de  la  sentencia 
de  primera  instancia  la  parte 
agraviada,  el  único  trámite  pro- 
cedente es  el  de  traer  los  autos 
en  relación,  citándose  á  las 
partes  con  el  objeto  indicado 
en  el  artículo  924  del  Código  de 
Pi-ocedimiento  Civil.  El  hecho 
de  haber  i)roveido  el  Tribunal 
de  Alzada  "traslado  y  enmién- 
dese la  suma"  en  una  presenta- 
ción de  una  de  las  partes,  no  im- 
l»orta  la  suspensión  del  decreto 
de  "autos  en  relación",  pues  éste 
proveído  no  puede  suspenderse 
sino  j)ara  llenar  un  trámite  ne- 
cesario y  sustancial  para  el 
pronunciamiento  de  la  senten- 
cia v  de  un  modo  expreso. — 
Cas.*  30  diciembre  1900  ...  1     99 

3.  A  nn iido.-  -  Erpreitión  de  agrá- 
vioH. — I  nijrrocedencia. — latazo. 
— Poder. — Procurador  de  tur- 
no.— Constituido  legalmente  el 
mandato  para  segimda  instan- 
cia, el  mandatario  tiene  facul" 
tad  bastante  para  representar 
á  su  mandante  en  todas  las  se- 
gundas instancias  de  la  causa 
con  aiTcglo  á  los  artículos  8  y 
11  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  y  su  representación  no 
caduca  sino  por  la  revocación  de 
de  su  mandato  ó  por  otras  cau- 
sas legales. — Por  consiguiente, 
hecha  la  expresión  de  agravios 
y  notificada  la  citación  para 
sentencia  á  un  procurador  que 
entró  como  procurador  de  tur- 
no á  representar  á  la  parte  que 
gozaba  de  i)rivilegio  de  pobre- 
za, y  la  rein-esentó  en  diversas 
apelaciones  con  su  aquiescen- 
cia, la  sentencia  que  se  dicte 
no  adolece  de  nulidad  por  la 
circunstancia  de  haber  repre- 
sentado á  la  misma  parte,  en  la 
primera  apelación  de  la  causa, 
otro  j)rocurador  que  en  aquella 
fecha  se  hallaba  de  tumo.  -Cas. 

18  julio  1900 1  232 

4.  Casación  en  In  forma.-  Notifi- 
cat  ion. — La  citación  para  sen- 
tencia notificada  por  el  estado 
á  una  de  las  partes  que  había 
fijado  domicilio  en  forma  legal, 
es  nula,  y  nula  la  sentencia 
dictada  con  omisión  de  ese 
trámite.— C.  A.  20  noviembre 
1900 II  123 


IK 


COSA  JUZGADA 


COSTA 


Cl'ANTlA 


i*«ní»i«lorn<lo  ooino  Hcntcncia  «lo 
téniiiiio  y  jionino,  á  mayor 
ahundanitento,  cu  eMe  ca«o  iio 
tioiic»  tal  carácter  por  liabcrHc 
hecho  parte  el  Director  del  Te- 
HOTO  en  repreBent«cirtii  de  Iop 
íntereBcs  fiacalcí*  y  no  haber 
inanifeBtado  opini<'»n  en  el  nen- 
tido  que  lo  hizo  el  Fiscal. — 
Cas.  1.°   diciembre    1904.  .  .  1  249 

5.  Cuentas. — Curador.  — Fiatior. 
—  Heredero. — Juieio  eje*  utico. 
— Notifirndón,  —Sentencia  tle- 
finitii"^.  —  Titulo  ejecutiro.-- 
La8  re»K)lucione8  judicialen  no 
producen  cosa  juzgada  sino  ren- 
pecto  de  hiB  personas  que  han 
litigado,  Balvo  las  excepciouen 
legalcB.  —  Cas.  15  diciembre 
190(í .\-  •  •  }  •^^^•'' 

6*.  Juicio  ejecutiro.  -Juicio  ordi- 
nario. Jjetra  fie  nindúo. 
Üejterva  fie  deret'hiM.  La  sen- 
tencia recaída  en  juicio  ejecu- 
tivo produce  cona  juzgada  en 
el  ordinario,  tanto  roKpecto  del 
ejecutante  como  del  ejecutado, 
palvo  que  autCK  de  dictarne,  el 
actor  ó  el  reo  pidiere  reserva 
de  sus  accionen  á  excepcionen 
para  deducirla»  en  el  ordinario. 
y  el  tribunal  asi  lo  declare, 
existiendo  motivos  calificados, 
lo  que  siempre  se  concede  res- 
pecto de  acciones  y  excej)cio- 
nes  no  referentes  á  la  existen- 
cia de  la  obligación  misma  que 
ha  sido  objeto  de  la  ejecución. 
La  demanda  ordinaria  debe  in- 
terponerse dentro  de  quince 
días,  bajo  pena  de  no  ser  admi- 
tida tlespuí's.  En  consecuencia, 
desechada  por  sentencia  la  ac- 
ción ejecutiva  para  el  cobro  de 
una  letra  de  cambio,  por  ser 
ineficaz  el  protesto  y  ¡wr  no  es- 
tar reconociíla  en  forma  legal 
la  aceptación  del  librado  al 
tiempo  de  despacharse  el  man-, 
damiento  de  embargo,  siendo 
dicha  aceptación  condición 
esencial  para  el  pago  do  la  le- 
tra, si  el  ejecutante  no  j)ide  an- 
tes de  la  sentencia  que  se  le  re- 
serve su  acción  para  el  juicio 
ordinario,  ni  interpone  deman- 
da ordinaria  dentro  de  quince 
días  de  dictada  la  sentencia,  la 
demanda  ordinaria  que  después 
deduzca  debe  ser  rechazada 
por  inadmisible. — Cas.  2.')  julio 
1907 .  ......  I  3.sr> 

7.  Hipoteca. — Juicio  ejecutiro. — 
Xulifiofl. — Precio. — Remate. — 
Salitreras. —  Tatiación. — Auu- 
«pie  el  tercer  poseedor  de  la  fin- 
ca hipotecada  no  sea  citado 
para  los  trámites  del  juicio  eje- 
cutivo entre  el  acreedor  y  el 
deudor  personal,  en  que  es  em- 
bargada y  subastada  la  finca 
hipotecada  de  que  el  tercero  se 
desapodera  voluntaria  ó  forza- 
damente, le  afecta  tanto  el  pro- 
cedimiento judicial  como  la  sen- 
tencia de  ese  juicio  ejecutivo. 
Con  ello  no  se  viola  el  derecho 
de  propiedad,  puesto  que  el 
efecto  natural  del  contrato  de 
hipoteca  consentido  por  el  due- 


ño, es  <•!  de  la  enajenneión  ju- 
dicial de  la  finca. —  Cas.  2'i  ju- 
lio 1907 1   -175 

8.  La  intei'\'encióu  (pie  el  dueño 
de  r.na  finca  hipotecada  ha  te- 
nido en  el  juicio  ejecutivo  se- 
guido contra  la  sociedad  de 
que  era  socio,  á  la  cual  había 
aportado  la  finca  hipotecada 
por  dicha  sociedad,  aun  en  el 
supuesto  de  no  haberse  des- 
prendido de  ella,  importa  la 
aceptación  de  la  hipotecación 
y  del  procedimiento  ejecutivíi. 
— Mismo  fallo. 

9.  No  infringe,  por  lo  tanto,  el 
principio  de  la  cosa  juzgada  el 
tribunal  que  para  rechazar  la 
demanda  del  dueño  ({ue  solicita 
la  nulidad  de  la  subasta  ]iorno 
haber  figurado  en  su  carácter 
de  tal  en  el  juicio,  sino  com«» 
reprcH^ntante  del  deudor  per- 
sonal, toma  en  consideración 
las  n  Kolneiones  que  en  dicho 
juicio  dispusieivn  la  subasta  y 
apnibanm  la  tasación  de  finca. 
—  Mismo  fallo. 

10.  i ui procedencia.  -  liectania- 
cit'tn.  -  No  incurre  en  el  vicio 
de  haber  sido  dada  contra 
otras  pasadas  en  autoridad  de 
cosa  jrzgada  la  sentencia  que, 
lejos  de  ser  contraria  á  ellas, 
se  conforma  á  lo  resuelto  en 
esos  fallos.  -  Cas.  \'A  agosto 
1IM>7 .    I  4G0 


1.  Capación  en  la  forma. — (hrn- 
petenvia, —  I  ^Ura  ']tetita. — Pro- 
cede  sin  competencia  y  falla 
ultra-petita  el  Tribunal  de  Al- 
zada que  condena  á  mía  de  las 
partes  en  las  costas  causadas 
en  primera  instancia,  revocan- 
do en  este  punto  el  fallo  api- 
lado, sin  que  el  apelante  haya 
fonnulado  i  este  respecto  pe- 
tición alguna  en  la  expresión 
de  agravios.  —  Cas.  l.'J  mar/o 
1907 .1     79 

2.  Acción  poítesoi'ia.  —  Amplia- 
ción.— Aj)e.lación.  —  Aprecia- 
fión.  —  (^auffalen.  —  i^ontra- 
querella.  —  (^o»a  juzgaba.— 
iJemHt  i  miento. — Fiitcaí  -  Mu- 
nicipalúlful.  -  Omistión. — Par- 
te a4/raviatla.  -  IHazo.  —  Pose- 
KÍón.--QuerelJ-a.  —  Sentencia. 
—  Ultra-petita.  —  Tratándose 
de  una  apelación  «iiie  incide  en 
un  recurso  de  ca»ación,  debe  el 
jipie  la  pierde  ser  precisamente 
condenado  al  pago  de  costas, 
aunque  se  hayan  emitido  tres 
votos  á  su  favor. — C.  S.  20 
octubre  1904 I  294 

3.  ^/Aac  «o.— El  albacea  que  acep- 
ta el  cargo  y  se  ve  obligado  á 
comparecer  á  defender  en  jui- 
cio la  validez  del  testamento 
cuya  nulidad  pide  uno  de  los 
herederos,  tiene  derecho,  aun- 
que el  testamento  haya  sido 
declarado  nulo  por  sentencia  de 
trrmino.  A  que  se  le  abonen  las 
expensas  legítimas  (costas  y 
honorario  de  al»ogado>  en    que 


ha  incurrido  y  al  pago  «le  la  re- 
numeración que  el  juez  le  asig- 
ne.—Cas.  4  julio  1907.  .  .  .  I  :;5i 
4.  Si  la  sentencia  que  declaró  la 
nulidad  del  t4'stamento  .  con- 
deuó  en  costas  al  albacea,  uo 
infringe  el  ai*ticulo  151  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  la 
sentencia  que  ordena  al  here- 
dero pagar  esa  cantidad,  por- 
que ella  no  lia  sido  demanda- 
da como  costas  del  juicio,  sino 
como  expensas  adeudadas  en 
I  el  desempeño  del  cargo  de  al- 
I  bacea,  y  no  es,  por  tanto,  apli- 
cable el  referido  artículo.  — 
Mismo  fallo. 


1.  Hijo  leffUimo.-~Sp¡pindii!iinup- 
ciait.—  Sociedad  conytigal,  — 
Los  gastos  de  crianza,  educa- 
ción y  establecimiento  de  los 
hij*í8  son  de  cuenta  de  la  socie- 
dad conyugal,  pero  si  el  hijo 
tuviere  bienes  propios  se  jh>- 
drán  sacar  de  ello:<    los  gastos 

I        de  su  establecimiento,  y   sólo 
j       en  caso  de  necesidad  los  de  su 
crianza  y  educación. — C.  A.  15 
I       octubre  1906 11     52 

2.  Muerto  uno  de  los  padres, 
los    gastos    de     la    crianza. 

I       educación    y  establecimien- 
to del  hijo,  incumben  al  sohre- 

I       viviente   en   la   misma   fonna 
anterior. — Mismo  fallo. 

I  3.  En  oonfomiidad  á  lo  dispuesto 
en  el  número  5  del  articulo 
WiO  del  Código  Civil,  la  socie- 
dad conyugal  es  obligada  al 
pago  del  mantenimiento  de  los 
cónyuges  y  de  los  descendien- 
tes comunes  y  de  toda  otni 
carga  de  familia,  y  se  mirarán  . 
como  tales  los  alimentos  que 
imo  de  los  cónyuges  esté  jKir 
ley  obligado  á  dar  á  sus  des- 
cendientes, aunque  no  lo  sean 
de  ambos  cónyuges,  pudiendo 
el  juez  moderar  estos  gastos  si 
le  parecieren  excesivos,  impu- 
tando el  exceso  al  haber  del 
cónyuge.  En  consecuencia,  si 
una  mujer  que  tiene  un  hijo 
menor  de  un  matrimonio  pre- 
cedente conti*ao  segundas  nup- 
cias y  aporta  á  este  matrimo- 
nio bienes  suficientes  para 
atender  á  la  crianza  y  educa- 
ción de  este  hijo,  no  hay  nece- 
sidad de  recurrir  á  los  bienes 
del  menor,  y  debe  desecharse 
la  demanda  del  segundo  mari- 
do que,  muerta  la  madre,  cobra 
los  gastos  de  crianza  y  educa- 
ción de  ese  hijo  durante  el 
tiempo  que  su  madre  lo  retuvo 
á  su  lado  para  prodigarle  sus 
atenciones  y  cuidados.  —  Mis- 
mo fallo. 

cvastIa 

1.  Apel-adón.  —  Pluralidad  ríe 
partea. —  Es  improcedente  el 
recurso  de  apelación  contra  la 
sentencia  dictada  en  un  juicio 
cuyo  valor  no  exceda  de  $.3(H>, 
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tloiiilcilio  euaiHlo    le  prcstnron 
esofl  Bervieio»;  porque,   tratan - 
ilt>.-íe  (le  una  acción  mueble,  es 
competente  el   juez    del  lugar 
donde  debe  cnmplirBe  la  ohlí- 
^ncióii  y  ésta    debe  cumplirse, 
á  falta  «le  lugar   designado   en 
la  eouA'eueión,  en    el  domicilio 
del  deudor  y  h¡  ^*Bte  se  hubiere 
nutdado    después   de  contraída 
1  a    obligación,    será    siempre 
juez  competente  el    del    lugar 
en  ipu*  fliii  esa  mudanza  corres- 
pondería.-— C  A.  1.*'  diciembre 
lílüt;.     ..........  11  lai 

5.  ItJtibitoria.  -  Trabada  una 
cuestión  de  competencia  por 
inhibitoria  entre  tribunales  de 
igual  jerarquía  que  dependen 
de  superiores  diversos,  sólo  es 
competente  para  resolver  dicha 
cuestión  el  sujierior  del  tribu- 
nal requerido.  -('.  A.  ó  diciem- 
bre 1ÍM)« n  134 

COMPRAVENTA 

1.  Apreciarán. — Edificio  en  U- 
r'rf^no  ajeno. —  Novación.  —  Re- 
Molnción. — Estableciéndose  en 
mi  contrato  de  compra-venta 
«lue  el  precio  se  ha  pagado  par- 
te en  dinero  y  el  resto  sustitu- 
yéndose el  comprador  en  una 
deuda  del  vendedor para  con  otra 
persona,  esta  sustitución  im- 
¡jorta  una  novación,  y  el  precio 
debe  considerarse  totalmente 
pagado.  —  Cas.  30  o  c  t  u  I»  r  e 
ll>ütí I     14 

2.  Auni^uc  el  vendedor  adquiera 
perterioi-mentc  el  crédito  que  se 
obligó  á  solucionar  el  compra- 
dor en  pago  del  precio,  ope- 
rándose una  novación,  no  pue- 
de pedir  la  resolución  de  la 
conqjraventa  fundada  en  el  no 
pago  del  precio,  ya  que  la  ce- 
sión no  altera  la  naturaleza 
del  crédito,  ni  convierte  al  ce- 
í^ionario  en  acreedor  de  parte 
del  jirecio. — Mismo  fallo 

3.  ('asarían  en  Informa. —  Eni- 
piaza  miento.  —  Kntreffa. —  Re- 
n  m  te.  —  Renolit  eián . — R I  s  u  bas  - 
íador  de  una  propiedad  en 
remate  veri  rica  do  en  una  parti- 
ción tiene  derecho  para  que 
los  herederos  le  restituyan  lo 
que  pagó  por  ella,  y  (pie  ingre- 
só á  la  niasa  partilde,  si  no  ha 
podido  ejítrar  en  posesión,  por 
íiaberse  declarado  por  senten- 
cia ejecutoriada  que  dicha 
propiedad  no  jícrtenecía  á  la 
sucesión;  y  le  asiste  este  dere- 
cho aun  cuando  los  demandados 
se  hayan  opuesto  en  el  juicio 
de  partición  á  que  se  incluyera 
esft  ]>ropiedad  en  el  inventario 
y  se  sacara  á  remate,  y  aun 
cuando  el  partidor  haya  decla- 
rado que  el  remate  se  veririca- 
ba  bajo  la  responsabilidad  del 
heredero  que  lo  solicitó. — C.  A. 
Cns.  .5  noviembre  1900.  ...  I     'i4 

•1.  Apre  mnón.  —  ReMoltición. — 
Kl  comprador  que  no  cumple 
dentro  del  plazo  estipulado  una 
de  las  obligaciones  contraidas, 


incurre  en  mora  y  da  derecho 
al  vendedor  para  obtener  la 
resolución  del  contrato,  si  no 
prueba  que  él  haya  aceptado 
el  cumplimiento  tardío  de  la 
obligación  ó  la  indemnización 
de  perjuicios.  —  Cas.  19  julio 
1907  .  *. I  344 

5.  Apredamón. —  Inte rp reta- 
ción. — Leff  del  rontrato. — Mo- 
neda.— I^^ecio.  — Kn  un  contra- 
to de  compraventa  el  pago 
debe  hacerse,  bajo  Uyi\o  respec- 
to, en  conformidad  al  tenor  de 
la  obligación  y  cuando  ésta  es 

'clara  no  hay  para  qué  desa- 
tender su  tenor  literal  á  pretex- 
to de  consultar  su  espíritu. 
Expresando  el  contrato  que  las 
mercaderías  deben  pagarse 
al  cambio  de  18  peniques  por 
peso,  sólo  cumple  su  obliga- 
ción el  comprador  pagando  en 
moneda  esterlhia,  o  su  equiva- 
lente estimado  al  cambio  do  18 
peniques  por  peso,  y  nó  pagan- 
do simplemente  en  pesos  chi- 
lenos, sin  atender  al  cambio,  con 
el  jíretexto  de  que  estos  pe«os 
son  legalmfute  de  18  peniques. 
— C.  A.,  Cas.  17  agosto  1907.  I  40.5 

6.  Bienes  inmuehles. — Minuta 
de  prueba.-  -  Tercería. — Si  se 
vende  una  chacra  con  todos  los 
muebles  existentes  en  ella,  de- 
ben entendersi'  incluidos  en  la 
venta  el  carruage  y  caballos 
del  fundo.  —  Si  el  conq>rador 
acredita  además  «pie  el  carrua- 
je estaba  destinado  i)ermanen- 
temente  al  servicio  del  fundo 
vendido,  ese  bien  se  reituta 
inmueble  por  su  destino,  á  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 570  del  Código  Civil,  y 
está  por  tanto  hiclnído  en  la 
venta.--C.  A.  20  octubre  190(i.  II 
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1.  .4  río.  — Mina. —  Pft'/o. — Rei- 
rinrlirarióti.  —Si  alguno  de  los 
dueños,  comuneros  de  la  mina, 
nu  acepta  la  continuación  de 
hm  avíos  celebrados  ]K)r  otro 
de  los  couumeros,  puetlen  po- 
nerles térmiiu);  pero  no  por  rei- 
v¡ndic;ició:i,  sino  por  medio  del 
jiago  de  lo  debido. — C.  A.  7 
julio  190(5  .    .    •  ^ 11     38 

2.  Acción  posetorin. — líiitre  co- 
nuniems  no  proceden  las  accio- 
nes ]iosesorias. — C.  A.  ló  octu- 
bre   190<; II     80 

ro.Mr.NinAi» 

1.  Arbitros. — (\tia  ion  en  la  for- 
ma.— Juicio  ordinario. —  Ke- 
sultando  acreditado  en  los  autos 
que  lo  cedi<lopor  nn  connmeroá 
otra  persona  fueren  sus  dere- 
chos hereditarios,  y  no  los  bie- 
nes raíces  que  eran  materia  de  la 
comunidad,  debe  entenderse  és- 
ta subsistente;  y  en  consecuen- 
cio,  no  procede  la  oposición  al 
nombramiento  de  arbitro  pan» 
liquidarla. — C.  A.  Cas.  9  juo- 
viembre  190C I     37 


Para  proceder  al  nombramien- 
to de  partidor  que  liquide  una 
comunidad  se  requiere  como 
reiiuisito  indispensable  la  con- 
formidad, voluntaria  ú  obliga- 
da, de  los  presuntos  comuneros 
en  la  existencia  de  la  comuni- 
dad, debiendo  resolverse  pre- 
viamente, y  con  los  trámites 
del  juicio  civil  ordinario,  la 
cuestión  suscitada  por  uno  de 
los  pretendidos  comuneros  que 
alega  su  dominio  exclusivo  so- 
bre  los    bienes.  —  Cas.   9   no- 

I       viembre  190C 1     37 

I   3.  ArhitroH.  —  Juicio  ordinario. 
I       — Es  nniteria  de  un  juicio  de  la- 
I       to  conocimiento  la  oposición  al 
I       nombramiento  de  arbitros  que 
dividan  mía  comunidad,  funda- 
da en  el  derecho  exclusivo  que 
se  alega  sobre  el  bien  que    es 
I    '   materia    de  ella  — C.  A.  7   di- 
I       ciembrc    1903 11        1 

roNDONAClÓN 

Casación  en  el  fondo. —  Con- 
fusión.— Ij&jado.  —  A unquc  la 
condonación  testamentaria  de 
una  deuda  importa  también  un 
verdadero  legado  do  la  canti- 
dad coudonada,  dicha  condona- 
ción no  establece  vínculos  de 
acreedor  y  deudor  entre  el  lega- 
tario agraciado  y  los  herederos 
del  testador  condonante,  sino 
que  impíu-ta  una  mera  remi- 
sión en  virtud  de  la  cual  no 
pueden  ya  los  herederos  del 
condonante  exigir  de  los  deudo- 
res el  pago  de  lo  que  adeuda- 
ban, y  que  les  ha  sido  condo- 
nado; ]>ero  sin  dar  á  éstos  tam- 
poco el  derecho  de  exigir  una 
cantidad  igual  á  que  se  les  re- 
mite y  que  no  están  ya  obliga- 
dos ájiagar. — ror  consiguiente, 
aunque  los  primitivos  deudores 
tengan  el  doble  e/irácter  de  le- 
gatarios y  herederos  del  testa- 
din*,  n(»  concurren  en  ellos  las 
calidades  de  dendíu-es  y  acree- 
dores que  simnltánenmente  exi- 
ge el  ortíeulo  UWi'i  del  ('ódigo 
Civil  para  «pie  se  vi'ritííiue  la 
confusión  y  .se  extinga  por  este 
medio  la  obligación.- -Cas.  4 
agosto  1900 I     89 

ÍOXFESIÓN 

1.  (Visación  de  oficio.-  Mutuo. — 
Aoívt  ion. —  VUra-pefita.  —  El 
mérito  de  una  confesión  no 
puede  dividirse  en  perjuicio 
del  confesante.  —  Debe  aceptar- 
se en  todas  sus  partes  la  decla- 
ración del  ejecutante  por  una 
canthlad  dada  oi  mutuo,  que 
eontíesa  no  haber  entregado  esa 
cantidad  al  ejecutado,  pero 
agrega  (jue  éste  se  sustituyó  en 
la  diuda  de  otra  jiersona.  - 
Cas.  2  noviembre  190G  ...   I     44 

2.  Deudas  hereditarias. —  Here- 
dero á  titulo  unirersal. — Por- 
ción cxynyuíjal. — Principio  de 
prueba  aor  escrito. — Pru^lnt. 
— Sociedad  confpiffcd. — La  deu- 
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da  confesada  en  el  testamento 
debe  darse  por  Icgalmente  es- 
tablecida HÍ  hay  de  ella,  ade- 
más, un  principio  do  de  prueba 
l>or  escrito. — C  A.  10  noviem- 
bre 1906  II     73 

i.'oxKrsióx 

CfUfociónen  el  fomlo.—Vondo- 
nadón. — Leyculo. — Aunque  la 
condonación  testamentaria  de 
una  deuda  importa  también  un 
verdadero  legado  de  la  canti- 
dad condonada,  diclui  condona- 
ción no  establece  vínculos  de 
acreedor  y  deudor  entre  el  le- 
gatario agraciado  y  los  herede- 
ros del  testador  condonante, 
sino  que  importa  una  mera  re- 
misión en  virtud  de  la  cual  no 
pueden  ya  los  herederos  del 
condonante  exigir  deloB  deudo- 
res el  pago  de  lo  (¡ue  adeuda- 
ban y  que  les  ha  sido  condona- 
do; pero  sin  dar  á  éstos  tampo- 
co el  derecho  de  exigir  una 
cantidad  igual  ¿  la  que  se  les 
remite  y  que  no  están  ya  obli- 
gados á  pagar.  —  Por  consi- 
guiente, aumiue  los  primitivos 
deudoreK  tengan  el  doble  carác- 
ter de  legatnriofl  y  herederos 
del  testador,  no  concurren  en 
ellos  las  calidades  de  deudores 
y  acreedores  que  simultánea- 
mente exige  el  artículo  16í»ó 
del  (Mdigo  Civil  i)ara  que  se 
verifique  la  confusión  y  se  ex- 
tinga por  este  medio  la  obliga- 
ción. -Cas.  4  agosto  lííÜG  .    .  I     89 

CONSENTIMIENTO 

CansfdrAf.  —  Nuli  da  d.  —  Pró- 
rroga,— Si  en  un  contrato  i)ara 
el  alumbrado  público  de  una 
ciudad  se  confirió  á  uno  de  los 
contratantes  la  facultad  de 
ace))tar,  una  vez  terminado  el 
plazo,  un  ¡írecio  dado  jior  cada 
luz  y  por  el  tiemjK)  que  estima- 
re conveniente,  y  si  la  sentencia 
recurrida  en  casación  establece 
el  hecho  de  <iue  dicho  contra- 
tante manifcHtó  oportunaniente 
al  otro  su  voluntad  de  conti- 
nuar por  un  nuevo  ti'nnino  en 
las  condiciones  que  fijaba  el 
contrato,  i»or  lo  cual  éste  debía 
considerarse  renovado  entre  los 
contratantes,  no  hifringe  esta 
sentencia  el  precepto  del  nr- 
tlculo  1437  del  Código  Civil  por 
falta  de  consentimiento  de  las 
)>artcs,  porque  ese  consenti- 
miento fué  prestado  por  los 
contratantes  en  el  primer  con- 
trato.— Cas.  ló  diciembre  lUüG  I  200 

('ONHIl>EKANlM>S 

1.  Conlratlicione»  de¡  fallo  ~Rx- 
eepción  dilnt/)rin. — Litin  pen- 
tlencia.  —  Los  considerandos 
sólo  son  los  fundumentoH  de  la 
resolución,  y  no  iuíportando 
decisión  alguna,  no  puede  fun- 
darse en  ellos  la  existencia  de 
decisiones  contradictorias. — 


Cas.  27  septiembre  190(3  .  .  1  123 
2.  Casación  en  la  forma.  —BdX- 
cepciones.  -Juicio  ejeciitiro. — 
Personería.  —  UUra-petit4i.  — 
Falla  ultra-petita  la  sentencia 
del  Tribunal  de  Alzada  que 
rechaza  la  acción  ejecutiva  en 
virtud  de  la  excepción  de  falta 
de  personería  fundada  en  cier- 
tos hechos  y  antecedentes  jurí- 
dicos no  discutidos  ni  propues- 
tos en  el  juicio,  siendo  que  la 
excepción  opuesta  ]»or  el  ejecu- 
tado se  fundaba  en  hechos  y 
antecedentes  diversos. — La  cir- 
cunstancia de  referirse  el  vicio 
en  que  se  funda  el  recurso  de 
casación  á  los  términos  en  que 
aparecen  redactados  los  consi- 
derandos del  fallo  recurrido,  y 
la  de  que  el  Tribunal  senten- 
ciador se  haya  limitado  en  la 
parte  dispositiva  de  dicha  re- 
solución á  declarar  admitida 
la  excepción  de  falta  de  per- 
sonería, no  modifica  el  aspecto 
jurídico  do  la  cuestión,  j)or 
cuanto  esos  considerandos  son 
en  este  caso  parte  integrante  y 
substancial  de  lo  dispositivo 
del  fallo,  ya  que  sin  ellos  no 
tendría  éste  existencia  ni  signi- 
ficado algimo  legal. — Cas.  18 
mavo  1907 1  25."» 


Causal^.— (JiUtctón.  —  Elevados 
en  consulta  los  auttis  al  Tribunal 
de  Alzada  por  no  haber  apela- 
do de  la  sentencia  de  primera 
instancia  la  parte  agraviada, 
el  único  trámite  procedente  es 
el  de  traer  los  autos  en  relación, 
citándose  á  las  partes  con  el 
objeto  hidicado  en  el  artículo 
924  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil.  El  hecho  de  ha- 
ber proveído  el  Tribunal  de 
Alzada  *ti*asladoy  enmiéndese 
la  suma 9  en  una  presentación 
de  una  de  las  partes  no  im)>or- 
ta  la  suspensión  del  decreto  de 
«autos  en  relación*,  pues  esto 
proveído  no  puede  suspenderse 
sino  para  llenar  un  trámite  ne- 
cesario y  substancial  para  el 
pronunciamiento  de  la  senten- 
cia y  de  un  nioilo  expreso. — 
Cas.  30  diciemlire  1901».  ...    1     99 

(.'ONTilAHANUO 

Ájente  tle  Adnani.  —  Aprer.ia' 
fíión. — Oanacióii  en  el  fondo, — 
Defraii'Uwión. —  DererJion  de 
Alnani. — Mojiela. — }f tilla. — 
Extraídas  ciertas  mercaderías 
de  los  almacenes  de  Aduana, 
por  un  agente  de  la  misma 
aduana,  sin  pagar  los  dere- 
chos de  internación,  después 
de  haber  si<lo  desembarcadas 
y  depositadas  en  lo.<  almace- 
nes, llenándose  en  el  desem- 
barco y  depósito  todas  las 
formalidades  prescritas  por 
las  leyes  ó  reglamentos  adua- 
neros para  su  internación  en 
el  país,   el  delito   cometido  no 


es  el  prescrito  en  k»  artícolfr. 
84  número  II  y  89  númrro  **» 
de  la  Ordenanza  áe  Aduaaa* 
que  castigan  el  conato  de  <te- 
fraudacióu  y  el  eotitnil«h«i.. 
sino  el  comprendido  en  *-l  «.- 
ticulo  89  número  18  de  la  dií>- 
ma  Ordenanza,  que  pr-nA  aJ 
agente  de  aduana  qut>  drf na- 
da los  derechos  de  intemaci  j 
con  una  multa  igual  al  du|«>' 
del  valor  que  intentó defraiMk-. 
—Cas.  30  no%'icmbre  HHíá. .  I  !« 

CONTKADirCiON^a»  ÜBL  nil   • 

1.  VUra-petiía.  —  No  ecnúeat 
decisiones  contradictoria.-  la 
sentencia  que  rec liaza  la  co- 
manda de  resol Qciúa  d«*  uii 
contrato  de  oompraveuta  }<or 
falta  de  pago,  por  considrnr 
que  este  pago  se  ha  efc-ctoailf. 
y  ordena  al  mismo  tiempo  al 
demandado  el  pago  de  iiitcrn<«> 
de  la  cautidail  adeudada  ¿  cmiUr 
desde  la  fecha  en  que  e»u  raír 
tidad  fué  consignada  i  la  tmlr.} 
del  demandante.— Cas.  15  rairt» 
190C ., I  :i- 

2.  Conwierando*.  —  Rmp^áu 
dilatoria. —  LAtU-pemieneia  - 
No  contiene  decision<-s  eonin* 
dietorias  la  sentencia  qur  iy- 
chaza  la  demanda  y  acpLi  U 
excepción  de  litis-pejitifiivid. 
cuando  errccliazo  de  la  deuuu- 
da  es  la  consecuencia  dt  U 
a(*eptacióu  de  la  excepeii'ií* - 
Cas.  27  septiembre  190«. ...  I  123 

3.  Los  considerandos  sólo  H>f)  V* 
fundamentos  de  la  resolufixi 
y  no  im{)ortaudo  decisióu  alini- 
na,  no  puede  fundarm*  eu  «^U*^ 
la  existencia  de  decisioitt>  nwi- 
tradictorias.  -Mismo  fall*». 

4.  Improcetlencia.  -  Reria^tA- 
ción.  —  Reserra  iit  «¿íví/u*» 

—La  sentencia  de  segunda  iu*- 
tancia  que  conlinna  la  de  |  ri- 
niera  que  desechó  la  deuiAiMla 
y  reserva  al  deniandatitc  «mni* 
derechos  que  pueda  liaoT  \a- 
1er»  no  ciMitiene  deci-íiou*» 
contradictorias,  porque  \i  rr 
serva  se  refiere  á  «otros  d»  rr- 
chos»  los  cuales  por  tanto  u» 
pueden  ser  los  misinos  quf  ^•' 
han  ejercitado  en  el  juicM». 
Cas.  ib  abril    1907 11" 

5.  Af/reif ación  de  do  n mentó». 
Cita  ion,  -  l^Ura-petíi^-  N«' 
contiene  decisiones  coittradir- 
torias  la  s«>ntencia  df^  (icjíu»^ 
instancia  que,  al  coutiniiar  U 
de  primera  que  establecía  «jii* 
tn»H  herederos  debíau  )mm:»i'<*1 
valor  de  un  dt»cuuieiiUi  \»>t 
iguales  partes,  agrega  i(ur<I 
cónyuge  i«obre viviente  dili» 
contribuir  también  al  \*Aff'  d 
e»»  deuda  con  su  cuota  ctcf^- 
|>ondi<'nte.—Ca.s.  17  abril  !»•'•  I  '*• 

<'ONTB\-<¿l  F.KEI.LA 

A  ción  po  enoria.  ~  AmpUarioi*. 
— Apela  ióiu — Áprefiañóa  — 
Causales.  —  Coaa  Ju^tlo. 
Costas.  —  Desistiutientú.  -F\  - 
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cai, —  J/ w  iiicipaíidad,  —  0»it- 
sión.  '  -  Izarte  agraviada.  — 
l*l€izti. —  J^osesión.  —  QuereUa. 
— SrnteTK'iia.  -  VUra-petita.— 
Xo  omite  la  rcHolucióu  del 
asuiiU)  controvertido  la  senten- 
cia tÍ€»  Ho^unda  iiiHtancia  que, 
rovocaudo  la  de  primera  que 
<laba  lugar  á  una  querella  sin 
pronunciarse  sobre  la  contra- 
querella  deducida  jwr  el  que- 
rollado,  se  limita  á  rechazar 
la  querella,  si  en  este  rechazo 
va  envuelta  iniplícitaniontc  la 
nceplaxción  de  la  coiitra-qnc- 
ri'lla  4|iic  no  tenía  más  objeto 
que  enervar  la  querella,  y  si  el 
fallo  «le  primera  instancia  tam- 
poco s«»  iimnunció  expresamen- 
te Hobre  la  contra-querella. — 
l'uft.  !/•  diciembre  1904 I  294 

CONTRI  HUO  ION 

.  ('(iHJ*n/. —  Krcepeiones. —  Inn- 
frn  nient4>  pi'ivado. — I^'ueífa. — 
Te.sti/foM. —  Titulo  ejeonth'o. — 
L.ÍI  sentencia  que  da  lugar  á  In 
ejeeucióii  y  ordena  el  pa|<o  do 
la  multa  ú  la  persona  que  pre- 
sentó un  documento  en  papel 
incompetente,  no  ¡nfrinjíe  los 
artículos  462  y  4«ó  ninnero  7." 
del  Códijfo  de  Procedimiento 
Civil,  ni  los  artículos  H  y  11  de 
la  ley  tle  1."  de  septiembre  de 
1874*,  rí  el  ejecutado  no  recla- 
mó del  mandamiento  de  ejecu- 
ción y  sólo  opuso  la  excepción 
de  imjiiro  y  no  la  del  artículo 
485  ni'nnero  7.",  y  si  sólo  estan- 
do la  causa  en  estado  de  sen- 
tencia observó  que  el  docu- 
uiento  había  sido  extendido  en 
papel  Hellado  del  bienio  ante- 
rior  al    de   su    fecha. — Cas.    2 

aj;<»sto   1907 I  415 

2.  Avalúos.      -    Manh'ipalidaH. 
-  Si    Ins    Munieipnüdadcs    no 
forman   oportunaniente   el    rol 
de  avalúos,   rige   la  matrícula 
del    año    anterior.  La   ley    <le 
Municipalidades  impone    á  es- 
tas eorjioraeiones  la  obligación 
de  examinar  las  listas  de  ava- 
lúos antes  del  1."  de  sí'ptieinbre 
de  cada  año,  y  sisólo  las  aprue- 
ba   el  día   2,  esta   aprobación 
es  inoportuna  y  debe    regir    la 
matrícula  del    año    anterior. — 
('.  A.  29   noviembre    1906...  II     91 
3.  Krperjudieado  por    el   avalúo 
que,  haciendo  uso  del    derecho 
que  le  acuerda  la  Ley   de    Mu- 
nicipalidades, reclama    ante  el 
juez  de  letras,  no  j)uede   pedir 
que  se  declare    la   nulidad   del 
rol,  )>orque  no   obra  en   repre- 
sentación de    los    demás    veci- 
nos, y  ])orque  la  acción  no  i>ro- 
cí'de    v\\    esa    forma    sino    con 
arreglo  al  artículo    49    de    esa 
ley.     Mismo  fallo. 
4.  Avalúo.  —  Municipalidad.  — 
Nulidad. — Es   nulo  el  nombra- 
miento de  comisión  avaluadora 
(le  inmuebles   para  los    efectos 
de  la  contribución   de  haberes, 
hecho  j)or    la  Municipalidad  en 
un  día  distinto  del  designado  al 


efecto  por  el  artículo  44  de  la 
Ley  de  Municipalidades,  por 
ser  ilegal  tal  acuerdo.— Cas.  5 
diciembre   1900 II   147 

CONVENIO 

1.  Cenación  de  pagos. — Enperas. 
—  Quiebra.  —  Remi»iáii.  —  l'n 
comerciante  que  no  ha  sido  de- 
clarado en  quiebra  puede  cele- 
brar con  sus  acreedores  con- 
venciones en  que  se  le  conce- 
dan rebaja  de  créditos  y  plazo 
pai-a  el  pago.  El  Código  de  Co- 
mercio las  autoriza  al  decir  en 
el  articulo  1326  que  la  mera 
suspensión  de  pagos'no  constitu- 
ye el  estado  de  quiebra  cuando 
todos  los  acreedores  unániínen- 
te  otorgan  esperas  al  deudor 
común.  —  ('.  A.  28  diciembre 
1906 II  156 

2.  La  ley  no  exige  que  estas  con- 
venciones se  hagan  con  inter- 
vención de  la  justicia,  ni  deter- 
mina la  fonna  en  que  deban 
realizarse,  de  lo  que  se  infiere 
que  pueden  ajustarse  privada- 
mente y  de  cualquier  modo  que 
dé  á  conocer  el  consentimiento 
de  los  contratantes  y  no  son 
aplicables  á  ellas  las  formali- 
dades prescritas  para  el  "con- 
venio" que  es  una  situación  le- 
gal diversa.-    Mismo  fallo. 


1.  Al iriientos.—I)i cardo.  —  líijo. 
Patria  potest^i. — Patriad  ma- 
riUd.  —  Sociedful  conguyal.  — 
Es  deber  de  loe  cónyuges  el 
ayudarse  y  socorrerse  mutua- 
mente en  todas  las  circunstan- 
cias de  la  vida.  El  marido  de- 
be suministrar  á  la  mujer  lo 
necesario  según  sus  facultades, 
no  sólo  en  la  situación  anormal 
de  la  sociedad  conyugal,  sino 
también  en  el  estado  normal 
del  matrimonio.  —Cas.  19  abril 
1907 1  186 

2.  Si  el  marido,  ei^  el  estado  nor- 
mal del  matrimonio,  se  niega  A 
dar  á  la  nmjer  lo  necesario  se- 
gún sus  facultades,  para  su 
mantención  y  la  de  los  hijos 
que  viven  á  su  lado,  puede  la 
mujer  exigir  judicialmente  el 
cumplimiento  de  esta  obliga- 
ción.— Mismo  fallo. 

3.  El  divorcio  no  es  el  medio  legal 
de  que  deba  forzosamente  hacer 
uso  la  mujer  para  obligar  á  su 
marido  á  que  la  alimente;  pue- 
de ella  exigir  judicialmente  por 
acción  ordinaria  el  cumplimien- 
to de  esta  oldigación  alimenti- 
cia.— Mismo  fallo. 

4.  Si  bien  el  marido  es  jefe  de  la 
sociedad  conyugal  y  como  tal 
administra  libremente  los  bie- 
nes sociales  y  los  de  su  mujer, 
esta  facultad  que  la  ley  le 
confiere  no  le  autoriza  para  sus- 
traerse k  las  obligaciones  que 
ese  mismo  carácter  de  jefe  de 
la  sociedad  le  impone  con  res- 
pecto á  la  mujer,  como  tampo- 


co de  las  que  en  cuanto  á  los 
hijos  se  derivan  de  la  ])atria 
potestad,  [>orque  no  le  ha  otor- 
gado la  ley  tal  facultad  para 
que  la  ejercite  de  un  modo 
arbitrario,  negando  á  la  mujer 
y  á  los  hijos  los  alimentos  de 
que  han  menester,  y  por  cou- 
siguieute,  sin  menoscabo  de 
esas  mismas  atribuciones,  pue- 
de la  justicia  regular  su  ejerci- 
cio, restableciendo  el  régimen 
correcto  y  legal  y  ordenando  al 
marido  que  suniiuistre  á  la  mu- 
jer y  á  los  hijos  los  aliuu'utoH 
á  que  por  la  ley  tienen  derecho. 
—Mismo  fallo. 

COSA    JUZOADA 

1.  Afínente. —  AgiiarS.  — Aprecia- 
ción. —  BieneM  nadonahü.  — 
I^rescripción.  -  La  sentencia 
que  sólo  se  refiere  á  otra  dicta- 
da en  otro  juicio  entre  diversas 
partea  y  sobre  una  materia  di- 
versa para  apreciar  sus  elemen- 
tos probatorios  en  concurrencia 
con  los  de  la  causa  misma,  y 
no  para  obligar  á  las  pai'tes  en 
la  nueva  litis  á  someterse  á  los 
efectos  del  fallo  anterior,  no  in- 
fringe los  ])recepto8  que  rigen 
la  cosa  juzgada  ni  viola  los 
artículos  3."  del  Código  Civil  v 
198,  }9Í>  y  200  del  de  Procedí- 
niiento  Civil.  —  ('as.  4  agosto 
1906 .  1  126 

2.  NulidatL  —  Quiebra.  —  ÜUra- 
petita. — El  recurso  de  casación 
en  la  forma  fundado  en  haberse 
dictado  la  sentencia  contra 
otra  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  exige  que  ésta  se  haya 
alegado  oportunamente  en  el 
juicio. — Cas.  6  noviembre  1906 

• 1  1S8 

3.  Para  que  la  excepción  de  cosa 
juzgada  pueda  servir  de  funda- 
mento á  un  recurso  de  casación 
en  la  forma,  es  indispensable 
que  ella  haya  sido  alegada o))or- 
tanamente   en  el  juicio. —  Cas. 


11  abril  1907 11 

4.  Acci&n  poaesoria.  —  Amplia- 
ron. —  Apelacián.  —  Aprecia- 
don. — ( ^ausales. —  (Jontra-qne- 
relia.  —  Costas.  —  Desistimien- 
to. —  Fiscal.  —  MunidpaUdad. 
— Omisión.  —  Parte  agraviada 
— Plazo.  —  Posesión.  —  Quere- 
Ua.— Sentenda.  —  UUra-petita. 
— Apelada  una  sentencia  por 
una  Municipalidad,  si  ella  no 
ha  encomendado  su  represen- 
tación á  otras  personas,  corres- 
ponde ésta  al  Fiscal  de  la  Cor- 
te, en  conformidad  al  inciso  2." 
del  articulo  93  de  la  Ley  de 
Municipalidades.  Si  este  fun- 
cionario se  limita  á  dar  su  dic- 
tamen opinando  por  la  confir- 
mación del  fallo  de  primera 
instancia  y  la  Corte  lo  revoca, 
esta  sentencia  no  es  nula  por 
haber  sido  dictada  contra  otra 
pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  porque  el  fallo  de  pri- 
mera instancia  carece  de  los 
requisitos      legales     para     ser 
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Apelada  ])or  una  Munieiimli- 
dad  la  Hontencia  dictada  en 
nna  querella  flohre  una  plaza 
(¡ue  8e  HOHtt  nía  era  un  bien  na- 
cional de  UHO  público,  la  reprc- 
Hentaeión  en  segtnida  ínHtancia 
correHponde  al  Fincal  de  la 
Corte,  8i  no  se  Im  enronien<la- 
do  á  otran  perHonas.  en  eonfur- 
midnd  al  inciso  2.**  del  artícnlo 
93  de  la  Ley  de  Mnnicipalida- 
des.— Si  el  Fiscal  ho  limita  á 
dar  8U  dictamen  opinando  por 
la  confirmación  del  fallo  de 
primera  ÍnHtancia,  y  la  Corte 
lo  revoca,  no  pnede  Bostener- 
ne  <|ne  la  nentencia  de  la  Corte 
ha  HÍdo  dada  en  apelaciiSn  le- 
(Sahnente  det«¡8tida,  »\  el  dicta- 
men fiscal  no  tiene  por  olijelo 
el  deeintimiento,  y  annqne  lo 
hubiera  tenido,  se  hacía  neee- 
nario  en  todo  ca»o  pronunciar 
sentencia  por  haberse  hecho 
parte  el  Director  del  Tesoro  en 
representación  de  h)s  ^nteresH^ 
tiscaks.  —  Cas.  1."  dicienibrr 
im)4 I  íl>4 

DErDAH     IIKKKlíITAUIAS 

1.  ConfrMtón. — ifered-ero  á  titulo 
HiiirerMnf.  PoreU'm  cont/nt/at. 
—  Piñnripio  (If  pniefnt  imr 
ewt'itn. —  lYue/ta.  -SocípwH. 
conifMtjal.  —  Los  asignatarios 
á  titulo  nnivei-sal  Hon  herede- 
deroR  y  representjuí  al  testador 
para  su  cederle  en  todos  sus  de- 
rechos y  obligaciones  trasnii- 
sibles.  Kl  cónyuge  á  (piien 
|M>r  cuenta  de  porción  conyugal 
ha  cabido,  A  título  universal, 
alguna  parte  en  la  sucesión 
del  difunto,  es  responsable  á 
prorrata  de  esa  parte,  conít)  Ion 
herederos  por  sus  respectivas 
cuotas,  y  las  deudas  heredita- 
rias se  dividen  tanibi<^n  á  pro- 
iTata  de  sus  cuotas.  -C.  A.,  IH 
noviembre    11)06 11     7:i 

2.  La  deuda  confesada  en  el  tes- 
tamento debe  darse  j>or  legal- 
mente  establecida  si  hay  de 
ella,  además,  un  principio  de 
prueba  por  escrito. — Mismo  fa- 
llo. 

nf.vp  KKR'.vno'i 

Apelación.-' Aprenación. — Com- 
peten  ia.  —  Prescripción. 
— Flstablecido  i)or  el  Tribunal 
sentenciador  el  hecho  de  (jue 
las  partes  en  un  juicio  dejaron 
pasar  mas  de  un  año  sin  hacer 
gestión  alguna  para  que  una 
apelación  se  llevara  A  efecto, 
debe  aceptarse  este  hecho  por 
el  tribunal  de  casación;  y  aún  en 
el  supuesto  de  no  haber  trascu- 
rrido esc  plazo  si  se  descontaran 
los  días  de  feriados,  como  jire- 
tende  el  recurrente,  el  recurso 
sería  en  todo  en  so  improeeílí-n- 
te.  porque  sólo  se  fundó  en  ia 
infracción  de  los  artículos  214 
y  234  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  y  no  en  la  del 
artículo  fi9  que  seria   el  único 


pertinente.-  Cas.  23  agosto  1 907 


I  425 


l»is«>u  riuN 


Muerte. —  ¡ReMoltuíón. — Soci&lad 
colectira. — La  sociedad  colecti- 
va civil  se  disrelve  jiorlanun*r- 
te  natural  ó  civil  de  cnal«|uie- 
ra  de  los  socios,  nu'uos  cuando 
por  disposieión  de  la  ley  ó  por 
el  acto  constitutivo  haya  de 
continuar  entn»  los  socios  sobre- 
vivientes con  los  herederos  del 
difunto  ó  sin  ellos. — Si  en  el 
acto  constitutivo  de  la  sociedad 
se  fija  el  plazo  de  nueve  año!> 
j>ara  su  duración  y  se  ngrega 
que  la  negociación  no  termina- 
rá por  ninguna  cansa  ó  motivo 
nntt•^  del  pln/.o  e>tipulado,  no 
procede  la  donuinda  de  disolu- 
ción fiel  contrato  fnndada  en  el 
fnlleciiniento  de  uno  de  los  so- 
cios ocurrido  antes  del  venci- 
miento del  jdazo. — C.  A.  2<í 
octubre  líMMJ 11     08 

DIVOIU'IO 

1.  AHiHentoíf.—(ynifituirn.—  Ifijo. 
— Patria  potentad.  —  l*ote.stnd 
marital . — l^triedad    Qont/f/tjal. 

Kl  divorcio  no  es  el  medio 
legal  de  ijuc  deba  forzosamente 
hacer  uso  la  mujer  para  obligar 
«  su  marido  á  que  la  alimente; 
puede  ella  exigir  judiciahnente 
por  acción  ordinaria  el  cumpli- 
miento de  esta  obligación  ali- 
menticia.   Cas.  19  abril  1907.  I    l«(» 

2.  Aproltarión  ¡adirial. — Kxta- 
lUi  ciril. —  Xtflidad.  -  Separa- 
ción flrhienPM. —  Transarción.— 
Kl  divorcio  y  la  separación  de 
bienes'  no  pueilen  pníducirse 
por  nuituo  acuerdo  de  los  cón- 
yuges, siendo  indispensable 
para  ello  sentencia  de  juez 
comjietente  ]uisada  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada. — C.    A. 
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líocLMENTOH.  \.  Agrefjación  de 
docnmentox. —  fnnfrtnnento. 

líOMiriLIO 

Acción  nmehle,-  ( ^ompetenda. — 
K&  conq)etente  para  conocer  de 
una  denunida  por  cobijo  de  ser- 
vicios mí  dios  el  juez  del  lugar 
en  »|ue  el  deudor  tuvo  su  domi- 
cilio cuando  le  prestaron  esos 
servicios;  porque  tratándose  de 
una  acción  mueble,  es  com]>e- 
tente  el  juez  del  lugar  donde 
debe  cuinjilirse  la  obligación,  y 
ésta  debe  cumplirse,  A  falta  de 
lugar  designado  en  la  conven- 
ción, en  el  domicilio  del  deudor, 
y  si  éste  se  hubiere  mudado 
después  de  contraída  la  obliga- 
ción, será  sií-mpre  juez  compe- 
tente el  del  lugar  en  que  sin 
esa  mudanza  corres j>ondería. — 
I        C.  A.  1."  diciembre  190H  .  .  II   131 


.  Casa  ion  en  el  fowlo. —  IM 
niarc4tción,'-0i  ii pación  bélica 
— PofteJíión,  —  Salitrera.  —  La 
acción  que  concede  el  artículo 
842  del  Código  Civil  correspon- 
de al  dueño  de  un  ¡iredio  y 
quien  la  deduce  tiene  que  acre- 
ditar que  verdaderamente  ca 
I)ropietarío  ó  A  lo  nu'iio»  que  eb 
jwseedor  del  que  trata  de  des- 
lindar. —  Cas.    30    noviembre 

1906 I  103 

.  Xo  tienen  dominio  verdadero 
ó  aparente  de  los  teiTcnoa  sali- 
trales de  TarapacA  lo»  denun- 
ciantes que  no  tenian  la   )H>se- 
sión  real  de  su»  estacamentos 
ú  oficinas  A  la  éiK>ca  de  la  ocu- 
pación de  esa  provincia  jwr  las 
armas   de   la   República;  y  la 
sentencia  cjue  les  reconoce  do- 
minio infringe  los  artículos  2y  8 
del  tratado  de  paz  con  el  IVrú. 
pronuilgado  como  ley   nacional 
el  20  de  mayo   de  1884,  en  el 
cual  se  consideró  el  decreto  de 
28  de  mayo  de  1882  que  había 
reglamentado  la  propiedad  sali- 
trera privada  de  TarapacA  so- 
bre la  base  del  régimen  legal 
antes  establecido,  **no   recono- 
ciendo otros  títulos  y  derechos 
ú  este  respecto  que  Ion  reí«ul- 
tantea  de  los  contrato»  reales 
emanados    del     («obiemo    del 
l'erú,  ni  otra  posesión  y  tenen- 
cia que   los  que  se  desprenden 
de  esos  títulos  ó  de  su  dominio 
incontestable   atM>mpañado   de 
una  explotación   actual  y  efec- 
tiva".— Mismo  fallo. 
1.  ( \tnitale~M.—Jn/tfíripcián,—/j»/a' 
d-a. — Modo  de  wbjitirir. — Sitc4'- 
nión.-  Tei  e  ría.-  i  rrt</íí»<^n.— La 
sucesión  i)or  causa  de  muerte 
es  uno  de  los  modos  de  adqui- 
rir el  dominio,  y  se  puede  suce- 
der á  una  pei-sona  A  titulo  uni- 
versal,   como    heredero,    y    á 
título  singular,  como  legatario, 
sin  que  sea  necesario  para   la 
ad({uisieión  de  dominio  en   uno 
ú  otro  carácter  que  además  se 
haga    tradición   de    las    cosas 
heredadas  ó    legadas;    puesto 
(|ne  respecto  de   unos  mismos 
bienes  no  }iueden  concurrir  di- 
vei-sos  modos  de  adquirir    su 
dominio.   -Cas.    3    noviembre 

1906 I   J47 

1.  La  herencia  ó  legado  se  defiere 
por  el  ministerio  de  1^  ley,  se- 
gún el  artículo  088  del  Código 
Civil,  en  el  momeuto  de  falle- 
cer la  persona.de  cuya  sucesión 
se  trata,  si  el  llamamiento  no 
es  condicional,  y  por  el  sólo 
hecho  de  la  muerte  se  trasmite 
al  heredero  ó  legatario  la  j)ose- 
sión  y  dominio  que  en  los  bie- 
nes hereditarios  correspondía  al 
antecesor. — Mismo  fallo, 
í.  La  persona  instituida  en  tes- 
tamento couío  legatario  de  un 
inmueble  adquiere  el  dominio 
de  él  por  el  hecho  de  la  muerte 
de  la  testadoi*a,  y  esta  adqui- 
sición no  queda  sin  efecto  \H\r 
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>i  vari&s  penfouaA  Imn  deiiiau- 
lado  coiijuiitnniouto  i\  otra  pa- 
n  ««xigir  el  pago    de  servicio» 
»r<'.stado8,    el  monto  de  la  de- 
iinuda  no  ck  el  que  rcBulta  de 
a  suma   cío   la»  caiitldadeH  co- 
trndAK,  híiio  el  que  M'parada- 
líente    tengan   los  créditos   de 
:H«la    acreedor. — Mismo    fallo. 
Aunque  el  artículo  19   del  Có- 
litro     de     Prucedimieiitp    Civil 
uitoriza  para  inter\'enir  en  uu 
iiiii^mo  Juicio  á  varias  perdonas 
\uv     deduzcan     accionei*    que 
i^niniieii  úv  iin  mismo  hecho,  de 
In  hií»toria   fidedigna  de  m\  es- 
tablecimiento,   C(m8ignada    en 
Int»  actas  de  la  Comisión  Kevi- 
í»ora»    se  denprende  que  no  f*e 
rí-tiere  al  cano  de  varío«  acree- 
doras que  8e  unen  para    exigir 
»'\  pago  de  loi*   nervieios   adeu- 
dados li  cada  uno  de  ellon    ))or 
el  tl<' mandado.  Aun  t^uponie.ndo 
acc^ttahle  que  bc  junten  dintiii- 
tas  perHonas  para  litigar  en  un 
solo   pleito,  ejercitando  idénti- 
cas   accionen    contra    otro,  no 
puede  s<»stenerKe  que  el  monto 
de  la  demanda  debe  ser  la  su- 
ma de  las  cantidadeK  cobradas, 
plus  de  este  modo    se    podría 
alterar  no  sólo  el   procedimien- 
to establecido  [tara    la  sustan- 
ciaeióu  de  los  juicios,  sino  aún 
la     competencia     del    tribunal 
llamado     á    fallarlo,    procedi- 
iineiito  y  tribunal  que  quedaría 
»  elección  de  los  demandantes, 
ele  validóse  el  monto  de  la  de- 
manda   con  juntarse    para  en- 
tablarla.— Mismo  fallo. 

(TASI-DELITO 

i.  Daño. —  Neíjliffeiwia.  —  íien- 
¡Mn-^a/jitUiad.  —  Perjvieioa. — 
La  negligencia  de  jiarte  de  la 
C  oiiipafiía  de  Vapores  y  del 
capitán  de  buque  de  mantener 
ú  bordo  aparatos  para  la  carga 
y  descarga  «jue  no  ofrecen  se- 
gnrídad  pam  los  operarios,  les 
hace  resi>onsables  solidaria- 
mente del  daño  causado  á  un 
trabajador  con  la  calda  de  una 
«^ rueda  catalina»  (|ue  no  se  ha- 
lla bo  suticieiitemente  afianzada 
y  les  obliga  á  la  indemnización 
de  los  ])erjuicios. — C  A.  4  sep- 
tiembre 1905 II       8 

2.  Perjuicios.^ Rea j}onjftalnlifia(L 
—  TctchaH. —  TestigoM.  -El  que 
ha  cometido  un  cuasi-delito 
que  ha  inferido  daño  á  otro  es 
obligado  á  la  indemnización. 
De  la  negllgeneia  de  loa  eni- 
]>tiLa(lo8  de  una  em]>resa  de  fe- 
nocarril  rcsi>oiide  la  empresa. 
Responde,  por  consiguiente, 
del  daño  causado  á  un  trabaja- 
dor ocupado  en  cargar  un  carro 
i*\  éste  es  atropellado,  mientra k 
iba  con  la  carga,  por  una  loco- 
motora de  la  empresa  que  no 
anunció  su  a))ro.\imación  ha- 
ciendo sonar  campana  ni  hizo 
sonar  el  pito.— ('.  \.  27  octubre 
1906 II     93 


3.  yeglif/encia.  —  PerJuicioM.  — 
Constituye  negligencia  inexcu- 
sable ó  inqirudencia  temeraria 
de  parte  de  uu  padre  el  confiar 
á  su  hijo,  menor  de  catorce 
años,  el  manejo  de  una  carre- 
tela en  las  calles  de  Santiago, 
y  esta  negligencia  lo  hace  res- 
ponsable del  daño  causado  |)or 
su  hijo  «lUC  atropello  y  mató 
con  el  vehículo  á  un  niño  de 
corta  edad. — C.  A.  27  julio 
1907 II   139 

4.  Aparte  del  sentimiento  y  del 
valor  de  afección — que  no  se 
divisa  porqué  deban  eliminar- 
se en  absoluto — la  muerte  de 
toda  persona  imiwrta  de  por  sí 
un  perjuicio  real  y  positivo,  ya 
fiue  por  lo  general,  lauto  en  las 
naciones  como  en  las  familias, 
la  vida  humana  es  un  elemen- 
to de  verdadera  riqueza;  y  ba- 
jo este  aspecto,  susceptible  de 
una  apreciación  material  ó  eu 
dinero. — Mismo  fallo. 

5.  La  dificultad  para  hacer  esta 
apreciación  y  establecer  su 
monto  fijo  por  medio  de  testi- 
gos ó  peritos,  no  significa  que 
no  debe  efectuarse  ó  que  el  da- 
ño sea  inapreciable,  pues,  sal- 
vo casos  uiuy  calificados,  la 
apreciación  en  materia  de  per- 
juicios queda  siempre  al  arbi- 
trio del  juzgador,  sin  mAs  nor- 
ma que  so  buen  criterio  para 
calificar,  en  cada  juicio,  los  di- 
versos factores  y  las  distintas 
circunstancias  que  le  suminis- 
tra el  mérito  de  autos. —  Mis- 
mo fallo. 

6  Si  en  la  demanda  se  cobra  una 
cantidad  detenniíiada  como  in- 
demuizuefón  por  un  accidente 
y  en  el  curso  del  juicio  no  se 
rinde  ]>rueba  «jue  permita  esti- 
mar el  monto  de  esta  indemni- 
zación, desochándose  ]»or  este 
motivo  la  demanda  en  primera 
histancia,  puede,  sin  embargo, 
el  Tribunal  de  Alzada  dar  lu- 
gar á  ella  en  cuanto  se  exige 
una  indemnización,  ordenando 
<iue  la  fije  el  juez  a  (¡no  to- 
mando en  cuenta  las  faculta- 
des del  (liímandado  y  demás 
aiiteci'dentes  especiales.  — 
Mismo  fallo. 


\.  (.'oMarión  en  el  fondo. — Cfiii- 
nal. — Curador.  —  Entreija. — 
Formaliza  clon. — Parte  Of/ra- 
riatUt.-'  Prencripción.  —  Las 
obligaciones  del  curador  en 
cuanto  á  los  bienes  consisten 
no  sólo  en  la  administración  <le 
ellos  llevando  cuenta  uistruída 
y  documentada  y  en  exhibirla 
luego  que  termine  el  cargo, 
obligación  que  le  imiK>ne  el  ar- 
tículo 415  del  Código  Civil,  si- 
no también  en  entregar  los 
bienes  que  pertenecen  al  pupi- 
lo, tan  luego  como  le  sea  posi- 
ble, obligación  que  le  impone 
el  artículo  417  del  mismo  Có- 
digo. —  Cas.     20     noviembre 
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2.  El  ex-pupilo  puede  exigir  iior 
acción  ordinaria  la  entrega  de 
sus  bienes  existentes  cu  espe- 
cies ó  cantidades  determinadas 
en  poder  del  curador,  sin  que 
obste  ¿  esta  acción  la  circuns- 
tancia de  no  haberse  rendido  y 
aprobado  la  cuenta  que  el  guar- 
dador ha  debido  presentar  al 
terminar  la  cúratela.  Infringe, 
por  consiguiente,  la  disposi- 
ción del  artículo  417  del  Códi- 
go Civil  la  sentencia  que  dese- 
cha la  denmnda  del  ex-pupilo 
contra  el  curador  para  obtener 
la  restitución  de  una  cantidad 
determinada  que  le  pertenece, 
fundada  en  que  el  juicio  de 
cuentas  es  el  rinico  caso  en  que 
procedería  el  ejercicio  de  los 
derechos  del  pupilo. —  Mismo 
fallo. 
j  3.  La  acción  para  exigir  al  cura- 
dor la  rendición  de  cuentas  pres- 
cribe eu  cimtro  años. —  Mismo 
fallo. 

4.  (hitajnzf/afla.  —  (Jurador.  — 
Fifulor. — Ilerelero.  —  Juicio 
ejecutiro.  —  NotificMción.  — 
SenUn  ia  flefini*iva.  —  TUuIo 
ejecntivo.—  LéH  sent<*ncia  recaí- 
da en  el  juicio  seguido  por  ren- 
dición de  cuentas  contra  un 
curador,  no  es  título  ejecutivo 
contra  el  fiador  de  dicho  cura- 
dor, si  éste  no  ha  sido  parte  ni 
ha  intervenido  en  fonna  algu- 
na en  aquel  juicio  de  reudición 
de  cuentas. — Cas.  l^  diciem- 
bre 1906 I  30,5 

5.  La  notificación  de  la  sentencia 
recaída  en  el  juicio  de  rendi- 
ción de  cuentas,  hecha  ¿  los 
herederos  del  fiador  para  los 
efectos  del  artículo  1377  del 
Código  Civil,  no  altera  su  si- 
tuación, ya  que  no  les  constitu- 
ye ]>artes  en  el  juicio  y  presu- 
l)one  la  existencia  de  uu  titulo 
ejecutivo  en  contra  de  su  causa 
habiente. — Mismo  fallo. 


1.  Capación  en  el  fotuto. — Cau- 
Hol. —  Cnenfwf.—  Entrega.  — 
Fornuüizacián.  —Parte  agrá- 
vintla. —  Prescripción.  —  Las 
obligaciones  del  curador  en 
cuanto  á  los  bienes  •  consisten 
no  sólo  en  la  administración  de 
ellos,  llevando  cuenta  instruida 
y  documentada  y  en  exhibirla  , 
luego  (jue  terniine  el  cargo, 
obligación  que  le  imi)oiie  el  ar- 
tículo 415  del  Código  Civil,  si- 
no también  en  entregar  los  bie- 
nes que  pertenecen  al  pupilo, 
tan  luego  como  le  sea  ¡>osible, 
obligación  cjue  le  impone  el  ar- 
ticulo 417  del   mismo    Código. 
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2.  Kl  ex-  pupilo  puede  exigir  por 
acción  ordinaria  la  entrega  de 
sus  bienes  existentes  eu  espe- 
cies ó  cantidades  determinados 
en  poder  del  curador,  sin  que  • 
obste  á  esta  acción  la  circuns- 
tancia de  no  haberse  rendido  y 


u 


ESTACAMENtOS 


ESTADO  CIVIL 


ESTADO  ClVlL 


mcuientc  otorgan  oH])oraM  ni 
deudor  coini'in.  —  C  A.  2H  di- 
ciembre lí»OG II   15(5 

2.  La  ley  no  exij^e  que  t  hium  con- 
venciones Hc  iiagnn  con  inter- 
vención de  la  juHticia,  ni  detc  r- 
mina  la  forma  en  ({ue  dehnn 
rea  liza  rse,  de  lo  que  He  intifre 
que  pueden  ajuHtarse  ¡.rivada- 
niente  y  de  cualquier  modo  que 
dé  á  conocer  el  conHentimienio 
de  los  contratante»  y  no  hoii 
aplicables  á  ellas  las  foni.ali- 
dades  prescritas  para  el  «con- 
venio», que  es  una  sil  nación 
legal  diversa. — Mismo  fallo. 


ESTACAMENTOS 

J.  Casación  en  la  forma. — Per- 
ttne  nctcís. — SaUtreroit. — Sot^ie- 
(lofl  cont/nyal.  —  I  Itra-petit^i, 
— El  inciso  2.**  del  articulo  í>." 
del  Reglamento  de  28  de  julio 
de  1H77,  «jue  establece  cjue  ca- 
da estacamento  no  puede  tener 
iino  una  pertenencin,  no  debe 
pru  vnleeer  sobre  la  disposición 
del  inciso  2."  del  artículo  2í5  del 
Código  de  Minería  de  1874,  se- 
gún el  cual  el  descubridor  d(  n- 
tro  del  radio  de  cinco  kilóme- 
tros de  mina  registrada  tiene 
derecho  a  dos  pertenencias. — 
('.  A. — Cas.  81  d  i  c  i  e  m  b  Y  e 
líMKi .•    •    •    *     ^^ 

2.  dauHaL —  JJeM<uihriíiiient4K  — 
Mensura. —  Pnse^nón  efe  tira. 
— Sftiitreras. — Segrtu  el  artít  n- 
lo  46  del  Código  de  Minería  de 
1874,  aplicable  al  salitre,  des- 
de que  se  registra  un  descubri- 
miento cualquiera  persona  bú- 
bil  puede  solicitar  una  peí  te- 
nencia para  explorar  la  vela 
durante  noventa  días  por  el 
rumbo  que  indicare  á  contimta- 
ción  de  la  señalada  por  el  des- 
cubridor. El  artículo  6."  del 
Reglamento  de  28  de  julio  de 
1877  que  dispone  que  «registra- 
do un  descubrimiento  no  se  po- 
drá solicitar  una  pertenencia  á 
sus  inmediaciones  sino  des})Ués 
que  el  descubridor  l»aya  men- 
surado la  suya  y  tomado  pose- 
sión de  ella*,  no  debe  tomarse 
en  su  estricto  sentido  literal, 
j»orque  no  se  concibe  <|ue  el 
Ueglamento  se  haya  dictado  pa- 
ra derogar  la  ley  y  contrariarla 
en  parte  sustancial  sino  para  fa- 
cilitar su  cumplimiento  y  ejecu- 
ción, por  lo  cual  es  necesario  ar- 
monizarlo con  ella;  y  esa  dispo- 
sición debe  entenderse  en  el  úni- 
co sentido  que  lógicamente  le 
corresponde,  de  que  no  es  jier- 
mitido  solicitar  la  mensura  de 
una  pertenencia  i\  continuación 
de  un  desculirimiento  sin  (lUe  in- 
te haya  sido  j)reviamente  men- 
surado, debiendo  quedar  en  si:s- 
penso  los  derechos  del  peticio- 
nario de  un  estacado  mientras 
no  se  efectúe  la  mensura  del 
descubrimiento,  para  ubicar  el 
estacado  en  el  lugar  que  le  co- 
rresponde sin  perjudicar  el  de- 


recho del  descubridor. —  Cas.  14 
niavo  1ÍM)7 I  249 


1.  Aerión  potteHoria.  —  CauMales. 
— Posemón. — Salitreras.  —  La 
]>osesión  de  los  yacimientos  de 
salitre  pertenece  al  Estado  i)or 
el  ministerio  de  la  ley  y  sólo 
pueden  adquirirlos  los  particu- 
lares á  virtud  de  concesión 
otorgada  por  autoridad  compe- 
tente y  con  las  formalidades 
legales.  F^n  consecuencia,  si  el 
Fisco  se  ((uerella  de  amparo 
contra  particulares  que  han 
ocupado,  á  su  juicio  indebida- 
mente, un  yacimiento  salitral, 
es  innecesario  apreciar  el  mé- 
rito de  las  informaciones  de 
testigos  rendidas  ]>or  las  par- 
tes, ]H)i*í|ue  la  posesión  de  di- 
cho yacimiento  ]»eiieneee  al 
Estado  por  ministerio  de  la  ley, 
y  debe  aceptarse  la  ipierella. — 
Cas.  17  «liciembre  1ÍHM3  ...  I  .'U)l 

2.  El  particular  *|ne  pretende  la 
pro]iiedad  ó  posesión  de  un  es- 
tacamento salitral  debe  acredi- 
tarlo )>or  medio  de  la  concesión 
hecha  por  el  Estado  en  forma 
legal,  ya  que  sin  esa  concesión 
la  posrsión  y  menos  la  pnqiie- 
dad  de  dicho  estacamento  no 
htt  podido  salir  de  manos  del 
Estado.  N<i  prueba,  en  conse- 
cuencia, su  derecho  con  la  sola 
presentación  de  una  escritura 
de  compraventa  a  otro  parti- 
cular, posterior  al  decreto  de  .'10 
de  mayo  de  1884. que  suspendió 
en  todo  el  territorio  de  la  Re- 
pública el  otorgamiento  d  e 
concesiones  de  salitre, — Mismo 
fallo. 

3.  La  ])osesión  que  el  Estado  tie- 
ne de  los  ten-enos  salitrales 
emana  de  la  ley  y  se  acredita 
con  ella  misma  y  aunque  pu- 
diera argílirse  que  la  ley  esta- 
blece más  bien  el  dominio  que 
la  posesión  y  que  los  títulos 
que  ocreditan  el  dominio  no 
deben  tomai"se  en  cuenta  en 
juicios  posesor¡()s,  píxicedería 
en  este  caso  la  excepción  del 
inciso  2.**  del  artículo  ÍÍ2.H  del 
Código  Civil,  ya  que  el  título, 
que  es  la  ley,  puede  probni*se 
s  u  m  a  r  i  a  m  e  n  t  e.  —  Mismo 
fallo. 

ESTADO  CIVIL 

1.  PnteJja. — No  es  ace]>tnble  la 
prueba  testimonial  <le  la  pose- 
sión notoria  de  diversos  esta- 
dos civiles  cuando  no  se  ha  ex- 
plicado satisfactoriamente  ni 
menos  probado  las  faltas  de 
las  respectivas  partidas  ó  el 
extravío  del  libro  ó  registro  en 
que  debieran    encontrarse, — C. 

A.  8  octubre  íi)i)C II     «3 

2.  Hijo  fet/ifimo. — Prueíxt.  —  La 
posesión  notoria  del  estado  de 
Idjo  legítimo  consiste  en  que 
los  ¡tadres  lo  hayan  t)  atado 
como  tal,  proveyendo  A  fii  edu- 


cación y  esta)>lecimiento  de  un 
modo  competente,  y  presentán- 
doh»  e»i  esi'  carácter  á  sus  deu- 
dos y  amigos;  y  en  <|ue  éstos  y 
el  v<cindar¡o  de  su  domicilio 
en  general  le  hayan  reputado 
y  reconocido  como  hijo  legíti- 
mo de  tales  padres. — C.  A.  8 
noviembre  liMHi 1 1     67 

3.  La  )K>sesión  notoria  del  estado 
civil,  para  ser\ir  de  prueba  de 
este  estado,  úche  durar  diez 
años  continuos  )>or  lo  menos  — 
Mismo  fallo. 

4.  No  es  prueba  bastante  de  la 
]>osesión  notoria  del  estado  ci- 
vil de  hijo  legítimo,  la  decla- 
ración de  testigos  que  no  pue- 
den aseverar  (|ue  la  persona 
que  j»relende  ílieho  estado  ]»a- 
ya  viviíh)  más  de  diez  años  al 
lado  de  sus  padres,  que  se  li- 
mitan á  decir  que  esa  persona 
era  tenida  entre  todos  l(»s  que 
la  conocían  y  ha  sido  siempre 
considerada  en  sus  relaciones 
sociales  como  hija  legítima,  la 
pero  nó  que  ést<is  la  hubieran 
tratado  como  hija  hgitima  y  la 
hubieran  {iresentadoen  «ste  ca- 
ra el»  r  á  sus  deudos  y  antigos. 
— .Mismo  fallo. 

5.  Afiroltarión  jtalicial.. — iJiroi^ 
no. — Sttlltiad. — Separatritin  fie 
hienes.^Traiutaiunóti.  —  l'na 
transacción  por  la  cual  uno  ú 
otro  cónyuge  ó  ambos  juntos 
renuncian  á  su  estado  civil  de 
marido  ó  mujer,  es  contraria  á 
lo  ley  y  en  consecuencia,  nula 
de  nulidad  adsoluta. — V.  A.  27 
noviembre  de  líMM» 11  103 

0.  Semejante  transacción  no  ad- 
(|ui(  re  valor  i)or  la  aprobación 
judicial,  pues  esta  no  puede 
dar  vahir  ¿  un  acto  nulo  en  su 
origen. — Mismo  fallo. 

7.  Hijo.—  Indifiena. —  La  \yot<i^- 
sión  notoria  del  estado  de  pa- 
dre, nnidre.  marido,  mujer  ó  hi- 
jo, debe  tenerse  como-  título 
bastante  para  constituir  i^  fa- 
vor de  los  indígenas  los  mís- 
nu)s  derecht)s  hereditarios  que 
establecen  las  leyes  comunes 
en  favor  de  los  )>adres,  cónyu- 
ges é  hij<w  legítimos,  en  virtud 
de  lo  ílispuesto  por  la  ley  de  4 
de  agosto  de  1874.  I*or  consi- 
guiente, reconocida  la  calidad 
de  indígena  del  demandante,  le 
basta  probar  la  ]>osesión  noto- 
ria del  estado  de  hijo  de  la  mu- 
jer cuya  hei^eneia  reclama,  ann- 
tiue  no  pruebe  (|uien  fué  su  pa- 
dre, para  «jue  se  le  declare  co- 
mo heredero  1<  gítimo  de  su  ma- 
dre y  como  lejítimo  represen- 
tante de  ésta  en  la  sucesión  de 
su  abuelo. — C.  A.  11  diciembre 
V,m 11  1C4 

8.  (\mac{ón  en  /«  forma,'— Mi- 
nisterio ptihlico.-  Es  nula  la 
sent<'ncia  dictada  en  printera 
instAueiu,  en  juicio  sobre  el  es- 
tado civil  de  una  persona,  sin 
audiencia  del  Ministerio  públi- 
co, por  ser  este  un  trámite 
esencial  del  procedimiento.  No 
)»uedc  subsanarse  esta  omisión 
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'va.lor  de  cinco  pcso«,  infringe 
lo  dippupflto  en  Ion  artículos  9 
do  la  ley  de  2(5  do  noviembre 
lie  I8<J2' y  5."  y  H/'  de  la  ley  de 
31  ele  ninyo  de  IHDü,  que  dispo- 
iieii  que  el  '2ú  ])or  ciento  de  los 
ilerechoH  de  iiiternación  deben 
jxig^arHo  en  libran  esterlinas  & 
ra.zí'ni  de  seis  pesos  treinta  y 
un  centavos  por  cada  libra,  ó 
en  moneda  cliilenn  de  oro  de 
valor    equivalente.  —  Cas.    30 

noviembre  1  ;>()(» 1  2(>0 

2.  Kxtrnídas  ciertas  mercaderías 
de  los  almacenes  de  Aduana. 
j>or  un  agente  de  Aduana, 
sin  pagar  los  derechos  de  in- 
te nmción,  después  de  baher 
i<ido  desembarcadas  y  deposi- 
tadas en  los  almacenes,  llenán- 
€Íot*e  en  el  desembarco  y  depó- 
HÍto  todas  las  formalidades 
prescritas  ]»or  las  leyes  y  re- 
firlomentos  aduaneros  para  su 
iiiteniación  en  el  país,  el  delito 
cometido  no  es  el  previsto  en 
loH  artículos  84  ni'un.  11  y  89 
iiúm.  20  ífe  la  Ordenanza  de 
Aduanas,  que  castigan  el  cona- 
to de  defraudación  y  el  contra- 
bando, sino  el  ccmiprendido  en 
el  artículo  8í»,  número  18,  de  la 
misma  Ordenanza,  que  pena 
al  agente  de  Aduana  que  de- 
frauda los  dereclios  de  inter- 
nación con  mía  multa  igual  al 
duplo  del  valor  que  intentó  de- 
fraudar.— Mismo  fallí). 
3.  El  valor  de  esta  multa  puede 
determinarse  en  moneda  co- 
rriente, ya  que-  no  se  trata  de 
In  percepción  de  derechos  de 
internación,  y  ya  que  según  la 
ley  de  31  de  julio  de  18')8  los 
billetes  que  ella  autoriza  emi- 
tir sirven  para  solventar  todas 
las  obligaciones,  con  las  solas 
excepciones  que  ella  determi- 
na, entre  las  cuales  no  está 
comprendido  el  importe  de  las 
penas  pecuniarias  impuestas 
por  la  Ordenaiza  de  Aduanas. 
— Mismo  fallo. 

1»ESAKI  MIENTO 

Bienes  no  enthargahlfs.  —  Do- 
nación.— FnlVulo. —  Qniehra. — 
Desde  la  hora  en  que  se  ])ro- 
iiuncie  la  declaración  de  <piie- 
bra  el  fallido  queda  inhibido 
de  derecho  déla  administración 
de  sus  bienes;  pero  conserva  el 
doujinio^le  ellos  y  la  adminis- 
tración de  los  no  embarga  bles. 
-  Por  consiguiente,  es  proce- 
dente la  acción  del  fallido  p.-ira 
que  se  le  restituya  el  fundo  do- 
nado á  él  y  A  su  mujer  con  la 
expresión  de  no  embargable, 
habiéndose  hecho  constar  su 
valor  al  tiempo  de  la  entrega 
por  tasación  aprobada  jndicial- 
mvMite.— C.  A.,  21  diciembre 
15)  »■» II     30 

DES'  UHKIUUR 

Vonifietencia. —  Fisfrk.  -Jtiirio  fie 
hat'ienfla.  —  ManifeMÍai:ión.  - 


yfina.  — Es  de  rigor  que  ca- 
da descubridor  se  presente 
separadamente  y  en  la  forma 
prescrita  en  el  artículo  29  del 
Código  de  Minería,  esto  es  ex- 
])resando  su  nomhre  y  el  de  sus 
compañeros  si  los  tuviere,  las 
señales  más  individuales  y  ca- 
*"  racíerísticas  del  sitio  donde  se 
encuentra  la  cata,  pozo  ó  labor 
en  que  se  bailó  el  mineral,  la 
designación  de  su  esj»ecie,  el 
nombre  ipie  quiere  dar  á  cada 
cada  una  de  las  tres  pertenen- 
cias ú  que  tiene  derecbo  y  la 
extensión,  expresada  en  hectá- 
reas, que  desea  comprenda  ca- 
da pertenencia.  -En  consecuen- 
cia, es  inace|»tablc  la  presenta- 
ción, por  medio  de  uno  sola 
manifestación  de  trescientos 
descubridores  (jue  atinnan  ha- 
ber descubierto  minerales  de 
hierro,  y  piden  cada  uno  de 
ellos  tres  pertenencias  de  cinco 
hectáreas  cada  una,  sin  indicar 
ni  siquiera  "  someramente  los 
deslindes  de  cada  pertenencia 
ó  sus  señales  caracteriscas. — 
C.  A.  17  octubre  190í;  ....  II     70 

nEScrnKinouAs 

Aprecia  ion  —  ( *au.sal4'>í. —  Utis. 
—  Mensura. —  Pnra'pío  2'i. — 
SafifrpraH.-'^So  hay  disposi- 
sión  legal  que  ri'snelva  de  una 
manrra  precisa  si  la  distancia 
que  dpl.»e  mediar  entre  las  des- 
cnln'iíloras,  debe  medirse  «'utre 
las  líneas  qneencií-rran  las  per- 
tenencias, ó  si  «'stas  distancias 
dí'ben  medirse  entre  la  excava- 
ció)!  (pie  constituye  el  descu- 
brimiento, ]>ne.-»to  que  aun  el 
artículo  7."  del  lieglamento  de 
1877  jireviene  que  la  mensura 
se  ejecute  '«]»or  dentro  de  las 
líneas  cjue  el  descubridor  soli- 
cite en  la  parte  exploratbi  del 
tern'uo '.  Xo  habiendo  ou  el  re- 
glamento reglas  á  qué  atenerse 
respecto  de  las  distancias  que 
deben  guardar  entre  sí  las  lí- 
neas exteriores  de  las  jierte- 
nencias,  debe  estarse  á  lo  qn»* 
prescribí-  el  Código  de  Minería. 
Cas.  t;  abril    1-91)7 1   193 

DKSCUBKIMIE.NTO 

CaunaL  —  Ettaramotio.  —  Men- 
sura.—  P(ise\ión  efectiva. — Sa- 
litrera i. — Según  el  artículo  45 
del  Código  de  Minería  de  1874, 
aplicalde  al  salitre,  desde  <jue 
se  registra  un  descubrimiento 
cual(|uiera  persona  hábil  ]>ue- 
de  solicitar  una  pertenencia 
para  explorar  la  vetJi  durante 
noventa  días  por  el  rumbo  (pie 
indicare  á  continuación  de  la 
señalada  por  el  descubridor. — 
El  artículot)  del  Reglamento  de 
28  de  Julio  de  1877  ipie  dispo- 
ne (|uc  «registrado  un  descu- 
brimiento no  se  podrá  solicitar 
una  pertenencia  á  sus  inmedia- 
ciones sino  después  (pie  el  des- 
cubridor hava    mensurado    la 


suya  y  touiado  posesión  de 
ella»,  no  debe  tomarse  en  su 
estricto  sentido  literal,  poixpie 
no  se  concibe  que  el  Reglamen- 
to se  haya  dictado  pdra  dero- 
gar la  ley  y  contrariarla  en 
parte  sustancial,  sino  para  fa- 
cilitar su  cumplimiento  y  eje- 
cución por  lo  cual  es  necesario 
armonizarlo  con  ella,  y  esa 
disposición  debe  entenderse  en 
el  único  sentido  que  lógicamen- 
te le  corresponde,  de  ([ue  no  es 
permitido  solicitar  la  mensura 
de  una  pertenencia  A  continua- 
ción de  un  descubrimiento  sin 
(pie  éste  haya  sido  ¡ireviamen- 
te  mensurado,  debiendo  quedar 
en  suspenso  los  derechos  del 
peticionario  de  un  estacado 
mientras  no  se  efectúe  la  men- 
sura del  descubrimiento,  para 
ubicar  el  estacado  en  el  lugar 
que  le  corresponde  sin  perjudi- 
car el  derecho  del  descubridor. 
Cas.  14  mayo   1907 I  249 

DESEUri{)X 

1.  ApeUición. — liepotición.  — La 
sentencia  pronunciada  por  el 
Tribunal  de  Alzada,  después 
de  revocada  por  contrario  im- 
))erio  la  resolución  ]>or  la  cual 
liabía  declarado  desierta  la 
apelación,  no  puede  estimarse 
dada  en  a]>elación  legalmente 
declarada  desierta  y  no  adolece 
por  consiguiente  de  este  vicio 
de  casación.  -Cas.  23  noviem- 
bre 190(; I  228 

2.  Es  facultad  privativa  del  Tri- 
bunal de  Alzada  el  repouer  la 
resolución  por  la  cual  lia  de- 
clarado desierta  la  apelación, 
en  uso  de  la  atribucií'm  que  le 
confiere  el  inciso  2."  del  artículo 
224  del  ( 'ódigo  de  Procedimien- 
to Civil.  -Mismo  fallo. 

3.  ApeJnción.  -(-ertificwlo.  -Ta- 
bi-a.  -Debe  declararse  desierta 
la  apelación  á  instancia  del 
apelado  si  el  apelante  no  com- 
parece á  seguir  el  recurso  en  el 
jdazo  de  tres  días  que  le  con- 
cede la  ley.  -El  Tribunal  de 
Alzada  debe  resolver  la  deser- 
ción en  este  caso  con  solo  el 
mérito  del  certificado  del  secre- 
tario, es  decir,  sin  otro  trámite 

ó  formalidad  que  éste,  según  lo  ' 
jirescribe  el  artículo  224  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 
—  Por  consiguiente,  no  debe 
ponerse  en  tabla  la  desercii^n, 
ya  (pie  esto  importa  una  nueva 
notilicación  de  que  en  tal  día 
va  á  hacerse  la  causa. — Cas.  3 
julio  1907 I  322 

1>ES18TIM¡ENT() 

Acción  poftetoria.  -  A mplia- 
ción, —  Apelación.  —  Apresa- 
da n. — Ca  nsaleji.—Co  n  tra-qne- 
rella.-  -i^oaa  jnzgafla.  —Cosfmt. 
-Fiscal  —  Municipalidad.  — 
Omisión— Parle  agraviada.- 
Plazo.— Posesión.  —  Querella. 
— Sentencia,  —  Ultra-petila.— 
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DÍAS  FERIADOS 


DOMICILIO 


IK)MIKIO 


Apelada  jior  una  Municipali- 
dad la  sentencia  dictada  en 
una  querella  Hohre  una  plaza 
que  8e  Hot»tinía  era  un  bien  na- 
cional de  UPO  púhlieo,  la  repre- 
sentación (11  segunda  instancia 
correHponde  al  Fiscal  de  la 
Corte,  si  no  se  lia  eneonienda- 
do  á  otiaK  personas,  en  confor- 
midad al  inciso  2.**  del  artículo 
03  de  la  Ley  de  Municipalida- 
des.— Si  el  Fiscal  se  limita  ¿ 
dar  su  dictamen  opinando  'por 
la  conñnnación  del  fallo  de 
primera  instancia,  y  la  Corte 
lo  revoca,  no  puede  sostener- 
le que  la  sentencia  de  la  Corte 
ha  sido  dada  en  apelación  le- 
ga luiente  desistida,  si  el  dicta- 
men fiscal  no  tiene  imr  objeto 
el  desistimiento,  y  aunque  lo 
hubiera  tenido,  se  hacia  nece- 
sario en  todo  caso  jironunciar 
sentencia  por  hnberse  hecho 
parte  el  Director  del  Tesoro  en 
representación  de  los  intereses 
tíscíiles.  —  Cas.  1."  diciembre 
1904 I   2íM 

l)El'l>AS     IIFKEDITAKIAS 

1.  ('onfejfiótt. — Heredero  á  titulo 
u niversffl.  —  Porcu'm  conf/nf/(if. 
—  Principio  de  pruelxt  uor 
emrito.  —  ¡Vuefta.  - Socie'lnH. 
con/fftfjal.  —  Los  asignatarios 
á  título  universal  son  herede- 
deros  y  representan  al  testador 
para  sucederle  en  todos  sus  de- 
rechos y  obligaciones  trasnii- 
sibles.  -Kl  cónyuge  á  quien 
por  cuenta  de  porción  conyugal 
ha  cabido,  A  título  universal, 
alguna  parte  en  la  sucesión 
del  difunto,  p.h  responsable  á 
prorrata  de  esa  parte,  contt»  los 
herederos  por  sus  respectivas 
cuotas,  y  las  deudas  heredita- 
rias se  dividen  tanibi<^n  á  pro- 
iTata  de  sus  cuotas.  -C.  A.,  IH 
noviembre    1906 II     73 

2.  La  deuda  confesada  en  el  tes- 
tamento debe  darse  por  legal- 
inente  establecida  si  hay  de 
ella,  además,  un  principio  de 
prueba  por  escrito. — Mismo  fa- 
llo. 

DÍAS  VER» Anos 

Ápelarión.-'  Apreciación. — ('om- 
peten  in.  —  Prescripción. 
— Establecido  por  ei  Tribunal 
Nentenciador  el  hecho  de  que 
las  partes  en  un  juicio  dejaron 
pasar  mas  de  un  año  sin  hacer 
gestión  alguna  para  que  una 
apelación  se  llevara  á  efecto, 
debe  aceptarse  este  hecho  jwr 
el  tribunal  de  casación;  y  aún  en 
el  supuesto  de  no  haber  trascu- 
rrido ese  plazos!  se  descontaran 
los  ditts  de  feriados,  como  pre- 
tende el  recurrente,  el  recurso 
sería  en  todo  caso  improceden- 
te, porque  sólo  se  fundó  en  la 
infracción  de  los  artículos  214 
y  234  del  Código  de  Pitícedi- 
niiento  Civil,  y  no  en  la  del 
artículo  69  que  sería  el  único 


jiertineiite.-- Cas.  23  agosto  1907 
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Muerta. —  Besolación. — Societlwl 
colectira. — La  sociedad  colecti- 
va civil  se  disrelve  porlanuuT- 
tc  natural  ó  civil  de  cnahiuie- 
ra  de  los  socios,  menos  cuando 
por  disposición  de  la  ley  ó  ¡wr 
el  acto  constitutivo  haya  de 
continuar  entre  los  socios  sobre- 
vivientCH  con  los  herederos  del 
difunto  ó  sin  ellos. — Si  en  el 
acto  constitutivo  de  la  sociedad 
se  fija  el  plazo  de  nueve  años 
para  su  duración  y  se  agrega 
«|ue  la  negociación  no  termina- 
rá por  ninguna  causa  ó  motivo 
antes  del  plnzo  estipulado,  no 
procede  la  demanda  de  disolu- 
ción del  eontratí»  fundada  en  el 
fallecimiento  de  uno  de  los  so- 
cios ocurrido  antes  del  venci- 
miento del  ])lazo. — ('.  A.  26 
octubre  1906  .........  11     Í>H 


1.  Alimentos. — Cónffuf/es.—  I  fijo. 
— Patria  potestad.  —  Pote-stwl 
m arifrtl. — Sociedad    co a*jvgai. 

-  El  divorcio  no  ck  el  medio 
legal  de  <juc  deba  forzosamente 
hacer  uso  la  mujer  para  obligar 
i'i  su  marido  á  que  la  alimente; 
puede  ella  exigir  judicialmente 
por  acción  ordinaria  el  cumpli- 
miento de  esta  obligación  ali- 
menticia.   -Cas.  19  abril  1907.  1    1K6 

2.  AproljarÁón  jmliciat. — Juítta- 
ilo  ciril. —  Xididad.  —  Separa- 
ción (t^hieneM. —  Transarción.— 
El  divorcio  y  lo  separación  de 
bienes*  no  pueden  producirse 
por  mutuo  acuerdo  de  los  cón- 
yuges, siendo  indispensable 
para  ello  Hentencia  de  juez 
competente  pasada  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada. — C.    A. 

27    noviembre"  190G II    103 

nocL'MEJíTos.  — V.  Agre/jación  de 
íiocnmentos. —  huttnt  mentó. 

DOMirii-in 

Acción  nwebU. — (Competencia. — 
Es  competente  para  conocer  de 
una  demanda  por  cobro  de  ser- 
vicios medios  el  juez  del  lugar 
en  que  el  deudor  ti.vo  su  domi- 
cilio cuando  le  prestaron  esos 
servicios;  porque  tratándose  de 
una  acción  mueble,  es  compe- 
tente el  juez  del  lugar  donde 
debe  cumplirse  la  obligación,  y 
ésta  debe  cumplirse,  á  falta  de 
lugar  designado  en  la  conven- 
ción, en  el  domicilio  del  deudor, 
y  si  éste  se  hubiere  mudado 
después  de  contraída  la  obliga- 
ción, será  sienqne  juez  compe- 
tente el  del  Injíar  en  que  sin 
esa  mudanza  toiTespondería. — 
C.  A.  1."  diciembre  1906  .  .  II   131 


1.  Catfa.ián  en  eJ  fondo.—  ¡h 
marcación. — Oc  uparían  i/éitrp 
— Po»eiñón.  —  ¿nitrera.  -  Ijt 
acción  que  concede  el  aiticulf» 
842  del  C'ódigo  Civil  corr«»|Kíu- 
de  al  dueño  de  un  predio  } 
quien  la  deduce  tiene  que  acre- 
ditar que  verdadera meule  e> 
liropietarío  ó  á  lo  inénosi  que  o 
poseedor  del  que  trata  de  díT- 
liudar.  —  Cas.  30  uovieuibre 
1906 I  m 

2.  No  tienen  dominio  verdaden» 
ó  aparente  de  los  terreno»  sali- 
trales de  Tarapacá  los  denun- 
ciantes que  no  tenían  la  \*Oiif' 
sión  real  de  sus  estacaiD<>nto> 
ú  oficinas  á  la  éitoca  de  la  i>rii- 
pacióii  de  esa  provincia  |H>r  U-* 
armas  de  la  República;  y  U 
sentencia  que  les  reet>iK)ce  d«>- 
minio  infringe  los  a rtículot*  2v  jí 
del  tratado  de  paz  con  el  IVrñ. 
promulgado  couio  ley  iiacÍMial 
el  20  de  mayo  de  ¡884,  en  el 
cual  se  consideró  el  decreto  di- 
28  de  mayo  de  1882  que  había 
reglamentado  la  ]»ropie<Iadt>«li- 
trera  privada  de  TaraIMU^á  j^r- 
bre  la  base  del  n»gimeu  lepil 
antedi  establecido,  *'iio  recoist- 
cieudo  otrofi  títulos  y  derecho- 
á  este  respecto  que  lo»  re?.»!- 
tantes  de  los  contratos  reali> 
emanados  del  (lobienio  thl 
Perú,  ni  otra  )Kiflesión  y  t<ni**u- 
cia  que  los  que  se  desprendí  u 
de  esos  títulos  ó  de  su  doinÍ!ii«t 
incontestable  atrouipañado  il** 
una  explotación  actual  y  ef.»c- 
tiva". — Mismo  falbx 

3.  PaiigafeM.—Innrrij^ción-ljfija' 
*lo. — Modo  ríe  ruUimrir.—  Smc^- 
}rÍ4)n.-  Te¡  c  ría.-  TrmUcióH.-lM 
sucesión  ]M>r  causa  de  nioertr 
es  uno  de  los  modos  de  adqui- 
rir el  dominio,  y  se  puetle  :«occ- 
der  á  una  ]>ersoiia  A  titulo  nnt- 
versal,  como  heredero,  v  » 
título  singular,  como  logutarii». 
sin  que  sea  necesario  para  U 
adquisición  de  dtmiinio  ei»  ime 
ú  otro  carácter  que  adeiti«i^  ."<• 
haga  tradición  de  las  ciiiia> 
heredadas  ó  legadas:  pnesl« 
que  respecto  «le  unos  inÍMiw*- 
bienes  no  pueden  concurrir  di- 
versos modos  de  adquirir  s-n 
dominio. —Cas.  3  uovieuiUr^ 
1906 I  líí 

4.  La  herencia  ó  legado  se  deüerf 
por  el  ministerio  de  la  ley,  h- 
gún  el  articulo  688  del  i  ódijío 
Civil,  en  el  momento  de  f«ll»~ 
cer  la  persona,  de  cuya  socf^IAIl 
se  trata,  si  el  llamainioiitn  iv» 
es  condicional,  y  piw  el  «-'il" 
hecho  de  la  muerte  se  traMíiiir 
al  heredero  ó  legatario  la  \Mr^f" 
sión  y  doniinio  que  en  loí-  liir- 
nes  hereditarios  correspondía  «1 
antecesor. — Mismo  fallo. 

5.  La  persona  instituida  en  t«T- 
tamento  como  le^^atario  de  ii« 
inmueble  adquiere  el  doniini*» 
de  él  ¡Kir  el  hecho  de  la  inu<Tl< 
de  la  testadora,  y  esta  adqui- 
sición no  queda  sin   efecti>  y* 


EKKCTO  RKTROAOTIVO 


KNTRKdA 


ESPERAS 
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la  onajenacióu  t\w  jío^ti^rior- 
1  liento  haga  do  one  inin noble  á 
im  torcoro  la  albacoa  ilo  la  tOH- 
tnilora,  aunque  oha  oiiajenacióii 
so  iníicriba,  niompre  quo  no 
baya  traBcurrido  el  tiempo  no- 
oosario  para  quo  prescriba  el 
tlerecho  del  locatario.— Míhuio 
fallo. 
i\.  Procodo,  en  concocuoncia,  la 
trrooria  do  dominio  ¡ntori)not«- 
tíi  j)or  el  lojíatnrio,  en  la  ojrcii- 
ción  HOí?uiila  por  un  acreedor 
bipotocario  contra  el  tercero  á 
4 Ilion  la  albacoa  donó  el  inmue- 
ble, puet*  080  tercero  no  adtpii- 
rió  el  dominio  por  la  tradición 
4|i:e  le  hizo  el  albacoa,  ni  por 
]ircBcripción  por  no  haber  tr««- 
ourrido  en  OHto  caao  el  tiomj)o 
necesario. — Mismo  fallo. 


Hienei  no  emhargoUeM. — I)fna- 
fiim  iento.—FaiUfh.  -  -  Qniehra.'- 
L.08  bienes  donados  con  la  ex- 
presión de  no  embargables  y 
cuyo  valor  se  ha  hecho  constnr 
al  tiempo  de  la  cntrojíii  por  ta- 
sación aprobada  judicialmente, 
no  quedan  comprendidos  en  el 
desasimiento  que  produce  la 
({uiobra:  y  por  lo  tanto,  es  pro- 
cedente la  acción  del  fallido 
para  que  se  le  restituyan  esos 
bienes. — ('.  A.  21  diciembre 
im)r» H 


E 


rillFUlO    EN    TF.KIIKXO    A.1F.N(» 

Apreoiarián.  —  Comf/rorenfa. — 
yoración.  —  líenolueián.  —  VA 
dueño  del  terreno  en  que  otra 
persona  ha  edificado  ú  ciencia 
y  jiaciencia  de  él,  está  obüirado, 
para  recobrarlo,  A  i)nííar  el  va- 
lor del  edificio.- -Cas.  .-JOoctubre 
11»0G  .  .• I 

EFECTO   IIETUOAÍ  TIVO 

1,  Hijo  natural. — Leffif ¡marión. 
El  matrimonio  de  los  padres 
contraídos  durante  la  vi|;encia 
de  la  ley  chilena  lej^itima 
"ipso  jure"  A  los  hijos  naturn- 
les  reconocidos  bajo  el  imperio 
de  la  legislación  boliviana. — 
(\  A,   2  agosto  190(5  ....  II 

2.  Alfaridano  de  la  instancia.  - 
El  plazo  de  tres  artos  estableci- 
do por  el  (?ódigo  de  Procedi- 
mientoCivil  para  que  pueda  po- 
dirse  el  abandono  de  la  instsu- 
cia,  no  puede  empezar  A  contar- 
se desde  antes  del  I.**  de  marzo 
de  líH),-),  focha  en  í|ue  fntró  en 
vigencia  dicho  (Jódigo.  por(|ue 
de  otro  modo  sr  daría  efecto 
retroactivo  A  sus  dispo.MicionoH. 
— ('.  A.  11  noviembre  lí)or» . .  IT 

n.  Heredero. — ///yV>  natura/.  — 
Madre  nafnral.  —  La  uuidre 
natural  (pie  ha  adquirido  esto 
estado  en  confonnidad  A  la  lo- 
gislación  peruana,  tiene  dere- 
cho para  heredar  A  su  hijo  dé 


I        acuerdo  con  la  legislación  chi- 
lena.- ('.  A.  íJ  sí'ptieinbre  VJOO 
I  H 
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EMPLAZAMIENTO 

1.  Capación  en  la  forma. — 
Compraventa.  —  Entrega.  — 
Remate..-  Rcsoliieión. — Es  nu- 
la la  sentencia  pronunciada 
con  omisión  del  emplazamiento 
de  una  de  las  4»artes,  para  con- 
testar la  demanda,  por  no 
haberle  sido  ésta  notificada 
personalmente  ni  haber  com- 
parecido i»or  sí  en  la  secuela  del 
juicio. — V.  A. —  Cas.  o  noviem- 
bre lílOtí  I 

2.  CaMuúón  en  In  forma, — No- 
tificación. —  En  toda  gestión 
judicial  la  iirimera,  notificación 
A  las  j)arteK  ó  j)ersonas  A  «piie- 
nes  hayan  de  afectar  sus  resul- 
tados del)e  hacerse  personal- 
mente, ontregAiidole  copia  in- 
tegra de  la  Ksolución  y  de  la 
solicitud  cuando  fuere  escrita. 
— En  consecuencia,  es  nula  la 
sentencia  pronunciada  en  una 
querella  de  amparo  si  la  pi-o- 
videncia  recaída  en  la  deman- 
da fué  notificada  por  el  estado 
al  demandado. — C.  A.  17  octu- 
bre líMMi 11 


1 .  (  'a. tac  ion  en  el  fondo.-  (  'a  ti  sa- 
fen. —  FormaJizañón. —  leren- 
da.— El  remíralo  de  prenda  no 
se  iierfi'ceiona  sinoiM>rla  entn- 
ga  de  la  cosa  al  acnedor.  y  ni» 
])iií  de  estimarse  como  entregn 
ficticia  ó  simbólica  a(|Uflln  en 
que  se  deja  r-n  poder  del  deudor 
la  cosa  ó  cosas  que  éste  da  en 
prenda,  cuando  ellas  no  jiueden 
determinarse.        Cas.     5    julio 

v.nm '    .  I 

2.  Catanónenfa  fonna. — Com- 
prarenta.  —  Emp/aznmiento. 
— Remate.  —  Resolución.  —  El 
subastador  de  una  pr<»j)¡ednd 
en  remate  verificado  en  una 
partición  tiene  derecho  )>ara 
que  los  herederos  le  restituyan 
lo  que  pagó  por  ella,  y  que  in- 
gresó A  la  masa  partible,  si  no 
ha  podido  entrar  en  posesión 
por  haberse  declarado  por  sen- 
tencia ejecutoriada  que  dicha 
propiedad  no  ])ertenecía  A  l.n 
sucesión;  y  le  asiste  este  dere- 
cho aun  ci:ando  los  demanda- 
dos se  hayan  opuesto  en  el  jui- 
cio de  partición  A  que  se  inclu- 
yera esa  jiropiedad  en  el  inven- 
tario y  se  sacara  A  remate,  y 
aun  cuando  el  ])artidor  haya 
declarado  qne  ol  n-mate  se  ve- 
rificaba bajóla  responsabilidad 
del  heredero  qne  lo  solicitó. — 
C.  A. — Cas.  r>  noviembre  1Í)00.  I 

3.  (Visación  en  el  fond4>. — Cau' 
xah  —  CUtenfo!*.  —  (.'nra<ior. — 
normalización . — Parte  ayra- 
ricuia.  —  Prescripción.  —  Las 
obligaciones  del  curador  en 
cuanto  A  los  bienes  consisten 
no  sólo   en    la  administración 
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de  ellos  llevando  cuenta  in  - 
truída  y  documentada,  y  en 
exhibirla  luego  que  teruiine  el 
cargo,  obligación  que  le  impo- 
ne el  artículo  410  del  Código 
Civil,  sino  también  en  entregar 
los  bienes  qne  pertenecen  al 
pupilo,  tan  luego  como  le  sea 
posible, obligación  quo  le  imjK)- 
ne  el  artículo  417  del  mismo 
Código. —  Cas.  20  noviembre 
lí»0(i I  161 

4.  El  ex-pupilo  puede  exigir  por 
acción  ordinaria  la  entrega  de 
sus  bienes  existentes  en  espe- 
cies ó  cantidades  determina- 
das en  poder  del  curador,  sin 
que  obste  á  esta  acción  la  cir- 
cunstancia de  no  haber  se  ren- 
dido y  aprobado  la  cuenta  que  el 
guardador  ha  debido  presentar 
al  tenuinar  la  cúratela.  In- 
fringe, por  consiguiente,  la  dis- 
lK>sición  del  articulo  417  del 
Código  Civil,  la  sentencia  que 
desecha  la  demanda  del  ex-pu- 
pilo contra  el  curador  para  ob- 
tener la  restitución  de  una  can- 
tidad detenninada  que  le  per- 
tenece, fundada  en  que  el  jui- 
cio de  cuentas  es  el  único  caso 
en  que  procedería  el  ejercicio 
de  los  derechos  del  pupilo. — 
Mismo  fallo. 

.">.  Ccnitra  la  acción  del  pupiU> 
que  exige  al  curador  la  entre- 
ga de  una  cantidad  detenninada 
que  le  pertenece  no  procedo  la 
prescripción  de  cuatro  años  es- 
tablecida por  el  artículo  .32;'i 
del  Código  Civil,  sino  la  ordi- 
naria.- Mismo  fallo. 

EKROK 

(.'au.fa. — ( \i-nsalen  -  Formaliza- 
ción.  -Las  cuestiones  no  dis- 
cutidas en  la  litis  y  cjue,  por  lo 
mismo,  no  han  sido  materia  del 
fallo,  no  pueden  ser  tomadas 
en  consideración  en  el  recurso 
de  casación. — Por  consiguiente, 
no  habiéndose  opuesto  como 
excepción  A  la  demanda,  ni  si- 
quiera insinuado  en  el  curso  de 
la  causa,  el  error  de  hecho  en 
tpio  se  funda  el  recurso,  no  ha 
podido  la  sentencia  recurrida 
infringir  el  artículo  1453  del 
Código  Civil  que  so  supono 
violado.— Cas.  2íi agosto  1907.  I  452 

ESCRITURA      Pl'.'BI.IfA.  —  V.     /?!»- 

truniento  pyltliro. 


1.  (estación  de  pcigos.  —  Conve- 
nio.—  Qnieffra.  —  Remimón. — 
l'n  comerciante  que  no  ha  sido 
declarado  en  quiebra  puede  ce- 
lebrar con  sus  acreedores  con- 
venciones en  que  se  le  conce- 
dan rebaja  de  créditos  y  plazo 
para  el  pago.  El  Código  de  Co- 
mercio las  autoriza  al  decir  eu 
el  artículo  1326  que  la  mera 
suspensión  de  pagos  no  consti- 
tuye el  estado  de  quiebra  cuan- 
do todos  los  acreedores  unáni- 


u 


ESTACAMENTüS 


ESTADO  CIVIL 


ESTAD')  CIVIL 


inementc  oturgau    eH]»ora«    «1 
deiulur    común.  —  ('.  A.  '¿8  <li- 

cicmbre  llíOtí II   l.'iC 

2.  La  ley  no  exige  que  ihian  con- 
vencionoB  se  íiafrnn  con  iiitei- 
vención  de  la  jiiRtieia,  ni  iletí  r- 
iiiina  la  fonna  en  que  deban 
realizarfle,  de  lo  que  hc  infiere 
que  pueden  ajuHtaiHe  j.ri  va  da- 
mente  y  de  cualquier  motlo  que 
dé  á  conocer  el  eonHentiniiento 
de  los  contratanteift  y  no  son 
aplieablcH  á  ellas  las  forn.ali- 
dadeu  prescrita»  para  el  «con- 
venio», que  es  una  situación 
legal  diversa. — Mismo  fallo. 


ESTA  ('AMENTOS 

í.  Ca8{ición  en  In  forma. — Per- 
ttnencicnt. — Salitreras. — Socie- 
dad  canyiiycU^  —  I  Ura-petif^x. 
— El  inciso  2."  del  artículo  G." 
del  Keglamento  de  28  de  julio 
de  1877,  que  establece  que  ca- 
da estacamento  no  puede  tener 
<ino  una  pertenencia,  no  debe 
pw-vnlecer  sobre  la  disposición 
del  inciso  2.*'  del  artículo  20  dí'l 
Código  de  Minería  de  1874,  se- 
gún el  cual  el  descubridor  dtn- 
tro  del  radio  de  cinco  kilóme- 
tros de  mina  registrada  tiene 
derecho  a  dos  pertenencios. — 
C.  A. — Cas.  31  d  i  c  i  e  m  b  V  e 
líKX) I     49 

2.  ('anual. —  iJeHcuhrimientA».  — 
Meii»tira. —  Pone-nón  efe  tira. 
— Síüitreram. — Según  el  artícu- 
lo 45  del  Código  de  Minería  de 
1874,  aplicable  al  salitre,  des- 
de que  se  registra  un  descubri- 
miento cualquiera  persona  bá- 
bil  puede  solicitar  una  peí  t»- 
nencia  para  explorar  la  veta 
durante  noventa  días  por  el 
rumiio  que  indicare  á  continua- 
ción de  la  señalada  por  el  des- 
cubridor. El  artículo  6."  del 
Keglamento  de  28  de  julio  de 
1877  que  dis]Kine  que  <» registra- 
do un  descubrimiento  no  se  po- 
drá solicitar  una  pertenencia  21 
BUB  inmediaciones  sino  después 
que  el  descubridor  baya  men- 
surado la  suya  y  tomado  pose- 
sión de  ella*,  no  debe  Unnarse 
en  su  estricto  sentido  literal, 
|>orque  no  se  concille  que  el 
Reglamento  se  haya  dictado  pa- 
ra derogar  la  ley  y  contrariarla 
en  parte  sustancial  sino  para  fa- 
cilitar su  cumplimiento  y  ejecu- 
ción, por  lo  cual  es  necesario  ar- 
monizarlo con  ella;  y  esa  dispo- 
sición debe  entenderse  en  el  úni- 
co sentido  que  lógicanunte  le 
corresponde,  de  que  no  es  yw- 
mitido  solicitar  la  mensura  de 
una  pertenencia  k  continuación 
de  un  descubrimiento  sin  (jue  és- 
te baya  sido  previamente  men- 
surado, debiendo  quedaren  sus- 
penso los  derechos  del  peticio- 
nario de  un  estacado  mientras 
no  se  efectúe  la  n»eii8ura  del 
descubrimiento,  j>ara  ubicar  el 
estacado  en  el  lugar  que  le  co- 
rres j>onde  sin  perjudicar  el  de- 


recho del  descubridor. —  (.'as.  14 
mavo  15)07 I  249 


1.  Acrián  poseHoria.  —  (-ntutaleM. 
— PoM&ñón. — Salitreras.  —  La 
posesión  de  los  yacimientos  de 
salitre  jiertenece  al  Estado  por 
el  ministerio  de  la  ley  y  sólo 
pueden  adquirirlos  los  particu- 
lares á  virtud  Ue  concesión 
otorgada  por  autoridad  compe- 
t(Mite  y  con  las  formalidades 
legales.  En  consecuencia,  si  el 
Fisco  se  (juerella  de  ampam 
contra  particulares  que  han 
ocupado,  á  su  juicio  indebida- 
mente, un  yacimiento  salitral, 
es  innecesario  apreciar  el  mé- 
rito de  las  informaciones  de 
testigos  rendidas  por  las  par- 
tes, pon(ue  la  posesión  de  di- 
cho yacimiíuto  pertenece  al 
Estado  jior  nñnisterio  de  la  ley, 
y  dehe  aceptarse  la  querella.  - 
Cas.  17  diciembre  IDOtí  ...  1  :U)1 

2.  El  particular  «ine  pretende  la 
propiedad  ó  posesión  de  mi  es- 
tacamento salitral  debe  acredi- 
tarlo por  medio  de  la  concesión 
hecha  por  el  Estado  en  forma 
legal,  ya  cjue  sin  esa  concesión 
la  posesión  y  nx'uos  la  jjropie- 
dad  de  dicho  estacamento  no 
ha  podido  salir  de  manos  del 
Estado.  No  prueba,  en  conse- 
cuencia, su  derecho  con  la  sola 
presentación  de  una  escritura 
de  comi>ra venta  h  otro  parti- 
cular, posterior  al  decreto  de  .'JO 
de  mayo  de  1884. que  suspendió 
en  todo  el  territorio  de  la  Ke- 
pública  el  otorgamiento  d  c 
concesiones  de  salitre. — Mismo 
fallo. 

3.  La  posesión  que  el  Estado  tie- 
ne de  los  terrenos  salitrales 
emana  de  la  ley  y  se  acredita 
con  ella  misma  y  auu<iue  pu- 
diera argOirse  que  la  ley  esta- 
blece más  bien  el  dominio  que 
la  posesión  y  que  los  títulos 
que  acreditan  el  dominio  no 
deben  tomarse  en  cuenta  en 
juicios  posesorios,  procedería 
en  est<*  caso  la  excepción  del 
inciso  2."  del  artículo  923  del 
Código  Civil,  ya  que  el  título, 
que  es  la  ley,  j)uede  probai-se 
sumaria  m  ente.  —  Mismo 
fallo. 

ESTAIHX'IVIL 

1.  Pnieha. — Xo  es  aceptable  la 
prueba  testimonial  de  la  pose- 
sión notoria  de  dive>*sos  esta- 
dos civiles  cmindo  no  se  ha  ex- 
))licado  satisfactoriamente  ni 
menos  ])robado  las  faltas  de 
los  res])ect¡vns  ])artida0  ó  el 
extravío  del  libro  ó  registro  en 
que  debieran    encontrarse. — C. 

A.  8  octubre  19()r 11     «3 

2.  Hijo  f^'f/ifinio. — I^ueha.  —  La 
posesión  notoria  del  estado  de 
hijo  legítimo  consiste  en  que 
los  padres  lo  hayan  ti  atado 
como  til,  proveyendo  á  r\\  edu- 


cación y  establecimirntct  d«-  uu 
modo  competente,  y  prtx-iitáir 
dolo  Cii  ese  carácter  á  í«u.-  ü»  i.- 
dos  y  amigo>:  y  en  que  é^to»  \ 
el  vecindario  de  su  douiicilix 
en  general  le  hayan  n  )iiit:i«:.i 
y  reconocido  romo  hijo  h-gui- 
mo  de  tales  ])adrcs. — C.  A.  S 
noviembre  1900 1|    «; 

3.  La  posesión  notoria  del  e^Ultl<• 
civil,  para  servir  de  pruelm  de 
este  estado,  debe  durar  di«i 
años  c<intinuos  )K>r  lo  meiK»^  — 
Mismo  fallo. 

4.  No  es  prueba  bastante  dr  U 
(Kísesión  notoria  del  estadfi  ci- 
vil de  hijo  legitimo,  la  dt'clji- 
ración  de  testigos  que  no  pm- 
den  aseverar  que  la  jKT>Mri»a 
(|ue  pretende  dicho  estado  ki- 
ya  vivido  más  de  diez  niurs  aI 
lado  de  sus  padn^s,  qne  m*  li- 
mitan á  decir  qne  esa  ixtmhu 
era  tenida  entre  t(H|o<  Km-  «jiir 
la  conocían  y  ha  sido  síeuqin- 
considerada  en  sus  relaeitiur- 
sfK'iales  como  hija  ligítium.  l:i 
pero  nó  que  éstos  la  hubieran 
tratado  como  hija  legitima  y  U 
hubieran  ])resentadoen  »  Mt-  <•«- 
ráct(  r  á  st's  deudt>s  y  amtgi>^. 
— Mismo  fallo. 

5.  Aprolfarióu  JtitUriaJ. —  Divttr- 
rto.—Xttlitlatl. — Si' pa  ración  *L 
hienea. —  Traiutarrióii,  —  Ti» 
transacción  }M>r  la  cual  uno  ú 
otro  cónyuge  ó  anilHix  junti*^ 
renuncian  á  .««u  estado  ci\il  !]•> 
marido  ó  mujer,  en  coDtrari:i  j 
lo  ley  y  en  consecuencia,  nula 
de  nulidad  adsohiu.— <'.  A.  it 
noviembre  de  1!HM> U  1'-^ 

fi.  Semejante  transacción  no  ««1- 
({uiere  valor  por  la  a|iroliaci<  n 
judicial,  pues  esta  no  piMdf 
dar  valor  á  un  acto  nulo  tu  «u 
origen. — Mismo  fallo. 

7.  Hijo. — Iwliffena. —  I  «a  |p».-«- 
sióu  notoria  del  estado  de  }ai- 
drt\  madre,  maríd«».  uiuj<r  «  hi- 
jo, debe  teníTse  coiih^  titeio 
bastante  ]>ara  constituir  á  fa- 
vor de  los  indígena:*  !«**  ini'»- 
mos  derechos  henMlitArí<»«  qiit* 
establecen  las  leyrs  mtuiuiH-^ 
en  favor  de  los  |»adn's.  cóii_\u- 
ges  é  hijos  KgittnKis,  v\%  y irtu«l 
de  lo  dispuesto  {M>r  la  b-\  dr  4 
de  agosto  de  1874.  lV>r  cím^i- 
guieiite.  reeono<*ida  la  calidad 
de  indígena  del  deniandante,  U- 
basta  probar  la  |M>sesión  m*l«»- 
ria  del  estado  de  hijo  de  la  mu- 
jer cuya  bf'i't>ncta  reclauui,  arn- 
qne  no  pruebe  quien  fué  su  pa- 
dre, para  que  s<'  \v  declare  *■«•- 
mo  hered<Ti>  b-gítinH)  de  su  mw- 
dre  y  como  lejítiuwi  n"pir**-ii- 
tante  de  ésta  en  la  suces¡«m  d» 
su  abuelo. — C.  A.  II  diricuibn- 
190tí II  1«4 

8.  Canarión  en  la  forMO,— Mi- 
ni.fferio  púUico.  F^  nula  U 
sentencia  dictatla  en  priuu-ra 
instancia,  en  juicio  sobn»  el  re- 
tado civil  de  una  persona,  mii 
audiencia  del  Ministerio  públi- 
co, i>or  ser  eate  un  tráinilr 
esencial  del  procedimi«  uto.  Nu 
puede  sulNianarae  esU  i 
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oyendo  al  Ministerio  público 
fii  s«>^iiuda  instancia. — C.  A.  O 
diciembre  1906 11  142 

EXCEPCIONES 

1.  Catarión  en  la  f&rma. — C'on- 
»úlera ndox.  — Jm iño  cjecn ti vo. 
— Pers€yneria.  —  llira-petita. 
—  La  enumeración  taxativa 
coTiHÍ^n^ada  en  el  articulo  485 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  de  las  distintas  exeepcif>- 
nes  que  pueden  oponerpc  en  un 
juicio  ejecutivo,  v»  uieramesite 
^rem'riea  ó  fundamental  y  no 
.singulariza  ni  det<'rniina  Iob 
cat»os  especiales  que  pueden 
hallarse  comprendidos  en  cada 
uno  de  los  diversos  números 
que  la  componen. — Para  suplir 
eKta  indeterminación  de  la  ley 
e.xi^e  el  artículo  480  del  mismo 
Códigt)  que  al  formalizar  las 
excepciones  se  expresen  con 
claridad  y  precisión  no  sólo  los 
beclioB  ó  circunstancias  partí- 
cula rew  que  los  sirven  de  fun- 
damento, sino  también  los  me- 
dios de  prueba  de  que  el  deu- 
dor intente  valerse  para  acre- 
ditarlas.— Cuando  esos  hechos 
ó  circinistancias  son  de  distin- 
ta índole  y  se  fundan  en  ante- 
cedentes jurídicos  diversos, 
cada  uno  de  ellos  constituye  en 
derecho  una  excepción  distinta, 
uun  ciiado  se  encuentren  com- 
prendidos en  el  mismo  número 
de  la  clasificación  genérica  del 
artículo  485. — Cas.  18  mavo 
1907 '  I  255 

2.  Falla  ultra-petita  la  sentencia 
del  Tribunal  de  Alzada  que  re- 
chaza la  acción  ejecutiva  en 
virtud  de  la  excei»c¡ón  de  faltn 
de  ])er8onería  fundada  en  cier- 
tos hechos  y  antecedentes  jurí- 
dicos no  discutidos  ni  ¡iropues- 
tos  en  eljuieio,  siendo  que  In 
excepción  de  falta  de  jiersonc- 
n'a  opuesta  jmr  el  ejecutado  sr 
fundaba  en  hechos  y  antece- 
dentes diversos.  La  circunstan- 
cia de  referirse  el  vicio  en  (|ue 
se  funda  el  recurso  de  casación 
¿  los  términos  en  (jue  aparecen 
redactados  los  considerandos 
del  fallo  recurrido,  y  la  de  que 
el  tribunal  sentenciador  se  ha- 
ya limitado  en  la  parte  disjMwi- 
tiva  de  dicha  resolución  á  de- 
declarar  admitida  la  excej)ción 
de  falta  de  personería,  no  mo- 
difica el  aspecto  jurídico  de  la 
cuentión,  por  cuanto  esos  con- 
siderandos son  en  este  caso 
parte  integi-ante  y  sustancial 
de  lo  dispositivo  del  fallo,  ya 
qne  sin  ellos  no  tendría  este 
existencia  ni  significado  algu- 
no legal. — Mismo  fallo. 

3.  Causal. — (.hnfnhnrión. —  Ins- 
trnnienfo  privado. — Pruetm. —  I 
Te^fif/OH. —  Titula  ejeciit  i  r  o. —  i 
Opuesta    .solamente  la    exeep-           J 
ción  de  jmgo  á    una    ejeención, 
y    no  la    de    falta   de    alguno 
de  los  requisitos   legales   para 
«pie el  título  tenga  fuerza  ejecu- 


tiva, contemplada  en  el  artícu- 
lo 485  número  7."  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  la  senten- 
cia recurrida  uo  pudo  ui  debió 
fallar  otra  excepción  que  la 
única  opuesta  y  al  hacerlo  no 
ha  podido  infringir  dicho  ar- 
tículo.—Cas.  2  agosto  19Ü7.  .  I  415 
4.  La  sentencia  que  da  lugar  á  la 
ejecución  y  ordena  el  pago  de 
la  nmlta  á  la  persona  qne  pre- 
sentó un  documento  en  pa- 
pel incompetente,  no  infringe 
los  artículos  4<)2  y  485  número 
7."  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  ni  los  artículos  8  y  1 1 
de  la  ley  de  1."  de  septiendire 
de  1874,  si  el  ejecutado  no  re- 
clamó del  mandamiento  de  eje- 
cución y  sólo  opu.'ío  la  excep- 
ción de  pago  y  no  la  del  artículo 
485  número  7."  y  si  sólo  estando 
la  cansa  en  estado  de  sentencia 
observó  que  el  documento  ha- 
bía sido  extendido  en  papel  se- 
llado del  bienio  anterior  al  de 
su  fecha. — Mismo  fallo. 

EXCEPCIÓN  DILATORIA 

ConKÍflerainloH.  —  (^antradiccio- 
ne.M  (leí  fallo. —  Lifi/t-peiiden- 
cia. — Aun  cuantío  la  excepción 
dilatoria  de  litis  -  pendencia 
puede  resolverse  antes  de 
la  contestación  de  la  deman- 
da y  promoverse  ])or  vía  de  in- 
cidente en  el  curso  del  juicio, 
si  las  partes  han  aceptado  dis- 
cutirla en  el  juicio  con  las  de- 
más excei>ciones  0))uestas  y 
respecto  de  todas  ellas  ha  re- 
caído la  resolución  del  Tribu- 
nal, la  circunstancia  de  haber 
sido  resuelta  esa  excepción  en 
la  sentencia  definitiva,  no  es 
motivo  para  ainilar  el  fallo,  ya 
que  no  es  causa  legal  de  casa- 
ción en  la  fonna. — Cas.  27  sep- 
ticmlíre  líKMÍ I  123 

EXCEPCIÓN  PERENTORIA 

( -O m pete  liria. — ]*enHÍ<nieJi  milit/t- 
/v-v.  —  La  excepción  de  falta  de 
jurisdicción  de  la  justicia  ordi- 
naria opuesta  por  el  Fisco  en 
una  demanda  sobre  cobro  de 
pensiones  militares,  por  tra- 
tarse en  ésta  de  obtener  la 
modificación  de  una  resolu- 
ción dictada  por  otra  autoridad 
pública  en  ejercicio  de  sus  atri- 
buciones, no  es  una  excepción 
dilatoria  de  incompetencia  ó 
simple  declinatoria  de  jurisdic- 
ción, sino  una  excepción  peren- 
toria <|ue  debe  ser  lesuelta  en 
la  sentencia  definitiva.  —Cas.  6 
noviembre  líKH) I     58 

EXPRESIÓN    DE    AORAVIOH 

1.  (h.<iat*{ón  (le  ofirio. —  (ütadón 
para  se  ufe  ncia. — Delejjació  n. 
— Mándalo. — Es  nula  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia 
pronunciada  sin  qne  una  de  las 
]>artes  haya  expresado  agravios 
ni  haya  sido  citada  para  sen- 


tencia, debido  á  que  el  pro- 
curador obraba  sin  poder  sufi- 
ciente. —  Cas.    27     noviembre 

1905 1     28 

2.  Improceden da.  -  Litis-co ntth' 
taoión, —  Habiendo  reconocido 
plenamente  el  demandado  el 
derecho  del  demandante  A  men- 
surar ciertas  j>ertenencias  au- 
ríferas, limitándose  á  sostener 
que  tenía  derecho  preferente  á 
la  mensura,  quedó  trabada  la 
litis  entre  las  partes  únicamen- 
te sobro  la  preferencia  para 
mensurar  dichas  pertenencias 
y  la  manera  como  el  demanda- 
do debía  mensurar  las  suyas,  y 
sobre  estos  punt(^)S  recayó  ex- 
clusivamente el  fallo  de  prime- 
ra instancia. — En  cíuisecuen- 
cia,  la  petición  foi*mulada  jior 
primera  vez  en  el  juicio  en  el 
escrito  de  expresión  de  agra- 
vios, á  fin  de  que  se  declare 
que  el  demandante  no  tiene  de- 
recho alguno  á  las  pertenen- 
cias de  que  se  trata  no  puede 
ser  objeto  del  fallo  definitivo. 
I  Cas.  31  diciembre  19üt>.  ...  I  152 
,3.  Anuncio. — Citación  para  non- 
tencia. — Improcedencia.—  Pla- 
zo.— Poiler.  —  Procurador  de 
turno. — Constituido  legalmen- 
te  el  mandato  j)ara  segunda 
instancia,  el  mandatario  tiene 
facultad  bastante  para  repre- 
sentar A  su  mandante  en  todas 
las  segundas  intancias  de  la 
causa  con  aiTcglo  á  los  artícu- 
los 8  y  11  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  y  su  representa- 
ción no  caduca  sino  por  la 
revocación  de  su  mandato  ó 
por  otras  causas  legales. — Por 
consiguiente,  hecha  la  exjire- 
sión  de  agravios  y  notificada 
la  citación  para  sentencia  á  un 
procurador  que  entró  como  pro- 
curador de  turno  á  representar 
á  la  parte  que  girzaba  de  privi- 
legio de  pobreza,  y  la  repre- 
sentó en  diversas  apelaciones 
con  su  aquiescencia,  la  senten- 
cia que  se  dicte  no  adolece  de 
nulidad  por  la  circunstancia  de 
haber  rejiresentado  á  la  misma 
parte,  en  la  primera  apelación 
de  la  causa,  otro  procurador 
que  en  aquella  fecha  se  halla- 
ba de  tumo. — Cas.  18  julio 
1906 I  232 

EXPROPIACIÓN 

Avalúo. — Causal.—  Competencia. 
Juicio  de  Jiacienfla. — Nulidml. 
-  -Prescripción.  —  Fijado  por 
una  ley  de  expropiación  el  pla- 
zo de  vende  días  para  reclamar 
del  avalúo  practicado  y  recla- 
clamado  oportunamente  este 
avalúo,  si  el  reclamante  deja 
trascurrir  más  de  cuatro  años 
sin  proseguir  en  la  tramitación 
del  juicio,  prescribe  su  acción , 
y  no  puede  alegar  la  intemii»- 
ción  de  la  prescripción  en  con- 
formidad al  articulo  2503  del 
Código  Civil.  -Cas.  19  agosto 
1907 I   421 


HIJO  EEGÍTLMO 


HIJO  NATl'KAL 


HIPOTECA 


la  HUcettiúiulo  bu  abuelo. — ('.  A. 

H  dieioinbre    ídOi) II  16t 

UIJO     LEGÍTIMO 

1.  ('ria)iza.  SeguiuUM  imj>cia< 
— Sonedal  cont/u{fftl.  -  -  Los 
j^asUtH  do  crianza,  cducacu'ui 
y  establecimiento  de  Ioh  liijos 
son  de  cuenta  de  la  sociedad 
ecuyuj^al,  pero  si  el  hijo  tuvie- 
re bienes  propios  se  podrán 
sacar  de  ellos  los  (gastos  de  su 
establecimiento  y  sólo  en  caso 
de  necesidad  los  de  su  crianza 
y  educación. — C.  A.  15  octubre 
1906 II     52 

2.  Muerto  uno  de  los  padres,  los 
gastos  de  la  cñanza,  educación 
y  establecimiento  del  hijo  in- 
cuinben  al  sobreviviente  en  la 
misma  forma  anteiior. — Mismo 
fallo. 

ii.  En  conformidad  ¿  lo  dispues- 
to en  el  número  5."  del  artículo 
1750  del  Código  Civil,  la  socie- 
dad conyugal  es  obligada  al 
pago  del  mantenimiento  de  los 
cónyuges  y  de  los  descendien- 
tes comunes  y  de  toda  carga 
de  familia,  y  se  mirarán  como 
tales  los  alimentos  que  uno  de 
los  cónyuges  esté  por  ley  obli- 
gado á  dar  á  sus  descendientes, 
aunque  no  lo  sean  de  amlK>s 
cónyuges,  pudiendo  el  juez  mo- 
derar esos  gastos  si  le  parecie- 
rcm  excesivos,  imputando  el 
exceso  al  haber  del  cónyuge. — 
Kn  consecuencia,  si  una  mujer 
que  tiene  un  hijo  menor  de  un 
matrimonio  precedente  contrae 
segundas  nupcias  y  aporta  á 
este  matrimonio  bienes  su- 
ñcientes  para  atender  ¿  la 
crianza  y  educación  de  este 
hijo,  no  hay  necesidad  de  recu- 
rrir A  los  bienes  del  menor,  y 
debe  desecharse  la  demanda 
del  segundo  marido  que,  muer- 
ta la  madre,  cobra  los  gastos 
do  crianza  y  educación  de  esc 
hijo  durante  el  tiem{)o  que  su 
madre  lo  retuvo  á  su  lado  para 
prodigarle  sus  atenciones  y 
cuidados. — Mismo  fallo. 

4.  Efttwio  riviL  —  Prueba.  —  La 
posesión  notoria  del  estado  de 
hijo  lejítimo  consiste  en  que 
los  padres  lo  hayan  tratado 
como  tal,  proveyendo  »i  su 
educación  y  establecimiento 
de  un  modo  competente,  y  pre- 
sentándolo en  ese  carácter  á 
sus  deudos  y  amigos;  y  en  que 
éstos  y  el  vecindario  de  su  do- 
micilio en  general  le  hayan  re- 
putado y  reconocido  como  hijo 
legítimo  de  tales  padres. — C.  A. 

H  noviembre  lOOtí 11     67 

5.  La  posesión  notoria  del  estado 
civil,  para  ser\'ir  de  prueba  de 
este  estado,  debe  durar  diez 
ttííos  continuos  por  lo  menos. — 
Mismo  fallo. 

6.  No  es  prueba  bastante  de  la 
posesión  notoria  del  estado  do 
hijo  legítimo,  la  declaración  de 
testigos  que  no  pueden  ase- 
verar que  la  persona  que  pre- 


tende dicho  estado  haya  vivido 
máa  de  diez  años  al  lado  de 
I        sus  {)adres,  que  se  limitan  á 
I        decir  que  esa  persona  era  teni- 
I        da  entre  todos  los  (pie  la  cono- 
cían y  ha  sido  siempre   consi- 
derada   por  sus   relaciones  so- 
ciales como  hija  legítima  de  ta- 
les padres,  pero  no  «pie  éstos 
la  hubieran  tratado  como  hija 
legítima  y  la  hubieran  presen- 
tado en  ese  carácter  á  sus  deu- 
dos y  amigos. —  Mismo  fallo. 
,  I/ijo   natural.  ~  Le.¡fitinui.  — 
Reforma,  —  7>.y^«7/i«/i/o.  — Lo 
que   por  ley   corresponde  á  los 
legitimarios  y  lo  que  tienen  de- 
recho á  reclamar  por  la  acción 
de  refonna  es  su  legítima  rigo- 
'       rosa  ó  la  efectiva  en  su  caso. 
I        — Instituidos     herederos    con- 
j       juntamente  en    un   testamento 
I        el  hijo  legítimo  con  los  natura- 
I        les,  sin  disponerse  á  favor  de  és- 
,        tos  expresamente  de  cuota  algu- 
'        na,  no  puede  sufrir  nienoscabo 
la  legítima  del  jírimero,  tjue  se 
compone   de   la    mitad  de   los 
bienes  como  legítima  ngoi*osa, 
'       más  la  cuarta  j>arte  de  los  mis- 
mos que,  en  calidad  de  mejora, 
I       acrece  á   ésta   para  formar  la 
I       efectiva,  y  en  la  cuarta  restan- 
I       te  de  libre  disposición  deben 
concuiTÍr  el   hijo  legítimo  y  los 
'       naturales. — Esta  solución  guar- 
da conformidad  con   la  volun- 
tad de  la  testadora  y  en  este 
I       sentido  debe  reformarse   la  re- 
ferida disposición  testamenta- 
I        ría. — C.  A.  13   noviembre  190(i 
I         11 

UI,1(>  NATURAL 
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1.  (hrrniar. —  Reconocido  un  me- 
nor coujo  hijo  natural  por  su 
padre  y  aceptado  este  recono- 
ciuiiento  con  las  solenmidades 
legales  por  ol  curador  especial 
que  se  le  nombró  al  efecto,  se 
(leñero  al  padre  la  guarda  legí- 
tima del  hijo  natural  y  este 
llamamiento  pone  tin  á  la  guar^ 
da  en  que  se  hallaba  el  menor, 
en  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  el  artículo  368  del  Código 
Civil.— Cas.  27  mayo  1907  .  .  I  245 

2.  Efecto  retroactivo.—  [^{fitima- 
ción. — Según  el  artículol65  del 

•  Código  Civil  boliviano  es  hijo 
natural  aquel  cuyos  padres 
eran  capaces  de  contraer  ma- 
trimonio libremente  y  sin  dis- 
pensa en  el  tiempo  en  que  fué 
concebido,  y  segi'm  al  artículo 
siguiente,  el  reconocimiento  de 
hijo  natural  puede  hacerse  por 
instrumento  público. — C.  A.  2 
agosto  1906 II     11 

3.  El  matrimonio  do  los  padres 
contraído  durante  la  vijenciade 
la  ley  chilena  legítima  ''ipso 
jure"  á  los  hijos  naturales  re- 
conocidos bajo  el  imperio  de  la 
legislación  boliviana. — Mismo 
fallo. 

4.  Efecto  retroactivo.— Heredero. 
— Madre  natural, — Según  el 
Código   Civil  peruano,  el  hijo 


ilegítimo  ({ue  no  es  espúreo  )M>r 
no  tener  sus  padres  impedimen- 
to para  casarse  al  tieni)>o  de  la 
coueci»cióu,  tiene  la  calidad  de 
hijo  natural  respecto  de  su  ma- 
dre sin  necesidad  de  recono- 
cimiento, el  cual  es  exigido  por 
la  ley  sólo  para  el  padre.— í'.  A. 
3  septiembre  1 906 II     IVA 

5.  La  madre  luitural  <iue  ha  ad- 
quirido este  estado  civil  en  con- 
formidad á  la  legislación  perua- 
na, tiene  derecho  i»ara  heredar 
ásu  hijo  de  acuerdo  con  la  legis- 
lación chilena. — Mismo  fallo. 

6.  Hijo  k/jitimo.  —  íjeffitinia. — 
lie  forma. —  Testa  ment4>. —  Lo 
que  por  ley  corres))onde  á  los 
legitimarios  y  lo  (jue  tienen  de- 
recho á  reclamar  por  la  acción 
de  reforma  es  la  legitima  rigo-' 
rosa  ó  la  efectiva  en  su  caso. — 
Instituidos  herederos  conjunta- 
mente en  un  testamento  el  hijo 
legítimo  con  los  naturab's,  sin 
disponer  á  favor  de  éstos  e\- 
])resamente  de  cuota  alguna,  no 
puede  sufrir  menoscabo  la  le- 
gítima del  primero,  tjue  se  com- 
lH>ne  de  la  mitad  de  U)s  bienes 
como  legitima  rigorosa,  ináH 
la  cuarta  parte  de  los  mismos 
que,  en  calidad  de  mejora, 
acrece  á  ésta  para  formar  la 
efectiva,  y  en  la  cuarta  restan- 
te de  libre  disposición  deben 
concurrir  el  hijo  legitimo  y  los 
naturales. — Esta  solución  guar- 
da conformidad  con  la  voluntad 
de  la  testadora  y  en  este  senti- 
do debe  reformarse  la  referida 
dÍ8])Osición    testamentaria. — C. 
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HIPOTECA 

1.  Acreetior  hipotecario.  —  Re- 
nnncia.  —  Hipotecadas  dos  ó 
más  propiedades  en  garantía 
de  una  misma  deuda,  el  acree- 
dor puede  perseguir  á  su  elec- 
ción y  por  el  total  de  la  deuda 
cualquiera  de  los  predios  hipo- 
tecados, porque  la  hipoteca  es 
indivisible. — Cas.  19  julio  1907 

1  3*8 

2.  El  dueño  de  uno  de  estoe  pre- 
dios uo  puede  oponerse  á  la  ac- 
ción del  acreedor,  exigiéndole 
que  se  dirija  conjuntamente  en 
contra  de  las  distintas  propie- 
dades hi)>otecada8. — Mismo  fa- 
llo. 

3.  La  renuncia  que  hace  el  acree- 
dor de  parte  de  la  garantía 
hiiH)tecaria  no  está  prohibida 
por  la  ley  y  sólo  mira  al  inte- 
rés individual  del  renunciante. 
— Mismo  fallo. 

4.  Co»aJuz{/adn. — Juicio  ejecuti- 
vo.—nulidad. — Precio.— nema- 
fe.—  SalitreroH.  —  Tavafión. — 
Aunque  el  tercer  ]>oseedor  de  la 
finca  hipotecada  no  sea  citado 
para  los  trámites  del  juicio  eje- 
cutivo entre  el  acreedor  y  el  deu- 
dor personal,  enque  es  embarga- 
da y  subastada  la  fínca  hipoteca- 
da de  que  el  tercero  se  desaiK>- 
dera  forzada  ó  voluntariamen- 
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lo  formaliza  en  el  término  le- 
gal.— Caí».  20  octubre   19n«. .  I  145 

3.  Improcedencia. — Plazo.  —  Si 
se  anuncia  conjuntamente  Iop 
recurso»  de  casación  en  la  for- 
ma y  eii  el  fondo,  debe  aquel 
formalizarse    fliempre     dentro 

d*>l  plazo  de  cinco  días. — Ca^.  | 

12  mai-zo  1906 I  152   ' 

4.  C<hsa,cíón  en  ci-  fondo. — Han-  I 
9fU.^~Otunitas,  —  Carador.  —  i 
Entref/ci. — Parte  afjrtiviada. —  ! 
Prescripción. — Es  improceden- 
te la  causal  de  canación  que  se  | 
invoca  después  de  formalizado 

el  recurso. — Cíis.  20  noviembre 
190G 1  161   I 

5.  AffUM». — Apreñacióa. —  Cau- 
sal.—  ínstniritctito  priualo. — 
Oifiisión,  —  Prencripción.  — 
Pnteba.  — Reclamación — Rei-  \ 
tiindicíición,  — iSf/iteucia.— In- 
terpuesto el  recurso  de  casa-  | 
ción,  no  puede  hacerse  en  él  va- 
riación    de  ningún   género,    y 

por  consiguiente  es  inadmisible 
la  causal  fundada  en  la  viola - 
lación  de  un  artículo  que  no  »e 
alegó  al  formalizarlo. —Cns.  10 
julio    1907 I  355 

<5.  Cansa.  —CavsafeJt.  —  Error. — 
Interpuesto  el  recnrpo  de  casa- 
ción, no  puede  hacerse  en  él 
variación  de  ningihi  género. 
Xo  pueden  por  consiguiente, 
considerarse  causales  de  casa- 
ción no  alegadas  en  la  formali- 
Kación  del  recurso,  sino  sólo  ni 
fundarlo. — Cas.  29  agosto  1 907 1  452 

7,  Anuncio. — Ominión.  -Senteti' 
cia. — Es  procedente  el  recurso 
de  casación  formal ¡/.ado  dentro 
del  término  que  concede  la  ley 
para  anunciarlo,  porque  no  hay 
disposición  legal  que  prohiba 
anunciar  y  formalizar  á  la  vez 
el  recurso  de  casación  y  por  el 
contrario  el  artículo  950  núme- 
ro 2.*'  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  sólo  exige  para  la 
procedencia  del  recurro  el  que 
He  interponga  en  tiempo. — C. 
A.,  7  no%nembre  1906  ...    11     81 

KfERZA    M.VVOK 

Impediniento»  —  Ijeí/iÜmacióti . 
Notificación. — Plazo.  —  Pued<» 
extenderse  el  instrumento  de 
legitimación  después  de  expi- 
rado el  plazo  de  treinta  días 
que  señala  la  ley,  si  habiendo 
solicitado  los  padres  el  otorgn- 
miento  antes  de  su  vencimien- 
to, no  pudo  ello  tener  lugar 
por  la  práctica  de  otras  dili- 
gencias ordenadas  por  el  juez, 
las  cuales  importan  fuerza  nni- 
yor.— C.  A.,  5  septiembre  1906 II     36 

H 

HECHOS  V.  Apreciación  d^  fon  /te- 
chos.— 


1.  Cosajuzf)wla.~Cnentas.—< 'u- 
rador. — Piador.  -  -  Jh  icio  ejr- 
tivo. — Xotififíencióii  .—Sen  fe  n  da 


definitiva. —  Titulo  ejecutivo.— 
La  sentencia  recaída  en  el  jui- 
cio H»'guido  por  rendición  de 
cuenta.^  contra  un  curador,  no 
es  título  ejecutivo  contra  el 
fiador  de  dicho  curador,  si  éste 
no  ha  sido  jiarte  ni  ha  interve- 
nido en  forma  alguna  on  aquel 
juicio  de  rendición  de  cuentos. 
— La  notiticación  de  la  senten- 
cia dictada  en  el  juicio  decaen- 
tas,  hecha  á  los  herederos  del 
fiador  para  los  efectos  del  ar- 
tículo 1377  del  Código  Civil, 
no  altera  su  situación,  ya  que 
no  los  constituye  partes  en  el 
juicio  y  presupone  la  existen- 
cia de  un  título  ejecutivo  en 
contra  de  su  causa-habiente. — 
Cas.  15  diciembre  1906  ...  I  305 
2.  Efecto  retroactivo. — Hijo  na- 
tural.— Madre  natural.  —  La 
madre  natural  que  ha  adquiri- 
do e!?te  estado  en  conformidad 
á  la  legislación  peruana,  tiene 
derecho  para  heredar  A  su  hijo 
de  acuerdo  con  la  legislación 
chilena.-  ('.  A.  3  «eptierabre 
1906 II     33 

HER^DKRO  Á  TlTl'I.O  INI  VERSAL 

1.  Aftif/iiorión  testamentada.  - 
Faf/criin  if  nfo.  —  Parte  affra- 
riofla.  -Remanente.  -Suspen- 
míóji  del  proedimiento.  —Usu- 
fructo. -  Son  herederos  del 
remanonte  aquellos  á  quienes 
el  testador  deja  bienes  deter- 
minados y  ademtis  todo  lo  que 
se  reconozca  por  suyo;  y  por 
consiguiente  tienen  acción  para 
reclamar  la  entrega  de  bienes 
perteneneientes  al  testador  y  de 
que  éste  no  dispuso  expresa- 
mente.—  í-as.  26  noviembre 
1906  . I     53 

2.  Confesión.  —  Deudaf  heredi- 
tarias. ~ Porción  conyugal.— 
Principio  de  prueba  por  esnn- 
to. — Prueba. — Sociedad  conyu- 
f/al. — Los  asignatarios  á  título 
universal  son  herederos  y  re- 
presentan al  testador  para  su- 
cederle  en  todos  sus  derechos 
y  obligaciones  trasmisibles. — 
VÁ  cónyuge  A  quien  por  cuenta 
de  ])orc¡ún  conyugal  ha  cabido, 
á  título  universal,  alguna  parte 
en  la  sucesión  del  difunto  es 
responsalile  á  prorrata  de  esa 
parte,  como  los  herederos  por 
sus  respectivas  cuotas,  y  las 
deudas  hereditarias  se  dividen 
también  A  prorrota  de  sus  cuó- 
tas.-C.  A.,  16  noviembre  1906 II     73 

HERMANO    LEOtTIMO 

1.  Alimentos. — El  hermano  legí- 
timo debo  alimentos  A  su  her- 
mana, aunque  ésta  tenga  mari- 
do vivo,  si  la  ocupación  del 
marido  no  le  proporciona  lo 
necesario  para  sustentar  la  vi- 
da y  si  ambos  cónyuges  son 
enfennos  y  están  imposibilita- 
dos jmra  ganar  mAs  y  no  existe 
otra  ])er?ií»nn  obligada  de  pre- 
ferencia que   se    encuentre    en 


aptitud  de    completar  los  ali- 
mentos  necesarios.  —  Cas.    20 

septiembre  1907 1  465 

2.  Al  decir  el  ai*tícuIo  326  del 
Código  Civil,  (jue  fija  el  orden 
en  que  deben  hacerse  Valerios 
diferentes  títulos  alimenticios 
por  el  que  reúno  varios  de  ellos, 
que  el  do  Um  hoNnanos  legíti- 
mos «no  tendrA  lugar  sino  á 
falta  de  todos  los  otros*,  debe 
entenderse  en  el  sentido  deque 
un  título  falta  jurídicamente 
cuando  él  es  insuficiente  ó  ine- 
ficaz, sin  que  sea  necesario  que 
falte  real  ó  materialmente  la 
persona. — Mismo  fallo. 

nijo 

1 .  Alimentos.— C ó  n  y  uges. — Di- 
vordo. — Patria  potestad. — Po- 
testad marital. — Sociedad  con- 
yugal.— 8i  el  marido  en  el  es- 
tado normal  del  matrimonio, 
se  niega  A  dar  A  la  mujer  lo 
necesario  según  sus  facultades, 
para  f*n  mantención  y  la  de  los 
hijos  que  viven  A  su  lado,  pue- 
de la  mujer  exigir  judicialmen- 
te el  cumplimiento  de  esta  obli- 
gación.—Cas.  19  abril  1907.    I  186 

2.  Si  bien  el  marido  es  jefe  de  la 
sociedad  conyugal  y  como  tal 
administra  libremente  los  bie- 
nes sociales  y  los  de  su  mujer, 
esta  facultad  que  la  ley  le  con- 
fiere no  lo  autoriza  para  sus- 
traerse A  las  obligaciones  que 
ese  mismo  carActer  de  jefe  de 
la  sociedad  le  impone  con  res- 
pecto A  la  nmjer,  como  tampo- 
co de  las  que  en  cuanto  A  los 
hijos  se  derivan  de  la  patria 
potestad,  por(|ue  no  le  ha  otor- 
gado la  ley  tíil  facultad  para 
(jue  la  ejercite  de  mi  modo  ar- 
bitrario, negando  A  la  mujer  y 
A  los  hijos  los  alimentos  de  que 
han  menester: y  por  consiguien- 
te, sin  meno*<cabo  de  esas  mis- 
mas atribuciones,  puede  la  jus- 
ticia regular  su  ejercicio,  res- 
tableciendo el  régimen  correcto 
y  legal,  y  ordenando  al  marido 
que  suministre  A  la  mujer  y  A 
los  hijos  los  alimentos  A  que 
por  ley  tienen  derecho. — Mis- 
mo fallo. 

3.  Rntado  dril. — Jndigena. — La 
posesión  notoria  del  estado  de 
padre,  madre,  marido,  mujer  ó 
hijo,  debe  tenerse  como  título 
bastante  para  ccmstituir  A  fa- 
vor de  los  indígenas  los  mismos 
derechos  hereditarios  que  es- 
tablecen las  leyes  comunes  en 
favor  de  los  padres,  cónyuges 
é  hijos  legítimos,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  por  la  ley  de  4  de 
agosto  de  1874.— Por  consi- 
guiente, reconocida  la  calidad 
de  indígena  del  demandante,  le 
basta  probar  la  posesión  notoria 
del  estado  de  hijo  de  la  mujer 
cuya  herencia  reclama,  aunque 
no  pruebe  quién  fué  su  padre, 
para  que  se  le  declare  como 
heredero  legítimo  de  su  madre 
y  como  representante  de  ésta  en 
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In  sucetiióiide  su  abuelo. — (\  A. 

11  aiciciiibre    1906 U  Itíl 

HIJO    LEUÍTIMíJ 

1 .  Vi  'ia  iiz€t.  —Segu  lulofí  n  upcUt  < 
— Sociedfí'l  conyiigaf.  --  Lo» 
gastoB  (le  crianza,  educación 
y  establecimiento  de  los  hijoK 
BOU  de  cuenta  de  la  sociedad 
conyugal,  pero  si  el  hijo  tuvie- 
re bienes  propios  se  podrán 
sacar  de  ellos  los  {gastos  de  su 
establecimiento  y  sólo  en  caso 
de  necesidad  los  de  su  crianza 
y  educación. — O.  A.  15  octubre 
1906 II     52 

2.  Muerto  uno  de  los  padres,  los 
gastos  de  la  crianza,  educación 
y  establecimiento  del  hijo  in- 
cumben al  sobreviviente  en  la 
misma  forma  anterior. — Mismo 
fallo. 

'\.  En  conformidad  á  lo  dispues- 
to en  el  número  5."  del  artículo 
1 750  del  Código  Civil,  la  socie- 
dad conyugal  es  obligada  al 
pago  del  mantenimiento  de  los 
cónyuges  y  de  los  descendien- 
tes comunes  y  de  toda  carga 
de  familia,  y  se  mirarán  como 
tales  los  alimentos  que  uno  de 
los  cónyuges  esté  por  ley  obli- 
gado á  dar  á  sus  descendientes, 
aunque  no  lo  sean  de  ambos 
cónyuges,  pudiendo  el  juez  mo- 
derar esos  gastos  si  le  parecie- 
ron excesivos,  imputando  el 
exceso  al  haber  del  cónyuge. — 
En  consecuencia,  si  una  mujer 
que  tiene  un  hijo  menor  de  un 
matrimonio  precedente  contrae 
segundas  nupcias  y  aporta  á 
este  matrimonio  bienes  su- 
ficientes para  atender  á  la 
crianza  y  educación  de  este 
hijo,  no  hay  necesidad  de  recu- 
rrir á  los  bienes  del  menor,  y 
debe  desecharse  la  demanda 
del  segundo  marido  que,  muer- 
ta la  madre,  cobra  los  gastos 
de  crianza  y  educación  de  ese 
hijo  durante  el  tiempo  que  su 
madre  lo  retuvo  á  su  lado  para 
prodigarle  sus  atenciones  y 
cuidados. — Mismo  fallo. 

4.  Estado  ciriL  —  Prueba.  —  La 
posesión  notoria  del  estado  de 
hijo  lejítimo  consiste  en  que 
los  padres  lo  hayan  tratado 
como  tal,  proveyendo  A  su 
educación  y  establecimiento 
de  un  modo  competente,  y  pre- 
sentándolo en  ese  carácter  á 
sus  deudos  y  amigos;  y  en  que 
éstos  y  el  vecindario  de  su  do- 
micilio en  general  le  hayan  re- 
putado y  reconocido  como  hijo 
legítimo  de  tales  padres. — C.  A. 

H  noviembre  190tí II     67 

5.  La  posesión  notoria  del  estado 
civil,  para  ser\'ir  de  prueba  de 
esto  estado,  debe  durar  diez 
años  continuos  por  lo  menos. — 
Mismo  fallo. 

6.  No  es  prueba  bastante  de  la 
posesión  notoria  del  estado  do 
hijo  legítimo,  la  declaración  de 
testigos  que  no  pueden  ase- 
verar que  la  persona  que  pre- 


tende dicho  estado  haya  vivido 
más  de  diez  años  al  lado  de 
sus  padres,  que  se  limitan  A 
decir  que  esa  persona  era  teni- 
da entre  todos  los  que  la  cono- 
cían y  ha  sido  s¡cmi>re  consi- 
derada por  sus  relaciones  so- 
ciales como  liga  legítima  de  ta- 
les padres,  pero  no  que  éstos 
la  hubieran  tratado  como  hija 
legítima  y  la  hubieran  jn-esen- 
tado  en  ese  carácter  A  sus  deu- 
dos y  amigos. — Mismo  fallo. 
,  Hijo  naiuvaL  —  Leffítinut.  — 
Reforma,  —  Teffanienfo.  —  Lo 
que  por  ley  corresponde  á  los 
legitimarios  y  lo  <iue  tienen  de- 
recho á  reclamar  por  la  acción 
de  reforma  es  su  legitnna  rigo- 
rosa ó  la  efectiva  en  su  caso. 
— Instituidos  herederos  con- 
juntamente en  un  testauícnto 
el  hijo  legítimo  con  los  natura- 
les, sin  disponerse  á  favor  de  és- 
tos expresamente  de  cuota  algu- 
na, no  j)uede  sufrir  menoscabo 
la  legítima  del  primero,  que  se 
compone  de  la  mitad  de  los 
bienes  como  legítima  rigorosa, 
más  la  cuarta  parte  de  los  mis- 
mos que,  en  calidad  de  mejora, 
acrece  á  ésta  para  formar  la 
efectiva,  y  en  la  cuarta  restan- 
te de  libre  disjmsición  deben 
concurrir  el  hijo  legítimo  y  los 
naturales. — Esta  solución  guar- 
da conformidad  con  la  volun- 
tad de  la  testadora  y  en  este 
sentido  debe  reformarse  la  re- 
ferida disposición  testamenta- 
ría.— C.  A.  13  noviembre  190G 
II 

HIJO  NATURAL 
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1.  Curador. — Keconocido  un  me- 
nor como  hijo  natural  por  su 
padre  y  aceptado  este  recono- 
cimiento con  las  solenniidades 
legales  por  ol  curador  especial 
que  se  le  nombró  al  efecto,  se 
detiere  al  padre  la  guarda  legí- 
tima del  hijo  natural  y  este 
llamamiento  pone  fin  á  la  guar- 
da en  que  se  hallaba  el  menor, 
en  conformidad  con  lo  dispues.- 
to  en  el  artículo  368  del  Código 
Civil.  -Cas.  27  mayo  1907  .  .  I  245 

2.  Efecto  retroactivo.  —  I^gitinia- 
ción. — Según  el  artículo!  65  del 

•  Código  Civil  boliviano  es  hijo 
natural  aquel  cuyos  padres 
eran  capaces  de  contraer  ma- 
trimonio libremente  y  sin  dis- 
pensa en  el  tiempo  en  que  fué 
concelíido,  y  según  al  articulo 
siguiente,  el  reconocimiento  de 
hijo  natural  puede  hacerse  por 
instrumento  público. — C.  A.  2 
agosto  1906 II     11 

3.  El  matrimonio  de  los  padres 
contraído  durante  la  vijenciado 
la  ley  chilena  legítima  "ipso 
jure"  A  los  hijos  naturales  re- 
conocidos bajo  el  imperio  de  la 
legislación  boliviana, — Mismo 
fallo. 

4.  Efecto  retroactivo—Heredero. 
— Mmlre  riaturaf. — Según  el 
Código   Civil  peruano,  el  hijo 


ilegítimo  que  no  es  eí<púrtnj  |>jr 
no  tener  sus  )>adre)»  imp4^ínMr-ii- 
to  para  casarse  al  ti«^iti|»c*  dr  a 
concepción,  tiene  Uk  calidad  .i- 
hijo  natural  resj»ecío  de  í.u  utii- 
dre  sin  necesidad  de  nHr»f fr- 
eimiento, el  cual  «*  exigido  j»* 
la  ley  sólo  para  el  padre. — C.  4. 
3  septiembre  lt»06 II    x: 

.  La  madre  natural  «{Uf'  Ua  ad- 
quirido esU»  estado  civil  en  eoír 
formidad  á  la  legisIaciúD  perua- 
na, tiene  derecho  para  hertibir 
ásu  hijo  de  acuerdo  c<jiila  le;ó" 
lación  chilena. — Mismo  fallo. 

.  Jliio  l4íijitimo.  —  Leffi^tMo.— 
Reforma.  —  Tentanienio.  -  Li- 
que  jwr  ley  cürresi»onde  á  I'»* 
legitimaríos  y  lo  que  tienen  de- 
recho á  reclamar  |H>r  la  aeci«»« 
de  reforma  es  la  Ilegitima  rijf«- 
rosa  ó  la  efectiva  en  su  cshhk — 
Instituidos  lierederr»s  conjunta- 
mente en  un  tet^taniento  el  Ki;'* 
legítimo  con  los  naturah-?'.  -í.j 
disjK>ner  á  favor  de  é!*t»K>  i\- 
jiresamente  de  cuota  alguu».  !»• 
puede  sufrír  menosealio  U  1»- 
gitima  del  primero,  í|iie  se  <»Kir 
ponc  de  la  mitad  d<*  !<*»  bieii*^- 
como  legitima  rigorosui.  aik* 
la  cuarta  ]>arte  de  Ioü  mi^nlf■' 
(lue,  en  calidatl  de  raejnrm. 
acrece  A  ésta  para  formar  la 
efectiva,  y  en  la  cuarta  ^e^tan- 
te  de  libre  disposición  deWa 
concurrir  el  hijo  legitiu»o  y  l<•^ 
naturales. — Esta  solución  guar- 
da conformidad  con  la  voluntad 
de  la  testadora  y  en  este  senti- 
do debe  reformarse  la  referitU 
disposición  testamentaria.— i'. 
A.  13  noviembre  1906  ...  11  l<* 


1.  Acreetior  hipotecario.  —  Re- 
nuncia. —  Hipotecadas  dcfe*  « 
más  propiedades  en  garantía 
de  una  misma  deuda,  el  acn-í- 
dor  puede  perseguir  á  su  tU'C- 
ción  y  |>or  el  total  de  la  droda 
cualquiera  de  los  predio»  bi|»'> 
tecados,  porque  la  hipoteca  «^ 
indivisible. — <'a8.  19  julio  IW7 

.    .     I  Síí 

2.  El  dueño  de  uno  de  esto*  pr*- 
dios  no  puede  oponerse  á  la  «c^ 
ción  del  acreedor,  exigiémkJ»- 
qne  se  dirija  conjuniainentc  m 
contra  de  las  distintas  prf>pi<" 
dades  hipotecadas.— Mismo  f«- 
llo. 

3.  La  renuncia  que  hace  el  acn?»- 
dor  de  parte  de  la  paranti* 
hipotecaria  no  está  pn>h¡hi«la 
por  la  ley  y  sólo  mira  al  iiit*- 
rés  individual  del  renuorianti. 
— Mismo  fallo. 

4.  Co»aju^atia. — Juicio  eje^nti- 
vo.-'Xulidad. — /VfWo."  fíeíiw 
f^.—  tSa/itre.ra9.  —  Ta*a'  iiin,— 
Aunque  el  tercer  |>oset»dor  d^  1» 
finca  h¡iK>tecada  no  sea  citad" 
para  los  trámites  del  juicio  rj^ 
cutí  vo  entre  el  acreedor  y  el  «If»- 
dor  personal,  euquecs  embarp- 
da  y  subastada  la  finca  hipirirc*- 
da  de  que  el  tercero  se  desaj^r 
dera  forzada  ó  volantiriam^a* 


IMPROCEDENCU 


IMPROCEDENCIA 


IMPROCEDENCIA 


Wy   le    afectii  tíinto  el  jn-ocodi- 
iiiieiilu  ^iiidicial  como  la  Hoiiten- 
cin  «lo  «•»<»  juicio  eiociUivo.  Con 
ello    lio  so   viola  o  I  derecho  do 
|>ropio<lAi1.  puesto  quo  el  efecto 
imtiiral  <lel  coutiato  de  liipote- 
en  ct»ii><oiitido   jkm*  el  duefio,  ck 
t'l  lie»  \n  iMiAJenacióii  judicial  de 
la  tinca.-  -Can.  25  julio  lí)07.  1  ;17.') 
r>.   I^a iiitorvención  tjuc  el dueñode 
iiiia  tillen  hipotecada  ha  tenido 
Olí  el   juicio   ejecutivo  sef^uido 
contra   Iii  sociedad  de  que  era 
Hocio,  r&  la  cual  había  aportado 
la    tinca  hi)>ot4>cada  por  dicha 
socioclatl,  aún  en  el  supuesto  de 
no  haberse  desjtrendido  del  do- 
minio <lc>  ella,  importa  la  acep- 
tación tle  la  hipoteca eióu  y  del 
jirocí'tl ¡miento  ejecutivo.  — Ms- 
iiio  fallo. 
(>.   Xo    infrinjíe,   por   lo    tanto   el 
principio  de  la  cosa  juzpida  el 
tribunal   que  para  rechazar  la 
<lciTiaiicla  del  dueño  que  solicita 
la  nulidad  de  la  subasta  por  no 
hab(*r   íij^urado  en    su  carácter 
lie    tal  en    el  juicio,  sino  como 
re)>retícntante  del  deudor  jierso- 
nal.  toma    en  cosideración   las 
resoluciones  que  en  diclio  juicio 
di^puttíeron  la  subasta  y  apro- 
baron la  tasación  de  la  tinca. — 
MÍHiiio  fallo. 
7.  Arírión  refiL — (^enno.  —  (brava- 
da una  propiedad  con  un  censo 
y     constituida    hipoteca  sobre 
ella  en  ^íarantía,  si  esta  propie- 
dad Kp  divide  después,  puede  el 
censualista    cobrar  el  total  de 
loH    réditos    debidos    al  dueño 
de  una  ¡larte  de  la  finca,  porque 
la  acción  ((ue  ejercita  es   real  é 
indivÍHÍ])le  y  j>uede  ser  diri)ipda 
contra  aipiel  que  posee  en  todo 
ó  parte  la  cosa    acensuada,  sin 
perjuicio  de  su    derecho   j)ara 
repetir  contra  (piien  viere  c«)n- 
veiiirle. — ('.     A. — 3    diciembre 
líKMJ 11    13-2 
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IMI'EIUMF.NTM 

/' upi'za  ma.jor. — Legitimactón.— 
Xofir^rión. — Plazo. — El  hecho 
de  haberse  celebrado  el  matri- 
monio en  luííar  donde  no  hay 
notario  público  constituye  un 
im)>edimento  jjrave  para  no 
otorijar  el  instrumento  de  lejji- 
timación  á  la  fecha  de  la  cele- 
bración del  matrimonio.- -('.  A. 
5  sejítiembre  tOO(; \\     'M\ 

l\II'H«l(EI>KMIA    DEL    KE(:1'U.h<i 

DE  fAHACIÓX 

I.  Por  la  naturaleza  de  la  causa  ó 
sentencia; 

II.  Por  falta  de  redamación  del 
vicio; 

Hl.  Por  defecto  en  el  anuncio; 
IV".  Por   defecto  en  la  forma liza- 
ción. 

I 

1.  Ejrpre*¡óii  fie  a^jravios. — Li- 
t¡jf~ronf4>ttncié}i. — Ks   improce- 


dente  el   recurso   de   casación  | 

en  el  fondo  deducido  contra  una 

sentencia  en    que   no  existe  in-  ■ 

fracción  <ii.«'  h-iya  iiiíiuulo  <us-  • 

tancialmente  en    lo  dU]»o^itivu  j 

al  fallo.  Si  el  Triliuual  de  A  iza-  ' 

da  consi«ína    en    su   si  iitencia 

consideraciones  ¡uridieas    refe-  i 

'   .   .  I 

reiitcM  i\   una    ]»»tieióti    (jue  se  j 

formuló  por  piim.  ra  v(  z   en  el  ' 
juicio  en   la  exj-r  nión  de  ajíra-  I 
vios,    y     que     .)    ;íuar«líiM,  pí)r 
tanto,  conjii  uenei:i  con    las  pe  [ 
ticioneg  de  la  demanda  y   con- 
testación ni  con  líi  cuestión  que            1 
fué  materia  de  la    sentí'ucia  de 
primera  instancia,  en  el  sui>ues-            i 
to  tic  ípie  en  esas  cousideracio-            i 
nes  se  hubiera  incurrido  en  al-            ' 
gún  error    lejíal,    tal  error   no            1 
tenclría  influencia  sustancial  en            ' 
lo  dis])ositivo  del  fallo,    si  éste 
se  basó,    adenut»*,    para  confir- 
mar la   resoluciód  apelada,    cu          •  ' 
otras  consideraciones  y    en  las 
de  la  bonttiicia  de  primera  ins- 
tancia que    tenían    relación  di- 
recta con  la  cuestión   debatida 
en   el   juicio. — Cas.  31   diciem- 
bre líKH) I   1;VJ 

2.  Cura'hr. —  liemoción.  —  Sen- 
tencia infer/ociitoria, — Es  im- 
procedí'ute  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  interpuesto 
contra  la  sentencia  (pie  recae 
en  nu  ineiilmle  sobre  el  nom- 
bramiento (le  curador  interino 
para  mit-ntras  pende  el  ji'iei<» 
de  remoción  del  ])roi.it  tario, 
jionpie  tal  sentencia  no  es  defi- 
nitiva ni  inteilocutoiia  ([ne  pon- 
ga término  al  juicio  ó  haiíft 
imposible  su  c  íutinuación.  - 
(.'as.  1  1  junio  lín)7 I   '¿8.*j 

3.  (  ninfrff  ni'in.  --¡*('U'<iones  mi- 
litaren.—  Senft'nria  irJei'¡<.ciit4t- 
ria. — La  sent<neia  que  se  ])ro- 
nuncia  sobre    la     competencia 

de  la  justicia  ordinaria  para  co-  ¡ 

iiocer  de     niia  demanda    es  iii- 
tcrlocutoria  que  no  pone  térmi- 
no al  juicio  ni    hace   imposible  \ 
su  continuación  y   no    procede, 
por  tanto,  en  su  contra    el    re-  r 
curso  de  casación.-    Cas.  22  ju-  I 
lio  1!)07 I  334    I 

H  I 

4.  At/nn.sihi/i'lad. —  Meiniíira. — 
lie  ¡amación.  —  Se  n  fene  i  a. 
a)Ji't)imtoria  de  meiuada.  — 
Se lítr liria  inlerloriiforia-. — Xo 
eh  admisible  el  n-curso  de  ca- 
sación contra  la  sentencia  con- 
firmatoria de  la  de  jjrimera  ins- 
tancia, por  vicios  que,  en  caso 
de  íxistir,  se  babrian  cometido 
en  ésta,  y  de  que  no  se  reclamó  | 
oimrtuuameute  por  la  vía  de  la 
casación.  •  -  Cas.  10  octubre  I 
VMW,  . 1     57 

ó.  Af)rf  i'iarión. — (^iiatafe^t. — fíe- 
ef a  marión  ^^^Si)  procí'de  el  re 
curso  de  casación  en  la  fonna 
contra  la  senteueia  de  se<runda 
insta ueia  confirmatoria  de  la 
de  jjrinura  i)or  vicios  que,  en 
el  supuesto  de  existir,  se  ha- 
brían cometido  en  ésta  v  de  que 


uo  se  reclamó  oportunamente, 
no  pndiendo  estimarse  como  rc- 
clannu'ión  suficiente  el  hecho  de 
(jue  el  a  bojeado  los  hiciera  pre- 
sente en  el  ale^jato  de  la  causa. 
—Cas.   10  julio    1006 I     71 

6.  Omivión.  —  JiecUtinación.  — 
Cuando  los  vicios  ó  defectos  en  • 
que  se  funda  el  recurso  de  cafla- 
cióii  en  la  fonna,  en  caso  de 
existir,  habrían  tenido  lugar  eu 
hl  sentencia  de  primera  instan-  . 
cia,  y  de  estos  vicios  ó  defecto» 
no  se  reclauíó  ejerciendo  opor- 
tmnimentu  y  cu  todos  sus  gra- 
dos los  recursos  establecidos . 
por  la  ley.  es  improcedente  el 
recurso  de  casación  interjjuesto 
contra  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones. — Cas.  21  no- 
viembre  IDOfi I   111 

7.  RvHa marión. — Cuando  el  vi- 
cio ó  defecto  en  que  se  funda  el 
recursode  casación  en  la  forma, 
en  caso  de  existir,  habría  teni- 
do lugar  eu  la  sentencia  de 
prinnra  instancia,  y  de  este 
vicio  ó  tlefeeto  no  se  reclamó 
ejerciendo  oportunamente  y  eu 
todos  sus  graílos  los  recursos 
establecidos  ])or  la  ley.  es  im- 
procedente el  recurso  de  casa- 
ción intt'rpmsto  contra  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  A]>elacio- 
nes. — Cas.  8  marz»)  11>07  .    .    I  117 

8.  liei  fainarión.—^o  procede  el 
recurso  de  casación  en  la  forma 
contra  la  sentencia  de  segunda 
instancia  que  se  limita  á  con- 
firmar la  de  primera  instancia, 
por  vicios  que,  en  caso  de  ser 
efectivos,  afectarían  á  ésta,  y 
que  no  fueron  reclamados  opor- 
tunamente. —  Cas.  21  marzo 
Iíkm; 1  160 

9.  (Uintradirc.ionefi  del  fallo. — 
JRerlamación. — fíejterra  de.  de- 
rerJioH. — Es  improcedente  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma 
contra  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Ai>elacionetí  (pie  se  funda  en 
una  causal  que.  en  caso  de  exis- 
tir, inq)ortaría  un  vicio  eu  que 
habría  incurrido  la  sentencio  de 
primera  instancia  no  reclama- 
do por  el  recurrente.  —Cas.  10 
abril  lí»07 1  177 

10.  Uedamacuin. — No  es  proce- 
dente el  recurso  de  casación  en 
la  forma  contra  la  sentencia  de 
segunda  instancia  j)or  defectos 
ó  vicios  de  forma  eu  que  so  pu- 
do incuiTÍr  en  la  de  primera 
instancia  y  de  (pie  no  se  recla- 
mó oportunamente.  —  Cas.  22 
abril    1IH)7 '.  ,^  ^^^ 

\\.(  'o>ta  Jiizf/adft. — Redamación. 
—  N(»  procide  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  contra  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia 
por  vicios  de  que  puede  adole- 
cer el  fallo  de  primera  instancia 
no  reelannidos  oportunamente. 
—Cas.  13  agosto    1S>07  .    .    .    I  4G0 

III 

12.  A u II nrio. — Cifariúnpara sen- 
te.nc.ia. —  Kxpresión  de  affra- 
viax.— Plazo. —  Poder. —  Pro- 
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INJURIA 


INSCRIPCIÓN 


INSTRUMENTO  FÚBUCO 


Curtidor  de  turno. — Es  impro- 
cedente el  recurso  de  casnción 
en  el  fondo  anunciado  fuera  del 
plazo  legal.  —  Caí*.  7  niavo 
1907. '.  I  23á 

IV 

13.  Formnlización.  —  Midia.^ 
Hozo. — Es  improcedente  el  re- 
curso de  casación  formAÜzado 
después  dol  plazo  que  concede 
la  ley.  La  cuarta  parte  de  la 
suma  consignada  debe  aplicar- 
se á  beneficio  fiscal  si  la  parto 
que  ha  anunciado  ol  recurso  no 
lo  formaliza  en  el  término  legal. 
Cas.  30  octubre   1906  .    .    .    I  145 

14.  Fomiídización,  — Plazo. — Si 
se  anuncian  conjuntamente  loa 
recursos  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo,  debe  aquel 
formalizarse  siempre  dentro 
del  plazo  de   cinco  días. — Cas. 

12  marzo    1906 I  152 

Impuesto.— V.  Contribución. 

Inadmisibiltdad  del  recurso  de 
casación. — V.   Improcedencia. 

I>'COMPETExrrA. — V.  Competen- 
cia. 

Indemnizaciók  de  perjciciop. 
V.  Perjvriio». 

indígena 

Estado  Civil — Hijo. — La  pose- 
sión notoria  de  estado  del  pa- 
dre, madre,  marido,  mujer  ó  hi- 
jo, debe  tenerse  como  título 
bastante  para  constituir  á  fa- 
vor de  lo«  indígenas  los  mis- 
mos derechos  hereditarios  que 
establecen  las  leyes  comunes 
en  favor  de  los  padres,  cónyu- 
ges é  hijos  legítimos,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  por  la  ley  de  4 
de  agosto  de  1874.  Por  consi- 
guiente, reconocida  la  calidad 
de  indígena  del  demandante, 
le  basta  probar  la  posesión  no- 
torio del  estado  do  hijo  de  la 
mujer  cuya  herencia  redima, 
aunque  no  pruebe  quien  fué  su 
padre,  para  que  se  le  declare 
como  heredero  legítimo  de  su 
madre  y  como  legítimo  repre- 
sentante de  ésta  en  la  sucesión 
de  su  abuelo. — C.  A.  11  diciem- 
bre lOOG II  lti4 

INIIIB(TOKIA 

Compele ncia.  —  Trabada  una 
cuestión  do  competencia  por 
inhibitoria  entre  tribunales  de 
igual  jerarquía  que  dependen 
de  superiores  di  vernos,  sólo  es 
competente  para  resolver  dicha 
cuestión  el  superior  del  tribu- 
nal requerido. — C  A.  5  diciem- 
bre   1906 II   134 


Depen diente.  Perju icion.  —fípfto- 
¡nr.t4)n. — Lan    inqmtacionpH  in- 


{       juriosaa  contra  el  honor  ó  el 
'       crédito  de  una  persona  no  dan 
I       derecho,  por  regla  general,  al 
I       pago  de  una  indemnización  pe- 
cuniaria, á  menos  de   probarse 
'       daño  emergente  ó  lucro  cesaiite 
apreciablc  en  di'iero  y  no  pro- 
cede por  lo  demás  la   iudemai- 
zación  si  se  prueba  la  verdad 
j       de  la  imputación  y  si  ella  no  es 
injuriosa. — C.  A.  19  noviembre 
19v)3 II  10£> 

bncuEBLES. —  V.  Bienes  ¿nmoe- 
hlea. 

IXSCRIPCIÓX 

1.  Caincidad,  —  Censo.  —  CiUk' 
ción.  —  TUido  ejecutivo  -La 
inscripción  de  la  constitución 
del  censo  ordenada  por  la  ley, 
no  tiene  el  mismo  alcance  que 
la  inscripción  do  la  hipoteca, 
puesto  que  en  ésta  se  inscribe 
una  obligación  accesoria  enca- 
minada á  garantir  una  obliga- 
ción principal,  sin  la  cual  uo 
podría  existir,  mientras  que  en 
la  inscripción  del  censo  se  ins- 
cribe el  censo  mismo,  ó  sea  el 
acto  ó  contrato  único  que  sub- 
siste por  si  sólo  y  que  no  puede 
caducar  sino  por  las  causas  ex- 
presamente determinadas  por 
la  ley. —  Cas.  22  septiembre 
1906 •  ....    I     65 

2.  Citusafes.  —  Dominio.  —  Le- 
gi  lo. — Mo  ios  de  a  iquirir. — 
Sucesión.  —  Tradición, —  Ter- 
cería.— La  persona  instituida 
en  testamento  como  legataria  de 
un  inmueble,  adquiere  el  domi- 
nio  de  él   por  el   hecho  de  la 

I  muerte  d 3  la  testadora,  y  esta 
I  adquisición  no  queda  sin  efecto 
¡  por  la  enajenación  que  poste- 
riormente haga  de  ese  inmae- 
ble  á  un  tercero  la  albacea  de 
la  testad  )ra,  aunque  esa  ena- 
jenación so  inscriba,  siempre 
que  no  haya  transcurrido  el 
tiempo  necesario  para  que  pres- 
criba el  derecho  del  legatario. 
— Cas.  3   noviembre  1906....  I  147 

3.  Procede,  en  consecuencia,  la 
tercería  de  dominio  interpuesta 

,  por  el  legatario,  en  la  ejecución 
I  seguida  por  un  curador  hipo- 
tecario contra  el  tercero  á  quien 
la  albacea  donó  el  inmueble, 
pues  ese  tercero  no  adquirió  el 
dominio  por  la  tradición  que  le 
hizo  la  albacea,  ni  por  pres- 
cripción por  no  haber  transcu- 
iTÍdo  en  este  caso  el  tiem^K) 
necesario. — Mismo  fallo. 

4.  Acción  posesori.%. —  Ponesión. 
— No  puede  entablar  acción  po- 
sesoria sino  el  que  pruebe  ha- 
ber estado  en  posesión  real, 
tranquila  y  no  interrumpida  por 
un  año  completo,  del  terreno  á 
que  se  refiere  la  querella,  y  es- 
ta prueba  debe  rendirse  acredi- 
tando hechos  positivos  de  aque- 
llon  á  qne  sólo  da  derecho  el  do- 
minio, como  el  corte  de  made- 
ras, la  construcción  do  edificios, 
la  de  cerramientos,  las  planta- 
ciones ó  sementaras  v  otitM*  d»> 


I        igual  significaci6D,  ejecotadí^ 

'        sin  el  consentimiento    del  qo- 

i  dispútala  poscóión.  E^to»  hf^ 
chos  no  se  acreditan  con  la  -ii  i- 

'  pie  presentación  de  un  ticaloitt>- 
crito,  porque  la  iaseripcí<fa  «.? 

,  un  requisito  legal  para  S'>l^i]i- 
nizar  la  tenencia  pan  ánim)  <lf 
señor,  lo  cual  ánieament*:  ^t- 
racterlza  la  poeesióa,  y  es  'ur 

'  dudable  que  la  inscrípeiúii 
excepcionalmente  exigida  res- 
pecto de  ciertoe  bienes  pf^  f'. 
artículo  724  del  Código  Civil, 
debe  concurrir  con  el  hecho  > 

I  cireunstaoeiae  coostitati^ts  de 
la  posesión. — Cas.  23  octubrv 

I        1006 U   ti 

!arscRiFcioxz:s  eleCtokale-  — 
V.  Rejisfros  filecloral^t. 

IXsrKCMESTO   PEIVAP» 

I  1.  Amias. — Apre*rtación.—  ('*i'*- 
sai  —  Form'Jizadón.  ^Pm- 
crtpcúin.—  Prntba, — Beda  «'«- 
ción. — Beivin  licaeióH.  —  Sen- 
tencia.— No  viola  el  anienlc 
1703  del  Código  Civil  U  ««>- 

'  teucia  que  toma  en  eoenta  do- 
cumentos privados  para  esta- 

:       blecer  los  hechos  del  pleito.  »¡ 

I  de  ella  misma  aparece  qne  w 
les  ha  dado  el  alcance  de  prue- 
ba decisiva  y  única,  síik>  Mt)- 
de  presunciones  ó  de  ant^ct- 
dentea  couipIemcntarioA  de  U 
prueba    testimoniaL— Ci#.  lu 

julio  1907 \'^ 

2.  Causal. — ConiriÍM  ióti,  —  Ejt- 
cepcio  nes. — Prueba. — Te^tiffot. 

—  Titulo  ^jeeutifro. — No  putde 
fundarse  un  recurso  de  can- 
ción en  la  infracción  del  ariita- 
lo  1702  del  Código  Cinl  si.  Ir 
jos  de  haber  sido  recouocido  A 
documento  en  que  se  funda  la 
excepción  en  el  juicio,  fu*  Ut- 
minantementc  desconocida  »a 
firma  y  no  fué  mandado  tener 
por  reconocido.  -Ca#,  9  a^pw^^ 
1907 Hl'^ 

I56TRL'XENT0  PCBLU  •» 

1.  A'freyación  de  fiorwawfttoj.— 
Cafoción  en  la  forma.—C^' 
sa  h  1. — Competencia, — Pni«6n^ 

—  Testigos. — El  documento  to 
que  se  contiene  la  copia  de  la 
declaración  do  un  testigo  pres- 
tada ante  otro  jaez  es  proeba 
in«ttrumental,  y  debe  ser  repu- 
tado como  público:  la  caliáea- 
ción  de  su  valor  jaridiw  «^ 
rresponde  á  los  jueces»  de  la 
causa  al  valorar  en  dvlioitiv» 
la  fuerza  de  las  pniehaH  ado- 
cidac». — Cas.  5  octubre  li"W- 1  ^ 

2.  Apreciación.  —  Fa Iteda tL— 
Prueba.— TeM*amfnio.—t\  ar 
tículo  1700  del  Código  Ciril .^4 
refiere  á  loe  instrumentoe  ver 
daderOH,  y  nada  estatuye  aeer 
ca  del  modo  y  forma  como  d*- 
bauredargQirse]K>rla  falsedad 
de  que  puedan  adolecer.— T**- 

2  agosto  1907  •    •    •      .  .    ^  ** 

3.  Las  leyes  penales  y  eiñlea  } 


INTERESES 


JUEZ  DE  AGUAS 


JUICIO  EJECUTIVO 
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en  especial  los  artfculos  344  y 
432  del  Cúdjgo  de  Pi-ocodiin  i  cu- 
to Civil,  poniiitcM  exj»rp8nnicnte 
iinpii|;nar  1a  nutonticidAddc  to- 
do iiistrumciito  i»rtl)!¡ro  y  priva 
do  ó  probar  laB  suplantacionop 
cometidna,  y  aceptan  como 
medios  probatorios  del  hecho, 
tanto  el  cotejo  de  letras,  como 
loe  que  «las  leyes  autoricen 
para  la  prueba  del  fraude  . 
con  la  restricción  del  articulí^» 
432  citado,  para  cuando  se  pro* 
cure  invalidar  una  escritura  pú- 
blica con  sólo  prueba  testimo- 
nial.— Por  consi^iente.  y  no 
tratándose  de  este  caso,  son 
admisibles  todos  los  medios 
proba torioH  para  probar  que 
un  testamento  es  falsifícado  y 
por  tanto,  nulo. — Mismo  fallo. 
4 .  Legitimación. —  Reforma. — 
Testavvento  —La  legitimación 
por  matrimonio  posterior  á  la 
concepción,  cuando  no  se  pro- 
duce ipso  jure,  sólo  puede  con- 
ferirse mediante  el  otorgamien- 
to del  instrumento  público 
dispuesto  por  el  artículo  208 
del  Código  Civil  y  no  tiene  esto 
carácter  una  acta  extendida 
sólo  por  el  padre  ante  un  oficial 
del  Registro  Civil.— C.  A.  1*». 
diciembre  1906 II  l53 

IXTEORACIÓX 

CerHfieado.—Iíelator.—'So  es  nu- 
la la  sentencia  del  Tribunal  de 
Alzada  integrado  en  conformi- 
dad á  la  ley  con  el  Fiscal  del 
mismo  Tribunal,  si  esta  inte- 
gración se  puso  en  conocimien- 
to de  las  partes  antes  de  co- 
menzar la  vista  de  la  causa. — 
Queda  establecido  este  hecho 
con  el  certificado  del  relator  de 
la  f^auüta  que  expone  que  puso 
en  conocimiento  de  las  partes 
dicha  integración,  no  habién- 
dose rendido  prueba  para  acre- 
ditar la  inexactitud  de  este  cer- 
tificado.—Cas.  8  mayo  1Í)ÜT  .  I   242 

WTERDiCTos.— V. —  Qv  €  relia.— 
Acción  poseftoria. 


IXTEREí<F,> 

Aíorrt. — fíetención. — \o  incurr»' 
en  mora  ni  está  oblij^ado  al 
pago  de  los  interenes  re.sjtecti- 
v«s  el  doudor  que  no  jíaga  al 
acreedor  en  el  plazo  convenido, 
si  antes  del  vencimiento  se  le 
notifica  en  forma  legal  una  or- 
den judicial  de  ret<'ner  en  su 
|)oder  la  suma  del>ida,  orden 
decretada  »i  petición  de  un  ter- 
cero.— Si  bien  el  deudor  pudo 
libertarse  de  toda  reKponpnl>il¡- 
dad  consignando  en  un  Imiieo 
ó  en  arcas  fíncales  ;'i  la  órdon 
iudicial  la  cantidad  debidn,  no 
estaba  obligado  á  hacerlo,  y 
por  no  haber  ejercido  una  fa- 
cultad no  puede  incurrir  en 
penas  que  la  ley  reserva  para 
faltas  en  el  cumplimiento  ds 


obligaciones. — Cías.     3    julio 
1907 1  341 

'  INTERPRETACIÓN 

Apreciación. —  Compraventa. — 
Ley  del  contrato.^ Moneda. — 
I       Precio. — Reducida  la  litis  á  de- 
'       terminar  la  interpretación  que 
I       debe  darse  á  la  estipulación  de 
'       un   contrato  relativa  á  la  for- 
ma del  pago  del  ))recio  de  cier- 
tas mercaderias,  la  interpreta- 
ción dada  á  esa    cláusula    por 
el  tribunal  sentenciador  es  una 
apreciación  de  hecho  que  esca- 
pa á  la  censura  d^l  tribunal  de 
casación. — Cas.    17    agosto 
lí>07 I  406 

Invalidez. — V.  Pensionen  mili- 
tarét. 

J 

JUEZ  DE  ACÜAH 

1 .  Agiias. — Casación  en  el  fon- 
do.— La  ley  de  Municipalida- 
des de  22  de  diciembre  de 
1891 ,  dejó  subsistente  el  cargo 
do  juez  de  aguas  croado  por  la 
Ordenanza  de  3  de  enero  de 
1872,  de  modo  que  la  mera  cir- 
cunstancia de  que  esa  ley  tras- 
pasara á  las  MunieipalidadcE. 
ó  al  juez  de  letras  en  su  caso, 
las  atribuciones  que  aquella 
Ordenanza  confería  al  Presi- 
dente de  la  República  en  orden 
al  establecimiento  y  suspen- 
sión de  tumos,  nombramiento 
de  juez  de  aguas,  etc.,  no  es 
causal  jurídica  que  haga  cadu- 
car los  nombramientos  de  los 
jueces  de  aguas  que  se  halla- 
ban en  funciones  cuando  se 
dictó  esa  ley. — Cas.  12  diciem- 
bre 1906 I  310 

2.  Los  jueces  do  aguas,  una  vez 
nombrados,  son  funcionarios 
pennai lentes  y  no  afecta  esta 
permanencia  el  sometimiento 
Á  nuevo  tumo  del  río  ó  estero 
donde  prestan  sus  servicios,  ni 
tampoco  la  suspensión  de  esta 
mrdida. — Mismo  fallo. 

3.  Sometido  á  tumo  un  río  por 
resolución  de  autoridad  compe- 
tente, ese  estado  no  se  altera, 
aún  cuando  después  sobreven- 
ga abundancia  de  aguas,  y  per- 
dura de  derecho  hasta  que  el 
juez  á  quien  correfl])onde  sus- 
penderlo lo  dispone  así  á  peti- 
ción de  parte  y  con  conoci- 
miento de  causti.  —  Mismo 
fallo. 

4.  Durante  el  tumo  de  los  ríos 
pesan  sobre  los  jueces  todas 
sus  obligaciones,  hnya  ó  no 
abundancia  de  aguas  y  por 
consiguiente,  pesa  tambit'n  so- 
bre los  canalistas  el  deber  de 
remunerarlos,  sin  que  puedan 
excusarse  con  el  pretexto  de 
que,  con  la  abundancia  de 
aguas,  se  hacen  innecesarios 
sus  ser\'icios. — Mismo  fallo. 

5.  El  juez  de  aguas  sólo  tiene 
derecho  á  la  remuneración  que 


establece  la  Ordenanza  mien- 
tras el  río  ó  estero  está  some- 
tido á  turno.  Suspendido  el  tur- 
no, las  funciones  del  juez  son 
pasivas,  cesan  sus  servicios  y 
trabajos  y  es  justo  que  cese 
también  para  los  canalistas  la 
obligación  de  remunerarlo. — 
Mismo  fallo. 

JUICIO  DE  HACIENDA 

1 .  Avahio.'Cavnal.-Competcncia. 
— Expropiación. — JSulidad. — 
PreHcripción. —  Es  nula  por 
haber  sido  dictada  por  tribu- 
nal incompetente  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Valparaíso  en 
26  de  diciembre  de  1902,  en 
causa  en  que  el  Fisco  tenia  un 
interés  directo  y  positivo,  por- 
que según  lo  dispuesto  por  la 
ley  de  19  de  enero  de  1889,  ar- 
tículo 15,  la  Corte  Suprema 
debía  continuar  conociendo  de 
las  causas  do  hacienda,  juris- 
dicción que  mantenía  en  esa 
fecha.— C.  8.  22  agosto  1903..  I  421 

2.  Competencia.  —  Vesadiridor. 
—  Fisco  —  Manifestación,  — 
Jítna."Fuera  de  las  minas  cuya 
explotación  se  reserva  el  Esta- 
do, no  tiene  el  Fisco  interés 
especial  en  ninguna,  ni  siquie- 
ra por  la  falta  de  pago  de  la 
patente,  porque  esta  omisión 
sólo  trae  como  resultado  la 
pérdida  de  la  mina  en  favor  de 
otro  particular  que  la  solicite, 
y  si  nadie  la  solicita,  la  patente 
se  pierde  para  el  Estado.  En 
consecuencia,  tratándose  en  el 
juicio  de  la  manifestación  de 
Una  mina  de  fieiTO,  no  puede 
estimarse  ese  juicio  como  cau- 
sa de  hacienda,  y  no  procede, 
por  tanto,  la  aplicación  del  ar- 
tículo .5."  de  la  ley  de  28  de 
agosto  de  1902,  que  establece 
que  el  conocimiento  de  esas 
caucas  corresponde  á  la  Corte 
de  A]ielacioncs   de  Santiago. — 

C.  A.  17  octubre  1906   .    .    .11     70 

Juicio  E.iEcrTivo. — V.  Acetan 
ejecutiva. 

1,  Cawciónen  la  forma.  —  Con- 
sideranrlos. —  thccepcioneft.  — 
Personería.  —  ÜUra-petif^- 
La  enumeración  taxativa  con- 
signada en  el  artículo  485  del 
(código  de  Procedimiento  Civil, 
de  las  distintas  excepciones 
que  pueden  oponerse  en  un  jui- 
cio ejecutivo,  es  meramente  ge- 
nérica ó  fundamental  y  no  sin- 
gulariza ni  determina  los  casos 
especiales  que  pueden  hallarse 
comprendidos  en  cada  uno  de 
los  diversos  números  que  la 
componen.  Para  suplir  está  in- 
determinación de  la  ley,  exige 
el  artículo  486  del  mismo  Có- 
digo, que  al  formalizar  las  ex- 
cepciones se  expresen  con  cla- 
ridad y  precisión  no  sólo  los 
hechos  y  circunstancias  parti- 
culares que  les  sirven  de  fun- 
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enatro  aftos  qae  fija  el  articulo 
1916  del  Código  Civil  para  pe- 
dir la  reforma  de  un  teetameii- 
to,  se  refiere  únicamente  «&  loe 
legitímaríoe  á  quienes  el  testa- 
dor no  haya  dejado  lo  que  por 
ley  lee  corresponde»,  ó  sea  & 
aquellos  á  quienes  el  testador 
menciona  como  tales  legitima- 
rios y  les  asigna  una  porción 
de  bienes  inferior  á  la  que  debe 
tocarles. — ESsta  prescripción  no 
es  aplicable  al  caso  del  legiti- 
mario que,  por  haber  sido  pasa- 
do en  silencio  en  el  testamento, 
se  entiende  instituido  heredero 
en  BU  legitima. — Cas.  8  noviem- 
bre 1906 1     10 

LETBA  DE  CAMBIO 

Co9a  ntMffada.—Juicio  ejectUivo. 
— Juicio  ordinario. — Reserva 
de  dereehoe. — La  sentencia  re- 
caída en  juicio  ejecutivo  pro- 
duce cosa  juzgada  en  el  ordina- 
rio, tanto  respecto  del  ejecu- 
tante como  del  ejecutado,  salvo 
que  antes  de  dictarse,  el  actor 
ó  el  reo  pidiere  reserva  de  sus 
acciones  ó  excepciones  para 
deducirlas  en  el  ordinario  y  el 
Tribunal  asi  lo  declare,  exis- 
tiendo motivos  calificados,  lo  . 
que  siempre  se  concede  respec- 
to de  acciones  y  excepciones 
no  referentes  á  la  existencia 
de  la  obligación  misma  que 
ha  sido  objeto  de  la  ejecu- 
ción.— La  demanda  ordinaria 
debe  interponerse  dentro  de 
quince  días,  bajo  pena  de 
no  ser  admitida  después.— En 
consecuencia,  desechada  por 
sentencia  la  acción  ejecutiva 
para  el  cobro  de  una  letra  de 
cambio,  por  ser  ineficaz  el  pro- 
testo, y  por  no  estar  reconocida 
en  forma  legal  la  aceptación 
del  librado  al  tiempo  de  despa- 
charse el  mandamiento  de  em- 
bargo, siendo  dicha  aceptación 
condición  esencial  para  el  pago 
de  la  letra,  si  el  ejecutante  no 
pide  antes  de  la  sentencia  que 
se  le  reserve  su  acción  para  ei 
juicio  ordinario,  ni  interpone 
demanda  ordinaria  dentro  do 
quince  dias  de  dictada  la  sen- 
tencia, la  demanda  ordinaria 
que  después  dedusca  debe  ser 
rechazada  por  inadmisible. — 
Cas.  25  julio  1907 I  936 

LBY  DEL   CONTRATO 

Ápredaeián.  —  Compraventa,  — 
Interpretación,  —  Moneda.  — 
/Vscio.— Reducida  la  litis  á  de- 
terminar la  interpretación  que 
debe  darse  á  la  estipulación  de 
un  contrato,  relativa  &  la  for- 
ma de  pago  del  precio  de  cier- 
tas mercaderías,  la  interpreta- 
ción dada  á  esa  cláusula  por 
el  Tribunal  sentenciador  es 
una  apreciación  de  hecho,  que 
escapa  á  la  censura  del  Tribu- 
nal de  Casación. — Cas.  17  agos- 
to 1907 I  405 


LISTA   DE     TESTIflOS.— V.     Testi- 

ffoe. 


Apredadón.  —  Caiualen.—  Z>«- 
aJjridorae.  —  Memmra. — /*o- 
ralelo23.—SaUtrera9.—K\  Tri- 
bunal sentenciador  no  puede, 
sin  incurrir  en  una  ilegalidad, 
pronunciarse  sobre  una  cues- 
tión que  no  fué  materia  de  dis- 
cusión durante  el  juicio. — Tra- 
bada la  cuestión  on  primera 
instancia  sobre  hí  las  pertenen- 
cias descubridoras  matorias 
del  juicio  estaban  mensuradas 
á  menor  distancia  de  cinco  lii- 
lómetroB,  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  no  [>odía  resol- 
ver otro  punto  que  el  debatido 
y  nó  el  referente  á  la  distancia 
de  diez  kilómetros  exigida  en 
segunda  instancia  por  el  Fisco. 
Cas.  6  abril  1Ü07 1  193 


LITIS-CONTESTAC'ION 

Expreeión  de  iigravios.—lmpro' 
eeeiencio.- -Habiendo  reconoci- 
do plenamente  el  demandado 
el  derecho  de  demandante  A 
mensurar  ciertas  pertenencias 
auríferas,  limitándose  á  soste- 
ner que  tenia  derecho  preferen- 
te á  la  mensura,  quedó  trabada 
la  litis  entre  las  jiartes  única- 
mente sobre  la  preferencia  pa- 
ra mensuiar  dichas  pertenen- 
cias y  la  manera  como  el  de- 
mandado debía  mensurar  las 
suyas,  y  sobre  estos  puntos  re- 
cayó exclusivamente  el  fallo 
de  primera  instancia. — En  con- 
secuencia, la  petición  formula- 
da por  primera  vez  en  el  juicio 
en  el  escrito  de  expresión  de 
agravios,  á  fin  de  que  se  decla- 
re que  el  demandante  no  tiene 
derecho  alguno  á  las  pertenen- 
cias de  que  se  trata,  no  jmedc 
ser  objeto  del  fallo  definitivo. 
—Cas.  31  diciembre  190<> I  ir>2 


LITIB-PRNDRNriA 

ConaiderandoB.  —  ConivfuUwio- 
ne»  del  fallo.— Excepción  dila- 
toria.— Aun  cuando  la  excep- 
ción dilatoria  de  litis  pendencia 
puede  resolverse  antes  de  la 
contestación  de  la  demanda  y 
promoverse  por  vía  de  incideu- 
dente  en  el  curso  del  juicio,  si 
las  partes  han  aceptado  discu- 
tirla en  el  juicio  con  las  demás 
excepciones  opuestas  y  respec- 
to de  todas  ellas  ha  recaído 
resolución  del  Tribunal,  la 
circunstancia  de  haber  sido 
resuelta  esa  excepción  en  la 
sentencia  definitiva  no  es  mo- 
tivo para  anular  el  fallo,  ya 
que  no  es  causa  legal  de  casa- 
ción en  la  forma. — Cas.  27  sep- 
tiembre 1906 1  123 


M 


MADBE  NAXrKAI. 


1.  EfertoretroacJiro.  -  Heredero. 
— Hijo  natitrai-  -S^gün  el  Có- 
digo Civil  Peruano,  el  hijo  ile- 
gítimo que  no  es  espúreo  por  no 
tener  sus  padres  impedimento 
para  casarse  al  tieni)>o  de  la 
concepción,  tiene  la  calidad  de 
hijo  natural  respecto  de  sn  ma- 
dre, sin  neccMÍdad  de  reconoci- 
miento, el  cual  es  exigido  por  la 
ley  sólo  para  el  padre.- -C.  A.  3 
septiembre   190G II     33 

2.  La  madre  natural  que  ha  ad- 
quirido este  estado  civil  en  con- 
formidad á  la  legislación  pe- 
ruana, ticna  derecho  para  he- 
redar á  su  hijo  de  acuerdo  con 
la  legislación  chilena.— Mismo 
fallo. 

MANDAMIENTO  DE  EJECUCIÓN 

Apelación.  -  Juicio  ejerutivo. — 
La  resolución  por  la  cual  el 
juez  ordena  que  se  despaclie 
mandnntiento  de  ejecución,  es 
apelable.— í\  A.  2*4  diciembre 
1906 11  159 

Mandato. — V.  Poder. 

Caeacián  fié  oficio.  —  (Htadón 
para  sentencia.  —  Delegación. 
— Expresión  de  agravios.— 
Ko  representa  válidamente  al 
mandante  el  procurador  en 
quien  so  delegó  el  mandato 
¡K>r  el  c^uc  á  su  vez  era  delega- 
do del  mandatario  directo. — 
Cas.   27    noviembre   1905...  1     28 


MANIFESTACIÓN 

Competencia.  —IJeJn  ubridor.  - 
Fisco.  —  Juirio  de  hacienda. 
— Mina. — Eb  de  rigor  que  ca- 
da descubridor  se  presonte  se- 
paradamente y  en  la  Toniia 
prescrita  |H>r  el  artículo  29  del 
Código  de  Minería,  esto  es  ex- 
presando su  nombre  y  el  de 
sus  compañeros,  si  los  tuviere, 
las  señales  más  individuales  y 
características  del  sitio  donde 
se  encuentra  la  cata,  pozo  ó  la- 
bor donde  se  halló  el  mineral,  la 
designación  de  su  especie,  el 
nombre  que  quiere  dar  á  cada 
una  de  las  tres  pt^rtenencias  á 
que  tiene  derecho  y  la  exten- 
sión expresada  en  hectáreas, 
que  desea  comprenda  cada 
pertenencia.  En  consecuencia, 
es  inaceptable  la  presentación 
por  medio  de  Hna  sola  manifes- 
tación de  trescientos  descubri- 
dores que  atinnan  haber  descu- 
bierto minerales  de  hierro,  y 
piden  cada  uno  de  ellos  tres 
pertenencias  de  cinco  hectáreas 
cada  una,  sin  indicar  ni  siquie- 
ra someramente  los  deslindes 
de  cada  pertenencia  ó  sus  se- 
ñales características.  —  C.  A. 
17  octubre   1906 11     70 


MENSURA 


MINA 


MIHA 
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Autorización  jiuUciaL  -^  Bienes 
inmuebles. —  Mujer  cm-^MÍa. — 
Nuliiieul. — Prescripción. — Ha- 
tificaeión. —  Reju-Vf  ion,— Sepa- 
ración de  bienes. — Bl  marido 
participa  del  bciiefígio  resul- 
tante de  la  incapaciilad  de  la 
mujer  casada  que  obrfi  sin  su 
autorización  ó  de  la  Justicia  en 
subsidio,  pero  pierdo  el  dere- 
cho de  pedir  la  rescínión  del 
contrato  celebrado  de  ese  mo- 
do, si  ha  ratiñcado  expresa- 
mente dicho  contrato. — C.  A. 
3  noviembre    190C  .    ...    II     43 


1.  Admisibilidad.  — Impro  ^eden- 
cia. — Reílamadón.  —  Senten- 
cia aprobatoria  tle  mensura. 
— Sentencia  interlocnforia  — 
Es  procedente  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  fonna  contra  la 
sentencia  aprobatoria  de  la 
mensura.de  una  mina. — Cas.  16 
octubre   1906 I     57 

2.  Apreciación.  —  Causales.  — 
DeJicnbritloras, — Litis.  — Pa- 
ralelo 2''i.  —  Salitreran.  —  La 
afirmación  de  la  sentencia  rer 
currida  de  que  la  aentencia  de 
primera  instancia  ha  reconoci- 
do que  las  mensuras  se  han 
practicado  en  conformidad  i\  los 
títulos  ó  pedimentos  y  que  és- 
tos han  sido  aceptados  por  sen- 
tencia ejecutoria,  es  un  hecho 
de  la  eautta  eHtablecida  por  el 
Tribunal  sentenciador,  y  como 
tal  inamovible.— Cas.  6  abril 
1907 1  193 

8.  No  hay  disposición  legal  que 
resuelva  de  una  manera  preci- 
sa si  la  distancia  que  deba  me- 
diar entre  las  descubridoras 
debe  medirse  entre  las  líneas 
que  encierran  las  pertenencias, 
ó  si  estas  distancias  deben 
medirse  entre  la  excava- 
ción que  constituye  el  descubri- 
miento, pnesto  que  aun  el  ar- 
ticulo 7."  del  Reglamento  de 
1877  previene  (^ue  la  mensura 
se  ejecute  «por  dentro  de  las 
líneas  que  el  descubridor  soli- 
cito en  la  parte  explorada  del 
terreno».  No  habiendo  en  el  Re- 
glamento reglas  A  qué  atenerse 
respecto  de  las  distancias  que 
deben  guardar  entre  sí  las  lí- 
neas exteriores  de  la»  pertenen- 
cias, debe  estai-se  á  lo  .que 
prescribe  el  Código  de  Minería. 
— Mismo  fallo. 

4.  Impugnada  la  mensura  de 
ciertas  pertenencias  salitreras 
por  haberse  ubicado  al  norte 
del  paralelo  23,  la  sentencia 
que  aprueba  dicha  mensura  no 
infringe  el  Tratado  celebrado 
con  Kolivia  en*  1874  ni  la  ley  de 
2  de  mayo  de  1879  sobre  atri- 
buciones conferidas  al  Gobier- 
no sobre  el  territorio  compren- 
dido éntrelos  paralelos  23  y 24, 
por  cuanto  no  está  trazado  el 


paralelo  23  y  loe  diversos  in- 
genieros y  peritos  que  en  dis- 
tintas ocasiones  han  ejeootado 
estudios  y  observaciones  para 
determinar  la  ubicación  parcial 
de  ese  paralelo  no  han  estado 
de  acuerdo  respecto  de  su  ubi- 
cación precisa. — Mismo  fallo. 

5.  Causal  —  Descubrimiento.  — 
íJstacamento. — Posesión  efec- 
tiva. —  Salitreras.  —  Según  el 
artículo  45  del  Código  de  Mine- 
ría de  1874,  aplicable  al  salitre, 
desde  que  se  registra  un  descu- 
brimiento, cualquiera  persona 
hábil  puede  solicitar  una  perte- 
nencia para  explorar  la  veta 
durante  noventa  días  por  el 
rumbo  que  indicare  á  continua- 
ción de  la  señalada  por  el  des- 
cubridor.— El  artículo  6  del  Re- 
glamento de  28  de  julio  de  1877 
que  dispone  que  ^'registrado 
uñ  descubrimiento  no  se  podrá 
solicitar  ana  pertenencia  á  sus 
inmediaciones  sino  después  que 
el  descubridor  haya  mensurado 
la  suya  y  tomado  posesión  de 
ella",  no  debe  tomarse  en  su 
estricto  sentido  literal,  porque 
no  se  concibe  que  el  Reglamen- 
to se  haya  dictado  para  dero- 
gar la  ley  y  contrariarla  en  par- 
te snstancial,  sino  para  facili- 
tar su  cumplimiento  y  ejecu- 
ción, \\OT  lo  cual  es  necesario 
armonizarlo  con  ella;  y  esa  dis- 
posición debe  entenderse  en  el 
único  sentido  que  lógicamente 
le  corresponde,  de  que  no  es 
pennitido  solicitar  la  mensura 
de  una  pertenencia  á  continua- 
ción de  un  descubrimiento  sin 
que  éste  haya  sido  previamen- 
te mensurado,  debiendo  quedar 
en  suspenso  los  derechos  del 
peticionario  de  un  estacado 
mientras  no  se  efectúe  la  men- 
sura del  descubrimiento,  para 
ubicar  el  estacado  en  el  lugar 
que  le  corresponde  sin  perjudi- 
car el  derecho  del  descubridor. 
—Cas.  14  mayo  1907  ....  I  249 

6.  Es  infundada  la  cansal  de  ca- 
sación que  se  basa  en  no  haber- 
se concedido  á  los  demandantes, 
herederos  del  duefio  do  un  pedi- 
mento salitrero,  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  de  su 
causante,  circunstancia  que  los 
inhabilitaría  ajuicio  del  recu- 
rrente para  pedir  la  mensura 
de  ese  pedimento,  porque  la 
mensura  no  es  un  acto  de  trans-  ' 
ferencia  de  dominio,  ni  implica 
do  parte  de  los  herederos  el 
disponer  de  algún  modo  de  la 
indicada  pertenencia,  contravi- 
niendo al  artículo  688  del 
Código  Civil,  y  porque,  además, 
consta  de  autos  que  se  conce- 
dió á  esos  herederos  dicha  po- 
sesión efectiva. — Mismo  fallo. 

MERCED    DE    AGUAS. — V.    AguCtS. 

MILITARES. — V.  Peni^ones militar 
res. 

Mina. — V.  SaUtreras, 


1.  Arenas  aurífera».— Pertenen* 
fia  minera.— Sustanáas  de 
Ubre  adquisición, — Las  arenas 
auríferas  y  demás  sustaneias 
minerales  de  los  ríos  y  placeres 
son  denunciables  y  de  Ubre  ad- 
quisición, aunque  el  terreno  en 
que -se  encuentre  no  sea  erial, 
debiendo  en  este  caso  formarse 
las  pertenencias  mineras  con 
arreglo  á  las  preecrípoioaes  le- 
gales, como  si  se  tratara  de  mi- 
na propiamente  tal. — C.  A.  25 
noviembre  1905  ......  II      2 

2.  Avio,  —  Comunero. — Rogo. — 
Reivindicación.  —  El  acreedor 
de  una  mina  puede  tomar  la 
tenencia  de  ella,  y  si  para  pa- 
garse de  loe  primeros  anticipos 
ha  tenido  que  hacer  otros  para 
trabajarla,  aumentándose  la 
deuda  en  vez  de  disminuir,  tiene 
derecho  para  retener  la  mina  y 
seguir  aviándola  bajo  su  admi- 
nistración hasta  pagarse  pre- 
ferentemente, con  la  excepción 
que  prescribe  el  artículo  146 
del  Código  de  Minería.— C.  A. 

7  juliol906 II    88 

3.  Si  algunoe  de  los  duefioe,  co- 
muneros de  la  mina,  no  aceptan 
la  continuación  de  loe  avíos, 
después  de  trascurrido  el  plazo, 
pueden  ponerles  término;  pero 
no  por  reivindicación,  sino 
por  medio  del  pago  de  lo  de- 
bido.- -Mismo  fallo. 

4.  Competencia.  —  Descubridor. 
— Fisco. — Juicio  de  hacienda, 
— Manifestación,  —  Fuera  de 
las  minas  cuya  explotación  se 
reserva  el  Estado,  no  tiene  el 
Fisco  interés  especial  en  ningu- 
na, ni  siquiera  por  la  falta  de 
pago  de  la  patente,  porque  esta 
omisión  sólo  trae  como  resolta- 
do la  pérdida  de  la  mina  en 
favor  de  otro  particular  que  la 
solicite,  y  si  nadie  la  solicita, 
la  patente  se  pierde  para  el  Es- 
tado. —  En  consecuencia,  tra- 
tándose en  el  juicio  de  la  mani- 
festación de  una  mina  de  fierro, 
no  puede  estimarse  ese  juicio 
como  causa  de  hacienda  y  no 
procede  por  tanto  la  aplicación 
del  artículo  5.''  de  la  ley  de  28 
de  agosto  de  1902  que  estable- 
ce que  el  conocimiento  de  esas 
causas  corresponde  á  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago. — 

C.  A.  17  octubre  1906  .    .    .    .  II     70 

5.  Es  de  rigor  que  cada  descubri- 
dor se  presente  separadamente 
y  en  la  forma  prescrita  en  el 
articulo  29  del  Código  de  Mi- 
nería, esto  es,  expresando  su 
nombre  y  el  de  sus  compafteros 
si  loe  tuviere,  las  seftales  más 
individuales  y  características 
del  sitio  donde  se  encuentra  la 
cata,  pozo  ó  labor  en  que  se 
halló  el  minera],  la  designación 
de  su  especie,  el  nombre  qne 
quiere  dar  á  cada  nna  de  las  ' 
tres  pertenencias  á  que  t|ene 
derecho  y  la  extensión,  M¿pre- 
sada  en  hectáreas,  que  desea 
comprenda  cada  perteneticia. 
— En  consecuencia,  es  inacep- 
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cuatro  años  qae  fija  el  articolo 
1216  del  Código  Civil  para  pe- 
dir la  reforma  de  un  testamen- 
to, se  refiere  únicamente  «¿los 
legitimarios  á  quienes  el  testa- 
dor no  haya  dejado  lo  que  por 
ley  les  corresponde»,  6  sea  á 
aquellos  A  quienes  el  testador 
menciona  como  tales  legitima- 
rios y  les  asigna  una  i>orci6n 
de  bienes  inferior  A  la  que  debe 
tocarles. — ^Esta  prescripción  no 
es  aplicable  al  caso  del  legiti- 
mario que,  por  haber  sido  pasa- 
do en  silencio  en  el  testamento, 
se  entiende  instituido  heredero 
en  su  legítima. — Cas.  8  noviem- 
bre 1906 1     10 

LBTBA  DE  CAMBIO 

Cosaiwtffada, — Juicio  ejecutivo. 
— Juicio  ordinario. — Reserva 
de  derechos. — La  sentencia  re- 
caída en  juicio  ejecutivo  pro- 
duce cosa  juzgada  en  el  ordina- 
rio, tanto  respecto  del  ejecu- 
tante como  del  ejecutado,  salvo 
que  antes  de  dictarse,  el  actor 
ó  el  reo  pidiere  reserva  de  sus 
acciones  ó  excepciones  para 
deducirlas  en  el  ordinario  y  el 
Tribunal  asi  lo  declare,  exis- 
tiendo motivos  calificados,  lo  . 
que  siempre  se  concede  respec- 
to de  acciones  y  excepciones 
no  referentes  A  la  existencia 
de  la  obligación  misma  que 
ha  sido  objeto  de  la  ejecu- 
ción.— La  demanda  ordinaria 
debe  interponerse  dentro  de 
quince  dias,  bajo  pena  de 
no  ser  admitida  después. — En 
consecuencia,  desechada  por 
sentencia  la  acción  ejecutiva 
para  el  cobro  de  una  letra  de 
cambio,  por  ser  ineficaz  el  pro- 
testo, y  por  no  estar  reconocida 
en  forma  legal  la  aceptación 
del  librado  al  tiempo  de  despa- 
charse el  mandamiento  de  em- 
bargo, siendo  dicha  aceptación 
condición  esencial  para  el  pago 
de  la  letra,  si  el  ejecutante  no 
pide  antes  de  la  sentencia  que 
se  le  reserve  su  acción  para  el 
juicio  ordinario,  ni  interpone 
demanda  ordinaria  dentro  de 
quince  dias  de  dictada  la  sen- 
tencia, la  demanda  ordinaria 
que  después  deduzca  debe  ser 
rechazada  |ior  inadmisible. — 
Cas.  25  julio  1907 I  336 

LEY  DEL  CONTRATO 

Ápreciadón.  —  Compravevúa.  — 
Interpretarán.  —  Moneda.  — 
/V«cto.— Reducida  la  litis  A  de- 
terminar la  interpretación  que 
debe  darse  A  la  estipulación  de 
un  contrato,  relativa  A  la  for- 
ma de  pago  del  precio  de  cier- 
tas mercaderias,  la  interpreta- 
ción dada  A  esa  clAusula  por 
el  Tribunal  sentenciador  es 
una  apreciación  de  hecho,  que 
escapa  A  la  censura  del  Tribu- 
nal de  Casación. — Cas.  17  agos- 
to 1907 I  405 


LISTA   DE     TESTIGOS. — V.     TesH- 

gos. 


Apreciación,  —  Causales.—  Des- 
cubridoras. —  Mensura. — Pa- 
ral€lo23.—SaUfreras.—K\  Tri- 
bunal sentenciador  no  puede, 
sin  incurrir  en  una  ilegalidad, 
pronunciarse  sobre  una  cues- 
tión que  no  fué  materia  de  dis- 
cusión durante  el  juicio. — Tra- 
bada la  cuestión  en  primera 
instancia  sobre  si  las  pertenen- 
cias descubridoras  materias 
del  juicio  estaban  mensuradas 
A  menor  distancia  de  cinco  ki- 
lómetros, la  sentencia  de  se- 
gunda instiuicia  no  podía  resol- 
ver otro  punto  que  el  debatido 
y  nó  el  referente  á  la  distancia 
de  diez  kilómetros  exigida  en 
segunda  instancia  por  el  Fisco. 
Cas.  6  abril  1907 I  193 


LITIS-CONTESTACIÓN 

Expresión  de  agravios. — Impro- 
cedencia.— Habiendo  reconoci- 
do plenamente  el  demandado 
el  derecho  de  demandante  A 
mensurar  ciertas  pertenencias 
auríferas,  limitAndose  A  soste- 
ner que  tenia  derecho  preferen- 
te 4  la  mensura,  quedó  trabada 
la  litis  entre  las  partes  única- 
mente sobre  la  preferencia  pa- 
ra mensurar  dichas  pertenen- 
cias y  la  manera  como  el  de- 
mandado debía  mensurar  las 
suyas,  y  sobre  estos  puntos  re- 
cayó exclusivamente  el  fallo 
de  primera  instancia. — En  con- 
secuencia, la  petición  formula- 
da por  primera  vez  en  el  juicio 
en  el  escrito  de  expresión  de 
agravios,  A  fin  de  que  se  decla- 
re que  el  demandante  no  tiene 
derecho  alguno  A  las  pertenen- 
cias de  que  8c  trata,  no  puede 
ser  objeto  del  fallo  definitivo. 
—Cas.  31  diciembre  1906 1  152 


LITIS-PENDENCIA 

Considerandos.  —  Contradiccio- 
nes del  fallo. — Exjcepdón  dUa- 
torio. — Aun  cuando  la  excep- 
ción dilatoria  de  litis  pendencia 
puede  resolverse  antes  de  la 
contestación  de  la  demanda  y 
promoverse  por  vía  de  inciden- 
dente  en  el  curso  del  juicio,  si 
las  partes  han  aceptado  discu- 
tirla en  el  juicio  con  las  demás 
excepciones  opuestas  y  respec- 
to de  todas  ellas  ha  recaído 
resolución  del  Tribunal,  la 
circunstancia  de  haber  sido 
resuelta  esa  excepción  en  la 
sentencia  definitiva  no  es  mo- 
tivo para  anular  el  fallo,  ya 
que  no  es  causa  legal  de  casa- 
ción en  la  forma. — ^Cas.  27  sep- 
tiembre 1906 I  123 


MADRE  NATiniAI. 

1 .  Efecto  retroactivo.—  Hereden*. 
— Hijo  naíuraL- -Sef^n  W  í\r 
digo  Civil  Peruano,  el  hijo  ile- 
gitimo que  no  es  espúreí»  por  di» 
tener  sus  padres  im|»cd¡nHmt<> 
para  casarse  al  tiem(»o  de  U 
concepción,  tiene  la  calidad  4e 
hijo  natural  respecto  de  ^n  laa* 
drc,  sin  neceiiidJtid  de  recomici- 
miento,  el  cual  os  exigido  )H>r  U 
ley  sólo  para  el  padre.— -C.  A.  3 
septiembre    1906 11   2 

2.  La  madre  natural  que  Ha  áú- 
quirído  este  estado  civil  en  t%m- 
fomiidad  á  la  legislación  pe- 
ruana, tiena  derecho  }kara  he- 
redar A  su  hijo  de  acuerdíi  fi« 
la  legislación  chilena. —MÍ9iik« 
fallo. 

MANDAMIENTO  DE  EJVXTí  lo^ 

Apelación,  —  Juicio  ejen$tiro.~ 
La  resolución  por  la  cual  A 
juez  ordena  que  se  di^p&riiF 
mandamiento  de  ejeeoeión,  e« 
apelable. — C  A.  24  dteiotnbiv 
1906 U  lií 

Mandato. — V.  Poder. 

Cascteián  dé  oficio.  —  ÍHiorÍM 
para  sentencia.  —  DdeffacÍ4m. 
— Expresión  de  agraciom.- 
Ko  representa  válidamente  al 
mandante  eJ  procorador  tu 
quien  se  delegó  el  mandata 
por  el  que  A  su  vez  era  delrga- 
do  del  mandatario  directo.— 
Cas.   27    noviembre   19a'»...  I    :^ 


MANIFESTACIÓN 

Cov^petencia.—DeHtMbr%iior.  - 
F\*co.-  Juirio  de  hañenda. 
— Mina.-  -E«  de  rigor  qiw  ra- 
da descubridor  se  preñante  $<r 
paradamente  y  en  la  Toruu 
prescrita  i>or  el  artículo  iS  iA 
Código  de  Minería,  e«to  e#  fi- 
presando  su  nombre  y  el  ¿i 
sus  compañeros,  si  los  turicri . 
las  señales  mA«  iudividoalc:^  t 
características  del  sitio  dttadii^ 
se  encuentra  la  cata,  pozo  ú  la- 
bor donde  se  halló  el  mineral.la 
designación  de  su  especie.  •! 
nombre  que  quiere  dar  á  cada 
una  de  las  tres  perteaiencía»  • 
que  tiene  derecho  y  la  extta- 
sión  expresada  en  beciárea*. 
que  desea  comprenda  cada 
pertenencia.  Bu  cofksccoeocia. 
es  inaceptable  la  pr»entact<in 
por  medio  de  una  sola  manifes- 
tación de  tr(*scieutoa  descobrí- 
dores  que  afirman  liaber  dn^ett- 
bierto  minerales  de  hieno.  r 
piden  cada  uno  de  ellos  trv« 
pertenencias  de  cinc*»  hectánwtf 
cada  una,  shi  indicar  ni  siqoí^ 
ra  someramente  los  dealindci 
de  cada  pertenencia  ó  sus  ór- 
nales característieaa.  —  C.  -4. 
17  octubre   1906 U    Tv 


MENSURA 


MINA 


MIHA 
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MARIDO 

Aularixf^rián  judiriaL  ^«  Bienes 
inniue/jles. —  Mujet'  c^n^da. — 

tific€tcióix. —  Rescisión.  —Sepa- 
ranión  de  fnene». — El  marido 
participa  del  beiieño|o  resal- 
tante de  la  incapacidad  de  la 
mujer  ca8ada  que  ohrfi  ain  8ii 
autorización  ó  de  la  justicia  eii 
subsidio,  pero  pierdo  el  dere- 
cho de  pedir  la  roHcíi^ión  del 
oouti'ato  celebrado  de  ese  mo- 
do, hí  ha  ratiñcado  eicpresa- 
meute  dicho  contrnto. — C.  A. 
3  iio\  iiMnhrc    lUOti  .    ...    II     43 


1.  AfhntHÍhUidad. — Impro-eden- 
cúa. — Iie>  lamación.  —  Senten- 
cia nprohfUoria  ile  nieruntra. 
— Senfeiicia  iníerlocatoria  — 
Ea  procedente  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  fonua  contra  la 
i^eiiteiicia  aprobatoria  de  la 
mensura  de  una  núna. — Cas.  16 
octubre    1Ü06 I     57 

2.  Apreiñación,  —  Va  únales.  — 
IJeJtrtthrifloroJt. —  Litijt.  —  Pa- 
r alelo  2S.  —  Salitreras.  —  La 
afirmación  de  la  sentencia  re- 
currida de  que  la  sentencia  de 
primera  instancia  ha  reconoci- 
do que  las  mensuras  se  han 
practicado  en  conformidad  íi  los 
títulos  ó  pedimentos  y  que  ('»- 
tos  han  sido  aceptados  por  seu- 
tencia  ejecutoría,  es  un  hecho 
do  la  cansa  establecida  por  el 
Tribunal  sentenciador,  y  como 
tal  inamovible.— Cas.  6*  abril 
1907 1  193 

3.  No  hay  disposición  legal  que 
resuelva  de  una  manera  preci- 
sa si  la  distancia  que  deba  me- 
diar entre  las  descubridoras 
debe  medirse  entre  las  líneas 
que  encierran  las  pertenencias, 
ó  si  e^tas  distancias  deben 
medirse  entre  la  excava- 
ción que  constituye  el  descubri- 
miento, puesto  que  aún  el  ar- 
tícnlo  7."  del  Reglamento  de 
1877  previene  que  la  mensura 
se  ejecute  «por  dentro  de  las 
lineas  que  el  descubridor  soli- 
cite en  la  parte  explorada  del 
tcrreno>.  No  habiendo  en  el  Re- 
glamento reglan  á  qué  atenerse 
respecto  do  las  distancias  que 
deben  guardar  entre  sí  las  lí- 
neas exteriores  de  las  pertenen- 
cias, debe  estarse  á  lo. que 
prescribe  el  Código  de  Minería. 
— Mismo  fallo. 
4.  Impugnada  la  mensura  de 
ciertas  pertenencias  salitreras 
{jor  haberse  ubic^ido  al  norte 
del  paralelo  23.  la  sentencia 
que  aprueba  dicha  mensura  no 
infringe  el  Tratado  celebrado 
con  Bolivia  en' 1874  ni  la  ley  de 
2  de  mayo  de  1871)  sobre  atri- 
buciones conferidas  al  ÍTobier- 
no  sobre  el  territorio  compren- 
dido éntrelos  paralelos  23  y 24, 
por  cuanto  no  está   trazado  el 


paralelo  23  y  los  dtveraoe  in- 
genieros y  peritos  que  en  dis- 
tintas ocasiones  han  cjeootado 
estudios  y  observaciones  para 
detenninar  la  ubicación  parcial 
de  ese  paralelo  no  han  estado 
de  acuerdo  respecto  de  su  abi- 
cacióu  precisa. — Mismo  falla 

5.  CmtsaL  —  Descubrimienio.  — 
Estacamento, — Posesi&a  efec- 
tiva. —  Salitrercts.  —  Según  el 
artículo  45  del  Código  de  Mine- 
ría de  1874,  aplicable  al  salitre, 
desde  que  se  registra  un  descu- 
brimiento, cualquiera  persona 
hábil  puede  solicitar  una  perte- 
nencia para  explorar  la  veta 
durante  noventa  días  por  el 
rumbo  que  indicare  á  continua- 
ción de  la  señalada  por  el  des- 
cubridor.- -  El  artículo  6  del  Re- 
glamento de  28  de  julio  de  1877 
que  disi>one  que  "registrado 
UI1  descubrimiento  no  se  podrá 
solicitar  una  pertenencia  á  sus 
inmediaciones  sino  desput^s  que 
el  descubridor  haya  mensurado 
la  suya  y  tomado  posesión  de 
ella",  no  debe  tomarse  en  su 
estricto  sentido  literal,  porque 
no  se  concibe  que  el  Reglamen- 
to se  haya  dictado  para  dero- 
gar la  ley  y  contrariarla  en  par- 
te sustancial,  sino  para  facili- 
tar su  cumplimiento  y  ejecu- 
ción, por  lo  cual  es  necesario 
armonizarlo  con  ella;  y  esa  dis- 
posición debe  entenderse  en  el 
único  sentido  que  lógicamente 
le  corresponde,  de  que  no  es 
permitido  solicitar  la  mensura 
de  una  pertenencia  á  continua- 
ción de  un  descubrimiento  sin 
que  éste  haya  sido  previamen- 
te mensurado,  debiendo  quedar 
en  suspenso  los  derechos  del 
peticionario  de  un  estacado 
mientras  no  se  efectúe  la  men- 
sura del  descubrimiento,  para 
ubicar  el  estacado  en  el  lugar 
que  le  corresponde  sin  perjudi- 
car el  derecho  del  descubridor. 
—Cas.  14  mayo  1907  .    .    .    .  I  249 

6.  Es  infundada  la  causal  de  ca- 
sación que  se  basa  en  no  haber- 
se concedido  á  los  demandantes, 
herederos  del  dueño  do  un  pedi- 
mento salitrero,  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  de  su 
causante,  circunstancia  que  los 
inhabilitaría  á  juicio  del  recu- 
rrente para  pedir  la  mensura 
de  ese  pedimento,  porque  la 
mensura  no  es  un  acto  de  trans- 
ferencia de  dominio,  ni  implica 
de  parte  de  los  herederos  el 
disponer  de  algún  modo  de  la 
indicada  pertenencia,  contravi- 
niendo al  artículo  688  del 
Código  Civil,  y  porque,  además, 
consta  de  autos  que  se  conce- 
dió á  esos  herederos  dicha  po- 
sesión efectiva. — Mismo  fallo. 

MERCED    DE    AGUAS. — V.    ÁffUOS. 

MILITARES.— V.  Peticiones  milita- 
res. 

Mina.— V.  Salitrera». 


1.  Arenas  auriferaa^—Pertenen- 
eta  minera.  — Sustancias  de 
Ubre  adquisición. — Las  arenas 
auríferas  y  demás  sustancÍM 
minerales  de  los  ríos  y  placeres 
son  denanciables  y  de  Ubre  ad- 
quisición, aunque  el  terreno  eu 
que  se  encuentre  no  sea  eríal^ 
debiendo  en  este  caso  formarse 
las  pertenencias  mineras  con 
arreglo  á  las  prescripciones  le- 
gales, como  si  se  tratara  de  mi- 
na  propiamente  tal. — C.  A.  25 
noviembre  1905  ......  II      2 

2.  Aifio.  —  Comunero. — l\tgo. — 
IÍeiüindicación.—E\  acreedor 
de  una  mina  puede  tomar  la 
tenencia  de  ella,  y  si  pam  pa- 
garse de  los  primeros  anticipos 
ha  tenido  que  hacer  otros  para 
trabajarla,  aumentándose  la 
deuda  envés  de  disminuir, tiene 
derecho  para  retener  la  mina  y 
seguir  aviándoia  bajo  su  admi- 
nistración hasta  pagarse  pre- 
ferentemente, con  la  excepción 
que  prescribe  el  articulo  146 
del  Código  de  Minería.— €.  A. 
7juliol906 II    88 

3.  81  algunos  de  los  dueños,  co- 
muneros de  la  mina,  no  aceptan 
la  continuación  de  los  avíos, 
después  de  trascurrido  el  plazo, 
pueden  ponerles  término;  pero 
no  por  reivindicación,  sino 
por  medio  del  pago  de  lo  de- 
bido.- -Mismo  fallo. 

4.  Competencití.  —  Descubridor. 
— Fisco.— Juicio  de  hacienda. 
— Manifestación.  —  Fuera  de 
las  minas  cuya  explotación  se 
reserva  el  Estado,  no  tiene  el 
Fisco  interés  especial  en  ningu- 
na, ni  siquiera  por  la  falta  de 
pago  de  la  patente,  porque  esta 
omisión  sólo  trae  como  resulta- 
do la  pérdida  de  la  mina  en 
favor  de  otro  particular  que  la 
solicite,  y  si  nadie  la  solicita, 
la  patente  se  pierde  para  el  Es- 
tado. —  En  consecuencia,  tra- 
tándose en  el  juicio  de  U  mani- 
festación de  una  mina  de  fierro, 
no  puede  estimarse  ese  juicio 
como  causa  de  hacienda  y  no 
procede  por  tanto  la  aplieaeión 
del  articulo  5."*  de  la  ley  de  28 
de  agosto  de  1902  que  estable- 
ce que  el  conocimiento  de  esas 
cansas  corresponde  á  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago. — 

C.  A.  17  octubre  1906  .    .    .    .  II     70 

5.  Es  de  rigor  que  cada  descubri- 
dor se  presente  separadamente 
y  en  la  forma  prescrita  en  el 
articulo  29  del  Código  de  Mi- 
nería, esto  es,  expresando  su 
nombre  y  el  de  sus  compafteroa 
si  los  tuviere,  las  señales  más 
individuales  y  características 
del  sitio  donde  se  encuentra  la 
cata,  pozo  ó  labor  en  que  se 
halló  el  mineral,  la  designación 
de  su  especie,  el  nombre  que 
quiere  dar  á  cada  una  de  la« 
tres  pertenencias  á  que  t|éne 
derecho  y  la  extensión,  eg^pre- 
sada  en  hectáreas,  que  desea 
comprenda  cada  perteuetfcia. 
— En  consecuencia,  es  inacep- 
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tabI«AlA  preseutución  por  me- 
dii)  de  uua  sola  TnanifeBtAcióti 
de  trcHcieutoH  descubridores 
que  afírinau  haber  descubierto 
niineralefi  de  hierro,  y  piden  ca- 
da inio  dcelloHtres  pertenencias 
de  cinco  hectáreas  cada  una, 
xin  indicar  ni  siquiera  somera- 
mente los  d^slhidcs  de  cada  per- 
tenencia ó  sus  señales  caracte- 
rísticas.— Mismo  fallo. 

6.  SiUitreras. —  Constituida  una 
pertenencia  salitrera,   no   pue- 

.  den  rtígistj-arse  ni  constituirse 
dentro  de  sus  terrenos,  pedi- 
mentos de  yeso  y  mármol,  por- 
que^ a6Í  como  en  el  caso  de  una 
misma  mina  jiríma  el  derecho 
del  primer  denunciante,  así 
también  en  este  caso  debe  regir 
por  analogía  el  principio  de  la 
prioridad  de  la  manifestación. 
— C.  A-  19  noviembre    1906.  II  126 

MINISTERIO  HÚBMCO 

('avadan  en  /«  forina. — Estallo 
civil. — Eh  nula  la  sentencia  dic- 
tada en.  primera  instancia  so- 
bre el  estado  civil  de  una  per- 
sona sin  audiencia  del  Minis- 
terio Público,  por  ser  éste  un 
trámite  esencial  «del  procedi- 
miento. No  puede  subsanarse 
esta  omisión  oyendo  al  Ministe- 
rio Publico  en  segunda  instan- 
cia.—('  A.  6  diciembre  1906.  II  142 

MINUTA    DE    PRUEBA 

BÍ€Jie«  inmuebles.— Coinpraven' 
ta.r- Tercería,— YA  juez  debe 
fijar  puntos  de  prueba  hayan  ó 
nó  presentado  minutas  las  par- 
tes.—C.  A.  20  octubre  1906.  II     51 

MODOS   DE    ADQUIRIR 

1.  Cánsales.—  Dominio.  —  Ins- 
cripción.— Leffodo. — Síicemán. 
—  Troflicién.  —  Terrería.  — 
La  sucesión  por  causa  de  muer- 
te es  uno  de  los  modos  de  ad- 
quirir el  dominio,  y  se  puede 
suceder  á  una  persona  ya  á  tí- 
tulo universal  como  heredero, 
ya  á  titulo  singular  como  lega- 
tario, sin  que  sea  necesario  pa- 
ra la  adquisición  del  dominio 
en  uno  ú  otro  carácter  que  ade- 
más se  haga  tradición  de  las 
cosas  heredadas  ó  legadiis, 
puesto  que  respecto  de  unos 
mismos  bienes  no  pueden  con- 
currir diversos  modos  de  ad- 
quirir su  dominio.  —  Cas.  3 
noviembre  1906 I  147 

2.  La  herencia  ó  legado  se  de- 
fiere por  ministerio  de  ley,  se- 
gún el  artículo  688  del  Código 
Civil,  en  el  momento  de  fallecer 
la  persona  de  cuya  sucesión  se 
trata,  si  el  llamamiento  no  es 
condicional,  y  por  el  sólo  he- 
cho de  la  muerte  se  trasmite  al 
heredero  ó  legatario  la  pose- 
sión y  dominio  que  en  los  bienes 
hereditarios    correspondía     al 

:  antecesor. — Mismo  fallo. 

3.  La  persona  instituida  en  testa- 


mento como  Icgataría  de  un  lii- 
nmeble  adquiere  el  dominio  de 
él  por  1*  muerte  de  la  testado- 
ra, y  esta  adquisición  no  que- 
da sni  efecto  por  la  enajenación 
que  posteriormente  haga  de  ese 
inmueble  á  un  tercero  la  alba- 
cea  de  la  testadora,  aunque  esa 
enajenación  se  inscriba,  siem- 
pre que  no  haya  transcurrido  el 
tiempo  necesario  para  que  pres- 
criba el  derecho  de  legatario. — 
Mismo  fallo. 
4.  Procede,  eu  consecuencia,  la 
tercería  de  dominio  interpuesta 
por  el  legatario,  en  1«  ejecución 
seguida  por  un  acreedor  hipo- 
tecario contra  el  tercero  A 
quien  la  albacea  donó  el  inmue- 
ble, pues  ese  tercero  no  adqui- 
rió el  dominio  por  la  tradición 
que  le  hizo  la  albacea,  ni  i)or 
prescripción  por  no  haber 
transcurrido  en  esto  caso  el 
tiempo  necesaria — Mismo  fa- 
llo. 

MONEDA 

1.  Agente  de  Aduana. — Apretia- 
ción. — Cc$s<xr.Í4hi  en  el  fontlo. 
—(hntraban  lo.  —  Defrauda- 
ción.— Derechos  de  Aduana. 
— MuMa. — La  sentencia  que  al 
fijar  la  pena  qwe  debe  imponer- 
se por  una  defraudación  de  de- 
rechos de  aduana,  ordena  pa- 
gar en  pesos  de  48d  el  25*'/o  de 
los  derechos  do  internación 
que  correspondía  pagar  en  oro, 
dando  así  á  la  libra  esterlina  el 
el  valor  de  $  5,  infringe  lo  dis- 
puesto on  los  artículos  9  de  la 
ley  de  26  de  noviembre  de  1892 
y  5."  y  8."  déla  de  31  de  mayo 
de  1893,  que  disponen  que  el 
25"/o  de  los  derechos  de  interna- 
ción deben  pagarse  en  libras 
esterlinas  á  razón  de  $  6.31  por 
cada  libra  ó  en  :noneda  chilena 
de  oro  de  valor  equivalente. 
—Cas.  .30  noviembre  1906  .  .  1  260 

2.  fil  valor  de  la  multa  con  que 
pena  el  artículo  89  número  18 
de  la  Ordenanza  de  Aduanas  al 
agente  de  aduana  que  defrauda 
los  derechos  de  internación, 
igual  al  duplo  del  valor  que  in- 
tentó defraudar,  puede  deter- 
minarse en  moneda  corriente, 
ya  que  no  se  trata  de  percep- 
ción de  derechos  de  interna- 
ción, y  ya  que,  según  la  ley  de 
31  de  julio  de  1898,  los  billetes 
que  ella  autoriza  emitir  sirven 
para  solventar  todas  las  obli- 
gacionen,  con  las  solas  excep- 
ciones que  ella  determina,  en- 
tre las  cuales  no  está  compren- 
dido ^1  importe  de  las  penas 
pecunisrias  impuestas  por  la 
Ordenanza  de  Aduanas.— Mis- 
mo fallo. 

3.  Aprecic^ión. —  Compraventa. 
,   — Interpretación.  —  Ley  del 

contrato. — Precio. — En  un  con- 
trato de  compraventa  el  pago 
debe  hacerse,  bajo  todo  res- 
pecto, en  conformidad  al  tenor 
de  la  obligación,  y  cuando  ésta 
es  clara  no  hay  para  qué  desa- 


tender sq  teoor  literal  á  pre- 
texto de  consaltar  sn  espirita. 
Exprima ndo  el  contrato  qw  \m$ 
mercadería*  ¿«Imb  pagana  al 
cambio  de  18d  por  pctoy  t^Ao 
cumple  sn  obligación  el  tmt- 
prador  pagando  en  moneda  f*- 
terliua  ó  su  equiralente  e^- 
roodo  al  cambio  de  ISd  por 
peso,  y  no  pagando  sim- 
plemente en  peeoe  cfailAioe. 
«in  atender  al  cambio,  ooo  el 
pretexto  de  qae  estos  p««iM 
son  legateente  de  I8d.— C  A, 
Cas.  17  agosl»»  1907 I  Mi 


Intereses.— Retención.  —  Xo  ia- 
cnrre  en  oKira  oi  está  oblip- 
éo  al  pago  de  los  bitereses  r*f- 
pectmM  el  deudor  qoe  no  pa|r> 
al  acreedor  en  el  plazo  eonrc 
nido,  si  antes  ilel  rencimiralo 
se  le  notifiea  en  forma  legal  ana 
orden  judieial  de  retener  «a  n 
poder  la  suma  debida,  Ardra 
decretada  á  ijetición  de  nn  t«^ 
cero.  8i  bien  el  deodor  podo  li- 
bertarse de  toda  responsabili- 
dad consignando  en  un  Bañe» 
ó  en  arcos  fiscales  á  la  órdfs 
judicial  la  cantidad  debida,  m 
estaba  obligado  á  hacerlo,  y 
por  no  ejercitar  una  faeolud 
no  puede  incnrrir  en  penas  qoe 
la  ley  reserva  para  faltan  eo  el 
cumplimiento  de  obltgacioaf». 
—Cas.  3  Julio    1907 1541 

McEBTE. — V.  FaOecimient». 

DisoíutÁón.—  ReMofuáán.  -  So- 
ciedad colectiva. — La  sociedad 
colectiva  civil  se  ditnelve  pv 
la  muerte  natnral  ó  civil  de 
cualquiera  de  loe  socios,  inen» 
cuando  ¡lor  disposidón  de  U 
ley  ó  por  el  acto  con?titiiíÍTt> 
haya  de  oontinnar  entre  W 
socios  sobrevivientes  con  k» 
herederos  del  difunto  ^  sin 
ellos.  Si  en  el  acto  constitutÍTo 
de  la  sociedad  se  fija  el  plaw 
de  nueve  años  para  sudaraeióa 
y  se  agrega  que  la  negociaei<Sii 
no  terminará  por  ninguna  cansa 
ó  motivo  antes  del  plaao  esti- 
pulado, no  procede  la  demanda 
de  disolución  del  contrato  fao* 
dada  en  el  fallecimiento  de  ano 
de  los  socios  ocurrido  ante»  del 
vencimiento  del  pía».— C.  A. 
26  octubre    1906 W   ^ 

MÜJKB  CASADA 

1.  Autorización  judidaL—  Bif 
ne*  inmuebles. — Marido.  -AV 
Udad.—Prescripaón,  —  RaH- 
ficadón. — lieseíaión. —Separa- 
ción de  hiene^t. — La  véala  éf 
bienes  raices  de  la  mojer  e.t- 
sada,  llevada  á  cabo  sin  la  co- 
rrespondiente autoriaación  jo- 
dicial,  adolece  de  nulidad  rela- 
tiva, porque  no  es  prodoñda 
por  un  objeto  ó  causa  ilícita,  w 
por  la  omisión  de  algún  requi- 
sito ó  formalidad  que  las  leret 
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preHcriban  p«ra  el  valor  del 
contrato  cu  consideración  k  ñU 
üaturaleza,  sino  que  está  esta- 
blecida por  hk  ley  por  motivos 
6  circunt»tancias  de  carácter 
personal,  ■  en  interés  de  la  mis- 
ma mujer  casada. — C.  A.  3  no- 
viembre   1906 II     43 

2.  La  acci6ii  rescisoria  que  pro- 
cede de  la  nulidad  relativa 
prescribe  en  el  plaao  da  cua- 
tro años  contados,  cuando  pro- 
cede de  una  incapacidad  legal, 
desde  el  día  en  que  haya  cesa- 

.  do  la  incapacidad.  Cesando  la 
incapacidad  de  la  mujer  casa- 
-  da  por  la  sentencia  que  declaró 
la  separación  de  bienes  entre 
ella  y  su  marido,  y  habiendo 
traiiscurridomásde  cuatro  aftos 
entre  osa  sentencia  y  su  falle- 
cimiento, no  tramnitc  ella  á  sus 
herederos  ningiln  derecho  refe- 
rente á  la  acción  rescisoria  de 
4ai«  enajenaciones  de  bienes 
raices  iielebradas  por  ella  sin 
autorización  Judicial  y  mientras 
era  incapaz,  por  cuanto-ásu  fa- 
llecimiento dicha  acción  ya  ha- 
bía   prescrito. — Mismo  fallo. 


1 .  F'orniaiuuicián.  —  Improcede n- 
<:ia.  fí^zo.—ljn.  cuarta  parte 
de  la  suma  consignada  -para 
interponer  el  recurso  de  casa- 
ción debe  aplicarse  á  bcnefício 
ñscnl  si  la  parte  quelohaannu- 
ciado  no  lo  formaliza  en  el  tt*r- 
mino     legal. — Cas.    20  octubre 

1006 I  145 

2.  Affenfe  de  Aduana,— Apredá- 
ción. — CtMfUíión  en  el  fondo.  - 
C'Oyitrahatido,-  -Defraiuia  ion. 
D€rech4>9  fie  ad'iana. — Mone- 
da.— El  valor  de  la  multa  con 
que  pena  el  artículo  89  número 
IK  de  la  Ordenanza  de  Adua- 
nas al  agente  de  aduana  que 
defrauda  los  derechos  de  inter- 
nación, igual  al  duplo  del  va- 
lor que  intentó  defraudar,  pue- 
de determinarse  en  moneda  co- 
rriente, ya  que  no  so  trata  de 
la  percepción  de  derechos  do 
internación,  y  ya  que,  según  la 
ley  de  31  de  julio  de  1898,  los 
billetes  qne  ella  autoriza  emi- 
tir sin'cn  para  solventar  todas 
las  obligaciones,  con  las  solas 
excepeiones  que  ella  determi- 
na, entre  las  cuales  no  está 
comprendido  el  importe  de  las 
penas  pecuniarias  impuestas 
por  la  Ordenanza  de  Aduanas. 
Cas.  30  noviembre   1906 1  260 

MUNICIPALinAD 

1.  Acción  poneaoria.  —  Amplia- 
ción. —  Apelación.  —  Aprecia- 
ción.— CV*i«rt/e».—  Contra-que- 
reUa.—Cosa  juzgada, — CosfoM. 
FiacaL  —  Órtiiüión.  —  Parte 
íMp-amada. — Ftazo. — Poítesión . 
QiiereÜA. — Senfsncia.—  lltra- 
^/tte.— Apelada  Una  sentencia 
por  una  Municipalidad,  si  ella 
no  ha  encomendado  su  repre- 


sentación á  otras  personas,  co- 
rresponde ésta  al  Fiscal  de  la 
Corte,  en  conformidad  al  inciso 
2.*"  del  artículo  93  de  la  Ley  de 
Monicipalidades. — Si  este  fun- 
cionario se  limita  á  dar  su  dic- 
tamen opinando  i>or  la  confir- 
mación del  fallo  do  primera 
instancia  y  la  Corte  lo  revoca, 
esta  sentencia  no  os  nula  por 
haber  sido  dictada  contra  otra 
p««ada  «R  autoridad  de  c«>Ba 
juzgada,  porque  el  fallo  de  pri- 
mera instancia  carece  de  los 
requisitos  legales  para  ser  con- 
siderado como  sentencia  de  tér- 
mino y  porque,  á  mayor  abmi- 
damiento,  en  este  caso  no  tiene 
tal  carácter  por  haberse  hecho 
parte  el  Director  del  Tesoro  en 
representación  de  los  intereses 
fiscales  y  no  haber  manifesta- 
do opinión  en  el  sentido  que  lo 
ha  hecho  el  señor  F¡scaU---(^as. 
1."  diciembre  1904 I  294 

2.  No  falla  "ultra-petita"  la  sen- 
tencia por  no  haber  solicitado 
nadie  la  revocación  del  fallo  de 
primera  instancia,  si  en  el  cur- 
so del  juicio  la  Municipalidad 
sostuvo  que  la  ptaaa,  ol^eto  de 
la  querella,  era  un  bien  nacio- 
nal de  uso  púhlico  y  en  segun- 
da instancia  so  hizo  parte  el 
Director  dol  Tesoro  en  repre- 
sentación de  los  intereses  físca- 
Jes. — Mismo  fallo. 

3.  No  puede  sostenerse  qne  la 
scntoncia  de  la  ('ortc  ha  sido 
dada  en  apelación  legalmontc 
dosÍHtida,  si  el  dictamen  físcal 
no  tionc  por  objeto  el  dosisti- 
niicnto,  y  aunque  lo  hubiera  te- 
nido, se  hacia  en  (odo  caso  ne- 
cesario pronunciar  sentencia  por 
haberse  hecho  parle  el  Director 
del  Tesoro.   -Mismo  fallo. 

4.  Afftta».  Competencia. — Se- 
gún lo  dispuesto  on  el  artículo 
24  de  la  Ley  de  Municipalida- 
des de  22  de  diciembre  de  1891, 
corresponde  á  estas  corporacio- 
nes reglamentar  el  servicio  y 
uso  de  las  aguas  corrientes  de 
las  ciudades,  ó  igualmente  la 
construcción,  nivelación  y  lim- 
pia de  las  acequias  y  cloacas 
por  donde  ellas  corren;  y  es 
improcedente  la  demanda  pre- 
sentada á  la  justicia  ordinaria 
con  algunos  de  los  fines  ante- 
riormente indicados. — ('.  A.  22 
octubre   1906 II     77 

5.  Avalvon.  -  Conhihución. —  Si 
las  Municipalidades  no  forman 
oportunamente  el  rol  de  avalúos, 
rige  la  matrícula  del  año  ante- 
rior.— La  Ley  de  Municipalida- 
des impone  á  estas  corpora- 
ciones la  obligación  de  exami- 
nar las  listas  de  avalúos  antes 
del  1."  de  septiembre  de  cada 
año,  y  si  sólo  las  aprueban  el 
día  2,  esta  aprobación  es  ino- 
portuna y  debe  regir  la  ma- 
trícula del  año  anterior. — C.  A. 

29  noviembre    1906  ....  II     91 

6.  El  perjudicado  por  el  avalúo 
que,  haciendo  uso  del  derecho 
que  le  acuerda  la  Ley  de  Muni- 


cipalidades, reclama  ante  el 
juez  de  letras,  no  puede  pedir 
que  se  declavr  lá  nulidad  del 
roW  porque  bo  obra  en  rcpreseti- 
iMiáém  éñ  los  demás  vecinos,  y 
porque  la  acción  no  procede 
en  esa  forma  sino  con  arrsgKi 
al  artículo  49  de  esa  Ivy-.^Mis- 
nio  fallo. 
7  AoMo.—'Contribucióti.^yH- 
^ídad— Esnuloel  nombramien- 
to de  comisión  avaluadora  de 
inmuebles  para  loe  efecl»6  de 
la  contribución  de  Itaberes, 
hecho  por  la  Municipalidad  en 
un  día  distinto  del  designado  al 
efecto  por  el  articulo  44  de  la 
Ley  de  Municipalidades,  ytoT 
ser  ilegal  tal  acuerdo. — C.  A.  5 
diciembre  1906 U  U7 


1.  Casación  de  oficio.  —  Confe- 
9Íón.—  Noradón,  — UUra,peti- 
ta,-  Debe  aceptarse  en  todas  sus 
partes  la  declaración  del  ejecu- 
tante por  una  cantidad  dada  en 
mutuo,  que  confiesa  no  haber 
entregado  esa  cantidad  al  eje- 
cutado, pero  agrega  qne  éste  se 
sustituyó  en  la  deuda  de  otra 
persona.  ('.  A.  Cas.  2  noviem- 
bre 1906.  ...'...,...  I     44 

2.  Esta  sustitución  importa  una 
novación,  sin  que  se  desvirtúe  la 
obligación  del  ejecutado  i>or  el 
hecho  de  que  se  d^era  en  el 
contrato  que  era  do  mutuo;  y 
sin  que  pueda,  en  consecuencia, 
declararse  nula  su  obligación 
por  no  haberse  entregado  la 
cantidad.— Mismo  falío. 

N. 

NAVIERO 

1.  Abordaje.  —  Apreciación.  — 
Capitán.— Perjuicios.  —Recia- 
vutción.—  ÜUra-p€tita.—E\  ca- 
rácter del  naviero  que  el  tribu- 
nal sentenciador  atribuye  al  de- 
mandado, fundándose  en  antece- 
dentes probatorios  que  aprecia 
con  facultades  soberanas,  es 
un  hecho  de  la  causa  que  debe 
servir  de  base  inamovible  para 
el  pronunciamiento  del  fallo  de 
casación.— Cas.  11  abril  1907.  I  167 

2.  Establecida  la  calidad  de  na- 
viero del  demandado,  no  infrin- 
ge los  artículos  86.'>  y  878  del 
Código  de  Comercio' la  senten- 
cia que  lo  declara  responsable 
de  los  daños  causados  )>or  un 
al)ordaje  debido  á  imprudencia 
ó  culpa  del  capitán,  ya  que  en 
conformidad  á  esas  disposicio- 
nes legales  responde  civilmen- 
te el  naviero  de  los  bechos  del 
capitán  y  puede  la  acción  diri- 
girse en  contra  de  cualquiera 
de  ellos.  —Mismo  fallo. 

3.  Establecida  legalmcntc  la  res- 
ponsabilidad de  los  demanda- 
dos en  su  carácter  de  navieros 
y  condenados  en  tal  carácter 
por  la  sentencia  recurrida,  no 
infringe  este  fallo  las  reglas  del 
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mandato  ni  la  dÍ8poBÍcióu  (U*I 
artículo  468  del  (YKli^fo  de  Co- 
mercio, si  agrej^a  la  coiiPÍdera- 
ción  de  que  ni  la  oulidad  do 
agente»  de  una  compañía  ex- 
tranjera dueña  de  la  nave,  que 
BC  atribuyen  los  demandados 
ni  la  de  couBignatarios  habrían 
bastado  tampoco  para  eximirlos 
de  reBi>on8abilidad,  pue»  están 
conBÍderacioneB  carecen  de  in- 
fluencia deciHÍva  en  el  fallo,  y 
la  reBponHaliilidad  juxí^ada  por 
la  sentencia  recurrida  no  se  re- 
fiere Á  hechos  ejecutado»  por 
mandanU^H  ó  comitentes  ex- 
tranjeros de  que  deban  respon- 
der KUH  Agentes  en  Chile,  niño 
á  actos  del  capitán  de.  una  na- 
ve (¡ue  obliga  á  su  propio  na- 
viero, carácter  que  do  hecho 
asumieron  lo»  demandados.— 
Mismo  fallo. 

Ne(»li<¡ encía.—  V.  Cnam-delito. 

Cucm-delito. — /Vrjrw  trío*.— Cons- 
tituye negligencia  iuexcusalde 
ó  imprudencia  temeraria  de  par- 
te de  un  padre  el  confiar  á  su 
hijo,  menor  de  catorce  años,  el 
manejo  de  una  carretela  en  las 
calles  de  Santiago,  y  esta  ne- 
gligencia lo  hace  responsable 
del  daño  causado  por  su  hijo 
que  atropello  y  mató  con  el  ve- 
hículo A  un  niño  de  corta  edad. 
—C.  A.  27  julio  1907  .    .    .    .11139 


Cowifiuvante.  -  Oinvtión.  —  ^n- 
tenda, —  T<titla, — No  juiede  pe- 
dir la  nulidad  de  una  sentencia 
fundado  en  que  ella  no  hace 
mención  de  su  nombre,  ni  figu- 
ró tampoco  su  nombre  «'u  la  ta- 
bla al  anunciai*se  la  causa,  la 
persona  <jue  no  es  parte  en  el 
juicio  y  sólo  ha  intervenido  en 
él  como  tercero  coadyuvante. 
—Cas.  31  octubre  lí)Otí  .    .    .  1  037 


1.  NulularL  —  Testnwento. —  F^s- 
tablecida  la  imposibilidad  del 
notario  titular  j)ara  desempe- 
ñar sus  funciones  en  su  oticina 
ó  fuera  de  ella,  puede  el  juez 
de  letras  respectivo  nomlirar 
un  reemplazante  para  mientras 
dure  el  impediniento.  Cas.  4 
agosto  lí)Otí 1     33 

2.  El  secretario  judicial  nombra- 
do reemj)lazante  del  notario 
titular  puede  autorizar  válida- 
mente un  testamento  como  fun- 
cionario   competente. —  Mismo 

3.  ConijHirecencia.-  -FaJlemniirn- 
to.  -Testamento. —  Te^sfif/on. — 
La  muerte  del  noUirio  que  au- 
toriza un  acto  testamentario  y 
de  los  testigos  instruuK'iit^xles, 
no  hace  perder  su  vnUir  al  tes- 
tanienio.  C.  A.,  10  sí-ptieni- 
brelüOó II     17 

4.  Para  proceder  A  la  apertura  de 
un   testamento   cerrado   no  es 
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requisito  indisj)ensable  la  com- 

(mrecencia  perstíusl  del  escri- 
lano  y  testigos  ¡nstrunn>ntales. 
— Ivas  reylas  dictadas  por  la 
ley  ]>ara  el  caso  de  ausencia 
del  escribano  y  testigos  com- 
prenden á  todos  h)s  que  no 
comparezcan  ó  no  ))uedan  com- 
parecer al  acto  de  apertura, 
cuahiuiera  que  sea  la  causa, 
como  muerto,  denuuicia,  etc.  - 
Mismo  fallo. 

NOTIKKAí'loN 

1 .  ( \>}ta  juz(f€uUi. — Cuentas.  — 
Curador. — Fiatlor  —  Hvretle- 
ro. — ./u  MN  o  fjtu'u  t  i  ro.  -  ■  Sen  léñ- 
ela tlefinHiríi.-- Titulo  ejfvHti- 
vo. — La  sentencia  recaída  en  el 
juicio  seguido  por  rendición  de 
cuentas  contra  un  curaditr,  no 
es  título  ejí'cutivo  contra  el  fia- 
dor de  dicho  curador,  si  tstc 
no  ha  sido  j)arte  ni  ha  interve- 
ni(h)  en  forma  alguna  en  aquel 
juicio  de  rendición  de  cuentas. 
— La  notilieaeión  de  la  senten- 
cia dictada  en  el  juicio  de 
cuentas,  hecha  á  los  lieredems 
del  fiador  para  los  ef*'ctos  del 
artículo  liJ77  del  Cótiigo  Civil, 
no  altera  su  situación,  ya  que 
no  los  constituye  partes  en  el 
juicio  y  presupone  la  existen- 
cia tie  un  titulo  »'j»'cutivo  en 
contra  di'  su  causa-íuibiente. — 
Cas.  15  diciembre  líHMi  .    .    .  I  305 

2.  Fuerza  matfor. — Impedimen- 
to.-- I^f /¿ti  uiac.i  ó  n.  —  Plazo.- - 
La  ley  no  fija  plazo  para  la  no- 
tificación <lel  instrumento  de 
legitinnu-ión  á  las  personas 
que  s«*  «juiere  legitinnir. — ('.  .\., 

h  septitnibre  llKMi II     3tí 

3.  (  VwrtíTió/i  en  la  forma. —  Fjm- 
plazamiento.  -Kn  toda  gestión 
judicial  la  primera  notificación  á 
las  ])artes  ó  personas  á  ({uienes 
hayan  de  afectar  sus  resulta- 
dos drbe  hacerse  personal- 
mente, entngñndole  C4)pia  ín- 
tegra de  la  resolución  y  de  la 
solicitud  cuando  fu»  se  escrita. 
— Ks  nula,  en  consecuencia,  la 
sentencia  pronunciada  en  una 
qtierella  d<'  antpai-o  si  la  }»rovi- 
deneia  rt-eaida  en  la  demanda 
fué  notificada  ]íor  el  esta<lo  al 
denumdado.  C.  A.,  17  octubre 
iímh; II     65 

4.  Casación  en  la  forma.^Cita- 
ción  ¿tara  senlenria.-  -La  cita- 
ción para  sentencia  notificada 
por  el  estado  á  una  de  Ins  par- 
tes (pie  había  t'ijaílo  domieilio 
en  forma  legal,  es  nula,  y  nula 
la  sentencia  dictada  con  omi- 
sión de  4'Sí'  trámite.-  C.  A.,  29 
novirmine  190»» II  123 

iNOV  ACIÓN 

1.  xijfre  ifH'iÓ7i.~(\)mpra- renta. 
—  l'Mliff  •o  en  terreno  ajeno. — 
líesolu  'tn.-  ICstablecirndose 
en  un  contrato  de  compra-ven- 
ta qvie  íl  ju'i'cio  se  ha  pagado 
parte  e:i  dinero  y  el  resto  sus- 
tituyéndose   el   comprador   en 


NULIDAD 

una  deuda  del  vendedor  para 
con  otra  persona,  esta  Bustitu- 
ción  im)H>rta  una  novaeióu,  y 
el  precio  debe  considerarse  to- 
talmente i>agado.- -Cas.  30  oc- 
tubre   19Ü(i 1     14 

2.  ( ^as€^ción  de  ofieio.  —  Confe- 
sión.—  Mutuo.  —  UUra-pedta. 
Celebrado  un  contrato  de  mu- 
tuo. BÍu  que  el  mutuario  haya 
recibido  cantidad  alguna,  pero 
habiéndose  sustituido  eu  la 
deuda  de  otra  persona  para  con 
el  mutuante,  esta  sustitución 
importa  una  novación;  y  no  Be 
desvirtúa  la  obligación  del  deu- 
dor ]>or  el  hecho  de  que  en  el 
contrato  se  dijera  que  era  de 
mutuo,  ni  puede  anularse  por  do 
haberse  entregado  la  cantidad. 
-  ('.  A.,  Cas.  2  noviembre  1906. 1     44 


1.  Ca«aeión  en  el  fondo. — Ce- 
sióti  d^.  flerechoa  here*lUar%oa. 

PetieÁón  fie  fiei'emna. — /Ve*- 
cripi  ion. — ReMcinión. — La  ac- 
ción para  pedir  la  rescisión  de 
una  com[)ra-venta  de  derechos 
hereditarios  prescribe  en  el 
plazo  de  cuatro  años.-  Cas  1." 
septiembre     190G I      19 

2.  NotaHo.— Testamento.  —El  se- 
cretario judicial  nombrado 
reemplazante  del  notario  titu- 
lar puede  autorizar  válidamen- 
te un  testamento  como  funcio- 
nario competente;  y  en  conse- 
cuencia, debe  rechazarse  la 
acción  de  nulidad  del  testa- 
mento que  se  funda  eu  esta 
circunstancia. — Cas.  4"  agosto 
190r>... I     33 

3.  ( ^osa  juzfjada.—  Quiettra. —  67- 
tra-petita.  No  falla  «ultra-pe- 
fita '  la  sentencia  que  declara 
la  nulidad  de  unos  contratos  ce- 
lebrados por  un  fallido,  fun- 
dándose en  el  artículo  1376  del 
Código  de  Comercio,  si  la  de- 
manda se  fundaba  precisamen- 
te para  pedir  esa  nulidad,  en- 
tre otras  prescripciones,  en  ese 
artículo.  -  Cas.  6  noviembre 
190G... I  138 

4.  ( ^asación  en  la  forma. — i?e- 
nutfs.  -  Ullra-petita. — Pedida 
la  nulidad  de  un  remate  judi- 
cial en  virtud  de  ciertas  causa- 
les, declarada  esta  nulidad  en 
])rimera  instancia,  y  precisa- 
das las  acciones  y  exce[)CÍone8 
de  las  i>artes  en  los  escritos  de 
expresión  de  agravios  y  adhe- 
rimiento  &  la  apelación,  falla 
ultra-i>etita  el  Tribunal  de  Al- 
zada que  desecha  la  demanda 
declarando  inadmisibles  las 
causales  de  nulidad  en  virtud 
de  una  excepción  nueva,  que 
no  había  sido  alegada  ni  discu- 
tida en  el  juicio:  la  de  que  la 
sentencia  de  remate  debe  lle- 
vai*se  adelante  mientras  no  ha- 
ya sido  anulada  ó  modificada 
en  un  juicio  previo  entre  legí- 
tinu)s  contradictores. — Cas.  1.^ 
diciembre  1906 1  362 

5.  Catmaleis. —  Coniteniimiento. — 


NULIDAD 


NI'LIDAD 
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PTÓrr€>g€%. — No  conatituyc  una 
infracción  de  ley  el  no  Imhcr 
declarado  do  oficio  1a  Kcntencia 
recurrida  la  nulidad  de  un  con- 
trato, conforme  á  In  ))etición 
que  dice  el  recurrente  fonnulrt 
cu  efttrados  alegando  veri  al- 
íñente en  la  vÍ8ta  de  la  enuna, 
si  et*te  vicio,  en  camo  de  exin- 
tir,  no  aparece  de  manifipKto  en 
el  contrato  mismo. — ('»«.  15  di- 

cieinlire    lííOíi 1 

6.  Apret*Í€tcián.  —  Testamento.  - 
l^a  mención  de  haberse  cumpli- 
do al  otorgar  el  testamento  las 
fonnalidaden  dispuestas  ]><)r  la 
ley  para  la  validez  de  dieiio 
acto,  en  una  nueva  formniidad 
que  no  puede  exigirse  sino  vw 
loH  casos  en  que  la  misma  ley 
lo  retiñiera  expresamente,  co- 
mo lo  hace  el  Código  (*ivil  en 
los  artículos  1018  y  1019,  pero 
no  se  encuentra  establecida 
respecto  de  aquellas  formalida- 
des de  que  trata  el  artículo 
1017  del  Código  (Uvil.— Por 
consiguiente,  el  hecho  de  no 
haberse  mencionado  en  el  tes- 
tamento abierto  c)ue  todo  él 
fué  leído  cu  alta  voz  por  el  es- 
cribano ó  uno  de  los  testigos 
en  la  forma  prescrita  por  el  ar- 
ticulo 1017  no  es  causal  bas- 
tante de  nulidad  del  testamen- 
to.   -Cas.  21  diciembre   l^Otí.   I 

7.  Cosa  jnzgmia.  —  ííipotena. — 
Juicio  ejecii  ti  vo.  —  Precio.  I{e- 
mate. — iStUitreran. —  danarión. 
No  infringe  el  artículo  17í»;i 
del  Código  Civil,  la  sentencia 
que  rechaza  la  acción  de  nuli- 
dad de  la  escritura  ]>úbrica  dv 
remate,  fundada  en  no  haberse 
fijado  precio  k  los  inm neldos 
subastados,  si  de  esa  niisnni 
escritura  aparece  t|ue  diclio  pre- 
cio so  fijó. — Cas.  2r»Julio  l!>07.  1 

8.  Pedida,  adennis,  la  tmlidad  de 
la  escritura  de  remate  por  no 
haber  sido  tasadas  las  salitre- 
ras adjudicadas  por  ella,  no 
procede  esta  acción,  si  del  in- 
forme del  perito  nombrado  pa- 
ra valorizar  los  bienes  embar- 
gados aparece  (pie  estimó  el 
valor  del  caliche  existente  en 
dichas  pampas  en  la  cantidad 
de  $  ]3,000.(H)0.  agregando  sí 
las  consideraciones  que  á  su 
juicio  hacían  desmerecer  ó  anu- 
lar su  valor,  hasta  el  punto  de 
imf>oner  una  ]>érdida  al  que  se 
dedicase  á  su  elalioración  con 
motivo  del  impuesto  de  expor- 
tación, por  lo  que  se  dí'lien  to- 
mar sólo  en  ese  sentido  res- 
trictivo la  frases  «con  excln- 
ción  de  la  pampa  misma»  ó  '*ex- 
cluídas  las  pam]ias  mismas  >, 
de  que  se  sirve  en  su  informe, 
sin  que  pueda  establecerse  por 
esto  que  no  fueron  realmente 
apreciadas  en  lo  que  en  con- 
cepto del  perito  valían  y  de 
que  se  omitiera  la  formaiidud 
ordenada  en  el  artículo  4(5  de 
la  ley  de  8  de  febrero  de  1h:17. 
— Mismo  fallo. 

9.  Avalilo — Cau9cU. — Conipeten- 
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eia. —  N.rpropiar.}ón.  —  Juicio 
(le.  harietvla.-  Prescripción. — 
Es  nula  por  haber  hí<1o  dictado 
por  tribunal  incompetí'nte  la 
sentencia  promuiriada  por  la 
Corte  de  Api'lneiíuies  de  Val- 
paraíso, en  'li\  <le  diciembre  de 
l!>Ü'i,  en  cansa  en  «jue  el  Fisco 
tenía  un  interén  directo  y  posi- 
tivo, jH>rí|ne  según  lo  dispuesto 
por  la  ley  de  lí)  de  enero  de 
IHHi),  artículo  15,  la  Corte  Su- 
prema doliía  continuar  cono- 
ciendo di»  las  ennsns  de  hacien- 
da, jurisdicción  que  mantenía 
en  esa  fecha. — (.'.  S.  22  agosto 
1903 1  421 

10.  Autorización  JuiLiriaJ. —  Bie- 
lies  intuuMef.  -  MwÍiIík — Mu- 
jer casa  1(1 . —  Prescrip  ion. — 
Ratificado  n.  —  Bescii-  ion . — Se- 
paración fie  hieiie-H. — La  venta 
de  bienes  raíces  de  la  mujer 
casada  llevada  á  cabo  sin  la 
correspondiente  autorización 
judicial,  aílolece  de  nulidad  re- 
lativa, porque  no  es  producida 
por  un  objeto  ó  cansa  ilícita,  ni 
j>or  la  omisión  de  algún  requi- 
sito ó  formalidad  que  las  leyes 
prescriban  para  el  valor  del 
contrato  en  cíuisideración  á  su 
natnralez.i.  sino  (jue  está  esta- 
Idecida  por  la  ley  por  motivos 
ó  circunstancias  de  carácter 
personal,  en  hiterés  de  la  mis- 
ma nnijer  casada. — C.  A.  3  no- 
viembre Iímm; II     43 

11.  La  acción  rescisoria  «jue  ¡iro- 
cede  de  la  nulidad  relativa 
prescribo  en  el  plazo  de  cuatro 
años  contados,  cuando  ]»i*ocedc 
de  una  incapacidad  legal,  des- 
de el  día  en  qn<'  hoya  cesado 
la  incapacidad.  Ces.indo  la  in- 
capacidad de  la  uuijer  ca.^^ada 
por  la  sentencia  (|ue  declaró  la 
separación  de  bienes  entre  ella 
y  su  n>arido,  y  habiendo  tras- 
currido nn'iK  «le  cuatro  años  en- 
tre esa  sentencia  y  su  falleci- 
miento, no  trasmite  ella  á  sus 
hen'deros  ningún  derecho  refe- 
rente á  la  acción  reseisoria  de 
las  enajenaciones  de  bienes 
raíces  efectuadas  por  ella  sin 
autorización  judicial  y  mien- 
tras era  incitpaz.  por  cuanto  á 
su  fallecimiento  dicha  acción 
había  va  prescrito.  -  Mismo 
fallo. 

12.  El  marido  parlivipa  del  bene- 
ficio resultante  de  la  incajiaci- 
dad  de  la  mujer  casada  (pie 
obra  sin  su  autorización  ó  de  la 
justicia  en  subsidio,  pero  pier- 
de el  derecho  <h*  jiedir  la  resci- 
ción  del  contrato  celebrado  de 
ese  modo,  si  ha  ratilicado  ex- 
presamente dicho  contrato. — 
Mismo  fallo. 

1,3.  No  puede  inv«)ear  la  nulidad 
absoluta  el  que  celebró  el  con- 
trato sab¡en<lo  ó  debiendo  sa- 
ber el  vicio  que  lo  invalidaba. 
— C.  A.  <;  noviemln-e  líít)U.  .  .11     89 

14.  Para  (|ne  el  jnez  ejerza  la  fa- 
cultad «le  declarar  de  oficio  la 
nulidad  absoluta,  es  necesario 
que  se  hallo  en  presencia  de  un 


juicio  en  que  figuren  legítimos 
contradictores  y  es  necesario, 
además,  que  la  nulidad  apa- 
rezca de  manifiesto  en  el  acto 
ó  contrato  que  se  propone  anu- 
lar.--Mismo  fallo. 

15.  IHfízo. — Promesa. —  La  pro- 
mesa de  celebrar  un  contrato 
no  produce  efecto  alguno,  sal- 
vo que  concurran  las  circuns- 
tancias «{ue  enumera  el  artículo 
1554  del  Código  C'ivil,  entre 
las  cuales  figura  la  de  que  la 
promesa  contenga  un  plazo  ó 
condición  «pie  fije  la  época  de 
la  celebración  del  contrato. — 
Por  consiguiente,  es  nulo  el 
contrato  <le  promesa  de  venta 
que  carece  de  ese    requisito. — 

V.  A.  5  noviembre  190fi  .  .  .  .11     97 

16.  Aproharión  jmiici€t!.  —  Di" 
vorcio. — Extnflo  civil. —  Sepct- 
roínón  (le  hiene».  —  Tratuuic- 
ción. —  Una  transacción 
por  lo  cual  uno  ú  otro  cón- 
yuge ó  ambos  juntos  renuncian 
A  BU  estado  civil  de  marido  ó 
mujer,  es  contraría  á  la  ley  y 
en  consecuencia,  nula,  de  nuli- 
dad absoluta. — C.  A.  27  no- 
viembre 190« II   103 

17.  Semejante  transacción  no  ad- 
quiere valor  por  la  aprobación 
judicial,  pues  esta  no  puede 
dar  valor  á  un  acto  nulo  en  su 
origen — Mismo  fallo 

18.  Arabio.  —  ( ■onfrihucúm.  — 
Municij}aiitlad.—  Kn  nulo  el 
nouibra miento  de  comisión 
avaluadora  de  inmuebles  para 
los  efectos  de  la  contribución 
de  haberes,  hecho  por  la  Muni- 
cipalidad en  un  día  distinto  del 
designado  al  efecto  por  el  ar- 
tículo 44  de  la  Ley  de  Munici- 
palidades, por  ser  ilegal  tal 
acuerdo. — C.  A.  5  diciembre 
19.)6 II  147 


O 


onM<i.\Crr)N  DR  HACER 

1 .  A  í'Wó  n  eje  u  ti  va.  —  (Jaíta(nó  n 
en  ei  fondo.  —  Perjuicio». — 
Promeaa. — La  promesa  de  ex- 
vincular y  vender  en  seguida 
una  propiedad  raíz  por  un  i)re- 
cio  y  dentni  de  un  ]dazo  que  se 
fija  en  el  contrato  otorgado  |)or 
escritura  pública,  reúne  t4>dos 
los  requisitos  legales  i)ara  su 
validez,  y  puede  exigirse  eje- 
cutivamente el  cumplimiento 
de   ambas  oldigaciones. — Cas. 

13    octubre   \\m\ 1       4 

2.  No  procede  el  cobro  ejecutivo 
de  los  perjuicios  que  pueda 
ocasionar  la  falta  de  cumpli- 
miento de  una  promesa  de  ex- 
vincular y  vender  en  seguida 
una  propiedad  raíz,  si  no  están 
determinados  esos  perjuicios 
por  sentencia  ejecutoria. — Mis- 
mo fallo. 

OBRAS  APARENTES 

Af/uojt.  —Posesión,  —  Habiéndose 
concedido  en  diferentes  fechas 
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á  •dos  pcnonas  mercedes  de 
aguas  en  el  mismo  estero,  de- 
be B^  preferida  la  que  primero 
entró  en  ¡losesión  ejecutando 
obiiis  aparentes  para  el  uso  de 
las  a^as,  aunque  su  merced 
sea  de.fecha  posterior. — C.  A. 
26  diciembre  1906 II     86 

OCUPACIÓN 

Fisco.—  Perjuicio».  —  Responsa- 
bilidad.— Para  que  el  Fisco  sea 
responsable  de  los  perjuicios 
causados  por  la  ocupación  for- 
zada de  una  propiedad  particu- 
lar, es  menester  que  las  perso- 
nas que  exigieron  la  entrega 
de  esa  propiedad  hayan  estado 
investidas  de  autoridad  legal 
bastante  para  comprometer  al 
Estado  por  loa  actos  conse- 
cuenciales  de  la  ocupación. — 
C.  A.  29  octubre  1906 II     42 

OCÜFACIÓX  BÉLICA 

1.  Casación  en  el  fondo.- -De- 
marcación.— Dominio. — Pose- 
sión.— tSalitreras. — No  tienen 
dominio  verdadero  ó  aparente 
de  los  terrenos  salitrales  de 
Tarapacá  los  denunciantes  que 
no  tenían  la  posesión  real  desús 
estacamentos  ú  oficinas  A  la 
época  de  la  ocupación  de  e^a 
provincia  por  las  armas  de  la 
República,  y  la  sentencia  que 
les  reconoce  dominio  infringe 
los  artículos  2  y  8  del  tratado 
de  paz  con  el  Perú,  promulga- 
do como  ley  nacional  el  20  de 
mayo  de  1884,  en  el  cual  se 
consideró  el  decreto  de  2Ü  de 
marzo  de  1882  que  había  re- 
glamentado la  propiedad  sali- 
trera privada  de  Tarapacá  so- 
bre la  base  del  régimen  legal 
antes  establecido;  «  no  recono- 
ciendo otros  títulos  y  derechos 
á  este  respecto  que  los  resul- 
tantes de  los  contratos  reales 
emanados  del  Gobierno  del  Pe- 
rú, ni  otra  posesión  y  tenencia 
que  las  que  se  desprenden  de 
esos  títulos  ó  de  su  dominio  in- 
contestable acompañado  de 
una  explotación  actual  y  efecti- 
A'a.— Cas.  30  noviembre  1907. 1  103 

2.  Las  disposiciones  dictadas  por 
el  Gobierno  del  Perú  en  ejerci- 
cio de  la  ley  de  18  de  mayo  de 
1875  y  según  las  cuales  debían 
considerarse  propiedad  del  Es- 
tado las  oficinas  ó  estacamen- 
tos salitrales  abandonados  ó  no 
trabiyadoe  por  sus  dueños,  ra- 
zón por  la  cual  no  figuraron  en 
loe  cuadros  formados  por  la  co- 
misión de  ingenieros  nombrada 
para  llevar  á  efecto  aquella 
misma  ley,  fijaron  la  condición 
de  la  propiedad  salitrera  en 
Tarapacá,  condición  en  que  las 
adquirió  el  Gobierno  de  Chile; 
y  cualquiera  que  sea  la  legali- 
dad de  estos  actos  administra- 
tivos, emanados  del  Gobierno 
del  Perú  y  que  fueron  cumpli- 
dos por  las  autoridades  de  esa 


Nación,  no  pueden  ellos  ser  co- 
nocidos en  sus  efectos  jurídicos 
por  las  autoridades  del  país 
cesionario  del  territorio  donde 
esos  actos  produjeron  sus  efec- 
tos.— Mismo  fallo. 

OMISIÓN  DE    LA  BENTRNCIA 

a)  Omisión  de  la  designación 
del  nombre,  domicilio  y  profe- 
sión de  las  partes. 

1.  Coadytivante.—Nonihre. — Sen- 
tencia.—  Taída. — No  puede  pe- 
dir la  nulidad  de  una  senten- 
cia fundado  en  que  ella  no  ha- 
ce mención  de  su  nombre,  ni 
figuró  tampoco  su  nombre  en 
la  tabla  al  anunciarse  la  can- 
sa, la  persona  que  no  es  parte 
en  el  juicio  y  sólo  ha  interve- 
nido en  él  como  tercero  coad- 
yuvante. —  Cas.  31  octubre 
1906 1  370 

b)  Omisión  de  enuneiacción  de 
acciones  ó  excepciones 

2.  Aguas.  —  Apreciación. — Cau- 
sal.— ForniaUzcwión.-  -Instru- 
mento privado.—  Pres<  ripción. 
—  l^ieha.  —  Reclamación.  — 
Reimntlicación. —  Sentencia — 
No  omite  la  enunciación  de  las 
]>eticion(«  ó  acciones  deducidas 
la  sentencia  que  no  hace  refe- 
rencia á  la  expresión  de  pres- 
cripción extintiva  que  preten- 
de haber  invocado  el  demanda- 
do, si  en  realidad  éste  se  limitó 
á  referirse  á  ella  al  responder 
á  la  expresión  de  agravios  y  no 
la  alegó  fonnalmeiite. — Cas.  29 
mayo  190.5 1  355 

3.  No  omite  la  enunciación  de  las 
peticiones  de  las  partes,  res- 
pecto á  la  excepción  de  pres- 
cripción adquisitiva  alegada 
en  segunda  instancia,  la  sen- 
tencia del  Tribunal  de  Alzada 
que  la  enuncia  en  un  conside- 
rando y  completa  dicha  enun- 
ciación agregando  en  la  parte  ' 
resolutiva  que  fué  alegada  en 
segunda  instancia  i>or  el  de- 
mandado.— Mismo  fallo. 

4.  Agregación  tle  documentos. — 
Sentencia. —  Setií^ncia  confir- 
matoria. —  La  sentencia  que 
contiene  tanto  la  enunciación 
breve  de  las  peticiones  ó  accio- 
nes deducidas  por  el  deman- 
dante y  sus  fundamentos,  co- 
mo las  consideracioucs  de  he- 
cho y  de  derecho  qUe  sirven 
de  base  á  la  sentencia,  no  in- 
fringe los  números  2.**  v  4.**  del 
artículo  193  y  5.°  del  '941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 
—Cas.  I.*»  mayo  1907  ....  I  235 

c)  Omisión  de  fundamentos  de  he- 
cho y  de  derecho. 

5.  Pensión <if {mentida. — Senten- 
cia confirmatoria.  —  Cumple 
con  las  enunciaciones  legales 
la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia que,  al  confínnar  la  de  pri- 
mera instancia  que  manda  pa- 
gar una  pensión  alimenticia,  se 
refiere  explícitamente  á  ella;  y 
no  necesita  agregar  nuevas  con- 
sideraciones para  el  sólo  efecto 


de  reducir  el  monto  de  la  pen- 
sión.—Cai».  11    marzo  1907.    1      76 

6.  Agregación  de  doctimentos. — 
Sentencia.—  Sentencia  confir- 
matoria. -  La  sentencia  que 
contiene  tanto  la  enunciación 
breve  de  las  peticiones  ó  accio- 
nes deducidas  por  el  deman- 
dante y  de  sus  fundamentos, 
como  las  consideraciones  de 
hecho  y  de  derecho  que  sirven 
de  base  á  la  sentencia,  no  in- 
fringe los  los  números  2."  y  4.^ 
del  artículo  193  y  b.""  del  941 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil.— Cas.  l."mayo  1907  .    I  23i  ' 

7.  Sentencia. — Es  nula  la  senten- 
cia pronunciada  con  omisión  de 
las  consideraciones  de  hecho  y 
de  derecho  ó  de  los  principio» 
de  equidad  que  le  sirven  de  fun- 
damento.— Incurre  en  este  vi- 
cio la  sentencia  de  segunda 
instancia  que,  al  oonfinnar 
el  fallo  de  primera  instancia, 
lo  modifica  en  parte  substan- 
cial shi  dar  los  fundamentos  de 
hecho  ó  de  derecho  ó  los  prin- 
cipios de  equidad,  ni  citar  dis- 
posición legal  alguna  respecto 
á  esta  parte  de  la  resolución. — 
Cas.  O  agosto  1907  ....    I  447 

d)  Omisión  de  enunciación  de 
leyes. 

8.  Improcedencia.— Redamación. 
— No  es  causal  bastante  de  ca- 
sación en  la  forma  una  omisión 
de  referencia  en  la  cita  de  una 
dis}X>sición  legal  invocada  por 
la  sentencia  recurrida,  ya  que 
esta  clase  de  defectos  pueden 
salvarse  por  el  tribunal  senten- 
ciador con  arreglo  al  artículo 
2o5  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil.  —  Cas.  21  noviembre 
1906  .    .  i   114 

e)  Omisión  de  resolución  del  asun- 
to controvertido. 

9.  Casación  en  ¿a  forma. — Sen- 
tencia.—  UUra-peHta.—  Redu- 
cida la  litis  á  determinar  si  una 
cláusula  testamentaria  es  un 
censo  ó  un  mayorazgo,  y  ha- 
biendo estimado  la  sentencia 
de  primera  instancia  que  es  un 
vínculo,  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  que  revoca  la  de 
primera  y  se  limita  á  negar  lu- 
gar á  la  demanda,  reservando 
al  demandante  sus  derechos,  es 
nula  imrque  no  se  pronuncia 
sobre  la  acción  deducida,  [>ues 
no  resuelve  cuál  es  el  significa- 
do legal  de  la  cláusula  testa- 
mentaria.—Cas.  25  abril  1905  1  119 

10.  8i  el  demandante  expresa  en 
su  demanda  y  en  su  alegato 
que  la  cuestión  consiste  en  de- 
terminar si  una  cláusula  testa- 
mentaria es  un  censo  como  él 
sostiene  ó  un  mayorazgo  como 
lo  afirma  la  parte  contraria,  y 
la  sentencia  de  primera  instan- 
cia da  lugar  á  la  demanda  {lor 
estimar  que  dicha  cláusula  im- 
porta la  constitución  de  un 
vínculo,  la  sentencia  de  segunda  > 
instancia  que  confirma  sin  mo- 
dificación la  de  primera,  se  pro- 
nuncia precisamente  sobre   la 
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enestiÓTi  fundamental  propues- 
ta, por  la  parte  relativa  al  al- 
cance Jurídico  de  dicha  cláusu- 
In,  contiene,  por  consiguiente, 
la  deciaión  del  asunto  contro- 
vertido, y  no  80  ha  extendido  á 
punto»  no  sometidos  á  su  reso- 
lución.  Cns.  18  junio   lí)06.  I  119 

. .   A.ccÍ4J7á.  posesoria. —  AmpUa- 
CÍÓ71. —  Apelación.  —  Aprecia- 
itióií. — CausaUs. — Contra-que- 
rella,— Cosa  juzgada. — Costas. 
— IJe»iatimient4).  —  Fiscal.  — 
Mun¿cijf>alidafi. —  Parte  agra- 
vícujUz. — Plazo.  —  Posesión.  — 
Querella. — Sentencia. —  IJlira- 
petita. — Xo  omite  la  resolución 
del  asunto  con ti"0 vertido  la  sen* 
tt'rncia    de    segunda     instan  cía 
í^ue,  revocando  la    de   primera 
que  daba  Ingar  á  una   querella 
i»in  pronunciarse  sobre  la  con- 
tra-querella    deducida   por  el 
querellado,  se  limita   &  recha- 
zar la    querella,  si  en   este   re- 
chazo    va  envuelta    implícita- 
incute  la  aceptación  de   la  con- 
tra-querella, que  no  tenía  más 
objeto  <|ue  enervarla  querella, 
y  8i  el  fallo  de  primera  insttm- 
cia  tauípoco  se    pronunció  ex- 
presamente sobre    la     contra- 
«luerella. —  Cas.  1."  diciembre 
1904  .    ...    .    .    .    .....    1  294 

12. — Anuncio. —  ForniaUzación. 
— Sentencia. — No  omite  la  de- 
cisión del  asunto  controvertido 
la  sentencia  que  no  se  pronun- 
cia Bobre  la  excepción  de  pres- 
cripción, si  el  juicio  no  versó 
sobre  esta  excepción  que  sólo 
fué  puesta  por  el  demandado 
al  contestar  una  demanda  an- 
terior que  quedó  sin  efecto  y 
no  fué  invocada  en  la  nueva  li- 
tis.—C.  A.  7  noviembre  1 90tí.  II  81 
13.  Ccisa  ion  de  oficio. — Senten- 
cia.— Es  nula  la  sentencia  que 
desecha  la  demanda  estimando 
posesoria  la  acción  deducida, 
siendo  que  es  en  realidad  la 
reivindicatoria  ó  de  dominio. 
Este  fallo  no  contiene  la  deci- 
sión del  asunto  controvertido  y 
debe  ser  anulado  de  oficio  por 
el  Tribunal  de  Alzada.~C.  A. 
17  noviembre  19ü6  .    ...    II  121 


PAGARÉ  Á  LA  ORDEN 

Prescripció n.  —  Principio  de 
prueba  por  escrito.  —  Prueba. 
— La  prescripción  de  cuatro 
años  establecida  para  las  le- 
tras de  cambio  es  aplica)>le  á 
los  pajarees  á  la  orden  causa- 
dos por  una  operación  de  co- 
mercio, como  la  compra  de  una 
letra  de  cambio. —  0.  A.  6  oc- 
tubre 1905 II       5 


1.  Avio. — Comunero.  —  Mina. — 
Reivindicación.  —  El  acreedor 
de  una  mina  puede  tomar  la 
tenencia  de  ella,  y  si  para  pa- 
garse de  los  primeros  anticipos 

6 


ha  tenido  que  hacer  otros  para 
trabajarla,  aumentándoi«e  la 
deuda  en  vez  de  disminuir,  tie- 
ne derecho  para  retener  la  u\\- 
na  y  seguir  aviándola  bajo  su 
administración  hasta  pagarse 
preforenteuuTite,  cojí  la  excep- 
ción que  pn  scribc  el  artículo 
146  del  Código  de  Minería. — C. 

A.  7  julio  1906 II     38 

2.  Si  algunos  de  los  dueños, comu- 
neros de  la  mina,  no  aceptan 
la  continuación  de  lus  avíos, 
después  de  trascurrido  el  plazo, 
pueden  ponerles  término;  pero 
no  por  reivindicación,  sino  por 
medio  del  pago  de  lo  debido. — 
Mismo  fallo. 


PAPEL  SKLLADU.- 

ción. 


-V.  Cuntribu- 


PARALELO  23 

Apretña  ion.  —  Causales.  —  De-i- 
citbHdoras.  —  Litis  —  Mensu- 
ra.—  Salitreras.  —  Impugnada 
la  mensura  de  ciertas  pertenen- 
cias salitreras  ])or  haberse  ubi- 
cado al  norte  del  paralelo  23 
la  sentencia  que  aprueba  dicha 
mensura  no  infringe  el  Tratado 
celebrado  con  liolivia  en  1874, 
ni  la  ley  de  2  de  mayo  de  1879 
sobre  atribuciones  conferidas 
al  Gobierno  sobre  el  territorio 
comprendido  en  los  paralelos 
23  y  24,  por  cuanto  no  está  tra- 
zado el  paralelo  23,  y  los  diver- 
sos ingenieros  y  peritos  que  en 
distintas  ocasiones  han  ejecu- 
tado estudios  y  observaciones 
para  determinar  la  ubicación 
parcial  de  ese  paralelo  no  han 
estado  de  acuerdo  respecto  de 
su  ubicación  precisa. — Cas.  C 
abril  1907 1  193 

PARTE  A(;KA VIADA 

1.  Asif/nación  teslamenturia.  — 
Fallecimiento.  —  Heredero  á 
tihdo  u  ni  versal. — Jle  ma  ne  nte. 
— Suspensión  de,  procedimien- 
to.—  Usufructo. — Sólo  la  parte 
agraviada  puede  reclamar  de 
los  A'icios  en  que  ha  incurrido 
la  sentencia. — Cas.  31  agosto 
1904 I     53 

2.  Casación  en  el  fondo. — Cau- 
sal.— Cuentas.  —  Cniaiior.  — 
Entrega.  —  Formalizar.ión. — 
Prescripción.    —  El     recurso 

de  casación  sólo  se  conce- 
de á  la  parte  agraviada.  Por 
consiguiente,  si  la  infracción 
alegada  no  perjudica  al  recu- 
rrente sino  por  el  contrario  á  la 
otra  parte,  no  puede  fundarse  en 
ella  el  recurso.— Cas*.  20 noviem- 
bre 190G I  161 

3.  Arción  posesoria.  —  Amplia- 
ción.—  Apelación.  -Aprecia- 
ción.— Causahs. — Contra-que- 
rella.— Cosa  juzijn  la. — Cantas. 
— Desistimiento  —  Fiscxd.  — 
Mu  nicipalidad. —  Omisión.— 
Plazo.— Posesión.  —  Querella. 
—Sintmcia.—  T  Itra-petita.— 
El  recurso  de  casación  sólo  se 


da  á  la  parte  agraviada. — Cas. 

1.**  diciembre  1904 I  294 

4.  Juicio  ejecutivo.  —  Poder.  — 
Tercería. — El  recurso  de  ca- 
sación se  concede  ¿  la  parte 
agraviada.  —  C.  A  12  julio 
1906 II  100 

PATRIA   POTESTAD 

Alimentos. — (^ónyuges.  -  Divor- 
cio.— Hijo. — Potestad  marital. 
Sociedad  conyugal. — Si  bien  el 
marido  es  jefe  de  la  sociedad 
conyugal  y  como  tal  administra 
libremente  los  bienes  sociales 
y  los  de  su  mujer,  esta  facul- 
tad que  la  ley  le  confiere  no  lo 
autoriza  para  sustraerse  á  las 
obligaciones  que  ese  mismo  ca- 
rácter de  jefe  do  la  sociedad  le 
impone  con  respecto  á  la  mu- 
jer, como  tampoco  de  las  que  en 
I  cuanto  á  los  hijos  se  derivan  de 
la  patria  i)otestnd,  porque  no 
le  ha  otorgado  la  ley  tal  facul- 
tad para  «jue  la  ejercite  d<í  un 
modo  arbitrario,  negando  á  la 
nnijer  y  á  los  hijos  los  alimen- 
tos de  que  han  menester,  y  por 
consiguiente,  sin  menoscabo  de 
esas  mismas  atribuciones,  pue- 
de la  justicia  regular  su  ejerci- 
cio, restableciendo  el  régimen 
correcto  y  legal,  y  ordenando 
al  nuirido  que  suministre  á  la 
mujer  y  ú  los  hijos  los  alimen- 
tos á  que  por  lev  tienen  dere- 
cho.—Cas.  19  abril  1907  .    .  .  I  186 

PENSIÓN   ALIMENTICIA 

Omisión. — Se n te ncía  co nfirm ato- 
ria. — ('uinple  con  las  enuncia- 
ciones legales  la  sentencia  de 
segunda  instancia  que,  al  con- 
firmar la  de  primera  instancia 
que  manda  pagar  una  pensión 
alimenticia,  se  refiere  explíci- 
tamente á  ella;  y  no  necesita 
agregar  nuevas  consideraciones 
para  el  solo  efeeto  de  reducir  el 
monto  de  la  pensión. — Cns.  11 
marzo  1907 I     76 

PENSIONES    MILITARES 

1.  Competencia. — Excepción  pe- 
rentoria.  —  Es  competente  la 
justicia  ordinaria  para  conocer 
de  la  denuinda  sobre  pago  de 
las  recompensas  militares  con- 
cedidas por  las  leyps  de  21  de 
diciembre  de  1888  y  de  7  de  fe- 
brero de  1895  á  los  que  hicie- 
ron la  campaña  del  Perú  de 
18:J8  v  1839.— Cas.  6  noviem- 
bre 1906 I     58 

2.  Los  agraciados  por  la  ley  de 
21  de  diciembre  de  1888  tienen 
derecho  al  pago  de  la  pensión 
á  contar  desde  la  fecha  de  di- 
cha ley,  y  no  sólo  desde  la  fe- 
cha del  decreto  supremo  que 
los  declara  coniprendidos  en 
sus  disposiciones, — Mismo  fa- 
llo. 

3.  Competencia.  —  Retiro. —  De- 
clarado el  retiro  de  un  militar 
por  el  Presidente  de    la  Repú- 
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blica,  á  quicMi  segán  el  articulo 
73  (82)  uúinero  11  de  la  Cons- 
titución Política,  corresponde 
como  atribución  especial  la  fa- 
cultad de  conceder  jubilacio- 
nes, retiros,  licencias  y  goce  de 
montepíos  con  arreglo  á  las  le- 
yes, el  decreto  que  tal  declara- 
ción establece  j)uede  reputarse 
como  un  fallo  jurídico,  desde 
que  decide  derechos  ciertos  y 
positivos  en  favor  de  una  deti;r- 
minada  persona  por  liaberne 
justificado  que  legítimamente 
le  corresponden. — Cas.  26  oc 
tubre  1906 I  273 

4.  Los  derechos  declarados  á  fa- 
vor del  militar  por  el  decreto 
que  concede  su  retiro,  se  incor- 
poran á  sus  bienes  jíatrimoniu- 
les  y  del  dominio  de  ellos  ó  do 
una  parte  de  ellos,  por  i)equ('- 
ña  que  sea,  no  puede  ser  pri- 
vado sino  por  sentencia  judi- 
cial ó  por  expropiación  por  cau- 
sa de  utilidad  pública.  -Mismo 
fallo. 

5.  Por  consiguiente,  concedida 
por  decreto  supremo  cédula  de 
retiro  ¿  un  militar,  y  expresán- 
dose en  ella  que  la  pensión  co- 
rrespondiente se  pagará  desde 
la  vigencia  de  la  ley  de  9  de 
enero  de  1892,  no  puede  decl.a- 
rarse  por  decreto  posterior  que 
esta  pensión  hade  pagarle  des- 
de la  vigencia  de  la  ley  de  2  de 
febrero  de  lOO.'J,  menoscaban- 
do así  los  dereclios  adcpiiridos 
por  la  primitiva  cédula. — Mis- 
mo fallo. 

6.  Decretado  el  retiro  por  el  Pre- 
sidente de  la  Jtepúblíca  en  uso 
de  sus  facultades  privativas, 
son  competentes  los  tribunales 
de  justicia  para  detenniuar  el 
día  desde  el  cual  debe  pagarse 
la  pensión  correspondiente. — 
Mismo  fallo. 

7.  Competencm. — La  pensión  de 
invalidez  que  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1881  concede  á 
loB  oficiales  é  individuos  de 
tropa  que  han  hecho  las  cam- 
pañas cxmtra  el  Perú  y  Kolivia 
en  la  guerra  del  Pacífico,  no  es 
de  la  naturaleza  de  aquellas 
que  se  conceden  por  la  Orde- 
nanza del  Ejército,  sino  que  es 
ana  recompensa  especial  acor- 
dada por  la  ley  mencionada 
que  se  rige  por  ella. — Cas.  1.5 
julio    1907 I  331 

8.  Si  bien  el  número  11  del  ar- 
ticulo 73  de  la  Constitución  Po- 
lítica establece  que  es  atribu- 
ción exclusiva  del  Presidente 
de  la  República  el  conceder 
pensiones  de  jubilación,  reti- 
ros, licencias  y  goces  de  mon- 
tepío con  arreglo  ¿  las  leyes, 
es  competente  la  justicia  ordi- 
naria para  conocer  de  una  de- 
manda por  i>ensione8  concedi- 
das por  la  ley  esi)ecial  de  1881, 
pues  esta  recompensa  no  ha 
sido  materia  de  las  disposicio- 
nes, ni  está  sujeta  á  las  pres- 
cripciones de  la  Ordenanza  del 
Ejército. --Mismo  fallo. 


9.  Aún  cuando  corresponde  ex- 
clusivamente al  Presidente  de 
la  Rejiública  conceder  juíiila- 
ciones,  retiros,  licencias  y  mon- 
tepíos con  arreglo  a  las  leyes, 
concedido  ó  declarado  el  dere- 
cho al  retiro,  el  conocimiento 
de  las  cuestiones  que  puedan 
producirse  respecto  del  mo- 
mento desde  el  cual  deben  go- 
zarse ó  el  valor  de  las  pensio- 
nes con  que  debe  ser  acudido 
el  retirado,  corresponde  al  Po- 
der Judicial,  ya  que  se  trata 
de  un  mero  juicio  entre  el  soli- 
citante y  el  Fisco.— C.  A.— Mis- 
mo fallo. 

10.  El  militar  cuyo  derecho  A  la 
pensión  de  invalidez,  acordada 
por  la  ley  de  22  de  diciembre 
de  1881,  ha  sido  declarado  por 
decreto  supremo  el  año  1899, 
tiene  derecho  al  pago  de  esta 
pensión  desde  la  fecha  de  la 
ley. — ('.  A.— Mismo  fallo. 

11.  Competencia. —  Improceden- 
cia.— Sentencia  i nteriocn toria. 
— Es  competente  la  justicia 
ordinaria  para  conocer  de  una 
demanda  de  pago  de  pensiones 
militares  por  invalidez. — C  A. 

—  Cas.  22  julio  1907    .    .    .    .  I  334 

PÉKDIDA 

Acciones. —  Socielad  anónima. 
— Si  los  estatutos  de  una  socie- 
dad anónima  de  acciones  al 
portador  disponen  que  en  el  ca- 
so de  que  por  cualquiera  causa 
se  pierda  ó  inutilice  algún  títu- 
lo de  acción,  la  sociedad  no  da- 
rá, duplicado,  sino  que  se  limi- 
tará á  tomar  las  providencias 
que  le  fueren  ordenadas  por  la 
autoridad  judicial,  el  accionis- 
ta cuyos  títulos  se  han  carbo- 
nizado en  un  incendio  tiene  de- 
recho á  que  se  le  den  otros  tí- 
tulos, en  la  forma  que  ordene 
la  justicia  ordinaria. — C.  A.  18 
diciembre  1906 II  150 

Perjuicios.—  V.Caa  i-delito. 

\.  Acción  ejecutiva.  —  Casación 
en  el  fondo.  —  Ol/li{f ación  de 
hacer. — Promesa. — Xo  proce- 
de el  cobro  ejecutivo  de  los 
perjuicios  que  pueda  ocasionar 
la  falta  de  cumplimiento  de  una 
promesa  de  ex-vincular  y  ven- 
der en  seguida  una  propiedad 
raíz,  si  no  cstAn  determinados 
esos  perjuicios  por  sentencia 
ejecutoria.  —  Cas.  13  octubre 
1906  . I       4 

2.  Abordaje. — Apreciación.—  Ca^ 
pitan. — Nav>Í€ro.  —  Heclamdx- 
ción. —  UUra-petita. — Estable- 
cida la  calidad  de  naviero  del 
demandado,  no  infringe  los  ar- 
tículos 86.5  y  878  del  Código 
de  Comercio  la  sentencia  que 
lo  declara  responsable  de  los 
daños  causados  por  un  aborda- 
je debido  á  impericia  ó  culpa 
del  capitán,  ya  que  en  confor- 
midad á  esas  disposiciones  le- 
gales respondo    civilmente    el 


naviero  de  loa  hechor  drl  «j  ■- 
tan  y  puede  la  acción  dirij'  - 
en  contra  de  cualquiera  de » ¡1  ^ 
—Cas  11  abril  1907    -    .   .   .  I    ' 

3.  Casación  en  la  forma.  —  /  < 
tra-petita. — Si  en  ladíuia:'! 
se  pide  el  pago  de  una  muí 
dada  como  indemnizaei'J'U  •<' 
perjuicios,  es  nula  por  fallar 
«ultra-petita>  la  scnteueia  ■,*  • . 
al  confirmar  la  de  primera  u  -■ 
tancia  que  daba  lugar  en  ]íak 
Á  la  indemnización  ¡led'niÁ.  u»- 
clara  que  éí>ta  debe  |>agar— .- 
fonna  de  una  peiiaión  viLil^ci .. 
y  que  la  Empresa  demiiD«l<^  '.i 
debe  constituir  una  garaiT.: 
para  responder  \»»>r  e-^A  |"-i.- 
eión  durante  «d  tiempo  quf>  I.:) 
debe  durar.  Esta  última  r»-^ 
lución  se  refiero  á  un  pUDto  r  • 
propuesto  ni  discutido  \h}T  U* 
partes. — C  a  ».  18  diriinjl^rt 
1006 i    !• 

4.  Cuasi-fielifo.  —  Daño.—yW'- 
ffencia. — fíe^pon^abUifiati-  L* 
negligencia  de  parto  á*-  !■ 
Compañía  de  Vapores,  y  ü-I 
capitán  de  buque  de  iri3ut<-?.  r 
á  bordo  aparatos  para  \»  íih^a 
y  descarga  que  no  ofrecri^  r«- 
gurídad  para  los  oj»eiari«>?.  l-  " 
hace  responsables  soliíUrí*- 
niente  del  daño  causado  á  ai. 
trabajador  con  la  caida  de  u:i% 
''rueda  catalina**  que  do  ^ 
hallaba  sufícienK^mcQte  afiaou- 
da,  y  los  obliga  á  la  iadcmni- 
zacidu  de  loa  peijiücios.— C.  .V 

4  septiembre  1905 11     ^ 

5.  Físico. — Ocupación,— Bf^jh^tt 
sabilidad, — Para  que  el  FL«r' 
sea  responsable  de  ios  p^ij&i- 
cio8  causados  por  la  ocupad-^ 
forzada  de  una  propiedad  {lar 
ticular,  es  neeectarío  qu«-  Ia* 
personas  qne  exi|;en  U  í*niT  ¿i 
de  esa  propiedad  hayan  í>a«i  • 
investidas  de  autoridad  I-/j1 
bastante  para  comproin«*f « r  *> 
Est«do  por  los  actos  coiteecBu;- 
ciales  de  la  ocupación.— ('.  A 
29  octubre  1906 U   <■ 

6.  Dependiente.—  Injnña.-Pr 
solución.  —  Las  iniputartt»- • 
injuriosas  contra  el  honor  ó  ^. 
crédito  de  una  persona  ny  d»6 
derecho,  por  reíala  general,  x. 
pago  de  una  indemnizacióu  fr- 
cnniaria,  ¿  menos  de  prol>ar»«- 
daño  emergente  6  Incro  ceban- 
te apreciable  eu  dinero  j  »' 
procede  jior  lo  demás  la  iadcin- 
nización  si  se  prueba  la  ^(rd*<i 
de  la  imputación  y  si  ella  oot-» 
injuriosa. — C.  A,  19  noriemhr» 

1906 n:* 

7.  Cuasi-délito.  —  Seglia^n  ia.- 
Aparte  del  sentimiento  >  •!•• 
valor  de  afección — que  ne  t^e  d'r 
visa  por  qué  deban  eliminAr* 
en  absoluto — la  muerte  do  t»"i« 
persona  im])orta  de  i«i>r-i  ut 
perjuicio  real  y  jK>siti\c».ytqu» 
por  lo  general*,  tanto  en  l*>  n»- 
cioiies  como  en  las  familuí^.  •* 
vida  humana  es  un  elem«'Oto  J» 
verdadera  riqueza;  y  bajo  Mf 
aspecto,  sosceptible  de  osa 
apreciación  material  ó  en  Jiac 
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ro. — C.  A.  27  julio  1907  .    .    .11139 
La,    dítieultad  para  hacer  esta 
aprecincióu     y    establecer    su 
monto  ti  jo  por  medio  de  tentigos 
d  perit-os,  no  pií^iiitíca  que  no  de- 
be efectuarse  ó  «juc  el  daño  sea 
iiiapreeiablé  pues,  naivo  casos 
muy  calificados,  la  apreciación 
en  iiiateria  de  perjuicios  queda 
siempre    al  arbitrio  del  juzga- 
flor,  síii  más  nonna  que  hu  buen 
criterio  para  caliticar,  en  cada 
juicio,    los  diversos   factores  y 
las  distintas  eircuiiKtauoias  que 
le  suministra  el  mérito  de  autos. 
—  Míhiuo  fallo. 
.    Si  en  la  demanda  se  cobra  una 
cantidad  detcnninada  como  in- 
demnización por  un  accidente  y 
en  el  curso  del  juicio  no  se  rin- 
<lc  prueba  que  pcnnita  estimar 
el  monto  de  esta  indemnización, 
doHeeliáiidose   por  este   motivo 
la  demanda  en  primera  instan- 
cia, puetlo,  sin  embargo,  el  Tri- 
bunal   de  Alzada  dar  lugar  k 
ella  en  cuanto  se  exige  una  in- 
demnizución,  ordenando  que  la 
fije  el  juez  a  quo  tomando  en 
cuenta     las   facultades   del   de- 
inaiulndo  y  demás  antecedentes 
n preciables. — Mismo  fallo. 

PERTEXENTIAS 

1.  (\i-9ar-ion  en  ia  forma. —  Esta- 
cnmen  tos. — Salitrertis.  — Socie- 
rlad  conyugal.  ~  UUra-peíita. — 
Reconociéndose  á  un  peticiona- 
rio d(»recho  ¿  dos  pertenencias 
en  conformidad  al  articulo  '¿G 
<\el  Código  de  Minería  de  1874, 
no  puede  concederse  á  su  cón- 
yuge una  tercera,  porque  las 
eoneefiionos  salitreras  beclias 
A  uno  de  los  cónyugí'S  entran  á 
formar  parte  del  ba])er  de  la 
societlad  conyugal  y  no  del  pa- 
trimonio del  cónyuge  denun- 
eiaut«'. — ('.  A. — Cas.  31  diciem- 
bre 190i; I     49 

•i.  Kl  inciso  2."  del  artículo  «»."  del 
Reí^lamento  de  *¿H  de  julio  de 
lb77,  ijuc  establece  que  cada 
cstncaniento  no  puede  tener  si- 
nt>  una  pertenencia,  no  debe 
prevalecer  sobre  la  disposición 
del  inciso  2."  del  artículo  20 
del  Código  de  Minería  de  1874, 
segiin  el  cual  el  descubridor 
dentro  del  radio  de  cinco  ki- 
lómetros de  mina  registrada, 
tiene  derecbo  á  dos  pertenen- 
cias.— Mismo  fallo. 
3.  Arenan  auríferas.  —  Mina. — 
Susfanri($s  (le  libre  afitiuisi- 
riiín. — Las  arenas  auríferas  y 
demás  sustancias  mineralos  de 
los  ríos  y  iduceres,  son  de- 
nunciables  y  de  libre  adquisi- 
ción, aunque  el  terreno  en  que 
se  encuentre  no  sea  erial,  de- 
hiendo  en  este  caso  formarse 
las  pertenencias  mineras  con 
arreglo  A  las  prescripciones  le- 
gales, como  si  se  tratara  de 
mina  propiamente  tal. — C  A. 
■*.'>  noviembre    11)0.'»  ....  II       2 


PERSONERÍA 

Ccntación  en  la  forma.  —  Consi- 
derandos.—  Excepciones.— 
Juicio  ejecutiro. —  VUra-peti- 
to.— Falla  ultra-petita  la  sen- 
tencia del  Tribunal  de  Alzada 
que  recbaza  la  acción  ejecuti- 
va en  virtud  de  la  excepción  de 
faltA  de  personería,  fundada  en 
ciertos  bechos  y  antecedentes 
jurídicos  no  discutidos  ni  pro- 
puestos en  el  juicio,  siendo  que 
la  excepción  de  falta  de  perso- 
nería oi)uesta  j»or  el  ejecutado 
se  fundaba  en  liecbos  y  antece- 
dentes diversos.  La  circunstan- 
cia de  referirse  el  vicio  en  que 
se  funda  el  recurso  de  casación 
¿  los  ténninos  en  que  aparecen 
redactados  hw  considerandos 
del  fnllo  recun-ido,  y  la  de  que 
el  tribunal  sentenciador  se  ba- 
ya limitado  en  la  parte  dispo- 
sitiva de  dieba  resolución  á  de- 
clarar admitida  la  excepción 
de  falta  de  personería,  no  mo- 
difica el  aspecto  jurídico  de  la 
cuestión,  por  cuanto  esos  con- 
siderandos son  en  este  caso 
})arte  integrante  y  sustancial 
de  lo  dispositivo  del  fallo,  ya 
que  sin  ellos  no  tendría  éste 
existencia  ni  significado  algu- 
no legal. — Cas.  18  mavo  1907 
'.    .    .   1  255 

PERSONA  JIRÍDKA 

1.  Ausente. — Curador. — El  nom- 
bramiento de  curador  de  bie- 
nes de  un  ausente  sólo  se  pue- 
de provocar  respecto  de  una 
l)ersona  natural  y  no  de  una 
persona  jurídicn. — V.  A.  27  sep- 
tiembre lOüti  II     50 

2,  Las  personas  jurídicas,  tanto 
las  que  se  rigen  jun*  el  Código 
Civil  como  Ifis  (pie  están  some- 
tidas al  Código  de  Comercio, 
son  personas  ficticias  creadas 
por  la  ley  y  no  son  suscepti- 
Ides  de  ser  declaradas  presen- 
tes ó  ausenten  en  el  sentido 
ijue  la  ley  da  ú  ewta  palabra. — 
Mismo  fallo. 

PETIÍIÓN  DE  HERENCIA 

1.  Casarían  en  el  fondo.  —  Ce- 
sión de  d^rerJiOM  hereditarios. 
— Nulidad.  —  Presrrijxión. — 
Rescisión. — La  acción  de  i>eti- 
ción  de  berencia  sólo  se  conce- 
de, segón  el  artículo  1204  del 
Código  Civil,  al  que  pruebe  su 
dereebo  á  una  berencia  y  con- 
tra la  persona  que  la  ocupe  <fen 
calidad    de   beredero>.  —  Cas. 

1."  septiembre  IDOU I     19 

2.  Por  consiguiente,  delie  anular- 
se la  sentencia  que  da  lugar  ¿ 
la  acción  He  i)etic¡ón  de  una 
berencia  sin  baber  establecido 
el  beelio  de  que  el  demandado 
ocupe  en  calidad  de  beredero 
la  berencia  <|ue  kc  reclama, 
fundándohí'  en  que  era  comu- 
nero á  título  de  sociedad  con- 
yugal en  una  masa  de    bienes 


en  que  debían  considerarse 
existentes  los  de  dicba  heren- 
cia, y  aplicando  así  la  disposi- 
ción del  artículo  1264  del  Códi- 
go Civil  á  un  CASO  que  está 
fuera  del  único  determinado 
por  ella. — Misino  fallo. 

PLAZO 

1 .  Forinalización. — Improceden- 
cia.— Multa.— Vis  improcedente 
el  recurso  de  casación  formali- 
zado después  del  plazo  que 
concede  la  ley.  La  cuarta  par- 
te de  la  suma  consignada  debe 
aplicarse  á  beneficio  fiscal  si  la 
parte  que  ha  anunciado  el  re- 
curso no  lo  formaliza  en  el  ter- 
mino legal. — Cas.  20  octubre 
190(j I  145 

2.  Improcedencia. —  F'ormaliza- 
ííion.-- Si  se  anuncia  conjunta- 
mente los  recursos  de  casación 
en  la  forma  y  en  el  fondo,  debe 
aquél  fonnalizarse  siempre 
dentro  del  plazo  de  cinco  días. 
Cas.  12  marzo  1906 ..1  152 

3.  Acción  posesoria.  —  Amplia- 
ción.— Apel<ición.  —  Aprecia- 
ción.— (ausoles. — Contra-que- 
rella.— Cosa  juzgada. — Costáis. 
—  De^sti  miento.  —  FtscaL  — 
Municipalidmi.  —  Omisión. — 
Parte  agrá  riada.— Posesi/in. — 
Querella. — Sentencia. —  UUror 
jyetita. — Interpuesto  el  recurso 
de  casación,  no  puede  hacerse 
en  él  variación  de  ningún  gé- 
nero. No  i)rocede,  por  tanto,  la 
ampliación  del  recurso,  aunque 
ésta  se  haya  formulado  con 
los  requisitos  legales  y  dentro 
del  plazo  especial  concedido 
por  la  lev  para  interi)onerlo. — 

C.  S.  15  octubre  1904  ....  I  294 

4.  Anuncio. — Citación  para  sen- 
tencia.— F^rpr catión  de  agra- 
vios.—  Improcedencia.  —  Po- 
der.— Procurador  de  tumo. — 
Es  improcedente  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo  anuncia- 
do fuera  del  plazo  legal. — Cas. 

7  mayo  1907 .  1  232 

5.  fuerza  mayor. — Impedimen- 
to — Lej]iiim<ición.  —  Notifica- 
ción.— El  instrumento  púl)lico 
de  legitimación  debe  otorgarse 
(i  la  fecha  de  la  celebración  del 
matrimonio,  ó  en  caso  de  impe- 
dimento grave,  dentro  de  los 
treinta  días  subsiguientes  á  ella, 
so  pena  de  nulidad. — C.  A.  5 
sei)tieinbre  1906 II     36 

6.  Puede  extenderse  el  instru- 
mento de  legitimación  después 
de  expirado  el  plazo  de  trein- 
ta días  que  señala  la  ley,  si 
habiendo  solicitado  los  padres 
el  otorgamiento  antes  de  su 
vencimiento,  no  pudo  ello  tener 
lugar  por  la  práctica  de  otras 
diligencias  ordenadas  por  el 
juez,  las  cuales  importan  fuer- 
za mayor. — Mismo  fallo. 

7.  La  ley  no  fija  plazo  para  la 
notificación  del  instnunento  de 
legitimación  á  las  personas 
que  se  quiere  legitimar. — Mis- 
mo fallo. 
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8.  Querellna. —  Testigos. — No  de- 
be procedorsc  al  examen  de  Io8 
testigos  del  querellado  si  ÓHte 
no  presentó  su  lista  de  testigos 
antes  de  las  doce  del  día  ante- 
rior al  designado  para  la  au- 
diencia, sino  este  mismo  día; 
sin  que  valga  la  circunstancia 
de  no  haber  tenido  lugar  el 
comparendoese  díasinomuchos 
días  después. — C.  A.  22  octubre 
1906 II     49 

9.  Promesa. — Nulidad. — La  pro- 
mesa de  celebrar  un  contrato 
no  produce  efecto  alguno,  salvo 
que  concurran  las  circunstan- 
cias que  enumera  el  artículo 
1554  del  Código  Civil,  entre  las 
cuales  fígura  la  do  que  la  pro- 
mesa contenga  nn  plazo  ó  con- 
dición que  tije  la  época  de  la 
celebración  di'l  contrnto. — En 
consecuencia,  es  nulo  el  con- 
trato de  venta  que  carece  de  este 
requisito. — C.  A.  5  noviembre 
1906 II     97 

10.  Prescripcúin. —  Titulo  ejecu- 
tivo.— Debe  denegarse  la  ejecu- 
ción si  el  título  presentado  tie- 
ne más  de  diez  años  contados 
desde  que  la  obligación  se  hizo 
exigible. — La  circunstancia  de 
que  aparezcan  en  el  titulo  abo- 
nos hechos  á  la  deuda,  que  no 
aparecen  acej)tHdoH  por  el  deu- 
dor, no  es  antecedente  para  es- 
tablecer que  desde  la  fecha  del 
último  de  esos  abonos  debe  con- 
tarse el  plazo  de  diez  años  á 
que  se  refiere  el  artículo  463  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 
Este  plazo  debe  contarse  desde 
que  se  cumplió  el  término  fija- 
do en  el  mismo  título,  es^to  es, 
desde  que  la  obligación  se  hizo 
exigible. — C.  A.  11  diciembre 
1906  .    .    . II  135 

11.  MeconvenciÓH.  —  El  tt'rmino 
para  contestar  la  reconvención 
es  de  quince  días. — C,  A.  5  di- 
ciembre 1906 II  137 

PLI'RALIliAD    DE    PARTES 

1.  Apelatñón.  —  Cuantia.  —  Si 
varias  personas  han  demanda- 
do conjuntamente  á  otra  para 
exigir  el  pago  de  servicios  pres- 
tados, el  monto  de  la  demanda 
no  es  el  que  resulta  de  la  suma 
de  las  cantidades  cobradas,  si- 
no el  que  separadamente  tenga 
los  créditos  de  cada    acreedor. 

— C.  A.  27  octubre    1906  .    .  II     82 

2.  Aunque  el  artículo  19  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil 
autoriza  para  intervenir  en  un 
mismo  juicio  á  varias  personas 
que  deduzeiin  acciones  que 
emanen  de  un  mismo  hecho,  de 
la  historia  fidedigna  de  su  esta- 
blecimiento consignada  en  las 
actas  de  la  Comisión  Revisora 
se  desprende  que  no  se  refiere 
al  caso  de  varios  acreedores 
que  se  unen  para  exigir  el  pa- 
go de  los  servicios  adeudados  á 
cada  uno  de  ellos  por  el  deman- 
dado. Aún  suponiendo  acepta- 
ble que  se  junten  distintas  per- 


sonas para  litigar  en  nn  sólo 
pleito  ejercitando  idénticas  ac- 
ciones contra  otro,  no  puede 
sostenerse  que  el  monto  de  la 
demanda  debe  ser  la  suma  de 
las  cantidades  cobradas,  pues 
do  este  modo  se  podría  alterar 
no. sólo  el  procedimiento  esta- 
blecido para  la  sustanciación 
de  los  juicios,  sino  aún  la  com- 
petencia del  Tribunal  llamado 
á  fallarlos,  procedin)iento  y 
Tribunal  que  quedarían  k  elec- 
ción de  los  demandantes,  ele- 
vándose el  monto  de  la  deman- 
da con  juntarse  para  entablar- 
la.— Mismo  fallo. 

Poder. — V.  Mandato. 

1.  Anuncio. — Citación  para  sen- 
tencia.—  Expresión  de  agra- 
rios.— Improcedencia.  —  I*fa- 
zo. —  Procurador  de  turno. — 
(Constituido  legalmenteel  man- 
dato para  segunda  instancia,  el 
mandatario  tiene  facultad  bas- 
tante para  represí-ntar  al  man- 
dante en  todas  las  segundas 
instancias  de  la  cansa  con  arre- 
glo á  los  artículos  8  y  11  del 
Código  de  Procedimiento  Civil 
y  su  representación  no  caduca 
sino  por  la  nvocación  de  su 
mandato  ó  por  otras  causas  le- 
gales. Por  consiguiente,  hecha 
la  expresión  de  agravios  y  no- 
tificada la  citación  para  senten- 
cia á  un  procurador  que  entró 
como  procurador  de  tumo  á  re- 
prestMitar  á  la  parte  que  goza- 
ba de  })rivilegio  de  ¡)obreza,  y 
la  representó  en  diversas  ape- 
laciones con  su  aquiescencia, 
la  sentencia  (|ne  se  dicte  no 
adolece  de  nulidad  por  la  cir- 
cunstancia de  haber  represen- 
tado á  la  misma  parte,  en  la 
primera  apelación  de  la  causa, 
otro  procurador  que  en  aquella 
fecha  se  hallaba  de  tumo. — 
Cas.  18  julio  1006 I  232 

2.  Juirio  ejendivo. — Parte  agra- 
viada.—  Tercería.  — Siendo  la 
tercería  un  incidente  del  juicio 
ejecutivo,  el  poder  dado  para 
ést«  es  bastante   aquella. —  C. 

A.  12  julio  1906 II  106 

PORCIÓN   rONYUtlAL 

Confesión.  —  Deudas  hereditor 
rt€is. — Heredero  á  titulo  uni- 
versal.— Primipio  de  prueba 
])or  escrito. —  Prueba.—  Socis' 
dad  conyugal. — El  cónyuge  á 
quién  por  cuenta  de  porción 
conyugal  ha  cabido,  á  título 
universal,  alguna  parte  en  la 
sucesión  del  difunto,  es  respon- 
sable á  prorrata  de  esa  parte, 
como  los  herederos  por  sus  res- 
pectivas cuotas  y  las  deudas 
hereditarias  se  dividen  tam- 
bién á  prorrata  de  sus  cuotas. 
— C.  A.  17  noviembre  1906..  II     73 

POSESIÓN 

1.   CfMOiión  en  el  fondo.— De- 


niarcadón,  —  Ocupación  béli- 
ca.—  Suditrenu,  —  La  aceií  n 
que  concede  el  articulo  84¿  áú 
Código  Civil  corresponde  ai 
doefto  de  nn  predio  y  quien  b 
deduce  tiene  que  acreditar  qoo 
verdadei amenté  es  propietari-» 
ó  á  lo  meóos  que  c«  poseedv 
del  que  trata  de  deisllndar.— 
Cas.  30  noviembre    1906  .  .  I  ln:. 

2.  No  tienen  dominio  verdadeTP 
ó  aparente  de  los  terrenos  mIí- 
trales  do  Tarapaeá  los  deotm- 
ciantcs  que  no  tenían  la  p<N^ 
sión  real  de  sos  estaca in»ote«: 
ú  oficinas  á  la  época  de  la  oes- 
pación  de  esa  provincia  fiorlas 
armas  de  la  República,  y  It 
sentencia  qne  les  reconoce  ^ 
minio  infringe  los  artículo» :? 
y  S  del  tratado  de  paz  eon  H 
Perú,  promulgado  como  lí'y  na- 
cional el  20  de  mayo  de  Í^M. 
en  el  cual  se  consideró  el  de- 
creto de  28  de  mano  de  ix^í. 
que  había  reglamentado  la  pro- 
piedad salitrera  prii-ada  •!« 
Tarapaeá  sobre  la  base  drl  iv- 
gimen  legal  antes  establt-ci'j'*. 
«no  reconociendo  otn>»  titul» 
y  derechos  á  este  respecto  qo? 
los  resultantes  de  los  contra:«>> 
reales  emanados  del  ÍTobienio 
del  Perú,  ni  otra  posesión  y  te- 
nencia qne  las»  que  se  dr!.[ir^!i- 
den  de  esos  títulos  6  d«  9U  d» 
minio  incontestable  acom^tañii- 
do  de  una  explotación  acinal 
y  efectiva»  — Misino  fallo. 

3.  Actos  de  mera  faeuUod.— 
Aguas. —  CanaL  —  l*rt>rñp- 
(^ón, — Servidundire.  —  fX  V- 
cho  de  haber peraiitido loados 
ños  de  nn  cauce  artificial  qS'* 
un  tercero  extraiga  por  nn  ca- 
ñón una  parte  del  agua  de  di- 
cho canal  que  antes  arrendaht, 
después  de  expirado  el  arriry- 
do,  es  un  acto  de  mera  facul- 
tad ó  tolerencia  que  no  confiew 
posesión  ni  da  fundament'^  a 
prescripción. — Cas.  3  af?*!*' 
1907 1«: 

4.  A  cnón  posesoria,  —  A  mpUa- 
eión. — Apelación.  —  A^nfia- 
dón. — Caftsaf^s.— Contra  7«r- 
relia. — Cosaj^tzgaiia  — '  Vrt^ 
— Desistimien^o.-ffscal.-M*- 
nidpaüdad. —  Omisión.  -Par- 
te agrariofití. —  Pfazn.—i^e- 
relia. — Senten-.-ia.  —  Í7í;tb->*- 
Hla.  —  Establecido  por  Ir-^ 
jueces  de  la  causa  el  h»^b'^ 
de  que  el  querellante  ik»  b» 
poseído  tranquila  y  no  ípíí- 
mimpidamente  durant**  nr 
año  comfdeto  la  plaza  qa^  »• 
objeto  de  la  querella,  w  imp"- 
no  el  rechazo  de  ésU.  ]»>n\fi* 
no  puede  instaurar  nna  aró-* 
posesoria  sino  el  que  ba  e^tad-» 
en  posesión  tranquila  y  n^^  in- 
terrumpida un  año  coinpl*^»' 
—Cas.  20   diciembre  1906.    I  *^ 

3.  Arción  posesoria. —  C«n^'^ 
— Elstaio.  —  Solitreran.  —  l.< 
posesión  de  los  yacimieiit«>»  d* 
salitre  pertenece  al  E-tad* 
por  el  ministerio  de  la  Ve)  T 
sólo    pueden    adquirirles   ii» 


POSESIÓN 


PRECIO 


PREFECTO  DE  POLICÍA      45 


particulares  á  virtud  de  conce- 
sión otorgada  por  autoridad 
competente  y  con  las  foi-mali- 
dados  legales. — En  coiiBocueu- 
cia,  si  el  Fíbco  se  querella  de 
amparo  contra  particulares 
que  han  ocupado,  á  su  juicio 
indebidamente,  un  yaciinii>nto 
salitral, es  inoecesarío  aprociar 
el  mérito  de  las  hiforinacioues 
de  testigos  rendidas  por  las 
partes,  porque  la  posesión  de 
dicho  yacimiento  pertenece  al 
Estado  por  ministerio  de  la  ley, 
y  debe  aceptarse  la   querella. 

Cas.  17  diciembre  19ÜG I  301 

6.  El  particular  que  pretende  la 
propiedad  ó  posesión  de  un 
estacamento  salitral  debe 
acreditarlo  por  medio  de  la 
concesión  hecha  por  el  Estado 
en  forma  legal,  ya  que  sin  esa 
concesión  la  posesión  y  menos 
la  propiedad  de  diclio  estaca- 
mentó,  no  ha  podido  salir  do 
manos  del  Entado. — Xo  prue- 
ba, en  consecuencia,  su  dere- 
cho con  la  sola  presentación 
de  una  escritura  de  compra- 
venta á  9tro  particular,  poste- 
rior al  decreto  de  HO  de  mayo 
de  1884,  que  suspendió  en  todo 
el  territorio  de  la  República  el 
otorgamiento  de  concesiones  de 
salitre. — Mismo  fallo. 

7.  Lia  posesión  que  el  Estado  tie- 
ne de  los  terrenos  salitrales 
emana  de  la  ley  y  se  acredita 
con  ella  misma,  y  aunque  pudie- 
ra argOirse  que  la  ley  estable- 
ce más  bien  el  dominio  que  la 
posesión,  y  que  los  títulos  que 
acreditan  el  dominio  no  deben 
tomarse  en  cuenta  en  los  jui- 
cios posesorios,  procerloria  en 
este  caso  la  excepción  de  inci- 
so 2."  del  artículo  92.1  del  Có- 
digo Civil,  ya  que  el  título. 
que  es  la  ley,  pnnde  probarse 
sumariamente. — Mismo  fallo. 

8.  Agncvi, —  Ofjran  aparentes.-- 
Habiéndose  concedido  en  dife- 
rentes fechas  á  dos  pernonas 
mercedes  de  aguas  en  el  mismo 
estero,  debe  ser  preferida  la 
que  primero  entró  en  posesión 
ejecutando  obras  fti)arontc8 
para  el  uso  de  las  aguas,  aun- 
que su  merced  sea  de  fecha 
posterior.  — C.  A.,  26  diciembre 
1900 II     26 

9.  Acción  ¡yosesoria.  — Inscrip- 
ción.— Xo  puede  entablar  ac- 
ción posesoria  sino  el  <iuo  prue- 
be haber  estado  en  posesión 
real,  tranquila  y  no  interrum- 
pida por  \\T\  año  completo,  del 
terreno  á  que  se  refioiv  la  que- 
rella, y  esta  prueba  debo  ren- 
dirse acreditando  hechos  posi- 
tivos de  aquellos  á  «lue  solo  tía 
derecho  el  dominio,  como  o! 
corte  de  maderas,  la  cíHutruc- 
ción  de  edificios,  la  de  corri- 
mientos, las  plantacions  ó  se- 
menteras y  otros  de  ¡f^ual 
significación,  ejecutados  sin  el 
cousentiuíiento  del  que  disputa 
la  posesión. — Estos  hechos  no 
se    acreditan    con    la    simple 


presentiei'n  \[o  nn  título  ins- 
crito» ])or|'.i»-  \\  1  í^  •)•".;. .-I)  I  »-s 
un  requi-5Íi>  1.  .uul  p  vr.i  j  »lc:ii- 
nizar  l.'i  teñe  icia  »*  ui  ú  i¡  n  >  de 
señor,  lo  cunl  únie.nn  •  it  *  ca- 
racteriza la  i>os.'sión  y  es  inilu- 
dabb'  «|iie  lu  ji-eiipci'')  i,  «x- 
cepcionalniente  «xi^i 'a  re-;- 
pecto  de  ei.rtos  »i.'if-*  jun-  el 
artículo  7"it  d.  1  (' •  r.i>  ('ivjl. 
debe  concurrir  co  i  el  !u'c!i'»  y 
circu'ístan'-i.Ts  co  istlrutiva.-s  «lií 
la  posesió:i. — C.  A,,  2.'l  tictub.e 
19ÜG 11     8ü 

I»OSESIó.\    EFECTIVA 

Cannal. — Descubrí  míen  f  o.  —  Bv- 
tacanienfo.  —Mensura. —  Sali- 
treras.— E.^  infundada  la  cau- 
sal de  casación  que  se  basa  en 
no  haberse  concedido  á  los  de- 
mandantes herederos  del  due- 
ño de  un  pedimento  salitre- 
ro, la  i»osesión  efectiva  de  la 
herencia  de  su  causante,  cir- 
cunstancia que  los  inhabilita- 
ría A  juicio  del  n-eurrente  ])ara 
pedir  la  mensura  de  ese  pedi- 
mento, })or4pie  la  mensura  no 
es  un  acto  de  transferencia  de 
dominio,  ni  implica  de  parte 
de  los  herederos  el  dispo  ler  de 
algún  modo  de  la  indicada  per- 
tenencia, contraviniendo  \\  nr- 
tículo  4Í8.S  del  Códijío  Civil  y 
ponjue,  además,  consti  d  •  an 
to."i  ípie  se  co.K'td.ó  á  eso^  be- 
rederos  dicha  p  )>5«'si('i )  efecti- 
va.—C.is.  14  ni:i/o  IÍK)7  .    .  .  1   219 

I'OIE-^TAD   M  vii:  r  VI. 

Alinfn*')^. — (^'ni'l'i  /'■>•. —  O''*  >r- 
eio. —  '/'*/  >. —  l^  f'ri  t  ;>  >Vy''/  /, 
—  S'.^oí"  1 1  I  ro  i  /n  I  //. — ^i  l»i«'n 
el  m\rido  es  j.fe  d.'  la  so<'i  - 
dad  co  lyuíjal  y  eo.no  til  nlMii- 
nistra  librem.Mite  li)s  ble  i  s 
sociales  y  los  de  su  in'ij  r,  rrAfn  * 
facultad  i|ue  la  b-y  !•■  co  riere 
no  lo  autorizi  pira  sustraerse 
á  las  obl¡;;.icio  íes  <iue  es*-  mis- 
mo carácter  de  jefe  de  la  so- 
ciedad le  iniMOie  cin  respecto 
k  la  mujer,  coni'>  tnmpoi'O  de 
las  «jue  en  cuanto  A  los  li'j  >s  se 
derivan  de  la  i»alria  i»)test.ul, 
porque  no  le  h'V  orón;  id  )  la  lev 
tal  facultad  p  ira  (¡ue  la  ejerci- 
te de  u  I  m  )do  arbitrario,  ne- 
gand  »  á  Ki  mujer  y  á  lo^  hijos 
los  alimentíKS  de  tjue  han  \\\  - 
nester;  y  por  cons¡j;ui':U\  sin 
menoscab)  de  «' -as  inlsmis 
atribucio  íes.  pued^  la  Jns.ii'ia 
regular  su  ejercieio.  re-rable- 
cie-ido  el  r(';^iin.'  i  correcto  y 
legal,  y  ord.Mumdo  al  mirld.) 
que  Humiiiisíre  á  la  mujer  y  á 
los  hijos  lo«i  alini  'nt',s  á  (pie 
por  h'V  tiencMi  dereeho. — (';is. 
19  abril  l;K)7 I   l«ij 


1.  Cnst  }'iz/a  l't.  —  Tí' Oi'f'.'t.  - 
Juicio  ejei-tifiro. —  \uli  ia  L— 
lietii'it".  —  ^'^íifitreras. —  Tafia- 
i-ión. — \o  infringe   el  artículo 


nr\  d  d  Código  Civil,  la  sen- 
te. icia  que  r.chi/.a  la  acción 
de  auliiLid  de.  la  escritura  pú- 
blica de  r.inate  fundidi  en  no 
hab.-r.^e  lijailo  precie»  á  los  in- 
m nebíes  subastados,  si 
de  esíi  misma  (scvitura  apare- 
ce qu.'  ilicho  juecio  se  fijó. — 
Ca-.  2:»  j  1.1  lo  1.907 I  375 

2.  r»  tlid.i  la  ni.lidad  (•<•  las  escri- 
U:i!\-  de  reunte  |  or  no  haber 
sido  tas.ida.s  las  salitreras  ad- 
jiKlieailas  por  ella,  no  jirocede 
c.-la  acción  si  d(l  infoinne  del 
perito  noni  »rado  j)ara  valori- 
zar   los     bienes-    embargados 

.  aparece  que  estimó  el  valor 
del  caliche  existente  en  dichas- 
pampas  en  la  canfidad  de 
$  1.3.000,000,  agregando  sí  las 
consideraciones  que  h  su  juicio 
hacían  disminuir  ó  anular  su 
valor,  hasta  el  punto  de  impo- 
ner una  ¡urdida  al  (pie  se  de-  . 
diease  á  su  elaboración  con 
motivo  del  impuesto  de  expor- 
tación, por  lo  <|ue  se  deben  to- 
mar sólo  en  ese  sentido  restric- 
tivo las  frases  <con  exclusión 
de  la  pampa  misma  •  ó  ^^cxclui- 
das  las  pampas  mismas*,  de 
que  se  sirve  en  su  iiiforine.  sin 
que  jnieda  establecerse  por  es- 
to que  no  fueron  realmente 
apreciadas  «ni  lo  que  en  con- 
cepto del  i>erito  valían  y  de 
que  se  omitiera  la  formalidad 
ordenada  en  el  artículo  40  de 
la  h'y  de  8  de  febrero  do  lSil7. 
Msmo  fallo. 

3.  Apr-?c'ic.i'}n. —  Compraventa. 
—  //iVr  rc.t'tcii'm.  —  Leu    '^ 

coi\*r  tfo. —  }fo>te  la En    un 

coniraío  di'  comj)ra-venta  el 
p:i;ío  (Ir be  haeer>e.  bnjo  todo 
re>pecíf»,  en  coTiformid.id  al  te- 
nor de  la  oblii;.iei<'>Tí,  y  cuaido 
esta  es  el. ira  no  hay  para  (jué 
desa-v"!  ler  su  teiií)r  literal  á 
pr  -tex  ■»  de  eo  isultar  su  espí- 
ritu.— Expri'sindo  el  Címtrato 
(pie  la-  inerc'id«-rías  deben  pa- 
garse al  cambio  de  IH  j»eni(iues 
por  jies»),  sólo  cumple  su  (ddi- 
gació  1  el  comprador  pagando 
en  m  >n»'da  esli-rlina.  ó  su  eipii- 
valeiite  e-'timado  sil  cambio  de 
18  peui'lueH  por  peso,  y  no  pa 
gaiiih»  s¡mi)lemente  en  j)esos 
chilenos,  si-i  atender  el  cambio, 
co  I  el  pretexto  de  «pie  estos 
pes  is  son  bMíaluiniie  de  18 
pe  li'pie-i.— C.  A.,  ('as.  17  agos- 
to 19i»7 I  405 


PKEFEcrO  I»i:  POLICÍA 

Rejisfros  ffctoralfs. — En  con- 
form¡(hid  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  2ti  núm.  <í."  de  la  Ley 
de  Eleecioiu-H.  debr  ser  exclui- 
do de  lo-«  re^ji-tros  electorales 
la  i»er>oiia  ipie  (b'sempena  el 
puesto  df  Pnfecto  de  Policía, 
pues  pr<  r^ta  un  servicio  renta- 
do. —  C.  A..  11»  noviembre 
IÍMh; : 11     69 
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PRENDA 

1,  Ccuiteián  en  el  fondo.— fkm- 
tales  de  casación. — EtUref/a. 
— Formaliaaeión. —  Para  que 
el  contrata  de  prenda  Rca  váli- 
do «8  necesario  que  se  dosipie 
determinadamente  la  cosa  cs- 
peQÍfíca  dada  en  garantía. — 
Cas.  5  julio  1906 I       1 

S.  El  contralto  de  prenda  no  se 
perfecciona  sino  por  la  entrega 
de  la  cosa  ai  acreedor;  y  no 
puede  estimarse  como  entrega 
ficticia  ó  simbdlica  aquella  en 
que  se  deya  en  poder  del  deu- 
dor la  cosa  ó  cosas  aue  éste  da 
en  prenda;  cuando  ellas  no  pue- 
den deteñninarse. — Mismo  fa- 
llo. 

PBESCBIPCIÓN 

1.  Legitimario— ■Reforma.-'  Te»  • 
(amento. — La  prescripción  de 
cuatro  años  que  ^tí  el  artículo 
1216  del  Código  Civil  para  pe- 
dir la  reforma  de  un  testamen- 
to, se  refiere  ünicamonto  «á  los 
legitimarios  k  quienes  el  testa- 
dor no  haya  dejado  lo  que  por 
ley  les  corresponde»,  ó  sea  i 
aquellos  &  quienes  el  testador 
menciona  como  tales  legitima- 
rios y  les  asigna  una  porción 
de  bienes  inferior  á  la  que  de- 
be tocarl^b.  —  Esta  prescrip- 
ción no  es  aplicable  ni  easo 
del  legitimario  que,  por  haber 
sido  pasfldo  en  silencio  en  el 
testamento,  se  entiondi*  insti- 
tuido hert  d(ro  en  su   h'^ftima. 

—Cas.  8  noviembre  190« I     10 

8.  Caeación  en  e/  fon*io. — C'e- 
tión  de  derechos  hereditarios. — 
Nulidad. — Petición  de  heren- 
cia. —  Rescisión.  —  La  acción 
para  pedir  la  rescisión  de  una 
compraventa  de  derechos  he- 
reditarios prescribe  en  el  plazo 
de  cuatro  años. — Ca".  1."  sep- 
tiembre 1906 I     19 

3.  Afluiente.  —  Aguas. — Apreria- 
dón.  —  Bienes  nacionales.  — 
Cosa  Juzgada.-  El  derecho  que 
el  artículo  834  del  Código  Ci- 
vil concede  al  dueño  de  una 
heredad  para  usar  de  las  aguas 
de  uso  público  que  corren  na- 
turalmente, por  ellas  y  el  dere- 
cho que  emana  de  una  merced 
concedida  á  esc  dueño  por  la 
autoridad  administrativa,  se 
limitan  en  cuanto  el  dueño  de 
La  heredad  inferior  haya  adqui- 
rido con  anterioridad,  por  pres- 
cripción ú  otro  título,  el  dere- 
cho de  servirse  de  las  mismas 
aguas.— Cas.  4  agosto  1906  1  126 

4.  Si  las  aguas  de  un  estero  que 
sirve  de  afluente  á  un  río  tie- 
nen influencia  notable  en  el  au- 
mento ó  disminución  de  las 
aguas  de  un  canal  (jue  se  saca 
de  ese  río,  estas  aguas  no  pue- 
den considerarse  entre  hí  como 
independientes  y  distintas. — 
Por  consiguiente,  el  uso  que  de 
las  aguas  de  ese  estero  pueda 
hacer  el  dueño  de  la  heredad 


superior,  en  virtud  de  una  mer- 
ced recientemente  concedida 
por  la  autoridad  adniinistrati- 
"va  <'«in  perjuicio  de  terceros^, 
se  halla  Irmitado  y  subordbia- 
do  al  uso  adquirido  con  ante- 
rioridad ]>or  el  dueño  de  la  he- 
n»dad  inf<  rior  qne  ha  estado 
gozando  su  denciio  de  un  mo- 
do público,  pacítico  y  no  inte- 
rnanpido  durante  más  de  cua- 
renta años  por  medio  de  un  ca- 
nal construido  en  el  río  á  que 
dicho  estero  8i)*ve  de  afluentes 
— Mismo  fallo. 

5.  Casación  en  el  fondo. — CtmsaL 
— Cuentas.  —  Curafior.  — En- 
trega. — FormaUzcuián. — Par- 
te agraviada. —  Contra  la  ac- 
ción del  pupilo  que  exige  al 
curador  la  entrega  de  una  can- 
tidad determinada  que  le  per- 
tenece no  procede  la  prescrip- 
ción de  cuatro  años  estableci- 
da por  el  artículo  425  del  Có- 
digo Civil,  sino  la  ordinaria. — 
Cas.   20    noviembre   1906...  1  161 

6.  La  accic'n  para  exigir  al  cura- 
dor la  rendición  de  cuentas 
prescribe  en  cuatro  años. — 
Mismo  fallo. 

7.  Agnas. — Apreciación.  —  Cau- 
sc¿. — Forincdizctción. — Instru- 
mentó  priva  lo.  —  Omisión.  — 
Prueha.—Recf€tmación.^  Rei- 
vindicición. — Senten  ia. — Es- 
tablecida por  el  Tribunal  sen- 
tí'neiador  la  posesión  regular 
de  niAs  de  dirz  años  qne  el  de- 
mnu'^lante  ha  tenido  sobre  el 
canal  do  regadío  materia  del 
juicio,  debe  aceptarse  la  pres- 
cripción adquisitiva  de  domi- 
nio que  invoca  en  la  demanda. 
—Cas.  10  julio  1907  .    ...   I  355 

8.  Establecido  jior  los  jueces  de 
la  causa  el  hecho  de  que  el  de- 
mandante no  tiene  justo  título 
para  amparar  el  dominio  que 
pretende  como  poseedor  regu- 
lar de  un  canal  do  regadío,  ni 
haber  poseído  durante'  treinta 
años,  no  infringe  disposición 
legal  alguna  In  sentencia  que 
rt  chaza  las  prescripciones  or- 
dinaria y  extraordinaria  que 
invoca  el  demandado. — Mismo 
fallo. 

9.  Actos  de  mera  famJlad. — 
Aguas. — Cana!  —  Posesión. — 
Senndnmbre. —  Para  adquirir 
la  servidumbre  voluntaria  de 
servirse  en  beneíicio  propio  de 
las  aguas  de  un  canal  construi- 
do ú  expensa  ajena  ó,  lo  que  es 
lo  mismo,  el  dominio  de  una 
parte  de  las  aguas  de  dicho  ca- 
nal por  baberse  servido  de  ellas 
durante  cierto  tiempo,  debe 
probarse  la  existencia  de  la 
servidumbre  y,  no  habiendo  te- 
nido posesií'jn  regulnr,  la  pres- 
cripción dotr»'inta  años,  confor- 
me al  artículo  íólO  del  Código 
Civil,  no  siendo  bastante  para 
adquirir  v\  dominio  del  agua 
In  prescripción  de  diez  años  que 
se  invoca.  '  'Jas.  3  agosto 
1907 I  442 

10.  El  hecho  de  haber  permitido 


ios  dne&os  de  un  canee  artifi- 
cial que  un  tercero  extraiga  por 
un  ca.ñón  una  parte  del  agaa 
de  dicho  canal  que  antes  amol- 
daba, después  de  expirado  e! 
anñendo,  es  un  acto  de  uifiY 
tolerancia  que  no  confiere  poic- 
sión  ni  da  fundamento  i  prg*- 
crípción. — Mismo  fallo. 

11.  Avetlúo.  —  CausaL — Compe- 
ten'ia. —  Erpropiación.'^Jn' 
do  fie  hacien'ia.  —  Nulid^- 
Fijado  por  nna  ley  de  wpn>- 
piación  el  plazo  de  Tcinta  días 
para  reclamar  del  a  valte  prac- 
ticado y  reclamado  oportoaa- 
mente  este  avaláo,  si  el  reda- 
mante deja  tranBCurrír  mis  de 
cuatra  años  sin  proaeguir  co  la 
tramitación  del  jnieio,  presm- 
be  su  ac«ión  y  no  puede  alegar 
la  interrupción  do  la  pn*cá\r- 
ción  en  confonnidad  al  artica- 
lo  2503  del  Código  CiviL— Ca». 

19  agosto  1907 I  4Í1 

12.  Apelación. -^  Apredaeión.— 
Competencia. — JMas  feriada. 
— ^*Concedida  la  apelación  eit 
amboe  efectos  y  devueltos  hw 
autos  á  primera  instancia  para 
la  agregación  de  cierto«  doco- 
mentos,  es  competente  el  tribu- 
nal inferior  para  entender  en 
las  gestiones  qne  se  hicieren 
para  declarar  prescrita  la  ape- 
lación por  haber  trasennido 
más  de  un  año  sin  qne  se  hirie- 
ra gestión  .alguna  para  qne  el 
recurso  se  llevara  á  efecto  r 
quedara  en  estado  de  fallarse 
por  el  superior. — Cas.  23  agos- 
to 1907 I  4S» 

13.  Es  un  hecho  de  la  cansa  esta- 
blecido por  el  tribunal  senten- 
ciador en  uso  de  sus  facultades 
privativas,  el  de  que  las  pane» 
en  un  juicio  dejaron  pasar  mis 
de  im  año  sin  hacrr  gestión  al- 
guna para  qne  nna  apelación  »e 
llevara  á  efecto.  Esta  apre- 
ciación aún  en  el  i^npne»- 
to  de  ser  equivocada,  e*  no 
antecedente  inamo\ible  para  el 
tribunal  de  casación. — Miento 
fallo. 

14.  A  mayor  abnndamiento.  en  A 
supuesto  de  no  haber  trasco- 
rrido ese  plazo  si  se  deseooU- 
ran  los  días  feriados,  como  pre- 
tende el  recurrente,  el  reconiu 
sería  en  todo  caso  improcedente 
porque  sólo  se  fnndó  en  la  ia- 
fracción  de  los  articalos  214 
y  234  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  y  no  en  la  del  ar^ 
tículo  69  de  ese  CódigD  que  ibe- 
ria el  único  pertinente— Mi#- 
mo  fallo. 

15.  Pagaré  á  la  orden.— Pria- 
ci'tio  de  prueita  por  eMcriio.— 
Pnieba. —  La  prescripción  de 
cuatro  años  establecida  para 
las  letras  de  cambio,  es  aplica- 
ble á  \oí*  pagarles  á  la  orde« 
causados  por  una  operación  de 
comercio,  como  la  compra  de 
una  letra  de  cambio. — C.  A.  í 
octubre  1905  ......       II     á 

16.  AtUoriza'nón  juftícial.—Bit' 
nesinmftebles.— Marido.— Mf 
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Jer    C€íS€ída. — Nulitlad. — Rati' 

fioarión. — Re.Hciftió  « . — Separa- 

cióix  debienen. — La  ncción  res- 

cÍRorui  quf  i»rocc(le  de    la  ini- 

liclncl  rolativii    proscribe   en   el 

plazo  de  cuatro  aflos  eontado», 

cuando  procedo  do  una  iucapa- 

cidncl    legal,    desde  el    día    en 

que  haya  cesado  la   iiieapaci- 

da.d.     CoRaiido  la   incapacidad 

de    la  mujer  casada  ])or  la  8en- 

tencia  que  declaró   la    sopara- 

cióu  de  bienes   entre    ella  y  su 

marido,  y  habiendo  trascurrido 

más  de  cuatro  años  entre  esa 

Bentcncia  y  su  fallecimiento,  no 

traBtnite  á   sus    herederos  nin- 

gfúíi  derecho   referente  á  la  oc- 

elón  rescisoria  de  las   eiiajena- 

toioiic»  de  bienes  raíces  efectua- 

ÜAm     por  ella  sin  autorización 

judicial,  y  mientras   era    inca- 

pAK,  por   cuanto   á   su    falleci- 

m llanto  dicha  acción  ya   había 

prCBcrito.— C.  A.  '6   noviembre 

1906 II     43 

17.  Servidumbre.  —  Tránsito. 
— Las  servidumbres  disconti- 
nuaét  como  la  de  tránsito,  y  las 
continuas  inaparentes,  no  pue- 
den adquirirse  por  prescrip- 
ción; ni  aún  el  goce  inmemorial 
basta  para  constituirlas,  y  sólo 
pueden  adquirirse  por  medio  de 
un  título.—  C.  A.  15  octubre 
1906 II  105 

18.  JPUtíto,  —  Titulo  ejemtivo.— 
Debe  denegarse  la  ejecución 
bí  el  título  presentado  tiene 
más  de  diez  años  contados  des- 
de que  la  obligación  se  hizo 
exigiblc.  La  circunstancia  de 
que  aparezcan  en  el  título  abo- 
noB  hecho*  á  la  deuda,  que  no 
aparecen  aceptados  por  el  deu- 
dor, no  es  antecedente  para  es- 
tablecer que  desde  la  fecha  del 
último  de  fesos  abonos  debe  •* ' 
contarse  el  blazo  de  diez  ai\os 

á  que  se  refiere  el  artículo  463 
del  (código  de  Procedimiento 
Civil.  Este  plazo  debe  contarse 
desde  que  se  cumplió  el  térmi- 
no fijado  en  el  mismo  titulo,  es- 
to es,  desde  qu%  la  obligación 
se  hizo  exigiblé. — C.  A.  11  di- 
ciembre 1906..» II  135 

PRINCIPIO    DE    PBtTEBA     POR   ESCRITO 

1.  Pagaré  á  la  orden. — Prescrip- 
ción.— Prueba. —  La  escritura 
de  venta  de  una  hacienda  con 
todos  sus  animaleAk  que  debían 
ser  entregados  en  el  mismo  fun- 
do y  debiendo  pafnrsc  parte 
de  su  precio  en  c¡et*tos  plazos, 
y  que  ha  sido  firmada  por  el 
damandado  á  quien  te  cobra  el 
valor  de  los  animales,  constitu- 
ye un  principio  de  pVueba  jwr 
escrito  que  hace  admisible  la 
prueba  testimonial.-*  C.  A.  6 
octubre   1905 II       5 

3.  ConfeMn. —  Deudas  heredi- 
tarias.— Heredero  á  Htulo  uni- 
veasal. —  Porción  rotlf/ugal. — 
Prueba. — Sociedad  conifugaL- 
La  deuda  confesada  én  el  tes- 
tamento debe   darse  ^or  legal- 


nieute  establecida  si  liay  de 
ella,  además,  un  princi]  ¡o  de 
prueba  por  esciito. — G.    A.  16 

noviembre  190<) 11     73 

3.  Si  el  documento  en  que  consta 
I  la  obligación  corresponde  exac- 
tamente ¿  las  anotaciones  de 
un  cunderno  del  deudor  cuya 
autenticidad  es  evidente,  y  si 
además  los  ))erifos  informan 
que  la  letra  de  dicho  documen- 
to es  igunl  á  la  de  las  firmas 
auténticas  del  d«  udor  con  las 
cuales  lo  han  cotejado,  el  ex- 
presado documento  constituye 
un  principio  de  |.ri  eba  por  es- 
crito, pues  es  i  n  acto  escrito 
dol  demandado  ó  su  causante 
que  hace  pí  rfectamente  vero- 
símil el  hedió  litigioso  constan- 
te del  testamento. —  M  i  a  m  o 
fallo. 

Procedencia  del  recurso  de  ca- 
sación.— V.  AdmimbiUdctd. — 
Improcedencia, 

procedimib:ito 

1.  Causcd. — El  haberse  aeguido 
en  primera  instancia  en  un 
juicio  el  procedimiento  suma- 
rio y  no  el  ordinario,  podría 
dar  motivo  á  un  recurso  de  ca- 
eación  en  la  forma,  pero  no 
autoriza  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  si  la  tramita- 
ción de  que  se  reclama  no  ha 
infinido  de  ningún  modo  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia  re- 
currida y  fué  sancionada  y 
aceptada  expresamente  ]K>r  el 
recurrente. —  Cas.  13  junio 
1007      i  285 

2.  ApreHación. —  Arrendamien- 
to.— Causal. — Pedamafión.  — 

^^  Retención. — No  puede  invo- 
carae  ante  el  tribunal  de  ca- 
^  sación  una  infracción  de  ley 
"  fundada  en  no  haberse  trami- 
tado un  juicio  con  arreglo  al 
procedimiento  ordinario,  si  el 
recurrente  se  sometió  A  la  tra- 
mitación dada  por  el  juez  de 
primera  instancia  sin  reclamar 
ni  hacer  observación  alguna. — 
Cas.  22  junio  1907 I  287 


Procurador. 
Poder, 


-V.  Mandato.  — 


procurador  de  turno 

Anuncio. — Citación  para  senten- 
cia.— Expresión  de  affracios. 
—Impro  edencia.  —Plazo.  — 
Po'fer.— Constituido  legalmen- 
te  el  mandato  para  segunda 
instancia,  el  mandatario  tie- 
ne facultad  bastante  para  re- 
presentar n  su  mandante  en  to- 
das las  segundnH  in.stancÍRS  de 
la  causn,  con  arreglo  A  lo.s  nr- 
tículosHy  11  di  Código  de 
Procedimiento  Civil,  y  su  r«'- 
presi-ntaeión  no  caduca  sino 
por  la  revocación  ó  por  olrns 
causas  legales.  Por  consiguien- 
te, hecha  la  expresión  de  agra- 
vios y  notificada  la  citación  pa- 


ra sentencia  á  un  procurador 
que  i  ntró  como  procurador  de 
tumo  á  representar  á  la  parte 
01  e  gozaba  de  privilejio  die  po- 
bri  za.  y  la  representó  en  diver- 
sas apelaciones  con  su  aquies- 
cencia, la  sentencia  que  se  dic- 
te no  adolece  de  nulidad  por  la 
circunstancia  de  haber  repre- 
sentado &  la  misma  parte,  en 
la  priuicra  apelación  de  la  cau- 
sa, ott-o  procurador  que  en 
aquella  fecha  se  hallaba  de 
tumo.— Cas.  18  julio  1906.  .  .1  2SÍ 

PROMESA   DE   CONTRATO 

1.  Acción  ejecutiva.  —  Casaeián 
en  el  fondo.  —  Obligadán  de 
hacer. — Perjuicios. —  La  pro- 
mesa de  ex-vincular  y  vender 
en  seguida  una  propiedad  raíz 
por  un  precio  y  dentro  de  un 
plazo  que  se  fija  en  el  contrato 
Otorgado  por  escritura  pública, 
reúne  todos  los  requisitos  para 
su  validez:  y  puedo  exigirse 
ejecutivamente  el  cumplimien- 
to de  ambas  obligaciones. — 
Cas.  13  octubre  1906  ....  I       A 

2.  Ftazo.—NuUdad.—JjA  prome- 
sa de  cele:  rar  un  contrato  no 
produce  efecto  alguno,  salvo 
que  concurran  las  circunstan- 
cias que  enumera  el  artículo 
1554  del  Código  Civil,  entre 
las  cuales  figura  la  de  que  la 
promesa  contenga  un  plazo  ó 
condición  que  fije  la  época  de 
la  celebración  del  contrato. — 
Por  consiguiente,  es  nulo  el 
contrato  de  promesa  de  venta 
que  carece  de  ese  requisito. — 

C.  A.  5  noviembre  1906  .  .    .11    97 

PRÓRROGA 

1.  Causales.  —  Consentimiento, — 
NuUdad, — Si  en  un  contrato 
para  el  alumbrado  público  de 
una  ciudad  se  confirió  i  uno  de 
loB  contratantes  la  facultad  de 
aceptar,  una  vez  terminado  el 
plazo,  un  precio  dado  por  cada 
luz  y  por  el  tiempo  que  estima- 
se conveniente,  y  si  la  senten- 
cia recurrida  en  casación  esta- 
blece el  hecho  de  que  dicho 
contratante  manifestó  oportu- 
namente al  otro  su  voluntad  de 
continuar  por  un  nuevo  término 
en  las  audiciones  que  fijaba  el 
contrato,  por  lo  cual  éste  debía 
considerarse  renovado  entre  los 
contratantes,  no  infringe  esta 
sentencia  el  precepto  del  ai^ 
tículo  1437  del  Código  Civil 
por  falta  de  consentimiento  de 
los  partes,  porque  ese  consenti- 
miento fué  prestado  por  los 
contratantes  en  el  primer  con- 
trato.—Cas.  15  diciembre  de 
1906 1  290 

2.  Apre  iación.  —Arrendamien- 
to. —Terminado  el  plazo  de  un 
arrendamiento  si  el  arrendata- 
rio continúa  en  la  ocupación  y 
goce  de  la  cosa,  esta  ocupación 
hace  suponer  en  él,  salvo  prue- 
ba en  contrario,  la  intención  ma- 
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nifiesta  de  pron-ogar  el  arrien- 
do, y  cuando  do  esa  i'ito.u'ión 
part'ifi^»a  tainni/ii  tlarr«-  ¡.bulor, 
el  arrcmlnmicnto  so  onti<iidc* 
legalmente  prorro^^ado  por  tros 
meses  más,  bí  se  trata  de  pre- 
dio«  nrbanop,  píii  perjiíieio  de 
que  esta  manera  de  renovación 
del  contrato  se  repita  trimes- 
tralmente si  concurren  la.n  niis- 
maH  circunstancias  que  produ- 
jeron la  primera  prórroj^a. — 
Cas.  12  julio  1907 I  324 

PROTOCOLIZACIÓN 

Prueba  test  i  ¡no  ni  al, —  Tafamen- 
to. — Las  diligencias  para  pro- 
tocolizar un  testamento  vernal, 
cuando  no  ha  existido  o])osi- 
ción  de  parte,  no  coistituyeu 
contienda  civil  sino  un  acto  de 
jurisdicción  no  contv  nciosa. — 
Cas.  17  octubre  IDOU  .    .    .    .  I  143 


i.  A(/reff€Knón  fU  do-itmenfos. — 
Casación  n)  la  forma, — i.^an- 
salcH.—Cojiipcfevria. — In^trn- 
menti)  público. —  T('sft,/,)s.--FA 
documento  en  que  se  eieiii»  iie 
la  copia  de  la  d«t laración  de 
un  testigo  jírestnda  ante  otro 
juez  es  j)rueba  instrumental,  y 
debe  ser  reputado  como  piV»li- 
co:  la  caliticación  de  su  valor 
jurídico  corresponde  á  los  jue- 
ces de  la  causa  ni  valorar  en 
definitiva  la  fuerza  de  la**  prue- 
bas aducidas. — Cas.  5  oetiibre 
1«MM{ I    22.5 

2.  AijuaH.  —  Aprecianón.-'  (Utii' 
nal  .-^  t  ormaUzacÁnn. — Instru- 
mento privado.  —  Omisión. — 
Prescripción.  —  Ucchtma  ion. 
— Reivinlicación. — Sentencia. 
—  ^o  viola  el  artículo  1703  del 
Código  Civil  la  sentencia  (jue 
toma  en  cuenta  documentos 
privados  para  establecer  los 
hechos  del  pleito,  si  de  ella 
misma  aparece  que  no  les  lia 
dado  el  alcance  de  prueba  de- 
cisiva y  única,  sino  sólo  de 
presunciones  ó  de  ant«ceden- 
tescomplementario«  de  la  prue- 
ba testimonial. — Cas.  10  julio 
1907 I  355 

3.  Agiiaft.  —  Apreeiación.—Caw 
tal. — Formalización ."  Tnstrxi^  • 
mentó  pi-ivado.—  Omift^ón. — 
Prexcri)''CÍün.  —  Ri  c'aninclón. 
Rcivin  Hcatión.  —  Sentencia. 
— No  incurre  en  nulidad  la  s«n- 
tencia  que  no  recibe  á  prueba 
la  excepción  de  jncseripcióu 
alegada  por  una  ])arte,  si  «'sta 
no  ofreció  ]»ruiba  t«'si¡níon¡al 
para  acnditarla,  y,  i)or  el  con- 
trario, manifestó  <iuf  la  funda- 
ba en  los  anlecedrntes  escritos 
de  los  autos. — Cas.  2',^  .navo 
190') '  I  355 

4.  Xo  liabií'ndoNe  reclamado ()|ior- 
tuunmente  de  la  r»--oliiclón  de 
la  Corte  de  Apr  I.uÍohs  que  ei- 
i6  Á  las  jiartis  jiara  St  ntencia 
sin  haber  recibido  A  pruidia  la 
excepción  de  prescripción    ale- 


gada en  segunda  instancia,  no 
puede  fundarse  <»n  estacircuns- 
taneia  un  n-curso  de  casación 
en  la  forma  contra  la  «sentencia 
de  la  Corte. — Mismo  fallo. 

5.  Caudal.  —  Con^rihnción. — Ejc- 
cepcJoncy  — lns*rnmp>ito  pri- 
va lo. —  Te.fttif/n*.  —  Tirulo  eje- 
entiro. — No  pu«'de  fundarse  un 
recurso  de  casación  en  la  in- 
fracción del  artículo  17ü2  del 
Código  Civil  si,  lejos  de  haber 
sido  reconocido  el  documento 
en  que  se  funda  la  excepción 
en  el  juicio,  fut^  terminante- 
mente desconocida  su  ñrma  y 
no  U\é  mandado  tener  por  re- 
conocido.— Cas,  2  ag.>stol907I  415 

6.  No  infringe  el  artículo  374  del 
Código  de  Procedimieito  Civil 
la  se  1  ten  cía  que  no  acepta  co- 
mo prueba  plena  las  declara- 
ciones de  dos  testigos  contes- 
tes, si  estas  declaraciones  se 
jirodiijerou  fuera  del  término 
legal  y  si,  adeums,  aparecen 
desvirtuadas  j>or  las  declara- 
ciones de  los  testigos  de  la  par- 
te cantiaria,  por  las  posiciones 
absneltas  por  esta  parte  y  por 
los  anteci'dentes  del  pl-oceso  cu 
general. — Mismo  fallo. 

7.  Aprecianón. —  Falsedai. — 
Ina *rti mentó  p iVAico.  —  Testa- 
mento.—E\  artículo  1700  del 
Código  Civil  se  refiere  á  loa 
iustrum<>ntos  verdaderos,  y  na-, 
da  estatuye  acerca  del  modo  y 
forma  como  di-bari  redargQirsc 
por  la  falsedad  de  que  puedan 
adolec.  r.  -Cas.  2  agosto  1907  I  430 

8.  Las  leyes  penales  y  civiles,  y 
eu  especial  los  artículos  344  y 
432  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  permiten  expre- 
samente impugnar  la  autenti- 
cidad de  todo  instrumento  pú- 
blico y  privado  ó  probar  las 
suplantaciones  cometidas,  y 
aceptan  como  medios  probato- 
rios del  hecho,  tanto  el  cotejo 
de  letras,  como  los  que  *ia»  le- 
yes autoricen  para  la  ]n'ueba 
del  fraude  ,  con  la  restricción 
del  artículo  432  citado,  para 
cuando  se  procure  invalidar 
una  escritura  i)i'iblica  con  sólo 
prueba  testimoni.^l. — l'or  con- 
si|¿u»'nte,  y  no  tratándose  de 
este  caso,  son  admisibles  todos 
los  medios  probi torios  para 
probar  qi:c  un  testamento  es 
falsiticado  y  por  tanto  nulo. — 
Mismo  fallo. 

9.  Pu'fitréd  la  orlen.  —  Pre-icrtD- 
fión. —  Pri .icipio  de  pruelta 
por  escrito.—  La  escritura  de 
venta  de  una  hacienda  con  to- 
dos sus  animales  qui*  d>  bian 
S'T  on*v  ií.ido-4  eji  el  mismo 
fuiulo  y  d'diicndo  pngavse  pai- 
te de  su  ]»ri'eio  en  cier  os  pla- 
zos, y  que  ha  sido  .irmada  por 
el  d  uiand:i<lo  á  <|i¡i  n  se  i-obra 
el  valor  d  •  lo-s  anima h"í,  eoiis- 
titiiy»'  iiM  principií»  di-  prueba 
por  •  seri  o  »|U  •  hace   admi.<i"ole 

a  pni-  b'í  t»í*timonial. — C.  A. 
6  oc'ubn'  IIK);') II       5 

10.  Estado  rivil. — No  es  acepta- 


ble la  prueba  testimonial  de  la 
posesión  notoria  de  divers<tf 
estados  civiles  cuiindono  ae  ha 
explicado  ttatisfactoriamrntf  ni 
menos  probado  la  falta  dr 
las  respectivas  partida.**  ó  eJ 
extravío  del  libro  ó  regiíitro  vn 
que  debieran  encontrarlo.  — 
C.  A.  H  octubre   19(M> II    »'J 

11.  EsitJtfio  eiüil — Hijo  legitima. 
— La  )K>ses ion  notoria  del  e«u- 
do  de  hijo  legitimo  eonsi^te  ea 
que  los  padres  lo  hayan  trata- 
do como  tal,  proreyeodo  á  sa 
educación  y  estableeimiento  de 
un  motlo  competente,  y  presen- 
tándolo en  ese  carácter  á  »iu 
deudos  y  amigos;  y  en  qoe  ^- 
tos  y  el  vecindario  de  so  domi- 
cilio en  general  le  hayan  repa- 
to do  y  reconocido  cotno  hijo  1» - 
gttiino  lie  tales  |>adres. — C.  A-  •■« 
noviembre  1906 U    «T 

12.  La  posesión  notoria  del  esu- 
do  civil,  para  servir  depmclia 
de  este  estado,  delie  durar  dtex 
años  continuos  por  lo  meixi». 
— Mismo  fallo. 

13.  No  es  prueba  ba8iant«  de  la 
posesión  notoria  del  estado  ci- 
vil de  hijo  legítimo,  la  declara- 
ción de  testigos  que  no  puedan 
aseverar  que  la  persona  que 
pretende  dicho  estado  haya  \  i- 
vido  más  de  diez  año*  al  ladti 
de  sus  padres,  que  ^e  linñuná 
decir  que  esa  persona  en  teni- 
da entre  todos  los  que  la  cono- 
cían y  ha  sido  siempre  €oii»idt- 
rada  }K>r  sus  relaciones  sociole» 
como  hija  legitima  de  tales  pa- 
dres, pero  no  que  éstos  la  hubie- 
ran tratado  como  hija  legitims  r 
la  hubieran  presentado  en  e-:^ 
carácter  á  sus  deudos  yaniigo«. 
— Mismo  fallo. 

14.  Con fejtión.— Deuda» here  lita- 
rias, —  Heretlero  á  tihdounir 
versal.  —  Porción  'on^vgaL 
—  Pt^ncinio  de  pruAa  por  es- 
crito. —  So  ie  lad  conjfugetl.- 
La  deuda  confesada  en  el  tc»u> 
mentó  debe  darse  por  legolioen- 
te  establecida  si  hay  de  ello, 
además,  un  principio  de  prueba 
por  escrito. — C.  A.  16  Doviein- 
bre  19015 II    13 

15.  Si  el  documento  en  que  coaá* 
ta  la  obligación  correspoodr 
exactamente  á  los  aiiotaeioot» 
de  un  cuaderno  del  deador  co- 
ya outenticidad  es  eridente  y  si. 
además  los  peritos  ¡nfornuui 
que  la  letra  de  dicho  documeo- 
to  es  igual  á  la  de  los  firmo» 
auténticas  del  dendor  eoii  los 
cuales  lo  han  cotejado,  el  ex- 
presado documento  constituye 
un  principio  do  prueba  por  ex* 
crito,  pues  es  un  seto  escrito 
del  demandado  ló  su  cauMutc 
que  hace  perfectamente  verost- 
mil  el  hecho  litigioso  constante 
del  testamento. — Mismo  fallo. 

PRtTBA    TK8T11I05ML 

Protorolizofión, —  TeMtamento.— 
La  recepción  de  la  prueba  tes- 
timonial que  corresponde  á  k» 


QUIEBRA 


RECLAMACIÓN 


RECLAMACIÓN 
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IVlb únales  de  Alzada,  en  el 
CAKO  del  artículo  230  del  Códi- 
jío  tic  Procedimiento  Civil,  es 
»ó1q  facultativa;  y  de  esta  atri- 
l>iición  pueden  ó  nó  hacer  uso 
cuando  lo  estimen  necesario 
pttra  la  resolución  del  Juicio. 
>^o  es  nula,  por  lo  tanto,  la 
sentencia  que  rechaza  la  prue- 
ba teHtinionial  ofrecida  cu  ho- 
({uiida  instancia. — Cas.  17  oc- 
tubre Umi I  14.3 


Q 


QUEllELLA 

1.  ü Ura-petita.  —  No  falla  ul- 
tra-petita  la  sentencia  dictada 
CíU  una  íiuerella,  tjne  se  limita 
en  BU  parte  resolutiva  li  no  dar 
lu^ar  lisa  y  llanamente  <«al  in- 
terdicto promovido». —  Cas.  15 
setiembre   lOOG I     40 

2.  Af-ción  posesoria.  —  Amplia- 
ción,—  Apelación. —  Aprecia- 
ción. —Cauüal^H. — Contra-<¡ue- 
rella. — Cosa  jkiZfjada. — Contas. 
— -  Desiitiniiento.  —  Fi>fcul. — 
yíuiú  ipalidad. —  0¡ni frión. — 
I*€trU  agrariaila.  —  Plazo. — 
I^o  están. — Sentencia. —  üUra- 
petita. — Xo  omite  la  resolu- 
ción del  asunto  controvertido 
la  sentencia  do  segunda  ins- 
tancia que,  rcvoeando  la  de 
primera  que  daba  lugar  ¿  una 
íiuerella  sin  )>ronunciarse  sobre 
la  contra-querella  doducida  por 
el  querellado,  so  limita  k  re- 
elitizar  la  querella,  si  en  este 
rechazo  vá  envuelta  implícita- 
mente la  aceptación  de  la  con- 
tra-querella que  no  tenía  más 
objeto  que  enervar  la  querella, 
y  si  el  fallo  de  primera  instan- 
cia tampoco  so  pronunció  ex- 
presamente sobre  la  contra- 
querella.— Cas.  1."  diciondjrc 
1904 I  2ÍU 

3.  Plazo. —  TeMiijos. —  Xo  debe 
procederse  al  exáuíon  de  los 
testigos  del  querellado  si  éste 
lio  presentó  su  lista  de  testi- 
gos antes  de  las  doce  del  día 
anterior  al  designado  j)ara  la 
audiencia,  sino  este  mismo  día, 
sin  que  valga  la  circunstancia 
de  no  haber  tenido  lugar  el  com- 
l)arendo  esc  día  sino  muchos 
días  deftpués. — C.  A.  22  octu- 
bre liH)(3 \    ...  II     49 

yUIElttt.V 

1.  ( *osa  jnzí/aila. —  Xnlidad.  — 
UUra'petita. — Xo  falla  ultra- 
j)etita  la  sentencia  que  decla- 
ra la  nulidad  de  uno^  contratos 
celebrados  por  un  fallido,  fun- 
dándose en  el  artículo  lÜTÜ  del 
Código  de  Comercio,  si  la  de- 
manda se  fundaba  j)reeisamen- 
te  para  pedir  esa  nulidad,  en- 
tre otras  prescripciones,  en  ese 
artículo. —  Cas.  G  noviembre 
11)0<> I  138 

2.  Piones  no  embnrifahlejt.  -  De- 
saximiento. — Donación. — Pa- 
üido. — Desde  la  hora    en    que 
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80  pronuncie  la  declaración  de 
quiebra  el  fallido  queda  inhi- 
bido de  derecho  de  la  adminis* 
tración  de  sus  bienes,  pero 
conserva  el  dominio  de  ellos  y 
la  administración  de  los  no 
embargables.  Por  consiguien- 
te, es  procedente  la  acción  del 
fallido  para  que  se  le  restituya 
el  fundo  donado  d  él  y  á  su 
mujer  con  la  expresión  de  no 
embarga  ble,  habiéndose  hecho 
constar  su  valor  al  tiempo  de 
la  entrega  por  tasación  apro- 
bada judicialmente. — C.  A.  21 
diciembre  lí»Oá II     30 

3.  Cesación  de.  payos.  —  Conve- 
nio.—  Esperas.  —  Remisión. — 
t^n  comerciante  que  no  ha  sido 
declarado  en  quiebra  puede  ce- 
lebrar con  sus  acreedores  con- 
venciones en  que  se  le  conce- 
dan rebaja  de  créditos  y  plazo 
para  el  pago.  VA  Código  de  Co- 
mercio las  autoriza  al  decir  en 
el  artículo  l.*i2C  que  la  mera 
suspensión  de  pagos  no  consti- 
tuye el  estado  de  quiebra  cuan- 
do todos  los  acreedores  unáni- 
memente otorgan  esperas  al 
deudor  común. — C.  A.  28  di- 
ciembre 190(» II  15G 

4.  La  ley  no  exige. que  estas  con- 
venciones se  bagan  con  inter- 
vención de  la  justicia  ni  deter- 
mina la  forma  en  que  deban 
realizarse,  de  lo  «jue  se  intierc 
que  pueden  ajustarse  privada- 
mente y  de  cualquier  modo  que 
dé  á  conocer  el  ctmsentimiento 
de  los  contratantes  y  no  son 
aplicables  á  ellas  las  formali- 
dades prescritas  para  el  «con- 
venio», «lue  es  una  situación  le- 
gal diversa. — Mismo  fallo. 

\{. 

KATIFK.'ACIÓX 

Autorización  Jndii  ial.  —  Bienes 
inmuehlea. — Mariilo.  —  Mujer 
aisada. — Xnlidjad. — Prescrip- 
ción.— Re.sci.fió  n. — Separado  n 
de  bienes. — El  marido  partici- 
pa del  beneficio  resultante  de 
la  incapacidad  de  la  nuijer  ca- 
sada (jue  obra  sin  su  autoriza- 
ción ó  de  la  justicia  en  subsi- 
dio, pero  ])icrde  el  derecho  de 
pedir  la  rescisión  del  contrato 
celebrado  d»-  ese  modo,  si  ha 
ratiticado  expresamente  dicho 
contrato. — C.  A.  3  noviembre 
11)00 II     43 

UErLAMAtlÓN 

1.  Admisibilidad,  — iNiproi'e'len- 
cia.  —  Mensura.  —  Sen  f  encía 
aproltaforia  de  mensura.  — 
Senté nci(t  interior utoria. — X») 
es  admisible  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  fornni  contra  la  sen- 
tencia contlrmatoria  de  la  de 
primera  instancia,  por  vicios 
(pie,  en  caso  de  existir  se  ha- 
brían cometido  en  ésta,  y  de 
que  no  se  reclaníó  o])ortuna- 
mente  por  la  vía  de  la  casación. 


—Cas.  16  octubre  1900  ...  I     57 

2.  Apreciación.  -  Causaf^^s. — Im- 
procedencia.— Xo  procede  el 
recurso  de  casación  en  la  for- 
ma contra  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  coníirmatoria 
de  la  de  primera  por  vicios  (lue, 
en  el  supuesto  de  existir,  se 
habrían  cometido  en  ésta,  y  de 
que  no  se  reclamó  oportuna- 
mente, no  pudiendo  estimarse 
conm  reclamación  suíiciente  ol 
hecho  de  que  el  abogado  las 
hiciere  presente  en  el  alegato  de 
lacausa.~Cas.  10juliol90iJ....  I     71 

3.  Improcedencia.  —  Omisión. — 
Cuando  los  vicios  ó  defectos 
cu  ([ue  se  funda  el  recurso  de 
casación  en  la  forma,  en  caso 
de  existir,  habrían  tenido  lugar 
en  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, y  do  estos  vicios  ó  de- 
fectos no  se  reclamó  ejercitan- 
do oportunamente  y  en  lodos 
BUS  grados  los  recursos  esta- 
blecidos por  la  ley,  es  improce- 
dente el  recurso  de  casación 
int+M-puesto  contra  la  sentencia 
de  la  Corte  de  Apelaciones. — 
Cas.  21  novieml)re  1900  .    .    .  I  114 

4.  Improcedencia.  —  Cuando  el 
vicio  ó  «lefecto  en  que  se  funda 
el  Hícurso  de  casación  en  la 
forma. en  caso  de  existir, habría 
tenido  lugar  en  la  sentencia  de 
primera  instancia,  y  de  este 
vicio  ó  defecto  no  se  reclamó 
ejerciendo  oportunamente  y  en 
tod«>s  sus  grados  los  recursos 
cstabl(!CÍdos  por  la  ley,  es  im- 
procedente el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  contra  la  sen- 
tencia de  la  C*orto  de  Apelacio- 
nes.— Cas.  8  marzo  1907  .    .  I  117 

5.  Improcedencia.  —  Xo  procede 
el  recurso  de  casación  en  la 
forma  contra  la  sentf'ucia  de 
segunda  instancia  (jue  se  limi- 
ta ú  confirmar  la  de  jirimera 
instancia,  por  vicios  que,  en 
caso  i\a  ser  efectivos,  afecta- 
rían ¿  ésta,  y  que  no  fueron 
reclamados  oportunamente.  — 
Cas.   21    niarzo    1900  .    .    .    .  1   100 

6.  Altordnje.  —  A'/reciación.  — 
( 'ajñfá  n.  -  Xa  riera.  — Perju  i- 
cios.  —  Ultra-petifn.  —  Si  la 
sentencia  recurrida,  al  contir- 
mar  la  de  primera  instancia, 
contra  la  cual  no  se  dedujo 
recurso  de  nulidad,  nnxn tiene 
intacta  la  parte  disp»)sitiva  de 
este  fallo,  no  in-ocede  en  su 
contra  el  recurso  de  casación 
por  fallar  <  nltra-j>etita>%  pues 
este  vicio,  en  caso  <1<'  existir,  se 
habría  cometido  en  la  de  pri- 
mera instancia,  y  no  fué  recla- 

I  inado  oporl unamente  Qoino  lo 
exige  la  Uy.  —  Cas.  19  julio 
190Ó  .    .    .  * •.    '.    .  1  1G7 

7.  Contradicciones  M  fallo. — 
Improcedencia.  —  Reserva  de 
derecjios.  —  Ks  improcedente  el 
recurso  de  casación  en  la  for- 
ma contra  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  que  se 
funda  en  una  causal  (iue,  en 
caso  <le  existir,  importaría  un 
vicio  en  que   habría  incurrido 


50 


REFORMA 


REIVINDICACIÓN 


REMATE 


la  sentencia  de  primera  íhb- 
iancia  no  reclamado  por  el  re- 
currente—Cas.  10  abril  1907  1  177 

8.  Improcerien  ia. — No  os  proce- 
dente el  recurso  de  casación  en 
la  fonna  contra  la  sentencia 
de  segunda  instancia  por  de- 
fectos ó  vicios  de  forma  en  que 
se  pudo  incurrir  en  la  de  pri- 
mera instancia  y  de  que  no  se 
reclamó,  oportunamente. — Cas. 

22  abril   1907 1  180 

9.  Aprecia  r  i  ó  n.  —  Causal.  ■  - 
P)^ore(li  miento.  —  Retención. 
— No  puede  invocarse  ante  el 
Tribunal  de  C*iisación  una  in- 
fracción de  ley  fundada  en  no 
habcree  tramitado  un  juicio 
con  aiTeglo  al  procedimiento 
ordinario,  si  el  recurrente  se 
sometió  A  la  tramitación  dada 
por  el  juez  de  primera  instan- 
ci.i  ííin  reclamar  ni  hacer  ob- 
servación alguna. — Cas.  22  ju- 
nio 1907  .........    I  287 

1 0.  Affuaft. — Apreciación . — Ca  u- 
sal. — Forvialización. — Instru- 
mento privado. —  Omisión. — 
Prea(  ripción.—  Pnieha. — fíei- 
vindicación. — Sentencia  —  No 
habiéndoHO  reclamado  oportu- 
namente de  la  resolución  de  la 
Corte  de  Apelaciones  que  citó 
á  las  partes  para  sentencia  sin 
haber  recibido  á  prueba  la  ex- 
cepción de  prescripción  alega- 
da en  segunda  instancia,  no 
puede  fundarse  en  est-a  cir- 
cunstancia un  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  contra  la  sen- 
tencia de  la  Corte. — ('as.  29 
mayo  1905 I  305 

11.  (.\mt  juzya'la. — Impro  eden- 
cia. — No  procede  el  recurso  de 
casación  en  la  fomia  contra  la 
sentencia  de  segunda  instancia 
por  vicios  de  que  puede  adole- 
cer el  fallo  de  primera  instan- 
cia no  reclamados  oportuna- 
nientí*.- -Cas.  1. -i  agosto  1907.  I  400 

MKcoMPKNsAH  MiLiTAUES. — V.  Pensio- 
ne» militares. 

RECüNOCIMlEXTU    DE   HU<)    XATIRAL. 

-V.  Hijo  natural. 

RECONVIÍXCIÓN 

Plazo. — El  término  para  contes- 
tar la  reconvención  es  de  quin- 
ce días. — C.  A.,  5  diciembre 
190« II  137 


1 .  legitimario. — Presrnpñón. — 
Testamento. — La  i)rescripción 
do  cuatro  años  que  fija  el  ar- 
tículo 12 1  (í  del  Código  Civil 
para  pedir  la  reforma  de  un 
testamento,  se  refiere  única- 
mente <'A  los  logitimarios  A  quie- 
nes el  testador  no  haya  dejado 
lo  «lue  por  ley  los  corre s pon dc^, 
ó  sea  i\  aipiellos  á  (luienes  el 
tentador  menciona  como  tales 
legitimarios  y  les  asigna  una 
l»orción  de  bienes  inferior  A  la 
que  debe  tocarles. — Esta  pres- 


cripción no  es  aplicable  al 
caso  del  legitimario  que,  por 
haber  sido  pasado  en  silencio 
en  el  testamento,  so  entiende 
instituido  heredero  en  su  legí- 
tima.— Cas.  8  noviembre  19ür»  I     10 

2.  Hijo  leifUimo. — Hijo  natural. 
Legitima. —  Testamento. —  Lo 
que  por  ley  corresi)onde  A  los 
legitimarios  y  lo  que  tienen  de- 
recho á  reclamar  por  la  acción 
do  reforma,  es  la  legítima  rigo- 
rosa ó  la  efectiva  en  su  caso.  - 
Instituidos  herederos  conjunta- 
mente en  un  testamento  el  hijo 
legítimo  con  los  naturales,  sin 
disponerse  á  favor  de  éstos  ex- 
presamente de  cuota  alguna, 
no  puede  sufrir  menoscabo  la 
legítima  del  priniero,  que  se 
compone  de  la  mitad  de  los  bie- 
nes como  legítima  rigorosa, 
mas  la  cuarta  parte  de  los 
mismos  que,  en  calidad  de  me- 
jora, acrece  A  ésta  paraformar 
la  efectiva,  y  en  la  cuarta  res- 
tante do  libre  disposición  de- 
ben concurrir  el  hijo  legítimo 
y  loa  naturales.  Esta  solución 
guarda  conformidad  con  la  vo- 
luntad de  la  testadora,  y  en  es- 

I  te  sentido  debe  reformarse  la 
referida  d¡sj)Osición  testamen- 
taria.— C.  A.  13  noviembre 
19otí .^M^^ 

3.  Instrumento  público. — Legiti- 
mación.—  Testamento.  —  Pro- 
cede la  acción  de  reforma  del 
testamento  interpuesta  por  un 
legitimario  jior  haberse  insti- 
tuido como  único  heredero  en 
caliíliul  de  hijo  legitimo,  á  un  hi- 
jo cuya  legitimación  no  fué  con- 
ferida ipso  jure  ni  por  instru- 
mento público  y  que  es  simjde- 
mente  legítimo. — C.  A.  1."  di- 
cieníbre  190(5 II  153 

KE<ilSTR()S    ELECTORALES 

Prefecto  d-e  policio. — En  confor- 
midad í\  lo  disjíuesto  en  el  ai*- 
tículo  2()  número  (J."  de  la  Ley 
de  Elecciones,  debe  ser  exclui- 
da de  los  registros  electorales 
la  persona  que  desempeña  el 
puesto  de  Prefecto  de  Policía, 
pues  presta  un  servicio  renta- 
do.— (•.  A.  10  noviembre 
190ÍÍ ^ II     69 

REIVINDICAIIÓN 

1.  Aguas. — Apreciación.  —  Cau- 
sal.— Formalización. — Instru- 
mento prirado.  —  Omiifión. — 
Prescripción. — Prueba.  —  Be- 
clamarión.  —Sentencia.  —  Es- 
tablecidos por  el  tribunal  sen- 
tenciador los  hechoa  de  que  un 
canal  fué  construido  j)or  el  due- 
ño de  un  predio  para  su  rega- 
dío, pasando  desj>in's  al  domi- 
nio de  sus  herederos,  hijucla- 
tarios  de  dicho  predio;  que  uno 
de  estos  herederos  lo  ensanchó 
y  aumentó  su  dotación;  que  es- 
te heredero  reconoció  el  dere- 
cho de  uno  de  sus  coherederos 
A  su  cuota  en  el  canal,  gozan- 


do este  último  de  su  derecho  y 
contribuyendo  A  los  gaMos  dr-'. 
canal;  debe  aceptar^te  la  d«- 
manda  reinvindicatoría  ún  e-t-- 
coheredero  que  ha  sido  }«ri\a- 
do  de  su  derecho  pí>r  el  sucr- 
sor  de  aquel  que  aumenti'»  i* 
dotación  del  canal,  pues  ^e  tra- 
ta de  la  reivindicación  de  uní 
cuota  determinada  proindi \  i— 
de  una  cosa  singular  d<-  qUf"  1 1 
demandante  no  eí^tA  en  ]k.w-- 
sión,  para  que  el  actual  j>a-**- 
dor  sea  condenado  á  re^litui^- 
Bcla.—Cas.  10  julio  1ÍM)7. .  .  I  : ' 
2.  Ario.—  Comunero. —  Mina  — 
Pago. — Si  algunon  de  lo»}  due- 
ños, comunero»  de  la  mina,  n» 
aceptan  la  continuación  de  1<><^ 
avíos  celebrados  por  otrrw  nr 
1  o  s  comuneros,  despuVj-  •!•- 
transcurrido  el  plazo,  put-^Vi 
ponerles  término,  pero  wj  i-^r 
reivindicación,  sino  por  m»^h«' 
del  pago  de  lo  debida — C.  A.  T 
julio  190G U    : 


Certificado.  —  Intjegra*-ión.—'So 
es  nula  la  sentencia  del  Tribo- 
nal  de  Alzada  integrado  <-^ 
conformidad  A  la  ley  con  f  < 
Fiscal  del  mismo  Tribunal.  »i 
esta  integración  se  pnso  en  cví- 
nocimiento  de  las  partes  antí-* 
de  comenzar  la  vista  de  la  cau- 
sa. Queda  establecido  e^te  hf 
cho  con  el  certificado  del  rrla- 
tor  de  la  causa  que  expone  «^or 
puso  en  conocimiento  de  U' 
partes  dicha  integración,  it» 
habiéndose  rendido  prueba  pv 
ra  acreditar  la  inexactitud  i'-' 
este  certificado.— Cas.  8  ina>«' 
1907 I  íí: 

BEMAXESTE 

Asignación  testamentaria.— Fa- 
llecimiento,— Heredero  á  ti*'- -o 
«  niversaL —  Parte  agrá  rw  i^- 
Suspensión  fíef  proee  ItMieu^*'- 
—  X.Sftfrueto.—  Son  here<ltr»- 
del  remanente  aquellos  á  qni»- 
nes  el  testador  deja  biene-j  dr- 
tcrmhiados  y  ndemA]«  todo  !•• 
que  se  reconozca  iK)r  suyc.  } 
por  consiguiente,  tienen  acefij 
para  reclamar  la  entrega  •!• 
bienes  pertenecientes  alicíia- 
dor  y  de  que  ést*  no  di#po.*« 
expresamente.  —  Cas.  ?»>  b"- 
viembre  190<i   I      ' 


1.  Casación  en  ¡a  forma.—*  W- 
pra-venta.  —  Emplasamieü**'. 
— Entrega.  —  /?rWiiW«>n.— Eí 
subastador  de  una  propitnlíti 
en  remate  verificado  en  «h« 
partición,  tiene  derecho  i*ér* 
que  los  herederos  le  re^iilu^^n 
lo  que  pagó  i»or  ella,  y  que  iu- 
gresó  A  la  masa  partible,  si  i-' 
ha  podido  entrar  en  pose^i•'n 
por  haberse  declarado  {««r  *♦«- 
tencia  ejecutoriada  que  dich* 
propiedad  no   pertenecía    á  1» 


REMATE 


REMOCIÓN 
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Hucc^sióu;  y  le  .  asiete  este  dere- 
elio  aún  cuando  loa  demandados 
s*e  liayan  opuesto  en  el  juicio 
ilv.'  partición  á  que  se  incluyera 
CBn.  propiedad  en  el  inventario, 
y  Aini  cuando  el  partidor  haya 
«le clarado  que  el  remate  se  ve- 
ri tica  ba  bajo  la  responsabili- 
dad del  heredero  que  lo  solici- 
t<3. — C.  A.  Cas.  5  noviembre 
lOOC... I     24 

2.  f^fzsación  en  la  formn. — AV- 
firicni.—  ITUra-petita. —  Pedida 
la  nulidad  de  un  remate  judi- 
cial en  virtud  de  ciertas  cau- 
sales, declarada  esta  nulidad 
en  primera  instancia  y  preci- 
sadas las  acciones  y  exccpcio- 
iios  de  las  partes  en  los  escri- 
tos (le  expresión  de  agravios  y 
ndlierimiento  á  la  apelación, 
Talla  ultra-petita  el  Tribunal 
de  Alzada  que  desecha  la  de- 
manda declarando  inadmisibles 
las  causales  de  nulidad  en  vir- 
tud de  una  excepción  nueva, 
que  no  había  sido  alegada  ni 
discutida  en  el  juicio:  la  de 
que  la  sentencia  de  remate  de- 
be llevarse  adelante  mientras 
no  haya  sido  anulada  ó  moditi- 
da  en  un  juicio  previo  entre 
letf ¡timos  contradictores. — ('as. 
1."  diciembre    1900 1  362 

3.  (Josfé  juzgada. —  hipoteca.  — 
Juitno  eJeciUico. —  Xulidad. — 
I^recio.  —  S(difrera^.  —  Tasa- 
ción.— No  infringe  el  artículo 
1703  del  Código  Civil  la  sen- 
tencia que  rechaza  la  acción  de 
nulidad  de  la  escritura  públi- 
ca de  remate,  fundada  en  no 
haberse  fijado  precio  A  los  in- 
muebles subastados,  ai  de  esa 
uiisHia  escritura  aparece  que 
dicho  precio  se  fijó. — Cas.  25 
julio  11H)7  .* I  375 

4.  l'edida  la  nulidad  de  la  escri- 
tura de  remato  extendida  en  un 
juicio  ejecutivo  por  no  haber 
sido  tasadas  las  salitreras  ad- 
judicadas por  ella,  no  procede 
esta  acción,  si  del  informe  del 
perito  nombrado  para  valori- 
zar los  bienes  embargados  ai)a- 
rece  que  estimó  el  valor  del 
caliche  existente  en  dichas 
pumpas  en  la  cantidad  de 
,S  13.000,000,  agregando  sí  las 
consideraciones  que  á  su  jui- 
cio hacían  desmerecer  ó  anular 
MU  valor,  hasta  el  punto  de  im- 
poner una  pérdida  al  que  se  de- 
dicase A  su  elaboración  con 
motivo  del  impuesto  de  exj)or- 
tación,  por  lo  que  se  deben  to- 
mar sólo  en  ese  sentido  restric- 
tivo las  frases  «con  exclusión 
de  la  pampa  misma»  ó  «exclui- 
das las  pam])as  mismas «,  de 
que  se  sirve  en  su  informe,  sin 
que  pueda  establecerse  por  es- 
to que  no  fueron  realmente 
apreciadas  en  lo  que  en  con- 
cepto del  perito  valían  y  deque 
se  omitiera  la  formalidad  or- 
denada en  el  artículo  46  de  la 
ley  de  8  de  febrero  de  1837. — 
Mismo  fallo. 

5.  Si  en  el  juicio   ejecutivo   fué 


motivo  de  controversia  el  sa- 
ber si  se  tomaba  como  base  pa- 
ra la  subasta  el  valor  nominal 
de  $  13.000,000  atribuido  imr 
el  perito  al  caliche  ó  el  valor 
indicado  en  el  informe,  reba- 
jando el  costo  de  elaboración 
y  el  monto  del  impuesto,  y  si 
esta  controversia  fué  resueltu 
por  sentencias  que  declararon 
que  el  importe  de  la  tasación 
de  los  bienes  embargados  as- 
cendía A  una  suma  dada,  y  que 
en  ella  estaban  comprendidas 
dichas  salitreras,  no  infringe  el 
articulo  167  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  la  sentencia 
recurrida  que  establece  que 
del  examen  de  la  tasación  del 
perito,  de  las  resoluciones  cita- 
das y  de  los  antecedentes  de  la 
causa  aparece  que  esas  salitre- 
ras fueron  tasadas  entre  los 
bienes  embargados  y  que  esa 
tasación  fué  aprobada  por  la 
justicia. — Mismo  fallo. 


1.  Ceitación  de  pofjos.  —  Conve- 
nio. ~  Esperas.  -  Quiebra. — 
T'n  comerciante  que  no  ha  sido 
declarado  en  quiebra  puede  ce- 
lebrar con  sus  acreedores  con- 
venciones en  que  se  le  conce- 
dan rebaja  de  créditos  y  plazo 
para  el  l)ago.  Kl  Código  de  Co- 
mercio lus  autoriza  al  decir  en 
el  artículo  1326  que  la  mera 
suspensión  de  pagos  no  consti- 
tuye el  estado  de  quiebra  cuan- 
do todos  los  acreedores  unáni- 
memente otorgan  esperas  al 
deudor  conuin. — C.  A.  28  di- 
ciembre líHX; II  156 

2.  La  ley  no  exige  que  estas  c(ui- 
venciones  se  hagan  con  inter- 
vención de  la  justicia,  ni  deter- 
mina la  forma  en  que  deban 
realizarse,  de  lo  que  se  infiere 
que  pueden  ajustarse  ])rivada- 
mente  y  de  cualquier  modoriue 
dé  á  conocer  el  consentimiento 
de  los  contratantes,  y  no  son 
aplicables  á.  ellas  las  formali- 
dades prescritas  para  el  v<con- 
venio^>,  <|ue  es  ima  situación 
legal  diversa. — Mismo  fallo. 

UEMOlU'íX 

Curador.  —  Iniproredeu'  i(f.  — 
Sentencia  interloeu loria.  -  Es 
deber  del  juez  y  no  mera  fa- 
cultad discrecional  el  nombrar 
curador  interino  jiara  mientras 
]»ende  el  juicio  de  reni')ción  del 
propietario,  siendo  ésle  «'xclní- 
do  por  afjuél,  y  este  deber  se 
extiende  ú  todo  género  de  tute- 
las ó  cúratelas  y  á  toJí»  juicio 
de  remoción  de  guardador.  Vov 
consiguiente,  basta  el  hecho  de 
la  existencia  de  un  juicio  de 
esta  especie,  cuahiuiera  que 
sea  el  d<;recho  que  asista  al 
demandante,  para  «|ue  tenga 
cabida  el  nombramiento  de 
curador  interino,  siendo  innece- 
sario el  examen  siquiera  de  los 


I  antecedentes  del    proceso   que 

j  hagan  más  ó  menos    i>lausible 

!  la   demanda. — C.    .V.    Cas.  11 

¡  junio  1907 I  283 

KE.NITNCIA 

Arreeflor  hipotecan^.  -  -  Hipóte-  • 
r«.  — La  renuncia  que  hace  el 
acreedor  de  parte  de  la  garan- 
tía hipotecaria  no  está  prohibi- 
da por  la  ley  y  sólo  mira  el 
interés  individual  del  renun- 
ciante.—('as.  19  julio  1907.  .  I  328 

REPOSICIÓN 

Apelnión. — Deserción. — Es  fa- 
cultad privativa  del  Tribunal 
de  Alzada  el  reponer  la  resolu- 
ción })or  la  cual  ha  declaradt» 
desierta  la  apelación,  en  uso  de 
la  atribución  que  le  confiere  el 
inciso  2.°  del  artículo  224  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 
— Cas.  23  noviembre  1906  .  .  I 


228 


«ESCISIÓN 


1.  Casación  en  el  fondo.  —  Cesión 
de  derechos  fiereditnrios. — Xu- 
lidad. — Petición  de  herencia. 
— Prescripción — La  acción  pa- 
ra pedir  la  rescisión  de  una 
compra-venta  de  derechos  he- 
reilitarios  prescribe  en  el  plazo 
de  cuatro  años. — Cas.  1."  sep- 
tiembre    1906  .^ I     19 

2.  Autorización  Judicial.  —  liie- 
nes  i  n  mu  ebles.— Marida. — Mu  - 
Jer  casada, — Nuit  la  1. — Prea- 
cripción.  —  Ratificación. —  >Se- 
paración  de  bienes. — La  acción 
rescisoria  que  procede  de  la 
nulidad  relativa  prescribe  en  el 
plazo  de  cuatro  anos  contados, 
cuando  procede  de  una  incapa- 
cidad legal,  des:lr  el  día  en  que 
haya  cesado  la  incapacidad. — 
Cuando  la  inc.i| «acidad  de  la 
mujer  casada  ]>»r  la  sentencia 
que  declaró  la  sejiaraeión  de 
bienes  entre  elb;  y  su  marido, 
y  habiendo  trasi  urrido  más  de 
cuatro  años  entr  >  esa  sentencia 
y  su  fallecimiento,  no  trasmite 
ella  á  sus  herederos  ningún  de- 
recho referente  á  la  acción  res- 
cisoria de  las  enajenaciones  de 
bienes  raices  eftetuadas  i>or 
ella  sin  autorización  judicial  y 
mientras  era  iLicap.iz,  por  cuan- 
to á  su  fallecimiento  dicha  ac- 
ción ya  habi.i  prescrito. — C.  A. 

3  noviembre  1 906 II     43 

.3.  El  mar]do  particip.n  del  benefi- 
cio resultante  de  la  incapaci- 
dad de  la  nuijer  casada  que 
obra  sin  su  autorización  ó  de  la 
justicia  en  subsidio,  pero  pier- 
de el  derecho  áv.  pedir  la  resci- 
sión del  contrato  celebrado  de 
ese  modu,  si  ha  ratiticado  ex- 
presamente dicho  contrato. — 
Mismo  fallo. 
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1 .  Contra'licciones  del  fallo.— Im- 
procedencia. —  Reclamación. 


RESOLUCIÓN 


RESPONSABILIDAD 


RETIRO 


— La  sentencia  de  Beguntla 
inHtancia  <iue  continna  la  ile 
primera  <|U('  dcsecln'»  la  dcman- 
tla  y  n*scrva  al  demandante 
«otro8  derechos  que  pueda  ha- 
cer valer»,  no  contiene  decÍHÍo- 
nen  contraditoriat*,  ponpio  la 
rcHerva  he  refiere  á  'olroH  de- 
recho» «,  lo8  cuales  por  tanto 
no  pueden  ser  lo»  niinnios  «pie 
se  han  ejercitado  en  el  juicio. 
—Cas.  10  abril  1W7  •  .  .  .  I  177 
2.  fV>.y«  Juzgada. — Jiiirio  ejecu- 
tivo. —  Juicio  on  lina  rio. 
Letra  (le  cximhio  —  La  nenten- 
cia  recaída  en  juicio  ejecutivo 
produce  co^a  juzpula  en  el  or- 
dinario, tanto  respecto  del  eje- 
cutante como  dol  ejecutado, 
salvo  fpie  antes  de  dictarse,  el 
actor  ó  el  reo  ]iidiere  reserva 
de  «UM  acciones  ú  exco])cioneH 
para  deducirlas  en  el  ordinario 
y  el  tribunal  así  lo  declare, 
existiendo  motivos  calificados, 
lo  que  siempre  se  conce<le  res- 
pecto de  acciones  y  exci-pcio- 
nes  no  referentes  li  la  existen- 
cia de  la  obligación  misnni  ipie 
ha  sido  objeto  de  la  ejecución. 
— La  demanda  ordinaria  debe 
interponerse  dentro  de  quince 
días,  bajo  p«'na  de  no  ser  ad- 
mitida despm's.— En  consecuen- 
cia, desechada  por  sentencia 
la  acción  ejecutiva  para  el  cobro 
de  una  letra  de  cambio  por 
ser  ineficaz  el  protesto  y  por 
no  estar  reconociíla  en  forma 
leiral  la  aceptación  del  librado 
al  tiempo  de  de»^]»achar8e  el 
mandamiento  de  embarco, sien- 
do dicha  aceptación  condición 
esencial  i>ara  el  pajjo  de  la  le- 
tra, si  el  ejecutante  no  pide 
antes  de  la  sentencia  (jne  se  le 
reserve  su  acción  para  el  juicio 
ordinario,  ui  interpon»*  deman- 
da ordinaria  dentro  de  (juince 
días  de  dictada  la  sentencia,  la 
demanda  ordiuaria  que  después 
deduzca  debe  ser  rechazada 
l>or  inadmisible. — Cas.  *¿.')  Julio 
lt»07 "....  I  ;J3rt 

UESíH.rcióN 

1.  Aprecincióu.  —  (hniprarenfa. 

—  Edi/irioft  en   terreno   ajeno. 

—  Xontción. — Establecit'ndose 
en  un  contrato  de  coinjira-ven- 
ta  (pie  el  jirecio  se  ha  pagado 
j»arte  en  dinero  y  el  n'sto  sus- 
tituyéndose el  comprador  en 
una  di'uda  del  vendedor  para 
con  otra  persona,  esta  sUfJitu- 
cióu  iini)orta  uini  novación  v  el 
precio  debe  considí-rarse  total- 
mente pajíadíí.  —  Auní[ne  el 
vend«'df»r  adquiera  postrrior- 
nn-nte  id  enMÜid  que  so  oblijjó 
á  solueiínmr  el  comprador,  no 
jmede  pedir  la  resolución  de  la 
eouq»ra-veuta  fmidado  en  (d 
no  i)ttj;o  di'l  ])rec¡o,  ya  que  la 
c»'si<'»u  no  altera  hi  naturaleza 
d«I  er.'tlilo  ni  cunvirrte  al  w 
siitnario  en  acnedor  de  parte 
del  pn*e¡o.  -  Cas.  'M\  octubre 
líMiO I     14 


2.  Casación  en  la  forma. — Com- 
pra renta.  —  Emplazamiento. 
— En  tre{ja.  —  Uf  mate. — Kl  su- 
bastador de  una  projiiedad  en 
retnate  verificado  en  una  jiarti- 
ción,  tiene  derecho  ])ara  (pie  loa 
herederos  le  restituyan  lo  «¡ue 
pagó  )>or  ella,  y  que  ingresó  á 
la  masa  partible,  si  no  ha  po- 
dido entrar  en  posesión  por 
haberse  declarado  por  senten- 
cia ejecutoriada  que  dicha  pro- 
piedad no  pertenecía  á  la  suce- 
ción;  y  le  asiste  este  derecho 
aun  cuando  los  demandados  se 
hayan  opuesto  en  el  juicio  de 
partición  A  que  se  incluyera  esa 
])roj>iedad  en  el  inventario  y  ac 
sacara  á  remate,  y  artn  cuando 
el  partidor  haya  declarado  que 
el  remate  se  verificaba  bajo  la 
rcs))onsabilidad  del  heredero 
que  lo  solicitó. — (\  A.  Cas.  íi 
noviem»>re    1Í)0« I     24 

3.  Apreciación.  —  (.Compraventa. 
— Kl  c(nnprador  que  no  cumide 
dentro  del  plazo  estipídado  una 
de  las  obligaciones  conti'aidas, 
incurre  en  mora  y  da  derecho 
al  vendedor  para  obtener  la 
resolución  del  contrato,  si  no  se 

•prueba  «pie  él  haya  acejitado 
el  cumplimiento  tardío  de  la 
obligación  ó  la  indenmización 
de  perjuicios.  -Cas.  19  julio 
1907  .  * I  344 

4.  IJiftolución.  Muerte.— Socie- 
dad colectiva. — No  habiéndose 
probado  que  el  socio  demanda- 
do ha  incurrido  en  mora  en  el 
cumplimiento  de  sus  (d)ligacio- 
nes,  no  procede  la  demanda  de 
resolución  del  contrato. — C.  A. 

2(5  octubre  190(5  ......  II     bH 

f).  Dependiente.  —  Injurias.  — 
Perjuic,ioH.~^\v\\\  factor  ó  de- 
j>endiente  oMk  obligado,  según 
su  contrato,  á  ^dedicar  todo  su 
tiemi>o  y  i'»  hacer  todo  empeño 
posible  i>ara  servir  los  intere- 
ses de  su  j)rincipal*^,  no  puedo 
distraer  parte  de  su  tiempo  en 
otros  negocios  mercantiles  y  le 
está  prohibido  por  la  ley  el  to- 
mar interés  en  negociaciones 
del  mismo  género  que  las  que 
hace  por  cuenta  de  su  comiten- 
te. F]s  causa  legal  de  resolución 
por  parte  del  }>rincii)al,  del 
c(mtrato  celebrado  con  su  fac- 
tor ó  deiK'udiente,  el  hecho  de 
ejecutar  éste  alguna  de  las  ne- 
gociaciones «pie  lo  están  j>ro- 
íiilíidas. — C.  A.  19  noviembre 
lüO(i H   108 

KES(>Lr('IONKS(*í>.\TKAl>irT()KI.\S. 

— ^'.  (\)ntradicciones  ilel  faUo. 


Kesi»ons.\hii,ii»ai). 

delito. 


V.  íVffví- 


Fisco. —  Ocupa  rió  n . — Perjuicios. 
—  Para  (ine  el  Kisco  sea  res- 
ponsable de  los  perjuicios  cau- 
sados por  la  ocupación  forzada 
de  una  pr(q)iedad  particular,  es 
necesario  (pie  las  p('rsí)nas  que 
exigieron  la  entrega  de  esa  pro- 
piedad hayan  estado  investidas 


de  autoridad  legal  bastante  pa- 
ra compremeter  al  Estado  por 
los  actos  consecuenciales  de  la 
ocupación. — C  A.  29  octubre 
1906 II     42 

RETENCIÓN 

1.  Apreciación. —  Arrentiamien- 
to. — Causal.  —  Procedimiento. 
— Reclamación. —  El  derecho 
del  arrendador  par»  retener 
bienes  del  arrendatario  sólo 
exista  cuando  éste  le  es  deudor 
del  canon  ó  do  indemnizacio- 
nes procedentes  del  contrato. — 
Cas.  22  junio  1907.      .      .      .1287 

2.  Intereses. — Mora.  —  No  incu- 
rro en  mora  ni  está  obligado 
al  pago  de  los  intereses  respec- 
tivos el  deudor  que  uo  paga  al 
acreedor  en  el  plazo  convenido, 
si  antes  del  vencimiento  se  le 
notifica  en  forma  legal  una  or- 
den judicial  de  retener  en  su 
poder  la  suma  debida,  orden 
decretada  á  petición  de  un  ter- 
cero. Si  bien  el  deudor  pudo  li- 
bertarse de  toda  res|k)nsabili- 
dad  consignando  en  un  banco 
ó  en  arcas  fiscales  A  la  ónlen 
judicial  la  cantidad  debida,  no 
estaba  obligado  A  hacerlo,  y 
l)or  no  haber  ejercitado  una 
facultad  no  puede  incurrir  en 
))enas  que  la  ley  reserva  para 
faltas  en  el  cumplimiento  de 
obligaciones. — Cas.  3  julio 
1907 1  341 

K E T 1  UO. — V.  PetisioncH  m Hita- 
res. 

1.  Competejicia. — Pensiones  mi- 
litare^H. — Declarado  el  retiro  de 
un  militar  por  el  Presidente  de 
la  Kepi^blica,  A  quien  según  el 
artículo  73  número  11  de  la 
Constitución  ]*olitic«,  corres- 
ponde como  atribución  especial 
la  facultad  de  conceder  jubila- 
ciones, retiros,  licencias  y  goco 
de  montepíos  con  arreglo  A  la» 
leyes,  el  decreto  que  tal  decla- 
ración eRtablcce,  puede  repu- 
tarse como  un  fallo  jurídico, 
desde  que  decido  derechos 
ciertos  y  positivos  en  favor  do 
una  detennitiada  persona  por 
haberse  justificado  que  legíti- 
mamente le  corres j>on den.  — 
Cas.  2(5  octubre  190(5 1  273 

2.  Los  derechos  declarados  A  fa- 
vor del  militar  por  ol  decreto 
(pie  concedo  su  retiro,  se  incor- 
poran A  BUS  bienes  patrimonia- 
les, y  del  dominio  de  ellos  ó  de 
una  parte  de  ellos,  por  peque- 
ña que  sea,  no  puede  ser  pri- 
vado sino  por  sentencia  judi- 
cial ó  por  expropiación  por 
causa  de  utilidad  pública.-- 
Mismo  fallo. 

3.  Por  consiguiente,  concedida  por 
decreto  supremo  cédula  de  re- 
tiro A  un  militar  y  expresándo- 
se en  ella  que  la  pensión  co- 
rrespondiente se  pagarA  desdo 
la  vigencia  de  la  ley  do  9  de 
enero  do  1892,  no  puede  decía- 


SALITRERAS 


SALITRKUAS 


SALITRERAS 


53 


rarso  por  decreto  posterior  que 
«'i-tn  jK'iisií'tn  ha  d»*  iiaj^arso 
tlí-.-iílo  la  vi«;i'iicia  do  la  lov  do 
2  <1<*  frbivro  de  1 IK»."), 'menosca- 
ba u«l<>aHÍ  los  derechos  adípii- 
rÍ€lo>*  jior  la  primitiva  cédula. 
—  Alisnio  fallo. 
4.  I  >«'eretado  el  retiro  por  el  Prc- 
KxUoiite  de  la  l¿e])úblifa  en  uno 
«lo  siiH  facultades  privativas, 
Hon  competentes  |t><  tribunales 
tU*  justicia  para  determinar  el 
i\ii\  desde  el  cual  dehe  pagarse 
lí\  |>«'iiaión  correspondiente.  — 
Miisino  fallo. 

HErit«>A(TIVII>AD.   —   V.     KfWto 
retroactivo. 


SALIIISKIS  \^ 

1.  ( 'f fondón  en  fo  forma. —  Knta- 
*'it mexktoH. — J^erfeyícnrios.  -Xo- 
r#V  ffifl  vouninjaL — 1.  Ih'u-pfti- 
ta. —  Las  concesioui'S  salitreras 
li«»chas  á  uno  de  h»s  c/mivuiti-h 
«.Mitran  ú  formar  parte  di-1  liaher 
«lo  la  s«)ciedad  conyuj^al  y  uo 
dil  })ati'íníonio  del  eónyu;íe  de- 
liuiieiante.  —  En  ci>nsecu»'ncia 
rot*<mooi»'ndoKe  á  nn  i)etieionurio 
threelio  á  dos  jx'rtenencias, 
on  coiifurmidad  al  artículo  2«) 
til-I  (N".d¡;¡:o  de  Minería  de  1S74, 
no  jiu<de  eonci'derse  á  su  cón- 
yuge una  tercera. — ('.  A.  Cas. 
ÍJ1   diciembre    líHH! 1 

2.  Kl  inciso  2."  del  artículo  (5." 
«l«'l  líi-jrlamento  de  28  de  julio 
«U'  1H77,  que  establece  que 
cuela  (•.•*tacamento  no  puede 
t«'iier  sino  una  i»ertíiiencia,  no 
<l«'be  ))revaleci'r  sol>re  la  dis- 
p<»r.ic¡6n  (h'l  inciso  2."  del 
artículo  2»;  del  (oclipí  de  Mi- 
iH-ría  de  IH7  4,  se^íún  el  cual  el 
(h'Hcnbridor  dentro  <lel  radio 
«!*'  ciiic<i  kilónu'tros  de  mina 
roj;if-tra<la  tiene  dencho  ú  dos 
pt-rti-MiMicias.—  M¡>uu)  fallo. 
'.\.  (  \rs/K'ión  en  el  fontlo.—  lhiíiai'- 
farióii.  —  Dominio. —  Of  upa- 
si  t  ni  Itt'iica..  —  Pofesiñn.  —  No 
li«in-u  donunio  venladero  rt 
aparente  de  los  tern-nos  sali- 
trales de  TarapacA  los  díinui- 
ciantes  que  uo  tenían  la  j»ose- 
t-u\\\  rral  de  kus  estacamentoK 
ú  oticiiias  á  la  »'j)oea  de  la  ocu- 
pación de  esa  provincia  por  las 
armas  de  la  liepública;  y  la 
sentiucia  que  les  reconoce 
druninio  ¡nfriu;;e  los  artículos 
2  y  S  (h'l  tratado  de  Paz  con  el 
Perú  promul;íado  couío  ley 
nacional  el  20  d»-  uniyo  <le  1H.S4, 
en  el  cual  se  consideró  <•!  decre- 
to de  28  de  nuir/o  de  1.SH2  que 
había  reglauuMiíado  la  proj de- 
dad  salitrera  privada  «le  Tnra- 
pacá  s<d>re  la  base  del  rt'-írimc  i 
le;;al  antes  establecida  <'no  re- 
conociendí)  otros  títulos  y  (h- 
rechos  SI  estí'  re^pocto  que  los 
n'-ultajite.-í  de  los  contratos 
n-ah's  emanados  del  (Tobienio 
d«'l  Perú,  ni  otra  j)oses¡óu  y 
tenencia   que  Iop  que   se  dcs- 


49 


prenden  de  esos  títulos  ó  de  bu 
dominio  iucoMtehía])le  acompa- 
fuulo  d«-  una  explotación  actual 
y  rfcctiva" .--  Cas.  .*»  noviembre 
v,m\ I  103 

4.  Las  disposiciones  dicUidas  por 
el  (iobierno  d<l  Perú  en  ejerci- 
cio <le  la  ley  de  IH  de  mayo  de 
187.">  y  sejíún  las  cuales  debíau 
considerarse  pro])iedad  del  Es- 
tado las  oficinas  ó  estaca- 
uieníos  salitrales  abandona- 
dos ó  uo  trabajados  por  sus 
dueños,  ra/ón  por  lo  cual  no 
tiííuraron  en  los  cuadros  forma- 
dos por  la  eonnsióu  de  in«j:euie- 
ros  dt>i;/n;ida  jtara  lh*%ar  á 
efecto  !i<|ii.  lia  misma  ley,  tija- 
ron  la  eondieinn  de  las  propie- 
dades salitríins  de  'rarajiacá, 
condicMni  en  (ine  las  adquirió 
el  (íobicnio  df  Chile;  y  cnnl- 
qniera  que  ^-ea  la  le|¿alidad  «le 
estos  actos  administrativos, 
euianados  del  (hd)ienio  del  Pe- 
rú y  (iti<-  fueron  cumpli«los  por 
las  autoridades  de  esa  Nación, 
no  pm  (hn  ill(ts  ^er  desconoci- 
dos en  sus  <  leotos  jurí«licos 
por  las  autoridades  del  ()aís 
cchionario  del  tt-rritorio  «londc 
esos  aeto.s  prtxlnjeron  sus  efec- 
Xo<-  .Mi.sino  fallo. 

5.  Aj)rr¡fKÍón. — Cauftafes.  — De»- 
cultriil'ii'ns-  Litis,  -Mensura. 
—  l*(ir(i1rlo  'J.'l.-  S(t  hay  «lisjio- 
sición  h'^ral  «jne  resmdva  de, 
una  manera  precisa  ^i  la  «lis- 
tancia  qn«'  «h-be  medirse  entre 
las  «h'seubridoras  ih-be  uiedirsc 
entn*  las  líneas  «pie  encierran 
las  pí'rtenencias,  ó  si  éstas  dis- 
tancias deben  medirse  entre  la 
excavación  «jue  constituye  el 
descubrimiento.  pu«  sto  que  aún 
el  artículo  7  «hd  Ketflanu'nto  «le 
1877  previ«Mie  (jue  la  tneusura 
se  «\jeciite  por  «lentro  de  las 
líneas  «pie  el  «h-scnbridor  s(di- 
cita  en  la  parte  exph»tada  del 
tericno'.  No  habientlo  O)»  el 
lií'trlamenlo  n'jílas  á  «pié  ate- 
ntase rt^pecto  á  las  distancias 
qu«'  deben  «;iianlar  «Mitre  si  las 
líneas  extt  riores  de  las  perte- 
nencias, deln*  estarse  á  h)  (jue 
pres«MÍbe  el  Códijjfo  dé  íMíuc- 
ría.    -Cas.  <;  abril  1!)07  .    .    .  I  193 

6.  Impupuida  la  m«'nsura  de  cier- 
tas pertenencias  salitreras  por 
habí-rse  ubicado  al  n(»rte  del 
parah-lo  2."5,  la  sentí-ncia  que 
»j)rueba  dieha  nu-nsura  no  in- 
friiií^e  elTrataíh»  c«'lebrado  con 
Bolivia  en  1874.  ni  la  h'y  de  2 
de  nniyo  de  1871»  s<d»re  atribu- 
ci«)iies  c<»nf«'ri(la»-  al  (t(d)ierno 
sobre  «d  territorií»  c«)nii>renrl¡- 
do  entré  lo«í  paralelos  2."J  y  2  4, 
por  cnanto  no  e-^tá  trazado  el 
paralelo  2.'J  y  los  «livir.'*»»^»  infíc- 
nieros  y  jx-riío.'.  «pie  «n  distin- 
tas (K'at.i«)Mes  han  «-jecuíjido 
estudios  y  observacion(\s  |)ara 
det<  nninar  la  ubicación  ]>ar- 
cial  «h'  ese  parahdo  no  han  es- 
ta«lo  de  acu«>id')  re>pe(to  de  su 
ubicación  i)r«'eisa.- -Misnu>  fa- 
llo. 

7.  Causal.  —  IJeseuhri miento.  — 


Estacnmento.  —  Mensura.  — 
Posc'fión  efec'iva.  —  Sef^úii  el 
artículo  45  del  Cóiligo  de  Mi- 
nería de  1874,  ai)licable  al  sa- 
litr'í,  desde  «|uc  se  rej^istra  un 
descubrimiento  cualquiera  per- 
sona hábil  pm^de  solicitar  una 
pertenencia  j>ara  esplorar  la 
veta  durante  noventa  días  por 
el  rumbo  que  indicare  A  conti- 
nuación de  la  señalada  por  el 
descubridor.  —  El  artículo  6." 
del  líej^lamento  de  28  de  julio 
de  1877  «pu^  dispone  «pie  «reps- 
trado  un  (hscubrimiento  no  se 
podrá  solicitar  una  pertenencia 
á  sus  iíimediaciones  sino  des- 
pués que  «d  descubridor  haya 
mensura«lo  la  suya,  y  tomado 
posesi(^n  de  ella  ,  no  debe  to- 
nuirse  en  su  estricto  sentido  li- 
teral, por«pK'  uo  se  concibe  que 
el  Ke;rlameuto  se  haya  dictado 
para  derogar  la  ley  y  contra- 
riarla en  j>arte  sustancial,  sino 
para  facilitJir  su  cumplimiento 
y  ej«'cución,  por  lo  cual  es  ne- 
cesario annonizarlo  con  ella, 
y  esa  disposición  debe  enten- 
derse en  el  único  sentido  que 
l«>íficamente  le  corresponde  de 
que  no  es  j)ermitido  solicitar 
la  uu'nsura  «le  una  ¡jcrtenencia 
á  continuación  de  un  descubri- 
miento sin  que  éste  haya  sido 
previauu'ute  mensurado,  dc- 
liiendo  quedar  en  suspenso  los 
derechos  del  jicticionario  de  un 
estacado  mientras  no  se  efectúe 
la  mensura  del  descubrimiento, 
para  ubicar  el  estacado  en  el 
lujíar  que  le  correspomle  sin 
jjcrjudicar  el  derecho  del  descu- 
bridor.—Cas.  14  mayo  1907...  I  249 

8.  Es  infundada  la  causal  «le  casa- 
ción «lue  se  basa  en  no  haberse 
t-ímcedido  A  los  dennindantes, 
here«leros  del  dueño  de  un  pe- 
dimento salitrero,  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  de  su 
causante,  circunstancia  «pie  los 
inhabilitaría  á  juicio  del  recu- 
rrente, jiara  i)edir  la  mensura 
de  ese  pedinu'uto,  porque  la 
mensura  uo  es  un  acto  de  trans- 
ferencia «le  domini«>,  ni  implica 
de  j)arte  de  los  herederos  el  dis- 
jíoner  de  al|j:ún  modo  de  la  in- 
dicada perteiuiucia  contravi- 
niendo al  artículo  <J88  del  C'ódi- 
go  Civil,  y  porque,  además, 
consta  de  autos  «pie  se  concedió 
¿  esos  herederos  dicha  jíosesión 
efectiva. — Misino  fallo. 

9.  Acrión  posesoiña.  —  CauaaUn. 
—  Estado.-- posesión. — La  píj- 
sesiéai  de  los  yacimientos  de 
salitre  pertenece  al  Estado,  por 
el  ministerio  de  la  ley,  y  sólo 
pu«'d«Mi  ad«piirirlos  los  particu- 
lares á  virtud  de  concesióii  otor- 
gada por  autoridad  competente 
y  con  las  forinalidad«'s  legales, 
— En  consecuencia,  si  «d  Fisco 
se  «pH'rella  de  amparo  contra 
particulares  que  han  «>cupado. 

I  á  su  juici«»  in«leb¡«la mente,  un 
yacimiento  salitral,  es  iimecesa- 

¡  rio  ajíreciar  el  nu'rito  de  las  in- 
formaciones de  testigos  rendí- 
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(laB  })or  las  partes,  porque  la 
pOBceión  de  diclio  yacimiento 
pertenece  al  Kstado  por  minis- 
terio de  la  ley,  y  debe  accptart:e 
la  querella. — Cas.  17  diciembre 
limo 1  301 

10.  El  }>articular  que  pretende  la 
propiedad  ó  posesión  de  un  esta- 
camento  salitral  debe  acredi- 
tarlo por  medio  de  la  conccBión 
hecha  por  el  Kstado  en  fornn\ 
legal,  ya  que  sin  e^a  conccfiión 
la  posesión  y  menoB  la  i)roi)ie- 
dad  de  dicho  estacamento,  no 
ha  podido  Balir  de  manos  del 
Estado. — Xo  prueba,  en  conse- 
cuencia, eu  derecho  con  la  sola 
presentación  de  una  escritura 
de  con)pra-venta  A  otro  particu- 
lar, jmsterior  ni  decreto  de  30 
de  mayo  de  1884, que  susi)endió 
en  todo  el  territorio  de  la  Re- 
pública el  otorpí miento  de  c<»n- 
cesionee  de  salitre. — Mismo  fa- 
llo. 

11.  La  )>osesión  que  el  Pastado 
tiene  de  los  teiTenos  salitrales 
emana  de  la  ley  y  se  acredita 
con  ella  misma  y  aunque,  pudie- 
ra nr^füirse  que  la  ley  establece 
más  bien  el  dominio  que  la  po- 
sesión y  (jue  los  títulos  «pie 
acreditan  el  dominio  no  Tieben 
tomarse  en  cuenta  en  los  ju¡ci<»s 
posfsorios,  procedería  en  este 
caso  la  excepción  del  inciso  2." 
ílel  artículo  1123  d<'l  Cóíligo 
('i vil,  ya  que  el  título,  que  es  la 
ley  puede  probarse  sumaria- 
mente. -  Mismo  fnllo. 

12.  Cosa  jifzymla — líijfotca. — 
Juicio ejecu tiro.  -  nulidad. — 
Precio. —  Remate. —  Tanadón. 
Pedida  la  nulidad  de  la  escri^ 
tura  de  remate  extendida  en  un 
juicio  ejecutivo  por  no  haber 
sido  tasndas  las  salitreras  ad- 
judicadas por  ella,  no  jn-ocede 
esta  acción,  si  del  informe  del 
Jierito  nombrado  para  valori- 
zar los  bienes  embargados  apa- 
rece que  estimó  el  valor  del 
caliche  existente  en  dichas 
jiamjías  en  la  c  a  n  t  i  d  a  d  de 
$  13.000,000,  ngreífando  sí  las 
consideraciones  que  á  su  juicio 
liacían  desnu-recer  ó  anular  su 
valor,  hasta  el  punto  de  impo- 
ner una  pérdida  al  que  se  de- 
dicase á  su  elaboración  con 
motivo  del  impuesto  de  expor- 
tación, por  lo  que  se  dtben  to- 
mar sólo  en  esc  sentido  res- 
trictivo las  frases,  «^con  exclu- 
sión de  la  pan)pa  misma  ó  ex- 
cluidas Ins  pani))as  niisnias-, 
de  que  se  sirve  su  infru-me.  "in 
<iue  pueda  establecerse  j>or esto 
que  no  fueron  realmente  apre- 
ciadas en  lo  i\UQ  en  concepto 
del  i)erito  valían  y  de  (pie  se 
(unitiera  la  formalidad  ordrna- 
da  en  el  artículo  40  de  la  ley 
de  8  de  febrero  de  18,*J7.-  C'a.'^. 

•  25  julio  i:»07 1  370 

13.  Mina. — El  concesionario  de 
j»ert«'iiriicia  •<nlitrern  es  dueño 
MuieanuMite  del  ealiclu'  quo  rila 
e<»Jit¡eno,de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  03,  inciso 


2."  del  C<'.digo  de  Minería  y  no 
puede  aprovecharse  de  otras 
sustancias  que  haya  dentro  de 
su  pertenencia.— C  A.  19  no- 
viembre 1900 11  120 

14.  Constituida  ima  pertenencia 
salitrera,  no  pueden  registrarse 
ni  constituirle  dentro  de  sus 
terrenos  pedimentos  de  yeso  y 
mármol,  porque,  así  con»o  en  el 
caso  de  una  misma  mina  pri- 
ma el  derecho  del  primer  de- 
nunciante, así  también  en  CBte 
caso  debe  regir  por  analogía  el 
principio  de  la  prioridad  de  la 
manifestación. —  Mismo   fallo. 

SEíiUNDAH     NUPCIAS 

Crianza-, — JTijo  hji finio. — Socie- 
dad conifugai — E)i  conformi- 
dad á  lo  dÍB]>uesto  en  el  núme- 
ro 5."  del  artículo  1 740  del  Có- 
digo Civil,  la  sociedad  conyu- 
gal es  obligada  al  pago  del 
mantenimiento  de  los  cónyuges 
y  de  los  decendientes  comunes 
y  de  toda  carga  de  familia,  y 
se  mirarán  con)o  tales  Iob  ali- 
mentos que  uno  de  los  cónyu- 
ges cst<*  por  ley  obligado  á  dar 
á  sus  decendientes,  aunque  no 
lo  sean  de  a)nbos  cónyuges, 
pudiendo  el  juez  moderar  estos 
gastos  si  le  parecieren  excesi- 
vos, imputando  el  exceso  al 
haber  del  cónyuge. — En  conse- 
cuencia, si  una  nniji  r  que  tie- 
ne un  hijo  uícnor  de  un  matri- 
monio precedente  contrai*  se- 
gundas nupcias  y  aporta  á  este 
matrimonio  bienes  suticientes 
para  atendí  r  á  In  crianza  y 
educación  de  este  hijo,  no  hay 
necesidad  de  recurrir  á  los 
bienes  del  menor,  y  debe  de- 
secharse la  demanda  d«l  se- 
gundo marido  que,  nuierta  la 
madre,  cobra  los  gastos  de 
crianza  y  educación  de  ese  hi- 
jo durante  el  tienqjo  (jue  bu 
madre  lo  retuvo  á  su  lado  jiara 
prodigarle  sus  atenciones  y 
cuidados.— 1'.  A.  15  octubre 
lí)00 II     52 


1.  Acreedor  hipoterario.  —  Ce- 
sión de  rre'difo.  —  I*ara  cele- 
brar un  contrato  de  seguro  se 
reípiiere  de  parte  del  asigura- 
do,  adennís  de  la  cnj)a('idad  le- 
gal, que  tenga  al  tienqto  del 
contrato  un  interés  real  en  evi- 
tar los  riesgos,  sea  en  calidad 
de  propietario,  coj)artícipe,  fi-  ¡ 
deicomisario,  arrendatario,  , 
acreedor  ó  administrador  de  ' 
bienes  ágenos,  sea  en  cualquie- 
ra otra  que  h»  constituya  inte- 
resado en  la  conservación  del 
objeto  asegurado. — Cas.  O  sep- 
tiembre lyoo I     20 

2.  Existe  el  interés  exigido  por 
la  ley  de  parte  del  cesionario 
de  un  crédito  hij)otecario,  aún 
cuando  no  se  haya  practicado 
con  ant4?rioridad  al  seguro  la 
inscripción    del    traspaso    del 


crédito  en  el  respectivo  Kep- 
tro. — Mismo  fallo. 
3.  El  a.«*egurador  no  es  j>anr  r. . 
las  cuestiones  que  pniiursi 
ocurrir  entre  el  c<  deiitf  y  ei  «•»- 
BÍonario  sobre  quien  ♦-§  f-\  ••■- 
flo  del  derecho  real  de  hip-i. 
ca,  en  ca^o  de  |»n>dac¡r>«-  j-  r 
omisión  ó  retardo  de  li  \r- 
cripción  corrcí*|K>ndieiih'  - 
Mismo  fallo. 

SENTEN<  lA 

1.  Cíisación  en  la  forma. — Oi»  .- 
ñon. —  C  Ura-jyeiit<ju — La  -«■  - 
tencia  detínitiva  de  t<iru:i<ú 
instancia  que  nuMÜfícn  ó  u\'*- 
ca  la  de  otro  tribunal  dclwri 
tener  la  deci^ióll  d«l  a-on: 
controvertid4í.  y  »->ia  d«  ci-i-*. 
debe  comprender  t«.Hlai^  Ia-  a  - 
acciones  y  esct*i»ciones  qbt  -r- 
hayan  hecho  valer  en  el  jaiLi.. 
Reducida  la  litis  á  deteruiii.&r 
8i  una  cláusula  te^tameutánü 
ea  un  censo  ó  un  niayorazfio.  j 
habiendo  estimado  la  st^nti  ii- 
cia  de  primera  instancia  qo*- 1  > 
un  vínculo,  la  sentencia  dt-  se- 
gunda instancia  que  revo-.^a  ^ 
de  primera,  y  se  limita  á  n<  pr 
lugar  á  la  demanda.  re^»'^vaL- 
doal  demandante  sus  deneh  ^. 
es  nula  porque  no  se  prouuL- 
cia  sobre  la  acción  dídurii.^. 
pues  no  resuelve  cuál  e^  la  -'xz- 
nilicación  l«>gal  de  la  cUii!'ii..i 
testamentaria. —Cas.  25  ai  r  " 
lí»05 1  11 

2.  Si  ol  demandante  expn-.-a  ^r 
su  dentaiida  y  eu  su  al^jriii»' 
que  la  cuestión  consiste  ni  "i-- 
terminar  si  una  cláusula  ti  ria- 
mentaria  es  un  ccn.<o  como  t 
sostiene  ó  un  n\ayora£go  c^u  • 
lo  afirma  la  parte  contraria- } 
la  sentencia  de  primera  ir* 
tancía  da  lugar  á  la  dt>u*aiii'A 
por  estimar  que  dicha  cUu>u[i 
importa  la  constituctón  di-  ni' 
vinculo,  la  sentoucia  de  >'iruu- 
da  instancia  que  confirma  i-i . 
ntodificación  la  de  priui»  ra.  -f 
pronuncia  precisa nu-ut»'  ^«•lírr 
la  cuestión  fundaoiental  pr»- 
pucBta  por  la  parte  relativa  al 
alcance  jurídico  de  diclia  cU'i- 
Bula.  contiene  por  consiguientr 
la  decisión  del  asunto  ortitP'- 
verlido,  y  no  se  ha  «'Xtemlitlia 
puntos  no  sometidrw  a  *u  r*>*- 
lución.— Ca«.  18  iuuio  ll»o»i.  .1  1. 

3.  Agregación  de  aocnmtnítf.-^ 
0//n".«íÓH.  —  Sentenria  tOhfir- 
maforia. —  La  bCntencÍA  y*' 
contiene  tanto  la  enuncÍAei'« 
breve  de  las  peticioneB  ó  acc"-  - 
nca  deducidas  por  el  draw»- 
dante  y  de  sus  fuudanícui"-. 
como  las  conBÍderacion«»s  '1' 
hecho  y  de  derecho  que  :*irvrii 
de  base  á  la  sentencia,  no  in- 
fringe los  números  2."  v  4."  «I«  1 
artículo  193  y  5.*»  del  941  d»'. 
Código  de  Procedimiento  CiviL 
—Cas.  1.^  mayo  1907.  ...     1  • ' 

4.  Acción  posesoria,  —  Am}^' 
cÁóiu  —  Apela<:ión.  —  Aprecio 
ción. — Cawtales. — Confrn-^i"^ 


SENTENCIA 


SENTENCIA  DEFINITIVA 


SEPARACIÓN  DE  BIENES      :*:> 


relia. — Cosa  juzgada. — Costar. 
—  Deshti  miento.  —  Fiscal. — 
Alunicipalídad.  —  Oniisián. — 
J-*at'te  agraviada.  —  Plazo. — 
^^o&ejfión.  — Querella.  — Ultra- 
j^etita. — No  omito  la  resolución 
fiel  a8unto  controvertido  la  sen- 
loiieia  de  Hogundn  instai«cia 
<iue,  revocando  la  de  primera 
<.|ue  daba  lugar  á  una  querella 
í*iii  pronunciarse  Bobre  la  con- 
tra-querella deducida  por  el 
querellado,  se  limita  á  recha- 
xar  la  querella,  si  en  este  re- 
chazo va  envuelta  implicita- 
11  lente  la  aceptación  de  la  con- 
tra-querella que  no  tenía  más 
objeto  í|ue  enervar  la  querella 
y  8i  el  fallo  depiimcrii  instan- 
cia tampoco  8e  ¡íronunció  ex- 
presamente Bobre  la  coutra- 
<iuerella. — Cas.    1."    diciembre 

1904 I  294 

S-  Jíffiuts.  —  Aprec loción.  —  Cau- 
sa  L — Form  alizac  ion. — In  strn  - 
tnento  privwlo.  —  Omisión.  — 
Pre-H  ripcián.  —  Pntdxi. — lie- 
cl<tmación.  —  Reivindicación. 
— No  ouíite  la  enunciación  de 
la»  j)etic¡ones  ó  acciones  dodu- 
cidas  la  sentencia  que  no  hace 
referencia  á  la  excepción  de 
prescripción  extintiva  que  pre- 
tende lialier  invocado  el  deman- 
dado, si  en  realidad  éste  se 
limitó  á  referirse  á  ella  al  res- 
ponder á  la  expresión  de  agra- 
vios, y  no  la  alegó  formalmen- 
te.—('as.  29  mayo  1905  ...  I  355 
G.  No  omite  la  enunciación  de  las 
]»eticiones  de  las  partes,  respec- 
to »  la  excejíción  de  prescrip- 
ción adquisitiva  alegada  en 
segunda  instancia,  la  sentencia 
del  Tribunal  de  Alzada  que  la 
enuncia  en  un  considerando  y 
completa  dicliu  enunciación 
agregando  en  la  parte  resolu- 
tiva que  fué  alegada  en  segun- 
da instancia  i)or  el  demandado. 
— Mi^mo  fallo. 

7.  Coadt/iirante.  —  Nonthre.  — 
Oni  isión. —  Tabla. — No  puede 
pedir  la  nulidad  de  uua  senten- 
cia fundada  en  que  ella  no  hace 
mención  de  su  nond)re,  ni  figu- 
ró tampoco  su  nqndjre  en  la 
tabla  al  anunciarse  la  causa, 
la  i»ersona  <iuc  no  es  parte  en 
el  juicio  y  sólo  ha  intervenido 
en  él  como  coadyuvante. — Cas. 

-.'Jl  octubre   líkxj 1  370 

8.  0/»f"ífán.— Ks  nula  la  senten- 
cia pronunciada  coii  omisión 
de  las  consideraciones  de  hecho 
y  de  derecho  ó  de  los  principios 
de  equidad  que  le  sirven  de 
fundamento.— Incurre  en  este 
vicio  la  sentencia  de  segunda 
iiiHtancia  que,  al  confirnuir  el 
fallo  de  primera  instancia,  lo 
modifica  en  parte  substancial 
sin  dar  los  fundamentos  de 
hecho  ó  de  derecho  ó  los  prin- 
cijiioM  de  equidad,  ni  citar  dis- 
píwición  legal  alguna  respecto 
á  esta  j»arte  de  la  resolución. — 
Cas.  (i  agosto  1907 I  447 

9.  xinuncio,  —  Formalizavión.— 
Omisión. — No  omite  la  decisión 


del  asunto  controvertido  la 
sentencia  que  no  se  proiunicia 
sobre  la  excepción  de  prescrip- 
ción, 8Í  el  juicio  no  versó  sobre 
esta  excepción  que  sólo  fué 
puesta  por  el  demandado  al 
contestar  una  demanda  anterior 
que  quedó  sin  efecto  y  no  fué 
invocada  en  la  nueva  litis. — C. 
A.  7  noviembre  1906  ....  II  «1 
10.  Casación  de  oficio. —  Omisión. 
— Es  nula  la  sentencia  que 
desecha  la  demanda  estimando 
.posesoria  la  acción  deducida, 
siendo  que  es  cu  realidad  la 
reivindicatoría  ó  de  dominio. — 
Este  fa  lo  no  contiene  la  deci- 
sión del  asunto  controvertido 
y  debe  *8er  anulado  de  oficio 
por  el  Tribunal  de  Alzada. — (-. 
A.  17  noviembre  1906  ...  II  121 

SENTENCIA  APROBATORIA  DE  MENSURA 

Adm  iñhilidftd. — Improredemia . 
—  Me  lisa  ra.  —  Recia  m  ació  n . — 
Sentencia  interlocutoria. — Es 
admisible  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  contra  la  sen- 
tencia aprol)atoria  de  la  men- 
sura de  una  mina. — Cas.  16 
octubre  1906 I     57 

SENTENCIA  CONFIRMATORIA 

1.  Omisión. — Pensión  alimenti- 
cia.—Cxi. n\)\c  las  enunciacio- 
nes legales  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  que,  al  confir- 
mar, la  de  primera  instancia 
que  manda  pagar  una  jiensión 
alimenticia,  se  refiere  explíci- 
tamente á  ella;  y  no  necesita 
agregar  nuevas  consideracio- 
nes para  el  sólo  efecto  de  redu- 
cir el  monto  do   la  pensión. — 

— Cas.  1 1  marzo  1 907  .    .    .     I     76 

2.  Atjregacián  de  documentos. — 
Oin  isión. — Sentencia. — Es  i na- 
ceptable  la  causal  de  casación 
fundada  en  que  mi  consideran- 
do de  la  sentencia  de  primera 
instancia  acejtta  el  x'alor  ])ro- 
batorio  de  docuhientos  que  á 
juicio  del  recurrente  f.  eron 
presentados  fuera  del  término 
y  han  sido  inq»ugnados  jíor  él, 
si  la  sentencia  recurrida  confir- 
ma la  de  primera  instancia  en 
virtud  de  fundamentos  nuevos 
sin  aceptar  los  que  ésta  había 
consignado  y  sin  hacer  men- 
ción siquiera  de  los  documen- 
tos impugnados  por  el  recu- 
rrente.—Cas.  1."  nuiyo  1907.  I  235 

SENTENCI A    DF.FlMT! V A 

1.  Admisibilidad.  —  Arbitroa. — 
Casación  de  oficio.  —  Juicio 
ordinario. — Tiene  el  carácter 
de  definitiva  la  sentencia  que 
resuelve  sobre  el  sometimiento 
á  conqnomiso  de  las  cuestio- 
nes suscitadas  con  motivo  del 
cumplimiento  de  un  contrato, 
habiéndose  impugnado  por  una 
de  las  partes  el  valor  de  la 
cláusula  en  que  se  establecía 
el  arbitraje. — Cas.  10  noviem- 


bre 1906 ....  I     41 

2.Cosa  juzgada. — Cuentas. — Cu- 
rador.— Fiador. — Heredero.-  - 
Juicio  ejecutivo  —  No  t  i  fie  a- 
ción.  —  Titulo  ejecutivo. —  La 
sentencia  que  declara  que  el 
fallo  recaído  en  el  juicio  seguí-' 
do  por  rendición  de  cuentas 
contra  un  curador,  no  es  tí- 
tulo ejecutivo  contra  el  fiador 
de  dicho  curador,  si  éste  no  ha 
sido  parte  ni  ha  intervenido  en 
fonna  alguna  en  el  juicio  de  ren- 
dición de  cuentas,  aunque  inter- 
locutoria, es  de  carácter  defini- 
tivo en  cuanto  se  pronuncia  so- 
bre el  mérito  que  la  sentencia 
del  juicio  de  cuentas  i>uede  te- 
ner contra  el  fiador.  Procede, 
por  tanto,  contra  ella  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo. 
— Cas.  15  diciembre  1906  .    .  I  305 

SENTENCIA     INTERLOCUTORIA 

1.  Admisibilidad. —  Improceden- 
cia. —  Mensura.  —  Recia  ma- 
cián. — SentencÍ€i  aprofmtoria 
d^  mensura.  —  La  sentencia 
aprobatoria  de  la  mensura  de 
lina  mina  fija  definitivamente 
los  derechos  de  las  partes,  y 
en  consecuencia  j)roecde  en  su 
contra  el  recurso  de  casación 
en  la  forma. — Cas.  U\  octubre 
1906 1     57 

2.  Curador. —  Improcedencia. — 
Remoción.  —  Es  imiírocedento 
el  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do ¡nterj)ue8to  contra  la  senten- 
cia que  recae  en  un  incidente 
sobre  el  nondiramiento  de  cu- 
rador interino  j)ara  mientras 
pende  el  juicio  de  remoción 
del  proj)iefario,  ponjue  tal  sen- 
tencia no  es  definitiva  ni  inter- 
locutoria tjue  ponga  término  al 
juicio  ó  haga  imposible  su  con- 
tinuación. —  Cas.  11  junio 
1907 I  283 

3.  (^oynpetencia.  —  Imfn'oceden- 
cia.  —  Pe  uniones  militares. — 
La  sentencia  que  se  pronuncia 
sobre  la  competencia  de  la  jus 
ticia  ordinaria  para  conocer  de 
una  dennnula,  es  interlocutoria 
que  no  pone  término  al  juicio 
ni  hace  imposible  su  continua- 
ción, y  no  procede,  por  tanto, 
en  su  contra,  el  recurso  de  ca- 
sación.— Cas.  22  julio  1907  .    I  .H34 

SEPARACIÓN  DE  HIENKS 

1.  Autorización  judicial. —  Bie- 
nes inmuebles.  —  Mari  fio.  — 
Mujer  casada.  —  Xulidad. — 
Prescrijxión. —  Ratificación. — 
Rescisión  -La  acción  reseisoria 
«pie  procede  de  la  nulidad  re- 
lativa prescribe  en  el  plazo  de 
cuatro  años  contados,  cuando 
procede  de  una  incapacidad  le- 
gal, desde  el  día  en  que  haya 
cesado  la  incapacidad. — Cesan- 
do la  incapacidad  de  la  mujer 
casada  por  la  sentencia  que 
declaró  la  sejtaración  de  bie- 
nes entro  ella  y  su  marido,  y 
habiendo  trascurrido    más   dc 
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cuatro  años  entre  esa  sentencia 
y  BU  fallecimiento,  no  trasmite 
ella  á  sus  herederos  ningún  de- 
recho referente  á  la  acción  res- 
cisoría  de  las  enajenaciones  de 
bienes  raíces  efectuadas  j)or 
ella  sin  autorización  judicial  y 
mientras  cía  incapaz,  por  cuan- 
to á  su  ¡fallecimiento  dicha  ac- 
ción ya  había  prescrito. — C.  A. 
3  noviembre  IDÜG  .  .  .  .  .  II  43 
2.  Aprobación  judicial — Divor- 
cio.— Eatwlo  civil. —  Nuliilad. 
—  Trarutacción. — El  divorcio  y 
la  separación  de  bienes  no  pue- 
den producirse  por  nmtuo  acuer- 
dode  los  cónyuges,  siendo  indis- 
pensable para  ello  sentencia 
de  juez  competente  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada. — 
C.  A.  27  noviembre  19üG.  .    II  103 


SERVIDUMBRE 

1.  Actos  de  mera  facultad.  — 
Aguas. — (^anal.  —  Posesión. — 
Prescripción. — Las  aguas  que 
corren  por  un  cauce  artificial 
construido  á  expensa  ajena, 
pertenecen  exclusivamente  al 
que  con  los  reciuit'itos  lógalos 
haya  construido  el  cauce. — 
Cas.  3  agosto  1907 1  442 

2.  Para  ad<iuirir  la  nervidumbre 
voluntaria  de  servirse  en  bene- 
fício  propio  de  las  aguas  de  un 
canal  construido  A  expensa  aje- 
na ó,  lo  que  es  lo  mismo,  el  do- 
minio de  una  parte  délas  aguas 
de  dicho  canal  i)or  Imberso  8er\'i- 
do  de  ellas  durante  cierto  tiempo, 
debe  probarse  la  existencia  de  la 
servidumbre  y,  no  habiendo  te- 
nido posesión  rogular,  la  pres- 
cripción de  treinta  años,  con- 
forme al  artículo  2r>10  del  Có- 
digo Civil,  no  siendo  bastante 
para  adquirir  el  dominio  del 
agua  la  prescnpción  de  diez 
años  que  se  invoca.  —  Mísuki 
fallo. 

3.  El  heclio  de  haber  permitido 
los  dueños  del  cauce  artificial 
que  un  tercero  extraiga  por  un 
cañón  una  parte  del  agua  de 
dicho  canal  que  antes  arrenda- 
ba, desi)ué8  de  expirado  el 
arriendo,  es  un  acto  de  mora 
facultad  ó  tolerancia  que  no 
confiere  i)ososión  ni  da  funda- 
mento á  proscripción. — Mismo 
folio. 

4.  Prescripción.  —  Tránsito. — 
La  servidumbre establocida por 
el  dueño  de  un  predio  á  favor 
de  otro  predio  que  también  le 
pertenece,  sólo  subsiste  al  ena- 
jenarse uno  do  olios  si  esta  ser- 
vidumbre os  continua  y  apú- 
rente.—C.  A.lüoctubre  líHKI  II   105 

5.  Las  servidumbres  discontinuas, 
como  la  de  tránsito,  y  las  con- 
tinuas inaparentes,  no  pueden 
adquirirse  jjor  proscripción;  ni 
aún  el  goce  inmemorial  basta 
para  constituirlas,  y  sólo  ¡íuc- 
den  adquirirse  por  medio  de  un 
título. — Mismo  fallo. 


SOCIEDAD   ANÓNIMA 

Arciones. — Perdiólas. — Si  los  es- 
tiitutos  de  una  sociedad  anóni- 
ma de  acciones  al  portador  dis- 
ponen que  en  el  caso  de  que  por 
cualquiera  cansa  se  pierda  ó 
inutilice  algún  título  do  acción, 
la  sociedad  no  dará  duplicado, 
sino  que  se  limitará  á  tomar  las 
providencias  que  le  fueren  or- 
denadas por  la  autoridad  ju- 
dicial, el  accionista  cuyos  tí- 
tulos se  han  carbonizado  en  un 
incendio,  tiene  derecho  á  que 
se  le  den  otros  títulos,  en  la 
forma  que  ordene  la  justicia 
ordinaria.— C.  A.  18  dicienibre 
1906 •.    .    II  150 

SOCIEDAD     COLECTIVA 

Disolución. —  Muerte.  —  Pesoln- 
ción. — La  sociedad  colectiva 
civil  se  disuelve  i)or  la  muerte 
natural  ó  civil  de  cualquiera 
de  los  socios,  monos  cuando 
por  disposición  de  la  ley  ó  por 
el  acto  constitutivo  haya  de 
continuar  entre  los  socios  so- 
lirevivientes  con  los  herederos 
del  difunto  ó  sin  ellos. — Si  en 
el  acto  co)ist¡lutivo  do  la  so- 
ciedad so  fija  el  jílazo  do  nue- 
ve años  para  su  duración  y  se 
agrega  que  la  negociación  no 
terminará  por  ninguna  causa  ó 
motivo  autos  del  j)lazo  estipu- 
lado, no  procede  la  demanda 
de  disolución  del  contrato  fun- 
dada en  el  fallecimiento  do  uno 
de  los  socios  ocurrido  antes 
del  venoiniionto  del  pla'¿o. — C. 
A.,  2G  octubre  lyuíí  .    ...    II     58 

SOCIEDAD  CONYUGAL 

1.  CamcLÓn  en  hi  forma. — Es- 
tacaiiientoa.  —  Pertenenrias. — 
Haití  rera.s.  —  T'lfru-peUta.  — 
Las  concesiones  salitriTiis  he- 
chas á  unos  do  los  cónyuges 
entran  á  formar  parto  del  pa- 
trinumio  do  I»  sociedad  con- 
yugal y  no  del  luitrimonio  del 
cónyuge  denunciante.  —  En 
consocuencia,  reconociéndose 
á  un  peticionario  derecho  á 
dos  j)ertenencins.  en  confor- 
midad al  artículo  2(J  del  Có- 
digo de  Minería  de  1874,  no 
puedo  concederse  á  su  cónyuge 
una  torcera.-  C.  A.,  Cas.;Jl  di- 
ciembre v.m\ I     49 

2.  Alitneiitos.  —  (Wnifuijes. —  Di- 
vorcio.—  Hijo. —  l\ifria  potcs- 
iad.  —  Potestad  ¡naritcU. —  Si 
bien  el  n»arido  os  jefe  de  la  S(^- 
ciedad  conyugal  y  como  tal  ad- 
ministra liliremente  los  bienes 
socinlrs  y  lo>  de  su  mujer,  es- 
ta facultad  (^uo  la  ley  le  confie- 
re no  lo  autoriza  para  sustraer- 
se á  las*  obli^aeiones  que  ose 
mismo  carácter  de  jefe  de  la 
sociedad  le  inq»ono  con  respec- 
to á  la  mujer,  como  tampoco 
de  las  íjuo  en  cuanto  á  los  hijos 
se  derivan  de  la  ¡jatria  potes- 
tad, porque  no  le  ha  otorgado 


1a  ley  tal  facultad  para  qu»>  Uk 
ejercite  de  un  modo  arbitran  . 
negando  á  la  mujer  y  ¿  k-  L"- 
joB  los  alimeiitob  de  qur  Itay 
menester:  y  iM>r  coMsiguií^ji. . 
am  menoscabo  de  e.«a¿  m;>!iij^ 
atribuciones,  puede  U  ju-t  .-^ 
regular  su  ejercicio.  xr^uW.-.- 
ciendo  el  régimen  correcto  \  \*~ 
gal  y  ordenando  al  morid.»  >¡cr 
suministro  á  la  mujer  y  á|.^ 
hijos  lo8  alimentos  á  q'u»-  ,.,: 
ley  tienen  derecho. —  Cas.  !;• 
abril  1907 í  :>^ 

3.  Cri<inza, — Hijo  Uffitiuto—^-- 
gumias  nupcÍ€ut. — Los  ^a**  h. 
de  crianza,  educación  e^tüM  - 
cimiento  de  los  hijos  U-gitl  j.-! 
son  de  cuenta  de  la  Hocie?il 
conyugal,  pero  si  e!  hijo  ui\ :? 
se  bienes  propio&i  se  jH-üiru. 
sacar  de  ellos  Kü*  ga^ti»?  ik-  ?  i 
establecimiento,  j  aólo  en  ca-  • 
de  necesidad  los  de  su  criau/a 
y  educación. — C.  A-,  láoctiñr. 
190<í II    jí 

4.  Muerto  uno  de  lod  padrt^.  1.^ 
gastos  de  crianza,  edu«*a«-:  ,.  y 
establecimiento  del  hij«»  úionu.- 
ben  al  sobreviviente  en  la  tnl?- 
ma  forma  anterior,— >lisu»,>  fa- 
llo. 

5.  En  conformidad  á  lo  dispij.*»!.. 
en  el  número  ó.^  del  arrícu.  ■ 
1740  del  Código  Civil,  la  ^  -  •.- 
dad  conyugal  es  obligada  *. 
pago  del  mantenimiento  di-  ]•'? 
cónyuge»  y  de  los  deí-ci-iil.- ir 
t«8  comunes  y  de  tixl.i  car  ja 
de  familia,  y  se  mirarán  o»'  i^- 
tales  los  alimentuii  quf  uiv.  •; 
los  cónyuges  ostv  |M>r  Ky  ..'i  - 
gado  á  dar  á  sus  descoudj.  ¡  :-- 
aunque  no  lo  scau  de  auil-- 
cónyuges,  ]»udit>uUo  vi  y-.-. 
moderar  esos  gastos  sí  le  jurr- 
cieren  excesivos,  iniputai».  •  > ! 
exceso  al  haber  del  cón^uj-. 
— En  consecuencia  si  una  n.  j- 
jer  que  tiene  un  hijo  m*n..-  .e 
un  matrimonio  precedoot.  c,  - 
trae  segiaidasnupci,^,<t  y  ajk"  *•• 
á  este  nuitrimonio  bient^  zur- 
cientes para  atender  á  lacriji- 
za  y  educación  de  este  hij'«.  .«• 
hay  necer^idad  de  recurrir  á  i-  - 
bienes  del  menor  y  di-bf  •}  • 
secliai-se  la  'donuinüa  drl  - - 
gundo  marido  que,  mu*  rta  ia 
madre,  cobra  lo^  gaj^tí.*  .J 
crianza  y  educación  de  rí-e  l 
jo  durante  el  tiem)Ki  que  * 
madre  lo  retuvo  á  >u  Ud«»  {»»:* 
pnidigarle  í.us  atencit>iie>  \ 
cuidados. — Mi^^mo  falkk 

6.  Confesión. — I  hutía*  ht>'€*i  '^* 
ría. — Hereilero  á  titulo  tiftir*',-- 
sal.— Porción  cj)utíu</al.--i*ri:* 
cipio  de  pruélta  por  e*cr**  >.— 
Pruefia. — I-iO  ^^oeiedad  o»»}»- 
gal  fs  obligada  al  j»agt»  dt*  !a- 
deuda*»  y  obligaciones  enutnii- 
das  durante  ol  matrinHffif»  i*  r 
uno  de  los  cón\uges  y  <|Ur  w- 
fueren  personales  de  rsto.-  * 
A.,  lü  noviembre  190*j  ...  II    '< 

srcEsióx 

1.  Cau^aUs.  —  D  o  w  i  f I  •  o.—  /h«- 


SUSPENSIÓN  DE  LA  CAUSA 

€TT^¿pción.  -  -Legado. — Modos  de 
€i*Uiairir. —  Trad'u  ion.—  Terce- 
7'ia. — La  8ucc8ión  por  causa 
de  iinuTto  es  uno  ilc  los  modoB 
ele  adquirir  el  dominio,  y  se 
l»ucílo  buceder  á  una  persona 
ya  á  título  universal  como  he- 
redero, ya  á  título  singular  co- 
mo legatario,  sin  que  sea  ncce- 
isario  para  la  adquisición  del 
cloiiiinio  en  uno  ú  otro  carácter 
que  adeniás  se  haga  tradición 
de  las  cosas  heredadas  ó  lega- 
da>«;  puesto  que  respecto  de 
U1108  mismos  bienes  no  pueden 
concurrir  diversos  modos  de 
adquirir  su  dominio. — (■as.  3 
noviembre  190<J I  147 

2.  La  herencia  ó  legado  se  defiere 
pt>r  ministerio  de  la  ley,  según 
el  artículo  tí88  del  ('¿digo  Ci- 
vil, en  el  momento  de  fallecer 
la  persona  de  cuya  sucesión  se 
tfata,  si  el  llaman)iento  no  es 
condicional,  y  por  el  solo  hecho 
de  la  muerte  se  trasmite  al  he- 
redero ó  legatario  la  posesión 
y  <loniiuio  que  en  los  bienes 
hereditarios  correspondía  al 
antecesor. — Mismo   fallo. 

3.  La  persona  instituida  en  testa- 
mento como  legntaria  de  un 
inmueble  adquiere  el  dominio 
de  6\  por  el  hecho  de  la  muer- 
te de  la  testadora,  y  esta  ad- 
quisición no  queda  sin  efecto 
por  la  enajenación  que  poste- 
rioruiente  haga  de  ese  inmue- 
ble á  un  tercero  la  albaeea  de 
la  testadora,  aumjue  esa  enaje- 
nación se  inscriba,  siemjjro 
que  no  haya  trascurrido  el  tiem- 
po necesario  i)ara  que  prescri- 
ba el  derecho  del  legatario. — 
Mismo  fallo. 

4.  Procede  en  consecuencia  la 
tercería  de  dominio  interpues- 
ta por  el  legatario,  en  la  eje- 
cución seguida  j)or  un  acreedor 
hijiotecario  contra  el  tercero  á 
quien  la  albaeea  donó  el  inn)ue- 
blo,  pues  ese  tercero  no  adqui- 
rió el  dominio  por  la  tradición 
que  le  hizo  la  albaeea,  ni  por 
prescripción,  por  no  hal)er 
trascurrido  en  este  caso  el 
tiempo  necesario. — Mismo  fa- 
llo. 

:<rsi'ENSlÚN  DE  LA  CAUSA. 

1.  AfMyf/ndo.—fWxacióii  de  oficio. 
—  tfébla,  —  VifiUi.  —  Pedida  la 
suspensión  de  una  causa  j)or  el 
abogado  de  ella  por  enferme- 
dad, no  puede  invocar  drsjim's 
la  nulidad  de  la  sentencia  dic- 
tada, fundáníiose  en  que  la 
eausa  estaba  mal  anunciada 
en  la  tabla  por  haber  un  error 
en  la  última  letra  del  nombre, 
porque  el  hecho  de  ])edir  la 
Huspensión  maniíitsta  el  cono- 
cimiento de  que  era  c^a  la  cau- 
sa.—  Cas.  15  diciembre  l'JOG..  I  ÍJIG 

2.  Solicitada  i»or  un  a])ogado  la 
suspensión  de  una  causa  por 
estar  enfermo,  con  el  certiticado 
nu'dico  correspondiente,  si  el 
tribunal   ve   y  falla  la   causa, 
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falta  al  ti'ámite  esencial  de  se- 
ñalar nuevo  día  para  su  vista 
y  este  vicio  autoriza  para  anu- 
lar do  oficio  la  sentencia.  - 
Mismo  fallo. 

SrSl'ENSIÓX  DEL  PROCEDIMIENTO 

Asiffiíarión  Ustamenturía. — fa- 
llecimiento.— Heredero  d  Ululo 
nn ivei^sal. — Parte  a{/raviada. 
— ftenianente..  —  Uatifracto. — 
El  procedimiento  sólo  se  sus- 
pende por  el  fallecimiento  de 
una  de  las  i)artes  «pie  obre  por 
sí  misma  en  el  juicio,  y  nó  ]K)r 
el  de  la  que  está  representada 
por  un  procurador,  cuyo  man- 
dato subsiste  después  de  la 
muerte  del  mandante.  -  Cas. 
31  agosto  1904 1     53 

SUSTAXCLVS  DE  LIBUe'aDQUISI- 
CIÓN 

Arenan  anrifernH.—Mina.  —  Per- 
tenencia.—lMfi  arenas  auríferas 
y  demás  sustancias  minerales 
de  los  ríos  y  jdaceres  sonde- 
nunciables  y  de  libre  adquisi- 
ción, aunque  el  terreno  en  que 
se  encuentren  no  sea  erial, 
debiendo  en  este  caso  formarse 
las  pertenencias  mineras  con 
arreglo  &  las  prescripciones  le- 
gales, como  si  se  tratara  de 
mina  propiamente  tal. — C.  A. 
25noviembre  11)05  .    .    .    .    .  II       2 


1.  Ahofjado. — Ca.ia>  ion  de  oficio. 
— Suspensión.-  Vin(a.~  Pedida 
la  suspensión  de  una  eausa  por  el 
abogado  do  ella  por  enferme- 
dad, no  puede  invocar  después 
la  nulidad  de  la  sentencia  dic- 
tada, fundándose  en  (lue  la  cau- 
sa estaba  mal  anunciada  en  la 
tabla  i)or  haber  error  en  la 
última  letra  del  npmbre,  ponpic 
el  hecho  de  pedir  la  suspiMisión 
manitií'sta  el  conoeinjiento  de 
que  era  esa  la  causa. — Cns.  15 
diciembre  lUOi) I  310 

2.  Apelación. —  (^erfific^id-o.  -De- 
serción.—  Debe  declararse  de- 
sierta la  apelación  á  instancia 
del  ajielado  si  el  a])elante  no 
comparece  á  seguir  el  recurso 
en  el  jdazo  de  tres  días  que  le 
concede  la  ley.  —K\  Tribunal 
de  Alzada  debe  res» >!  ver  la  de- 
serción, en  este  caso,  con  sólo 
el  mérito  del  certiticado  del 
secretario,  es  decir,  sin  otro 
trámite  ó  formalidad  (jne  éste, 
según  lo  prescribe  el  artículo 
224  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil.  Por  consiguiente,  no 
debe  jionerse  in  tal)la  la  deser- 
ción, ya  (pie  esto  inq)orta  una 
nueva  notificación  de  que  en 
tal  día  va  á  hacerse  la  causa. 
—Cas.  3  julio  11)07  .    .     •   .    .  1  322 

3.  Coadi/uranfe.-Xünifjre.  -Onñ- 
sión. — Stnit^nria.  —  No  i»uedc 
pedir  la  nulidad   de  una  sen- 


TASACÍÓN  r,7 

te.ncia  fundado  en  que  clU^)o 
hace  mención  de  su  nombre,  ni 
figuró  tampoco  su  nombre  en  la 
tabla  al  anunciarse  la  causa,  la 
jiersona  que  no  es  parte  en  el 
juicio  y  sólo  ha  intervenido  en 
él  como  tercero  coadyuvante. 
Cas.  31  octubre  llíOG  ....  1  370 

TACHAS 

Cuasi-delifo. — Perju  icios.  — Jies- 
ponsafñlidnd.  —  Testigos. — Son 
inhábiles  para  declarar  los  em- 
pleados de  la  jjarte  que  los 
presenta,  y  tienen  este  carácter 
los  empleados  de  un  empresa 
ferroviaria  en  causa  seguida 
contra  e.^ta  empresa. — C.  A.  27 
octubre  lüOG II     93 

TASACIÓN 

1.  Cosa  juzf/adxi.  —  Hipoteca.  — 
tluicio  ejecnfiüo.  -  nulidad. — 
Precio.  —  fíem  ate. — Salitreras. 
— Pedida  la  nulidad  de  la  es- 
critura de  remate  extendida  en 
un  juicio  ejecutivo  por  no  ha- 
ber nido  tasadas  las  salitreras 
adjudicadas  i)or  <lla,  no  proce- 
de esta  acción,  si  del  informe 
del  perito  nombrado  para  va- 
lorizar los  bienes  embargados 
aparece  que  estimó  el  valor 
del  caliche  existente  en  dichas 
pampas  en  la  cantidad  de 
S  13.000.000,  agregando  sí  las 
consideraciones  que  á  su  juicio 
hacían  desmerecer  ó  anular  su 
valor,  hasta  el  punto  de  impo- 
ner una  pérdida  al  que  so  de- 
dicase á  su  elaboración  con 
motivo  del  impuesto  de  exj)or- 
tación,  por  lo  que  se  deben  to- 
mar sólo  en  ese  sentido  restric- 
tivo las  frases  '^con  exclusión 
de  la  pamj)a  misma»  ó  -vexcluí- 
das  las])amiíasm¡smas'>,dcque 
se  sirve  en  su  informe,  sin  que 
pueda  establecerse  por  esto 
que  no  fueron  realmente  apre- 
ciadas en  lo  ((uc  en  concepto 
del  perito  valían  y  de  que  se 
omitiera  la  formalidad  ordena- 
da en  el  artículo  4<>  de  la  ley  de 
8  de  febrero  de  1834. -Cas.  25 
julio  1ÍK)7 I  375 

2.  Si  en  el  juicio  ejecutivo  fué 
motivo  de  controversia  el  sa- 
ber si  se  tomaba  como  base  pa- 
ra la  'iubanta  el  valor  nominal 
de  .S  13.000,000j  atribuido  por 
el  perito  al  caliche  ó  el  valor 
indicado  en  el  inforuie,  reba- 
jando el  costo  de  elaboraeiém 
y  el  monto  del  impuesto  y  si 
esta  eoutniversia  fué  resuelta 
por  síMitcncias  que  declararon 
que  el  inq)orte  de  la  tasación 
de  los  bienes  embargados  as- 
cendía á  una  suma  dada  y  ipic 
en  ella  estaban  comprendidas 
dichas  salitreras,  no  infringe 
el  artículo  107  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  la  senten- 
cia recurrida  que  establece 
que  del  examen  de  la  tasación 
del  perito,   de  las   resolucix>nes 

citadas   y   de  los  auteccdcntes 
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de  la^uiusa  aparece  que  esafl 
Balitreras  fueron  tasadas  entre 
los  bienes  embargados  y  que 
esa  tasación  fué  aprobada  por 
la  justicia.  —  Mismo  fallo. 

tercería 

^.  CauaeUes, —  Donación.  —  Ins- 
cripción, -  Legado.  —  Modos 
de  adquirir. — SuceMn. —  Tra- 
dición.—  La  persona  instituida 
en  testamento  como  legataria 
de  un  inmueble,  adquiere  el  do- 
minio de  él  por  el  hecho  do  la 
muerte  de  la  testadora,  y  esta 
adquisición  no  queda  sin  efecto 
por  la  enajenación  que  poste- 
riormente haga  de  ese  inmue- 
ble á  un  tercero  la  albacca  de 
la  testadora,  aunque  la  enaje- 
nación 80  inscriba,  Hienipre  que 
no  haya  trascurrido  el  tiempo 
necesario  para  que  prescriba 
el  derecho  del  legatario.  Pro- 
cede, en  consecuencia,  la  ter- 
cería de  dominio  interpuesta 
por  el  legatario,  en  la  ejecución 
seguida  por  un  acreedor  hipo- 
tecario contra  el  tercero  á  quien 
la  albacea  donó  el  inmueble, 
pues  ese  tercero  no  adquirió  el 
dominio  por  la  tradición  que  le 
hizo  la  albacea,  ni  por  pres- 
cripción por  no  haber  trascu- 
rrido en  este  caso  el  tiempo 
necesario. — Cas.  30  noviembre 
190G I  U7 

2.  Bienes  inmnebl-es. —  Compra- 
venta.— Minuta  de  pi'ueba. — 
Si  se  vende  una  chacra  con  to- 
dos los  muebles  existentes  en 
ella,  deben  entenderse  incluidos 
en  la  venta  el  carruaje  y  caba- 
llos del  fundo.  Si  el  comprador 
acredita  además  que  el  carrua- 
je estaba  destinado  permanen- 
temente al  servicio  del  fundo 
vendido,  ese  bien  se  reputa  in- 
mueble por  su  destino  á.  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
570  del  Código  Civil  y  está  por 
tanto  incluido  en  la  venta. — 
Procede,  en  consecuencia,  la 
tercería  de  dominio  interpuesta 
por  el  comprador  y  debe  alzar- 
se el  embargo  trabado  en  esos 
bienes  en  ejecución  seguida 
contra  el  vendedor  y  hacerse 
entrega  de  ellos  al  tercerista. — 

C.  A.  20  octubre  1906 II     51 

3.  ArrendalaHo. —  En  el  juicio 
ejecutivo  sólo  son  admisibles 
las  tercerías  cuando  el  recla- 
mante ó  tercerista  pretende  do- 
minio de  los  bienes  embargados, 
derecho  para  ser  pagado  prefe- 
rentemente ó  derecho  para  con- 
currir en  el  pago  ó  falta  de 
otros  bienes.  Por  consiguiente,  • 
no  procede  la  tercería  inter- 
puesta por  un  arrendatario 
fundado  en  un  contrato  priva- 
do de  arriendo,  por  la  que  pide 
se  le  ponga  en  posesión  de  la 
cosa  embargada. — C.  A.  12  no- 
viembre 1906 II  102 

4.  Juicio  ejecutivo. — Parte  agra- 
vicula. — Poder. — Siendo  la  ter- 
cería un    incidente   del  juicio 


ejecutivo,  el  poder  dado  para 
éste  es  bastante  para  aque- 
lU.— C.  A.  12  julio  190C II  106 

TÉRMINO.— V.  Plazo. 

TESTAMENTO 

1.  LMxtimario.  —  Prescripción, 
— Reforma. —  La  prescripción 
de  cuatro  aiíos  que  fija  el  ar- 
tículo 1216  del  Código  Civil 
para  pedir  la  reforma  do  un 
testamento,  se  refiero  única- 
mente «á  los  legitimarios  á 
quienes  el  testador  no  haya  de- 
jado lo  que  por  ley  le  corres- 
ponde», ó  sea  á  aquellos  á 
quienes  el  testador  menciona 
como  tales  legitimarios  y  le« 
asigna  una  i)orción  de  bienes 
inferior  á  la  que  debe  tocarles. 
Esta  prescripción  no  es  aplica- 
ble al  caso  del  legitimario  que, 
por  haber  sido  pasado  en  silen- 
cio en  el  testamento,  se  entien- 
de instituido  heredero  en  su  le- 
gítima. —  Cas.  8  noviembre 
1906 I     10 

2.  Notario. — Nulidad. — El  secre- 
tario judicial  nombrado  reem- 
plazante del  notario  titular 
puede  autorizar  válidamente 
un  testamento  como  funciona- 
rio competente;  y  en  consecuen- 
cia, debe  rechazarse  la  acción 
de  nulidad  del  testamento  que 
se  funda  en  esta  circunstancia. 
—Cas.  4  agosto  1906  ....  I    33 

3.  Protoolización. — Prueba  tes- 
tinioniaL — Las  diligencias  pa- 
ra protocolizar  un  testamento 
verbal,  cuando  no  ha  existido 
oposición  de  parte,  no  constitu- 
yen contienda  civil,  sino  un 
acto  de  juridicción  no  conten- 
ciosa.—Cas.  17  octubre  1906.  I  143 

4.  Jmftrunienío  público. — Legiti- 
mación. —  Reforma. — Precede 
la  acción  de  reforma  del  testa- 
mento interpuesta  por  un  legi- 
timario \Kn  haberse  instituido 
como  único  heredero  en  calidad 
de  hijo  legítimo,  á  un  hijo  cu- 
ya legitimición  no  fué  conferi- 
da ipso  jure  ni  por  instrumento 
público  y  que  es  simplemente 
ilegítimo. — C.  A.  1.**  diciembre 
1906 II  153 

5.  Aírreciación.  —  Nulidad.  — La 
mención  de  haberse  cumplido 
al  otorgar  el  testamento  las 
formalidades  dispuestas  por 
la  ley  para  la  validez  do  dicho 
acto,  es  una  nueva  formalidad 
que  no  puede  exigirse  sino  en 
los  casos  en  que  la  misma  ley 
lo  requiera  expresamente,  co- 
mo lo  hace  el  Código  Civil  en 
los  artículos  1018  y  1019,  i)ero 
no  se  encuentra  establecida 
respecto  de  aquellas  formalida- 
des de  que  trata  el  artículo 
1017  del  Código  Civil.  Por  con- 
siguiente, el  hecho  de  no  haber- 
se mencionado  en  el  testamen- 
to abierto  que  todo  él  fué  leído 
en  alta  voz  por  el  escribano  ó 
uno  de  los  testigos  en  la  forma 
prescrita  por  el  artículo  1017 


no  es  causal  bastante  de  nuli- 
dad del  testamento. — Cas.  21 
diciembre  1906 I  371 

6.  Apreciación,— Falsedad. — /n*- 
trumento  público. — Prueba. — 
Testamento. — Las  leyes  pena- 
les y  civiles,  y  en  especial  loa 
artículos  344  y  432  del  Código 
de  Procedimiento  Civil»  permi- 
ten expresamente  impugnar  la 
autenticidad  de  todo  instru- 
mento público  y  privado  ó 
probar  las  suplantaciones  co- 
metidas, y  aceptan  como  medios 
probatorios  del  hecho,  tanto  el 
cotejo  de  letras,  como  los  que 
«las  leyes  autoricen  para  la 
prueba  del  fraude»,  con  la  res- 
titución del  artículo  432  citado, 
para  cuando  se  procure  invali- 
dar una  escritura  pública  con 
sólo  prueba  testimonial. — Por 
consiguiente,  y  no  tratándose 
de  este  caso,  son  admisibles 
todos  los  medios  probatorios 
para  probar  que  un  testamento 
es  falsificado  y  por  tanto  nulo. 
—Cas.  2  agosto  1907  ....  I  430 

7.  Es  un  hecho  de  la  causa,  esta- 
blecido por  el  Tribunal  senten- 
ciador, mediante  la  apreciación 
de  la  prueba,  y  como  tal,  ina- 
movible, el  de  que  una  persona 
no  otorgó  el  testamento  que  se 
le  atribuye. — Mismo  fallo. 

8.  Comparecencia,  — Fallecimien- 
to.—rJ'otario.  —  Testigos.  —  La 
muerte  del  notario  que  autori- 
za un  acto  testamentario  y  de 
los  testigos  instrumentales,  no 
hace  perder  su  valor  al  testa- 
mento.— C.  A.  16  septiembre 
1905 II     17 

9.  Para  proceder  á  la  apertura  de 
un  testamento  cerrado,  no  es 
requisito  indispensable  la  com- 
parecencia personal  del  escriba- 
no y  testigos  instrumentales. — 
Las  reglas  dictadas  por  la  ley 
para  el  caso  de  ausencia  del 
escribano  y  testigos  compren- 
den á  todos  los  que  no  compa- 
rezcan ó  no  puedan  compare- 
cer al  acto  de  apertura,  cual- 
quiera que  sea  la  causa,  «>nio 
muerte,  demencia,  etc. — Mismo 
fallo. 

10.  Hijo  legitimo. — Hijo  naturoL 
Legítima. — Reforma, — Lo  que 
por  ley  corresponde  á  los  legi 
timarlos  y  lo  que  tienen  dere- 
cho á  reclamar  por  la  acción 
de  reforma,  es  sú  legítima  rigo- 
rosa ó  la  efectiva  en  su  caso. — 
Instituidos  herederos  coi^junta- 
mente  en  un  testamento  el  hijo 
legítimo  con  los  naturales,  sin 
disponerse  á  favor  de  éstos 
expresamente  de  cuota  alguna, 
no  puede  sufrir  menoscabo  la 
legítima  del  primero,  que  se 
compone  de  la  mitad  de  los 
bienes  como  legitima  rigorosa 
más  la  cuarta  parte  de  los  mis- 
mos que,  en  calidad  de  mejora, 
acrece  á  ésta  para  formar  la 
efectiva,  y  en  la  cuarta  restan- 
te de  libre  disposición  deben 
concurrir  el  hijo  legítimo  y  los 
naturales. — Esta  solución guar- 
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d&  confonnidad  con  la  voluntad 
de  la  testadora,  y  en  este  sen- 
tido dc'be  reformarse  la  referi- 
da, disposición  testamentaria. — 
C.  A.  13  noviembre  1906  .    .  II  100 


1 .  A.ffregación  (le  documentos.  — 
Onsación  en  l^  forma.— Cau- 
9€Ml^.—C(ympetencia.-  -Intiru- 
mentó  pttblico.— Prueba.—  El 
documento  en  que  se  contiene 
la  copia  de  la  declaración  de 
\\n  testigo  prestada  ante  otro 
Juez  es  prueba  instrumental,  y 
debo  ser  reputado  como  públi- 
co; la  calificación  de  su  valor 
jurídico  corresponde  á  los  jue- 
ces de  la  causa  al  valorar  en 
defínitiva  la  fuerza  de  las  prue- 
ba» aducidas.— Cas.  5  octubre 
190C I  225 

2.  CausfU.— Contribución. —  ílr- 
eeprionea.  —  Instrumento  pri- 
vado —Prueba.—  Titulo  ejeni  • 
/íi?o.— No  infringe  el  artículo 
374  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  la  sentencia  que 
no  acepta  como  prueba  plena 
las  declaraciones  de  dos  testi- 
gos contestes,  si  estas  declara- 
ciones se  produjeron  fuera  del 
término  legal  y  si,  además, 
aparecen  desvirtuadas  por  las 
declaraciones  do  los  testigos 
de  la  parte  contraria,  por  las 
posiciones  absueltas  por  esta 
parte  y  por  los  antecedentes 
del  proceso  en  general. — Cas.  2 
agosto  1906 1  415 

3.  (Jomparecen<na.— Fallecí nien- 
to. — Notario. —  Testamento. — 
La  mneite  del  notario  que  au- 
toriza un  acto  testamentario  y 
de  los  testigos  instrumentales, 
no  hace  perder  su  valor  al  tes- 
tamento.— C.  A.  IG  septiembre 
190H II     17 

4.  Para  proceder  á  la  apertura 
de  un  testamento  cerrado  no  es 
requisito  indispensable  la  com- 
parecencia personal  del  escri- 
bano y  testigos  instrumentales. 
Las  reglas  dictadas  ¡mr  la  ley 
para  el  caso  de  ausencia  del 
escribano  y  testigos  compren- 
den A  todos  los  que  no  compa- 
rezcan ó  no  puedan  compare- 
cer al  acto  de*  apertura,  cual- 
quiera que  sea  la  causa,  como 
muerte,  demencia,  etc. —  Mis- 
mo fallo. 

6.  Plazo.— Querella. —  No  debe 
procedcrse  al  exi'wnen  de  los 
testigos  del  querellado  si  »'sto 
no  presentó  su  lista  de  testi- 
gos antes  do  las  doce  del  día 
anterior  al  designado  para  la 
audiencia,  sino  este  mismo  día; 
sin  que  valga  la  circunstancia 
de  no  haber  tenido  lugar  el 
comparendo  esc  día,  sino  mu- 
chos días  después. — C.  A.  22 
octubre  1906 II     49 

6.  Cuosi'clelifo.  -  Perjuicios,  — 
Besponsahili(la(L  —  Tarhas. — 
Son  inhábiles  para  declarar  los 
dependientes  de  la  parte  que 
los    presenta  y  tienen   este  ca- 


rácter los  empleados  de  una 
empresa  ferroviaria  en  causa 
seguida  contra  esta  empresa. 
C.  A.  27  octubre  1906 II    93 

TÍTULO     EJECUTIVO 

1.  Cadurideui. —  Cenno.  —  Cita- 
ción.— Inscripción. — La  exis- 
tencia de  antecedentes  y  docu- 
mentos correspondientes  á  una 
situación  jurídica  anterior  á  la 
sentencia,  no  es  bastante  para 
suspender  los  efectos  do  ese 
fallo  definitivo  en  que  no  se  to- 
maron en  cuenta,  enervando 
su  mérito  ejecutivo  y  la  cosa 
juzgada. — El  mérito  y  alcance 
de  tilles  antecedentes  y  docu- 
mentos solo  pueden  ser  apre- 
ciados en  im  juicio  ordinario. 
—Cas.  22  septiembre  1906. .  .1     65 

2.  Cosa  juzgada.  —  Cuentas. — 
Curatlor. — Fiador. —  llereflc 
ro. — Juicio  ejecutivo. —  Notifi- 
cación.— Sentencia  definitiva. 
— La  sentencia  recaída  en  el 
juicio  seguido  jíor  rendición  de 
cuentas  contra  un  curador,  no 
es  título  ejecutivo  contra  el  fia- 
dor de  dicho  curador,  si  éste 
no  ha  sido  parte  ni  ha  interve- 
nido en  forma  alguna  en  aquel 
juicio  de  rendición  de  cuentas. 
—Cas.  15  diciembre  1906  .    .  I  305 

3.  La  notificación  de  la  sentencia 
recaída  en  el  juicio  do  cuentas, 
hecha  á  los  herederos  del  fia- 
dor para  los  efectos  del  artícu- 
lo 1377  del  Código  Civil,  no  al- 
tera su  situación,  ya  que  no  los 
constituye  partes  en  c\  juicio  y 
presupone  la  existencia  de  un 
título  ejecutivo  en  contra  de  su 
causa-habiente. — Mismo  fallo. 

4.  Causal. — Contribución.—  Ex- 
cepciones.— Instrumento  pri- 
vado.— Prueba.  —  Testigos. — 
La  sentencia  que  da  lugar  á  la 
ejecución  y  ordena  el  pago  de 
la  multa  á  la  persona  que  pre- 
sentó un  documento  en  pa))el 
inconq)etcnte,  no  infringe  los 
artículos  462  y  485  número  7." 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  ni  los  artículos  8  y  11  do 
la  ley  de  1."  de  septiembre  de 
de  1874,  si  el  ejecutado  no  re- 
clamó del  mandamiento  de  eje- 
cución y  sólo  opuso  la  excep- 
ción de  pago  y  no  la  del  ar- 
ticulo 485  número  7.'*,  y  si  sólo 
estando  la  causa  en  estado  de 
sentencia  observó  que  el  do- 
cumento había  sido  extendido 
en  papel  sellado  del  bienio  an- 
terior al  de  su  fecha. — Cas.  2 
agosto  1007 I  415 

5.  Plazo. — Prescripción.  —Debe 
denegarse  la  ejecución  si  el  tí- 
tulo presentado  tiene  más  de 
diez  años  contados  desde  que 
la  obligación  se  hizo  exigil»le. 
— La  circunstancia  de  que  apa- 
rezcan en  el  título  abonos  he- 
chos A  la  deuda,  que  no  apare- 
cen acejítados  por  el  deudor, 
no  es  antecedente  ]>ara  estable- 
cer que  desde  la  fecha  del  últi- 
mo  dé  esos  abonos  debo  con- 


tarse el  plazo  de  diez  años  á 
que  se  refiere  el  artículo  463 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil.  Este  plazo  debe  contarse 
desde  que  se  cumplió  el  térmi- 
no í^ado  en  el  mismo  título, 
esto  es,  desde  que  la  obliga- 
ción se  hizo  exlgible. — C.  A.  11 
diciembre  1906 II  135 

TRADICIÓN 

1.  Causales.  —  Dominio. — Ins- 
cripción.— llegado. — Mqdosde 
adquirir.  —  t^uesión, —  Terce- 
ría.— La  sucesión  jK)r  causa 
de  muerte  es  uno  de  los  modos 
de  adquirir  el  dominio,  y  se 
puede  suceder  á  una  persona 
ya  á  título  universal  como  he- 
redero, ya  &  título  singular  co- 
co legatario,  sin  que  sea  nece- 
sario para  la  adquisición  del 
dominio  en  uno  ú  otro  carácter 
que  además  se  haga  tradición 
de  las  cosas  heredadlas  ó  lega- 
das; puesto  que  respecto  de 
unos  mismos  bienes  no  pueden 
concurrir  diversos  modos  de 
adquirir  su  dominio. — Cas.  3 
noviembre  1906 I  147 

2.  La  persona  instituida  en  testa- 
mento como  legataria  de  un  in- 
mueble adquiere  el  dominio  de 
él  por  el  hecho  de  la  muerte  de 
la  testadora,  y  esta  adquisi- 
ción no  queda  sin  efecto  por  la 
enajenación  que  posteriormen- 
te haga  de  ese  inmueble  á  un 
tercero  la  albacea  de  la  testa- 
dora, aunque  esa  enajenación 
se  inscriba,  siempre  que  no  ha- 
ya trascurrido  el  tiempo  nece- 
sario para  (jue  prescriba  el  de- 
recho del  legatario.— Procede, 
en  consecuencia,  la  tercería 
de  dominio  interpuesta  por  el 
legatario,  en  la  ejecución  se- 
guida i>or  un  acreedor  hipote- 
cario contra  el  tercero  ú  quien 
la  albacea  donó  el  inmueble, 
pues  ese  tercero  no  ad^iuirió  el 
dominio  }K)r  la  tradicióu  ((ue  le 
hizo  la  albacea  ni  por  prescrip- 
ción por  no  haber  trascurrido 
en  esto  caso  el  tiempo  necesa- 
rio.— Mismo  fallo. 


1.  A proljación  judicial. —  Divor- 
cio.—  Estado  civil. — Nuli'iatt.— 
Separación  de  bienes.  Una 
transacción  por  la  cual  uno  ú 
otro  cónyuge  ó  ambos  juntos 
renuncian  á  su  estado  civil 
de  marido  ó  mujer,  es  contra- 
ria á  la  ley,  y  en  consecut  iicia 
nula  de  nulidad    absoluta.— C. 

A.  27  noviembre  1906  ...  II  103 

2.  Semejante  transacción  no  ad- 
quiere valor  por  la  aprobación 
judicial,  pues  ésta  no  puede 
dar  valor  á  un  acto  nulo  en  su 
origen. — Mismo  fallo. 

TRÁNSITO 

1.  Prescripción.  —  Serviflnmbre. 
— Las  servidumbres  disconti- 
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nuas,  como  la  de  tránsito,  y  las 
continuas  inaparcutes,  no  i»ue- 
den  ailquirirsp  por  prescrip- 
ción; ni  aun  el  goce  inineuio- 
ríal  hasta  para  constituirlas  y 
sólo  pueden  adquirirse  ]>ov  me- 
dio de  un  título. — ('.  A.  15  oc- 
tubre 1000 U  105 

2.  La  servidumbre  establecida 
por  el  dueño  <le  un  j»redio  á 
favor  de  otro  predio  que  tam- 
bién le  pertenece,  solo  subsiste 
al  enajenarse  íiiio  de  ellos  si 
esta  servidumbre  es  continua  y 
aparente. — Mismo  fallo. 


U 


ULTHA.-1'E'nTA 

1.  Querella. — No  falla  ultra-pc- 
tita  la  sentencia  dictada  en 
una  querella,  que  so  limita  en 
su  parte  resolutiva  á  nodnr  lu- 
gar lisa  y  llanamente  <ttl  in- 
terdicto promovido  •>. — Cas.  15 
septiembre   lOOíí I     40 

2.  Casación  (le  oficio. —  (Confe- 
sión. —  Mutuo. —  Nocación.  - 
Entablada  ejecución  para  co- 
brar una  caTitidad  dada  en  mu- 
tuo, y  opuesta  la  excepción  de 
nulidad  de  la  obligación  por  no 
haljerse  entregado  esa  canti- 
dad, falla  ultra-petita  la  sen- 
sencia  de  segunda  instancia 
que  recliaza  esta  excepción, 
acogida  por  la  de  primera,  fun- 
dándose, no  en  la  circunstan- 
cia de  haber  contraído  el  eje- 
cutado una  obligación  nnitua- 
ria,  sino  en  el  hecho  de  haberse 
sustituido  éste  en  la  deuda  de 
un  tercero  para  con  el  ejecu- 
cutantc,  operándose  así  una 
novación,  siendo  que  ni  en  la 
escritura  de  mutuo,  ni  en  la 
dema)ida,  se  hace  alusión  á  di- 
cha sustitución,  por  lo  cual  no 
pudo  ser  materia  de  juicio  ni 
se  tomó  en  cuenta  en  el  fallo 
de  primera  instancia. — Cas.  2 
noviembre  190G I     44 

3.  Casación  en  la  forma.  —Ksta- 
carne  utos.  —  Inerte  tienciaü.  — 
Salitreras.  — Socíca lad  co 7i  // u- 
l/al. — No  ha]>iéndose  negado 
por  el  Fisco  en  el  juicio  solirc 
mensura  de  salitreras  el  (b>re- 
cho  para  hacer  peticiones  ni 
la  legalidad  y  efectividad  de 
loa  títulos,  falla  ultra-petita  la 
sentencia  que  no  da  lugar  á  la 
mensura  de  uua  pertenencia 
fundada  en  haberse  coucedido 
ya  otras  dos  al  cónyuge  del  pe- 
ticionario.— Cas.*  31  diciembre 
190G 1     49 

4.  Canación  en  la  foi^nia. — Com- 
petencia. —  Cotta^s  — Precede 
sin  competencia  y  falla  ultra- 
petita  el  Tribunal  de  Alzada 
que  condena  á  una  de  las  par- 
tes en  las  costas  causadas  en 
primera  instancia,  revocando 
en  este  punto  el  fallo  ajuíliido, 
sin  quí-  el  apelante  haya  for- 
mulado i\  este  resjKH'to  peti- 
ción alguna  en  la  exprer<ión  de 
agravios,  —  Cas.     13     uiar/,o 


1907  .    .    .  ., I     79 

5.  Contradicciones  del  fallo. — 
No  falla  ultra-petita  la  Bcutcn- 
cía  que,  revocando  la  de  pri- 
mera instancia  que  daba  lugar 
á  la  demanda  de  resolución  de 
un  contrato  de  compra-venta 
por  falta  de  pago,  niega  lugar 
á  ella  y  dispone  al  mismo 
tiem])o  se  gire  libramiento  á 
favor  del  demandante  por  la 
cantidad  consignada  á  su  orden 
por  el  demandado  en  pago  del 
precio,  siendo  que  la  entrega  de 
esa  cantidad  fué  un  punto  some- 
tido á  la  resolución  judicial  en 
el  curso  de  la  causa. — Cas.  15 
marzo  I9Ü<> I  118 

6.  Casa  ion  enlaformn. — Omi- 
ifión.—Senfeyícia. — La  senten- 
cia de  segunda  instancia  que 
desecha  la  demanda  en  virtud 
de  una  excepción  que  no  ha  si- 
do opuesta  por  el  demandado 
ni  en  primera  ni  en  segunda 
instancia,  incurre  en  el  vicio  de 
lütra-potita,  pues  extiende  su 
fallo  á  puntos  no  sometidos  por 
las  j)artcs  á  la  consideración 
del  trilíunal.  —  Cas  25  abril 
1905 1  119 

7.  Si  el  demandante  expresa  en 
su  demanda  y  en  su  alegato 
que  la  cuestión  consiste  en  de- 
terminar si  una  cláusula  testa- 
mentaria es  un  censo  como  él 
sostiene  ó  un  mayorazgo  como 
lo  afirma  la  parte  contraria,  y 
la  sentencia  de  primera  instan- 
cia da  lugar  á  la  demanda  por 
estimar  que  dicha  cláusula  im- 
porta la  yonstitucióu  de  un 
vínculo,  la  sentencia  de  segunda 
instAucia  que  continua  sin  mo- 
diticación  la  de  primera,  so  pro- 
nuncia j)rec¡samente  sobre  la 
cuestión  fundamental  propues- 
ta por  la  parte  relativa  al  al- 
cance jurídico  de  dicha  cláu- 
sula, contiene,  por  consiguien- 
te, la  decisión  del  asunto  con- 
trovertido y  no  se  ha  extendi- 
do á  puntos  no  sometidos  á  la 
resolución  del    tribunal. — Cas. 

18  junio  lyOtí ,.    1  119 

8.  Cofta  juzgada.  —  Nulidad. — 
Quiebra.  —No  falla  ultra-peti- 
ta la  sentencia  que  declara  la 
nulidad  de  unos  contratos  cele- 
brados por  un  fallido,  fun- 
dándose en  el  artículo  137G  del 
Código  de  Comercio,  si  la  de- 
manda se  fundaba  precisa- 
mente para  pedir  esa  nulidad, 
entre  otras  prescripciones,  en 
ese  artículo.  —Cas.  ü  noviembre 
19()G  . I  138 

9.  Aborda  je.  —  Apreciación.  — 
(■apitdn. —  Xainero. —  Perjui- 
cio V. — Reda  mació  n. — No  f  al  la 
ultra-petita  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  que,  sin  variar 
las  condiciones  de  la  litis,  ni 
moditicar  la  naturaleza  jurídi- 
ca de  la  acción  propuesta,  con- 
firma la  de  primera,  limitándo- 
se á  agregar  un  nuevo  funda- 
mento á  los  consignados  en 
aquella  resolución. — Cas.  19  ju- 
lio 1905 *.  I  167 


10.  Si  Ut  sentencia  reeurnda  al 
confirmar  la  de  primera  inM*ri- 
cia  contra  la  cual  do  se  dMluj.- 
recurso  de  nulidad,  mantl  u 
intacta  la  parte  d¡f?iM>s¡iivfl  .i« 
este  fallo,  no  procede  tanq-i'-i 
en  su  contra  el  recurso  de  capa- 
ción por  fallar  nltra-pi^tUs. 
pues  este  tícío,  encasM)  de  f-xt?- 
tir,  se  habría  cometido  «i.  la 
de  primera  instancia,  y  n<»fif 
reclamado  oportunamente  í"- 
mo  lo  exige  la  lev.  —  Mi>í'h 
fallo: 

11.  Agregación  de  docnMfaUtM. 
Citación.  —  Contradirj'ionfi 
del  fcdlo. — Interpuesta  uiui  tir- 
manda  en  contra  de  una  t«-T.v 
mentaria  representada  p-r /. 
cónyuge  sobreviviente  y  pr 
los  herederos  instituido^»  pu  A 
testamento,  á  fin  de  obt4'Uí-r  »I 
pago  de  una  deuda  herediiar'.v 
no  falla  ultra-petita  la  í-f ::  :i- 
cia  de  segunda  instancia  >\>u 
confirma  la  de  prinicra  ci»ii  -li 
claración  de  que  ha  lugar  t;u»- 
bien  á  la  demanda  «-n  C'tiir . 
del  cónyuge  8obrevi\  s«'nt»\ 
quien  deberá  et^^ntribuir  .-«1  \n- 
go  de  la  deuda  con  sn  en'ii 
correspondiente,  ya  que  era  r- 
te  un  punto  sometido  á  la  »'<■  i- 
sión  del  tribunal  sentenciftil'c. 
Cas.  17  abril  1907 I  h- 

12.  No  falla  ultra-petita  U  >'■-..- 
tencia  que  se  limita  á  di* ilir 
el  punto  controvertido,  qm-  •  rt 
en  la  especie  la  procedencia 
improcedencia  de  un  pa*<i  !•*•: 
consignación  ofrecido. —C.^-.  ' 
mayo  1907 I  -• 

13.  Acción  ordinaria.  —  -l-v». .- 
posesoria. — Captación  en  lofh- 
ma. — Falla  ultra-petita  el  Tri- 
bunal de  Alzada  que  extt»  l'I. 
su  resolución  a  puntos  i»*^  ■^•- 
metidos  á  su  decisión,  •^^ul.^- 
cieudo  que  lo  que  resueh»  «? 
im  interdicto  posesorio  \u>rt[v.: 
es  esa  á  su  juicio  la  acción  «I- 
ducida  en  la  demanda,  dienl 
que  en  realidad  de  los  ti  riii;  "- 
claros  de  ella  aparece  que  U 
acción  deducida  es  onliu.ir' • 
habiéndose  seguido'  la  liti?  {«••: 
los  trámites  del  juicio  or«l  tía- 
rio,  y  liabiendo  dado  es**  cxrjí- 
ter  á  la  acción  la  sentenci.H  i- 
primera  instancia. — Ca<.  í »  tp- 
viembre  1906 I  -* 

14.  Casación  en  la  fortAn.— 
Considerandos. — Ex  ep  »•>.».« 
Juicio  ejecutivo. — Per^^> ut  i'¿'. 
— Falla  ultra-petita  la  m  ntf 
cia  del  Tribunal  de  Aliáis 
que  rechaza  la  acción  ejccnTÍ%.; 
en  virtud  de  la  excepción  o- 
falta  de  personería  fundada  •  i. 
ciertos  hechos  y  anteceilrnt*.- 
jurídicos  no  diseatidoá  ni  j».-*- 
puestos  en  el  juicio,  pí*-!*'  ' 
que  la  excepción  de  falta  <!• 
personería  opuesta  por  el  «;•- 
cutado  86  fundaba  en  hevh"-  y 
antecedentes  diversos.  L^  ñr- 
cunstancia  de  referirse  el  %ic.^ 
en  que  se  funda  el  recur?»'  i- 
caaacióu  á  los  términoa  #nqo 
aparecen  redactados  los  c-si'-- 


ULTRA-PETITA 


ULTRA-PETITA 


VISTA 


61 


«leraiulos  del  fallo  recurrido,  y 
la  dt»  <|ue  el  iribunivl  scntcnoia- 
<lí»r  8e  liaya  limitado  en  la 
|»nrto  dispositiva  d«;  dicha  re- 
Nolucióii  á  declarar  admitida  la 
«xcepción  de  falta  de  persone- 
ría, no  modifica  el  aspecto  ju- 
rídico de  )a  cuestión,  por  cuan- 
to eeíos  considerandos  son  en 
i'sto  cago  parte  intepn'ftíitc  y 
suHtnncial  de  lo  dÍHj>o8Ítivo  del 
fallo,  ya  que  8Ín  ellos  no  ten- 
dría éste  existencia  ni  signitica- 
tlo     alguno  legal.  —  C.    A.    18 

inavo  1907 1  255 

1 5.  Arción  posesoria. — Amplia- 
i'ióii.  —  Apelación.  —  Aj/re- 
t'iftJ'ión.  —  Cánsales.  —  Oon- 
f ra-qnei'eUa.  —  Cosa  jnzfja- 
fl-ft.  —  Cotias.  —  Desiif  ti  mien- 
to.— Fiscal.  —  Municipalidad. 
Omisión. —  Parte  af/raviada. 
—  Pkízo.— Posesión.  —  Quere- 
lla.— Sentencia. — Ajielada  por 
una  Municipalidad  la  senten- 
cia dictada  en  una  querella,  la 
ropresentación  en  segunda  ins- 
taiicia  corresponde  al  Fis- 
cal de  la  Corte,  si  no  se  ha  en- 
comendado á  otras  personas, 
en  conformidad  al  inciso  2."  del 
artículo  93  de  la  Ley  de  Muni- 
cipalidades. Si  el  Fiscal  se  li- 
mita A  dar  su  dictamen  oj»inan- 
ilo  por  la  confirmación  del  fa- 
llo de  primera  instancia,  y  la 
Corte  lo  revoca,  no  falla  ultra- 
])etita  por  no  haber  solicitado 
nadie  la  revocación,  si  en  el 
curso  del  juicio  la  Municipali- 
dad sostuvo  que  la  plaza,  obje- 
to de  la  querella  era  un  bien  na- 
cional de  uso  público  y  en  se- 
gunda instancia  se  hizo  parte  el 
Director  del  Tesoro  en  repre- 
Hontación  de  los  intereses  fisca- 
loH.— Cas.  1."  diciembre  1904  I  294 
1  <».  Casación  en  la  forma. — Per- 
juicios.— Si  en  la  demanda    se 


pide  el  pago  de  una  suma  da- 
da como  indemnización  de  per- 
juicios, es  nula  por  fallar  ul- 
tra-petita  la  sentencia  que,  al 
confirmar  la  de  primera  instan- 
cia que  daba  lugar  en  jiarte  A 
la  iiidenmización  pedida,  de- 
clara que  ésta  debe  pagarse  en 
forma  de  una  pensión  vitalicia 
y  que  la  empresa  demandada 
debe  constituir  una  garantía 
para  responder  por  esa  pen- 
sión durante  el  tiempo  que  ella 
debe  durar.  Esta  última  reso- 
lución se  refiere  á  un  punto  no 
propuesto  ni  discutido  por  las 
partes  —  Cas.    18    diciembre 

1900 1  319 

17.  Casación  en  la  forma. —  Nu- 
lidad.— liemate. — Es  nula  por 
fallar  ultra-petita  la  sentencia 
del  Tribunal  de  Alzada  que  se 
extieiule  A  un  punto  no  sometido 
por  las  partes  &  la  decisión  del 
Tribunal.  Pedida  la  nulidad  do 
un  remate  judicial  en  virtud  de 
ciertas  causales,  declarada  es- 
ta nulidad  en  primera  instan- 
cia, y  precisadas  las  acciones 
y  excepciones  de  las  partes  en 
los  escritos  de  expresión  de 
agravios  y  adherimiento  á  la 
apelación,  falla  ultra-petita  el 
Tribunal  de  Alzada  que  dese- 
cha la  demanda  declarando 
inadmisibles  las  causales  de 
nulidad  en  virtud  de  una  ex- 
cepción nueva,  que  no  había 
sido  alegada  ni  discutida  en  el 
juicio:  la  de  que  la  sentencia  de 
remate  debe  llevarse  adelante 
mientras  no  haya  sido  anulada 
ó  modificada  en  un  juicio  pre- 
vio entre  legíttimos  contradic- 
tores. —  Cas.  1.  •*  diciembre 
190G I  362 


USUFRUCTO 

Asignación  testamentaria. — Fa- 
líeciviient4). — Heredero  á  título 
universal. — Parte  agraviada. 
Remanente. —  Suspensión  del 
procedimiento.— \jdL  asignación 
testamentaria  por  la  vida  del 
asignatario,  ó  sea  hasta  un  día 
cierto  é  indeterminado,  como 
es  el  de  la  muerte  de  una  perso- 
na, importa  la  constitución  de 
un  usufructo. — Cas.  26  noviem- 
bre 1906 I    53 


Venta. — V.  Compra-venta. 


1.  Ahogado.— Casación  de  oficio. 
— Suspensión. —  Tahla. — Pedi- 
da la  suspensión  de  una  causa 
por  el  abogado  de  ella  por  en- 
fermedad, no  puede  invocar 
después  la  nulidad  de  la  sen- 
tencia dictada,  fundándose  en 
que  la  causa  estaba  mal  anun- 
ciada en  la  tabla  por  haber  un 
error  en  la  última  letra  del 
nombre,  porque  el  hecho  de 
pedir  la  suspensión  manifiesta 
el  conocimiento  de  que  era  esa 
la  causa. — Cas.  16  diciembre 
1906  1  310 

2.  Solicitada  por  un  abogado  la 
suspensión  de  una  causa  por 
estar  enfermo,  con  el  certifica- 
do médico  correspondiente,  si 
el  tribunal  ve  y  falla  la  causa 
falta  al  trámite  esencial  de  se- 
ñalar nuevo  día  para  su  vista 
y  este  vicio  autoriza  para  anu- 
lar de  oficio  la  sentencia.  — 
Mismo  fallo. 

Vlí-IOS   NO   BECLAMADOB. —  V. 

Beclamación. 
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I  415 

9,39        I   41 

941  '  5  V  9  1   - ^ 

170        ] 

[    316 

230 

I  143 

463 

II  135 

9,39        I   57 

941  "4    I   ^' 

170        ] 

L    370 

234 

I  425 

466  n.°  16 

II  30 

939        I  283 

941  •'  1    1  i^- 

índice  de  los  ARTfcrws 


65 


1  u. 

""á 

246 

943 

5 

II 

86 

943 

4 

255 

943 

4,5,6,8 

294 

944 

4 

319 

944 

5  y  9 

355 

944 

1,4,5 

362 

945 

5  y  9 

370 

945 

5 

II 

121 

946 

9 

II 

142 

946 

5 

447 

946 

6 

460 

946 

2 

322 

946 

145 

152 

81 

53 

161 

106 

1 

294 

57 

71 

117 

160 

177 


946 

185 

950 

í?25 

946 

225 

950  n. 

o  2 

IT 

81 

946 

460 

953 

41 

948 

1 

958 

126 

948 

161 

958 

198 

948 

294 

958 

260 

948 

355 

958 

279 

949 

28 

960 

294 

949 

41 

966  n. 

»1 

24 

949 

44 

966 

41 

949 

II 

67 

966  n. 

'1 

65 

949 

316 

966  •' 

4 

225 

949 

II 

121 

966    ' 

3,4  I 

235 

966  n.*»  2 

[      355 

966  "    6         ] 

[I     123 

970  "    2, 6     J 

[         28 

970 

[         41 

970  n°  7         ] 

[       143 

970  "    3         ] 

[       182 

970  "    3         ] 

[       225 

970  "     2,6     ] 

[       232 

970  "     6        J 

[       316 

970  "     6         ] 

370 

977                  ] 

[       126 

977                  ] 

279 

CÓDIGO  DE  COMERUIO 


;3 

II 

108 

676 

33(; 

12 

II 

108 

761 

[I 

5 

13 

II 

108 

769 

[I 

5 

i4 

II 

150 

862                ] 

167 

;8 

I 

167 

865  n.«  4       ] 

167 

8 

I 

29 

878                ] 

167 

890 

167 

1058 

I 

425 

1454 

891 

167 

1061 

I 

425 

1456 

906  n.** 

3    1 

425 

1130 

I 

167 

1632 

908 

167 

1134 

I 

167 

1633 

1003 

425 

1326 

IT 

156 

1034 

425 

1376 

I 

138 

II  156 

II  156 

II  30 

U  30 


CÓDIGO  DE  MINERÍA 


I 

152 

15 

ínc.  3." 

II 

126 

24 

II 

2 

29 

II 

152 

39 

II 

2 

47 

II 

2 

48 

II 

2 

49 

II 

70 

49 

1 

193 

52 

II 

2 

56 

II 

2 

58                  I 

193 

134 

11 

2 

63  ine.  2.'*    II 

126 

140 

1 

193 

81                   I 

49 

146 

11 

2 

81                   I 

249 

1 

193 

83                  I 

249 

I 

49 

II 

38 

II 

38 

Índice  de  las  leyes  e.si»ecíales 


LEYES  ESPAÑOLAS 


'artida  3.*, 
»    3.*, 

3.», 
3.*, 
•  3.*, 
3.', 
3.', 
3.% 
3.% 
3.% 
3.*, 
4.% 


título  14,  ley  1.*  1  242 

14,     - 


16, 
16, 
16, 
16, 
16, 
16, 
16, 
18, 


18, 


12 


18 
28 
29 
32 
40 
40 
8 
13 


II  42 


8  I  430 


I  426 

I  430 

I  430 

I  167 

I  167 

I  242 

I  430 

I  375 


1'  I     375 

1'  II     67 


Fuero  Real  lifcro  3.°,  título  6,  ley  2  u     67 

Novísima  Recopilación,  lib.  11,  tít    7,  ley  3  II  137 

*  •  »     11,  »    12 I     430 

»     11,  »    18,  I     375 

Ordeiianzae  de  Nueva  Egpafta,  título  16: 

Artículo  10  I  103 

•       11  I  103 

»        12  I  103 

»        13  I  103 

»        1*  I  103 


LEYES  PATRIAS 

1837 

46                     I     362 
46                     I     375 

25                     I     180 

Ley  de   1.°  de  mar- 

47                      I     362 

1857 

0,  «obre  el  recurso  do 

47                      I     375 

uHdad. 

48                      I     362 
48                      I     375 

2n.*>l              I     421 

49                      I     375 

Ley  de  18  de  junio, 

5                       I       71 

184» 

sobre  expropiación 
de  terrenos  para   fe- 

Ley de  8  de  febre- 

Ley  de  17   de    di- 

rrocarriles. 

0,  Bobre  el  juicio  eje- 

ciembre,  sobre  cami- 

•utivo. 

nos. 

3                        I     421 

181(1 


Ley  de  7  do  octu- 

187» 

bre,  sobre  el  efecto 

retractivo  de  las  le- 

Ordenanza de 

yes. 

Aduanas  de  24  de  di- 

ciembre. 

2                     II      11 

3                     II      11 

69                      I  260 

3                     II      33 

84n.**ll           I  260 

5                     II      11 

89  »    18  y  20  I  260 

24                     II      15 

138  »    4             1  260 

24 


I   375 


%C) 


ÍHÜICE  DE  IOS  AUTfCULOSy 


158 


I     260 


Ordenanza  de  3 
de  enero,  so- 
bre mercedes 
de  aguas II     26 

3  I     310 

7  I     310 


1873 


Ley  de  3  de 
enero,  sobre 
e  xpropiación 
d  e  terrenos 
para  la  Em- 
presa de  A- 
gua  Potable 
de  Valparaí- 
so  I    421 


1874 


Ley  de  I.**  de  sop- 
tiembrc,  sobre  papel 
sellado. 


8 
11 


1       415 
I       415 


Ley  de  4  de  agos- 
to, sobre  enajena- 
ción de  terrenos  e  n 
territorio  araucano. 


9 


II     164 


Tratado    con 
Bolivia I       19'i 

Código    de  Minería 
de  18  do    noviembre. 


3 
•¿G 
35 
35 
45 
97 
99 
149 
149 
150 
151 


4Í) 

49 

49 

193 

249 


1875 


I     193 


Ley  de  15  de  octu- 
bre, sobre  Organiza- 
ción y  Atribuciones 
de  los  Tribunales. 

1  I  58 

.1  I  331 

1  I  334 

5  I  58 

5  I  331 

5  I  334 

9  I  425 

176  I  37 

177  I  37 
181  1  242 
192  1  '>8 
216  II  131 
221  I  -130 
243  II  82 
263  n."  5          II  141 

365  I        33 

366  n.*»  1  I  33 
397  I        53 

1877 

Reglamento  de  28 
do  julio,  sobre  conce- 
siontB  de  dop('>8Ítos 
de  salitre  y  bórax. 


I  193 

I  49 

I  249 

I  249 

1  249 


I 
I 
I 
I 
I 
I 
I 

1878 


193 
49 
193 
49 
1113 
249 
193 


Rcglametito  d  o 
abordaje»,  dt;  14  de 
noviembre. 

16  I       16( 

1879 

TjCv  de  2  de  ma- 
yo, sobre  atri- 
buciones   del 


Uobiemo  res- 
pecto al  terri- 
torio entre  los 
paralelos  2  3 
y  24 1     193 

1881 

Ley  de  22  de  di- 
ciembre, so- 
bre pensiones 

militares I     331 

I     334 
I     273 

1884 

Tratado  de  Paz 
con  el  l'erú, 
promulgado 
el  20  de  ma- 
yo  


.1     103 


1888 

Ley  de  21  de  di- 
ciembre, B  O- 
bre  pensiones 
militares I       5§ 

1889 

Ley  de  19  de  ene- 
r  o,  sobre  composi- 
ción de  la  Corte  Su- 
prema y  Corte  de  A- 
peln clones  de  Santia- 
go, competencia,  etc. 


15 


I     421 


1890 


24  11     77 

26^*^2  I     310 

33  U  147 

44  II     91 

44  II  147 

48  II     91 

49  11     91 
93  iuc.  2  II     91 

189» 

Ley  de  9  de 
enero,  sobre 
pensiones  mi- 
litares  I     334 

I     273 

Ley  de  26  de  no- 
viembre, sobre  con- 
versión metálica. 


Ley  de  elecciones, 
de  20*  de  agosto. 

26  n."  6  II       69 

1891 

Ley  de  Municipali- 
dades, de  22  de  di- 
ciembre. 


9 


I     260 


1893 


Ley  de  31  de  ma- 
yo, sobre  conversión 
metálica. 


I  260 
I  260 
I     260 


1895 


Ley  de  11  de  febre- 
ro, sobre  conversión 
raetAlica. 


10 
20 


I     405 
I     405 


Reglamento  de 
5  de  julio, 
pobre  a  r  e- 
na»    aurife- 


.II       2 
I     152 

Ley  de  7  de 
febrero,  so- 
bre pensio- 
u  e  s  milita- 
res  I       58 


1896 

Ley  de  18  de 
junio,  i-obre 
forma  dr>  \  a- 

gOS  de  drFc- 

cho  de  int»T- 
nación 1    ií 

1897 

Ley  de  li 
de  septíembrts 
sobre  las  olira:: 
de  PeñueUs...l    421 

1898 

Ley  de  31  de 
JoHo,  sobre 
emisión I   ^'^' 

Ley  de  23  de 
enero,  !í<ibre 
las  obraí-  «i* 
Peñuel&s....!    4íl 

1899 

Ley  de  6  üí 
septiembre. 
sobre  milita- 
re» 1   S51 

1900 

Ley  d«  10  de 
enero,  «.obre 
araláo  d  e 
haberes  y 
matrieaU 
para  el  pa)?> 
de  patentrr.llir 

1902 

Ley  de  28  de  afei- 
to, aprobatoria  c  - 1 
Código  de  ?pxrc- 
miento  CiviL 

5  II   ■• 

5  I  tíl 

1905 

Lerde  2  de  fe- 
brero, sí'bre 
penfionei 
militaren —I   "'-^ 

I  í:i 


DECKKTOS  SUPREMOS 


Decreto  de  27  de  junio  de  1879,  sobre  el  distn- 
to  minero  del  litoral  del  norte  .................. 

Decreto  de  27  de  junio  de    1879,  so  )rc  facul  a- 
des  del  Gobernador  del  litoral  del  norte  rola-    ^ 
tivas  al  salitre • '." 

Decreto  de  11  de  junio  de  1 88 1,  sobre  propie- 
dad  salitrera  en  Tarapacá 


193 

193 
103 


Decreto  de  6  de  septiembre  de  1881,  sobre  pK>- 
piedad  salitrera  en  Tarapacá I 

Decreto  de  28  de  marao  de  1883,  sobre  propie- 
dad salitrera  en  Tarapacá » 

Decreto  de  30  de  marzo  de  1884,  qoe  suspen- 
dió las  concesiones   de   salitre » 


165 


LEGISLACIÓN  BOLIVIANA 

CÓDIGO   CIVIL 
II  11    I   166  


11      1'* 


¡NDiCK  DE  LUS  AUTÍCUIOS 


(J7 


LKGJSLACIÓN    PERUANA 


CÓDIGO  CIVIL 


235 
236 
238 
230 
242 


11  33 

II  33 

II  33 

II  33 

II  33 


438 
43í) 
903 
904 
908 


II 

33 

II 

33 

II 

33 

II 

33 

II 

33 

Ley  de  18  tle  mayo  de  187;"),  sobre    jMopicdad 

s&litrcra '. 1  103 

I>ecrcto  de  13  de  julio  de  1870,    robre  [     yic- 

dadealitrera I  103 

Decreto  de  IG  de  diciembre  de  1876,  Hc.hi\-  pro- 


piedad Halilrera   I  1C3 

l)(>cn  lo  í\v  \íi  de  marzo  de  1K77,  «oln-e  propie- 
dad salitrera 1  103 

Decreto  de  16  de  agofito  de  1877,  Bobre  propie- 

dadBalitrera I  103 
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Aguirre  viuda  de  Bascufián  Vic- 
toria y  otros,  31  diciembre 

1906 I    49 

Aguirre  Diego  A.,  24   diciembre 

1906 II  159 

Alarcón,  3  mayo  1907  .  .  .  .  I  238 
AI  faro,  4  septiembre  1905.  .  .II  8 
Aliberti,  20  octubre  1906  .  .  .II  51 
Al  varado,  15  octubre  1906.  .  .11  52 
Alvarez   Hermanos,    5  julio 

1906 1       1 

Alvarez  Rojas  Juan  Antonio,  19 

noviembre  1906 II  126 

Auguita    viuda    d  e     Fernández 
Quiteria,  29  mayo  1905    y    10 

julio  1907 I  355 

Anguita  Bernabé  Francisco,    1.° 

diciembre  1906 1  362 

Aracena,  15  julio  1907  ....  I  331 
Araneda  viuda  de  Araneda  Caro- 

lina,  6  noviembre  1906  .    .    .II     89 
Araneda  viuda  de  Araneda  Caro- 
lina, 12  julio  1906 II  106 

Aroca,  26  noviembre  1900.  .  .  I  228 
Asfrosa,  27  septiembre  1906.  .  I  123 
Athens    Germán,    6    noviembre 

1906 II     89 

Atbens  Germán,  6  agosto  1907  II  159 
Azocar,  20  octubre  1906  .    .    .II     51 


B 


Badilla,  29  mayo  1905  y  10  julio 
1905 I  355 

Baltra,  16  septiembre  1905  .    .II       5 

Banco  Santiago,  10  julio  y  1.°  di- 
ciembre 1906 I     71 

Banco  de  Concepción,  10  julio  y 
1.°  diciembre  1906 I     71 

Banco  Caupolicán,  11  diciembre 
1906 II  135 

Bannen  Constantino,  31  diciem- 
bre 1906 I  152   I 


Bannen  Constantino,  25  noviem- 
bre 1905 II       2 

Barbagelata,  3  agosto  1907  .  .  I  442 
Barra  de  la,  24  diciembre  1906  I  159 
Barros    Agustín,     3     noviembre 

1906 1  147 

Barros  de  Velasco  Mercedes  An- 
tonia   y  otros,    28    noviembre 
1905  y  5  octubre  1906  .    .    .1  225 
Bascuñán  viuda  de  Jofré,   15  oc- 
tubre 1906 II  105 

Bavcstrcllo,  27  mayo  1907  ..  I  245 
Bercezio,  2  agosto  1907.  .  .  .  I  415 
Besa,  5  diciembre  1906.  .  .  .11137 
Bitsch,  6  octubre  1905  ....  II  5 
Blest,  3  noviembre  1906.  .  .  .II  43 
BoniBchener  y  Cía,   7   diciembre 

1903  . II       1 

Brafies  (sucesión),   29    agosto 

1907 I  452 

Bravo  José  L.,  15  octubre  1906  II  52 
Bravo    Enriqueta,  18    diciembre 

1906 I  319 

Buero,  6  noviembre  1900  .  .  I  138 
Burgos,  11  noviembre  1905  .  .II  15 
Burmiister,  1."  diciembre  1906  II  131 
Bnstamnntc,  23  agosto  1907.    .   1425 

C 

Candia,  19  julio  1907 1328 

Canto  del  Daniel,  4  agosto  1906  I  89 
Canto  del  viuda  de    Núñez    Ana 

María,  17  abril  1907  ....  I  182 
Cañipa,  23  octubre  1906  .  .  .II  86 
Carrasco  B.  Ismael  (sucesión),  20 

noviembre  1906 I  161 

CaiTasco  viuda  de  González  Del- 

fina,  22  octubre  1906.  ..  .II  49 
Carrasco    y    Zanelli,     19    julio 

1907 I  344 

Castellón,  11  junio  1907  ...  I  283 
CarvacliO  viuda  de  Valonzuela,  3 

julio  1907 I  341 

Chili  Telephonc  Company  Limi- 


ted, I.*"  mayo  1907 I  235 

Chilian  Electric  Tranway  and 
Light  Co.  Ltd.,  8  diciembre 
1906 I  319 

Cockbain,  Roxburg  y  Cía.,  19  ju- 
lio 1905 I  167 

CoUao,  27  septiembre  1906  .    .  I  152 

Compañía  de  Seguros  «La  Fran- 
cesa», 6  septiembre  1906.    .  I     29 

Compañía  del  Ferrocarril  Urba- 
no de  Valparaíso,  lOnovicmbre 
1906 I    41 

Compañía  Minera  de  Santa  Rosa, 
16  octubre  1906 I    67 

Compañía  Nacional  de  Teléfonos 
15  marzo  1907.    ......   I  118 

Compañía  Minera  Copaquire,  27 
septiembre  1906 II     50 

Compañía  Salitrera  Progreso,  6 
abril  1907 I  193 

Com])añia  de  Gas  de  Quillota,  15 
diciembre  1906 I  290 

Compañía  de  Seguros  «L  a  w 
Union  and  Crown»,  3  julio 
1907 I  322 

Compañía  Salitrera  Aurrerá,  18 
diciembre  1906 II  150 

Compañía  Inglesa  de  Vapores, 
23  agosto  1907 I  426 

Concha  v  Toro  Enrique,  7  julio 
1906 II     38 

Concha  Benjamín,  17  noviembre 
1906 II  121 

Coo,  5  julio  1907 I       1 

Cornejo,  27  julio  1907   .    .    .    .II  139 

Crockett  Juan,  2  5  noviembre 
1905 U       2 

Crockett  Juan,  31  diciembre 
1906 I  152 

Curato  de  Lampa,  1.**  diciembre 
1904  y  20  diciembre  1906.    .   I  294 

Cuy et,  4  septiembre  1905.    .    .II      8 


70 

D 

Dannendrail  y  Hnrinineudy  Her- 
manos, 20  octubre  líHX  i.    .    .   1  145 
Decombe,  25  julio  r.M)7.  ...   1  370 
Delgado,  4  ajTOPto  1  DOC. ....   1  S:\ 
Delpino  y  Andrndf,  28  íliciciubro 

1906 H  ir>r, 

Dclvortti,  13  novionibvc  mor»  .11  100 
Díaz  Franc¡«oa  y  otrn,  22  octubre 

1906 II  77 

Diaa  Vald»'8  viuda    do    Moreno, 
JoBefa,  18  julio  IDOO  v  7  nia\o 

1907 :   .    .    .    1  232 

Díaz  ValdéH  Pío,  IS  julio   lOOíi  y 

7  mayo  1907 1  232 

Diz,  6   octubre  l'.M ir» 11  "> 

Doggenweiler,  1.')  iiuii/.»  r.  O  "t.  .    I  US 
Donoso  viuda  de  !)uiio>o,  4  apis- 
te 1906  1  128 

Dueflae,  22  septiemlíH'  190<;.   .   I  íl.*» 

K 

Eastmau    T  o  m  á  t»  («ucefiióu\  3 

agosto  1907 I  442 

Echcncvucia,   2    u  o  v  i  e  ui  b  r  e 

1906 1  44 

Eguiluz,  19novieuibre  19im;.    .11  <¡9 
Empresa  de  Agun  I'otnble  de  l*e- 
ñuelas,  22  agosto    1903    y    19 

agosto  1907 1  421 

Errázuriz,  21  «ovieinluv  HMMI  .    I  J!4 
Espinosa,  26  octu}»re  1906.   .    .11  58 
Espoz  Carmen  y  otra,  6  diciem- 
bre 1906 II  142 

Espoz  Felicidnd,  6  d  i  c  i  e  m  b  r  e 

1906 II  142 

F 

Fariña,  3  uoviend)re  1 906 11  43 

Fenelón,  14  mayo  1907  .  ...  1  249 
Fernández    (Kuctsión),    1  1  abril 

1907 I  180 

Ferrocnrril  Sulitreru,  27  Hcpliom- 

bre  1906 11  óO 

Ferrocarril  Salitn  n),  27   íicuil  re 

1906 II  93 

Figueroa,  8  oelubn   1906  .    .    .11  63 

Fisco,  31  diciembre  1906    ...    1  19 

Fisco,  6  noviembre  1906   ...    1  :í8 

Fisco,  30  dicembre  19(»6    ...    I  99 

F*Í8co,  30  novieuíbre  1906.    .    .    1  103 

Fisco,  29  octulne  11M)6   ...    .11  42 

Fisco,  6  abril  1907 I  193 

Fisco,  14   nmyo  1907 1  249 

Fisco,  .30  novieml»re  ¡906.    .    .    1  260 

Fisco,  26 octubre  19(»l   ....    I  273 

Fisco,  17  dieicmbie  190»;    ...    I  .30! 

Fisco,  1.^)  iulio  1907 I  .331 

Fisco,  22  julio   1;H)7 I  334 

Fisco,  17  njíosto  1907.   ....    1  4o:) 

Fisco,  13  aposto  1907  ....  I  460 
Flores  (sueesi('ni\    23   jiovi»  mbre 
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